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PRIiClPALES  LEYES  POLÍTICAS  Y  ORGÁNICAS  DE  CHILE 

Contiene:  I.  Indicaciones  generales.— II.  Acta  de  la  independencia.— III.  Cons- 
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VI.  Ley  de  Organización  judicial. 


Indieaeiones  genepales.-»-Lia  Constitaeión  y  sus  refof mas. 
OQisión  de  las  grandes  I^epúblieas  flmepieanas. 

En  realidad,  la  emancipación  de  la  dominación  española  comienza 
para  Chile  con  el  Acta  de  instalación  de  la  Junta  que  lleva  la  fecha  de  18 
de  septiembre  de  1810;  más  como  dicha  Acta  así  como  el  proyecto  de 
Constitución  redactado  por  orden  del  Congreso  nacional  y  publicado  en 
1813,  sin  negar  nosotros  su  grande  importancia  desde  el  punto  de  vista 
histórico,  carecen  hoy  de  todo  valor  jurídico-legal,  puesto  que  en  ellos 
se  sancionaba  un  orden  de  cosas  completamente  distinto  del  que  hoy 
existe  en  cuanto  al  estado  político  ó  régimen  de  gobierno,  puede  afir- 
marse que  la  base  de  la  completa  autonomía,  el  comienzo  y  fundamento 
de  la  nacionalidad  chilena,  se  halla  en  el  Acta,  de  Independencia  ílrmada 
en  Concepción  el  1.°  de  enero  de  1818.  La  Constitución  jurada  y  san- 
cionada el  23  de  octubre  de  1818,  solo  estuvo  en  vigor  durante  tres  me- 
ses; y  no  llego  á  regir  el  proyecto  de  I."*  de  diciembre  de  1826.  Norma- 
lizóse al  fin  la  organización  de  los  poderes  públicos  con  la  ley  funda- 
mental del  Estado  ó  Constitución  de  1828,  sustituida  por  la  de  25  de  mayo 
de  1833,  que  es  la  que  hoy  rige,  si  bien  modificada  por  infinidad  de  su- 
presiones, rectificaciones  y  adiciones  de  muchos  de  sus  primitivos  pre- 
ceptos, cuya  reibrma  imponía  la  evolución  progresiva  de  la  sociedad 
chilena  en  relación  con  nuevos  y  más  equitativos  principios  de  derecho 
social  y  político  encarnados  en  las  Constituciones  y  leyes  orgánicas  de 
las  viejas  nacionalidades. 

Las  más  importantes  de  esas  modificaciones  se  han  efectuado  en  el 
Segunda  serie.— Tomo  II.  o 
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i'.lfimn  torció  del  pasado  sido  por  medio  de  las  siguientes  leyes:  la  de 
8  n  J^to  de  87rque  reformó  los  artículos  61  y  62  de  la  Constitución; 
-la  df24  de  septiembre  de  1873,  que  modificó  el  54;-la  de  13  de  agosto 
de  1874  qí  e  suprimió  el  inciso  3. '  del  art.  10,  el  5."  del  art.  11  y  los  ar- 
ü'culo  28*r31  y  33  al  35,  y  reformó  los  artículos  19  y  23  al  27;-otra 
de  25  de  octubre  del  mismo  año  1874  que  reformo  también  los  36  58  y 
89  í?')  al  98  101  Y  102,  el  104  y  el  161;-la  de  12  de  enero  de  1882,  que 
varió  los  artículos  40  y  165  al  168;-y  por  último  la  de  10  ele  agosto 
de  1888  que  suprimió  los  artículos  1.°  y  9.°,  y  reformo  el  8.  ,  11,  19, 
24  al  ">!  Y  el  73  Y  algunos  transitorios,  modificando,  ademas,  el  orden 
de  ios^  caoítulos  y  la  numeración  de  los  artículos  é  incisos,  quedando  en 
la  formaV  modo  que  los  insertamos  en  la  edición  presente  que  esta 
conforme  con  la  revisada  por  los  secretarios  del  benado  y  de  la  Caniara 
ele  los  Diputados,  y  fué  publicada  en  11  de  octubre  de  1893,  sm  que  des- 
pués de  esa  fecba  sepamos  que  se  haya  hecho  modificación  alguna  de 
importancia. 


*  * 


Mechas  estas  breves  indicaciones  históricas  acerca  de  la  formación 

Y  desarrollo  de  la  Constitución  chilena,  vamos  á  dedicar  a  gunas  frases 
I  sufondo  y  valor  en  relación  con  los  progresos  del  derecho  moderno. 

Aunque  es  evidente  que  su  espíritu  y  letra  son  esencialmente  demo- 
cráticos puesto  que  se  consigna  en  sus  primeros  preceptos  que  la  sobe- 
f^nh¡¿IálenU  nación,  fu?nte  y  origen  de  todos  los  poderes  públicos 
aue  dele-ren  los  respectivos  Cuerpos  y  autoridades  no  puede  negarse 
me  fpesar  de  sus  re^formas,  dista  bastante  del  perfeccionamiento  teo- 
?^oá  San  llegado  las  Constituciones  de  otras  Repúblicas  europeas 

V  americanas   como  las  da  Suiza,  Cuba  y  Brasil,  por  ejemplo. 

^    S^sñaSos  algunos  puntos' en  quemas  palpablemente  se  revelan 

"""^^'M^t^^^l^  ley  fundamental  chilena  se  establece,  como 
único  culto  público  permitido'el  de  la  religión  católica  roi^ 
ciencia  agravada  por  la  fórmula  deljuramento  del  Presidente  inserta  en 
e  art   7 1!  Y  este  ¿s  un  gravísimo  defecto  desde  el  punto  de  vista  del  de- 
recho democrático.  No  Leemos  aquí  cuestión  de  si  f  Ig^^^.  ^^í^^^"^^  ^, 
la  que  conserva  en  su  mayor  pureza  los  P^^^^P/f  ^^^^f  J^^^^^Í^'Xa  e 
tamDoco  si  esta  forma  de  la  religión  de  Cristo  es  la  mas  adecuada  para  ei 
deTrroUo  ^el  bienestar  moral  y  material  délas  modernas  sociedades; 
pXeX  cada  cual  atenerse  á  ios  datos  que  ^^  historia  o  a  experie^^^^^^ 
suministren.  Lo  que  no  podemos  dejar  de  consignar  es  que    baj^^^^^ 
punto  de  vista  del  derecho  natural  y  del  publico,  asi  como  ^^  P^oc^ama 
Ubre,  inviolable  y  sagrada  la  conciencia  individual   deben  proclaimr^^ 
también  sus  manifestaciones  en  todo  lo  que  no  afecte  f  ^^^eiecho  publí 
00,  á  la  policía  y  buen  régimen  de  las  f^^^dades    Los  demás 
chos  del  hombre  están  declarados  y  garantidos  directa  o  indirectamente 
en  diversos  preceptos  de  la  Constitución.  ,.  i  ^.^    a  A«fí,cj  Pntida- 

No  sucede  lo  mismo  con  los  de  las  municipalidades.  A  estas  entida 
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des  juríclico-políticas  se  les  reconocen  muy  escasos  dereclios,  salvo  en  lo 
que  respecta  al  orden  y  policía  interiores.  Se  les  señalan  límites  reduci- 
dísimos en  la  esfera  de  su  actividad  política  y  aun  en  la  administrativa, 
marcándoles  los  gastos,  la  forma  de  los  ingresos,  cuándo,  hasta  qué 
cuantía  y  para  qué  fines  pueden  contratar  empréstitos,  etc.,  etc.  Es  más: 
en  vez  de  disminuir,  van  en  aumento  las  limitaciones.  Un  ejemplo:  segúii 
el  artículo  59  de  la  ley  de  las  Municipalidades,  los  empréstitos  halSan 
de  someterse  á  la  aprobación  de  la  Asamblea  de  los  elec!:ores  del  Munici- 
pio. Hoy,  después  de  la  ley  de  14  de  septiembre  de  1896,  que  ha  modifi- 
cado ése  y  otros  artículos,  esos  acuerdos  están  sometidos  á  la  aproba- 
ción del  Senado. 

Lejos  de  nuestro  ánimo  dar  á  estas  modestas  observaciones  el  senti- 
do y  alcance  de  una  censura.  Demasiado  sabemos  que  ni  las  institucio- 
nes ni  los  pueblos  llegan,  como  por  ensalmo,  á  un  relativo  grado  de 
bienestar  y  perfeccionamiento;  y  que  la  historia  no  se  hace  por  saltos 
ni  aun  en  los  períodos  de  cataclismos  y  revoluciones.  Para  que  prospe- 
re cierta  clase  de  instituciones,  es  necesario  que  el  sujeto  que  las  ha  de 
vivir  se  halle  en  estado  de  asimilárselas,  y  que  el  medio  ambiente  en 
que  han  de  desenvolverse  sea  adecuado  al  objeto  y  finalidad  que  trate 
de  realizarse.  Tal  vez,  dada  su  situación  y  los  medios  de  que  disponían 
haya  sido  esta  nación  una  de  las  que  mejor  han  procedido.  ' 


* 
*  * 


No  hemos  de  hacer  aquí  profusas  disertaciones  acerca  de  la  pruden- 
cia y  el  acierto  con  que  el  pueblo  chileno  y  sus  gobiernos  han  cumplido 
y  siguen  cumpliendo  la  misión  que  la  evolución  de  la  política  interior  é 
internacional  impone  á  todas  y  cada  una  de  las  principales  nacionali- 
dades del  Continente  Americano.  El  proceso  lento  pero  firme  del  es- 
tablecimiento de  un  sistema  político  adecuado  al  estado  y  á  las  necesida- 
des de  las  naciones  que  hayan  de  vivir  la  vida  moderna;  la  formación 
de  los  dos  grandes  partidos,  liberal  y  conservador,  que— salvo  alo-unas 
crisis  y  anormalidades  propias  de  los  comienzos  de  la  vida  en  todos  los 
seres— proceden  en  general  con  indiscutible  cordura  y  patriotismo  lu- 
chando el  primero  por  que  la  nación  no  quede  rezagada  en  la  marcha 
progresiva  de  las  modernas  sociedades,  v  pugnando  el  otro  porque  no 
se  olviden  ni  desnaturalicen  los  buenos  elementos  que  existían  en  las 
antiguas;  la  discreción  con  que,  en  estos  últimos  tiempos  sobre  todo  han 
procedido  pueblo  y  gobiernos  en  medio  de  las  dificultades  surgidas  por 
cuestión  de  hmites  con  la  República  Argentina,  comprendiendo  ambos 
Estados  que  debían  ceder,  en  parte,  de  sus  respectivas  pretensiones  re- 
solver pacificamente  el  conflicto  y  estrechar  más  cada  día  los  lazos  de 
amistad  y  mutuo  afecto  para  poder  así  dedicar  su  atención  y  lo  mejor  de 
sus  fuerzas  al  desarrollo  de  los  elementos  materiales  y  morales  ele  que 
disponen,  para  elevarse  á  tal  grado  de  civilización,  riqueza  y  poderío 
que  las  capaciten  para  servir  de  base  á  la  Unión  de  los  Estaclos  ibero- 
americanos en  la  lejana  pero  indefectible  colisión  que  ha  de  surgir  entre 
las  dos  razas  que  hoy  predominan  en  dicho  Continente...;  todas  estas  y 
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otras  muchas  consideraciones  que  pudiéramos  apuntar,  están  al  alcance 
de  todos,  y  nos  relevan  de  entrar  en  esa  materia.  Si  la  República  chilena 
procura  afianzar  esa  política  lo  mismo  en  el  interior  que  en  el  exterior; 
si  retrotrayéndola  un  poco  y  dando  facilidades  á  la  comunicación  y  vida 
comercial  internacional  de  alguna  nación  hermana,  procura  con  su  con- 
ducta generosa  y  relativamente  altruista  hacer  que  desaparezcan  mal- 
querencias y  prevenciones,  más  ó  menos  justificadas  pero  reales,  tendrá 
un  día  la  satisfacción  de  haber  figurado  en  primera  línea  entre  las  na- 
ciones que  hayan  asegurado  la  independencia  de  toda  una  raza. 

La  historia  y  la  experiencia  nos  muestran  de  consuno,  que  no  es  la 
extensión  del  territorio  la  que  constituye  la  grandeza  y  la  felicidad  de 
los  pueblos,  sino  su  cultura,  su  laboriosidad,  su  honradez  y  su  buen 
Gobierno.  Pocos  más  de  300.000  kilómetros  cuadrados  de  extensión  su- 
perficial, en  un  clima  punto  menos  que  inhospitalario,  tiene  la  nación 
inglesa,  esto  es,  la  mitad  del  territorio  que  posee  la  nación  chilena,  sien- 
do inmejorable  el  clima  de  este  último,  y  sin  embargo,  forma  aquélla 
uno  de  los  más  poderosos  Estados  de  la  tierra,  Suiza  apenas  tiene  la 
dozava  parte  de  territorio  que  Chile,  y  no  obstante  lo  agreste  y  casi  in- 
culto de  su  montañoso  suelo,  sostiene  éste  una  población  más  numerosa 
que  el  de  Chile,  y  sus  habitantes  son,  en  general,  los  más  cultos  y  los 
más  felices  de  cuantos  pueblan  el  globo.  Todo  lo  cual  evidencia,  como 
hemos  indicado,  que  no  deben  cifrar  los  pueblos  ni  los  Estados  su 
felicidad  ni  su  engrandecimiento  en  extender  su  territorio,  en  la  con- 
quista del  suelo  de  otros  pueblos,  sino  en  ser  cultos,  laboriosos,  honra- 
dos y  justos. 

Y  conste  que  estas  modestas  indicaciones  no  sólo  pueden  utilizarlas 
los  chilenos,  sino  también,  en  grado  igual,  otros  muchos  pueblos,  y,  en 
grado  quizá  mucho  mayor,  esta  desdichada  nación  española. 

Madrid,  juho  1904. 

Alejo  García  Moreno 

(Profesor  de  la  Universidad  Central.) 


Advertencia.  Para  la  reproducción  de  los  cuerpos  legales,  hemoíj 
tenido  á  la  vista  dos  ediciones  oficiales  distintas,  y,  hecha  la  corrección 
de  las  erratas  que  se  indicaban  en  las  mismas,  las  hemos  seguido  fiel- 
mente hasta  con  la  ortografía  literaria  (por  más  que  la  creemos  incon- 
veniente para  determinar  bien  el  origen  de  las  palabras)  porque  la  ma- 
yor parte  de  esta  edición  está  destinada  á  los  chilenos,  y  creemos  un 
deber  de  cortesía  guardarles  esta  deferencia,  á  la  vez  que  una  prueba 
de  exactitud  de  la  reproducción. 
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Acta  de  la  Independencia  de  la  República  de  Cliile 


Suserita  en  Concepción  el  1.^  de  enero  de  1811 


U) 


EL    DIRECTOR   SUPREMO    DEL   ESTADO 

La  fuerza  ha  sido  la  razón  suprema  que 
por  más  de  trescientos  años  ha  mantenido 
al  Nuevo  Mundo  en  la  necesidad  de  vene- 
rar como  un  dogma  la  usurpación  de  sus 
■derechos  y  de  buscar  en  ella  misma  el  ori- 
gen de  sus  más  grandes  deberes.  Era  pre- 
<;iso  que  algún  día  llegase  el  término  de 
-esta  violenta  sumisión;  pero  entretanto  era 
imposible  anti'.'iparlo;  la  resistencia  del  dé- 
bil contra  el  fuerte  imprime  un  carácter 
sacrilego  á  sus  pretensiones,  y  no  hace 
más  que  desacreditar  la  justicia  en  que  se 
fundan.  Estiba  reservado  al  siglo  XIX  el 
oir  á  la  América  reclamar  sus  derechos  sin 
ser  delincuente,  y  mostrar  que  el  periodo 
de  su  sufrimiento  no  podía  durar  más  que 
«I  de  su  debiliriad.  La  revolución  del  18  de 
Septiembre  de  1810  fué  el  primer  esfuerzo 
que  hizo  Chile 'para  cumplir  esos  altos  des- 
tinos á  que  lo  llamaban  el  tiempo  y  la  na- 
turaleza; sus  habitantes  4ian  probado  des- 
de entonces  la  energía  y  firmeza  de  su  vo- 
luntad, arrostrando  las  vicisitudes  de  una 
guerra  en  que  el  Gobierno  español  ha  que- 
rido hacer  ver  que  su  política  con  respec- 
to de  la  América  sobrevivirá  al  trastor- 
no de  los  abusos.-  Este  último  desengaño 
les  ha  inspirado  naturalmente  la  resolución 
de  separarse  para  siempre  de  la  Monarquía 
española,  y  proclamar  su  independencia 
á  la  faz  del  mundo.  Mas  no  permitiendo 
las  actuales  circunstancias  de  la  guerra  la 
convocación  de  un  Congreso  Nacional  que 
sancione  el  voto  público,  hemos  mandado 
abrir  un  gran  registro  en  que  todos  los 


(1)  España  reconoció  la  libertad,  independencia 
y  soberanía  de  Cbile  en  el  Tratado  de  i.°  julio  de 
lUS. 


ciudadanos  del  Estado  sufraguen'pors;  mis- 
mos libre  y  espontáneamente  por  la  nece- 
sidad urgente  de  que  el  Gobierno  declare 
en  el  día  la  Independencia,  ó  por  la  di- 
lación ó  negatica;  y  habiendo  resultado 
que  la  universalidad  de  los  ciudadanos  es- 
tá irrevocablemente  decidida  por  la  añr- 
mativa  de  aquella  proposición,  hemos  te- 
nido á  bien,  en  ejercicio  del  poder  extraor- 
dinario con  que  para  este  caso  particular 
nos  han  autorizado  los  pueblos,  declarar 
solemnemente  á  nombre  de  ellos  en  pre- 
sencia del  Altísimo,  y  hacer  saber  á  la 
Confederación  del  género  humano  que  el 
territorio  continental  de  Chile  y  sus  islas 
adyacentes  forman  de  hecho  y  por  derecho 
un  Estado  libre,  independiente  y  soberano, 
y  quedan  para  siempre  separados  de  la 
Monarquía  de  España,  con  plena  aptitud 
de  adoptar  la  forma  de  gobierno  que  más 
convenga  á  sus  intereses.  Y  para  que  esta 
declaración  tenga  toda  la  fuerza  y  solidez 
que  debe  caracterizar  la  primera  acta  de 
un  pueblo  libre,  la  afianzamos  con  el 
honor,  la  vida,  la  fortuna  y  todas  las  rela- 
ciones sociales  de  los  habitantes  de  este 
nuevo  Estado:  comprometemos  nuestra 
palabra,  la  dignidad  de  nuestro  empleo,  y 
el  decoro  de  las  armas  de  la  patria;  y  man- 
damos que  con  los  libros  del  gran  registro 
se  deposite  la  carta  original  en  el  archivo 
de  la  Municipalidad  de  Santiago,  y  se  cir- 
cule á  todos  los  pueblos,  ejércitos  y  corpo- 
raciones para  que  inmediatamente  se  jure 
y  quede  sellada  para  siempre  la  emanci- 
pación de  Chile.  Dada  en  el  palacio  direc- 
torial  de  Concep.^Jón  á  1 .°  de  enero  de  1818, 
firmada.— Bernard  O'  Higgins. — Miguel 
Zañartu.  —  Hipólito  de  Villegas.  —  /os? 
Ignacio  Zenteno. 


III 


COJSlSTITÜCIÓN  POÜÍTICR  DE  CHlLíB 

Con  todas  las  reformas  intPodaeidas  hasta  1904  *^^ 


CAPITULO  PRIMERO 

DE     LA.     FORMA     DE     GOBIERNO 

Articulo  1.°  El  Gobierno  de  Chile  es 
popular  representativo. 

Art.  2."  La  República  de  Chile  es  una 
é  indivisible. 

Art.  3.°  La  soberanía  reside  esencial- 
mente en  la  nación,  que  delega  su  ejercicio 
en  las  autoridades  que  establece  esta  Cons- 
titución. 

CAPITULO  II 

DE     LA     RELIGIÓN 

Art.  4."  La  religión  de  la  República  de 
Chile  es  la  católica  apostólica  romana;  con 
exclusión  del  ejercicio  público  de  cualquie- 
ra otra  (2). 


CAPITULO  III 


DE    LOS     CHILENOS 


(1)  Véanse  las  indicaciones  generales  hechas 
anteriormente. 

(2)  La  ley  de  27  de  julio  de  1865,  interpretativa 
de  este  artículo,  dice  así; 

Artículo  1."  Se  declara  que  por  el  art.  5.°  de  la 
Constitución  \4:°  de  la  edición  reformada)  se  per- 
mite á  los  que  no  profesan  la  religión  católica 
apostólica  romana,  el  culto  que  practiquen  dentro 
del  recinto  de  edificios  de  propiedad  particular. 

Art.  2."  Es  permitido  á  los  disidentes  fundar  y 
sostener  escuela,s  privadas  para  la  enseñanza  de 
sus  propios  hijos  en  las  doctrinas  de  sus  religio- 
nes. 


Art.  5.°     Son  chilenos: 
1."      Los   nacidos   en    el   territorio    de- 
Chile; 

2."  Los  hijos  de  padre  ó  madre  chile- 
nos, nacidos  en  territorio  extranjero,  por 
el  solo  hecho  de  avecindarse  en  Chile. — 
Los  hijos  de  chilenos  nacidos  en  territorio 
extranjero,  hallándose  el  padre  en  actual 
servicio  de  la  República,  son  chilenos  a.un 
para  los  efectos  en  que  las  leyes  funda- 
mentales, ó  cualesquiera  otras,  requieran 
nacimiento  en  el  territorio  chileno; 

3."  Los  extranjeros  que  habiendo  resi- 
dido un  año  en  la  República,  declaren- 
ante  la  Municipalidad  del  territorio  en  que- 
residen,  su  deseo  de  avecindarse  en  Chile 
y  soliciten  carta  de  ciudadanía; 

4.°  Los  que  obtengan  especial  gracia 
de  naturalización  por  el  Congreso. 

Art.  6.®  A  la  municipalidad  del  depar- 
tamento de  la  residencia  de  los  individuos 
que  no  hayan  nacido  en  Ciiile,  correspon- 
de declarar  si  están  ó  no  en  el  caso  de  ob- 
tener naturalización  con  arreglo  al  inci- 
so 3."  del  artículo  anterior.  En  vista  de  la 
declaración  favorable  de  la  Municipalidad 
respectiva,  el  Presidente  de  la  República 
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expedirá  la  correspondiente  carta  de  natu- 
raleza. 

Art.  T."  Son  ciudadanos  activos  con 
derecho  de  sufragio  los  chilenos  que  hubie- 
ren cumplido  veintiún  años  de  edad,  que 
sepan  leer  y  escribir  y  estén  inscritos  en 
los  registros  electorales  del  departamento. 

Estos  registros  serán  públicos  y  durarán 
por  el  tiempo  que  determine  la  ley. 

Las  inscripciones  serán  continuas  y  no 
se  suspenderán  sino  en  el  plazo  que  tije  la 
ley  de  elecciones. 

Art.  8."  Se  suspende  la  calidad  de  ciu- 
dadano activo  con  derecho  de  sufragio: 

1."  Por  ineptitud  física  ó  moral  que  im- 
pida obrar  libre  y  reflexivamente; 

2."  Por  la  condición  de  sirviente  do- 
méstico; 

d°  Por  hallarse  procesado  como  reo  de 
delito  que  merezca  pena  aflictiva  ó  infa- 
mante. 

Art.  9.°     Se  pierde  la  ciudadanía: 

1.®  Por  condena  ó  pena  aflictiva  ó  in- 
famante; 

2.°     Por  quiebra  fraudulenta; 

3."  Por  naturalización  en  país  extran- 
jero; 

4.°  Por  admitir  empleos,  funciones  ó 
pensiones  de  un  Gobierno  extranjero  sin 
especial  permiso  del  Congreso. 

Los  que  por  una  de  las  causas  mencio- 
nadas en  este  artículo  hubieren  perdido  la 
calidad  de  ciudadanos,  podrán  impetrar 
rehabilitación  del  Senado. 

CAPITULO  IV 
Kerecho  público  de  chile 

Art.  10.  La  Constitución  asegura  á  to- 
dos los  habitantes  de  la  República: 

1."  La  igualdad  ante  la  ley.  En  Chile 
no  hay  clase  privilegiada; 

2."  La  admisión  á  todos  los  empleos  y 
funciones  públicas,  sin  otras  condiciones 
que  las  que  impongan  las  leyes; 

3.°  La  igual  repartición  de  los  impues- 
tos y  contribuciones  á  proporción  de  los 
haberes,  y  la  igual  repartición  de  las  demás 
cargas  públicas.  Una  ley  particular  deter- 


minará el  método  de  reclutas  y  reempla- 
zos para  las  fuerzas  de  mar  y  tierra  (1); 

4  °  La  libertad  de  permanecer  en  cual- 
quiera punto  de  la  República,  trasladarse 
de  uno  á  otro,  ó  salir  de  su  territorio, 
guardándose  los  reglamentos  de  policía,  y 
salvo  siempre  el  perjuicio  de  tercero;  sin 
que  nadie  pueda  ser  preso,  detenido  ó  des- 
terrado, sino  en  la  forma  determinada  por 
las  leyes; 

5.°  La  inviolabilidad  de  todas  las  pro- 
piedades, sin  distinción  de  las  que  perte- 
nezcan á  particulares  ó  comunidades,  y 
sin  que  nadie  pueda  ser  privado  de  la  de 
su  dominio,  ni  de  una  parte  de  ella  por  pe- 
queña que  sea,  ó  del  derecho  que  á  ella  tu- 
viere, sino  en  virtud  de  sentencia  judicial; 
salvo  el  caso  en  que  la  utilidad  del  Estado, 
caliücaaa  por  una  ley,  exija  el  uso  ó  ena- 
jenación de  alguna;  lo  que  tendrá  lugar 
dándose  previamente  al  dueño  la  indemni- 
zación que  se  ajustare  con  él,  ó  se  avalua- 
re ajuicio  de  h.ombres  buenos; 

6.°  El  derecho  de  reunirse  sin  permiso 
previo  y  sin  armas. 

Las  reuniones  que  se  tengan  en  las  pla- 
zas, calles  y  otros  lugares  de  uso  público, 
serán  siempre  regidas  por  las  disposicio- 
nes de  policía. 

El  derecho  de  asociarse  sin  permiso 
previo. 

El  derecho  de  presentar  peticiones  á  la 
autoridad  constituídasobre  cualquier  asun- 
to de  interés  público  ó  privado,  no  tiene 
otra  limitación  que  la  de  proceder  en  su 
ejercicio  en  términos  respetuosos  y  conve- 
nientes. 

La  libertad  de  enseñanza; 

7.°  La  libertad  de  publicar  sus  opinio- 
nes por  la  imprenta,  sin  censura  previa,  y 
el  derecho  de  no  poder  ser  condenado  por 
el  abuso  de  esta  libertad,  sino  en  virtud  de 
un  juicio  en  que  se  caliñque  previamente 
el  abuso  por  jurados,  y  se  siga  y  sentencie 
la  causa  con  arreglo  á  la  lev. 


(1)    Véase  en  la  Parte  tercera  de  este  libróla» 
leyes  militares  hoy  vigentes. 
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CAPITULO  V 

DEL   CONGRESO   NACIONAL 

Art.  11.  El  Poder  Legislativo  reside  en 
el  Congreso  nacional,  compuesto  de  dos 
Cámaras,  una  de  Diputados  y  otra  de  Se- 
nadores. 

Art.  12.  Los  Diputados  y  Senadores 
son  inviolables  por  las  opiniones  que  ma- 
nifiesten y  votos  que  emitan  en  el  desem- 
peño de  sus  cargos. 

Art.  13.  Ningún  Senador  ó  Diputado, 
desde  el  dia  de  su  elección,  podrá  ser  acu- 
sado, perseguido  ó  arrestado,  salvo  en  el 
caso  de  delito  in  fraganti,  si  la  Cámara  á 
que  pertenece  no  autoriza  previamente  la 
acusación  declarando  haber  lugar  á  forma- 
ción de  causa. 

Art.  14.  Ningún  Diputado  ó  Senador 
será  acusado  desde  el  día  de  su  elección, 
sino  ante  su  respectiva  Cámara,  ó  ante  la 
Comisión  conservadora,  si  aquélla  estuvie- 
re en  receso.  Si  se  declara  haber  lugar  á 
formación  de  causa,  queda  el  acusado  sus- 
pendido de  sus  funciones  legislativas  y  su- 
jeto al  Juez  competente. 

Art.  15.  En  caso  de  ser  arrestado  al- 
gún Diputado  ó  Senador  por  delito  in  fra- 
ganti, serk  puesto  inmediatamente  ¿.dis- 
posición de  la  Cámara  respectiva  ó  de  la 
¡Comisión  conservadora,  con  la  información 
sumaria.  La  Cámara  ó  la  Comisión  proce- 
derá entonces  conforme  á  lo  dispuesto  en 
la  segunda  parte  del  artículo  precedente. 

DE    LA    CÁMARA    DE    DIPUTADOS 

Art.  16.  La  Cámara  de  Diputados  se 
compone  de  miembros  elegidos  por  los  de- 
partamentos en  votación  directa,  y  en  la 
forma  que  determinare  la  ley  de  elec- 
ciones. 

Art.  17.  Se  elegirá  un  Diputado  por 
cada  treinta  mil  habitantes  y  por  una 
fracción  que  no  baje  de  quince  mil  (1). 

Si  un  Diputado  muere  ó  deja  de  perte- 
necer á  la  Cámara  por  cualquiera  causa, 


(1)    Véase  el  cuadro  correspondiente  en  el  Apén- 
dice á  la  Ley  de  elecciones. 


dentro  de  los  dos  primeros  años  de  su 
mandato,  se  procederá  á  su  reemplazo  por 
nueva  elección  en  la  forma  y  tiempo  que 
la  ley  prescriba. 

El  Diputado  que  perdiere  su  representa- 
ción por  desempeñar  ó  aceptar  un  emple» 
incompatible,  no  podrá  ser  reelegido  hasta 
la  próxima  renovación  de  la  Cámara. 

Art.  18.  La  Cámara  de  Diputados  se 
renovará  en  su  totalidad  cada  tres  años. 

Art.  19.  Para  ser  elegido  Diputado  se 
necesita: 

1."  Estar  en  posesión  de  los  derechos 
de  ciudadano  elector; 

2."  Una  renta  de  quinientos  pesos,  á  lo* 
menos. 

Art.  20.  Los  Diputados  son  reelegibles 
indefinidamente. 

Art.  21.  No  pueden  ser  elegidos  Di- 
putados: 

1.°  Los  eclesiásticos  regulares,  los  pá- 
rrocos y  vice-párrocos; 

2.°  Los  Magistrados  de  los  Tribunales 
Superiores  de  Justicia,  los  Jueces  de  le- 
tras y  los  funcionarios  que  ejercen  el  Mi- 
nisterio público; 

3."  Los  Intendentes  de  provincia  y  los 
Gobernadores  de  plaza  ó  departamento; 

4.*^  Las  personas  que  tienen  ó  caucio- 
nan contratos  con  el  Estado  sobre  obras 
públicas  ó  sobre  provisión  de  cualquiera 
especie  de  artículos; 

5.°  Los  chilenos  á  que  se  refiere  el  in- 
ciso 3."  del  art.  5.°,  si  no  hubieren  estado 
en  posesión  de  su  carta  de  naturalización, 
á  lo  menos,  cinco  años  antes  de  ser  ele- 
gidos. 

El  cargo  de  Diputado  es  gratuito  é  in- 
compatible con  el  de  municipal  y  con  todo 
empleo  público  retribuido,  y  con  toda 
función  ó  comisión  de  la  misma  naturale- 
za. El  electo  debe  optar  entre  el  cargo  de 
Diputado  y  el  empleo,  función  ó  comisión 
que  desempeñe,  dentro  de  quince  días,  si 
se  hallare  en  el  territorio  de  la  República, 
y  dentro  de  ciento  si  estuviere  ausente. 
Estos  plazos  se  contarán  desde  la  aproba- 
ción de  la  elección.  A  falta  de  opción  de- 
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clarada  dentro  del  plazo,  el  electo  cesará 
en  su  cargo  de  Diputado. 

Ningún  Diputado,  desde  el  momento  de 
su  elección,  y  hasta  seis  meses  después  de 
terminar  su  cargo,  puede  ser  nombrado 
para  función,  comisión  ó  empleos  públicos 
retribuidos. 

Esta  disposición  no  rige  en  caso  de  gue- 
rra exterior  ni  se  extiende  á  los  cargos  de 
Presidente  de  la  República,  Ministro  del 
despacho  y  Agente  diplomático;  pero  sólo 
los  cargos  conferidos  en  estado  de  guerra 
y  los  de  Ministros  del  despaclio  son  com- 
patibles con  las  funciones  de  Diputados. 

El  Diputado,  durante  el  ejercicio  de  su 
cargo,  no  puede  celebrar  ó  caucionar  los 
contratos  indicados  en  el  núm.  4.*',  y  cesa- 
rá en  sus  funciones  si  sobreviene  la  inha- 
bilidad designada  en  el  núm.  1.° 

DE    LA.    C.4.MARA   DE    SENADORES 

Art.  22.  El  Senado  se  compone  de 
miembros  elegidos  en  votación  directa  por 
provincias,  correspondiendo  á  cada  una 
elegir  un  Senador  por  cada  tres  Diputados 
y  por  una  fracción  de  dos  Diputados  (1). 

Art.  23.  Los  Senadores  permanecerán 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones  por  seis 
años,  pudiendo  ser  reelegidos  indefinida- 
mente. 

Art.  24.  Los  Senadores  se  renovarán 
cada  tres  años  en  la  forma  siguiente: 

Las  provincias  que  elijan  un  número 
par  de  Senadores  harán  la  renovación  por 
mitad  en  la  elección  de  cada  trienio; 

Las  que  elijan  un  número  impar,  la  ha- 
rán en  el  primer  trienio,  dejando  para  el 
trienio  siguiente,  la  del  Senador  impar  que 
no  .se  renovó  en  el  anterior; 

Las  que  elijan  un  sólo  Senador,  lo  reno- 
varán cada  seis  años. 

Art.  25.  Si  un  Senador  muere  ó  deja 
de  pertenecer  á  la  Cámara  por  cualquiera 
causa  antes  del  último  año  de  su  mandato, 
se  procederá  á  su  reemplazo  por  nueva 


(1)    V.  el  Apéndice  á  la  Ley  de  elecciones. 


elección,  por  el  tiempo  que  le  falte,  en  la 
forma  y  plazo  que  la  ley  prescriba. 

El  Senador  que  perdiere  su  representa- 
ción por  desempeñar  ó  aceptar  un.  empleo 
incompatible,  no  podrá  ser  reelegido  antes 
del  próximo  trienio. 

Art.  26.     Para  ser  Senador  se  necesita: 

1."    Ciudadanía  en  ejercicio; 

2."    Treinta  y  seis  años  cumplidos; 

3."  No  haber  sido  condenado  jamás  por 
delito; 

4."  Una  renta  de  dos  mil  pesos  á  lo 
menos. 

Lo  dispuesto  en  el  art.  21  respecto  de 
los  Diputados,  comprende  también  á  los 
Senadores. 

ATRIBUCIONES   DEL   CONGRESO    Y    ESPECIALES 
DE    CADA    CÁMARA 

Art.  27.  Son  atribuciones  exclusivas 
del  Congreso: 

1.*  Aprobar  ó  reprobar  anualmente  la 
cuenta  de  la  inversión  de  los  fondos  des- 
tinados para  los  gastos  de  la  Adminis- 
tración pública  que  debe  presentar  el  Go- 
bierno; 

2.*  Aprobar  ó  reprobar  la  declaración 
de  guerra,  á  propuesta  del  Presidente  de 
la  República; 

3.*  Declarar,  cuando  el  Presidente  de 
la  República  hace  dimisión  de  su  cargo,  si 
los  motivos  en  que  la  funda  le  imposibili- 
tan, ó  no,  para  su  ejercicio,  y  en  su  con- 
secuencia admitirla  ó  desecharla; 

4.*  Declarar,  cuando  en  los  casos  de 
los  artículos  65  y  69  hubiere  lugar  á  duda, 
si  el  impedimento  que  priva  al  Presidente 
del  ejercicio  de  sus  funciones,  es  de  tal  na- 
turaleza que  deba  procederse  á  nueva 
elección; 

5.^  Hacer  el  escrutinio,  y  rectificar  la 
elección  del  Presidente  de  la  República 
conforme  á  los  artículos  58,  59,  60,  62,  63 
y  64; 

6.*  Dictar  leyes  excepcíonnales  y  de 
duración  transitoria  que  no  podrá  exceder 
de  un  año,  para  restringir  la  libertad  per- 
sonal y  la  libertad   de  imprenta,   y  para 
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suspender  ó  restringir  el  ejercicio  de  la 
libertad  de  reunión,  cuando  lo  reclamare 
la  necesidad  inmpcriosa  de  la  defensa  de^ 
Estado,  de  la  conservación  del  régimen 
constitucional  ó  de  la  paz  interior. 

Si  dichas  leyes  señalaren  penas,  su 
aplicación  se  hará  siempre  por  los  tribuna- 
les establecidos. 

Fuera  de  los  casos  prescritos  en  este 
inciso,  ninguna  ley  podrá  dictarse  para 
suspender  ó  restringir  las  libertades  ó  de- 
rechos que  asegura  el  art.  10. 

Art.  28.  Sólo  en  virtud  de  una  ley  se 
puede: 

1.°  Imponer  contribuciones  de  cuales- 
quiera clase  ó  naturaleza,  suprimir  las 
existentes,  y  determinar  en  caso  necesa- 
rio su  repartimiento  entre  las  provincias 
ó  departamentos; 

2.°  Fijar  anualmente  los  gastos  de  la 
Administración  pública; 

3."  Fijar  igualmente  en  cada  año  las 
fuerzas  de  mar  y  tierra  que  han  de  man- 
tenerse en  pie  en  tiempo  de  paz  ó  de  gue- 
rra.— Las  contribuciones  se  decretan  por 
sólo  el  tiempo  de  dieciocho  meses,  y  las 
tuerzas  de  mar  y  tierra  se  fijan  sólo  por 
igual  término; 

4.°  Contraer  deudas,  reconocer  las  con- 
traidas hasta  el  día,  y  designar  fondos  para 
cubrirlas; 

5.°  Crear  nuevas  provincias  ó  departa- 
mentos; arreglar  sus  limites;  habilitar  puer- 
tos mayores,  y  establecer  aduanas; 

6."  Fijar  el  peso,  ley,  valor,  tipo  y  de- 
nominación de  las  monedas,  y  arreglar  el 
sistema  de  pesos  y  medidas; 

7."  Permitir  la  introducción  de  tropas 
extranjeras  en  el  territorio  de  la  Repúbli- 
ca, determinando  el  tiempo  de  su  perma- 
nencia en  él; 

8."  Permitir  que  residan  Cuerpos  del 
ejército  permanante  en  el  lugar  de  las  se- 
siones del  Congreso,  y  diez  leguas  á  su  cir- 
cunferencia; 

9.°  Permitir  la  salida  de  tropas  nacio- 
nales fuera  del  territorio  de  la  República, 
señalando  el  tiempo  de  su  regreso; 


10.  Crear  ó  suprimir  empleos  públicos; 
determinar  ó  modificar  sus  atribuciones; 
aumentar  ó  disminuir  sus  dotaciones;  dar 
pensiones,  (1)  y  decretar  honores  públicos 
á  los  grandes  servicios; 


(1)  Esta  atribución  ha  sido  reglamentada  por  1» 
ley  de  10  septiembre  de  1887,  que  dice: 

<  Artículo  1."  Toda  persona  que  desee  obtener  del 
Estado  algún  favor  pecuniario,  sea  en  forma  de 
pensión,  de  donación,  ó  de  condonación  de  una 
deuda,  ó  que  importe  abono  de  sus  servicios  civiles 
ó  militares,  deberá,  para  hacer  uso  ante  el  Congre- 
so del  derecho  petición  que  asegura  el  número  <5.° 
del  artículo  12  de  la  Constitución,  obtener  previa- 
mente de  los  secretarios  de  las  dos  Cámaras,  certi- 
ficados que  acrediten  si  el  peticionario  ha  formula- 
do en  los  cinco  años  precedentes  alguna  otra  solici- 
tud coa  el  mismo  objeto,  y  caso  de  haberlo  hecho, 
cuál  ha  sido  la  resolución  que  sobre  ella  hubiere 
recaído. 

«Art.  2."  Siempre  que  en  alguno  de  los  dos  cer- 
tificados de  que  habla  el  artículo  anterior  conste 
que  el  peticionario  tiene  en  una  de  las  dos  Cáma- 
ras solicitud  pendiente  de  análoga  naturaleza,  ele- 
vada en  alguno  de  los  cinco  años  anteriores,  no  po- 
drá presentarse  nuevamente  á  la  otra  Cámara  sino 
después  de  resuelta  la  primera,  y  caso  de  que  fuera 
esta  desechada,  después  de  transcurrido  el  año  de 
que  habla  el  artículo  42  [Z3  actual)  de  la  Constitu- 
ción. 

»Art.  3.°  Ninguna  solicitud  ó  moción  que  verse 
sobre  la  materia  á  que  se  refiere  el  art.  1.°  podrá 
ser  considerada  sin  el  informe  de  la  comisión  res- 
pectiva, la  cual,  cuando  se  invoquen  servicios 
prestados  á  la  nación  por  el  solicitante  ó  sus  deu- 
dos, se  pronunciará  previamente  sobre  sí  dichos 
servicios  han  comprometido  ó  no  la  gratitud  7ia' 
cional. 

«Las  comisiones  deberán  consignar  en  sus  infor- 
mes los  hechos  ó  circunstancias  qne,  en  concepto 
de  ellas  han  comprometido  las  gratitud  nacional 
en  favor  de  los  solicitantes  ó  agraciados. 

<Art.  4.°  Los  informes  de  las  solicitudes  emo- 
ciones sobre  otorgamiento  de  favores  pecuniarios, 
de  cualquier  naturaleza  que  sean,  serán  revisados 
en  cada  Cámara  por  una  comisión  especial  com- 
puesta de  los  miembros  de  la  Mesa  y  de  los  Presi- 
dentes de  las  comisiones  permanentes,  la  cual  se 
pronunciará  acerca  de  si  los  agraciados  ó  solici- 
tantes merecen  ó  no  la  recompensa  por  haber  ellos 
ó  sus  deudos  comprometido  la  gratitud  nacional. 

«Art  5.°  Cada  Cámara,  al  resolver  sobre  dicbas 
mociones  ó  solicitudes,  decidirá,  asimismo,  pre- 
viamente, si  los  servicios  que  se  alegan  han  com- 
prometido ó  no  la  gratitud  nacional. 

«Art.  6.°  Ninguna  solicitud  ó  moción  del  mismo 
género  podrá  ser  firmada  por  más  de  dos  miem- 
bros del  Congreso. 
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11.  Conceder  indultos  generales,  ó  am- 
nistías; 

12.  Señalar  el  lugar  en  que  debe  resi- 
dir la  Representación  Nacional  y  tener  sus 
sesiones  el  Congreso. 

Art.  29.  Son  atribuciones  exclusivas  de 
la  Cámara  de  Diputados: 

I."  Caliñcar  las  elecciones  desús  miem- 
bros, conocer  sobre  los  reclamos  de  nuli- 
dad que  ocurran  acerca  de  ellas,  y  admitir 
su  dimisión,  si  los  motivos  en  que  la  funda- 
ren fueren  de  tal  naturaleza  que  los  impo- 
sibilitaren física  ó  moraimente  para  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones.— Para  calificar  los 
motivos  deben  concurrir  las  tres  cuartas 
partes  de  los  Diputados  presentes; 

2.*  Acusar  ante  el  Senado,  cuando  ha- 
llare por  conveniente  hacer  efectiva  la  res- 
ponsabilidad de  los  siguientes  funcionarios: 

A  los  ministros  del  despacho  y  á  los 
Consejeros  de  Estado,  en  la  forma  y  por 
los  crímenes  señalados  en  los  arts.  83,  84> 
85,  86,  87,  88  y  98; 

A  los  generales  de  un  ejército  ó  armada 
por  haber  comprometido  gravemente  la 
seguridad  y  el  honor  de  la  nación;  y  en  la 
misma  forma  que  á  los  Ministros  del  des- 
pacho y  Consejeros  de  Estado; 

A  los  miembros  de  la  Comisión  Conser- 
vadora por  grave  omisión  en  el  cumplimien- 
to del  deber  que  le  impone  la  parte  2."  del 
art.  49; 

A  los  Intendentes  de  las  provincias  por 
los  crímenes  de  traición,  sedición,  infrac- 


<Art.  7.°  Los  informes  que  en  estos  asuntos  ex- 
pidieren las  comisiones  permanecerán  secretos  has- 
ta que  la  Cámara  tome  conocimiento  de  ellos. 

«Art.  8.°  Toda  moción  ó  solicitud  será  conside- 
rada por  su  orden  de  antigüedad  en  los  días  que  el 
Congreso  destine  para  tal  objeto,  salvo  aquellas  á 
que  se  acuerde  preferencia  en  votación  secreta  por 
la  mayoría  de  las  tres  cuartas  partes  de  los  miem- 
bros presentes. 

«Art.  9."  Toda  solicitud  que  fuere  retirada  por 
el  interesado  y  sóbrela  cual  hubiere  recaído  infor- 
me de  una  comisión,  deberá  quedar  archivada  en 
Secretaria. 

«Lo  dicho  en  el  inciso  anterior  no  obsta  para  que 
puedan  retirarse  los  documentos  acompañados. 

«Y  por  cuanto,  oído  elConsejo  de  Estado,  etc.» 


ción  de  la  Constitución,  malversación   de 
los  fondos  públicos  y  concusión; 

A  los  magistrados  de  los  Tribunales  su- 
periores de  justicia  por  notable  abandono, 
de  sus  deberes. 

En  los  tres  últimos  casos  la  Cámara  de 
Diputados  declara  primeramente  si  ha  lu- 
gar ó  no  á  admitir  la  proposición  de  acusa- 
ción, y  después,  con  intervalo  de  seis  días,, 
si  ha  lugar  á  la  acusación,  oyendo  previa- 
mente el  informe  de  una  comisión  de  cinco 
individuos  de  su  seno  elegida  á  la  suerte. 
Si  resultare  la  afirmat¡v:i,  nombrará  dos 
Diputados  que  la  formalicen  y  prosigan 
ante  el  Senado. 

Art.  30.  Son  atribuciones  de  la  Cáma- 
ra de  Senadores: 

1.a  Calificarlaselecciones  de  sus  miem- 
bros; conocer  de  los  reclamos  de  nulidad 
que  se  interpusieren  acerca  de  ellas;  y  ad- 
mitir su  dimisión  si  los  motivos  en  que  la 
fundaren  fueren  de  tal  naturaleza  que  los 
imposibilitaren  física  ó  moraimente  para  el 
desempeño  de  estos  cargos.— No  podrán 
calificarse  los  motivos  sin  que  concurran 
las  tres  cuartas  partes  los  Senadores  pre- 
sentes; 

2.'  Juzgar  á  los  funcionarios  que  acu- 
sare la  Cámara  de  Diputados  con  arreglo 
á  lo  prevenido  en  los  arts,  29  y  89; 

3.°  Aprobar  las  personas  que  el  Presi- 
dente de  la  República  presentare  para  los 
Arzobispados  y  Obispados; 

4.*  Prestar  ó  negar  su  consentimiento 
á  los  actos  del  Gobierno  en  los  casos  en 
que  la  Constitución  lo  requiere. 

DE   LA    FORMACIÓN   DE   LAS   LEYES. 

Art.  31.  Las  leyes  pueden  tener  prin- 
cipio en  el  Senado  ó  en  la  Cámara  de  Di- 
putados á  proposición  de  uno  desús  miem- 
bros, ó  por  mensaje  que  dirija  el  Presiden- 
te de  la  República.— Las  leyes  sobre  con- 
tribuciones de  cualquier  naturaleza  que 
sean,  y  sobre  reclutamientos,  sólo  pueden 
tener  principio  en  la  Cámara  de  Diputados. 
Las  leyes  sobre  amnistía  sólo  pueden  tener 
principio  en  el  Senado. 
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Art.  32.  Aprobado  un  proyecto  de  ley 
en  la  Cámara  de  su  origen,  pasará  inme- 
diatamente á  la  otra  Cámara  para  su  dis- 
cusión y  aprobación  en  el  periodo  de  aque- 
lla sesión. 

Art.  33.  El  proyecto  de  ley  que  fuere 
desechado  eii  la  Cámara  de  su  origen,  no 
podrá  proponerse  en  ella  hasta  la  sesión 
del  año  siguiente. 

Art.  34.  Aprobado  un  proyecto  de  ley 
por  ambas  Cámaras,  será  remitido  al  Pre- 
sidente de  la  República,  quien,  si  también 
lo  aprueba,  dispondrá  su  promulgación 
como  ley. 

Art.  35.  Si  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica desaprueba  el  proyecto  de  ley,  lo  de- 
volverá á  la  Cámara  de  su  origen,  hacien- 
do las  observaciones  convenientes  dentro 
del  término  de  quince  días. 

Art.  36.  Si  las  dos  Cámaras  aprobaren 
las  observaciones  hechas  por  el  Presidente 
de  la  República,  el  proyecto  tendrá  tuerza 
de  ley  y  se  devolverá  al  Presidente  para  su 
promulgación. 

Si  las  dos  Cámaras  no  aceptaren  las  ob- 
servaciones del  Presidente  de  la  República 
é  insistieren  por  los  dos  tercios  de  sus 
miembros  presentes  en  el  proyecto  apro- 
bado por  ellas,  tendrá  éste  fuerza  de  ley  y 
se  devolverá  al  Presidente  para  su  pro- 
mulgación (1). 

No  podrán  votarse  las  observaciones  en 


(1)  La  siguiente  ley  (de  4  de  julio  de  1878;  de- 
termina la  manera  cómo  deben  computarse  las 
fracciones  de  una  votación. 

«Artículo  1.°  Siempre  que,  según  lo  dispuesto 
por  la  Constitución  ó  en  las  leyes,  se  necesitaren 
el  tercio  6  los  dos  tercios,  la  cuarta  ó  las  tres  cuar- 
tas partes  del  número  de  miembros  de  una  corpo- 
ración para  funcionar  ó  resolver,  y  el  número  de 
personas  de  que  conste  ó  que  en  casos  determina- 
dos la  compongan,  no  admitiere  división  exacta 
por  tres  ó  por  cuatro  respectivamente,  se  observa- 
rá la  siguiente  regla:  la  fracción  que  resulte,  des- 
pués de  practicada  la  correspondiente  operación 
aritmética  para  tomar  el  tercio  ó  los  dos  tercios,  la 
cuarta  6  las  tres  cuartas  partes,  se  considerará 
como  un  entero  y  se  apreciará  como  uno  en  el  cóm- 
puto, si  fuere  superior  á  un  medio,  y  si  fuere  igual 
ó  inferior,  se  despreciará.— Así,  la  tercera  parte  de 
siete  será  dos,   y  los  dos  tei-cios,  cinco:   la  cuarta 


ninguna  de  las  dos  Cámaras  sin  la  asisten- 
cia de  la  mayoría  absoluta  de  los  miem- 
bros de  que  se  compone  (1). 

Arts.  37  al  39. — (Suprimidos  por  la  ley- 
de  2o  de  junio  de  1893)  (2). 

Art.  40.  Si  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica no  devolviere  el  proyecto  de  ley  den- 
tro de  quince  días  contados  desde  la  fecha 
de  su  remisión,  se  entenderá  que  lo  aprue- 
ba y  se  promulgará  como  ley.  Si  las  Cá- 
maras cerrasen  sus  sesiones  antes  de  cum- 
plirse los  quince  días  en  que  ha  verificarse 
la  devolución,  el  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca la  hará  dentro  de  los  seis  primeros  días 
de  la  sesión  ordinaria  del  año  siguiente. 

Art.  41.  El  proyecto  de  ley  que  apro- 
bado por  una  Cámara  fuere  desechado  en 
su  totalidad  por  la  otra,  volverá  á  la  de  su 
origen,  donde  se  tomará  nuevamente  en 
consideración,  y  si  fuere  en  ella  aprobado 
por  una  mayoría  de  las  dos  terceras  partes 
de  sus  miembros  presentes,  pasará  segun- 
da vez  á  la  Cámara  que  lo  desechó,  y  no 
se  entenderá  que  ésta  lo  reprueba,  si  no 
concurre  para  ello  el  voto  de  las  dos  ter- 
ceras partes  desús  miembros  presentes. 

Art.  42.  El  proyecto  de  ley  que  fuere 
adicionado  ó  corregido  por  la  Cámara  re- 
visora,  volverá  á  la  de  su  origen;  y  si  en 
ésta  fueren  aprobadas  las  adiciones  ó  co- 
rrecciones por  la  mayoría  absoluta  de  sus 
miembros  presentes,  pasará  al  Presidente 
de  la  República. 


parte  de  once  será  tres,  y  las  tres  cuartas  partes, 
cebo. 

Art  2."  La  misma  regla  se  aplicará  cuando  las 
leyes  exijan  cualquiera  otra  parte  proporcional  de 
los  miembros  ó  de  los  votos  de  una  corporación 
para  que  pueda  funcionar  ó  celebrar  acuerdos,  y  el 
número  de  miembros  no  admitiere  división  exacta 
por  la  cifra  que  sirva  de  base  á  esa  proporción. 

Art.  3.°    Se  deroga  la  ley  de  8  de  octubre  de  186!. 

Y  por  cuanto,  oído  el  Consejo  de  Estado,  etc.* 

(1)  La  ley  de  26  de  junio  de  1893,  reformó  este 
art.  tal  como  lo  insertamos. 

(2)  Se  referían  á  lo  que  debía  hacerse  cuando  el 
Presidente  de  la  República  devolviese  un  proyec- 
to de  ley,  sin  aprobarlo,  haciendo  observaciones» 
etc.;  y  eran  una  verdadera  redundancia  6  amplia- 
ción innecesaria. 
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Pero  si  las  adiciones  ó  correcciones  fue- 
sen reprobadas,  volverá  el  proyecto  se- 
gunda vez  á  la  Cámara  revisora;  donde,  si 
fuesen  nuevamente  aprobadas  las  adicio- 
nes ó  (yjrrecciones  por  una  mayoría  de  las 
dos  terceras  partes  de  sus  miembros  pre- 
sentes, volverá  el  proyecto  á  la  otra  Cá- 
mara, y  no  se  entenderá  que  ésta  reprue- 
ba las  adiciones  ó  correcciones,  si  no  con- 
curre para  ello  el  voto  de  las  dos  terceras 
partes  de  los  miembros  presentes. 

DE    LAS   SESIONES   DEL    CONGRESO 

Art.  43.  El  Congreso  abrirá  sus  sesio- 
nes ordinarias  el  día  1.°  de  junio  de  cada 
año,  y  las  cerrará  el  1.°  de  septiembre. 

Art.  44.  Convocado  extraordinaria- 
mente el  Congreso,  se  ocupará  en  los  ne- 
gocios que  hubieren  motivado  la  convoca- 
toria con  exclusión  de  todo  otro. 

Art.  45.  La  Cámara  de  Senadores  no 
podrá  entrar  en  sesión  ni  continuar  en  ella 
sin  la  concurrencia  de  la  tercera  parte  de 
sus  miembros,  ni  la  Cámara  de  diputados 
sin  la  de  la  cuarta  parte  de  los  suyos. 

Art.  46.  Si  el  día  señalado  por  la  Cons- 
titución para  abrir  las  sesiones  ordinarias, 
se  .hallase  el  Congreso  en  sesiones  extraor- 
dinarias, cesarán  éstas,  y  continuará  tra- 
tando en  sesiones  ordinarias  de  los  nego- 
cios para  que  había  sido  convocado. 

Art.  47.  El  Senado  y  la  Cámara  de  Di- 
putados abrirán  y  cerrarán  sus  sesiones 
ordinarias  y  extraordinarias  á  un  mismo 
tiempo.  El  Senado,  sin  embargo,  puede 
reunirse  sin  presencia  de  la  Cámara  de  Di- 
putados para  el  ejercicio  de  las  funciones 
judiciales  que  dispone  la  parte  segunda 
del  artículo  30. 

La  Cámara  de  Diputados  continuará  sus 
sesiones  sin  presencia  del  Senado,  si,  con- 
cluido el  período  ordinario,  hubieren  que- 
dado pendientes  algunas  acusaciones  con- 
tra los  funcionarios  que  designa  la  parte 
segunda  del  art.  29,  con  el  exclusivo  obje- 
to de  declarar  si  ha  lugar,  ó  no,  á  la  acu- 
sación. 


DE    LA    COMISIÓN    CONSERVADORA 

Art.  48.  Antes  de  cerrar  el  Congreso 
sus  sesiones  ordinarias,  elegirá  todos  los 
años  cada  Cámara  siete  de  sus  miembros 
que  compongan  la  Comisión  conservadora, 
la  cual  formará  un  solo  cuerpo  y  cuyas 
funciones  expiran  de  hecho  el  día  31  de 
mayo  siguiente  (1). 

Art.  49.  La  Comisión  conservadora,  en 
representación  del  Congreso,  ejerce  la  su- 
pervigilancia  que  á  éste  pertenece,  sobre 
todos  los  ramos  de  la  administración  pú- 
blica. 

Le  corresponde,  en  consecuencia: 

í.°  Velar  por  la  observancia  de  la  Cons- 
titución y  de  las  leyes,  y  prestar  protec- 
ción á  las  garantías  individuales; 

2.°  Dirigir  al  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca las  representaciones  conducentes  á  los 
objetos  indicados,  y  reiterarlas  por  segun- 
da vez,  si  no  hubieren  bastado  las  pri- 
meras. 

Cuando  las  representaciones  tuvieren 
por  fundamento  abusos  ó  atentados  come- 
tidos por  autoridades  que  dependan  del 
Presidente  de  la  República,  y  éste  no  to- 
mare las  medidas  que  estén  en  sus  facul- 
tades para  poner  término  al  abuso  y  para 
el  castigo  del  funcionario  culpable,  se  en- 
tenderá que  el  Presidente  de  la  República 
y  el  Ministro  del  ramo  respectivo  aceptan 
la  responsabilidad  de  los  actos  de  la  auto- 
ridad subalterna,  como  si  se  hubiesen  eje- 
cutado por  su  orden  ó  con  su  consenti- 
miento; 

3.°  Prestar  ó  rehu.sar  su  consentimien- 
to á  los  actos  del  Presidente  de  la  Repú- 
blica á  que,  según  lo  prevenido  en  esta 


(1)  La  siguiente  ley  de  4  de  septiembre  de  1884 
determina  en  la  forma  que  debe  hacerse  esta  elec- 
ción. 

Artículo  único.  La  elección  de  miembros  del 
Senado  y  de  la  Cámara  de  Diputadosjque,  según  el 
artículo  57  de  la  Constitución,  deben  formar  parte 
de  la  Comisión  conservadora,  se  hará  por  voto  acu- 
mulativo. 

Y  por  cuanto,  oído  el  Consejo  de  Estado,  etc. 
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Constitución,  debe  proceder  de  acuerdo 
con  la  Comiáión  conservadora; 

4."  Convocar  al  Congreso,  á  sesiones 
extraordinarias  cuando  lo  estimare  conve- 
niente, ó  cuando  la  mayoría  de  ambas  Cá- 
maras lo  pidiere  por  escrito; 

5."  Dar  cuenta  al  Congreso  en  su  pri- 
mera reunión,  de  las  medidas  que  hubiere 
tomado  en  desempeño  de  su  cargo. 

La  Comisión  es  responsable  al  Congreso 
de  su  omisión  en  el  cumplimiento  de  los 
deberes  que  los  incisos  precedentes  le  im- 
ponen. 

CAPITULO  VI 

DEL    PRESIDENTE    DE    LA    REPÚBLICA 

Art.  50.  Un  ciudadano  con  el  titulo  de 
Presidente  de  la  República  de  Chile  admi- 
nistra el  Estado,  y  es  el  Jefe  Supremo  de 
Ja  nación. 

Art.  51.  Para  ser  Presidente  de  la  Re- 
pública se  requiere: 

1.°  Haber  nacido  en  el  territorio  de 
Chile; 

2.°  Tener  las  calidades  necesarias  para 
ser  miembro  de  la  Cámara  de  Diputados; 

3.^    Treinta  años  de  edad,  á  lo  menos. 

Art.  52.  El  Presidente  de  la  República 
durará  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  por 
el  término  de  cinco  años;  y  no  podrá  ser 
reelegido  para  el  período  siguiente. 

Art.  53.  Para  poder  ser  elegido  segun- 
da ó  más  veces  deberá  siempre  mediar 
entre  cada  elección  el  espacio  de  un  pe- 
riodo. 

Art.  54.  El  Presidente  de  la  República 
será  elegido  por  electores  que  los  pueblos 
nombrarán  en  votación  directa.  Su  núme- 
ro será  triple  del  total  de  Diputados  que 
corresponda  á  cada  departamento. 

Art.  55.  El  nombramiento  de  electores 
se  hará  por  departamentos  el  día  25  de  ju- 
nio del  año  en  que  expire  la  presidencia. 
Las  calidades  de  los  electores  son  las  mis- 
mas que  se  requieren  para  ser  Diputado. 

Art.  56.  Los  electores  reunidos  el  día 
25  de  julio  del  año  en  que  expire  la  presi- 
dencia, procederán  á  la  elección  de  Presi- 


dente, conforme  á  la  ley  general  de  elec- 
ciones. 

Art.  57.  Las  mesas  electorales  forma- 
rán dos  listas  de  todos  los  individuos  que 
resultaren  elegidos,  y  después  de  firmadas 
por  todos  los  electores,  las  remitirán  ce- 
rradas y  selladas,  una  al  Cabildo  de  la  ca- 
pital de  la  provincia,  en  cuyo  archivo  que- 
dará depositada  y  cerrada,  y  la  otra  al  Se- 
nado, que  la  mantendrá  del  mismo  modo 
hasta  el  día  30  de  agosto. 

Art.  58.  Llegado  este  díase  abrirán  y 
leerán  dichas  listas  en  sesión  pública  de  las 
dos  Cámaras  reunidas  en  la  sala  del  Sena- 
do, haciendo  de  Presidente  el  que  lo  sea 
de  este  cuerpo,  y  se  procederá  al  escruti- 
nio, y  en  caso  necesario  á  rectificar  la 
elección  (1). 

Art.  59.  El  que  hubiere  reunido  mayo- 
ría absoluta  de  votos  será  proclamado  Pre- 
sidente de  la  República. 

Art.  60.  En  el  caso  de  que  por  dividir- 
se la  votación  no  hubiere  mayoría  absoluta, 
elegirá  el  Congreso  entre  las  dos  personas 
que  hubieren  obtenido  mayor  número  de 
sufragios, 

Art.  61.  Si  la  primera  mayoría  que  re- 
sultare hubiere  cabido  á  más  de  dos  perso- 
nas, elegirá  el  Congreso  entre  todas  estas. 

Art.  62.  Si  la  primera  mayoría  de  vo- 
tos hubiere  cabido  á  una  sola  persona,  y  la 
segunda  á  dos  ó  más,  elegirá  el  Congreso 
entre  todas  las  personas  que  hayan  obteni- 
do la  primera  y  segunda  mayoría. 


(1)    Ley  interpretativa  de  28  agosto  1851: 

Artículo  único.  El  día  30  de  agosto  designa- 
do por  el  art.  67  ;58)  déla  Constitución  pora  hacer  el 
esci'utinio  ó  rectificación  de  la  elección  de  Presi- 
dente de  la  República,  no  es  señalado  como  térmi- 
no fatal.  Si  no  pudiesen  practicarse  en  este  día 
porque  circunstancias  imprevistas  lo  impidiesen  ó 
porque  no  se  hubiese  reunido  el  número  necesario 
de  miembros  de  cada  una  de  las  Cámaras,  se  prac- 
ticará en  otro  día,  tan  pronto  como  se  allane  la  di- 
ficultad ó  impedimento  que  ha  precisado  á  poster- 
gar el  acto. 

El  Presidente  de  la  República  prorrogará  para 
este  objeto  las  sesiones  del  Congreso  ó  lo  convoca- 
rá extraordinariamente. 

Y  por  cuanto,  oído  el  Consejo  de  Estado,  etc. 
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Art.  63.  Eáta  elección  se  hará  á  plura- 
lidad absoluta  de  sufragios,  y  por  votación 
secreta.  Si  verificada  la  primera  votación 
no  resultare  mayoría  absoluta,  se  hará  se- 
gunda vez,  contrayéndose  la  votación  á 
las  dos  personas  que  en  la  primera  hubie- 
sen obtenido  mayor  número  de  sufragios. 
En  caso  de  empate,  se  repetirá  la  vota- 
ción, y  si  resultare  nuevo  empate,  decidi- 
rá el  Presidente  del  Senado. 

Art.  64.  No  podrá  hacerse  el  escruti- 
nio, ni  la  rectificación  de  estas  elecciones 
sin  que  esté  presente  la.  mayoría  absoluta 
del  total  de  miembros  de  cada  una  de  las 
Cámaras. 

Art.  65.  Cuando  el  Presidente  de  la 
República  mandare  personalmente  la  fuer" 
za  armada  ó  cuando  por  enfermedad,  au- 
sencia del  territorio  de  la  República  ú  otro 
grave  motivo  no  pudiere  ejercitar  su  car- 
go, le  subrogará  el  Ministro  del  despacho 
del  Interior,  con  el  título  de  Vicepresiden- 
te de  la  República.  Si  el  impedimento  del 
Presidente  fuese  temporal,  continuará  su- 
brogándole el  Ministro  hasta  que  el  Presi- 
dente se  halle  en  estado  de  desempeñar 
sus  funciones.  En  los  casos  de  muerte,  de- 
claración de  haber  lugar  á  su  renuncia,  ú 
otra  clase  de  imposibilidad  absoluta,  ó  que 
no  pudiere  cesar  antes  de  cumplirse  el 
tiempo  que  falta  á  los  cinco  años  de  su  du- 
ración constitucional,  el  Ministro  Vicepre- 
sidente, en  los  primeros  diez  días  de  su 
gobierno  expedirá  las  órdenes  convenien- 
tes para  que  se  proceda  á  nueva  elección 
de  Presidente  en  la  forma  prevenida  por  la 
Constitución. 

Art.  66.  A  falta  del  Ministro  del  despa" 
cho  del  Interior  subrogará  al  Presidente 
el  Ministro  del  despacho  más  antiguo,  y  á 
falta  de  los  Ministros  del  despacho,  ei 
Consejero  de  Estado  más  antiguo,  que  no 
fuere  eclesiástico. 

Art.  67.  El  Presidente  de  la  Rpúblíca 
no  puede  salir  del  territorio  del  Estado  du- 
rante el  tiempo  de  su  gobierno,  ó  un  año 
después  de  haber  concluido,  sin  acuerdo 
del  Congreso. 


Art.  68.  El  Presidente  de  la  República 
cesará  el  mismo  dia  en  que  se  completen 
los  cinco  años  que  debe  durar  el  ejercicio 
de  sus  funciones,  y  le  sucederá  el  nueva- 
mente electo. 

Art.  69.  Si  éste  se  hallare  impedido 
para  tomar  posesión  de  la  Presidencia,  le 
subrogará  mientras  tanto  el  Consejero  de 
Estado  más  antiguo;  pero  si  el  impedimen- 
to del  Presidente  electo  fuere  absoluto  ó 
debiere  durar  indefinidamente,  ó  por  más 
tiempo  del  señalado  al  ejercicio  de  la  pre- 
sidencia, se  hará  nueva  elección  en  la  for- 
ma constitucional,  sul)rogándole  mientras 
tanto  el  mismo  Consejero  de  Estado  más 
antiguo  que  no  sea  ecL.'síástico. 

Art.  70.  Cuando  en  los  casos  de  los  ar. 
tículos  65  y  69  hubiere  de  precederse  á  la 
elección  de  Presidente  de  la  República 
fuera  de  la  época  constitucional;  dada  la 
orden  para  que  se  elijan  los  electores  en 
un  mismo  día,  se  guardará  entre  la  elec- 
Qión  de  éstos,  la  del  Presidente  y  el  escru- 
tinio, ó  rectificación  que  deben  verificar 
las  Cámaras,  el  mismo  intervalo  de  días  y 
las  mismas  formas  que  disponen  los  ar- 
tículos 56  y  sig.uientes  hasta  el  64  inclu- 
sive. 

Art.  71.  El  Presidente  electo,  al  tomar 
posesión  del  cargo,  prestará  en  manos  del 
Presidente  del  Senado  ,  reunidas  ambas 
Cámaras  en  la  Sala  del  Senado,  el  jura- 
mento siguiente: 

Yo  N.  N.  juro  por  Dios  nuesiro  Señor 
U  estos  santos  Evangelios  que  desempeñaré 
fielmente  el  cargo  de  Presidente  de  la  Re- 
pública; que  obseroaré  y  protegeré  la  Reli- 
gión Católica,  Apostólica,  Romana;  que 
conservaré  la  integridad  é  independencia 
de  la  República,  g  que  guardaré  g  haré 
guardar  la  Constitución  g  las  leyes.  Asi 
Dios  me  ayude,  y  sea  en  mi  defensa,  y  si 
no,  me  lo  demande. 

Art.  72.  Al  Presidente  de  la  República 
está  confiada  la  administración  y  gobierno 
del  Estado;  y  su  autoridad  se  extiende  á 
todo  cuanto  tiene  por  objeto  la  conserva- 
ción del  orden  público  en  el  interior,  y  la 
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seguridad  exterior  de  la  República,  guar- 
dando y  haciendo  guardar  la  Constitución 
y  las  leyes. 

Art.  73.  Son  atribuciones  especiales  del 
Presidente: 

1.*  Concurrirá  la  formación  de  las  le- 
yes con  arreglo  á  la  Constitución,  sancio- 
narlas y  promulgarlas; 

2.a  Expedir  los  decretos,  reglamentos 
é  instrucciones  que  crea  convenientes  para 
la  ejecución  de  las  leyes; 

3.*  Velar  por  la  conducta  ministerial 
de  los  Jueces  y  demás  empleados  del  orden 
judicial,  pudiendo,  al  efecto,  requerir  al 
ministerio  público  para  que  reclame  medi- 
das disciplinarias  del  Tribunal  competente, 
ó  para  que,  si  hubiere  mérito  bastante,  en- 
table la  correspondiente  acusación; 

4.*  Prorrogar  las  sesiones  ordinarias 
del  Congreso  hasta  cincuenta  dias; 

5.*  Convocarlo  á  sesiones  extraordina- 
rias, con  acuerdo  del  Consejo  de  Estado; 

6."  Nombrar  y  remover  á  su  voluntad 
á  los  Ministros  del  Despacho  y  oficiales  de 
sus  secretarias,  á  los  Consejeros  de  Estado 
de  su  elección,  á  los  Ministros  diplomáti- 
cos, á  los  Cónsules  y  demás  agentes  exte- 
riores, á  los  Intendentes  de  provincia  y  á 
los  Gobernadores  de  plaza.  El  nombramien- 
to de  los  Ministros  diplomáticos  deberá  so. 
meterse  á  la  aprobación  del  Senado,  ó,  en 
su  receso,  al  de  la  Comisión  Conservadora; 

7.*  Nombrar  los  magistrados  de  losTri. 
bunales  superiores  de  justicia, y  los  Jueces 
letrados  de  primera  instancia  á  propuesta 
del  Consejo  de  Estado,  conforme  á  la  par- 
te 2.*  del  artículo  95; 

8."  Presentar  para  los  Arzobispados, 
Obispados,  dignidades  y  prebendas  de  las 
iglesias  catedrales,  á  propuesta  en  terna 
del  Consejo  de  Estado. — La  persona  en 
quien  recayere  la  elección  del  Presidente 
para  Arzobispo  ú  Obispo,  debe  además  ob- 
tener la  aprobación  del  Senado; 

9."  Proveer  los  demás  empleos  civiles 
y  militares,  procediendo  con  acuerdo  del 
Senado,  y  en  el  receso  de  éste,  con  el  de 
la  Comisión  Conservadora,  para  conferir 


los  empleos  ó  grados  de  coroneles,  capita- 
nes de  navio,  y  demás  oñciales  superiores 
del  ejército  y  armada.— En  el  campo  de 
batalla  podrá  conferir  estos  empleos  mili- 
tares superiores  por  si  solo; 

10.  Destituir  á  los  empleados  por  inep- 
titud, ú  otro  motivo  que  haga  inútil  ó  per- 
judicial su  servicio;  pero  con  acuerdo  del 
SenadO;  y  en  su  receso  con  el  de  la  Comi- 
sión Conservadora,  si  son  jefes  de  oficinas 
ó  empleados  superiores;  y  con  informe  del 
respectivo  jefe  ,  si  son  empleados  subal- 
ternos; 

11.  Conceder  jubilaciones,  retiros,  li- 
cencias y  goce  de  Montepío  con  arreglo  á 
las  leyes; 

12.  Cuidar  de  la  recaudación  de  las 
rentas  públicas,  y  decretar  su  inversión 
con  arreglo  á  la  ley; 

13.  Ejercer  las  atribuciones  del  patro- 
nato respecto  de  las  iglesias,  beneficios  y 
personas  eclesiásticas,  con  arreglo  á  las 
leyes; 

14.  Conceder  el  pase,  ó  retener  los  de- 
cretos conciliares,  bulas  pontificias,  breves 
y  rescriptos  con  acuerdo  del  Consejo  de 
Estado;  pero  si  contuviesen  disposiciones 
generales  sólo  podrá  concederse  el  pase  ó 
retenerse  por  medio  de  una  ley; 

15.  Conceder  indultos  particulares  con 
acuerdo  del  Consejo  de  Estado. — Los  Mi- 
nistros, Consejeros  de  Estado,  miembros 
de  la  Comisión  Conservadora,  Generales 
en  jefe,  é  intendentes  de  provincia,  acusa- 
dos por  la  Cámara  de  Diputados,  y  juzga- 
dos por  el  Senado,  no  pueden  ser  indulta- 
dos sino  por  el  Congreso; 

16.  Disponer  de  la  fuerza  de  mar  y  tie- 
rra, organizaría  y  distribuirla,  según  lo 
hallare  por  conveniente; 

17.  Mandar  personalmente  las  fuerzas 
de  mar  y  tierra,  con  acuerdo  del  Senado , 
y  en  su  receso  con  el  de  la  Comisión  Con- 
servadora. En  este  caso,  el  Presidente  de 
la  República  podrá  residir  en  cualquiera 
parte  del  territorio  ocupado  por  las  armas 
chilenas; 

18.  Declarar  la  guerra  con  previa  apro- 
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bación  del  Congreso,  y  conceder  patentes 
de  corso  y  letras  de  represalia; 

19.  Mantener  las  relaciones  políticas 
con  las  potencias  extranjeras,  recibir  sus 
Ministros,  admitir  sus  Cónsules,  conducir 
las  negociaciones,  hacer  las  estipulaciones 
preliminares,  concluir  y  firmar  todos  los 
tratados  de  paz,  de  alianza,  de  tregua,  de 
neutralidad,  de  comercio,  concordatos  y 
otras  convenciones. — Los  tratados,  antes 
de  su  ratificación,  se  presentarán  á  la 
aprobación  del  Congreso.  Las  discusiones 
y  deliberaciones  sobre  estos  objetos  serán 
secretas,  si  asi  lo  exige  el  Presidente  de  la 
República; 

20.  Declarar  en  estado  de  sitio  uno  ó 
varios  puntos  de  la  República  en  caso  de 
ataque  exterior,  con  acuerdo  del  Consejo 
de  Estado,  y  por  un  determinado  tiempo. 
— En  caso  de  conmoción  interior,  la  decla- 
ración de  hallarse  uno  ó  varios  puntos  en 
estado  de  sitio,  corresponde  al  Congreso; 
pero  si  éste  no  se  hallare  reunido,  puede 
el  Presidente  hacerla  con  acuerdo  del  Con- 
sejo de  Estado,  por  un  determinado  tiem- 
po. Si  á  la  reunión  del  Congreso  no  hubie- 
se expirado  el  término  señalado,  la  decla- 
ración que  ha  hecho  el  Presidente  de  la 
República  se  tendrá  pur  una  proposición 
de  ley; 

2L  Todos  los  objetos  de  policía  y  todos 
los  establecimientos  públicos  están  bajo  la 
suprema  inspección  del  Presidente  de  la 
República  conforme  á  las  particulares  or- 
denanzas que  los  rijan. 

Art.  74.  El  Presidente  de  la  República 
puede  ser  acusado  sólo  en  el  año  inmediato 
después  de  concluido  el  término  de  su  pre- 
sidencia, por  todos  los  actos  de  su  admi- 
nistración, en  que  haya  comprometido 
gravemente  el  honor  ó  la  seguridad  del 
Estado,  ó  infringido  abiertamente  la  Cons 
titución. — Las  fórmulas  para  la  acusación 
de!  Presidente  de  la  República  serán  las  de 
los  artículos  84  hasta  el  91  inclusive. 

DE   LOS    MINISTROS   DEL    DESPACHO 

Art.  75.     El  número  de   los  Ministros 
Segunda  Seri^p — Tomo  II. 


y  sus  respectivos  departamentos  serán  de- 
terminados por  la  ley  (1). 
Art.  76.    Para  ser  Ministróse  requiere: 
1.°     Haber  nacido  en  el  terri- torio  de  la 
República; 

2."  Tener  las  calidades  que  se  exigen 
para  ser  miembro  de  la  Cámara  de  Dipu- 
tados. 

Art.  77.  Todas  las  órdenes  del  Presi- 
dente de  la  República  deberán  firmarse 
por  el  Ministro  del  departamento  respecti- 
vo; y  no  podrán  ser  obecidas  sin  este  esen- 
cial requisito. 

Art.  78.  Cada  Ministro  es  responsable 
personalmente  de  los  actos  que  firmare,  é 
in  sóliduní  de  lo  que  subscribiere  ó  acor- 
dare con  los  otros  Ministros. 

Art.  79.  Luego  que  el  Congreso  abra 
sus  sesiones,  deberán  los  Ministros  del 
despacho  darle  cuenta  del  estado  de  la  na- 
ción, en  lo  relativo  á  los  negocios  del  de- 
partamento de  cada  uno. 

Art.  80.  Deberán  igualmente  presen- 
tarle el  presupuesto  anual  de  los  gastos 
que  deban  hacerse  en  sus  respectivos  de- 
partamentos; y  dar  cuenta  de  la  inversión 
de  las  sumas  decretadas  para  llenar  los 
gastos  del  año  anterior. 

Art.  81.  No  son  incompatibles  las  fun- 
ciones de  Ministro  del  despacho  con  las  de 
Senador  ó  Diputado. 

Art.  82.  Los  Ministros,  aun  cuando  no 
sean  miembros  del  Senado  ó  de  la  Cámara 
de  Diputados,  pueden  concurrir  á  sus  se- 
siones y  tomar  parte  en  sus  debates;  pero 
no  votar  en  ellas. 

Art.  83.  Los  Ministros  del  despacho 
pueden  ser  acusados  por  la  Cámara  de 
Diputados  por  los  delitos  de  traición,  con- 
cusión, malversación  de  los  fondos  públi- 
cos, soborno,  infracción  de  la  Constitución, 


(11  La  ley  de  21  de  junio  de  1867  reorganizó  los 
Ministerios  fijando  definitivamente  en  siete  el  nú- 
mero de  ellos:  pero  la  15  de  diciembre  de  1899,  di- 
vidió en  dos  el  de  Justicia  é  Instrucción  pública 
elevándose  á  ocho  á  saber:  Relaciones  exteriores, 
culto  y  colonización;— Interior;— Justicia; — Ins- 
trucción pública;— Guerra; — Marina;— Hacienda; — 
Industria  y  Obras  públicas. 
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porati'opellamiento  de  las  leyes,  por  haber 
dejado  óátas  sin  ejecución  y  por  haber 
comprometido  gravemente  la  segundad  ó 
el  honor  de  la  nación. 

Art.  84.  Presentada  la  proposición  de 
acusación,  se  señalará  uno  de  los  ocho 
días  siguientes  para  que  el  Ministro  con- 
tra quien  se  dirige  dé  explicaciones  sobre 
los  hechos  que  se  le  imputan,  y  para  de- 
liberar sobre  si  la  proposición  de  acusa- 
ción se  admite  ó  no  á  examen. 

Art.  85.  Admitida  á  examen  la  propo- 
sición de  acusación,  se  nombrará  á  la 
suerte,  entre  los  Diputados  presentes,  una 
comisión  de  nueve  individuos,  para  que 
dentro  de  los  cinco  días  siguientes,  dicta- 
mine sobre  sobre  si  hay  ó  no  mérito  bas- 
tante para  acusar. 

Art.  86  Presentado  el  informe  de  la 
Comisión,  la  Cámara  procederá  á  discutir- 
lo oyendo  á  los  miembros  de  la  Comisión, 
al  autor  ó  autores  de  la  proposición  de 
acusación  y  al  Ministro  ó  Ministros  y  de- 
más Diputados  que  quisieran  tomar  parte 
en  la  discusión. 

Art.  87.  Terminada  la  discusión,  si  la 
Cámara  resolviese  admitir  la  proposición 
de  acusación,  nombrará  tres  individuos  de 
su  seno  para  que  en  su  representación  la 
formalicen  y  prosigan  ante  el  Senado. 

Art.  88.  Desde  el  momento  en  que  la 
Cámara  acuerde  entablar  la  acusación  ante 
el  Senado,  ó  declarar  que  ha  lugar  á  forma- 
ción de  causa,  quedará  suspendido  de  sus 
funciones  el  Ministro  acusado. 

La  suspensión  cesará  si  el  Senado  no 
hubiere  pronunciado  su  fallo  dentro  de  los 
seii  meses  siguientes  á  la  fecha  en  que  la 
Cámara  de  Diputados  hubiere  acordado 
entablar  la  acusación. 

Art.  89.  El  Senado  juzgará  al  Ministro 
procediendo  como  jurado  y  se  limitará  á 
declarar  si  es  ó  no  culpable  del  delito  ó 
abuso  de  poder  que  se  le  imputa. 

La  declaración  de  culpabilidad  deberá 
ser  pronunciada  por  los  dos  tercios  del 
número  de  Senadores  presentes  á  la  se- 
sión. Por  la  declaración  de  culpabilidad, 


queda  el  Ministro  destituido  de  su  cargo. 

El  Ministro  declarado  culpable  por  el 
Senado,  será  juzgado  con  arreglo  á  las  le- 
yes por  el  Tribunal  ordinario  competente, 
tanto  para  la  aplicación  de  la  pena  señala- 
da al  delito  cometido,  cuanto  para  hacer 
efectiva  la  responsabilidad  civil,  por  los 
daños  y  perjuicios  causados  al  Estado  ó  á 
particulares. 

Lo  dispuesto  en  los  artículos  86,  87,  88  y 
en  el  presente,  se  observará  también  res- 
pecto de  las  demás  acusaciones  que  la  Cá- 
mara de  Diputados  entablare  en  confor- 
midad á  lo  dispuesto  en  el  inciso  2.°,  ar- 
ticulo 29  de  esta  Constitución. 

Art.  90.  Los  Ministros  pueden  ser  acu- 
sados por  cualquier  individuo  particular, 
por  razón  de  los  perjuicios  que  éste  pueda 
haber  sufrido  injustamente  por  algún  acto 
del  Ministerio:  la  queja  debe  dirigirse  al 
Senado,  y  éste  decide  si  ha  lugar,  ó  no,  á 
su  admisión. 

Art.  91.  Si  el  Senado  declara  haber  lu- 
gar á  ella,  el  reclamante  demandará  al 
Ministro  ante  el  Tribunal  de  justicia  com- 
petente. 

Art.  92.  La  Cámara  de  Diputados  pue- 
de acusar  á  un  Ministro  mientras  funcio- 
ne, y  en  los  seis  meses  siguientes  á  su  se- 
paración del  cargo.  Durante  estos  seis  me- 
ses, no  podrá  ausentarse  de  la  República 
sin  permiso  del  Congreso,  ó,  en  receso  de 
éste,  de  la  Comisión  Conservadora. 

DEL   CONSEJO    DE    ESTADO 

Art.  93.  Habrá  un  Consejo  de  Estado 
compuesto  de  la  manera  siguiente: 

De  tres  Consejeros  elegidos  por  el  Sena- 
do y  tres  por  la  Cámara  de  Diputados  en 
la  primera  sesión  ordinaria  de  cada  reno- 
vación del  Congreso,  pudiendo  ser  reelegi- 
dos los  mismos  Consejeros  cesantes.  En 
caso  de  muerte  ó  impedimento  de  alguno 
de  ellos,  procederá  la  Cámara  respectiva 
á  nombrar  el  que  deba  subrogarle  hasta  la 
próxima  renovación; 

De  un  miembro  de  las  Cortes  superiores 
de  Justicia,  residente  en  Santiago; 
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De  un  eclesiástico  constituido  en  dig- 
nidad; 
De  un  general  de  ejército  ó  armada; 
De  un  jefe  de  alguna  oficina  de   Ha- 
cienda; 

De  un  individuo  que  liaya  desempeñado 
los  cargos  de  Ministro  de  Estado,  Agente 
diplomático,  Intendente,  Gobernador  ó 
municipal. 

Estos  cinco  últimos  Consejeros  serán 
nombrados  por  el  Presidente  de  la  Re- 
pública. 

El  Consejo  será  presidido  por  el  Presi- 
dente de  la  República,  y  para  reemplazar 
á  éste,  nombrará  de  su  seno  un  Vicepresi- 
dente que  se  elegirá  todos  los  años,  pudien. 
do  ser  reelegido. 

El  Vice-presidente  del  Consejo  se  con- 
siderará como  Consejero  más  antiguo  para 
los  efectos  de  los  arts.  66  y  69  de  esta  Cons- 
titución. 

Los  Ministros  del  despacho  tendrán  sólo 
voz  en  el  Consejo,  y  si  algún  Consejero 
fuere  nombrado  Ministro,  dejará  vacante 
aquel  puesto. 

Art.  94.  Para  ser  Consejero  de  Estado 
se  requieren  las  mismas  calidades  que  para 
ser  Senador. 

Art.  95.  Son  atribuciones  del  Consejo 
de  Estado: 

1.*  Dar  su  dictamen  al  Presidente  de 
la  República  en  todos  los  casos  que  lo  con- 
sultare; 

2.*  Presentar  al  Presidente  de  la  Re- 
pública en  las  vacantes  de  Jueces  letra- 
dos de  primera  instancia,  y  miembros  de 
los  Tribunales  superiores  de  justicia,  log 
individuos  que  juzgue  más  idóneos,  previas 
las  pi'opuestas  del  Tribunal  superior  que 
designe  la  ley,  y  en  la  forma  que  ella  or- 
dene; 

3.*  Proponer  en  terna  para  los  Arzo- 
bispados, Obispados,  dignidades  y  preben- 
das de  las  iglesias  catedrales  de  la  Repú- 
blica; 

4.'  Conocer  en  todas  las  materias  de 
patronato  y  protección  que  se  redujeren  á 
contenciosas,  oyendo  el  dictamen  del  Tri- 


bunal superior  de  justicia  que  señale  la  ley; 
5.*  Conocer  igualmente  en  las  compe- 
tencias entre  las  autoridades  administrati- 
vas, y  en  las  que  ocurrieren  entre  éstas  y 
los  tribunales  de  Justicia; 

6."  Declarar  si  há  lugar,  ó  no,  á  la  for- 
mación de  causa  en  materia  criminal  con- 
tra los  Intendentes,  Gobernadores  de  pla- 
za y  de  departamento.  Exceptúase  el  caso 
en  que  la  acusación  contra  los  Intendentes 
se  intentare  por  la  Cámara  de  Diputados; 
7."  Prestar  su  acuerdo  para  declarar 
en  estado  de  asamblea  (1)  una  ó  más  pro- 
vincias invadidas  ó  amenazadas  en  caso  de 
guerra  extranjera; 

8.'  El  Consejo  de  Estado  tiene  derecho 
de  moción  para  la  destitución  de  los  Minis- 
tros del  despacho,  Intendentes,  Goberna- 
dores y  otrosempleados  delincuentes,  inep- 
tos ó  negligentes. 

Art  96.  El  Presidente  de  la  República 
propondrá  á  la  deliberación  del  Consejo  de 
Estado: 

1.°  Todos  los  proyectos  de  ley  que  juz- 
gare conveniente  pasar  al  Congreso; 

2.®  Toáoslos  proyectos  de  ley  que  apro- 
bados por  el  Senado  y  Cámara  de  Diputa- 
dos pasaren  al  Presidente  de  la  República 
para  su  aprobación; 

3.°  Todos  los  negocios  en  que  la  Cons- 
titución exija  señaladamente  que  se  oiga  al 
Consejo  de  Estado; 

4."  Los  presupuestos  anuales  de  gastos 
que  han  de  pasarse  al  Congreso; 

5.°  Todos  los  negocios  en  que  el  Presi- 
dente juzgue  conveniente  oir  el  dictamen 
del  Consejo. 

Art.  97.  El  dictamen  del  Consejo  de  Es- 
tado es  puramente  consultivo,  salvo  en  los 
especiales  casos  en  que  la  Constitución  re- 
quiere que  el  Presidente  de  la  República 
proceda  con  su  acuerdo. 

Art.  98.  Los  Consejeros  de  Estado  son 
responsables  de  los  dictámenes  que  presten 
al  Presidente  de  la  República  contrarios  á 


(1)    Asamblea  dicen  todas  las  ediciones  oficiales 
que  hemos  consultado. 


20 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS   Y   JURÍDICAS 


las  leyes,  y  manifiestamente  mal  intencio- 
nados; y  podrán  ser  acusados  y  juzgados 
en  la  forma  que  previenen  ios  arts.  84  has- 
ta el  89  inclusive. 

CAPÍTULO    VII 

DE    LA   ADMINISTRACIÓN    DE.  JUSTICIA 

Art.  99.  La  facultad  de  juzgar  las  cau- 
sas civiles  y  criminales  pertenece  exclusi- 
vamente á  los  Tribunales  establecidos  por 
la  ley.  Ni  el  Congreso,  ni  el  Presidente  de 
la  República  pueden  en  ningún  caso  ejer- 
cer funciones  judiciales,  ó  avocarse  causas 
pendientes,  ó  hacer  revivir  procesos  fene- 
cidos. 

Art.  100.  Sólo  en  virtud  de  una  ley  po- 
drá hacerse  innovación  en  las  atribuciones 
de  losTribunales,  ó  en  el  número  de  sus  in- 
dividuos. 

Art.  101.  Los  Magistrados  de  losTribu- 
nales superiores  y  los  Jueces  letrados  de 
primera  instancia  permanecerán  durante 
su  buena  comportación.  Los  Jueces  de  co- 
mercio, los  alcaldes  ordinarios  y  otros  jue- 
ces inferiores  desempeñarán  su  respectiva 
judicatura  por  el  tiempo  que  determinen 
as  leyes.  Los  Jueces  no  podrán  ser  depues- 
tos de  sus  destinos,  sean  temporales  ó  per- 
petuos, sino  por  causx  legalmente  sen- 
tenciada. 

Art.  102.  Los  Jueces  son  personalmen- 
te responsables  por  los  crímenes  de  cohe- 
cho, falta  de  observancia  de  las  leyes  que 
arreglan  el  proceso,  y  en  general  por  toda 
prevaricación,  ó  torcida  administración  de 
justicia.— La  ley  determinará  los  casos  y 
el  modo  de  hacer  efectiva  esta  responsabi- 
lidad. 

Art.  103.  La  ley  determinará  las  cali- 
dades que  respectivamente  deban  tener  lo 
Jueces,  y  los  años  que  deban  haber  ejerci- 
do la  profesión  de  abogado  los  que  fueren 
nombrados  magistrados  de  los  tribunales 
superiores  ó  jueces  letrados. 

Art.  104.  Habrá  en  la  República  una 
magistratura  á  cuyo  cargo  esté  la  Super- 
intendencia directiva,  correccional  y  eco- 
nómica sobre  todos  los  tribunales  y  juzga- 


dos de  la  nación,  con  arreglo  á  la  ley  que 
determine  su  organización  y  atribuciones. 
Art.  105.  Una  ley  especial  determinará 
la  organización  y  atribuciones  de  todos  los 
tribunales  y  juzgados  que  fueren  necesa- 
rios para  la  pronta  y  cumplida  administra- 
ción de  justicia  en  todo  el  territorio  de  la 
República. 

CAPÍTULO  VIH 

DEL   GOBIERNO   Y   ADMINISTRACIÓN   INTERIOR 

Art.  106.  El  territorio  de  la  República 
se  divide  en  provincias,  las  provincias 
en  departamentos,  los  departamentos  en 
subdelegaciones  y  las  subdelegaciones  en 
distritos. 

DE  LOS  INTENDENTES 

Art.  107.  El  Gobierno  superior  de  cada 
provincia  en  todos  los  ramos  de  la  admi- 
nistración residirá  en  un  Intendente,  quien 
lo  ejercerá  con  arreglo  á  las  leyes  y  á  las 
órdenes  é  instrucciones  del  Presidente  de 
la  República,  de  quien  es  agente  natural 
é  inmediato.  Su  duración  es  por  tres  años; 
pero  puede  repetirse  su  nombramiento  in- 
definidamente. 

DE    LOS   GOBERNADORES 

Art.  108.  El  Gobierno  de  cada  depar- 
tamento reside  en  un  Gobernador  subor- 
dinado al  Intendente  de  la  provincia.  Su 
duración  es  por  tres  años. 

Art.  109.  Los  Gobernadores  son  nom- 
brados por  el  Presidente  de  la  República, 
á  propuesta  del  respectivo  Intendente,  y 
pueden  ser  removidos  por  éste,  con  apro- 
bación del  Presidente  de  la  República. 

Art.  110.  El  Intendente  de  la  provincia 
es  también  Gobernador  del  departamento 
en  cuya  capital  resida. 

DS    LOS   SUBDELEGADOS 

Art.  111.  Las  subdelegaciones  son  re- 
gidas por  un  Subdelegado  subordinado  al 
Gobern'ador  del  departamento,  y  nombra- 
do por  él.  Los  Subdelegados  durarán  en 
este  cargo  por  dos  años;  pero  pueden  ser 
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removidos  por  el  Gobernador,  dando  cuen- 
ta motivada  al  Intendente:  pueden  tam- 
bién ser  nombrados  indefinidamente. 

DE    LOS   INSPECTORES 

Art.  112.  Los  distritos  son  regidos  por 
un  Inspector  bajo  las  órdenes  del  subdele- 
gado que  éste  nombra  y  remueve,  dando 
cuenta  al  Gobernador. 

DE    LAS    MUNICIPALIDADES 

Art.  113.  Wvihvk  undí  Municipalidad  en 
todas  las  capitales  de  departamento,  y  en 
las  demás  poblaciones  en  que  el  Presiden- 
te de  la  República,  oyendo  á  su  Consejo  de 
Estado,  tuviere  por  conveniente  estable- 
oerla. 

Art.  114.  Las  Municipalidades  se  com- 
pondrán del  número  de  Alcaldes  y  Regi- 
dores que  determine  la  ley  con  arreglo  á 
la  población  del  departamento,  ó  del  terri- 
torio señalado  á  cada  una. 

Art.  115.  La  elección  de  los  Regidores 
se  hará  por  los  ciudadanos  en  votación  di- 
recta, y  en  la  forma  que  prevenga  la  ley 
de  elecciones.  La  duración  de  estos  desti- 
nos es  por  tres  años. 

Art.  116.  La  ley  determinará  la  forma 
de  la  elección  de  los  Alcaldes,  y  el  tiempo 
de  su  duración. 

Art.  117.  Para  ser  Alcalde  ó  Regidor' 
se  requiere: 

1.°    Ciudadanía  en  ejercicio; 

2.°  Cinco  años,  á  lo  menos,  de  vecin- 
dad en  el  territorio  de  la  Municipalidad. 

Art.  118.  El  Gobernador  es  jefe  supe- 
rior de  las  Municipalidades  del  departa- 
mento, y  presidente  de  la  que  existe  en  la 
capital.  El  Subdelegado  es  presidente  de  la 
Municipalidad  de  su  respectiva  subdelega- 
ción. 

Art.  119.  Corresponde  á  las  Municipa- 
lidades en  sus  territorios: 

1°  Cuidar  de  la  policía  de  salubridad, 
comodidad,  ornato  y  recreo; 

2."  Promover  la  educación,  la  agricul- 
tura, la  industria  y  el  comercio; 

3.°    Cuidar  de  las  escuelas  primarias  y 


demás  establecimientos  de  educación  que 
se  paguen  de  fondos  municipales; 

4.°  Cuidar  de  los  hospitales,  hospicios, 
casas  de  expósitos,  cárceles,  casas  de  co- 
rrección, y  demás  establecimientos  de  be- 
neficencia, bajo  las  reglas  que  se  pres- 
criban; 

5.°  Cuidar  de  la'construcción  y  repara- 
ción de  los  caminos,  calzadas,  puentes  y 
de  todas  las  obras  públicas  de  necesidad, 
utilidad  y  ornato  que  se  costeen  con  fon- 
dos municipales; 

6.°  Administrar  é  invertir  los  caudales 
de  propios  y  arbitrios,  conforme  á  las  re- 
glas que  dictare  la  ley; 

7.°  Hacer  el  repartimiento  de  las  con- 
tribuciones, reclutas  y  reemplazos  que  hu- 
biesen cabido  al  territorio  de  la  Municipa- 
lidad, en  los  casos  en  que  la  ley  no  lo  haya 
cometido  á  otra  autoridad  ó  personas; 

8.**  Dirigir  al  Congreso  en  cada  año,  por 
conducto  del  Intendente  y  del  Presiden- 
te de  la  República,  las  peticiones  que  tu- 
vieren por  conveniente,  ya  sea  sobre  obje- 
tos relativos  al  bien  general  del  Estado,  ó 
al  particular  del  departamento,  especial- 
mente  para  establecer  propios  (1),  y  ocurrir 
á  los  gastos  extraordinarios  que  exigiesen 
las  obras  nuevas  de  utilidad  común  del 
departamento,  ó  la  reparación  de  las  an- 
tiguas; 

9."  Proponer  al  Gobierno  Supremo,  ó 
al  superior  de  la  provincia,  ó  al  del  depar- 
tamento, las  medidas  administrativas  con- 
ducentes al  bien  general  del  mismo  depar- 
tamento; 

10.  Formar  las  ordenanzas  municipa- 
les sobre  estos  objetos,  y  presentarlas  por 
conducto  del  Intendente  al  Presidente  de 
la  República  para  su  aprobación  con  au- 
diencia del  Consejo  de  Estado. 

Art.  120.  Ningún  acuerdo  ó  resolución 
de  la  Municipalidad  que  no  sea  observan- 


(1)  Aunque  en  ninguna  de  las  diferentes  edicio- 
nes oficiales  y  particulai-es  que  hemos  comparado 
se  salva  como  errata,  entendemos  que  lo  es  la  pa- 
labra pro^ífos,  que  deberá  sustituirse  por  la  de  ar- 
bitrios ú  otra  análoga. 
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cía  de  las  reglas  establecidas,  podrá  llevar- 
se á  efecto,  sin  ponerse  en  noticia  del  Go- 
bernador, ó  del  Subdelegado  en  su  caso, 
quien  podrá  suspender  su  ejecución,  si  en- 
contrare que  ella  perjudica  al  orden  pú- 
blico. 

Art.  121.  Todos  los  empleos  municipa- 
les son  cargas  concejiles,  de  que  nadie  po- 
drá excusarse  sin  tener  causa  señalada  por 
la  ley. 

Art.  122.  Una  ley  especial  arreglará  el 
gobierno  interior,  señalando  las  atribucio- 
nes de  todos  los  encargados  de  la  adminis- 
tración provincial,  y  el  modo  de  ejercer 
sus  funciones. 

CAPITULO  IX 

DK    LAS   GARANTÍAS    DE    LA   SEGURIDAD 
Y   PROPIEDAD 

Art.  123.  En  Chile  no  hay  esclavos,  y 
el  que  pise  su  territorio,  queda  libre.  No 
puede  hacerse  este  tráfico  por  chilenos.  El 
extranjero  que  lo  hiciere,  no  puede  habi- 
tar en  Chile,  ni  naturalizarse  en  la  Repú- 
blica. 

Art.  124.  Ninguno  puede  ser  condena- 
do, si  no  es  juzgado  legalmente,  y  en  vir- 
tud de  una  ley  promulgada  antes  del  he- 
cho sobre  que  recae  el  juicio. 

Art.  125.  Ninguno  puede  ser  juzgado 
por  comisiones  especiales,  sino  por  el  tri- 
bunal que  le  señale  la  ley,  y  que  se  halle 
establecido  con  anterioridad  por  ésta. 

Art.  126.  Para  que  una  orden  de  arres- 
to pueda  ejecutarse,  se  requiere  que  ema- 
ne de  una  autoridad  que  tenga  facultad  de 
arrestar,  y  que  se  intime  al  arrestado  al 
tiempo  de  la  aprehensión. 

Art.  127.  Todo  delincuente  in  fragan- 
ti  puede  ser  arrestado  sin  decreto,  y  por 
cualquiera  persona,  para  el  único  objeto 
de  conducirle  ante  el  Juez  competente. 

Art.  128.  Ninguno  puede  ser  preso  ó 
detenido,  sino  en  su  casa,  ó  en  los  lugares 
públicos  destinados  á  este  objeto. 

Art.  129.  Los  encargados  de  las  prisio- 
nes no  pueden  recibir  en  ellas  á  nadie  en 
calidad  de  preso,  sin  copiar  en  su  registro 


la  orden  de  arresto,  emanada  de  autoridad 
que  tenga  facultad  de  arrestar.  Pueden 
sin  embargo  recibir  en  el  recinto  de  la  pri- 
sión, en  clase  de  detenidos,  á  los  que  fue- 
ren conducidos  con  el  objeto  de  ser  pre- 
sentados al  juez  competente;  pero  con  la 
obligación  de  dar  cuenta  á  éste  dentro  de 
veinticuatro  horas. 

Art.  130.  Si  en  algunas  circunstancias 
la  autoridad  pública  hiciera  arrestar  á  al- 
gún habitante  de  la  República,  el  funcio- 
nario que  hubiere  decretado  el  arresto 
deberá,  dentro  de  las  cuarenta  y  ocho  horas 
siguientes,  dar  aviso  al  Juez  competente, 
poniendo  á  su  disposición  al  arrestado. 

Art.  131.  Ninguna  incomunicación  pue- 
de impedir  que  el  magistrado  encargado 
de  la  causa  de  detención  en  que  se  halle  el 
preso,  le  visite. 

Art.  132.  Este  magistrado  es  obligado, 
siempre  que  el  preso  le  requiera,  á  trans- 
mitir al  Juez  competente  la  copia  del  de- 
creto de  prisión  que  se  hubiere  dado  al 
reo;  ó  á  reclamar  para  que  se  dé  dicha  co- 
pia; ó  á  dar  él  mismo  un  certificado  de  ha- 
llarse preso  aquel  individuo,  si  al  tiempo 
de  su  arresto  se  hubiese  omitido  este  re- 
quisito. 

Art.  133.  Afianzada  suficientemente  la 
persona  ó  el  saneamiento  de  la  acción,  en 
la  forma  que  según  la  naturaleza  de  los 
casos  determine  la  ley,  no  debe  ser  preso> 
ni  embargado,  el  que  no  es  responsable  á 
pena  aflictiva  ó  infamante  (1). 

Art.  134.  Todo  individuo  que  se  hallare 
preso  ó  detenido  ilegalmente  por  haberse 
faltado  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  126, 
128,  129  y  130,  podrá  ocurrir  por  sí,  ó 
cualquiera  á  su  nombre,  á  la  magistratura 
que  señale  la  ley,  reclamando  que  se  guar- 
den las  formas  legales.  Esta  magistratura 
decretará  que  el  reo  sea  traído  á  su  pre- 
sencia, y  su  decreto  será  precisamente 
obedecido  por  todos  los  encargados  de  las 
cárceles  ó  lugares  de  detención.  Instruida 


(1)    Sabido  es  que  el  Código  penal  chileno  no 
admite  ya  las  penas  infamantes. 
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de  los  antecedentes,  hará  que  se  reparen 
los  defectos  legales,  y  pondrá  al  reo  á  dis- 
posición del  Juez  competente,  procediendo 
en  todo  breve  y  sumariamente,  corrigiendo 
por  si,  ó  dando  cuenta  á  quien  correspon- 
da corregir  los  abusos. 

Art.  135.  En  las  causas  criminales  no 
se  podrá  obligar  al  reo  á  que  declare  bajo 
de  juramento  sobre  hecho  propio,  asi  como 
tampoco  á  sus  descendientes,  marido  ó 
mujer,  y  parientes  hasta  el  tercer  grado 
de  consanguinidad,  y  segundo  de  afinidad 
inclusive. 

Art.  136.  No  podrá  aplicarse  tormento 
ni  imponerse  en  caso  alguno  la  pena  de 
confiscación  de  bienes.  Ninguna  pena  in- 
famante pasará  jamás  de  la  persona  del 
condenado  (1). 

Art.  137.  La  casa  de  toda  persona  que 
habite  el  territorio  chileno,  es  un  asilo  in- 
violable, y  sólo  puede  ser  allanada  por  uu 
motivo  especial  determinado  por  la  ley,  y 
en  virtud  de  orden  de  autoridad  compe- 
tente. 

Art.  138.  La  correspondencia  epistolar 
es  inviolable.  No  podrán  abrirse,  ni  inter- 
ceptarse, ni  registrarse  los  papeles  ó  efec- 
tos, sino  en  los  casos  expresamente  seña- 
lados por  la  ley. 

Art.  139.  Sólo  el  Congreso  puede  im- 
poner contribuciones  directas  ó  indirectas, 
y  sin  su  especial  autorización  es  prohibi- 
do á  toda  autoridad  del  Estado  y  á  todo  in- 
dividuo imponerlas,  aunque  sea  bajo  pre- 
texto precario,  voluntario,  ó  de  cualquiera 
otra  clase. 

Art.  140.  No  puede  exigirse  ninguna 
especie  de  servicio  personal,  ó  de  contri- 
bución, sino  en  virtud  de  un  decreto  de 
autoridad  competente,  deducido  de  la  ley 
que  autoriza  aquella  exacción,  y  manifes- 
tándose el  decreto  al  contribuyente  en  el 
acto  de  imponerle  el  gravamen. 

Art.  141.  Ningún  cuerpo  armado  pue- 
de hacer  requisiciones,  ni  exigir  clase  al- 
guna de  auxilios,  sino  por  medio  de  las 


(1)    Véase  la  nota  anterior. 


autoridades  civiles,  y  con  decreto  de  éstas 
Art.  142.  Ninguna  clase  de  trabajo  ó 
industria  puede  ser  prohibida,  á  menos 
que  se  oponga  á  las  buenas  costumbres,  á 
la  seguridad  ó  á  la  salubridad  pública,  ó 
que  lo  exija  el  interés  nacional,  y  una  ley 
lo  declare  asi. 

Art.  143.  Todo  autor  ó  inventor  tendrá 
la  propiedad  exclusiva  de  su  descubrimien- 
to ó  producción,  por  el  tiempo  que  le  con- 
cediere la  ley;  y  si  ésta  exigiere  su  publi- 
cación, se  dará  al  inventor  la  indemniza- 
ción competente. 

CAPITULO  X 

DISPOSICIONES   GENERALES 

Art.  144.  La  educación  pública  es  una 
atención  preferente  del  Gobierno.  El  Con- 
greso formará  un  plan  general  de  educa- 
ción nacional;  y  el  Ministro  del  despacho 
respectivo  le  dará  cuenta  anualmente  del 
estado  de  ella  en  toda  la  República. 

Art.  145.  Habrá  una  Superintendencia 
de  educación  pública,  á  cuyo  cargo  estará 
la  inspección  de  la  enseñanza  nacional,  y 
su  dirección  bajo  la  autoridad  del  Go- 
bierno. 

Art.  146.  Ningún  pago  se  admitirá  en 
cuenta  á  las  tesorerías  del  Estado,  si  no 
se  hiciese  á  virtud  de  un  decreto  en  que  se 
exprese  la  ley,  ó  la  parte  del  presupuesto 
aprobado  por  las  Cámaras,  en  que  se  au- 
toriza aquel  gasto. 

Art.  147.  Todos  los  chilenos  en  estado 
de  cargar  armas  deben  hallarse  inscritos 
en  los  registros  de  las  milicias,  si  no  están 
especialmente  exceptuados  por  la  ley. 

Art.  148.  La  fuerza  pública  es  esencial- 
mente obediente.  Ningún  cuerpo  armado 
puede  deliberar. 

Art.  149.  Toda  resolución  que  acordare 
el  Presidente  de  la  República,  el  Senado, 
ó  la  Cámara  de  diputados  á  presencia  ó 
requisición  de  un  ejército,  de  un  general  á 
la  frente  de  fuerza  armada,  ó  de  alguna 
reunión  de  pueblo,  que,  ya  sea  con  armas 
ó  sin  ellas,  desobedeciere  á  las  autorida- 
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des,  es  nula  de  derecho,  y  no  puede  pro- 
ducir efecto  alguno. 

Art.  150.  Ninguna  persona  ó  reunión 
de  personas  puede  tomar  el  título  ó  repre- 
sentación del  pueblo,  arrogarse  sus  dere- 
chos, ni  iiacer  peticiones  á  su  nombre.  La 
infracción  de  este  articulo  es  sedición 

Art.  151.  Ninguna  magistratura,  nin- 
guna persona,  ni  reunión  de  personas  pue- 
den atribuirse,  ni  aun  á  pretexto  de  cir- 
cunstancias extraordinarias,  otra  autoridad 
ó  dereciios  que  los  que  expresamente  se  les 
haya  conferido  por  las  leyes.  Todo  acto  en 
contravención  á  este  artículo  es  nulo. 

Art.  152.  Cuando  uno  ó  varios  puntos 
de  la  República  fueren  declarados  en  esta- 
do de  sitio,  en  conformidad  á  lo  dispuesto 
en  la  parte  veinte  del  art.  73,  por  semejante 
declaración  sólo  se  conceden  al  Presidente 
de  la  República  las  siguientes  facultades: 

1  *  La  de  arrestar  á  las  personas  en  sus 
propias  casas  ó  en  lugares  que  no  sean 
cárceles  ni  otros  que  estén  destinados  á  la 
detención  ó  prisión  de  reos  comunes; 

2.*  La  de  trasladar  á  las  personas  de 
un  departamento  á  otro  de  la  República 
dentro  del  continente  y  en  una  área  com- 
prendida entre  el  puerto  de  Caldera  al  Nor- 
te y  la  provincia  de  Llanquiiiueal  Sur. 

Las  medidas  que  tome  el  Presidente  de 
la  República  en  virtud  del  sitio,  no  tendrán 
más  duración  que  la  de  éste,  sin  que  por 
ellas  se  puedan  violar  las  garantías  cons- 
titucionales concedidas  á  los  Senadores  y 
Diputados. 

Art.  163.  Las  vinculaciones  de  cual- 
quiera clase  que  sean,  tanto  las  estableci- 
das hasta  aquí,  como  las  que  en  adelante 
se  establecieren,  no  impiden  la  libre  ena- 
jenación de  las  propiedades  sobre  que  des- 
cansan, asegurándose  á  los  sucesores  lla- 
mados por  la  respectiva  institución  el  va- 
lor de  las  que  se  enajenaren.  Una  ley  par- 
ticular arreglará  el  modo  de  hacer  efectiva 
esta  disposición  (1). 


(1)  La  ley  de  16  de  diciembre  de  1848,  interpre- 
tando este  articulo,  declara  lo  siguiente: 


CAPITULO  XI 

DE    LA.    OBSERVANCIA    Y    REFORMA  DE  LA 
CONSTITUCIÓN 

Art.  154.  Todo  funcionario  público 
debe  al  tomar  posesión  de  su  destino  pres- 
tar juramento  de  guardar  la  Constitución. 
Art.  155.  Sólo  el  Congreso,  conforme 
á  lo  dispuesto  en  los  artículos  31  y  siguien- 
tes, podrá  resolver  las  dudas  que  ocurran 
sobre  la  inteligencia  de  alguno  de  sus  ar- 
tículos. 

Art.  156.  La  reforma  de  las  disposicio- 
nes constitucionales  podrá  proponerse  en 
cualquiera  de  las  Cámaras,  en  conformi- 
dad á  lo  dispuesto  en  la  primera  parte  del 
artículo  31. 

No  podrá  votarse  el  proyecto  de  reforma 
en  ninguna  de  las  Cámaras  sin  la  asisten- 
cia de  la  mayoría  absoluta  de  los  miem- 
bros de  que  se  compone. 

Para  la  aprobación  del  proyecto  de  re- 
forma, las  Cámaras  se  sujetarán  á  las  re- 
glas establecidas  en  los  arts.  32,  41  y  42. 
Art.  157.  El  proyecto  de  reforma  apro- 
bado por  ambas  Cámaras,  que,  en  confor- 
midad de  lo  dispuesto  en  el  art.  34,  se  pa- 
sare al  Presidente  de  la  República,  sólo 
podrá  ser  observado  por  éste  para  propo- 
ner modificaciones  ó  correcciones  á  las  re- 
formas acordadas  por  el  Congreso. 

Si  las  modificaciones  que  el  Presidente 
de  la  República  propusiere,  fueren  apro- 
badas en  cada  Cámara  por  la  mayoría  de 
los  dos  tercios  de  los  miembros  presentes, 
en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  inciso 
2."  del  artículo  anterior,  se  devolverá  el 
proyecto  al  Presidente  de  la  República  en 
la  forma  que  lo  ha  presentado  para  su  pro- 
mulgación. 

Si  las  Cámaras  sólo  aprobaren  en  parte 
las  modificaciones  ó  correcciones  hechas 
por  el  Presidente  de  la  República  y  no  in- 

Artículo  único.  La  disposición  del  art.  162  de 
la  Constitución  de  1833  (era  el  equivalent3  al  que 
anotamos)  no  anula  las  disoluciones  de  vínculos 
que  se  hubieren  llevado  á  efecto  con  arreglo  á  la 
Constitución  de  1828. 

r  por  cuanto,  oido  el  Consejo  de  Estado,  etc. 
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sistieren  por  mayoría  de  los  dos  tercios  en 
las  otras  reformas  aprobadas  por  el  Con- 
greso y  que  el  Presidente  modifica,  se  ten- 
drán por  aprobadas  las  reformas  en  que 
el  Pi-esidente  de  la  República  y  las  Cáma- 
ras están  de  acuerdo,  y  se  devolverá  el 
proyecto  en  esta  torma  para  su  promulga- 
ción. 

Cuando  las  Cámaras  no  aprobaren  las 
modiílcaciones  propuestas  por  el  Presiden- 
te de  la  República  é  insistieren,  por  la  ma" 
yoría  de  los  dos  tercios  presentes  en  cada 
una  de  ellas,  en  las  reformas  antes  apro- 
badas por  el  Congreso,  se  devolverá  el  pro* 
yecto  en  su  forma  primitiva  al  Presidente 
de  la  República  para  que  lo  promulgue. 

Art.  158.  Las  reformas  aprobadas  y 
publicadas  á  que  se  reñeren  los  dos  artícu- 
los anteriores,  se  someterán  á  la  ratiñca- 
ción  del  Congreso  que  se  elija  ó  renueve 
inmediatamente  después  de  publicado  el 
proyecto  de  reforma. 

Este  Congreso  se  pronunciará  sobre  la 
ratificación  de  las  reformas  en  los  mismos 
téi-minos  en  que  han  sido  propuestas,  sin 
hacer  en  ellas  alteración  alguna. 

La  deliberación  sobre  la  aceptación  y 
ratificación,  principiará  en  la  Cámara  en 
que  tuvo  origen  el  proyecto  de  reforma,  y 
cada  Cámara  se  pronunciará  por  la  majo- 
ría  absoluta  del  número  de  los  miembros 
presentes,  que  no  podrá  ser  menor  que  la 
mayoría  absoluta  del  número  de  miembros 
de  que  cada  una  se  compone. 

Ratificado  el  proyecto  de  reforma  por 
cada  una  de  las  Cámaras,  se  pasará  al  Pre- 
sidente de  la  República  para  su  promul- 
gación. 

Una  vez  promulgado  el  proyecto,  sus 
disposiciones  formarán  parte  de  esta  Cons- 
titución y  se  tendrán  por  incorporadas  en 
ella. 

Las  reformas  que  hubieren  de  someter- 


se á  la  ratificación  del  Congreso  inmediato 
se  publicarán  poi»  el  Presidente  de  la  Re- 
pública dentro  de  los  seis  meses  que  pre- 
cedan á  la  renovación  de  dicho  Congreso, 
y  por  lo  menos  tres  meses  antes  de  la  fe- 
cha en  que  hayan  de  verificarse  las  elec- 
ciones. Al  hacer  esta  publicación,  el  Pre- 
sidente de  la  República  anunciará  al  país 
que  el  Congreso  que  se  va  á  elegir  tiene  el 
encargo  de  aceptar  y  ratificar  las  refor- 
mas propuestas. 

Cuando  el  Congreso  llamado  á  ratificar 
las  reformas  dejare  transcurrir  su  periodo 
constitucional  sin  hacerlo,  las  reformas  se 
tendrán  por  no  propuestas. 

Art.  159.  Convocado  el  Congreso  á  se- 
siones extraordinarias,  podrán  proponer- 
se, discutirse  y  votarse  en  cualquiera  de 
las  Cámaras  los  proyectos  de  reformas  á 
que  se  refiere  el  art.  156,  aun  cuando  no 
fueren  incluidos  en  la  convocatoria  por  el 
Presidente  de  la  República. 

El  Congreso  llamado  á  deliberar  sobre 
la  ratificación  de  las  reformas  propuestas, 
podrá,  si  así  lo  acordaren  ambas  Cámaras 
por  mayoría  absoluta  de  votos  en  sesiones 
que  deberán  celebrar  con  la  concurrencia 
también  de  la  mayoría  absoluta  de  los 
miembros  de  que  se  componen,  continuar 
funcionando  en  sesiones  extraordinarias 
hasta  por  noventa  días,  sin  necesidad  de 
convocatoria  del  Presidente  de  la  Repú- 
blica, para  ocupar.se  exclusivamente  en  la 
ratificación. 

En  todo  caso,  las  Cámaras  podrán  deli- 
berar sobre  la  ratificación  de  las  reformas 
propuestas  en  las  sesiones  extraordinarias 
á  que  hubieren  sido  convocadas  por  el  Pre- 
sidente de  la  República,  aun  cuando  ese 
negocio  no  hubiere  sido  incluido  en  la  con 
vocatoria. 

Articulo  transitorio.  (Sin  interés). 

Por  tanto,  mandamos,  etc. 
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liEI  DE  EliECCIOflES  ^'^ 

l^efopmada  pop  la  de  18  de  febrero  de  1896 


TITtJLO  PRIMERO 

Re  las  juntas  clect<»rales. 

Articulo  1.°  Quince  dias  después  de  pu- 
blicada la  presente  lei  en  el  Diario  Oficial, 
los  tesoreros  fiscales  i  municipales  publi- 
carán en  un  diario  o  periódico  de  la  ciudad 
de  su  residencia,  i  harán  fijar  en  la  puer- 
ta del  edificio  en  que  tengan  su  oficina, 
listas  con  los  nombres  de  los  cincuenta 
propietarios  de  los  predios  que  paguen  ma- 
yor contribución  agrícola  ó  de  alumbrado  i 
sereno,  en  cada  una  de  las  subdelegacio- 
nes  urbanas  i  rurales  en  que  estuviere  di- 
vidido el  departamento,  con  expresión  de 
las  cuotas  que  paguen. 

Durante  los  siete  dias  siguientes,  cual- 
quier ciudadano  puede  observar  esas  listas 
por  haberse  incluido  en  ellas  nombres  que 
no  deban  figurar  o  por  haberse  omitido  al- 
guno. 

Estas  observaciones  se  dirijirán  por  es- 
crito á  los  mismos  funcionarios  que  publi- 
quen las  listas,  previa  anotación  que  haga 
de  ellas  el  secretario  del  juzgado  de  turno 
en  lo  civil. 

Art.  2."  Veinticinco  dias  después  de 
publicada  la  presente  lei,  se  reunirán  en 
la  tesorería  fiscal,  a  las  doce  del  día,  los 
mismos  funcionarios  públicos,  i  teniendo 
presente  las  listas  de  que  habla  el  artículo 
anterior,  i  las  observaciones  que  hubieren 
recibido,  formarán  con  arreglo  al  orden  de 
mayores  cuotas,  una  lista  de  los  dieciocho 
contribuyentes  de  cada  una  de  las  subde- 
legaciones  urbanas  ó  rurales  en  que  estu- 
viere dividido  el  departamento. 

Sólo  incluirán  en  ellas  á  los  propietarios 
de  fundos  rústicos  ó  urbanos  gravados  con 
la  contribución  respectiva  aun  cuando  no 
estuvieren  domiciliados  en  la  subdelega- 
cíon.  Para  hacer  el  cómputo  tomarán  en 
cuenta  los  doce  meses  trascurridos  desde 
el  1."  de  enero  hasta  el  31  de  diciembre  del 


(I )    De  20  de  agosto  de  1890. 


año  anterior  a  aquél  en  que  se  forme  la. 
lista. 

No  acumularán  las  contribuciones.  Si 
algún  propietario  tuviere  diversos  predios 
dentro  de  la  misma  subdelegacion,  se  pon- 
drá su  nombre  únicamente  en  el  ca.so  que 
la  contribución  de  algunos  de  ellos  le  diere 
derecho  á  figurar  en  la  lista,  i  se  pondrá 
una  sola  vez  por  la  cuota  más  alta,  aun 
cuando  pague  mayor  cuota  por  más  de  ua 
predio. 

Cuando  un  propietario  tuviere  derecho 
a  figurar  en  diversas  subdelegaciones  de 
un  mismo  departamento,  se  colocará  su 
nombre  en  laque  corresponda  por  pagar 
mayor  cuota,  i  se  anotará  en  cada  una  de 
las  otras  listas  el  hecho  de  haberse  supri- 
mido su  nombre. 

Si  resultare  que  p.igan  igual  cuota  ma- 
yor número  de  ciudadanos  que  el  indica- 
do, se  incluirán  los  nombres  de  todos  ellos 
en  la  lista. 

Si  el  número  de  los  contribuyentes  ins- 
critos en  los  roles  de  cada  subdelegacion 
fuere  menor  que  el  exijido  para  la  subde- 
legacion, la  lista  se  formará  con  los  que 
aparezcan . 

Si  el  predio  estuviere  ubicado  en  diver- 
sas subdelegaciones,  el  nombre  del  contri- 
buyente figurará  en  la  lista  de  la  subdele- 
gacion en  que  estuviere  ubicada  la  casa- 
habitación  del  propietario,  i  si  ésta  no 
existiere,  la  del  administrador  o  la  del  ma- 
yordomo en  su  defecto. 

No  podrán  figurar  en  ella  ni  los  arren- 
datarios ni  los  socios  o  comuneros,  ni  las 
personas  jurídicas. 

Art.  3.°  Los  funcionarios  indicados  fir- 
marán estas  listas  y  las  remitirán  el  mis- 
mo día  al  juez  de  letras  de  turno  en  lo  ci- 
vil, quien  hará  fijar  copia  de  ellas  en  las 
puertas  de  la  secretaría  del  juzgado  i  las 
mandará  publicar  en  los  diarios  o  periódi- 
cos del  deparlamento,  si  los  hubiere,  i  no 
habiéndolos,  en  los  de  cabecera  de  la  pro- 
vincia. 
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En  los  departamentos  en  que  no  hubiere 
juez  de  letras  la  lista  se  remitirá  al  de  la 
correspondiente  jurisdicción.  En  estos  ca- 
sos, la  publicación  se  liani,  ademas,  en  los 
diarios  o  periódicos  del  departamento  a 
que  corresponde  la  lista,  i  la  fijación  de 
carteles  en  la  ofícina  del  juzgado  de  prime- 
ra instancia. 

La  fijación  i  publicación  se  hará  dentro 
de  las  cuarenta  i  ocho  horas  siguientes  a 
la  hora  del  recibo  de  las  listas. 

Si  el  juez  no  las  recibiere  de  los  funcio- 
narios respectivos  en  el  dia  fijado,  ordena- 
rá de  oficio,  dentro  el  plazo  de  veinticuatro 
horas,  que  í=e  lleven  a  su  despacho  los  roles 
de  contribuyentes  i  demás  antecedentes 
reunidos  en  "conformidad  al  articulo  1.°,  i 
formará  por  sí  mismo  las  listas  prescritas 
en  el  artículo  2.",  las  que  hará  publicar 
dentro  de  otras  veinticuatro  horas. 

Art.  4.°  En  el  plazo  fatal  de  siete  días, 
contados  desde  aquél  en  que  se  publiquen 
las  listas,  podrán  ser  observadas  por  cual- 
quier ciudadano  para  pedir  inclusiones, 
o  exclusiones,  sin  que  perjudique  la  falta 
de  observación  establecida  en  el  artícu- 
lo l.«. 

Las  reclamaciones  se  presentarán  por 
escrito  al  juez  dé  letras  respectivo  i  sólo 
podrán  fundarse  en  la  circunstancia  de  no 
poseer  el  objetado  los  requisitos  para  ser 
ciudadano  elector,  de  no  ser  propietario 
dentro  de  las  subdelegaciones  respectivas 
los  que  figuran  en  las  listas,  o  de  no  figu- 
rar en  ellas  propietarios  que  paguen  ma- 
yor contribución. 

Los  padres  ó  maridos  que  administren 
propiedades  de  sus  hijos  menores  o  muje- 
res, podrán  pedir  que  se  les  incluya  en  el 
lugar  correspondiente. 

No  se  admitirá  otra  prueba  que  el  certi- 
ficado de  inscripción  y  el  recibo  de  la  con- 
tribución. El  padre  o  marido  podrá  justifi- 
car su  estado  civil  con  arreglo  á  la  lei. 

Si  el  predio  urbano  o  rústico  hubiere 
trasferido  de  dominio  dentro  de  los  doce 
meses  contados  del  1.°  de  enero  al  31  de 
diciembre  del  año  anterior,  el  comprador 
tendrá  derecho  para  pedir  que  su  nombre 
se  ponga  en  lugar  del  vendedor. 

Art.  5."  Dentro  del  mismo  plazo  esta- 
blecido en  el  artículo  anterior,  deberán 
alegarse  las  excusas  para  formar  parte  de 
las  juntas  electorales. 

Sólo  podrán  excusarse  los  que  tengan 
más  de  sesenta  años  de  edad  o  los  que  jus- 
tifiquen alguna  imposibilidad  física  o  mo- 
ral que  los  inhabilite  para  desempeñar  las 
funciones  que  les  impone  esta  lei. 

Posteriormente  no  se  admitirán  para  ex- 


cusarse de  la  pena  sino  las  causales  sobre- 
vinientes,  con  excepción  de  la  edad,  que 
no  podrá  alegarse  después. 

Los  que  figuren  en  la  lista  de  dos  ó  más. 
departamentos  deberán  expresarlo  ante  el 
juez  de  letras  que  tramite  las  listas  de  su 
residencia,  indicando  el  predio  por  el  cual 
paguen  mayor  contribución,  i  el  (departa- 
mento a  que  corresponda,  para  que  se  les 
escluya  de  los  demás. 

El  juez  de  letras  trasmitirá  esta  solicitud 
á  los  jueces  de  los  otros  departamentos  el 
mismo  dia  de  su  presentación,  por  el  con- 
ducto más  breve.. 

Art.  6."  El  juez  hará  publicar  las  recla- 
maciones i  excusas  alegadas  á  medida  que 
se  presenten  i  expedirá  su  fallo  sin  más 
antecedentes  que  ios  producidos,  al  dia  si- 
guiente de  la  espiración  del  plazo. 

Al  dictar  su  resolución,  el  juez  excluirá 
de  oficio  a  los  senadores,  diputados  i  a  to- 
dos los  empleados  públicos. 

Respecto  de  las  listas  que  no  hubieren 
sido  reclamadas,  mandará  poner  certifica- 
do de  no  estar  objetadas,  y  hará  las  es- 
clusiones  á  que  hubiere  lugar  según  el  in- 
ciso anterior. 

La  sentencia  debe  publicarse  en  la  for- 
ma prescrita  en  el  art.  3.°,  al  dia  siguiente 
de  su  fecha,  i  será  apelable  por  cualquier 
ciudadano  dentro  de  los  dos  días  siguientes 
á  su  publicación. 

Art.  7.°  Hal)iendo  apelación,  se  remi- 
tirá el  expediente  á  la  Corte  de  apelacio- 
nes respectiva  en  el  plazo  de  veinticuatro 
horas,  sin  esperar  ninguna  tramitación. 
El  Tribunal  de  alzada  procederá  sin  espe- 
rar la  comparecencia  de  las  partes,  dictará 
sentencia  dentro  de  los  quince  dias  si- 
guientes al  de  la  fecha  de  la  sentencia  de 
primera  instancia  i  mandará  devolver  los 
expedientes  el  mismo  dia  de  su  resolución. 

Art.  8.°  Durante  todo  el  procedimien- 
to, las  notificaciones  que  ocurran  se  harán 
por  carteles  fijados  en  la  puerta  del  Juzga- 
gado  ó  Tribunal  el  mismo  día  que  se  dicte 
la  providencia. 

No  se  concederá  ningún  recurso  contra 
las  providencias  que  dicte  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  antes  de  la  sentencia  defi- 
nitiva. Tampoco  se  concederá  recurso  de 
nulidad  en  las  resoluciones  de  la  Corte  de 
alzada. 

No  se  admitirán  tampoco  los  recursos 
de  implicancia  ó  recusación  de  los  Jueces. 

Todas  las  actuaciones  se  harán  libres  de 
derechos  i  en  papel  simple.  Los  funciona- 
rios á  quienes  se  ocurra  para  obtener  cer- 
tificados ó  copias  que  hayan  de  servir  en 
el  expediente  de  formación  de  la  lista  de 
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mayores  contribuyentes,  estarán  obligados 
a  darlas  a  petición  verbal  del  interesado  i 
.sin  más  gravamen  que  el  de  escribiente. 

Art.  9.°  Veintidós  días  después  de  la 
fecha  de  la  sentencia  de  primera  instancia, 
el  Juez  de  letras  formará  la  lista  definitiva 
de  contribuyentes  de  cada  subdelegacion, 
incluyendo  basta  diez  i  ocho  nomljres,  i 
expresando  separadamente  al  lado  de  cada 
nombre  el  valor  de  la  contribución  pa- 
gada. 

Los  siete  propietarios  que  paguen  mayor 
contribución  formarán  la  Junta  electoral 
de  la  sultdelegacion. 

Si  por  pagar  cantidades  iguales  dos  ó 
más  propietarios  apareciere  en  la  lista  un 
número  mayor  que  el  exijido  para  orga- 
nizar la  Junta,  se  considerarán  preferidos 
los  unos  sobre  los  otros  por  el  orden  alfa- 
bético de  su  primer  apellido,  i  si  tuvieren 
dos  o  más  el  mismo  apellido,  se  determi- 
nará la  preferencia  por  el  orden  alfabético 
del  primer  nombre. 

Si  no  apareciere  de  las  resolu<Mones  de 
primera  i  segunda  instancia  el  nombre  de 
siete  propietarios  para  formar  la  Junta  de 
una  sul)delegacion,  el  juez  de  letras  la 
agregará  á  la  más  inmediata  i  de  más  fá- 
cil comunicación,  sin  consideración  a  que 
sea  urbana  ó  rural,  ni  al  número  de  orden, 
i  formará  una  sola  lista  con  los  nombres 
de  los  propietarios  que  aparezcan  en  las 
dos  ó  más  subdelegaciones  que  agrupe, 
preñ riéndose  entre  si  por  el  orden  de  cuo- 
tas que  paguen. 

Las  listas  asi  formadas  serán  ñjadas  i 
publicadas  al  día  siguiente  de  su  fecha,  en 
la  forma  prescrita  en  el  art.  3.°,  i  se  co- 
municarán al  primer  alcalde  de  la  Muni- 
cipalidad. 

T1TÍII>0  II 

Ve  ios  Wtejistvom  i  proeediniientos  prelinii- 
iiareüi  <le  la  en.*icri|>ci«>n. 

Art.  10.  El  Rejistro  de  electores  se 
formará  por  subdelegaciones,  subdividién- 
dose  cada  una  de  ellas  en  secciones  que 
no  podrán  exceder  de  ciento  cincuenta  ca- 
lificados. 

Los  Rejistros  qu3  se  abran  desde  la  pro- 
mulgación de  esta  lei  regirán  hasta  que 
una  lei  especial  disponga  la  formación  de 
otros  nuevos. 

Art.  11.  Serán  inscritos  en  el  Rejistro 
todos  los  chilenos  que  hubieren  cumplido 
veintiún  años  de  edad,  que  sepan  leer  i 
.escribir,  que  residan  en  la  subdelegacion 
respectiva. 

Art.    12.     El  Rejistro  se  formará    por 


triplicado  en  libros  en  folio  que  tendrán 
en  cada  llana  un  marjen  á  la  izquierda, 
en  el  que  deberá  poner  su  firma  el  ciuda- 
dano inscrito  al  lado  del  número  de  orden 
que  le  corresponda,  i  columnas  verticales 
paralelas  entre  si  para  anotar  su  nombre 
i  apellidos  paterno  i  materno,  el  lugar  de 
su  nacimiento,  su  estado,  su  profesión  o 
jiro  i  el  local  preciso  de  su  habitación 
cuando  no  pudiere  indicarse  el  número  o 
la  calle.  Tendrá  ademas  una  columna  en 
la  cual  firmarán  las  personas  que  hubie- 
ren certificado  la  residencia  de  los  ins- 
critos. 

Un  ejemplar  del  Rejistro  quedará  en 
poder  del  Notario  conservador  de  bienes 
raices  del  departamento,  otro  en  poder  del 
Tesorero  fiscal  i  el  tercero  en  poder  del 
Tesorero  municipal. 

Art.  13.  Los  Presidentes  y  Vicepresi- 
dentes de  las  Cámaras  se  reunirán  cinco 
dias  después  de  puljlicada  la  presente  lei 
en  el  Diario  oficial,  a,  las  doce  del  día, 
para  determinar  prudencialmente  el  nú- 
mero de  cuadernos  para  Rejistros  que  se 
han  de  emplear  en  las  próximas  inscrip- 
ciones, los  que  mandarán  ini|)rimir.  De- 
terminarán asi  mismo  la  forma  del  timbre 
que  deben  llevar  los  Rejistros  en  cada  una 
de  las  hojas  de  que  consten. 

Este  timbre  podrá  ser  general  para  to- 
dos los  departamentos  ó  especial  para  di- 
versas secciones  de  la  República. 

El  Rejistro  deberá  tener  ademas  hojas 
en  blanco  foliadas  y  timbradas  para  ex- 
tender las  actas  de  las  sesiones  diarias  i 
las  actas  de  escrutinio. 

Art  14.  Una  vez  preparados  los  cua- 
dernos, formarán  inventario  de  ellos  i  ha- 
rán su  distribución  prudencialmente  entre 
los  distintos  departamentos,  remitiéndolos 
en  paquetes  lacrados  al  primer  alcalde  de 
la  municipalidad  respectiva  levantando 
acta  de  lo  obrado. 

Esta  remisión  deberá  hacerse  dentro  de 
los  cuarenta  i  cinco  dias  siguientes  a  la 
fecha  de  la  publicación  de  esta  lei  en  el 
Diario  oficial. 

Art.  15.  El  sexto  dia  siguiente  al  de  la 
fecha  de  la  resolución  judicial  que  forme 
la  lista  definitiva  de  contribuyentes  de  cada 
subdelegacion,  se  reunirán  los  nombrados, 
a  las  doce  del  dia,  en  casa  del  contribu- 
yente que  pague  la  mayor  cuota,  para 
constituir  la  Junta  electoral  de  la  subde- 
legacion. Si  el  contribuyente  no  habitare 
en  la  -subdelegacion,  deberá  señalar  el  lu- 
gar de  la  reunión  con  tres  dias  de  antici- 
pación, publicando  aviso  al  efecto. 

Será   Presidente  de  la  Junta  en  éste  i 
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todos  los  actos  de  ella  el  contribuyente  que 
pague  mayor  cuota,  i  Secretario  el  que  pa- 
gue la  segunda  cuota.  Si  las  cuotas  de  dos 
o  más  contribuyentes  fueren  iguales,  será 
Presidente  el  de  más  edad  i  Secretario  el 
que  siga  en  ella. 

Ni  en  este  ni  en  ningún  otro  caso  en  que 
deba  funcionar,  que  no  esté  expresamente 
exceptuado  por  esta  lei,  podrá  constituirse 
la  Junta  con  menos  de  cuatro  vocales,  i 
serán  nulos  los  actos  o  acuerdos  que  se  to- 
maren sin  la  presencia  de  ese  número. 

Si  la  Junta  electoral  se  compusiere  de 
más  de  siete  vocales  por  haberse  acumu- 
lado los  contribuyeultíS  de  dos  o  más  sub- 
deiegaciones,  el  número  de  vocales  nece- 
sario para  poder  constituir  la  Junta  será 
el  de  uno  sobre  la  mitad  del  total  que  la 
compone. 

Art.  16.  Reunidala  Junta,  acordará  por 
mayoría  de  votos  el  edificio  público  de  la 
subdelegacion  en  que  debe  funcionar,  tan- 
to para  el  acto  de  la  inscripción  en  los  re- 
jistros  como  para  el  acto  de  la  votación  y 
escrutinio.  Para  este  efecto  se  preferirá  al- 
gún edittcio  ñscal  o  municipal,  como  es- 
cuela, mercado,  estación,  etc. 

Si  dentro  de  los  limites  de  la  subdelega- 
cion no  hubiere  edificio  ñscal  o  municipal, 
designará  cuatro  edificios  particulares  pa- 
ra que  sea  tomado  en  arriendo  el  que  se 
obtenga  en  mejores  condiciones. 

Acordará  también  el  número  de  cuader- 
nos de  rejistros  que  necesite,  de  cuadernos 
para  índice,  asi  como  los  ejemplares  de  la 
presente  lei,  los  útiles  de  escritorio  i  mo- 
biliario que  sean  precisos  para  sus  fun- 
ciones. 

Todos  los  acuerdos  .se  tomarán  por  ma- 
yoría de  votos,  i  en  caso  de  empate,  pre- 
valecerá la  opinión  del  presidente. 

De  todo  lo  obrado  se  levantará  acta  por 
escrito  i  se  designará  a!  vocal  de  la  junta 
electoral  que  debe  publicarla  en  los  diarios 
o  periódicos  de  la  cabecera  del  departa- 
mento dentro  de  veinticuatro  horas,  lle- 
varla personalmente  al  primer  alcalde  de 
la  Municipalidad  del  departamento  en  el 
mismo  plazo,  i  representar  a  la  junta  para 
recibir  los  elementos  necesarios  para  de.s- 
empeñar  sus  funciones. 

Este  vocal  se  denominará  Comisario  de 
la  Junta  electoral. 

Art.  17.  El  primer  alcalde  de  la  Muni- 
cipalidad del  departamento  funcionará 
diariamente  desde  la  constitución  de  las 
Juntas  electorales,  en  la  sala  municipal 
desde  las  diez  de  la  mañana  hasta  las  cinco 
de  la  tarde,  i  entregará  bajo  recibo  al  co- 
mi-sario  de  cada  Junta  electoral  los  cuader- 


nos para  rejistros  i  demás  elementos  que 
consten  del  acta  que  le  debe  ser  presenta- 
da. Este  recibo  se  pondrá  al  pie  de  la 
misma  acta,  que  quedará  archivada  en  la 
secretaria  municipal. 

El  primer  alcalde,  de  acuerdo  con  el  co- 
misario, podrá  reducir  el  número  de  cua- 
dernos para  rejistros  si  lo  con-iderare  ex- 
cesivo con  relación  al  total  de  lo  (]ue  hu- 
biere recibido  para  distribuir. 

Dará  al  mismo  tiemi^o  una  orden  por  es- 
crito para  que  el  empleado  o  funcionario 
físcal  6  municipal  que  tenga  a  su  cargo  el 
edificio  designado  por  la  junta  para  sus 
funciones,  le  entregue  el  salón  que  se  in- 
dicare. 

Esta  orden  deberá  ser  obedecida  por  to- 
dos los  empleados,  cualquiera  que  sea  su 
categoría  o  sección  del  servicio  público  a 
que  pertenecieren,  sin  que  pueda  excusar- 
se su  cumplimiento  por  consultas  u  órde- 
nes de!  superior  jerárquico  del  empleado  a 
quien  se  le  presente. 

Art.  18.  Si  el  día  en  que  deban  instalar- 
se las  Juntas  electorales  para  comenzar  las 
inscripciones,  la  de  alguna  ó  algunas  sub- 
delegaciónes  del  departamento  no  hubie- 
i'en  enviado  comisario  para  recibir  los 
cuadernos  de  rejistro  i  presentar  el  acta 
de  su  instalación,  el  primer  alcalde  lo  co- 
municará al  Juez  del  crimen  respectivo 
para  la  formación  del  proceso  correspon- 
diente, en  el  que  se  procederá  de  oficio. 

Sin  perjuicio  del  proceso,  el  Juez  del  cri- 
men mandará  citar  a  los  vocales  de  la  jun- 
ta que  no  se  hubiere  instalado  para  dentro 
de  veinticuatro  horas  i  reunidos  todos  los 
que  fueren  encontrados,  sin  esperar  la  ci- 
tación de  los  que  no  fueren  habidos,  cons- 
tituirá la  junta  con  los  presentes,  proce- 
diéndose  en  conformidad  al  art.  Ifi,  (ie- 
biendo  el  comisario  que  se  elija  recibir  en 
el  mismo  día  los  rejistros  e  instalarse  la 
junta  al  día  siguiente  para  proceder  a  las 
inscripciones. 

Esta  constitución  extraordinaria  de  la 
junta  no  eximirá  a  los  vocales  de  las  penas 
a  que  haya  lugar. 

Art.  19.  Corresponde  al  comisario  de 
cada  Junta  electoral  trasladar  los  artículos 
que  reciba  del  alcalde  al  lugar  en  que  deba 
funcionar;  preparar  la  sala  que  se  hubiere 
designado  i  hacer  el  contrato  de  arrenda- 
miento que  fuere  necesario,  i,  en  suma, 
tomar  todas  las  medidas  convenientes  para 
el  funcionamiento  de  la  junta.  Llevará 
cuenta  documentada  de  los  gastos  que  ocu- 
rran. 

Art.  20.  Los  gastos  de  material  i  de 
todos  los  servicios  necesarios  para  dar  eje- 
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cucion  a  las  disposiciones  de  este  título, 
asi  como  de  los  restantes  de  esta  lei,  son 
de  cuenta  i  cargo  de  la  Municipalidad  res- 
pectiva. Los  gastos  que  demanden  la  for- 
mación de  cuadernos  para  rejistros  i  su 
reparto  serán  de  cargo  al  tesoro  nacional. 

TáTtJI>0  III 

De  la  iiii^cripcion  extraordinaria  ■  de  la 
permanente  i  procediniientttM  posterio- 
res á  eJIas. 

Art.  21.  Setenta  i  cinco  días  después 
de  la  publicación  de  esta  lei  en  el  Diario 
oficial,  a  las  diez  de  la  mañana,  se  insta- 
larán en  toda  la  República  las  juntas  elec- 
torales, debiendo  situarse  cada  una  de  ellas 
en  el  salón  o  lugar  que  hubiere  señalado. 

La  junta  deberá  funcionar  con  el  núme- 
ro de  vocales  que  fija  el  art.  15,  si  no  con- 
curriere el  total;  pero  los  ausentes  deberán 
incorporarse  i  tomar  parte  en  los  procedi- 
mientos desde  el  momento  en  que  se  pre- 
senten. Esta  incorporación  no  los  eximirá 
de  la  pena  correspondiente  por  no  haberse 
presentado  oportunamente. 

Después  de  constituidas  las  juntas,  da- 
rán al  alcalde  noticia  de  su  instalación,  i 
diariamente  avisarán  a  la  oficina  munici- 
pal respectiva  los  nombres  de  los  miem- 
bros que  no  hayan  concurrido  a  la  reunión 
del  dia,  para  los  efectos  de  las  disposicio- 
nes penales  de  esta  lei. 

Si  al  tomar  la  Junta  cualquier  acuerdo 
resultare  empate  en  la  votación,  el  presi- 
dente decidirá. 

Art.  22.  Las  Juntas  electorales  perma- 
necerán reunidas  cuatro  horas  continuas 
cada  dia,  i  harán  inscripciones  desde  las 
diez  de  la  mañana  hasta  las  dos  de  la  tar- 
de, durante  diez  días  consecutivos. 

Diariamente,  al  suspenderse  los  traba- 
jos, pondrán  a  continuación  de  la  última 
inscripción  una  nota  en  que  se  exprese  en 
letras  el  número  de  individuos  inscritos  en 
el  dia,  firmada  por  todos  los  miembros  pre- 
sentes, quienes  rubricarán  las  hojas  del 
registro  en  que  se  hubieren  hecho  las  ins- 
cripciones. 

Durante  la  suspensión,  el  depositario 
guardará  el  rejistro  bajo  su  responsabi- 
lidad. 

Se  tendrá  como  depositario  al  vocal  que 
hubiere  sido  nombrado  comisario. 

Art.  23.  Las  juntas  que  tuvieren  a  su 
cargo  la  inscripción  de  los  ciudadanos  de 
más  de  una  subdelegacion,  deberán  abrir 
rejistros  separadamente  para  cada  subde- 
legacion, i  hacer  en  cada  uno  de  ellos  las 
anotaciones  de  que  habla  el  artículo  ante- 
rior. 


Art.  24.  La  inscripción  es  acto  perso- 
nal. La  junta  sólo  podrá  hacerla  cuando 
compareciere  ante  ella  i  por  sí  el  indivi- 
duo que  la  solicite. 

El  individuo  inscrito  firmará  la  partida 
de  inscripción  en  el  marjen  respectivo  de 
cada  uno  de  los  tres  ejemplares  del  re- 
jistro. 

Art.  25.     La  junta  debe  inscribir  en  el 
rejistro  de  electores  a  los  chilenos  natura- 
les o  legales  que  lo  soliciten  y  que  reúnan 
los  siguientes  requisitos: 
•     1.°     Veintiún  años  de  edad; 

2.°     Saber  leer  i  escribir; 

3.°  Residir  en  la  subdelegacion  res- 
pectiva. 

Art.  2<5.  No  serán  inscritos,  aun  cuan- 
do reúnan  los  requisitos  enumerados  en  el 
artículo  anterior: 

1.°  Los  que,  por  imposibilidad  física  o 
moral,  no  gocen  del  libre  uso  de  su  razón; 

2."  Los  que  se  hallen  en  la  condición 
de  sirvientes  domésticos; 
•  3."  Los  que  a  la  sazón  se  hallen  proce- 
sados por  crimen  o  delito  que  merezca 
pena  aflictiva  i  los  que  hayan  sido  conde- 
nados a  pena  de  este  jénero,  salvo  que 
hayan  obtenido  rehabilitación; 

4.°  Los  que  hubieren  sido  condenados 
por  quiebra  fraudulenta  i  no  hubieren 
sido  rehabilitados; 

5.°  Los  que  hubieren  aceptado  empleos 
de  gobiernos  extranjeros  sin  permiso  es- 
pecial del  Congreso,  salvo  que  hayan  ob- 
tenido rehabilitación  del  Senado; 

6.°  Los  individuos  enrolados  en  las  po- 
licías urbana  i  rural  o  que  desempeñaren 
en  ella  cualquier  servicio  rentado; 

7.°  Las  clases  i  soldados  del  ejército 
permanente  i  de  la  marina; 

8.**    Las  mujeres;  i 

9.°     Los  eclesiásticos  regulares. 

Art.  27.  En  caso  de  duda  acerca  de  la 
edad  del  que  se  presenta  a  inscribirse,  la 
junta  decidirá  sobre  su  admisión  por  el  as- 
pecto del  individuo. 

Art.  28.  En  caso  de  duda  sobre  la  con- 
dición de  saber  escribir,  se  comprobará  el 
requisito  haciendo  que  el  que  quiere  ins- 
cribirse, copie  el  inciso  primero  del  arti- 
culo 7.°  de  la  Constitución.  Si  lo  hace  de 
manera  inteligible,  aunque  sea  con  erro- 
res de  ortografía,  se  considerará  que  po- 
see el  requisito. 

Art.  29.  Si  hubiere  duda  sobre  la  resi- 
dencia, se  comprobará  el  requisito  por  la 
declaración  de  dos  testigos  que  sean  pro- 
pietarios en  la  subdelegacion  i  conocidos 
personalmente  a  lo  menos  por  dos  de  los 
vocales  presentes:  las  personas  que  hagan 
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la  afirmación  ñrmarán  en  la  columna  res- 
pectiva del  rejistro  i  se  tomará  nota  en  el 
acta  de  los  nombres  de  los  vocales  que  cer- 
tificaren el  conocimiento  de  los  testigos. 
Se  anotará  la  calle  i  número  de  la  habi- 
tación en  que  reside  el  testigo  i,  caso  de 
faltar  estas  designaciones,  las  señales  pre- 
cisas de  su  ubicación. 

Se  entenderá  que  hay  duda  sobre  la  re- 
sidencia, siempre  que  la  objete  cualquier 
ciudadano. 

Sólo  se  reputará  como  residentes  en  la 
subdelegacion  a  los  propietarios  de  un  pre- 
dio rústico  o  urbano  situado  en  ella  i  a  los 
que  justifiquen  haber  vivido  dentro  de  sus 
límites  desde  veinte  días  antes  de  la  ins- 
cripción por  lo  menos. 

Art.  30.  Siempre  que  se  negare  la 
Junta  a  inscribir  a  un  ciudadano  por  falta 
de  algún  requisito  o  por  encontrarse  en 
algún  caso  de  inhabilidad,  deberá  anotar 
en  el  acta  de  la  sesión  del  día  el  nombre 
del  individuo  excluido,  el  requisito  o  re- 
quisitos de  que  carece,  o  la  inhabilidad 
que  motivó  el  acuerdo.  Ademas,  estampa- 
rá los  nombres  de  los  vocales  que  hayan 
concurrido  con  su  voto  á  formar  la  ma- 
yoría para  la  exclusión. 

El  individuo  a  quien  se  hubiere  negado 
la  inscripción  tendrá  derecho  a  .que  se  le 
dé  copia  de  esa  parte  del  acta,  autorizada 
por  el  Secretario. 

La  Junta  no  podrá  excusar  por  ningún 
motivo  el  cumplimiento  de  las  disposicio- 
nes de  este  artículo,  bajo  la  pena  del  arti- 
culo 127  (117). 

Art.  31.  El  décimo  dia  de  su  funciona- 
miento la  Junta  electoral  pondrá  término 
a  las  inscripciones  cerrando  el  rejistro, 
estampando  en  cada  uno  de  los  tres  ejem- 
plares de  él,  a  continuación  de  la  última 
inscripción,  una  nota  firmada  por  todos 
los  miembros  presentes,  en  que  se  exprese 
en  letras  el  número  total  de  individuos 
inscritos. 

En  el  acta  de  este  día,  i  teniendo  a  la 
vista  el  número  de  cuadernos  para  rejis- 
tros  que  se  hubieren  recibido,  según  el 
acta  de  instalación,  anotará  en  letras  el 
número  de  los  rejistros  utilizados  i  el  nú- 
mero de  los  sobrantes. 

De  esta  acta  se  sacará  una  copia  firma- 
da por  todos  los  vocales  presentes. 

Art.  32.  El  Comisario  de  la  Junta  elec- 
toral entregará  dentro  de  las  cuarenta  i 
ocho  horas  siguientes,  bajo  recibo  circans- 
tanciado,  uno  de  los  ejemplares  del  rejis- 
tro al  Notario  conservador  de  bienes  raices 
otro  al  Tesorero  fiscal  í  otro  al  Tesorero 
municipal  del  departamento. 


En  el  mismo  plazo  devolverá  al  primer 
alcalde  de  la  municipalidad  del  departa- 
mento los  cuadernos  para  rejistros  que  no 
se  hubieren  utilizado,  la  copia  del  acta  de 
que  liabla  el  articulo  anterior;  i  hará  pro- 
tocolizar, por  el  Notario  más  antiguo,  los 
tres  recibos  de  los  funcionarios  a  cuyo 
cargo  haya  quedado  el  cuidado  de  los  re- 
jistros. 

El  Alcalde  le  dará  certificado  de  haber- 
se dado  cumplimiento  a  la  disposición  de 
este  artículo  en  la  parte  que  le  concierne. 

Art.  33.  Vencidas  las  cuarenta  i  ocho 
horas  siguientes  al  dia  en  que  deben  ce- 
rrarse las  inscripciones,  el  Alcalde  devol- 
verá al  Presidente  del  Senado  los  cuader- 
nos para  rejistros  que  hubieren  sobrado, 
con  las  copias  orijinalos  de  las  actas  de 
cada  Junta  electoral  tic  que  habla  el  artí- 
culo 31,  enunciando  el  número  total  de 
los  que  hubiere  recibido. 

El  mismo  dia  el  primer  Alcalde  comuni- 
cará al  Juez  del  crimen  respectivo  las  jun- 
tas electorales  que  no  hubieren  entregado 
•  sus  rejistros,  para  la  formación  del  res- 
pectivo proceso,  que  debe  seguirse  de 
oficio. 

Sin  perjuicio  de  seguir  el  proceso,  el 
Juez  del  crimen  mandará  recojer  los  re- 
gistros donde  se  encuentren,  dentro  de 
veinticuatro  horas,  i  los  hará  depositar 
en  conformidad  a  lo  dispuesto  en  el  art.  32. 

Art.  34.  Cuarenta  dias  después  de  la 
suspensión  de  las  inscripciones,  los  Presi- 
dentes i  Vicepresideníes  de  las  Cámaras 
se  reunirán  a  las  doce  dtl  día  i  procede- 
rán a  hacer  el  inventario  definitivo  de  los 
cuadernos  utilizados  i  de  los  devueltos, 
disponiendo  de  la  manera  cómo  se  han  de 
conservar  i  guardar  los  sobrantes. 

Noticiarán  por  Secretaría  al  Alcalde 
respectivo  el  resultado  del  inventario,  i 
ordenarán  que  se  forme  proceso  para  ave- 
riguar el  orijen  de  la  falta  en  los  departa- 
mentos en  que  apareciere  pérdida  de  re- 
jistros. 

Art.  35.  El  Tesorero  fiscal,  el  Tesore- 
ro municipal  i  el  Notario  conservador  de 
bienes  raices  del  departamento  guardarán, 
bajo  su  responsabilidad,  el  ejemplar  del 
rejistro  que  les  hubiere  sido  entregado 
por  los  comisionados  de  cada  una  de  las 
juntas  electorales,  í  sólo  lo  entregarán  a 
los  funcionarios  i  en  la  forma  prescrita 
por  esta  lei. 

Estarán  obligados  á  dar  copia  autoriza- 
da de  todas  las  Secciones  del  rejistro  o  de 
una  de  ellas,  a  cualquier  elector  que  la  pi- 
diere, sacándose  la  copia  a  costa  del  soli- 
citante. 
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Art.  36.  Dentro  de  los  veinte  dias  si- 
guientes al  de  la  entrega  de  los  rejistros, 
el  Notario  conservador  de  bienes  raices 
deberá  proceder  a  su  publicación  por  sub- 
delegaciones  i  por  orden  alfabético  de 
apellidos  de  los  ciudadanos  inscritos  en 
cada  una  de  ellas. 

Esta  publicación  se  hará  en  el  periódico 
del  departamento,  si  lo  hubiere,  i  no  ha- 
biéndolo, en  el  de  la  cabecera  de  la  pro- 
vincia que  designará  la  municipalidad  con 
diez  dias  de  antÍ3Ípacion.  Los  gastos  que 
demande  la  publicación  serán  de  cuenta 
de  la  municipalidad  respectiva. 

Art.  37  Hasta  los  quince  dias  siguien- 
tes a  la  publicación  del  registro  de  cada 
sección,  todo  ciudadano  podrá  presentarse 
al  Juez  de  letras  pidiendo  Ui  esclusion  de  las 
personas  inscritas  en  contravención  a  las 
prescripciones  de  esta  lei.  El  Juez  hará  ci- 
tar al  ciudadano  inscrito,  en  el  lugar  que 
hayañjado  como  su  habilación,  ordenando 
que  se  le  deje  cedulón  si  no  fuere  encon- 
trado, i  recibiendo  ó  no  prueba  según  los 
casos,  i  con  los  demás  antecedentes  que  se 
le  hayan  suministrado  resolverá  sin  más 
trámite.  Su  resolución  será  apelable  para 
ante  la  Corte  de  Apelaciones  correspon- 
diente. Si  no  se  interpusiere  este  recurso, 
será  consultada  al  mismo  tribunal. 

Si  se  diere  lugar  en  deñnitiva  a  la  ex- 
clusión, se  trascribirá  la  sentencia  al  no- 
tario conservador  do  bienes  raices,  al  teso- 
rero ñscal  i  al  tesorero  municipal  del  de- 
partamento para  que  hagan  las  anotacio- 
nes correspondientes  al  marjen  de  la  ins- 
cripción que  se  trata  de  anular,  i  para  que 
sea  publicada  por  el  Notario  conservador. 

Igual  reclamación  podrá  interponerse 
por  los  electores  á  quienes  se  hubiere  ne- 
gado la  inácripción  por  las  ¡Juntas  electo- 
rales, para  que  se  les  inscriba. 

Se  acompañará  a  la  reclamación  la  copia 
del  acta  á  que  se  reñere  el  art.  30,  y  si  no 
se  acompañare,  se  pedirá  que  se  agregue 
por  el  Notario  conservador  tomándola  del 
rejistro.  Si  no  apareciere  del  acta  cons- 
tancia de  la  negativa  de  la  inscripción,  se 
ofrecerá  información  de  testigos  para  ha- 
cerla constar.  Apareciendo  probada  la  ne- 
gativa no  consignada,  se  pasarán  de  oficio 
los  antecedentes  al  juez  del  crimen. 

Decretada  la  inscripción,  el  ciudadano 
que  la  obtenga  deberá  comparecer  ante  el 
Juez  de  letras  el  día  i  hora  que  éste  señale. 

En  esa  audiencia  los  tres  funcionarios 
depositarlos  del  rejistro  concurrirán  con 
el  respectivo  ejemplar,  en  el  que  se  harán 
"las  anotaciones  que  se  requieren  para  la 
inscripción  por  cada  uno  de  los  funciona- 


rios a  cuyo  cargo  esté  cada  ejemplar  del 
rejistro.  Firmarán  la  inscripción  éstos  y  el 
Juez. 

Todos  los  procedimientos  de  primera  i 
segunda  instancia  a  que  dé  lugar  cada  re- 
clamación, serán  sumarios  i  durarán  el 
plazo  máximo  de  veinte  dias. 

Hecha  la  primera  citación  en  la  forma 
prescrita  en  el  inciso  primero  de  este  arti- 
culo, se  procederá  en  las  dos  instancias 
sin  esperar  la  comparecencia  de  las  partes. 

Terminado  e!  plazo  de  que  se  habla  en  el 
inciso  anterior,  no  se  admitirá  reclama- 
ción alguna;  i  el  rejistro  quedará  defini- 
tivamente formado,  no  pudiendo  hacerse 
nuevas  inscripciones  ni  alteraciones  en  él 
sino  en  conformidad  á  lo  que  se  dispone  en 
losarticulos  siguientes. 

Art.  38.  Instaladas  las  nuevas  Munici- 
palidades, los  tres  alcaldes  de  cada  una  de 
ellas  serán  depositarios  de  uno  délos  ejem- 
plares del  rejistro  electoral. 

Al  efecto  recibirán  del  tesorero  muni- 
cipal del  departamento  actual,  las  seccio- 
nes correspondientes  al  territorio  munici- 
pal que  se  forme  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
en  la  lei  de  municipalidades  (1).  Esta  re- 
cepción se  hará  dentro  de  los  quince  días 
siguientes  al  de  su  nombramiento. 

Los  Alcaldes  determinarán  la  manera  de 
guardar  los  rejistros,  los  cuales  serán  en- 
tregados al  nuevotesoreromunici|jal, quien 
los  guardará  bajo  la  responsabilidad  esta- 
blecida en  el  art.  35. 

Art.  39.  Los  tres  Alcaldes  harán  las 
inscripciones  i  exclusiones  que  ocurran, 
procediendo  de  la  manera  siguiente:  El  1." 
de  octubre  de  cada  año  formarán  lista  por 
orden  alfabético  de  los  ciudadanos  inscri- 
tos en  el  rejistro  electoral  del  territorio 
municipal.  En  esas  listas  se  pondrá  sólo  el 
nombre  i  apellido  de  los  inscritos.  La  lis- 
ta se  publicará  durante  los  diez  dias  si- 
guientes en  algún  diario  ó  periódico  del 
departamento,  si  lo  hubiere,  i  en  todo  caso 
se  fijará  en  carteles  en  la  puerta  de  la  sala 
municipal.  El  primer  Alcalde  cuidará  que 
estos  carteles  permanezcan  diariamente  fi- 
jados. 

Desde  el  12  de  octubre  los  tres  Alcaldes 
constituidos  en  tribunal  en  la  sala  munici- 
pal, harán  las  inscripciones  que  se  solici- 
ten i  tramitarán  las  reclamaciones  de  ex- 
clusión que  se  presenten.  En  las  inscrip- 
ciones procederán  en  conformidad  a  lo  es- 
tablecido en  este  título. 

Las  exclusiones  se  pedirán  siempre  por 
escrito  i  deberán  fundarse  en  haber  falle- 
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cido  el  inscrito,  en  haber  incurrido  en  al- 
guna de  las  inhabilidades  eslableoidas  en 
el  art.  26  o  en  haber  perdido  la  residencia 
en  la  subdelegacion.  Se  entenderá  que  se 
ha  perdido  la  residencia  cuando  se  hubiere 
inscrito  en  los  rejistros  de  otro  territorio 
municipal.  No  habiendo  esa  inscripción,  se 
tendrá  el  objetado  como  residente. 

Las  solicitudes  de  esclusion  se  fijarán 
en  carteles  en  la  forma  prescrita  en  el  in- 
ciso primero  el  mismo  dia  de  su  presenta- 
ción i  se  notittcarán  al  objetado  en  el  lugar 
que  hubiere  señalado  como  su  habitación, 
dejándole  cedulón  si  no  fuere  liabido. 

Al  dia  siguiente  será  oído  el  objetado  i 
se  recibirá  o  no  prueba,  según  los  casos, 
hasta  por  dos  dias. 

Este  tribunal  funcionará  durante  diez 
dias  consecutivos,  desde  las  once  del  dia 
hasta  las  dos  de  la  tarde,  i  levantará  acta 
de  todo  lo  obrado,  en  conformidad  a  las  re- 
glas de  este  título.  El  décimo  dia  cerrará 
el  rejistro  en  conformidad  a  lo  dispuesto 
en  el  art.  31. 

Art.  40.  Vencidos  los  diez  dias,  los  al- 
caldes resolverán  dentro  de  las  cuarenta  i 
ocho  horas  siguientes  lo  que  corresponda 
en  cuanto  a  las  esclusiones  pedidas,  con 
el  mérito  de  los  antecedentes  que  se  hu- 
bieren producido  i  en  el  estado  en  que  se 
encuentren. 

Harán  publicar  estas  resoluciones,  como 
también  los  nombres  de  los  ciudadanos 
que  hubieren  inscrito  i  los  de  aquellos  a 
quienes  hubieren  negado  la  inscripción, 
diariamente,  en  la  forma  establecida  en  el 
artículo  anterior,  hasta  el  31   de  octubre. 

Dentro  de  ese  plazo  podrá  pedirse  ante 
el  juez  de  letras  de  turno  en  lo  civil,  de  la 
correspondiente  jurisdicción,  la  esclusion 
i  la  inscripción  de  los  ciudadanos  que  hu- 
bieren sido  inscritos  o  rechazados  por  los 
alcaldes,  i  las  resoluciones  que  se  dieren 
en  estas  reclamaciones  deberán  dictarse  i 
publicarse  el  2  de  noviembre.  El  juez  de 
letras  procederá  en  la  forma  establecida 
en  el  art.  37. 

Las  re.soluciones  del  juez  i  de  los  alcal- 
des serán  apelables  hasta  el  4  de  noviembre 
para  ante  la  corte  de  apelaciones  respec- 
tiva. Los  alcaldes  i  el  juez  elevarán  los 
antecedentes  dentro  de  las  cuarenta  i 
ocho  horas  siguientes,  estén  o  no  notiñca- 
doslos  interesados.  Si  no  hubiere  apelación 
se  elevarán  en  consulta. 

Art.  41.  La  corte  de  apelaciones  falla- 
rá los  recursos,  estén  o  no  presentes  las 
partes,  antes  del  10  de  diciembre,  i  devol- 
verá los  antecedentes  el  11  del  mismo  mes. 

Art.  42.     A  las  once  del  día  18  de  diciem- 
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bre  se  reunirán  los  alcaldes  para  hacer  las 
inscripciones  i  esclusiones  a  que  haya  lu- 
gar, según  las  resoluciones  de  la  corte  de 
apelaciones. 

Las  esclusiones  se  anotarán  al  marjen 
de  cada  uno  de  los  ejemplares  del  rejistro 
bajo  la  firma  délos  tres  alcaldes,  i  los  es- 
pedientes que  hubieren  dado  lugar  a  ella 
se  archivarán  en  la  Secretaria  municipal. 

Funcionarán  diariamente  durante  cua- 
tro horas,  desde  las  once  i  por  cinco  dias- 
hasta  terminar  las  inscripciones  i  esclu- 
siones. 

Art.  43  Terminadas  todas  las  inscrip- 
ciones i  esclusiones,  los  alcaldes  harán 
publicar  las  listas  definitivas  de  los  electo- 
res del  territorio  municipal  en  la  forma 
prescrita  en  el  art.  39,  hasta  el  31  de  di- 
ciembre inclusive. 

Los  rejistros  así  revisados  servirán  para 
todas  las  elecciones  i  actos  municipales 
que  ocurran  desde  1.^  de  enero  hasta  el  31 
de  diciembre  del  año  siguiente. 

Art.  44.  Para  los  efectos  de  llevar  por 
triplicado  los  rejistros,  los  alcaldes  abri- 
rán en  cada  año  dos  nuevos  en  dos  ejem- 
plares de  los  cuadernos  en  blanco  que  ha- 
yan recibido,  los  cuales  llevarán  en  la  for- 
ma establecida  en  el  art.  24  i  siguientes, 
en  conformidad  con  el  tercer  ejemplar  que 
debe  guardar  el  tesorero  municipal. 

El  31  de  diciembre  entregarán,  bajo  re- 
cibo, uno  de  los  ejemplares  al  tesorero  fis- 
cal i  el  otro  al  notario  conservador  que 
guarde  los  rejistros  según  el  art.  35,  i  les 
darán  copia  de  las  resoluciones  definitivas 
de  esclusion  para  que  hagan  en  sus  pro- 
pios ejemplares  las  anotaciones  respec- 
tivas. 

En  caso  de  estravío  en  cualquier  tiempo 
del  ejemplar  que  deben  conservar  los  teso- 
reros municipales,  .sin  perjuicio  de  la  res- 
ponsabilidad criminal,  se  suplirá  la  falta 
con  el  ejemplar  que  conserve  el  tesorero 
fiscal  o  el  notario  conservador  en  subsidio, 
que  les  será  entregado  previo  decreto  judi- 
cial, en  reemplazo  del  estraviado.  Todas 
las  entregas  se  harán  bajo  recibo. 

Art.  45.  Tanto  para  continuar  los  re- 
jistros que  guarde  el  tesorero  municipal 
cuando  se  hubieren  llenado  i  no  pudieren 
hacerse  nuevas  inscripciones  en  ellos, 
como  para  llevar  los  otros  dos  ejemplares 
de  que  habla  el  articulo  anterior,  los  al- 
caldes pedirán  al  Presidente  del  Senado  el 
número  de  cuadernos  en  blanco  que  esti- 
men necesarios. 

Terminadas  las  inscripciones  del  año, 
comunicarán  al  mismo  Presidente  el  nú- 
mero de  inscripciones  hechas,  enunciando 
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el  número  de  cuadernos  recibidos,  i  de- 
volviendo loo  que  no  hubieren  utilizado. 

Dentro  de  los  quince  días  siguientes  al 
1."  de  enero  se  reunirán  los  Presidentes  i 
Vicepresidentes  de  ambas  Cámaras  para 
hacer  el  inventario  i  demás  diligencias 
prescritas  en  el  art.  31. 

Art.  4(5  (45  A)  (1).  Para  todos  los  efec- 
tos de  esta  ley  se  tendrá  como  Presidente 
en  las  funciones  electorales  al  primer  Al- 
calde i  como  Secretario  al  tercero.  En 
todos  los  actos  electorales,  sea  para  la  re- 
visión de  los  rejistros  o  cualesquiera  otroí, 
deberán  funcionar  los  tres. 

Si  ocurriere  algún  caso  de  inhabilidad, 
el  inhabilitado  o  cualquiera  del  pueblo  de- 
berá representarlo  á  la  Municipalidad  res- 
pectiva, para  que,  calificando  de  bastante 
la  causal,  autorice  al  primer  rejidor  para 
reemplazar  al  incapacitado. 

Si  fueren  dos  o  los  tres  Alcaldes  los  inca- 
pacitados, la  Municipalidad  autorizará  al 
secundo  i  al  tercer  rejidor  para  funcionar. 

El  Alcahle  o  Alcaldes  que  han  sido  decla- 
rados inhabilitados  p:ira  funcionar  no  po- 
drán asumir  ni  reasumir  sus  funciones 
aun  cuando  desaparezca  su  incapacidad, 
hasta  que  no  termine  el  acto  electoral  de 
que  se  hubieren  inhibido.  Asi,  por  ejem- 
plo, no  podrán  volver  a  tomar  parte  en 
ningún  acto  de  revisión  del  rejistro  du- 
rante el  año. 

TITULO  IV 

De  ia.<t  eleccioueí»  ordinarias  directas  (2) 

Art.  47  (46).  Las  elecciones  ordinarias 
directas  se  harán  en  las  épocas  que  a  con- 
tmuacion  se  espresan: 

1."  La  de  Senadores,  Diputados  i  Mu- 
nicipales, el  primer  domingo  de  marzo; 

2.°  La  de,  electores  de  Presidente  de  la 
República  el  25  de  junio  del  año  en  que 
termine  el  período  señalado  en  la  Consti- 
tución para  el  ejercicio  del  cargo  de  Pre- 
sidente. 

La  elección  ordinaria  de  Senadores  para 
llenar  las  vacantes  que  hubieren  quedado 
al  fín  de  cada  periodo  legislativo  se  hará 
previo  el  acuerdo  que  el  Senado  hubiese 
celebrado  para  determinar  esas  vacantes. 


(1)  Los  números  agregados  entre  paréntesis 
corresponden  a  los  artículos  de  la,  ley  de  18  óe  fe- 
brero de  18H6,  i  los  reproducimos  en  forma  idénti- 
ca ala  en  que  se  hallan  insertos  en  una  declaración 
cuya  identidad  con  la  oficial  garantízala  autoridad 
gubernativa  correspondiente. 

(2)  Aunque  los  artículos  de  este  título  fueron 
reformados  por  la  lei  transitoria  de  18  de  enero 
de  1518;  de  enero  de  1894,  no  hacemos  mención  de 

a  reforma  porque  ésta  fué  incluida  en  la  leí  pos- 
erior  que  en  la  nota  anterior  se  cita. 


Art.  48  (47).  Para  la  recepción  i  escru- 
tinio de  los  sufrajios  se  nombrarán  juntas 
receptoras  compuestas  de  cinco  electores 
designados  por  la  Municipalidad  respecti- 
va, quince  dias  antes  de  la  elección,  a  las 
doce  del  dia.  Este  nombramiento  se  hará 
en  voto  acumulativo,  i  por  medio  de  cédu- 
las firmadas  por  cada  votante,  dentro  de 
los  veinticinco  mayores  contribuyentes  de 
la  respectiva  subdelegacion  que  hayan  pa- 
gado el  impuesto  de  haberes  en  el  año  que 
inmediatamente  preceda  a  aquel  en  que 
tiene  lugar  la  elección. 

Para  este  ñn  los  tesoreros  municipales 
publicarán  en  la  forma  que  expresa  el  ar- 
ticulo 84  (69),  y  pasarán  al  Gobernador  i 
primer  Alcalde  Municipal,  quince  dias  an- 
tes de  aquel  en  que  deba  hacerse  el  nom- 
bramiento de  juntas  receptoras,  una  lista 
de  los  que  hubiesen  pagado  las  veinticinco 
mayores  cuotas  por  impuesto  de  haberes 
en  cada  subdelegacion,  sujetándose  en  la 
formación  de  esta  lista  á  lo  dispuesto  en  el 
inciso  3."  del  art.  2.° 

Si  al  formar  la  lista  el  tesorero  encon- 
trase que  dos  o  más  contribuyentes  han 
pagado  |la  misma  cuota  de  impuesto,  de- 
berá incluirlos  a  todos,  aunque  el  número 
esceda  de  veinticinco. 

Art.  49  (47  A).  Si  el  número  de  mayor 
res  contribuyentes  hábiles  a  que  se  refiere 
el  articulo  anterior  no  bastare  para  hacer 
la  designación  de  todas  las  juntas  que  co- 
rresponde elegir  para  las  diversas  seccio- 
nes del  rejistro,  la  designación  se  complé- 
tala por  cédulas  firmadas  i  por  voto  acu- 
mulativo entre  los  que  tengan  titulo  pro- 
fesional de  abogado,  médico,  in.eniero, 
agrimensor,  arquitecto,  agrónomo  i  far- 
macéutico; entre  los  que  sean  propietarios 
de  un  bien  raiz  en  la  subdelegacion,  ins- 
crito antes  del  1.°  de  diciembre  del  año 
que  preceda  al  de  la  elección,  i  entre  los 
que  sean  arrendatarios  de  un  bien  raiz  por 
escritura públicaanterior  al  espresado  mes. 

En  este  caso,  la  designación  no  podrá 
recaer  sino  en  aquellas  personas  cuyo  tí- 
tulo profesional  de  propiedad  o  arriendo  o 
el  certificado  que  los  acredite  se  hubiere 
entregado  al  Secretario  Municipal  a  lo  me-" 
nos  con  cinco  dias  de  anticipación  a  aquel 
en  que  debe  hacerse  la  designación. 

El  Secretario  Municipal  hará  publicar 
tres  días  antes  de  la  elección  de  mesas  una 
nómina  de  las  personas  á  quienes  se  refie- 
ren dichos  títulos,  copias  o  certificados. 

El  Secretario  Municipal  dará  recibo  de 
estos  antecedentes,  los  presentará  a  la  Mu- 
nicipalidad i  no  serán  devueltos  a  los  in- 
teresados hasta  después  de  la  elección. 


CHILE.— leí   de    elecciones 
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Art.  50  (47  B).  A  falta  de  todos  los  an- 
teriores, la  designación  se  hará  en  la  mis- 
ma forma  entre  ios  electores  de  la  subde- 
legacion. 

Art.  51  (47  C).  La  Municipalidad  nom- 
brará una  junta  para  cada  sección  del 
rejistro  en  que  los  inscritos  excedan  de 
veinticinco. 

Si  el  número  de  inscritos  en  una  sección 
del  rejistro  no  excediere  de  veinticinco, 
se  agregará  dicha  sección  a  la  más  próxi- 
ma del  mismo  territorio  municipal. 

Si  el  número  de  contribuyentes  hábiles 
no  fuere  suficiente  para  integrar  alguna 
de  las  juntas,  se  considerarán  elejidos  los 
que  hubiere  i  se  completará  la  junta  con 
los  que  se  enumeran  en  el  art.  49  (47  A). 
La  misma  regla  se  observará  si  éstos  no 
fueren  suficientes. 

Art.  52  (47  D).  En  caso  de  empate  en 
la  designación,  los  vocales  serán  preferi- 
dos por  el  orden  alfal)ético  del  primer  ape- 
llido, y  si  los  apellidos  fueren  iguales  por 
el  del  primer  nombre. 

Art.  53  (47  E).  Si  en  el  dia  indicado  en 
el  art.  48  (47)  li  Municipalidad  no  cele- 
brase sesión  por  falta  de  número,  el  juez 
del  crimen  citará  a  los  municipales  inasis- 
tentes en  el  término  de  veinticuatro  horas, 
bajo  apercibimiento  de  prisión,  hasta  que 
la  Municipalidad  integre  las  juntas  recep- 
toras. 

Art.  54.  (47  F.)  La  designación  de  vo- 
cales de  las  juntas  receptoras  no  podrá  re- 
caer en  miembros  del  Congreso  o  de  las 
Municipalidades,  en  empleados  fiscales  o 
municipales, en  Subdelegados,  Inspectores 
Jueces  de  subdelegacion  o  de  distrito  en  ac- 
tual ejercicio  o  que  hubieren  desempeñado 
estos  cargos  dentro  de  los  seis  meses  que 
preceden  al  dia  de  la  elección,  ni  en  per- 
sonas que  no  estén  inscritas  en  el  registro 
de  la  subdelegacion,  que  se  hallen  impedi- 
das para  funcionar  o  que  no  tengan  su  re- 
sidencia en  la  Subdelegacion  respectiva, 
según  lo  establecido  en  el  art.  29. 

Los  Intendentes  i  Gobernadores  pasa- 
rán a  las  respectivas  Municipalidades, 
antes  del  dia  en  que  deban  nombrarse  las 
juntas  receptoras,  una  nómina  de  los  Sub- 
delegados, inspectores.  Jueces  de  Subde- 
legacion i  de  distrito  a  que  se  refiere  este 
articulo. 

Art.  55.  (47  G.)  Ninguna  junta  podrá 
funcionar  con  menos  de  tres  miembros. 

Art.  56.f47H.)  La  Municipalidad  al  ha- 
cer la  elección  de  juntas  receptoras  de- 
signará también  el  local  en  que  las  juntas 
deben  funcionar. 

Esta  designación  se  ajustará  a  lo  dis- 


puesto en  el  articulo  16.  Los  empates  que 
ocurrieren  en  estas  designaciones  se  resol- 
verán a  la  suerte. 

Si  en  una  misma  Subdelegacion  hubiese 
más  de  una  junta,  los  locales  que  se  les 
designen  no  podrán  e.^tar  a  menos  de  200 
metros  ni  a  más  de  1.000  unos  de  otros. 

Se  publicará  el  acta  de  todo  lo  obrado 
por  la  Municipalidad,  i  el  Secretario  mu- 
nicipal coniunií'ará  a  todos  los  vocales  su 
nombramiento,  indicando  el  lugar  en  que 
las  Juntas  deben  celebrar  sus  sesiones  y  el 
nombre  de  los  demás  vocales  de  la  misma 
Junta.  Esta  comunicación  se  hará  el  mis- 
mo dia. 

Cada  Municipal  tendrá  derecho  a  pedir 
copia  autorizada  de  uno  o  más  de  los  nom- 
bramientos, pagando  el  trabajo  de  escritura. 

Art.  57.  (47  I.)  Las  juntas  receptoras  se 
reunirán  ocho  dias  antes  del  de  la  elección, 
a  las  doce  del  dia.  en  el  local  designado  se- 
gún el  articulo  anterior,  i  nombrarán  de 
su  seno  i  por  voto  acumulativo  Presidente 
i  Secretario,  quedando  elegidos  para  estos 
cargos  los  que  respectivamente  obtengan 
la  primera  i  segunda  mayoria.  Se  nom- 
brará también  por  mayoria  de  votos  un 
Comisario. 

En  caso  de  empate  serán  preferidos  por 
el  orden  alfabético  del  primer  apellido;  i 
si  los  apellidos  fuesen  iguales  por  el  del 
primer  nombre. 

Art.  58.  (47  J.)  El  juez  del  crimen  res- 
pectivo conocerá  de  las  escusas  e  inhabi- 
lidades de  los  vocales  de  las  Juntas  recep- 
toras. 

Los  vocales  podrán  escusarse  en  los  ca- 
sos señalados  en  el  art.  5.° 

Para  reclamar  la  inhabilidad  habrá  ac- 
ción popular. 

Aceptada  la  escusa  o  declarada  la  inha- 
bilidad por  el  juez,  este  funcionario  dará 
en  el  acto  aviso  a  la  Municipalidad  para 
que  reemplace  a  los  escusados  e  inhábiles 
en  el  término  de  veinticuatro  horas. 

Art.  59.  (47  K.)  Las  juntas  receptoras 
darán  al  Juez  del  crimen  i  al  Gobernador 
noticia  de  su  instalación  en  el  momento  de 
verificarse  ésta,  indicando  el  nombre  de  los 
inasistentes,  si  los  hubiere. 

El  mismo  aviso  darán  los  asistentes  que 
no  se  encontraren  en  número  para  fun- 
cionar. 

Si  alguna  junta  receptora  no  se  instala- 
se el  dia  designado  por  la  lei,  el  juez  so- 
meterá á  juicio  a  los  inasistentes  i  dará 
aviso  a  la  Municipalidad  en  el  acto  para 
que,  cualquiera  que  sea  el  motivo  de  la 
inasistencia,  los  reemplace  en  el  término 
de  veinticuatro  horas. 
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Las  juntas  asi  integradas  se  instalarán 
á  la  mayor  brevedad  i  darán  aviso  al  juez 
i  al  Gobernador. 

Si  no  se  instalaren,  se  volverá  a  proce- 
der en  la  forma  prevenida  en  el  inciso  an- 
terior hasta  que  se  verifique  la  instalación. 

Ninguna  junta  podrá  funcionar  después 
del  dia  designado  por  la  lei  para  efectuar 
la  elección. 

Art.  60.  (47  L.)  De  las  resoluciones  que 
dicte  el  Juez  del  crimen  habrá  apelación 
solo  en  el  efecto  devolutivo,  i  el  recurso  se 
tramitaráen  la  formaestablecidaen el  tit.  X. 

Art.  61.  (47  Ll.)  Desde  la  fecha  desig- 
nada en  el  art.  57,  (47  I.)  las  Municipali- 
dades funcionarán  diariamente  a  las  doce 
del  dia,  hasta  que  tengan  noticia  oficial  de 
que  se  han  instalado  todas  las  Juntas  re- 
ceptoras del  Municipio,  i  publicarán  por 
la  prensa  actas  de  sus  sesiones. 

Art.  62.  (47  M.)  Los  miembros  de  las 
Juntas  receptores  incurrirán  en  las  penas 
que  esta  lei  establece  para  los  miembros  de 
las  Juntas  electorales  que  falten  a  las  obli- 
gaciones que  les  corresponde  desempeñar. 

Los  Jueces  de  letras,  los  Tesoreros  i 
Secretarios  Municipales  que  no  cumplie- 
ren con  las  obligaciones  que  se  les  impo- 
nen, sufrirán  las  penas  establecidas  en  el 
articulo  125  (115.) 

Art.  63.  (47  N.)  Los  Alcaldes  i  Rejido- 
res  que  no  concurrieren  o  las  sesiones  que 
en  este  titulo  se  ordenan,  que  no  hicieren 
designación  de  local  para  las  Juntas  re- 
ceptoras, que  proclamaren  personas  inhá- 
biles ó  impedidas  para  vocales  de  mesas 
receptoras,  o  que  de  cualquier  modo  sean 
responsables  de  que  dichas  Juntas  no  fun- 
cionen, incurrirán  en  una  multa  de  tres- 
cientos pesos. 

Jgual  pena  se  impondrá  a  las  personas 

3ue  fueren  designadas  para  vocales  de  las 
untas  receptoras  i  que,  siendo  inhábiles 
para  el  desempeño  de  sus  cargos,  funcio- 
nasen s1n  dar  noticia  de  su  inhabilidad  al 
Juez  del  crimen  respectivo. 

Estas  multas  se  aplicarán  por  el  Juez  del 
crimen  del  departamento,  procediendo  de 
oficio  o  a  petición  de  cualquiera  del  pue- 
blo; i  si  no  se  pagasen  en  el  plazo  de  seis 
días  se  impondrá  a  los  multados  una  pri- 
sión de  diez  días  por  cada  cien  pesos. 

Art.  64.  (48.)  Instaladas  las  Juntas,  so- 
licitarán del  Alcalde  de  la  Municipalidad 
respectiva  por  conducto  del  Comisario: 

1.°  Una  caja  con  cerradura  para  reci- 
bir la  votación; 

2.'  El  ejemplar  del  rejistro  que  exista 
en  poder  del  Tesorero  Municipal  i  el  índi- 
ee  correspondiente; 


3."  Un  cuaderno  en  blanco  con  el  nú- 
mero de  orden  de  todos  los  inscritos  en  la 
respectiva  Sección  del  rejistro,  debiendo 
mediar  por  lo  menos  tres  centímetros  de 
arriba  abajo  entre  uno  i  otro  número  a 
fin  de  recibir  la  firma  de  los  sufragantes 
frente  al  número  que  corresponda; 

4.°  Cierros  de  carta  para  la  emisión  del 
sufrajio  en  número  igual  al  de  los  electo- 
res inscritos.  Estos  cierros  deberán  .ser 
blancos,  todos  del  mismo  tamaño;  no  ten- 
drán ninguna  señal  externa  que  los  distin- 
ga unos  de  otros,  i  estarán  timbrados  en 
el  ángulo  superior  derecho  con  el  sello  de 
la  Alcaldía;  i 

6.°  Ejemplares  de  la  Constitución  i  de 
esta  lei. 

Determinará  también  el  número  de  pu- 
pitres aislados  que  debe  preparar  el  Comi- 
sario en  la  forma  descrita  en  el  diseño  que 
acompaña  a  esta  lei. 

De  todo  lo  obrado  se  levantará  acta  fir- 
mada por  los  presentes,  que  se  entregará 
al  Comisario  elejido. 

Art.  65.  (49).  Desde  el  dia  designado 
para  la  instalación  de  las  juntas  recepto- 
ras, el  primer  alcalde  de  la  municipalidad 
despachará  en  la  sala  municipal,  desde  las 
doce  del  dia  hasta  las  seis  de  la  tarde,  los 
pedidos  de  los  comisarios  respectivos,  ha- 
ciendo archivar  en  la  Secretaria  municipal 
lasactasorijinalesquele  fueren  entregadas. 

Ademas,  les  dará  la  orden  prescrita  en 
el  articulo  17  para  ocupar  el  edificio  o  edi- 
ficios en  que  han  de  desempeñar  sus  fun- 
ciones las  juntas  electorales  receptoras. 

Se  hará  constar  esta  diligencia  al  pie  del 
acta  orijinal  que  entregue  el  Comisario. 

El  Tesorero  municipal  hará  la  entrega 
del  rejistro  é  índice  correspondiente,  bajo 
recibo,  poniendo  cada  sección  en  paquete 
cerrado  i  lacrado  con  un  .sello. 

Si  el  rejistro  que  estuviere  a  cargo  del 
Tesorero  municipal  se  hubiera  estraviado, 
el  Comisario  lo  hará  presente  al  Juez  de 
letras  de  turno  en  lo  civil,  quien  dará  la 
-  orden  de  entregarle  el  del  Tesorero  fiscal 
o  del  notario  conservador.  Estos  funciona- 
rios procederán  a  la  entrega  de  sus  rejis- 
tros  en  la  forma  prescrita  en  el  inciso  an- 
terior (i). 

Art.  66  (51).  Corresponde  a  los  Comi- 
sarios cumplir,  respecto  de  las  Juntas  elec- 
torales que  funcionen  como  receptoras,  las 

(1)  Lo  dispues  en  el  inciso  final  de  este  artículo, 
rejirá  también  en  caso  deque  se  compruebe  judi- 
cialmente la  existencia  de  adulteraciones  en  el 
ejemplar  del  rejistro  que  guarda  el  tesorero  muni- 
cipal. El  juez  dará  la  orden  de  entrega  de  oficio  o  a 
petición  de  cualquier  ciudadano.  ^Lei  27  diciem- 
bre 1899). 
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mismas  obligaciones  establecidas  en  el  ar- 
ticulo 19  de  esta  lei. 

Art.  67.  (52).  Las  Juntas  electorales  se 
reunirán  en  el  lugar  designado,  a  las  nue- 
ve de  la  mañana  del  dia  de  cada  elección, 
para  proceder  a  la  recepción  de  los  sufra- 
jios. 

No  podrán  funcionar  con  menos  de  tres 
de  los  miembros  de  que  se  componen;  pero 
los  que  no  hayan  concurrido  a  la  horade 
la  instalación,  deberán  incorporarse  i  to- 
mar parte  en  los  procedimientos  desde  el 
momento  en  que  se  presenten. 

Las  Juntas  electorales  comunicarán  su 
instalación  al  primer  alcalde  de  la  munici- 
palidad i  al  juez  del  crimen,  con  especitt- 
cacion  de  los  vocales  que  no  hayan  asistido. 
Art.  68.  (53).  Las  elecciones  se  harán 
en  un  solo  dia  i  las  Juntas  electorales  fun- 
cionarán siete  horas  consecutivas,  conta- 
das desde  las  nueve  de  la  mañana. 

Art.  69.  (54)  Sólo  los  electores  inscritos 
en  la  sección  del  rejistro  que  deban  sufra- 
gar i  los  apoderados  de  los  candidatos  ten- 
drán acceso  a  la  sala  o  circuito  en  que  fun- 
cione la  Junta,  i  una  vez  instalada,  el  pre- 
sidente irá  llamándolos  de  una  manera 
clara,  distinta  i  pausada  por  el  orden  al- 
fabético del  primer  apellido^  pero  con  todo 
su  nombre. 

Al  llamamiento,  el  sufragante  se  acerca- 
rá a  la  mesa  i  pondrá  su  firma  en  el  cua- 
derno en  blanco  que  habrá  recibido  la  Jun- 
ta, al  marjen  del  número  de  orden  que  le 
corresponda. 

Si  no  hubiere  completa  disconformidad 
entre  esta  firma  i  la  que  existe  en  el  re- 
jistro, la  Junta  aceptará  el  sufrajio,  i  el 
presidente  entregará  al  elector  uno  de  los 
cierros  de  carta  de  que  habla  el  articulo  64, 
(48)  firmándolo  previamente  i  en  ese  mis- 
mo momento  dicho  presidente  i  el  secreta- 
rio de  la  Junta. 

El  elector  entrará  al  pupitre  aislado  de 
que  habla  el  mismo  artículo  i  pondrá  su 
voto  dentro  del  sobre  que  hubiere  recibido, 
el  que  pegará  i  volverá  a  depositar  por  sí 
mismo  en  la  urna. 

No  podrá  permanecer  en  el  pupitre  mas 
de  un  minuto. 

El  secretario  escribirá  en  un  libro  espe- 
cial el  nombre  del  elector'que  hubiese  su- 
fragado. 

Si  no  se  admitiere  el  sufrajio  por  discon- 
formidad de  la  fírma,  se  tomará  nota  en  el 
acta  del  dia,  e  inmediatamente  se  remitirá 
el  sufragante  a  disposición  del  Juez  del 
crimen,  sin  que  se  admita  ninguna  escusa 
de  los  reos  ni  de  los  vocales  de  la  Junta 
para  ampararlo. 


Terminado  el  primer  llamamiento,  se 
hará  otro  en  la  misma  forma  para  recibir 
los  sufrajios  de  los  que  no  estuvieren  pre- 
sentes en  el  primero. 

Art.  70  (55).  En  el  pupitre  o  pupitres 
deberá  colocar  el  Comisario  votos  con  los 
nombres  de  los  diversos  candidatos. 

Los  votos  deben  ser  en  papel  blanco  co- 
mún, sin  señal  ni  marca  alguna,  i  no  po- 
drán tener  sino  veinte  centímetros  de  lar- 
go i  diez  de  ancho.  Sólo  se  colocarán  en 
los  pupitres  los  votos  que  entreguen  los 
apoderados  de  los  candidatos,  i  no  podrán 
rechazarse  por  otro  motivo  que  el  de  faltar 
en  su  forma  a  lo  establecido  en  este  artí- 
culo. 

El  elecior,  sin  embargo,  puede  usar  el 
voto  que  lleve  consigo,  siendo  en  papel 
blanco  común, 

Art.  71(56).  Si  al  llamado  de  un  número 
se  presentaren  dos  o  mas  electores  preten- 
diendo tener  el  mismo  nombre,  el  presi- 
dente de  la  Junta  los  hará  ñrmar  a  todos 
en  el  cuaderno  en  blanco  i,  en  vista  de  la 
fírma,  la  Junta  resolverá  a  quien  acepta, 
remitiendo  inmediatamente  al  juez  del  cri- 
men a  los  demás,  sin  admitir  tampoco  es- 
cusa alguna,  ni  de  los  reos  ni  de  los  voca- 
les de  la  Junta. 

Si  el  ciudadano  del  número  llamado  es- 
tuviese ausente  de  la  sala,  el  Vocal  que  lle- 
ve el  índice  especial  de  la  votación,  ano- 
tará separadamente  esta  circunstancia. 

Art.  72.  (57)  Cuando  una  Junta  tuviere 
a  su  cargo  mas  de  una  sección  del  rejistro 
comenzará  por  la  que  corresponda  en  or- 
den numérico,  pero  no  se  hará  llamamien- 
to sino  una  vez. 

Concluida  la  votación  de  los  ciudadanos 
inscritos  en  una  sección  del  rejistro,  antes 
de  pasar  a  la  otra,  el  Presidente  de  la  Jun- 
ta preguntará  si  se  ha  presentado  alguno 
de  los  electores  que  no  hubiese  concurrido 
al  llamamiento  estando  inscrito  en  esa 
sección,  se  recibirán  los  sufrajios  de  los 
que  se  presenten. 

Art.  73.  (58)  Si  a  las  cuatro  de  la  tarde 
no  hubiere  terminado  el  llamamiento  de 
las  Secciones  del  rejistro  que  tuviere  la 
Junta  electoral  a  su  cargo,  prolongará  sus 
funciones,  hasta  terminar,  sin  que  pueda 
separarse  por  ningún  motivo  antes  de  con- 
cluirlo. 

Art.  74,  (59)  Después  de  terminado  el 
llamamiento  de  las  secciones  del  rejistro, 
tendrán  acceso  a  la  sala  o  circuito  los  elec- 
tores que  no  hubiesen  estado  presentes  al 
ser  llamados,  siempre  que  concurran  antes 
de  las  cuatro  de  la  tarde;  pero  si  el  llama- 
miento hubiese  terminado  después  de  esa 
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hora,  la  Junta  electoral  prorogará  sus  fun- 
ciones por  una  horii  más  para  recibir  esos 
sufrajios. 

Lleii;ada  la  hora  en  que  la  Junta  termine 
üus  funciones,  el  Presidente  hará  cerrar 
las  puertas  de  la  sala. 

Art.  75.  (60)  El  voto  es  acto  personal  i 
solo  podrá  emitirse  por  el  mismo  elector. 

Se  sufragará  en  la  misma  cédula  por  los 
Senadores,  Diputados  i  municipales  que 
hayan  de  elejirse. 

En  las  elecciones  de  Senadores  i  Dipu- 
tados al  Congreso,  de  Municipales  i  de 
electores  de  Presidente  de  la  República, 
cada  elector  podrá  dar  su  voto  a  diversas 
personas,  o  a  una  sola  i  misma  persona, 
para  los  cargos  de  Senadores,  Diputados  o 
municipales  i  de  electores  de  Presidente 
que  corresponda  elejir.  En  consecuencia, 
podrá  escribir  en  su  boleto  el  nombre  de 
una  o  más  personas  tantas  veces  cuanto 
sea  el  número  de  Senadores,  Diputados, 
municipales  o  electores  de  Presidente  que 
la  lei  prescribe  elejir. 

En  el  escrutinio  se  aplicarán  a  cada  can- 
didato tantos  sufrajios  cuantas  veces  apa- 
rezca escrito  su  nombre  en  las  listas  de  vo- 
tación, con  tal  que  éstas  no  contengan  es- 
ceso de  nombres. 

Art.  76  (61.)  Concluida  la  votación,  la 
junta  procederá  a  practicar  el  escrutinio 
en  el  mismo  lugar  en  que  se  hubiese  reci- 
bido la  votación,  a  presencia  de  los  apodera- 
dos de  los  candidatos  i  con  su  interven- 
ción, en  la  forma  establecida  en  esta  lei. 

Se  contarán  los  sufrajios  puestos  en  la 
urna,  confrontando  el  número  de  ellos  con 
el  de  nombres  que  aparezcan  en  el  índice 
de  votantes. 

Se  escluirán  sin  abrirlos  los  cierros  que 
no  aparezcan  con  las  firmas  del  presiden- 
te i  secretario,  a  que  se  refiere  el  inciso 
3.°  del  artículo  69,  (54,)  los  cuales  no  serán 
tomados  en  cuenta  en  el  escrutinio. 

Los  votos  serán  leídos  en  alta  voz  por  el 
presidente  i  el  secretario  i  por  los  demás 
vocales  que  quieran  hacerlo,  i  se  imputa- 
rán a  las  personas  que  aparezcan  clara- 
mente designadas. 

Si  al  abrir  el  sufrajio  apareciere  que 
contiene  varias  cédulas  iguales,  solo  se  es- 
crutará una  de  ellas;  pero  si  fueren  distin- 
tas no  se  escrutará  ninguna.  Cuando  en  la 
cédula  hubiere  mayor  número  de  votos 
c^ue  el  de  candidatos  que  corresponde  ele- 
jir, no  se  escrutará  ninguno. 

Art.  77  (62.)  Inmediatamente  después  de 
terminado  el  escrutinio,  y  en  el  mismo  lu- 
gar en  que  hubiese  funcionado  la  junta 
receptora,  se  levantará  por  triplicado  acta 


de  dicho  escrutinio,  estampando  separada" 
mente  en  letras  i  en  cifras  el  número  de 
sufrajios  que  haya  obtenido  cada  candi- 
dato. Uno  de  estos  ejemplares  se  escribirá 
en  las  hojas  en  blanco  del  rejistro  i  será 
firmado  por  todos  los  vocales  presentes  i 
por  los  apoderados  de  los  candidatos  que 
lo  pidan;  los  otros  dos  ejemplares,  firma- 
dos también  por  las  mismas  personas,  se- 
rán escritos  en  papel  común.  Uno  de  estos 
ejemplares  quedará  en  poder  del  presi- 
dente, i  el  otro  se  entregará  al  ciudadana 
que  la  junta  designe  por  mayoría  de  votos- 
para  que  éste  lo  deposite,  dentro  de  vein- 
ticuatro horas,  en  manos  del  primer  al- 
calde de  la  Municipalidad  del  departa- 
mento. 

Cualquier  incidente  o  reclamación  con- 
cerniente a  la  votación  o  escrutinio  deberá 
consignarse  en  el  acta,  sin  que  pueda  es- 
cusarse   por  ningún  motivo  la  anotación. 

Art  78  (63.)  Hecho  el  escrutinio,  el  pre- 
sidente de  la  junta  electoral  pondrá  las  cé- 
dulas conque  se  haya  votado  dentro  de  un 
sobre,  que  cerrará  i  lacrará  i  que  firma- 
rán por  el  lado  del  cierro  todos  los  voca- 
les i  los  apoderados  de  los  candidatos  que 
lo  pidan. 

El  presidente  dirijirá,  dentro  de  las 
veinticuatro  horas  siguientes,  por  el  correo 
i  certificado,  este  sobre  al  presidente  del 
Senado,  en  todas  las  elecciones  que  tengan 
lugar. 

Estos  sobres  quedarán  depositados  en  la 
Secretaría  del  Senado  a  disposición  de  la 
autoridad  encargada  de  calificar  la  elec- 
ción respectiva,  i  deberán  ser  destruidos 
cuando  se  huljiere  terminado  la  respectiva 
calificación. 

En  el  mismo  acto  se  formará  el  estado 
correspondiente  al  empleo  de  los  cierros 
recibidos  del  primer  alcalde  conforme  al 
artículo  64  (48,)  anotando  los  usados,  inuti- 
lizados i  sobrantes,  i  devolviendo  a  dicho 
alcalde  estos  últimos  i  los  inutilizados  den- 
tro de  un  sobre  cerrado,  lacrado  i  sellado, 
como  lo  espresa  el  inciso  1."  de  este  ar- 
tículo. 

Art.  79  (64.)  Los  comisarios  de  las  jun- 
tas receptoras  devolverán  al  primer  alcal- 
de, bajo  recibo,  el  rejistro,  el  índice  alfa- 
bético i  el  cuaderno  en  que  hubiesen  fir- 
mado los  sufragantes. 

Esta  devolución  se  hará  en  todo  el  curso 
del  dia  subsiguiente  al  de  la  votación  por 
los  comisarios  de  las  juntas  urbanas  i  de 
las  rurales  que  estén  hasta  treinta  kilóme- 
tros de  la  ciudad  cabecera,  i  en  los  tres 
dias  siguientes  por  los  que  estén  a  mayor 
distancia. 
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En  los  mismos  plazos  harán  protocolizar 
los  recibos  por  el  notario  más  antiguo.  El 
notario  comunicaiá  al  juez  del  crimen 
respectivo,  vencidos  los  plazos,  las  faltas 
de  cumplimiento  a  esta  disposición  para 
que  proceda  de  oficio  a  informar  el  proce- 
so correspondiente. 

Art.  80  (65).  Cuatro  dias  después  de  la  vo- 
tación, se  reunirán  los  presidentes  de  las 
diversas  juntas  electorales  que  hubiesen 
funcionado  en  las  Subdelegaciones,  en  se- 
sión pública,  a  las  doce  del  dia,  en  la  sala 
municipal,  bajo  la  presidencia  del  que  lo 
sea  de  la  primera  sección  de  la  primera 
subdelegacion  rural,  para  hacer  el  escru- 
tinio jeneral  de  la  elección  del  departa- 
mento. 

Esta  reunión  no  podrá  hacerse  sin  la 
presencia  de  la  mayoría  absoluta  de  los 
presidentes  de  las  diversas  juntas  electo- 
rales. 

Se  [elejirá  un  presidente  i  tres  secreta- 
rios, debiendo  sufragar  cada  uno  de  los 
l-resentes  solo  por  un  nombre  Quedará 
elejido  presidente  'el  que  obtenga  la  pri- 
mera mayoría  i  secretarios  los  tres  si- 
guientes por  su  orden. 

El  escrutinio  se  hará  en  vista  de  las  ac- 
tas parciales  que  debe  presentar  personal 
mente  cada  presidente. 

Las  leerán  sucesivamente  en  alta  voz,  i 
cada  uno  de  los  secretarios  tomará  nota 
separadamente  del  resultado  de  las  actas  i 
del  número  de  votos  que  cada  candidato 
hubiese  obtenido. 

Si  faltase  alguna  acta  parcial,  se  tomará 
en  cuenta  sucesivamente  la  que  tenga  el 
primer  alcalde,  o  la  que  debe  haberse  es- 
crito en  el  respectivo  rejistro,  que  se  pe- 
dirá al  tesorero  municipal. 

A  falta  de  estos  ejemplares,  el  escruti- 
nio jeneral  se  verificará  computando  solo 
los  votos  de  las  actas  que  se  hubiesen  reci- 
bido, espresándose  en  el  acta  de  la  sesión 
el  número  de  electores  inscritos  en  el  re- 
jistro de  la  junta  electoral  omitida,  para 
que  la  autoridad  encargada  de  calificar  la 
elección  decida  si  su  falta  ha  podido  o  no 
influir  en  el  resultado. 

Art.  81.  (66)  Hecho  el  escrutinio,  estan- 
do conforme  la  operación  practicada,  se 
proclamará  el  resultado  de  la  elección.  Si 
hubiere  disconformidad,  se  rectificará  le- 
yendo de  nuevo  las  actas  de  cada  junta 
receptora. 

Serán  proclamados  Diputados  los  candi- 
datos que  obtengan  las  mayorías  mas  al- 
tas, hasta  completar  el  número  integro  de 
los  que  corresponda  elejir  a  cada  departa- 
mento. 


En  la  elección  de  electores  de  presiden- 
te serán  proclamados  los  candidatos  que 
obtengan  las  mayorías  mas  altas,  hasta 
completar  el  número  íntegro  de  electores 
que  corresponde  elejir  a  cada  departa- 
mento. 

En  caso  de  empate,  se  consignará  el  he- 
cho en  el  acta  para  que  la  corporación  a 
que  hayan  de  pertenecer  los  ciudadanos 
cuyos  nombres  se  han  empatado,  haga  por 
sorteo  la  designación  del  que  deba  desem- 
peñar el  mandato. 

El  escrutinio  deberá  terminar  en  una 
sola  sesión,  i  una  vez  concluido,  se  esten- 
derá por  triplicado  un  acta  en  que  se  ano- 
tará separadamente  el  resultado  de  cada 
acta  parcial  i  todos  los  reparos  de  que  hu- 
biese sido  objeto  el  procedimiento  obser- 
vado al  hacerse  el  escrutinio  jeneral,  i 
cualquier  otro  incidente  que  ocurra  i  que 
pueda  influir  en  la  validez  o  nulidad  de  la 
elección,  sin  que  en  ningún  caso  pueda  la 
junta  deliberar  ni  resolver  sobre  cuestión 
alguna,  limitándose  esclusivamente  a  dar 
testimonio  del  contenido  testual  de  las 
actas  parciales  i  a  hacer  la  suma  de  votos 
que,  según  ellas,  hayan  obteniíio  los  dife- 
rentes candidatos. 

El  escrutinio  se  estampará  en  el  libro 
corriente  de  las  actas  municipales  o  en  el 
rejistro  del  notario  mas  antiguo  del  depar- 
tamento, si  no  se  pudiese  obtener  aquél,  i 
será  suscrito  por  todos  los  miembros  pre- 
sentes de  la  junta. 

De  los  otros  dos  ejemplares,  suscritos 
también  por  todos  los  vocales  de  la  junta, 
uno  se  depositará  en  poder  del  presidente 
i  otro  en  poder  del  primer  secretario. 

El  presidente  de  la  junta  escrutadora 
hará  sacar  una  copia  del  acta  i  la  remitirá 
firmada  por  él  i  los  secretarios,  a  cada 
uno  de  los  ciudadanos  que  hayan  sido  pro- 
clamados Diputados,  electores  de  Presi- 
dente o  municipales,  cualesquiera  que  sean 
las  observaciones  a  que  ella  diere  lugar;  i 
otra  copia  autorizada  en  la  misma  forma, 
la  enviará  al  Gobernador  para  que  comu- 
nique el  resultado  de  la  elección  al  Presi- 
dente de  la  República. 

No  se  considerará  poder  sino  la  copia 
del  acta  de  escrutinio,  autorizada  en  la 
forma  establecida  en  este  articulo,  i  en  la 
que  conste  el  número  de  miembros  que 
estuvo  presente  en  la  junta  escrutadora. 
Art.  82.  (67)  Ocho  dias  después  de  la 
elección,  se  reunirán  en  la  sala  municipal 
de  la  cabecera  de  la  provincia  los  presiden- 
tes i  secretarios  de  las  juntas  escrutado- 
ras jenerales  de  cada  uno  de  los  departa- 
mentos, en  sesión  pública,  a  las  diez  de  la 
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mañana,  haciendo  de  presidente  el  que  lo 
fuere  de  la  junta  del  departamento  cabe- 
cera, i  por  taita  de  óste,  el  que  lo  sea  del 
departamento  mas  inmediato;  i  constitui- 
da la  junta  con  la  mayoría  absoluta  de  sus 
miembros,  procederá  a  hacer  el  escrutinio 
jeneral  de  Senadores  de  la  provincia. 

El  escrutinio  se  practicará  por  las  actas 
de  los  escrutinios  parciales  que  deben  pre- 
sentar los  presidentes  i  secretarios  de  las 
juntas  departamentales,  procediendo  en 
conformidad  a  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 80.  (65) 

Serán  proclamados  los  candidatos  que 
obtengan  las  mayorías  mas  altas  hasta 
completar  el  número  íntegro  de  Senadores 
que  corresponda  elejir  a  la  provincia. 

En  caso  de  empate,  se  procederá  en 
conformidad  a  lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior 

Los  poderes  serán  dados  en  la  forma  es- 
tablecida en  el  mismo  artículo. 

Art.  83.(68)  Cuando  dos  o  mas  depar- 
tamentos elijan  Diputados  en  común,  la 
junta  escrutadora  de  cada  uno  de  ellos  no 
hará  la  proclamación  de  los  diputados,  i 
los  presidentes  i  los  secretarios  de  ellas 
se  reunirán  ocho  dias  después  de  la  elec- 
ción, a  las  doce  del  día,  en  la  sala  munici- 
pal de  la  ciudad  cabecera  del  departamen- 
to de  mas  antigua  creación,  haciendo  de 
presidente  el  que  lo  fuere  de  la  junta  del 
departamento  cabecera,  i  por  su  falta,  el 
que  lo  sea  del  departamento  mas  inmedia- 
to. Constituida  la  junta  con  la  mayoría 
absoluta  de  los  miembros  de  que  deba 
componerse,  procederá  a  hacer  el  escruti- 
nio jeneral  de  los  Diputados  de  |los  depar- 
tamentos. 

El  escrutinio  se  practicará  por  las  actas 
de  los  escrutinios  parciales  que  deben  pre- 
sentar los  presidentes  i  secretarios  de  las 
juntas  departamentales,  procediendo  en 
conformidad  a  lo  dispuesto  en  el  art.  80.  (65) 

Serán  proclamados  los  candidatos  que 
obtengan  las  mayorías  mas  altas  hasta 
completar  el  número  de  Diputados  que  co- 
rresponda elejir  a  los  departamentos  agru- 
pados; en  caso  de  empate,  se  procederá  en 
conformidad  a  lo  dispuesto  en  los  artículos 
anteriores,  i  los  poderes  serán  dados  en  la 
forma  establecida  en  los  mismos. 

En  la  Cámara  de  Diputados  asumirán 
los  elejidos  la  representación  de  los  diver- 
sos departamentos  agrupados,  tomando  el 
que  haya  obtenido  mayor  número  de  su- 
frajios  el  nombre  del  departamento  que 
tenga  mayor  población,  siguiendo  los  res- 
tantes el  mismo  orden. 
Cuando  la  elección  de  Senadores  se  haga 


por  dos  o  mas  provincias  agrupadas,  la 
junta  escrutadora  jeneral  se  compondrá 
de  los  presidentes  i  secretarios  de  todas 
las  juntas  departamentales,  que  se  reuni- 
rán quince  dias  después  de  la  elección,  a 
las  doce  del  dia,  en  la  sala  municipal  de  la 
ciudad  capital  de  la  provincia  de  mas  an- 
tigua creación. 

En  lo  demás  i  en  la  representación  de 
los  Senadores,  se  procederá  en  la  forma 
establecida  en  este  artículo  para  los  Dipu- 
tados. 

Cuando  las  provincias  o  departamentos 
agrupados  hubiesen  sido  creados  al  mismo 
tiempo,  se  entenderá  como  mas  antiguo  el 
departamento  cabecera  de  la  provincia, 
según  el  orden  alfabético  del  nombre  de 
las  provincias,  i  entre  los  departamentos 
de  una  misma  provincia  el  de  la  ciudad 
cabecera  de  la  misma,  i  si  éste  no  figurare 
en  la  agrupación,  el  que  corresponda  por 
orden  alfabético  del  nombre. 

Art.  84.  (69)  Las  publicaciones  ordena- 
das en  este  título  se  harán  por  tres  dias:  en 
Santiago  se  harán  en  el  Diarto  oficial,  i 
en  las  demás  poblaciones  en  el  diario  o  pe- 
riódico mas  antiguo  de  la  localidad,  siem- 
pre que  el  dueño  de  dicho  diario  o  periódi- 
co las  hiciera  por  un  precio  que  no  exceda 
en  mas  de  un  20  por  ciento  de  su  costo. 

Si  ningún  propietario  de  diario  o  perió- 
dico de  la  localidad  se  allanare  a  hacer  la 
publicación  con  arreglo  a  lo  dispuesto  en 
el  inciso  anterior,  se  hará  ésta  solamente 
por  medio  de  carteles,  que  permanecerán 
fijados  por  diez  dias  en  la  puerta  de  la  sala 
municipal  i  del  Juzgado  del  Crimen,  bajo 
el  cuidado  de,  los  respectivos  secretarios. 

XITUCO  V 

De  las  eleceiones  de   Preíiidente  ile  la  Ke* 
pública. 

Art.  85.  (74)  Los  electores  de  Presiden- 
te de  la  República  nombrados  por  los  de- 
partamentos se  reunirán  en  la  sala  muni- 
cipal de  Ja  capital  de  la  provincia  a  las  diez 
de  la  mañana  del  25  de  julio,  i  procederán  a 
nombrar,  de  entre  ellos  mismos,  un  presi- 
dente i  dos  secretarios,  votando  por  un 
solo  nombre;  será  presidente  el  que  obten- 
ga la  primera  mayoría,  i  secretarios  los 
dos  siguientes. 

Art.  86.  (75)  En  seguida  cada  elector  ex- 
hibirá los  poderes  con  que  se  le  avisó  su 
nombramiento  i  se  leerán  los  correspon- 
dientes a  cada  departamento.  Calificada  la 
identidad  de  las  personas  en  un  número 
que  no  baje  de  los  dos  tercios  de  los  elec- 
tores que  hubieren  concurrido,  se  declara- 
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rá  instalado  el  colejio  electoral,  se  comu- 
nicará al  Intendente  de  la  provincia,  i  se 
remitirá  al  juez  de  letras  una  nómina  de 
los  inasistentes. 

Art.  87.  (76)  Después  de  instalado  el  co- 
lejio electoral,  se  procederá  a  la  lectura  de 
los  artículos  50  i  64  de  la  Constitución;  i  en 
seguida  cada  elector  escribirá  en  una  cé- 
dula el  nomlire  del  candidato  que  designa 
para  Presidente  de  la  República  i  lo  de- 
positará en  una  urna  que  estará  colocada 
sobre  una  mesa.  Concluida  esta  operación, 
harán  el  escrutinio  los  secretarios  i  los 
demás  miembros  que  quisieren  presenciar- 
lo, leyendo  él  presidente  en  alta  voz  el 
contenido  de  cada  cédula. 

Art.  88.  (77)  Los  secretarios  publicarán 
el  resultado,  i  estando  arreglado,  estende- 
rán, las  dos  actas  que  designa  el  art.  57  de 
la  Constitución,  i  el  presidente  las  remi- 
tirá, en  cumplimiento  del  citado  articulo, 
certificando  en  el  correo  la  que  debe  diri- 
jir  al  Senado. 

Art.  89.  (78)  Los  electores  no  podrán  se- 
pararse sin  haber  terminado  sus  funciones, 
ni  jiintarse  nuevamente  bajo  ningún  pre- 
testo,  ni  objetar  los  poderes  de  ningún 
elector  que  sea  realmente  la  persona  que 
los  exhibe,  pudiendo  solo  pedir  que  se  con- 
signen en  el  acta  de  escrutinio  las  obser- 
vaciones a  que  dieren  lugar. 

TITII^O  TI 

Be  las  elecciones  estraordinnrias. 

Art.  90.  (79)  En  caso  de  elección  es- 
traordinaria  de  Presidente  de  la  República, 
en  conformidad  a  los  artículos  65  i  69  de  la 
Constitución,  la  elección  de  electores  se 
verificará  precisamente  dentro  de  cin- 
cuenta dias  contados  desde  aquel  en  que 
el  Vicepresidente  espida  las  órdenes  co- 
rrespondientes. 

Las  juntas  receptoras  funcionarán  para 
la  recepción  de  los  sufrajios  el  dia  que  se 
señale  dentro  del  plazo  fijado  en  el  inciso 
anterior,  debiendo  guardarse  para  los  de- 
mas  actos  que  preceden  i  siguen  a  la  elec- 
ción los  plazos  establecidos  en  el  título  IV. 

Art.  91  (80).  El  Presidente  electo  pres- 
tará juramento,  en  caso  de  escrutinio  es- 
traordinario,  el  tercer  dia  siguiente  al  de 
la  proclamación. 

Art.  92  (81).  En  caso  de  elección  es- 
traordinaria  de  Diputado  o  Senador,  en 
conformidad  a  lo  dispuesto  en  los  artícu- 
los 17  i  25  de  la  Constitución,  se  elejirá 
el  reemplazante  en  el  departamento  o  pro- 
vincia correspondiente  en  el  dia  que  desig- 
ne el  Presidente  de  la  República,  dentro 


del  plazo  de  treinta  dias  contados  desde  la 
fecha  en  que  la  Cámara  respectiva  le  co- 
munique el  acuerdo  relativo  a  la  vacancia, 

En  estos  casos  funcionarán  las  juntas 
receptoras  que  hubiesen  intervenido  en  las 
últimas  elecciones,  cualesquiera  que  éstas 
sean,  ajustándose  en  sus  procedimientos  a 
lo  establecido  en  el  título  IV. 

Art.  93  (82).  En  las  elecciones  estraor- 
dinarias  de  municipales  se  seguirá  el  mis- 
mo procedimiento. 

TÍTULO  VII 

Disposiciones   jenerales. 

Art.  94  (84).  En  los  departamentos  don- 
de no  hubiere  sala  municipal,  las  juntas 
respectivas  se  reunirán  en  la  sala  que  sirva 
de  oficina  al  tesorero  fiscal. 

.  En  los  departamentos  en  que  no  haya 
libro  de  actas  municipales  ni  notario  pú- 
blico, se  levantará  acta  por  triplicado  i  se 
entregará  uno  de  los  ejemplares  al  gober- 
nador del  departamento,  otro  al  presiden- 
te de  la  junta  respectiva,  i  el  tercero  se 
remitirá  al  juez  de  letras  de  la  jurisdic- 
ción, para  su  protocolización  en  el  archivo 
del  notario  mas  antiguo. 

Art.  95  (85).  Cuando,  para  fijar  el  dia 
en  que  deba  reunirse  alguna  junta  o  eje- 
cutarse algún  trabajo  electoral,  la  lei  em- 
plea la  frase  tantos  días  antes  o  tant&s  dias 
después  de  un  dia  determinado,  no  se  com- 
putará este  último  dia.  Así,  cuatro  dias 
antes  del  25  de  junio  quiere  decir  el  21  de 
junio;  ocho  dias  después  del  25  de  junio  es 
el  3  de  julio;  i  tres  dias  después  de  un  do- 
mingo, el  miércoles  siguiente. 

Art.  96  (86).  A  los  presidentes  de  las 
juntas  electorales  i  escrutadoras  i  a  los' 
de  los  colejios  electorales  corresponde  con- 
servar el  orden  i  libertad  de  las  elecciones 
i  escrutinios  i  dictar,  en  consecuencia, 
las  medidas  de  policía  conducentes  a  este 
objeto  en  el  lugar  en  que  funcionen  i  en 
el  recinto  comprendido  en  un  radio  de 
ciento  cincuenta  metros. 

Cuando  las  juntas  electorales  funcionen 
para  hacer  las  inscripciones  en  los  rejis- 
tros  electorales,  o  como  juntas  receptoras, 
deberán  cuidar  de  que  sea  libre  el  acceso  a 
la  sala  o  recinto  en  que  estuvieren  insta- 
ladas, e  impedir  que  se  formen  agrupacio- 
nes en  las  puertas  o  alrededores  para  obs- 
truir el  acceso  de  los  ciudadanos. 

Ante  la  reclamación  de  cualquier  ciu- 
dadano, los  presidentes  ,  para  deshacer 
e.sas  agrupaciones,  darán  las  órdenes  co- 
rrespondientes. Si  no  fueren  obedecidos 
suspenderán  las  funciones  de  la  junta. 
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Si  estuvieren  liaciendo  inscripciones  da- 
rán cuenta  del  hecho  al  juez  del  crimen 
de  ha  jurisdicción  respectiva,  pidiéndole  el 
ausilio  de  la  fuerza  pública  necesaria  para 
continuar  funcionando  hasta  la  termina- 
ción del  plazo. 

El  juez  del  crimen  dará  este  ausilio  in- 
mediatamente, reclamándolo  de  la  autori- 
dad correspondiente,  i  formará  de  oficio 
el  proceso  a  que  haya  lugar.  La  junta 
continuará  sus  funciones  por  los  dias  que 
falten  i  tomará  nota  en  las  actas  de  los 
hechos  que  diei'on  lugar  a  la  suspensión. 

Art.  97  (87).  Cuando  la  junta  electoral 
funcione  como  junta  receptora,  el  presi- 
dente suspenderá  la  votación  hasta  que  el 
agrupamiento  de  jente  permita  a  los  elec- 
tores el  acceso  a  la  sala  o  acercarse  a  emi- 
tir su  sufragio. 

La  votación  suspendida  se  continuará 
en  el  mismo  dia  hasta  completar  el  núme- 
ro de  horas  que  señala  la  lei. 

El  presidente  de  la  junta  dará  aviso  de 
su  determinación  al  Gobernador  del  de- 
partamento, i  pedirá  indefectiblemente  la 
fuerza  pública  que  considere  suficiente  pa- 
ra la  libertad  de  los  procedimientos  elec- 
torales. 

Art.  98  (88).  Si  los  agrupamientos  o 
desórdenes  ocurrieren  dentro  de  la  sala 
en  que  se  practique  la  elección,  el  presi- 
dente remitirá  a  disposición  del  juez  del 
crimen  a  los  perturbadores  del  orden;  pero 
si  entre  ellos  alguno  reclamare  por  ser 
ciudadano  elector  i  no  haber  sufragado, 
se  le  llamará  inmediatamente  a  votar.  Re- 
cibido el  voto,  se  cumplirá  la  orden  del 
presidente. 

Por  ningún  motivo  ni  bajo  ningún  pre- 
testo  el  presidente  u  otro  vocal  ni  autori- 
dad podrá  hacer  salir  de  la  sala  a  un  ciu- 
dadano inscrito  en  la  sección  del  rejistro 
antes  de  haber  votado,  ni  impedirle  el  ac- 
ceso a  ella,  bajo  las  penas  establecidas  en 
esta  lei. 

Si  alguien  negara  el  hecho  de  estar  ins- 
crito el  ciudadano,  se  le  llamará  inmedia- 
tamente a  votar  i  se  comprobará  su  iden- 
tidad en  la  forma  establecida. 

Art.  99  (89).  En  virtud  de  la  autoridad 
cjue  confiere  esta  lei  al  presidente  de  las 
juntas  electorales,  podrá,  sin  perjuicio  de 
lo  establecido  en  los  artículos  anteriores, 
hacer  separar  del  recinto  en  que  funcio- 
nan, aprehender  i  conducir  preso  a  dispo- 
sición del  juez  competente: 

L°  A  todo  individuo  que  con  palabras 
provocativas  o  de  otra  manera,  escitare 
tumultos  o  desórdenes,  o  acometiere  e  in- 
sultare a  alguno  de  los  presentes,  emplea- 


re medios  violentos  para  impedir  que  los 
electores  hagan  uso  de  sus  derechos,  o  que 
se  presentare  en  estado  de  ebriedad  o  re- 
partiere licor  entre  los  concurrentes; 

2."  Al  que  se  presentare  armado  en  di- 
cho recinto; 

3.°  Al  que  comprare  votos  o  ejerciere 
cohecho  entre  los  electores; 

4."  AI  empleado  público  ,  cualquiera 
que  sea  su  clase  o  jerarquía,  que  se  esta- 
cionare en  el  recinto  i  a  quien  se  imputa- 
re que  ejerce  presión  sobi-e  los  electores  i 
que,  requerido  de  orden  del  presidente 
para  que  se  retire,  no  obedeciere. 

En  estos  casos,  para  decretar  la  prisión, 
se  necesita  el  acuerdo  de  la  junta  o  colejio 
electoral. 

Art.  100  (90).  Las  juntas  electorales  i 
escrutadoras  i  los  colejios  electorales 
obran  con  entera  independencia  de  cual- 
quiera otra  autoridad,  i  los  miembros  que 
las  compongan  no  están  obligados  a  obede- 
cer ninguna  orden  que  les  impida  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones. 

Si  alguno  de  ellos  se  encontrare  detenido 
con  anterioridad,  el  juez  de  la  causa  dic- 
tará las  medidas  conducentes  para  que 
pueda  desempeñar  sus  funciones. 

Art.  101  (91).  Cada  uno  de  los  candida- 
tos para  cualquiera  de  los  cargos  por  que 
se  vote  en  la  elección  tiene  derecho  para 
hacerse  representar  en  todos  los  actos  elec- 
torales, debiendo  hacer  constar  su  repre- 
sentación por  escrito  i  autorizando  la  fir- 
ma un  notario. 

Los  aporaderados  de  los  candidatos  tie- 
nen derecho  para  sentarse  con  los  funcio- 
narios que  intervengan  en  el  acto  electoral 
que  se  trata  de  vijilar,  ya  sea  que  las  jun- 
tas electorales  practiquen  inscripciones  o 
reciban  la  votación  o  hagan  escrutinios 
parciales  o  jenerales. 

La  colocación  de  esos  apoderados  será 
la  que  indica  el  diseño  que  acompaña  esta 
lei.  Tienen  derecho  para  hacer  las  obser- 
vaciones que  les  sujieran  los  procedimien- 
tos de  las  juntas,  para  objetar  la  identidad 
del  elector  i  examinar  las  firmas  de  los 
sufragantes,  i  en  jeneral  para  todo  lo  que 
conduzca  al  desempeño  de  su  mandato. 

La  junta  deberá  hacer  constar  en  el 
acta  de  sus  procedimientos,  los  hechos 
cuya  anotación  pida  cualquiera  de  ellos,  i 
no  podrá  escusarse  la  constancia  por  mo- 
tivo ninguno. 

Art.  102.  (92)  Los  Intendentes  i  Gober- 
nadores, Comandantes  Jenerales  de  Armas 
i  alcaldes  estarán  obligados  a  prestar  au- 
silio a  toda  junta  electoral  i  a  cooperar  a 
la  ejecución  de  las  órdenes  de  su  presiden- 
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te  i  de  las  reáoluciones  que  hubiese  dicta- 
do la  junta,  una  vez  que  fueren  requeridos 
por  el  presidente. 

En  las  subdelegaciones  rurales  esta  obli- 
gación incumbe  al  subdelegado  i  al  al- 
calde respectivo. 

Art.  103.  (93)  Ninguna  tropa  o  partida 
de  fuerza  armada  puede  situarse  ni  estacio- 
narse en  el  recinto  que  señala  el  art.  96 
(86)  sin  acuerdo  espreso  de  la  junta  ó  colejio 
electoral.  Si  esa  fuerza  llegara  a  situarse, 
deberá  retirarse  a  la  primera  intimación 
que,  de  urden  del  presidente,  se  le  hiciere. 
Si  esta  orden  no  fuese  obedecida  inmedia- 
tamente, el  presidente  suspenderá  las  fun- 
ciones de  la  junta  o  colejio. 

Si  la  fuerza  hubiere  sido  pedida  por  el 
presidente  de  la  junta  o  colejio,  por  el 
hecho  de  entrar  al  recinto  quedará  esclu- 
sivamente  sujeta  al  Presidente,  i  el  jefe 
de  ella  no  puede  obrar  sino  a  virtud  de 
órdenes  impartidas  por  él. 

El  empleo  de  la  fuerza  puesta  a  las  ór- 
denes del  presidente,  para  casos  que  no 
sean  meramente  de  orden  i  de  policía, 
solo  se  hará  en  circunstancias  estremas  i 
con  acuerdo  de  la  junta  o  colejio. 

Art.  104.  (94)  El  Intendente,  Goberna- 
dor, Comandante  Jeneral  de  armas  o  al- 
calde que  hubiese  prestado  la  fuerza  será 
responsable  de  cualquiera  falta  de  obedien- 
cia i  de  cumplimiento  a  las  órdenes  que 
impartan  los  presidentes,  i  será  juzgado 
por  esa  falta  si  dentro  de  sesenta  días  no 
estuviere  condenado  el  delincuente. 

Art.  105  (95).  Desde  treinta  dias  antes 
del  señalado  para  una  elección  no  podrán 
ser  citados  a  asistir  a  sus  cuarteles  ni  a  nin- 
gún acto  del  servicio,  ni  retenidos  por  nin- 
gún pretesto  los  individuos  de  la  guardia 
nacional  inscritos  en  los  rejistros  electo- 
rales. 

Ninguna  autoridad  podrá  eisjir  tampo- 
co a  los  ciudadanos  electores  servicio  al- 
guno que  les  impida  votar. 

TITCLO  Tlll 

De  la  nulidad  de  las  elecciones. 

Art.  106  (96)  Cualquier  ciudadano  po- 
drá interponer  reclamación  de  nulidad  con- 
tra las  elecciones  directas  o  indirectas,  por 
actos  que  las  hayan  viciado,  sea  en  la  for- 
mación del  rejistro,  sea  en  la  organización 
o  procedimientos  de  las  juntas  electorales, 
sea  en  el  escrutinio  parcial  de  cada  sec- 
ción o  en  el  jeneral  que  practicare  la  jun- 
ta escrutadora,  sea  por  actos  de  personas 
estrañas  a  la  elección  i  que  puedan  in- 
fluir en  que  ésta  dé  un  resultado  diferente 


del  que  debia  ser  consecuencia  de  la  libre 
i  regular  manifestación  del  voto  de  los 
electores. 

Art.  107.  (97)  La  autoridad  llamada  a 
conocer  de  las  reclamaciones  de  nulidad 
apreciará  los  hechos  como  jurado;  i  según 
la  influencia  que,  a  su  juicio,  ellos  hayan 
tenido  en  el  resultado  de  la  elección,  sea 
por  impedir  la  libre  manifestación  de  la 
voluntad  de  los  ciudadanos,  o  adulterar  i 
hacer  incierta  esta  manifestación,  decla- 
rará válida  o  nula  la  elección. 

Los  hechos,  defectos  o  irregularidades 
que  no  influyan  en  el  resultado  jeneral  de 
la  elección,  sea  que  hayan  ocurrido  antes 
o  durante  la  votación,  o  durante  los  actos 
que  se  ejecutan  hasta  proclamar  a  los  elec- 
tores, no  dan  mérito  para  declarar  nu- 
lidad. 

Sin  embargo,  se  declararán  siempre  nu- 
los los  actos  de  las  juntas  que  hubieren 
funcionado  sin  la  mayoría  absoluta  de  sus 
miembros. 

Art.  108.  (98)  Las  reclamaciones  de  nu- 
lidad no  impiden  que  los  individuos  electos 
entren  desde  luego  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones,  en  las  cuales  permanecerán 
hasta  que  la  nulidad  se  declare  por  la  au- 
toridad competente. 

Art.  109.  (99)  Las  reclamaciones  de  nu- 
lidad de  elecciones  de  Senadores  i  de  Di- 
putados deberán  presentarse  ante  el  juez 
de  letras  del  departamento  respectivo  o  al 
de  la  jurisdicción  correspondiente,  si  no  lo 
hubiere,  hasta  el  15  de  abril  inclusive,  i  se 
rendirán  ante  él  las  informaciones  ¡contra 
informaciones  que  se  produzcan.  Los  vi- 
cios o  defectos  que  pudieran  dar  mérito 
para  la  nulidad  se  podrán  probar  ante  el 
juez  letrado  desde  el  momento  que  se  eje- 
cuten. 

El  juez  de  letras  remitirá  estas  declara- 
ciones con  la  anticipación  necesaria  para 
que  lleguen  a  la  Secretaría  de  la  respecti- 
va Cámara  antes  del  quince  de  mayo  del 
año  de  su  instalación. 

Si  el  juez  de  letras  no  cumpliere  con 
esta  obligación,  cualquier  ciudadano  podrá 
representar  la  omisión  en  la  Secretaría  de 
la  Cámara,  i  el  Presidente  de  ella  tomará 
las  medidas  necesarias  para  obtener  la 
pronta  remisión. 

Art.  no.  (100)  Las  Cámaras  se  reunirán 
separadamente  el  quince  de  mayo  para 
proceder  en  conformidad  a  sus  reglamen- 
tatos,  a  constituir  la  comisión  o  comisiones 
que  deben  informar  sobre   las  elecciones. 

Art.  111.  (lOll  Cada  Cámara,  al  califí- 
car  la  elección  desús  miembros,  se  pronun- 
ciará sobre  las  reclamaciones  de  nulidad 
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<iue  se  liayan  presentado  oportunamente. 

Art.  112.(102)  Si.caliticando  la  Cámara 
como  bastante  para  reclamar  nulidad  los 
motivos  en  que  ésta  se  funda,  no  los  halla- 
re justificados,  podrá  disponer  que  se  re- 
elija prueba  por  una  comisión  de  su  seno, 
en  el  luyar  de  las  sesiones  o  trasladándose 
al  de  la  elección,  o  dar  el  encargo  de  re- 
cojerla  a  la  autoridad  judicial  del  lugar  o 
de  alguno  de  los  mas  inmediatos. 

La  comisión  nombrada  por  la  Cámara 
ejercerá  todas  las  facultades  judiciales  ne- 
cesarias para  desempeñar  su  cometido,  no 
pudiendo  interponerse  recurso  contra  su 
procedimiento  sino  ante  la  misma  Cámara. 

Art.  113.  (103)  Cuando  el  Senado  decla- 
re nula  la  elección  de  uno  o  mas  departa- 
mentos, no  mandará  proceder  a  nueva 
elección  si  los  candidatos  proclamados 
quedan  con  la  mayoría  absoluta  de  los  su- 
frajios  de  la  provincia.  Para  computar 
esta  mayoría  se  sumará  la  totalidad  de  vo- 
tos emitidos  válidamente  i  la  totalidad  de 
los  inscritos  en  el  departamento  o  depar- 
tamentos, cuya  elección  se  haya  anulado. 

La  misma  regla  se  aplicará  cuando  la 
Cámara  de  Diputados  declare  nula  la  elec- 
ción de  una  o  mas  subdelegaciones  o  sec- 
ciones del  rejistro. 

En  uno  u  otro  caso,  solo  se  repetirá  la 
votación  en  el  departamento  o  departa- 
m.entos  cuya  elección  se  haya  declarado 
nula  por  el  Senado,  i  en  la  sección  o  sec- 
ciones del  rejistro  cuya  elección  se  haya 
declaradonuia  por  la  Cámara  de  Diputados. 

La  nueva  elección  se  hará  solo  por  el 
número  de  candidatos  respecto  de  los  cua- 
les se  hubiere  declarado  la  nulidad. 

Art.  llá  (104.)  En  la  repetición  de  la 
elección  funcionará  la  misma  junta  electo- 
ral que  hubiere  funcionado  en  la  elección 
anulada,  .salvo  que  la  autoridad  que  hiciere 
la  declaración  la  fundare  en  la  circunstan- 
cia de  ser  nulo  el  nombramiento  de  la  mis- 
ma junta,  en  cuyo  casóse  renovará  el  nom- 
bramiento por  la  autoridad  que  correspon- 
da en  conformidad  a  esta  lei. 

El  escrutinio  se  repetirá  por  la  junta  co- 
rrespondiente, según  que  la  nulidad  sea 
del  departamento,  de  una  o  varias  seccio- 
nes del  rejistro. 

Art.  116  (105.)  Cuando  se  declare  nula 
una  elección,  se  procederá  a  hacerla  de 
nuevodentro  deveinte  dias  contados  desde 
la  fecha  en  que  la  Cámara  participare  su 
acuerdo  al  Presidente  de  la  República,  si 
la  nulidad  fuere  declarada  por  los  procedi- 
mientos de  las  juntas  electorales  que  hu- 
bieren funcionado  como  receptoras. 

Si  la  nulidad  fuere  declarada  por  otras 


circunstancias,  se  comenzará  la  renova- 
ción de  los  procedimientos  anulados  den- 
tro de  los  diez  dias  siguientes  a  la  comuni- 
cación, i  la  elección  se  practicará  en  la  fe- 
cha que  señale  la  Cámara  respectiva  den- 
tro del  plazo  de  cincuenta  dias. 

Art.  116  (106.)  Si  se  reclamare  la  nulidad 
de  la  elección  de  electores  de  Presidente  de 
la  la  República  o  de  la  que  hicieren  los  co- 
lejios  electoralesde  Presidente,  se  presen- 
tará la  reclamación  al  juez  letrado  del  de- 
partamento respectivo  dentro  del  término 
fatal  de  seis  dias,  contados  desde  la  fecha 
del  escrutinio  jeneral  del  departamento  o 
de  la  reunión  del  colejio. 

El  juez  recibirá  la  información  que  se 
le  ofreciere  para  probar  los  hechos  en  que 
se  funde  la  reclamación.  También  recibirá 
la  contra-información  que  se  quisiere  ren- 
dir para  impugnarlos. 

El  juez  remitirá  las  reclamaciones  con 
sus  antecedentes  al  Senado  con  la  antici- 
pación necesaria  para  que  sea  x-ecibida  an- 
tes del  quince  de  agosto. 

Art.  117  (107).  Habiendo  reclamaciones 
recibidas  hasta  ese  dia  o  solicitud  de  algún 
ciudadano  que  noticie  la  circunstancia  de 
e.vistir  i  de  no  haber  sido  remitidas  por  el 
juez  respectivo,  el  Presidente  del  Senado 
citará  a  sesión  al  Congreso  para  el  veinti- 
dós de  agosto,  a  las  doce  del  dia,  i  dictará 
las  medidas  necesarias  para  obtener  la 
pronta  remisión  de  las  reclamaciones  que  no 
hayan  sido  remitidas  por  el  Sjuez  de  letras. 

Reunidas  las  Cámaras  con  el  quorum  re- 
querido para  celebrar  sesión  cada  una  se- 
paradamente, se  nombrará  por  sorteo,  de 
entre  los  miembros  presentes,  una  comi- 
sión compuesta  de  un  Senador  i  dos  Dipu- 
tados para  informar  sobre  las  reclamacio- 
nes relativas  á  cada  departamento,  o  a  cada 
provincia,  cuando  la  nulidad  se  reñere  a 
la  elección  practicada  por  los  colejios  elec- 
torales. 

Estas  comisiones  presentarán  su  infor- 
me indefectiblemente  en  la  sesión  de  trein- 
ta de  agosto. 

Art.  118  (108).  En  la  sesión  de  treinta 
de  agosto  el  Congreso  hará  el  escrutinio  i, 
antes  de  veriñcar  la  proclamación,  proce- 
derá a  tomar  conocimiento  de  las  recla- 
maciones de  nulidad. 

Si,  esclu yendo  los  votos  de  los  electores 
o  colejios  objetados,  quedare  siempre  a  fa- 
vor de  algún  candidato,  en  votos  no  obje- 
tados, la  mayoría  absoluta  del  total  de  los 
que  hubieren  sufragado  en  la  República, 
el  Congreso  procederá  a  hacer  la  procla- 
mación i  no  se  pronunciará  sobre  las  re- 
clamaciones de  nulidad. 
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Art.  119  (109).  Si,  escluidos  los  votos 
objetados,  no  hubiere  mayoría  absoluta 
por  ningún  candidato,  el  Congreso  entra- 
rá a  resolver  las  reclamaciones  de  nulidad. 
Si,  en  virtud  de  las  resoluciones  que  pro- 
nunciare, no  quedare  ningún  candidato 
con  mayoría  absoluta  sobre  el  total  de  los 
electores  que  han  sufragado,  pero  queda- 
re válido  un  número  de  electores  de  mas 
de  la  mitad  del  total  de  los  que  deben 
nombrarse  en  toda  la  República,  el  Con- 
greso procederá,  conforme  al  articulo  59  i 
siguientes  de  la  Constitución,  a  elejir  Pre- 
sidente entre  los  que  hubieren  obtenido 
mayor  número  de  sufrajios  de  electores 
hábiles. 

Art.  120  (UOj.  Pero,  si  en  virtud  de  las 
nulidades  declaradas,  quedare  el  número 
de  votos  válidos  reducidos  a  menos  de  la 
mayoría  absoluta  sobre  el  total  de  los  elec- 
tores que  deben  elejirse,  se  procederá  a  la 
nueva  elección  de  electores  en  los  depar- 
tamentos en  que  hubiere  sido  anulada,  o  a 
la  reunión  de  los  colejios  electorales  que 
hubieren  sido  anulados,  o  ambas  cosas,  en 
conformidad  a  lo  dispuesto  en  los  artículos 
113,  114  i  115  (103,  104  i  105). 

Art.  121  (lll).  Ocho  dias  después  de 
practicado  el  escrutinio  de  la  elección  de 
electores,  se  reunirán  los  colejios  electora- 
les de  las  provincias  en  que  hubiere  habi- 
do elecciones  anuladas  i  procederán  a  la 
elección  de  Presidente  de  la  República, 
ajustando  sus  procedimientos  a  lo  dispues- 
to en  esta  lei  para  las  elecciones  jenerales 
de  Presidente. 

Cuando  solo  hubiere  sido  anulada  la 
elección  de  electores  de  uno  o  mas  depar- 
tamentos, pero  no  la  de  los  de  toda  una 
provincia,  se  entenderán  convocados  para 
la  nueva  elección  los  electores  nuevamen- 
te electos  i  los  que  pertenecían  a  los  otros 
departamentos  cuyas  elecciones  no  han  si- 
do anuladas. 

Art.  122  (112).  Si  las  declaraciones  de 
nulidad  recayeren  sobre  la  elección  he- 
cha por  los  colejios  electorales,  se  proce- 
derá a  nuevas  elecciones  por  los  colejios 
cuyos  actos  hubieren  sido  anulados,  a  los 
diez  dias  siguientes  al  aviso  que  se  diere  al 
Presidente  de  la  República  de  la  declara- 
ción de  nulidad. 

Art.  123  (113).  Quince  dias  después  del 
de  la  reunión  de  los  colejios  electorales 
que  han  debido  proceder  a  nueva  elección, 
se  reunirá  el  Congreso  para  proceder  en 
conformidad  a  lo  dispuesto  en  el  artículo 
58  i  siguientes  de  la  Constitución. 

Art.  124  (114).  Las  reclamaciones  de 
nulidad  que  se  entablaren  contra  la  elec- 


ción de  municipales  se  iniciarán  en  la  for- 
ma prescrita  en  la  Lei  de  Municipalida- 
des. 

En  caso  de  declaración  de  nulidad,  la 
nueva  elección  se  verificará  en  el  plazo  i 
forma  indicados  en  los  artículos  114  i  115 
(104  i  105)  de  esta  lei. 

TITLXO  IX 

De   laiii    penaM. 

Art.  125  (115).  Los  funcionarios  encar- 
gados de  la  formación  de  la  lista  de  con- 
tribuyentes que  omitieren  nombres  que  de- 
bieran figurar  en  las  listas,  que  no  hicieren 
figurar  en  ellas  a  los  contribuyentes  con 
las  cuotas  que  les  corresponden  i  en  el  or- 
den de  precedencia  debida,  o  que  no  hicie- 
ren la  publicación  de  la  lista  de  contribu- 
yentes en  los  plazos  fijados  por  la  lei,  per- 
derán el  puesto  que  desempeñen  i  serán 
penados  con  quinientos  pesos  de  multa. 

Si  de  cualquier  otro  modo  infringieren 
alguna  de  las  disposiciones  de  la  presente 
lei,  sufrirán  la  pena  de. trescientos  pesos 
de  multa. 

En  la  pena  señalada  en  el  inciso  prime- 
ro incurrirá  el  juez  de  letras  que  no  cum- 
pliere con  la  lei  en  lo  que  le  concierne. 

Art.  126  (116.)  Los  miembros  de  las  jun- 
tas electoraleso  escrutadorasque  noconcu- 
rran  á  las  reuniones  determinadas  por  la 
leí,  ó  que  anticipen  la  hora  señalada  para 
dichas  reuniones  o  que  nombren  personas 
inhábiles  o  falten  a  cualquiera  otra  de  sus 
obligaciones,  sufrirán  la  pena  de  ciento  un 
dias  de  prisión  o  de  mil  pesos  de  multa. 

Art.  127  (117.)  Los  miembros  de  las  jun- 
tas electorales  o  escrutadoras  que  admitie- 
ren el  sufrajio  de  personas  que  no  estén  ins- 
critas en  el  rejistro,  que  se  negaren  a  ad- 
mitir el  de  un  inscrito  o  a  tomar  nota  en  el 
acta  del  dia  de  la  negativa  de  una  inscrip- 
ción o  de  cualquiera  otra  circunstancia, 
sufrirán  la  pena  de  cincuenta  días  de  pri- 
sión o  de  doscientos  pesos  de  multa. 

Cuando  omitieren  alguno  de  los  núme- 
ros del  rejistro  al  hacer  los  llamamientos 
de  los  electores  prevenidos  por  la  lei,  o 
faltaren  a  cualquiera  otra  de  las  obligacio- 
nes que  se  les  impone  en  lo  relativo  a  la 
inscripción,  votación  o  escrutinio,  sufrirán 
la  pena  de  veinte  días  de  prisión  o  de  cien 
pesos  de  multa. 

Art.  128  (118).  Los  comisarios  que  no 
concurran  a  recibir  los  rejistros  o  que  fal- 
ten a  cualquiera  de  las  obligaciones  que  les 
impone  la  lei,  sufrirán  la  pena  de  ciento  un 
dias  de  prisión  o  quinientos  pesos  de  mul- 
ta, salvo  que  justificaren,  ante  la  justicia 
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ordinaria,  no  haber  podido  concurrir  en 
el  tiempo  Hjado  por  la  lei. 

Art.  129  (119.)  Los  electores  de  Presi- 
dente de  la  República  que  no  concurran  a 
Jas  reuniones  prescritas  por  la  lei,  sufrirán 
la  pena  de  mil  pesos  de  multa  o  doscientos 
días  de  prisión. 

Art.  130  (120).  Los  miembros  de  cual- 
quiera junta  o  colejio  electoral  que  cele- 
bren acuerdos  o  funcionen  en  minoría,  su- 
frirán la  pena  de  doscientos  dias  de  prisión 
o  mil  pesos  de  multa. 

Art.  131  (121.)  El  ciudadano  que  se  ins- 
criba en  el  rejistro  dos  o  mas  veces,  o  que 
suplante  la  persona  de  un  elector  o  preten- 
da llevar  su  nombre  para  sustituirse  a  él  en 
el  acto  de  la  votación,  sufrirá  la  pena  de  un 
año  de  presidio. 

El  que  se  inscribiere  en  distintas  subde- 
legaciones  de  la  de  su  residencia,  sufrirá 
]a  pena  de  sesenta  dias  de  prisión  o  cien 
pesos  de  multa. 

El  que  diere  añrmación  falsa  de  residen- 
cia sufrirá  la  pena  de  sesenta  días  de  pri- 
sión o  de  cien  pesos  de  multa. 

Art.  132  (122).  El  que  falsiñque,  robe, 
oculte  o  destruya  algún  rejistro  o  acta  de 
escrutinio  de  una  elección,  o  suplante  la 
persona  de  uno  de  los  vocales  o  miembros 
de  una  junta  o  colejio  electoral,  sufrirá  la 
pena  de  tres  a  cinco  años  de  presidio  i  de 
quinientos  a  mil  pesos  de  multa. 

Los  funcionarios  encargados  de  la  custo- 
dia de  los  rejistros  que  no  hagan  en  ellos 
las  anotaciones  ordenadas  por  sentencia 
judicial,  incurrirán  en  la  pena  de  uno  a 
tres  años  de  presidio  i  de  cien  a  quinien- 
tos pesos  de  multa. 

Art.  133.  (123)  El  que  impidiere  ejercer 
sus  funciones  a  algún  miembro  de  alguna 
junta  o  colejio  electoral,  sufrirá  la  pena 
de  sesenta  dias  de  prisión.  Si  el  delito  fuese 
cometido  por  algún  miembro  de  la  misma 
junta  o  colejiu  electoral,  la  pena  será  de 
sesenta  dias  de  prisión  i  doscientos  pesos 
de  multa. 

Art.  134  (124).  El  que  tomare  preso  a  un 
mayor  contribuyente  o  miembro  de  un  co- 
lejio electoral,  será  penado  con  seis  meses 
de  prisión. 

Si  el  delito  fuere  cometido  por  un  juez, 
se  le  aplicará  ademas  la  pena  de  inhabili- 
tación absoluta  temporal  en  su  grado  mí- 
nimo. 

Art.  135  (125.)  El  Gobernador  i  toda 
autoridad  política  o  militar  o  de  policía  del 
departamento  que  negare  el  ausilio  o  la 
fuerza  pública  pedida  por  un  colejio  elec- 
toral, o  interviniere  de  cualquier  modo  pa- 
ra dejar  sin  efecto  las  disposiciones  de  las 


autoridades  electorales,  sufrirá  la  pena  de 
inhabilitación  absoluta  para  cargos  i  ofi- 
cios públicos  en  su  grado  mínimo  i  de  un 
año  de  prisión. 

A  la  misma  pena  queda  sometido  el  In- 
tendente de  provincia,  Gobernador  o  juez 
de  letras  del  departamento  i,  en  jeneral, 
todo  funcionario  público  o  municipal  com- 
prendido en  el  art.  260  del  Código  Penal, 
que  de  cualquier  manera  ejerciere  presión 
sobre  los  ciudadanos  o  coartare  la  libertad 
del  sufrajio. 

El  funcionario  que  faltare  a  lo  dispuesto 
en  el  art.  105  (95),  sufrirá  la  pena  de  se- 
senta dias  de  prisión  i  trescientos  pesos  de 
multa. 

Art.  136  (126).  Los  que  perturbaren  el 
orden  de  la  votación  o  no  obedecieren  a 
los  requerimientos  que  fueren  hechos  por 
el  presidente  de  la  junta,  sufrirán  la  pena 
de  uno  a  treinta  dias  de  prisión  o  de  cien 
pesos  de  multa,  i  los  que  atropellaren  a  la 
junta  receptora  de  manera  que  la  obliguen 
a  suspender  sus  funciones,  sufrirán  la  pe- 
na de  sesenta  dias  de  prisión  i  doscientos 
pesos  de  multa. 

Art.  137  (127).  Los  presidentes  de  las 
juntas  electorales  o  escrutadoras,  i  los  de 
los  colejios  electorales,  que  faltaren  a  cual- 
quiera de  las  obligaciones  que  les  impone 
esta  lei,  o  suspendieren  abusivamente  las 
funciones  de  la  junta  que  presidieren,  o 
impedieren  el  acceso  de  algún  ciudadano 
a  la  sala,  o  a  la  mesa  para  emitir  su  sufra- 
jio, o  que  violaren  el  secreto  del  voto,  su- 
frirán la  pena  de  presidio  hasta  por  un  año 
o  de  dos  mil  pesos  de  multa  por  cada  in- 
fracción que  cometieren. 

Art.  138  (128).  Las  penas  establecidas 
por  esta  lei  no  son  indultables,  i  la  de  pri  - 
sion  que  esceda  de  cien  dias  se  reputará 
aflictiva  para  los  efectos  del  artículo  9."  de 
la  Constitución. 

TITULO  X 

De  los   procedimientos  judiciales  en  mate- 
ria electoral. 

Art.  139  (129).  Todas  las  faltas,  delitos 
i  crímenes  electorales  producen  acción 
popular,  sin  que  el  querellante  esté  obli- 
gado a  rendir  ñanza  ni  caución  alguna  aun 
cuando  la  querella  sea  contra  un  juez  o  tri- 
bunal. 

Art.  140  (130).  En  materia  electoral  no 
se  reconocen  otros  fueros  que  los  estable- 
cidos por  la  Constitución. 

En  el  caso  del  número  6.*  del  art.  95  de 
la  Constitución,  el  Consejo  de  Estado  ne- 
cesitará del  voto  de  las  dos  terceras  partes 
del  número  total  de  sus  miembros  para  de 
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clarar  que  no  ha  lugar  a  la  formación  de 
causa  contra  los  Intendentes  ó  Goberna- 
dores por  cualquier  delito  electoral.  Esta 
resolución  se  dictará  dentro  de  un  mes, 
contado  desde  la  presentación  de  la  solici- 
tud de  desafuero. 

Art.  141.  (131)  El  juez  de  letras  proce- 
derá de  oficio  contra  quien  hubiere  lugar, 
con  todos  los  partes  i  comunicaciones  que 
las  autoridades  electorales  establecidas  por 
esta  lei  le  trasmitan. 

Art.  142  (132)  Si  el  hecho  que  se  imputa 
mereciere  pena  pecuniaria  o  hasta  sesenta 
dias  de  prisión,  o  ambas,  el  juez  de  letras 
citará  al  querellante  i  al  querellado  a 
comparendo  dentro  de  los  ocho  dias  si- 
guientes al  de  la  presentación,  í  espedirá 
las  citaciones  necesarias  para  que  en  el 
mismo  comparendo  se  presenten  los  testi- 
gos de  una  i  otra  parte. 

Para  este  efecto,  querellante  i  querella- 
do presentarán  la  lista  de  los  testigos,  el 
primero  al  interponer  la  querella,  i  tres 
dias  después  de  notificado  el  segundo.. 

En  el  comparendo  se  oirá  la  acusación 
i  la  defensa;  se  esaminará  a  los  testigos 


públicamente  por  las  preguntas  que  for- 
mulen las  partes  o  el  juez;  i,  levantándose 
de  todo  acta,  quedarán  las  partes  citadas 
para  sentencia.  La  sentencia  se  dictará 
dentro  de  los  oclio  dias  siguientes  al  del 
comparendo. 

Art.  143  (133).  Si  el  hecho  imputado 
mereciere  pena  de  presidio  o  cualquiera 
otra  de  las  no  comprendidas  en  el  articulo 
anterior  se  seguirá  el  procedimiento  ordi- 
nario. 

Art.  144  (134).  El  procedimiento  conti- 
nuará aunque  el  querellante  se  desista,  i 
la  sentencia  que  se  diere  producirá  ejecu- 
toria, aun  cuando  se  dicte  en  rebeldía  del 
acusado. 

Art.  145  (135).  En  todos  los  casos  que 
en  la  presente  lei  se  establece  que  se  pro- 
cederá en  primera  i  en  segunda  instancia 
sin  esperar  la  comparecencia  de  las  par- 
tes, se  harán  las  notificaciones  por  la  ta- 
blilla. 

En  todos  los  juicios  electorales  se  usa- 
rá el  papel  común  i  no  se  pagarán  los  de- 
rechos establecidos  por  los  aranceles  judi- 
ciales. 


RPÉfíDlCE  ñ  liA  ÜEI  flflTEt^IOt? 

Leí  complementaria  que  fija  el  número  de  Senadores  i  Diputados  con  que  las 
provincias  i  departamentos  de  la  República  deben  ser  representados  en  el 
Congreso  Nacional.  Sancionada  en  28  de  agosto  de  1890. 


Artículo  1."  Las  provincias  i  departa- 
mentos de  la  República  serán  representa- 
dos en  el  Congreso  Nacional  por  el  núme- 
ro de  Senadores  i  de  Diputados  que  a  con- 
tinuación se  espresa,  en  conformidad  a 
los  artículos  17  i  22  de  la  Constitución  i 
con  arreglo  al  resultado  del  último  censo. 


CHILOE 

Senadores 1 

Diputados: 

Ancud 1 

Castro  i  Quinchao 2 

LLANQUIHUE 

Senadores 1 

Diputados: 

Llauquihue 1 

Carelmapu 1 

Osorno X 


VALDIVIA 

Senadores i 

Diputados: 

Valdivia i 

Unión 1 

cautín 

Senadores i 

Diputados: 

Temuco i 

Imperial i 

MALLECO 

Senadores i 

Diputados. 

Angol 1 

Traiguén i 

CollipuUi 1 

BIO-BIO 

Senadores i 

Diputados: 
Laja 2 
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Nacimiento i 

Mulchon 1 


ABAUCO 


Senadores 

Diputados: 

Lebu 

Cañete 

Arauco 


CONCEPCIÓN 


Senadores 2 

Diputados: 

Concepción  i  Talcahuano 2 

Lautaro ^ 

Rere 2 

Puchacai ^ 

Coelemu ' 

NUBLE 

Senadores 2 

Diputados: 

Chillan 2 

Tungai ; 1 

Búlnes 1 

San  Carlos 1 

MAULE 

Senadores 2 

Diputados: 

Cauquenes 2 

Itata 2 

Constitución 


LINARES 


Senadores . . . 
Diputados: 

Linares 

Parral 

Loncomilla. . . 


TALCA 


Senadores... 
Diputados: 

Talca 

Curepto 

Lontué 


CUBICO 


Senadores. .. 
Diputados: 

Curicó 

Vichnquen.  . 


COLCHAGUA 

Senadores 2 

Diputados: 

San  Fernando 8 

Caupolican 3 


O'HIGGINS 


Senadores.  . . 
Diputados: 
Rancagua.  . . , 
Cachapoal. . . 
Alaipo 


SANTIAGO 


Senadores 4 

Diputados: 

Santiago 8 

A'ictoria 1 

Melipilla 2 


VALPARAÍSO 

Senadores 2 

Diputados: 

Valparaíso  y  Casablanca 4 

Limache i 

Quillota 2 

ACONCAGUA 

Senadores 2 

Diputados: 

San  Felipe 1 

Andes 1 

Putaendo 1 

Petorca  i  Ligua 2 

COQUIMBO 

Senadores 2 

Diputados: 

Serena 1 

Illapel 1 

Comliarbalá 1 

Ovalle 2 

Coquimbo 1 

Elqui 1 

ATACAMA 

Senadores 1 

Diputados: 

Copiapol  Chañaral  i  Preirina 2 

Vallenar 1 

ANTOFAGASTA 

Senadores 1 

Diputados: 

Antofagasta • 1 

Taltal  y  Tocopilla 1 

TARAPACÁ 

Senadores 1 

Diputados: 
Tarapa  cá  i  Pisagua 2 

Art.  2."  Para  la  elección  de  Diputados, 
los  departamentos  de  la  República  votarán 
en  común  por  el  número  que  les  corres- 
ponda elejir  en  conformidad  al  articulo 
anterior,  formando  las  agrupaciones  si- 
guientes: 

1.*    Ancud,  Quinchao  i  Castro; 

2*     Llanquihue,  Carelmapu  i  Osorno; 

3.*    Valdivia  i  Union; 

4.*    Temuco  e  Imperial; 

.5.*     Angol,  Traiguén  i  Collipulli; 

6.*    Laja,  Nacimiento  i  Mulchen: 

7.*    Lebu,  Cañete  i  Arauco; 

8.'  Concepción,  Talcahuano  Lautaro  i 
Coelemu; 

9.*    Rere  i  Puchacai; 

10.  Chillan  i  San  Carlos; 

11.  Yungai  i  Búlnes: 

12.  Cauquenes  i  Constitución; 

13.  Itata; 

14.  Linares,  Parral  i  Loncomilla; 

15.  Talca,  Curepto  i  Lontué; 

16.  Curicó  i  Vichuquen; 

17.  San  Fernando; 

18.  Caupolican; 
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19. 
20. 
21. 
22. 
23. 
24. 
25. 
26. 
27. 
28. 
rina; 
29. 
30. 
Art. 


Rancagua,  Cachapoal  i  Maipo; 

Santiago; 

Victoria  i  Melipilla; 

Valparaíso  i  Casablanca; 

Limadle  i  Quiüota; 

San  Felipe,  los  Andes  i  Putaendo; 

Petorca  i  Ligua; 

Serena,  EJqui  i  Coquimbo; 

Illapel,  Combarbalá  i  Ovalle; 

Copiapó,  Chañaral,  Vallenar  i  Frei- 


Antofagasta,  Taltal  i  Tocopilla; 
Tarapacá  i  Pisagua. 
3.°  Para  la  elección  de  Senadores, 
las  provincias  que  deben  hacer  renovación 
de  Senadores  en  conformidad  al  articulo 
24  de  la  Constitución,  votarán  en  común 
por  e!  número  que  les  corresponda  elejir, 
en  conformidad  ai  articulo  1.*',  formando 
las  agrupaciones  siguientes: 

En  las  elecciones  ordinarias^de  1891: 
1.*    Arauco,  Concepción  i  Nuble; 
2.*     Maule  i  O'Higgins; 
3.*    Antofagasta  i  Tarapacá; 


En  las  elecciones  ordinarias  de  1894: 

1.*    Chiloé,  Llanquihue  i  Valdivia; 

2.*     Cautín,  Malleco  i  Bio-Bio; 

3.*     Arauco,  Concepción  i  Nuble; 

4.*     Maule,  Linares  i  Talca; 

b.^    Curicó  i  Colchagua; 

6.*     Santiago; 

7.^     Valparaíso; 

8.^     Aconcagua; 

9.*    Coquimbo  i  Atacama. 

El  Senado  determinará  la  agrupación 
con  que  deben  votar  las  provincias  que  hu- 
bieren de  hacer  elección  estraordinaria  en 
las  épocas  determinadas  para  las  eleccio- 
nes ordinarias,  por  las  vacancias  que  ocu- 
rran después  de  la  promulgación  de  esta 
leí. 

Art.  4.°  En  el  caso  de  elección  estraor- 
dinaria de  Senadores  o  de  Diputados,  en 
virtud  de  los  artículos  17  i  25  de  la  Consti- 
tución, la  votación  se  hará  esclusívamente 
por  la  provincia  o  departamento  cuya  re- 
presentación hubiere  asumido  el  Senador 
o  Diputado  que  cesare  en  su  mandato. 


V 
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Iiei  de  22  de  Dieiembre  de  1891  eon   las  pefofmas 

postepiopes. 


TITILO  PRIiUCRO 

De  la  organización  de  las  niunicipalidades. 

Artículo  1.°  Habrá  una  Municipalidad 
en  todas  las  capitales  de  departamento  i 
en  las  demás  poblaciones  en  que  el  Presi- 
dente de  la  República,  oyendo  al  Consejo 
de  Estado,  tuviese  por  conveniente  esta- 
blecerla. 

El  Presidente  de  la  República,  al  esta- 
blecer una  Municipalidad,  ñjará  lassubde- 
legaciones  o  secciones  del  departamento 
que  deben  formar  el  nuevo  territorio  Mu- 
nicipal. 

Las  Municipalidades  que  el  Presidente 
de  la  República  establezca,  solo  podrán 
ser  suprimidas  por  una  leí. 

Art.  2.°  Cada  Municipalidad  se  compo- 
Segunda  Serie. — Tomo  IL 


ne  de  nueve  miembros,  tres  de  los  cuales 
serán  alcaldes  i  los  demás  rejidores. 

En  los  territorios  municipales  cuya  po- 
blación exceda  de  veinte  mil  habitantes, 
se  elejirá  un  municipal  mas,  por  cada  frac- 
ción de  diez  mil. 

En  la  parte  urbana  de  las  poblaciones 
de  Santiago  i  Valparaíso,  se  dividirá  el  te- 
rritorio municipal,  por  el  Presidente  de  la 
República,  en  diez  i  en  cinco  circunscrip- 
ciones respectivamente.  Cada  una  de  estas 
circunscripciones  elejirá  tres  municipales 
i  la  Municipalidad  se  compondrá  de  la  to- 
talidad de  los  municipales  elejidos  por  las 
circunscripciones. 

Los  tres  municipales  formarán  en  cada 
circunscripción  una  junta  local  que  aten- 
derá a  los  servicios  que  le  confie  la  Muni- 
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cipaüdad  i  presidirá  las  asambleas  de  elec- 
tores. 

Art.  3."  La  elección  de  municipales  se 
hará  en  votación  directa  por  los  electores 
del  respectivo  territorio  municipal,  en  con- 
formidad a  la  lei  de  elecciones. 

Art.  4."  Para  poder  ser  elejido  munici- 
pal, se  requiere: 

1.°    Ciudadanía  en  ejercicio; 

2°  Cinco  años,  a  lo  menos,  de  vecin- 
dad en  el  territorio  de  la  Municipalidad. 

Art.  5.°  No  pueden  ser  elejidos  muni- 
cipales: 

1."  Los  naturalizados  en  país  estranje- 
ro  ni  los  que  hayan  admitido  empleos,  fun- 
ciones o  pensiones  de  un  gobierno  es- 
trangero  sin  especial  permiso  del  Congre- 
so, si  unos  i  otros  no  hubieren  obtenido  re- 
habilitación del  Senado; 

2.°  Los  que  tienen  o  caucionan  contra- 
tos con  el  Estado  o  con  la  Municipalidad 
sobre  obras  públicas  o  municipales  o  sobre 
provisión  de  cualquiera  especie  de  ar- 
tículos; 

3.°  Los  que  hayan  sido  condenados  por 
quiebra  fraudulenta  o  por  crimen  o  simple 
delito  que  merezca  pena  aflictiva,  no  sien- 
do contra  la  seguridad  interior  del  Estado; 

4.°  Los  que  se  hallen  procesados  por 
las  mismas  causas,  entendiéndose  proce- 
sado un  individuo  desde  que  esista  contra 
él  decreto  de  prisión  no  apelado  o  conñr- 
mado  por  el  tribunal  de  apelaciones; 

5.**  Los  que  se  hallen  sujetos  a  inter- 
dicción judicial  por  decreto  no  apelado  o 
confirmado  por  el  tribunal  de  apelaciones. 
La  sobreviniencia  de  algunas  de  las  in- 
habilidades establecidas  en  los  números  1.°, 
2.°  i  3.°  pone  fin  al  cargo.  La  de  alguna 
de  las  establecidas  en  los  números  4.°  i  5.°, 
suspende  el  ejercicio  del  cargo  hasta  que 
haya  sentencia  ejecutoriada  de  absolución 
o  de  rehabilitación  respectivamente. 

Art.  6.°  El  cargo  de  municipal  es  in- 
compatible con  todo  empleo  público  o  mu- 
nicipal retribuido  i  con  toda  función  o  co- 
misión de  la  misma  naturaleza,  de  modo 
que  si  el  nombrado  acepta  aquel  cargo  ce- 
sa en  el  empleo,  función  o  comisión  que 
antes  tuviere. 

Ningún  municipal,  desde  el  momento  de 
la  elección  i  hasta  seis  meses  después  de 
terminar  su  cargo,  puede  ser  nombrado 
para  función,  comisión  o  empleos  públicos 
o  municipales  retribuidos. 

Esta  disposición  no  rije  en  caso  de  gue- 
rra esterior,  ni  se  estiende  á  los  cargos  de 
Presidente  de  la  República,  Ministros  del 
despacho,  empleados  diplomáticos  i  consu- 
lares; pero  solo  ios  cargos  conferidos  en 


estado  de  guerra  i  los  de  Ministros  de 
despacho  son  compatibles  con  las  f unció 
nes  de  municipal  (1) 

Art.  7°  No  pueden  ser  simultánea- 
mente miembros  de  una  misma  Municipa- 
lidad los  parientes  consanguíneos  o  afines 
en  línea  recta,  ni  los  colaterales  que  se 
hallen  dentro  del  cuarto  grado  de  consan- 
guinidad o  segundo  de  afinidad. 

Si  resultaren  elejidas  personas  compren- 
didas en  esta  prohibición,  entrará  la  que 
hubiere  obtenido  mayor  número  de  sufra- 
jios;  en  caso  de  igualdad,  la  de  mas  edad. 

Esta  prohibición  no  comprende  los  pa- 
rentescos contraidos  después  de  la  elec- 
ción. La  muerte  de  la  mujer,  antes  de  ins- 
talarse la  Municipalidad,  hace  cesar  la 
prohibición  por  afinidad. 

Art.  8.°  El  cargo  de  municipal  es  gra- 
tuito i  nadie  podrá  escudarse  de  ejercerlo, 
sino: 

1.°     Por  tener  60  años  de  edad; 

2."  Por  tener  algún  defecto  físico  o  ado- 
lecer de  alguna  grave  enfermedad  que  im- 
pida el  ejercicio  habitual  del  cargo. 

TlTrE,0  11 

De  la  instalación  i  coníititacion  de  las  IM u- 
nicipalidatles . 

Art.  9."  Corresponde  a  las  Municipali- 
dades calificar  la  elección  de  sus  miembros, 
pronunciándose  sobre  las  esclusiones  a  que 
haya  lugar  por  vicios  de  la  elección  que  la 
anularen  en  todo  o  en  parte,  o  por  inhabi- 
lidad de  los  electos,  según  las  disposicio- 
nes del  título  precedente. 

Art.  10.  Duranteel  plazo  fatal  de  los  ocho 
dias  siguientes  al  escrutinio  jeneral  de  la 
elección  de  municipales  en  cada  territorio 
municipal,  cualquiera  del  pueblo  podrá  re- 
clamar de  la  elección  de  uno  o  mas  de  los 
electos,  presentando  por  escrito  sus  recla- 
maciones en  la  secretaría  de  la  Munici|:a- 
lidad,  acompañadas  de  los  documentos  o 
comprobantes  que  tuviere  a  bien.  El  secre- 
tario pondrá  cargo  al  escrito  i  dará  recibo, 
A  falta  de  secretario,  la  presentación  se 
hará  ante  cualquier  notario  de  la  loca- 
lidad. 

Art.  11.  A  la  una  de  la  tarde  del  dia 
siguiente  a  la  espiración  de  dicho  plazo,  se 
reunirán  en  junta  preparatoria,  en  la  res- 
pectiva sala  municipal,  los  ciudadanos  que, 
según  las  actas  orijinales  del  escrutinio 
jeneral  i  los  poderes  que  se  presentaren  es- 
tendidos en  la  forma  prescrita  por  la  lei  de 


(1)    Este  último  párrafo  ha  sido  agregado  por  la 
ley  de  14  de  septiemlDre  de  1896. 
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elecciones,  acreditaren  su  elección  como 
municipales. 

Esta  junta,  a  falta  del  presidente  consti- 
tucional, será  presidida  por  el  de  mayor 
edad  entre  los  asistentes,  i  en  ella  hará 
de  secretario  el  de  menor  edad  entre  los 
mismos. 

Cualquiera  que  sea  el  número  de  los  asis- 
tentes, la  junta  procederá  a  elejir,  por  voto 
acumulativo,  una  comisión  preparatoria 
de  tres  miembros,  presidida  por  el  de  ma- 
yor edad,  encargada  esclusivamente  de 
examinar  las  reclamaciones  deducidas,  i 
de  presentar  a  la  Municipalidad,  en  su 
primera  sesión  ordinaria,  un  informe  so- 
bre la  elección  i  calificación  de  cada  uno 
de  sus  miembros. 

Art.  1?.  Las  Municipalidades  se  insta- 
larán, celebrando  su  primera  sesión  ordi- 
naria, el  primer  domingo  de  mayo  siguien- 
te al  de  la  elección  jeneral  de  municipales, 
a  la  una  de  la  tarde,  haciendo  de  presi- 
dente i  de  secretario  los  indicados  para  la 
junta  preparatoria. 

Dicha  sesión  tendrá  por  esclusivo  objeto 
caliñcar  la  elección  de  los  municipales, 
haya  o  no  informe  de  la  comisión  prepara- 
toria, debiendo  precederse  rigorosamente 
en  la  forma  siguiente: 

Se  prestará  por  todos  los  asistentes  el 
juramento  de  observar  la  Constitución  i 
las  leyes,  i  de  cumplir  fielmente  las  fun- 
ciones de  su  cargo; 

Se  leerán  las  artículos  anteriores,  el  ac- 
ta orijinal  del  escrutinio  jeneral  i  el  infor- 
me de  la  comisión  preparatoria  i  se  dará 
cuenta  de  las  reclamaciones  presentadas; 

Se  decidirán  por  sorteo  los  empates  de 
los  dos  o  mas  electos  que  entre  los  últimos 
hubieren  obtenido  el  mismo  número  de  su- 
frajios,  haciendo  las  esclusiones  a  que  haya 
lugar  hasta  dejar  el  número  de  municipa- 
les que  corresponde  a  la  Municipalidad; 

En  seguida  se  procederá  .según  el  orden 
alfabético  de  apellidos,  a  calificar  la  elec- 
ción de  cada  uno,  haciendo  las  esclusiones 
a  que  haya  lugar,  las  cuales  se  ejecutarán 
desde  luego,  sin  admitirse  reconsidera- 
ción; 

Terminada  la  calificación,  la  Munici- 
palidad se  pronunciará  sobre  las  escusas 
que  se  hubieren  presentado  previamente 
por  escrito,  quedando  constituida  con  los 
que  no  hubieren  sido  escluidos  o  escu- 
sados; 

Sobre  las  escusas  que  se  alegaren  pos- 
teriormente i  sobre  las  reclamaciones  de 
esclusion  que  se  presentaren  por  causa  de 
inhabilidad  sobreviniente,  se  pronunciará 
la  Municipalidad  en  la  primera  sesión,  or- 


dinaria o  estraordinaria,  con  preferencia 
a  todo  otro  asunto. 

Art.  13.  Constituida  la  Municipalidad, 
conforme  al  articulo  anterior,  se  ocupará 
esclusivamente: 

De  elejir,  de  entre  sus  miembros  i  por 
voto  acumulativo,  tres  alcaldes,  i  de  fijar 
el  orden  de  precedencia  de  éstos  i  de  los 
rejidores; 

De  elejir,  por  mayoría  de  votos,  secre- 
tario i  tesorero; 

De  fijar  los  dias  i  horas  que  rejirán  para 
las  sesiones  ordinarias,  mientras  la  Muni- 
cipalidad no  acuerde  variarlos. 

Las  Municipalidades  de  Santiago  i  Val- 
paraíso fijarán  también  la  precedencia  de 
ios  tres  municipales  de  cada  circunscrip- 
ción. 

Art.  14.  Si  en  la  primera  sesión  ordi- 
naria no  se  hubieren  verificado  todos  los 
actos  indicados  en  los  dos  artículos  ante- 
riores, la  Municipalidad  continuará  cele- 
brando sesiones  diarias,  de  una  a  cinco  de 
la  tarde,  con  el  esclusivo  objeto  de  verifi- 
carlos, siendo  nulo  todo  acuerdo  sobre  otro 
objeto. 

Art.  15.  Contra  las  esclusiones  i  califi- 
caciones ilegales,  i  contra  la  admisión  de 
escusas,  resueltas  por  la  Municipalidad, 
podrán  reclamar  los  perjudicados  i  cual- 
quiera del  pueblo  ante  el  respectivo  juez 
de  letras,  dentro  del  término  fatal  de  cinco 
dias,  contados  desde  la  fecha  de  la  respec- 
tiva resolución. 

A  este  efecto,  toda  resolución  de  esa  na- 
turaleza será  fijada,  el  mismo  dia  que  se 
tome,  en  la  puerta  esterior  de  la  Munici- 
palidad i  publicada  en  un  periódico  de  la 
localidad. 

El  juez  de  letras,  en  primera  instancia, 
i  la  respectiva  corte  de  apelaciones,  en  se- 
gunda, conocerán  de  las  reclamaciones 
interpuestas  contra  las  referidas  resolu- 
ciones de  la  Municipalidad. 

La  sentencia  de  primera  instancia  se 
dictará  dentro  del  término  de  veinte  dias, 
i  la  de  segunda,  dentro  del  término  de 
diez  dias,  contados  desde  que  el  asunto 
hubiere  entrado  al  conocimiento  del  res- 
pectivo juzgado  o  tribunal. 

En  dichos  juicios  se  procederá  de  oficio, 
breve  i  sumariamente,  con  intervención 
del  ministerio  público,  consultándose,  si 
no  fuere  apelada,  la  sentencia  de  primera 
instancia  i  fallándose,  en  segunda,  sin  es- 
perar la  comparecencia  de  las  partes.  Los 
espresados  juicios  se  tramitarán  ademas 
en  papel  simple  i  libres  de  derechos  de 
aranceles. 

Art  16.    La  sentencia  ejecutoriada  que 
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se  pronunciare  en  dichos  juicios,  será  co- 
comunicada  a  la  Municipalidad  por  eJ  res- 
pectivo juez  de  letras,  dentro  de  los  cinco 
dias  siguientes  a  la  fecha  del  cúmplase. 

En  la  primera  sesión  siguiente  a  dicha 
comunicación,  la  Municipalidad  la  ejecu- 
tará, i  hará  conforme  a  ella,  la  respectiva 
rectificación  de  la  elección,  declarando 
reincorporado  al  electo  üegalmente  es- 
cIuíqo. 

En  caso  de  esclusion  legalmente  hecha, 
según  la  referida  sentencia,  la  Municipa- 
lidad declarará  vacante  el  respectivo  car- 
go. Lo  mismo  hará  en  caso  de  muerte  de 
algún  municipal,  i  en  los  casos  de  escusas 
o  esclusiones  aceptadas  por  la  Municipa- 
lidad i  no  reclamadas  conforme  a  lo  dis- 
puesto en  el  articulo  precedente. 

Art.  17.  Declarada  una  vacante,  se 
procederá,  con  arreglo  a  la  Lei  de  Elec- 
ciones, a  elejir  al  que  deba  llenarla  por  el 
tiempo  que  faltare  hasta  la  nueva  elección 
jeneral  de  municipales. 

Sin  embargo,  no  se  procederá  a  elección 
particular  cuando  para  la  elección  jeneral 
faltaren  menos  de  tres  meses,  contados 
desde  la  respectiva  declaración  de  va- 
cancia. 

TITULO  III 

De  las  sesiones  de  la  Municipalidad. 

Art.  18.  Las  Municipalidades  celebra- 
rán sesiones  ordinarias  i  estraordinarias. 
Las  ordinarias  tendrán  lugar  a  lo  menos 
dos  veces  al  mes,  en  los  dias  i  horas  que 
hje  la  Municipalidad.  Las, estraordinarias 
cuando  las  soliciten  tres  o  mas  municipa- 
les para  tratar  de  un  asunto  determi- 
nado. 

No  podrán  celebrarse  sesiones  estraor- 
dinarias sin  que  preceda  citación  personal 
de  los  municipales,  hecha  con  veinticuatro 
horas  de  auticipacion,  a  lo  menos,  i  con 
especificación  del  asunto  que  debe  tratarse 
en  ellas.  (1) 

Los  acuerdos  que  se  tomen  en  sesiones 
estraordinarias  a  que  no  haya  precedido 
citación  legal,  serán  nulos. 


(1)  Los  inasistentes  que,  sin  embargo  de  haber 
sido  citados  no  concurrieren  a  las  sesiones  i  no 
justificaren  debidamente  los  motivos  que  les  ha- 
yan impedido  asistir,  pagarán  una  multa  de  mil 
pesos  a  beneficio  municipal,  por  cada  vez  que  de- 
jaren de  concurrir,  i  si  se  repitiere  por  tres  veces 
consecutivas  la  inasistencia,  se  declarará  vacante 
el  cargo  i  se  procederá  a  nueva  elección. 

Las  citaciones  a  que  se  refiere  el  inciso  prece- 
dente serán  publicadas  con  ocho  dias  de  anticipa- 
ción en  un  diario  o  periódico  del  departamento,  i 
Bi  no  lo  hubiere,  serán  fijadas  por  el  mismo  espa- 
cio de  tiempo  en  la  puerta  de  la  sala  municipal. 
/Lei  4  de  febrero  de  1893.) 


Art.  19.  Para  celebrar  sesión  se  re- 
quiere concurrencia  de  la  mayoría  absolu- 
ta de  los  municipales  en  ejercicio. 

Art.  20.  Ningún  miembro  de  la  Muni- 
cipalidad podrá  tomar  parte  en  la  discu- 
sión i  votación  de  asuntos  en  que  él  o  sus. 
parientes  hasta  el  cuarto  grado  de  consan- 
guinidad o  segundo  de  afinidad,  estén  in- 
teresados. 

Art.  21.     Los  empates  se  resolverán  en 
la  sesión  inmediata,  ordinaria  o  estraordi- 
•^naria,  i  si  se  repitieren,  se  tendrá  por  re- 
chazada la  proposición  en  que  hubieren 
recaído.  (1) 

Art.  22.  Las  sesiones  serán  públicas,  a 
menos  que  por  mayoría  de  dos  tercios  se 
acuerde  tratar  en  secreto  algún  asuntO' 
determinado. 

TITUI.O  IV 

De  las  atribuciones  de  las  Municipalidades. 

Art.  23.  La  administración  de  los  inte- 
reses locales  corresponde  a  las  Municipa- 
lidades dentro  de  sus  respectivos  territo- 
rios. 

Art.  24.  Como  encargadas  de  cuidar 
de  la  policía  de  salubridad,  corresponde  a 
las  Municipalidades  conocer  de  todo  cuan- 
to se  refiere  a  la  hijiene  pública  i  estado 
sanitario  de  las  localidades,  i  e.special- 
mente: 

1°  Proveer  al  barrido,  riego  i  aseo  de 
las  avenidas,  calles,  plazas,  parques,  jar- 
dines, paseos  i  demás  lugares  de  uso  pú- 
blico, impidiendo  en  ellos  acumulación  de 
basuras  i  derrames  de  «guas; 

2.*^  Reglamentar  el  uso  i  la  construc- 
ción, nivelación  i  limpia  de  los  desagües, 
acequias  i  cloacas,  i  de  los  canales  i  acue- 
ductos, impidiendo  que  en  ellos  arrojen 
basuras  o  desperdicios  que  puedan  obs- 
truir el  libre  curso  de  las  aguas  i  producir 
aniegos,  pantanos  o  lagunas,  cuya  diseca- 
ción procurarán; 

3.°  Dotar  de  baños  públicos  gratuitos  a 
las  poblaciones  i  proveerlas  de  agua  pota- 
ble, determinando  su  distribución  i  esta- 
bleciendo, en  todo  caso,  fuentes  i  pilones 
de  uso  público  gratuito; 

4.°  Establecer  o  permitir  mataderos  i 
establecer  mercados  dentro  de  los  límites 
urbanos  para  el  abasto  de  las  poblaciones 
i  fijar  las  reglas  a  que  deben  someterse, 
impidiendo  el  beneficio  de  animales  flacos 
o  enfermos  i  el  espendio  de  carne,  pesca- 
do, mariscos,  frutas,  leche,  licores  i  bebi- 


( 1)  Cuando  se  trate  de  la  designación  de  perso- 
nas en  caso  de  empate,  decidirá  la  suerte.  (Lei  de 
4  febrero  1893.) 
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■das  alcohólicas  o  fermentadas,  i  de  cual- 
quiera otra  sustancia  alimenticia  que,  por 
su  alteración  o  mal  estado,  pudiera  ser  no- 
civa a  la  salud  de  los  consumidores;  i  sus- 
pender el  espendio  de  frutas,  legumbres  u 
otras  especies,  que  en  épocas  de  epidemias 
sean  nocivas  á  la  salubridad  pública; 

5."  Crear  en  los  mataderos  i  mercados 
inspectores  encargados  especialmente  de 
mantener  el  orden  i  de  hacer  cumplir  en 
ellos  las  prescripciones  municipales  que 
les  conciernan,  pudiendo  facultarlos  para 
decidir  sin  ulterior  recurso  las  cuestiones 
que  se  susciten  entre  compradores  i  ven- 
dedores sobre  sumas  que  no  escedan  de 
cinco  pesos. 

6.°  Inspeccionar  las  confiterías,  cafés, 
fondas,  tabernas,  cocinerías  i  demás  esta- 
blecmiientos  destinados  al  despacho  de  co- 
mestibles o  bebidas,  i  fijar  las  reglas  que 
en  ellos  deben  observarse  en  orden  al  uso 
i-limpieza  de  las  vasijas  i  a  los  materiales 
que  empleen; 

7.**  Reglamentar  la  instalación  i  servi- 
cio de  corrales,  caballerizas,  fábricas  o  in- 
dustriiis  insalubres,  determinando  las  con- 
diciones de  limpieza  a  que  deben  someter- 
se para  que  no  infeccionen  el  aire,  i  pu- 
diendo prohibirlos  dentro  de  ciertos  limi- 
tes urbanos; 

8.°  Prohibir  la  construcción  de  ranchos 
o  casas  de  quincha  i  paja  dentro  de  ciertos 
límites  urbanos  i  fomentar  la  construcción 
en  condiciones  hijiénicas,  de  conventillos 
o  casas  de  inquiliato  para  obreros  i  jente 
pobre,  formando  al  efecto  planos  adecua- 
dos i  ofreciendo  exenciones  i  ventajas  a 
los  que  se  sometan  a  ellos; 

9.°  Promover  la  vacunación  volunta- 
ria, pudiendo  imponerla  a  los  no  vacuna- 
dos que  ingresen  a  la  guardia  municipal,  i 
a  los  establecimientos  de  beneficencia,  de 
educación  i  otros  análogos  municipales; 

10.  Disponer  lo  conveniente  para  evi- 
tar o  combatir  las  epidemias  o  disminuir 
su  propagación  i  estragos,  pudiendo  impo- 
ner la  ejecución  de  medidas  de  desinfec- 
ción de  las  habitaciones,  acequias,  des- 
agües, letrinas,  ropas,  utensilios  i  cadáve- 
res, reglando  la  conducción  i  sepultación 
de  éstos,  i  pudiendo  también  reglamentar 
con  aquellos  fines  la  libertad  de  locomo- 
ción; i 

11.  Inspeccionar  las  boticas  i  drogue- 
rías, impidiendo  que  en  ellas  se  espendan 
sustancias  o  medicamentos  adulterados  o 
en  mal  estado. 

Art.  25.  Como  encargadas  de  cuidar 
de  la  policía  de  comodidad,  ornato  i  recreo; 
de  los  caminos  i  obras  públicas  costeadas 


con  [fondos  municipales;  i  de  la  morali- 
dad, seguridad  i  orden  públicos,  corres- 
ponde especialmente  á  las  municipalida- 
des: 

1."  Fijar  los  límites  urbanos  de  las  po- 
blaciones i  determinar  las  condiciones  en 
que  pueden  entregarse  al  uso  público  otras 
nuevas  o  nuevos  barrios; 

2.°  Reglamentar  la  numeración  metó- 
dica de  las  casas  en  las  poblaciones,  i  dar 
denominación  a  las  calles,  plazas,  aveni- 
das i  demás  bienes  o  lugares  de  uso  públi- 
co, no  pudiendo  dar  á  ninguno  el  nombre 
de  una  persona  antes  de  tres  años  después 
de  su  fallecimiento,  a  no  ser  que  esa  per- 
sona haya  donado  a  la  Municipalidad  para 
uso  público  el  bien  o  lugar  a  que  ha  de 
darse  denominación; 

3."  Ordenar,  dentro  de  las  poblacio- 
nes, el  aseo  de  la  parte  esterior  de  todos 
los  edificios  públicos  i  particulares,  una 
vez  al  año; 

4."  Impedir  que  se  peguen  carteles  en 
las  paredes  o  puertas  esteriores  de  los  edi- 
ficios; reglamentar  la  colocación  de  toldos 
i  de  planchas  o  tablas  de  avisos  sobre  las 
aceras;  i  fijar  el  ancho  que  podrán  tener, 
desde  la  altura  de  tres  metros  hacia  arriba, 
■los  balcones  u  obras  voladizas  de  los  edifi- 
cios que  se  construyan  al  costado  de  las 
calles  o  plazas,  uo  pudiendo  hacerse  a  me- 
nor altura  en  dichos  edificios  obra  alguna 
que  salga  mas  de  medio  decímetro  fuera 
del  plano  vertical  del  lindero; 

5."  Proveer  al  alumbrado  público  de 
las  poblaciones,  i  a  la  construcción,  pavi- 
mentación, reparación,  ensanche  i  rectifi- 
cación de  los  caminos,  puentes  i  calzadas, 
de  las  demás  obras  públicas  que  se  costeen 
con  fondos  municipales,  i  de  las  avenidas, 
calles,  plazas,  parques,  jardines  i  paseos 
públicos;  exijir  el  cerramiento  de  los  sitios 
abiertos  al  costado  de  los  lugares  de  uso 
público;  atender  a  la  conservación  i  au- 
mento de  las  plantaciones  municipales  i 
cuidar  i  asear  los  monumentos  públicos. 
Ningún  nuevo  camino  i  ninguna  nueva 
calle,  ni  la  prolongación  de  los  existentes, 
podrán  tener  menos  de  veinte  metros  de 
anchura,  en  la  parte  plana:  en  los  cerros  i 
terrenos  accidentados,  tendrán  a  lo  menos 
diez  metros  de  ancho;  (1) 


(1)  La  lei  publicada  en  el  Diario  Oficial  de  12  de 
junio  de  1901,  establece: 

Articulo  primero.  Se  autoriza  a  las  Municipali- 
dades para  que  puedan  obligar  a  los  propietarios 
de  los  fundos  urbanos  de  las  ciudades  cabeceras 
de  departamento  a  pagar,  por  una  sola  vez,  el  va- 
lor de  la  pavimentación  correspondiente  a  la  mi- 
tad del  ancho  de  la  calle,  siempre  que  está  no  es- 
ceda de  veinte  metros  en  K  parte  plana,  o  de  diez 
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6.°  Impedir  que  se  embarace  u  obstru- 
ya el  tráfico  en  las  vias  públicas,  reglamen- 
tando la  locomoción  o  trasporto  en  ellas  a 
pié,  a  caballo,  en  ferrocarriles,  carreta, 
carros,  coches  i  vehículos  de  toda  clase, 
señalando  los  sitios  en  que  éstos  podrán 
estacionarse,  i  pudiendo  prohibir  el  tranco 
de  trenes,  carretas  i  animales  que  puedan 
obstruir  i  hacer  incómoda  la  libre  circula- 
ción ; 

1°  Sujetar  a  tarifa  el  servicio  de  los 
vehículos  entregados  al  uso  público  en  las 
poblaciones,  i  establecer  rejistros  obligato- 
rios para  dichos  vehículos  i  sus  conducto- 


en  los  ceiTOS  i  terrenos  accidentados,  con  arreglo 
al  número  5  del  artículo  25  de  la  ley  de  Municipa- 
lidades. 

La  Municipalidad  pagará  la  otra  mitad  de  la  pa- 
vimentación i  distribuirá  entre  los  propietarios 
de  una  i  otra  acera,  la  cantidad  que  les  corresponda 
contribuir,  proporcionalmente  a  la  esteusión  del 
frente  de  cada  propiedad. 

Si  el  ancho  de  la  calle  escede  de  veinte  metros 
en  la  parte  plana  o  de  diez  en  los  cerros  i  terrenos 
accidentados,  el  valor  del  esceso  será  de  cuenta 
esclusiva  de  la  Municipalidad. 

Art.  2."  La  Municipalidad  por  mayoría  de  los 
dos  tercios  de  los  miembros  presentes,  designará 
las  calles  que  deban  ser  pavimentadas. 

Art.  3."  En  toda  calle  que  haya  de  pavimentar- 
se, deberán  construirse  aceras  de  asfalto,  loza,  ci*. 
miento  romano,  ladrillo  u  otro  material  que  acuer- 
de la  Municipalidad  con  sus  respectivas  soleras, 
cuyo  valor  se  pagará  por  mitad  entre  la  Municipa- 
lidad i  los  propietarios. 

Art.  4.°  Las  municipalidades,  al  decretar  los 
trabajos  que  autoriza  la  presente  lei,  formarán  un 
presupuesto  detallado  que  servirá  de  base  para 
contrataren  licitación  públici  esos  trabajos. 

Si  el  costo  de  la  obra  escediere  al  presupuesto, 
será  de  cargo  de  las  Municipalidades  el  esceso. 

En  caso  de  que  no  hubieren  licitadores  i  se  ha- 
gan esos  trabajos  por  cuenta  de  las  Municipalida- 
des, se  seguirá  la  misma  regla  relativamente  al 
pago  que  deben  hacer  los  vecinos. 

Art.  5."  La  Municipalidad  pagará  el  valor  de  la 
pavimentación  i  aceras  que  debieran  satisfacerlos 
propietarios  que  fueren  declarados  insolventes. 

Art.  6.°  Una  junta  compuesta  del  primer  alcal- 
de 1  de  dos  vecinos  de  la  localidad,  nombrados  por 
el  juez  de  letras  de  turno,  calificará  la  solvencia  o 
insolvencia  en  cada  caso. 

De  esta  calificación  podrá  reclamar  el  que  se  cre- 
yere agraviado  ante  el  juez  letrado  a  quien  corres- 
ponda, en  la  forma  ordinaria. 

Art.  7."  El  propietario  declarado  insolvente  es- 
tará obligado  al  pago  de  la  suma  que  la  Municipa- 
lidad hubiere  satisfecho  por  él. 

Esta  cantidad  será  exijible  cuando  el  deudor 
mejore  de  fortuna  o  cuando  el  dominio  del  fundo 
sea  transferido  por  cualquier  título,  salvo  el  de  he- 
rencia, o  favor  de  otro  insolvente. 

Art.  8.°  Si  la  Municipalidad,  por  mayoría  de  los 
dos  tercios  de  los  municipales  en  ejercicio,  acorda- 
re emplear  eljadoquinde  madera,  de  asfalto  compri- 
mido u  otro  mas  costoso,  los  propietarios  solo  es- 
tarán obligados  a  contribuir  con  el  valor  corres- 
pondiente a  la  cuarta  parte  del  ancho  de  la  calle. 

Art.  9.°  Una  vez  hecha  la  pavimentación  i  cons- 
truidas las  aceras,  las  Municipalidades  quedarán 
obligadas  a  mantenerlas  en  lo  sucesivo  en  buen  es- 
tado i  deberán  hacer  toda  reparación  con  fondos 
municipales. 


res,  prescribiendo  las  condiciones  a  que 
deben  someterse; 

8.°  Autorizar,  bajo  ciertas  condiciones 
i  reglas,  la  colocación,  en  toda  via  o  lugar 
de  uso  público,  de  rieles,  cañerías,  alam- 
bres, postes,  andamios  u  otros  objetos  que 
puedan  estorbar  o  hacer  peligroso  el  tráfi- 
co, determinando  particularmente,  respec- 
to de  los  ferrocarriles  que  ocupen  o  crucen 
vias  públicas,  los  declives,  los  pasos  a  ni- 
vel, inferiores  o  por  viaductos,  las  barre- 
ras i  señales,  la  velocidad  i  las  domas  me- 
didas que  deben  adoptarse  para  evitar 
atropellos,  incendios  u  otros  accidentes 
contra  la  seguridad  de  las  per.sonas  i  pro- 
piedades; 

9."  Reglamentar  la  construcción  i  el 
uso  de  pozos,  cisternas,  acueductos,  esclu- 
sas, tranques  i  represas,  pudiendo  ordenar 
la  destrucción  o  reparación  de  los  cons- 
truidos, si  los  creyeren  peligrosos  para  las 
poblaciones,  sin  perjuicio  de  que  puedan 
ocurrir  a  la.  justicia  ordinaria  los  que  se 
crean  perjudicados  por  tales  medidas; 

10.  Reglamentar  la  construcción  de 
edificios  u  otras  obras  al  costado  de  las 
vias  públicas,  determinando  las  líneas  co- 
rrespondientes i  las  condiciones  que  deben 
llenar  para  impedir  su  caida  i  la  propaga- 
ción de  los  incendios,  i  pudiendo  ordenar 
la  destrucción  o  reparación  de  los  que  ame- 
nacen ruina,  sin  perjuicio  de  que  los  que 
se  crean  perjudicados  puedan  reclamar 
ante  la  justicia  ordinaria; 

11.  Prohibir  la  colocación  en  azoteas, 
balcones  i  obras  voladizas,  de  tiestos  u  ob- 
jetos que  puedan  caer  sobre  las  vias  públi- 
cas, e  impedir  que  las  aguas-lluvias  caigan 
sobre  ellas  desde  los  edificios; 

12.  Inspeccionar  la  instalación  i  uso  de 
los  edificios  i  establecimientos  destinados  a 
la  asistencia  o  congregación  de  gran  nú- 
mero de  personas  i  determinar  las  condi- 
ciones de  hijiene  i  seguridad  que  deben 
llenar  contra  los  riesgos  de  incí  ndio,  tem- 
blores i  otros  accidentes  análogos; 

13.  Reglamentar,  dentro  de  los  limites 
urbanos  de  las  poblaciones,  la  colocación, 
construcción  i  limpia  de  chimeneas,  estu- 
fas, fogones  i  calderos;  el  establecimiento 
de  hornos,  de  motores  de  vapor,  de  fábri- 
cas i  depósitos  de  maderas  i  de  materias 
inflamables  o  esplosivas;  el  disparo  de  ar- 
mas de  fuego,  cohetes  u  otros  proyectiles; 
la  elevación  de  globos  aerostáticos,  la  que- 
ma de  fuegos  de  artificio  i  el  uso  de  luces 
peligrosas;  pudiendo  la  Municipalidad, 
dentro  de  ciertos  límites  establecer,  sobre 
los  puntos  anteriores  las  prohibiciones  que 
crea  convenientes,  sin  perjuicio  de  proveer 
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por  su  parte  a  los  medios  de  contener  i  es- 
tinguir  los  incendios,  manteniendo  o  fo- 
mentando especialmente  cuerpos  de  bom- 
beros; 

14.  Proveer  a  la  seguridad  de  las  per- 
sonas i  de  las  propiedades  en  casos  de  ac- 
cidentes calamitosos,  como  incendios,  te- 
rremotos, inundaciones; 

15.  Prescribir  reglas  para  la  conserva- 
ción de  las  buenas  costumbres,  tranquili- 
dad i  orden  público  en  las  calles,  plazas, 
paseos  i  demás  lugares  de  uso  público,  i 
en  los  mercados,  posadas,  catees,  baños, 
teatros,  casas  de  espectáculos  o  diversio- 
nes i  demás  lugares  de  igual  naturaleza  a 
que  puede  concurrir  el  común  del  pueblo 
en  virtud  de  reglas  establecidas  con  el  ca- 
rácter de  jenerales,  por  los  respectivos 
dueños  o  empresarios; 

16.  Impedir  que  en  los  lugares  indica- 
dos en  el  número  precedente,  los  ebrios, 
mendigos  i  vagos  molesten  a  terceros  o 
intercepten  el  paso; 

17.  Reglamentar  los  despachos  i  luga- 
res de  espendio  i  consumo  de  vinos  i  lico- 
res, puiiiendo  prohibir  que  se  abran  en  ho- 
ras o  dias  determinados; 

18.  Hacer  poner  el  sello  o  marca  de  au- 
torización en  los  pesos  i  medidas,  y  regla- 
mentar su  comprobación  con  los  respecti- 
vos padrones  legales,  por  medio  de  ios  fíe- 
les ejecutores; 

19.  impedir  las  riñas  de  gallos  i .  corri- 
das de  toros,  i  los  garitos  o  casas  de  juego 
de  suerte  o  envite;  reglamentar  las  corri- 
das de  caballos;  atender  a  las  fiestas  cívi- 
cas o  patrióticas  i  crear  o  fomentar  esta- 
blecimientos o  fiestas  populares  de  recrea- 
ción honesta; 

20.  Reglamentar  el  uso  de  los  anima- 
les de  servicio  en  los  lugares  públicos,  im- 
pidiendo emplear  contra  ellos  actos  de 
crueldad  o  mal  tratamiento. 

Art.  26.  Como  encargadas  de  promover 
la  educación,  la  agricultura,  industria  i  co- 
mercio; de  cuidar  de  las  escuelas  prima- 
rias i  demás  establecimientos  de  educación 
que  se  paguen  con  fondos  municipales;  i 
de  los  hospitales  i  demás  establecimientos 
de  beneficencia,  corresponde  especialmen- 
te a  las  Municipalidades: 

1."  Conceder  el  uso  i  goce  de  los  bie- 
nes comunales  por  un  tiempo  que  no  podrá 
esceder  de  diez  años  i  bajo  ciertas  condi- 
ciones a  personas,  sociedades  o  institucio- 
nes; dictar  las  ordenanzas  locales  a  que  se 
refiere  el  articulo  598  del  Código  civil;  i 
reglamentar  la  caza  i  la  pesca  con  arreglo 
a  las  leyes  vijentes,  i  sin  perjuicio  del  de- 
recho que  terceros  perjudicados  con  di- 


chas concesiones  puedan  hacer  valer  anle 
la  justicia  ordinaria; 

2°  Conceder,  sin  perjuicio  de  derechos 
adquiridos  por  terceros,  mercedes  de  aguas 
de  rios  i  esteros  de  uso  público  que  corran 
esclusivamente  dentro  del  respectivo  terri- 
torio municipal,  i  dictar  las  reglas  á  que 
han  de  ajustarse  los  marcos  o  boca- tomas 
que  en  ellos  se  construyan;  pudiendo  la 
Municipalidad  nombrar  en  tiempos  de  es- 
casez de  aguas  un  inspector  que  vijile  los 
marcos  y  distribuya  las  aguas  provisional- 
mente i  según  los  títulos  que  presenten  los 
interesados,  sin  perjuicio  del  derecho  de 
éstos  para  reclamar  ante  la  justicia  ordi- 
naria. 

Cuando  el  rio  o  estero  recorra  o  divida 
dos  o  mas  territorios  municipales,  se  apli- 
carán las  disposiciones  de  la  respectiva  or- 
denanza jeneral  de  3  de  enero  de  1872,  con 
esclusion  de  las  que  dan  intervención  en  la 
materia  al  Presidente  de  la  República  i  a 
sus  ajentes,  las  cuales  ejercerá  el  juez  le- 
trado de  la  residencia  mas  inmediata  al 
rio  o  estero,  correspondiendo  a  éste  decre- 
tar o  suspender  el  turno,  citar  i  reunir  a 
los  interesados,  nombrar  el  juez  de  aguas, 
removerle  i  fijarle  el  sueldo,  a  todo  lo  cual 
procederá  el  juez  a  petición  de  cualquier 
interesado  ,  previa  información  sumaria 
que  acredite  la  escasez  o  la  abundancia  de 
agua; 

3."  Reglamentar  el  ejercicio  de  la  caza 
i  de  la  pesca,  pudiendo  prohibirlo  en  luga- 
res, en  temporadas  i  con  armas  i  procede- 
deres  determinados; 

4.°  Reglamentar  la  corta  de  bosques  o 
arbolados,  i  la  quema  de  bosques,  rastro- 
jos u  otros  productos  de  la  tierra; 

5.°  Dictar  las  medidas  convenientes 
para  combatir  i  evitar  las  epizootias  o  en- 
fermedades contajiosas  de  los  animales, 
las  pestes  en  las  viñas  o  arbolados,  i  la  in- 
troducción i  propagación  de  ciertas  male- 
zas o  plantas  nocivas  a  la  agricultura; 

6.*  Reglamentar  los  montepíos  o  casas 
de  préstamos  sobre  prendas,  i  la  enajena- 
ción de  los  objetos  perdidos; 

7.°  Reglamentar  el  uso  de  las  marcas 
de  fábricas  o  de  comercio  i  las  de  anima- 
les, i  llevar  los  rejistros  correspondientes; 
8.°  Llevar  la  estadística  del  territorio 
municipal,  conforme  a  las  instrucciones 
de  la  respectiva  oficina  central  del  ramo; 
9.°  Fundar  i  sostener,  con  fondos  mu- 
nipales,  escuelas  primarias  gratuitas  de 
hombres  i  mujeres,  de  niños  i  adultos,  do- 
tándolas de  los  útiles  i  elementos  necesa- 
rios; adoptar  métodos,  testos  i  libros  para 
la  enseñanza  en  ellas;  i  dictar  los  regla- 
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mentos  i  planes  de  estudio  por  los  cuales 
hayan  derejirse; 

10.  Fundar,  asimismo,  sostener,  dotar 
i  reglamentar  bibliotecas,  museos,  colec- 
ciones de  artes  u  objetos  diversos,  i  otros 
establecimientos  gratuitos  de  ilustración 
popular;  colejios,  escuelas  especiales  o 
prácticas  de  agricultura,  minería,  indus- 
tria, comercio,  artes  i  oílcios  manuales, 
profesionales  o  cientiíicas;  estaciones  agro- 
nómicas i  establecimientos  modelos  agrí- 
colas o  industriales; 

11.  P'undar,  sostener,  dotar  i  regla- 
mentar hospitales,  hospicios,  casas  de  es- 
pósitos,  asilos  de  niños  huérfanos  o  desam- 
parados, cementerios  i  otros  establecimien- 
tos de  beneficencia,  i  dotar  dispensarías  i 
médicos  para  el  servicio  gratuito  de  los 
pobres; 

12.  Promover  i  fomentar  asociaciones 
particulares  de  educación  o  benefícencia, 
la  publicación  i  circulación  de  libros  i  de 
revistas  útiles,  i  bazares,  fiestas  i  eroga- 
ciones particulares  destinados  a  aquellos 
objetos; 

13.  Inspeccionar  los  establecimientos 
particulares  de  educación  i  beneficencia 
para  el  efecto  de  prescribirles  las  condi- 
ciones de  hijiene  i  seguridad  a  que  deben 
someterse; 

14.  Percibir  i  aplicar  a  la  beneficencia 
del  territorio  municipal  los  legados  que, 
según  el  artículo  1.056  del  Código  civil,  se 
hicieren  a  un  establecimiento  de  beneficen- 
cia sin  designarlo,  los  que  se  dejen  al  alma 
del  testador  sin  especificar  de  otro  modo 
su  inversión,  i  los  que  en  jeneral  se  deja- 
ren a  los  pobres,  entendiéndose  que  dichos 
legados  deben  pasar  a  la  Municipalidad 
del  territorio  en  que  se  hubiere  abierto  la 
sucesión  del  testador; 

15.  Vijilar  i  reglamentar  los  lugares  de 
detención  provi.soria. 

Art.  27.  Como  encargadas  de  adminis- 
trar los  servicios  locales,  jeneral  i  espe- 
cialmente indicados,  i  de  hacer  ejecutar 
sus  resoluciones,  corresponde  a  las  Muni- 
cipalidades: 

1."  Imponer  a  las  infracciones  de  las 
prescripciones  municipales  penas  hasta  de 
cuarenta  pesos  de  multa  en  simples  decre- 
tos o  reglamentos,  i  desde  cuarenta  i  uno 
hasta  sesenta  pesos,  en  ordenanzas;  sin 
perjuicio,  en  todo  caso,  del  comiso  a  que 
haya  lugar  de  los  objetos  especificados  en 
el  articulo  499  del  Código  Penal; 

2.°  Adquirir  terrenos  i  edificios  para 
oficinas  i  establecimientos  municipales; 
construir  otros  nuevos,  según  planos  i 
presupuestos  formados  al  efecto;  i  adaptar. 


reparar  í  conservar  dichos  edificios  i  obras 
municipales  de  toda  clase; 

S.**  Adquirir,  conservar  i  renovar  los 
útiles,  enseres,  artículos  de  consumo  i  ani- 
males destinados  a  los  servicios  i  estable- 
cimientos municipales; 

4.°  Crear,  mantener  ¡suprimir  empleos 
i  funciones  municipales,  determinando  i 
modificando  el  sueldo  o  retribución  i  los 
deberes  i  atribuciones  de  cada  uno  de  los 
llamados  a  servirlos; 

5."  Nombrar,  suspender,  licenciar  i 
remover  o  destituir  a  los  empleados  i  fun- 
cionarios encargados  de  los  diversos  servi- 
cios correspondientes  a  la  Municipalidad; 

6.'^  Percibir,  administrar  e  invertir  los 
caudales  o  rentas  de  bienes  propios  i  de  ar- 
bitrios o  contribuciones  municipales,  con 
arreglo  a  las  disposiciones  particulares  es- 
tablecidas para  ello  en  esta  lei; 

7.°  Hacer  el  repartimiento  de  contribu- 
ciones, reclutas  i  reemplazos  para  la  ar- 
mada, el  ejército  i  la  guardia  nacional,  en 
los  casos  en  que  la  lei  no  lo  haya  cometido 
a  otra  autoridad  o  personas;  i  llevar  el  re- 
jistro  de  las  milicias  del  territorio  munici- 
pal, conforme  a  la  lei  que  se  dicte  sobre 
esto,  i  el  padrón  de  los  contribuyentes  del 
mismo. 

Art.  28.  Como  encargadas  de  promover 
el  bien  jeneral  del  Estado  i  el  particular 
del  departamento  o  territorio  municipal, 
corresponde  a  las  municipalidades: 

1.°  Dirijir  al  Congreso  en  cada  año,  por 
el  condu(;to  del  Intendente  i  del  Presiden- 
te de  la  República,  las  peticiones  que  tu- 
vieren por  conveniente  relativas  a  dichos 
objetos,  i  proponer  a  los  mismos  funciona- 
rios, o  al  gobernador  del  deparlamento, 
medidas  conducentes  al  bien  jeneral  de 
éste; 

2."  Formar  las  ordenanzas  municipa- 
les i  presentarlas,  por  el  conducto  del  In- 
tendente, al  Presidente  de  la  República 
para  su  aprobación  con  audiencia  del  Con- 
sejo de  Estado. 

A  este  efecto,  se  entiende  por  ordenan- 
zas únicamente  las  reglas  de  jeneral  apli- 
cación que  impongan  la  pena  de  cuarenta 
i  uno  a  sesenta  pesos  de  multa. 

Art.  29.  Corresponde  ademas  a  las  Mu- 
nicipalidades: 

1."  Declarar  si  están  o  no  en  el  caso  de 
obtener  naturalización  los  estranjeros  que, 
habiendo  residido  un  año  en  la  República, 
manifiesten,  ante  la  Municipalidad  del  te- 
rritorio en  que  residen,  su  deseo  de  ave- 
cindarse en  Chile  i  soliciten  carta  de  ciu- 
dadanía; 

2.°    Llevar  el  rejistro  de  electores  del 
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territorio  municipal  i  presidir  las  funcio- 
nes correspondientes  del  poder  electoral, 
con  arreglo  a  lo  dispuesto  en  la  lei  de  elec- 
ciones. 

Art.  30.  Corresponde  a  la  Municipali- 
dad la  organización  i  sostenimiento  de  la 
policía  de  seguridad. 

El  comandante  o  prefecto  de  la  policía 
de  seguridad,  será  nombrado  anualmente 
por  el  Presidente  de  la  República  a  pro- 
puesta en  terna  de  la  respectiva  Munici- 
palidad, pudiendo  ser  reelejido  en  la  mis- 
ma forma  indeñnidamente.  Los  comisa- 
rios, sub-comisarios,  inspectores  u  oñcia- 
les  serán  noml^i'ados  por  la  Municipalidad, 
a  propuesta  en  terna,  para  cada  nombra- 
miento, por  el  comandante. 

El  comandante  de  policía  podrá  ser  des- 
tituido por  el  Presidente  de  la  República  o 
por  las  dos  terceras  partes  de  los  munici- 
pales presentes  a  sesión  a  que  se  haya  cita- 
do públicamente  con  cuatro  dias  de  ante- 
rioridad, espresando  el  objeto.  Los  subal- 
ternos serán  removidos  por  el  comandan- 
te o  por  acuerdo  de  las  dos  terceras  partes 
de  los  municipales,  tomado  en  la  misma 
forma. 

Los  guardianes  serán  nombrados  i  re- 
movidos en  la  forma  determinada  por  los 
reglamentos  municipales. 

La  policía  no  podrá  exceder  de  veinti- 
cinco hombres  en  cada  territorio  munici- 
pal que  no  esceda  de  diez  mil  habitantes  i 
de  dos  mas  por  cada  mil  habitantes  de  es- 
ceso. 

Para  aumentar  este  número  se  necesita 
autorización  especial  del  Presidente  de  la 
República. 

La  policía  de  Santiago  podrá  ser  someti- 
da por  tiempo  determinado  al  Ministerio 
del  Interior  en  virtud  de  decreto  del  Pre- 
sidente de  la  República,  cuando  por  moti- 
vos de  orden  público  u  otra  causa  grave,  a 
juicio  del  Presidente,  lo  creyese  éste  ne- 
cesario. Igual  determinación  podrá  tomar- 
se respecto  de  la  policía  del  resto  de  la 
República  en  caso  de  conmoción  interior  o 
guerra  esterior. 

Art.  31.  Dos  o  mas  municipalidades  po- 
drán reunirse  i  acordar,  por  mayoría  de 
votos,  concurriendo  la  mitad  mas  uno  del 
total  de  los  municipales  en  ejercicio  de  los 
respectivos  territorios  representados,  las 
medidas  que  estimen  necesarias  o  útiles 
para  mantener  la  unidad  de  la  administra- 
ción en  los  servicios  que  les  sean  comunes 
o  que  convenga  conservar  o  establecer  en 
esta  forma,  determinando  a  la  vez  las  cuo- 
tas que  para  dichos  servicios  correspondan 
a  los  diversos  municipios. 


Art.  32.  Cuando  para  la  ejecución  de 
un  acto,  las  leyes  esijen  el  permiso  o  la 
intervención  de  la  autoridad  administrati- 
va o  competente,  o  simplemente  de  la  au- 
toridad, sin  designar  a  ésta  de  otro  modo, 
se  entiende  que  esa  autoridad  es  la  Muni- 
cipalidad del  territorio  en  que  ha  de  eje- 
cutarse el  acto,  siempre  que  se  trate  de 
materias  en  las  cuales  la  |)reseiite  lei  les 
da  intervención. 

Art.  33.  Ni  aun  a  pretesto  de  circuns- 
tancias estraordinarias  podrán  la  Munici- 
palidad, ni  los  funcionarios  o  empleados 
municipales,  atribuirse  otra  autoridad  o 
derechos  que  los  que  espresamente  .se  les 
hayan  conferido  por  las  leyes.  Todo  acto 
en  contravención  a  este  artículo  es  nulo. 

VÍTULO  V 

De  las  rentas  niunicipale.«. 

Art.  34.  Las  rentas  municipales  se 
componen: 

1."  De  un  impuesto  personal  de  uno  a 
tres  pesos,  que  no  podrá  destinarse  a  otro 
objeto  que  al  sostenimiento  de  las  escuelas 
primarias  del  Municipio; 

2."  De  un  impuesto  sobre  los  haberes 
muebles  e  inmuebles  que  no  podrá  exce- 
der de  un  tres  por  mil; 

3."  De  un  impuesto  sobre  el  espendio 
de  tabacos  i  bebidas  alcohólicas; 

4."  De  las  cantidades  que  el  Congreso 
Nacional  votará  anualmente,  para  el  sos- 
tenimiento de  los  servicios  municipales. 

5."  De  los  producidos  de  las  propieda- 
des i  demás  bienes  municipales;  de  las  mul- 
tas i  cualquiera  otra  clase  de  entradas; 

6.°  Del  impuesto  de  patentes  sobre  in- 
dustrias i  profesiones. 

Art.  35.  Todo  varón  mayor  de  21  años, 
chileno  o  estranjero  residente  en  el  terri- 
torio municipal  el  dia  1."  de  agosto,  pa- 
gará anualmente  en  el  mes  de  febrero  del 
año  próximo  siguiente,  en  la  tesorería  mu- 
nicipal, el  impuesto  personal  que  será  de 
uno  a  tres  pesos,  según  fuere  de  uno  a  tres 
por  mil,  la  cuota  sobre  los  haberes  votada 
por  la  asamblea  del  Municipio. 

Art.  36.  Para  los  efectos  del  impuesto, 
los  haberes  inmuebles  comprenderán  to- 
dos los  terrenos,  los  edificios  i  objetos  que 
la  lei  considera  adheridos  a  ellos:  la  pro- 
piedad carbonífera  i  salitrera. 

Los  haberles  mobiliarios  comprenderán: 
todos  los  muebles,  útiles  de  casa,  carrua- 
jes, libros,  alhajas  i  objetos  de  arte  estima- 
dos en  el  10  por  100  del  precio  de  la  pro- 
piedad urbana  o  de  la  parte  de  ella  ocupa- 
da por  el  contribuyente  i  su  familia;  todos 
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los  animales,  enseres,  muebles  i  maquina- 
rias de  un  predio  rústico  estimados  con- 
juntamente en  el  10  por  100  del  valor  del 
predio  o  de  la  parte  en  que  trabaja  el  con- 
tribuyente; los  bonos  emitidos  por  el  Esta- 
do, las  Municipalidades  u  otras  sociedades 
o  empresas  públicas;  los  bonos  de  deudas 
estranjeras,  pagarées  o  vales  comerciales, 
bonos  úipotecarios  i  toda  clase  de  títulos  al 
portador  que  ganen  interés;  las  acciones 
de  sociedades  anónimas  establecidas  den- 
tro o  l'uera  de  la  República  i  los  depósitos 
a  plazo  en  los  bancos  o  en  otras  institucio- 
nes; los  censos  percibidos  durante  el  año 
corrido  desde  el  1."  de  febrero  hasta  el  31 
de  enero  del  año  en  que  se  hace  el  pago 
del  impuesto. 

No  se  pagará  este  impuesto  por  las  ac- 
ciones de  sociedades  anónimas  destinadas 
a  la  esplotacion  de  minas,  mientras  éstas 
no  produzcan  utilidades. 

Quedan  e.sentas  de  la  contribución  de 
patentes  las  instituciones  cuyas  acciones 
estén  gravadas  con  el  impuesto  de  ha- 
beres. 

Art.  37.  Quedan  esceptuados  del  im- 
puesto personal: 

1.°  Las  personas  a  quienes  una  impo- 
.sibilidad  física  o  moral  impida  obrar  libre 
i  reflesivamente  o  inhabilitare  para  el  tra- 
bajo; 

2."     Los  sirvientes  domésticos. 

Art.  38.  Quedan  esceptuados  del  im- 
puesto de  haberes: 

1.°  Las  propiedades  del  Estado  i  del 
Municipio; 

2.°  El  mueblaje,  edificios  i  terrenos 
ocupados  por  las  iglesias,  claustros,  casas 
parroquiales,  cementerios,  escuelas,  cole- 
jios,  seminarios,  universidades,  bibliotecas 
abiertas  al  público,  hospitales,  hospicios, 
i,  en  jenerai,  todos  los  establecimientos 
principalmente  destinados  a  proporcionar 
a  los  indijentes  gratuitamente  habitación 
u  otra  clase  de  ausilios; 

3.°  Los  terrenos,  edificios,  muebles, 
útiles  de  casa,  instrumentos  de  profesión, 
animales  i  otros  haberes,  siempre  que  to- 
dos esos  valores,  conjuntamente  aprecia- 
dos, no  escedieren  de  dos  mil  pesos. 

Art.  39.  El  impuesto  de  haberes  que 
debe  pagarse  sobre  el  valor  de  los  bonos 
hipotecarios,  pagarées  comerciales  u  otros 
títulos  al  portador  que  ganen  interés  i  so- 
bre el  valor  de  las  acciones  de  toda  socie- 
dad anónima,  sea  que  las  acciones,  títulos, 
pagarées  o  bonos  provengan  de  institucio- 
nes establecidas  dentro  o  fuera  del  terri- 
torio nacional,  será  anualmente  de  tres 
pesos  por  cada  mil  pesos  del  valor  total  de 


todas  las  acciones,  bonos  pagarées  o  títulos 
emitidos,  estimándose  dicho  valor  por  una 
comisión  compuesta  del  presidente  del 
Tribunal  de  Cuentas,  del  director  del  Te- 
soro i  del  director  de  la  Caja  del  Crédito 
Hipotecario  según  el  precio  que  tuvieren 
en  plaza  en  la  primera  quincena  de  junio 
i  de  diciembre  de  cada  año. 

Art.  40.  Para  los  efectos  del  impuesto, 
se  deducirá  previamente  del  valor  total  de 
las  acciones,  bonos,  pagarées  o  títulos  emi- 
tidos, el  monto  de  los  inmuebles  pertene- 
cientes a  las  mismas  instituciones  que  se 
hallen  gravadas  con  el  impuesto  de  habe- 
res en  cualquier  municipio. 

Art.  41.  La  contribución  señalada  en 
el  art.  39,  así  como  la  que  se  debe  por  de- 
pósitos a  plazo  en  los  bancos  o  en  otras 
instituciones,  será  pagada  por  mitad  en  la 
primera  quincena  de  febrero  i  de  agosto 
en  la  Tesorería  nacional  por  los  jerentes, 
directores  o  ajenies  de  las  instituciones 
referidas,  siendo  éstos  personal  i  solidaria- 
mente responsables  por  la  omisión  en  la  re- 
caudación de  este  impuesto. 

Art.  42.  Pero  los  ajenies  de  institucio- 
nes establecidas  en  el  estranjero,  pagarán 
tan  solo  en  el  lugar  i  plazo  indicados,  el 
impuesto  correspondiente  al  valor  total  de 
las  acciones,  bonos,  pagarées  u  otros  títu- 
los cuyos  dueños  residieren  en  Chile. 

Art.  43.  Los  tesoreros  municipales  co- 
brarán en  la  Tesorería  nacional,  en  la  se- 
gunda quincena  de  febrero  i  de  agosto  de 
cada  año,  las  cuotas  correspondientes  al 
valor  de  las  acciones,  bonos  hipotecarios, 
pagarées  u  otros  títulos  pertenecientes  a 
personas  residentes  en  el  Municipio  o  a  las 
testamentarías,  menores,  ausentes  o  man- 
dantes, personas  jurídicas  cuyos  albaceas, 
curadores,  mandatarios  o  representantes 
legales  tengan  su  domicilio  en  el  Muni- 
cipio. 

Los  censualistas  pagarán  anualmente  el 
impuesto  en  la  tesorería  municipal  de  su 
residencia. 

La  Tesorería  nacional  percibirá  este  im- 
puesto al  hacer  el  pago  de  los  intereses  de 
censos  redimidos  en  arcas  fiscales,  i  la  te- 
sorería municipal  de  la  residencia  del  cen- 
sualista, cobrará  anualmente  en  la  tesore- 
ría nacional  la  cuota  correspondiente. 

Art.  44.  En  su  primera  sesión  las  nue- 
vas Municipalidades,  i  en  los  años  siguien- 
tes, en  la  primera  sesión  del  mes  de  mayo 
de  cada  año,  elejirán  tres  tasadores  para 
hacer  el  avalúo  de  los  haberes  i  formar  la 
lista  de  los  habitantes  que  deben  pagar  el 
impuesto  personal.  En  el  primer  año  en 
que  se  hagan  esta  tasación  i  lista,  la  Mu- 
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nícipalidad  podrá  elejir  dos  o  mas  comisio- 
nes de  tasadores,  si  lo  considerase  necesa- 
rio para  terminar  estas  operaciones  antes 
del  dia  15  de  agosto. 

Los  tasadores  serán  remunerados  por  el 
Municipio,  a  razón  de  cinco  pesos  cada 
uno,  por  cada  dia  ocupado  en  este  servi- 
cio, sin  perjuicio  de  cualquiera  otra  com- 
pensación que  quisiera  otorgarles  la  asam- 
blea. 

Estos  mismos  tasadores,  asociados  de  un 
comerciante  designado  por  la  Municipali- 
dad, formarán  la  matricula  para  el  pago 
del  impuesto  de  patentes. 

Art.  45.  Los  tasadores  comenzarán  a 
desempeñar  sus  funciones,  prestando  ante 
la  Municipalidad  juramento  de  proceder 
en  conciencia. 

Art.  46.  Los  tasadores  deberán  termi- 
nar su  trabajo  y  presentarlo  a  la  Munici- 
palidad antes  del  15  de  agosto  formando  el 
rol  por  subdelegaciones. 

Una  copia  de  este  rol,  será  remitida  por 
los  tasadores  a!  Ministerio  del  Interior. 

Art.  47.  Los  tasadores  que  dejaren  de 
cumplir  algunas  de  las  obligaciones  espre- 
sadas en  los  artículos  45  i  46,  incurrirán 
en  una  multa  de  cien  a  doscientos  pesos. 

Art.  48.  La  Municipalidad  e.xaminará 
las  listas  de  avalúos,  hará  en  ellas  las  mo- 
dificaciones que  de  acuerdo  con  los  tasa- 
dores considere  necesarias  para  asegurar 
la  uniformidad  i  la  mas  equitativa  igual- 
dad de  las  avaluaciones,  i  orderá  en  segui- 
da la  publicación  de  las  dos  listas,  desde  el 
dia  1.°  al  dia  10  de  setiembre,  en  un  pe- 
riódico del  departamento,  si  lo  hubiere,  o 
en  el  mas  inmediato,  i  en  todo  caso  por 
carteles,  que  el  primer  alcalde  cuidará 
permanezcan  diariamente  fijados  en  la 
puerta  de  la  casa  municipal. 

Art.  49.  Los  que  se  consideren  perju- 
dicados por  estos  avalúos,  podrán  recla- 
mar hasta  el  dia  20  de  setiembre  ante  el 
juez  de  letras,  i  éste,  con  citación  de  los 
tasadores  ii  del  contribuyente  i  en  vista  de 
lo  que  espusiere  el  contribuyente  i  de  los 
antecedentes  que  breve  i  sumariamente 
suministren  los  tasadores,  resolverá  todas 
las  reclamaciones  hasta  el  dia  20  de  oc- 
tubre (1). 

Art.  50.     Las  apelaciones  deducidas  so- 


(1)  Por  lei  promulgada  el  17  de  diciembre  de 
1901  se  dispone: 

Artículo  único.  Cuando  las  Municipalidades  no 
hubieren  formado  oportunamente  el  rol  de  avalúo 
o  la  matrícula  de  patentes  industriales  i  profesio- 
nales,  o  no  hubieren  lijado  la  tasa  de  las  contribu- 
ciones, rejirán  según  el  caso  de  avalúo,  la  matrícu- 
la o  la  tasa  establecidas  ee  el  último  año. 

Los  que  se  consideren  perjudicados  por  estos 
avalúos  o  matrícula,  podrán  reclamar  en  los  plazos 


bre  las  resoluciones  del  juez,  serán  resuel- 
tas por  los  tribunales  de  alzada  respectivos 
antes  del  30  de  noviembre,  hayan  o  no 
concurrido  las  partes  apelantes  a  mante- 
ner su  derecho,  i  devueltos  los  anteceden- 
tes a  las  Municipalidades  el  dia  1.°  de  di- 
ciembre. 

Art.  51.  Las  listas  de  avalúos,  según 
fueren  devueltas  por  el  tribunal,  deberán 
ser  por  segunda  vez  íntegramente  publi- 
cadas por  la  Municipalidad,  desde  el  dia  5 
al  15  de  diciembre  en  la  forma  establecida 
en  el  art.  48. 

Art.  52.  Los  contribuyentes  pagarán 
en  la  tesorería  municipal,  por  mitad,  en 
los  meses  de  febrero  i  de  agosto,  las  cuo- 
tas que  les  correspondan  por  el  impuesto 
de  patentes  i  por  las  propiedades  rústicas, 
carboníferas  i  saliLi^eras,  i  por  trimestres 
anticipados  las  que  les  correspondan  por 
la  propiedad  urbana  con  arreglo  al  presu- 
puesto aprobado  por  la  Municipalidad 
anualmente  i  ratificado  por  la  asamblea  de 
electores. 

El  producto  de  la  contribución  sobre  la 
propiedad  salitrera  se  distribuirá  entre 
las  diversas  Municipalidades  del  departa- 
mento en  que  estén  situados  los  yacimien- 
tos, en  la  forma  que  determine  una  lei  es- 
pecial. 

Art.  53.  Los  tesoreros  municipales  co- 
brarán judicialmente  a  los  deudores  moro- 
sos, i  éstos  serán  penados  con  el  1  por  100 
de  interés  mensual  hasta  el  dia  en  que 
efectuasen  el  pago  i  con  todos  los  gastos 
de  la  cobranza. 

Art.  54.  El  Tesoro  nacional  concurrirá 
anualmente  al  sostenimiento  de  las  Muni- 
cipalidades con  una  cantidad  igual  al  mon- 
to de  la  que  paguen  los  contribuyentes  por 
impuesto  de  haberes,  i  para  este  efecto  se 
pondrá  el  presupuesto  aprobado  por  la 
asamblea  de  electores,  en  conocimiento 
del  Congreso  i  del  Presidente  de  la  Repú- 
blica. 

Este  presupuesto  se  publicará  en  el  Dia- 
rio oficial. 

TITULO  VI 

De  la  aduiínistracion  de  los  bienes  i  rentas. 

Art.  55.  Los  bienes  raices  que  perte- 
nezcan ala  Municipalidad,  no  podrán  ser 
enajenados  o  gravados  sino  en  caso  de  ne- 
cesidad o  utilidad  reconocida  o  declarada 


i  en  las  formas  establecidas  en  los  artículos  49  i  si- 
guientes de  la  lei  de  22  de  diciembre  de  1891. 

En  los  casos  en  que  las  Municipalidades  no  hu- 
bieren formado  con  oportunidad  los  presupuestos 
de  entradas  i  gastos,  rejirán  los  últimos  presupues- 
tos aprobados. 
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por  los  tres  cuartos  de  los  municipales  en 
ejercicio. 

Estos  acuerdos  deberán  ser  sometidos  a 
la  aprobación  de  la  asamblea  de  los  elec- 
tores. 

Art.  56.  La  adquisición  de  propiedades 
para  abrir  calles,  plazas,  u  otras  obras 
análogas,  ymra  dar  ensanche  o  comodidad 
a  las  que  existan,  o  para  situar  un  estable- 
cimiento municipal  destinado  a  un  uso  pú- 
blico especial,  se  llevará  a  efecto  acordan- 
do la  compra  los  dos  tercios  de  los  muni- 
cipales en  ejercicio. 

Art.  hl.  Toda  enajenación  o  arrenda- 
miento de  bienes  raices  o  de  ramos  de  en- 
tradas i  arbitrios,  toda  obra  o  trabajo  cuyo 
importe  pasare  de  quinientos  pesos,  i,  en 
jeneral,  todo  contrato  o  negocio  sobre  bie- 
nes municipales,  deberá  hacerse  en  subas- 
ta pública.  Solo  podrá  omitirse  ésta,  cuan- 
do la  naturaleza  del  contrato  lo  impida, 
como  en  la  permuta. 

Art.  58.  Los  anuncios  para  la  subasta, 
se  publicarán  con  tres  meses  de  anticipa- 
ción. 

Por  razones  de  grave  conveniencia,  po- 
drá reducirse  este  término  a  quince  dias, 
acordándolo  así  los  dos  tercios  de  los  mu- 
nicipales en  ejercicio. 

Art  59.  La  Municipalidad  solo  podrá 
contraer  empréstitos  para  obras  locales 
estraordinarias  de  seguridad,  salubridad, 
aseo,  viabilidad,  instrucción  i  beneficen- 
cia (1). 

El  total  de  las  deudas  no  podrá  exceder 
del  monto  de  las  entradas  municipales  en 
los  últimos  tres  años. 

Las  amortizaciones  deberán  estinguir 
las  deudas  en  el  plazo  de  veinte  años  a  lo 
mas. 

Estos  empréstitos  deberán  ser  acordados 
con  el  voto  de  los  tres  cuartos  de  los  mu- 
nicipales en  ejercicio  i  someterse  a  la 
aprobación  de  la  asamblea  de  los  electo- 
res (2). 

«Los  acuerdos  de  las  municipalidades 
para  contratar  empréstitos  requerirán  la 
aprobación  del  Senado;  el  examen  i  fallo 


(1)  La  lei  de  27  de  Junio  1899  dispone: 
Articulo  único.    El  producto  délos  empréstitos 

contraídos  por  las  municipalidades  para  la  ejecu- 
ción de  una  obra  pública  determinada,  no  es  em- 
bargable  sino  para  responder  de  deudas  contrai- 
das con  ocasión  de  esa  misma  obra  Dichas  cor- 
poraciones llevarán  una  cuenta  especial  de  la  in- 
versión de  los  fondos  correspondientes  á  los  re- 
feridos empréstitos. 

(2)  Este  párrafo  está  modificado  por  el  siguien- 
te, tomado  de  la  lei  de  ii  de  septiembre  de  1896, 
según  puede  observase  por  el  texto  del  núm.  J  °  del 
86,  que  contiene  dicha  modificación. 


de  las  cuentas  municipales  se  hará  por  el 
Tribunal  de  Cuentas  en  la  forma  estable- 
cida para  el  examen  i  fallo  de  las  cuentas 
fiscales».  (1). 

Art.  60.  Los  predios  rústicos  podrán 
ser  dados  en  arrendamiento  hasta  por  ocho 
años,  los  urbanos  hasta  por  cinco,  i  los  ra- 
mos de  entradas  hasta  por  tres. 

Art.  61.  La  Municipalidad  no  podrá 
acordar  rebajas  de  los  arrendamientos  de 
propiedades  y  de  ramos  de  entradas,  ni 
alterar,  en  perjuicio  del  municipio,  con- 
trato alguno,  ni  remitir  deudas,  ni  dispen- 
sar del  cumplimiento  de  las  obligaciones 
contraidas  a  su  favor. 

Art.  62.  Para  la  adquisición  de  bienes 
por  herencia,  legado  o  donación,  se  re- 
quiere que  la  Municipalidad  acuerde  la 
aceptación.  En  caso  de  herencia,  ésta  se 
entenderá  siempre  aceptada  con  beneficio 
de  inventario;  i  cuando  tales  adquisiciones 
impusieren  gravámenes  permanentes,  de- 
berán concurrir  al  acuerdo  de  aceptación 
los  dos  tercios  de  los  municipales  en  ejer- 
cicio. 

Art.  63.  Los  que  contrajeren  obligacio- 
nes respecto  de  la  Municipalidad  por  re- 
mate o  subasta,  o  por  cualquier  otro  con- 
trato, deben  dar  fianza  a  satisfacción  del 
primer  alcalde, 

Art.  64.  Uno  o  muchos  vecinos  podrán 
presentarse,  ejercitando  las  acciones  de  la 
Municipalidad,  dando  fianza  de  responder 
por  las  costas  del  juicio  i  de  estar  a  las  re- 
.soluciones  que  diere  la  autoridad  judicial. 
En  tales  casos,  la  Municipalidad  no  podrá 
transijir  sm  el  consentimiento  de  los  que 
hubieren  entablado  o  sostenido  las  accio- 
nes. En  caso  de  éxito,  deberá  indemnizar- 
se los  gastos  a  los  vecinos  que  han  seguido 
el  juicio  i  compensárseles  sus  servicios  en 
proporción  al  resultado  que  se  hubiere 
alcanzado. 

Art.  65.  Para  celebrar  transacciones 
en  pleitos  pendientes  o  en  acciones  que  la 
Municipalidad  tratare  de  ejercitar  o  que  se 
hubieren  de  entablar  contra  ella,  deberá 
calificar.se  la  utilidad  de  la  transacción  por 
los  dos  tercios  de  los  municipales  en  ejer- 
cicio. 

Art.  66.  No  podrán  celebrar  contratos 
con  la  Municipalidad,  ni  ser  cesionarios  o 
fiadores  de  ellos,  los  municipales,  ni  los 
empleados  del  municipio,  ni  sus  ascen- 
dientes, descendientes  o  colaterales  hasta 
el  tercer  grado  de  consanguinidad  i  se- 
gundo de  afinidad. 

Es  nulo  todo  acto  o  contrato  en  que  se 


(1)    Tomado  de  la  lei  citada  en  la  nota  anterior. 
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contravenga  esta  disposición,  i  el  que  la 
infrinjiere  responderá  de  los  perjuicios  re- 
sultantes. 

Ningún  municipal  podrá  defender  plei- 
tos o  jestionar  negocio  alguno  contrario  a 
los  intereses  municipales  o  en  que  la  Mu- 
nicipalidad tenga  parte. 

TITKJLO  Til 

De  los  presupuestos  i  cuentas  munici- 
pales. 

Art.  67.  Anualmente  ,  en  la  segunda 
quincena  de  abril,  la  Municipalidad  discu- 
tirá i  aprobará  su  presupuesto  de  entradas 
i  gastos,  clasificados  éstos  en  fijos,  varia- 
bles i  estraordinarios,  i  divididos  en  parti- 
das e  ítem. 

En  el  presupuesto,  se  determinará  el 
producido  probable  de  cada  ramo  de  en- 
tradas asi  como  el  detalle  de  las  cantidades 
asignadas  para  el  pago  de  cada  servicio 
municipal. 

Art.  68.  Al  discutir  el  presupuesto  de 
entradas,  la  Municipalidad  fijará  la  tasa 
de  las  contribuciones  para  el  año  prósimo, 
dentro  del  másimum  determinado  por  la 
lei. 

Art.  69.  El  presupuesto  de  gastos  del 
servicio  ordinario  municipal,  no  podrá  es- 
ceder en  ningún  caso  del  presupuesto  de 
entradas  ordinarias. 

Art.  70.  Los  fondos  municipales  se  in- 
vertirán esclusivamente  en  atender  a  los 
servicios  de  que  está  encargada  la  Muni- 
cipalidad. 

Esta  asignará  fondos,  forzosa  i  preferen- 
temente, para  los  objetos  siguientes: 

1.°  Publicación  de  los  presupuestos  i 
cuentas  de  inversión; 

2."  Pago  de  contribuciones  i  censos  que 
graven  los  bienes  comunales,  i  costo  de 
conservación  de  éstos; 

3.°  Recaudación  de  las  rentas  i  contri- 
buciones; 

4.°  Policía  de  seguridad,  salubridad  i 
aseo; 

5."  Servicio  de  los  empréstitos  con- 
traidos; 

6.°  Instrucción  primaria,  debiendo  asig- 
nar los  fondos  necesarios  para  sostener  en 
el  territorio  municipal  una  escuela  de  hom- 
bres i  otra  de  mujeres  para  cada  mil  habi- 
.  tan  tes,  tomando  en  cuenta  lus  que  sosten- 
ga el  Estado  al  fijar  el  número  de  las  que 
deban  costearse  con  fondos  municipales. 

Art.  71.  Después  de  aprobados  los  pre- 
supuestos, la  Municipalidad  no  podrá  acor- 
dar nuevos  gastos,  sin  designar  al  mismo 
tiempo  el  ramo  de  rentas  o  contribuciones 


en  que  haya  sobrante  disponible,  o  el  em- 
préstito, ya,  admitido,  de  donde  deban  to- 
marse los  fondos. 

Estas  resoluciones  deberán  someterse  a 
la  aprobación  de  la  asamblea  de  los  elec- 
tores siempre  que  importaren  un  nuevo 
gasto  de  mas  de  doscientos  pesos. 

Art.  72.  La  inversión  se  hará  en  con- 
formidad a  los  presupuestos  o  al  respecti- 
vo acuerdo  posterior,  no  pudiendo  gastar- 
se partida  alguna  en  otro  objeto  que  aquel 
para  el  cual  fué  aprobada. 

Las  partidas  no  invertidas  en  el  curso 
del  año,  no  podrán  serlo  después,  si  no  se 
incluyen  en  el  nuevo  presupuesto. 

Art.  73.  Los  pagos  se  harán  en  vista 
del  decreto  del  funcionario  competente 
que  los  ordene. 

Los  sueldos  se  pagarán,  sin  embargo, 
mensualmente,  sin  previo  decreto,  en  con- 
formidad al  presupuesto  i  al  nombramien-- 
to  de  los  empleados. 

Art.  74.  En  la  segunda  quincena  de 
abril  de  cada  año,  la  Municipalidad  esa- 
minará  la  cuenta  de  inversión  i  se  pronun- 
ciará sobre  ella  aprobándola  o  desapro- 
bándola. 

En  este  último  caso,  ordenará  que  se 
haga  efectiva  la  responsabilidad  de  quien 
corresponda. 

La  resolución  de  la  Municipalidad  ha 
de  fundarse  esclusivamente  en  haber  sido 
o  no  haber  sido  hechas  las  inversiones  en 
conformidad  al  presupuesto  o  a  los  acuer- 
dos posteriores  de  la  corporación. 

La  asamblea  de  los  electores  .se  pronun- 
ciará sobre  estas  resoluciones  de  la  Muni- 
cipalidad  (1) 

Art.  75.  El  tesorero  reclamará  por  es- 
crito ante  la  Municipalidad  de  todo  libra- 
miento que  considere  ilegal  o  que  no  sea 
conforme  al  presupuesto,  i  solo  después  de 
protestar  por  tercera  vez  quedará  libre  de 
toda  responsabilidad. 

Art.. 76.  El  gasto  ilegal  hace  responsa- 
bles solidariamente  a  los  municipales  que 
lo  acordaron. 

De  la  misma  manera  se  hará  efectiva  la 
responsabilidad  de  los  que  concurran  a 
calificar  una  fianza  a  favor  de  los  intere- 
ses municipales,  si  al  tiempo  de  admitirla 
el  fiador  fuere  notoriamente  incapaz  o  in- 
solvente. 

Art.  77.  El  tesorero  rendirá  las  cuentas 
por  semestres. 

Art.  78.     Las  cuentas  del  tesorero  serán 


fl)  Para  la  aplicación  de  lo  preceptuado  en  este 
articulo,  téngase  en  cuenta  lo  dispuesto  en  el  nú- 
mero .^°  del  art.  86,  modificado  por  la  lei  de  u  de 
setiembre  de  1896. 
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examinadas  i  falladas  por  una  junta  de 
tres  vecinos  nombrados  anualmente  por 
la  asamblea  de  los  electores,  con  apelación 
ante  la  Corte  de  Cuentas.  (1) 

TITULO  VIII 

De  los  alcaldes  municipales. 

Art.  79.  Los  alcaldes  serán  nombrados 
por  el  término  de  un  año. 

Sin  embargo,  los  que  desempeñaren  el 
cargo  al  espirar  el  período  por  que  se  les 
elijió,  continuarán  ejerciéndolo  hasta  que  la 
nueva  Municipalidad  les  designe  suce- 
sores. 

Art.  80.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el 
articulo  anterior,  podrá  la  Municipalidad, 
por  mayoría  absoluta  de  sus  miembros  en 
ejercicio  i  en  .sesión  especial  celebrada  al 
efecto,  remover  a  los  alcaldes  en  cualquier 
tiempo. 

Para  ello  es  necesario  que  preceda  cita- 
ción personal  de  los  municipales  hecha 
con  cuatro  dias  de  anticipación,  a  lo  me- 
nos, i  con  especificación  del  objeto  de  la 
sesión. 

Los  alcaldes  removidos  pasarán  a  ocu- 
par, en  el  orden  de  precedencia,  los  últi- 
mos lugares  de  los  refidores. 

Art.  8L  Cuando  por  cualquiera  causa 
vacare  el  cargo  de  alcalde,  la  Municipali- 
dad lo  proveerá,  por  el  resto  del  año  co- 
rrespondiente al  que  lo  servia,  en  su  pri- 
mera sesión  posterior,  ordinaria  o  estraor- 
dinaria,  previa  la  citación  especial  indica- 
da en  el  artículo  precedente. 

Art.  82.  Corresponde  al  primer  alcalde 
ejecutar,  con  arreglo  a  la  lei  i  a  las  reso- 
luciones de  la  Municipalidad,  todos  los  ac- 
tos administrativos  del  Municipio. 

Art.  83.  Son  atribuciones  i  deberes  es- 
peciales del  primer  alcalde: 

í.a  Residir  en  la  cabecera  del  territo- 
rio municipal,  no  pudiendo  ausentarse  sin 
permiso  de  la  Municipalidad,  estando  ésta 
en  funciones,  o  cuando  ésta  no  funcione, 
sin  estar  presente  alguno  de  los  que  deban 
suljrogarlo,  a  quien  dará  oportunamente  i 
por  escrito  el  respectivo  aviso; 

2.*  Presidir  las  sesiones  de  la  Munici- 
palidad a  falta  del  presidente  constitucio- 
nal, i  citarla  a  sesiones  estraordinarias  o 
especiales  conforme  a  lo  dispuesto  en  los 
ariículos  18  i  74  de  esta  lei; 

3.*  Servir  de  órgano  de  las  comunica- 
ciones de  la  Municipalidad  con  otras  auto- 
ridades o  funcionarios,  i  representar  a  la 
corporación,  fuera  de  juicio,  en  todos  los 


(1)    V.  la  nota  anterior  (al  art.  74.) 


actos  de  administración  de  los  bienes  mu- 
nicipales; 

4.*  Promulgar  las  ordenanzas,  regla- 
mentos i  acuerdos  municipales  que  esta- 
blezcan reglas  de  jeneral  aplicación,  de- 
biendo la  promulgación  hacerse  en  un  pe- 
riódico de  la  localidad,  i  a  falta  de  éste,  en 
cartel  lijado  en  la  puerta  esterior  de  su 
oficina; 

5."  Ejecutar  i  hacer  cumplir  las  reso- 
luciones de  la  Municipalidad; 

6.*  Decretar  visitas  domiciliares  de  ins- 
pección para  fines  de  salubridad,  seguri- 
dad i  orden  públicos,  i  espedir  decretos  de 
arresto  i  de  allanamiento  en  los  casos, 
modo  i  forma  prescritos  por  los  intenden- 
tes i  gobernadores  en  la  Lei  de  Garantías 
Individuales  de  25  de  setiembre  de  1884  i 
en  la  de  Réjimen  Interior  de  22  de  di- 
ciembre de  1885; 

7.*  Disponer,  como  jefe  superior,  de  la 
policía  de  seguridad,  urbana  o  rural; 

8.'  Ejercer  la  inmediata  superinten- 
dencia de  todos  los  establecimientos,  ofici- 
nas, servicios,  empleados  i  obras  munici- 
pales, i  dictar  reglas  o  providencias  tran- 
sitorias para  el  gobierno  interno  i  econó- 
mico de  aquéllos,  dando  cuenta  a  la  Mu- 
nicipalidad en  su  primera  sesión  ordinaria 
o  estraordinaria; 

9.*  Dictar  providencias,  con  el  mismo 
carácter  i  con  cargo  de  dar  igual  cuenta, 
dirijidas  a  la  conservación  del  orden  pú- 
blico i  seguridad  del  vecindario,  a  man- 
tener espeditas  las  vías  públicas  i  el  cur.so 
de  las  aguas  de  la  población,  a  prevenir 
los  incendios,  epidemias  o  inundaciones  i 
a  remediar  sus  estragos; 

10.  Espedir  los  decretos  de  nombra- 
mientos de  empleados  acordados  por  la 
Municipalidad;  aceptar  las  renuncias  de 
éstos,  concederles  licencia  hasta  por  dos 
meses,  suspenderlos  por  mal  desempeño  i 
nombrar  lo  suplentes  o  interinos  a  que 
haya  lugar,  dando  de  todo  cuenta  a  la 
Municipalidad  en  su  primera  sesión  ordi- 
naria o  estraordinaria,  i  procediendo,  en 
caso  de  licencias,  con  arreglo  a  la  lei  vi- 
jente  sobre  la  materia  para  los  empleados 
nacionales,  mientras  la  Municipalidad  no 
acuerde  otra  cosa; 

11.  Calificar  las  fianzas  de  los  emplea- 
dos municipales  que  deben  rendirlas; 

12.  Formar,  con  arreglo  a  la  lei,  el  pre- 
supuesto anual  de  entradas  y  gastos  y  pre- 
sentar a  la  Municipalidad  en  la  primera 
quincena  de  abril  de  cada  año  dicho  pre- 
supuesto, la  cuenta  jeneral  de  inversión 
correspondiente  al  año  anterior  i  una  me- 
moria acerca  del  estado  de  la  administra- 
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cion  jeneral  del  Municipio,  en  que  dará 
cuenta  de  los  trabajos  realizados  i  empren- 
didos durante  el  año  precedente; 

13.  Espedir  todos  los  decretos  de  pago 
con  arreglo  al  presupuesto  i  a  los  acuerdos 
municipales  posteriores,  no  debiendo  ad- 
mitirse en  cuenta  á  la  tesorería  ningún 
pago  decretado  en  otra  forma; 

14.  Jirar  a  cargo  de  la  tesorería  muni- 
cipal, sin  sujetarse  a  presupuesto  ni  acuer- 
do posterior,  no  obstante  lo  establecido  en 
el  número  precedente,  a  tin  de  atender  a 
las  necesidades  de  alguna  calamidad  pú- 
blica durante  el  receso  de  la  Municipali- 
dad, quedando  el  alcalde  responsable  del 
gasto  si  aquélla  no  lo  aprobare; 

15.  Visitar  periódica  i  estraordinaria- 
mente  la  caja  municipal  e  inspeccionar  la 
contabilidad; 

16.  Publicar  oportunamente  en  un  pe- 
riódico de  la  localidad  o  de  la  provincia, 
las  actas  de  las  sesiones  públicas  munici- 
pales; los  presupuestos  i  cuentas  de  inver- 
sión; los  decretos  de  pagos  i  de  nombra- 
mientos; las  condiciones  de  todo  emprés- 
tito, subasta,  enajenación  i  arrendamiento 
de  bienes  municipales;  la  nómina  mensual 
de  las  multas  percibidas;  los  estados  men- 
suales de  caja;  las  memorias  o  informes,  i 
en  jeneral,  los  actos  i  documentos  que 
permitan  al  público  conocer  i  apreciar 
cumplidamente  el  estado  de  los  diversos 
servicios  municipales; 

17.  Convocar  i  presidir  con  arreglo  a 
la  lei  las  asambleas  de  electores  de  su  res- 
pectivo territorio,  i  ejercer  las  funciones 
electorales  que  les  confiera  la  lei  de  elec- 
ciones; 

18.  Sancionar  los  decretos  que  dicte  en 
uso  de  sus  atribuciones  hasta  con  veinte 
pesos  de  multa; 

19.  Prestar  a  las  autoridades  ejecuti- 
va i  judicial  el  ausilio  de  la  fuerza  de  poli- 
cía que  aquéllas  les  requieran  para  la  eje- 
cución de  las  leyes  i  el  cumplimiento  de 
sus  deberes. 

Art.  84.  A  falta  de  primer  alcalde  i  en 
todo  caso  del  impedimento  de  éste  para 
ejercer  las  atribuciones  i  cumplir  los  debe- 
res que  le  señala  la  lei,  lo  subrogará  uno 
de  los  otros  alcaldes  o  rejidores,  según  el 
orden  de  precedencia  fijado  entre  ellos. 

Art.  85.  No  obstante  lo  dispuesto  en 
los  dos  artículos  anteriores,  la  Municipa- 
lidad podrá  encargar  a  uno  o  mas  de  sus 
miembros  o  vecinos  de  la  localidad  la  eje- 
cución de  alguno  o  algunos  de  sus  acuer- 
dos, i  la  administración  de  uno  o  mas  ser- 
vicios o  establecimientos  municipales. 

En  Santiago  i  Valparaíso  esta  delega- 


ción se  hará  por  la  Municipalidad  en  las 
juntas  de  cada  circunscripción. 

TITULO  IX 

Ue  la.*»  asainlilea.s  de  lo»«  electores. 

Art.  86.  Las  asambleas  de  los  electores 
del  departamento  tendrán  lugar: 

1.°  Para  hacer  la  elección  de  los  muni- 
cipales i  las  demás  que  les  encomiende  la 
lei; 

2.°  Para  votar  el  presupuesto  que  les 
someta  el  municipio  de  los  gastos  del  año 
venidero  i  las  cuentas  de  inversión; 

3."  Para  deliberar  sobre  los  gastos  pos- 
teriores que  acuerde  la  Municipalidad, 
siempre  que  importasen  mas  de  200  pesos, 
i  a  escepcion,  ademas,  de  aquellos  que  se 
refieran  a  adquisiciones  de  terrenos  desti- 
nados al  ensanchamiento  de  plazas  i  vias 
públicas.  En  este  último  ca.so,  se  esijirá 
el  acuerdo  de  las  tres  cuartas  partes  de  los 
municipales  en  ejercicio  si  la  inversión  no 
escediere  de  5.0U0  pesos.  Si  fuere  mayor 
se  consultará  a  la  Asamblea  de  electo- 
res (1); 

4°  Para  pronunciarse  sobre  la  tasa  de 
las  contribuciones  municipales,  con  arre- 
glo a  la  lei; 

5.°  Para  resolver  sobre  las  enajenacio- 
nes o  gravámenes  de  los  bienes  raíces  de 
la  Municipalidad; 

6.°  y  7."  (Derogados  por  la  ley  de  14  de 
setiembre  de  1896)  (2); 

8.*'  Para  deliberar  sobre  los  acuerdos, 
reglamentos  i  ordenanzas  de  la  Municipa- 
lidad sancionados  con  multas; 

9.°  Para  resolver  sobre  las  demás  cues  - 
tienes  que  les  proponga  la  Municipalidad 
i  que  sean  de  su  competencia. 

Art.  87.  Las  asambleas  ordinarias,  á 
que  se  refiere  el  número  1.°,  tendrán  lu- 
gar en  las  épocas  determinadas  por  la  Lei 
de  Elecciones.  Para  resolver  los  asuntos  a 
que  se  refieren  los  números  2  á  9,  se  re- 
unirá la  asamblea  el  segundo  i  los  siguien- 
tes domingos  del  mes  de  mayo. 

Si  en  las  reuniones  del  mes  de  mayo  la 
asamblea  no  hubiere  determinado  la  tasa 
de  la  contribución  o  no  hubiese  votado  los 
presupuestos,  se  ajustarán  éstos  en  el  año 
venidero  a  la  tasa  'i  presupuestos  vijentes. 

Art.  88.  Las  asambleas  se  celebran 
siempre  en  dia  domingo  o  festivo,  de  doce 
á  cinco  de  la  tarde,  en  la  sala  municipal, 


fl)  El  testo  de  este  número  está  tomado  de  la 
reforma  de  la  lei  por  otra  de  lí  de  septiembre  de 
1892. 

(2)    Véase  el  párrafo  último  del  art.  59. 
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O  en  algún  otro  lugar  que  la  Municipalidad 
señale^'i  que  sea  suticientemente  amplio 
para  su  objeto. 

Solo  tendrán  acceso  a  ellas  las  personas 
inscritas  en  los  rejistros  electorales  del 
municipio,  i  toda  tentativa  de  perturbación 
será  considerada  como  delito,  conforme  a 
lo  establecido  en  el  art.  126  del  Código  Pe- 
nal. El  primer  alcalde,  o  el  que  le  subro- 
o-ue,  es  la  única  autoridad  encargada  de 
hacer  cumplir  estas  disposiciones,  some- 
tiendo al  reo  al  juez  correspondiente. 

Dentro  de  los  tres  dias  siguientes  a  cada 
reunión  de  las  asambleas  el  alcalde  publi- 
cará la  respectiva  acta. 

En  Santiago  i  Valparaíso  las  asambleas 
de  electores  se  celebrarán  en  cada  circuns- 
cripción bajo  la  presidencia  de  los  rejido- 
res  que  compongan  la  junta  local  por  su 
orden  de  precedencia,  presidiendo  el  pri- 
mer alcalde  la  asamblea  de  la  circunscrip- 
ción en  que  haya  sido  elegido  municipal. 
El  que  presida  cada  asamblea  hará  la  pu- 
blicación de  que  trata  el  inciso  anterior. 

Art.  89.  Siempre  que  cincuenta  electo- 
res pidan  convocación  de  la  asamblea,  el 
primer  alcalde,  o  el  que  le  subrogue,  ten- 
drá obligación  de  hacer  la  convocatoria 
solicitada  i  de  abrir  discusión  popular  so- 
bre las  cuestiones  que  se  sometan  a  su  co- 
nocimiento, la  cual  no  podrá  durar  mas  de 
un  dia. 

No  se  aceptará  solicitud  alguna  en  este 
sentido  que  no  lleve  también  la  firma  de  la 
mayoría  absoluta  de  los  miembros  de  la 
Municipalidad  i  en  la  cual  no  se  esprese 
además  el  objeto  de  la  reunión  con  la  es- 
pecificación conveniente. 

Art.  90.  Toda  asamblea  ordinaria  o  es- 
traordinaria  será  convocada  por  el  primer 
alcalde  o  el  que  lo  subrogue,  i  deberá  ser 
anunciada  por  la  prensa  del  departamento 
con  ocho  dias  de  anticipación,  expresán- 
dose el  objeto  de  la  reunión.  En  caso  de  no 
haber  periódicos,  el  anuncio  se  hará  en 
carteles  que  se  fijarán  en  la  puerta  de  la 
sala  municipal  i  en  las  plazas  i  lugares 
mas  frecuentados,  durante  el  tiempo  antes 
espresado. 

TITDIiO  X 

Bel  te.sorero  i  del  secretario 

Art.  91.  La  Municipalidad  tendrá  un 
tesorero  especialmente  encargado  de  la 
contabilidad  i  de  la  administración  de  las 
rentas  municipales. 

El  tesorero  rendirá  una  fianza  que  no 
podrá  bajar  de  la  cantidad  equivalente  á 
sus  sueldos  o  emolumentos  de  dos  años. 


Art.  92.  Son  deberes  especiales  del  te- 
sorero: 

1,°  Representaren  juicio  á  la  Munici- 
palidad; 

2.°  Firmar  los  contratos  que  la  Muni- 
cipalidad celebre  en  la  forma  en  que  se  le 
comunique; 

3."  Cobrar  los  créditos,  rentas  i  contri- 
buciones, custodiar  los  fondos,  hacer  los 
pagos  en  conformidad  a  la  lei  i  llevar  la 
contabilidad; 

4.°  Reunir  i  conservar  los  documentos 
que  comprueban  los  derechos  de  la  Muni- 
cipalidad i  llevar  un  inventario  detallado 
de  los  bienes  comunales, 

5."  Pasar  mensualmente  a  la  Munici- 
palidad el  balance  de  las  entradas  i  gastos 
del  mes  anterior,  i  formar  la  cuenta  de  in- 
versión antes  del  dia  1.**  de  abril  ; 

6.°  Rendir  sus  cuentas  en  conformidad 
á  la  lei. 

Art.  93.  La  Municipalidad  nombrará 
un  secretario  que  tendrá  los  siguientes  de- 
beres especiales: 

1.°  Redactarlas  actas  de  las  sesiones 
de  la  Municipalidad,  llevando  de  ellas  el 
libro  correspondiente; 

2.°  Defender  en  juicio  á  la  Municipali- 
dad, salvo  en  los  casos  en  que  ésta  acuer- 
de encomendar  su  defensa  á  otra  persona. 

En  la  segunda  instancia  de  los  juicios 
en  que  sea  parte  la  Municipalidad,  ésta 
será  representada  por  el  ministerio  públi- 
co, salvo  en  los  casos  previstos  en  el  inciso 
anterior. 

3.°  Conservar  su  archivo  i  hacer  las  pu- 
blicaciones que  se  le  ordenen; 

4.°  Llevar  el  rejistro  de  empadrona- 
miento de  todos  los  habitantes  del  munici- 
pio, i  recojer  los  demás  datos  estadísticos 
del  mismo,  con  arreglo  á  las  instrucciones 
de  la  oficina  central  de  estadística; 

5."  Llevar  el  registro  de  los  chilenos 
residentes  en  el  municipio  i  que  se  hallen 
en  estado  de  cargar  armas. 

TITULO  JLl 

De  la  responsabilídail 

Art.  94.  Toda  persona  agraviada  por 
una  resolución  ilegal  de  la  Municipalidad, 
tendrá  acción  civil  para  ser  indemnizada 
.solidariamente  por  los  que  la  acordaron. 

Igual  acción  compete  contra  el  alcalde, 
por  sus  actos  o  decretos  ilegales. 

Art.  95.  En  la  misma  forma  podrá  ha- 
cerse valer  la  responsabilidad  resultante 
de  omisiones  graves  en  el  cumplimiento 
de  los  deberes  que  imponen  las  leyes. 

Art.  96.     Las  acciones  precedentes  po- 
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drán  instaurarse  por  el  ministerio  público 
o  por  cualquier  ciudadano  siempre  que  el 
daño  sea  jeneral. 

Art.  97.  La  reáponsabilidad  criminal  se 
hará  efectiva  en  la  íbriaa  prescrita  por  las 
leyes. 

Art.  98.  Estas  acciones  prescribirán, 
la  criminal  en  tres  años,  i  la  civil  en,  un 
año,  contados  desde  el  dia  en  que  tuviere 
lugar  el  acto  u  omisión  que  se  imputaren. 

Esto  no  ol^ta  al  fallo  de  las  cuentas  mu- 
nicipales i  al  cumplimiento  de  éste  en  con- 
formidad a  la  lei. 

Art.  99.  Cualquier  ciudadano  podrá  re- 
clamar ante  la  Municipalidad  contra  sus 
resoluciones  ilegales. 

Si  la  Municipalidad  desestimare  las  re- 
clamaciones interpuestas  contra  sus  reso- 
luciones ilegales,  podrá  acudirse  a  la  Cor- 
te Suprema,  la  cual  se  pronunciará  breve 
i  sumariamente,  i  con  audiencia  del  minis- 
terio público. 

Art.  100.  Si  la  asamblea  de  los  electo- 
res no  acordare  los  fondos  necesarios  para 
el  sostenimiento  de  los  servicios  municipa- 
les obligatorios  a  que  se  refiere  el  art.  64, 
cualquier  ciudadano  del  territorio  podrá 
reclamar  contra  la  resolución  de  la  asam- 
blea ante  el  respectivo  juez  letrado  de  tur- 
no en  lo  civil. 

En  ningún  caso  poirá  la  autoridad  judi- 
cial asignar  para  dichos  servicios  fondos 
que  escedan  de  los  lijados  en  el  último 
presupuesto  no  objetado. 

El  juez  letrado  sustanciará  la  reclama- 
ción breve  i  sumariamente,  i  de  su  fallo 
podrá  apelarse  para  ante  la  Corte  Supre- 
ma, la  cual  se  pronunciará  brevemente  i 
sin  mas  trámites. 

Art.  101.  Los  municipales  i  funciona- 
rios municipales  que  por  actos  u  omisiones 
dejaren  de  dar  estricto  cumplimiento  a  los 
debereá  que  la  lei  les  impone,  incurrirán 
en  U4ia  multa  de  cien  a  quinientos  pesos, 
sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  civil  o 
criminal  a  que  hubiere  lugar. 

El  ministerio  público  i  cualquiera  del 
pueblo  podrán  deducir  ante  el  respectivo 
juez  de  letras  la  acción  correspondiente 
para  hacer  efectiva  la  espresada  multa. 

En  los  juicios  a  que  este  articulo  se  re- 
fiere, se  procederá  en  l)reve  i  sumariamen- 
te en  papel  simple  i  sin  derecho  de  aran- 
celes. 

Art.  102.  Todo  infractor  de  una  orde- 
nanza, reglamento  o  acuerdo  municipal 
que  no  pagare  la  multa  en  que  hubiere  in- 
currido, sufrirá  un  arresto  a  razón  de  un 
dia  por  cada  peso,  no  pudiendo  aquél  pro- 
longarse por  mas  de  diez  dias. 

Segunda  Serie.— Tomo  IL 


TITULO  XII 

Uel  Intendente,  Gobernador  o  subdelegad  i» 

Art  103.  Los  cargos  de  Intendente  do 
provincia  i  Gobernador  de  departamento, 
son  absolutamente  incompatibles  con  todo 
empleo  público  o  municipal  i  con  toda  fun- 
ción o  comisión  de  la  misma  naturaleza, 
de  modo  que  los  nombrados  para  aquellos 
cargos  cesan  en  los  empleos,  funciones  o 
comisiones  que  antes  tuvieren. 

Art.  104.  El  Intendente,  el  Gobernador 
i  el  subdelegado  en  sus  relaciones  con  la 
administración  local,  no  tienen  otras  atri- 
buciones que  las  siguientes: 

1."  Presidir  las  sesiones  de  la  Munici- 
palidad, sin  vott; 

2.°  Suspender  sus  acuerdos  o  resolu- 
ciones que  perjudiquen  al  orden   público. 

Art.  105.  El  voto  suspensivo  del  Inten- 
dente, Gobernador  o  subdelegado,  será 
escrito  i  fundado,  i  no  podrá  interponerse 
sino  dentro  de  cuarenta  i  ocho  horas,  con- 
tadas desde  que  se  hubiere  acordado  la  re- 
solución en  su  presencia,  o  desde  que  se  le 
hubiere  ella  comunicado  por  escrito,  en 
caso  contrario. 

Se  entenderá  que  perjudican  el  orden 
público  únicamente  las  resoluciones  ilega- 
les que  alteran  la  paz  pública. 

Art.  106.  Suspendida  una  resolución, 
la  Municipalidad  remitirá  los  antecedentes 
a  la  Corte  Suprema  para  que  ésta  resuel- 
va, en  el  menor  tiempo  posible,  con  el  solo 
mérito  de  ellos  i  con  audiencia  del  minis- 
terio público,  sobre  si  debe  o  no  llevarse 
adelante  ti  acuerdo  objetado. 

Articulo  ñnal.  Esta  lei  comenzará  a  re- 
jir  de-^de  el  dia  en  que  se  instalen  las  nue- 
vas Municipalidades.  Sin  embargo,  laspró- 
simas  elecciones  de  Municipalidades  se 
harán  en  conformidad  a  las  prescripciones 
del  titulo  primero. 

DISPOSICIONES    TRANSITORIAS 

Arts.  l.°al  6.°  (Sin  interés). 

Art.  7.°  Se  declaran  derogadas  desde 
el  1.°  de  abril  de  1892,  las  leyes  siguientes: 

Leyes  de  18  de  junio  de  1874,  2  de  se- 
tiembre de  18S0  i  5  de  enero  de  1883  (im- 
puesto agrícola); 

De  16  de  diciembre  de  1881  (policía  ru- 
ral); 

De  28  de  julio  de  1888  (de  patentes  sobre 
industrias  i  profesiones)  en  la  parte  en  que 
sea  contraria  a  las  disposiciones  de  la  pre- 
sente lei; 

De  21  de  mayo  de  1879  (de  haberes  mo- 
biliarios); 
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De  28  de  noviembre  de  1878  (lierencias  i 
donaciones); 

De  23  de  setiembre  de  1837  (sereno  i 
alumbrado); 

El  impuesto  de  mercados  i  puestos  de 
abastos  se  cobrará  conforme  a  la  lei  de  12 
de  setiembre  tle  1887,  entendiéndose  que 
no  puede  prohibirse  la  venta  de  abastos 
fuera  de  los  mercados,  i  que  la  contribu- 
ción se  cobrará  solo  a  los  vendedores  que 
tengan  puestos  fíjos  en  lugares  públicos  o 
se  sitúen  en  ellos; 

De  26  de  junio  de  1855  (pasajes  de  rios  i 
jjontazgo); 

1  la  de  7  de  octubre  de  1852  (diversiones 
públicas). 

I  por  cuanto,  oido  el  Consejo  de  Estado, 
etcétera. — Jorje  Montt.— Manuel  J.  Ira- 
rrá.^acal. 


Nota.  Con  la  misma  fecha  de  esta  lei 
dictó  el  Presidente  un  Decreto  de  creación 
de  195  Municipalidades,  asignando  a  cada 
.  cual  la  demarcación  6  jurisdicción  corres- 
pondiente. La  parte  dispositiva  dice  asi: 

Artículo  1.°  Créanse  las  siguientes  mu- 
nicipalidades: 

(Aquí  los  nombres  y  jurisdicción  de  las 
195). 

Art.  2.°  La  cabecera  de  las  municipa- 
lidades indicadas  será  la  población  del  mis- 
mo nombre. 

Art.  3.°  Las  subdelegaciones  no  com- 
prendidas en  la  distribución  que  antecede 
formarán  los  territorios  de  las  municipali- 
dades de  las  cabeceras  de  departamentos. 

Los  decretos  que  han  lijado  los  limites 
urbanos  de  las  poblaciones  para  los  efec- 
tos de  la  lei  de  28  de  julio  de  1888  se  apli- 
carán con  preferencia  a  los  que  se  citan 
en  el  presente  decreto  en  ca'-o  de  que  alte- 
ren los  señalados  a  las  subdelegaciones. 


VI 


Lei  de  organización  i  atribuciones  de  ios  Tril)ünales 

De  15   de   octubre  de  1875,   eon   las  reformas 
introdüeidas   hasta  1904. 


TITILO  PRiniKRO 

Del  itoder  judicial  ■  <!«;  la    adniiniíttracion 
cíe  justicia  en- jeneral. 

Articulo  1."  La  facultad  de  conocer  de 
las  causas  civiles  i  criminales,  de  juzgarlas 
i  de  hacer  ejecutar  lo  juzgado  pertenece 
esclusivamente  a  los  tribunales  que  esta- 
blece la  lei. 

Art.  2.°    También  corresponde  a  los  tri- 


íl)  Gomólas  reformas  llevadas  a  cabo  en  el 
terto  de  la  lei  hacen  que,  en  parte,  .se.i  deficiente 
el  preámbulo  o  mensaje  que  precede  a  esta  lei 
omitimos  su  inserción. 

Nota  importante.  Téngase  en  cuenta  que  esta 
lei  ha  sido  esencialmente  modificada  en  muchas 
materias  por  el  Código  de  procedimiento  civil  vi- 
jente  desde  l."  de  marzo  de  1903,  i  por  la  lei  apro- 
batoria del  mismo  Código,  que  insertamos  en  su 
lugar  correspondiente. 


bunales  intervenir  en  todos  aquellos  actos 
no  contenciosos  en  que  una  lei  espresa  re- 
quiera su  intervención. 

Art.  3.°  Los  tribunales  tienen  ademas 
las  facultades  conservadoras,  disciplina- 
rias i  económicas  que  a  cada  uno  de  ellos 
se  asignan  en  los  respectivos  títulos  de  esta 
lei. 

Art.  4."  Es  prohibido  al  poder  judicial 
mezclarse  en  las  atribuciones  de  otros  po- 
deres públicos  i  en  jeneral.  ejercer  otras 
funciones  que  las  determinadas  en  los  ar- 
tículos precedentes. 

Art.  5.°  A  los  tribunales  que  establece 
la  presente  lei  estará  sujeto  el  conocimien- 
to de  todos  los  asuntos  judiciales  que  se 
promuevan  en  el  orden  temporal  dentro 
del  territorio  de  la  República,  cualquiera 
que  sea  su  naturaleza  o  la  calidad  de  las 
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i|jersonas  que  en  ellos  intervengan,  con  las 
solas  escepciones  siguientes: 

1.*  Las  acusaciones  que  se  entablen 
con  arreglo  a  lo  dispuesto  por  los  arts.  38 
i  83  de  la  Constitución  de  la  Repúl)lica; 

2."  Las  causas  cuyo  conocimiento  co- 
rresponde al  Consejo  de  Estado,  con  arre- 
glo al  art.  1U4  de  dicho  Código; 

3.*  Las  causas  sobre  abusos  de  la  liber- 
tad de  imprenta,  cuyo  conocimiento  co- 
rresponde a  las  autoridades  que  designan 
la  parte  7.^  del  art.  12  del  mismo  Código  i 
la  lei  respectiva; 

4.*  Las  causas  por  delitos  meramente 
militares  o  que  consistan  en  la  infracción 
de  las  leyes  especiales  del  ramo,  i  no  en  la 
de  las  leyes  comunes,  de  las  cuales  cono- 
cerán los  tribunales  que  el  Código  Militar 
designa; 

5.*  Las  causas  por  delitos  comunes  que 
cometan  los  militares  estando  en  campaña 
o  en  actos  del  servicio  militar,  o  dentro  de 
sus  cuarteles,  todas  las  cuales  quedarán 
sujetas  al  conocimiento  de  los  tribunales 
que  el  Código  designa. 

Quedarán  asimismo  sujetas  a  los  tribu- 
nales que  el  Código  Militar,  desígnalas  de- 
mandas por  deudas  procedentes  de  la  ad- 
ministración militar,  cuyo  valor  no  esceda 
de  doscientos  pesos,  siempre  que  fueren 
interpuestas  por  los  subalternos  contra  sus 
superiores; 

6.*  Las  causas  sobre  cuentas  fiscales, 
de  las  cuales  conocerán  la  Contaduría  Ma- 
yor i  el  Tribunal  Superior  de  cuentas; 

7.'  Las  causas  sobre  cuentas  munici- 
pales, de  las  cuales  conocerán  las  autori- 
dades que  designa  la  lei. 

Corresponde  también  a  los  tribunales 
que  esta  lei  establece,  el  conocimiento  de 
las  causas  que  versen  sobre  validez  o  nuli- 
dad de  un  matrimonio  no  católico,  o  sobre 
divorcio  temporal  o  perpetuo  entre  cónyu- 
jes  casados  conforme  a  ritos  no  católicos. 

Las  penas  que  la  autoridad  eclesiástica 
imponga  en  virtud  de  su  jurisdicción  espi- 
ritual no  se  entenderá  que  dejan  de  ser 
espirituales  porque  produzcan  efectos  tem- 
porales, como,  por  ejemplo,  la  suspensión 
o  privación  de  un  beneficio  eclesiástico,  o 
de  sus  frutos. 

Art.  6.°  Los  tribunales  solo  podrán 
ejercer  su  potestad  (1)  en  los  negocios  i 
dentro  del  territorio  que  la  lei  les  liubiere 
respectivamente  asignado. 


(1)  Esto  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  las  le- 
yes de  Rejiatro  y  Matrimonio  Civil,  de  17  de  julio 
i  de  10  de  enero  de  1884,  i  que  publicamos  como 
Apéndices  o  Complementos  al  Código  civil. 


Lo  cual  no  imi^ide  que  en  los  negocios 
de  que  conocen  puedan  dictar  providen- 
cias que  hayan  de  llevarse  a  efecto  en  otro 
territorio. 

Art.  7.°  Ningún  tribunal  puede  avocar- 
se el  conocimiento  de  causas  o  negocios 
pendientes  ante  otro  tribunal,  a  menos 
que  la  lei  le  confiera  espresamente  esta 
facultad. 

Art.  8°  Los  actos  de  los  tribunales  son 
públicos,  .salvo  las  escepciones  espresa- 
mente establecidas  por  la  lei. 

Art.  9.°  Los  tribunales  no  podrán  ejer- 
cer su  ministerio  sino  a  petición  de  parte, 
salvo  los  casos  en  que  la  lei  los  faculte  para 
proceder  de  oficio. 

Reclamada  su  intervención  en  forma  le- 
gal i  en  negocios  de  su  competencia,  no 
podrán  escusarse  de  ejercer  su  autoridad 
ni  aun  por  falta  de  lei  que  resuelva  la  con- 
tienda sometida  a  su  decisión. 

Art.  10.  Para  hacer  ejecutar  sus  sen- 
tencias i  para  practicar  6  hacer  practicar 
los  actos  de  instrucción  que  decreten,  po- 
drán los  tribunales  requerir  de  las  demás 
autoridades  el  ausilio  de  la  fuerza  pública 
que  de  ellas  dependiere,  o  los  otros  medios 
de  acción  conducentes  de  que  dispusieren. 

La  autoridad  legalraente  requerida  debe 
prestar  el  ausilio,  sin  que  le  corresponda 
calificar  el  fundamento  con  que  se  le  pide 
ni  la  justicia  o  legalidad  de  la  sentencia  o 
decreto  que  se  trata  de  ejecutar. 

Art.  11.  El  poder  judicial  es  indepen- 
diente de  toda  otra  autoridad  en  el  ejerci- 
cio de  sus  funciones. 

Art.  12.  Las  decisiones  o  decretos  que 
los  jueces  espidieren  en  los  negocios  de 
que  conocen  no  les  imponen  responsabili- 
dad sino  en  los  casos  espresamente  deter- 
minados por  la  lei. 

TITILO  II 

De  los  jueces  rte  distrito  i  de  los  jueces  de 
8ul>delee;acion. 

§  1 
De  los  Jueces  de  distrito. 

Art.  13.  En  cada  distrito  de  la  Repú- 
blica liabrá  un  funcionario  que  con  el  titu- 
lo deywt'j  de  distrito  conocerá  en  primera 
o  en  única  instancia,  conforme  a  la  dispo- 
sición del  articulo  243,  de  las  causas  civi- 
les que  se  susciten  dentro  del  distrito  so- 
bre cosa  cuyo  valor  no  exceda  de  cincuen- 
ta pesos. 

Art.  14.  Para  poder  ser  juez  de  distrito 
se  requiere: 

1°     Tener  veinte  i  cinco  años  de    edad 
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2.°     Saber  leer  i  escribir; 

3."  Tener  la  renta,  capital,  indu.stria  o 
propiedad  necesarias  para  poder  inscribir- 
se en  el  rejistro  de  electores  del  departa- 
mento; 

4.°     Residir  dentro  del  distrito. 

Art.  15.  Los  que  liubieren  obtenido  el 
titulo  de  alguna  profesión  liberal  podrán 
ser  jueces  de  distrito  aun  cuando  les  falten 
las  condiciones  requeridas  en  los  incisos  1.° 
i  3."  del  articulo  precedente. 

Art.  16.  No  podrán  ser  jueces  de  dis- 
trito: 

1.°  Los  que  se  hallaren  en  interdicción 
por  causa  de  demencia  o  prodigalidad; 

2."     Los  sordos; 

3."     Los  mudos; 

4."     Los  ciegos; 

5.°  Los  que  se  hallaren  procesados  por 
crimen  o  simple  delito; 

6."  Los  quG  ejercieren  los  cargos  de 
subdelegados  o  inspectores; 

7."  Los  que  estuvieren  sufriendo  la  pe- 
na de  inhabilitación  para  cargos  i  oíicios 
públicos. 

La  incapacidad  de  este  último  núme- 
ro no  comprende  a  los  que  hubieren  obte- 
nido indulto  de  la  pena. 

Art.  17.  Las  causas  de  incapacidad  es- 
presadas en  el  articulo  precedente,  que  so- 
brevengan durante  el  periodo  de  las  fun- 
ciones del  juez  de  distrito  ponen  fin  a  estas 
funciones. 

Art.  18.  Los  jueces  de  distrito  serán 
nombrados  por  el  gobernador  del  departa- 
mento a  propuesta  en  terna  del  juez  de  le- 
tras (1). 

Art.  19.  Los  jueces  de  distrito  durarán 
dos  años  en  el  ejercicio  de  sus  funciones; 
pero  podrán  indefinidamente  volver  a  .ser 
nombrados  para  el  período  sucesivo. 

Art.  20.  El  empleo  de  juez  de  distrito 
es  carga  concejil. 

En  consecuencia,  deberá  servirse  gra- 
tuitamente, i  nadie  podrá  escusarse  de 
desempeñarlo  sino  con  causa  legal. 

Art.  21.  Son  causas  bastantes  para  es- 
cusarse de  .servir  el  empleo  de  juez  de 
distrito: 

1.°  Estar  desempeñando  algún  empleo 
público  incompatible  con  las  funciones  de 
juez; 

2.°    Tener  sesenta  años  de  edad; 

3."  Ser  director  o  profesor  de  algún  es- 
tablecimiento fiscal  o  municipal  de  edu- 
cación; 

4."'  Ser  administrador  principal  de  al- 
guna casa  de  beneficencia; 


(1)    Véase  el  art.  126,  reformado  en  1901. 


5."     Ejercer  la  prof^'sion  de  médico; 

6.°  Estar  haciendo  servicio  militar  ac- 
tivo; 

1  °  Haber  servido  seis  años,  continuos- 
o  interrumpidos,  en  los  empleos  du  juez  de 
distrito,  juez  de  su bdii legación,  alcalde, 
inspector  o  subdelegado. 

Para  computar  estos  seis  años  se  toma- 
rán en  cuenta  todos  los  años  i  meses  que 
se  hubieren  servido  en  cualquiera  do  los 
empleos  referidos,  aun  cuando  en  ninguno 
de  ellos  separadamente  se  hayan  comple- 
tado los  seis. 

Art.  22.  De  las  incapacidades  i  escusas 
de  los  jueces  de  distrito  conocerá  el  gober- 
nador del  departamento,  oyendo  previa- 
mente al  juez  de  letras  de  turno  en  lo 
civil. 

Art.  23.  Los  jueces  de  distrito  están  au- 
torizados para  reprimir  o  castigar  los  abu- 
sos que  se  cometieren  dentro  de  la  sala  de 
su  despacho  i  mi^mtras  ejercen  sus  funcio- 
nes de  tales,  con  alguno  de  los  medios  si- 
guientes: 

1.°     Amonestación  verljal  e  inmediata; 

2.°     Multa  que  no  esceda  de  dos  pesos; 

3.°  Arresto  que  no  escoda  de  veinte  i 
cuatro  horas. 

No  podrán  los  jueces  de  distrito  hacer 
uso  de  ninguno  de  los  dos  últimos  medios 
sino  después  de  una  amonestación  que  hu- 
biere sido  ineficaz. 

Art.  24.  Si  dentro  de  la  sala  de  despa- 
cho del  juez  de  distrito  i  mientras  ejerce 
sus  funciones  de  tal  se  cometiere  algún 
hecho  calificado  de  delito  por  el  Código 
Penal,  hará  dicho  juez  prender  al  reo  a 
reos  i  los  remitirá  a  disposición  del  tribu- 
nal competente. 

Art.  25.  En  los  distritos  que  estuvieren 
fuera  de  la  cabecera  del  departamento  de- 
berán los  jueces  de  distrito,  de  oficio  o  a 
petición  de  parte,  formar  el  sumario  para 
la  averiguación  i  castigo  de  los  delitos  que 
se  cometieren  dentro  del  mismo. 

En  la  formación  de  estos  sumarios  pro- 
cederán con  la  asistencia  del  ministro  de 
fe  o  de  los  testigos  de  que  trata  el  artícu- 
lo 30. 

Art.  26.  Son  obligados  los  jueces  de 
distrito  a  llevar  i  conservar  en  su  poder  un 
libro  en  que  asienten  todas  las  sentencias 
que  pronuncien  en  los  negocios  sujetos  a 
su  conocimiento. 

Estendida  la  sentencia,  la  firmará  eí 
juez;  i  hará  que  la  firmen  también  las  par- 
tes, si  supieren. 

Estos  libros  se  entregarán  en  los  prime- 
ros dias  de  marzo  de  cada  año  para  su 
custodia  al  archivero  del  departamento,  si 
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lo  hubiere,  i  en  su  defecto  al  notario  que 
sirviere  en  el  olicio  mas  antiguo. 

Art.  27.  Lo.-;  jueces  de  distrito  deben 
administrar  , i u^stioia  en  la  casa  de  su  mo- 
rada, o  en  aigun  otro  lugar  lijo  i  conocido 
de  los  vecinos. 

Art.  28.  Del)e!';in  también  los  jueces  de 
distrito  designar  tres  o  mas  dias  semana- 
les para  oir  i  despac;liar,  durante  una  hora 
por  lo  mOnos  en  cada  uno  de  ellos,  las  de- 
mandas i  demás  negocios  sujetos  a  su  co- 
nocimiento. 

Art.  29.  Las  designaciones  de  lugar  i 
hora  de  que  tratan  los  dos  artículos  ante- 
riores las  pondrá  el  juez  de  distrito  en  co- 
nocimiento del  público  por  medio  de  un 
aviso  H miado  de  au  mano  i  fijado  en  la 
puerta  de  su  casa. 

Art.  30.  To.ios  los  decretos  y  resolucio- 
nes que  los  jueces  de  distrito  espidieren 
por  escrito  deberán  ser  autorizados  por  el 
respectivo  ministro  de  te,  si  lo  hubiere  en 
el  distrito.  lín  cíiso  que  no  hubiere  minis- 
tro de  fé,  las  senti'ncias  detinitivas  pro- 
nunciadas por  los  jueces  de  distrito  debe- 
rán ser  autorizadas  por  dos  testigos. 

Art.  31.  Los  jup.ces  de  distrito  desempe- 
ñarán las  funciones  de  ministros  de  fé  en 
todas  las  dilijencias  que  les  encomiende  el 
juez  de  letras  del  departamento. 

En  este  caso  podrán  cobrar  por  las  dili- 
jencias que  practiquen  los  derechos  que, 
conforme  a  los  aranceles  judiciales,  corres- 
•ponden  a  los  ministros  de  fé  cuyas  funcio- 
nes ejercen. 

Art.  32.  A  los  jueces  de  distrito  co- 
rresponden las  atribuciones  propias  de  mi- 
nistro de  fé  que  el  Código  Civil  i  otras  le- 
yes no  derogadas  por  la  presente  confieren 
a  los  inspectores. 

§  II 
De  los  jueceé  de  subdeleg ación. 

Art.  33.  En  cada  subdelegaciou  de  la 
República  habrá  un  funcionario  que  con  el 
titulo  de,/ í/cj  (Ze  siibddcf/acion  conocerá: 

1."  En  primera  instancia,  de  las  cau- 
sas civiles  que  se  promovieren  dentro  de 
la  subdelegacion  sobre  cosí  cuyo  valor  es- 
ceda de  cincuenta  pesos  i  no  pase  de  dos- 
cientos; i  de  las  criminales  por  faltas  salvo 
los  casos  a  que  se  reñere  el  núm.  4.''  del 
art.  495  del  Código  Penal; 

2.°  En  segunda  instancia,  de  las  causas 
de  que  conocieren  en  primera  los  respec- 
tivos jueces  de  distrito; 

3.°  En  única  instancia,  de  los  recursos 
de  casación  que  se  interpusieren  contra 
las  sentencias  pronunciadas  por  los  jueces 


de  distrito  indicados  en  el  número  ante- 
rior. 

Art.  34.  Los  jueces  de  subdelegacion 
están  autorizados  para  reprimir  o  castigar 
las  faltas  o  abusos  que  se  cometieren  den- 
tro de  la  sala  de  su  despacho  i  mientras 
ejercen  sus  funciones  de  tales,  con  los  me- 
dios siguientes: 

1."     Amonestación  verbal  e  inmediata; 

2,"  Multa  que  no  esceda  de  cuatro 
pesos; 

3."  Arresto  que  no  esceda  de  cuarenta 
i  ochó  horas. 

No  podrán  los  jueces  de  subdelegacion 
hacer  uso  de  ninguno  de  los  dos  últimos 
medios  sino  después  de  una  amonestación 
que  hubiere  sido  ineficaz. 

Art.  35.  A  los  jueces  de  subdelegacion 
corresponden  las  atribuciones  propias  de 
ministros  de  fé  que  el  Código  Civil  i  otras 
leyesjio  derogadas  por  la  presente  confie- 
ren a  los  subilelegados. 

Art.  36.  tíon  aplicables  a  los  jueces  de 
subdelegacion  las  disposiciones  de  los  artí- 
culos 14,  15,  16,  17,  18,  19,  20,  21,  22,  25, 
26,  27,  28,  29,  30  i  31  de  esta  lei. 

Lo  dispuesto  en  el  art.  25  se  estiende  a 
los  jueces  de  subdelegacion  que  residen  en 
las  cabeceras  del  departamento,  respecto 
de  los  delitos  que  se  cometieren  dentro  de 
la  sala  de  su  despacho  (1). 

Délos  jueces  de  letras  i  de  los  alcaldes. 

§  I 

De  los  jueces  de  letras. 

Art.  37.  Los  jueces  letrados  conoce- 
rán: (2) 

1.°  En  primera  o  en  única  instancia 
con  arreglo  a  lo  dispuesto  en  el  art.   243; 

Délos  actos  judiciales  no  contenciosos, 
cualquiera  que  sea  su  cuantía,  salvo  lo  dis- 
puesto por  el  articulo  494  del  Código  civil; 

De  las  causas  civiles  sobre  cosas  cuyo 
valor  exceda  de  doscientos  pesos; 

De  las  causas  de  comercio,  de  minas  i 
de  hacienda  cualquiera  que  sea  la  cuantía; 

De  las  criminales  por  crimen  o  simple 
delito; 

De  las  civiles  o  criminales  en  que  sean 
parte  o  tengan  interés  los  comandantes  je- 
nerales  de  armas,  el  comandante  jeneral 
de  marina,  los  jenerales  en  jefe  de  egército 


(1)  Véase  el  art.  126,  reformado  por  la  lei  de  1." 
de  mayo  I90i. 

(2)  En  conformidad  al  art.  2.°  de  la  lei  de  31  de 
enero  de  i88S,  encada  departamento  de  la  Repú- 
blica habrá,  a  lo  menos,  un  juzgado  de  letras. 
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O  armada,  el  Uispector  jeneral  de  egército, 
el  inspector  jeneral  de  la  Guardia  Nacio- 
nal, los  miembros  de  la  Corte  Supi*ema  o 
de  alguna  Corte  de  Apelaciones,  los  fisca- 
les de  estos  tribunales,  los  jueces  letrados; 
los  párrocos,  o  vice -párrocos,  los  cónsules 
jenerales,  cónsules  ó  vicecónsules  de  las 
naciones  estrangeras  reconocidos  por  el 
Presidente  de  la  República,  las  corpora- 
ciones i  fundaciones  de  derecho  público  o 
los  establecimientos  públicos  de  beneficen- 
cia, salvo  lo  dispuesto  por  los  artículos  67, 
116  i  117; 

De  las  criminales  por  faltas  sin  obstar  á 
la  jurisdicción  de  los  jueces  de  subdelega- 
cion  siempre  que  éstos  hayan  prevenido  en 
su  conocimiento; 

2.°  En  segunda  instancia,  de  las  causas 
de  qne  conocieren  en  primera  los  jueces 
de  subdelegacion  del  departamento  (1); 

3.°  En  única  instancia,  de  los  recursos 
de  casación  que  se  interpusieren  contra  las 
sentencias  de  los  mismos  jueces  de  subde- 
legacion. 

Art.  38.  Podrá  el  Presidente  de  la  Re- 
pública a  petición  o  con  el  informe  previo 
de  la  respectiva  Corte  de  Apelaciones, 
crear  un  juzgado  de  letras  en  los  departa- 
mentos que  tengan  más  de  treinta  mil  ha- 
bitantes. 

Podrá  del  mismo  modo  a  petición  o  pre- 
vio informe  de  la  respectiva  Corte  de  Ape- 
laciones crear  en  los  departamentos  en 
que  fuere  necesario,  jueces  letrados  espe- 
ciales que  ejerzan  las  atribuciones  confe- 
ridas a  los  jueces  de  letras  por  los  dos  últi- 
mos incisos  del  artículo  precedente. 

Art.  39.  En  los  departamentos  en  don- 
de hubiere  mas  de  un  Juez  de  letras,  se  di- 
vidirá el  ejercicio  de  la  jurisdicción,  esta- 
bleciéndose un  turno  entre  todos  los  jue- 
ces, salvo  que  la  lei  hubiere  cometido  a  uno 
de  ellos  el  conocimiento  de  determinadas 
especies  de  causas. 

El  turno  se  ejercerá  por  semanas.  Co- 
menzará a  desempeñarlo  el  juez  mas  anti- 
guo, i  seguirán  desempeñándolo  todos  los 
demás  por  el  orden  de  su  antigüedad. 

Cada  juez  de  letras  deberá   conocer  de 
todos  los  asuntos  judiciales  que  se  promue- 
van durante  su  turno,  i  seguirá  conociendo, 
de  ellos  hasta  su  conclusión. 


(1)  Por  decreto  de  14  de  marzo  de  1876,  se  decla- 
ró que  en  estas  tramitaciones  se  empleara  el  papel 
blanco  común. 

Con  arreglo  á  la  lei  de  14  de  enero  de  18S2,  los  jue- 
ces especiales  que  en  Santiago  i  Valparaíso  cono- 
cen de  estas  apelaciones,  conocerán  también  en 
única  instanc.a  de  las  causas  de  comercio  cuya 
cuantía  no  esceda  de  doscientos  pesos. 


Art.  40.  Para  poder  ser  juez  de  letra.s- 
se  requiere: 

1.°    Ciudadanía  natural  o  legal; 

2°     Tener  veinte  i  cinco  años  de  edad; 

3.°     Tener  el  titulo  de  abogado. 

Se  requiere  ademas: 

Para  ser  Juez  de  departamento  donde  no 
está  ubicada  la  capital  de  la  provincia:  ha- 
ber egercido  por  dos  años  la  profesión  de 
abogado; 

Para  ser  Juez  de  departamento  donde 
está  ubicada  la  capital  de  la  provincia:  ha- 
ber ejercido  por  seis  años  la  profesión  de 
abogado,  o  servido  por  dos  un  juzgado  de 
departamento; 

Para  ser  juez  de  departamento  donde 
tiene  su  asiento  una  Corte  de  Apelaciones: 
haber  egercido  por  nueve  años  la  profesión 
de  abogado  o  servido  por  cinco  un  juzgado 
de  departamento  o  por  dos  uno  de  capital 
de  provincia  (1). 

Art.  41.  No  pueden  ser  jueces  de  le- 
tras: 

1.°  Los  comprendidos  en  los  números  1 , 
2,  3  i  4  del  artículo  16; 

2."     Los  fallidos; 

3.°  Los  que  se  hallaren  procesados  por 
crimen  o  simple  delito; 

4.°  Los  que  hubieren  sido  condenados 
por  crimen  o  simple  delito. 

Esta  última  incapacidad  no  comprende 
a  ios  condenados  por  delito  contra  la  .segu- 
ridad interior  del  Estado. 

Art.  42.  Los  jueces  de  letras  tienen  la 
tuición  de  las  personas  pobres  i  desvalidas 
que  se  hallen  en  el  caso  de  entablar  ante 
ellos  cualesquiera  reclamaciones  judicia- 
les. 

En  consecuencia  les  incumbe  otorgar  a 
las  dichas  personas  el  privilejio  de  litigar 
como  pobres. 

Les  incumbe  también,  en  los  departa- 
mentos en  donde  no  tengan  su  asiento  las 
Cortes  de  Apelaciones,  designar  cada  mes 
i  por  turno,  entre  los  no  esentos,  un  abo- 
gado que  deíienda  gratuitamente  las  cau- 
sas civiles,  i  otro  que  defienda  las  crimina- 
les de  las  personas  que  hubieren  obtenido 
o  debieren  gozar  el  mencionado  privilejio. 

En  la  misma  forma  i  para  los  mismos 
fines  harán  los  jueces  de  letras  á  quienes 
se  refiere  el  inciso  precedente  las  corres- 
pondientes designaciones  de  procuradores 
i  receptores. 

Cuando  alguna  persona  que  goce  del  pri- 
vilejio de  pobreza  no  pueda  ser  servida  por 
los  abogados,   procuradores    i  receptores 

(1)  Así  reformado  por  la  lei  de  19  de  enero  de 
1889. 
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nombrados,  el  juez  de  letras  podrá  desig- 
nar un  abogado,  un  procurador  o  un  re- 
ceptor especial  que  la  sirva. 

En  los  departamentos  en  donxle  hubiere 
dos  o  mas  jueces  de  letras,  hará  las  desig- 
naciones jenerales  prevenidas  en  los  inci- 
sos 3.°  i  4."  anteriores,  el  mas  antiguo,  i 
las  especiales  de  los  incisos  2."  i  5.''  el  que 
conociere  del  negocio  en  que  han  de  apli- 
carse. 

Art.  43.  Los  jueces  de  letras  están  au- 
torizados para  reprimir  o  castigar  las  fal- 
tas o  abusos  que  se  cometieren  dentro  de 
la  sala  de  su  despacho,  i  mientras  egercen 
sus  funciones  de  tales,  con  alguno  de  los 
medios  siguientes: 
1.°  Amonestación  verba!  é  inmediata; 
2."  Multa  que  no  esceda  de  cincuenta 
pesos; 

3.°  Arresto  que  no  esceda  de  cuatro 
días. 

Deberán  emplear  estos  medios  en  el  or- 
den aquí  espresado,  i  solo  podrán  hacer 
uso  de  los  dos  últimos  en  caso  de  inefica- 
cia o  insuficiencia  de  los  primeros. 

Art.  44.  Podrán  también  los  jueces  de 
letras  para  la  represión  o  castigo  de  las 
faltas  de  respeto  que  se  cometieren  en  los 
escritos  que  se  les  presentaren: 

1.°  Mandar  devolver  el  escrito  con  or- 
den de  que  no  se  admita  mientras  no  se 
supriman  las  palabras  o  pasages  abusivos; 
2.°  Hacer  tarjar  por  el  secretario  esas 
mismas  palabras  o  pasajes  abusivos;  i  dejar 
copia  de  ellos  en  un  libro  privado  que  al 
efecto  habrá  en  el  juzgado; 

3.°  Esijir  firma  de  abogado  para  ese 
escrito  i  los  demás  que  en  adelante  presen- 
te la  misma  parte; 

4.**  Apercibir  a  la  parte  o  al  abogado 
que  hubiere  redactado  o  ñrmado  el  escrito 
o  a  uno  i  otro  a  la  vez,  con  una  multa  que 
no  esceda  de  cincuenta  pesos,  o  con  una 
suspensión  del  ejercicio  de  su  profesión  al 
abogado  por  un  término  que  no  esceda  de 
un  mes  i  ostensiva  a  todo  el  territorio  de  la 
República; 

5.°  Imponer  efectivamente  al  abogado 
o  a  la  parte,  o  a  ambos,  las  penas  espresa- 
das en  el  número  anterior  (1). 

Podrán  los  jueces  de  letras  hacer  uso  de 
cualquiera  de  estos  medios,  o  de  dos  o  mas 
de  ellos  simultáneamente,  según  lo  esti- 
maren necesario. 

Art.  45.  A  los  jueces  de  letras  corres- 
ponde inmediatamente  mantener  la  disci- 
plina judicial  en  toda  la  esten>ion  del  de- 

(1)  Son  apelables  estos  autos  con  ai-reglo  á  la 
lei  de  16  de  setiembre  de  1884,  que  puede  verse  en 
el  Apéndice  I  de  la  que  anotamos. 


partamento  sugeto  a  su  autoridad,  hacien- 
do observar  las  leyes  relativas  a  la  admi- 
nistración de  justicia  i  a  los  deberes  de  los 
empleados  subalternos  i  demás  personas 
que  ejercen  funciones  concernientes  a  ella. 
Art.  46.  Para  el  buen  desempeño  de  la 
atribución  que  por  el  articulo  anterior  co- 
rrespondo a  los  jueces  de  letras,  deberán 
visitar,  siempre  que  lo  consideren  conve- 
niente al  servicio  público,  con  previo 
acuerdo  de  la  Corte  de  Apelaciones  res- 
pectiva, o  cuando  ésta  lo  ordenare  de  oli- 
cio,  todas  las  subdelegacionese  inspeccio- 
nes de  su  respectivo  departamento.  En 
esta  visita  se  informarán  del  modo  como 
los  jueces  de  subdelegacion  i  distrito  ejer- 
cen sus  funciones,  esaminando  los  libros 
de  sentencias,  oyendo  las  quejas  que  con- 
tra dichos  funcionarios  interpusieren  las 
partes  agraviadas,  i  empleando  todos  los 
arbitrios  que  su  prudencia  les  sujiera  para 
adquirir  sobre  este  punto  un  conocimiento 
cabal. 

Art.  47.  Durante  la  visita  podrán  los 
jueces  de  letras  fallar  en  una  sola  instan- 
cia las  causas  que  estuvieren  pendientes  o 
que  se  promovieren  en  las  subdelegaciónes 
o  inspecciones  visitadas. 

Art.  48.  En  los  departamentos  en  que 
hubiere  varios  jueces  de  letras,  la  Corte  de 
Apelaciones  respectiva  designará  el  que 
deba  hacer  la  visita,  diatribuyendo  este 
cargo  equititivamente  entre  todos  ellos. 

Igual  designación  hará  la  Corte  de  Ape- 
laciones para  las  visitas  de  que  se  trata  en 
el  artículo  siguiente,  inciso  2.° 

Art.  49.  Los  jueces  de  letras,  como  en- 
cargados de  mantener  la  disciplina  judi- 
cial, deberán  víjilar  la  conducta  ministe- 
rial de  los  procuradores,  notarios  i  demás 
personas  que  ejerzan  funciones  concer- 
nientes a  la  administración  de  justicia  i 
que  se  hallen  sujetas  á  su  autoridad. 

Deberán  en  consecuencia,  visitar,  por  lo 
menos  cada  dos  meses,  los  oficios  de  se- 
cretario, notario,  conservador  i  archivero 
del  departamento,  para  esaminar  los  ar- 
chivos i  libros  que  estos  ministros  tienen  a 
su  cargo;  e  informarse  por  otros  medios 
prudentes  del  modo  como  desempeñan  sus 
funciones. 

Las  faltas  o  abusos  que  en  la  conducta 
ministerial  de  las  personas  espresadas  en 
el  inciso  L°  notaren  los  jueces  de  letras, 
podrán  correjirlas 'con  alguno  de  los  dos 
últimos  medios  espresados  en  el  artícu- 
lo 44, 

Las  providencias  que  en  estos  casos  to- 
maren los  jueces  de  letras  se  entenderán 
sin  perjuicio  de  formarse  el  proceso  corres 
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])ondiente  al  empleado  que  hubiere  faltado 
gravemente  a  sus  deberes,  o  cuya  conduc- 
ta diere  lugar  a  presumir  que  ha  habido  en 
ella  dolo  o  malicia. 

En  los  deparlamentos  donde  hubiere  dos 
o  mas  jueces  de  letras,  todos  ellos  practi- 
cai'án  la  visita  prevenida  en  el  inciso  2."  de 
este  articulo,  conforme  al  turno  que  esta- 
blece el  articulo  48;  pci-o  la  visita  de!  oficio 
del  secretario  se  hará  siempre  por  el  juez 
respectivo. 

De  estas  visitas  se  levantará  acta  en  un 
libro  especial  que  al  efecto  habrá  en  el  juz- 
gado de  letras  mas  antiguo  de  cada  depar- 
tamento. 

En  las  ciudades  en  que  hubiese  Corte  de 
Apelaciones,  la  visita  prevenida  en  el  inci- 
so 2.°  se  practicará  por  uno  de  los  minis- 
tros conforme  al  turno  que  la  misma  Corte 
establezca. 

Art.  50.  Todo  juez  de  letras  que  ejerza 
jurisdicción  en  lo  criminal  deberá  visitar 
el  sábado  de  cada  semana  los  lugares  en 
que  los  procesados  estuvieren  detenidos,  a 
fin  do  indagar  si  sufren  algunas  vejaciones 
indebidas,  o  si  se  pone  algún  embarazo  a 
la  libertad  de  su  deíensa. 

En  estas  visitas  dictarán  las  providen- 
cias convenientes  para  remediar  las  faltas 
o  abusos  que  notaren. 

También  se  levantará  acta  de  estas  vi- 
sitas en  un  libro  especial  que  habrá  en  el 
juzgado  de  letras  mas  antiguo  del  departa- 
mento para  el  despacho  de  las  causas  cri- 
minales. 

Art.  51.  Los  jueces  de  letras  son  obli- 
gados a  remitir  a  la  respectiva  Corte  de 
Apelaciones: 

1.°  Cada  dos  meses,  una  copia  de  las 
actas  de  visita  que  levantaren  con  arreglo 
a  lo  dispuesto  por  el  inciso  6."  del  articu- 
lo 49; 

2.°  Los  sábados  de  cada  semana,  una 
copia  del  acta  de  la  visita  que  practiquen 
en  los  lugares  de  detención,  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  por  el  art   50. 

3.°  Cada  dos  meses,  una  lista  de  las 
causas  civiles  i  otra  de  las  criminales  pen- 
dientes en  sus  juzgados,  indicando  el  esta- 
do en  que  se  halia  cada  causa  i  los  moti- 
vos del  retardo  o  paralización  que  alguna 
de  ellas  sufriere. 

§  n 

De  los  alcaldes. 

Arts.  52,  53  i  54.  (Derogados  por  la  leí 
de  l.°  de  mavo  de  1901.  V.  los  artículos 
126  ¡  129.) 


Ti'a'a.'a.o  av 

Be  las»  Cortc.*i  (Se  Apelaciones. 

De  la  or(jaai:sacioa  i  uíi-ibuciones  de  las 
Cortes  de  A¡ielaciones. 

Art.  55.  Habrá  en  la  República  tres 
Cortes  de  Apelaciones,  residentes,  una  en 
Santiago,  otra  en  Concepción,  i  otra  en  la 
Serena  (1.) 

La  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago 
tendrá  por  distrito  jurisdiccional  el  terri- 
torio de  las  provincias  de  Aconcagua, 
Valparaíso,  Santiago,  Colchagua,  Curicó 
i  Talca,  i  las  islas  de  Juan  Fernandez;  la 
de  la  Serena,  el  de  las  provincias  de  Ata- 
cama  i  Coquimbo;  i  la  de  Concepción,  el 
de  las  provincias  deMaule,  Linares,  Nuble, 
Concepción,  Bio  Bio,  Arauco,  Valdivia, 
Llanquihue,  i  Cliiloé,  el  departamento  de 
Angol  i  la  colonia  de  JVÍagallánes. 

Art.  56.  La  Corte  de  Apelacioues  de 
Santiago  (2)  so  compondrá  de  diez  miem- 
bros, i  las  do  Concepción  i  la  Serena  de 
cinco  cada  una. 

Cada  uno  de  estos  cuerpos  estará  rejido 
por  un  presidente,  que  será  uno  de  sus 
miembros  propietarios. 

Las  funciones  del  presidente  durarán  un 
año,  contado  desde  el  1."  de  enero,  i  se- 
rán desempeñadas  por  los  miembros  del 
tribunal,  turnándose  cada  uno  por  orden 
de  antigüedad. 

En  Santiago,  será  presidente  del  tribu- 
nal el  presidente  mas  antiguo  de  cualquiera 
de  sus  salas. 

Los  demás  miembros  de  las  Cortes  de 
Apelaciones  se  llamarán  ministros,  i  ten- 
drán el  rango  i  precedencia  correspon- 
dientes a  su  antigüedad  en  el  servicio  del 
tribunal. 

Art.  57.  Lo  dispuesto  en  el  artículo  an- 
terior acerca  del  presidente  de  las  Cortes 
de  Apelaciones  no  tendrá  lugar  mientras 
pertenezcan  a  sus  respectivos  tribunales 
los  actuales  rejentes  de  las  Cortes  de  Ape- 
laciones. 

Durante  este  tiempo,  los  dichos  rejentes 


(1)  Porlei  de  15  de  noviembre  de  1884  se  creó 
una  Corte  de  Apelaciones  para  los  territorios  de 
Tarapacá,  Arica  i  Tacna,  que  en  la  actualidad  fun- 
ciona en  la  cabecera  de  la  última  provincia. 

Ademas,  porlei  de  28  de  julio  de  1888,  se  creó 
otra  Corte  de  Apelaciones  en  Talca,  con  jurisdic- 
ción en  esta  provincia  i  en  las  de  Maule,  Nuble  i 
Linares. 

(2)  Véase  en  el  Apéndice  V,  la  lei  de  19  de  enero 
de  1899,  sobre  división  de  la  Corte  Suprema  i  de  la 
de  Apelaciones  de  Santiago. 
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serán  presidentes  de  las  respectivas  Cortes; 
i  el  de  Santiago  lo  será  ademas  de  la  sala 
de  que  forma  parte. 

Art.  58.  Para  poder  ser  miembro  de 
una  Corte  de  Apelaciones  se  requiere: 

I."     Tener  ciudadanía  natural  o  legal; 

3.°    Tener   treinta  i  dos  años  de   edad; 

3.°     Tetier  el  titulo  de  abogado;  i 

I.**  Haber  ejercido  por  doce  años  esta 
profesión,  o  servido  por  seis  un  juzgado 
de  departamento,  o  por  cuatro  uno  de  ca- 
pital de  provincia,  o  por  dos  uno  donde 
tenga  su  asiento  una  Corte  de  Apelacio- 
nes (1). 

Art.  59.  No  pueden  ser  miembros  de 
una  Corte  de  Apelaciones  los  que  no  pue- 
den ser  jueces  de  letras. 

Art.  60.  Tampoco  pueden  ser  simultá- 
neamente jueces  de  una  misma  Corte  de 
A|»elaciones  los  parientes-  consanguíneos 
o  afines  en  linea  recta,  ni  los  colaterales 
que  se  hallen  dentro  del  cuarto  grado  de 
consanguinidad  o  segundo  de  afinidad. 

Art.  61.  Cala  una  de  las  Cortes  de 
Apelaciones  de  Concepción  i  la  Serena  ten- 
drá un  relator  i  un  secretai'io,  los  cuales 
serán  nombrados  i  ejercerán  sus  funciones 
con  arreglo  a  lo  dispuesto  en  los  títulos  XV 
i  XVI  de  esta  lei. 

Art.  62.  Tendrá  también  cada  Corte  de 
Apelaciones  dos  oficiales  de  sala,  a  cuyo 
cargo  estará  el  aseo  i  cuidado  de  la  sala 
del  despacho  i  el  cumplimiento  de  todas  las 
órdenes  que  el  tribunal  o  el  presidente  les 
diere  en  ejercicio  de  sus  funciones. 

Art.  63.  La  Corte  de  Apelaciones  de 
Santiago  se  dividirá,  para  el  despacho  de 
sus  asuntos  judiciales,  en  dos  salas,  una  de 
las  cuales  se  denominará  primera  sala,  i 
la  otra  segunda  sala. 

Esta  denominación  no  establece  preemi- 
nencia entre  dichas  salas. 

Art.  64.  Ambas  salas  tendrán  la  mis- 
ma jurisdicción,  i  la  ejercerán  establecién- 
dose entre  ellas  un  turno  mensual  para 
conocer  en  los  asuntos  judiciales  que  se 
promuevan  durante  su  turno  i  que  les 
quedarán  sometidos  liasta  su  conclusión. 

Cada  sala  representa  a  la  Corte  de  Ape- 
laciones en  los  asuntos  que  le  están  enco- 
mendados. 

Reunidas  las  dos  salas  o  funcionando  un 
miembro  de  una  en  otra,  los  que  la  compo- 
nen precederán  entre  sí  por  orden  de  an- 
tigüedad. 

Art.  65.  Cada  una  de  estas  dos  seccio- 
nes del  tribunal  tendrá  dos  relatores,   un 


(I)    Reformado  así  por  la  lei  de  19  de  enero  de 

1889. 


secretario  i  oficiales  de  sala  inlependien- 
tes  de  la  otra. 

Art.  66.  Toda  función  que  correspon- 
da a  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago 
i  que  no  esté  espresamente  encomendada 
por  la  lei  a  una  de  las  salas,  .será  desempe- 
ñada por  todo  el  tribunal,  convocado  al 
efecto  por  su  presidente;  salvo  aquellas 
que  la  lei  disponga  que  se  desempeñen  por 
medio  de  comisiones. 

Art.  67.  Las  Corteí,  de  Apelaciones  co- 
nocerán: 

1.°  En  segunda  instancia,  de  las  cau- 
sas civiles  i  criminales  de  que  conocieren 
en  primera  los  jueces  de  letras  de  sus  res- 
pectivos distritos; 

2."  En  única  instancia,  de  los  recursos 
de  casación  que  se  interpusieren  contra 
las  sentencias  pronunciadas  por  los  mis- 
mos jueces  de  letras; 

3."  En  primera  instancia,  de  las  causas 
civiles  o  criminales  en  que  sean  parte  o 
tengan  interés  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica, los  Ministros  de  Estado,  los  inten- 
dentes de  provincia  i  gobernadores  de  de- 
partamento, los  ajentes  diplomáticos  chi- 
lenos, los  Miniátros  diplomáticos  acredita- 
dos con  el  Gobierno  de  la  República  o  en 
tránsito  por  su  territorio;  el  Arzobispo, 
los  Obispos,  los  vicarios  jenerales,  los 
provisores  i  los  vicarios  capitulares;  i  de 
las  acusaciones  o  demandas  civiles  que  se 
entablaren  contra  los  jueces  de  letras  para 
hacer  efectiva  la  responsabilidad  criminal 
o  civil  resultante  del  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones ministeriales. 

Art.  68.  Corresponde  a  las  Cortes  de 
Apelaciones  mantener  la  disciplina  judi- 
cial en  todo  el  distrito  de  su  respectiva  ju- 
risdicción, velando  inmediatamente  la  con- 
ducta ministerial  de  los  jueces  de  letras  i 
haciéndoles  cumplir  todos  los  deberes  que 
las  leyes  les  imponen. 

Art.  69.  En  virtud  de  la  atribución  de 
que  habla  el  artículo  anterior,  las  Cortes 
de  Apelaciones  oirán  i  despacharán  suma- 
riamente i  sin  forma  de  juicio  las  quejas 
que  las  partes  agraviadas  interpusieren 
contra  los  jueces  de  letras  por  cualesquie- 
ra faltas  i  abusos  que  cometieren  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones;  i  dictarán,  con 
previa  audiencia  del  juez  respectivo,  las 
medidas  convenientes  para  poner  pronto 
remedio  al  mal  que  motivare  la  queja. 

Art.  70.  Las  faltas  o  abusos  de  que  ha- 
bla el  articulo  anterior,  podrán  correjirlos 
las  Cortes  de  Apelaciones  por  uno  o  mas 
de  los  medios  siguientes: 

í.°    Amonestación  privada; 

2."     Censura  por  escrito; 
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3."     Pago  de  costas; 
4.°    Multa  que  no  esceda  de  doscientos 
pesos; 

5.°  Suspensión  de  funciones  hasta  por 
cuatro  meses.  Durante  este  tiempo  el  fun- 
cionario suspendido  gozará  solo  de  medio 
sueldo  (1). 

Lo  diclio  en  este  articulo  se  entiende 
solo  respecto  de  aquellas  faltas  o  abusos 
que  las  leyes  no  califiquen  de  crimen  o 
simple  delito. 

Art.  71.  Pueden  las  Cortos  de  Apela- 
ciones ejercer  de  oficio  las  Facultades  que 
se  les  confieren  por  los  dos  artículos  ante- 
riores. 

Art.  72.  Corresponde  también  á  las 
Cortes  de  Apelaciones  hacer,  para  el  de- 
partamento en  que  tuvieren  su  residencia, 
las  designaciones  de  abogados,  procurado- 
res, i  receptores  de  turno  para  pobres  de 
que  tratan  los  incisos  3.°  i  4."  del  artícu- 
lo 42. 

Art.  73.  Para  la  represión  i  castigo  de 
las  faltas  que  se  cometieren  ante  las  Cor- 
tes de  Apelaciones,  mientras  ejercen  sus 
funciones,  podrán  emplear  alguno  de  los 
medios  siguientes: 

1.°  •  Amonestación  privada; 

2.°     Censura  por  escrito; 

3.°    Multa  que  no  esceda  de  cien  pesos; 

4.°     Arresto  que  no  esceda  de  ocho  dias. 

Este  arresto  será  siempre  conmutable 
en  multa,  en  proporción  de  veinte  i  cinco 
pesos  por  cada  dia. 

Art.  74.  Si  en  las  faltas  de  que  habla  el 
articulo  anterior  incurrieren  los  abogados, 
podrán  también  ser  castigados  con  una 
suspensión  del  ejercicio  de  la  profesión 
por  un  término  que  no  esceda  de  dos  me- 
ses i  ostensiva  a  todo  el  territorio  de  la  Re- 
pública. 

Art,  75.  Es  aplicable  a  las  faltas  o  abu- 
sos que  los  ministros  de  las  Cortes  de  Ape- 
laciones cometan  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  la  disposición  del  art.  70. 

Art.  76.  La  conducta  minister-ial  de 
los  relatores,  secretarios,  notarios,  conser- 
vadores, archiveros,  procuradores  i  recep- 
tores se  halla  bajo  la  vijilancia  de  las  Cor- 
tes de  Apelaciones,  quienes  podrán  impo- 
ner a  dichos  funcionarios,  procediendo  de 
plano  las  penas  correccionales  que  se  espe- 
cifican en  los  arts.  70  i  73,  y  a  mas  la  de 
suspensión  hasta  por  sesenta  dias  de  sus 
respectivos  empleos  u  oficios,  siempre  que 
la  prudencia  i  necesidad  de  mantener  la 
disciplina  así  lo  esijieren. 


Art.  77.  Las  Cortes  de  Apelaciones  de- 
berán hacer  cada  cinco  años,  por  medio  de 
uno  de  sus  miembros  comi-ionado  al  efec- 
to por  el  mismo  tribunal,  una  visita  en  to- 
dos los  juzgauos  de  letras  del  distrito  de  su 
jurisdicción,  con  el  objeto  de  inspeccionar 
i  vijilar  de  cerca  la  marcha  de  la  adminis- 
tración de  justicia  en  cada  uno  de  ellos.  (1) 

El  ministro  visitador  procurará  infor- 
marse por  cuantos  medios  conceptúe  pru- 
dentes de  la  conducta  ministerial  de  los 
jueces  de  letras,  notarios,  secretarios  i  de- 
mas  personas  que  ejercen  funciones  con- 
cernientes a  la  administración  de  justicia 
en  cada  departamento  visitado,  examinan- 
do los  archivos  i  recojiendo  cuantos  datos 
crea  conducentes  al  objeto  de  su  visita. 

Oirá  las  quejas  que  las  partea  agraviadas 
interpusieren  contra  cualquiera  de  los  in- 
dicados funcionarios,  i  espedirá  sus  resolu- 
ciones sin  forma  de  juicio,  bien  sea  absol- 
viéndolos o  bien  corrijiéndolos  prudente- 
mente cuando  notare  que  han  incurrido  en 
algún  abuso. 

El  Presidente  de  la  República  podrá  de- 
cretar visitas  estraordinarias  en  uno  o  mas 
juzgados,  cuando  lo  creyere  conveniente. 

Art.  78.  Para  la  corrección  de  que  habla 
el  artículo  que  precede,  podrá  usar  el  mi- 
nistro visitador  de  las  facultades  que  co- 
rresponden a  las  Cortes  de  Apelaciones  por 
los  artículos  70  i  76. 

Art.  79.  Terminada  la  visita,  el  minis- 
tro que  la  hubiere  efectuado  dará  al  tribu- 
nal cuenta  por  escrito  de  todo  lo  que  hu- 
biere notado  con  ocasión  de  ella,  particula- 
rizando el  juicio  que  haya  formado  sobre 
el  estado  de  la  administración  de  justicia 
en  cada  departamento,  las  medidas  que 
haya  dictado  en  uso  de  sus  atribuciones, 
las  corruptelas  o  abusos  que  hubiere  ad- 
vertido, los  medios  que  a  su  juicio  conven- 
ga emplear  para  estirparlos,  i  en  jeneral 
todo  lo  que  bajo  cualquier  aspecto  pueda 
contribuir  a  ilustrar  al  tribunal  sobre  la 
marcha  de  la  administración  de  justicia  i 
sobre  las  mejoras  que  en  ella  sea  conve- 
niente introducir. 

Art.  80.  Las  medidas  que  dictare  el"  mi- 
nistro visitador  se  ejecutarán  desde  luego; 
pero  podrán  ser  enmendadas  o  revocadas 
por  el  tribunal,  si  asi  lo  juzgare  prudente 
después  de  tomar  conocimiento  de  los  he- 
chos. 


(1)    Párrafo  agregado  por  la  leí  publicada  en  el 
Diario  oflaial  de  24  de  octubre  1898. 


(1)  El  artículo  3  de  la  lei  de  U  de  enero  de  1883, 
dispone  que  cuando  los  Ministros  de  las  Cortes  de 
Apelaciones  i  Jueces  letrados,  tuvieren  que  salir 
de  su  residencia  ordinaria,  aun  dentro  de  su  juris- 
dicción, en  comisión  del  serviciO;  gozarán  de  un 
viático  equivalente  a  la  mitad  de  su  sueldo  fijo. 
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Art.  81.  Las  Cortes  de  Apelaciones,  en 
vista  de  las  actas  de  visita  i  de  los  estados 
bimestrales  que  deben  pasarles  los  jueces 
de  letras  con  arreglo  a  lo  dispuesto  por  el 
articulo  51,  podrán,  sin  perjuicio  de  lo  dis- 
puesto por  el  artículo  7G,  dictar  las  medi- 
das jeneraies  que  sean  menester  para  el 
recto  desempeño  de  las  funciones  de  los 
procuradores,  notarios  i  domas  personas 
que  presten  sus  servicios  en  la  administra- 
ción de  justicia  i  se  hallen  sujetas  a  su 
autoridad. 

Podrán  asimismo  dictar  las  medidas  ne- 
cesarias pai*a  la  represión  de  las  faltas  o 
abusos  que  se  cometan  en  los  lugares  de 
detención,  o  dar  cuenta  de  ellos  a  la  Corte 
Suprema. 

Deberán,  por  último,  activar  el  despacho 
de  las  causas  sometidas  al  conocimiento  de 
dichos  funcionarios;  i  podrán  hacerse  dar 
cuenta,  con  la  frecuencia  que  consideren 
conveniente,  de  la  marcha  de  alguna  de- 
terminada causa,  siempre  que  haya  moti- 
vos especiales  que  asi  lo  aconsejen. 

Art  82.  Las  Cortes  de  Apelaciones  ten- 
drán diariamente  una  audiencia  pública 
para  despachar  las  providencias  de  mera 
sustanciacion  de  los  procesos  i  oir  las  que- 
jas que  alguien  quiera  interponer  contra 
los  subalternos  dependientes  de  ellas. 

Art.  83.  Durante  los  dias  feriados  debe- 
rá permanecer  en  el  lugar  de  la  residencia 
de  cada  Corte  de  Apelaciones  uno  de  sus 
ministros,  a  cuyo  cargo  estará  la  tramita- 
ción de  las  causas  criminales  pendientes  en 
el  tribunal  i  la  de  toda  causa  urjente. 

Los  ministros  del  tribunal  se  turnarán 
anualmente  en  el  desempeño  de  este  cargo. 

El  ministro  que  ejerciere  este  cargo  ten- 
drá la  facultad  de  convocar  estraordinaria- 
mente  al  tribunal,  siempre  que  algún  asun- 
to urjente  i  grave  asi  lo  esija. 

§11 

De  los  acuerdos  de  las  Cortes 
de  Apelaciones. 

Art.  84.  Para  que  una  Corte  de  Ape- 
laciones pueda  ejercer  las  funciones  que  le 
corresponden,  se  requiere  la  concurrencia, 
por  lo  menos,  de  tres  de  sus  miembros, 
salvo  los  casos  en  que  la  lei  disponga  otra 
cosa. 

Las  funciones  propias  de  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Santiago  i  que  no  estén  en- 
comendadas esclusivamente  a  una  de  sus 
salas,  se  ejercerán  con  la  concurrencia  de 
siete  de  sus  miembros  por  lo  menos. 

Art.  85.    Para  dictar  las  providencias  de 


mera  sustanciacion  de  los  procesos  bastará 
un  solo  ministro. 

Se  entienden  por  providencias  de  mera 
sustanciacion,  las  que  tienen  por  objeto  dar 
curso  progresivo  a  los  autos,  sin  decidir  ni 
prejuzgar  ninguna  cuestión  debatida  entre 
partes. 

Art.  86.  Para  ver  en  definitiva  una 
causa  civil  sobre  cosa  cuyo  valor  esceda 
de  diez  rail  pesos,  o  una  causa  criminal  so- 
bre delito  que  el  Código  Penal  castigue  con 
pena  añictiva  se  requiere  la  concurrencia 
de  cuatro  jueces  por  lo  menos. 

Art.  87.  Todo  acuerdo  de  una  Corte  de 
Apelaciones  se  constituye  por  los  votos 
uniformes  de  la  mayoría  absoluta  de  los 
miembros  concurrentes. 

Sin  embargo,  en  las  causas  criminales, 
en  caso  de  empate,  formará  resolución  la 
opinión  rnas  favorable  al  acusado;  bien  en- 
tendido que  esta  opinión  ha  de  ser  uni- 
forme. 

Arí.  88.  No  podrán  tomar  parto  en  nin- 
gún acuerdo  de  las  Cortes  de  Apelaciones 
los  que  no  hubieren  concurrido  como  jue- 
ces a  la  vista  del  negocio. 

Art.  89.  Tampoco  podrá  dejar  de  inter- 
venir en  el  acuerdo  ninguno  de  los  jueces 
que  hubieren,  concurrido  como  tales  a  la 
vista  del  negocio,  salvo  los  casos  de  los  ar- 
tículos siguientes. 

Art.  90.  Si  antes  del  acuerdo  fallecie- 
re o  fuere  destituido  de  su  empleo  o  sus- 
pendido en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
alguno  de  los  jueces  que  concurrieron  a  la 
vista,  se  procederá  a  ver  de  nuevo  en  el 
negocio,  como  si  no  hubiera  sido  visto  an- 
teriormente. 

Art.  91.  Si  antes  del  acuerdo  se  impo- 
sibilitare por  enfermedad  alguno  de  los 
jueces  que  concurrieron  a  la  vista  del  ne- 
gocio, se  esperará  hasta  por  treinta  días 
su  comparecencia  al  tribunal;  i  si  trascu- 
rrido este  término  no  pudiere  comparecer 
personalmente  se  verá  de  nuevo  el  nego- 
cio. 

Podrá  también  en  el  caso  espresado  en 
el  inciso  precedente  verse  de  nuevo  el  ne- 
gocio antes  de  la  espiración  del  plazo  indi- 
cado, si  todos  los  interesados  en  él  convi- 
nieren. 

Art.  92.  Si  antes  del  acuerdo  obtuviere 
jubilación  alguno  de  los  jueces  que  concu- 
rrieron a  la  vista  del  negocio,  se  procederá 
a  verlo  de  nuevo,  caso  que  el  juez  jubilado 
no  esté,  a  juicio  del  tribunal,  en  aptitud  de 
tomar  parte  en  el  debate. 

Art.  93.  Los  jueces  temporalmente  li- 
cenciados o  separados  de  su  destino  por 
renuncia  admitida  por  el  Presidente  de  la 
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República;  quedan  sujetos  a  la  obligación 
que  leá  impoue  el  articulo  89,  a  menos  que 
se  encu-Mitren  en  l;i  inipo-sibilidad  de  que 
liMta  el  articulo  91. 

Art.  91.  Las  Cortes  de  Apelaciones  ce- 
lebrarán sus  acuerdos  |)rivadamente. 

Lo  cual  no  obsta  paríique  llamen  a  ellos 
a  los  relatores  siempre  que  lo  estimen  ne- 
cesario. 

Art.  95.  l.°  En  las  sentencias  deíiniti- 
v.'S  o  interlocutorias  que  pronunciaren  los 
tribunales  colejiados,  se  espresará  nomi- 
nilmcnte  qué  miembros  han  concurrido 
cun  su  voto  a  formar  sentencia  i  qué 
miembros  han  sostenido  opinión  contra- 
ria. 

2.*'  Habrá  en  cada  tribunal  colejiado  un 
libro,  d. 'nominado  de  acuei-dos,  en  el  cual 
los  miembros  que  no  opinaren  como  la  ma- 
yoría deberán  esponer  y  fundar  su  voto 
particular  en  los  asuntos  en  que  hubiere 
conocido  el  tribunal. 

Podrán  también  consignar  las  razones 
especiales  que  algún  mien)brode  la  mayo- 
ría haya  tenido  para  formar  sentencia,  i 
que  no  se  hubieren  insertado  en  ella. 

Este  lÜM'o  quedará  en  la  secretaria  i  po- 
drá ser  consultado  por  cualquiera  que 
muestre  interés  en  ello. 

3.°  El  voto  i  fundamento  de  que  se  tra- 
ta en  el  inciso  precedente  se  publicarán  en 
la  Gaceta  de  los  Tribunales  a  continua- 
ción de  la  sentencia  a  que  se  reñeren. 

Art.  9')  En  los  acuerdos  de  las  Cortes 
de  Apelaciones  dará  primero  su  voto  el 
ministro  menos  antiguo,  i  seguirán  a  su 
vez  dando  el  suyo  los  demás  miembros  por 
orden  inverso  al  de  su  antigüedad.  El  úl- 
timo voto  será  el  del  presidente. 

Art.  97.  Si  alguno  de  los  miembros  del 
tribunal  hiciere  presente  que  necesita  es- 
tudiar con  mas  detenimiento  el  asunto  que 
se  va  a  fallar  i  pidiere  que  se  suspenda  el 
debate  hasta  que  él  haya  llegado  a  adqui- 
rir las  luces  suficientes  para  poder  dar  su 
voto,  el  presidente  lo  mandará  asi  i  seña- 
lará un  término  que  no  esceda  de  quince 
dias  para  que  se  proceda  a  la  discusión  i  ai 
acuerdo. 

Art.  98.  Cada  Corte  de  Apelaciones  de- 
berá llevar  un  libro  copiador  de  las  senten- 
cias definitivas  e  interlocutorias,  otro  para 
consignarlos  acuerdjsque  el  tribunal  cele- 
breen  asuntos  administrativos  i  las  diligen- 
cias de  los  juramentos  que  tome  el  presi- 
dente con  ar.eg'o  al  articulo  141  i  los  de- 
más que  sean  necesarios. 

La  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago 
tendrá  sus  respectivos  libros  para  cada 
sala  i  fiara  todo  el  tribunal. 


§111 

De  los  presidentes  de  las  Cortes 
de  Apelaciones. 

Art.  99.  A  los  pVesidentes  de  las  Cortes 
de  Apelaciones,  fuera  da  las  atribui;iones 
que  por  otros  artículos  de  esta  lei  se  les 
confieren,  les  corresponden  las  que  en  se- 
guida se  indican: 

1.''  Presidir  el  respectivo  tribunal  en 
todas  sus  reuniones  públicas; 

2.^  Establecer  entre  los  ministros  los 
turnos  de  que  habla  el  art.  83  de  esta 
lei; 

3.*  Abrir  i  cerrar  las  sesiones  del  tri- 
bunal, anticipar  o  prorrogar  las  horas  del 
despacho  en  caso  de  que  así  lo  requiera  al- 
gún asunto  urjente  i  grave  i  convocar  es- 
traoidinariamente  al  tribunal  cuando  fue- 
re necesario; 

4.*^  Dar  las  órdenes  convenientes  para 
integrar  el  tribunal,  cuando  por  impedi- 
mento, por  licencia  o  por  cualquier  otro 
motivo  faltare  el  número  de  miembros  ne- 
cesario; 

5.*  Determinar  el  orden  en  que  deban 
verse  los  asuntos  sujetos  al  conocimiento 
del  tribunal,  guardando  la  regla  indicada 
en  el  art.  152  de  esta  lei; 

6.^  Mantener  el  orden  dentro  de  la  sa- 
la del  tribunal,  amonestando  a  cualquiera 
persona  que  lo  perturbe,  i  aun  haciéndola 
salir  de  la  sala  en  caso  necesario; 

7.*  Dirijir  los  debates  del  tribunal,  con- 
cediendo la  palabra  a  los  miembros  que  la 
pidieren; 

8."  Fijar  las  cuestiones  que  hayan  de 
debatirse  i  las  proposiciones  sobre  las  cua- 
les haya  de  recaer  la  votación; 

9."  Poner  a  votación  las  materias  dis- 
cutidas cuando  el  tribunal  haya  declarado 
concluido  el  debate  con  arreglo  a  lo  dis- 
puesto por  el  Código  de  Enjuiciamiento. 

Las  resoluciones  que  el  presidente  dic- 
tare en  uso  de  las  atribuciones  que  se  le 
conHeren  en  este  articulo  no  podrán  en 
caso  alguno  prevalecer  contra  el  voto  del 
tribunal. 

Art.  100.  En  ausencia  del  presidente 
de  una  Corte  de  Apelaciones  hará  sus  ve- 
ces el  ministro  mas  antiguo  de  los  que  se 
encontraren  actualmente  reunidos  en  la 
sala  del  tribunal. 

Art.  101.  Es  atribución  especial  del 
presidente  de  la  Corte  de  Apelaciones  de 
Santiago  resolver,  en  caso  de  duda,  a  cuál 
de  las  dos  salas  del  tribun  d  correspon- 
de el  conocimiento  de  un  determinado 
asunto. 
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TITILO  \' 
De  (a  C«>i'tc  í^upreina. 

Art.  102.  La  Corto  Suprema  se  com- 
pondrá de  siete  miembros,  uno  de  los  cua- 
les sei'á  su  presidente .  (1) 

Los  demás  miembro?  se  llamarán  minis- 
tros, i  gozarán  de  precedencia  los  unos 
respecto  de  los  otros  por  el  orden  de  su  an- 
tigüedad. 

La  elección  del  prer.idente  so  sujetará  a 
lo  dispuesto  en  el  art.  56 

Con  todo,  el  actual  presidente  de  la  Cor- 
te Suprema  conservará  la  presidencia  del 
tribunal  mientras  pertenezca  a  él. 

Art.  103.  Para  ser  miembro  de  la  Corte 
Suprema  se  requiere: 

1.°     Tener  ciudadanía  natural  o  legal; 

2.°     Tener  treinta  i  dos  años  de   edad; 

3."     Tener  el  título  de  abogado; 

4.°  Haber  ejercido  por  quince  años  la 
profesión  de  abogado  o  servido  por  ocho 
un  juzgado  de  departamento  o  por  seis  uno 
de  capital  de  provincia,  o  por  cuatro  uno 
donde  tenga  su  asiento  una  Corte  de  Ape- 
laciones, o  por  dos  el  cargo  de  miembro 
de  una  de  estas  Cortes. 

Es  aplicable  a  los  miembros  de  la  Corte 
Suprema,  lo  dispuesto  en  los  artículos 
59  i  60i 

El  servicio  de  los  cargos  de  relatores, 
promotores  fiscales  i  defensores  públicos, 
se  equijara  al  de  ios  jueces  de  letraí  de  la 
localidad  respectiva,  para  el  cómputo  de 
los  años  requeridos  en  esta  lei  para  obte- 
ner los  puestos  judiciales. 

Los  servicios  que  prestan  los  abogados 
en  cualquier  otro  empleo  judicial,  se  equi- 
paran al  ejercicio  de  dicha  profesión,  para 
todos  los  casos  indicados  en  esta  lei.  (2) 

Art.  104.  La  Corte' Suprema  tendrá  un 
relator  i  un  secretario,  los  cuales  serán 
nombrados  i  egercerán  sus  funciones  con 
arreglo  a  lo  dispuesto  en  los  títulos  XV  i 
XVI  de  esta  lei. 

Art.  105.  Tendrá  también  la  Corte  Su- 
prema dos  oficiales  de  sala,  cuyas  funcio- 
nes serán  las  designadas  en  el  art.  62  para 
los  empleados  de  igual  clase  de  las  Cortes 
de  Apelaciones. 

Art.  106.  La  Corte  Suprema  tendrá  su 
residencia  en  la  capital  de  la   República. 

Art    107.     La  Corte  Suprema  conocerá: 

1."  En  única  instancia,  de  los  recursos 
de  casación  que  se  entablen  contra  las  sen- 
tencias pronunciadas  por  las  Cortes  de 
Apelaciones; 


1)    V.  la  ley  aprobatoria-  del  Código  de  procedi- 
miento civil  de  28  de  agosto  de  1902. 
(2)    Así  redactada  por  la  lei  de  19  de  enero  1889. 


2°  En  segunda  instancia,  de  las  cau- 
sas de  que  conocen  en  i>rimera  las  Cortes 
da  Apelaciones  o  un  Ministro  do  la  Corte 
Suprema,  con  arreglo  a  lo  dis[)Uosto  por 
el  art.  117. 

Art.  IOS.  Corresponde  a  la  Corto  Su- 
prema, en  virtud  del  art.  1 13  do  la  Cons- 
titución Folíti  -a  del  Estado,  ejercer  la  ju- 
risdicción correccional,  disciplinaria  i  eco- 
nómica .sobre  todos  los  tribunales  de  la 
Nación. 

En  razón  de  esta  atribución  puede  la 
Corte  Suprema,  siempre  que  notare  que 
algún  juez  o  funcionario  del  orden  judicial 
ha  cometido  un  delito  que  no  ha  recibido 
la  corrección  o  el  castigo  que  corresponda 
según  la  lei,  reconvenir  al  tribunal  o  au- 
toridad que  ha\a  drjado  impune  el  delito 
a  fin  de  que  le  aplique  el  castigo  o  corree 
clon  debida. 

Puede  asimismo  amonestar  a  las  Cortes 
de  Apelaciones  o  censurar  su  conducta, 
cuando  algunos  de  estos  tribunales  ejer- 
ciere de  un  modo  abusivo  las  facultades 
discrecionales  que  la  leí  les  confiere,  o 
cuando  faltare  a  cualquiera  de  loi  deberes 
anexos  a  su  ministerio;  sin  perjuicio  de 
formar  el  correspondiente  proce-o  al  tri- 
bunal o  ministros  delincuentes,  si  la  natu- 
raleza del  caso  así  lo  esijiere. 

Art.  109.  La  Corte  Suprema  puede 
ademas,  siempre  que  lo  juzgare  conve- 
niente a  la  buena  administración  de  justi- 
cia, correjir  por  si  las  faltas  o  abusos  que 
cualesquiera  jueces  o  funcionarios  del  or- 
den judicial  cometieren  en  el  desempeño 
de  su  ministerio,  usando  para  ello  de  las 
facultades  discrecionales  que  corresponden 
a  las  Cortes  de  Apelaciones  con  areglo  a 
los  artículos  69  i  70. 

Art.  1 10.  La  Corte  Suprem;i  t;ene  tam- 
bién en  su  caso  las  facultades  que  corres- 
ponden a  las  Cortes  de  Apelaciones  por  los 
artículos  73,  74,  75  i  76. 

Art.  111.  La  Corte  Suprema  es  el  tri- 
bunal superior  de  justicia  cuyo  diet:imea 
debe  oirse  en  los  casos  a  que  se  refiere  la 
parte  4.*^  del  art.  104  de  la  Constitución 
Política  del  Estado.  Es  también  la  majis- 
tratura  a  que  se  refiere  el  art.  143  del  mis- 
mo Código. 

Art.  112.  Incumbe  a  la  Corte  Suprema 
dar  su  voto,  siempre  que  el  Presidente  de 
la  Repúbhca  se  lo  pida,  sobre  cualquier 
punto  relativo  a  la  administración  de  jus- 
ticia i  sobre  el  cual  no  esista  cuestión  de 
que  deba  conocer. 

Art.  113.  La  Corte  Suprema  no  podrá 
ejercer  sus  funciones  sin  la  concurrencia 
de  cinco  de  sus  miembros  por  lo  menos. 
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Pero  bastará  un  solo  ministro  para  el 
despacho  de  las  providencias  de  mera  sus- 
tanciacion  de  los  procesos. 

Art.  114.  El  despacho  de  las  providen- 
cias de  mera  sustitución  se  liará  diaria- 
mente en  audiencia  pública,  i  en  ella  se 
oirán  también  las  quejas  que  alguien  quie- 
ra interponer  contra  los  sulialternos  de- 
pendientes de  la  Corte  Suprema. 

Art.  115.  Es  aplicable  a  la  Corte  Supre- 
ma lo  dispuesto  por  los  artículos  87  i  si- 
guientes hasta  el  100  inclusive. 

Art.  116.  De  las  acusaciones  o  deman- 
das civiles  que  se  entablen  contra  uno  o 
mas  miembros  de  la  Corte  Suprema  para 
hacer  efectiva  su  responsabilidad  criminal 
o  civil,  conocerán  en  primera  instancia  el 
presidente  de  la  Corte  de  Apelaciones  de 
Santiago,  i  en  segunda  las  dos  salas  reuni- 
das de  dicha  Corte,  con  esclusion  solo  del 
presidente.  Estos  tribunales  tramitarán  el 
juicio  con  arreglo  a  derecho;  declararán 
la  responsabilidad  o  la  irresponsabilidad 
del  juez  o  jueces  acusados  o  demandados, 
e  impondrán  a  éstos  la  pena  designada  por 
la  lei,  o  los  condenarán  a  pagar  a  las  par- 
tes los  daños  que  les  hubieren  causado. 

Art.  117.  De  las  acusaciones  o  deman- 
das civiles  que  se  entablen  contra  uno  o 
mas  miembros  de  las  Cortes  de  Apelacio- 
nes, para  hacer  efectiva  su  responsabilidad 
criminal  o  civil,  i  de  las  causas  de  presas, 
de  estradicion  i  demás  que  deben  juzgarse 
con  arreglo  al  derecho  internacional,  co- 
nocerá en  primera  instancia  uno  de  los 
ministros  de  la  Corte  Suprema,  conforme 
ai  turno  que  al  efecto  establezca  el  presi- 
dente del  tribunal. 

TITILO  TI 

Del  nombramiento,  .subrogación  e  in.«>iala~ 
cion  ele  I<»s  jueces. 

§   I 

Del  nombramiento  de  los  jueces. 

Art.  118.  Los  jueces  pueden  ser  nom- 
brados con  calidad  de  propietarios,  de  in- 
terinos o  de  suplentes. 

Es  propietario  el  que  es  nombrado  para 
ocupar  perpetuamente  o  por  el  periodo  le- 
gal una  plaza  vacante. 

Es  interino  el  que  es  nombrado  simple- 
mente para  que  sirva  una  plaza  vacante 
mientras  se  procede  a  nombrar  el  propie- 
tario. 

Es  suplente  el  que  es  nombrado  para 
que  desempeñe  una  plaza  que  no  ha  vaca- 
do, pero  que  no  puede  ser  servida  por  el 


propietario  en  razón  de  hallarse  suspenso 
o  impedido. 

Art.  119.  Nombrado  un  juez  en  la  for- 
ma prescrita  por  los  artículos  18,  36  o  122 
para  ocupar  una  plaza  vacante,  i  no  espre- 
sándose en  su  titulo  con  qué  calidad  es 
nombrado,  se  entiende  que  lo  es  con  la  de 
propietario. 

Art.  120.  La  inamovilidad  de  que  habla 
el  articulo  110  de  la  Constitución  del  Esta- 
do rije  no  solo  respecto  de  ios  jueces  pro- 
pietarios, sino  también  respecto  de  los  in- 
terinos o  suplentes. 

La  inamovilidad  de  los  interinos  durará 
hasta  el  nombramiento  del  respectivo  pro- 
pietario, i  la  de  los  suplentes  hasta  que  es- 
pire el  tiempo  por  el  cual  hubieren  sido 
nombrados. 

Art.  121.  Ninguna  plaza  de  la  majis- 
tratura  podrá  permanecer  vacante,  ni  aun 
en  el  caso  de  estar  servida  interinamente, 
por  mas  de  cuatro  meses.  Vencido  este 
término,  el  juez  interino  cesara  de  hecho 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  i  el  Presi- 
dente de  la  República  proveerá  la  plaza 
en  propiedad. 

Art.  122.  La  atribución  especial  de 
nombrar  los  majistrados  de  los  tribunales 
superiores  de  justicia  i  los  jueces  letrados 
d(;  primera  instancia,  que  corresponde  al 
Presidente  de  la  República  en  virtud  de  la 
parte  7.*  del  artículo  73  de  la  Constitución, 
será  ejercida  en  la  forma  siguiente: 

Para  proveer  cada  puesto  de  Ministro  o 
de  Fiscal  de  la  Corte  Suprema  i  de  las  Cor- 
tes de  Apelaciones,  la  Corte  Suprema  for- 
mará una  lista  de  diez  personas  que  ten- 
gan las  condiciones  esijidas  por  el  art.  103 
de  la  lei  de  15  de  octubre  de  1875,  según  la 
reforma  verificada  por  el  artículo  1."  de  la 
lei  de  19  de  enero  de  1889,  i  la  enviará  al 
Consejo  de  Estado  para  que  de  entre  di- 
chas personas  forme  la  terna  que  debe 
presentar  al  Presidente  de  la  República 
para  los  efectos  del  nombramiento; 

Para  proveer  los  juzgados  de  letras,  la 
Corte  de  Apelaciones  del  distrito  jurisdic- 
cional donde  exista  la  acefalia  formará  una 
lista  de  quince  personas  que  reúnan  las 
condiciones  que  respectivamente  esije  para 
los  diversos  juzgados  el  articulo  40  de  la 
lei  de  Organización  i  Atribuciones  de  los 
Tribunales,  según  la  reforma  introducida 
por  el  artículo  1.°  de  la  lei  de  19  de  enero 
de  1889,  i  la  enviará  al  Consejo  de  Estado 
para  que  de  entre  dichas  personas  forme 
la  terna  que  debe  presentar  al  Presidente 
de  la  República  para  los  efectos  del  nom- 
bramiento. 

En  las  listas  se  consignarán  nominal 
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detalladamente  la  fecha  del  titulo  de  abo- 
gado i  la  de  los  diversos  nombramientos 
judiciales  que  hubieren  obtenidos  los  que 
figuraren  en  ellas. 

El  Presidente  de  la  República  nombra- 
rá, para  llenar  el  puesto  vacante,  a  alguna 
de  las  personas  que  compongan  la  terna 
formada  por  el  Consejo  de  Estado. 

Los  nombres  que  ñguren  en  las  listas 
presentadas  por  el  Consejo  de  Estado  o  por 
las  Cortes  se  colocarán  por  el  orden  alfa- 
bético del  apellido  paterno. 

La  formación  de  las  listas  no  podrá  ha- 
cerse por  los  Tribunales  respectivos  sino 
con  asistencia  de  la  mayoría  absoluta  del 
total  de  miembros  de  que  legalmente  de- 
ben componerse,  i  las  elecciones  se  harán 
en  votación  secreta  i  por  mayoría  absoluta 
de  los  presentes  (1). 

Art.  123.  Los  ministros  i  ñscales  de  la 
Corte  Suprema  i  de  las  Cortes  de  Apelacio- 
nes, sean  propietarios,  interinos  o  suplen- 
tes, serán  nombrados  en  la  forma  estable- 
cida en  el  articulo  anterior. 

Sin  embargo,  los  jueces  letrados  que  hu- 
bieren de  servir  en  calidad  de  interinos  o 
suplentes  por  un  término  que  no  pase  de 
cuatro  meses,  serán  nombrados  por  el 
Presidente  de  la  República  a  virtud  de  una 
terna  formada  por  el  Consejo  de  Estado  i 
compuesta  de  personas  incluidas  para  los 
cargos  análogos  al  que  se  trata  de  proveer 
en  las  listas  presentadas  por  los  diversos 
tribunales  en  el  año  anterior  (2). 

Art.  124.  Del  nombramiento  de  los  jue- 
ces de  distrito  i  de  subdelegacion  se  trata 
en  los  artículos  18  i  36  de  esta  lei. 

§11 
De  la  subrogación  de  los  jueces. 

Art.  125.  Cuando  por  implicancia  o  por 
recusación  no  pudiere  un  juez  de  distrito 
conocer  de  una  determinada  causa,  será 
reemplazado  por  el  juez  de  distrito  que  le 
preceda  en  el  orden  numérico.  Si  el  inha- 
bilitado fuere  el  juez  del  primer  distrito, 
su  falta  será  suplida  por  el  del  último. 

Las  mismas  reglas  se  aplicarán  en  casos 
análogos  respecto  de  los  jueces  de  subde- 
legacion . 

Art.  126.  En  los  demás  casos  en  que 
faltare  un  juez  de  distrito  o  de  subdelega- 
cion se  nombrará  un  propietario  suplente 
o  interino  en  la  forma  prescrita  por  los  ar- 


(1)  Este  artículo  ha  sido  redactado  en  la  forma 
que  lo  transcribimos  por  la  lei  de  20  de  enero  de 
1894. 

(2)  Véase  la  nota  anterior. 


tículos  18  y  36,  y  entre  tanto  conocerá  de 
los  juicioífpendientes  ó  que  nuevamente  se 
iniciaren  el  juez  que  debe  subrogarlo  en 
conformidad  al  artículo  precedente  (1). 

Ari.  127.  En  todos  los  ca-os  en  que  fal- 
tare o  no  pudiere  conocer  de  determina- 
dos negocios  el  juez  de  letras,  su  falta  será 
suplida  por  el  otro  juez  de  letras  de  la  mis- 
ma jurisdicción,  si  lo  hubiere  en  el  depar- 
tamento. 

Si  en  el  departamento  hubiere  mas  de 
dos  jueces  de  letras  de  una  misma  juris- 
dicción, el  que  faltare  será  i-eemplazado 
por  el  que  actualmente  estuviere  de  turno. 

I  si  el  juez  que  taita  fuere  el  de  turno, 
será  reemplazado  por  el  que  inmediata- 
mente le  hubiere  precedido  en  el  ejercicio 
de  esta  función. 

Art.  128.  Si  en  el  d. apartamento  hubie- 
re varios  jueces  de  letras,  pero  de  diversa 
jurisdicción,  el  que  fallare  será  reemplaza- 
do por  el  otro  si  solo  hubiere  dos  o  por  el 
menos  antiguo  no  inhabilitado  si  hubiere 
tres  o  mas. 

Art.  129.  Si  en  el  departamento  no  hu- 
biere mas  que  un  juez  de  letras  ó  si  no  pu- 
diere tener  lugar  lo  dispuesto  en  los  artí- 
culos precedentes,  la  falta  del  juez  de  le- 
tras será  suplida,  en  primer  lugar,  por  el 
abogado  que  desempeñe  el  cargo  de  pro- 
motor fiscal;  en  segundo  lugar,  por  el  fun- 
cionario que  ejerza  el  Ministerio  de  los  de- 
fensores públicos,  y  en  tercer  lugar,  por 
alguno  de  los  abogados  que  anualmente 
designare  para  este  efecto  la  Corte  de  Ape- 
laciones respectiva.  No  se  podrá  esijir  re- 
tribución por  este  servicio. 

A  falta  de  todos  los  designados  en  el  pre- 
cedente inciso,  el  conocimiento  de  la  causa 
pasará  al  juez  del  departamento  mas  in- 
mediato de  la  misma  provincia,  o  sea  de 
aquel  con  cuya  ciudad  cabecera  sean  mas 
fáciles  i  rápidas  las  comunicaciones. 

En  el  mes  de  noviembre  de  cada  año  los 
jueces  letrados  de  departamentos  en  que 
sólo  esiste  un  juzgado  de  letras,  elevarán 
a  la  Corte  de  Apelaciones  respectiva  una 
nómina  de  los  Abogados  que  ejerzan  la 
profesión  en  la  cabecera  del  departamento, 
con  indicación  de  su  antigüedad  y  con  las 
observaciones  que  creyeren  oportunas. 

En  el  mes  de  diciembre  la  Corte  de  Ape- 
laciones formará  una  terna  de  los  Aboga- 
dos que  en  cada  uno  de  estos  departamen- 
tos deben  reemplazar  al  juez  letrado  en  el 
caso  previsto  en  el  primer  inciso  de  este 
articulo.  No  se  podrá  ocurrir  al  segundo 


(1) 

1901. 


Así  reformado  por  la  lei  de  l.°  de  Mayo  de 
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abogado  designado  en  la  terna  sino  en  el 
caso  de  faltar  o  e¿tar  inliabiiitado  el  pri- 
mero, ni  el  tercero  sino  cuando  falten  o 
estón  inhabilitados  los  dos  anteriores. 

Quedan  derogados  los  artículos  52,  53  y 
54  de  la  lei  de  organización  y  atriijuciones 
de  los  tribunales  y  la  de  10  de  enero  de 
1895  (1). 

x\vt.  130,  Para  los  efectos  do  los  artícu- 
los 133,  134  i  136,  el  Presidente  de  la  Re- 
pública noinl)rará,  en  los  primeros  dias  de 
enero  dn  cada  año,  cuatro  allegados  para 
la  Corte  Suprema,  para  cada  una  de  las 
Cortes  de  Apelaciones  de  Concepción  i  la 
Serena,  i  para  cada  una  de  las  salas  de  la 
de  Santiago. 

Este  nombramiento  se  hará  en  la  forma 
prevenida  en  el  art.  122,  será  publicado  en 
el  periódico  oñciali  ñjado  permanentemen- 
te en  la  secretaria  del  respectivo  tribu- 
nal. 

Los  cuatro  abogados  nombrados  desem- 
peñarán por  turno  mensual  el  encargo  que 
este  artículo  les  confiere. 

Art.  131.  Si  no  pudiere  entrar  a  des- 
empeñar este  encargo  ninguno  de  los  abo- 
gados nombrados  por  el  Presidente  de  la 
República,  serán  llamados  otros  abogados 
designados  en  cada  caso  por  los  miembros 
que  quedaren  del  tribunal,  siempre  que 
tengan  las  cualidades  requeridas  por  el  ar- 
tículo 58. 

El  llamamiento  de  abogados  de  que  tra- 
ta el  inciso  precedente  se  hará  saber  a  las 
partes  dos  dias  antes,  a  lo  menos,  de  en- 
trar en  el  ejercicio  de  sus  funciones  el  lla- 
mado. 

Art.  132.  Si  por  implicancia  o  recusa- 
ción no  quedare  en  las  Cortes  de  Apelacio- 
nes de  Concepción  de  la  Serena  ningún 
miembro  hábil,  se  deferirá  el  conocimien- 
to del  negocio  a  la  sala  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones de  Santiago  que  estuviere  de 
turno. 

Si  esta  falta  ocurriere  en  alguna  de  las 
salas  de  la  Corte  de  Apelaciones  de  San- 
tiago, pasará  a  la  otra  el  conocimiento  del 
negocio;  i,  si  en  las  dos  salas,  a  la  Corte 
<ie  Apelaciones  de  la  Serena. 

Art.  133.  Las  Cortes  de  Apelaciones  de 
Concepción  o  de  la  Serena,  serán  integra- 
das por  las  personas  i  en  el  orden  que  si- 
gue: 

1."  Por  los  demás  miembros  no  inha- 
bilitados del  tribunal; 

2.°     Por  el  fiscal  del  mismo; 


(l)  Así  reformado  por  la  citada  lei  de  1."  de 
mayo  de  l!)01.— La  lei  de  1S95  se  refería  al  nombra- 
mit-nto  de  los  jueces  interinos  o  suplentes. 


3."  Por  los  jueces  de  letras  del  depar- 
tamento; 

4.°  Por  los  abogados  designados  en  los 
artículos  130  i  131. 

Art.  131.  Para  integrar  cada  una  de 
las  salas  de  la  Corte  de  Apelaciones  de 
Santiago,  se  llamará: 

1.°  A  los  demás  miembros  no  inhabili- 
tados de  la  misma  sala; 

2."  A  los  ministros  de  la  otra  sala,  con- 
forme al  orden  d-í  su  antigüeiíad; 

3°  Al  fiscal  de  la  sala  en  que  ocurriere 
el  empate  o  la  dispersión  de  votos; 

4.°     Al  fiscal  de  la  otra  sala; 

5.°  A  los  jueces  de  letras  del  departa- 
mento, prefiriendo  los  de  la  jurisdicción  a 
que  pertenezca  el  negocio  i,  entre  varios 
de  una  misma  jurisdicción,  los  mas  anti- 
guos; 

6.°  A  los  abogados  designados  en  los 
precitados  artículos  130  i  131. 

Art.  135.  Los  abogados  llamados  a  in- 
tegrar la  Corte  Suprema  o  una  Corte  do 
Apelaciones,  tendrán  obligación  de  pres- 
tar gratuitamente  su  servicio. 

Art.  136.  La  Corte  Suprema  será  inte- 
grada: 

1.°  Con  los  miembros  no  inhabilitados 
del  tribunal; 

2."  Con  su  fiscal; 

3."  Con  los  ministros  no  inhabilitados  de 
la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  se- 
gún el  orden  de  su  antigi^iedad; 

4."  Con  los  fiscales  de  dicha  Corte  de 
Apelaciones  en  la  misma  forma  que  con 
los  ministros  de  ella; 

5.°  Con  los  jueces  do  letras  de  Santiago, 
conforme  al  turno  que  se  establecerá  por 
la  misma  Corte; 

6."  Con  los  abogados  designados  en  los 
artículos  13í)  i  131. 


§  III 
De  la  instalación  de  los  jueces. 

Art.  137.  Para  quedar  instalados  en  el 
ejercicio  de  sus  cargos  solo  han  menester 
los  jueces  de  distrito  i  los  de  subdelegacion 
dar  al  público  el  aviso  de  que  trata  el  ar- 
ticulo 29. 

Art.  138.  Los  alcaldes  no  están  sujetos 
a  solemnidad  alguna  para  poder  entrar  a 
desempeñar  las  funciones  judiciales  que 
esta  lei  les  encomienda. 

Art.  139.  Respecto  de  los  demásjueces 
se  observarán  las  reglas  que  en  los  artícu- 
los siguientes  se  espresan. 

Art.  140.  Hecho  el  nombramiento  por 
el  Presidente  de  la  República  i  espedido 
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el  correspondiente  titulo  a  favor  del  nom- 
brado, prestará  éste  el  juramento  preveni- 
do por  el  art.  163  de  la  Constitución  del 
Estado  (1). 

Art.  141.  Los  miembros  de  la  Corte 
Suprema  prestarán  su  juramento  ante  el 
presidente  del  mismo  tribunal. 

Los  de  las  Cortes  de  Apelaciones  ante  el 
presidente  del  respectivo  tribunal. 

Ante  el  mismo  funcionario  lo  prestarán 
también  los  jueces  de  letras. 

Art.  142.  Losjueces  podrán  prestar  su 
juramento  ante  otras  autoridades  guberna- 
tivas o  judiciales  que  las  indicadas  en  el 
artículo  anterior,  siempre  que  el  Presiden- 
te de  la  República,  por  consideraciones  de 
economía  ó  de  conveniencia  para  la  pron- 
titud de  la  administración  de  justicia,  así 
lo  ordenare. 

En  tal  caso  la  autoridad  que  haya  reci- 
bido el  juramento  dará  lo  más  pronto  po- 
sible, el  respectivo  aviso  a  la  que,  según 
dicho  artículo,  habría  correspondido  inter- 
venir en  la  dilijencia,  remitiéndole  lo 
obrado  para  los  fines  del  art.  98. 

Art.  143.  Cuando  un  juez  que  ha  pres- 
tado el  juramento  correspondiente  fuere 
nombrado  para  un  puesto  análogo  al  que 
desempeña,  no  será  oiíligado  a  prestar 
nuevo  juramento. 

Art.  144.  Tampoco  serán  obligados  a 
prestar  juramento  los  alcaldes;  ni  los  jue- 
ces o  ñscales  que,  con  arreglo  á  lo  estable- 
cido en  la  presente  lei,  fueren  llamados  a 
integrar  accidentalmente  una  Corte  de 
Apelaciones  o  la  Corte  Suprema. 

Los  abogados  llamados  a  integrar  una 
Corte  de  Apelaciones  solo  prestarán  jura- 
mento la  primera  vez  que  entraren  a  des- 
empeñar este  encargo;  pero,  respecto  de 
ellos,  el  juramento  prestado  en  un  tribunal 
no  se  tomará  en  cuenta  en  otro  para  el 
efecto  de  este  articulo. 

Art.  145,  Todo  juez  prestará  su  jura- 
mento al  tenor  de  la  fórmula  siguiente: 
«¿Juráis  por  Dios  Nuestro  Señor  i  por 
estos  Santos  Evanjeüos  que,  en  el  ejercicio 
de  vuestro  ministerio,  guardareis  la  Cons- 
titución i  las  leyes  de  la  República?» 

El  interrogado  responderá:  «Si  juro»;  i 
el  majistrario  que  le  toma  el  juramento 
añadirá:  «Si  así  lo  hiciereis,  Dios  os  ayude, 
i  si  no,  os  lo  demande». 

Art.  146.  Prestado  que  sea  el  juramen- 
to, se  hará  constar  la  dilijencia  en  el  libro 
respectivo,  i  de  ella  se  dará  testimonio  al 
nombrado,  el  cual  entrará  inmediatamen- 
te en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 


TITULO  \'H 

De  los  debere.H  í  pi-oliilticioneN  a  (|ue  están 
sujeto.»*  los  jueces. 

Art.  147.  Losjueces  están  obligados  a 
residir  constantemente  en  la  ciudad  o  po- 
blación donde  tenga  asiento  el  tribunal  en 
que  deben  prestar  sus  servicios. 

Art.  148.  Están  igualmente  obligados  a 
asistir  todos  los  días  a  la  sala  de  su  despa- 
cho, i  a  permanecer  en  ella  desempeñando 
sus  funciones  durante  cuatro  horas  a  lo 
menos. 

Art.  149.  Las  obligaciones  de  residen- 
cia i  asistencia  diaria  al  despacho  cesan  du- 
rante los  días  feriados. 

Son  feriados  todos  los  domingos  i  dias 
festivos;  el  miércoles,  jueves,  viernes  i  sá- 
bado de  la  Semana  Santa;  los  dias  diez  i 
siete,  diez  i  ocho  i  diez  i  nueve  de  setiem- 
bre; i  el  tiempo  de  vacaciones  de  cada  año, 
que  comenzará  el  quince  de  enero  i  durará 
hasta  el  primero  de  marzo. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  no  rejirá 
respecto  del  feriado  de  vacaciones  con  los 
jueces  letrados  que  ejercen  jurisdicción 
criminal. 

Art.  150.  Es  prohibido  á  los  jueces  ejer- 
cer la  abogacía;  i  solo  podrán  defender 
causas  personales  o  de  sus  mujeres,  as- 
cendientes, descendientes,  hermanos  ó  pu- 
pilos (1). 

Les  es  igualmente  prohibido  represen- 
tar en  juicio  a  otras  personas  que  las  men- 
cionadas en  el  precedente  inciso. 

Art.  151.  Lo  dispuesto  por  los  prece- 
dentes artículos  de  este  titulo  rijo  tan  solo 
respecto  de  los  jueces  de  letras,  de  los 
miembros  de  las  Cortes  de  Apelaciones  i 
de  los  de  la  Corte  Suprema. 

Las  disposiciones  que  siguen  rijen  res- 
pecto de  toda  clase  de  jueces. 

Art.  152.  Los  jueces  están  obligados  a 
despachar  ios  asuntos  sometidos  a  su  co- 
nocimiento con  toda  la  brevedad  que  las 
atenciones  de  su  ministerio  les  permitan, 
guardando  en  este  despacho  el  orden  de  la 
antigüedad  de  los  asuntos,  salvo  cuando 
motivos  graves  i  urjentes  exijan  que  dicho 
orden  se  altere. 

Art.  153.  Los  jueces  deben  abstenerse 
de  espresar  i  aun  de  insinuar  privadamen- 
te su  juicio  respecto  de  los  negocios  que 
por  la  lei  son  llamados  a  fallar. 

Deben  igualmente  abstenerse  de  dar 
oído  a  toda  alegación  que  las  partes,  o  ter- 
ceras personas  a  nombre  o  por  influencia 


1)     154  de  la  actuaL 

Segunda  Serie. — Tomo  IL 


(1)     V, 


el  Apéndice  VI  al  final  de  esta  leí. 
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de  ellas,  intenten  liacerles  fuera  del  tri- 
bunal. 

Art.  154.  Se  prohibe  a  todo  juez  com- 
prar o  adquirir  a  cualquier  titulo  para  sí, 
para  su  mujer  o  para  sus  hijos  la,s  cosas  o 
derechos  que  se  litiguen  en  los  juicios  de 
que  él  conozca  ^1) 

Se  estiende  esta  prohibición  a  las  cosas 
o  derechos  que  han  dejado  de  ser  litijio- 
sos,  mientras  no  hayan  transcurrido  cinco 
años  desde  el  dia  en  que  dejaron  de  serlo, 
pero  no  comprende  las  adquisiciones  he- 
chas a  título  de  sucesión  por  causa  de 
muerte,  si  el  adquirente  tuviere  respecto 
del  difunto  la  calidad  de  heredero  abintes- 
tato. 

Todo  acto  en  contravención  a  este  arti- 
culo lleva  consigo  el  vicio  de  nulidad,  sin 
perjuicio  de  las  penas  a  que,  conforme  al 
Código  Penal,  haya  lugar. 

TITULO  Yin 

»e  los  hono«"e«  i  prerrosativas  de  los  jwece» 

Art.  155.  La  Corte  Suprema  tendrá  el 
tratamiento  de  Excelencia,  i  las  Cortes  de 
Apelaciones  el  de  Señoría  Ilustrísima. 

Cada  uno  de  los  miembros  de  estos  mis- 
inos tribunales  i  los  jueces  de  letras  ten- 
d!'án  el  tratamiento  de  Señoría. 

Art.  156.  Los  jueces  ocuparán  en  las 
ceremonias  públicas  el  lugar  que  les  asig- 
ne, según  su  rango,  el  reglamento  respec- 
tivo (2).  .  ^,  ^       . 

Art.  157.  Los  jueces  están  exentos  de 
toda  obligación  de  servicio  personal  que 
las  leyes  impongan  a  los  ciudadanos  chi- 
lenos. 

Art.  158.  Los  jueces  jubilados  gozaran 
de  los  mismos  honores  i  prerrogativas  que 
los  que  se  hallan  en  actual  servicio. 

TITULO  IX 

De  la  respouitabilidaa  de  los  jueces. 

Art.  159.  El  coheclio,  la  falta  de  obser- 
vancia en  materia  sustancial  de  las  leyes 
que  reglan  el  procedimiento,  la  denega- 
ción i  la  torcida  administración  de  justicia 
i  en  jeneral  toda  prevaricación  o  grave  in- 
fracción de  cualquiera  de  los  deberes  que 
las  leyes  imponen  a  los  jueces,  los  deja 
sujetos  al  castigo  que  corresponda  según 
la' naturaleza  i  gravedad  del  delito,  con 
arreglo  a  lo  establecido  en  el  Código  Penal. 


(1)  Véase  el  articulo  329  y  el  Apéndice  VI  á  esta 
lei. 

(2)  De  fi  de  setiembre  de  1853,  completado,  res- 
pecto de  las  asistencias  en  provincias,  por  decreto 
de  U  de  setiembre  de  1S89. 


Esta  disposición  no  es  aplicable  a  los 
miembros  de  la  Corte  Suprema  en  lo  rela- 
tivo a  la  falta  de  observancia  de  las  leyes 
que  reglan  el  procedimiento  ni  en  cuanto 
a  la  denegación  ni  a  la  torcida  administra- 
ción de  justicia. 

Art.  Í60.  Todo  juez  delincuente  será 
ademas  civdmente  responsable  de  los  da- 
ños estimables  en  dinero  que  con  su  delito 
hubiere  irrogado  a  cualesquiera  personas 
o  corporaciones. 

Art.  161.  La  misma  responsabilidad  ci- 
vil afectará  al  juez  si  el  daño  fuere  produ- 
cido por  un  cuasi-delito. 

Art.  162.  La  responsabilidad  civil  afec- 
ta solidariamente  a  todos  los  jueces  que 
hubieren  cometido  el  delito  o  concurrido 
con  su  voto  al  hecho  o  procedimiento  de 
que  ella  nace. 

Art.  163  Ninguna  acusación  o  deman- 
da civil  entablada  contra  un  juez  para  ha- 
cer efectiva  su  responsabilidad  criminal  ó 
civil  podrá  tramitarse  sin  que  sea  previa- 
mente calificada  de  admisible  por  el  juez 
o  tribunal  que  es  llamado  a  conocer  de 
ella. 

Art.  164.  Las  acciones  (jue  establece 
este  título  no  podrán  interponerse  mien- 
tras estuviere  pendiente  la  causa  o  pleito 
en  que  se  supone  causado  el  agravio. 

Art.  165.  No  podrá  entablar  el  juicio 
de  responsabilidad  civil  en  el  caso  del  ar- 
tículo 161  el  que,  pudiendo  legalmente,  no 
hubiere  reclamado,  con  oportunidad,  del 
agravio  que  se  le  hubiere  causado. 

Art.  166.  Ni  en  el  caso  de  responsabi- 
lidad criminal  ni  en  el  caso  de  responsabi- 
lidad civil  la  sentencia  pronunciada  en  el 
juicio  de  responsabilidad  alterará  la  sen- 
tencia ñrme. 

Art.  167.  Lo  dispuesto  por  el  articulo 
161  no  comprende  a  los  jueces  de  distrito 
ni  a  los  de  subdelegacion. 

Art.  168.  Las  acciones  que  establece 
este  título  prescriben  en  seis  meses  conta- 
dos desde  que  termine  la  causa  en  que  se 
supone  causado  el  agravio, 

TITILO    X 

De  la  espiración  i  sH.spension   de   las   fun- 
ciones de  los  jueces. 

Art.  169.     El  cargo  de  juez  espira: 
I.*     Por  incurrir  el  juez  en  alguna  de 
las  incapacidades   establecidas  por  la  lei 
para  ejercerlo; 

Respecto  de  los  jueces  procesados,  se 
estará  a  lo  dispuesto  por  el  articulo  171;  i 
respecto  de  los  condenados  por  delito,  a  lo 
establecido  en  el  número  3,"  del  presente 
artículo. 
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2."  Por  la  recepción  do  órdenes  ccle- 
•áiásticas  mayores; 

3.°  Por  incurrir  el  juez,  en  virtud  de 
un  proceso  criminal  seguido  contra  él,  en 
Ja  pena  de  inhabilitación  absoluta  o  espe- 
cial perpetua  para  tai  carj^o; 

4.°  Por  la  renuncia  del  cargo,  hecha 
por  el  j  uez  i  aceptada  por  la  autoridad  com- 
petente; 

5.°  Por  la,  jubilación  concedida  por  el 
Presidente  de  la  República; 

6."  Por  la  promoción  del  juez  a  otro 
ompleo  del  orden  judicial,  aceptada  por  61; 

7."  Por  la  aceptación  de  todo  cargo  o 
-empleo  administrativo  conferido  por  el 
Presidente  de  la  República,  con  excepción 
de  los  creados  por  la  lei  de  instrucción  se- 
cundaria i  superior,  del  cargo  de  Conseje- 
ro de  Estado  i  de  los  empleos  diplomá- 
ticos; 

8  "  Por  aceptar  o  continuar  desempe- 
ñando el  cargo  de  Senador  o  Diputado  al 
Congreso  Nacional  o  el  de  Municipal,  ya 
sea  en  calidad  de  propietario  o  de  supleiiíe; 

Q.''  Por  la  aceptación  del  cargo  de  Pre- 
sidente de  la  República  (1). 

Art.  170.  Si  dos  miembros  de  un  mis- 
mo tribunal  contrajeren,  después  que  ha- 
yan sido  nombrados  tales,  alguno  de  los 
parentescos  designados  en  el  artículo  60  de 
esta  lei,  aquel  por  cuyo  matrimonióse  ha- 
ya contraído  el  parentesco,  cesará  inme- 
diatamente en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
i  deberá  ser  separado  de  su  destino. 

Art.  171.  Las  funciones  de  juez  se  sus- 
penden: 

I-"     (2). 

2.°  Por  hallarse  el  juez  procesado  por 
crimen  o  simple  delito  cometido  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  o  a  que  se  aplique 
pena  aflictiva. 

Se  entiend3,  para  el  efecto  de  este  ar- 
ticulo, procesado  el  juez,  desde  que  es  eje- 
cutorio el  auto  en  que  se  declara  admisible 
la  acusación  o  que  ha  lugar  a  ella,  si  fuere 
menester,  o  desde  que  se  libra  el  decreto 
de  prisión,  si  aquella  declaración  no  fuere 
necesaria. 

3  "  Por  sentencia  judicial  que  imponga 
al  juez  la  pena  de  suspensión; 

4."  Por  el  permiso  temporal  concedido 
al  juez  para  dejar  de  ejercer  sus  funciones, 
con  arreglo  a  la  leí  de  licencias. 


(1)  Los  tres  últimos  números  han  sido  agrega- 
dos por  el  artículo  l.°  de  la  ley  de  31  de  agosto  de 
1880,  sobre  incompatibilidades. 

(2)  Derogado  por  el  articulo  Lúdela  leidein- 
ocmpatibilidades  de  25  agosto  de  1880.  V.  el  apén- 
dice. 


TITILO  XI 

Ike  Um  jiieceM  árbitro.s. 

Art.  172.  Se  llaman  arbitros  los  jueces 
nombrados  por  las  partes,  o  por  la  autori- 
dad judicial  en  subsidio,  para  la  resolución 
de  un  asunto  litijloso. 

Art.  173.  El  arbitro  puede  ser  nombra- 
do, o  con  la  calidad  de  dar  su  fallo  sujetán- 
dose estrictamente  a  las  leyes,  o  con  la  de 
darlo  sin  esa  sujeción  i  obedeciendo  a  lo 
que  su  prudencia  I  la  equidad  le  dictaren  . 
En  el  primer  caso  toma  la  denominación 
especial  de  arbitro  de  derecho,  i  en  el  se- 
gundo, la  de  arbítrador  o  amigable  com- 
ponedor. 

Art.  174.  Puede  ser  nombrado  arbitro 
toda  persona  mayor  de  edad,  con  tal  que 
tenga  la  libre  disposición  de  sus  bienes  i 
sepa  leer  I  escribir. 

Lo  cual  se  entiende  sin  perjuicio  de  lo 
dispuesto  por  los  artículos  1323  I  1325  del 
Código  civil. 

Art.  175.  No  puede  ser  nombrado  arbi- 
tro para  la  resolución  de  un  asunto  el  juez 
que  actualmente  estuviere  conociendo  de 
él,  ni  las  personas  que  litigan  como  partes. 

Art.  176.  Deben  resolverse  por  arbitros 
los  asuntos  siguientes: 

1."  La  liquidación  de  una  sociedad  con- 
yugal o  de  una  sociedad  colectiva  o  en  co- 
mandita civil; 

2.°    La  partición  de  bienes; 

3."  Las  cuestiones  a  que  diere  lugar  la 
presentación  de  la  cuenta  del  jerente  o  del 
liquidador  de  las  sociedades  comerciales. 

4.°  Las  diferencias  que  ocurrieren  en- 
tre los  socios  de  una  sociedad  anónima,  o 
de  una  sociedad  colectiva  o  en  comandita 
comercial,  o  entre  los  asociados  en  una 
participación,  en  el  caso  del  artículo  415 
del  Código  de  Comercio. 

Pueden,  sin  embargo,  los  interesados  re- 
solver por  sí  mismos  estos  negocios,  si  to- 
dos ellos  tienen  la  Ubre  disposición  de  sus 
bienes  i  concurren  al  acto. 

Art.  177.  Fuera  de  los  casos  espresados 
en  el  artículo  precedente,  nadie  puede  ser 
obligado  a  someter  al  j  ulclo  de  arbitros  una 
contienda  judicial. 

Art.  178.  No  podrán  ser  sometidas  a  la 
resolución  de  arbitros  las  cuestiones  que 
versen  sobre  alimentos  o  sobre  derecho  de 
pedir  separación  de  bienes  entre  marido  i 
mujer. 

Art.  179.  Tampoco  podrán  someterse  a 
la  decisión  de  arbitros  las  causas  en  que 
debe  ser  oído  el  ministerio  público,  ni  las 
que  se  susciten  entre  un  representante  le- 
gal I  su  representado. 
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Todo  lo  cual  se  entiende  sin  perjuicio  de 
lo  dispuesto  por  el  articulo  176. 

Art.  180.  Pueden  las  partes,  si  obran 
de  acuerdo,  nombrar  para  la  resolución  de 
un  litijio  dos  o  mas  arbitros. 

Art.  181.  El  nombramiento  de  arbitros 
deberá  hacerse  con  el  consentimiento  uná- 
nime de  todas  las  partes  interesadas  en  el 
litijio  sometido  a  su  decisión. 

En  los  casos  en  que  no  liubiere  aveni- 
miento entre  la-;  partes  respecto  de  la  per- 
sona en  quien  haya  de  recaer  el  encargo, 
el  nombramiento  se  hará  por  la  justicia  or- 
dinaria, debiendo  en  tal  caso  recaer  dicho 
nombramiento  en  un  solo  individuo  i  di- 
verso de  los  indicados  por  las  partes. 

Art.  182.  En  el  caso  de  ser  dos  los  ar- 
bitros nombrados,  las  partes  deberán  nom- 
brar un  tercero  que  dirima  las  discordias 
que  entre  aquéllos  puedan  ocurrir. 

Podrán  también  autorizar  a  los  mismos 
arbitros  para  que  nombren,  en  caso  nece- 
sario, el  tercero  en  discordia. 

Si  las  partes  no  se  avinieren  en  el  nom- 
bramiento, ni  dieren  a  los  arbitros  la  indi- 
cada autorización,  el  tercero  será  nombra- 
do por  la  justicia  ordinaria. 

Art.  183.  El  nombramiento  de  árljítro 
deberá  hacerse  por  escrito. 

En  el  instrumento  en  que  se  haga  el 
nombramiento  de  arbitro  deberán  espre- 
sarse: 

1."  El  nombre  i  apellido  de  las  partes 
1  i  ti  orantes; 

2."  El  nombre  i  apellido  del  arbitro 
nombrado; 

:5.*'    El  asunto  sometido  al  juicio  arbitral; 

4.°  Las  facultades  que  se  confieren  al 
arbitro,  i  el  lugar  i  tiempo  en  que  deba  des- 
empeñar sus  funciones. 

Faltando  la  espresion  de  cualquiera  de 
los  puntos  indicados  en  los  números  1.°, 
2.®  i  3.°,  no  valdrá  el  nombramiento. 

Art.  184.  Si  las  partes  no  espresaren 
con  qué  calidad  es  nombrado  el  arbitro,  se 
entiende  que  lo  es  con  la  de  arbitro  de  de- 
recho. 

Si  faltare  la  espresion  del  lugar  en  que 
deba  seguirse  el  juicio,  se  entenderá  que  lo 
es  aquel  en  que  se  ha  celebrado  el  compro- 
miso. 

Si  faltare  la  designación  del  tiempo,  se 
entenderá  que  el  arbitro  debe  evacuar  su 
encargo  en  el  término  de  dos  años  conta- 
dos desde  su  aceptación. 

Art.  185.  El  arbitro  que  acepta  el  en- 
cargo deberá  declararlo  asi,  i  jurará  des- 
empeñarlo con  la  debida  ñdelidad  i  en  el 
menor  tiempo  posible. 

Art.  186.     Si  los  arbitros  no  se  pusieren 


de  acuerdo,  será  llamado  el  tercero  en  dis- 
cordia nombrado  por  las  partes,  por  los 
mismos  arbitros  o  por  la  justicia  ordinaria, 
conforme  a  lo  prevenido  por  el  articulo  182. 

Los  arbitros  i  el  tercero  acordarán  la 
sentencia  en  la  forma  prevenida  por  el  Có- 
digo de  Enjuiciamiento  para  el  acuerdo  de 
las  sentencias  de  los  tribunales  colejiados. 

Art.  187.  Contra  una  sentencia  arbitral 
se  pueden  interponer  los  recursos  de  ape- 
lación i  casación  para  ante  el  tribunal  que 
habria  conocido  de  ellos  si  se  hubieran  in- 
terpuesto en  juicio  ordinario;  a  menos  que 
las  partes,  siendo  mayores  de  edad  i  libres 
administradoras  de  sus  bienes,  hayan  re- 
nunciado dichos  recursos,  o  sometidolos 
también  a  arbitraje  en  el  instrumento  del 
compromiso  o  en  un  acto  posterior. 

Art.  188.  Los  arbitros  una  vez  aceptado 
su  encargo,  quedan  obligados  a  desempe- 
ñarlo. 

Esta  obligación  cesa: 

1."  Si  las  partes  ocurren  de  común 
acuerdo  a  la  justicia  ordinaria  o  a  otros  ar- 
bitros solicitando  la  resolución  del  negocio; 

2."  Si  fueren  maltratados  o  injuriados 
por  alguna  de  las  partes; 

3.°  Si  contrajeren  enfermedad  que  les 
impida  seguir  ejerciendo  sus  funciones; 

4.°  Si  por  cualquier  causa  tuvieren  que 
ausentarse  del  lugar  donde  se  sigue  el 
juicio. 

Art.  189.  El  compromiso  concluye  por 
revoriacion  hecha  por  laspnrtes  de  común 
acuerdo  de  la  jurisdicción  otorgada  al  com- 
promisario. 

Art.  190.  El  compromiso  no  cesa  por  la 
muerte  de  una  o  mas  de  las  partes,  i  el 
juicio  seguirá  su  marcha  con  citación  e  in- 
tervención de  los  herederos  del  difunto. 
^  Art.  191.  Los  arbitros  nombrados  por 
las  partes  no  son  recusables  sino  por  cau- 
sas que  hayan  sobrevenido  a  su  nombra- 
miento. 

Sin  embargo,  es  también  admisible  la 
recusación  por  causa  anterior  al  nombra- 
miento, si  la  parte  recusante  jura  que  en 
aquella  sazón  no  la  conocía. 

TÍTIXO    ^It 

De  la  competencia. 

§   I 
Reglas  jenerales. 

Art.  192.  La  competencia  es  la  facultad 
que  tiene  cada  juez  o  tribunal  para  cono- 
cer de  los  negocios  que  la  lei  ha  colocado 
dentro  de  la  esfera  de  sus  atribuciones. 
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Art.  193  Radicado  con  arreglo  a  la  lei 
el  conocimiento  de  un  negocio  ante  tribu- 
nal comi^etente,  no  se  alterará  esta  com- 
petencia por  causa  sobreviniente. 

Art.  194.  Una  vez  fijada  con  arreglo  a 
la  lei  ia  competencia  de  un  juez  inferior 
para  conocer  en  primera  instancia  de  un 
determinado  asunto,  queda  igualmente 
fijada  la  del  tribunal  superior  que  debe 
conocer  del  mismo  asunto  en  segunda  ins- 
tancia. 

Art.  195.  El  tribunal  que  es  competen- 
te para  conocer  de  un  asunto  lo  es  igual- 
mente pira  conocer  de  todas  las  inciden- 
cias que  en  él  promuevan. 

Lo  es  también  para  conocer  de  las  cues- 
tiones que  se  susciten  por  via  de  recon- 
vención o  de  compensación,  aunque  el  co- 
nocimiento de  estas  cuestiones,  atendida 
su  cuantía,  hubiera  de  corresponder  a  un 
juez  inferior  si  se  entablaran  por  sepa- 
rado. 

Art.  196.  Siempre  que  según  la  lei  fue- 
ren competentes  para  conocer  de  un  mis- 
mo asunto  dos  o  mas  tribunales,  ninguno 
de  ellos  podrá  escusarse  del  conocimiento 
bajo  el.pretesto  de  haber  otros  tribunales 
que  puedan  conocer  del  mismo  asunto; 
pero  el  que  haya  prevenido  en  el  conoci- 
miento escluye  a  los  demás,  los  cuales  ce- 
san desde  entonces  de  ser  competentes. 

§11 

Reglas  que  determinan  la  cuantía  de  las 

materias  judiciales. 

Art.  197.  En  los  asuntos  civiles  la  cuan- 
tía de  la  materia  sre  determina  por  el  valor 
de  la  cosa  disputada. 

En  los  asuntos  criminales  se  determina 
por  la  pena  que  el  delito  lleva  consigo. 

Art.  198.  Si  el  demandante  acompaña- 
re documentos  que  sirvan  de  apoyo  a  su 
acción  i  en  elloá  apareciere  determinado  el 
valor  de  la  cosa  disputada,  se  estará  para 
determinar  la  competencia  a  lo  que  conste 
de  dichos  documentos. 

Art.  199.  Si  el  demandante  no  acompa- 
ñare documentos  o  si  de  ellos  no  aparecie- 
re esclarecido  el  valor  de  la  cosa,  i  la 
acción  entablada  fuere  personal,  se  deter- 
minará la  cuantía  de  la  materia  por  la 
apreciación  que  el  demandante  hiciere  en 
su  demanda  verbal  o  escrita. 

Art.  200.  Si  la  acción  entablada  fuere 
real  i  el  valor  de  la  cosa  no  apareciere  de- 
terminado del  modo  que  se  indica  en  el  ar- 
tículo 198,  se  estará  a  la  apreciación  que 
las  partes  hicieren  de  común  acuerdo. 

Por  el  simple  hecho  de  haber  compare- 


cido ante  el  juez  para  cualquier  dilijencia 
o  trámite  del  juicio  todas  las  partes  juntas 
o  cada  una  de  ellas  separadamente,  sin  que 
ninguna  haya  entablado  reclamo  por  in- 
competencia nacida  del  valor  de  la  cosa 
disputada,  se  presume  de  derecho  el  acuer- 
do de  que  habla  el  inciso  anterior  i  se  es- 
tablece la  competencia  del  juez  para  seguir 
conociendo  del  litijio  que  ante  él  se  hubie- 
re entablado. 

Art.  201.  Si  el  valor  de  la  cosa  deman- 
dada por  acción  real  no  fuere  determinado 
del  modo  que  se  indica  en  el  articulo  ante- 
rior, el  juez  ante  quien  se  hubiere  entabla- 
do la  demanda  nombrará  un  perito  para 
que  avalúe  la  cosa,  i  se  reputará  por  ver- 
dadero valor  de  ella  para  el  efecto  de  de- 
terminar la  cuantía  del  juicio  el  que  dicho 
perito  le  lijare. 

Art.  202.  Si  en  una  misma  demanda  se 
entablaren  a  la  vez  varias  acciones,  en  los 
casos  en  que  puede  esto  hacerse  conforme 
a  lo  prevenido  en  el  Código  de  Enjuicia- 
miento, se  deteterminará  la  cuantía  del 
juicio  por  el  monto  a  que  ascendieren  todas 
las  acciones  entabladas. 

Art.  203.  Si  el  demandado  al  contestar 
a  la  demanda  entablare  reconvención  con- 
tra el  demandante,  la  cuantía  de  la  mate- 
ria se  determinará  por  el  monto  a  que 
ascendieren  la  acción  principal  i  la  recon- 
vención reunidas. 

Art.  204.  Si  lo  que  se  demanda  fuere  el 
resto  insoluto  de  una  cantidad  mayor  que 
hubiere  sido  antes  pagada  en  parte,  se  aten- 
derá, para  determinar  la  cuantía  de  la  ma- 
teria, únicamente  al  valor  del  resto  inso- 
luto. 

Art.  205.  Si  se  trata  del  derecho  a  pen- 
siones futuras  que  no  abracen  un  tiempo 
determinado,  se  ñjará  la  cuantía  de  Ja  ma- 
teria por  la  suma  a  que  ascendieren  dichas 
pensiones  en  un  año.  Si  tienen  tiempo  de- 
terminado, se  atenderá  al  monto  de  todas 
ellas. 

Pero  si  se  tratare  del  cobro  de  una  can- 
tidad procedente  de  pensiones  periódicas  ya 
devengadas,  la  determinación  se  hará  por 
el  monto  a  que  todas  ellas  ascendieren. 

Art.  206.  Si  el  valor  de  la  cosa  disputa- 
da se  aumentare  o  disminuyere  durante  la 
instancia,  no  sufrirá  alteración  alguna  la 
determinación  que  antes  se  hubiere  hecho 
con  arreglo  a  la  lei 

Art.  207.  Tampoco  sufrirá  la  determi- 
nación alteración  alguna  en  razón  de  lo 
que  se  deba  por  intereses  o  frutos  deven- 
gados después  de  la  fecha  de  la  demanda, 
ni  de  lo  que  se  deba  por  costas  o  daños 
causados  durante  .el  juicio. 
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Pero  los  intereses,  frutos  o  daños  debi- 
dos antes  de  la  demanda  se  agregarán  al 
capital  demandado,  i  se  tomarán  en  cuen- 
ta para  determinar  la  cuantía  de  la  ma- 
teria. 

Art.  208.  Si  fueren  muchos  los  deman- 
dados en  un  mismo  juicio,  el  valor  total  de 
la  cosa  o  cantidad  debida  determinará  la 
cuantia  de  la  materia,  aun  cuando  por  no 
ser  solidaria  la  obligación  no  pueda  cada 
uno  de  los  demandados  ser  compelido  al 
pago  total  de  la  cosa  o  cantidad,  sino  tan 
solo  al  de  la  parte  que  le  correspondiere. 

Art.  209.  Para  el  efecto  de  determinar 
la  competencia  se  reputarán  como  de  va- 
lor de  mas  de  doscientos  pesos  los  nego- 
cios que  versen  sobre  materias  que  no  es- 
tán sujetas  a  una  determinada  apreciación 
pecuniaria.  Tales  son,  por  ejemplo: 

1."  Las  cuestiones  relativas  al  estado 
civil  de  las  personas; 

2.°  Las  relativas  a  la  separación  de  bie- 
nes entre  marido  i  mujer,  o  a  la  crianza  i 
cuidado  de  los  hijos; 

3.°  Las  que  versen  sobre  validez  o  nu- 
lidad de  disposiciones  testamentarias,  so  ■ 
bre  petición  de  herencia,  o  sobre  apertura 
i  protocolización  de  un  testamento; 

4."  Las  relativas  al  nombramiento  de 
tutores  i  curadores,  a  la  administración 
de  estos  funcionarios,  a  su  responsabilidad, 
a  sus  escusas  i  a  su  remoción. 

Art.  210.  Se  reputarán  también  en  todo 
caso  como  materias  de  mayor  cuantía, 
para  el  efecto  de  determinar  la  competen- 
cia del  juez,  las  que  en  seguida  se  indican: 

1.°  El  derecho  al  goce  de  los  réditos  de 
un  capital  acensuado; 

2°  Todas  las  cuestiones  relativas  a 
quiebras ,  a  formación  de  concurso  de 
acreedores  i  a  convenios  entre  éstos  i  el 
deudor. 

Art.  211.  Para  determinar  la  gravedad 
o  levedad  en  materia  criminal,  se  estará  a 
o  dispuesto  en  el  Código  Penal. 

§3. 

Reglas  que  determinan  la  competencia  en 
materias  ciciles  entre  tribunales  de  igual 
jerarquía. 

Art.  212.  En  jeneral,  es  juez  compe- 
tente para  conocer  de  una  demanda  civil  o 
para  intervenir  en  un  acto  no  contencioso, 
el  del  domicilio  del  demandado  o  interesa- 
do, sin  perjuicio  de  las  reglas  establecidas 
en  los  artículos  siguientes. 

Art.  213.  Si  la  acción  entablada  fuere 
inmueble,  serán  competentes  para  conocer 
del  juicio,  a  elección  del  demandante: 


1.°  El  juez  del  lugar  donde  debe  cum- 
plirse la  obligación,  según  lo  establecido- 
por  los  artículos  1.587,  1.588  i  1.589  del 
Código  civil; 

2.°  El  del  lugar  donde  se  contrajo  la 
obligación; 

3.°  El  del  lugar  donde  se  encontrare  la 
especie  reclamada. 

Art.  214.  Si  el  inmueble  o  inmuebles 
que  son  objeto  de  la  acción  real  estuvieren 
situados  en  diversos  distritos  jurisdiccio- 
nales, será  competente  cualquiera  de  los 
jueces  en  cuyo  distrito  estuvieren  situados. 

Art.  215.  Si  ana  misma  acción  tuviere 
por  objeto  reclamar  cosas  muebles  e  in- 
muebles, será  juez  competente  el  del  lugar 
en  que  estuvieren  situados  los  inmuebles. 

Esta  regla  es  aplical^le  a  los  casos  en  que 
se  entablan  conjuntamente  dos  o  mas  ac- 
ciones, con  tal  que  una  de  ellas  por  lo  me- 
nos sea  inmueble. 

Art.  216.  Si  la  acción  entablada  fuere 
de  las  que  se  reputan  muebles  con  arreglo 
a  lo  prevenido  por  el  articulo  p80  del  Có- 
digo civil,  será  competente  para  conocer 
del  juicio  el  juez  del  lugar  donde  debe 
cumplirse  la  obligación  según  lo  estableci- 
do por  los  artículos  1.587,  1.588  i  1.589  del 
mismo  Código. 

Art.  217.  Si  una  misma  demanda  com- 
prendiere obligaciones  que  deban  cumplir- 
se en  diversos  lugares,  será  competente 
para  conocer  del  juicio  el  juez  de  aquel  en 
que  se  reclame  el  cumplimiento  de  todas 
las  obligaciones,  sin  perjuicio  de  cumplir- 
se cada  una  de  éstas  en  su  respectivo 
lugar. 

Art.  218.  Si  el  demandado  tuviere  su 
domicilio  en  dos  o  mas  lugares,  podrá  el 
demandante  entablar  su  acción  ante  el 
juez  de  cualquiera  de  ellos. 

Art.  219.  Si  los  demandados  fueren  dos 
o  mas  i  cada  uno  de  ellos  tuviere  su  domi- 
cilio en  diferente  lugar,  podrá  el  deman- 
dante entablar  su  acción  ante  el  juez  de 
cualquier  lugar  donde  esté  domiciliado  uno 
de  los  demandados,  i  en  tal  caso  quedarán 
los  demás  sujetos  a  la  jurisdicción  del  mis- 
mo juez. 

Art.  220.  Cuando  el  demandado  fuere 
una  persona  jurídica,  se  reputará  por  do- 
micilio, para  el  objeto  de  fijar  la  compe- 
tencia del  juez,  el  lugar  donde  tenga  su 
asiento  la  respectiva  corporación  o  funda- 
ción. 

I  si  la  persona  jurídica  demandada  tu- 
viere establecimientos,   comisiones  u  ofi- 
cinas que  la  representen  en  diversos  luga 
res,  como  sucede  con  el  fisco  o  con  las  so- 
ciedades comerciales,  deberá  ser  deman- 
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dada  ante  el  juez  del  kigar  donde  exista  el 
establecimiento,  comisión  u  oficina  que  ce- 
lebró el  contrato  o  que  intervino  en  el  he- 
i'ho  que  da  orijen  al  juicio. 

Art.  221.  Será  juez  competente  para 
conocer  el  juicio  de  petición  de  herencia, 
del  de  desheredamiento  i  del  de  validez  o 
nulidad  de  disposiciones  testamentarias, 
el  del  lugar  donde  se  hubiere  abierto  la 
sucesión  del  difunto  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto por  el  articulo  955  del  Código  ci- 
vil. 

El  mismo  juez  será  también  competente 
para  conocer  de  todas  las  dilijencias  judi- 
ciales relativas  a  laaperturadela  sucesión, 
formación  de  inventarios  i  tasación  i  par- 
tición de  los  bienes  que  el  difunto  hubiere 
dejado. 

Art.  222.  Será  juez  competente  para 
conocer  del  nombramiento  de  tutor  o  cu- 
rador i  de  todas  las  dilijencias  que,  según 
la  lei,  deben  preceder  a  la  administración 
de  estos  cargos,  el  del  lugar  donde  tuviere 
su  domicilio  el  pupilo,  aunque  el  tutor  o 
curador  nombrado  tenga  el  sujo  en  lugar 
diferente; 

El  mismo  juez  será  competente  para  co- 
nocer de  todas  las  incidencias  relativas  a 
la  administración  de  la  tutela  o  curaduría, 
de  las  incapacidades  o  escusas  de  los  guar- 
dadores, de  su  remoción  i  de  las  cuentas 
que  deben  rendir  a  la  espiración  de  sus 
cargos. 

Art.  223,  En  los  casos  de  presunción 
de  muerte  por  desaparecimiento,  el  juez 
del  lugar  en  que  el  desa|iarecido  hubiere 
tenido  su  último  domicilio  será  competente 
para  declarar  la  presunción  de  muerte  i 
para  conferir  la  posesión  provisoria  o  defi- 
nitiva de  los  bienes  del  desaparecido  a  las 
personas  que  justifiquen  tener  derecho  a 
ellos. 

Art.  224.  Para  nombrar  curador  a  los 
bienes  de  un  ausente  o  a  una  herencia  ya- 
cente, será  competente  el  juez  del  lugar 
en  que  el  ausente  o  el  difunto  hubiere  te- 
nido su  último  domicilio. 

Para  nombrar  curador  a  los  derechos 
eventuales  del  que  está  por  nacer,  será 
competente  el  juez  del  lugar  en  que  la  ma- 
dre tuviere  su  domicilio. 

Art.  225.  Para  aprobar  o  autorizar  la 
enajenación,  hipotecacion  o  arrendamien- 
to de  inmuebles,  es  competente  el  juez  del 
lugar  donde  éstos  estuvieren  situados. 

Art.  226.  Será  juez  competente  en  ma- 
teria de  quiebras,  cesiones  de  bienes,  con- 
cursos de  acreedores  i  convenios  entre 
deudor  y  acreedores  el  del  lugar  en  que  el 
fallido  o  el  deudor  tuviere  su  domicilio. 


§IV 

Reglas  que  determinan  la  competencia  en 
materias  criminales  entre  tribunales  de 
iyual  Jerarquía. 

Art.  227.  Será  competente  para  cono- 
cer de  un  delito  el  tribunal  en  cuyo  terri- 
torio se  hubiere  cometido  el  hecho  que  da 
motivo  al  proceso. 

Art.  228.  Si  el  autor  del  delito  se  au- 
seutare  del  lugar  donde  lo  cometió  i  fuere 
después  aprehendido  en  otro,  será  puesto 
a  disposición  del  tribunal  competente  tan 
pronto  como  se  verificare  la  aprehensión. 
Pei-o  si  el  reo  hubiere  cometido  un  nue- 
vo delito  en  el  lugar  donde  se  efectuó  la 
aprehensión  o  en  otro  diferente,  el  tribu- 
nal en  cuyo  territorio  hubiere  aquél  come- 
tido el  último  delito  será  competente  para 
conocer  de  todos  los  delitos  cometidos. 

I  esta  competencia  tendrá  lugar  aun  en 
el  caso  de  que  el  reo  tuviere  procesos  pen- 
dientes an¿e  tribunales  de  otros  lugares. 
En  tal  caso  se  acumularán  todos  los  pro- 
cesos para  que  conozca  de  ellos  el  tribunal 
competente. 

Art.  229.  Si  en  el  caso  de  los  incisos 
2.°  i  3.°  del  articulo  precedente  sucediere 
que  uno  de  los  delitos  cometidos  es  crimen 
i  otro  o  los  otros  simples  delitos,  será  com- 
petente para  conocer  de  todos  ellos  el  tri- 
bunal en  cuyo  territorio  se  hubiere  come- 
tido el  crimen. 

Art.  230.  Si  un  mismo  reo  tuviere  pro- 
cesos pendientes  por  crimen  o  simples  de- 
litos, el  juez  de  letras  será  el  solo  compe- 
tente para  conocer  de  todos  ellos. 

Art.  231.  Sí  el  delito  se  hubiere  come- 
tido por  una  o  varias  personas  en  dos  o 
mas  lugares  o  si  no  se  pudiere  averiguar 
a  punto  fijo  en  cuál  lugar  se  cometió,  será 
competente  para  conocer  de  él  el  tribunal 
de  cualquiera  de  los  lugares  en  que  se  hu- 
biere cometido  o  respecto  de  los  cuales  se 
suscitare  la  duda. 

Art.  232.  Si  el  delito  fuere  el  de  pirate- 
ría, o  si  se  hubiere  cometido  a  bordo  de  un 
buque  nacional  en  alta  mar,  o  a  bordo  do 
un  buque  de  guerra  nacional  surto  en 
aguas  de  otra  potencia,  o  si  se  hubiere  co- 
metido en  pais  estranjero  por  un  ájente 
diplomático  o  consular  chileno  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones  de  tal,  ojeneral- 
mente  si  el  delito  se  hubiere  cometido  fue- 
ra del  territorio  real  del  Estado  i  debiere 
ser  castigado  con  arreglo  a  las  leyes  chi- 
lenas, será  competente  para  conocer  de  él 
el  tribunal  en  cuyo  territorio  se  encontra- 
re o  fuera  actualmente  habido  el  delin- 
cuente. 
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Art.  233.  Si  en  un  delito  cuyo  conoci- 
miento corresponde  a  los  tribunales  mili- 
t:ires  fueren  cómplices  o  encubridores  una 
o  mas  personas  sujetas  al  fuero  común,  no 
dejará  por  eso  de  ser  competente  el  tribu- 
nal militar,  el  cual  tendrá  también  compe- 
tencia para  castigar  a  las  dichas  personas 
con  las  penas  que  las  leyes  señalan 

La  misma  competencia  tendrán  los  tri- 
bunales especiales  a  que  se  refieren  los  ar- 
tículos 67,  116  i  117. 

Art.  234.  Si  en  el  proceso  criminal  que 
se  siga  contra  un  reo  se  entablaren  contra 
él  acciones  civiles  nacidas  de  delito  para 
obtener  la  mera  restitución  de  alguna  co- 
sa, será  competente  para  conocer  de  estas 
acciones  el  trüiunal  que  conozca  del  pro- 
ceso criminal. 

§V 
De  la  prórroga,  de  Jurisdicción. 

Art.  235.  Un  tribunal  que  no  es  natu- 
ralmente competente  para  conocer  de  un 
determina;lo  asunto,  puede  llegar  a  serlo 
sí  para  ello  se  le  prorroga  la  jurisdicción. 

La  prórroga  de  jurisdicción  se  verifíca 
cuando  las  jiartes  espi'esa  o  tácit  imente 
convienen  en  ser  juzgadas  por  un  tribunal 
diverso  de  aquel  a  quien  según  la  lei  co- 
rresponde el  conocimiento  del  asunto. 

Art.  236.  La  prórroga  de  jurisdicción 
solo  procede  en  los  negocios  contenciosos 
civiles. 

Art.  237.  La  prórroga  de  jurisdicción 
solo  puede  tener  lugar  cuando  el  tribunal 
a  quien  se  otorga  ejerce  una  jurisdicción 
análoga  á  la  del  tribunal  á  quien  por  la  lei 
corresponde  rigorosamente  el  conocimien- 
to del  asunto. 

.Así  la  jurisdicción  de  un  juez  de  letras 
encargado  de  conocer  de  negocios  civiles 
puede  prorrogarse  para  que  conozca  de  un 
negocio  sujeto  a  otro  funcionario  de  igual 
clase;  pero  no  puede  prorrogarse  la  juris- 
dicción de  un  tribunal  eclesiástico  o  mili- 
tar para  que  conozca  de  un  negocio  sujeto 
a  un  juez  de  letras,  o  viceversa. 

Art.  238.  Pueden  prorrogar  jurisdic- 
ción todas  las  personas  que  según  la  lei 
son  hábiles  para  estar  en  juicio  por  sí  mis- 
mas, i  por  las  que  no  lo  son  pueden  pro- 
rrogarla sus  representantes  legales. 

Art.  239.  La  prórroga  de  jurisdicción 
solo  surte  efectos  entre  las  personas  que 
lian  concurrido  a  otorgarla,  mas  no  res- 
pecto de  otras  personas  como  los  fiadores 
o  codeudores. 

Art.  240.  Se  prorroga  la  jurisdicción 
espresamente  cuando  en  el  contrato  mismo 


o  en  un  acto  posterior  han  convenido  en 
ello  las  partes,  designando  con  toda  preci- 
sión el  juez  a  quien  se  someten. 

Art.  241.  Se  entiende  que  prorrogan 
tácitamente  la  jurisdicción: 

1.°  El  demandante,  por  el  hecho  de  ocu- 
rrir ante  el  juez  interponiendo  su  de- 
manda; 

2.°  El  demandado,  por  hacev%  después 
de  personado  en  el  juicio,  cualquiera  jes- 
tion  que  no  sea  la  de  reclamar  la  incompe 
tencia  del  juez. 

§  VI 

Déla  competencia  para  fallar  en  una  sola 
instancia. 

Art.  242.  La  competencia  de  que  se 
halla  revestido  un  tribunal  puede  ser  o 
para  fallar  un  asunto  en  una  sola  instan- 
cia, de  manera  que  la  sentencia  cause  eje- 
cutoria, o  para  fallarlo  en  primera  instan- 
cia, de  manera  que  la  sentencia  quede  su- 
jeta al  recurso  de  apelación. 

Art.  243.  Los  jueces  de  distrito  son  com- 
petentes para  fallar  en  una  sola  instancia 
las  causas  en  que  el  valor  de  la  materia 
disputada  no  pase  de  veinte  pesos. 

Los  jueces  de  letras  son  competentes 
para  fallar  del  mismo  m.odo  las  causas  en 
que  el  valor  de  la  materia  no  pase  de  tres- 
cientos pesos. 

Art.  244.  El  valor  de  la  materia  dispu- 
tada se  fijará  con  arreglo  a  lo  prevenido 
por  los  artículos  198  i  siguientes  liasta  el 
208  inclusive  de  esta  lei. 

Art.  245.  Habrá  lugar  al  recurso  de 
apelación  en  las  cau.sas  que  versaren  sobre 
las  materias  de  que  hablan  los  artículos  209 
i  210  de  esta  lei. 

Art.  246.  Cualquiera  de  las  partes  pue- 
de, en  los  casos  en  que  el  valor  de  la  cosa 
disputada  no  aparezca  esclarecido  por  los 
medios  indicados  en  esta  lei,  hacer  las  jes- 
tiones  convenientes  para  que  dicho  valor 
sea  fijado  antes  de  que  se  pronuncie  la  sen- 
tencia. 

Puede  también  el  tribunal  dictar  de  ofi- 
cio las  medidas  i  órdenes  convenientes 
para  el  mismo  efecto. 

§  VII 

De  la  implicancia  i  de  la  recusación 
de  los  jueces. 

Art.  247.  Los  jueces  pueden  perder  su 
competencia  para  conocer  de  determina- 
dos negocios  por  implicancia  o  por  recusa- 
ción declaradas,  en  caso  necesario,  en  vir- 
tud de  causas  legales. 
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Art.  248.     Son  causas  de  implicancia: 

1.a  Ser  el  juez  parte  en  el  pleito  o  tener 
en  él  interés  personal; 

2."  Ser  el  juez  consorte,  ascendiente  o 
descendiente'de  alguna  de  las  partes; 

3."  Ser  el  juez  tutor  o  curador  de  algu- 
na de  las  partes,  o  ser  albacea  de  alguna 
sucesión  o  síndico  de  alguna  quiebra  o 
concurso  o  admini-^trador  de  algún  esta- 
blecimiento o  representante  de  alguna  per- 
sona jurídica  (jue  ñgure  como  parte  en  el 
juicio; 

4.*  Haber  sido  el  juez  abogado  o  apo- 
derado de  alguna  de  las  partes  en  la  causa 
actualmente  sometida  á  su  conocimiento. 

Art.  249.  La  implicancia  de  los  jueces 
puede  i  debe  ser  declarada  de  oficio  o  a  pe- 
tición de  parte. 

Bastará,  sin  embargo,  que  el  juez  se  abs- 
tenga del  conocimiento  del  negocio,  si  per- 
teneciere a  un  tribunal  colejiado  i  la  parte 
no  reclamare  la  declaración  de  la  impli- 
cv.ncia. 

Art.  250      Son  causas  de  recusación: 

1.*  Ser  el  juez  pariente  consanguíneo 
lejltimo  o  natural  en  toda  la  linea  recta  i  en 
la  colateral  hasta  el  cuarto  grado  inclusive, 
o  afín  hasta  el  segundo  grado,  también  in- 
clusive, de  alguna  de  las  partes  o  de  sus 
representantes  legales; 

2.^  Ser  el  juez  ascendiente,  descen- 
diente, hejnnano  o  cuñado  lejítimo  o  natu- 
ral del  abogado  de  alguna  de  las  partes; 

3."  Tener  el  juez  superior  alguno  délos 
parentescos  designados  en  el  inciso  prece- 
dente con  el  juez  inferior  que  hul)iere  pro- 
nunciado la  sentencia  que  se  trata  de  con- 
firmar o  revocar; 

4."'  Ser  alguna  de  las  partes  sirviente, 
paniaguado  o  dependiente  asalariado  del 
juez,  o  vice-versa; 

5.*  Ser  el  juez  deudor  o  acreedor  de  al- 
guna de  las  partes;  o  serlo  su  consorte,  o 
alguno  de  sus  ascendientes,  descendientes 
o  |)arientes  colaterales  dentro  del  segundo 
grado; 

(j.*  Tener  el  juez,  su  consorte,  ascen- 
dientes, descendientes  o  parientes  colate- 
rales dentro  del  segundo  grado,  causa  pen- 
diente en  que  deba  fallar  como  juez  algu- 
na de  las  partes; 

1  .^  Tener  el  juez,  su  consorte,  o  alguno 
de  sus  ascendientes,  descendientes  o  pa- 
rientes colaterales  dentro  del  segundo 
grado,  causa  pendiente  en  que  se  ventile 
la  misma  cuestión  que  el  juez  debe  fa- 
llar;  ^ 

8.*  Tener  pendiente  alguna  de  las  par- 
tes pleito  civil  o  criminal  con  el  juez,  con 
su  consorte,  o  con  alguno  de  sus  ascen- 


dientes, descendientes  o  parientes  colate- 
rales dentro  del  segundo  grado. 

Cuando  el  pleito  haya  sido  promovido 
por  alguna  de  las  partes,  deberá  haíjerlo 
sido  antes  de  la  instancia  en  que  se  inten- 
ta la  recusación; 

9.''  Haber  el  juez  declarado  como  testi- 
go en  la  cuestión  actualmente  sometida  a 
su  conocimiento; 

10.  Haber  el  juez  manifestado  de  cual- 
quier modo  su  dictamen  sobre  la  cuestión 
pendiente,  siempre  que  lo  hubiere  hecho 
con  conocimiento  de  ella; 

11.  Ser  el  juez  heredero  instituido  en 
testamento  por  alguna  de  las  partes,  o 
serlo  su  consorte,  o  alguno  de  sus  ascen- 
dientes, descendientes  del  mismo  juez  o  al- 
guno de  sus  parientes  colaterales  dentro 
del  segundo  grado; 

12.  Ser  alguna  de  las  partes  heredero 
instituido  en  testamento  por  el  juez; 

13.  Ser  el  juez  socio  colectivo,  coman- 
ditario o  de  hecho  de  alguna  de  las  partes, 
o  serlo  su  consorte  o  alguno  de  los  ascen- 
dientes o  descendientes  del  mismo  juez,  o 
alguno  de  sus  parientes  colaterales  dentro 
del  segundo  grado; 

14.  Haber  el  juez  recibido  de  alguna 
de  las  partes  un  beneficio  de  importancia, 
que  haga  presumir  empeñada  su  gratitud; 

15.  Tener  el  juez  con  alguna  de  las 
partes  amistad  que  se  manitieste  por  actos 
de  estrecha  familiaridad; 

16.  Tener  el  juez  con  alguna  de  las 
partes  enemistad,  odio  o  resentimiento 
que  haga  presumir  que  no  se  halla  reves- 
tido de  la  debida  imparcialidad; 

17.  Haber  el  juez  recibido,  después  de 
comenzado  el  pleito,  dádivas  o  servicios  de 
alguna  de  las  partes,  cualquiera  que  sea 
su  valor  o  importancia. 

Art.  251.  El  parentesco  de  que  se  habla 
en  los  artículos  248  i  250  comprende  tanto 
el  de  consanguinidad  como  el  de  añnidad, 
i  tanto  el  lejítimo  como  el  ilejítimo. 

En  los  casos  en  que  se  trate  de  recusar 
al  juez  por  parentesco  ilejítimo  que  no  esté 
de  antemano  reconocido  o  establecido  por 
los  medios  legales,  no  se  admitirá  otra 
prueba  que  la  confesión  espontánea  del 
juez. 

Art.  252.  La  recu.sacion  solo  podrá  en- 
tablarse por  la  parte  a  quien,  según  la 
presunción  de  la  lei,  puede  perjudicar  la 
falta  de  imparcialidad  que  se  supone  en  el 
juez 

Art.  253.  En  los  casos  en  que  todas  las 
partes  litigantes  pudieren  alegar  una  mis- 
ma cau.sa  de  recusación  contra  el  juez, 
será  éste  recusable  por  cualquiera  de  ellas. 
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§   VIII 

De  los  tribunales  que  deben  conocer  en  las 
cuestiones  de  competencia  i  en  las  de 
implicancias  i  recusaciones. 

Art.  254.  De  la  competencia  que  se 
suscitare  entre  dos  Jueces  de  distrito,  co- 
nocerá el  juez  de  subdelegacion  de  quien 
ellos  dependan. 

De  la  competencia  que  se  suscitare  en- 
tre dos  jueces  de  subdelegacion  o  entre  un 
juez  de  subdelegacion  i  uno  de  distrito,  co- 
nocerá el  juez  de  letras  de  quien  ambos 
dependan. 

Si  la  competencia  se  suscitare  entre  dos 
jueces  de  letras  o  entre  un  juez  de  letras 
i  uno  de  subdelegacion  o  de  distrito,  cono- 
cerá de  ella  la  Corte  de  Apelaciones  de 
quien  dependan  los  jueces  que  figuran  en 
la  contienda. 

Si  los  jueces  entre  quienes  se  suscita 
alguna  de  las  cuestiones  de  competencia 
indicadas  en  los  incisos  precedentes  de- 
pendieren de  diversos  tribunales  superio- 
res, será  dirimida  por  el  tribunal  que  hu- 
biere prevenido  en  el  conocimiento  de  la 
cuestión. 

Art.  255.  Las  cuestiones  de  competen- 
cia que  se  susciten  entre  otras  autoridades 
judiciales  que  las  indicadas  en  el  articulo 
anterior,  serán  resueltas  por  la  Corte  Su- 
prema. 

Cuando  estas  competencias  tengan  lugar 
entre  un  tribunal  civil  i  otro  eclesiástico, 
si  la  Corte  Suprema  resolviere  que  el  co- 
nocimiento del  negocio  corresponde  al  pri- 
mero, sólo  las  resoluciones  de  éste  produ- 
cirán efectos  civiles. 

Art  256.  De  la  implicancia  de  jueces 
que  sirven  en  tribunales  unipersonales,  co- 
nocerán ellos  mismos. 

Art.  257.  De  la  implicancia  de  jueces 
que  sirven  en  tribunales  colejiados  cono- 
cerá el  tribunal  mismo  con  esclusión  del 
miembro  o  miembros  de  cuya  implicancia 
se  trata. 

Art.  258.  El  auto  en  que  el  juez  que 
desempeña  un  tribunal  unipersonal  dese- 
cha la  implicancia,  es  apelable  para  ante 
el  tribunal  a  quien  corresponde  o  corres- 
pondería la  segunda  instancia  del  negocio 
en  que  la  implicancia  incide. 

En  el  ca^o  de  un  juez  arbitro  de  única  o 
de  segunda  instancia  se  entiende,  para  el 
efecto  de  este  artículo,  como  tribunal  de 
alzada  la  Corte  de  Apelaciones  respectiva. 

Art.  259.  De  la  recusación  de  un  juez 
de  di-trito  conocerá  el  juez  de  subdelega- 
cion respectivo. 

De  la  de  un  juez  de  subdelegacion  cono- 


cerá el  juez  de  letras  del  departamento  o 
el  funcionario  que  según  la  lei  hiciere  sus 
veces. 

De  la  de  un  juez  de  letras  conocerá  la 
Corte  de  Apelaciones  respectiva. 

De  la  de  uno  o  mas  miembros  de  una 
Corte  de  Apelaciones  conocerá  la  Corte 
Suprema. 

De  la  de  uno  o  mas  miembros  de  la  Cor- 
te Suprema  conocerá  la  Corte  de  Apela- 
ciones de  Santiago. 

De  la  de  un  juez  arbitro  conocerá  el  juez 
ordinario  del  lugar  donde  se  sigue  el  jui- 
cio. 

Art.  260.  Salvo  el  caso  espresado  en  el 
artículo  258,  toda  cuestión  de  implicancia 
será  fallada  en  una  sola  instancia  por  el 
juez  a  quien  corresponde  su  conocimiento. 

Art.  261.  Asimismo  será  fallada  en  una 
sola  instancia  toda  cuestión  de  competen- 
cia o  de  recusación. 

TÍTULO  XIII 

Del  ininíKterio  público. 

§1- 

De  las  funciones  del  ministerio  público. 

Art.  262.  Las  funciones  del  ministerio 
público  conciernen  a  los  negocios  adminis- 
trativos del  Estado  o  a  los  judiciales. 

En  la  presente  lei  solo  se  trata  de  las 
funciones  de  la  segunda  clase. 

Art.  263.  Debe  ser  oido  el  ministerio 
público: 

1.°  En  los  recursos  de  casación  en  el 
fondo,  que  se  sigan  ante  las  Cortes  de  Ape- 
laciones o  ante  la  Corte  Suprema; 

2.^  En  las  causas  criminales  por  crimen 
o  simple  delito  seguidas  ante  los^tribunales 
que  establece  la  presente  lei,  escepto  aque- 
llas en  que  no  puede  procederse  de  oñcio; 

S.°  En  las  contiendas  de  competencia 
suscitadas  por  razón  de  la  materia  de  la 
cosa  litijio.sa; 

4.°  En  los  juicios  sobre  responsabilidad 
civil  de  los  jueces  o  de  cualesquiera  emplea- 
dos públicos,  por  sus  actos  ministeriales; 

5."  En  los  juicios  sobre  el  estado  civil 
de  alguna  persona; 

6."  En  los  negocios  que  afecten  los  bie- 
nes de  las  corporaciones  o  fundaciones  de 
derecho  público,  siempre  que  el  interés  de 
las  mismas  conste  del  proceso  o  resulte  de 
la  naturaleza  del  negocio; 

7.°  En  jeneral,  en  todo  negocio  respec- 
to del  cual  las  leyes  prescriban  espresa- 
mente  la  audiencia  o  intervención  del  mi- 
nisterio público. 

Art.  264.    Pueden  la  Corte   Suprema, 
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las  Cortes  de  AjX'laciones  i  los  jueces  de 
letras  pedir  el  dictamen  del  ministerio  pú- 
blico en  todos  los  casos  en  que  lo  estimen 
conveniente. 

Art.  265.  El  ministerio  público  obra, 
según  la  naturaleza  de  los  negocios,  o  como 
parte  principal  o  como  tercero  o  como  ausi- 
liar  del  juez. 

Art.  26r).  Cuando  el  ministerio  público 
obra  como  parte  principal,  ñgurará  en  to- 
dos los  trámites  del  juicio. 

En  los  demás  casos  bastará  que  antes  de 
la  sentencia  o  decreto  definitivo  del  juez  o 
cuando  éste  lo  estime  conveniente,  exami- 
ne el  proceso  i  esponga  las  conclusiones 
que  crea  procedentes. 

Art.  267.  El  ministerio  público  es,  en 
lo  tocante  al  ejercicio  de  sus  funciones,  in- 
dependiente de  los  tribunales  de  justicia 
cerca  de  los  cuales  es  llamado  a  ejercer- 
las. 

Puede  en  consecuencia  defender  los  in- 
tereses que  le  están  encomendados  en  la 
forma  que  sus  convicciones  se  lo  dicten, 
estableciendo  las  conclusiones  que  crea 
arregladas  a  la  lei. 

Art.  268  Pueden  los  oficiales  del  mi- 
nisterio público  hacerse  dar  conocimiento 
de  cualesquiera  asuntos  en  que  crean  se 
hallan  comprometidos  los  intereses  cuya 
defensa  les  ha  confiado  la  lei. 

Requeridos  los  jueces  por  los  oficiales 
del  ministerio  público,  deberán  hacerles 
pasar  inmediatamente  el  respectivo  proce- 
so, sin  perjuicio  del  derecho  de  los  intere- 
sados para  reclamar,  si  lo  estimaren  con- 
veniente, contra  la  intervención  de  aqué- 
llos. 

Podrán,  sin  embargo,  denegar  e^ta  re- 
misión, cuando  creyeren  comprometer  con 
ella  el  sijilo  de  negocios  que  deben  ser  se- 
cretos. 

§n- 

De  la  organización  del  ministerio  púhlieo. 

Art.  269.  En  la  Corte  Suprema,  en  las 
Cortes  de  Apelaciones  i  en  los  juzgados  de 
letras  habrá  empleados  que  con  la  deno- 
minación común  de  oficiales  del  ministerio 
público,  estarán  encargados  de  ejercer  las 
funciones  que  por  la  presente  lei  corres- 
ponden a  dicho  ministerio. 

Art.  270.  El  ministerio  público  será 
ejercido  en  la  Corte  Suprema  por  un  ofi- 
cial que  se  denominará  fiscal  de  la  Corte 
Suprema;  en  cada  una  de  las  Cortes  de 
Apelaciones  de  Concepción  i  de  la  Serena, 
por  un  oficial  que  se  denominará ^fScaZ  de 
la  Corle  de  Apelaciones;  en  la  Corte  de 


Apelaciones  de  Sanliago,  por  dos  oficiales- 
asignados  cada  uno  a  cada  una  de  sus  sa- 
las i  que  se  denominarán  respectivamente 
fiscal  de  la  primeree  sala  i  fiscal  de  la  se- 
gundee sala  do  la  Corte  de  Apelaciones;  i 
en  los  juzgados  de  letras,  por  oficiales  que 
se  denominarán  promotor  es  fiscales . 

Art.  271.  Habrá  en  Santi'igo  dos  pro- 
motores fiscales,  uno  para  lo  civil  i  de  ha- 
cienda, i  el  otro  para  lo  criminal.  (1) 

En  los  demás  departamentos  de  la  Re- 
pública solo  habrá  un  promotor  fiscal. 

Art.  272.  En  los  negocios  que  se  venti- 
len ante  los  jueces  de  subdelegacion  o  do 
distrito  no  será  necesaria  la  intervención 
de  los  oficiales  del  ministerio  público;  pero 
los  promotores  fiscales  del  juzgado  de  le- 
tras del  departamento  podrán  intervenir 
en  ellos  cua.ido  lo  juzguen  conveniente  a 
los  intereses  que  están  encargados  de  de- 
fender. 

Art.  273.  En  los  casos  en  que  se  hallare 
accidentalmente  impedido  para  desempe- 
ñar sus  funciones  el  ñscal  de  la  Corte  Su- 
prema, será  reemplazado  por  uno  de  los 
abogados  que  en  las  listas  de  que  trata  el 
articulo  122  figure  entre  los  recomendados 
para  ministro  o  fiscal  de  la  Corte  Su- 
prema. 

De  la  misma  manera  los  fiscales  de  las 
Cortes  de  Apelaciones  serán  reemplazados 
por  los  abogados  recomendados  para  mi- 
nistros o  fiscales  de  las  Cortes  de  Apela- 
ciones; y  los  promotores  fiscales,  por  los 
recomendados  para  jueces  de  letras. 

La  designación  del  reemplazante  se  ha- 
rá por  el  tribunal  ante  el  cual  va  a  ejercer 
sus  funciones,  con  sujeción  al  orden  de  las 
recomendaciones  hechas  en  la  mencionada 
lista. 

A  falta  de  abogados  que  reúnan  la  con- 
dición espresada  en  los  dos  primeros  inci- 
sos de  este  articulo,  podrán  los  tribunales 
nombrar  abogados  o,  en  defecto  de  ellos, 
personas  entendidas  en  la  tramitación  de 
los  juicios,  que  reemplacen  a  los  fiscales  o 
promotores  fiscales  inhabilitados,  con  tal 
que  ni  los  unos  ni  los  otros  tengan  incapa- 
cidad legal  para  desempeñar  el  cargo. 

Art.  274.  Las  disposiciones  del  artículo- 
precedente  no  se  aplican  al  caso  de  impe- 
dimento por  licencia;  ni  al  de  vacante  del 


(1)  Por  lei  de  31  de  enero  de  1888,  se  ha  creado 
un  nuevo  promotor  fiscal  en  lo  criminal  para  San- 
tiago, i  otra  promotoria  para  Valpai-aiso. 

En  los  departamentos  en  que  no  hubiere  funcio- 
narios encargados  del  ministerio  público,  ejerce- 
rán escás  funciones  los  procuradores  municipales 
con  arreglo  al  artículo  transitorio  de  la  lei  de  12 
de  setiembre  de  i887. 


y 
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■empleo  por  muerte,  destitución,  jubilación 
o  renuncia  del  que  io  servia  (1). 

En  todos  los  casos  a  que  se  refiere  el  in- 
ciso anterior,  el  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca en  Santiago,  i  en  los  demás  departa- 
mentos el  intendente  de  la  provincia,  ha- 
rán la  designación  del  oficial  interino  o  su- 
plente del  ministerio  público  con  sujeción 
á  las  reglas  establecidas  en  los  incisos  1.°, 
2.°  y  4.°  del  mencionado  articulo  273. 

AVt.  275.  En  la  Corte  de  Apelaciones  i 
en  los  juzgados  de  letras  de  Santiago  (oda 
falta  de  uno  de  los  fiscales  o  de  los  promo- 
tores fiscales  será  suplida  por  el  otro;  i  solo 
en  caso  que  esto  no  pueda  hacerse  tendrá 
lugar  la  disposición  del  precitado  articu- 
lo 273. 

Art.  276.  Los  abogados  nombrados  para 
reemplazar  a  los  oficíales  del  ministerio 
público  desempeñarán  gratuitamente  sus 
cargos. 

§   3. 

De  la  aplicación  a  los  oficiales  del  minis- 
terio público  de  varias  disposiciones  re- 
lativas a  los  jueces. 

Art.  277.  No  pueden  ser  oficiales  del 
ministerio  público  los  que  no  pueden  ser 
jueces  de  letras. 

Art.  278.  Para  poder  ser  fiscal  de  la 
Corte  Suprema  o  de  una  Corle  de  Apela- 
ciones se  requieren  las  mismas  cualidades 
que  para  poder  ser  miembro  del  respectivo 
tribunal. 

Para  poder  ser  promotor  fiscal  de  un 
departamento  se  requieren  las  mismas  cua- 
lidades que  para  poder  ser  juez  de  letras 
del  mismo  (2). 

Art  279.  No  podrán  ser  oficiales  del 
ministerio  público  en  un  tribunal  las  per- 
sonas que  tengan  con  uno  o  mas  jueces  de 
él,  alguno  de  los  parentescos  designados 
en  el  articulo  60. 

Art.  280.  Las  funciones  del  ministerio 
público,  salvo  lo  dispuesto  por  los  artículos 
133,  134  i  136,  son  incompatibles  con  las 
judiciales,  con  las  eclesiásticas  i  con  las 
del  orden  administrativo. 

Pueden,  sin  embargo,  acumularse  las 
funciones  de  promotor  fiscal  i  de  secreta- 
rio de  intendencia,  escepto  en  la  provincia 
de  Valparaíso  i  en  aquellas  en  que  resida 
una  Corte  de  Apelaciones  (3). 


Art.  281.  Es  aplicable  a  los  oficiales  del 
ministerio  público,  lo  dispuesto  respecto 
del  nombramiento  e  instalación  de  los  jue- 
ces por  los  artículos  118,  119,  121,  122,  123, 
140,  141,  142,  145  i  146. 

Para  los  efectos  de  este  artículo  se  con- 
siderarán como  miembros  de  la  Corte  Su- 
prema o  de  las  Cortes  de  Apelaciones  a  los 
respectivos  fiscales,  i  como  jueces  de  letras 
a  los  promotores  fiscales. 

Art.  282.  Gozan  los  oficiales  del  minis- 
terio público  de  la  misma  inamovilidad  de 
que  gozan  los  jueces. 

Art.  283.  Cuando  algún  fiscal  de  las 
Corles  de  Apelaciones  o  algiin  promotor 
fiscal  que  hubiere  prestado  el  juraaientu 
correspondiente  fuere  nombrado  para  un 
puesto  análogo  al  que  desempeñaba,  no  se- 
rá obligado  a  prestar  nuevo  juramento. 

Art.  284.  Rijen  respecto  de  los  oficiales 
del  ministerio  público  las  disposiciones  de 
los  artículos  147,  149  i  154. 

Art.  285.  Las  prohibiciones  impuestas 
alos  jueces  por  el  articulo  150  rijen  tam- 
bién respecto  del  fiscal  de  la  Corte  Supre- 
ma, de  los  fiscales  de  las  Cortes  de  Apela- 
ciones i  de  los  promotores  fiscales  que 
ejercen  sus  funciones  en  Valparaíso  i  en 
los  lugares  donde  residen  Cortes  de  Ape- 
laciones (1). 

Art.  286.  Se  prohibe  a  los  oficiales  del 
ministerio  público,  ya  sean  propietarios, 
interinos  o  suplentes,  intervenir  como  ta- 
les funcionarios  en  los  negocios  en  que 
sean  parte  o  tengan  interés  personal  ellos 
mismos  o  alguna  de  las  personas  espresa- 
das en  el  artículo  248;  o  en  que,  antes  de 
entrar  en  el  ejercicio  de  sus  funciones, 
hayan  ellos  intervenido  como  abogados  o 
representantes  de  cualquiera  de  las  partes; 
a  menos  que  su  ínteres  o  el  interés  de  las 
personas  a  quienes  el  precitado  artículo  se 
refiere  o  a  quienes  dichos  funcionarios  hu- 
bieren defendido  o  represenlado  no  esté  en 
oposición  con  el  que  les  corresponde  defen- 
der en  razón  de  su  ministerio. 

Art.  287.  Los  oficiales  del  ministerio  pú- 
blico tendrán  el  tratamiento  de  Señoría,  i 
será  aplicable  a  ellos  todo  lo  prevenido  res- 
pecto de  los  honores  i  prerrogativas  de  los 
jueces  por  los  artículos  157  i  158. 

Art.  288.  La  responsabilidad  criminal 
i  civil  de  los  oficiales  del  ministerio  público 
se  rejirá  por  las  reglas  establecidas  en  el 
título  IX  de  esta  lei,  en  cuanto,  atendida  la 


(1)  El  artículo  2.°  de  la  lei  de  20  de  enero  de  1894, 
sobre  nombramiento  de  jueces,  derogó  este  artícu- 
lo, pero  no  lo  reemplazó  por  otro 

(2)  Este  inciso  está  reformado  así  por  el  artícu- 
lo 3.°  déla  lei  de  i;»  de  enero  de  I88í». 

(ñ)    Véase  el  artículo  103  de  esta  lei. 


(1)  La  prohibición  impuesta  por  este  artículo 
al  ministerio  fiscal  solo  se  entenderá  respecto  de 
los  negocios  en  que  conozcan  ó  deban  intervenir 
por  razón  de  sus  funciones.  (Art.  3.°  de  la  lei  de 
26  de  septiembre  de  1877). 
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naturaleza  de  las  funciones  de  estosemplea- 
dos,  dichas  reglas  sean  aplicables  a  ellos. 

De  las  acusaciones  o  demandas  que  se 
entablaren  contra  los  oficiales  del  ministe- 
rio público  para  hacer  efectiva  su  respon- 
sabilidad, conocerán  los  mismos  tribuna- 
les designados  por  la  lei  para  conocer  de 
las  que  se  entablaren  contra  los  jueces. 

Para  determinar  la  competencia  de  los 
tribunales  de  que  aquí  se  trata  se  atende- 
rá a  la  clasiñcacion  establecida  por  el  ar- 
ticulo 281. 

Art.  289.  Cada  tribunal  velará  la  con- 
ducta funcionarla  del  respectivo  oficial  del 
ministerio  público. 

Art.  290.  Si  los  jueces  de  letras  nota- 
ren faltas  o  abusos  en  el  desempeño  de  las 
funciones  de  los  promotores  fiscales,  darán 
cuenta  a  la  Corte  de  Apelaciones  respecti- 
va, la  cual  Corte,  si  lo  estimare  convenien- 
te, correjirá  dichas  faltas  o  abusos  de  la 
manera  i  por  los  medios  que  señalan  los 
artículos  69  i  70. 

Art.  291.  Es  aplicable  a  las  faltas  o  abu- 
sos que  los  fiscales  de  las  Cortes  de  Apela- 
ciones cometan  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones la  disposición  del  art.  70;  i  a  las  fal- 
tas o  abusos  del  físcal  de  la  Corte  Supre- 
ma, la  del  articulo  110. 

Art.  292.  Son  aplicables  a  las  funcio- 
nes de  los  oficiales  del  ministerio  público 
las  causas  de  espiración  i  de  suspensión 
del  cargo  de  juez  señaladas  en  los  artícu- 
los 169,  170  i  171,  salvo  la  escepcion  del  in- 
ciso 2.°  del  art.  28,0. 

Art.  293.  En  los  negocios  en  que  los 
oficiales  del  ministerio  público  intervienen 
como  terceros  coadyuvantes  pueden  ser 
recusados  con  espresion  de  causa  por  las 
personas  naturales  o  jurídicas  cuyos  in- 
tereses i  derechos  son  llamados  a  protejer 
y  defender. 

Las  causas  de  recusación  de  estos  fun- 
cionarios son  las  designadas  para  la  recu- 
sación de  los  jueces  por  el  art.  250,  con  es- 
clusion  de  las  comprendidas  en  los  núme- 
ros 2.°  i  10. 

I  no  podrá  entablarse  la  recusación  sino 
cuando,  según  la  presunción  de  la  lei,  la 
falta  de  imparcialidad  que  se  supone  en  el 
recusado  puede  perjudicar  al  recusante. 

De  esta  recusación  conocerá  en  única 
instancia  el  tribunal  cerca  del  cual  ejerce 
sus  funciones  el  recusado. 

Art.  294.  Los  oficiales  del  ministerio 
público  provocarán  la  acción  de  la  justi- 
cia siempre  que  en  negocios  de  su  incum- 
bencia fueren  requeridos  por  el  Gobierno; 
pero  deberán  hacerlo  en  la  forma  estable- 
cida en  el  inciso  2.°  del  art.  267. 


TITIJE.*  XIV 

Del  niiniíttterio  du  Ion  defeiisureí^   púlilicoM. 

§   I 

De   las   fanctones  del   ministerio   de  los 

defensores  públicos. 

Art.  29.5.  Debe  ser  oído  el  ministerio 
de  los  defensores  públicos: 

I.*'  En  los  juicios  que  se  susciten  en- 
tre un  representante  legal  i  su  represen- 
tado; 

2."  En  los  actos  de  los  incapaces  o  de 
sus  representantes  legales,  de  los  curado- 
res de  bienes,  de  los  menores  habilitados 
de  edad,  para  los  cuales  actos  exija  la  lei 
autorización  o  aprobación  judicial; 

3."  En  jeneral,  en  todo  negocio  res- 
pecto del  cual  las  leyes  prescriban  espre- 
samente  la  audiencia  o  intervención  del 
ministerio  de  los  defensores  públicos  o  de 
los  parientes  de  los  interesados. 

Art.  296.  [-"uede  el  ministerio  de  los 
defensores  públicos  representar  en  asun- 
tos judiciales  a  los  incapaces,  a  los  ausen- 
tes i  a  las  fundaciones  de  beneficencia  u 
obras  pias  que  no  tengan  guardador,  pro- 
curador o  representante  legal.  (1) 

Puede  igualmente  ejercitar  las  acciones 
que  las  leyes  conceden  en  favor  de  las  per- 
sonas u  obras  pías  espresadas  en  el  inciso 
precedente,  ya  competan  contra  el  repre- 
sentante legal  de  las  mismas,  ya  contra 
otros. 

Art.  297.  Toca  al  ministerio  de  los  de- 
fensores públicos,  sin  perjuicio  de  las  fa- 
cultades i  derechos  que  las  leyes  conceden 
a  los  jueces  i  a  otras  personas,  velar  por 
el  recto  desempeño  de  las  funciones  de  los 
guardadores  de  incapaces,  de  los  curado- 
res de  bienes,  de  los  representan  tes  legales 
de  las  fundaciones  de  l)eneficencia  i  de  los 
encargados  de  la  ejecución  de  obras  pías; 
i  puede  provocar  ¡a  acción  de  la  justicia 
en  beneficio  de  estas  personas  i  de  estas 
obras,  siempre  que  lo  estime  conveniente 
al  exacto  desempeño  de  dichas  funciones. 

Art.  298.  Pueden  los  jueces  oir  al  mi- 
nisterio de  los  defensores  públicos  en  los 
negocios  que  interesen  a  los  incapaces,  a 
los  ausentes,  a  las  herencias  yacentes,  a 
los  derechos  de  los  que  están  por  nacer^  a 
las  personas  jurídicas  o  a  las  obras  pías, 
siempre  que  lo  estimen  conveniente. 


(1)  Según  el  art.  i.°  de  la  lei  de  26  de  setiem- 
bre de  1877,  el  honorario  de  los  defensores  públi- 
cos se  determinará  con  arreglo  a  lo  prevenido 
por  el  art.  2117  del  Código  Civil. 


y 
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§11 

¿).j  la  oi'cjani^acion  del  ministerio  de  los 

defensores  públicos. 

Art.  299.  Las  funciones  del  ministerio 
de  los  defensores  púljücos  serán  desempe- 
ñadas por  las  personas  que  en  los  artículos 
siguientes  se  espresan. 

Avt.  300.  Habrá  en  Santiago  dos  defen- 
sores de  menores  i  un  dejcnsor  de  ausentes 
i  de  obras  pías. 

A  los  primeros  corresponde  intervenir 
por  turno  en  los  negocios  de  los  menores, 
de  los  habilitados  de  edad,  de  las  mujeres 
casadas,  de  los  pródigos,  de  los  dementes  i 
de  los  que  e.stán  por  nacer. 

El  turno  se  ejercerá  por  meses.  Para 
determinarlo  se  atenderá  a  la  feclia  de  la 
primera  providencia  puesta  en  cada  nego- 
cio, i  se  contarán  como  uno  solo  los  meses 
de  enero  i  febrero. 

En  los  demás  negocios  en  que  debe  o 
puede  ser  oido  el  ministerio  de  los  defenso- 
res públicos  intervendrá  el  defensor  de 
ausentes  i  de  obras  pías. 

Art.  301.  Mientras  desempeñen  sus  car- 
gos los  actuales  defensores  de  ausentes  i  de 
obras  pías  de  Santiago,  intervendrá  el  pri- 
mero en  los  negocios  que  interesen  a  los 
ausentes  i  el  segundo  en  todos  los  demás 
que,  en  los  términos  del  artículo  prece- 
dente, pertenecen  a  este  ministerio. 

Art.  302.  En  los  demás  departamentos 
de  la  República  las  funciones  del  ministe- 
rio de  los  defensores  públicos  serán  des- 
empeñadas por  un  defensor  de  menores, 
de  ausentes  t  de  obras  pías. 

Art.  303.  En  los  casos  en  que  se  halla- 
re accidentalmente  impedido  para  des- 
empeñar sus  funciones  alguno  de  los  de- 
fensores de  menores  de  Santiago,  será  re- 
emplazado por  las  personas  i  en  el  orden 
que  a  continuación  se  espresan: 

1."     Por  el  otro  defensor  de  menores; 

2."  Por  el  detensor  de  ausentes  i  de 
obras  pías; 

3.'  Por  un  abogado,  nombrado  por  el 
Juez  que  conoce  en  el  negocio,  de  entre  los 
que  hubieren  sido  últimamente  recomen- 
aados  para  cualquiera  plaza  judicial  en  la 
lista  de  que  trata  el  art.  122. 

Mientras  haya  en  Santiago  un  defensor 
de  ausentes  i  uno  de  obras  pías,  en  el  caso 
del  número  2  de  este  artículo  será  llamado 
«1  defensor  de  ausentes  antes  que  el  de 
obras  pías. 

Art.  304.  En  los  casos  de  impedimento 
accidental  del  defensor  de  ausentes  i  de 
obras  pías  de  Santiago,  la  falta  de  este  de- 
fensor será  suplida: 


1°  Por  uno  de  los  defensores  de  meno- 
res, conforme  al  turno  establecido  por  el 
artículo  300; 

2.°  Por  un  abogado  designado  por  el 
juez  como  en  el  ca>o  del  articulo  prece- 
dente. 

Mientras  haya  en  Santiago  un  defensor 
de  ausentes  i  uno  de  obras  pías,  la  falta  de 
uno  de  ellos  será  suplida  por  el  otro,  en  de- 
fecto de  los  defensores  de  menores. 

Art.  305.  En  los  demás  departamentos 
de  la  República  la  falta  del  defensor  de 
menores,  de  ausentes  i  de  obras  pías  será 
suplida: 

1.°  Por  un  abogado  que  tenga  la  cuali- 
dad requerida  en  e!  número  3  del  art.  303; 

2."  Por  un  abogado  que  carezca  de  esa 
cualidad,  pero  que  no  tenga  incapacidad 
legal  para  desempeñar  el  encargo; 

3.°  Por  cualquiera  persona  entendida 
en  la  tramitación  de  los  juicios  que  noten- 
ga  la  incapacidad  prevenida  en  el  número 
precedente. 

La  designación  del  reemplazante  corres- 
ponde al  juez  (ie  la  causa,  quien  se  ajusta- 
rá para  hacerla  al  orden  establecido  en  este 
artículo. 

Art.  306.  Las  disposiciones  de  los  ar- 
tículos anteriores  se  aplican  a  todos  los 
casos  de  inhabilidad  peculiar  de  determi- 
nados negocios,  inclusa  la  incompatibilidad 
en  los  intereses  o  derechos,  cuya  defensa 
está  encomendada  al  ministerio  de  los  de- 
fensores públicos. 

Pero  no  se  estienden  al  caso  de  licencia 
del  defensor  ni  al  de  vacante  de  la  plaza 
por  muerte,  destitución  o  renuncia  del  que 
la  servía. 

En  todos  los  cisos  del  inciso  precedente, 
la  falta  de  un  defensor  será  suplida  por  el 
que  nombre  el  Presidente  de  la  República; 
o  fuera  de  Santiago  i  mientras  se  dá  cuen- 
ta a  este  majistrado,  por  el  que  nombre  el 
intendente  de  la  provincia  (1). 

El  nombramiento  hecho  por  el  Presi- 
dente de  la  República  o  por  el  intendente  de 
la  provincia  recaerá  en  todo  caso  en  aboga- 
do incluidoen  la  listade  que  trata  el  art.  122. 

§  lil 

De  la  aplicación  a  los  defensores  de  me- 
nores i  de  ausentes  y  de  obras  pías  de 
varias  disposiciones  relativas  a  los 
Jueces. 

Art.  307.     Pueden  ser  defensores  de  me- 


(1)  Este  inciso  y  el  siguiente  están  derogados 
por  el  art.  2.°  de  la  lei  de  19  de  enero  de  1889  sobre 
nombramiento  de  jueces,  pero  no  han  sido  reempla- 
zados por  otro. 
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ñores,  de  ausentes  i  de  obras  pías  de  un 
departamento  los  que  pueden  ser  jueces  de 
letras  del  mismo  (1) 

Art.  308.  No  pueden  ser  defensores  de 
menores,  ni  de  ausentes  i  do  obr.is  pias  los 
que  tengan  con  alguno  de  los  jueces  de  le- 
tras propietarios  del  departamento  cual- 
quiera de  los  parentescos  designados  en  el 
artículo  60. 

Tampoco  podrán  desempuñar  ante  nin- 
gún juez  funciones  accidentales  de  defen- 
sores de  menores  ni  de  ausentes  i  de  obras 
pías  los  que  tengan  con  él  cualquiera  de 
los  indicados  parentescos. 

Art.  309.  Las  funciones  délos  defenso- 
res de  menores,  i  de  ausentes  i  de  obras 
pías  son  incompatibles  con  las  judiciales, 
con  las  eclesiásticas  de  los  que  tengan  cura 
de  almas  i  con  las  del  orden  administrati- 
vo; pero  esto  último  se  entenderá  también 
respecto  de  ellos  en  los  términos  del  inci- 
so 2.°  del  art.  280. 

Art.  310.  Es  aplicable  á  los  defensores 
de  menores,  i  de  ausentes  i  de  obras  pias 
lo  dispuesto  respecto  de  los  jueces  de  le- 
tras por  los  artículos  118,  119,  121,  122  i 
123,  i  respecto  de  los  oficiales  del  ministe- 
rio público  por  el  articulo  281 . 

Art.  311.  Rijen  respecto  de  los  defen- 
sores de  menores,  i  de  ausentes  i  de  obras 
pías  las  disposiciones  de  los  artículos  147, 
1:49  i  154. 

Art.  312,  Son  estensivas  a  los  defenso- 
res de  menores,  i  de  ausentes  i  de  obras 
pías,  en  cuanto  les  sean  adaptables,  las 
disposiciones  legales  relativas  a  las  licen- 
cias de  los  empleados  públicos. 

Art.  313.  (Derogado  por  el  artículo  2." 
de  la  lei  de  26  de  setiembre  de  1877). 

Art.  314.  Se  prohibe  igualmente  a  los 
mismos  defensores  intervenir  en  calidad 
de  tales  en  los  negocios  en  que  sean  parte 
o  tengan  interés  personal  ellos  mismos  o 
algunas  de  las  personas  espresadas  en  el 
artículo  248  o  en  que  antes  de  entrar  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones  hayan  ellos  in- 
tervenido como  abogados  o  representantes 
de  cualquiera  de  las  partes. 

Art.  315.  Es  aplicable  a  los  mismos  de- 
fensores la  disposición  del  artículo  290. 

Art.  316.  Son  aplicables  a  las  funciones 
de  los  mismos  defensores  las  causas  de  es- 
piración i  de  suspensión  del  cargo  de  juez 
señaladas  en  los  números  1,  3,  4  i  6  del 
artículo  169,  en  el  artículo  170  i  en  los  nú- 
meros 2,  3  i  4  del  artículo  171. 

Espiran  igualmente  por  la  colación  ca- 


(1)    Así  reformado  por  la  lei   de  19  de   Enero 
de  1889. 


nónica  de  un  beneficio  eclesiástico  que 
tenga  cura  de  almas;  i  se  suspenden  por  la 
admisión  de  un  empleo  administrativo  in- 
compatible. 

Art.  317.  Los  defensores  de  menores,  i 
de  ausentes  i  de  obras  pias  pueden  ser  re- 
cusados en  los  casos  i  por  las  personas  por 
que  puL'den  serlo  los  oficiales  del  ministe- 
rio público. 

De  esta  recusación  conocerá  en  única 
instancia  el  juez  ante  quien  va  a  ejercer 
sus  funciones  el  recusado. 

Art.  318.  Los  defensores  de  menores, 
i  de  ausentes  i  de  obras  pías  gozarán  los 
emolumentos  que  les  correspondan  con 
arreglo  al  respectivo  arancel. 

TIT«J1.«  XV 

De  los  re::itores. 

Art.  319.  Pueden  ser  relatores  de  una 
Corte  de  Apelaciones  o  de  la  Corte  Supre- 
ma los  que  pueden  ser  jueces  de  letras. 

Art.  320  Siempre  que  se  trate  de  pro- 
veer un  empleo  de  relator,  la  respectiva 
Corte  convocará  un  concurso  púliiico  al 
que  podrán  presentarse  como  opositores 
todos  los  abogados  que  posean  las  cualida- 
des requeridas  para  desempeñar  el  cargo. 

Podrá  la  Corte  admitir,  si  lo  tiene  a 
bien,  a  los  opositores  que  se  presenten  pa- 
sado el  plazo  que  hubiere  fijado  en  el  de- 
creto de  convocación,  con  tal  que  aun  no 
haya  elevado  la  terna  al  Presidente  de  la 
República. 

La  Corte  examinará  las  aptitudes  i  mé- 
rito de  los  opositores,  i  designará  los  tres 
que  conceptuare  mas  dignos. 

En  caso  de  empate  de  votos  para  hacer  es- 
ta designación,  prevalecerá  el  del  que  pre- 
sidiere la  Corte;  i  en  caso  de  dispersión,  los 
miembros  que  sostengan  la  opinión  que 
cuente  en  su  favor  menor  n  hnero  de  vo- 
tos, deberán  abrazar  cualquiera  de  las 
otras  opiniones  manifestadas.  Si  hubiere 
mas  de  una  opinión  que  se  hallare  en  este 
caso,  decidirá  la  Corte  cuál  debe  ser  es- 
cluida,  i  el  miembro  o  miembros  que  la 
sostengan  deberán  optar  entre  las  demás. 

Esta  terna  será  elevada  al  Presidente  de 
la  República,  quien,  en  vista  de  ella,  nom- 
brará el  abogado  que  haya  de  ocupar  el 
puesto. 

Art.  321  Tocan  respectivamente  a  ca- 
da una  de  las  salas  de  la  Corte  de  Apela- 
ciones de  Santiago  la  convocación  a  con- 
curso i  la  formación  de  la  terna  que  pres- 
cribe el  artículo  anterior. 

Art.  322.  Antes  de  comenzar  a  desem- 
peñar su  cargo  prestarán  los  relatores  an- 
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te  el  presidente  de  la  Corte  respectiva  jura- 
mento al  tenor  de  la  fórmula  siguiente: 
«¿Juráis  por  Dios  Nuestro  Señor,  i  por  es- 
tos santos  Evanjelios,  que  guardareis  la 
Constitución  i  las  leyes  de  la  República  i 
que  desempeñareis  tt^elmeite  las  funciones 
de  vuestro  cargo?» 

El  interrogado  responderá:  «Si  juro,»  i 
el  majistrado  que  le  toma  el  juramento 
añadirá:  «Si  asi  lo  hiciereis,  Dios  os  ayu- 
de; i  si  no,  os  lo  demande.» 

Art.  323.  Cuando  algún  relator  estu- 
viere implicado,  lucre  recusado  o  de  cual- 
quier otra  manera  se  imposibilitare  para 
el  ejercicio  de  sus  funciones,  será  reem- 
plazado por  un  abogado  designado  por  la 
respectiva  Corte. 

Si  el  impedimento  durare  o  hubiere  de 
durar  mas  de  quince  dias  i  no  fuere  pecu- 
liar de  determinados  negocios,  pasará  la 
Corte  al  Presidente  de  la  República  una 
terna  formada,  sin  concurso  previo,  con 
arreglo  a  lo  dispuesto  por  el  inciso  4."  del 
articulo  320  a  fin  de  que  nombre  un  su- 
plente. 

Igual  terna  se  pasará  al  Presidente  de  la 
República,  para  el  nombramiento  de  inte- 
rino, en  el  caso  de  vacante  del  empleo; 
pero  ninguna  relatoria  podrá  ser  servida 
interinamente  por  mas  de  tres  meses. 

Art.  324.  No  obstante  lo  dispuesto  en 
el  inciso  1.°  del  articulo  precedente,  puede 
el  secretario  de  una  Corte,  en  caso  de  im- 
pedimento del  relator,  dar  la  cuenta  de  que 
trata  el  número  2.°  del  artículo  325. 

Art.  325.  Son  obligaciones  de  los  rela- 
tores: 

1.*  Asistir  diariamente  a  la  Corte  con 
la  anticipación  necesaria  para  instruirse  de 
los  negocios  de  que  deben  dar  cuenta; 

2.a  ""Dar  cuenta  diaria  de  las  solicitudes 
que  se  presenten  con  calidad  de  urjentes, 
de  las  que  no  pudieren  ser  despachadas  por 
la  sola  indicación  de  la  suma,  i  de  los  ne- 
gocios que  la  Corte  mandare  pasara  ellos; 

3.*    Hacer  relación  de  los  procesos; 

4.*  Cotejar  con  los  procesos  los  infor- 
mes en  derecho,  i  anotar  bajo  su  ñrma  la 
conformidado  desconformidad  que  notaren 
entre  el  mérito  de  éstos  i  los  hechos  espues- 
tos en  aquéllos; 

5.*  Anotar  asimismo  el  dia  de  la  vista 
de  cada  causa  los  nombres  de  los  jueces 
que  hul)ieren  concurrido  a  ella,  si  no  fuere 
despachada  inmediatamente. 

Art.  326.  Cesa  para  los  relatores  la  obli- 
gación de  asistencia  diaria  a  la  Corte  cuan- 
do cesa  para  los  jueces. 

Art.  327.  Antes  de  hacer  la  relación 
deben  los  relatores  dar  cuenta  a  la  Corte 


de  todo  vicio  u  omisión  sustancial  que  no- 
taren en  Irs  procesos;  de  los  abusos  que 
pudieren  dar  mérito  a  que  la  Corte  ejerza 
las  atribuciones  que  le  confieren  los  ar- 
tículos 76  i  108;  i  de  todas  aquellas  faltas  o 
abusos  que  las  leyes  castigan  con  multas 
determinadas. 

Art.  328.  Las  relaciones  deberán  hacer- 
las de  manera  que  la  Corte  quede  entera- 
mente instruida  del  asunto  actualmente 
sometido  a  su  conocimiento,  dando  fiel- 
mente razón  de  todos  los  documentos  i  cir- 
cunstancias que  puedan  contribuir  a  aquel 
objeto. 

Art.  329.  Las  prohibiciones  impuestas 
a  los  jueces  por  los  artículos  150  i  154  de 
esta  lei  rijen  también  respecto  de  los  rela- 
tores. (1) 

Pueden,  sin  embargo,  los  relatores  de- 
fender i  representar  por  cualesquiera  per- 
sonas ante  jueces  arbitros. 

Art.  330.  Se  prohibe  a  los  relatores  re- 
velar las  sentencias  o  acuerdos  del  tribu- 
nal antes  de  estar  firmados  i  publicados. 

Art.  331.  Las  causas  de  implicancia  se- 
ñaladas respecto  de  los  jueces  por  el  ar- 
tículo 248  rijen  también  respecto  de  los  re- 
latores. 

En  consecuencia,  les  es  prohibido  inter- 
venir como  tales  relatores  en  los  negocios 
a  que  este  artículo  se  refiere. 

Art.  332.  Para  recusar  a  los  relatores 
es  menester  espresar  i  probar  causa  legal. 

Son  causas  legales  para  este  efecto  las 
señaladas  en  los  números  1,  2,  4,  5,  6,  7,  8, 
11,  12,  13  i  16  del  art.  250. 

Solo  puede  recusar  a  los  relatores  la 
parte  a  quien,  según  la  presunción  de  la  lei, 
perjudique  la  falta  de  imparcialidad  que 
estas  causas  inducen. 

De  esta  recusación  conocerá  en  única 
instancia  el  tribunal  en  que  el  recusado 
presta  sus  servicios. 

Art.  333.  Los  relatores  gozarán  de  los 
emolumentos  que  los  respectivos  aranceles 
les  señalen. 

Estos  emolumentos  se  entenderán  sin 
perjuicio  del  sueldo  que  las  leves  les  asig- 
nan. 

Art.  334.  Los  relatores  precederán  a  los 
secretarios  en  las  ceremonias  públicas. 

Art.  335.  El  cargo  de  relator  espira  por 
las  causas  espresadas  en  el  art.  169  i  se  sus- 
pende por  todas  las  señaladas  en  el  ar- 
ticulo 171. 


(1)  El  artículo  3."  de  la  lei  de  26  de  setiembre 
de  1877,  dice  que  la  prohibición  impuesta  a  los  re- 
latores, rejirá  sólo  en  las  c»usas  pendientes  ante  la 
Corte  o  sala  cerca  de  la  cual  desempeñen  su  minis- 
terio. 
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•e  los  secretario»* 

Art.  336.  Los  secretarios  de  las  Cortes 
i  juzgados  son  ministros  de  fe  pública  en- 
cargados de  autorizar  todas  las  providen- 
cias, despachos  i  actos  emanados  de  aque- 
llas autoridades,  i  de  custodiar  los  procesos 
i  todos  los  documentos  i  papeles  que  sean 
presentados  a  la  Corte  o  juzgado  en  que 
cada  uno  de  ellos  debe  prestar  sus  servi- 
cios. 

Art.  337.  Para  poder  ser  secretario  de 
la  Corte  Suprema  o  de  una  Corte  de  Ape- 
laciones se  requieren  las  mismas  cualida- 
des que  para  poder  ser  juez  de  letras. 

Para  poder  ser  secretario  de  un  juzgado 
de  letras  se  requiere  ser  abogado. 

Sin  embargo,  cuando  a  una  oposición  no 
se  presentare  ningún  abogado,  podrá  ser 
nombrado  cualquier  individuo  que  tenga 
las  cualidades  necesarias  para  poder  ejer- 
cer el  derecho  de  sufrajio  en  las  elecciones 
populares  i  que  acreditare  poseer  aptitud 
para  desempeñar  el  cargo. 

Art.  33S.  Los  secretarios  serán  nombra- 
dos por  el  Presidente  de  la  República,  pre- 
via oposición  en  la  forma  espresada  para 
los  relatores  por  el  art.  320. 

Art.  339.  La  oposición  para  los  empleos 
de  secretario  de  un  juzgado  de  letras  o  de 
las  Cortes  de  Apelaciones  de  Concepción  o 
de  la  Serena  se  hará  ante  la  Corte  respec- 
tiva. 

Art  340.  La  oposición  para  el  empleo 
de  secretario  de  alguna  de  las  salas  de  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Santiago  se  hará 
ante  la  misma  sala. 

Art.  341.  La  oposición  para  el  empleo 
de  secretario  de  la  Corte  Suprema  se  hará 
ante  esta  misma  Corte. 

Art.  342.  Todo  .secretario,  antes  de  co- 
menzar a  desempeñar  su  cargo,  deberá 
prestar  juramento  al  tenor  de  la  fórmula 
espre.sada  en  el  art.  322. 

Los  secretarios  de  las  Cortes  de  Apela- 
ciones i  los  de  los  juzgados  de  letras  pres- 
tarán el  juramento  ante  el  presidente  de 
la  Corte  de  Apelaciones  respectiva. 

El  de  la  Corte  Suprema  prestará  el  suyo 
ante  el  presidente  de  este  tribunal. 

Art.  343.  Todo  secretario  de  un  juzga- 
do de  letras,  antes  de  entrar  en  el  ejerci- 
cio de  sus  funciones,  deberá  rendir,  a  sa- 
tisfacción del  presidente  de  la  Corte  de 
Apelaciones  respectiva,  una  fianza  para 
responder  de  las  multas,  costas  e  indem- 
nizaciones de  perjuicios  a  que  pueda  ser 
condenado  en  razón  de  los  actos  concer- 
Segunda  Serie. — Tomo  IL 


nientes  al  desempeño  de  su  ministerio  (1)' 

Igual  fianza  deberán  rendir  los  secreta- 
rios de  la  Corte  Suprema  i  los  de  la  Corte 
de  Apelaciones  a  satisfacción  del  presiden- 
te de  la  Corte  respectiva. 

El  monto  de  la  fianza  se  fijará  por  el 
Presidente  de  la  República,  atendida  la 
importancia  del  cargo. 

Art.  344.  En  toda  secretaria  de  Corte 
o  juzgado  habrá  el  número  di3  oficiales  su- 
balternos que  el  secretario  conceptúe  pre- 
ciso para  el  pronto  i  espedito  ejercicio  de 
sus  funciones  i  el  buen  réjimen  de  su 
oficina. 

El  secretario  no  podrá  llevar  ni  admitir 
al  .servicio  de  su  oficina  ningún  oficial  su- 
balterno sin  haber  antes  obtenido  para 
ello  el  permiso  i  aprobación  de  la  respecti- 
va Corte  o  juzgado. 

La  Corte  o  juzgado,  siempre  que  por 
consideraciones  de  prudencia,  de  morali- 
dad o  de  buena  disciplina  conceptuare 
conveniente  hacer  salir  de  la  oficina  algún 
oficial  o  subalterno,  podrá  ordenar  al  se- 
cretario que  le  despida  del  servicio. 

En  todo  lo  demás  los  oficiales  subalter- 
nos estarán  sujetos  a  las  instrucciones  i 
órdenes  que  les  diere  el  respectivo  secre- 
tario, quien  distribuirá  entre  todos  ellos  el 
tral3ajo  de  su  oficina  en  la  forma  que  lo 
crea  conveniente. 

Art.  345.  Cuando  algún  secretario  se 
enfermare  o  falleciere  repentinamente  o 
estuviere  implicado  o  fuere  recu.sado  o  de 
cualquiera  otra  manera  se  inhabilitare 
para  el  ejercicio  de  sus  funciones,  será 
reemplazado  en  la  forma  siguiente: 

Si  la  falta  ocurriere  en  una  Corte  de 
Apelaciones  que  tenga  dos  secretarios,  el 
uno  será  reemplazado  por  el  otro. 

Si  hubiere  tres  o  mas  secretarios,  el 
impedido  será  reemplazado  por  el  que 
el  presidente  del  tribunal  designare  al 
efecto. 

En  la  Corte  Suprema  i  en  las  Cortes  de 
Apelaciones  en  que  no  haya  mas  que  un 
secretario,  el  tribunal  nombrará  una  per- 
sona que  desempeñe  interinamente  el 
cargo. 

Si  la  falta  ocurriere  en  un  juzgado  de 
letras,  será  suplida  por  el  secretario  de 
igual  rango  que  el  juez  designare  de  entre 
los  que  haya  en  el  departamento;  si  no  lo 
hubiere,  por  cualquier  otro  ministro  de  fe 
designado  también  por  el  juez;  i  si  tampo- 
co hubiere  ministro  de  fe,  por  la  persona 


(1^  El  importe  de  est.a  fianza,  se  ha  fijado  por  el 
decreto  de  3  de  marzo  de  1876,  que  puede  verse  en 
el  Apéndice  VII. 
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que  el  misino  juez  nombrare  para  que  sir- 
va el  cargo  interinamente. 

Art.  346.  Son  obligaciones  de  los  se- 
cretarios: .  1    /-,     i 

1.*  Dar  cuenta  diariamente  a  la  Lorie 
o  juzgado  en  que  presten  sus  servicios  de 
las  solicitudes  que  presentaren  las  partes; 
2.'  Autorizar  las  providencias  o  reso- 
luciones que  sobre  dichas  solicitudes  reca- 
yeren, i  hacerlas  saber  a  los  interesados 
que  acudieren  a  la  olicina  para  tomar  co- 
nocimiento de  ellas,  anotando  en  el  proce- 
so las  notitíeaciones  que  hicieren; 

3."  Dar  conocimiento  a  cualquiera  per- 
sona que  lo  solicitare  de  los  procesos  que 
tengan  archivados  en  sus  oficinas,  i  de  to- 
dos los  actos  emanados  de  la  Corte  o  juz- 
gado; salvo  los  casos  en  que  el  procedi- 
miento deba  ser  secreto  en  virtud  de  una 
disposición  espresa  dt- la  lei;  . 

4.*  x\sistir  diariamente  a  su  ohcina  i 
mantenerla  abierta  para  el  servicio  públi- 
co desde  una  hora  antes  de  la  designada 
para  que  tenga  principio  el  despacho  i 
hasta  una  hora  después  de  terminado; 

5,"  Guardar  con  el  conveniente  arreglo 
los  procesos  i  demás  papeles  de  su  oficina, 
sujetándose  a  las  órdenes  e  instrucciones 
que  la  Corte  o  juzgado  respectivo  les  diere 
sobre  el  particular.  . 

Si  en  el  departamento  hubiere  archive- 
ro, le  pasarán  los  procesos  iniciados  en  su 
oficina  i  que  estuvieren  en  estado,  dentro 
de  un  mes,  de  estar  practicada  la  visita  de 
que  trata  el  art.  49. 

\vt.  347.  Ningún  secretario  podra  au- 
sentarse del  lugar  de  su  residencia  ni  de- 
jar de  asistir  diariamente  a  su  oficina  sin 
permiso  del  presidente  de  la  Corte  o  del 
juez  de  letras  respectivo.  Este  permiso  no 
podrá  otorgarse  por  mas  de  un  mes.  Pa- 
sando de  este  término  i  no  excediendo  de 
un  año  el  permiso  deberá  solicitarse  por 
escrito  ante  el  Presidente  de  la  República. 
Si  trascurrido  un  año,  se  encontrare  to- 
davía el  secretario  inhabilitado  para  el 
eiercicio  de  sus  funciones,  se  declarará 
vacante  la  plaza  i  se  procederá  a  proveer- 
la en  la  forma  determinada  por  la  leí. 

Respecto  de  los  secretarios  que  gozaren 
de  sueldo,  toda  licencia  que  exceda  de 
ocho  dias  deberá  otorgarse  por  el  Presi- 
dente de  la  República  con  arreglo  a  la  leí 
general  de  licencias  (1). 

Las  obligaciones  de  residencia  i  asisten- 
cia diaria  á  la  oficina  cesan  para  los  secre- 


(l)  De  10  de  setiembre  ^e  J8B9.  reglamentada 
porloquehace  al  Ministífri*  Co  Justicia,  por  de- 
creto áe  23  de  m-íyo  de  1889. 


tarios  en  los  mismos  casos  en  que  cesan 
para  los  jueces  en  cuyos  tribunales  prestan 
aquéllos  sus  servicios. 

Art.  348.  Las  prohibiciones  impuestas 
a  los  jueces  por  los  artículos  150  i  154  de 
esta  lei  rijen  también  respecto  de  los  se- 
cretarios. 

Art.  349.  Los  secretarios  gozarán  de 
los  emolumentos  que  el  respectivo  arancel 
les  señale  por  las  autorizaciones  i  dilijen- 
cias  propias  de  su  cargo. 

Estos  emolumentos  se  entenderán  sin  per- 
juicio del  sueldo  que  leyes  especiales  asig- 
nen a  determinados  secretarios. 

Art.  350.  Es  aplicable  a  los  .secretarios 
lo  dispuesto  respecto  de  los  relatores  por  el 
artículo  331. 

Art.  351.  Las  partes  podrán  recusar  a 
los  secretarios  sin  necesidad  de  espresar  el 
inotivo  de  la  recusación. 

Sin  embargo,  si  una  parte  hubiere  recu- 
sado dos  secretarios  en  un  mismo  pleito, 
no  podrá  recusar  otros  sin  espresar  i  pro- 
bar el  motivo  de  la  recusación. 

De  la  recusación  conocerá  en  una  sola 
instancia  el  juez  o  jueces  en  cuyo  tribunal 
presta  el  secretario  sus  servicios. 

Las  causas  de  recusación  de  un  secreta- 
rio son,  en  cuanto  puedan  ser  aplicables  a 
ellos,  las  determinadas  para  la  recusación 
de  los  jueces  por  el  artículo  250. 

TITULO  XVII 

De  U*s  receptores. 

Art.  352.  Los  receptores  son  ministros 
de  fe  pública  encargados  de  hacer  saber  a 
las  partes,  fuera  de  las  oficinas  de  los  se- 
cretarios, los  decretos  i  resoluciones  de  los 
tribunales  de  justicia,  i  de  evacuar  todas 
aquellas  dilijencias  que  los  mismos  tribu- 
nales les  cometieren. 

Art,  353.  Habrá  receptores  de  mayor  i 
de  menor  cuantía. 

Los  receptores  de  mayor  cuantía  estarán 
al  servicio  de  la  Corte  Suprema,  de  las 
Cortes  de  Apelaciones  i  de  los  juzgados  de 
letras. 

Los  receptores  de  menor  cuantía  esta- 
rán al  servicio  de  los  jueces  de  subdelega- 
cion  i  de  distrito. 

Art.  354.  Habrá  para  cada  departa- 
mento el  número  de  receptores  de  mayor 
cuantía  que  el  Presidente  de  la  República 
determine,  previo  el  informe  de  la  respec- 
tiva Corte  de  Apelaciones. 

El  Presidente  de  la  República  determi- 
nará también  el  número  de  receptores  de 
menor  cuantía,  i  señalará  las  subdelega- 
clones  en  que  deban  prestar  sus  servicios. 
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Ai't.  355.  Para  poder  «er  receptor  de 
.inayor  cuantía  es  menester  tener  las  cua- 
lidades requeridas  para  poder  ejercer  el 
derecho  de  sufrajio  en  las  elecciones  po- 
pulares i  acreditar  la  aptitud  necesaria  pa- 
ra deseinijcñar  el  cargo. 

El  noRibramienío  de  estos  receptores  se 
iiará  en  la  forma  determinada  por  los  ar- 
tículos 338  i  339. 

Art.  356.  Para  poder  ser  receptor  de 
menor  cuantía  basta  tener  la  edad  de  vein- 
te i  cinco  años. 

El  nombramiento  de  estos  receptores  se 
liará  por  el  gobernador  del  departamento 
dentro  del  cual  deben  ejercer  sus  tuncio- 
fles,  con  previa  propuesta  del  respectivo 
juez  de  letras  o  del  funcionario  que  en  el 
departamento  hiciere  las  veces  de  tal. 

Art.  357.  Lo  prevenido  por  los  artículos 
342  i  343  respecto  del  juramento  i  fianza 
•<ie  los  secretarios,  rije  también  para  con 
los  receptores  de  mayor  cuantía  (1). 

Art.  358.  Los  receptores  de  menor 
€uantia  prestarán,  ante  el  gobernador  de- 
partamental respectivo,  juramento  de  des- 
empeñar Icalmente  las  funciones  anexas  a 
su  ministerio;  i  rendirán,  á  satisfacción 
del  mismo  gobernador,  una  fianza  por  la 
cantidad  de  doscientos  pesos. 

Art.  359.  Son  obligaciones' de  los  re- 
ceptores: 

1."  Evacuar  con  prontitud  i  fidelidad 
las  notificaciones,  embargos  i  demás  dili- 
jencias  que  se  les  cometan; 

2.^  Anotar  bajo  su  firma  i  al  márjen  de 
cada  dilijencia  los  derechos  que  percibie- 
ren de  las  partes; 

3."  Servir  gratuitamente  a  los  pobres, 
con  arreglo  a  lo  dispuesto  por  los  artículos 
42  i  72. 

Art.  360.  Es  aplicable  a  los  receptores 
lo  dispuesto  respecto  de  los  secretarios  por 
los  artículos  347,  348,  349,  350  i  351. 

El  permiso  de  que  en  el  artículo  347  se 
trata  deberá  ser  otorgado  por  el  juez  de 
letras  respectivo. 

Pero  en  los  departamentos  en  que  resi- 
den las  Cortes  de  Apelaciones  deberá  ser- 
lo por  los  presidentes  de  las  mismas. 

TITri.O  XVIIE 

De  los  nutario.s. 

Art.  361.  Los  notarios  son  ministros  de 
fe  pública  encargados  de  redactar,  autori- 
zar i  guardar  en  su  archivo  los  instrumen- 


(I)  La  lianza  de  estos  funcionarios,  se  fijó  por 
decreto  de  2i  de  junio  de  1876,  que  puede  consul- 
tarse en  el  Apéndice  VII,  núm,  3. 


tos  que  ante  ellos  se  otorgaren,  de  dar  a 
las  partes  interesadas  los  testimonios  que 
pidieren,  i  de  practicar  las  demás  dilijen- 
cias  que  la  lei  les  recomiende.  (1) 

Art.  362.  En  cada  departamento  de  la 
República  habrá  el  número  de  notarios 
que  fuere  preciso  para  satisfacer  las  nece- 
sidades del  servicio  público. 

El  Pi-esidente  de  la  República,  con  pre- 
vio informe  de  la  respectiva  Corte  de  Ape- 
laciones, determinará  dicho  mimero  para 
cada  departamento. 

Nigun  notario  podrá  ejercer  sus  funcio- 
nes de  tal  fuera  del  departamento  que  para 
ello  se  le  hubiere  señalado. 

Art.  363.  Es  aplicable  a  los  notarios  lo 
dispuesto  respecto  de  los  secretarios  de  juz- 
gados de  letras  por  los  artículos  337,  338, 
339,  342,  343  i  349  (2). 

Art.  364.  Lo  dispuesto  respecto  de  los 
oficiales  subalternos  de  los  secretarios  por 
el  articulo  344  se  aplica  también  a  los  ofi- 
ciales subalternos  de  los  notarios,  debien- 
do reputarse  cada  notaría  para  este  ofecto 
como  secretaría  de  un  juzgado  de  letras. 

En  aquellos  departamentos  donde  hubie- 
re dos  o  mas  jueces  de  letras,  los  notarios 
dependerán  del  juez  que  estuviere  de  tur- 
no s'-gun  lo  prevenido  en  el  articulo  39  de 
esta  lei. 

Art.  365.  Cuando  algún  notario  se  in- 
habilitare para  el  ejercicio  de  sus  funcio- 
nes por  enfermedad,  por  fallecimiento  re- 
pentino o  por  cualquier  otra  causa,  i  por 
este  motivo  quedare  desatendido  el  servi- 
cio público,  el  juez  de  letras  respectivo  de- 
signará la  persona  que  haya  de  reempla- 
zirle  mientras  dure  el  impedimento  o  mien- 
tras estuviere  sin  proveerse  la  notaría  va- 
cante, 

Art  366.  Son  obligaciones  de  los  nota- 
rios, salvo  en  su  caso  lo  dispuesto  respecto 
de  los  archiveros  en  el  título  siguiente: 

1.*  Estender  ios  instrumentos  público-! 
con  arreglo  á  las  instrucciones  que  de  pa- 
labra o  por  escrito  les  dieren  las  partos 
otorganres,  sin  emplear  para  ello  abrevia- 
turas ni  otros  signos  qne  los  caracteres  de 
uso  común; 

2.''  Guardar  i  conservar  con  buen  arr;-- 
glo  los  instrumentos  que  ante  ellos  se  otor- 
garen, ordenándolos  de  modo  que  se  pre- 

1)  Con  arreglo  al  art.  1.5  de  la  lei  de  17  de  Julio 
de  1S84,  los  oficiales  del  Registro  civil  que  tengan 
su  asiento  fuera  de  las  ciudades,  podrán  llevar  ade- 
más rejistro  público,  para  los  ef.i'ctos  de  otorgar 
testamentos,  poderes  judiciales  e  inventarios  so- 
lemnes, pudiendo  cobrar  los  emolumentos  estable- 
cidos para  los  notarios. 

'2)  La  fianza  se  fijó  por  decreto  de  8  de  junio  de 
1876.  \  ease  en  el  Apéndice  VII,  2. 
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cava  todo  estravío.  i  se  haga  fácil  i  espedi- 
to  su  examen; 

3.*  Dar  a  las  partes  interesadas,  con 
arreglo  a  la  lei,  los  testimonios  o  certifica- 
dos que  pidieren  de  los  actos  que  ante  ellos 
hayan  pasado. 

4."  Facilitar  a  cualquiera  persona  que 
lo  solicite  el  examen  de  los  instrumentos 
que  ante  ellos  se  otorgaren; 

5.*  Asistir  diariamente  a  su  oñcina  i 
mantenerla  abierta  para  el  servicio  público 
desde  las  diez  de  la  mañana  hasta  las  cua- 
tro de  la  tarde. 

Art.  367.  Es  aplicable  a  los  notarios  lo 
prevenido  respecto  de  los  secretarios  por 
el  articulo  447,  en  la  forma  espresada  en 
los  incisos  2.°  i  3.°  del  artículo  360. 

Art.  368.  La  prohibición  establecida 
para  los  jueces  por  el  artículo  150  rije  tam- 
bién respecto  de  los  notarios. 

Art.  359.  Si  en  el  departamento  hubie- 
re archivero,  los  notarios  le  entregarán 
empastados  los  protocolos  cerrados  con  el 
certificado  de  estilo,  un  mes  a  lo  mas  des- 
pués de  haber  sido  visitados  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  por  el  art.  49. 

Art.  370.  Los  cargos  de  secretario,  re- 
ceptor i  notario  podrán  ser  desempeñados 
por  una  misma  persona  en  aquellos  depar- 
tamentos en  que,  ajuicio  del  Presidente  de 
la  República,  no  sea  posible  o  conveniente 
hacerlos  recaer  en  personas  distintas  por 
no  permitirlo  la  exigüidad  de  los  emolu- 
mentos correspondientes  á  cada  uno  de  di- 
chos cargos. 

TITILO  ILIJL 
De  los  coii.«erTa<Ioreí<, 

Art.  37L  Son  con.servadores  los  minis- 
tros de  fe  encargados  del  rejistro  conser- 
vatorio de  bienes  raíces  i  del  rejistro  del 
comercio  ó  de  uno  i  otro. 

Art.  372.  En  los  departamentos  en  que 
solo  hubiere  un  notario,  éste  será  también 
conservador  de  bienes  raices  i  del  comer- 
cio. 

Art.  373.  En  los  departamentos  en  que 
hubiere  dos  o  mas  notarios,  uno  de  ellos 
llevará  el  rejistro  conservatorio  de  bienes 
raices,  í  otro  el  de  comercio. 

Al  Presidente  de  la  República  toca  en  el 
caso  del  inciso  anterior  hacer  entre  los  no- 
tarios la  distribución  de  estos  rejistros;  i 
la  distribución  que  hiciere  rejirá  también 
respecto  de  los  sucesores  en  el  oñcio  de  los 
dichos  notarios. 

Art.  374.  No  obstante  lo  dispuesto  en 
el  articulo  precedente,  los  rejistros  de  bie- 
nes raices  i  del  comercio  se  encargarán  a 


un  funcionario  especial  que  con  el  titula 
de  Conservador  habrá  en  los  departamen- 
tos de  Santiago,  de  Valparaíso  i  en  los  de- 
mas  en  que  el  Presidente  de  la  Repúbiica 
lo  determine  con  previo  informe  de  la  res- 
pectiva Corte  de  Apelaciones. 

Art.  37.5.  Para  poder  ser  conservador 
en  los  departamentos  a  que  se  refiere  el 
artículo  precedente  es  menester  ser  abo- 
gado. 

El  nombramiento  de  estos  conservadores 
se  hará,  previa  oposición  ante  la  respecti- 
va Corte  de  Apelaciones,  en  la  forma  pre- 
venida por  el  art.  320. 

Art.  376.  Se  estiende  a  los  conservado- 
res, en  cuanto  es  adaptable  a  ellos,  todo  lo- 
dicho  respecto  de  los  notarios  en  el  título 
anterior.  (1) 

Art.  377.  Lo  dispuesto  por  los  artículos 
372,  373,  374  i  375  solo  tendrá  lugar  a  me- 
dida que  cesen  en  sus  empleos  los  actuales 
conservadores  de  bienes  raices  i  del  co- 
mercio. 

TITULO  JLJL 

De  los  archiveros. 

Art.  378.  Los  archiveros  son  ministros 
de  fe  pública  encargados  de  la  custodia  de 
los  documentos  esprcsados  en  el  art.  384 
de  esta  lei  i  de  dar  a  las  partes  interesadas 
los  testimonios  que  de  ellos  pidieren.  (2) 

Art.  379.  Solo  habrá,  por  ahora,  ar- 
chivero en  el  departamento  de  Santiago  i 
en  el  de  Valparaíso. 

El  l^resídente  de  la  República,  con  pre- 
vio informe  de  la  respectiva  Corte  de  Ape- 
laciones, determinará,  cuando  lo  estime 
necesario,  los  demás  departamentos  en 
que  también  haya  de  haberlos. 

Art.  380.  Es  aplícablealosarchiveroslo 
dispuesto  respecto  de  los  secretarios  de  los 
juzgados  de  letras  por  los  artículos  337,. 
338,  339  i  343. 

Art.  381.  Antes  de  entrar  en  el  ejer- 
ció de  sus  funciones  prestarán  los  archive- 
ros juramento  de  desempeñar  ñelmente 
los  deberes  de  tal,  ante  el  presidente  de  la 
Corte  de  Apelaciones  respectiva. 

Art.  382.  Es  aplicable  a  los  archiveros 
i  a  sus  oficiales  subalternos  todo  lo  dispues- 
to por  el  art.  344. 

Art.  383.  Cuando  el  archivero  estuviere 
implicado  o  se  imposibilitare  por  cualquie- 
ra causa  para  el  ejercicio  de  sus  funciones. 


(1)  Eespecto  üe  la  fianza,  véase  en  el  Apéndice 
VII,  2,  el  decreto  de  8  de  junio  de  1876. 

(2)  Véase  en  el  Apéndice  IV  la  lei  de  25  de  oc- 
tubi-e  de  1877,  sóbrelos  documentos  de  que  pueden 
dar  copia  sin  decreto  judicial. 
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será  reemplazado  por  los  notarios  del  de- 
partament"),  conforme  al  orden  de  su  an- 
tigüedad. 

Art.  384.  Corresponde  a  los  archiveros 
la  custodia  de  los  documentos  que  en  segui- 
da se  espresim: 

1."  Los  procesos  afinados  que  se  hubie- 
ren iniciado  ante  los  jueces  de  letras  del 
departamento,  o  ante  la  Corte  de  Apela- 
ciones o  ante  la  Corte  Suprema,  si  el  ar- 
chivero lo  fuere  del  departamento  en  que 
estos  tribunales  tienen  su  asiento; 

2."  Los  procesos  afinados  que  se  hubie- 
ren seguido  dentro  del  departamento  ante 
jueces  arbitros; 

3.^     Los  libros  copiadores  de  sentencias 
de  los  tribunales  espresados  en   el  número 
1°  anterior  i  los  de  los  jueces  de  distrito  i 
'  de  los  jueces  de  subdelegacion; 

4.°  Los  protocolos  de  escrituras  públi- 
cas otorgadas  en  el  departamento; 

f>.°  Los  repertorios  i  rejistros  de  los 
conservadores  del  mismo  departamento. 

Art.  385.  Son  obligaciones  de  los  ar- 
chiveros: 

1.^  Guardar  los  procesos,  libros  de  sen- 
tencias, protocolos  i  demás  papeles  de  su 
oficina  en  la  forma  prevenida  por  el  nú- 
mero 5  del  art.  346; 

2.^  Dar  a  las  partes  interesadas,  con 
arreglo  a  la  lei,  los  testimonios  que  pidieren 
de  los  documentos  que  existieren  en  su 
•archivo; 

3.*  Facilitar,  a  cualquiera  per-ona  que 
lo  solicite,  el  examen  de  los  procesos,  libros 
o  protocolos  de  su  archivo; 

4.*  Asistir  diariamente  a  su  oficina  i 
tnantenerla  abierta  para  el  servicio  públi- 
co desde  las  diez  de  la  mañana  hasta  las 
cuatro  de  la  tarde; 

5.*  Formar  i  publicar,  dentro  del  tér- 
mino que  el  Presidente  de  la  República 
señale  en  cada  caso,  los  índices  de  los 
procesos  i  escrituras  con  que  se  instale  la 
oficina;  i  en  ios  meses  de  marzo  i  abril, 
después  de  instalada,  los  correspondientes 
al  último  año. 

Estos  Índices  serán  formados  con  arre- 
glo a  las  instrucciones  que  den  las  respec- 
tivas Cortes  de  Apelaciones. 

Art.  386.  Las  funciones  de  los  archive- 
i'os,  en  cuanto  ministros  de  fe,  .se  limitan 
a  dar,  conforme  a  derecho,  los  testimonios 
i  certificados  que  se  les  pidan;  i  a  poner,  a 
petición  de  parte,  las  respectivas  notas 
marjinales  en  las  escrituras  públicas. 

Art.  387.  Es  aplicable  a  los  archiveros, 
-en  los  términos  del  art.  360,  lo  dispuesto 
respecto  de  los  secretarios  de  los  juzgados 
<de  letras  por  los  incisos  1.°  í  3.°  del  art.  347. 


Sin  embargo,  durante  el  feriado  de  va- 
caciones deberán  abrir  su  oficina,  por  lo 
menos,  un  dia  en  cada  semana. 

Art.  388.  Rijen  también  respecto  de 
los  archiveros  las  prohibiciones  impuesta* 
a  los  jueces  por  los  artículos  150  i  248. 

TITILO  %.%.% 

Oe  lo«>  pr«»curaclore.s  i  especialmente  «le 
Uta  |>i*4»ciii'ii4lore.'4  del  uiiinero. 

Art.  389.  Los  procuradores  del  núme- 
ro son  oficiales  de  la  administración  de 
justicia  encargados  de  representar  enjui- 
cio a  las  partes. 

Art.  390.  Habrá  para  cada  departa- 
mento los  procuradores  del  número  que  el 
Presidente  de  la  República  determine,  pre- 
vio informe  de  la  Corte  de  Apelaciones  res- 
pectiva. 

Art.  391.  Para  poder  ser  procurador 
del  número  se  requieren  las  cualidades  ne- 
cesarias para  poder  ser  receptor  de  mayor 
cuantía  i  siempre  la  edad  de  veinticinco 
años. 

Art.  392.  Los  procuradores  del  núme- 
ro serán  nombrados  por  el  Presidente  de 
la  República,  previa  oposición  ante  la  Cor- 
te de  Apelaciones  respectiva  en  la  forma 
espresada  para  los  relatores  por  el  articu- 
lo 320. 

Art.  393.  Todo  procurador  del  número 
antes  de  comenzar  a  ejercer  sus  funciones, 
prestará  juramento  de  desempeñar  fiel- 
mente los  deberes  de  t  ü  ante  el  presidente 
de  la  Corte  de  Apelaciones  respectiva. 

Art.  394.  El  acto  por  el  cual  una  parte 
encomienda  a  un  procurador  la  represen- 
tación de  sus  derechos  en  juicio,  es  un 
mandato  que  se  rejirá  por  las  reglas  esta- 
blecidas en  el  Código  Civil  para  los  contra- 
tos de  esta  clase,  salvas  las  modificaciones 
contenidas  en  los  artículos  siguientes. 

Art.  395.  La  constitución  de  procura- 
dor judicial  no  puede  hacerse  sino  por  es- 
critura pública,  o  por  una  declaración  es- 
crita hecha  por  el  mandante  i  autorizada 
por  el  secretario  del  tribunal  que  conozca 
del  negocio  para  el  cual  se  nombrare  el 
procurador. 

Art.  396.  Además  de  la  recta  ejecución 
del  mandato,  son  obligaciones  de  los  pro- 
curadores del  número: 

1.^  Asistir  diariamente  a  la  secretaria 
de  los  tribunales  a  instruirse  de  lo  que  les 
concierne  en  el  despacho  de  los  negocios; 
2."  Dar  los  avisos  convenientes  sobra 
el  estado  de  los  asuntos  que  tuvieren  a  su 
cargo,  o  sobre  las  providencias  i  resolucio- 
nes que  en  ellos  se  libraren,  a  los  abogados 
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a  quienesestuviere  encomendada  la  defen- 
sa de  los  mi.smos  asuntos; 

3."  Servir  gratuitamente  a  los  pobres 
con  arreglo  a  lo  dispuesto  por  los  artícu- 
los 42  y  72. 

Art.  397.  No  termina  por  la  muerte  del 
mandante  el  mandato  para  negocios  judi- 
ciales. 

Art.  398.  Lo  prevenido  respecto  de  los 
secretarios  por  los  incisos  1."  i  3."  del  ar- 
ticulo 347  se  aplica  también  a  los  procura- 
dores del  número  en  la  forma  espresada 
por  los  incisos  2."  i  3.°  del  art.  360. 

Art.  399.  El  trabajo  de  los  procurado- 
res del  número  será  remunerado  por  sus 
mandantes  con  arreglo  a  arancel. 

Art.  400.  En  la  Corte  Suprema  i  en  las 
Cortes  de  Apelaciones  no  podrá  ninguna 
parte  presentarse  en  juicio,  sino  por  si 
misma  o  por  medio  de  un  procurador  del 
número. 

En  los  juzgados  de  letras  cada  parte  po- 
drá presentarse  i  obrar  por  si  misma  o  re- 
presentada por  otra  persona; 

Pueden  los  tribunales  compeler  a  cual- 
quiera de  las  partes  a  nombrar  un  procu- 
rador que  la  represente  en  juicio,  siempre 
que  asi  lo  consideren  conveniente  para  la 
marcha  pronta  y  espedita  del  asunto  de 
que  estuvieren  conociendo. 

TITULO  XXII 
De  lois  abogados. 

Art.  401.  Los  abogados  son  personas 
revestidas  por  la  autoridad  competente  de 
la  facultad  de  defender  ante  los  tribunales 
de  justicia  los  derechos  de  las  partes  liti- 
gantes. 

Art.  402.  Para  poder  ser  abogado  se 
requiere: 

1.°    Tener  veinte  años  de  edad; 

2.°  Tener  el  titulo  de  licenciado  en  la 
facultad  de  leyes  i  ciencias  políticas  de  la 
Universidad  de  Chile; 

3.°     No  haber  sido  condenado  ni  estar 
actualmente  procesado  por  delito  que  me- 
rezca pena  corporal,  salvo  la  escepcion  es 
tublecida  por  el  último  inciso  del  art.  41. 

Art.  403.  El  titulo  de  abogado  se  espe- 
dirá por  la  Corte  Suprema,  previos  la  com- 
probación de  los  requisito-i  enumerados  en 
el  artículo  anterior,  el  examen  que  la  mis- 
ma Corte  hará  de  las  aptitudes  del  aspi- 
rante i  el  juramento  de  desempeñar  leal- 
mente  sus  funciones  que  el  mismo  aspiran- 
te deberá  hacer  ante  el  presidente  del  tri- 
bunal. 

Art.  404.     El  acto  por  el  cual  una  per- 


sona encomienda  a  un  abogado  la  defensa 
de  sus  derechos  en  juicio,  es  un  mandato, 
que  se  halla  sujeto  a  las  reglas  estableci- 
das en  el  Código  Civil  sobre  los  contratos- 
de  esta  clase,  salvo  la  modificación  esta- 
blecida en  el  artículo  siguiente. 

Art.  405.  No  termina  por  la  muerte  del 
mandante  el  mandato  de  los  abogados. 

Art.  406.  Solo  los  abogados  podrán  ha- 
cer  defensas  judiciales  por  otra  persona 
ante  la  Corte  Suprema  i  las  Cortes  de  Ape- 
laciones. 

En  los  negocios  que  se  ventilen  ante  los 
demás  tribunales  no  será  necesaria  la  in- 
tervención de  abogado. 

Los  jueces  de  letras,  sin  embargo,  po- 
drán obligar  a  cualquiera  de  las  partes  a 
que  encomiende  la  defensa  de  sus  derechos 
a  un  abogado,  siempre  que  en  concepto  de 
los  mismos  jueces  lo  e.xijiere  así  la  marcha 
regular  i  espedita  del  juicio  pendiente. 

Art.  407.  Es  obligación  de  los  abogados 
defender  gratuitamente  las  causas  de  po- 
bres que  se  les  encomienden  con  arreglo  a 
lo  dispuesto  por  los  artículos  42  i  72. 

No  se  estiende  esta  obligación  a  las  cau- 
.sas  seguidas  ante  los  jueces  de  distrito  o  de 
subdelegacion. 

Art.  408.  Están  exentos  de  la  obliga- 
ción establecida  por  el  artículo  precedente: 

1.^  Los  abogados  que  se  hallaren  en  ac- 
tual ejercicio  de  algún  cargo  concejil; 

2.°  Los  que  estuvieren  nombrados  por 
el  Presidente  de  la  Hepúbl¡c:i  para  integrar 
la  Corte  Suprema  i  las  Cortes  de  Apelacio- 
nes con  arreglo  a  lo  dispuesto  por  el  ar- 
tículo 130. 

TITtJLO  FlIV.lL. 

He  la  observancia  de  esta  leí. 

Artículo  final.  Desde  la  vijencia  de 
esta  lei,  quedan  abolidos  los  recursos  de 
fuerza,  i  derogadas,  aun  en  la  parte  que  no^ 
fueren  contrarias  a  ella,  las  preexistentes 
sobre  todas  las  materias  que  en  la  misma 
se  tratan. 

Sin  embargo,  las  disposiciones  del  Códi- 
go Civil,  las  del  Código  de  Comercio  i  las 
relativas  a  la  confección  de  instrumentos 
públicos  i  deberes  de  los  ministros  de  fe, 
solo  se  entenderán  derogadas  en  lo  que 
sean  contrarias  a  las  de  esta  lei. 

1  por  cuanto,  oído  el  Consejo  de  Estado, 
he  tenido  a  bien  aprobarla  i  sancionarla; 
por  tanto  promulgúese  i  llévese  a  efecto  en 
todas  sus  partes  como  lei  de  la  República. 
— Federico  Errázuriz. — José  María  Bar- 
celó. 


ñPÉlMDlCES  A  liR  ÜEI 

De  Organización  i  atpibueiones  de  los  Tfibanales 


Lei 


— A  percibiniivntos . 

16  de  setiembre  de  1884. 


Articulo  único.  Serán  apelables  en  la 
forma  ordinaria,  los  autos  que  espidan  los 
tribunales  unipersonales  i  las  Cortes  de 
Apelaciones  en  uso  de  las  facultades  disci- 
plinarias i  económiíías  que  les  concede  la 
lei  de  15  de  octubre  de  1875. 

Conocerá  de  la  apelación  el  tribunal  a 
quien  competa,  según  la  lei,  el  conocimien- 
to del  recurso  de  casación  contra  las  sen- 
tencias del  tribunal  o  juzgado  que  hubiere 
espedido  el  auto. 

II. — Aranceles  jndiciales. 

Lei  promulgada  en  21  diciembre  de  1865 

TITIÍL,0  ■ 

Derechoís  tie  los  uotarioí^ 

Articulo  1."  Los  notarios  ganarán  por 
el  ejercicio  de  los  diversos  actos  de  su  mi- 
nisterio los  derechos  que  a  continuación  se 
espresan: 

1.°  Por  el  otorgamiento  de  todo  instru- 
mento público  de  que  no  se  haga  mención 
especial  en  esta  lei,  dos  pesos,  i  ademas 
veinte  i  cinco  centavos  por  cada  pajina  de 
escritura;  pero  no  cobrarán  nada  por  la  in- 
serción de  la  boleta  del  contrato,  acta  de 
remate,  boleta  de  alcabala,  certiticacion  de 
haberse  pagado  los  derechos  de  pregonería, 
ni  por  otra  cualquiera  inserción; 

2.°  Por  un  testamento  abierto,  cuatro 
pesos,  i  la  escritura  a  razón  de  veinte  i  cin- 
co centavos  por  pajina; 

3."  Por  autorizar  un  testamento  cerra- 
do, un  peso  cincuenta  centavos; 

4.°  Por  un  poder  especial  o  por  cual- 
quiera cancelación,  un  peso,  i  la  escritura 
a  veinte  i  cinco  centavos  por  pajina; 


5.°  Por  los  certificados,  las  sustitucio- 
nes de  poder  i  las  anotaciones,  cincuenta 
centavos,  i  veinte  i  cinco  centavos  por  pa- 
jina de  escritura; 

6.°  Por  cada  certificación  de  firma,  cin- 
cuenta centavos; 

7.°  Por  protocolizar  un  testamento  o 
cualquiera  otra  pieza,  un  peso;  pero  no  se 
pagará  nada  por  la  agregación  que  se  hace 
al  final  del  protocolo  de  aquellas  piezas  que 
se  han  insertado  en  escrituras  otorgadas; 

8.°  Por  las  copias  autorizadas,  veinte  i 
cinco  centavos  por  cada  pajina  de  escritu- 
ra, i  cincuenta  centavos  por  la  autorización 
de  ellas. 

Art.  2.°  Si  el  notario  fuere  llamado  para 
otorgar  un  instrumento  público  fuera  de  su 
oficina,  ganará  dos  pesos  ademas  de  los 
derechos  que  correspondan  a  la  dilijencia 
que  va  a  practicar;  i  si  se  le  llamare  desde 
las  diez  de  la  noche  hasta  las  seis  de  la  ma- 
ñana, cobrará  cuatro  pesos. 

Art.  3.°  Por  todas  las  dilijencias  con- 
cernientes a  los  pedimentos  de  vetas  nue- 
vas hasta  entregar  a  los  interesados  el  titu- 
lo respectivo,  ganarán  un  peso  cincuenta 
centavos. 

Art.  4.°  Por  las  dilijencias  concernien- 
tes a  los  denuncios  por  despueble  hasta  en- 
tregar a  los  interesados  el  titulo  respecti- 
vo, ganarán  dos  pesos  cincuenta  centavos. 

Art.  5.°  Siempre  que  los  notario-i  des- 
empeñen funciones  correspondientes  a 
otros  ministros  de  fe  pública,  ganarán  los 
derechos  asignados  a  dichas  funciones  por 
el  presente  arancel. 

TirtJi.o  II 

Dei'eciio.s  tIe  I<is  C4»nservadure<$.k 

Art.  6.°  Los  derechos  de  los  conserva* 
dores  serán  los  siguientes: 

1."  Por  cada  inscripción  i  su  cerfica- 
cion  en  el  título,  un  peso,  i  veinte  i  cinco 
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centavos  por  cada  pajina  de  escritura  (1); 

2."  Por  cada  cancelación  o  sub-inscrip- 
cion,  ochenta  centavos; 

3."  Por  un  certificado  de  inscripción, 
de  cancelación  o  de  sub-inscripcion,  cin- 
cuenta centavos,  i  la  escritura  a  veinte  i 
cinco  centavos  ¡lor  jxájina; 

4."  Por  un  certificado  de  gravámenes 
de  propiedades,  ociienta  centavos  si  no  pa- 
sare de  diez  años  la  época  que  abrace  di- 
cho certificado;  pasando  de  este  tiempo, 
veinte  centavos  mas  por  cada  año  que  es- 
ceda, no  pudiendo  en  ningún  caso  pasar 
los  derechos  de  tres  pesos; 

5.°  Por  cada  uno  de  los  tres  carteles  de 
que  habla  el  articulo  5S  del  reglamento  del 
conservador,  cincuenta  centavos; 

6.°  Por  cada  anotación,  cincuenta  cen- 
tavos, i  si  se  convirtiere  en  inscripción, un 
peso  mas  (2). 

Art.  7.°  Por  las  copias  autorizadas  ga- 
narán los  conservadores  los  mismos  dere- 
chos que  los  notarios. 

TITliLO  III 

Dereclioüi  de  ios  í«ecretari<>.s  de  juzgados. 

Art.  8.°  Los  secretarios  de  juzgados  ga- 
narán los  derechos  siguientes: 

1.°  Por  la  autorización  de  cada  decreto, 
veinte  i  cinco  centavos; 

2."  Por  la  autorización  de  cada  auto  in- 
terlocutorio,  cincuenta  centavos; 

3."  Por  la  autorización  de  cada  senten- 
cia definitiva,  inclusa  la  copia  en  el  libro 
copiador  de  sentencias,  dos  pesos; 

4."  Por  la  autorización  de  un  laudo,  un 
peso; 

5.°  Por  la  autorización  de  una  acta  i  de 
cada  una  de  las  hijuelas  de  una  ordenata, 
cincuenta  centavos; 

6  °  Por  cada  notificación,  veinte  i  cin- 
co centavos; 

7.°  Por  cada  cargo,  veinte  i  cinco  cen- 
tavos; 

8."  Por  una  aceptación  de  cargo,  cin- 
cuenta centavos; 

9.<*  Por  un  requerimiento  a  los  procu- 
radores, setenta  i  cinco  centavos; 

10.  Por  un  señalamiento  de  estrados, 
setenta  i  cinco  centavos; 

11.  Por  las  cartas  de  justicia,  sea  cua^ 


(1)  La  lei  de  12  de  enero  de  1872  derogó  este 
inciso  i  el  6.°  del  mismo  artículo,  i  dispuso  que 
los  conservadores  cobraran  por  cada  anotación  en 
el  repertorio,  cincuenta  centavos;  un  peso  por  ca- 
da inscripción  en  el  rejistro  i  su  certificado  en  el 
titulo  respectivo,  i  veinte  i  cinco  centavos  por  ca 
da  pajina  d«  escritura. 

(2)  Véase  la  nota  anterior. 


fuere  el  número  de  personas  que  las  pidan, 
un  peso,  i  la  escritura  a  razón  de  veinte  i 
cinco  centavos  por  pajina.  Los  mismos  de- 
rechos ganarán  por  los  mandamientos  o 
libranzas,  o  por  los  decretos  que  hagan  las 
veces  de  tales; 

12.  Por  una  esci'itura  provisoria  de  re- 
mate, sea  cual  fuere  el  tiempo  que  se  ocu- 
pare en  la  licitación,  tres  pesos; 

13.  Por  absolución  de  posiciones,  con- 
fesiones i  declaraciones  de  testigos,  seten- 
ta i  cinco  centavos  por  la  autorización,  i 
veinte  i  cinco  centavos  por  cada  pajina  dü 
escritura; 

14.  Por  confesiones  juradas  para  eje- 
cutar, los  mismos  derechos  del  inciso  an- 
terior; 

15.  Por  los  reconocimientos  de  firmas, 
un  peso,  siendo  una  sola;  i  si  fueren  mas 
de  una  misma  persona,  veinte  i  cinco  cen- 
tavos por  cada  una  de  las  restantes; 

16.  Por  el  cotejo  de  firmas,  un  peso 
por  cada  uno  de  los  documentos  que  se 
quieran  comprobar  i  por  cada  uno  de  aque- 
llos con  que  se  comparen.  Si  la  parte  no 
designare  los  documentos  o  firmas  con  que 
se  ha  de  hacer  el  cotejo,  el  secretario  no 
elejirá  nunca  mas  de  tres; 

17.  Por  la  dilijencia  de  aposición  de 
sellos,  dos  pesos,  i  si  por  algún  motivo  hu- 
bieren de  renovarse,  un  peso  por  esta  nue- 
va dilijencia; 

18.  Por  ocupación  en  embargos,  com- 
parendos, inventarios,  inspecciones  perso- 
nales u  otras  dilijencias  de  esta  clase,  u» 
peso  por  cada  hora,  ganándose  este  mismo 
derecho  aunque  se  empleare  menos  de  una 
hora; 

19.  Cuando  hubiere  que  rubricar  docu- 
mentos, fojas  de  espedientes  o  de  libros, 
dos  centavos  por  cada  rúbrica; 

20.  Por  cada  edicto  ,  setenta  i  cinco 
centavos; 

21.  Por  cada  pregón,  veinte  i  cinco  cen- 
tavos; 

22.  Por  la  dilijencia  de  pregones,  se- 
tenta i  cinco  centavos; 

23.  Por  la  fijación  de  cada  cartel,  cin- 
cuenta centavos; 

24.  Por  un  oficio  que  no  esceda  de  una 
pajina,  cincuenta  centavos,  i  veinte  i  cinco 
centavos,  por  cada  pajina  de  esceso; 

25.  Por  cada  certificado,  sean  cuales 
fueren  los  puntos  que  contenga,  setenta  i 
cinco  centavos,  i  la  escritura  a  veinte  i 
cinco  centavos  por  pajina; 

26.  Por  las  boletas  citatorias  en  los  jui- 
cios verbales,  veinte  i  cinco  centavos. 
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TITULO  I Y 

Derechos  de  los  receptores. 

Art.  9°  Los  derechos  de  los  recepto- 
res serán  los  siguientes: 

1.°  Por  cada  notificación,  cincuenta 
centavos.  En  los  despachos  rogatorios  solo 
cobrarán  una  notificación,  sea  cual  fuere 
el  número  de  providencias  que  el  despa- 
cho contenga; 

2.°  Por  la  dilijencia  de  no  haber  sido 
encontrada  la  persona  que  se  trata  de  no- 
tificar, veinte  i  cinco  centavos; 

3.°  Por  cada  cedulón,  cincuenta  cen- 
tavos; pero  si  escediere  de  una  pajina, 
veinte  i  cinco  centavos  mas  por  cada  una 
de  las  escedentes; 

4.°  Por  la  aceptación  de  un  cargo;  cin- 
cuenta centavos; 

5.°  Por  las  declaraciones  de  testigos, 
absolución  de  posiciones  i  otras  dilijencias 
de  este  jénero  que  practicaren  por  comi- 
sión judicial,  un  peso; 

6.°  Por  una  dilijencia  de  requerimiento 
de  pago,  cincuenta  centavos; 

7.°  Por  un  embargo,  incluso  el  nom- 
bramiento de  depositario  i  la  citación  de 
remate,  un  peso  cincuenta  centavos.  Pero 
sr  el  acreedor  suspendiere  la  ejecución  en 
el  acto  del  embargo,  se  cobrarán  los  mis- 
mos derechos  que  si  hubiere  habido  em- 
bargo; 

8.°  Si  el  deudor  no  presentare  bienes  i 
fuere  preciso  conducirlo  a  prisión,  por  la 
conducción  a  la  cárcel  i  el  respectivo  cer- 
tificado, un  peso  cincuenta  centavos; 

9."  Por  dilijencias  posesorias,  de  lanza- 
miento i  reconocimiento  de  obra  nueva, 
un  peso  cincuenta  centavos; 

10.  Cuando  se  ocupare  mas  de  una  ho- 
ra en  practicar  una  dilijencia,  se  cobrará 
un  peso  por  cada  hora  de  esceso,  o  por  ca- 
da fracción  de  media  hora  o  mas,  y  nada 
por  menos  de  media  hora. 

Art.  10.  Si  se  hubiere  de  notificar  de 
una  sola  vez  varios  decretos  a  una  misma 
persona,  se  cobrarán  derechos  íntegros 
por  una  sola  notificación,  i  la  mitad  por 
cada  una  de  las  restantes. 

Art.  11.  Sise  hubiere  de  notificar  un 
mismo  decreto  a  varias  personas  que  viven 
en  una  misma  casa,  o  que  están  en  un 
mismo  lugar,  por  cada  notificación  se  pa- 
garán derechos  íntegros. 

Art.  12.  Si  hubiere  de  practicarse  al- 
guna dilijencia  a  mas  de  un  quilómetro  de 
distancia,  de  los  límites  urbanos,  se  cobra- 
rán veinte  centavos  de  ida  i  otros  tantos 
de  vuelta  por  cada  quilómetro. 

El  mismo  derecho  se  ganará  si  la  dis- 


tancia escediere  de  medio  quilómetro,  ' 
nada  si  fuere  menos  de  dicho  medio  qui- 
lómetro. 

Estos  derechos  se  entienden  sin  perjui- 
cio de  los  que  corresponden  por  la  dilijen- 
cia que  se  va  a  practicar. 

Art.  13.  Siempre  que  los  receptores 
desempeñen  funciones  correspondientes  a 
otros  ministros  de  fe  pública,  ganarán  los 
derechos  asignados  a  dichas  funciones  por 
el  presente  arancel. 

TÍTVLO    T 

Derechos    de  los  secretarios  de   las  cortea» 

Art.  14.  Los  secretarios  de  las  cortes 
ganai'án  los  siguientes  derechos: 

1.°  Por  los  recibimientos  de  miembros 
de  los  tribunales,  de  jueces  de  letras,  de 
abogados,  de  relatores  i  de  injenieros,  cin- 
co pesos; 

2.°  Por  los  recibimientos  de  secretarios 
i  otros  subalternos,  tres  pesos; 

3."  Por  la  autorización  de  cada  decreto 
de  tramitación,  sea  o  no  en  pública,  i  en- 
tendiéndose por  decreto  de  tramitación  el 
que  no  sea  resolución  de  un  articulo,  vein- 
te i  cinco  centavos; 

4."  Por  la  autorización  de  cada  auto  in- 
terlocutorio,  sesenta  centavos; 

5."  Por  la  autorización  de  cada  sen- 
tencia definitiva,  inclusas  las  copias  en  los 
libros,  tres  pesos; 

6.°  Por  cada  notificación  en  los  estra- 
dos o  en  la  oficina,  veinte  i  cinco  centavos. 

Art.  15  En  todas  las  demás  dilijencias 
que  practicaren  los  secretarios  de  las  cor- 
tes, estarán  a  lo  prevenido  respecto  a  los 
secretarios  de  juzgados  en  el  titulo  111  de 
este  arancel. 

TÍTULO  VI 

Derechos  de  los  relatores. 

Art.  16.  Los  relatores  ganarán  los  de- 
rechos que  a  continuación  se  espresan: 

1."  Por  cada  cuenta  que  den  al  tribu- 
nal, un  peso  veinte  i  cinco  centavos; 

2.°  Por  la  relación  de  un  articulo,  vein- 
te centavos  por  cada  una  de  las  fojas  de 
que  hubieren  tenido  que  imponerse  para 
hacer  la  relación;  pero  si  el  espediente  tu- 
viere menos  de  diez  fojas,  ganarán  dos  pe- 
sos. 

3.'^  Por  la  relación  de  una  causa  defi- 
nitiva, veinte  centavos  por  foja,  descon- 
tando de  estos  derechos  los  que  ya  hubie- 
sen percibido  por  la  cuenta  i  relaciones  de 
artículos. 

4.°    Por  la  relación  de  un  espediente  ea 
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compulsa,  sea  de  sentencia  definitiva  o  in- 
terlocutoria,  treinta  centavos  por  cada 
foja. 

5.°  Por  cotejo  de  un  informe  en  dere- 
cho con  el  espediente,  veinte  centavos  por 
cada  una  de  las  fojas  de  éste,  cobrándose 
este  derecho  solo  por  un  ejemplar. 

Art.  17.  Si  por  empate,  dispersión  de 
votos,  u  otro  motivo,  hubiere  necesidad  de 
hacer  nuevas  relaciones,  se  cobrarán  en 
cada  una  de  éstas  diez  centivos  por  foja, 
pagándose  siempre  veinte  centavos  por  ca- 
da una  de  las  tojas  nuevamente  agrega- 
das, si  las  hubiere. 

Art,  18.  Cuando  se  pidiere  que  se  lle- 
ven a  la  vista  de  la  causa  espedientes  u  otra 
clase  de  documentos,  ganará  el  relator 
veinte  centavos  por  cada  foja  que  las  par- 
tes pidan  que  se  lea,  i  si  éstas  nada  hubie- 
ren pedido,  cobrarán  veinte  centavos  por 
cada  una  de  las  fojas  de  que  hubiere  teni- 
do que  imponerse   para  hacer  la  relación. 

Art.  19.  Los  derechos  de  relación  se 
adquieren  desde  el  momento  en  ijue  ésta 
se  concluye;  pero  si  puesta  una  causa  en 
tabla,  el  apelante  se  desiste,  o  es  recusado 
el  relator  antes  de  hacerse  la  relación,  co- 
brará éste  la  mitad  de  los  derechos  si  tenia 
concluido  su  trabajo;  i  si  solo  lo  tenia  prin- 
cipiado, a  prorrata  de  las  fojas  que  hubiere 
visto. 

TITtJIiO  VII 

Derechos  de  lo.«$  procuradores. 

Art.  20.  Los  procuradores  ganarán  por 
su  trabajo  'en  cada  asunto  que  se  les  enco- 
miende, treinta  i  seis  pesos  anuales;  pero 
por  poco  que  dure  su  trabajo,  en  ningún 
caso  ganarán  menos  del  honorario  corres- 
pondiente a  dos  meses  (1). 

En  los  casos  en  que  hubiere  habido  pa- 
ralización o  retardo  en  el  juicio,  los  jueces 
podrán,  a  petición  de  pai-te,  negar  o  mo- 
derar los  enunciados  derechos. 

Art.  21.  Los  procuradores  de  mínima 
cuantía  en  los  juzgados  de  comercio  gana- 
rán por  su  honorario  la  décima  parte  de  la 
cantidad  que  se  les  encargue  cobrar. 

Los  jueces,  a  petición  de  parte,  podrán 
usar  de  la  misma  facultad  que  espresa  el 
segundo  inciso  del  articulo  anterior. 


(1  ■  Por  decreto  de  fi  de  diciembre  de  1866  sedis- 
puso  que  los  iirocuradores  del  número  no  cobraran 
derecfios  por  sacar  autos  de  las  oficinas  a  los  esta- 
blecimientos o  corporaciones  que  gozan  del  privi- 
lejio  de  pobreza,  por  decreto  de  26  de  octubre 
del  mismo  año  se  estableció  que  dichos  procurado- 
res cobraran  por  la  misma  dilijencia  á  las  demás 
personas,  los  derechos  que  percibían  con  arreglo  a 
la  práctica  establecida  antes  de  que  se  dictaran  los 
presentes  aranceles. 


TITULO  VIII 

Derechos  de  ¡os  defensores  de  aiienores, 
de  ausentes  y  de  obras  pías  (1). 

Art.  22.  Los  espresados  funcionarios 
ganarán  los  siguientes  derechos: 

L°  Por  una  vista  de  trámite,  cuatro  pe- 
sos cincuenta  centavos; 

2."  Por  cada  comparendo  a  que  concu- 
rran, cuatro  pesos  cincuenta  centavos; 

3.°  En  las  vistas  en  que  haya  que  exa- 
minarespedientes,  ademas  del  derecho  que 
tija  el  número  1.°,  treinta  centavos  por 
cada  una  de  las  fojas  de  que  el  defensor 
haya  tenido  que  imponerse  para  dicta- 
minar; 

4."  En  las  asistencias  a  formación  de 
inventarios,  dos  pesos  por  cada  hora  de 
ocupación. 

r 

TITULO  IX 

Derechos  de  los  depositarios. 

Art.  23.  Los  depositarios  tendrán  en 
remuneración  de  su  trabajo  la  décima  par- 
te de  los  frutos  producidos  por  la  cosa  o  co- 
sas puestas  en  depósito. 

Si  no  hubiere  frutos,  o  fueren  muy  exi- 
guos a  juicio  del  j  uez  de  la  causa,  estimará 
éste  el  honorario,  atendido  el  trabajo  que 
demande  o  haya  demandado  el  depósito. 

TITULO  X 

Derechos  de  los  porteros. 

Art.  24.  Los  porteros  de  cortes  i  juzga- 
dos ganarán  dos  pesos,  si  pasaren  a  reco- 
jer  por  apremio  los  autos  al  estudio  de  al- 
gún abogado. 

Art.  25.  Si  por  no  entregarse  los  autos 
el  portero  condujese  a  prisión  al  procura- 
dor, cobrará  dos  pesos  por  esta  dilijencia. 

TITULO    XI 

Derechos  de  los  tasadores  de  costas. 

Art.  26.  El  tasador  de  costas  recibirá 
como  honorario  un  cinco  por  ciento  sobre 
el  monto  total  del  valor  de  las  costas. 

TITULO  XII 

Derechos    de  los  contadores  entre   partes* 

Art.  27.  Los  contadores  entre  partes 
cobrarán   por  la  liquidación   de  intereses 


(1)  El  honorario  de  los  defensores  públicos, 
con  arreglo  al  art.  1.°  de  la  lei  de  26  de  setiembre 
¿9  1877,  se  determina  en  conformidad  al  art.  2.117 
del  Código  Civil. 
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un  uno  por  ciento  sobre  el  monto  de  éstos, 
no  pudiendo  bajar  de  dos  pesos  los  dere- 
chos que  perciban  por  esta  operación,  ni 
esceder  de  cincuenta  (1). 

Art.  28.  En  las  demás  liquidaciones  de 
cuentas  que  practicaren  los  mismos  conta- 
dores, el  juez  de  la  causa  regulará  el  ho- 
norario que  deban  percibir,  atendido  su 
trabajo  i  el  monto  de  las  cantidades  liqui- 
dadas. 

TIT&JLO  XIII 

Uereckos  de  Uta  ajentets*  tío  luenoi*  cuantía 

Art.  29.  Los  ajentes  de  menor  cuantía 
ganarán  los  derechos  que  siguen: 

1.°  Por  cada  notificación  fuera  del  des- 
pacho del  juez,  veinte  centavos,  i  si  se  hi- 
ciere por  cedulón,  treinta  centavos; 

2.°  Por  una  düijencia  de  reconocimien- 
to de  firma,  veinte  centavos; 

3.°  Por  la  düijencia  de  aceptación  de 
un  cargo,  veinte  centavos; 

4."  Por  autorización  i  escritura  de  sen- 
tencia dehnitiva  en  el  libro  respectivo  del 
juez,  veinte  centavos,  i  por  la  copia  auto- 
rizada de  ella,  quince  centavos  por  pajina 
de  escritura  i  nada  por  la  autorización; 

b°  Por  la  declaración  de  un  testigo  en 
el  único  caso  de  hallarse  éste  imposibilita- 
do para  comparecer  ante  el  juez,  veinte  i 
cinco  centavos; 

6.°  Por  la  primera  hora  completa,  o 
solo  principiada,  de  ocupación  en  embar- 
gos, almonedas,  actos  posesorios  e  inven- 
tarios, cincuenta  centavos,  i  por  el  esceso 
de  tiempo  en  la  misma  ocupación  veinte  i 
cinco  centavos  por  hora. 

Avt.  30.  Cuando  la  cuantía  del  pleito 
no  esceda  de  cuarenta  pesos,  solo  cobrarán 
la  mitad  de  ios  derechos  señalados  en  el 
artículo  anterior,  i  no  podrán  exijir  dere- 
cho alguno  cuando  la  cuantía  no  pase  de 
doce  pesos. 

Art.  31.  No  cobrarán  derecho  alguno 
al  demandante  por  notificar  á  éste  la  or- 
den verbal  o  escrita  de  citación  al  deman- 
dado. 

Tampoco  percibirán  derechos  por  las 
notiñcaciones  que  hicieren  en  el  despacho 
del  juez. 

Art.  32.  Si  tuvieren  que  practicar  algu- 
na düijencia  a  mas  de  dos  quilómetros  de 
distancia  del  despacho  del  juez,  ganarán, 
ademas  de  los  derechos  de  la  düijencia, 
diez  centavos  por  cada  quilómetro. 

Si  hubiere  fracción,  cobrarán  los  mis- 


il) Desde  que  entró  en  vigor  la  lei  orgánica  de 
tribunales,  estas  atribuciones  corresponden  hoi  a 
03  secretarios 


mos  derechos  por  medio  quilómetro  o  mas^ 
i  nada  por  menos  de  medio  quilómetro. 

TITL'LO  XI  %' 

Di!!í|>u.s¡ci<»ne.<«  jeneraleüi. 

Art.  33.  Cuando  los  notarios  o  secreta- 
rios hubieren  de  practicar  alguna  düijen- 
cia fuera  de  los  límites  urbanos,  ganarán, 
ademas  de  los  derechos  asignados  a  la  di- 
lijencia,  los  que  se  señalan  a  los  recepto- 
res en  el  articulo  12  de  esta  lei. 

Art.  31.  Los  dei'echos  asignados  por 
este  arancel  a  los  respectivos  funcionarios 
serán  cobrados  por  toda  per.sona  que  des- 
empeñe el  cargo  por  delegación  judicial  o 
por  el  ministerio  de  la  lei. 

Art.  35.  Se  tendrán  por  límites  urba- 
nos, para  los  efectos  del  presente  arancel, 
los  que  en  cada  pueblo  designe  la  munici- 
palidad respectiva  con  la  aprobación  del 
Presidente  de  la  República  (1). 

Un  acuerdo  municipal  sometido  a  la 
misma  aprobación  podrá  alterar  los  limi- 
tes designados  siempre  que  lo  exijiere  el 
mejor  servicio  público. 

Árt  36.  El  papel  sellado  de  los  rejis- 
tros  será  costeado  por  los  notarios  i  con- 
servadores; i  los  secretarios  harán  los  gas- 
tos de  escritorio  de  sus  respectivos  juz- 
gados. 

Art.  37.  Cada  pajina  tendrá  por  lo  me- 
nos treinta  líneas  de  escritura,  i  se  pagará 
como  entera  la  última,  aunque  solo  tenga 
diez. 

El  márjen  no  escederá  de  la  cuarta  par- 
te del  ancho  del  papel. 

Art.  38.  Cada  parte  debe  pagar  las  cos- 
tas que  hubiere  causado,  i  a  prorrata  las- 
comunes. 

Art  39.  No  se  cobrarán  derechos  al  fis- 
co ni  al  que  hubiere  sido  declarado  pobre 
para  litigar  en  el  juicio  de  que  se  trata. 

Art.  40.  Si  el  declarado  pobre  obtuvie- 
re en  el  juicio,  pagará  derechos  en  la  for- 
ma siguiente: 

Si  lo  que  ha  percibido  por  razón  del  jui- 
cio alcanza  a  mil  pesos,  pagará  los  dere- 
chos devengados,  con  tal  que  no  escedan 
de  cien  pesos.  Si  esceden,  pagará  solo  esta 
suma; 

Si  lo  que  ha  obtenido  escediere  de  mil 
pesos  i  no  llegare  a  tres  mil,  pagará  en 
igual  proporción; 

Si  lo  percibido  por  el  pleito  llegare  a  tres 
mil  pesos,  pagará  derechos  íntegros. 

(1)  Estos  acuerdos  pueden  consultarse  en  el 
Boletín  de  Leyes  i  Decretos  del  Gobierno,  corres- 
pondiente a  los  meses  de  febrero  a  julio  de  1865, 
pajinas  77  a  196. 
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Art.  41.  El  litigante  pobre  debe  en  todo 
caso  satislacer  el  trabajo  manual  de  la  es- 
critura de  cartas  rogatorias,  sentencias, 
copias,  etc. 

Art.  42.  El  litigante  no  declarado  po- 
bre pagará  las  costas  c;iusadas  por  su  par- 
te, aunque  el  colitigante  pobre  hubiere  si- 
do condenado  en  todas  las  costas  de  la 
causa. 

Art.  43.  En  las  causas  criminales  se- 
guidas entre  partes  se  cobrarán  los  mis- 
mos derechos  que  en  las  civiles  (t). 

En  las  causas  seguidas  de  oficio  no  pa- 
gará derechos  el  reo  aunque  haya  sido 
condenado,  si  a  juicio  del  juez  de  la  causa 
no  tuviere  con  qué  satisfacerlos. 

Art.  44.  Queda  suprimida  en  los  rema- 
tes la  concurrencia  del  tambor  i  del  pre- 
gonero, debiendo  aquéllos  verificarse  úni- 
camente ante  el  juez  i  el  secretario. 

Art.  45.  Se  suprime  la  intervención  del 
alguacil  en  las  dilijencias  judiciales,  de- 
biendo en  adelante  los  ministros  de  fe  eje- 
cutar por  si  solos  las  providencias  judicia- 
les. 

En  lo^  casos  en  que  hubiere  necesidad 
del  auxilio  de  la  fuerza,  lo  pedirá  oportu- 
namente el  funcionario  a  quien  corres- 
ponda. 

Art.  46.  Quedan  abolidos  los  derechos 
de  lo3  diputados  de  minas  por  los  decretos 
i  demás  actos  de  tramitación. 

Subsistirán  solamente  los  relativos  a 
mensuras  i  visitas  de  minas  que  practica- 
ren los  comisionados  de  los  diputados, 
mientras  se  nombran  los  injenicros  de  mi- 
nas a  quienes  compete  ejecutarlas  según  la 
lei  de  25  de  octubre  de  1854,  o  se  designan 
al  efecto  otros  funcionarios  por  el  nuevo 
Código  de  Minería. 

Art.  47.  Los  funcionarios  de  que  habla 
el  presente  arancel  dejarán  estampados 
bajo  su  firma  en  el  respectivo  espediente, 
documento,  etc.,  los  derechos  que  hubie- 
ren percibido: 

El  que  no  lo  hiciere,  incurrirá  por  la  pri- 
mera vez  en  la  pena  del  duplo  de  los  de- 
rechos cobr;¡do3,  por  la  segunda  en  la  del 
cuadruplo,  i  por  la  tercera  en  la  de  des- 
titución. 

Art.  48.  Los  que  cobraren  derechos  que 
no  estén  espresados  en  este  arancel,  o  que 
fueren  mayores  que  los  en  él  señalados;  in- 
currirán por  la  primera  vez  en  la  pena  del 
cuadruplo,  i  por  la  segunda  en  la  desti- 
tución. 

Art.  49.     Quedan  derogados   en  todas 


Í2)    Téngase  presente  lo  establecido  en  el  artícu- 
lo 24  del  Código  penal. 


sus  partes  los  aranceles  promulgados  por 
real  cédula  de  18  de  setiembre  de  1764  i 
todas  las  demás  disposiciones  relativas  á  la 
materia  de  la  presente  lei. 

Art.  50.  En  todas  las  secretarias  de  cor- 
tes i  juzgados,  en  todas  las  oficinas  de  no- 
tarios i  de  conservadores  se  tendrán  estos 
aranceles  en  un  cuadro  impreso  colocado 
en  un  lugar  accesible  a  todos  los  concu- 
rrentes. 

Art.  51.  Estos  aranceles  principiarán  a 
re  i  ir  desde  el  1.°  marzo  de  1866. 

IIB. — Alimento  de  sueldos  (Véase  em- 
pleados). 

■V— Copias. 

Lcij  de  25  de  octubre  de  1877. 

Articulo  único.  Los  archiveros  jenera- 
les  podrán  dar  sin  decreto  judicial,  copia 
autorizada  de  las  escrituras  contenidas  en 
los  protocolos  de  su  archivo,  i  en  todos 
aquellos  casos  en  que  el  notario  que  haya 
intervenido  en  su  otorgamiento  habria  po- 
dido darlas  sin  decreto. 

W. — Uivlsion  de  la  Corle  fSiiprema  i 
de  la  Corte  de  Apelitciones  de  ISan- 
tiago. 

Ley  de  19  de  enero  de  1889. 

Artículo  1.°  La  Corte  de  Apelaciones 
de  Santiago  se  compondrá  de  quince  miem- 
bros i  se  dividirá  mensualmente  por  sorteo 
en  tres  salas. 

El  sorteo  se  hará  en  audiencia  pública 
el  último  día  hábil  de  cada  mes. 

Art.  2."  La  Corte  de  Apelaciones  de 
Santiago  se  dividirá  en  cuatro  salas  cuan- 
do sea  necesario  para  mantener  corriente 
el  despacho,  i  la  división  se  efectuará  en  la 
forma  prevenida  en  el  artículo  anterior. 

Art.  3."  La  presidencia  de  la  Corte  será 
desempeñada  por  turno,  con  arreglo  a  la 
lei  de  15  de  octubre  de  1875. 

Cada  una  de  las  salas  en  que  no  funcio- 
ne el  Presidente  de  la  Corte,  será  presidi- 
da por  el  mas  antiguo  de  los  ministros  quQ 
la  compongan. 

Art.  4.°  La  Corte  de  Apelaciones  de 
Santiago  conocerá  de  las  causas  crimina- 
les del  territorio  de  su  jurisdicción,  con 
arreglo  a  la  lei  de  15  de  octubre  de  1875. 

Art.  5.°  Las  tablas  que  el  presidente  de 
la  Corte  debe  formar  semanalmente  se  dis- 
tribuirán por  sorteo,  en  audiencia  pública, 
de  manera  que  a  cada  sala  corresponda 
una  tabla. 
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Art.  6.°  Comenzada  la  vista  de  una  cau- 
sa, continuará  en  los  dias  siguientes  hasta 
su  terminación. 

Art.  7."  La  vista  de  las  causas  podrá 
suspenderse  por  acuerdos  de  los  abogados 
o  de  las  partes,  comunicado  al  Secretario. 

Art.  8.°  Las  providencias  de  mera  sus- 
tanciacion  i  la  audiencia  pública  corres- 
ponde a  la  sala  en  que  funcione  el  presi- 
dente de  la  Corte. 

Art.  9.°  Los  acuerdos  que  quedaren 
pendientes  i  los  relativos  a  asuntos  econó- 
micos i  demás  en  que  deba  intervenir  la 
Corte  de  Apelaciones  de  Santiago,  como 
examen  de  datos  estadísticos,  concurso  de 
opositores  para  empleos  u  oficios  públicos, 
tendrán  lugar  fuera  de  las  horas  de  despa- 
cho ordinario. 

Art.  10.  Cuando  la  Corte  de  Apelacio- 
nes de  Santiago  funcione  como  un  solo  tri- 
bunal, necesitará  la  concurrencia  de  la 
mayoria  absoluta  de  sus  miembros. 

Art.  11.  La  Corte  de  Apelaciones  de 
Santiago  tendrá  seis  relatores  i  seis  oficia- 
les de  sala. 

Art.  12.  La  Corte  fijará  discrecional- 
mente  el  turno  de  los  oficiales  i  secretarios, 
i  el  presidente  designará  los  relatores  i  de- 
más empleados  que  deban  servir  en  cada 
sala,  cuando  la  Corle  se  divida  en  cuatro 
.salas. 

Art.  13.  El  sueldo  anual  de  los  relato- 
res de  la  Corte  de  Apelaciones  de  Santiago 
será  de  dos  mil  quinientos  pesos  i  el  de  los 
secretarios  de  mil  ochocientos. 

Art.  14.  La  Corte  Suprema  se  compon- 
drá de  siete  miembros,  quedando,  en  con- 
secuencia derogado,  el  inciso  5.°  de  las  dis- 
posiciones transitorias  de  la  lei  de  1 5  de  oc- 
tubre de  1875. 

Art.  15.  La  Corte  Suprema  continuará 
conociendo  de  las  causas  criminales  en  que 
hubiere  prevenido,  i  de  las  causas  de  ha- 
cienda, i  para  el  despacho  de  éstas  i  aqué- 
llas se  dividirá  mensualmente  por  sorteo 
en  dos  salas. 

El  sorteo  se  hará  en  audiencia  pública  el 
último  día  hábil  de  cada  mes. 

Art  16.  Cada  una  de  las  salas  tendrá 
igual  jurisdicción  en  las  causas  criminales 
i  de  hacienda,  i  el  trabajo  se  distribuirá  en- 
tre ellas  como  determine  la  Corte. 

Art.  17.  La  Corte  Suprema  se  reunirá 
en  cuerpo,  formando  un  solo  tribunal, 
cuando  lo  requiere  la  lei. 

Art.  18.  Las  disposiciones  de  los  ar- 
tículos 3,  6,  7,  8  i  9  se  aplican  a  la  Corte 
Suprema. 

Art.  19.  Mientras  la  Corte  Suprema  co- 
nozca de  causas  de  hacienda,  habrá  tres 


relatores,  cuatro  oficiales  de  sala,  i  el  se- 
cretario tendrá  una  gratificación  anual  de 
mil  doscientos  pesos,  cada  relator  una  de 
mil,  el  oficial  primero  de  la  secretaría  de 
setecientos  i  el  oficial  segundo  de  cuatro- 
cientos. 

El  sueldo  del  oficial  primero  de  sala  será 
de  seiscientos  pesos  anuales  i  el  de  los  se- 
gundos de  quinientos  pesos. 

Art.  20.  So  conceden  veinte  mil  pe.sos 
para  la  instalación  de  las  salas  creadas  por 
esta  lei. 

Art.  21.  La  presente  lei  rejirá  un  mes 
después  de  su  publicación  en  el  Diario  Ofi- 
cial. 

%'l. — lümpleados  del  orden  judici&l. — 
Alimento  de  sueldos. 

Lei  de  8  de  enero  de  1894. 

Articulo  1."  Los  empleados  del  orden 
judicial  a  que  se  refiere  esta  lei  gozarán 
del  sueldo  anual  que  se  espresa  a  conti- 
nuación: 

Cada  uno  de  los  ministros  i  fiscales  de  la 
Corte  Suprema,  diez  mil  pesos  (10.000). 

Cada  uno  de  los  dos  relatores  de  este 
Tribunal,  tres  rail  quinientos  pesos  (3.500). 

El  secretario  del  mismo,  tres  mil  pesos 
(3.000). 

El  oficial  \.°  de  la  secretaría  del  ídem, 
mil  quinientos  pesos  (L500). 

El  oficial  2.°  de  la  secretaría  del  id.,  mil 
doscientos  pesos  (1.200). 

El  oficial  3."  de  la  secretaria  del  id.,  no- 
vecientos pesos  (900). 

Cada  uno  de  los  escribientes  de  los  fisca- 
les de  id.,  mil  quinientos  pesos  (1.500). 

El  primer  oficial  de  sala  de  id.,  ocho- 
cientos pe.sos  (800). 

El  segundo  oficial  de  sala  de  id.,  seis- 
cientos pesos (600). 

Cada  uno  de  los  ministros  i  fiscales  de 
las  Cortes  de  Apelaciones,  nueve  mil  pe- 
sos (9.000.) 

Cada  uno  de  los  relatores  de  las  Cortes 
de  Apelaciones  de  Santiago,  Valparaíso  e 
Iquique,  tres  mil  quinientos  pesos  (3.500). 

Cada  uno  de  los  relatores  de  la  Corte  de 
Concepción,  tres  mil  pesos  (3.000). 

Cada  uno  de  los  relatores  de  las  Cortes 
de  Apelaciones  de  Serena  i  Talca,  dos  mil 
cuatrocientos  pesos  (2.400). 

Cada  uno  de  los  secretarios  de  las  Cortes 
de  Apelaciones  de  Santiago,  Valparaíso  e 
Iquique,  tres  mil  pesos  (3.000). 

Cada  uno  de  los  secretarios  de  las  Cor- 
tes de  Serena,  Talca  i  Concepción,  dos 
mil  pesos  (2.000). 
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Cada  uno  de  los  escribientes  de  los  us- 
uales de  la  Corte  de  Apelaciones  de  San- 
tiago, mil  quinientos  pesos  (1.500). 

Cada  uno  de  los  escribientes  de  los  fisca- 
les de  las  Cortes  de  Valparaíso,  Concep- 
ción e  Iquiíjue,  mil  pesos  (1.000). 

Cada  uno  de  los  escribientes  de  los  fisca- 
les de  las  Cortés  de  Apelaciones  de  Serena 
y  Talca,  oclio'jientos  pesos  (800). 

Cada  uno  de  los  oñciales  primeros  de 
áala  de  las  Cortes  de  Apelaciones  de  San- 
tiago, Valparaíso  e  Iquique,  ochocientos 
pesos  (800). 

Cada  uno  de  los  oficiales  primeros  de 
sala  de  las  Cortes  de  Serena,  Talca  i  Con- 
cepción, setecientos  pesos  (700). 

Cada  uno  de  l'os  oñciales  segundos  de 
sala  de  las  Cortes  de  Apelaciones  de  San- 
tiago, Valparaíso  e  Iquique,  seiscientos 
pesos  (_600). 

Cada  uno  de  los  oficiales  segundos  de 
sala  de  las  Cortes  de  Serena,  Talca  i  Con- 
cepción, quinientos  pesos  (500). 

Cada  uno  de  los  jueces  letrados  de  asien- 
to de  Corte,  siete  mil  quinientos  pesos 
(7.500). 

Cada  uno  de  los  jueces  letrados  de  capi- 
tal de  provincia,  .seis  mil  pesos  (6.000). 

Cada  uno  de  los  jueces  letrados  de  los 
demás  departamentos,  cuatro  mil  quinien- 
tos pesos  (4.500). 

Cada  uno  de  los  secretarios  de  los  juzga- 
dos del  crimen  de  Santiago  i  Valparaíso, 
tres  mil  pesos  (3.000). 

El  secretario  del  juzgado  del  crimen  de 
Talca,  dos  mil  pesos  (2.000). 

Cada  uno  de  los  secretarios  de  los  juz- 
gados de  apelaciones  de  Santiago  i  Val- 
paraíso, mil  doscientos  pesos  (1.200). 

El  .secretario  del  juzgado  de  letras  de 
Antofagasta,  mil  doscientos  pesos  (1.200). 

Cada  uno  de  los  promotores  fiscales  en 
lo  criminal  de  Santiago,  tres  mil  seiscien- 
tos pesos  (3.600). 

Cada  uno  de  los  promotores  fiscales  de 
Valparaíso,  tres  mil  seiscientos  pesos 
(3.600). 

El  promotor  fiscal  de  Concepción,  tres 
mil  pesos  (3.000). 

Cada  uno  de  los  promotores  fiscales  de 
las  otras  capitales  de  provincia,  dos  mil 
cuatrocientos  pesos  (2.400). 

Cada  uno  de  los  promotores  fiscales 
de  departamento,  mil  doscientos  pesos 
(1.200), 

Art  2."  Los  empleados  del  orden  judi- 
cial que  se  enumeran  en  el  articulo  prece- 
dente tendrán  las  gratificaciones  anuales 
siguientes: 

Cada  uno  de  los  ministros  de  Corte  que 


hiciere  de  presidente,  quinientos  pesos 
(500). 

Caiia  uno  de  los  relatores  de  la  Corte 
Suprema,  mientras  se  establece  la  Corte 
de  Casación,  mil  quinientos  pesos  (1.500). 

El  secretario  de  la  misma  Corte,  mien- 
tras se  establece  la  Corte  de  Casación,  mil 
quinientos  pesos  (1.500). 

Cada  uno  de  los  ministros  i  fiscal  de  la 
Corte  de  Iquique,  dos  mil  pesos  (2.000). 

El  secretario  de  la  Corte  de  Iquique,  dos 
mil  pesos  (2.000). 

El  relator  de  la  Corte  de  Iquique,  qui- 
nientos pesos  (500). 

Cada  uno  de  los  jueces  letrados  de  Ari- 
ca, Tocopílla,  Taltal,  Pisagua  i  Chañai'al, 
mil  pesos  (1.000). 

Cada  uno  de  los  promotores  fiscales  de 
Mulclien,  Cañete,  Angol,  Temuco,  Llan- 
quihue  i  O.sorno,  dos  mil  cuatrocientos  pe- 
sos (2.400). 

Art.  3.°  Cada  uno  de  los  promotores 
fiscales  de  Iquique  i  Pisagua  i  el  promotor 
fiscal  en  lo  civil  de  Santiago  tendrán  el 
mismo  sueldo  que  los  jueces  de  letras  res- 
pectivos con  prohibición  de  ejercer  la  pro- 
fesión de  abogado. 

Art.  4."  El  cargo  de  relator  es  incom- 
patible con  el  ejercicio  de  la  profesión  de 
abogado. 

Art.  5.^  Para  los  efectos  de  la  jubila- 
ción de  los  empleados  a  que  se  refiere  esta 
leí  se  tomará  en  cuenta  el  setenta  i  cinco 
por  ciento  de  los  sueldos  asignados  en  los 
arts.  1.°  i  3.° 

Art.  Q.°  Los  empleos  cuyos  sueldos  se 
fijan  en  esta  lei  son  incompatibles  con 
todo  otro  empleo  o  cargo  públiíío. 

Esceptúanse  los  funcíoi. arios  judiciales 
que,  a  la  fecha  de  la  promulgación  de  esta 
lei,  desempeñaren  en  propiedad  algún  em- 
pleo conferido  de  conformidad  a  las  leyes 
vijentes. 

Art.  7.°  Es  prohibido  a  los  promotores 
fiscales  representar  o  defender  a  los  par- 
ticulares en  negocios  en  que  deben  inter- 
venir con  arreglo  a  lo  dispuesto  en  el  arti- 
culo 263  de  la  \ci  de  15  de  octubre  de  1875. 

Art.  8.^  Esta  lei  empezará  a  rejir  des- 
de el  1.°  de  enero  de  1894. 

I. — (De  los  secretarios). — Decreto  3  de 
marzo  de  1876. 

La  fianza  que  con  arreglo  al  espresadn 
articulo  deben  rendir  los  secretarios  de  la 
Corte  Suprema  i  las  Cortes  de  Ajielacio- 
nes,  será  de  cinco  mil  pesos;  de  cuatro  mil 
los  secretarios  de  los  juzgados  de  letras  de 
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Copiapó,  Serena.  Valparaíso,  Santiago, 
Talca,  Chilla!)  i  Concepción;  de  tres  mil 
los  secretarios  de  los  juzgados  de  letras  es- 
tablecidos en  las  demás  capitales  de  pro- 
vincias, i  de  dos  mil  quinientos  pesos  los 
secretarios  de  los  demás  juzgados  de  le- 
tras. 

2. — {De  los  notarios  ij  consercadores). 
— Decreto  8  de  junio  de  187G. 

La  fianza  que  con  arreglo  a  lo  dispuesto 
en  los  mencionados  artículos  de  la  lei  de 
Organización  i  Atribuciones  de  los  Tribu- 
nales, deben  rendir  los  notarios,  será:  de 
cuatro  mil  pesos  los  de  Copiapó,  Serena, 
Valparaíso,  Santiago,  Talca,  Chillan  i  Con- 
cepción; de  tres  mil  pesos  los  que  des- 
empeñan sus  funciones  en  las  demás  capi- 
tales de  provincias,  i  de  dos  mil  quinientos 
pesos  los  restantes. 

Los  notarios  que  lleven  el  rejistro  con- 
servatorio de  bienes  raices  o  el  de  comer- 
cio, o  ambos  juntamente,  rendirán  ademas 
la  fianza  que  respectivamente  señalan  los 
reglamentos  dictados  para  las  oficinas  de 
los  conservadores,  en  la  forma  que  los  mis- 
mos reglamentos  determinan. 


3. — (De  los  Receptores) 
Junio  de  1876. 


-Decreto,  21  de 


La  fianza  que  con  arreglo  a  lo  dispuesto 
en  los  referidos  artículos  de  la  lei  de  Or- 
ganización i  Atribuciones  de  los  Tribuna- 
les deben  rendir  los  receptores  de  mayor 
cuantía  será:  de  dos  mil  pesos  los  de  Co- 
piapó, Serena,  Valparaíso,  Santiago,  Tal- 
ca, Chillan  i  Concepción;  de  mil  quinien- 
tos pesos  los  que  desempeñan  sus  funcio- 
nes en  las  demás  capitales  de  provincias,  i 
de  mil  doscientos  pesos  los  restantes. 

Vill.— Ifficoaiipatibilidades. 

Ley  de  31  de  agosto  de  18S0. 

Articulo  1.°  (Trata  de  la  adición  hecha 
al  art.  169  de  la  lei  Orgánica). 

Art.  2."  Las  incompatibilidades  esta- 
blecidas por  la  presente  lei,  no  son  aplica- 
bles a  los  miembros  del  Congreso  mien- 
tras dure  su  mandato  actual,  ni  a  los  jue- 
ces que  al  presente  desempeñaren  funcio- 
nes administrativas,  sino  desde  el  18  de 
setiembre  de  1881  en  adelante. 

Art.  3."  Los  que  hubiesen  desempeñado 
los  cargos  de  Presidente  de  la  Repi'iblica, 
Ministros  de  Estado,  Intendentes  de  pro- 
vincia, Gobernadores  de  departamento  o 


Secretarios  de  Intendencia,  no  podrán  ser 
nombrados  miembros  de  los  Tribunales 
Superiores  de  Justicia,  jueces  letrados,  fis- 
cales, promotores  fiscaies  ni  relatores,  ya 
sea  en  propiedad,  ya  sea  interinamente 
como  suplentes,  sino  tres  años  después  de 
haber  cesado  en  el  de.sempeño  de  sus  futi- 
ciones  administrativas. 

Art.  4."  Queda  derogado  el  número  1 
del  art.  171  de  la  citada  Lei  de  15  de  octu- 
bre de  187.5. 

1-^. — Pr«»ite»il«clón  y  (Si$trlbiición 
de  deuia${da<<. 

Lei  proiniiUjada  en  15  de  septiembre  1898. 

Artículo  1."  No  están  sujetos  a  las  dis- 
posiciones de  la  lei  do  13  de  enero  de 
1897  (1),  el  ejercicio  de  las  facultades  que 
corresponden  a  los  jue,-es  para  proceder 
de  oficio  en  determinados  casos,  ni  el  co- 
nocimiento de  los  asuntos  que  tienen  por 
objeto  dar  cumplimiento  a  resoluciones  o 
decretos  de  otros  juzgados  o  tribunales,  ni 
los  asuntos  de  jurisdicción  voluntaria. 

La  jurisdicción,  en  estos  casos,  será  ejer- 
cida por  el  juez  letrado  de  turno  respecti- 
vo, a  menos  que  se  trate  de  negocios  deri- 
vados del  conocimiento  que  otro  juzgado 
tuviera  de  un  determinado  asunto,  en  cu- 
yo caso  la  jurisdicción  podrá  también  ser 
ejercida  por  éste. 

Art.  2."  En  las  Cortes  de  Apelaciones 
que  tengan  mas  de  un  secretario,  se  dis- 
tribuirá entre  ellos  el  despacho  de  todos 
los  asuntos  por  turno  mensual,  en  el  or- 
den que  la  respectiva  Corte  determine. 

La  secretaria  jeneral  será  también  des- 
empeñada por  el  secretario  de  turno. 


(1^  La  lei  de  13  de  enero  de  1897  dispone  que, 
en  los  lugares  de  residencia  de  Corte  en  que  haya 
mas  de  un  juez  de  letras  en  lo  civil,  toda  demanda 
o  jestion  judicial  con  que  se  inicie  un  asunto,  de- 
berá presentarse  a  la  respectiva  Corte,  por  medio 
de  su  secretaría.  Esta  presentación  previa  a  la 
Corte  de  quien  dependan  los  juzgados,  tiene  por 
objeto  designar  cuál  de  ellos  debe  conocer  de  la 
misma,  i  para  esto,  el  secretario  de  la  Corte  lleva- 
rá un  libro  a  este  efecio  en  el  que  se  deja  constan- 
cia de  la  di.stribucion  de  dichas  presentaciones; 
lo  que  hace  innecesaria  la  intervención  de  los  re- 
latores para  efectuar  esta  designación,  pu'sto  que 
al  hacerse  esta  distribución,  no  se  trata  de  trami- 
tar ni  decidir  ninguna  petición  formulada  ante 
ella:  i  esa  intervención  de  los  relatores  no  se  halla 
comprendida  entre  las  obligaciones  que  les  asigna 
el  art.  i2Dde  esta  lei  de  organización  judicial  pero 
si  se  hallan  éstas  taxativamente  comprendidas  en 
la  primera  obligación  que  el  articulo  :U6  impone  á 
los  Secretarios  de  <dar  cuenta  diaria  de  las  solicitu- 
des que  presentaren  las  partes.^ 


PARTE  SEGUNDA 
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CÓDIGOS  VIGENTES  EN  LA  REPOBLIGA  DE  CHILE 

CONTIENE:  I.  Estudio  Preliminar,  por  el  Dr.  Valentín  Letelier.— II.  Código  ci- 
vil. III.  Leyes  complementarias.  (Registro  conservatorio  de  bienes  raíces;  efecto 
retroactivo  de  las  leyes;  habilitación  de  edad;  matrimonio  civil:  registro  civil;  etc).— 
IV.  Código  de  comercio.— V.  Leyes  complementarias.  (Registro  de  comercio; 
casas  de  martillo;  prisión  por  deudas;  sociedades  anónimas;  etc.)— VI.  Código 
penal.— VII.  Leyes  complementarias  (libertad  de  imprenta;  garantías  individua- 
les; loterías;  cárceles,  etc.)— VIII.  Código  de  minería.— IX.  Apéndice).  (Rol  ge- 
neral de  minas). — X.  Novísimo  Código  de  Procedimiento  civil. 


Ppoceso  evolutivo  de  la   codifieaeión  en  Chile 


Cuando  se  estudia  desde  cierta  altura  la  historia  de  los  pueblos  his- 
pano-americanos,  se  nota  por  modo  evidente  que  en  los  ochenta  años  que 
llevan  de  vida  independiente,  han  tenido  que  realizar  tres  tareas  legisla- 
tivas muy  diversas,  pero  recíprocamente  complementarias,  cuales  son  la 
organización  política,  la  organización  administrativa  y  la  adaptación  del 
derecho  privado  al  estado  social  creado  por  la  Independencia  y  por  los 
evidentes  progresos  conseguidos,  sobre  todo  desde  mediados  del  pasado 
siglo. 

Por  su  propia  naturaleza,  la  organización  política,  que  fija  la  suma 
de  autoridad  conferida  á  los  Poderes  públicos  y  la  suma  de  libertad  reser- 
vada á  los  ciudadanos,  hubo  de  preocupar  á  los  fundadores  de  estos  pue- 
blos antes  que  la  institución  de  los  servicios  administrativos  y  mucho 
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antes  que  la  reforma  del  derecho  privado.  Desde  antes  de  emanciparse 
efectivamente,  desde  el  día  en  que  se  proclamaba  la  Independencia,  cada 
pueblo  se  sentía  apremiado  por  la  consiguiente  necesidad  de  constituirse 
en  Estado,  esto  es,  de  crear  los  Poderes  que  habían  de  ejercer  la  sobera- 
nía y  garantizar  las  nuevas  libertades  de  comercio,  de  industrias,  de 
vientres,  de  imprenta,  de  cultos,  etc.,  etc..  A  esta  tarea  aplicaron,  pues, 
sus  primeros  esfuerzos  los  fundadores  de  la  Independencia,  y  son  claras 
manifestaciones  de  la  preocupación  predominante  que  les  embargaba,  las 
numerosas  constituciones  políticas  que  á  los  principios  se  ensayaron  en 
toda  América,  inspiradas  en  sentidos  contrarios,  ora  por  la  necesidad  de 
robustecer  á  los  gobiernos  para  acabar  con  la  anarquía,  ora  por  la  con- 
veniencia de  robustecer  la  vida  nacional  para  acabar  con   el  militarismo. 

Aun  cuando  no  fuese  con  idéntica  urgencia,  cada  cual  de  estos  pue- 
blos sintió  casi  al  mismo  tiempo  la  necesidad  de  instituir  ó  de  reorganizar 
la  administración  entera  del  Estado,  porque  si  es  verdad  que  los  monar- 
cas españoles  mostraron  un  empeño  realmente  paternal  en  dotar  á  sus 
colonias  de  buenos  servicios  administrativos,  también  lo  es  que  entre  las 
causas  más  fundadas  de  la  revolución  que  dio  por  resultado  la  Independen- 
cia, se  adujo  por  estos  pueblos  la  del  absoluto  abandono  en  que  la  corona 
los  tenía.  En  todo  el  territorio  de  Chile  no  había  más  que  un  camino  cons- 
truido por  el  Estado,  ni  más  escuelas  que  las  de  algunos  conventos;  y  de 
los  servicios  de  aduana,  de  tesorería,  de  policía,  de  higiene,  de  beneficencia, 
de  correos,  de  obras  públicas^  etc.,  etc.,  apenas  había  rudimentarios  em- 
briones. Por  desgracia,  como  la  organización  administrativa  se  debe  con- 
formar con  la  organización  política,  fué  menester  aguardar  á  que  se  ins- 
tituyeran los  Poderes  del  Estado  para  proceder  en  seguida  á  organizar 
sus  servicios,  y  entretanto,  se  implantó  por  los  gobiernos,  sin  interven- 
ción del   legislador,  un  régimen  administrativo,  provisional  y  arbitrario. 

Aún  mucho  más  tardíamente  ha  podido  empezarse  con  probabilidades 
de  acierto,  la  tarea  de  la  reforma  del  derecho  privado.  Si  en  el  orden  pú- 
blico hubo  que  crearlo  todo,  en  el  orden  privado  regían  códigos  y  recopi- 
laciones que  sin  graves  inconvenientes  podían  seguir  subsistentes  hasta 
que  los  elementos  sociales,  removidos  por  la  revolución,  alcanzaran  aque- 
lla estabilidad  que  se  requiere  para  fundamentar  reformas  legislativas  de 
carácter  general  y  permanente.  Pueblos  y  gobiernos  comprendieron  ins- 
tintivamente que  lo  primero  era  constituir  el  Estado  con  sus  Poderes  y 
con  sus  servicios,  y  prescindiendo  de  que  acaso  no  tenían  idea  muy  clara 
de  la  concordancia  que  debe  haber  entre  el  derecho  privado  y  el  estado 
social,  pensaban  muy  cuerdamente  que,  con  algunas  modificaciones  par- 
ciales requeridas  por  el  nuevo  régimen,   el  Fuero  Juzgo,  el  Fuero  Real, 
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las  Partidas,  las  Ordenanzas  de  Bilbao,  las  de  Minería  y  las  Recopilacio- 
nes, hasta  la  Novísima  inclusive,  podían  regir  todavía  por  muchos  años  las 
relaciones  jurídicas  de  los  ciudadanos.  En  conformidad  con  este  criterio 
la  Constitución  chilena  de  1818  declaró  subsistentes  las  antiguas  leyes, 
cédulas  y  pragmáticas  sin  más  excepción  que  las  de  aquellas  que  repug- 
naran al  régimen  republicano;  y  á  virtud  de  esta  declaración,  quedaron 
de  pronto  circunscritos  en  el  orden  del  derecho  público  los  trastornos  que 
la  Independencia  había  de  ocasionar,  y,  con  evidente  ventaja  de  la  refor- 
ma, se  pudo  aplazar  para  mejores  tiempos  la  revisión  y  ordenación  gene- 
ral del  derecho  privado. 

Empero  aquel  aplazamiento  indefinido  de  la  reforma  del  derecho  pri- 
vado, que  parecía  dejar  truncada  la  obra  de  la  Independencia,  fué  desde 
el  principio  muy  combatido  por  algunos  repúblicos  que  en  su  oposición 
se  sentían  reforzados  por  las  nuevas  escuelas  jurídicas  de  Europa.  Se  sa- 
be, en  efecto,  que  á  consecuencia  de  los  grandes  acontecimientos  de  fines 
del  siglo  XVIII  y  principios  del  siglo  XIX,  había  cambiado  de  raíz  el 
estado  social  de  los  pueblos  europeos;  que  estos  cambios  radicales  habían 
hecho  sentir  la  necesidad  da  reformar  el  derecho  antiguo,  y  que  con  este 
motivo,  se  habían  formado  dos  escuelas:  una  fundada  principalmente  por 
el  ilustre  Savigny,  que,  por  respeto  al  desarrollo  regular  del  derecho, 
quería  que  la  reforma  se  hiciera  muy  lenta  y  muy  paulatinamente;  y  otra 
por  Bentham  y  por  Trihibaut,  que,  en  interés  de  la  claridad  y  de  la  armonía 
del  derecho,  quería  que  la  reforma  se  hiciera  de  una  sola  vez  y  de  un  solo 
cuerpo;  camino  que  directamente  llevaba  á  la  codificación  general  de  las 
leyes.  Mas,  por  su  propia  naturaleza,  los  pausados  procedimientos  de  la 
«scuela  histórica  de  Savigny  no  son  posibles  sino  en  naciones  cuyo  desarro- 
llo social  se  efectúa  por  obra  de  una  evolución  espontánea;  y  por  el  con- 
trario, en  aquellas  donde  los  cambios  se  operan  por  obra  de  revoluciones 
violentas,  la  urgencia  de  las  nuevas  necesidades  no  se  conforma  con  se- 
mejante lentitud  y  se  aviene  mejor  con  las  doctrinas  de  la  escuela  filo- 
sófica. 

II 

Como  era  de  suponer,  al  día  siguiente  de  la  trascendental  revolución 
de  la  Independencia  americana,  cuando  á  la  sombra  de  la  libertad  se  in- 
cubaban los  elementos  de  un  nuevo  estado  social,  estos  pueblos  se  adhi- 
rieron instintivamente  á  la  escuela  del  filósofo  inglés,  y  estadistas  y  ju- 
risconsultos pregonaron  de  consuno  la  codificación  como  el  medio  más 
■eficaz  de  realizar  la  reforma  general  del  derecho.  El  mismo  Director  Su- 
premo del  Estado  chileno,  D.  Bernardo  O'  Higgins,  arrastrado  por  esta 
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tendencia  á  pesar  de  su  gran  sabiduría,  había  propuesto  al  Senado  de  1822 
que  mandara  promulgar  como  códigos  de  la  Eepública  los  cinco  que  por 
entonces  regían  en  el  reino  de  Francia;  y  en  los  años  posteriores  hasta  el 
de  1840  acaso  no  pasó  una  sola  legislatura  en  que  no  se  propusieran  mo- 
ciones y  proyectos  de  ley  para  proceder  á  la  codificación  de  las  varias  ra- 
mas del  derecho.  Pero  todas  aquellas  tentativas  habían  fracasado  por  de- 
masiado prematuras  cuando  no  por  demasiado  absurdas. 

Sin  embargo,  era  evidente  que  aquel  estado  de  cosas  no  había  de  du- 
rar eternamente.  Dictada  la  legislación  colonial  por  monarcas  que  ni  co- 
nocían ni  sabían  satisfacer  las  necesidades  de  estos  pueblos,  bajo  la  ins- 
piración de  doctrinas  políticas  y  económicas  que  la  revolución  de  la  Inde- 
pendencia había  condenado,  y  para  regir  un  estado  social  que  había  sido 
radicalmente  subvertido  por  el  mismo  acontecimiento,   los  códigos  de  la 
metrópoli  hacían  las   veces  de  camisas  de  fuerza  que  comprimían  el   des- 
envolvimiento espontáneo  de  los  nuevos  Estados.  Las  leyes  que  regían  la 
propiedad  favorecían  las  vinculaciones  y  la  inalienabilidad   en  contra  de 
la  libertad  de  comercio;  las  que  organizaban  la  familia,  inspiradas  en  un 
criterio  ascético  é  intransigente,   prohibían  los  matrimonios  mixtos   en 
contra  de  la  tolerancia  social;  las  que  reglaban  la  sucesión  hereditaria 
sancionaban  exclusiones  odiosas  é  injustificadas  en  contra  de  los  extranje- 
ros* los  préstamos  de  dinero  á  interés  se  miraban  con  hostilidad  en  la  vi- 
da civil  y  estaban  sujetos  á  múltiples  restricciones;  en  los  tribunales  pre- 
valecían los  procedimientos  secretos  adoptados  desde  el  siglo  XIII  á  vir- 
tud del  funesto  ejemplo  de  la  Inquisición,  y  por  último  las  penas  esta- 
blecidas para  reprimir  la  criminalidad  eran  á  veces  tan  inhumanas  que, 
cuando  se  encontraban  jueces  que  las  mandaran  aplicar,  no  había  gobier- 
'  no  que  las  hiciera  ejecutar.  «Probablemente  (decía  el  gobierno  al  Congre- 
so de  1831)  no  se  hará  verosímil  en  la  posteridad,  que  habiendo  pasado 
de  un  régimen  monárquico,  despótico  y  semi-feudal  á  constituirnos  en 
repúblicas  representativas  con  división  de  poderes  y  casi   democráticas, 
hayamos  conservado  por  veintiún  años,  no  solamente  las  leyes  que  rigen 
en  Castilla,  sino  también  las  coloniales,  rigiéndose  nuestras  administra- 
ciones públicas,  fiscales  y  civiles  por  unos  códigos  que  reconcentran  en  el 
monarca  toda  la  omnipotencia  humana  y  cuyo  gobierno  y  principales  ma- 
gistraturas existían  á  tres  mil  leguas  de  nuestro  suelo.  ¿Quién  podrá  leer 
sin  asombro  unas  constituciones  que  establecen  tantas  garantías  políticas 
y  judiciales,  mandadas  ejecutar  por  el  ministerio  de  unas  leyes  que  las  re- 
prueban  ó  desconocen?  ¿Tantas  magistraturas  cuya  organización  y  atribu- 
ciones deben  ser  opuestas  ó  no  imaginadas  en  las  leyes  españolas?  ¿Tantas 
costumbres,  tantos  usos,  tantos  principios  para  dirigir  el  orden  civil  se 
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gdn  las  nuevas  instituciones  ó  las  luces  ó  moralidad  del  siglo,  con  unas 
leyes  de  los  siglos  XII  y  XIII,  donde  se  probaban  los  hecbos   judiciales 

por  los  juicios  de  Dios  y  se  decidían  por  duelos  en  campo  cerrado?» 

» 

III 

A  remediar  estos  capitales  defectos,  no  bastaban  las  enmiendas  par- 
ciales, porque  ellas  rompían  la  unidad  que  el  principio  monárquico  había 
impreso  en  la  legislación  española  y  no  lograban  amoldar  por  completo 
aquel  derecho  caduco  al  nuevo  estado  social.  Todas  las  leyes  privadas  que 
se  dictaron  con  este  propósito  desde  1818  en  adelante,  sobre  matrimonios, 
sobre  herencias  y  testamentos,  sobre  hipotecas,  sobre  procedimientos, 
sí)bre  prelación  de  créditos,  sobre  préstamos  á  interés,  etc.,  etc.,  reflejan 
«1  estado  de  transición  de  un  pueblo  que  ha  renunciado  á  las  fórmulas  del 
derecho  antiguo  cuando  todavía  anda  azaroso  en  busca  de  las  del  derecho 
nuevo.  Por  fin,  después  de  múltiples  esfuerzos  hechos  para  llegar  á  un 
acomodo  por  naturaleza  imposible,  gobierno  y  Congreso  se  convencieron 
de  que  el  único  remedio  eficaz  era  el  que  prematuramente  se  había  pro- 
puesto desde  20  años  atrás,  esto  es,  el  de  proceder  á  la  revisión  toto^l  y 
sistemática  de  las  leyes  españolas,  vastísima  labor  que  se  acometió  con 
más  osadía  que  suficiencia^  y  que  á  la  larga  había  de  dar  como  fruto  la 
codificación  de  la  parte  más  importante  del  derecho  chileno. 

En  conformidad  con  este  cambio  de  opinión,  el  10  de  septiembre 
de  1840,  se  promulgó  una  ley  que  instituía  una  Comisión  de  Legislación 
del  Congreso  Nacional.,  compuesta  de  dos  senadores  y  dos  diputados,  y 
encargada  de  codificar  las  leyes  civiles,  reduciéndolas  á  un  cuerpo  orde- 
nado y  completo,  y  descartando  de  ellas  lo  superfino  y  lo  que  pugnara  con 
las  instituciones  republicanas.  En  el  desempeño  de  su  tarea,  la  Comisión 
debía  tomar  en  consideración  los  proyectos,  bases  é  indicaciones  que  le 
fueran  propuestas  por  el  gobierno,  por  los  tribunales,  ó  por  los  particu- 
lares. 

Sin  pérdida  de  tiempo  procedió  la  Comisión  á  instalarse,  y  principal- 
mente bajo  la  inspiración  del  Sr.  Bello,  empezó  con  tan  ardoroso  empeño 
aquella  magna  tarea  de  revisión,  de  reforma  y  de  codificación  que  un  año 
más  tarde  presentó  al  Congreso,  ya  acabada  y  en  punto  de  ser  revisada, 
una  parte  considerable  del  nuevo  código. 

Aun  cuando  á  todas  luces  habría  sido  más  prudente  aguardar  el  aca- 
bamiento de  la  obra  para  proceder  á  revisarla,  la  impaciencia  del  gobier- 
no y  del  Congreso  precipitó  las  cosas,  instituyendo  por  ley  del  29  de  oc- 
tubre de  1841  una  Junta  Revisora  del  Proyecto  de  Código  civil.  Pero  á 
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causa  de  lo  prematuro  de  su  institución,  esta  Junta  tropezó  con  insupe- 
rables dificultades  en  el  desempeño  de  su  tarea,  y  por  ley  del  17  de  Julio 
de  1845  hubo  de  refundirse  en  la  Comisión  redactora,  con  la  cual  formó- 
en  adelante  un  solo  cuerpo. 

Hasta  entonces,  la  Comisión  había  trabajado  con  más  ó  menos  regu- 
laridad y  empeño,  y  año  tras  año,  había  presentado  alas  Cámaras  la  parte 
de  labor  ejecutada  en  cada  período.  A  la  manera  del  monumento  que  pare- 
cía escondido  en  la  piedra  informe  y  que  se  va  diseñando  á  los  golpes  del 
cincel,  el  nuevo  Código  iba  saliendo  formado  del  seno  de  la  caótica  legisla- 
ción española,  modelado  por  las  manos  déla  Comisión.  Por  desgracia  para 
la  impaciencia  del  público,  y  por  fortuna  para  la  madurez  de  la  obra,  sus- 
sesiones  se  empezaron  á  separar  desde  aquel  año  por  intervalos  más  y  más 
largos,  y  el  número  de  sus  vocales,  solicitados  por  más  premiosas  y  lucra- 
tivas ocupaciones,  empezó  á  disminuir  de  día  en  día  hasta  que  llegó  uno 
en  que  el  Sr.  Bello  se  encontró,  como  secretario -redactor,  en  posesión  de- 
todos los  trabajos  ya  ejecutados  y  sin  colaboradores  que  le  ayudasen  á. 
proseguir  la  obra.  Afortunadamente,  lejos  de  amilanarse  ante  el  aisla- 
miento en  que  se  le  dejaba,  cobró  nuevos  ánimos  al  sentirse  más  libr& 
para  concordar  el  derecho  civil  de  la  República  con  sus  doctrinas  jurí- 
dicas. 

A  la  sazón  contaba  Bello  sesenta  y  cinco  años  de  edad,  porque  había, 
nacido  en  Caracas  el  30  de  noviembre  de  1780.  Hacia  1810  había  sido  en- 
viado á  Londres  en  compañía  de  Bolívar  y  López  Méndez,  á  gestionr  el 
auxilio  de  Inglaterra  en  Ja  lucha  de  Venezuela  contra  la  metrópoli;  y 
en  1829  se  había  venido  á  Chile  contratado  por  el  Gobierno  de  esta  Re- 
pública. Casi  todas  las  obras  que  han  inmortalizado  su  nombre  en  Sud 
América  las  publicó  en  el  curso  de  los  treinta  y  seis  años  que  permaneció- 
en  Chile.  Aquí  fué  donde  hizo  y  publicó  su  G-ramática  Castellana,  su  De- 
recho internacional,  sus  mejores  poesías,  la  mayor  parte  de  sus  innume- 
rables estudios  de  filosofía  y  de  crítica  literaria;  y  fué  á  su  patria  adopti- 
va, la  que  por  ley  especial  le  había  colocado  entre  sus  hijos  en  el  año  1832^ 
á  la  que  dedicó  sus  desvelos  de  jurisconsulto  hasta  poder  tributarle  la 
ofrenda  quizá  del  mejor  Código  civil  que  hasta  hoy  se  ha  dictado  en  este- 
continente. 

En  efecto,  cuando  el  sabio  jurisconsulto  se  persuadió  de  que  la  obra 
quedaría  indefinidamente  paralizada  si  él  no  la  proseguía  por  sí  solo^ 
tomó  la  resolución  de  llevarla  á  término  sin  ayuda  extraña;  y,  al  efecto^ 
se  trazó  un  nuevo  plan  de  trabajo,  revisó  y  rehizo  la  parte  ya  aprobada, 
elaboró  una  y  más  veces  la  parte  que  faltaba,  y^  por  último,  en  1852: 
tuvo  la  satisfacción  de  poner  punto  final  á  un  proyecto  de  Código  civiL 
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En  la  ejecución  de  la  obra,  empleó  el  Sr.  Bello,  ya  solo,  ya  formando 
parte  de  diferentes  comisiones,  más  de  veinte  años  de  su  vida;  estudió  á 
los  más  notables  jurisconsultos  que  hasta  entonces  habían  aparecido, 
consultó  y  utilizó  todos  los  Códigos  que  se  habían  promulgado  desde  Jus- 
tiniano  adelante,  y  sin  contar  las  modificaciones  de  detalle,  redactó  y  re- 
hizo seis  ó  siete  veces  el  texto  del  proyecto. 

Aceptado  éste  por  el  Gobierno,  en  26  de  de  octubre  de  1852  se  nom- 
bró una  nueva  Comisión  revisora,  la  cual,  después  de  una  ímproba  labor 
que  duró  tres  años,  y  después  de  celebrar  más  de  300  sesiones  bajo  la 
presidencia  del  Jefe  del  Estado,  presento  á  las  Cámaras  legislativas,  con 
fecha  22  de  noviembre  de  1855,  el  proyecto  revisado,  que  fué  aprobado 
por  ley  del  14  de  diciembre  del  mismo  año  y  que  empezó  á  regir  desde 
el  1.°  de  enero  de  1857. 

No  es  el  Código  civil  de  Chile  copia  servil  de  alguno  otro,  pero  tam- 
poco se  le  debe  tener  por  obra  original  de  su  principal  redactor.  Inspira- 
do principalmente  por  el  espíritu  de  los  comentadores  romanistas,  sus 
defectos  son  algunos  de  aquellos  que  caracterizan  á  toda  legislación  ar- 
caica, esto  es,  á  toda  legislación  que,  dictada  para  satisfacer  las  necesida- 
des de  una  época,  no  basta  á  satisfacer  las  de  otra  muy  posterior.  En  el 
Código  civil  de  Chile  no  se  conoce  la  propiedad  literaria,  ni  la  propiedad 
epistolar,  ni  la  propiedad  industrial,  ni  la  propiedad  de  los  palcos,  etcéte- 
ra, porque  no  las  conoció  el  derecho  romano;  el  contrato  de  locación  de 
servicios,  que  apenas  alcanzó  á  nacer  en  Roma  donde  el  trabajo  manual 
estaba  confiado  á  los  esclavos,  tiene  en  el  Código  chileno  el  desarrollo  de 
un  simple  embrión;  del  contrato  de  suscripción  no  se  hace  mención  algu- 
na aquí,  porque  tampoco  se  hacía  mención  de  él  allá;  la  condición  jurídi- 
ca de  la  mujer  casada  y  de  los  hijos  ilegítimos  correspondiente,  en  núes, 
tro  Código,  á  un  estado  social  qae  ya  no  es  el  nuestro,  y,  por  último,  los 
largos  plazos  de  las  prescripciones  recuerdan  una  época  en  que  el  comer- 
cio humano  era  menos  activo  y  en  que  todavía  no  se  podía  dar  vuelta  al 
mundo  en  ochenta  días. 

Junto  con  estos  defectos  heredados  del  derecho  romano,  se  notan  en 
nuestro  Código  otros  que  le  fueron  impuestos  por  las  doctrinas  sociológi- 
cas y  económicas  que  privaban  en  la  primera  mitad  de  la  pasada  centuria. 
Obra  de  ellas  fué  la  supresión  de  los  esponsales,  de  la  adopción,  de  los 
consejos  de  familia,  de  la  investigación  de  la  paternidad  ilegítima  y  del 
reconocimiento  de  hecho  de  los  hijos  naturales.  Obra  suya  es  también  la 
consagración  de  la  alienabilidad  y  de  la  embargabilidad  casi  absolutas  de 
la  propiedad  pública  tanto  como  de  la  propiedad  privada.  Bajo  la  inspi- 
ración de  las  doctrinas  del  libre  cambio,  el  Código  no  sustrae  del  comer- 
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CÍO  humano  más  que  los  objetos  consagrados  al  culto  católico,  ni  del  em- 
bargo más  que  la  ropa  del  deudor,  sus  instrumentos  de  trabajo,  sus  libros 
profesionales  hasta  el  valor  de  200  pesos,  y  una  parte  de  su  sueldo  de  em- 
pleado público.  Entre  tanto,  es  la  verdad  que  el  sentimiento  jurídico  se 
irrita  contra  el  acreedor  desapiadado  que  pone  la  mano  sobre  el  hogar 
del  deudor  inculpable;  y  aun  cuando  en  principio  los  bienes  nacionales 
están  sujetos  á  las  mismas  reglas  que  rigen  la  propiedad  privada,  la  opi- 
nión pública  no  perdonaría  al  Juez  que  decretase  el  embargo  del  palacio 
del  Gobierno,  ó  el  de  las  calles  edificadas,  ó  el  de  las  playas  de  un  puerto. 
¿Por  qué?  porque,  á  pesar  de  su  inconsciencia,  el  sentimiento  jurídico  del 
vulgo  comprende  que  se  deben  mantener  sustraídos  del  comercio  humano 
aquellos  bienes  que  por  obra  de  la  ley  ó  de  la  naturaleza  están  destinados 
á  servicios  públicos  permanentes. 

A  pesar  de  estos  defectos,  el  Código  civil  de  Chile  se  cuenta  entre  los 
más  notables  promulgados  en  el  curso  del  siglo  XIX.  Fué  nuestro  Código 
el  primero  que  consagró  un  título  especial  á  las  personas  jurídicas  y  el 
primero  que  adoptó  principios  generales,  especialmente  en  el  orden  del 
derecho  internacional  privado,  para  sustraer  la  interpretación  y  la  apli- 
cación de  las  leyes  á  la  jurisdicción  arbitraria  de  los  jurisconsultos.  Des- 
pués de  decidirse  por  la  indefinida  divisibilidad  de  la  propiedad  raíz,  pro- 
hibió las  vinculaciones  perpetuas  y  dio  facilidades  para  disolver  las  co- 
munidades. Además,  mejoró,  siquiera  fuese  tímidamente,  la  condición  ju- 
rídica de  la  mujer  casada;  instituyó  el  fideicomiso,  el  cual,  sin  embargo, 
subsiste  muy  penosamente;  y  mandó  establecer  un  Registro  Conservador 
de  bienes  raíces  para  llevar  el  estado  civil  de  la  propiedad  inmueble.  En 
una  palabra,  este  Código  significó  un  gran  progreso  jurídico  para  la  Re- 
pública en  la  época  en  que  fué  promulgado,  y  merced  á  la  disposición 
metódica  de  sus  partes,  y  á  la  precisión,  á  la  claridad  y  á  la  relativa  pu- 
reza de  su  estilo,  ha  sido  adoptado  casi  íntegramente  en  otras  Repúblicas 
americanas  y  su  texto  ha  servido  de  modelo  á  los  legisladores  de  casi  todo 
el  continente. 

IV 

Terminada  esta  primera  parte  de  la  codificación,  legisladores,  gober- 
nantes y  jurisconsultos  se  sintieron  estimulados,  por  el  buen  éxito  á  com- 
pletarla, acometiendo  empresas  análogas  en  los  demás  órdenes  jurídicos. 
De  antemano,  con  fecha  14  de  diciembre  de  1846,  se  había  nombrado  una 
Comisión  para  que  redactara  un  proyecto  de  Código  de  Comercio;  y  como 
ésta  no  diera  señales  de  vida,  el  3  de  julio  de  1851  se  dio  á  otra  el  encar- 
go de  estudiar  y  acomodar  á  nuestras  necesidades  el  que  por  entonces  re- 
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gía  en  España  las  relaciones  mercantiles,  Pero  todas  aquellas  tentativas 
habían  fracasado,  no  sólo  á  causa  de  la  notoria  insuficiencia  de  nuestros 
jurisconsultos,  faltos  de  preparación  para  ejecutar  tan  magna  obra,  sino 
también  porque  se  había  pretendido  de  ellos  que  prestaran  sus  servicios 
gratuitamente.  Convencido  el  Gobierno  de  que  por  este  camino  jamás  lle- 
garía á  término,  hizo  dictar  la  ley  del  14  de  septiembre  de  1852  que  le 
autorizaba  para  asignar  sueldos  relativamente  cuantiosos  á  las  personas 
á  quienes  confiase  la  tarea  de  formular  proyectos  de  Códigos,  j  en  ejer- 
cicio de  esta  autorización,  había  nombrado  á  varios  jurisconsultos  para 
que  redactaran,  cuál  un  proyecto  de  Código  de  procedimiento  civil,  cuál 
un  proyecto  de  Código  penal,  cuál  un  proyecto  de  Código  militar  (en 
reemplazo  de  la  Ordenanza  general  del  Ejército  dictada  por  simple  De- 
creto en  1839)  y  cuál  un  proj'^ecto  de  Código  de  Comercio. 

De  todos  estos  Códigos,  acaso  el  que  se  requería  con  mayor  urgencia 
era  el  de  Comercio,  porque  ningún  otro  orden  del  derecho  privado  había 
sido  tan  profundamente  modificado  por  la  revolución  de  la  Independen- 
cia. Al  régimen  de  aislamiento,  de  prohibiciones  y  de  monopolio  en  que 
estas  colonias  habían  vivido,  sucedió  en  Chile  desde  1811  otro  de  liber- 
tad y  de  franquicias  que  abrogó  de  hecho  gran  parte  de  la  legislación 
mercantil  de  España.  Nominalmente,  seguían  rigiendo  en  1852  las  leyes 
de  derecho  comercial  que  las  Partidas  y  las  Recopilaciones  contienen,  y 
á  ellas  se  habían  agregado  desde  1795  las  famosas  ordenanzas  de  Bilbao. 
Pero  esta  legislación,  tan  notable  en  su  época,  era  ya  inaplicable  en  la 
mayor  parte  de  sus  disposiciones  y  muy  deficiente  en  las  restantes,  dic 
tada  como  había  sido  incoherentemente,  entre  los  siglos  XIII  y  XVIIIí 
bajo  la  inspiración  de  muy  falsas  doctrinas  económicas  y  para  una  vida 
mercantil  de  muy  poca  actividad  y  de  muy  pocas  necesidades.  A  fin  de 
reformar  esta  legislación  en  su  parte  caduca  y  de  completarla  en  su  parte 
deficiente,  fué  nombrado  el  Sr.  D.  Grabriel  Ocampo,  distinguido  juriscon- 
sulto de  origen  argentino,  que  consagró  á  la  ejecución  de  la  obra  varios 
años  de  incesante  labor.  Tan  pronto  como  el  proyecto  estuvo  acabado,  se 
nombró  una  Comisión  para  que  lo  revisara;  y,  una  vez  revisado,  fué  pre- 
sentado al  Congreso  en  5  de  octubre  de  1865  y  aprobado  sin  modificacio- 
nes el  23  de  noviembre  del  mismo  año  para  que  empezara  á  regir  el  1.°  de 
enero  de  1867. 

A  la  verdad,  no  fué  pequeño  el  desarrollo  que  el  derecho  mercantil 
alcanzó  con  la  promulgación  del  nuevo  Código.  Para  acabar  con  las  arbi- 
trariedades y  contradicciones  de  la  jurisprudencia,  el  Código  de  Comercio 
enumera  taxativamente  los  actos  que  se  deben  reputar  mercantiles  y  re- 
gidos por  sus  disposiciones,  y  fija  los  casos  en  que  se  puede  dar  fuerza  de 
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ley  á  la  costumbre.  Impone  á  los  comerciantes  la  obligación  de  llevar  li- 
bros de  contabilidad  y  correspondencia,  é  instituye  un  registro  de  comer- 
cio para  anotar  el  estado  civil,  las  facultades  y  las  responsabilidades  de 
los  comerciantes.  Reglamenta  el  mandato  comercial  denominado  comi- 
sión^ incorpora  en  la  legislación  mercantil  el  contrato  especialísimo  de  la 
cuenta  corriente,  organiza  las  sociedades  y,  por  último,  regúlala  letra  de 
cambio,  los  contratos  de  transporte  y  de  seguro  marítimo,  y  el  juicio  de 
quiebra. 

Pero  no  obstante  el  impulso  que  dio  al  desarrollo  del  derecho  mercan- 
til, este  Código  adolece  de  defectos  que  hacen  indispensable  su  completa 
reforma.  Su  estilo  es  poco  castizo,  á  las  veces  obscuro,  y  generalmente 
pesado.  A  causa  de  la  enumeración  taxativa  de  los  actos  de  comercio, 
hay  muchas  empresas  mercantiles  que  no  están  regidas  por  sus  disposi- 
ciones. La  intervención  que  confiere  al  Presidente  de  la  República  en  la 
formación  y  en  la  vida  de  las  sociedades  anónimas  es  una  traba  que  en- 
torpece los  negocios  honrados  y  no  evita  los  fraudes,  porque  sirve  de  pa- 
tente de  probidad  á  los  estafadores.  Del  cheque  que  tanto  auge  tiene  en 
las  plazas  comerciales,  apenas  hace  una  mención  incidental;  no  conoce  ni 
siquiera  de  nombre  los  importantes  contratos  de  impresión,  de  edición  y 
de  representación;  no  contieno  reglas  para  regir  los  servicios  de  comuni- 
caciones, como  el  de  telégrafos  y  el  de  teléfonos,  y  no  legisla  sobre  los 
bancos,  ni  sobre  los  negocios  bursátiles,  ni  sobre  las  marcas  de  fábrica  y 
de  comercio,  ni  sobre  la  propiedad  industrial  de  los  inventores  ni  sobre 
la  hipoteca  naval.  Por  último,  los  procedimientos  de  la  quiebra  garanti- 
zan tan  imperfectamente  los  intereses  de  los  acreedores  que  á  menudo 
los  bienes  del  fallido  se  evaporan  por  completo  en  la  tramitación  y  en  la 
realización.  A  pesar  de  las  varias  leyes  que  se  han  dictado  para  enmen- 
dar este  Código,  es  opinión  general  que  no  está  destinado  á  gozar  larga 
vida  sin  sufrir  importantes  modificaciones. 

V. 

Referir  los  antecedentes  y  hacer  la  crítica  de  los  tres  Códigos  promul- 
gados bajo  el  gobierno  de  D.  Federico  Errázuriz  Zañartu  (1871-1876),  se- 
ría obra  larga  y  acaso  falta  de  interés.  El  Código  penal,  que  comenzó  á 
regir  el  1.*^  de  marzo  de  1875,  estableció  una  regular  clasificación  de  los 
delitos  y  hasta  cierto  punto  humanizó  las  penas.  Desde  la  misma  fecha, 
comenzó  á  regir  el  Código  de  Minería,  el  cual  no  modificó  muy  sustan- 
cialmente  las  Ordenanzas  españolas  de  Méjico,  y  fué  reemplazado  pocos 
años  más  tarde  por  otro  que  empezó  á  regir  el  1.°  de  enero  de  1889.  Por 
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Último,  el  15  de  octubre  de  1875,  se  promulgó  el  Código  de  Organización 
y  Atribuciones  de  los  Tribunales  que,  con  la  venia  del  Sumo  Pontífice  y 
á  pesar  de  una  viva  oposición,  suprimió  el  fuero  eclesiástico  y  los  recur- 
sos de  fuerza. 

De  muciía  mayor  trascendencia  ha  sido  la  codificación  del  derecho 
procesal,  ó  adjetivo,  como  lo  llamó  Bentham.  Sea  por  vicio  de  las  leyes, 
sea  por  obra  de  los  jueces  y  de  los  abogados,  los  procedimientos  judicia- 
les que  se  seguían  en  nuestros  tribunales,  parecía  que  estaban  inventa- 
dos para  garantizar  el  triunfo  de  la  mala  fe.  La  prueba  testimonial  se  re- 
cibía por  el  Juez  ó  por  un  ministro  fedante  con  la  más  absoluta  reserva, 
y  ninguno  de  los  contendores  podía  repreguntar  á  los  testigos,  ni  exigir- 
les que  aclarasen  su  pensamiento,  que  completasen  su  declaración  ó  que 
detallasen  las  circunstancias  de  los  hechos.  Aun  cuando  numerosas  leyes 
de  las  Partidas  y  de  las  Recopilaciones,  y  algunos  autos  acordados  de  la 
Corte  Suprema  fijaban  el  procedimiento  regular  de  los  litigios,  ello  es  que 
una  inexcusable  tolerancia  de  parte  de  los  jueces  había  autorizado  la  in- 
terposición sucesiva  de  artículos  dilatorios  que  á  menudo  entorpecían  y 
demoraban  la  tramitación  hasta  el  punto  de  agotar  la  paciencia  y  los  re- 
cursos pecuniarios  del  demandante  antes  de  llegar  al  término  de  la  con- 
tienda. Sé  de  un  caso  en  que  el  demandado  interpuso  22  apelaciones  antes 
de  contestar  la  demanda.  No  era  raro  que  otros,  sobre  todo  los  pobres, 
renunciaran  á  su  derecho,  injustificadamente  usurpado  por  terceros,  para 
no  comprometerse  en  pleitos  que,  sobre  ser  eternos  y  dispendiosos,  no 
ofrecían  á  causa  de  las  artimañas  de  la  mala  fe,  garantía  alguna  de  buen 
éxito.  Con  vergüenza  para  la  República,  se  habían  instituido  en  Santiago 
y  en  Valparaíso  tribunales  privados  de  hombres  buenos  que  por  honora- 
rios ajustados  en  cada  caso,  fallaban  rápidamente  los  litigios  que  de  co- 
mún acuerdo  de  los  interesados  se  sometían  á  su  jurisdicción. 

Entretanto,  aquella  intolerable  situación  se  perpetuaba  de  día  en  día 
sin  esperanza  de  ponerle  término  por  medio  de  una  reforma  radical.  Des- 
de 1828  á  1833  se  habían  propuesto  en  las  Cámaras  legislativas  proyectos 
de  ley  dirigidos  á  codificar  el  derecho  adjetivo;  pero  ninguno  había  sido 
aprobado,  porque  se  pensaba,  quizá  con  razón,  que  antes  de  dictar  la  ley 
orgánica  de  los  tribunales  no  era  oportuno  publicar  la  de  procedimientos. 
Por  la  misma  razón  no  hicieron  de  pronto  gran  cosa  los  diferentes  juris- 
consultos que  en  conformidad  con  la  citada  ley  del  14  de  septiembre 
de  1852  se  nombraron  sucesivamente  para  formular  un  proyecto  de  Códi- 
go procesal.  En  balde  las  Memorias  anuales  del  Ministerio  de  Justicia  in- 
formaban al  Poder  legislativo  de  los  adelantos  que  en  la  tarea  se  ha- 
bían realizado,  porque  la  misma  periódica  repetición  de  estos  informes 
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y  promesas  hacía  que  el  público   los  recibiera  con  incredulidad  justifi- 
cada. 

Dos  eran  las  causas  principales  que  retardaban  la  obra.  Por  un  lado, 
á  virtud  del  carácter  puramente  político  de  nuestros  partidos,  éstos  se  cu- 
raban sólo  de  la  organización  del  gobierno  del  Estado,  descuidaban  casi 
por  completo  su  constitución  jurídica,  y  no  ponían  mayor  empeño  en 
anunciar  en  la  tabla  de  las  discusiones  parlamentarias  las  reformas  del 
derecho  adjetivo.  Por  otro  lado,  la  obra  de  la  codificación,  que  es  de  suyo 
compleja  y  delicada  cuando  se  concreta  á  ordenar,  armonizar  y  rejuvene- 
cer leyes  vetustas  ó  incoherentes,  se  complica  y  se  dificulta  sobre  manera 
cuando  se  intenta  aprovecharla,  como  en  el  caso  del  derecho  procesal, 
para  realizar  simultáneamente  muchas,  muy  radicales  y  no  muy  definidas 
reformas.  En  estas  circunstancias,  asumió  el  gobierno  de  la  República 
su  actual  Presidente  el  Sr.  D.  Germán  Riesco,  quien  conocía  á  fondo, 
como  exmiembro  de  las  Cortes  superiores  de  justicia,  los  vicios  del  dere- 
cho procesal  y  la  urgente  necesidad  de  su  reforma. 

Otro  antiguo  Magistrado  judicial,  el  Sr.  D.  Manuel  Montt,  que  había 
llegado  también  á  la  Presidencia  de  la  Eepública  (1851-1861)  en  circuns- 
tancias en  que  era  miembro  de  la  Comisión  redactora  del  proyecto  de 
Código  civil,  había  introducido  la  práctica  de  asistir  á  las  sesiones  y  de 
tomar  parte  en  los  debates  de  dicha  Comisión;  y  lo  mismo  había  hecho, 
sin  tener  tales  antecedentes  en  su  carrera,  el  Sr.  D.  Federico  Errázuriz 
Zañartu  (1871-1876),  merced  á  cuyo  empeño  personal  se  habían  promul- 
gado bajo  su  Gobierno  los  tres  nuevos  Códigos  ya  mencionados.  Siguien- 
do estas  honrosas  tradiciones,  el  Sr.  Riesco,  que  al  asumir  el  Gobierno  de 
la  República  desempeñaba  el  cargo  honorífico  de  Presidente  de  una  Co- 
misión de  jurisconsultos  que  se  había  nombrado  para  revisar  el  proyecto 
de  Código  de  Procedimiento  civil,  continuó  desde  su  elevado  puesto  la 
tarea  de  la  revisión  hasta  dejar  la  obra  en  condiciones  de  ser  presentada 
al  Poder  legislativo.  Una  ley  del  28  de  agosto  de  1902  aprobó  el  proyecto 
sin  modificaciones  y  dispuso  que  rigiera  desde  el  primer  día  del  año  judi- 
cial de  1903,  esto  es,  desde  el  1.°  de  marzo. 

En  el  nuevo  Código  se  conservan  esencialmente  los  trámites  más  im- 
portantes del  juicio  ordinario,  tales  cuales  se  habían  fijado  por  las  anti- 
guas leyes  españolas;  pero  á  la  vez  se  adoptan  ciertas  medidas  que  están 
dirigidas  á  facilitar  la  tramitación  misma  y  á  garantizar  el  triunfo  de  la 
buena  fe.  Se  reglamentan  las  notificaciones,  sobre  todo  para  el  caso  en 
que  los  litigantes  las  rehuyan;  se  arraiga  de  derecho  á  las  partes  en  el 
lugar  del  juicio;  se  adoptan  medidas  contra  la  sustracción  ó  indebida  re- 
tención de  los  expedientes;  se  quita  el  carácter  dilatorio  á  gran  número 
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de  artículos;  se  hace  pública  la  recepción  de  las  declaraciones  testimonia- 
les, se  regulan  varios  juicios  especiales  y  muchas  gestiones  judiciales  de 
jurisdicción  voluntaria  que  no  tenían  más  norma  que  la  práctica  ó  la  pru- 
dencia; y  por  último,  se  instituyen  los  dos  nuevos  recursos  de  casación  y 
de  revisión;  para  lo  cual  se  ha  tenido  á  la  vista  principalmente  la  legisla- 
ción española. 

Tales  son  los  Códigos  que  hasta  el  día  se  han  dictado  por  la  República: 
el  Civil,  el  de  Comercio,  el  Penal,  el  de  Minería,  el  de  Tribunales  y  el  de 
procedimiento  civil.  Fuera  de  estos  seis,  rigen  otros,  v.  gr.:  la  Ordenan- 
za general  del  Ejército  y  la  Ordenanza  de  Aduanas,  que  no  llevan  el 
nombre  de  Códigos  pero  que  se  debieran  clasificar  entre  ellos  si  se  atiende 
á  su  extensión  y  á  la  disposición  metódica  de  sus  partes;  y  lo  mismo 
puede  afirmarse  de  la  ley  de  24  de  junio  de  1878,  relativa  á  la  Marina 
mercante.  Para  completar  la  obra  de  la  codificación  reaccional,  faltan  un 
Código  rural,  un  Código  militar,  y  se  ha  hablado  de  la  necesidad  de  un 
Código  fiscal  y  de  un  Código  de  instrucción  pública. 

La  verdad  es  que,  aunque  hemos  recorrido  la  mayor  y  más  difícil  par- 
te del  camino,  nos  encontramos  todavía  á  mucha  distancia  del  término. 

Valentín  Letelier, 

*  Fiscal  de  la  Corte  de  Cuentas 

y  Profesor  de  Derecho  Admistrativo, 
Santiago  de  Chile,  junio  de  1904. 
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Código  civil  de  la  República  de  Chile 

Esposieion  de  motivos  o  CDeosaie  del  Eiecutivo  al  Con» 
gpeso,   proponiendo  la  aprobación  del  Código  civit 


CONCIUDADANOS  DEL  SENADO  1  DE  LA  CÁMARA 

DE  diputados: 

Muclios  de  los  pueblos  modernos  mas 
civilizados  han  sentido  la  necesidad  de  co- 
dificar sus  leyes.  Se  puede  decir  que  esta 
es  una  necesidad  periódica  de  las  socieda- 
des. Por  completo  i  perfecto  que  se  supon- 
ga un  cuerpo  de  lejislacion,  la  mudanza 
de  costumbres,  el  progreso  mismo  de  la 
civilización,  las  vicisitudes  políticas,  la  in- 
migración de  ideas  nuevas,  precursora  de 
nuevas  instituciones,  los  descubrimientos 
científicos  i  sus  aplicaciones  a  las  artes  i 
a  la  vida  práctica,  los  abusos  que  introdu- 
ce la  mala  fe,  fecunda  en  arbitrios  para 
eludir  las  precauciones  legales,  provocan 
sin  cesar  providencias  que  se  acumulan  a 
las  anteriores,  interpretándolas,  adicio- 
nándolas, modificándolas,  derogándolas, 
hasta  que  por  fin  se  hace  necesario  refun- 
dir esta  masa  confusa  de  elementos  diver- 
sos, incoherentes  i  contradictorios,  dándo- 
les consistencia  i  armonía  i  poniéndoles 
en  relación  con  las  formas  vivientes  del 
orden  social. 

Los  ensayos  de  esta  especie  que  se  han 
hecho  de  un  siglo  a  esta  parte,  i  sus  resul- 
tados jeneralmente  felices,  nos  animaban  a 
emprender  una  obra  semejante,  con  la 
ventaja  de  podernos  aprovechar  de  los 
trabajos  de  otras  naciones  ilustradas  por 
la  ciencia  i  por  una  larga  esperiencia. 
Haee  años  que,  como  sabéis,  se  puso  la 
mano  a  ella.  Presentado  por  fin  el  proyec- 
to, lo  sometí  al  esámen  de  una  comisión 
de  sabios  majistrados  i  jurisconsultos  que 
se  ha  dedicado  al  desempeño  de  este  en- 
cargo con  un  celo  i  asiduidad  de  que  no  se 


habia  visto  ejemplo  entre  nosotros  en  casos 
análogos. 

Desde  luego  concebiréis  que  no  nos  ha- 
llábamos en  el  caso  de  copiar  a  la  letra  nin- 
guno de  los  códigos  modernos.  Era  me- 
nester servirse  de  ellos  sin  perder  de  vista 
las  circunstancias  peculiares  de  nuestro 
país.  Pero  en  lo  que  estas  no  presentaban 
obstáculos  reales,  no  se  ha  trepidado  en 
introducir  provechosas  innovaciones.  Os 
haré  una  breve  reseña  de  las  mas  impor- 
tantes i  transcendentales. 

Siguiendo  el  ejemplo  de  casi  todos  los 
códigos  modernos,  se  ha  quitado  a  la  cos- 
tumbre la  fuerza  de  lei. 

El  tiempo  es  un  elemento  de  tanta  con- 
secuencia en  las  relaciones  jurídicas,  i  ha 
dado  motivo  a  tantas  diverjencias  en  las 
decisiones  de  la  judicaturas  i  en  la  doctri- 
na de  los  jurisconsultos,  que  no  se  ha  creí- 
do supérfluo  lijar  reglas  uniformes,  a  pri- 
mera vista  minuciosas,  para  determinar  el 
punto  preciso  en  que  nacen  y  espiran  los 
derechos  i  las  obligaciones  en  que  este  ele- 
mento figura. 

Acerca  del  nacimiento  i  estincion  de  la 
personalidad,  se  han  establecido,  comeen 
casi  todos  los  códigos  modernos,  reglas  ab- 
solutas, ó  en  otros  términos,  presunciones 
contra  las  cuales  no  se  admite  prueba.  So- 
bre la  presunción  de  muerte  en  el  caso  de 
larga  ausencia,  a  la  que  en  este  proyecto 
se  da  entonces  el  nombre  de  desapareci- 
miento, distinguiendo  así  dos  estados  jurí- 
dicos de  mui  diversa  naturaleza,  se  echan 
de  menos  disposiciones  precisas  i  comple- 
tas en  nuestros  cuerpos  legales  i  se  ha  pro- 
curado llenar  este  vacío  copiando  la  lejis- 
lacion  de  otros  pueblos,  pero  con  diferen- 
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cías  sustanciales.  En  jeneral,  se  lia  dismi- 
nuido el  tiempo  de  la  posesión  provisoria 
en  los  bienes  del  desaparecido.  Las  pose 
siones  provisorias  embarazan  la  circula- 
ción i  mejora  de  los  bienes  i  no  deben  du- 
rar mas  que  lo  necesario  para  protejer  ra- 
cionalmente los  derechos  privados  que 
puedan  hallarse  en  conflicto  con  los  inte- 
reses jenerales  de  la  sociedad.  Por  otra 
parte,  la  facilidad  i  rapidez  de  las  comuni- 
caciones entre  paises  distantes,  se  han  au- 
mentado inmensamente  en  nuestros  dias,  i 
ha  crecido  en  la  misma  proporción  la  pro- 
babilidad de  que  una  persona  de  quien  por 
mucho  tiempo  no  se  ha  tenido  noticia  en 
el  centro  de  sus  relaciones  de  familia  i  de 
sus  intereses,  o  ha  dejado  de  esistir,  o  ha 
querido  cortar  los  vínculos  que  la  ligaban 
a  su  domicilio  anterior.  Admitida  la  falilji- 
lidad  de  las  presunciones  legales  en  cir- 
cunstancias estraordinarias,  se  ha  procu- 
rado proveer  de  algún  modo  a  estos  rarísi- 
mos casos. 

La  promesa  de  matrimonio  mutuamente 
aceptada,  es  en  este  proyecto  un  hecho 
que  se  somete  enteramente  al  honor  ¡con- 
ciencia de  cada  una  de  las  partes,  i  no  pro- 
duce obligación  alguna  ante  la  lei  civjl. 

Se  con.serva  a  la  autoridad  eclesiástica  el 
derecho  de  decisión  sobre  la  validez  del 
matrimonio  i  se  reconocen  como  impedi- 
mentos para  contraerlo  los  que  han  sido 
declarados  tales  por  la  iglesia  católica.  El 
matrimonio  que  es  válido  a  los  ojos  de  la 
iglesia,  lo  es  también  ante  la  lei  civil;  sin 
que  por  eso  saliese  de  sus  limites  racionales 
el  poder  temporal  cuando  negase  los  efec- 
tos civiles  a  un  matrimonio  que  le  parecie- 
se de  perniciosas  consecuencias  sociales  i 
domésticas,  aunque  la  autoridad  eclesiás- 
tica hubiese  tenido  a  bien  permitirlo,  por 
consideraciones  de  otro  orden,  relajando 
a  su  pesar  las  reglas  ordinarias  en  circuns- 
tancias escepcioíiales. 

Conservando  la  potestad  marital,  se  ha 
querido  precaver  sus  abusos  i  se  ha  mejo- 
rado la  suerte  de  la  mujer  bajo  muchos 
respectos.  Si  se  suprimen  los  privilejios  de 
la  dote  i  cesa  de  todo  punto  la  antigua  cla- 
sificación de  bienes  dótales  i  parafernales 
llevando  adelante  la  tendencia  de  la  juris- 
prudencia española,  i  si  la  hipoteca  legal 
de  la  mujer  casada  corre  la  suerte  de  las 
otras  hipotecas  de  su  clase,  pues  que  según 
el  presente  proyecto  deja  de  esistir  i  toca- 
rá de  una  vez  el  término  a  que  las  previ- 
siones de  la  lejislatura  han  caminado  des- 
de el  año  1845;  en  recompensa  se  ha  orga- 
nizado i  ampliado  en  pro  de  la  mujer  el 
beneficio  de  la  separación  de  bienes;  se  ha 


minorado  la  odiosa  desigualdad  de  los  efec- 
tos civiles  del  divorcio  entre  los  dos  con- 
sortes; se  ha  regularizado  la  sociedad  de 
gananciales;  se  ha  dado  garantías  eficaces 
a  la  conservación  de  los  bienes  raices  de 
la  mujer  en  manos  del  marido. 

La  filiación  es  lejitima,  natural  o  simple- 
mente ilejítima.  En  cuanto  a  los  hijos  le- 
jítimos  concebidos  en  matrimonio  verda- 
dero o  putativo,  el  presente  proyecto  no 
difiere  sustancialmente  de  lo  establecido 
en  otras  lejislaciones,  inclusa  la  nuestra. 
En  cuanto  a  los  lejitimados  por  matrimo- 
nio posterior  a  la  concepción  (única  espe- 
cie de  lejitimacion  que  admite  el  proyecto) 
el  sistema  adoptado  en  éste  combina  las 
reglas  del  derecho  romano,  el  canónico  i 
el  código  civil  trances.  En  el  derecho  ro- 
mano al  que  se  casaba  con  la  concubina, 
se  exijia  para  la  lejitimacion  de  los  hijos 
habidos  en  ella  el  otorgamiento  de  escri- 
tura; no  para  que  valiese  el  matrimonio, 
pues  éste  se  contraía  por  el  solo  consenti- 
miento; sino  para  que  constase  que  la  con- 
cubina pasaba  a  la  categoría  de  mujer  leji- 
tima, i  si  esistian  hijos,  cuáles  de  ellos  se 
IcjUimahan.  Esta  es  la  doctrina  de  los  mas 
ilu.stres  intérpretes  de  la  lei  romana.  De 
que  se  colije  que  la  lejitimacion  era  volun- 
taria por  parte  de  los  padres,  i  no  se  esten- 
dia  a  todos  los  hijos  habidos  en  la  concubi- 
na, sino  a  los  que  el  padre  quería.  Era  asi 
mismo  voluntario  de  parte  de  los  hijos, 
pues  sin  su  consentimiento  no  podían  ha- 
cerse aíienijuris,  ni  asociarse  a  la  condi- 
ción de  un  padre  talvez  de  mala  fama  i 
perversas  costumbres.  Estos  dos  princi- 
pios, lejitimacion  otorgada  por  instrumen- 
to público,  lejitimacion  voluntariamente 
concedida  i  aceptada,  se  han  adoptado  en 
el  proyecto;  esceptuados  solamente  dos  ca- 
sos: el  hijo  concebido  antes  del  matrimo- 
nio, i  nacido  en  él,  i  el  hijo  natural,  esto 
es,  el  ilejítimo  que  ha  sido  antes  reconoci- 
do formal  i  voluntariamente  por  el  padre  o 
madre,  quedan  ipso  jure  lejitimados  por  el 
matrimonio  subsecuente. 

La  calidad  de  hijo  lejítirao  es  una  de  las 
mas  importantes  que  el  derecho  civil  ha 
creado  ¿Cómo,  pues,  dejarla  a  la  merced 
de  pruebas  testimoniales,  tan  fáciles  de 
fraguar,  si  no  en  laVida  de  los  padres,  a  lo 
menos  después  de  sus  diasT  ¿Penetrará  la 
lei  en  las  tinieblas  de  esas  conexiones  clan- 
destinas, i  les  conferirá  el  derecho  de  cons- 
tituir por  sí  solas  la  presunción  de  pater- 
nidad, que  es  el  privilegio  del  matrimonio? 
Un  comercio  carnal,  vago,  incierto,  en  que 
nada  garantiza  la  fidelidad  de  una  mujer 
que  se  ha  degradado,  ¿será  un  principio  de 
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lejitimidad,  aunque  no  lo  corrobore  el  jui- 
cio del  padre?  1  suponiendo  que  éste  crea 
suya  la  prole  ilejitima,  ¿sera  obligado  a  le- 
jitimar  un  hijo  o  liija  de  malas  costumbres, 
i  se  le  pondrá  en  la  alternativa  de  no  ca- 
sarse o  de  introducir  en  su  familia  un  jér- 
men  de  inmoralidad  y  depravación?  i  el 
hijo,  por  su  parte,  ¿irá  contra  su  voluntad 
a  participar  del  envilecimientoajeno  i  a  po- 
ner la  administración  de  sus  bienes  en  ma- 
nos de  un  hombre  perdido?  El  derecho  ca- 
nónico relajó  en  esta  parte  los  principios 
del  romano;  pero  a  la  potestad  temporal  es 
a  la  que  toca  prescribir  las  condiciones 
necesarias  para  el  goce  de  los  derechos 
civiles. 

El  Código  de  las  Partidas  conñere  la  le- 
jitimacion  ip¿o  jure,  pero  solo  al  hijo  de 
barragana,  al  hijo  natural.  En  esta  parte 
está  de  acuerdo  con  ellas  el  presente  pro- 
yecto. 

Es  una  consecuencia  forzosa  de  los  prin- 
cipios antedichos  que  la  lejitimacion  se  no- 
tifique i  acepte  formalmente.  En  cuanto  al 
tiempo  de  su  otorgamiento,  se  ha  seguido 
al  Código  francés  i  otros  modernos,  pero 
con  menos  rigor.  No  se  ha  encontrado 
gran  fuerza  a  las  objeciones  que  a  primera 
vista  se  ofrecen  contra  la  confección  de  un 
instrumento  en  que  los  esposos  consignan 
su  propia  flaqueza.  Este  es  un  sacrificio 
esijido  por  el  orden  social,  la  justa  espia- 
cion  de  una  culpa.  Por  otra  parte,  el  otor- 
gamiento no  dice  nada  que  no  revele  mu- 
cho mas  elocuentemente  la  presencia  de 
los  lejitimados  en  la  familia  paterna.  So- 
bre todo,  ha  parecido  de  suma  necesidad 
un  acto  auténtico  que  ponga  a  cubierto  de 
toda  reclamación  los  derechos  i  obligacio- 
nes reciprocas  de  los  lejitimados  i  lejiti- 
mantes.  La  esistencia  de  documentos  pre- 
constituidos  es  un  objeto  que  no  se  ha  per- 
dido de  vista  en  otras  partes  de  la  lejisla- 
cion  civil,  como  el  mejor  medio  de  preca- 
ver controversias  i  de  discernirlas. 

Se  ha  sujetado  a  formalidades  análogas 
el  reconocimiento  voluntario  de  los  hijos 
habidos  fuera  del  matrimonio,  que  toman 
en  este  caso  la  denominación  legal  de  hijos 
naturales,  i  adquieren  importantes  dere- 
chos. 

En  cuanto  a  los  ilejítimos,  que  no  obtie- 
nen este  reconocimiento  espontáneo  de  su 
padre  o  madre,  no  se  les  otorga  otro  dere- 
cho que  el  de  pedir  alimentos,  sin  que  para 
obtenerlo  se  les  admita  otra  prueba  que  la 
confesión  del  padre;  condición  dura  a  pri- 
mera vista,  pero  justificada  por  la  espe- 
riencia  de  todos  los  paises  sin  esceptuar  el 
nuestro.  Mas  severos  han  sido  todavía  el 


código  francés  i  otros  modernos,  pues  han 
prohibido  absolutamente  la  indagación  de 
la  paternidad.  Ni  se  ha  vedado  sino  en  ra- 
ros casos  la  investigación  de  la  maternidad 
por  los  medios  ordinarios,  aunque  para 
igualar  en  esta  parte  al  padre  i  la  madre 
no  faltarían  razones  gravísimas  que  un 
ilustre  jurisconsulto,  el  presidente  de  la 
comisión  redactora  del  Código  civil  espa- 
ñol, ha  hecho  valer  con  mucha  verdad, 
sensatez  i  filosofía. 

La  mayor  edad,  fijada  a  los  25  años, 
emancipa  por  el  ministerio  de  la  lei  al  hijo 
de  familia.  Esto  solo  mejorarla  ya  entre 
nosotros  su  condición,  pues,  como  sabéis, 
no  hai  por  la  sola  edad  límite  alguno  para 
ese  estado  de  dependencia  según  las  leyes 
romanas  i  patrias.  Varios  códigos  moder- 
nos han  abreviado  mucho  mas  la  duración 
de  la  potestad  paterna;  pero  si  en  ese  punto 
no  ha  parecido  conveniente  imitarlos,  en 
recompensa  se  la  ha  hecho  mucho  menos 
restrictiva  i  onerosa,  dando  al  mismo  tiem- 
po un  feliz  aliciente  al  estudio  i  a  la  indus- 
tria en  las  primeras  épocas  de  la  vida.  Se 
esime  del  usufructo  que  las  leyes  conceden 
al  padre  sobre  los  bienes  del  hijo  todo  lo 
que  éste  adquiera  en  el  ejercicio  de  una 
profesión,  de  un  oficio,  de  una  industria 
cualquiera;  i  bajo  este  respecto  se  le  revis- 
te de  una  verdadera  i  casi  independiente 
personalidad,  que  se  estiende  por  supuesto 
a  los  menores  emancipados  mientras  se 
hallan  bajo  curaduría. 

Se  han  definido  con  precisión  las  dife- 
rentes especies  de  guardas;  las  causas  que 
inhabilitan  o  escusan  de  ejercer  estos  car- 
gos, sus  facultades  administrativas,  sus  de- 
beres, sus  emolumentos,  sus  responsabili- 
dades. 

En  cuanto  al  dominio,  uso  i  goce  de  los 
bienes,  se  han  introducido  novedades  que 
tienden  a  importantes  i  benéficos  resulta- 
dos. Según  el  proyecto  que  os  presento,  la 
tradición  del  dominio  de  bienes  raices  i  de 
los  demás  derechos  reales  constituidos  en 
ellos,  menos  los  de  servidumbre,  deberá 
hacerse  por  inscripción  en  un  rejistro  se- 
mejante al  que  ahora  esiste  de  hipotecas  i 
censos,  que  se  refundirá  en  él.  Se  trata,  en 
efecto,  de  una  nueva  fusión  del  réjimen  hi- 
potecario asociando  dos  objetos  que  tienen 
entre  sí  un  enlace  íntimo,  o  que  por  mejor 
decir,  se  incluyen  uno  en  otro:  dar  una 
completa  publicidad  a  las  hipotecas,  i  po- 
ner a  vista  de  todos  el  estado  de  las  fortu- 
nas que  consisten  en  posesiones  territo- 
riales. 

En  cuanto  a  lo  primero,  puede  decirse 
que  no  se  ha  hecho  mas  que  llevar  a  su 
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complemento  las  disposiciones  de  las  leves 
de  31  de  octubre  de  1845,  i  25  de  octubre 
de  1854,  i  dar  su  verdadero  nombre  al  or- 
den de  cosas  creado  por  la  segunda.  En 
virtud  del  articulo  15  de  ésta,  las  hipotecas 
especiales  preñeren  a  las  legales  de  cual- 
quiera fecha,  las  cuales,  esciuyéndose  unas 
a  otras  según  las  fechas  de  sus  causas,  pre- 
tieren solamente  á  los  créditos  quirografa- 
rios. Desde  que  entre  nosotros  la  hipoteca 
legal,  ni  impedía  al  deudor  enajenar  parte 
alguna  de  sus  bienes,  ni  era  dado  perse- 
guirla contra  terceros  poseedores,  dejó 
verdaderamente  de  ser  un  peño  i  por  con- 
siguiente una  hipoteca.  Lo  único  que  en 
cierto  modo  justificaba  este  titulo,  era  la 
circunstancia  de  concurrir  con  las  hipote- 
cas especiales.  Abolida  esta  prerrogativa 
por  el  citado  articulo  15,  la  denominación 
era  del  todo  impropia.  Ha  parecido  pues 
conveniente  suprimirla.  No  se  conoce  en 
este  provecto  otra  especie  de  hipoteca  que 
la  antes"  llamada  esjhciat,  i  ahora  simple- 
mente hipoteca.  Por  lo  demás,  los  que  go- 
zaban del  benefício  de  la  hipoteca  legal  se 
hallan  exactamente  en  la  situación  en  que 
los  colocó  la  lei  de  25  de  octubre. 

En  cuanto  a  poner  a  la  vista  de  todos  el 
estado  de  las  fortunas  territoriales,  el  ar- 
bitrio mas  sencillo  era  hacer  obligatoria  la 
inscripción  de  todas  las  enajenaciones  de 
bienes  raices,  inclusas  las  trasmisiones  he- 
reditarias de  ellos,  las  adjudicaciones  i  la 
constitución  de  todo  derecho  real  en  ellos. 
Esceptuáronse  los  de  servidumbres  predia- 
les, por  no  haber  parecido  de  bastante  im- 
portancia. 

La  transferencia  i  transmisión  de  domi- 
nio, la  constitución  de  todo  derecho  real, 
esceptuadas  como  he  dicho  las  servidum- 
bres, esije  una  tradición;  i  la  única  forma 
de  tradición  que  para  esos  actos  correspon- 
de es  la  inscripción  en  el  Rejistro  Conser- 
vatorio. Mientras  ésta  no  se  verifica,  un 
contrato  puede  ser  perfecto,  puede  produ- 
cir obligaciones  i  derechos  entre  las  partes, 
pero  no  trasñere  el  dominio,  no  trasfiere 
ningún  derecho  real,  ni  tiene  respecto  de 
terceros  existencia  alguna.  La  inscripción 
es  la  que  da  la  posesión  real  efectiva;  i 
mientras  ella  no  se  ha  cancelado,  el  que  no 
ha  inscrito  su  titulo,  no  posee:  es  un  mero 
tenedor.  Como  el  rejistro  conservatorio  está 
abierto  a  todos,  no  puede  haber  posesión 
mas  pública,  mas  solemne,  mas  indisputa- 
ble, que  la  inscripción.  En  algunas  lejisla- 
ciones  la  inscripción  es  una  garantía,  no 
solo  de  la  posesión,  sino  de  la  propiedad; 
mas  para  ir  tan  lejos  hubiera  sido  necesa- 
rio obligar  a  todo  propietario,  a  todo  usu- 
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fructuario,  a  todo  usuario  de  bienes  raices 
a  inscribirse  justificando  previamente  la 
realidad  i  valor  de  sus  títulos;  i  claro  está 
que  no  era  posible  obtener  este  resultado, 
sino  por  medio  de  providencias  compulsi- 
vas, que  producirían  multiplicados  i  emba- 
razosos procedimientosjudiciales,  i  muchas 
veces  juicios  contradictorios,  costosos  i  de 
larga  duración.  Xo  dando  a  la  inscripción 
conservatoria  otro  carácter  que  el  de  una 
simple  tradición,  la  posesión  conferida  por 
ella  deja  subsistentes  los  derechos  del  ver- 
dadero propietario,  que  solamente  podrían 
estinguirse  por  la  prescripción  competen- 
te. Pero  como  no  solo  los  actos  entre  vi- 
vos sino  las  trasmisiones  hereditarias  están 
sujetas  respecto  a  los  bienes  raices  a  la  so- 
lemnidad de  esta  inscripción,  todos  los  re- 
feridos bienes,  a  no  ser  los  pertenecientes 
a  personas  jurídicas,  al  cabo  de  cierto  nú- 
mero de  años  se  hallarán  inscritos  i  al  abri- 
go de  todo  ataque.  La  inscripción  seria 
desde  entonces  un  título  incontrastable  de 
propiedad,  obteniéndose  así  el  resultado  a 
que  otros  querían  llegar  desde  luego,  sin 
que  para  ello  sea  necesario  apelar  a  medi- 
das odiosas,  que  producirían  un  grave  sa- 
cudimiento en  toda  la  propiedad  territo- 
rial. 

Son  patentes  los  beneñcios  que  se  debe- 
rían a  este  orden  de  cosas:  la  posesión  de 
los  bienes  raices,  manifiesta,  indisputable, 
caminando  aceleradamente  a  una  época  en 
que  inscripción,  posesión  i  propiedad  se- 
rian términos  idénticos;  la  propiedad  terri- 
torial de  toda  la  República  a  la  vista  de 
todos  ,  en  un  cuadro  que  representaría, 
por  decirlo  así,  instantáneamente  sus  mu- 
taciones, cargas  i  divisiones  sucesivas;  la 
hipoteca  cimentada  sobre  base  sólida;  el 
crédito  territorial  vigorizado  i  susceptible 
de  movilizarse. 

La  institución  deque  acabo  de  hablaros 
se  aproxima  a  lo  que  de  tiempo  atrás  ha 
existido  en  varios  estados  de  Alemania  i 
que  otras  naciones  civilizadas  aspiran  ac- 
tualmente a  imitar.  Sus  buenos  efectos  han 
sido  ampliamente  demostrados  por  la  es- 
pei;iencia. 

Acerca  de  la  posesión,  se  ha  creído  con- 
veniente adoptar  una  nomenclatura  me- 
nos embarazosa  i  ambigua  que  la  que  al 
presente  esiste.  Toda  posesión  es  esencial- 
mente caracterizada  por  la  realidad  o  la 
apariencia  del  dominio;  no  es  poseedor  de 
una  finca  sino  el  que  la  tiene  como  suya, 
sea  que  se  halle  materialmente  en  su  po- 
der, o  en  poder  de  otro  que  le  reconoce 
como  dueño  de  ella.  Pero  como  los  dere- 
chos reales  son  varios,  el  que  no  es  posée- 
lo 
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dor  del  dominio,  puede  serlo  de  un  dere- 
cho de  usufructo,  de  uso,  de  habitación, 
de  un  dereclio  de  herencia,  de  un  derecho 
de  prenda  o  de  hipoteca,  de  un  derecho 
de  servidumbre.  El  usufructuario  no  posee 
la  cosa  fructuaria,  es  decir,  no  inviste  ni 
real,  ni  ostensiblemente,  el  dominio  de 
ella;  posee  solo  el  usufructo  de  ella,  que  es 
un  derecho  real  i  por  consiguiente  suscep- 
tible de  posesión.  Pero  el  arrendatario  de 
una  finca  nada  posee,  no  goza  mas  que  de 
una  acción  per.sonal  para  la  conservación 
de  los  derechos  que  le  ha  conferido  el  con- 
trato. El  que  a  nombre  ajeno  posee  no  es 
mas  que  un  representante  del  verdadero 
poseedor,  ni  inviste  mas  que  la  simple  te- 
nencia. Así  los  términos  posesión  cwd 
posesión  natural,  son  desconocidos  en  el 
proyecto  que  os  someto;  las  palabras  pose- 
sión i  tenencia  contrastan  siempre  en  el; 
la  posesión  es  a  nombre  propio,  la  tenen- 
cia a  nombre  ajeno.  Pero  la  posesión  pue- 
de ser  regular'o  irregular:  aquélla  adqui- 
rida sin  violencia,  ni  clandestinidad,  con 
justo  titulo  i  buena  fe;  la  segunda  sin  algu- 
no de  estos  requisitos.  Toda  posesión  es 
amparada  por  la  lei;  pero  solo  la  posesión 
regular  pone  al  poseedor  en  e  camino  de 
la  prescripción  adquisitiva.  Tal  es  el  siste- 
ma del  provecto;  sus  definiciones  señalan 
limites  precisos  a  cada  una  de  las  dos  es- 
pecies de  posesión,  conservando  siempre 
una  i  otra  el  carácter  jenérico  que  consis- 
te en  la  investidura  de  un  derecho  real. 

Entre  las  varias  desmembraciones  del 
dominio,  se  ha  prestado  una  atenciori  par- 
ticular a  la  que  lo  limita  por  una  condición 
que  verificada,  lo  hace  pasar  a  otra  perso- 
na, la  cual  lo  adquiere  irresoluble  i  abso- 
luto El  usufructo  i  la  propiedad  fiduciaria, 
la  propiciad  que  por  el  cumplimiento  de 
una  condición,  espira  en  una  persona  pa- 
ra nacer  en  otra,  son  pues  dos  estados  ju- 
rídicos que  contrastan:  en  el  uno,  la  ter- 
minación es  necesaria;  en  el  otro  eventual. 
Aquól  supone  dos  derechos  actuales  co- 
existente5;el  segundo,  uno  solo,  pues  si  por 
una  parte  supone  el  ejercicio  de  un  dere- 
cho no  da  por  otra  sino  una  simple  espfec- 
tativa.  que  puede  desvanecerse  sin  dejar 
rastro  alguno  de  su  esi.stencia;  tal  es  la 
constitución  del  fideicomiso;  en  la  que  si 
hai  poco  o  nada  de  orijinal  en  el  proyecto, 
se  ha  pretendido  a  lo  menos  caracterizar 
los  dos  estados  jurídicos  de  manera  que  no 
se  contundan,  dar  reglas  claras  de  inter- 
pretación para  las  disposiciones  que  los 
establecen,  i  enumerar  sus  vanos  i  pecu- 
liares efectos.  . 

Consérvase  pues  la  sustitución  fideico- 


misaria en  este  proyecto,  aunque  abolida 
en  varios  códigos  modernos.  Se  ha  reco- 
nocido en  ella  una  emanación  del  derecho 
de  propiedad,  pues  todo  propietario  parece 
tenerlo  para  imponer  a  sus  liberalidades 
las  limitaciones  i  condiciones  que  quiera. 
Pero  admitido  en  toda  su  estension  e.ste 
principio,  pugnarla  con  el  interés  social, 
ya  embarazando  la  circulación  de  los  bie- 
nes, ya  amortiguando  aquella  solicitud  en 
conservarlos  i  mejorarlos  ,  que  tiene  su 
mas  poderoso  estímulo  en  la  esperanza  de 
un  goce  perpetuo,  sin  trabas,  sin  responsa- 
bilidades, i  con  la  facultad  de  trasferirlos 
libremente  entre  vivos  i  por  causa  de  muer- 
te; se  admite  pues  el  fideicomiso,  pero  se 
prohiben  las  sustituciones  graduales,  aun 
cuando  no  sean  perpetuas;  escepto  bajo  la 
forma  del  censo,  en  el  que  se  ha  compren- 
dido por  consiguiente  todo  lo  relativo  al 
orden  de  sucesión  en  las  vinculaciones. 
En  el  censi  mismo  ^se  han  atenuado  las 
especialidades  que  lo  hacen  perjudicial  i 
odioso. 

Es  una  regla  fundamental  en  este  pro- 
yecto la  que  prohibe  dos  o  mas  usufructos 
o  fideicomisos  sucesivos;  porque  unos  i 
otros  embarazan  la  circulación  i  entibian 
el  espíritu  de  conservación  i  mejora,  que 
da  vida  i  movimiento  a  la  industria.  Otra 
que  tiende  al  mismo  fin  es  la  que  limita  la 
duración  de  las  condiciones  suspensivas  i 
resolutorias,  que  en  jeneral  se  reputan  fa- 
llidas si  tardan  mas  de  treinta  años  en 
cumplirse. 

En  la  interesante  materia  de  las  servi- 
dumbres se  ha  seguido,  se  puede  decir, 
paso  a  paso  el  Código  civil  francés.  Para  la 
servidumbre  legal  de  acueducto,  nos  ha 
servido  principalmente  de  modelo  el  Códi- 
go civil  de  Cerdeña,  único,  creo,  de  los  co- 
nocidos que  ha  sancionado  el  mismo  prin- 
cipio que  nuestro  memorable  decreto  de 
18  de  noviembre  de  1819,  que  ha  avasalla- 
do a  la  agricultura  tantos  terrenos  que  la 
naturaleza  parecía  haber  condenado  a  una 
esterilidad  perpetua.  Pero  en  este  punto, 
como  en  todo  lo  que  concierne  al  uso  i  go- 
ce de  las  aguas,  el  proyecto  como  el  Códi- 
go que  le  ha  servido  de  guia,  se  ha  ceñido 
a  poco  mas  que  sentar  las  bases;  reservan- 
do los  pormenores  a  ordenanzas  especia- 
les, que  probablemente  no  podrán  ser  unas 
mismas  para  las  diferentes  localidades. 

La  sucesión  intestada  es  en  lo  que  mas 
se  aparta  de  lo  esistente  este  proyecto.  El 
derecho  de  representación  no  tiene  cabida 
sino  en  la  descendencia  lejitima  del  repre- 
sentado, ni  en  otra  descendencia  que  la 
de  los  hijos  o  hermanos  lejítimos  o   nalu 
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rales  del  difunto;  descendiendo  la  repre- 
sentación a  todoá  los  grados  i  no  perjudi- 
cando a  ella  la  circunstancia  de  no  haber 
tenido  el  representado  derecho  alguno  que 
trasmitir,  basta  que  por  cualquiera  causa 
no  haya  participado  de  la  herencia. 

Se  ha  mejorado  notablemente  la  suerte 
del  cónyuje  sobreviviente  i  de  los  hijos  na- 
turales. Ai  cónyuje  sobreviviente  que  ca- 
rece de  lo  necesario  para  su  congrua  sus- 
tentación, se  le  asegura  una  no  corta  por- 
ción en  el  patrimonio  del  difunto,  al  modo 
que  se  hace  en  la  lejislacion  que  hoi  rije^ 
pero  igualando  el  viudo  á  la  viuda;  lo  que 
si  antes  de  ahora  se  ha  observado  alguna 
vez,  ha  sido  solo  en  fuerza  de  una  inter- 
pretación injustificable  de  la  lei  romana  i 
española.  Ademas  de  esta  asignación  for- 
zosa, que  prevalece  aun  sobre  las  disposi- 
ciones testamentarias,  i  que  se  mide  por  la 
lejítima  rigurosa  de  los  hijos  lejitimos 
cuando  los  hai,  el  conyuje  es  llamado  por 
la  lei  a  una  parte  de  la  sucesión  intestada, 
cuando  no  hai  descendientes  lejitimos;  al 
todo,  cuando  no  hai  ascendientes  ni  her- 
manos lejitimos,  ni  hijos  naturales  del  di- 
funto. Los  hijos  naturales  colectivamente, 
i  el  conyuje,  gozan  de  derechos  iguales  en 
la  sucesión  intestada. 

La  incapacidad  de  sucederse  unos  a  otros 
los  que  se  han  manchado  con  un  ayunta- 
miento dañado  i  punible,  no  desciende  á  la 
inocente  prole  de  esta  conesion  criminal;  i 
los  derechos  de  los  colaterales  a  la  suce- 
sión intestada  llegan  solamente  al  sesto 
grado. 

En  cuanto  a  lejítimas  i  mejoras,  la  mi- 
tad de  lo  que  habría  cabido  a  cada  uno  de 
los  lejitimarios  o  herederos  forzosos  suce- 
diendo «6  intestado,  forma  su  lejitima  ri- 
gurosa, que  se  puede  aumentar  considera- 
blemente, pero  no  disminuir  ni  gravar  en 
ninguna  manera.  No  teniendo  descendien- 
tes lejitimos,  que  personal  o  representati- 
vamente le  sucedan,  puede  cualquiera  per- 
sona disponer  libremente  de  la  mitad  de 
su  patrimonio;  en  el  caso  contrario,  solo  la 
cuarta  parte  de  los  bienes  le  es  licito  dis- 
tribuir con  absoluta  libertad;  la  cuarta  res- 
tante debe  invertirse  en  mejoras,  esto  es, 
en  favor  de  uno  o  mas  de  sus  descendien- 
tes lejitimos,  a  su  arbitrio.  Por  lo  demás, 
cada  persona  tiene  durante  su  vida  la  fa- 
cultad de  hacer  el  uso  de  sus  bienes  que 
mejor  le  parezca;  solo  en  casos  estreñios 
interviene  la  lei  imputando  a  la  mitad  o 
cuarta  de  libre  disposición  el  esceso  de  lo 
que  se  ha  donado  entre  vivos,  i  en  caso  ne- 
cesario revocándolo. , 

Se  ha  creido  conciliar  así  el  derecho  de 


propiedad  con  la  obligación  de  proveer  al 
bienestar  de  aquellos  a  quienes  se  ha  dado 
el  ser,  o  de  quienes  se  ha  recibido.  Se  han 
omitido  aquellas  otras  restricciones  que 
tuvieron  por  objeto  asegurar  las  lejítimas, 
i  precaver  en  la  distribución  de  los  bienes 
la  desigualdad  a  que  podían  ser  inducidos 
los  padres  por  predilecciones  caprichosas; 
aun  cuando  en  ello  no  defraudasen  verda- 
deramente a  ninguno  de  los  legitimarios. 

Se  ha  confiado  mas  que  en  la  lei,  en  el 
juicio  de  los  padres  i  en  los  sentimientos 
naturales.  Cuando  éstos  se  estravían  o  fal- 
tan, la  voz  de  aquélla  es  impotente,  sus 
prescripciones  facilísimas  de  eludir  i  la  es- 
fera a  que  le  es  dado  estenderse,  estrechí- 
sima. ¿Qué  podrían  las  leyes,  en  materia 
de  testamentos  i  donaciones,  contra  la  disi- 
pación habitual,  contra  el  lujo  de  vana  os- 
tentación que  compromete  el  porvenir  de 
las  familias,  contra  los  azares  del  juego 
que  devora  clandestinamente  los  patrimo- 
nios? El  proyecto  se  ha  limitado  a  repri- 
mir los  escesos  enormes  de  una  liberalidad 
indiscreta,  que  si  no  es,  a  la  verdad,  lo  mas 
de  temer  contra  las  justas  esperanzas  de 
los  lejitimarios,  es  lo  único  a  que  puede  al- 
canzar la  lei  civil,  sin  salir  de  sus  limites 
racionales,  sin  invadií'  el  asilo  de  las  afec- 
ciones domésticas,  sin  dictar  providencias 
inquisitorias  de  difícil  ejecución,  i  después 
de  todo  ineficaces. 

En  la  determinación  de  las  cuotas  here- 
ditarias, cuando  las  disposiciones  del  tes- 
tamento envuelven  dificultades  numéricas, 
se  han  seguido  sustanciairaente  i  creo  que 
con  una  sola  escepcion,  las  reglas  del  De- 
recho romano  i  del  Código  de  las  Partidas. 
Quizá  se  estrañe  que  las  del  proyecto  estén 
concebidas  en  fórmulas  aritméticas  El  le- 
jislador  de  las  partidas  no  da  reglas  esplí- 
citas;  es  preciso  que  el  juez  las  deduzca  de 
los  ejemplos  que  le  presenta;  jeneralizacion 
mas  propia  de  la  lei  que  del  hombre.  Ad- 
mitida su  necesidad,  nohabia  mas  que  dos 
medios,  el  de  una  fraseología  que  indicase 
vagamente  el  proceder  aritmético,  o  el  de 
fórmulas  rigurosas,  que  por  el  camino  mas 
corto  posible  condujesen  a  la  resolución 
de  cada  problema.  Esto  último  ha  pareci- 
do menos  espuesto  a  inesactitudes  i  erro- 
res; i  siendo  en  el  día  la  aritnaética  un 
ramo  universal  de  instrucción  primaria, 
sus  términos  peculiares  deben  suponerse 
entendidos  de  todo  el  que  haya  recibido 
una  educación  cualquiera,  aun  "la  mas  co- 
mún i  vulgar. 

En  materia  de  contratos  i  cuasi  contra- 
tos, hallareis  mui  poco  que  no  tenga  su 
fuente  en  la  lejislacion  actual,  que  es  lo 
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mas,  o  en  la  autoridad  de  un  Código  mo- 
derno, en  especial  el  francés,  o  en  la  doc- 
trina de  alguno  de  los  mas  eminentes  ju- 
risconsultos. Se  ha  tenido  mui  presente  en 
algunos  contratos,  como  el  de  arrenda- 
miento, la  práctica  del  país,  cuyas  especia- 
lidades ha  parecido  esijir  disposiciones  pe- 
culiares. La  mutación  de  propiedad  en  los 
inmuebles  no  se  perfecciona,  sino  por  un 
instrumento  público,  ni  se  consuma  sino 
por  la  inscripción  en  el  rejistro  conserva- 
torio, que  como  .antes  dije,  es  la  forma  úni- 
ca de  tradición  en  esta  clase  de  bienes.  So- 
bre la  nulidad  i  rescisión  de  ios  contratos  i 
demás  actos  voluntfirios  que  constituyen 
derechos,  se  ha  seguido  de  cerca  el  Código 
francés  ¡lustrado  por  sus  más  hábiles  espo- 
sitores.  La  novedad  de  mayor  bulto  que  en 
esta  parte  hallareis,  es  la  abolición  del  pri- 
vilejio  de  los  menores,  i  de  otras  personas 
naturales  i  jurídicas,  asimiladas  a  ellos, 
para  ser  restituidos  In  integrum  contra  sus 
actos  i  contratos.  Se  ha  mirado  semejante 
privilejio  no  solo  como  perniciosísimo  al 
crédito,  sino  como  contrario  al  verdadero 
interés  de  los  mismos  privilejiados.  Con  él, 
como  ha  dicho  un  sabio  jurisconsulto  de 
nuestros  dias,  se  rompen  todos  los  contra- 
tos, se  invalidan  todas  las  obligaciones,  se 
desvanecen  los  mas  lejitimos  derechos. 
«Esta  restitución,  añade,  es  un  semillero 
inagotable  de  pleitos  injustos,  i  un  pretes- 
to  fácil  para  burlar  la  buena  fe  en  los  con- 
tratos»... Todas  las  restricciones  que  se 
han  querido  ponerles  no  bastan  para  salvar 
el  mas  grave  de  sus  inconvenientes,  a  sa- 
ber: que  inutiliza  los  contratos  celebrados 
guardando  todos  les  requisitos  legales,  deja 
inseguro  el  dominio,  i  dificulta  las  transac- 
ciones con  los  huérfanos,  que  no  suelen 
tener  menos  necesidad  que  los  otros  hom- 
bres de  celebrar  contratos  para  la  conser- 
vación i  fomento  de  sus  intereses.  Lo  dis- 
puesto sobreestá  materia  en  el  Código  fran- 
cés, en  el  de  las  dos  Sicilias,  en  el  sardo  i 
en  otros  es  mucho  mas  conforme  con  la 
justicia  i  aun  mas  favorable  a  los  mismos 
pupilos.  Según  e¿tos  códigos,  el  contrato 
celebrado  por  un  menor  sin  el  consenti- 
miento de  un  guardador  no  es  nulo  ipso 
Jure,  aunque  puede  rescindirse;  pero  el 
celebrado  con  las  solemnidades  de  la  lei, 
se  sujeta  a  las  mismas  condiciones  que  los 
celebrados  por  per.sonas  mayores  de  edad. 
Decia  el  jurisconsulto  Jaubert  esplicando 
los  motivos  de  esta  disposición:  «Es  indis- 
pensable asegurar  completamente  los  de- 
rechos de  los  que  tratan  con  los  menores, 
observando  las  formalidades  de  la  lei,  i  si 
esta  precaución  no  fuese  necesaria  seria 


cuando  menos  útil,  á  causa  de  las  preven- 
ciones inveteradas  que  se  tienen  contra  los 
pupilos,  creyéndose,  i  con  razón,  que  no 
hai  seguridad  en  contratar  con  ellos. 

En  el  titulo  De  la  prueba  de  las  obliga- 
ciones, se  hace  obligatoria  la  intervención 
de. la  escritura  para  todo  contrato  que  versa 
sobre  un  objeto  que  escede  de  cierta  cuan- 
tía, pero  el  ámbito  demarcado  para  la  ad- 
misión de  otra  clase  de  pruebas  es  mucho 
mas  amplio  que  en  otras  legislaciones:  en 
especial  la  de  Francia  i  la  de  Portugal,  paí- 
ses en  que  esta  limitación  de  la  prueba  de 
testigos  es  ya  antigua,  i  ha  producido  sa- 
ludables efectos.  No  hai  para  qué  deciros 
la  facilidad  con  que  por  medio  de  declara- 
ciones juradas  puedan  impugnarse  i  echar- 
se por  tierra  los  mas  lejitimos  derechos. 
Conocida  es  en  las  poblaciones  inferiores 
la  esistencia  de  una  clase  infame  de  hom- 
bres, que  se  labran  un  medio  de  subsisten- 
cia en  la  prostitución  del  juramento.  Algo 
tímidas  parecerán  bajo  este  punto  de  vista 
las  disposiciones  del  proyecto;  pero  se  ha 
recelado  poner  trabas  á  la  facilidad  de  las 
transacciones,  i  se  ha  creído  mas  prudente 
aguardar  otra  época  en  que,  jeneralizado 
por  todas  partes  el  uso  de  la  escritura,  se 
pueda  sin  inconveniente  reducir  a  mas  es- 
trechos límites  la  admisibilidad  de  la  prue- 
ba verbal. 

Las  varias  especies  de  censo  (esceptua- 
do  el  vitalicio),  se  han  reducido  á  una  sola, 
i  se  sujetan  por  consiguiente  á  reglas  idén- 
ticas, entre  las  cuales  solo  merecen  notar- 
se las  que  lo  hacen  divisible  junto  con  el 
inmueble  que  afectan,  i  la  que  consti- 
tuido sobre  inmuebles  cuyo  valor  escede 
considerablemente  al  de  los  capitales  im- 
puestos, permite  reducirlo  a  una  parte 
indeterminada,  esonerando  de  toda  res- 
ponsabilidad lo  restante.  Pero  al  mismo 
tiempo,  se  ha  tomado  en  cuenta  el  inte- 
rés de  los  censualistas,  poniendo  un  límite 
a  la  división  que  continuada  indefinida- 
mente haria  demasiado  difícil  i  dispendio- 
so el  cobro  de  los  cánones,  i  a  la  vuelta  de 
algunas  jeneraciones  convertirla  los  cen- 
sos en  un  número  infinito  de  fracciones 
imperceptibles.  Si  por  este  medio  se  con- 
siguiese desalentar  la  imposición  de  capi- 
tales a  censo,  se  habría  logrado  indirecta- 
mente un  gran  bien.  El  censo  vitalicio, 
que  por  su  naturaleza  es  de  corta  duración, 
no  ofrece  los  inconvenientes  de  los  otros, 
es  lo  único  que  en  este  proyecto  no  admite 
ni  redención,  ni  reducción,  ni  división. 

En  el  contrato  de  sociedad,  se  ha  creído 
que  debíamos  seguir  el  ejemplo  de  nacio- 
nes a  quienes  un  estenso  comercio  ha  he- 
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cho  conocer  las  verdaderas  esijencias  del 
crédito.  Los  miembros  de  una  sociedad  co- 
lectiva, según  el  presente  proyecto,  res- 
ponden por  el  valor  total  de  las  obligacio- 
nes que  a  nombre  de  ella  se  contraen.  Se 
ha  procurado  al  mismo  tiempo  sujetar  la 
sociedad  a  reglas  precisas  en  su  adminis- 
tración, i  en  las  obligaciones  de  los  socios 
entre  si  respecto  de  terceros.  Se  ha  solici- 
tado la  misma  especificación  i  claridad  en 
el  mandato,  en  los  contratos  para  las  con- 
íecciones  de  obras  i  en  la  fianza. 

Entre  las  convenciones  licitas  se  ha  dado 
lugar  a  la  anticresis.  Inocente  en  sí  mis- 
ma, útil  al  crédito  i  paliada  a  veces,  podrá 
ahora  presentarse  sin  disfraz  bajo  la  san- 
ción de  la  lei.  Por  punto  jenera!,  el  Código 
de  las  Partidas  i  el  Código  civil  francés,  han 
sido  las  dos  lumbreras  que  se  han  tenido 
mas  constantemente  a  la  vista.  Donde  ellos 
difieren,  se  ha  elejido  lo  que  mas  adapta- 
ble y  conveniente  parecía.  Se  ha  simplifi- 
cado notablemente  el  arreglo  de  la  prela- 
cion  de  créditos,  el  fomento  del  crédito  ha 
sido  en  el  la  consideración  dominante.  Se 
dividen  en  cinco  clases  los  acreedores  con- 
currentes: los  que  gozan  de  privilejio  je- 
neral;  los  que  gozan  de  privilejio  sobre  es- 
pecies muebles;  los  hipotecarios;  los  de  me- 
nores, mujeres  casadas,  i  otras  personas 
cuyos  bienes  son  administrados  por  repre- 
sentantes legales;  i  los  quirografarios.  Se 
han  abolido  varios  de  los  privilejios  jene- 
rales  i  especiales  i  entre  los  últimos  todos 
los  que  recalan  sobre  inmuel)le3.  Apenas  es 
necesario  deciros  que  no  reviven  en  este 
proyecto  como  créditos  preferentes,  ni  los 
de  hipoteca  jeneral  convencional,  ni  los  es- 
criturarios. La  obra  principiada  por  las  le- 
yes de  1845  i  1854  se  ha  llevado  á  cabo. 

Innovaciones  no  menos  favorables  a  la 
seguridad  de  las  posesiones  i  al  crédito  en- 
contrareis en  el  titulo  Z>e  La  prescripción. 
La  de  treinta  años  continuos  rechaza  todos 
los  créditos,  todos  los  privilegios,  todas  las 
acciones  reales.  Toda  obligación  personal 
que  ha  dejado  de  esijirse  en  el  mismo  espa- 
cio de  tiempo,  perece.  Pero  esta  escepcion 
debe  siempre  alegarse  por  el  que  pretende 
gozar  de  su  beneficio,  los  jueces  no  pueden 
suplirla. 

Terminaré  con  algunas  observaciones 
jenerales. 

En  este  proverto  se  hacen  obligatorios 
los  instrumentos  públicos  i  privados  (que 
un  célebre  publicista  moderno  ha  llamado 
Pruebas  preconstitaidas)  para  ciertos  ac- 
tos i  contratos  en  que  la  lei  no  los  esije  hoi 
dia.  A  este  número  pertenece  la  lejitima- 
cion  por  matrimonio  subsecuente,  i  el  re- 


conocimiento de  los  hijos  naturales  de  que 
ya  os  he  haljiado;  el  discernimiento  de  la 
tutela  i  cúratela  en  todos  casos;  el  de  asu- 
mir la  mujer  o  recobrar  el  marido  la  admi- 
nistración de  la  sociedad  conyugal,  la  acep- 
tación o  repudiación  de  toda  herencia.  Se 
prescribe  la  conteccion  de  Un  inventario 
solemne  al  padre  que  administrando  bie- 
nes del  hijo  pasa  a  segundas  nupcias,  i  se 
impone  como  previa  condición  el  de  los 
bienes  hereditarios,  cuando  el  heredero  se 
propone  no  contraer  la  responsabilidad  de 
tal,  sino  hasta  concurrencia  del  valor  de  lo 
que  hereda.  Se  esije  escritura  pública  o 
privada  para  toda  obligación  convencional 
que  esceda  de  cierta  cuantía.  Toda  muta- 
ción de  propiedad  o  toda  constitución  de 
derechos  reales  sobre  inmuebles,  se  suje- 
tan a  la  solemnidad  de  un  instrumento  pú- 
blico, sin  la  cual  no  deberán  producir  obli- 
gaciones civiles,  ni  aun  entre  los  mismos 
contratantes;  i  el  crédito  que  haya  de  gozar 
de  una  preferencia  de  cuarto  grado  en  un 
concurso  de  acreedores,  no  puede  obte- 
nerlo sino  cuando  conste  de  la  misma  ma- 
nera; esceptuándose  solo  las  acciones  para 
resarcimiento  de  perjuicios  por  mala  ad- 
ministración de  los  representantes  legales. 

Es  patente  la  utilidad  de  este  j enero  de 
pruebas  para  precaver  contestaciones  i  tes- 
tigos, para  protejer  los  intereses  de  los  me- 
nores i  otras  personas  privilejiadas  sin  de- 
trimento del  crédito  en  cuyo  fomento  es- 
tán interesadas  estas  mismas  personas  co- 
mo todas,  i  para  desconcertar  los  fraudes 
que  a  la  sombra  de  sus  privilejios  se  fra- 
guan. 

Por  lo  que  toca  al  método  i  plan  que  en 
este  Código  se  han  seguido,  observaré  que 
hubiera  podido  hacerse  menos  voluminoso, 
omitiendo  ya  los  ejemplos  que  suelen 
acompañar  a  las  regías  abstractas,  ya  los 
corolarios  que  se  derivan  de  ellas,  i  que 
para  la  razón  ejercitada  de  los  majistrados 
i  jurisconsultos  eran  ciertamente  inne- 
cesarios. Pero,  á  mi  juicio,  se  ha  preferido 
fundadamente  la  práctica  contraria,  imi- 
tando al  salMO  lejislador  de  las  Partidas. 
Los  ejemplos  ponen  a  la  vista  el  verdadero 
sentido  i  espíritu  de  una  lei  en  sus  aplica- 
ciones; los  corolarios  demuestran  lo  que 
está  encerrado  en  ella,  i  que  a  ojos  menos 
perspicaces  pudiera  escaparse.  La  breve- 
dad ha  parecido  en  esta  materia,  una  con- 
sideración secundaria. 

El  proyecto,  tal  cual  es,  se  presenta  a 
vosotros  esaminado  prolijamente,  discuti- 
tido,  modificado  por  una  comisión  escojida. 
celosa  del  acierto,  merecedora  de  vuestra 
confianza.  La  discusión  de  una  obra  de  es- 
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ta  especie  en  las  Cámaras  Legisla  ti  vatí  re- 
tardarla por  ír-iglos  su  promulgación,  que 
es  ya  una  necesidad  imperiosa,  i  no  po- 
dría de.-^pues  de  todo  dar  a  ella  la  unidad, 
el  concierto,  la  armonía  que  son  sus  indis- 
pensables caracteres.  Yo  no  presumo  ofre- 
ceros bajo  estos  respectos  una  obra  per- 
fecta; ninguna  tal  ha  s.ilido  hasta  ahora  de 
las  manos  del  hombre.  Pero  no  temo  aven- 
turar mi  juicio  anunciando  que  por  la  adop- 
ción del  presente  proyecto  se  desvane- 
cerá mucha  parte  de  las  diñcuUades  que 
ahora  embarazan  la  administración  de 
justicia  en  materia  civil;  se  cortarán  en  su 
raiz  gran  número  de  pleitos,  i  se  granjea- 
rá tanto  mayor  confianza  i  veneración  la 
judicatura,  cuanto  mas  patente  se  halle  la 
conformidad  de  sus  decisiones  a  los  pre- 
ceptos legales.  La  práctica  descubrirá  sin 
duda  defectos  en  la  ejecución  de  tan  ar- 
dua empresa;  pero  la  lejislatura  podrá  fá- 
cilmente correjirlos  con  conocimiento  de 
causa,  como  se  ha  hecho  en  otros  países  i 
en  la  misma  Francia,  á  quien  se  debe  el 
mas  célebre  de  los  códigos,  i  el  que  ha  ser- 
vido de  modelo  á  tantos  otros. 

Creo  haber  dicho  lo  bastante  para  reco- 
mendar a  vuestra  sabidhria  i  patriotismo 
la  adopción  del  presente  Proyecto  de  Códi- 
go Civil,  que  os  propongo  de  acuerdo  con  el 


Consejo  de  Estado. — Santiago,  noviembre 
22  de  1855. — Manuel  Moíítt. —FrancíscC' 
Javier  Ocalle. 

Ley  de  aprobación  del  Código  Civil. 

Artículo  único.  Se  aprueba  el  pre- 
sente Código  Civil  i  comenzará  a  rejir  des- 
de el  1.°  de  enero  de  1857. 

Dos  ejemplares  de  una  edición  cor- 
recta i  esmerada  que  deberá  hacerse  in- 
mediatamente, autorizados  por  el  Presi- 
dente de  la  República  i  signados  con  el  sello 
del  Ministerio  de  Justicia,  se  depositarán 
en  las  secretarlas  de  aml)as  Cámaras  i 
otros  dos  en  el  archivo  del  Ministerio  de 
Justicia. 

El  testo  de  estos  ejemplares  se  tendrá 
por  el  testo  auténtico  del  Código  Civil,  i  a 
él  deberán  conformarse  las  ediciones  o  pu- 
blicaciones que  del  espresado  Código  se  hi- 
cieren. 

I  por  cuanto,  oído  el  Consejo  de  Esta- 
do, he  tenido  a  bien  aprobarlo  i  sancio- 
narlo; por  tanto,  dispongo  se  promulgue  i 
lleve  a  efecto  en  todas  sus  partes  como  lei 
de  la  República. 

Santiago  14  de  Diciembre  de  1855. 
Manuel  Montt. 

Francisco  Javier  Ovalle. 


TESTO  DEü  CÓDIGO  CíVlü 

promulgado  en  14   de   dieiembpe   de    1855,   con    las  eo- 
preceiones  hechas  posteriopmente. 


TITI.IE,0  PREIilMITWAR 

^  I  De  la  lei. 

Artículo!.  La  lei  es  una  declaración 
de  la  voluntad  soberana  que,-  manifestada 
en  la  forma  prescrita  por  la  Constitución, 
manda,  prohibe  o  permite. 

2.  La  costumbre  no  constituye  dere- 
cho sino  en  lo^  casos  en  que  la  lei  se  remi- 
te a  ella. 


3.  Solo  toca  al  lejislador  esplicar  o  in- 
terpretar la  lei  de  un  modo  jeneralmente 
obligatorio. 

Las  sentencias  judiciales  no  tienen  fuer- 
za obligatoria  sino  respecto  de  las  causas 
en  que  actualmente  se  pronunciaren. 

4.  Las  disposiciones  contenidas  en  los 
Códigos  de  Comercio,  de  Minería,  del  Ejér- 
cito i  Armada,  i  demás  especiales,  se  apli- 
carán con  preferencia  a  las  de  este  Código. 
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5.  La  Corte  Suprema  de  Justicia  i  las 
Cortes  de  Alzada,  en  el  mes  de  marzo  de 
cada  año,  darán  cuenta  al  Presidente  de 
la  República  de  las  dudas  i  diHcultades 
que  les  hayan  ocurrido  en  la  intelijencia  i 
aplicación  de  las  leyes,  i  de  los  vacíos  que 
noten  en  ellas. 

§  2.  Promulgación  de  la  lei. 

6.  La  lei  no  obliga  sino  en  virtud  de 
su  promulgación  por  el  Presidente  de  la 
República,  i  después  de  trascurrido  el 
tiempo  necesario  para  que  se  tenga  noti- 
cia de  ella. 

La  promulgación  deberá  hacerse  en  el 
periódico  oficial;  i  la  fecha  de  la  promul- 
gación será,  para  los  efectos  legales  de 
ella,  la  fecha  de  dicho  periódico. 

7.  En  el  departamento  en  que  se  pro- 
mulgue la  lei,  se  entenderá  que  es  conoci- 
da de  todos  i  se  mirará  como  obligatoria, 
después  de  seis  dias  contados  desde  la  fe- 
cha de  la  promulgación;  i  en  cualquier 
otro  departamento,  después  de  estos  seis 
dias  i  uno  mas  por  cada  veinte  quilóme- 
tros de  distancia  entre  las  cabeceras  de 
ambos  departamentos. 

Podrá,  sin  embargo,  restrinjirse  o  am- 
pliarse este  plazo  en  la  lei  misma,  desig- 
nándose otro  especial. 

Podrá  también  ordenarse  en  ella,  en  ca- 
sos especiales,  otra  forma  de  promulga- 
ción. 

8.  No  podrá  alegarse  ignorancia  de 
la  lei  por  ninguna  persona,  después  del 
plazo  común  o  especial,  sino  cuando  por 
algún  accidente  hayan  estado  interrumpi- 
das durante  dicho  plazo  las  comunicacio- 
nes ordinarias  entre  los  dos  referidos  de- 
partamentos. 

En  este  caso  dejará  de  correr  el  plazo 
por  todo  el  tiempo  que  durare  la  incomu- 
nicación. 

§  3.  Efectos  de  la  lei. 

9.  La  lei  puede  solo  disponer  para  lo 
futuro,  i  no  tendrá  jamas  efecto  retroac- 
tivo. 

Sin  embargo,  las  leyes  que  se  limiten  a 
declarar  el  sentido  de  otras  leyes,  se  en- 
tenderán incorporadas  en  éstas;  pero  no 
afectarán  en  manera  alguna  los  efectos  de 
las  sentencias  judiciales  ejecutoriadas  en 
el  tiempo  intermedio. 

10.  Los  actos  que  prohibe  la  lei  son 
nulos  i  de  ningún  valor;  salvo  en  cuanto 
designe  espresamente  otro  efecto  que  el  de 
nulidad  para  el  caso  de  contravención. 


11.  Cuando  la  lei  declara  nulo  algún 
acto,  con  el  ñn  espreso  o  tácito  de  preca- 
ver un  fraude,  o  de  proveer  algún  objeto 
de  conveniencia  pública  o  privada,  no  se 
dejará  de  aplicar  la  lei,  aunque  se  pruebe 
que  el  acto  que  ella  anula  no  ha  sido  frau- 
dulento o  contrario  al  fin  de  la  lei. 

12.  Podrán  renunciarse  los  derechos 
conferidos  por  las  leyes,  con  tal  que  solo 
miren  al  interés  individual  del  renuncian- 
te, i  que  no  esté  prohibida  su  renuncia. 

13.  Las  disposiciones  de  una  lei,  rela- 
tivas a  cosas  o  negocios  particulares,  pre- 
valecerán sobre  las  disposiciones  jenerales 
de  la  misma  lei,  cuando  entre  las  unas  i 
las  otras  hubiere  oposición. 

14.  La  lei  es  obligatoria  para  todos  los 
habitantes  de  la  República,  inclusos  loses- 
tranjeros. 

15.  A  las  leyes  patrias  que  reglan  las 
obligaciones  i  derechos  civiles,  permane- 
cerán sujetos  los  chilenos,  no  obstante  su 
residencia  o  domicilio  en   país  estranjero: 

L°  En  lo  relativo  al  estado  de  las  per- 
sonas i  a  su  capacidad  para  ejecutar  cier- 
tos actos,  que  hayan  de  tener  efecto  en 
Chile; 

2.°  En  las  obligaciones  i  derechos  que 
nacen  de  las  relaciones  de  familia;  pero 
solo  respecto  de  sus  cónyujes  i  parientes 
chilenos. 

16'.  Los  bienes  situados  en  Chile  están 
sujetos  a  las  leyes  chilenas,  aunque  sus 
dueños  sean  estranjeros  i  no  residan  en 
Chile. 

Esta  disposición  se  entenderá  sin  perjui- 
cio de  las  estipulaciones  contenidas  en  los 
contratos  otorgados  válidamente  en  país 
estraño. 

Pero  los  efectos  de  los  contratos  otorga- 
dos en  país  estraño  para  cumplirse  en  Chi- 
le, se  arreglarán  a  las  leyes  chilenas. 

17.  La  forma  de  los  instrumentos  pú- 
blicos se  determina  por  la  lei  del  país  en 
que  hayan  sido  otorgados.  Su  autenticidad 
se  probará  según  las  reglas  establecidas  en 
el  Código  de  Enjuiciamiento. 

La  forma  se  reñere  a  las  solemnidades 
esternas,  i  la  autenticidad  al  hecho  de  ha- 
ber sido  realmente  otorgados  i  autorizados 
por  las  personas  i  de  la  manera  que  en  los 
tales  instrumentos  se  esprese. 

18.  En  los  casos  en  que  las  leyes  chi- 
lenas esijieren  instrumentos  públicos  para 
pruebas  que  han  de  rendirse  i  producir 
efecto  en  Chile,  no  valdrán  las  escrituras 
privadas,  cualquiera  que  sea  la  fuerza  de 
éstas  en  el  país  en  que  hubieren  sido  otor- 
gadas. 
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§  4.  Inierpretacion  de  la  lei. 

19.  Cuando  el  sentido  de  la  lei  es  claro, 
no  se  desatenderá  su  tenor  literal,  a  pre- 
testo  de  consultar  su  espíritu. 

Pero  bien  se  puede,  para  interpretar  una 
espresion  Oñcura  de  la  lei,  recurrir  a  su 
intención  o  espíritu,  claramente  manií'es- 
tado  en  ella  misma,  o  en  la  historia  tide- 
ligna  de  su  establecimiento. 

20.  Las  palabras  de  la  lei  se  entende- 
rán en  su  .sentido  natural  i  obvio,  según  el 
uso  jeneral  de  las  miomas  palabras;  pero 
cuando  el  Icjislador  las  haya  definido  es- 
presameiite  para  ciertas  materias,  se  les 
dará  en  éstas  su  significado  legal. 

21.  Las  palabras  técnicas  de  toda  cien- 
cia o  arte  se  tomarán  en  el  sentido  que  les 
den  los  que  profesan  la  misma  ciencia  o 
arte;  a  menos  que  aparezca  claramen- 
te que  se  han   tomado  en  sentido  diverso. 

22.  El  contesto  de  la  lei  servirá  para 
ilustrar  el  sentido  de  cada  una  de  sus  par- 
tes, de  manera  que  haya  entre  todas  ellas 
la  debida  correspondencia  i  harmonía. 

Los  pasajes  oscuros  de  una  lei  pueden 
ser  ilustrados  por  medio  de  otras  leyes, 
particularmente  si  versan  sobre  el  mismo 
asunto. 

23.  Lo  favorable  u  odioso  de  una  dis- 
posición no  se  tomará  en  cuenta  para  am- 
pliar o  restrinjir  su  interpretación.  La  es- 
tension  que  deba  darse  a  toda  lei,  se  deter- 
minará por  su  jenuino  sentido  i  según  las 
reglas  de  interpretación  precedentes. 

24.  En  los  casos  a  que  no  pudieren  apli- 
carse las  reglas  de  interpretación  prece- 
dentes, se  interpretarán  los  pasajes  oscu- 
ros o  contradictorios  del  modo  que  mas 
conforme  parezca  al  espíritu  jeneral  de  la 
lejislacion  i  a  la  equidad  natural. 

§  5.  Definición  de  varias  palabras  de  uso 
frecuente  en  las  leyes. 

25.  Las  palabras  hombre, persona,  ni 
ño,  adulto  i  otras  semejantes  que  en  su 
sentido  jeneral  se  aplican  a  individuos  de 
la  especie  humana,  sin  distinción  de  seso, 
se  entenderán  comprender  ambos  sesos  en 
las  disposiciones  de  las  leyes,  a  menos  que 
por  la  naturaleza  de  la  disposición  o  el 
contesto  se  limiten  manifiestamente  a  uno 
solo. 

Por  el  contrario,  las  palabras  mujer,  ni- 
ña, viuda,  i  otras  semejantes,  que  desig- 
nan el  seso  femenino,  no  se  aplicarán  al 
otro  seso,  a  menos  que  espresamente  las 
estienda  la  lei  a  él. 

26.  Llámase  infante  o  niño  todo  el  que 


no  ha  cumplido  siete  años;  impúber,  el 
varón  que  no  ha  cumplido  catorce  años  i 
la  mujer  que  no  ha  cumplido  doce;  adulto, 
el  que  ha  dejado  de  ser  impúber;  mayor  de 
edad,  o  simplemente  mayor,  el  que  ha 
cumplido  veinte  i  cinco  años;  i  menor  de 
edad,  ó  simplemente  menor,  el  que  no  ha 
llegado  a  cumplirlos. 

Las  espresiones  mayor  de  edad  o  mayor 
empleadas  en  las  leyes,  comprenden  a  los 
menores  que  han  obtenido  habilitación  de 
edad,  en  todas  las  cosas  i  casos  en  que  las 
leyes  no  hayan  esceptuado  espresamente 
a  éstos. 

27.  Los  grados  de  consanguinidad  en- 
tre dos  personas  se  cuentan  por  el  número 
de  jeneraciones.  Así  el  nieto  está  en  se- 
gundo grado  de  consanguinidad  con  el 
abuelo,  i  dos  primos  hermanos  en  cuarto 
grado  de  consanguinidad  entre  sí. 

Cuando  una  de  las  dos  personas  es  as- 
cendiente de  la  otra,  la  consanguinidad  es 
en  línea  recta;  i  cuando  las  dos  personas 
proceden  de  un  ascendiente  común,  i  una 
de  ellas  no  es  ascendiente  de  la  otra,  la 
consanguinidad  es  en  linea  colateral  o 
trasversal. 

28.  Parentesco  lejitimo  de  consangui- 
nidad es  aquel  en  que  todas  las  jeneracio- 
nes de  que  resulta  han  sido  autorizadas 
por  la  lei;  como  el  que  esiste  entre  dos  pri- 
mos hermanos,  hijos  lejitimos  de  dos  her- 
manos, que  han  sido  también  hijos  lejiti- 
mos del  abuelo  común. 

29.  Consanguinidad  ilejüima  es  aque- 
lla, en  que  una  o  mas  de  las  jeneraciones 
de  que  resulta,  no  han  sido  autorizadas  por 
la  lei;  como  entre  dos  primos  hermanos, 
hijos  lejitimos  de  dos  hermanos,  uno  de 
los  cuales  ha  sido  hijo  ilejítimo  del  abuelo 
común. 

30.  La  lejitimidad  conferida  a  los  hijos 
por  matrimonio  posterior  de  los  padres 
produce  los  mismos  efectos  civiles  que  la 
lejitimidad  nativa.  Así  dos  primos  herma- 
nos, hijos  lejitimos  de  dos  hermanos  que 
fueron  lejitimados  por  el  matrimonio  de 
sus  padres,  se  hallan  entre  sí  en  el  cuarto 
grado  de  consanguinidad  trasversal  lejí- 
tima. 

31.  Afinidad  legitima  es  laque  esiste 
entre  una  persona  que  está  o  ha  estado  ca- 
sada i  los  consaguíneos  lejitimos  de  su  ma- 
rido o  mujer. 

La  línea  i  grado  de  afinidad  lejítima  de 
una  persona  con  un  consanguíneo  de  su 
marido  o  mujer,  se  califican  por  la  línea  i 
grado  de  consanguinidad  lejítima  del  di- 
cho marido  o  mujer  con  el  dicho  consan- 
guíneo. Así  un  varón  está  en  primer  gra- 
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do  de  añnidad  lejitima,  en  la  línea  rec- 
ta, con  los  hijos  habidos  por  su  mujer  en 
anterior  matrimonio;  i  en  segundo  gra- 
do de  afinidad  lejitima,  en  la  linea  tras- 
versal, con  los  hermanos  lejitimos  de  su 
mujer. 

32.  Es  afinidad  üejitima  la  que  existe 
entre  una  de  dos  personas  que  no  han 
contraído  matrimonio  i  se  han  conocido 
carnalmente,  i  los  consanguíneos  lejiti- 
mos o  ilejítimos  de  la  otra,  o  entre  una 
de  dos  personas  que  están  o  han  estado  ca- 
sadas i  los  consanguíneos  ilejítimos  de  la 
otra. 

33.  En  la  afinidad  ilejitima  se  califican 
las  lineas  i  grados  de  la  misma  manei'a 
que  en  la  afinidad  legítima. 

34.  La  computación  de  los  grados  de 
parentesco  según  los  artículos  precedentes 
no  se  aplica  a  los  impedimentos  canónicos 
para  el  matrimonio. 

35.  Se  llaman  hijos  lejitimos  los  con- 
cebidos durante  el  matrimonio  verdadero 
o  putativo  de  sus  padres,  que  produzca 
efectos  civiles,  i  los  lejitimados  por  el  ma- 
trimonio de  los  mismos  posterior  a  la 
concepción.  Todos  los  demás  son  ilejiti- 
nios. 

36.  Los  hijos  ilejítimos  son  o  natura- 
les, o  de  dañado  ayuntamiento,  o  simple- 
mente ilejítimos. 

Se  llaman  naturales  en  este  Código  los 
que  han  obtenido  el  reconocimiento  de  su 
padre,  o  madre,  o  ambos,  otorgado  por 
instrumento  público. 

Se  llaman  de  dañado  aij untamiento  los 
adulterinos,  incestuosos  i  sacrilegos. 

37 .  Es  adulterino  el  concebido  en  adul- 
terio, esto  es,  entre  dos  personas  de  las 
cuales  una  a  lo  menos,  al  tiempo  de  la  con- 
cepción, estaba  casada  con  otra;  salvo  que 
dichas  dos  personas  hayan  contraído  ma- 
trimonio putativo  que  respecto  de  ellas 
produzca  efectos  civiles. 

38.  Es  incestuoso ,  para  los  efectos 
civiles: 

1."  El  concebido  entre  padres  que  esta- 
ban uno  con  otro  en  la  línea  recta  de  con- 
sanguinidad o  afinidad; 

2°  El  concebido  entre  padres  de  los 
cuales  el  uno  se  hallaba  con  el  otro  en  el 
segundo  grado  trasversal  de  consanguini- 
dad o  afinidad; 

3.°  El  concebido  entre  padres  do  los 
cuales  el  uno  era  hermano  de  un  ascen- 
diente del  otro. 

La  con.sanguinidad  i  afinidad  de  que  se 
trata  en  este  artículo  comprenden  la  leji- 
tima i  la  ilejitima. 

39.  Es  sacrilego  el  concebido  entre  pa- 


dres de  los  cuales  alguno  era  clérigo  de  ór 
denes  mayores,  o  persona  ligada  por  voto 
solemne  de  castidad  en  orden  relijiosa,  re- 
conocida por  la  Iglesia  Católica. 

40.  Las  denominaciones  de  lejitimos, 
ile/itimos,  naturales,  i  las  demás  que  se- 
gún las  definiciones  precedentes  se  dan  a 
los  hijos,  se  aplican  correlativamente  a  sus 
padres. 

41.  Los  hermanos  pueden  serlo  por 
parte  de  padre  i  de  madre,  i  se  llaman  en- 
tonces hermanos  carnales;  o  solo  por  par- 
te de  padre,  y  se  llaman  entonces  herma- 
nos paternos;  o  solo  por  parte  de  madre,  i 
se  llaman  entonces  hermanos  maternos  o 
uterinos. 

Son  entre  sí  hermanos  naturales  los  hi- 
jos naturales  reconocidos  por  un  mismo 
padre  o  madre,  i  tendrán  igual  i^elacion 
los  hijos  lejitimos  con  los  naturales  del 
mismo  padre  o  madre. 

42.  En  los  casos  en  que  la  lei  dispone 
que  se  oiga  a  los  parientes  de  una  persona, 
se  entenderán  comprendidos  en  esa  deno- 
minación el  cónyuje  de  ésta,  sus  consan- 
guíneos lejitimos  de  uno  i  otro  seso  mayo- 
res de  edad,  i  si  fuere  hijo  natural,  su  pa- 
dre i  madre  que  le  hayan  reconocido,  i  sus 
hermanos  naturales  mayores  de  edad.  A 
falta  de  consanguíneos  en  suficiente  nú- 
mero serán  oídos  los  afines  lejitimos. 

Serán  preferidos  los  descendientes  i  as- 
cendientes a  los  colaterales,  i  entre  éstos 
los  de  mas  cercano  parentesco. 

Los  parientes  serán  citados,  i  compare- 
cerán a  ser  oídos  verbalmente,  en  la  for- 
ma prescrita  por  el  Código  de  Enjuicia- 
miento. 

43.  Son  representantes  legales  de  una 
persona  el  padre  o  marido  bajo  cuya  po- 
testad vive,  su  tutor  o  curador,  i  lo  son  de 
las  personas  jurídicas  los  designados  en  el 
artículo  551. 

44.  La  lei  distingue  tres  especies  de 
culpa  o  descuido: 

Culpa  grane,  neglijencia  grace,  culpa 
lata,  es  la  que  consiste  en  no  manejar  los 
negocios  ajenos  con  aquel  cuidado  que  aun 
las  personas  neglíj entes  i  de  poca  pruden- 
cia suelen  emplear  en  sus  negocios  pro- 
pios. Esta  culpa  en  materias  civiles  equi- 
vale al  dolo. 

Culpa  lece,  descuido  leve,  descuido  lije- 
ro,  es  la  falta  de  aquella  dilijencia  i  cuida- 
do que  los  hombres  emplean  ordinaria- 
mente en  sus  negocios  propios.  Culpa  o 
descuido,  sin  otra  calificación,  significa 
culpa  o  descuido  leoe.  Esta  especie  de  cul- 
pa se  opone  á  la  dilijencia  o  cuidado  ordi- 
nario o  mediano. 
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El  que  debe  administrar  un  negocio  co- 
mo un  buen  padre  de  familia  es  responsa- 
ble de  esta  especie  de  culpa. 

Culpa  o  descuido  leciaimo  es  la  falta  de 
aquella  esmerada  dilijencia  que  un  hom- 
bre juicioso  emplea  en  la  administración 
de  sus  negocios  importantes.  Esta  especie 
de  culpa  se  opone  a  la  suma  dilijencia  o 
cuidado. 

El  dolo  consiste  en  la  intención  positiva 
de  inferir  injuria  a  la  persona  o  propiedad 
de  otro. 

45.  Se  llama  fuerza  mayor  o  caso  for- 
tuito el  imprevisto  a  que  no  es  posible  re- 
sistir, como  un  naufrajio,  un  terremoto,  el 
apresamiento  de  enemigos,  los  actos  de 
autoridad  ejercidos  por  un  funcionario  pú- 
blico, etc. 

46.  Caución  signiñca  jeneralmente 
cualquiera  obligación  que  se  contrae  para 
la  seguridad  de  otra  obligación  propia  o 
ajena.  Son  especies  de  caución  la  fianza,  la 
hipoteca  i  la  prenda. 

47 .  Se  dice  pre^iumirse  el  hecho  que  se 
deduce  de  ciertos  antecedentes  o  circuns- 
tancias conocidas. 

Si  estos  antecedentes  o  circunstancias 
que  dan  motivo  a  la  presunción  son  deter- 
minados por  la  lei,  la  presupcion  se  llama 
legal. 

Se  permitirá  probar  la  no  existencia  del 
hecho  que  legalmente  se  presume,  aunque 
sean  ciertos  los  antecedentes  p  circunstan- 
cias de  que  lo  inñere  la  lei;  a  menos  que  la 
lei  misma  rechace  espresamente  esta 
prueba,  supuestos  los  antecedentes  o  cir- 
cunstancias. 

Si  una  cosa,  según  la  espresion  de  la  lei, 
se  presume  de  derecho,  se  entiende  que  es 
inadmisible  la  prueba  contraria,  supuestos 
los  antecedentes  o  circunstancias. 

48.  Todos  los  plazos  de  dias,  meses  o 
años  de  que  se  haga  mención  en  las  leyes 
o  en  los  decretos  del  Presidente  de  la  Re- 
pública, de  los  tribunales  o  juzgados,  se 
entenderá  que  han  de  ser  completos;  i  co- 
rrerán ademas  hasta  la  media  noche  del 
último  día  del  plazo. 

El  primero  i  el  último  dia  de  un  plazo  de 
meses  o  años  deberán  tener  un  mismo  nú- 
mero en  los  respectivos  meses.  El  plazo  de 
un  mes  podrá  ser,  por  consiguiente,  de 
28,  29,  30  o  31  dias,  i  el  plazo  de  un  año 
de  365  o  366  dias,  según  los  casos. 

Si  el  mes  en  que  ha  de  principiar  un 
plazo  de  meses  ó  años  constare  de  mas 
dias  que  el  mes  2n  que  ha  de  terminar  el 
plazo,  i  si  el  plazo  corriere  desde  alguno 
de  los  dias  en  que  el  primero  de  dichos 
meses  escede  al  segundo,  el  último  dia  del 


plazo  sera  el  último  día  de  este  segundo 
mes. 

Se  aplicarán  estas  reglas  a  las  prescrip- 
ciones, a  las  caliñca<:iones  de  edad,  i  en 
jeneral  a  cualesquiera  plazos  o  términos 
prescritos  en  las  leyes  o  en  los  actos  de 
las  autoridades  chilenas;  salvo  que  en  las 
mismas  leyes  o  actos  se  disponga  espresa- 
mente otra  cosa. 

49.  Cuando  se  dice  que  un  acto  debe 
ejecutarse  en  o  dentro  de  cierto  plazo,  se 
entenderá  que  vale  si  se  ejecuta  antes  de 
la  media  noche  en  que  tei-mina  el  último 
día  del  plazo;  i  cuando  se  esije  que  haya 
trascurrido  un  espacio  de  tiempo  para  que 
nazcan  o  espiren  ciertos  derechos,  se  en- 
tenderá que  estos  derechos  no  nacen  o  es- 
piran sino  después  de  la  media  noche  en 
que  termine  el  último  dia  de  dicho  espacio 
de  tiempo. 

50.  En  los  plazos  que  se  señalaren  en 
las  leyes,  o  en  los  decretos  del  Presidente 
de  la  República,  *  de  los  tribunales  o  juz- 
gados, se  com prenderán  aun  los  dias  feria- 
dos; a  menos  que  el  plazo  señalado  sea  de 
días  útiles,  espresándose  así;  pues  en  tal 
caso  no  se  contarán  los  feriados. 

51.  Laí  medidas  de  estension,  peso, 
duración  i  cualesquiera  otras  de  que  se 
haga  mención  en  las  leyes,  o  en  los  decre- 
tos del  Presidente  de  la  República,  o  de 
los  tribunales  o  juzgados,  se  entenderán 
siempre  según  las  detiniciones  legales;  i  a 
falta  de  éstas,  en  el  sentido  jeneral  i  popu- 
lar, a  menos  de  espresar-se  otra  cosa  (1). 

§  6.  Derogación  de  las  leyes. 

52.  La  derogación  de  las  leyes  podrá 
ser  espresa  o  tácita. 

Es  espresa,  cuando  la  nueva  lei  dice  es- 
presamente  que  deroga  la  antigua. 

E<.  tácita,  cuando  la  nueva  lei  contiene 
disposiciones  que  no  pueden  concillarse 
con  las  de  la  lei  anterior. 

La  derogación  de  una  lei  puede  ser  to- 
tal ó  parcial. 

53.  La  derogación  tácita  deja  vijente 
en  las  leyes  anteriores,  aunque  versen  so- 
hve  la  misma  materia,  todo  aquello  que  no 
pugna  con  las  disposiciones  de  la  nue- 
va lei. 


il)  Un  ilustre  comentarista  de  este  Código  en- 
tiende que  los  preceptos  relativos  á  los  plazos  de- 
ben aplicarse,  no  solo  á  los  marcados  por  las  leyes, 
decretos  y  tribunales,  sino  también  a  los  estableci- 
dos por  las  partes  en  los  actos  i  contratos.  (Véase 
articulo  29  del  Código  de  Comercio. 
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De  las  personas. 


TITILO  I 

De  la»  pei'»ona»i,  ^n  cuanto  a  !$a  naciouali- 
dutl  i  duuiicilio. 

§  1.  Dicision  de  las  personas. 

54.  Las  personas  son  naturales  o  jurí- 
dicas. 

De  la  personalidad  jurídica  i  de  las  re- 
glas especiales  relativas  a  ella  se  trata  en 
el  titulo  final  de  es^te  libro. 

55.  '$,0X1  personas  todos  los  individuos 
de  la  especie  humana,  cualquiera  que  sea 
su  edad,  seso,  estirpe  ó  condición.  Diví- 
dense  en  chilenos  i  estranjero?. 

56.  Son  chilenos  los  que  la  Constitu- 
ción del  Estado  declara  tales.  Los  demás 
son  estranjrros. 

57.  La  lei  no  reconoce  diferencia  entre 
el  chileno  i  el  estranjero  en  cuanto  a  la 
adquisición  i  goce  de  los  derechos  civiles 
que  regla  este  Código. 

58.  Las  personas  se  dividen,  ademas, 
en  domiciliadas  i  transeúntes. 

§  2.  Del  domicilio  en  cuanto  depende  de  la 
residencia  i  del  ánimo  de  permanecer 
en  ella. 

59.  El  domicilio  consiste  en  la  residen- 
cia, acompañada,  real  o  presuntivamente, 
del  ánimo  de  permanecer  en  ella. 

Divídese  en  político  i  civil. 

60.  El  domicilio  po/ííico  es  relativo  al 
territorio  del  Estado  en  jeneral.  El  que  lo 
tiene  o  adquiere  es  o  se  hace  miembro  de 
la  sociedad  chilena,  aunque  conserve  la  ca- 
lidad de  estranjero. 

La  constitución  i  efectos  del  domicilio 
político  pertenecen  al  Derecho  Interna- 
cional. 

61.  El  domicilio  civil  es  relativo  a  una 
parte  determinada  del  territorio  del  Es- 
tado. 

62.  El  lugar  donde  un  individuo  está 
de  asiento,  o  donde  ejerce  habitualmente 
su  profesión  u  oñcio,  determina  su  domi- 
cilio civil  o  vecindad. 

63.  No  se  presume  el  ánimo  de  per-- 
manecer,  ni  se  adquiere,  consiguiente- 
mente, domicilio  civil  en  un  lugar,  por  el 
solo  hecho  de  habitar  un  individuo  por  al- 
gún tiempo  casa  propia  o  ajena  en  él,  si 
tiene  en  otra  parte  su  hogar  doméstico,  o 
por    otras  circunstancias  aparece  que  la 


residencia  es  accidental,  como  la  del  via- 
jero, o  la  del  que  ejerce  una  comisión 
temporal,  o  la  del  que  se  ocupa  en  algún 
tráfico  ambulante. 

64.  Al  contrario,  se  presume  desde  lue- 
go el  ánimo  de  permanecer  i  avecindarse 
en  un  lugar,  por  el  hecho  de  abrir  en  él 
tienda,  botica,  fábrica,  taller,  posada,  es- 
cuela u  otro  establecimiento  c.'urable,  para 
administrarlo  en  persona;  [)or  el  hecho  de 
aceptar  en  dicho  lugar  un  cargo  concejil  o 
un  empleo  Hjo  de  los  que  regularmente  se 
confieren  por  largo  tiempo;  i  por  otras  cir- 
cunstancias análogas. 

65.  El  domicilio  civil  no  se  muda  por 
el  hecho  de  residir  ol  individuo  largo  tiem- 
po en  otra  parte,  voluntaria  o  forzadamen- 
te, conservando  su  familia  i  el  asiento 
principal  de  sus  negocios  en  el  domicilio 
anterior. 

Asi,  confinado  por  decreto  judicial  a  un 
paraje  determinado,  o  desterrado  de  la 
misma  manera  fuera  de  la  República,  re- 
tendrá el  domicilio  anterior,  mientras  con- 
serve en  él  su  familia  i  el  principal  asien- 
to de  sus  negocios. 

66.  Los  obispos,  curas  i  otros  eclesiás- 
ticos obligados  a  una  residencia  determina- 
da, tienen  su  domicilio  en  ella. 

67.  Cuando  concurran  en  varias  sec- 
ciones territoriales,  con  respecto  a  un 
mismo  individuo,  circunstancias  constitu- 
tivas de  domicilio  civil,  se  entenderá  que 
en  todas  ellas  lo  tiene;  pero  si  se  trata  de 
cosas  que  dicen  relación  especial  a  una  de 
dichas  secciones  esclusivamente,  ella  sola 
será  para  tales  casos  el  domicilio  civil  del 
individuo. 

68.  La  mera  residencia  hará  las  veces 
de  domicilio  civil  respecto  de  las  personas 
que  no  tuvieren  domicilio  civil  en  otra 
parte. 

69.  Se  podrá  en  un  contrato  estable- 
cer de  común  acuerdo  un  domicilio  civil 
especial  para  los  actos  judiciales  o  estra- 
judiciales  a  que  diere  lugar  el  mismo  con- 
trato. 

70.  El  domicilio  parroquial,  munici- 
pal, provincial  o  relativo  a  cualquiera  otra 
sección  del  territorio,  se  determina  prin- 
cipalmente por  las  leyes  i  ordenanzas  que 
constituyen  derechos  i  obligaciones  espe- 
ciales para  objetos  particulares  de  gobier- 
no policía  i  administración  en  las  respec- 
tivas parroquias,  comunidades,  provincias, 
etc.,  i  se  adquiere  o  pierde  conforme  a  di- 
chas leyes  u  ordenanzas.  A  falta  de  dispo- 
siciones especiales  en  dichas  leyes  u  orde- 
nanzas, se  adquiere  o  pierde  según  las  re- 
glas de  este  titulo. 
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3.  Del  domicilio  en  cuanto  depende  de  la 
condición  o  estado  civil  de  la  persona. 

71.  La  mujer  casada  no  divorciada  si- 
gue el  domicilio  del  marido,  mientras  éste 
reside  en  Chile. 

72.  El  que  vive  bajo  patria  potestad 
sigue  el  domicilio  paterno,  i  el  que  se  halla 
bajo  tutela  o  curaduría,  el  de  su  tutor  o 
curador. 

73.  El  domicilio  de  una  persona  será 
también  el  de  sus  criados  i  dependientes 
que  residan  en  la  misma  casa  que  ella;  sin 
perjuicio  de  lo  dispuesto  en  los  dos  articu- 
les precedente.^. 

TITULO  II 

Del  principio    i  fin  de   ia  eí^istencia  de  las 
pei'sona.s. 

^  1.  Del  principio  de  la  existencia  de  las 
personas. 

74.  La  esistencia  legal  de  toda  perso- 
na principia  al  nacer,  esto  es,  al  separarse 
completamente  de  su  madre. 

La  criatura  que  muere  en  el  vientre  ma- 
terno, o  que  perece  antes  de  estar  com- 
pletamente separada  de  su  madre,  o  que 
no  haya  sobrevivido  a  la  separación  un 
momento  siquiera,  se  reputará  no  haber 
esistido  jamas. 

75.  La  lei  proteje  la  vida  del  que  está 
por  nacer.  El  juez,  en  consecuencia,  to- 
mará, a  petición  de  cualquiera  persona  o 
de  oficio,  todas  las  providencias  que  le  pa- 
rezcan convenientes  para  protejer  la  exis- 
tencia del  no  nacido,  siempre  que  creaque 
de  algún  modo  peligra. 

Todo  castigo  de  la  madre,  por  el  cual 
pudiera  peligrar  la  vida  o  la  salud  de  la 
criatura  que  tiene  en  su  seno,  deberá  dife- 
rir.se  hasta  después  del  nacimiento. 

76.  De  la  época  del  nacimiento  se  co- 
lije la  de  la  concepción ,  según  la  regla 
siguiente. 

Se  presume  de  derecho  que  la  concep- 
ción ha  precedido  al  nacimiento  no  menos 
que  ciento  ochenta  dias  cabales,  i  no  mas 
que  trescientos,  contados  hacia  atrás,  des- 
de la  media  noche  en  que  principie  el  dia 
del  nacimiento. 

77.  Los  derechos  que  se  deferirían  a 
la  criatura  que  está  en  el  vientre  materno, 
si  hubiese  nacido  i  viviese,  estarán  suspen- 
sos hasta  que  el  nacimiento  se  efectúe.  I  si 
el  nacimiento  constituye  un  principio  de 
asistencia,  entrará  el  recien  nacido  en  el 
goce  de  dichos  derechos,  como  si  hubiese 
«sistido  al  tiempo  en  que  se  deñrieron.  En 


el  caso  del  articulo  74,  inciso  segundo,  pa- 
sarán estos  derechos  a  otras  per.sonas,  co- 
mo si  la  criatura  no  hubiese  jamas  esis- 
tido. 

§  2.  Del  fin  de  la  esistencia  de  las  per- 
sonas. 

78.  La  persona  termina  en  la  muerte 
natural. 

79.  Si  por  haber  perecido  dos  o  mas 
personas  en  un  misino  acontecimiento, 
como  en  un  naufrajio,  incendio,  ruina  o 
batalla,  o  por  otra  causa  cualquiera,  no 
pudiere  saberse  el  orden  en  que  han  ocu- 
rrido sus  fallecimientos,  se  procederá  en 
todos  casos  como  si  dichas  personas  hubie- 
sen perecido  en  un  mi-mo  momento,  i 
ninguna  de  ellas  hubiese  sobrevivido  a  las 
otras. 

§  3.  De  la  presunción  de  muerte  por 
desaparecimiento. 

80.  Se  presume  muerto  el  individuo 
que  ha  desaparecido,  ignorándose  si  vive,  i 
veriñcándose  las  condic;ones  que  van  a 
espresarse. 

81.  L  La  presunción  de  muerte  debe 
declararse  por  el  juez  del  último  domicilio 
que  el  desaparecido  haya  tenido  en  Chile, 
justificándose  previamente  que  se  ignora 
el  paradero  del  desaparecido,  que  se  han 
hecho  las  posibles  dilijencias  para  averi- 
guarlo, i  que  desde  la  fecha  de  las  últimas 
noticias  que  se  tuvieron  de  su  esistencia, 
han  trascurrido  a  lo  menos  cuatro  aiios; 

2.  Entre  estas  prueb  is  será  de  rigor  la 
citación  del  desaparecido;  que  deberá  ha- 
berse repetido  hasta  por  tres  veces  en  el 
periódico  oñcial,  corriendo  mas  de  cuatro 
meses  entre  cada  dos  citaciones; 

3.  La  declaración  podrá  ser  provoca- 
da por  cualquiera  persona  que  tenga  inte- 
rés en  ella,  con  tal  que  hayan  trascurrido 
seis  meses  al  menos  desde  la  última  cita- 
ción; 

4.  Será  oído,  para  proceder  á  la  de- 
claración, i  en  todos  los  trámites  judicia- 
les posteriores,  el  defensor  de  ausentes;  i 
el  juez,  a  petición  del  defensor,  o  de  cual- 
quiera persona  que  tenga  interés  en  ello, 
o  de  oficio,  podrá  esijir,  ademas  de  las 
pruebas  que  se  le  presentaren  del  desapa- 
recimiento, si  no  las  estimare  .satisfacto- 
rias, las  otras  que  según  las  circunstancias 
convengan; 

5.  Todas  las  sentencias,  tanto  defini- 
tivas como  interlocutorias,  se  insertarán 
en  el  periódico  oficial; 
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6.  El  juez  fijará  como  dia  presuntivo 
de  la  muerte  el  iiltimo  del  primer  bienio 
contado  desde  la  fecha  de  las  últimas  noti- 
cias; i  trascurrido^  diez  años  desde  la  mis- 
ma fecha,  concederá  la  posesión  provisoria 
de  los  bienes  del  desaparecido; 

7,  Con  todo,  si  después  que  una  per- 
sona recibió  una  herida  grave  en  la  gue- 
rra, o  naufragó  ¡a  eraljarcacion  en  que  na- 
vegaba, o  le  sobrevino  otro  peligro  seme- 
jante, no  se  ha  saljido  mas  de  ella,  i  han 
trascurrido  desde  entonces  cuatro  años  i 
practicádose  la  justificación  i  citaciones 
prevenidas  en  los  números  precedentes, 
fijará  el  juez  como  dia  presuntivo  de  la 
muerte  el  de  la  aci-ion  de  guerra,  naufra- 
jio  o  peligro,  o,  no  siendo  enteramente  de- 
terminado ese  dia,  adoptará  un  término 
medio  entre  el  principio  i  el  fin  de  la  épo- 
ca en  que  pudo  ot-urrir  el  suceso;  i  conce- 
derá inmediatamente  la  posesión  definiti- 
va de  los  bienes  del  desaparecido. 

82.  El  juez  concederá  la  posesión  defi- 
nitiva, en  lugar  de  la  provisoria,  si,  cum- 
plidos los  dichos  diez  años,  se  probare  que 
han  trascurrido  ochenta  desde  el  naci- 
miento del  desaparecido.  Podrá  asimismo 
concederla,  trascurridos  que  sean  treinta 
años  desde  la  fecha  de  las  últimas  noticias; 
cualquiera  ,que  fuese,  a  la  espiración  de 
dichos  treinta  años,  la  edad  del  desapare- 
cido si  viviese. 

83.  Durante  los  diez  o  cuatro  años, 
prescritos  en  el  articulo  81,  números  6  i  7, 
se  mirará  el  desaparecimiento  como  mera 
ausencia,  i  cuidarán  de  los  intereses  del 
desaparecido  sus  apoderados  o  sus  repre- 
sentantes legales. 

84.  En  virtud  del  decreto  de  posesión 
provisoria,  quedará  disuelta  la  sociedad 
conyugal,  si  la  hubiere  con  el  desapareci- 
do; se  procederá  a  la  apertura  i  publica- 
ción del  testamento,  si  el  desaparecido  hu- 
biere dejado  alguno;  i  se  dará  la  posesión 
povisoria  a  los  herederos  presuntivos. 

No  presentándose  herederos,  se  proce- 
derá en  conformidad  a  lo  prevenido  para 
igual  caso  en  el  Libro  III,  titulo  De  la 
apertura  de  la  sucesión. 

85.  Se  entienden  por  herederos  pre- 
suntivos del  desaparecido  los  testamenta- 
rios o  lejítimos  que  lo  eran  a  la  fecha  de  la 
muerte  presunta. 

El  patrimonio  en  que  se  presume  que  su- 
ceden, comprenderá  los  bienes,  derechos 
i  acciones  del  desaparecido,  cuales  eran  a 
la  fecha  de  la  muerte  presunta. 

86.  Los  poseedores  provisorios  forma- 
rán ante  todo  un  inventario  solemne  de 
los  bienes,  o  revisarán  i  rectificarán  con 


la  misma  solemnidad  el   inventario    que 
esista. 

87.  Los  poseedores  provisorios  repre- 
.sentarán  a  ¡a  sucesión  en  las  acciones  i 
defensas  contra  terceros. 

88.  Los  poseedores  provisorios  podrán 
desde  luego  vender  una  parte  de  los  mue- 
bles o  todos  ellos,  si  el  juez  lo  creyere  con- 
veniente, oido  el  defensor  de  ausentes. 

Los  bienes  raices  del  desaparecido  no 
podrán  enajenarse  ni  hipotecar.se  antes  de 
la  posesión  definitiva,  sino  por  cau.sa  nece- 
saria o  de  utilidad  evidente,  declarada  por 
el  juez  con  conocimiento  de  causa,  i  con 
audiencia  del  defensor. 

La  venta  de  cualquiera  parte  de  los  bie- 
nes del  desaparecido  se  hará  en  pública  su- 
basta. 

89.  Cada  uno  de  los  poseedores  provi- 
sorios prestará  caución  de  conservación  i 
restitución,  i  hará  suyos  los  respectivos 
frutos  e  intereses. 

90.  Si  durante  la  posesión  provisoria 
no  reapareciere  el  desaparecido,  o  no  se 
tuvieren  noticias  que  motivaren  la  distri- 
bución de  sus  bienes  según  las  reglas  jene- 
rales,  se  decretará  la  posesión  definitiva  i 
se  cancelarán  las  cauciones. 

En  virtud  de  la  posesión  definitiva  ce- 
san las  restricciones  impuestas  por  el  ar- 
ticulo 88. 

Si  no  hubiere  precedido  posesión  provi- 
soria, por  el  decreto  de  posesión  definitiva 
se  abrirá  la  sucesión  del  desaparecido  se- 
gún las  reglas  jenerales. 

91.  Decretada  la  posesión  definitiva, 
los  propietarios  i  los  fideicomisarios  de  bie- 
nes usufructuados  o  poseídos  fiduciaria- 
mente por  el  desaparecido,  los  legatarios, 
i  en  jeneral,  todos  aquellos  que  tengan  de- 
rechos subordinados  a  la  condición  de 
muerte  del  desaparecido,  podrán  hacerlos 
valer  como  en  el  caso  de  verdadera  muerte. 

92.  El  que  reclama  un  derecho  para 
cuya  esistencia  se  suponga  que  el  desapa- 
recido ha  muerto  en  la  fecha  de  la  muerte 
presunta,  no  estará  obligado  a  probar  que 
el  desaparecido  ha  muerto  verdaderamen- 
te en  esa  fecha;  i  mientras  no  se  presente 
prueba  en  contrario,  podrá  usar  de  su  de- 
recho en  los  términos  de  los  artículos  pre- 
cedentes. 

1  por  el  contrario,  todo  el  que  reclama 
un  derecho  para  cuya  esistencia  se  re- 
quiera que  el  desaparecido  haya  muerto 
antes  o  después  de  esa  fecha,  estará  obli- 
gado a  probarlo;  i  sin  esa  prueba  no  podrá 
impedir  que  el  derecho  reclamado  pase 
a  otros,  ni  esijirles  responsabilidad  al- 
guna. 
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93.  El  decreto  de  posesión  definitiva 
podrá  rescindirse  a  favor  del  desaparecido 
si  reapareciere,  o  de  sus  lejitimarios  habi- 
dos durante  ei  desaparecimiento,  o  de  su 
cónyuje  por  matrimonio  contraido  en  la 
misma  época. 

94.  En  la  rescisión  del  decreto  de  po- 
sesión definitiva  se  observarán  las  reglas 
que  si.íuen: 

•  1."  El  desaparecido  podrá  pedir  la  resci- 
sión en  cualquier  tiempo  que  se  presente, 
o  que  haga  constar  su  existencia; 

2.*  Las  demás  personas  no  podrán  pe- 
dirla sino  dentro  de  los  respectivos  plazos 
de  prescripción  contados  desde  la  fecha  de 
la  verdadera  muerte; 

3.*  Este  beneficio  aprovechará  solamen- 
te a  las  personas  que  por  sentencia  judi- 
cial lo  obtuvieren; 

4.'  En  virtud  de  este  beneficio  se  reco- 
brarán los  bienes  en  el  estado  en  que  .se 
hallaren,  subsistiendo  las  enajenaciones, 
las  hipotecas  i  demás  derechos  reales  cons- 
tituidos legalmenle  en  ellos; 

5.^  Para  toda  restitución  serán  conside- 
rados los  demandados  como  po.seedores  de 
buena  fe,  a  menos  de  pruel^a  contraria; 

6.'  El  haber  sabido  i  ocultado  la  verda- 
dera muerte  del  desaparecido,  o  su  esis- 
tencia,  constituye  mala  fe. 

§  4.  De  la  muerte  civil. 

95.  Termina  también  la  personalidad, 
relativamente  a  los  derechos  de  propiedad, 
por  la  muerte  civil,  que  es  la  profesión  so- 
lemne, ejecutada  conforme  a  las  leyes,  en 
instituto  monástico,  reconocido  por  la  Igle- 
sia Católica  (1). 

96.  El  relijioso  que  ha  obtenido  la  rela- 
jación de  sus  votos,  vuelve  a  la  vida  civil; 
pero  no  por  eso  podrá  reclamar  derecho 
alguno  sobre  los  bienes  que  antes  de  la 
profesión  posóla,  ni  sobre  las  sucesiones 
de  que  por  su  muerte  civil  fué  incapaz. 

97.  La  nulidad  de  la  profesión  facultará 
al  esclaustrado  para  reclamar  los  dere- 
chos de  que  por  la  profesión  aparente 
haya  sido  privado  i  que  no  hubieren  pres- 
crito. 

TITULO  III 

De  los  ejspon.sales. 

98.  hos  esponsales  ó  desposorio,  o  sea 
la  prome.3a  de  matrimonio  mutuamente 
aceptada,  es  un  hecho  privado,  que  las  le- 


yes someten  enteramente  a!  honor  i  con- 
ciencia del  individuo,  i  que  no  íS  produce 
obligación  alguna  ante  la  lei  civil.* 

No  se  podrá  alegar  esta  promesa  ni  para 
pedir  que  se  lleve  a  efecto  el  matrimonio, 
ni  para  demandar  indemnización  de  per- 
juicios. 

99.  Tampoco  podrá  pedirse  la  multa 
que  por  parte  de  uno  de  los  esposos  se  hu- 
biere estipulado  a  favor  del  otro  para  el 
caso  de  no  cumplirse  lo  prometido. 

Pero  si  se  hubiere  pagado  la  multa,  no 
podrá  pedirse  su  devolución. 

100.  Lo  dicho  no  se  opone  a  que  se 
demande  la  restitución  de  las  cosas  dona- 
das i  entregadas  bajo  la  condición  de  un 
matrimonio  que  no  se  ha  efectuado.  (1) 

101.  Tampoco  se  opone  lo  dicho  a  que 
se  admita  la  prueba  del  contrato  de  espon- 
sales como  circunstancia  agravante  del 
crimen  de  seducción. 

título  IV 

Del    niatriuionio    (2) 

102.  El  matrimonio  es  un  contrato  so- 
lemne por  el  cual  un  hombre  i  una  mujer 
se  unejí  actual  e  indisolublemente,  i  por 
toda  la  vida,,  con  el  ün  de  vivir  juntos,  de 
procrear,  i  de  ausiliarse  mutuamente. 

103.  Toca  a  la  autoridad  eclesiástica 
decidir  sobre  la  validez  del  matrimonio  que 
se  trata  de  contraer  o  se  ha  contraido. 

La  lei  civil  reconoce  como  impedimen- 
tos para  el  matrimonio  los  que  han  sido 
declarados  tales  por  la  Iglesia  Católica;  i 
toca  a  la  autoridad  eclesiástica  decidir  so- 
bre su  esistencia  i  conceder  dispensa  de 
ellos. 

104.  El  matrimonio  entre  personas  que 
fueren  afines  en  cualquier  grado  de  la  lí- 
nea recta,  no  pro,iucir¿i  efectos  civiles; 
aunque  el  impedimento  haya  sido  dispen- 
sado por  autoridad  eclesiástica. 

105.  No  podrá  procederse  a  la  cele- 
bración del  matrimonio  sin  el  asenso  o  li- 
cencia de  la  persona  o  personas  cuyo  con- 
sentimiento sea  necesario  según  las  reglas 
que  van  a  espresarse,  o  sin  que  conste  que 
el  respectivo  contrayente  no  lia  menester 
para  casarse  el  consentimiento  de  otra 
persona,  o  que  ha  obtenido  el  de  la  justicia 
en  subsidio. 

106.  Los  que  hayan  cumplido  veinte  i 


(,1)    Véase  la  nota  al  art.  1.447. 


(1 )  Véase  la  nota  al  art.  1 .386. 

(2)  Véanse  en  el  apéndice  a  este  Código  las  leyes 
i  Reglamento  del  Matrimonio  i  Rejistro  civil,  que 
derogan  la  mayor  parte  de  los  preceptos  de  este 
título. 
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cinco  años  no  estarán  obligados  a  obtener 
el  consentimiento  de  persona  aiguna. 

107.  Los  que  no  hubieren  cumplido 
veinte  i  cinco  años,  aunque  hayan  obte- 
nido habilitación  de  edad  para  la  adminis- 
tración de  sus  bienes,  no  podrán  casarse 
sin  el  consentimiento  espreso  de  su  padre 
le.jitimo,  o  a  falla  de  padre  lejitimo,  el  de 
la  madre  lejitima,  o  a  falta  de  ambos,  el 
di'A  ascendiente  o  ascendientes  lejitimos  de 
grado  mas  próximo. 

En  igualdad  de  votos  contrarios  preferi- 
rá el  favorable  al  matrimonio. 

108.  El  hijo  natural  que  no  haya  cum- 
plido veinte  i  cinco  años  estará  obligado  a 
obtener  el  consentimiento  del  padre  o  ma- 
dre que  le  haya  reconocido  con  las  forma- 
lidades legales,  i  si  ambos  le  han  recono- 
cido i  viven,  el  del  padre. 

109.  Se  entenderá  faltar  el  padre  o  ma- 
dre u  otro  ascendiente,  no  solo  por  haber 
fallecido,  sino  por  estar  demente  o  fatuo; 
o  por  hallarse  ausente  del  territorio  de  la 
República,  i  no  esperarse  su  pronto  regre- 
so; o  por  ignorarse  el  lugar  de  su  resi- 
dencia. 

110.  Se  entenderán'faltar  asimismo,  el 
padre  que  lia  sido  privado  de  la  patria  po- 
testad por  decreto,  i  la  madre  que  por  su 
mala  conducta  ha  sido  inhabilitada  para 
intervenir  en  la  educación  de  sus  hijos. 

111.  A  falta  de  los  dichos  padre,  ma- 
dre o  ascendientes,  será  necesario  al  que 
no  haya  cumplido  veinte  i  cinco  años  el 
consentimiento  de  su  curador  jeneral,  o, 
en  su  defecto,  el  de  un  curador  espe- 
cial 

112.  Si  la  persona  que  debe  prestar  es- 
te consentimiento  lo  negare,  aunque  sea 
sin  espresar  causa  alguna,  no  podrá  pro- 
cederse  al  matrimonio  de  los  menores  de 
veinte  i  un  años;  pero  los  mayores  de  esta 
edad  tendrán  derecho  a  que  se  esprese  la 
causa  del  disenso,  i  se  califique  ante  el  juz- 
gado competente. 

El  curador  que  niega  su  consentimiento 
estará  siempre  obligado  a  espresar  la 
causa. 

113.  Las  razones  que  justifican  el  di- 
senso no  podrán  ser  otras  que  éstas: 

1.*  La  esistencia  de  cualquier  impedi- 
mento legal,  inclusos  los  señalados  en  los 
artículos  104  i  116; 

2.*  El  no  haberse  practicado  alguna  de 
las  dilijencias  prescritas  en  el  titulo  De  las 
segund'as  nupcias,  en  su  caso; 

3.*  Grave  peligro  para  la  salud  del  me- 
nor a  quien  se  niega  la  licencia,  o  de  la 
prole; 

i.'"^    Vida  licenciosa,  pasión  inmodera- 


da al  juego,  embriaguez  habitual  de  la 
persona  con  quien  el  menor  desea  ca- 
sarse; 

5."  Haber  sido  condenada  esa  persona 
a  cualquiera  de  las  penas  indicadas  en  el 
articulo  267,  número  4  °; 

6.'  No  tener  ninguno  de  los  esposos 
medios  actuales  para  el  competente  des- 
empeño de  las  obligaciones  del  matrimo- 
nio. 

114.  El  que  no  habiendo  cumplido  vein- 
te i  cinco  años  se  casare  sin  el  consenti- 
miento de  un  ascendiente,  estando  obliga- 
do a  obtenerlo,  o  sin  que  el  competente 
juzgado  haya  declarado  irracional  el  disen- 
so, podrá  ser  desheredado,  no  solo  por 
aquel  o  aquellos  cuyo  consentimiento  le 
fué  necesario,  sino  por  todos  los  otros  as- 
cendientes. Si  alguno  de  éstos  muriere  sin 
hacer  testamento,  no  tendrá  el  descendien- 
te mas  que  la  mitad  de  la  porción  de  bie- 
nes que  le  hubiera  correspondido  en  la  su- 
cesión del  difunto. 

115.  El  ascendiente  sin  cuyo  necesa- 
rio consentimiento,  o  de  la  justicia  en  sub- 
sidio, se  hubiere  casado  el  descendiente, 
podrá  revocar  por  esta  causa  las  donacio- 
nes que  antes  del  matrimonio  le  haya 
hecho. 

El  matrimonio  contraído  sin  el  necesa- 
rio consentimiento  de  otra  persona  no  pri- 
va del  derecho  de  alimentos. 

116.  Mientras  que  una  mujer,  aun  ha- 
bilitada de  edad,  no  hubiere  cumplido 
veinte  i  cinco  años,  no  será  lícito  al  tutor 
o  curador  que  haya  administrado  o  admi- 
nistre sus  bienes,  casarse  con  ella,  sin  que 
la  cuenta  de  la  administración  haya  sido 
aprobada  por  el  juez,  con  audiencia  del 
defensor  de  menores. 

Igual  inhabilidad  se  estiende  a  los  des- 
cendientes del  tutor  o  curador  para  el  ma- 
trimonio con  el  pupilo  o  pupila,  aunque  el 
pupilo  o  pupila  haya  obtenido  habilitación 
de  edad. 

El  matrimonio  celebrado  en  contraven- 
ción a  esta  disposición,  sujetará  al  tutor  o 
curador  que  lo  haya  contraído  o  permiti- 
do, a  la  pérdida  de  toda  remuneración  que 
por  su  cargo  le  corresponda;  sin  perjuicio 
de  las  otras  penas  que  las  leyes  le  impon- 
gan. 

No  habrá  lugar  a  las  disposiciones  de 
este  artículo,  si  el  matrimonio  es  autoriza- 
do por  el  ascendiente  o  ascendientes  cuyo 
consentimiento  fuere  necesario  para  con- 
traerlo. 

117.  El  matrimonio  entre  personas  ca- 
tólicas se  celebrará  con  las  solemnidades 
prevenidas  por  la  Iglesia,   i  compete  a  la 
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autoridad  eclesiástica  velar  sobre  el  cum- 
plimiento de  ellas. 

118.  Los  que  profesando  una  relijion 
diferente  de  la  católica  quisieren  contraer 
matrimonio  en  territorio  chileno,  podrán 
hacerlo,  con  tal  que  se  sujeten  a  lo  preve- 
nido en  las  leyes  civiles  i  canónicas  sobre 
impedimentos  dirimentes,  permiso  de  as- 
cendientes o  curadores,  i  demás  requisitos; 
i  que  declaren  ante  el  competente  sacer- 
dote católico  i  dos  testigos,  que  su  ánimo 
es  contraer  matrimonio,  o  que  se  recono- 
cen el  uno  al  otro  como  marido  i  mujer;  i 
haciéndolo  asi,  no  estarán  obligados  a  nin- 
guna otra  solemnidad  o  rito. 

119.  El  matrimonio  celebrado  en  país 
estranjero  en  conformidad  a  las  leyes  del 
mismo  país,  o  a  las  leyes  chilenas,  produ- 
cirá en  Cliile  los  mismos  efectos  civiles 
que  si  se  hubiese  celebrado  en  territorio 
chileno. 

Sin  embargo,  si  un  chileno  o  chilena 
contrajere  matrimonio  en  pais  estranjero, 
contraviniendo  de  algún  modo  a  las  leyes 
chilenas,  la  contravención  producirá  en 
Chile  los  mismos  efectos  que  si  se  hubiese 
cometido  en  Chile. 

120.  El  matrimonio  disuelto  en  terri- 
torio estranjero  en  conformidad  a  las  le- 
yes del  mismo  país,  pero  que  no  hubiera 
podido  disolverse  según  las  leyes  chilenas, 
no  habilita  a  ninguno  de  los  dos  cónyujes 
para  casarse  en  Chile,  mientras  viviere  el 
otro  cónyuje. 

121.  El  matrimonio  que  según  las  le- 
yes del  pais  en  que  se  contrajo  pudiera  di- 
solverse en  él,  no  podrá,  sin  embargo,  di- 
solverse en  Chile,  sino  en  conformidad  a 
las  leyes  chilenas. 

122.  El  matrimonio  nulo,  si  ha  sido 
celebrado  con  las  solemnidades  que  la  lei 
requiere,  produce  los  mismos  efectos  civi- 
les ijue  el  válido  respecto  del  cónyuje  que 
de  buena  fe,  i  con  justa  causa  de  error,  lo 
contrajo;  pero  dejará  de  producir  efectos 
civiles  desde  que  falte  la  buena  fe  por  par- 
te de  ambos  cónyujes. 

Las  donaciones  o  promesas  que,  por  cau- 
sa de  matrimonio,  se  hayan  hecho  por  el 
otro  cónyuje  al  que  casó  de  buena  fe,  sub- 
sistirán no  obstante  la  declaración  de  la 
nulidad  del  matrimonio. 

123.  El  matrimonio  .se  disuelve  por  la 
muerto  de  uno  de  los  dos  cónyujes. 

Acerca  de  las  demás  causas  de  disolu- 
ción del  matrimonio,  toca  a  la  autoridad 
eclesiástica  juzgar,  i  la  disolución  pro- 
nunciada por  ella  producirá  los  mismos 
efectos  que  la  disolución  por  causa  de 
muerte  .V 


TITVLO   T 

De  las  segundas  nupcias. 

124.  El  varón  viudo  que  teniendo  hijos 
de  precedente  matrimonio  bajo  su  patria 
potestad,  o  bajo  su  tutela  o  curaduría,  qui- 
siere volver  a  casarse,  deberá  proceder  al 
inventario  .solemne  de  los  bienes  que  esté 
administrando  i  les  pertenezcan  como  he- 
rederos de  su  mujer  difunta  o  con  cual- 
quiera otro  titulo. 

Para  la  confección  de  este  inventario  se 
dará  a  dichos  hijos  un  curador  especial. 

125.  Habrá  lugar  al  nombramiento  de 
curador  aunque  los  hijos  no  tengan  bienes 
propios  de  ninguna  clase  en  poder  del  pa- 
dre. Cuando  asi  fuere,  deberá  el  curador 
especial  testificarlo. 

128.  La  autoridad  eclesiástica  no  per- 
mitirá el  matrimonio  del  viudo  que  trata 
de  volver  a  casarse,  sin  que  se  le  pre- 
sente certificado  auténtico  del  nombra- 
miento de  curador  especial  para  los  obje- 
tos antedichos,  o  sin  que  preceda  informa- 
ción sumaria  de  que  eí  viudo  no  tiene  hi- 
jos de  precedente  matrimonio,  que  estén 
bajo  su  patria  potestad,  o  bajo  su  tutela  ó 
curaduría. 

127.  El  viudo  por  cuya  neglijencia 
hubiere  dejado  de  hacerse  en  tiempo  opor- 
tuno el  inventario  prevenido  en  el  artículo 
124,  perderá  el  derecho  de  suceder  como 
lejitimario  o  como  heredero  abintestato  al 
hijo  cuyos  bienes  ha  administrado. 

128.  Cuando  un  matrimonio  haya  sido 
disuelto  o  declarado  nulo,  la  mujer  que 
está  embarazada  no  podrá  pasar  a  otras 
nupcias  antes  del  parto,  o  (no  habiendo  se- 
ñales de  preñez)  antes  de  cumplirse  los 
doscientos  setenta  dias  subsiguientes  a  la 
disolución  o  declaración  de  nulidad. 

Pero  se  podrán  rebajar  de  este  plazo  to- 
dos los  dias  que  hayan  precedido  inmedia- 
tamente a  dicha  disolución  o  declaración, 
i  en  los  cuales  haya  sido  absolutamente 
imposible  el  acceso  del  marido  a  la  mu- 
jer. 

129.  La  autoridad  eclesiástica  no  per- 
mitirá el  matrimonio  de  la  mujer  sin  que 
por  parte  de  ésta  se  justifique  no  estar 
comprendida  en  el  impedimento  del  ar- 
tículo precedente. 

130.  La  viuda  que,  teniendo  hijos  de 
precedente  matrimonio  que  se  hallen  bajo 
su  tutela  o  curaduría,  tratare  de  volver  a 
casarse,  deberá  sujetarse  a  lo  prevenido  en 
el  articulo  611. 
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TÍTULO  VI 

Obligacíoues  i  derechos  entre  los  cúnyiije»). 

§  1.  Reglas  jenerales. 

131.  Los  cónyujes  están  obligados  a 
guardarse  fe,  a  socorrerse  i  ayudarse  mu- 
tuamente en  todas  las  circunstancias  de  la 
vida. 

El  marido  debe  protección  a  la  mujer,  i 
la  mujer  obediencia  al  marido. 

132.  La  potestad  marital  es  el  conjun- 
to de  derechos  que  las  leyes  conceden  al 
marido  sobre  la  persona  i  bienes  de  la  mu- 
jer. 

133.  El  mando  tiene  derecho  para  obli- 
gar a  su  mujer  a  vivir  con  él  i  seguirle  a 
donde  quiera  que  traslade  su  residencia. 

Cesa  este  derecho  cuando  su  ejecución 
acarrea  peligro  inminente  a  la  vida  de  la 
mujer. 

La  mujer,  por  su  parte,  tiene  derecho  a 
que  el  marido  la  reciba  eu  su  casa. 

134.  El  marido  debe  suministrar  a  la 
mujer  lo  necesario  según  sus  facultades,  i 
la  mujer  tendrá  igual  obligación  respecto 
del  marido,  si  éste  careciere  de  bienes. 

135.  Por  el  hecho  del  matrimonio  se 
contrae  sociedad  de  bienes  entre  los  cón- 
yujes, i  toma  el  marido  la  administración 
de  los  de  la  mujer,  según  las  realas  que  se 
espondrán  en  el  titulo  De  la  sociedad  con- 
yugal. 

Los  que  se  hayan  casado  en  país  estran- 
jero  i  pasaren  a  domiciharse  en  Chile,  se 
mirarán  como  separados  de  bienes,  siem- 
pre que  en  conformidad  a  las  leyes  bajo 
cuyo  imperio  se  casaron,  no  haya  habido 
entre  ellos  sociedad  de  bienes. 

136.  Sin  autorización  escrita  del  mari- 
do, no  puede  la  mujer  casada  parecer  en 
juicio,  por  si,  ni  por  procurador:  sea  de- 
mandando o  defendiéndose. 

Pero  no  es  necesaria  la  autorización  del 
marido  en  causa  criminal  o  de  policía  en 
que  se  proceda  contra  la  mujer,  ni  en  los 
litijios  de  la  mujer  contra  el  marido,  o  del 
marido  contra  la  mujer. 

El  marido,  sin  embargo,  será  siempre 
obligado  a  suministrar  a  la  mujer  los  ausi- 
lios  que  necesite  para  sus  acciones  ó  de- 
fensas judiciales. 

137.  La  mujer  no  puede,  sin  autoriza- 
ción del  marido,  celebrar  contrato  alguno, 
ni  desistir  de  un  contrato  anterior,  ni  re- 
mitir una  deuda,  ni  aceptar  o  repudiar  una 
donación,  herencia  o  legado,  ni  adquirir  a 
título  alguno  oneroso  o  lucrativo,  ni  ena- 
jenar, hipotecar  o  empeñar. 

138.  La  autorización  del  marido  debe- 
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rá  ser  otorgada  por  escrito,  o  intervinien- 
do él  mismo,  espresa  i  directamente,  en  el 
acto. 

No  podrá  presumirse  la  autorización  del 
marido  sino  en  los  casos  que  la  lei  ha  pre- 
visto. 

139.  La  mujer  no  necesita  de  la  auto- 
rización del  marido  para  disponer  de  lo 
suyo  por  acto  testamentario  que  haya  de 
obrar  efecto  después  de  la  muerte. 

140.  La  autorización  del  marido  puede 
ser  jeneral  para  todos  los  actos  en  que  la 
mujer  la  necesite,  o  especial  para  uno,  cla- 
se de  negocios,  o  para  un  negocio  deter- 
minado. 

141.  El  marido  podrá  revocar  a  su  ar- 
bitrio, sin  efecto  retroactivo,  la  autoriza- 
ción jeneral  o  especial  que  haya  concedido 
a  la  mujer. 

142.  El  marido  puede  ratificar  los  ac- 
tos para  los  cuales  no  haya  autorizado  á  su 
mujer,  i  la  i^atihcacion  podrá  ser  también 
jeneral  o  especial. 

La  ratificación  podrá  ser  tácita,  por  he- 
chos del  marido  que  manifiesten  inequívo- 
camente su  aquiescencia. 

143.  La  autorización  del  marido  podrá 
ser  suplida  por  la  del  juez,  con  conocimien- 
to de  causa,  cuando  el  marido  se  la  nega- 
re sin  justo  motivo,  i  de  ello  se  siga  perjui- 
cio a  la  mujer. 

Podrá  asimismo  ser  suplida  por  el  juez 
en  caso  de  algún  impedimento  del  marido, 
como  el  de  ausencia  real  o  aparente,  cuan- 
do de  la  demora  se  siguiere  perjuicio. 

144.  Ni  la  mujer,  ni  el  marido,  ni  am- 
bos juntos,  podrán  enajenar  o  hipotecar 
los  bienes  raices  de  la  mujer,  sino  en  los 
casos  i  con  las  formalidades  que  se  dirán 
en  el  título  De  la  sociedad  conyugal. 

145.  Si  por  impedimento  de  larga  o  in- 
definida duración,  como  el  de  interdicción, 
el  de  prolongada  ausencia,  ó  desapareci- 
miento, se  suspende  el  ejercicio  de  la  po- 
testad marital,  se  observará  lo  dispuesto 
en  el  §4  del  título  De  la  sociedad  conyu- 
gal. 

146.  La  autorización  judicial  repre- 
senta la  del  marido  i  produce  los  mismos 
efectos,  con  la  diferencia  que  va  a  espre- 
sarse. 

La  mujer  que  procede  con  autorización 
del  marido,  obliga  al  marido  en  sus  bienes 
de  la  misma  manera  que  si  el  acto  fuera 
del  marido;  i  obliga  ademas  sus  bienes  pro- 
pios, hasta  la  concurrencia  del  beneficio 
particular  que  ella  reportare  del  acto;  i  lo 
mismo  será  si  la  mujer  ha  sido  autorizada 
judicialmente  por  impedimento  accidental 
del  marido  en  casos  urgentes,  con  tal  que 
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liaya  podido  prcsumii-se  el  consentimiento 

Pero  si  la  mujer  ha  sido  autorizada  por 
el  \n^z  contra  la  voluntad  del  marido,  obli- 
gará solamente'  sus  bienes  propios;  mas  no 
obligará  el  liaber  social,  ni  los  bienes  del 
marTdo,  sino  hasta  la  concurrencia  del  be- 
neficio que  la  sociedad,  o  el  marido,  hubie- 
ren reportado  del  acto. 

Además,  si  el  juez  autorizare  a  la  mujer 
para  aceptar  una  herencia,  deberá  ella 
aceptarla  con  beneñcio  de  inventario;  i  sin 
este  requisito  obligará  solamente  sus  pro- 
pios bienes  a  las  resultas  de  la  aceptación. 
147.  Se  presume  la  autorización  del 
marido  en  la  compra  de  cosas  muebles  que 
la  mujer  hace  al  contado. 

Se  presume  también  la  autorización  del 
marido  en  las  compras  al  fíado  de  objetos 
naturalmente  destinados  al  consumo  ordi- 
nario de  la  familia. 

Pero  no  se  presume  en  la  compra  al  tia- 
do  de  ualas,  joyas,  muebles  preciosos,  aun 
de  los'iiaturálmente  destinados  al  vestido  i 
menaje,  a  menos  de  probarse  que  se  han 
comprado,  o  se  han  empleado  en  el  uso  de 
líi  mujer  o  de  la  familia,  con  conocimiento 
i  sin  reclamación  del  marido. 

148.  El  marido  menor  de  veinte  i  un 
años  necesita  de  curador  para  la  adminis- 
tra ñon  de  la  sociedad  conyugal. 

149.  Las  reglas  de  los  artículos  prece- 
dentes sufren  escepciones  o  modificaciones 
por  las  causas  siguientes: 

1.*  El  ejercitar  la  mujer  una  profesión, 
industria  u  oficio; 

2.*     La  separación  de  bienes; 
:;.»     El  divorcio  perj  etuo. 

§  2.  Escepciones  relativas  á  la  profesión 
ú  oficio  de  la  mujer. 

150.  Si  la  mujer  casada  ejerce  pública- 
mcnte  una  profesión  o  industria  cualquie- 
ra (como  la  de  directora  de  colejio,  maes- 
tra de  escuela,  actriz,  obstetriz,  posade- 
ra (1),  nodriza),  se  presume  la  autorización 
jeneral  del  marido  para  todos  los  actos  i 
contratos  concernientes  a  su  profesión  o 
industria,  mientras  no  intervenga  recla- 
mación o  protesta  de  su  marido,  notificada 
de  antemano  al  público,  o  especialmente 
al  que  contratare  con  la  mujer. 

151.  La  mujer  casada  mercadera,  está 
sujeta  a  las  reglas  especiales  dictadas  en  el 
Código  de  Comercio. 


(1)  Los  actos  y  contratos  de  la  posadera  son 
mercantiles  y  se  rigen  por  el  Código  de  Comer- 
cio  (artículo  3.",  núm.  5),  según  el   artículo  si- 


guíente  ni  que  anotamos. 


§  3.  Escepciones  relativas  a  la  simple  se- 
paración de  bienes. 

152.  Simple  separación  de  bienes  es  la, 
que  se  efectúa  sin  divorcio,  en  virtud  de 
decreto  judicial,  o  por  disposición  de  la  lei. 

153.  La  mujer  no  podrá  renunciar  en 
las  capitulaciones  matrimoniales  la  facul- 
tad de  pedir  la  separación  de  bienes  a  que 
le  dan  derecho  las  leyes. 

154.  Para  que  la  mujer  menor  pueda 
pedir  separación  de  bienes,  deberá  ser  au- 
torizada por  un  curador  especial. 

155.  El  juez  decretará  la  separación  de 
bienes  en  el  caso  de  insolvencia  o  adminis- 
ti'acion  fraudulenta  del  marido. 

Si  los  negocios  del  marido  se  hallan  en 
mal  estado,  por  consecuencia  de  especula- 
ciones aventuradas,  o  de  una  administra- 
ción errónea  o  descuidada,  podrá  oponerse 
a  la  separación,  prestando  fianzas  o  hipo- 
tecas que  aseguren  suficientemente  los  in- 
tereses de  la  mujer. 

156.  Demandada  la  separación  de  bie- 
nes, podrá  el  juez,  a  petición  de  la  mujer, 
tomar  las  providencias  que  estime  condu- 
centes a  la  seguridad  de  los  intereses  de 
ésta,  mientras  dure  el  juicio. 

157.  En  el  juicio  de  separación  de  bie- 
nes por  el  mal  estado  de  los  negocios  del 
marido ,  la  confesión  de  éste  no  hace 
prueba. 

158.  Decretada  la  separación  de  bie- 
nes, se  entregarán  a  la  mujer  los  suyos,  i 
en  cuanto  a  la  división  de  los  gananciales 
.se  seguirán  las  mismas  reglas  que  en  el 
caso  de  la  disolución  del  matrimonio. 

La  mujer  no  tendrá  desde  entonces  par- 
te alguna  en  los  gananciales  que  proven- 
gan de  la  administración  del  marido;  i  el 
'marido,  a  su  vez,  no  tendrá  parte  alguna 
en  los  gananciales  que  provengan  de  la 
administración  de  la  mujer. 

159.  La  mujer  separada  de  bienes  no 
necesita  de  la  autorización  del  marido  para 
los  actos  i  contratos  relativos  a  la  adminis- 
tración i  goce  de  lo  que  separadamente  ad- 
ministra. 

Tampoco  necesita  de  la  autorización  del 
marido  para  enajenar,  a  cualquier  titulo, 
los  bienes  muebles  que  separadamente  ad- 
ministra. 

Pero  necesita  de  esta  autorización,  o  la 
del  juez  en  subsidio,  para  estar  en  juicio, 
aun  en  causas  concernientes  a  su  adminis- 
tración separada;  salvo  en  los  casos  escep- 
cionales  del  art.  136. 

160.  En  el  estado  de  separación,  am- 
bos cónyujes  deben  proveer  a  las  necesi- 
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dades  de  la  familia  común  a  proporción  de 
511:;  facultades. 

El  juez  en  caso  necesario  reglará  la  con- 
tribución. 

161 .  Los  acreedores  de  la  mujer  separa- 
da de  bienes,  por  actos  o  contratos  que  le- 
jitimameiite  han  podido  celebrarse  por  ella, 
tendrán  acción  sobre  los  bienes  de  la  mu- 
jer. 

El  marido  no  será  responsable  con  sus 
bienes,  sino  cuando  hubiere  accedido  como 
fiador,  o  de  otro  modo,  a  las  obligaciones 
contraídas  por  la  mujer. 

Sera  asimismo  responsable,  a  prorrata 
del  beneficio  que  hubiere  reportado  de  las 
obligaciones  contraídas  por  la  mujer;  com- 
prendiendo en  este  beneticio  el  de  la  fami- 
lia común,  en  la  parte  en  que  de  derecho 
haya  él  debido  proveer  a  las  necesidades 
de  ésta. 

La  simple  autorización  no  le  constituye 
responsable. 

162.  Si  la  mujer  separada  de  bienes 
confiere  al  marido  la  administración  de  al- 
guna parte  de  los  suyos,  será  obligado  el 
marido  a  la  mujer  como  simple  manda- 
tario. 

163.  A  la  mujer  separada  de  bienes  se 
dará  curador  para  la  administración  de  los 
suyos,  en  todos  los  casos  en  que,  siendo 
soltera,  necesitarla  de  curador  para  admi- 
nistrarlos. 

No  cesará  por  esta  curaduría  el  derecho 
concedido  al  marido  en  el  artículo  159,  in- 
ciso tercero. 

164.  La  separación  de  bienes,  pronun- 
ciada judicialmente  por  el  mal  estado  de 
los  negocios  del  marido,  podra  terminar 
por  decreto  de  juez,  a  petición  de  ambos 
cónyujes;  i  sin  este  requisito  continuará  le- 
galmente  la  separación. 

165.  El  restablecimiento  legal  de  las 
administración  del  marido  restituye  las 
cosas  al  estado  anterior,  como  si  la  sepa- 
ración de  bienes  no  hubiese  esistido.  Pero 
valdrán  todos  los  actos  ejecutados  lejiti- 
mamente  por  la  mujer,  durante  la  separa- 
ción de  bienes,  como  si  los  hubiese  autori- 
zado la  justicia. 

El  marido,  para  ponera  cubierto  su  res- 
ponsabilidad, hará  constar  por  inventario 
solemne  los  bienes  de  la  mujer  que  entren 
de  nuevo  bajo  su  administración. 

166.  Si  a  la  mujer  casada  se  hiciere 
una  donación,  o  se  dejare  una  herencia  o 
legado,  con  la  condición  precisa  de  que  en 
las  cosas  donadas,  heredadas  o  legadas  no 
tenga  la  administración  el  marido,  i  si  di- 
cha donación ,  herencia  o  legado  fuere 
aceptado  por  la  mujer  con  autorización  del 


marido,  o  del  juez  en  subsidio,  se  observa- 
rán las  reglas  siguientes: 

1.*  El  marido  esijirá  que  la  herencia  se 
acepte  con  beneficio  de  inventario,  so  pena 
de  constituirse  responsable  en  sus  bienes  a 
las  resultas  de  la  aceptación; 

2.*  Con  respecto  a  Jas  cosas  donadas, 
heredadas  o  legadas,  se  observarán  las 
disposiciones  de  los  artículos  159.  160,  161, 
162  i  163; 

3."  Los  contratos  de  la  mujer  en  que 
no  aparezca  la  autorización  del  marido  i 
que  hayan  podido  celebrarse  por  ella  sin 
esta  autorización,  la  obligarán  en  los  bie- 
nes que  separadamente  administra; 

4.^  Los  contratos  autorizados  por  el 
marido,  o  por  el  juez  en  subsidio,  se  suje- 
tarán a  lo  dispuesto  en  el  artículo  146; 

5.*  Serán  esclusivamente  de  la  mujer 
los  frutos  de  las  cosas  que  administra  i 
todo  lo  que  con  ellos  adquiera. 

167.  Si  en  las  capitulaciones  matrimo- 
niales se  hubiere  estipulado  que  la  mujer 
administre  separadamente  alguna  parte  de 
sus  bi(-nes,  se  aplicarán  a  esta  separación 
parcial  las  reglas  del  artículo  precedente. 

§  4.  Escepciones  rclaüoas  al  divorcio  per- 
peiuo. 

168.  El  juicio  del  divorcio  pertenece  a 
la  autoridad  eclesiástica.  Los  efectos  civi- 
les del  divorcio,  esto  es,  todo  lo  que  con- 
cierne a  los  bienes  de  los  cónyujes,  a  su 
libertad  personal,  a  la  crianza  i  educación 
de  los  hijos,  son  reglados  privativamente 
por  las  leyes  i  las  judicaturas  civiles. 

La  habitación  i  alimentos  de  la  mujer  i 
las  espensas  de  la  litis,  que  el  marido  deba 
suministrar  a  la  mujer  durante  el  juicio  de 
divorcio,  se  reglarán  i  decretarán  por  el 
juez  civil. 

169.  Para  impetrar  los  efectos  civiles 
del  divorcio  perpetuo,  se  presentará  al  juez 
copia  auténtica  de  la  sentencia  que  lo  ha 
pronunciado. 

170.  Los  efectos  civiles  del  divorcio 
principian  por  el  decreto  del  juez  civil  que 
lo  reconoce. 

En  virtud  de  este  reconocimiento  se  res- 
tituyen a  la  mujer  sus  bienes  i  se  dispone 
de  los  gananciales  como  en  el  caso  de  la 
disolución  por  causa  de  muerte;  sin  perjui- 
cio de  las  escepciones  que  se  van  a  es- 
presar. 

171.  Si  la  mujer  hubiere  dado  causa  al 
divorcio  por  adulterio,  perderá  todo  dere- 
cho a  los  gananciales,  i  el  marido  tendrá 
la  administración  i  usufructo  de  los  bienes 
de  ella;  escepto  aquellos  que  la  mujer  ad- 
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ministre  como  separada  de  bienris,   ¡  los 

aue  adquiera  a  cualquier  titulo  después  del 
ivorcio. 

En  el  caso  de  administración  fraudulen- 
ta del  marido,  tendrá  derecho  la  mujer 
para  que  se  pongan  los  suyos  a  cargo  de 
un  curador  de  bienes;  i  lo  mismo  será  si 
peligraren  por  una  administración  impru- 
dente o  descuidada;  pero  en  este  caso  po- 
drá el  marido  retenerlos,  prestando  fian- 
zas o  hipotecas  que  aseguren  suñciente- 
mente  los  intereses  de  su  mujer. 

172.  El  cónyuje  inocente  podrá  revo- 
car las  donaciones  que  hubiere  hecho  al 
culpable,  siempre  que  éste  haya  dado  cau- 
sa al  divorcio  por  adulterio,  sevicia  atroz, 
atentado  contra  la  vida  del  otro  cónyuje  u 
otro  crimen  de  igual  gravedad. 

173.  La  mujer  divorciada  administra, 
con  independencia  del  marido,  los  bienes 
que  ha  sacado  del  poder  de  éste,  o  que  des- 
pués del  divorcio  ha  adquirido. 

174.  El  marido  que  ha  dado  causa  al 
divorcio  conserva  la  obligación  de  contri- 
buir a  la  congrua  i  decente  sustentación 
de  su  mujer  divorciada:  el  juez  reglará  la 
cantidad  i  forma  de  la  contribución,  aten- 
didas las  circunstancias  de  ambos. 

175.  Aunque  la  mujer  haya  dado  cau- 
sa al  divorcio,  tendrá  derecho  a  que  su 
marido  la  provea  de  lo  que  necesite  para 
su  modesta  sustentación,  i  el  juez  reglará 
la  contribución  como  en  el  caso  del  ar- 
tículo anterior,  tomando  en  especial  consi- 
deración la  cuantía  de  bienes  de  la  mujer 
que  administre  el  marido,  i  la  conducta 
que  haya  observado  la  mujer  antes  i  des- 
pués del  divorcio. 

176.  El  marido  que  se  encuentre  en 
indijencia  tiene  derecho  a  ser  socorrido 
por  la  mujer,  en  lo  que  necesite  para  su 
ratdesta  sustentación ,  aunque  él  sea  el 
que  ha  dado  motivo  al  divorcio;  pero  en 
este  caso  el  juez,  al  reglar  la  contribución, 
tomará  en  cuenta  la  conducta  del  ma- 
rido. 

177.  Si  la  criminalidad  del  cónyuje 
contra  quien  se  ha  obtenido  el  divorcio, 
fuere  atenuada  por  circunstancias  graves 
en  la  conducta  del  cónyuje  que  lo  solicitó, 
podrá  el  juez  moderar  el  rigor  de  las  dis- 

f)Osiciones  precedentes,  sea  concediendo  a 
a  mujer  la  restitución  de  una  parte  o  el 
todo  de  sus  bienes,  no  ob.stante  lo  dispues- 
to en  el  art.  171;  sea  denegando  las  accio- 
nes revocatorias  concedidas  por  el  artícu- 
lo 172;  sea  modificando  el  valor  de  las  con- 
tribuciones ordenadas  por  los  artículos  174, 
175  i  176;  sea  adoptando  la  regla  del  ar- 
ticulo 170,  sin  escepcion  alguna. 


178.  Si  se  reconciliaren  los  divorcia- 
dos, se  restituirán  las  cosas,  por  lo  tocan- 
te a  la  sociedad  conyugal  i  la  administra- 
ción de  bienes,  al  estado  en  que  antes  del 
divorcio  se  hallaban,  como  si  no  hubiese 
esistido  el  divorcio. 

Esta  restitución  deberá  ser  decretada 
por  el  juez  a  petición  de  ambos  cónyujes, 
i  producirá  los  mismos  efectos  que  el  res- 
tablecimiento de  la  administración  del  ma- 
rido en  el  caso  del  art.  165. 

TITULO  Vil 

De  los  liijo.««  lejitimo.s  concebidos 
en  inatriiuonio. 

§  1.  Reglas  Jenerales. 

179.  El  hijo  concebido  durante  el  ma- 
%imonio  de  sus  padres  es  hijo  Lejitimo. 

Lo  es  también  el  concebido  en  matrimo- 
nio putativo,  mientras  produzca  efectos 
civiles,  según  el  art.  122. 

180.  El  hijo  que  nace  después  de  espi- 
rados los  ciento  ochenta  dias  subsiguien- 
tes al  matrimonio,  se  reputa  concebido  en 
él  i  tiene  por  padre  al  marido. 

El  marido,  con  todo,  podrá  no  recono- 
cer al  hijo  como  suyo,  si  prueba  que  du- 
rante todo  el  tiempo  en  que,  según  el  ar- 
tículo 76,  pudiera  presumirse  la  concep- 
ción,estuvo  en  absoluta  imposibilidad  física 
de  tener  acceso  a  la  mujer. 

181.  El  adulterio  de  la  mujer,  aun  co- 
metido durante  la  época  en  que  pudo  efec- 
tuarse la  concepción,  no  autoriza  por  sí 
solo  al  marido  para  no  reconocer  al  hijo 
como  suyo.  Pero  probado  el  adulterio  en 
esa  época,  se  le  admitirá  la  prueba  de 
cualesquiera  otros  hechos  conducentes  a 
justificar  que  él  no  es  el  padre. 

182.  Mientras  viva  el  marido,  nadie 
podrá  reclamar  contra  la  lejitimidad  del 
hijo  concebido  durante  el  matrimonio,  sino 
el  marido  mismo. 

183.  Toda  reclamación  del  marido 
contra  la  lejitimidad  del  hijo  concebido  por 
su  mujer  durante  el  matrimonio,  deberá 
hacerh.e  dentro  de  los  sesenta  días,  conta- 
dos desde  aquel  en  que  tuvo  conocimiento 
del  parto. 

La  residencia  del  marido  en  el  lugar  del 
nacimiento  del  hijo  hará  presumir  que  lo 
supo  inmediatamente;  a  menos  de  probar- 
se que  por  parte  de  la  mujer  ha  habido 
ocultación  del  parto. 

Si  al  tiempo  del  nacimiento  se  hallaba 
el  marido  ausente,  se  presumirá  que  lo 
supo  inmediatamente  después  de  su  vuelta 
a  la  residencia  de  la  mujer;  salvo  el  caso 
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do  ocultación  mencionado  en  el  inciso  pre- 
cedente. 

184.  Si  el  marido  muere  antes  de  ven- 
cido el  término  que  le  conceden  las  leyes 
para  declarar  que  no  reconoce  al  hijo 
como  suyo,  podrán  hacerlo  en  los  mismos 
términos  los  herederos  del  marido,  i  en  ge- 
neral toda  persona  a  quien  la  pretendida 
Icjitimidad  del  hijo  irrogare  perjuicio  ac- 
tual. 

Cesará  este  derecho,  si  el  padre  hubiere 
reconocido  al  hijo  como  suyo  en  su  testa- 
monto  o  en  otro  instrumento  público. 

185.  A  petición  de  cualquiera  persona 
que  tenga  interés  actual  en  ello,  declarará 
el  juez  la  ilejitimidad  del  hijo  nacido  des- 
pués de  espirados  ios  trescientos  dias  sub- 
siguientes a  la  disolución  del  matrimonio. 

Si  el  marido  estuvo  en  absoluta  imposi- 
bilidad física  de  tener  acceso  a  la  mujer 
desde  antes  de  la  disolución  del  matrimo- 
nio, se  contarán  los  trescientos  dias  desde 
la  fecha  en  que  empezó  esta  imposibilidad. 

Lo  dicho  acerca  de  la  disolución,  se  apli- 
ca al  caso  de  la  separación  de  los  cónyu- 
jes  por  declaración  de  nulidad  del  matri- 
monio. 

186  Los  herederos  y  demás  personas 
actualmente  interesadas  tendrán ,  para 
provocar  el  juicio  de  ilejitimidad,  sesenta 
dias  de  plazo,  desde  aquel  en  que  supieron 
la  muerte  del  padre,  en  el  caso  del  articu- 
lo 184,  o  en  que  supieron  el  nacimiento 
del  hijo,  en  el  caso  del  art.  185. 

Si  los  interesados  hubieren  entrado  en 
TDOsesion  efectiva  de  los  bienes  sin  contra- 
dicción del  pretendido  hijo  lejítimo,  po- 
drán oponerle  la  escepcion  de  ilejitimidad 
en  cualquier  tiempo  que  él  o  sus  herede- 
ros les  disputaren  sus  derechos. 

Si  el  marido  hubiere  desaparecido,  el 
primero  de  los  plazos  señalados  en  este  ar- 
tículo se  contará  desde  el  primer  decreto 
de  posesión  concedida  a  sus  herederos  pre- 
suntivos. 

187 .  Los  ascendientes  lejitimos  del  ma- 
rido tendrán  derecho  para  provocar  el  jui- 
cio de  ilejitimidad,  aunque  no  tengan  parte 
alguna  en  la  sucesión  del  marido,  pero  de- 
berán hacerlo  dentro  de  los  plazos  señala- 
dos en  el  articulo  precedente. 

188.  Ninguna  reclamación  contra  la 
lejitimidad  del  hijo,  ora  sea  hecha  por  el 
marido,  o  por  otra  persona,  tendrá  valor 
alguno,  si  no  se  interpusiere  en  tiempo 
hábil  ante  el  juez,  el  cual  nombrará  cura- 
dor al  hijo  que  lo  necesitare,  para  que  le 
defienda  en  él.  (1) 


La  madre  será  citada,  pero  no  obligada, 
a  parecer  en  el  juicio. 

No  se  admitirá  el  testimonio  de  la  madre 
que  en  el  juicio  de  lejitimidad  del  hijo  de- 
clare haberlo  concebido  en  adulterio. 

189.  Durante  el  juicio,  se  presumirá  la 
lejitimidad  del  hijo  i  será  mantenido  i  tra- 
tado como  lejítimo;  pero  declarada  judi- 
cialmente la  ilejitimidad,  tendrá  derecho 
el  marido,  i  cualquiera  otro  reclamante,  a 
que  la  madre  les  indemnice  de  todo  per- 
juicio que  la  pretendida  lejitimidad  les 
haya  irrogado. 

§  2.  Reglas  especiales  para  el   caso  de 
dicorcio. 

190.  El  concebido  durante  el  divorcio 
temporal  o  perpetuo  de  los  cónyujes,  no 
tiene  derecho  para  que  el  marido  le  reco- 
nozca por  hijo  suyo,  a  menos  de  probarse 
que  el  marido  por  actos  positivos  le  reco- 
noció como  suyo,  o  que  durante  el  divor- 
cio intervino  reconciliación  privada  entre 
los  cónyujes. 

191.  La  mujer  recien  divorciada,  o  que 
pendiente  el  juicio  de  divorcio,  está  actual- 
mente separada  de  su  marido,  i  que  se  cre- 
yere preñada,  lo  denunciará  al  marido 
dentro  de  los  primeros  treinta  dias  de  la 
separación  actual. 

Si  la  mujer  hiciere  esta  denunciación 
después  de  dichos  treinta  dias,  valdrá, 
siempre  que  el  juez,  con  conocimiento  de 
causa,  declarare  que  ha  sido  justificable  o 
disculpable  el  retardo. 

192.  El  marido  podrá,  a  consecuencia 
de  esta  denunciación,  o  aun  sin  ella,  en- 
viar a  la  mujer  una  compañera  de  buena 
razón  que  le  sirva  de  guarda,  i  ademas  una 
matrona  que  inspeccione  el  parto;  i  la  mu- 
jer que  se  crea  preñada,  estará  obligada  a 
recibirlas,  salvo  que  el  juez,  encontrando 
fundadas  las  objeciones  de  la  mujer  contra 
las  personas  que  el  marido  haya  enviado, 
elija  otras  para  dicha  guarda  e  inspección. 

La  guarda  i  la  inspección  serán  a  costa 
del  marido;  pero  si  se  probare  que  la  mu- 
jer ha  procedido  de  mala  fe,  pretendiéndo- 
se embarazada  sin  estarlo  o  que  el  hijo  es 
adulterino,  será  indemnizado  el  marido. 

Una  i  otra  podrán  durar  el  tiempo  nece- 
sario para  que  no  haya  duda  sobre  el  he- 
cho i  circunstancias  del  parto,  o  sobre  la 
identidad  del  recien  nacido, 

193.  Tendrá  también  derecho  el  mari- 


(1)    Para  esplicarae  el  contenido  de  este  párrafo, 


que  carece  de  sentido  en  parte,  habría  que  agregar 
después  de  ¡apalabra  cjuez»  el  cual  mandará  abrir 
el  juicio  i  etc.  De  otro  modo  no  tiene  esplicacion  el 
pronombre  «él>. 
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do,  para  que  la  mujer  sea  colocada  en  el 
seno  de  una  familia  honesta  i  de  su  con- 
íianza;  i  la  mujer  que  se  crea  preñada  de- 
berá trasladarse  a  ella;  salvo  que  el  juez, 
oídas  las  razones  de  la  mujer  i  del  marido, 
tenga  a  bien  designar  otra. 

194.  Si  no  se  realizaren  la  guarda  e 
inspección,  yjorque  la  mujer  no  ha  hecho 
saber  la  preñez  al  marido,  o  porque  sin 
justa  causa  ha  rehusado  mudar  de  habita- 
ción, pidiéndolo  el  marido,  o  porque  se  ha 
sustraído  al  cuidado  de  la  familia  ó  perso- 
nas elejidas  para  la  guarda  e  inspección,  o 
porque  de  cualqnier  modo  ha  eludido  su 
vijilancia,  no  será  obligado  el  marido  a  re- 
conocer el  hecho  i  circunstancias  del  par- 
to, sino  en  cuanto  se  probaren  inequívoca- 
mente por  parte  de  la  mujer  o  del  hijo,  en 
juicio -contradictorio. 

195.  Si  el  marido,  después  de  la  de- 
nunciación antedicha,  no  usare  de  su  de- 
recho de  enviar  la  guarda  i  la  matrona,  o 
de  colocar  a  la  mujer  en  una  casa  honrada 
i  de  confianza,  será  obligado  a  aceptar  la 
declaración  de  la  mujer  acerca  del  hecho 
i  circunstancias  del  parto. 

196.  Aunque  el  marido  tome  todas  las 
precauciones  que  le  permiten  los  artículos 
precedentes,  o  sin  ellas  se  prueben  satis- 
factoriamente el  hecho  i  circunstancias  del 
parto,  le  queda  a  salvo  su  derecho  para  no 
reconocer  al  hijo  como  suyo,  con  arreglo 
a  los  artículos  180  i  181,  provocando  el  jui- 
cio de  ilejitimidad  en  tiempo  hábil. 

197.  No  pudiendo  ser  hecha  al  marido 
la  denunciación  prevenida  en  el  art.  191, 
podrá  hacerse  a  cualquiera  de  sus  consan- 
guíneos dentro  del  cuarto  grado,  mayores 
de  veinte  i  cinco  años,  prefiriendo  a  los 
ascendientes  lejítimos;  i  aquel  a  quien  se 
hiciere  la  denunciación  podrá  tomar  las 
medidas  indicadas  enlosartículosl92  i  193. 

§  3.  Reglas  relativas  al  hijo  postumo. 

198.  Muerto  el  marido,  la  mujer  que  se 
creyere  embarazada  podrá  denunciarlo  a 
los  que,  no  esistiendo  el  postumo,  serian 
llamados  a  suceder  al  difunto. 

La  denunciación  deberá  hacerse  dentro 
de  los  treinta  dias  subsiguientes  a  su  cono- 
cimiento de  la  muerte  del  marido,  pero 
podrá  justificarse  o  disculparle  el  retardo, 
como  en  el  caso  del  artículo  191,  inciso  se- 
gundo. 

Los  interesados  tendrán  los  derechos  que 
por  los  artículos  anteriores  se  conceden  al 
marido  en  el  ca.so  de  la  mujer  recien  di- 
vorciada, pero  sujetos  a  las  mismas  res- 
tricciones i  cargas. 


199.  La  madre  tendrá  derecho  para 
que  de  los  bienes  que  han  de  corresponder 
al  postumo,  si  nace  vivo  i  en  el  tiempo  de- 
bido, se  le  asigne  lo  necesario  para  su 
subsistencia  i  para  el  parto;  i  aunque  el 
hijo  no  nazca  vivo,  o  resulte  no  haber  ha- 
bido preñez,  no  será  obligada  a  restituir  lo 
que  se  le  hubiere  asignado;  a  menos  de 
probarse  que  ha  procedido  de  mala  fe, 
pretendiéndose  embarazada,  o  que  el  hijo- 
es  ilejítimo. 

§  4.  Reglas  rekUioas  al  caso  de  pasar  la. 
mujer  a  otras  nupcias. 

200.  Cuando  por  haber  pasado  la  ma- 
dre a  otras  nupcias  se  dudare  a  cuál  de  los. 
dos  matrimonios  pertenece  un  hijo,  i  se 
invocare  una  decisión  judicial,  el  juez  de- 
cidirá, tomando  en  consideración  las  cir- 
cunstancias, i  oyendo  ademas  el  dictamen 
de  facultativos,  si  lo  creyere  conveniente. 

201.  Serán  obligados  solidariamente  a 
la  indemnización  de  todos  los  perjuií'Jos  i 
costas  ocasionados  a  terceros  por  la  incer- 
tidumbre  de  la  paternidad,  la  mujer  que 
antes  del  tiempo  debido  hubiere  pasado  a 
otras  nupcias,  i  su  nuevo  marido. 

TiTrCO  VIII 

De  Ioí4    hijoM   lejitíiuado««    por    inatriiuonio 
posterior  u  la  concepción. 

202.  Son  también  hijos  lejítimos  los 
concebidos  fuera  de  matrimonio  i  lejitima- 
dos  por  el  que  posteriormente  contraen 
sus  padres,  según  las  reglas  i  bajo  las  con- 
diciones que  van  a  espresar.se. 

203.  El  matrimonio  putativo  no  basta 
para  lejitimar  a  los  hijos  que  hubieren  sido 
concebidos  antes. 

204.  El  matrimonio  posterior  que  na 
puede  producir  efectos  civiles  según  el  ar- 
tículo 104,  no  puede  por  consiguiente  pro- 
ducir la  lejitimacion. 

205.  Los  hijos  concebidos  en  adulterio 
no  pueden  ser  lejitimados  por  el  matrimo- 
nio posterior  de  los  padres,  aunque  el  uno 
de  éstos  haya  ignorado  al  tiempo  de  la 
concepción  el  matrimonio  del  otro. 

Lo  mismo  será,  aun  cuando  aquel  de  los 
padres  que  al  tiempo  de  la  concepción  es- 
taba casado,  haya  creído  entonces  de  bue- 
na fe,  i  con  justa  causa  de  error,  que  el 
matrimonio  anterior  no  subsistía. 

206.  El  matrimonio  posterior  lejítima 
ipso  jure  a  los  hijos  concebidos  antes  i  na- 
cidos en  él;  menos  en  los  ca.sos  de  los  artí- 
culos 203,  204  i  205. 

El  marido,  con  todo,  podrá  reclamar 
contra  la  lejitimidad  del  hijo  que  nace 
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antes  de  espirar  los  ciento  ochenta  dias 
subsiguientes  al  matrimonio,  si  prueba  que 
estuvo  en  absoluta  imposibilidad  física  de 
tener  acceso  a  la  madre,  durante  todo  el 
tiempo  en  que  puc^o  presumirse  la  concep- 
ción según  las  reglas  legales. 

Pero  aun  sin  esta  prueba  podrá  recla- 
mar contra  la  le.jitimidad  del  hijo,  si  no 
tuvo  conocimiento  de  la  preñez  al  tiempo 
de  casarse,  o  si  por  actos  positivos  no  ha 
manifestado  reconocer  al  hijo  después  de 
nacido. 

Para  que  valga  la  reclamación  por  par- 
te del  marido  será  necesario  que  se  haga 
en  el  plazo  i  forma  que  se  espresan  ea  el 
titulo  precedente. 

207.  El  mati'imonio  de  los  padres  legi- 
tima también  ipso  jare  a  los  que  uno  i  otro 
hayan  reconocido  como  hijos  naturales  de 
ambos  con  los  requisitos  legales. 

208.  Fuera  de  los  casos  de  los  artícu- 
los 206  i  207,  el  matrimonio  posterior  no 
produce  ipso  jure  la  lejitimacion  de  los 
hijos. 

Para  que  ella  se  produzca,  es  necesario 
que  los  padres  designen  por  instrumento 
público  los  hijos  a  quienes  confieren  este 
beneficio,  ya  estén  vivos  o  muertos. 

El  instrumento  público  deberá  otorga- 
se a  la  fecha  de  la  celebración  del  matri- 
monio, o  en  caso  de  impedimento  grave, 
dentro  de  los  treinta  dias  subsiguientes  a 
ella,  so  pena  de  nulidad 

209.  Cuando  la  lejitimacion  se  pro- 
duce ipso  jure,  el  instrumento  público  de 
lejitimacion  deberá  notiñcarse  a  la  perso- 
na que  se  trate  de  lejitimar.  I  si  ésta  vive 
bajo  potestad  marital,  o  es  de  aquellas  que 
necesitan  de  tutor  o  curador  para  la  ad- 
ministración de  sus  bienes,  se  hará  la  no- 
tificación a  su  marido,  o  a  su  tutor  o  cura- 
dor jeneral,  o  en  defecto  de  éste  aun  cu- 
rador especial. 

210.  La  persona  que  no  necesita  de 
tutor  o  curador  para  la  administración  de 
sus  bienes,  o  que  no  vive  bajo  potestad 
marital,  podrá  aceptar  o  repudiar  la  lejiti- 
macion libremente. 

211.  El  que  necesite  de  tutor  o  cura- 
dor para  la  administración  de  sus  bienes, 
no  podrá  aceptar  ni  repudiar  la  lejitima- 
cion, sino  por  el  ministerio  o  con  el  con- 
sentimiento de  su  tutor  o  curador  jeneral, 
o  de  un  curador  especial,  i  previo  decreto 
judicial  con  conocimiento  de  causa. 

La  mujer  que  vive  bajo  potestad  mari- 
tal necesita  del  consentimiento  de  su  ma- 
rido ,  o  de  la  justicia  en  subsidio,  para 
aceptar  o  repudiar  la  lejitimacion. 

212.  La  persona  que  acepta  o  repudia. 


deberá  declararlo  por  instrumento  público 
dentro  de  los  noventa  dias  subsiguientes  a 
la  notificación.  Trascurrido  este  plazo,  se 
entenderá  que  acepta,  a  menos  de  probar- 
se que  estuvo  imposibilitada  de  hacer  la 
declaración  en  tiempo  hábil. 

213.  La  lejitimacion  aprovecha  a  la 
posteridad  lejítima  de  los  hijos  lejitimados. 

Si  es  muerto  el  hijo  que  se  lejitima,  se 
hará  la  notificación  a  sus  descendientes 
lejítimos;  los  cuales  podrán  aceptarla  o 
repudiarla  con  arreglo  a  los  artículos  pre- 
cedentes. 

214.  Los  lejitimados  por  matrimonio 
posterior  son  iguales  en  todo  a  los  lej  i  ti- 
mos concebidos  en  matrimonio. 

Pero  el  beneficio  de  la  lejitimacion  no  se 
retrotrae  a  una  fecha  anterior  al  matrimo- 
nio que  la  produce. 

Así  el  derecho  de  priraojenitura  de  un 
hijo  no  se  pierde  por  la  lejitimacion  poste- 
rior de  otro  hijo,  de  cualquiera  edad  que 
éste  sea. 

215.  La  designación  de  hijos  lejítimos, 
aun  con  la  calificación  de  nacidos  de  lejiti- 
ino  matrimonio,  se  entenderá  comprender 
a  los  lejitimados,  tanto  en  las  leyes  i  de- 
cretos, como  en  los  actos  testamentarios  i 
en  los  contratos;  salvo  que  se  esceptúe  se- 
ñalada i  espresamente  a  los  lejitimados. 

216.  La  lejitimacion  del  que  ha  nacido 
después  de  celebrado  el  matrimonio,  no 
podrá  ser  impugnada  sino  por  las  mismas 
personas  i  de  la  misma  manera  que  la 
lejiíimidad  del  concebido  en  matrimonio. 

217.  En  los  demás  casos  podrá  impug- 
narse la  lejitimacion  probando  alguna  de 
las  causas  siguientes: 

1.*  Que  el  lejitimado  no  ha  podido  tener 
por  padre  al  lejitimante,  según  el  articu- 
lo 76; 

2.*  Que  el  lejitimado  no  ha  tenido  por 
madre  a  la  lejitimante:  sujetándose  esta 
alegación  a  lo  dispuesto  en  el  titulo  De  la 
maternidad  disputada; 

3.*  Que  el  matrimonio  no  ha  podido 
producir  la  lejitimacion,  según  alguno  de 
los  artículos  .Í03,  2n4  i  205; 

4.*  Que  no  se  ha  otorgado  la  lejitima- 
cion en  tiempo  hábil,  según  el  art.  208,  in- 
ciso tercero. 

No  serán  oidos  contra  la  lejitimacion 
sino  los  que  prueben  un  interés  actual  en 
ello,  i  los  ascendientes  lejítimos  del  padre 
o  madre  lejitimantes,  éstos  en  sesenta  dias 
contados  desde  que  tuvieron  conocimiento 
de  la  lejitimacion;  aquéllos  en  los  trescien- 
tos días  subsiguientes  a  la  fecha  en  que  tu- 
vieron interés  actual  i  pudieron  hacer  va- 
ler su  derecho. 
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218.  Solo  el  supuesto  lejitimado,  i  en 
el  caso  del  art.  213  sus  descendientes  leji- 
timos  llamados  inmediatamente  al  benefi- 
cio de  la  lejitimacion  ,  tendrán  derecho 
p;ira  impugnarla,  por  haberse  omitido  la 
notificación  o  la  aceptación  prevenidas  en 
los  artículos  209,  211  i  213. 

TlTtJI>0  IX 

De  lu!t  derecho.*  i  olilisacioncs  entre  los 
padre»)  i  lo.s  Iiij(>.<«  lejitimos. 

219.  Los  hijos  lejitimos  deben  respeto 
i  obediencia  a  su  padre  i  su  madre;  pero 
estarán  especialmente  sometidos  a  su  pa- 
dre. 

220.  Aunque  la  emancipación  dé  al 
hijo  el  derecho  de  obrar  independiente- 
temente,  queda  siempre  obligado  a  cuidar 
de  los  padres  en  su  ancianidad,  en  el  esta- 
do de  demencia,  i  en  todas  las  circunstan- 
cias de  la  vida  en  que  necesitaren  sus  au- 
silios. 

221.  Tienen  derecho  al  mismo  socorro 
todos  los  demás  ascendientes  lejitimos,  en 
caso  de  inesistencia  o  de  insuBciencia  de 
los  inmediatos  descendientes. 

222.  Toca  de  consuno  a  los  padres,  o 
al  padre  o  madre  sobreviviente,  el  cuidado 
personal  de  la  crianza  i  educación  de  sus 
hijos  lejitimos. 

223.  A  la  madre  divorciada,  haya  dado 
o  no  motivo  al  divorcio,  toca  el  cuidar  per- 
sonalmente de  los  hijos  menores  de  cinco 
años,  sin  distinción  de  sexo,  i  de  las  hijas 
de  toda  edad.  Sin  embargo,  no  se  le  con- 
fiará el  cuidado  de  los  hijos  de  cualquiera 
edad  o  sexo,  cuando  por  la  depravación  de 
la  madre  sea  de  temer  que  se  pervientan; 
lo  que  siempre  se  presumirá,  si  ha  sido  el 
adulterio  de  la  madre  lo  que  ha  dado  cau- 
sa al  divorcio. 

En  estos  casos,  o  en  el  de  hallarse  inha- 
bilitada por  otra  causa,  podrá  confiarse  el 
cuidado  personal  de  todos  los  hijos  de  uno 
i  otro  sexo  al  padre. 

224.  Toca  al  padre,  durante  el  divor- 
cio, el  cuidado  personal  de  los  hijos  varo- 
nes, desde  que  han  cumplido  cinco  años; 
salvo  que  por  la  depravación  del  padre,  o 
por  otras  causas  de  inhabilidad,  prefiera 
el  juez  confiarlos  a  la  madre. 

225.  Podrá  el  juez,  en  el  caso  de  inha- 
bilidad física  o  moral  de  ambos  padres, 
confiar  el  cuidado  personal  de  los  hijos  a 
otra  persona  o  personas  competentes. 

En  la  elección  de  estas  personas  se  pre- 
ferirá a  los  consanguíneos  mas  próximos, 
i  sobre  todo  a  los  ascendientes  lejitimos. 

226.  El  juez  procederá  para  todas  estas 


resoluciones  breve  i  sumariamente,  oyen- 
do a  los  parientes. 

227.  Al  padre  o  madre  de  cuyo  cuida- 
do personal  se  sacaren  los  hijos,  no  por 
eso  se  prohibirá  visitarlos,  con  la  frecuen- 
cia i  libertad  que  el  juez  juzgare  conve- 
nientes. 

228.  Los  gastos  de  crianza,  educación 
i  establecimiento  de  los  hijos  lejitimos, 
pertenecen  a  la  sociedad  conyugal,  según 
las  reglas  que  tratando  de  ella  se  dirán. 

Si  la  mujer  está  separada  de  bienes,  co- 
rrerán dichos  gastos  por  cuenta  del  mari- 
do, contribuyendo  la  mujer  en  la  propor- 
ción que  el  juez  designare;  i  estará  obliga- 
da a  contribuir  aun  la  mujer  divorciada 
que  no  haya  dado  cau^a  al  divorcio. 

Pero  si  un  hijo  tuviere  bienes  propios, 
los  gastos  de  su  establecimiento,  i  en  caso 
necesario,  los  de  su  crianza  i  educación, 
podrán  sacarse  de  ellos,  conservándose  ín- 
tegros los  capitales  en  cuanto  sea   posible. 

229.  Muerto  uno  de  los  padres ,  los 
gastos  de  la  crianza,  educación  i  estableci- 
miento de  los  hijos,  tocarán  al  sobrevivien- 
te en  los  términos  del  inciso  final  del  pre- 
cedente artículo. 

230.  Las  resoluciones  del  juez  bajo  los 
respectos  indicados  en  los  artículos  ante- 
riores, se  revocarán  por  la  cesación  de  la 
causa  que  haya  dado  motivo  a  ellas;  i  po- 
drán también  modificarse  o  revocarse  por 
el  juez  en  todo  caso  i  tiempo,  si  sobreviene 
motivo  justo. 

231.  La  obligación  de  alimentar  i  edu- 
car al  hijo  que  carece  de  bienes,  pasa,  por 
la  falta  o  insuficiencia  de  los  padres,  a  los 
abuelos  lejitimos  por  una  i  otra  linea,  con- 
juntamente. 

El  juez  reglará  la  contribución,  tomadas 
en  consideración  las  facultades  de  los  con- 
tribuyentes, i  podrá  de  tiempo  en  tiempo 
modificarla,  según  las  circunstancias  que 
sobrevengan. 

232.  Si  el  hijo  de  menor  edad,  ausente 
de  la  casa  paterna,  se  halla  en  urjente  ne- 
cesidad, en  que  no  puede  ser  asistido  por 
el  padre,  se  presumirá  la  autorización  de 
éste  para  las  suministraciones  que  se  le 
hagan,  por  cualquier  persona,  en  razón  de 
alimentos,  habida  consideración  ala  fortu- 
na i  rango  social  del  padre. 

Pero  si  ese  hijo  fuere  de  mala  conducta, 
o  si  hubiere  motivo  de  creer  que  anda  au- 
sente sin  consentimiento  del  padre,  no  val- 
drán contra  el  padre  estas  suministracio- 
nes, sino  en  cuanto  fueren  absolutamente 
necesarias  para  la  física  subsistencia  per- 
sonal del  hijo. 

El  que  haga  las  suministraciones  deberá. 
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dar  noticia  de  ellas  al  padre  lo  mas  pronto 
que  fuere  posible.  Toda  omisión  volunta- 
ria en  este  punto  hará  cesar  la  responsa- 
bilidad del  padre. 

Lo  dicho  del  padre  en  los  incisos  prece- 
dentes se  estiende  en  su  caso  á  la  madre, 
o  a  la  persona  a  quien,  por  muerte  o  inha- 
bilidad de  los  padres,  toque  la  sustentación 
del  hijo. 

233.  El  padre  tendrá  la  facultad  de  co- 
rrejir  i  castigar  moderadamente  a  sus  hi- 
jos, i  cuando  esto  no  alcanzare,  podrá  im- 
ponerles la  pena  de  detención  hasta  por  un 
mes  en  un  establecimiento  correccional. 

Bastará  al  efecto  la  demanda  del  padre, 
i  el  juez  en  virtud  de  ella  espedirá  la  orden 
de  arresto. 

Pero  si  el  hijo  hubiere  cumplido  diez  i 
seis  años,  no  ordenará  el  juez  el  arresto, 
sino  después  de  calificar  los  motivos,  i  po- 
drá estenderlo  hasta  por  seis  meses  a  lo 
mas. 

El  padre  podrá  a  su  arbitrio  hacer  cesar 
el  arresto. 

234.  Los  derechos  concedidos  al  padre 
en  el  artículo  precedente  se  estienden,  en 
ausencia,  inhabilidad  o  muerte  del  padre, 
a  la  madre  o  a  cualquiera  otra  persona  a 
quien  corresponda  el  cuidado  personal  del 
hijo;  pero  nunca  se  ejercerán  contra  el 
hijo  mayor  de  veinte  i  cinco  años,  o  habi- 
litado de  edad. 

235.  El  padre,  i  en  su  defecto  la  ma- 
dre, tendrán  el  derecho  de  elejir  el  estado 
o  profesión  futura  del  hijo,  i  de  dirijir  su 
educación  del  modo  que  crean  mas  conve- 
niente para  él. 

Pero  no  podrán  obligarle  a  que  se  case 
contra  su  voluntad. 

Ni,  llegado  el  hijo  a  la  edad  de  veinte  i 
un  años,  podrán  oponerse  a  que  abrace 
una  carrera  honesta,  mas  de  su  gusto  que 
la  elejida  para  él  por  su  padre  o  madre. 

236.  El  derecho  que  por  el  artículo  an- 
terior se  concede  al  padre  o  madre,  cesará 
respecto  de  los  hijos  que,  por  la  mala  con- 
ducta del  padre  o  madre,  hayan  sido  saca- 
dos de  su  poder  i  confiados  a  otra  persona; 
la  cual  ejercerá  este  derecho  con  anuencia 
del  tutor  o  curador,  si  ella  misma  no  lo 
fuere. 

237.  Los  derechos  concedidos  a  los  pa- 
dres lejítimos  en  los  artículos  precedentes, 
no  podrán  reclamarse  sobre  el  hijo  que 
haya  sido  llevado  por  ellos  a  la  Casa  de 
Espósitos  o  abandonado  de  otra  manera. 

238.  En  la  misma  privación  de  dere- 
chos incurrirán  los  padres  que  por  su  mala 
conducta  hayan  dado  motivo  a  la  provi- 
dencia de  separar  a  los  hijos  de  su  lado; 


a  menos  que  ésta  haya  sido  después  revo- 
cada. 

239.  Si  el  hijo  abandonado  por  sus  pa- 
dres hubiera  sido  alimentado  i  criado  por 
otra  persona,  i  quisieren  sus  padres  sacar- 
le del  poder  de  ella,  deberán  pagarla  los 
costos  de  su  crianza  i  educación,  tasados 
por  el  juez. 

TITULO  X 

De  la  patria  pittestad. 

240.  Líi  patria  potestad  es  el  conjun- 
to de  derechos  que  la  lei  da  al  padre  lejiti- 
mo  sobre  sus  hijos  no  emancipados.  Estos 
derechos  no  pertenecen  a  la  madre. 

Los  hijos  de  cualquiera  edad,  no  ema,n- 
cipados,  se  llaman  hijos  de  fainiiia,  i  el 
padre  con  relación  á  ellos,  padre  de  fa- 
rn  i  lia . 

241.  Lalejitimacion  pone  fin  a  la  guar- 
da en  que  se  hallare  el  lejitimado,  i  da  al 
padre  lejitimante  la  patria  potestad  sobre 
el  menor  de  veinte  i  cinco  años  no  habili- 
tado de  edad. 

242.  La  patria  potestad  no  se  estiende 
al  hijo  que  ejerce  un  empleo  o  cargo  pú- 
blico, en  los  actos  que  ejecuta  en  razón  de 
su  empleo  o  cargo.  Los  empleados  públi- 
cos menores  de  edad  son  considerados 
como  mayores  en  lo  concerniente  a  sus  em- 
pleos. 

243.  El  padre  goza  del  usufructo  de  to- 
dos los  bienes  del  hijo  de  familia,  esceptua- 
dos  los  siguientes: 

1 ."  Los  bienes  adquiridos  por  el  hijo  en 
el  ejercicio  de  todo  empleo,  de  toda  profe- 
sión liberal,  de  toda  industria,  de  todo  ofi- 
cio mecánico; 

2.°  Los  bienes  adquiridos  por  el  hijo  a 
título  de  donación,  herencia  o  legado, 
cuando  el  donante  o  testador  ha  dispuesto 
espre-íamente  que  tenga  el  usufructo  de 
estos  bienes  el  hijo,  i  no  el  padre; 

3.°  Las  herencias  o  legados  que  hayan 
pasado  al  hijo  por  incapacidad  o  indigni- 
dad del  padre,  o  por  haber  sido  éste  des- 
heredado. 

Los  bienes  comprendidos  bajo  el  núme- 
ro 1."  forman  el  peculio  profesional  o  in- 
dustrial del  hijo;  aquellos  en  que  el  hijo 
tiene  la  propiedad  i  el  padre  el  derecho  de 
usufructo,  forman  el  peculio  adventicio 
ordinario;  los  comprendidos  bajo  los  nú- 
meros 2  i  3,  el  peculio  adventicio  estraordi- 
nario. 

Se  llama  usufructo  legal  del  padre  de 
familia  el  que  le  concede  la  lei. 

244.  El  padre  no  goza  del  usufructo  le- 
gal sino  hasta  la  emancipación  del  hijo. 
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245.  El  padre  de  familia  no  es  obliga- 
do, en  razon.de  su  usufructo  legal,  a  la  fían- 
za  o  caución  que  jeneralmente  deben  dar 
los  usufructuarios  para  la  conservación  ¡ 
restitución  de  la  cosa  fructuaria. 

246.  El  hijo  de  familia  se  mirará  como 
emancipado,  i  habilitado  de  edad,  para  la 
administración  i  goce  de  su  peculio  profe- 
sional o  industrial. 

247.  El  padre  administra  los  bienes 
del  hijo,  en  que  la  lei  le  concede  el  usu- 
fructo. 

No  tiene  esta  administración  en  las  co- 
sas donadas,  heredadas  o  legadas  bajo  la 
condición  de  que  no  las  administre  el  pa- 
dre. 

Ni  en  las  herencias  o  legados  que  hayan 
pasado  al  hijo  por  incapacidad  o  indigni- 
dad del  padre,  o  por  haber  sido  éste  des- 
heredado. 

248.  La  condición  de  no  administrar  el 
padre,  impuesta  por  el  donante  o  testador, 
no  se  entiende  que  le  priva  del  usufructo, 
ni  la  que  le  priva  del  usufructo  se  entiende 
que  le  quita  la  administración,  a  menos  de 
espresarse  lo  uno  i  lo  otro  por  el  donante  o 
testador. 

249.  El  padre  de  familia  que,  como  tal, 
administra  bienes  del  hijo,  no  es  obligado 
a  hacer  inventario  solemne  de  ellos,  mien- 
tras no  pasare  a  otras  nupcias;  pero  si  no 
hace  inventario  solemne,  deberá  llevar  una 
descripción  circunstanciada  de  dichos  bie- 
nes desde  que  empiece  a  administrarlos. 

250.  El  padre  de  familia  es  responsa- 
ble, en  la  administración  de  los  bienes  del 
hijo,  hasta  de  la  culpa  leve. 

La  responsabilidad  del  padre  para  con  el 
hijo  se  estiende  a  la  propiedad  i  a  los  fru- 
tos, en  aquellos  bienes  del  hijo  en  que  tie- 
ne la  administración,  pero  no  el  usufructo; 
i  se  limita  a  la  propiedad  en  los  bienes  de 
que  es  administrador  i  usufructuario. 

251.  Habrá  derecho  para  quitar  al  pa- 
dre de  familia  la  administración  de  los  bie- 
nes del  hijo,  cuando  se  haya  hecho  culpa- 
ble de  dolo,  o  de  grave  neglijencia  habi- 
tual. 

Perderá  el  padre  la  administración  de  los 
bienes  del  hijo  siempre  que  se  suspenda  la 
patria  potestad  por  decreto  judicial. 

252.  No  teniendo  el  padre  la  adminis- 
tración del  todo  o  parte  del  peculio  adven- 
ticio ordinario  o  estraordinario,  se  dará  al 
hijo  un  curador  para  esta  administración. 

Pero  quitada  al  padre  la  administración 
de  aquellos  bienes  del  hijo  en  que  la  lei  le 
da  el  usufructo,  no  dejará  por  esto  de  tener 
derecho  a  los  frutos  líquidos,  deducidos  los 
gastos  de  administración. 


253.  Los  actos  y  contratos  del  hijo  de 
familia  no  autorizados  por  el  padre,  o  por 
el  curador  adjunto,  en  el  caso  del  articulo 
precedente,  le  obligarán  esclusivamente  en 
su  peculio  profesional  o  industrial. 

Pero  no  podrá  tomar  dinero  a  interés,  ni 
comprar  al  fiado  (escepto  en  el  jiro  ordina- 
rio de  dicho  peculio)  sin  autorización  es- 
crita del  padre.  I  si  lo  hiciere,  no  será 
obligado  por  estos  contratos,  sino  hasta  la 
concurrencia  del  beneficio  que  haya  repor- 
tado de  ellos. 

254.  Los  actos  y  contratos  que  el  hijo 
de  familia  celebre  fuera  de  su  peculio  pro- 
fesional o  industrial,  i  que  el  padre  autori- 
ce o  ratifique  por  escrito,  obligan  directa- 
mente al  padre^  i  subsidiariamente  al  hijo, 
hasta  la  concurrencia  del  beneficioqueéste 
hubiere  reportado  de  dichos  actos  o  con- 
tratos 

255.  No  se  podrán  enajenar  ni  hipote- 
car en  caso  alguno  los  bienes  raices  del 
hijo,  aun  pertenecientes  a  su  peculio  pro- 
fesional (1),  sin  autorización  del  juez  con 
conocimiento  de  causa. 

256.  No  podrá  el  padre  hacer  donación 
de  ninguna  parte  de  los  bienes  del  hijo,  ni 
darlos  en  arriendo  por  largo  tiempo,  ni 
aceptar  o  repudiar  una  herencia  deferida 
al  hijo,  sino  en  la  forma  i  con  las  limita- 
ciones impuestas  a  los  tutores  i  curadores. 

257.  Siempre  que  el  hijo  de  familia 
tenga  que  litigar  como  actor  contra  su  pa- 
dre, le  será  necesario  obtener  la  venia  del 
juez,  i  éste  al  otorgarla,  le  dará  un  cura- 
dor para  la  litis. 

258.  El  hijo  de  familia  no  puede  pare- 
cer en  juicio  como  actor,  contra  un  terce- 
ro, sino  autorizado  o  representado  por  el 
padre. 

Si  el  padre  de  familia  niega  su  consenti- 
miento al  hijo  para  la  acción  civil  que  el 
hijo  quiere  intentar  contra  un  tercero,  o  si 
está  inhabilitado  para  prestarlo,  podrá  el 
juez  suplirlo,  i  al  hacerlo  así  dará  al  hijo 
un  curador  para  la  litis. 

259.  En  las  acciones  civiles  contra  el 
hijo  de  familia  deberá  el  actor  dirijirse  al 
padre,  para  que  autorice  o  represente  al 
hijo  en  la  litis. 

Si  el  padre  no  pudiere  o  no  quisiere 
prestar  su  autorización  o  representación, 
podrá  el  juez  suplirla,  i  dará  al  hijo  un  cu- 
rador para  la  litis. 

260.  No  será  necesaria  la  intervención 
paterna  para  proceder  criminalmente  con- 


(1)  Algunos ,  como  el  Sr.  Bello,  entienden  que 
después  de  la  palabra  «profesional»  de bia  agregar- 
se «ó  industrial». 
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tra  el  hijo;  pero  el  padre  será  obligado  a 
suministrarle  los  auxilios  que  necesite 
para  su  defensa. 

261.  El  hijo  de  familia  no  necesita  de 
la  autorización  paterna,  para  disponer  de 
sus  bienes  por  acto  testamentario  que  haya 
de  tener  efecto  después  de  su  muerte. 

262.  La  patria  potestad  se  suspende 
por  la  prolongada  demencia  del  padre,  por 
estar  e!  padre  en  entredicho  de  adminis- 
trar sus  propios  bienes,  i  por  larga  ausen- 
cia del  padre,  de  la  cual  se  siga  perjuicio 
grave  en  los  intereses  del  hijo,  a  que  el 
padre  ausente  no  provee. 

263.  La  suspensión  de  la  patria  po- 
testad deberá  ser  decretada  por  el  juez  con 
conocimiento  de  causa  i  después  de  oídos 
sobre  ellos  los  parientes  del  hijo  i  el  de- 
fensor de  menores. 

TITL'IiO   ^1 

De  la  emancipación. 

264.  La  emancipación  es  un  hecho 
que  pone  íin  a  la  patria  potestad.  Puede 
ser  voluntaria,  legal  o  judicial. 

265.  La  emancipación  voluntaria  se 
efectúa  por  instrumento  público,  en  que  el 
padre  declara  emancipar  al  hijo  adulto,  i 
el  hijo  consiente  en  ello. 

No  valdrá  la  emancipación  si  no  es  au- 
torizada por  el  juez  con  conocimiento  de 
causa. 

266.  La  emancipación  /c^a/ se  efectúa: 
1.°     Por  la  muerte  natural  o  civil  del 

padre,  i  por  la  muerte  civil  del  hijo; 

2."     Por  el  matrimonio  del  hijo; 

3."  Por  haber  cumplido  el  hijo  la  edad 
de  veinte  i  cinco  años; 

4.°  Por  el  decreto  que  da  la  posesión 
de  los  bienes  del  padre  desaparecido. 

267.  LaemancipacionyarfíCíaZse  efec- 
túa por  decreto  de  juez: 

1.°  Cuando  el  padre  maltrata  babitual- 
mente  al  hijo,  en  términos  de  poner  en  pe- 
ligro su  vida  o  de  causarle  grave  daño; 

2.°  Cuando  el  padre  ha  abandonado  al 
hijo; 

3."  Cuando  la  depravación  del  padre  le 
hace  incapaz  de  ejercer  la  patria  potestad. 

En  los  tres  casos  anteriores  podrá  el  juez 
proceder  a  petición  de  cualquiera  consan- 
guíneo del  hijo,  i  aun  de  oficio; 

4.°  Se  efectúa  asimismo  la  emancipa- 
ción judicial  por  toda  sentencia  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada,  que  declare  al 
padre  culpable  de  un  crimen  a  que  se  apli- 
que la  pena  de  esposicion  a  la  vergüenza  pú- 
blica, o  la  de  cuatro  años  de  reclusión  o  pre- 
sidio, u  otra  de  igual  o  mayor  gravedad. 


La  emancipación  tendrá  efecto  sin  em- 
bargo de  cualquier  indulto  que  recaiga  so- 
bre la  pena;  a  menos  que  en  el  indulto  se 
comprenda  espresamente  la  conservación 
de  la  patria  potestad. 

268.  Cuando  se  hace  al  hijo  una  do- 
nación, o  se  le  deja  una  herencia  o  legada 
bajo  condición  de  obtener  la  emancipa- 
ción, no  tendrá  el  padre  el  usufructo  de 
estos  bienes,  i  se  entenderá  cumplir  así 
la  condición. 

Tampoco  tendrá  la  administración  de 
estos  bienes,  si  así  lo  exije  espresamente  el 
donante  o  testador. 

269.  Toda  emancipación,  unavezefec- 
tuada,  es  irrevocable,  aun  por  causa  de 
ingratitud. 

TITULO    ILVk 

De  lus  hijos  naturales. 

270.  Los  hijos  nacidos  fuera  de  matri- 
monio, no  siendo  de  dañado  ayuntamien- 
to, podrán  ser  reconocidos  por  sus  padres 
o  por  uno  de  ellos,  i  tendrán  la  calidad  le- 
gal de  hijos  naturales,  respecto  del  padre 
o  madre  que  los  haya  reconocido. 

271.  El  reconocimiento  es  un  acto  li- 
bre i  voluntario  del  padre  o  madre  que  re- 
conoce. 

272.  El  reconocimiento  deberá  hacer- 
se por  instrumento  público  entre  vivos,  o 
por  acto  testamentario. 

Si  es  uno  solo  de  los  padres  el  que  reco- 
noce, no  será  obligado  a  espresar  la  per- 
sona en  quien,  o  de  quien,  hubo  al  hijo  na- 
tural. 

273.  El  reconocimiento  del  hijo  natu- 
ral debe  ser  notificado,  i  aceptado  o  repu- 
diado, de  la  misma  manera  que  lo  seria  la 
lejitimacion,  según  el  título  De  l.os  legiti- 
mados por  matrimonio  posterior  a  la  con- 
cepción. 

274.  Los  hijos  naturales  no  tienen  res- 
pecto del  padre  o  madre  que  los  ha  reco- 
nocido con  las  solemnidades  legales,  otros 
derechos  que  los  que  espresamente  les  con- 
ceden las  leyes. 

Con  respecto  al  padre  o  madre  que  no 
los  ha  reconocido  de  este  modo,  se  consi- 
derarán simplemente  como  ilejitimos. 

275.  El  reconocimiento  podrá  ser  im- 
pugnado por  toda  persona  que  pruebe  in- 
terés actual  en  ello. 

En  la  impugnación  deberá  probarse  al- 
guna de  las  causas  que  en  seguida  se  es- 
presan: 

1.*  y  2.'  La  primera  i  segunda  de  las 
que  se  señalan  para  impugnar  la  lejitima- 
cion  en  el  artículo  217; 
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3.'  Haber  sido  concebido,  según  el  ar- 
tículo 76,  cuando  el  padre  o  madre  estaba 
casado; 

4.*  Haber  sido  concebido  en  dañado 
ayuntamiento,  calificado  de  tal  por  sen- 
tencia ejecutoriada  en  los  términos  del  ar- 
ticulo 964; 

b.'^  No  haberse  otorgado  el  reconoci- 
miento en  la  forma  prescrita  en  el  artícu- 
lo 272,  inciso  primero. 

TITULO  XIII 

Oe   las    ubligacíoiie!^   I   derechos   entre  los 
padres  i  los  hijos  naturales. 

276.  Las  obligaciones  de  los  hijos  leji- 
timos  para  con  sus  padres,  espresadas  en 
los  artículos  219  i  220,  se  estienden  al  hijo 
natural  con  respecto  al  padre  o  madre  que 
le  haya  reconocido  con  las  formalidades 
legales,  i  si  ambos  le  han  reconocido  de 
este  modo,  estará  especialmente  sometido 
al  padre. 

277.  Es  obligado  á  cuidar  personal- 
mente de  los  hijos  naturales  el  padre  o  ma- 
dre que  los  haya  reconocido,  en  los  mismos 
términos  que  lo  sería  el  padre  o  madre  le- 
jítimos,  según  el  artículo  222. 

278.  Lo  dispuesto  en  los  artículos  223, 
224,  225,  226  i  227,  respecto  de  los  cónyu- 
jes  divorciados,  se  aplica  á  los  padres  na- 
turales. 

Pero  la  persona  casada  no  podrá  tener 
a  un  hijo  natural  en  su  casa  sin  el  consen- 
timiento de  su  mujer  o  marido. 

279.  Incumben  al  padre  o  madre  que 
ha  reconocido  al  hijo  natural  los  gastos  de 
su  crianza  i  educación. 

Se  incluirán  en  ésta,  por  lo  menos,  la 
enseñanza  primaria,  i  el  aprendizaje  de 
una  profesión  u  oficio. 

Si  ambos  padres  le  han  reconocido,  re- 
glará el  juez  en  caso  necesario,  lo  que  cada 
uno  de  ellos,  según  sus  facultades  i  cir- 
cunstancias, deba  contribuir  para  la  crian- 
za i  educación  del  hijo. 

El  inciso  tercero  del  artículo  228  es  apli- 
cable a  los  bienes  de  los  hijos  naturales. 

Son  igualmente  aplicables  a  los  padres  e 
hijos  naturales  las  disposiciones  de  los  ar- 
tículos 229,  230  i  232  hasta  el  239  inclusive. 

TITULO   XIT 

De  Ion  hijos  ilejítimos  no  reconocidos 
solemnemente. 

280.  El  hijo  ilejítimo  que  no  ha  sido 
reconocido  voluntariamente  con  las  for- 
malidades legales,  no  podrá  pedir  que  su 
padre  o  madre  le  reconozca,  sino  con  el 
.solo  objeto  de  exijir  alimentos. 


281.  Podrá  entablar  la  demanda,  a 
nombre  de  un  impúber,  cualquiera  perso- 
na que  probare  haber  cuidado  de  su 
crianza. 

Los  menores  de  veinte  i  cinco  años  se- 
rán asistidos  en  esta  demanda  por  su  tutor 
o  cui'ador  jeneral,  o  por  un  curador  espe- 
cial. 

282.  Por  parte  del  hijo  ilejítimo  habrá 
derecho  a  que  el  supuesto  padre  sea  citado 
ante  el  juez  a  declarar  bajo  juramento  si 
cree  serlo;  espresándose  en  la  citación  el 
objeto  de  ella. 

283.  Si  el  demandado  no  comparecie- 
re pudiendo,  i  se  hubiere  repetido  una  vez 
la  citación,  espresándose  el  objeto,  se  mi- 
rará como  reconocida  la  paternidad. 

284.  No  es  admisible  la  indagación  o 
presunción  de  paternidad  por  otros  me- 
dios que  los  espresados  en  los  dos  artículos 
precedentes. 

285.  Si  el  demandado  confesare  que 
se  cree  padre,  o  según  lo  dispuesto  en  el 
artículo  283  se  mirare  como  reconocida  la 
paternidad,  será  obligado  a  suministrar 
alimentos  al  hijo;  pero  solo  en  cuanto  fue- 
ren necesarios  para  su  precisa  subsis- 
tencia. 

No  se  dará  lugar  a  esta  restricción  en  el 
caso  del  artículo  287. 

286.  Ningún  varón  ilejítimo,  que  hu- 
biere cumplido  veinte  i  cinco  años,  i  no  tu- 
viere imposibilidad  física  para  dedicarse  a 
un  trabajo  de  que  pueda  subsistir,  será  ad- 
mitido a  pedir  que  su  padre  o  madre  le 
reconozca  o  le  alimente;  pero  revivirá  la 
acción  si  el  hijo  se  imposfbilitare  posterior- 
mente para  subsistir  de  su  trabajo. 

287.  Si  por  cualesquiera  medios  feha- 
cientes se  probare  rapto,  i  hubiere  sido  po- 
sible la  concepción  mientras  estuvo  la  ro- 
bada en  poder  del  raptor,  será  condenado 
éste  a  suministrar  al  hijo,  no  solamente 
los  alimentos  necesarios  para  su  precisa 
subsistencia,  sino,  en  cuanto  fuere  posible, 
los  que  competan  al  rango  social  déla 
madre. 

El  hecho  de  seducir  a  una  menor,  ha- 
ciéndola dejar  la  casa  de  la  persona  a  cuyo 
cuidado  está,  es  rapto,  aunque  no  se  em- 
plee la  fuerza. 

La  acción,  que  por  este  artículo  se  con- 
cede, espira  en  diez  años,  contados  desde 
la  fecha  en  que  pudo  intentarse. 

288.  El  hijo  ilejítimo  tendrá  derecho  a 
que  su  madre  le  asista  con  los  alimentos 
necesarios,  si  no  pudiere  obtenerlos  del 
padre. 

No  podrá  intentarse  esta  acción  contra 
ninguna  mujer  casada. 
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289.  Si  la  demandada  negare  ser  suyo 
el  hijo,  será  admitido  el  demandante  á  pro- 
barlo con  testimonios  fehacientes  que  esta- 
blezcan el  hecho  del  parto,  i  la  identidad 
del  hijo. 

La  partida  de  nacimiento  o  bautismo  no 
servirá  de  prueba  para  establecer  la  ma- 
ternidad. 

290.  Los  alimentos  suministrados  por 
el  padre  o  la  madre  correrán  desde  la  pri- 
mera demanda;  i  no  se  podrán  pedir  los  co- 
rrespondientes al  tiempo  anterior,  .salvo 
que  la  demanda  .se  dirija  contra  el  padre  i 
se  interponga  durante  el  año  subsiguiente 
al  parto. 

En  este  caso  se  concederán  los  alimentos 
correspondientes  a  todo  ese  año,  incluyen- 
do las  espensas  del  parto,  tasadas,  si  nece- 
sario fuere,  por  el  juez. 

291.  Ne  será  oido  el  padre  ilejitimo 
que  demande  alimentos  en  este  carácter. 

Pero  será  oida  la  madre  que  pida  ali- 
mentos al  hijo  ilejitimo,  a  menos  que  éste 
haya  sido  abandonado  por  ella  en  su  in- 
fancia. 

292.  Los  procedimientos  judiciales  a 
que  diere  lugar  la  demanda  del  hijo  ilejiti- 
mo, serán  verbales,  i  si  el  juez  lo  estimare 
conveniente,  secretos. 

En  el  caso  del  artículo  287  procederá  el 
juez  con  pleno  conocimiento  de  causa. 

TÍTUE,0  XY 

De  la  m»t<írnidad  disputada. 

293.  La  maternidad,  estoes,  el  hecho 
de  ser  una  mujer  la  verdadera  madre  del 
hijo  que  pasa  por  suyo,  podrá  ser  impug- 
nada, probándose  falso  parto,  o  suplanta- 
ción del  pretendido  hijo  al  verdadero.  Tie- 
nen el  derecho  de  impugnarla: 

1.°  El  marido  de  la  supuesta  madre  i  la 
misma  madre  supuesta,  para  desconocer  la 
lejitimidad  del  hijo; 

2.*  Los  verdaderos  padre  i  madre  leji- 
timos  del  hijo,  para  conferirle  a  él  o  a  sus 
descendientes  lejítimos,  los  derechos  de  fa- 
milia en  la  suya; 

3.*  La  verdadera  madre,  aunque  ilejí- 
tima,  para  exijir  alimentos  al  hijo  en  con- 
formidad al  artículo  291,  inciso  segundo. 

294.  Las  personas  designadas  en  el  ar- 
ticulo precedente  no  podrán  impugnar  la 
maternidad,  después  de  trascurridos  diez 
años,  contados  desde  la  fecha  deV^rto. 

Con  todo,  en  el  caso  de  salir  inopinada- 
mente a  luz  algún  hecho  incompatible  con 
la  maternidad  putativa,  podrá  subsistir  o 
revivir  la  acción  anterior  por  un  bienio. 


contado  desde  la  revelación  justificada  del 
hecho . 

295.  Se  concederá  también  esta  acción 
a  toda  otra  persona  a  quien  la  maternidad 
putativa  perjudique  actualmente  en  sus 
derechos  sobre  la  sucesión  testamentaria, 
o  abintestato,  de  los  supuestos  padre  o  ma- 
dre. 

Esta  acción  espirará  a  los  sesenta  días 
contados  desde  aquel  en  que  el  actor  haya 
sabido  el  fallecimiento  de  dichos  padre  o 
madre. 

Trascurridos  dos  años,  no  podrá  alegar- 
se ignorancia  del  fallecimiento. 

296.  A  ninguno  de  los  que  hayan  te- 
nido parte  en  el  fraude  de  falso  parto  o  de 
suplantación,  aprovechará  en  manera  al- 
guna el  descubrimiento  del  fraude,  ni  aun 
para  ejercer  sobre  el  hijo  los  derechos  de 
]3atria  potestad,  o  para  exijirle  alimentos, 
o  para  suceder  en  sus  bienes  por  causa  de 
muerte. 

TITtJI.O  XYI 

■e  la  habilitación  de  edad. 

297.  La  habiLitacion  de  edad  es  ün 
privilejio  concedido  a  un  menor  para  que 
pueda  ejecutar  todos  los  actos  i  contraer 
todas  las  oblio-aciones  de  que  son  capaces 
los  mayores  de  veinte  i  cinco  años,  escep- 
to  aquellos  actos  u  obligaciones  de  que  una 
lei  espresa  le  declare  incapaz. 

298.  Los  varones  casados  que  han 
cumplido  veinte  i  un  años  obtienen  habili- 
tación de  edad  por  el  ministerio  de  la  lei. 

En  los  demás  casos  la  habilitación  de 
edad  es  otorgada  por  el  competente  majis- 
trado.a  petición  del  menor. 

299.  No  pueden  obtener  habilitación 
de  edad  por  el  majistrado  las  mujeres  que 
viven  bajo  potestad  marital,  aunque  estén 
separadas  de  bienes;  ni  los  hijos  de  fami- 
lia; ni  los  menores  de  veinte  i  un  años,, 
aunque  hayan  sido  emancipados. 

300.  No  podrá  el  majistrado  conceder 
la  habilitación  de  edad,  sin  haber  oído  so- 
bre ello  a  los  parientes  del  menor  que  la 
solicita,  a  su  curador,  i  al  defensor  de  me- 
nores. 

301.  La  habilitacioH  de  edad  pone  fín 
a  la  curaduría  del  menor. 

302.  Esta  habilitación  no  se  estiende  a 
los  derechos  políticos. 

303.  El  menor  habilitado  de  edad  no 
podrá  enajenar  o  hipotecar  sus  bienes  rai- 
ces ni  aprobar  las  cuentas  de  su  tutor  o  cu- 
rador, sin  autorización  judicial,  ni  se  con- 
cederá esta  autorización  sin  conocimiento 
de  causa. 
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INSTITUCIONES   POLÍTICAS   Y   JURÍDICAS 


La  enajenación  de  dichos  bienes  raices, 
auiorizada  por  el  juez,  se  hará  en  pública 
subasta. 

TITULO  XVII 
De  las  pruebas»  del  e.<!«tado  civil. 

304. '  El  estado  ciciL  es  la  calidad  de  un 
individuo,  en  cuanto  le  habilita  para  ejer- 
cer ciertos  derechos  o  contraer  ciertas 
obligaciones  civiles. 

305.  El  estado  civil  de  casado  o  viudo, 
i  de  padre  o  hijo  lejitimo,  podrá  probarse 
por  las  respectivas  partidas  de  matrimonio, 
de  nacimiento  o  bautismo,  i  de  muerte. 

El  estado  civil  de  padre  o  madre  o  hijo 
natural  deberá  probarse  por  el  instrumen- 
to que  al  efecto  hayan  otorgado  ambos  pa- 
dres o  uno  de  ellos,  según  lo  dicho  en  el 
titulo  De  los  hijos  naturales. 

La  edad  i  la  muerte  podrán  probarse  por 
las  respectivas  partidas  de  nacimiento  o 
bautismo,  i  de  muerte. 

306.  Se  presumirán  la  autenticidad  i 
pureza  de  los  documentos  antedichos,  es- 
tando en  la  forma  debida. 

307.  Podrán  rechazarse  los  antedichos 
documentos,  aun  cuando  conste  su  auten- 
ticidad i  pureza,  probando  la  no  identidad 
personal,  esto  es,  el  hecho  de  no  ser  una 
misma  la  persona  a  que  el  documento  se 
refiere  i  la  persona  a  quien  se  pretende 
aplicar. 

308.  Los  antedichos  documentos  ates- 
tiguan la  declaración  hecha  por  los  con- 
trayentes de  matrimonio,  por  los  padres, 
padrinos,  u  otras  personas  en  los  respectivos 
casos;  pero  no  garantizan  la  veracidad  de 
esta  declaración  en  ninguna  de  sus  partes. 

Podrán,  pues,  impugnarse,  haciendo 
constar  que  íue  falsa  la  declaración  en  el 
punto  de  que  se  trata. 

309.  La  falta  de  los  referidos  docu- 
mentos podrá  suplirse  en  caso  necesario 
por  otros  documentos  auténticos,  por  de- 
claraciones de  testigos  que  hayan  presen- 
ciado los  hechos  constitutivos  del  estado 
civil  de  que  se  trata,  i  en  defecto  de  estas 
pruebas,  por  la  notoria  posesión  de  ese  es- 
tado civil. 

310.  La  posesión  notoria  del  estado  de 
matrimonio  consiste  principalmente  en 
haberse  tratado  los  supuestos  cónyuj-?s  co- 
mo marido  i  mujer  en  sus  relaciones  do- 
mésticas i  .sociales;  y  en  haber  sido  la  mu- 
jer recibida  en  ese  carácter  por  los  deudos 
i  amigos  de  su  marido,  i  por  el  vecindario 
de  su  domicilio  en  jeneral. 

311.  La  posesión  notoria  del  estado  de 
hijo  lejitimo  consiste  en  que  sus  padres  le 


hayan  tratado  como  tal,  proveyendo  a  su 
educación  i  establecimiento  de  un  modo 
competente,  i  presentándole  en  ese  carác- 
ter a  sus  deudos  i  amigos;  i  en  que  éstos  i 
el  vecindario  de  su  domicilio  en  jeneral, 
le  hayan  reputado  i  reconocido  como  hijo 
lejitimo  de  tales  padres. 

312.  Para  que  la  posesión  notoria  del 
estado  civil  se  reciba  como  prueba  del  es- 
tado civil,  deberá  haber  durado  diez  años 
continuos,  por  lo  menos. 

313.  La  posesión  notoria  del  estado  ci- 
vil se  proljará  por  un  conjunto  de  testimo- 
nios fidedignos,  que  la  establezcan  de  un 
modo  irrefragable;  particularmente  en  el 
caso  de  no  esplicarse  i  probarse  satisfacto- 
riamente la  falta  de  la  respectiva  partida, 
o  la  pérdida  o  estravio  del  libro  o  rejistro 
en  que  debiera  encontrarse. 

314.  Cuando  fuere  necesario  calificar 
la  edad  de  un  individuo,  para  la  ejecución 
de  actos  o  ejercicio  de  cargos  que  requie- 
ran cierta  edad,  i  no  fuere  posible  hacerlo 
por  documentos  o  declaraciones  que  fijen 
la  época  de  su  nacimiento,  se  le  atribuirá 
una  edad  media  entre  la  mayor  i  la  menor 
que  parecieren  compatibles  con  el  desarro- 
llo i  aspecto  físico  del  individuo. 

El  juez  para  establecer  la  edad  oirá  el 
dictamen  de  facultativos,  o  de  otras  per.so- 
nas  idóneas. 

315.  El  fallo  judicial  que  declara  ver- 
dadera o  falsa  la  lejitimidad  del  hijo,  no 
solo  vale  respecto  de  las  personas  que  han 
intervenido  en  el  juicio,  sino  respecto  de 
todos,  relativamente  a  los  efectos  que  di- 
cha lejitimidad  acarrea. 

La  misma  regla  deberá  aplicarse  al  fallo 
que  declara  ser  verdadera  o  falsa  una  ma- 
ternidad que  se  impugna. 

316.  Para  que  los  fallos  de  que  se  trata 
en  el  articulo  precedente  produzcan  los 
efectos  que  en  él  se  designan,  es  nece- 
sario: 

1.°  Que  hayan  pasado  en  autoridad  de 
cosa  juzgada; 

2.°  Que  se  hayan  pronunciado  contra 
lejitimo  contradictor; 

3."  Que  no  liaya  habido  colusión  en  el 
juicio. 

317.  Lejitimo  contradictor  en  la  cues- 
tión de  paternidad  es  el  padre  contra  el 
hijo,  o  el  hijo  contra  el  padre,  i  en  la  cues- 
tión de  maternidad  el  hijo  contra  la  ma- 
dre, o  la  madre  contra  el  hijo. 

Siempre  que  en  la  cuestión  esté  com- 
prometida la  paternidad  del  hijo  lejitimo, 
deberá  el  padre  intervenir  forzosamente 
en  el  juicio,  so  pena  de  nulidad. 

318.  Los    herederos    representan    al 
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contradictor  lejítimo  que  ha  fallecido  antes 
de  la  sentencia;  i  el  fallo  pronunciado  a 
favor  o  en  contra  de  cualquiera  de  ellos, 
aprovecha  o  perjudica  a  los  coherederos 
que  citados  no  comparecieron. 

319.  La  prueba  de  colusión  en  el  juicio 
no  es  admisible  sino  dentro  de  los  cinco 
años  subsiguientes  ala  sentencia. 

320.  Ni  prescripción  ni  fallo  alguno, 
entre  cualesquiera  otras  personas  que  se 
haya  pronunciado,  podrá  oponerse  a  quien 
se  presente  como  verdadero  padre  o  ma- 
dre del  que  pasa  por  hijo  de  otros,  o  como 
verdadero  hijo  del  padre  o  madre,  que  le 
desconoce. 

Lo  cual  se  entenderá  sin  perjuicio  de  lo 
dispuesto  en  los  artículos  284  i  288,  inciso 
segundo. 

TITfJIiO  Will 

De  lo.<$  alimentóla  (|ue  se  deben  poc  leí 
a  ciertas  periconas. 

321.  Se  deben  alimentos, 
1.°     Al  cónyuje; 

2."    A  los  descendientes  lejítimos; 

3."    A  los  ascendientes  lejítimos; 

4.°  A  los  hijos  naturales  i  a  su  posteri- 
dad lejitima; 

5."    A  los  padres  naturales; 

6.°  A  los  hijos  ilejítimos,  según  el  títu- 
lo XIV  de  este  Libro; 

7.°  A  la  madre  ilejitiina,  según  el  ar- 
ticulo 291,  inciso  segundo; 

8.°     A  los  hermanos  lejítimos; 

9.°  Ai  que  hizo  una  donación  cuantiosa, 
si   no  hubiere  sido  rescindida  o  revocada; 

10.  Al  exrelijioso  que  por  su  exclaus- 
tración no  haya  sido  restituido  en  los  bie- 
nes que  en  virtud  de  su  muerte  civil  pasa- 
ron a  otras  manos. 

La  acción  del  excU^ustrado  se  dirijirá 
contra  aquellos  a  quienes  pasaron  los  bie- 
nes que,  sin  la  profesión  relijiosa,  le  hubie- 
ren pertenecido;  i  la  acción  del  donante, 
contra  el  donatario. 

No  se  deben  alimentos  a  las  personas 
aquí  designadas,  en  los  casos  en  que  una 
leí  espresa  se  los  niegue. 

322.  Las  reglas  jenerales,  a  que  está 
sujeta  la  prestación  de  alimentos,  son  las 
siguientes;  sin  perjuicio  de  las  disposicio- 
nes especiales  que  contiene  este  Código 
respecto  de  ciertas  personas. 

323.  Los  alimentos  se  dividen  en  con- 
gruos i  necesarios. 

Congruos  son  los  que  habilitan  al  ali- 
mentado para  subsistir  modestamente  de 
un  modo  correspondiente  a  su  posición  so- 
cial. 


Necesarios  los  que  le  dan  lo  que  basta 
para  sustentar  la  vida. 

Los  alimentos,  sean  congruos  o  necesa- 
rios, comprenden  la  obligación  de  propor- 
cionar al  alimentario,  menor  de  veinte  i 
cinco  años,  la  enseñanza  primaria  i  la  de 
alguna  profesión  u  oficio. 

324.  Se  deben  alimentos  congruos  a 
las  personas  designadas  en  los  tres  prime- 
ros i  los  dos  últimos  números  del  artículo 
321,  menos  en  los  casos  en  que  la  lei  los  li- 
mite espresamente  a  lo  necesario  pira  la 
subsistencia,  i  jeneralraente,  en  los  casos 
en  que  el  alimentario  se  haya  hecho  cul- 
pable de  injuria  grave  contra  la  persona 
que  le  debía  alimentos. 

Se  deben  asimismo  aumentos  congruos 
en  el  caso  del  artículo  ■■¿>^T . 

En  el  caso  de  injuria  airo:;  cesará  ente- 
ramente la  oijligacion  de  prestar  alimentos. 

325.  Los  incapaces  de  ejercer  el  dere- 
cho de  propiedad  no  lo  son  para  recibir  ali- 
mentos. 

326.  El  que  para  pedir  alimentos  reúna 
varios  títulos  de  los  enumerados  en  el  ar- 
ticulo 321,  sólo  podrá  hacer  uso  de  uno  de 
ellos,  prefiriendo  en  primer  lugar  el  que 
tenga  según  los  números  9  o  10  de  dicho 
artículo. 

En  segundo,  el  que  tenga  según  el  nú- 
mero 1.". 

En  tercero,  el  que  le  conceda  alguno  de 
los  números  2,  4,  6  i  7. 

En  cuarto,  el  de  los  números  3  i  5. 

El  número  8  no  tendrá  lugar  sino  a  falta 
de  todos  los  otros. 

Entre  varios  ascendientes  o  descendien- 
tes, debe  recurrirse  a  los  de  próximo  grado. 

Sólo  en  el  caso  de  insuficiencia  del  título 
preferente  podrá  recurrirse  a  otro. 

327.  Mientras  .se  ventila  la  obligación 
de  prestar  alimentos,  podrá  el  juez  orde- 
nar que  se  den  provisionalmente,  desde 
que  en  la  secuela  del  juicio  se  le  ofrezca 
fundamento  plausible;  sin  perjuicio  de  la 
restitución  si  la  persona  a  quien  se  deman- 
dan obtiene  sentencia  absolutoria. 

Cesa  este  derecho  a  la  restitución  con- 
tra el  que,  de  buena  fe  i  con  algún  funda- 
mento plausible,  haya  intentado  la  de- 
manda. 

328.  En  el  caso  de  dolo  para  obtener 
alimentos,  serán  obligados  solidariaráente 
a  la  restitución  i  a  la  indemnización  de 
perjuicios  todos  los  que  han  participado  en 
el  dolo. 

329.  En  la  tasación  de  los  alimentos  se 
deberán  tomar  siempre  en  consideración 
las  facultades  del  deudor  i  las  circunstan- 
cias domésticas. 
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330.  Los  alimentos  congruos  o  nece- 
sarios no  se  deben  sino  en  la  parte  en  que 
Pos  medios  de  subsistencia  del  alimentario 
no  le  alcancen  para  subsistir  de  un  modo 
correspondiente  a  su  posición  social  o  para 
sustentar  la  vida. 

331.  Los  alimentos  se  deben  desde  la 
primera  demanda,  i  se  pagarán  por  mesa- 
das anticipadas. 

No  se  podrá  pedir  la  restitución  de  aque- 
lla parte  de  las  anticipaciones  que  el  ali- 
mentario no  hubiere  devengado  por  haber 
fallecido. 

332.  Los  alimentos  que  se  deben  por 
lei  se  entienden  concedidos  para  toda  la 
vida  del  alimentario,  continuando  las  cir- 
cunstancias que  lejitimaron  la  demanda. 

Con  todo,  ningún  varón  de  aquellos  a 
quienes  solo  se  deben  alimentos  necesa- 
rios, podrá  pedirlos  después  que  haya  cum- 
plido veinte  i  cinco  años,  salvo  que  por 
algún  impedimento  corporal  o  mental  se 
halle  inhabilitado  para  subsistir  de  su  tra- 
bajo; pero  si  p  >steriormente  se  inhabilita- 
re, revivirá  la  obligación  de  alimentarle. 

333.  El  juez  reglará  la  forma  i  cuantía 
en  que  hayan  de  prestarse  los  alimentos,  i 
podrá  disponer  que  se  conviertan  en  los 
intereses  de  un  capital  que  se  consigne  a 
este  efecto  en  nna  caja  de  ahorros  o  en 
otro  establecimiento  análogo,  i  se  restituya 
al  alimentante  o  sus  herederos  luego  que 
cese  la  obligación. 

334.  El  derecho  de  pedir  alimentos  no 
puede  trasmitirse  por  causa  de  muerte,  ni 
venderse  o  cederse  de  modo  alguno,  ni  re- 
nunciarse. 

335.  El  que  debe  alimentos  no  puede 
oponer  al  demandante  en  compensación  lo 
que  el  demandante  le  deba  a  él. 

336.  No  obstante  lo  dispuesto  en  los 
dos  artículos  precedentes,  las  pensiones 
alimenticias  atrasadas  podrán  renunciarse 
o  compensarse;  i  el  derecho  de  demandar- 
las trasmitirse  por  causa  de  muerte,  ven- 
derse i  cederse;  sin  perjuicio  de  la  pres- 
cripción que  competa  al  deudor. 

337 .  Las  disposiciones  de  este  título  no 
rijen  respecto  de  las  asignaciones  alimen- 
ticias hechas  voluntariamente  en  testa- 
mento o  por  donación  entre  vivos;  acerca 
de  las  cuales  deberá  estarse  a  la  voluntad 
del  testador  o  donante,  en  cuanto  haya 
podido  disponer  libremente  de  lo  suyo. 

TÍTULO  ILI'%. 

De  la«i  tutelas  i  curadurías  en  jeneral. 

§  1.  Definiciones  i  reglas  jenerales. 

338.  Las  tutelas  i  las  curadurías  o  cú- 


ratelas son  cargos  impuestos  a  ciertas  per- 
sonas a  favor  de  aquellos  que  no  pueden 
dirijirse  a  sí  mismos  o  administrar  compe- 
tentemente sus  negocios,  i  que  no  se  hallan 
bajo  potestad  de  padre  o  marido,  que  pue- 
da darles  la  protección  debida. 

Las  personas  que  ejercen  estos  cargos- 
se  llaman  tutores  o  curadores,  i  jenera- 
mente  guardadores. 

339.  Las  disposiciones  de  este  titulo  i 
de  los  dos  siguientes  están  sujetas  a  las 
modificaciones  i  escepciones  que  se  espre- 
sarán en  los  títulos  especiales  de  la  tutela 
i  de  cada  especie  de  curaduría. 

340.  La  tutela  i  las  curadurías  jenera- 
les se  estienden  no  solo  a  los  bienes  sino  a 
la  persona  de  los  individuos  sometidos  a 
ella. 

341.  Están  sujetos  a  tutela  los  impú- 
beres. 

342.  Están  sujetos  a  curaduría  jeneral 
los  menores  adultos  que  no  han  obtenido 
habilitación  de  edad;  los  que  por  prodiga- 
lidad o  demencia  han  sido  puestos  en  en- 
tredicho de  administrar  sus  bienes;  i  los 
sordomudos  que  no  pueden  darse  a  enten- 
der por  escrito. 

343.  Se  llaman  curadores  de  bienes  los 
que  se  dan  a  los  bienes  del  ausente,  a  la 
herencia  yacente,  i  a  los  derechos  even- 
tuales del  que  está  por  nacer. 

344.  Se  llaman  curadores  adjuntos  los 
que  se  dan  en  ciertos  casos  a  las  personas 
que  están  bnjo  potestad  de  padre  o  marido, 
o  bajo  tutela  o  curaduríajeneral,  para  que 
ejerzan  una  administración  separada. 

345 .  Curador  especial  es  el  que  se  nom- 
bra para  un  negocio  particular. 

346.  Los  individuos  sujetos  a  tutela  c 
curaduría,  se  llaman  pupilos. 

347.  Podrán  colocarse  bajo  una  mis- 
ma tutela  o  curaduría  dos  o  mas  indivi- 
duos, con  tal  que  haya  entre  ellos  indivi- 
sión de  patrimonios. 

Divididos  los  patrimonios,  se  considera- 
rán tantas  tutelas  o  curadurías  como  pa- 
trimonios distintos,  aunque  las  ejerza  una 
misma  persona. 

Una  misma  tutela  o  curaduría  puede  ser 
ejercida  conjuntamente  por  dos  o  raas  tu- 
tores o  curadores. 

348.  No  se  puede  dar  tutor  ni  curador 
jeneral  al  que  está  bajo  la  patria  potestad, 
salvo  que  ésta  se  suspenda  por  decreto  del 
juez,  en  alguno.de  los  casos  enumerados  en 
el  art.  262. 

Se  dará  curador  adjunío  al  hijo,  cuando 
el  padre  es  privado  de  la  administración 
de  los  bienes  del  hijo  o  de  una  parte  de 
ellos,  según  el  art.  251 . 
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349.  No  se  puede  dar  curador  a  la  mu- 
jer casada  no  divorciada,  ni  separada  de 
bienes,  mientras  los  administra  el  marido. 

Se  dará  curador  a  la  mujer  divorciada, 
en  los  mismos  casos  en  que,  si  fuese  solte- 
ra, necesitaría  de  curador  para  la  admi- 
nistración de  lo  suyo. 

La  misma  regla  se  aplicará  a  la  mujer 
separada  de  bienes,  respecto  de  aquellos  a 
que  se  estienda  la  separación. 

La  curaduría  de  que  hablan  los  prece- 
dentes incisos  no  obstará  a  los  derechos 
que  conserva  el  marido  de  la  mujer  sepa- 
rada de  bienes;  según  el  artículo  159. 

350.  Jeneralmente,  no  se  puede  dar 
tutor  ni  curador  al  que  ya  lo  tiene:  solo 
podrá  dársele  curador  adjunto,  en  los  ca- 
sos que  la  lei  designa. 

351.  Si  el  tutor  o  curador,  alegando  la 
excesiva  complicación  de  los  negocios  del 

f)upilo  i  su  insuficiencia  para  administrar- 
os cumplidamente,  pidiere  que  se  le  agre- 
gue un  curador,  podrá  el  juez  acceder, 
habiendo  oído  sobre  ello  a  los  parientes  del 
pupilo  i  al  respectivo  defensor. 

El  juez  dividirá  entonces  la  administra- 
ción del  modo  que  mas  conveniente  le  pa- 
rezca. 

352.  Si  al  que  se  halla  bajo  tutela  o 
curaduría  se  hiciere  una  donación,  heren- 
cia o  legado,  con  la  precisa  condición  de 
que  los  bienes  comprendidos  en  la  dona- 
ción, herencia  o  legado,  se  administren 
por  una  persona  que  el  donante  o  testador 
designa,  se  accederá  a  los  deseos  de  éstos; 
a  menos  que,  oidos  los  parientes  i  el  res- 
pectivo defensor,  apareciere  que  conviene 
mas  al  pupilo  repudiar  la  donación,  he- 
rencia o  legado,  que  aceptarlo  en  esos  tér- 
minos. 

Si  se  acepta  la  donación,  herencia  o  le- 
gado, i  el  donante  o  testador  no  hubiere 
designado  la  persona,  o  la  que  ha  sido 
designada  no  fuere  idónea,  hará  el  majis- 
trado  la  designación. 

353.  Las  tutelas  o  curadurías  pueden 
ser  testamentarias,  lejítimas  o  dativas. 

Son  testamentarias  las  que  se  constitu- 
yen por  acto  testamentario. 

Lejitimas,  las  que  se  confieren  per  la  lei 
a  los  parientes  o  cónyuje  del  pupilo. 

Daticas,  las  que  confiere  el  majistrado. 

Sigue  las  reglas  de  la  tutela  testamen- 
taría la  que  se  confiere  por  acto  entre 
vivos,  según  el  art.  360. 

§  2. — De  la  tutela  o  curaduría  testa- 
mentaria. 

354.  El  padre  lejítimo  puede  nombrar 
tutor,  por  testamento,  no  solo  a  los  hijos 


nacidos,  sino  al  que  se  halla  todavía  en  el 
vientre  materno,  para  en  caso  que  nazca 
vivo. 

355.  Puede  asimismo  nombrar  cura- 
dor, por  testamento,  a  ios  menores  adultos 
que  no  han  obtenido  habilitación  para  ad- 
ministrar sus  bienes;  i  a  los  adultos  de 
cualquiera  edad  que  se  hallan  en  estado 
de  demencia,  o  son  sordomudos  que  no 
entienden  ni  se  dan  a  entender  por  es- 
crito. 

356.  Puede  asimismo  nombrar  cura- 
dor, por  testamento,  para  la  defensa  de  los 
derechos  eventuales  del  hijo  que  esta  por 
nacer. 

357.  Carecerá  de  los  derechos  que  se 
le  confieren  por  los  artículos  precedentes, 
el  padre  que  ha  sido  privado  de  la  patria 
potestad  por  decreto  del  juez,  según  el  ar- 
ticulo 267,  o  que  por  mala  administración 
haya  sido  removido  judicialmente  de  la 
guarda  del  hijo. 

358.  A  falta  del  padre,  podrá  ejercer 
los  mismos  derechos  la  madre,  con  tal  que 
no  haya  estado  divorciada  por  adulterio,  o 
que  por  su  mala  conducta  no  haya  sido 
privada  del  cuidado  personal  del  hijo,  o 
que  no  haya  pasado  a  otras  nupcias. 

359.  El  padre  o  madre  natural  podrá 
ejercer  los  derechos  concedidos  por  los 
artículos  precedentes  al  padre  lejítimo. 

360.  Los  padres  lejítimos  o  naturales, 
no  obstante  lo  dispuesto  en  los  artículos 
357  i  358,  i  cualquiera  otra  persona,  po- 
drán nombrar  tutor  o  curador,  por  testa- 
mento o  por  acto  entre  vivos,  con  tal  que 
donen  o  dejen  al  pupilo  alguna  parte  de 
sus  bienes,  que  no  se  les  deba  a  titulo  de 
lejitima. 

Esta  curaduría  se  limitará  a  los  bienes 
que  se  donan  o  dejan  al  pupilo. 

361.  Podrán  nombrarse  por  testamen- 
to dos  o  mas  tutores  o  curadores  que  ejer- 
zan simultáneamente  la  guarda;  i  el  tosta- 
dor tendrá  la  facultad  de  dividir  entre  ellos 
la  administración. 

362.  Si  hubiere  varios  pupilos,  i  los  di- 
vidiere el  testador  entre  los  tutores  o  cura- 
dores nombrados,  todos  éstos  ejercerán  de 
consuno  la  tutela  o  curaduría,  mientras  el 
patrimonio  permanezca  indiviso;  i  dividido 
el  patrimonio,  se  dividirá  entre  ellos  por  el 
mismo  hecho  la  guarda,  i  serán  indepen- 
dientes entre  sí. 

Pero  el  cuidado  de  la  persona  de  cada 
pupilo  tocará  exclusivamente  a  su  respec- 
tivo tutor  o  curador,  aun  durante  la  indi- 
visión del  patrimonio. 

363.  Si  el  testador  nombrara  varios 
tutores  o  curadores  que  ejerzan  de  consu- 
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no  la  tutela  o  curiiduria,  i  no  dividiere  en- 
tre ellos  las  funciones,  podrá  el  juez,  oídos 
los  parientes  del  pupilo,  confiarlas  a  uno 
délos  nombrados  o  al  número  de  ellos  que 
estimare  suticiente,  i  en  este  segundo  caso 
dividirlas  como  mejor  convenga  para  la 
seguridad  de  los  intereses  del  pupilo. 

364.  Podrán  asimismo  nombrarse  por 
testamento  varios  tutores  o  curadores  que 
se  constituyan  o  sucedan  uno  a  otro;  i  es- 
t-tblecida  la  sustitución  o  suce^íion  para  Uii 
caso  particular,  se  aplicará  a  los  demás  en 
que  falte  el  tutor  o  curador;  a  menos  que 
manifiestamente  aparezca  que  el  testador 
lia  querido  limitar  la  sustitución  o  suce- 
sión al  caso  o  casos  designados. 

365.  Las  tutelas  i  curadurías  testa- 
mentarias admiten  condición  suspensiva  i 
resolutoria,  i  señalamiento  de  dia  cierto  en 
que  principien  o  espiren. 

íj  3. — De  la  tutela  o  curaduría  lejitiina. 

366.  Tiene  lugar  la  guarda  lejítima 
cuando  falta  o  espira  la  testamentaiia. 

Tiene  lugar  especialmente  cuando,  vi- 
viendo el  padre,  es  emancipado  el  menor, 
i  cuando  se  suspende  la  patria  potestad 
por  decreto  de  juez. 

367.  Los  llamados  a  la  tutela  o  cura- 
duría lejitima,  son,  en  jeneral: 

Primeramente,  el  padre  del  pupilo; 

En  segundo  lugar,  la  madre; 

En  tercer  lugar,  los  demás  ascendien- 
tes de  uno  i  otro  sexo; 

En  cuarto  lugar,  los  hermanos  varones 
del  pupilo,  i  los  hermanos  varones  de  los 
ascendientes  del  pupilo. 

Si  no  hubiere  lugar  a  la  tutela  o  curadu- 
ría del  padre  o  madre,  el  juez,  oídos  los  pa- 
rientes del  pupilo,  elejirá  entre  los  demás 
ascendientes,  i  a  falta  de  ascendientes,  en- 
tre los  colaterales  aquí  designados,  la  per- 
•sona  que  le  pareciere  mas  apta,  i  que  me- 
jores seguridades  presentare;  i  podrá  tam- 
bién, si  lo  estimare  conveniente,  elejir  mas 
de  una,  i  dividir  entre  ellas  las  Punciones. 

Los  parentescos  designados  en  este  ar- 
ticulo se  entienden  lejítimos. 

368.  Es  llamado  a  la  guarda  lejítima 
del  hijo  natural  el  padre  o  madre  que  pri- 
mero le  reconozca,  i  si  ambos  le  reconocen 
a  un  tiempo,  el  padre. 

Este  llamamiento  pondrá  fin  a  la  guarda 
en  que  se  hallare  el  hijo  que  es  reconocido 
como  natural,  salvo  eí  caso  de  inhabilidad 
o  lejítima  escusa  del  que,  según  el  inciso 
anterior,  es  llamado  a  ejercerla. 

369.  Si  continuando  el  pupilaje  cesare 
en  su  cargo  el  guardador  lejítimo,  será  re- 
mplazado por  otro  de  la  misma  especie. 


§  4. — De  la  tutela  o  curaduría  datioa. 

370.  A  falta  de  otra  tutela  o  curaduría, 
tiene  lugar  la  dativa. 

371.  Cuando  se  retarda  por  cualquiera 
causa  el  discernimiento  de  una  tutela  o  de 
una  curaduría,  o  durante  ella  sobreviene 
un  embarazo  que  por  algún  tiempo  impida 
al  tutor  o  curador  seguir  ejerciéndola,  se 
dará,  por  el  majistrado,  tutor  o  curador  in- 
terino, para  mientras  dure  el  retardo  o  el 
impedimento. 

Pero  si  hubiere  otro  tutor  o  curador  que 
pueda  suplir  la  falta,  o  si  se  tratare  de 
nombrar  un  tutor  o  curador  que  suceda  al 
que  actualmente  desempeña  la  tutela  o  cu- 
raduría, i  puede  éste  continuar  en  ella  al- 
gún tiempo,  no  tendrá  lugar  el  nombra- 
miento del  interino. 

372.  El  majistrado,  para  la  elección 
del  tutor  o  curador  dativo,  deberá  oír  a  los 
parientes  del  pupilo,  i  podrá  en  caso  nece- 
sario nombrar  dos  o  mas,  i  dividir  entre 
ellos  las  funciones,  como  en  el  caso  del  ar- 
tículo 363. 

Si  hubiere  curador  adjunto,  podrá  el  juez 
preferirle  para  la  tutela  o  curaduría  da- 
tiva. 

TITLXO   XX 

De  las  dílijenciaüü  i  ftn-nialidade.s  que  deben 

preceder  al  ejercicio  de  la  tutela 

o  curaduría. 

373.  Toda  tutela  o  curaduría  debe  ser 
discernida. 

Se  llama  discernimiento  el  decreto  judi- 
cial que  autoriza  al  tutor  o  curador  para 
ejercer  su  cargo. 

374.  Para  discernir  la  tutela  o  curadu- 
ría será  necesario  que  preceda  el  otorga- 
miento de  la  fianza  o  caución  a  que  el  tu- 
tor o  curador  esté  obligado. 

Ni  se  le  dará  la  administración  de  los 
bienes,  sin  que  preceda  inventario  so- 
lemne. 

375.  Son  obligados  a  prestar  ñanza  to- 
dos los  tutores  o  curadores,  esceptuados 
solamente: 

1.°  El  cónyuje  i  los  ascendientes  i  des- 
cendientes lejítimos; 

2.°  Los  interinos,  llamados  por  poco 
tiempo  a  servir  el  cargo; 

3.°  Los  que  se  dan  para  un  negocio 
particular,  sin  administración  de  bienes. 

Podrá  también  ser  relevado  de  la  ñanza, 
cuando  el  pupilo  tuviere  pocos  bienes,  el 
tutor  o  curador  que  fuere  persona  de  co- 
nocida probidad  i  de  bastantes  facultades 
para  responder  de  ellos. 

376.  En  lugar  de  la  fianza  prevenida 
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en  el  artículo  anterior,  podrá  |3restar.se  hi- 
poteca suticiento. 

377.  Los  aotoo  del  tutor  o  curador  que 
aun  no  han  sido  autorizados  por  el  decreto 
<de  discernimiento,  son  nulos;  pero  el  de- 
creto, una  vez  oljtenido,  validará  los  actos 
anteriores,  de  cuyo  retardo  hubiera  podido 
resultar  perjuicio  al  pupilo. 

378.  El  tutor  o  curador  es  obligado  a 
inventariar  los  bienes  del  pupilo  en  los  no- 
venta días  subsiguientes  al  discernimiento, 
i  antes  de  tomar  parte  alguna  en  la  admi- 
nistración, sino  en  cuanto  i'uere  absoluta- 
mente necesario. 

El  juez,  según  las  circunstancias,  podrá 
restrinjir  o  ampliar  este  plazo. 

Por  la  neglijencia  del  guardador  en  pro- 
ceder al  inventario  i  por  toda  falta  grave 
que  se  le  pueda  imputar  en  él,  podrá  ser 
removido  de  la  tutela  o  curaduría  como 
sospechoso,  i  será  condenado  al  resarci- 
miento de  toda  pérdida  o  daño  que  de  ello 
hubiere  resultado  al  pupilo,  de  la  manera 
ijue  se  dispone  en  el  artículo  423. 

379.  El  testador  no  puede  eximir  al 
tutor  o  curador  de  la  obligación  de  hacer 
inventario. 

380.  Si  el  tutor  o  curador  probare  que 
¡os  bienes  son  demasiado  exiguos  para  so- 
portar el  gasto  de  la  confección  de  inven- 
tario, podrá  el  juez,  oídos  los  parientes  del 
pupilo  i  el  defensor  de  menores,  remitirla 
obligación  de  inventariar  solemnemente 
dichos  bienes  i  exijir  solo  un  apunte  priva- 
do, bajo  las  firmas  del  tutor  o  curador,  i  de 
tres  de  los  mas  cercanos  parientes,  mayo- 
ros  de  edad,  o  de  otras  personas  respetables 
a  falta  de  éstos. 

381.  El  inventario  deberá  ser  hecho 
ante  escribano  i  testigos  en  la  forma  que 
en  el  Código  de  Enjuiciamiento  se  pres- 
cribe. 

382.  El  inventario  hará  relación  de  to- 
dos los  bienes  raíces  i  muebles  de  la  per- 
sona cuya  Imcienda  se  inventaría,  particu- 
larizándolos uno  a  uno,  o  señalando  colec- 
tivamente los  que  consisten  en  número, 
peso  o  medida,  con  espresion  de  la  canti- 
dad i  calidad; sin  perjuicio  de  hacer  las  es- 
plicaciones  necesarias  para  poner  a  cu- 
bierto la  responsabilidad  del  guardador. 

Comprenderá  asimismo  los  títulos  de 
propiedad,  las  escrituras  públicas  i  priva- 
das, los  créditos  i  deudas  del  pupilo  de  que 
hubiere  comprobante  o  solo  noticia,  los  li- 
bros de  comercio  o  de  cuentas,  i  en  jeneral 
todos  los  objetos  presentes,  esceptuados  los 
que  fueren  conocidamente  de  ningún  valor 
o  utilidad,  o  que  sea  necesario  destruir  con 
algrun  fin  moral. 


383.  Si  después  de  heclio  el  inventario 
se  encontraren  bienes  de  que  al  hacerlo  no 
se  tuvo  noticia,  o  por  cualquier  título  acre- 
cieren nuevos  bienes  a  la  hacienda  inven- 
tariada, se  hará  un  inventario  solemne  de 
ellos,  i  se  agregará  al  anterior. 

384.  Debe  comprender  el  inventario 
aun  las  cosas  que  no  fueren  propias  de  la 
persona  cuya  hacienda  se  inventaría,  si  se 
encontraren  enti-e  las  que  lo  son;  i  la  res- 
ponsabilidad del  tutor  o  curador  se  esten- 
derá a  las  unas  como  a  las  otras. 

385.  La  mera  aserción  que  se  haga  en 
el  inventario  de  pertenecer  a  determinadas 
personas  los  objetos  que  se  enumeran,  no 
hace  prueba  en  cuanto  al  verdadero  domi- 
nio de  ellos. 

386.  Si  el  tutor  o  curador  alegare  que 
por  error  se  han  relacionado  en  el  inven- 
tario cosas  que  no  esistian,  o  se  ha  exage- 
rado el  número,  peso  o  medida  de  las  exis- 
tentes, o  .se  les  ha  atribuido  una  materia  o 
calidad  de  que  carecían,  no  le  valdrá  est.i 
escepcion;  salvo  que  pruebe  no  haberse  po- 
dido evitar  el  erroi-  con  el  debido  cuidado 
de  su  parte,  o  sin  conocimientos  o  esperi- 
mentos  científicos. 

387.  El  tutor  o  curador  que  alegare  ha- 
ber puesto  a  sabiendas  en  el  inventario  co- 
sas que  no  le  fueron  entregadas  realmente, 
no  será  oído,  aunque  ofrezca  probar  que 
tuvo  en  ello  algún  ñn  provechoso  al  pu- 
pilo. 

388.  Los  pasajes  oscuros  o  dudosos  del 
inventario  se  interpretarán  a  favor  del  pu- 
pilo, a  menos  de  prueba  contraria. 

389.  El  tutor  o  curador  que  sucede  a 
otro,  recibirá  los  bienes  por  el  inventario 
anterior  i  anotará  en  él  las  diferencias.  Esta 
operación  se  hará  con  las  mismas  solemni- 
dades que  el  anterior  inventario,  el  cual 
pasará  a  ser  asi  el  inventario  del  sucesor. 

TáTtJL.O  XILI 

Be  la  adinisiÉíii ración  de  I<>.«í  fiifoi'es   i  cura- 
dores reiativanieute  a  los  (tienes. 

390.  Toca  al  tutor  o  curador  represen- 
tar o  autorizar  al  pupilo  en  todos  los  actos 
judiciales  o  estrajudiciales  que  le  concier- 
nan, i  puedan  menoscabar  sus  derechos  o 
imponerle  obligaciones. 

391.  El  tutor  o  curador  administra  los 
bienes  del  pupilo,  i  es  obligado  a  la  conser- 
vación de  estos  bienes  i  a  su  reparación  i 
cultivo.  Su  responsabilidad  se  estiende  has- 
ta la  culpa  leve  inclusive. 

392.  Si  en  el  testamento  se  nombrare 
una  persona  a  quien  el  guardador  haya  de 
consultar  en  el  ejercicio  de  su  cargo,  no 
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por  eso  será  éste  obligado  á  someterse  al 
dictamen  del  consultor,  ni  haciéndolo,  ce- 
sará su  responsabilidad. 

Si  en  el  testamento  se  ordenare  espresa- 
mente  que  el  i^uardador  proceda  de  acuer- 
do con  el  consultor,  tampoco  cesará  la  res- 
ponsabilidad del  del  primero  por  accederá 
la  opinión  del  segundo;  pero  habiendo  dis- 
cordia entre  ellos  no  procederá  el  guarda- 
dor sino  con  autorización  del  juez,  que  de- 
berá concederla  con  conocimiento  de  causa. 

393.  No  será  licito  al  tutor  o  curador, 
sin  previo  decreto  judicial,  enajenar  los 

"  bienes  raíces  del  pupilo,  ni  gravarlos  con 
hipoteca,  censo  o  servidumbre,  ni  enajenar 
o  empeñar  los  muebles  preciosos  o  que  ten- 
gan valor  de  afección,  ni  podrá  el  juez  au- 
torizar esos  actos,  sino  por  causa  de  utili- 
dad ó  necesidad  manifíesta. 

394.  La  venta  de  cualquiera  parte  de 
los  bienes  del  pupilo  enumerados  en  los 
artículos  anteriores,  se  hará  en  pública  su- 
basta. 

395.  No  obstante  la  disposición  del  ar- 
tículo 393,  si  hubiere  precedido  decreto  de 
ejecución  i  embargo  sobre  los  bienes  raí- 
ces del  pupilo,  no  será  necesario  nuevo  de- 
creto para  su  enajenación. 

Tampoco  será  necesario  decreto  judicial 
para  la  constitución  de  una  hipoteca,  cen- 
so o  servidumbre  sobre  bienes  raíces  que 
se  han  trasferido  al  pupilo  con  la  carga  de 
constituir  dicha  hipoteca,  censo  o  servi- 
dumbre. 

396.  Sin  previo  decreto  judicial  no  po- 
drá el  tutor,  o  curador  proceder  á  la  divi- 
sión de  bienes  raíces  o  hereditanos  que  el 
pupilo  posea  con  otros  proindioiso. 

Si  el  juez,  a  petición  de  un  comunero  o 
coheredero,  hubiere  decretado  la  división, 
no  será  necesario  nuevo  decreto. 

397.  El  tutor  o  cui-ador  no  podrá  repu- 
diar ninguna  herencia  deferida  al  pupilo, 
sin  decreto  de  juez  con  conocimiento  de 
causa,  ni  aceptarla  sin  beneficio  de  inven- 
tario. 

398.  Las  donaciones  o  legados  no  po- 
drán tampoco  repudiarse  sin  decreto  de 
juez:  i  si  impusieren  obligaciones  o  gravá- 
menes al  pupilo,  no  podrán  aceptarse  sin 
previa  tasación  de  las  cosas  donadas  o  le- 
gadas. 

399.  Hecha  la  división  de  una  heren- 
cia o  de  bienes  raíces  que  el  pupilo  posea 
con  otros  proindiviso,  será  necesario,  para 
que  tenga  efecto,  nuevo  decreto  de  juez, 
que  con  audiencia  del  respectivo  defensor 
Ja  apruebe  i  conñrme. 

400.  Se  necesita  asimism<>  previo  de- 
creto para  proceder  a  transacciones  o  com- 


promisos sobre  derechos  del  pupilo  que  se 
valúen  en  mas  de  mil  pesos,  i  sobre  sus  bie- 
nes raíces:  i  en  cada  caso  la  transacción  o 
el  fallo  del  compromisario  se  someterán  a 
la  aprobación  judicial  so  pena  de  nulidad. 

401.  El  dinero  que  se  ha  dejado  o  do- 
nado al  pupilo  para  la  adquisición  de  bie- 
nes raíces,  no  podrá  destinarse  a  ningún 
otro  objeto  que  la  impida  o  embarace;  sal- 
vo que  intervenga  autorización  judicial 
con  conocimiento  de  causa. 

402.  Es  prohibida  la  donación  de  bie- 
nes raíces  del  pupilo,  aun  con  previo  de- 
creto de  juez. 

Solo  con  previo  decreto  de  juez  podrán 
hacerse  donaciones  en  dinero  u  otros  bie- 
nes muebles  del  pupilo;  i  no  las  autorizará 
el  juez,  sino  por  causa  grave,  como  la  de 
socorrer  a  un  consanguíneo  necesitado, 
contribuir  a  un  objeto  de  beneficencia  pú- 
blica, u  otro  (1)  semejante,  i  con  falque 
sean  proporcionadas  a  las  facultades  del 
pupilo,  i  que  por  ellas  no  sufran  un  me- 
noscabo notable  los  capitales  productivos. 

Los  gastos  de  poco  valor  para  objetos  de 
caridad,  o  de  lícita  recreación,  no  están 
sujetos  a  la  precedente  prohibición. 

403.  La  remisión  gratuita  de  un  dere- 
cho se  sujeta,  a  las  reglas  de  la  donación. 

404.  El  pupilo  es  incapaz  de  ser  obli- 
gado como  ñador  sin  previo  decreto  judi- 
cial, que  solo  autorizará  esta  fianza  a  favor 
de  un  cónyuje,  de  un  ascendiente  o  des- 
cendiente lejítimo  o  natural,  i  por  causa 
urjente  i  grave. 

405.  Los  deudores  del  pupilo  que  pa- 
gan al  tutor  o  curador,  quedan  libres  de 
todo  nuevo  pago. 

406.  El  tutor  o  curador  deberá  prestar 
el  dinero  ocioso  del  pupilo  con  las  mejores 
seguridades,  al  interés  corriente  que  se  ob- 
tenga con  ellas  en  la  plaza. 

Podrá,  si  lo  estimare  preferible,  em- 
plearlo en  la  adquisición  de  bienes  raíces. 

Por  la  omisión  en  esta  materia,  será  res- 
ponsable de  lucro  cesante,  en  cuanto  apa- 
rezca que  el  dinero  ocioso  del  pupilo  pudo 
emplearse  con  utilidad  manifiesta  i  sin  pe- 
ligro. 

407.  No  podrá  el  tutor  o  curador  dar 
en  arriendo  ninguna  parte  de  los  predios 
rústicos  del  pupilo  por  mas  de  ocho  años, 
ni  de  los  urbanos  por  mas  de  cinco,  ni  por 
mas  número  de  años  que  los  que  falten  al 
pupilo  para  llegar  a  los  veinte  i  cinco. 

Si  lo  hiciere,  no  será  obligatorio  el  arren- 


íi)  Algún  comentarista  entiende  que  debe  decir 
cotra»  porque  se  refiere  a  causa.  Nosotros  enten- 
demos que  está  bien  con  solo  suprimir  la  coma  (,) 
anterior,  pues  debe  referirse  á  «objeto>. 
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damiento  para  el  pupilo  o  para  el  que  le 
suceda  en  el  dominio  del  predio,  por  el 
tiempo  que  escediere  de  los  límites  aquí  se- 
ñalados. 

408.  Cuidará  el  tutor  o  curador  de  ha- 
cer pagar  lo  que  se  deba  al  pupilo,  inme- 
diatamente que  sea  exijible  el  pago,  i  de 
perseguir  a  los  deudores  por  los  medios  le- 
gales. 

409.  El  tutor  o  curador  tendrá  espe- 
cial cuidado  de  interrumpir  las  prescrip- 
ciones que  puedan  correr  contra  el  pupilo. 

410.  El  tutor  o  curador  podrá  cubrir 
con  los  dineros  del  pupilo  las  anticipacio- 
nes que  liaya  hecho  a  beneficio  de  éste, 
llevando  los  intereses  corrientes  de  plaza; 
mas  para  ello  deberá  ser  autorizado  por  los 
otros  tutores  o  curadores  jenerales  del  mis- 
mo pupilo,  si  los  hubiere,  o  por  el  juez  en 
subsidio. 

Si  el  pupilo  le  fuere  deudor  de  alguna 
especie,  raíz  o  mueble,  a  titulo  de  legado, 
fideicomiso,  o  cualquier  otro,  será  preciso 
que  la  posesión  de  ella  se  dé  al  tutor  o  cu- 
rador por  los  otros  tutores  o  curadores  je- 
nerales, o  por  el  juez  en  subsidio. 

411 .  En  todos  los  actos  i  contratos  que 
ejecute  o  celebre  el  tutor  o  curador  en  re- 
presentación del  pupilo,  deberá  espresar 
esta  circunstancia  en  la  escritura  del  mis- 
mo acto  o  contrato,  so  pena  de  que  omiti- 
da esta  espresion,  se  repute  ejecutado  el 
acto  o  celebrado  ei  contrato  en  represen- 
tación del  pupilo,  si  fuere  útil  a  éste,  i  no 
de  otro  modo. 

412.  Por  regla  jeneral,  ningún  acto  o 
contrato  en  que  directa  o  indirectamente 
tenga  interés  el  tutor  o  curador,  o  su  cón- 
yuje,  o  cualquiera  de  sus  ascendientes  o 
descendientes  lejitimos,  o  de  sus  padres  o 
hijos  naturales,  o  de  sus  hermanos  lejiti- 
mos o  naturales,  o  de  sus  consanguíneos 
o  añnes  lejitimos  hasta  el  cuarto  grado  in- 
clusive, o  de  alguno  de  sus  socios  de  co- 
mercio, (1)  podrá  ejecutarse  o  celebrarse 
sino  con  autorización  de  los  otros  tutores 
o  curadores  jenerales,  que  no  estén  impli- 
cados de  la  misma  manera,  o  por  el  juez 
en  subsidio. 

Pero  ni  aun  de  este  modo  podrá  el  tutor 
o  curador  comprar  bienes  raices  del  pupi- 
lo, o  tomarlos  en  arriendo;  i  se  estiende  esta 
prohibición  a  su  cónyuje,  i  a  sus  ascendien- 
tes o  descendientes  lejitimos  o  naturales. 

413.  Habiendo  muchos  tutores  o  cura- 


(1)  Ld  frase  «socios  de  comercio»  cree  algún  co- 
menturista  que  debe  sustituirse  por  la  de  «socios 
de  negocios  o  industriales»  para  que  pueda  com- 
prender tanto  a  los  socios  civiUs  como  a  los  mer- 
cantilec. 


dores  jenerales,  todos  ellos  autorizarán  de 
consuno  los  actos  i  contratos  del  pupilo; 
pero  en  materias  que,  por  haberse  dividido 
la  administración,  se  hallen  especialmente 
a  cargo  de  uno  de  dichos  tutores  o  cura- 
dores, bastará  la  intervención  o  autoriza- 
ción de  este  solo. 

Se  entenderá  que  los  tutores  o  curadores 
obran  de  consuno,  cuando  uno  de  ellos  lo 
hiciere  a  nombre  de  los  otros,  en  virtud  de 
un  mandato  en  forma;  pero  subsistirá  en 
este  caso  la  responsabilidad  solidaria  de  los 
mandantes. 

En  caso  de  discordia  entre  ellos,  decidi- 
rá el  juez. 

414.  El  tutor  o  cuiador  tiene  derecho 
a  que  se  le  abonen  los  gastos  que  haya  he- 
cho en  el  ejercicio  de  su  cargo:  en  caso  de 
lejitima  reclamación,  los  hará  tasar  el 
juez. 

415.  El  tutor  o  curador  es  obligado  a 
llevar  cuenta  ñel,  esacta  i  en  cuanto  fuere 
dable,  documentada,  de  todos  sus  actos 
administrativos,  dia  por  dia;  a  exhibirla 
luego  que  termine  su  administración;  a 
restituir  los  bienes  a  quien  por  derecho  co- 
rresponda; i  a  pagar  el  saldo  que  resulte  en 
su  contra. 

Comprende  esta  obligación  a  todo  tutor 
o  curador,  incluso  el  testamentario,  sin 
embargo  de  que  el  testador  le  haya  e.xone- 
rado  de  rendir  cuenta  alguna,  o  le  haya 
condonado  anticipadamente  el  saldo;  i 
aunque  el  pupilo  no  tenga  otros  bienes  que 
los  de  la  sucesión  del  testador,  i  aunque  se 
le  dejen  bajo  la  condición  precisa  de  no 
exijir  la  cuenta  o  el  saldo.  Semejante  con- 
dición se  mirará  como  no  escrita. 

416.  Podrá  el  juez  mandar  de  oficio, 
cuando  lo  crea  conveniente,  que  el  tutor  o 
curador,  aun  durante  su  cargo,  exhiba  las 
cuentas  de  su  administración  o  manifieste 
las  existencias  a  otro  de  los  tutores  o  cura- 
dores del  mismo  pupilo,  o  a  un  curador  es- 
pecial, que  el  juez  designará  al  intento. 

Podrá  provocar  esta  providencia,  con 
causa  grave,  calificada  por  el  juez  verbal- 
mente,  cualquier  otro  tutor  o  curador  del 
mismo  pupilo,  o  cualquiera  de  los  consan- 
guíneos mas  próximos  de  éste,  o  su  cónyu- 
je, o  el  respectivo  defensor. 

417.  Espirado  su  cargo,  procederá  el 
guardador  a  la  entrega  de  los  bienes  tan 
pronto  como  fuere  posible;  sin  perjuicio  de 
ejecutar  en  el  tiempo  intermedio  aquellos 
actos  que  de  otro  modo  se  retardarían  con 
perjuicio  del  pupilo. 

418.  Habiendo  muchos  guardadores  que 
administren  de  consuno,  todos  ellos  a  la 
espiración  de  su  cargo  presentarán  una 
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sola  cuenta;  pero  si  se  lia  dividido  entre 
ellos  la  administración,  se  presentará  una 
cuenta  por  cada  administración  separada. 

419.  La  responsabilidad  de  los  tutores 
i  curadores  que  administran  conjuntamen- 
te es  solidaria;  pero  dividida  entre  ellos  la 
administración,  sea  por  el  testador,  sea  por 
disposición  o  con  aprobación  del  juez,  no 
será  responsal)le  cada  uno,  sino  directa- 
mente de  sus  propios  actos,  i  subsidiaria- 
mente de  los  actos  de  los  otros  tutores  o  cu- 
radores, en  cuanto  ejerciendo  el  derecho 
que  les  concede  el  art.  416,  inciso  segundo, 
hubiera  podido  atajar  la  torcida  adminis- 
tración de  los  otros  tutores  o  curadores. 

Esta  responsabilidad  subsidiaria  se  es- 
tiende aun  a  los  tutores  o  curadores jene- 
rales  que  no  administran. 

Los  tutores  o  curadores  jenerales  están 
sujetos  a  la  misma  responsabilidad  subsi- 
diaria por  la  torcida  administración  de  los 
curadores  adjuntos. 

420.  La  responsabilidad  subsidiariaque 
se  prescribe  en  el  artículo  precedente,  no 
se  estiende  a  los  tutores  o  curadores  que, 
dividida  la  administración  por  disposición 
del  testador,  o  con  autoridad  del  juez,  ad- 
ministren en  diversos  departamentos. 

421.  Es  solidaria  la  responsabilidad  de 
los  tutores  o  curadores  cuando  solo  por 
acuerdo  privado  dividieren  la  administra- 
ción entre  si. 

422.  Presentada  la  cuenta  por  el  tutor 
o  curador,  será  discutida  por  la  persona  a 
quien  pase  la  administración  de  los  bienes. 

Si  la  administración  se  trasfíere  a  otro 
tutoc  o  curador,  o  al  mismo  pupilo  habili- 
tado de  edad,  no  quedará  cerrada  la  cuen- 
ta sino  con  aprobación  judicial,  oido  el 
respectivo  defensor. 

423.  Contra  el  tutor  o  curador  que  no 
dé  verdadera  cuenta  de  su  administración, 
exhibiendo  a  la  vez  el  inventario  i  las  exis- 
tencias, o  que  en  su  administración  fuere 
convencido  de  dolo  o  culpa  grave,  habrá 
por  parte  del  pupilo  el  derecho  de  apreciar 
i  jurar  la  cuantía  del  perjuicio  recibido, 
comprendiendo  el  lucro  cesante;  i  se  con- 
denará al  tutor  o  curador  en  la  cuantía 
apreciada  i  jurada;  salvo  que  el  juez  haya 
tenido  a  bien  moderarla. 

424.  El  tutor  o  curador  pagará  los  in- 
tereses corrientes  del  saldo  que  resulte  en 
su  contra,  desde  el  dia  en  que  su  cuenta 
quedare  cerrada  o  haya  habido  mora  en 
exhibirla;  i  cobrará  a  su  vez  los  del  saldo 
que  resulte  a  su  favor,  desde  el  dia  en  que 
cerrada  su  cuenta  los  pida. 

425.  Toda  acción  del  pupilo  contra  el 
tutor  o  curador  en  razón  de  la  tutela  o  cu- 


raduría, prescribirá  en  cuatro  años,  conta- 
dos desde  el  dia  en  que  el  pupilo  haya  sa- 
lido del  pupilaje. 

Si  el  pupilo  fallece  ánte-s  de  cumplirse  el 
cuadrienio,  prescribirá  dicha  acción  en  el 
tiempo  que  falte  para  cum[)lirlo. 

428.  El  que  ejerce  el  cargo  de  tutor  o- 
curador,  no  siéndolo  verdaderamente,  pero 
creyendo  serlo,  tiene  todas  las  obligacio- 
nes i  responsabilidades  del  tutor  o  curador 
verdadero,  i  sus  actos  no  obligarán  al  pu- 
pilo, sino  en  cuanto  ¡e  hubiej'en  reportado 
positiva  ventaja. 

Si  se  le  huljiere  discernido  la  tutela  o  cu- 
raduría, i  hubiere  administrado  rectamen- 
te, tendrá  derecho  a  la  retribución  ordina- 
ria, i  podrá  conferir.sele  el  cargo,  no  pre- 
sentándo'e  persona  de  mejor  derecho  a 
ej  arcedo. 

Pero  si  huliiere  procedido  de  mala  fe, 
finjiéndose  tutor  o  curador,  será  precisa- 
mente removido  de  la  administración,  i 
privado  de  todos  los  emolumentos  de  la  tu- 
tela o  curaduría,  sin  perjuicio  de  la  pena  a 
que  haya  lugar  por  la  impostui^a. 

427.  El  que  en  caso  de  necesidad,  i  por 
amparar  al  pupilo,  toma  la  administración 
de  los  bienes  de  éste,  ocurrirá  al  juez  in- 
mediatamente para  que  provea  a  la  tutela 
o  curaduría,  i  mientras  tanto  procederá 
como  ájente  oficioso  i  tendrá  solamente  las 
obligaciones  i  derechos  de  tal.  Todo  retar- 
do voluntario  en  ocurrir  al  juez,  le  hará 
responsable  hasta  de  la  culpa  levísima. 

TiTIJI,«»   XXII 

Reglas  especiales  relativas  a  la  tutela. 

428.  En  lo  tocante  a  la  crianza  i  edu- 
cación del  pupilo,  es  obligado  el  tutor  a  con- 
formarse con  la  voluntad  de  la  persona  o- 
personas  encargadas  de  ellas,  según  lo  or- 
denado en  los  títulos  IX  i  XIII:  sin  perjui- 
cio de  ocurrir  al  juez,  cuando  lo  crea  con- 
veniente. 

Pero  el  padre  o  madre  (jue  ejercen  la 
tutela  no  serán  obligados  a  consultar  sobre 
esta  materia  a  persona  alguna;  salvo  que 
el  padre,  encargando  la  tutela  a  la  madre, 
le  haya  impuesto  esa  obligación:  en  este 
caso  se  observará  lo  prevenido  en  el  ar-r 
ticulo  392. 

429.  El  tutor,  en  caso  de  neglijencia 
de  la  per.sona  o  personas  encargadas  de  la 
crianza  i  educación  del  pupilo,  se  esforza- 
rá por  todos  los  medios  prudentes  en  ha- 
cerles cumplir  su  deber,  i  si  fuere  ne- 
cesario ocurrirá  al  juez. 

430.  El  pupilo  no  residirá  en  la  habi- 
tación o  bajo  el  cuidado  personal  de  nin- 
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guno  de  los  que,  si  muriese,  iiabrían  de 
suceder  en  sus  bienes. 

No  están  sujetos  á  esta  esclusion  los  as- 
cendientes lejitimos,  ni  los  padres  natu- 
rales. 

431.  Cuando  los  padres  no  huljieren 
provisto  por  testamento  a  la  crianza  i  edu- 
cación del  pupilo,  suministrará  el  tutor  lo 
necesario  para  estos  objetos,  según  compe- 
ta al  rango  social  de  la  familia;  sacándolo 
de  los  bienes  del  pupilo,  i  en  cuanto  fuere 
posible,  de  los  frutos. 

El  tutor  será  responsable  de  todo  gasto 
inmoderado  en  la  crianza  i  educación  del 
pupilo,  aunque  se  saque  de  los  frutos. 

Para  cubrir  su  res]3onsabilidad,  podrá 
pedir  al  juez  que,  en  vista  de  las  facultades 
del  pupilo,  fije  el  máximum  de  !a  suma  que 
haya  de  invertirse  en  sucrianzai  educación. 

432.  Si  los  frutos  de  los  bienes  del  pu- 
pilo no  alcanzaren  para  su  moderada  sus- 
tentación i  la  necesaria  educación,  podrá 
el  tutor  enejenar  o  gravar  alguna  parte  de 
los  bienes,  no  contrayendo  empréstitos  ni 
tocando  los  bienes  raíces  o  los  capitales 
prDd>Jctivos,  sino  por  estrema  necesidad  i 
con  la  autorización  debida. 

433.  En  caso  de  iiidijencia  del  pupilo, 
recurrirá  el  tutor  a  las  personas  que  por 
sus  relaciones  con  el  pupilo  estén  obliga- 
das a  prestarle  alimentos,  reconviniéndo- 
las judicialmente,  si  necesario  fuere,  para 
que  asi  lo  hagan. 

434.  La  continuada  neglijencia  del 
tutor  en  proveer  a  la  congrua  sustentación 
i  educación  del  pupilo,  es  motivo  suMcien- 
te  para  removerle  de  la  tutela. 

T9TILO  XXIII 

Reglas  e$$i>eciales  relativas  a  la  curaduría 
«leí  luenor. 

435.  La  caraduria  del  menor  de  que 
se  trata  en  este  título,  es  aquella  a  que  solo 
por  razón  de  su  edad  está  sujeto  el  adulto 
emancipado. 

436.  Al  menor  que  ha  obtenido  habili- 
tación de  edad  no  puede  darse  curad£>r. 
Ninguna  de  las  disposiciones  de  este  título 
le  comprende. 

437.  El  menor  adulto  que  careciere  de 
curador  debe  pedirlo  al  juez,  designando 
la  persona  que  lo  sea. 

Si  no  lo  pidiere  el  menor,  podrán  hacer- 
lo los  parientes;  pero  la  designación  de  la 
persona  corresponderá  siempre  al  menor, 
o  al  juez  en  subsidio. 

El  juez,  oyendo  al  defensor  de  menores, 
aceptará  la  persona  designada  por  el  me- 
nor, si  fuere  idónea. 


438.  Podrá  el  curador  ejercer,  en 
cuanto  a  la  crianza  i  educación  del  menor, 
las  facultades  que  en  el  titulo  precedente 
se  confieren  al  tutor  respecto  del  impúber. 

439.  El  menor  que  está  bajo  curaduría 
tendrá  las  mismas  facultades  administra- 
tivas que  el  hijo  de  familia,  respecto  de  los 
bienes  adquiridos  por  él  en  el  ejercicio  de 
una  profesión  o  industria. 

Lo  dispuesto  en  el  artículo  2.ó3  relativa- 
mente al  hijo  de  familia  i  al  padre,  se  apli- 
ca al  menor  i  al  curador. 

440.  El  curador  representa  al  menor, 
de  la  misma  manera  que  el  tutor  al  im- 
púber. 

Podrá  el  curador,  no  obstante,  si  lo  juz- 
gare conveniente,  confiar  al  pupilo  la  ad- 
ministración de  alguna  parte  de  los  bienes 
pupilares;  pero  deberá  autorizar  bajo  su 
responsabilidad  los  actos  del  pupilo  en  esta 
administración - 

Se  presumirá  la  autorización  para  todos 
los  actos  ordinarios  anexos  a  ella. 

441.  El  pupilo  tendrá  derecho  para  so- 
licitar la  intervención  del  defensor  de  me- 
nores, cuando  de  alguno  de  los  actos  del 
curador  le  resulte  manifiesto  perjuicio;  i  el 
defensor,  encontrando  fundado  el  reclamo, 
ocurrirá  al  juez. 

TITCLO  XXIT 

Reglas  especiale.s  rotativas  a  la  curaduría 
del  disipador. 

442.  A  los  que  por  pródigos  o  disipa- 
dores han  sido  puestos  en  entredicho  de 
administrar  sus  bienes,  se  dará  curador 
lejitimo,  i  a  falta  de  éste,  curador  dativo. 

Esta  curaduría  podrá  ser  testamentaria 
en  el  caso  del  articulo  451 . 

443.  El  juicio  de  interdicción  podrá 
ser  provocado  por  el  cónyuje  no  divorcia- 
do del  supuesto  disipador,  por  cualquiera 
de  sus  consanguíneos  lejitimos  hasta  en  el 
cuarto  grado,  por  sus  padres,  hijos  i  her- 
manos naturales,  i  por  el  ministerio  pú- 
blico. 

El  ministerio  público  será  oido  aun  en 
los  casos  en  que  el  juicio  de  interdicción 
no  haya  sido  provocado  por  él. 

444.  Si  el  supuesto  disipador  fuere  es- 
tranjero,  podrá  también  ser  provocado  el 
juicio  por  el  competente  funcionario  diplo- 
mático o  consular. 

445.  La  disipación  deberá  probarse 
por  hechos  repetidos  de  dilapidación  que 
manifiesten  una  falta  total  de  prudencia. 

El  juego  habitual  en  que  se  arriesguen 
porciones  considerables  del  patrimonio, 
donaciones  cuantiosas  sin  causa  adecuada, 


168 


INSTITUCIONES   POLÍTICAS   Y   JURÍDICAS 


gastos  ruinosos,  autorizan  la  interdicción. 

446.  Mientras  se  decide  la  causa,  po- 
drá el  juez,  a  virtud  de  los  informes  ver- 
bales cíe  los  parientes  o  de  otras  personas, 
i  oidas  las  esplicaciones  del  supuesto  disi- 
pador, decretar  la  interdicción  provi- 
soria. 

447.  Los  decretos  de  interdicción  pro- 
visoria i  definitiva  deberán  inscribirse  en 
el  Rejistro  del  Conservador,  i  notificarse 
al  público  por  un  periódico  del  departa- 
mento, si  le  hubiere,  i  por  carteles,  que  se 
fijarán  en  tres,  a  lo  menos,  de  los  parajes 
mas  frecuentados  del  departamento. 

La  inscripción  i  notificación  deberán  re- 
ducirse a  espresar  que  tal  individuo,  de- 
signado por  su  nombre,  apellido  i  domici- 
lio, no  tiene  la  libre  administración  desús 
bienes. 

448.  Se  deferirá  la  curaduría: 

1.°  Al  marido  no  divorciado,  si  la  mujer 
no  estuviere  totalmente  separada  de  bie- 
nes; 

^,  2.°  A  los  ascendientes  lejítimoso  padres 
naturales:  los  padres  naturales  casados  no 
podrán  ejercer  este  cargo; 

3."  A  los  colaterales  lejítimos  hasta  en 
el  cuarto  grado,  o  a  los  hermanos  natu- 
rales. 

El  juez  tendrá  libertad  para  elejir  en  ca- 
da clase  de  las  designadas  en  los  números 
2  i  3,  la  persona  o  personas  que  mas  apro- 
pósito  le  parecieren. 

A  falta  de  las  personas  antedichas  ten- 
drá lugar  la  curaduría  dativa. 

449.  El  curador  del  marido  disipador 
administrará  la  sociedad  conyugal  en 
cuanto  ésta  subsista,  i  la  tutela  o  cúratela 
de  los  hijos  menores  del  disipador. 

450.  La  mujer  no  puede  ser  curadora 
de  su  marido  disipador. 

Pero  si  fuere  mayor  de  veinte  i  cinco 
años,  o  después  de  la  interdicción  los  cum- 
pliere, tendrá  derecho  para  pedir  separa- 
ción de  bienes. 

Separada  de  bienes,  los  administrará  li- 
bremente; mas  para  enajenar  o  hipotecar 
los  bienes  raices  necesitará  de  previo  de- 
creto judicial. 

451.  Si  falleciere  el  padre  o  madre,  le- 
jítimos o  naturales,  que  ejerzan  la  cura- 
duría del  hijo  disipador,  podrán  nombrar 
por  testamento  la  persona  que  haya  de  su- 
cederles  en  la  guarda. 

452.  El  disipador  tendrá  derecho  para 
solicitar  la  intervención  del  ministerio  pú- 
blico, cuando  los  actos  del  curador  le  fue- 
ren vejatorios  o  perjudiciales;  i  el  curador 
se  conformará  entonces  a  lo  acordado  por 
el  ministerio  público. 


453.  El  disipador  conservará  siempre 
su  libertad,  i  tendrá  para  sus  gastos  per- 
sonales la  libre  disposición  de  una  suma 
de  dinero,  proporcionada  a  sus  facultades, 
i  señalada  por  el  juez. 

_  Sólo  en  caios  estremos  podrá  ser  auto- 
rizado el  curador  para  proveer  por  si  mis- 
mo a  la  subsistencia  del  disipador,  procu- 
rándole los  objetos  necesarios. 

454.  El  disipador  será  rehabilitado  pa- 
ra la  administración  de  lo  suyo,  si  se  juz- 
gare que  puede  ejercerla  sin  inconvenien- 
te; i  rehabilitado,  podrá  renovarse  la  in- 
terdicción, si  ocurriere  motivo. 

455.  Las  disposiciones  indicadas  en  el 
artículo  precedente  serán  decretadas  por 
el  juez  con  las  mismas  formalidades  que 
para  la  interdicción  primitiva;  i  serán  se- 
guidas de  la  inscripción  i  notificación  pre- 
venidas en  el  artículo  447;  que  en  el  caso 
de  rehabilitación  se  limitarán  a  espresar 
que  tal  individuo,  (designado  por  su  nom- 
bre, apellido  i  domicilio),  tiene  la  libre 
administración  de  sus  bienes. 

TITULO  X.XV 

ReelaM  especiales  relativas  a  la  curaduría 
del  deiueote. 

456.  El  adulto  que  se  halla  en  un  es- 
tado habitual  de  demencia,  deberá  ser  pri- 
vado de  la  administración  de  sus  bienes, 
aunque  tenga  intervalos  lúcidos. 

La  curaduría  del  demente  puede  ser 
testamentaria,  lejítima  o  dativa. 

457 .  Cuando  el  niño  demente  haya  lle- 
gado a  la  pubertad,  podrá  el  padre  de  fa- 
milia seguir  cuidando  de  su  persona  i  bie- 
nes hasta  la  mayor  edad;  llegada  la  cual 
deberá  precisamente  provocar  el  juicio  de 
interdicción. 

458.  El  tutor  del  pupilo  demente  no 
podrá  después  ejercer  la  curaduría  sin  que 
preceda  interdicción  judicial,  escepto  por 
el  tiempo  que  fuere  necesario  para  provo- 
car la  interdicción. 

Lo  mismo  será  necesario  cuando  sobre- 
viene la  demencia  al  menor  que  está  bajo 
curaduría. 

459.  Podrán  provocar  la  interdicción 
del  demente  las  mismas  personas  que  pue- 
den provocar  la  del  disipador. 

Deberá  provocarla  el  curador  del  menor 
a  quien  sobreviene  la  demencia  durante  la 
curaduría. 

Pero  si  la  locura  fuere  furiosa,  o  si  el 
loco  causare  notable  incomodidad  a  los  ha- 
bitantes, podrá  también  el  procurador  de 
la  ciudad  o  cualquiera  del  pueblo  provocar 
la  interdicción. 
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460.  El  juez  se  informará  de  la  vida 
anterior  y  conducta  habitual  del  supuesto 
demente,  i  oirá  el  dictamen  de  facultativos 
de  su  confianza  sobre  la  existencia  i  natu- 
raleza de  la  demencia. 

461.  Las  disposiciones  de  los  artículos 
446  i  447  se  estienden  al  caso  de  demencia. 

462.  Se  deferirá  la  curaduría  del  de- 
mente: 

1."  A  su  cónyuje  no  divorciado;  pero  si 
la  mujer  demente  estuviere  separada  de 
bienes,  según  los  artículos  155  i  166,  se 
dará  al  marido  curador  adjunto  para  la 
administración  de  aquellos  a  que  se  estien- 
da la  separación: 

2."     A  sus  descendientes  lejitimos: 

3°    A  sus  ascendientes  lejitimos: 

4."  A  sus  padres  o  hijos  naturales:  los 
padres  naturales  casados  no  podrán  ejer- 
cer este  cargo: 

5."  A  sus  colaterales  lejitimos  hasta  en 
el  cuarto  grado  o  a  sus  hermanos  natu- 
rales. 

El  juez  elejirá  en  cada  clase  de  las  de- 
signadas en  los  números  2,  3,  4  i  5,  la  per- 
sona o  personas  que  mas  idóneas  le  pare- 
cieren. 

A  falta  de  todas  las  personas  antedichas, 
tendrá  lugar  la  curaduría  dativa. 

463.  La  mujer  curadora  de  su  marido 
demente,  tendrá  la  administración  de  la 
sociedad  conyugal,  i  la  guarda  de  sus  hi- 
jos menores. 

Si  por  su  menor  edad  u  otro  impedimen- 
to no  se  le  defiriere  la  curaduría  de  su  ma- 
rido demente,  podrá  a  su  arbitrio,  luego 
que  cese  el  impedimento,  pedir  esta  cura- 
duría o  la  separación  de  bienes. 

464.  Si  se  nombraren  dos  o  mas  cu- 
radores al  demente,  podrá  confiarse  el 
cuidado  inmediato  de  la  persona  a  uno  de 
ellos,  dejando  a  los  otros  la  administración 
de  los  bienes. 

El  cuidado  inmediato  de  la  persona  del 
demente  no  se  encomendará  a  persona  al- 
guna que  sea  llamada  a  heredarle,  a  no  ser 
su  padre  o  madre,  o  su  cónyuje. 

465.  Los  actos  i  contratos  del  demen- 
te, posteriores  al  decreto  de  interdicción, 
serán  nulos;  aunque  se  alegue  haberse  eje- 
cutado o  celebrado  en  un  intervalo  lú- 
cido. 

I  por  el  contrario,  los  actos  i  contratos 
ejecutados  o  celebrados  sin  previa  inter- 
dicción, serán  válidos;  a  menos  de  pro- 
barse que  el  que  los  ejecutó  o  celebró  esta- 
ba entonces  demente. 

466  El  demente  no  será  privado  de  su 
libertad  personal,  sino  en  los  casos  en  que 
.sea  de  temer  que  usando  de  ella  se  dañe  a 


sí  mismo,  o  cause  peligro  o  notable  inco- 
modidad a  otros. 

Ni  podrá  ser  trasladado  a  una  casa  de 
locos,  ni  encerrado,  ni  atado,  sino  momen- 
táneamente, mientras  a  solicitud  del  cura- 
dor, o  de  cualquiera  persona  del  pueblo,  se 
obtiene  autorización  judicial  para  cualquie- 
ra de  estas  medidas. 

467.  Los  frutos  de  sus  bienes,  i  en  caso 
necesario,  con  autorización  judicial,  los 
capitales,  se  emplearán  principalmente  en 
aliviar  su  condición  i  en  procurar  su  res- 
tablecimiento. 

468.  El  demente  podrá  ser  rehabilita- 
do para  la  administración  de  sus  bienes  si 
apareciere  que  ha  recobrado  permanente- 
mente la  razón;  i  podrá  también  ser  inha- 
bilitado de  nuevo  con  justa  causa. 

Se  observará  en  estos  cases  lo  preveni- 
do en  los  artículos  464  i  465. 

TITILO  XX^VI 

Regla.^  especiales  relativa.**  a  la  curaduría 
del  sordoiuudo. 

469.  La  curaduría  del  sordomudo,  que 
ha  llegado  a  la  pubertad,  puede  ser  testa- 
mentaria, lejítima  o  dativa. 

470.  Los  artículos  457,  458,  inciso  pri- 
mero, 462,  4i')3  i  464  se  estienden  al  sordo- 
mudo. 

471.  Los  frutos  de  los  bienes  del  sor- 
domudo i  en  caso  necesario,  i  con  autori- 
zación judicial,  los  capitales,  se  emplearán 
especialmente  en  aliviar  su  condición  i  en 
procurarle  la  educación  conveniente. 

472.  Cesará  la  curaduría  cuando  el 
sordomudo  se  haya  hecho  capaz  de  enten- 
der y  de  ser  entendiio  por  escrito,  si  él 
mismo  lo  solicitare,  i  tuviere  suficiente  in- 
telijencia  para  la  administración  de  sus 
bienes;  sobre  lo  cual  tomará  el  juez  los  in- 
formes competentes. 

TITtlLO  XX^YII 
De  Ia«  curadurías  de  bienes. 

473.  En  jeneral,  habrá  lugar  al  nom- 
bramiento de  curador  de  los  bienes  de  una 
persona  ausente  cuando  se  reúnan  las  cir- 
cunstancias siguientes: 

1.*  Que  no  se  sepa  de  su  paradero,  o  que 
a  lo  menos  haya  dejado  de  estar  en  comu- 
nicación con  los  suyos,  i  de  la  falta  de  co- 
municación se  orijinen  perjuicios  graves  al 
mismo  ausente  o  a  terceros: 

2.*  Que  no  haya  constituido  procura- 
dor, o  solo  le  haya  constituido  para  cosas 
o  negocios  especiales. 

474.  Podrán   provocar  este  nombra- 
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miento  las  mismas  personas  que  son  ad- 
mitidas a  provocar  la  interdicción  del  de- 
mente. 

Ademas,  los  acreedores  del  ausente  ten- 
drán derecho  para  pedir  que  se  nombre 
curador  a  los  bienes  para  responder  a  sus 
demandas. 

Se  comprende  entre  los  ausentes  al  deu- 
dor que  se  oculta. 

475.  Pueden  ser  nombradas  para  la 
curaduría  de  bienes  del  ausente  las  mis- 
mas personas  que  para  la  curaduría  del 
demente  en  conformidad  al  art.  462,  i  se 
observará  el  mismo  orden  de  preferencia 
entre  ellas. 

Podrá  el  juez,  con  todo,  separarse  de  este 
orden,  a  petición  de  los  herederos  lejíti- 
mos  o  de  los  acreedores,  si  lo  estimare 
conveniente. 

Podrá  asimismo  nombrar  mas  de  un 
curador  i  dividir  entre  ellos  la  administra- 
ción, en  el  caso  de  bienes  cuantiosos,  situa- 
dos en  diferentes  departamentos. 

476.  Intervendrá  en  el  nombramiento 
el  defensor  de  ausentes. 

477.  Si  el  ausente  ha  dejado  mujer  no 
divorciada-,  se  observará  lo  prevenido  para 
este  caso  en  el  titulo  De  la  sociedad  con- 
yugal. 

478.  Si  la  persona  ausente  es  mujer 
casada,  no  podrá  ser  curador  el  marido 
sino  en  los  términos  del  art.  448,  núme- 
ro 1.°. 

479.  El  procurador  constituido  para 
ciertos  actos  o  negocios  del  ausente,  estará 
subordinado  al  curador;  el  cual,  sin  em- 
bargo, no  podrá  separarse  de  las  instruc- 
ciones dadas  por  el  ausente  al  procui^ador, 
sino  con  autorización  de  juez. 

480.  Si  no  se  supiere  el  paradero  del 
ausente,  será  el  primer  deber  del  curador 
averiguarlo. 

Sabido  el  paradero  del  ausente,  hará  el 
curador  cuanto  esté  de  su  parte  para  po- 
nerse en  comunicación  con  él. 

481.  Se  dará  curador  a  la  herencia  ya- 
cente, esto  es,  a  los  bienes  de  un  difunto, 
cuya  herencia  no  ha  sido  aceptada. 

La  curaduría  de  la  herencia  yacente  será 
dativa. 

482.  Si  el  difunto  a  cuya  herencia  es 
necesario  nombrar  curador  tuviere  here- 
deros estranjeros,  el  cónsul  de  la  nación 
de  éstos  tendrá  derecho  para  proponer  el 
curador  o  curadores  que  hayan  de  custo- 
diar i  administrar  los  bienes. 

483.  El  majistrado  discernirá  la  cura- 
duría al  curador  o  curadores  propuestos 
por  el  cónsul,  si  fueren  personas  idóneas; 
i  a  petición  de  los  acreedores,  o  de  oíros 


interesados  en  la  sucesión,  podrá  agregar 
a  dicho  curador  o  cuidadores  otro  u  otros, 
según  la  cuantía  i  situación  de  ios  bienes 
que  compongan  la  herencia. 

484.  Después  de  trascurridos  cuatro 
años  desde  el  fallecimiento  de  la  persona 
cuya  herencia  está  en  curaduría,  el  juez, 
a  petición  del  curador  i  con  conocimiento 
de  causa,  podrá  ordenar  que  se  vendan 
todos  los  bienes  hereditarios  existentes,  i 
se  ponga  el  producido  a  interés  con  las 
debidas  seguridades,  o  si  no  las  hubiere, 
se  deposite  en  las  arcas  del  Estado. 

485.  Los  bienes  que  han  de  corres- 
ponder al  Iiijo  postumo,  si  nace  vivo,  i  en 
el  tiempo  debido,  estarán  a  cargo  del  cura- 
dor que  haya  sido  designado  a  este  efecto 
por  el  testamento  del  padre,  o  de  un  cura- 
dor nombrado  por  el  juez,  a  petición  de  la 
madre,  o  a  petición  de  cualquiera  de  las 
personas  que  han  de  suceder  en  dichos 
bienes,  si  no  sucede  en  ellos  el  postumo. 

Podrán  nombrarse  dos  o  mas  curado- 
res, si  asi  conviniere. 

486.  La  persona  designada  por  el  tes- 
tamento del  padre  para  la  tutela  del  hijo, 
se  presumirá  designada  asimismo  para  la 
curaduría  de  los  derechos  eventuales  de 
este  hijo,  si  mientras  él  está  en  el  vientre 
materno,  fallece  el  padre. 

487.  El  curador  de  los  bienes  de  una 
persona  ausente,  el  curador  de  una  heren- 
cia yacente,  el  curador  de  los  derechos 
eventuales  del  que  está  por  nacer,  están 
sujetos  en  su  administración  a  todas  las 
trabas  de  los  tutores  o  curadores,  i  ade- 
mas .se  les  prohibe  ejecutar  otros  actos 
administrativos  que  los  de  mera  custodia 
i  conservación,  i  los  necesarios  para  el  co- 
bro de  los  créditos  i  pago  de  las  deudas  de 
sus  respectivos  representados. 

488.  Se  les  prohibe  especialmente  al- 
terar la  forma  de  los  bienes,  contraer  em- 
préstitos, i  enajennr  aun  los  bienes  mue- 
loles  que  no  sean  corruptibles,  a  no  ser  que 
esta  enajenación  pertenezca  al  jiro  ordi- 
nario de  los  negocios  del  ausente,  o  que  el 
pago  de  las  deudas  la  requiera. 

489.  Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en 
los  articules  precedentes,  los  actos  prohibi- 
dos en  ellos  a  los  curadores  de  bienes  serán 
válidos,  si  justificada  su  necesidad  o  utili- 
dad,  los  autorizare  el  juez  previamente. 

El  dueño  de  los  bienes  tendrá  derecho 
para  que  se  declare  la  nulidad  de  cualquie- 
ra de  tales  actos,  no  autorizado  por  el  juez; 
i  declarada  la  nulidad,  será  responsable  el 
curador  de  todo  perjuicip  que  de  ello  se- 
hubiere  orijinado  a  dicha  persona  o  a  ter- 
ceros. 
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490.  Toca  a  los  curadoreá  de  bienes  el 
ejercicio  de  las  acciones  i  defensas  judi- 
ciales de  sus  respectivos  representados;  i 
las  personas  que  tengan  créditos  contra 
los  bienes  podrán  hacerlos  valer  contra 
los  respectivos  curadores. 

491.  La  curaduría  de  los  derechos  del 
ausente  espira  a  su  regreso;  o  por  el  he- 
cho de  hacerse  cargo  de  sus  negocios  un 
procurador  jeneral  debidamente  constitui- 
ilo;  o  a  consecuencia  de  su  fallecimiento; 
o  por  el  decreto  f].ue  en  el  caso  de  desapa- 
recimiento conceda  la  posesión  provisoria. 

La  curaduría  de  la  herencia  yacente 
cesa  por  la  acepticion  de  la  herencia,  o 
en  el  caso  del  art.  484,  por  el  depósito  del 
producto  de  la  venta  en  las  arcas  del  Es- 
tado, 

La  curaduría  de  los  derechos  eventuales 
del  que  está  por  nacer  cesa  a  consecuen- 
cia del  parto. 

Toda  curaduría  de  bienes  cesa  por  la  es- 
tincioü  o  inversión  completa  de  los  mismos 
bienes. 

TITILO  XX.TII1 

De  los  curadores  adjuntos. 

492.  Los  curadores  adjuntos  tienen 
sobre  los  bienes  que  se  pongan  a  su  cargo 
las  mismas  facultades  administrativas  que 
los  tutores,  a  menos  que  se  agreguen  a  los 
curadores  de  bienes. 

En  este  caso  no  tendrán  mas  facultades 
que  las  de  curadores  de  bienes. 

493 .  Los  curadores  adjuntos  son  inde- 
pendientes de  los  respectivos  padres,  ma- 
ridos, o  guardadores. 

La  responsabilidad  subsidiaria  que  por 
el  artículo  419  se  impone  a  los  tutores  o 
curadores  que  no  administran,  se  estiende 
a  los  respectivos  padres,  maridos,  o  guar- 
dadores respecto  de  los  curadores  adjun- 
tos. 

TITULO  XX.IX 
De  los  curadores  especiales. 

494.  Las  curadurías  especiales  son 
dativas. 

Los  curadores  para  pleito  o  ad  litcín  son 
dados  por  la  judicatura  que  conoce  en  el 
pleito,  i  si  fueren  procuradores  de  número 
no  necesitarán  que  se  les  discierna  el 
cargo. 

495.  El  curador  especial  no  es  obli- 
gado a  la  confección  de  inventario,  sino 
solo  a  otorgar  recibo  de  los  documentos, 
cantidades  o  efectos  que  se  pongan  a  su 
disposición  para  el  desempeño  de  su  car- 
go, i  de  que  dará  cuenta  fiel  i  exacta. 


TITILO  XXV 

De  las  iiicapacidado.vi  i  escusas  para  la  tu- 
tela 4»  curaduría. 

496.  Hai  personas  a  quienes  la  lei  pro- 
hibe ser  tutores  o  curadores,  i  personas  a 
quienes  permite  escusarse  de  servir  la  tu- 
tela o  curaduría. 

§  1. — De  los  incapacidades. 

I.  Reglas  relativas  a  defectos  físico.s  i  morales. 

497.  Son  incapaces  de  toda  tutela  o. 
curaduría: 

1.°  Los  ciegos; 

2."  Los  mudos; 

3."  Los  dementes,  aunque  no  estén  bajo, 
interdicción; 

4.°  Los  fallidos  mientras  no  hayan  satis- 
fecho a  sus  acreedores; 

5."  Los  que  están  privados  de  adminis- 
trar sus  propios  bienes  por  disipación; 

6.°  Los  que  carecen  de  domicilio  en  la 
República; 

7.°  Los  que  no  saben  leer  ni  escribir; 

8.°  Los  de  mala  conducta  notoria; 

9.°  Los  condenados  judicialmente  a  una 
pena  de  las  designadas  en  el  art.  267,  nú- 
mero 4.",  aunque  se  les  haya  indultado  de 

ella;  . ,  ,       - 

10.°  La  mujer  que  ha  sido  condenada  o 
divorciada  por  adulterio;  i  subsistirá  la 
incapacidad,  aunque  el  estado  de  divorcio 
haya  terminado  por  la  disolución  del  ma- 
trimonio, o  por  la  reconciliación; 

11.0  i^i  fjue  ha  sido  privado  de  ejercer 
la  patria  potestad  según  el  art.  267; 

12.°  Los  que  por  torcida  o  descuidada 
administración  han  sido  removidos  de  una 
guarda  anterior,  o  en  el  juicio  subsiguien- 
te a  ésta  han  sido  condenados,  por  fraude 
o  culpa  grave,  a  indemnizar  al  pupilo. 

II.  Eeglas   relativas   a  las   profesiones,  empleos 

i  cargos  públicos. 

498.  Son  asimismo  incapaces  de  toda 
tutela  o  curaduría: 

1."  Los  que  pertenecen  al  fuero  ecle- 
siástico; pero  los  eclesiásticos  seculares 
que  no  ejerzan  episcopado  o  no  tengan 
cura  de  almas,  podrán  ser  tutores  o  cura- 
dores de  sus  parientes; 

2."  Los  individuos  del  Ejército  o  la  Ar- 
mada, que  se  hallen  en  actual  servicio;  in- 
clusos los  comisarios,  médicos,  cirujanos, 
i  demás  personas  adictas  a  los  cuerpos  de 
linea  o  a  las  naves  del  Estado; 

3.°  Los  que  tienen  que  ejercer  por  largo 
tiempo,  o  por  tiempo  indefinido,  un  cargo 
o  comisión  pública  fuera  del  territorio  chi- 
leno. 
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III.  Reglas  relativas  al  sexo. 

499.  Las  mujeres  son  incapaces  de  toda 
tutela  o  curaduría;  salvas  las  escepciones 
siguientes; 

1.'  La  mujer  que  no  tiene  marido  vivo, 
puede  ser  guardadora  de  sus  descendien- 
tes lejitimos  o  de  sus  hijos  naturales. 

2.*  La  mujer  no  divorciada  puede  ser 
curadora  de  su  marido  demente  o  .sordo- 
mudo. 

3.^  La  mujer,  mientras  vive  su  marido, 
puede  ser  guardadora  de  los  hijos  comu- 
nes, cuando  en  conformidad  al  art.  1.758 
se  le  confiere  la  administración  de  la  so- 
ciedadconyugal. 

Estas  escepciones  no  escluyen  las  ha- 
bilidades provinientes  de  otra  causa  que 
el  sexo. 

IV.  Reglas  i'olativas  a  la  edad. 

500.  No  pueden  ser  tutores  o  curado- 
res los  que  no  hayan  cumplido  veinte  i  cin- 
co años,  aunque  hayan  obtenid©  inhabili- 
tación de  edad. 

Sin  embargo,  si  es  deferida  una  tutela  o 
curaduría  al  ascendiente  o  descendiente, 
lejítimo  o  natural,  que  no  ha  cumplido 
veinte  í  cinco  años,  se  aguardará  que  los 
cumpla  para  conferirle  el  cargo,  i  se  nom- 
brará un  interino  para  el  tiempo  inter- 
medio. 

Se  aguardará  de  la  misma  manera  al  tu- 
tor o  curador  testamentario  que  no  ha 
cumplido  veinte  i  cinco  años. 

Pero  será  inválido  el  nombramiento  del 
tutor  o  curador  menor,  cuando  llegando  a 
los  veinte  i  cinco  solo  tendría  que  ejercer 
la  tutela  o  curaduría  por  menos  de  dos 
años. 

501.  Cuando  no  hubiere  certidumbre 
acerca  de  la  edad,  se  juzgará  de  ella  según 
el  art.  314,  i  si  en  consecuencia  se  discier- 
ne el  cargo  al  tutor  o  curador  nombrado, 
será  válido  i  subsistirá,  cualquiera  que  sea 
realmente  la  edad. 

V.  Reglas  relativas  a  las  relaciones  de  familia. 

502.  El  padrastro  no  puede  ser  tutor  o 
curador  de  su  entenado. 

503.  El  marido  no  puede  ser  tutor  o 
curador  de  sus  hijos  naturales,  sin  el  con- 
sentimiento de  su  mujer. 

504.  El  hijo  no  puede  ser  curador  de 
su  padre  disipador. 

VI.  Reglas  relativas  a  1.a  oposición  de  intereses  o 
diferencia  de  relijion  eutre  el  guardador  y  el 
pupilo. 

605.     No  podrá  ser  tutor  o  curador  de 


una  persona  el  que  le  dispute  su  estado 
civil. 

506.  No  pueden  ser  solos  tutores  o  cu- 
radores de  una  persona  los  acreedores  o 
deudores  de  la  misma,  ni  los  que  litiguen 
con  ella,  por  intereses  propios  o  ajenos. 

El  juez,  .según  le  pareciere  mas  conve- 
niente, les  agregará  otros  tutores  o  cura- 
dores que  administren  conjuntamente,  o 
los  declarará  incapaces  del  cargo. 

Al  cónyuje  i  a  los  ascendientes  i  descen- 
dientes del  pupilo  no  se  aplicará  la  dispo- 
sición de  este  artículo. 

507.  Las  disposiciones  del  precedente 
artículo  no  comprenden  al  tutor  o  curador 
testamentario,  si  se  prueba  que  el  testador 
tenia  conocimiento  del  crédito,  deuda  o  li- 
tis, al  tiempo  de  nombrar  a  dicho  tutor  ó 
curador. 

Ni  se  estiende  a  los  créditos,  deudas  o 
litis  que  faeren  de  poca  importancia  en 
concepto  del  juez. 

508.  Los  que  profesan  diversa  relijion 
de  aquella  en  que  debe  ser  o  ha  sido  edu- 
cado el  pupilo,  no  pueden  ser  lutoreso  cu- 
radores de  éste,  escepto  en  el  caso  de  ser 
aceptados  por  los  ascendientes,  i  a  falta  de 
éstos  por  los  consanguíneos  mas  próximos. 

VII.  Reglas  relativas  a  la  incapacidad 
sobreviniente. 

509.  Las  causas  antedichas  de  incapa- 
cidad, que  sobrevengan  durante  el  ejerci- 
cio de  la  tutela  o  curaduría,  pondrán  fin 
a  ella. 

510.  La  demencia  del  tutor  o  curador 
viciará  de  nulidad  todos  los  actos  que 
durante  ella  hubiere  ejecutado,  aunque  no 
haya  sido  puesto  en  interdicción. 

511.  Si  la  ascendiente  lejitima  o  madre 
natural,  tutora  o  curadora,  quisiere  casar- 
se, lo  denunciará  previamente  al  majistra- 
do,  para  que  se  nombre  la  persona  que  ha 
de  sucederle  en  el  cargo;  i  de  no  hacerlo 
así,  ella  i  su  marido  quedarán  solidaria- 
mente responsables  de  la  administración, 
estendiéndose  la  responsabilidad  del  mari- 
do aun  a  los  actos  de  la  tutora  o  curadora 
anteriores  al  matrimonio. 

VIII.  Reglas  jenerales  sobre  las   incapacidades. 

512.  Los  tutores  o  curadores  que  ha- 
yan ocultado  las  causas  de  incapacidad 
que|existían  al  tiempo  de  deferírseles  el  car- 
go, o  que  después  hubieren  sobrevenido, 
ademas  de  estar  sujetos  a  todas  las  respon- 
sabilidades de  su  administración,  perderán 
los  emolumentos  correspondientes  al  tiem- 
po en  que,  conociendo  la  incapacidad, 
ejercieron  el  cargo. 
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Las  causas  ignoradas  de  incapacidad  no 
vician  los  actos  del  tutor  o  curador;  |Dero, 
sabidas  por  él,  pondrán  ñn  a  la  tutela  o 
curaduría. 

513.  El  guardador  que  se  creyere  in- 
capaz de  ejercer  la  tutela  o  cúratela  que  se 
le  defíere,  tendrá  para  provocar  el  juicio 
sobre  su  incapacidad  los  mismos  plazos 
que  para  el  juicio  sobre  sus  escusas  se  pres- 
criben en  el  art.  520. 

Sobreviniendo  la  incapacidad  durante  el 
ejercicio  de  la  tutela  o  curaduría,  deberá 
denunciadla  al  juez  dentro  de  los  tres  días 
subsiguientes  a  aquel  en  que  dicha  inca- 
pacidad haya  empezado  a  existir *o  hubiere 
llegado  a  su  conocimiento;  i  se  ampliará 
e.ste  plazo  de  la  misma  manera  que  el  de 
treinta  días  que  en  el  art.  520  se  prescribe. 

La  incapacidad  del  tutor  o  curador  po- 
drá también  ser  denunciada  al  juez  por 
cualquiera  de  los  consanguíneos  del  pupi- 
lo, por  su  cónyuje,  i  aun  por  cualquiera 
persona  del  pueblo. 

§  2. — De  las  escusas. 

514.  Pueden  escusarse  de  la  tutela  o 
curaduría: 

1.°  El  Presidente  de  la  República,  los 
Ministros  de  Estado,  los  Ministros  de  la 
Corte  Suprema  i  de  las  Cortes  de  Apela- 
ciones, los  ñscales  i  demás  personas  que 
ejercen  el  ministerio  público,  losjueces  le- 
trados, el  defensor  de  menores,  el  de  obras 
pias,  i  demás  defensores  públicos; 

2.°  Los  administradores  i  recaudadores 
de  rentas  ñscales; 

3.°  Los  que  están  obligados  a  servir  por 
largo  tiempo  un  empleo  público  a  conside- 
rable distancia  del  departamento  en  que 
se  ha  de  ejercer  la  guarda; 

4.°  Los  que  tienen  su  domicilio  a  con- 
siderable distancia  de  dicho  departamento: 

5.°    Las  mujeres; 

6.°  Los  que  adolecen  de  alguna  grave 
enfermedad  habitual  o  han  cumplido  se- 
senta i  cinco  años; 

7."  Los  pobres  que  están  precisados  a 
vivir  de  su  trabajo  personal  diario; 

8.°  Los  que  ejercen  ya  dos  guardas;  i 
los  que,  estando  casados,  o  teniendo  hijos 
lejitimos,  ejercen  ya  una  guarda;  pero  no 
se  tomarán  en  cuenta  las  curadurías  espe- 
ciales; 

Podrá  el  juez  contar  como  dos,  la  tutela  o 
curaduría  que  tuere  demasiado  complica- 
da i  gravosa; 

9.°  Los  que  tienen  bajo  su  patria  potes- 
tad cinco  o  mas  hijes  lejitimos  vivos;  con- 
tándoseles también  los  que  han  muerto  en 


acción  de  guerra  bajo  las  banderas  de  la 
República. 

515.  En  el  caso  del  articulo  preceden- 
te, número  8.",  el  que  ejerciere  dos  o  mas 
guardas  de  personas,  que  no  son  hijos  su- 
yos, lejitimos  o  naturales,  tendrá  derecho 
para  pedir  que  se  le  exonere  de  una  de 
ellas  a  fin  de  encargarse  de  la  guarda  de 
un  hijo  suyo  lejitimo  o  natural;  pero  no 
podrá  escusarse  de  ésta. 

516.  La  escusa  del  número  9.°,  artícu- 
lo 514,  no  podrá  alegarse  para  no  servir  la 
tutela  o  curaduría  del  hijo  lejitimo  ó  natu- 
ral. 

517.  No  se  admitirá  como  escusa  el  na 
hallar  fiadores,  si  el  que  la  alega  tiene  bie- 
nes raíces;  en  este  caso  será  obligado  a 
constituir  hipoteca  sobre  ellos  hasta  la  can- 
tidad que  se  estime  suficiente  para  respon- 
der de  su  administración. 

518.  El  que  por  diez  o  mas  años  conti- 
nuos haya  servido  la  guarda  de  un  mismo 
pupilo,  como  tutor  o  curador,  o  como  tutor 
i  curador  sucesivamente,  podrá  escusarse 
de  continuar  en  el  ejercicio  de  su  cargo; 
pero  no  podrá  alegar  esta  escusa  el  cónyu- 
je, ni  un  ascendiente  o  descendiente  lejiti- 
mo, ni  un  padre  o  hijo  natural. 

519.  Las  escusas  consignadas  en  los 
artículos  precedentes  deberán  alegarse, 
por  el  que  quiera  aprovecharse  de  ellas,  al 
tiempo  de  deferirse  la  guarda;  i  serán  ad- 
misibles, si  durante  ella  sobrevienen. 

520.  Las  escusas  para  no  aceptar  la 
guarda  que  se  defiere,  deben  alegarse  den- 
tro de  los  plazos  siguientes: 

Si  el  tutor  o  curador  nombrado  se  halla 
en  el  departamento  en  que  reside  el  juez 
que  ha  de  conocer  de  ellas,  las  alegará 
dentro  de  los  treinta  dias  subsiguientes  a 
aquel  en  que  se  le  ha  hecho  .saber  su  nom- 
bramiento; i  si  no  se  halla  en  dicho  depar- 
tamento, pero  sí  en  el  territorio  de  la  Re- 
pública, se  ampliará  este  plazo  cuatro  dias 
por  cada  cincuenta  quilómetros  de  distan- 
cia entre  la  ciudad  cabecera  de  dicho  de- 
partamento i  la  residencia  actual  del  tutor 
o  curador  nombrado. 

521.  Toda  dilación  que  exceda  del  pla- 
zo legal  i  que  con  mediana  dilijencia  hu- 
biera podido  evitarse,  impondrá  al  tutor  o 
curador  la  responsabilidad  de  los  perjui- 
cios que  se  siguieren  de  su  retardo  en  en- 
cargarse de  la  tutela  ó  curaduría;  i  hará 
ademas  inadmisibles  sus  escusas  volunta- 
rias a  no  ser  que  por  el  ínteres  del  pupilo 
convenga  aceptarlas. 

522.  Los  motivos  de  escusa,  que  du- 
rante la  tutela  sobrevengan,  no  prescriben 
por  ninguna  demora  en  alegarlos. 
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523.  Si  el  tutor  o  curador  nombrado 
está  en  pais  estranjero,  i  se  ignora  cuando 
ha  de  volver,  o  si  no  se  sal)e  su  paradero, 
podrá  el  juez,  según  las  circunstancias,  se- 
ñalar un  jila/o  dentro  del  cual  se  presente 
el  tutor  o  curador  a  encargarse  de  la  tute- 
la o  curaduría  o  a  escusarse;  i  espirado  el 
plazo,  podrá, según  las  circunstancias,  am- 
pliarlo, o  declarar  inválido  el  nombramien- 
to; el  cual  no  convalecerá  aunque  después 
so  presente  el  tutor  o  curador. 

§  3. — Rer/las  comunes  a  las  incapacidades 
i  a  las  escusas. 

524.  El  juicio  sobre  las  incapacidades 
o  escusas  alegadas  por  el  guardador  debe- 
rá seguirse  con  el  respectivo  defensor. 

52b.  Si  eljuezen  la  primera  instanciano 
reconociere  las  causas  de  incapacidad  ale- 
gadas por  el  guardador,  o  no  aceptare  sus 
escusas,  i  si  el  guardador  no  apelare,  o  por 
el  tribunal  de  apelación  se  conñrmare  el 
fallo  del  juez  a  quo,  será  el  guardador  res- 
ponsable de  cualesquiera  perjuicios  que  de 
su  retardo  en  encargarse  de  la  guarda  ha- 
yan resultado  al  pupilo. 

No  tendrá  lugar  esta  responsabilidad,  si 
el  tutor  o  curador,  para  e.xonerarse  de  ella, 
ofreciere  encargarse  interinamente  de  la 
tutela  o  curaduría. 

TITl  L.O  XVXI 

De  ia  remuneración  4e  l4>.<^  tuturei» 
i  curartore.<*. 

526.  El  tutor  o  curador  tendrá,  en  je- 
neral,  en  recompensa  de  su  trabajo  la  dé- 
cima parte  de  los  frutos  de  aqueilor-  bienes 
de  su  pupilo  que  administra. 

Si  hubiere  varios  tutores  o  curadores 
que  administren  conjuntamente,  se  dividi- 
rá entre  ellos  la  décima  por  partes  iguales. 

Pero  si  uno  de  los  guardadores  ejerce 
funciones  a  que  no  está  anexa  la  percep- 
ción de  frutos,  deducirá  el  juez  de  la  déci- 
ma de  los  otros  la  remuneración  que  crea 
justo  asignarle. 

Podrá  también  aumentar  la  décima  de 
un  guardador,  deduciendo  este  aumento 
de  la  décima  de  los  otros,  cuando  hubiere 
una  manifiesta  desproporción  entre  los  tra- 
bajos i  los  emolumentos  respectivos. 

Se  dictarán  estas  dos  providencias  por  el 
juez,  en  caso  necesario,  a  petición  del  res- 
pectivo guardador,  i  con  audiencia  de  los 
otros. 

527.  La  distribución  de  la  décima  se 
hará  según  las  reglas  jenerales  del  articulo 
precedente,  incisos  primero  i  segundo, 
mientras  en  conformidad  a  los  incisos  ter- 


cero i  cuarto  no  se  altere  por  acuerdo  de 
las  partes  o  por  decreto  del  juez;  ni  rejirá 
la  nueva  distribución  sino  desde  la  fecha 
del  acuerdo  o  del  decreto. 

528.  Los  gastos  necesarios  ocurridos  a 
los  tutores  o  curadores  en  el  desempeño  de 
su  cargo  so  les  abonarán  separadamente, 
i  no  se  imputarán  a  la  décima. 

529.  Toda  asignación  que  espresamen- 
te  se  haga  al  tutor  o  curador  testamentario 
en  recompensa  de  su  trabajo,  se  imputará 
a  lo  que  de  la  décima  de  los  frutos  hubiere 
de  caber  a  dicho  tutor  o  curador;  i  si  valie- 
re menos,  tendrá  derecho  a  que  se  le  com- 
plete su  remuneración;  pero  si  valiere  mas, 
no  será  obligado  a  pagar  el  exceso  mien- 
tras éste  quepa  en  la  cuota  de  bienes  de 
que  el  testador  pudo  disponer  a  su  arbitrio. 

530.  Las  escusas  aceptadas  privan  al 
tutor  o  curador  testamentario  de  la  asig- 
nación que  se  le  haya  hecho  en  remunera- 
ción de  su  trabajo. 

Pero  las  escusas  sobrevinientes  le  priva- 
rán solamente  de  una  parte  proporcional. 

531.  Las  incapacidades  preexistentes 
quitan  al  guardador  todo  derecho  a  la  asig- 
nación antedicha. 

Si  la  incapacidad  sobreviene  sin  hecho  o 
culpa  del  guardador,  o  si  éste  fallece  du- 
rante la  guarda,  no  habrá  lugar  a  la  resti- 
tución de  la  cosa  asignada,  en  todo  o  parte. 

532.  Si  un  tutor  o  curador  interino  re- 
leva de  todas  sus  funciones  al  propietario, 
corresponderá  su  décima  íntegra  al  pri- 
mero, por  todo  el  tiempo  que  durare  su 
cargo;  pero  si  el  propietario  retiene  alguna 
parte  de  sus  funciones,  retendrá  también 
una  parte  proporcionada  de  su  décima. 

Si  la  remuneración  consistiere  en  una 
cuota  hereditaria  o  legado,  i  el  propietario 
hubiere  hecho  necesario  el  nombramiento 
del  interino  por  una  cousajustificab'e,  co- 
mo la  de  un  encargo  público,  o  la  de  evitar 
algún  grave  perjuicio  en  sus  intereses,  con- 
servará su  herencia  o  legado  integramente 
i  el  interino  recibirá  la  décima  de  los  fru- 
tos de  lo  que  administre. 

533.  El  tutor  o  curador  que  adminis- 
tra fraudulentamente  o  que  contraviene  a 
la  disposición  del  artículo  116,  pierde  su 
derecho  a  la  décima,  i  estará  obligado  a  la 
restitución  de  todo  lo  que  hubiere  percibi- 
do en  remuneración  de  su  cargo. 

Si  administra  descuidadamente,  no  co- 
brará la  décima  de  los  frutos  en  aquella 
parte  de  los  bienes  que  por  su  neglijencia 
hubiere  sufrido  detrimento  o  esperimenta- 
do  una  considerable  diminución  de  pro- 
ductos. 

En  uno  i  otro  caso  queda  ademas  salva 
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al  pupilo  la  indemnización  de   perjuicios. 

534.  Si  los  frutoá  del  patrimonio  del 
pupilo  fueren  tan  escasos  que  apenas  bas- 
ten para  su  precisa  subsistencia,  el  tutor  o 
curador  será  obligado  a  servir  su  cargo 
gratuitamente;  i  si  el  pupilo  llegare  a  ad- 
quirir mas  bienes,  sea  durante  la  guarda  o 
después,  nada  podrá  exijirle  el  guardador 
en  razón  de  la  décima  correspondiente  al 
tiempo  anterior. 

535.  El  guardador  cobrará  su  décima 
a  medida  que  se  realicen  los  frutos. 

Para  determinar  el  valor  de  la  décima, 
se  tomarán  en  cuenta,  no  solo  las  espensas 
invertidas  en  la  producción  de  los  frutos, 
sino  todas  las  pensiones  i  cargas  usufruc- 
tuarias a  que  esté  sujeto  el  patrimonio. 

536.  Respecto  de  los  frutos  pendientes 
al  tiempo  de  principiar  o  espirar  la  tutela, 
se  sujetará  la  décima  del  tutor  o  curador  a 
las  mismas  regias  a  que  está  sujeto  el  usu- 
fructo. 

537.  En  jeneral  no  se  contarán  entre 
los  frutos  de  que  debe  deducirse  la  décima, 
las  materias  que  separadas  no  renacen,  ni 
aquellas  cuja  separación  deteriora  el  fundo 
o  disminuye  su  valor. 

Por  consiguiente,  no  se  contará  entre 
los  frutos  la  leña  o  madera  que  se  vende, 
cuando  el  corte  no  se  hace  con  la  regula- 
ridad necesaria  para  que  se  conserven  en 
un  ser  los  bosques  i  arbolados. 

La  décima  se  esíenderá,  sin  embargo,  al 
producto  de  las  canteras  i  minas. 

538.  Los  curadores  de  bienes  deausen- 
tes, los  curadores  de  los  derechos  eventua- 
les de  un  postumo,  los  curadores  de  una 
herencia  yacente,  i  los  curadores  especia- 
les, no  tienen  derecho  a  la  décima.  Se  les 
asignará  por  el  juez  una  remuneración 
equitativa  sobre  los  frutos  de  los  bienes  que 
administran,  o  una  cantidad  determinada, 
en  recompensa  de  su  trabajo. 

TITULO  XlkXII 

De  la  reiHocion  «!e  l4»s  tutores  i  curadores 

539.  Los  tutores  o  curadores  serán  re- 
movidos: 1.°,  por  incapacidad;  2.°,  por 
fraude  o  culpa  grave  en  el  ejercicio  de  su 
cargo,  i  en  especial,  por  las  señaladas  en 
los  artículos  378  i  434;  3.°,  por  ineptitud 
maniñesta;  4.',  por  actos  repetidos  de  ad- 
ministración descuidada;  5.*',  por  conduc- 
ta inmoral,  de  que  pueda  resultar  daño  a 
las  costumbres  del  pupilo. 

Por  la  cuarta  de  las  causas  anteriores 
no  podrá  ser  removido  el  tutor  o  curador 
que  fuere  ascendiente,  o  descendiente,  o 
cónyuje  del  pupilo,    pero  se  le  asociará 


otro   tutor  o   curador  en  la  administra- 
ción. 

540.  Se  presumirá  descuido  habitual  en 
la  administración, por  el  hecho  de  deterio- 
rarse los  bienes,  o  disminuirse  consilera- 
blemente  los  frutos;  i  el  tutor  o  curador 
que  no  desvanezca  esta  presunción  dando 
esplicacion  satisfactoria  del  deterioro  o  di- 
minución, sei'á  removido. 

541.  El  que  ejerce  varias  tutelas  o  cu- 
radurías i  es  removido  de  una  de  ellas  por 
fraude  o  culpa  grave,  será  por  el  mismo 
hecho  removido  de  las  otras,  a  petición 
del  respectivo  defensor,  o  de  cualquiera 
persona  del  pueblo,  o  de  oficio. 

542.  La  remoción  podrá  ser  provoca- 
da por  cualquiera  de  los  consanguíneos 
del  pupilo,  i  por  su  cónyuje,  i  aun  por 
cualquiera  persona  dti  pueblo. 

Podrá  provocarla  el  |)upilo  mismo,  que 
haya  llegado  a  la  pubertad,  recurriendo  al 
respectivo  defensor. 

El  juez  podrá  también  promoverla  de 
oficio. 

Serán  siempre  oidos  los  parientes,  i  el 
ministerio  público. 

543.  Se  nombrará  tutor  o  curador  in- 
terino para  mientras  penda  el  juicio  de  re- 
moción. El  interino  escluirá  al  propietario 
que  no  fuere  ascendiente,  descendiente  o 
cónyuje;  i  será  agregado  al  que  lo  fuere. 

544.  El  tutor  o  curador  removido  de- 
berá indemnizar  cumplidamente  al  pu- 
pilo. ^ 

Será  asimismo  perseguido  criminalmen- 
te por  los  delitos  que  haya  cometido  en  el 
ejercicio  de  su  cargo. 

TITULO  X1L!KIII 

De  las  personas  jurídicas. 

545.  Se  llama  persona  Jurídica  una 
persona  ficticia,  capaz  de  ejercer  dere?,ho3 
i  contraer  obligaciones  civiles,  i  de  ser  re- 
presentada judicial  i  extrajudicialmente. 

Las  personas  jurídicas  son  de  dos  espe- 
cies: corporaciones,  i  fundaciones  de  be- 
neficencia pública. 

Hai  personas  jurídicas  que  participan  de 
uno  i  otro  carácter. 

546.  No  son  personas  jurídicas  las  fun- 
daciones o  corporaciones  que  no  se  hayan 
establecido- en  virtud  de  una  lei,  o  que  no 
hayan  sido  aprobadas  por  el  Presidente 
de  la  República  con  acuerdo  del  Consejo 
de  Estado. 

647.  Las  sociedades  industriales  no 
están  comprendidas  en  las  disposiciones 
de  este  título:  sus  derechos  i  obligaciones 
son  reglados,  según    su  naturaleza,   por 
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otros  títulos  de  este  Código  i  por  el  Código 
de  Comercio. 

Tampoco  se  esüenden  las  disposiciones 
de  este  título  a  las  corporaciones  o  funda- 
ciones de  derecho  público,  como  la  nación, 
el  ñsco,  las  municipalidades,  las  iglesias, 
las  comunidades  relijiosas,  i  los  estable- 
cimientos que  se  costean  con  fondos  del 
erario:  estas  corporaciones  i  fundacio- 
nes se  rijan  por  leyes  i  reglamentos  espe- 
ciales. 

548.  Las  ordenanzas  o  estatutos  de  las 
corporaciones,  que  fueren  formados  por 
ellas  mismas,  serán  sometidos  a  la  apro- 
bación del  Presidente  de  la  República  con 
acuerdo  del  Consejo  de  Estado,  que  se  la 
concederá  si  no  tuvieren  nada  contrario 
al  orden  público,  a  las  leyes  o  a  las  buenas 
costumbres. 

Todos  aquellos  a  quienes  los  estatutos 
de  la  corporación  irrogaren  perjuicio,  po- 
drán recurrir  al  Presidente,  para  que  en 
lo  que  perjudicaren  a  terceros  se  corrijan; 
i  aun  después  de  aprobados  les  quedara  es- 
pedito  su  recurso  a  la  justicia  contra  toda 
lesión  o  perjuicio  que  de  la  aplicación  de 
dichos  estatutos  les  haya  resultado  o  pueda 
resultarles. 

549.  Lo  que  pertenece  a  una  corpora- 
ción no  pertenece  ni  en  todo  ni  en  parte  a 
ninguno  de  los  individuos  que  la  compo- 
nen; i  recíprocamente  las  deudas  de  una 
corporación,  no  dan  a  nadie  derecho  para 
demandarlas,  en  todo  o  parte,  a  ninguno 
de  los  individuos  que  componen  la  corpo- 
ración, ni  dan  acción  sobre  los  bienes 
propios  de  ellos,  sino  sobre  los  bienes  de 
la  corporación. 

Sin  embargo,  los  miembros  pueden,  es- 
presándolo, obligarse  en  particular,  al 
mismo  tiempo  que  la  corporación  se  obliga 
colectivamente;  i  la  responsabilidad  de  los 
miembros  será  entonces  solidaria,  si  se 
estipula  espresamente  la  solidariedad. 

Pero  la  responsabilidad  no  se  estiende  a 
los  herederos,  sino  cuando  los  miembros 
de  la  corporación  los  hayan  obligado  es- 
presamente. 

Si  una  corporación  no  tiene  existencia 
legal  según  el  articulo  546,  sus  actos  colec- 
tivos obligan  a  todos  i  cada  uno  de  sus 
miembros  solidariamente. 

550.  La  mayoría  de  los  miembros  de 
una  corporación,  que  tengan  según  sus 
estatutos  voto  deliberativo,  será  conside- 
rada como  una  sala  o  reunión  legal  de  la 
corporación  entera. 

La  voluntad  de  la  mayoría  de  la  sala  es 
la  voluntad  de  la  corporación. 

Todo  lo  cual  se  entiende  sin  perjuicio  de 


las  modificaciones  que  los  estatutos  de  la 
corporación  prescribieren  a  este  respecto. 

551.  Las  corporaciones  son  represen- 
tadas por  las  personas  a  quienes  la  lei  o 
las  ordenanzas  respectivas,  o  a  falta  de  una 
i  otras,  un  acuerdo  de  la  corporación  ha 
conferido  este  carácter. 

552.  Los  actos  del  representante  de  la 
corporación,  en  cuanto  no  excedan  de  los 
limites  del  ministerio  que  se  le  ha  confia- 
do, son  actos  de  la  corporación;  en  cuanto 
excedan  de  estos  límites,  solo  obligan  per- 
sonalmente al  representante. 

553.  Los  estatutos  de  una  corporación 
tienen  fuerza  obligatoria  sobre  toda  ella,  i 
sus  miembros  están  obligados  a  obedecer- 
los bajo  las  penas  que  los  mismos  estatutos 
impongan. 

554.  Toda  corporación  tiene  sobre  sus 
miembros  el  derecho  de  policía  correccio- 
nal que  sus  estatutos  le  confieran,  i  ejer- 
cerá este  derecho  en  conformidad  a  ellos. 

555.  Los  delitos  de  fraude,  dilapida- 
ción, i  malversación  de  los  fondos  de  la 
corporación,  se  castigarán  con  arreglo  a 
sus  estatutos,  sin  perjuicio  de  lo  que  dis- 
pongan sobre  los  mismos  delitos  las  leyes 
comunes. 

556.  Las  corporaciones  pueden  adqui- 
rir bienes  de  todas  clases,  a  cualquier  tí- 
tulo, pero  no  pueden  conservar  la  posesión 
de  los  bienes  raíces  que  adquieran,  sin  per- 
miso especial  de  la  lejislatura. 

Sin  este  permiso  especial,  estarán  obli- 
gadas a  enajenar  dichos  bienes  raices,  den- 
tro de  los  cinco  años  subsiguientes  al  dia 
en  que  hayan  adquirido  la  posesión  de 
ellos;  i  si  no  lo  liicieren,  caerán  en  comiso 
los  referidos  bienes. 

Esta  prohibición  no  se  estiende  a  los  de- 
rechos de  censo  o  pensión,  asegurados  so- 
bre bienes  raices;  ni  a  los  derechos  de 
usufructo,  uso  o  habitación. 

557.  Los  bienes  raices  que  las  corpo- 
raciones posean  con  permiso  especial  de  la 
lejislatura,  están  sujetos  a  las  reglas  si- 
guientes: 

1.''  No  pueden  enajenarse,  ni  gravarse 
con  hipoteca,  censo,  usufructo  o  servidum- 
bre, ni  arrendarse  por  mas  de  ocho  años, 
si  fueren  predios  rústicos,  ni  por  mas  de 
cinco,  si  fueren  urbanos,  sin  previo  decre- 
to de  juez,  con  conocimiento  de  causa,  i 
por  razón  de  necesidad  o  utilidad  mani- 
fiesta; 

2.*  Enajenados,  puede  adquirirlos  otra 
vez  la  corporación,  i  conservarlos  sin  es- 
pecial permiso,  si  vuelven  a  ella  por  la  re- 
solución de  la  enajenación  i  no  por  un  nue- 
vo título;  por  ejemplo,  cuando  el  que  los  ha 
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adquirido  con  ciertas  obligaciones,  deja  de 
cumplirlas,  i  es  obligado  a  la  restitución,  o 
cuando  ella  los  ha  vendido,  reservándose 
el  derecho  de  volver  a  comprarlos  dentro 
de  cierto  tiempo,  i  ejercita  este  derecho. 

558.  Los  acreedores  de  las  corporacio- 
nes tienen  acción  contra  sus  bienes  como 
contra  los  de  una  persona  nateral  que  se 
halla  bajo  tutela. 

559.  Las  corporaciones  no  pueden  di- 
solverse por  si  mismas,  sin  la  aprobación 
de  la  autoridad  que  lejitimó  su  existencia. 

Pero  pueden  ser  disueltas  por  ella,  o  por 
disposición  de  la  lei,  a  pesar  de  la  voluntad 
desús  miembros,  si  llegan  a  comprometer 
la  seguridad  o  los  intereses  del  Estado,  o 
no  corresponden  al  objeto  de  su  institu- 
ción. 

560.  Si  por  muerte  u  otros  accidentes, 
quedan  reducidos  los  miembros  de  una 
corporación  atan  corto  número  que  no  pue- 
dan ya  cumplirse  los  objetos  para  que  fue 
instituida,  o  si  faltan  todos  ellos,  i  los  esta- 
tutos no  hubieren  prevenido  el  modo  de  in- 
tegrarla o  renovarla  en  estos  casos,  co- 
rresponderá a  la  autoridad  que  lejitimó  su 
existencia  dictar  la  forma  en  que  haya  de 
efectuarse  la  integración  o  renovación. 

561.  Disuelta  una  corporación,  se  dis- 
pondrá de  sus  propiedades  en  la  forma  que 
para  este  caso  hubieren  prescrito  sus  esta- 
tutos; i  si  en  ellos  no  se  hubiere  previsto 
este  caso,  pertenecerán  diclias  propiedades 
al  Estado,  con  la  obligación  de  emplearlas 
en  objetos  análogos  a  los  de  la  institución. 
Tocará  al  Cuerpo  Lejislativo  señalarlos. 

562.  Las  fundaciones  de  benehcencia 
que  hayan  de  administrarse  por  una  colec- 
ción de  individuos,  se  rejirán  por  los  esta- 
tutos que  el  fundador  les  hubiere  dictado; 
i  si  el  fundador  no  hubiere  manifestado  su 
voluntad  a  este  respecto,  o  solo  la  hubiere 
manifestado  incompletamente,  será  supli- 
do este  defecto  por  el  Presidente  de  la  Re- 
pública con  acuerdo  del  Consejo  de  Es- 
tado. 

563.  Lo  que  en  los  artículos  549  hasta 
561  se  dispone  acerca  de  las  corporaciones 
i  de  los  miembros  que  las  componen,  se 
aplicará  a  las  fundaciones  de  beneficencia 
i  a  los  individuos  que  las  administran. 

564.  Las  fundaciones  perecen  por  la 
destrucción  de  los  bienes  destinados  a  su 
manutención. 
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LilBí^O  SEGÜJSÍDO 

De  los  bienes,  i  de  sü  domi« 
nio,  posesión,  uso  i  goee. 

TITLXO  I 

De  la»«  varia.<«  claste.s  de  hiene». 

565.  Los  bienes  consisten  en  cosas  cor- 
porales o  incorporales. 

Corporales  son  las  que  tienen  un  ser  real 
i  pueden  ser  percibidas  por  los  sentidos, 
como  una  casa,  un  libro. 

Incorporales  las  que  consisten  en  rae- 
ros derechos,  como  los  créditos,  i  las  servi- 
dumbres activas. 

§  1- — De  las  cosas  corporales. 

566.  Las  cosas  corporales  se  dividen 
en  muebles  e  inmuebles. 

567.  Muebles  son  las  que  pueden  tras- 
portarse de  un  lugar  a  otro,  sea  movién- 
dose ellas  a  si  mismas,  como  los  animales 
(que  por  eso  se  llaman  semovientes),  sea 
que  solo  se  muevan  por  una  fuerza  ester- 
na, como  las  cosas  inanimadas. 

Esceptúanse  las  que  siendo  muebles  por 
naturaleza  se  reputan  inmuebles  por  su 
destino,  según  el  artículo  570. 

568.  Inmuebles  o  fincas  o  bienes  raíces 
son  las  cosas  que  no  pueden  trasportar.se 
de  un  lugar  a  otro;  como  las  tierras  i  mi- 
nas, i  las  que  adhieren  permanentemente 
a  ellas,  como  los  edificios,  los  árboles. 

Las  casas  i  heredades  se  llaman  predios 
o  fundos. 

569.  Las  plantas  son  inmuebles,  mien- 
tras adhieren  al  suelo  por  sus  raices,  a  me- 
nos que  estén  en  macetas  o  cajones,  que 
puedan  trasportarse  de  un  lugar  a  otro. 

570.  Se  reputan  inmuebles,  aunque 
por  su  naturaleza  no  lo  sean,  las  cosas  que 
están  permanentemente  destinadas  al  uso, 
cultivo  i  beneficio  de  un  inmueble,  sin  em- 
bargo de  que  puedan  separarse  sin  detri- 
mento. Tales  son,  por  ejemplo: 

Las  losas  de  un  pavimento; 

Los  tubos  de  las  cañerías; 

Los  utensilios  de  labranza  o  minería,  i  los 
animales  actualmente  destinados  al  culti- 
vo o  beneficio  de  una  finca,  con  tal  que  ha- 
yan sido  puestos  en  ella  por  el  dueño  de  la 
finca; 

Los  abonos  existentes  en  ella,  i  destina- 
dos por  el  dueño  de  la  finca  a  mejorarla; 

Las  prensas,  calderas,  cubas,  alambi- 
ques, toneles  i  máquinas  que  forman  parte 
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de  un  establecimiento  industrial  adlierente 
ai  suelo,  i  pertenecen  al  dueño  de  éste; 

Los  animales  que  se  guardan  en  coneje- 
ras, pajareras,  estanques,  colmenas,  i  cua- 
lesquiera otros  vivares,  con  til  que  éstos 
adhieran  al  suelo,  o  sean  parte  del  suelo 
mismo,  o  de  un  edificio. 

571.  Los  productos  de  los  inmuebles,  i 
las  cosas  accesorias  a  ellos,  como  las  yer- 
bas de  un  campo,  la  madera  i  fruto  de  los 
árboles,  los  animales  de  un  vivar,  se  repu- 
tan muebles,  aun  antes  de  su  separación, 
para  el  efecto  de  constituir  un  derecho  so- 
bre diclios  productos  o  cosas  a  otra  perso- 
na que  el  dueño. 

Lo  mismo  se  aplica  a  la  tierra  o  arena  de 
un  suelo,  a  los  metales  de  una  mina,  i  a  las 
piedras  de  una  cantera. 

572.  Las  cosas  de  comodidad  u  ornato 
que  se  clavan  o  íijan  en  las  paredes  de  las 
casas  i  pueden  removerse  fácilmente  sin 
detrimento  de  las  mismas  paredes,  como 
estufas,  espejos,  cuadros,  tapicerías,  se 
reputan  muebles.  Si  los  cuadros  o  espejos 
están  embutidos  en  las  paredes,  de  manera 
que  formen  un  mismo  cuerpo  con  ellas,  se 
considerarán  parte  de  ellas,  aunque  pue- 
dan separarse  sin  detrimento. 

573  Las  cosas  que  por  ser  accesorias 
a  bienes  raices  se  reputan  inmuebles,  no 
dejan  de  serlo  por  su  separación  momen- 
tánea; por  ejemplo  los  bulbos  o  cebollas  que 
se  arrancan  para  volverlas  a  plantar,  i  las 
lo.sas  o  piedras  que  se  desencajan  de  su  lu- 
gar, para  hacer  alguna  construcción  o  re- 
]>aracion  i  con  ánimo  de  volverlas  a  él. 
Pero  desde  que  se  separan  con  el  objeto  de 
darles  diferente  destino,  dejan  de  ser  in- 
muebles. 

574.  Cuando  por  la  lei  o  el  hombre  se 
usa  de  la  espresion  bienes  muebles  sin  otra 
calificación,  se  comprenderá  en  ella  todo 
lo  que  se  entiende  por  cosas  muebles,  se- 
gún el  artículo  567. 

En  los  muebles  de  una  casa  no  se  com- 
■  prenderá  el  dinero,  los  documentos  i  pape- 
les, las  colecciones  científicas  o  artísticas, 
los'libros  o  sus  estantes,  las  medallas,  las 
armas,  los  instrumentos  de  artes  i  oñcios, 
las  joyas,  la  ropa  de  vestir  i  de  cama,  los 
carruajes  o  caballerías  o  sus  arreos,  los 
granos,  caldos,  mercancías,  ni  en  jeneral 
otras  cosas  que  las  que  forman  el  ajuar  de 
una  casa. 

675.  Las  cosas  muebles  se  dividen  en 
funjibles  i  no  funjibles. 

A  las  primeras  pertenecen  aquellas  de 
que  no  puede  hacerse  el  uso  conveniente  a 
su  naturaleza  sin  que  se  destruyan. 

Las  especies  monetarias  en  cuanto  pere- 


cen para  el  que  las  emplea  como  tales,  son 
cosas  funjibles. 

§  2. — De  las  cosas  incorporales. 

576.  Las  cosas  incorporales  son  dere- 
chos reales  o  personales. 

577.  Derecho  real  es  el  que  tenemos 
sobre  una  cosa  sin  respecto  a  determinada 
persona. 

Son  derechos  reales  el  de  dominio,  el  de 
herencia,  los  de  usufructo,  uso  o  habita 
cion,  los  de  servidumbres  activas,  el  de 
prenda  i  el  de  hipoteca.  De  estos  derechos 
nacen  las  acciones  reales. 

578.  Derechos  personales  o  créditos 
son  los  que  solo  pueden  reclamarse  de  cier- 
tas personas,  que,  por  un  hecho  suyo  o  la 
sola  disposición  de  la  lei,  han  contraído  las 
obligaciones  correlativas;  como  el  que  tie- 
ne el  prestamista  contra  su  deudor  por  el 
dinero  prestado,  o  el  hijo  contra  el  padre 
por  alimentos.  De  estos  derechos  nacen  las 
acciones  personales. 

579  El  derecho  de  censo  es  personal 
en  cuanto  puede  dirijirse  contra  el  cen- 
suario, aunque  no  esté  en  posesión  de  la 
fínca  acensuada,  i  real  en  cuanto  se  persi- 
ga ésta. 

580.  Los  derechos  i  acciones  se  reputan 
bienes  muebles  o  inmuebles,  según  lo  sea 
la  cosa  en  que  han  de  ejercerse  o  que  se 
debe.  Así  el  derecho  de  usufructo  sofore  un 
inmueble,  es  inmueble.  Así  la  acción  del 
comprador  para  que  se  le  entregue  la  fin- 
ca comprada,  es  inmueble;  i  la  acción  del 
que  ha  prestado  dinero,  para  que  se  le  pa- 
gue, es  mueble. 

581 .  Los  hechos  que  se  deben  se  reputan 
muebles.  La  acción  para  que  un  artífice 
ejecute  la  obra  convenida,  o  resarza  los 
perjuicios  causados  por  la  inejecución  del 
convenio,  entra  por  consiguiente  en  la  cla- 
se de  los  bienes  muebles. 

TITKJI.O  II 

Del    dominio. 

682.  El  dominio  (que  se  llama  también 
propiedad)  es  el  derecho  real  en  una  cosa 
corporal,  para  gozar  i  disponer  de  ella  ar- 
bitrariamente; no  siendo  contra  lei  o  con- 
tra derecho  ajeno. 

La  propiedad  separada  del  goce  de  la 
cosa,  se  llama  mera  o  nuda  propiedad. 

583.  Sobre  las  cosas  incorporales  hai 
también  una  especie  de  propiedad.  Así  el 
usufructuario  tiene  la  propiedad  de  su  de- 
recho de  usufructo. 

584.  Las  producciones  del  talento  o 
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del  injenio  son  una  propiedad  de  sus  auto- 
res. 

Esta  especie  de  propiedad  se  rejirá  por 
leyes  especiales. 

585.  Las  cosas  que  la  naturaleza  ha 
hecho  comunes  a  todos  los  hombres,  como 
la  alta  mar,  no  son  susceptibles  de  domi- 
nio, i  ninguna  nación,  corporación  o  indi- 
viduo tiene  derecho  de  apropiárselas. 

Su  uso  i  goce  son  determinados  entre  in- 
dividuos de  una  nación  por  las  leyes  de 
ésta,  i  entre  dis^tintas  naciones  por  el  De- 
recho Internacional. 

586.  Las  cosas  que  han  sido  consagra- 
das para  el  culto  divino,  se  rejirán  por  el 
Derecho  Canónico. 

587.  El  uso  i  goce  de  las  capillas  i  ce- 
menterios, situados  en  posesiones  de  par- 
ticulares i  accesorios  a  ellas,  pasarán  jun- 
to con  ellas  i  junto  con  los  ornamentos, 
vasos  y  demás  objetos  pertenecientes  a  di- 
chas capillas  o  cementerios,  a  las  personas 
que  sucesivamente  adquieran  las  posesio- 
nes en  que  están  situados,  a  menos  de  dis- 
ponerse otra  cosa  por  testamento  o  por  acto 
entre  vivos. 

588.  Los  modos  de  adquirir  el  dominio 
son  la  ocupación,  la  accesión,  la  tradición, 
la  sucesión  por  causa  de  muerte,  i  la  pres- 
cripción. 

De  la  adquisición  de  dominio  por  estos 
dos  últimos  medios  se  tratará  en  el  Libro 
De  la  sucesión  por  causa  de  muerte,  i  al  fin 
de  este  Código. 

TITILO  III 

De  los  bienes  nacíoMales. 

589.  Se  Warnanhienes na<Honales  aque- 
llos cuyo  dominio  pertenece  a  la  nación 
toda. 

Si  ademas  su  uso  pertenece  a  todos  los 
habitantes  de  la  nación,  como  el  de  calles, 
plazas,  puentes  i  caminos,  el  mar  adyacen- 
te i  sus  playas,  se  llaman  bienes  nacionales 
de  uso  público  o  bienes  públicos. 

Los  bienes  nacionales  cuyo  uso  no  perte- 
nece jeneralmente  a  los  habitantes,  se  lla- 
man bienes  del  Estado  o  bienes  fiscales. 

590.  Son  bienes  del  Estado  todas  las 
tierras  que,  estando  situadas  dentro  de  los 
limites  territoriales,  carecen  de  otro  dueño. 

591.  El  Estado  es  dueño  de  todas  las 
minas  de  oro,  plata,  cobre,  azogue,  estaño, 
piedras  preciosas,  i  demás  sustancias  fósi- 
les, no  obstante  el  dominio  de  las  corpora- 
ciones o  de  los  particulares  sobre  la  super- 
ficie de  la  tierra  en  cuyas  entrañas  estu- 
vieren situadas. 

Pero  se  concede  a  los  particulares  la  fa- 


cultad de  catar  i  cavar  en  tierras  de  cual- 
quier dominio  para  buscar  las  minas  a  que 
se  refiere  el  precedente  inciso,  la  de  labrar 
i  beneficiar  dichas  minas,  i  la  de  disponer 
de  ellas  como  dueños,  con  los  requisitos 
i  bajo  las  reglas  que  prescribe  el  Código  de 
Minería 

592.  Los  puentes  i  caminos  construi- 
dos a  espen.sas  de  personas  particulares  en 
tierras  que  les  pertenecen,  no  son  bienes 
nacionales,  aunque  los  dueños  permitan  su 
uso  i  goce  a  todos. 

Lo  mismo  se  estiende  a  cualesquiera 
otras  construcciones  hechas  a  espensas  de 
particulares  i  en  sus  tierras,  aun  cuando 
su  uso  sea  público,  por  permiso  del  dueño. 

593.  El  mar  adyacente,  hasta  la  dis- 
tancia de  una  legua  marina,  medida  desde 
la  linea  de  mas  baja  marea,  es  mar  territo- 
rial i  de  dominio  nacional;  pero  el  derecho 
de  policía,  para  objetos  concernientes  a  la 
seguridad  del  país  i  a  la  observancia  de  las 
leyes  fiscales,  se  es;tiende  hasta  la  distancia 
de  cuatro  leguas  marinas  medidas  de  la 
misma  manera. 

594.  Se  entiende  por  playa  del  mar  la 
estension  de  tierra  que  las  olas  bañan  i  des- 
ocupan alternativamente  hasta  donde  lle- 
gan en  las  mas  altas  mareas. 

595.  Los  rios  i  todas  las  aguas  que  co- 
rren por  cauces  naturales,  son  bienes  na- 
cionales de  uso  público. 

Esceptúanse  las  vertientes  que  nacen  ¡ 
mueren  dentro  de  una  misma  heredad:  su 
propiedad,  uso  i  goce  pertenecen  a  los  due- 
ños de  las  riberas,  i  pasan  con  éstas  a  los 
herederos  i  demás  sucesores  de  los  due- 
ños. (1) 

596.  Los  grandes  lagos  que  pueden  na- 
vegarse  por  buques  de  mas  de  cien  tonela- 
das, son  bienes  nacionales  de  uso  público. 

La  propiedad,  uso  i  goce  de  los  otros  la- 
gos pertenecen  a  los  propietarios  ribera- 
nos. 

597 .  Las  nuevas  islas  que  se  formen  en 
el  mar  territorial  o  en  rios  i  lagos  que  pue- 
dan navegar.<e  por  buques  de  mas  de  cien 
toneladas,  pertenecerán  al  Estado. 

598.  El  uso  i  goce  que  para  el  tránsito, 


(1)  Los  señores  Bello  y  Sira  impugnan  la  redac- 
ción de  este  articulo,  diciendo  que  no  es  posible 
emplear  la  palabra  dueños  tratándose  de  una  finca 
o  heredad.  Ño  estamos  conformes  con  esa  aprecia- 
ción. Las  aguas  que  corren  por  uu  arroyo  enclavado 
en  una  e.xtensa  finca,  pueden  pertenecer  *  varios 
dueños  porque  ésta  se  haya  dividido  anteriormen- 
te, sin  que  por  ello  hayan  perdido  los  actuales  due- 
ños sus  respectivos  derechos,  que  pueden  transmi- 
tir á  sus  herederos.  A  lo  sumo  puede  pedirse  que 
se  dijera  cal  dueño  o  dueños»,  etc.  Esto  no  quiere 
decir  que  nosotros  defendamos  la  redacción  del  ar- 
ticulo, que  es  bastante  deficiente. 
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riego,  navegación,  i  cualesquiera  otros  ob- 
jetos lícitos,  corresponden  a  los  particula- 
res en  las  calles,  plazas,  puentes  i  caminos 
públicos,  en  el  mar  i  sus  playas,  en  rios  i 
lagos,  i  jeneralmente  en  todos  los  bienes 
nacionales  de  uso  público,  estarán  sujetos 
a  las  disposiciones  de  este  Código,  i  a  las 
ordenanzas  jenerales  o  locales  que  sobre  la 
materia  se  promulguen. 

599.  Nadie  podrá  construir,  sino  por 
permiso  especial  de  autoridad  competente, 
obra  alguna  sobre  las  calles,  plazas,  puen- 
tes, playas,  terrenos  físcales  i  demás  luga- 
res de  propiedad  nacional. 

600.  Las  columnas,  pilastras,  gradas, 
umbrales,  i  cualesquiera  otras  construc- 
ciones que  sirvan  para  la  comodidad  u  or- 
nato de  los  edificios,  o  hagan  parte  de  ellos, 
no  podrán  ocupar  ningún  espacio  por  pe- 
queño que  sea,  de  la  superficie  de  las  calles, 
plazas,  puentes,  caminos  i  demás  lugares 
de  propiedad  nacional. 

Los  edificios  en  que  se  ha  tolerado  la 
práctica  contraria,  estarán  sujetos  a  la  dis- 
posición del  precedente  inciso,  si  se  recons- 
truyeren. 

601.  En  los  edificios  que  se  construyan 
a  los  costados  de  calles  o  plazas,  no  podrá 
haber,  hasta  la  altura  de  tres  metros,  ven- 
tanas, balcones,  miradores  u  otras  obras 
que  salgan  mas  de  medio  decímetro  fuera 
del  plano  vertical  del  lindero;  ni  podrá  ha- 
berlos mas  arriba,  que  salgan  de  dicho 
plano  vertical,  sino  hasta  la  distancia  ho- 
rizontal de  tres  decímetros. 

Las  disposiciones  del  articulo  precedente 
inciso  segundo,  se  aplicarán  a  las  recons- 
trucciones de  dichos  edificios. 

602.  Sobre  las  obras  que  con  permiso 
de  la  autoridad  competente  se  construyan 
en  sitios  de  propiedad  nacional,  no  tienen 
los  particulares  que  han  obtenido  este  per- 
miso, sino  el  uso  y  goce  de  ellas,  i  no  la 
propiedad  del  suelo. 

Abandonadas  las  obras,  o  terminado  el 
tiempo  por  el  cual  se  concedió  el  perniiso, 
se  restituyen  ellas  i  el  suelo,  por  el  ministe- 
rio de  la  iei,  al  uso  i  goce  privativo  del  Es- 
tado, o  al  uso  i  goce  jen  eral  de  los  habitan- 
tes, .según  prescriba  la  autoridad  soberana. 

Pero  no  se  entiende  lo  dicho  si  la  propie- 
dad del  suelo  ha  sido  concedida  espresa- 
mente  por  el  Estado. 

603.  No  se  podrán  sacar  canales  de  los 
rios  para  ningún  objeto  industrial  o  domés- 
tico, sino  con  arreglo  a  las  leyes  u  orde- 
nanzas respectivas. 

604.  Las  naves  nacionales  o  estranje- 
ras  no  podrán  tocar  ni  acercarse  a  ningún 
paraje  de  la  playa,  escepto  a  los  puertos 


que  para  este  objeto  haya  designado  la  Iei; 
a  menos  que  un  peligro  inminente  de  nau- 
frajio,  o  de  apresamiento,  u  otra  necesidad 
semejante  las  fuerce  a  ello;  i  los  capitanes 
o  patrones  de  las  naves  que  de  otro  modo 
lo  hicieren,  estarán  sujetos  alas  penas  que 
las  leyes  i  ordenanzas  respectivas  les  im- 
pongan. 

Los  náufragos  tendrán  libre  acceso  a  la 
playa  i  serán  socorridos  por  las  autoridades 
locales. 

605.  No  obstante  lo  prevenido  en  este 
título  i  en  e\  De  ia  accedon,  relativamente 
al  dominio  de  la  nación  sobre  rios,  lagos,  e 
islas,  subsistirán  en  ellos  los  derechos  ad- 
quiridos por  particulares  antes  de  la  pro- 
mulgación de  este  Código. 

TITULO  W 

De  la  ocupación. 

606.  Por  la  ocupación  se  adquiere  el 
dominio  de  las  cosas  que  no  pertenecen  a 
nadie,  i  cuya  adquisición  no  es  prohibida 
por  las  leyes  chilenas,  o  por  el  Derecho 
Internacional. 

607 .  La  caza  i  pesca  son  especies  de 
ocupación  por  las  cuales  se  adquiere  el  do- 
minio de  los  animales  bravios. 

608.  Se  llaman  animales  bravios  o  sal- 
vajes los  que  viven  naturalmente  libres  e 
independientes  del  hombre,  como  las  fieras 
i  los  peces;  domésticos  los  que  pertenecen 
a  especies  que  viven  ordinariamente  bajo 
la  dependencia  del  hombre,  como  las  galli- 
nas, las  ovejas;  i  domesticados  los  que  sin 
embargo  de  ser  bravios  por  su  naturaleza, 
se  han  acostumbrado  a  la  domesticidad  i 
reconocen  en  cierto  modo  el  imperio  del 
hombre. 

Estos  últimos  ,  mientras  conservan  la 
costumbre  de  volver  ai  amparo  o  depen- 
dencia del  hombre,  siguen  la  regla  de  los 
animales  domésticos,  i  perdiendo  esta  cos- 
tumbre vuelven  a  la  clase  de  los  animales 
bravios. 

609.  •  No  se  puede  cazar  sino  en  tierras 
propias,  o  en  las  ajenas,  con  permiso  del 
dueño. 

Pero  no  será  necesario  este  permiso,  si 
las  tierras  no  estuvieren  cercadas,  ni  plan- 
tadas o  cultivadas;  a  menos  que  el  dueño 
haya  prohibido  espresamente  cazar  en 
ellas  i  notificar  la  prohibición. 

610.  Si  alguno  cazare  en  tierras  aje- 
nas sin  permiso  del  dueño,  cuando  por  leí 
estaba  obligado  a  obtenerlo,  lo  que  cace 
será  para  el  dueño,  a  quien  ademas  in- 
demnizará de  todo  perjuicio. 

611.  Se  podrá  pescar  libremente  en  los 
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mares;  pero  en  el  mar  territorial  solo  po- 
drán pescar  los  chilenos  i  los  estranjeros 
domiciliados. 

Se  podrá  también  pescar  libremente  en 
los  rios  i  en  los  lagos  de  uso  público. 

612.  Los  pescadores  podrán  hacer  de 
las  playas  del  mar  el  uso  necesario  para 
la  pesca,  construyendo  cabanas,  sacando  a 
tierra  sus  barcas  i  utensilios  i  el  producto 
de  la  pesca,  secando  sus  redes,  etc.;  guar- 
dándose empero  de  hacer  uso  alguno  de 
los  edificios  o  construcciones  que  alli  hu- 
biere, sin  permiso  de  sus  dueños,  o  de  em- 
barazar el  uso  lejítimo  de  los  demás  pes- 
cadores. 

613.  Podrán  también  para  los  espre- 
sados menesteres  hacer  uso  de  las  tierras 
contiguas  hasta  la  distancia  de  ocho  metros 
de  la  playa:  pero  no  tocarán  a  los  ediHcios 
o  construcciones  que  dentro  de  esa  distan- 
cia hubiere,  ni  atravesarán  las  cercas,  ni 
se  introducirán  en  las  arboledas,  piantios 
o  siembras. 

614.  Los  dueños  de  las  tierras  conti- 
guas a  la  pía /a  no  podrán  poner  cercas, 
ni  hacer  ediñcios,  construcciones  o  culti- 
vos dentro  de  los  dichos  ocho  metros,  sino 
dejando  de  trecho  en  trecho  suttcientes  i 
cómodos  espacios  para  los  menesteres  de 
la  pesca. 

En  caso  contrario  ocurrirán  los  pesca- 
dores a  las  autoridades  locales  para  que 
pongan  el  conveniente  remedio. 

615.  A  los  que  pesquen  en  rios  i  lagos 
no  será  lícito  hacer  uso  alguno  de  los  edi- 
ficios i  terrenos  cultivados  en  las  riberas 
ni  atravesar  las  cercas. 

616.  La  disposición  del  articulo  610 
se  estiende  al  que  pesca  en  aguas  aje- 
na (1). 

617.  Se  entiende  que  el  cazador  o  pes- 
cador se  apodera  del  animal  bravio  i  lo  ha- 
ce suyo,  desde  el  momento  que  lo  ha  heri- 
do gravemente,  de  manera  que  ya  no  le 
sea  fácil  esi;apar,  i  mientras  persiste  en 
perseguirlo;  o  desde  el  momento  que  el 
animal  ha  caido  en  sus  trampas  o  redes, 
con  tal  que  las  haya  armado  o  tendido  en 
paraje  donde  le  sea  lícito  cazar  o  pescar. 

Si  el  animal  herido  entra  en  tierras  aje- 
nas donde  es  lícito  cazar  sin  permiso  del 
dueño,  podrá  este  hacerlo  suyo. 

618.  No  es  lícito  a  un  cazador  o  perca- 
dor perseguir  al  animal  bravio  que  es  ya 
perseguido  por  otro  cazador  o  pescador;  si 
lo  hiciere  sin  su  consentimiento,  i  se  apo- 


(1)  Entiende  el  Sr.  Bello  que  este  artículo  debía 
hacer  referencia  no  solo  al  610,  sino  también  al  609, 
opinando  como  él  el  docto  escritor  Sr.  Amuná- 
tegui. 


derare  del  animal,  podrá  el  otro  reclamar- 
lo como  suyo. 

619.  Los  animales  bravios  pertenecen 
al  dueño  de  las  jaulas,  pajareras,  coneje- 
ras, colmenas,  estanques  o  corrales  en  que 
estuvieren  encerrados;  pero  luego  que  re- 
cobran su  libertad  natural,  puede  cual- 
quier persona  apoderarse  de  ellos,  i  hacer- 
los suyos,  con  tal  que  actualmente  no  vaya 
el  dueño  en  seguimiento  de  ellos,  tenién- 
dolos a  la  vista,  i  que  por  lo  demás  no  se 
contravenga  al  articulo  609. 

620.  Las  abejas  que  huyen  de  la  col- 
mena i  posan  en  árbol  que  no  sea  del  due- 
ño de  ésta,  vuelven  a  su  libertad  natural, 
i  cualquiera  puede  apoderarse  de  ellas,  i  de 
los  penales  fabricados  por  ellas,  con  tal 
que  no  lo  haga  sin  permiso  del  dueño  en 
tierras  ajenas,  cercadas  ó  cultivadas ,  o 
contra  la  prohibición  del  mismo  en  las 
otras;  pero  al  dueño  de  la  colmena  no  po- 
drá prohibirse  que  persiga  a  las  abejas  fu- 
jitivas  en  tierras  que  no  estén  cercadas  ni 
cultivadas. 

621.  Las  palomas  que  abandonan  un 
palomar  i  se  íij:in  en  otro,  se  entenderán 
ocupadas  lejítimamente  por  el  dueño  del 
segundo,  siempre  que  éste  no  se  haya  va- 
lido de  alguna  industria  para  atraerlas  i 
aquerenciarlas. 

En  tal  caso  estará  obligado  a  la  indem- 
nización de  todo  perjuicio,  inclusa  la  res- 
titución de  las  especies,  si  el  dueño  la  exi- 
jiere,  i  si  no  la  exijiere,  a  pagarle  su 
precio. 

622.  En  lo  demás,  el  ejercicio  de  la 
caza  i  de  la  pesca  estará  sujeto  a  las  orde- 
nanzas especiales  que  sobre  estas  materias 
se  dicten. 

No  se  podrá,  pues,  cazar  o  pescar  sino 
en  lugares,  en  temporadas,  i  con  armas  i 
procederes,  que  no  estén  prohibidos. 

623.  Los  animales  domésticos  están 
sujetos  a  dominio. 

Conserva  el  dueño  este  dominio  sobre 
los  animales  domésticos  fujitivos,  aun  cuan- 
do hayan  entrado  en  tierras  ajenas;  salvo 
en  cuanto  las  ordenanzas  de  policía  rural 
o  urbana  establecieren  lo  contrario. 

624.  La  invención  o  hallascio  es  una 
especie  de  ocupación  por  la  cual  el  que  en- 
cuentra una  cosa  inanimada  que  no  perte- 
nece a  nadie,  adquiere  su  dominio,  apode- 
rándose de  ella. 

De  este  modo  se  adquiere  el  dominio  de 
las  piedras,  conchas  i  otras  sustancias  que 
arroja  el  mar  i  que  no  presentan  señales 
de  dominio  anterior. 

Se  adquieren  del  mismo  modo  las  cosas 
cuya  propiedad  abandona  su  dueño,  como 
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las  monedas  que  se  arrojan  para  que  las 
haga  suyas  el  primer  ocupante. 

No  se  presumen  abandonadas  por  sus 
dueños  las  cosas  que  los  navegantes  arro- 
jan al  mar  para  alijar  la  nave. 

625.  El  descubrimiento  de  un  tesoro 
es  una  especie  de  invención  o  hallazgo. 

Se  llama  tesoro  la  moneda  o  joyas,  u 
otros  efectos  preciosos,  que  elaborados  por 
el  hombre  han  estado  largo  tiempo  sepul- 
tados o  escondidos  sin  que  liaya  memoria 
ni  indicio  de  su  dueño. 

626.  El  tesoro  encontrado  en  terreno 
ajeno  se  dividirá  por  partes  iguales  entre 
el  dueño  del  terreno  i  la  persona  que  haya 
hecho  el  descubrimiento. 

Pero  esta  liltiraa  no  tendrá  derecho  a  su 
porción,  sino  cuando  el  descubrimiento 
sea  fortuito,  o  cuando  se  haya  buscado 
el  tesoro  coa  permiso  del  dueño  del  te- 
rreno. 

En  los  demás  casos,  o  cuando  sean  una 
misma  persona  el  dueño  del  terreno  i  el 
descubridor,  pertenecerá  todo  el  tesoro  al 
dueño  del  terreno. 

627.  Al  dueño  de  una  heredad  o  de  un 
edificio  podrá  pedir  cualquiera  persona  el 
permiso  de  cavar  en  el  suelo  para  sacar 
dinero  o  alhajas  que  asegurare  pertene- 
cerle  i  estar  escondidos  en  él;  i  si  señalare 
el  paraje  en  que  están  escondidos  i  diere 
competente  seguridad  de  que  probará  su 
derecho  sobre  ellos,  i  de  que  abonará  todo 
perjuicio  al  dueño  de  la  heredad  o  edificio, 
no  podrá  éste  negar  el  permiso  ni  oponer- 
se a  la  estracciou  de  dichos  dineros  o  al- 
hajas. 

628.  No  probándose  el  derecho  sobre 
dichos  dineros  o  alhajas,  serán  considera- 
dos o  como  bienes  perdidos,  o  como  tesoro 
encontrado  en  suelo  ajeno,  según  los  an- 
tecedentes i  señales. 

En  este  segundo  caso,  deducidos  los  cos- 
tos, se  dividirá  el  tesoro  por  partes  iguales 
entre  el  denunciador  y  el  dueño  del  suelo; 
pero  no  podrá  éste  pedir  indemnización 
de  perjuicios,  a  menos  de  renunciar  su 
porción. 

629.  Si  se  encuentra  alguna  especie 
mueble  al  parecer  perdida,  deberá  poner- 
se a  disposición  de  su  dueño;  i  no  presen- 
tándose nHdie  que  pruebe  ser  suya,  se 
entregará  a  la  autoridad  competente,  la 
cual  deberá  dar  aviso  del  hallazgo  en  un 
periódico  del  departamento,  si  lo  hubiere, 
i  en  carteles  públicos  que  se  ñjarán  en 
tres  de  los  parajes  mas  frecuentados  del 
mismo. 

El  aviso  designará  el  jénero  y  calidad  de 
la  especie,  el  dia  i  lugar  del  hallazgo. 


Si  no  pareciere  el  dueño,  se  dará  epte 
aviso  hasta  por  tercera  vez,  mediando 
treinta  dias  de  un  aviso  a  otro. 

630.  Si  en  el  curso  del  año  subí^iguien- 
te  al  último  avisu,  no  se  presentare  perso- 
na que  justifique  su  dominio,  se  venderá 
la  especie  en  pública  subasta;  se  deducirán 
del  producto  las  espensas  de  aprensio-i, 
conservación  i  demás  que  incidieren;  i  el 
remanente  se  dividirá  por  partes  igualas 
entre  la  persona  que  encontró  la  especio 
i  Ja  municipalidad  del  departamento. 

631.  La  persona  qne  haya  omitido  lis 
dilij encías  aquí  ordenadas,  perderá  su  por- 
ción en  tavor  de  la  municipalidad,  i  aun 
quedará  sujeta  a  la  acción  de  perjuicios,  i 
según  las  circunstancias,  a  la  pena  de 
hurto. 

632.  Si  aparece  el  dueño  antes  de  su- 
bastada la  especie,  le  será  restituida,  pa- 
gando las  espensas,  í  lo  que  a  título  de  sal- 
vamento adjudicare  la  autoridad  compe- 
tente al  que  encontró  i  denunció  la  es- 
pecie. 

Si  el  dueño  hubiere  ofrecido  recompen- 
sa por  el  hallazgo,  el  denunciador  elejirá 
entre  el  premio  de  salvamento  i  la  recom 
pensa  ofrecida. 

633.  Subastada  la  especie,  se  mirará 
como  irrevocablemente  perdida  para  ei 
dueño. 

634.  Si  la  especie  fuere  corruptible  o 
su  custodia  i  conservación  dispendiosas, 
podrá  anticiparse  la  subasta,  i  el  dueño, 
presentándose  antes  Je  espirar  el  año  sub- 
siguiente al  último  aviso,  tendrá  derecho 
al  precio,  deducidas,  como  queda  dicho, 
las  espensas  i  el  premio  de  salvamento. 

635.  Si  naufragare  algún  buque  en  las 
costas  de  la  República,  o  si  el  mar  arroja- 
re a  ellas  los  fragmentos  de  un  buque,  o 
efectos  pertenecientes,  según  las  aparien- 
cias, al  aparejo  o  carga  de  un  buque,  las 
personas  que  lo  vean  o  sepan,  denuncia- 
rán el  hecho  a  la  autoridad  competente, 
asegurando  entretanto  los  efectos  que  sea 
posible  salvar  para  restituirlos  a  quien  de 
derecho  corresponda. 

Los  que  se  los  apropiaren,  quedarán 
sujetos  a  la  acción  de  perjuicios,  i  a  la  pe- 
na de  hurto. 

636.  Las  especies  náufragasque  se  sal- 
varen, serán  restituidas  por  la  autoridad 
a  los  interesados,  medíante  el  pago  de 
las  espensas  i  la  gratificación  de  salva- 
mento. 

637.  Si  no  aparecieren  interesados,  se 
procederá  a  la  publicación  de  tres  avisos 
por  periódicos  i  carteles,  mediando  seis 
meses  de  un  aviso  a  otro;  i  en  lo  demás 


CHILE.— CÓDIGO  CIVIL 


183 


se  procederá  como  en  el  caso  de  los  artícu- 
los 629  i  siguientes. 

638.  La  autoridad  competente  fijará, 
según  las  circunstancias,  la  gratificación 
de  salvamento,  que  nunca  pasará  de  la 
mitad  del  valor  de  las  esi)ecies. 

Pero  si  el  salvamento  de  las  especies  se 
hiciere  bajo  las  órdenes  i  dirección  de  la 
autoridad  pública,  se  restituirán  a  los  in- 
teresados, mediante  el  abono  de  las  espen- 
sas,  sin  gratificación  de  salvamento. 

639.  Todo  lo  dicho  en  los  artículos  635 
i  siguientes  se  entiende  sin  perjuicio  de 
lo  que  sobre  esta  materia  se  estipulare  con 
las  potencias  estranjeras,  i  de  los  regla- 
mentos fiscales  para  el  almacenaje  i  la  in- 
ternación de  las  especies. 

640.  El  Estado  se  hace  dueño  de  todas 
las  propiedades  que  se  toman  en  guerra  de 
nación  á  nación,  no  solo  a  los  enemigos 
sino  a  los  neutrales,  i  auna  los  aliados  i 
los  nacionales,  según  los  casos,  i  dispone 
de  ell«s  en  conformidad  a  las  Ordenanzas 
de  Marina  i  de  Corso. 

641.  Las  presas  hechas  por  bandidos, 
piratas  o  insurjentes,  no  trasfieren  domi- 
nic,  i  represadas  deberán  restituirse  a  ios 
dueños,  pagando  éstos  el  premio  de  salva- 
mento a  los  represadores. 

Este  premio  se  regulará  por  el  que  en 
casos  análogos  se  conceda  a  los  apresado- 
res  en  guerra  de  nación  a  nación. 

642.  Si  no  aparecieren  los  dueños,  se 
procederá  como  en  el  caso  de  las  cosas  per- 
didas; pero  los  represadores  tendrán  sobre 
las  propiedades  que  no  fueren  reclamadas 
por  sus  dueños  en  el  espacio  de  un  año 
contado  desde  la  fecha  del  último  aviso,  los 
mismos  derechos  que  si  las  hubieron  apre- 
sado en  guerra  de  nación  a  nación. 

TiTlJLO  V 
De  la  accesión. 

643.  La  accesión  es  un  modo  de  adqui- 
rir por  el  cual  el  dueño  de  una  cosa  pasa  a 
serlo  de  lo  que  ella  produce,  o  de  lo  que  se 
junta  a  ella.  Los  productos  de  las  cosas  son 
frutos  naturales  o  civiles. 

§  1.  Z)e  las  accesiones  de  frutos. 

644.  Se  llaman  frutos  naturales  los 
queda  la  naturaleza,  ayudada  o  no  de  la 
industria  humana. 

645.  Los  frutos  naturales  se  llaman 
pendientes  mientras  que  adhieren  todavía 
a  la  cosa  que  los  produce,  como  las  plantas 
que  están  arraigadas  al  suelo,  o  los  pro- 
ductos de  las  plantas  mientras  no  han  sido 
separados  de  ellas. 


Frutos  naturales  percibidos  son  los  que 
han  sido  separados  de  la  cosa  productiva, 
como  las  maderas  cortadas,  las  frutas  i 
granos  cosechados,  etc.;  i  se  dicen  consu- 
midos cuando  ¿e  lian  consumido  verdade- 
ramente o  se  han  enajenado. 

646.  Los  frutos  naturales  de  una  cosa 
pertenecen  al  dueño  de  ella;  sin  perjuicio 
de  los  dei'echos  constituidos  por  las  leyes, 
o  por  un  hecho  del  hombre,  ai  poseedor  de 
buna  fe,  al  usufructuario,  al  arrendatario. 

Así  los  vejetales  que  la  tierra  produce 
espontáneamente  o  por  el  cultivo,  i  las  fru- 
tas, semillas  i  demás  productos  de  los  veje- 
tales, pertenecen  al  dueño  de  la  tierra. 

Así  también  las  pieles,  lana,  astas,  le- 
che, cria,  i  damas  productos  de  los  anima- 
les, pertenecen  al  dueño  de  éstos. 

647.  Se  llaman  frutos  civiles  los  pre- 
cios, pensiones  o  cánones  de  arrendamien- 
to o  censo,  i  los  intereses  de  capitales  exi- 
jibles,  o  impuestos  a  fondo  perdido. 

Los  frutos  civiles  se  llaman  pendientes 
mientras  se  deben;  i  percibidos,  desde  que 
se  cobran. 

648.  Los  frutos  civiles  pertenecen  tam- 
bién al  dueño  de  la  cosa  de  que  provienen, 
de  la  misma  manera  i  con  la  misma  limi- 
tación que  los  naturales. 

§  2.  De  las  accesiones  del  suelo. 

649.  Se  llama  aluvión  el  aumento  que 
recibe  la  ribera  de  la  mar  o  de  un  rio  o 
lago  por  el  lento  e  imperceptible  retiro  de 
las  aguas. 

650.  El  terreno  de  aluvión  accede  a  las 
heredades  riberanas  dentro  de  sus  respec- 
tivas líneas  de  demarcación,  prolongadas 
directamente  hasta  el  agua;  pero  en  puer- 
tos habilitados  pertenecerá  al  Estado. 

El  suelo  que  el  agua  ocupa  i  desocupa 
alternativamente  en  sus  creces  i  bajas  pe- 
riódica?, forma  parte  de  la  ribera  o  del 
cauce,  i  no  accede  mientras  tanto  a  las  he- 
redades contiguas. 

651.  Siempre  que  prolongadas  las  an- 
tedichas lineas  de  demarcación,  se  corten 
una  a  otra,  antes  de  llegar  al  agua,  el 
triángulo  formado  por  ellas  i  por  el  borde 
del  agua,  accederá  a  las  dos  heredades  la- 
terales; una  linea  recta  que  lo  divida  en 
dos  partes  iguales,  tirada  desde  el  punto  de 
intersección  hasta  el  agua,  será  la  linea  di- 
visoria entre  las  dos  heredades  (1). 

652.  Sobre  la  parte  del  suelo  que  por 
una  avenida  o  por  otra  fuerza  natural  vio- 


(1 )  Critican  algunos  la  redacción  de  este  artícu- 
lo diciendo  que,  si  las  lín«as  se  cortan  antes  de  lle- 
gar al  agua,  no  pueden  formar  triángulo  con  el 
borde  de  ésta  No  vemos  la  razón  de  esta  censura. 
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lenta  es  trasportada  de  un  ¿itioa  otro,  con- 
serva el  dueño  su  dominio,  para  el  solo 
electo  de  llevársela;  pero  si  no  la  reclama 
dentro  del  subsiguiente  año,  la  hará  suya 
el  dueño  del  sitio  a  que  fué  trasportada. 

653.  Si  una  heredad  ha  sido  inundada, 
el  terreno  restituido  por  las  aguas  dentro 
de  los  diez  años  subsiguientes,  volverá  a 
sus  antiguos  dueños. 

654.  Si  un  rio  varia  de  curso,  podrán 
los  propietarios  riberanos,  con  permiso  de 
autoridad  competente,  hacer  las  obras  ne- 
cesarias para  restituir  las  aguas  a  su  acos- 
tumbrado cauce;  i  la  parte  de  éste  que  per- 
manentemente quedare  en  seco,  accederá 
a  las  heredades  contiguas,  como  el  terreno 
de  aluvión  en  el  caso  del  art.  650. 

Concurriendo  los  riberanos  de  un  lado 
con  los  del  otro,  una  línea  lonjitudinal  di- 
vidirá el  nuevo  terreno  en  dos  partes  igua- 
les; i  cada  una  de  éstas  accederá  a  las  he- 
redades contiguas,  como  en  el  caso  del 
mismo  artículo. 

655.  Si  un  río  se  divide  en  dos  brazos, 
que  no  vuelven  después  a  juntarse,  las 
partes  del  anterior  cauce  que  el  agua  de- 
jare descubiertas  accederán  a  las  hereda- 
des contiguas  como  en  el  caso  del  articuló 
precedente. 

656.  Acerca  de  las  nuevas  islas  que  no 
hayan  de  pertenecer  al  Estado  según  el 
articulo  697,  se  observarán  las  reglas  si- 
guientes: 

1.*  La  nueva  isla  se  mirará  como  parte 
del  cauce  o  lecho,  mientras  fuere  ocupada 
i  desocupada  alternativamente  por  las 
aguas  en  sus  creces  i  bajas  periódicas,  i  no 
accederá  entretanto  a  las  heredades  ribe- 
ranas; 

2.*  La  nueva  isla  formada  por  un  río 
que  se  abre  en  dos  brazos  que  vuelven 
después  a  juntarse,  no  altera  el  anterior 
dominio  de  los  terrenos  comprendidos  en 
ella;  pero  el  nuevo  terreno  descubierto 
por  el  río  accederá  á  las  heredades  conti- 
guas como  en  el  caso  del  art.  654; 

3.*  La  nueva  isla  que  se  forme  en  el 
cauce  de  un  rio,  accederá  a  las  heredades 
de  aquella  de  las  dos  riberas  a  que  estuvie- 
re mas  cercana  toda  la  isla;  correspon- 
diendo a  cada  heredad  la  parte  compren- 
dida entre  sus  respectivas  líneas  de  de- 
marcación, prolongadas  directamente  has- 
ta la  isla  i  sobre  la  superñcie  de  ella. 

Si  toda  la  isla  no  estuviere  mas  cercana 
a  una  de  las  dos  riberas  que  a  la  otra,  ac- 
cederá a  las  heredades  de  ambas  riberas; 
correspondiendo  a  cada  heredad  la  parte 
comprendida  entre  sus  respectivas  lineas 
de  demarcación  prolongadas  directamente 


hasta  la  isla  i  sobre  la  superficie  de  ella. 

Las  partes  de  la  isla  que  en  virtud  de 
estas  disposiciones  correspondieren  a  dos 
o  mas  heredades,  se  dividirán  en  partes 
iguales  entre  las  heredades  comuneras; 

4.*  Para  la  distribución  de  una  nueva 
isla,  se  prescindirá  enteramente  de  la  isla 
o  islas  que  hayan  preexistido  a  ella;  i  la 
nueva  isla  accederá  a  las  heredades  ribe- 
ranas como  si  ella  sola  existiese; 

5.*  Los  dueños  de  una  isla  formada  por 
el  rio  adquieren  el  dominio. de  todo  lo  que 
por  aluvión  acceda  a  ella,  cualquiera  que 
sea  la  ribera  de  que  diste  menos  el  nuevo 
terreno  abandonado  por  las  aguas; 

6.*  A  la  nueva  isla  que  se  forme  en  un 
lago  se  aplicará  el  inciso  segundo  de  la  re- 
gla 3*  precedente;  pero  no  tendrán  parte 
en  la  división  del  terreno  formado  por  las 
aguas  las  heredades  cuya  menor  distancia 
de  la  isla  exceda  a  la  mitad  del  diámetro 
de  ésta,  naedido  en  la  dirección  de  esa 
misma  distancia. 

§  3.   De  la  accesión  de  una  cosa  mueble 
a  otra. 

657.  La  adjunción  es  una  especie  do 
accesión,  i  se  veriñca  cuando  dos  cosas 
muebles  pertenecientes  a  diferentes  due- 
ños se  juntan  una  a  otra,  pero  de  modo 
que  puedan  separarse  i  subsistir  cada  una 
después  de  separada;  como  cuando  el  dia- 
mante de  una  per.sona  se  engasta  en  el 
oro  de  otra,  o  en  un  marco  ajeno  se  pone 
un  espejo  propio. 

658.  En  los  casos  de  adjunción,  no 
habiendo  conocimiento  del  hecho  por  una 
parte,  ni  mala  fe  por  otra,  el  dominio  de 
lo  accesorio  accederá  al  dominio  de  la 
principal,  con  el  gravamen  de  pagar  al 
dueño  de  la  parte  accesoria  su  valor. 

659.  Si  de  las  dos  cosas  unidas,  la  una 
es  de  mucho  mas  estimación  que  la  otra, 
la  prim.era  se  mirará  como  lo  principal  y  la 
segunda  como  lo  accesorio. 

Se  mirará  como  de  mas  estimación  la 
cosa  que  tuviere  para  su  dueño  un  gran 
valor  de  afección. 

660.  Si  no  hubiere  tanta  diferencia  en 
la  estimación,  aquella  de  las  dos  cosas  que 
sirva  para  el  uso,  ornato  o  complemento 
de  la  otra,  se  tendrá  por  accesoria. 

661.  En  los  casoi  a  que  no  pudiere 
aplicarse  ninguna  de  las  reglas  preceden- 
tes, se  mirará  como  principal  lo  de  mas 
volumen. 

662.  Otra  especie  de  accesión  es  la 
especificación,  que  se  veriñca  cuando  de 
la  materia  perteneciente  a  una  persona, 
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hace  otra  persona  una  obra  o  artefacto 
cualquiera,  como  si  de  uvas  ajenas  se  hace 
vino,  o  de  plata  ajena  una  copa,  o  de  ma- 
dera ajena  una  nave. 

No  habiendo  conocimiento  del  hecho  por 
una  parte,  ni  mala  fe  por  otra,  el  dueño 
de  la  materia  tendrá  derecho  a  reclamar 
la  nueva  especie,  pagando  la  hechura; 

A  menos  que  en  la  obra  o  artefacto  el 
precio  de  la  nueva  especie  valga  mucho 
mas  que  el  de  la  materia,  como  cuando  se 
pinta  en  lienzo  ajeno,  o  de  mármol  ajeno 
se  hace  una  estatua;  pues  en  este  caso  la 
nueva  especie  pertenecerá  al  especiñcan- 
te,  i  el  dueño  de  la  materia  tendrá  sola- 
mente derecho  a  la  indemnización  de  per- 
juicios. 

Si  la  materia  del  artefacto  es,  en  parte, 
ajena,  y  en  parte,  propia  del  que  la  hizo  o 
mandó  hacer,  i  las  dos  partes  no  pueden 
separarse  sin  inconveniente,  la  especie 
pertenecerá  en  común  a  los  dos  propieta- 
rios; al  uno  a  prorrata  del  valor  de  su  ma- 
teria, i  al  otro  a  prorrata  del  valor  de  la 
suya  i  de  la  hechura. 

663.  Si  se  forma  una  cosa  por  mezcla 
de  materias  áridas  o  líquidas,  pertene- 
cientes a  diferentes  dueños,  no  habiendo 
conocimiento  del  hecho  por  una  parte,  ni 
mala  fe  por  otra,  el  dominio  de  la  cosa 
pertenecerá  a  dichos  dueños  proindiviso, 
a  prorrata  del  valor  de  la  materia  que  a 
cada  uno  pertenezca; 

A  menos  que  el  valor  de  la  materia  per- 
teneciente a  uno  de  ellos  fuere  conside- 
rablemente superior,  pues  en  tal  caso  el 
dueño  de  ella  tendrá  derecho  para  recla- 
mar la  cosa  producida  por  la  mezcla,  pa- 
gando el  precio  de  la  materia  restante. 

664.  En  todos  los  casos  en  que  al  due- 
íio  de  una  de  las  dos  materias  unidas  no 
sea  fácil  reemplazarla  por  otra  de  la  mis- 
ma calidad,  valor  i  aptitud,  i  pueda  la  pri- 
mera separarse  sin  deterioro  de  lo  demás, 
el  dueño  de  ella,  sin  cuyo  conocimiento  se 
haya  hecho  la  unión,  podrá  pedir  su  sepa- 
ración i  entrega,  a  costa  del  que  hizo  uso 
de  ella. 

665.  En  todos  los  casos  en  que  el  due- 
ño de  una  materia  de  que  se  ha  hecho  uso 
sin  su  conocimiento,  tenga  derecho  a  la 
propiedad  de  la  cosa  en  que  ha  sido  em- 
pleada, lo  tendrá  igualmente  para  pedir 
que  en  lugar  de  dicha  materia  se  le  res- 
tituya otro  tanto  de  la  misma  naturale- 
za, calidad  i  aptitud,  o  su  valor  en  di- 
nero. 

666.  El  que  haya  tenido  conocimien- 
to del  uso  que  de  una  materia  suya  se  ha- 
cia por  otra  persona,  se  presumirá  haber- 


lo consentido  i  solo  tendrá  dereho  a  su 
valor. 

667.  El  que  haya  hecho  uso  de  una 
materia  ajena  sin  conocimiento  del  dueño, 
i  sin  justa  causa  de  error,  estará  sujeto  en 
todos  los  casos  a  perder  lo  suyo,  i  a  pagar 
lo  que  mas  de  esto  valieren  los  perjuicios 
irrogados  al  dueño,  fuera  de  la  acción  cri- 
niinal  a  que  haya  lugar,  cuando  ha  proce- 
dido a  sabiendas. 

Si  el  valor  de  la  obra  excediere  notable- 
mente al  de  la  materia,  no  tendrá  lugar 
lo  prevenido  en  el  precedente  inciso; 
salvo  que  se  haya  procedido  a  sabien- 
das. 

§  4.  De  la  accesión  de  las  cosas  muebles 
^      a  inmuebles. 

668.  Si  se  edifica  con  materiales  aje- 
nos en  suelo  propio,  el  dueño  del  suelo  se 
hará  dueño  de  los  materiales  por  el  hecho 
de  incorporarlos  en  la  construcción;  pero 
estará  obligado  a  pagar  al  dueño  de  los 
materiales  su  justo  precio,  u  otro  tanto 
de  la  misma  naturaleza,  calidad  i  apti- 
tud. 

Si  por  su  parte  no  hubo  justa  causa  de 
error,  será  obligado  al  resarcimiento  de 
perjuicios,  i  si  ha  precedido  a  sabiendas, 
quedará  también  sujeto  a  la  acción  crimi- 
nal competente;  pero  si  el  dueño  de  los 
materiales  tuvo  conocimiento  del  uso  que 
se  hacia  de  ellos,  solo  habrá  lugar  a  la  dis- 
posición del  inciso  anterior. 

La  misma  regla  se  aplica  al  que  planta 
o  siembra  en  suelo  propio  vejetales  o  se- 
millas ajenas. 

Mientras  los  materiales  no  están  incor- 
porados en  la  construcción  o  los  vejetales 
arraigados  en  el  suelo,  podrá  reclamarlos 
el  dueño. 

669.  El  dueño  del  terreno  en  que  otra 
persona,  sin  su  conocimiento,  hubiere  edi- 
ficado, plantado  o  sembrado,  tendrá  el  de- 
recho de  hacer  suyo  el  edificio,  plantación 
o  sementera,  mediante  las  indemnizacio- 
nes prescritas  a  favor  de  los  poseedores  de 
buena  o  mala  fe  en  el  titulo  De  la  reivin- 
dicación, o  de  obligar  al  que  edificó  o 
plantó  a  pagarle  el  justo  precio  del  terreno 
con  los  intereses  legales  por  todo  el  tiempo 
que  lo  haya  tenido  en  su  poder,  i  al  que 
sembró  a  pagarle  la  renta  i  a  indemnizarle 
los  perjuicios. 

Si  se  ha  edificado,  plantado  o  sembrado 
a  ciencia  i  paciencia  del  dueño  del  terreno, 
será  éste  obligado,  para  recobrarlo,  a  pa- 
gar el  valor  del  ediñcio,  plantación  o  se- 
mentera. 
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TITULO  TI 

Ve  la  tradieíoB. 

§  1.  Disposiciones  Jenerales. 

670.  La  tradición  es  un  modo  de  ad- 
quirir el  dominio  de  las  cosas,  i  consiste  en 
la  entrega  qua  el  dueño  hace  de  ellas  a 
otro,  habiendo  por  una  parte  la  facultad  e 
intención  de  trasterir  el  dominio,  i  por  otra 
la  capacidad  e  intención  de  adquirirlo. 

Lo  que  se  dice  del  dominio  se  estiende  a 
todos  los  otros  derechos  reales. 

671.  Se  llama  tradente  la  persona  que 
por  la  tradición  trasfíere  el  dominio  de  la 
cosa  entregada  por  él  o  a  su  nombre,  i  ad- 
quirente  la  persona  que  por  la  tradición 
adquiere  el  dominio  de  la  cosa  recibida 
por  él  o  a  su  nombre. 

Pueden  entregar  i  recibir  a  nombre  del 
dueño  sus  mandatarios,  o  sus  represen- 
tantes legales. 

En  las  ventas  forzadas  que  se  hacen  por 
decreto  judicial  a  petición  de  un  acreedor, 
en  pública  subasta,  la  persona  cuyo  domi- 
nio se  trastiere  es  el  tradente,  i  el  juez  su 
representante  legal. 

La  tradición  hecha  por  o  a  un  mandata- 
rio debidamente  autorizado,  se  entiende 
hecha  por  o  a  el  respectivo  mandante. 

672.  Para  que  la  tradición  sea  válida 
debe  ser  hecha  voluntariamente  por  el 
tradente  o  por  su  representante. 

Una  tradición  que  al  principio  fué  invá- 
lida por  haberse  hecho  sin  voluntad  del 
tradente  o  de  su  representante,  se  valida 
retroactivamente  por  la  ratificación  del 
que  tiene  facultad  de  enajenar  la  cosa 
como  dueño  o  como  representante  del 
dueño. 

673.  La  tradición,  para  que  sea  válida, 
requiere  también  el  consentimiento  del 
adquirente  o  de  su  representante 

Pero  la  tradición  que  en  su  principio  fué 
inválida  por  haber  faltado  este  consenti- 
miento, se  valida  retroactivamente  por  la 
ratiñcacion. 

674.  Para  que  sea  válida  la  tradición 
en  que  intervienen  mandatarios  o  repre- 
sentantes legales,  se  requiere  ademas  que 
éstos  obren  dentro  de  los  límites  de  su 
mandato  o  de  su  representación  legal. 

675.  Para  que  valga  la  tradición  se  re- 
quiere un  título  traslaticio  de  dominio,  co- 
mo el  de  venta,  permuta,  donación;  etc. 

Se  requiere  ademas  que  el  título  sea  váli- 
do respecto  de  la  persona  a  quien  se  confie- 
re. Asi  el  título  de  donación  irrevocable  no 
írastiere  el  dominio  entre  cónyujes. 

676.  Se  requiere  también  para  la  vali- 


dez de  la  tradición  que  no  se  padezca eri'or 
en  cuanto  a  la  identidad  de  la  especie  que 
debe  entregarse,  o  de  la  per.sona  a  quien 
se  le  hace  la  entrega,  ni  en  cuanto  al  ti- 
tulo. 

Si  se  yerra  en  el  nombre  solo,  es  válida 
la  tradición. 

677.  El  error  en  el  título  invalida  la 
tradición,  sea  cuando  una  sola  de  las  par- 
tes supone  un  título  traslaticio  de  dominio, 
como  cuando  por  una  pártese  tiene  el  áni- 
mo de  entregar  a  título  de  comodato,  i  por 
otra  se  tiene  el  ánimo  de  recibir  a  título  de 
donación,  o  sea  cuando  por  las  dos  partes 
se  suponen  títulos  traslaticios  de  dominio, 
pero  diferentes,  como  si  por  una  parte  se 
supone  mutuo,  i  por  otra  donación. 

678.  Si  la  tradición  se  hace  por  medio 
de  mandatarios  o  representantes  legales, 
el  error  de  éstos  invalida  la  tradición. 

679.  Si  la  lei  exije  solemnidades  espe- 
ciales para  la  enajenación,  no  se  trasfíere 
el  dominio  sin  ellas 

680.  La  tradición  puede  trasferir  el 
dominio  bajo  condición  suspensiva  o  reso- 
lutoria, con  tal  que  se  esprese. 

Verificada  la  entrega  por  el  vendedor, 
se  trasfíere  el  dominio  de  la  cosa  vendida, 
aunque  no  se  haya  pagado  el  precio,  a  me- 
nos que  el  vendedor  se  haya  reservado  el 
dominio  hasta  el  pago,  o  hasta  el  cumpli- 
miento de  una  condición. 

681.  Se  puede  pedir  la  tradición  de 
todo  aquello  que  se  deba,  desde  que  no  ha- 
ya plazo  pendiente  para  su  pago;  salvo  que 
intervenga  decreto  judicial  en  contrario. 

682.  Si  el  tradente  no  es  el  verdadero 
dueño  de  la  cosa  que  se  entrega  por  él  o  a 
su  nombre,  no  se  adquieren  por  medio  de 
la  tradición  otros  derechos  que  los  trasmi- 
sibles  del  mismo  tradente  sobre  la  cosa  en- 
tregada. 

Pero  si  el  tradente  adquiere  después  el 
dominio,  se  entenderá  haberse  éste  trasfe- 
rido  desde  el  momento  de  la  tradición. 

683.  La  tradición  da  al  adquirente,  en 
los  casos  i  del  modo  que  las  leyes  señalan, 
el  derecho  de  ganar  por  la  prescripción  el 
dominio  de  que  el  tradente  carecía,  aun- 
que el  tradente  no  haya  tenido  ese  de- 
recho. 

§  2.  De  la  tradición  do  las  cosas  corpo- 
rales muebles. 

684.  La  tradición  de  una  cosa  corpo- 
ral mueble  deberá  hacerse  significando 
una  de  las  partes  a  la  otra  que  le  trasfiere 
el  dominio,  i  figurando  esta  trasferencia 
por  uno  de  los  medios  siguientes: 
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1."  Permitiéndole  la  aprensión  mate- 
rial de  una  cosa  presente; 

2.°    Mostrándosela; 

3.*  Entregándole  las  llaves  del  granero, 
almacén,  cofre  o  lugar  cualquiera  en  que 
esté  guardada  la  cosa; 

4.'*  Encargándose  el  uno  de  poner  la 
cosa  a  disposición  del  otro  en  el  lugar  con- 
venido; 

5."  Por  !a  venta,  donación  u  otro  título 
de  enajenación  conferido  al  que  tiene  la 
cosa  mueble  como  usufructuario,  arrenda- 
tario, comodatario,  depositario,  o  a  cual- 
quiera otro  titulo  no  traslaticio  de  dominio; 
i  reciprocamente  por  el  mero  contrato  en 
que  el  dueño  se  constituye  usufructuario, 
comodatario,  arrendatario,  etc. 

685.  Cuando  con  permiso  del  dueño 
de  un  predio  se  toman  en  él  piedras,  fru- 
tos pendientes  u  otras  cosas  que  forman 
parte  del  predio,  la  tradición  se  verifica  en 
el  momento  de  la  separación  de  estos  ob- 
jetos. 

Aquel  a  quien  se  debieren  los  frutos  de 
una  sementera,  viña  o  plantío,  podrá  en- 
trar a  cojerios,  ñjándose  el  dia  i  hora  de 
común  acuerdo  con  el  dueño. 

§  3. — De  las  otras  especies  de  tradición' 

686.  Se  efectuará  la  tradición  del  do- 
minio de  los  bienes  raíces  por  la  inscrip- 
ción del  titulo  en  el  Rejistro  del  Conser- 
vador. 

De  la  misma  manera  se  efectuará  la  tra- 
dición de  los  derechos  de  usufructo  o  de 
uso  «constituidos  en  bienes  raices,  de  ios 
derechos  de  habitación  o  de  censo,  i  del 
derecho  de  hipoteca. 

Acerca  de  la  tradición  de  las  minas  se 
estará  a  lo  prevenido  en  el  Código  de  Mi- 
nería. 

687.  La  inscripción  del  título  de  do- 
minio i  de  cualquier  otro  de  los  derechos 
reales  mencionados  en  el  articulo  prece- 
dente, se  hará  en  el  Rejistro  Conservato- 
rio del  departamento  en  que  esté  situado  el 
inmueble,  i  si  éste  por  su  situación  perte- 
nece a  varios  departamentos,  deberá  ha- 
cerse la  inscripción  en  el  Rejistro  de  cada 
uno  de  ellos. 

Si  e!  titulo  es  relativo  a  dos  o  mas  in- 
muebles, deberá  inscribirse  en  los  Rejis- 
tros  Conservatorios  de  todos  los  departa- 
mentos a  que  por  su  situación  pertenecen 
los  inmuebles. 

Si  por  un  acto  de  partición  se  adjudican 
a  varias  personas  los  inmuebles  o  parte  de 
los  inmuebles  que  antes  se  poseían  proin- 
diviso,  el  acto  de  partición  en  lo  relativo  a 


cada  inmueble  o  cada  parte  adjudicada  se 
inscribirá  en  el  departamento  o  departa- 
mentos a  que  por  su  situación  corresponda 
dicho  inmueble  o  parte. 

688.  En  el  momento  de  deferirse  la  he- 
rencia, la  posesión  de  ella  se  conñere  por 
el  ministerio  de  la  lei  al  heredero;  pero  esta 
posesión  legal  no  habilita  al  heredero  para 
disponer  en  manera  alguna  de  un  inmue- 
ble, mientras  no  preceda: 

1 .°  El  decreto  j  udicial  que  da  la  posesión 
efeclioa:  este  decreto  se  inscribirá  en  el 
Rejistro  del  departamento  en  que  haya  si- 
do pronunciado;  i  si  la  sucesión  es  testa- 
mentaria, se  inscribirá  al  mismo  tiempo  el 
testamento; 

2."  Las  inscripciones  especiales  preve- 
nidas en  los  incisos  primero  i  segundo  del 
artículo  precedente:  en  virtud  de  ellas  po- 
drán los  herederos  disponer  de  consuno  de 
los  inmuebles  hereditarios; 

3."  La  inscripción  especial  prevenida  en 
el  inciso  tercero:  sin  ésta  no  podrá  el  here- 
dero disponer  por  si  solo  de  los  inmuebles 
hereditarios  que  en  la  partición  le  liayaii 
cabido. 

689.  Siempre  que  por  una  sentencia 
ejecutoriada  se  reconociere,  como  adqui- 
rido por  prescripción,  el  dominio  o  cual- 
quiera otro  de  los  derechos  mencionados 
en  los  artículos  686  i  siguientes,  servirá  de 
título  esta  sentencia,  i  se  inscribirá  en  el 
respectivo  Rejistro  o  Rejistros. 

690.  Para  llevar  a  efecto  la  inscripción, 
se  exhibirá  al  Conservador  copia  auténtica 
del  titulo  respectivo,  i  del  decreto  judicial 
en  su  caso. 

La  inscripción  principiará  por  la  fecha 
de  este  acto;  espresará  la  naturaleza  i  fecha 
del  título,  los  nombres,  apellidos  i  domici- 
lios de  las  partes  i  la  designación  de  la  cosa, 
según  todo  ello  aparezca  en  el  título;  es- 
presará ademas  la  oñcina  o  archivo  en  que 
se  guarde  el  título  orijinal;  i  terminará  por 
la  firma  del  Conservador. 

691.  La  inscripción  de  un  testamenta 
comprenderá  la  fecha  de  su  otorgamiento; 
el  nombre,  apellido  i  domicilio  del  testador; 
los  nombres,  apellidos  i  domicilios  de  los 
herederos  o  legatarios  que  solicitaren  la 
inscripción,  espresando  sus  cuotas,  o  los 
respectivos  legados. 

La  inscripción  de  una  sentencia  o  decre- 
to comprenderá  su  fecha,  la  designación 
del  tribunal  o  juzgado  respectivo,  i  una  co- 
pia literal  de  la  parte  dispositiva. 

La  inscripción  de  un  acto  legal  de  parti- 
ción comprenderá  la  fecha  de  este  acto,  el 
nombre  i  apellido  del  juez  partidor,  i  la  de- 
signación de  las  partes  o  hijuelas  pertene- 
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cientes  a  los  que  soliciten  la  inscripción. 

Las  inscripciones  antedichas  se  confor- 
marán en  lo  demás  a  lo  prevenido  en  el 
articulo  precedente. 

692.  Siempre  que  se  trasíiera  un  dere- 
cho que  ha  sido  antes  inscrito,  se  mencio- 
nará la  precedente  inscripción  en  la  nueva. 

603.  Para  la  trasferencia,  por  dona- 
ción o  contrato  entre  vivos,  del  dominio  de 
una  fín<;a  que  no  ha  sido  antes  inscrita, 
cxijirá  el  Conservador  constancia  de  ha- 
berse dado  aviso  de  dicha  trasferencia  al 
público  por  un  periódico  del  departamen- 
to, si  lo  hubiere;  i  por  carteles  que  se  ha- 
yan hjado  en  tres  de  los  parajes  mas  fre- 
cuentados del  departamento. 

Se  sujetarán  a  la  misma  regla  la  consti- 
tución o  trasferencia  por  acto  entre  vivos 
de  los  otros  derechos  reales  mencionados 
en  los  artículos  precedentes,  i  que  se  refte- 
ran  a  inmuebles  no  inscritos. 

694.  Si  la  inscripción  se  reftere  a  mi- 
nutas o  documentos  que  no  se  guardan  en 
el  rejisíro  o  protocolo  de  una  oficina  públi- 
ca, se  guardarán  dichas  minutas  o  docu- 
mentos en  el  archivo  del  Conservador,  ba- 
jo su  custodia  i  responsabilidad. 

695.  Un  reglamento  especial  determi- 
nará en  lo  demás  los  deberes  i  funciones 
del  Conservador,  i  la  forma  i  solemnidad 
de  las  inscripciones. 

696.  Los  títulos  cuya  inscripción  se 
prescribe  en  los  artículos  anteriores,  no 
darán  o  trasferirán  la  posesión  efectiva  del 
respectivo  derecho,  mientras  la  inscripción 
lio  se  efectúe  de  la  manera  que  en  dichos 
artículos  se  ordena;  pero  esta  disposición 
no  rejirá  sino  respecto  de  los  títulos  que  se 
confieran  después  del  término  señalado  en 
el  regkimento  antedicho. 

697.  En  el  tiempo  intermedio  éntrela 
fecha  en  que  principie  a  rejir  este  Código 
i  aquella  en  que  la  inscripción  empiece  a 
ser  obligatoria,  se  hará  la  inscripción  de 
los  derechos  reales  mencionados  en  los  ar- 
tículos anteriores,  del  modo  siguiente: 

1."  La  de  un  derecho  de  dominio,  usu- 
fructo, uso  o  habitación,  por  medio  de  una 
escritura  pública  en  que  el  tradente  espre- 
sc  entregarlo,  i  el  adquirente  recibirlo:  esta 
escritura  podrá  ser  la  misma  del  acto  o 
contrato  en  que  se  trasfiere  o  constituye  el 
derecho; 

2."  La  de  un  derecho  de  hipoteca  o 
censo,  por  la  anotación  en  la  competente 
oficina  de  hipotecas; 

3.°  La  de  un  derecho  de  herencia,  por 
el  decreto  judicial  que  confiere  la  posesión 
efectiva; 

4.°    La  de  un  legado,  por  medio  de  una 


escritura  pública  como  la  prevenida  en  el 
número  1.°; 

5."  La  del  objeto  adjudicado  en  acto  de 
partición,  por  escritura  pública  en  que 
conste  la  adjudicación  i  haberla  aceptado 
el  adjudicatario. 

698  La  tradición  de  un  derecho  de  ser- 
vidumbre se  efectuará  por  escritura  públi= 
ca  en  que  el  tradente  esprese  constituirlo, 
i  el  adquirente  aceptarlo:  esta  escritura 
podrá  ser  la  misma  del  acto  o  contrato. 

699.  La  tradición  de  los  derechos  per- 
sonales que  un  individuo  cede  a  otro  se  ve- 
rifica por  la  entrega  del  título  hecha  por  el 
cedente  al  cesionario. 

TITULO  TU 

De  la  posesión. 

§  1.  De  la  posesión  i  sus  diferentes 
calidades. 

700.  La  posesión  es  la  tenencia  de  una 
cosa  determinada  con  ánimo  de  señor  o 
dueño,  sea  que  el  dueño  o  el  que  se  da  por 
tal  tenga  la  cosa  por  sí  mismo,  o  por  otra 
persona  que  la  tenga  en  lugar  i  a  nombre 
de  él. 

El  poseedor  es  reputado  dueño,  mientras 
otra  persona  no  justifica  serlo. 

701.  Se  puede  poseer  una  cosa  por  va- 
rios títulos. 

702.  La  posesión  puede  ser  regular  o 
irregular. 

Se  llama  posesión  regular  la  que  proce- 
de de  justo  título  i  ha  sido  adquirida  de 
buena  fe;  aunque  la  buena  fe  no  subsista 
después  de  adquirida  la  posesión.  Se  puede 
ser  por  consiguiente  poseedor  regular  i  po- 
seedor de  mala  fe,  como  viceversa  el  po- 
seedor de  buena  fe  puede  ser  poseedor  irre- 
gular. 

Si  el  título  es  traslaticio  de  dominio,  es 
también  necesaria  la  tradición. 

La  posesión  de  una  cosa  a  ciencia  i  pa- 
ciencia del  que  se  obligó  a  entregarla,  hará 
presumir  la  t-'adicion;  a  menos  que  ésta 
haya  debido  efectuarse  por  la  inscripción 
del  título. 

703.  El  justo  título  es  constitutivo  o 
traslaticio  de  dominio. 

Son  constitutivos  de  dominio  la  ocupa- 
ción, la  accesión  i  la  prescripción. 

Son  traslaticios  de  dominio  los  que  por 
su  naturaleza  sirven  para  trasferirlo,  como 
la  venta,  la  permuta,  la  donación  entre 
vivos. 

Pertenecen  a  esta  clase  las  sentencias 
de  adjudicación  en  juicios  divisorios,  i  los 
actos  legales  de  partición. 
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Las  sentencias  judiciales  sobre  derechos 
litijiosos  no  forman  nuevo  titulo  para  leji- 
timar  la  posesión. 

Las  transacciones  en  cuanto  se  limitan 
a  reconocer  o  declarar  derechos  preexis- 
tentes, no  forman  nuevo  título;  pero  en 
cuanto  trasñeren  la  propiedad  de  un  obje- 
to no  disputado,  constituyen  un  título 
nuevo. 

704.  No  es  justo  titulo: 

1.°  El  falsiñcado,  esto  es,  no  otorgado 
realmente  por  la  persona  que  se  pretende; 

2.'  El  conferido  por  una  persona  en  ca- 
lidad de  mandatario  o  representante  legal 
de  otra  sin  serlo; 

3."  El  que  adolece  de  un  vicio  de  nuli- 
dad, como  la  enajenación,  que  debiendo 
ser  autorizada  por  un  representante  legal 
o  por  decreto  judicial,  no  lo  ha  sido: 

4."  El  meramente  putativo,  como  el 
del  heredero  aparente  que  no  es  en  reali- 
lidad  heredero;  el  del  legatario  cuyo  lega- 
do ha  sido  revocado  por  un  acto  testamen- 
tario posterior;  etc. 

Sin  embargo,  al  heredero  putativo  a 
quien  por  decreto  judicial  se  haya  dado  la 
posesión  efectiva,  servirá  de  justo  titulo  el 
decreto;  como  al  legatario  putativo  el  co- 
rrespondiente acto  testamentario  que  haya 
sido  judicialmente  reconocido. 

705.  La  validación  del  titulo  que  en  su 
principio  fué  nulo,  efectuada  por  la  ratifi- 
cación, o  por  otro  medio  legal, se  retrotrae 
a  la  fecha  en  que  fué  conferido  el  titulo. 

706.  La  buena  fe  es  la  conciencia  de 
haberse  adquirido  el  dominio  de  la  cosa 
por  medios  lejitimos,  exentos  de  fraude  i 
de  todo  otro  vicio. 

Asi  en  los  títulos  traslaticios  de  dominio 
la  buena  fe  supone  la  persuasión  de  haber- 
se recibido  la  cosa  de  quien  tenia  la  facul- 
tad de  enajenarla,  i  de  no  haber  habido 
fraude  ni  otro  vicio  en  el  acto  o  contrato. 

Un  justo  error  en  materia  de  hecho  no 
se  opone  a  la  buena  fe. 

Pero  el  error  en  materia  de  derecho 
constituye  una  presunción  de  mala  fe,  que 
no  admite  prueba  en  contrario. 

707.  La  buena  fe  se  presume,  escepto 
en  los  casos  en  que  la  lei  establece  la  pre- 
sunción contraria. 

En  todos  los  otros  la  mala  fe  deberá  pro- 
barse. 

708.  Posesión  irregular  es  la  que  ca- 
rece de  uno  o  mas  de  los  requisitos  seña- 
lados en  el  art.  702. 

709.  Son  posesiones  viciosas  la  violen- 
ta i  la  clandestina. 

710.  Posesión  violenta  es  la  que  se  ad- 
quiere por  la  fuerza. 


La  fuerza  puede  ser  actual  o  inminente. 

711.  El  que  en  ausencia  del  dueño  so 
apodera  de  la  cosa,  i  volviendo  el  dueño  le 
repele,  es  también  poseedor  violento. 

712.  Existe  el  vicio  de  violencia,  sea 
que  se  haya  empleado  conti-a  ol  verdadero 
dueño  de  la  cosa,  o  contra  el  que  la  poseía 
sin  serlo,  o  contra  el  que  la  tenia  en  lugar 
o  a  nombre  de  otro. 

Lo  mismo  es  que  la  violencia  se  ejecute 
por  una  persona  o  por  sus  ajentes,  i  que  se 
ejecute  con  su  consentimiento  o  que  des- 
pués de  ejecutada  se  ratifique  espre.sa  ó  tá- 
citamente. 

713.  Posesión  clandestina  es  la  que  se 
ejerce  ocultándola  a  los  que  tienen  dere- 
cho para  oponerse  a  ella. 

714.  Se  llama  mera  tenencia  la  que  se 
ejerce  sobre  una  cosa,  no  como  dueño, 
sino  en  lugar  o  a  nombre  del  dueño.  El 
acreedor  prendario,  el  secuestre,  el  usu- 
fructuario, el  usuario,  el  que  tiene  el  de- 
recho de  habitación  son  meros  tenedores 
de  la  cosa  empeñada,  secuestrada,  o  cuyo 
usufructo,  uso  o  habitación  les  pertenece. 

Lo  dicho  se  aplica  jeneralmente  a  todo 
el  que  tiene  una  cosa  reconociendo  domi- 
nio ajeno. 

716.  La  posesión  de  las  cosas  incorpo- 
rales es  susceptible  de  las  mismas  calida- 
des i  vicios  que  la  posesión  de  una  cosa  cor- 
poral. 

716.  El  simple  lapso  de  tiempo  no  muda 
la  mera  tenencia  en  posesión;  salvo  el  caso 
del  art.  2.510,  regla  3.* 

717.  Sea  que  se  suceda  a  titulo  univer- 
sal o  singular,  la  posesión  del  sucesor  prin- 
cipia en  él;  a  menos  que  quiera  añadir  la 
de  su  antecesor  a  la  suya;  pero  en  tal  casa 
se  la  apropia  con  sus  calidades  i  vicios. 

Podrá  agregarse  en  los  mismos  términos 
a  la  posesión  propia  la  de  una  serie  no  in- 
terrumpida de  antecesores. 

718.  Cada  uno  de  los  partícipes  de  una 
cosa  que  se  poseía  proindiviso,  se  entende- 
rá haber  poseído  esclusivamente  la  parte 
que  por  la  división  le  cupiere,  durante  todo 
el  tiempo  que  duró  la  indivisión. 

Podrá  pues  añadir  este  tiempo  al  de  su 
posesión  esclusiva,  i  las  enajenaciones  que 
haya  hecha  por  si  solo  de  la  cosa  común,  i 
los  derechos  reales  con  que  la  haya  grava- 
do, subsistirán  sobre  dicha  parte  si  hubie- 
re sido  comprendida  en  la  enajenación  o 
gravamen.  Pero  si  lo  enajenado  o  gravado 
se  estendiere  a  mas,  no  subsistirá  la  enaje- 
nación o  gravamen  contra  la  voluntad  de 
los  respectivos  adjudicatarios. 

719.  Si  se  ha  empezado  a  poseer  a  nom- 
bre propio,  se  presume  que  esta  posesión 
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ha  continuado  hasta  el  momento  en  que  se 
alega. 

Si  se  ha  empezado  a  poseer  a  nombre 
ajeno,  se  presume  igualmente  la  continua- 
ción del  mismo  orden  de  cosas. 

Si  alguien  prueba  haber  poseído  ante- 
riormente, i  posee  actualmente,  se  presu- 
me la  posesión  en  el  tiempo  intermedio. 

720.  La  posesión  puede  tomarse  no 
solo  por  el  que  trata  de  adquirirla  para  sí, 
sino  por  su  mandatario,  o  por  sus  represen- 
tantes legales. 

§  2. — De  los  modos  de  adquirir  i  perder 
la  posesión. 

721.  Si  una  persona  toma  la  posesión 
de  una  cosa  en  lugar  ó  a  nombre  de  otra 
de  quien  es  mandatario  o  representante  le- 
gal, la  posesión  del  mandante  o  represen- 
tado principia  en  el  mismo  acto,  aun  sin 
su  conocimiento. 

Si  el  que  toma  la  posesión  a  nombre  de 
otra  per>:ona,.  no  es  su  mandatario  ni  re- 
presentante, no  poseerá  ésta  sino  en  virtud 
de  su  conocimiento  i  aceptación;  pero  se 
retrotraerá  su  posesión  al  momento  en  que 
fué  tomada  a  su  nombre. 

722.  La  posesión  de  la  herencia  se  ad- 
quiere desde  el  momento  en  que  es  deferi- 
da, aunque  el  heredero  lo  ignore. 

El  que  válidamente  repudia  una  heren- 
cia se  entiende  no  haberla  poseído  jamas. 

723.  Los  que  no  pueden  administrar 
libremente  lo  suyo,  no  necesitan  de  auto- 
rización alguna  para  adquirir  la  posesión 
de  una  cosa  mueble,  con  t:il  que  concurran 
en  ello  la  voluntad  i  la  aprensión  material 
o  legal;  pero  no  pueden  ejercer  los  dere- 
chos de  poseedores,  sino-  con  la  autoriza- 
ción que  competa. 

Los  dementes  i  los  infantes  son  incapa- 
ces de  adquirir  por  su  voluntad  la  posesión, 
sea  para  si  mismos  o  para  otros. 

724.  Si  la  cosa  es  de  aquellas  cuya  tra- 
dición deba  hacerse  por  inscripción  en  el 
Rejistro  del  Conservador,  nadie  podrá  ad- 
quirir la  posesión  de  ella  sino  por  este  me- 
dio. 

725.  El  poseedor  conserva  la  posesión, 
aunque  trasfiera  la  tenencia  de  la  cosa, 
dándola  en  arriendo,  comodato,  prenda, 
depósito,  usufructo,  o  a  cualquiera  otro  ti- 
tulo no  traslaticio  de  dominio. 

726.  Se  deja  de  poseer  una  cosa  desde 
que  otro  se  apodera  de  ella  con  ánimo  de 
nacerla  suya;  menos  en  los  casos  que  las 
leyes  espresamente  esceptúan. 

727.  La  posesión  de  la  cosa  mueble  no 
se  entiende  perdida  mientras  se  halla  bajo 


el  poder  del  poseedor,  aunque  éste  ignore 
accidentalmente  su  paradero. 

728.  Para  que  cese  la  posesión  inscri- 
ta, es  necesario  que  la  inscripción  se  can- 
cele, sea  por  voluntad  de  las  partes,  o  por 
una  nueva  inscripción  en  que  el  poseedor 
inscrito  transfiere  su  derecho  a  otro,  o  por 
decreto  judicial. 

Mientras  subsista  la  inscripción,  el  que 
se  apodera  de  la  cosa  a  que  se  refiere  el  tí- 
tulo inscrito,  no  adquiere  posesión  de  ella, 
ni  pone  fin  a  la  posesión  existente. 

729.  Si  alguien,  pretendiéndose  due- 
ño, se  apodera  violenta  o  clandestinamen- 
re  de  un  inmueble  cuyo  título  no  está  ins- 
crito, el  que  tenia  la  posesión  la  pierde. 

730.  Si  el  que  tiene  la  cosa  en  lugar  i 
a  nombre  de  otro,  la  usurpa  dándose  por 
dueño  de  ella,  no  se  pierde  por  una  parte 
la  posesión  ni  se  adquiere  por  otra;  a  me- 
nos que  el  usurpador  enajene  a  su  propio 
nombre  la  cosa.  En  este  caso  la  persona  a 
quien  se  enajena  adquiere  la  posesión  de  la 
cosa,  i  pone  fin  a  la  posesión  anterior. 

Con  todo,  si  el  que  tiene  la  cosa  en  lugar 
i  a  nombre  de  un  poseedor  inscrito,  se  da 
por  dueño  de  ella  i  la  enajena,  no  se  pierde 
por  una  parte  la  posesión  ni  se  adquiere 
por  otra,  sin  la  competente  inscripción. 

731.  El  que  recupera  legalmente  la  po- 
sesión perdida,  se  entenderá  haberla  teni- 
do durante  todo  el  tiempo  intermedio 

TITULO  VIII 

■e  las  liniitacionea  d*I  «lominio  i  primera- 
mente fie  la  propiedad  ttduciaria. 

732.  El  dominio  puede  ser  limitado  de 
varios  mo  los: 

1.*  Por  haber  de  pas;ir  a  otra  persona 
en  virtud  de  una  condición; 

2.°  Por  el  gravamen  de  un  usufructo, 
uso  o  habitación,  a  que  una  persona  ten- 
ga derecho  en  las  cosas  que  pertenecen  a 
otra; 

3.°     Por  las  servidumbres. 

733.  Se  \\B.mSi  propiedad  fiduciaria  la 
que  está  sujeta  al  gravamen  de  pasar  a 
otra  persona,  por  el  hecho  de  verificarse 
una  condición. 

La  constitución  de  la  propiedad  fiducia- 
ria se  llama  fideicomiso. 

Este  nombre  se  da  también  a  la  cosa 
constituida  en  propiedad  fiduciaria. 

La  traslación  de  la  propiedad  a  la  per- 
sona en  cuyo  favor  se  ha  constituido  el 
fideicomiso,  .se  llama  restitución. 

734.  No  puede  constituirse  fideicomi- 
so sino  sobre  la  totalidad  de  una  heren- 
cia o  sobre   una  cuota  determinada  de 
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ella,  o  sobre  uno  o  mas  cuerpos  ciertos. 

735.  Los  fideieomiso-  no  pueden  cons- 
tituirse sino  por  acto  entre  vivos  otorga- 
do en  instrumento  público,  o  por  acto  tes- 
tamentario. 

La  constitución  de  todo  fídeicomiso  que 
comprenda  o  afecte  un  inmueble,  deberá 
inscribirse  en  el  competente  Rejistro. 

736.  Una  misma  propiedad  puede 
constituirse  a  la  vez  en  usufructo  a  favor 
de  una  persona  i  en  fideicomiso  a  favor 
de  otra. 

737.  El  fideicomisario  puede  ser  per- 
sona que  al  tiempo  de  deferirse  la  propie- 
dad fiduciaria  no  existe,  pero  se  espera 
que  exista. 

738.  El  fideicomiso  supone  siempre  la 
condición  espresa  o  tácita  de  existir  el  fi- 
deicomisario, o  su  sustituto,  a  la  época  de 
la  restitución. 

A  esta  condición  de  existencia  pueden 
agregarse  otras  copulativa  o  disyuntiva- 
mente. 

739.  Toda  condición  de  que  penda  la 
restitución  de  un  fideicomiso,  i  que  tarde 
mas  de  treinta  años  en  cumplirse,  se  ten- 
drá por  fallida,  a  menos  que  la  muerte  del 
fiduciario  sea  el  evento  de  que  penda  la 
restitución. 

Estos  treinta  años  se  contarán  desde  la 
delación  de  la  propiedad  fiduciaria.  (1) 

740.  Si  es  la  muerte  del  fiduciario  lo 
que  determina  el  dia  de  la  restitución,  se 
entenderá  su  muerte  natural;  sin  perjui- 
cio de  lo  que  el  constituyente  haya  orde- 
nado a  este  respecto. 

741.  Las  disposiciones  a  dia,  que  no 
equivalgan  a  condición  según  las  reglas 
del  título  De  las  asignaciones  testamenta- 
rias, §  3,  no  constituyen  fideicomiso. 

742.  El  que  constituye  un  fideicomiso 
puede  nombrar  no  solo  uno,  sino  dos  o 
mas  fiduciarios  i  dos  o  mas  fideicomisa- 
rios. 

743.  El  constituyente  puede  dar  al  fi- 
deicomisario los  sustitutos  que  quiera  pa- 
ra en  caso  que  deje  de  existir  antes  de  la 
restitución,  por  fallecimiento  u  otra  causa. 

Estas  sustituciones  pueden  ser  de  dife- 
rentes grados,  sustituyéndose  una  perso- 
na al  fideicomisario  nombrado  en  primer 
lugar,  otra  al  primer  sustituto,  otra  al  se- 
gundo, etc. 

744.  No  se  reconocerán  otros  sustitu- 
tos que  los  designados  espresamente  en  el 
respectivo  acto  entre  vivos  o  testamento. 


(1)  El  Sr.  Bello  sustituye  la  palabra  «delación» 
por  la  de  «adqui»icion>,  por  ser  de  carácter  mas  je- 
neralla  idea  que  espresa. 


745.  Se  prohibe  constituir  dos  o  mas 
fideicomisos  sucesivos,  de  manera  que  res- 
tituido el  fideicomiso  a  una  persona,  lo 
adquiera  ésta  con  el  gravamen  de  resti- 
tu  rio  eventualmente  a  otra. 

Si  de  hecho  se  constituyeren,  adquirido 
el  fideicomiso  por  uno  de  los  fideicomisa- 
lios  nombrados,  se  estinguirá  para  siem- 
pre la  espectativa  de  los  oti'os. 

746.  Si  se  nombran  uno  o  mas  fidei- 
comisarios de  primer  grado,  i  cuya  exis- 
tencia haya  de  aguardarse  en  conformidad 
al  artículo  737,  se  restituirá  la  totalidad 
del  fideicomiso  en  el  debido  tiempo  a  los 
fideicomisarios  que  existan,  i  los  otros  en- 
trarán al  goce  de  él  a  medida  que  se  cum- 
pla respecto  de  cada  uno  la  condición  im- 
puesta. Pero  espirado  el  plazo  prefijado 
en  el  articulo  739  no  se  dará  lugar  a  nin- 
gún otro  fideicomisario. 

747.  Los  inmuebles  actualmente  suje- 
tos al  gravamen  de  fideicomiso  i  perpetuos, 
mayorazgos  o  vinculaciones,  se  converti- 
rán en  capitales  acensuados,  según  la  leí 
o  leyes  especiales  que  se  hayan  dictado  o 
se  dicten  al  efecto. 

748.  Cuando  en  la  constitución  del  fi- 
deicomiso no  se  designe  espresamente  el 
fiduciario,  o  cuando  falte  por  cualquiera 
causa  el  fiduciaijio  designado,  estando  to- 
davía pendiente  la  condición,  gozará  fidu- 
ciariamente de  la  propiedad  el  mismo 
constituyente,  si  viviere,  o  sus  herederos. 

749.  Si  se  dispusiere  que  mientras 
pende  la  condición  se  reserven  los  frutos 
para  la  persona  que  en  virtud  de  cumplir- 
se o  de  faltar  la  condición,  adquiera  la 
propiedad  absoluta,  el  que  haya  de  admi- 
nistrar los  bienes  será  un  tenedor  fiducia- 
rio, que  solo  tendrá  las  facultades  de  los 
curadores  de  bienes. 

750.  Siendo  dos  o  mas  los  propietarios 
fiduciarios,  habrá  entre  ellos  derecho  de 
acrecer,  según  lo  dispuesto  para  el  usu- 
fructo en  el  artículo  780,  inciso  primero. 

751.  La  propiedad  fiduciaria  puede 
enajenarse  entre  vivos  i  trasmitirse  por 
causa  de  muerte,  pero  en  uno  i  otro  caso 
con  el  cargo  de  mantenerla  indivisa,  i  su- 
jeta al  gravamen  de  restitución  bajo  las 
mismas  condiciones  que  antes. 

No  será,  sin  embargo,  enajenable  entre 
vivos,  cuando  el  constituyente  haya  pro- 
hibido la  enajenación;  ni  trasmisible  por 
testamento  o  abintestato,  cuando  el  dia 
prefijado  para  la  restitución  es  el  de  la 
muerte  del  fiduciario;  i  en  este  segundo 
caso,  si  el  fiduciario  la  enajena  en  vida,  se- 
rá siempre  su  muerte  la  que  determine  el 
dia  de  la  restitución. 
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752.  Cuando  el  constituyente  haya  da- 
do la  propiedad  tiduciaria  a  dos  o  mas 
personas,  según  el  art.  742,  o  cuando  los 
derechos  del  ñduciario  se  trastieran  a  dos 
o  mas  personas,  según  el  articulo  prece- 
dente, podrá  el  Juez,  a  petición  de  cualquie- 
ra de  ellas,  conñar  la  administración  a 
aquella  que  diere  mejores  seguridades  de 
conservación. 

753.  Si  una  persona  reuniere  en  sí  el 
carácter  de  fíduciario  de  una  cuota,  i  due- 
ño absoluto  de  otra,  ejercerá  sobre  ambas 
los  derechos  de  ñduciario,  mientras  la  pro- 
piedad permanezca  indivisa;  pero  podrá 
pedir  la  división. 

Intervendrán  en  ella  las  personas  desig- 
nadas en  el  art.  761. 

754  El  propietario  fiduciario  tiene 
sobre  las  especies  que  puede  ser  obligado 
a  restituir,  los  derechos  i  cargas  del  usu- 
fructuario, con  las  modificaciones  que  en 
los  siguientes  artículos  se  espresan. 

755.  No  es  obligado  a  prestar  caución 
de  conservación  i  restitución,  sino  en  vir- 
tud de  sentencia  de  juez,  que  así  lo  orde- 
ne como  providencia  conservatoria,  impe- 
trada en  conformidad  al  art.  761. 

756.  Es  obligado  a  todas  las  espensas 
extraordinarias  para  la  conservación  de 
la  cosa,  incluso  el  pago  de  las  deudas  i  de 
las  hipotecas  a  que  estuviere  afecta;  pero 
llegado  el  caso  de  la  restitución,  tendrá  de- 
recho a  que  previamente  se  le  reembolsen 
por  el  fideicomisario  dichas  espensas,  re- 
ducidas a  lo  que  con  mediana  intelijencia  i 
cuidado  debieron  costar,  i  con  las  rebajas 
que  van  a  espresarse: 

l.«  Si  se  han  invertido  en  obras  mate- 
riales, como  diques,  puentes,  paredes,  no 
se  le  reemljolsará  en  razón  de  estas  obras, 
sino  lo  que  valgan  al  tiempo  de  la  restitu- 
ción; 

2.°  Si  se  han  invertido  en  objetos  inma- 
teriales, como  el  pago  de  una  hipoteca  o 
las  costas  de  un  pleito  que  no  hubiera  po- 
dido dejar  de  sostenerse  sin  comprometer 
los  derechos  del  fideicomisario,  se  rebajará 
de  lo  que  hayan  costado  estos  objetos  una 
vijésima  parte  por  cada  año  de  los  que 
desde  entonces  hubieren  trascurrido  hasta 
el  día  de  la  restitución;  i  si  hubieren  tras- 
currido mas  de  veinte,  nada  se  deberá  por 
esta  causa. 

757.  En  cuanto  a  la  imposición  de  hi- 
potecas, censos,  servidumbres,  i  cualquie- 
ra otro  gravamen,  los  bienes  que  fiducia- 
riamente .se  posean  se  asimilarán  a  los 
bienes  de  la  persona  que  vive  bajo  tutela 
o  curaduría,  i  las  facultades  del  fíduciario 
a  las  del  tutor  o  curador.  Impuestos  dichos 


gravámenes  sin  previa  autorización  judi- 
cial con  conocimiento  de  causa,  i  con  au- 
diencia de  los  que  según  el  artículo  761 
tengan  derecho  para  impetrar  providen- 
cias conservatorias,  no  será  obligado  el 
fideicomisario  a  reconocerlos. 

758.  Por  lo  demás,  el  fiduciario  tiene 
la  libre  administración  de  las  especies  com- 
prendidas en  el  fideicomiso,  i  podrá  mudar 
su  forma;  pero  conservando  su  integridad 
i  valor. 

Será  responsable  de  ¡os  menoscabos  i 
deterioros  que  provengan  de  su  hecho  o 
culpa. 

759.  El  fiduciario  no  tendrá  derecho 
a  reclamar  cosa  alguna  en  razón  de  mejo- 
ras no  necesarias,  salvo  en  cuanto  lo  haya 
pactado  con  el  fideicomisario  a  quien  se 
haga  la  restitución,  pero  podrá  oponer  en 
compensación  el  aumento  de  valor  que  las 
mejoras  hayan  producido  en  las  especies, 
hasta  concurrencia  de  la  indemnización 
que  debiere. 

760.  Si  por  la  constitución  del  fidei- 
comiso se  concede  espresamente  al  fidu- 
ciario el  derecho  de  gozar  de  la  propiedad 
a  su  arbitrio,  no  será  responsable  de  nin- 
gún deterioro. 

Si  se  le  concede  ademas  la  libre  dispo- 
sición de  la  propiedad,  el  fideicomisario 
tendrá  solo  el  derecho  de  reclamar  lo  que 
exista  al  tiempo  de  la  restitución. 

761.  El  fideicomisario,  mientras  pende 
la  condición,  no  tiene  derecho  ninguno 
sobre  el  fideicomiso,  sino  la  simple  espec- 
tativa  de  adquirirlo. 

Podrá  sin  embargo  impetrar  las  provi- 
dencias conservatorias  que  le  convengan, 
si  la  propiedad  pareciere  peligrar  o  dete- 
riorarse en  manos  del  fiduciario. 

Tendrán  el  mismo  derecho  los  ascen- 
dientes lejítimos  del  fideicomisario  que 
todavía  no  existe  i  cuya  existencia  se  es- 
pera; los  personeros  de  las  corporaciones 
i  fundaciones  interesadas;  i  el  defensor 
de  obras  pias,  si  el  fideicomiso  fuere  a  fa- 
vor de  un  establecimiento  de  benefi- 
cencia. 

762.  El  fideicomisario  que  fallece  an- 
tes de  la  restitución,  no  trasmite  por  tes- 
tamento o  abintestato  derecho  alguno  so- 
bre el  fideicomiso,  ni  aun  la  simple  espec- 
tativa,  que  pasa  ipso  jure  al  sustituto  o 
sustitutos  designados  por  el  constituyente, 
si  los  hubiere. 

763.  El  fideicomiso  se  estingue: 
1."     Por  la  restitución; 

2."  Por  la  resolución  del  derecho  de  su 
autor,  como  cuando  se  ha  constituido  el 
fideicomiso  sobre  una  cosa  que  se  ha  com- 
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prado  con  pacto  de  retrovendo,  i  se  ve- 
rifica la  retroventa; 

3.°  Por  la  destrucción  de  la  cosa  en 
que  está  constituido,  conforme  a  lo  pre- 
venido respecto  al  usufructo  en  el  articu- 
lo 807; 

4.°  Por  la  renuncia  del  fideicomisario 
antes  del  dia  de  la  restitución,  sin  perjui- 
cio de  los  derechos  de  ios  sustitutos; 

5.°  Por  faltar  la  condición  o  no  liaberse 
cumplido  en  tiempo  hábil; 

6."  Por  confundirse  la  calidad  de  único 
fideicomisario  con  la  de  único  fiduciario. 

TITULO  IX 

Del  derecho  de  usufructo. 

764.  El  derecho  de  usufructo  es  un 
derecho  real  que  consiste  en  la  facultad  de 
gozar  de  una  cosa  con  cargo  de  conservar 
su  forma  i  sustancia,  i  de  restituirla  á  su 
dueño,  si  la  cosa  no  es  funjible;  o  con  car- 
go de  volver  igual  cantidad  i  calidad  del 
mismo  jénero,  o  de  pagar  su  valor,  si  la 
cosa  es  funjible. 

765.  El  usufructo  supone  necesaria- 
mente dos  derechos  coexistentes,  el  del 
nudo  propietario  i  el  del  usufructuario. 

Tiene  por  consiguiente  una  duración  li- 
mitada, al  cabo  de  la  cual  pasa  al  nudo 
propietario,  i  se  consolida  con  la  propie- 
dad. 

766.  El  derecho  de  usufructo  se  puede 
constituir  de  varios  modos: 

1°  Por  la  lei,  como  el  del  padre  de  fa- 
milia, sobre  ciertos  bienes  del  hijo; 

2°     Por  testamento; 

3.**  Por  donación,  venta  u  otro  acto  en- 
tre vivos; 

4."  Se  puede  también  adquirir  un  usu- 
fructo por  prescripción. 

767.  El  usufructo  que  haya  de  recaer 
sobre  inmuebles  por  acto  entre  vivos,  no 
valdrá  si  no  se  otorgare  por  instrumento 
público  inscrito. 

768.  Se  prohibe  constituir  usufructo 
alguno  bajo  una  condición  o  a  un  plazo 
cualquiera  que  suspenda  su  ejercicio.  Si 
de  hecho  se  constituyere,  no  tendrá  valor 
alguno. 

Con  todo,  si  el  usufructo  se  constituyere 
por  testamento,  i  la  condición  se  hubiere 
cumplido,  o  el  plazo  hubiere  espirado  antes 
del  fallecimiento  del  testador,  valdrá  el 
usufructo. 

769.  Se  prohibe  constituir  dos  o  mas 
usufructos  sucesivos  o  alternativos. 

Si  de  hecho  se  constituyeren,  los  usu- 
fructuarios posteriores  se  considerarán  co- 
mo sustitutos,  para  el  caso  de  faltar  losan- 
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teriores  antes  de  deferirse  el  primer  usu- 
fructo. 

El  primer  usufructo  que  tenga  efecto 
hará  caducar  los  otros;  pero  no  durará  si- 
no por  el  tiempo  que  le  estuviere  desig- 
nado. 

770.  El  usufructo  podrá  constituir.se 
por  tiempo  determinado  o  por  toda  la  vida 
del  usufructuario. 

Cuando  en  la  constitución  del  usufructo 
no  se  fija  tiempo  alguno  para  su  duración, 
se  entenderá  constituido  por  toda  la  vida 
del  usufructuario. 

El  usufructo,  constituido  a  favor  de  una 
corporación  o  fundación  cualquiera,  no 
podrá  pasar  de  treinta  años. 

771.  Al  usufructo  constituido  por  tiem- 
po determinado  o  por  toda  la  vida  del  usu- 
fructuario, según  los  artículos  preceden- 
tes, podrá  agregarse  una  condición,  verifi- 
cada la  cual  se  consolide  con  la  propiedad. 

Si  la  condición  no  es  cumplida  antes  de 
la  espiración  de  dicho  tiempo  o  antes  de  la 
muerte  del  usufructuario,  según  los  casos, 
se  mirará  como  no  escrita. 

772.  Se  puede  constituir  un  usufructo 
a  favor  de  dos  o  mas  personas,  que  lo  ten- 
gan simultáneamente,  por  igual,  o  según 
las  cuotas  determinadas  por  el  constitu- 
yente; i  podrán  en  este  caso  los  usufruc- 
tuarios dividir  entre  si  el  usufructo,  de 
cualquier  modo  que  de  común  acuerdo  les 
pareciere. 

773.  La  nuda  propiedad  puede  trasfe- 
rirse  por  acto  entre  vivos,  i  trasmitirse 
por  causa  de  muerte. 

El  usufructo  es  intrasmisible  por  testa- 
mento o  abintestato. 

774.  El  usufructuario  es  obligado  a  re- 
cibir la  cosa  fructuaria  en  el  estado  en  que 
al  tiempo  de  la  delación  se  encuentre,  i 
tendrá  derecho  para  ser  indemnizado  de 
todo  menoscabo  o  deterioro  que  la  cosa 
haya  sufrido  desde  entonces  en  poder  i  por 
culpa  del  propietario. 

775.  El  usufructuario  no  podrá  tener 
la  cosa  fructuaria  sin  haber  prestado  cau- 
ción suficiente  de  conservación  i  restitu- 
ción, i  sin  previo  inventario  solemne  a  su 
costa,  como  el  de  los  curadores  de  bienes. 

Pero  tanto  el  que  constituye  el  usufruc- 
to como  el  propietario  podrán  exonerar  de 
la  caución  al  usufructuario. 

Ni  es  obligado  a  ella  el  donante  que  se 
reserva  el  usufructo  de  la  cosa  donada. 

La  caución  del  usufructuario  de  cosas 
funjibles  se  reducirá  a  la  obligación  de 
restituir  otras  tantas  del  mismo  jénero  i 
calidad,  o  el  valor  que  tuvieren  al  tiempo 
de  la  restitución. 
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776.  Mientras  el  usufructuario  no  rin- 
da la  caución  a  que  es  obligado,  i  se  termi- 
ne el  inventario,  tendrá  el  propietario  la 
administración  con  cargo  de  dar  el  valor 
liquido  de  los  frutos  al  usufructuario. 

777.  Si  el  usufructuario  no  rinde  la 
caución  a  que  es  obligado  dentro  de  un 
plazo  equitativo,  señalado  por  el  juez  a 
instancia  del  propietario,  se  adjudicará  la 
administración  a  éste,  con  cargo  de  pagar 
al  usufructuario  el  valor  liquido  de  los  fru- 
tos, deducida  la  suma  que  el  juez  prefijare 
por  el  trabajo  i  cuidados  de  la  adminis- 
tración. 

Podrá  en  el  mismo  caso  tomar  en  arrien- 
do la  cosa  fructuaria,  o  tomar  prestados  a 
interés  los  dineros  fructuarios,  de  acuerdo 
con  el  usufructuario. 

Podrá  también,  de  acuerdo  con  el  usu- 
fructuario, arrendar  la  cosa  fructuaria,  i 
dar  los  dineros  a  interés.  (1) 

Podrá  también,  de  acuerdo  con  el  usu- 
fructuario, comprar  o  vender  las  cosas  fun- 
jibles,  i  tomar  o  dar  prestados  a  interés  los 
dineros  que  de  ello  provengan. 

Los  muebles  comprendidos  en  el  usu- 
fructo, que  fueren  necesarios  para  el  uso 
pjersonal  del  usufructuario  i  de  su  familia, 
le  serán  entregados  bajo  juramento  de  res- 
tituir las  especies  o  sus  respectivos  valores, 
tomándose  en  cuenta  el  deterioro  provi- 
niente  del  tiempo  i  del  uso  lejítimo. 

El  usufructuario  podrá  en  todo  tiempo 
reclamar  la  administración  prestando  la 
caución  a  que  es  obligado. 

778.  El  propietario  cuidará  de  que  se 
baga  el  inventario  con  la  debida  especifi- 
cación, i  no  podrá  después  tacharlo  de  in- 
exacto o  de  incompleto. 

779.  No  es  licito  al  propietario  hacer 
cosa  alguna  que  perjudique  al  usufructua- 
rio en  el  ejercicio  de  sus  derechos;  a  no  ser 
con  el  consentimiento  formal  del  usufruc- 
tuario. 

Si  quiere  hacer  reparaciones  necesarias, 
podrá  el  usufructuario  exijir  que  se  hagan 
en  un  tiempo  razonable  i  con  el  menor  per- 
juicio posible  del  usuíructo. 

Si  trasfiere  o  trasmite  la  propiedad,  será 
con  la  carga  del  usufructo  constituido  en 
ella,  aunque  no  lo  esprese. 

780.  Siendo  dos  o  mas  los  usufructua- 
rios, habrá  entre  ellos  derecho  de  acrecer, 
i  durará  la  totalidad  del  usufructo  hasta  la 
e.-piracion  del  derecho  del  último  de  los 
usufructuarios. 


(1)  La  palabra  arrendar,  que  tiene  dos  acepcio- 
nes—la de  tomar  o  dar  en  arrendamiento— está  aquí 
empleada  en  el  segundo  concepto. 


Lo  cual  se  entiende,  si  el  constituyente 
no  hubiere  dispuesto  que  terminado  un 
usufructo  parcial  se  consolide  con  la  pro- 
piedad. 

781.  El  usufructuario  de  una  cosa  in- 
mueble tiene  el  derecho  de  percibir  todos 
los  frutos  naturales,  incluso  los  pendientes 
al  tiempo  de  deferirse  el  usufructo. 

Reciprocamente,  los  frutos  que  aun  es- 
tén pendientes  a  la  terminación  del  usu- 
fructo, pertenecerán  al  propietario. 

782.  El  usufructuario  de  una^  heredad 
goza  de  todas  las  servidumbres  activas 
constituidas  a  favor  de  ella,  i  está  sujeto  a 
todas  las  servidumbres  pasivas  constituidas 
en  ella. 

783.  El  goce  del  usufructuario  de  una 
heredad  se  estiende  a  los  bosques  i  arbola- 
dos, pero  con  el  cargo  de  conservarlos  en 
su  ser,  reponiendo  los  árboles  que  derri- 
be, i  respondiendo  de  su  menoscabo,  en 
cuanto  no  dependa  de  causas  naturales  o 
accidentes  fortuitos. 

784.  Si  la  cosa  fructuaria  comprende 
minas  i  canteras  en  actual  laboreo,  podrá 
el  usufructuario  aprovecharse  de  ellas,  i  no 
será  responsable  de  la  disminución  de  pro- 
ductos que  a  consecuencia  sobrevenga,  con 
tal  que  haya  observado  las  disposiciones  de 
la  ordenanza  respectiva. 

785.  El  usufructo  de  una  heredad  se 
estiende  a  los  aumentos  que  ella  reciba  por 
aluvión  o  por  otras  accesiones  naturales. 

786.  El  usufructuario  no  tiene  sobre 
los  tesoros  que  se  descubran  en  el  suelo 
que  usufructúa,  el  derecho  que  la  lei  con- 
cede al  propietario  del  suelo. 

787.  El  usufructuario  de  cosa  mueble 
tiene  el  derecho  de  servirse  de  ella  según 
su  naturaleza  i  destino;  i  al  fin  del  usu- 
fructo no  es  obligado  a  restituirla  sino  en 
el  estado  en  que  se  halle,  respondiendo  so- 
lamente de  aquellas  pérdidas  o  deterioros 
que  provengan  de  su  dolo  o  culpa. 

788.  El  usufructuario  de  ganados  o  re- 
baños, es  obligado  a  reponer  los  animales 
que  mueren  o  se  pierden,  pero  solo  con  el 
incremento  natural  de  los  mismos  ganados 
o  rebaños;  salvo  que  la  muerte  o  pérdida 
fueren  imputables  a  su  hecho  o  culpa,  pues 
en  este  caso  deberá  indemnizar  al  propie- 
tario. 

Si  el  ganado  o  rebaño  perece  del  todo  o 
en  gran  parte  por  efecto  de  una  epidemia 
u  otro  caso  fortuito,  el  usufructuario  no 
estará  obligado  a  reponer  los  animales  per- 
didos, i  cumplirá  con  entregar  los  despojos 
que  hayan  podido  salvarse. 

789.  Si  el  usufructo  se  constituye  so- 
bre cosas  funjibles,  el  usufructuario  se  ha- 
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ce  dueño  de  ellas,  i  el  propietario  se  hace 
meramente  acreedor  a  la  entrega  de  otras 
especies  de  igual  cantidad  i  calidad,  o  del 
valor  que  éstas  tengan  al  tiempo  de  termi- 
narse el  usufructo. 

790.  Los  frutos  civiles  pertenecen  al 
usufructuario  dia  por  dia. 

791.  Lo  dicho  en  los  artículos  prece- 
dentes se  entenderá  sin  perjuicio  de  las 
convenciones  que  sobre  la  materia  inter- 
vengan entre  el  nudo  propietario  i  el  usn- 
fructuario,  o  de  las  ventajas  que  en  la 
constitución  del  usufructo  se  hayan  conce- 
dido espresamente  al  nudo  propietario  o  al 
usufructuario. 

792.  El  usufructuario  es  obligado  a 
respetar  los  arriendos  de  la  cosa  fructua- 
ria, contratados  por  el  propietario  antes 
de  constituirse  el  usufructo  por  acto  entre 
vivos,  o  de  fallecer  la  persona  que  lo  ha 
constituido  por  testamento. 

Pero  sucede  en  la  percepción  de  la  renta 
o  pensión  desde  que  principia  el  usufructo. 

793.  El  usufructuario  puede  dar  en 
arriendo  el  usufi-ucto  i  cederlo  a  quien 
quiera  a  titulo  oneroso  o  gratuito. 

Cedido  el  usufructo  a  un  tercero,  el  ce- 
dente  permanece  siempre  directamente 
responsable  al  propietario. 

Pero  no  podrá  el  usufructuario  arrendar 
ni  ceder  su  usufructo,  si  se  lo  hubiese  pro- 
hibido el  constituyente;  a  menos  que  el 
propietario  le  releve  de  la  prohibición. 

El  usufructuario  que  contraviniere  a  esta 
disposición,  perderá  el  derecho  de  usu- 
fructo. 

794.  Aun  cuando  el  usufructuario  ten- 
ga la  facultad  de  dar  el  usufructo  en  arrien- 
do o  cederlo  a  cualquier  titulo,  todos  los 
contratos  que  al  afecto  haya  celebrado  se 
resolverán  al  ñn  del  usufructo. 

El  propietario,  sin  embargo,  concederá 
al  arrendatario  o  cesionario  el  tiempo  que 
necesite  para  la  próxima  percepción  de 
frutos;  i  por  ese  tiempo  quedará  sustituido 
al  usufructuario  en  el  contrato. 

795.  Corresponden  al  usufructuario  to- 
das las  espensas  ordinarias  de  conserva- 
ción i  cultivo, 

796.  Serán  de  cargo  del  usufructuario 
las  pensiones,  cánones  i  enjeneral  lascar- 
gas  periódicas  con  que  de  antemano  haya 
sido  gravada  la  cosa  fructuaria  i  que  du- 
rante el  usufructo  se  devenguen.  No  es  li- 
cito al  nudo  propietario  imponer  nuevas 
cargas  sobre  ella  en  perjuicio  del  usu- 
fructo. 

Corresponde  asimismo  al  usufructuario 
el  pago  de  los  impuestos  periódicos  fiscales 
i  municipales,  que  la  graven  durante  el 


usufructo,  en  cualquier  tiempo  que  se  ha- 
yan establecido. 

Si  por  no  hacer  el  usufructuario  estos 
pagos  los  hiciere  el  propietario,  o  se  enaje- 
nare o  embargare  la  cosa  fructuaria,  debe- 
rá el  primero  indemnizar  de  todo  perjuicio 
al  segundo. 

797.  Las  obras  o  refacciones  mayores 
necesarias  para  la  conservación  de  la  cosa 
fructuaria,  serán  de  cargo  del  propietario, 
pagándole  el  usufructuario,  mientras  dure 
el  usufructo,  el  interés  legal  de  los  dineros 
invertidos  en  ellas. 

El  usufructuario  hará  saber  al  propieta- 
rio las  obras  i  refacciones  mayores  que 
e.xija  la  conservación  de  la  cosa  fructua- 
ria. 

Si  el  propietario  rehusa  o  retarda  el 
desempeño  de  estas  cargas,  podrá  el  usu- 
fructuario, para  libertar  la  cosa  fructuaria 
i  conservar  su  usufructo,  hacerlas  a  su  cos- 
ta, i  el  propietario  se  las  reembolsará  sin 
interés. 

798.  Se  entienden  por  obras  o  refac- 
ciones mayores  las  que  ocurren  por  una 
vez  o  a  largos  intervalos  de  tiempo,  i  que 
conciernen  a  la  conservación  i  permanen- 
te utilidad  de  la  cosa  fructuaria. 

799.  Si  un  edificio  viene  todo  a  tierra 
por  vetustez  o  por  caso  fortuito,  ni  el  pro- 
pietario ni  el  usufructuario  son  obligados  a 
reponerlo. 

800.  El  usufructuario  podrá  retener  la 
cosa  fructuaria  hasta  el  pago  de  los  reem- 
bolsos e  indemnizaciones  a  que,  según  los 
artículos  precedentes,  es  obligado  el  pro- 
pietario. 

801.  El  usufructuario  no  tiene  derecho 
a  pedir  cosa  alguna  por  las  mejoras  que 
voluntariamente  haya  hecho  en  la  cosa 
fructuaria;  pero  le  será  lícito  alegarlas  en 
compensación  por  el  valor  de  los  deterio- 
ros que  se  le  puedan  imputar,  o  llevarse  los 
materiales,  si  puede  separarlos  sin  detri- 
mento de  la  cosa  fructuaria,  i  el  propieta- 
rio no  le  abona  lo  que  después  de  separa- 
dos valdrían. 

Lo  cual  se  entiende  sin  perjuicio  de  las 
convenciones  que  hayan  intervenido  entre 
el  usufructuario  i  el  propietario  relativa- 
mente a  mejoras,  o  de  lo  que  sobre  esta 
materia  se  haya  previsto  en  la  constitución 
del  usufructo, 

802.  El  usufructuario  es  responsabla 
no  solo  de  sus  propios  hechos  u  omisiones, 
sino  de  los  hechos  ajenos  a  que  su  negli- 
jencia  haya  dado  lugar. 

Por  consiguiente,  es  responsable  de  las 
servidumbres  que  por  su  tolerancia  haya 
dejado  adquirir  sobre  el  predio  fructuario. 
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i  del  perjuicio  que  las  usurpaciones  come- 
tidas en  la  cosa  iructuaria  hayan  inferido 
al  dueño,  si  no  las  ha  denunciado  al  pro- 
pietario oportunamente,  pudiendo. 

803.  Los  acreedores  del  usufructuario 
pueden  pedir  que  se  le  embargue  el  usu- 
fructo, i  se  les  pague  con  él  hasta  concu- 
rrencia de  sus  créditos,  prestando  la  com- 
petente caución  de  conservación  i  restitu- 
ción a  quien  corresponda. 

Podrán  por  consiguiente  oponerse  a  toda 
cesión  o  renuncia  del  usufructo  hecha  en 
fraude  de  sus  derechos. 

804.  El  usufructo  se  estingue  jeneral- 
mente  por  la  llegada  del  dia  o  el  evento  de 
la  condición  prefijados  para  su  termina- 
ción. 

Si  el  usufructo  se  ha  constituido  hasta 
que  una  persona  distinta  del  usufructuario 
llegue  a  cierta  edad,  i  esa  persona  fallece 
antes,  durará  sin  embargo  el  usutructo 
hasta  el  dia  en  que  esa  persona  hubiera 
cumplido  esa  edad,  si  hubiese  vivido. 

805.  En  la  duración  legal  del  usufruc 
to  se  cuenta  aun  el  tiempo  en  que  el  usu- 
fructuario no  ha  gozado  de  él,  por  ignoran- 
cia o  despojo  o  cualquiera  otra  causa. 

806.  El  usufructo  se  estingue  también: 
Por  la  muerte  natural  o  civil  del  usu- 
fructuario, aunque  ocurra  antes  dtl  dia  o 
condición  prefijada  para  su  terminación; 

Por  la  resolución  del  derecho  del  cons- 
tituyente, como  cuando  se  ha  constituido 
sobre  una  propiedad  fiduciaria,  i  llega  el 
caso  de  la  restitución; 

Por  consolidación  del  usufructo  con  la 
propiedad; 

Por  prescripción; 

Por  la  renuncia  del  usufructuario. 

807.  El  usufructo  se  estingue  por  la 
destrucción  completa  de  la  cosa  fructuaria: 
si  solo  se  destruye  una  parte,  subsiste  el 
usutructo  en  lo  restante. 

Si  todo  el  usufructo  está  reducido  a  un 
edificio,  cesará  para  siempre  por  la  des- 
trucción completa  de  éste,  i  el  usufructua- 
rio no  conservará  derecho  alguno  sobre 
el  suelo. 

Pero  si  el  edificio  destruido  pertenece  a 
una  heredad,  el  usufructuario  de  ésta  con- 
servará su  derecho  sobre  toda  ella. 

808.  Si  una  heredad  fructuaria  es 
inundada,  i  .se  retiran  después  las  aguas, 
revivirá  el  usufructo  por  el  tiempo  que  fal- 
te para  su  terminación. 

809.  El  usufructo  termina,  en  fin.  por 
sentencia  de  juez  que  a  instancia  del  pro- 
pietario lo  declara  estinguido,  por  haber 
faltado  el  usufructuario  a  sus  obligaciones 
en  materia  grave,  o  por  haber  causado  da- 


ños o  deterioros  considerables  a  la  cosa 
fructuaria. 

El  juez,  según  la  gravedad  del  caso,  po- 
drá ordenar,  o  que  cese  absolutamente  el 
usufructo,  o  que  vuelva  al  propietario  la 
cosa  fructuaria,  con  cargo  de  pagar  al 
fructuario  una  pensión  anual  determinada, 
hasta  la  terminación  del  usufructo. 

810.  .  El  usufructo  legal  del  padre  de 
familia  sobre  ciertos  bienes  del  hijo,  i  el  del 
marido,  como  administrador  de  la  sociedad 
conyugal,  en  los  bienes  de  la  mujer,  están 
sujetos  a  las  reglas  especiales  del  título  Z)? 
la  patria  potestad  i  del  titulo  De  la  socie- 
dad conyugal. 

TITULO  X 

De  los  derechos  de  uso  i  de  habitación. 

811.  El  derecho  de  uso  es  un  derecho 
real  que  consiste,  jeneralmente,  en  la  fa- 
cultad de  gozar  de  una  parte  limitada  de 
las  utilidades  i  productos  de  una  cosa. 

Si  se  refiere  a  una  casa,  i  a  la  utilidad  de 
morar  en  ella,  .se  llama  derecho  de  habita- 
ción. 

812.  Los  derechos  de  uso  i  habitación 
se  constituyen  i  pierden  de  la  misma  ma- 
nera que  el  usutructo. 

813.  Ni  el  usuario  ni  el  habitador  e.s- 
tarán  obligados  a  prestar  caución. 

Pero  el  habitador  es  obligado  a  inventa- 
rio; i  la  misma  obligación  se  entenderá  al 
usuario,  si  el  uso  se  constituye  sobre  cosas 
que  deban  restituirse  en  especie. 

814.  La  ostensión  en  que  se  concede  el 
derecho  de  uso  o  de  habitación  se  determi- 
na por  el  título  que  lo  constituye,  i  a  falta 
de  esta  determinación  en  el  título,  se  regla 
por  los  artículos  siguientes. 

815.  El  uso  i  la  habitación  se  limitan 
a  las  necesidades  personales  del  usuario  o 
del  habitador. 

En  las  necesidades  personales  del  usua- 
rio o  del  habitador  se  comprenden  las  de 
su  familia. 

La  familia  comprende  la  mujer  i  los  hi- 
jos lejííimos  i  naturales;  tanto  los  que  exis- 
ten al  momento  de  la  constitución,  como- 
los  que  sobrevienen  después,  i  esto  aun 
cuando  el  usuario  o  habitador  no  esté  ca- 
sado, ni  haya  reconocido  hijo  alguno  a  la 
fecha  de  la  constitución. 

Comprende  asimismo  el  número  de  sir- 
vientes necesarios  para  la  familia. 

Comprende  ademas  las  personas  que  a  la 
misma  fecha  vivían  con  el  habitador  o 
usuario  i  a  costa  de  éstos;  i  las  personas  a 
quienes  éstos  deben  alimentos. 

816.  En  las  necesidades  personales  del 
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usuario  o  del  habitador  no  se  comprenden 
ias  de  la  industria  o  tráfico  en  que  se 
ocupa. 

Asi  el  usuario  de  animales  no  podrá  em- 
plearlos en  el  acarreo  de  los  objetos  en  que 
tranca,  ni  el  habitador  servirse  de  la  casa 
para  tiendas  o  almacenes; 

A  menos  que  la  cosa  en  que  se  concede 
el  derecho,  por  su  naturaleza  i  uso  ordina- 
rio i  por  su  relación  con  la  profesión  o  in- 
dustria del  que  ha  de  ejercerlo,  aparezca 
destinada  a  servirle  en  ellas. 

817.  El  usuario  de  una  heredad  tiene 
solamente  derecho  a  los  objetos  comunes 
de  alimentación  i  combustible,  no  a  los  de 
una  calidad  superior;  i  está  obligado  a  re- 
cibirlos del  dueño,  o  a  tomarlos  con  su 
permiso. 

818.  El  usuario  i  el  habitador  deben 
usar  de  los  objetos  comprendidos  en  sus 
respectivos  derechos  con  la  moderación  i 
cuidado  propios  de  un  buen  padre  de  fami- 
lia; i  están  obligados  a  contribuir  a  las  es- 
pensas  ordinarias  de  conservación  i  culti- 
vo, a  prorrata  del  beneficio  que  reporten. 

Esta  última  obligación  no  se  estiende  al 
uso  o  la  habitación  que  se  dan  caritativa- 
mente a  personas  necesitadas. 

819.  Los  derechos  de  uso  i  habitación 
son  intrasmisibles  a  los  herederos,  i  no 
pueden  cederse  a  ningún  titulo,  prestarse 
ni  arrendarse. 

Ni  el  usuario  ni  el  habitador  pueden 
arrendar,  prestar  o  enajenar  objeto  alguno 
de  aquellos  a  que  se  estiende  el  ejercicio  de 
su  derecho. 

Pero  bien  pueden  dar  los  frutos  que  les 
es  lícito  consumir  en  sus  necesidades  per- 
sonales. 

TITVLO  XI 

De  las  servidumbres. 

820.  Servidumbre  predial,  o  simple- 
mente sercidumbre,  es  un  gravamen  im- 
puesto sobre  un  predio  en  utilidad  de  otro 
predio  de  distinto  dueño. 

821.  Se  llama  predio  sirviente  el  que 
sufre  el  gravamen,  i  predio  dominante  el 
que  reporta  la  utilidad. 

Con  respecto  al  predio  dominante  la  ser- 
vidumbre se  llama  activa,  i  con  respecto 
al  predio  sirviente,  pasiva,. 

822.  Servidumbre  continua  es  la  que 
se  ejerce  ó  se  puede  ejercer  continuamen- 
te, sin  necesidad  de  un  hecho  actual  del 
hombre,  como  la  servidumbre  de  acueduc- 
to por  un  canal  artiticial  que  pertenece  al 
predio  dominante;  i  servidumbre  discon- 
tinua la  que  se  ejerce  a  intervalos  mas  o 


menos  largos  de  tiempo;  i  supone  un  he- 
cho actual  del  hombre,  como  la  servidum- 
bre de  tránsito. 

823.  Servidumbre  positíoa  es,  en  je- 
neral,  la  que  solo  impone  al  dueño  del  pre- 
dio sirviente  la  obligación  de  dejar  hacer, 
como  cualquiera  de  las  dos  anteriores;  i 
negativa,  la  que  impone  al  dueño  del  pre- 
dio sirviente  la  prohibiccion  de  hacer  algo, 
que  sin  la  servidumbre  le  seria  licito,  como 
la  de  no  poder  elevar  sus  paredes  sino  a 
cierta  altura. 

Las  servidumbres  positivas  imponen  a 
veces  al  dueño  del  predio  sirviente  la  obli- 
gación de  hacer  algo,  como  la  del  art,  842. 

824.  Servidumbre  a/jareníe  es  laque 
está  continuamente  a  la  vista,  como  la  de 
tránsito,  cuando  se  hace  por  una  senda  o 
por  una  puerta  especialmente  destinada  a 
él;  e  inaparente,  la  que  no  se  conoce  por 
una  señal  esterior,  como  la  misma  de  trán- 
sito, cuando  carece  de  estas  dos  circuns- 
tancias i  de  otras  análogas. 

825.  Las  servidumbres  son  insepara- 
bles del  predio  a  que  activa  o  pasivamente 
pertenecen. 

826.  Dividido  el  predio  sirviente,  no 
varia  la  servidumbre  que  estaba  constitui- 
da en  él,  i  deben  sufrirla  aquel  o  aquellos 
a  quienes  toque  la  parte  en  que  se  ejercía. 

827.  Dividido  el  predio  dominante, 
cada  uno  de  los  nuevos  dueños  gozará  de 
la  servidumbre,  pero  sin  aumentar  et  gra- 
vamen del  predio  sirviente. 

Asi  los  nuevos  dueños  del  predio  que 
goza  de  una  servidumbre  de  tránsito  no 
pueden  exijir  que  se  altere  la  dirección, 
forma,  calidad  o  anchura  de  la  senda  o  ca- 
mino destinado  a  ella. 

828.  El  que  tiene  derecho  a  una  ser- 
vidumbre, lo  tiene  igualmente  a  los  me- 
dios necesarios  para  ejercerla.  Así  el  que 
tiene  derecho  de  sacar  agua  de  una  fuente 
situada  en  la  heredad  vecina,  tiene  el  de- 
recho de  tránsito  para  ir  a  ella,  aunque  no 
se  haya  establecido  espresameníe  en  el  tí- 
tulo. 

829.  El  que  goza  de  una  servidumbre 
puede  hacer  las  obras  indispensables  para 
ejercerla;  pero  serán  a  su  costa,  si  no  se 
ha  establecido  lo  contrario;  i  aun  cuando 
el  dueño  del  predio  sirviente  se  haya  obli- 
gado a  hacerlas  o  repararlas,  le  será  líci- 
to exonerarse  de  la  obligación  abandonan- 
do la  parte  del  predio  en  que  deban  hacer- 
se o  conservarse  las  obras. 

830.  El  dueño  del  predio  sirviente  no 
puede  alterar,  disminuir,  ni  hacer  mas  in- 
cómoda para  el  predio  dominante  la  servi- 
dumbre con  que  está  gravado  el  suyo. 
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Con  todo,  si  por  el  trascurso  del  tiempo 
llegare  a  serle  mas  oneroso  el  modo  pri- 
mitivo de  la  servidumbre,  podrá  proponer 
que  se  varíe  a  su  costa;  i  si  las  variaciones 
no  perjudican  al  predio  dominante,  debe- 
rán ser  aceptadas. 

831.  Las  servidumbres  o  son  natura- 
les, que  previenen  de  la  natural  situación 
de  los  lugares,  o  Icfjalcs,  que  son  impues- 
tas por  la  lei,  o  voluntarias,  que  son  cons- 
tituidas por  un  hecho  del  hombre. 

832.  Las  disposiciones  de  este  titulo  se 
entenderán  sin  perjuicio  de  las  ordenan- 
zas jenerales  o  locales  sobre  las  servidum- 
bres. 

§  1.  De  las  servidumbres  naturales. 

833.  El  predio  inferior  está  sujeto  a 
recibir  las  aguas  que  descienden  del  pre- 
dio superior  naturalmente,  es  decir,  sin 
que  la  mano  del  hombre  contribuya  a  ello. 

No  se  puede  por  consiguiente  dirijir  un 
albañal  o  acequia  sobre  el  predio  vecino, 
sí  no  se  ha  constituido  esta  servidumbre 
especial. 

En  el  predio  servil  no  se  puede  hacer 
cosa  alguna  que  estorbe  la  servidumbre 
natural,  ni  en  el  predio  dominante,  que  la 
grave . 

834.  El  dueño  de  una  heredad  puede 
hacer,  de  las  aguas  que  corren  natural- 
mente por  ella,  aunque  no  sean  de  su  do- 
minio privado,  el  uso  conveniente  para 
los  menesteres  domésticos,  para  el  riego 
de  la  misma  heredad,  para  dar  movimien- 
to a  sus  molinos  u  otras  máquinas  i  abre- 
var sus  animales. 

Pero  aunque  el  dueño  pueda  servirse  de 
dichas  aguas,  deberá  hacer  volver  el  so- 
brante al  acostumbrado  cauce  a  su  salida 
del  fundo. 

835.  El  uso  que  el  dueño  de  una  here- 
dad puede  hacer  de  las  aguas  que  corren 
por  ella  se  limita: 

1."  En  cuanto  el  dueño  de  la  heredad 
inferior  haya  adquirido  por  prescripción  u 
otro  título  el  derecho  de  servirle  de  las 
mismas  aguas;  la  prescripción  en  este  caso 
será  de  diez  años,  contados  como  para  la 
adquisición  del  dominio,   i  correrá  desde 

aue  se  hayan  construido  obras   aparentes, 
estinadas  a  facilitar  o  dirijir  el  descenso 
de  las  aguas  en  la  heredad  inferior; 

2."  En  cuanto  contraviniere  a  las  leyes 
i  ordenanzas  que  provean  al  beneficio  de 
la  navegación  o  flote,  o  reglen  la  distribu- 
ción de  las  aguas  entre  los  propietarios  ri- 
beranos; 

3.°  Cuando  las  aguas  fueren  necesarias 
para  los  menesteres  domésticos  de  los  ha- 


bitantes de  un  pueblo  vecino;  pero  en  este 
caso  se  dejará  una  parte  a  la  heredad,  i  se 
la  indemnizará  de  todo  perjuicio  inme- 
diato. 

Si  la  indemnización  no  se  ajusta  de  co- 
mún acuerdo,  podrá  el  pueblo  pedir  la  es- 
propiación  del  uso  de  las  aguas  en  la  parte 
que  corresponda,  i  en  conformidad  al  ar- 
ticulo 12  de  la  Constitución,  número  5. 

836.  El  uso  de  las  aguas  que  corren 
por  entre  dos  heredades  corresponde  en 
común  a  los  dos  riberanos,  con  las  mismas 
limitaciones,  i  será  reglado  en  caso  de  dis- 
puta por  la  autoridad  competente,  tomán- 
dose en  consideración  los  derechos  adqui- 
ridos por  prescripción  u  otro  título,  como 
en  el  caso  del  articulo  precedente  núme- 
ro 1.° 

837.  Las  aguas  que  corren  por  un  cau- 
ce artificial  construido  a  espensa  ajena, 
pertenecen  esclusivamente  al  que  con  los 
requisitos  legales  haya  construido  el  cauce. 

838.  El  dueño  de  un  predio  puede  ser- 
virse como  quiera  de  las  aguas  lluvias  que 
corren  por  un  camino  público,  i  torcer  su 
curso  para  servirse  de  ellas.  Ninguna 
prescripción  puede  privarle  de  este  uso. 

§  2. — De  las  servidumbres  legales. 

830.  Las  servidumbres  legales  son  re- 
lativas al  uso  público,  o  a  la  utilidad  de 
los  particulares. 

Las  servidumbres  legales  relativas  al 
uso  público  son: 

EL  uso  de  las  riberas  en  cuanto  necesa- 
rio para  la  navegación  o  flote; 

I  las  demás  determinadas  por  los  regla- 
mentos u  ordenanzas  respectivas. 

840.  Los  dueños  de  las  riberas  serán 
obligados  a  dejar  libre  el  espacio  necesa- 
rio para  la  navegación  o  flote  a  la  sirga,  i 
tolerarán  que  los  navegantes  saquen  sus 
barcas  i  balsas  a  tierra,  las  aseguren  a  los 
árboles,  las  carenen  ,  sequen  sus  velas, 
compren  los  efectos  que  libremente  quie- 
ran vendérseles,  i  vendan  a  los  riberanos 
los  suyos;  pero  sin  permiso  del  respectivo 
riberano  i  de  la  autoridad  local  no  podrán 
establecer  ventas  públicas. 

El  propietario  riberano  no  podrá  cortar 
el  árbol  a  que  actualmente  estuviere  atada 
una  nave,  barca  o  balsa. 

841.  Las  servidumbres  legales  de  la 
segunda  especie  son  asimismo  determina- 
das por  las  ordenanzas  de  policía  rural. 
Aqui  se  trata  especialmente  de  las  de  de- 
marcación, cerramiento,  tránsito,  media- 
nería, acueducto,  luz  i  vista. 

842.  Todo  dueño  de  un  predio  tiene 
derecho  a  que  se  fijen  los  limites  que  lo 
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separan  de  los  predios  colindantes,  i  po- 
drá exijir  a  los  respectivos  dueños  que 
concurran  a  ello,  haciéndose  la  demarca- 
ción a  espensas  comunes. 

843.  Si  se  ha  quitado  de  su  lugar  algu- 
no de  los  mojones  que  deslindan  predios 
vecinos,  el  dueño  del  predio  perjudicado 
tiene  derecho  para  pedir  que  el  que  lo  ha 
quitado  lo  reponga  a  su  costa,  i  le  indem- 
nice de  los  daños  que  de  la  remoción  se  le 
hubieren  orijinado,  sin  perjuicio  de  las 
penas  con  que  las  leyes  castiguen  el  delito. 

844.  El  dueño  de  un  predio  tiene  de- 
recho para  cerrarlo  o  cercarlo  por  todas 
partes,  sin  perjuicio  de  las  servidumbres 
constituidas  a  favor  de  otros  predios. 

El  cerramiento  podrá  consistir  en  pare- 
des, fosos,  cercas  vivas  o  muertas. 

845.  Si  el  dueño  hace  el  cerramiento 
del  predio  a  su  costa  i  en  su  propio  terre- 
no, podrá  hacerlo  de  la  calidad  i  dimensio- 
nes que  quiera.  I  el  propietario  colindante 
no  podrá  servirse  de  la  pared,  foso  o  cerca 
para  ningún  objeto,  a  no  ser  que  haya  ad- 
quirido este  derecho  por  titulo  o  por  pres- 
cripción de  diez  años  contados  como  para 
la  adquisición  del  dominio. 

846.  El  dueño  de  un  predio  podrá 
obligar  a  los  dueños  de  los  predios  colin- 
dantes a  que  concurran  a  la  construcción 
i  reparación  de  cercas  divisorias  comunes. 

El  juez,  en  caso  necesario,  reglará  el 
modo  i  forma  de  la  concurrencia;  de  ma- 
nera que  no  se  imponga  a  ningún  propie- 
tario un  gravamen  ruinoso. 

La  cerca  divisoria  construida  a  espensas 
comunes  estará  sujeta  a  la  servidumbre  de 
medianería. 

847.  Si  un  predio  se  halla  destituido 
de  toda  comunicación  con  el  camino  pú- 
blico por  la  interposición  de  otros  predios, 
el  dueño  del  primero  tímdrá  derecho  para 
imponer  a  lus  otros  la  servidumbre  de 
tránsito ,  en  cuanto  fuere  indispensable 
para  el  uso  i  benettcio  de  su  predio,  pagando 
el  valor  del  terreno  necesario  para  la  ser- 
vidumbre i  resarciendo  todo  otro  perjuicio. 

848.  Si  las  partes  no  se  convienen,  .se 
reglará  por  peritos,  tanto  el  importe  de  la 
indemnización,  como  el  ejercicio  de  la 
servid  umbre- 

849.  Si  concedida  la  servidumbre  de 
tránsito  en  conformidad  a  los  artículos  pre- 
cedentes llega  a  no  ser  indispensable  para 
el  predio  dominante,  por  la  adquisición  de 
terrenos  que  le  dan  un  acceso  cómodo  al 
camino,  o  por  otro  medio,  el  dueño  del 
predio  sirviente  tendrá  derecho  para  pedir 
que  se  le  exonere  de  la  servidumbre,  res- 
tituyendo lo  que,  al  establecerse  ésta,  se 


le  hubiere  pagado  por  el   valor  del   te 
rreno. 

850.  Si  se  vende  o  permuta  alguna 
parte  de  un  predio,  o  si  es  adjudicada  a 
cualquiera  de  los  que  lo  poseian  proindivi- 
so,  i  en  consecuencia  esta  parte  viene  a 
quedar  separada  del  camino,  se  entenderá 
concedida  a  favor  de  ella  una  servidumbre 
de  tránsito,  sin  indemnización  alguna. 

851.  La  medianería  es  una  servidum- 
bre legal  en  virtud  de  la  cual  los  dueños 
de  dos  predios  vecinos  que  tienen  paredes, 
fosos  o  cercas  divisorias  comunes,  están 
sujetos  a  las  obligaciones  reciprocas  que 
van  a  espresarse. 

852.  Existe  el  derecho  de  medianería 
para  cada  uno  de  los  dos  dueños  colindan- 
tes, cuando  consta  o  por  alguna  señal  apa- 
rece que  han  hecho  el  cerramiento  de 
acuerdo  i  a  espensas  comunes. 

853.  Toda  pared  de  separación  entre 
dos  edificios  se  presume  medianera,  pero 
solo  en  la  parte  en  que  fuere  común  a  los 
edificios  mismos. 

Se  presume  medianero  todo  cerr.'.miento 
entre  corrales,  jardines  i  campos,  euando 
cada  una  de  las  superficies  contiguas  esté 
cerrada  por  todos  lados:  si  una  sola  está 
cerrada  de  este  modo,  se  presume  que 
el  cerramiento  le  pertenece  esclusiva- 
mente. 

854.  En  todos  los  casos,  i  aun  cuando 
conste  que  una  cerca  o  pared  divisoria 
pertenece  esclusivamente  a  uno  de  los  pre- 
dios contiguos,  el  dueño  del  otro  predio 
tendrá  el  derecho  de  hacerla  medianera 
en  todo  o  parte,  aun  sin  el  consentimiento 
de  su  vecino,  pagándole  la  mitad  del  valor 
del  terreno  en  que  está  hecho  el  cerra- 
miento, i  la  mitad  del  valor  actual  de  la 
porción  de  cerramiento  cuya  medianería 
pretende. 

855.  Cualquiera  de  los  dos  condueños 
que  quiera  servirse  de  la  pared  medianera 
para  edificar  sobre  ella,  o  hacerla  sostener 
el  peso  de  una  construcción  nueva  debe 
primero  solicitar  el  consentimiento  de  su 
vecino,  i  si  éste  lo  rehusa,  provocará  un 
juicio  práctico  en  que  se  dicten  las  medi- 
das necesarias  para  que  la  nueva  cons- 
trucción no  dañe  al  vecino. 

En  circunstancias  ordinarias  se  enten- 
derá que  cualquiera  de  los  condueños  de 
una  pared  medianera  puede  edificar  sobre 
ella,  introduciendo  maderos  hasta  la  dis- 
tancia de  un  decímetro  de  la  superficie 
opuesta;  i  que  si  el  vecino  quisiere  por  su 
parte  introducir  maderos  en  el  mismo  pa- 
raje o  hacer  una  chimenea,  tendrá  el  de- 
recho de  recortar  los  maderos  de  su  veci- 
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no  hasta  el  medio  de  la  pared,  sin   dislo- 
carlos. 

856.  Si  se  trata  de  pozos,  letrinas,  ca- 
ballerizas, chimeneas,  hogares,  fraguas, 
hornos  u  otras  obras  de  que  pueda  resul- 
tar daño  a  los  edificios  o  heredades  veci- 
nas, deberán  observarse  las  reglas  pres- 
critas por  las  ordenanzas  jenerales  o  loca- 
les, ora  sea  medianera  o  no  la  pared  divi- 
soria. Lo  mismo  se  aplica  a  los  depósitos 
de  pólvora,  de  materias  húmedas  o  infec- 
tas, i  de  todo  lo  que  pueda  dañar  a  la  soli- 
dez, seguridad  i  salubridad  de  los  edifi- 
cios. 

857.  Cualquiera  de  los  condueños  tie- 
ne el  derecho  de  elevar  la  pared  mediane- 
ra, en  cuanto  lo  permitan  las  ordenanzas 
jenerales  o  locales;  sujetándose  a  las  reglas 
siguientes: 

1.*  La  nueva  obra  será  enteramente  a 
su  costa; 

2.*  Pagará  al  vecino,  a  título  de  in- 
demnización por  el  aumento  de  peso  que 
va  a  cargar  sobre  la  pared  medianera,  la 
sesta  parte  de  lo  que  valga  la  obra  nueva, 

3.*  Pagará  la  misma  indemnización 
todas  las  veces  que  se  trate  de  reconstruir 
la  pared  medianera; 

4.*  Será  obligado  a  elevar  a  su  costa 
las  chimeneas  del  vecino  situadas  en  la 
pared  medianera; 

5."  Si  la  pared  medianera  no  es  bas- 
tante sólida  para  soportar  el  aumento  de 
peso,  la  reconstruirá  a  su  costa,  indemni- 
zando al  vecino  por  la  remoción  i  reposi- 
ción de  todo  lo  que  por  el  lado  de  éste  car- 
gaba .sobre  la  pared  o  estaba  pegado  a  ella 

6.*  Si  reconstruyendo  la  pared  media- 
nera, fuere  necesario  aumentar  su  espe- 
sor, se  tomará  este  aumento  sobre  el  te- 
rreno del  que  construya  la  obra  nueva; 

7.*  El  vecino  podrá  en  todo  tiempo  ad- 
quirir la  medianería  de  la  parte  nueva- 
mente levantada  ,  pagando  la  mitad  del 
costo  total  de  ésta,  i  el  valor  de  la  mitad 
del  terreno  sobre  que  se  haya  estendido  la 
pared  medianera,  según  el  inciso  anterior. 

858.  Las  espensas  de  construcción, 
conservación  i  reparación  del  cerramiento 
.serán  a  cargo  de  todos  los  que  tengan  de- 
recho de  propiedad  en  él,  a  prorrata  de  los 
respectivos  derechos. 

Sin  embargo,  podrá  cualquiera  de  ellos 
exonerarse  de  este  cargo,  abandonando  su 
derecho  de  medianería,  pero  solo  cuando 
el  cerramiento  no  consista  en  una  pared 
que  sostenga  un  edificio  de  su  pertenen- 
cia. 

859.  Los  árboles  que  se  encuentran  en 
.de  cerca  medianera,  son  igualmente  me- 


dianeros; i  lo  mismo  se  estiende  á  los  ár- 
boles cujo  tronco  está  en  la  linea  divisoria 
de  dos  heredades,  aunque  no  haya  cerra- 
miento intermedio. 

Cualquiera  de  los  dos  condueños  puede 
exijir  que  se  derriben  dichos  árboles,  pro- 
bando que  de  algún  modo  le  dañan;  i  si 
por  algún  accidente  se  destruyen,  no  se 
repondrán  sin  su  consentimiento. 

860.  Las  mercedes  de  aguas  que  se 
conceden  poi  autoridad  competente,  se  en- 
tenderán sin  perjuicio  de  derechos  ante- 
riormente adquiridos  en  ellas. 

881.  Toda  heredad  está  sujeta  a  la  ser- 
vidumbre de  acueducto  en  favor  de  otra 
heredad  que  carezca  de  las  aguas  necesa- 
rias para  el  cultivo  de  sementeras,  planta- 
taciones  o  pastos,  o  en  favor  de  un  pueblo 
que  las  haya  menester  para  el  servicio  do- 
méstico de  los  habitantes,  o  en  favor  de  un 
establecimiento  industrial  que  las  necesite 
para  el  movimiento  de  sus  máquinas. 

Esta  servidumbre  consiste  en  que  pue- 
dan conducirse  las  aguas  por  la  heredad 
sirviente  a  espensas  del  interesado:  i  está 
sujeta  a  las  reglas  que  van  a  espresarse. 

862.  Las  casas,  i  los  corrales,  patios, 
huertas  i  jardines  que  de  ellas  dependan, 
no  están  sujetos  a  la  servidumbre  de  acue 
ducto. 

863.  Se  hará  la  conducción  de  las 
aguas  por  un  acueducto  que  no  permita 
derrames;  en  que  no  se  deje  estancar  el 
agua  ni  acumular  basuras;  i  que  tenga  de 
trecho  en  trecho  los  puentes  necesarios 
para  la  cómoda  administración  i  cultivo 
de  las  heredades  sirvientes. 

864.  El  derecho  de  acueducto  com- 
prende el  de  llevarlo  por  un  rumbo  que 
permita  el  libre  descenso  de  las  aguas,  i 
que  por  la  naturaleza  del  suelo  no  haga  es- 
cesivamente  dispendiosa  la  obra. 

Verificadas  estas  condiciones,  se  llevará 
el  acueducto  por  el  rumbo  que  menos  per- 
juicio ocasione  a  los  terrenos  cultivados. 

El  rumbo  mas  corto  se  mirará  como  el 
menos  perjudicial  a  la  heredad  sirviente,  i 
el  menos  costcso  al  interesado,  si  no  se 
probare  lo  contrario. 

El  juez  concillará  en  lo  posible  los  inte- 
reses de  las  partes,  i  en  los  puntos  dudosos 
decidirá  a  favor  de  las  heredades  sirvien- 
tes. 

865.  El  dueño  del  predio  sirviente  ten- 
drá derecho  para  que  se  le  pague  el  precio 
de  todo  el  terreno  que  fuere  ocupado  por 
el  acueducto;  el  de  un  espacio  a  cada  uno 
de  los  costados,  que  no  bajará  de  un  metro 
de  anchura  en  toda  la  estension  de  su  cur- 
so, i  podrá  ser  mayor  por  convenio  de  las 


CHILE.— CÓDIGO  CIVIL 


201 


f>artes,  o  por  disposición  del  juez,  cuando 
as  circunstancias  lo  exijieren;  i  un  diez 
por  ciento  mas  sobre  la  suma  total. 

Tendrá  ademas  derecho  para  que  se  le 
indemnice  de  todo  perjuicio  ocasionado 
por  la  conducción  del  acueducto  y  por  sus 
filtraciones  i  derrames  que  puedan  impu- 
tarse a  defectos  de  costruccion. 

866.  El  dueño  del  predio  sirviente  es 
obligado  a  permitir  la  entrada  de  trabaja- 
dores para  la  limpia  i  reparación  del  acue- 
ducto, con  tal  que  se  dé  aviso  previo  al  ad- 
ministrador del  predio. 

Es  obligado  asimismo  a  permitir,  con 
este  aviso  previo,  la  entrada  de  un  inspec- 
tor o  cuidador;  pero  solo  de  tiempo  en 
tiempo^  o  con  la  frecuencia  que  el  juez,  en 
easo  de  discordia,  i  atendidas  las  circuns- 
tancias, determinare. 

867.  El  dueño  del  acueducto  podrá  im- 
pedir toda  plantación  u  obra  nueva  en  el 
espacio  lateral  de  que  habla  el  artícu- 
lo 865. 

868.  El  que  tiene  a  beneficio  suyo  un 
acueducto  en  su  heredad,  puede  oponerse 
a  que  se  construya  otro  en  ella,  ofreciendo 
paso  por  el  suyo  a  las  aguas  de  que  otra 
persona  quiera  servirse;  con  tal  que  de  ello 
no  se  siga  un  perjuicio  notable  al  que  quie- 
ra abrir  el  nuevo  acueducto. 

Aceptada  esta  oferta,  se  pagará  al  dueño 
de  la  heredad  sirviente  el  valor  del  suelo 
ocupado  por  el  antiguo  acueducto  (incluso 
el  espacio  lateral  de  que  habla  el  artículo 
865),  a  prorrata  del  nuevo  volumen  de  agua 
introducido  en  él,  i  se  le  reembolsará  ade- 
más en  la  misma  proporción  lo  que  valiere 
la  obra  en  toda  la  lonjitud  que  aprovechare 
al  interesado. 

Este,  en  caso  necesario,  ensanchará  el 
acueducto  a  su  costa,  i  pagará  el  nuevo  te- 
rreno ocupado  por  él,  i  por  el  espacio  late- 
ral, i  todo  otro  perjuicio;  pero  sin  el  diez 
por  ciento  de  recargo. 

869.  Si  el  que  tiene  un  acueducto  en 
heredad  ajena  quisiere  introducir  mayor 
volumen  de  agua  en  él,  podrá  hacerlo, "in- 
demnizando de  todo  perjuicio  a  la  heredad 
sirviente.  1  si  para  ello  fueren  necesarias 
nuevas  obras,  se  observará  respecto  a  és- 
tas lo  dispuesto  en  el  artículo  865. 

870.  Las  reglas  establecidas  para  la 
servidumbre  de  acueducto  se  estienden  a 
los  que  se  construyan  para  dar  salida  i  di- 
rección a  las  aguas  sobrantes,  i  para  dese- 
car pantanos  i  filtraciones  naturales  por 
medio  de  zanjas  i  canales  de  desagüe. 

871.  Abandonado  un  acueducto,  vuel- 
ve el  terreno  a  la  propiedad  i  uso  esclusivo 
del  dueño  de  la  heredad  sirviente,  que  solo 


será  obligado  a  restituir  lo  que  se  le  pagó 
por  el  valor  del  suelo.  (1) 

872.  Siempre  que  las  aguas  que  corren 
a  beneficio  de  particulares  impidan  o  difi- 
culten la  comunicación  con  los  predios  ve- 
cinos, o  embaracen  los  riegos  o  desagües, 
el  particular  beneficiado  deberá  construir 
los  puentes,  canales  i  otras  obras  necesa- 
rias para  evitar  este  inconveniente. 

873.  La  servidumbre  legal  de  luz  tiene 
por  objeto  dar  luz  a  un  espacio  cualquiera 
cerrado  y  techado;  pero  no  se  dirije  a  dar- 
le vista  sobre  el  predio  vecino,  esté  cerra- 
do o  no. 

874.  No  se  puede  abrir  ventana  o  tro- 
nera de  ninguna  clase  en  una  pared  me- 
dianera, sin  consentimiento  del  condueño. 

El  dueño  de  una  pared  no  medianera 
puede  abrirlas  en  ella,  en  el  número  i  de 
las  dimensiones  que  quiera. 

Si  la  pared  no  es  medianera  sino  en  una 
parte  de  su  altura,  el  dueño  de  la  parte 
no  medianera  goza  de  igual  derecho  en 
ésta. 

No  se  opone  al  ejercicio  de  la  servidum- 
bre de  luz  la  contigüidad  de  la  pared  al 
predio  vecino. 

875.  La  servidumbre  legal  de  luz  está 
sujeta  a  las  condiciones  que  van  a  espre- 
sarse. 

1.*  La  ventana  estará  guarnecida  de 
rejas  de  hierro,  i  de  una  red  de  alambre, 
cuyas  mallas  tengan  tres  centímetros  de 
abertura  o  menos. 

2."  La  parte  inferior  de  la  ventana  dis- 
tará del  suelo  de  la  vivienda  a  que  da  luz, 
tres  metros  a  lo  menos. 

876.  El  que  goza  de  la  servidumbre  de 
luz  no  tendrá  derecho  para  impedir  que  en 
el  suelo  vecino  se  levante  una  pared  que 
le  quite  la  luz. 

877.  Si  la  pared  divisoria  llega  a  ser 
medianera,  cesa  la  servidumbre  legal  de 
luz,  i  solo  tiene  cabida  la  voluntaria,  de- 
terminada por  mutuo  consentimiento  de 
ambos  dueños. 

878.  No  se  pueden  tener  ventanas, 
balcones,  miradores  o  azoteas,  que  den 
vista  a  las  habitaciones,  patios  o  corrales 
de  un  predio  vecino,  cerrado  o  no;  a  me- 
nos que  intervenga  una  distancia  de  tres 
metros. 

La  distancia  se  medirá  entre  el  plano 
vertical  de  la  línea  mas  sobresaliente  de 
la  ventana,  balcón,  etc.,  i  el  plano  vertical 


1 1  Como  el  dueño  del  predio  dominante  no  ad- 
quiere la  propiedad  del  terreno  que  ocupó  para 
la  servidumbre,  no  puede  decirse  que  aquel  vuel- 
va á  la  propiedad  del  dueño  del  predio  sirvien- 
te. Véase  el  art.  602. 
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de  la  linea  divisoria  de  los  dos  predios, 
siendo  ambos  planos  paralelos. 

No  siendo  paralelos  los  dos  planos,  se 
aplicará  la  misma  medida  a  la  menor  dis- 
tancia entre  ellos. 

879.  No  hai  servidumbre  legal  de 
agua.s  lluvias.  Los  techos  de  todo  edificio 
deben  verter  sus  aguas  lluvias  sobre  el  pre- 
dio a  que  pertenecen,  o  sobre  la  calle  o 
camino  público  o  vecinal,  i  no  sobre  otro 
predio,  sino  con  voluntad  de  su  dueño. 

§  3.  —  De  las  servidumbres  voluntarias. 

880.  Cada  cual  podrá  sujetar  su  predio 
a  las  servidumbres  que  quiera,  i  adquirir- 
las sobre  los  predios  vecinos  con  la  volun- 
tad de  sus  dueños,  con  tal  que  no  se  dañe 
con  ellas  el  orden  público,  ni  se  contraven- 
ga a  las  leyes. 

Las  servidumbres  de  esta  especie  pueden 
también  adquirirse  por  sentencia  de  juez 
en  los  casos  previstos  por  las  leyes. 

881.  Si  el  dueño  de  un  predio  estable- 
ce un  servicio  continuo  i  aparente  a  favor 
de  otro  predio  que  también  le  pertenece,  i 
enajena  después  uno  de  ellos,  o  pasan  a  ser 
de  diversos  dueños  por  partición,  subsisti- 
rá el  mismo  servicio  con  el  carácter  de  ser- 
vidumbre entre  los  dos  predios,  a  menos 
que  en  el  titulo  constitutivo  de  la  enajena- 
ción o  de  la  partición  se  haya  establecido 
espresamente  otra  cosa. 

882.  Las  servidumbres  discontinuas  de 
todas  clases  i  las  servidumbres  continuas 
inaparentes  solo  pueden  adquirirse  por  me- 
dio de  un  titulo;  ni  aun  el  goce  inmemorial 
bastará  para  constituirlas. 

Las  servidumbres  continuas  i  aparentes 
pueden  adquirirse  por  titulo,  o  por  pres- 
cripción de  diez  años,  contados  como  para 
la  adquisición  del  dominio  de  los  fundos. 

883.  El  titulo  constitutivo  deservidum- 
bre puede  suplirse  por  el  reconocimiento 
espreso  del  dueño  del  predio  sirviente. 

La  destinación  anterior,  según  el  articulo 
881,  puede  también  servir  de  titulo. 

884  El  titulo,  o  la  posesión  de  la  ser- 
vidumbre por  el  tiempo  señalado  en  el  ar- 
ticulo 882,  determina  los  derechos  del  pre- 
dio dominante  i  las  obligaciones  del  predio 
sirviente. 

§  4. — De  la  estincion  de  las  servidumbres. 

885.     Las  servidumbres  se  estinguen: 
1."    Por  la  resolución  del  derecho  del 
que  las  ha  constituido; 

2.°  Por  la  llegada  del  dia  o  de  la  condi- 
ción, si  se  ha  establecido  de  uno  de  estos 
modos; 


3.'  Por  la  confusión,  o  sea  la  reunión 
perfecta  e  irrevocable  de  ambos  predios  en 
manos  de  un  mismo  dueño. 

Asi,  cuando  el  dueño  de  uno  de  ellos 
compra  el  otro,  perece  la  servidumbre,  i  si 
por  una  nueva  venta  se  separan,  no  revi- 
ve; salvo  el  caso  del  articulo  881:  por  el 
contrario,  si  líi  sociedad  conyugal  adquie- 
re una  heredad  que  debe  servidumbre  a 
otra  heredad  de  uno  de  los  dos  cónyujes, 
no  habrá  confusión  sino  cuando,  disuelta 
la  sociedad,  se  adjudiquen  ambas  hereda- 
des a  una  misma  persona. 

4.°  Por  la  renuncia  del  dueño  del  pre- 
dio dominante; 

5.**  Por  haberse  dejado  de  gozar  duran- 
te veinte  años. 

En  las  servidumbres  discontinuas  corre 
el  tiempo  desde  que  han  dejado  de  gozar- 
se; en  las  continuas,  desde  que  se  haya  eje- 
cutado un  acto  contrario  a  la  servidumbre. 

886.  Si  el  predio  dominante  pertenece 
a  muchos  proindiviso,  el  goce  de  uno  de 
ellos  interrumpe  hi  prescripción  respecto 
de  todos;  i  si  contra  uno  de  ellos  no  puede 
correr  la  prescripción,  no  puede  correr 
contra  ninguno. 

887.  Si  cesa  la  servidumbre  por  hallar- 
se las  cosas  en  tal  estado  que  no  sea  posi- 
ble usar  de  ellas,  revivirá  desde  que  deje 
de  existir  la  imposibilidad,  con  tal  que  esto 
suceda  antes  de  haber  transcurrido  veinte 
años. 

888.  Se  puede  adquirir  i  perder  por  la 
prescripción  un  modo  particular  de  ejer- 
cer la  servidumbre,  de  la  misma  manera 
que  podria  adquirir.se  o  perderse  la  servi- 
Qumbre  misma. 

TÍTULO  JLU 

De  la  reivindicación. 

889.  La  reivindicación  o  acción  de  do- 
minio es  la  que  tiene  el  dueño  de  una  cosa 
singular,  de  que  no  está  en  posesión,  para 
que  el  poseedor  de  ella  sea  condenado  a 
restituírsela. 

§  1.  —  Que  cosas  pueden  reivindicarse. 

890.  Pueden  revindicarse  las  cosas 
corporales,  raíces  i  muebles. 

Esceptúanse  las  cosas  muebles  cuyo  po- 
seedor las  haya  comprado  en  una  feria, 
tienda,  almacén,  u  otro  establecimiento  in- 
dustrial en  que  se  vendan  cosas  muebles  de 
la  misma  clase. 

Justificada  esta  circunstancia,  no  estará 
el  poseedor  obligado  a  restituir  la  cosa,  si 
no  se  le  reembolsa  lo  que  haya  dado  por 
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ella  i  lo  que  haya  gastado  en  repararla  i 
mejorarla. 

891.  Los  otros  derechos  reales  pueden 
reivindicar-e  como  el  dominio;  escepto  el 
derecho  de  herencia. 

Este  derecho  produce  la  acción  de  peti- 
ción de  herencia,  de  que  se  trata  en  el  Li- 
bro IIL 

892.  Se  puede  reivindicar  una  cuota 
determinada  proindiviso,  de  una  cosa  sin- 
gular. 

§  2.  Quien  puede  reioindicar. 

693,  La  acción  reivindicatoría  o  de 
dominio  corresponde  al  que  tiene  la  pro- 
piedad plena  o  nula,  absoluta  o  ñduciaria 
de  la  cosa. 

894.  Se  concede  la  misma  acción,  aun- 
que no  se  pruebe  dominio,  al  que  ha  per- 
dido la  posesión  regular  de  la  cosa,  i  se  ha- 
llaba en  el  caso  de  poderla  ganar  por  pres- 
cripción. 

Pero  no  valdrá  ni  contra  el  verdadero 
dueño,  ni  contra  el  que  posea  con  igual  o 
mejor  derecho. 

§  3.  Contra  quien  se  puede  reivindicar. 

895.  La  acción  de  dominio  se  dirije 
contra  el  actual  poseedor. 

890.  El  mero  tenedor  de  la  cosa  que 
se  reivindica  es  obligado  a  declarar  el 
nombre  i  .residencia  de  la  persona  a  cuyo 
nombre  la  tiene. 

897.  Si  alguien,  de  mala  fe,  se  da  por 
poseedor  de  la  cosa  que  se  reivindica  sin 
serlo,  será  condenado  a  la  indemnización 
de  todo  perjuicio  que  de  este  engaño  haya 
resultado  al  actor. 

898.  La  acción  de  dominio  tendrá 
también  lugar  contra  el  que  enajenó  la 
cosa,  para  la  restitución  de  lo  que  haya 
recibido  por  ella,  siempre  que  por  haberla 
enajenado  se  haya  hecho  imposible  o  difí- 
cil su  persecución;  i  si  la  enajenó  a  sabien- 
das de  que  era  ajena,  para  la  indemniza- 
ción de  todo  perjuicio. 

El  reivindicador  que  recibe  del  enajena- 
dor  lo  que  se  ha  dado  a  éste  por  la  cosa, 
confirma  por  el  mismo  hecho  la  enajena- 
ción . 

899.  La  acción  de  dominio  no  se  dirije 
contra  un  heredero  sino  por  la  parte  que 
posea  en  la  cosa;  pero  las  prestaciones  a 
que  estaba  obligado  el  poseedor  por  razón 
de  los  frutos  o  de  los  deterioros  que  le  eran 
imputables,  pasan  a  los  herederos  de  éste 
a  prorrata  de  sus  cuotas  hereditarias. 

900.  Contra  el  que  poseía  de  mala  fe  i 


por  hecho  o  culpa  suya  ha  dejado  de  po- 
seer, podrá  intentarse  la  acción  de  domi- 
nio, como  si  actualmente  poseyese. 

De  cualquier  modo  que  haya  dejado  de 
poseer  i  aunque  el  reivindicador  prefiera 
dirijirse  contra  el  actual  poseedor,  respec- 
to del  tiempo  que  ha  estado  la  cosa  en  su 
poder  tendrá  las  obligaciones  i  derechos 
que  según  este  titulo  corresponden  a  los 
poseedores  de  mala  fe  en  razón  de  frutos, 
deterioros  i  espensas. 

Si  paga  el  valor  de  la  cosa  i  el  reivindi- 
cador lo  acepta,  sucederá  en  los  derechos 
del  reivindicador  sobre  ella. 

Lo  mismo  se  aplica  aun  al  poseedor  de 
buena  fe  que  durante  el  juicio  se  ha  pues- 
to en  la  imposibilidad  de  restituir  la  cosa 
por  su  culpa. 

El  reivindicador  en  los  casos  de  los  dos 
incisos  precedentes  no  será  obligado  al 
saneamiento. 

901.  Si  reivindicándose  una  cosa  cor- 
poral mueble,  hubiere  motivo  de  temer 
que  se  pierda  o  deteriore  en  manos  del  po- 
seedor, podrá  el  actor  pedir  su  secuestro; 
i  el  poseedor  será  obligado  a  consentir  en 
él,  o  a  dar  seguridad  suficiente  de  restitu- 
ción, para  el  caso  de  ser  condenado  a  res- 
tituir. 

902.  Si  se  demanda  el  dominio  u  otro 
derecho  real  constituido  sobre  un  inmue- 
ble, el  poseedor  seguirá  gozando  de  él, 
hasta  la  sentencia  definitiva  pasada  en  au- 
toridad de  cosa  juzgada. 

Pero  el  actor  tendrá  derecho  de  provo- 
car las  providencias  necesarias  para  evitar 
todo  deterioro  de  la  cosa,  i  de  los  muebles 
i  semovientes  anexos  a  ella  i  comprendi- 
dos en  la  reivindicación,  si  hubiere  justo 
motivo  de  temerlo,  o  las  facultades  del  de- 
mandado no  ofrecieren  suficiente  garantía. 

903.  La  acción  reivindicatoría  se  es- 
tiende al  embargo,  en  manos  de  tercero, 
de  lo  que  por  éste  se  deba  como  precio  o 
permuta  al  poseedor  que  enajenó  la  cosa. 

§  4.  Prestaciones  mutuas. 

904.  Si  es  vencido  el  poseedor,  resti- 
tuirá la  cosa  en  el  plazo  que  el  juez  seña- 
lare; i  si  la  cosa  fué  secuestrada,  pagará  el 
actor  al  secuestre  los  gastos  de  custodia  i 
conservación,  i  tendrá  derecho  para  que 
el  poseedor  de  mala  fe  se  los  reembolse. 

905.  En  la  restitución  de  una  heredad 
se  comprenden  las  cosas  que  forman  parte 
de  ella,  o  se  reputan  como  inmuebles  por 
su  conexión  con  ella,  según  lo  dicho  en  el 
titulo  De  las  varias  clases  de  bienes.  Las 
otras  no  serán  comprendidas  en  la  restitu- 
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cion,  si  no  lo  hubieren  sido  en  la  demanda 
i  sentencia;  pero  podrán  reivindicarse  se- 
paradamente. 

En  la  restitución  de  un  edificio  se  com- 
prende la  de  sus  llaves. 

En  la  restitución  de  toda  cosa,  se  com- 
prende la  de  los  títulos  que  conciernen  a 
ella,  si  se  hallan  en  manos  del  poseedor. 

906.  El  poseedor  de  mala  fe  es  respon- 
sable de  los  deterioros  que  por  su  hecho  o 
culpa  ha  sufrido  la  cosa. 

El  poseedor  de  buena  fe,  mientras  per- 
manece en  ella,  no  es  responsable  de  estos 
deterioros,  sino  en  cuanto  se  hubiere  apro- 
vechado de  ellos;  por  ejemplo,  destruyen- 
do un  bosque  o  arbolado,  i  vendiendo  la 
madera  o  la  leña,  o  empleándola  en  bene- 
ficio suyo. 

907.  El  poseedor  de  mala  fe  es  obliga- 
do a  restituir  los  frutos  naturales  i  civiles 
de  la  cosa,  i  no  solamente  los  percibidos 
sino  los  que  el  dueño  hubiera  podido  per- 
cibir con  mediana  intelijencia  i  actividad, 
teniendo  la  cosa  en  su  poder. 

Si  no  existen  los  frutos,  deberá  el  valor 
que  tenian  o  hubieran  tenido  al  tiempo  de 
la  percepción:  se  considerarán  como  no 
existentes  los  que  se  hayan  deteriorado  en 
su  poder. 

El  poseedor  de  buena  fe  no  es  obligado 
a  la  restitución  de  los  frutos  percibidos  an- 
tes de  la  contestación  de  la  demanda:  en 
cuanto  a  los  percibidos  después,  estará  su- 
jeto a  las  reglas  de  los  dos  incisos  anterio- 
res (1). 

En  toda  restitución  de  frutos  se  abona- 
rán al  que  la  hace  los  gastos  ordinarios  que 
ha  invertido  en  producirlos. 

808.  El  poseedor  vencido  tiene  dere- 
cho a  que  se  le  abonen  las  espensas  nece- 
.sarias  invertidas  en  la  conservación  de  la 
cosa,  según  las  reglas  siguientes: 

Si  estas  espensas  se  invirtieron  en  obras 
permanentes,  como  una  cerca  para  impe- 
dir las  depredaciones,  o  un  dique  para  ata- 
jar las  avenidas,  o  las  reparaciones  de  un 
edificio  arruinado  por  un  terremoto,  se 
abonarán  al  poseedor  dichas  espensas,  en 
cuanto  hubieren  sido  realmente  necesa- 
rias; pero  reducidas  a  lo  que  valgan  las 
obras  al  tiempo  de  la  restitución. 

1  si  las  espensas  se  invirtieron  en  cosas 
que  por  su  naturaleza  no  dejan  un  resul- 
tado material  permanente,  como  la  defen- 
sa judicial  de  la  finca,  serán   abonadas  al 


(1)  Entiende,  con  razón,  el  Sr.  Amunátegui  que, 
en  vez  detijar  como  punto  de  partida  la  Contesta- 
ción á  la  demanda,  debia  establecerse  el  de  la  noti- 
ficación de  la  misma. 


poseedor  en  cuanto  aprovecharen  al  rei- 
vindicador,  i  se  hubieren  ejecutado  con 
mediana  intelijencia  i  economía. 

909.  El  poseedor  de  buena  fe,  venci- 
do, tiene  asimismo  derecho  a  que  se  le 
abonen  las  mejoras  útiles,  hechas  antes 
de  contestarse  la  demanda. 

Solo  se  entenderán  por  mejoras  útiles 
las  que  hayan  aumentado  el  valor  venal  de 
la  cosa. 

El  reivindicador  elejirá  entre  el  pago  de 
lo  que  valgan  al  tiempo  de  la  restitución 
las  obras  en  que  consisten  las  mejoras,  o 
el  pago  de  lo  que  en  virtud  de  dichas  me- 
joras valiere  mas  la  cosa  en  dicho  tiempo. 

En  cuanto  a  las  obras  hechas  después  de 
contestada  la  demanda ,  el  poseedor  de 
buena  fé  tendrá  solamente  los  derechos 
que  por  el  articulo  siguiente  se  conceden 
al  poseedor  de  mala  fe  (1). 

910.  El  poseedor  de  mala  fe  no  tendrá 
derecho  a  qne  se  le  abonen  las  mejoras 
útiles  de  que  habla  el  articulo  precedente. 

Pero  podrá  llevarse  los  materiales  de 
dichas  mejoras,  siempre  que  pueda  sepa- 
rarlos sin  detrimento  de  la  cosa  reivindi- 
cada, i  que  el  propietario  rehuse  pagarle 
el  precio  que  tendrían  dichos  materiales 
después  de  separados. 

911.  En  cuanto  a  las  mejoras  volup- 
tuarias,  el  propietario  no  será  obligado  a 
pagarlas  al  poseedor  de  mala  ni  de  buena 
fe,  que  solo  tendrán  con  respecto  a  ellas  el 
derecho  que  por  el  artículo  precedente  se 
concede  al  poseedor  de  mala  fe  respecto 
de  las  mejoras  útiles. 

Se  entienden  por  mejoras  voluptuarias 
las  que  solo  consisten  en  objetos  de  lujo  i 
recreo,  como  jardines,  miradores,  fuentes, 
cascadas  artificiales,  i  jeneralmente  aque- 
llas que  no  aumentan  el  valor  venal  de  la 
cosa,  en  el  mercado  jeneral,  o  solo  lo  au- 
mentan en  una  proporción  insignificante. 

912.  Se  entenderá  que  la  separación 
de  los  materiales,  permitida  por  los  artícu- 
los precedentes,  es  en  detrimento  de  la 
cosa  reivindicada,  cuando  hubiere  de  de- 
jarla en  peor  estado  que  antes  de  ejecu- 
tarse las  mejoras;  salvo  en  cuanto  el  po- 
seedor vencido  pudiere  reponerla  inme- 
diatamente en  su  estado  anterior,  y  se 
allanare  a  ello. 

913.  La  buena  o  mala  fe  del  poseedor 
se  refiere,  relativamente  a  los  frutos,  al 
tiempo  de  la  percepción,  i  relativamente  a 
las  espensas  i  mejoras,  al  tiempo  en  que 
fueron  hechas. 

914.  Cuando  el  poseedor  vencido  tu- 


(2)    Véase  la  nota  al  artículo  907. 
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viere  un  saldo  que  reclamar  en  razón  de 
espensas  i  mejoras,  podrá  retener  la  cosa 
hasta  que  se  verifique  el  pago,  o  se  le  ase- 
gure a  su  satisfacción. 

915.  Las  reglas  de  este  título  se  apli- 
carán contra  el  que  poseyendo  a  nombre 
ajeno  retenga  indebidamente  una  cosa  raíz 
o  mueble,  aunque  lo  haga  sin  ánimo  de 
señor  (1). 

TÍTULO  X.11I 

De  lasi  acciones  pesesurias. 

916.  Las  acciones  posesorias  tienen 
objeto  conservar  o  recuperar  la  posesión 
de  bienes  raices  o  de  derechos  reales  cons- 
tituidos en  ellos. 

917.  Sobre  las  cosas  que  no  pueden 
ganarse  por  prescripción,  como  las  servi- 
dumbres inaparentes  o  discontinuas,  no 
puede  haber  acción  posesoria. 

918.  No  podrá  instaurar  una  acción 
posesoria  sino  el  que  ha  estado  en  posesión 
tranquila  i  no  interrumpida  un  año  com- 
pleto. 

919.  El  heredero  tiene  i  está  sujeto  a 
las  mismas  acciones  posesorias  que  tendría 
i  a  que  estarla  sujeto  su  autor,  si  viviese. 

920.  Las  acciones  que  tienen  por  obje- 
to conservar  la  posesión,  prescriben  al  ca- 
bo de  un  año  completo,  contado  desde  el 
acto  de  molestia  o  embarazo  inferido  a 
ella. 

Las  que  tienen  por  objeto  recuperarla, 
espiran  al  cabo  de  un  año  completo  con- 
tado desde  que  el  poseedor  anterior  la  ha 
perdido. 

Si  la  nueva  posesión  ha  sido  violenta  o 
clandestina,  se  contará  este  año  desde  el 
último  acto  de  violencia,  o  desde  que  haya 
cesado  la  clandestinidad. 

Las  reglas  que  sobre  la  continuación  de 
la  posesión  se  dan  en  los  artículos  717,  718 
i  719,  se  aplican  a  las  acciones  posesorias. 

921.  El  poseedor  tiene  derecho  para 
pedir  que  no  se  le  turbe  o  embarace  su  po- 
sesión o  se  le  despoje  de  ella,  que  se  le  in- 
demnice del  daño  que  ha  recibido,  i  que  se 
le  dé  seguridad  contra  el  que  fundadamen- 
te teme. 

922.  El  usufructuario,  el  usuario,  i  el 
que  tiene  derecho  de  habitación,  son  hábi- 
les para  ejercer  por  si  las  acciones  i  escep- 
ciones  posesorias,  dirijidas  a  conservar  o 
recuperar  el  goce  de  sus  respectivos  dere- 
chos, aun  contra  el  propietario  mismo.  El 
propietario  es  obligado  a  auxiliarlos  contra 


(1)    Véast  la  nota  al  artículo  719. 


todo  turbador  o  usurpador  estraño,  siendo 
requerido  al  efecto. 

Las  sentencias  obtenidas  contra  el  usu- 
fructuario, el  usuario  o  el  que  tiene  dere- 
cho de  habitación,  obligan  al  propietario; 
menos  si  se  tratare  de  la  posesión  del  do- 
minio de  la  finca  o  de  derechos  ane.xos  a  él: 
en  este  caso  no  valdrá  la  sentencia  contra 
el  propietario  que  no  haya  intervenido  en 
el  juicio. 

923.  En  los  juicios  posesorios  no  se  to- 
mará en  cuenta  el  dominio  que  por  una  o 
por  otra  parte  se  alegue. 

Podrán,  con  todo,  exhibirse  títulos  de 
dominio  para  comprobarla  posesión,  pero 
solo  aquellos  cuya  existencia  pueda  pro- 
barse sumariamente;  ni  valdrá  objetar 
contra  ellos  otros  vicios  o  defectos,  que  los 
que  puedan  probarse  de  la  misma  manera. 

924.  La  posesión  de  los  derechos  ins- 
critos se  prueba  por  la  inscripción,  i  mien- 
tras ésta  subsista,  i  con  tal  que  haya  dura- 
do un  año  completo,  no  es  admisible  nin- 
guna prueba  de  posesión  con  que  se  pre- 
tenda impugnarla. 

925.  Se  deberá  probar  la  posesión  del 
suelo  por  hechos  positivos,  de  aqueilosaque 
solo  da  derecho  el  dominio,  como  el  corte 
de  maderas,  la  construcción  de  edificios, 
la  de  cerramientos,  las  plantaciones  o  se- 
menteras, i  otros  de  igual  significación, 
ejecutados  sin  el  consentimiedto  del  que 
disputa  la  posesión. 

926.  El  que  injustamente  ha  sido  pri- 
vado de  la  posesión,  tendrá  derecho  para 
pedir  que  se  le  restituya,  con  indemniza- 
ción de  perjuicios. 

927 .  La  acción  para  la  restitución  pue- 
de dirijirse  no  solo  contra  el  usurpador, 
sino  contra  toda  persona,  cuya  posesión  se 
derive  de  la  del  usurpador  por  cualquier 
título. 

Pero  no  serán  obligados  á  la  indemniza- 
ción de  perjuicios,  sino  el  usurpador  gmis- 
mo,  o  el  tercero  de  mala  fa;  i  habiendo  va- 
rias personas  obligadas,  todas  lo  serán  in- 
sólidum. 

928.  Todoel  que  violentamente  ha  sido 
despojado,  sea  de  la  posesión,  sea  de  la 
mera  tenencia,  i  que  por  poseer  a  nombre 
de  otro,  o  por  no  haber  poseído  bastante 
tiempo;  o  por  otra  causa  cualquiera,  no 
pudiere  instaurar  acción  posesoria,  tendrá 
sin  embargo  derecho  para  que  se  resta- 
blezcan las  cosas  en  el  estado  que  antes  se 
hallaban,  sin  que  para  esto  necesite  pro- 
bar mas  que  el  despojo  violento,  ni  se  le 
pueda  objetar  clandestinidad  o  despojo  an- 
terior. Este  derecho  prescribe  en  seis  me- 
ses. 
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Restablecidas  las  cosas,  i  asegurado  el 
resarcimiento  de  daños,  podrán  intentarse 
por  una  u  otra  parte  las  acciones  poseso- 
rias que  correspondan. 

929.  Los  actos  de  violencia  cometidos 
con  armas  o  sin  ellas,  serán  ademas  casti- 
gados con  las  penas  que  por  el  Código  Cri- 
minal correspondan]  (1). 

TITULO  XIV 

De  atgunas  acciones  posesoria»»  especiales. 

930.  El  poseedor  tiene  derecho  para 
pedir  que  se  prohiba  toda  ol)ra  nueva  que 
se  trate  de  construir  sobre  el  suelo  de  que 
está  en  posesión. 

Pero  no  tendrá  el  derecho  de  denunciar 
con  este  ñn  las  obras  necesarias  para  pre- 
caver la  ruina  de  un  edificio,  acueducto, 
canal,  pueiiie,  acequia,  etc.,  con  tal  que  en 
loque  puedan  incomodarle  se  reduzcan  a 
lo  estrictamente  necesario,  i  que,  termina- 
das, se  restituyan  las  cosas  al  estado  ante- 
rior, a  costa  del  dueño  de  las  obras. 

Tampoco  tendrá  derecho  para  embara- 
zar los  trabajos  conducentes  a  mantener 
la  debida  limpieza  en  los  caminos,  ace- 
quias, cañerías,  etc. 

931.  Son  obras  nuevas  denunciables 
las  que  construidas  en  el  predio  sirviente 
embarazan  el  goce  de  una  servidumbre 
constituida  en  él. 

Son  igualmente  denunciables  las  cons- 
trucciones que  se  trata  de  sustentar  en 
edificio  ajeno,  que  no  esté  sujeto  a  tal  ser- 
vidumbre. 

Se  declara  especialmente  denunciable 
toda  obra  voladiza  que  atraviesa  el  plan 
vertical  de  la  linea  divisoria  de  dos  pre- 
dios, aunque  no  se  apoye  sobre  el  predio 
ajeno,  ni  dé  vista,  ni  vierta  aguas  lluvias 
sobre  él. 

932.  El  que  tema  que  la  ruina  de  un 
edificio  vechio  le  pare  perjuicio,  tiene  de- 
recho de  querellarse  al  juez  para  que  se 
mande  al  dueño  de  tal  edificio  derribarlo, 
si  estuviere  tan  deteriorado  que  no  admi- 
ta reparación;  o  para  que,  si  la  admite,  se 
le  ordene  hacerla  inmediatamento;  i  si  el 
querellado  no  procediere  a  cumplir  el  fa- 
llo judicial,  se  derribará  el  edificio  o  se 
hará  la  reparación  a  su  costa. 

Si  el  daño  que  se  teme  del  edificio  no 
fuere  grave,  bastará  que  el  querellado  rin- 
da caución  de  resarcir  todo  perjuicio  que 
por  el  mal  estado  del  edificio  sobrevenga. 


933.  En  el  caso  de  hacer.se  por  otro  que 
el  querellado  la  reparación  de  que  habla  el 
artículo  precedente,  el  que  se  encargue  de 
hacerla  conservará  la  forma  i  dimensiones 
del  antiguo  edificio  en  todas  sus  partes,  sal- 
vo si  fuere  necesario  alterarlas  para  preca- 
ver el  peligro. 

Las  alteraciones  se  ajustarán  a  la  volun- 
tad del  dueño  del  edificio,  en  cuanto  sea 
compatible  con  el  objeto  de  la  querella. 

934.  Si  notificada  la  querella,  cayere 
el  edificio  por  efecto  de  su  mala  condición, 
se  indemnizará  de  todo  perjuicio  a  los  veci- 
nos; pero  si  cayere  por  caso  fortuito,  como 
avenida,  rayo  o  terremoto,  no  habrá  lugar 
a  indemnización;  a  menos  de  probarse  que 
el  caso  fortuito,  sin  el  mal  estado  del  edifi- 
cio, no  lo  hubiera  derribado. 

No  habrá  lugar  a  indemnización,  si  no 
hubiere  precedido  notificación  de  la  que- 
rella. 

935.  Las  disposiciones  precedentes  se 
estenderán  al  peligro  que  se  tema  de  cua- 
lesquiera construcciones;  o  de  árboles  mal 
arraigados,  o  espuestos  a  ser  derribados 
por  casos  de  ordinaria  ocurrencia. 

936.  Si  se  hicieren  estacadas,  paredes. 
u  otras  labores  que  tuerzan  la  dirección  de 
las  aguas  corrientes,  de  manera  que  se  de- 
rramen sobre  el  suelo  ajeno,  o  estancándo- 
se lo  humedezcan,  o  priven  de  su  beneficio 
a  los  predios  que  tienen  derecho  de  apro- 
vecharse de  ellas,  mandará  el  juez,  a  peti- 
ción de  los  interesados,  que  las  tales  obras 
se  deshagan  o  modifiquen  i  se  resarzan  los 
perjuicios. 

937.  Lo  dispuesto  en  el  artículo  prece- 
dente se  aplica  no  solo  a  las  obras  nuevas, 
sino  a  las  ya  hechas,  mientras  no  haya 
trascurrido  tiempo  bast  mte  para  constituir 
un  derecho  de  servidumbre. 

Pero  ninguna  prescripción  se  admitirá 
contra  (1)  las  obras  que  corrompan  el  aire 
i  lo  hagan  conocidamente  dañoso. 

938.  El  que  hace  obras  para  impedir 
la  entrada  de  aguas  que  no  es  obligado  a 
recibir,  no  es  responsable  de  los  daños  que 
atajadas  de  e.sa  manera,  i  sin  intención  de 
ocasionarlos,  puedan  causar  en  las  tierras 
o  edificios  ajenos, 

939.  Si  corriendo  el  agua  por  una  he- 
redad se  estancare  o  torciere  su  curso, 
embarazada  por  el  cieno,  piedras,  palos  u 
otras  materias  que  acarrea  i  deposita,  los 
dueños  de  las  heredades  en  que  esta  alte- 
ración del  curso  del  agua  cause  perjuicio,* 


(1)  Debe  decir  Cód'go  Penal  en  vez  de  Criminal, 
porque  de  aquel  modo  se  denomina,  el  nuevo  Có- 
digo chileno  relativo  á  esa  materia. 


(1)  Sostiene  el  Sr.  Bello,  y  es  la  buena  doctrina, 
que  en  vez  de  la  palabra  contra  debe  emplearse  la 
frase  a  favor  de. 
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tendrán  derecho  para  obligar  al  dueño  de 
la  heredad  en  que  ha  sobrevenido  el  emba- 
razo, a  removerlo,  o  les  permita  a  ellos  ha- 
cerlo, de  manera  que  se  restituyan  las  co- 
sas al  estado  anterior. 

El  costo  de  la  limpia  o  desembarazo  se 
repartirá  entre  los  dueños  de  todos  los  pre- 
dios a  prorrata  del  beneficio  que  reporten 
del  agua. 

940.  Siempre  que  las  aguas  de  que  se 
sirve  un  predio,  por  neglijencia  del  dueño 
en  darles  salida  sin  daño  de  sus  vecinos, 
se  derramen  sobre  otro  predio,  el  dueño  de 
éste  tendrá  derecho  para  que  se  le  resarza 
el  perjuicio  sufrido,  i  para  que  en  caso  de 
reincidencia  se  le  pague  el  doble  de  lo  que 
el  perjuicio  importare. 

941.  El  dueño  de  una  casa  tiene  dere- 
cho para  impedir  que  cerca  de  sus  paredes 
haya  depósitos  o  corrientes  de  agua,  o  ma- 
terias húmedas  que  puedan  dañarla. 

Tiene  asimismo  derecho  para  impedir 
que  se  planten  árboles  a  menos  distancia 
que  la  de  quince  decímetros,  ni  hortalizas 
o  flores  a  menos  distancia  que  la  de  cinco 
decímetros. 

Si  los  árboles  fueren  de  aquellos  que  es- 
tienden  a  gran  distancia  sus  raíces,  podrá 
el  juez  ordenar  que  se  planten  a  la  que 
convenga  para  que  no  dañen  a  los  edificios 
vecinos:  el  máximum  de  la  distancia  seña- 
lada por  el  juez  será  de  cinco  metros. 

Los  derechos  concedidos  en  este  articulo 
subáiétirán  contra  los  árboles,  flores  u  hor- 
talizas plantadas,  a  menos  que  la  planta- 
ción haya  precedido  a  la  construcción  de 
las  paredes. 

942.  Si  un  árbol  estiende  sus  i-amas 
sobre  suelo  ajeno,  o  penetra  en  él  con  sus 
raíces,  podrá  el  dueño  del  suelo  exijir  que 
se  corte  la  parte  escedente  de  las  ramas,  i 
cortar  él  mismo  las  raíces. 

Lo  cual  se  entiende  aun  cuando  el  árbol 
esté  plantado  a  la  distancia  debida. 

943.  Los  frutos  que  dan  las  ramas  ten- 
didas sobre  terreno  ajeno,  pertenecen  ah 
dueño  del  árbol;  el  cual,  sin  embargo,  no 
podrá  entrar  a  cojerlos  sino  con  permiso 
del  dueño  del  suelo,  estando  cerrado  el  te- 
rreno. 

El  dueño  del  terreno  será  obligado  a  con- 
ceder este  permiso;  pero  solo  en  dias  i  ho- 
ras oportunas,  de  que  no  le  resulte  daño. 

944.  El  que  quisiere  construir  un  in- 
jenio  o  molino,  o  una  obra  cualquiera, 
aprovechándose  de  las  aguas  que  van  a 
otras  heredades  o  a  otro  injenio,  molino,  o 
establecimiento  industrial,  i  que  no  corren 
por  un  cauce  artificial  construido  a  espen- 
sa  ajena,  podrá  hacerlo  en  su  propio  suelo. 


o  en  suelo  ajeno  con  permiso  del  dueño; 
con  tal  que  no  tuerza  o  menoscabe  las 
aguas  en  perjuicio  de  aquellos  que  ya  han 
levantado  obras  aparentes  con  el  objeto  de 
servirr.e  de  dichas  aguas,  o  que  de  cual- 
quier otro  modo  hayan  adquirido  el  dere- 
cho de  aprovecharse  de  ellas. 

945.  Cualquiera  puede  cavar  en  suelo 
propio  un  pozo,  aunque  de  ello  resulte  me- 
noscabarse el  agua  de  que  se  alimenta  otro 
pozo;  pero  si  de  ello  no  reportare  utilidad 
alguna,  o  no  tanta  que  pueda  compararse 
con  el  perjuicio  ajeno,  será  obligado  a  ce- 
garlo. 

946.  Siempre  que  haya  de  prohibirse, 
destruirse  o  enmendarse  una  obra  pertene- 
ciente a  muchos,  puede  intentarse  la  de- 
nuncia o  querella  contra  todos  juntos  o 
contra  cualquiera  de  ellos;  pero  la  indem- 
nización a  que  por  los  daños  recibidos  hu- 
biere lugar,  se  repai-lirá  entre  todos  por 
igual,  sin  perjuicio  de  que  los  gravados  con 
esta  indemnización  la  dividan  entre  sí  a 
prorrata  de  la  parte  que  tenga  cada  uno  en 
la  obra. 

I  si  el  daño  sufrido  o  temido  pertenecie- 
re a  muchos,  cada  uno  tendrá  derecho 
para  intentar  la  denuncia  o  querella  por  sí 
solo,  en  cuanto  se  dirija  a  la  prohibición, 
destrucción  o  enmienda  de  la  obra;  pero 
ninguno  podrá  pedir  indemnización  sino 
por  el  daño  que  él  mismo  haya  sufrido,  a 
menos  que  lejitime  su  personería  relativa- 
mente a  los  otros. 

947.  Las  acciones  concedidas  en  este 
título  no  tendrán  lugar  contra  el  ejercicio 
de  servidumbre  lejítimamente  constituida. 

948.  La  municipalidad  y  cualquiera 
persona  del  pueblo  tendrá,  en  favor  de  los 
caminos,  plazas  u  otros  lugares  de  uso  pú- 
blico, i  para  la  seguridad  de  los  que  tran- 
sitan por  ellos,  los  derechos  concedidos  a 
los  dueños  de  heredades  o  edificios  pri- 
vados. • 

I  siempre  que  a  consecuencia  de  una  ac- 
ción popular  haya  de  demolerse  o  enmen- 
darse una  construcción,  o  de  resarcirse  un 
daño  sufrido,  se  recompensará  al  actor,  a 
costa  del  querellado,  con  una  suma  que  no 
baje  de  la  décima,  ni  exceda  a  la  tercera 
parte  de  lo  que  cueste  la  demolición  o  en- 
mienda, o  el  resarcimiento  del  daño;  sin 
perjuicio  de  que  si  se  castiga  el  delito  o 
neglijencia  con  una  pena  pecuniaria,  se 
adjudique  al  actor  la  mitad. 

949.  Las  acciones  municipales  o  popu- 
lares se  entenderán  sin  perjuicio  de  las 
que  competan  a  los  inmediatos  interesados. 

950.  Las  acciones  concedidas  en  este 
título  para  la  indemnización  de  un  daño 
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sufrido,  prescriben  para  siempre  al  cabo 
de  un  año  completo. 

Las  dirijidas  a  precaver  un  daño  no  pres- 
criben mientras  iiaya  justo  motivo  de  te- 
merlo. 

Si  las  dirijidas  contra  una  obra  nueva 
no  se  instauraren  dentro  del  año,  los  de- 
nunciados o  querellados  serán  amparados 
en  el  juicio  posesorio,  i  el  denunciante  o 
querellante  podrá  solamente  perseguir  su 
derecho  pon  la  via  ordinaria. 

Pero  ni  aun  esta  acción  tendrá  lugar, 
cuando,  según  las  reglas  dadas  para  las 
servidumbres,  haya  prescrito  el  derecho. 

lllBí^O  TEHCEÍ^O 

De  Isi  sueesion  poiP  eaüsa  de 
muepte,  i  de  las  donación 
nes  eotpe  vivos. 


TITUI.O  I 

Beflnicione»$  i  reglan  jenerales. 

951.  Se  sucede  fa  una  persona  difun- 
ta a  titulo  universal  o  a  título  singular. 

El  titulo  es  universal  cuando  se  sucede 
al  difunto  en  todos  sus  bienes,  derechos  i 
obligaciones  trasmisibles,  o  en  una  cuota 
de  ellos,  como  la  mitad,  tercio  o  quinto. 

El  título  es  singular  cuando  se  sucede 
en  una  o  mas  especies  o  cuerpos  ciertos, 
como  tal  caballo,  tal  casa;  o  en  una  o  mas 
especies  indeterminadas  de  cierto  jénero, 
como  un  caballo,  tres  vacas,  seiscientos 
pesos  fuertes,  cuarenta  fanegas  de  trigo; 

952.  Si  se  sucede  en  virtud  de  un  tes- 
tamento, la  sucesión  se  llama  testamenta- 
ria, i  si  en  virtud  de  la  lei,  intestada  o 
ábintestato. 

La  sucesión  en  los  bienes  de  una  perso- 
na difunta  puede  ser  parte  testamentaria, 
i  parte  intestada. 

953.  Se  llaman  asignaciones  por  cau- 
set  de  muerte  las  que  hace  la  lei,  o  el  tes- 
tamento de  una  persona  difunta,  para  su- 
ceder en  sus  bienes. 

Con  la  palabra  asignaciones  se  signifi- 
can en  este  Libro  las  asignaciones  por  cau- 
sa de  muerte,  ya  las  haga  el  hombre  o 
la  lei. 

Asignatario  es  la  persona  a  quien  se 
hace  la  asignación. 

Se  entiende  por  muerte  no  solo  la  natu- 
ral, sino  la  civil. 

954.  Las  asignaciones  a  titulo  univer- 
sal se  llaman  herencias,  i  las  asignaciones 
a  titulo  singular,  Legados.  El  asignatario 


de  herencia  se  llama  heredero,  i  el  asigna^ 
tario  de  legado,  legatario. 

955.  La  sucesión  en  los  bienes  de  una 
persona  se  abre  al  momento  de  su  muerte 
en  su  último  domicilio;  salvo  los  casos  es- 
presamente  esceptuados. 

La  sucesión  se  regla  por  la  lei  del  domi- 
cilio en  que  se  abre;  salvas  las  escepcíones 
legales. 

956.  La  delación  de  una  asignación  es 
el  actual  llamamiento  de  la  lei  a  aceptarla 
o  repudiarla. 

La  herencia  o  legado  se  defiere  al  here- 
dero o  legatario  en  el  momento  de  fallecer 
la  persona  de  cuya  sucesión  se  trata,  si  el 
heredero  o  legatario  no  es  llamado  condi- 
cionalmente;  o  en  el  momento  de  cum- 
plirse la  condición,  si  el  llamamiento  es 
condicional. 

Salvo  si  la  condición  es  de  no  hacer  algo 
que  dependa  de  la  sola  voluntad  del  asig- 
natario, pues  en  este  caso  la  asignación  se 
defiere  en  el  momento  de  la  muerte  del 
testador,  dándose  por  el  asignatario  cau- 
ción suficiente  de  restituir  la  cosa  asigna- 
da con  sus  accesiones  i  frutos,  en  caso  de 
contravenirse  a  la  condición. 

Lo  cual,  sin  embargo,  no  tendrá  lugar, 
cuando  el  testador  hubiere  dispuesto  que 
mientras  penda  la  condición  de  no  hacer 
algo,  pertenezca  a  otro  asignatario  la  cosa 
asignada. 

957.  Si  el  heredero  o  legatario  cuyos 
derechos  a  la  sucesión  no  han  prescrito, 
fallece  antes  de  haber  aceptado  o  repudia- 
do la  herencia  o  legado  que  se  le  ha  defe- 
rido, trasmite  a  sus  herederos  el  derecho 
de  aceptar  o  repudiar  dicha  herencia  o  le- 
gado, aun  cuando  fallezca  sin  saber  que  se 
le  ha  deferido. 

No  se  puede  ejercer  este  derecho  sin 
aceptar  la  herencia  de  la  persona  que  lo 
trasmite. 

958.  Si  dos  o  mas  personas  llamadas  a 
suceder  una  a  otra  se  hallan  en  el  caso  del 
articulo  79,  ninguna  de  ellas  sucederá  en 
los  bienes  de  las  otras. 

959.  En  toda  sucesión  por  causa  de 
muerte,  para  llevar  a  efecto  las  disposicio- 
nes del  difunto  o  de  la  lei,  se  deducirán  del 
acervo  o  masa  de  bienes  que  el  difunto  ha 
dejado,  inclusos  los  créditos   hereditarios: 

1."  Las  costas  de  la  publicación  del  tes- 
tamento, si  lo  hubiere,  i  de  las  demás  ane- 
xas a  la  apertura  de  la  sucesión; 

2."    Las  deudas  hereditarias; 

3.°  Los  impuestos  fiscales  que  gravaren 
toda  la  masa  hereditaria; 

4."  Las  asignaciones  alimenticias  for- 
zosas; 
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5."  La  porción  conyugal  a  que  hubiere 
lugar,  ea  todos  los  órdenes  de  sucesión, 
menos  en  el  de  los  descendientes  lej ¡timos. 

El  i-esto  es  el  acerco  liquido  de  que  dis- 
pone el  testador  o  la  iei. 

960.  Los  impuestos  ñscales  que  gravan 
toda  la  masa,  se  estienden  a  las  don-i clo- 
nes revocables  que  se  confirman  por  la 
muerle. 

Los  impuestos  ñscales  sobre  ciertas  cuo- 
tas o  legados  se  cargarán  a  los  respectivos 
asignatarios. 

981.  Será  capaz  i  digna  de  suceder  to- 
da persona  a  quien  la  Iei  no  haya  declara- 
do incapaz  o  indigna. 

962.  Para  ser  capaz  de  suceder  es 
necesario  existir  natural  i  civilmente  al 
tiempo  de  abrirse  la  sucesión;  salvo  que  se 
suceda  por  derecho  de  trasmisión,  según 
el  articulo  957,  pues  entonces  bastará  exis- 
tir al  abrirse  la  sucesión  de  la  persona  por 
quien  se  trasmite  la  herencia  o  legado. 

Si  la  herencia  o  legado  se  deja  bajo  con- 
dición suspensiva,  será  también  preciso 
existir  en  el  momento  de  cumplirse  la  con- 
dición. 

Con  todo,  las  asignaciones  a  personas 
que  al  tiempo  de  abrirse  la  sucesión  no 
existen,  pero  se  espera  que  existan,  no  se 
invalidarán  por  esta  causa  si  existieren 
dichas  personas  antes  de  espirar  los  trein- 
ta años  subsiguientes  a  la  apertura  de  la 
sucesión. 

Valdrán  con  la  misma  limitación  las 
asignaciones  ofrecidas  en  premio  a  los  que 
presten  un  servicio  importante,  aunque  el 
que  lo  presta  no  haya  existido  al  momento 
de  la  muerte  del  testador. 

963.  Son  incapaces  de  toda  herencia  o 
legado,  las  cofradías,  gremios,  o  estable- 
cimientos cualesquiera  que  no  sean  perso- 
nas jurídicas. 

Pero  si  ¡a  asignación  tuviere  por  objeto 
la  fundación  de  una  nueva  corporación  o 
establecimiento,  podrá  solicitarse  la  apro- 
bación legal ,  i  obtenida  ésta,  valdrá  la 
asignación. 

964.  Es  incapaz  de  suceder  a  otra  per- 
sona como  heredero  o  legatario,  el  que 
antes  de  deferírsele  la  herencia  o  legado 
hubiere  sido  condenado  judicialmente  por 
el  crimen  de  dañado  ayuntamjento  con 
dicha  persona  i  no  hubiere  contraído  con 
ella  un  matrimonio  que  produzca  efectos 
civiles. 

Lo  mismo  se  estiende  a  la  persona  que 
antes  de  deferírsele  la  herencia  o  legado 
hubiere  sido  acusada  de  dicho  crimen,  si 
se  siguiere  condenación  judicial. 

965.  Por  testamento  otorgado  durante 
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la  úllima  enfermedad,  no  puede  recibir 
herencia  o  legado  alguno,  ni  aun  como  al- 
bacea  fiduciario,  el  eclesiástico  que  hubie- 
re confesado  al  difunto  durante  la  misma 
enfermedad,  o  habitualmente  en  los  dos 
últimos  años  anteriores  al  testamento;  ni 
la  orden,  convento,  o  cofradía  de  que  sea 
miembro  el  eclesiá^^tico;  ni  sus  deudos  por 
consanguinidad  o  afinidad  hasta  el  tercer 
grado  inclusive. 

Pero  esta  incapacidad  no  comprenderá 
a  la  iglesia  parroquial  del  testador,  ni  re- 
caerá sobre  la  porción  de  bienes  que  el  di- 
cho eclesiástico  o  sus  deudos  habrían  he- 
redado abintestato,  si  no  hubiese  habido 
testamento. 

966.  Será  nula  la  disposición  a  favor 
de  un  incapaz,  aunque  se  disfrace  bajo  la 
forma  de  un  contrato  oneroso  o  por  inter- 
posición de  persona. 

967.  El  incapaz  no  adquiere  la  heren- 
cia o  legado,  mientras  no  prescriban  las 
acciones  que  contra  él  puedan  intentarse 
por  los  que  tengan  interés  en  ello. 

968.  Son  indignos  de  suceder  al  di- 
funto como  herederos  o  legatarios: 

1."  El  que  ha  cometido  el  crimen  de 
homicidio  en  la  persona  del  difunto,  o  ha 
intervenido  en  este  crimen  por  obra  ó  con- 
sejo, o  la  dejó  perecer  pudiendo  salvarla; 

2.°  El  que  cometió  atentado  grave  con- 
tra la  vida,  el  honor  o  los  bienes  de  la  per- 
sona de  cuya  sucesión  se  trata,  o  de  su 
cónyuje,  o  de  cualquiera  desús  ascendien- 
tes o  descendientes  lejitimos,  con  tal  que 
dicho  atentado  se  pruebe  por  sentencia  eje- 
cutoriada; 

3.°  El  consanguíneo  dentro  del  sesto 
grado  inclusive,  que  en  el  estado  de  de- 
mencia o  destitución  de  la  persona  de*cuya 
sucesión  se  trata,  no  la  socorrió  pudien- 
do (1^; 

4.°  El  que  por  fuerza  o  dolo  obtuvo  al- 
guna disposición  testamentaria  del  difun- 
to, o  le  impidió  testar; 

5.°  El  que  dolosamente  ha  tenido  u 
ocultado  un  testamento  del  difunto;  presu- 
miéndose dolo  por  el  mero  hecho  de  la  de- 
tención u  ocultación. 

969.  6."  Es  indigno  de  suceder  el  que 
siendo  varón  i  mayor  de  edad,  no  hubiere 
acusado  a  la  justicia  el  homicidio  cometi- 
do en  la  persona  del  difunto,  tan  presto 
como  le  hubiere  sido  posible. 

Cesará  esta  indignidad,  si  la  justicia  hu- 
biere empezado  a  proceder  sobre  el  caso. 

(1)  En  vez  de  la  palabra  <destitucion»,  debió 
emplear  el  legislador  chileno  la  de  indigencia,  po- 
breza ú  otra  análoga,  puesto  que  ese  parece  el  con- 
cepto que  ha  querido  espresar. 

15 
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Pero  esta  causa  de  indignidad  no  podrá 
alegarse,  s^ino  cuando  constare  que  el  lie- 
redero  o  legatario  no  es  marido  de  la  per- 
sona por  cuya  obra  o  consejo  se  ejecutó  el 
homicidio,  ni  es  del  número  de  sus  ascen- 
dientes o  descendientes,  ni  liai  entre  ellos 
deudo  de  consanguinidad  o  afinidad  hasta 
el  tercer  grado  inclusive. 

970.  7."  Es  indigno  de  suceder  al  im- 
púber, demente  o  sordomudo,  el  ascen- 
diente o  descendiente,  que  siendo  llamado  ^ 
a  sucedcrle  abintestato,  no  pidió  que  se  le  ' 
nombrara  un  tutor  o  curador,  i  permane- 
ció en  esta  omisión  un  año  entero:  a  me- 
nos que  aparezca  haberle  sido  imposible 
hacerlo  por  sí  o  por  procurador. 

Si  fueren  muchos  los  llamados  a  la  su- 
cesión, la  dilijencia  de  uno  de  ellos  apro- 
vecharen a  los  demás. 

Trascurrido  el  afio  recaerá  la  obligación 
antedicha  en  los  llamados  en  segundo  gra- 
do a  la  sucesión  intestada. 

La  obligación  no  se  estiende  a  los  meno- 
res, ni  en  jeneral  a  los  que  viven  bajo  tu- 
tela o  curaduría  o  bajo  potestad  marital. 

Esta  causa  de  indignidad  desaparece 
desde  que  el  impúber  llega  a  la  pubertad, 
o  el  demente  o  sordomudo  toman  la  admi- 
nistración de  sus  bienes. 

971.  8°  Son  indignos  de  suceder  el 
tutor  o  curador  que  nombrados  por  el  tes- 
tador se  escusaren  sin  causa  lejitima. 

El  albacea  que  nombrado  por  el  testador 
se  escusare  sin  probar  inconveniente  gra- 
ve, se  hace  igualmente  indigno  de  suce- 
derle. 

No  se  estenderá  esta  causa  de  indigni- 
dad a  los  asignatarios  forzosos  en  la  cuan- 
tía que  lo  son,  ni  a  los  que,  desechada  por 
el  juez  la  escusa,  entren  a  servir  el  cargo. 

972.  9.°  Finalmente,  es  indigno  de  su- 
ceder el  que,  a  sabiendas  de  la  incapaci- 
dad, hava  prometido  al  difunto  hacer  pasar 
sus  bienes  o  parte  de  ellos,  bajo  cualquier 
forma,  a  una  persona  incapaz. 

Esta  causa  de  indignidad  no  podrá  ale- 
garse contra  ninguna  persona  de  las  que 
por  temor  reverencial  hubieren  podido  ser 
inducidas  a  hacer  la  promesa  al  difunto;  a 
menos  que  hayan  procedido  a  la  ejecución 
de  la  promesa. 

973.  Las  causas  de  indignidad  men- 
cionadas en  los  artículos  precedentes  no 
podrán  alegarse  contra  disposiciones  tes- 
tamentarias posteriores  a  los  hechos  que 
la  producen,  aun  cuando  se  ofreciere  pro- 
bar que  el  difunto  no  tuvo  conocimiento 
de  esos  hechos  al  tiempo  de  testar  ni  des- 
pués. 

974.  La  indignidad  no  produce  efecto 


alguno,  si  no  es  declarada  en  juicio,  a  ins- 
tancia de  cualquiera  de  los  interesados  en 
la  esclusion  del  heredero  o  legatario  in- 
digno. 

Declarada  judicialmente,  es  obligado  el 
indigno  a  la  restitución  de  la  herencia  o 
leg.'ido  con  sus  accesiones  i  frutos. 

975.  La  indignidad  se  purga  en  diez 
años  de  poícsion  de  la  herencia  o  legado. 

976.  La  acción  de  indignidad  no  pasa 
contra  terceros  de  buena  fe. 

977.  A  los  herederos  se  trasmite  la  he- 
rencia o  legado  de  que  su  autor  se  hizo  in- 
digno, pero  con  el  mismo  vicio  de  indigni- 
dad de  su  autor,  por  todo  el  tiempo  que 
falte  para  com]jletar  los  diez  años. 

978.  Los  deudores  hereditarios  o  tes- 
tamentarios no  podrán  oponer  al  deman- 
dante la  escepcion  de  incapacidad  o  indig- 
nidad. 

979.  La  incapacidad  o  indignidad  no 
priva  al  heredero  o  legatario  escluido,  de 
los  alimentos  que  la  lei  le  señale;  pero  en 
los  casos  del  art.  968  no  tendrá  ningún  de- 
recho a  alimentos. 

T1TIJL,0  II 

Reglaje  relativaís  a  la  suceíiioii  intestada. 

980.  Las  leyes  reglan  la  sucesión  en 
los  bienes  de  que  el  difunto  no  ha  dispues- 
to, o  si  dispuso,  no  lo  hizo  conforme  a  de- 
recho, o  no  han  tenido  efecto  sus  disposi- 
ciones. 

981.  La  lei  no  atiende  al  origen  de  los 
bienes  para  reglar  la  sucesión  intestada  a 
gravarla  con  restituciones  o  reservas. 

982.  En  la  sucesión  intestada  no  se 
atiende  al  sexo  ni  a  la  primojenitura. 

983.  Son  llamados  a  la  sucesión  intes- 
tada los  descendientes  lejítimos  del  difun- 
to; sus  ascendientes  lejítimos;  sus  colate- 
rales lejítimos;  sus  hijos  naturales;  sus  pa- 
dres naturales:  sus  hermanos  naturales;  el 
cónyuje  sobreviviente,  í  el  fisco. 

984.  Se  sucede  abintestato,  ya  por  de- 
recho personal,  ya  por  derecho  de  repre- 
sentación. 

La  representación  es  una  ficción  legal 
en  que  se  supone  que  una  persona  tiene  el 
lugar  i  por  consiguiente  el  grado  de  paren- 
tesco i  los  derechos  hereditarios  que  ten- 
dría su  padre  o  madre,  si  éste  o  ésta  no 
quisiese  o  no  pudiese  suceder. 

Se  puede  representar  a  un  padre  o  ma- 
dre que,  si  hubiese  querido  o  podido  suce- 
der, habría  sucedido  por  derecho  de  repre- 
sentación. 

985.  Los  que  suceden  por  representa- 
ción heredan  en  todos  casos  por  estirpes. 
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«es  decir,  que  cualquiera  que  sea  el  número 
de  los  hijos  que  representan  al  padre  o  ma- 
-dre,  toman  entre  todos  i  por  iguales  partes 
Ja  ¡torcion  que  hubiera  cabido  al  padre  o 
madre  representado. 

Los  que  no  suceden  por  representación 
suceden  por  cabc::a^,  esto  es,  toman  entre 
todos  i  por  iguales  partes  la  porción  a  que 
la  lei  los  llama;  a  nié-nos  que  la  misma  lei 
-establezca  otra  división  diferente. 

986.  Hai  siempre  lugar  a  la  represen- 
tación en  la  de  cendencia  lejítima  del  di- 
tunto.on  la  descendencia  lejitima  desús 
hermanos  lejitimos,  i  en  la  descendencia 
lejitima  de  sus  hijos  o  hermanos  natura- 
les. 

Fuera  de  estas  descendencias  no  hai  lu- 
gar a  la  representación. 

987.  Se  puede  representar  al  ascen- 
diente cuya  herencia  se  ha  repudiado. 

Se  puede  asimismo  representar  al  inca- 
paz, al  indigno,  al  desheredado,  i  al  que 
repudió  la  herencia  del  difunto. 

988.  Los  hijos  lejitimos  escluyen  a  to- 
dos los  otros  herederos;  sin  perjuicio  de  la 
porción  conyugal  (jue  corresponda  al  ma- 
rido, o  mujer  sobreviviente. 

989.  Si  el  difunto  no  ha  dejado  poste- 
ridad lejitima,  le  sucederán  sus  ascendien- 
tes lejitimos  de  grado  mas  próximo,  su 

.  cónyuje  i  sus  hijos  naturales.  La  herencia 
■se  dividirá  en  cinco  partes,  tres  para  los 
ascendientes  lejitimos,  una  para  el  cónyu- 
je, i  otra  para  los  hijos  naturales. 

No  habiendo  cónyuje  sobreviviente,  o  no 
habiendo  hijos  naturales,  se  dividirá  la  he- 
rencia en  cuatro  partes;  tres  para  los  as- 
cendientes lejitimos,  i  otra  para  los  hijos 
naturales  o  para  el  cónyuje. 

No  habiendo  cónyuje,  ni  hijos  naturales, 
pertenecerá  toda  la  herencia  a  los  ascen- 
dientes lejitimos. 

Habiendo  un  solo  ascendiente  en  el  gra- 
do mas  próximo,  sucederá  éste  en  todos  los 
bienes,  o  en  toda  la  porción  hereditaria  de 
los  ascendientes. 

990.  Si  el  difunto  no  hubiere  dejado 
descendientes  ni  ascendientes  lejitimos,  le 
•sucederán  sus  hermanos  lejitimos,  su  cón- 
yuje, i  sus  hijos  naturales:  la  herencia  se 
dividirá  en  tres  partes,  una  para  los  her- 
manos lejitimos,  otra  para  el  cónyuje,  i 
■otra  para  los  hijos  naturales. 

No  habiendo  cónyuje.  o  no  habiendo  hi- 
jos naturales,  sucederán  en  la  mitad  de  los 
bienes  los  hermanos  lejitimos  i  en  la  otra 
mitad  los  hijos  naturales  o  el  cónyuje. 

No  habiendo  ni  hijos  naturales,  ni  cón- 
yuje sobreviviente,  llevarán  toda  la  heren- 
cia los  hermanos. 


Entre  los  liermanos  lejitimos  de  que  ha- 
bla este  articulo  se  com|.)renderán  aun  los 
que  solamente  lo  sean  por  parte  de  padre  o 
por  parte  de  madre;  pero  la  porción  del 
hermano  paterno  o  materno  será  la  mitad 
de  la  porción  del  hermano  carnal. 

No  habiendo  hermanos  carnales ,  los 
hermanos  lejitimos,  paternos  o  maternos, 
llevarán  toda  la  herencia  o  toda  la  porción 
hereditaria  de  los  hermanos. 

991.  Si  el  difunto  no  ha  dejado  descen- 
dientes, ascendientes  ni   hermanos  lejiti- 

»mos,  llevará  la  mitad  de  los  bienes  el  cón- 
yuje sobrevivioite  i  la  otra  mitad  los  hijos 
naturales. 

A  falta  de  éstos  llevará  todos  los  bienes 
el  cónyuje,  i  a  falta  de  cónyuje  los  hijos 
naturales. 

992.  A  falta  de  descendientes,  ascen- 
dientes i  hermanos  lejitimos,  de  cónyuje 
sobreviviente,  i  de  hijos  naturales,  sucede- 
rán al  difunto  los  otros  colaterales  lejitimos 
según  las  reglas  siguientes: 

l.'^  El  colateral  o  los  colaterales  del 
grado  mas  próximo  excluirán  siempre  a 
los  otros; 

2.*  Los  derechos  de  sucesión  de  los  co- 
laterales no  se  estienden  mas  allá  del  sesto 
grado; 

3.^  Los  colaterales  de  simple  conjun- 
ción, esto  es,  los  que  solo  son  parientes  del 
difunto  por  parte  de  padre  o  por  parte  de 
madre,  gozan  de  los  mismos  derechos  que 
los  colaterales  de  doble  conjunción,  esto  es, 
los  que  a  la  vez  son  parientes  del  difunto 
por  parte  de  padre  i  por  parte  de  madre. 

993.  Muerto  uu  hijo  natural  que  no 
deja  descendientes  lejitimos,  se  deferirá  su 
herencia  en  el  orden  i  según  las  reglas  si- 
guientes: 

Primeramente  a  sus  hijos  naturales. 

En  set;undo  lugar  a  sus  padres.  Si  uno 
solo  de  ellos  le  ha  reconocido  con  las  for- 
malidades legales,  éste  solo  le  heredará. 

En  tercer  lugar  a  aquellos  de  los  herma- 
nos que  fueren  hijos  lejitimos  o  naturales 
del  mismo  padre,  de  li  misma  madre,  o  de 
ambos.  Todos  ellos  sucederán  simultánea- 
mente; i)ero  el  hermano  carnal  llevará  do- 
ble porción  que  el  paterno  o  materno. 

La  calidad  de  hijo  lejitimo  no  dará  dere- 
cho a  mayor  porción  que  la  del  que  solo  es 
hijo  natural  del  mismo  padre  o  madre. 

Habiendo  cónyuje  sobreviviente  concu- 
rrirá con  los  padres  o  liermanos  naturales: 
en  concurrencia  de  los  primeros  o  de  uno 
de  ellos  le  cabrá  la  cuarta  parte  de  los  bie- 
nes, i  en  concurrencia  de  uno  o  mas  de  los 
segundos,  la  mitad. 

994.  El  cónyuje  divorciado  no  tendrá 
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parte  alguna  en  !a  lierencia  abintestato 
de  su  mujer  o  marido,  si  hubiere  dado  mo- 
tivo al  divorcio  por  í;u  culpa. 

995.  A  falta  de  todos  los  herederos 
abintestato  designados  en  los  artículos 
precedentes,  sucederá  el  ñsco. 

996.  Cuando  en  un  mismo  patrimonio 
se  ha  de  suceder  por  testamento  i  abintes- 
tato, se  cumplirán  las  disposiciones  testa- 
ment;irias,  i  el  remanente  se  adjudicará  a 
los  herederos  abintestato  según  las  reglas 
jenerales. 

Pero  los  que  suceden  a  la  vez  por  testa- 
mento i  abintestato,  imputarán  a  la  por- 
ción que  les  corresponda  abintestato  lo  que 
recibieren  por  testamento,  sin  perjuicio  de 
retener  toda  la  porción  testamentaria,  si 
excediere  a  la  otra. 

Prevalecerá  sobre  todo  ello  la  voluntad 
espresa  del  testador,  en  lo  que  de  derecho 
corresponda. 

997.  Los  estranjeros  son  llamados  a 
las  sucesiones  abintestato  abiertas  en  Chi- 
le de  la  misma  manera  i  según  las  mismas 
reglas  que  los  chilenos. 

998.  En  la  sucesión  abintestato  de  un 
estranjero  que  fallezca  dentro  o  fuera  del 
territorio  de  la  República,  tendrán  los 
chilenos  a  titulo  de  lierencia,  de  porción 
conyugal  o  de  alimentos,  los  mismos  de- 
rechos que  según  las  leyes  chilenas  les  co- 
rresponderían sobre  la  sucesión  intestada 
de  un  chileno. 

Los  chilenos  interesados  podrán  pedir 
que  se  les  adjudique  en  los  bienes  del  es- 
tranjero existentes  en  Chile  todo  loque  les 
corresponda  en  la  sucesión  del  estran- 
jero. 

Esto  mismo  se  aplicará  en  caso  necesa- 
rio a  la  sucesión  de  un  chileno  que  deja 
bienes  en  país  estranjero. 

»e  la  oríteisacioi»  de!  teslanient». 

§  1 .  Del  ícstaincni.o  en  jencral. 

999.  El  testamento  es  un  acto  mas  o 
menos  solemne,  en  que  una  persona  dis- 
pone del  todo  o  de  una  liarte  de  sus  bienes 
para  que  tenga  jjleno  efecto  después  de  sus 
dias,  conservando  la  facultad  de  revocar 
las  disposiciones  contenidas  en  61,  mientras 
viva. 

1000.  Toda  donación  o  promesa  que 
no  se  haga  perfecta  e  irrevocable  sino  por 
la  muerte  del  donante  o  promisor,  es  un 
testamento,  i  debe  sujetarse  a  las  mismas 
solemnidades  que  el  testamento.  Excep- 
túanse  las  donaciones  o  promesas  entre 


marido  i  mujer,  las  cuales,  aunque  revo- 
cables, podrán  hacerse  bajo  la  forma  de-^ 
los  contratos  entre  vivos. 

1001.  Todas  las  disposiciones  testa- 
mentarias son  esencialmente  revocables, 
sin  embargo  de  que  el  testador  esprese  en. 
el  testamento  la  determinación  de  no  re- 
vocarlas. Las  cláusulas  derogatorias  de 
sus  disposiciones  futuras  se  tendrán  per- 
no escritas,  aunque  se  confirmen  con  ju- 
ramento. 

Si  en  un  testamento  anterior  se  hubiere 
ordenado  que  no  valga  su  revocación  si  no 
se  hiciere  con  ciertas  palabras  o  señales,, 
se  mirará  esta  disposición  como  no  es- 
crita. 

1002.  Las  cédukis  o  papeles  a  que  se- 
refiera  el  testador  en  el  testamento,  no  se 
mirarán  como  partes  de  éste,  aunque  el 
testador  lo  ordene;  ni  valdrán  mas  de  lo- 
que sin  esta  circunstancia  valdrían. 

1003.  El  testamento  es  un  acto  de  una 
sola  persona. 

Serán  nulas  todas  las  disposiciones  con- 
tenidas en  el  testamento  otorgado  por  dos 
o  mas  personas  a  un  tiempo,  ya  sean  en 
beneficio  recíproco  de  los  otorgantes,  o  de 
una  tercera  persona. 

1004.  La  facultad  de  testar  es  indele- 
gable. 

1005.  No  son  hábiles  para  testar: 

L°  La  persona  que  lia  muerto  civil- 
mente; 

2.°     El  impúber; 

3.°  El  que  se  hallare  bajo  interdicción' 
por  causa  de  demencia; 

4.°  El  que  actualmente  no  estuviere  en 
su  sano  juicio  por  ebriedad  u  otra  causa ^ 

5."  Todo  el  que  de  palabra  o  por  escri- 
to no  pudiere  espresar  su  voluntad  clara- 
mente. 

Las  personas  no  comprendidas  en  esta 
enumeración  son  hábiles  para  testar. 

1006.  El  testamento  otorgado  duran- 
te la  existencia  de  cualquiera  de  las  cau- 
sas de  inhabilidad  espresadas  en  el  artícu- 
lo precedente  es  nulo,  aunque  posterior- 
mente deje  de  existir  la  causa. 

I  por  ei  contrario,  el  testamento  válido- 
no  deja  de  serlo  por  el  hecho  de  sobreve- 
nir después  alguna  de  estas  causas  de  in- 
habilidad. 

1007.  El  testamento  en  que  de  cual- 
quier modo  haya  intervenido  la  fuerza,  es 
nulo  en  todas  sus  partes. 

1008.  El  testamento  es  solemne,  o  me- 
nos solemne. 

Testamento  so/e«me  es  aquel  en  que  se 
han  observado  todas  las  solemnidades  que 
la  lei  ordinariamente  requiere. 
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El  menos  solemne  o  prioilcjtado  es  aquel 
«n  que  pueden  omitirse  algunas  de  estas 
solemnidades,  por  consideración  a  circuns- 
tancias particulares,  determinadas  espre- 
samente  por  la  lei. 

El  testamento  solemne  es  abierto  o  ce- 
rrado. 

Testamento  abierto,  nuncupativo  o  pú- 
blico es  aquel  en  que  el  testador  liacs  sa- 
bedores de  sus  disposiciones  a  los  testigos; 
i  testamento  cerrado  o  secreto,  es  aquel 
€11  que  no  es  necesario  que  los  testigos 
tengan  conocimiento  de  ellas. 

1009.  La  apertui'a  i  publicación  del 
testamento  se  liarán  ante  el  juez  del  últi- 
mo domicilio  del  testador;  sin  perjuicio  de 
ias  escepciones  que  a  este  respecto  esta- 
blezcan las  leyes. 

1010.  Siempre  que  el  juez  haya  de 
proceder  a  la  apertura  i  publicación  de  un 
testamento,  se  cerciorará  previamente  de 
la  muerte  del  testador.  Esceptúanse  los 
casos  en  que  según  la  lei  deba  presumirse 
la  muerte. 

;§  2.  Del  testamento  solemne  i  primera- 
mente del  otorcjado  en  Chile. 

1011.  El  testamento  solemne  es  siem- 
pre escrito. 

1012.  No  podrán  ser  testigos  en  un 
testamento  solemne,  otorgado  en  Chile. 

1.°    Las  mujeres; 

2.°    Los  menores  de  diez  i  ocho  años; 

3.°  Los  que  se  hallaren  en  interdicción 
por  causa  de  demencia; 

4.°  Todos  los  que  actualmente  se  ha- 
llaren privados  de  la  razón; 

5.°    Los  ciegos; 

6.°    Los  sordos; 

7.°     Los  mudos; 

S.**  Los  condenados  a  alguna  de  las  pe- 
nas designadas  en  el  art.  267,  número  4,  i 
en  jeneral,  los  que  por  sentencia  ejecuto- 
riada estuvieren  inhabilitados  para  ser  tes- 
tigos; 

9.*"  Los  amanuenses  del  escribano  que 
autorizare  el  testamento; 

10.  Los  estranjeros  no  domiciliados  en 
€h¡Ie; 

11.  Las  personas  que  no  entiendan  el 
idioma  del  testador;  sin  perjuicio  de  lo  dis- 
.puesto  en  el  art.  1024. 

Dos  a  lo  monos,  de  los  testigos,  deberán 
estar  domiciliados  en  el  departamento  en 
que  se  otorgue  el  testamento,  i  uno  a  lo 
•menos,  deberá  saber  leer  ijescribir,  cuando 
solo  concurran  tres  testigos,  i  dos  cuando 
•concurrieren  cinco. 

1013.  Si  alguna  de  las  causas  de  inha- 


bilidad espresadas  en  el  artículo  preceden- 
te no  se  manifestare  en  el  aspecto  o  com- 
portacion  de  un  testigo,  i  se  ignorare  je- 
neralmente  en  el  lugar  donde  el  testamen- 
to se  otorga,  fundándose  la  opinión  contra- 
ria en  hechos  positivos  i  públicos,  no  se 
invalidará  el  testamento  pur  la  inhabilidad 
real  del  testigo. 

Pero  la  habilidad  putativa  no  podrá  ser- 
vir sino  a  uno  solo  de  los  testigos. 

1014.  En  Chile,  el  testamento  solem- 
ne i  abierto  debe  otorgarse  ante  competen- 
te escribano  i  tres  testigos,  o  ante  cinco 
testigos. 

Podrá  hacer  las  veces  de  escribano  el 
juez  de  primera  instancia  o  subdelegado 
cuya  juri-idiccion  comprenda  el  lugar  del 
otorgamiento:  todo  lo  dicho  en  este  titulo 
acerca  del  escribano,  se  entenderá  de  estos 
funcionarios  en  su  caso. 

1015.  Lo  que  constituye  esencialmen- 
te el  testamento  abierto,  es  el  acto  en  que 
el  testador  hace  sabedores  de  sus  disposi- 
ciones al  escribano,  si  lo  hubiere,  i  a  los 
testigos. 

El  testamento  será  presenciado  en  todas 
sus  partes  por  el  testador,  por  un  mismo 
escribano,  si  lo  hubiere,  i  por  unos  mismos 
testigos. 

1016.  En  el  testamento  se  espresarán 
el  nombre  i  apellido  del  testador;  el  lugar 
de  su  nacimiento;  la  nación  a  que  perte- 
nece; si  está  o  no  avecindado  en  Chile,  i  si 
lo  está,  el  departamento  en  que  tuviere  su 
domicilio;  su  edad;  la  circunstancia  de  ha- 
llarse en  su  entero  juicio;  los  nombres  de 
las  personas  con  quienes  hubiere  contraí- 
do matrimonio,  de  los  hijos  habidos  o  te- 
jitimados  en  cada  matrimonio,  de  los  hijos 
naturales  del  testador  i  de  los  simplemen- 
te ilejítimos  que  tenga  por  suyos,  con  dis- 
tinción de  vivos  i  muertos;  i  el  nombre, 
apellido  i  domicilio  de  cada  uno  de  los  tes- 
tigos. 

Se  ajustarán  estas  designaciones  a  lo  que 
respectivamente  declaren  el  testador  i  tes- 
tigos. Se  espresarán  asimismo  el  lugar, 
dia,  mes  i  año  del  otorgamiento;  i  el  nom- 
bre, apellido  i  oficio  del  escribano,  si  asis- 
tiere alguno. 

1017.  El  testamento  abierto  podrá  ha- 
berse escrito  previamente. 

Pero  sea  que  el  testador  lo  tenga  escri- 
to, o  que  se  escriba  en  uno  o  mas  actos, 
será  todo  él  ieido  en  alta  voz  por  el  escri- 
bano, si  lo  hubiere,  o  a  falta  de  escribano, 
por  uno  de  los  testigos  designado  por  el 
testador  a  este  efecto. 

Mientras  el  testamento  se  lea,  estará  el 
testador  a  la  vista,  i  las  personas  cuya  pre- 
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sencia  es  necesaria  oii-án  todo  el  tenor  de 
sus  disposiciones. 

1018.  Termina  el  acto  por  las  fírmas 
del  testador  i  testi-os,  i  por  la  del  escriba- 
no, si  lo  hubiere. 

Si  el  testador  no  supiere  o  no  pudiere 
firmar,  se  mencionará  en  el  testamento 
está  circunstancia,  espresando  la  causa. 

Si  se  hallare  alguno  de  los  testigos  en  el 
mismo  caso,  otro  de  ellos  firmará  por  él  i 
a  ruego  suyo,  esprusúndolo  así. 

1019.  El  ciego  podrá  solo  testar  nun- 
cupativamente  i  ante  escribano,  o  funcio- 
nario que  haga  veces  de  tal.  Su  testamen- 
to será  leído  en  alia  voz  dos  veces;  la  pri- 
mera por  el  escribano  o  funcionario,  i  la 
segunda  por  uno  de  los  testigos,  elejido  al 
efecto  por  el  testador.  Se  hará  mención  es- 
|jecial  de  esta  solemnidad  en  el  testa- 
mento. 

1020.  Si  el  testamento  no  ha  sido  otor- 
gado ante  escribano,  o  ante  un  juez  de 
primera  instancia  o  un  subdelegado,  sino 
ante  cinco  testigos,  será  necesario  que  se 
proceda  a  su  publicación  en  la  forma  si- 
guiente: 

El  juez  competente  hará  comparecer  los 
testigos  para  que  reconozcan  sus  firmas  i 
la  del  testador. 

Si  uno  o  mas  de  ellos  no  compareciere 
por  ausencia  u  otro  impedimento,  bastará 
que  los  testigos  instrumentales  presentes 
reconozcan  ta  firma  del  testador,  la  suyas 
propias  i  las  de  los  testigos  ausentes. 

En  caso  necesario,  i  siempre  que  el  juez 
lo  estimare  conveniente,  podrán  ser  abona- 
das las  firmas  del  testador  i  de  los  testigos 
ausentes  por  declaraciones  juradas  da  otras 
personas  fidedign;is. 

En  seguida  pondrá  el  juez  su  rúbrica  al 
principio  i  fin  de  cada  pajina  del  testamen- 
to, i  lo  mandará  entregar  con  lo  obrado  al 
escribano  actuario  para  que  lo  incorpore 
en  sus  protocolos. 

1021.  El  testamento  solemne  cerrado 
debe  otorgarse  ante  un  escribano  i  cinco 
testigos. 

Podrá  hacer  las  veces  de  escribano  el 
juez  de  primera  instancia,  pero  no  el  sub- 
delegado. 

1022.  El  que  no  sepa  leer  i  escribir  no 
podrá  otorgar  testamento  cerrado. 

1023.  Lo  que  constituye  esencialmen- 
te el  testamento  cerrado  es  el  acto  en  que 
el  testador  presenta  al  escrüjano  i  testigos 
una  escritura  cerrada,  declarando  de  viva 
voz  i  de  manera  que  el  escribano  i  testigos 
le  vean,  oigan  i  entiendan,  (salvo  el  caso 
del  artículo  siguiente),  que  en  aquella  es- 
critura se  contiene  su  testamento.  Los  mu- 


dos podrán  hacer  esta  declaración  escri- 
biéndola a  presencia  del  escribano  i  testi- 
gos- 

El  testamento  deberá  estar  escrito  o  a  ló- 
menos, firmado  por  el  testador. 

El  sobrescrito  o  cubierta  del  testamento 
estará  cerrado  o  se  cerrará  esteriormente» 
de  manera  que  no  pueda  estraerse  el  tes- 
tamento sin  romper  la  cubierta. 

Queda  al  arbitrio  del  testador  estampar 
un  sello  o  marca,  o  emplear  cualquier  otro   ■ 
medio  para  la  seguridad  de  la  cubierta. 

El  escribano  espresará  en  el  sobrescrito- 
o  cubierta  bajo  el  epígrafe  testamento,  la 
circunstancia  de  hallarse  el  testador  en  su 
sano  juicio;  el  nombre,  apellido  i  domicilio 
del  testador  i  de  cada  uno  de  los  testigos;  i 
el  lugar,  dia,  mes  i  año  del  otorgamiento. 

Termina  el  otorgamiento  por  las  firmas 
del  testador  i  de  los  testigos,  i  por  la  firma 
i  signo  del  escribano,  sobre  la  cubierta. 

Durante  el  otorgamiento  estarán  presen- 
tes, ademas  del  testador,  un  mismo  escri- 
bano i  unos  mismos  testigos,  i  no  habrá  in- 
terrupción alguna  sino  en  los  breves  inter- 
valos que  algún  accidente  lo  exijiere. 

1024.  Cuando  el  testador  no  pudiere 
entender  o  ser  entendido  de  viva  voz,  solo 
podrá  otorgar  testamento  cerrado. 

El  testador  escribirá  de  su  letra,  sobre  la 
cubierta,  la  palabra  testamento,  o  la  equi- 
valente en  el  idioma  que  prefiera,  i  hará 
del  mismo  modo  la  designación  de  su  per- 
sona, espresando,  a  lo  menos,  su  nombre» 
apellido  i  domicilio,  i  la  nación  a  que  per- 
tenece; i  en  lo  demás  se  observará  lo  pre- 
venido en  el  artículo  precedente. 

1025.  El  testamento  cerrado,  antes  de- 
recibir  su  ejecución,  será  presentado  al 
juez. 

No  se  abrirá  el  testamento  sino  después 
que  el  escribano  i  testigos  reconozcan  ante 
el  juez  su  firma  i  la  del  testador,  declaran- 
do ademas  si  en  su  concepto  está  cerrado, 
sellado  o  marcado  como  en  el  acto  de  la  en- 
trega. 

Si  no  pueden  comparecer  todos  los  tes- 
tigos, bastará  que  el  escribano  i  los  testi- 
gos instrumentales  presentes,  reconozcaa 
sus  firmas  i  la  del  testador,  i  abonen  las  dé- 
los ausentes. 

No  pudiendo  comparecer  el  escribano  o 
funcionario  que  autorizóel  testamento, será 
reemplazado  para  las  dilijencias  de  apertu- 
ra por  el  escribano  que  el  juez  elija. 

En  caso  necesario,  i  siempre  que  el  juez 
lo  estimare  conveniente,  podrán  ser  abo- 
nadas las  firmas  del  escribano  i  testigos, 
ausentes,  como  en  el  caso  del  inciso  terce- 
ro del  artículo  1020. 
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1026.  El  testamento  solemne,  abierto 
o  cerrado,  en  que  se  omitiere  cualquiera 
de  las  formalidades  a  que  deba  respectiva- 
mente sujetarse,  según  los  artículos  prece- 
dentes, no  tenc'rá  valor  alguno. 

Con  todo,  cuando  se  omitiere  una  o  mas 
de  las  designaciones  pi-escritas  en  el  ar- 
ticulo 1016, "en  el  inciso  quinto  del  1023  i  en 
el  inciso  segundo  del  1024,  no  será  por  eso 
nulo  el  testamento,  siempre  que  no  haya 
duda  acerca  de  la  identidad  personal  del 
testador,  escribano  o  testigo. 

§  3.  Del  testamento  solemne  otonjado 
en  paifi  cstranjero. 

1027.  Valdrá  en  Chile  el  testamento 
escrito,  otorgado  en  país  cstranjero,  si  por 
lo  tocante  a  las  solemnidades  se  hiciere 
constar  su  conformidad  a  las  leyes  del  país 
en  que  se  otorgó,  i  si  ademas  se  probare  la 
autenticidad  del  instrumento  respectivo  en 
la  forma  ordinaria. 

1028.  V^aldrá  asimismo  en  Chile  el  tes- 
tamento otorgado  en  país  estranjero,  con 
tal  que  concurran  los  requisitos  que  van  a 
espresarse. 

1."  No  podrá  testar  de  este  modo  sino 
un  chileno,  o  un  estranjero  que  tenga  do- 
micilio en  Chile; 

2."  No  podrá  autorizar  este  testamento 
sino  un  Min  stro  Plenipotenciario,  un  En- 
cargado de  Negocios,  un  Secretario  de  Le- 
gación que  tenga  título  de  tal,  espedido  por 
el  Presidente  de  la  República,  o  un  Cónsul 
que  tenga  patente  del  mismo;  pero  no  un 
Vicecónsul.  Se  hará  mención  espresa  del 
cargo,  i  de  los  referidos  título  i  patente; 

3.°  Los  testigos  serán  chilenos,  o  es- 
tranjeros  domiciliados  en  la  ciudad  donde 
se  otorgue  el  testamento; 

4."  Se  observarán  en  lo  demás  las  re- 
glas del  testamento  solemne  otogado  en 
Chile; 

6.°  El  instrumento  llevará  el  sello  de  la 
Legación  o  Consulado. 

1029.  El  testamento  otorgado  en  la 
forma  prescrita  en  el  articulo  precedente  i 
que  no  lo  haya  sido  ante  un  jefe  de  Lega- 
ción, llevará  el  Visto  Bueno  de  este  jefe; 
si  el  testamento  fuere  abierto,  al  pié;  i  ¿i 
fuere  cerrado,  sobre  la  carátula:  el  testa- 
mento abierto  será  siempre  rubricado  por 
el  mismo  jefe  al  principio  i  fin  de  caJa  pa- 
jina. 

El  jefe  de  Legación  remitirá  en  seguida 
una  copia  del  testamento  abierto,  o  de  la 
carátula  del  cerrado,  al  Ministro  de  Rela- 
ciones Esteriores  de  Chile;  el  cual  á  su  vez, 
abonando  la  lirma  del  jefe  de  Legación, 


remitirá  dicha  copia  al  juez  del  último  do- 
micilio del  difunto  en  Chile,  para  que  la 
haga  incorporar  en  los  protocolos  de  un 
escriljano  del  mismo  domicilio. 

No  conociéndose  al  testador  ningún  do- 
micilio en  Chic,  será  remitido  el  testa- 
mento por  él  Ministro  de  Relaciones  Este- 
riores a  un  juez  de  letras  de  Santiago, 
para  su  incorporación  en  los  protocolos  de 
la  escribanía  que  el  mismo  juez   designe. 

§  4.  De  los  testaiacatos  prieiU'Jiados. 

1030.  Son    testamentos  privilejiados: 
1."     El  testamento  verbal; 

2.°     El  testamento  militar; 
3. o     El  testamento  marítimo. 

1031.  En  los  testamentos  privilejiados 
podrá  servir  de  testigo  toda  persona  de  sa- 
no juicio,  liombi-e  o  mujer,  mayor  de  diez 
i  ocho  años,  que  vea,  oiga  i  entienda  ai 
testador,  i  que  no  tenga  la  inhabilidad  de- 
signada en  el  número  8.°  del  articulo  1012. 
Se  requerirá  ademas  para  los  testamentos 
privilejiados  escritos,  que  los  testigos  sepan 
leer  i  escribir. 

Bastará  la  habilidad  putativa,  con  arre- 
glo a  lo  prevenido  en  el  artículo  1013. 

1032.  En  los  testamentos  privilejiados 
el  testador  declarará  espresamente  que  su 
intención  es  testar:  las  personas  cuya  pre- 
sencia es  necesaria,  serán  unas  mismas 
desde  el  principio  hasta  ñn;  i  el  acto  será 
continuo,  o  solo  interrumpido  en  los  bre- 
ves intervalos  que  algún  accidente  lo  exi- 
jiere. 

No  serán  necesarias  otras  solemnidades 
que  éstas,  i  las  que  en  los  artículos  siguien- 
tes se  espresan. 

1033.  El  testamento  verbal  .será  pre- 
senciado por  tres  testigos  a  lo  menos. 

1034.  En  el  testamento  verbal  el  tes- 
tador hace  de  viva  voz  sus  declaraciones  i 
disposiciones ,  de  manera  que  todos  le 
vean,  le  oigan  ¡entiendan. 

1035.  El  testamento  verbal  no  tendrá 
lugar  sino  en  los  casos  de  peligro  tan  in- 
minente de  la  vida  del  testador,  que  pa- 
rezca no  liaber  modo  o  tiempo  de  otorgar 
testamento  solemne. 

1036.  El  testamento  verbal  no  tendrá 
valor  alguno  si  el  testador  falleciere  después 
de  los  treinta  días  subsiguientes  al  otor- 
gamiento; o  si,  habiendo  fallecido  antes, 
no  se  hubiere  puesto  por  escrito  el  testa- 
mento, con  las  formalidades  que  van  a  es- 
presarse, dentro  de  los  treinta  dias  subsi- 
guientes al  de  la  muerte. 

1037.  t^ara  poner  el  testamento  ver- 
bal por  escrito,  el  juez  de  primera  instan- 
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cia  del  departamento  en  que  se  hubiere 
otorgado,  a  instancia  de  cualquiera  perso- 
na que  pueda  tener  interés  en  la  sucesión, 
i  cou  citación  de  los  domas  interesados  re- 
sidentes en  el  mismo  departamento,  toma- 
rá declaraciones  juradas  a  los  individuos 
que  lo  presenciaron  como  testigos  instru- 
mentales i  a  todas  las  otras  personas  cuyo 
testimonio  le  pareciere  conducente  a  es- 
clarecer los  puntos  siguientes: 

1.°  El  nombre,  apellido  i  domicilio  del 
testador,  el  lugar  de  su  nacimiento,  la  na- 
ción a  que  pertenecía,  su  edad,  i  las  cir- 
cunstancias que  hicieron  creer  que  su  vi- 
da se  hallaba  en  peligro  inminente; 

2  "  El  nombre  i  apellido  de  los  testigos 
instrumentales  i  el  departamento  en  que 
moran; 

3."  El  lugar,  dia,  mes  i  año  del  otorga- 
miento. 

1038.  Los  testigos  instrumentales  de- 
pondrán sobre  los  puntos  siguientes: 

1."  Si  el  testador  aparecía  estar  en  su 
sano  juicio; 

2."  Si  manifestó  la  intención  de  testar 
ante  ellos; 

3."  Sus  declaraciones  i  disposiciones 
testamentarias. 

1039.  La  información  de  que  hablan 
los  artículos  precedentes,  será  remitida  al 
juez  de  letras  del  último  domicilio,  si  no  lo 
fuere  el  que  h'i  recibido  la  información;  i 
el  juez,  si  encontrare  que  se  han  observa- 
do las  solemnidades  prescritas,  i  que  en  la 
información  aparece  claramente  la  última 
voluntad  del  testador,  fallará  que  según 
dicha  información,  el  testador  ha  hecho 
las  declaraciones  i  disposiciones  siguientes, 
(espresándolas);  i  mandará  que  valgan  di- 
chas declaraciones  i  disposiciones  como 
testamento  del  difunto,  i  que  se  protocoli- 
C3  como  tal  su  decreto. 

No  se  mirarán  como  declaraciones  o 
disposiciones  testamentarias  sino  aquellas 
en  que  los  testigos  que  asistieron  por  vía 
de  solemnidad  estuvieren  conformes. 

1040.  El  testamento  consignado  en  el 
decreto  judicial  protocolizado,  podrá  ser 
impugnado  de  la  misma  manera  que  cual- 
quier otro  testamento  auténtico. 

1041.  En  tiempo  de  guerra,  el  testa- 
mento de  los  militares  i  de  los  demás  indi- 
duos  empleados  en  un  cuerpo  de  tropas  de 
la  República,  i  asimismo  el  de  los  volunta- 
rios, rehenes  i  prisioneros  que  pertenecie- 
ren a  dicho  cuerpo,  i  el  de  las  personas 
que  van  acompañando  i  sirviendo  a  cual- 
quiera de  los  antedichos,  podrá  .ser  recibi- 
do por  un  capitán  o  por  un  oñcial  de  gra- 
do superior  al  de  capitán  o  por  un  inten- 


dente de  ejército,  comisario  o  auditor  de 
guerra. 

Si  el  que  desea  testar  estuviere  enfermo 
o  herido,  podrá  ser  recibido  su  testamento 
por  el  capellán,  médico  o  cirujano  que  le 
asista;  i  si  se  hallare  en  un  destacamento, 
por  el  oficial  que  lo  mande,  aunque  sea  de 
grado  inferior  al  de  capitán. 

1042.  El  testamento  será  firmado  por 
el  testador,  si  supiere  i  pudiere  escribir, 
por  el  funcionario  que  lo  ha  recibido,  i  por 
los  testigos  (1). 

Si  el  testador  no  supiere  o  no  pudiere 
firmar,  se  espresará  asi  en  el  testamento. 

1043.  Para  testar  militarmente  será 
preciso  hallarse  en  una  espedicion  de 
guerra,  que  esté  actualmente  en  marcha 
o  campaña  contra  el  enemigo,  o  en  la 
guarnición  de  una  plaza  actualmente  si- 
tiada. 

1044.  Si  el  testador  falleciere  antes  de 
espirar  los  noventa  días  subsiguientes  a 
aquel  en  que  hubieren  cesado  con  respec- 
to a  él  las  circunstancias  que  habilitan  para 
testar  militarmente,  valdrá  su  testamento 
como  si  hubiese  sido  otorgado  en  la  forma 
ordinaria. 

Si  el  testador  sobreviviere  a  este  plazo, 
caducará  el  testamento. 

1045.  El  testamento  llevará  al  pie  el 
Visto  Bueno  del  jefe  superior  de  la  espe- 
dicion o  del  comandante  de  la  plaza,  si  no 
hubiere  sido  otorgado  ante  el  mismo  jefe 
o  comandante,  i  será  siempre  rubricado 
al  principio  i  fin  de  cada  pajina  por  dicho 
jefe  o  comandante;  el  cual  en  seguida  lo 
remitirá^  con  la  posible  brevedad  i  segu- 
ridad, al  Ministro  de  Guerra,  quien  pro- 
cederá como  el  de  Relaciones  Esteriores 
en  el  caso  del  art.  1029. 

1046.  Cuando  una  persona  que  puede 
testar  militarmente  se  hallare  en  inmi- 
nente peligro,  podrá  otorgar  testamento 
verbal  en  la  forma  arriba  prescrita;  pero 
este  testamento  caducará  por  el  hecho  de 
sobrevivir  el  testador  al  peligro. 

La  información  de  que  hablan  los  artí- 
culos 1037  i  1038  será  evacuada  lo  mas 
pronto  posible  ante  el  auditor  de  guerra  o 
la  persona,  que  haga  veces  de  tal. 

Para  remitir  la  mformacion  al  juez  del 
último  domicilio  se  cumplirá  lo  prescrito 
en  el  artículo  precedente. 

1047.  Si  el  que  puede  testar  militar- 
mente prefiere  hacer  testamento  cerrado. 


(1)  Como  en  ninguna  parte  indica  el  número  de 
testigos  en  Jos  testamentos  militares,  entiendo  que 
la  palabra  ¿os  es  una  errata,  y  debe  decir  dos,  que 
eran  los  que  exigía  el  proyecto  primitivo  de  este 
Código. 
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deberán  observarse  las  solemnidades  pres- 
critas en  el  ¡irtículo  1023,  actuando  como 
ministro  de  te  cualquiera  de  las  personas, 
designadas  al  tin  del  inciso  primero  del 
articulo  lOll. 

La  carátula  será  visada  como  el  testa- 
mento en  el  caso  del  art.  1045,  i  para  su 
remi-ion  se  procederá  según  el  mismo  ar- 
ticulo. 

1048.  Se  podrá  otorgar  testamento 
marítimo  a  bordo  de  un  buque  chileno  de 
guerra  en  alta  mar. 

Será  recibido  por  el  comandante  o  por 
su  segundo  a  presencia  de  tres  testigos. 

Si  el  testador  no  supiere  o  no  pudiere 
firmar,  se  espresará  esta  circunstancia  en 
el  testamento. 

Se  estenderá  un  duplicado  del  testa- 
mento con  las  mismas  firmas  que  el  ori- 
jina!. 

1049.  El  testamento  se  guardará  entre 
los  papeles  mas  importantes  de  la  nave,  i 
se  dará  noticia  de  su  otorgamiento  en  el 
diario. 

1050.  Si  el  buque  antes  de  volver  a 
Chile  arribare  a  un  puerto  estranjero,  en 
que  haya  un  ájente  diplomático  o  consular 
chileno,  el  comandante  entregará  a  este 
ájente  un  ejemplar  del  testamento  exi- 
Jiendo  recibo,  i  poniendo  nota  de  ello  en 
el  diario,  i  el  referido  ájente  lo  remitirá  al 
Ministerio  de  Marina  para  los  efectos  es- 
presados en  el  art.  1029. 

Si  el  bu(jue  llegare  antes  a  Chile,  se  en- 
tregará dicho  ejemplar  con  las  mismas  for- 
malidades al  respectivo  gobernador  mari- 
tjmo,  el  cual  lo  trasmitirá  para  iguales 
efectos  al  Ministerio  de  Marina. 

1051.  Podrán  testar  en  la  forma  pres- 
crita por  el  articulo  1048,  no  solo  los  in- 
dividuos de  la  oficialidad  i  tripulación, 
sino  cualesquiera  otros  que  se  hallaren  a 
bordo  del  buque  chileno  de  guerra  en  alta 
mar. 

1052.  El  testamento  marítimo  no  val- 
drá, sino  cuando  el  testador  hubiere  fa- 
llecido antes  de  desembarcar,  o  ántes^e 
espirar  los  noventa  días  subsiguientes  al 
desembarque. 

No  se  entenderá  por  desembarque  el 
pasar  a  tierra  por  corto  tiempo  para  re- 
embarcarse en  el  mismo  buque. 

1053.  En  caso  de  peligro  inminente 
podrá  otorgarse  testamento  verbal  a  bordo 
de  un  buque  de  guerra  en  alta  mar,  ob- 
servándose lo  prevenido  en  el  art.  1046;  i 
el  testamento  caducará  si  el  testador  so- 
brevive al  peligro. 

La  información  de  que  hablan  los  artí- 
culos 1037  i  1038  será   recibida  por   el  co- 


mandante o  su  segundo,  i  para  su  remi- 
sión al  juez  de  letras  por  conduele  del  Mi- 
nisterio de  Marina,  se  aplicará  lo  preveni- 
do en  el  art.  1046. 

1054.  Si  el  que  puede  otorgar  tc^^ta- 
mento  marítimo,  prefiere  hacerlo  cerrado, 
se  oljservarán  las  solemnidades  prescritas 
en  el  artículo  1023,  actuando  como  minis- 
tro de  fe  el  comandante  de  la  nave  o  su  se- 
gundo. 

Se  observará  ademas  lo  dispuesto  en  el 
articulo  1049,  i  se  remitirá  copia  de  la  ca- 
rátula al  Ministerio  de  Marina  para  que  se 
protocolice  como  el  testamento,  según  el 
arti(;ulo  l.;50. 

1055.  En  los  buques  mercantes  bajo 
bandera  chilena,  podrá  solo  testarse  en  la 
forma  pre.ícrita  por  el  artículo  1048,  reci- 
biéndose el  testamento  por  el  capitán  o  su 
segundo  o  el  piloto,  i  observándose  ademas 
lo  prevenido  en  el  artículo  1050.  (1) 

TITULO  IW 

Ue  last  a»$ig;uaci«>ne!!í  te-stamentarias. 

§  1 .  Reglas  Jeneralcs. 

1056.  Todo  asignatario  testamentario 
deberá  ser  una  persona  cierta  y  determi- 
nada, natural  o  jurídica,  ya  sea  que  se  de- 
termine por  su  nombre  o  por  indicaciones 
claras  del  testamento.  De  otra  manera  la 
asigiiacion  se  tendrá  por  no  escrita. 

Valdráii  con  todo  las  asignaciones  desti- 
nadas a  objetos  de  beneficencia,  aunque 
no  sean  para  determinadas  personas. 

Las  asignaciones  que  se  hicieren  a  un 
establecimiento  de  beneficencia  sin  desig- 
narlo, se  darán  al  establecimiento  de  be- 
neficencia que  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica designe,  prefiriendo  alguno  de  los  del 
departamento  o  provincia  del  testador. 

Lo  que  se  deje  al  alma  del  test  idor,  sin 
especificar  de  otro  modo  su  inversión,  se 
entenderá  dejado  a  un  establecimiento  de 
beneficencia,  i  se  sujetará  a  la  disposición 
del  inci.so  anterior. 

Lo  que  en  jeneral  se  dejare  a  los  pobres, 
se  aplicará  a  los  de  la  parroquia  del  testa- 
dor (2). 


(1)  V.  el  núm.  U  del  art.  898  del  Código  de  Co- 
mercio, que  entre  las  atribuciones  del  Capitán  del 
buque  enumera  la  de  recibir  y  autorizar  en  alta 
mar  los  testamentos  de  las  personas  que  conduce 
la  nave,  etc. 

'2)  El  Sr.  Amunátegui  hace  á  este  articulo  ex- 
tenso comentario,  indicando  las  dificultades  que 
surgirán  para  determinar  cuál  es  la,  parroquia  del 
instador.  ¿Es  la  <?n  que  testó  o  la  en  que  tenia  sa 
domicilio  civil?  Como  todas  podrían  defender  sa 
derecho  con  valiosas  razones,  se  apoya  en  est» 
dicho  jurisconsulto  para  sostener  que  debía  con- 
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1057.  El  error  en  el  nombre  o  calidad 
del  asignatario  no  vicia  la  dis|JOsicion,  si 
no  hubiere  duda  acerca  de  la  persona. 

1058.  La  asignación  que  pareciere 
motivada  por  un  error  de  hecho,  de  ma- 
nera que  sea  claro  que  sin  este  error  no 
hubiera  tenido  lugar,  se  tendrá  por  no  es- 
crita. 

1059.  Las  disposiciones  captatorias  no 
valdrán. 

Se  entenderán  por  tales  aquellas  en  que 
el  testador  asigna  alguna  parte  de  sus  bie- 
nes a  condición  que  el  asignatario  le  deje 
por  testamento  alguna  parte  de  los  suyos. 

1060.  No  vale  disposición  alguna  tes- 
tamentaria que  el  testador  no  haya  dado  a. 
conocer  de  otro  modo  que  por  sí  o  no,  o 
por  una  señal  de  afirmación  o  negación, 
contestando  a  una  pregunta. 

1061.  No  vale  disposición  alguna  tes- 
tamentaria en  favor  del  escribano  que  au- 
torizare el  testamento,  o  del  funcionario 
que  haga  veces  de  tal,  o  del  cónyuje  de  di- 
cho escribano  o  funcionario,  o  de  cual- 
quiera de  los  ascendientes,  descendientes, 
hermanos,  cuñados  o  sirvientes  asalaria- 
dos del  mismo. 

Lo  mismo  se  aplica  a  las  disposiciones 
en  favor  de  cualquiera  de  los  testigos. 

1062.  El  acreedor  cuyo  crédito  no 
conste  sino  por  el  testamento,  será  consi- 
derado como  legatario  para  las  disposicio- 
nes del  artículo  precedente. 

1063.  La  elección  de  un  asijjnatario, 
sea  absolutamente,  sea  de  entre  cierto  nú- 
mero de  personas,  no  dependerá  del  puro 
arbitrio  ajeno. 

1064.  Lo  que  se  deje  indeterminada- 
mente a  los  parientes,  se  entenderá  dejado 
a  los  consanguíneos  del  grado  mas  próxi- 
mo, según  el  orden  de  la  sucesión  abintes- 
tato,  teniendo  lugar  el  derecho  de  repre- 
sentación en  conformidail  a  las  reglas  le- 
gales; salvo  que  a  la  fecha  del  testamento 
haya  habido  uno  solo  en  ese  grado;  pues 
entonces  se  entenderán  llamados  al  mismo 
tiempo  los  del  grado  inmediato. 

1065.  Si  la  asignación  estuviere  con- 
cebida o  escrita  en  tales  términos,  que  no 
se  sepa  a  cuál  de  dos  o  mas  personas  ha 
querido  designar  el  testador,  ninguna  de 
dichas  personas  tendrá  derecho  a  ella. 

1066.  Toda  asignación  deberá  ser,  o  a 
título  universal,  o  de  especies  determina- 
das o  que  por  las  indicaciones  del  testa- 
mento puedan  claramente  determinarse,  o 
de  jéneros  i  cantidades  que  igualmente  lo 

signarse  por  modo  terminante  en  este  precepto 
del  Código  o  hacer  una  aclaración  legislativa 
complementaria. 


sean  o  puedan  serlo.  De  otra  manera  se 
tendrá  por  no  escrita. 

Sin  embargo,  si  la  asignación  se  desti- 
nare a  un  objeto  de  beneficencia  espresa- 
do en  el  testamento,  sin  determinar  la  cuo- 
ta, cantidad  o  especies  que  hayan  de  in- 
vertirse en  él,  valdrá  la  asignación  i  se 
determinará  la  cuota,  cantidad  o  especies, 
habida  consideración  a  la  naturaleza  del 
objeto,  a  las  otras  disposiciones  del  testa- 
dor, i  a  las  fuerzas  del  patrimonio,  en  la. 
parte  de  que  el  testador  pudo  disponer  li- 
bremente. 

El  juez  hará  la  determinación,  oyendo 
al  defensor  de  obras  pias  i  a  los  herederos; 
i  conformáiiiJose  en  cuanto  fuere  posible  a 
la  intención  del  testador. 

1067.  Si  el  cumplimiento  de  una  asig- 
nación se  dejare  al  arbitrio  de  un  herede- 
ro o  legatario,  a  quien  aprovechare  rehu- 
sarla, será  el  heredero  o  legatai-io  obliga- 
do a  llevarla  a  efecto,  a  menos  que  pruebe 
justo  motivo  para  no  hacerlo  asi.  Si  de 
rehusar  la  asignación  no  resultare  utilidad 
al  heredero  o  legatario,  no  será  obligado  a 
justificar  su  resolución,  cualquiera  que 
sea. 

El  provecho  de  un  ascendiente  o  deseen 
diente,  de  un  cónyuje  o  de  un    hermano  o 
cuñado,  se  reputará,  para  el  efecto  de  esta 
disposición,  provecho  de  dicho  heredero  o 
legatario. 

1068.  La  asignación  que  por  faltar  el 
asignatario  se  trasüere  a  distinta  persona, 
por  acrecimiento,  sustitución  u  otra  cau.sa,. 
llevará  consigo  todas  las  obligaciones  i  car- 
gas trasferibles,  i  el  derecho  de  aceptarla 
o  repudiarla  separadamente. 

La  asignación  que  por  demasiado  gra- 
vada hubieren  repudiado  todas  las  perso- 
nas sucesivamente  llamadas  a  ella  por  el 
testamento  o  la  lei,  se  deferirá  en  última 
lugar  a  las  personas  a  cuyo  favor  se  hu- 
bieren constituido  los  gravámenes. 

1069.  Sobre  las  reglas  dadas  en  este 
título  acerca  de  la  intelijencia  i  efecto  de 
las  disposiciones  testamentarias,  prevale- 
cerá la  voluntad  del  testador  claramente 
manifestada,  con  tal  que  no  se  oponga  a 
los  requisitos  o  prohibiciones  legales 

Para  conocer  la  voluntad  del  testador  se 
estará  mas  a  la  sustancia  de  las  disposi- 
ciones que  a  las  palabras  de  que  se  haya 
servido. 

§  2.  De  las  as¿(/naciones  testamentarias 
condicionales. 

1070.  Las  asignaciones  testamentaria.s- 
pueden  ser  condicionales. 
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Asignación  condicional  es,  en  el  testa- 
mento, aquella  que  depende  de  una  con- 
dición, esto  es,  de  un  suceso  futuro  e  in- 
cierto, de  manera  que  según  la  intent-ion 
del  tesladof  no  valga  la  asignación  si  el 
suceso  positivo  no  acaece  o  si  acaece  el 
negativo. 

Las  asignaciones  testamentarias  condi- 
cionales se  sujetan  a  las  reglas  dadas  en  el 
titulo  De  las  obU(jacioaes  condicionales, 
con  las  escepciones  i  nioditicaciones  que 
van  a  espresarse. 

1071.  La  condición  que  consiste  en  un 
hecho  presente  o  pasado,  no  suspende  el 
cumplimiento  de  la  disposición.  Si  existe 
o  lia  existido,  se  mira  como  no  escrita;  si 
no  existe  o  no  ha  existido,  no  vale  la  dis- 
posición. 

Lo  pasado,  ]jresente  i  futuro  se  entende- 
rá con  relación  al  momento  de  testar,  a 
raénos  que  se  esprese  otra  cosa. 

1072.  Si  la  condición  que  se  impone 
como  para  tiempo  Futuro,  consiste  en  un 
hecho  que  se  lia  realizado  en  vida  del  tes- 
tador, i  el  testador  al  tiempo  de  testar  lo 
supo,  i  el  hecho  es  de  los  que  pueden  re- 
petirse, se  presumirá  que  el  testador  exije 
su  repetición;  si  el  testador  al  tiempo  de 
testar  lo  supo,  i  el  hecho  es  de  aquellos 
cuya  repetición  es  imposible,  se  mirará  la 
condición  como  cumplida;  i  si  el  testador 
no  lo  supo,  se  mirará  la  condición  como 
cumplida,  cualquiera  que  sea  la  natura- 
leza del  hecho. 

1073.  La  condición  de  no  impugnar  el 
testamento,  impuesta  a  un  asignatario,  no 
se  estiende  a  las  demandas  de  nulidad  por 
algún  defecto  en  su  forma. 

1074.  La  condición  impuesta  al  here- 
dero o  legatario  de  no  contraer  matrimo- 
nio se  tendrá  por  no  escrita,  salvo  que  se 
liniite  a  no  contraerlo  antes  de  la  edad  de 
veinte  i  cinco  años  o  menos. 

1075.  Se  tendrá  asimismo  por  no  pues- 
ta la  condición  de  permanecer  en  estado 
de  viudedad,  a  menos  que  el  asignatario 
tenga  uno  o  mas  hijos  del  anterior  matri- 
monio, al  tiempo  de  deferírsele  la  asigna- 
ción. 

1073.  Los  artículos  precedentes  no  se 
oponen  a  que  se  provea  a  la  subsistencia 
de  una  mujer  mientras  permanezca  solte- 
ra o  viuda,  dejándole  por  ese  tiempo  un 
derecho  de  usufructo,  de  uso  o  de  habita- 
ción, o  una  pensión  periódica. 

1077.  La  condición  de  casarse  o  no 
casarse  con  una  persona  determinada;  i  la 
de  abrazar  un  estado  o  profesión  cualquie- 
ra, permitida  por  las  leyes,  aunque  sea  in- 


compatible con  el  estado  de  matrimonio, 
valdrán.  (I) 

1078.  Las  asignaciones  testamentaria.s. 
bajo  condición  suspensiva,  no  confieren  al 
asignatario  derecho  alguno,  mientras  pen- 
de la  condición,  sino  el  de  implorar  las 
providencias  conservativas  necesarias. 

Si  el  asignatario  muere  antes  de  cum- 
plirse la  condición,  no  trasmite  derecha 
alguno. 

Cumplida  la  condición,  no  tendrá  dere- 
cho a  los  frutos  percibidos  en  el  tiempo  in- 
tei'medio,  si  el  testador  no  se  los  hubiere 
espresamente  concedido. 

1079.  Las  disposiciones  condicionales 
que  establecen  tideicomisosi  conceden  una 
propiedad  fiduciaria,  se  reglan  por  el  titu- 
lo De  La  propiedad  fiduciaria. 

§  3.  De  las  asifpiaciones  testamentarias 
a  di  a. 

1080.  Lasasignaciones  testamentaria.^ 
pueden  estar  limitadas  íí  plac-os  o  dias  de 
que  dependa  el  goce  actual  o  la  estincion 
de  un  derecho;  i  se  sujetarán  entonces  a  las 
reglas  dadas  en  el  titulo  De  las  obligacio- 
nes a  pla^o,  con  las  esplicaciones  "que  si- 
guen. 

1081.  El  dia  es  cierto  i  determinado^, 
si  necesariamente  ha  de  llegar  i  se  sabe 
cuándo,  como  el  dia  tantos  de  tal  mes  i 
año,  o  tantos  dias,  meses  o  años  después 
de  la  fecha  del  testamento  o  del  falleci- 
miento del  testador. 

Es  cierto,  pero  indeterminado,  si  nece- 
sariamente ha  de  llegar,  pero  no  se  sabe 
cuándo;  como  el  dia  de  la  muerte  de  una 
persona. 

Es  incierto,  pero  determinado,  si  puede 
llegir  o  no,  pero  suponiendo  que  haya  de 
llegar,  se  sabe  cuándo,  como  el  dia  en  que 
una  persona  cumpla  veinte  i  cinco  años. 

Finalmente,  es  incierto  e  indetermiaa-^ 
do,  si  no  se  sabe  si  ha  de  llegar,  ni  cuán- 
do, como  el  dia  en  que  una  persona  se 
case. 

1082.  Lo  que  se  asigna  desde  un  dia 
que  llega  antes  de  1?.  muerte  del  testador,, 
se  entenderá  asignado  para  después  de  sus 
dias  í  .solo  se  deberá  desde  que  se  abra  la 
sucesión. 

1083.  El  dia  incierto  e  indeterminado 
es  siemí  re  una  verdadera  condición,  i  se 
sujeta  a  las  reglas  de  las  condiciones. 

1084.  La  asignación  desde  dia  cierto 
i  determinado,  da  al  asignatario,  desde  el 
momento  de  la  muerte  del  testador,  la  pro- 


(1)    Véanse  los  artículos  1.386  i  U04  i  sus  notas. 
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piedad  de  la  cosa  asignada  i  el  derecho  de 
enajenarla  i  trasmitirla;  |)ero  no  el  de  re- 
clamarla ánte.s  que  llegue  el  dia. 

Si  el  testador  impone  espresamente  la 
condición  de  existir  el  asignatario  en  ese 
dia,  se  sujetará  a  las  reglas  de  las  asigna- 
ciones condicionales. 

1085.  La  asignación  desde  dia  cierto 
pero  indeterminado,  es  condicional  i  en- 
vuelve la  condición  de  existir  el  asignata- 
rio en  ese  dia. 

Si  se  sabe  que  ha  de  existir  el  asignata- 
rio en  ese  dia  (como  cuando  la  asignación 
es  a  favor  de  un  establecimiento  perma- 
nente), tendrá  lugar  lo  prevenido  en  el  in- 
ciso primero  del  articulo  precedente. 

1086.  La  asignación  desde  dia  incier- 
to, sea  determinado  o  no,  es  siempre  con- 
dicional. 

1087.  La  asignación  hasta  diacierto, 
sea  determinado  o  no,  constituye  un  usu- 
fructo a  favor  del  asignatario. 

La  asignación  de  prestaciones  periódi- 
cas es  intrasmisible  por  causa  de  muerte,  i 
termina,  como  el  usufructo,  por  la  llegada 
del  dia,  i  por  la  muerte  natural  o  civil  del 
pensionario. 

Si  es  a  favor  de  una  corporación  o  fun- 
dación, no  podrá  durar  mas  de  treinta 
años. 

Si  es  alimenticia,  no  termina  por  la 
muerte  civil. 

1088.  La  asignación  hasta  dia  incierto 
pero  determinado,  unido  a  la  existencia 
del  asignatario,  constituye  usutructo;  sal- 
vo que  consista  en  prestaciones  periódicas. 

Si  el  dia  está  unido  a  la  existencia  de 
otra  persona  que  el  asignatario,  se  enten- 
derá concedido  el  usufructo  liasta  la  fecha 
en  que,  viviendo  la  otra  persona,  llegaría 
para  ella  el  dia. 

§  4.  Z)j  las  asicjnacioncs  modales. 

1089.  Si  se  asigna  algo  a  una  persona 
para  que  lo  tenga  por  suyo  con  la  obliga- 
ción de  aplicarlo  a  un  ñn  especial,  como  el 
de  hacer  ciertas  obras  o  sujetarse  a  ciertas 
cargas,  esta  aplicación  es  un  modo  i  no  una 
condición  suspensiva.  El  modo,  por  consi- 
guiente, no  suspende  la  adquisición  de  la 
cosa  asignada. 

1090.  En  las  asignaciones  modales  se 
llama  cláusula  resolutoria  la  que  impone 
la  obligación  de  restituir  la  cosa  i  los  fru- 
tos, si  no  se  cumple  el  modo. 

No  se  entenderá  que  envuelven  cláusula 
resolutoria  cuando  el  testador  no  la  es- 
presa. 

1091.  Para  que  la  cosa  asignada  mo- 


dalmente  se  adquiera,  no  es  necesario  pres- 
tar fianza  o  caución  de  restitución  para  el 
caso  de  no  cumplirse  el  modo. 

1092.  Si  el  modo  es  en  beneficio  del  asig- 
natario esclusivamente,  no  impone  obliga- 
ción alguna,  salvo  que  lleve  cláusula  reso- 
lutoria. 

1093.  Si  el  modo  es  por  su  naturaleza 
imposible,  o  inductivo  a  hecho  ilegal  o  in- 
moral, o  concebido  en  términos  ininteliji- 
bles,  no  vahará  la  disposición. 

Si  el  modo,  sin  hecho  o  culpa  del  asig- 
natario, es  solamente  imposible  en  la  for- 
ma especial  prescrita  por  el  testador,  po- 
drá cumplirse  en  otra  análoga  que  no  alte- 
re la  sustancia  de  la  disposición,  i  que  en 
este  concepto  sea  aprobada  por  el  juez,  coa 
citación  de  los  interesados. 

Si  el  modo,  sin  hecho  o  culpa  del  asigna- 
tario, se  hace  enteramente  imposible,  sub- 
sistirá la  asignación  sin  el  gravamen. 

1094.  Si  el  testador  no  determinare  su- 
ficientemente el  tiempo  o  la  forma  especial 
en  que  ha  de  cumplirse  el  modo,  podrá  el 
juez  determinarlos,  consultando  en  lo  po- 
sible ¡a  voluntad  deaquél,  i  dejando  al  asig- 
natario modal  un  beneficio  que  ascienda 
por  lo  menos  a  la  quinta  parte  del  valor  de 
la  cosa  asignada. 

1095.  Si  el  modo  consiste  en  un  hecho 
tal,  que  para  el  fin  que  el  testador  se  haya 
propuesto  sea  indiferente  la  persona  que  lo 
ejecute,  es  trasmisible  a  los  herederos  del 
asignatario. 

1096.  Siempre  que  haya  de  llevarse  a 
efecto  la  cláusula  resol^itoria,  se  entrega- 
rá a  la  persona  en  cuyo  favor  se  ha  cons- 
tituido el  modo  una  suma  proporcionada  al 
objeto,  i  el  resto  del  valor  de  la  cosa  asig- 
nada acrecerá  a  la  herencia,  si  el  testada  r 
no  hubiere  ordenado  otra  cosa. 

El  asignatario  a  quien  se  ha  impuesto  el 
modo  no  gozará  del  beneficio  que  pudiera 
resultarle  de  la  disposición  precedente. 

§  5.  De   las   asignaciones  a   titulo   uni- 
versal. 

1097.  Los  asignatarios  a  titulo  univer- 
sal, con  cualesquiera  palabras  que  se  les 
llame,  i  aunque  en  el  testamento  se  les  ca- 
lifique de  legatarios,  son  herederos:  repre- 
sentan la  persona  del  testador  para  suce- 
derle  en  todos  sus  derechos  y  obligaciones 
trasmisibles. 

Los  herederos  son  también  obligados  a 
las  cargas  testamentarias,  esto  es,  a  las  que 
se  constituyen  por  el  testamento  mi-jmo,  i 
que  no  se  imponen  a  determinadas  perso- 
nas. 
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1098.  El  asignatario  que  lia  sido  lla- 
mado a  la  suceóiüii  en  términos  jenerales 
que  no  designan  cuotaá,  como  «Sea  Fula- 
no mi  heredero»,  o  «Dejo  mis  bienes  a  Fu- 
lano», es  heredero  universal. 

Pero  si  concurriere  con  herederos  de 
cuota,  se  entenderá  heredero  de  aquella 
cuota  que  con  las  designadas  en  el  testa- 
mento complete  la  unidad  o  entero. 

Si  fueren  muchos  los  herederos  institui- 
dos sin  (iesignacion  de  cuota,  dividirán  en- 
tre si  por  partes  iguales  la  iierencia  o  la 
parte  de  ella  que  les  toque. 

1099.  Si  hechas  otras  asignaciones  se 
dispone  del  remanente  de  los  bienes  i  todas 
las  asignaciones,  escepto  la  del  remanente, 
son  a  titulo  singular,  el  asignatario  del  re- 
manente es  heredero  universal:  si  algunas 
de  las  otras  asignaciones  son  de  cuotas,  el 
asignatario  del  remanente  es  heredero  de 
la  cuota  que  reste  para  completar  la  uni- 
dad. 

1100.  Si  no  hubiere  herederos  univer- 
sales, sino  de  cuota,  i  las  designadas  en  el 
testamento,  no  componen  todasjuntas  uni- 
dad entera,  los  herederos  abintestato  se  en- 
tienden llamados  como  herederos  del  re- 
manente. 

Si  en  el  testamento  no  hubiere  asigna- 
ción alguna  a  titulo  universal,  los  herede- 
ros abintestato  son  herederos  universales. 

1101.  Si  las  cuotas  designadas  en  el  tes- 
tamento completan  o  exceden  la  unidad, 
en  tal  caso  el  heredero  universal  se  enten- 
derá instituido  en  una  cuota  cuyo  numera- 
dor sea  la  unidad  i  el  denominador  el  nú- 
mero total  de  herederos;  a  menos  que  sea 
instituido  como  heredero  del  remanente, 
pues  entonces  nada  tendrá. 

1102.  Reducidas  las  cuotas  a  un  común 
denominador,  inclusas  las  computadas  se- 
gún el  articulo  precedente,  se  representará 
la  herencia  por  la  suma  de  los  numerado- 
res, i  la  cuota  efectiva  de  cada  heredero 
por  su  numerador  respectivo. 

1103.  Las  disposiciones  de  este  titulo 
se  entienden  sin  perjuicio  de  la  acción  de 
reforma  que  la  lei  concede  a  los  lejitima- 
rios  i  al  cónyuje  sobreviviente. 

§  6.  De  Las  asignaciones  a  título  singular. 

1104.  Los  asignatarios  a  titulo  singular, 
con  cualesquiera  palabras  que  se  les  llame, 
i  aunque  en  el  testamento  se  les  califique 
de  herederos,  son  legatarios:  no  represen- 
tan al  testador;  no  tienen  mas  derechos  ni 
cargas  que  los  que  espresamente  se  les 
confieran  o  impongan. 

Lo  cual,  sin  embargo,  se  entenderá  sin 
perjuicio  de  su  responsabilidad  en  subsidio 


de  los  herederos,  i  de  la  que  pueda  sobre- 
venirles en  el  caso  de  la  acción  de  reforma. 
1105.  No  vale  el  legado  de  cosa  inca-^ 
paz  de  ser  apropiada,  según  el  articulo  585. 
ni  los  de  cosas  que  al  tiempo  del  testamen- 
to sean  de  propiedad  nacional  o  municipal 
ide  uso  público,  o  formen  parte  de  un  edi- 
ficio, de  manera  que  no  puedan  separarse 
sin  deteriorarlo;  a  menos  que  la  causa  ce.~e 
antes  de  deferirse  el  legado. 

Lo  mismo  se  aplica  a  los  legados  de  cosas 
pertenecientes  al  culto  divino;  pero  los  par- 
ticulares podrán  legar  a  otras  personas  los 
derechos  que  tengan  en  ellas,  i  que  no  sean 
según  el  derecho  canónico  intrasmisibles. 
1106.  Podrá  ordenar  el  testador  que  se 
adquiera  una  especie  ajena  para  darla  a 
alguna  persona  o  para  emplearla  en  algún 
objeto  de  benelicencia;  i  si  el  asignatario  a 
quien  se  impone  esta  obligación  no  pudiere 
cumplirla  porque  el  dueño  de  la  especie  re- 
husa enajenaría  o  pide  por  ella  un  precio 
excesivo,  el  dicho  asignatario  será  solo  obli- 
gado a  dar  en  dinero  el  justo  precio  de  la 
especie. 

I  si  la  especie  ajena  legada  hubiere  sido 
antes  adquirida  por  el  legatario  o  para  el 
objeto  de  beneñcencia,  no  se  deberá  su 
precio,  sino  en  cuanto  la  adquisición  hu- 
biere sido  a  titulo  oneroso  i  a  precio  equi- 
tativo. 

1107.  El  legado  de  especie  que  no  es 
del  testador,  o  del  asignatario  a  quien  se 
impone  la  obligación  de  darla,  es  nulo;  a 
menos  que  en  el  testamento  aparezca  que 
el  testador  sabia  que  la  cosa  no  era  suya  o 
del  diclio  asii/natario  o  a  menos  de  legar- 
se la  cosa  ajena  a  un  descendiente  o  ascen- 
diente lejitirao  del  testador  o  a  su  cónyuje; 
pues  en  e-tos  casos  se  procederá  como  én 
el  del  inciso  primero  del  artículo  pi'ece- 
dente. 

1108.  Si  la  cosa  ajena  legada  pasó,  an- 
tes de  la  muerte  del  testador,  al  dominio 
de  éste  o  del  asignatario  a  quien  se  había 
impuesto  la  obligación  de  darla,  se  deberá 
el  legado. 

1J09.  El  asignatario  obligado  a  prestar 
el  legado  de  cosa  ajena,  que  después  de  la 
muerte  del  testador  la  adquiere,  la  deberá 
al  legatario;  el  cual,  sin  embargo,  no  podrá 
reclamarla,  sino  restituyendo  ío  que  hubie- 
re recibido  por  ella,  según  el  articulo  1106. 

1110.  Si  el  testador  no  ha  tenido  en  la 
cosa  legada  mas  que  una  parte,  cuota  o  de- 
recho, se  presumirá  que  no  ha  querido  le- 
gar ma.s  que  esa  parte,  cuota  o  derecho. 

Lo  mismo  se  aplica  a  la  cosa  que  un  asig- 
natario es  obligado  a  dar  i  en  que  solo  tie- 
ne una  parte,  cuota  o  derecho. 
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1111.  Si  al  legar  una  especie  se  desig- 
na el  lugar  en  que  está  guardadi  i  no  se 
encuentra  allí,  pero  se  encuentra  en  otra 
parte,  se  deberá  la  especie:  si  no  se  en- 
cuentra en  parte  alguna,  se  deberá  una  es- 
pecie de  mediana  calidad  del  mismo  jéne- 
ro,  pero  solo  a  las  personas  designadas  en 
el  arti,-ulo  1107. 

1112.  El  legado  de  cosa  funjible,  cuya 
cantidad  no  se  determine  de  algún  modo, 
no  vale. 

Si  se  lega  la  cosa  funjible  señalando  el 
lugar  en  que  ha  de  encontrarse,  se  deberá 
la  cantidad  que  allí  se  encuentre  al  tiempo 
de  la  muerte  del  testador,  dado  caso  que  el 
testador  no  haya  determinado  la  cantidad; 
o  hasta  concurrencia  déla  cantidad  deter- 
minada por  el  testador,  i  no  mas. 

Si  la  cantidad  existente  fuere  menor  que 
la  cantidad  designada,  solo  se  deberá  la 
cantidad  existente;  i  si  no  existe  allí  canti- 
dad alguna  de  dicha  cosa  tunjible,  nadase 
deijerá. 

Lo  cual,  sin  embargo,  se  entenderá  con 
estas  limitaciones: 

1.*^  Valdrá  siempre  el  legado  de  la  cosa 
funjible  cuya  cantidad  se  determine  por  el 
testador,  a  favor  de  las  personas  designa- 
das en  el  artículo  1107; 

2/  No  importará  que  la  cosa  legada  no 
se  encuentre  en  el  lugar  señalado  por  el 
testador,  cuando  el  legado  i  el  señalamien- 
to de  lugar  no  forman  una  cláusula  indivi- 
sible. 

Así  el  legado  de  «treinta  fanegas  de  tri- 
go, que  se  hallan  en  tal  parte»,  vale,  aun- 
que no  se  encuentre  allí  trigo  alguno;  pero 
el  legado  de  das  treinta  fanegas  de  trigo 
que  se  hallarán  en  tal  parte»,  no  vale  sino 
respecto  del  trigo  que  allí  se  encontrare,  i 
que  no  pase  de  treinta  fanegas. 

1113.  El  legado  de  una  cosa  futura, 
vale,  con  tal  que  llegue  a  existir. 

1114.  Si  de  muchas  especies  que  exis- 
ten en  el  patrimonio  del  testador,  se  lega- 
re una  sin  decir  cuál,  se  deberá  una  espe- 
cie de  mediana  calidad  o  valor  entre  las 
comprendidas  en  el  legado. 

1115.  Los  legados  de  jénero  que  no  se 
limitan  a  lo  que  existe  en  el  patrimonio  del 
testador,  como  una  vaca,  un  caballo,  im- 
ponen la  obligación  de  dar  una  cosa  de  me- 
diana calidad  o  valor,  del   mismo  jénero. 

1116.  Si  se  legó  una  cosa  entre  varias 
que  el  testador  creyó  tener,  i  no  ha  dejado 
mas  que  una,  se  deberá  la  que  haya  de- 
jado. 

Si  no  ha  dejado  ninguna,  no  valdrá  el  le- 
gado sino  en  favor  de  las  personas  desig- 
nadas en  el  artículo  1107;  que  solo  ten- 


drán derecho  a  pedir  una  cosa  mediana 
del  mismo  jénero,  aunque  el  testador  les 
haya  concedido  la  elecci  >n. 

l'ero  si  se  lega  una  cosa  de  aquellas  cu- 
yo valor  no  tiene  limites,  como  una  casa, 
una  hacienda  de  campo,  i  no  existe  nin- 
guna del  mismo  jénero  entre  los  bienes 
del  testador,  nada  se  deberá  ni  aun  a  las 
personas  designadas  en   el  articulo  1107. 

1117.  Si  la  elección  de  una  cosa  entre 
muchas  se  diere  espresamente  a  la  perso- 
sona  obligada  o  al  legatario,  podrá  respec- 
tivamente aquélla  o  éste  ofrecer  o  ele- 
jir  a  su  arbitrio. 

Si  el  testador  cometiere  la  elección  a 
tercera  perdona,  podrá  ésta  elejir  a  su  ar- 
Ijitrio;  i  si  no  cumpliere  su  encargo  dentro 
del  tiempo  señalado  por  el  testador  o  en  su 
defecto  por  el  juez,  tendrá  lugar  la  regla 
del  artículo  1114. 

Hecha  una  vez  la  elección,  no  habrá  lu- 
gar a  hacerla  de  nuevo,  sino  por  cau.sa  de 
engaño  o  dolo. 

1118.  La  especie  legada  se  debe  en  el 
estado  en  que  existiere  al  tiempo  de  la 
muerte  del  testidor,  comprendiendo  los 
utensilios  necesarios  para  su  uso  i  que 
existan  con  ella. 

1119.  Si  lo  cosa  legada  es  un  predio, 
los  terrenos  i  los  nuevos  edificios  que  el 
testador  le  haya  agregado  después  del  tes- 
tamento, no  s-e  comprenderán  en  el  lega- 
do; i  si  lo  nuevamente  agregado  formare 
con  lo  demás,  al  tiempo  de  abrirse  la  su- 
cesión, un  todo  que  no  pueda  dividirse  sin 
grave  pérdida,  i  las  agregaciones  valieren 
mas  que  el  predio  en  su  estado  anterior, 
solo  se  deberá  este  segundo  valor  al  lega- 
tario: si  valieren  menos,  se  deberá  todo 
ello  al  legatario  con  el  c  irgo  de  pagar  el 
valor  de  las  agregaciones. 

Pero  el  legado  de  una  medida  de  tierra, 
como  mil  metros  cuadrados,  no  crecerá 
en  ningún  caso  por  la  adquisición  de  tie- 
rras contiguas,  i  si  aquélla  no  pudiere  se- 
pararse de  éstas,  solo  se  deberá  lo  que 
valga. 

Si  se  lega  un  solar  i  después  el  testador 
edifica  en  él,  solo  se  deberá  el  valor  del 
solar. 

1120.  Si  se  deja  parte  de  un  predio,  se 
entenderán  legadas  las  servidumbres  que 
para  su  goce  o  cultivo  le  sean   necesarias. 

1121.  Si  se  lega  una  casa  con  sus  mue- 
bles o  con  todo  lo  que  se  encuentre  en  ella, 
no  se  entenderán  comprendidasen  el  legado 
las  cosas  enumeradas  en  el  inciso  segundo 
del  artículo  574,  sino  solo  las  que  forman 
el  ajuar  de  la  casa  i  se  encuentran  en  ella; 
i  si  se  lega  de  la  misma  manera  una  ha- 
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cienda  de  campo,  no  se  entenderá  que  el 
legado  comprende  otras  cosas,  que  las  que 
sirven  para  el  cultivo  i  benelicio  de  la  ha- 
cienda i  se  encuentran  en  ella. 

En  uno  i  otro  caso  no  se  deberán  de  los 
demás  objetos  conteniíios  en  la  casa  o  ha- 
cienda, sinu  los  que  el  testador  espresa- 
mente  designare. 

1122.  Si  se  lega  un  carruaje  de  cual- 
quiera clase,  se  entenderán  legados  los  ar- 
neses  i  las  bestias  de  que  el  tentador  solía 
,serv¡i>e  pira  usarlo,  i  que  al  tiempo  de  su 
muerte  existan  con  él. 

1123.  Si  se  lega  un  rebafio,  se  debe- 
rán los  animales  de  que  se  componga  al 
tiempo  de  la  muerte  del  testador,  i  no  mas. 

1124.  si  se  legan  a  varias  personas 
distintas  cuelas  de  una  misma  cosa,  se  se- 
guirán ]jara  la  división  de  ésta  las  reglas 
de!  párrafo  precedente. 

1125.  La  especie  legada  pasa  al  lega- 
tario con  sus  servidunjbres,  censos  i  de- 
mas  cargas  reales. 

1126.  Si  se  lega  una  cosa  con  calidad 
de  no  enajenarla,  i  la  enajenación  no  com- 
prometiere ningún  derecho  de  tercero,  la 
cláusula  de  no  enajenar  se  tendrá  por  no 
escrita. 

1127.  Pueden  legarse  no  solo  las  co- 
sas corporales,  sino  los  derechos  i  accio- 
nes. 

Por  el  hecho  de  legarse  el  titulo  de  un 
crédito  se  entenderá  que  se  lega  el  crédito. 

El  legado  de  un  crédito  comprende  el  de 
los  intereses  devengados;  pero  no  subsiste 
sino  en  la  parte  del  crédito  o  de  los  inte- 
reses que  no  hubiere  recibido  el   testador. 

1128.  Si  la  cosa  que  fué  empeñada  al 
testador,  se  lega  al  deudor,  no  se  estingue 
por  eso  la  deuda,  sino  el  derecho  de  pren- 
da; a  menos  que  aparezca  claramente  que 
la  voluntad  del  testador  fué  estinguir  la 
deuda. 

1129.  Si  el  testador  condona  en  el  tes- 
tamento una  deuda,   i  después   demanda 

judicialmente  al  deudor,  o  acepta  el  pago 
que  se  le  ofrece,  no  podrá  el  deudor  apro- 
vecharse de  la  condonación;  pero  sise  pagó 
sin  noticia  o  consentimiento  del  testador, 
podrá  el  legatario  reclamar  lo  pagado. 

1130.  Si  se  condona  a  una  persona  lo 
que  debe,  sin  determinar  suma,  no  se  com- 
prenderán en  la  condonación  sino  las  deu- 
das existentes  a  la  fecha  del  testamento. 

1131.  Lo  que  se  lega  a  un  acreedor  no 
se  entenderá  que  es  a  cuenta  de  su  crédito, 
si  no  se  espresa,  o  si  por  las  circunstancias 
no  apareciere  claramente  que  la  intención 
del  testador  es  pagar  la  deuda  conellegado. 

Si  así  se  espresare  o  apareciere,  se  de- 


berá reconocer  la  deuda  en  los  términos 
que  lo  haya  hecho  el  testador,  o  en  que  se 
justifique  haberse  contraído  la  obligación; 
i  el  acreedor  podrá  a  su  arbitrio  exijir  el 
pago  en  los  téi-minos  a  que  estaba  obliga- 
do el  deudor  o  en  los  que  espresa  el  testa- 
mento. 

1132.  Si  el  testador  manda  pagar  lo 
que  cree  deber  y  no  debe,  la  disposición  se 
tendrá  por  no  escrita. 

Si  en  razón  de  una  deuda  determinada 
se  manda  pagar  mas  de  lo  que  ella  impor- 
ta, no  se  del)erá  el  exceso,  a  menos  que 
aparezca  la  intención  de  donarlo. 

1133.  Las  deudas  confesadas  en  el  tes- 
tamento i  de  que  por  otra  parte  no  hubie- 
re un  principio  de  prueba  por  escrito,  se 
tendi'án  por  legados  gratuitos,  i  estarán 
sujetos  a  las  mismas  responsabilidades  t 
deducciones  que  los  otros  legados  de  esta 
clase. 

1134.  Si  se  legaren  alimentos  volun- 
tarios sin  determinar  su  forma  i  cuantía,  se 
deberán  en  la  forma  i  cuantía  en  que  el 
testador  acostumbraba  suministrarlos  a  la 
misma  persona;  i  a  falta  de  esta  determi- 
nación, se  regularán  tomando  en  conside- 
ración la  necesidad  del  legatario,  sus  rela- 
ciones con  el  testador,  i  las  fuerzas  del  pa- 
trimonio en  la  parte  de  que  el  testador  ha 
podido  disponer  libremente. 

Si  el  testador  no  tija  el  tiempo  que  haya 
de  durar  la  contribución  de  alimentos,  se 
entenderá  que  debe  durar  por  toda  la  vida 
del  legatario. 

Si  se  legare  una  pensión  anual  para  la 
educación  del  legatario,  durará  hasta  que 
cumpla  veinte  i  cinco  años,  i  cesará  si 
muere  antes  de  cumplir  esa  edad. 

1135.  Por  la  destrucción  de  la  especie 
legada  se  estingue  la  obligación  de  pagar 
el  legado. 

La  enajenación  de  las  especies  legadas, 
en  todo  o  parte,  por  acto  entre  vivos,  en- 
vuelve la  revocación  del  legado,  en  todo  o 
parte,  i  no  subsistirá  o  revivirá  el  legado, 
aunque  la  enajenación  haya  sido  nula,  i 
aunque  las  especies  legadas  vuelvan  a  po- 
der del  testador. 

La  prenda,  hipoteca  o  censo  constituido 
sobre  la  cosa  legada,  no  estingue  el  lega- 
do, pero  lo  grava  con  dicha  prenda,  hipo- 
teca o  censo. 

Si  el  testador  altera  sustancialmente  la 
cosa  legada  mueble,  como  si  de  la  madera 
hace  construir  un  carro,  o  de  la  lana  te- 
las, se  entenderá  que  revoca  el  legado. 

§  7.  De  las  donaciones  revocables. 

1136.  Donación  revocable  es  aquella 
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que  el  donante  puede  revocar  a  su  arl)i- 
trio. 

Donncion  por  causa  de  muerte  es  lo 
mismo  que  donación  revocable;  i  clonación 
entre  vicos  lo  mismo  que  donación  irrevo- 
cable. 

1137.  No  valdrá  como  donación  revo- 
cable sino  aquella  que  se  hubiere  otorgado 
con  las  solemnidades  que  la  lei  prescribe 
para  las  de  su  clase,  o  aquella  a  que  la  lei  da 
espresamente  este  carái;ttír. 

Si  el  otorgamiento  de  una  donación  se 
hiciere  con  las  solemnidades  de  las  entre 
vivos,  i  el  donante  en  el  instrumento  se  re- 
servare la  facultad  de  revocarla,  será  ne- 
cesario, para  que  subsista  después  de  la 
muerte  del  donante,  que  éste  la  haya  con- 
firmado espresamente  en  un  acto  testa- 
mentario; salvo  que  la  donación  sea  del 
uno  de  los  cónyujes  al  otro. 

Las  donaciones  de  que  no  se  otorgare 
instrumento  alguno,  valdrán  como  dona- 
ciones entre  vivos  en  lo  que  fuere  de  dere- 
cho; menos  las  que  se  hicieren  entre  cón- 
yujes, que  podrán  siempre  revocarse. 

1138.  Son  nulas  las  donaciones  revo- 
cables de  personas  que  no  pueden  testar 
o  donar  entre  vivos. 

Son  nulas  asimismo  las  entre  personas 
que  no  pueden  recibir  asignaciones  testa- 
mentarias o  donaciones  entre  vivos  una 
de  otra. 

Sin  embargo,  las  donaciones  entre  cón- 
yujes valen  como  donaciones  revocables. 

1139.  El  otorgamiento  de  las  donacio- 
nes revocables  se  sujetará  a  las  reglas 
del  art.  1000. 

1140.  Por  la  donación  revocable,  se- 
guida de  la  tradición  de  las  cosas  donadas, 
adquiere  el  donatario  los  derechos  i  con- 
trae las  obligaciones  de  usufructuario. 

Sin  embargo,  no  estará  sujeto  a  rendir 
la  caución  de  conservación  i  restitución  a 
que  son  obligados  los  usufructuarios,  a  no 
ser  que  lo  exija  el  donante. 

1141.  Las  donaciones  revocables  a  ti- 
tulo singular  son  legados  anticipados,  i  se 
sujetan  a  las  mismas  reglasque  los  legados. 

ileciprocamente,  si  el  testador  da  en  vi- 
da al  legatario  el  goce  de  la  cosa  legada, 
el  legado  es  una  donación  revocable. 

Las  donaciones  revocables,  inclusos  los 
legados  en  el  caso  del  inciso  precedente, 
preferirán  a  los  legados  de  que  no  se  ha 
dado  el  goce  a  los  legatarios  en  vida  del 
testador,  cuando  los  bienes  que  éste  deja  a 
su  muerte  no  alcanzan  a  cubrirlos  todos. 

1142.  La  donación  revocable  de  todos 
los  bienes  o  de  una  cuota  de  ellos  se  mira- 
rá como  una  institución  de  heredero,  que 


solo  tendrá  efecto  desde  la  muerte  del  do- 
nante. 

Sin  embargo,  podrá  el  donatario  de  to- 
dos los  bienes  o  de  una  cuotí  de  ellos  ejer- 
cer los  derechos  de  usufructuario  sobre  las 
especies  que  se  le  hubieran  entregado. 

1143.  Las  donaciones  revocables  ca- 
ducan por  el  mero  hecho  de  morir  el  do- 
nataiio  antes  que  el  donante. 

1X44.  Las  donaciones  revocables  se 
confirman,  i  dan  la  propiedad  del  objeto 
donado,  por  el  mero  hecho  de  morir  el  do- 
nante sin  haberlas  revocado,  i  sin  que  ha- 
ya sobrevenido  en  el  donatario  alguna 
causado  incapacidad  o  indignidad  bastan- 
te para  invalidar  una  herencia  o  legado; 
salvo  el  caso  del  art.  1137,  inciso  segundo. 

1145.  Su  renovación  puede  ser  espre- 
sa o  tácita,  de  la  misma  manera  que  la  re- 
vocación de  las  herencias  o  legados. 

1146.  Las  disposiciones  de  este  párra- 
fo en  cuanto  conciernan  a  los  asignatarios 
forzosos,  están  sujetas  a  las  escepciones  i 
modiñcaciones  que  se  dirán  en  el  titulo  De 
las  asignaciones  forzosas. 

§  8.  Del  derecho  de  acrecer. 

1147.  Destinado  un  mismo  objeto  a 
dos  o  mas  asignatarios,  la  porción  de  una 
de  ellos,  que  por  falta  de  éste  se  junta  a 
las  porciones  de  los  otros,  se  dice  acreeei^ 
a  ellas. 

1148.  Este  acrecimiento  no  tendrá  lu- 
gar entre  los  asignatarios  de  distintas  par- 
tes o  cuotas  en  que  el  testador  haya  dividido 
el  objeto  asignado:  cada  parte  o  cuota  se 
considerará  en  tal  caso  como  un  objeto 
separado;  i  no  hahrá  derecho  de  acrecer 
sino  entre  los  coasignatarios  de  una  misma 
parte  o  cuota. 

Si  se  asigna  un  objeto  a  dos  o  mas  per- 
sonas por  iguales  partes,  habrá  derecho 
de  acrecer. 

1149.  Habrá  derecho  de  acrecer,  sea 
que  se  llame  a  los  coasignatarios  en  una 
misma  cláusula  o  en  cláusulas  separadas 
de  un   mismo  instrumento  testamentario. 

Si  el  llamamiento  se  hace  en  dos  instru- 
mentos distintos,  el  llamamiento  anterior 
se  presumirá  revocado  en  toda  la  parte  que 
no  le  fuere  común  con  el  llamamiento  pos- 
terior. 

1150.  Los  coasignatarios  conjuntos  se 
reputarán  por  una  sola  persona  para  con- 
currir con  otros  coasignatarios;  i  la  persona 
colectiva  formada  por  los  primeros,  no  se 
entenderá  faltar,  sino  cuando  todos  éstos 
faltaren. 

Se  entenderán  por  conjuntos  los  coasig- 
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natarios  asociados  por  una  espresion  co- 
pulativa como  Pedro  i  Juan,  o  compren- 
didos en  una  denominación  colectiva  como 
los  hijos  de  Pedro. 

1151.  El  coasignatario  podra  conser- 
var su  propia  porción  i  repudiar  la  que  se 
le  defiere  por  acrecimiento;  pero  no  podrá 
repudiar  la  primera  i  aceptar  la  segunda. 

1152.  La  porción  que  acrece  lleva  to- 
dos sus  gravámenes  consigo,  escepto  los 
que  suponen  una  calidad  o  aptitud  perso- 
nal de!  coasignatario  que  falta. 

1153.  El  derecho  de  trasmisión  esta- 
blecido por  el  art.  957,  escluye  el  derecho  de 
acrecer. 

1154.  Los  coasignatarios  de  usufructo, 
de  uso,  de  habitación,  o  de  una  pensión 
periódica,  conservan  el  derecho  de  acre- 
cer, mientras  gozan  de  dicho  usufructo, 
uso,  habitación  o  pensión;  i  ninguno  de 
estos  derechos  se  estingue  hasta  que  falte 
el  últim^o  coasignatario. 

1155".  El  testador  podrá  en  todo  caso 
prohibir  el  acrecimiento. 

§  9.  De  las  sustüuciones. 

1156.  La  sustitución  es  vulgar  o  fidei- 
comisaria. 

La  sustitución  vulgar  es  aquella  en  que 
se  nombra  un  asignatario  para  que  ocupe 
el  lugar  de  otro  que  no  acepte,  o  que,  an- 
tes de  deferírsele  la  asignación,  llegue  a 
faltar  por  fallecimiento,  o  por  otra  causa 
que  estinga  su  derecho  eventual. 

No  se  entiende  faltar  el  asignatario  que 
una  vez  aceptó,  salvo  que  se  invalide  la 
aceptación. 

1157.  La  sustitución  que  se  hiciere 
espresamente  para  alguno  de  los  casos  en 

3ue  pueda  faltar  el  asignatario,  se  enten- 
erá  hecha  para  cualquiera  de  los  otros 
en  que  llegare  a  faltar;  salvo  que  el  testa- 
dor haya  espresado  voluntad  contraria. 

1158.  La  sustitución  puede  ser  de  va- 
rios grados,  como  cuando  se  nombra  un 
sustituto  al  asignatario  directo,  i  otro  al 
primer  sustituto. 

1159.  Se  puede  sustituir  uno  a  muchos 
y  muchos  a  uno. 

1160.  Si  se  sustituyen  reciprocamen- 
te tres  o  mas  asignatarios,  i  falta  uno  de 
ellos,  la  porción  de  éste  se  dividirá  entre 
los  otros  a  prorrata  de  los  valores  de  sus 
respectivas  asignaciones. 

1161.  El  sustituto  de  un  sustituto  que 
llega  a  faltar,  se  entiende  llamado  en  los 
mismos  casos  i  con  las  mismas  cargas  que 
éste,  sin  perjuicio  de  lo  que  el  testador  ha- 
ya ordenado  a  este  respecto. 
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1162.  Si  el  asignatario  fuere  descen- 
diente It'jitimo  del  testador,  los  descen- 
dientes lejitimos  del  asignatario  no  por 
eso  se  entenderán  sustituidos  a  éste;  salvo 
que  el  testador  Jiaya  espresado  voluntad 
contraria. 

1163.  El  derecho  de  trasmisión  esclu- 
ye al  de  sustitución,  i  el  de  sustitución  al 
de  acrecimiento. 

1164.  Sustitución  fideicomisaria  es 
aquella  en  que  se  llama  a  un  fideicomisa- 
rio, que  en  el  evento  de  una  condición  se 
hace  dueño  absoluto  de  lo  que  otra  perso- 
na poseia  en  propiedad  fiduciaria. 

La  sustitución  fideicomisaria  se  regla 
por  lo  dispuesto  en  el  título  De  la  propie- 
dad fiduciaria. 

1165.  Si  para  el  caso  de  faltar  el  fidei- 
comisario antes  de  cumplirse  la  condición, 
se  le  nombran  uno  o  mas  sustitutos,  estas 
sustituciones  se  entenderán  vulgares,  i  se 
sujetarán  a  las  reglas  de  los  artículos  pre- 
cedentes. 

Ni  el  fideicomisario  de  primer  grado,  ni 
sustituto  alguno  llamado  a  ocupar'su  lugar, 
transmiten  su  espectativa,  si  faltan. , 

1166.  La  sustitución  no  debe  presu- 
mirse fideicomisaria,  sino  cuando  el  tenor 
de  la  disposición  escluye  manifiestamente 
la  vulgar. 

TITULO  \- 

Ve  las  asignaciones  forzosas. 

1167.  Asignaciones  forzosas  son  las 
que  el  testador  es  obligado  a  hacer,  i  que 
se  suplen  cuando  no  las  ha  hecho,  aun  con 
perjuicio  de  sus  disposiciones  testamenta- 
rias espresas. 

Asignaciones  forzosas  son: 

1.°  Los  alimentos  que  se  deben  por  leí 
a  ciertas  personas; 

2."     La  porción  conyugal; 

3.°     Las  lejitimas; 

4.°  La  cuarta  de  mejoras  en  la  sucesión 
de  los  descendientes  lejitimos. 

%  1.  De  las  asignaciones  alinieníicias  que 
se  deben  a  ciertas  personas. 

1168.  Los  alimentos  que  el  difunto  ha 
debido  por  lei  a  ciertas  personas,  gravan 
la  masa  hereditaria;  menos  cuando  el  tes- 
tador haya  impuesto  esa  obligación  a  uno 
o  mas  partícipes  de  la  sucesión. 

1169.  El  hijo  ilejítimo  que  fuere  reco- 
nocido como  tal  en  el  testamento,  podrá 
exijir  a  los  herederos  aquellos  alimentos  a 
que  seria  obligado  el  testador  si  viviese; 
pero  sin  acción  retroactiva. 

Lo  cual  se  entiende  si  el  testador  no  le 
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reconociere  formalmente  con  la  intención 
de  conferirle  los  derechos  de  hijo  natural, 
o  no  tuviere  efecto  ¡su  reconocimiento  en 
este  sentido. 

1170.  Los  asignatarios  de  alimentos 
no  estarán  obligados  a  devolución  alguna 
en  razón  de  las  deudas  o  cargas  que  gra- 
varen el  patrimonio  del  difunto;  pero  po- 
drán rebajar.se  los  alimentos  futuros  que 
parezcan  desproporcionados  a  las  fuerzas 
del  patrimonio  efectivo. 

1171.  Las  asignaciones  alimenticias  en 
favor  de  personas  que  por  lei  no  tengan 
derecho  a  alimentos,  se  imputarán  a  la 
porción  de  bienes  de  que  el  difunto  ha  po- 
dido disponer  a  su  arbitrio. 

I  si  las  que  se  hacen  a  alimentarios  for- 
zosos fueren  mas  cuantiosas  de  lo  que  en 
las  circunstancias  corresponda,  el  exceso 
se  imputará  a  la  misma  porción  de  bienes. 

§  2.  De  la  porción  conyugal. 

1172.  La  porción  conyugal  es  aquella 
parte  del  patrimonio  de  una  persona  di- 
funta, que  la  lei  asigna  al  cónyuje  sobre- 
viviente, que  carece  de  lo  necesario  para 
su  congrua  sustentación  (1). 

1173.  Tendrá  dííreclio  a  la  porción 
conyugal  aun  el  cónyuje  divorciado,  a  me- 
nos que  por  culpa  suya  haya  dado  ocasión 
al  divorcio. 

1174.  El  derecho  se  entenderá  existir 
al  tiempo  del  fallecimiento  del  otro  cónyu- 
je, i  no  caducará  en  todo  o  parte  por  la 
adquisición  de  bienes  que  posteriormente 
hiciere  el  cónyuje  sobreviviente. 

1176.  El  cónyuje  sobreviviente  que  al 
tiempo  de  fallecer  el  otro  cónyuje  no  tuvo 
derecho  a  porción  conyugal,  no  la  adquiri- 
rá después  por  el  hecho  de  caer  en  po- 
breza. 

1176.  Si  el  cónyuje  sobreviviente  tu- 
viere bienes,  pero  no  de  tanto  valor  como 
la  porción  conyugal,  solo  tendrá  derecho 
ai  complemento,  a  título  de  porción  conyu- 
gal. 

Se  imputará  por  tanto  a  la  porción  con- 
yugal todo  lo  que  el  cónyuje  sobreviviente 
tuviere  derecho  a  percibir  a  cualquier  otro 
titulo  en  la  sucesión  del  difunto,  inclusa  su 
mitad  de  gananciales,  si  no  la  renunciare. 

1177.  El  cónyuje  sobreviviente  podrá 
a  su  arbitrio  retener  lo  que  posea  o  se  le 
deba,  renunciando  la  porción  conyugal,  o 


(1)  No  se  entienda  que  para  tener  derecho  a  la 
porción  vidual  o  conyugal,  ha  de  ser  pohre  el  cón- 
yuje superviviente;  hastará  con  que  su  haber  sea 
inenor  que  lo  que  le  correspondería  seguu  lo  di-s- 
puesto  en  el  art.  1178. 


pedir  la   porción   conyugal  abandonando 

sus  otros  bienes  i  derechos. 

1178.  La  porción  conyugal  es  la  cuar- 
ta parte  de  los  bienes  de  la  persona  difun-^ 
ta,  en  todos  los  órdenes  de  sucesión,  me- 
nos en  el  de  los  descendientes  lejítimos. 

Habiendo  tales  descendientes,  el  viudo  o 
viuda  .será  contado  entre  los  hijos,  i  recibi- 
rá como  porción  conyugal  la  lejítima  rigo- 
rosa de  un  hijo. 

1179.  Si  el  cónyuje  sobreviviente  hu- 
biere de  percibir  en  la  sucesión  del  difun- 
to, a  titulo  de  donación,  herencia,  o  lega- 
do, mas  de  lo  que  le  corresponde  a  título 
de  porción  conyugal,  el  sobrante  se  impu- 
tará a  la  parte  de  los  bienes  de  que  el  di- 
funto pudo  disponer  a  su  arbitrio. 

1180.  El  cónyuje,  a  quien  por  cuenta 
de  su  porción  conyugal  haya  cabido,  a  tí- 
tulo universal,  alguna  parte  en  la  sucesión 
del  difunto,  será  responsable  a  prorrata  de 
esa  parle,  como  los  herederos  en  sus  res- 
pectivas cuotas. 

Si  se  imputare  a  dicha  porción  la  mitad 
de  gananciales,  subsistirá  en  ésta  la  res- 
ponsabilidad especial  que  le  es  propia,  se- 
gún lo  prevenido  en  el  título  De  la  socie- 
dad conyugal. 

En  lo  demás  que  el  viudo  o  viuda  perci- 
ba a  título  de  porción  conyugal,  solo  ten- 
drá la  responsabilidad  subsidiaria  de  los 
legatarios. 

§  3.  De  las  lejitimas  i  mejoras. 

1181.  Lejitima  es  aquella  cuota  de  los 
bienes  de  un  difunto  que  la  lei  asigna  a 
ciertas  personas  llamadas  Icjitiinnrios. 

Los  lejilimarios  son  por  consiguiente  he- 
rederos. 

1182.  Son  lejitimarios: 

1."  Los  hijos  lejítimos  personalmente, 
o  representados  por  su  descendencia  lejí- 
tima; 

2.°     Los  ascendientes  lejítimos; 

S.''  Los  hijos  naturales  personalmente, 
o  representados  por  su  descendencia  lejí- 
tima; 

4."    Los  padres  naturales. 

1183.  Los  lejitimarios  concurren  i  son 
escluidos  i  representados  según  el  orden  i 
reglas  de  la  sucesión  intestada. 

1184.  La  mitad  de  los  bienes,  previas 
las  deducciones  i  agregaciones  indicadas 
en  el  articulo  959  i  las  que  en  seguida  se 
espresan,  se  dividirá  por  cabezas  o  estirpes 
entre  los  respectivos  lejitimarios,  según  las 
reglas  de  la  sucesión  intestada;  lo  que  cu- 
piere a  cada  uno  en  esa  división  será  su 
lejítima  rigorosa. 
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No  habiendo  descendientes  lejitimos  con 
derecho  de  suceder,  la  mitad  restante  es 
la  porción  de  bienes  de  que  el  difunto  ha 
podido  disponer  a  su  arbitrio. 

Habiendo  tales  descendientes,  la  masa 
de  bienes,  previas  las  referidas  deduccio- 
nes i  agreíJ,aciones,  se  dividirá  en  cuatro 
partes:  dos  de  ellas,  o  sea  la  mitad  del  acer- 
vo, para  las  lejitimas  rigorosas;  otra  cuar- 
ta, para  las  mejoras  con  que  el  difunto  ha- 
ya querido  favorecer  a  uno  o  mas  de  sus 
■descendientes  lejitimos,  sean  o  no  lejiti- 
marios.  i  otra  cuarta,  de  que  ha  podido 
disponer  a  su  arbitrio. 

1185.  Para  computar  las  cuirtas  de 
que  habla  el  articulo  precedente,  se  acu- 
mularán imajinariamente  al  acervo  líquido 
todas  las  donaciones  revocables  o  irrevoca- 
bles, hechas  en  razón  de  lejitimas  o  de  me- 
joras, según  el  valor  que  hayan  tenido  las 
cosas  donadas  al  tiempo  de  la  entrega,  i  las 
deducciones  que,  según  el  articulo  1176, 
se  hagan  a  la  porción  conyugal. 

Las  cuartas  antedichas  se  refieren  a  este 
acervo  imajina  rio. 

1186.  Si  el  que  tenia  a  la  sazón  lejiti- 
tnarios  hubiere  hecho  donaciones  entre  vi- 
vos a  estraños,  i  el  valor  de  todas  ellas  jun- 
tas excediere  a  la  cuarta  parte  de  la  suma 
formada  por  este  valor  i  el  del  acervo  ima- 
jinario,  tendrán  derecho  los  lejitimarios 
para  que  este  exceso  se  agregue  también 
imajinariamente  al  acervo,  para  la  compu- 
tación de  las  lejitimas  i  mejoras. 

1187.  Si  fuere  tal  el  exceso  que  no  solo 
absorba  la  parte  de  bienes  de  que  el  difun- 
to ha  podido  disponer  a  su  arbitrio,  sino 
que  menoscabe  las  lejitimas  rigorosas,  o  la 
cuarta  de  mejoras,  tendrán  derecho  los  le- 
jitimarios para  la  restitución  de  lo  excesi- 
vamente donado,  procediendo  contra  los 
donataiios,  en  un  órdrn  inverso  al  de  las 
fechas  de  las  donaciones,  esto  es,  princi- 
piando por  las  mas  recientes. 

La  insolvencia  de  un  donatario  no  gra- 
vará a  los  otros. 

1188.  No  se  tendrá  por  donación  sino 
lo  que  reste,  deducido  e!  gravamen  pecu- 
niario a  que  la  asignación  estuviere  afecta. 

Ni  se  tomarán  en. cuenta  los  regalos  mo- 
derados, autorizados  por  la  costumbre  en 
ciertos  dias  i  casos,  ni  los  dones  manuales 
de  poco  valor. 

1189.  Si  la  suma  de  lo  que  se  ha  dado 
en  razón  de  lejitimas  no  alcanzare  a  la  mi- 
tad del  acervo  imajinario,  el  déficit  se  sa- 
cará de  los  bienes,  con  preferencia  a  toda 
otra  inversión. 

1190.  Si  un  lejitimario  no  lleva  el  todo 
o  parte  de  su  lejitima  por  incapacidad,  in- 


dignidad o  exheredacion,  o  porque  la  ha 
repudiado,  i  no  tiene  descendencia  con  de- 
recho de  representarle,  dicho  todo  o  parte 
se  agregará  a  la  mitad  lejitimaria,  i  con- 
tribuirá a  formar  las  lejitimas  rigorosas  de 
los  otros,  i  la  porción  conyugal  en  el  caso 
del  articulo  1178,  inciso  segundo. 

Volverán  de  la  misma  manera  a  la  mitad 
lejitimaria  las  deducciones  que,  según  el 
artículo  1176,  se  hagan  a  la  porción  con- 
yugal en  el  caso  antedicho. 

1191.  Acrece  a  las  lejitimas  rigorosas 
toda  aquella  porción  de  los  bienes  de  que 
el  testador  ha  podido  disponer  a  titulo  de 
mejoras  o  con  absoluta  libertad,  i  no  ha 
dispuesto,  o  si  lo  ha  hecho,  ha  quedado  sin 
efecto  la  disposición. 

Aumentadas  así  las  lejitimas  rigorosas 
se  llaman  lejitimas  efectivas. 

Este  acrei-imiento  no  aprovecha  al  cón- 
yuje  sobreviviente  en  el  caso  del  articulo 
1178,  inciso  segundo. 

1192.  La  lejitima  rigorosa  no  es  sus- 
ceptible de  condición,  plazo,  modo  o  gra- 
vamen alguno. 

Sobre  lo  demás  que  se  haya  dejado  o  se 
deje  a  los  lejitimarios,  escep'to  bajo  la  for- 
ma de  donaciones  entre  vivos,  puede  im- 
poner el  testador  los  gravámenes  que  quie- 
ra; sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 1195. 

3193.  Si  lo  que  se  ha  dado  o  se  da  en 
razón  de  lejitimas  excediere  a  la  mitad  del 
acervo  imajinario,  se  imputará  a  la  cuarta 
de  mejoras,  sin  perjuicio  de  dividirse  por 
partes  iguales  entre  los  lejitimarios;  pero 
con  esclusion  del  cónyuje  sobreviviente 
en  el  caso  del  articulo  1 178,  inciso  segundo. 

1194.  Si  las  mejoras,  (comprendiendo 
el  exceso  de  que  habla  el  articulo  prece- 
dente, en  su  caso),  no  cupieren  en  la  cuar- 
ta parte  del  acervo  imajinario,  este  exceso 
se  imputará  a  la  cuarta  parte  restante,  con 
preferencia  a  cualquier  objeto  de  libre  dis- 
posición, a  que  eldifunto  la  haya  destinado. 

1195.  De  la  cuarta  de  mejoras  puede 
hacer  el  donante  o  testador  la  distribución 
que  quiera  entre  sus  descendientes  lejili- 
mos;  podrá  pues  asignar  a  uno  o  mas  de 
sus  descendientes  lejitimos  toda  la  dicha 
cuarta,  con  esclusion  de  los  otros. 

Los  gravámenes  impuestos  a  los  partici- 
pes de  la  cuarta  de  mejoras  serán  siempre 
en  favor  de  uno  o  mas  de  los  otros  des- 
cendientes lejitimos. 

1196  Si  no  hubiere  como  completar 
las  lejitimas  i  mejoras,  calculadas  en  con- 
formidad a  loá  artículos  precedentes,  se 
rebajarán  unas  i  otras  a  prorrata. 

1197.     El  que  deba  una   lejitima  podrá 
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en  todo  caso  señalar  las  especies  en  que 
Jiaya  de  hacerse  su  pago;  pero  no  podrá 
delegar  esta  facultad  a  persona  alguna,  ni 
tasar  los  valoi-es  de  dichas  especies. 

1198.  Todos  los  legados,  todas  las  do- 
naciones, sean  revocables  o  irrevocables, 
hechas  a  un  lejilimario,  que  tenia  entonces 
la  calidad  de  tal,  se  imputarán  a  su  lejiti- 
ma,  a  menos  que  en  el  testamento  o  en  la 
respectiva  escritura  o  en  acto  posterior  au- 
téntico aparezca  que  el  legado  o  la  dona- 
ción ha  sido  a  titulo  de  mejora. 

Sin  embargo,  los  gastos  hechos  para  la 
educación  de  un  descendiente  no  se  toma- 
rán en  cuenta  para  la  computación  de  las 
lejitimas,  ni  de  la  cuarta  de  mejoras,  ni  de 
la  cuarta  de  libre  disposición,  aunque  se 
hayan  hecho  con  la  calidad  de  impu- 
tables. 

Tampoco  se  tomarán  en  cuenta  para  di- 
chas imputaciones  los  presentes  hechos  a 
un  descendiente  con  ocasión  de  su  matri- 
monio, ni  otros  regalos  de  costumbre. 

1199.  La  acumulación  de  lo  que  se  ha 
dado  irrevocablemente  en  razón  de  lejiti- 
mas o  de  mejoras,  para  el  cómputo  preve- 
nido por  el  articulo  1185  i  siguientes,  no 
aprovecha  a  ios  acreedores  hereditarios  ni 
a  los  asignatarios  que  lo  sean  a  otro  titulo 
que  el  de  lejítima  o  mejora. 

12C0.  Si  se  hiciere  una  donación  revo- 
cable o  irrevocai)le,  a  título  de  lejítima,  a 
una  persona  que  no  fuere  entonces  lejiti- 
maria  del  donante,  i  el  donatario  no  ad- 
quiriere después  la  calidad  de  lejitimario, 
se  resolverá  la  donación. 

Lo  mismo  se  observará  si  se  hubiere 
hecho  la  donación,  a  titulo  de  lejítima,  al 
que  era  entonces  lejitimario,  pero  después 
dejó  de  serlo  por  incapacidad,  indignidad, 
desheredación  o  repudiación,  o  por  haber 
sobrevenido  otro  lejitimario  de  mejor  de- 
reclio. 

Si  el  donatario,  descendiente  lejítimo, 
ha  llegado  a  faltar  de  cualquiera  de  esos 
modos,  las  donaciones  imputables  a  su  le- 
jítima se  imputarán  a  la  de  sus  descen- 
dientes lejítimos. 

1201.  Si  se  hiciere  una  donación  revo- 
cable o  irrevocable,  a  titulo  de  mejora,  a 
una  persona  que  se  creía  descendiente  le- 
jítimo del  donante  i  no  lo  era,  se  resolverá 
la  donación. 

Lo  mismo  sucederá  si  el  donatario,  des- 
cendiente lejitimo,  ha  llegado  a  faltar  por 
incapacidad,  indignidad,  desheredación  o 
repudiación. 

1202.  No  se  imputarán  a  la  lejítima  de 
una  persona  las  donaciones  o  las  asigna- 
ciones testamentarias  que  el  difunto  haya 


hecho  a  otra,  salvo  el  caso  del  art.  1200». 
inciso  tercero. 

1203.  Los  desembolsos  hechos  para  eí 
pago  de  las  deudas  de  un  lejitimario,  des- 
cendiente lejítimo,  se  imputarán  a  su  lejí- 
tima; pero  solo  en  cuanto  hayan  sido  úti- 
les para  el  pago  de  dichas  deudas. 

Si  el  difunto  hubiere  declarado  espresa— 
mente  por  acto  entre  vivos  o  testamentOi-. 
ser  su  ánimo  que  no  se  imputen  dichos- 
gastos  a  la  lejítima,  en  este  caso  se  consi- 
dorarán  como  una  mejora. 

Si  el  difunto  en  el  caso  del  inciso  ante- 
rior hubiere  asignado  al  mismo  lejitimario-. 
a  título  de  mejora  alguna  cuota  de  la  he- 
rencia o  alguna  cantidad  de  dinero,  se  im- 
putarán a  dicha  cuota  o  cantidad;  sin  per- 
juicio de  valer  en  lo  que  excedieren  a  ella» 
como  mejora,  o  como  el  difunto  espresa- 
mente  haya  ordenado. 

1204.  Si  el  difunto  hubiere  prometido, 
por  escritura  pública  entre  vivos,  a  un  des- 
cendiente lejítimo,  que  a  la  sazón  era  leji- 
timario, no  donar,  ni  asignar  por  testa-- 
mentó  parte  alguna  de  la  cuarta  de  mejo- 
ras, i  después  contraviniere  a  su  promesa,^ 
el  dicho  descendiente  lejítimo  tendrá  dere:- 
cho  a  que  los  asignatarios  de  esa  cuarta  le- 
enteren  lo  que  le  habría  valido  el  cumpli- 
miento de  la  promesa,  a  prorrata  de  loque- 
su  infracción  les  aprovechare. 

Cualesquiera  otras  estipulaciones  sobre 
la  sucesión  futura,  entre  un  lejitimario  i  el 
que  le  debe  la  lejítima,  serán  nulas  i  de- 
ningún  valor. 

1205.  Los  frutos  de  las  cosas  donadas» 
revocable  o  irrevocablemente,  a  título  de- 
lejítima  o  de  mejora,  durante  la  vida  del 
donante,  pertenecerán  al  donatario  desde- 
la  entrega  de  ellas,  i  no  figurarán  en  el 
acervo;  i  si  las  cosas  donadas  no  se  han  en- 
tregado al  donatario,  no  le  pertenecerá» 
los  frutos  sino  desde  la  muerte  del  donan- 
te; a  menos  que  éste  le  haya  donado  irre- 
vocaljlemente  i  de  un  modo  auténtico  no- 
solo  la  propiedad,  sino  el  usufructo  de  las- 
cosas  donadas. 

1206.  Si  al  donatario  de  especies  que 
deban  imputarse  a  su  lejítima  o  mejora,  le 
cupiere  definitivamente  una  cantidad  uo- 
inferior  a  lo  que  valgan  las  mismas  espe- 
cies, tendrá  derecho  a  conservarlas  i  exi~ 
jir  el  saldo,  i  no  podrá  obligar  a  los  demás, 
asignatarios  a  que  le  cambien  las  especies^ 
o  le  den  su  valor  en  dinero. 

I  si  le  cupiere  definitivamente  una  can- 
tidad inferior  al  valor  de  las  mismas  espe- 
cies, i  estuviere  obligado  a  pagar  un  saldOj. 
podrá  a  su  arbitrio  hacer  este  pago  en  di- 
nero, o  restituir  una  o  mas  de  dichas  es- 
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|)ec¡es,  i  exijir  la  debida  compensación  pe- 
cuniaria por  lo  que  el  valor  actual  de  las 
especies  que  restituya  excediere  al  saldo 
•que  debe. 

§  4.  De  los  desheredamientos . 

1207.  Desheredamiento  es  nndi  dispo- 
■sicion  testamentaria  en  que  se  ordena  que 
ua  lejitimario  sea  privado  del  todo  o  parte 
■de  su  lejítima. 

No  valdrá  el  desheredamiento  que  no  se 
conformare  a  las  reglas  que  en  .este  titulo 
"Se  espresan 

1208.  Un  descendiente  no  puede  ser 
•desheredado  sino  por  alguna  de  las  causas 
siguientes: 

I.*  Por  haber  cometido  injuria  grave 
contra  el  testador  en  su  persona,  lionor  o 
bienes,  o  en  la  persona,  honor  o  bienes  de 
•su  cónyuje,  o  de  cualquiera  de  sus  ascen- 
dientes o  descendientes  lejitiraos; 

2.*  Por  no  haberle  socorrido  en  el  es- 
tado de  demencia  o  destitución,  pudiendo; 

3.'  Por  haberse  valido  de  fuerza  o  dolo 
para  impedirle  testar; 

4.'  Por  haberse  casado  sin  el  consenti- 
miento de  un  ascendiente  o  sin  el  de  la 
justicia  en  subsidio,  estando  obligado  a 
obtenerlo; 

5.*  Por  haber  cometido  un  delito  a  que 
se  haya  aplicado  alguna  de  las  penas  de- 
signadas en  el  número  4."  del  articulo  267; 
■o  por  haberse  abandonado  a  los  vicios  o 
«jercido  granjerias  infames;  a  menos  que 
se  pruebe  que  el  testador  no  cuidó  de  la 
educación  del  desheredado. 

Los  ascendientes  podrán  ser  deshereda- 
dos por  cualquiera  de  las  tres  primeras 
-causas. 

1209.  No  valdrá  ninguna  de  las  causas 
de  desheredamiento  mencionadas  en  el  ar- 
tículo anterior,  si  no  se  espresa  en  el  tes- 
tamento específicamente,  i  si  ademas  no 
se  liubiere  probado  judicialmente  en  vida 
del  testador,  o  las  personas  a  quienes  inte- 
í^sare  el  desheredamiento  no  la  probaren 
■después  de  su  muerte. 

Sin  embargo,  no  será  necesaria  la  prue- 
ba, cuando  el  desheredado  no  reclamare  su 
lejitima  dentro  de  los  cuatro  años  subsi- 
guientes a  la  apertura  de  sucesión;  o  den- 
tro de  los  cuatro  años  contados  desde  el 
dia  en  que  haya  cesado  su  incapacidad  de 
administrar,  si  al  tiempo  de  abrirse  la 
sucesión  era  incapaz. 

1210.  Los  efectos  del  desheredamien- 
to, si  el  desheredador  no  los  limitare  es- 
presamente,  se  estienden  no  solo  a  las  le- 
.jttimas,  sino  a  todas  las  asignaciones  por 


causa  de  muerte  i  a  todas  las  donaciones 
que  le  haya  hecho  el  desheredador. 

Pero  no  se  estienden  a  los  alimentos  ne- 
cesarios, escepto  en  los  casos  de  injuria 
atroz. 

1211.  El  desheredamiento  podrá  revo- 
carse, como  las  otras  disposiciones  testa- 
mentarias, i  la  revocación  podrá  ser  total 
o  parcial;  pero  no  se  (.-ntundorá  revi);jado 
tácitamente,  por  haber  intervenido  recon- 
ciliación; ni  el  desheredado  será  admitido 
a  probar  que  hubo  intención  de  revocarlo. 

TITILO  VI 

Oft  la  revucacioii  á  rufuriuadel  testauíento. 

§  1.  De  la  reiiocacion  del  testamento. 

1212.  El  testamento  que  ha  sido  otor- 
gado válidamente  no  puede  invalidarse  si- 
no por  la  revocación  del  testador. 

Sin  embargo,  los  testamentos  privilejia- 
dos  caducan  sin  necesidad  de  revocación, 
en  los  casos  previstos  por  la  lei. 

La  revocación  puede  ser  total  o  parcial. 

1213.  El  testamento  solemne  puede  ser 
revocado  espresamente  en  todo  o  parte, 
por  un  testamento  solemne  o  privilejiado. 

Pero  la  revocación  que  se  hiciere  en  un 
testamento  privilejiado  caducará  con  el 
testamento  que  la  contiene,  i  subsistirá  el 
anterior. 

1214.  Si  el  testamento  que  revoca  un 
testamento  anterior  es  revocado  a  su  vez, 
no  revive  por  esta  revocación  el  primer 
testamento,  a  menos  que  el  testador  ma- 
nifieste voluntad  contraria. 

1215.  Un  testamento  no  se  revoca  tá- 
citamente en  todas  sus  partes  por  la  exis- 
tencia de  otro  u  otros  posteriores. 

Los  testamentos  posteriores  que  espre- 
samente no  revoquen  los  anteriores,  deja- 
rán subsistentes  en  éstos  las  disposiciones 
que  no  sean  incompatibles  con  las  poste- 
riores, o  contrarias  a  ellas. 

§.  2.  De  la  reforma  del  testamento. 

1216.  Los  lejitimarios  a  quienes  el  tes- 
tador no  haya  dejado  lo  que  por  lei  les 
corresponde,  tendrán  derecho  a  que  se  re- 
forme a  su  favor  el  testamento,  i  podrán 
intentar  la  acción  de  reforma,  (ellos  o  las 
personas  a  quienes  se  hubieren  trasmití  o 
sus  derechos),  dentro  de  los  cuatro  años 
contados  desde  el  dia  en  que  tuvieron  co- 
nocimiento del  testamento  i  de  su  calidad 
de  lejitimarios. 

Si  el  lejitimario,  a  la  apertura  de  la  su- 
cesión, no  tenia  la  administración  de  sus 
bienes,  no  prescribirá  en  él  la  acción  de 
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reforma  antes  de  la  espiración  de  cuatro 
años  contados  desde  el  dia  en  que  tomare 
esa  administración 

1217.  En  joneral,  lo  que  por  lei  corres- 
ponde a  los  lejitiinarios  i  lo  que  tienen  de- 
recho a  reclamar  por  la  acción  de  reforma, 
es  su  lejítima  rigorosa,  o  la  efectiva  en  su 
caso. 

El  lejitimario  que  ha  sido  indebidamen- 
te desheredado,  tendrá,  ademas,  derecho 
para  que  subsistan  las  donaciones  entre 
vivos  comprendidas  en  la  desheredación. 

1218.  El  haber  sido  pasado  en  silencio 
un  lejitimario  deberá  entenderse  como  una 

-institución  de  heredero  en  su  lejitima. 

Conservará  ademas  las  donaciones  re- 
vocables que  el  testador  no  hubiere  revo- 
cado. 

1219.  Contriljuirán  a  formar  o  inte- 
grar lo  que  en  razón  de  su  lejitima  se  debe 
al  demandante  los  lejitimarios  del  mismo 
orden  i  grado. 

1220.  Si  el  que  tiene  descendientes  le- 
jitimoá  dispusiere  de  cualquiera  parte  de  la 
cuarta  de  mejoras  a  favor  de  otras  perso- 
nas, tendrán  también  derecho  los  lejitima- 
rios para  que  en  eso  se  reforme  el  testa- 
mento, i  se  les  adjudique  dicha  parte. 

1221.  El  cónyuje  sobreviviente,  ten- 
drá acción  de  reforma  para  la  integración 
de  su  porción  conyugal,  según  las  reglas 
precedentes. 

TIT(]I.O   Vil 

De  la  apertura  de  la  í!iiicesi<»n  y  de  su  acep- 
(acioD,  repudiación  é  inventario. 

§  1.  Reglas  Jenerales. 

1222.  Desde  el  momento  de  abrirse 
una  sucesión,  todo  el  que  tenga  interés  en 
ella,  o  se  presuma  que  pueda  tenerlo,  po- 
drá pedir  que  los  muebles  i  papeles  de  la 
sucesión  se  guarden  bajo  llave  i  sello,  has- 
ta que  se  proceda  al  inventario  solemne  de 
los  bienes  i  efectos  hereditarios. 

No  se  guardarán  bajo  llave  i  sello  los 
muebles  domésticos  de  uso  cotidiano,  pero 
se  formará  lista  de  ellos. 

La  guarda  i  aposición  de  sellos  deberán 
l)acer~e  por  el  ministerio  del  juez  con  las 
formalidades  legales. 

1223.  Si  los  bienes  de  la  sucesión  es- 
tuvieren esparcidos  en  diversos  departa- 
mentos, el  juez  del  departamento  en  que 
se  hubiere  abierto  la  sucesión,  a  instancia 
de  cualquiera  de  los  herederos  o  acreedo- 
res, dirijirá  exhortes  a  los  jueces  de  los 
otros  departamentos,  para  que  procedan 
por  su  parte  a  la  guarda  i  aposición  de  se- 


llos, hasta  el  correspondiente  inventario 
en  su  caso. 

1224.  El  costo  de  la  guarda  i  aposi- 
ción de  sellos  i  de  los  inventarios  gravará 
los  bienes  todos  de  la  sucesión,  a  menos 
que  determinadamente  recaigan  sobre  una 
parte  de  ellos,  en  cuyo  caso  gravarán  esa 
sola  parte. 

1225.  Todo  asignatario  puede  aceptar 
o  repudiar  libremente. 

Esceptúanse  las  personas  que  no  tuvie~ 
ren  la  libre  administración  de  sus  bienes, 
las  cuales  no  podrán  aceptar  o  repudiar» 
sino  por  niedio  o  con  el  consentimiento  de 
sus  representantes  legales. 

Se  les  prohibe  aceptar  por  si  solas,  aun 
con  beneficio  de  inventario. 

La  mujer  casada,  sin  embargo,  podrá 
aceptar  o  repudiar  con  autorización  judi- 
cial, en  defecto  de  la  del  marido;  confor- 
mándose a  lo  prevenido  en  el  incifo  tinaí 
del  art.  146. 

1226.  No  se  puede  aceptar  asignación 
alguna,  sino  después  que  se  ha  deferido. 

Pero  después  de  la  muerte  de  la  persona 
de  cuya  sucesión  se  trata,  se  podrá  repu- 
diar toda  asignación,  aunque  sea  condicio- 
nal i  esté  pendiente  la  condición. 

Se  mirará  como  repudiación  intempesti- 
va, i  no  tendrá  valor  alguno,  el  permiso 
concedido  por  un  lejitimario  al  que  le  debe 
la  lejítima  para  que  pueda  testar  sin  con- 
sideración a  ella. 

1227.  No  se  puede  aceptar  o  repudiar 
condicionalmente,  ni  hasta  o  desde  cierto 
día. 

1228.  No  se  puede  aceptar  una  parte 
o  cuota  de  la  asignación  i  repudiar  el 
resto. 

Pero  si  la  asignación  hecha  a  una  per- 
sona se  trasmite  a  sus  herederos  según  el 
artículo  957,  puede  cada  uno  de  éstos  acep- 
tar o  repudiar  su  cuota. 

1229.  Se  puede  aceptar  una  asigna- 
ción i  repudiar  otra;  pero  no  se  podrá  re- 
pudiar la  asignación  gravada,  i  aceptar  las 
otras,  a  menos  que  se  defiera  separada- 
mente por  derecho  de  acrecimiento  o  de 
trasmisión,  o  de  sustitución  vulgar  o  fídei- 
comisaria;  o  a  menos  que  se  haya  conce- 
dido al  asignatario  la  facultad  de  repudiar- 
la separadamente. 

1230.  Si  un  asignatario  vende,  dona, 
o  trastiere  de  cualquiíír  modo  a  otra  per- 
sona el  objeto  que  se  le  ha  deferido,  o  el 
derecho  de  suceder  en  él,  se  entiende  que 
por  el  mismo  hecho  acepta. 

1231.  El  heredero  que  ha  sustraído 
efectos  pertenecientes  a  una  sucesión, 
pierde  la  facultad  de  repudiar  la  herencia,. 
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i  no  obstante  su  repudiación  permanecerá 
heredero;  pero  no  tendrá  parte  alguna  en 
los  objetos  sustraídos. 

El  legatario  que  lia  sustraido  objetos 
pertenecientes  a  una  sucesión  pierde  los 
derechos  que  como  legatario  pudiera  tener 
sobre  dichos  objetos,  i  no  teniendo  el  do- 
minio de  ellos  será  obligado  a  restituir  el 
duplo. 

Uno  i  otro  quedarán,  ademas,  sujetos 
criminalmente  a  las  penas  que  por  el  de- 
lito correspondan. 

1232.  Todo  asignatario  será  obligado, 
en  virtud  de  demanda  de  cualquier  perso- 
na interesada  en  ello,  a  declarar  si  acepta 
o  repudia;  i  hará  esta  declaración  dentro 
de  los  cuarenta  dias  subsiguientes  al  de  la 
demanda  (1).  En  caso  de  ausencia  del  asig- 
natario o  de  estar  situados  los  bienes  en 
lugares  distantes,  o  de  otro  grave  motivo, 
podrá  el  juez  prorrogar  este  plazo;  pero 
nunca  por  mas  de  un  año. 

Durante  este  plazo  tendrá  todo  asigna- 
tario la  facultad  de  inspeccionar  el  objeto 
asignado;  podrá  implorar  las  providencias 
conservativas  que  le  conciernan;  i  no  será 
obligado  al  pago  de  ninguna  deuda  heredi- 
taria o  testamentaria;  pero  podrá  serlo  el 
aíbacea  o  curador  de  la  herencia  yacente 
en  sus  casos 

El  heredero,  durante  el  plazo,  podrá 
también  inspeccionar  las  cuentas  i  papeles 
de  la  sucesión. 

Si  el  asignatario  ausente  no  comparecie- 
re por  sí  o  por  lejítimo  representante  en 
tiempo  oportuno,  se  le  nombrará  curador 
de  bienes  que  le  represente,  i  acepte  por  él 
con  beneficio  de  inventario. 

1233.  El  asignatario  constituido  en 
mora  de  declarar  si  acepta  o  repudia,  se 
entenderá  que  repudia. 

1234.  La  aceptación,  una  vez  hecha 
con  los  requisitos  legales,  no  podrá  rescin- 
dirse, sino  en  el  caso  de  haber  sido  obte- 
nida por  fuerza  o  dolo,  i  en  el  de  lesión  gra- 
ve a  virtud  de  disposiciones  testamentarias 
de  que  no  se  tenia  noticia  al  tiempo  de 
aceptarla. 

Esta  regla  se  estiende  aun  a  los  asigna- 
tarios que  no  tienen  la  libre  administración 
de  sus  bienes. 

Se  entiende  por  lesión  grave  la  que  dis- 
minuyere el  valor  total  de  la  asignación  en 
mas  de  la  mitad.  " 

1235.  La  repudiación  no  se  presume  de 
derecho  sino  en  los  casos  previstos  por  la  leí. 


(1)  Conveniente  habría  sido  que  se  hubiesen  in- 
tercalado las  palabras  al  en  que  se  notificó,  etcéte- 
ra, que  es  sin  duda  el  punto  de  partida  del  plazo. 


1236.  Los  que  no  tienen  la  libre  admi- 
nistración de  sus  bienes  no  pueden  repu-- 
diar  una  asignación  a  titulo  universal,  ni 
una  asignación  de  bienes  raices,  o  de  bie- 
nes muebles  que  valgan  mas  de  mil  pesos, 
sin  autorización  judicial  con  conocimiento 
de  causa. 

El  marido  no  puede  repudiar  una  asig- 
nación deferida  a  su  mujer,  sino  con  el 
consentimiento  de  ésta,  si  fuere  capaz  de 
prestarlo,  o  con  autorización  de  la  justicia 
en  subsidio  Repudianio  de  otra  manera, 
la  repudiación  será  nula,  i  1 1  mujer  tendrá 
derecho  para  ser  indemnizada  de  lodo  per- 
juicio por  el  marido;  quedándole  a  salvo  el 
derecho  que  contra  terceros  hubiere. 

1237.  Ninguna  persona  tendrá  dere- 
cho para  qut.'  se  rescinda  su  repudiación, 
a  menos  que  la  misma  persona  o  su  lejíti- 
mo representante  hayan  sido  inducidos 
por  fuerza  o  dolo  a  repudiar. 

1238.  Los  acreedores  del  que  repudia 
en  perjuicio  de  los  derechos  de  ellos,  po- 
drán hacerse  autorizar  por  el  juez  para 
aceptar  por  el  deudor.  En  este  caso  la  re- 
pudiación no  se  rescinde  sino  en  favor  de 
los  acreedores  i  hasta  concurrencia  de  sus 
créditos;  i  en  el  sobrante  subsiste. 

1239.  Los  efectos  de  la  aceptación  o 
repudiación  de  una  herencia  se  retrotraen 
al  momento  en  que  ésta  haya  sido  defe- 
rida. 

Otro  tanto  se  aplica  a  los  legados  de  es- 
pecies. 

§2.  Reglas  particulares  relaticas 
a  las  herencias. 

1240.  Si  dentro  de  quince  dias  de 
abrirse  la  sucesión  no  se  hubiere  aceptado 
la  herencia  o  una  cuota  de  ella,  ni  hubiere 
albacea  a  quien  el  testador  haya  conferido 
la  tenencia  de  los  bienes  i  que  haya  acep- 
tado su  encargo,  el  juez,  a  instancia  del 
cónyuje  sobreviviente,  o  de  cualquiera  de 
los  parientes  o  dependientes  del  difunto,  o 
de  otra  persona  interesada  en  ello,  o  de 
oficio,  declarará  yacente  la  herencia;  se 
insertará  esta  declaración  en  un  periódico 
del  departamento,  si  lo  hubiere,  i  en  carte- 
les que  se  fijarán  en  tres  de  los  parajes  mas 

■  frecuentidos  del  mismo;  i  se  procederá  al 
nombramiento  de  curador  de  la  herencia 
yacente. 

Si  hubiere  dos  o  mas  herederos  i  acepta- 
re uno  de  ellos,  tendrá  Ll  administración 
de  todos  ¡os  bienes  hereditarios  proindivi- 
so,  previo  inventario  solemne;  ¡aceptando 
sucesivamente  sus  coherederos,  i  suscri- 
biendo el  inventario,  tomarán  parte  en  la 
administración. 
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Mientras  no  hayan  aceptado  todos,  las 
facultades  del  heredero  o  herederos  que 
admuiistren  .serán  las  mismas  de  los  cura- 
dores de  la  herencia  yacente,  pero  no  se- 
rán obIij;ados  a  presta'r  caución,  salvo  que 
haya  motivo  de  temer  que  bajo  su  admi- 
nistración peligren  los  bienes. 

1241.  La  aceptación  de  una  herencia 
puede  ser  espresa  o  tácita .  Es  espresa 
cuando  se  toma  el  titulo  de  heredero;  i  es 
tácita  cuando  el  heredero  ejecuta  un  acto 
que  supone  necesariamente  su  intención  de 
aceptar,  i  que  no  hubiera  tenido  derecho  de 
ejecutar,  sino  en  su  calidad  de  heredero. 

1242.  Se  entiende  que  alguien  toma  el 
titulo  de  heredero,  cuando  lo  hace  en  es- 
critura pública  o  privada  obligándose  como 
tal  heredero,  o  en  un  acto  de  tramitación 
judicial. 

1243.  Los  actos  puramente  conserva- 
tivos, los  de  inspección  i  administración 
provisoria  urjente,  no  son  actos  que  supo- 
nen por  si  solos  la  aceptación. 

1244.  La  enajenación  de  cualquier 
efecto  hereditario,  aun  para  objetos  de  ad- 
ministración urjente,  es  acto  de  heredero, 
si  no  ha  sido  autorizada  por  el  juez  a  peti- 
ción del  heredero,  protestando  éste  que  no 
es  su  ánimo  obligarse  en  calidad  de  tal. 

1245.  El  que  hace  acto  de  heredero  sin 
previo  inventarlo  solemne,  sucede  en  todas 
las  obligaciones  trasmisibles  del  difunto  a 
prorrata  de  su  cuota  hereditaria,  aunque 
le  impongan  un  gravamen  que  exceda  al 
valor  de  los  bienes  que  hereda. 

Habiendo  precedido  inventario  solemne, 
gozará  del  beneficio  de  inventario. 

1246.  El  que  a  instancia  de  un  acree- 
dor hereditario  o  testamentario  ha  sido  ju- 
dicialmente declarado  heredero,  o  conde- 
nado como  tal,  se  entenderá  serlo  respecto 
de  los  demás  acreedores,  sin  necesidad  de 
nuevo  juicio. 

La  misma  regla  se  aplica  a  la  declara- 
ción judicial  de  haber  aceptado  pura  i  sim- 
plemente o  con  beneficio  de  inventario. 

§  3.  DcL  beneficio  de  inoentario. 

1247.  El  beneficio  de  inventario  con- 
siste en  no  hacer  a  los  herederos  que  acep- 
tan, responsables  de  las  obligaciones  here- 
ditarias i  testamentarias,  sino  hasta  con- 
currencia del  valor  total  de  los  bienes  que 
han  heredado. 

1248.  Si  de  muchos  coherederos  los 
unos  quieren  aceptar  con  beneficio  de  in- 
ventario i  los  otros  no,  todos  ellos  .serán 
obligados  a  aceptar  con  beneficio  de  in- 
ventario. 


1249.  El  testador  no  podrá  prohibirá 
un  heredero  el  aceptar  con  beneficio  de  in- 
ventario. 

1250.  Las  herencias  del  fisco  i  de  to- 
das las  corporaciones  i  establecimientos 
públicos  se  aceptarán  precisamente  con 
beneficio  de  inventario. 

Se  aceptarán  de  la  misma  manera  las 
herencias  que  recaigan  en  personas  que 
no  pueden  aceptar  o  repudiar  sino  por  el 
ministerio  o  con  autorización  de  otras. 

No  cumpliéndose  con  lo  dispuesto  en 
este  articulo,  las  personas  naturales  o  ju- 
rídicas representadas,  no  serán  obligadas 
por  las  deudas  i  cargas  de  la  sucesión  sino 
hasta  concurrencia  de  lo  que  existiere  de 
la  herencia  al  tiempo  de  la  demanda  o  se 
probare  haberse  empleado  efectivamente 
en  beneficio  de  ellas. 

1251.  Los  herederos  fiduciarios  son 
obligados  a  aceptar  con  beneficio  de  in- 
ventario. 

1232.  Todo  heredero  conserva  la  fa- 
cultad de  aceptar  con  beneficio  de  inven- 
tario mientras  no  haya  hecho  acto  de  he- 
redero. 

1253.  En  la  confección  del  inventario 
se  observará  lo  prevenido  para  el  de  los  tu- 
tores i  curadores  en  los  artículos  3s2  i  si- 
guientes, i  lo  que  en  el  CóJigo  de  Enjui- 
ciamiento se  prescribe  para  los  inventa- 
rios solemnes. 

1254.  Si  el  difunto  ha  tenido  parte  en 
una  sociedad,  i  por  una  cláusula  del  con- 
trato ha  estipulado  que  la  sociedad  conti- 
núe con  sus  herederos  después  de  su  muer- 
te, no  por  eso  en  el  inventario  que  haya 
de  hacerse  dejarán  de  ser  comprendidos 
los  bienes  sociales;  sin  perjuicio  de  que  los 
asociados  sigan  administrándolos  hasta  la 
espiración  de  la  sociedad,  i  sin  que  por 
ello  se  les  exija  caución  alguna. 

1255.  Tendrán  derecho  de  asistir  al 
inventario  el  albacea,  el  curador  de  la  he- 
rencia yacente,  los  herederos  presuntos 
testamentarios  o  abintestato,  el  cónyuje 
sobreviviente,  los  legatarios,  los  socios  de 
comercio,  los  fideicomisarios  i  todo  acree- 
dor hereditario  que  presente  el  titulo  de  su 
crédito.  Las  personas  antedichas  podrán 
ser  representadas  por  otras  que  exhiban 
escritura  pública  o  privada  en  que  se  les 
cometa  este  encargo,  cuando  no  lo  fueren 
por  sus  maridos,  tutores,  curadores  o  cua- 
lesquiera otros  lejitimos  representantes. 

Todas  estas  personas  tendrán  derecho 
de  reclamar  contra  el  inventario  en  lo  que 
les  pareciere  inexacto 

1256.  El  heredero  que  en  la  confec- 
ción del   inventario  omitiere  de  mala  fe 
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hacer  mención  de  cualquiera  parte  de  los 
bienes,  por  pequeña  que  sea,  o  supusiere 
deudas  que  no  existen,  no  gozará  del  be- 
neficio de  inventario. 

1257.  El  que  acepta  con  beneficio  de 
inventario  se  hace  responsable  no  solo  del 
valor  de  los  bienes  que  entonces  el'ectiva- 
nienle  reciba,  sino  de  aquellos  que  poste- 
riormente sobreven,^an  a  la  herencia  sobre 
que  recaiga  el  inventario. 

Se  agregará  la  relación  i  tasación  de  es- 
tos bienes  al  inventario  existente  con  las 
mismas  formalidades  que  para  hacerlo  se 
observaron. 

1358.  Se  hará  asimismo  responsable 
de  todos  los  créditos  como  si  los  hubiese 
efectivamente  cobrado;  sin  perjuicio  de 
que  para  su  descargo  en  el  tiempo  debido 
justitique  lo  que  sin  culpa  suya  haya  deja- 
do de  cobrar,  poniendo  a  disposición  de  los 
interesados  las  acciones  i  títulos  insolutos. 

1259.  Las  deudas  i  créditos  del  here- 
dero beneficiario  no  ?e  confunden  con  las 
deudas  i  créditos  de  la  sucesión. 

1260.  El  heredero  beneñciario  será 
responsable  hasta  por  culpa  leve  de  la  con- 
servación de  las  especies  o  cuerpos  cier- 
tos que  se  deban. 

Es  de  su  corgo  el  peligro  de  los  otros  bie- 
nes de  la  sucesión,  i  solo  será  responsable 
de  los  valores  en  que  hubieren  sido  ta- 
.sados. 

1261.  El  heredero  beneficiario  podrá 
en  todo  tiempo  exonerarse  de  sus  obliga- 
ciones, abandonando  a  los  acreedores  los 
bienes  de  la  sucesión  que  deba  entregar  en 
especie,  i  el  saldo  que  reste  de  los  otros,  i 
obteniendo  de  ellos  o  del  juez  la  aprobación 
de  la  cuenta  que  de  su  administración  de- 
berá presentarles. 

1262.  Consumidos  los  bienes  de  la  su- 
cesión, o  la  parte  que  de  ellos  hubiere  ca- 
bido al  heredero  beneñciario,  en  el  pago 
délas  deudas  i  cargas,  deberá  el  juez,  a 
petición  del  heredero  beneficiario,  citar  por 
edictos  a  los  acreedores  hereditarios  i  tes- 
tamentarios que  no  hayan  sido  cubiertos, 
para  que  reciban  de  dicho  heredero  la 
cuenta  exacta  i  en  lo  posible  documentada 
de  todas  las  inversiones  que  haya  hecho;  i 
aprobada  la  cuenta  por  ellos,  o  en  caso  de 
discordia  por  el  juez,  el  heredero  benefi- 
ciario será  declarado  libre  de  toda  respon- 
sabilidad ulterior. 

1263.  El  heredero  beneñciario  que 
opusiere  a  una  demanda  la  escepcion  de 
estar  ya  consumidos  en  el  pago  de  deudas 
i  cargas  los  bienes  hereditarios  o  la  porción 
de  ellos  que  le  hubiere  cabido,  deberá  pro- 
barlo presentando  a  los  demandantes  una 


cuenta  exacta  i  eii  lo  posible  documentada 
de  todas  las  inversiones  que  haya  hecho. 

§  4.  De  la  petición  de  herencia  //  de  otras 
•  acciones  del  heredero. 

Í264.  El  que  probare  su  derecho  a  una 
herencia,  ocupada  por  otra  persona  en  ca- 
lidad de  heredero,  tendrá  acción  para  que 
se  le  adjudique  la  herencia,  i  se  le  restitu- 
yan las  cosas  hereditarias,  tanto  corpora- 
les como  incopporaLs;  i  aun  aquellas  de 
que  el  difunto  era  mero  tenedor,  como  de- 
positario, comodatario,  prendario,  arren- 
datario, etc.,  i  que  no  hubieren  vuelto  le- 
jitimamente  a  sus  dueños. 

1265.  Se  estiende  la  misma  acción  no 
solo  a  las  cosas  que  al  tiempo  de  la  muerte 
pertenecían  al  difunto,  sino  a  los  aumen- 
tos que  posteriormente  haya  tenido  la  he- 
rencia. 

1266.  A  la  restitución  de  los  frutos  i 
al  abono  de  mejoras  en  la  petición  de  he- 
rencia, se  aplicarán  las  mismas  regias  que 
en  la  ;iccion  reivindicatoría. 

1267 .  El  que  de  buena  fe  hubiere  ocu- 
pado la  herencia  no  será  responsable  de 
las  enajenaciones  o  deterioros  de  las  cosas 
hereditarias,  sinoen  cuanto  le  hayan  hecho 
mas  rico;  pero  habiéndola  ocupado  de  ma- 
la fe,  lo  será  de  todo  el  importe  de  las  ena- 
jenaciones i  deterioros. 

1268.  El  heredero  podrá  también  hacer 
uso  de  la  acción  reivindicatoría  sobre  co- 
sas hereditarias  reivindicables,  que  hayan 
pasado  a  terceros,  i  no  hayan  sido  pres- 
critas por  ellos. 

Si  preñere  usar  de  esta  acción,  conser- 
vará, sin  embargo,  su  derecho  para  que  el 
que  ocupó  de  mala  fe  la  herencia  le  com- 
plete lo  que  por  el  recurso  contra  tei'ceros 
poseedores  no  hubiere  podido  obtener,  i  le 
deje  enteramente  indemne;  i  tendrá  igual 
derecho  contra  el  que  ocupó  de  buena  fe 
la  herencia  en  cuanto  por  el  articulo  pre- 
cedente se  hallare  obligado. 

1269.  El  derecho  de  petición  de  he- 
rencia espira  en  treinta  años.  Pero  el  he- 
redero putativo,  en  el  caso  del  inciso  ñnal 
del  articulo  704,  podrá  oponer  a  esta  ac- 
ción la  prescripción  de  diez  años  contados 
como  para  la  adquisición  del  dominio. 

TITULO  TIII 

De  los  ejecutores  testamentarios. 

1270.  Ejecutores  testamentarios  o  aL- 
baceas  son  aquellos  a  quienes  el  testador 
da  el  encargo  de  hacer  ejecutar  sus  dispo- 
siciones. 

1271.  No   habiendo  el   testador  nom- 
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brado  albacea,  o  faltando  el  nombrado,  el 
encargo  de  hacer  ejecutar  las  disposicio- 
nes del  testador  pertenece  a  los  here- 
deros 

1272.  No  puede  ser  albacea  el  menor, 
aun  liabilit  do  de  edad. 

Ni  las  personas  designadas  en  los  artí- 
culos 497  1  498. 

1273.  La  mujer  ca*ada  no  puede  ejer- 
cer el  albaceazgo  sin  autorización  de  su 
marido  o  de  la  justicia  en  subsidio. 

De  cualquiera  de  estos  dos  modos  que  lo 
ejerza  obliga  solamente  sus  bienes  pro- 
pios. 

1274.  La  viuda  que  fuere  albacea  de  su 
niiirido  difunto,  deja  de  serlo  por  el  hecho 
de  pasar  a  otras  nupcias. 

1275.  La  incapacidad  sobreviniento 
pone  ttn  a  el  albaceazgo. 

1276.  El  juez,  a  instancia  de  cualquie- 
ra de  los  interesados  en  la  sucesión,  seña- 
lará un  plazo  razonable  dentro  del  cual 
comparezca  el  albacea  a  ejercer  su  cargo, 
o  escusarse  de  servirlo;  i  podrá  el  juez  en 
caso  necesario  ampliar  por  ana  sola  vez  el 
plazo. 

Si  el  albicea  estuviere  en  mora  de  com- 
parecer, caducará  su  nombramiento. 

1277.  El  albacea  nombrado  puede  re- 
chazar libremente  es:e  cargo. 

Si  lo  rechazare  sin  probar  inconvenien- 
te grave,  se  hará  indigno  de  suceder  al 
testador,  con  arreglo  al  art.  971,  inciso  se- 
gundo. 

1278.  Aceptando  espresa  o  tácitamen- 
te el  cargo,  está  obligado  a  evacuarlo,  es- 
cepto  I  n  los  casos  en  que  es  licito  al  man- 
datario exonerarse  del  suyo. 

La  dimisión  del  cargo  con  causa  lejiti- 
male  priva  solo  de  una  parte  proporciona- 
da de  la  asignación  que  se  le  haya  he- 
cho en  recompensa  del  servicio. 

1279.  El  albaceazgo  no  es  trasmisible 
a  los  herederos  del  albacea. 

1280.  El  albaceazgo  es  indelegable,  a 
menos  que  el  testador  haya  concedido 
espresamente  la  facultad  de  delegarlo. 

El  albacea,  sin  embargo,  podrá  consti- 
tuir mandatarios  que  obren  a  sus  órdenes; 
pero  será  responsable  de  las  operaciones  de 
éstos. 

1281.  Siendo  muchos  los  albaceas,»to- 
dos  son  solidariamente  responsables,  a 
menos  que  el  testador  los  haya  exonerado 
de  la  solidaridad,  o  que  el  mismo  testa- 
dor o  el  juez  hayan  dividido  sus  atribucio- 
nes, i  cada  uno  se  ciña  a  las  que  le  in- 
cumban. 

1282.  El  juez  podrá  dividir  las  atribu- 
ciones, en  ventaja  de  la  administración,  i 


a  pedimento  de  cualquiera  de  los  albaceas, 
o  de  cualquiera  de  los  interesados  en  la 
sucesión. 

1283.  Habiendo  dos  o  mas  albaceas 
con  atribuciones  comunes,  todos  ellos 
obrarán  de  consuno,  de  la  misma  manera 
que  se  previene  para  los  tutores  en  el  ar- 
ticulo 413. 

El  juez  dirimirá  las  discordias  que  pue- 
dan ocurrir  entre  ellos 

El  testador  podrá  autorizarlos  para  obrar 
separadamente;  pero  por  esta  sola  autori- 
zación no  se  entenderá  que  los  exonera  de 
su  responsabilidad  solidai-ia. 

1284.  Toca  a  el  albacea  velar  sobre  la 
seguridad  de  los  bienes;  hacer  que  se  guar- 
de bajo  llave  i  sello  el  dinero,  muebles  i 
papeles,  mientras  no  haya  inventario  so- 
lemne, i  cuidar  de  que  se  proceda  a  este 
inventario,  con  citación  de  los  herederos  i 
de  los  demás  interesados  en  la  sucesión, 
salvo  que  siendo  todos  los  herederos  capa- 
ces de  administrar  sus  bienes,  determinen 
unánimemente  que  no  se  haga  inventario 
solemne. 

1285.  Todo  albacea  será  obligado  a 
dar  noticia  de  la  apertura  de  la  sucesión 
por  avisos  publicados  en  el  periódico  del 
departamento,  si  lo  hubiere,  o  no  habién- 
dolo, en  carteles  que  se  Hjarán  en  tres  de 
los  parajes  mas  púljlicos  de  la  ciudad  ca- 
becera; i  cuidará  de  que  se  cite  a  los  acree- 
dores por  edictos  que  se  publicarán  de  la 
misma  manera. 

1286.  Sea  que  el  testador  haya  enco- 
mendado o  no  a  él  albacea  el  pago  de  sus 
deudas,  será  éste  obligado  a  exijir  que  en 
la  partición  de  los  bienes  se  señale  un  lote 
o  hijuela  suñciente  para  cubrir  las  deudas 
conocidas. 

1287.  La  omisión  de  las  dilijencias 
prevenidas  en  los  dos  artículos  anteriores, 
hará  responsable  a  el  albacea  de  todo 
perjuicio  que  ella  irrogue  a  los  acreedores. 

Las  mismas  obligaciones  i  responsabili- 
dad recaerán  sobre  los  herederos  presen- 
tes que  tengan  la  libre  administración  de 
sus  bienes,  o  sobre  los  respectivos  tutores 
o  curadores,  i  el  marido  de  la  mujer  here- 
dera, que  no  está  separada  de  bienes. 

1288.  El  albacea  encargado  de  pagar 
deudas  hereditarias,  lo  hará  precisamente 
con  intervención  de  los  herederos  presen- 
tes o  del  curador  de  la  herencia  yacente 
en  su  caso. 

1289.  Aunque  el  testador  haya  enco- 
mendado a  el  albacea  el  pago  de  sus  deu- 
das, los  acreedores  tendrán  siempre  espe- 
dita  su  acción  contra  los  herederos,  si  et 
albacea  estuviere  en  mora  de  pagarles. 
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1290.  Pagará  los  legados  que  no  se 
hayan  impuesto  a  determinado  heredero  o 
legatario;  para  lo  cual  exijirá  a  los  herede- 
ros o  al  curador  de  la  herencia  yacente  el 
dinero  (|ue  sea  menester  y  las  especies 
muebles  o  inmuebles  en  que  consistan  los 
legados,  si  el  testador  no  le  hubiere  dejado 
la  tenencia  del  dinero  o  de  las  especies. 

Los  herederos,  sin  embargo,  podrán  lia- 
cer  el  pago  de  los  dichos  legados  por  sí 
mismos,  i  satisfacer  a  el  albacea  con  las 
respectivas  cartas  de  pago;  a  menos  que 
el  legado  consista  en  una  obra  o  hecho 
particularmente  encomendado  a  el  albacea 
i  sometido  a  su  juicio. 

1291.  Si  hubiere  legados  para  objetos 
de  beneficencia  pública,  dará  conocimien- 
to de  ellos,  con  inserción  de  las  respecti- 
vas cláusulas  testamentarias,  al  ministerio 
público;  a  quien  asimismo  denunciará  la 
neglijencia  de  los  herederos  o  legatai'ios 
obligados  a  eh'os,  o  du\  curador  de  la  he- 
rencia yacente,  en  su  caso. 

El  ministerio  público  perseguirá  judi- 
cialmente a  los  omisos,  o  delegará  esta 
estion  al  defensor  de  obras  pias. 

De  los  legados  destinidos  a  obras  de 
piedad  relijiosa,  como  sufrajios,  aniversa- 
rios, capellanías,  casas  do  ejercicios  espi- 
rituales, tiestas  eclesiásticas,  i  otros  seme- 
jantes, dará  cuenta  al  ministerio  público, 
i  al  ordinario  eclesiástico,  que  podrá  im- 
plorar en  su  caso  ante  la  autoridad  civil 
las  providencias  judiciales  necesarias  para 
que  los  obligados  a  prestar  estos  legados 
los  cumplan. 

El  ministerio  público,  el  defensor  de 
obras  pias  i  el  ordinario  eclesiástico  en  su 
caso,  podrán  también  proceder  espontá- 
neamentea  ladilijencia  antedicha  contra  el 
albacea,  los  herederos  o  legatarios  omisos. 

El  mismo  derecho  se  concede  a  las  mu- 
nicipalidades respecto  de  los  legados  de 
utilidad  pública  en  que  se  interesen  los 
respectivos  vecindarios. 

1292.  Si  no  hubiere  de  hacerse  inme- 
diatamente el  pago  de  especies  legadas  i 
se  temiere  fundadamente  que  se  pierdan  o 
deterioren  por  neglijencia  de  los  obligados 
a  darlas,  el  albacea  a  quien  incumba  hacer 
cumplir  los  legados,  podrá  exijirles  cau- 
ción . 

1293.  Gon  anuencia  de  los  herederos 
presentes  procederá  a  la  venta  de  los  mue- 
bles, i  subsidiariamente  de  los  inmuebles, 
si  no  hubiere  dinero  suficiente  para  el  pa- 
go de  las  deudas  o  de  los  legados;  i  podrán 
los  herederos  oponerse  a  la  venta,  entre- 
gando a  el  albacea  el  dinero  que  necesite 
al  efecto. 


1294.  Lo  dispuesto  en  los  artículos 
394  i  412  se  estenderá  a  los  albaceas  (1). 

1295.  El  albacea  no  podrá  parecier  en 
juicio  en  calidad  de  tal,  sino  para  defender 
la  validez  del  testamento,  o  cuando  le  fue- 
re necesario  para  ¡levar  a  efecto  las  dispo- 
siciones testamentarias  que  le  incumban;  i 
en  todo  caso  lo  hará  con  intervención  de 
los  herederos  presentes  o  del  curador  de  la 
herencia  yacente. 

1296.  El  testador  podrá  dará  el  alba- 
cea  la  tenencia  de  cualquiera  parle  de  los 
bienes  o  de  todos  ellos. 

El  albacea  tendrá  en  este  caso  las  mis- 
mas facultades  i  obligaciones  que  el  cura- 
dor de  la  herencia  yacente;  pero  no  será 
obligado  a  rendir  caución  sino  en  el  caso 
del  articulo  1297. 

Sin  embargo  de  esta  tenencia  habrá  lu- 
gar a  las  disposiciones  de  los  artículos  pre- 
cedentes. 

1297.  Los  herederos,  legatarios  o  fi- 
deicomisarios, en  el  caso  de  justo  temor 
sobre  la  seguridad  de  los  bienes  de  que 
fuere  tenedor  el  albacea,  i  a  que  respecti- 
vamente tuvieren  derecho  actual  o  even- 
tual, podrán  pedir  que  se  le  exijan  las  de- 
bidas seguridades. 

1298.  El  testador  no  podrá  ampliar  las 
facultades  del  albacea,  ni  exonerarle  de  sua 
obligaciones,  según  se  hallan  unas  i  otras 
definidas  en  este  titulo. 

1299.  El  albacea  es  responsable  hasta 
de  la  culpa  leve  en  e¡  desempeño  de  su 
cargo. 

1300.  Será  removido  por  culpa  grave 
o  dolo,  a  petición  de  los  herederos  o  del  cu- 
rador de  la  herencia  yacente,  i  en  caso  de 
dolo  se  hará  indigno  de  tener  en  la  suce- 
sión parte  alguna,  i  ademas  de  indemnizar 
de  cualquier  perjuicio  a  los  interesados, 
restituirá  todo  lo  que  haya  recibido  a  titulo 
de  retribución. 

1301.  Se  prohibe  a  el  albacea  llevar  a 
efecto  ninguna  disposición  del  testador  en 
lo  que  fuere  contraria  a  las  leyes,  so  pena 
de  nulidad,  i  de  considerársele  culpable  de 
dolo. 

1302.  La  remuneración  del  albacea 
será  la  que  le  haya  señalado  el  testador. 

Si  el  testador  no  hubiere  señalado  nin- 
guna, tocará  al  juez  regularla,  tomando  en 
consideración  el  caudal  y  lo  mas  o  menos, 
laborioso  del  cargo. 

1303.  El  albaceazgo  durará  el  tiempo 
cierto  i  determinado  que  se  haya  prefijado 
por  el  testador. 


(1)    Véanse  loa  artículos  de  referencia  y  el   2U4 
de  este  Código. 
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1304.  Si  el  testador  no  hubiere  prefi- 
jado tiempo  para  la  duración  del  albac-^az- 
go,  dur;irá  un  año,  contado  desde  el  dia  en 
que  el  albacea  haya  comenzado  a  ejercer 
bU  cargo. 

1305.  El  juez  podrá  prorrogar  el  pla- 
zo señalado  por  el  testador  o  la  lei,  si  ocu- 
rrieren a  el  albacea  dittcultades  graves 
para  evacuar  su  cargo  en  él. 

1306.  El  plazo  prefijado  por  el  testa- 
dor o  la  lei,  o  ampliado  por  el  juez,  se  en  - 
tenderá  sin  perjuicio  de  la  partición  de  los 
bienes  i  de  su  distribución  entre  los  parti- 
cipes. 

1307.  Los  heredei'os  podrán  pedir  la 
terminación  del  albaceazgo,  desde  que  el 
albacea  haya  evacuado  su  cargo;  aunque 
no  haya  espirado  el  plazo  señalado  por  el 
testador  o  la  lei,  o  ampliado  por  el  juez 
para  su  desempeño. 

1308.  No  será  motivo  ni  para  la  pro- 
longación del  plazo,  ni  para  que  no  termi- 
ne el  albaceazgo,  la  existencia  de  legados 
o  fideicomisos  cuyo  dia  o  condición  estu- 
viere pendiente;  a  menos  que  el  testador 
hava  dado  espresamente  a  el  albacea  la  te- 
nencia de  las  respectivas  especies  o  de  la 
parte  de  bienes  destinada  a  cumplirlos;  en 
cuyo  caso  se  limitará  el  albaceazgo  a  esta 
sola  tenencia. 

Lo  dicho  se  estiende  a  las  deudas,  cuyo 
pago  se  hubiere  encomendado  a  el  alba- 
cea,  i  cuyo  dia,  condición  o  liquidación  es- 
tuviere pendiente;  i  se  entenderá  sin  per- 
juicio de  los  derechos  conferidos  a  los  he- 
rederos por  los  artículos  precedentes. 

1309.  El  albacea,  luego  que  cese  en  el 
ejercicio  de  su  cargo,  dará  cuenta  de  su 
administración,  justificándola. 

No  podrá  el  testador  relevarle  de  esta 
obligación. 

1310.  El  albacea,  examinadas  las  cuen- 
tas por  los  respectivos  interesados,  i  dedu- 
cidas las  espensas  lejílimas,  pagará  o  co- 
brará el  saldo,  que  en  su  contra  o  a  su  fa- 
vor resultare,  según  lo  prevenido  para  los 
tutores  i  curadores  en  iguales  casos. 

TITVLO  iJL 

ne  loM  albac<^as  iiduciarius. 

1311.  El  testador  puede  hacer  encar- 
gos secretos  i  confidenciales  al  heredero, 
a  el  albacea,  i  a  cualquiera  otra  persona, 
para  que  se  invierta  en  uno  o  mas  objetos 
lícitos  una  cuantía  de  bienes  de  que  pueda 
disponer  libremente. 

El  encargado  de  ejecutarlos  se  llama  al- 
bacea fiduciario. 

1132.     Los   encargos   que    el    testador 


hace  secreta  i  confidencialmente,  i  en  que 
ha  de  emplearse  alguna  parte  de  sus  bie- 
nes, se  sujetarán  a  las  reglas  siguientes: 

1.^  Deberá  designarse  en  el  testamen- 
to la  persona  del  albacea  fiduciario. 

2.'  El  albacea  fiduciario  tendrá  las  ca- 
lidades necesarias  para  ser  albacea  i  lega- 
tario del  testador;  pero  no  obstará  la  cali- 
dad de  eclesiástico  secular,  con  tal  que  no 
se  halle  en  el  caso  del  artículo  965. 

3."  Deberán  espresarse  en  el  testamen- 
to las  especies  o  la  determinada  suma  que 
ha  de  entregársele  para  el  cumplimiento 
de  su  cargo. 

Faltando  cualquiera  de  estos  requisitos 
no  valdrá  la  disposición. 

1313.  No  se  podrá  destinar  a  dichoa 
encargos  secretos,  mas  que  la  mitad  de  la 
porción  de  bienes  de  que  el  testador  haya 
podido  disponer  a  su  arbitrio  (1). 

1314.  El  albacea  fiduciario  deberá  ju- 
rar ante  el  juez  que  el  encargo  no  tiene 
por  objeto  hacer  pasar  parte  alguna  de  los 
bienes  del  testador  a  una  persona  incapaz, 
o  invertirla  en  un  objeto  ilícito. 

Jurará  al  mismo  tiempo  desempeñar  fiel 
i  legalmente  su  cargo  sujetándose  a  la  vo- 
luntad del  testador. 

La  prestación  del  juramento  deberá  pre- 
ceder a  la  entrega  o  abono  de  las  especies 
o  dineros  asignados  al  encargo. 

Si  el  albacea  fiduciario  se  negare  a  pres- 
tar el  juramento  a  que  es  obligado,  cadu- 
cará por  el  mismo  hecho  el  encargo. 

1315.  El  albacea  fiduciario  podrá  ser 
obligado,  a  instancia  de  un  albacea  jene- 
ral,  o  de  un  heredero,  o  del  curador  de  la 
herencia  yacente,  i  con  algún  justo  moti- 
vo, a  dejar  en  depósito,  o  afianzar  la  cuar- 
ta parte  de  lo  que  por  razón  del  encargo  se 
le  entregue,  para  responder  con  esta  suma 
a  la  acción  de  reforma  o  a  las  deudas  he- 
reditarias, en  los  casos  prevenidos  por  lei. 

Podrá  aumentar.se  esta  suma  si  el  juez 
lo  creyere  necesario  para  la  seguridad  de 
los  interesados. 

Espirados  los  cuatro  años  subsiguientes 
a  la  apertura  de  la  sucesión,  se  devolverá 
a  el  albacea  fiduciario  la  parte  que  reste, 
o  sé  cancelará  la  caución. 

1316.  El  albacea  fiduciario  no  estará 
obligado  en  ningún  caso  a  revelar  el  objeto 
del  encargo  secreto,  ni  a  dar  cuenta  de  su 
administración. 


(1)  Según  el  8r.  Amimátegui  sostiene,  fundán- 
dose en  los  antecedentes  i  en  el  espíritu  de  esta 
disposición,  no  solo  se  refiere  al  caso  eu  que  el 
testador  tenga  herederos  forzosos,  sino  también 
a  aquel  en  que  pueda  disponer  libremente  de  sua 
bienes. 
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D»  la  partición  de  lus  bienes. 

1317.  Ninguno  de  los  coasignatarios  de 
una  cosa  universal  o  singular  será  obliga- 
do a  permanecer  en  la  indivisión:  la  par- 
tición del  objeto  asignado  podrá  siempre 
pedirse  con  tal  que  los  coasignatarios  no 
hayan  estipulado  lo  contrario. 

No  puede  estipularse  proi  idivision  por 
mas  de  cinco  años,  pero  cumplido  este  tér- 
mino podrá  renovarse  el  pacto. 

Las  disposiciones  precedentes  no  se  es- 
tienden  a  los  lagos  de  dominio  privado,  ni 
a  los  derechos  de  servidumbre,  ni  a  las  co- 
sas que  la  lei  manda  mantener  indivisas, 
como  la  propiedad  fiduciaria. 

13i8.  Si  el  difunto  ha  hecho  la  parti- 
ción por  acto  entre  vivos  o  por  testamen- 
to, se  pasará  por  ella  en  cuanto  no  fuere 
contraria  a  derecho  ajeno. 

1319.  Si  alguno  de  los  coasignatarios 
lo  fuere  bajo  condición  suspensiva,  no  ten- 
drá derecho  para  pedir  la  partición  mien- 
tras penda  la  condición.  Pero  los  otros 
coasignatarios  podrán  proceder  a  ella,  ase- 
gurando competentemente  al  coasignata- 
rio condicional  lo  que  cumplida  la  condi- 
ción le  corresponda. 

Si  el  objeto  asignado  fuere  un  fídeico- 
miso,  se  observará  lo  prevenido  en  el  títu- 
lo De  la  propiedad  fiduciaria. 

1320.  Si  un  coasignatario  vende  o  ce- 
de su  cuota  a  un  estraño,  tendrá  éste  igual 
derecho  que  el  vendedor  o  cedente  para 
pedir  la  partición  e  intervenir  en  ella. 

1321.  Si  falleciere  uno  de  varios  co- 
asignatarios, después  de  habérsele  deferido 
la  asignación,  cualquiera  de  los  herederos 
de  éste  podrá  pedir  la  partición;  pero  for- 
marán en  ella  una  sola  persona,  i  no  po- 
drán obrar  sino  todos  juntos  o  por  medio 
de  un  procurador  común. 

1322.  Los  tutores  y  curadores,  i  en 
Jenerai  los  que  administran  bienes  ajenos 
por  disposición  de  la  lei,  no  podrán  proce- 
der a  la  partición  de  las  herencias  o  de  los 
bienes  raices  en  que  tengan  parte  sus  pu- 
pilos, sin  autorización  judicial. 

Pero  el  marido  no  habrá  menester  esta 
autorización  para  provocar  la  partición  de 
los  bienes  en  que  tenga  parte  su  mujer:  le 
bastará  el  consentimiento  de  su  mujer,  si 
ésta  fuere  mayor  de  edad  i  no  estuviere 
imposibilitada  ele  prestarlo,  o  el  de  la  jus- 
ticia en  subsidio. 

1323.  No  podrá  ser  partidor,  sino  en 
los  casos  espresamente  esceptuados,  el  que 
no  fuere  abogado,  ni  el  que  fuere  albacea. 


o  coasignatario  de  la  co.'sa  de  cuya  parti- 
ción se  trata. 

1324.  Valdrá  el  nombramiento  de  par- 
tidor que  el  difunto  haya  hecho  por  ins- 
trumento público  entre  vivos  o  por  testa- 
mento, aunque  la  persona  nombrada  sea 
de  las  inhabilitadas  por  el  precedente  ar- 
tículo. 

1325.  Si  todos  los  coasignatarios  tu- 
vieren la  libre  disposición  de  sus  bienes  i 
concurrieren  al  acto,  podrán  hacer  la  par- 
tición por  sí  mismos,  o  nombrar  de  común 
acuerdo  un  partidor;  i  no  perjudicarán  en 
este  caso  las  inhabilidades  indicadas  en  el 
antedicho  sríículo. 

Si  no  se  acordaren  en  el  nombramiento, 
el  juez  a  petición  de  cualquiera  de  ellos 
nombrará  un  partidor  a  su  arbitrio,  con 
tal  que  no  sea  de  los  propuestos  por  las 
partes,  ni  albacea,  ni  coasignatario  (1). 

1326.  Si  alguno  de  los  coasignatarios 
no  tuviere  la  libre  disposición  de  sus  bie- 
nes, el  nombramiento  de  partidor,  que  no 
haya  sido  hecho  por  el  juez,  deberá  ser 
aprobado  por  éste. 

Se  esceptúa  de  esta  disposición  la  mujer 
casada  cuyos  bienes  administra  el  marido; 
bastará  en  tal  caso  el  consentimiento  de  la 
mujer,  o  e!  de  la  justicia  en  subsidio. 

El  curador  de  bienes  del  ausente,  nom- 
brado en  conformidad  al  art.  1232,  incisa 
final,  le  representará  en  la  partición,  i  ad- 
ministrará los  que  en  ella  se  le  adjudiquen, 
según  las  reglas  de  la  curaduría  de  bienes. 

1327.  El  partidor  no  es  obligado  a 
aceptar  este  encargo  contra  su  voluntad; 
pero  si,  nombrado  en  testamento,  no  acep- 
ta el  encargo,  se  observará  lo  prevenido 
respecto  d.d  albacea  en  igual  caso. 

1328.  El  partidor  que  aceptad  encar- 
go, deberá  declararlo  asi  i  jurará  desem- 
peñarlo con  la  debida  fidelidad,  i  en  el  me- 
nor tiempo  posible. 

1329.  La  responsabilidad  del  partidor 
se  estiende  hasta  la  culpa  leve;  i  en  el  caso 
de  prevaricación,  declarada  por  juez  com- 
petente, ademas  de  estar  sujeto  a  la  indem- 
nización de  perjuicios,  i  a  las  penas  lega- 
les que  correspondan  al  delito,  .se  consti- 
tuirá indigno  conforme  a  lo  dispuesto  para 
los  ejecutores  de  últimas  voluntades  en 
el  art.  1300. 

1330.  Antes  de  proceder  a  la  parti- 
ción, se  decidirán  por  la  justicia  ordinaria 
las  controversias  sobre  derechos  a  la  su- 
cesión  por  testamento  o  abintestato,  de.s- 


(1)  ¿Puede  recaer  el  nombramiento  del  juez  en 
per.sona  que  no  sea  abogado?  La  opinión  más  gene- 
ralizada es  la  negativa;  pero  la  jurisprudencia  es 
varia. 
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heredamiento,   incapacidad  o  indignidad 
de  los  asignatarios. 

1331.  Las  cuestiones  sobre  la  propie- 
dad de  objetos  en  que  alguien  alegue  un 
derecho  esclusivo  i  que  en  consecuencia 
no  deban  entrar  en  la  masa  partible,  se- 
rán deci'iidas  por  la  justicia  ordinaria;  i 
no  se  retardará  la  partición  por  ellas. 
Decididas  a  favor  de  la  masa  partib'e,  se 
procederá  como  en  el  caso  del  artícu- 
lo 1349. 

Sin  embargo,  cuando  recayeren  sobre 
una  parte  considerable  de  la  masa  parti- 
ble, podrá  la  partición  suspenderse  has- 
ta que  se  decidan,  si  el  juez,  a  petición 
de  los  asignatarios  a  quienes  corresponda 
mas  de  la  mitad  de  la  masa  partible,  lo  or- 
denare así. 

1332.  La  lei  señala  al  partidor,  para 
efectuar  la  partición,  el  término  de  dos 
años  contados  desde  la  aceptación  de  su 
cargo. 

El  testador  no  podrá  ampliar  este 
plazo. 

Los  coasignalarios  podrán  ampliarlo  o 
restrinjirlo,  como  mejor  les  parezca,  aun 
contra  la  voluntad  del  testador. 

1333.  Las  costas  comunes  de  la  parti- 
ción serán  de  cuenta  de  los  interesados  en 
ella,  a  prorrata. 

1334.  El  p  irtidorse  conformará  en  la 
adjudicación  de  los  bienes  a  las  reglas  de 
este  titulo;  salvo  que  los  coasignatarios 
acuerden  lejitima  i  unánimemente  otra 
cosa. 

1335.  El  valor  de  tasación  por  peritos 
será  la  base  sobre  que  procederá  el  parti- 
dor para  la  adjudicación  de  las  especies; 
salvo  que  los  coasignatarios  hayan  lejiti- 
ma i  unánimemente  convenido  en  otra,  o 
en  que  se  liciten  las  especies,  en  los  casos 
previstos  por  la  lei  (1). 

1336.  El  partidor,  aun  en  el  caso  del 
articulo  L318,  i  aunque  no  sea  requerido  a 
qIIo  por  el  albacea  o  los  hcredero.s,  estará 
obligado  a  formar  el  lote  e  hijuela  que  se 
espresa  en  el  articulo  12x6,  i  la  omisión  de 
•este  deber  le  hará  responsable  de  todo 
perjuicio  respecto  de  los  acreedores. 

1337.  El  partidor  liquidará  lo  que  a 
cada  uno  de  los  coasignatarios  se  deba,  i 
procederá  a  la  distribución  do  los  efectos 
hereditarios,  teniendo  presentes  las  reglas 
■que  siguen: 

1.*     Entre  los  coasignatarios  de  una  es- 


(1)    Tanto  en  este  como  en  el  anterior   artículo 
la  palabra  iej!(!¿)HftmeMíe,  no  obstante  su  carácter 
general  é  indeterminado,  significa  que  la  voluntad 
«e  exprese  por  los  que  tienen  derecho  a  ello  perso- 
nalmente o  por  representación. 


pecie  que  no  admita  división,  o  cuya  divi- 
sión la  haga  desmerecer,  tendrá  mejor  de- 
recho a  la  especie  el  que  mas  ofrezca  pop 
ella;  cualquiera  de  los  coasignatarios  ten- 
drá derecíio  a  pedir  la  admisión  de  licita- 
dores  ostraños;  i  el  precio  se  dividirá  en- 
tre todos  los  coasignatarios  a  prorrata; 

2.^  No  habiendo  quien  ofrezca  mas  qua 
el  valor  de  tasación  o  el  convencional,  men- 
cionado en  el  articulo  1335.  i  compitiendo 
dos  o  mas  asignatarios  sobre  la  adjudica- 
ción de  una  especie,  el  lejitimario  será 
preferido  al  que  no  lo  sea; 

3.*  Las  porciones  de  uno  o  mas  fundos 
que  se  adjudiquen  a  un  solo  individuo, 
serán,  si  posible  fuere,  continuas,  a  menos 
que  el  adjudicatario  consienta  en  recibir 
porciones  separadas,  o  que  de  la  continui- 
dad resulte  mayor  perjuicio  a  los  demás 
interesados  que  de  la  separación  al  adju- 
dicatario; 

4.*  Se  procurará  la  misma  continuidad 
entre  el  fundo  que  se  adjudique  a  un  asig- 
natario i  otro  fundo  de  que  el  mismo  asig- 
natario sea  dueño; 

5.^  En  la  división  de  fundos  se  estable- 
cerán las  servidumbres  necesarias  para  su 
cómoda  administración  i  goce; 

6.^*  Si  dos  o  mas  peisonas  fueren  co- 
asignatarios de  un  predio,  polrá  el  partidor 
con  el  lejitimo  consentimiento  de  los  inte- 
resados, separar  de  la  propiedad  el  usu- 
fructo, habitación  o  uso  para  darlos  por 
cuenta  de  ia  asignación; 

7."  En  la  partición  de  una  herencia  o 
de  lo  que  de  ella,  restare,  (iespues  de  las 
adjudicaciones  de  especies  mencionadas 
en  los  números  anteriores,  so  ha  de  guar- 
dar .  la  poíible  ití:ualdad,  adjudicando  a 
cada  uno  de  los  coa  ignat.arios  cosas  de  la 
misma  naturaleza  i  calidad  que  a  los  otros, 
o  haciendo  hijuelas  o  lotes  de  la  ma-sa  par- 
tible; 

8.*  En  la  formación  de  los  lotes  se  pro- 
curará no  solo  la  equivalencia,  sino  la  se- 
mejanza de  todos  ellos;  pero  se  tendrá  cui- 
dado de  no  dividir  o  separar  los  objetos 
que  no  admitan  cómoda  división  o  de  cu- 
ya separación  resulte  perjuicio;  salvo  que 
convengan  en  ello  unánime  i  lejítimamen- 
te  los  intere.sados; 

9.*^  Cada  uno  de  los  interesados  podrá 
reclamar  contra  el  modo  de  composición 
de  los  lotes,  antes  de  etectuarse  el  sorteo; 

lO.^  Cumpliéndose  con  lo  prevenido  en 
los  artículos  1322  i  1326,  no  será  necesaria 
la  aprobación  judicial  para  llevar  a  efecto 
lo  dispuesto  en  cualquiera  de  los  números 
precedentes,  aun  cuando  algunos  o  todos 
los  coasignatarios  sean    menores  u   otras 
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personas  que  no  tengan  la  libre  adminis- 
tración de  sus  bienes. 

1338.  Los  frutos  percibidos  después  de 
la  muerte  del  testador  i  durante  la  indivi- 
sión, se  dividirán  del  modo  siguiente: 

1."  Los  asignatarios  de  especies  ten- 
drán derecho  a  los  Frutos  i  accesiones  de 
ellas  desde  el  momento  de  abrirse  la  suce- 
sión; salvo  que  la  asignación  haya  sido 
desdedía  cierto,  o  bajo  condición  suspen- 
siva, pues  en  estos  casos  no  se  deberán  los 
frutos,  sino  desde  ese  día,  o  desde  el  cum- 
plimiento de  la  condición;  a  menos  que  el 
testador  haya  espresamente  ordenado  otra 
cosa; 

2."  Loi  legatarios  de  cantidades  o  jé- 
neros  no  tendrán  derecho  a  ningunos  fru- 
tos, sino  deSiie  el  momento  en  que  la  per- 
sona obligada  a  prestar  dichas  cantidades 
o  jéneros  se  hubiere  constituido  en  mora; 
i  este  abono  de  frutos  se  hará  a  costa  del 
heredero  o  legatario  moroso  (1); 

3.°  Los  herederos  tendrán  derecho  a 
todos  los  frutos  i  accesiones  de  la  masa  he- 
reditaria indivisa,  a  prorrata  de  sus  cuo- 
tas; deducidos,  emperj,  ios  frutos  i  ac- 
cesiones pertenecientes  a  los  asignatarios 
de  especies; 

4.°  Recaerá  sobre  los  frutos  i  accesio- 
nes de  toda  la  masa  la  deducción  de  que 
habla  el  inciso  anterior,  siempre  que  no 
haya  una  persona  directamente  gravada 
para  la  prestación  del  legado:  iiabiéndose 
impuesto  por  el  testador  este  .  gravamen  a 
alguno  de  sus  asignatarios,  éste  solo  su- 
frirá la  deducción. 

1339.  Los  frutos  pendientes  al  tiempo 
de  la  adjudicación  de  las  especies  a  los 
asignatarios  de  cuotas,  cantidades  o  jéne-^ 
ros,  se  mirarán  como  parte  de  las  respec- 
tivas especies,  i  se  tomarán  en  cuenta  para 
la  estimación  del  valor  de  ellas. 

1340.  Si  alguno  de  los  herederos  qui- 
siere tomar  a  su  cargo  mayor  cuota  de  las 
deudas  que  la  correspondiente  a  prorrata, 
bajo  alguna  condición  que  los  otros  here- 
deros acepten,  será  oído. 

Los  acreedores  hereditarios  o  testamen- 
tarios no  serán  obligados  a  conformarse 
con  este  arreglo  de  los  herederos  para  in- 
tentar sus  demandas. 

1341.  Si  el  patrimonio  det  difunto  es- 
tuviere confundido  con  bienes  pertenecien- 
tes a  otras  personas  por  razón  de   bienes 


(1)  No  existe  precepto  alguno  que  determine 
el  momento  en  que  puede  mcurrirse  en  mora  en 
laentrega  de  un  legado.  En  esta  materia  prevalece 
el  libre  criterio  del  Juez.  Debe  esperarse  para  re- 
clamar a  que  se  baya  liquidado  la  herencia. 


propios  o  gananciales  del  cónyuje,  conti*a- 
tos  de  sociedad,  sucesiones  anteriores  in- 
divisas, u  otro  motivo  cualquiera,  se  pro- 
cederá en  primer  lugar  a  la  separación  de 
patrimoPiios,  dividiendo  las  especies  comu- 
nes según  las  reglas  jtrecedentes. 

1342.  Siempre  que  en  la  partición  de 
la  masa  de  bienes,  o  de  una  porción  de  Ja 
masa,  tengan  interés  personas  au.sente.s 
que  no  hayan  nombrado  apoderados,  o 
personas  bajo  tutela  o  curaduría,  o  perso- 
nas jurídicas,  será  necesario  someterla» 
terminada  que  sea,  a  la  aprobación  judi- 
cial. 

1343.  Efectuada  la  partición,  se  en- 
tregarán a  los  partícipes  los  títulos  parti- 
culares de  los  objetos  que  les  hubieren 
cabido. 

Los  títulos  de  cualquier  objeto  que  hu- 
biere sufrido  división  pertenecerán  a  la 
persona  designada  al  efecto  por  el  testa- 
dor, o  en  defecto  de  esta  designación,  a  la 
persona  a  quien  hubiere  cabido  la  mayor 
parte;  con  cargo  de  exhibirlos  a  favor  de 
los  otros  participes,  i  de  permitirles  que 
tengan  traslado  de  ellos,  cuando  lo  pidan. 

En  caso  de  igualdad  se  decidirá  la  com- 
petencia por  sorteo. 

1344.  Cada  asignatario  se  reputará  ha- 
ber sucedido  inmediata  i  esclusivamente 
al  difunto  en  todos  los  efectos  que  le  liubie- 
ren  cabido,  i  no  haber  teni.io  jamas  parte 
alguna  en  los  otros  cíectos  de  Ja  suce- 
sión. 

Por  consiguiente,  si  alguno  de  lo5  coa- 
signatarios  lia  enajenado  una  co.sa  que  en 
la  partición  se  adjudica  a  otro  de  ellos,  se 
podrá  proceder  como  en  el  caso  de  la  ven- 
ta de  cosa  ajena. 

1345.  El  participe  que  sea  molestada 
en  la  posesión  del  objeto  que  le  cupo  en  la 
partición,  o  que  haya  sufrido  eviccion  de 
él,  lo  denunciará  a  los  otros  participes 
para  que  concurrí n  a  hacer  cesar  la  mo- 
lestia, i  tendrá  derecho  para  rjue  le  sa- 
neen  la  eviccion. 

Esta  acción  prescribirá  en  cuatro  años 
contados  desde  el  dia  de  la  eviccion. 

1346.  No  ha  lugar  a  est  i  acción: 

1."  Si  la  eviccion  o  la  molestia  proce- 
diere de  causa  sobreviniente  a  la  parti- 
ción; 

2.°  Si  la  acción  de  saneamiento  se  hu- 
biere espresamente  renunciado; 

3.°  Si  el  partícipe  ha  sufrido  la  moles- 
tia o  la  eviccion  por  su  culpa. 

1347.  El  pago  del  saneamiento  se  di- 
vide entre  los  participes  a  prorrata  de  sus 
cuotas. 

La  porción  del  insolvente  grava  á  todos 
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a  prorrata  de  sus  cuotas;  incluso  el  que  ha 
de  ser  indemnizado. 

1348.  Las  particiones  se  anulan  o  se 
rescinden  de  la  misma  manera  i  según  las 
mismas  reglas  que  los  contratos. 

I. a  rescisión  por  causa  de  lesión  se  con- 
cedo al  que  ha  sido  perjudicado  en  mas  de 
Ja  mitad  de  su  cuota. 

1349.  El  haber  omitido  involuntaria- 
mente algunos  objetos  no  será  motivo  para 
rescindir  la  partición.  Aquella  en  que  se 
liiibieren  omitido,  se  continuará  después, 
dividiéndolos  entre  los  p:trtícipes  con  arre- 
glo a  sus  respectivos  derechos. 

1350.  Podrán  los  otros  partícipes  ata- 
jar la  acción  rescisoria  de  uno  de  ellos, 
ofreciéndole  i  asegurándole  el  suplemento 
de  su  porción  en  numerario. 

1351.  No  podrá  intentar  la  acción  de 
nulidad  o  rescisión  el  participe  que  haya 
enajenado  su  porción  en  todo  o  parte,  sal- 
vo que  la  partición  haya  adolecido  de  error, 
fuerza  o  dolo,  de  que"^  le   resulte  perjuicio. 

1352.  La  acción  de  nulidad  o  de  res- 
cisión prescribe  respecto  de  las  particiones 
.según  las  reglas  jenerales  que  ñjan  la  du- 
ración de  esta  especie  de  acciones. 

1353.  El  partícipe  que  no  quisiere  o  no 
.  pudiere  intentar   la  acción   de  nulidad  o 

rescisión,  conservará  los  otros  recursos  le- 
gales que  para  ser  indemnizado  le  corres- 
pondan. 

TITULO   XI 

Del  pago  de  las  deuda»*  hereilitarias 
y  testamentarias. 

1354.  Las  deudas  hereditarias  se  divi- 
den entre  los  herederos  a  prorrata  de  sus 
cuotas. 

Asi  el  heredero  del  tercio  no  es  obhgado 
a  fiagar  sino  el  tercio  de  las  deudas  here- 
ditarias. 

l'ero  el  heredero  beneficiario  no  es  obli- 
gado al  pago  de  ninguna  cuota  de  las  deu- 
das hereditarias  sino  hasta  concurrencia 
de  lo  que  valga  lo  que  hereda. 

Lo  dicho  se  entiende  sin  perjuicio  de  lo 
di.-puesto  en  los  artículos  1356  i  1526. 

1355.  La  insolvencia  de  uno  de  los  he- 
rederos no  grava  a  los  otros;  escepto  en  los 
casos  del  artículo  1287,  inciso  segundo. 

1356.  Los  herederos  usufructuarios  o 
fiduciarios  dividen  las  deudas  con  los  he- 
rederos propietarios  o  fideicomisarios,  se- 
gún lo  prevenido  en  los  artículos  1368  i 
1372;  i  los  acreedores  hereditarios  tienen 
el  derecho  de  dirijir  contra  ellos  sus  accio- 
nes en  conformidad  a  los  referidos  articu- 
os. 


1357.  Si  uno  de  los  herederos  fuere 
acreedor  o  deudor  del  difunto,  solo  se  con- 
fundirá con  su  porción  hereditaria  la  cuo- 
ta que  en  este  crédito  o  deuda  le  quepa,  i 
tendrá  acción  contra  sus  coherederos  a 
prorrata  por  el  resto  de  su  crédito,  i  les  es- 
tará obligado  a  prorrata  por  el  resto  de  su 
deuda. 

1358.  Si  el  testador  dividiere  entre  los 
herederos  las  deudas  hereditarias  de  dife- 
rente modo  que  el  que  en  los  artículos  pre- 
cedentes se  prescribe,  los  acreedores  here- 
ditarios podrán  ejercer  sus  acciones  o  en 
conformidad  con  dichos  artículos  o  en  con- 
formidad con  las  disposiciones  del  testador, 
según  mejor  les  pareciere.  Mas,  en  el  pri- 
mer caso,  los  herederos  que  sufrieren  ma- 
yor gravamen  que  el  que  por  el  testador  se 
les  ha  impuesto,  tendrán  derecho  a  ser  in- 
demnizados por  sus  coherederos. 

1359.  La  regla  del  articulo  anterior  se 
aplica  al  caso  en  que,  por  la  partición  o  por 
convenio  de  los  herederos,  se  distribuyan 
entre  ellos  las  deudas  de  diferente  modo 
que  como  se  espresa  en  los  referidos  ar- 
tículos. 

1360.  Las  cargas  testamentarias  no  se 
mirarán  como  cargas  de  los  herederos  en 
común,  sino  cuando  el  testador  no  hubiere 
gravado  con  ellas  a  alguno  o  algunos  de 
los  herederos  o  legatarios  en  particular. 

Las  que  tocaren  a  los  herederos  en  co- 
mún, se  dividirán  entre  ellos  como  el  tes- 
tador lo  hubiere  dispuesto,  i  si  nada  ha  di- 
cho sobre  la  división,  a  prorrata  de  sus 
cuotas  o  en  la  forma  prescrita  por  los  refe- 
ridos artículos. 

1361.  Los  legados  de  pensiones  perió- 
dicas se  deben  dia  por  dia  desde  aquel  en 
que  se  defieran,  pero  no  podrán  pedirse 
sino  a  la  espiración  de  los  respectivos  pe- 
riodos, que  se  presumirán  mensuales. 

Sin  embargo,  si  las  pensiones  fueren  ali- 
menticias, podrá  exijirse  cada  pago  desde 
el  principio  del  respectivo  período,  i  no  ha- 
brá obligación  de  restituir  parte  alguna, 
aunque  el  legatario  fallezca  antes  de  la  es- 
piración del  período. 

Si  el  legado  de  pensión  alimenticia  fue- 
re una  continuación  de  la  que  el  testador 
pagaba  en  vida,  seguirá  prestándose  como 
si  no  hubiese  fallecido  el  testador. 

Sobre  todas  estas  reglas  prevalecerá  la 
voluntad  espresa  del  testador. 

1362  Los  legatarios  no  son  obligados 
a  contribuir  al  pago  de  las  lejitimas  o  de 
las  deudas  hereditarias,  sino  cuando  el  tes- 
tador destine  a  legados  alguna  parte  de  la 
porción  de  bienes  eme  la  lei  reserva  a  los 
lejitimarios,  o  cuanao  al  tiempo  de  abrirse 
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la  sucesión  no  haya  habido  eíi  ella  lo  bas- 
tante para  pagar  las  deudas  hereditarias. 
La  acción  de  los  acreedores  hereditarios 
contra  los  legatarios  es  en  subsidio  de  la 
que  tienen  contra  los  herederos  (1), 

1363.  Los  legatarios  que  deban  contri- 
buir al  pago  de  las  legítimas  o  de  las  deu- 
das hereditarias,  lo  harán  a  prorrata  de 
los  valores  de  sus  respectivos  legados,  i  la 
porción  del  legatario  insolvente  no  grava- 
rá a  los  otros. 

No  contribuirán,  sin  embargo,  con  los 
otros  legatarios  aquellos  a  quienes  el  tes- 
tador hubiere  espresamente  exonerado  de 
hacerlo.  Pero  si  agotadas  las  contribucio- 
nes de  los  demás  legatarios,  quedare  in- 
completa una  lejítima  o  insoluta  una  deu- 
da, serán  obligados  al  pago  aun  los  legata- 
rios exonerados  por  el  testador. 

Loí  legados  de  obras  pias  o  de  benefi- 
cencia pública  se  entenderán  exonerados 
por  el  testador,  sin  necesidad  de  disposi- 
ción espresa,  i  entrarán  a  contribución 
después  de  los  legados  espresamente  exo- 
nerados; pero  los  legados  estrictamente  ali- 
menticios a  que  el  testador  es  obligado  por 
!e¡,  no  entrarán  a  contribución  sino  des- 
pués de  todos  los  otros. 

1364.  El  legatario  obligado  a  pagar  un 
legado,  lo  será  solo  hasta  concurrencia  del 
provecho  que  reporte  de  la  sucesión;  pero 
deberá  hacer  constar  la  cantidad  en  que  el 
gravamen  exceda  al  provecho. 

1365.  Si  varios  inmuebles  de  la  suce- 
sión están  sujetos  a  una  hipoteca,  el  acree- 
dor hipotecario  tendrá  acción  solidaria  con- 
tra cada  uno  de  dichos  inmuebles,  sin  per- 
juicio del  recurso  del  heredero  a  quien  per- 
tenezca el  inmueble  contra  sus  colierede- 
ros  por  la  cuota  que  a  ellos  toque  de  la 
deuda. 

Aun  cuando  el  acreedor  haya  subrogado 
al  dueño  del  inmueble  en  sus  acciones  con- 
tra sus  coherederos,  no  será  cada  uno  de 
éstos  responsable  sino  de  la  parte  que  le 
quepa  en  la  deuda. 

Pero  la  porción  del  insolvente  se  repar- 
tirá entre  todos  los  herederos  a  prorrata. 

1368.  El  legatario  que  en  virtud  de 
una  hipoteca  o  prenda  sobre  la  especie  le- 
gada ha  pagado  una  deuda  hereditaria  con 
que  el  testador  no  haya  espresamente  que- 
rido gravarle,  es  subrogado  por  la  lei  en  la 
acción  del  acreedor  contra  los  herederos. 

Si  la  hipoteca  o  prenda  ha  sido  acceso- 
j.ia  a  la  obligación  de  otra  persona  que  el 

(1)  Tanto  en  este  artículo,  como  en  el  siguien- 
te, señalan  los  Sres.  Bello  y  Lira  la  omisión  de  las 
palabras  mejoras  y  viejorados,  después  de  las  de  le- 
Jítimas»  y  clejitimarios.» 
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testador  mismo,  el  legatario  no  tendrá  ac- 
ción contra  los  herederos. 

1367.  Los  legados  con  causa  onerosa 
que  pueda  estimarse  en  dinero,  no  contri- 
buyen sino  con  deducción  del  gravamen, 
i  concurriendo  las  circunstancias  que  van 
a  espresarse. 

1."     Que  se  haya  efectuado  el  objeto. 

2.*^  Que  no  haya  podido  efectuarse  sino 
mediante  la  inversión  de  una  cantidad  de- 
terminada de  dinero. 

Una  i  otra  circunstancia  deberán  pro- 
barse por  el  legatario,  i  solo  se  deducirá 
por  razón  del  gravamen  la  cantidad  que 
constare  haberse  invertido. 

1368.  Si  el  testador  deja  el  usufructo 
de  una  parte  de  sus  bienes  o  de  todos  ellos 
a  una  persona  i  la  nuda  propiedad  a 
otra,  el  propietario  i  el  usufructuario  se 
considerarán  como  una  .sola  persona  para 
la  distribución  de  las  obligaciones  heredi- 
tarias i  testamentarias  que  cupieren  a  la 
cosa  fructuaria;  i  las  obligaciones  que  uni- 
damente les  quepan  se  dividirán  entre 
ellos  conforme  a  las  reglas  que  siguen. 

1  .*  Será  del  cargo  del  propietario  el  pa- 
go de  las  deudas  que  recayere  sobre  la 
co*a  fructuaria,  quedando  obligado  el  usu- 
fructuario a  satisfacerle  los  intereses  co- 
rrientes de  la  cantidad  pagada,  durante 
todo  el  tiempo  que  continuare  el  usufructo. 

2.*  Si  el  propietario  no  se  allanare  a 
este  pago,  podrá  el  usufructuario  hacerlo, 
i  a  la  espiración  del  usutructo  tendrá  de- 
recho a  que  el  propietario  le  reintegre  el 
capital  sin  interés  alguno. 

3.*  Si  se  vende  la  cosa  fructuaria  para 
cubrir  una  hipoteca  o  prenda  constituida 
en  ella  por  el  difunto,  se  aplicará  al  usu- 
fructuario la  disposición  del  artículo  1366. 

1369.  Las  cargas  testamentarias  que 
recayeren  sobre  el  usufructuario  o  sobre 
el  propietario,  serán  satisfechas  por  aquel 
de  los  dos  a  t[uien  el  teotamento  las  impon- 
ga i  del  modo  que  en  éste  se  ordenare;  sin 
que  por  el  hecho  de  satisfacerlas  de  ese 
modo  le  corresponda  indemnización  o  in- 
terés alguno. 

1370.  Cuando  imponiéndose  cargas 
testamentarias  sobre  una  cosa  que  está  en 
usufructo,  no  determinare  el  testador  si  es 
el  propietario  o  el  usufructuario  el  que  de- 
be sufrirlas,  se  procederá  con  arreglo  a  lo 
dispuesto  en  el  artículo  1368. 

Pero  si  ias  cargas  consistieren  en  pen- 
siones periódicas,  i  el  testador  no  hubiere 
ordenado  otra  cosa,  serán  cubiertas  por  el 
usufructuario  durante  todo  el  tiempo  del 
usufructo,  i  no  tendrá  derecho  a  que  le  in- 
demnice de  este  desembolso  el  propietario, 
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1371.  El  usufructo  constituido  en  la 
partición  de  una  herencia  está  sujeto  a  las 
reglas  del  articulo  1.368,  si  los  intere.'sados 
no  hubieren  acordado  otra  co.sa. 

1372.  El  propietario  fiduciario  i  el  fi- 
deicomisario se  considerarán  en  todo  caso 
como  una  sola  persona  respecto  de  los  de- 
más asignatarios  para  la  distribución  de 
las  deudas  i  cargas  hereditarias  i  testamen- 
tarias, i  la  divi.sion  de  las  deudas  i  cargas 
se  hará  entre  los  dos  del  modo  siguiente: 

El  fiduciario  sufrirá  dichas  cargas  con 
calidad  de  que  a  su  tiempo  se  las  reintegre 
el  ñdeicomisario  sin  interés  alguno. 

Si  las  cargas  fueren  periódicas,  las  sufri- 
rá el  fiduciario  sin  derecho  a  indemniza- 
ción alguna. 

1373.  Los  acreedores  testamentarios 
no  podrán  ejercer  las  acciones  áque  les  da 
derecho  el  testamento  sino  conforme  al  ar- 
ticulo 13tíO. 

Si  en  la  partición  de  una  herencia  se  dis- 
tribuyeren los  legados  entre  los  herederos 
de  diferente  modo,  podrán  los  legatarios 
entablar  sus  acciones,  o  en  conformidad  a 
esta  distribución,  o  en  conformidad  al  ar- 
ticulo 1.360,  o  en  conformidad  al  conve- 
nio de  los  herederos. 

1374.  No  habiendo  concurso  de  acree- 
dores, ni  tercera  oposición,  se  pagará  a  los 
acreedores  hereditarios  a  medida  que  se 
presenten,  y  pagados  los  acreedores  here- 
ditarios, se  satisfarán  los  legados. 

Pero  cuando  la  herencia  no  apareciere 
excesivamente  gravada,  podrá  satisfacerse 
inmediatamente  a  los  legatarios  que  ofrez- 
can caución  de  cubrir  lo  que  les  quepa  en 
la  contribución  a  las  deudas. 

Ni  será  exijible  esta  caución  cuando  la 
herencia  esté  manifiestamente  exenta  de 
cargas  que  puedan  comprometer  a  los  le- 
gatarios. 

1375.  Los  gastos  necesarios  para  la  en- 
trega de  las  cosas  legadas  se  mirarán  como 
una  parte  de  los  mismos  legados. 

1376.  No  habiendo  en  la  sucesión  lo 
bastante  para  el  pago  de  todos  los  legados, 
se  rebajarán  a  prorrata. 

1377.  Los  titules  ejecutivos  contra  el 
difunto  lo  serán  igualmente  contra  los  he- 
rederos; pero  los  acreedores  no  podrán  en- 
tablar o  llevar  adelante  la  ejecución,  sino 
pasados  ocho  dias  después  de  la  notifica- 
ción judicial  de  sus  títulos. 

TITULO  XII 

Del  benefleio  de  separación. 

1378.  Los  acreedores  hereditarios  i  los 
acreedores  testamentarios    podrán    pedir 


que  no  se  confundan  ios  bienes  del  difunto 
con  los  bienes  del  heredero;  i  en  virtud  de 
este  beneficio  de  .separación  tendrán  dere- 
cho a  que  de  los  bienes  del  difunto  se  les 
cumplan  las  obligaciones  hereditarias  o  tes- 
tamentarias con  preferencia  a  las  deudas 
propias  del  heredero. 

1379.  Para  que  pueda  impetrarse  el  be- 
neficio de  separación  no  es  necesario  que  lo 
que  se  deba  sea  inmediatamente  exijible; 
basta  que  se  deba  a  dia  cierto  o  bajo  con- 
dición. 

1380.  El  derecho  de  cada  acreedor  a 
pedir  el  beneficio  de  separación  subsiste 
mientras  no  haya  prescrito  su  crédito;  pero 
no  tiene  lugar  en  dos  casos: 

1."  Cuando  el  acreedor  ha  reconocido 
al  heredero  por  deudor,  aceptando  un  pa- 
garé, prenda,  hipoteca  o  fianza  del  dicho 
heredero,  o  un  pago  parcial  de  la  deuda; 

2°  Cuando  los  bienes  de  la  sucesión 
han  salido  ya  de  manos  del  heredero,  o  se 
han  confundido  con  los  bienes  de  éste,  de 
manera  que  no  sea  posible  reconocerlos. 

1381.  Los  acreedores  del  heredero  no 
tendrán  derecho  a  pedir,  a  beneficio  de  sus 
créditos,  la  separación  de  bienes  de  que 
hablan  los  artículos  precedentes, 

1382.  Obtenida  la  separación  de  patri- 
monios por  alguno  de  los  acreedores  de  la 
sucesión,  aprovechará  a  los  demás  acree- 
dores de  la  misma  que  la  invoquen  i  cuyos 
créditos  no  hayan  prescrito,  o  que  no  se 
hallen  en  el  caso  del  núm.  1.°  del  art.  1380. 

El  sobrante,  si  lo  hubiere,  se  agregará  a 
los  bienes  del  heredero,  para  satisfacer  a 
sus  acreedores  propios,  con  los  cuales  con- 
currirán los  acreedores  de  la  sucesión  que 
no  gocen  del  beneficio. 

1383.  Los  acreedores  hereditarios  o 
testamentarios  que  hayan  obtenido  la  se- 
paración, o  aprovechádose  de  ella  en  con- 
formidad al  inciso  primero  del  artículo 
precedente,  no  tendrán  acción  contra  los 
bienes  del  heredero,  sino  después  que  se 
hayan  Agotado  los  bienes  a  que  dicho  be- 
neficio les  dio  un  derecho  preferente;  mas 
aun  entonces  podrán  oponerse  a  esta  ac- 
ción los  otros  acreedores  del  heredero  has- 
ta que  se  les  satisfaga  en  el  total  de  sus 
créditos. 

1384.  Las  enajenaciones  de  bienes  del 
difunto  hechas  por  el  heredero  dentro  de 
los  seis  meses  subsiguientes  a  la  apertura 
de  la  sucesión,  i  que  no  hayan  tenido  por 
objeto  el  pago  de  créditos  hei'editarios  o 
testamentarios,  podrán  rescindirse  a  ins- 
tancia de  cualquiera  de  los  acreedores  he- 
reditarios o  testamentarios  que  gocen  del 
beneficio  de  separación.  Lo  mismo  se  es- 
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tiende  a  la   constitución  de  hipotecas  es- 
peciales o  censos. 

1385.  Si  hubiere  bienes  raices  en  la 
sucesión,  el  decreto  en  que  se  concede  el 
beneficio  de  separación  se  inscribirá  en  el 
Rejistro  o  Rejistros  que  por  la  situación 
de  dichos  bienes  corresponda,  con  espre- 
sion  de  las  ñncas  a  que  el  beneficio  se  es- 
tienda. 

TITULO  XIBI 

De  las  donaciones  entre  vivos. 

1386.  La  donación  entre  vivos  es  un 
acto  por  el  cual  una  persona  trasfiere  gra- 
tuita 6  irrevocablemente  una  parte  de  sus 
bienes  a  otra  persona,  que  la  acepta  (1). 

1387.  Es  liábil  para  donar  entre  vivos 
toda  persona  que  la  lei  no  haya  declarado 
inhábil. 

1388.  Son  inhábiles  para  donar  los 
que  no  tienen  la  libre  administración  de 
3US  bienes;  salvo  en  los  casos  i  con  los  i'e- 
quisitos  que  las  leyes  prescriben. 

1389.  Es  capaz  de  recibir  entre  vivos 
toda  persona  que  la  lei  no  ha  declarado  in- 
capaz. 

1390.  No  puede  hacerse  una  donación 
entre  vivos  a  persona  que  no  existe  natu- 
ral i  civilmente  en  el  momento  de  la  do- 
nación. 

Si  se  dona  bajo  condición  suspensiva, 
será  también  necesario  existir  al  momento 
de  cumplirse  la  condición;  salvas  las  es- 
cepciones  indicadas  en  los  incisos  tercero 
i  cuarto  del  articulo  962. 

1391.  Las  incapacidades  de  recibir  he- 
rencias i  legados  según  los  artículos  963  i 
964  se  estienden  a  las  donaciones  entre 
vivos. 

1392.  Es  nula  asimismo  la  donación 
liecha  al  curador  del  donante,  antes  que  el 
curador  haya  exhibido  las  cuentas  de  la 
curaduría,  y  pagado  el  saldo,  si  lo  hubiere 
en  su  contra. 

1393.  La  donación  entre  vivos  no  se 
presume,  sino  en  loa  casos  que  espresa- 
mente  hayan  previsto  las  leyes. 

1394.  No  dona  el  que  repudia  una  he- 
rencia, legado  o  donación,  o  deja  de  cum- 
plir la  condición  a  que  está  subordinado 


(1)  Según  esta  definición,  parece  que  solo  pue- 
de donarse  una  parte  de  los  Üienes  del  donante,  lo 
«ual  está  en  contradicción  con  el  contenido  de  los 
«rtículos  1407, 1408  y  1409  de  este  Código. 

Lo  mismo  puede  decirse  de  la  palabra  «gratui- 
ta» que  está  en  oposición  con  el  artículo  1404  y 
otros.  Sin  embarjío,  siempre  hay  algo  de  gratuidad 
%UQ  en  las  donaciones  con  causa  onerosa,  muchas 
do  las  cuales  debieran  mejor  llamarse  condiciona- 
les.—Véanse  los  «.rticulos  100  y  1077. 


un  derecho  eventual,  aunque  así  lo  haga 
con  el  objeto  de  beneüriar  a  un  tercero. 

Los  acreedores,  con  todo,  podrán  ser 
autorizados  por  el  juez  para  sustituirse  a 
un  deudor  que  así  lo  hace,  hasta  concu- 
rrencia de  sus  créditos;  i  de!  sobrante,  si 
lo  hubiere,  se  aprovechará  el  tercero. 

1395.  No  hai  donación  en  el  comoda- 
to de  un  objeto  cualquiera,  aunque  su  uso 
o  goce  acostumbre  darse  en  arriendo. 

Tampoco  la  hai  en  el  mutuo  sin  interés. 

Pero  la  hai  en  la  remisión  o  cesión  del 
derecho  de  percibir  los  réditos  de  un  capi- 
tal colocado  a  interés  o  a  censo. 

1396.  Los  servicios  personales  gratui- 
tos constituyen  donación,  aunque  sean  de 
aquellos  que  ordinariamente  se  pagan. 

Í397.  No  hace  donación  a  un  tercero 
el  que  a  favor  de  éste  se  constituye  fiador, 
o  constituye  una  prenda  o  hipoteca;  ni  el 
que  exonera  de  sus  obligaciones  al  fiador, 
o  remite  una  prenda  o  hipoteca,  mientras 
está  solvente  el  deudor;  pero  hace  dona- 
ción el  que  remite  una  deuda,  o  el  que 
paga  a  sabiendas  lo  que  en  realidad  no 
debe. ' 

1398.  No  hai  donación,  si  habiendo 
por  una  parte  disminución  de  patrimonio, 
no  hai  por  otra  aumento;  como  cuando  se 
da  para  un  objeto  que  consume  el  importe 
de  la  cosa  donada,  i  de  que  el  donatario  no 
reporta  ninguna  ventaja  apreciable  en  di- 
nero. 

1399.  No  hai  donación  en  dejar  de  in- 
terrumpir la  prescripción. 

1400.  No  valdrá  la  donación  entre  vi- 
vos de  cualquiera  especie  de  bienes  raíces, 
si  no  es  otorgada  por  escritura  pública  e 
inscrita  en  el  competente  Rejistro. 

Tampoco  valdrá  sin  este  requisito  la  re- 
misión de  una  deuda  de  la  misma  especio 
de  bienes. 

1401.  La  donación  entre  vivos  que  no 
se  insinuare,  solo  tendrá  efecto  hasta  el 
valor  de  dos  mil  pesos,  i  será  nula  en  el 
exceso. 

Se  entiende  por  insinuación  la  autori- 
zación de  juez  competente,  solicitada  por 
el  donante  o  donatario. 

El  juez  autorizará  las  donaciones  en  que 
no  se  contravenga  a  ninguna  disposición 
legal. 

1402.  Cuando  lo  que  se  dona  es  el  de- 
recho de  percibir  una  cantidad  periódica- 
mente, será  necesaria  la  insinuación,  siem- 
pre que  la  suma  de  las  cantidades  que  han 
de  percibirse  en  un  decenio  excediere  de 
dos  mil  pesos. 

1403.  La  donación  a  plazo  o  bajo  con- 
dición no  producirá  electo  alguno,  si  no 
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constare  por  escritura  privada  o  pública 
en  que  se  esprese  la  condición  o  plazo;  i 
serán  necesarias  en  ella  la  escritura  pú- 
blica i  la  insinuación  e  inscripción  en  los 
mismos  términos  que  para  las  donaciones 
de  presente. 

1404.  Las  donaciones  con  causa  one- 
rosa, como  para  que  una  persona  abrace 
una  carrera  o  estado,  o  a  titulo  de  dote  o 
por  razón  de  matrimonio,  se  otorgarán 
por  escritura  pública,  espresando  la  causa; 
i  no  siendo  asi,  se  considerarán  como  do- 
naciones gratuitas  (i). 

Las  donaciones  con  causa  onerosa,  de 
que  se  habla  en  el  inciso  precedente,  están 
sujetas  a  insinuación  en  los  términos  de 
los  artículos  1401,  1402  i  1403. 

1405.  Las  donaciones  en  que  se  impo- 
ne al  donatario  un  gravamen  pecuniario  o 
que  puede  apreciarse  en  una  suma  deter- 
minada de  dinero,  no  están  sujetas  á  insi- 
nuación, sino  con  descuento  del  grava- 
men. 

1406.  Las  donaciones  que  con  los  re- 
quisitos debidos  se  hagan  los  esposos  uno 
a  otro  en  las  capitulaciones  matrimonia- 
les, no  requieren  insinuación,  ni  otra  es- 
critura pública  que  las  mismas  capitula- 
ciones, cualquiera  que  sea  la  clase  o  valor 
de  las  cosas  donadas. 

1407.  Las  donaciones  á  titulo  univer- 
sal, sean  de  la  totalidad  o  de  una  cuota 
de  los  bienes,  e.xijen,  ademas  de  la  insi- 
nuación i  del  otorgamiento  de  escritura 
pública,  i  de  la  inscripción  en  su  caso,  un 
inventario  solemne  de  los  bienes,  so  pena 
de  nulidad. 

Si  se  omitiere  alguna  parte  de  los  bienes 
en  este  inventario,  se  entenderá  que  el 
donante  se  los  reserva,  i  no  tendrá  el  do- 
natario ningún  derecho  á  reclamarlos. 

1408.  El  que  hace  una  donación  de 
todos  sus  bienes  deberá  reservarse  lo  ne- 
cesario para  su  congrua  subsistencia;  i  si 
omitiere  hacerlo  podrá  en  todo  tiempo 
obligar  al  donatario  a  que,  de  los  bienes 
donados  o  de  los  suyos  propios,  le  asigne  a 
este  efecto^  a  titulo  de  propiedad,  o  de  un 
usufructo  o  censo  vitalicio,  lo  que  se  esti- 
mare competente,  habida  proporción  a  la 
cuantía  de  los  bienes  donados. 

1409.  Las  donaciones  a  título  univer- 
sal no  se  estenderán  a  los  bienes  futuros 
del  donante,  aunque  éste  disponga  lo  con- 
trario. 

1410.  Lo  dispuesto  en  el  art.  1401  com- 
prende a  las  donaciones  fideicomisarias  o 
con  car<ro  de  restituir  a  un  tercero. 


(1)    Véase  la  nota  al  art.  1386. 


1411.  Nadie  puede  aceptar  sino  por  sí 
mismo,  o  por  medio  de  una  persona  que 
tuviere  poder  especial  suyo  al  intento  o 
poder  jeneral  para  la  administración  de 
sus  bienes,  o  por  medio  de  su  representan- 
te legal. 

Pero  bien  podrá  aceptar  por  el  donata- 
rio, sin  poder  especial  ni  jeneral,  cualquier 
ascendiente  o  descendiente  lejitimo  sujo, 
con  tal  que  sea  capaz  de  contratar  i  de- 
obligarse. 

Las  reglas  dadas  sobre  la  validez  de  las- 
aceptacioneSki  repudiaciones  de  herencias 
i  legados  se  estienden  a  las  donaciones. 

1412.  Mientras  la  donación  entre  vi- 
vos no  ha  sido  aceptada,  i  notifícada  la 
aceptación  al  donante,  podrá  éste  revocar- 
la a  su  arbitrio. 

1413.  Las  donaciones  con'cargo  de  res- 
tituir a  un  tercero,  se  hacen  irrevocables 
en  virtud  de  la  aceptación  del  fíduciario, 
con  arreglo  al  art.  1411. 

El  fídeicomisario  no  se  halla  en  el  casa 
de  aceptar  hasta  el  momento  de  la  resti- 
tución; pero  podrá  repudiar  antes  de  ese 
momento. 

1414.  Aceptada  la  donación  por  el 
fiduciario,  i  notificada  la  aceptación  al  do- 
nante, podrán  los  dos  de  común  acuerdo 
hacer  en  el  fideicomiso  las  alteraciones 
que  quieran,  sustituir  un  fideicomisario  a 
otro,  i  aun  revocar  el  fideicomiso  entera- 
mente, sin  que  pueda  oponerse  a  ello  el 
fideicomisario. 

Se  procederá  para  alterar  en  estos  tér- 
minos la  donación,  como  si  se  tratase  de 
un  acto  enteranienle  nuevo. 

1415.  El  derecho  de  transmisión  esta- 
blecido para  la  sucesión  por  causa  de 
muerte  en  el  art.  957,  no  se  estíende  a  las 
donaciones  entre  vivos. 

1416.  Las  reglas  concernientes  a  la  in- 
terpretación de  las  asignaciones  testamen- 
tarias, al  derecho  de  acrecer,  i  a  ¡as  susti- 
tuciones, plazos,  condiciones  i  modos  rela- 
tivos a  ellas,  se  estienden  a  las  donaciones 
entre  vivos. 

En  lo  demás  que  no  se  oponga  a  las  dis- 
posiciones de  este  titulo,  se  seguirán  las 
reglas  jenerales  de  los  contratos. 

1417.  El  donante  de  donación  gratuita 
goza  del  beneficio  de  competencia  en  las 
acciones  que  contra  él  intente  el  donata- 
rio, sea  para  obligarle  a  cumplir  una  pro- 
mesa, o  donación  de  futuro,  sea  deman- 
dando la  entrega  de  las  cosas  que  se  le  han 
donado  de  presente. 

1418.  El  donatario  a  título  universal 
tendrá  respecto  de  los  acreedores  las  mis- 
mas obligaciones  que  los  herederos;  pero- 
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•solo  respecto  de  las  deudas  anteriores  a  la 
donación,  o  de  las  futuras  que  no  excedan 
de  una  suma  especifica,  determinada  por 
el  donante  en  la  escritura  de  donación. 

1419.  La  donación  de  todos  los  bienes 
o  de  una  cuota  de  ellos  o  de  su  nuda  pro- 
piedad o  usufructo  no  priva  a  los  acree- 
dores del  donante,  de  las  acciones  que  con- 
tra él  tuvieren;  a  menos  que  acepten  como 
deudor  al  donatario  espresamente  o  en  los 
•términos  del  art.  1380,  núm.  1." 

1420.  En  la  donación  a  título  singu- 
lar puede  imponerse  al  donatario  el  grava- 
men de  pagar  las  deudas  del  donante,  con 
tal  que  se  esprese  una  suma  determinada 
hasta  la  cual  se  estienda  este  gravamen. 

Los  acreedores,  sin  embargo,  conser- 
varán sus  acciones  contra  el  primitivo  deu- 
dor, como  en  el  caso  del  artículo  prece- 
dente. 

1421.  La  responsabilidad  del  donata- 
rio respecto  de  los  acreedores  del  donan- 
te, no  se  extenderá  en  ningún  caso  sino 
hasta  concurrencia  de  lo  que  al  tiempo  de 
la  donación  hayan  valido  las  cosas  dona- 
das, constando  este  valor  por  inventario 
solemne  o  por  otro  instrumento  auténtico. 

Lo  mismo  se  estiende  a  la  responsabili- 
dad del  donatario  por  los  otros  gravámenes 
que  en  la  donación  se  le  hayan   impuesto. 

1422.  El  donatario  de  donación  gra- 
tuita no  tiene  acción  de  saneamiento  aun 
cuando  la  donación  haya  principiado  por 
una  promesa. 

1423.  Las  donaciones  con  causa  one- 
rosa no  dan  acción  de  saneamiento  por 
eviccion,  sino  cuando  el  donante  ha  dado 
una  cosa  ajena  a  sabiendas. 

Con  todo,  si  se  han  impuesto  al  donata- 
rio gravámenes  pecuniarios  o  apreciables 
en  dinero,  tendrá  siempre  derecho  para 
que  se  le  reintegre  lo  que  haya  invertido 
en  cubrirlos,  con  los  intereses  corrientes, 
que  no  parecieren  compensados  por  los 
frutos  naturales  i  civiles  de  las  cosas  do- 
nadas. 

Cesa  en  lo  tocante  a  este  reintegro  el 
beneficio  de  competencia  del  donante. 

1424.  La  donación  entre  vivos  no  es 
resoluble  porque  después  de  ella  le  haya 
nacido  al  donante  uno  o  mas  hijos  lejiti- 
mos,  a  menos  que  esta  condición  resoluto- 
ria se  haya  espresado  en  escritura  pública 
de  la  donación. 

1425.  Son  rescindibles  las  donaciones 
«n  el  caso  del  art.  1187. 

1426.  Si  el  donatario  estuviere  en 
Tnora  de  cumplir  lo  que  en  la  donación  se 
le  ha  impuesto,  tendrá  derecho  el  donante 
■o  para  que  se  obligue  al  donatario  a  cum- 


plirlo, o  para  que  se  rescinda  la  donación. 

En  este  segundo  caso  será  considerado 
el  donatario  como  poseedor  de  mala  fe, 
para  la  restitución  de  los  cosas  donadas  i 
los  frutos,  siempre  que  sin  causa  grave  hu- 
biere dejado  de  cumplir  l.i  obligación  im- 
puesta. 

Se  abonará  al  donatario  lo  que  haya  in- 
vertido hasta  entonces  en  desempeño  de 
su  obligación,  i  de  que  se  aprovechare  el 
donante. 

1427.  La  acción  rescisoria  concedida 
por  el  articulo  precedente  terminará  en 
cuatro  años  desde  el  dia  en  que  el  donata- 
rio haya  sido  constituido  en  mora  de  cum- 
plir la  obligación  impuesta. 

1428.  La  donación  entre  vivos  puede 
revocarse  por  ingratitud. 

Se  tiene  por  acto  de  ingratitud  cualquie- 
ra hecho  ofensivo  del  donatario,  que  le  hi- 
ciera indigno  de  heredar  al  donante. 

1429.  En  la  restitución  a  que  fuere 
obligadoel  donatario  por  causa  de  ingratitud 
será  considerado  como  poseedor  de  mala 
fe  desde  la  perpetración  del  hecho  ofensivo 
que  ha  dado  lugar  a  la  revocación. 

1430.  La  acción  revocatoria  termina 
en  cuatro  años  contados  desde  que  el  do- 
nante tuvo  conocimiento  del  hecho  ofensi- 
vo, i  se  estingue  por  su  muerte,  a  menos 
que  haya  sido  intentada  judicialmente  du- 
rante su  vida,  o  que  el  hecho  ofensivo  haya 
producido  la  muerte  del  donante,  o  ejecu- 
tádose  después  de  ella. 

En  estos  casos  la  acción  revocatoria  se 
trasmitirá  a  los  herederos. 

1431.  Cuando  el  donante  por  haber 
perdido  el  juicio,  o  por  otro  impedimento, 
se  hallare  imposibilitado  de  intentar  la  ac- 
ción que  se  le  concede  por  el  art.  1428. 
podrán  ejercerla  a  su  nombre  mientras 
viva,  i  dentro  del  plazo  señalado  en  el  ar- 
tículo anterior,  no  solo  su  guardador,  sino 
cualquiera  de  sus  descendientes  o  ascen- 
dientes lejítimos,  ó  su  cónyuje. 

1432.  La  resolución,  rescisión  i  revo- 
cación de  que  hablan  los  artículos  anterio- 
res, no  darán  acción  contra  terceros  po- 
seedores, ni  para  la  estincion  de  las  hipo- 
tecas, servidumbres  u  otros  derechos  cons- 
tituidos sobre  las  cosas  donadas,  sino  en 
los  casos  siguientes: 

1."  Cuando  en  escritura  pública  de  la 
donación  (inscrita  en  el  competente  Re- 
jistro,  si  la  calidad  de  las  cosas  donadas  lo 
hubiere  exijido),  se  ha  prohibido  al  dona- 
tario enajenarlas,  o  se  ha  espresado  la  con- 
dición; 

2.°  Cuando  antes  de  las  enajenaciones 
o  de  la  constitución  de  los  referidos  dere- 
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clio?,  se  ha  notificado  a  los  torceros  intere- 
sados, que  el  donante  u  otra  persona  a  su 
nomi)ro  se  propone  intentar  la  acción  re- 
solutoria, rescisoria  o  revocatoria  contra  el 
donatario; 

3.''  Cuando  se  ha  procedido  a  enajenar 
los  bienes  donados,  o  a  constituir  los  refe- 
ridos derechos,  después  de  intentada  la  ac- 
ción. 

El  donante  que  no  hiciere  uso  de  dicha 
acción  contra  terceros,  podrá  sxijir  al  do- 
natario el  precio  de  las  cosas  enajenadas, 
según  el  valor  que  hayan  tenido  a  la  fecha 
de  la  enajenación. 

1433.  Se  entenderán  por  donaciones 
remuneratorias  las  que  espresamente  se 
hicieren  en  remuneración  de  servicios  es- 
pecíHctis,  siempre  que  éstos  sean  de  los  que 
suelen  pagarse. 

Si  no  constare  por  escritura  privada  o 
pública,  según  los  casos,  que  la  donación 
ha  sido  remuneratoria,  o  si  en  la  escritura 
no  se  especificaren  los  servicios,  la  dona- 
ción se  entenderá  gratuita. 

1434.  Las  donaciones  remuneratorias, 
en  cuanto  equivalgan  al  valor  de  los  ser- 
vicios remunerados,  no  son  rescindibles  ni 
revocables,  i  en  cuanto  excedan  a  este  va- 
lor, deberán  insinuarse. 

1435.  El  donatario  que  sufriere  evic» 
cion  de  la  cosa  que  le  ha  sido  donada  en 
remuneración,  tendrá  derecho  a  exijir  el 
pago  de  los  servicios  que  el  donante  se  pro- 
puso remunerarle  con  ella,  en  cuanto  no 
aparecieren  haberse  compensado  por  los 
frutos. 

1436.  En  lo  demás,  las  donaciones  re- 
muneratorias quedan  sujetas  a  las  reglas 
de  este  titulo. 

ÜIBÍ^O    CÜflí^TO 

Oe  las  obligaeiones  en  ge-' 
nefal  i  de  los  eontpatos. 


TITULO  I 

Delinicioneíi. 

1437.  Las  obligaciones  nacen,  ya  del 
concurso realdelasvoluntades  de  dos  o  mas 
personas,  como  en  los  contratos  o  conven- 
ciones, ya  de  un  hecho  voluntario  de  la 
persona  que  se  obliga,  como  en  la  acepta- 
ción de  una  herencia  o  legado  i  en  todos 
los  cuasicontratos;  'ya  a  consecuencia  de 
un  hecho  que  ha  inferido  injuria  o  daño  a 
otra  persona,  como  en  los  delitos  i  cuasi- 
<3el¡tos;  ya  por  disposición  de  la  lei,  como 


entre  los  padres  i  los  hijos  de  familia  (1).. 

1438.  Contrato  o  convención  es  un  acto 
por  el  cual  una  parte  .se  obliga  para  con 
otra  a  dar,  hacer  o  no  hacer  alguna  cosa. 
Cada  parte  puede  ser  una  o  muchas  perso- 
nas, 

1439.  El  contrato  es  nnilateraí  cuando 
una  de  las  partes  se  obliga  para  con  otra 
que  no  contrae  obligación  alguna;  i  Inlatc- 
rcd,  cuando  las  partes  contratantes  se  obli- 
gan recíprocamente. 

1440.  E\  Qon\.vd.io  e%  gratuito  o  debe» 
neficcncia  cuando  solo  tiene  por  objeto  la 
utilidad  de  una  de  las  partes,  sufriendo  la 
otra  el  gravamen;  i  oneroso,  cuando  tiene 
por  objeto  la  utilidad  de  ambos  contratan- 
tes, gravándose  cada  uno  a  beneficio  del 
otro. 

1441.  El  contrato  oneroso  es  conmuta' 
tico,  cuando  cada  una  de  las  partes  se  obli- 
ga a  dar  o  hacer  una  cosa  que  se  mira 
como  equivalente  a  lo  que  la  otra  parte 
debe  dar  o  hacer  a  su  vez;  i  si  el  equiva- 
lente consiste  en  una  continjencia  incierta 
de  ganancia  ó  pérdida,  se  llama  aleatorio^ 

1442.  El  contrato  es /)ríncí/>a/ (guando 
subsiste  por  sí  mismo  sin  necesidad  de  otra 
convención,  i  accesorio,  cuando  tiene  por 
objeto  asegurar  el  cumplimiento  de  una 
obligación  principal,  de  manera  que  na 
pueda  subsistir  sin  ella. 

1443.  El  contrato  es  real  cuando,  para 
que  sea  perfecto,  es  necesaria  la  tradición 
de  la  cosa  a  que  se  refiere;  es  solemne, 
cuando  está  sujeto  a  la  observancia  de  cier- 
tas formalidades  especiales,  de  manera  que 
sin  ellas  no  produce  ningún  efecto  civil;  i 
es  conscnsual,  cuando  se  perfecciona  por 
el  solo  consentimiento. 

1444.  Se  distinguen  en  cada  contrató- 
las cosas  que  son  de  su  esencia,  las  que  son 
de  su  naturaleza,  i  las  puramente  acciden- 
tales. Son  de  la  esencia  de  un  contratO' 
aquellas  cosas  sin  las  cuales  o  no  produce 
efecto  alguno,  o  dejenera  en  otro  contrato 
diferente;  son  de  la  naturaleza  de  tin  con- 
trato las  oue  no  siendo  esenciales  en  él,  se 
entienden  pertenecerle,  sin  necesidad  de 
una  cláusula  especial;  i  son  accidentales  a 
un  contrato  aquellas  que  ni  esencial  ni  na- 
turalmente le  pertenecen,  i  que  se  le  agre- 
gan por  medio  de  cláusulas  especiales. 

TÍTULO  II 

De  los  aetos  i  declaraciones   de   voluntada 

1445.  Para  que  una  persona  se  obligue 


(1)  No  siempre  contrae  obligación  la  persona 
que  realiza  un  hecho  voluntario  que  produce,  cua,^ 
sicontrato.— V.  el  art.  2295. 
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a  otra  por  un  acto  o  declaración  de  volun- 
tad es  necesario,  1."  que  sea  le^almente 
capaz:  2."  que  consienta  en  dicho  acto  o 
declaración  i  su  consentimiento  no  adolez- 
ca de  vicio:  3.°  que  recaiga  sobre  un  objeto 
licito:  4.°  que  tt  nga  una  causa  licita. 

La  capacidad  leiial  de  una  persona  con- 
siste en  poderse  obligar  ['Ov  sí  misma,  i  sin 
el  ministerio  o  la  autorización  de  otra. 

1446.  Toda  persona  es  legal  mente  ca- 
paz, escepto  aquéllas  que  la  lei  declara  in- 
capaces. 

1447.  Son  absolutamente  incapaces  los 
dementes,  los  impúberes  i  los  sordomudos 
que  no  pueden  darse  á  entender  por  es- 
crito. 

Sus  actos  no  producen  ni  aun  obligacio- 
nes naturales,  i  no  admiten  caución. 

Son  también  incapaces  los  menores  adul- 
tos que  no  han  obtenido  habilitación  de 
edau;  los  disipadores  que  .«e  hallan  bajo  in- 
terdicción de  administrar  lo  suyo;  las  mu- 
jeres casadas;  los  relijiosos,  i  las  personas 
jurídicas.  Pero  la  incaiiaciuad  de  estas  cin- 
co clases  de  personas  no  es  absoluta,  i  sus 
actos  pueden  tener  valor  en  ciertas  circuns- 
tancias i  bajo  ciertos  respectos,  determina- 
dos por  las  leyes  (1). 

Ademas  de  estas  incapacidades  hai  otras 
particulares  que  consisten  en  la  prohibi- 
ción que  la  lei  ha  impuesto  a  ciertas  per- 
sonas para  ejecutar  ciertos  actos. 

1448.  Lo  que  una  persona  ejecuta  a 
Dorabre  de  otra,  estando  facultada  por  ella 
o  por  la  lei  para  representarla,  produce 
respecto  del  representado  iguales  efectos 
que  si  hubiese  contratado  él  mismo. 

1449.  Cualquiera  puede  estipular  a  fa- 
vor de  una  tercera  persona  aunque  no  ten- 
ga derecho  para  representarla;  pero  solo 
esta  tercera  persona  podrá  demandar  lo 
estipulado;  i  mientras  no  intervenga  su 
aceptación  espresa  o  tácita,  es  revocable  el 
contrato  por  la  sola  voluntad  de  las  partes 
que  concurrieron  a  él. 

Constituyen  aceptación  tácita  los  actos 
que  solo  hubieran  podido  ejecutarse  en  vir- 
tud dnl  contrato. 

1450.  Siempre  que  uno  de  los  contra- 
tantes se  compromete  a  que  por  una  terce- 
ra persona,  de  quien  no  es  lejítimo  repre- 
sentante, ha  de  darse,  hacerse  o  no  hacer- 
se alguna  cosa,  esta  tercera  persona  no 
contraerá  obligación  alguna,  sino  en  virtud 
de  su  ratificación;  i  si  ella  no  ratifica,  el 


(1)  Entendemos  que  en  el  mismo  caso  que  los 
impúberes  etc.,  se  hallan  las  personas  jurídicas  que 
sólo  pueden  contraer  obligaciones  y  contratar  por 

medio  de  sus  representantes.— V.  los  arts.  95,  1686 

y.2481. 


otro  contratante  tendrá  acción  de  perjui- 
cios contra  el  que  hizo  la  promesa. 

1451.  Los  vicios  de  que  puede  adolecer 
el  consentimiento,  son  error,  fuerza  i  dolo. 

1452.  El  error  sobre  un  punto  de  dere- 
cho no  vicia  el  consentimiento. 

1453.  El  error  de  hecho  vicia  el  con- 
sentiüiiciito  cuando  recae  sobre  la  especie 
de  acto  o  contrajo  que  se  ejecuta  o  celebra, 
como  si  una  de  las  partes  entendiese  em- 
préstito i  la  otra  donación;  o  sobre  la  iden- 
tidad de  la  cosa  especiñca  de  que  se  trata, 
como  si  en  el  contrato  de  venta  el  vende- 
dor entendiese  vender  cierta  cosa  determi- 
nada, i  el  comprador  entendiese  comprar 
otra. 

1454.  El  error  de  hecho  vicia  asimis- 
mo el  consentimiento  cuando  la  sustancia 
o  calidad  esencial  del  objeto  sobre  que  ver- 
sa el  acto  ó  contrato,  es  diversa  de  lo  que 
se  cree;  como  si  por  alguna  de  las  partes 
se  supone  que  el  objeto  es  una  barra  de 
plata,  i  realmente  es  una  masa  de  algún 
otro  metal  semejante. 

El  error  acerca  de  otra  cualquiera  cali- 
dad de  la  cosa  no  vicia  el  consentimieuto 
de  los  que  contratan,  sino  cuando  esa  cali- 
dad es  el  principal  motivo  de  una  de  ellas 
para  contratar,  i  este  motivo  ha  sido  cono- 
cido de  la  otra  parte. 

1455.  El  error  acerca  de  la  persona 
con  quien  se  tiene  intención  de  contratar 
no  vicia  el  consentimiento,  salvo  que  la 
consideración  de  esta  persona  sea  la  causa 
principal  del  contrato. 

Pero  en  este  caso  la  persona  con  quien 
erradamente  se  ha  contratado,  tendrá  de- 
recho a  ser  indemnizada  de  los  perjuicios 
en  que  de  buena  fe  haya  incurrido  por  la 
nulidad  del  contrato. 

1456.  La  fuerza  no  vicia  el  consenti- 
miento, sino  cuando  es  capaz  de  producir 
una  impresión  fuerte  en  una  persona  de 
sano  juicio,  tomando  en  cuenta  su  edad, 
sexo  i  condición.  Se  mira  como  una  fuerza 
de  este  jénero  todo  acto  que  infunde  a  una 
persona  un  justo  temor  de  verse  espuesta 
ella,  su  consorte  o  alguno  de  sus  ascendien- 
tes o  descendientes  a  un  mal  irreparable  i 
grave. 

El  temor  reverencial,  esto  es,  el  solo  te- 
mor de  desagradar  a  las  personas  a  quie- 
nes se  debe  sumisión  i  respeto,  no  basta 
para  viciar  el  consentimiento. 

1457.  Para  que  la  fuerza  vicie  el  con- 
sentimiento no  es  necesario  que  la  ejerza 
aquel  que  es  beneficiado  por  ella;  basta  que 
se  haya  empleado  la  fuerza  por  cualquiera 
persona  con  el  objeto  de  obtener  el  consen- 
timiento. 
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1458.  El  dolo  no  vicia  el  consentimien- 
to sino  cuando  es  obra  de  una  de  las  partes, 
i  cuando  ademas  aparece  claramente  que 
sin  él  no  hubieran  contratado. 

En  los  demás  casos  el  dolo  da  lugar  so- 
lamente a  la  acción  de  perjuicios  contra  la 
persona  o  personas  que  lo  han  fraguado  o 
que  se  han  aprovechado  de  él;  contra  las 
primeras  por  el  total  valor  de  los  perjui- 
cios, i  contra  las  segundas  hasta  concu- 
rrencia del  provecho  que  han  reportado 
del  dolo. 

1459.  El  dolo  no  se  presume  sino  en 
los  casos  especialmente  previstos  por  la  lei. 
En  los  demás  debe  probarse. 

1460.  Toda  de('.laracion  de  voluntad 
debe  tener  por  objeto  una  o  mas  cosas  que 
se  trata  de  dar,  hacer  o  no  hacer.  El  mero 
uso  de  la  cosa  o  su  tenencia  puede  ser  ob- 
jeto de  la  declaración. 

1461.  No  solo  las  cosas  que  existen 
pueden  ser  objeto  de  una  declaración  de  vo- 
luntad, sino  las  que  se  espera  que  existan; 
pero  es  menester  que  las  unas  i  las  otras 
sean  comerciables,  i  que  estén  determina- 
das, a  lo  menos  en  cuanto  a  su  jénero. 

La  cantidad  puede  ser  incierta  con  tal 
que  el  acto  o  contrato  ílje  reglas  o  conten- 
ga datos  que  sirvan  para  determinarla. 

Si  el  objeto  es  un  hecho,  es  necesario 
que  sea  física  i  moralmente  posible.  Es  fí- 
sicamente imposible  el  que  es  contrario  a 
la  naturaleza,  i  moralmente  imposible  el 
prohil)ido  por  las  leyes,  o  contrario  a  las 
buenas  costumbres  o  al  orden  público. 

1462.  Hai  un  objeto  ilícito  en  todo  lo 
que  contraviene  al  derecho  público  chile- 
no. Asi  la  promesa  de  someterse  en  Chile 
a  una  jurisdicción  no  reconocida  por  las 
leyes  chilenas,  es-nula  por  el  vicio  del  ob- 
jeto. 

1463.  El  derecho  de  suceder  por  cau- 
sa de  muerte  a  una  persona  viva  no  puede 
ser  objeto  de  una  donación  o  contrato,  aun 
cuando  intervenga  el  consentimiento  de  la 
misma  persona. 

Las  convenciones  entre  la  persona  que 
debe  una  lejitima  i  el  lejitimario,  relativas 
a  la  misma  lejitima  o  a  mejoras,  están  su- 
jetas a  las  reglas  especiales  contenidas  en 
el  título  De  las  asignaciones  for sosas. 

1464.  Hai  un  objeto  ilícito  en  la  ena- 
jenación: 

1."  De  las  cosas  que  no  están  en  el  co- 
mercio; 

2.°  De  los  derechos  o  privilejios  que  no 
pueden  trasferirse  a  otra  persona; 

3.°  De  las  cosas  embargadas  por  decre- 
to judicial,  a  menos  que  el  juez  lo  autorice 
o  el  acreedor  consienta  en  ello; 


4.°  De  especies  cuya  propiedad  se  liti- 
ga, sin  permiso  del  juez  que  conoce  en  el 
litijioCl). 

1465.  El  pacto  de  no  pedir  mas  en  ra- 
zón de  una  cuenta  aprobada,  no  vale  en 
cuanto  al  dolo  contenido  en  ella,  si  no  se 
ha  condonado  esprcsamente.  La  condona- 
ción del  dolo  futuro  no  vale. 

1466.  Huí  asimismo  objeto  ilícito  en 
las  deudas  contraídas  en  juego  de  azar,  en 
la  venta  de  libros  cuya  circulación  es  pro- 
hibida por  la  autoridad  competente,  de  lá- 
minas, pinturas  i  estatuas  obscenas,  i  de 
impi'esos  condenados  como  abusivos  de  la 
libertad  de  la  prensa;  i  jeneralmente  en 
todo  contrato  prohibido  por  las  leyes. 

1467.  No  puede  haber  obligación  sin 
una  causa  real  i  licita;  peí  o  no  es  necesa- 
rio espresarla.  La  pura  liberalidad  o  bene- 
ficencia es  causa  suficiente. 

Se  entiende  por  causa  el  motivo  que  in- 
duce al  acto  o  contrato;  i  por  causa  ilícita 
la  proliibida  por  lei,  o  contraria  a  las  bue- 
nas costumbres  o  al  orden  público. 

Así  la  promesa  de  dar  algo  en  pa<íO  de 
una  deuda  que  no  existe,  carece  de  causa; 
i  la  promesa  de  dar  algo  en  recompensa 
de  un  crimen  o  de  un  hecho  inmoral,  tie- 
ne una  causa  ilícita. 

1468.  No  podrá  repetirse  lo  que  se 
haya  dado  o  pagado  por  un  objeto  o  causa 
ilícita  a  sabiendas. 

1469.  Los  actos  o  contratos  qne  la  lei 
declara  inválidos,  no  dejarán  de  serlo  por 
las  cláusulas  que  en  ellos  se  introduzcan  i 
en  que  se  renuncie  la  acción  de  nulidad. 

TITILO  III 

De  Ia.s  ol>ligaci<>ne»i  eivIleN  y  de  las  mera- 
mente naturales. 

1470.  Las  obligaciones  son  civiles  o 
meramente  naturales. 

Civiles  son  aquellas  que  dan  derecho 
para  exijir  su  cumplimiento. 

Naturales  las  que  no  confieren  derecho 
para  exijir  su  cumplimiento,  pero  que, 
cumplidas,  autorizan  para  retener  lo  que 
se  ha  dado  o  pagado  en  i*azon  de  ellas. 

Tales  son : 

1.°  Las  contraidas  por  personas  que  te- 
niendo suficiente  juicio  i  discernimiento, 
son,  sin  embargo,  incapaces  de  obligarse 
según  las  leyes,  como  la  mujer  casada  en 
los  casos  en  que  le  es  neceseria  la  autori- 
zación del  marido,  i  los  menores  adultos 
no  habilitados  de  edad; 


(1)     Véanse  los  artículos  144,  .303,  393,  1135,  1461  y 
2387. 
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2.°  Las  obligaciones  civiles  estinguidas 
por  la  prescripción; 

3.°  Las  que  proceden  de  actos  a  que 
fallan  las  solemnidades  que  la  lei  exije 
para  que  produzcan  efectos  civiles;  como 
l;i  de  pagar  un  legado,  impuesto  por  un 
testamento  que  no  .-e  lia  otorgado  en  la 
forma  debida; 

4.°  Las  que  no  han  sido  reconocidas  en 
juicio  por  falta  de  prueba. 

Para  que  no  pueda  pedirse  la  restitución 
en  virtud  de  estas  cuatro  clases  de  obliga- 
ciones, es  necesario  que  e)  pago  se  haya 
hecho  voluntariamente  por  el  que  tenia  la 
libre  administración  de  sus  bienes. 

1471.  La  sentencia  judicial  que  recha- 
za la  acción  intentada  contra  el  natural- 
mente obligado,  no  estingue  la  obligación 
natural. 

1472.  Las  fianzas,  hipotecas,  prendas 
i  cláusulas  penales  constituidas  por  terce- 
ros para  seguridad  de  estas  obligaciones, 
valdrán. 

TITtJLO    IV 

De  las  nliligacioMcs  condicionales  i  nio- 
dale!^. 

1473.  Es  obligación  condicional  la  que 
depende  de  una  condición,  esto  es,  de  un 
acontecimiento  futuro  que  puede  suceder 
o  no. 

1474.  La  condición  es  positiva  o  nega- 
tiva. 

La  positiva  consiste  en  acontecer  una 
cosa;  la  negativa  en  que  una  cosa  no  acon- 
tezca. 

1475.  La  condición  positiva  debe  ser 
física  i  moralmente  posible. 

Es /"íSíCrtrtit'níc  imposible  la  que  es  con- 
traria a  las  leyes  de  la  naturaleza  física;  i 
woralwente  imposible  la  que  consiste  en 
un  hecho  prohibido  por  las  leyes,  o  es 
opuesta  a  las  buenas  costumbres  o  al  orden 
público. 

Se  mirarán  también  como  imposibles  las 
que  están  concebidas  en  términos  ininteli- 
jibles. 

1476.  Si  la  condición  es  negativa  de 
una  cosa  físicamente  imposible,  la  obliga- 
ción es  pura  i  simple:  si  consiste  en  que  el 
acreedor  se  abstenga  de  un  hecho  inmoral 
o  prohibido,  vicia  la  disposición. 

1477.  Se  llama  condición  potestativa 
la  que  depende  de  la  voluntad  del  acree- 
dor o  del  deudor;  casual  la  que  depende 
de  la  voluntad  de  un  tercero  o  de  un  aca- 
so; mista  la  que  en  parte  depende  de  la 
voluntad  del  acreedor  i*en  parte  de  la  vo- 
luntad de  un  tercero  o  de  un  acaso. 


1478.  Son  nulas  las  obligaciones  con- 
traídas bajo  una  condición  i)0testaliva  que 
consista  en  la  mera  voluntad  de  la  perso- 
na que  se  obliga. 

Si  la  condición  consiste  en  un  hecho  vo- 
luntario de  cualquiera  (;e  las  partes,  val- 
drá. 

1479.  La  condición  se  llama  suspensi- 
va si,  Miiénlras  no  se  cumple,  suspende  la 
adquisición  de  un  derecho;  i  resolutoria, 
cuando  por  su  cumplimiento  se  estingue 
un  derecho. 

1480.  Si  la  condición  suspensiva  es  o 
se  hace  imposible,  se  tendrá  por  fallida. 

A  la  misma  regla  se  sujetan  las  condi- 
ciones cuyo  sentido  i  el  modo  de  cum[)lir- 
las  son  enteramente  inintelijibies. 

I  las  condiciones  inductivas  a  hechos  ¡le- 
gales o  inmorales. 

La  condición  resolutoria  que  es  imposi- 
ble por  su  naturaleza,  o  inintelijible,  o  in- 
ductiva a  un  hecho  ilegal  o  inmoral,  se 
tendrá  por  no  escrita  (1). 

1481.  La  regla  del  artículo  preceden- 
te, inciso  primero,  se  aplica  aun  a  las  dis- 
posiciones testamentarias.  Asi,  cuando  la 
condición  es  un  hecho  que  depende  de  la 
voluntad  del  asignatario  i  déla  voluntad 
de  otra  persona,  i  deja  de  cumplirse  por 
algún  accidente  que  ia  hace  imposible,  o 
porque  la  otra  persona  de  cuya  voluntad 
depende  no  puede  o  no  quiere  cumplirla, 
se  tendrá  por  fallida,  sin  embargo  de  que 
el  asignatario  haya  estado  por  su  parte 
dispuesto  a  cumplirla. 

Con  todo,  si  la  persona  que  debe  prestar 
la  asignación  se  vale  de  medios  ilícitos 
para  que  la  condición  no  pueda  cumplirse, 
o  para  que  la  olra  persona  de  cuya  volun- 
tad depende  en  parte  su  cumplimiento,  no 
coopere  a  él,  se  tendrá  por  cumplida. 

1482.  Se  reputa  haber  fallado  la  con- 
dición positiva  o  haberse  cumplido  la  ne- 
gativa, cuando  ha  llegado  a  ser  cierto  que 
no  sucederá  el  acontecimiento  contempla- 
do en  ella,  o  cuando  ha  espirado  el  tiempo 
dentro  del  cual  el  acontecimiento  ha  debi- 
do verificarse,  i  no  se  ha  veritícado. 

1483.  La  condición  debe  ser  cumplida 
del  modo  que  las  partes  han  probablemen- 
te entendido  que  lo  fuese,  i  se  presumirá 
que  el  modo  mas  racional  de  cumplirla  es 
el  que  han  entendido  las  partes. 

Cuando,  por  ejemplo,  la  condición  con- 
siste en  pagar  una  suma  de  dinero  a  una 
persona  que  está  b:ijo  tutela  o  curaduría, 
no  se  tendrá  por  cumplida  la  condición,  si 


(1    Véase  el  *.vt.  1.475. 
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se  entrega  a  la  misma  persona,  i  ésta  lo 
disipa. 

1484.  Las  condiciones  deben  cumplir- 
se literalmente,  en  la  forma  convenida. 

1485.  No  puede  exijirse  el  cumpli- 
miento de  la  obligación  condiciona!,  sino 
verificada  la  condición  totalmente. 

'J'odo  lo  que  se  hubiere  pagado  antes  de 
electuarse  la  condición  suspensiva,  podrá 
repetirse  mientras  no  se  liubierf.  cumplido. 

1486.  Si  antes  del  cumplimiento  de  la 
condición  la  cosa  prometida  perece  sin 
culpa  del  deudor,  se  estingue  la  obligación; 
i  .si  por  culpa  del  deudor,  el  deudor  es  obli- 
gado al  precio,  i  a  la  indemnización  de 
perjuicios. 

Si  la  cosa  existe  al  tiempo  de  cumplirse 
Ja  condición,  se  debe  en  el  estado  en  que 
se  encuentre,  aprovechándose  el  acreedor 
de  los  aumentos  o  mejoras  que  haya  reci- 
bido la  cosa,  sin  estar  obligado  a  dar  mas 
por  ella,  i  sufriendo  su  deterioro  o  dimi- 
nución, sin  derecho  alguno  a  que  se  le  re- 
baje el  precio;  salvo  que  el  deterioro  o  di- 
minución proceda  de  culpa  del  deudor;  en 
cuyo  caso  el  acreedor  podrá  pedir  o  que  se 
rescinda  el  contrato,  o  que  se  le  entregue 
la  cosa,  i  ademas  de  lo  uno  o  lo  otro  ten- 
drá derecho  a  indemnización  de  perjui- 
cios. 

Todo  lo  que  destruye  la  aptitud  de  la 
cosa  para  el  objeto  a  que  según  su  natura- 
leza o  según  la  convención  se  destina,  se 
entiende  destruir  la  cosa  (1). 

1487.  Cumplida  la  condición  resolu- 
toria, deberá  restituirse  lo  que  se  hubiere 
recibido  bajo  tal  condición,  a  menos  que 
ésta  haya  sido  puesta  en  favor  del  acree- 
dor esclusivamente,  en  cuyo  caso  podrá 
éste,  si  quiere,  renunciarla;  pero  será  obli- 
gado a  declarar  su  determinación,  si  el 
deudor  lo  exijiere. 

1488.  Veriñcada  una  condición  reso- 
lutoria no  se  deberán  los  frutos  percibidos 
en  el  tiempo  intermedio,  salvo  que  la  lei, 
el  testador,  el  donante  o  los  contratantes, 
según  los  varios  casos,  hayan  dispuesto  lo 
contrario  (2). 

1489.  En  los  contratos  bilaterales  va 
envuelta  la  condición  resolutoria  de  no 
cumplirse  por  uno  de  los  contratantes  lo 
pactado. 

Pero  en  tal  caso  podrá  el  otro  contra- 
tante pedir  a  su  arbitrio  o  la  resolución  o  el 
cumplimiento  del  contrato,  con  indemni- 
zación de  perjuicios. 


(1)  Véase  el  art.  1.820  de  este  Código. 

(2)  Completa  las  deficiencias  de  este  articulo  lo 
prescrito  en  el  iuciso  teixero  del  art.  1.875,  aplica- 
Mepor  anal  ojia. 


1490.  Si  el  que  debe  una  cosa  mueble 
a  plazo,  o  bajo  condición  suspensiva  o  re- 
solutoria, la  enajena,  no  habrá  derecho  de 
reivindicarla  contra  terceros  poseedores 
de  buena  fe. 

1491.  Si  el  que  debe  un  inmueble  bajo 
condición  lo  enajena,  o  lo  grava  con  hipo- 
teca, censo  o  servidumbre,  no  podrá  resol- 
verse la  enajenación  ó  gravamen  ,  sino 
cuando  la  condición  constaba  en  el  título 
respectivo,  inscrito,  u  otorgado  por  escri- 
tura pública. 

1492.  El  derecho  del  acreedor  que  fa- 
llece en  el  intervalo  entre  el  contrato  con- 
dicional i  el  cumplimiento  de  la  condición, 
se  trasmite  á  sus  herederos;  i  lo  mismo  su- 
cede con  la  obligación  del  deudor.  (1) 

Esta  regla  no  se  aplica  a  las  asignacio- 
nes testamentarias,  ni  a  las  donaciones  en- 
tre vivos. 

El  acreedor  podrá  impetrar  durante  di- 
cho intervalo  las  providencias  conservati- 
vas necesarias. 

1493.  Las  disposiciones  del  titulo  IV 
del  Libro  lli  sobre  las  asignaciones  testa- 
mentarias, condicionaleso  modales,  se  apli- 
can a  las  convenciones  en  lo  que  no  pugne 
con  lo  dispuesto  en  los  artículos  preceden- 
tes. 

TÍTin.©  V 

De  la!!>  ol>lisac¡<»nes  á  plazo 

1494.  El  plazo  es  la  época  que  se  fija 
para  el  cumplimiento  de  la  obligación,  y 
puede  ser  espreso  o  tácito.  Es  tácito  el  in- 
dispensable para  cumplirlo. 

No  podrá  el  juez,  sino  en  casos  espe- 
ciales que  las  leyes  designen,  señalar  pla- 
zo para  el  cumplimiento  de  una  obliga- 
ción: sólo  podi'á  interpretar  el  concebido 
en  términos  vagos  u  oscuros,  sobre  cuya 
intelijencia  i  aplicación  discuerden  las 
partes. 

1495.  Lo  que  se  paga  antes  de  cum- 
plirse el  plazo  no  está  sujeto  á  restitución. 

Esta  regla  no  se  aplica  á  los  plazos  que 
tienen  el  valor  de  condiciones. 

1496.  El  pago  de  la  obligación  no  pue- 
de exijirse  antes  de  espirar  el  plazo,  sino  esr 

1.°  Al  deudor  constituido  en  quiebra  o 
que  se  halla  en  notoria  insolvencia; 

2.°  Al  deudor  cuyas  cauciones,  por  he- 
cho o  culpa  suya,  se  han  estinguido  o  han 
disminuido  considerablemente  de  valor. 
Pero  en  este  caso  el  deudor  podrá  reclamar 
el  beneficio  del  plazo,  renovando  o  mejo- 
rando las  cauciones. 


(1)    V.  los  arts.  951  i  1097. 
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1497.  El  deudor  puede  renunciar  el 
plazo,  a  meno.s  que  el  testador  haya  dis- 
puesto o  las  partes  estipulado  lo  contrario 
o  que  la  anticipación  del  pago  acarree  al 
acreedor  un  perjuicio  que  por  medio  del 
plazo  se  propuso  manitiestamente  evi- 
tar (1). 

En  el  contrato  de  mutuo  a  interés  se 
observará  lo  dispuesto  en  el  art.  2201. 

1498.  Lo  dicho  en  el  título  IV  del  Li- 
bro III  sobre  las  asignaciones  testamen- 
tarias a  dia  se  aplica  a  las  convenciones. 

TITtJI.O  \i. 

De  las  «ibiigaciones  alternativas. 

1499.  Obligación  alternativa  es  aque- 
lla por  la  cual  se  deben  varias  cosas,  de 
tal  manera  que  la  ejecución  de  una  de 
ellas,  exonera  de  la  ejecución  de  las  otras. 

1500.  Para  que  el  deudor  quede  libre, 
debe  pagar  o  ejecutar  en  su  totalidad  una 
de  las  cosas  que  alternativamente  deba;  i 
no  puede  obligar  al  acreedor  a  que  acepte 
parte  de  una  i  parte  de  otra. 

La  elección  es  del  deudor,  a  menos  que 
se  haya  pactado  lo  contrario. 

1501.  Siendo  la  elei^cioii  del  deudor, 
no  puede  el  acreedor  demandar  determi- 
nadamente una  de  las  cosas  debidas,  sino 
bajo  la  alternativa  en  que  se  le  deben. 

1502.  Si  la  elección  es  del  deudor,  está 
a  su  arbitrio  enajenar  ó  destruir  cualquie- 
ra de  las  cosas  que  alternativamente  debe 
mientras  subsista  una  de  ellas. 

Pero  si  la  elección  es  del  acreedor,  i  al- 
guna de  las  cosas  que  alternativamente  se 
le  deben,  perece  por  culpa  del  deudor,  po- 
drá el  acreedor,  a  su  arbitrio,  pedir  el  pre- 
cio de  esta  cosa  i  la  indemnización  de  per- 
juicios, o  cualquiera  de  las  cosas  restan- 
tes. 

1503.  Si  una  de  las  cosas  alternativa- 
mente prometidas  no  podia  ser  objeto  de  la 
obligación  o  llega  a  destruirse,  subsiste  la 
obligación  alternativa  de  las  otras;  i  si  una 
sola  resta,  el  deudor  es  obligado  a  ella. 

1504.  Si  perecen  todas  las  cosas  com- 
prendidas en  la  obligación  alternativa,  sin 
culpa  del  deudor,  se  estingue  la  obliga- 
ción. 

Si  con  culpa  del  deudor,  estará  obligado 
al  precio  de  cualquiera  de  las  cosas  que 
elija,  cuando  la  elección  es  suya,  o  al  pre- 
«io  de  cualquiera  de  las  cosas  que  el  acree- 


dor elija,  cuando  es  del  acreedor  la  elec- 
ción (i). 

TBTaJI.O  vu 

l>e  las  obü^^aciones  facultativas. 

1505.  ObIigacion/«ca/ííaí/ra  es  la  que 
tiene  por  objeto  una  cosa  determinada, 
pero  concediéndose  al  deudor  la  facultad 
de  pagar  con  esta  cosa  o  con  otra  que  se 
designa. 

1506  En  la  obligación  facultativa  el 
acreedor  no  tiene  dei'ccho  para  pedir  otra 
co.sa  que  aquella  á  que  el  deudor  es  direc- 
tamente obligado,  i  si  dicha  cosa  perece  sin 
culpa  del  deudor  i  antes  de  haberse  éste 
constituido  en  mora,  no  tiene  derecho  para 
pedir  cosa  alguna  (2>. 

1507.  En  caso  de  duda  sobre  si  la  obl¡« 
gacion  es  alternativa  o  facultativa,  se  ten- 
drá por  alternativa. 

TST^ILO  VIII 
De  las  obligaciones  <le  jénero. 

1508.  Obligaciones  Aq  jénero  son  aque- 
llas en  que  se  debe  indeterminadamente  un 
individuo  de  una  clase  o  jénero  determi- 
nado. 

1509.  En  la  obligación  de  jénero,  el 
acreedor  no  puede  pedir  determinadamen- 
te ningún  individuo,  i  el  deudor  queda  li- 
bre de  ella,  entregando  cualquiera  indivi- 
duo del  género,  con  tal  que  sea  de  una  ca- 
lidad a  lo  menos  mediana. 

1510.  La  pérdida  de  algunas  cosas  del 
jénero  no  estingue  la  obligación;  i  el  acree- 
dor no  puede  oponer.T;e  a  que  el  deudor  las 
enajene  ó  destruya,  mientras  subsistan 
otras  para  el  cumplimiento  de  lo  que  debe. 

TiTtiro  ix 

De  las  obligaciones  solidarias. 

1511.  En  jeneral,  cuando  se  ha  con- 
traído por  muchas  personas  o  para  con  mu- 
chas la  obligación  de  una  cosa  divisible, 
cada  uno  de  los  deudores,  en  el  primer 
caso,  es  obligado  solamente  a  su  parte  o 
cuota  en  la  deuda,  i  cada  uno  de  los  acree- 
dores, en  el  segundo,  solo  tiene  derecho 
para  demandar  su  parte  ó  cuota  en  el  cré- 
dito. 

Pero  en  virtud  de  la  convención,  del  tes- 
tamento o  de  la  lei  puede  exijirse  a  cada 
uno  de  los  deudores  ó  por  cada  uno  de  los- 


(1)  V.  la  circunstancia  3*  del  art.  1600  que  pa- 
rece estar  en  contradicción  con  el  párrafo  que  ano- 
tamos. 


íl)  Aunque  no  se  consigna  en  este  artículo,  en- 
tienden loa  comentaristas  que  además  del  precio 
está  obligado  el  deudor  á  satisfacer  los  perjuicios. 

(2)    V.  el  art.  1517. 
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acreedores  el  total  de  la  deuda,  i  entonces 
la  oliligacion  es  solidaria  o  insólidiini. 

La  solidariedad  debe  ser  espre¿amente 
declarada  en  todos  los  casos  en  que  no  la 
establece  la  lei. 

1512.  La  cosa  que  se  debe  solidaria- 
mente por  muchos  o  a  muchos,  ha  de  ser 
una  misma,  aunque  se  deba  de  diversos 
modos;  por  ejemplo,  pura  i  simplemente 
respecto  de  unos,  bajo  condición  o  a  plazo 
respecto  de  otros. 

1513.  El  deudor  puede  hacer  el  pago  a 
cualquiera  de  los  acreedores  solidarios  que 
elija,  a  menos  que  haya  sido  demandado 
por  uno  de  ellos,  pues  entonces  deberá  ha- 
cer el  pago  al  demandante. 

La  condenación  de  la  deuda,  la  compen- 
sación, la  novación  que  intervenga  entre 
el  deudor  i  uno  cualquiera  de  los  acreedo- 
res solidarios,  estingue  la  deuda  con  res- 
pecto á  los  otros,  de  la  misma  manera  que 
el  pago  lo  haria;  con  tal  que  uno  de  éstos 
no  haya  demandado  ya  al  deudor. 

1514.  El  acreedor  podrá  dirigirse  con- 
tra todos  los  deudores  solidarios  conjunta- 
mente, o  contra  cualquiera  de  ellos  a  su 
arbitrio,  sin  que  por  éste  pueda  oponérsele 
el  beneñeio  de  división. 

1515.  La  demanda  intentada  por  el 
acreedor  contra  alguno  de  los  deudores  so- 
lidarios, no  estingue  la  obligación  solidaria 
de  ninguno  de  ellos,  sino  en  la  parte  en  que 
hubiere  sido  satisfecha  por  el  demandado. 

151G.  El  acreedor  puede  renunciares- 
presa  o  tácitamente  la  solidariedad  respec- 
to de  uno  de  los  deudores  solidarios  ó  res- 
pecto de  todos. 

La  renuncia  tácitamente  en  favor  de  uno 
de  ellos,  cuando  le  ha  exijido  o  reconocido 
el  pago  de  su  parte  o  cuota  de  la  deuda,  es- 
presándolo así  en  la  demanda  o  en  la  carta 
de  pago,  sin  la  reserva  especial  de  la  soli- 
dariedad, o  sin  la  reserva  jeneral  de  sus 
derechos. 

Pero  esta  renuncia  espresa  o  tácita  no 
estingue  la  acción  solidaria  del  acreedor 
contra  los  otros  deudores,  por  toda  la  par- 
te del  crédito  que  no  haya  sido  cubierta 
por  el  deudor  a  cuyo  beneficio  se  renunció 
la  solidariedad. 

Se  renuncia  la  solidariedad  respecto  de 
lodos  los  deudores  solidarios,  cuando  el 
acreedor  consiente  en  la  división  de  la 
deuda. 

1517.  La  renuncia  espresa  ó  tácita  de 
la  solidariedad  de  una  pensión  periódica  se 
limita  a  los  pagos  devengados,  i  solo  se  es- 
tiende a  los  futuros  cuando  el  acreedor  lo 
espresa. 

1518.  Si  el  acreedor  condona  la  deuda 


a  cualquiera  de  los  deudores  solidarios,  no 
podrá  después  ejercer  la  acción  que  se  le 
concede  por  el  articulo  1514,  sino  con  re- 
baja de  la  cuota  que  correspondía  al  pri- 
mero en  la  deuda. 

1519.  La  nova:;ion  entre  el  acreedor  i 
uno  cualquiera  de  los  deudores  solidarios, 
liberta  a  los  otros  ,  a  menos  que  éstos 
accedan  a  la  obligación  nuevamente  cons- 
tituida. 

1520.  El  deudor  solidario  demandado 
puede  oponer  a  la  demanda  todas  las  es- 
cepciones  que  resulten  de  la  naturaleza  de 
la  obligación,  i  ademas  todas  las  persona- 
les suyas. 

Pero  no  puede  oponer  poi  via  de  com- 
pensación el  crédito  de  un  codeudor  soli- 
dario contra  el  demandante,  si  el  codeudor 
solidario  no  le  ha  cedido  su  derecho. 

1521.  Si  la  cosa  perece  por  culpa  o 
durante  la  mora  de  uno  de  los  deudores 
solidarios,  todos  ellos  quedan  obligados  so- 
lidariamente al  precio,  salva  la  acción  de 
los  codeudores  contra  el  culpable  o  moro- 
so. Pero  la  acción  de  perjuicios  a  que  die- 
re lugar  la  culpa  o  mora,  no  podrá  inten- 
tarla el  acreedor  sino  contra  el  deudop 
culpable  o  moroso. 

1522.  El  deudor  solidario  que  ha  pa- 
gado la  deuda,  o  la  ha  estinguido  por  al- 
guno de  los  medios  equivalentes  al  pago, 
queda  subrogado  en  !a  acción  del  acreedor 
con  todos  sus  privilejios  i  seguridades,  pero 
limitada  respecto  de  cada  uno  de  los  co- 
deudores á  la  parte  o  cuota  que  tenga  este 
codeudor  en  la  deuda. 

Si  el  negocio  para  el  cual  ha  sido  con- 
traída la  obligación  solidaria,  concernía 
solamente  a  alguno  o  algunos  de  los  deu- 
dores solidarios,  serán  éstos  responsables 
entre  sí,  según  las  partes  o  cuotas  que  les 
correspondan  en  la  deuda,  i  los  otros  co- 
deudores serán  considerados  como  fia- 
dores. 

La  parte  o  cuota  del  codeudor  insolvente 
se  reparte  entre  todos  los  otros  a  prorrata 
de  las  suyas,  comprendidos  aun  aquellos 
a  quienes  el  acreedor  haya  e.\onerado  de 
la  .solidariedad. 

1523.  Los  herederos  de  cada  uno  de 
los  deudores  solidarios  son,  entre  todos, 
obligados  al  total  de  la  deuda;  pero  cada 
heredero  será  solamente  responsable  de 
aquella  cuota  de  la  deuda  que  corresponda 
a  su  porción  hereditaria. 

TiTIJL,0  X 

Ue  las  oliligacione»*  divisibles  e  indivi- 
»«ible.««. 

1524.  La  obligación  es  divisible  o  ia~ 
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dicisible  según  tenga  o  no  por  objeto  una 
cosa  susceptible  de  división,  sea  física,  sea 
intelectual  o  de  cuota. 

Así  la  obligación  de  conceder  una  ser- 
vidumbre de  tránsito  o  la  de  hacer  cons- 
truir una  casa  son  indivisil)les;  la  de  pa- 
gar una  suma  de  dinero,  divisible. 

1525.  El  ser  solidaria  una  obligación 
no  le  da  el  carácter  de  indivisible. 

1526.  Si  la  obligación  no  es  solidaria 
ni  indivisible,  cada  uno  de  ios  acreedores 
puede  solo  exijir  su  cuota,  i  cada  uno  de 
los  codeudores  es  solamente  obligado  al  pa- 
go de  la  suya;  i  la  cuota  del  deudor  insol- 
vente no  gravará  a  sus  codeudores.  Escep- 
túanse  los  casos  siguientes: 

1."  La  acción  hipotecaria  o  prendaria 
se  dirije  contra  aquel  de  los  codeudores 
que  posea,  en  todo  o  parte,  la  cosa  hipote- 
tecada  o  empeñada. 

El  codeudor  que  ha  pagado  su  parte  de 
la  deuda,  no  puede  recobrar  la  prenda  u 
obtener  la  cancelación  de  la  hipoteca,  ni 
aun  en  parte,  mientras  no  se  estinga  el 
total  de  la  deuda;  i  el  acreedor  a  quien  se 
lia  satisfecho  su  parte  del  crédito,  no  pue- 
de remitir  la  prenda  o  cancelar  la  hipote- 
ca, ni  aun  en  parte,  mientras  no  hayan 
sido  enteramente  satisfechos  sus  coacree- 
dores. 

2."  Si  la  deuda  es  de  una  especie  o 
cuerpo  cierto,  aquel  de  los  codeudores  que 
lo  posee  es  obligado  a  entregarlo. 

3."  Aquel  de  los  codeudores  por  cuyo 
hecho  o  culpa  se  ha  hecho  imposible  el 
cumplimiento  de  la  obligación,  es  esclusi- 
va  i  solidariamente  responsable  de  todo 
perjuicio  al  acreedor. 

4."  Cuando  por  testamento  o  por  con- 
vención entre  los  herederos,  o  por  la  par- 
tición de  la  herencia,  se  ha  impuesto  a  uno 
de  los  herederos  la  obligación  de  pagar  el 
total  de  una  deuda,  al  acreedor  podrá  di- 
rijirse  o  contra  este  heredero  por  el  total 
de  la  deuda,  o  contra  cada  uno  de  los  he- 
rederos por  la  parte  que  les  corresponda  a 
prorrata. 

Si  espresa  mente  se  hubiere  estipulado 
con  el  difunto  que  el  pago  no  pudiese  ha- 
cerse por  partes,  ni  aun  por  los  herederos 
del  deudor,  cada  uno  de  éstos  podrá  ser 
obligado  a  entenderse  con  sus  coherederos 
para  pagar  el  total  de  la  deuda,  o  a  pagarla 
él  mismo,  salva  su  acción  de  saneamiento. 

Pero  los  herederos  del  acreedor,  si  no 
entablan  conjuntamente  su  acción,  no  po- 
drán exijir  el  pago  de  la  deuda,  sino  a 
prorrata  de  sus  cuotas. 

6."  Si  se  debe  un  terreno,  o  cualquiera 
otra  cosa  indeterminada ,  cuya   división 


ocasionare  grave  perjuicio  al  acreedor, 
cada  uno  de  los  codeudores  podrá  ser  obli- 
gado a  entenderse  con  los  otros  para  el 
pago  de  la  cosa  entera,  o  a  pagarla  él  mis- 
mo, salva  su  acción  para  ser  indemnizado 
por  los  otros. 

Pero  los  herederos  del  acreedor  no  po- 
drán exijir  el  pago  de  la  cosa  entera  sino 
intentando  conjuntamente  su  acción. 

6.°  Cuando  la  obligación  es  alternativa, 
si  la  elección  es  de  los  acreedores,  deben 
hacerla  todos  de  consuno;  i  si  de  los  deu- 
dores, deben  hacerla  de  consuno  todos  és- 
tos (1). 

1527.  Cada  uno  de  los  que  han  con- 
traído unidamente  una  obligación  indivi- 
sible, es  obligado  a  satisfacerla  en  el  todo, 
aunque  no  se  haya  estipulado  solidariedad, 
y  cada  uno  de  los  acreedores  de  una  obli- 
gación indivisible  tiene  igualmente  dere- 
cho a  exijir  el  total. 

1528.  Cada  uno  de  los  herederos  del 
que  ha  contraído  una  obligación  indivisi- 
ble es  obligado  a  satisfacerla  en  el  todo,  i 
cada  uno  de  los  herederos  del  acreedor 
puede  exijir  su  ejecución  tolal. 

1529.  La  prescripción  interrumpida 
respecto  de  uno  de  los  deudores  de  la  obli- 
gación indivisible,  lo  es  igualmente  res- 
pecto de  los  otros. 

1530.  Demandado  uno  de  los  deudores 
de  la  obligación  indivisible,  podrá  pedir  un 
plazo  para  entenderse  con  los  demás  deu^ 
dores  a  fin  de  cumplirla  entre  todos,  a  me- 
nos que  la  obligación  sea  de  tal  naturaleza 
que  él  solo  pueda  cumplirla,  pues  en  tal 
caso  podrá  ser  condenado  desde  luego  al 
total  cumplimiento,  quedándole  a  salvo  su 
acción  contra  los  demás  deudores,  para  la 
indemnización  que  le  deban. 

1531.  El  cumplimiento  de  la  obliga- 
ción indivisible  por  cualquiera  de  los  obli- 
gados, la  estingue  respecto  de  todos. 

1532.  Siendo  dos  o  mas  los  acreedores 
de  la  obligación  indivisible,  ninguno  de 
ellos  puede,  sin  el  consentimiento  de  los 
otros,  remitir  la  deuda  o  recibir  el  precio 
de  la  cosa  debida.  Si  alguno  de  los  acree- 
dores remite  la  deuda  o  recibe  el  precio  de 
la  cosa,  sus  coacredores  podrán  todavía 
demandar  la  cosa  misma,  abonando  al  deu- 
dor la  parte  o  cuota  del  acreedor  que  haya 
remitido  la  deuda  o  recibido  el  precio  de 
la  cosa. 

1533.  Es  divisible  la  acción  de  perjui- 
cios que  resulta  de  no  haberse  cumplido  o 
de  haberse  retardado  la  obligación  indivi- 


(1)    También  debe  figurar  entre  los  casos  de  mo- 
ra el  de  que  se  habla  en  el  artículo  2.167. 
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sible:  ninguno  de  lo3  acreedores  puede  in- 
tentarla ¡ninguno  de  los  deudores  está  su- 
jeto a  olla,  sino  en    la  parte  que  le  quepa. 

Si  por  el  hecho  o  culpa  de  uno  de  los 
deudores  de  la  obligación  indivisible  se  ha 
hecho  imposible  el  cumplimiento  de  ella, 
ese  solo  será  responsable  de  todos  los  per- 
juicios. 

1534.  Si  de  dos  codeudores  de  un  he- 
cho que  deba  efectuarse  en  común,  el  uno 
está  pronto  a  cumplirlo,  i  el  otro  lo  rehusa 
o  retarda,  éste  solo  será  responsable  de  los 
perjuicios  que  de  la  inejecución  o  retardo 
del  hecho  resultaren  al  acreedor. 


TITILO  XI 

De  laí$  «ibligaciones  coa  cláiiííuia  penal. 

1525.  La  cláusula  penal  es  aquella  en 
que  una  persona,  para  asegurar  el  cum- 
plimiento de  una  obligación,  se  sujeta  a 
una  pena,  que  consiste  en  dar  o  hacer  algo 
en  caso  de  no  ejecutar  o  de  retardar  la 
obligación  principal. 

1536.  La  nulidad  de  la  obligación  prin- 
cipal acarrea  la  de  la  cláusula  penal,  pero 
la  nulidad  de  ésta  no  acarrea  la  de  la  obli- 
gación principal. 

Con  todo,  cuando  uno  promete  por  otra 
persona,  imponiéndose  una  pena  para  el 
caso  de  no  cumplirse  por  ésta  lo  prometi- 
do, valdrá  la  pena,  aunque  la  obligación 
principal  no  tenga  efecto  por  falta  del  con- 
sentimiento de  dicha  persona. 

Lo  mismo  sucederá  cuando  uno  estipula 
con  otro  a  favor  de  un  tercero,  i  la  perso- 
na con  quien  se  estipula  se  sujeta  a  una 
pena  para  el  caso  de  no  cumplir  lo  pro- 
metido. 

1537.  Antes  de  constituirse  el  deudor 
en  mora,  no  puede  el  acreedor  demandar 
a  su  arbitrio  la  obligación  principal  o  la 
pena,  sino  solo  la  obligación  principal;  ni 
constituido  el  deudor  en  mora,  puede  el 
acreedor  pedir  a  un  tiempo  el  cumplimien- 
to de  !a  obligación  principal  i  la  pena,  sino 
cualquiera  de  las  dos  cosas  a  su  arbitrio;  a 
menos  que  aparezca  haberse  estipulado  la 
pena  por  el  simple  retardo,  o  a  menos  que 
se  haya  estipulado  que  por  el  pago  de  la 
pena  no  se  entienda  estinguida  la  obliga- 
ción principal. 

1538.  Hayase  o  no  estipulado  un  tér- 
mino dentro  del  cual  deba  cumplirse  la 
obligación  principal,  el  deudor  no  incurre 
en  la  pena  sino  cuando  se  ha  constituido 
en  mora,  si  la  obligación  es  positiva. 

Si  la  obligación  es  negativa,  se  incurre 
en  la  pena  desde  que  se  ejecuta  el  hecho 


do  que  el  deudor  se  ha  obligado  a  abste- 
nerse. 

1539.  Si  el  deudor  cumple  solamente 
una  parte  de  la  obligación  principal  i  el 
acreedor  acepta  esa  parte,  tendrá  derecho 
para  que  se  rebaje  proporcionalmente  1  v 
pena  estipulada  por  la  falta  de  cumpli- 
miento de  la  obligación  principal. 

1540.  Cuando  la  obligación  contraída 
con  cláusula  penal  es  de  cosa  divisible, 
la  pena,  del  mismo  modo  que  la  obliga- 
ción principal,  se  divide  entre  los  herede- 
ros del  deudor  a  prorrata  de  sus  cuotas 
hereditarias.  El  heredero  que  contraviene 
a  la  obligación,  incurre,  pues,  en  aquella 
parte  de  la  pena  que  corresponde  a  su  cuo- 
ta hereditaria;  i  el  acreedor  no  tendrá  ac- 
ción alguna  contra  los  coherederos  que  no 
han  contravenido  a  la  obligación. 

Esce|)túase  el  caso  en  que  habiéndose 
puesto  la  cláusula  penal  con  la  intención 
espresa  de  que  no  pudiera  ejecutarse  par- 
cialmente el  pago,  uno  de  los  herederos  ha 
impedido  el  pago  total:  podrá  entonces  exi- 
jirse  a  este  heredero  toda  la  pena,  o  a  cada 
uno  su  respectiva  cuota,  quedándole  a  sal- 
vo su  recurso  contra  el  heredero  intractor. 

Lo  mismo  se  observará  cuando  la  obli- 
gación contraída  con  cláusula  penal  es  de 
cosa  indivisible. 

1541.  Si  a  la  pena  estuviere  afecto  hi- 
potecariamente un  inmueble,  podrá  per- 
seguirse toda  la  pena  en  él,  salvo  el  recur- 
so de  indemnización  contra  quien  hubiere 
lugar. 

1542.  Habrá  lugar  a  exigir  la  pena  en 
todos  los  casos  en  que  se  hubiere  estipula- 
do, sin  que  pueda  alegarse  por  el  deudor 
que  la  inejecución  de  lo  pactado  no  ha  in- 
ferido perjuicio  al  acreedor  o  le  ha  produ- 
cido beneficio. 

1543.  No  podrá  pedirse  a  la  vez  la  po- 
na i  la  indemnización  de  perjuicios,  a  me- 
nos de  haberse  estipulado  así  espresamen- 
te;  pero  siempre  estará  al  arbitrio  del 
acreedor  pedir  la  indemnización  o  la  pena. 

1544.  Cuando  por  el  pacto  principal 
una  de  las  partes  se  obligó  a  pagar  una 
cantidad  determinada,  como  equivalente  a 
lo  que  por  la  otra  parte  debe  prestarse,  i  la 
pena  consiste  asimismo  en  el  pago  de  una 
cantidad  determinada,  podrá  pedirse  que 
se  rebaje  de  la  segunda  todo  lo  que  exceda 
al  duplo  de  la  primera,  incluyéndo.se  ésta 
en  él(l). 


(1)  La  forma  un  tanto  embrollada  de  la  redac- 
ción de  este  párrafo  ha  dado  lugar  á  que  se  resuel- 
van de  diverso  modo'j)or  los  tribunales  las  cuestio- 
nes suscitadas.  Parece  qne  ha  prevalecido  la  de 
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La  disposición  anterior  no  se  aplica  al 
mutuo  ni  a  las  obligaciones  de  valor  in- 
apreciable o  indeterminado. 

En  el  primero  se  podrá  rebajar  la  pena 
en  lo  que  exceda  al  máximum  del  interés 
que  es  permitido  estipular. 

En  las  segundas  se  deja  a  la  prudencia 
del  juez  moderarla,  cuando,  atendidas  las 
circunstancias,  pareciere  enorme. 

Ucl  efecto  (le  Ia«<  obligacioneíti. 

1545.  Todo  contrato  legalmente  cele- 
brado es  una  lei  para  los  contratantes,  i 
no  puede  ser  invalidado  sino  por  su  con- 
sentimiento mutuo  o  por  causas  legales. 

1546.  Los  contratos  deben  ejecutarse 
de  buena  fe,  i  por  consiguiente  obligan  no 
solo  a  lo  que  en  ellos  se  espresa,  sino  a  to- 
das las  cosas  que  emanan  precisamente  de 
la  naturaleza  de  la  obligación,  o  que  por  la 
lei  o  la  costumbre  pertenecen  a  ella. 

1547.  El^'deudor  no  es  responsable  sino 
de  la  culpa  lata  en  los  contratos  que  por  su 
naturaleza  solo  son  útiles  al  acreedor;  es 
responsable  de  la  leve  en  los  contratos  que 
se  hacen  para  beneficio  recíproco  de  las 
partes;  i  de  la  levísima,  en  los  contratos 
en  que  el  deudor  es  el  único  que  reporta 
beneficio. 

El  deudor  no  es  responsable  del  caso 
fortuito,  a  menos  que  se  haya  constituido 
en  mora  (siendo  el  caso  fortuito  de  aque- 
llos que  no  hubieran  dañado  a  la  co.sa  de- 
bida, si  hubiese  sido  entregada  al  acree- 
dor), o  que  el  caso  fortuito  haya  sobreve- 
nido por  su  culpa. 

La  prueba  de  la  dilijencia  o  cuidado  in- 
cumbe al  que  ha  debido  emplearlo;  la 
prueba  del  caso  fortuito  al  que  lo  alega. 

Todo  lo  cual,  sin  embargo,  se  entiende 
sin  perjuicio  délas  disposiciones  especiales 
úe  las  leyes,  i  de  las  estipulaciones  espre- 
«as  de  las  partes. 

1548.  La  obligación  de  dar  contiene  la 
de  entregar  la  cosa;  i  si  esta  es  una  especie 
oicuerpo  cierto,  contiene  ademas,  la  de  con- 
servarlo hasta  la  entrega^  so  pena  de  pa- 
gar los  perjuicios  al  acreedor  que  no  se  ha 
<;onstituido  en  mora  de  recibir. 

1549.  La  obligación  de  conservar  la 
cosa  exije  que  se  emplee  en  su  custodia  el 
debido  cuidado. 

1550.  El  riesgo  del  cuerpo  cierto  cuya 
entrega  se  deba,  es  siempre  a  cargo  del 
acreedor;  salvo  que  el  deudor  se  constitu- 
ya en  mora  de  efectuarla,  o  que  se  haya 


comprometido  a  entregar  una  misma  cosa 
a  dos  o  mas  personas  por  obligaciones  dis- 
tintas: en  cualquiera  de  estos  casos,  será  a 
cargo  del  deudor  el  riesgo  de  la  cosa,  has- 
ta su  entrega. 

1551.  El  deudor  está  en  mora: 

l.'^  Cuando  no  ha  cumplido  la  obliga- 
ción dentro  del  término  estipulado,  salvo 
que  la  lei  en  casos  especiales  exija  que  se 
requiera  al  deudor  para  constituirle  en 
mora; 

2.°  Cuando  la  cosa  no  ha  podido  ser 
dada  o  ejecutada  sino  dentro  de  cierto  es- 
pacio de  tiempo,  i  el  deudor  lo  ha  dejado 
pasar  sin  darla  o  ejecutarla; 

3."  En  los  demás  casos,  cuando  el  deu- 
dor ha  sido  judicialmente  reconvenido  pop 
el  acreedor. 

1552.  En  los  contratos  bilaterales  nin- 
guno de  los  contratantes  está  en  mora  de- 
jando de  cumplir  lo  pactado,  mientras  ei 
otro  no  lo  cumple  por  su  parte,  o  no  se 
allana  a  cumplirlo  en  la  forma  i  tiempo 
debidos. 

1553.  Si  la  obligación  es  de  hacer  i  el 
deudor  se  constituye  en  mora,  podrá  pedir- 
el  acreedor,  junto  con  la  indemnización 
de  la  mora,  cualquiera  de  estas  tres  cosas, 
a  elección  suya: 

I.''  Que  se  apremie  al  deudor  para  la 
ejecución  del  hecho  convenido; 

2.^  Que  se  le  autorice  a  él  mismo  para 
hacerlo  ejecutar  por  un  tercero  a  espensas 
del  deudor; 

3.^  Que  el  deudor  le  indemnice  de  los 
perjuicios  resultantes  de  la  infracción  del 
contrato. 

1554.  La  promesa  de  celebrar  un  con- 
trato no  produce  obligación  alguna;  salvo 
que  concurran  las  circunstancias  siguien- 
tes: 

1.*  Que  la  promesa  conste  por  escri- 
to (1); 

2.^  Que  el  contrato  prometido  no  sea 
de  aquellos  que  las  leyes  declaran  inefi- 
caces; 

3.*  Que  la  promesa  contenga  un  plazo 
o  condición  que  ñje  la  época  de  la  celebra- 
ción del  contrato; 

4.*  Que  en  ella  se  especifique  de  tal  ma- 
nera el  contrato  prometido,  que  solo  falten 
para  que  sea  perfecto,  la  tradición  de  la 
cosa,  o  las  solemidades  que  las  leyes  pres- 
criban. 


imponer  una  multa  igual  al  precio  pactado  o  pa- 
gado por  la  otra  parte. 


(1)  Es  muy  debatida  la  cuestión  de  si  este  es- 
crito ha  de  ser  una  escritura  pública  o  nn  docu- 
mento privado.  Las  opiniones  de  jurisconsultos  y 
tribunales  están  divididas.  Nuestra  modesta  opi- 
nión es  que  basta  el  documento  privado. 
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Concurriendo  estas  circunstancias  habrá 
lui^ar  a  lo  prevenido  en  el  articulo  prece- 
dente. 

1555.  Toda  obligación  de  no  hacer  una 
cosa  se  resuelve  en  la  de  indemnizarlos 
perjuicios,  si  el  deudor  contraviene  i  no 
puede  deshacerse  lo  hecho. 

Pudiendo  destruirse  la  cosa  hecha,  i 
siendo  su  destrucción  necesaria  para  el 
oliieto  que  se  tuvo  en  mira  al  tiempo  de 
Cf'lebrar  el  contrato,  será  el  deudor  obliga- 
do a  ella,  o  autorizado  el  acreedor  para 
que  la  lleve  a  efecto  a  espensas  del  deudor. 

Si  dicho  objeto  puede  obtenerse  cumpli- 
damente por  otros  medios,  en  este  caso 
será  oído  el  deudor  que  se  allane  a  pres- 
ta i-los. 

El  acreedor  quedará  de  todos  modos  in- 
demne. 

j;  1556.  La  indemnización  de  perjuicios 
comprende  el  daño  emerjente  i  lucro  ce- 
sante, ya  provengan  de  no  haberse  cum- 
plido la  obligación,  o  de  haberse  cumplido 
imperfectamente,  o  de  haberse  retardado 
el  cumplimiento. 

Esceptúanse  los  casos  en  que  la  lei  la 
limita  espresamente  al  daño  emerjente. 

1557.  Se  debe  la  indemnización  de 
perjuicios  desde  que  el  deudor  se  ha  cons- 
tituido en  mora,  o,  si  la  obligación  es  de 
no  hacer,  desde  el  momento  de  la  contra- 
vención. 

1558.  Si  no  se  puede  imputar  dolo  al 
deudor,  solo  es  responsable  de  los  perjui- 
cios que  se  previeron  o  pudieron  prever- 
se al  tiempo  del  contrato;  pero  si  hai  dolo, 
es  responsable  de  todos  los  perjuicios  que 
fueron  una  consecuencia  inmediata  o  di- 
recta de  no  haberse  cumplido  la  obligación 
o  de  haberse  demorado  su   cumplimiento. 

La  mora  producida  por  fuerza  mayor  o 
caso  fortuito  no  da  lugar  a  indemnización 
de  perjuicios 

Las  estipulaciones  de  los  contratantes 
podrán  modiñcar  estas  reglas. 

1559.  Si  la  obligación  es  de  pagar  una 
cantidad  de  dinero,  la  indemnización  de 
perjuicios  por  la  mora  está  sujeta  a  las  re- 
glas siguientes: 

1.*  Se  siguen  debiendo  los  intereses 
convencionales,  si  se  ha  pactado  un  inte- 
rés superior  al  legal,  o  empiezan  a  deber- 
se los  intereses  legales,  en  el  caso  contra- 
rio; quedando,  sin  embargo,  en  su  fuerza 
las  disposiciones  especiales  que  autoricen 
el  cobro  de  los  intereses  corrientes  en  cier- 
tos casos. 

2.*  El  acreedor  no  tiene  necesidad  de 
ustificar  perjuicios  cuando  solo  cobra  in- 
ereses;  basta  el  hecho  del  retardo. 


3.*^  Los  intereses  atrasados  no  produ- 
cen interés. 

4.''  La  regla  anterior  se  aplica  á  toda 
especie  de  rentas,  cánones  i  pensiones  pe- 
riódicas. 

título  XtlB 

De  la  interpretación  de  los  coutratos. 

1560.  Conocida  claramente  la  inten- 
ción de  los  contratantes,  debe  estarse  a 
ella  mas  que  a  lo  literal  de  las  palabras. 

1561.  Por  jenerales  que  sean  los  tér- 
minos de  un  contrato,  solo  se  aplicarán  a 
la  materia  sobre  que  se  ha  contratado. 

1562.  El  sentido  en  que  una  cláusula 
puede  producir  algún  efecto,  deberá  pre- 
ferirse a  aquel  en  que  no  sea  capaz  de  pro- 
ducir efecto  alguno. 

1563.  En  aquellos  casos  en  que  no 
apareciere  voluntad  contraria,  deberá  es- 
tarse a  la  interpretación  que  mejor  cuadre 
con  la  naturaleza  del  contrato. 

Las  cláusulas  de  uso  común  se  presu- 
men aunque  no  se  espresen. 

1564.  Las  cláusulas  de  un  contrato  se 
interpretarán  unas  por  otras,  dándose  a 
cada  una  el  sentido  que  mejor  convenga 
al  contrato  en  su  totalidad. 

Podrán  también  interpretarse  por  las 
de  otro  contrato  entre  las  mismas  partes  i 
sobre  la  misma  materia. 

O  por  la  aplicación  práctica  que  hayan 
hecho  de  ellas  ambas  partes,  o  una  de  las 
partes  con  aprobación  de  la  otra. 

1565.  Cuando  en  un  contrato  se  ha 
espresado  un  caso  para  esplicar  la  obliga- 
ción, no  se  entenderá  por  solo  eso  haberse 
querido  r'estrinjir  la  convención  a  ese  caso, 
escluyendo  los  otros  a  que  naturalmente 
se  estienda. 

1566.  No  pudiendo  aplicarse  ninguna 
de  las  reglas  precedentes  de  interpreta- 
ción, se  interpretaráli  las  cláusulas  ambi- 
guas a  favor  del  deudor. 

Pero  las  cláusulas  ambiguas  que  hayan 
sido  estendidas  o  dictadas  por  una  de  las 
partes,  sea  acreedora  o  deudora,  se  inter- 
pretarán contra  ella,  siempre  que  la  am- 
bigüedad provenga  de  la  falta  de  una  es- 
plicacion  que  haya  debido  darse  por  ella. 

TITILO  XiT 

De  lo.<!i  luodo.s  de  e.<>iting:uirsc  las  obligacio- 
nen  y  priiueraiuente  de  la  füoiucíon  o  pago 
electivo. 

1567.  Toda  obligación  puede  estinguir- 
se  por  una  convención  en  que  las  partes  in- 
teresadas, siendo  capaces  de  disponer  li- 
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breraente  de  lo  suyo,  consientan  en  darla 
por  nula. 

Las  obligaciones  se  estinguen  ademas  en 
todo  o  en  parte, 

1.°     Por  la  solución  o  pago  efectivo; 

2.°     Por  la  novación; 

3."    Por  la  transacción; 

4."     Por  la  remisión; 

5."     Por  la  compensación; 

6.°     Por  la  confusión; 
•     7.°     Por  la  pérdida  de  la  cosa  que  se 
debe; 

8."  Por  la  declaración  de  nulidad  o  por 
la  rescisión; 

9.°  Por  el  evento  de  la  condición  reso- 
lutoria; 

10.     Por  la  prescripción. 

De  la  transacción  i  la  prescripción  se 
tratará  al  fin  de  este  Libro:  de  la  condi- 
ción resolutoria  se  ha  tratado  en  el  titulo 
De  las  obligaciones  condicionales. 

§  1.  Del  pago  efectivo  en  jeneral. 

1568.  El  pago  efectivo  es  la  prestación 
de   lo  que  se  debe. 

1569  El  pago  se  hará  bajo  todos  res- 
pectos en  conformidad  al  tenor  de  la  obli- 
gación; sin  perjuicio  de  lo  que  en  casos  es- 
peciales dispongan  las  leyes. 

El  acreedor  no  podrá  ser  obligado  a  re- 
cibir otra  cosa  que  lo  que  se  le  deba,  ni  aun 
a  pretesto  de  ser  de  igual  o  mayor  valor  la 
ofrecida. 

1570.  En  los  pagos  periódicos  la  carta 
de  pago  de  tres  períodos  determinados  i 
consecutivos  hará  presumir  los  pagos  de 
los  anteriores  periodos,  siempre  que  hayan 
debido  efectuarse  entre  los  mismos  acree- 
dor i  deudor. 

1571.  Los  gastos  que  ocasionare  el 
pago  serán  de  cuenta  del  deudor,  sin  per- 
juicio de  lo  estipulado  i  de  lo  que  el  juez 
ordenare  acerca  de  las  costas  judiciales. 

§  2.  Por  quien  puede  hacerse  el  pago. 

1572.  Puede  pagar  por  el  deudor  cual- 
quiera persona  a  nombre  del  deudor,  aun 
sin  su  conocimiento  o  contra  su  voluntad, 
i  aun  a  pesar  del  acreedor. 

Pero  si  la  obligación  es  de  hacer ,  i  si 
para  la  obra  de  que  se  trata  se  ha  tomado 
en  consideración  la  aptitud  o  talento  del 
deudor,  no  podrá  ejecutarse  la  obra  por 
otra  persona  contra  la  voluntad  del  acree- 
dor. 

1573.  El  que  paga  sin  el  conocimiento 
del  deudor  no  tendrá  acción  sino  para  que 
éste  le  reembolse  lo  pagado;  i  no  se  enten- 
derá subrogado  por  la  lei  en  el  lugar  i  de- 

Ségunda  Serie. — Tomo  IL 


rechos  del  acreedor,  ni  podrá  compeler  al 
acreedor  a  que  le  subrogue. 

1574.  El  que  paga  contra  la  voluntad 
del  deudor,  no  tiene  derecho  para  que  el 
deudor  le  reembolse  lo  pagado;  a  no  ser 
que  el  acreedor  le  ceda  voluntariamente  su 
acción  (1). 

1575.  El  pago  en  que  se  debe  trasferir      , 
la  propiedad  no  es  válido,  sintj  en  cuanto 

el  que  paga  es  dueño  de  la  cosa  pagada,  o 
la  paga  con  el  consentimiento  del  dueño. 

Tampoco  es  válido  el  pago  en  que  se  debe 
trasferir  la  propiedad  sino  en  cuanto  el  que 
paga  tiene  facultad  de  enajenar. 

Sin  embargo,  cuando  la  cosa  pagada  es 
funjible  i  el  acreedor  la  ha  consumido  de 
buena  fe,  se  valida  el  pago,  aunque  haya 
sido  hecho  por  el  que  no  era  dueño,  o  ño 
tuvo  facultad  de  enajenar. 

§  5.  A  quién  debe  hacerse  el  pago. 

J576.  Para  que  el  pago  sea  válido,  debe 
hacerse  o  al  acreedor  mismo  (bajo  cuyo 
nombre  se  entienden  todos  los  que  le  ha- 
yan sucedido  en  el  crédito,  aun  a  titulo  sin- 
gular), o  a  la  persona  que  la  lei  o  el  juez 
autoricen  a  recibir  por  él  o  a  la  persona 
diputada  por  el  acreedor  para  el  cobro. 

El  pago  hecho  de  buena  fe  a  la  persona 
que  estaba  entonces  en  posesión  del  crédi- 
to, es  valido,  aunque  después  aparezca  que 
el  crédito  no  le  pertenecía. 

1577.  El  pago  hechp  a  una  persona  di- 
versa de  las  espresadas  en  el  articulo  pre- 
cedente es  válido,  si  el  acreedor  lo  ratifica 
de  un  modo  espreso  o  tácito,  pudiendo  le- 
jítimamente  hacerlo;  o  si  el  que  ha  recibi- 
do el  pago  sucede  en  el  crédito,  como  he- 
redero del  acreedor,  o  bajo  otro  título  cual- 
quiera. 

Cuando  el  pago  hecho  a  persona  incom- 
petente es  ratificado  por  el  acreedor,  se 
mirará  como  válido  desde  el  principio. 

1578.  El  pago  hecho  al  acreedor  es 
nulo  en  los  casos  siguientes: 

1.°  Si  el  acreedor  no  tiene  la  adminis- 
tración de  sus  bienes;  salvo  en  cuanto  se 
probare  que  la  cosa  pagada  se  ha  emplea- 
do en  provecho  del  acreedor,  i  en  cuanto 
este  provecho  se  justifique  con  arreglo  al 
articulo  1688; 

2.°  Si  por  el  juez  se  ha  embargado  la 
deuda  o  mandado  retener  su  pago; 

3.°  Si  se  paga  al  deudor  insolvente  en 
fraude  de  los  acreedores  a  cuyo  favor  se 
ha  abierto  concurso. 


(1)  Existe  cierta  contradicción  ó  falta  de  ar- 
monia  entre  lo  dispuesto  en  este  artículo  y  el  pre- 
cepto del  2291. 
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1579.  Reciben  lejitiraameiite  los  tuto- 
res i  curadores  por  sus  respectivos  repre- 
sentados; los  albaceas  que  tuvieren  este  en- 
cargo especial  o  la  tenencia  de  los  bienes 
del  difunto;  los  maridos  por  sus  mujeres  en 
cuanto  tengan  la  administración  de  los  bie- 
nes de  estas;  los  padres  de  lamilia  por  sus 
hijos,  en  iguales  términos;  los  recaudado- 
res fiscales  o  de  comunidades  o  estableci- 
mientos públicos,  por  el  fisco  o  las  respec- 
tivas comunidades  o  establecimientos;  i  las 
demás  personas  que  por  lei  especial  o  de- 
creto judicial  estén  autorizadas  para  ello. 

1580.  La  diputación  para  recibir  el 
pago  puede  conferirse  por  poder  jeneral 
para  la  libre  administración  de  todos  los 
negocios  del  acreedor,  o  por  poder  especial 
para  la  libre  administración  del  negocio  o 
negocios  en  que  está  comprendido  el  pago, 
o  por  un  simple  mandato  comunicado  al 
deudor. 

1581.  Puede  ser  diputado  para  el  co- 
bro i  re'  ibir  válidamente  el  pago,  cualquie- 
ra persona  a  quien  el  acreedor  cometa  este 
encargo,  aunque  al  tiempo  de  conferírsele 
no  tenga  la  administración  de  sus  bienes 
ni  sea  capaz  de  tenerla. 

1582.  El  poder  conferido  por  el  acree- 
dor a  una  persona  para  demandar  en  jui- 
cio al  deudor,  no  le  faculta  por  sí  solo  para 
recibir  el  pago  de  la  deuda. 

1583.  La  facultad  de  recibir  por  el 
acreedor  no  se  trasmite  a  los  herederos  o 
representantes  de  la  persona  diputada  por 
él  para  este  efecto,  a  menos  que  lo  haya 
espresado  así  el  acreedor. 

1584  La  persona  designada  por  am- 
bos contratantes  para  recibir,  no  pierde 
esta  facultad  por  lasóla  voluntad  del  acree- 
dor; el  cual,  sin  embargo,  podrá  ser  auto- 
rizado por  el  juez  para  revocar  este  encar- 
go, en  todos  los  casos  en  que  el  deudor  no 
tenga  interesen  oponerse  a  ello. 

1585.  Si  se  ha  estipulado  que  se  pague 
al  acreedor  mismo  o  a  un  tercero,  el  pago 
hecho  a  cualquiera  de  los  dos  es  igualmen- 
te válido.  1  no  puede  el  acreedor  prohibir 
que  se  haga  el  pago  al  tercero,  a  menos 

aue  antes  de  la  prohibición  haya  demanda- 
0  en  juicio  al  deudor,  o  que  pruebe  justo 
motivo  para  ello. 

1586.  La  persona  diputada  para  reci- 
bir se  hace  inhábil  por  la  muerte  civil,  la 
demencia  o  la  interdicción,  por  haber  pa- 
sado a  potestad  de  marido,  por  haber 
hecho  cesión  de  bienes  o  haberse  trabado 
ejecución  en  todos  ellos;  i  en  general  por 
todas  las  causas  que  hacen  espirar  un 
mandato. 


§  4.  Donde  debe  hacerse  el  pago. 

)587.  El  pago  debe  hacerse  en  el  lu- 
gar designado  por  la  convención. 

1588.  Si  no  se  ha  estipulado  lugar 
para  el  pago  i  se  trata  de  un  cuerpo  cierto, 
se  hará  el  pago  en  el  lugar  en  que  dicho 
cuerpo  existia  al  tiempo  de  constituirse  la 
obligación. 

Pero  si  se  trata  de  otra  cosa  se  hará  el 
pago  en  el  domicilio  del  deudor. 

1589.  Si  hubiere  mudado  de  domicilio 
el  acreedor  o  el  deudor  entre  la  celebración 
del  contrato  i  el  pago,  se  hará  siempre  éste 
en  el  lugar  en  que  sin  esa  mudanza  corres- 
pondería, salvo  que  las  partes  dispongan 
de  común  acuerdo  otra  cosa. 

§  5.  Cómo  debe  hacerse  el  pago. 

1590.  Si  la  deuda  es  de  un  cuerpo 
cierto,  debe  el  acreedor  recibirlo  en  el  es- 
tado en  que  se  halle;  a  menos  que  se  haya 
deteriorado  i  que  los  deterioros  provengan 
del  hecho  o  culpa  del  deudor,  o  de  las  per- 
sonas por  quienes  éste  es  responsable;  o  a 
menos  que  ¡os  deterioros  hayan  sobreve- 
nido después  que  el  deudor  se  ha  consti- 
tuido en  mora,  i  no  provengan  de  un  caso 
fortuito  a  que  la  cosa  hubiese  estado  igual- 
mente espuesta  en  poder  del  acreedor. 

En  cualquiera  de  estas  dos  suposiciones 
se  puede  pedir  por  el  acreedor  la  rescisión 
del  contrato  i  la  indemnización  de  perjui- 
cios; pero  si  el  acreedor  prefiere  llevarse 
la  especie,  o  si  el  deterioro  no  pareciere 
de  importancia,  se  concederá  solamente  la 
indemnización  de  perjuicios. 

Si  el  deterioro  ha  sobrevenido  antes  de 
constituirse  el  deudor  en  mora,  pero  no 
por  hecho  o  culpa  suya,  sino  de  otra  per- 
sona por  quien  no  es  responsable,  es  váli- 
do el  pago  de  la  cosa  en  el  estado  en  que 
se  encuentre;  pero  el  acreedor  podrá  exi- 
jir  que  se  le  ceda  la  acción  que  tenga  su 
deudor  contra  el  tercero,  autor  del  daño. 

1591.  El  deudor  no  puede  obligar  al 
acreedor  a  que  reciba  por  partes  lo  que  se 
le  deba,  salvo  el  caso  de  convención  con- 
traria, i  sin  perjuicio  de  lo  que  dispongan 
las  leyes  en  casos  especiales. 

El  pago  total  de  la  deuda  comprende  el 
de  los  intereses  e  indemnizaciones  que  se 
deban. 

1592.  Si  hai  controversia  sobre  la  can- 
tidad de  la  deuda,  o  sobre  sus  accesorios, 
podrá  el  juez  ordenar,  miéntraa  se  decide 
la  cuestión,  el  pago  de  la  cantidad  no  dis- 
putada. 

1593.  Si  la  obligación  es  de  pagar  a 
plazos,  se  entenderá  dividido  el  pago  eu 
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partes  Iguales;  a  raénos  que  en  el  contrato 
se  haya  determinado  la  parte  o  cuota  que 
haya  de  pagarse  a  cada  plazo. 

1594.  Cuando  concurran  entre  unos 
mismos  acreedor  i  deudor  diferentes  deu- 
das, cada  una  de  ellas  podra  ser  sat¡4'echa 
separadamente;  i  por  consiguiente  el  deu- 
dor de  muchos  años  de  una  pensión,  renta 
o  canon  podrá  obligar  al  acreedor  a  reci- 
bir el  pago  de  un  año,  aunque  no  le  pague 
al  mismo  tiempo  los  otros. 

§  6.  De  la  imputación,  del  pago. 

1595.  Si  se  deben  capital  e  intereses, 
el  pago  se  imputará  primeramente  a  los 
intereses,  salvo  que  el  acreedor  consien- 
ta espresamente  que  se  impute  al  capital. 

Si  el  acreedor  otorga  carta  de  pago  del 
capital  sin  mencionar  les  intereses,  se  pre- 
sumen éstos  pagado-. 

1596.  Si  hai  diferentes  deudas,  puede 
-íl  deudor  imputar  el  pago  a  la  que  elija; 
pero  sin  el  consentimiento  del  acreedor  no 
podrá  preferir  la  deuda  no  devengada  a  la 
que  lo  está;  i  si  el  deudor  no  imputa  el  pago 
a  ninguna  en  particular,  el  acreedor  podrá 
hacer  la  imputación  en  la  carta  de  pago;  i 
si  el  deudor  la  acepta,  no  le  será  lícito  re- 
clamar después. 

1597.  Si  ninguna  de  las  partes  ha  im- 
putado el  pago,  se  preferirá  la  deuda  que 
al  tiempo  del  pago  estaba  devengada  a  la 
que  no  lo  estaba;  i  no  habiendo  diferencia 
baj9  este  respecto,  la  deuda  que  el  deudor 
elijiere. 

7.  Del  pago  por  consignación. 

1598.  Para  que  el  pago  sea  válido,  no 
esmeneíter  quese  haga  con  el  consenti- 
miento del  acreedor;  el  pago  es  válido  aun 
contra  la  voluntad  del  acreedor,  medíante 
la  consignación. 

1599.  La  consignación  es  el  depósito 
de  la  cosa  que  se  debe,  hecho  a  virtud  de 
la  repugnancia  o  no  comparecencia  del 
acreedor  a  recibirla,  i  con  las  formalidades 
necesarias,  en  manos  de  una  tercera  ner- 
sona.  ' 

1600.  La  consignación  debe  ser  pre- 
cedida de  oferta,  i  para  que  la  ofei  ta  sea 
valida,  reunirá  las  circunstancias  que  si- 
guen: ^ 

1.*  Que  sea  hecha  por  una  persona  ca- 
paz de  pagar; 

2.*  Que  sea  hecha  al  acreedor,  siendo 
este  capaz  de  recibir  el  pago,  o  a  su  leiiti- 
mo  representante; 

3.*  ^  Que  si  la  obligación  es  a  plazo  o 


bajo  condición  suspensiva,  haya  espirada 

el  plazo  o  se  haya  cumplido  la  condición; 

4.      Que  se  ofrezca  ejecutar  el  pago  en 

el  lugar  debido;  í-  o     ^  ' 

5.'  Que  el  deudor  ponga  en  manos  de 
un  ministro  de  fe  una  minuta  de  lo  que 
debe,  con  los  intereses  vencidos,  h  los  hu- 
biere i  los  demás  cargos  líquidos;  com- 
prendiendo en  ella  una  descripción  indi- 
vidual de  la  cosa  ofrecida,  i  supliéndose 
en  caso  necesario,  la  falta  del  ministro  dé 
te  por  el  subdelegado  o  inspector  del  lugar 
en  q^ue  debe  hacerse  el  pago; 

6.*  Que  el  ministro  de  fe  o  el  subdele- 
gado o  inspector  en  su  caso  estienda  acta 
de  la  oferta,  copiando  en  ella  la  antedicha 
minuta; 

7.^  Que  el  acta  de  la  oferta  esprese  la 
respuesta  del  acreedor  o  su  representante. 
1  Sí  el  uno  o  el  otro  la  ha  firmado,  rehusa- 
do farmarla,  o  declarado  no  saber  o  no  po- 
der nrmar.  ^ 

1601  El  juez  competente,  a  petición 
de  parte  autorizará  la  consignación  i  de- 
haSfrse  '^   P^''^°"''  ^"   ^"Y»  Poder  deba 

Pero  si  la  cosa  ofrecida  fuere  una  canti- 
dad de  dinero,  i  el  deudor  quisiere  consig- 
narlo en  arcas  públicas,  no  será  necesarTa 
la  autorización  judicial. 

1602.  La  consignación  se  hará  con  ci- 
tación del  acreedor  o  de  su  lejitimo  repre- 
sentante; 1  se  estenderá  acta  de  ella  por  un 
ministro  de  fe.  ^ 

En  el  caso  del  inciso  segundo  del  artícu- 
lo precedente  bastará  el  ccrtiíicado  del  jefe 
de  la  oücina  en  que  se  consigne  el  dinero. 

Si  el  acreedor  o  su  representante  no  hu- 
biere comparecido,  se  le  notificará  el  de- 
posito, con  intimación  de  recibir  la  cosa 
consignada. 

1603,  Si  el  acreedor  se  hallare  ausente 
del  lugar  en  que  debe  hacerse  el  pago,  i  no 
tuviere  allí  lejítimo  representante,  tendrán 
lugar  las  disposiciones  números  1»  3  o  ¡ 
4."  del  art.  1600. 

La  oferta  se  hará  ante  el  juez;  el  cual, 
recibida  información  de  la  aus.ncia  de 
acreedor  i  de  la  falta  de  persona  que  le 
represente,  incorporará  en  los  autos  la 
minuta  de  que  habla  el  número  5  °  de  di- 
cho articulo,  autorizará  la  consignación  i 
designara  la  persona  en  cuyo  poder  deba 
Hacerse;  pero  se  omitirá  esta  designación 
SI  la  cosa  ofrecida  fuere  una  cantidad  dé 
dinero,  i  el  deudor  prefiriere  depositarla 
en  las  arcas  del  Estado. 

.  Se  entenderá  diiijencia  de  la  consigna- 
ción por  un  ministro  de  fe;  pero  en  el  caso 
del  inciso  segundo  del  artículo  1602  basta- 
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rá  agregar  a  los  autos  el  certificado  que 
allí  se  espresa. 

Se  notiticará  la  consignación  al  defensor 
•de  ausentes. 

1604.  Las  espensas  de  toda  oferta  i 
consignación  válidas  serán  a  cargo  del 
acreedor. 

1605.  El  efecto  de  la  consignación  vá- 
lida es  estinguír  la  obligación,  hacer  cesar 
en  consecuencia  los  intereses  i  eximir  del 
peligro  de  la  cosa  al  deudor;  todo  ello  des- 
de el  dia  de  la  consignación. 

1606.  Mientras  la  consignación  no 
haya  sido  aceptada  por  el  acreedor,  o  el 
pago  declarado  suficiente  por  sentencia 
que  tenga  la  fuerza  de  cosa  juzgada,  puede 
el  deudor  retirar  la  consignación;  í  retira- 
da, se  mirará  como  de  ningún  valor  i  efec- 
to respecto  del  consignante  i  de  sus  codeu- 
dores i  fiadores. 

1607.  Cuando  la  obligación  ha  sido 
irrevocablemente  estinguida,  podrá  toda- 
vía retirarse  la  consignación,  si  el  acreedor 
consiente  en  ello.  Pero  en  este  caso  la  obli- 
gación se  mirará  como  del  todo  nueva;  los 
codeudores  i  fiadores  permanecerán  exen- 
tos de  ella;  i  el  acreedor  no  conservará  los 
privilejios  o  hipotecas  de  su  crédito  primi- 
tivo. Si  por  voluntad  de  las  partes  se  reno- 
varen las  hipotecas  precedentes,  se  inscri- 
birán de  nuevo,  i  su  fecha  será  la  del  día 
de  la  nueva  inscripción. 

§  8.  Del  pago  con  subrogación. 

1608.  La  subrogación  es  la  trasmisión 
de  los  derechos  del  acreedor  a  un  tercero, 
que  le  paga. 

1609.  Se  subroga  un  tercero  en  los 
derechos  del  acreedor,  o  en  virtud  de  la 
lei,  o  en  virtud  de  una  convención  del 
acreedor. 

1610.  Se  efectúa  la  subrogación  por 
el  ministerio  de  la  lei,  i  aun  contra  la  vo- 
luntad del  acreedor,  en  todos  los  casos  se- 
ñalados por  las  leyes,  i  especialmente  a 
beneficio: 

1 .°  Del  acreedor  que  paga  a  otro  acree- 
dor de  mejor  derecho  en  razón  de  un  pri- 
vilejio  o  hipoteca; 

2.°  Del  que  habiendo  comprado  un  in- 
mueble, es  obligado  a  pagar  a  los  acree- 
dores a  quienes  el  inmueble  está  hipoteca- 

3."  Del  que  paga  una  deuda  a  que  se 
íialla  obligado  solidaria  o  subsidiaria- 
mente; 

4.*    Del  heredero  beneficiario  que  paga 


(1)    La  palabra  «comprado»  parece  queseemplea 
en  este  lugar  en  el  sentido  de  adquirido. 


con  su  propio  dinero  las  deudas  de  la  he- 
rencia; 

5.°  Del  que  paga  una  deuda  ajena, 
consintiéndolo  espresa  ó  tácitamente  el 
deudor; 

6.*  Del  que  ha  prestado  dinero  al  deu- 
dor para  el  pago;  constando  así  en  escritu- 
ra pública  del  préstamo,  i  constando  ade- 
mas en  escritura  pública  del  pago  haberse 
satisfecho  la  deuda  con  el  mismo  dinero. 

1611.  Se  efectúa  la  subrogación  en 
virtud  de  una  convención  del  acreedor, 
cuando  éste,  recibiendo  de  un  tercero  el 
pago  de  la  deuda,  le  subroga  voluntaria- 
mente en  todos  los  derechos  i  acciones  que 
le  corresponden  como  tal  acreedor:  la  su- 
brogación en  este  caso  está  sujeta  á  la  re- 
gla de  la  cesión  de  derechos,  i  debe  hacer- 
se en  la  carta  de  pago. 

1612.  La  subrogación,  tanto  legal  com<> 
convencional,  traspasa  al  nuevo  acreedor 
todos  los  derechos,  acciones,  privilejios, 
prendas  e  hipotecas  del  antiguo,  así  con- 
tra el  deudor  principal,  como  contra  cua- 
lesquiera terceros,  obligados  solidaria  o 
subsidiariamente  a  la  deuda. 

Si  el  acreedor  ha  sido  solamente  pagado- 
en  parte,  podrá  ejercer  sus  derechos  rela- 
tivamente a  lo  que  se  le  reste  debiendo,, 
con  preferencia  al  que  solo  ha  pagado  una 
parte  del  crédito. 

1613.  Si  varias  personas  han  prestado 
dinero  al  deudor  para  el  pago  de  una  deu- 
da, no  habrá  preferencia  entre  ellas,  cua- 
lesquiera que  hayan  sido  las  fechas  de  los 
diferentes  préstamos  o  subrogaciones. 

§  9.  Del  pago  por  cesión  de  bienes  o  por 
acción  ejecutiva  del  acreedor  o  acree- 
dores. 

1614.  La  cesión  de  bienes  es  el  aban- 
dono voluntario  que  el  deudor  hace  de  to- 
dos los  suyos  a  su  acreedor  o  acreedores, 
cuando,  a  consecuencia  de  accidentes  in- 
evitables, no  se  halla  en  estado  de  pagar 
sus  deudas. 

1615.  Esta  cesión  de  bienes  será  admi- 
tida por  el  juez  con  conocimiento  de  causa, 
i  el  deudor  podrá  implorarla  no  obstante 
cualquiera  estipulación  en  contrario. 

1616.  Para  obtener  la  cesión,  incum- 
be al  deudor  probar  su  inculpabilidad  en 
el  mal  estado  de  sus  negocios,  siempre  que 
alguno  de  los  acreedores  lo  exija. 

1617.  Los  acreedores  serán  obligado."?- 
a  aceptar  la  cesión,  escepto  en  los  casos 
siguientes: 

1."  Si  el  deudor  ha  enajenado,  empe- 
ñado o  hipotecado,  como  propios,  bienes 
ajenos  a  sabiendas; 
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2."  Si  ha  sido  condenado  por  hurto  o 
robo,   falsificación  o  quiebra  fraudulenta; 

3."  Si  ha  obtenido  quitas  o  esperas  de 
sus  acreedores; 

4.°     Si  ha  dilapidado  sus  bienes; 

i."  Si  no  ha  liecho  una  esposicion  cir- 
cunstanciada y  verídica  del  estado  de  sus 
íiegocios,  o  se  ha  valido  de  cualquier  otro 
medio  fraudulento  para  perjudicar  a  sus 
acreedores. 

1618.  La  cesión  comprenderá  todos 
ios  bienes,  derechos  i  acciones  del  deudor, 
<3Scepto  los  no  embargables. 

No  son  embargables: 

1.°  Las  doá  terceras  partes  del  salario 
de  los  empleados  en  servicio  público,  siem- 
pre que  ellas  no  excedan  de  novecientos 
pesos;  si  exceden,  no  serán  embargables 
ios  dos  tercios  de  esta  suma,  ni  la  mitad 
del  e.xceso  (1); 

La  misma  regla  se  aplica  a  los  monte- 
píos, a  todas  las  pensiones  remunerato- 
rias del  Entado,  i  a  las  pensiones  alimenti- 
cias forzosas; 

2.®  El  lecho  del  deudor,  el  de  su  mujer, 
los  de  los  hijos  que  viven  con  él  i  a  sus 
tíspensas,  i  la  ropa  necesaria  para  el  abri- 
g^o  de  todas  estas  persona; 

3.*"  Los  libros  relativos  a  la  profesión 
del  deudor  hasta  el  valor  de  doscientos 
l>esos  i  a  elección  del  mismo  deudor; 

4.°  Las  máquinas  e  instrumentos  de 
que  se  sirve  el  deudor  para  la  enseñanza 
de  alguna  ciencia  o  arte  hasta  dicho  valor 
i  sujetos  a  la  misma  elección; 

5.®  Los  uniformes  i  e(iui¡ios  de  los  mi- 
litares, según  su  arma  i  grado; 

6.°  Los  utensilios  del  deudor  artesano 
o  trabajador  del  campo,  necesarios  para 
su  trabajo  individual; 

7.*  Los  artículos  de  alimento  i  combus- 
tible que  existan  en  poder  del  deudor, 
hasta  concurrencia  de  lo  nece-ario  para 
el  consumo  <  e  la  familia  durante  un  mes; 

8°  La  propiedad  de  los  oljjetos  que  el 
deudor  posee  fiduciariamente; 

9."  Los  derechos  cuyo  ejercicio  es  en- 
teramente personal,  como  los  de  uso  i  ha- 
bitación; 

10.°  Los  bienes  raices  donados  o  lega- 
dos con  la  espresion  de  no  embargables, 
.siempre  que  se  haya  hecho  constar  su  va- 
lor al  tiempo  de  la  entrega  por  tasación 
aprobada  judicialmente;  pero  podrán  em- 


bargarse por  el  valor  adicional  que  des- 
pués adquirieren, 

1619.  La  cesión  de  bienes  produce  los 
efectos  siguientes: 

1."  El  deudor  queda  libre  de  todo  apre- 
mio personal  (1); 

2.°  Las  deudas  se  estinguen  hasta  la 
cantidad  en  que  sean  satisfechas  con  los 
bienes  cedidos; 

3."  Si  los  bienes  cedidos  no  hubieren 
bastado  para  la  completa  solución  de  las 
deudas,  i  el  deudor  adquiere  después  otros 
bienes,  es  obligado  a  completar  el  pago  con 
éstos. 

La  cesión  no  trastiere  la  propiedad  de 
los  bienes  del  deudor  a  los  acreedores,  sino 
solo  la  facultad  de  disponer  de  ellos  í  de 
sus  frutos  hasta  pagarse  de  sus  créditos. 

1620.  Podrá  el  deudor  arrepentirse  de 
la  cesión  antes  de  la  venta  de  los  bienes  o 
de  cualquiera  parte  de  ellos,  i  recobrar  los 
que  existan,  pagando  a  sus  acreedores. 

1621.  Hecha  la  cesión  de  bienes  po- 
drán los  acreedores  dejar  al  deudor  la  ad- 
ministración de  ellos,  i  hacer  con  él  los 
arreglos  que  estimaren  convenientes,  siem- 
pre que  en  ello  consienta  la  mayoría  de  los 
acreedores  concurrentes. 

1622.  El  acuerdo  de  la  mayoría  obte- 
nido en  la  forma  prescrita  por  el  Código  de 
Enjuiciamiento,  será  obligatorio  para  to- 
dos los  acreedores  que  hayan  sido  citados 
en  la  forma  debida.  (2) 

Pero  los  acreedores  privilejiados,  pren- 
darios o  hipotecarios  no  serán  perjudica- 
dos por  el  acuerdo  de  la  mayoría,  si  se  hu- 
bieren abstenido  de  votar. 

1623.  La  cesión  de  bienes  no  aprove- 
cha a  los  codeudores  solidarios  o  subsidia- 
rios, ni  al  que  aceptó  la  herencia  del  deu- 
dor sin  beneficio  de  inventario. 


(1>  Aunque  la  primera  parte  de  este  número  di- 
ce cosa  distinta  de  lo  que  el  legislador  se  propuso 
I)or  haber  escrito  un  ellos  en  vez  de  salario  o  sueldo, 
como  el  último  inciso  aclara  la  confusión,  no  ve- 
mos el  motivo  de  haber  dado  tanta  importancia  al 
lapsus  los  comentaristas. 


(1)  No  es  ya  este  un  privilegio  de  la  cesión  de 
bienes,  puesto  que,  en  general,  la  prisión  por  deu- 
das está  abolida  por  la  lei  de  23  de  junio  de  1868, 
que  dice  así: 

Artículo  único.  La  prisión  por  deudas  sólo  ten- 
drá lugar  en  los  casos  siguientes: 

1.°    Ed  los  de  quiebra  culpable  o  fraudulenta; 

2."  En  los  de  penas  que  consisten  en  multas  pe- 
cuniarias que  estén  sustituidas  por  prisión  según 
las  leyes; 

3.°  Contra  los  administradores  de  rentas  Hsca- 
les,  municipales  o  de  establecimientos  de  educa- 
ción o  beneficencia  creados  o  sostenido-»  por  el  Es- 
tado, o  sujetos  a  la  inmediata  íuopeccion  del  Go- 
bierno; i 

4."  Contra  los  tutores,  curadores  i  ejecutores 
testamentarios,  por  lo  que  hace  ala  a  ministracioa 
de  los  bienes  que  les  está  confiada  en  virtud  de  di- 
chos cargos. 

Quedan  derogadas  todas  las  disposiciones  con- 
trarias a  la  presente  leí. 

(2)  La  forma  de  citación  es  la  prevista  por  la 
nueva  lei  de  Enjuiciamiento  civil,  artículos  58ti, 
591  i  otros. 
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1624.  Lo  dispuesto  acerca  de  la  cesión 
en  los  art  culos  1618  i  siguientes,  se  apli- 
ca al  embargo  de  los  bienes  por  acción  eje- 
cutiva del  acreedor  o  acreedores;  pero  en 
cuanto  a  la  exención  de  apremio  personal 
se  estará  a  lo  prevenido  en  el  Código  de 
Enjuiciamiento. 

V?  10.  Del  pago  con  beneficio  de  competencia. 

1625.  Beneficio  de  competencia  es  el 
que  se  concede  a  ciertos  deudores  para  no 
ser  obligados  a  pagar  mas  de  lo  que  bue- 
namente puedan,  dejándoseles  en  conse- 
cuencia lo  indispensable  para  una  modesta 
subsistencia,  según  su  clase  i  circunstan- 
cias, i  con  cargo  de  devolución,  cuando 
mejoren  de  fortuna. 

1626.  El  acreedor  es  obligado  a  con- 
ceder este  beneñcio: 

1.°  A  sus  descendientes  o  ascendientes; 
no  habiendo  éstos  irrogado  al  acreedor 
ofensa  alguna  de  las  clasificadas  entre  las 
causas  de  desheredación; 

2."  A  su  cónyuje;  no  estando  divorcia- 
do por  su  culpa;  (1) 

3.°  A  sus  hermanos,  con  tal  que  no  se 
hayan  hecho  culpables  para  con  el  acree- 
dor de  una  ofensa  igualmente  grave  que  las 
indicadas  como  causa  de  desheredación 
respecto  de  los  descendientes  o  ascendien- 
tes; 

4."  A  sus  consocios  en  el  mismo  caso; 
pero  solo  en  las  acciones  recíprocas  que 
nazcan  del  contrato  de  sociedad; 

5.°  Al  donante;  pero  solo  en  cuanto  se 
trata  de  hacerle  cumplir  la  donación  pro- 
metida; 

6.°  Al  deudor  de  buena  fe  que  hizo  ce- 
.sion  de  biene-^  i  es  perseguido  en  los  que 
después  ha  adquirido  para  el  pago  comple- 
to de  las  deudas  anteriores  a  la  cesión;  pero 
solo  le  deben  e^te  beneficio  los  acreedores 
a  cuyo  favor  se  hizo. 

1627.  No  se  pueden  Impedir  alimentos 
i  beneficio  de  competencia  a  un  mismo 
tiempo.  El  deudor  elejirá. 

TITULO  X.V 

De  la  novación 

1628.  La  nocacion  es  la  sustitución  de 
una  nueva  obligación  a  otra  anterior,  la 
cual  queda  por  tanto  estinguida. 

1629.  El  procurador  o  mandatario  no 
puede  novar  si  no  tiene  especial  facultad 
para  ello,  o  no  tiene  la  libre  administración 


(1)    «Por  culpa  de  éste»  dctoia  decir  par»  mayor 
claridad. 


de  los  negocios  del  comitente  u  del  nego- 
cio a  que  pertenece  la  deuda. 

1630.  Para  que  sea  válida  la  novación 
es  necesario  que  tanto  la  obligación  primi- 
tiva como  el  contrato  de  novación,  sean 
válidos,  a  lo  menos  naturalmente. 

1631.  La  novación  puede  efectuarse 
de  tres  modos: 

1.°  Sustituyéndose  una  nueva  obliga- 
ción a  otra,  sin  que  intervenga  nuev® 
acreedor  o  deudor; 

2.°  Contrayendo  el  deudor  una  nueva 
obligación  respecto  de  un  tercero,  i  decla- 
rándole en  consecuencia  libre  de  la  obliga- 
ción primitiva  el  primer  acreedor; 

3.*'  Sustituyéndose  un  nuevo  deudor  al 
antiguo,  que  en  consecuencia  queda  libre. 

Esta  tercera  especie  de  novación  puede 
efectuarse  sin  el  consentimiento  del  primer 
deudor.  Cuando  se  efectúa  con  su  consen- 
timiento, el  según  lo  deudor  se  llama  de- 
legado del  primero. 

1632.  Si  el  deudor  no  hace  mas  que 
diputar  una  persona  que  haya  de  pagar  por 
él,  o  el  acreedor  una  persona  que  haya  de 
recibir  por  él,  no  hai  novación. 

Tampoco  la  hai  cuando  un  tercero  es 
subrotíado  en  los  derechos  del  acreedor. 

1633.  Si  la  antigua  obligación  es  lura 
i  la  nueva  pende  de  una  conlicion  sus- 
pensiva, o  si,  por  el  contrario,  la  antigua 
pende  de  una  condición  suspensiva  ¡  la 
nueva  es  pura,  no  hai  novación,  mientras 
está  pendiente  la  condición;  y  si  la  condi- 
ción llega  a  fallar,  o  si  antes  de  su  cum- 
plimiento se  estingue  la  obligación  anti- 
gua, no  habrá  novación. 

Con  todo,  si  las  partes,  al  celebrar  el  se- 
gundo contrato,  convienen  en  que  el  pri- 
mero quede  desde  luego  abolido, sin  aguar- 
dar el  cumplimiento  de  la  con  licion  pen- 
diente, se  estará  a  la  voluntad  de  las 
partes. 

1634.  Para  que  haya  novación,  es  ne- 
cesario que  lo  declaren  las  partes,  o  que 
aparezca  indudablemente  que  su  inten- 
ción ha  sido  novar,  porque  la  nueva  obli- 
gación envuelve  la  estincion  de  la  antigua. 

Si  no  aparece  la  intención  de  novar,  se 
mirarán  las  dos  obligaciones  como  coexis- 
tentes,  i  valdrá  la  obligación  primitiva  en 
todo  aquello  en  que  la  posterior  no  se  opu- 
siere a  ella,  subsi  .tiendo  en  esa  parte  lo.s 
privilejios  i  cauciones  de  la  pr.mera. 

1635.  La  sustitución  de  un  nuev* 
deudor  a  otro  no  produce  novación,  si  el 
acreedor  no  empresa  su  voluntad  de  dar 
por  libre  al  primitivo  deudor.  A  falta  d« 
esta  espresion,  se  entenderá  que  el  tercep© 
es  solamente  diputado  por  el  deudor  para 
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liacer  el  pago,  o  que  dicho  tercero  se  obli- 
ga con  él  solidaria  o  subsidiariamente,  se- 
gún parezca  deducirse  del  tenor  o  espíritu 
del  acto. 

1636.  Si  el  delegado  es  sustituido  con- 
tra su  voluntad  al  delegante,  no  hai  nova- 
ción, sino  solamente  cesión  de  acciones 
del  delegante  a  su  acreedor;  i  los  efectos 
de  este  acto  se  sujetan  a  las  reglas  de  la 
cesión  de  acciones. 

1637.  El  acreedor  que  ha  dado  por 
libre  al  deudor  primitivo,  no  tiene  después 
acción  contra  éi,  aunque  el  nuevo  deudor 
caiga  en  insolvencia;  a  menos  que  en  el 
contrato  de  novación  se  haya  reservado 
este  caso  espresamente,  o  que  la  insolven- 
cia haya  sido  anterior  i  pública  o  conocida 
del  deudor  primitivo. 

1638.  El  que  delegado  por  alguien  de 
quien  creia  ser  deudor  i  no  lo  era,  prome- 
te al  acreedor  de  éste  pagarle  para  liber- 
tarse de  la  falsa  deuda,  es  obligado  al  cum- 
plimiento de  su  promesa;  pero  le  quedará 
a  salvo  su  derecho  contra  el  delegante 
para  que  pague  por  él,  o  le  reembolse  lo 
pagado. 

1639.  El  que  fué  delegado  por  alguien 
^ue  se  creia  deudor  i  no  lo  era,  no  es  obli- 
gado al  acreedor^  i  si  paga  en  el  concepto 
de  ser  verdadera  la  deuda,  se  halla  para 
con  el  delegante  en  el  mismo  caso  que  si 
la  deuda  hubiira  sido  verdadera,  quedan- 
do a  salvo  su  derecho  al  delegante  para  la 
restitución  de  lo  indebidamente  pagado. 

1640.  De  cualquier  modo  que  se  haga 
la  novación,  quedan  por  ella  estinguidos 
los  intereses  de  1 1  primera  deuda,  si  no  se 
espresa  lo  contrario. 

1641.  Sea  que  la  novación  se  opere  por 
la  sustitución  de  un  nuevo  deudor  o  sin 
ella,  los  privilejios  de  la  primera  deuda  se 
estinguen  por  la  novación. 

1642.  Aunque  la  novación  se  opere 
sin  la  sustitución  de  un  iiuevo  deudor,  las 
prendas  e  hipotecas  de  la  obligación  pri- 
mitiva no  pasan  a  la  obligación  posterior, 
a  menos  que  el  acreedor  i  el  deudor  con- 
vengan espresamente  en  la  reserva. 

Pero  la  reserva  de  las  prendas  e  hipote- 
cas de  la  obligación  primitiva  no  vale, 
cuando  las  cosas  emjjeñadas  o  hipotecadas 
pertenecen  a  terceros,  que  no  acceden  es- 
presamente  a  la  segunda  obligación. 

Tampoco  vale  la  reserva  en  lo  que  la 
segunda  obligación  tenga  de  mas  que  la 
primera.  Si,  por  ejemplo,  la  primera  deu- 
da no  producía  intereses,  i  la  segunda  los 
produjere,  la  hipoteca  de  la  primera  no  se 
estenderá  a  los  intereses. 

1643.  Si  la  novación  se  opera  por  la 


sustitución  de  un  nuevo  deudor,  la  reser- 
va no  puede  tener  efecto  sobre  los  bienes 
del  nuevo  deudor,  ni  aun  con  su  consent'- 
miento. 

i  si  la  novación  se  opera  entre  el  acree- 
dor i  uno  de  sus  deudores  solidario^,  la  re- 
serva no  puede  tener  efecto  sino  relativa- 
mente a  éste.  Las  prendas  e  hipotecas 
constituidas  por  sus  codeudores  solidarios 
se  estinguen,  a  pesar  de  toda  estipulación 
contraria;  salvo  que  éstos  accedan  espre- 
samente a  la  segunda  obligación. 

1644.  En  los  casos  i  cuantías  en  que 
no  puede  tener  efecto  la  reserva,  podrán 
renovar.se  las  prendas  e  hipotecas;  pero 
con  las  mismas  formalidades  que  si  .se 
constituyesen  por  primera  vez,  y  su  fecha 
será  la  que  corresponda  a  la  renovación. 
1645  La  novación  liberta  a  los  codeu- 
dores solidarios  o  subsidiarios,  que  no  han 
accedido  a  ella 

1646.  Cuando  la  segunda  obligación 
consiste  simplemente  en  añadir  o  quitar 
una  especie,  jénero  o  cantidad  a  la  prime- 
ra, los  codeudores  subsidiarios  i  solidarios 
podrán  ser  obligados  hasta  concurrencia 
de  aquello  en  que  ambas  obligaciones  con- 
vienen. 

1647  Si  la  nueva  obHgacion  se  limita 
a  imponer  una  pena  para  en  caso  de  no 
cumplirse  la  primera,  i  son  exijibles  jun- 
tamente la  primera  obligación  i  la  pena, 
los  privilejios,  fianzas,  prendas  e  hipotecas 
subsistirán  hasta  concurrencia  de  !a  deuda 
principal  sin  la  pena.  Mas  si  en  el  caso  de 
infracción  es  solamente  exijil;!e  la  pena, 
se  entenderá  novación  desde  que  el  acree- 
dor exije  solo  la  pena,  i  quedarán  por  el 
mismo  hecho  estinguidos  los  privilejios. 
prendas  e  hipotecas  de  la  obligación  pri- 
mitiva, i  exonerados  los  que  solidaria  o 
subsidiariamente  accedieron  a  la  obliga- 
ción primitiva,  i  no  a  la  estipulación  pe- 
nal. 

1648.  La  simple  mutación  de  lugar 
para  el  pago  dejará  subsistentes  los  privi- 
lejios, prendas  e  hipotecas  de  la  obligación, 
i  la  responsabilidad  de  los  codeudores  soli- 
darios i  subsidiarios,  pero  sin  nuevo  gra- 
vamen. 

1649.  La  mera  ampliación  del  plazo  de 
un*  deuda  no  constituye  novación;  pero 
pone  tln  a  la  responsabilidad  de  los  fiado- 
res i  estingue  las  prendase  hipotecas  cons- 
tituidas sobre  otros  bienes  que  los  del  deu- 
dor; salvo  que  los  fiadores  o  los  dueños  do 
las  cosas  empeñadas  o  hipotecadas  acce- 
dan espresamente  a  la  ampliación. 

1650  Tampoco  la  mera  reducción  del 
plazo  constituye  novación;  pero  no  podrá 
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reconvenirse  a  los  acreedores  (1)  solidarios 
o  subsidiarios  sino  cuando  espire  el  plazo 
pi'imitivamente  estipulado. 

1651.  Si  el  acreedor  ha  consentido  en 
la  nueva  obligación  bajo  condición  de  que 
accediesen  a  ella  los  codeudores  solidarios 
o  subsidiarios,  i  si  ios  codeudores  solida- 
rios o  subsidiarios  no  accedieren,  la  nova- 
ción se  tendrá  por  no  hecha. 

TÍTtriiO  XYl 

De   la    remisión. 

1652.  La  remisión  o  condonación  de 
una  deuda  no  tiene  valor,  sino  en  cuanto 
el  acreedor  es  hábil  para  disponer  de  la 
cosa  que  es  objeto  de  ella. 

1653.  La  remisión  que  procede  de 
mera  liberalidad,  está  en  todo  sujeta  a  las 
reglas  de  la  donación  entre  vivos;  i  necesi- 
ta de  insinuación  en  los  casos  en  que  la 
donación  entre  vivos  la  necesita. 

1654.  Hai  remisión  tácita  cuando  el 
acreedor  entrega  voluntariamente  al  deu- 
dor el  titulo  de  la  obligación,  o  lo  destruye 
o  cancela,  con  ánimo  de  estinguir  la  deu- 
da. El  acreedor  es  admitido  a  probar  que 
la  entrega,  destrucción  o  cancelación  del 
titulo  no  fué  voluntaria  o  no  fué  hecha  con 
ánimo  de  remitir  la  deuda.  Pero  a  falta  de 
esta  prueba,  se  entenderá  que  hubo  ánimo 
de  condonarla. 

La  remisión  de  la  prenda  o  de  la  hipote- 
ce  no  basta  para  que  se  presuma  remisión 
de  la  deuda. 

TÍTULO  KVII 

De  la  c«>nipení«aci4»n. 

1655.  Cuando  dos  personas  son  deudo- 
ras una  de  otra,  se  opera  entre  ellas  una 
compensación  que  estingue  ambas  deudas, 
del  modo  i  en  los  casos  que  van  a  espli- 
carse. 

1656.  La  compensación  se  opera  por 
el  solo  ministerio  de  la  lei  i  aun  sin  cono- 
cimiento de  los  deudores;  i  ambas  deudas 
se  estinguen  reciprocamente  hasta  la  con- 
currencia de  sus  valores,  desde  el  momen- 
to que  una  i  otra  reúnen  las  calidades  si- 
guientes: 

1."  Que  sean  ambas  de  dinero  o  de  co- 
.sas  funjibles  o  indeterminadas  de  igual  jé- 
nero  y  calidad; 

2.*     Que  ambas  deudas  sean  liquidas; 

3.*  Que  ambas  sean  actualmente  exiji- 
bles. 

Las  esperas  concedidas  al  deudor  impi- 


den la  compensación;  pero  esta  disposición 
no  se  aplica  al  plazo  de  gracia  concedido 
por  un  acreedor  a  su  deudor  (1). 

1657.  Para  que  haya  lugar  á  la  com- 
pensación es  preciso  que  las  dos  partes 
sean  reciprocamente  deudoras. 

Asi  el  deudor  principal  no  puede  oponer 
a  su  acreedor  por  via  de  compensación  lo 
que  el  acreedor  deba  al  fiador. 

Ni  requerido  el  deudor  de  un  pupilo  por 
el  tutor  o  curador,  puede  oponerle  por  via 
de  compensación  lo  que  el  tutor  o  curador 
le  deba  a  él. 

Ni  requerido  uno  de  varios  deudores  so- 
lidarios puede  compensar  su  deuda  con  los 
créditos  de  sus  codeudores  contra  el  mis- 
mo acreedor,  salvo  que  éstos  se  los  hayan 
cedido. 

1658.  El  mandatario  puede  oponer  al 
acreedor  del  mandante  no  solo  los  créditos 
de  éste,  sino  sus  propios  créditos  contra  el 
mismo  acreedor,  prestando  caución  de 
que  el  mandante  dará  por  firme  la  com- 
pensación. Pero  no  puede  compensar  con 
lo  que  el  mismo  mandatario  debe  a  un  ter- 
cero lo  que  éste  debe  al  mandante,  sino 
con  voluntad  del  mandante. 

1659.  El  deudor  que  acepta  sin  reser- 
va alguna  la  cesión  que  el  acreedor  haya 
hecho  de  sus  derechos  a  un  tercero,  no  po- 
drá oponer  en  compensación  al  cesionario 
los  créditos  que  antes  de  la  aceptación  hu- 
biera podido  oponer  al  cedente. 

Si  la  cesión  no  ha  sido  aceptada,  podrá 
el  deudor  oponer  al  cesionario  todos  los 
créditos  que  antes  de  notificársele  la  cesión 
haya  adquirido  contra  el  cedente  ,  aun 
cuando  no  hubieren  llegado  a  ser  exijibles 
sino  después  de  la  notificación. 

1660.  Sin  embargo  de  efectuarse  la 
compensación  por  el  ministerio  de  la  lei, 
el  deudor  que  no  la  alegare,  ignorando  un 
crédito  que  puede  oponer  a  la  deuda,  con- 
servará junto  con  el  crédito  mismo  las  fian- 
zas, privilejios,  prendas  e  hipotecas  cons- 
tituidas para  su  seguridad. 

1661.  La  compensación  no  puede  te- 
ner lugar  en  perjuicio  de  los  derechos  de 
tercero. 

Asi,  embargado  un  crédito,  no  podrá  el 
deudor  ci-mpensarlo,  en  perjuicio  del  em- 
bargante, por  ningún  crédito  suyo  adqui- 
rido después  del  embargo. 

1662.  No  puede  oponerse  compensa- 
ción a  la  demanda  de  restitución  de  una 
cosa  de  que  su  dueño  ha  sido  injustamente 
despojado,  ni  a  la  demanda  de  restitucio» 
de  un   depósito,   o   de  un   comodato,  aun 


(1)    Parece  que  deibt  decir  codeudores  en  vez  de 
■acreedare». 


( 1 )    Véanse  los  artículos  576  y  2201 . 
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cuando,  perdida  la  cosa,  solo  subsista  la 
obligación  de  pagarla  en  dinero. 

Tampoco  podrá  oponerse  compensación 
a  la  demanda  de  indemnización  por  un 
acto  de  violencia  o  fraude,  ni  a  la  deman- 
da de  alimentos  no  embargables. 

1663.  Cuando  hai  muclias  deudas  com- 
pensables, deben  seguirse  para  la  compen- 
sación las  mismas  reglas  que  para  la  im- 
putación del  pago. 

1664.  Cuando  ambas  deudas  no  son 
pagaderas  en  un  mismo  lugar,  ninguna  de 
las  partes  puede  oponer  la  compensación, 
a  menos  que  una  i  otra  deuda  sean  de  di- 
nero, i  que  el  que  opone  la  compensación 
tome  en  cuenta  los  costos  de  la  remesa. 

TÍTCLO  ^TIII 

De    la    cwnfusion. 

1665.  Cuando  concurren  en  una  mis- 
ma persona  las  calidades  de  acreedor  i 
deudor  (1)  se  veriñca  de  derecho  una  con- 
fusión que  estingue  la  deuda  i  produce 
iguales  efectos  que  el  pago. 

1666.  La  confusión  que  estingue  la 
obligación  principal  estingue  la  fianza;  pe- 
ro la  confusión  que  estingue  la  ñanza  no 
estingue  la  obligación  principal. 

1667.  Si  el  concurso  de  las  dos  calida- 
des se  verifica  solamente  en  una  parte  de 
la  deuda,  no  hai  lugar  a  la  confusión,  ni  se 
estíngue  la  deuda,  s^ino  en  esa  parte. 

1668.  Si  hai  confusión  entre  uno  de 
varios  deudores  .solidarios  i  el  acreedor, 
podrá  el  primero  repetir  contra  cada  uno 
de  sus  codeudores  por  la  parte  o  cuota  que 
respectivamente  les  corresponda  en  la 
deuda. 

Si  por  el  contrario  hai  confusión  entre 
uno  de  varios  acreedores  solidarios  i  el 
deudor,  será  obligado  el  primero  a  cada 
uno  de  sus  coacreedores  por  la  parte  o  cuo- 
ta que  respectivamente  les  corresponda  en 
el  eré. lito. 

1669.  Los  créditos  i  deudas  del  here- 
dero que  aceptó  con  beneñcio  de  inventa- 
rio no  se  confunden  con  las  deudas  i  cré- 
ditos hereditarios. 

TÍTEXO  XIX. 

De  la  pérdida  de  la  cusa  qne  se  debe. 

1670.  Cuando  el  cuerpo  cierto  que  se 
debe  perece,  o  porque  se  destruye,  o  por- 
que deja  de  estar  en  el  comercio,  o  porque 
desaparece  i  se  ignora  si  existe,  se  estin- 


gue la  obligación;  salvas  empero  la  escep- 
ciones  de  los  artículos  subsiguientes. 

1671.  Siempre  que  la  cosa  perece  en 
poder  del  deudor,  se  presume  que  ha  sido 
por  hecho  o  por  culpa  suya. 

1672.  Si  el  cuiirpo  cierto  perece  por 
culpa  o  durante  la  mora  del  deudor,  la 
obligación  del  deudor  subsiste,  per©  varia 
de  objeto;  el  deudor  es  obligado  al  precio 
de  la  cosa  i  a  indemnizar  al  acreedor. 

Sin  embargo,  si  el  deudor  está  en  mora 
i  el  cuerpo  cierto  que  se  debe  perece  por 
caso  fortuito  que  habria  sobrevenido  igual- 
mente a  dicho  cuerpo  en  poder  dd  acree- 
dor, solo  se  deberá  la  iiideniniz  icioii  de  los 
perjuicios  de  la  mora.  Pero  si  el  caso  for- 
tuito pudo  no  haber  sucedido  igualmente 
en  poder  del  acreedor,  se  debe  el  precio  de 
la  cosa  i  los  perjuicios  de  la  mora. 

1673.  Si  el  deudor  se  ha  constituido 
responsable  de  todo  caso  fortuito,  o  de  al- 
guno en  particular,  se  observará  lo  pac- 
tado. 

1674.  El  deudor  es  obligado  a  probar 
el  caso  fortuito  que  alega. 

Si  esfando  en  mora  pretende  que  el  cuer- 
po cierto  habria  perecido  igualmente  en 
poder  del  acreedor,  será  también  obligado 
a  probarlo  (1). 

1675.  Si  reaparece  la  cosa  perdida  cu- 
ya existencia  se  ignoraba,  podrá  recla- 
marla el  acreedor,  restituyendo  lo  que  hu- 
biere recibido  en  razón  de  su  precio. 

1676.  AI  que  ha  hurtado  o  robado  un 
cuerpo  cierto,  no  le  será  permitido  alegar 
que  la  cosa  ha  perecido  por  caso  fortuito, 
aun  de  aquellos  que  habrían  produi;ido  la 
destrucción  o  pérdida  del  cuerpo  cierto  en 
poder  del  acreedor. 

1677.  Aunque  por  haber  perecido  la 
cosa  se  estinga  la  obligación  del  deudor, 
podrá  exijir  el  acreedor  que  se  le  cedan 
los  derechos  o  acciones  que  tenga  el  deu- 
dor contra  aquellos  por  cuyo  hecho  o  cul- 
pa haya  perecido  la  cosa. 

1678.  Si  la  cosa  debida  se  de-truye  por 
un  hecho  voluntario  del  deudor,  que  in- 
culpablemente ignoraba  la  obliga.'ion,  se 
deberá  solamente  el  precio  sin  otra  indem- 
nización de  perjuici  s. 

1679.  En  el  hecho  o  culpa  del  deudor  se 
comprende  el  hecho  o  culpa  de  las  perso- 
nas por  quienes  fuere  responsable. 

1680.  La  destrucción  de  la  cosa  en  po 
der  del  deudor,  después  que  ha  .sido  ofre- 
cida al  acreedor,    i   duiante  el  retardo  de 
éste   en  recibirla,   no  hace  responsable  al 
deudor  sino  por  culpa  grave  o  dolo. 


(1)     De  una  misma  cosa,  debi»  añadirse  s«gun  el 
Sr.  Bello. 


(1)    Véanse  lo3  articalos  1547  y  1671. 
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TITULO   &X 

Ve  la  nulidad  i  la  reseision. 

1681.  Es  nulo  todo  acto  o  contrato  a 
ijue  falla  al¿?uno  de  lOá  requisitos  que  la  lei 
prescribo  para  el  valor  del  mismo  acto  o 
contralo,  se^^un  su  especie  i  la  calidad  o 
estado  de  las  partes. 

La  nulidad  puede  ser  absoluta  ó  rela- 
tiva. 

1682.  la  nulidad  producida  por  un 
objeto  o  causa  ilícita,  i  la  nulidad  produ- 
cida por  la  omisión  de  algún  requisito  o 
formalidad  que  las  leyes  prescriben  para 
el  valor  de  ciertos  acto-  o  contratos  en 
consideración  ala  naturaleza  de  ellos,  i  no 
a  la  calida.i  o  estado  de  las  personas  que 
los  ejecutan  o  acuerdan,  son  nulidades  ab- 
solutas . 

Hai  asimismo  nulidad  absoluta  en  los 
actos  i  contratos  de  personas  absoluta- 
mente incapaces. 

Cualquiera  otra  especie  de  vicio  produce 
nulidad  re  ln  lio  a.  i  da  derecho  a  la  resci- 
sión del  acto  o  contrato.  (I) 

1683.  la  nulidad  absoluta  puede  i  de- 
be ser  declarada  por  el  juez,  aun  sin  pe- 
tición de  parte,  cuando  aparece  de  mani- 
fiesto en  el  acto  o  contrato;  puede  alegarse 
por  todo  el  que  tenga  interés  en  ello,  es- 
cepto  el  que  ha  ejecutado  el  acto  o  cele- 
brado el  contrato,  sabiendo  o  debiendo 
saber  el  vicio  que  lo  invalidaba;  puede  asi- 
mismo pedirse  su  declaración  por  el  minis- 
terio público  en  el  interés  de  la  moral  o  de 
la  lei;  i  no  puede  sanearse  por  la  ratifica- 
ción de  las  pai'tes,  ni  por  un  lapso  de  tiem- 
po que  no  pase  de  treinta  años. 

1684.  La  nulidad  relativa  no  puede  ser 
declarada  por  el  juez  sino  a  pedimento  de 
parte;  ni  puede  pedirse  su  declaración  por 
el  ministerio  público  en  el  solo  interés  de 
la  lei,  ni  puede  alegarse  sino  por  aquellos 
en  cuyo  beneficio  la  han  establecido  las  le- 
yes o  por  sus  herederos  o  cesionarios;  i 
puede  sanearse  por  el  lapso  de  tiempo  o 
por  la  ratificación  de  las  partes. 

La  incapacidad  de  la  mujer  casada  que 
ha  obrado  sin  autorización  del  marido  o 
del  juez  en  subsidio,  habiendo  debido  obte- 
nerla, se  entiende  establecida  en  beneficio 
de  la  misma  mujer  i  del  marido, 

1685.  Si  de  parte  del  incapaz  ha  ha- 
bido dolo  para  inducir  al  acto  o  contrato, 
ni  él  ni  sus  herederos  o  cesionarios  podrán 
alegar  nulidad.  Sin  embargo,  la  aserción 
de  mayor  edad,  o  de  no  existir  la  interdic- 
ción u  otra  causa  de  incapacidad,  no  inha- 


bilitará al  incapaz  para  obtener  el  pronun- 
ciamiento de  nulidad. 

1686.  Los  actos  i  contratos  de  los  in- 
capaces en  que  no  se  ha  faltado  a  1  is  for- 
malidades i  requisitos  necesarios,  no  po- 
drán declararse  nulos  ni  rescindirse,  sino 
por  las  causas  en  que  gozarían  de  este  be- 
neficio las  personas  que  administran  libre- 
mente sus  bienes. 

El  fisco,  las  municipalidades,  las  igle- 
sias, las  comunidades  relijiosas,  i  los  esta- 
blecimientos públicos  de  educación  y  be- 
neficencia, son  asimilados  en  cuanto  a  la 
nulidad  de  sus  actos  o  contratos  a  las  per- 
sonas que  están  bajo  tutela  o  curaduría.  (1) 

1687.  La  nulidad  pronunciada  en  sen- 
tencia que  tiene  la  fuerza  de  co.sa  juzgada, 
da  a  las  partes  derecho  para  ser  restituidas 
al  mismo  estado  en  que  se  hallarían  si  no 
hubiese  existido  el  acto  o  contrato  nulo; 
sin  perjuicio  de  lo  prevenido  sobre  el  obje- 
to o  causa  ilícita. 

En  las  restituciones  mutuas  que  hayan 
de  hacerse  los  contratantes  en  virtud  de 
este  pronunciamiento,  será  cada  cual  res- 
ponsable de  la  pérdida  de  las  especies  o  de 
su  deterioro,  de  los  intereses  i  frutos,  i  del 
abono  de  las  mejoras  necesarias,  útiles  o 
voluptuarias,  tomándose  en  consideración 
los  casos  fortuitos  i  la  posesión  de  buena  o 
mala  fe  de  las  partes;  todo  ello  según  las 
reglas  jenerales  i  sin  perjuicio  de  lo  dis- 
puesto en  el  siguiente  articulo. 

1688.  Si  se  declara  nulo  el  contrato 
celebrado  con  una  persona  incapaz  sin  los 
requisitos  que  la  lei  exije,  el  que  contrató 
con  ella  no  puede  pedir  restitución  o  re- 
embolso de  lo  que  gastó  o  pagó  en  virtud 
del  contrato,  sino  en  cuanto  probare  ha- 
berse hecho  mas  rica  con  ello  la  persona 
incapaz. 

Se  entenderá  haberse  hecho  ésta  mas 
rica,  en  cuanto  las  cosas  pagadas  o  las  ad- 
quiridas por  medio  de  ellas,  le  hubieren 
sido  necesarias;  o  en  cuanto  las  cosas  pa- 
gadas o  las  adquiridas  por  medio  de  ellas, 
que  no  le  hubieren  sido  necesarias,  sub- 
sistan i  se  quisiere  retenerlas. 

1689.  La  nulidad  judicialmente  pro- 
nunciada, da  acción  reivindicatoría  contra 
terceros  poseedores;  sin  perjuicio  de  las 
escepciones  legales. 

1690.  Cuando  dos  o  mas  personas  han 
contratado  con  un  tercero,  la  nulidad  de- 
clarada a  favor  de  una  de  ellas  no  aprove- 
chará a  las  otras. 

169L  El  plazo  para  pedir  la  rescisioa 
durará  cuati'o  años. 


(1)     V.  los  arts.  1683  y  1687. 


(1)    V.  1a  nota  ftl  art.  1417. 
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Este  cuadrienio  se  contará,  en  el  oaso  de 
violencia,  desde  el  día  en  que  ésta  hubiere 
cesado;  en  el  caso  de  error  o  de  dolo,  des- 
de el  día  de  la  celebración  del  acto  o  con- 
trato. 

Cuando  la  nulidad  proviene  de  una  in- 
capacidad legal,  se  contará  el  cuadrienio 
desde  el  día  en  que  haya  cesado  esta  in- 
capacidad. 

A  las  personas  jurídicas  que  por  asimi- 
lación a  los  menores  tengan  derecho  para 
pedir  la  declaración  de  nulidad,  se  les  du- 
plicará el  cuadrienio  i  se  contara  desde  la 
fecha  del  contrato. 

Todo  lo  <;ual  se  entiende  en  los  ca.sos  en 
que  leyes  especiales  no  hubieren  desiguado 
otro  plazo. 

1692.  Los  herederos  mayores  de  edad 
gozarán  del  (cuadrienio  entero  si  no  hubie- 
re principiado  a  correr;  i  gozarán  del  resi- 
duo en  caso  contrario. 

A  los  herederos  menores  empieza  a  co- 
rrer el  cuadrienio  o  su  residuo,  desde  que 
hubieren  llegado  a  edad  mayor. 

Pero  en  este  caso  no  se  podrá  pedir  la 
declaración  de  nulidad,  pasados  treinta 
años  desde  la  celebración  del  acto  o  con- 
trato. 

1693.  La  ratificación  necesaria  para 
sanear  la  nulidad  cuando  el  vicio  del  con- 
trato es  susceptible  de  este  remedio,  puede 
ser  espresa  o  tácita. 

1G94.  Para  que  la  ratificación  espresa 
sea  válida,  deberá  hacerse  con  las  solem- 
nidades a  que  por  la  lei  está  sujeto  el  acto 
o  contrato  que  se  ratifica. 

1695.  La  ratificación  tácita  es  la  eje- 
cución voluntaria  de  la  obligación  contra- 
tada .(1). 

1696.  Ni  la  ratificación  espresa  ni  la 
tácita  serán  válidas,  si  no  emanan  de  la 
parte  o  partes  que  tienen  derecho  de  ale- 
gar la  nulidad. 

1697.  No  vale  la  ratificación  espresa  o 
tácita  del  que  no  es  capaz  de  contratar. 

TITO)  1.0  ILXI 

De  la  prueba  ele  las  obligaciones. 

1698  Incumbe  probar  las  obligacio- 
nes o  su  estincion  al  que  alega  aquéllas  o 
ésta. 

Las  pruebas  consisten  en  instrumentos 
públicos  o  privados,  testigos,  presunciones, 
confesión  de  pai-te,  juramento  deferido,  e 
inspección  personal  del  juez. 

1699.     Instrumento  público  o  auténtito 


(1)    Cfntraida,  según  el  Sr.  Bello. 


es  el  autorizado  con  las  solemnidades  le- 
gales por  el  competente  funcionario. 

Otorgado  ante  escribano  e  incorporado 
en  un  protocolo  o  rejistro  público,  se  lla- 
ma escritura  pública. 

1700.  El  instrumento  público  hace 
plena  fe  en  cuanto  al  hecho  de  haberse 
otorgado  i  su  fecha,  pero  no  en  cuanto  a  la 
verdad  de  las  declaraciones  que  en  él  ha- 
yan hecho  los  intere-^ados.  En  esta  parte 
no  hace  plena  fe  sino  contra  !(«  decla- 
rantes. 

Las  obligaciones  i  descargos  contenidos 
en  él  hacen  plena  prueba  respecto  de  los 
otorgantes  i  de  las  personas  a  quienes  se 
trasvieran  dichas  obligaciones  i  descargos 
por  titulo  universal  o  singular. 

1701.  La  falta  de  instrumento  público 
lio  puede  suplirse  por  otra  prueba  en  los 
actos  i  contratos  en  que  la  lei  requiere  esa 
solemnidad;  i  se  mirarán  como  no  ejecuta- 
dos o  celebrados  aun  cuando  en  ellos  se 
prometa  reducirlos  a  instrumento  público 
dentro  de  cierto  plazo,  bajo  una  cláusula 
penal:  esta  cláusula  no  tendrá  efecto  al- 
guno. 

Fuera  de  los  casos  indicados  en  este  ar- 
ticulo, el  instrumento  defectuo.^o  por  in- 
competencia del  funcionario  o  por  otra 
falta  en  la  forma,  val-Irá  como  instrumen- 
to privado  si  estuviere  firmado  por  las 
partes. 

1702.  El  instrumento  privado,  recono- 
cido por  la  parte  a  quien  se  opone,  ó  que 
se  ha  mandado  tener  por  reconocido  en  los 
casos  i  con  los  requisitos  prevenidos  por 
lei,  tiene  el  valor  de  escritura  pública  res- 
pecto de  los  que  aparecen  o  se  reputan 
haberlo  suscrito,  i  de  las  personas  a  quie- 
ne3  se  han  trasferido  las  obligaciones  i  de- 
rechos de  éstos. 

1703.  La  fecha  de  un  instrumento  pri- 
vado no  se  cuenta  respecto  de  terceros 
sino  desde  el  fallecimiento  de  alguno  de 
los  que  le  han  firmado,  o  desde  el  día  en 
que  ha  sido  copiado  en  un  rejistro  público, 
o  en  que  conste  haberse  presentado  en 
juicio,  o  en  que  haya  tomado  razón  de  él 
o  le  haya  inventariado  un  fuiu-ionario  com- 
petente, en  el  carácter  de  tal. 

1704.  Los  asientos,  rejistros  i  papeles 
domésticos  únicamente  hacen  fe  contra  el 
que  los  ha  escrito  o  firmado,  pero  solo  en 
aquello  que  aparezca  con  toda  claridad,  i 
con  tal  que  el  que  quiera  aprovecharse  de 
ellos  no  los  rechace  en  la  parto  que  le  fue- 
re desfavorable. 

1705  La  nota  escrita  o  firmada  por  el 
acreedor  a  continuación,  al  márjen  o  al 
áorso  do  una  escritura  que  siempre  ha  es- 
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lado  en  su  poder,  hace  fe  en  todo  lo  favo- 
rable al  deudor. 

Lo  mismo  se  estenderá  a  la  nota  escrita 
o  firmada  por  el  acreedor,  a  continuación, 
al  m;irjen  o  al  dorso  del  duplicado  de  una 
escritura,  encontráudose  dicho  duplicado 
en  poder  del  deudor. 

Pero  el  deudor  que  quisiere  aprovechar- 
se de  lo  que  en  la  nota  le  favorezca,  debe- 
rá aceptar  también  lo  que  en  ella  le  fuere 
desfavorable. 

1706.  El  instrumento  público  o  priva- 
do hace  fe  entre  las  partes  aun  en  lo  me- 
ramente enunciativo,  con  tal  que  tenga 
relación  directa  con  lo  dispositivo  del  acto 
o  contrato. 

1707.  Las  escrituras  privadas  hechas 
])0r  los  contratantes  para  alterar  lo  pacta- 
do en  escritura  pública,  no  producirán 
efecto  contra  terceros. 

Tampoco  lo  producirán  las  contraescri- 
turas públicas,  cuando  no  se  ha  tomado 
razón  de  su  contenido  al  márjen  de  la  es- 
critura matriz  cuyas  disposiciones  se  alte- 
ran en  la  contraescritura,  i  del  traslado 
en  cuya  virtud  ha  obr  ido  el  tercero. 

17í)8.  No  se  admitirá  prueba  de  testi- 
gos r'-specto  de  una  obligación  que  haya 
deb.do  consignarse  por  escrito. 

1709.  Deberán  constar  por  escrito  los 
actos  o  contratos  que  contienen  la  entrega 
o  promea  de  una  coia  que  valga  mas  de 
doscientos  pesos. 

No  será  ndmisible  la  prueba  de  testigos 
en  cuanto  adicione  o  altere  de  modo  algu- 
no lo  que  se  esprese  en  el  acto  o  contrato, 
ni  sobre  lo  que  se  alegue  haberse  dicho  an- 
tes, o  al  tiem  po  o  después  de  su  otorgamien- 
to, aun  cuando  en  algunas  de  estas  adicio- 
nes o  modificaciones  se  trate  de  una  co.sa 
cuyo  valor  no  alcance  a  la  referida  suma. 

Ño  se  incluirán  en  esta  suma  los  frutos, 
intereses  u  otros  accesorios  de  la  especie  o 
cantidad  debida. 

1710.  Al  que  demanda  una  cosa  de 
mas  de  doscientos  pesos  de  valor  no  se  le 
admitirá  la  prueba  de  testigos,  aunque  li- 
mite a  ese  valor  la  demanda. 

Tampoco  es  admisible  la  prueba  de  tes- 
tigos en  las  demandas  de  menos  de  dos- 
cientos pesos,  cuando  se  declara  que  lo 
(^ue  se  demanda  e-  parte  o  resto  de  un  cré- 
dito que  debió  ser  consignado  por  escrito 
i  no  lo  fué. 

1711.  Esceptúanse  de  lo  dispuesto  en  los 
tres  artículos  precedentes  los  casos  en  que 
haya  un  principio  <ie  prueba  por  escrito, 
es  decir,  un  acto  escrito  del  demandado  o 
de  su  repiesentante,  que  haga  verosímil  el 
hecho  litijioso. 


Asi  un  pagaré  de  mas  de  doscientos  pe- 
sos en  que  se  ha  comprado  una  cosa  que 
ha  de  entregarse  al  deudor,  no  hará  plena 
prueba  de  la  deuda  porque  no  certifica  la 
entrega;  pero  es  un  principio  de  prueba 
para  que  por  medio  de  testigos  se  supla 
esta  circunstancia. 

Esceptúanse  también  los  casos  en  que 
haya  sido  im  osible  obtener  una  prueba 
escrita,  i  los  demás  espresamente  escep- 
tuados  en  este  Código  i  en  los  Códigos  es- 
peciales (1). 

1712.  Las  presunciones  .son  legales  o 
judiciales. 

Las  legales  se  reglan  por  el  art.  47. 
Las  que  deduce  el  juez  deberán  ser  gra- 
ves, precisas  y  concordantes. 

1713.  La  confesión  que  alguno  hiciere 
en  juicio  por  sí,  o  por  medio  de  apoderado 
especial,  o  de  su  representante  legal,  i  re- 
lativa a  un  hecho  personal  de  la  misma 
parte,  producirá  plena  fe  contra  ella,  aun- 
que no  haya  un  principio  de  prueba  por  es 
crito;  salvos  los  casos  comprendidos  en  el 
art.  1701,  inciso  primero  i  los  demás  que 
las  leyes  esceptúen. 

No  podrá  el  confesante  revocarla,  a  no 
probarse  que  ha  sido  el  result  ido  de  un 
error  de  hecho. 

1714.  Sobre  el  juramento  deferido  por 
el  juez  o  por  una  de  lae  partes  a  la  otra  i 
sobre  la  inspección  personal  del  juez,  se 
estará  a  lo  dispuesto  en  el  Código  de  En- 
juiciamiento. 

TÍTULO    XXII 

De  las  capitulaciones  iiiatrimoniales,  y  d* 
la  sociedad  conyugal. 

§  1.  Regias  j  caer  ales. 

1715.  Se  conocen  con  el  nombre  de 
capitulaciones  matrimoniales  las  conven- 
ciones que  celebran  los  esposos  antes  de 
contraer  matrimonio,  relativas  a  los  bienes 
que  aportan  a  él,  i  a  las  donaciones  i  con- 
cesiones que  se  quieran  hacer  el  uno  al 
otro,  de  presente  o  futuro. 

1716.  Las  capitulaciones  matrimonia- 
les se  otorgarán  por  escritura  pública;  pero 
cuando  no  ascienden  a  mas  de  mil  pesos 
los  bienes  aportados  al  matrimonio  por 
ambos  esposos  juntamente,  i  en  las  capi- 
tulaciones matrimoniales  no  se  constitu- 
yen derechos  sobre  bienes  raices,  bastará 
que  consten  en  escritura  privada,  firmada 
por  las  partes  i  por  tres  testigos  domici- 
liados en  el  departamento. 

De  otra  manera  no  valdrán. 


(1)    V.  los  arts.  10  y  1.708  á  1 .710. 


CHILE.— CÓDIGO   CIVIL 


269 


1717.  Las  capitulaciones  matrimonia- 
les no  contendrán  estipulaciones  contra- 
rias a  las  buenas  costumbres  ni  a  las  leyes. 
No  serán,  pues,  en  detrimento  de  los  de- 
recbos  i  obligaciones  que  las  leyes  señalan 
a  cada  cónyuje  respecto  del  otro  o  de  los 
descendientes  comunes. 

1718.  A  falta  de  pacto  escrito  se  en- 
tenderá, por  el  mero  hecho  del  matrimo- 
nio, contraída  Ui  sociedad  conyugal  con 
arreglo  a   las  disposiciones  de  este  titulo. 

1719.  La  mujer,  no  obstante  la  socie- 
dad conyugal,  podrá  renunciar  su  dere- 
cho a  los  gananciales  que  resulten  de  la 
administración  del  marido,  con  tal  que 
haga  esta  renuncia  antes  del  matrimonio 
o  después  de  la  disolución  de  !a  sociedad. 

Lo  dicho  se  entiende  sin  perjuicio  de  los 
efectos  legales  de  la  separación  de  bienes 
i  del  divorcio. 

1720.  Se  puede  estipular  en  las  capi- 
tulaciones matrimoniales  que  la  mujer  ad- 
ministrará una  parte  de  sus  bienes  propios 
con  independencia  del  marido;  i  en  este 
caso  se  seguirán  las  reglas  dadas  en  el  ti- 
tulo VI,  párrafo  3,  del  Libro  I. 

Se  podrá  también  estipular  que  la  mujer 
dispondrá  libremente  de  una  determinada 
suma  de  dinero,  o  de  una  determinada 
pensión  periódica,  i  este  pacto  surtirá  los 
mismos  efectos  que  la  separación  parcial 
de  bienes;  pero  no  será  licito  a  la  mujer 
tomar  prestado  o  comprar  al  fiado  sobre 
dicha  suma  o  pensión. 

1721.  El  menor  hábil  para  contraer 
matrimonio  podrá  hacer  en  las  capitulacio- 
nes matrimoniales,  con  aprobación  de  la 
persona  o  personas  cuyo  consentimiento 
le  haya  sido  necesario  para  el  matrimonio, 
todas  las  estipulaciones  de  que  sería  capaz 
si  fuese  mayor;  menos  las  que  tengan  por 
objeto  renunciar  los  gananciales,  o  enaje- 
nar bienes  raíces,  o  gravarlos  con  hipote- 
cas o  censos  o  servidumbres.  Para  las  es- 
tipulaciones de  estas  clases  será  siempre 
necesario  que  la  justicia  autorice  al  me- 
nor. 

El  que  se  halla  bajo  curaduría  por  otra 
causa  que  la  menor  edad,  necesitará  de  la 
autorización  de  su  curador  para  las  capi- 
tulaciones matrimoniales,  i  en  lo  demás 
estará  sujeto  a  las  mismas  reglas  que  el 
menor. 

No  se  podrá  pactar  que  la  sociedad  con- 
yugal tenga  principio  antes  o  después  de 
contraerse  el  matrimonio;  toda  estipula- 
ción en  contrario  es  nula. 

1722  Las  capitulaciones  matrimonia- 
les no  se  entenderán  irrevocablemente 
otorgadas,  sino  desde  el  dia  de  la  celebra- 


ción del  matrimonio;  ni,  celebrado,  podrán 
alterarse,  aun  con  el  consentimiento  de  to- 
das las  personas  que  intervinieron  en 
ellas. 

1723.  No  se  admitirán  en  juicio  escri- 
turas que  alteren  o  adicionen  las  capitula- 
ciones matrimoniales,  a  no  sor  que  se  ha- 
yan otorgado  antes  del  matrimonio  i  con 
las  mismas  solemnidades  que  las  capitula- 
ciones primitivas. 

Ni  valdrán  contra  terceros  las  adiciones 
o  alteraciones  que  se  hagan  en  ellas,  aun 
cuando  se  hayan  otorgado  en  el  tiempo  i 
con  los  requisitos  debidos;  a  menos  que  se 
ponga  un  extracto  o  minuta  de  las  escritu- 
ras posteriores,  al  márjen  del  protocolo  de 
la  primera  escritura. 

1724.  Las  capitulaciones  matrimonia 
les  designarán  los  bienes  que  los  esposos 
aportan  al  matrimonio,  con  espresion  de 
su  valor,  i  una  razón  circunstanciada   de 
las  deudas  de  cada  uno. 

Las  omisiones  e  inexactitudes  en  que 
bajo  este  respecto  se  incurra,  no  anularán 
las  capitulaciones;  pero  el  escribano  o  fun- 
cionario ante  quien  se  otorgaren,  hará  sa- 
ber a  las  partes  la  disposición  precedente  i 
lo  mencionará  en  la  escritura,  bajo  la  pena 
que  por  su  neglijencia  le  impongan  las  le- 
yes (1). 

§  2.     Del  haber  de  la  sociedad  conyugal 
i  de  sus  cargas. 

1725.  El  haber  de  la  sociedad  conyu- 
gal se  compone  : 

1.°  Délos  salarios  y  emolumentos  de 
todo  jénero  de  empleos  i  ofi',-ios,  devenga- 
dos durante  el  matrimonio; 

2."  De  todos  los  frutos,  réditos,  pensio- 
nes, intereses  i  lucros  de  cualquiera  natu- 
raleza que  provengan,  sea  de  los  bienes 
sociales,  sea  de  los  bienes  propios  de  cada 
uno  de  los  cónyujes,  i  que  se  devenguen 
durante  el  matrimonio; 

3."  Del  dinero  que  cualquiera  de  los 
cónyujes  aportare  al  matrimonio,  o  duran- 
te él  adquiriere;  obligándose  la  sociedad  a 
la  restitución  de  igual  suma; 

4.°  De  las  cosas  funjibles  i  especies 
muebles  que  cualquiera  de  los  cónyujes 
aportare  al  matrimonio,  o  durante  él  ad- 
quiriere; quedando  obligada  la  sociedad  a 
restituir  su  valor  según  el  que  tuvieron  al 
tiempo  del  aporte  o  de  la  adquisición; 

Pero  podrán  los  cónyujes  eximir  de  la 
comunión  cualquiera  parte  de  sus  especies 


(1)  Hasta  ahora  no  se  ha  dictado,  que  sepamos, 
disposición  alguna  que  imponga  esta  pena.  Véase 
el  art.  1726. 
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muebles,  designándolas  en  las  capitulacio- 
nes, o  en  una  lista  firmada  por  ambos  i 
por  tres  testigos  domiciliados  en  el  depar- 
tamento; 

6.°  De  todos  los  bienes  que  cualquiera 
de  los  cónyujes  adquiera  durante  el  ma- 
trimonio a  titulo  oneroso; 

6.°  De  los  bienes  raíces  que  la  mujer 
aporta  al  matrimonio,  apreciados  para  que 
la  sociedad  le  restituya  su  valor  en  di- 
nero. 

Se  expresará  asi  en  las  capitulaciones 
matrimoniales  o  en  otro  instrumento  pú- 
blico otorgado  al  tiempo  del  aporte,  desig- 
nándose el  valor,  i  se  procederá  en  lo  de- 
mas  como  en  el  contrato  de  venta  de  bie- 
nes raices. 

Si  se  estipula  que  el  cuerpo  cierto  que  la 
mujer  aporta,  pueda  restituirse  en  dinero 
a  elección  de  la  misma  mujer  o  del  mari- 
do, se  .seguirán  las  reglas  de  las  obligacio- 
nes alternativas. 

1726.  Las  adquisiciones  hechas  por 
cualquiera  de  los  cónyujes  a  título  de  do- 
nación, herencia  o  legado,  se  agregarán  a 
los  bienes  del  cónyuje  donatario,  heredero 
o  legatario;  i  las  adquisiciones  hechas  por 
ambos  cónyujes  simultáneamente,  a  cual- 
quiera de  estos  títulos,  no  aumentarán  el 

haber  social,  sino  el  de  cada  cónyuje. 

1727.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el 
artículo  precedente  (1),  no  entrarán  a  com- 
poner el  haber  social: 

1°  El  inmueble  que  fuere  debidamente 
subrogado  a  otro  inmueble  propio  de  algu- 
no de  los  cónyujes; 

2.®  Las  cosas  compradas  con  valores 
propios  de  uno  de  los  cónyujes,  destinados 
a  ello  en  las  capitulaciones  matrimoniales 
o  en  una  donación  por  causa  de  matrimo- 
nio; 

3."  Todos  los  aumentos  materiales  que 
acrecen  a  cualquiera  especie  de  uno  de  los 
cónyujes  Formando  un  mismo  cuerpo  con 
ella,  por  aluvión,  edificación,  plantación  o 
cualquiera  otra  causa  (2), 

1728.  El  terreno  contiguo  a  una  finca 
propia  de  uno  de  los  cónyujes,  i  adquirido 
por  él  durante  el  matrimonio  a  cualquier* 
título  que  lo  haga  comunicable  según  el 
art.  1725,  se  entenderá  pertenecer  a  la  so- 
ciedad; a  menos  que  con  él  i  la  antigua  fin- 
ca se  haya  formado  una  heredad  o  edificio 
de  que  el  terreno  últimamente  adquirido 
no  pueda  desmembrarse  sin  daño;  pues 
entonces  la  sociedad  i  el  dicho  cónyuje  se- 


rán condueños  del  todo,  a  prorrata  de  los 
respectivos  valores  al  tiempo  de  la  incor- 
poración. 

1729.  La  propiedad  de  las  cosas  que 
uno  de  los  cónyujes  poseía  con  otras  per- 
sonas pro  indiviso,  i  de  que  durante  el  ma- 
trimonio se  hiciere  dueño  por  cualquier 
título  oneroso,  pertenecerá  proindiviso  a 
dicho  cónyuje  i  a  la  sociedad,  a  prorrata 
del  valor  de  la  cuota  que  pertenecía  al  pri- 
mero, i  de  lo  que  haya  costado  la  adquisi- 
ción del  resto  (I). 

1730  Las  minas  denunciadas  (2)  por 
uno  de  los  cónyujes  o  por  ambos  se  agre- 
garán al  haber  social. 

1731.  La  parte  del  tesoro,  que  según 
la  lei  pertenece  al  que  lo  encuentra,  se 
agregará  al  haber  del  cónyuje  que  lo  en- 
cuentre; i  la  parte  del  tesoro,  que  según  la 
lei  pertenece  al  dueño  del  terreno  en  que 
se  encuentra,  se  agregará  al  haber  de  la 
sociedad,  sí  el  terreno  perteneciere  a  ésta, 
o  al  haber  del  cónyuje  que  fuere  dueño  del 
terreno. 

1732.  Las  cosas  donadas,  o  asignadas 
a  cualquiera  otro  título  gratuito,  se  enten- 
derán pertenecer  esclusivamente  ai  cón- 
yuje donatario  o  asignatario;  i  no  se  aten- 
derá a  si  las  donaciones  u  otros  actos  gra- 
tuitos a  favor  de  un  cónyuje,  han  sido  he- 
chos por  consideración  al  otro. 

1733.  Para  que  un  inmueble  se  en- 
tienda subrogado  a  otro  inmueble  de  uno 
de  los  cónyujes,  es  necesario  que  el  segun- 
do se  haya  permutado  por  el  primero,  o 
que,  vendido  el  segundo  durante  el  matri- 
monio, se  haya  comprado  con  su  precio  el 
primero;  i  que  en  la  escritura  de  permuta 
o  en  las  escrituras  de  venta  i  de  compra  se 
esprese  el  ánimo  de  subrogar. 

Puede  también  subrogarse  un  inmueble 
a  valores  propios  de  uno  de  los  cónyujes,  i 
que  no  consistan  en  bienes  raíces;  mas  para 
que  valga  la  subrogación,  será  necesario 
que  los  valores  hayan  sido  destinados  a 
ello,  en  conformidad  al  número  segundo 
del  art.  1727,  i  que  en  la  escriíura  de  com- 
pra del  inmueble  aparezca  la  inversión  de 
dichos  valores  i  el  ánimo  de  subrogar. 

1734.  Si  se  subroga  una  finca  a  otra  i 
el  precio  de  venta  de  la  antigua  finca  ex- 
cediere al  precio  de  compra  de  la  nueva, 
la  sociedad  deberá  este  exceso  al  cónyuje 
subrogante;  i  si  por  el  contrario  el  precio 
de  compra  de  la  nueva  finca  excediere  al 
precio  de  venta  de  la  antigua,  el  cónyuje 


(1)  No  debe  referirse  al  artículo  inmediatamen- 
te anterior,  sino  al  1725. 

(2)  Salvo  la  obligación  de  abonar  los  gastos 
que  la  mejora  o  aumento  haya  ocasionado. u 


(1)  Véase  el  art.  1745. 

(2)  J/íimfesíadas,  dice  el  nuevo  Código  de  Mi- 
nería. 
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subrogante  deberá  este  exceso  a  la  so- 
ciedad. 

Si  permutándose  dos  ñncas,  se  recibiere 
un  saldo  en  dinero,  la  sociedad  deberá  este 
saldo  al  cónyuje  sobrogante;  i  si  por  el  con- 
trario se  pagare  un  saldo,  lo  deberá  diclio 
cónyuje  a  la  sociedad. 

La  misma  regla  se  aplicará  al  caso  de 
subrogarse  un  inmueble  a  valores. 

Pero  no  se  entenderá  haber  subroga- 
ción, cuando  el  saldo  en  favor  o  en  contra 
de  la  sociedad  excediere  a  la  mitad  del  pre- 
cio de  la  ñnca  que  se  recibe,  la  cual  perte- 
necerá entonces  al  haber  social,  quedando 
la  sot:iedad  obligada  al  córyuje  por  el  pre- 
cio de  la  ñnca  enajenada,  o  por  los  valores 
invertidos,  i  con.servando  éste  el  derecho 
de  llevar  a  efecto  la  subrogación,  com- 
prando otra  fínca. 

1735.  La  subrogación  que  se  haga  en 
bienes  de  la  mujer  exije  ademas  autori- 
zación judicial  con  conocimiento  de  causa. 

1736.  La  especie  adquirida  durante  la 
sociedad,  no  pertenece  a  ella  aunque  se 
haya  adquirido  a  titulo  oneroso,  cuando  la 
causa  o  titulo  de  la  adquisición  ha  precedi- 
do a  ella. 

Por  consiguiente: 

1."  No  pertenecerán  a  la  sociedad  las 
especies  que  uno  de  los  cónyujes  poseía  a 
titulo  de  señor  antes  de  ella,  aunque  la 
prescripción  o  transacción  con  que  las 
haya  hecho  verdaderamente  suyas  se  com- 
plete o  verifique  durante  ella; 

2.°  Ni  los  bienes  que  se  poseían  antes 
de  ella  por  un  titulo  vicioso,  pero  cuyo  vi- 
cio se  ha  purgado  durante  ella  por  la  rati- 
ftcacion,  o  por  otro  remedio  legal; 

3  "  Ni  los  bienes  que  vuelven  á  uno  de 
los  cónyujes  por  la  nulidad  o  resolución  de 
un  contrato,  o  por  haberse  revocado  una 
donación; 

4.°  Ni  los  bienes  litijiosos  i  de  qae  du- 
rante la  sociedad  ha  adquirido  uno  de  los 
cónyujes  la  posesión  pacífica; 

5."  Tampoco  pertenecerá  a  la  sociedad 
el  derecho  de  usufructo  que  se  consolida 
con  la  propiedad  que  pertenece  al  mismo 
cónyuje:  los  frutos  solos  pertenecerán  a  la 
sociedad; 

6.°  Lo  que  se  paga  a  cualquiera  de  los 
cónyujes  por  capitales  de  créditos  consti- 
tuidos antes  del  matrimonio,  pertenecerá 
al  cónyuje  acreedor.  Lo  mismo  se  aplicará 
a  los  intereses  devengados  por  uno  de  los 
cónyujes  antes  del  matrimonio,  i  pagados 
después. 

1737.  Se  reputan  adquiridos  durante 
la  sociedad  los  bienes  que  durante  ella  de- 
bieron adquirirse  por  uno  de  los  cónyujes. 


i  que  de  hecho  no  se  adquirieron  sino  des- 
pués de  disuelta  la  sociedad,  por  no  haber- 
se tenido  notii.-ia  de  ellos  o  por  haberse 
embarazado  injustamente  su  adquisición  o 
goce . 

Los  frutos  que  sin  esta  ignorancia  o  sin 
este  embarazo  hubieran  debido  percibir.se 
por  la  sociedad,  i  que  después  de  ella  se 
hubieren  restituido  a  dicho  cónyuje  o  a  sus 
herederos,  se  mirarán  como  pertenecien 
tes  a  la  sociedad. 

1738.  Las  donaciones  remuneratorias 
hechas  a  uno  de  los  cónyujes  o  a  ambos, 
por  servicios  que  no  daban  acción  contra 
la  persona  servida,  no  aumcjitan  el  haber 
social;  pero  las  que  se  hicieren  por  servi- 
cios que  hubieran  dado  acción  contra  di- 
cha persona,  aumentan  el  haber  social, 
hasta  concurrencia  de  lo  que  hubiera  ha- 
bido acción  a  pedir  por  ellos,  i  no  mas; 
salvo  que  dichos  servicios  se  hayan  presta- 
do antes  de  la  sociedad,  pues  en  tal  caso 
no  se  adjudicarán  a  la  suciedad  dichas  do- 
naciones en  parte  alguna. 

1739.  Toda  cantidad  de  dinero  i  de 
cosas  funjibles,  todas  las  especies,  crédi- 
tos, derechos  i  acciones  que  existieren  en 
poder  de  cualquiera  de  los  cónyujes  al 
tiempo  de  disolver-e  la  sociedad,  se  presu- 
mirán pertenecer  a  ella,  a  menos  que  apa- 
rezca o  se  pruebe  lo  contrario. 

Ni  la  declaración  de  uno  de  los  cónyujes 
que  añrme  ser  suya  o  debérsele  una  cosa, 
ni  la  confesión  del  otro,  ni  ambas  juntos,  se 
estimarán  suficiente  prueba,  aunque  se  ha- 
gan bajo  juramento. 

La  confesión,  no  obstante,  se  mirará  co- 
mo una  donación  revocable,  que,  confir- 
mada por  la  muerte  del  donante,  se  ejecu- 
tará en  su  parte  de  gananciales  o  en  sus 
bienes  propios,  en  lo  que  hubiere  lugar. 

Sin  embargo,  se  mirarán  como  pertene- 
cientes a  la  mujer  sus  vestidos,  i  todos 
los  muebles  de  su  uso  personal  necesario. 
1740.  La  sociedad  es  obligada  al  pago: 
1.°  De  todas  las  pensiones  e  intereses 
que  corran,  sea  contra  la  sociedad,  sea 
contra  cualquiera  de  los  cónyujes  i  que  se 
devenguen  durante  la  sociedad; 

2."  De  las  deudas  i  obligaciones  con- 
traidas durante  el  matrimonio  por  el  ma- 
rido, o  la  mujer  con  autorización  del  ma- 
rido, ó  de  la  justicia  en  subsidio,  i  que  no 
fueren  personales  de  aquél  o  ésta,  como  lo 
serían  las  que  se  contrajesen  para  el  esta- 
blecimiento de  los  hijos  de  un  matrimonio 
anterior.  La  sociedad,  por  consiguiente,  es 
obligada,  con  la  misma  limitación,  al  lasto 
de  toda  fianza,  hipoteca  o  prenda  consti- 
tuida por  el  marido; 
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3.°  De  las  deudas  personales  de  cada 
uno  de  los  cónyujes,  quedando  el  deudor 
obligado  a  comijensar  a  la  sociedad  lo  que 
ésta  invierta  en  ello; 

4."  De  todas  las  cargas  i  reparaciones 
usufructuarias  de  los  bienes  sociales  de 
cada  cónyuje  (0; 

5."  Del  mantenimiento  de  los  cónyujes; 
del  mantenimiinto,  educación  i  estableci- 
miento de  los  descendientes  comunes;  i  de 
toda  otra  carga  do  familia. 

Se  mirarán  como  carga  de  familia  los 
alimentos  que  uno  de  los  cónyujes  esté 
por  lei  obligado  a  d;ir  a  sus  descendientes, 
o  ascendientes,  aunque  no  lo  sean  de  am- 
bos cónyujes;  pero  podrá  el  juez  moderar 
este  gasto,  si  le  pareciere  excesivo,  impu- 
tando el  exceso  al  haber  del  cónyuje. 

Si  la  mujer  se  reserva  en  las  capitula- 
ciones matrimoniales  el  derecho  de  que  se 
le  entregue  por  una  vez  o  periódicamente 
una  cantidad  de  dinero  de  que  pueda  dis- 
poner a  su  arbitrio,  será  de  cargo  de  la 
sociedad  este  pago,  siempre  que  en  las  ca- 
pitulaciones matrimoniales  no  se  haya  im- 
puesto espresamente  al  marido. 

1741.  Vendida  alguna  cosa  del  marido 
o  de  la  mujer,  la  sociedad  deberá  el  precio 
al  cónyuje  vendedor,  salvo  en  cuanto  di- 
cho precio  se  haya  invertido  en  la  subro- 
gación de  que  habla  el  art.  1733,  o  en  otro 
negocio  personal  del  cónyuje  cuya  era  la 
cosa  vendida;  como  en  el  pago  de  sus  deu- 
das personales,  o  en  el  establecimiento 
de  sus  descendientes  de  un  matrimonio  an- 
terior. 

1742.  El  marido  o  la  mujer  deberá  a 
la  sociedad  el  valor  de  toda  donación  que 
hiciere  de  cualquiera  parte  del  haber  so- 
cial; a  menos  que  sea  de  poca  monta,  aten- 
didas las  fuerzas  del  haber  social,  o  que  se 
haga  para  un  objeto  de  eminente  piedad  o 
beneficencia,  i  sin  causar  un  grave  me- 
noscabo a  dicho  haber. 

1743.  Si  el  marido  o  la  mujer  dispone, 
por  causa  de  muerte,  de  una  especie  que 
pertenece  a  la  sociedad,  el  asignatario  de 
dicha  especie  podrá  perseguirla  sobre  la 
sucesión  del  testador,  siempre  que  la  es- 
pecie, en  la  división  de  los  gananciales,  se 
liaya  adjudicado  a  los  herederos  del  testa- 
dor; pero  en  caso  contrario,  solo  tendrá 
derecho  pMra  perseguir  su  precio  sobre  la 
sucesión  del  testador. 

1744.  Las  espensas  ordinarias  i  estra- 
ordinarias  de  educación  de  un  descendien- 


(1)  A  juicio  del  Sr.  Amunátegui  existe  en  este 
níimero  una  errata  evidente.  En  vez  de  bienes  so- 
ciales de  cada  cónyttje,  debe  decir  de  los  bienes  so- 
ciales i  de  los  de  cada  cónyuje. 


te  común,  i  las  que  se  hicieren  para  esta- 
blecerle o  casarle,  se  imputarán  a  los  ga- 
nanciales, siempre  que  no  constare  de  uii 
modo  auténtico  que  el  marido,  o  la  mujer 
con  autorización  del  marido  o  de  la  justi- 
cia en  subsidio,  o  ambos  de  consuno,  haa 
querido  que  se  sacasen  estas  espensas  de 
sus  bienes  propios.  Aun  cuando  inmedia- 
tamente se  saquen  ellas  de  los  bienes  pro- 
pios de  cualquiera  de  los  cónyujes,  se  en- 
tenderá que  se  hacen  a  cargo  de  la  socie- 
dad, a  menos  de  declaración  contraria. 

En  el  caso  de  haberse  hecho  estas  es- 
pensas por  el  marido  sin  contradicción  o 
reclamación  de  la  mujer,  i  no  constando 
de  un  modo  auténtico  que  el  marido  quiso 
hacerlas  de  lo  suyo,  el  marido  o  sus  here- 
deros podrán  pedir  que  se  les  reembolse 
de  los  bienes  propios  de  la  mujer,  por  mi- 
tad, la  parte  de  dichas  espensas  que  no  cu- 
piere en  los  gananciales;  i  quedará  a  la 
prudencia  del  juez  acceder  a  esta  deman- 
da en  todo  o  parle,  tomando  en  conside- 
ración las  tuerzas  i  obligaciones  de  los  dos 
patrimonios,  i  la  discreción  i  moderación 
con  que  en  dichas  espensas  hubiere  pro- 
cedido el  marido. 

Todo  lo  cual  se  aplica  al  caso  en  que  el 
descendiente  no  tuviere  bienes  propios; 
pues  teniéndolos,  se  imputarán  las  espen- 
sas estraordinarias  a  sus  bienes,  en  cuanto 
cupieren,  i  en  cuanto  le  hubieren  sido 
efectivamente  útiles;  a  menos  que  conste 
de  un  modo  auténtico  que  el  marido,  o  la 
mujer  debidamente  autorizada,  o  ambos 
de  consuno,  quisieron  hacerlas  de  lo  su- 
yo (1). 

1745.  En  jeneral,  los  precios,  saldos, 
costas  judiciales  i  espensas  de  toda  clase 
que  se  hicieren  en  la  adquisición  o  cobro 
de  los  bienes,  derechos  o  créditos  que  per- 
tenezcan a  cualquiera  de  los  cónyujes,  se 
presumirán  erogados  por  la  sociedad,  a 
menos  de  prueba  contraria,  i  se  le  debe- 
rán abonar. 

Por  consiguiente: 

El  cónyuje  que  adquiere  bienes  a  título 
de  herencia  debe  recompensa  a  la  socie- 
dad por  todas  las  deudas  i  cargas  heredi- 
tarias o  testamentarias  que  él  cubra,  i  por 
todos  los  costos  de  la  adquisición;  salvo 
en  cuanto  pruebe  haberlos  cubierto  con 
los  mismos  bienes  hereditarios  o  con  lo 
suyo. 

1746.  Se  la  debe  asimismo  recompen- 
sa por  las  espensas  de  toda  clase  que  se 
hayan  hecho  en  los  bienes  de  cualquiera 
de  los  cónyujes,  en  cuanto  dichas  espensas 


(1)    V.  lo3  arts.  22«  y  229  de  este  Código. 
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hayan  aumentado  el  valor  de  los  bienes,  i 
en  cuanto  subsistiere  este  valor  a  la  feclia 
de  la  disolución  de  la  sociedad;  a  menos 
que  este  aumento  de  valor  exceda  al  de  las 
espensas,  pues  en  tal  caso  se  deberá  solo 
el  importe  de  éstas. 

1747.  En  jeneral,  se  debe  recompensa 
a  la  sociedad  por  toda  erogación  gratuita  i 
cuantiosa  a  favor  de  un  tercero  que  no  sea 
descendiente  común. 

1748.  Cada  cónyuje  deberá  asimismo 
recompeiisa  a  la  sociedad  por  los  perjui- 
cios que  le  hubiere  causado  con  dolo  o  cul- 
pa grave,  i  por  el  pago  que  ella  hiciere  de 
las  multas  i  reparaciones  pecuniarias  a  que 
fuere  condenado  por  algún  delito  o  cuasi- 
delito. 

§  3.  De  la  administración  ordinaria  de 
los  bienes  de  la  sociedad  coni/ugai. 

1749.  El  marido  es  jefe  de  la  sociedad 
conyugal,  i  como  tal  administra  libremen- 
te los  bienes  sociales  i  los  de  la  mujer,  su- 
jeto, empero,  a  las  obligaciones  que  por  el 
presente  titulo  se  le  imponen  i  a  las  que 
haya  contraído  por  las  capitulaciones  ma- 
trimoniales. 

1750.  El  marido  es,  respecto  de  terce- 
ros, dueño  de  los  bienes  sociales,  como  si 
ellos  i  sus  bienes  propios  formasen  un  solo 
patrimonio,  de  manera  que  durante  la  so- 
ciedad los  acreedores  del  marido  podrán 
perseguir  tanto  los  bienes  de  éste  como  los 
bienes  aociaies;  sin  perjuicio  de  los  abonos 
o  compensaciones  que  a  consecuencia  de 
ello  deba  el  marido  a  la  sociedad  o  la  so- 
ciedad al  marido. 

Podrán,  con  todo,  los  acreedores  perse- 
guir sus  derechos  sobre  los  bienes  de  la 
mujer,  en  virtud  de  un  contrato  celebrado 
por  ellüs  con  el  marido,  en  cuanto  se  pro- 
bare haber  cedido  el  contrato  en  utilidad 
personal  de  la  mujer,  como  en  el  pago  de 
sus  deudas  anteriores  al  matrimonio. 

1751.  Toda  deuda  contraída  por  la 
mujer  con  mandato  jeneral  o  especial  o 
con  autorización  espresa  o  tácita  del  ma- 
rido, es,  respecto  de  terceros,  deuda  del 
marido,  i  por  consiguiente  de  la  sociedad; 
i  el  acreedor  no  podrá  perseguir  el  pago 
de  esta  deuda  sobre  los  bienes  propios  de 
la  mujer,  sino  solo  sobre  los  bienes  de  la 
sociedad  i  sobre  los  bienes  propios  del  ma- 
rido; sin  perjuicio  de  lo  prevenido  en  el  in- 
ciso segundo  del  artículo  precedente. 

Los  contratos  celebrados  por  el  marido  i 

la  mujer  de  consuno  o  en  que  la  mujer  se 

obligue  solidaria  o  subsidiariamente  con  el 

marido,  no  valdrán  contra  los  bienes  pro- 

Sbgunda  sKRiE. — Tomo  II. 


pios  de  la  mujer,  salvo  en  los  casos  y  tér- 
minos del  sobredicho  inciso  segundo. 

1752.  La  mujer  por  sí  sola  no  tiene 
derecho  alguno  sobre  los  bienes  sociales 
durante  la  sociedad.  La  autorización  de  la 
justicia  en  subsidio  no  produce  otros  efec- 
tos que  los  declarados  en  el  art.  146. 

1753.  Aunque  la  mujer  en  las  capitu- 
laciones matrmioniales  renuncie  los  ga- 
nanciales, no  por  eso  tendrá  la  facultad  de 
percibir  los  frutos  de  sus  bienes  propios, 
los  cuales  se  entienden  concedidos  al  ma- 
rido para  soportar  las  cargas  del  matrimo- 
nio, pero  con  la  obligación  de  conservar  i 
restituir  dichos  bienes,  según  después  se 
dirá. 

Lo  dicho  deberá  entenderse  sin  perjui- 
cio de  los  derechos  de  la  mujer  divorciada 
o  separada  de  bienes. 

1754.  No  se  podrán  enajenar  ni  hipo- 
tecar los  bienes  raíces  de  la  mujer,  que  el 
niarido  esté  o  pueda  er.tar  obligado  a  res- 
tituir en  especie,  sino  con  voluntad  de  la 
mujer  i  previo  decreto  de  juez  con  conoci- 
miento de  causa. 

Podrá  suplirse  por -el  juez  el  consenti- 
niiento  de  la  mujer  cuando  ésta  se  hallare 
imposibilitada  de  manifestar  su  volun- 
tad (1). 

Las  causas  que  justiñquen  la  enajena- 
ción o  hipotecacion  no  serán  otras  que 
éstas: 

1  .*  Facultad  concedida  para  ello  en  las 
capitulaciones  matrimoniales; 

2.*  Necesidad  o  utilidad  manifíesta  de 
la  mujer. 

1755.  Para  enajenar  otros  bienes  de 
la  mujer,  que  el  marido  esté  o  pueda  estar 
obligado  a  restituir  en  especie,  bastará  el 
consentimiento  de  la  mujer,  que  podrá  ser 
suplido  por  el  juez  cuando  la  mujer  estu- 
viere imposibilitada  de  manifestar  su  vo- 
luntad (2). 

1756.  Si  la  mujer  o  sus  herederos  pro- 
baren haberse;  enajenado,  hipotecado,  o 
empeñado  alguna  parte  de  los  bienes  de 
aquélla  sin  los  requisitos  prescritos  en  los 
artículos  precedentes,  podrán  ejercer  el 
derecho  de  reivindicación,  o  pedir  la  res- 
titución de  la  prenda  o  cancelación  de  la 
hipoteca,  en  los  casos  ep  que  por  regla  je- 
neral se  concedan  estas  acciones. 

Tendrán  asimismo  el  derecho  de  ser  in- 
demnizados sobre  los  bienes  del  marido  en 
los  casos  en  que  no  puedan  o  no  quieran 
ejercer  dichas  acciones  contra  terceros. 


(1)  Respecto  del  juez  competente,  véase  el  ar- 
tículo -¿-¿b  de  la  ley  Orgánica  de  Tribunales. 

(2)  V.  el  artículo  siguiente. 

19 
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Los  terceros  evietos  tendrán  accionde 
¡saneamiento  contra  el  marido,  i  ai  la  in- 
demnización se  hiciere  con  bienes  sociales, 
deberá  el  marido  reintegrarlos. 

1757.  El  marido  no  podrá  dar  en 
arriendo  los  predios  rústicos  de  la  mujer 
por  mas  de  oclio  años,  ni  los  urbanos  por 
mas  de  cinco;  i  ella  o  sus  herederos,  disuel- 
ta la  sociedad,  e.->tarán  obligados  al  cum- 
plimiento del  contrato  de  arrendamiento 
que  se  haya  estipulado  por  un  espacio  de 
tiempo  que  no  pase  de  los  limites  aquí  se- 
ñalados. 

Sin  embargo,  el  arrendamiento  podrá 
durar  mas  tiempo,  si  así  lo  hubieren  esti- 
pulado el  marido  y  la  mujer  de  consuno,  i 
podrá  suplirse  por  el  juez  la  intervención 
de  la  mujer  cuando  ésta  se  hallare  imposi- 
bilitada de  prestarla. 

%  i.  De  la  adininídracion  estraordinaria 
de  la  sociedad  conyugal. 

1758.  La  mujer  que  en  el  caso  de  in- 
terdicción del  marido,  o  por  larga  ausencia 
de  éPte  sin  comunicación  con  su  tamilia, 
hubiere  sido  nombrada  curadora  del  mari- 
do, o  curadora  de  sus  bienes,  tendrá  por 
el  mismo  he'^ho  la  administración  de  la  so- 
ciedad conyugaL 

Si  por  incapacidad  o  escusa  de  la  mujer 
se  encargaren  estas  curadurías  a  otra  per- 
sona, dirijirá  el  curador  la  administración 
de  la  sociedad  conyugal. 

1759.  La  mujer  que  tenga  la  adminis- 
tración de  la  sociedad,  administrará  con 
iguales  facultades  que  el  marido,  i  podrá 
ademas  ejecutar  por  sí  sola  los  actos  para 
cuya  legalidad  es  necesario  al  marido  el 
consentimiento  de  la  mujer;  obteniendo 
autorización  especial  del  juez  en  los  casos 
en  que  el  marido  hubiera  estado  obligado 
a  solii'itarla. 

Pero  no  podrá  sin  autorización  especial 
de  la  justicia,  previo  conocimiento  de  cau- 
sa, enajenar  los  bienes  raíces  de  su  marido 
ni  gravarlos  con  hipotecas  o  censos,  ni  ha- 
cer subrogaciones  en  ellos,  ni  aceptar,  sino 
con  beneficio  de  inventario,  una  herencia 
deferida  a  su  marido. 

Todo  acto  en  contravención  a  estas  res- 
tricciones será  nulo,  i  la  hará  responsable 
en  sus  bienes,  de  la  misma  manera  que  el 
marido  lo  sería  en  los  suyos  abusando  de 
sus  facultades  administrativas. 

1760.     Todos  los  actos  i  contratos  de  la 

mujer  administradora,  que  ñola  estuvieren 

vedados  por  el  articulo  precedente,  se  mi-- 

rarán  como  actos  i  contratos  del  marido,  i 

Migarán  en  consecuencia  a  la  sociedad  i 


al  marido;  salvo  en  cuanto  apareciere  o  se 
probare  que  dichos  actos  i  contratos  se  hi- 
cieron en  negocio  personal  de  la  mujer. 

1761.  La  mujer  administradora  podrá 
dar  en  arriendo  los  bienes  del  marido,  i 
éste  o  sus  descendientes  estarán  obligados 
al  cumplimiento  del  arriendo  por  un  espa- 
cio de  tiempo  que  no  pase  de  los  limites 
señalados  en  el  inciso  primero  del  artícu- 
lo 1757. 

Este  arrendamiento,  sin  embargo,  podrá 
durar  mas  tiempo,  si  la  mujer,  para  esti- 
pularlo así,  hubiere  sido  especialmente  au- 
torizada por  la  justicia,  previa  información 
de  iitilidad. 

1762.  La  mujer  que  no  quisiere  tomar 
sobre  si  la  administración  de  la  sociedad 
conyugal,  ni  someterse  a  la  dirección  de  un 
curador,  podrá  pedir  la  separación  de  bie- 
nes; i  en  este  caso  se  observarán  las  dispo- 
siciones del  título  VI,  §  3  del  Libro  L  sus- 
tituyéndose la  aprobación  de  la  justicia  a 
la  del  marido,  en  los  casos  en  que  allí  se 
requiere  esta  última. 

1763.  Cesando  la  causa  de  la  adminis- 
tración estraordinaria  de  que  hablan  los 
artículos  precedentes,  recobrará  el  marido 
sus  facultades  administrativas,  previo  de- 
creto judicial. 

§  5.  De  la  disolución  de  la  sociedad  conyu- 
gal i  partición  de  gananciales. 

1764.  La  sociedad  conyugal  se  di- 
suelve: 

1.°    Por  la  disolución  del  matrimonio; 

2."  Por  la  presunción  de  muerte  de  uno 
de  los  cónyujes,  según  lo  prevenido  en  el 
i\i\i\o  Del  principio  i  fin  de  las  personas; 

3."  Por  la  sentencia  de  divorcio  perpe- 
tuo o  de  separación  total  de  bienes:  si  la 
separación  es  parcial,  continuará  la  so- 
ciedad sobre  los  bienes  no  comprendidos 
en  ella; 

4.°  Por  la  declaración  de  nulidad  del 
matrimonio. 

1765.  Disuelta  la  sociedad,  se  proce- 
derá inmediatamente  a  la  confección  de  un 
inventario  i  tasación  de  todos  los  bienes 
que  usufructuaba  o  de  que  era  responsable, 
en  el  término  i  forma  prescritos  para  la 
sucesión  por  causa  de  muerte. 

1766.  El  inventario  i  tasación,  que  se 
hubieren  hecho  sin  solemnidad  judicial,  no 
tendrán  valor  en  juicio,  sino  contra  el  cón- 
yuje,  los  herederos  o  los  acreedores  que 
ios  hubieren  debidamente  aprobado  y  fir- 
mado. 

Si  entre  los  partícipes  de  los  gananciales 
hubiere  menores,  dementes  u  otras  per- 
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sonas  inhábiles  para  la  administración  de 
sus  bienes,  serán  de  necesidad  el  inventa- 
rio .y  tasación  solemnes;  i  si  se  omitiere 
hacerlos,  aquel  a  quien  fuere  imputable 
esta  omisión,  responderá  de  los  perjuicios; 
i  se  procederá  lo  mas  pronto  posible  a  le- 
galizar dicho  inventario  i  tasación  en  la 
forma  debida. 

1767.  La  mujñr  que  no  haya  renuncia- 
do los  gananciales  antes  del  matrimonio  o 
después  de  disolverse  la  sociedad,  se  en- 
tenderá que  los  acepta  con  benefício  de  in- 
ventario. 

1768.  Aquel  de  los  cónyujes  o  sus  he- 
rederos que  dolosamente  hubiere  ocultado 
o  distraído  alguna  cosa  de  la  sociedad,  per- 
derá su  porción  en  la  misma  cosa  i  será 
obligado  a  restituirla  doblada.  (1) 

1769.  Se  acumulará  imajinariamente 
al  haber  social  todo  aquello  de  que  los  cón- 
yujes sean  respectivamente  deudores  a  la 
sociedad,  por  vía  de  recompensa  o  indem- 
nización, según  las  reglas  arriba  dadas. 

1770.  Cada  cónyuje,  por  sí  o  por  sus 
herederos,  tendrá  derecho  a  sacar  de  la 
masa  las  especies  o  cuerpos  ciertos  que  le 
pertenezcan  i  los  precios,  saldos  i  recom- 
pensas que  constituyan  el  resto  de  su  haber. 

La  restitución  de  las  especies  o  cuerpos 
ciertos  deberá  hacerse  tan  pronto  como 
fuere  posible  después  de  la  terminación  del 
inventario  i  avalúo;  i  el  pago  del  resto  del 
haber  dentro  de  un  año  contado  desde  di- 
cha terminación.  Podrá  el  juez,  sin  em- 
bargo, ampliar  o  restrinjir  este  plazca  pe- 
tición de  ios  interesados,  previo  conoci- 
miento de  causa. 

1771.  Las  pérdidas  o  deterioros  ocu- 
rridos en  dichas  especies  o  cuerpos  ciertos 
deberá  sufrirlos  el  dueño,  salvo  que  se  de- 
ban a  dolo  o  culpa  grave  del  otro  cónyuje, 
en  cuyo  caso  deberá  éste  resarcirlos. 

Por  el  aumento  que  provenga  de  causas 
naturales  e  independientes  de  la  industria 
humana,  nada  se  deberá  a  la  sociedad. 

1772.  Los  frutos  pendientes  al  tiempo 
de  la  restitución  i  todos  los  percibidos  des- 
de la  disolución  de  la  sociedad,  pertenece- 
rán al  dueño  de  las  respectivas  especies. 

Acrecen  al  haber  social  los  frutos  que  de 
los  bienes  sociales  se  perciban  desde  la  di- 
solución de  la  sociedad. 

1773.  La  mujer  hará  antes  que  el  ma- 
rido las  deducciones  de  que  hablan  los  ar- 
tículos precedentes;  i  las  que  consistan  en 
dinero,  sea  que  pertenezcan  a  la  mujer  o 
al  marido,  se  ejecutarán  sobre  el  dinero  i 


(l)  V.  los  arts.  123X,  1477y  1780. 


muebles  de  la  sociedad,  i  subsidiariamente 
sobre  los  inmuebles  de  la  misma. 

La  mujer,  no  siendo  suficientes  los  bie- 
nes de  la  sociedad,  podrá  hacer  las  deduc- 
ciones que  le  correspondan,  sobre  los  bie- 
nes propios  del  marido,  elejidos  de  común 
acuerdo.  No  acordándose,  elejirá  el  juez. 

1774.  Ejecutadas  las  antedichas  de- 
ducciones, el  residuo  se  dividirá  por  mitad 
entre  los  dos  cónyujes. 

1775.  No  se  imputarán  a  la  mitad  de 
gananciales  del  cónyuje  sobreviviente  Jas 
asignaciones  testamentarías  que  le  haya 
hecho  el  cónyuje  difunto,  salvo  que  éste'^lo 
haya  así  ordenado;  pero  en  tal  caso  podrá 
el  cónyuje  sobreviviente  repudiarlas,  si 
prefiere  atenerse  al  resultado  de  la  parti- 
ción. 

1776.  La  división  de  los  bienes  socia- 
les se  sujetará  a  las  reglas  dadas  para  la 
partición  de  los  bienes  hereditarios. 

1777.  La  mujer  no  es  responsable  de  las 
deudas  de  la  sociedad,  sino  hasta  concu 
rrencia  de  su  mitad  de  gananciales. 

Mas  para  gozar  de  este  beneficio  deberá 
probar  el  exceso  de  la  contribución  que  se 
le  exije,  sobre  su  mitad  de  gananciales,  sea 
por  el  inventario  i  tasación,  sea  por  otros 
documentos  auténticos. 

1778.  El  marido  es  responsable  del  to- 
tal de  las  deudas  de  la  sociedad;  salva  su 
acción  contra  la  mujer  para  el  reintegro  de 
la  mitad  de  estas  deudas,  según  el  artículo 
precedente. 

1779.  Aquel  de  los  cónyujes  que,  por 
el  efecto  de  una  hipoteca  o  jprenda  consti- 
tuida sobre  una  especie  que  le  ha  cabido  en 
la  división  de  la  masa  social  paga  una 
deuda  de  la  sociedad,  tendrá  acción  contra 
el  otro  cónyuje  para  el  reintegro  de  la  mi- 
tad de  lo  que  pagare;  i  pagando  una  deuda 
del  otro  cónyuje,  tendrá  acción  contra  él 
para  el  reintegro  de  todo  lo  que  pagare. 

1780.  Los  herederos  de  cada  cónyuje 
gozan  de  los  mismos  derechos  i  están  su- 
jetos a  his  mismas  acciones  que  el  cónyuje 
que  representan. 

§  6.  De  la  renuncia  de  los  (janancialeshc 
chapón  parte  de  la  mujer  después  de  la 
disolución  de  la  sociedad. 

1781.  Disuelta  la  sociedad,  la  mujer 
mayor  o  sus  herederos  mayores  tendrán  la 
facultad  de  renunciar  los  gananciales  a  que 
tuvieren  derecho.  No  sepermite  esta  re- 
nuncia a  la  mujer  menor,  ni  a  sus  herede- 
ros menores,  sino  con  aprobación  judicial. 

1782.  Podrá  la  mujer  renunciar  mien- 
tras no  haya  entrado  en,  su  poder  ninguna 
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parte  del  haber  social  a  título  de  ganan- 
ciales. 

Hecha  una  vez  la  renuncia  no  podrá  res- 
cindirse, a  menos  de  probarse  que  la  mu- 
jer o  sus  herederos  han  sido  inducidos  a 
renunciar  por  engaño  o  por  un  justificable 
error  acerca  del  verdadero  estado  de  los 
negocios  so(;iaies. 

Esta  acción  rescisoria  prescribirá  en 
cuatro  años,  contados  desde  la  disolución 
de  la  sociedad. 

1783.  Renunciando  la  mujer  o  sus  he- 
rederos los  derechos  de  la  sociedad  i  del 
marido  se  confunden  e  indentihcan,  aun 
respecto  de  ella. 

1784.  La  mujer  que  renuncia  con-ser- 
va  sus  derechos  i  obligaciones  a  las  recom- 
pensas e  indemnizaciones  arriba  espresa- 
das. 

1785.  Si  solo  una  parte  de  los  herede- 
ros de  la  mujer  renuncia,  las  porciones  de 
los  que  renuncian  acrecen  a  la  porción  del 
marido. 

§  7.  De  la  dote  i  de  las  donaciones 
por  causa  de  matrimoni». 

1786.  Las  donaciones  que  un  esposo 
hace  a  otro  antes  de  celebrarse  el  matri- 
monio i  en  consideración  a  él,  i  las  dona- 
ciones que  un  tercero  hace  a  cualquiera  de 
los  esposos  antes  o  después  de  celebrarse 
el  matrimonio  i  en  consideración  a  él,  se 
llaman  en  jeneral  donaciones/)or  causa  de 
matrimonio. 

1787.  Las  promesas  que  un  esposo  hace 
al  otro  antes  de  celebrarse  el  matrimonio 
i  en  consideración  a  él,  o  que  un  tercero 
hace  a  uno  de  los  esposos  en  consideración 
al  matrimonio,  se  sujetarán  a  las  mismas 
reglas  que  las  donaciones  de  presente,  pero 
deberán  constar  por  escritura  pública,  o 
por  confesión  del  tercero. 

1788.  Ninguno  de  los  esposos  podrá 
hacer  donaciones  al  otro  por  causa  de  ma- 
trimonio, sino  hasta  el  valor  de  la  cuarta 
parte  de  los  bienes  de  su  propiedad  que 
aportare. 

1789.  Las  donaciones  por  causa  de 
matrimonio,  sea  que  se  califiquen  de  dote, 
arras  o  con  cualquiera  otra  denominación, 
admiten  plazos,  condiciones  i  cualesquiera 
otras  estipulaciones  licitas,  i  están  sujetas 
a  las  reglas  jenerales  de  las  donacionas,  en 
todo  lo  que  no  se  oponga  a  las  disposicio- 
nes especiales  de  este  título. 

En  todas  ellas  se  entiende  la  condición 
de  celebrarse  o  haberse  celebrado  el  matri- 


monio, podrán  revocarse  todas  las  dona- 
ciones que  por  causa  del  mismo  matrimo- 
nio se  hayan  hecho  al  que  lo  contrajo  de 
mala  fe,  con  tal  que  de  la  donación  i  de  su 
causa  haya,  constancia  por  escritura  pú- 
blica. 

En  la  escritura  del  esposo  donante  se 
presume  siempre  la  causa  de  matrimonio, 
aunque  no  se  esprese. 

Carecerá  de  esta  acción  revocatoria  el 
cónyuje  putativo  que  también  contrajo  de 
mala  fe. 

1791.  En  las  donaciones  entre  vivos  o 
asignaciones  testamentarias  por  causa  de 
matrimonio,  no  se  entenderá  la  condición 
resolutoria  de  faltar  el  donatario  o  asigna- 
tario sin  dejar  sucesión,  ni  otra  alguna, 
que  no  se  esprese  en  el  respectivo  instru  • 
mentó,  o  que  la  lei  no  prescriba. 

1792.  Si  por  el  hecho  de  uno  de  los 
cónyujes  se  disuelve  el  matrimonio  antes 
de  consumarse,  podrán  revocarse  las  do- 
naciones que  por  causa  de  matrimonio  se 
le  hayan  hecho,  en  los  términos  del  ar- 
ticulo 1790. 

Carecerá  de  esta  acción  revocatoria  el 
cónyuje  por  cuyo  hecho  se  disolviere  el 
matrimonio  (1). 

TÍTtJLO  ILXIII 

De  la  compraventa. 

1793.  La  compraeenta  es  un  contrato 
en  que  una  de  las  partes  se  obliga  a  dar 
una  cosa  i  la  otra  a  pagarla  en  dinero. 
Aquélla  se  dice  vender  i  ésta  comprar.  El 
dinero  que  el  comprador  da  por  la  cosa 
vendida,  se  llama />recio. 

1794.  Cuando  el  precio  consiste  parte 
en  dinero  i  parte  en  otra  cosa,  se  entende- 
rá permuta  si  la  cosa  vale  mas  que  el  di- 
nero, i  venta  en  el  caso  contrario. 


§1- 


De  la  capacidad  para  el  contrato 
de  venta. 


1795.  Son  hábiles  para  el  contrato  de 
venta  todas  las  personas  que  la  lei  no  de- 
clara inhábiles  para  celebrarlo  o  para  ce- 
lebrar todo  contrato. 

1796.  Es  nulo  el  contrato  de  venta  en- 
tre cónyujes  no  divorciados,  i  entre  el  pa- 
dre i  el  hijo  de  familia. 

1797.  Se  prohibe  a  los  administrado- 
res de  establecimientos  públicos  vender 
parte  alguna  de  los  bienes  que  adminis- 
tran, i  cuya  enajenación  no  está  compren- 


momo. 
1790. 


Declarada  la  nulidad  del  matri- 


(1)  Lo  dispuesto  en  este  artículo  no  tiene  aplica- 
ción después  de  la  publicación  de  la  ley  del  Ma- 
trimonio Civil. 
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dida  en  sus  facultades  administrativas  or- 
dinarias; salvo  el  caso  de  espresa  auíori- 
xacion  de  la  autoridad  competente. 

1798  Al  empleado  público  se  prohibe 
comprar  los  bienes  públicos  o  particulares 
que  se  vendan  por  su  ministerio;  i  a  los 
jueces,  abogados,  procuradores  o  escriba- 
nos los  bienes  en  cuyo  litijio  han  inter- 
venido, i  que  se  vendan  a  consecuencia 
del  litijio;  aunque  la  venta  se  haga  en  pú- 
blica subasta. 

1799.  No  es  lícito  a  los  tutores  i  cura- 
dores comprar  parte  alguna  de  los  bienes 
de  sus  pupilos,  sino  con  arreglo  a  lo  pre- 
venido en  el  título  De  la  administración 
de  los  tulores  i  curadores. 

1800.  Los  mandatarios,  los  síndicos  de 
los  concursos,  i  los  albaceas,  están  sujetos 
en  cuanto  a  la  compra  o  venta  de  las  cosas 
que  hayan  de  pasar  por  sus  manos  en  vir- 
tud de  estos  encargos,  a  lo  dispuesto  en  el 
art.  2144. 

§  2.     Forma  i  requisitos  del  contrato  de 
venta. 

1801.  La  venta  se  reputa  perfecta  des- 
de que  las  partes  han  convenido  en  la  cosa 
i  en  el  precio;  salvas  las  escepciones  si- 
guientes: 

La  venta  de  los  bienes  raíces,  servidum- 
bres i  censos,  i  la  de  una  sucesión  heredi- 
taria, no  se  reputan  perfectas  ante  la  lei, 
mientras  no  se  ha  otorgado  escritura  pú- 
blica. 

Los  frutos  y  flores  pendientes,  los  árbo- 
les cuya  madera  se  vende,  los  materiales 
de  un  edilicio  que  va  a  derribarse,  los  ma- 
teriales que  naturalmente  adhieren  al  sue- 
lo, como  piedras  i  sustancias  minerales  de 
toda  clase,  no  están  sujetos  a  esta  escep- 
cion. 

1802.  Si  los  contratantes  estipularen 
«[ue  la  venta  de  otras  cosas  que  las  enume- 
radas en  el  inc.so  segundo  del  artículo  pri- 
cedente  no  se  repute  perfecta  hasta  el 
otorgamiento  de  escritura  pública  o  priva- 
da, podrá  cualquiera  de  las  partes  retrac- 
tarse mientras  no  se  otorgue  la  escritura  o 
no  haya  principiado  la  entrega  de  la  cosa 
vendida. 

1803.  Si  se  vende  con  arras,  estoes, 
dando  una  cosa  en  prenda  de  la  celebra- 
ción o  ejecución  del  contrato,  se  entiende 
que  cadi  uno  de  los  contratantes  podrá 
retractarse;  el  i|ue  ha  dado  las  arras,  per- 
diéndolas; i  el  que  las  ha  recibido,  restitu- 
yéndolas dobladas. 

1804.  Si  los  contratantes  no  hubieren 
íijado  plazo  dentro  del  cual  puedan  retrac- 


tarse, perdiendo  las  arras,  no  habrá  lugar 
a  la  retractación  después  de  los  dos  meses 
subsiguientes  a  la  convención,  ni  después 
de  otorgada  escritura  pública  de  la  venta 
o  de  principiada  la  entrega. 

1805.  Si  espresa  mente  se  dieren  arras 
como  parte  del  precio,  o  como  señal  de 
quedar  conoenidos  los  contratantes,  que- 
dará perfecta  la  tenta;  sin  perjuicio  de  lo 
prevenido  en  el  artículo  1801,  inciso  se- 
gundo. 

No  constando  alguna  de  estas  espresio- 
nes  por  escrito,  se  presumirá  de  derecho 
que  los  contratantes  se  reservan  la  facul- 
tad de  retractarse  según  los  dos  artículos 
precedentes. 

1806.  Los  impuestos  fis'íales  o  muni- 
cipales, las  costas  de  la  escritura  i  de  cua- 
lesquiera otras  solemnidades  de  la  venta, 
serán  de  cargo  del  vendedor;  a  menos  de 
pactarse  otra  cosa. 

1807.  La  venta  puede  ser  pura  i  sim- 
ple, o  bajo  condición  suspensiva  o  resolu- 
toria. 

Puede  hacerse  a  plazo  para  la  entrega 
de  la  cosa  o  del  precio. 

Puede  tener  por  objeto  dos  o  mas  cosas 
alternativas. 

Bajo  todos  estos  respectos  se  rije  por  las 
reglas  jenerales  de  los  contratos,  en  lo  que 
no  fueren  modificadas  por  las  de  este  tí- 
tulo. 

§  3.  Del  precio. 

1808.  El  precio  de  la  venta  debe  ser 
determinado  por  los  contra  tanteas. 

Podrá  ha(;erse  esta  determinación  por 
cualesquiera  medios  o  indicaciones  que  lo 
fijen. 

Si  se  trata  de  cosas  funjibles  i  se  vende 
ai  corriente  de  plaza,  se  entenderá  el  del 
día  de  la  entrega,  a  menos  de  espresarse 
otra  cosa. 

1809.  Podrá  asimismo  dejarse  el  pre- 
cio al  arbitrio  de  un  tercero;  i  si  el  tercero 
no  lo  determinare,  podrá  hacerlo  por  él 
cualquiera  otra  persona  en  que  se  convi- 
nieren los  contratantes:  en  caso  de  n» 
convenirse,  no  habrá  venta. 

No  podrá  dejarse  el  precio  al  arbitrio 
de  uno  de  los  contratantes. 

§  4.   De  la  cosa  vendida. 

1810.  Pueden  venderse  todas  las  co- 
sas corporales  o  incorporales,  cuya  enaje- 
nación no  esté  prohibida  por  lei. 

1811.  Bá  nula  la  venta  de  todos  los 
bienes  preséntese  futuros  o  de  unos  i  otros, 
ya  se  venda  el  total  o  una  cuota;  pero  será 
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válida  la  venia  de  todas  las  especies,  jéne- 
ros  i  cantidades,  que  se  designen  por  es- 
critura pública,  aunque  se  estienda  á  cuan- 
to el  vendedor  posea  o  espere  adquirir, 
fon  tal  que  no  comprenda  objetos  ilí- 
citos. 

Las  cosas  no  comprendidas  en  esta  de- 
signación se  entenlerá  que  no  lo  son  en 
la  venta:  toda  estipulación  contraria  es 
nula. 

1812.  Si  la  cosa  es  común  de  dos  o  mas 
personas  proindiviso,  entre  las  cuales  no 
intervenga  contrato  de  sociedad,  cada  una 
de  ellas  poJrá  vender  su  cuota,  aun  sin  el 
consentimiento  de  las  otras. 

1813.  La  venta  de  cosas  que  no  exis- 
ten, pero  se  espera  que  existan,  se  enten- 
derá hecha  bajo  la  condición  de  existir, 
salvo  que  se  esprese  lo  contrario,  o  que 
l)or  la  naturaleza  del  contrato  aparezca 
que  se  compró  la  suerte. 

1814.  La  veita  de  una  cosa  que  al 
tiempo  de  perfeccionarse  el  contrato  se 
supone  existente  i  no  existe,  no  produce 
efecto  alguno. 

Si  faltaba  una  parte  considerable  de  ella 
al  tiempo  de  perfeccionarse  el  contrato, 
podrá  el  comprador  a  su  arbitrio  desistir 
del  contrato,  o  darlo  por  subsistente,  abo- 
nando el  precio  ajusta  tasación. 

El  que  vendió  a  sabiendas  lo  q  Je  en  el 
todo  o  en  una  pante  considerable  no  exis- 
tia, resarcirá  los  perjuicios  al  comprador 
de  buena  fe. 

1815.  La  venta  de  cosa  ajena  vale,  sin 
perjuicio  de  los  derechos  del  dueño  de  la 
cosa  vendida,  mientras  no  se  estingan  por 
el  lapso  de  tiempo. 

1816.  La  compra  de  cosa  propia  no 
vale:  el  comprador  tendrá  derecho  a  que 
se  le  restituya  lo  que  hubiere  dado  por 
ella. 

Los  frutos  naturales,  pendientes  al  tiem- 
po de  la  venta,  ¡  todos  los  frutos  tanto  na- 
turales como  civiles  que  después  produzca 
!a  cosa,  pertenecerán  al  comprador,  á  me- 
nos que  se  haya  esnpulado  entregar  la 
cosa  al  cabo  de  cierto  tiempo  o  en  el  even- 
to de  cierta  condición;  pues  en  estos  casos 
no  pertenecerán  los  frutos  al  comprador, 
sino  vencido  el  plazo,  o  cumplida  la  con- 
dición. 

Todo  lo  dicho  en  este  articulo  puede  ser 
modificado  ñor  estipulaciones  espresas  de 
los  contratantes. 

§  5.  De  los  ejecios  inmediatos  del  contra- 
to de  centa. 

1817.  Si  alguien  vende  separadamen- 
te una  misma  cosa  a  dos  persouas,  el  com- 


prador que  haya  entrado  en  posesión  será 
preferido  al  otro;  si  ha  hecho  la  entrega  a 
los  dos,  aquel  a  quien  se  haya  hecho  pri- 
mero será  preferido;  si  no  se  ha  entregado 
a  ninguno,  el  titulo  mas  antiguo  prevale- 
cerá. 

1818.  La  venta  de  cosa  ajena,  ratifica- 
da después  por  el  dueño,  coniiere  al  com- 
prador los  derechos  de  tal  desde  la  fecha 
de  la  venta. 

1819.  Vendida  i  entregada  a  otro  una 
cosa  ajena,  si  el  vendedor  adquiere  des- 
pués el  dominio  de  ella,  se  mirará  al  com- 
prador como  verdadero  dueño  desde  la 
fecha  de  la  tradioion. 

Por  consiguiente,  si  el  vendedor  la  ven- 
diere a  otra  persona  después  de  adquirido 
el  dominio,  subsistirá  el  dominio  de  ella 
en  el  primer  comp'-ador. 

1820.  L  i  pérdida,  deterioro  o  mejora 
de  la  especie  o  cuerpo  cierto  que  se  vende, 
pertenece  al  comprador,  de:.de  el  momen- 
to de  perfeccionarse  el  contrato,  aunque 
no  se  haya  entregado  la  cosa;  salvo  que  se 
venda  bajo  condición  suspensiva,  y  que 
se  cumpla  la  conJicion,  pues  entonces, 
pereciendo  totalmente  la  especie  mientras 
pende  la  condición  la  pérdi  la  será  del  ven- 
dedor, i  la  mejora  o  deterioro  pertenecerá 
al  comprador. 

1821.  Si  se  vende  una  cosa  de  las  que 
suelen  venderse  a  peso,  cuenta  o  medida, 
pero  señalada  de  modo  que  no  pueda  con- 
fundirse con  otra  porción  de  la  misma  co- 
sa, como  todo  el  trigo  conteniio  en  cierto 
granero,  la  pérdida,  deterioro  o  mejora 
pertenecerá  al  comprador,  aunque  dicha 
cosa  no  se  haya  pesado,  contado  ni  medi- 
do; con  tal  que  se  haya  ajustado  el  pre- 
cio. 

Si  de  las  cosas  que  suelen  venderse  a 
peso,  cuenta  o  medida,  solo  se  vende  una 
parte  indeterminada,  como  diez  fanegas 
de  trigo  de  las  contenidas  en  cierto  grane- 
ro, la  pérdida,  deterioro  o  mejora  no  per- 
tenecerá al  comprador,  sino  después  de 
habers-í  ajustado  el  precio  i  de  haberse  pe- 
sado, contado  o  medido  dicha  parte. 

1822.  Siavenidos  vendedor  y  compra- 
dor en  el  precio,  señalaren  día  para  el  pe- 
so, cuenta  o  me  -ida,  i  el  uno  u  el  otro  no 
compareciere  en  él,  será  éste  obligado  a 
resarcir  al  otro  de  los  perjuicios  que  de  su 
neglijencia  r-sultaeii;  i  el  vendedor  o 
comprador  que  no  faltó  a  la  cita  podrá,  si 
le  conviniere,  desistir  del  contrato. 

1823.  Si  se  eslipula  que  se  vende  a 
prueba,  se  entiende  no  haber  contrato 
mientras  el  comprador  no  declara  que  le 
agrada  la  cosa  de  que  se  trata,  i  la  pérdi- 


CHILE.— CÓDIGO   CIVIL 


279 


da,  deterioro  o  mejora  pertenece   entre 
tanto  al  vendedor. 

Sin  necedidad  de  estipulación  espresase 
entieniie  hacerse  a  prueba  la  venta  de  to- 
das las  coaas;  que  se  acostumbra  vender  de 
ese  modo. 

§  6.  De  las  obligaciones  del  vendedor  i 
priinerainente  de  la  obligación  de  en- 
tregar. 

1824.  Las  obligaciones  del  vendedor 
se  reducen  en  jeneral  a  dos,  la  entrega  o 
tradición,  i  el  saneamiento  de  la  cosa  vea- 
dida.  * 

La  tradición  se  sujetará  a  las  reglas  da- 
das en  el  titulo  VI  del  Libro  II. 

1825.  Al  vendedor  tocan  naturalmen- 
te los  costos  que  se  hicieren  para  po- 
ner la  cosa  en  disposición  de  entregarla,  i 
al  comprador  los  que  se  hicieren  para  tras- 
portarla después  de  entregada. 

1826.  El  vendedor  es  obligado  a  en- 
tregar la  cosa  vendida  inmediatamente 
después  del  contrato,  o  a  la  época  prefija- 
da en  él. 

Si  el  vendedor  por  hecho  o  culpa  suya 
ha  retardado  la  entreg:i,  podrá  el  compra- 
dor a  su  arbitrio  perseverar  en  el  contrato 
o  desistir  de  él,  i  en  ambos  casos  con  de- 
recho para  ser  indemnizado  de  los  perjui- 
cios según  las  regias  jenerales. 

Todo  lo  cual  se  entiende  si  el  compra- 
dor ha  pagado  o  está  pronto  a  pagar  el 
precio  integro  o  ha  estipulado  pagar  a 
plazo. 

Pero  si  después  del  contrato  hubiere 
menguado  considerablemente  la  fortuna 
del  comprador,  de  modo  que  el  vendedor 
se  halle  en  peligro  inminente  de  perder  el 
precio,  no  se  podrá  exijir  la  entrega  aun- 
que se  haya  estipulado  plazo  para  el  pago 
del  precio',  sino  pagando,  o  asegurando  el 
pago. 

1827.  Si  el  comprador  se  constituye 
en  mora  de  recibir,  abonará  al  vendedor 
el  alquiler  de  los  almacenes,  graneros  o 
vasijas  en  que  se  contenga  lo  vendido,  y  el 
vendedor  quedará  descargado  del  cuidado 
ordinario  de  conservar  la  cosa,  i  solo  será 
ya  resp  insable  del  dolo  o  de  la  culpa  grave. 

1828.  El  vendedor  es  obligado  a  en- 
tregar lo  q  e  reza  el  contrato. 

1829.  La  vent^a  de  una  vaca,  yegua  u 
otra  hembra  comprende  naturalmente  la 
del  hijo  que  lleva  en  el  vientre  o  que  ama- 
manta; pero  10  la  del  que  puede  pacer  i 
alimentarse  por  si  solo. 

1830.  En  la  venta  de  una  finca  se 
comprenden  naturalmente  todos  los  acce- 


sorios,  que  según  los  artículos  570  i  si- 
guientes se  reputan  inmuebles. 

1831.  Un  predio  rústico  puede  ven- 
derse con  relaeion  a  su  cabida  o  como  una 
especie  o  cuerpo  cierto. 

Se  vende  con  relaeion  a  su  cabida,  siem- 
pre que  é*ta  se  espresa  de  cualquier  modo 
en  el  contrato,  salvo  que  las  partes  decla- 
renque  no  entienden  hacer  diferencia  en 
el  precio,  aunque  la  cabida  real  resulte 
mayor  o  menor  que  la  cabida  que  reza  en 
el  contrato. 

Es  indiferente  que  se  fije  directamente 
un  precio  total,  o  que  éste  se  deduzca  de 
la  cabida  o  número  de  medidas  que  se  es- 
presa, i  del  precio  de  cada  medida. 

Es  asimismo  indiferente  que  se  esprese 
una  cabida  total  o  las  cabidas  de  las  varias 
porciones  de  diferentes  calidades  i  precios 
que  contenga  el  predio,  con  tal  que  de  es- 
tos datos  resulte  el  precio  total  i  la  cabida 
total. 

Lo  mismo  se  aplica  a  la  enajenación  de 
dos  o  ma>  predios  por  una  sola  venta. 

En  todos  los  demás  casos  se  entenderá 
venderse  el  predio  o  predios  como  un  cuer- 
po cierto. 

1832.  Si  se  vende  el  predio  con  rela- 
ción a  su  cabida,  i  la  cabida  real  fuere  ma- 
yor que  la  cabida  declarada,  deberá  el 
comprador  aumentar  proporcionalmente  el 
precio;  salvo  que  el  precio  de  la  cabida  que 
sobre,  alcance  a  mas  de  una  décima  parte 
del  precio  de  la  cabilla  real;  pues  en  este  ca- 
so podrá  el  comprador,  a  su  arbitrio,  o  au 
mentar  proporcionalmente  el  precio  o  de- 
sistir del  contrato;  i  si  desiste,  se  le  resarci- 
rán los  perjuicios  según  las  reglas  jenerales. 

1  si  la  cabida  real  es  menor  que  la  cabi- 
da declarada,  deberá  el  vendedor  comple- 
tarla; i  si  esto  no  le  fuere  posible,  o  no  se 
le  exijiere,  deberá  sufrir  una  diminución 
proporcional  del  precio;  pero  si  el  precio 
de  la  cabida  que  f.lte  alcanza  a  mas  de  una 
décima  parte  del  precio  de  la  cabida  com- 
pleta, podrá  el  comprador,  a  su  arbitrio, 
o  aceptar  la  diminución  del  precio,  o  de- 
sistir del  contrato  en  los  términos  del  pre- 
cedente inciso. 

1833.  Si  el  predio  se  vende  como  un 
cuerpo  cierto,  no  habrá  derecho  por  parte 
del  comprador  ni  del  vendedor  para  pedir 
rebaja  o  aumento  del  precio,  sea  cual  fue- 
re la  cabida  del  predio. 

Sin  embargo,  si  se  vende  con  señala- 
miento de  linderos,  estará  obligado  el  ven- 
dedor a  entregar  todo  lo  comprendido  en 
ellos;  i  si  no  pudiere  o  no  se  le  exijiere,  se 
observará  lo  prevenido  en  el  inciso  segun- 
do del  articulo  precedente. 
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1834.  Las  acciones  dadas  en  los  dos 
artículos  precedentes  espiran  al  cabo  de  un 
año  contado  desde  la  entrega. 

1835.  Las  reglas  dadas  en  los  dos  ar- 
tículos referidos  se  aplican  a  cualquier  todo 
o  conjunto  de  efectos  o  mercaderías. 

1836.  Ademas  de  las  acciones  dadas 
en  dichos  artículos  compete  a  los  contra- 
tantes la  de  lesión  enorme  en  su  caso. 

%  7.  De  la  obligación  de  saneamiento  i  pri- 
meramente del  $aneaniiento  por  evic- 
cion. 

1837.  La  obligación  de  saneamiento 
comprende  dos  objetos:  amparar  al  com- 
prador en  el  dominio  i  posesión  pacífica 
de  la  cosa  vendida,  i  responder  de  los  efec- 
tos ocultos  de  ésta,  llamados  cicios  redht- 
bitorios. 

1838.  Hai  eviccion  de  la  cosa  compra- 
da, cuando  el  comprador  es  privado  del 
todo  o  parte  de  ella,  por  sentencia  judi- 
cial. 

1839.  El  vendedores  obligado  a  sanear 
al  comprador  todas  las  evicciones  que  ten- 

*gan  una  causa  anterior  a  la  venta,  salvo  en 
cuanto  se  haya  estipulado  lo  contrario. 

1840.  La  acción  de  saneamiento  es  in- 
divisible. Puede  por  consiguiente  intentar- 
se insólidum  contra  cualquiera  de  los  he- 
rederos del  vendedor. 

Pero  desde  que  a  la  obligación  de  ampa- 
rar al  comprador  en  la  posesión,  sucede  la 
de  indemnizarle  en  dinero,  se  divide  la 
acción;  i  cada  heredero  es  responsable  so- 
lamente a  prorrata  de  su  cuota  heredita- 
ria. 

La  misma  regla  se  aplica  a  los  vendedo- 
res que  por  un  solo  acto  de  venta  hayan 
enajenado  la  cosa. 

1841.  Aquel  a  quien  se  demanda  una 
cosa  comprada  podrá  intentar  contra  el 
tercero  de  quien  su  vendedor  la  hubiere 
adquirido,  la  acción  de  saneamiento  que 
contra  dicho  tercero  competería  al  vende- 
dor, si  éste  hubiese  permanecido  en  pose- 
'^ion  de  la  cosa. 

1842.  Es  nulo  todo  pacto  en  que  se 
exima  al  vendedor  del  saneamiento  de 
eviccion,  siempre  que  en  ese  pacto  haya 
habido  mala  fe  de  parte  suya. 

1843.  El  compradora  quien  se  deman- 
da la  cosa  vendida,  por  causa  anterior  a  la 
renta,  deberá  citar  al  vendedor  para  que 
comparezca  a  defenderla. 

Esta  citación  .«e  hará  en  el  término  se- 
ñalado por  el  Código  de  Enjuiciamiento. 

Si  el  comprador  omitiere  citarle,  i  fuere 
ericta  la  cosa,  el  vendedor  no  será  obliga- 


do al  saneamiento;  i  si  el  vendedor  citado 
no  compareciere  a  defender  la  cosa  ven- 
dida, será  responsable  de  la  eviccion;  a 
menos  que  el  comprador  haya  dejado  de 
oponer  alguna  defensa  o  escepcion  suya,  i 
por  ello  fuere  evicta  la  cosa. 

1844.  Si  el  vendedor  comparece,  se 
seguirá  contra  él  solo  la  demanda;  pero  el 
comprador  podrá  siempre  intervenir  en  el 
juicio  para  la  conservación  de  sus  dere- 
chos. 

1845.  Si  el  vendedor  no  opone  medio 
alguno  de  defensa,  i  se  allana  al  sanea- 
miento, podrá  con  todo  el  comprador  sos- 
tener por  sí  mismo  la  defensa;  i  si  es  ven- 
cido, no  tendrá  aerecho  para  e.^ijir  del 
vendedor  el  reembolso  de  las  costas  en  que 
hubiere  incurrido  defendiéndose,  ni  el  de 
los  frutos  percibidos  durante  dicha  defensa 
i  satisfechos  al  dueño. 

1846.  Cesará  la  obligación  de  sanear 
en  los  casos  siguientes: 

1."  Si  el  comprador  i  el  que  demanda 
la  cOsa  como  suya  se  someten  al  juicio  de 
arbitros,  sin  consentimiento  del  vendedor, 
i  los  arbitros  fallaren  contra  el  compra- 
dor; 

2.*  Si  el  comprador  perdió  la  po.sesion 
por  su  culpa,  ida  ello  se  siguió  la  evic- 
cion. 

1847.  El  saneamiento  de  eviccion,  a 
que  es  obligado  el   vendedor,  comprende: 

L"  La  restitución  del  precio,  aunque  la 
cosa  al  tiempo  de  la  eviccion  valga  menos; 

2."  La  de  las  costas  legales  del  contra- 
to de  venta  que  hubieren  sido  satisfechas 
por  el  comprador; 

3."  La  del  valor  de  los  frutos,  que  el 
comprador  hubiere  sido  obligado  a  resti- 
tuir al  dueño;  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto 
en  el  art.  1845; 

4.^*  La  de  las  costas  que  el  comprador 
hubiere  sufrido  a  consecuencia  i  por  efec- 
to de  la  demanda;  sin  perjuicio  de  lo  dis- 
puesto en  el  mismo  artículo; 

5  •  El  aumento  de  valor  que  la  cosa 
evicta  haya  tomado  en  poder  del  compra- 
dor, aun  por  causas  naturales  o  por  el  mer© 
trascurso  del  tiempo. 

Todo  con  las  limitaciones  que  siguen. 

1848.  Si  el  menor  valor  de  la  cosa  pro- 
viniere de  deterioros  de  que  el  comprador 
ha  sacado  provecho,  se  hará  el  debido  des- 
cuento en  la  restitución  del  precio. 

1849.  El  vendedor  será  obligado  a  re- 
embolsar al  comprador  el  aumento  ríe  va- 
lor, que  provenga  de  las  mejoras  necesa- 
rias o  útiles,  hedías  por  el  com|jrador,  sal- 
vo en  cuanto  el  que  obtuvo  la  ericcitii 
haya  sido  condenado  a  abonarlas. 
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El  Tendedor  de  mala  fe  será  obligado 
aun  al  reembolso  de  lo  que  importen  las 
mejoras  voluptuarias. 

1850.  El  aumento  de  valor  debido  a 
caucas  natui-ales  o  a  tiempo,  no  se  abona- 
rá en  lo  que  excediere  a  la  cuarta  parte 
del  precio  de  la  venta;  a  menos  de  probar- 
se en  el  vendedor  mala  Fe.  en  cuyo  caso 
será  obligado  a  pagar  todo  el  aumento  de 
valor ,  de  cualesquiera  causas  que  pro- 
veng^a. 

1851.  En  las  ventas  forzadas  hechas 
por  autoridad  de  la  justicia,  el  vendedor 
no  es  obligado,  por  causa  de  la  eviccion 
que  sufriere  la  cosa  vendi  ia,  sino  a  resti- 
tuir el  precio  que  haya  producido  la  venta. 

1852.  La  estipulación  que  exime  al 
vendedor  de  la  obligación  de  sanear  la 
eviccion,  no  le  exime  de  la  obligación  de 
restituir  el  precio  recibido. 

1  estará  obligado  a  restituir  el  precio  ín- 
tegro, aunque  se  haya  deteriorado  la  cosa 
o  disminuido  de  cualquier  modo  su  valor, 
aun  por  hecho  o  neglijeni;ia  del  compra- 
dor, salvo  en  cuanto  éste  haya  sacado  pro- 
vecho del  deterioro. 

Cesará  la  obligación  de  restituir  el  pre- 
cio, si  el  que  compró  lo  hizo  a  sabiendas 
de  ser  ajena  la  cosa,  o  si  espresamente 
tomó  sobre  sí  el  peligro  de  la  eviccion,  es- 
pecificándolo. 

Si  la  eviccion  no  recae  sobre  toda  la 
cosa  vendida,  i  la  parte  evicta  es  tal,  que 
sea  de  presumir  que  no  se  habría  compra- 
do la  cosa  sin  ella,  habrá  derecho  a  pedir 
la  rescisión  de  la  venta. 

1853.  En  virtud  de  esta  rescisión,  el 
comprador  será  obligado  a  restituir  al  ven- 
dedor la  parte  no  evicta,  i  pira  esta  resti- 
tución será  considerado  como  poseedor  de 
buena  fe,  a  menos  de  prueba  contraria;  i 
el  vendedor  adt?mas  de  restituir  el  precio, 
abonará  el  valor  de  los  frutos  que  el  com- 
prador hubiere  sido  obligado  a  restituir 
con-  la  parte  evicta,  i  todo  otro  perjuicio 
«|ue  de  la  eviccion  resultare  al  comprador. 

1854.  En  caso  de  no  ser  de  tanta  im- 
portancia 1 1  parte  evicta,  o  en  el  de  no  pe- 
dirse la  rescisión  de  la  venta,  el  compra- 
dor tendrá  derecho  para  exijir  el  sanea- 
miento de  la  eviccion  parcial  con  arreglo 
a  los  artículos  1847  i  siguientes. 

1855.  Si  la  sentencia  negare  la  evic- 
eion,  el  vendedor  no  será  obligado  á  la  in- 
demnización de  los  perjuicios  que  la  de- 
manda hubiese  causado  al  compr  idor,  sino 
en  cuanto  la  demanda  fuere  imputable  a 
kecho  o  culpa  del  vendedor. 

1856.  La  acción  de  saneamiento  por 
OTiGcion  prescribe  en  cuatro  años;  ñas  por 


lo  tocante  a  la  sola  restitución  del  precio, 
prescribe  según  las  reglas  jenerales. 

Se  contará  el  tiempo  desde  la  fecha  de 
la  sentencia  de  eviccion;  o  si  ésta  no  hu- 
biere llegado  a  pronunciarse,  desde  la  res- 
titución de  la  cosa. 


§  8. 


Del  saneamiento  por  vicios 
redfiibitorios. 


1857.  Se  llama  acción  redhibitoria  la 
que  tiene  el  comprador  para  que  se  rescin- 
da la  venta  o  se  rebaje  proporcionalmente 
el  precio  por  los  vicios  ocultos  de  la  cosa 
vendida,  raíz  o  mueble,  llamados  redkibi- 
torios. 

1858.  Son  vicios  redhibitorioá  los  que 
reúnen  las  calidades  siguientes; 

1.*  Haber  existido  al  tiempo  de  la 
venta; 

2.*  Ser  tales,  que  por  ellos  la  cosa  ven- 
dida no  sirva  para  su  uso  natural,  o  solo 
sirva  imperfectamente,  de  manera  quesea 
de  presumir  que  conociéndolos  el  compra- 
dor no  la  hubiera  comprado  o  la  hubiera 
comprado  a  mucho  menos  precio; 

3.*  No  haberlos  manifestado  el  vende- 
dor, i  ser  tales  que  el  comprador  haya  po- 
dido ignorarlos  sin  neglijencia  grave  de  su 
parte,  o  tales  que  el  comprador  no  haya 
podido  fácilmente  conocerlos  en  razón  de 
su  profesión  u  oficio. 

1859.  Si  se  ha  estipulado  que  el  ven- 
dedor no  estuviese  obligado  a!  saneamien- 
to por  los  vicios  ocultos  de  la  cosa,  estará 
sin  embargo  obligado  a  sanear  aquellos  de 
que  tuvo  conocimiento  i  que  no  dio  noticia 
al  comprador. 

1860.  Los  vicios  redhibitorios  dan  de- 
recho al  comprador  para  exijir  o  la  resci- 
sión de  la  venta  o  la  rebaja  del  precio,  se- 
gún mejor  le  pareciere. 

1861.  Si  el  vendedor  conocía  los  vicios 
i  no  los  declaró,  o  si  los  vicios  eran  tales 
que  el  vendedor  haya  debido  conocerlos 
por  razón  de  su  profesión  u  oficio,  será 
obligado,  no  solo  a  la  lestitucion  o  la  re- 
baja del  precio,  sino  a  la  indemnización  de 
perjuicios;  pero  si  el  vendedor  no  conocía 
los  vicios  ni  eran  tales  que  por  su  profe- 
sión u  oficio  debiera  conocerlos,  solo  será 
obligado  a  la  restitución  o  la  rebaja  del 
precio. 

1862.  Si  la  cosa  viciosa  ha  perecid» 
después  de  perfeccionado  el  contrato  de 
venta,  no  por  eso  perderá  el  comprador  el 
derecho  que  hubiere  teñid  >  a  li  rebaja  del 
precio,  aunque  la  cosa  haya  perecido  ea 
su  poder  i  por  su  culpa. 

Pero  si  ha  perecido  por  un  efecto  del  vi- 


282 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS   Y   JURÍDICAS 


cío  inherente  a  ella,  se  seguirán  las  reglas 
del  articulo  precedente. 

1863.  Las  partes  pueden  por  el  con- 
trato hacer  relihiL>itorio^5  los  vicios  que  na- 
turahneute  no  lo  son. 

1864.  Vendiéndose  dos  o  mas  cosas 
juntamente,  sea  que  se  haya  ajustado  un 
precio  por  el  conjunto  o  por  cada  una  de 
ellas,  solo  habrá  lugar  a  laaccion_redliibi- 
toria  por  la  cosa  viciosa  i  no  por  et  conjun- 
to; a  menos  que  aparezca  que  no  se  habría 
comprado  el  conjunto  sin  esa  cosa;  como 
cuando  se  compra  un  tiro,  yunta  o  pareja 
de  animales,  o  un  juego  de  muebles. 

1865.  La  acción  redhibitoria  no  tiene 
lugar  en  las  ventas  forzadas  hechas  por 
autoridad  de  la  justicia.  Pero  si  el  vende- 
dor, no  pudiendo  o  no  debiendo  ignorar 
los  vicios  de  la  cosa  vendida,  no  los  hubie- 
re declarado  a  petición  del  comprador, 
habrá  lugar  a  la  acción  redhibitoria  i  a  la 
indemnización  de  perjuicios. 

1866.  La  acción  redhibitoria  durará 
seis  meses  respecto  de  las  cosas  muebles,  i 
un  ;iño  respecto  de  los  bienes  raíces,  en 
todos  los  casos  en  que  leyes  especiales  o 
las  estipulaciones  de  los  contratantes  no 
hubieren  ampliado  o  restrinjido  este  plazo. 
El  tiempo  se  contará  desde  la  entrega  real. 

1867.  Habiendo  prescrito  la  acción 
redhibitoria,  tendrá  todavía  derecho  el 
comprador  para  pedir  la  rebaja  del  precio 
i  la  indemnización  de  perjuicios,  según  las 
reglas  precedentes. 

1868.  Si  los  vicios  ocultos  no  son  de  la 
importancia  que  se  espresa  en  el  número 
segundo  del  artículo  1858,  no  tendrá  dere- 
cho el  comprador  para  la  rescisión  de  la 
venta  sino  solo  para  la  rebaja  del  precio. 

1869.  La  acción  para  pedir  rebaja  del 
precio,  sea  en  el  caso  del  artículo  1858,  o 
en  el  del  articulo  1868,  prescribe  en  un  año 
para  los  bienes  muebles  i  en  diez  i  ocho 
meses  para  los  bienes  raices. 

1870.  Si  la  compra  se  ha  hecho  para 
remitir  la  co-a  a  lugar  distante,  la  acción 
de  rebaja  del  precio  prescribirá  en  un  año 
contado  desde  la  entrega  al  consignatario, 
con  mas  el  término  de  emplazamiento,  que 
corresponda  a  la  distancia. 

Pero  será  necesario  que  el  comprador, 
en  el  tiempo  intermedio  entre  la  venta  i  la 
remesa  haya  podi  io  ignorar  el  vicio  de  la 
cosa,  sin  neglijenciade  su  parte. 

§  9.  De  las  obligaciones  del  comprador. 

1871.  La  principal  obligación  del  com- 
prador es  1h  de  pagar  el  precio  convenido. 

1872.  El  precio  deberá  pagarse  en  el 
iugar  i  el  tiempo  estipulados,  o  en  el  lugar 


i  el  tiempo  de  la  entrega,  no  habiendo  es- 
tipulación en  contrario. 

Con  todo,  si  el  comprador  fuere  turbado 
en  la  posesión  de  la  cosa  o  probare  que 
existe  contra  ella  una  acción  real  de  que  el 
vendedor  no  le  haya  dado  noticia  antes  de 
perfeccionarse  el  contrato,  podrá  depositar 
el  precio  con  autoridad  de  la  justicia,  i  du- 
rará el  depósito  hasta  que  el  vendedor  haga 
cesar  la  turbación  o  afiance  las  resultas 
del  juicio. 

1873.  Si  el  comprador  estuviere  cons- 
tituido en  mora  de  pagar  el  precio  en  el 
lugar  i  tiempo  dichos,  el  vendedor  tendrá 
derecho  para  exijir  el  precio  o  la  resolu- 
ción de  la  venta,  con  resarcimiento  de 
perjuicios. 

1874.  La  cláusula  de  no  trasferirse  el 
dominio  sino  en  virtud  de  la  paga  del  pre- 
cio, no  producirá  otro  efecto  que  el  de  la 
demanda  alternativa  enunciada  en  el  ar- 
tículo precedente;  i  paganao  el  compra- 
dor el  precio,  subsistirán  en  todo  caso  las 
enajenaciones  que  hubiere  hecho  de  la  co- 
sa o  los  derechos  que  hubiere  constituido 
sobre  ella  en  el  tiempo  intermedio. 

1875.  La  resolución  de  la  venta  por  no 
haberse  pagado  el  precio,  dará  derecho  al 
vendedor  para  retener  las  arras,  o  exijirlas 
dobladas,  i  ademas  para  que  se  le  restitu- 
yan los  frutos,  ya  en  su  totalidad  si  ningu- 
na parte  del  precio  se  le  hubiere  pagado, 
ya  en  la  proporción  que  corresponda  a  la 
parte  del  precio  que  no  hubiere  sido  pa- 
gada. 

El  comprador  a  su  vez  tendrá  derecho 
para  que  se  le  restituya  la  parte  que  hu- 
biere pagado  del  precio. 

Para  el  abono  de  las  espensas  al  compra- 
dor, i  de  los  deterioros  al  vendedor,  se  con- 
siderará al  primero  como  poseedor  de  mala 
fe,  a  menos  que  pruebe  haber  sufrido  en 
su  fortuna,  i  sin  culpa  de  su  parte,  menos- 
cabos tan  grandes  que  le  hayan  hecho  im- 
posible cumplir  lo  pactado. 

1876.  La  resolución  por  no  haberse 
pagado  el  precio  no  da  derecho  al  vende- 
dor contra  terceros  poseedores,  sino  en 
conformidad  a  los  artículos  1490  i  1491. 

Si  en  la  escritura  de  venta  se  espresa 
haberse  pagado  el  precio,  no  se  admitirá 
prueba  alguna  en  contrario  sino  la  de  nu- 
lidad o  falsificación  de  la  escritura,  i  solo 
en  virtud  de  esta  prueba  habrá  acción  con- 
tra terceros  poseedores. 

§  10.  Del  pacto  comisorio. 

1877.  Por  el  pacto  comisorio  se  esii- 
pula  espresamente  que,   no  pagándose  el 
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precio  al   tiempo  convenido,  se  resolverá 
el  contrato  de  venta. 

Entiéndese  siempre  esta  estipulación  en 
el  contrato  de  venta;  i  cuando  se  espresa, 
toma  el  nombre  de  pacto  comisorio,  i  pro- 
duce los  efectos  que  van  a  indicarse. 

1878.  Por  el  pacto  comisorio  no  se  pri- 
va'al  vendedor  de  la  elección  de  acciones 
que  le  concede  el  artículo  1873. 

1879.  Si  se  estipula  que  por  no  pagar- 
se el  precio  al  tiempo  convenido,  se  re- 
suelva ipso  tacto  el  contrato  de  venta,  el 
comprador  podrá,  sin  embargo,  hacerlo 
subsistir,  pagando  el  precio,  lo  mas  tarde, 
en  las  veinticuatro  horas  subsiguientes  a 
la  notificación  judicial  de  la  demanda. 

1880.  El  pacto  comisorio  prescribe  al 
plazo  prefijado  por  las  partes,  si  no  pasare 
de  cuatro  años,  contados  desde  la  fecha 
del  contrato. 

Trascurridos  estos  cuatro  años,  pres- 
cribe necesariamente,  sea  que  se  haya 
estipulado  un  plazo  mas  largo  o  ninguno. 

§  11.  Del  pacto  de  retrocenta. 

1881.  Por  el  pació  de  reíroüenta  el 
vendedor  se  reserva  la  facultad  de  reco- 
brar la  cosa  vendida,  reembolsando  al 
comprador  la  cantidad  determinada  que 
se  estipulare,  o  en  defecto  de  esta  esti- 
pulación lo  que  le  haya  costado  la  com- 
pra. 

1882.  El  pacto  de  retroventa  en  sus 
efectos  contra  terceros  se  sujeta  a  lo  dis- 
puesto en  loí  artículos  1490  i  1491. 

1883.  El  vendedor  tendrá  derecho  a 
que  el  comprador  le  restituya  la  cosa  ven- 
dida con  sus  accesiones  naturales. 

Tendrá  asimismo  derecho  a  ser  indem- 
nizado de  los  deteriorosimputablesa  hecho 
o  culpa  del  comprador. 

Será  obligado  al  pago  de  las  espensas 
necesarias,  pero  no  de  las  invertidas  en 
mejoras  útiles  o  voluptuarias  que  se  hayan 
hecho  sin  su  consentimiento. 

1884.  El  derecho  que  nace  del  pacto 
de  retroventa  no  puede  cederse. 

1885.  El  tiempo  en  que  se  podrá  in- 
tentar la  acción  de  retroventa  no  podrá 
pasar  de  cuatro  años  contados  desde  la  fe- 
cha del  contrato. 

Pero  en  todo  caso  tendrá  derecho  el 
comprador  a  que  se  le  dé  noticia  anticipa- 
da, que  no  bajará  de  seis  meses  para  los 
bienes  raices  ni  de  quince  días  para  las 
co.sas  muebles;  i  si  la  cosa  fuere  fructífera, 
i  no  diere  frutos  sino  de  tiempo  en  tiempo 
i  a  consecuencia  de  trabajos  e  inversiones 
preparatorias,  no  podrá  exijirse  la  restitu- 


ción demandada  sino  después  de  la  próxi- 
ma percepción  de  frutos. 

§  12.  De  otros  pactos  accesorios  al  con- 
trato de  oenta 

1886.  Si  se  pacta  que  presentándose 
dentro  de  cierto  tiempo  (que  no  podrá  pa- 
sar de  un  año)  persona  (jue  mejoie  la  com- 
pra se  resuelva  el  contrato,  se  cumplirá 
lo  pactado;  a  menos  que  el  comprador  o  la 
persona  a  quien  éste  hubiere  en  ijenado 
la  cosa,  se  allane  a  mejorar  en  los  mismos 
términos  la  compra. 

La  disposición  del  articulo  1882  se  apli- 
ca al  presente  contrato. 

Resuelto  el  contrato  tendrán  lugar  las 
prestaciones  mutuas,  como  en  el  caso  del 
pacto  de  retroventa. 

1887.  Pueden  agregarse  al  contrato  de 
venta  cualesquií-ra  otros  pactos  accesorios 
lícitos;  i  se  rejirán  por  las  reglas  jenerales 
de  los  contratos. 

§  13.  Do  la  rescisión  de  la  venta  por  le- 
sión enorme. 

1888.  El  contrato  de  compraventa  po- 
drá rescindirse  po'"  lesión  enorme. 

1889.  El  vendedor  sufre  lesión  enor- 
me, cuando  el  precio  que  recibe  e^  inferior 
a  la  mitad  del  justo  precio  de  la  cosa  que 
vende;  i  el  comprador  a  su  vez  sufre  lesión 
enorme,  cuando  el  ju4o  precio  de  la  cosa 
que  compra  es  inferior  a  la  mitad  del  pre- 
cio que  paga  por  el  a. 

El  justo  precio  se  refiere  al  tiempo  del 
contrato. 

1890.  El  comprador  contra  quien  se 
pronuncia  la  rescisión,  podrá  a  su  arbitrio 
consentir  en  ella,  o  completar  el  justo  pre- 
cio con  deducción  de  una  décima  parte;  i 
el  vendedor  en  el  mismo  caso,  podrá  a  su 
arbitrio  consentir  en  la  rescisión,  o  resti- 
tuir el  exceso  del  pr-ecio  recibido  sobre  el 
justo  precio  aumentado  en  una  décima 
parte. 

No  .se  deberán  intereses  o  frutos  sino 
desde  la  fecha  de  la  demanda,  ni  podrá 
pedirse  cosa  alguna  en  razón  de  las  espen- 
sas que  haya  ocasionado  el  contrato. 

1891.  Ño  habrá  lugar  a  la  acción  res- 
cisoria  por  lesión  enorme  en  las  ventas  de 
bienes  muebles,  ni  en  las  que  se  hubieren 
hecho  por  el  ministerio  de  la  ju^tii-ia. 

1892.  Si  se  estipulare  que  no  podrá 
intentarse  la  acción  rescisoria  ;.or  lesión 
enorme,  no  valdrá  la  estipulación;  i  si  por 
parte  del  vendedor  se  espres  ire  la  inten- 
ción de  donar  el  exceso,  se  tendrá  esta 
cláusula  por  no  escrita. 
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1893.  Perdida  la  cosa  en  poder  del 
comprador  no  habrá  derecho  por  una  ni 
por  otra  parte  para  ia  rescisión  del  con- 
trato. 

Lo  mismo  será  si  el  comprador  hubiere 
enajenado  la  co^a;  i^alvo  que  la  haya  ven- 
dido por  mas  de  lo  que  había  pagado  por 
ella;  pues  en  tal  caso  podrá  el  primer  ven- 
dedor reclamar  este  exceso,  pero  solo 
hasta  concurrencia  del  justo  valor  de  la 
cosa,  con  deducción  de  una  décima  parte. 

1894.  El  vendedor  no  podrá  pedir 
cosa  alguna  en  razón  de  los  deterioros 
que  haya  sufrido  la  cosa;  escepto  en  cuan- 
to el  compradur  se  hubiere  aprovechado 
de  ellos. 

1895.  El  comprador  que  se  halle  en  el 
caso  de  restituir  la  cosa,  deberá  previa- 
mente purifícarla  de  las  hipotecas  u  otros 
derechos  reales  que  haya  constituido  en 
ella. 

1896.  La  acción  rescisoria  por  lesión 
enorme  espira  en  cuatro  años  contados 
desde  la  lecha  del  contrato. 

TITULO  XXIT 
Be  ia  permutación. 

1897.  La  permutación  o  cambio  es  un 
contrato  en  que  las  partes  se  obligan  mu- 
tuamente a  dar  una  especie  o  cuerpo  cier- 
to por  otro. 

1898.  El  cambio  se  reputa  perfecto  por 
el  mero  consentimiento;  escepto  que  una 
de  las  cosas  que  se  cambian  p  ambas  sean 
bienes  raices  o  derechos  <le  sucesión  here- 
ditaria, en  cuyo  caso,  para  la  perfección 
del  contrato  ante  la  lei,  será  necesaria  es- 
critura pública. 

1899.  No  pueden  cambiarse  las  cosas 
qae  no  pueden  venderse. 

Ni  son  hábiles  para  el  contrato  de  per- 
mutación las  personas  que  no  son  hábiles 
para  el  contrato  de  venta. 

1900.  Las  disposiciones  relativas  a  la 
compraventa  seaplicarán  a  la  permutación 
en  todo  lo  que  no  se  oponga  a  la  naturale- 
za de  este  contrato;  cada  permutante  será 
considerado  como  vendedor  de  la  cosa  que 
da,  i  el  justo  precio  de  ella  a  la  fecha  del 
contrato  se  mirará  como  el  precio  que  paga 
]jor  lo  que  recibe  en  cambio. 


TITVI.O 

Be  la  ceMi4»n  de  dereehss. 

§  1.  De  los  créditos  per sonalee. 

1901.     La  cesión   d^  un  crédito  perso- 
nal, a  cualquier  título  que  se  haga,  no  ten- 


drá efecto  entre  el  cedente  i  el  cesionario 
sino  en  virtud  de  la  entrega  del  titulo. 

1902.  La  cesión  no  produce  efecto  con 
tra  el  deudor  ni  contra  terceros,  mientras 
no  ha  sido  notificada  por  el  cesionario  al 
deudor  o  aceptada  por  éste. 

1903.  La  notificación  debe  hacerse  con 
exhibición  del  titulo,  que  llevará  anotado 
ul  traspaso  del  derecho  con  la  designación 
del  cesionario  i  bajo  la  firma  del  cedente. 

1904.  La  aceptación  consistirá  en  un 
hecho  que  la  suponga,  como  la  litiscontes- 
tacion  con  el  cesionario,  un  principio  de 
pago  al  cesionario,  etc. 

1905.  No  interviniendo  la  notificación 
o  aceptación  sobredichas,  podrá  el  deudor 
pagar  al  cedente,  o  embargarse  el  crédito 
por  acreedores  del  cedente;  i  en  jeneral, 
se  considerará  existir  el  crédito  en  manos 
del  cedente  respecto  del  deudor  i  terce- 
ros 

J906.  La  cesión  de  un  crédito  com- 
prende sus  fianzas,  privilejios  e  hipotecas; 
pero  no  traspasa  las  escepciones  persona- 
les del  cedente. 

1907.  El  que  cede  un  crédito  a  titulo 
oneroso,  se  hace  responsable  de  su  existen- 
cia al  tiempo  de  la  cesión,  esto  es,  de  que 
verdaderamente  le  pertenecía  en  ese  tiem- 
po; pero  no  se  hace  responsable  de  la  sol- 
vencia del  deudor,  si  no  se  compromete 
espresamente  a  ello;  ni  en  tal  caso  se  en- 
tenderá que  se  hace  responsable  de  la  sol- 
vencia futura,  sino  solo  de  la  presente, 
salvo  que  se  comprenda  espresamente  la 
primera;  ni  se  estenderá  la  responsabilidad 
sino  hasta  concurrencia  del  precio  o  emo- 
lumento que  hubiere  reportado  de  la  ce- 
sión, a  menos  que  espresamente  se  haya 
estipulado  otra  cosa. 

1908.  Las  disposiciones  de  este  títul» 
no  se  aplicarán  a  las  letras  de  cambio,  pa- 
garés a  la  orden,  acciones  al  portador  i 
otras  especies  de  trasmisión  que  se  rijen 
por  el  Código  de  Comercio  o  por  leyes  es- 
peciales. 

§  2.  Del  derecho  de  herencia. 

1909.  El  que  ceda  a  título  oneroso  un 
derecho  de  herencia  o  legado  sin  especifi- 
car los  efectos  de  que  se  compone,  no  se 
hace  responsable  sino  de  su  cilidad  de  he- 
redero o  de  legatario. 

1910.  Si  el  heredero  se  hubiere  apro- 
vechado de  los  frutos  o  percibido  créditos 
o  vendido  efectos  hereditarios,  será  obliga- 
do a  reembolsar  su  valor  al  cesionario. 

El  cesionario  por  su  parte  será  obligado 
a  indemnizar  al  cedente  de  los  costos  ne- 
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cesarlos  o  prudenciales  que  haja  hecho  el 
cedente  en  razón  de  la  herencia. 

Cediéndose  una  cuota  hereditaria  se  en- 
tenderá cederse  al  mismo  tiempo  las  cuo- 
tas hereditarias  (¡ue  por  el  derecho  de 
acrecer  sol>revengan  a  ella,  salvo  que  se 
haya  estipulado  otra  cosa. 

Se  aplicarán  las  mismas  reglas  al  lega- 
tario. 

%3.  De  los  derechos  litijiosos. 

1911.  Se  cede  un  derecho  litijioso 
cuando»  el  objeto  directo  de  la  cesión  es  el 
evento  incierto  de  la  litis,  del  que  no  se 
hace  responsable  el  cedente. 

Se  entiende  litijioso  un  derecho,  para  los 
efectos  de  los  siguientes  artículos,  desde 
que  se  notifica  judicialmente  la  demanda. 

1912.  Es  indiferente  que  la  cesión  haya 
sido  a  título  de  venta  o  de  permutación, 
i  que  sea  el  cedente  o  el  cesionario  el  que 
persigue  el  derecho. 

1913.  El  deudor  no  será  obligado  a  pa- 
gar al  cesionario  sino  el  valor  de  lo  que 

'.ste  haya  dado  por  el  derecho  cedido  con 
los  intereses  desde  la  fecha  en  que  se  haya 
notificado  la  cesión  al  deudor. 

Se  esceptúan  de  la  disposición  de  este 
artículo  las  cesiones  enteramente  gratui- 
t¿is;  las  que  se  hagan  por  el  ministerio  de 
la  justicia,  i  las  que  van  comprendidas  en 
la  enajenación  de  una  cosa  de  que  el  de- 
recho litijioso  forma  una  parte  o  acce- 
sión. 

Esceptúanse  asimismo  las  cesiones  he- 
chas; 

1."  A  un  coheredero  o  copropietario 
por  un  coheredero  o  copropietario,  de  un 
derecho  que  es  común  a  los  dos; 

2.°  A  un  acreedor  en  pago  de  lo  que  le 
debe  el  cedente; 

3.°  Al  que  goza  de  un  inmueble  como 
poseedor  de  buena  fe  ,  usufructuario  o 
arrendatario,  cuando  el  derecho  cedido  es 
necesario  para  el  goce  tranquilo  i  seguro 
del  inmueble. 

1914.  El  deudor  no  puede  oponer  al 
cesionario  el  beneficio  que  por  el  articulo 
precedente  se  le  concede,  después  de  tras- 
curridos nueve  dias  desde  la  notificación 
del  decreto  en  que  se  manda  ejecutar  la 
sentencia. 

TITUI^O  XXVI 

Del  contrato  de  arrendamiento. 

1915.  El  arrendamiento  es  un  contra- 
to en  que  las  dos  partes  se  obligan  recípro- 
camente, la  una  a  conceder  el  goce  de  una 
cosa,  o  a  ejecutar  una  obra  o  prestar  un 


servicio,  i  la  otra  a  pagar  por  este  goce, 
obra  o  servicio  un  precio  determinado. 

§  1.     Del  arrendamiento  de  cosas. 

1916.  Son  susceptibles  de  arrenda- 
miento todas  las  cosas  corporales  o  incor- 
porales, que  pueden  usarse  sin  consumir- 
se; escepto  aquellas  que  la  lei  prohibe 
arrendar,  i  los  derechos  estrictamente  per- 
sonales,  como  los  de  habitación  i  uso. 

Puede  arrendarse  aun  la  cosa  ajena,  ¡ 
el  arrendatario  de  buena  fe  tendrá  acción 
de  saneamiento  contra  el  arrendador,  en 
caso  de  eviccion. 

1917.  El  precio  puede  consistir  ya  en 
dinero,  ya  en  frutos  naturales  de  la  cosa 
arrendada;  i  en  este  segundo  caso  puede 
fijarse  una  cantidad  determinada  o  una 
cuota  de  los  frutos  de  cada  cosecha. 

Llámase  reñía  cuando  se  paga  periódi- 
camente. 

1918.  El  precio  podrá  determinarse  de 
los  mismos  modos  que  en  el  contrato  de 
venta. 

1919.  En  el  arrendamiento  de  cosas  la 
parte  que  da  el  goce  de  ellas  se  llama 
arrendador,  y  la  parte  que  da  el  precio 
arrendatario. 

1920.  La  entrega  de  la  cosa  que  se  da 
en  arriendo  podrá  hacerse  bajo  cualquiera 
de  las  formas  de  tradición  reconocidas  por 
la  lei. 

1921.  Sise  pactare  que  el  arrenda- 
miento no  se  repute  perfecto  mientras  no 
se  firme  escritura,  podrá  cualquiera  de  las 
partes  arrepentirse  hasta  que  así  se  haga, 
o  hasta  que  se  haya  procedido  a  la  entre- 
ga de  la  cosa  arrendada;  [si  intervienen 
arras,  se  seguirán  bajo  este  respecto  las 
mismas  reglas  que  en"  el  contrato  de  com- 
praventa. 

1922.  Si  se  ha  arrendado  sepnrada- 
mente  una  misma  cosa  a  dos  personas,  el 
arrendatario  a  quien  se  haya  entregado  la 
cosa  será  preferido;  si  se  ha  entregado  a 
los  dos,  la  entrega  posterior  no  valdrá;  si 
a  ninguno,  el  título  anterior  prevalecerá. 

1923.  Los  arrendamientos  de  bienes 
na.cionales  ,  municipales  o  de  estableci- 
mientos públicos,  están  sujetos  á  regla- 
mentos particulares,  i  en  lo  que  no  lo  es- 
tuvieren, a  las  disposiciones  del  presente 
título. 

§  2.     De  las  obligaciones  del  arrendador 
en  el  arrendamiento  de  cosas. 

1924.  El  arrendador  es  obligado: 

1.°  A  entregar  al  arrendatario  la  cosa 
arrendada; 
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2."  A  mantenerla  en  el  estado  de  ser- 
vir para  el  tin  a  que  ha  sido  arrendada; 

3."  A  librar  al  arrendatario  de  toda 
turbación  o  embarazo  en  el  goce  de  la  cosa 
isrrendada. 

1925.  Si  el  arrendador  por  hecho  o 
culpa  suya  o  de  sus  ajenies  o  dependientes 
se  ha  puesto  en  la  imposibilidad  de  entre- 
gar la  cosa,  el  arrenditario  tendrá  dere- 
cho para  desisUr  del  contrato,  con  indem- 
nización de  perjuicios. 

Habrá  lugar  a  esta  indemnización  aun 
cuando  el  arrendador  haya  creído  erró- 
neamente i  de  buena  fe,  que  podía  arren- 
dar la  cosa  salvo  que  la  imposibilidad 
haya  sido  conocida  del  arrendatario,  o  pro- 
venga de  fuerza  mayor  o  caso  fortuito. 

1926.  Si  el  arrendador  por  hecho  o 
culpa  suya  o  de  sus  ajenies  o  dependien- 
tes es  constituido  en  mora  de  entregar, 
tendrá  derecho  el  arrendatario  a  indemni- 
zación de  perjuicios. 

Si  por  el  retardo  se  disminuyere  nota- 
blemente para  el  arrendatario  la  utilidad 
del  contrato,  sea  por  haberse  deteriorado 
la  cosa  o  por  haber  cesado  las  circunstan- 
cias que  lo  motivaron,  podrá  el  arrenda- 
tario desistir  del  contrato,  quedándole  a 
salvo  la  indemnización  de  perjuicios,  siem- 
pre que  el  retardo  no  provenga  de  fuerza 
mayor  o  caso  fortuito. 

1927.  La  obligación  de  mantener  la 
cosa  arrendada  en  buen  estado  consiste  en 
hacer  durante  el  arriendo  todas  las  repa- 
raciones necesarias,  a  escepcion  de  las  lo- 
ealivas,  las  cuales  corresponden  jeneral- 
mente  al  arren^latario. 

Pero  será  obligado  el  arrendador  aun  a 
las  reparaciones  locativas,  si  los  deterio- 
ros que  las  han  liecho  necesarias  provinie- 
ron de  fuerza  mayor  o  caso  fortuito,  o  de 
la  mala  calidad  de  la  cosa  arrendada. 

Las  estipulaciones  de  los  contratantes 
podrán  modificar  estas  obligaciones. 

1928.  El  arrendador  en  virtud  de  la 
obligación  de  librar  al  arrendatario  de  toda 
turbación  o  embarazo,  no  podrí,  sin  el 
consentimiento  del  arrendatario,  mudarla 
forma  de  la  cosa  arrendada,  ni  hacer  en 
ella  obras  o  trabajos  algunos  que  puedan 
turbarle  o  embarazarle  el  goce  de  ella. 

Con  todo,  si  se  trata  de  reparaciones  que 
no  puedan  sin  grave  inconveniente  dife- 
rirse, será  el  arrendatario  obligado  a  su- 
frirlas, aun  cuando  le  priven  del  goce  de 
una  parte  de  la  cosa  arrendada;  pero  ten- 
drá derecho  a  que  se  le  rabaje  entre  tanto 
el  precio  o  renta,  a  proporción  de  la  parte 
que  fuere. 

I  si  estas  reparaciones  recaen  sobre  tan 


gran  parte  de  la  cosa,  que  el  resto  no  apa- 
rezca suHciente  para  el  objeto  con  que  se 
tomó  en  arriendo,  podrá  el  arrendatario 
dar  por  terminado  el  arrendamiento. 

El  arrendatario  tendrá  ademas  derecho 
para  que  se  le  abonen  los  perjuicios,  si  las 
reparaciones  procedieren  de  causa  que 
existia  ya  al  tiempo  del  contrato,  i  no  era 
entonces  conocida  por  el  arrendatario, 
pero  lo  era  por  el  arrendador,  o  era  tal 
que  el  arrendador  tuviese  antecedentes 
para  temerla,  o  debiese  por  su  profesión 
conocerla. 

Lo  mismo  será  cuando  las  reparaciones 
hayan  de  embarazar  el  goce  de  la  cosa  de- 
masiado tiempo,  de  manera  que  no  pueda 
subsistir  el  arrendamiento  sin  grave  mo- 
lestia o  perjuicio  del  arrendatario. 

1929.  Si  fuera  de  los  casos  previstos 
en  el  articulo  precedente,  el  arrendatario 
es  turbado  en  su  goce  por  el  arrendador  o 
por  cualquiera  persona  a  quien  éste  pueda 
vedarlo,  tendrá  derecho  a  indemnización 
de  perjuicios. 

1930.  Si  el  arrendatario  es  turbado  et. 
su  goce  por  vias  de  hecho  de  terceros,  que 
no  pretenden  derecho  a  la  cosa  arrendada, 
el  arrendatario  a  su  propio  nombre  perse- 
guirá la  reparación  del  daño. 

I  si  es  turbado  o  molestado  en  su  goce 
por  terceros  que  justifiquen  algún  derecho 
sobre  la  cosa  arrendada,  i  la  causa  de  este 
derecho  hubiere  sido  anterior  al  contrato, 
podrá  el  arrendatario  exijir  una  diminu- 
ción proporcionada  en  el  precio  o  renta 
del  arriendo,  para  el  tiempo  restante. 

1  si  el  arrendatario,  por  consecuencia  de 
los  derechos  que  ha  justittcado  un  tercero, 
se  hallare  privado  de  tanta  parte  de  la  cosa 
arrendada,  que  sea  de  presumir  que  sin 
esa  parto  no  habría  contralado,  podrá  exi- 
jir que  cese  el  arrendamiento. 

Ademas  podrá  exijir  inJemnizicion  de 
todo  perjuicio,  si  la  causa  del  derecho  jus- 
tificado por  el  tercero  fué  o  debió  ser  co- 
nocida del  arrendador  al  tiempo  del  con- 
trato, pero  no  lo  fué  del  arrendatario,  o 
siendo  conocida  de  éste,  intervino  estipu- 
lación especial  de  saneamiento  con  respec- 
to a  ella. 

Pero  si  la  causa  del  referido  derecho  no 
era  ni  debia  ser  conocida  del  arrendador 
al  tiempo  del  contrato,  no  será  obligado  el 
arrendador  a  abonar  el  lucro  cesante. 

1931.  La  acción  de  terceros  que  pre- 
tendan derecho  a  la  cosa  arrendada,  se  di- 
rijirá  contra  el  arrendador. 

El  arrendatario  será  solo  obligado  a  no- 
ticiarle la  turbación  o  molestia  que  reciba 
de  dichos  terceros,  por  consecuencia  de  los 
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derechos  que  alegan,  i  si  lo  omitiere  o  di- 
latare culpablemente,  abonará  los  perjui- 
cios que  de  ello  se  sigan  al  arrendador. 

1932.  El  arrendatario  tiene  derecho  a 
la  terminación  del  arrendamiento  i  aun  a 
la  rescisión  del  contrato,  según  ios  casos, 
si  el  mal  estado  o  calidad  de  la  cesa  le  im- 
pide hacer  de  ella  el  uso  para  que  ha  sido 
arrendada,  sea  que  el  arrendador  conocie- 
se o  no  el  mal  est  ido  o  calidad  de  la  cosa 
al  tiempo  del  contrato;  i  aun  en  el  caso  de 
haber  empezado  a  existir  el  vicio  de  la 
cosa  después  del  contrato,  pero  sin  culpa 
del  arrendatario. 

Si  el  impedimento  para  el  goce  de  la  cosa 
es  parcial  o  si  la  cosa  se  destruye  en  par- 
te, el  juez  decidirá,  según  las  circunstan- 
cias, si  debe  tener  lugar  la  terminación  del 
arrendamiento,  o  concederse  una  rebaja 
del  precio  o  renta. 

1933.  Tendrá  ademas  derecho  el  arren- 
datario, en  el  caso  del  artículo  precedente, 
para  que  se  le  indemnice  el  daño  emerjen- 
te,  si  el  vicio  de  la  cosa  ha  tenido  una  cau- 
sa anterior  al  contrato. 

I  si  el  vicio  era  conocido  del  arrendador 
al  tiempo  del  contrato,  o  si  era  tal  que  el 
arrendador  debiera  por  los  antecedentes 
preverlo  o  por  su  profesión  conocerlo,  se 
incluirá  en  la  indemnización  el  lucro  ce- 
sante. 

1934.  El  arrendatario  no  tendrá  dere- 
cho a  la  indemnización  de  perjuicios,  que 
se  le  concede  por  el  articulo  precedente,  si 
contrató  a  sabiendas  del  vicio  i  no  se  obli- 
gó el  arrendador  a  sanearlo;  o  si  el  vicio 
era  tal,  que  no  pudo  sin  grave  neglijencia 
de  su  parte  ignorarlo;  o  si  renunció  espre- 
samente  a  la  acción  de  saneamiento  por  el 
mismo  vicio,  designándolo. 

1935.  El  arrendador  es  obligado  a  re- 
embolsar al  arrendatirio  el  costo  de  las  re- 
paraciones indispensables  no  locativas,  que 
el  arrendatario  hiciere  en  la  cosa  arrenda- 
da, siempre  que  el  arrendatario  no  las 
haya  hecho  necesarias  por  su  culpa,  i  que 
haya  dado  noticia  al  arrendador  lo  más 
pronto,  para  que  las  hiciese  por  su  cuenta. 
Si  la  noticia  no  pudo  darse  en  tiempo,  o  si 
el  arrendador  no  trató  de  hacer  oportuna- 
mente las  reparaciones  ,  se  abonará  al 
arrendatario  su  costo  razonable,  probada 
la  necesidad. 

1936.  El  arrendador  no  es  obligado  a 
reembolsar  el  costo  de  las  mejoras  útiles, 
en  que  no  ha  consentido  con  la  es  presa 
condición  de  abonarlas;  pero  el  arrendata- 
rio podrá  separar  i  llevarse  los  materiales, 
sin  detrimento  de  la  cosa  arrendada;  a 
menos  que  el  arrendador  esté  dispuesto  a 


abonarte  lo  que  valdrían  los  materiales 
considerándolos  se|)arados. 

1937.  En  todos  los  casos  en  que  se  de- 
be indemnización  al  arrendatario,  no  po- 
drá éste  ser  espelido  o  privado  de  la  cosa 
arrendada,  sin  que  previamente  se  le  pa- 
gue o  se  le  asegure  el  importe  por  el  arren- 
dador. 

Pero  no  se  estiende  esta  regla  al  caso 
de  estincion  involuntaria  del  derecho  del 
arrendador  sobre  la  cosa  arrendada. 

§  3.  De  las  obligaciones  del  arrendatario 
en  el  arrendamiento  de  cosas. 

1938.  El  arrendatario  es  ohligndo  a 
usar  ue  la  cosa  según  los  términos  o  espí- 
ritu del  contrato;  i  no  podrá  en  consecuen- 
cia hacerla  servir  a  otros  objetos  que  los 
convenidos,  o,  a  falta  de  convención  es- 
presa, aquellos  a  que  la  cosa  es  natural- 
mente destinada  o  que  deban  presumirse 
de  lis  circunstancias  del  contrato  o  de  la 
costumbre  del  paí». 

Si  el  arrendatario  contraviene  a  esta  re- 
gla, podrá  el  arrendador  reclamar  la  ter- 
minación del  arriendo  con  indemnización 
de  perjuicios,  o  limitarse  a  esta  indemni- 
zación, dejando  subsistir  el  arriendo. 

1939.  El  arrendatario  empleará  en  la 
conservación  de  la  cosa  el  cuidado  de  un 
buen  padre  de  familia. 

Faltando  a  esta  obligación,  responderá 
de  los  perjuicios;  i  aun  tendrá  derecho  el 
arrendador  para  poner  fin  al  arrenda- 
miento, en  el  caso  de  un  grave  i  culpable 
deterioro. 

1940.  El  arrendatario  es  obligado  a  las 
reyjaraciones  locativas. 

Se  entienden  por  reparaciones  locativas 
las  que  según  la  costumbre  del  país  son  de 
cargo  de  los  arrendatarios,  i  en  jeneral  las 
de  aquellas  e-^pecies  de  deterioro  que  or- 
dinariamente se  producen  por  culpa  del 
arrendatario  o  de  sus  dependientes,  como 
descalabros  de  paredes  o  cercas,  albaña- 
les  i  acequias,  rotura  de  cristales,  etc. 

1041.  El  arrendatario  es  responsable 
no  solo  de  su  propia  culpa,  sino  de  la  de 
su  familia,  huéspedes  i  dependientes. 

1942.  El  arrendatario  es  obligado  al 
pago  del  precio  o  renta. 

Podrá  el  arrendador,  para  seguridad  de 
este  P'^go,  i  de  las  indemnizaciones  a  que 
tenga  derecho,  retener  todos  los  frutos 
existentes  de  la  cosa  arrendada,  i  todos  los 
objetos  con  que  el  arrendatario  la  haya 
amoblado,  guarnecido  o  provisto,  i  que  le 
pertenecieren;  i  se  entenderá  que  le  per- 
tenecen, a  menos  de  prueba  contraria. 
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1943.  Si  entregada  la  cosa  al  arrenda- 
tario hubiere  disputa  acerca  del  precio  o 
renta,  i  por  una  o  por  otra  parte  no  se 
produjere  prueba  legal  de  lo  estipulado 
a  este  respecto,  se  estará  al  justiprecio  de 
peritos,  i  los  costos  de  esta  operación  se 
dividirán  entre  el  arrendador  i  el  arrenda- 
tario por  partes  iguales. 

1944.  El  pago  del  precio  o  renta  se  ha- 
rá en  los  periodos  estipulados,  o  a  falta  de 
estipulación,  conforme  á  la  costumbre  del 
país,  i  no  habiendo  estipulación  ni  costum- 
bre fija,  según  las  reglas  que  siguen: 

La  renta  de  predios  urbanos  se  paga- 
rá por  meses,  la  de  predios  rústicos  por 
años. 

Si  una  cosa  mueble  o  semoviente  se 
arrienda  por  cierto  número  de  años,  me- 
ses o  días,  cada  una  de  las  pensiones  perió- 
dicas se  deberá  inmediatamente  después 
de  la  espiración  del  respectivo  año,  mes 
o  día. 

Si  se  arrienda  por  una  sola  suma,  se  de- 
berá ésta  luego  que  termine  el  arrenda- 
miento. 

1945.  Cuando  por  culpa  del  arrenda- 
tario se  pone  término  al  arrendamiento, 
será  el  arrendatario  obligado  a  la  indemni- 
zación de  perjuicios,  i  especialmente  al 
pago  de  la  renta  por  el  tiempo  que  falte 
hasta  el  día  en  que  desahuciando  hubiera 
podido  hacer  cesar  el  arriendo,  o  en  que 
el  arriendo  hubiera  terminado  sin  des- 
ahucio. 

Podrá  con  todo  eximirse  de  este  pago 
proponiendo  bajo  su  responsabilidad  per- 
sona idónea  que  le  sustituya  por  el  tiempo 
que  falte,  i  prestando  al  efecto  ñanza  u 
otra  seguridad  competente. 

1946.  El  arrendatario  no  tiene  la  fa- 
cultad de  ceder  el  arriendo  ni  de  sub- 
arrendar, a  menos  que  se  le  haya  espresa- 
mente  concedido;  pero  en  este  caso  no  po- 
drá el  cesionario  o  subarrendatario  usar  o 
gozar  de  la  cosa  en  otros  términos  que  los 
estipulados  con  el  arrendatario  directo. 

1947.  El  arrendatario  es  obligado  a 
restituir  la  cosa  al  íin  del'  arrendamiento. 

Deberá  restituirla  en  el  estado  en  que  le 
tué  entregada,  tomándose  en  considera- 
ción el  deterioro  ocasionado  por  el  uso  i 
goce  iejítimos. 

Si  no  constare  el  estado  en  que  le  fué 
entregada,  se  entenderá  haberla  recibido 
en  regular  estado  de  servicio,  a  menos 
que  pruebe  lo  contrario. 

En  cuanto  a  los  daños  i  pérdidas  sobre- 
venidas durante  su  goce,  deberá  probar 
que  no  sobrevinieron  por  su  culpa,  ni  por 
culpa  de  sus   huéspedes,   dependientes  o 


subarrendatarios,  i  a  falta  de  esta  prueba 
será  responsable. 

1948.  La  restitución  de  la  cosa  raíz  se 
verificará  desocupándola  enteramente,  po- 
niéndola a  disposición  del  arrendador  i  en- 
tregándole las  llaves. 

1949.  Para  que  el  arrendatario  sea 
constituido  en  mora  de  restituir  la  cosa 
arrendada,  será  necesario  requerimiento 
del  arrendador,  aun  cuando  haya  precedi- 
do desahucio;  i  si  requerido  no  la  restirao- 
tuyere,  será  condenado  al  pleno  resarci- 
miento de  todos  los  perjuicios  de  la  mora, 
i  a  lo  demás  que  contra  él  competa  como 
injusto  detentador. 

§  4.  De  la  espiración  del  arrendamiento 
de  cosas. 

1950.  El  arrendamiento  de  cosas  es- 
pira de  los  mismos  modos  que  los  otros 
contratos,  i  especialmente: 

1.°  Por'  la  destrucción  total  de  la  cosa 
arrendada; 

'2°  Por  la  espiración  del  tiempo  esti- 
pulado para  la  duración  del  arriendo; 

'6.°  Por  la  estincion  del  derecho  del 
arrendador,  según  las  reglas  que  mas  ade- 
lante se  espresarán; 

4.*^  Por  sentencia  de  juez  en  los  caso* 
que  la  leí  ha  previsto. 

1951.  Si  no  se  ha  lijado  tiempo  para  la 
duración  del  arriendo,  o  si  el  tiempo  no  es 
determinado  por  el  servicio  especial  a  que 
se  destina  la  cosa  arrendada  o  por  la  cos- 
tumbre, ninguna  de  las  dos  partes  podrá 
hacerlo  cesar  sino  desahuciando  a  la  otra, 
esto  es,  noticiándoselo  anticipadamente. 

La  anticipación  se  ajustará  al  período  o 
medida  de  tiempo  que  regula  los  pagos.  Si 
se  arrienda  a  tanto  por  día,  semana,  mes, 
el  deshaucio  será  respectivamente  de  un 
día,  de  una  semana,  de  un  mes. 

El  desahucio  empezará  a  correr  al  mis- 
mo tiempo  que  el  próximo  período. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  no  se  es- 
tiende al  arrendamiento  de  inmuebles,  de 
que  se  trata  en  los  párrafos  5  i  6  de  este 
titulo. 

1952.  El  que  ha  dado  noticia  para  la 
cesación  del  arriendo  no  podrá  después  re- 
vocarla, sin  el  consentimiento  de  la  otra 
parte. 

1953.  Si  se  ha  ñjado  tiempo  forzoso 
para  una  de  las  partes  i  voluntario  para  la 
otra,  se  observará  lo  estipulado,  i  la  parte 
que  puede  hacer  cesar  el  arriendo  a  su  vo- 
luntad, estará  sin  embargo  sujeta  a  dar  la 
noticia  anticipada  que  se  ha  dicho. 

1954.  Si  en  el  contrato  se  ha  fijado 
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tiempo  para  la  duración  del  arriendo,  o  si 
la  duración  es  determinada  por  el  servicio 
especial  a  que  se  deslinó  la  cosa  arrenda- 
da, o  por  la  costumbre,  no  será  necesario 
deshaucio. 

1955.  Cuando  el  arrendamiento  debe 
cesar  en  virtud  del  desahucio  de  cualquie- 
ra de  las  partes,  o  por  haberse  Hjado  su  du- 
ración en  el  contrat;),  el  arrendatario  será 
obligado  a  pagar  la  renta  de  todos  los  dias 
que  falten  para  que  cese,  aunque  volunta- 
riamente restituya  la  cosa  antes  del  último 
día. 

1956.  Terminado  el  arrendamiento 
por  desahucio,  o  de  cualquiera  otro  modo, 
no  se  entenderá  en  caso  alguno  que  la  apa- 
rente aquiescencia  del  arrendador  a  la  re- 
tención de  la  cosa  por  el  arrendatario,  es 
una  renovación  del  contrato. 

Si  llegado  el  dia  de  la  restitución  no  se 
renueva  espresamente  el  contrato,  tendrá 
derecho  el  arrendador  para  e.xijirla  cuan- 
do quiera. 

Coa  todo,  si  la  cosa  fuere  raíz  i  el  arren- 
datario con  el  beneplácito  del  arrendador 
hubiere  pagado  la  renta  de  cualquier  es- 
pacio de  tiempo  subsiguiente  a  la  termina- 
ción, o  si  ambas  partes  hubieren  manifes- 
tado por  cualquier  otro  hecho  igualmente 
inequívoco,  su  intención  de  perseverar  en 
el  arriendo,  se  entenderá  renovado  el  con- 
trato bajo  las  mismas  condiciones  que  an- 
tes, pero  no  por  mas  tiempo  que  el  de  tres 
meses  en  los  predios  urbanos  i  el  necesa- 
rio para  utilizar  las  labores  principiadas  i 
cojer  los  frutos  pendientes  en  los  predios 
rústicos,  sin  perjuicio  de  que  a  la  espira- 
ción de  este  tiempo  vuelva  a  renovarse  el 
arriendo  de  la  misma  manera. 

1957.  Renovado  el  arriendo,  las  fian- 
zas como  las  prendas  e  hipotecas  consti- 
tuidas por  terceros,  no  se  entenderán  a  las 
obligaciones  resultantes  de  su  renovación. 

1958.  Estinguiéndose  el  derecho  del 
arrendador  sobre  la  cosa  arrendada,  por 
una  causa  independiente  de  su  voluntad, 
espirará  el  arrendamiento  aun  antes  de 
cumplirse  el  tiempo  que  para  su  duración 
se  hubiere  estipulado. 

Si,  por  ejemplo,  el  arrendador  era  usu- 
fructuario o  propietario  fiduciario  de  la 
cosa,  espira  el  arrendamiento  por  la  lle- 
gada del  dia  en  que  debe  cesar  el  usufruc- 
to o  pasar  la  propiedad  al  fideicomisario; 
sin  embargo  de  lo  que  se  haya  estipulado 
entre  el  arrendador  i  el  arrendatario  sobre 
la  duración  del  arriendo,  i  sin  perjuicio  de 
lo  dispuesto  en  el  art.  794,  inciso  segundo. 

1959.  Cuando  el  arrendador  ha  con- 
tratado en  una  calidad  particular  que  hace 
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incierta  la  duración  de  su  derecho,  como 
la  de  usufructuario,  o  la  de  propietario 
fiduciario,  i  en  todos  los  casos  en  que  su 
derecho  esté  sujeto  a  una  condición  reso- 
lutoria, >no  habrá  lugar  a  indemnización 
de  perjuicios  por  la  cesación  del  arriendo 
en  virtud  de  la  resolución  del  derecho. 
Pero  si  teniendo  una  calidad  de  esa  espe- 
cie, hubiere  arrendado  como  propietario 
absoluto,  será  obligado  a  indemnizar  al 
arrendatario;  salvo  que  éste  haya  contra- 
tado a  sabiendas  de  que  el  arrendador  no 
era  propietario  absoluto. 

1960.  En  los  casos  de  espropiacion 
por  causa  de  utilidad  pública,  se  observa- 
rán las  reglas  siguientes; 

1.*  Se  dará  al  arrendatario  el  tiempo 
preciso  para  utilizar  las  labores  principia- 
das i  cojer  los  frutos  pendientes. 

2."  Si  la  causa  de  la  espropiacion  fuere 
de  tanta  urjencia  que  no  dé  lugar  a  ello,  o 
si  el  arrendamiento  se  hubiere  estipulado 
por  cierto  número  de  años,  todavía  pen- 
dientes a  la  fecha  de  la  espropiacion,  i  asi 
constare  por  escritura  pública,  se  deberá 
al  arrendatario  indemnización  de  perjui- 
cios por  el  Estado  o  la  corporación  espro- 
piadora; 

3."  Si  solo  una  parte  de  la  cosa  arren- 
dada ha  sido  espropiada,  habrá  lugar  a  la 
regla  del  artículo  1930,  inciso  tercero. 

1961.  Estinguiéndose  el  derecho  del 
arrendador  por  hecho  o  culpa  suyos,  como 
cuando  vende  la  cosa  arrendada  de  que  es 
dueño,  o  siendo  usufructuario  de  ella  hace 
cesión  del  usufructo  al  propietario,  o  pier- 
de la  propiedad  por  no  haber  pagado  el 
precio  de  venta,  será  obligado  a  indemni- 
zar al  arrendatario  en  todos  los  casos  en 
que  la  persona  que  le  sucede  en  el  derecho 
no  esté  obligada  a  respetar  el  arriendo. 

1962.  Estarán  obligados  a  respetar  el 
arriendo: 

1.°  Todo  aquel  a  quien  se  trasfiere  el 
derecho  del  arrendador  por  un  título  lu- 
crativo; 

2."  Todo  aquel  a  quien  se  trasfiere  el 
derecho  del  arrendador,  a  titulo  oneroso, 
si  el  arrendamiento  ha  sido  contraído  por 
escritura  pública;  esceptuados  los  acreedo- 
res hipotecarios; 

3.°     Los  acreedores  hipotecarios,  si  el 
arrendamiento  ha  sido  otorgado  por  escri 
tura  pública,  inscrita  en  el  Rejistro  del 
Conservador  antes  de  la  inscripción  hipo- 
tecaria. 

El  arrendatario  de  bienes  raíces  podrá 
requerir  por  si  solo  la  inscripción  de  dicha 
escritura. 

1963.  Éntrelos  perjuicios  que  el  arren- 
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datarlo  suíVa  por  la  estincion  del  derecho 
de  su  autor,  i  que,  según  los  artículos  pre- 
cedentes, deban  resarcírsele,  se  contarán 
los  que  el  subarrendatario  sufriere  por  su 
parte. 

El  arrendatario  directo  reclamará  la  in- 
demnización de  estos  perjuicios  a  su  propio 
nombre  o  cederá  su  acción  al  subarrenda- 
tario. 

El  arrendatario  directo  deberá  reembol- 
sar al  subarrendatario  las  pensiones  anti- 
cipadas. 

1964.  El  pacto  de  no  enajenar  la  cosa 
arrendada,  aunque  tenga  la  cláusula  de 
nulidad  de  la  enajenación,  no  dará  derecho 
al  arrendatario  sino  para  permanecer  en 
el  arriendo,  hasta  su  terminación  natu- 
ral. 

1965.  Si  por  el  acreedor  o  acreedores 
del  arrendador  se  trabare  ejecución  i  em- 
bargo en  la  cosa  arrendada,  subs'stirá  el 
arriendo,  i  se  sustituirán  el  acreedor  o 
acreedores  en  los  derechos  i  obligaciones 
del  arrendador. 

Si  se  adjudicare  la  cosa  al  acreedor  o 
acreedores,  tendrá  lugar  lo  dispuesto  en  el 
artículo  1962. 

1966.  Podrá  el  arrendador  hacer  ce- 
sar el  arrendamiento  en  todo  o  parte,  cuan- 
do la  cosa  arrendada  necesita  reparacio- 
nes que  en  todo  o  parte  impidan  su  goce, 
i  el  arrendatario  tendrá  entonces  los  dere- 
chos que  le  conceden  las  reglas  dadas  en 
el  articulo  1928. 

1967.  El  arrendador  no  podrá  en  caso 
alguno,  a  menos  de  estipulación  contra- 
ria, hacer  cesar  el  arrendamiento  a  pro- 
testo de  necesitar  la  cosa  arrendada  pa- 
ra sí. 

1968.  La  insolvencia  declarada  del 
arrendatario  no  pone  necesariamente  fin 
al  arriendo. 

El  acreedor  o  acreedores  podrán  susti- 
tuir al  arrendatario,  prestando  fianza  a 
satisfacción  del  arrendador. 

No  siendo  asi,  el  arrendador  tendrá  de- 
recho para  dar  por  concluido  el  arrenda- 
miento; i  le *com petera  acción  de  perjui- 
cios contra  el  arrendatario  según  las  re- 
glas jenerales. 

1969.  Los  arrendamientos  hechos  por 
tutores  o  curadores,  por  el  padre  de  fami- 
lia como  admini'strador  de  los  bienes  del 
hijo,  o  por  el  marido  como  administrador 
de  los  bienes  de  su  mujer,  se  sujetarán  (re- 
lativamente a  su  duración  después  de  ter- 
minada la  tutela  o  curaduría,  o  la  admi- 
nistración marital  o  paternal),  a  los  ar- 
tículos 407  V  1757. 


§  5.  Reglas  particulares  relativas  ai  arren- 
damiento de  casas,  almacenes  a  otros 
edificios. 

1970,  Las  reparaciones  llamadas  loca- 
tivas a  que  es  obligado  el  inquilino  o  arren- 
datario de  casa,  se  reducen  a  mantener  el 
edificio  en  el  estado  en  que  lo  recibió,  pero 
no  es  responsable  de  los  deterioros  que 
provengan  del  tiempo  i  uso  lej ¡timos,  o  de 
fuerza  mayor  o  caso  fortuito,  o  de  la  mala 
calidad  del  edificio,  por  su  vetustez,  por  la 
naturaleza  del  suelo,  o  por  defectos  de 
construcción. 

1971.  Será  obligado  especialmente  el 
inquilino: 

1.°  A  conservar  la  integridad  interior 
de  las  paredes,  tedios,  pavimentos  i  cañe- 
rías, reponiendo  las  piedras,  ladrillos  i  te- 
jas, que  durante  el  arrendamiento  se  quie- 
bren o  se  desencajen; 

2.°  A  reponer  los  cristales  quebrados 
en  las  ventanas,  puertas  i  tabiques; 

3."  A  mantener  en  estado  de  servicio 
las  puertas,  ventanas  i  cerraduras. 

Se  entenderá  que  ha  recibido  el  edificio 
en  buen  estado  bajo  todos  estos  respectos, 
a  menos  que  se  pruebe  lo  contrario. 

o972.  El  inquilino  es  ademas  obligada 
a  mantener  las  paredes,  pavimentos  i  de- 
mas  partes  interiores  del  edificio  media- 
namente aseadas;  a  mantener  limpios  ios 
pozos,  acequias  i  cañerías,  i  a  deshollinar 
las  chimeneas. 

La  neglijencia  grave  bajo  cualquiera  de 
estos  respectos  dará  derecho  al  arrendador 
para  indemnización  de  perjuicios  i  aun 
para  hacer  cesar  inmediatamente  el  arrien- 
do en  casos  graves. 

1973.  El  arrendador  tendrá  derecho 
para  espeler  al  inquilino  que  empleare  la 
casa  o  edificio  en  un  objeto  ilícito,  o  que 
teniendo  facultad  para  subarrendar,  sub- 
arriende a  personas  de  notoria  mala  con- 
ducta que,  en  este  caso,  podrán  ser  igual- 
mente espelidas. 

1974.  Si  se  arrienda  una  casa  o  apo- 
sento amoblado,  se  entenderá  que  el 
arriendo  de  los  muebles  es  por  el  mismo 
tiempo  que  el  del  edificio,  a  menos  de  esti- 
pulación contraria. 

1975.  El  que  da  en  arriendo  un  almacén 
o  tienda,  no  es  responsable  de  la  pérdida 
de  las  mercaderías  que  allí  se  introduzcan, 
sino  en  cuanto  la  pérdida  hubiere  sido  por 
su  culpa. 

Será  especialmente  responsable  del  mal 
estado  del  edificio;  salvo  que  haya  sido  ma- 
nifiesto, o  conocido  del  arrendatario. 

1976.  El  desahucio  en  los  casos  en  que 
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tenga  lugar,  deberá  darse  con  anticipación 
de  un  periodo  entero  de  los  designados  por 
la  convención  o  la  lei  para  el  pago  de  la 
renta. 

1977.  La  mora  de  un  periodo  entero 
en  el  pago  de  la  renta,  dará  derecho  al 
arrendador,  después  de  dos  reconvencio- 
nes, entre  las  cuales  medien  a  lo  menos 
cuatro  días,  para  hacer  cesar  inmediata- 
mente el  arriendo,  si  no  se  presta  seguri- 
dad competente  de  que  se  verificará  el 
pago  dentro  de  un  plazo  razonable,  que  no 
bajará  de  treinta  días. 

§  6.  Bcf/las  particulares  relaíieas  al 
arrendamiento  de  predios  rústicos. 

1978.  El  arrendador  es  obligado  a  en- 
tregar el  predio  rústico  en  los  términos  es- 
tipulados. Si  la  cabida  fuere  diferente  de 
la  estipulada,  habrá  lugar  al  aumento  o 
diminución  del  precio  o  renta,  o  a  la  resci- 
sión del  contrato,  según  lov  dispuesto  en  el 
título  De  la  compraeenta. 

1979.  El  colono  o  arrendatario  rústi- 
co es  obligado  a  gozar  del  fundo  como  buen 
padre  de  familia;  i  si  así  no  lo  hiciere,  ten- 
drá derecho  el  arrendador  para  atajar  el 
mal  uso  o  la  deterioración  del  fundo,  exi- 
jiendo  al  efecto  fianza  u  otra  seguridad 
competente,  i  aun  para  hacer  cesar  inme- 
diatamente el  arriendo,  en  casos  graves. 

1980.  El  colono  es  particularmente 
obligado  a  la  conservación  de  los  árboles  i 
bosques,  limitando  el  goce  de  ellos  a  los 
términos  estipulados. 

No  habií-ndo  estipulación,  se  limitará  el 
colono  a  usar  del  bosque  en  los  objetos  que 
conciernan  al  cultivo  i  beneficio  del  mismo 
fundo;  pero  no  podrá  cortarlo  para  la  ven- 
ta de  madera,  leña  o  carbón. 

1981.  La  facultad  que  tenga  el  colono 
para  sembrar  o  plantar,  no  incluye  la  de 
derribar  los  árboles  para  aprovecharse  del 
lugar  ocupado  por  ellos:  salvo  que  asi  se 
haya  espresado  en  el  contrato. 

1982.  El  colono  cuidará  de  que  no  se 
usurpe  ninguna  parte  del  terreno  arrenda- 
do, i  será  responsable  de  su  omisión  en 
avisar  al  arrendador,  siempre  que  le  hayan 
sido  conocidos  la  estension  i  linderos  de  la 
heredad. 

1983.  El  colono  no  tendrá  derecho 
para  pedir  rebaja  del  precio  o  renta,  ale- 
gando casos  fortuitos  estraordinarios,  que 
han  deteriorado  o  destruido  la  cosecha. 

Esceptúase  el  colono  aparcero,  pues  en 
virtud  de  la  especie  de  .sociedad  que  media 
entre  el  arrendador  i  él,  toca  al  primero 
una  parte  proporcional  de  la  pérdida  que 


por  caso  fortuito  sobrevenga  al  segundo 
antes  o  después  do  percibirse  los  frutos; 
salvo  que  el  accidente  acaezca  durante  la 
mora  del  colono  aparcero  en  contribuir 
con  su  cuota  de  frutos. 

0984.  Siem  pre  que  se  arrienda  un  pre- 
dio con  ganados  i  no  hubiere  acerca  de 
ellos  estipulación  especial  contraria,  per- 
tenecerán al  arrendatario  todas  las  utilida- 
des de  dichos  ganados,  i  los  ganados  mis- 
nios,  con  la  obligación  de  dejar  en  el  pre- 
dio al  ñn  del  arriendo  igual  número  de  ca- 
bezas de  las  mismas  edades  i  calidades. 

Si  al  fin  del  arriendo  no  hubiere  en  el 
predio  suficientes  animales  de  las  edades  i 
calidades  dichas  para  efectuar  la  restitu- 
ción, pagará  la  diferencia  en  dinero. 

El  arrendador  no  será  obligado  a  recibir 
animales  que  no  estén  aquerenciados  al 
predio. 

0985.  Xo  habiendo  tiempo  fijo  para  la 
duración  del  arriendo,  deberá  darse  el  de- 
sahucio con  anticipación  de  un  año,  para 
hacerlo  cesar. 

El  año  se  entenderá  del  modo  siguiente: 

El  día  del  año  en  que  principió  la  entre- 
ga del  fundo  al  colono,  se  mirará  como  el 
día  inicial  de  todos  los  años  sucesivos,  i  el 
año  de  anticipación  se  contará  desde  este 
dia  inicial,  aunque  el  desahucio  se  haya 
dado  algún  tiempo  antes. 

Las  partes  podrán  acordar  otra  regla,  si 
lo  juzgaren  conveniente. 

e986.  Si  nada  se  ha  estipulado  sobre  el 
tiempo  del  pago,  se  observará  la  costumbre 
del  departamento. 

§  7.  Del  arrendamiento  de  criados 
domésticos. 

1987.  En  el  arrendamiento  de  criados 
domésticos  una  de  las  partes  promete  pres- 
tar a  la  otra,  mediante  un  salario,  cierto 
servicio,  determinado  por  el  contrato  o  por 
la  costumbre  del  país. 

1988.  El  servicio  de  criados  domésti- 
cos puede  contratarse  por  tiempo  determi- 
nado; pero  no  podrá  estipularse  que  dura- 
rá mas  de  un  año,  a  menos  que  conste  la 
estipulación  por  escrito;  i  ni  aun  con  este 
requisito  .será  obligado  el  criado  a  perma- 
necer en  el  servicio  por  mas  de  cinco  años 
contados  desde  la  fecha  de  la  escritura. 

La  escritura  podrá  renovarse  indefini- 
damente. 

El  tiempo  se  entenderá  forzoso  para  am- 
bas partes  a  menos  de  estipulación  con- 
traria. 

1989.  Si  no  se  hubiere  determinado 
tiempo,  podrá  cesar  el  servicio  a  voluntad 
de  cualquiera  de  las  partes. 
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Con  todo,  si  el  criado  no  pudiere  reti- 
rarse inopinadamente  sin  grave  incomodi- 
dad o  perjuicio  del  amo,  será  obligado  a 
permanecer  en  el  servicio  el  tiempo  nece- 
sario para  que  pueda  ser  reemplazado; 
aunque  no  se  haya  estipulado  desahu- 
cio. 

El  criado  que  sin  causa  grave  contravi- 
niere a  esta  disposición,  pagará  al  amo 
una  cantidad  equivalente  al  salario  de  dos 
semanas. 

1990.  La  mujer  que  se  contrata  como 
nodriza,  será  forzosamente  obligada  a  per- 
manecer en  el  servicio  mientras  dure  la 
lactancia,  o  no  pueda  ser  reemplazada  sin 
perjuicio  de  la  salud  del  niño. 

1991.  S¡  el  criado  contratado  por  cier- 
to tiempo  se  retirare  sin  causa  grave  antes 
de  cumplirlo,  pagará  al  amo,  por  vía  de 
indemnización,  una  cantidad  equivalente 
al  salario  de  un  mes. 

El  amo  que  en  un  caso  análogo  despi- 
diere al  criado,  será  obligado  a  pagarle 
por  vía  de  indemnización  igual  suma,  ade- 
mas de  la  que  corresponda  al  servicio 
prestado. 

Si  falta  menos  de  un  mes  para  cumplir- 
se el  tiempo  estipulado,  se  reducirá  la 
pena  por  una  u  otra  parte  a  lo  que  valga 
el  salario  de  la  mitad  del  tiempo  que  falte. 

1992.  Si  se  hubiere  estipulado  que 
para  hacer  cesar  el  servicio  sea  necesario 
que  el  uno  desahucie  al  otro,  el  que  con- 
traviniere a  ello  sin  causa  grave,  será  obli- 
gado a  pagar  al  otro  una  cantidad  equiva- 
lente al  salario  del  tiempo  del  desahucio  o 
de  los  dias  que  fallen  para  cumplirlo. 

1993.  Será  causa  grave  respecto  del 
amo  la  ineptitud  del  criado,  todo  acto  de 
infidelidad  o  insubordinación,  i  todo  vicio 
habitual  que  perjudique  al  servicio  o  turbe 
el  orden  doméstico;  i  respecto  del  criado 
el  mal  tratamiento  del  amo,  i  cualquier 
conato  de  éste  o  de  sns  familiares  o  hués- 
pedes para  inducirle  a  un  acto  criminal  o 
inmoral. 

Toda  enfermedad  contajiosa  del  uno  da- 
rá derecho  al  otro  para  poner  fin  al  con- 
trato. 

Tendrá  igual  derecho  el  amo  si  el  cria- 
do por  cualquiera  causa  se  inhabilitare 
para  el  servicio  por  mas  de  una  semana. 

1994.  Falleciendo  el  amo  se  entende- 
rá subsistir  el  contrato  con  los  herederos, 
i  no  podrán  éstos  hacerlo  cesar  sino  como 
hubiera  podido  el  difunto. 

1995.  La  persona  a  quien  se  presta  el 
servicio  será  creida  sobre  su  palabra  (sin 
perjuicio  de  prueba  en  contrario): 

1°    En  orden  a  la  cuantía  del  salario; 


2."  En  orden  al  pago  del  salario  del 
mes  vencido; 

3.^  En  orden  a  lo  que  diga  haber  dado 
a  cuenta  por  el  mes  corriente. 

%  S.  De  los  contratos  para  la  confección 
de  una  obra  material. 

1996.  Si  el  artífice  suministra  la  ma- 
teria para  la  confección  de  una  obra  mate- 
rial, el  contrato  es  de  venta;  pero  no  se 
perfecciona  sino  por  la  aprobación  del  que 
ordenó  la  obra. 

Por  consiguiente,  el  peligro  de  la  cosa 
no  pertenece  al  que  ordenó  la  obra  sino 
desde  su  aprobación,  salvo  que  se  haya 
constituido  en  mora  de  declarar  si  la 
aprueba  o  no. 

Si  la  materia  es  suministrada  por  la  per- 
sona que  encargó  la  obra,  el  contrato  es 
de  arrendamiento. 

Si  la  materia  principal  es  suministrada 
por  el  que  ha  ordenado  la  obra,  poniendo 
el  artífice  lo  demás,  el  contrato  es  dt. 
arrendamiento;  en  el  caso  contrario,  de 
venta. 

El  arrendamiento  de  obra  se  sujeta  a 
las  reglas  jenerales  del  contrato  de  arren- 
damiento, sin  perjuicio  de  las  especiales 
que  siguen. 

1997.  Si  no  se  ha  fijado  precio,  se  pre- 
sumirá que  las  partes  han  convenido  en  el 
que  ordinariamente  se  paga  por  la  misma 
especie  de  obra,  i  a  falta  de  éste  por  el 
que  se  estimare  equitativo  a  juicio  de  pe- 
ritos. 

1998.  Si  se  ha  convenido  en  dar  a  un 
tercero  la  facultad  de  fijar  el  precio,  i 
muriere  éste  antes  de  precederse  a  la  eje- 
cución de  la  obra,  será  nulo  el  contrato; 
i  después  de  haberse  procedido  a  eje- 
cutar la  obra,  se  fijará  el  precio  por  pe- 
ritos. 

1999.  Habrá  lugar  a  reclamación  de 
perjuicios,  según  las  reglas  jenerales  de 
los  contratos,  siempre  que  por  una  o  por 
otra  parte  no  se  haya  ejecutado  lo  con- 
venido, o  se  haya  retardado  su  ejecución. 

Por  consiguiente,  el  que  encargó  la  obra, 
aun  en  el  caso  de  haberse  estipulado  un 
precio  único  i  total  por  ella,  podrá  hacerla 
cesar,  reembolsando  al  artífice  todos  los 
costos,  i  dándole  lo  que  valga  el  trabajo 
hecho,  i  lo  que  hubiera  podido  ganar  en  la 
obra. 

2000.  La  pérdida  de  la  materia  recae 
sobre  su  dueño. 

Por  consiguiente,  la  pérdida  de  la  ma- 
teria suministrada  por  el  que  ordenó  la 
obra,  pertenece  a  éste;  i  no  es  responsable 
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el  artífice  sino  cuando  la  materia  perece 
por  su  culpa  o  por  culpa  de  las  personas 
que  le  sirven. 

Aunque  la  materia  no  perezca  por  su 
culpa,  ni  por  la  de  dichas  personas,  no 
podrá  el  artífice  reclamar  el  precio  o  sala- 
rio, sino  en  los  casos  siguientes: 

1.°  Si  la  obra  ha  sido  reconocida  i 
aprobada; 

2."  Si  no  ha  sido  reconocida  i  aproba- 
da por  mora  del  que  encargó  la  obra; 

3.°  Si  la  cosa  perece  por  vicio  de  la  ma- 
teria suministrada  por  el  que  encargó  la 
obra,  salvo  que  el  vicio  sea  de  aquellos  que 
el  artífice  por  su  oficio  haya  debido  co- 
nocer o  que  conociéndolo  no  haya  dado 
aviso  oportuno. 

2001.  El  reconocimiento  puede  hacer- 
se parcialmente  cuando  se  ha  convenido 
en  que  la  obra  se  apruebe  por  partes. 

2002.  Si  el  que  encargó  la  obra  ale- 
gare no  haberse  ejecutado  debidamente, 
se  nombrarán  por  las  dos  partes  peritos 
que  decidan. 

Siendo  fundada  la  alegación  del  que  en- 
cargó la  obra,  el  artífice  podrá  ser  obli- 
gado, a  elección  del  que  encargó  la  obra, 
a  hacerla  de  nuevo  o  a  la  indemnización 
de  perjuicios. 

La  restitución  de  los  materiales  podrá 
hacerse  con  otros  de  igual  calidad  o  en  di- 
nero. 

2003.  Los  contratos  para  construcción 
de  edificios,  celebrados  con  un  empresario, 
que  se  encarga  de  toda  la  obra  por  un  pre- 
cio único  prefijado,  se  sujetan  ademas  a 
las  reglas  siguientes: 

1.*  El  empresario  no  podrá  pedir  au- 
mento de  precio,  a  pretesto  de  haber  en- 
carecido los  jornales  o  materiales,  o  de  ha- 
berse hecho  agregaciones  o  modificaciones 
en  el  plan  primitivo;  salvo  que  se  haya 
ajustado  un  precio  particular  por  dichas 
agregaciones  o  modificaciones; 

2.^  Si  circunstancias  desconocidas,  co- 
mo un  vicio  oculto  del  suelo,  ocasionaren 
costos  que  no  pudieron  preverse,  deberá 
el  empresario  hacerse  autorizar  para  ellos 
por  el  dueño;  i  si  éste  rehusa,  podrá  ocu- 
rrir al  juez  para  que  decida  si  ha  debido  o 
no  preverse  el  recargo  de  la  obra,  i  fije  el 
aumento  de  precio  que  por  esta  razón  co- 
rresponda; 

3."  Si  el  edificio  perece  o  amenaza  rui- 
Ba,  en  todo  o  parte,  en  los  diez  años  subsi- 
guientes a  su  entrega,  por  vicio  de  la 
construcción,  o  por  vicio  del  suelo  que  el 
empresario  o  las  personas  empleadas  por 
él  hayan  debido  conocer  en  razón  de  su 
oficio,  o  por  vicio  de  los  materiales,  será 


responsable  el  empresario;  si  los  materia- 
les han  sido  suministrados  por  el  dueño, 
no  habrá  lugar  a  la  responsabilidad  del 
empresario,  sino  en  conformidad  al  ar- 
tículo 2000,  inciso  final; 

4.*  El  recibo  otorgado  por  el  dueño, 
después  de  concluida  la  obra,  solo  signifi- 
ca que  el  dueño  la  aprueba,  como  esterior- 
mente  ajustada  al  plan  i  a  las  reglas  del 
arte,  i  no  exime  al  empresario  de  la  res- 
ponsabilidad que  por  el  inciso  precedente 
se  le  impone; 

5.*  Si  los  artífices  u  obreros  empleados 
en  la  construcción  del  edificio  han  contra- 
tado con  el  dueño  directamente  por  sus 
respectivas  pagas,  se  mirarán  como  con- 
tratistas independientes,  i  tendrán  acción 
directa  contra  el  dueño;  pero  si  han  con- 
tratado con  el  empresario,  no  tendrán  ac- 
ción contra  el  dueño  sino  subsidiariamen- 
te, i  hasta  concurrencia  de  lo  que  éste  deba 
al  empresario. 

2004.  Las  reglas  3.^  4.^  y  5.*  del  pre- 
cedente articulo,  se  estienden  a  los  que  se 
encargan  de  la  construcción  de  un  edificio 
en  calidad  de  arquitectos. 

2005.  Todos  los  contratos  para  la  cons- 
trucción de  una  obra  se  resuelven  por  la 
muerte  del  artífice  o  del  empresario;  i  si 
hai  trabajos  o  materiales  preparados,  que 
puedan  ser  útiles  para  la  obra  de  que  se 
trata,  el  que  la  encargó  será  obligado  a 
recibirlos  i  a  pagar  su  valor;  lo  que  corres- 
ponda en  razón  de  los  trabajos  hechos  se 
calculará  proporcionalmente,  tomando  en 
consideración  el  precio  estipulado  para  to- 
da la  obra. 

Por  la  muerte  del  que  encargó  la  obra 
no  se  resuelve  el  contrato 

§  9.  Del  arrendamiento  de  seraicíos  in- 
materiales. 

2006.  Las  obras  inmateriales,  o  en  que 
predomina  la  inteligencia  sobre  la  obra  de 
mano,  como  una  composición  literaria,  o 
la  corrección  tipográfica  de  un  impreso,  se 
sujetan  a  las  disposiciones  especiales  de  los 
artículos  1997,  1998,  1999  i  20u2. 

2007.  Los  servicios  inmateriales  que 
consisten  en  una  larga  serie  de  actos,  co- 
mo los  de  los  escritores  asalariados  para  la 
prensa,  secretarios  de  personas  privadas, 
ayas,  histriones  i  cantores,  se  sujetan  a  las 
reglas  especiales  que  siguen. 

2008.  Respecto  de  cada  una  de  las 
obras  parciales  en  que  consista  el  servicio, 
se  observará  lo  dispue-to  en  el  art.  2006. 

2009.  Cualquiera  de  las  dos  partes  po- 
drá poner  fin  al  servicio  cuando  quiera,  o 
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con   el   desahucio  que  hq  hubiere  estipu- 
lado. 

Si  la  retribución  consiste  en  pensiones 
periódicas,  cualquiera  de  las  dos  partes 
deberá  dar  noticia  a  la  otra  de  su  intención 
de  poner  fin  al  contrato,  aunque  en  éste 
no  se  liava  estipulado  desahucio,  i  la  anti- 
cipación será  de  medio  periodo  a  lo  menos. 

2010.  Si  para  prestar  el  servicio  se  ha 
hecho  mudar  de  residencia  al  que  lo  pres- 
ta, se  abonarán  por  la  otra  parte  los  gas- 
tos razonables  de  ida  i  vu-dta. 

2011.  Si  el  que  presta  el  servicio  se  re- 
tira intempestivamente,  o  su  mala  conduc- 
ta da  motivo  para  despedii-le,  no  podrá  re- 
clamar cosa  alguna  en  razón  de  desahucio 
o  de  gastos  de  viaje. 

2012.  Los  artículos  precedentes  se 
aplican  a  los  servicios  que  según  el  artícu- 
lo 2118  se  sujetan  a  las  reglas  del  manda- 
to, en  lo  que  no  tuvieren  de  contrario  a 
ellas. 

i;  10.  Del  arrendamiento  de  trasporte. 

2013.  El  arrendamiento  de  trasporte 
es  un  contrato  en  que  una  parte  se  com- 
promete, mediante  cierto  flete  o  precio,  a 
trasportar  o  hacer  trasportar  una  persona 
o  cosa  de  un  paraje  a  otro. 

El  que  se  encarga  de  trasportarse  llama 
jeneralmente  acarreador  i  tómalos  nom- 
bres de  arriero,  carretero,  barquero,  na- 
viero, según  el  modo  de  hacer  el  tras- 
porte. 

El  que  ejerce  la  industria  de  hacer  eje- 
cutar trasportes  de  personas  o  cargas,  se 
llama  empresario  de  trasportes. 

La  persona  que  envía  o  despacha  la  car- 
ga se  llama  consignante,  i  la  persona  a 
quien  se  envía  consignatario. 

2014.  Las  obligaciones  que  aquí  se  im- 
ponen al  acarreador,  se  entienden  impues- 
tas al  empresario  de  trasporte,  como  res- 
ponsable de  la  idoneidad  i  buena  conducta 
de  las  personas  que  emplea. 

2015.  El  acarreador  es  responsable  del 
-daño  o  perjuicio  que  sobrevenga  a  la  per- 
sona por  la  mala  calidad  del  carruaje,  bar- 
co o  navio  en  que  se  verifica  el  trasporte. 

Es  asimismo  res|)onsable  de  la  destruc- 
ción i  deterioro  de  la  carga,  a  menos  que 
se  haya  estipulado  lo  contrario,  o  que  se 
pruebe  vicio  de  la  carga,  fuerza  mayor  o 
caso  fortuito. 

1  tendrá  lugar  la  responsabilidad  del  aca- 
i'reador  no  solo  por  su  propio  hecho,  sino 
por  el  de  sus  ajenies  o  sirvientes. 

2016.  El  acarreador  es  obligado  a  la 
entrega  de  la  cosa  en  el  paraje  i  tiempo 


estipulados,  salvo  que  pruebe  fuerza  ma- 
yor o  caso  fortuito. 

No  podrá  alegarse  por  el  acarreador  la 
fuerza  mayor  o  caso  fortuito  que  pudo  con 
mediana  prudencia  o  cuidado  evitarse. 

2017.  El  precio  de  la  conducción  de 
una  mujer  no  se  aumenta  por  el  hecho  de 
parir  en  el  viaje,  aunque  el  acarreador 
haya  ignorado  que  estaba  en  cinta. 

2018.  El  que  ha  con  tratado  con  el  aca- 
rreador para  el  trasporte  de  una  persona  o 
carga,  es  ocligado  a  pagar  el  precio  o  flete 
del  trasporte  i  el  resarcimiento  de  da- 
ños ocasionados  por  hecho  o  culpa  del  pa- 
sajero o  de  su  familia  o  sirvientes,  o  por 
el  vicio  de  la  carga. 

2019.  Si  por  cualquiera  causa  dejaren 
de  presentarse  en  el  debido  tiempo  el  pa- 
sajero o  carga,  el  que  ha  tratado  con  el 
acarreador  para  el  trasporte,  será  obliga- 
do a  pagar  la  mitad  del  precio  o  flete. 

Igual  pena  sufrirá  el  acarreador  que  no 
se  presentare  en  el  paraje  i  tiempo  conve- 
nidos. 

2020.  La  muerte  del  acarreador  o  del 
pasajero  no  pone  fin  al  contrato:  las  obli- 
gaciones se  trasmiten  a  los  respectivos  he- 
rederos; sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  jene- 
ralmente sobre  fuerza  mayor  o  caso  for- 
tuito. 

2021.  Las  reglas  anteriores  se  obser- 
varán sin  perjuicio  de  las  especiales  para 
los  mismos  objetos,  contenidas  en  las  or- 
denanzas particulares  relativas  a  cada  es- 
pecie de  tráfico  i  en  el  Código  de  Comer- 
cio. 

TBTtlLO  XX^VII 

De  Sa  coa.«$titucion  <Ic  censo. 

2022.  Se  constituye  un  censo  cuando 
una  persona  contrae  la  obligación  de  pagar 
a  otra  un  rédito  anual,  reconociendo  el  ca- 
pital correspondiente,  i  gravando  una  fin- 
ca suya  con  la  responsabilidad  del  rédito  i 
del  capital. 

Este  rédito  se  llama  censo  o  canon;  la 
persona  que  le  debe  eensuario,  i  su  acree- 
dor censualista. 

2023.  El  censo  puede  constituirse  por 
testamento,  por  donación,  venta,  o  de 
cualquier  otro  modo  equivalente  a  éstos. 

2024.  No  se  podrá  constituir  censo 
sino  sobre  predios  rústicos  o  urbanos,  i  con 
inclusión  del  suelo. 

2025.  El  capital  deberá  siempre  con- 
sistir o  estimarse  en  dinero.  Sin  este  re- 
quisito no  habrá  constitución  de  censo. 

2026.  La  razón  entre  el  canon  i  el  ca- 
pital no  podrá  e.Kceder  de  la  cuota  deter- 
minada por  la  lei. 
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El  máximum  de  esta  cuota,  mientras  la 
lei  no  fijare  otro,  es  un  cuatro  por  ciento 
ai  año. 

2027.  La  constitución  de  un  censo  de- 
berá siempre  constar  por  escritura  públi- 
ca inscrita  en  el  correspondiente  Rejistro; 
i  sin  este  requisito  no  valdrá  como  consti- 
tución de  censo;  pero  el  ol)ligado  a  pagar 
la  pensión  lo  estará  en  los  términos  del  tes- 
tamento o  contrato,  i  la  obligación  será 
personal. 

2028.  No  podrá  estipularse  que  el  ca- 
non se  pague  en  cierta  cantidad  de  frutos. 
La  infracción  de  esta  regla  viciará  de  nu- 
lidad la  constitución  de  censo. 

2029.  Todo  censo,  aun  estipulado  con 
la  calidad  de  perpetuo,  es  redimible. 

2030.  No  podrá  obligarse  al  censuario 
a  redimir  el  censo  dentro  de  cierto  tiempo. 
Toda  estipulación  de  esta  especie  se  tendrá 
por  no  escrita. 

2031.  No  vale  en  la  constitución  del 
censo  el  pacto  de  noenajenar  la  ñnca  acen- 
suada, ni  otro  alguno  que  imponga  al  cen- 
suario mas  cargas  que  las  espresadas  en 
üste  titulo. 

Toda  estipulación  en  contrario  se  tendrá 
por  no  escrita. 

2032.  Tendrá  el  censuario  la  obliga- 
ción de  pagar  el  canon  de  año  en  año,  sal- 
vo que  en  el  acto  constitutivo  se  fíje  otro 
período  para  los  pagos. 

2033.  La  obligacinn  de  pagar  el  censo 
sigue  siempre  al  dominio  de  la  ñnca  acen- 
suada, aun  respecto  de  los  cánones  deven- 
gados antes  de  la  adquisición  de  la  tinca; 
salvo  siempre  el  derecho  del  censualista 
]jara  dirijirse  contra  el  censuario  consti- 
tuido en  mora,  aun  cuando  deje  de  poseer 
la  ñnca,  i  salva  ademas  la  acción  de  sanea- 
miento del  nuevo  poseedor  de  la  ñnca  con- 
tra quien  haya  lugar. 

2034.  El  censuario  no  es  obligado  al 
pago  del  capital,  ni  de  los  cánones  deven- 
gados antes  de  la  adquisición  de  la  ñnca 
acensuada,  sino  con  esta  misma  ñnca.  pero 
al  pago  de  los  cánones  vencidos  durante 
el  tiempo  que  ha  estado  en  posesión  de  la 
ñnca,  es  obligado  con  todos  sus  bienes. 

2035.  Lo  dispuesto  en  los  dos  artículos 
precedentes  tendrá  lugar  aun  cuando  la 
tinca  hubiere  perdido  mucha  parte  de  su 
v.ilor,  o  se  hubiere  hecho  totalmente  in- 
fructífera. 

Pero  el  censuario  se  descargará  de  toda 
ol)ligacion  poniendo  la  ñnca  en  el  estado 
en  que  se  bnllare,  a  disposición  del  cen- 
sualista, i  pagando  los  cánones  vencidos 
según  la  regla  del  articulo  precedente. 

Con  todo,  si  por  dolo  o  culpa  grave  del 


censuario  pereciere  o  se  hiciere  infructífe- 
ra la  ñnca,  será  responsable  de  los  per- 
juicios. 

2036.  Siempre  que  la  finca  acensuada 
se  divida  por  sucesión  hereditaria,  se  en- 
tenderá dividido  el  censo  en  partes  pro- 
porcionales a  los  valores  de  las  hijuelas  o 
nuevas  fincas  resultantes  de  la  división. 

Para  la  determinación  de  los  valores  de 
éstas,  se  tasarán,  i  será  aprobada  la  tasa- 
ción jjor  el  juez  con  audiencia  del  censua- 
lista i  del  ministerio  público. 

El  juez  mandará  inscribir  en  el  compe- 
tente Rejistro,  a  costa  de  cada  censuario, 
la  sentencia  que  ñja  la  porción  de  capital 
con  que  haya  de  quedar  gravada  la  respec- 
tiva hijuela. 

Quedarán  asi  constituidos  tantos  censos 
distintos  e  independientes,  i  separadamen- 
te redimibles,  cuantas  fueren  las  hijuelas 
gravadas. 

A  falta  de  la  inscripción  antedicha,  sub- 
sistirá el  censo  primitivo,  i  cada  hijuela 
será  gravada  con  la  responsabilidad  de 
todo  el  censo. 

Si  de  la  división  hubiere  de  resultar  que 
toque  a  una  hijuela  menos  de  mil  pesos  del 
primitivo  capital,  no  podra  dividirse  el 
censo,  i  cada  hijuela  será  responsable  de 
todo  él. 

2037.  El  capital  impuesto  sobre  una 
finca  podrá  en  todo  caso  reducirse  a  una 
parte  determinada  de  ella,  o  trasladarse  a 
otra  finca,  con  las  formalidades  i  bajo  las 
condiciones  prescritas  en  el  artículo  pre- 
cedente. 

Será  justo  motivo  para  no  aceptar  esta 
traslación  o  reducción  la  insuficiencia  de 
la  nueva  finca  o  hijuela  para  soportar  el 
gravamen,  i  se  tendrá  por  insuficiente  la 
finca  o  hijuela,  cuando  el  total  de  los  gra- 
vámenes que  haya  de  soportar  exceda  de 
la  mitad  de  su  valor. 

Se  contarán  en  el  gravamen  los  censos 
é  hipotecas  especiales  con  que  estuviere  ya 
gravada  la  ñnca. 

La  traslación  o  reducción  será  con  las 
formalidades  indicadas  arriba,  i  a  falta  de 
ellas,  quedará  subsistente  el  primitivo 
censo. 

2038.  La  redención  del  censo  es  la 
consignación  del  capital  a  la  orden  del 
juez,  que  en  consecuencia  lo  declarará  re- 
dimido. 

Inscrita  esta  declaración  en  el  compe- 
tente Rejistro,  se  estingue  completamente 
el  censo. 

El  censualista  será  obligado  a  consti- 
tuirlo de  nuevo  con  el  capital  consignado. 

2039.  El  censuario  que  no  debe  cano- 
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nes  atrasados,  puede  redimir  el  censo  cuan- 
do quiera. 

2040.  El  censo  no  podrá  redimirse  por 
partes. 

2041.  El  censo  perece  por  la  destruc- 
ción completa  de  la  fínca  acensuada,  en- 
tendiéndose por  destrucción  completa  la 
que  hace  desaparecer  totalmente  el  suelo. 

Reapareciendo  el  suelo,  aunque  solo  en 
parte,  revivirá  todo  el  censo;  pero  nada  se 
deberá  por  pensiones  del  tiempo  inter- 
medio. 

2042.  La  acción  personal  del  censua- 
lista prescribe  en  treinta  años;  i  espirado 
este  tiempo,  no  se  podrá  demandar  ningu- 
na de  las  pensiones  devengadas  en  él,  ni  el 
capital  del  censo. 

2043.  De  todo  censo  que  pertenezca  a 
una  persona  natural  o  jurídica,  sin  cargo 
de  restitución  o  trasmisión,  i  sin  otro  gra- 
vamen alguno,  podrá  disponer  el  censua- 
lista entre  vivos  o  por  testamento,  o  lo  tras- 
mitirá abintestato,  según  las  reglas  jene- 
rales. 

2044.  En  los  casos  de  trasmisión  for- 
zosa en  que  haya  de  sucederse  perpetua- 
mente ohasta  un  limite  designado,  el  orden 
de  sucesión  será  el  establecido  por  el  acto 
constitutivo  del  censo  o  de  la  antigua  vin- 
culación oue  se  haya  convertido  en  él;  i  en 
lo  que  dicho  acto  constitutivo  no  hubiere 
previsto,  se  observará  el  orden  regular 
de  sucesión  descrito  en  el  siguiente  ar- 
ticulo. 

2045.  1.  Al  primer  llamado  sucederá 
su  descendencia  lejitima  de  grado  en  gra- 
do, personal  o  representativamente,  esclu- 
yendo  en  cada  grado  el  varón  a  la  hembra, 
i  en  cada  sexo  el  de  mas  edad  al  de  menos. 

2.  Llegado  el  caso  de  espirar  la  linea 
recta,  falleciendo  un  censualista  sin  des- 
cendencia lejitima  que  tenga  derecho  de 
sucederle,  se  subirá  a  su  ascendiente  más 
próximo  de  la  misma  línea,  de  quien  exis- 
ta descendencia  lejitima,  i  sucederá  ésta 
de  grado  en  grado,  personal  i  representa- 
tivamente, escluyendo  en  cada  grado  el 
varón  a  la  hembra,  i  en  cada  sexo  el  de 
mas  edad  al  de  menos. 

3.  Estinguida  toda  la.  descendencia  le- 
jitima del  primer  llamado,  sucederá  el  se- 
gundo i  su  descendencia  lejitima  en  los 
mismos  términos. 

4.  Agotada  la  descendencia  lejitima  de 
todos  loi  llamados  espresamente  por  el 
acto  constitutivo,  ninguna  persona  o  línea 
se  entenderá  llamada  a  suceder  en  virtud 
de  una  sustitución  tácita  o  presunta  de 
clase  alguna,  i  el  último  censualista  tendrá 
la  facultad  de  disponer  del  censo  entre  vi- 


vos o  por  testamento,  o  la  trasmitirá  abin- 
testato según  las  reglas  jenerales. 

Pero  cesa  esta  regla  en  los  dos  casos  si- 
guientes: 

1.°  Si  el  censo  hubiere  sido  constituid» 
en  subrogación  auna  antigua  vinculación 
de  familia: 

2.°  Si  el  censo  estuviere  gravado  a  fa- 
vor de  un  Qbjeto  pió  o  de  beneficencia. 

2046.  En  el  primero  de  los  casos  que 
acaban  de  señalarse,  se  subirá  al  fundador 
de  la  vinculación,  i  se  entenderán  tácita- 
mente sustituidas  a  los  espre.samente  lla- 
mados por  él  las  personas  que  sin  ellos  le 
habrían  sucedido  abinte.-átato;  estos  susti- 
tutos darán  principio  a  otras  tantas  lineas,, 
que  se  sucederán  una  a  otra,  según  el  or- 
den regular  de  sexo  i  edad  de  los  respecti- 
vos troncos;  i  dentro  de  cada  línea  se  su- 
cederá igualmente  según  el  orden  regular, 
aunque  sea  otro  el  establecido  por  el  fun- 
dador para  las  líneas  espresamente  lla- 
madas. 

Agotadas  todas  estas  líneas  de  tácita  sus- 
titución, i  no  estando  gravado  el  censo  en 
favor  de  un  objeto  pío  o  de  beneficencia, 
no  .se  admitirá  sustitución  ulterior,  i  ten- 
drá lugar  la  regla  4."  del  artículo  prece- 
dente. 

2047.  En  el  segundo  caso  de  los  es- 
cepcionales  de  la  regla  4.'  del  art.  2045, 
pasará  el  derecho  de  censo  a  una  funda- 
ción o  establecimiento  pío  o  de  beneficen- 
cia elejido  por  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica con  acuerdo  del  Consejo  de  Estado;  i 
dicha  fundación  o  establecimiento  gozará 
del  censo  con  los  gravámenes  a  que  estu- 
viere afecto. 

2048.  En  los  casos  en  que  se  suceda 
por  lineas  i  con  derecho  de  representación, 
toda  persona  llamada,  o  escluída  del  orden 
de  sucesión  por  el  acto  constitutivo,  se  pre- 
sumirá serlo  con  toda  su  descendencia  para 
siempre;  i  no  se  po  Irá  oponer  a  esta  pre- 
sunción sino  disposiciones  espresas  del  ac- 
to constitutivo,  en  la  parte  que  fueren  in- 
compatibles con  ella. 

2049.  Concurriendo  con  otros  hijo?  le- 
jitimos  los  lejitimados  por  matrimonio,  se 
contará  la  edad  del  lej ¡timado  desde  el  dia 
de  la  lejitimacion.  Concurriendo  lejitima- 
dos entre  sí,  .se  contará  la  edad  de  cada  le- 
jitimado  desde  el  día  de  su  nacimiento. 

2050.  No  se  entenderán  llamados  los 
hijos  naturales  sino  cuando  espresamente 
lo  sean  en  el  acto  constitutivo,  i  en  tal  caso 
no  entrarán  a  suceder  sino  los  naturaleá 
reconocidos  con   las   formalidades  legales. 

Los  otros  hijos  ilejitimos  no  gozarán  de 
este  derecho  en  ningún  caso;  pero  podrán 
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ser  llamados  directa  i  nominalmente  como 
personas  estrañas. 

2051.  Cuando  nacieren  de  un  mismo 
parto  dos  o  mas  hijos  llamados  a  suceder, 
sin  que  pueda  saberse  la  prioridad  de  na- 
cimiento, se  dividirá  entre  ellos  el  censo 
por  partes  iguales,  i  eu  cada  una  de  ellas 
se  sucederá  al  tronco  en  conformidad  al 
acto  constitutivo. 

Se  dividirá  de  la  misma  manera  el  gra- 
vamen a  que  el  censo  estuviere  afecto. 

2053.  Cuando  por  el  orden  de  sucesión 
hubieran  de  caber  a  una  misma  persona 
dos  censos,  i  uno  de  ellos,  según  su  cons- 
titución, fuere  incompatible  con  el  otro,  la 
persona  en  quien  ambos  recaigan,  con 
cualesquiera  palabras  que  esté  concebida 
la  cláusula  de  incompatibilidad,  tendrá  la 
facultad  de  elejir  el  que  quiera,  i  se  enten- 
derá escluida  para  siempre  del  otro, 
personal  i  representativamente;  i  en  este 
otro  se  sucederá  según  el  respectivo  acto 
constitutivo,  como  si  dicha  persona  no  hu- 
biese existido  jamas. 

TITCJLO    XXTIII 

De  la  sociedad. 

§  1.  Reglas  je  aérales. 

2053.  La  sociedad  o  compañía  es  un 
contrato  en  que  dos  o  mas  personas  esti- 
pulan poner  algo  en  común  con  la  mira  de 
repartir  entre  si  los  benefícios  que  de  ello 
provengan. 

La  socie  iad  forma  una  persona  jurídica, 
distinta  de  los  socios  individualmente  con- 
siderados. 

2054.  En  las  deliberaciones  de  los  so- 
cios que  tengan  derecho  a  votar,  decidirá 
la  mayoría  de  votos,  computada  según  el 
contrato,  i  si  en  éste  nada  se  hubiere  esta- 
tuido sobre  ello,  decidirá  la  mayoría  nu- 
mérica de  los  socios. 

Esceptúanse  los  casos  en  que  la  lei  o  el 
contrato  exijen  unanimidad,  o  conceden  a 
cualquiera  de  los  socios  el  derecho  de  opo- 
nerse a  los  otros. 

La  unanimidad  es  necesaria  para  toda 
modificación  sustancial  del  contrato,  salvo 
en  cuanto  el  mismo  contrato  estatuya  otra 
cosa. 

2055.  No  hai  sociedad,  si  cada  uno  de 
los  socios  no  pone  alguna  cosa  en  común, 
ya  consista  en  dinero  o  efectos,  ya  en  una 
industria,  servicio  o  trabajo  apreciable  en 
dinero. 

Tampoco  hai  sociedad  sin  participación 
de  beneficios. 


No  se  entiende  por  beneficio  el  pura- 
mente moral,  no  apreciable  en  dinero. 

2056.  Se  prohibe  toda  sociedad  a  títu- 
lo universal,  sea  de  bienes  presentes  y  ve- 
nideros, o  de  unos  u  otros. 

Se  prohibe  asimismo  toda  sociedad  de 
ganancias,  a  titulo  universal,  escepto  en- 
tre cónyujes. 

Podrán  con  todo  ponerse  en  sociedad 
cuantos  bienes  se  quiera,  especificándo- 
los. 

2057.  Si  se  formare  de  hecho  una  so- 
ciedad que  no  pueda  subsistir  legalmente, 
ni  como  sociedad,  ni  como  donación,  ni 
como  contrato  alguno,  cada  socio  tendrá 
la  facultad  de  pedir  que  se  liquiden  las  ope  - 
raciones  anteriores  y  de  .sacar  sus  apor- 
tes. 

Esta  disposición  no  se  aplicará  a  las  so- 
ciedades que  son  nulas  por  lo  ilícito  de  la 
causa  u  objeto,  las  cuales  se  rejirán  por  el 
Código  Criminal. 

2058.  La  nulidad  del  contrato  de  so- 
ciedad no  perjudica  a  las  acciones  que  co- 
rresponden a  terceros  de  buena  fe  contra 
todos  i  cada  uno  de  los  asociados  por  las 
operaciones  de  la  sociedad,  si  existiere  de 
hecho. 


§2. 


De  las  diferentes  especies  de 
sociedad. 


2059.  La  sociedad  puede  ser  civil  o 
comercial. 

Son  sociedades  comerciales  las  que  se 
forman  para  negocios  que  la  lei  califica  de 
actos  de  comercio.  Las  otras  son  socieda- 
des ciciles. 

2060.  Podrá  estipularse  que  la  socie- 
dad que  se  contrae,  aunque  no  comercial 
por  su  naturaleza,  se  sujete  a  las  reglas  de 
la  sociedad  comercial. 

2061.  La  sociedad,  sea  civil  o  comer- 
cial, puede  ser  colectiva,  en  comandita,  o 
anónima. 

Es  sociedad  coleciioa  aquella  en  que  to- 
dos los  socios  administran  por  sí  o  por  un 
mandatario  elejido  de  común  acuerdo. 

Es  sociedad  en  comandita  aquella  en 
que  uno  o  mas  de  los  socios  se  obligan  so- 
lamente hasta  concurrencia  de  sus  apor- 
tes. 

Sociedad  anónima  es  aquella  en  que  el 
fondo  social  es  suministrado  por  accionis- 
tas que  solo  son  responsables  por  el  valor 
de  sus  acciones,  i  no  es  conocida  por  la  de- 
signación de  individuo  alguno,  sino  por  el 
objeto  a  que  la  sociedad  se  destina. 

2062.  Se  prohibe  a  los  socios  coman- 
ditarios incluir  sus  nombres  en  la  firma  © 
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razón  social,  i  tomar  parte  en  la  adminis- 
tr.icion. 

La  contravención  a  la  una  o  la  otra  de 
eiítas  diáposiciones  le-  impondrá  la  misma 
responsabilidad  que  a  los  miembros  de  una 
sociedad  colectiva. 

2063.  Las  sociedades  colectivas  pue- 
den tener  uno  ornas  socios  comanditarios, 
respecto  a  los  cuales  rejirán  las  disposicio- 
nes relativas  a  la  sociedad  en  comandita, 
quedando  sujetos  los  otros  entre  si  i  res- 
pecto de  terceros  a  las  reglas  de  la  socie- 
dad colectiva. 

2064.  Las  sociedades  civiles  anónimas 
-están  sujetas  a  las  mismas  reglas  que  las 
sociedades  comerciales  anónimas. 

§  3.     De    las  principales   cláusulas   del 
contrato  de  sociedad. 

2065.  No  espresándose  plazo  o  condi- 
ción paríi  que  tenga  principio  la  sociedad, 
se  entenderá  que  principia  a  la  fecha  del 
mismo  contrato;  i  no  espresándose  plazo  o 
condición  para  que  tenga  ñn,  se  entende- 
rá contraída  por  toda  la  vida  de  los  aso- 
ciados, salvo  el  derecho  de  renuncia 

Pero  si  el  objeto  de  la  sociedad  es  un  ne- 
gocio de  duración  limitada,  se  entenderá 
contraída  por  todo  el  tiempo  que  durare  el 
negocio. 

2066.  Los  contratantes  pueden  fijar 
las  reglas  que  tuviert-n  por  convenientes 
para  la  división  de  ganancias  i  pérdidas. 

2067.  Los  contratantes  pueden  enco- 
mendar la  división  de  los  benefícios  i  pér- 
didas a  ajeno  arbitrio,  i  no  se  podrá  recla- 
mar contra  éste,  sino  cuando  fuere  mani- 
fiestamente inicuo,  i  ni  aun  por  esta  causa 
se  admitirá  contra  dicho  arbitrio  reclama- 
ción alguna,  si  han  transcurrido  tres  meses 
desde  que  fué  conocido  del  reclamante,  o  si 
ha  empezado  a  ponerse  en  ejecución 
por  él. 

A  ninguno  de  los  socios  podrá  cometer- 
se este  arbitrio. 

Si  la  persona  a  quien  se  ha  cometido  fa- 
llece antes  du  cumplir  su  encargo,  o  por 
otra  causa  cualquiera  no  lo  cumple,  la  so- 
ciedad es  nula. 

2068.  A  falta  de  estipulación  espresa 
so  entenderá  que  la  división  de  los  benefi- 
cios debe  ser  a  prorrata  de  los  valores  que 
cada  socio  ha  puesto  en  el  fondo  social,  i 
la  división  de  las  pérdidas  a  pron-ata  de  la 
división  de  los  beneficios. 

2069.  Si  uno  de  los  socios  contribuye- 
re solamente  con  su  industria,  servicio  o 
trabajo,  i  no  hubiere  estipulación  que  de- 
termine su  cuota  en  los  beneficios  socia- 


les, se  fijará  esta  cuota  en  caso  necesario 
por  el  juez;  i  si  ninguna  estipulación  de- 
terminai'e  la  cuota  que  le  quepa  en  las  pér- 
didas, se  entenderá  que  no  le  cabe  otra 
que  la  de  dicha  industria,  trabajo  o  servi- 
cio. 

2070.  La  distribución  de  beneficios  i 
pérdidas  no  se  entenderá  ni  respecto  de  la 
jestion  de  cada  socio,  ni  respecto  de  cada 
negocio  en  particular. 

Los  negocios  en  que  la  sociedad  sufre 
pérdida  debei'án  compensarse  con  aque- 
llos en  que  reporta  beneficio,  i  las  cuotas 
estipuladas  recaerán  sobre  el  resultado  de- 
finitivo de  las  operaciones  sociales. 

Sin  embargo,  los  sóidos  comanditarios  o 
anónimos  no  son  obligados  a  colacionar 
los  dividendos  que  hayan  recibido  de  bue- 
na fe. 

§  4.    De  la  administración  de  la  sociedad 
colectioa. 

2071.  La  administración  de  la  socie- 
dad colectiva  puede  coüfiarse  a  uno  o  mas 
de  los  socios,  sea  por  el  contrato  de  socie- 
dad, sea  por  acto  posterior  unánimemente 
acordado. 

En  el  primer  caso  las  facultades  admi- 
nistrativas del  socio  o  socios  forman  parte 
de  las  condiciones  esenciales  de  la  socie- 
dad, a  menos  de  espresarse  oti'a  cosa  en  el 
mismo  contrato. 

2072.  El  socio  a  quien  se  ha  confiado  la 
administración  por  el  acto  constitutivo  de 
la  sociedad,  no  puede  renunciar  su  cargo, 
sino  por  causa  pi'evista  en  el  acto  constitu- 
tivo, o  unánimemente  aceptada  por  los 
consocios. 

Ni  podrá  ser  removido  de  su  cargo  sino 
en  los  casos  previstos  o  por  causa  grave;  i 
se  tendrá  por  tal  la  que  le  haga  indigno  de 
confianza  o  incapaz  de  administrar  útil- 
mente. Cualquiera  de  los  socios  podrá  exi- 
jir  la  remoción,  justificando  la  causa. 

Faltando  alguna  de  las  causas  antedi- 
chas, la  renuncia  o  remoción  pone  fin  ala 
sociedad. 

2073.  En  el  caso  de  justa  renuncia  o 
justa  remoción  del  socio  administrador  de- 
signado en  el  acto  constitutivo,  podrá  con- 
tinuar la  sociedad,  siempre  que  todos  los 
.socios  convengan  en  ello  i  en  la  designa- 
ción de  un  nuevo  administrador  o  en  que 
la  administración  pertenezca  en  común  a 
todos  los  socios. 

Habiendo  varios  socios  administradores 
designados  en  el  acto  constitutivo,  podrá 
también  continuarla  sociedad,  acordán- 
dose unánimemente  que  ejerzan  la  admi- 
nistración los  que  i^estan. 
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2074.  La  administración  conferida  por 
acto  posterior  al  contrato  de  sociedad,  pue- 
de renunciarse  por  el  socio  administrador 
i  revocarse  por  la  mayoría  de  los  conso- 
cios, según  las  reglas  del  mandato  ordi- 
nario. 

2075.  El  socio  a  quien  se  ha  conferido 
la  administración  por  el  contrato  de  socie- 
dad o  por  convención  posterior,  podrá 
obrar  contra  el  parecer  de  los  otros;  con- 
formándose, empero,  a  las  restricciones 
legales,  i  a  las  que  se  le  hayan  impuesto 
en  el  respectivo  mandato. 

Podrá,  con  todo,  la  mayoría  de  los  con- 
socios oponerse  a  todo  acto  que  no  haya 
producido  efectos  legales. 

2076.  Si  la  administración  es  conferi- 
da, por  el  contrato  de  sociedad  o  por  con- 
vención posterior,  a  dos  o  mas  de  los  so- 
cios, cada  uno  de  los  administradores  po- 
drá ejecutar  por  sí  solo  cualquier  acto 
administrativo,  salvo  que  se  haya  ordenado 
otra  cosa  en  el  titulo  de  su  mandato. 

Si  se  les  prohibe  obrar  separadamente, 
no  podrán  hacerlo  ni  aun  a  pretesto  de  ur- 
jencia. 

2077.  El  socio  administrador  debe  ce- 
ñirse a  los  términos  de  su  mandato,  i  en 
io  que  éste  callare,  se  entenderá  que  no  le 
es  permitido  contraer  a  nombre  de  la  so- 
ciedad otras  obligaciones,  ni  hacer  otras 
adquisiciones  o  enajenaciones,  que  las  com- 
prendidas en  el  jiro  ordinario  de  ella. 

2078.  Corresponde  al  socio  adminis- 
trador cuidar  de  la  conservación,  repara- 
ción i  mejora  de  los  objetos  que  forman  el 
capital  fijo  de  la  sociedad;  pero  no  podrá 
empeñarlos,  ni  hipotecarlos,  ni  alterar  su 
forma,  aunque  las  alteraciones  le  parezcan 
convenientes. 

Sin  embargo,  si  las  alteraciones  hubie- 
ren sido  tan  urjentes  que  no  le  hayan  dado 
tiempo  para  consultar  a  los  consocios,  se  le 
considerará  en  cuanto  a  ellas  como  ájente 
ofícioso  de  la  sociedad. 

2079.  En  todo  lo  que  obre  dentro  de 
los  límites  legales  o  con  poder  especial  de 
sus  consocios,  obligará  a  la  sociedad;  obran- 
do de  otra  manera,  él  solo  será  responsa- 
ble. 

2080.  El  sicio  administrador  es  obli- 
gado a  dar  cuenta  de  su  jestion  en  los  pe- 
ríodos designaiios  al  efecto  por  el  acto  que 
le  ha  conferido  la  administración,  i,  a  falta 
de  esta  designación,  anualmente. 

2081.  No  habiéndose  conferido  la  ad- 
ministración a  uno  o  mas  de  los  socios,  se 
entenderá  que  cada  uno  de  ellos  ha  recibi- 
do de  los  otros  el  poder  de  administrar  con 
las  facultades  espresadas  en  los  artículos 


precedentes  i  sin  perjuicio  de  las  reglas 
que  siguen. 

1.*  Cualquiera  socio  tendrá  el  derecho 
de  oponerse  a  los  actos  administrativos  de 
otro,  mientras  esté  pendiente  su  ejecución 
o  no  hayan  producido  efectos  legales. 

2."  Cada  socio  podrá  servirse  para  su 
uso  personal  de  las  cosas  pertenecientes  al 
haber  sucial,  con  tal  que  las  emplee  según 
su  destino  ordinario,  i  sin  ))erjuicio  de  la 
sociedad  i  del  justo  uso  de  Ids  otros. 

3."  Cada  socio  tendrá  el  derecho  de  obli- 
gar a  los  otros  a  que  hagan  con  él  las  es- 
pensas  necesarias  para  la  conservación  de 
las  cosas  sociales. 

4.*  Ninguno  de  los  socios  podrá  hacer 
innovaciones  en  los  inmuebles  que  depen- 
dan de  la  sociedad  sin  el  consentimiento  de 
los  otros. 

§  5.  Z)e  las  obligaciones  de  los  socios 
entre  si. 

2082.  Los  aportes  al  fondo  social  pue- 
den hacerse  en  propiedad  o  en  usufructo. 
En  uno  i  otro  caso  los  frutos  pertenecen  a 
la  sociedad  desde  el   momento  del  aporte. 

2083.  El  socio  que  aun  por  culpa  leve 
ha  retardado  la  entrega  de  lo  que  le  toca 
poner  en  común,  resarcirá  a  la  sociedad 
todos  los  perjuicios  que  le  haya  ocasionado 
el  retardo. 

Comprende  esta  disposición  al  socio  que 
retarda  el  servicio  industrial  en  que  consis- 
te su  aporte. 

2084.  Si  se  aporta  la  propiedad,  el  pe- 
ligro de  la  cosa  pertenece  a  la  sociedad 
según  las  reglas  jenerales,  i  la  sociedad 
queda  exenta  de  la  obligación  de  restituirla 
en  especie. 

Si  solo  se  aporta  el  usufructo,  la  pérdida 
o  deterioro  de  la  cosa,  no  imputables  a 
culpa  de  la  sociedad,  pertenecerán  al  socio 
que  hace  el  aporte. 

Si  éste  consiste  en  cosas  funjibles,  en 
cosas  que  se  deterioran  por  el  uso,  en  cosas 
tasadas,  o  cuyo  precio  se  ha  fijado  de  co- 
mún acuerdo,  en  materiales  de  fábrica  o 
artículos  de  venta  pertenecientes  al  nego- 
cio o  jiro  de  la  sociedad,  pertenecerá  la 
propiedad  a  ésta  con  la  obligación  de  res- 
tituir al  socio  su  valor. 

Este  valor  será  el  que  tuvií'ron  las  mis- 
mas cosas  a  tiempo  del  aporte;  pero  de 
las  cosas  que  se  hayan  aportado  aprecia- 
das, se  deberá  la  apreciación. 

2085.  El  que  aporta  un  cuerpo  cierto 
en  propiedad  o  usufructo,  es  obligado,  en 
caso  de  eviccion,  al  pleno  saneamiento  de 
todo  perjuicio. 

2086.  Si  por  el  acto  constitutivo  de  la 
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sociedad  se  asegura  a  una  persona  que 
ofrece  su  industria  una  cantidad  fija  que 
deba  pagársele  integramente  aun  cuando 
la  sociedad  se  halle  en  pérdida,  se  rairará 
esta  cantidad  como  el  precio  de  su  indus- 
tria, i  el  que  la  ejerce  no  será  considerado 
como  socio. 

Si  se  le  asigna  una  cuota  del  beneficio 
eventual,  no  tendrá  derecho,  en  cuanto  a 
ella,  a  cosa  alguna,  cuando  la  sociedad  se 
halle  en  pérdida,  aunque  se  le  haya  asig- 
nado esa  cuota  como  precio  de  su  indus- 
tria. 

2087.  A  ningún  socio,  podrá  exijirse 
aporte  mas  considerable  que  aquel  a  que 
se  haya  obligado.  Pero  si  por  una  muta- 
ción de  circun.^tancias  no  pudiere  obtener- 
se el  objeto  de  la  sociedad,  sin  aumentar 
los  aportes,  el  socio  que  no  consienta  en 
ello  podrá  retirarse,  i  deberá  hacerlo  si 
sus  con.socioá  lo  exijen. 

2088.  Ningún  socio,  aun  ejerciendo 
las  mas  amplias  facultades  administrati- 
vas, puede  incorporar  a  un  tercero  en  la 
sociedad,  sin  el  consentimiento  de  sus  con- 
socios; pero  puede  sin  este  consentimiento 
asociarle  a  sí  mismo,  i  se  formará  enton- 
ces entre  él  i  el  tercero  una  sociedad  par- 
ticular, que  solo  será  relativa  a  la  parte 
del  socio  antiguo  en  la  primera  sociedad. 

2089.  Cada  socio  tendrá  derecho  a 
que  la  sociedad  le  reembolse  las  sumas  que 
él  hubiere  adelantado  con  conocimiento 
de  ella,  por  las  obligaciones  que  para  los 
negocios  sociales  hubiere  contraído  lejlti- 
raamente  i  de  buena  fe;  i  a  que  le  resarza 
los  perjuicios  que  los  peligros  insepara- 
bles de  su  jestion  le  hayan  ocasionado. 

Cada  uno  de  los  socios  será  obligado  a 
esta  indemnización  a  prorrata  de  su  inte- 
rés social,  i  la  parte  de  los  insolventes  se 
partirá  de  la  misma  manera  entre  todos. 

2090.  Si  un  socio  hubiere  recibido  su 
cuota  de  un  crédito  social,  i  sus  consocios 
no  pudieren  después  obtener  sus  respecti- 
vas cuotas  del  mismo  crédito,  por  insol- 
vencia del  deudor  o  por  otro  motivo,  de- 
berá el  primero  comunicar  con  los  segun- 
dos lo  que  haya  recibido,  aunque  no  ex- 
ceda a  su  cuota  i  aunque  en  la  carta  de 
pago  la  haya  imputado  a  ella. 

2091.  Los  productos  de  las  diversas 
jestiones  de  los  socios  en  el  interés  común 
pertenecen  a  la  sociedad;  i  el  socio  cuya 
jestion  haya  sido  mas  lucrativa,  no  por  eso 
tendrá  derecho  a  mayor  beneficio  en  el 
producto  de  ella. 

2092.  bi  un  socio  que  administra  es 
acreedor  de  una  persona  que  es  al  mismo 
tiempo  deudora  de  la  sociedad,  i  si  ambas 


deudas  fueren  exijibles,  las  cantidades  que 
reciba  en  pago  se  imputarán  a  los  dos  cré- 
ditos a  prorrata,  sin  embargo  de  cualquie- 
ra otra  imputación  que  haya  hecho  en  la 
carta  de  pago,  perjudicando  a  la  sociedad. 

1  si  en  la  carta  de  pago  la  imputación  no 
fuere  en  perjuicio  de  la  sociedad,  sino  del 
socio  acreedor,  se  estará  a  la  carta  de 
pago. 

Las  reglas  anteriores  se  entenderán  sin 
perjuicio  del  derecho  que  tiene  el  deudor 
para  hacer  la  imputación. 

2093.  Todo  socio  es  responsable  de  los 
perjuicios  que  aun  por  culpa  leve  haya 
causado  a  la  sociedad,  i  no  podrá  oponer 
en  compensación  los  emolumentos  que  su 
industria  haya  procurado  a  la  sociedad  en 
otros  negocios,  sino  cuando  esta  industria 
no  perteneciere  al  fondo  social. 

§  6.  De  Las  obligaciones  de  los  socios  res- 
pecto de  terceros. 

2094.  El  socio  que  contrata  a  su  pro- 
pio nombre  i  no  en  el  de  la  sociedad,  no  la 
obliga  respecto  de  terceros,  ni  aun  en  ra- 
zón del  beneficio  que  ella  reporte  del  con- 
trato; el  acreedor  podrá  soio  intentar  con- 
tra la  sociedad  las  acciones  del  socio 
deudor. 

No  se  entenderá  que  el  socio  contrata  a 
nombre  de  la  sociedad,  sino  cuando  lo  es- 
prese en  el  contrato,  o  las  circunstancias 
lo  manifiesten  de  un  modo  inequívoco.  En 
caso  de  duda  se  entenderá  que  contrata  en 
su  nombre  privado. 

Si  el  socio  contrata  a  nombre  de  la  so- 
ciedad, pero  sin  poder  suficiente,  no  la 
obliga  a  terceros  sino  en  subsidio,  i  hasta 
concurrencia  del  beneficio  que  ella  hubie- 
re reportado  del  negocio. 

Las  disposiciones  de  este  artículo  com  - 
prenden  aun  al  socio  esclusivaraente  en- 
cargado de  la  administración. 

2095.  Si  la  sociedad  colectiva  es  obli- 
gada respecto  de  terceros,  la  totalidad  de 
la  deuda  se  dividirá  entre  los  socios  a  pro- 
rrata de  su  interés  social,  i  la  cuota  del 
socio  insolvente  gravará  a  los  otros. 

No  se  entenderá  que  los  socios  son  obli- 
gados solidariamente  o  de  otra  manera  que 
a  prorrata  de  su  interés  social,  sino  cuan- 
do asi  se  esprese  en  el  título  de  la  obliga- 
ción, i  ésta  se  haya  contraído  por  todos  los 
socios  o  con  poder  especial  de  ellos. 

2096  Los  acreedores  de  un  socio  no 
tienen  acción  sobre  los  bienes  sociales  sino 
por  hipoteca,  anterior  a  la  sociedad,  o  por 
hipoteca  posterior,  cuando  el  aporte  del 
inmueble  no  conste  por  inscripción  en  el 
competente  Rejistro. 
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Podrán  sin  embargo,  intentar  contra  la 
sociedad  las  acciones  indirecta  i  subsidia- 
ria que  se  les  conceden  por  el  art.  2094. 

Podrán  también  pedir  que  se  embar- 
guen a  su  favor  las  asignaciones  que  se 
hagan  a  su  deudor  por  cuenta  de  los  bene- 
ficios sociales  o  de  sus  aportes  o  acciones. 

2097.  La  responsabilidad  de  los  socios 
comanditarios  o  accionistas  se  regula  por 
lo  prevenido  en  el  §  2  de  este  titulo. 

^5  7.    Do  la  disolución  de  la  sociedad. 

2098.  La  sociedad  se  disuelve  por  la 
espiración  del  plazo  o  por  el  evento  de  la 
condición  que  se  ha  prefijado  para  que  ten- 
ga fin. 

Podrá  sin  embargo  prorrogarse  por  uná- 
nime consentimiento  délos  socios,  i  coa 
las  mismas  formalidades  que  para  la  cons- 
titución primitiva. 

Los  codeudores  de  la  sociedad  no  serán 
responsables  de  los  actos  que  inicie  duran- 
te la  prórroga,  si  no  hubieren  accedido  a 
ésta. 

2099.  La  sociedad  se  disuelve  por  la 
finalización  del  negocio  para  que  fué  con- 
traída. 

Pero  si  se  ha  prefijado  un  dia  cierto  para 
que  termine  la  sociedad,  i  llegado  ese  dia 
antes  de  finalizarse  el  negocio  no  se  pro- 
rroga, se  disuelve  la  sociedad. 

2100.  La  sociedad  se  disuelve  asimis- 
mo por  su  insolvencia,  i  por  la  estincion 
de  la  cosa  o  cosas  que  forman  su  objeto  to- 
tal. 

Si  la  estincion  es  parcial,  continuará  la 
sociedad,  salvo  el  derecho  de  los  socios 
para  exijir  su  disolución,  si  con  la  parte 
que  resta  no  pudiere  continuar  útilmente, 
i  sin  perjuicio  de  lo  prevenido  en  el  si- 
guiente articulo. 

2101.  Si  cualquiera  de  los  socios  falta 
por  su  hecho  o  culpa  a  su  promesa  de  po- 
ner en  común  las  cosas  o  la  industria  a 
que  se  ha  obligado  en  el  contrato,  los  otros 
tendrán  derecho  para  dar  la  sociedad  por 
disuelta. 

2102.  Si  un  socio  ha  aportado  la  pro- 
piedad de  una  cosa,  subsiste  la  sociedad 
aunque  esta  cosa  perezca,  a  menos  que  sin 
ella  no  pueda  continuar  útilmente. 

Si  solo  se  ha  aportado  el  usufructo,  la 
pérdida  de  la  cosa  fructuaria  disuelve  la 
sociedad,  a  menos  que  el  socio  aportante 
la  reponga  a  satisfacción  de  los  consocios, 
o  que  éstos  determinen  continuarla  socie- 
dad sin  ella. 

2103.  Disuélvese  asimismo  la  sociedad 
por  la  muerte  natural  o  civil  de  cualquie- 


ra de  los  socios,  menos  cuando  por  dispo- 
sición de  la  lei  o  por  el  acto  constitutivo 
haya  de  continuar  enlne  los  socios  sobre- 
vivientes con  los  herederas  del  difunto  o 
sin  ellos. 

Pero  aun  fuera  de  este  caso,  se  entende- 
rá continuar  la  sociedad,  mientras  los  so- 
cios administradores  no  reciban  noticiada 
la  muerte. 

Aun  después  de  recibida  por  éstos  la  no- 
ticia, las  operaciones  iniciadas  por  el  di- 
funto quenosupongan  una  aptitud  peculiar 
en  éste  deberán  llevarse  a  cabo. 

2104.  La  eátipulacion  de  continuar  la 
sociedad  con  los  herederos  del  difunto  se 
subentiende  en  las  que  se  forman  para  el 
arrendamiento  de  un  inmueble,  o  para  el 
laboreo  de  minas  i  en  las  anónimas. 

2105.  Los  herederos  del  socio  difunto 
que  no  hayan  de  entrar  en  sociedad  con 
los  sobrevivientes,  no  podrán  reclamar 
sino  lo  que  tocare  a  su  autor,  según  el  es- 
tado de  los  negocios  sociales  al  tiempo  de 
saberse  la  muerte;  i  no  participarán  de  los 
emolumentos  o  pérdidas  posteriores  sino 
en  cuanto  fueren  con.secuencia  de  las  ope- 
raciones que  al  tiempo  de  saberse  la  muer- 
te estaban  ya  iniciadas. 

Si  la  sociedad  ha  de  continuar  con  los 
herederos  del  difunto,  tendrán  derecho 
para  entrar  en  ella  todos,  esceptuados  so- 
lamente aquellos  que  por  su  edad  o  sexo  o 
por  otra  calidad  hayan  sido  espresamcnte 
escluidos  en  la  lei  o' el  contrato. 

Fuera  de  este  caso,  los  que  no  tengan  la 
administración  de  sus  bienes  concurrirán 
a  los  actos  sociales  por  medio  de  sus  repre- 
sentantes legales. 

3106.  Espira  asimismo  la  sociedad  por 
la  incapacidad  sobreviniente  o  la  insolven- 
cia de  uno  de  los  socios. 

Podrá,  con  todo,  continuar  la  sociedad 
con  el  incapaz  o  el  fallido,  i  en  tal  caso 
el  curador  o  los  acreedores  ejercerán  sus 
derechos  en  las  operaciones  sociales. 

El  marido,  como  administrador  de  la 
sociedad  conjugal,  representará  de  la  mis- 
ma manera  a  la  mujer  que  siendo  socia  se 
casare. 

2107.  La  sociedad  podrá  espirar  en 
cualquier  tiempo  por  el  consentimiento 
unánime  de  los  socios. 

2108.  La  sociedad  puede  espirar  tam- 
bién por  la  renuncia  de  uno  de  los  socios. 

Sin  embargo,  cuando  la  sociedad  se  ha 
contratado  por  tiempo  fijo,  o  para  un  ne- 
gocio de  duración  limitada,  no  tendrá  efec- 
to la  renuncia,  si  por  el  contrato  de  socie- 
dad no  se  hubiere  dado  la  facultad  de  ha- 
cerla, o  si  no  hubiere  grave  motivo,  como 
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la  inejecución  de  las  obligaciones  de  otro 
socio,  la  pérdida  de  un  administrador  in- 
telijente  que  no  pueda  reemplazarse  entre 
los  socios,  enfermedad  habitual  del  renun- 
ciante que  le  inhabilite  para  las  funciones 
sociales,  mal  estado  de  sus  negocios  por 
circunstar.cias  imprevistas,  u  otros  de  igual 
importancia. 

2109.  La  renuncia  de  un  socio  no  pro- 
duce efecto  alguno  sino  en  virtud  de  su  no- 
tiñcacion  a  todos  los  otros. 

La  notificación  al  socio  o  socios  que  es- 
clusivamente  administran  ,  se  entenderá 
hecha  a  todos. 

Aquellos  de  los  socios  a  quienes  no  se 
hubiere  notificado  la  renuncia ,  podrán 
aceptarla  después,  si  vieren  convenirles,  o 
dar  por  subsistente  la  sociedad  en  el  tiem- 
po intermedio. 

2110.  Nóvale  la  renuncia  que  se  hace 
de  mala  fe  o  intempestivamente. 

2111.  Renuncia  de  mala  fé  el  socio  que 
lo  hace  por  apropiarse  una  ganancia  que 
debía  pertenecer  a  la  sociedad:  en  este  ca- 
so podrán  los  socios  obligarle  a  partir  con 
ellos  las  utilidades  del  negocio,  o  a  .sopor- 
tar esclusivamente  las  pérdidas,  si  el  nego- 
cio tuviere  mal  éxito. 

Podrán  asimismo  escluirle  de  toda  par- 
ticipación en  los  beneficios  sociales  i  obli- 
garle a  soportar  su  cuota  en  las  pérdidas. 

2112.  Renuncia  intempestivamente  el 
.socio  que  lo  hace  cuando  su  separación  es 
perjudicial  a  los  intereses  sociales.  La  so- 
ciedad continuará  entonces  hasta  la  termi- 
nación de  los  negocios  pendientes,  en  que 
fuere  necesario  la  cooperación  del  renun- 
ciante. 

Aun  cuando  el  socio  tenga  interés  en  re- 
tirarse, debe  aguardar  para  ello  un  mo- 
mento oportuno. 

Los  efectos  de  la  renuncia  de  mala  fe 
indicados  en  el  inciso  final  del  articulo 
precedente,  se  aplican  a  la  renuncia  in- 
tempestiva. 

2113.  Las  disposiciones  de  los  artículos 
precedentes  comprenden  al  socio  que  de 
hachóse  retirado  la  sociedad  sin  renun- 
cia. 

2114.  La  disolución  de  la  sociedad  no 
podrá  alegarse  contra  terceros,  sino  en  los 
casos  siguientes: 

\.°  Cuando  la  sociedad  ha  espirado  por 
la  llegada  del  día  cierto  prefijado  para  su 
terminación  en  el  contrato; 

2."  Cuando  se  ha  dado  aviso  de  la  di- 
.solucion  en  el  periódico  del  departamento 
o  por  carteles  en  tres  de  los  parajes  mas 
frecuentados  del  mismo; 

3.**    Cuando  se  pruebe  que  el  tercero  ha 


tenido  oportunamente  noticia  de  ella  por 
cualesquiera  medios. 

2115.  Disuelta  la  sociedad  se  procede- 
rá a  la  división  de  los  objetos  que  compo- 
nen su  haber. 

Las  reglas  relativas  a  la  partición  de  ios 
bienes  hereditarios  i  a  las  obligaciones  en- 
tre los  coherederos,  se  aplican  a  la  división 
del  caudal  social  i  a  las  obligaciones  entre 
los  miembros  de  la  .sociedad  disuelta,  salvo 
en  cuanto  se  opongan  a  las  disposiciones 
de  este  titulo. 

TITIXO  XXIX 
Bel  luandato. 

§  1.  Definiciones  i  reQlas  jenerales. 

2116.  El  mandato  es  un  contrato  en 
que  una  persona  confía  la  jestion  de  uno  o 
mas  negocios  a  otra,  que  se  hace  cargo  de 
ellos  por  cuenta  i  riesgo  de  la  primera. 

La  persona  que  confiere  el  encargo  se 
llama  comitente  o  mandante ,  i  la  que  lo 
acepta  apoderado,  procurador,  i  en  jene- 
ral,  mandatario. 

2117.  El  mandato  puede  ser  gratuito 
o  remunerado. 

La  remuneración  (llamada  honorario), 
es  determinada  por  convención  de  las  par- 
tes, antes  o  después  del  contrato,  por  la 
lei,  la  costumbre,  o  el  juez.  (1) 

2118.  Los  servicios  de  las  profesiones 
i  carreras  que  suponen  largos  estudios,  o 
a  que  está  unida  la  facultad  de  representar 
i  obligar  a  otra  persona  respecto  de  terce- 
ros, se  sujetarán  a  las  reglas  del  mandato. 

2119.  El  negocio  que  interesa  al  man- 
datario solo,  es  un  mero  consejo,  que  no 
produce  obligación  alguna. 

Pero  si  este  consejo  se  da  maliciosamen- 
te, obliga  a  la  indemnización  de  perjuicios. 

2120.  Si  el  negocio  interesajuntaraen- 
te  al  que  hace  el  encargo  i  al  que  lo  acep- 
ta, o  a  cualquiera  de  estos  dos,  o  a  ambos 
i  a  un  tercero,  o  a  un  tercero  esclusiva- 
mente, habrá  verdadero  mandato;  si  el 
mandante  obra  sin  autorización  del  terce- 
ro, se  producirá  entre  estos  dos  el  cuasi- 
contrato de  la  ajencia  oficiosa. 

2121.  La  simple  recomendación  de 
negocios  ajenos  no  es,  en  jeneral,  manda- 
to; el  juez  decidirá,  f^egun  las  circunstan- 
cias, si  los  términos  de  la  recomendación 
envuelven  mandato.  En  caso  de  duda  se 
entenderá  recomendación. 

2122.  El  mandatario  que  ejecute  de 


(1)  V.  la  nota  puesta  al  epígrafe  del  título  VIII 
de  los  Aranceles  judiciales,  puestos  como  apéndice 
á  la  Lei  Orgánica  judicial. 
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buena  fe  mi  mandato  nulo  o  que  por  una 
necesidad  imperiosa  sale  do  los  limites  de 
su  mandato,  se  convierte  en  un  ájente  ofi- 
cioso. 

2123.  El  encargo  que  es  objeto  del 
mandato  puede  hacerse  pnr  escritura  pú- 
l)lica  o  privada,  por  cartas,  verbalmente  o 
de  cualquier  otro  medio  intelijible,  i  aun 
por  la  aquiescencia  tácita  de  una  persona 
a  la  jestion  de  sus  negocios  por  otra;  pero 
no  se  admitirá  en  juicio  la  prueba  testi- 
monial sino  en  conformidad  a  las  reglas 
jenerales,  ni  la  escritura  privada  cuando 
las  leyes  requieran  un  instrumento  autén- 
tico. 

2124-  El  contrato  de  mandato  se  repu- 
ta perfecto  por  la  aceptación  del  mandata- 
rio. La  aceptación  puede  ser  espresa  o 
tácita. 

Aceptación  tácita  es  todo  acto  en  ejecu- 
ción del  mandato. 

Aceptado  el  mandato,  podrá  el  manda- 
rio  retractarse,  mientras  el  mandante  se 
halle  todavía  en  aptitud  de  ejecutar  el  ne- 
gocio por  si  mismo,  o  de  cometerlo  a  diver- 
sa persona.  De  otra  manera  se  hará  respon- 
sable en  los  términos  del  articulo  2167. 

2125.  Las  personas  que  por  su  profe- 
sión u  oficio  se  encargan  de  negocios  aje- 
nos, están  obligadas  a  declarar  lo  mas 
pronto  posible  si  aceptan  o  no  el  encargo 
que  una  persona  aumente  les  hace;  i  tras- 
currido un  término  razonable,  su  silencio 
se  mirará  como  aceptación. 

Aun  cuando  se  escusen  del  encargo, 
deberán  tomar  las  providencias  conserva- 
tivas urjentes  que  requiera  el  negocio  que 
se  les  encomienda. 

2126.  Puede  haber  uno  o  mas  man- 
dantes, i  uno  o  mas  mandatarios. 

2127.  Si  se  constituyen  dos  o  mas  man- 
datarios, i  el  mandante  no  ha  dividido  la 
jestion,  podrán  dividirla  entre  si  los  man- 
datarios; pero  si  se  les  ha  prohibido  obrar 
separadamente,  lo  que  hicieren  de  este 
modo  será  nulo. 

2128.  Si  se  constituye  mandatario  a  un 
menor  no  habilitado  de  edad  o  a  una  mu- 
jer casada,  los  actos  ejecutados  por  el 
mandatario  serán  válidos  respecto  de  ter- 
ceros en  cuanto  obliguen  a  éstos  i  al  man- 
dante; pero  las  obligaciones  del  mandata- 
rio para  con  el  mandante  i  terceros  no 
podrán  tener  efecto  sino  según  las  reglas 
relativas  a  los  menores  i  a  las  mujeres  ca- 
.sadas. 

2129.  El  mandatario  responde  hasta 
de  la  culpa  leve  en  el  cumplimiento  de  su 
encargo. 

Esta  responsabilidad  recae  mas  estric- 


tamente sobre  el  mandatario  remunerado. 

Por  el  contrario,  si  el  mandatario  ha 
manifestado  repugnancia  al  encargo,  i  se 
ha  visto  en  cierto  modo  forzado  a  aceptar- 
lo, cediendo  a  las  instancias  del  mandante, 
será  menos  estricta  la  responsabilidad  que 
sobre  él  recaiga. 

2130.  Si  el  mandato  comprende  uno  o 
mas  negocios  especialmente  determinados^ 
.se  llama  especial;  si  se  da  para  todos  los 
negocios  del  mandante,  esjcneral;  i  lo  será 
igualmente  si  se  da  para  todos,  con  una  o 
mas  escepciones  determinadas. 

La  administración  está  sujeta  en  todos 
casos  a  las  regUis  que  siguen. 

§  2.  De  la  ad/iiinistracion  del  mandato. 

2131-  El  mandatario  se  ceñirá  rigoro- 
samente a  los  términos  del  mandato,  fuera 
de  los  casos  en  que  las  leyes  le  autoricen 
para  obrar  de  otro  modo. 

2132.  El  mandato  no  confiere  natu- 
ralmente al  mandatario  mas  que  el  poder 
de  efectuar  los  actos  de  administración; 
como  son  pagar  las  deudas  i  cobrar  los 
créditos  del  mandante,  perteneciendo  unos 
i  otros  al  jiro  administrativo  ordinario; 
perseguir  en  juicio  a  los  deudores,  inten- 
tar las  acciones  posesorias  e  interrumpir 
las  prescripciones,  en  lo  tocante  a  dicho 
jiro;  contratar  las  reparaciones  de  las  co- 
sas que  administra;  i  comprar  los  materia- 
les necesarios  para  el  cultivo  o  beneficio 
de  las  tierras,  minas,  fábricas,  u  otros  ob- 
jetos de  industria  que  se  le  hayan  enco- 
mendado. 

Para  todos  los  actos  que  salgan  de  estos 
límites,  necesitará  de  poder  especial. 

2133  Cuando  se  da  al  mandatario  la 
facultad  de  obrar  del  modo  que  mas  con- 
veniente le  parezca,  no  por  eso  se  entende- 
rá autorizado  para  alterar  la  sustancia  del 
mandato,  ni  para  los  actos  que  e.\ijen  po- 
deres o  cláusulas  especiales. 

Por  la  cláusula  de  libre  administración 
se  entenderá  solamente  que  el  mandatario 
tiene  la  facultad  de  ejecutar  aquellos  actos 
que  las  leyes  designan  como  autorizados 
por  dicha  cláusula. 

2134.  La  recta  ejecución  del  mandato 
comprende  no  solo  la  sustancia  del  nego- 
cio encomendado,  sino  los  medios  por  los 
cuales  el  mandante  ha  querido  que  se  lle- 
ve a  cabo. 

Se  podrán  sin  embargo  emplear  medios 
equivalentes,  si  la  necesidad  obligare  a 
ello  i  se  obtuviere  completamente  de  ese 
modo  el  objeto  det  mandato. 

2135.  El  mandatario  podrá  delegar  e*- 
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encargo  si  no  se  le  ha  prohibido;  pero  no 
estando  espresamente  autorizado  para  ha- 
cerlo, responderá  de  los  i)echos  del  dele- 
gado, como  de  los  suyos  propios. 

Esta  responsabilidad  tendrá  lugar  aun 
cuando  se  le  haya  conferido  espresamente 
la  facultad  de  delegar,  si  el  mandante  no 
le  ha  designado  la  persona,  i  el  delegado 
era  notoriamente  incapaz  o  insolvente. 

2136.  La  delegación  no  autorizada  o 
no  ratificada  espresa  o  tácitamente  por  el 
mandante  no  da  derecho  a  terceros  contra 
el  mandante  por  los  actos  del  delegado. 

2137.  Cuando  la  delegación  a  deter- 
minada persona  ha  sido  autorizada  espre- 
samente por  el  mandante,  se  constituye 
entre  el  mandante  i  el  delegado  un  nuevo 
mandato  que  solo  puede  ser  revocado  por 
el  mandante,  i  no  se  estingue  por  la  muer- 
te u  otro  accidente  que  sobrevenga  al  an- 
terior mandatario. 

2138.  El  mandante  podrá  en  todos  ca- 
sos ejercer  contra  el  delegado  las  acciones 
del  mandatario  que  le  ha  conferido  el  en- 
cargo. 

2139.  En  la  inhabilidad  del  mandata- 
rio para  donar  no  se  comprenden  natural- 
mente las  lijeras  gratificaciones  que  se 
acostumbra  hacer  a  las  personas  de  servi- 
cio. 

2140.  La  aceptación  que  espresa  el 
mandatario  de  lo  que  se  debe  al  mandan- 
te, no  se  mirará  como  aceptación  de  éste, 
sino  cuando  la  cosa  o  cantidad  que  se  en- 
trega ha  sido  suficientemente  designada 
en  el  mandato,  i  lo  que  el  mandatario  ha 
recibido  corresponde  en  todo  a  la  designa- 
ción. 

2141.  La  facultad  de  transijir  no  com- 
prende la  de  comprometer  ni  viceversa. 

El  mandatario  no  podrá  deferir  el  jura- 
mento decisorio  sino  a  falta  de  toda  otra 
prueba. 

2142.  El  poder  especial  para  vender 
comprende  la  facultad  de  recibir  el  pre- 
cio. 

2143.  La  facultad  de  hipotecar  no 
comprende  la  de  vender,  ni  viceversa. 

2144.  No  podrá  el  mandatario  por  si 
ni  por  interpuesta  persona,  comprar  las 
cosas  que  el  mandante  le  ha  ordenado 
vender,  ni  vender  de  lo  suyo  al  mandante 
lo  que  éste  le  ha  ordenado  comprar,  si  no 
fuere  con  aprobación  espresa  del  m.in- 
dante. 

2145.  Encargado  de  tomar  dinero 
prestado  podrá  prestarlo  él  mismo  al  inte- 
rés designado  por  el  mandante,  o  a  falta 
de  esta  designación,  al  ínteres  corriente; 
pero  facultado  para  colocar  dinero  a  inte- 


rés, no  podrá  tomarlo  prestado  para  sí  sin 
aprobación  del  mandante. 

2146.  No  podrá  el  mandatario  colocar 
a  interés  dineros  del  mandante,  sin  su  es- 
presa  autorización. 

Colocándolos  a  mayor  interés  que  el  de- 
signado por  el  mandante,  deberá  abonár- 
selo íntegramente,  salvo  que  se  le  haya 
autorizado  para  apropiarse  el  exceso. 

2147.  En  jeneral,  podrá  el  mandatario 
aprovecharse  de  las  circunstincias  para 
realizar  su  encargo  con  mayor  beneficio  o 
menor  gravamen  que  los  designados  por  el 
mandante;  con  tal  que  bajo  otros  respectos 
no  se  aparte  de  los  términos  del  mandato. 
Se  le  prohibe  apropiarse  lo  que  exceda  al 
beneficio  o  minore  el  gravamen  designado 
en  el  mandato. 

Por  el  contrario,  si  negociare  con  menos 
beneficio  o  mas  gravamen  que  los  designa- 
dos en  el  mandato,  le  será  imputable  la  di- 
ferencia. 

2148.  Las  facultades  concedidas  al 
mandatario  se  interpretarán  con  alguna 
mas  latitud,  cuando  no  está  en  situación  de 
poder  consultar  al  mandante. 

2149.  El  mandatario  debe  abstenerse 
de  cumplir  el  mandato  cuya  ejecución  se- 
ria manifiestamente  perniciosa  al  man- 
dante. 

2150.  El  mandatario  que  se  halle  en  la 
imposibilidad  de  obrar  con  arreglo  a  sus 
instrucciones,  no  es  obligado  a  constituirse 
ájente  oficioso:  le  basta  tomar  las  provi- 
dencias conservativas  que  las  circunstan- 
cias exijan. 

Pero  si  no  fuere  posible  dejar  de  obrar 
sin  comprometer  gravemente  al  mandante, 
el  mandatario  tomará  el  partido  que  mas 
se  acerque  a  sus  instrucciones  i  que  mas 
convenga  al  negocio. 

Compete  al  mandatario  probarla  fuerza 
mayor  o  caso  fortuito  que  le  imposibilite  de 
llevar  a  efecto  las  órdenes  del  mandante. 

2151.  El  mandatario  puede,  en  el  ejer- 
cicio de  su  cargo,  contratar  a  su  propio 
nombre  o  al  del  mandante:  si  contrata  a  su 
propio  nombre,  no  obliga  respecto  de  ter- 
ceros al  mandante. 

2152.  El  mandatario  puede  por  un 
pacto  especial  tomar  sobre  su  responsabi- 
lidad la  solvencia  de  los  deudores  i  todas 
las  incertidumbres  i  embarazos  del  cobro. 
Constituyese  entonces  principal  deudor 
para  con  el  mandante,  i  son  de  su  cuenta 
hasta  los  casos  fortuitos  i  la  fuerza  mayor. 

3153.  Las  especies  metálicas  que  el 
mandatario  tiene  en  su  poder  por  cuenta 
del  mandante,  perecen  para  el  mandatario 
aun  por  fuerza  maycr  o  caso  foi'tuito,  sal- 
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vo  que  estén  couteiiidas  en  cajas  ó  sacos 
cerrados  i  sellados  sobre  los  cuales  recaiga 
el  accidente  o  la  tuerza,  ó  que  por  otros 
medios  inequívocos  pueda  probarse  incon- 
testablemente la  identidad. 

2154.  El  mandatario  que  ha  excedido 
los  limites  de  su  mandato,  es  solo  respon- 
sable al  mandante;  i  no  es  responsable  a 
terceros,  sino: 

1°  Cuando  no  les  ha  dado  suficiente 
conocimiento  de  sus  poderes; 

2."*  Cuando  se  ha  obligado  personal- 
mente. 

2155.  El  mandatario  es  obligado  a  dar 
cuenta  de  su  administración. 

Las  partidas  importantes  de  su  cuenta 
serán  documentadas  si  el  mandante  no  le 
hubiere  relevado  de  esta  obligación. 

Ld  relevación  de  rendir  cuentas  no  exo- 
nera al  mandatario  de  los  cargos  que  con- 
tra él  justitique  el  mandante. 

2156.  Debe  al  mandante  los  intereses 
corrientes  de  dineros  de  éste  que  haya  em- 
pleado en  utilidad  propia. 

Debe  asimismo  losinteresesdel  saldo  que 
de  las  cuentas  resulte  en  contra  suya,  des- 
de que  haya  sido  constituido  en  mora. 

2157.  El  mandatario  es  responsable 
tanto  de  lo  que  ha  recibido  de  terceros  en 
razón  del  mandato  (aun  cuando  no  se  deba 
al  mandante),  como  de  lo  que  ha  dejado  de 
recibir  por  su  culpa. 

§  3.  De  las  obUgaciones   del  inandantc. 

2158.  El  mandante  es  obligado: 

1.*  A  proveer  al  mandatario  de  lo  ne- 
cesario para  la  ejecución  del  mandato; 

2."  A.  reembolsarle  los  gastos  razona- 
bles causados  por  la  ejecución  del  man- 
dato; 

3.°  A  pargarle  la  remuneración  estipu- 
lada o  usual; 

4.°  Apagarle  las  anticipaciones  de  di- 
nero con  los  intereses  corrientes; 

5.°  A  indemnizarle  de  las  pérdidas  en 
que  haya  incurrido  sin  culpa,  i  por  causa 
del  mandato. 

No  podrá  el  mandante  dispensirse  de 
cumplir  estas  obligaciones,  alegando  que 
el  negocio  encomendado  al  mandatario  nn 
ha  terido  buen  éxito,  o  que  pudo  desempe- 
ñarse a  menos  costo;  salvo  que  le  pruebe 
culpa. 

2159.  El  mandante  que  no  cumple  por 
su  parle  aquello  a  que  es  obligado,  autori- 
za al  mandatario  para  desistir  de  su  en- 
cargo. 

2160.  El  mandante  cumplirá  las  obli- 
gaciones que  a  su  nombre  ha  contraído  el 
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mandatario  dentro  de  los  limites  del  man- 
dato. 

Será,  sin  embargo,  obligado  el  mandan- 
te sihubiei-e  ratiticado  espresa  o  tácitamen- 
te cualesquiera  obligaciones  contraídas  a 
su  noml)re. 

2161.  Cuando  por  los  té»rminos  del 
mandato  o  por  la  naturaleza  del  negocio 
apareciere  que  no  debió  ejecutarse  parcial- 
mente, la  ejecución  parcial  no  obligará 
al  mandante  sino  en  cuanto  le  aprove- 
chare. 

El  mandatario  responderá  de  la  inejecu- 
ción del  resto  en  conformidad  al  art.  2167. 

2162.  Podrá  el  mandatario  retener  los 
efectos  «|ue  se  le  hayan  entregado  por 
caenta  del  mandante  para  la  seguridad  de 
las  prestaciones  a  que  éste  fuere  obligado 
por  su  parte. 

§  4.  De  la  terminación  del  mandato. 

2163.  El  mandato  termina: 

1."  Por  el  desempaño  del  negocio  para 
que  fué  constituido; 

2.°  Por  la  aspiración  del  término  o  por 
el  evento  de  la  condición  prefijados  para  la 
terminación  del  mandato; 

3.®     Por  la  revocación  del  mandante; 

4.°     Por  la  renuncia  del  mandatario; 

5.*  Por  la  muerte  del  mandante  o  del 
mandatario; 

6.°  Por  la  quiebra  o  insolvencia  del  uno 
o  del  otro; 

7."  Por  la  interdicción  del  uno  o  del 
otro; 

8.°  Por  el  matrimonio  de  la  mujer  man- 
da taria; 

9."  Por  la  cesación  de  las  funciones  del 
mandante,  si  el  mandato  ha  sido  dado  en 
ejercicio  de  ellas. 

2164.  La  revocación  del  mandante 
puede  ser  espresa  o  tácita.  La  tácita  es  el 
encargo  del  mismo  negocio  a  distinta  per- 
sona. 

Si  el  primer  mandato  es  jeneral  i  el  se- 
gundo especial,  subsiste  el  primer  manda- 
to para  los  negocios  no  comprendidos  en 
ej  segundo. 

2165.  El  mandante  puede  revocar  el 
mandato  a  su  arbitrio,  i  la  revocación,  es- 
presa o  tácita,  produce  su  efecto  desde  el 
dia  que  el  mandatario  ha  tenido  conoci- 
miento de  ella;  sin  perjuicio  de  lo  dispues- 
to en  en  el  art.  2173. 

2166.  El  mandante  que  revoca  tendrá 
derecho  para  exijir  del  mandatario  la  res- 
titución de  los  instrumentos  que  haya 
puesto  en  sus  manos  para  la  ejecución  del 
mandato;  pero  de  las  piezas  que  pueden 
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servir  al  maudatario  para  justificar  sus 
actos,  deberá  darle  copia  firmada  de  su 
mano  si  el  inandatario  loexijiere. 

2167.  La  renuncia  del  mandatario  no 
podrá  ñn  a  sus  obligaciones,  sino  después 
de  trascurrido  el  tiempo  razonable  para 
que  el  mandante  pueda  prov-eer  a  los  ne- 
gocios encomendados. 

De  otro  modo  se  liará  responsable  de  los 
perjuicios  que  la  renuncia  cause  al  man- 
dante; a  menos  que  se  lialle  en  la  imposi- 
bilidad de  administrar  por  enfermedad  u 
otra  causa,  o  sin  grave  perjuicio  de  sus  in- 
tereses propios. 

2168.  Sabida  la  muerte  natural  o  civil 
del  mandante,  cesará  el  mandatario  en 
sus  funciones;  pero  si  de  suspenderlas  se 
sigue  perjuicio  a  los  herederos  del  man- 
dante, será  obligado  a  finalizar  la  jestion 
principiada. 

21C9.  No  se  estingue  ¡jor  la  muerte 
del  mandante  el  mandato  de.stinado  a  eje- 
cutarse después  de  ella.  Los  herederos  su- 
ceden en  este  caso  en  los  derechos  i  obli- 
gaciones del  mandante. 

2170.  Los  herederos  del  mandatario 
que  fueren  hábiles  para  la  administración 
de  sus  bienes,  darán  aviso  inmediato  de  su 
fallecimiento  al  mandante,  i  harán  en  fa- 
vor de  éste  lo  que  puedan  i  las  circunstan- 
cias exijan;  la  omisión  a  este  respecto  los 
hará  responsables  de  los  perjuicios. 

A  igual  responsabilidad  estarán  sujetos 
los  albaceas,  los  tutores  i  curadores  i  todos 
aquellos  que  sucedan  en  la  administración 
de  loi  bienes  del  mandatario  que  ha  falle- 
cido o  se  ha  hecho  incapaz. 

2171.  Si  la  mujer  ha  conferido  un 
mandato  antes  del  matrimonio,  subsiste  el 
mandato;  pero  el  marido  podrá  revocarlo 
a  su  arbitrio. 

2172.  Si  son  dos  o  mas  los  mandata- 
rios i  por  la  constitución  del  mandato  es- 
tán obligados  a  obrar  conjuntamente,  la 
falta  de  uno  de  ellos  por  cualquiera  de  las 
causas  antedichas  pondrá  fin  al  man- 
dato. 

2173.  En  jeneral,  todas  las  veces  que 
el  mandato  espira  por  una  causa  ignorada 
del  mandatario,  lo  que  este  haya  hecho  en 
ejecución  del  mandato  será  válido  i  dará 
derecho  a  terceros  de  buena  fe  contra  el 
n)andante. 

Quedará  asimismo  obligado  el  mandan- 
te, como  si  subsistiera  el  mandato,  a  lo  que 
el  mandatario  sabedor  de  la  causa  que  lo 
haya  hecho  espirar,  hubiere  pactado  con 
terceros  de  buena  fe;  pero  tendrá  derecho 
a  que  el  mandatario  le  indemnice. 

Cuando  el  hedió  que  ha  dado  causa  a  la 


espiración  del  mandato  hubiere  sido  noti- 
ficado al  público  por  periódicos  o  carte- 
les, i  en  todos  los  casos  en  que  no  pare- 
ciere probable  la  ignorancia  del  tercero, 
podrá  el  juez  en  su  prudencia  absolver  al 
mandante. 

TITILO    %.%.■%. 
Del  eoni  iidato  u  préstamo  de  uso. 

3174.  El  comodato  o  pre-stamo  de  uso 
es  un  contrato  en  qué  la  una  de  las  partes 
entrega  a  la  otra  gratuitamente  una  espe- 
cie, mueble  o  raiz,  para  que  haga  uso  de 
ella,  i  con  cargo  de  restituir  la  misma  es- 
pecie después  de  terminado  el  uso. 

Este  contrato  no  se  perfecciona  sino  por 
la  tradición  de  la  cosa. 

2175.  El  contrato  de  comodato  podrá 
probar.se  por  testigos,  cualquiera  que  sea 
el  valor  de  la  cosa  prestada. 

2176.  El  comodante  conserva  sobre 
la  cosa  prestada  todos  los  derechos  que 
antes  tenia,  pero  no  su  ejercicio,  en  cuan- 
to fuere  incompatible  con  el  uso  concedi- 
do al  comodatario. 

2177.  El  comodatario  no  puede  em- 
plear la  cosa  sino  en  el  uso  convenido,  o  a 
falta  de  convención,  en  el  uso  ordinario 
de  las  de  su  clase. 

En  el  caso  de  contravención,  podrá  el 
comodante  exijir  la  reparación  de  lodo 
perjuicio,  i  la  restitución  inmediata,  aun- 
que para  la  restitución  se  haya  estipu- 
lado plazo. 

2178.  El  comodatario  es  obligado  a 
emplear  el  mayor  cuidado  en  la  conserva- 
ción de  la  cosa,  i  responde  hasta  de  la  cul- 
pa levísima. 

Es  por  tanto  responsable  de  todo  dete- 
rioro que  no  provenga  de  la  naturaleza  o 
del  uso  lejitimo  de  la  cosa;  i  si  este  deterio- 
ro es  tal  que  la  cosa  no  sea  ya  susceptible 
de  emplearse  en  su  uso  ordinario,  podrá  el 
comodante  exijir  el  precio  anterior  de  la 
cosa,  abandonando  su  propiedad  al  como- 
datario. 

Pero  no  es  responsable  de  caso  fortuito, 
si  no  es: 

1.°  Cuando  ha  empleado  la  cosa  en  un 
uso  indebido  o  ha  demorado  su  restitución, 
a  menos  de  aparecer  o  probarse  que  el  de- 
terioro o  pérdida  por  el  caso  fortuito  ha- 
bría sobrevenido  igualmente  sin  el  uso  ile- 
gitimo o  la  mora; 

2."  Cuando  el  ca.so  fortuito  ha  sobreve- 
nido por  culpa  suya,  aunque  levísima; 

3.°  Cuando  en  la  alternativa  de  salvar 
de  un  accidente  la  cosa  prestada  o  la  suya 
ha  preterido  deliberadamente  la  suya; 


CHILE.— CÓDIGO    CIVIL 


307 


4."  Cuando  espresamente  se  ha  hecho 
responsable  de  casos  fortuitos. 

2179.  Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en 
al  articulo  precedente,  si  el  comodato  fue- 
re en  pro  de  ambas  partes,  no  se  estende- 
rá  la  re.=ponsabilidad  del  comodatario  sino 
hasta  la  culpa  leve,  i  si  en  pro  del  como- 
dante solo,  hasta  la  culpa  lata. 

2180.  El  comodatario  es  obligado  a 
restituir  la  cosa  prestada  en  el  lienipo 
convenido;  o  a  falta  de  convención,  des- 
pués del  uso  para  que  ha  sido  prestada. 

Pero  podrá  exijirse  la  restitución  aun 
antes  del  tiempo  estipulado,  en  tres  casos: 

1.°  Si  muere  el  comodatario,  a  menos 
que  la  cosa  haya  sido  prestada  para  un  ser- 
vicio particular  que  no  pueda  diferirse  o 
suspenderse; 

2.'^  Si  sobreviene  al  comodante  una  ne- 
cesidad imprevista  i  urjente  de  la  cosa; 

3.*  Si  ha  terminado  o  no  tiene  lugar  el 
servicio  para  el  cual  se  ha  prestado  la 
cosa. 

2181.  La  restitución  deberá  hacerse  al 
como  Jante,  o  a  la  persona  que  tenga  dere- 
cho para  recibirla  a  su  nombre  según  las 
reglas  jenerales 

Si  la  cosa  ha  sido  prestada  por  un  inca- 
paz que  usaba  de  ella  con  permiso  de  su  re- 
presentante legal,  será  válida  su  restitu- 
ción al  incapaz. 

2182.  El  comodatario  no  podrá  escu- 
sarse  de  restituir  la  cosa,  reteniéndola  para 
seguridad  de  lo  que  le  deba  el  comodante; 
salvo  el  caso  del  articulo  2193. 

2183.  El  comodatario  no  tendrá  dere- 
cho pai'a  suspender  la  restitución,  alegan- 
do que  la  cosa  prestada  no  pertenece  al 
comodante;  salvo  que  haya  sido  perdida, 
hurtada  o  robada  a  su  dueño,  o  que  se  em- 
bargue judicialmente  en  manos  del  como- 
datario. 

Si  se  ha  prestado  una  cosa  perdida,  hur- 
tada o  robada,  el  comodatario  que  lo  sabe 
i  no  lo  denuncia  al  dueño,  dándole  un  pla- 
zo razonable  para  re-damarla,  se  hará  res- 
ponsable de  los  perjuicios  que  de  la  resti- 
tución se  sigan  al  dueño. 

I  si  el  dueño  no  la  reclamare  oportuna- 
mente, podrá  hacerse  la  restitución  al  co- 
modante. 

El  dueño  por  su  parte  tampoco  podrá 
•exijir  la  restitución  sin  el  consentimiento 
del  comodante,  o  sin  decreto  de  juez. 

2184.  El  comodatario  es  obligado  a 
suspender  la  restitución  de  toda  especie  de 
armas  ofensivas  i  de  toda  otra  cosa  de  que 
sepa  se  trata  de  hacer  un  uso  criminal; 
pero  deberá  ponerlas  a  disposición  del 
juez. 


Lo  mismo  se  observará  cuando  el  como- 
dante ha  perdido  el  juicio  i  carece  de  cu- 
rador. 

2185.  Cesa  la  obligación  de  restituir 
desde  que  el  comodatario  descubre  que  61 
es  el  verdadero  dueño  de  la  cosa  prestada. 

Con  todo,  si  el  comodante  le  disputa  el 
dominio  deberá  restituir;  a  no  ser  que  se 
halle  en  estado  de  probar  breve  i  sumaria- 
mente que  !a  cosa  prestada  le   pertenece. 

2186.  Las  obligaciones  i  derechos  que 
nacen  del  comodato,  pasan  a  los  herederos 
de  ambos  contrayentes,  pero  los  del  como- 
datario no  tendrán  derecho  a  continuar  en 
el  uso  de  la  cosa  prestada,  sino  en  el  caso 
escepcional  del  articulo  2180,   número  L" 

2187.  Si  los  herederos  del  comodata- 
rio, no  teniendo  conocimiento  del  présta- 
mo, hubieren  enajenado  la  cosa  prestada, 
podrá  el  comodante  (no  pudiendo  o  no  que- 
riendo hacer  uso  de  la  acción  reivindica- 
toría ,  o  siendo  ésta  inefícaz),  exijir  de 
los  herederos  que  le  paguen  el  justo  pre- 
cio de  la  cosa  prestada  o  que  le  cedan 
las  acciones  que  en  virtud  de  la  enajena- 
ción les  competan  ,  según  viere  conve- 
nirle. 

Si  tuvieron  conocimiento  del  préstamo, 
resarcirán  todo  perjuicio,  i  aun  podrán  ser 
perseguidos  criminalmente  según  las  cir- 
cunstancias del  hecho. 

2188.  Si  la  cosa  no  perteneciere  al  co- 
modante i  el  dueño  la  reclamare  antes  de 
terminar  el  comodato,  no  tendrá  el  como- 
datario acción  de  perjuicios  contra  el  co- 
modante; salvo  que  éste  haya  sabido  que 
la  cosa  era  ajena  i  no  lo  haya  advertido  al 
comodatario. 

2189.  Si  la  cosa  ha  sido  prestada  a  mu- 
chos, todos  son  solidariamente  responsa- 
bles. 

2190.  El  comodato  no  se  estingue  por 
la  muerte  del  comodante. 

2191.  El  comodante  es  obligado  a  in- 
demnizar al  comodatario  de  las  espensasi 
que  sin  su  pievia  noticia  haya  hecho  para 
la  conservación  de  la  cosa,  bajo  las  con- 
diciones siguientes: 

1.*  Si  las  espensas  no  lian  sido  délas 
ordinarias  de  conservación,  como  la  de  ali- 
mentar al  caballo. 

2.^  Si  han  sido  necesarias  y  urjentes, 
de  manera  que  no  haya  sido  posible  con- 
sultar al  comodante,  i  se  presuma  funda- 
damente que  teniendo  éste  la  cosa  en  su 
poder  no  hubiera  dejado  de  hacerlas. 

2192.  El  comodante  es  obligado  á  in- 
demnizar al  comodatario  de  los  "perjuicios 
que  le  haya  ocasionado  la  mala  calidad  o 
condición  del  objeto  prestado;  con  tid  que 
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la  mala  calidad  o  condición   reúna  estas 
tres  circunstancias: 

1."  Que  haya  sido  de  tal  naturaleza  que 
probablemente  hubiese  de  ocasionar  los 
perjuicios; 

2."^  Que  haya  sido  conocida  i  no  decla- 
rada j.or  el  comodante; 

3/  Que  el  comodatario  no  haya  podido 
con  mediano  cuidado  conocerla  o  precaver 
los  perjuicios; 

.  2193.  El  comodatario  podrá  retener  la 
cosa  prestada  mientras  no  se  efectúa  la  in- 
demnizncion  de  que  se  trata  en  los  dos  ar- 
tículos precedentes;  salvo  que  el  comodan- 
te caucione  el  p;igo  de  la  cantidad  en  que 
se  le  condenare. 

2194.  El  comodato  toma  el  título  de 
precario  si  el  comodante  se  reserva  la  fa- 
cultad de  pedir  la  restitución  de  la  cosa 
prestada  en  cualquier  tiempo. 

2195.  Se  entiende  precario  cuando  no 
se  presta  la  cosa  para  un  servicio  particu- 
lar ni  se  fija  tiempo  para  su  restitución. 

Constituye  también  precario  la  tenencia 
de  una  cosa  ;ijena,  sin  previo  contrato  i  por 
ignorancia  o  mera  tolerancia  del  dueño. 

TITILO  XXXI 
Del  uiutii»  o  pré.vtaino  de  coimunio. 

2196-  El  mutuo  o  presta/no  de  consu- 
mo es  un  contrato  en  que  una  de  las  par- 
tes entrega  a  la  otra  cierta  cantidad  d^í  co- 
sa.s  funjibles  con  cargo  de  restituir  otras 
tantas  del  mismo  jónero  i  calidad. 

2197.  No  se  perfecciona  el  contrato  de 
mutuo  sino  por  la  tradición,  i  la  tradición 
trasfiero  el  dominio. 

2198.  Si  se  han  prestado  cosas  funji- 
bles que  no  sean  dinero,  se  deberá  resti 
tuir  igual  cantidid  de  cosas  del  mismo  jé- 
nero'i  calidad,  sea  que  el  precio  de  ellas 
hava  bajado  o  subido  en  el  intervalo.  I  si 
esto  no  fuere  posible  o  no  lo  exijiere  el 
acreedor,  podrá  el  mutuario  pagar  lo  que 
valgan  en  el  tiempo  i  lugar  en  que  ha  de- 
bido hacerse  el  pago. 

2199.  Si  se  ha  prestado  dinero,  solo  se 
debe  la  suma  numérica  enunciada  en  el 
contrato. 

Podrá  darse  una  clase  de  moneda  por 
otra,  aun  a  pesir  del  mutuante,  siempre 
que  las  dos  sumas  se  ;iju=ten  a  la  relación 
establecida  por  lei  entre  las  dos  clases  de 
moneda;  pero  el  mutuante  no  será  obliga- 
do a  recibir  en  plata  menuda  o  cobre,  sino 
liasta  el  limite  que  leyes  especiales  hayan 
fijado  o  fijaren. 

Lo  dicho  en  este  artículo  se  entiende  sin 
perjuicio  de  convención  contraria. 


2200.  Si  no  .se  hubiere  fijado  término 
para  el  pago,  no  habrá  derecho  de  exijirlo 
dentro  de  los  diez  días  subsiguientes  a  la 
entrega. 

2201.  Si  se  h  ibiere  pactado  que  el  mu- 
tuario pague  cuando  le  sea  posible,  podrá 
el  juez,  atendidas  las  circunstancias,  fijar 
un  término  (1). 

2202.  Si  hubiere  prestado  el  que  no  te- 
nia derecho  de  enajenar,  se  podrán  reivin- 
dicar las  especies,  mientras  conste  su  iden- 
tidad. 

Desapareciendo  la  identidad,  el  que  las 
recibió  de  mala. fe  será  obligado  al  pago  in- 
mediato con  ci  máximum  de  los  intereses 
que  la  lei  permite  estipular;  pero  el  mu- 
tuario de  buena  fe  solo  será  obligado  a. 
pago  con  los  intereses  estipulados  i  des- 
pués del  término  concedido  en  el  artícu- 
lo 2200. 

2203.  El  mutuante  es  responsable  de 
los  perjuicios  que  experimente  el  mutuario 
por  la  mala  calidad  o  los  vicios  ocultos  de 
la  cosa  prestada,  bajo  las  condiciones  es 
presadas  en  el  articulo  2192. 

Si  los  vicios  ocultos  eran  tales  que  cono- 
cidos no  se  hubiera  prol)abIemente  cele- 
brado el  contrato,  podrá  el  mutuario  pedir 
que  se  rescinda. 

2204.  Podrá  el  mutuario  pagar  toda  la 
suma  prestada,  aun  antes  del  término  es- 
tipulado, salvo  que  se  hayan  pactado  inte- 
reses. 

2205.  Se  puede  estipular  intereses  en 
dinero  o  cosas  funjibles. 

2206.  El  interés  convencional  no  tie- 
ne más  limites  que  los  que  fueren  designa- 
dos por  lei  especial;  salvo  que,  no  limitán- 
dolo la  lei,  exceda  en  una  mitad  al  que  se 
probare  haber  sido  interés  corriente  al 
tiempo  de  la  convención,  en  cuyo  caso 
será  reducido  por  el  juez  á  dicho  interés 
corriente. 

2207.  Si  se  estipulan  en  jeneral  inte- 
reses sin  determinar  la  cuota,  se  entende- 
rán los  intereses  legales. 

El  interés  legal,  mientras  la  lei.  no  esta- 
bleciere otro,  es  el  de  seis  por  ciento. 

2208.  Si  se  han  pagado  intereses,  aun- 
que no  estipulados,  no  podrán  repetirse  ni 
imputarse  al  capital. 

2209.  Si  se  han  estipulado  intereses  i 
el  mutuante  ha  dado  carta  de  pago  por  el 
capit  il,  sin  reservar  espresamente  los  in- 
tereses, se  presumirán  pagados. 

2210.  Se  prohibe  estipular  intereses  de 
intereses. 


(1)    V.  el  art.  1656. 
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Ucl  depó»)i(4t  i  tlel  .<!>ecueí>tr«». 

2211.  Llámase  en  jeneral  depósito  el 
contrato  en  que  se  confia  una  coa  corpo- 
ral a  una  persona  que  se  encarga  de  guar- 
darla i  de  restituirla  en  especie. 

La  cosa  depositada  se  llama  también  de- 
pósito. 

2212  El  contrato  se  perfecciona  [lor  la 
entrega  que  el  depo-sitante  hace  de  la  cosa 
iil  depositario. 

2313.  Se  podrá  hacer  la  entrega  de 
cualquier  modo  que  trasfiera  la  tenencia 
de  lo  que  se  deposite 

Podrán  también  convenir  las  partes  en 
que  una  de  ellas  retenga  como  depósito  lo 
que  estaba  en  su  poder  por  otra  causa. 

2214.  El  depósito  es  de  dos  maneras; 
depósito  propiamente  dicho,  i  secuestro. 

i5  1.  Del  depósito  propiamente  dicho. 

2215.  El  depósito  propiamente  dicho 
os  un  contrato  en  que  una  de  las  partes 
entrega  a  la  otra  una  cosa  corporal  i  mue- 
ble para  que  la  guarde  i  la  restituya  en 
especie  a  voluntad  del  depositante. 

2216.  El  error  acerca  de  la  identidad 
personal  del  uno  o  del  otro  contratante,  o 
acerca  de  la  sustancia,  calidad  o  cantidad 
de  la  cosa  depositada,  no  invalida  el  con- 
trato. 

El  depositario,  sin  embargo,  habiendo 
¡jadecido  error  acerca  de  la  persona  del  de- 
positante, o  descubriendo  que  la  guarda 
de  la  cosa  depositada  le  acarrea  peligro, 
podrá  restituir  inmediatamente  el  depó- 
sito. 

2217.  Cuando  según  las  reglas  jenera- 
les  deba  otorg  irse  este  contrato  por  escri- 
to, i  se  hubiere  omitido  esta  formalidad, 
-será  creido  el  depositario  sobre  su  palabra, 
sea  en  orden  al  hecho  mismo  del  depósito, 
sea  en  cuanto  a  la  cosa  depositada,  o  al  he- 
cho de  la  restitución. 

2218.  Este  contrato  no  puede  tener 
pleno  efecto  sino  entre  personas  capaces  de 
contratar. 

Si  no  lo  fuere  el  depositante,  el  deposita- 
rio contraerá,  sin  embargo,  todas  las  obli- 
gaciones de  tal. 

I  si  no  lo  fuere  el  depositario,  el  deposi- 
t.-nte  tendrá  solo  acción  para  reclamar  la 
cosa  depositada  mientras  esté  tn  poder  del 
depositario,  i  a  falta  de  esta  circunstancia, 
ÍL-udrá  solo  acción  personal  contra  el  de- 
positario hasta  concurrencia  de  aquello  en 
que  por  el  depósito  se  hubiere  hecho  mas 
rico;  quedándole  a  salvo  el  derecho  que  tu- 


viere contra  terceros  poseedores;  i  sin  per- 
juicio de  la  pena  que  las  leyes  impongan  al 
depositario  en  caso  de  dolo. 

2219.  El  depósito  propiamente  dicho  es 
gratuito. 

Si  se  estipula  remuneración  por  la  sim- 
ple custodia  de  una  cosa,  el  depósito  deje- 
nera  en  arrendamiento  de  servicio,  i  el  que 
oresta  el  servicio  es  respon.sabIe  hasta  de 
la  culpa  leve;  pero  bajo  todo  otro  respecto 
está  sujeto  a  las  obligaciones  del  deposita- 
rio i  goza  de  los  derechos  de  tal. 

2220.  Por  el  mero  depósito  no  se  con- 
fiere al  depositario  la  facultad  de  usar  la 
co.->a  depositada  sin  el  permiso  del  deposi- 
tante. 

Este  permiso  podrá  a  veces  presumirse, 
i  queda  al  arbitrio  del  juez  calificar  las  cir- 
cunstancias que  justifiquen  la  presunción, 
como  las  relaciones  de  amistad  i  confianza 
entre  las  partes. 

Se  presume  mas  fácilmente  este  permi- 
so en  las  cosas  que  no  se  deterioran  sensi- 
blemente por  el  uso. 

2221.  En  el  depósito  de  dinero,  si  no 
es  en  arca  cerrada  cuya  llave  tiene  el  de- 
positante, o  con  otras  precauciones  que  ha- 
gan imnosible  tomarlo  sin  fractura,  se  pre- 
sumirá que  se  permite  emplearlo,  i  el  de- 
positario será  obligado  a  restituirotro  tanto 
en  la  misma  moneda. 

2222.  Las  partes  podrán  estipular  que 
el  depositario  responda  de  toda  especie  de 
culpa. 

A  falta  de  estipulación  responderá  sola- 
mente de  la  culpa  grave. 

Pero  será  responsable  de  la  leve  en  los 
casos  siguientes: 

1.°  Si  se  ha  ofrecido  espontáneamente 
o  ha  pretendido  se  le  prefiera  a  otra  per- 
sona para  depositario; 

2."  Si  tiene  algún  ínteres  personal  en 
el  depósito,  sea  porque  se  le  permita  usar 
de  él  en  ciertos  casos,  sea  porque  se  le  con- 
ceda remuneración. 

2223.  La  obligación  de  guardar  la  cosa 
comprende  la  de  respetar  ios  sellos  i  ce- 
rraduras del  bulto  que  la  contiene. 

2224.  Si  se  han  roto  los  selles  o  forza- 
do las  cerraduras  por  culpa  del  depositario, 
se  estará  a  la  declaración  del  depositante 
en  cuanto  al  número  i  calidad  de  las  espe- 
cies depositadas;  pero  no  habiendo  culpa 
del  depositario,  será  necesaria  en  caso  de 
desacuerdo  la  prueba. 

Se  presume  culpa  del  depositario  en  todo 
caso  de  fractura  o  forzamiento. 

2225.  El  depositario  no  debe  violar  el 
secreto  de  un  depósito  de  confianza,  ni 
]iodrá  ser  oljügado  a  revelarlo. 
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2326.  La  restitución  es  a  voluntad  del 
depositante. 

Si  se  tija  tiempo  para  la  restitución,  esta 
cláusula  será  so!o  obligatoria  para  el  depo- 
sitario, que  en  virtud  de  ella  no  podrá  de- 
volver el  depósito  antes  del  tiempo  estipu- 
lado; salvo  en  Ioh  casos  determinados  que 
las  leyes  espresan. 

2227.  La  obligación  de  guardar  la  co- 
sa dura  hasta  que  el  depositante  la  pida; 
pero  el  depositario  podrá  exijir  que  el  de- 
positante disponga  de  ella,  cuando  se  cum- 
pla el  término  estipulado  para  la  duración 
del  depósito,  o  cuando,  aun  sin  cumplirse 
el  término,  peligre  el  depósito  en  su  poder 
o  le  cause  perjuicio. 

I  si  el  depositante  no  dispone  de  ella,  po- 
drá consignarse  a  sus  espen>3as  con  las  for- 
malidades legales. 

2228.  El  depositario  es  obligado  a  la 
restitución  de  la  misma  cosa  o  cosas  indi- 
viduales que  se  le  lian  confiado  en  depósi- 
to, aunque  consistan  en  dinero  o  cosas 
funjibles;  salvo  el  caso  del  art.  2221. 

2229.  La  cosa  depositada  debe  resti- 
tuirse con  todas  sus  accesiones  i  frutos. 

2230.  El  depositario  que  no  se  ha  cons- 
tituido en  mora  de  restituir,  no  responde 
naturalmente  de  fuerza  mayor  o  caso  for- 
tuito; pero  si  a  consecuencia  del  accidente 
recibe  el  precio  de  la  cosa  depositada,  u 
otra  en  lugar  de  ella,  es  obligado  a  res- 
tituir al  depositante  lo  que  se  le  haja 
dado. 

2231.  Si  los  herederos,  no  teniendo 
noticia  del  depósito,  han  vendido  la  cosa 
depositada,  el  depositante  (no  pudiendo  o 
no  queriendo  hacer  uso  de  la  acción  rei- 
vindicatoría o  siendo  ésta  ineficaz),  podrá 
exijirles  que  le  restituyan  lo  que  hayan  re- 
cibido por  dicha  cosa,  o  que  le  cedan  las 
acciones  que  en  virtud  de  la  enajenación 
les  competan. 

2232.  Los  costos  del  trasporte  que 
sean  necesarios  para  la  restitución  del  de- 
pósito serán  de  cargo  del  depositante. 

2233.  Las  reglas  de  los  artículos  2181 
hasta  2185,  se  aplican  al  depósito. 

2234.  El  depositario  no  podrá  sin  el 
consentimiento  del  depositante  retener  la 
cosa  depositada,  a  titulo  de  compensación, 
o  en  seguridad  de  lo  que  el  depositante  le 
deba;  sino  solo  en  razón  de  las  espensas  i 
perjuicios  de  que  habla  el  siguiente  ar- 
ticulo. 

2235.  El  depnsitante  debe  indemnizar 
al  depositario  de  las  espensas  que  haya  he- 
cho para  la  conservación  de  la  cosa,  i  que 
probablemente  hubiera  hecho  él  mismo, 
eniéndo!a  en  su  poder;  como  también  de 


los  perjuicios  que  sin  culpa  suya  le  haya 
ocasionado  el  depósito. 

§  2.  — Del  depósito  necesario. 
1 

2236.  El  depósito  propiamente  dichO' 
se  llama  necesario,  cuando  la  elección  de 
depositario  no  depende  de  la  libre  voluntad 
del  depositante,  como  en  el  caso  de  un  in- 
cendio, ruina,  saqueo,  u  otra  calamidad 
semejante. 

2237.  Acerca  del  depósito  npcesario 
es  admisible  toda  especie  de  prueba. 

2238.  El  depósito  necesario  de  que  se 
hace  cargo  un  adulto  que  no  tiene  la  libre 
administración  de  sus  bienes,  pero  que  está 
en  su  sana  razón,  constituye  un  cuasicon- 
trato que  obliga  al  depositario  sin  la  auto- 
rización de  su  representante  legal. 

2239.  La  responsabilidad  del  deposi- 
tario se  estiende  hasta  la  culpa  leve. 

2240.  En  lo  demás,  el  depósito  nece- 
sario e.stá  sujeto  a  las  mismas  reglas  que 
el  voluntario. 

II 

2241.  Los  efectos  que  el  que  aloja  en 
una  posada  introduce  en  ella,  entregándo- 
los al  posadero  o  a  sus  dependientes,  se 
miran  como  depositados  bajo  la  custodia 
del  posadero.  Este  depósito  se  asemeja  aL 
necesario  i  se  le  aplican  los  artículos  2237 

i  siguientes. 

2242.  El  posadero  es  responsable  de 
todo  daño  que  se  cause  a  dichos  efectos 
por  culpa  suya  o  de  sus  dependientes,  o  de 
los  estraños  que  visitan  la  posada,  i  hasta 
de  los  hurtos  i  robos;  pero  no  de  fuerza 
mayor  o  caso  fortuito,  salvo  que  se  le  pue- 
da imputar  a  culpa  o  dolo. 

2243.  El  posadero  es  ademas  obligado 
a  la  seguridad  de  los  efectos  que  el  alojado 
conserva  alrededor  de  sí.  Bajo  este  res- 
pecto es  responsable  del  daño  causado  o 
del  hurto  o  robo  cometido  por  los  sirvien- 
tes de  la  posada,  o  por  personas  estrañas- 
que  no  sean  familiares  o  visitantes  del  alo- 
jado. 

2244.  El  alojado  que  se  queja  de  daño, 
hurto  o  robo,  deberá  probar  el  número, 
calidad  i  valor  de  los  efectos  desapare- 
cidos. 

El  juez  estará  autorizado  para  rechazar 
la  prueba  testimonial  ofrecida  por  el  de- 
mandante, cuando  éste  no  le  inspire  con- 
fianza o  las  circunstancias  le  parezcan 
sospechosas. 

2245.  El  viajero  que  trajere  consigo- 
efectos  de  gran  valor,  de   los  que  no  en- 
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tran  ordinariamente  en  el  equipaje  de  per- 
sonas de  su  ciase,  deberá  hacerlo  saber  al 
posadero,  i  aun  mostrárselos  si  lo  exijiere, 
para  que  se  emplee  especial  cuidado  en  su 
custodia;  i  de  no  hacerlo  asi,  podrá  el  juez 
desechar  en  esta  parte  la  demanda. 

2246.  Si  el  hecho  fuere,  de  algún 
modo,  imputable  a  negiijencia  del  alojado, 
será  absuelto  el  posadero. 

2247.  Cesará  taml)ien  la  responsabili- 
dad del  posadero,  cuando  se  ha  convenido 
exonerarle  de  ella. 

2248.  Lo  dispuesto  en  los  artículos 
precedentes  se  aplica  a  los  administrado- 
res de  fondas,  caíees,  casas  de  billar  o  de 
baños,  i  otros  establecimientossemejantes. 

§  3.  Del  secuestro. 

2249.  El  secuestro  es  el  depósito  de  una 
cosa  que  se  disputan  dos  ó  mas  individuos, 
en  manos  de  otro  que  debe  restituirla  al 
que  obtenga  una  decisión  a  su  favor. 

El  depositario  se  llama  socua^tre. 

2250.  Las  reglas  del  secuestro  son  las 
mismas  que  las  del  depósito  propiamente 
dicho,  salvas  las  disposiciones  que  se  es- 
presan en  los  siguientes  artículos  i  en  el 
Código  de  Enjuiciamiento. 

2251.  Pueden  ponerse  en  secuestro  no 
solo  cosas  muebles,  sino  bienes  raíces. 

2252.  El  secuestro  es  convencional  ó 
judicial. 

El  convencional  se  constituye  por  el  solo 
consentimiento  de  las  personas  que  se  dis- 
putan el  objeto  litijioso. 

E\  Judicial  se  constituye  por  decreto  de 
juez,  i  no  ha  menester  otra  prueba. 

2253.  Los  depositantes  contraen  para 
con  el  secuestre  las  mismas  obligaciones 
que  el  depositante  respecto  del  deposita- 
rio en  el  depósito  propiamente  dicho,  por 
lo  que  toca  a  los  gastos  i  daños  que  le  haya 
causado  el  secuestro. 

2254.  Perdiendo  la  tenencia,  podrá  el 
secuestre  reclamarla  contra  toda  persona, 
incluso  cualquiera  de  los  depositantes,  que 
la  haya  tomado  sin  el  consentimiento  del 
otro,  o  sin  decreto  del  juez,  según  el  caso 
fuere . 

2255.  El  secuestre  de  un  inmueble  tie- 
ne, relativamente  a  su  administración,  las 
facultades  i  deberes  de  mandatario,  i  debe- 
rá dar  cuenta  de  sus  actos  al  futuro  adju- 
dicatario. 

2256.  Mientras  no  recaiga  sentencia 
•le  adjudicación  pasad  i  en  autoridad  de 
cosa  juzgada,  no  podrá  el  secuestre  exone- 
rarse de  su  cargo,  sino  por  una  necesidad 
imperiosa,  de  que  dará  aviso  a  los  deposi- 
tantes, si  el  secuestro  fuere  convencional, 


o  al  juez  en  el  caso  contrario,  para  que 
dispongan  su  relevo. 

Podrá  también  cesar,  antes  de  dicha 
sentencia,  por  voluntad  unánime  de  las 
partes,  si  el  secuestro  fuere  convencional, 
ó  por  decreto  de  juez,  en  el  caso  contrario. 

2257.  Pronunciada  i  ejecutoriada  di- 
cha sentencia,  debe  el  secuestre  restituir 
el  deposito  al  adjudicatario. 

Si  el  secuestro  es  judicial,  se  observará 
en  esta  parte  lo  dispuesto  en  el  Código  de 
Enjuiciamiento. 

TITILO  !IILX:Kllf. 

ne  Io««  coutratos  aieatorio». 

2258.  Los  principales  contratos  alea- 
torios son: 

1."     El  contrato  de  seguros; 
2.°     El  préstamo  a  la  gruesa  ventura; 
3."     El  juego; 
4.°     La  apuesta; 

5."    La  constitución  de  i'enta  vitalicia; 
6."     La  constitución  del  censo  vitalicio. 
Los  dos  primeros  pertenecen  al  Código 
de  Comercio. 

§  1.  Del  jueyo  i  de  la  apuesta . 

2259.  Sobre  los  juegos  de  azar  se  es- 
tará a  lo  dicho  en  el  articulo  14(36. 

Los  artículos  que  siguen  son  relativos  a 
los  juegos  i  apuestas  lícitos. 

2260.  El  juego  i  la  apuesta  no  produ- 
cen acción,  sino  solamente  escepcion. 

El  que  gana  no  puede  exigir  el  pago. 

Pero  si  el  que  pierde,  paga,  no  puede 
repetir  lo  pagado,  a  menos  que  se  haya  ga- 
nado con  dolo. 

2261.  Hai  dolo  en  el  que  hace  la  apues- 
ta, si  sabe  de  cierto  que  se  ha  de  verificar 
o  se  ha  verificado  el  hecho  de  que  se  trata. 

2262.  lo  pagado  por  personas  que  no 
tienen  la  libre  administración  de  sus  bie- 
nes podrá  repetirse  en  todos  casos  por  los 
respectivos  padres  de  familia,  maridos,  tu- 
tores o  curadores. 

2263.  Sin  embargo  de  lo  dispuesto 
en  el  artículo  2260,  producirán  acción  los 
juegos  de  fuerza  o  destreza  corporal,  como 
el  de  armas,  carreras  a  pié  o  a  caballo,  pe- 
lota, bolas,  i  otros  semejantes,  con  tal  que 
en  ellos  no  se  contravenga  a  las  leyes  o  a 
los  reglamentos  de  policía. 

En  caso  de  contravención  desechará  el 
juez  la  demanda  en  el  todo. 

§  2.  De  la  constitución  de  renta  vitalicia. 

2264.  La  constitución  de  renta  vitalicia 
es  un  contrato  aleatorio,  en  que  una  perso- 
na se  obliga, á  título  oneroso,  a  pagar  a  otra 


312 


INSTITUCIONES   POLÍTICAS    Y   JURÍDICAS 


una  renta  o  pensión  periódica,  durante  la 
vida  natural  de  cualquiera  de  estas  dos 
personas  o  de  un  tercero. 

2265.  La  renta  vitalicia  podrá  consti- 
tuirse a  favor  de  dos  o  mas  personas  que 
gocen  de  ella  simultáne.imente,  con  dere- 
cho de  acrecer  o  sin  él,  o  sucesivamente, 
según  el  orden  convenido,  con  tal  que  to- 
das existan  al  tiempo  del  contrato. 

2266.  Se  podrá  también  estipular  que 
la  renta  vitalicia  se  deba  durante  la  vida 
natural  de  varios  individuos,  que  se  desig- 
narán. 

No  podrá  designarse  para  este  oi)jeto 
persona  alguna  que  no  exista  al  tiempo 
del  contrato. 

2267.  E!  precio  de  la  renta  vitalicia,  o 
lo  que  e  paga  por  el  derecho  de  percibir- 
la, puede  consistir  en  dinero  o  en  cosas 
raices  o  muebles. 

La  pensión  no  podrá  ser  sino  en  di- 
nero. 

2268.  Es  libre  a  los  contratantes  esta- 
blecer la  pensión  que  quieran  a  título  de 
renta  vitalicia.  La  lei  no  determina  pro- 
porción alguna  entre  la  pensión  i  el  pre- 
cio. 

2269.  El  contrato  de  renta  vitalicia 
deberá  precisamente  otorgarse  por  escri- 
tura pública,  i  no  se  perfeccionará  sino  por 
la  entrega  del  precio. 

2270.  Es  nulo  el  contrato,  si  antes  de 
perfeccionarse  muere  la  persona  de  cuya 
existencia  pende  la  duración  de  la  renta,  o 
al  tiempo  del  contrato  adolecía  de  una  en- 
fermedad que  le  haya  causado  la  muerte 
dentro  de  los  treinta  días  subsiguientes. 

2271.  El  acreedor  no  podrá  pedirla 
rescisión  del  contrato  aun  en  e!  caso  de  no 
pagársele  la  pensión,  ni  podrá  pedirla  el 
deudor,  aun  ofreciendo  restituir  el  precio  i 
restituir  o  condonar  las  pensiones  deven- 
gadas salvo  que  los  contratantes  hayan 
estipulado  otra  cosa. 

2272.  En  caso  de  no  pagarse  la  pen- 
sión, podrá  precederse  contra  los  bienes 
del  deudor  para  el  pago  de  lo  atrasado,  i 
obligarle  a  prestar  seguridades  para  el 
pago  futuro. 

2273.  Si  el  deudor  no  presta  las  segu- 
ridades estipuladas,  podrá  el  acreedor  pe- 
dir que  se  anule  el  contrato. 

2274.  Si  el  tercero  de  cuya  existencia 
pende  la  duración  de  la  renta  sobrevive, 
aunque  solo  sea  naturalmente,  a  la  perso- 
na que  debe  gozarla,  se  trasmite  el  dere- 
cho de  ésta  a  los  que  la  suceiJan  por  causa 
de  muerte. 

Por  muerte  civil  del  acreedor  se  trasmi- 
te  su   derecho  a  los  que  le  sucedan  por 


causa  de  muerte,  sin  perjuicio  del  derecho 
de  acrecer,  o  de  lo  que  a  este  respecto  se 
haya  estipulado  en  el  contrato;  pero  si  la 
renta  equivaliere  solo  a  una  pensión  ali- 
mentii'ia,  seguirá  gozando  de  ella  el  re- 
lijioso,  aun  después  de  la  profesión. 

2275.  Para  exijir  el  pago  de  la  renta 
vitalicia  será  necesario  proljar  la  exis- 
tencia de  la  persona  de  cuya  vida  de- 
pende. 

2276.  Muerta  la  persona  de  cuya  exis- 
tencia pende  la  duración  de  la  renta  vita- 
licia, se  deberá  la  de  todo  el  año  corriente, 
si  en  el  contrato  se  ha  estipulado  que  se 
pagase  con  anticipación,  i  a  falta  de  esta 
estipulación  se  deberá  solamente  la  parte 
que  corresponda  al  número  de  dias  co- 
rridos. 

2277.  La  renta  vitalicia  no  se  estingue 
por  prescripción  alguna;  salvo  que  haya 
dejado  de  percibirse  i  demandarse  por  mas 
de  treinta  años  continuos 

2278.  Cuando  se  constituye  una  renta 
vitalicia  gratuitamente,  no  hai  contrato 
aleatorio. 

Se  sujetará  por  tanto  a  las  reglas  de  las 
donaciones  i  legados, sin  perjuicio  de  rejir- 
se  por  los  artículos  precedentes  en  cuanto 
le  fueren  aplicables. 

^  S.  De  la  conüítucion   del   censo    vita- 
licio. 

2279.  La  renta  vitalicia  se  llama  censo 
üitaLicio,  cuando  se  constituye  sobre  una 
ñnca  dada  que  haya  de  pasar  con  esta 
carga  a  todo  el  que  la  posea. 

Se  aplicarán  al  censo  vitalicio  las  reglas 
del  censo  ordinario  en  cuanto  le  fueren 
aplicables. 

2280.  El  censo  vitalicio  es  irredimible, 
i  no  admite  la  división  i  reducción  de  que 
es  susceptible  el  censo  ordinario. 

2281.  El  censo  vitalicio  podrá  consti- 
tuirse a  favor  de  dos  o  mas  personas  que 
gocen  de  él  en  los  términos  del  articu- 
lo 2265;  con  tal  que  existan  al  tiempo  de 
fallecer  el  testador,  o  al  tiempo  de  acep- 
tarse la  donación,  o  al  de  perfeccionarse  el 
contrato,  según  los  casos. 

2282.  Se  podrá  también  estipular  que 
el  censo  se  deba  durante  la  vida  natural 
de  varias  personas  que  se  designarán;  ce- 
sando con  la  del  último  sobreviviente. 

No  valdrá  para  este  obj.-to  la  designa- 
ción de  persona  alguna  f|ue  no  exista  al 
tiempo  de  fallecer  el  testador,  o  de  otor- 
garse la  donación,  o  de  perfeccionarse  el 
contrato. 

2283.  Se  aplican  al  censo  vitalicio  los 
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articulos  2266,  2267,  2268,  2270,  2274,  2275, 
2276  i  2278. 

TI'IXXO  V^^ILIV 

De  los  cuasicoutratuü. 

2284.  Las  obligaciones  que  se  con- 
traen sin  convención,  nacen  o  de  lalei,  o 
del  hecho  voluntario  de  una  de  las  partes. 
Las  que  nacen  de  la  lei  se  espresan  en 
ella. 

Si  el  hecho  de  que  nacen  es  lícito,  cons- 
tituye un  cuasicontrato. 

rii  el  hecho  es  ilícito,  i  cometido  con  in- 
tención de  dañar,  constituye  un  delito. 

Si  el  hecho  es  culpable,  pero  cometido 
sin  intención  de  dañar,  constituye  un  cua- 
áideíito . 

En  este  título  se  trata  solamente  de  los 
cuasicontratos. 

2  285.  Hai  tres  principales  cuasicon- 
tratos: la  ajénela  oficiosa,  el  pago  de  lo  no 
debido  i  la  comunidad. 

%  1.  De  la  ajencia  oficiosa  o  jestion 
de  negocios  ajenos. 

2286.  La  ajencia  oficiosa  o  jestion  de 
7ie(/ocios  ajenos,  llamada  comunmente yes- 
tion  de  negocios,  es  un  cuasicontrato  por 
el  cual  e!  que  administra  sin  mandato  los 
negocios  de  alguna  persona,  se  obliga  para 
con  ésta,  i  la  obliga  en  ciertos  casos. 

2287.  Las  obligaciones  del  ájente  ofi- 
cioso o  jerente  son  las  mismas  que  las  del 
mandatario. 

2'<i88.  Debe  en  consecuencia  emplear 
en  la  jestion  los  cuidados  ue  un  buen  pa- 
dre de  familia;  pero  su  responsabilidad  po- 
drá ser  mayor  o  menor  en  razón  de  las 
circunstancias  que  le  hayan  determinado 
a  la  jestion. 

Si  se  ha  hecho  cargo  de  ella  para  salvar 
de  un  peligro  inminente  los  intereses  aje- 
nos, solo  es  responsable  del  dolo  o  de  la 
■culpa  grave;  i  si  ha  tomado  voluntaria- 
mente la  jestion,  es  responsable  hasta  de 
la  culpa  leve;  salvo  que  se  haya  ofrecido  a 
ella,  impidiendo  que  otros  lo  hiciesen, 
pues  en  este  caso  responderá  de  toda  culpa. 

2289.  Debe  asimismo  encargarse  de 
todas  las  dependencias  del  negocio,  i  con- 
tinuar en  la  jestion  hasta  que  el  interesado 
pueda  tomarla  o  encargarla  a  otro. 

Si  el  interesado  tallece,  deberá  conti- 
nuar en  la  jestion  hasta  que  los  herederos 
dispongan. 

2290.  Si  el  negocio  ha  sido  bien  ad- 
ministrado, cumplirá  el  interesado  las  obli- 
gaciones que  el  jerente  ha  contraído  en  la 


jestion  i  le  reembolsará  las  espensas  útiles 
o  necesarias. 

El  interesado  no  es  obligado  o  pagar 
salario  alguno  al  jerente. 

Si  el  negocio  ha  sido  mal  administrado, 
el  jerente  es  responsable  de  los  perjuicios. 

2291.  El  que  administra  un  negocio 
ajeno  contra  la  es|>resa  i^rohibicion  del  in- 
teresado, no  tiene  demanda  contra  él,  sino 
en  cuanto  esa  jestion  le  hubiere  sido  efec- 
tivamente útil,  i  existiere  la  utilidad  al 
tiempo  de  la  demanda;  por  ejemplo,  si  de 
la  jestion  ha  resultado  la  estincion  de  una 
deuda,  que  sin  ella  hubiera  deiiido  pagar 
el  interesado. 

El  juez,  sin  embargo,  concederá  en  este 
caso  al  interesado  el  plazo  que  pida  para 
el  pago  de  la  demanda,  i  que  por  las  cir- 
cunstancias del  demandado  parezca  equi- 
tativo. (1) 

2292.  El  que  creyendo  hacer  su  pro- 
pio negocio  hace  el  de  otra  persona,  tiene 
derecho  para  ser  reembolsado  hasta  con- 
currencia de  la  utili'iad  efectiva  que  hubie- 
re resultado  a  dicha  persona,  i  que  existie- 
re al  tiempo  de  la  demanda. 

2293.  El  que  creyendo  hacer  el  nego- 
cio de  una  persona,  hace  el  de  otra,  tiene 
respecto  de  ésta  los  mismos  derechos  i 
obligaciones  que  habría  tenido  si  se  hubie- 
se propuesto  servir  al  verdadero  intere- 
sado. 

2294.  El  jerente  no  puede  intentar 
acción  alguna  contra  el  interesado,  sin  que 
preceda  una  cuenta  regular  de  la  jestion 
con  documentos  justificativos  o  pruebas 
equivalentes. 

§  2.  Del  pago  de  lo  no  debido. 

2295.  Si  el  que  por  error  ha  hecho  un 
pago,  prueba  que  no  lo  debia,  tiene  dere- 
cho para  repetir  lo  pagado. 

Sin  embargo,  cuando  una  persona  a  con- 
secuencia de  un  error  suyo  ha  pagado  una 
deuda  ajena,  no  tendrá  derecho  de  repeti- 
ción contra  el  que  »  consecuencia  del  pago 
ha  suprimido  o  cancelado  un  título  nece- 
sario para  el  cobro  de  su  crédito;  pero  po- 
drá intentar  contra  el  deudor  las  acciones 
del  acreedor.  (2) 

2296.  No  se  podrá  repetir  lo  que  se 
ha  piigado  para  cumplir  una  obligación 
puramente  natural  de  las  enumeradas  en 
el  articulo  147U. 

2297.  Se  podrá  repetir  aun  lo  que  se 
ha  pagado  por  error  de  derecho,  cuando  el 


[1)  y.  Isi  nota  al  art.  1574. 

(2)  V.  la  nota  al  art.  1437. 
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pago  no  tenía  por  fundamento  ni  aun  una 
obligación  puramente  natural. 

2298  Si  el  demandado  confiesa  el  pago, 
el  demandante  debe  probar  que  no  era  de- 
bido. 

Si  el  demandado  niega  el  pago,  toca  al 
demandante  probarlo;  i  probado,  se  presu- 
mirá indebido. 

2299.  Del  que  da  lo  que  no  debe,  no 
se  presume  que  lo  dona,  a  menos  de  pro- 
barse que  tuvo  perfecto  conocimiento  de  lo 
«[ue  hacia,  tanto  en  el  hecho  como  en  el 
derecho. 

2300.  El  que  ha  recibido  dinero  o  cosa 
funjible  que  no  se  le  debia,  es  obligado  a 
la  restitución  de  otro  tanto  del  mismo  jé- 
nero  i  calidad. 

Si  ha  recibido  de  mala  fe,  debe  también 
los  intereses  corrientes. 

2301.  El  que  ha  recibido  de  buena  fe 
no  responde  de  los  deterioros  o  pérdidas  de 
la  especie  que  se  le  dio  en  el  falso  concep- 
to de  debérsele,  aunque  hayan  sobreveni- 
do por  neglijencia  suy.i;  salvo  en  cuanto  le 
hayan  heclio  mas  rico. 

Pero  desde  que  sabe  que  la  cosa  fué  pa- 
gada indebidamente,  contrae  todas  las  obli- 
gaciones del  poseedor  de  mala  fe. 

2302  El  que  de  buena  fe  ha  vendido 
la  especie  que  se  le  dio  como  debida,  sin 
serlo,  es  solo  obligado  a  restituir  el  precio 
de  la  venta,  i  a  ceder  las  acciones  que  ten- 
ga contra  el  comprador  que  no  le  haya 
pagado  integramente. 

Si  estaba  de  mala  fe  cuando  hizo  la  ven- 
ta, es  obligado  como  todo  poseedor  que  do- 
losamente ha  dejado  de  poseer. 

2303.  El  que  pagó  lo  que  no  debia,  no 
puede  perseguir  la  especie  poseída  por  un 
tercero  de  buena  fe,  a  titulo  oneroso;  pero 
tendrá  derecho  para  que  el  tercero  que  la 
tiene  por  cualquier  titulo  lucrativo,  se  la 
restituya,  si  la  especie  es  reivindicable  i 
existe  en  su  poder. 

Las  ol)ligaciones  del  donatario  que  resti- 
tuye son  las  mismas  que  las  de  su  autor 
según  el  art.  2301. 

§  3.  Del  cuasicontrato  de  comunidad. 

2304.  La  comunidad  de  una  cosa  uni- 
versal o  singular,  entre  dos  o  mas  perso- 
nas, sin  que  ninguna  de  ellas  haya  con- 
tratado sociedad  o  celebrado  otra  conven- 
ción relativa  a  la  misma  cosa,  es  una  es- 
pecie de  cuasicontrato. 

2305.  El  derecho  de  cada  uno  de  los 
comuneros  .sobre  la  cosa  común  es  el  niis- 
jmo  que  el  de  los  socios  en  el  haber  social. 

2306.  Si  la  cosa  es  universal,  como 


una  herencia,  cada  uno  de  los  comuneros 
es  obligado  a  las  deudas  de  la  cesa  común, 
como  los  herederos  en  las  deudas  heredi- 
tarias. 

2307.  A  las  deudas  contraídas  en  pro 
de  la  comunidad  durante  ella,  no  es  obli- 
gado sino  el  comunero  que  las  contrajo;  el 
cual  tendrá  acción  contra  la  comunidad 
para  el  reembolso  de  lo  que  hubiere  paga- 
do por  ella. 

Si  la  deuda  ha  sido  contraída  por  los  co- 
muneros colectivamente,  sin  espresion  de 
cuotas,  todos  ellos,  no  habiendo  estipulado 
solidaridad,  son  obligados  al  acreedor  por 
partes  iguales,  salvo  el  derecho  de  cada 
uno  contra  los  otros  para  que  se  le  abone 
lo  que  haya  pagado  demás  sobre  la  cuota 
que  le  corresponda. 

2308.  Cada  comunero  debe  a  la  comu- 
nidad lo  que  saca  de  ella,  inclusos  los  inte- 
reses corrientes  de  los  dineros  comunes 
que  haya  empleado  en  sus  negocios  parti- 
culares; i  es  responsable  hasta  de  la  culpa 
leve  por  los  daños  que  haya  causado  en  las 
cosas  i  negocios  comunes. 

2309.  Cada  comunero  debe  contribuir 
a  las  obras  i  reparaciones  de  la  comunidad 
proporcionalmente  a  su  cuota. 

2310.  Los  frutos  de  la  cosa  común  de- 
ben dividirse  entre  los  comuneros  a  pro- 
rrata de  sus  cuotas. 

2311.  En  las  prestacioHes  a  que  son 
obligados  entre  si  los  comuneros,  la  cuota 
del  insolvente  gravará  a  los  otros. 

2312.  La  comunidad  termina: 

1.°     Por  la  reunión  de  las  cuotas  de  to- 
dos los  comuneros  en  una  sola  persona; 
2  °     Por  la  destrucción  de  la  cosa  común ; 
3.^     Por  la  división  del  haber  común. 

2313.  La  división  de  lascosas  comunes 
i  las  obligaciones  i  derechos  que  de  ella  re- 
sulten se  sujetarán  a  las  mismas  reglas 
que  en  la  partición  de  la  herencia. 

TÍTULO  ILXXV 

De  lo»  cielitos  i  cua.<«idelitos. 

2314.  El  que  ha  cometido  un  delito  o 
cuasidelito  que  ha  inferido  daño  a  otro,  es 
obligado  a  la  indemnización;  sin  perjuicio 
de  la  pena  que  le  impongan  las  leyes  por 
el  delito  o  cuasidelito. 

2315.  Puede  pedir  esta  indemnización 
no  solo  el  que  es  dueño  o  poseedor  de  la 
cosa  que  ha  sufrido  el  daño,  o  su  heredero, 
sino  el  usufructuario,  el  habitador  o  el  usua- 
rio, si  el  daño  irroga  perjuicioa  su  de- 
recho de  usufructo  o  de  habitación  o  uso. 
Puede  también  pedirla  en  otros  casos  el 
que  tiene  la  cosa  con  obligación  de  res- 
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ponder  de  ella;  pero  solo  en  ausencia  del 
dueño. 

2316.  Es  obligado  a  la  indemnización 
el  que  hizo  el  daño,  i  sus  herederos. 

El  que  recibe  provecho  del  dolo  ajeno, 
sin  ser  cómplice  en  él,  solo  es  obligado 
hasta  concurrencia  de  lo  que  valga  el  pro- 
vecho. 

2317.  Si  un  delito  o  cuasidelito  ha  sido 
cometido  por  dos  o  mas  personas,  cada 
una  de  ellas  será  solidariamente  responsa- 
ble de  todo  perjuicio  procedente  del  mis- 
mo delito  o  cuasidelito,  salvas  las  escep- 
ciones  de  los  artículos  2323  i  2328. 

Todo  fraude  o  dolo  cometido  por  dos  o 
mas  personas  produce  la  acción  solidaria 
del  precedente  inciso. 

2318.  El  ebi-io  es  responsable  del  daño 
causado  por  su  delito  o  cuasidelito. 

2319.  No  son  capaces  de  delito  o  cua- 
sidelito los  menores  de  siete  años  ni  los  de- 
mentes; pero  serán  responsables  de  los  da- 
ños causados  por  ellos  las  personas  a  cuyo 
cargo  estén,  si  puaiere  imputárseles  ne- 
glijencia. 

Queda  a  la  prudencia  del  juez  determi- 
nar si  el  menor  de  diez  i  seis  años  ha  co- 
metido el  delito  o  cuasidelito  sin  discerni- 
miento; i  en  este  caso  se  seguirá  la  regla 
del  itaciso  anterior. 

2320.  Toda  persona  es  responsable  no 
solo  de  sus  propias  acciones,  sino  del  he- 
cho de  aquellos  que  estuvieren  a  su  cui- 
dado. 

Asi  el  padre,  i  a  falta  de  éste  la  madre, 
es  responsable  del  hecho  de  los  hijo.^  me- 
nores que  habiten  en  la  misma  casa. 

Asi  el  tutor  o  curador  es  responsable  de 
la  conducta  del  pupilo  que  vive  bajo  su  de- 
pendencia i  cuidado. 

Así  el  marido  es  responsable  de  la  con- 
ducta de  su  mujer. 

Así  los  jefes  de  colejios  i  escuelas  res- 
ponden del  hecho  de  los  discípulos,  mien- 
tras están  bajo  su  cuidado;  i  los  artesanos 
i  empresarios  del  hecho  de  sus  aprendices 
o  dependientes,  en  el  mismo  caso. 

Pero  cesará  la  obligación  de  esas  perso- 
nas si  con  la  autoridad  i  el  cuidado  que  su 
respectiva  calidad  les  con  Mere  i  prescribe, 
no  hubieren  podido  impedir  el  hecho. 

2321.  Los  padres  serán  siempre  res- 
ponsables de  los  delitos  o  cuasidelitos  co- 
metidos por  sus  hijos  menores,  i  que  cono- 
cidamente provengan  de  mala  educación, 
o  de  los  hábitos  viciosos  que  les  han  deja- 
do adquirir. 

2322.  Los  amos  responderán  de  la 
conducta  de  sus  criados  o  sirvientes,  en  el 
ejercicio  de  sus  respectivas  funciones;  i 


esto  aunque  el  hecho  de  que  se  trate  no  se 
haya  ejecutado  a  su  vista. 

Pero  no  responderán  de  lo  que  hayan 
hecho  sus  criados  o  sirvientes  en  el  ejerci- 
cio de  sus  respectivas  funciones,  si  se  pro- 
bare que  las  han  ejercido  de  un  modo  im- 
propio que  los  amos  no  tenian  medio  de 
prever  o  impedir,  empleando  el  cuidado 
ordinario,  i  la  autoridad  competente.  En 
este  caso  toda  la  responsabilidad  recaerá 
sobre  dichos  criados  o  sirvientes. 

2323.  El  dueño  de  un  edificio  es  res- 
ponsable a  terceros  (que  no  se  hallen  en 
el  ca.so  del  articulo  934),  de  los  daños  que 
ocasione  su  ruina  acaecida  por  haber  omi- 
tido las  necesarias  repi¡ raciones,  o  por  ha- 
ber faltado  de  otra  manera  al  cuidado  de 
un  buen  padre  de  familia. 

Si  el  edificio  perteneciere  a  dos  o  mas 
personas  proindiviso ,  .se  dividirá  entre 
ellas  la  indemnización  a  prorrata  de  sus 
cuotas  de  dominio. 

2324.  ~Si  el  daño  causudo  por  la  ruina 
de  un  edificio  proviniere  de  un  vicio  de 
construcción,  tendrá  lugar  la  responsabi- 
lidad prescrita  en  la  regla  3.*  del  art.  2003. 

2325.  Las  personas  obligadas  á  la  re- 
paración de  los  daños  causados  por  las  que 
de  ellas  dependen,  tendrán  derecho  para 
ser  indemnizadas  sobre  los  bienes  de  éstas, 
si  los  hubiere,  i  si  el  que  perpetró  el  daño 
lo  hizo  sin  orden  de  la  persona  a  quien  de- 
bía obediencia,  i  era  capaz  de  delito  o  cua- 
sidelito^^ según  el  art.  2319. 

2326.  El  dueño  de  un  animal  es  res- 
ponsable de  los  daños  causados  por  el  mis- 
mo animal,  aun  después  que  se  haya  sol- 
tado o  estraviado;  salvo  que  la  soltura,  es- 
travio  o  daño  no  pueda  imputarse  a  culpa 
del  dueño  o  del  dependiente  encargado  de 
la  guarda  o  servicio  del  animal. 

Lo  que  se  dice  del  dueño  se  aplica  a  toda 
persona  que  se  sirva  de  un  animal  ajeno; 
salva  su  acción  contra  el  dueño,  si  el  daño 
ha  sobrevenido  por  una  calidad  o  vicio  del 
animal,  que  el  dueño  con  mediano  cuidado 
o  prudencia  debió  conocer  o  prever,  i  de 
que  no  le  dio  conocimiento. 

2327 .  El  daño  causado  por  un  animal 
fiero,  de  que  no  se  reporta  uídidad  parala 
guarda  o  servicio  de  un  predio,  será  siem- 
pre imputable  al  que  lo  tenga,  i  si  alegare 
que  no  le  fué  posible  evitar  el  daño,  no  se- 
rá oído. 

2328.  El  daño  cau.sado  por  una  cosa 
que  cae  o  se  arroja  de  la  parte  superior 
de  un  edificio,  es  imputable  a  todas  las 
personas  que  habitan  la  misma  parte  del 
edificio,  i  la  indemnización  se  dividirá  en- 
tre todas  ellas;  a  menos  que  se  pruebe  qu« 
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el  hecho  se  debe  a  la  culpa  o  mala  inten- 
ción de  alguna  peráona  exclusivamente,  en 
cuyo  caso  será  respon^^able  esta  sola. 

Si  hubiere  alguna  cosa  que,  de  la  parte 
^^uperior  de  un  edificio  o  de  otro  paraje 
elevado,  amenace  calda  i  daño,  podrá  ser 
oljligado  a  removerla  el  dueño  del  edificio 
o  del  sitio,  o  su  inquilino,  o  la  persona  a 
quien  perteneciere  la  cosa  o  que  se  sirvie- 
re de  ella:  i  cualquiera  del  [lueblo  tendrá 
derecho  para  pedir  la  remoción. 

2329.  Por  regla  jeneral  todo  daño  que 
pueda  imputarse  a  malicia  o  neglijencia  de 
otra  persona,  debe  -er  reparado  por  ésta. 

Son  especialmente  obligados  a  esta  re- 
paración: 

1."  El  que  dispara  imprudentemente 
una  arma  de  fuego; 

2.*^  El  que  remueve  las  losas  de  una 
acequia  o  cañería  en  calle  o  camino,  sin 
las  precauciones  nece.«arias  para  que  no 
caigan  los  que  por  allí  transitan  de  dia  o 
de  noche; 

3.^  El  que,  obligado  a  la  construcción  o 
reparación  de  un  acueducto  o  puente  que 
atrav¡es:i  un  camino,  lo  tiene  en  estado  de 
causar  daño  a  los  que  transitan  por  él. 

2330.  La  apreciación  del  daño  está 
sujeta  a  reducción,  si  el  que  lo  ha  sufrido 
se  espuso  a  él  imprudentym.ente. 

2331.  Las  imputaciones  injuriosas  con- 
tra el  honor  o  el  crédito  de  una  persona  no 
dan  derecho  para  demandar  una  indemni- 
zación pecuniaria,  a  menos  de  probarse 
daño  emerjente  o  lucro  cesante,  que  pueda 
apreciarse  en  dinero;  pero  ni  aun  enton- 
ces tendrá  lugar  la  indemnización  pecu- 
niaria, si  se  probare  la  verdad  de  la  impu- 
tación. 

2332.  Las  acciones  que  concede  este 
titulo  por  daño  o  dolo,  prescriben  en  cua- 
tro años  contados  desde  la  perpetración  del 
acto. 

2333.  Por  regla  jeneral,  se  concede 
acción  popular  en  todos  los  casos  de  daño 
continjente  que  por  imprudencia  o  negli- 
jencia de  alguien  amenace  a  personas  in- 
determinadas; pero  si  el  daño  amenazare 
.solamente  a  personas  determinadas,  solo 
alguna  de  éstas  podrá  intentar  la  acción. 

2334.  Si  las  acciones  populares  a  que 
dan  derecho  los  artículos  precedentes,  pa- 
recieren fundadas,  será  el  actor  indemni- 
zado de  todas  las  costas  de  la  acción,  i  se 
le  pagará  lo  que  valgan  el  tiempo  i  dilijen- 
í'ia  emp'eados  en  ella,  sin  perjuicio  de  la 
remuneración  especifica  que  concede  la  lei 
en  casos  determinados. 


TITULO  I&X^IILVI 
De  la  tianza. 

§  1.     De  la  constitución  i  requisitos  de  la 
fianza. 

2335.  La  fianza  es  una  obligación  ac- 
cesoria, en  virtud  de  la  cual  una  o  mas 
personas  responden  de  una  obligación  aje- 
na, comprometiéndose  para  con  el  acree- 
dor a  cumplirla  en  todo  o  parte,  si  el  deu- 
dor principal  no  la  cumple. 

La  fianza  puede  constituirse,  no  solo  a 
favor  del  deudor  principal,  sino  de  otro  fia- 
dor. 

2336.  La  fianza  puede  ser  convencio- 
nal, legal  o  judicial. 

La  primera  es  constituida  por  contrato, 
la  segunda  es  ordenada  por  la  lei,  la  ter- 
cera por  decreto  de  juez. 

La  fianza  legal  i  la  judicial  se  sujetan  a 
las  mismas  reglas  que  la  convencional,  sal- 
vo en  cuanto  la  lei  que  la  exije  o  el  Código 
de  Enjuiciamiento  disponga  otra  cosa. 

2337.  El  obligado  a  rendir  una  fianza 
no  puede  sustituir  a  ella  una  hipoteca  o 
prenda,  o  recíprocamente  contra  la  volun- 
tad del  acreedor. 

Si  la  fianza  es  exijida  por  lei  o  decreto 
de  juez,  puede  sustituirse  a  ella  una  pren- 
da o  hipoteca  suficiente. 

2338.  La  obligación  a  que  accede  la 
fianza  puede  ser  civil  o  natural. 

2339.  Puede  afianzar.se  no  solo  una 
obligación  pura  i  simple,  sino  condicional 
i  a  plazo. 

Podrá  también  afianzarse  una  obliga- 
ción futura;  i  en  este  caso  podrá  el  fiador 
retractarse  mientras  la  obligación  princi- 
pal no  exista;  quedando  con  todo  responsa- 
ble al  acreedor  i  a  terceros  de  buena  fe, 
como  el  mandante  en  el  caso  del  ar- 
tículo 2173. 

2340.  La  fianza  puede  otorgarse  has- 
ta o  desde  dia  cierto,  o  bajo  condición  sus- 
pensiva o  resolutoria. 

2341.  El  fiador  puede  estipular  con  el 
deudor  una  remuneración  pecuniaria  por 
el  servicio  que  le  presta. 

2342.  No  pueden  obligarle  como  fia- 
dores; 

1 ."     Los  obispos; 

2."     Los  relijiosos; 

3.°  Loí  ordenados  in  sacris,  a  no  ser 
por  sus  iglesias,  o  por  otros  clérigos,  o  por 
personas  desvalidas. 

Sobre  la  capacidad  de  las  personas  que 
se  hal'.an  baju  potestad  patria  o  marital  o 
bajo  tutela  o  curaduría,  para  obligarse 
como  fiadores,  se  estará  a  lo  nr^ivenido  en 
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los  títulos  Ds  La  patria  potestad,  De  las 
obliqacioaes  entre  cóiii/ujes.  De  la  socie- 
dad conyuf/al,  De  la  administracioii  de 
los  Catares  i  caradores. 

2343.  El  (iadoi"  no  puede  obligarse  a 
mas  de  lo  que  del^e  el  deudor  principal, 
pero  puede  ol)ligarso  a  méuos. 

Puede  obligarse  a  pagar  una  suma  de 
dinero  en  lugar  de  otra  cosa  de  valor  igual 
o  mayor. 

AKanzando  un  lieclio  ajeno  se  afianza 
solo  la  indemnización  en  que  el  hecho  por 
su  inejecuíiion  se  resuelva. 

La  obligación  de  pagar  una  cosa  que 
no  .sea  dinero  en  lugar  de  otra  cosa  o  de 
una  suma  de  dinero,  no  constituye  fianza. 

2344.  E!  fiador  no  puede  obligarse  en 
términos  mas  grayosos  que  el  principal 
deudor,  no  solo  con  respecto  a  la  cuantía 
sino  al  tiempo,  al  lugar,  a  la  condjcion  o 
al  modo  del  pago,  o  a  la  pena  im*puesta 
por  la  inejecución  del  contrato  a  que  acce- 
da la  fianza;  pero  puede  obligarse  en  tér- 
minos menos  gravosos. 

Podrá  ,  sin  emiiargo  ,  obligarse  de  un 
modo  ma^  eñcaz,  por  ejemplo,  con  una  hi- 
poteca, aunque  la  obligación  principal  no 
la  tenga. 

La  fianza  que  excede  bajo  cualquiera  de 
los  respectos  indicados  en  el  inciso  prime- 
ro, deberá  reducirse  a  los  términos  de  la 
ob'igacion  principal. 

En  caso  de  duda  se  adoptará  la  interpre- 
tación mas  favorable  a  la  contbrmi  Jad  de 
las  dos  obligaciones  principal  i   accesoria. 

2345.  Se  puede  afianzar  sin  orden  í 
aun  sin  noticia  i  contra  la  voluntad  del 
principal  deudor. 

2346.  Se  puede  afianzar  a  una  perso- 
na jurídica  i  a  la  herencia  yacente. 

2347.  La  fianza  no  s,3  presume,  ni 
debe  estenderse  a  mas  que  el  tenor  de  lo 
espreso;  pero  se  supone  comprender  todos 
los  accesorios  de  la  deuda,  como  los  inte- 
reses, las  costas  judiciales  del  primer  re- 
quirimiento  hecho  al  principal  deudor,  las 
de  la  intimación  que  en  consecuencia  se 
hiciere  al  fiador,  i  todas  las  posteriores  a 
esta  intimación;  poro  no  las  causadas  en 
el  tiempo  intermedio  entre  el  primer  re- 
quirimiento  i  la  intimación  antedicha. 

2348.  Es  ol)ligado  a  prestar  fianza  a 
petición  del  acreedor: 

1.'     El  deudor  que  lo  haya  estipulado; 

2°  El  deudor  cuyas  facultades  dismi- 
nuyan en  términos  de  poner  en  peligro 
manifiesto  el  cumplimiento  de  su  obliga- 
ción; 

3."  El  deudor  de  quien  haya  motivo  de 
temer  que  se  ausente  del  territorio  del  Es- 


tado con  ánimo  de  estal)Iecerse  en  otra 
parte,  mientras  no  deje  bienes  suficientes 
para  la  áeguridad  de  sus  obligaciones. 

2349.  Siempre  que  el  fiador  dado  por 
el  deudor  cayere  en  insolvencia,  será  obli- 
gado el  deudor  a  prestar  nueva  fianza. 

2350.  El  obligado  a  prestar  fianza  debe 
dar  un  fiador  capaz  de  obligarse  como  tal; 
que  tenga  bienes  mas  que  suficientes  para 
hacerla  efectiva,  i  que  esté  domiciliado  i> 
elija  domicilio  dentro  de  la  jurisdicción  de 
la  respectiva  Corte  de  Apelaciones. 

Para  líalificar  la  suficiencia  de  ios  bie- 
nes, solo  se  tomarán  en  cuenta  los  inmue- 
bles, escepto  en  matei-ia  comercial  o  cuan- 
do la  deuda  afianzad  i  es  módica. 

Pero  no  se  tomarán  en  cuenta  los  in- 
muebles embargados  o  litigiosos,  o  que  no 
existan  en  el  territorio  del  Estado,  o  que  se 
hallen  sujetos  á  hipotecas  gravosas  o  a  coa- 
diciones resolutorias. 

Si  el  deudor  estuviere  recargado  de  dea- 
das  que  pongan  en  peligro  aun  los  inmu  •- 
bles  no  hipotecados  a  ellas,  tampoco  se  con- 
tar¿í.  con  éstos. 

235 1  El  fiador  es  responsable  hasta  de 
la  culpa  leve  en  todas  las  prestaciones  a 
que  fuere  obligado. 

2352.  Los  derechos  i  obligaciones  do 
los  fiadores  son  trasmisibles  a  sus  herede- 
ros. 

§  2.  De  los  efectos  de  la  ñan^a  entre  el 
acreedor  i  el  fiador. 

2353  El  fiador  podrá  hacer  el  pago  de 
la  deuda,  aun  antes  de  ser  reconvenido 
por  el  acreedor,  en  todos  los  casos  en  que 
pudiera  hacerlo  el  deudor  principal. 

2354.  El  fiador  puede  oponer  al  acree- 
dor cualesquiera  escepciones  reales,  como 
las  de  dolo,  violencia  o  cosa  juzgada;  pero 
no  las  personales  del  deudor,  como  su  in- 
capacidad de  obligarse,  cesión  de  bienes,  o 
el  derecho  que  tenga  de  no  ser  privado  de 
lo  necesario  para  subsistir. 

Son  escepciones  reales  las  inherentes  a 
la  obligación  principal. 

2355.  Cuando  el  acreedor  ha  puesto  al 
fiador  en  el  caso  de  no  poder  subrogarse 
en  sus  acciones  contra  el  deudor  principal 
o  contra  los  otros  fiadores,  el  fiador  tendrá 
derecho  para  que  se  le  rebaje  de  la  deman- 
da del  acreedor  todo  lo  que  dicho  fiador 
hubiera  podido  obtener  del  deudor  princi- 
pal o  de  los  otros  fiadores  por  medio  de  la 
subrogación  legal. 

2356.  Aunque  el  fiador  no  sea  recon- 
venido, podrá  requerir  al  acreedor,  desde 
que  sea  exijible  la  deuda,  para  que  proce- 
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da  contra  ol  deudor  principal;  i  si  el  acree- 
dor de.snues  de  este  rL'querimiento  lo  re- 
tardare,' no  será  responsable  el  liador  por 
la  insolvencia  del  deudor  principal,  sobre- 
venida durante  el  retardo. 

2357.  Kl  fiador  reconvenido  goza  del 
beneficio  de  escusion,  en  virtud  del  cual 
podra  exijir  que  antes  de  proceder  contra 
él  se  persiga  la  deuda  en  los  bienes  del  deu- 
dor prisr-iVal,  i  en  las  hipotecas  o  prendas 
prestadas  por  éste  para  la  seguridad  de  la 
la  misma  deuda. 

2358.  Para  gozar  del  benoticio  de  es- 
cusion sor,  necesarias  las  condiciones  si- 
guientes: 

1.*  Que  no  se  haya  renunciado  espre- 
samente; 

2.*  Que  el  ñador  no  se  haya  obligado 
como  codeudor  solidario; 

3.*  Que  la  obligación  principal  produz- 
ca acción; 

4.*  Que  la  fianza  no  haya  sido  ordena- 
da por  el  juez; 

5.'  Que  se  oponga  el  benettcio  luego 
que  sea  requerido  el  fiador;  salvo  que  el 
deudor  al  tiempo  del  requerimiento  no  ten- 
ga bienes  i  después  los  adquiera; 

6.*  Que  se  señalen  al  acreedor  los  bie- 
nes del  deudor  principal. 

2359.  No  se  tomarán  en  cuenta  para 
la  escusion: 

1.°  Lo5  bienes  existentes  fuera  del  te- 
rritorio del  Estado; 

2."  Los  bienes  embargados  o  litigiosos, 
o  los  créditos  de  dudo.-:o  o  difícil  cobro; 

3.°  Los  bienes  cuyo  dominio  está  sujeto 
a  una  condición  resolutoria; 

4."  Los  hipotecados  a  favor  de  deu- 
das preferentes,  en  la  parte  que  parecie- 
re necesaria  para  el  pago  completo  de  és- 
tas. 

2360.  Por  la  renuncia  del  fiador  prin- 
cipal no  se  entenderá  que  renuncia  el  sub- 
fiador. 

2361.  El  acreedor  tendrá  derecho  para 
que  el  fiador  le  anticipe  los  costos  de  la  es- 
cusion. , 

El  juez  en  caso  necesario  fijara  la  cuan- 
tía dé  la  anticipación,  i  nombrará  la  per- 
sona en  cuyo  poder  se  consigne,  que  podrá 
ser  el  acreedor  mismo. 

Si  el  fiador  prefiere  hacer  la  escusion 
por  si  mismo,  dentro  de  un  plazo  razona- 
ble, será  oido. 

2382.  Cuando  varios  deudores  princi- 
pales se  han  obligado  solidariamente  i  uno 
de  ellos  ha  dado  fianza,  el  fiador  reconve- 
nido tendrá  derecho  para  que  se  e.scutan 
no  solo  los  bienes  de  este  deudor,  sino  de 
sus  codeudores. 


2363.  El  beneficio  de  escusion  no  pue- 
de oponerse  sino  una  sola  vez. 

Si  la  excusión  de  los  bienes  designados 
una  vez  por  el  fiador  no  produjere  efecto 
o  no  bastare,  no  podrá  señalar  otros;  salvo 
que  hayan  sido  posteriormente  adquiridos 
por  el  deudor  principal. 

2364.  Si  los  bienes  escutidos  no  pro- 
dujeren mas  que  un  pago  parcial  de  la  deu- 
da, será,  sin  embargo,  el  acreedor  obliga- 
do a  aceptarlo  i  no  podrá  reconvenir  al 
fiador  sino  por  la  parte  insoluta. 

2385.  Si  el  acreedor  es  omiso  o  negli- 
jente  en  la  escusion,  i  el  deudor  cae  entre 
tanto  en  insolvencia,  no  será  responsable 
el  fiador  sino  en  lo  que  exceda  a!  valor  de 
los  bienes  que  para  la  escusion  hubiere  se- 
ñalado. 

Si  el  fiador,  espresa  e  inequívocamente, 
no  se  hubiere  obligado  a  pagar  sino  lo  que 
el  acreedor  no  pudiere  obtener  del  deudor, 
se  entenderá  que  el  acreedor  es  obligado 
a  la  escusion,  i  no  será  responsable  el  fia- 
dor de  la  insolvencia  del  deudor,  concu- 
rriendo las  circunstancias  siguientes: 

1  .^  Que  el  acreedor  haya  tenido  medios 
suficientes  para  hacerse  pagar; 

2.*  Que  haya  sido  neglijent:!  en  servir- 
se de  ellos. 

2366  El  subíiador  goza  del  beneficio 
de  escusion,  tanto  respecto  del  fiador  co- 
mo del  deudor  principal. 

2367.  Si  hubiere  dos  o  mas  fiadores  de 
una  misma  deuda,  que  no  se  hayan  obli- 
gado solidariamente  al  p.igo,  se  entenderá 
dividida  la  deuda  entre  ellos  por  partes 
iguales,  i  no  podrá  el  acreedor  exijir  a 
ninguno  sino  la  cuota  que  le  quepa. 

La  insolvencia  de  un  fiador  gravará  a 
los  otros;  pero  no  se  mirará  como  insol- 
vente aquel  cuyo  subfiador  no  lo  está. 

El  fiador  que  inequívocamente  haya  li- 
mitado su  responsabilidad  a  una  suma  o 
cuota  determinada,  no  será  responsable 
sino  hasta  concurrencia  de  dicha  suma  o 
cuota. 

2368.  La  división   prevenida  en  el  ar- 
tículo anterior  tendrá  lus^ar  entre  los  fia 
dores  de  un  mismo  deudor  i  por  una  mis- 
ma deuda,  aunque  se  hayan  rendido  sepa- 
radamente las  lianzas. 

§  3.   i)c  los  efectos  de  la  fianza  entre  el 
fiador  i  el  deudor. 

2369.  El  fiador  tendrá  derecho  para 
que  el  deudor  principal  le  obtenga  el  rele- 
vo o  le  caucione  las  resultas  de  la  fianza, 
o  consigne  medios  de  pago,  en  los  casos 
siguientes: 
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1 ."  Cuando  el  deudor  principal  disipa  o 
aventura  temerariamente  sus  bienes; 

2.**  Cuando  el  deudor  principal  se  obli- 
gó a  obtenerle  el  relevo  de  la  lianza  dentro 
de  cierto  plazo,  i  se  ha  vencido  este  plazo; 

3."  Cuando  se  ha  vencido  el  plazo  í>^ 
cumplido  la  condición  que  hace  inmedia- 
tamente exijible  la  obligación  principal  en 
lodo  o  parte; 

4."  Si  hubieren  transcurrido  diez  años 
desde  el  otorgamiento  de  la  ñanza;  a  me- 
nos que  la  obligación  principal  se  haya 
contraído  por  un  tiempo  determinado  mas 
largo,  o  sea  de  aquellas  que  no  están  suje- 
tas a  estinguirse  en  tiempo  determinado, 
coiro  la  de  los  tutores  i  curadores,  la  del 
usufructuario,  la  de  la  renta  vitalicia,  la 
de  los  empleados  en  la  recaudación  o  ad- 
ministración de  rentas  públicas; 

5."  Si  hai  temor  fundado  de  que  el  deu- 
dor principal  se  fugue,  no  dejando  bienes 
raices  suíioientes  para  e!  pago  de  la  deuda. 

Los  derechos  aqui  concedidos  al  fiador 
no  se  estienden  al  que  afianzó  contra  la 
voluntad  del  deudor. 

2370.  El  fiador  tendrá  acción  contra 
el  deudor  principal  para  el  reembolso  de 
lo  que  haya  pagado  por  él  con  intereses  i 
gastos,  aunque  la  fianza  haya  sido  ignora- 
da del  deudor. 

Tendrá  también  derecho  a  indemniza- 
ción de  perjuicios  según  las  reglas  jene- 
rales. 

Pero  no  podrá  pedir  el  reembolso  de 
gastos  inconsiderados,  ni  de  los  que  haja 
sufrido  antes  de  notificar  al  deudor  prin- 
cipal la  demanda  intentada  contra  dicho 
fiador. 

2371.  Cuando  la  fianza  se  ha  otorgado 
por  encargo  de  un  tercero,  el  fiador  que 
ha  pagado  tendrá  acción  contra  el  man- 
dante; sin  perjuicio  de  la  que  le  competa 
contra  el  principal  deudor. 

2372.  Si  hubiere  muchos  deudores 
principales  i  solidarios,  el  que  los  ha  afian- 
zado a  todos  podrá  demandar  a  cada  uno 
de  ellos  el  total  de  la  deuda,  en  los  términos 
del  art.  2370;  pero  el  fiador  particular  de 
uno  de  ellos  solo  contra  él  podrá  repetir 
por  el  todo;  i  no  tendrá  contra  los  otros 
sino  las  acciones  que  le  correspondan  como 
subrogado  en  las  del  deudor  a  quien  ha 
afianzado. 

2373.  El  fiador  que  pagó  antes  de  es- 
pirar el  plazo  de  la  obligación  principal, 
no  podrá  reconvenir  al  deudor,  sino  des- 
pués de  espirado  el  plazo 

2374.  El  fiador  a  quien  el  acreedor  ha 
condonado  la  deuda  en  todo  o  parte,  no 
podrá  repetir  contra  el  deudor  por  la  can- 


tidad condonada,  a  menos  que  el  acreedor 
el  haya  cedido  su  acción  al  efecto. 

2375.  Las  acciones  concedidas  por  el 
articulo  2370  no  tendrán  lugar  en  los  ca- 
sos siguientes: 

L°  Cuando  la  obligación  del  principal 
deudor  es  puramente  natural,  i  no  se  ha 
validado  por  la  ratificación  o  por  el  lapso  de 
tiempo; 

2."  Cuando  el  fiador  se  obligó  contra  la 
voluntad  del  deudor  principal;  salvo  en 
cuanto  se  haya  estinguido  la  deuda,  i  sin 
perjuicio  del  derecho  del  fiador  para  repe- 
tir contra  quien  hubiere  lugar  según  las 
reglas  jenerales; 

3.°  Cuando  por  no  haber  sido  válido  el 
pago  del  fiador  no  ha  quedado  estinguida 
la  deuda. 

2376.  El  deudor  que  pagó  sin  avisar 
al  fiador,  será  responsable  para  con  éste, 
de  lo  que,  ignorando  la  e.stincion  de  la  deu- 
da, pagare  de  nuevo;  pero  tendrá  acción 
contra  el  acreedor  por  el  pago  indebido. 

2377.  Si  el  fiador  pagó  sin  haberlo  avi- 
sado al  deudor,  podrá  éste  oponerle  todas 
las  escepciones  de  que  el  mismo  deudor 
hubiera  podido  servirse  contra  el  acreedor 
al  tiempo  del  pago. 

Si  el  deudor,  ignorando  por  la  falta  de 
aviso  la  estincion  de  la  deuda,  la  pagare  de 
nuevo,  no  tendrá  el  fiador  recurso  alguno 
contra  él,  pero  podrá  intentar  contra  el 
acreedor  la  acción  del  deudor  por  el  pago 
indebido. 

§  4.     De  los  efectos  de  la  rían  ¿a  entre  los 
cofiadores. 

2378.  El  fiador  que  paga  mas  de  lo 
que  proporcionalmente  le  corresponde,  es 
subrogado  por  el  e.Kceso  en  los  derechos 
del  acreedor  contra  los  cofiadores. 

2379.  Los  cofiadores  no  podrán  opo- 
ner al  que  ha  pagado,  las  escepciones  pu- 
ramente personales  del  deudor  principal. 

Tampoco  podrán  oponer  al  cofiador  que 
ha  pagado,  las  escepciones  puramente  per- 
sonales que  correspondían  a  éste  contra  el 
acreedor  i  de  que  no  quiso  valerse. 

2380.  El  subfiador,  en  caso  de  insol- 
vencia del  fiador  por  quien  se  obligó,  es 
responsable  de  las  obligaciones  de  éste  pa- 
ra con  los  otros  fiadores. 

§  5.     De  la  eslincion  de  la  fiama. 

2381.  La  fianza  se  estingue,  en  todo  o 
parte,  por  los  mismos  medios  que  las  otras 
obligaciones  según  las  reglas  jenerales,  i 
ademas: 

1."    Por  el  relevo  de  la  fianza  en  todo  o 
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parle,  concedido  por  el  acreedor  al  ñador; 

i.°  En  cuanto  el  acreedor  por  hecho  o 
culpa  suya  ha  perdido  las  acciones  en  que 
el  Hador'tenia  el  derecho  de  subrogarse; 

3.°  Por  la  estincion  de  la  obligación 
principal  en  todo  o  parte. 

2382.  Si  el  acreedor  acepta  volunta- 
riamente del  deudor  principal  en  descargo 
de  la  deuda  un  objeto  distinto  del  que  este 
deudor  estaba  oblii;:ido  a  darle  en  jjago, 
queda  irrevocablemente  estinguida  la  ñan- 
za,  aunque  después  sobrevenga  eviccion 
dai  objeto. 

2383.  Se  estingue  la  fianza  por  la  con- 
fusión délas  calidades  de  acreedor  i  fiador, 
o  deudor  i  fiador;  pero  en  este  segundo 
caso  la  obligación  del  subHador  subsistirá. 

Uet  cuutralo  de  prenda. 

2384.  Por  el  contrato  de  empeño  o 
//rcndrt  .'e  entrena  una  cosa  mueble  a  un 
acreedor  para  la  seguridad  de   su  crédito. 

La  cosa  entregada  se  Wámw  prenda. 
El  acreedor  que  la  tiene  se  llama  acree- 
dor/>rencíarío. 

2385.  El  contrato  de  prenda  supone 
siempre  una  obligación  principal  a  que  ac- 
cede. 

2386.  Este  contrato  no  se  perfeccio- 
na ^ino  por  la  entrega  de  la  prenda  al 
acreedor. 

^387.  No  se  puede  empeñar  una  cosa, 
sino  por  persona  que  tenga  facultad  de 
enajenarla. 

2388.  La  prenda  puede  constituirse  no 
solo  por  el  deudor  .sino  por  un  tercero 
cualquiera,  que  hace  este  servicio  al  deu- 
dor. 

2389.  Se  puede  dar  en  prenda  un  cré- 
dito entregando  el  titulo;  pero  será  nece- 
sario que  el  acreedor  lo  notifique  al  deu- 
dor del  crédito  consignado  en  el  titulo,  pro- 
hiljiéndole  que  lo  pague  en  otras  manos. 

2390.  Si  la  prenda  no  pertenece  al 
que  la  constituye,  sino  a  un  tercero  que 
no  ha  consentido  en  el  empeño,  subsiste 
sin  embargo,  el  contrato,  mientras  no  la 
reclama  su  dueño;  a  menos  que  el  acreedor 
sepa  haber  sido  hurtada,  o  tomada  por 
fuerza,  o  perdida,  en  cuyo  caso  se  aplica- 
i'á  a  la  prenda  lo  prevenido  en  el  articulo 
•2183. 

2391.  Si  el  dueño  reclama  la  cosa  em- 
peñada sin  su  consentimiento,  i  se  verifi- 
care la  restitución,  el  acreedor  podrá  exi- 
jir  que  se  le  entregue  otra  prenda  de  valor 
igual  o  mayor,  o  se  le  otorgue  otra  caución 
competente,  i  en  defecto  de  una  i  otra,  se 


le  cumpla  inmediatamente  la  obligación 
principal,  aunque  haya  plazo  pendiente 
para  el  pago. 

2392.  No  se  podrá  tomar  al  deudor 
cosa  alguna  contra  su  voluntad  para  que 
sirva  de  prenda,  sino  por  el  ministerio  de 
la  justicia. 

No  se  podrá  retener  una  cosa  del  deudor 
en  seguridad  de  la  deuda,  sin  su  consenti- 
miento^ escepto  en  los  casos  que  las  leyes 
espresameiite  designan. 

2393.  Si  el  aci-eedor  pierde  la  tenen- 
cia de  la  prenda,  tendrá  acción  para  reco- 
brarla, contra  toda  persona  en  cuyo  poder 
se  halle  sin  esceptuar  al  deudor  que  la  ha 
constituido. 

Pero  el  deudor  podrá  retener  la  prenda 
pagando  la  totalidad  de  la  deuda  para  cuya 
seguridad  fué  constituida. 

Efectuándose  este  iiago,  no  podrá  el 
acreedor  reclamarla,  alegando  otros  crédi- 
tos, aunque  reúnan  los  requisitos  enume- 
rados en  el  articulo  2401. 

2394.  El  acrejdor  es  obligado  a  guar- 
dar i  conservar  la  prenda  como  buen  pa- 
dre de  familia,  i  responde  de  los  deterioros 
que  la  prenda  haya  sufrido  por  su  hecho  o 
culpa 

2395.  El  acreedor  no  puede  servirse 
de  la  prenda,  sin  el  consentimiento  del 
deudor.  Bajo  este  níspecto  sus  obligacio- 
nes son  las  mismas  que  las  del  mero  de- 
positario. 

2398.  El  deudor  no  podrá  reclamar  la 
restitución  de  la  prenda  en  todo  o  parte, 
mientras  no  haya  pagado  la  totalidad  de  la 
deuda  en  capital  é  intereses,  los  gastos  ne- 
cesarios en  que  haya  incurrido  el  acreedor 
para  la  conservación  de  la  prenda,  i  los 
perjuicios  que  le  hubiere  ocasionado  la  te- 
nencia. 

Con  todo,  si  el  deudor  pidiere  que  se  le 
permita  reemplazar  la  prenda  por  otra  sin 
jjerjuicio  del  acreedor,  será  oído. 

1  si  el  acreedor  abusa  de  ella,  perderá  su 
derecho  de  prenda,  i  el  deudor  podrá  pe- 
dir la  restitución  inmediata  de  la  cosa  em- 
peñada. 

2397.  El  acreedor  prendario  tendrá 
derecho  de  pedir  que  la  prenda  del  deudor 
meroso  se  venda  en  pública  subasta  para 
que  con  el  producido  se  le  pague;  o  que,  a 
falta  de  postura  admisible,  sea  apreciada 
por  peritos  i  se  le  adjudique  en  pago,  hasta 
concurrencia  de  su  crédito,  sin  que  valga 
estipulación  alguna  en  contrario,  i  sin  per- 
juicio de  su  derecho  para  perseguir  la  obli- 
gación principal  por  otros  medios. 

Tampoco  podrá  estipularse  que  el  acree- 
dor tenga  la  facultad  de  disponer  de  la 


CHILE. — CÓDIGO   CIVIL 


321 


prenda  o  de  apropiársela  por  oíros  medios 
que  los  aquí  señalados. 

2398.  A  la  licitación  de  'a  prenda  que 
se  subasta  podrán  ser  admitidos  el  acree- 
dor i  el  deudor. 

2399.  Miéritras  no  se  ha  consumado 
la  venta  o  la  adjudicación  prevenidas  en 
el  articulo  2397,  podrá  el  deudor  pagar  la 
deuda,  con  tal  que  sea  completo  el  pago  i 
se  incluyan  en  él  los  gastos  que  la  venta  o 
la  adjudicación  hubieren  ya  ocasionado. 

2400.  Si  el  valor  de  la  cosa  empeñada 
no  excediere  de  ciento  cincuenta  pesos, 
podrá  el  juez  a  petición  del  acreedor  ad- 
judicársela por  su  tasación,  sin  que  se  pro- 
ceda a  subastarla. 

2401.  Satisfecho  el  crédito  en  todas  sus 
partes,  deberá  restituirse  la  prenda. 

Pero  podrá  el  acreedor  retenerla  si  tu- 
viere contra  el  mismo  deudor  otros  crédi- 
tos, con  tal  que  reúnan  los  requisitos  si- 
guientes: 

1.*    Que  sean  ciertos  i  líquidos: 

2.°  Que  se  hayan  contraído  después 
que  la  obligación  para  la  cual  se  ha  cons- 
tituido la  prenda; 

3.°  Que  se  hayan  hecho  exijibles  antes 
del  pago  de  la  obligación  anterior, 

2402.  Si  vendida  o  adjudicada  la  pren- 
da no  alcanzare  su  precio  a  cubrir  la  tota- 
lidad de  la  deuda,  se  imputará  primero  a 
los  intereses  i  costos;  i  si  la  prenda  se  hu- 
biere constituido  para  la  seguridad  de  dos 
o  mas  obligaciones,  o,  constituida  a  favor 
de  una  sola,  se  hubiere  después  estendido 
a  otras  según  el  artículo  precedente,  se 
hará  la  imputación  en  conformidad  a  las 
reglas  dadas  en  ei  titulo:  De  los  modos  de 
estiii;/uirse  las  obligaciones,  §  De  la  iinpa- 
tacion  del  pago. 

2403.  El  acreedor  es  obligado  a  resti- 
tuir la  prenda  con  los  aumentos  que  haya 
recibido  de  la  naturaleza  o  del  tiempo.  Si 
la  prenda  ha  dado  frutos,  podrá  imputar- 
los al  pago  de  la  deuda  dando  cuenta  de 
ellos  i  respondiendo  del  sobrante. 

2404.  Si  el  deudor  vendiere  la  cosa 
empeñada,  el  comprador  tendrá  derecho 
para  pedir  al  acreedor  su  entrega,  pagan- 
do o  consignando  el  importe  de  la  deuda 
por  la  cual  se  contrajo  espresaraente  el 
empeño. 

Se  concede  igual  derecho  a  la  persona 
a  quien  el  deudor  hubiere  conferido  un  tí- 
tulo oneroso  para  el  goce  o  tenencia  de  la 
prenda. 

En  ninguno  de  estos  casos  podrá  el  pri- 
mer acreedor  escusarse  de  la  restitución, 
alegando  otros  créditos  aun   con   los  re- 
quisitos enumei'ados  en  el  artículo  2401. 
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2405.  La  prenda  es  indivisible.  En 
consecuencia,  el  heredero  que  ha  pagado 
su  cuota  de  la  deuda,  no  podrá  pedir  la  res- 
titución de  una  parte  de  la  prenda,  mien- 
tras exista  una  parte  cualquiera  de  la  deu- 
da; i  reciprocamente,  el  heredero  que  ha 
recibido  su  cuota  del  crédito,  no  puede  re- 
mitir la  prenda,  ni  aun  en  parte,  mien- 
tras sus  coherederos  no  hayan  sido  pa- 
gados. 

2406.  Se  estingue  el  derecho  de  pren- 
da por  la  destrucción  completa  de  la  cosa 
empeñada. 

Se  estingue  asimismo  cuando  la  propie- 
dad de  la  cosa  empeñada  pasa  al  acreedor 
por  cualquier  título; 

I  cuando  en  virtud  de  una  condición  re- 
solutoria so  pierde  el  dominio  que  el  que 
dio  la  cosa  en  prenda  tenía  sobre  eila;  pero 
el  acreedor  de  buena  fe  tendrá  contra  el 
deudor  que  no  le  hizo  saber  la  condición 
el  mismo  derecho  que  en  el  caso  del  artí- 
culo 2391. 

TITULO  XXXTIII 

De  la  hipoteca. 

2407.  La  hipoteca  es  un  derecho  de 
prenda,  constituido  sobre  inmuebles  que 
no  dejan  por  eso  de  permanecer  en  poder 
del  deudor. 

2408.  La  hipoteca  es  indivisible. 

En  consecuencia,  cada  una  de  las  cosas 
hipotecadas  a  una  deuda  i  cada  parte  de 
ellas  son  obligadas  al  pago  de  toda  la  deu- 
da i  de  cada  parte  de  eila. 

2409.  La  hipoteca  deberá  otorgarse 
por  escritura  pública. 

Podrá  ser  una  misma  la  escritura  públi- 
ca de  la  hipoteca^,  i  la  del  contrato  a  que 
accede. 

2410.  La  hipoteca  deberá  ademas  ser 
inscrita  en  el  Rejistro  Conservatorio;  sin 
esto  requisito  no  tendrá  valor  alguno;  ni 
se  contará  su  fecha  sino  desde  la  inscrip- 
ción. 

2411.  Los  contratos  hipotecarios  cele- 
brados en  país  estranjero  darán  hipoteca 
sobre  bienes  situados  en  Chile,  con  tal  que 
se  inscriban  en  el  competente  Rejistro. 

2412.  Si  la  constitución  de  la  hipoteca 
adolece  de  nulidad  relativa,  i  después  se 
valida  por  el  lapso  de  tiempo  o  la  ratifica- 
ción, la  fecha  de  la  hipoteca  será  siempre 
la  fecha  de  la  inscripción. 

2413.  la  hipoteca  podrá  otorgarse 
bajo  cualquiera  condición,  i  desde  o  hasta 
cierto  día. 

Otorgada  bajo  condición  suspensiva  o 
desde  día  cierto,  no  valdrá  sino  desde  que 
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si3  cumpla  la  condición  o  desde  que  llegue 
el  día;  pero  cumplida  la  condición  o  llega- 
do el  día,  será  su  fecha  la  misma  de  la 
inscripción  . 

Podrá  asimismo  otorgarse  en  cualquier 
tiempo  antes  o  después  de  los  contratos  á 
que  acceda,  i  correrá  desde  que  se  ms 

criba.  ,.,.,-     x 

2414.  No  podrá  constituir  hipoteca  so- 
bre sus  bienes,  sino  la  persona  que  sea  ca- 
paz de  enajenarlos,  i  con  los  requisitos  ne- 
cesarios para  su  enajenación. 

Pueden  obligarse  hipotecariamente  los 
bienes  propios  para  la  seguridad  de  una 
obligación  ajena;  pero  no  habrá  acción 
personal  contra  el  dueño,  si  éste  no  se  ha 
sometido  esi«resamente  a  ella. 

2415.  El  dueño  de  los  bienes  gravados 
con  hipoteca  podrá  siempre  enajenarlos  o 
hipotecarlos,  no  obstante  cualquiera  esti- 
pulación en  contrario. 

2416.  El  que  solo  tiene  sobre  la  cosa 
que  se  hipoteca  un  derecho  eventual,  limi- 
tado o  resoindible,  no  se  entiende  hipote- 
carla sino  con  las  condiciones  i  limitacio- 
nes a  que  está  sujeto  el  derecho;  aunque 
asi  no  lo  e -prese.  . 

Si  el  derecho  está  sujeto  á  una  condición 
resolutoria,  tendrá  lugar  lo  dispuesto  en 
el  articulo  1491. 

2417.  El  comunero  puede,  antes  de  la 
división  de  la  cosa  común,  hipotecar  su 
cuota;  pero  veriticada  la  división,  la  hipo- 
teca afectará  solamente  los  bienes  que  en 
razón  de  dicha  cuota  se  adjudiquen,  si  fue- 
ren hipotecables.  Si  no  lo  fueren,  caduca- 
rá la  hipoteca. 

Podrá,  con  todo,  subsistir  la  hipoteca 
sobro  los  bienes  adjudicados  a  los  otros 
participes,  si  éstos  consintieren  en  ello,  i 
a.si  constare  por  escritura  pública,  de  que 
se  tome  ra^.on  al  márjen  de  la  inscripción 
hipotei^aria. 

2418.  La  hipoteca  no  podrá  tener  lu- 
gar sino  sobre  bienes  raíces  que  se  posean 
en  propiedad  o  usufructo,  o  .sobre  naves. 

Las  reglas  particulares  relativas  a  la 
hipoteca  de  las  naves  pertenecen  el  Códi- 
go de  {'omercio. 

2419.  La  hipoteca  de  bienes  futuros 
solo  da  al  acreedor  el  derecho  de  hacerla 
inscribir  soore  los  inmuebles  que  el  deu- 
dor adquiera  en  lo  sucesivo  i  a  medida  que 
los  adquiera. 

2420.  La  hipoteca  constituida  sobre 
bienes  raíces  afecta  los  muebles  que  por 
accesión  á  ellos  se  reputan  inmuebles  se- 
gún el  articulo  570,  pero  deja  de  afectar- 
los desde  que  pertenecen  a  terceros. 

2421.  La  hipoteca  se  estiende  a  todos 


los  aumentos  i  mejoras  que  reciba  la  cosa 
hipotecada. 

2422.  También  se  estiende  la  hipoteca 
a  las  pensiones  devengadas  por  el  arren- 
damiento de  los  bienes  hipotecados,  i  a  la 
indemnización  debida  por  los  asegurado- 
res de  los  mismos  bienes. 

2423.  La  hipoteca  sobre  un  usufructo 
o  sobre  minas  i  canteras  no  se  estiende  a 
los  frutos  perciDidos,  ni  a  las  sustancias 
minerales  una  vez  separadas  del  suelo. 

2424.  El  acreedor  hipotecario  tiene 
para  hacerse  pagar  sobre  las  co.sas  hipote- 
cadas los  mismos  derechos  que  el  acreedor 
prendario  .sobre  la  prenda. 

2425.  El  ejercicio  de  la  acción  hipote- 
caria no  perjudica  a  la  acción  personal 
del  acreedor  para  hacerse  pagar  sobre  los 
bienes  del  deudor  que  no  le  han  sido  hipo- 
tecados; pero  aquélla  no  comunica  a  ésta 
el  derecho  de  preferencia  que  corresponde 
a  la  primera. 

2426.  El  dueño  de  la  finca  perseguida 
por  el  acreedor  hipotecario  podrá  abando- 
nársela, i  mientras  no  se  haya  consumado 
la  adjudicación,  podrá  también  recobrar- 
la, pagando  la  cantidad  a  que  fuere  obli- 
gada la  finca,  i  ademas  las  costas  i  gastos 
que  este  abandono  hubiere  causado  al 
acreedor. 

2427.  Si  la  finca  se  perdiere  o  deterio- 
rare en  términos  de  no  ser  suficiente  para 
la  seguridad  de  la  deuda,  tendrá  derecho 
el  acreedor  a  que  se  mejore  la  hipoteca,  a 
no  ser  que  consienta  en  que  .se  le  dé  otra 
seguridad  equivalente;  i  en  defecto  de  am- 
bas cosas,  podrá  demandar  el  pago  inme- 
diato de  la  deuda  liquida,  aunque  esté  pen- 
diente el  plazo,  o  implorar  las  providencias 
conservativas  que  el  caso  admita,  si  la  deu- 
da fuere  ilíquida,  condiciónalo  indetermi- 
nada. 

2428.  La  hipoteca  da  al  acreedor  el 
derecho  de  perseguir  la  finca  hipotecada, 
sea  quien  fuere  el  que  la  posea,  i  a  cual- 
quier título  que  la  haya  adquirido. 

Sin  embargo,  esta  disposición  no  tendrá 
lugar  contra  el  tercero  que  haya  adqu'rido 
la  finca  hipotecada  en  pública  subasta,  or- 
denada por  el  juez. 

Mas  para  que  esta  escepcion  surta  ofec- 
to  a  favor  del  tercero,  deberá  hacerse  la 
subasta  con  citación  personal,  en  el  térmi- 
no de  emplazamiento,  de  los  acreedores  que 
tengan  constituidas  hipotecas  sobre  la  mis- 
ma finca;  los  cuales  serán  cubiertos  sobre 
el  precio  del  remate  en  el  orden  que  co- 
rresponda. 

El  juez  entre  tanto  hará  consignar  el  di- 
nero. 
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2429.  El  tercer  poseedor  reconvenido 
para  el  pago  de  la  hijioleea  constituida  so- 
bre la  tinca  que  después  pasó  a  sus  manos 
con  este  gravamen,  no  tendr¿i  derecho 
))ara  que  se  persi-;a  primero  a  los  deudores 
personalmente  obligados. 

Haciendo  el  pago  se  subroga  en  los  de- 
reclios  del  acreedor  en  ios  mismos  térmi- 
minos  que  el  ñador. 

Si  fuere  desposeído  de  la  ttnca  o  la  aban- 
donare, será  plenamente  indemnizado  por 
el  deudor,  con  inclusión  de  las  mejoras 
que  haya  hecho  en  ella. 

2430.  El  que  hipoteca  un  inmueble 
.suyo  por  una  deuda  ajena,  no  se  entende- 
rá obligado  personalmente,  si  no  se  hubie- 
i-e  estipulado. 

Sea  que  se  haya  obligado  personalmente 
o  no,  se  le  aplicará  la  disposición  del  arti- 
culo precedente. 

La  fianza  se  llama  hipotecaria  cuando 
el  fiador  se  obliga  con  hipoteca. 

Lañanza  hipotecaria  está  sujeta  en  cuan- 
to a  la  acción  per.sonal  a  las  reglas]  de  la 
gimplc  íianza. 

2431.  La  hipoteca  podrá  limitarse  a 
una  determinada  suma,  con  tal  que  asi  se 
esprese  inequívocamente;  pero  no  se  esten- 
derá en  ningún  caso  a  mas  del  duplo  del 
importe  conocido  o  presunto  de  la  obliga- 
ción principal,  aunque  asi  se  hava  estipu- 
lado. 

El  deudor  tendrá  derecho  para  que  se 
reduzca  la  hipoteca  a  dicho  importe;  i  re- 
ducida, se  hará  a  su  costa  una  nueva  ins- 
cripción, en  virtud  de  la  cual  no  valdrá  la 
primera  sino  hasta  la  cuantía  que  se  fijare 
en  la  segunda. 

2433.  La  inscripción  de  la  hipoteca 
deberá  contener: 

L"  El  nombre,  apellido  i  domicilio  del 
acreedor,  i  su  profesión,  si  tuviere  alguna, 
i  las  mismas  designaciones  relativamente 
al  deudor,  i  a  los  que  como  apoderados  o 
i'cpresentantes  legales  del  uno  o  del  otro, 
requieran  la  inscripción; 

Las  personas  jurídicas  serán  designadas 
])or  su  denominación  legal  o  popular,  i  por 
el  lugar  de  su  establecimiento;  i  se  esten- 
derá a  sus  personeros  lo  que  se  dice  de  los 
a¡)oderados  o  representantes  legales  en  el 
inciso  anterior; 

2.°  La  fecha  i  la  naturaleza  del  contra- 
to a  que  accede  la  hipoteca,  i  el  arcliivo  en 
que  se  encuentra; 

Si  la  hipoteca  se  ha  constituido  por  acto 
separado,  se  espresará  también  la  fecha 
do  este  acto,  i  el  archivo  en  que  existe; 

3."  La  situación  de  la  finca  hipotecada 
j  sus  linderos; 


Si  la  finca  hipotecada  fuere  rural,  se  es- 
presará el  departamento,  subdelegacion  i 
distrito  a  que  pertenezca,  i  si  perteneciere 
a  varios,  todos  ellos. 

Si  fuere  urbana,  la  ciudad,  villa  caldea, 
i  la  calle  en  que  estuviere  situada; 
_  4.°    La  suma  determinada  a  que  se  es- 
tienda la  hipoteca  en  el  caso  del  artículo 
precedente; 

5.°  La  fecha  de  la  inscripción  i  la  firma 
del  Conservador. 

2433.  La  inscripción  no  se  anulará  por 
la  falta  de  algunas  de  las  designaciones 
prevenidas  bajo  los  números  1.°,  2.°,  3.°  i 
4."  del  precedente  artículo,  siempre  que 
por  medio  de  ella  o  del  contrato  o  contra- 
tos citados  en  ella,  pueda  venirse  en  cono- 
cimiento de  lo  que  en  la  inscripción  se  eche 
menos. 

2434.  La  hipoteca  se  estingue  junto 
con  la  obligación  principal. 

Se  estingue  asimismo  por  la  resolución 
del  derecho  del  que  la  constituyó,  o  por  el 
evento  de  la  condición  resolutoria,  según 
las  reglas  legales. 

Se  estingue  ademas  por  la  llegada  del 
dia  hasta  ei  cual  fué  constituida. 

I  por  la  cancelación  que  el  acreedor  otor- 
gare por  escritura  pública,  de  que  se  tome 
razón  al  márjen  de  la  inscripción  respec- 
tiva. 

TlTl  LO  XXXBX 

Oe   !a  anticrésis. 

2435.  La  aníicrcsis  es  un  contrato  por 
el  que  se  entrega  al  acreedor  una  cosa  raíz 
para  que  se  pague  con  sus  frutos. 

2436.  La  cosa  raíz  puede  pertenecer 
al  deudor,  o  a  un  tercero  que  consienta  en 
la  anticrésis. 

2437.  El  contrato  de  anticrésis  se  per- 
fecciona por  la  tradición  del  inmueble. 

2438.  La  anticrésis  no  da  al  acreedor, 
por  si  sola,  ningún  derecho  real  sóbrela 
cosa  entregada. 

Se  aplica  al  acreedor  anticrético  lo  dis- 
puesto a  favor  del  arrendatario  en  el  caso 
del  artículo  1962. 

No  valdrá  la  anticrésis  en  perjuicio  de 
los  derechos  reales  ni  de  los  arrendamien- 
tos anteriormente  con^^tituidos  sobre  la 
finca. 

2439.  Podrá  darse  al  acreedor  en  an- 
ticrésis el  inmueble  anteriormente  hipote- 
cado al  mismo  acreedor;  i  podrá  asimismo 
hipotecarse  al  acreedor,  con  las  formali- 
dades i  efectos  legales,  el  inmueble  que  se 
le  ha  dado  en  anticrésis. 

2440.  El  acreedor  que  tiene  anticrésis 
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goza  de  los  mismos  derechos  que  el  arren- 
datai-io  para  el  abono  de  mejoras,  perjuicios 
i  gastos,  i  está  sujeto  a  las  mismas  obliga- 
ciones que  el  arrendatario  relativamente  a 
la  conservación  de  la  cosa. 

2441.  El  acreedor  no  se  hace  dueño 
del  inmueble  a  falta  de  pago:  ni  tendrá  pre- 
ferencia en  él  sobre  los  otros  acreedores, 
sino  la  que  le  diere  el  contrato  accesorio 
de  hipoteca  si  lo  hubiere.  Toda  estipulación 
en  contrario  es  nula. 

2442.  Si  el  crédito  produjere  intereses, 
tendrá  derecho  el  acreedor  para  que  la  im  - 
putacion  de  los  frutos  se  haga  primera- 
mente a  ellos. 

2443.  L-.s  partes  podrán  estipular  que 
los  frutos  se  compensen  con  los  intereses, 
en  su  totalidad,  o  hasta  concurrencia  de 
valores. 

Los  intereses  que  estipularen  estaran 
sujetos  en  el  caso  de  lesión  enorme  a  la 
misma  reducción  que  en  el  caso  de  mutuo. 

2444.  El  deudor  no  podrá  pedir  la  res- 
titución de  la  cosa  dada  en  anticrésis,  sino 
después  de  la  estincion  total  de  la  deuda; 
pero  el  acreedor  podrá  restituirla  en  cual- 
quier tiempo  i  perseguir  el  pago  de  su  cré- 
dito por  los  oti'os  medios  legales;  sin  per- 
juicio de  lo  que  se  hubiere  estipulado  en 
contrario. 

2445.  En  cuanto  a  la  anticrésis  judi- 
cial o  prenda  pretoria,  se  estará  a  lo  pre- 
venido en  el  Código  de  Enjuiciamiento. 

TÍTIMLO  JLtj 

ne  la  transacción. 

2446.  La  tranaaccion  es  un  contrato 
en  que  las  partes  terminan  estrajudicial- 
meute  un  litijio  pendiente,  o  precaven  un 
litijio  eventual. 

No  es  transacción  el  acto  que  solo  con- 
siste en  la  renuncia  de  un  derecho  que  no 
se  disputa. 
*f|  2447.  No  puede  transijir  sino  la  per- 
sona capaz  de  disponer  de  los  objetos  .■com- 
prendidos en  la  transacción. 

2448.  Todo  mandatario  necesitará  de 
poder  especial  para  transijir. 

En  este  poder  se  especiñcarán  los  bienes, 
derechos  i  acciones  sobre  que  .se  quiera 
transijir. 

2449.  La  transacción  puede  recaer  so- 
bre la  acción  civil  que  nace  de  un  delito; 
pero  sin  pci-juicio  de  la  acción  criminal. 

2450.  No  se  puede  transijir  sobre  el 
estado  civil  de  las  personas. 

2451.  La  transacción  sobre  alimentos 
futuros  de  las  personas  a  quienes  se  del^an 
por  lei,  no  valdrá  sin  aprobación  judicial; 


ni  podrá  el  juez  aprobarla,  si  en  ella  se 
contraviene  a  lo  dispuesto  en  los  artículos 
334  i  335. 

2452.  No  vale  la  transacción  sobre  de- 
rechos ajenos  o  sobre  derechos  que  no  exis- 
ten. 

2453.  Es  nula  en  todas  sus  parter,  la 
transacción  obtenida  por  títulos  falsifica- 
dos, i  en  jeneral  por  dolo  o  violencia. 

2454.  Es  nula  en  todas  sus  pai-tes  la 
transacción  celebrada  en  consideración  a 
un  título  nulo,  a  menos  que  las  partes  ha- 
yan tratado  espresanente  sobre  la  nulidad 
del  título. 

2455.  Es  nula  asimismo  la  transacción, 
si,  al  tiempo  de  celebrarse,  estuviere  ya 
terminado  el  litijio  por  sentencia  paj-ada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada,  i  de  que  las  par- 
tes o  alguna  de  ellas  no  haya  tenido  cono- 
cimiento al  tiempo  de  transijir. 

2456.  La  transacción  se  presume  ha- 
berse aceptado  por  consideración  a  la  per- 
sona con  quien  se  transijo. 

Si  se  cree  pues  transijir  con  una  per.so- 
na  i  se  transijo  con  otra,  podrá  rescindirse 
la  transacción. 

De  la  misma  manera,  si  se  transijo  con 
el  poseedor  aparente  de  un  derecho,  .no 
puede  alegarse  esta  transacción  contra  la 
persona  a  quien  verdaderamente  compete 
el  derecho. 

2457.  El  error  acerca  de  la  identidad 
del  objeto  sobre  que  se  quiere  transijiranu- 
la  la  transacción. 

2458.  El  error  de  cálculo  no  anula  la 
transacción,  solo  da  derecho  a  que  se  rec- 
tifique el  cálculo. 

2459.  Si  constare  por  títulos  auténti- 
cos que  una  de  las  partes  no  tenia  derecha 
alguno  al  objeto  sobre  que  se  ha  transiji- 
do,  i  estos  títulos  al  tiempo  de  la  transac- 
ción eran  desconocidos  de  la  parte  cuyos 
derechos  favorecen,  podrá  la  transacción 
rescindirse;  salvo  que  no  haya  recaído  so- 
bre un  objeto  en  particular,  sino  sobre  toda 
la  controversia  entre  las  partes,  habien- 
do varios  objetos  de  desavenencia  entre 
ellas. 

En  este  caso  el  descubrimiento  posterior 
de  títulos  desconocidos  no  seria  causa  de 
rescisión,  sino  en  cuanto  huljiesen  sido  es- 
traviados  u  ocultados  dolosamente  por  la 
parte  contraria. 

Si  el  dolo  fuere  solo  relativo  a  uno  de  los 
objetos  solire  que  se  ha  transijido,  la  parte 
perjudicada  podrá  pedir  la  restitución  de 
su  derecho  sobre  diidio  objeto. 

2460.  La  transacción  produce  el  efec- 
to de  cosa  juzgada  en  última  instancia; 
pero  podrá  impetrarse  la  declaración   da 
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nulidad  o  la  rescisión,  en  confomiidad  a 
los  artículos  pi'ecc-dentes. 

2461  La  transacción  no  surte  efecto 
sino  entre  los  contratantes. 

Si  son  muchos  los  principales  interesa- 
dos en  el  negocio  sobre  el  cual  se  transijo, 
ia  transacción  consentida  por  el  uno  de 
olios  no  perjudica  ni  aprovecha  a  los  otros; 
salvos,  empero,  los  efectos  de  la  novación 
on  el  caso  de  solidariedad. 

2462.  Si  la  tran.'^accion  recae  sobre 
lino  o  mas  objetos  específicos,  la  renuncia 
jeneral  de  todo  derecho,  acción  o  preten- 
yion  deberá  solu  entenderse  de  los  dere- 
chos, acciones  o  pretensiones  relativas  al 
objeto  u  objet"S  sobre  que  se  transijo. 

2463.  Si  se  ha  estipulado  una  pena 
coiitra  el  que  deja  de  ejecutar  la  transac- 
ción, habrá  lugar  a  la  pena,  sin  perjuicio 
de  llévar.se  a  efecto  la  transacción  en  todas 
sus  partes. 

2464.  Si  una  de  las  partes  ha  renun- 
ciado el  derecho  que  le  correspondía  por 
un  titulo  i  desi)ue.-j  adquiere  otro  titulo  so- 
hre  el  mismo  objeto,  la  transacción  no  la 
priva  del  derecho  posteriormente  adqui- 
rido. 

TITBJLO  X.L,I 

De  la  precación  <Ie  crétlitus. 

2465.  Toda  obligación  personal  da  al 
acreedor  el  derecho  de  perseguir  su  ejecu- 
<:ion  sobre  todos  los  bienes  raices  o  mue- 
bles del  deudor,  sean  presentes  o  futuros, 
csceptuándose  solamente  los  no  embarga- 
bles,  designados  en  el  artículo  1618. 

2466.  Sobre  las  especies  identiticables 
que  pertenezcan  a  otras  personas  por  ra- 
zón de  dominio,  i  existan  en  poder  del 
deudor  insolvente,  conservarán  sus  dere- 
chos los  respectivos  dueños,  sin  perjuicio 
de  los  derechos  reales  que  sobre  ellos  com- 
petan al  deudor,  c  mo  usufructuario  o 
prendario,  o  del  derecho  de  retención  que 
le  concedan  las  leyes;  en  todos  los  cuales 
podrán  subrogarse  los  acreedores. 

Podrán  asimismo  subrogarse  en  los  de- 
rechos del  deudor  como  arrendador  o 
arrendatario,  según  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 1965  i  1968. 

Sin  embargo,  no  será  embargable  el 
usufructo  del  marido  sobre  los  bienes  de  la 
mujer,  ni  el  de!  padre  de  familia  sobre  los 
bienes  del  hijo,  ni  los  derechos  reales  de 
uso  o  de  habitación. 

2467.  Son  nulos  todos  los  actos  ejecu- 
tados por  el  deudor  relativamente  a  los 
bienes  de  que  ha  hecho  cesión,  o  de  que  se 
iia  abierto  concurso  a  los  acreedores. 


2468.  En  cuanto  a  los  actos  ejecuta- 
dos antes  de  la  cesión  de  bienes  o  la  aper- 
tura del  concurso,  se  observarán  las  dis- 
posiciones siguientes: 

1.*  Los  acreedores  tendrán  derecho 
para  que  se  rescindan  los  contratos  one- 
rosos, i  las  hipotecas,  prendas  i  anticrésis 
que  el  deudor  haya  otorgado  en  perjuicio 
de  ellos,  estando  de  mala  fe  el  otorgante  i 
el  adquirente,  esto  es,  conociendo  ambos 
el  mal  estado  de  los  negocios  del  primero; 

2.*  Los  actos  i  contratos  no  compren- 
didos bajo  el  número  precedente,  imdusos 
las  remisiones  i  pactos  de  liberación  a  títu- 
lo gratuito,  serán  rescindibies,  probándose 
la  mala  fe  del  deudor  i  el  perjuicio  de  los 
acreedores; 

3.*^  Las  acciones  concedidas  en  este  ar- 
ticulo a  los  acreedores  espiran  en  un  año 
contado  desde  la  fecha  del  acto  o  con- 
trato. 

2469.  Los  acreedores,  con  las  escep- 
ciones  indicadas  en  el  art  1618,  podrán 
exijir  que  se  vendan  todos  los  bienes  del 
deudor  hasta  concurrencia  de  sus  créditos, 
inclu.sos  los  intereses  i  los  costos  de  la  co- 
branza, para  que  con  el  producto  se  les  sa- 
tisfaga íntegramente  si  fueren  suficientes 
los  bienes,  i  en  caso  de  no  serlo,  a  prorra- 
ta, cuando  no  haya  causas  especiales  para 
preferir  ciertos  créditos,  según  la  clasitíca- 
cion  que  sigue. 

2470.  Las  causas  de  preferencia  son 
solamente  el  privilejio  i  la  hipoteca. 

Estas  causas  de  preferencia  son  inhe- 
rentes a  los  créditos  para  cuya  seguridad 
se  han  establecido,  1  pasan  con  ellos  a  todas 
las  personas  que  los  adquieran  por  cesión, 
subrogación  o  de  otra  manera. 

2471.  Gozan  de  privdejio  los  créditos 
de  la  l.^  2.M  4.*  clase. 

2472.  La  primera  clase  de  créditos 
comprende  los  que  nacen  de  las  causas 
que  en  seguida  se  enumeran: 

1.a     Las  costas  judiciales  que  se  causen 
en  el  ínteres  jeneral  de  los  acreedores; 
-   2."     Las  espensas  funerales  necesarias 
del  deudor  difunto; 

3.*  Los  gastos  de  la  enfermedad  de  que 
haya  fallecido  el  deudor. 

Si  la  enfermedad  hubiere  durado  m.^s  de 
seis  meses,  fijará  el  juez,  según  las  cir- 
cunstancias, 1 1  cantidad  hasta  la  cual  se 
estienda  la  preferencia; 

4.''  Los  salarios  de  los  dependientes  i 
criados  por  los  últimos  tres  meses; 

5.^  Los  artículos  necesarios  de  subsis- 
tencia suministrados  al  deudor  i  su  familia 
durante  los  últimos  tres  meses. 

El  juez,  a  petición  de  los  acreedores. 
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tendrá  la  facultad  de  tasar  este  cargo  si  le 
pareciere  exajerado. 

6.*  Los  créditos  del  fisco  i  los  de  las 
municipalidades,  por  impuestos  fiscales  o 
municipales  devengados. 

2473.  Los  créditos  enumerados  en  el 
articulo  precedente  afectan  todoslos  bienes 
del  deudor:  i  no  habiendo  lo  necesario  para 
cubrirlos  integramente,  preferirán  unos  a 
otros  en  el  orden  de  su  numeración,  cual- 
quiera que  sea  su  fecha,  i  los  comprendi- 
dos en  cada  número  concurrirán  a  pro- 
rrata. 

Los  créditos  enumerados  en  el  articulo 
precedente  no  pasarán  en  caso  alguno 
contra  terceros  poseedores. 

2474.  A  la  segunda  clase  de  créditos 
pertenecen  los  de  las  personas  que  en  se- 
guida se  enumeran: 

1.°  El  posadero  sobre  los  efectos  del 
deudor  introducidos  por  éste  en  la  posada, 
mientras  permanezcan  en  ella  i  hasta  con- 
currencia de  lo  que  se  deba  por  alojamien- 
to, espensas  i  daños; 

2.°  El  acarreador  o  empresario  de  tras- 
portes sobre  los  efectos  acarreados,  que 
tenga  en  su  poder  o  en  el  de  sus  ajenies  o 
dependientes,  hasta  concurrencia  de  lo 
que  se  deba  por  acarreo,  espensas  i  darlos; 
con  tal  que  dichos  efectos  sean  de  la  pro- 
piedad del  deudor. 

Se  presume  que  son  de  la  propiedad  del 
deudor  los  efectos  introducidos  por  él  en 
la  posada,  o  acarreados  de  su  cuenta. 

3."  El  acreedor  prendario  sobre  la 
prenda. 

2475.  Sobre  la  preferencia  de  ciertos 
créditos  comerciales,  como  la  del  consig- 
natario en  los  efectos  consignados,  i  laque 
corresponde  a  varias  causas  i  personas  en 
los  buques  mercantes,  se  estará  a  lo  dis- 
puesto en  el  Código  de  Comercio. 

Sobre  los  créditos  de  los  aviadores  de 
minas,  i  de  los  mayordomos  i  trabajadores 
de  ellas,  se  observarán  las  disposiciones 
del  Código  de  Minería. 

2476.  Afi  ct  indo  a  una  misma  especie 
créditos  de  la  pr.mera  clase  i  créditos  de 
la  segunda,  escluirán  éstos  a  aquéllos;  pero 
si  fueren  insuñcieiites  los  demás  bienes 
para  culn'ir  los  ';réditos  de  la  primera  cla- 
se, tendrán  éstos  la  preferencia  en  cuanto 
al  déficit,  i  concurrirán  en  dicha  especie 
en  el  orden  i  forma  que  se  espresan  en  el 
inciso  primero  del  art.  2472. 

2477.  La  tercera  clase  de  créditos  com- 
prende los  hipotecarios. 

A  cada  tinca  gravada  con  hipoteca  podrá 
abrirse,  a  petición  de  los  respectivos  acree- 
dores o  de  cualquiera  de  ellos,  un  concurso 


particular  para  que  se  les  pague  inmedia- 
tamente con  ella,  según  el  orden  de  las 
fechas  de  sus  hipotecas. 

Las  hipotecas  de  una  misma  fecha  que 
gravan  una  misma  fine»  preferirán  unas  a 
otras  en  el  orden  de  su  inscripción. 

En  este  concurso  se  pagarán  primera- 
mente las  costas  judiciales  causadas  en  él. 

2478.  Los  créditos  de  la  primera  clase 
no  se  estenderán  a  las  ñncas  hipotecadas 
sino  en  el  caso  de  no  poder  cubrít'se  en  su    • 
totalidad  cun  los  otros  bienes  del  deudor. 

El  déñcit  se  dividirá  entonces  entre  las 
fincas  hipotecadas  a  proporción  de  los  va- 
lores de  éstas,  i  lo  que  a  cada  una  quepa 
se  cubrirá  con  ella  en  el  orden  i  forma  que 
se  espresan  en  el  articulo  2472. 

2479.  Los  acreedores  hipotecarios  no 
estarán  obligados  a  aguardar  las  resultas 
del  concurso  jeneral  para  proceder  a  ejer- 
cer sus  acciones  contra  las  respectivas  tin^ 
cas:  bastará  que  consignen  o  añiincen 
una  cantidad  prudencial  para  el  pago  de 
los  créditos  de  la  primera  clase  en  la  parto 
que  sobre  ellos  recaiga,  i  que  restituyan  a 
la  masa  lo  que  sobrare  después  de  cubier- 
tas sut  acciones. 

2480.  Para  los  efectos  de  la  prelacion 
los  censos  debidamente  inscritos  serán 
considerados  como  hipotecas. 

Concurrirán  pues  indistintamente  entre 
sí  i  con  las  hipotecas  según  las  fechas  de 
las  respectivas  iuscripciones. 

2481.  La  cuarta  clase  de  créditos  com- 
prende: 

1.°  Los  del  fisco  contra  los  recaudado- 
res i  administradores  de  bienes  fiscales; 

2."  Los  de  los  establecimientos  naciona- 
les de  caridad  o  de  educación,  i  los  de  las 
municipalidades,  iglesias  i  comunidades 
relijiosas,  contra  los  recaudadores  i  admi- 
nistradores de  sus  fondos; 

3.°  Los  de  las  mujeres  casadas,  por  los 
bienes  de  su  propiedad  que  administra  el 
marido,  sobre  los  bienes  de  éste; 

4.°  Los  de  los  hijos  r'e  familia  por  los 
bienes  de  su  propiedad  que  fueren  admi- 
nistrados por  el  padre,  sobre  los  bienes  de 
éste; 

5.°  Los  de  las  personas  que  están  bajo 
tutela  o  curaduría  contra  sus  respectivos 
tutores  o  curadores; 

6.°  Los  de  lodo  pupilo  contra  el  que  se 
casa  con  la  madre  o  abuela  tutora  o  cura- 
dora, en  el  caso  del  art.  511. 

2482.  Los  créditos  enumerados  en  el 
artículo  precedente  pretieren  indistinta- 
mente unos  a  otros  según  las  fechas  de  sus 
causas;  es  a  saber: 

La  fecha  del  nombramiento  de  adminis 
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tradores  i  recaudadores  respecto  de  los 
créditos  de  los  números  1.®  i  2.°; 

La  del  respectivo  matrimonio  en  los  cré- 
ditos de  los  números  3.'  i  6.°; 

La  del  nacimiento  del  hijo  en  los  del  nú- 
mero 4  •*; 

La  del  discernimiento  de  la  tutela  o  cú- 
ratela en  los  del  número  5." 

2483.  Las  preferencias  délos  números 
3.",  4.",  5.°  i  6.",  se  entienden  constituidas 
a  favor  de  los  bienes  raíces  o  derechos  rea- 
les en  ellos,  que  la  mujer  hubiere  aportado 
al  matrimonio,  o  de  los  bienes  raices  o 
derechos  reales  en  ellos,  que  pertenezcan 
a  los  respectivos  hijos  de  familia  i  personas 
en  tutela  o  curaduría  i  hayan  entrado  en 
poder  del  marido,  padre,  tutor  o  curador; 
i  a  favor  de  todos  los  bienes  en  que  se  jus- 
tifíque  el  derecho  de  las  mismas  personas 
por  inventarios  solemnes,  testamentos,  ac- 
tos de  partición,  sentencias  de  adjudica- 
ción, escrituras  publicas  de  capitulaciones 
matrimoniales,  de  donación,  venta,  per- 
muta, u  otros  de  igual  autenticidad. 

Se  estiende  asimismo  la  preferencia  de 
euarta  clase  a  los  derechos  i  acciones  de  la 
mujer  contra  el  marido,  o  de  los  hijos  de 
familia  i  personas  en  tutela  o  curaduría, 
contra  sus  padres,  tutores  o  curadores  por 
culpa  o  dolo  en  la  administración  de  los 
respectivos  bienes,  probándose  los  cargos 
de  cualquier  modo  fehaciente. 

2484.  Los  matrimonios  celebrados  en 
país  estranjero  i  que  según  el  artículo  119 
deban  producir  efectos  civiles  en  Chile, 
darán  a  los  créditos  de  la  mujer  sobre  los 
bienes  del  marido  existentes  en  territorio 
chileno  el  mismo  derecho  de  preferencia 
que  los  matrimonios  celebrados  en  Chile. 

2485.  La  confesión  del  marido,  del  pa- 
dre de  familia,  o  del  tutor  o  curador  falli- 
dos, no  hará  prueba  por  sí  sola  contra  los 
acreedores. 

2486.  Las  preferencias  de  los  créditos 
de  la  cuarta  clase  afectan  todos  los  bienes 
del  deudor,  pero  no  dan  derecho  contra 
terceros  poseedores,  1  solo  tienen  lugar 
después  de  culjíertos  los  créditos  de  las  tres 
primeras  clases,  de  cualquiera  fecha  que 
éstos  sean. 

2487.  Las  preferencias  de  la  primera 
«lase,  a  que  estaban  afectos  los  bienes  del 
deudor  difunto,  afectarán  de  la  misma  ma- 
nera lOa  oienes  del  heredero,  salvo  q  uu  éste 
haya  aceptado  con  beneficio  de  inventario, 
©que  los  acreedores  gocen  del  beneficio 
de  separación,  pues  er,  ambos  casos  afec- 
tarán solamente  los  bienes  inventariados 
•  separados. 

La  misma  regla  se  aplicará  a  los  créditos 


de  la  cuarta  clase,  los  cuales  conservarán 
su  fecha  sobre  todos  los  bienes  del  here- 
dero, cuando  no  tengan  lugar  los  benefi- 
cios de  inventario  o  de  S'  paracion,  i  solo 
la  conservarán  en  los  bienes  inventariados 
o  separados,  cuando  tengan  lugar  los  res- 
pectivos beneficios. 

2488.  La  lei  no  reconoce  otras  causas 
de  preferencia  que  las  indicadas  en  los  ar- 
tículos precedentes. 

2489.  La  quinta  i  última  clase  com- 
prende los  créditos  que  no  gozan  de  pre- 
ferencia. 

Los  créditos  de  la  quinta  clase  se  cubri- 
rán a  prorrata  sobre  el  sobrante  de  la  masa 
concursada,  sin  consideración  a  su  fecha. 

2490.  Los  créditos  preferentes  que  no 
puedan  cubrirse  en  su  totaliuad  por  los  me- 
dios indicados  en  los  artículos  anteriores, 
pasarán  por  el  déficit  a  la  lista  ue  los  cré- 
ditos de  la  quinta  clase,  con  los  cuales  con- 
currirán a  prorrata. 

2491.  Los  intereses  correrán  hasta  la 
estinción  de  la  deuda,  i  se  cubrirán  con  la 
preferencia  que  corresponda  a  sus  respec- 
tivos capitales. 

T1TUE.U  XMI 

De  la  pre.^cripción. 

§  1.  De  la  prescripción  en  jencral. 

2492.  La  prescripción  es  un  modo  de 
adquirir  las  cosas  ajenas,  o  de  estinguir 
las  acciones  i  derechos  ajenos,  por  haberse 
poseído  las  cosas  o  no  haberse  ejercido  di- 
chas acciones  i  derechos  durante  cierto 
lapso  de  tiempo,  i  concurriendo  los  demás 
requisitos  legales. 

Una  acción  o  derecho  se  dice  prescribir 
cuando  se  estiiigue  por  la  prescripción. 

2493.  El  que  quiera  aproveidiarse  de 
la  prescripción  debe  alegarla;  el  juez  no 
puede  declararla  de  otício. 

2494.  i. a  prescripción  puede  ser  re- 
nunciada espresa  o  tácitamente;  pero  solo 
después  de  cumplida. 

Renunciase  tácitamente,  cuando  el  que 
puede  alegarla  manifiesta  por  un  hecho 
suyo  que  reconoce  el  derecho  del  dueflo  o 
del  acreedor;  por  ejemplo,  cuando  cumpli- 
das las  condiciones  legales  de  la  prescrip- 
ción, el  poseedor  de  la  cosa  la  toma  en 
arriendo,  o  el  que  debe  dinero  paga  inte- 
reses o  pide  plazo. 

2495.  No  puede  renunciar  la  prescrip- 
ción sino  el  que  pueJe  enajenar. 

2496.  El  fiador  podrá  oponer  al  acree- 
dor la  prcs""iocion  reuunciada  por  el  prin- 
cioal  deudor. 


328 


INSTITUCIONES   POLÍTICAS   Y   JURÍDICAS 


2497.  Laá  reglas  relativas  a  la  pres- 
cripción se  aplican  igualmente  a  favor  i  en 
contra  del  Estado,  de  las  iglesias,  de  las 
municipalidades,  de  los  establecimientos  i 
corporíiciones  nacionales,  i  de  los  indivi- 
duos particulares  que  tienen  la  libre  admi- 
nistración de  lo  suyo. 

§  2.  De  la  prescripción  con  que  se  adquie- 
ren las  cosas. 

2498.  Se  gana  por  prescripción  el  do- 
minio de  los  bienes  corporales  raices  o 
muebles,  que  están  en  el  comercio  huma- 
no, i  se  lian  poseído  con  las  condiciones  le- 
gales. 

Se  ganan  de  la  misma  manera  los  otros 
derechos  reales  que  no  están  especialmen- 
te esceptuados. 

2499.  La  omisión  de  actos  de  mera  fa- 
cultad, i  la  mera  tolerancia  de  actos  de  que 
no  resulta  gravamen,  no  conñeren  pose- 
sión, m  dan  fundamentoa  prescripción  al- 
guna. 

Asi  el  que  durante  muchos  años  dejó  de 
ediñcar  en  un  terreno  suyo,  no  por  eso 
confiere  a  su  vecÍLO  el  derecho  de  impe- 
dirle que  edifique. 

Del  mismo  modo,  el  que  tolera  que  el 
ganado  de  su  vecino  transite  por  sus  tie- 
rras eriales  o  paste  en  ellas,  no  por  eso  se 
impone  la  servidumbre  de  este  tránsito  o 
pasto. 

Se  llaman  actos  de  mera  facultad  los 
que  cada  cual  puede  ejecutar  en  lo  suyo, 
sin  necesidad  del   consentimiento  de  otro. 

2500.  Si  una  cosa  ha  sido  poseída  su- 
cesivamente i  sin  interrupción  por  dos  o 
mas  personas,  el  tiempo  del  antecesor  pue- 
de o  no  agregarse  al  tiempo  del  sucesor, 
S3gun  lo  dispuesto  en  el  artículo  717. 

La  posesión  principiada  por  una  perso- 
na difunta  continúa  en  la  herencia  yacente, 
que  se  entiende  po.seer  a  nombre  del  here- 
dero. 

2501.  Posesión  no  interrumpida  e?,  la. 
(jue  no  ha  sufrido  ninguna  interrupción 
natural  o  civil. 

2502.  La  interrupción  es  natural. 

1."  Cuando  sin  haber  pasado  la  pose- 
sión a  otras  manos,  se  ha  hecho  imposible 
ol  ejercicio  de  actos  posesorios,  como  cuan- 
do una  heredad  ha  si  Jo  permanentemente 
inundada; 

2."  Cuando  se  ha  perdido  la  posesión 
por  haljer  entrado  en  ella  otra  persona. 

La  interrupción  natural  de  la  primera 
especie  no  produce  otro  efecto  que  el  de 
descontarse  su  duración;  pero  la  interrup- 
■cion   natural  de  la  segunda  especie  hace 


perder  todo  el  tiempo  de  la  posesión  ante- 
rior; a  menos  que  se  haya  recobrado  le- 
galmente  la  posesión,  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  el  título  he  las  acciones  poseso- 
rias, pues  en  tal  caso  no  se  entenderá  ha- 
ber habido  interrupción  parael  desposeído. 

2503.  Interrupción  cicilea  todo  recur- 
sojudicial  intentado  por  el  que  se  pretende 
verdadero  dueño  de  la  cosa,  contra  el  po- 
seedor. 

Solo  el  que  ha  intentado  este  recurso  po- 
drá alegar  la  interrupción;  i  ni  aun  él  en 
los  caso-5  siguientes: 

1.°  Sí  la  notificación  de  la  demanda  no 
ha  sido  hecha  en  forma  legal; 

2.°  Si  el  recurrente  desistió  espresa- 
mente  de  la  demanda  o  cesó  en  la  perse- 
cución por  mas  de  tresañoá; 

3.°  Si  el  demandado  obtuvo  sentencia 
de  abs  ilucion. 

En  estos  tres  casos  se  enten  lera  no  ha- 
ber sido  interrumpida  la  prescripción  por 
la  demanda. 

2504.  Si  la  propiedad  pertenece  en 
común  a  varias  personas,  todo  lo  que  inte- 
rrumpe la  prescripción  respecto  de  una  de 
ellas,  la  interrumpe  también  respecto  de 
las  otras. 

2505.  Contra  un  titulo  inscrito  no  ten- 
drá lugar  la  prescripción  adquisitiva  de 
bienes  raíces,  o  de  derechos  reales  consti- 
tuidos en  éstos,  sino  en  virtud  de  otro  títu- 
lo inscrito;  ni  empezará  a  correr  sino  des- 
de la  inscripción  del  segundo. 

2506.  La  prescripción  adquisitiva  es 
ordinaria  o  estraordinaria. 

2507.  Para  ganar  la  prescripción  or- 
dinaria se  necesita  posesión  regular  no  in- 
terrumpid,!, durante  el  tiempo  que  las  le- 
yes requieren. 

2508.  El  tiempo  necesario  a  la  pres- 
cripción ordinaria  es  de  tres  años  para  los 
muebles  i  de  diez  años  para  los  bienes 
raíces. 

Cada  dos  días  se  cuentan  entre  ausen- 
tes por  uno  solo  para  el  cómputo  de  los 
años. 

cje  entienden  presentes,  para  los  efectos 
de  la  prescripción,  los  que  viven  en  el  te- 
rritorio de  la  República,  i  ausentes  los  que 
residen  en  país  estranjero. 

2509.  La  prescripción  ordinaria  puede 
suspenderse,  sin  estinguirse:  en  ese  caso, 
cesando  la  causa  de  la  suspensión,  se  le 
cuenta  al  poseedor  el  tiempo  anterior  a 
ella,  si  alguno  hubo. 

Se  suspende  la  prescripción  ordinaria, 
en  favor  de  las  personas  siguientes: 

1.°  Los  menores;  los  dementes;  los  sor- 
domudos; i  todos  los  que  estén  bajo  potes- 
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tad  paterna  o  marital,  o  bajo  tutela  o  cura- 
duría; 

2.*^     La  herencia  yacente. 

No  se  suspende  la  prescripcioi  en  favor 
de  la  mujer  divorciada  o  .separada  de  bie- 
nes, respecto  de  aquellos  que  administra. 

La  prescripción  se  suspende  siempre 
entre  cónyujcs. 

2510.  El  dominio  de  cosas  comercia- 
bles que  no  ha  sido  adquirido  por  la  pres- 
cripción ordinaria,  puede  serlo  por  la  es- 
traordinaria,  bajo  las  reglas  que  van  a  es- 
presarse: 

1.*  Para  la  prescripción  estraordinaria 
no  es  necesario  titulo  alguno. 

2.*  Se  presume  en  ella  de  derecho  la 
buena  fe,  sin  embargo  de  la  falta  de  un  ti- 
tulo adquisitivo  de  dominio. 

3.*  Pero  la  existencia  de  uii  titulo  de 
mera  tenencia  hará  presumir  mala  fe,  i  no 
dará  lugar  a  la  prescripción,  a  menos  de 
concurrir  estas  dos  circunstancias: 

1.*  Que  el  que  se  prefende.  dueño  no 
pueda  probar  que  en  los  últimos  treinta 
años  se  haya  reconocido  espresa  o  tácita- 
mente su  dominio  por  el  que  alega  la  pres- 
cripción. 

2.*  Que  el  que  alega  la  prescripción 
pruebe  haber  poseído  sin  violencia,  clan- 
destinidad ni  interrupción  por  el  mismo 
espacio  de  tiempo. 

2511.  El  lapso  de  tiempo  necesario  pa- 
ra adquirir  por  esta  especie  de  prescrip- 
cio  es  de  treinta  años  contra  toda  persona, 
i  no  se  suspende  a  favor  de  las  enumera- 
das en  el  articulo  2509. 

2512.  Los  derechos  reales  se  adquie- 
ren por  la  prescripción  de  la  misma  mane- 
ra que  el  dominio,  i  están  sujetos  a  las 
mismas  reglas,  salvas  las  escepciones  si- 
guientes: 

1.*  El  derecho  de  herencia  i  el  de  cen- 
so se  adquieren  por  la  prescripción  estra- 
ordinaria de  treinta  años. 

2  '  El  derecho  de  .servidumbre  se  ad- 
quiere según  el  articulo  882. 

2513.  La  sentencia  judicial  que  decla- 
ra una  pri'scripcion  hará  las  veces  de  es- 
critura pública  para  la  propiedad  de  bienes 
raices  o  de  derechos  reales  constituidos  en 
ellos;  pero  no  valdrá  contra  terceros  sin  la 
competente  inscripción. 

§  3,  /)e  La  prescripción  como  medio 
de  estinguir  las  acciones  ¡udicialcs. 

2514.  La  prescripción  que  estingue  las 
acciones  y  derechos  ajenos  exije  solamen- 
te cierto  lapso  de  tiempo,  durante  el  cual 
no  se  hayan  ejercido  dichas  acciones. 


Se  cuenta  este  tiempo  desde  que  la  obli- 
gación se  haya  hecho  exijible. 

2515.  Este  tiempo  es  en  jeneral  de 
diez  años  para  las  acciones  ejecutivas  i  de 
veinte  para  las  ordinarias. 

La  acción  ejecutiva  se  convierte  en  or- 
dinaria por  el  \a.\)60  de  diez  años,  i  con- 
vertida en  ordinaria  durará  solamente 
otros  diez. 

2516.  La  acción  hipotecaria,  i  las  de- 
mas  que  proceden  de  una  obligación  ac- 
cesoria, prescriben  junto  con  la  obligación 
a  que  acceden. 

2517.  Toda  acción  por  la  cual  se  re- 
clama un  derecho  so  estingue  por  la  pres- 
cripción adqu  sitiva  del  mismo  derecho. 

2518.  La  prescripción  que  estingue  las 
acciones  ajenas  puede  interrumpirse,  ya 
natural,  ya  civilmente. 

Se  interrumpe  naturalmente  por  el  he- 
cho de  reconocer  el  deudor  la  obligación, 
ya  espresi,  ya  tácitamente. 

Se  interrumpe  civilmente  por  la  deman- 
da judicial;  salvos  los  casos  enumerados 
en  el  artículo  2503. 

2519.  La  interrupción  que  obra  en  fa- 
vor de  uno  de  varios  coacreedores,  no 
aprovecha  a  los  otros,  ni  la  que  obra  en 
perjuicio  de  uno  de  varios  codeudores, 
peijudica  a  los  otros,  a  menos  que  haya 
solidariedad,  i  no  se  haya  ésta  renunciado 
en  los  términos  delart.  1516. 

2520.  La  prescripción  que  estingue 
las  obligaciones  se  suspende  en  favor  de 
las  personas  enumeradas  en  el  número  1.° 
delart.  2509. 

Trascurridos  treinta  años  no  se  tomarán 
en  cuenta  las  suspensiones  mencionadas 
en  el  inciso  precedente. 

§  4.  De  ciertas  acciones  que  prescriben  en 
corto  tiempo. 

2521.  Prescriben  en  tres  años  los  ho- 
norarios de  jueces,  abogados,  procura- 
dores; los  de  médicos  i  cirujanos;  los  de 
directores  o  proíesores  de  colejios  i  escue- 
las, los  de  injenieros  i  agrimensores,  i  ea 
jeneral,  de  los  que  ejercen  cualquiera  pro- 
fesión liberal. 

2522  Prescribe  en  dos  años  la  acción 
de  los  mere  ideres,  proveedores  i  artesanos 
por  el  precio  de  ios  artículos  que  despa- 
chan al  menudeo. 

La  de  los  dependientes  i  criados  por  sus 
salarios. 

La  de  toda  clase  de  personas  por  el  pre- 
cio de  servicios  que  se  prestan  periódica  o 
accidentalmente;  como  posaderos,  aca- 
rreadores, mensajeros,  barberos,  etc. 
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2523.  Las  prescripciones  menciona- 
da.s  en  los  dos  articulo-,  precedentes  corren 
contra  toda  clase  de  personas,  i  no  admi- 
ten suspensión  alguna. 

Interrúin  pense: 

1.'  Desde  que  interviene  pagaré  u  obli- 
gación escrita,  o  concesión  de  plazo  por  el 
acreedor. 

2."     Desde  que  interviene  requerimiento. 

En  ambos  casos  sucede  a  la  prescripción 
de  corto  tiempo  la  del  art.  2515. 

2524.  Las  prescripciones  de  corto  tiem- 
po a  que  están  sujetas  las  acciones  espe- 
ciales que  nacen  de  ciertos  a^tos  o  contra- 
tos, se  mencionan  en  los  títulos  respecti- 
vos, i  corren  también  contra  toda  persona; 
salvo  que  espresamente  se  establezca  otra 
regla. 


TITULO  FIIVAL 

De  la  observancia  de  este  Código. 

Artículo  final.  El  présense  Código 
comenzará  a  rejir  desde  el  1."  de  enero  de 
1857,  i  en  esa  fecha  quedarán  derogadas, 
aun  en  la  parte  que  no  fueren  contrarias  a 
él,  las  leyes  preexistentes  sobre  todas  las 
materias  que  en  él  se  tratan. 

Sin  embargo,  las  leyes  preexistentes  so- 
bre la  prueba  de  las  obligaciones,  procedi- 
mientos judiciales,  confección  de  instru- 
mentos públicos  i  deberes  de  los  ministros 
de  fe,  solo  se  entenderán  derogadas  en  lo 
que  sean  contrarias  a  las  disposiciones  de 
este  Código. 

I  por  cuanto,  oido  el  Consejo  de  Estado, 
he  tenido  a  bien  sancionarlo;  por  tanto 
promulgúese  i  llévese  a  efecto  en  todas  sus 
partes  como  lei  de  la  República.  —Manuel 
MoNTT. — Francisco  Javier  Ooalle. 


Leyes  compleinentar 


III 

ias  del  Código  civil 


í^eglamento  del  pe^istfo  eonsepvatopio  de  bienes  t»aíees 


Santiago,  24  de  junio  de  1857 . 

En  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo 
695  del  Código  civil,  vengo  en  decretar  el 
siguiente 

Keglamento  para  la  oficina  del  Rejis- 
tro   conservatorio   de    bienes  ralees. 

título  i. 

Be  la  ofleina  del  Registro  conservatorio. 

Art.  1.  En  la  capital  de  cada  departa- 
mento habrá,  en  lugar  seguro  i  cómodo 
para  el  servicio  público,  una  oficina  que 
tendrá  por  objeto  la  inscripción  de  los 
títulos  mencionados  en  el  título  V  de  este 
Reglamento. 

2.  Esta  oficina  tendrá  dos  departamen- 
tos, separados  convenientemente. 

Uno  de  ello-^  será  reservado  i  se  con- 
•ervarán  en  él  depositadosen  armarios  se- 
guros i  con  llave,  los  Rejistros  i  todo  lo 
perteneciente  al  archivo. 

El  otro  servirá  para  el  despacho  i  traba- 


jo diarios.  Al  efecto  habrá  en  él  los  úti- 
les necesarios  para  guardar  por  su  orden, 
i  según  la  clasiñcacion  que  se  hace  del 
Rejistro  en  los  artículos  31  i  32,  los  títulos 
o  copias  que  se  fuesen  anotando.  Cada  di- 
visión tendrá  su  respectivo  rótulo. 

3.  En  el  segundo  de  los  departamentos 
o  secciones  espresados  en  el  articulo  ante- 
rior i  en  lugar  accesible  ai  público,  habrá 
fijados  dos  cuadros.  Uno  contendrá  este  Re- 
glamento impreso.  El  otro  se  dividirá  en  dos 
columnas:  la  primera  por  orden  alfabético, 
contendrá  manuscritos  los  nombres  délas 
ciudades,  villas,  aldeas  i  sus  respectivas  ca- 
lles; i  la  segunda  los  limites  del  departa- 
mento, los  números  de  las  subdelegaciones 
i  distritos  i  la  comprensión  i  término  de 
cada  uno  de  ellos. 

Habrá  también  en  la  oficina  una  lista  de 
los  fundos  rústicos  del  departamento  que 
pagan  contribución  territorial. 

4.  El  Conservador  llevará  un  inventa- 
rio circunstanciado  de  ios  Rejistros,  libros 
i  papeles  pertenecientes  a  la  oficina,  in- 
ventario que  el  Conservador  cerrará  anual- 
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mente  bajo  su  firma;  i  en  los  primeros 
quince  dias  del  mes  de  enero  de  cada  año, 
remitirá  una  copia  de  él  a  la  respectiva 
Corte  de  Apelaciones. 

5.  Tendrá  la  oficina,  a  espensas  del 
Conservador,  los  dependientes  u  oficiales 
necesarios,  de  modo  que  los  trabajos  en 
ella  estén  al  corriente  i  en  buen  orden. 

Se  abrirá  en  todo  tiempo  a  las  nueve  de 
la  mañana  i  se  cerrará  a  las  cuatro  de  la 
tarde. 

Los  gastos  de  reparación  de  los  Rejistros 
rotos  o  maltratados,  como  los  de  todo  lo 
demás  perteneciente  a  la  espresada  enci- 
na, serán  de  cargo  del  Conservador. 

6  La  oficina  del  Conservador  será  vi  ■ 
sitada  en  la  mi^ma  forma  que  las  escriba- 
nías públicas,  i  los  majislrados  encargados 
de  dichas  visitas  exijirán  el  exacto  cumpli- 
miento de  todas  las  disposiciones  conteni- 
das en  tste  Reglamento. 

TITULO  11. 

Del  n4>mbrainieut«>  i  funeiiines  del  Conser- 
«ud«»r. 

7.  El  Rejistro  conservatorio  en  cada 
departamento  estará  a  cargo  de  un  Con- 
servador, nombrado  por  el  Presidente  de 
la  República. 

Estos  nombramientos  se  liarán  en  perso- 
nas que,  después  de  haber  manifestado 
competencia  para  el  desempeño  de  sus 
obligaciones,  hubieren  cumplido  con  todos 
los  requisitos  establecidos  para  el  nombra- 
miento de  escribanos. 

Sin  embargo,  estas  solemnidades  i  prue- 
bas podrán  omitirse  si  el  nombramiento 
de  Conservador  lo  hace  recaer  el  Presiden- 
te de  la  República  en  abogado  o  escribano 
público. 

8.  Todo  Conservador,  antes  de  entrar 
a  ejercer  su  oñcio,  prestará  ante  la  respec- 
tiva Corte  de  Apelaciones  el  mismo  jura- 
mento que  los  escribanos,  i  dará  fianza, 
constituirá  hipoteca  o  depositará  en  arcas 
ñscales  letras  de  la  Caja  Hipotecaria  para 
responder  de  toda  omisión,  retardo,  error 
i,  en  jeneral,  de  toda  falta  o  defecto  que  en 
el  ejercicio  de  su  cargo  pueda  serle  impu- 
table. 

La  ñanza  o  hipoteca  serán  a  satisfacción 
del  Rejente  de  la  citada  Corte. 

9.  La  cuantía  de  la  fianza,  hipoteca  o 
depósito  que  deben  dar  o  constituir  los 
Conservadores,  será  de  cuatro  mil  pesos 
en  los  departamentos  de  Santiago,  de  Val- 
paraíso i  Copiapó;  de  tres  mil  pesos  en  los 
departamentos  en  que  hai  establecidos  juz- 
gados de  letras,  i  de  dos  mil  pesos  en  los 
demás  departamentos. 


10.  Las  causas  de  implicancias  o  pro- 
hibiciones de  actuar,  establecidas  por  las 
leyes  para  los  escribanos  públicos,  se  es- 
tienden también  a  los  Conservadores. 

En  los  casos  de  implicanci  i,  ausencia, 
enfermedad  o  de  cualquier  otro  impedi- 
mento accidental  será  reemplazado  por  el 
escribano  del  mismo  departamento:  si  hu- 
biere mas  de  un  escribano,  por  el  mas  an- 
tiguo: si  ninguno  hub.ere,  por  eí  alcalde 
que  ejerza  el  juzgado  de  primera  instan- 
cia; i  en  detecto  de  éste  por  el  que  deba 
reemplazarlo  según  la  lei. 

Los  sustitutos  legales,  mientras  lo  sean, 
ejercerán  el  cargo  bajo  la  garantía  consti- 
tuí la  por  el  Conservador  propietario. 

Las  subrogaciones  de  ¿ue  se  hace  refe- 
rencia en  el  inciso  anterior,  se  verifican 
previo  decreto  del  gobernador  departa- 
mental, en  que  caliüque  su  necesidad  ¡ 
llame  el  sustituto  que  corresponda.  De  este 
decreto  se  tomará  razón  en  la  oficina  del 
Conservador  antes  de  que  el  sustituto  em- 
piece a  funcionar. 

11.  En  ningún  caso  podrá  el  Conser- 
vador separarse  definitivamente  del  ofi- 
cio, sin  haber  hecho  entrega  formal  de  él 
al  sucesor.  La  entrega  se  hará  por  inven- 
tario formal,  del  cual  se  remitirá  copia 
autorizada  a  la  Corte  de  Apelaciones  res- 
pectiva. 

12.  El  Conservador  inscribirá  en  el 
respectivo  Rejistro  los  títulos  que  al  efecto 
se  le  presenten. 

13.  El  Conservador  no  podrá  rehusar 
ni  retardar  las  inscripciones:  deberá,  no 
obitante,  negarse,  si  la  in  cripciou  es  en 
algún  sentido  legalmenle  inadmisible;  por 
ejemplo,  si  no  es  auténtica  o  no  está  en  el 
papel  competente  la  copia  que  se  le  pre- 
senta; si  no  está  situada  en  el  departa- 
mente  o  no  es  inmueble  la  cosa  a  que  se 
refiere;  si  no  se  ha  dado  al  público  el  aviso 
prescrito  en  el  artículo  58;  ^i  es  visible  en 
el  título  algún  vicio  o  defecto  que  lo  anule 
absolutamente,  ó  si  no  contiene  las  desig- 
naciones legales  para  la  inscripción. 

14.  Si  el  dueño  de  un  fundo  lo  vendie- 
re sucesivamente  a  dos  personas  distintas, 
i  después  de  inscrito  por  uno  de  los  com- 
pradores, apareciese  el  otro  solicitando 
igual  inscripción;  o  si  un  fundo  apareciese 
vendido  por  persona  que  según  el  Rejistro 
no  es  su  dueño  o  actual  poseedor,  el  Con- 
servador rehusará  también  la  inscripción 
hasta  que  se  le  haga  constar  que  judicial- 
mente íC  ha  puesto  la  pretensión  en  noti- 
cia de  los  interesados  a  quienes  pueda  per- 
judicar la  anotación. 

Los  fundamentos  de  toda  negativa  se  es- 
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presarán  con   individualidad  en  el  mismo 
titulo. 

15.  Sin  embargo,  en  ningún  caso,  el 
Conservador  dejará  de  anotar  en  el  Re- 
pertorio el  titulo  que  se  le  presentare  para 
.ser  inscrito,  ya  sea  que  el  motivo  que  en- 
contrare para  hacer  la  inscripción  sea 
en  su  concepto  de  efectos  permanentes  o 
transitorios  i  fáciles  de  subsanar. 

Las  anotaciones  de  esta  clase  caducarán 
a  los  dos  me.ses  de  su  fecha  si  no  se  con- 
virtieren en  inscripción. 

16.  La  anotación  presuntiva  de  que 
habla  el  articulo  anterior  -se  convertirá  en 
inscripción,  cuando  se  haga  constar  que 
se  ha  subsanado  la  causa  que  impedía  la 
inscripción. 

17.  Convertida  la  anotación  en  inscrip- 
ción, surte  ésta  todos  los  efectos  de  tal 
desde  la  ferha  de  la  anotación,  sin  embar- 
go de  cualesquiera  derechos  que  hayan 
sido  inscritos  en  el  intervalo  de  la  una  a  la 
otra. 

18.  La  parto  perjudicada  con  la  nega- 
tiva del  Conservador,  ocurrirá  al  juez  de 
primera  instancia  del  departamento,  quien 
en  vista  de  esta  .solicitud  i  de  los  motivos 
espuestos  por  el  Conoervador,  resolverá 
por  escrito  i  sin  más  trámite  lo  que  corres- 
ponda. 

19.  Si  manda  el  juez  hacer  la  inscrip- 
ción, el  Conservador  hará  mención  en  ella 
del  decreto  en  que  la  hubiere  ordenado. 

20.  El  decreto  en  que  se  niegue  lugar 
a  la  inscripción,  es  apelable  en  la  forma  or- 
dinaria. 

TÍTULO  III 

Del  repertorio»,  »>u  objeto  i  organiKacion. 

21.  Tendrá  el  Conservador  un  libro, 
denominado  Repertorio,  para  anotar  los 
títulos  que  se  le  presenten. 

22.  El  espresado  libro,  desde  el  prin- 
cipio, estará  encuadernado  i  cubit^rto  con 
tapa  firme,  foliado  i  rubricadas  todas  sus 
pajinas  por  el  juez  de  letras,  o  el  juez  de 
primera  instancia. 

23.  En  Irt  primera  pajina,  el  juez  pon- 
drá constancia  bajo  su  firma  i  la  del  Con- 
servador, del  número  de  fojas  que  conten- 
ga el  libro. 

24.  Cada  pajina  del  Repertorio  se  divi- 
dirá en  cin-o  columnas,  destinadas  a  reci- 
bir las  enunciaciones  siguientes: 

L*  El  n(  inbre  i  apellido  de  la  persona 
que  presentad  titulo. 

2."  La  naturaleza  del  acto  o  contrato 
que  contenga  la  inscripción  que  trata  de 
hacer.se. 


3.''  La  clase  de  inscripción  que  se  pide, 
por  ejemplo,  si  es  de  dominio,  hipoteca, 
etcétera. 

4.'*'  La  hora,  dia  i  mes  de  la  presenta- 
ción. 

5.'  El  Rejistro  parcial  en  que,  según  el 
artículo  32,  debe  hacerse  la  inscripción,  i 
el  número  que  en  él  le  corresponde. 

25.  Devolviendo  el  Conservador  el  tí- 
tulo por  alguna  de  las  causas  mencionadas 
en  los  arrícu  os  13  i  14,  se  espresará  al 
márjen  del  Repertorio  el  motivo  de  la  de- 
volución, dejando  en  bl  .neo  la  quinta  co- 
lumna para  designar  el  Rejistro  parcial  en 
que  debe  inscribirse  el  título  i  darle  el  nú- 
mero que  le  corresponda  a  la  fecha  en  que 
de  nuevo  se  le  presente,  caso  de  ordenar- 
se por  el  juez  la  inscripción,  según  lo  pre- 
venido en  el  art.  19 

26.  Cada  columna  se  encabezará  con 
el  rótulo  de  la  enun(;iacion  que  debe  figu- 
rar en  ella. 

27.  Las  anotacione-i  se  harán  en  este 
libro  bajo  una  serie  jeneral  de  números, 
siguiendo  el  orden  dtj, la  presentación  de 
los  títulos. 

28.  Se  cerrará  diariamente,  i  esta  di- 
lijencia  se  reducirá  a  espre.sar  la  suma  de 
anotaciones  hechas  en  el  día,  con  especifi- 
cación del  primero  i  último  números  de  la 
serie  jeneral  del  Repertorio  que  ellas  com- 
prendan, la  fecha  i  la  flrina  del  Conserva- 
dor. 

29.  Si  no  se  hubieren  hecho  anotacio- 
nes en  el  dia,  se  pondrá  el  debido  certifi- 
cado haciendo  constar  la  falta  de  ellas. 

30.  Es  aplical)l  al  Repertorio  lo  dis- 
puesto para  los  Rejistros  parciales  en  el 
art.  38. 

TITULO  IV 

Del  rejistro  i  su  objeto,  de  su  organizaeion 
a  |>ub!íci<ia«l. 

31.  El  Conservador  llevará  tres  libros 
denominados: 

1.°     Rejistro  de  propiedad; 
2.°     Rejistro  de  hipotecas  i  gravámenes; 
3.°     Rejistro  de  interdicciones  i  prohibi- 
ciones de  enajenar. 

32.  Se  inscribirán  en  el  primero  las 
traslaciones  de  dominio. 

En  el  segundo  las  hipotecas,  los  censos, 
los  derechos  de  usufructo,  uso  i  habitación, 
los  fideicomisos,  las  servidumbres  i  otros 
gravámenes  semejantes; 

En  el  tercero  las  interdicciones  i  prohi- 
biciones de  enajenar  e  im|)edimentos  rela- 
cionados eii  el  artículo  53,  número  3. 

33.  En  cada  uno  de  los  mencionados 
Reüstros  se  inscribirán  también  las  respec- 
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tivas  cancelaciones,  subinscripcioncs  i  de- 
mas  concerniente  a  las  inscripciones  he- 
chas en  ellos. 

34  Los  Rcjistroá  parciales  se  llevarán 
en  papel  sellado  de  seyuniia  clase,  i  se  or- 
ganizarán del  mismo  modo  que  los  proto- 
colos de  los  escribanos  públicos. 

35.  Se  foliarán  a  medida  que  se  vaya 
adelantando  en  ellos. 

36.  Todos  los  rejistros  empezarán  i 
concluirán  con  el  año. 

37.  Las  inscripciones  se  harán  en  cada 
Rejistro  bajo  una  serie  particular  de  nú- 
meros, independiente  de  la  serie  jeneral 
del  Repertorio. 

38.  Cada  uno  de  los  Rejistros  parcia- 
les se  abrirá  al  principio  de  año  con  un 
certificado  en  que  se  haga  mención  de  la 
primera  inscripción  que  va  a  hacerse  en  él; 
i  se  cerrará  al  fin  de  año  con  otro  certifi- 
cado, escrito  todo  por  el  Conservador,  en 
que  se  esprese  el  número  de  fojas  i  de  ins- 
cripciones que  contiene,  el  de  las  que  han 
quedado  sin  efecto,  las  enmendaturas  de 
la  foliación,  i  cuanta  particularidad  pueda 
influir  en  lo  sustancial  de  las  inscripciones 
i  conduzca  a  precaver  suplantaciones  i 
otros  fraudes. 

39.  Los  documentos  que  el  Conserva- 
dor debe  retener  según  el  artículo  85,  se 
agregarán  numerados  al  final  de  los  res- 
pectivos Rejistros,  por  el  mismo  orden  de 
las  inscripciones. 

40.  Al  final  de  los  espresados  documen- 
tos se  pondrá  un  certificado  igual  al  de  los 
Rejistros;  i  en  cada  documento,  cuyas  pa- 
jinas todas  rubricará  el  Conservador,  cer- 
tificará la  foja  i  el  número  de  la  inscrip- 
ción a  que  se  refiere. 

41.  Cada  Rejistro  contendrá  un  índice 
por  orden  alfaliético,  destinado  a  colocar 
separadamente  el  nombre  de  los  otorgan- 
tes, el  apellido  de  los  mismos  i  el  nombre 
del  fundo,  matsria  de  la  inscripción. 

42.  En  un  apéndice  a  este  índice  se 
inventariarán  los  documentos  agregados 
al  fin  de  cada  Rejistro. 

43.  Se  llevará  también  un  libro  de  ín- 
dice jeneral  por  orden  alfabético,  el  cual  se 
formará  a  medida  que  se  vayan  haciendo 
las  inscripciones  en  los  tres  Rejistros.  En 
él  se  abrirán  las  mismas  partidas  que  en  el 
índice  particular. 

44.  Las  partidas  de  ambos  índices,  ade- 
mas del  nombre  de  los  otorgantes,  enun- 
ciarán el  nombre  particular  del  fundo,  la 
calle  en  que  estuviere  situado,  siendo  ur- 
bano, i  si  rústico,  la  subdelegacion,  la  na- 
turaleza del  contrato  o  gravamen,  la  cita 
de  la  foja  i  númeio  de  la  inscripción. 


El  índice  jeneral  citará  también  el  Re- 
jistro parcial  en  que  se  halla  la  inscrip- 
ción. 

45.  Los  índices  jenerales  se  cerrarán 
anualmente  con  un  certificado  que  pondrá 
el  Conservador  al  final  de  cada  serie  alfa- 
bética de  partidas:  i  se  continuará  el  mis- 
mo índice  después  de  los  certificados  de 
cada  serie,  si  en  el  libro  hubiere  bastante 
capacidad  para  ello 

46.  Es  aplicable  a  los  índices  jenerales 
lo  dispuesto,  respecto  del  Reuertorio,  en 
losartis.  22  i  23. 

47.  Cada  Rejistro  f.arcial  se  encua- 
dernará prolijamente  i  se  cubrirá  con  tapa 
firme. 

Sobre  eUa  o  en  el  lomo  se  pondrá  un  ró- 
tulo, espresando  la  clase  de  Rejistro  que 
contiene  i  el  año  a  que  pertenece. 

48.  Si  los  Rejistros  fuesen  poco  volu- 
minosos, podrán  cubrirse  con  una  sola 
tapa  los  correspondientes  a  cada  año;  pero 
entonces  se  rotularán  espresando  no  solo 
la  clase  de  Rejistros  que  componen  el  tomo 
i  el  año  a  que  pertenecen,  sino  también  la 
foja  en  que  principia  i  concluye  cada  Re- 
jistro. 

49.  En  orden  a  la  guarda  de  los  Rejis- 
tros incumben  a  los  Conservadores  los  mis- 
mos deberes  i  obligaciones  que  a  los  escri- 
banos. Son  ,  no  obstante,  esencialmente 
públicos  todos  ellos;  por  consiguiente,  es 
permitido  a  cualquiera  consultarlos  en  la 
misma  ofi'-ina  i  tomar  los  apuntes  que  crea 
convenientes. 

50.  Es  obligado  e!  Conservador  a  dar 
cuantas  copias  i  certificados  se  le  pidan 
judicial  o  estrajudicialmente,  acerca  de  lo 
que  consta  o  no  consta  de  sus  Rejistros 

51.  Contendrán  las  subinscripciones  i 
notas  de  referencia. 

No  se  hará  mención  en  ellos  de  las  ins- 
cripciones canceladas  o  sin  efecto  a  no  ser 
que  las  partes  lo  hubieren  así  pedido  es- 
presamente. 

TITULO  V 

De  lo.*^  titiilns  <{ue  4lel>eu  i  piieileu 
isisci'ibirse. 

52.  Deberán  inscribirse  en  el  Rejistro 
Conservatorio: 

I.''  Los  títulos  traslaticios  del  dominio 
de  los  bienes  raíces;  los  títulos  de  derecho 
de  usufructo,  uso,  habitación,  censo  e  hi- 
poteca constituidos  en  inmuebles,  i  la  sen- 
tencia ejecutoria  que  declare  la  prescrip- 
ción adquisitiva  del  dominio  o  de  cualquie- 
ra de  dichos  derechos.. 

Acerca  de  la  inscripción  de  los  títulos 
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relativos  a  minas,  se  estará  a  lo  prevenido 
en  el  Código  de  Minería. 

2°  La  Constitución  de  los  fideicomisos 
que  comprendan  o  afecten  bienes  raices; 
la  del  usufructo,  uso  i  habitación  que  ha- 
yan de  recaer  sobre  inmuebles  por  acto  en- 
tre vivos;  la  constitución,  división  reduc- 
ción i  redención  del  censo;  la  constitución 
de  cenijo  vitalicio,  i  la  constitución  de  la 
hipoteca. 

Las  reglas  relativas  a  la  hipoteca  de  na- 
ves pertenecen  al  Código  de  Comercio. 

3."  La  renuncia  de  cualquiera  de  los 
derechos  enumerados  anteriormente. 

4.°  Los  decretos  de  interdicción  previ- 
soria i  definitiva,  el  de  rehabilitación  del 
disipador  i  demente,  el  que  confiera  la  po- 
sesión definitiva  de  los  bienes  del  desapa- 
recido i  el  que  conceda  el  beneficio  de  se- 
paración de  bienes,  según  el  artículo  1385 
del  Código  civil. 

53.  Pueden  inscribirse: 

1."  Toda  condición  su.spensiva  o  reso- 
lutoria del  dominio  de  bienes  inmuebles  o 
de  otros  derechos  reales  constituidos  sobre 
ellos. 

2.°  Todo  gravamen  impuesto  en  ellos 
que  no  sea  de  los  mencionados  en  los  nú- 
meros 1°  i  2.*'  del  artículo  anterior,  como 
las  servidumbres. 

El  arrendamiento  en  el  caso  del  artículo 
1962  del  Código  civil  i  cualquiera  otro  acto 
o  contrato  cuya  inscripción  sea  permitida 
por  la  leí. 

3.°  Todo  impedimento  o  prohibición  re- 
ferente a  inmuebles,  sea  convencional,  le- 
cal  o  judicial,  que  embarace  o  límite  de 
gualquier  modo  el  libre  ejercicio  del  dere- 
cho de  enajenar.  Son  de  la  segunda  clase 
el  embargo,  cesión  de  bienes,  secuestro, 
litijio,  etc. 

TITSLXO  VS 

Bel  modo  de  itroceder  a  laü  in8cri|icioueis. 

54.  La  inscripción  del  título  de  domi- 
nio i  de  cualquiera  otro  de  los  derechos 
reales  mencionados  en  el  artículo  52,  nú- 
meros 1."  i  2.",  se  hará  en  el  Rejistro  Con- 
servatorio del  departamento  en  que  esté 
situado  el  inmueble;  i  si  éste  por  su  situa- 
ción pertenece  a  varios  departamentos, 
deberá  hacerse  la  inscripción  en  la  oficina 
de  cada  uno  de  ellos. 

Si  el  titulo  es  relativo  á  dos  ó  mas  in- 
muebles, deberá  inscribirse  en  los  Rejis- 
tros  de  todos  los  departamentos  a  qne  por 
su  situación  pertenecen  los  inmuebles. 

Si  por  un  acto  de  partición  se  adjudican 
a  varias  personas  los  inmuebles  o  parte  de 


los  inmuebles  que  antes  se  poseían  proin- 
diviso,  el  acto  de  partición,  en  lo  relativo 
a  cada  inmueble  o  cada  parte  adjudicada, 
se  inscribirá  en  el  departamento  o  depar- 
tamentos a  que  por  su  situación  correspon- 
da dicho  inmueble  o  parte. 

55  Para  que  el  heredero  pueda  dispo- 
ner de  un  inmueble,  es  necesario  que  pre- 
ceda: 

1.°  El  decreto  judicial  que  da  la  pose- 
sión efectiva:  este  decreto  se  inscribirá  en 
la  oficina  del  Conservador  del  departa- 
mento en  que  haya  sido  pronunciado,  en- 
tendiéndose por  tal,  aquel  en  que  se  hubie- 
se sustanciado  el  espediente;  i  si  la  suce- 
sión es  testamentaria,  se  inscribirá  al  mis- 
mo tiempo  el  testamento; 

2.°  Las  inscripciones  especiales  preve- 
nidas en  los  incisos  primero  i  segundo  del 
artículo  precedente:  en  virtud  de  ellas  po- 
drán los  herederos  disponer  de  consuno 
de  los  inmuebles  hereditarios; 

3.°  La  inscripción  especial  prevenida 
en  el  inciso  terct  ro;  sin  esto  no  podrá  el 
heredero  disponer  por  si  solo  de  los  inmue- 
bles hereditarios  que  en  la  partición  le  ha- 
yan cabido. 

56.  Los  decretos  de  interdicción,  los 
que  prohiben  o  limitan  jeneralmente  el  de- 
recho de  enajenar  i  los  demás  que  no  se 
contraigan  a  determinado  inmueble,  se 
inscribirán  en  el  departamento  en  donde 
tenga  su  domicilio  la  persona  sobre  quien 
recae  el  decreto  o  prohibición.  Se  inscri- 
birán también  en  el  departamento  o  de- 
partamentos en  que  estén  situados  los  in- 
muebles que  le  pertenecieren. 

Si  la  prohibición  o  limitación  recayeren 
sobre  un  inmueble  determinado,  la  inscrip- 
ción deberá  hacerse  en  el  departamento  o 
departamentos  en  que  estuviere  situado  el 
inmueble. 

57 .  Para  llevar  a  efecto  la  inscripción, 
se  exhibirá  al  Conservador  copia  auténtica 
del  titulo  respectivo  o  de  la  sentencia  o 
decreto  judicial;  en  este  caso,  con  certifi- 
cación al  pie  del  respectivo  escribano  que 
acredite  ser  ejecutorios. 

Se  exhibirán  también  los  demás  docu- 
mentos necesarios,  sean  públicos  o  priva- 
dos. 

58.  Para  inscribir  la  trasferencia  por 
donación  o  contrato  entre  vivos  de  una 
finca  que  no  ha  sido  antes  inscrita,  exijirá 
el  Conservador  constancia  de  haberse  dado 
aviso  de  dicha  trasferencia  al  público  por 
un  periódico  del  departamento,  si  lo  hu- 
biere, i  por  carteles  que  se  hayan  fijado  en 
tres  de  los  parajes  mas  frecuentados  de 
departamento,  con  las  designaciones  reía- 
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tivas  a  las  personas  que  trasfieren  i  a  los 
limites  i  nombre  de  la  propiedad,  materia 
del  contrato. 

La  fijación  de  carteles  se  hará  constar 
al  Conservador  por  certificados  del  escri- 
bano o  Juez  del  lugar,  puestos  al  pié  de  di- 
chos carteles,  para  que  de  este  modo  cons- 
te también  que  ha  habido  en  el  contenido 

e  ellos  la  exactitud  necesaria. 

Se  sujetarán  a  la  misma  regla  la  inscrip- 
ción o  rejistro  de  la  constitución  o  trasfe- 
rencia  por  acto  entre  vivos  de  los  derechos 
de  usufructo,  uso,  habitación,  censo  e  hi- 
poteca que  se  refíeran  a  inmuebles  no  ins- 
critos. 

Hasta  treinta  días  después  de  dado  el 
aviso  no  podrá  hacerse  la  inscripción. 

59.  La  inscripción  de  un  embargo,  se- 
cuestro, cesión  de  bienes  i  cualquiera  otro 
impedimento  legal  para  enajenar  un  in- 
mueble, no  podrá  hacerse  sin  previo  de- 
creto del  juez  competente. 

60.  Los  interesados  pueden  pedir  la 
inscripción  por  sí,  por  medio  de  persone- 
ros  o  de  sus  representantes  legales. 

61.  Solo  si  la  inscripción  se  pide  para 
trasferir  el  dominio  de  un  inmueble,  o  de 
algún  otro  de  los  derechos  reales  compren- 
didos en  el  número  l.°  del  artículo  52,  será 
necesario  que  el  apoderado  o  representan- 
te legal  presenten  el  título  de  su  mandato 
o  de  su  representación:  en  las  inscripcio- 
nes de  otro  jénero  bastará  que  exhiban  la 
copia  auténtica  del  titulo  en  virtud  de  la 
cual  demandan  la  inscripción. 

62.  El  Conservador  admitirá  como  au- 
téntica toda  copia  autorizada,  con  las  so- 
lemnidades legales,  por  el  competente  fun- 
cionario. 

63.  Los  instrumentosotorgadosen  país 
estranjero,  no  se  inscribirán  sin  previo  de- 
creto judicial  que  califique  la  legalidad  de 
su  forma  i  su  autenticidad,  conforme  á  lo 
dispuesto  en  los  artículos  16,  17  y  18  del 
Código  civil. 

64.  No  obstante  lo  prevenido  en  el  ar- 
ticulo anterior,  para  los  efectos  de  la  ins- 
cripción, el  Conservador  reputará  legales 
e  inscribirá  los  instrumentos  otorgados  en 
país  estranjero  i  auténticas  las  copias,  .si 
hubiesen  pasado  aquéllos  i  se  hubieren  és- 
tas dado,  con  el  sello  de  la  Legación  ó  Con- 
sulado, por  un  Ministro  Plenipotenciario, 
un  Encargado  de  Negocios,  un  Secretario 
de  Legación  o  un  Cónsul  de  Chile,  con  tal 
que  estos  dos  últimos  tengan  título  espedi- 
do por  el  Presidente  de  la  República,  i  que 
el  Ministro  de  Relaciones  Esteriores  haya 
abonado  la  firma  al  autorizante. 

65.  En  el  acto  de  recibir  el  Conserva- 


dor la  copia  auténtica,  anotará  su  estracto 
en  el  Repertorio,  bajo  el  número  que  le 
corresponda  .según  el  orden  de  su  presen- 
tación, i  con  las  enunciaciones  enumera- 
das en  el  art.  24. 

66.  Si  dos  o  mas  per.sonas  demandaren 
a  un  tiempo  inscripción  de  igual  naturale- 
za sobre  un  mismo  inmueble,  las  copias 
presentadas  se  anotarán  bajo  el  mismo  nú- 
mero. 

67.  Solo  podrá  omitirse  la  formalidad 
prevenida  en  el  articulo  65,  en  el  caso  de 
que  el  requirente,  persuadido  de  la  justicia 
con  que  el  Conservador  rehusa  la  inscrip- 
ción, declare  espresamente  que  desiste  de 
ella  i  que  retira  su  título. 

68  Fuera  de  este  caso,  si  el  Conserva- 
dor devuelve  el  título,  procederá  .según  lo 
prescrito  on  el  art.  25;  si  lo  admite,  apun- 
tará en  él  el  número  del  Repertorio  bajo 
el  cual  se  haya  anotado,  el  Rejistro  parcial 
en  que  debe  inscribirse  i  el  número  que 
en  éste  le  corresponda. 

69.  A  todo  requirente,  en  el  acto  que 
lo  pida,  dará  el  Conservador  copia  de  la 
anotación  hecha  en  el  Repertorio. 

TÍTULO    Vil. 

Oc  la  foruia  i  ¡lioieiunidail  de  las  inscrapcío- 
ues, 

70.  Admitidos  los  títulos,  el  Conserva- 
dor, conformándose  a  ellos,  hará  sin  retar- 
do la  inscripción. 

71.  Se  hará  una  sola  inscripción,  cual- 
quiera que  sea  el  número  de  los  acreedo- 
res i  deudores,  si  hai  entre  aquéllos  unidad 
de  derechos,  o  si  son  éstos  solidarios  o  in- 
divisible la  obligación. 

72.  Pero  si  resultase  de  un  título  que 
muchos  deudores  o  fiadores  hubiesen  hipo- 
tecado los  inmuebles  que  singularmente 
les  corresponden  ,  se  verificarán  tantas 
insf-ripciones  cuantos  los  inmuebles  .sean. 

73.  Las  partidas  de  inscripción,  en  ca- 
da Registro  parcial,  se  colocarán  bajo  el 
número  que  se  les  haya  asignado  en  el  Re- 
pertorio. 

74.  Si  anotado  un  título  en  el  Re- 
pertorio se  desistiere  de  la  inscripción  el 
requirente  o  se  suspendiere  ésta  por  cual- 
quiera otro  motivo,  pondrá  el  Conserva- 
dor, bajo  el  número  que  al  titulo  se  haya 
asignado  en  el  Repertorio,  el  respectivo 
certificado,  firmado  también  por  la  parte, 
haciendo  constar  el  hecho  i  el  motivo  de  la 
no  inscripción. 

75.  Las  inscripciones  se  escribirán  en- 
tre dos  márjenes,  i  en  tal  orden  de  suce- 
sión que  entre  una  i  otra  no  quede  mas  de 
un  renglón  en  blanco. 
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76.  Tendrá  cada  inscripción  al  princi- 
pio, en  el  márjcn  de  la  izquierda,  una  ano- 
tación que  esprese  la  naturaleza  del  titulo 
i  el  número  que  le  corresponda  en  el  Re- 
pertorio, 

77.  Las  sumas  se  escribirán  en  gua- 
rismos i  en  letras,  i  no  se  usará  jamas  de 
abi'eviaturas. 

78.  La  inscripción  de  títulos  de  propie- 
dad i  de  derechos  reales,  contendrá: 

L"     La  fecha  de  la  inscripción; 

2."  La  naturaleza,  fecha  del  titulo  i  la 
oficina  en  que  se  guarda  el  orijinal; 

3."  Les  nombres,  apellidos  y  domicilios 
de  las  partes; 

4,°     El  nombre  i  linderos  del  fundo; 

5.°     La  firma  del  Conservador. 

Si  se  pidiere  la  inscripción  de  un  titulo 
traslaticio  del  dominio  de  un  inmueble  o 
de  alguno  de  los  derechos  reales  mencio- 
nados en  el  art.  52,  núm.  1.";  i  en  el  titulo 
no  apareciere  facultado  unode  losotorgan- 
tes  o  un  tercero  para  hacer  por  sí  solo  el 
rejistro,  será  necesario  ademas  que  las 
partes  o  sus  representantes,  firmen  la  ano- 
tación. 

En  las  transferencias  que  procedan  de 
decretos  judiciales  no  hai  necesidad  de 
de  que  las  partes  firmen   las  anotaciones. 

79.  La  inscripción  de  un  testamento 
comprenderá  la  fecha  de  su  otorgamiento; 
el  nombre,  apellido  i  domicilio  del  testa- 
dor; los  nombres,  apellidos  i  domicilios  de 
los  herederos  o  legatarios  que  solicitasen 
la  inscripción,  espresando  sus  cuotas,  o 
los  respectivos  legados. 

La  inscripción  de  una  sentencia  o  decre- 
to comprenderá  su  fecha,  la  designación 
del  tribunal  o  juzgado  respectivo,  J  una 
copia  literal  de  la  parte  dispositiva  Si  ésta 
se  refiere  a  la  demanda  o  a  otro  luyelo,  se 
insertará  literalmente  lo  que  en  la  deman- 
da o  libelóse  haya  pedido. 

La  inscripción  de  un  acto  legal  de  parti- 
ción comprenderá  la  fecha  de  este  acto,  el 
nombre  i  apellido  del  juez  partidor,  i  la 
designación  de  las  partes  o  hijuelas  perte- 
necientes a  los  que  soliciten  la  inscripción. 

Las  inscripciones  antedichas  .se  confor- 
marán en  lo  demás  a  lo  prevenido  en  el 
articulo  precedente. 

80.  Siempre  que  se  trasfiera  un  dere- 
cho antes  inscrito,  se  mencionará  en  la 
nueva,  al  tiempo  de  designar  el  inmueble, 
la  precedente  inscripción,  citándose  el  Re- 
jistro,  folio  i  número  de  ella. 

81.  La  inscripción  de  la  hipoteca  con- 
tendrá: 

L"  El  nombre,  apellido  i  domicilio  del 
acreedor,  i  su  profesión  si  tuviere  alguna; 


i  las  mismas  designaciones  relativamente 
al  deudor,  i  a  los  que  como  apoderados  o 
representantes  legales  del  uno  o  del  otro, 
requieran  la  inscripción. 

Las  personas  jurídicas  serán  designadas 
por  su  denominación  legal  o  popular,  i  por 
el  lugar  de  su  establecimiento;  i  se  esten- 
derá a  sus  personeros  lo  que  se  dice  de  los 
apoderados  o  representantes  legales  en  el 
inciso  anterior. 

2.°  La  fecha  i  naturaleza  del  contrato 
a  que  accede  la  hipoteca  i  el  archivo  en 
que  se  encuentra. 

Si  la  hipoteca  se  ha  constituido  por  acto 
sepai'ado,  se  espresará  también,  la  fecha 
de  este  acto,  i  el  archivo  en  que  existe. 

3.°  La  situación  de  la  finca  hipotecada 
i  sus  linderos. 

Si  la  finca  hipotecada  fuere  rural,  se  es- 
presará el  departamento,  subdelegacion  i 
distrito  a  que  pertenezca,  i  si  perteneciere 
a  varios,  todos  ellos. 

Si  fuere  urbana,  la  ciudad,  villa  o  aldea, 
i  la  calle  en  que  estuviere  situada. 

4.°  La  suma  determinada  a  que  se  es- 
tienda la  hipoteca  en  el  caso  de  haberse 
limitado  a  determinada  cantidad  . 

5."  La  fecha  de  la  inscripción  i  la  fir- 
ma del  Conservador. 

La  inscripción  de  otro  cualquier  grava- 
men, contendrá  en  lo  concerniente  las 
mismas  designaciones. 

82.  La  falta  absoluta  en  los  títulos  de 
alguna  de  las  designaciones  legales,  solo 
podrá  llenarse  por  medio  de  escritura  pú- 
blica. 

Pero  la  designación  de  los  herederos  i 
legatarios  a  que  se  refiere  el  articulo  79, 
inciso  primero,  las  designaciones  necesa- 
rias en  el  caso  del  inciso  segundo,  i  las  de 
los  personeros  i  representantes  legales  que 
exijeel  número  L°  del  articulo  precedente, 
se  salvarán  por  medio  de  minutas  suscri- 
tas por  las  partes. 

Del  mismo  modo  se  enmendarán  i  su- 
plirán las  designaciones  defectuosas  e  in- 
suficientes do  ios  titules. 

83.  A  continuación  de  la  última. pala- 
bra del  texto  de  la  inscripción,  seguirán 
los  firmas  de  las  partes,  en  los  casos  que 
fueren  necesarias,  debiendo  cerrar  la  ins- 
cripción la  firma  del  Conservador. 

84.  En  orden  al  modo  de  salvar  las  en- 
mendaturas  o  entrelineas,  de  identificar 
las  personas  y  demás  concerniente  a  la 
forma  i  solemnidades  de  las  inscripciones, 
estarán,  los  Conservadores  sujetos  a  las 
mismas  reglas  que  lo-;  escribanos,  respec- 
to del  otorgamiento  de  instrumentos  pú- 
blicos. 
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85.  Verificada  la  inscripción,  el  Con- 
servador devolverá  su  titulo  al  requirente; 
pero  si  la  inscripción  se  refiere  a  minutas 
o  documentos  que  no  se  guardan  en  el  Re- 
jistro  o  protocdio  de  una  oficina  pública,  se 
guardarán  dichas  minutas  o  documentos 
en  el  archivo  del  Conservador  bajo  su  cus- 
todia i  responsabilidad,  observando  a  este 
respecto  lo  dispuesto  en  el  articulo  39. 

86.  El  titulo  se  devolverá  con  nota  de 
haberse  inscrito,  del  Registro,  número  i  te- 
cha de  la  inscripción,  la  fecha  de  la  nota  i 
la  firma  del  Conservador. 

Se  hará  ademas  mención  en  la  predicha 
nota  del  contenido  de  las  minutas  o  docu- 
mentos que,  según  el  articulo  precedente, 
deben  quedar  en  poder  del  Conservador. 

87.  El  interesado,  si  quiere,  podrá  ocu- 
rrir con  la  copia  ante  el  escribano  orijina- 
rio,  quien  será  obligado  a  trasladar  la  nota 
al  marjen  de  la  escritura  matriz. 

TBTIXO  VIK 

De  las  siibinscriiicionei«  y  cancelaciones. 

88  La  rectificación  de  errores,  omi- 
siones o  cualquiera  otra  modificación  equi- 
valente que  el  Conservador  de  oficio  o  a 
yjeticion  de  parte,  tuviere  que  hacer  con- 
forme al  titulo  inscrito,  será  objeto  de  una 
subinscripcion;  i  .se  verificaráen  el  margen 
de  la  derecha  de  la  inscripción  respectiva, 
al  frente  de  la  designación  modificada. 

89.  Pero  si  en  la  subinscripcion  se  re- 
quiere una  variación,  en  virtud  de  un  tí- 
tulo nuevo,  se  hará  una  nueva  inscripción, 
en  la  cual  se  pondrá  una  nota  de  referen- 
cia a  la  que  los  interesados  pretenden  mo- 
dificar, i  en  ésta,  igual  nota  de  referencia 
a  aquélla. 

Si  el  nuevo  documento  que  se  exhibe  es 
una  sentencia  o  decreto  ejecutorios,  cual- 
quiera que  sea  la  modificación  que  pres- 
criban, se  hará  al  marjen  del  Rejistro, 
como  se  ordena  en  el  articulo  anterior. 

90.  Las  disposiciones  relativas  a  la  for- 
ma i  .solemnidad  de  las  inscripciones,  son 
en  lo  conducente,  aplicables  á  las  subins- 
cripciones. 

91.  Son  igualmente  objeto  de  subins- 
cripcion las  cancelaciones,  sean  parciales 
o  totales,  convencionales  o  decretadas  por 
la  justicia. 

92.  El  Conservador  no  hará  cancela- 
ción alguna  de  oficio;  no  obstante,  en  las 
inscripciones  anteriores  .  no  canceladas, 
será  obligado  a  poner  una  nota  de  simple 
referencia  a  las  posteriores,  que  versen  so- 
bre el  mismo  inmueble. 

Segunda  serie. — Tomo  II. 


TITILO  IX 

Be  U».*i  (lerecbow  del  Conservador. 

93.  Los  derechos  del  Conservador  se- 
rán los  siguientes: 

Un  peso  cincuenta  centavos  por  cada 
inscripción,  i  su  certificación  en  el  titulo, 
si  no  e.Kceden  de  dos  fojas,  i  si  excedieren, 
quince  centavos  por  cada  una  de  las  demás 
fojas. 

Ochenta  centavos  por  cada  cancelación 
o  subinscripcion  ordenada  por  sentencia. 

Ochenta  centavos  por  cada  certificación 
que  diere. 

El  papel  sellado  será,  ademas,  pagado 
por  los  que  soliciten  la  inscripción. 

En  cuanto  a  los  derechos  por  las  copias 
que  diere  de  las  inscripciones,  se  arregla- 
rá alArancel  jeneral,  en  la  parte  que  trata 
de  las  copias  que  dan  los  escribanos^  de 
instrumentos  de  sus  rejistros. 

94.  Todo  derecho  que  cobre  el  Conser- 
vador lo  anotará  bajo  su  firma  en  el  titulo, 
certificación  o  copia  que  entregare  a  la 
parte. 

95.  No  puede  el  Conservador  recibir 
cosa  alguna  sobre  sus  derechos,  a  titulo  de 
escritura,  pronto  despacho,  ni  bajo  cual- 
quier otro  titulo,  pretesto  o  motivo. 

TITIXO  X. 

De  la<^  penas  |>ecuniaria.«i  correccionales  que 
pueden  imponerse  al  conservad<»r  por  fal- 
tas ú  omisiones  que  le  sean  imputables. 

96.  El  Conservador,  independiente- 
mente de  la  responsabilidad  a  que  es  obli- 
gado por  los  daños  i  perjuicios  que  ocasio- 
nare, podrá  ser  condenado  a  pagar  una 
multa  de  dos  a  veinte  pesos,  si  no  anota 
en  el  Repertorio  los  títulos  en  el  acto  de 
recibirlos;  si  no  lo  cierra  diariamente,  co- 
mo se  prescribe  en  el  articulo  28;  si  no  lle- 
va los  Rejistros  en  el  orden  que  preceptúo 
este  Reglamento;  si  hace,  niega  o  retarda 
indebidamente  alguna  inscripción;  si  no 
se  conforma  a  la  copia  auténtica  para  ha- 
cerla; si  no  son  exactos  sus  certificados  o 
copias;  i  en  jeneral,  si  incurre  en  otra  falta 
u  omisión,  contraviniendo  las  leyes  i  lo 
dispuesto  en  este  Reglameato. 

97.  La  multa  será  impuesta  sin  ulte- 
rior recurso  p«r  el  juez  de  primera  instan- 
cia del  departamento,  i  sin  necesidad  de 
más  trámite  que  las  dilijencias  necesarias 
para  averiguar  el  hecho. 

98.  Lo  dispuesto  en  los  precedentes 
artículos  es  sin  perjuicio  de  que  el  Conser- 
vador subsane  la  falta  u  omisión,  i  de  lo 
que,  para  el  caso  de  delito,  ordenase  el  Có- 
digo penal. 

(Siguen  laa  disposiciones  transitorias). 

23 
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INSTITUCIONES   POLÍTICAS   Y   JURÍDICAS 


Efeeto  petpoactivo  de  las  leyes 

Lei  de  7  de  Octubre  de  1861. 


Art.  1."  Los  conflictos  que  resultaren 
de  laaplicación  de  leyes  dictadas  en  diver- 
sas épocas  se  decidirán  con  arreglo  a  las 
disposiciones  de  la  presente  lei. 

2.  Las  leyes  «|ue  establecieren  para  la 
adquisición  de  un  estado  civil,  condiciones 
diferentes  de  las  que  exijia  una  lei  ante- 
rior, prevalecerán  sobre  ésta  desde  la  fe- 
cha en  que  comiencen  á  rejir. 

3.  El  estado  civil  adquirido  conforme  a 
la  lei  vijente  a  la  fecha  de  su  constitución, 
subsistirá  aunque  ésta  pierda  después  su 
fuerza;  pero  los  derechos  i  obligaciones 
anexos  a  él,  se  subordinarán  a  la  lei  pos- 
terior, sea  que  ésta  constituya  nuevos  de- 
rechos u  obligaciones,  sea  que  modifique  o 
derogue  los  antiguos. 

En  consecuencia,  las  reglas  de  subor- 
dinación i  dependencia  entre  cónyujes, 
entre  padres  e  hijos,  entre  guardadores  i 
pupilos,  establecidas  por  una  nueva  lei, 
serán  obligatorias  desde  que  ella  empiece 
a  rejir,  sin  perjuicio  del  pleno  efecto  de 
los  actos  válidamente  ejecutados  bajo  el 
imperio  de  una  lei  anterior. 

4.  Los  derechos  de  usufructo  legal  i  de 
administración  «¡ue  el  padre  de  familia  tu- 
viere en  los  bienes  del  hijo,  i  que  hubieren 
sido  adquiridos  bajo  una  lei  anterior,  se 
sujetarán,  en  cuanto  a  su  ejercicio  i  dura- 
ción, a  las  reglas  dictadas  por  una  lei  pos- 
terior. 

5.  Las  personas  que  bajo  el  imperio  de 
una  lei  hubiesen  adquirido  en  conformi- 
dad a  olla  el  estado  de  hijos  naturales,  go- 
zarán de  todas  las  ventajas  i  estarán  suje- 
tas a  todas  las  obligaciones  que  les  impu- 
siere una  lei  posterior. 

6.  El  hijo  ilejitimo  que  hubiese  adqui- 
rido derecho  a  alimentos  bajo  el  imperio 
de  una  antigua  lei,  seguirá  gozando  de 
elloh  bajo  la  que  posteriormente  se  dictare; 
pero  en  cuanto  al  goce  i  estincion  de  este 
dereclio,  se  seguirán  las  reglas  de  esta  úl- 
tima. 

7.  Las  meras  espectativas  no  forman 
derecho. 

En  consecuencia,  la  capacidad  que  una 
lei  confiera  a  los  hijos  ilejitimos  de  poder 
ser  lejitimñdos  por  el  nuevo  matrimonio 
de  sus  padres,  no  les  da  derecho  a  la  leji- 
timidad,  siempre  que  el  matrimonio  se 
contrajere  bajo  el  imperio  de  una  lei  pos- 


terior, que  exija  nuevos  requisitos  o  for- 
malidades para  la  adquisición  de  ese  dere- 
cho, a  menos  que  al  tiempo  de  celebrarlo 
se  cumpla  con  ellos. 

8.  El  que  bajo  el  imperio  de  una  lei 
hubiese  adquirido  el  derecho  de  adminis- 
trar sus  bienes,  no  lo  perderá  bajo  el  de 
otra  aunque  la  última  exija  nuevas  condi- 
ciones para  adquirirlo;  pero  en  el  ejercicio 
i  continuación  de  este  derecho,  se  sujetará 
a  las  reglas  establecidas  por  la  lei  poste- 
rior. 

9.  Los  guardadores  válidamente  cons- 
tituidos bajo  una  lejislacion  anterior,  se- 
guirán ejerciendo  sus  cargos  en  conformi- 
dad a  la  lejislacion  posterior,  aunque  se- 
gún ésta  hubieran  sido  incapaces  de  asu- 
mirlos; pero  en  cuanto  a  sus  funciones,  á 
su  remuneración  i  a  las  incapacidades  o 
escusas  supervinientes,  estarán  sujetos  a 
la  lejislacion  posterior. 

En  cuanto  a  la  pena  en  que,  por  descui- 
dada o  torcida  administración  hubiesen 
incurrido,  se  les  sujetará  a  las  reglas  de 
aquella  de  las  dos  lejislaciones  que  fuere 
menos  rigorosa  a  este  respecto;  las  faltas 
cometidas  bajo  la  nueva  lei  se  castigarán 
en  conformidad  á  ésta. 

10.  La  existencia  i  los  derechos  de  las 
personas  jurídicas  se  sujetarán  a  las  mis- 
ma» reglas  que  respecto  del  estado  civil  de 
las  personas  naturales  prescribe  el  articu- 
lo 3  de  la  presente  lei. 

11.  Las  personas  naturales  o  jurídicas 
que  bajo  una  lejislacion  anterior  gozaban 
del  privilejiode  la  restitución  in  integrum, 
no  podrán  invocarlo  ni  trasmitirlo  bajo  el 
imperio  de  una  lejislacion  posterior  que  lo 
haya  abolido. 

Í2.  Todo  derecho  real  adquirido  bajo 
una  lei  i  en  conformidad  a  ella,  subsiste 
bajo  el  imperio  de  otra;  pero  en  cuanto  a 
sus  goces  i  cargas  i  en  lo  tocante  a  su  es- 
tincion, prevalecerán  las  disposiciones  de  la 
nueva  lei,  sin  perjuicio  de  lo  que  respecto 
de  mayorazgos  ó  vinculaciones  se  hubiese 
ordenado  o  se  ordenare  por  leyes  espe- 
ciales. 

13.  La  posesión  constituida  bajo  una 
lei  anterior  no  se  retiene,  pierde  o  recu- 
pera bajo  el  imperio  de  una  lei  posterior, 
sino  por  los  medios  o  con  los  requisitos  se- 
ñalados en  ésta. 


CHILE. — LEYES   COMPLEMENTARIAS   DEL   CÓDIGO    CIVIL 


339 


14.  Los  derechos  deferidos  bajo  una 
condición  que,  atendidas  las  disposiciones 
de  una  iei  posterior,  debe  reputarse  falli- 
da si  no  se  realiza  dentro  de  cierto  plazo, 
subsistirán  bajo  el  imperio  de  ésta  y  por  el 
tiempo  que  señalare  la  Iei  precedente,  a 
menos  que  este  tiempo  excediese  del  plazo 
señalado  por  la  Iei  posterior,  contado  desde 
la  fecha  en  que  ésta  empiece  a  rejir;  pues 
en  tal  caso  si  dentro  de  él  no  se  cumpliere 
la  condición,  se  mirará  como  fallida. 

15.  Siempre  que  una  nueva  Iei  prohi- 
ba la  constitución  de  varios  usufructos  su- 
cesivos, i  espirado  el  primero  antes  de  que 
ella  empiece  a  rejir,  hubiese  empezado  a 
disfrutar  la  cosa  alguno  de  los  usufructua- 
rios subsiguientes,  continuará  éste  disfru- 
tándola bajo  el  imperio  de  la  nueva  Iei 
por  todo  el  tiempo  a  que  le  autorizare  su 
titulo;  pero  caducará  el  derecho  de  los  usu- 
fructuarios posteriores  si  los  hubiere. 

La  misma  regla  se  aplicará  a  los  dere- 
chos de  uso  o  habitación  sucesivos,  i  a  los 
fídeicomisos;  sin  perjuicio  de  lo  que  se  haya 
dispuesto  o  se  dispusiere  por  leyes  espe- 
ciales relativas  a  mayorazgos  i  vincula- 
ciones. 

16.  Las  servidumbres  naturales  i  vo- 
luntarias constituidas  válidamente  bajo  el 
imperio  de  una  antigua  Iei,  se  sujetarán  en 
su  ejercicio  i  conservación  a  las  reglas  que 
estableciere  otra  nueva. 

17.  Cualquiera  tendrá  derecho  de  apro- 
vecharse de  las  servidumbres  naturales 
que  autorizare  a  imponer  una  nueva  Iei; 
pero  para  hacerlo  tendrá  que  abonar  al 
dueño  del  predio  sirviente  los  perjuicios 
que  la  constitución  de  la  servidumbre  le 
irrogare,  renunciando  éste  por  su  parte  las 
utilidades  que  de  la  reciprocidad  de  la  ser- 
vidumbre pudieran  resultarle;  a  las  cuales 
podrá  recobrar  su  derecho  siempre  que 
i^estituya  la  indemnización  antedicha. 

18.  Las  solemnidades  esternas  de  los 
testamentos  se  rejirán  por  la  Iei  coetánea 
a  su  otorgamiento;  pero  las  disposiciones 
contenidas  en  ellos  estarán  subordinadas 
a  la  Iei  vijente  a  la  época  en  que  fallezca 
el  testador. 

En  consecuencia  prevalecerán  sobre  las 
leyes  anteriores  a  su  muerte  las  que  re- 
glan la  incapacidad  o  indignidad  de  los 
herederos  o  asignatarios,  las  lejitimas,  me- 
joras, porción  conyugal  i  desheredaciones. 

19.  Si  el  testamento  contuviere  dispo- 
siciones que  según  la  Iei  bajo  la  cual  se 
otorgó  no  debian  llevarse  a  efecto,  lo  ten- 
drán sin  embargo,  siempre  que  ellas  no  se 
hallen  en  oposición  con  la  Iei  vijente  al 
tiempo  de  morir  el  testador. 


20.  En  las  sucesiones  forzosas  o  intes- 
tadas, el  derecho  de  representación  de  los 
llamados  a  ellas,  se  rejirá  por  la  Iei  bajo 
la  cual  se  hubiere  verificado  su  apertura. 

Pero  si  la  sucesión  se  abre  bajo  el  impe- 
rio de  una  Iei,  i  en  el  testamento  otorgado 
bajo  el  imperio  de  otra  se  hubiese  llamado 
voluntariamente  a  una  persona  que^  fal- 
tando el  asignatario  directo,  suceda  en  el 
todo  o  parte  de  la  herencia  por  derecho  de 
representación,  se  determinará  esta  per- 
sona por  las  reglas  a  que  estaba  sujeto  ese 
derecho  en  la  Iei  bajo  la  cual  se  otorgó  el 
testamento. 

21.  En  la  adjudicación  i  partición  de 
una  herencia  o  legado  se  observarán  las 
reglas  que  rejian  al  tiempo  de  su  de- 
lación. 

22.  En  todo  contrato  se  entenderán 
incorporadas  las  leyes  vijentes  al  tiempo 
de  su  celebración. 

Exceptúanse  de  esta  disposición: 
1.°    Las  leyes  concernientes  al  modo 
de  reclamar  en  juicio  los  derechos  que  re- 
sultaren de  ellos:  i 

2.°  Las  que  señalan  penas  para  el  caso 
de  infracción  de  lo  estipulado  en  ellos; 
pues  ésta  será  castigada  con  arreglo  a  la 
iei  bajo  la  cual  se  hubiere  cometido. 

23.  Los  actos  o  contratos  válidamente 
celebrados  bajo  el  imperio  de  una  Iei  po- 
drán probarse  bajo  el  imperio  de  otra,  por 
los  medios  que  aquélla  establecía  para  su 
justificación;  pero  la  forma  en  que  debe 
rendirse  la  prueba  estará  subordinada  a  la 
Iei  vijente  al  tiempo  en  que  se  rindiere. 

24.  Lasleyes  concernientes  ala  sustan- 
ciacion  i  ritualidad  de  los  juicios  prevale- 
cen sobre  las  anteriores  desde  el  momento 
en  que  deben  empezar  a  rejir.  Pero  los 
términos  que  hubiesen  empezado  a  correr 
i  las  actuaciones  i  dilijencias  que  ya  estu- 
vieren iniciadas  se  rejirán  por  la  íei  vijen- 
te al  tiempo  de  su  iniciación. 

25.  La  prescripción  iniciada  bajo  el 
imperio  de  una  Iei,  i  que  no  se  hubiere 
completado  aun  al  tiempo  de  promulgarse 
otra  que  la  modifique,  podrá  ser  rejida 
por  la  primera  o  segunda,  a  voluntad  dei 
prescribiente;  pero  elijiéndose  la  última, 
la  prescripción  no  empezará  a  contarse 
sino  desde  la  fecha  en  que  aquélla  hubiese 
empezado  a  rejir. 

26.  Lo  que  una  Iei  posterior  declara 
absolutamente  imprescriptible  no  podrá 
ganarse  por  tiempo  bajo  el  imperio  de  ella, 
aunque  el  prescribiente  hubiese  principia- 
do a  poseerla  conforme  a  una  Iei  anterior 
que  autorizaba  la  prescripción. 
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Lei  de  13  agosto  de  1859. 


Art.  ]..°  Kl  menor  que  teniendo  veintiún 
años  cumplidos,  solicitare  habilitación  de 
edad,  se  presentará  al  Juez  de  primera  ins- 
tancia del  respectivo  departamento. 

2.  El  Juez  citará  los  parientes  del  me- 
nor a  la  audiencia  prevenida  en  el  art.  300 
del  Código  civil. 

La  citación  se  hará  en  términos  jenera- 
les  a  los  ijarientes  designados  en  el  art.  42 
del  Código  civil,  señalando  dia  i  hora  para 
su  comparecimiento  i  se  fijará  en  las  puer- 
tas de  la  sala  de  audiencia  del  Juez  i  se 
anunciará  en  uno  de  los  periódicos,  si  lo 
hubiere. 

Entre  la  citación  i  el  comparecimiento 
mediarán  treinta  dias  a  lo  menos. 

3.  Concurriendo  los  parientes  perso- 
nalmente o  por  apoderados  legalmente 
constituidos,  elejirá  el  Juez  cinco  de  ellos, 
para  que  informen  sobre  el  objeto  de  la  ci- 
tación, i  en  esta  elección  preferirá  a  los 
ascendientes  varones  o  hembras  i  a  los  co- 
laterales del  próximo  grado,  i  anteponien- 
do entre  éstos  el  varón  a  la  hembra  i' el  de 
mas  edad  al  de  menos. 

Concurriendo  menos  de  cinco,  pero  dos 
aio  menos,  se  procederá  a  la  audiencia. 
Si  aun  este  número  no  concurriere  se  re- 
petirá la  citación,  con  ocho  dias  de  inter- 
valo, a  lo  monos  entre  la  fecha  de  ésta  i  la 
del  comparecimiento. 

4.  El  curador  i  el  defensor  de  menores 
concurrirán  siempre  i  podrá  contárseles  en 
el  número  de  parientes  requeridos,  si  fuere 
necesario  para  completarlo,  con  tal  que  el 
primero  sea  consanguíneo  del  menor  en 
cualquiera  de  los  seis  primeros  grados. 

5.  Si  repetida  la  citación  no  se  obtu- 
viere el  número  necesario,  procederá,  sin 

'embargo,  a  la  audiencia,  aunque  solo  se 
halle  presente  el  curador  o  el  defensor  de 
menores. 


6.  Los  parientes  i  el  curador  informa- 
rán sobre  la  aptitud  del  menor  para  la  ad- 
ministración de  sus  bienes,  tomando  en 
cuenta  su  moralidad,  conocimiento  i  buen 
juicio. 

El  escribano  del  juzgado  estenderá  una 
acta  en  que  consten  sumariamente  los  in- 
formes. La  suscribirán  el  Juez,  los  infor- 
mantes i  el  escribano.  Si  alguno  de  los  pa- 
rientes no  supiere  o  no  pudiere  escribir, 
lo  certificará  asi  el  escribano. 

7.  No  habiendo  en  la  audiencia  perso- 
na alguna  que  informe  en  sentido  contra- 
rio a  la  solicitud,  se  concederá  la  habilita- 
ción al  menor  que  tenga  las  cualidades  que 
la  lei  exije. 

Si  por  el  contrario  ninguno  délos  infor- 
mantes apoya  la  solicitud,  será  denegada 
la  habilitación. 

Discordando  los  informes  prevalecerá  el 
juicio  de  los  ascendientes,  i  si  estos  discor- 
daren entre  si,  resolverá  el  Juez  lo  que 
mas  conveniente  le  parezca  i  tendrá  la 
misma  facultad  en  todo  otro  caso  de  dis- 
cordia. 

8.  Del  fallo  que  pronuncie  el  Juez  ne- 
gando la  habilitación  podrá  reclamar  el 
menor. 

Conocerá  de  la  reclamación  verbal  i  su- 
mariamente la  competente  Corte  de  Ape- 
laciones. 

9.  La  pensión  establecida  por  la  lei 
para  obtener  habilitación  de  edad,  será  en 
adelante  de  un  medio  por  ciento  para  los 
que  tengan  mas  de  dos  mil  pesos  de  ca- 
pital. 

Esta  pensión  se  pagará  por  una  sola  vez, 
i  nunca  podrá  pasar  de  la  cantidad  de  qui- 
nientos pesos,  cualquiera  que  sea  el  cau- 
dal del  menor. 


:ivn.A.Ti^iiS/a:oisrio  oi"vil 

Lei  de  10  de  enero  de  1884. 


§  1.  Disposiciones  jencrales. 

Art.  1.^  El  matrimonio  que  no  se  cele- 
bre con  arreglo  a  las  disposiciones  de  esta 
lei,  no  produce  efectos  civiles. 


Es  libre  para  los  contrayentes  sujetarse 
o  no  á  los  requisitos  i  formalidades  que 
prescribe  la  relijion  a  que  pertenecieren. 

Pero  no  se  tomarán  en  cuenta  esos  re- 
quisitos i  formalidades  para  decidir  sobre 
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la  validez  del  matrimonio  ni  para  reglar 
sus  efectos  civiles. 

2.  El  conocimiento  i  decisión  de  todas 
las  cuestiones  a  que  diere  márjen  la  obser- 
vancia de  esta  lei  corresponden  a  la  juris- 
dicción civil. 

3.  Corresponden  también  a  la  jurisdic- 
ción civil  el  conocimiento  i  decisión  de  las 
cuestiones  sobre  divorcio  o  nulidad  de  los 
matrimonios  contraídos  antes  de  la  vij en- 
cía de  esta  lei. 

i5  2.  De  los  impedimentos  i  prohibiciones. 

4.  No  podrán  contraer  matrimonio: 
1.°     Los  que  se  hallaren  ligados  por  vía- 
culo  matrimonial  no  disuelto; 

2.°    Los  impúberes; 

3.°  Los  que  sufrieren  de  impotencia 
perpetua  é  incurable; 

4.°  Los  que  de  palabra  o  por  escrito  no 
pudieren  espresar  su  voluntad  claramente; 

5.°     Los  dementes. 

5.  Tampoco  podrán  contraer  matrimo- 
nio entre  sí: 

1.°  Los  ascendientes  y  descerldientes 
por  consanguinidad  o  añnidad; 

2.»  Los  colaterales  por  consanguinidad 
hasta  el  segundo  grado  inclusive. 

6.  El  cónyuge  sobreviviente  no  podrá 
contraer  matrimonio  con  el  asesino  o  cóm- 
plice en  el  asesinato  de  su  marido  o  mujer. 

7.  La  mujer  no  podrá  contraer  matri- 
monio con  su  correo  en  el  delito  de  adul- 
terio. 

8.  Son  obligatorias  para  la  autoridad 
civil  las  disposiciones  contenidas  en  los  ar- 
tículos 126  i  129  del  Código  civil. 

§  3.  De   las  dilijencias  preliminares  a  la 
celebración  del  matrimonio. 

9.  Los  que  intentaren  contraer  matri- 
monio lo  manifestarán  por  escrito  o  ver- 
balmenttí  al  oficial  del  Rejistro  civil  del 
domicilio  o  residencia  de  cualquiera  de  ellos, 
espresando  sus  nombres  i  apellidos  pater- 
no i  materno;  el  lugar  de  su  nacimiento;  su 
estado  de  solteros  o  viudos,  i  en  este  caso, 
el  nombre  del  cón\  uje  i  el  lugar  i  feclia  de 
la  muerte;  su  profesión  u  oficio;  los  nom- 
bres y  apellido  de  los  padres,  si  fueren  co- 
nocidos; los  de  las  personas  cuyo  consenti- 
miento fuere  necesario;  i  el  hecho  de  no 
tener  impedimentoo  prohibición  legal  para 
contraer  matrimonio. 

Se  tendrá  por  lugar  delaresidenciaaquel 
en  que  cualquiera  de  los  contrayentes  ha- 
ya vivido  los  últimos  tres  meses  anteriores 
a  la  fecha  de  la  manifestación. 

10.  Si  la  manifestación  fuere  verbal, 


el  oficial  del  Registro  civil  levantará  acta 
completa  de  ella,  que  será  firmada  por  él 
i  por  los  interesados,  si  supieren  i  pudie- 
ren, i  autorizada  por  dos  testigos. 

11.  Se  acompañará  a  la  manifestación, 
constancia  fehaciente  del  consentimiento 
para  el  matrimonio,  dado  por  quien  co- 
rresponda, si  fuere  necesario  según  la  lei 
i  no  se  prestare  verbalmente  ante  el  oficial 
del  Registro  civil. 

12.  En  el  momento  de  presentar  o  ha- 
cerse la  manifestación,  los  interesados  ren- 
dirán información  de  dos  testigos  por  lo 
menos,  sobre  el  hecho  de  no  tener  impedi- 
mentos ni  prohibiciones  para  contraer  ma- 
trimonio. 

13.  Inmediatamente  después  de  rendi- 
da la  información  i  dentro  de  los  noventa 
dias  siguientes,  podrá  procederse  a  la  cele- 
bración del  matrimonio.  Trascurrido  este 
plazo,  no  podrá  precederse  a  la  celebración 
del  [matrimonio,  sino  después  de  repetidas 
las  formalidades  prescritas  en  los  cuatro 
artículos  precedentes. 

14.  No  podrán  ser  testigos  en  los  ma- 
trimonios: 

1.°    Los  menores  de  diez  i  ocho  años; 

2."  Los  que  se  hallaren  en  interdicción 
por  causa  de  demencia; 

B.*  Los  que  actualmente  se  hallaren 
privados  de  la  razón; 

4."     Los  ciegos,  los  sordos  i  los  mudos; 

5."  Los  que  estuvieren  declarados  cul- 
pables de  crimen  o  delito  a  que  se  aplique 
la  pena  de  mas  de  cuatro  años  de  re- 
clusión o  presidio,  i  los  que  por  sentencia 
ejecutoriada  estuvieren  inhabilitados  para 
ser  testigos; 

6.°  Los  estranjeros  no  domiciliados  en 
Chile,  ni  las  personas  que  no  entiendan  el 
idioma  español. 

15.  El  matrimonio  celebrado  en  pais 
estranjero,  en  conformidad  a  las  leyes  del 
mismo  país,  producirá  en  Chile  los  mismos 
efectos  que  si  se  hubiere  celebi^ado  en  te- 
rritorio chileno. 

Sin  embargo,  si  un  chileno  o  chilena 
contrajere  matrimonio  en  país  estranjero, 
contraviniendo  a  lo  dispuesto  en  los  artí- 
culos 4,  5,  6  i  7  de  la  presente  lei,  la  con- 
travención producirá  en  Chile  los  mismos 
efectos  que  si  se  hubiere  cometido  en  Chile. 

§  4.  De  la  celebración  del  matrimonio. 

16  El  matrimonio  se  celebrará  ante  el 
Oficial  del  Rejistro  civil  en  el  local  de  su 
oficina  pública,  o  en  casa  de  alguno  de  los 
contrayentes,  i  ante  dos  testigos,  ¡Darientes. 
o  estraños. 
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17.  El  Oficial  del  Rejistro  civil,  presen- 
tes los  testigos  i  delante  de  los  contrayen- 
tes, dará  lectura  a  la  manifestación  de  que 
habla  el  articulo  9  i  a  la  información  suma- 
ria a  que  se  refiere  el  art.  12. 

Preguntará  a  los  contrayentes  si  con- 
sienten en  recibirse  el  uno  al  otro  como 
marido  i  mujer,  i  con  la  respuesta  afírma- 
tiva,  los  declarará  casados  en  nombre  de 
la  leí. 

18.  Inmediatamente,  el  Oficial  del  Re- 
jistro civil  levantará  acta  de  todo  lo  obra- 
do, la  cual  será  firmada  por  él,  los  testi- 
gos i  los  cónyujes,  si  supieren  i  pudieren 
firmar;  i  procederá  a  hacer  la  inscripción 
en  los  libros  del  Rejistro  civil  en  la  forma 
prescrita  por  el  reglamento  respectivo. 

§  5.  Del  divorcio. 

19.  El  divorcio  no  disuelve  el  matri- 
monio, sino  que  suspende  la  vida  común 
de  los  cónyujes. 

20.  El  divorcio  es  temporal  o  perpe- 
tuo. 

La  duración  del  divorcio  temporal  no 
pasará  de  cinco  años. 

21.  El  divorcio  procederá  solamente 
por  las  siguientes  causas: 

1.'    Adulterio  de  la  mujer  o  del  marido. 

2.*  Malos  tratamientos  graves  i  repeti- 
dos, de  obra  o  de  palabra; 

3."  Ser  uno  de  los  cónyujes  autor,  ins- 
tigador o  cómplice  en  la  perpetración  o 
{)reparacion  de  un  delito  contra  los  bienes, 
a  honra  o  la  vida  del  otro  cónyuje; 

4.*  Tentativa  del  marido  para  prosti- 
tuir a  su  mujer; 

5.'  Avaricia  del  marido,  si  llega  hasta 
privar  a  su  mujer  de  lo  necesario  para  la 
vida,  atendidas  sus  facultades; 

6.*  Negarse  la  mujer,  sin  causa  legal, 
a  seguir  a  su  marido; 

7."  Abandono  del  hogar  común,  ó  re- 
sistencia a  cumplir  las  obligaciones  con- 
yugales sin  causa  justificada; 

8.'  Ausencia,  sin  justa  causa,  por  más 
de  tres  años; 

9.*  Vi«io  arraigado  de  juego,  embria- 
guez o  disipación; 

10.  Enfermedad  grave,  incurable  i  con- 
tajiosa; 

11.  Condenación  de  uno  de  los  cónyu- 
jes por  crimen  o  simple  delito; 

12.  Malos  tratamientos  de  obra  inferi- 
dos a  los  hijos,  si  pusieren  en  peligro  su 
vida; 

13.  Tentativa  para  corromper  a  los  hi- 
jos, o  complicidad  en  su  corrupción. 

22.  Las  causales  5.»,  6.^,  7.',  8.**  i  12 


del  artículo  anterior,  no  son  suficientes 
para  pedir  i  decretar  divorcio  perpetuo. 

23.  El  juez,  atendida  la  naturaleza  de 
las  causales  probadas  i  el  mérito  del  pro- 
ceso, fijará  la  duración  del  divorcio  tem- 
poral. 

24.  La  acción  del  divorcio  correspon- 
de únicamente  a  los  cónyujes  i  no  podrá 
deducirse  contra  el  cónyuje  inocente. 

25  La  acción  del  divorcio  es  irrenun- 
ciable. 

Sin  embargo,  el  derecho  de  pedir  divor- 
cio por  causa  existente  i  conocida  puede 
renunciarse  ,  i  se  entiende  renunciado 
cuando  ha  seguido  cohabitación. 

Esta  presunción  de  renunciase  estiende 
aun  al  caso  de  existir  juicio  pendiente. 

26.  La  acción  del  divorcio  preseribe 
en  un  año,  contado  desde  que  se  tuvo  co- 
nocimiento del  hecho  en  que  se  funda. 

27.  El  juez  oirá  el  dictamen  del  m  nis- 
terio  público  en  el  juicio  sobre  divorcio. 

28.  El  divorcio  i  sus  efectos  cesarán 
cuando  los  cónyujes  consintieren  en  vol- 
ver a  reunirse. 

Se  esceptúa  de  lo  dispuesto  en  el  inciso 
anterior  el  caso  de  divorcio  sentenciado 
por  las  causales  4.*  i  13  del  art.  21. 

§  6.  De  La  nulidad  del  matrimonio. 

29.  El  matrimonio  celebrado  con  cual- 
quiera de  los  impedimentos  designados  en 
los  artículos  4,  5,  6  i  7  es  nulo. 

30.  El  impedimento  que,  según  las 
prescripciones  de  esta  lei,  anula  el  matri- 
monio, ha  de  haber  existido  al  tiempo  de 
la  celebración. 

31.  Es  igualmente  nulo  el  matrimonio 
que  no  se  celebre  ante  el  Oficial  del  Rejis- 
tro Civil  correspondiente,  i  ante  el  núme- 
ro de  testigos  hábiles  determinados  en  el 
artículo  16. 

32.  Es  también  nulo  el  matrimonio  pa- 
ra cuya  celebración  no  ha  habido,  por  par- 
te de  alguno  de  los  contrayentes,  libre  i 
espontáneo  consentimiento. 

33.  Falta  el  consentimiento  libre  i  es- 
pontáneo en  los  casos  siguientes: 

1.°  Si  ha  habido  error  en  cuanto  a  la 
identidad  de  la  persona  del  otro  contra- 
yente; 

2.'  Si  ha  habido  fuerza,  según  los  tér- 
minos de  los  artículos  1.456  i  1.457  del  Có- 
digo civil; 

3.°  Si  ha  habido  rapto,  i  al  tiempo  de 
celebrarse  el  matrimonio  no  ha  recobra- 
do la  mujer  su  libertad. 

34.  Corresponde  la  acción  de  nulidad 
a  los  presuntos  cónyujes,  a  susascendien- 
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tes,  al  ministerio  público  i  a  las  personas 
que  tengan  actual  interés  en  ella,  i  no  po- 
drá intentarse  si  no  viven  ambos  cónyujes. 

Sin  embargo,  la  acción  de  nulidad  fun- 
dada en  los  números  1.*'  i  2.°  del  articulo 
anterior,  corresponde  esclusivamente  al 
cónyuje  que  ha  sufrido  el  error  o  la  Fuerza. 

En  el  caso  de  matrimonio  celebrado  en 
articulo  de  muerte,  corresponde  la  acción 
de  nulidad  a  los  herederos  del  cónyuje  di- 
funto. 

El  ministerio  público  será  siempre  oído. 

35.  La  acción  de  nulidad  del  matrimo- 
nio no  prescribe  por  tiempo,  salvo  la  que 
se  funde  en  alguno  de  los  impedimentos 
contenidos  en  los  números  2.°,  4.°  o  5.°  del 
articulo  4,  o  en  los  números  I.**  o  2.°  del 
articulo  33,  que  prescribirá  en  un  año. 

El  año  se  contará  desde  que  los  contra- 
yentes llegaren  a  la  edad  de  la  pubertad, 
en  los  casos  de  matrimonio  de  impúberes, 
i  en  los  otros  casos,  desde  que  haya  des- 
aparecido el  hecho  que  los  orijina. 

La  acción  de  nulidad  a  que  se  refiere  el 
inciso  tercero  del  artículo  anterior,  pres- 
cribirá también  en  un  año,  contado  desde 
la  fecha  de  la  muerte  del  cónyuje  en- 
fermo. 

36.  Cuando,  deducida  la  acción  de  nu- 
lidad fundada  en  la  existencia  de  un  ma- 
trimonio anterior,  se  dijere  también  de 
nulidad  de  este  matrimonio,  se  resolverá 
primeramente  la  validez  o  nulidad  del  pri- 
mer matrimonio. 


§  7.  De  la  disolución  del  matrimonio. 

37.  El  matrimonio  se  disuelve: 

1.°  Por  la  muerte  natural  de  uno  de 
los  cónyujes; 

2.°  Por  la  declaración  de  nulidad  pro- 
nunciada por  autoridad  competente. 

38.  Se  disuelve  también  el  matrimonio 
por  la  muerte  presunta  de  uno  de  los  cón- 
yujes, si  cumpliilos  diez  años  desde  las  úl- 
timas noticias  que  se  tuvieron  de  su  exis- 
tencia, se  probare  que  han  trascurrido  se- 
tenta años  desde  el  nacimiento  del  desapa- 
recido. Se  disolverá,  ademas,  trascurridos 
quesean  treinta  años  desde  la  fecha  de  las 
últimas  noticias,  cualquiera  que  fuere,  a'la 
espiración  de  dichos  treinta  años,  la  edad 
del  desaparecido,  si  viviere. 

§  8.  Articulo  final. 

39.  Quedan  vigentes  las  disposiciones 
del  Código  civil  en  lo  que  no  fueren  con- 
trarias a  esta  lei. 

§  9.  Artículos  transitorios. 

1.  Mientras  se  establece  el  Rejistro  ci- 
vil, subsistirá  la  vijencia  de  las  leyes  ac- 
tuales en  lo  concerniente  a  las  formalida- 
des para  la  celebración  del  matrimonio. 

2.  En  caso  que  la  autoridad  eclesiásti- 
ca se  negare  a  la  celebración  del  matrimo- 
nio, el  juez  de  letras  del  respectivo  depar- 
tamento, procederá  a  dicha  celebración 
con  arreglo  a  las  disposiciones  de  esta  lei. 


Lei  de  17  de  julio  de  1884. 


Art.  1."  La  inscripción  de  los  naci- 
mientos, matrimonios  i  defunciones,  se 
hará  en  los  libros  destinados  al  efecto,  por 
el  encargado  del  Rejistro  civil,  que  tendrá 
la  denominación  de  Oficial  del  Rejistro 
civil. 

2.  Los  libros  del  Rejistr»  civil  se  lle- 
varán por  triplicado  i  se  dividirán  en  tres 
secciones  que  se  denominarán: 

1.*     De  los  nacimientos  (1); 
2.*     De  los  matrimonios,  i 
3.*    De  las  defunciones. 

3.  En  el  Rejistro  civil  se  inscribirán: 


(1)  Según  decreto  de  3  de  enero  de  1888:  «L» 
escritura  pública  o  el  acto  en  que  se  haga  el  reco- 
nocimiento de  los  hijos  naturales  dehe  inscribirse 
en  el  Bejistro  de  nacimientos. 


1.°  Los  nacimientos  que  ocurran  en  el 
territorio  de  cada  circunscripción; 

2."  Los  nacimientos  que  ocurran  en 
viaje  o  estando  los  padres  en  el  estranje- 
ro,  en  servicio  de  la  República,  en  la  cir- 
cunscripción correspondiente  al  domicilio 
conocido  de  los  padres; 

3.°  Los  nacimientos  que  ocurran  en  el 
mar,  en  la  circunscripción  del  primer  puer- 
to de  arribada  de  la  nave,  si  los  padres  no 
tuvieren  domicilio  conocido; 

4.°  Los  matrimonios  que  se  celebren  en 
el  territorio  de  cada  circunscripción; 

5.*  Los  matrimonios  celebrados  in  ar- 
ticulo mortis,  por  militares  en  campaña, 
en  el  estranjero,  en  la  circunscripción  co- 
rrespondiente al  domicilio  conocido  de  los 
contrayentes; 
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6."  Los  matrimonios  celebrados  en  el 
cstraiijoro  por  un  chileno  con  una  estran- 
jera  o  por  dos  cliilenos,  en  la  circunscrip- 
ción correspondiente  al  domicilio  conoci- 
do de  cualquiera  de  ellos; 

7.°  Las  sentenciadas  ejecutoriadas  en 
que  se  declara  la  nulidad  d  j1  matrimonio  o 
se  decrete  el  divorcio  de  los  cónyujes; 

S.°  Las  deí>^. liciones  que  ocurran  en  el 
territorio  dj  cada  circunscripción; 

9  "  Las  defunciones  que  ocurran  en 
viaje  por  mar,  en  la  circunscripción  co- 
rrespondiente al  último  domicilio  del  di- 
funto, o  en  la  del  primer  puerto  de  arriba- 
da, si  el  domicilio  no  fuere  conocido; 

10.  Las  defunciones  de  los  militares  en 
campaña,  en  la  circunscripción  del  último 
domicilio  de  cada  uno; 

11.  Las  declaraciones  de  lejitimacion  y 
reconocimiento  (1)  de  hijos  naturales,  o  de 
muerte  por  desaparecimiento;  i 

12.  Las  sentencias  ejecutoriadas  que 
dispongan  la  i-ectiñcacion  de  cualquiera 
partida. 

4.  Las  inscripciones  se  harán  por  or- 
den numérico,  unas  en  pos  de  otras,  sin 
dejar  blancos  o  claros,  fuera  de  los  indis- 
pensables para  evitar  confusión. 

Se  omitirán  las  abreviaturas,  i  las  can- 
tidades o  fechas  se  espresarán  en  letras  i 
no  en  cifras. 

5.  Los  libros  del  Rejisíro  civil  serán 
foliados,  sellados  en  cada  pajina  con  el  se- 
llo de  la  municipalidad  i  rubricados  en  la 
primera  i  última  por  el  juez  de  letras  del 
departamento  a  que  estén  destinados,  o  por 
el  juez  de  primera  instancia,  en  su  caso. 

Se  abrirán  con  un  certificado  en  que  se 
esprese  la  primera  inscripción  que  va  á  ha- 
cerse, i  se  cerrarán  el  treinta  i  uno  de  di- 
ciembre de  cada  año  con  otro  certificado 
en  que  se  esprese  el  número  de  fojas  de 
inscripciones  que  contengan  i  cuanta  par- 
ticularidad pueda  induir  en  lo  sustancial 
de  las  inscripciones  que  conduzca  a  preca- 
ver suplantaciones  i  otros  fraudes. 

6.  Dentro  de  los  quince  días  siguientes 
a  la  clausura  de  Rejistro,  se  remitirán  dos 
de  los  ejemplares  triplicados  al  juez  de  le- 
tras, o  al  de  primera  instancia,  en  su  caso, 
quien,  después  de  examinarlos,  entregará 
un  ejemplar  al  notario  conservador  del  de- 
partamento para  que  lo  archive,  i  manda- 
rá el  otro  a  la  Oficina  de  Estadística  de 
Santiago. 

7.  Toda  inscripción  espresará: 


1.°  El  lugar,  el  dia  i  el  año  en  que  se 
hace; 

2.°  El  nombre,  apellido,  edad,  profe- 
sión i  domicilio  délos  comparecientes; 

3."  La  circunstancia  de  que  los  compa- 
recientes sean  conocidos  del  Oficial  civil,  o 
la  manera  com®  se  haya  acreditado  la  iden- 
tidad personal; 

4.°  La  firma  de  los  comparecientes,  es- 
presándose, en  caso  de  que  no  puedan  ha- 
cerlo, el  motivo  por  que  no  firman  (1);  i 

5.°     La  firma  del  Oficial  civil. 

En  la  inscripción  no  se  consignará  nada, 
fuera  de  lo  que  deba  ser  declarado  por  los 
comparecientes. 

8.  El  Oficial  civil  se  limitará  a  consig- 
nar las  declaraciones  de  los  comparecien- 
tes, haciendo  las  observaciones  del  caso,  si 
le  declararen  hechos  evidentemente  erró- 
neos. Pero  si  las  partes  insisten,  las  decla- 
raciones deben  ser  admitidas  i  consignadas 
tal  como  hayan  sido  hechas,  junto  con  las 
observaciones  del  Oficial  civil,  sin  perjui- 
cio de  las  acciones  que  competan  en  contra 
de  los  falsos  declarantes. 

9.  Cuando  no  se  exija  la  comparecen- 
cia personal,  los  interesados  podrán  ha- 
cerse representar  por  medio  de  apodera- 
dos. Se  tendrá  como  apoderado  a  la  perso- 
na que  se  presente  en  tal  carácter,  espre- 
sando que  ha  recibido  comisión  verbal. 

10.  Los  testigos  que  se  presenten  para 
los  efectos  de  una  inscripción,  serán  eleji- 
dos  por  los  interesados  entre  sus  parientes 
o  entre  estraños. 

No  podrán  ser  testigos  los  que  no  pue- 
den serlo  en  los  matrimonios. 

11.  Verificada  una  inscripción,  solo  se 
podrá  alterar  en  virtud  de  resolución  ju- 
dicial. 

La  inscripción  que  se  haga  para  cumplir 
lo  resuelto  judicialmente,  será  anotada  al 
márjen  de  la  primitiva,  debiendo  fecharse 
i  firmarse  la  anotación  por  el  Oficial  civil 
en  los  Rejistros  corrientes,  i  en  el  dupli- 
cado que  conserve  en  su  poder,  si  se  trata 
de  una  inscripción  que  conste  de  un  Rejis- 
tro clausurado. 

En  este  último  caso  el  Oficial  civil  dará 
parte  dentro  de  tercero  dia  al  notario  con- 
servador i  a  la  oficina  de  Estadística  de 
Santiago,  para  que  procedan  a  hacer  la 
anotación  en  los  ejemplares  que  existan  en 
su  archivo. 


(1)  Esta  palabra  se  había  omitido  en  el  texto  de 
la  lei,  y  se  ha  dispuesto  su  agregaciou  por  Decla- 
ración de  3  de  enero  de  1888. 


(1)  Esta  firma  solo  debe  exigirse  en  las  inscrip- 
ciones que  se  hagan  en  los  libros  signados  con  la 
letra  B.  Los  que  se  hagan  en  los  demás,  sólo  lleva- 
rán la  firma  del  Oficial  del  Eejistro  con  i/isercion 
de  los  nombres  de  los  comparecientes.  Declaración 
de  21  enero  1885. 
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12.  Si  uno  de  los  ejemplares  de  cual- 
quiera de  las  secciones  del  Rcjistro  sufrie- 
re estravío  o  destrucción,  el  juez  de  letras 
ordenará  que  se  sustituya  inmediatamente 
con  una  copia  certificada  del  ejemplar 
conservado,  hecha  por  el  encargado  del  ar- 
chivo en  que  éste  se  encuentre 

Esta  copia  será  visada  por  el  juez  de  le- 
tras. 

13.  Habrá  un  Oficial  del  Rejistro  en  el 
territorio  que  forma  cada  una  de  las  pa- 
rroquias i  viceparroquias  que  existen  en 
la  actualidad.  Sin  embargo,  en  Santiago 
habrá  solo  tres  Oficiales  para  la  parte  ur- 
bana i  dos  en  Valparaíso. 

El  Presidente  de  la  República  h'jará  los 
limites  de  cada  circunscripción,  señalando 
aquella  a  que  deban  incorporarse,  dentro 
de  cada  departamento,  las  porciones  de  te- 
rritorios que  dependan  de  parroquias  que 
tengan  su  asiento  fuei'a  del  departamento. 
Del  mismo  modo  fijará  las  circunscripcio- 
nes en  que  deben  dividirse  las  poblaciones 
de  Santiago  i  Valparaíso. 

Señalará  también  en  cada  circunscrip- 
ción el  lugar  en  que  deba  tener  su  asiento 
el  Oficial. 

Para  hacer  estas  designaciones,  oirá  el 
informe  de  la  respectiva  Corte  de  Apela- 
ciones. 

14.  Los  Oficiales  del  Rejistro  civil  se 
nombrarán  i  removerán  en  la  forma  esta- 
blecida en  la  lei  de  15  de  octubre  de  1875 
para  los  notarios  públicos,  a  menos  que  el 
Presidente  de  la  República  haga  recaer  el 
nombramiento  en  notarios  que  estén  en 
ejercicio  de  sus  funciones. 

El  nombramiento  no  podrá  recaer  en  el 
notario  conservador  de  bienes  raices. 

15.  Los  Oficiales  del  Rejistro  civil  que 
tengan  su  asiento  fuera  de  las  ciudades, 
podrán  llevar  ademas  Rejistro  público, 
para  los  efectos  de  otorgar  testamentos, 
poderes  judiciales  e  inventarios  solemnes. 
Por  estos  servicios  podrán  cobrar  los  emo- 
lumentos establecidos  por  los  aranceles  ju- 
diciales. 

16.  Los  Oficiales  del  Rejistro  civil  go- 
zarán de  los  sueldos  anuales  que  á  conti- 
nuación .se  espresan: 

Tres  mil  pesos  los  de  las  circunscripcio- 
nes de  las  ciudades  de  Santiago  i  Valpa- 
raíso, no  pudiendo  de.sempeñar  otra  fun- 
ción pública; 

Mil  cuatrocientos  pesos  los  de  las  ciuda- 
des de  Copiapó,  Serena,  Talca,  Chillan  i 
Concepción; 

Mil  doscientos  pesos  los  de  las  demás 
capitales  de  provincia; 

Mil  pesos  los  de  las  capitales  de  los  de- 


partamentos de  las  provincias  de  Atacama, 
Coquimbo,  Aconcagua,  Valparaíso  i  San- 
tiago: 

Novecientos  pesos  los  de  las  capitales  de 
los  departamentos  de  las  provincias  de 
O'Híggins;  Colchagua,  Curicó,  Talca,  Li- 
nares, Maule,  Nuble,  Concepción  i  Bio- 
Bio; 

Setecientos  pesos  los  de  las  capitales  de 
los  departamentos  de  las  provincias  de 
Arauco,  Valdivia,  Llanquihue  i  Chíloé,  i 
de  los  territorios  de  colonización  de  Angol 
i  Magallanes; 

Mil  doscientos  pesos  los  de  las  circuns- 
cripciones rurales  de  las  provincias  de  Ata- 
cama,  Coquimbo,  Aconcagua,  Valparaíso  i 
Santiago; 

Mil  pesos  los  de  las  circunscripciones 
rurales  de  las  provincias  de  O'Higgins, 
Colrhagua,  Curicó,  Talca,  Linares,  Mau- 
le, Nuble,  Concepción  i  Bio-Bio; 

Ochocientos  pesos  los  de  las  circunscrip- 
ciones rurales  de  las  provincias  de  Arauco, 
Valdivia,  Llanquihue,  ühiloé  i  territorios 
de  colonización  de  Angol  i  Magallanes. 

17.  El  Presidente  de  la  República  nom- 
brará dos  inspectores  para  que  vijilen  el 
desempeño  de  los  Oficiales  del  Rejistro  ci- 
vil. 

Cada  inspector  tendrá  un  sueldo  anual 
de  tres  mil  pesos  i  gozará  de  un  viático  de 
cinco  pesos  diarios,  siempre  que  viaje  en 
comisión  del  servicio. 

18.  Sin  perjuici»  de  lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior,  los  Oficiales  del  Rejistro 
civil  desempeñarán  sus  funciones  bajo  la 
inspección  del  juez  de  letras  en  lo  civil  del 
departamento,  i  en  los  que  hubiere  mas  de 
un  juez,  bajo  la  inspección  del  mas  antiguo. 
i  estarán  sometidos  a  las  disposiciones  del 
título  XVIII  de  la  ley  de  15  de  octubre  de 
de  1875,  en  cuanto  no  sean  contrarias  a 
esta  leí. 

19.  Los  Oficiales  del  Rejistro  civil  no 
podrán  cobrar  derechos  o  emolumentos  de 
ninguna  especie  por  los  servicios  que  pres- 
ten en  tal  carácter. 

Podrán,  sin  embargo,  cobrar  cincuenta 
centavos  por  cada  certificado  que  se  les  pi- 
diere de  las  inscripciones  respectivas,  con 
escepcion  del  primero,  que  deberán  dar 
gratis  aunque  no  se  les  pida. 

Cuando  los  Oficiales  del  Rejistro  civil 
sean  llamados  a  ejercer  sus  funciones  fue- 
ra de  la  oficina,  podrán  también  cobrar  los 
derechos  que  correspondan  a  los  notarios 
por  el  art.  2  de  la  ley  de  21  de  diciembre 
de  1865. 

20.  Solamente  los  certificados  que  es- 
pidan  el  notario  conservador  que  esté  a 
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INSTITUCIONES  POLÍTICAS    Y   JURÍDICAS 


Cargo  del  archivo  i  los  Oficiales  del  Rejis- 
tro  civil  surtirán  los  efectos  de  las  parti- 
das de  que  habla  el  art.  305  del  Código 
civil. 

21.  Dentro  del  término  de  treinta-dias, 
a  contar  desde  aquel  en  que  hubiere  ocu- 
rrido el  nacimiento,  deberá  hacerse  pre- 
sentación ilel  recien  nacido  al  Oficial  del 
Rejistro  civil,  quien  procederá  en  el  mis- 
mo acto  a  verificar  la  correspondiente  ins- 
cripción. 

La  inscripción  del  nacimiento  se  hará 
también  en  virtud  del  parte  verbal  o  del 
escrito  que  acerca  de  él  deben  dar  las  per- 
sonas indicadas  en  el  art.  22,  con  arreglo 
a  los  reglamentos  que  se  dicten.  (1) 

22.  Están  obligados  a  hacer  la  presen- 
tación i  declaraciones  que  se  exijan  por  el 
Reglamento,  las  personas  siguientes,  por 
el  orden  que  se  mencionan; 

1.°  El  padre,  si  es  conocido  i  puede  de- 
clararlo; 

2.°     La  madre,  si  puede  declararlo; 

3.*  El  pariente  mas  próximo,  siendo 
mayor  de  edad,  de  los  que  se  hubieren  ha- 
llad'o  en  el  lugar  del  alumbramiento  al 
tiempo  de  verificarse: 

4.°  El  médico  o  partera  que  haya  asis- 
tido al  parto,  o  en  su  defecto,  cualquiera 
otra  persona  que  lo  haya  presenciado; 

5."  El  jefe  del  establecimiento  público 
o  el  dueño  de  la  casa  en  que  el  nacimiento 
haya  ocurrido,  si  éste  ocurriese  en  sitio 
distinto  de  la  habitación  de  los  padres. 

6  °  Respecto  de  los  recien  nacidos  aban- 
donados, la  persona  que  los  haya  recojido; 

7.°  Respecto  de  los  espósitos,  el  dueño 
de  la  casa  o  jefe  del  establecimiento  den- 
tro de  cuyo  recinto  se  haya  efectuado  la 
esposicion. 

Tratándose  de  la  inscripción  de  un  hijo 
ilejítimo,  nadie  estará  obligado  a  declarar 
quiénes  son  sus  padres. 

La  pena  establecida  en  el  inciso  tercero 
del  art.  496  del  Código  penal  se  hará  es- 
tensiva  a  las  personas  designadas  en  los 
números  3,4,5,6  i  7  de  este  articulo,  so- 
lamente cuando,  llamadas  a  hacer  las  de- 
claraciones exijidas  por  este  mismo  artícu- 
lo i  siguientes,  se  negaren  a  ello. 

23.  Inmediatamente  después  de  cele- 
brado un  matrimonio,  el  Oficial  del  Rejis- 
tro civil  hará  la  inscripción  en  el  Rejistro 
correspondiente  i  pondrá  bajo  su  ñrma,  al 
márjen  del  acta  respectiva,  constancia  de 
haber  hecho  la  inscripción. 


(1)  No  es,  pues,  necesaria  la  presentación  indi- 
Tídual  de  la  criatura,  ante  el  oficial  del  Registro 
(Declaración  de  29  de  mayo  de  188S.) 


24.  Los  encargados  de  loscementerios, 
de  cualquiera  clase  que  sean,  i  los  dueños 
o  administradores  de  cualquier  lugar  en 
que  se  haya  de  enterrar  un  cadáver,  no 
permitirán  que  se  le  dé  sepultura  sin  la  li- 
cencia del  Oficial  del  Registro  civil  de  la 
circunscripción  en  que  ocurra  la  defunción. 

25.  El  Oficial  civil  estará  obligado  a 
espedir  la  licencia,  después  de  hacer  en  el 
Rejistro  la  inscripción  respectiva,  i  seña- 
lará en  ella  la  hora  desde  la  cual  puede 
hacerse  la  inhumación,  que  no  deberá  ser 
sino  pasadas  las  veinticuatro  horas  des- 
pués de  la  defunción,  salvo  el  caso  de  epi- 
demia o  infección,  en  los  que  se  señalará 
la  í|ue  determine  la  autoridad  respectiva. 

26.  La  inscripción  de  la  defunción  se 
hará  en  virtud  del  parte  verbal  o  del  es- 
crito que  acerca  de  ella  deben  dar  los  pa- 
rientes del  difunto,  o  los  habitantes  de  la 
misma  casa,  o  en  su  defecto  los  vecinos. 

Si  el  fallecimiento  hubiere  ocurrido  en 
convento,  hospital,  lazareto,  hospicio,  cár- 
cel, cuartel  u  otro  establecimiento  públi- 
co, el  jefe  del  mismo  estará  obligado  a  so- 
licitar la  licencia  de  entierro  i  llenar  los 
requisitos  necesarios  para  la  respectiva 
inscripción  en  el  Rejistro. 

Igual  obli,ü;acion  corresponde  al  juez  en- 
cargado de  hacer  ejecutar  la  sentencia  de 
muerte,  i  a  la  autoridad  de  policía,  en  el 
caso  de  hallarse  un  cadáver  que  no  sea  re- 
clamado por  nadie,  o  de  fallecimiento  de 
una  persona  desconocida. 

27.  Con  el  parte  de  defunción  deberá 
presentarse  un  certiñcado  espedido  por  el 
médico  encargado  de  comprobar  las  de- 
funciones, o  donde  no  lo  hubiere,  por  el 
facultativo  que  haya  asistido  al  difunto  en 
su  última  enfermedad. 

En  dicho  certificado  se  anotarán  el  nom- 
bre, apellido,  estado,  profesión,  domicilio, 
nacionalidad  i  edad  efectiva  o  aproximada 
del  difunto;  el  nombre  i  apellido  de  su  cón- 
yuje  i  de  sus  padres;  la  hora  i  el  dia  del 
fallecimiento,  si  constaren,  o  en  otro  caso 
las  que  se  consideren  probables;  i  la  clase 
de  enfermedad  o  la  causa  que  haya  pro- 
ducido la  muerte.  Tratándose  de  un  recien 
nacido,  se  anotará  también  en  el  certiñca- 
do la  circunstancia  de  si  hubiere  respirado 
o  no. 

La  verificación  de  las  circunstancias  in- 
dicadas en  los  dos  incisos  precedentes,  po- 
drá ser  sustituida  por  la  declaración  de 
dos  o  mas  testigos  rendida  ante  el  Oñcial 
civil  o  ante  cualquiera  autoridad  judicial 
de  la  localidad  en  que  haya  tenido  lugar 
la  defunción.  En  esa  declaración  deberá 
figurar  el  testimonio  de  las  personas  que 
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hubieren  tratado  mas  de  cerca  al  difunto 
o  que  hubieren  estado  presentes  en  sus  úl- 
timos mementos. 

28.  Los  Oficiales  del  Rejistro  civil  vi- 
jilarán  en  sus  respectivas  circunscripcio- 
nes por  que  se  liagan  las  inscripciones  de 
los  hechos  constitutivos  del  estado  civil,  i 
denunciarán  ante  la  justicia  ordinaria  a 
los  que  hubieren  omitido  la  presentación 
de  un  recien  nacido  o  dar  el  parte  de  una 
defunción. 

29.  Pasados  noventa  dias  desde  la  fe- 
cha de  un  nacimiento,  o  tres  dias  después 
de  una  defunción,  no  se  podrá  proceder  a 
la  inscripción  sin  decreto  de  la  justicia  or- 
dinaria. 

30.  Los  médicos  a  que  se  refiere  el  ar- 
ticulo 27  que  se  negaren  a  dar  el  certifica- 
do que  en  dicho  articulo  se  indica,  ó  el  que 
diere  sepultura  a  un  cadáver  sin  la  licen- 
cia previa  de  que  habla  el  artículo  24,  su- 
frirán la  pena  señalada  en  el  artículo  496 
del  Código  penal. 


31.  Los  empleos  creados  por  esta  lei 
no  dan  derecho  a  jubilación. 

32.  Las  actuaciones,  certificados  i  de- 
mas  dilijencias  que  se  practiquen  con  arre- 
glo a  la  presente  lei,  no  darán  derecho 
para  cobrar  emolumentos  ni  honorarios  de 
ninguna  especie,  salvo  lo  dispuesto  en  el 
artículo  19;  i  todas  ellas  se  espedirán  en 
papel  común. 

33.  Dentro  del  término  de  tres  meses, 
contados  desde  la  fecha  de  la  promulga- 
ción de  esta  lei,  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica dictará,  de  acuerdo  con  el  Consejo  de 
Estado,  los  Reglamentos  necesarios  para 
su  ejecución,  i  los  Oficiales  del  Rejistro 
civil  comenzarán  a  ejercer  sus  funciones 
desde  el  1."  de  enero  de  1885. 

ARTÍCULOS   TRANSITORIOS 

Sin  interés. 


I^eglamento  para  la  ciecaeion  de  las  leyes  de  registro 
y  de  matrimonio  civil. 

Decreto  de  24  de  Octubre  de   1884. 


TITULO  1 

De  los  libros. 

Art.  1."  Los  libros  destinados  al  Rejis- 
tro civil  serán  uniformes  para  toda  la  Re- 
pública, i  solo  en  ellos  se  podrán  hacer  las 
inscripciones  prescritas  por  la  lei. 

Los  tres  ejemplares  de  cada  libróse  dis- 
tinguirán entre  sí  por  las  letras  A,  B.  i  C, 
puestas  en  la  cubierta  de  cada  uno  de  ellos. 

2.  Estos  libros  serán  suministrados  por 
el  Ministerio  de  Justicia,  Culto  é  Instruc- 
ción pública. 

Los  tres  ejemplares  de  cada  uno  conten- 
drán el  mismo  número  de  folios,  pudiendo 
alterarse  éste  según  las  Inscripciones  que 
deban  hacerse^íüi  cada  circunscripción. 

3.  En  el  mes  de  octubre  de  cada  año  se 
remitirán  al  Juez  de  letras,  o  al  de  prime- 
ra instancia  de  cada  departamento,  los  li- 
bros necesarios  para  las  circunscripciones 
de  su  dependencia. 

Se  dejará  constancia  en  el  Ministerio  de 
la  fecha  de  la  remisión,  del  número  de  los 
libros  i  sus  folios  i  de  los  demás  datos  ne- 
cesarios para  la  debida  comprobación. 

El  Juez  acusará  sin  demora  el  corres- 
pondiente recibo- 


4.  Los  Jueces  de  letras,  ó  los  de  prime- 
ra instancia  en  su  caso,  procederán  a  dar 
cumplimiento  a  lo  que  dispone  el  inciso 
primero  del  art.  5  de  la  lei  de  Registro  ci- 
vil; i  en  los  primeros  quince  dias  de  di- 
ciembre remitirán  a  los  oficiales  de  su  de^- 
pendencia  los  libros  que  les  correspondan. 

Los  oficiales  darán  recibo  detallado  de 
la  remesa  al  Juez  remitente,  quien  a  su  vez 
lo  enviará  al  Ministerio  de  Justicia. 

5.  Estos  libros  servirán  para  las  ins- 
cripciones que  se  hagan  desde  el  I.**  de 
enero  hasta  el  31  de  diciembre  en  cada  cir- 
cunscripción, i  se  abrirán  i  cerrarán  en  la 
forma  prescrita  por  el  artículo  5.°  de  la  lei 
de  Rejistro. 

Si  llegare  el  caso  de  que  durante  el  año 
se  llenaren  todos  los  folios  de  uno  de  los 
ejemplares  de  alguno  de  los  libros  del  Re- 
jistro, se  cerrará  inmediatamente  en  la 
forma  espresada  en  el  art.  5  de  la  lei,  i  lo 
mismo  se  hará  con  el  duplicado  i  triplica- 
do, aun  cuando  queden  en  ellos  folios  en 
blanco.  Se  espresará  en  el  certificado  de 
clausura  el  motivo  de  ella  i  la  fecha  en  que 
se  hace. 

En  estos  casos  los  oficiales  pedirán  con 
la  debida  anticipación  los  nuevos  libros  ai 
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Juez  da  quien  dependan,  quien  los  solici- 
tará del  Ministerio  de  Juslicia. 

6.  En  cada  uno  de  los  ejemplares  de 
los  libros  del  Rejistro  se  agregarán  hojas 
destinadas  a  llevar  el  índice  de  las  inscrip- 
ciones que  contenga  el  ejemplar. 

El  índice  será  alfabético  por  el  orden  de 
letras  del  primer  apellido  de  la  persona 
inscrita,  i  espresará  el  número  i  folio  de  la 
inscripción. 

Cuando  la  inscripción  sea  referente  a 
matrimonio  ,  deben  comprenderse  en  el 
índice  los  nombres  de  los  dos  contrayen- 
tes, anotando  a  cada  uno  en  su  lugar  co- 
rrespondiente. 

7.  Ademas  de  los  libros  que  establece 
el  art.  2  de  la  lei  de  Rejistro,  se  distribui- 
rán a  los  oficiales  libros  talonarios  para 
dar  los  certificados  i  las  licencias  a  que  se 
reñeren  los  arts.  16  i  25  de  la  misma  lei,  i 
cada  hoja  de  estos  libros  llevará  también 
el  sello  de  la  Municipalidad,  colocado  de 
manera  que  una  parte  quede  estampada 
en  el  talón. 

8.  En  los  primeros  quince  dias  del  mes 
de  enero  de  cada  año  los  oficiales  del  Re- 
jistro darán  cumplimiento  a  las  disposi- 
ciones del  art.  6  de  la  lei,  remitiendo  al 
Juez  respectivo  los  ejemplares  i?  i  C  de 
cada  libro  del  Rejistro  con  el  legajo  de  do- 
cumentos que  hubieren  formado  en  el  año. 

E(  Juez  mandará  a  la  Oñcina  de  Esta- 
dística de  Santiago  el  ejemplar  marcado 
con  la  letra  C. 

TITDLO  II 

.%tribuci4»ne«<  i  clebereíii  de  los   fiinci<»nai'ios 
encargadoíi  del  Rejistro. 

9.  Los  inspectores  a  que  se  refiere  el 
art.  17  de  la  lei  de  Rejistro  civil  depende- 
rán directamente  del  Ministerio  de  Justi- 
cia, Culto  e  Instrucción  pública,  al  cual 
corresponderá  determinar  las  épocas  en 
que  deben  practicarse  las  visitas  de  ins- 
pección. 

10.  Las  visitas  que  deben  practicar  los 
inspect«res  en  cada  circunscripción  ten- 
drán por  objeto: 

1.°  Informar  los  procedimientos  de  to- 
dos los  oficiales  ajustándolos  á  las  pres- 
cripciones de  la  lei  i  de  este  Reglamento; 

2.°  Informarse  por  cuantos  medios  con- 
ceptúen prudentes  de  la  conducta  ministe- 
rial de  los  oficiales  del  Rejistro; 

3.*  Examinar  los  archivos  i  recojer 
cuantos  datos  crean  conducentes  al  obje- 
to de  su  visita;  i 

4  "  Dictar  las  medidas  necesari  is  para 
remediar  los  errores  que  noten. 


11.  Se  hará  un  acta  de  cada  visita,  que 
firmarán  con  el  oficial  del  Rejistro  visita- 
do, en  la  que  tomarán  nota  detallada  de 
las  faltas  o  defectos  que  observaren,  así  en 
los  libros  como  en  los  espedientes  de  ma- 
trimonio, que  examinarán  uno  á  uno. 

El  oficial  de  la  circunscripción  visitada 
que  negare  alguno  de  ios  hechos  referidos 
en  el  acta,  escribirá  por  sí  mismo  a  conti- 
nuación de  ella  las  razo.ics  en  que  funda 
su  negativa. 

12.  Terminada  la  visita  de  la  circuns- 
cripción, el  inspector  remitirá  el  acta  ori- 
jinal  al  Juez  de  letras  de  quien  dependa  el 
oficial,  i  una  copia  a  la  respectiva  Corte  de 
Apelaciones. 

Pasará  un  informe  jeiieral  de  lavisita 
de  cada  departamento  al  Ministerio  de  Jus- 
ticia. 

13.  Las  circunscripciones  de  un  mismo 
departamento  se  distinguirán  unas  de  otras 
por  el  número  de  orden  que  se  les  asigna- 
rá al  fijar  sus  límites  unido  al  nombre 
jeográfico  del  lugar,  i  los  oficiales  del  Re- 
jistro, antes  de  principiar  a  ejercer  sus 
funciones,  rendirán  a  satisfacción  del  Juez 
de  letras  del  departamento  respectivo  una 
fianza  equivalente  al  valor  de  un  año  de 
sueldo. 

Ante  el  mismo  juez  prestarán  el  jura- 
mento que  exije  el  articulo  363  de  la  lei  de 
15  de  octubre  de  1875. 

14.  Los  Oficiales  del  Rejistro  civil  no 
pueden  delegar  en  ningún  caso  sus  fun- 
ciones ni  autorizar  en  el  Rejistro  inscrip- 
ciones en  que  ellos  mismos  sean  parte  in- 
teresada o  que  se  refieran  a  su  consorte, 
ascendientes  ó  descendientes  de  consan- 
guinidad o  afinidad. 

En  este  caso  serán  subrogados  por  el  ofi-  ■ 
cial  de  la  circunscripción,  mas  inmediata, 
del   mismo  departamento,   quien  actuará 
en  su  propio  Rejistro. 

15.  En  los  casos  de  ausencia,  enferme- 
dad, muerte  u  otro  impedimento  lejítimo 
del  oficial  del  Rejistro  de  una  circunscrip- 
ción, será  reemplazado  en  la  forma  que 
prescriben  los  artículos  365  i  367  de  la  lei 
de  15  de  octubre  de  1875.    *- 

El  reemplazante  nombrado,  sea  como 
suplente,  interino  o  propietario,  formará 
inventario  de  los  libros  i  documentos  exis- 
tent«s  en  la  oficina  de  que  se  haga  cargo, 
i  remitirá  una  copia  de  él  al  Juez  de  letras 
respectivo  (1). 


(1)  Por  decreto  de  14  de  febrero  de  1885  se  dis- 
pone: 

«1.°  Siempre  que  por  haber  obtenido  licencia  o 
por  cualquiera  otra  caúsalos  oficiales  del  Eejistro 
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16.  Los  oficiales  del  Rejistro  podrán 
tener  los  empleados  svibalternos  que  con- 
ceptúen precisos,  en  conformidad  á  lo  que 
dispone  el  articulo  344  de  la  lei  de  15  de 
octubre  de  1875. 

17.  Los  oficialesi  deberán  ajustar  sus 
procedimientos  a  las  instrucciones  que  re- 
ciban del  Juez  de  letras  o  del  inspector, 
según  lo  dispuesto  en  el  artículo  10,  mien- 
tras no  sean  éstas  modificadas  por  el  juez, 
a  quien  consultarán  las  dudas  que  lesocu- 
tran  en  la  aplicación  de  la  lei  i  del  presen- 
re  Reglamento. 

El  j  uez  a  quien  se  sometan  estas  dudas 
resolverá  sobre  ellas  brevemente,  u  oyen- 
do el  informe  del  promotor  fiscal,  si  lo  cre- 
yere conveniente. 

TÍTIII.O  III 

De  la^  inscri|>cioiie!«  en  el  Regít^fro  y  «le  los 
«loculueaitit.s  relacionudoi^  con  él. 

18.  Los  oficiales  recibirán  en  su  ofici- 
na todos  los  diaá,  con  escepcion  de  los  fe- 
riados, a  lo  menos,  desde  las  once  de  la 
mañana  hasta  las  cuatro  de  la  tarde,  todas 
las  solicitudes  de  inscripción  concernien- 
tes a  nacimientos,  matrimonios  o  defun- 
ciones de  sus  respectivas  circunscripcio- 
nes, i  procederán  a  hacerlas  inmediata- 
mente en  el  libro  respectivo  del  Rejistro. 

En  los  días  feriados  abrirán  la  oficina 
para  despachar  desde  las  diez  de  la  maña- 
na hasta  la  una  de  la  tarde. 

Estarán  ademas  obligados  a  prestar  sus 
servicios  en  casos  urgentes  a  las  horas  que 
se  les  solicite. 

19.  Las  inscripciones  de  cada  sección 
del  Rejistro  estarán  correlativamente  nu- 
meradas i  se  estenderán  unas  en  pos  de 
otras  sin  dejar  blancos  o  claros,  fuera  de 
los  indispensables  para  evitar  confusiones, 
sin  abreviaturas,  raspaduras  ni  enmiendas 
sobre  la  palabra  equivocadamente  escrita, 
la  que  se  borrará  cuidando  que  siempi'e  se 
pueda  leer  la  palabra  borrada. 

civil  hayan  de  dejai-  .su  oficina  a  cargo  de  otro  em- 
pleado interino  o  suplente,  pondrán  a  continuación 
de  la  última  inscripción  que  hicieren  en  cada  uno 
de  los  libros  de  Rejistro,  un  certificado  de  la  fecha 
en  que  hacen  la  entrega  de  la  oficina,  debiendo  in- 
cluir en  este  certificado  copia  del  decreto  de  nom- 
bramiento del  empleado  que  entra  a  hacerse  cargo 
de  ella. 

Dicho  certificado  será  firmado  por  ambos  oficia- 
les, siempre  que  para  ello  no  hubiere  imposibili- 
dad, como  en  los  casos  de  muerte,  enfermedad 
grave  u  otro  impedimento,  en  los  cuales  será  au- 
torizado solamente  por  el  oficial  que  da  principio 
a  sus  funciones. 

2.°  La  misma  formalidad  se  observará  cuando 
un  oficial  interino  deba  ¿e  hacer  entrega  de  la  ofi- 
cina al  que  haya  sido  nombrado  para  servirla  en 
propiedad.  > 


Las  equivocaciones  u  omisiones  que  se 
adviertan  antes  de  firmarse  la  inscripción, 
serán  salvadas  por  la  misma  persona  que 
la  haya  escrito. 

La  numeración  de  las  inscripciones  será 
continua  dentro  de  un  mismo  año  i  en 
cada  sección,  sea  cualquiera  el  número  de 
libros  que  se  emplee,  de  tal  modo  que  a  la 
primera  inscripción  del  nuevo  libro  que  se 
abra  corresponderá  el  número  siguiente  de 
orden  al  que  tuvo  la  última  del  que  se  haya 
cerrado. 

Debajo  del  número  se  escribirá  el  nom- 
bre de  la  persona  o  personas  objeto  de  la 
inscripción. 

20.  En  la  forma  prescrita  en  el  ar- 
ticulo anterior  se  hará  en  el  Rejistro  co- 
rriente la  inscripción  de  la  resolución  ju- 
dicial que  mando  alterar  alguna  inscrip 
cion. 

La  anotación  al  márjen  de  la  primitiva 
la  hará  el  oficial  en  conformidad  a  lo  dis- 
puesto en  el  articulo  11  de  la  lei  de  Rejis- 
tro, estampando  las  palabras  alterada  con 
arreglo  a  la  inscripción  número  ...  del  Re- 
jistro de  nacimiento,  defunción  o  matri- 
monio del  año  de... 

Esta  anotación  será  fechada  i  firmada 
por  el  oficial  en  los  ejemplares  de  los  libros 
del  Rejistro  que  con.serve  en  su  poder,  en 
que  conste  la  inscripción  alterada,  i  dará  el 
aviso  a  que  se  refiere  el  inciso  final  del  ya 
citado  articulo. 

21.  Las  inscripciones  de  los  nacimien- 
tos, matrimonios  o  defunciones  a  que  se 
refieren  los  números  2.**,  3.°,  5.°,  6.°,  9.°  i 
10  del  art.  3  de  Ja  ley  de  Registro,  solo  se 
harán  en  virtud  de  decreto  judicial  que 
contenga  la  enunciacionde  las  circunstan- 
cias que  deban  anotarse  en  la  inscripción. 

22.  Los  oficiales  harán  las  inscripcio- 
nes de  las  sentencias  o  resoluciones  judi- 
ciales en  vista  de  la  copia  autorizada  que 
se  les  presente,  con  la  constancia  de  estar 
pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  co- 
pia que  conservarán  en  su  poder  forman- 
do de  todas  ellas  un  legajo  que  remitirán 
anualmente  al  Juez  de  letras  respectivo 
para  que  se  archive  en  la  oficina  del  nota- 
rio conservador  de  bienes  raices  con  los 
libros  del  mismo  año. 

23.  En  las  inscripciones  que  se  hagan 
en  virtud  de  resolución  judicial  o  de  parte 
escrito  que  se  dé  sobre  algún  nacimiento  o 
defunción,  se  hará  referencia  al  número 
de  orden  que  le  corresponda  a  dicha  reso- 
lución o  parte  en  el  legajo  de  documentos 
en  que  debe  archivarse. 

En  los  casos  en  que  algún  funcionario 
público  ojete  de  establecimiento  de  los  que 
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mencionan  los  números  b.°  y  7."  del  ar- 
ticulo 22  i  el  artículo  26  de  la  lei  de  Rejis- 
tro,  hubiere  de  pedir  inscripciones  que  se 
refieran  a  diversas  personas,  bastará  un 
solo  parte  que  las  comprenda  a  todas,  in- 
dividualizando respecto  de  cada  una  las 
circunstancias  que  se  requieran  para  la 
inscripción  del  respectivo  nacimiento  o  de- 
función. 

El  oficial  hará  en  este  caso  separada- 
mente cada  inscripción,  la  que  será  ñrma- 
da  solo  por  él  haciendo  referencia  a  la 
persona  que  ttrma  el  parte. 

TITULO    tir 

Del  rejístro  de  los  nacimientos. 

24.  En  esta  sección  del  Rejistro  debe- 
rán hacerse  las  inscripciones  determina- 
das en  los  números  1.",  2.**  i  3."  del  artícu- 
lo 3  de  la  lei  de  Rejistro  i  la  de  las  declara- 
ciones de  lejilimacion  de  hijos  naturales  a 
que  se  refiere  el  número  11  del  mismo  ar- 
tículo. 

Se  inscribirán  también  las  resoluciones 
judiciales  que  se  refieran  a  inscripciones 
en  el  libro  de  los  nacimientos. 

25.  La  inscripción  del  nacimiento  es- 
presará, ademas  de  las  circunstancias  exi- 
jidas  en  el  art.  7  de  la  lei,  las  siguientes.' 

1.*  La  hora,  día,  mes,  año  i  lugar  del 
nacimiento; 

2.*     El  sexo  del  recien  nacido; 

3.*  El  nombre  que  se  le  haya  puesto  o 
se  ie  haya  de  poner  según  indicación  de 
quien  lo  presentare; 

4.*  Los  nombres,  apellidos,  nacionali- 
dad, domicilio  i  profesión  u  oficio  de  los 
padres,  si  el  recien  nacido  fuere  hijo  lejí- 
timo,  i  se  pidiere  su  inscripción  como  tal. 

Si  se  pidiere  la  inscripción  del  recien 
nacido  como  hijo  ilejítimo  o  de  padres  no 
conocidos,  no  se  espresará  quién  sea  el 
padre  ni  quién  sea  la  madre.  Pero  se  hará 
la  enunciación  si  la  persona  que  se  atri- 
buye la  paternidad  o  maternidad,  pide 
personalmente  o  por  medio  de  apoderado 
constituido  en  forma  legal,  que  se  inscri- 
ba su  nombre.  * 

Respecto  a  los  recien  nacidos  abandona- 
dos o  espósitos,  se  espresará  la  hora,  día, 
mes,  año  i  lugar  en  que  el  niño  hubiere 
.sido  hallado  o  espuesto,  su  edad  aparente, 
las  señas  particulares  o  defectos  de  con- 
formación que  lo  distingan,  así  como  los 
documentos  u  objetos  que  sobre  él  se  hu- 
bieren encontrado  i  que  puedan  servir 
para  la  futura  identificación  de  su  per- 
sona. 

Se  espresará,  si  la  inscripción  se  hace 


con  presentación  individual  del  recien  na- 
cido o  en  virtud  de  parte  verbal  o  escrito, 
quién  sea  la  persoaa  que  haga  (la  presen- 
tación i  motivo  por  el  cual  esté  obligado  a 
hacerla,  según  el  art.  22  de  la  lei. 

26.  Cuando  se  presentaren  dos  niños 
jemelos,  se  hará  una  inscripción  para  cada 
uno  de  ellos,  indicando  con  precisión  i 
exactitud  la  hora  del  nacimiento  de  cada 
uno  si  fuere  conocida,  i  en  caso  contrario 
la  circunstancia  de  no  serlo. 

En  cada  inscripción  se  anotará  el  nom- 
bre del  otro  jemelo,  haciendo  referencia  al 
número  que  haya  correspondido  a  su  ins- 
cripción i  espresando  cuál  de  los  dos  haya 
nacido  primero. 

27.  Los  que  solicitaren  verbalmente  o 
por  escrito  la  inscripción  de  un  recien  na- 
cido, están  obligados  a  hacer  las  declara- 
ciones enunciadas  en  el  artículo  2.5  de  este 
Reglamento,  ademas  de  las  que  prescribe 
el  articulo  7  de  la  lei,  i  a  comprobar  su 
identidad  personal  si  no  son  conocidos  del 
oficial. 

TITULO    V 

De  la  celebración  del  matrimonio. 

28.  La  manifestación  escrita  que  se 
haga  en  virtud  del  art.  9  de  la  lei  de  10  de 
enero  de  Í884  por  los  que  intentaren  con- 
traer matrimonio,  deberá  presentarse  en 
papel  simple,  pero  de  hilo,  i  contendrá, 
ademas  de  las  circunstancias  exijidas  por 
el  artículo  aludido,  la  enunciación  escrita 
en  letras  del  lugar  i  de  la  fecha  en  que  se 
haga. 

Será  firmada  de  puño  i  letra  de  los  soli- 
citantes, no  debiendo  admitirse  la  que  no 
tenga  esta  coadicion. 

29.  La  manifestación  verbal  a  que  se 
refiere  el  artículo  10  de  la  lei  de  Matrimo- 
nio Civil,  puede  ser  hecha  fuera  de  la  ofi- 
cina en  la  forma  establecí  la,  estando  pre- 
sentes uno  i  otro  contrayente;  i  en  todo 
caso  el  acta  que  se  levante  contendrá  las 
enunciaciones  espresadas  en  dicho  artículo 
i  en  el  anterior. 

30  Inmediatamente  que  se  reciba  la 
manifestación  escrita  o  que  se  firme  el 
acta  de  la  verbal,  el  oficial  decretará  que 
se  reciba  la  información  ofrecida,  seña- 
lando dia  i  hora  para  el  examen  de  los 
testigos,  si  éstoi  no  estuvieren  presentes  i 
prontos  a  declarar. 

31.  Los  testigos  que  hayan*  de  rendir 
esa  información,  prestarán  sus  declara- 
ciof.es  uno  después  de  otro  i  separada- 
mente ante  el  oficial,  quien,  después  de 
juramentarlos  en  legal  forma,  preguntará 
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a  cada  testigo  si  los  que  intentan  contraer 
matrimonio  tienen  o  no  algún  impedi- 
mento o  prohibición  para  ello,  a  cuyo 
efecto  les  dará  lectura  de  los  artículos  4  a 
7  inclusive  de  la  lei. 

32.  En  el  caso  en  que  la  persona  o 
personas  cuyo  consentimiento  fi^ere  nece- 
sario según  la  lei  para  el  matrimonio,  lo 
prestare  verbalmente  ante  el  oficial,  se  de- 
jará en  el  espediente  constancia  del  hecho, 
firmada  por  la  persona  que  comparezca,  o 
se  espresará  la  circunstancia  por  que  no 
firma. 

33.  En  los  casos  de  segundas  nupcias, 
el  oficial  exijirá  que  el  viudo  o  viuda  le 
presente  constancia  de  haberse  cumplido 
con  lo  dispuesto  por  los  artículos  126  i  129 
del  Código  Civil. 

Esta  constancia  consistirá  en  el  respec- 
tivo certificado  judicial. 

34.  Si  los  contrayentes  no  estuvieren 
presentes  i  llanos  a  proceder  a  la  celebra- 
ción del  matrimonio  en  el  momento,  i  no 
resultare  ningún  inconveniente  de  la  |in- 
formacion,  se  verificará  en  el  dia  i  hora 
que  designen,  poniéndose  de  acuerdo  con 
el  oficial  e  indicando  el  lugar  en  que  deba 
celebrarse  cuando  no  fuere  la  oficina- 
Estás  circunstancias  se  harán  constar 

por  dilijencias  en  el  espediente  matrimo- 
nial. 

Todos  los  dias  i  horas  son  hábiles  para 
la  celebración  del  matrimonio. 

35.  Celebrado  el  matrimonio  en  con- 
formidad a  lo  dispuesto  en  el  art.  17  de  la 
leij  se  levantará  el  acta  que  prescribe  el 
artículo  18,  expresando: 

1."  El  lugar,  lecha  i  hora  en  que  se  ce- 
lebre, con  designación  de  si  ^e  ha  efectua- 
do en  la  oficina  o  fuera  de  ella; 

2.*  El  nombre  i  apellidos  paterno  i  ma- 
terno de  los  contrayentes  i  de  los  testigos 
del  matrimonio; 

3.°  La  circunstancia  de  haberse  leído 
los  antecedentes  de  que  habla  el  citado  ar- 
tículo 17  i  la  de  haber  preguntado  el  ofi- 
cial a  los  contrayentes  si  consentían  en  re- 
cibirse el  uno  al  otro  como  marido  i  mu- 
jer, su  respuesta  afirmativa  i  el  haberlos 
declarado  casados  en  nombre  de  la  lei. 

El  acta  será  firmada  por  el  oficial,  los 
contrayentes  i  los  testigos,  si  supieren  i 
pudieren  firmar. 

36.  En  los  casos  en  que  se  haya  de  ce- 
lebrar un  matrimonio  por  poder,  se  hará 
constar  en  el  acta  i  en  la  inscripción  res- 
pectiva, el  nombre  del  apoderado  i  especi- 
ficaciones de  la  escritura  por  la  cual  cons- 
te el  poder,  que  será  agregado  al  espe- 
diente. 


37.  Con  todo  lo  obrado  para  la  cele- 
bración del  matrimonio  i  los  documentos 
que  se  hubieren  acompañado,  formará  el 
oficial  civil  un  espediente  que  foliará;  le 
pondrá  una  carátula  en  que  esprese  el 
nombre  i  apellido  de  los  contrayentes  i  el 
número  i  folio  de  la  inscripción  en  el  Re- 
jistro. 

Remitirá  anualmente  estos  espedientes 
al  juez  de  letras  respectivo,  quien  después 
de  confrontarlos  con  las  inscripciones  or- 
denará que  ,se  archiven  en  la  oficina  del 
conservador  de  bienes  raíces. 

títi;lo  ti 

Del  rejístro  de  los  inatriinonios. 

38.  En  esta  sección  del  Rejistro  debe- 
rán hacerse  las  inscripciones  determina- 
das en  los  números  4.°,  5.°,  6."  i  7.°  del  ar- 
tículo 3  de  la  lei  de  Rejistro. 

Se  inscribirán  también  las  resoluciones 
judiciales  que  se  refieran  a  inscripciones 
del  libro  de  los  matrimonios. 

39.  En  la  inscripción  de  la  celebración 
del  matrimonie  que  debe  hacerse  en  el  Re- 
jistro civil,  según  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 18  de  la  lei  de  10  de  enero  de  1884  i  23 
de  la  de  17  de  julio  del  mismo  año,  se  es- 
presaráti  las  circunstancias  siguientes: 

1.*  El  lugar,  la  fecha  i  la  hora  en  que 
se  celebró  el  matrimonio; 

2.*  El  nombre  i  apellidos  paterno  i  ma- 
terno, nacionalidad,  edad,  estado,  profe- 
sión u  oficio  i  domicilio  de  cada  uno  de  los 
contrayentes;  el  nombre  i  apellido  de  los 
padres,  si  fueren  conocidos;  el  de  las  per- 
sonas cuyo  consentimiento  fuere  necesario 
para  la  celebración  del  matrimonio,  i  la 
forma  en  que  conste  el  consentimiento. 

3.*  El  nombre,  apellido,  estado,  nacio- 
nalidad, profesión  u  oficio  i  domicilio  de 
los  testigos  del  matrimonio; 

4.*  El  resultado  de  la  información  ren- 
dida respecto  a  no  tener  los  contrayentes 
impedimentos  o  prohibición  legal  para  con- 
traer matrimonio,  espresando  a  la  vez  el 
nombre  i  apellido  de  los  testigos  que  así  lo 
hubieren  declarado; 

5.*  El  haber  declarado  el  oficial  casa- 
dos a  los  contrayentes  en  nombre  de  la 
lei,  i 

6.'  El  número  de  orden  que  correspon- 
da al  espediente  a  que  se  refiera  la  ins- 
cripción. 

Esta  inscripción  será  firmada  por  el  ofi- 
cial, los  cónyujes  i  los  testigos  del  matri- 
monio ,  espresándose ,  en  caso  que  no 
puedan  hacerlo,  el  motivo  por  que  no  fir- 
man. 
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Inmediatamente  el  oficial  pondrá  al 
márjen  del  acta  respectiva  constancia  de 
haber  hecho  la  inscripción. 

40.  Cuando  se  haga  la  inscripción  de 
una  sentencia  que  declare  la  nulidad  de  un 
matrimonio  o  que  decrete  el  divorcio  de 
los  cónyujes,  se  pondrán  notas  marjinales 
de  mutua  referencia  en  esta  inscripción  i 
en  la  del  matrimonio  respectivo  en  esta 
forma:  céase  la  inscripción  número,.,  co- 
rriente a  fojas...  de  este  libro  o  del  libro 
del  año... 

TITULO  Til 

Del  Rejistro  de  las  defuncioDeü. 

41.  En  esta  sección  del  Rejistro  debe- 
rán hacerse  constar  las  inscripciones  a  que 
se  refieren  los  números  8.°,  9."  y  10  i  la 
segunda  parte  del  núm.  11  del  art.  3  de  la 
lei  de  Rejistro,  i  las  resoluciones  judiciales 
que  se  refieran  a  inscripciones  de  defun- 
ción. 

42.  La  inscripción  de  la  defunción  es- 
presará, ademas  de  las  circunstancias  exi- 
jidas  en  el  art.  7  de  la  lei,  las  siguientes: 

1.*  El  nombre,  apellidos,  estado,  pi'o- 
fesion  u  oficio,  domicilio,  nacionalidad  i 
edad  efectiva  o  aproximada  del  difunto; 

2.^  El  nombre  i  apellido  de  su  cónyuje 
si  lo  tuviere  i  el  de  sus  padres,  si  legal- 
mente  pudieren  ser  designados; 

3.*  La  hora  i  el  dia  del  fallecimiento,  si 
constaren,  o  en  otro  caso  las  que  se  consi- 
deren probables; 

4.*  La  clase  de  enfermedad  o  la  causa 
que  haya  producido  la  muerte,  si  fuere  co- 
nocida; 

5.*  El  cementerio  en  que  se  haya  de 
dar  sepultura  al  cadáver. 

En  los  casos  en  que  se  haga  la  inscrip- 
ción por  pedido  de  la  autoridad  de  policía, 
de  un  cadáver  que  no  sea  reclamado  por 
nadie  o  de  una  persona  desconocida,  se 
espresará  el  tugaren  que  se  haya  encontra- 
do, las  señales  que  puedan  hacerlo  cono- 
cer o  identificar  i  las  circunstancias  com- 
prendidas en  los  números  3.°,  4.°  i  5.°  de 
este  articulo. 

43.  El  oficial  tomará  .la  determina- 
ción de  las  circunstancias  espresadas  en 
el  artículo  anterior  del  certificado  espedi- 
dido  por  el  médico  encargado  de  compro- 
bar las  defunciones  o  que  haya  asistido  al 
difunto  en  su  última  enfermedad. 

A  falta  de  este  certificado,  deberá  ha- 
cérsele constar  dichas  circunstancias  por 
la  información  rendida  ante  cualquier  juez 
de  distrito  o  juez  de  subdelegación  de  la 
localidad  en  que  haya  tenido  lugar  la  de- 


función, o  presentando  dos  testigos  de  los 
que  enuncia  el  articulo  27  de  la  lei,  los 
que  examinará  el  oficial  por  &í  mismo,  ha- 
ciendo constar  en  la  inscripción  el  nombre 
de  los  testigos  i  firmando  con  ellos. 

44.  La  licencia  que  espida  el  oficial 
inmediatamente  después  de  hecha  la  ins- 
cripción, deberá  espresar  la  hora  desde 
la  cual  puede  hacerse  la  sepultación  i  el 
cementerio  en  que  debe  verificarse,  dejan- 
do csnstancia,  en  el  talón  respectivo  del  li- 
bro de  licencias,  de  las  circunstancias  in- 
dicadas. 

Para  designar  el  cementerio  se  estará  a 
lo  prevenido  en  las  disposiciones  vijentes. 

45.  Cuando  se  hubiere  de  hacer  la 
sepultación  en  un  cementerio  distinto  del 
que  corresponda  a  la  circunscripción  en 
que  hubiere  ocurrido  la  defunción,  el 
oficial  espedirá  la  licencia  en  vista  del  de- 
creto de  la  autoridad  administrativa  que 
autorice  la  traslación  del  cadáver. 

El  oficial  de  la  circunscripción  en  que 
estuviere  el  cementerio  á  que  se  destine, 
espedirá  nuevamente  licencia  de  sepulta- 
ción haciendo  previamente  en  su  Rejistro 
inscripción  de  la  licencia  primitiva  i  del 
decreto  de  la  autoridad  administrativa  que 
insertará. 

TITULO  VIH 

De   los  certiiicailus 

46.  Los  oficiales  del  Rejistro  están 
obligados  a  espedir  certificados  de  las  ins- 
cripciones que  existan  en  sus  libros,  i  lo 
espedirán  en  las  hojas  del  libro  talona- 
rio que  se  les  respartirá  al  efecto,  dejando 
constancia  en  el  taion  de  la  persona  que 
pida  el  certificado  i  de  la  inscripción  a  que 
se  refiera. 

47.  No  espedirán  copia  de  los  docu- 
mentos que  obren  en  la  oficina  del  Re- 
gistro ó  copia  íntegra  de  una  inscripción, 
sino  por  petición  espresa  del  interesado,  i 
la  copia  se  dará  en  papel  sellado  de  terce- 
ra clase. 

DISPOSICIONES    JENERALES 

48.  Todas  las  inscripciones,  anota- 
ciones, actas,  certificados  i  licencias  que 
tengan  que  espedir  los  oficiales,  se  ajusta- 
ran a  los  modelos  respectivos  que  se  acom- 
pañan en  este  Reglamento. 

49.  Este  Reglamento  comenzará  á  re- 
gir desde  el  L°  de  enero  de  1885. 
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I^cfopma  del  l^eglamento  papa  la  eieeueion  de  las  leyes 
del  CDatPimonio  i   del  HegistFo  civil 

Decreto  de  18  octubre  1885 


Art.  1.°  La  Inspección  Jeneral  de  Ins- 
trucción Primaria  liará,  por  medio  del 
guarda-almacenes  de  su  depósito,  la  distri- 
bución de  los  libros  del  Registro  Civil.  A 
esta  oñcína  se  dirijirán  con  la  oportuni- 
dad correspondiente  los  intendentes  i  go- 
bernadores en  solicitud  de  los  ejemplares 
que  durante  el  curso  del  año  se  necesita- 
ren en   las   respectivas  circunscripciones. 

Estos  funcionarios  acusarán  recibo  a  la 
Inspección  de  los  libros  que  le  sean  sumi- 
nistrados, i  los  remitirán  a  los  oficiales 
después  de  haberse  dado  cumplimiento  a 
lo  dispuesto  en  el  inciso  primero  del  arti- 
culo 5  de  la  lei  de  Rejistro. 

2.  La  numeración  de  las  inscripcio- 
nes será  continua  dentro  de   un  mismo  li- 


bro teniéndose  cuidado  de  que  cada  ins- 
cripción vaya  precedida  de  un  número 
idéntico  en  los  ejemplares  A,  Bi  C  del  Re- 
jistro. 

3.  Los  libros  del  Rejistro  Civil,  las 
inscripciones  que  los  oficiales  hicieren  i 
los  certificados  i  licencias  que  espidie- 
ren, se  conformarán  á  los  modelos  que  se 
insertan  en  seguida  de  este  decreto. 

4.  Derógase  el  articulo  47  del  Regla- 
mento de  24  de  octubre  de  1884;  i  en 
cuanto  fueren  contrarios  á  las  disposicio- 
nes del  presente  decreto,  quedan  sin  efec- 
to los  artículos  3,  4,  5,  7,  19,  46  i  48  del 
mismo  Reglamento. 

5.  Las  prescripciones  anteriores  reji- 
rán  desde  el  1.°  de  enero  de  1887. 


IV 


CÓDIGO   DE   COmEf^CIO 

Conciudadanos  del  Senado  i  de  la  Cámara  de  Diputados: 


La  codificación  de  nuestras  leyes  en  je- 
neral ha  sido  mucho  antes  de  ahora  una 
necesidad  sentida  por  todos,  reconocida 
por  los  hombres  de  ciencia,  i  debidamente 
estimada  por  los  Gobiernos  que  sucesiva- 
mente han  rejido  los  destinos  de  la  Repú- 
blica; mas  esta  necesidad  se  ha  manifesta- 
do con  el  carácter  de  imperiosa  i  apre- 
Segunda  Serie.— Tomo  IL 


miante  respecto  de  la  lejislacion  mercan- 
til, que  nos  pone  en  inmediato  contacto 
con  las  diversas  naciones  del  globo  que 
buscan  en  nuestro  suelo  los  beneficios  del 
cambio  de  los  respectivos  productos. 

Durante  la  época  media  entre  la  con- 
quista i  la  creación  del  consulado  de  esta 
capital,  nuestra  lejislacion  mercantil  se  re- 

24 
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ducia  a  las  disposiciones  dispersas  de  la  Re- 
copilación de  Indias,  Recopilación  Caste- 
llana, Partidas  i  demás  cuerpos  legales  de 
nuestra  antigua  metrópoli;  pero  las  leyes 
mercantiles,  contundidas  con  las  civiles  i 
perdidas  en  el  gran  cúmulo  que  éstas  for- 
maban en  esas  compilaciones,  estaban  mui 
lejos  de  armonizar  con  los  principios  que 
lia  proclamado  la  República  en  su  gloriosa 
emancipación,  de  satisfacer  las  nuevas  i 
crecientes  necesidades  de  nuestra  vida  so- 
cial, i  mucho  menos  de  favorecer  los  inte- 
reses que  debíamos  promover,  para  ocupar 
un  puesto  honroso  entre  las  naciones  civi- 
lizadas. 

La  Recopilación  Indiana,  aunque  con- 
tenia un  gran  número  de  disposiciones 
mas  o  menos  conexas  con  la  lejislacion 
mercantil,  no  era  un  verdadero  Código  de 
Comercio  en  el  sentido  especifico  de  esta 
palabra:  era,  propiamente  hablando,  una 
recopilación  de  preceptos  de  administra- 
ción i  policía  mercantil.  Ella  no  calificó  la 
personalidad  jurídica  del  comerciante;  ol- 
vidó completamente  todo  lo  relativo  a  las 
funciones  de  los  ajentes  ausiliares;  omitió 
determinar  la  naturaleza  i  efectos  de  los 
contratos  terrestres  i  marítimos ;  regla- 
mentó con  la  mas  prolija  minuciosidad  el 
comercio  restrinjido,  tan  justamente  lla- 
mado de  pricilcjio  i  monopolio;  i  una  com- 
pilación, tan  deficiente  en  su  fondo  como 
imperfecta  en  su  forma,  ni  podia  .satisfa- 
cer las  lej ¡timas  aspiraciones  del  comercio, 
siempre  ávido  de  libertad  i  franquicias,  ni 
merecer  con  justicia  el  nombre  i  honores 
de  un  verdadero  Código  mercantil.  Tal  era 
la  importancia  real  de  esa  lejislacion  que 
debia  ser  preferentemente  aplicada  en  las 
colonias  españolas. 

La  Recopilación  Castellana,  las  Partidas 
i  demás  códigos  españoles,  destinados  a 
suplir  la  deficiencia  de  las  leyes  de  Indias, 
contenían  muchas  disposiciones  dispersas 
i  algunos  títulos  enteros  sobre  materias  co- 
merciales; mas  no  formando  estos  verda- 
deros fragmentos  un  cuerpo  de  doctrinas 
coherentes,  apenas  bastaban  para  resol- 
ver ciertos  i  determinados  casos  entre  los 
varios  e  innumerables  que  ocurren  en  la 
vida  práctica  del  comercio.  En  vano  bus-- 
caríamos  en  el  conjunto  de  esos  títulos  i 
disposiciones  unidad  de  plan,  la  esposicion 
clara  i  metódica  de  los  principios  jcnerado- 
res,  ni  la  deducción  lójicade  sus  ijrimeras 
consecuencias,  porque  a  la  vez  faltan  en  él 
todas  esas  calidades  que  tanto  realzan  los 
trabajos  de  la  ciencia;  i  por  mas  que  pe.sen 
sobre  nuestro  juicio  las  recomendaciones 
seculares  con  que  han  llegado  hasta  nos- 


otros esos  códigos  supletorios,  preciso  es 
confesar  que  las  leyes  mercantiles  compi- 
ladas en  ellos  eran  insuficientes  para  sa- 
tisfacer las  necesidades  creadas  por  el 
tiempo  i  la  civilización  progresiva  de  los 
mismos  pueblos  para  quienes  fueron  dic- 
tadas. 

Volviendo  la  vista  a  la  Recopilación  de 
Indias,  preciso  es  recordar  que  tan  palma- 
rios eran  los  defectos  de  esa  compilación, 
que  reconociéndolos  el  gobierno  español, 
hizo  un  ensayo  jeneral  i  otro  especial  en  la 
segunda  mitad  del  siglo  anterior  para  me- 
jorarla i  ponerla  de  acuerdo  con  las  exi- 
jencias  del  tiempo  i  de  la  civilización  que 
habían  alcanzado  sus  colonias. 

El  primero  fué  el  trabajo  de  un  cuerpo 
de  leyes  que  debia  sustituir  a  la  Recopila- 
ción de  Indias,  i  llevar  el  nombre,  hoi  pu- 
ramente histórico,  de  Código  Caroiino. 
Aunque  acabado  a  principios  de  este  siglo, 
ese  código  no  llegó  a  ser  promulgado:  fué 
una  esperanza  frustrada  para  las  colonias; 
i  apenas  prestó  el  anómalo  servicio  de  su- 
ministrar disposiciones  para  la  resolución 
de  algunas  cuestiones  i  consultas. 

El  segundo  fué  el  ponderado  reglamen- 
to de  libre  comercio,  publicado  el  12  de 
octubre  de  1778.  Este  reglamento  desmin- 
tió su  título,  pues  la  libertad  que  otorgó  al 
comercio  fué  la  exención  del  pesado  yugo 
del  privilejio  i  monopolio.  Sus  mas  promi- 
nentes disposiciones  se  limitaban  a  fijar  las 
condiciones  de  las  naves  i  tripulaciones 
destinadas  al  tráfico  colonial;  a  permitir  el 
acceso  a  ciertos  puertos  en  la  península  i 
sus  colonias,  a^  suprimir  algunos  derechos 
i  gravámenes  que  oprimían  al  comercio  i  a 
establecer  reglas  de  administración  rentís- 
tica i  de  policía  mercantil;  mas  no  habien- 
do suprimido  las  trabas  que  impedían  el 
libre  movimiento  de  la  industria  comercial, 
ni  introducido  los  principios  a  que  debe 
ajusfársela  contratación  terrestre  i  marí- 
tima, no  alivió  la  aflijente  situación  del 
comercio,  ni  realizó  mejora  alguna  en  la 
lejislacion  mercantil  propiamente  dicha. 

La  cédula  de  26  de  febrero  de  1795,  que 
estableció  el  consulado  de  Santiago,  intro- 
dujo también  al  país  la  Ordenanza  de  Bil- 
bao, tan  justamente  celebrada  en  las  na- 
ciones mas  cultas  de  Europa.  Su  promul- 
gación en  el  año  de  1737  importó  un  gran- 
de i  positivo  progreso  en  la  lejislacion 
mercantil  de  la  metrópoli  i  su  adopción  en 
la  colonia  fué  considerada  como  el  mas  fa- 
vorable presajio  de  una  era  de  ventura  pa- 
ra el  interés  de  nuestro  comercio.  Ella  so- 
metió a  reglas  fijas  la  marcha  de  las  li- 
mitadas operaciones  mercantiles  a  que  es- 
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t;iba  reducido  nuestro  tráfico;  liió  sólidas 
garantías  ala  buen  fe  i  al  crédito,  impo- 
niendo al  comerciante  la  obligación  de 
llevar  una  contabilidad  regular,  sirvió  de 
norma  a  nuestros  tribunales  consulares  pa- 
ra decidir  justa  y  equitativamente  las  cues- 
tiones ocurrentes  entre  comerciantes;  i  el 
país  no  pudo  negar  el  merecido  aplauso  a 
un  Código  que  lo  habia  libertado  del  caos 
de  la  Recopilación  Indiana,  i  proporcioná- 
dole  tan  importantes  beneficios. 

Pero  el  prestijio  que  se  habia  captado  la 
Ordenanza  en  los  quince  años  que  media- 
ron entre  la  erección  del  consulado  i  nues- 
tra memorable  revolución,  principió  á  des- 
caer gradualmente,  y  a  medida  que  él  de- 
crecía se  despertaba  en  todos  el  deseo  lejiti- 
mo  de  una  lejislacion  mas  amplia  y  com- 
prensiva. Las  luces  que  proporciona  la  li- 
bertad de  examen  descubrieron  en  la  Or- 
denanza defectos  que  antes  no  se  hablan 
notado  en  ella,  merced  al  favor  conque 
habia  sido  aceptada,  i  el  estudio  compara- 
tivo e  imparcial  de  sus  disposiciones  con 
las  que  contienen  los  Códigos  de  Comercio 
que  han  visto  la  luz  pública  en  el  primer 
tercio  de  este  siglo,  vino  á  comprobar  la 
efectividad  de  esa  idea  i  a  lejitimar  la  ten- 
dencia del  comercio  hacia  la  codificación 
de  nuestra  legislación  mercantil. 

Para  manifestarla  exactitud  de  los  con- 
ceptos que  se  acaban  de  espresar,  i  sin 
pretender  hacer  la  critica  de  un  cód'go 
que  debe  venerarse  oomo  un  monumento 
que  marca  en  la  historia  del  comercio  una 
época  de  verdadero  progreso,  echaremos 
una  rápida  ojeada  .^obre  el  campo  que 
abraza  nuestra  Ordenanza. 

Los  ocho  primeros  capítulos  de  los  vein- 
te i  nueve  que  componen  ese  código  son 
de  todo  punto  inútiles,  porque  las  dispo- 
siciones que  contienen  perdieron  su  vigor 
e  importancia  desde  que  la  cédula  erec- 
cional  de  preferente  aplicación  las  repro- 
dujo con  cortas  diferencias.  Otro  tanto 
debemos  decir  de  los  cinco  últimos  capítu- 
los, puesto  que  sus  preceptos,  puramente 
locales,  solo  pueden  ser  aplicados  al  réji- 
men  del  puerto  y  rio  de  Bilbao. 

Los  diez  y  seis  capítulos  restantes  regla- 
mentan varios  contratos  terrestres  i  marí- 
timos, i  determinan  las  funciones  de  algu- 
nos de  los  ajenies  ausiliares.  La  justicia  i 
equidad  de  las  reglas  establecidas  en  esos 
capitules  para  el  gobierno  de  la  contra- 
tación mercantil,  han  hecho  olvidar  el 
casuitismo  de  la  redacción  de  nuestra  Or- 
denanza, i  son  las  que,  sin  duda,  constitu- 
yen su  mérito  real  i  reconocido.  A  pesar 
de  esto,  ecliamos  manos  en  esa  parte  de  la 


Ordenanza,  algunas  materias  importantes 
del  comercio  terrestre  i  marítimo;  notamos 
en  algunos  de  sus  capítulos  omisiones  de 
detalles  necesarios,  i  resolui-iones  de  todo 
punto  inadmisibles  en  el  actual  estado  de 
la  ciencia;  i  en  vista  de  todo  esto,  no  debe 
sorprendernos  el  que  el  pais  aspirara  a  ob- 
tener un  código  mas  completo,  mas  ade- 
cuado a  las  costumbres  jenerales  del  co- 
mercio i  mas  conforme  con  las  luces  del 
dia. 

Los  gobiernos  patrios  que  dirijieron 
nuestros  primeros  pasos  en  el  sendero  de 
la  libertad,  comprendieron  mui  temprano 
los  deseos  del  pais;  pero  empeñados  en  la 
lucha  de  la  independencia,  i  consagrados 
al  cumplimiento  de  los  altos  deberes  que 
ella  les  imponía,  no  pudieron  dispensar  a 
la  codificación  mercantil  toda  la  atención 
que  ella  demandaba  para  mejorar  la  deplo- 
rable condición  de  nuestro  comercio.  Sin 
embargo  de  esto,  debemos  un  eterno  re- 
cuerdo de  gratitud  al  acendrado  patriotis- 
mo de  los  prohombres  de  nuestra  revolu- 
ción, que  el  21  de  febrero  de  1811  ¡permitie- 
ron «el  comercio  con  las  naciones  amigas 
o  neutrales»,  i  que  en  1813  promulgaron  el 
reglamento  de  «apertura  y  fomento  del 
comercio  i  navegación»,  estableciendo 
nuestras  relaciones  comerciales  sobre  la 
doble  Ijase  de  la  libertad  i  reciprocidad. 

La  satisfacción  de  tan  justos  deseos  esta- 
ba reservada  a  otra  época  y  a  otros  hom- 
bres. Para  emprender  con  fruto  la  grande 
obra  de  la  codificación,  era  menester  go- 
zar plenamente  de  los  beneficios  de  la  paz, 
completar  nuestra  organización  política, 
poner  a  la  República  en  la  via  del  progre- 
so intelectual,  dotándola  de  todas  las  insti- 
tuciones que  lo  favorecen  i  estimulan,  i 
acumular  pacientemente  los  conocimien- 
tos indispensabless  para  realizar  aquella 
obra  con  el  acierto  debido,  y  la  reunión  de 
estas  condiciones  ni  era  asequible  á  los 
hombres  que  corrían  los  azares  de  la  gue- 
rra de  nuestra  emancipación,  ni  podia  es- 
perarse sino  de  la  lenta  i  poderosa  acción 
del  tiempo  i  de  la  gradual  difusión  de  las 
luces. 

La  lei  de  14  de  septiembre  de  1852  vino 
a  anunciarnos  a  la  vez  el  advenimiento  de 
tan  deseada  época  i  la  firme  resolución  de 
acometer  con  ardor  la  codificación  de 
nuestras  leyes  en  las  diversas  esferas  que 
abrazan.  Ella  autorizó  al  Presidente  de  la 
República  para  encomendar  la  prepara- 
ción de  proyectos  para  la  reforma  de  nues- 
tros códigos;  i  en  uso  de  la  autorizaciou  se 
encargó  la  redacción  del  relativo  al  Códi- 
íso  de  Comercio  a  un  laborioso  i   distin- 
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guido  jurisconsulto,  que  se  ha  ocupado 
asiduamente  de  ella  por  espacio  de  algunos 
años.  Esa  misma  lei  ordenó  que,  con- 
cluido cada  proyecto  i  revisado  por  una 
comisión  especial,  se  sometiera  ala  apro- 
bación del  Congreso;  i  cumpliendo  con  es- 
te deber,  tengo  la  satisfacción  de  presen- 
taros el  adjunto  proyecto,  tal  como  ha 
quedado  después  de  las  prolijas  revisiones 
que  de  él  se  han  hecho.  Paso  ahora  á  da- 
ros cuenta  de  las  nuevas  instituciones  in- 
troducidas en  nuestra  lejislacion  comer- 
cial i  de  las  reformas  que  en  ella  se  han 
realizado. 

Bajo  el  epígrafe  Disposiciones  Jenerales 
se  han  establecido  ciertas  reglas  que  do- 
minan todas  las  materias  del  Código  i  que 
no  era  posible  consignar  en  ninguno  de 
los  titulo-  que  lo  componen,  sin  alterar  el 
sistema  i  método  de  su  redacción.  Algunas 
de  estas  reglas  determinan  los  limites  del 
imperio  det  Código,  i  autorizan  la  aplica- 
ción de  la  lei  común  i  de  la  costumbre  en 
los  casos  en  que  la  primera  se  encuentre 
deficienle.  Los  numerosos  requisitos  que 
la  costumbre  debe  tener  para  asumir  el 
carácter  de  lei  supletoria,  i  la  naturaleza 
de  la  prueba  con  que  debe  ser  acreditada 
en  juicio,  remueven  los  inconvenientes  de 
la  íneertidumbre  i  vacilación  de  la  lei  no 
escrita,  i  nos  permiten  mirar  sin  recelo  la 
libertad  en  que  queda  el  comercio  para  in- 
troducir nuevos  usos  dentro  del  circulo  de 
lo  honesto  i  lo  licito. 

Entre  las  disposiciones  jenerales  se  en- 
cuentra también  la  que  trata  de  los  actos 
de  comercio  que,  a  mas  de  constituir  la 
materia  especial  del  Código,  ofrecen  la  ba- 
se más  amplia  i  segura  de  la  jurisdicción 
mercantil;  i  mediante  !a  colocación  que  se 
les  ha  dado,  se  ha  evitado  la  justa  critica 
dirijida  a  los  códigos  que  han  reservado  la 
importante  noción  de  esos  actos  para  la  lei 
que  reglaméntala  competencia  de  los  juz- 
gados de  comercio.  El  proyecto  ha  huido 
del  peligro  de  las  deñniciones  puramente 
teóricas,  i  en  vez  de  definir  los  actos  de 
comercio,  los  ha  descrito  prácticamente, 
enumerándolos  con  el  debido  orden,  pre- 
cisión y  claridad. 

El  libro  I  del  proyecto  trata  de  los  co- 
merciantes i  de  los  ajentes  ausiliares  del 
comercio. 

En  el  titulo  I  se  define  con  precisión  la 
persona  a  quien  la  lei  atribuye  la  calidad 
de  comerciante.  Se  determinan  del  mismo 
modo  las  condiciones  que  habilitan  a  los 
menores  de  edad  i  a  las  mujeres  casadas 
para  comerciar;  .'•e  detallan  los  derechos 
especiales  que  confiere  a  estas  personas  la 


profesión  del  comercio;  i  para  evitar  el 
fraude  i  las  funestas  decepciones  que  él 
produce,  se  manda  abrir  un  rejistro  en  la 
cabecera  de  cada  departamento  para  que 
se  inscriban  en  él  todos  los  documentos 
que  impongan  al  comerciante  alguna  res- 
ponsabilidad, en  especie  o  cantidad,  a  fa- 
vor de  su  mujer,  hijos  o  pupilos.  Esta  ins- 
cripción se  estiende  a  las  escrituras  de  so- 
ciedad que  los  comerciantes  celebren  i  a 
los  poderes  que  otorguen  a  sus  factores 
o  dependientes,  con  el  fin  de  facilitar  a  los 
contratantes  el  conocimiento  de  su  respec- 
tiva personalidad,  i  alejar  en  lo  posible  el 
engaño  en  un  punto  que  ordinariamente 
decide  de  la  subsistencia  de  las  conven- 
ciones. 

Las  obligaciones  que  impone  la  profe- 
sión del  comercio  constituyen  la  materia 
del  segundo  título.  En  él  se  hja  el  número 
de  libros  que  debe  llevar  todo  comerciante 
para  el  buen  arreglo  de  su  contabilidad, 
conocimiento  de  su  verdadera  situación  i 
justificación  de  sus  procedimientos  profe- 
sionales en  caso  de  quiebra,  se  determina 
también  la  fe  debida  a  los  libros  de  comer- 
cio en  las  cuestiones  entre  comerciantes;  i 
atendida  la  gravedad  e  importancia  de  la 
materia,  se  adoptan  varias  disposiciones 
que  mejoran  consideralMemente  esta  parte 
de  nuestra  lejislacion  mercantil.  El  pro- 
yecto considera  la  contabilidad  como  el  es- 
pejo en  que  se  reñeja  vivamente  la  con- 
ducta del  comerciante,  el  alma  del  comer- 
cio de  buena  fe,  i  el  medio  mas  adecuado 
que  puede  emplear  el  lejislador  para  im- 
pedir las  maquinaciones  dolosas  en  los  ca- 
sos de  quiebra,  i  asegurar  el  castigo  de  las 
que  resulten  fraudulentas  o  culpables;  i 
colocado  en  este  punto  de  vista,  dicta  pre- 
ceptos oportunos  para  garantir  la  regula- 
ridad i  pureza  de  la  teneduría  i  hacer  efec- 
tivas las  i-esponsabilidades  que  impone  al 
comerciante  que  no  lleva  libros,  que  los 
lleva  sin  sujetarse  al  sistema  establecido,  o 
que  los  sustrae  a  la  severa  inspección  de  la 
justicia  mercantil. 

La  obligación  de  llevar  libros  se  limita, 
respecto  del  comerciante  por  menor,  a  la 
teneduría  de  uno  solo;  i  para  facilitar  el 
conocimiento  de  las  personas  a  quienes  la 
lei  reputa  como  tales,  el  Proyecto  define  el 
comercio  al  menudeo  con  mas  sencillez  i 
exactitud  que  la  resolución  de  10  de  febre- 
ro de  17.53  i  el  art.  63  del  Reglamento  de 
1813. 

El  comercio  se  ha  mostrado  siempre 
justamente  celoso  de  la  reserva  de  sus  li- 
bros; i  respetándose  los  motivos  de  conve- 
niencia i  equidad  que  lejitiman  ese  dere- 
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cho,  se  lian  adoptado  varias  disposiciones 
que  lo  concillan  con  las  imperiosas  exijen- 
cias  de  la  justicia  en  los  casos  de  litijio.  Se 
proliibe  la  manifestación  i  reconocimiento 
jeneral  de  los  libros,  salvo  en  los  cuatro 
casos  que  enumera  el  Proyecto;  pero  se 
permite  ordenar,  de  oticio  o  a  solicitud  de 
parte  lejitima,  la  exhibición  i  compulsa 
parcial  de  los  asientos  relativos  a  la  cues- 
tión que  se  ajite,  bajo  la  salvaguardia  de 
ciertas  providencias  conducentes  a  impe- 
dir que  la  revelación  del  conjunto  de  las 
operaciones  que  constituyen  el  jiro  de  cada 
comerciante  frustre  aquellas  cuyo  buen 
éxito  depende  del  secreto  conque  son  ma- 
nejadas.. 

El  Código  de  Comercio  francés  impone 
al  comerciante  la  obligación  de  conservar 
sus  libros  por  el  espacio  de  diez  años,  el 
de  Buenos  Aires  por  veinte  i  el  Holandés 
i  Portugués  por  treinta;  i  al  suplir  el  si- 
lencio de  nuestra  Ordenanza  a  este  res- 
pecto, se  ha  creido  mas  racional  i  conve- 
niente no  Hjar  otro  limite  a  esa  obligación 
que  el  marcado  por  el  interés  i  la  necesi- 
aad  de  una  completa  liquidación  de  los  ne- 
gocios a  que  se  "^eneran  los  libros.  Esa 
obligación  se  estiende  a  los  herederos  del 
comerciante,  porque  frecuentemente  ten- 
drán que  aerv  irse  de  las  noticias  que  aqué- 
llos contengan  para  llevar  a  cabo  la  liqui- 
dación que  su  autor  haya  dejado  pen- 
diente. 

El  titulo  III  se  ocupa  de  los  corredores 
que  sirven  de  ajentes  intermediarios  para 
la  conclu-;ion  de  los  contratos  mercantiles. 
Nuestra  Ordenanza  contiene  muchos  y 
muy  importantes  preceptos  acerca  del 
ejercicio  de  la  correduría;  pero  teniendo 
en  vista  las  nuevas  necesidades  que  ha 
creado  el  gran  desarrollo  de  nuestro  co- 
mercio, i  ¡a  importancia  que  en  él  han  ad- 
quirido esos  ajentes  auxiliares,  en  cuanto 
facilitan  i  aceleran  las  transacciones  mer- 
cantiles, se  ha  juzgado  indispen.sable  dará 
esos  preceptos  todo  el  desenvolvimiento  i 
amplitud  de  que  eran  susceptibles.  El  Pro- 
yecto introduce  ademas  algunas  reglas  que 
se  echan  menos  en  aquel  código,  para  evi- 
tar o  reprimir  los  fáciles  abusos  a  que  se 
presta  esa  profesión  que  reposa  esencial- 
mente en  la  coníianza  i  buena  fe;  enumera 
las  personas  que  no  pueden  desempeñar  la 
correduría;  detalla  las  obligaciones  i  pro- 
hibiciones que  pesan  sobre  los  que  la  ejer- 
cen en  las  diversas  esferas  a  que  se  estien- 
de su  mediación;  determina  la  fe  que  me- 
recen sus  rejistros  i  minutas;  impone  al 
encargado  de  comprar  o  vender  los  docu- 
mentos de  crédito  que  designa  con  el  nom- 


bre de  efectos  púl)licos,  la  responsabilidad 
de  pagar  el  precio  de  los  comprados  o  de 
entregar  los  vendidos;  i  no  dudo  que,  me- 
diante estas  bien  calculadas  disposiciones, 
la  correduría  producirá  los  beneñcios  que 
el  comercio  ha  esperado  siempre  de  tan 
provechosa  institución. 

El  título  IV  i  ñnal  trata  de  los  ajentes 
ausiliires  conocidos  con  el  nombre  de  mar- 
tilieros. 

Las  casas  de  martillo  no  han  sido  consi- 
deradas hasta  aquí  como  instituciones  des- 
tinadas á  favorecer  el  comercio,  sino  como 
una  industria  que  no  podia  ser  planteada 
sin  licencia  del  Gobierno  i  el  pago  previo 
de  Una  cantidad  en  arcas  fiscales;  sin  em- 
bargo de  esto,  el  supremo  decreto  de  12  de 
julio  de  1823,  reglamentario  del  senado 
consulto  de  24  de  julio  de  1820,  nos  da  a 
conocer  en  su  mayor  parte  las  atribucio- 
nes i  deberes  de  los  martilieros  en  su  ca- 
rácter de  ajentes  ausiliares.  El  Proyecto 
se  oc-upa  de  ellos  considerándolos  como  ta- 
les; i  para  regularizar  el  ejercicio  de  su 
oficio,  reproduce  las  disposiciones  del  ci- 
tado decreto,  agrega  otras  de  una  mani- 
ñesta  oportunidad;  estiende  las  prohibi- 
ciones a  casos  omitidos  en  aquél;  i  en  ñn, 
les  impone  la  obligación  de  llevar  tres  li- 
bros con  sujeción  a  las  reglas  estableci- 
das en  el  §  2,  título  II  del  libro  que  nos- 
ocupa. 

El  libro  lí  del  Proyecto  comienza  esta- 
bleciendo ciertos  principios  comunes  á  to- 
dos los  contratos  mercantiles,  i  en  seguida 
se  ocupa  especialmente  de  los  concernien- 
tes al  comercio  terrestre. 

En  el  titulo  I  del  Proyecto  se  declara 
que  las  prescripciones  del  Código  civil  re- 
lativamente a  los  contratos  en  jeneral,  son 
aplicables  a  los  mercantiles,  salvas  las  mo-^ 
■  diticaciones  que  él  introduce;  i  después  de 
sancionarse  esta  importante  regla,  se  con- 
signan en  él  todas  las  que  reclama  impe- 
riosamente el  interés  bien  entendido  del 
comercio.  Entre  estas  modiñcaciones  son 
dignas  de  una  mención  especial  las  dispo- 
siciones relativas  a  los  efectos  de  la  dación 
de  arras,  a  la  ñjacion  de  los  objetos  sobre 
que  debe  versar  la  ejecución  de  los  contra- 
tos celebrados  en  país  estranjero  para  cum- 
plirse en  Chile,  a  la  limitación  del  derecho 
de  pagar  en  moneda  menuda  de  plata  o  en 
monedada  cobre,  a  la  facultad  del  acree- 
dor para  hacer  la  imputación,  cuando  el 
deudor  no  lo  verifica  en  el  acto  del  pago,  a 
los  casos  en  que  se  obra  o  nó  la  novación 
por  el  pago  en  documentos  negociables  i  a 
la  inadmisibilidad  de  la  rescisión  por  cau- 
sa de  lesión  enorme;  i  finalmente,  las  que 
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designan  las  especialidades  de  la  prueba 
en  materia  mercantil. 

En  este  mismo  título  se  trata  de  un  asun- 
to tan  difícil  como  importante,  omitido  en 
la  Ordenanza  i  aun  en  el  Código  civil.  Fre- 
cuentemente ocurre  la  necesidad  de  ñjar 
el  momento  i  el  lugar  en  que  las  propues- 
tas verbales  o  escritas  asumen  el  carácter 
de  contra,tos  perfectos  i  careciendo  de  re- 
glas claras  i  precisas  que  dirijan  el  juicio 
deljurisconsulto  e  ilustren  la  conciencia  del 
majistrado,  es  indispensable  invocar  las 
opiniones  acomodaticias  e  inseguras  de  los 
autores  que  han  examinado  con  mas  o  me- 
nos profundidad  esos  puntos.  Para  obviar 
dificultades  de  tanta  trascendencia,  el 
Proyecto  ha  dado  soluciones  satisfactorias 
á  las  cuestiones  principales  é  incidentes 
que  ofrece  la  materia:  i  de  este  modo  ha 
llenado  un  sensible  vacio  en  nuestra  lejis- 
lacion  comercial  i  civil. 

El  Proyecto  reglamenta  la  compraventa 
mercantil  de  acuerdo  con  los  principios 
escepcionales  qud  establece  la  jurispru- 
dencia i  el  derecho  comercial  de  las  nacio- 
nes mas  cultas.  Ni  era  posible  someter  este 
contrato  constitutivo  del  comercio  a  las 
prescripciones  del  Código  civil,  porque 
prescindiendo  de  que  ellas  se  refieren  prin- 
cipalmente a  la  venta  de  bienes  inmuebles, 
hai  profundas  diferencias  entre  la  com- 
praventa civil  i  la  mercantil,  que  las  hacen 
inaplicables  en  materia  comercial. 

El  objeto  inmediato  i  directo  de  la  com- 
praventa civil,  aunque  verse  sobre  cosas 
muebles,  es  el  uso  o  consumo  privativo  del 
adquirente;  el  de  la  compraventa  mercan- 
til es  la  consecución  de  una  i^anancia,  me- 
diante la  reventa  o  el  alquiler  del  mero 
uso  de  la  cosa  comprada.  La  primera  es 
ordinariamente  pura;  la  segunda  es  con- 
dicional, puesto  qqe  bajo  algún  respecto 
lleva  una  condición  tácita,  suspensiva  o 
resolutoria,  salvo  que  el  contrato  se  cele- 
bre entre  presentes  i  sobre  una  cosa  tam- 
bién presente  que  se  entrega  en  el  acto;  i 
difiriendo  ambas  ventas  en  sus  fines  i  cali- 
dades, era  de  todo  punto  indispensable 
que  el  Proyecto  adoptara  reglas  peculia- 
res a  la  compraventa  mercantil,  para  faci- 
litar las  transacciones,  asegurar  sus  efec- 
tos contra  los  cálculos  del  fraude,  i  promo- 
ver por  estos  medios  la  rápida  circulación 
de  la  mercadería. 

Al  tratar  de  la  cesión  de  créditos  mer- 
cantiles el  Proyecto  no  se  limita  a  indicar 
el  modo  de  trasferir  los  documentos  de 
créditos  i  los  efectos  públicos,  sino  que  se 
avanza  a  suplir  el  silencio  del  Código  acer- 
ca de  dos  puntos  de  no  pequeña  importan- 


cia en  esta  materia  de  un  uso  tan  frecuen- 
te como  necesario  a  la  rapidez  de  las  tran- 
sacciones. El  ordena  que  la  notificación  de 
la  cesión  de  créditoáno  endosables  se  haga 
por  un  ministro  de  fe  pública;  señala  un 
plazo  para  que  el  deudor  oponga  las  escep- 
ciones  latentes;  declara  que  las  resultan- 
tes del  titulo  cedido  pueden  ser  opuestas 
al  cesionario  en  la  misma  forma  que  pue- 
den serlo  al  cedente;  i  seguramente  que 
tan  oportunas  disposiciones  cortarán  la 
reaparición  de  las  cuestiones  a  que  ha  dado 
lugar  la  falta  de  reglas  claras  i  directas 
acerca  de  los  puntos  enunciados. 

En  el  capítulo  «de  las  comisiones  entre 
mercaderes»  nuestra  Ordenanza  consigna 
algunas  disposiciones  referentes  al  tras- 
porte por  tierra,  i  aun  el  Código  civil  se 
ocupa  de  él  en  el  §  10  del  titulo  del  arren- 
damiento. Con  todo,  siendo  notoriamente 
insuficientes  las  prescripciones  que  los 
dichos  códigos  contienen  para  el  réjimen 
de  esta  industria,  atendido  el  sorprenden- 
te desarrollo  que  ha  tenido  en  los  últimos 
años,  se  ha  creído  conveniente  darles  todo 
el  desenvolvimiento  1  ensanche  que  exijen 
las  nacientes  necesi'^ades  del  comercio. 

El  título  V  del  libro  II  que  trata  del  tras- 
porte por  tierra,  lagos,  canales  i  rios  nave- 
gables, ha  sido  redactado  bajo  la  influen- 
cia de  aquella  idea;  i  para  realizarla  en  to- 
da su  estension,  el  Proyecto  define  el  tras- 
porte; establece  reglas  comunes  a  las  em- 
presas particulares  o  públicas  de  conduc- 
ción; enumera  las  cosas  que  debe  espresar 
la  carta  de  porte;  detalla  los  derechos, 
obligaciones  y  responsabilidades  del  por- 
teador, cargador  i  consignatario;  i  en  una 
palabra,  prevé  i  resuelve  los  casos  que  con 
frecuencia  ponen  en  conflicto  los  intereses 
de  los  contratantes. 

Pasadas  veinte  i  cuatro  horas  desde  la 
entrega,  el  Proyecto  autoriza  al  porteador 
para  cobrar  el  porte  convenido  i  las  espen- 
sas  hechas  en  la  (;onservacion  de  las  mer- 
caderias  porteadas;  i  no  obteniendo  el  pa- 
go, le  autoriza  también  para  solicitar  la 
venta  de  ellas  en  martillo  i  pagarse  prefe- 
rentemente con  su  producto  en  virtud  del 
privilejio  que  le  concede  sobre  todos  los 
objetos  que  compotic  la  carga.  En  este 
punto  el  Proyecto  se  separa  del  Código  ci- 
vil, porque  des  .pareciendo  por  la  entrega 
de  la  carga  la  retención  que  él  concede, 
este  derecho  no  proporciona  al  porteador 
una  garantía  seria  i  eficaz.  Con  todo,  de- 
seando conciliar  en  lo  posible  el  interés  de 
los  cargadores  con  los  derechos  del  por- 
teador i  evitar  que  el  amago  del  privilejio 
sea  un  obstáculo  a  la  libre  i  franca  circu- 
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lacion  de  las  mercaderías,  limita  la  dura- 
ción de  aquél  al  corto  espacio  de  tres  días 
cuando  las  porteadas  salen  de  manos  del 
cargador  o  consignatario  después  de  tras- 
currido este  pla/o,  i  lo  hace  cesar  de  todo 
punto  siempre  que  el  porteador  no  use  de 
su  derecho  dentro  de  un  mes  contado  des- 
de la  entrega  de  la  carga. 

Aunque  el  mandato  comercial  es  un  jé- 
nero  que  comprende  varias  especies,  el 
Provecto  solo  se  ocupa  en  el  titulo  VI  del 
conocido  con  el  nombre  de  comisión,  con- 
siderado en  sus  aplicaciones  mas  usuales, 
i  del  que  desempeñan  los  factores  i  depen- 
dientes. 

La  comisión  es,  sin  duda,  una  de  las 
creaciones  mas  útiles  de  los  tiempos  mo- 
dernos. Ella  permite  al  comerciante  reali- 
zar las  mas  vastas  especulaciones  con  ce- 
leridad i  economía,  sin  separarse  de  su  do- 
micilio mercantil,  ni  abandonar  la  direc- 
ción personal  de  sus  negociaciones;  pone 
en  comunicación  a  loü  comerciantes  de  las 
diversas  naciones  del  globo,  i  estrecha  sus 
relaciones  de  interés  con  el  vinculo  de  los 
servicios  recíprocos;  asegura  el  acierto  en 
las  operaciones  mas  riesgosas,  aprove- 
chando el  conocimiento  que  tiene  el  co- 
rresponsal de  las  i-oslumbres  i  necesida- 
des de  cada  localidad;  facilita  el  oportuno 
empleo  del  crédito  en  el  estranjero,  me- 
diante e!  envío  de  mercaderias  que  lo  ga- 
rantiza; i  por  decirlo  todo  de  una  vez,  la 
comisión  subroga  ventajosamente  i  bajo 
todo  respecto  las  dispendiosas  factorías 
que  creaba  el  comercio  para  mantener  el 
tráfico  con  los  países  lejanos. 

Entre  nosotros  el  comercio  de  comisión 
ha  tomado  proporciones  verdaderamente 
colosales,  merced  a  la  abolición  de  las  le- 
yes que  lo  prohibían  al  estranjero;  i  esta 
circunstancia  hacia  sobremanera  urjente 
suplir  la  deficiencia  de  nuestra  Ordenan- 
za, dictando  las  reglas  a  que  debe  ajustar- 
se este  contrato  en  cada  una  de  las  diver- 
sas formas  que  toma  en  la  práctica  del 
comercio.  Felizmente  los  principios  del 
mandato  común  se  encuentran  sabiamente 
es'puestos  en  el  Código  civil;  i  supuesta  la 
existencia  de  tan  preciosos  antecedentes, 
el  verdadero  trabajo  de  la  redacción  del 
Pioyecto  ha  consistido  en  la  clasificación 
de  las  materias  (jue  debían  entrar  en  la 
composición  del  título  VI,  en  la  amplia- 
ción i  modiñcacion  de  esos  principios  de 
acuerdo  con  las  necesidades  peculiares 
del  comercio,  i  en  la  agregación  de  ciertas 
reglas  relativas  a  la  administración  del  co- 
misionista en  jeneral,  al  derecho  de  re- 
tención que  se  le  concede  para  asegurar 


el  pago  de  su  salario,  anticipación,  interés 
i  costo,  i  a  la  fijación  de  las  obligaciones 
especiales  que  se  imponen  a  los  comisio- 
nistas para  comprar,  vender  o  realizar  en 
su  propio  nombre  el  trasporte  de  merca- 
derias. 

El  Proyecto  reglamenta  el  mandato  de 
los  factores  i  dependientes  con  sujeción  a 
los  principios  jenerales;  i  con  el  fin  decom- 
pletar  esta  materia  de  que  no  se  ocupa 
nuestra  (Jrdenanza,  enumera  los  casos  en 
que,  aun  cuando  el  factor  o  dependiente 
contrate  en  su  propio  nombre,  se  entiende 
que  lo  ha  hecho  por  cuenta  de  su  comiten- 
te, i  señala  las  causas  que  autorizan  la  res- 
cisión de  sus  empeños  de  servicio  i  las  que 
los  estinguen. 

El  Proyecto  acepta  i  confirma  la  clasifi- 
cación tripartita  que  el  Código  civil  hace 
del  contrato  de  sociedad,  agregando  la  co- 
nocida con  el  nombre  de  «sociedad  acci- 
dental» o  «de  cuentas  en  participación»,  i 
subdividiendo  la  sociedad  en  comandita  en 
«simple»  i  «por  acciones».  A  la  esposicion 
de  los  principios  del  derecho  comercial 
que  gobiernan  esas  diferentes  especies  de 
sociedad,  está  destinado  el  título  Vil  del 
libro  II  del  Proyecto. 

La  sociedad  colectiva  es  el  tipo  de  las 
otras  i  la  que  se  aparta  menos  de  los  prin- 
cipios del  derecho  civil;  i  por  esta  razón  al 
tratar  de  ella,  la  redacción  se  ha  contraído 
particularmente  al  establecimiento  i  des- 
arrollo de  las  reglas  que  deben  modificar 
esos  principios  en  todo  aquello  que  afecta 
mas  de  cerca  el  interés  lejítimo  del  co- 
mercio. 

En  el  desenvolvimiento  de  este  plan  el 
Proyecto  prescribe  que  la  constitución  i 
prueba  de  la  existencia,  disolución,  pró- 
rroga i  modificación  de  la  sociedad  se  ha- 
gan por  e.-,critura  pública,  debidamente 
in.scrita,  fijada  i  publicada,  so  pena  de  nu- 
lidad absoluta  entre  los  socios;  reglamenta 
con  acierto  el  uso  de  la  razón  social  que 
personifica  la  sociedad  colectiva;  estiende 
a' todos  los  socios  la  solidariedad  de  las  obli- 
gaciones contraidas  en  nombre  social,  que 
la  Ordenanza  limita  a  «aquellos  bajo  cuya 
firma  corriere  la  compañía»;  agrega  úti- 
les principios  de  administración,  dirijidos 
a  regularizarla  en  todas  sus  relaciones;  in- 
troduce un  sistema  espedito  de  liquidación 
i  fija  con  precisión  la  forma  del  nombra- 
miento i  las  facultades  del  liquidador;  i 
finalmente,  introduce  también  la  prescrip- 
ción quinquenal  a  favor  de  los  socios  que  no 
intervienen  en  la  liquidación,  dejando  su- 
jeta a  las  disposiciones  del  derecho  civil 
la  prescripción  de  las  acciones  contra  los 
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socios  liquidadores  i  las  de  los  socios  en- 
tre si. 

La  lei  de  8  de  noviembre  de  1854  sobre 
sociedades  anónimas  ha  sido  incorporada 
en  el  Proyecto  con  las  supresiones  que  ha- 
cia inevitables  el  hecho  mismo  de  su  in- 
corporación, las  agregaciones  conducentes 
a  la  perfección  del  sistema  adoptado  en 
ellas,  i  ciertas  modificaciones  de  mero  or- 
den i  redacción.  La  conveniencia  de  esta 
lei  tiene  a  su  favor  la  práctica  de  algunos 
años,  i  se  ha  creido  prudente  mantener  su 
letra  i  espíritu  en  toda  su  integridad. 

El  Código  civil  establece  los  dos  princi- 
piosfundamentalesde  lacomandita  simple; 
pero  no  bastando  ellos  para  remover  las 
dudas  que  ocurren  en  la  práctica,  se  ha 
juzgado  absolutamente  necesario  regla- 
mentar su  aplicación,  i  añadir  algunas  dis- 
posiciones que  complementen  el  réjimen 
d^  esa  sociedad. 

Para  cumplir  este  designio,  el  Proyecto 
estiende  la  solidariedad  al  comandatarío 
que  tolera  la  inserción  de  su  nombre  en  la 
razón  social;  designa  las  cosas  que  no  pue- 
de llevar  a  la  sociedad  por  vía  de  capital: 
le  confiere  derecho  para  exijir  a  los  socios 
j esteres  la  devolución  de  las  cantidades  es- 
cedentes  de  su  aporte  que  hubiere  pagado 
a  los  acreedores  sociales  por  haberse  mez- 
clado en  la  administración  o  tolerado  la 
enunciada  inserción ;  describe  los  actos 
que  puede  ejecutar  sin  perder  su  carácter 
i  exenciones:  i  últimamente,  cierra  el  pá- 
rrafo relativo  a  la  comandita  simple,  de- 
clarando que  en  caso  de  duda  la  sociedad 
se  reputa  colectiva.  Confio  en  que  estas 
disposiciones  impedirán  la  renovación  de 
las  cuestiones  a  que  dan  sobrado  mérito 
los  principios  de  la  comandita  simple,  por 
falta  del  conveniente  desarrollo  en  sus  más 
frecuentes  aplicaciones. 

Por  lo  que  hace  a  la  comandita  por  ac- 
ciones, tan  ¡eneralizada  en  Francia,  me 
bastará  anunciaros  que  el  Proyecto  ha  aco- 
jido  con  las  modificaciones  necesarias  la 
lei  promulgada  en  aquella  nación  el  23  de 
julio  de  1856.  Fruto  de  una  larga  espe- 
riencia  i  de  las  meditaciones  de  muchos 
años,  esa  lei  nos  ofrece  sobradas  garantías 
de  conveniencia  i  acierto  en  sus  disposi- 
ciones: i  no  dudo  que  ella  producirá  en  el 
pais  todos  los  beneficios  que  promete  esa 
sociedad  que,  reuniendo  a  la  vez  las  ven- 
tajas de  la  saciedad  colectiva  i  de  la  anó- 
nima, abre  un  vasto  campo  a  las  aplica- 
ciones del  fecundo  principio  de  asociación. 
El  título  VIH  del  libro  que  revisamos 
trata  «dol  seguro  en  jeneral  i  del  terrestre 
en  particular/);  i  en   su   primera  parte  se 


describe  el  seguro  en  abstracto,  se  definen 
las  palabras  de  mas  frecuente  uso  en  la 
materia,  i  se  esponen,  con  la  distinción 
que  exige  su  novedad  entre  nosotros,  los 
principios  comunes  al  seguro  terrestre  i 
marítimo,  siguiendo  la  huella  de  la  lejisla- 
cion  de  las  naciones  que  por  mucho  tiem- 
po han  practicado  ese  contrato,  que  pro- 
porciona a  la  propiedad  civil  i  comercial 
ventajas  verdaderamente  inapreciables. 

La  segunda  parte  de  este  título  se  con- 
creta a  los  seguros  terrestres.  Después  de 
dividirlos  en  «mutuos»  i  «a  prima»,  el  Pro- 
yecto designa  los  objetos  sobre  que  versan 
ordinariamente;  declara  que  la  dejación 
de  la  cosa  asegurada  i  la  rescisión  por  la 
mera  voluntad  del  asegurado  son  inadmi- 
sibles en  el  seguro  terrestre,  salvo  en  el 
de  trasporte;  señala  el  plazo  de  cinco  años 
para  la  estincion  de  las  acciones  que  pro- 
duce ese  contrato;  i  concluye  fijando  las 
reglas  peculiares  del  seguro  de  vida,  con- 
tra incendios,  de  los  productos  de  la  agri- 
cultura i  de  trasportes  por  tierra. 

La  estension  del  titulo  Vllí  no  me  per- 
mite ofreceros  el  resumen  de  las  numero- 
sas disposiciones  que  él  contiene;  pero  bas- 
tará a  excitar  vuestra  atención  el  conoci- 
miento de  que  muchas  de  las  naciones  eu- 
ropeas carecen  hasta  hoi  de  leyes  sobre 
esta  importante  materia,  i  que  ella  es  com- 
pletamente nueva  en  el  país. 

El  contrato  de  que  habla  el  título  IX, 
conocido  bajo  la  denominación  de  «cuenta 
corriente»,  rinde  al  comercio  servicios  de 
la  mayor  importancia,  facilitando  a  las 
partes  un  medio  cómodo  para  la  realiza- 
ción de  sus  respectivos  créditos  y  merca- 
derías, sin  los  riesgos  i  costos  que  ella  de- 
manda ordinariamente.  Este  contrato  no 
ha  sido  incorporado  hasta  el  dia  en  ningu- 
no de  los  códigos  mercantiles  que  conoce- 
mos; pero  teniendo  una  existencia  propia 
i  bien  caracterizada  en  los  usos  del  comer- 
cio, se  ha  considerado  oportuno  darle  lu- 
gar en  el  Proyecto,  i  compilar  los  princi- 
pios que  lo  gobiernan  en  la  jurisprudencia 
i  en  la  practica  de  los  comerciantes  enten- 
didos. 

Consecuente  con  este  propósito,  el  Pro- 
yecto describe  la  cuenta  corriente  con  to- 
da la  claridad  necesaria  para  distinguirla 
de  la  cuenta  de  jestion;  indica  las  cesas 
que  constituyen  su  naturaleza  jurídica;  de- 
clara la  novación  que  produce  la  admisión 
en  cuenta  corriente  de  valores  precedente- 
mente debidos;  prohibe  imputar  los  recibi- 
dos al  pago  de  un  determinado  articulo 
de  la  cuenta;  enuncia  los  efectos  del 
ajuste  final,  i  el  carácter  del  saldo,  permi- 
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tiendo  asegurarlo  con  hipoteca  en  el  acto 
de  la  celebración  del  contrato;  i  establece 
en  ñn  otras  varias  reglas  que  contribuirán 
sin  dudaa  jenerali/ar  el  conocimiento  de 
la  cuenta  corriente,  considerada,  no  como 
un  término  de  contabilidad,  sino  como  un 
verdadero  contrato,  creado  por  las  necesi- 
dades del  comercio. 

El  capitulo  13  de  nuestra  Ordenanza, 
que  trata  de  las  letras  de  cambio,  lia  me- 
recido las  recomendaciones  de  los  comer- 
ciantes i  jurisconsultos  por  la  exactitud  de 
los  principios  que  contiene;  pero  sus  dis- 
posiciones, fuera  de  no  darnos  las  nocio- 
nes fundamentales  del  cambio  de  mone- 
da de  una  plaza  a  otra,  se  limitan  espe- 
cialmente a  reglar  el  curso  material  de  la 
letra  que  sirve  de  instrumento  a  la  ejecu- 
ción de  este  contrato,  i  adolecen  a  mas  de 
cierta  oscuridad,  consecuencia  natural  del 
descuido  de  su  redacción  i  de  la  falta  de 
método  en  la  distribución  i  esposicion  de 
la  materia. 

Todo  esto  hacia  necesario  i  urjente  la 
mejora  de  esta  interesante  rama  de  nues- 
tra lejislacion  mercantil;  i  esta  necesidad 
lia  sido  satisfecha,  refundiendo  i  ciasiñ- 
cando  los  estimables  materiales  que  nos 
ofrece  la  Ordenanza:  i  complementándo- 
los con  las  adquisiciones  que  han  enrique- 
cido la  ciencia  después  de  la  promulgación 
de  ese  Código. 

Para  desempeñar  debidamente  esta  ta- 
rea, el  Proyecto  dehne  el  cambio,  concre- 
tándolo al  trasporte  de  moneda  de  una 
plaza  a  otra;  esplica  las  palabras  de  uso 
universal  en  el  comercio  i  en  la  lejislkcion 
peculiar  de  este  contrato;  i  a  continuación 
reglamenta  con  la  prolijidad  i  detención 
convenientes  todo  cuanto  se  refiere  a  la 
forma  i  requisitos  de  la  letra,  al  modo  i 
efectos  de  su  trasmisión,  a  las  obligaciones 
del  librador,  tomador,  aceptante  i  demás 
personas  que  intervienen  accidentalmente 
en  su  negociación,  al  pago,  protestos,  re- 
cambio, resaca  i  prescripción  de  las  accio- 
nes procedentes  del  cambio.  La  oportuni- 
dad de  las  clasificaciones  i  el  buen  orden 
i  claridad  de  la  esposicion,  me  permiten 
esperar  que  en  poco  tiempo  se  jeneraliza- 
rá  el  conocimiento  de  las  reglas  que  go- 
biernan el  cambio  en  todo  el  mundo  co- 
mercial. 

No  cerraré  la  revista  del  titulo  X  sin  lla- 
mar vuestra  atención  a  un  punto  sobre  el 
cual  el  comercio  de  todos  los  países  se  ha 
manifestado  en  constante  pugna  con  la  le- 
jislacion mercantil  escrita.  Tal  es  el  uso 
del  endoso  en  blanco. 

A  pesar  de  la  prohibición  que  contiene 


nuestra  Ordenanza  i  el  auto  acordado  de 
31  de  enero  de  1848,  el  comercio  ha  per- 
sistido en  el  uso  de  los  endosos  en  blanco; 
i  considerando  que  esta  persistencia  es  la 
espresion,  no  del  capricho,  sino  de  una 
verdadera  necesidad,  se  ha  creído  mas 
prudente  dar  existencia  legal  a  estos  en- 
dosos, que  reagravar  las  providencias  con 
que  algunos  códigos  han  querido  proscri- 
birlos. Sin  embargo,  para  suplir  la  falta  de 
las  enunciaciones  que  caracterizan  el  acto  y 
determinan  sus  efectos,  el  Proyecto  decla- 
ra que  el  endoso  en  blanco  trasHere  la  pro- 
piedad de  la  letra,  e  importa  la  prueba  de 
la  recepción  de  su  valor;  i  de  e.ste  modo 
deja  al  endosante  en  ¡libertad  de  optar  en- 
tre el  empleo  de  este  peligroso  medio  de 
trasmisión  i  la  eventualidad  de  un  abuso 
de  confianza. 

Los  títulos  XI  i  XII  se  ocupan  «de  las 
libranzas  i  pagarées  a  la  orden  i  de  las 
cartas  órdenes  de  crédito»:  documentos 
que,  considerados  en  el  derecho  mercan- 
td  como  ausiliares  de  las  letras  de  cambio, 
forman  con  ellas  «el  complemento  del  va- 
riado e  injenioso  sistema  de  los  efectos  ne- 
gociables». Estos  títulos  contienen  las  dis- 
posiciones necesai'ias  para  diseñar  el  ca- 
rácter i  efectos  de  los  contratos  que  justi- 
ñcan  aquellos  documentos  de  crédito;  i 
entre  ellas  hai  una  que  debe  llamar  vues- 
tra atención  por, la  importancia  que  tiene 
en  el  deslinde  de  la  competencia  civil  i 
mercantil.  Tal  es  la  que  somete  al  imperio 
del  Código  civil  las  libranzas  i  pagarées  a 
la  orden  que  no  procedan  de  operaciones 
comerciales. 

En  situación  análoga  a  la  de  los  insinua- 
dos títulos  se  encuentran  los  cuatro  con 
que  termina  el  libro  II  del  Proyecto.  Con 
todo,  merece  una  recomendación  particu- 
lar la  disposición  que,  con  el  ün  de  preve- 
nir los  fraudes  tan  frecuentes  en  la  apro- 
ximación de  la  quiebra,  exije  la  concu- 
rrencia de  ciertos  requisitos  para  que  el 
acreedor  prendario  pueda  hacer  valer  con- 
tra los  demás  el  privüejio  que  le  otorga  la 
lei. 

El  libro  III  del  Proyecto  está  consagra- 
do a  la  esposicion  de  las  materias  concer- 
nientes al  comercio  marítimo. 

Aunque  esta  parte  de  la  lejislacion  mer- 
cantil tenga  entre  nosotros  una  importan- 
cia especial,  por  cuanto  las  peculiaridades 
de  la  situación  jeográñca  de  Chile  nos  lla- 
ma a.  promoccr  i  estimular  el  comercio  por 
mar,  no  nos  es  dado  emprender  el  examen 
analítico  de  las  disposiciones  que  contiene 
este  libro,  porque  la  naturaleza  de  esta  co- 
municación i  los  limites  trazados  al  princi- 
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pió,  rae  impiden  desempeñar  ese  trabajo. 
Sin  embargo,  consecuente  con  el  plan  que 
me  he  propuesto,  haré  una  lijera  reseña  de 
aquellas  que  por  su  novedad,  o  por  algún 
otro  motivo  especial,  puedan  merecer  vues- 
tra consideración. 

El  titulo  1  de  aquel  libro  habla  «de  las 
naves  i  de  los  propietarios  i  copropieta- 
rios de  ellas». 

En  el  párrafo  1  de  este  titulo  se  esplica 
el  alcance  legal  de  las  palabras  «nave»  i 
«aparejos»;  i  para  evitar  el  error  a  que 
pudieran  inducir  ciertas  enunciaciones  de 
la  Ordenanza  i  del  Código  civil  acerca  de 
la  naturaleza  jurídica  de  las  naves,  el  Pro- 
yecto las  declara  muebles,  sin  perjuicio  de 
las  modificaciones  que  introduce  en  la  con- 
dición legal  de  las  mismas. 

En  consecuencia  el  Proyecto  afecta  la 
nave  al  pago  de  las  deudas  comunes  i  pri~ 
vilejiadas  del  propietario;  confiere  a  los 
acreedores  el  derecho  de  perseguirla  en 
poder  de  terceros,  mientras  dura  su  res- 
ponsabilidad; introduce  una  forma  espe- 
cial y:>ara  la  venta  judicial,  teniendo  en  vis- 
ta la  inñuencia  que  puede  ejercer  ese  va- 
lioso mueble  en  el  crédito  del  dueño;  exije 
escritura  pública  para  acreditar  la  venta 
privada  contra  terceros;  detalla  los  crédi- 
tus  privilejiados  i  determina  la  naturaleza 
de  la  prueba  con  que  deben  ser  justiñca- 
dos;  i  finalmente,  tija  el  tiempo  que  debe 
trascurrir  para  adquirir  por  prescripción 
el  dominio  de  la  nave. 

El  párrafo  2  regla  los  derechos,  obliga- 
ciones i  responsaljilidadesde  los  propieta- 
•  rios  i  copropietarios  de  la  nave.  Ellos  pue- 
den administrarla,  teniendo  aptitud  para 
comerciar;  pero  careciendo  de  ella,  están 
obligados  a  nombrar  una  persona  que  la 
administre  por  cuenta  de  la  comunidad 
con  las  facultades  propias  del  naviero.  Su- 
puesta la  existencia  de  la  adn7Ínistracion 
colectiva  de  los  condueños,  el  Proyecto 
prevé  los  frecuentes  conflictos  que  ocurren 
entre  ellos  sobre  armamento,  equipo,  apro- 
visionamiento .  fletamento  ,  reparación, 
venta  voluntaria,  nomljramiento  de  capi- 
tán i  otros  objetos;  i  a  nuestro  juicio,  él 
adopta  las  providencias  mas  conducentes 
para  prevenirlos  o  resolverlos  en  el  senti- 
do mas  equitativo  i  conforme  al  derecho  i 
conveniencia  de  todos  los  co-participes. 

El  título  II  trata  «de  las  personas  que  in- 
tervienen en  el  comercio  marítimo». 

El  párrafo  1  de  este  titulo  nos  da  a  co- 
nocer el  carácter  legal  del  naviero  o  ar- 
mador, sus  atribuciones,  obligaciones  i 
respoii.sabilidades  provenientes  de  los  con- 
tratos del  capitán,  i  de  los  hechos  ilícitos 


del  mismo  i  de  los  hombres  de  mar,  bien 
constituyan  un  delito  o  cuasi  delito,  bien 
importen  una  mera  culpa.  En  el  interés  de 
nuestra  navegación,  icón  el  ñn  de  estimu- 
lar los  armamentos  comerciales,  el  Pro- 
yecto faculta  al  naviero  para  libertarse  de 
las  responsabilidades  espresadas  abando- 
nando la  nave  i  los  fletes  percibidos  o  por 
percibir  en  razón  del  viaje  de  que  ellos 
provengan,  i  para  caracterizar  convenien- 
temente el  abandono,  determina  sus  limi- 
tes, los  efectos  que  produce,  la  solemnidad 
con  que  debe  hacerse  i  el  modo  como  de- 
ben proceder  a  acordarlo  los  copropieta- 
rios de  la  nave,  cuando  desempeñan  las 
funciones  del  naviero. 

El  párrafo  2  se  ocupa  con  la  debida  de- 
tención del  capitán,  persona  que  desempe^ 
ña  el  principal  papel  en  la  realización  del 
contrato  constitutivo  del  comercio  maríti- 
mo. El  Proyecto  conñere  al  capitán  el  tri- 
ple carácter  de  delegado  de  la  autoridad 
pública  para  la  conservación  del  orden  en 
la  nave,  de  factor  del  naviero  en  lo  relati- 
vo al  interés  de  la  misma  i  de  representan- 
te de  los  cargadores  en  todo  lo  concernien- 
te a  la  carga  i  al  resultado  de  la  espedi- 
cion  y  designa  las  condiciones  de  edad  i 
suflciencia  que  debe  reunir  el  que  preten- 
da desemyjeñar  el  cargo  de  tal  en  una  na- 
ve de  comercio.  Considerándolo  en  segui- 
da en  las  diversas  situaciones  en  que  lo 
coloca  la  naturaleza  de  su  oHcio,  el  Pro- 
yecto describe  sus  atribuciones:  especifica 
con  la  prolijidad  i  distinción  necesarias  las 
obligaciones  que  pesan  sobre  él  en  cada 
una  de  esas  situaciones;  detalla  los  actos 
que  le  están  prohibidos,  i  últimamente,  le 
declara  civilmente  responsable  aun  de  la 
culpa  leve  que  cometa  en  el  ejercicio  de  su 
oficio  i  de  los  hurtos  d3  la  tripulación, 
fijando  al  mismo  tiempo  la  época  en  que 
principia  i  concluye  esta  responsabilidad 
respecto  del  naviero  i  cargadores. 

En  cuanto  a  las  disposiciones  consigna- 
das en  los  párrafos  b,  4  i  5  con  que  termi- 
na el  título  II,  basta  anunciaros  que  todas 
ellas  se  encaminan  a  determinar  las  fun- 
ciones, obligaciones  i  responsabilidades 
del  piloto,  contramaestre  i  sobrecargos. 

A  pesar  de  que  el  capítulo  24  de  nuestra 
Ordenanza  trata  de  las  mismas  personas 
que  el  Proyecto  denomina  «hombres  de 
mar»,  el  titulo  111  del  libro  lll,  que  se  ocu- 
pa de  los  contratos  de  estas  personas,  debe 
ser  considerado  como  una  obra  verdade- 
ramente nueva  por  su  foiido  i  su  forma. 
Faltaban  en  nuestra  lejislacion  mercantil 
disposiciones  que  reglaran  los  ajustes  de  la 
tripulación,  tomando  en  cuenta  que  los  in- 
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dividuos  que  la  componen  son  los  que  ex- 
clusivamente soportan  los  rudos  trabajos  i 
las  penalidades  «ie  la  navegación;  i  feliz- 
mente, el  Proyecto  lia  suplido  satisfacto- 
riamente esta"  falta,  reglamentando  los 
ajustes  del  modo  que  se  ha  creido  mas 
conforme  a  la  equidad  i  a  la  naturaleza  de 
estos  contratos. 

El  titulo  que  nos  ocupa  principia  defi- 
niendo las  palabras  «hombre  de  mar», 
*jente  de  mar»;  esplica  la  naturaleza  jurí- 
dica de  los  ajustes  hechos  pop  una  canti- 
dad alzada  al  mes  ó  por  aajc,  aljlctc  o  a  la 
parte  en  los  beneficios  de  la  espedicion: 
enumera  los  derechos  i  obligaciones  del 
hombre  de  mar;  prefija  la  responsabilidad 
definitiva  de  los  gastos  de  asistencia  i  cu- 
ración en  las  enfermedades  causadas  por 
servicios  ordinarios  o  estraordinarios  en 
favor  de  la  nave;  señala  las  indemnizacio- 
nes que  se  le  deben  en  ciertos  casos;  i  en 
una  palabra,  designa  las  causas  que  auto- 
rizan la  rescisión  i  producen  la  estincion 
de  sus  empeños,  i  lleva  su  previsión  o  to- 
do aquello  en  que  era  equitativo  mejorar 
su  condición,  sin  faltar  a  los  principios  de 
justicia. 

Los  cuatro  títulos  siguientes  versan  so- 
bre materias  que  nuestra  Ordenanza  ha 
tratado  con  madurez  i  acierto.  Esta  consi- 
deración me  induce  a  limitar  esta  revista  a 
indicaros:  que  en  el  titulo  IV,  que  trata  «de 
los  fletamentos»,  el  Proyecto  ha  agregado 
un  párrafo  que  contiene  las  reglas  concer- 
nientes al  trasporte  marítimo  de  pasajeros; 
que  en  el  V  se  ha  definido  i  dividido  la 
averia  «en  gruesa  o  común»  i  «simple  o 
particular»,  sui)rimiéndose  como  inexacta 
la  llamada  «ordinaria»;  que  en  el  VI  «del 
préstamo  a  la  gruesa  o  a  riesgo  marítimo» 
se  ha  otorgado  privilejio  al  dador  sobre  los 
objetos  directamente  afectos  al  préstamo 
en  lugar  de  la  hipoteca  que  sobre  los  mis- 
mos deijia  constituir  el  tomador  según  la 
lejislacion  vijente;  i  que  en  el  VII  «del  se- 
guro marítimo»  se  ha  reglamentado  am- 
pliamente i  bajo  todos  respectos  el  ejerci- 
cio del  derecho  de  dejación  concedido  al 
aseguratío,  supliendo  asi  la  deficiencia  de 
nuestra  Ordenanzii,  que  apenas  consagra 
cinco  artículos  a  la  esplicacion  de  esta 
grave  materia. 

El  título  rinal  del  libro  III  trata  «de  la 
prescrip'-ion  de  las  obligaciones  peculiares 
del  comercio  marítimo  i  de  la  escepcion 
de  inadmisibiliüad  de  algunas  acciones  es- 
peciales». 

En  el  primer  párrafo  de  este  título  se  es- 
tablecen los  términos  de  la  prescripción 
relativa  á  las  acciones  espresadas  en  él,  i  a 


las  que  no  los  tienen  señalados  en  el  li- 
bro III;  i  al  fijarlos,  se  ha  tenido  en  vista 
la  necesidad  de  no  mantener  indefinida- 
mente al  comerciante  bajo  la  impresión  de 
una  amenaza  que  debilite  la  asidua  aten- 
ción que  debe  á  sus  negocios,  i  evitarle  la 
molestia  y  dificultad  de  conservar  por  mu- 
cho tiempo  para  su  defensa  documentos 
que  fácilmente  desaparecen  en  el  rápido 
movimiento  de  las  operaciones  mercanti- 
les. 

El  proyecto  señala  en  el  segundo  párra- 
fo ciertos  hechos  que,  aun  en  la  hipótesis 
de  que  la  acción  no  se  encuentre  prescri- 
ta, la  hacen  de  todo  punto  inadmisible;  i 
esta  inadmisibilidád  se  funda  en  la  presun- 
ción de  la  inexistencia  del  suceso  legal  que 
produce  la  acción,  o  de  una  renuncia  vo- 
luntaria que  arroja  la  ejecución  de  ciertos 
actos  cuando  no  ha  habido  previa  protes- 
ta. Esta  misma  presunción,  robustecida 
por  las  consideraciones  anteriormente  es- 
puesías,  justifica  la  caducidad  de  la  ac- 
ción, cuando  habiendo  protesta,  no  ha  si- 
do hecha  y  notificada  dentro  de  setenta  i 
dos  horas,  o  si  hecha  i  notificada  en  tiem- 
po, no  se  ha  entablado  demanda  dentro  de 
dos  meses  contados  desde  la  fecha  de  la 
protesta. 

El  libro  IV  i  último  del  Proyecto  trata 
«de  las  quiebras».  Esta  materia,  la  mas  di- 
fícil, grave  o  importante  de  cuantas  abra- 
za la  lejislacion  mercantil,  ha  sido  por  des- 
gracia la  mas  descuidada  entre  nosotros. 
Las  disposiciones  que  actualmente  nos  ri- 
jen  en  materia  de  quiebras  se  hallan  con- 
signadas en  la  lei,  civil  i  comercial  a  la 
vez,  de  8  de  febrero  de  1837,  en  el  capítulo 
17  de  la  Ordenanza  de  Bilbao,  en  el  títu- 
lo 32,  libro  11  de  la  Novisima  Recopila- 
ción, i  en  algunas  leyes  dispersas  que  con- 
tienen nuestros  antiguos  Códigos;  pero  el 
conocimiento  mas  superficial  de  todas  esas 
disposiciones  basta  para  convencerse  pro- 
fundamente de  su  absoluta  insuficiencia 
para  protejer  eficazmente  a  los  acreedores 
i  al  comercio  en  jeneral  contra  los  daños 
materiales  i  las  graves  perturbaciones  que 
producen  las  quiebras,  satisfacer  a  la  so- 
ciedad entera,  i  asegurar  al  deudor,  en  los 
casos  de  desgracia,  todos  los  miramientos 
conciliables  con  los  diversos  intereses  que 
aquéllas  comprometen. 

Tul  estado  de  cosas  reclamaba  urjente- 
mente  el  completo  abandono  de  esa  lejis- 
lacion compuesta  de  elementos  heterojé- 
neos,  i  la  introducción  de  otra  nueva,  ca- 
paz de  dar  sólidas  garantías  al  comercian- 
te de  buena  fe,  prevenir  el  fraude,  i  ase- 
gurar la  persecución  i  castigo  de   los  que, 
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abusando  de  la  confianza  del  comercio, 
buscan  la  riqueza  en  el  despojo  de  los 
que  se  la  han  dispensado  imprudente- 
mente. 

Por  fortuna,  el  Proyecto  haacojido,  con 
las  moditicaciones  necesarias,  la  lei  fran- 
cesa de  8  de  junio  de  1838,  que  reformó  el 
libro  111  del  Código  del  Comercio,  aprove- 
chando las  luces  que  hablan  acumulado  la 
esperiencia  de  treinta  años,  las  discusio- 
nes del  foro  i  las  meditaciones  de  los  juris- 
consultos mas  eminentes;  i  tan  recomen- 
dables antecedentes  me  dan  mérito  para 
esperar  que  la  del  aplicación  de  las  dispo- 
siciones que  aquél  contiene  disminuirá  el 
número  de  las  quiebras,  dificultando  el 
buen  éxito  de  las  maquinaciones  dolosas 
que,  a  la  aproximación  del  momento  fatal, 
sujiere  la  perspectiva  de  la  miseria,  o  el  pu- 
nible deseo  de  enriquecerse  con  la  fortuna 
ajena. 

En  el  párrafo  1  del  titulo  I  se  define  la 
quiebra  con  la  mayor  propiedad  i  exacti- 
tud, no  por  la  descomposición  de  los  ele- 
mentos de  este  hecho  complejo,  sino  me- 
diante la  estimación  jurídica  del  hecho 
material  de  la  cesación  de  pagos,  signo 
característico  de  la  pérdida  absoluta  del 
erédito  que  causa  necesariamente  la  muer- 
te comercial  del  negociante;  i  de  este  mo- 
do se  precave  el  peligro  de  estraviar  la 
conciencia  del  juez  de  comercio,  sometien- 
do á  su  apreciación  meros  síntomas  o  cir- 
cunstancias sobre  cuyo  alcance  e  impor- 
tancia pudiera  equivocarse  fácilmente. 

La  sola  definición  de  la  quiebra  mues- 
tra que  el  proyecto  rechaza  ese  estado  me- 
dio entre  la  solvencia  i  la  insolvencia  que 
algunos  han  tratado  de  introducir  en  la  lei 
de  quiebras  Imjo  el  nombre  de  «suspensión 
de  pagos».  Para  resolver  el  problema  de 
la  sslvencia  o  insolvencia  de  un  comer- 
ciante, seria  indispensable  aplicar  todos 
los  procedimientos  de  la  quiebra,  hasta 
consumar  la  venta  de  todos  los  objetos  que 
compongan  su  activo;  i  para  cortar  esta 
penosa  investigación,  que  producirla  al  fin 
los  mismos  resultados  que  la  quiebra,  el 
Proyecto  declara  que  la  suspensión  de  pa- 
gos no  constituye  el  estado  de  quiebra, 
cuando  los  acreedoresunáuimamente  otor- 
gan esperas  al  deudor  común. 

La  quiebra  es  la  personificación  del  con- 
junto jurídico  de  los  bienes  i  deudas  del 
comerciante  fallido;  i  comprende  por  con- 
siguiente todo  cuanto  compone  su  activo  i 
todos  sus  créditos  pasivos,  sea  que  estes 
provengan  de  un  acto  de  comercio,  sea 
que  nazcan  de  una  causa  puramente  ci- 
vil. 


En  el  párrafo  2  se  clasifica  la  quiebra  en 
fortuita,  culpable  i  fraudulenta.  La  prime- 
ra se  caracteriza  fácilmente  por  la  natu- 
raleza del  suceso  que  la  produce;  mas  no 
así  la  segunda  i  tercera,  por  la  diticultad 
de  señalar  con  fijeza  la  linea,  comúnmente 
imperceptinle,  que  separa  la  culpa  del  frau- 
de. Para  salvar  esta  dificultad,  el  Proyec- 
to determina  los  hechos  que  atribuyen  de 
derecho  a  la  quiebra  el  carácter  de  culpa- 
ble o  fraudulenta,  i  los  que  arrujan  sim- 
plemente una  presunción  de  culpaljilidad 
o  fraudulencia,  que  puede  ser  disipada 
por  una  prueba  regular.  En  ese  mismo  pá- 
rrafo se  desig;:an  los  hechos  constitutives 
de  la  complicidad  en  la  quiebra  fraudu- 
lenta: i  para  que  el  reo  principal  i  sus  cóm- 
plices no  queden  impunes,  se  confiere  a 
los  acreedores  i  al  ministerio  público  el  de- 
recho  de  perseguirlo  ci-iminalmente,  i  se 
manda  formar  en  los  juzgados  de  comer- 
cio un  espediente  para  la  calificación  déla 
quiebra,  el  cual  debe  terminar  ante  los  mis- 
mos o  ante  los  juzgados  del  crimen  según 
los  méritos  que  arrojen. 

El  título  H  trata  «de  la  declaración  de 
quiebra  i  sus  efectos,  de  los  que  produce 
la  cesación  de  pagos  i  de  los  recursos  con- 
tra el  auto  denegatorio  o  declaratorio». 

La  quiebra  puede  ser  denunciada  por 
los  acreedores  i  el  mismo  deudor.  Respec- 
to de  aquéllos  la  manifestación  del  mal  es- 
tado del  deudor  es  un  derecho;  pero  res- 
pecto de  éste  es,  no  solo  un  deber  de  ho- 
nor i  conciencia,  sino  una  obligación  ri- 
gurosa cuya  inobservancia,  a  mas  de  pri- 
varle de  las  diversas  ventajas  con  que  la 
lei  recompensa  la  espontaneidad  de  la  de- 
nuncia, establece  contra  él  la  presunción 
de  quiebra  culpable.  La  manifestación  en 
todo  caso  debe  hacerse  exhibiendo  con  ella 
los  documentos  que  exije  el  Proyecto;  i  na- 
ciendo del  deudor,  debe  verificarse  dentro 
de  tres  dias  desde  la  cesación  de  pagos, 
contando  en  ellos  el  dia  en  que  ésta  haya 
tenido  lugar. 

El  juzgado  de  cottiercio  pronuncia  el 
auto  declaratorio  de  la  quiebra,  si  hubiere 
mérito  bastante,  en  la  audiencia  siguiente 
al  dia  en  que  se  hubiere  hecho  la  manifes- 
tación ;  fija  en  él  provisionalmente  la  épo- 
ca de  la  cesación  de  pagos,  o  se  reserva 
hacer  ulteriormente  la  fijación;  nombra 
síndicos  provisionales;  ordena  el  arresto 
del  deudor  i  manda  proceder  a  la  ocupa- 
ción judicial  de  los  bienes,  libros,  corres- 
pondencia i  documentos  de  su  pertenen- 
cia; i  dicta  todas  las  demás  providencias 
que  enumera  el  proyecto,  dirijidas  a  dar 
la  publicidad  necesaria  a  la  declaratoria  i  a 
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evitar  de  una  vez  la  ocultación  de  bienes 
i  los  pagos  indebidos. 

El  proyecto  introduce  graves  modifica- 
ciones en  la  condición  jurídica  del  deudor 
i  de  los  mismos  acreedores,  encaminadas 
todas  a  conservar  intacto  el  verdadero  ac- 
tivo de  la  quiebra,  a  dar  unidad  a  los  pro- 
cedimientos de  ella,  i  a  mantener  la  mas 
completa  igualdad  entre  todos  los  intere- 
sados en  la  masa.  Para  realizar  a  la  vez 
tan  laudables  designios,  desapodera  de  de- 
recho al  deudor  de  la  administración  de 
sus  bienes  i  la  traspasa  á  los  síndicos  des- 
de el  momento  en  que  se  pronuncia  la  de- 
claración de  quiííbra;  prohibe  a  los  acree- 
dores comunes  iniciar  ejecución  alguna  o 
continuar  las  que  tuvieren  pendientes; 
manda  acumular  todas  las  causas  comer- 
ciales o  civiles  al  juicio  universal  de  con- 
curso; declara  vencidas  i  exijibleslas  deu- 
das respecto  del  fallido,  solo  para  los  ob- 
jetos que  designa  !a  ley;  i  lo  que  es  toda- 
vía mas  importante,  atribuye  á  la  declara- 
ción de  quiebra  el  efecto  de  fijar  irrevoca- 
blemente los  derechos  de  los  acreedores  en 
el  estado  que  tenían  el  día  anterior  a  su 
pronunciamiento.  Sin  embargo,  ella  no 
priva  al  deudor  del  ejercicio  de  los  dere- 
chos civiles,  salvo  en  los  casos  expresa- 
mente determinados  por  la  lei. 

La  lei  francesa,  que  ha  acojido  el  Pro- 
yecto como  la  mas  completa  i  provisora  de 
cuantas  conocemos,  castiga  al  fallido  cul- 
pable ó  fraudulento,  porque  no  era  justo 
concederle  la  impunidad  de  un  delito  que 
tantas  calimidades  i  desgracias  acarrea  al 
comercio  i  a  toda  la  sociedad ;  pero  fija 
mas  especialmente  su  atención  en  preve- 
nir las  desastrosas  maquinaciones  del  frau- 
de a  que  da  ocasión  la  aproximación  de  la 
quiebra,  para  conservar  por  este  medio  en 
toda  su  integridad  el  activo  de  la  masa  ;  i 
apropiándose  el  espíritu  de  las  sabias  dis- 
posiciones que  aquélla  contiene,  el  Proyec- 
to señala  como  el  principal  efecto  de  la 
cesación  de  pagos  la  nulidad  de  los  actos 
traslaticios  de  propiedad  a  título  gratuito  de 
los  pagos  anticipados  de  los  de  deudas  ven- 
cidas que  no  hayan  sido  hechos  en  dinero 
o  electos  de  comercio,  i  de  las  hipotecas, 
prendas  i  anticrésis  otorgadas  después  de 
la  época  a  que  el  juzgado  de  comercio  re- 
fiera la  cesación,  o  dentro  de  los  diez  dias 
que  la  preceden. 

El  proyecto  establece  también  la  resci- 
sión de  los  pagos  en  dinero  o  valores  de 
crédito  de  deudas  vencidas  i  de  los  contra- 
tos a  titulo  oneroso,  verificados  en  el  tiem- 
po medio  entre  la  cesación  de  pagos  i  la 
declaración  de  quiebra,  a  condición  de  que 


los  que  la  soliciten  justifiquen  que  los 
acreedores,  p  los  terceros  que  hubieren 
contratado  con  el  fallido,  han  procedido 
con  conocimiento  de  aquel  suceso;  i  para 
completar  el  sistema  precautorio  que  in- 
IroQuce  en  protección  de  la  masa  común  i 
evitar  equivocaciones  acerca  del  alcance  i 
efectos  de  esa  nueva  rescisión,  se  reserva 
formalmente  a  los  acreedores  el  ejercicio 
de  la  acción  revocatoria  de  acuerdo  con  las 
prescripciones  del  Código  civil. 

El  pago  de  las  letras  de  camljio  i  bille- 
tes a  la  orden  está  justamente  escep- 
tuado  de  las  disposiciones  precedentes, 
salvo  que  la  devolución  déla  cantidad  paga- 
da sea  exijida  de  la  persona  por  cuya  cuen- 
ta se  hubiere  vcrifií^ado  el  pago,  probándo- 
se que.  al  tiempo  de  hanerlo,  ella  tenía  co- 
nocimiento de  la  cesación.  La  justicia  de 
la  escepcion  se  manifiesta  claramente  si  se 
toma  en  cuenta  por  una  parte  la  necesi- 
dad de  garantir  el  curso  libre  i  espedito 
de  esos  papeles  de  crédito  que  rinden  al  co- 
mercio tan  importantes  servicios,  i  por 
otra  parte  que  el  tenedor  no  puede  dese- 
char el  pago  que  se  le  ofrece,  sin  perder 
su  recurso  contra  los  co-deudores  del  fa- 
llido, puesto  que  en  este  caso  no  puede 
conservarlo  por  medio  del  protesto. 

La  nulidad  i  la  rescisión  no  pueden  afec- 
tar la  inscripción  de  las  hipotecas  válida- 
mente constituidas,  ni  la  compensación  de 
deudas  vencidas  antes  de  la  declaración 
de  quiebra.  Aquélla  puede  hacerse  hasta  el 
dia  de  la  declaración  i  ésta  quedará  irre- 
vocablemente consumada,  toda  vez  que 
ambas  deudas  reúnan  los  requisitos  que 
exija  el  Código  civil. 

El  Proyecto  concede  al  fallido,  a  los 
acreedores  i  terceros  interesados  el  dere- 
cho de  solicitar  la  reposición  del  auto  de- 
claratorio de  quiebra;  fija  el  plazo  en  que 
debe  ejercitarse  este  derecho  i  el  en  que 
debe  terminar  el  artículo;  i  para  el  caso 
de  que  ese  auto  sea  revocado,  confiere  ac- 
ción al  fallido  para  demandar  indemniza- 
ción de  daños  i  perjuicios  al  acreedor  que 
hubiere  solicitado  la  declai*acion  de  quie- 
bra. 

Tales  son  las  principales  disposiciones 
consignadas  en  el  título  II  del  Proyecto, 
i  ciertamente  que  ellas  darán  a  los  acree- 
dores una  protección  mas  eficaz  i  fructuo- 
sa que  la  que  podían  esperar  de  las  leyes 
que  inútilmente  han  fulminado  la  última 
pena  contra  los  fallidos  fraudulentos. 

El  titulo  111  esplica  todas  las  dilijen cias 
consiguientes  a  la  declaración  de  quiebra. 
En  él  se  impone  al  ministerio  público  i  a 
los  síndicos  la  obligación  de  requerir  el 
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arresto  del  fallido;  se  autoriza  al  juzgado 
de  comercio  para  que  exonere  de  la  pri- 
sión al  deudor  que  hubiere  manifestado  es- 
pontáneamente su  quiebra,  ó  para  otor- 
garle un  salvoconducto  provisional  si  es- 
tuviere encarcelado,  siempre  que  del  exa- 
men del  balance,  libros  i  papeles  no  resul- 
tare mérito  bastante  para  calificar  la  quie- 
bra dol  culpable;  se  ordena  la  aposición  de 
sellos  en  el  domicilio  i  establecimientos  del 
fallido,  i  se  faculta  al  mismo  juzgado  para 
eximir  de  esta  dilijencia  todos  los  objetos 
que  enumera,  i  decretar  la  venta  de  los 
espuestos  a  un  próximo  deterioro;  i  final- 
mente se  dispone  la  formación  por  duplica- 
do de  un  prolijo  inventario  i  el  depósito  de 
uno  de  los  ejemplares  en  la  secretaria  del 
juzgado  de  comercio  para  la  debida  ins- 
trucción de  los  acreedores,  i  se  permite  a 
los  empleados  del  ministerio  público  que 
asistan  a  la  confección  del  inventario. 

En  el  titulo  IV  se  trata  del  nombramien- 
to de  síndicos  definitivos  que  debe  hacer  el 
juzgado  de  comercio,  oyendo  previamente 
la  opinión  de  los  acreedores  en  la  primera 
junta  general  que  tenga;  se  designan  en  él 
las  personas  inhábiles  para  desempeñar  la 
sindicatura;  se  especifican  con  claridad  las 
atribuciones  i  obligaciones  de  los  síndicos; 
i  se  dictan  todas  las  providencias  necesa- 
rias para  acelerar  i  regularizar  los  proce- 
dimientos de  esos  mandatarios,  impedir  los 
fraudes  que  pudieran  cometerse  en  la  ad- 
ministración, i  conseguir  que  ella  sea  mas 
provechosa  a  los  acreedores  que  fructífera 
para  los  administradores. 

El  titulo  V  se  contrae  a  reglamentar  el 
examen  i  reconocimiento  de  los  créditos 
contra  la  quiebra.  Esta  dilijencia  debe  ha- 
cerse eo  junta  jeneral  de  acreedores,  con- 
vocada al  efecto  y  presidida  por  el  juez  de 
comercio.  El  fallido  i  los  acreedores  ins- 
critos en  el  balance  presentado  por  aquél, 
o  en  el  formado  por  los  síndicos,  pueden 
impugnar  los  créditos  sujetos  a  la  verifica- 
ción. El  crédito  no  impugnado  i  jurado 
queda  irrevocablemente  reconocido,  salvo 
dolo  o  reserva  de  parte  legítima,  por  el 
auto  que  declare  concluido  el  procedimien- 
to de  verificación;  pero  el  crédito  objetado 
es  sometido  al  fallo  que  el  juzgado  de  co- 
mercio debe  pronunciar  en  la  misma  au- 
diencia, si  para  darlo  no  necesitare  el  au- 
silio  de  la  prueba.  Este  sencillo  sistema  de 
verificación  permite  aprovechar  los  cono- 
cimientos de  todos  los  acreedores  acerca 
del  orijen  i  demás  circunstancias  de  sus 
respectivos  créditos;  proporciona  a  este 
importantísimo  acto  las  garantías  de  la 
publicidad;  i  evita  los  graves  inconvenien- 


tes i  peligros  que  lleva  consigo  el  recono- 
cimiento fundado  esclusivamente  en  el  si- 
lencio de  los  síndicos,  acreedores  i  fallido. 

El  título  VI  habla  del  convenio  entre  el 
fallido  i  sus  acreedores,  reglamentando  todo 
lo  relativo  a  su  formación ,  efectos,  anu  lacíon 
i  rescisión.  Teniendo  presente  que  el  con- 
venio es  la  manera  de  terminar  los  con- 
cursos mas  conforme  con  los  hábitos  i  ten- 
dencias del  comercio,  el  Proyecto  ha  cui- 
dado especialmente  de  adoptar  todas  las 
providencias  indispensables  para  que  él 
sea  la  espresion  jenuina  de  la  libre  e  ilus- 
trada voluntad  de  los  acreedores  que  lo 
forman,  i  no  el  resultado  de  la  colusión  in- 
teresada, o  de  la  culpable  condescenden- 
cia con  los  acreedores  mas  influentes  o 
con  el  mismo  fallido;  i  no  dudo  que  el  bien 
calculado  sistema  del  Proyecto  producirá 
el  efecto  indicado,  i  contribuirá  a  destruir 
las  prevenciones  difundidas  en  la  clase  ci- 
vil de  nuestra  sociedad  contra  la  justicia  i 
utilidad  de  esta  institución,  identificada 
con  el  interés  i  la  costumbre  universal  del 
comercio. 

Los  concursos  se  eternizan  muchas  veces 
porque  la  insuficiencia  del  activo  no  per- 
mite cubrir  los  costos  que  demandan  los 
procedimientos  de  la  quiebra.  La  paraliza- 
ción de  éstos  por  un  tiempo  indefinido  co- 
loca a  los  acreedores  en  una  situación  tan 
anómala  como  penosa,  i  permite  al  fallido 
emprender  nuevos  negocios  al  abrigo  de 
lasexenciones  inherentes  al  estado  de  quie- 
bra; i  con  el  fin  de  aplicar  un  eficaz  reme- 
dio a  los  males  que  produce  tal  situación, 
el  Proyecto  ha  sancionado  las  disposicio- 
nes consignadas  en  el  titulo  VII.  Según 
ellas,  el  juzgado  de  comercio  puede  decre- 
tar de  oficio,  o  a  instancias  de  los  síndicos 
o  de  alguno  de  los  acreedores,  el  sobresei- 
miento de  los  procedimientos  del  concur- 
so; i  aunque  esta  resolución  deje  subsisten- 
te el  estado  de  quiebra,  restituye  a  los 
acreedores  el  derecho  de  perseguir  indivi- 
dualmente la  persona  i  bienes  del  fallido. 
No  obstante  esta  restitución,  se  prohibe 
despachar  mandamiento  de  ejecución  per- 
sonal fuera  de  los  casos  de  quiebra  fraudu- 
lenta. 

En  el  titulo  VIII  se  establecen  las  reglas 
a  que  deben  ajustarse  la  realización  i  li- 
quidación del  activo  i  pasivo  de  la  quiebra, 
cuando  no  existe  convenio  que  ponga  tér- 
mino á  los  procedimientos  de  la  quiebra. 
En  este  título  el  Proyecto  autoriza  a  los 
síndicos  para  vender  los  muebles,  raices  i 
créditos  de  la  masa,  en  la  forma  que  de- 
termina; para  transijir  todas  las  diferen- 
cias relativas  a  los   derechos  litiííiosos  de 
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la  quiebra,  sujetándose  a  lo  prevenido  por 
la  ley;  para  exijir  la  devolución  de  las 
prendas,  cubriendo  la  deuda  en  capital,  in- 
tereses i  costas;  para  pagar,  en  cualquier 
estado  de  la  quiebra,  a  los  acreedores  pri- 
vilejiados  o  hipotecarios,  observando  las 
formalidades  que  espresa;  i  después  de 
acordar  algunas  otras  disposiciones  refe- 
rentes a  la  administración  i  al  conocimien- 
to que  debe  darse  cada  tres  meses  a  los 
acreedores  acerca  del  estado  de  la  realiza- 
ción i  liquidación,  concluye  ordenando  a 
los  síndicos  la  presentación  de  su  cuenta 
fínal  a  la  junta  que  debe  convocarse  al 
efecto,  i  la  cesación  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones. 

La  reivindicación  comercial,  rescisión  i 
retención  en  los  casos  de  quiebra,  son  la 
materia  del  titulo  IX.  El  Proyecto  lia  com- 
pilado en  este  titulo  los  principios  acepta- 
dos por  los  códigos  europeos  i  la  jurispru- 
dencia i  costumbre  mercantil;  i  es  justo 
esperar  que  jeneralizados  entre  nosotros, 
se  facilitará  la  resolución  de  las  innume- 
rables cuestiones  a  que  alternativamente 
han  dado  ocasión  el  silencio  i  la  incerti- 
dumbre  de  nuestra  lejislacion  vijente. 

El  título  X  contiene  las  disposiciones 
concernientes  a  la  graduación  de  los 
acreedores;  i  entre  ellas,  solo  merecen  una 
especial  recomendación  la  que  autoriza  al 
acreedor  por  obligaciones  suscritas,  endo- 
sadas o  garantidas  solidariamente  por  per- 
sonas fallidas,  para  presentarse  en  todas 
las  quiebras  por  el  valor  nominal  de  sus 
títulos  i  participar  de  los  dividendos  res- 
pectivos, i  la  que  niega  a  las  masas  el  de- 
recho para  demandarse  entre  sí  el  reem- 
bolso de  los  dividendos  que  cada  una  hu- 


biere dado,  salvo  que  éstos  escedan  la  can- 
tidad a  que  monte  el  crédito  por  principal, 
intereses  i  costas. 

La  quiebra  judicialmente  declarada  so- 
mete al  fallido  a  ciertas  interdicciones  que 
no  pueden  cesar  sino  mediante  la  rehabi- 
litación de  que  se  ocupa  el  titulo  XI  del 
Proyecto.  En  él  se  designan  las  personas 
a  quienes  la  lei  niega  este  beneficio;  se  in- 
dican los  objetos  sobre  que  debe  versar  la 
prueba  que  exije  para  otorgarlo,  el  tribu- 
nal ante  quien  debe  deducirse  la  solicitud 
i  las  personas  que  pueden  hacer  oposición 
a  ella;  i  finalmente,  se  manda  publicar  en 
estracto  esa  solicitud  o  integramente  la 
sentencia  que  otorgue  la  rehabilitación, 
para  dar  la  debida  importancia  al  acto  que 
i'epone  al  fallido  en  su  posición  perdida. 

El  título  final  señala  la  época  en  que  de- 
be principiar  a  rejir  el  Código. 

Al  presentaros,  de  acuerdo  con  el  Con- 
sejo  de  Estado,  el  adjunto  Proyecto,  estoi 
mui  lejos  de  suponer  que  él  sea  una  obra 
perfecta  en  todo  sentido,  porque  sé  que 
nada  sale  de  las  manos  del  hombre  que 
merezca  semejante  epíteto;  pero  me  asiste 
la  más  íntima  confianza  de  que  él  mejora 
considerablemente  la  condición  de  nues- 
tras instituciones  comerciales  i  las  coloca 
en  la  via  del  progreso.  La  esperiencia  i  el 
aumento  gradual  de  nuestras  luces  nos 
descubrirán  los  errores  que  él  contenga  i 
los  vacíos  que  deje:  i  conociéndolos,  será 
fácil  correjir  los  unos  i  llenar  los  otros  sin 
correr  los  peligros  que  traen  consigo  las 
transiciones  irreflexivas  i  violentas  de  una 
lejislacion  a  otra. —  Santiago,  octubre  5 
de  1866. — JosK  Joaquín  Pérez. — Federico 
Errázuriz. 


Testo  del  Código  de  Comercio 

vigente   desde   1.^   de    eoepo    de    1867 


TITUIiO     PREI^lIMlllf  AR 

Disposiciones  jenet*ales. 

Art.  1.  El  Código  de  Comercio  rije 
las  obligaciones  de  los  comerciantes  que  se 
refieran  a  operaciones  mercantiles,  las  que 


contraigan  personas  no  comerciantes  para 
asegurar  el  cumplimiento  de  obligaciones 
comerciales,  i  las  que  resulten  de  contra- 
tos esclusivamente  mercantiles. 

2.     En  los  casos  que  no  estén  especial- 
mente resueltos  por  este  Código,  se  apli- 
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carán   las  disposiciones  del  Código  civil. 

3.  Son  actos  de  comercio,  ya  de  parte 
de  ambos  contratantes,  ja  de  parte  de  uno 
de  ellos: 

1°  La  compra  i  permuta  de  cosas  mue- 
bles, hecha  con  ánimo  de  venderlas,  per- 
mutarlas o  arrendarlas  en  la  misma  forma 
o  en  otra  distinta,  i  la  venta,  permuta  o 
arrendamiento  de  estas  mismas  cosas. 

Sin  embargo,  no  son  actos  de  comercio 
la  compra  o  permuta  de  objetos  destinados 
a  complementar  accesoriamente  las  opera- 
ciones principales  de  una  industria  no  co- 
mercial. 

2.'  La  compra  de^  un  establecimiento 
de  comercio. 

S."  El  arrendamiento  de  cosas  muebles 
hecho  con  ánimo  de  subarrendarlas. 

4."     La  comisión  o  mandato  comercial. 

5."  Las  empresas  de  fábricas,  manufac- 
turas, almacenes,  tiendas,  bazares,  fondas, 
cafées  i  otros  establecimientos  semejantes. 

6."  Las  empresas  de  trasporte  por  tie- 
rra, rios  o  canales  navegables. 

7.'  Las  empresas  de  depósito  de  mer- 
caderías ,  provisiones  o  suministros,  las 
ajénelas  de  negocios  i  los  martillos. 

8°  Las  empresas  de  espectáculos  pú- 
blicos, sin  perjuicio  de  las  medidas  de  po- 
licía que  corresponda  tomar  a  la  autoridad 
administrativa. 

9."  Las  empre.sas  de  seguros  terrestres 
a  prima,  inclusas  aquellas  que  aseguran 
mercaderías  trasportadas  por  canales  o 
rios. 

10.'*  El  jiro  de  letras  de  cambio  o  libran- 
zas entre  toda  clase  de  personas,  i  las  re- 
mesas de  dinero  de  una  plaza  a  otra,  he- 
chas en  virtud  de  un  contrato  de  cambio. 

11,"  Las  operaciones  de  banco,  las  de 
cambio  i  corretaje. 

12."     Los  operaciones  de  bolsa. 

13.*     Las  empresas  de  construcción,  ca- 


rena, compra  i  venta  de  naves,  sus  apare- 
jos i  vituallas. 

14.*    Las  asociaciones  de  armadores. 

15.°  Las  espediciones,  trasportes,  de- 
pósitos o  consignaciones  marítimas. 

16.°  Los  fietamentos,  préstamos  a  la 
gruesa,  seguros  i  demás  contratos  concer- 
nientes al  comercio  marítimo. 

17.°  Los  heclios  que  producen  obliga- 
ciones en  los  casos  de  averías,  nautrajios  i 
salvamentos.  / 

18."  Las  convenciones  relativas  a  ios 
salarios  del  sobrecargo,  capitán,  oficiales  i 
tripulación. 

19.°  Los  contratos  de  los  corredores 
marítimos,  pilotos  lemanes  i  jente  de  mar 
para  el  servicio  de  las  naves. 

4.  Las  costumbres  mercantiles  suplen 
el  silencio  de  la  lei,  cuando  los  hechos  que 
las  constituyen  son  uniformes,  públicos, 
jeneralmente  ejecutados  en  la  República  o 
en  una  determinada  localidad,  i  reiterados 
por  un  largo  espacio  de  tiempo,  que  se 
apreciará  prudencialmente  por  los  juzga- 
dos de  comercio. 

5.  No  constando  a  los  juzgados  de  co- 
mercio que  conocen  de  una  cuestión  entre 
partes  la  autenticidad  de  la  costumbre  que 
se  invoque,  solo  podrá  ser  probada  por 
alguno  de  estos  medios: 

1.°  Por  un  testimonio  fehaciente  de 
dos  sentencias  que,  aseverando  la  existen- 
cia de  la  costumbre,  hayan  sido  pronun- 
ciadas conforme  a  ella. 

2.°  Por  tres  escrituras  públicas  ante- 
riores a  los  hechos  que  motivan  el  juicio 
en  que  debe  obrar  la  prueba. 

6.  Las  costumbres  mercantiles  servi- 
rán de  regla  para  determinar  el  sentido  de 
las  palabras  o  frases  técnicas  del  comercio 
i  para  interpretar  los  actos  o  convenciones 
mercantiles. 


lilBHO  PÍ^IOQEHO 
De  los  eomepciantes  i  de  los  agentes  del  eomefeio 


TITILO  I 

Ue  la  califlcacion  cíe  lo.s  comerciantes  y  del 
rejíi»ti'u  del  C4»nierciu. 

§  1.    De   la    calilicacion    de   los    comer- 
ciantes. 

7.  Son  comerciantes  los  que,  teniendo 
capacidad  para  contratar,  hacen  del  co- 
mercio su  profesión  habitual. 


8.  No  es  comerciante  el  que  ejecuta 
accidentalmente  un  acto  de  comercio;  pero 
queda  sujeto  a  las  leyes  de  comercio  en 
cuanto  a  los  efectos  del  acto. 

9.  Los  menores  comerciantes  habilita- 
dos de  edad  pueden  hipotecar  sus  bienes 
inmuebles  para  asegurar  el  cumplimiento 
de  las  obligaciones  mercantiles  que  con- 
traigan. 
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Pueden  también  venderlos  en  los  casos  i 
con  las  solemnidades  que  prescriben  los 
artículos  393  i  394  del  Código  civil. 

10.  Cuando  los  hijos  de  familia  i  los 
menores  que  administran  su  peculio  pro- 
fesional en  virtud  de  la  autorización  que 
les  coníieren  los  artículos  246  i  439  del  Có- 
digo civil  ejecutaren  algún  acto  de  comer- 
cio, quedarán  obligados  hasta  concurren- 
cia de  su  peculio  y  sometidos  a  las  leyes 
de  comercio. 

11.  Puede  asimismo  comerciar  la  mu- 
jer casada  mayor  de  veinticinco  años,  con 
previa  autorización  del  marido,  otorgada 
en  escritura  pública. 

Sin  embargo,  si  la  mujer  casada,  mayor 
de  edad,  ejerce  públicamente  el  comercio, 
se  presume  la  autorización  del  marido  para 
todos  los  actos  relativos  a  esa  profesión, 
aun  cuando  no  se  haya  otorgado  escritura 
pública,  mientras  no  intervenga  reclama- 
ción o  protesta  de  su  marido,  notificada  de 
antemano  al  público,  o  especialmente  al 
que  contratare  con  la  mujer. 

12.  La  mujer  casada  mayor  de  veintiún 
años  i  menor  de  veinticinco  puede  igual- 
mente comerciar,  llenando  estos  requisitos; 

1.°  Que  el  marido  mayor  de  edad  le 
otorgue  la  autorización  competente.  Si  ei 
marido  fuere  mayor  de  veintiún  años,  la 
autorización  deberá  ser  aprobada  por  la 
justicia  ordinaria; 

2.°  Que  el  decreto  aprobatorio  sea  re- 
jistrado  i  publicado  en  la  forma  prescrita 
por  la  lei. 

13.  Revocada  la  autorización  concedi- 
da a  la  mujer  casada,  el  marido  deberá 
hacer  rejistrar  i  publicar  un  estracto  de  la 
escritura  revocatoria,  so  pena  de  respon- 
der a  los  terceros  de  buena  fe  de  las  obli- 
gaciones que  la  mujer  contrajere  después 
de  la  revocación. 

14.  La  mujer  casada  no  será  conside- 
rada como  comerciante  si  no  h'&ce  un  co- 
mercio separado  del  de  su  marido. 

15.  La  mujer  que  comercia  con  auto- 
rización espresa  o  tácita  obliga  a  la  res- 
ponsabilidad de  sus  actos  los  bienes  de  su 
marido,  los  de  la  sociedad  conyugal  i  los 
suyos  propios,  de  cualquier  naturaleza  que 
sean.  Si  comerciare  con  autorización  es- 
presa del  marido,  la  escritura  de  autoriza- 
ción podrá  limitar  la  responsabilidad,  es- 
cluyendo  el  marido  sus  bienes  i  los  de  la 
sociedad. 

16.  La  mujer  divorciada  i  la  que  ha 
obtenido  separación  de  bienes,  siendo  ma- 
yores de  edad,  pueden  comerciar,  previo 
el  rejistro  i  publicación  de  la  sentencia  de 
divorcio  i  separación. 
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Si  la  divorciada  fuere  mayor  de  veintiún 
años  i  menor  de  veinticinco,  deberá  obte- 
ner habilitación  de  edad. 

Si  la  mujer  separada  de  bienes  fuere 
mayor  de  veintiún  años  i  menor  de  vein- 
ticinco, se  sujetará  a  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 12. 

17.  La  mujer  casada  mayor  de  edad 
que  fuere  comerciante  puede  hipotecar  i 
vender  libremente  sus  bienes  inmuebles. 

Si  fuere  mayor  de  veintiún  años  i  menor 
de  veinticinco,  podrá  también  hipotecar  i 
vender,  observando  en  la  venta  lo  dispues- 
to en  los  artículos  393  i  394  del  Código 
civil. 

18.  El  menor  comerciante  i  la  mujer 
divorciada  o  separada  de  bienes  pueden 
comparecer  en  juicio  por  sí  solos  en  todas 
las  cuestiones  relativas  a  su  comercio. 

La  mujer  no  divorciada  ni  separada  de 
bienes  no  puede  estar  en  juicio  sin  la  au- 
torización escrita  de  su  marido  o  de  la 
justicia  ordinaria  en  subsidio. 

19.  Los  contratos  celebrados  por  per- 
sonas a  quienes  esté  prohibido  por  las  le- 
yes el  ejercicio  del  comercio,  no  producen 
acción  contra  el  contratante  capaz;  pero 
confieren  a  éste  derecho  para  demandar  a 
su  elección  la  nulidad  o  cumplimiento  de 
ellos,  a  menos  que  se  pruebe  que  ha  pro- 
cedido de  mala  fe. 

§  2.    DeL  rejistro  del  comercio. 

20.  En  la  cabecera  de  cada  departa- 
mento se  llevará  un  rejistro  en  que  se  ano- 
tarán todos  los  documentos  que  según  este 
Código  deben  sujetarse  a  inscripción. 

21.  Las  i>eglas  i  formalidades  relativas 
a  la  organización  del  rejistro  del  comer- 
cio, a  los  deberes  i  funciones  del  secreta- 
rio encargado  de  él  i  a  la  forma  i  solemni- 
dad de  las  inscripciones,  se  determinarán 
en  un  Reglamento  especial. 

TITULO  II 

Be   las    obligaciones  de    lo!^    coinercianteN 

§  1.  De  la  inscripción  de  documentos. 

22.  En  el  rejistro  del  comercio  se  to- 
mará razón  en  estracto  i  por  orden  de  nú- 
meros i  fechas  de  los  siguientes  documen- 
tos: 

1.*^  De  las  capitulaciones  matrimonia- 
les, inventarios  solemnes,  testamentos,  ac- 
tos de  partición,  sentencias  de  adjudi- 
cación, escrituras  públicas  de  donación, 
ventas,  permuta  u  otras  de  igual  autenti- 
cidad que  impongan  al  marido  alguna  res- 
ponsabilidad a  favor  de  la  mujer; 
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2."  De  las  sentencias  de  divorcio  o  se- 
j)aracion  de  bienes  i  de  las  liquidaciones 
practicadas  para  determinar  las  especies  o 
cantidades  que  el  marido  deba  entregar  a 
su  mujer  divorciada  o  separada  de  bienes; 

3.°  De  los  documentos  justificativos  de 
los  haberes  del  hijo  o  pupilo  que  está  bajo 
la  potestad  del  padre  o  guardador; 

4."  De  las  escrituras  de  sociedad,  sea 
ésta  colectiva,  en  comandita  o  anónima,  i 
de  las  en  que  los  socios  nombraren  jerente 
de  la  sociedad  en  liquidación; 

6."  De  los  poderes  que  los  comercian- 
tes otorgaren  a  sus  tactores  o  depen- 
dientes para  la  administración  de  sus  ne- 
gocios. 

23.  La  toma  de  razón  de  los  documen- 
tos especificados  en  el  artículo  anterior  de- 
berá todo  comerciante  hacerla  efectuar 
dentro  del  término  de  quince  días,  conta- 
dos, según  el  caso,  desde  el  dia  del  otor- 
gamiento del  documento  sujeto  a  inscrip- 
ción, o  desde  la  fecha  en  que  el  marido, 
padre  ó  guardador  principie  a  ejercer  el 
comercio. 

24.  Las  escrituras  sociales  i  los  pode- 
res de  que  no  se  hubiere  tomado  razón,  no 
producirán  efecto  alguno  entre  los  socios, 
ni  entre  el  mandante  i  mandatario;  pero 
los  actos  ejecutados  o  contratos  celebrados 
por  los  socios  o  mandatarios  surtirán  pleno 
efecto  respecto  de  terceros. 

í?  2.  De  la  contabilidad  mercantil. 

25.  Todo  comerciante  está  obligado  a 
llevar  para  su  contabilidad  i  corresponden- 
cia: 

1."     El  libro  diario; 

2°  El  libro  mayír  o  de  cuentas  co- 
rrientes; 

3.°    El  libro  de  balances; 

4.°    El  libro  copiador  de  cartas. 

26.  Los  libros  podrán  ser  llevados  en 
lengua  castellana  o  en  cualquier  otro  idio- 
ma estranjero. 

En  los  casos  de  exhibición  judicial,  los 
libros  escritos  en  idioma  estranjero  serán 
traducidos  a  costa  del  dueño  por  un  intér- 
prete nombrado  de  oficio. 

27.  En  el  libro  diario  se  asentarán  por 
orden  cronológico  i  dia  por  dia  las  opera- 
ciones mercantiles  que  ejecute  el  comer- 
ciante, espresando  detalladamente  el  ca- 
rácter i  circunstancias  de  cada  una  de 
ellas. 

28.  Llevándose  libro  de  caja  i  de  fac- 
turas, podrá  omitirse  en  el  diario  el  asien- 
to detallado,  tanto  de  las  cantidades  que 
entraren,  como  de  las  compras,  ventas  i 


remesas  de  mercaderías  que  el  comercian- 
te hiciere. 

29.  AI  abi'ir  su  jiro,  todo  comerciante 
hará  en  el  libro  de  balances  una  enuncia- 
ción estimativa  de  todos  sus  bienes,  tanto 
muebles  como  inmuebles,  i  de  todos  sus 
créditos  activos  i  pasivos. 

Al  fin  de  cada  año  formará  en  este  mis- 
mo libro  un  balance  jeneral  de  todos  sus 
negocios,  bajo  las  responsabilidades  que  se 
establecen  en  el  Libro  IV  de  este  Código. 

30.  Los  comerciantes  por  menor  lleva- 
rán un  libro  encuadernado,  forrado  i  folia- 
do, i  en  él  asentarán  diariamente  las  com- 
pras i  ventas  que  hagan  tanto  al  fiado  co- 
mo al  contado. 

En  este  mismo  libro  formarán  al  fin  de 
cada  año  un  balance  jeneral  de  todas  las 
operaciones  de  su  jiro. 

Se  considera  comerciante  por  menor  al 
que  vende  directa  y  habitualmente  al  con- 
sumidor. 

31.  Se  prohibe  a  los  comerciantes: 

1°  Alterar  en  los  asientos  el  orden  i 
fecha  de  las  operaciones  descritas;    . 

2.*  Dejar  blancos  en  el  cuerpo  de  los 
asientos  o  a  continuación  de  ellos; 

3.°  Hacer  interlineaciones,  raspaduras 
o  enmiendas  en  los  mismos  asientos; 

4.°     Borrar  los  asientos  o  parte  de  ellos; 

5.°  Arrancar  hojas,  alterar  la  encua- 
demación i  foliatura  i  mutilar  alguna  par- 
te de  los  libros. 

32.  Los  errores  i  omisiones  que  se  co- 
metieren al  formar  un  asiento  se  salvarán 
en  otro  nuevo  en  la  fecha  en  que  se  notare 
la  falta. 

33.  El  comerciante  que  oculte  alguno 
de  sus  libros,  siéndole  ordenada  la  exhibi- 
ción, será  juzgado  por  los  asientos  de  los 
libros  de  su  colitigante  que  estuvieren  arre- 
glados, sin  admitírsele  prueba  en  contrario. 

34.  Los  libros  que  adolezcan  de  los  vi- 
cios enunciados  en  el  art.  31  no  tendrán, 
valor  en  juicio  a  favor  del  comerciante  a 
quien  pertenezcan,  i  las  diferencias  que  le 
ocurran  con  otro  comerciante  por  hechos 
mercantiles,  serán  decididas  por  los  libros 
de  éste,  si  estuvieren  arreglados  a  las  dis- 
posiciones de  este  Código  i  no  se  rindiere 
prueba  en  contrario. 

35.  Los  libros  de  comercio  llevados  en 
con.formidad  a  lo  dispuesto  en  el  articulo 
31,  hacen  fe  en  las  causas  mercantiles  que 
los  comerciantes  ajilen  entre  sí. 

36.  Si  los  libros  de  ambas  partes  estu- 
vieren en  desacuerdo,  l»s  tribunales  deci- 
dirán las  cuestiones  que  ocurran,  según  el 
mérito  que  suministren  las  demás  pruebas 
que  se  hayan  rendido. 
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37.  Si  uno  de  los  litigantes  ofrece  es- 
tar i  pasar  por  lo  que  constare  de  los  li- 
bros de  su  contendor,  i  éste  se  niega  a  ex- 
hibirlos sin  motivo  bastante  en  concepto 
de  los  juzgados  de  comercio,  podrán  los 
mismos  juzgados  deferir  el  juramento  su- 
pletorio a  la  parte  que  ha  exijido  la  exhi- 
bición. 

38.  Los  libros  hacen  fe  contra  al  co- 
merciante que  los  lleva,  i  no  se  le  admiti- 
rá prueba  que  tienda  á  destruir  lo  que  re- 
sultare de  sus  asientos. 

39.  La  fe  de  los  libros  es  indivisible,  i  el 
litigante  que  aceptare  en  lo  favorable  los 
asientos  de  los  libros  de  su  contendor,  es- 
tará obligado  á  pasar  por  todas  las  enun- 
ciaciones adversas  que  ellos  contengan. 

40.  Los  libros  ausiliares  no  hacen 
prueba  en  juicio  independientemente  de 
ios  que  cxije  el  articulo  25;  pero  si  el  due- 
ño de  éstos  los  hubiere  perdido  sin  su  cul- 
pa, harán  prueba  aquellos  libros  con  tal 
que  hayan  sido  llevados  en  regla. 

41.  Se  prol)ibe  hacer  pesquisas  de  oñ- 
ciü  para  inquirir  si  los  comerciantes  tie- 
nen o  no  libros,  o  si  están  o  no  arreglados 
a  las  prescripciones  de  este  Código. 

42.  Los  tribunales  no  pueden  ordenar 
de  oficio,  ni  a  instancia  de  parle,  la  mani- 
festación i  reconocimiento  jeneral  de  los 
libros,  salvo  en  los  casos  de  sucesión  uni- 
versal, comunidad  de  bienes,  liquidación 
de  las  sociedades  legales  o  convencionales 
i  quiebras. 

43.  La  exhibición  parcial  de  los  libros 
de  alguno  de  los  litigantes  podrá  .ser  or- 
denada a  solicitud  de  parte  o  de  oñcio. 

VerifícUl^a  la  exiiibicion,  el  reconoci- 
miento i  compulsa  serán  ejecutados  en  el 
lugar  donde  los  libi-os  se  llevan  i  a  presen- 
cia del  dueño  o  de  la  persona  que  él  comi- 
sione, i  se  limitarán  a  los  asientos  que  ten- 
gan una  relación  necesaria  con  la  cuestión 
que  se  ajitare,  i  a  la  inspección  precisa  pa- 
ra establecer  que  los  libros  han  sido  lleva- 
dos con  la  regularidad  requerida. 

Solo  los  jueces  de  comercio  son  compe- 
tentes para  veriñcar  el  reconocimiento  de 
los  libros. 

44.  Los  comerciantes  deberán  conser- 
var los  libros  de  su  jiro  hasta  que  termine 
de  todo  punto  la  liquidación  de  sus  nego- 
cios. 

La  misma  obligación  pesa  sobre  sus  he- 
rederos. 

§  3.     De  La  correspondencia 

45.  Los  comerciantes  deberán  dejar 
copia  integra  y  a  la  letra  de  todas  las  car- 
tas que  escribieren  sobre   negocios  de  su 


jiro  en  el  libro  destinado  a  este   objeto. 

46.  Las  cartas  se  pondrán  en  el  libro 
copiador,  unas  en  pos  de  otras,  sin  dejarse 
blancos,  i  guardándose  el  orden  de  sus  fe- 
chas. 

47.  Los  juzgados  de  comercio  pueden 
decretar  de  oficio,  o  a  instancia  de  parte, 
la  exhibición  de  las  cartas  orijinales  que 
tengan  relación  con  el  asunto  litijioso,  i  or- 
denar que  se  compulsen  de  los  libros  res- 
pectivos las  de  igual  clase  que  se  hayan 
dirijido  los  litigantes. 

En  uno  i  otro  caso  se'designarán,  previa 
y  determinadamente,  las  cartas  que  deban 
exhibirse  o  copiarse. 

VlTtJLO  III 

De  los  corredores 

48.  Los  corredores  son  oficiales  públi- 
cos instituidos  por  la  lei  para  dispensar  su 
mediación  asalariada  a  los  comerciantes  i 
facilitarles  la  conclusión  de  sus  contratos. 

49.  Kn  las  plazas  de  comercio  que  de- 
signare el  Presidente  de  la  República  ha- 
brá un  número  fijo  de  corredores,  propor- 
cionado a  su  población  i  a  la  estension  de 
su  tráfico. 

El  número  será  fijado  por  reglamentos 
particulares. 

50.  Los  corredores  serán  nombrados 
por  el  Presidente  de  la  República  a  pro- 
puesta en  terna  de  los  juzgados  de  comer- 
cio. 

En  los  distritos  donde  hubiere  dos  o 
mas  juzgados  que  conozcan  de  asuntos 
mercantiles,  la  propuesta  se  hará  por  el 
que  estuviere  de  turno  al  tiempo  de  la 
creación  de  la  plaza  o  de  su  vacante. 

51.  Para  formar  la  terna  los  juzgados 
de  comercio  convocarán  a  concurso,  i  las 
personas  que  quieran  tomar  parte  en  él  de- 
berán acreditar  de  una  manera  fehaciente 
su  aptitud  legal  i  moral,  i  la  posesión  de 
ios  conocimientos  necesarios  para  el  exac- 
to desempeño  de  las  funciones  de  corre- 
dor. 

52.  Antes  de  entrar  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones,  los  corredores  prestarán  an- 
te el  respectivo  juzgado  de  comercio  jura- 
mento de  desempeñar  fiel  i  lealmente  el 
cargo,  i  rendirán  una  fianza  para  respon- 
der de  las  condenaciones  que  se  pronun- 
ciaren contra  ellos  por  hechos  relativos  al 
desempeño  de  su  profesión. 

53.  La  fianza  de  los  corredores  será 
de  mil  a  cinco  mil  pesos. 

El  Presidente  de  la  República  designará 
la  cantidad  de  la  fianza,  según  la  impor- 
tancia de  las  plazas  de  comercio  donde  los 
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corredores  deban   desempeñar  sus  fun- 
ciones. 

54.  Si  de  cualquier  modo  llegare  a  no- 
ticia del  juzgado  de  comercio  que  la  fianza 
del  corredor  se  halla  disminuida  o  agota- 
da, le  ordenará  que  la  reponga  dentro  de 
treinta  días;  i  si  el  corredor  no  lo  hiciere, 
se  declarará  vacante  el  destino. 

55.  No  pueden  ser  corredores: 

1°  Los  que  tienen  prohibición  de  co- 
merciar; 

2.°  Los  menores  de  veinticinco  años, 
aunque  sean  habilitados  de  edad,  i  las  mu- 
jeres; 

3.°  Los  que  han  sido  destituidos  de  este 
cargo; 

4.°  Los  que  hubieren  sido  condenados 
a  pena  aflictiva  o  infamante. 

56.  Los  corredores  están  obligados: 
1."     A  responder  de  la  identidad  de  las 

personas  que  contrataren  por  su  interme- 
dio i  a  asegurarse  de  su  capacidad  legal. 

Interviniendo  en  contratos  celebrados 
por  personas  incapaces,  responderán  de 
ios  perjuicios  que  resultaren  directamente 
de  la  incapacidad; 

2.°  A  ejecutar  por  sí  mismos  las  nego- 
ciaciones que  se  les  encomendaren. 

3.°  A  llevar  un  rejistro  encuadernado  i 
foliado,  en  el  cual  asentarán  dia  a  dia,  por 
el  orden  de  fechas,  en  numeración  pro- 
gresiva, sin  raspaduras,  interlineaciones, 
notas  marjinales,  abreviaturas  o  cifras, 
todas  las  compraventas,  seguros,  présta- 
mos a  la  gruesa,  fletamentos,  i  en  jeneral 
todas  las  operaciones  ejecutadas  por  su 
mediación. 

No  pudiendo  hacer  por  si  mismos  los 
asientos,  les  será  permitido  ejecutarlos, 
bajo  su  responsabilidad,  por  medio  de  un 
dependiente,  i  a  la  condición  de  rubricar- 
los al  márjen; 

4."  A  llevar  un  libro  manual  en  el  cual 
consignarán  los  nombres  i  domicilios  de 
los  contratantes,  la  materia  del  contrato  i 
las  condiciones  con  que  se  hubiere  cele- 
brado. 

Los  asientos  se  harán  en  el  acto  de  ajus- 
tarse las  operaciones. 

Siempre  que  negociaren  letras  de  cam- 
bio, deberán  asentar  sus  fechas,  términos 
i  vencimientos,  las  plazas  sobre  que  estén 
j iradas,  los  nombres  del  librador,  endosan- 
tes i  pagador,  los  del  último  cedente  i  to- 
mador, i  el  cambio  convenido  entre  éstos; 

5.°  A  recoger  del  cedente  los  documen- 
tos de  comercio  que  hubieren  negociado  i 
entregarlos  al  tomador,  de  quien  recibirán 
el  precio  para  llevarlo  al  cedente; 

6."    A  entregar  a  cada  uno  de  los  inte- 


resados, dentro  de  las  veinticuatro  horas 
siguientes  a  la  conclusión  del  negocio,  un 
estracto,  firmado  por  ellos  i  por  los  mismos 
interesados,  del  asiento  que  hubieren  veri- 
ficado en  su  rejistro.  Este  estracto  firma- 
do por  las  partes  hace  fe  del  contrato; 

7."  A  presentar  su  rejistro  i  manual  a 
los  tribunales  o  jueces  arbitros,  siempre 
que  fueren  requeridos  al  efecto. 

57.  Se  prohibe  a  los  corredores  ejecu- 
tar operaciones  de  comercio  por  su  cuen-  ' 
ta  o  tomar  interés  en  ellas,  bajo  nombre 
propio  o  ajeno,  directa  o  indirectamente;  i 
también  desempeñar  en  el  comercio  el  ofi- 
cio de  cajero,  tenedor  de  libros  o  depen- 
diente, cualquiera  que  sea  la  denomina- 
ción que  llevaren. 

58.  Se  les  prohibe  asimismo: 

1.°  Exijir  o  recibir  .salarios  superiores 
a  los  designados  en  los  aranceles  respecti- 
vos; 

2."  Dar  certificaciones  sobre  hechos 
que  no  consten  de  los  asientos  de  sus  re- 
jistros; 

Podrán  sin  embargo  declarar,  en  virtud 
de  orden  de  tribunal  competente  i  no  de 
otro  modo,  lo  que  hubieren  visto  o  enten- 
dido en  cualquier  negocio. 

59.  Los  corredores  que  no  cumplieren 
con  las  obligaciones  que  les  impone  este 
Código,  o  que  ejecutaren  alguno  de  los  ac- 
tos que  les  están  prohibidos,  podrán  ser 
suspendidos  o  destituidos  de  su  oficio  dis- 
crecionalmente  por  los  juzgados  de  comer- 
cio. 

60.  Los  rejistros  de  los  corredores  no 
prueban  la  verdad  del  contrato  a  que  ellos 
se  refieren;  pero  estando  las  partes  de 
acuerdo  acerca  de  la  existencia  de  éste,  se 
estará  para  determinar  su  carácter  i  con- 
diciones a  lo  que  conste  de  los  mismos  re- 
jistros. 

61.  Las  minutas  que  entregaren  a  sus 
clientes  i  las  que  se  dieren  reciprocamen- 
te, en  los  casos  en  que  dos  o  mas  corredo- 
res concurrieren  a  la  celebración  de  un 
negocio  por  comisión  de  diversas  personas, 
hacen  prueba  contra  el  corredor  que  las 
suscribe. 

62.  Los  libros  de  los  corredores  que 
cesaren  en  su  oficio  serán  recojidos  por 
los  secretarios  de  losjuzgados  de  comercio 
i  depositados  en  la  secretaría. 

63.  La  responsabilidad  de  los  corredo- 
res por  razón  de  las  operaciones  de  su  ofi- 
cio prescribe  en  dos  años,  contados  desde 
la  fecha  de  cada  una  de  éstas. 

64.  Las  quiebras  de  los  corredores  se 
presumen  fraudulentas. 

65.  Los  corredores  no  están  obligados 
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personalmente  a  cumplir  los  contrato-i  ce- 
lebrados por  su  mcdi  icion  ni  a  garantir  la 
solvencia  de  sus  cieiites,  salvas  las  escep- 
ciones  establecidas  en  este  Código  respec- 
to de  las  negociaciones  de  efectos  públi- 
cos. 

66.  Un  Reglamento  especial,  dictado 
por  el  Presidente  de  la  Repáblica,  fijará 
ios  derechos  de  corretaje. 

67 .  Los  corredores  encargados  de  com- 
prar o  vender  efectos  públicos  quedan  per- 
sonalmente obligados  a  pagar  el  precio  de 
la  compra  o  hacer  la  entrega  de  los  efec- 
tos vendidos,  i  en  caso  alguno  se  les  admi- 
tirá la  e-scepcion  de  falta  de  provisión. 

68.  Bajo  la  denominación  de  efectos 
públicos  se  comprenden: 

1.°  Los  título <  de  créditos  contra  el  Es- 
tado reconocidos  como  negociables; 

2.°  Los  de  estableeimientos  públicos  i 
empresas  particulares  autorizadas  para 
crearlos  i  hacerlos  circular; 

3."  Los  emitidos  por  los  gobiernos  es- 
tranjeros,  siempre  que  su  negociación  no 
se  encuentre  prohibida. 

69.  El  que  ha  empleado  un  corredor 
para  comprar  o  vemier  efectos  públicos 
solo  tiene  acción  contra  el  corredor  que 
ha  empleado. 

70.  El  corredor  no  puede  compensar 
las  sumas  que  recibiere  para  comprar  efec- 
tos públicos,  ni  el  precio  que  se  le  entrega- 
re de  los  vendidos  lor  él,  con  las  cantida- 
des que  le  deba  su  cliente,  comprador  o 
vendedor. 

71.  El  corredor  es  responsable  de  la 
autenticidad  de  la  última  ñrma  de  los  do- 
cumentos que  negociare. 

Cesa  esta  respon.sabilidad  cuando  los  in- 
teresados han  tratado  directamente  entre 
si  i  el  corredor  ha  intervenido  en  la  nego- 
ciación como  simple  intermediario. 

72.  Es  también  responsable  de  la  leji- 
timidad  de  los  efectos  públicos  al  portador, 
negociados  por  su  mediación.  Pero  si  los 
documentos  no  tienen  signos  estemos  i  vi- 
sibles por  los*  que  pueda  establecerse  su 
identidad,  no  es  responsable. 

73.  El  corredor  que  intervenga  en  la 
venta  de  mercaderías  está  obligado: 

1."  A  espresar  la  calidad,  cantidad  i 
precio  de  la  cosa  vendida,  el  lugar  i  época 
de  la  entrega,  i  la  forma  en  que  deba  pa- 
garse el  precio; 

2."  A  asistir  a  la  entrega  de  las  que  se 
hubieren  vendido  con  su  intervención, 
siempre  que  al  efecto  sea  requerido  por  al- 
guno de  los  contratantes. 

74.  El  corredor  no  garantiza  la  canti- 
dad de  las  mercaderías  vendidas  ni  su  ca- 


lidad, aun  cuando  éstas  no  resulten  con- 
formes con  las  muestras  que  hubiere  exhi- 
bido al  comprador,  salvo  el  caso  de  ma- 
la fe. 

75.  El  corredor  no  puede  demandar  a 
su  nombre  el  precio  de  las  mercaderías 
vendidas  por  su  intermedio,  ni  reivindi- 
carlas por  falta  de  pago. 

Sin  embargo,  si  el  corredor  obrare  co- 
mo comisionista,  quedara  sujeto  a  todas 
las  obligaciones  i  podrá  ejecutar  todos  los 
derechos  que  nazcan  del  contrato. 

76.  El  carácter  de  intermediario  no 
inhabilita  al  corredor  para  desempeñar  las 
funciones  de  mandatario  del  vendedor  i 
recibir  como  tal  el  precio  de  las  mercade- 
rías vendidas  porsu  mediación. 

77.  El  corredor  a  quien  su  cliente  en- 
tregare un  documento  de  comercio  endo- 
sado con  la  cláusula  valor  recibido  ai  con- 
tado, se  entiende  constituido  mandatario 
para  el  efecto  de  recibir  el  precio  i  liber- 
tar válidamente  al  comprador. 

78.  En  materia  de  seguros  las  funcio- 
nes de  los  corredores  son:  intervenir  en  la 
realización  de  los  contratos  de  seguros 
marítimos  o  fluviales,  redactar  las  pólizas 
a  prevención  con  los  escribanos  públicos,  i 
autorizar  las  ejecutadas  entre  las  partes,  i 
certificar  previamente  la  tasa  de  las  pri- 
mas en  todos  los  viajes  por  mar,  rios  i  ca- 
nales navegables. 

En  los  asientos  que  hicieren  en  confor- 
midad al  número  3.**  del  artículo  56,  espre- 
sarán los  nombres  de  los  contratantes,  la 
cosa  asegurada,  el  valor  que  se  hubiere 
fijado,  el  lugar  de  la  carga  i  descarga,  la 
prima  estipulada,  el  nombre  del  buque,  su 
matricula,  pabellón  i  porte,  i  el  nombre 
del  capitán  que  lo  mandare. 

79.  En  las  operaciones  de  corretaje 
marítimo  los  corredores  deberán  asentar 
en  el  rejistro  de  que  habla  el  número  3." 
del  articulo  56  los  contratos  de  fletamento 
en  que  intervinieren,  espresando  los  nom- 
bres del  capitán  i  fletador,  nombre,  pabe- 
llón, matrícula  i  porte  del  buque,  el  puer 
to  de  carga  y  descarga,  el  flete,  los  efec- 
tos del  cargamento,  las  estadías  conveni- 
das i  el  plazo  fijado  para  principiar  i  con- 
cluir la  carga. 

Deberán  asimismo  conservar  un  ejem- 
plar de  las  cartas  de  los  fletamentos  ajus- 
tados por  su  intermedio. 

80.  Solo  los  corredores  titulados  ten- 
drán el  carácter  de  oficiales  públicos.  Sin 
embargo,  podrá  ejercer  la  correduría  cual- 
quiera persona  que  no  se  halle  incluida  en 
alguna  de  las  prohibiciones  establecidas  en 
el  artículo  55. 
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TITULO  IV 

De  les  iiiartilleiMtí^ 

81.  Los  martilieros  son  oficiales  públi- 
cos encargados  de  vender  públicamente  al 
mejor  postor  productos  naturales,  muebles 
i  mercaderías  ¿anas  o  averiadas. 

82.  El  Presidente  de  la  República  de- 
signará las  plazas  de  comercio  donde  de- 
bm  establecerse  casas  de  martillos,  i  el 
nimerode  ellas  que  reclamen  las  necesi- 
dades del  comercio. 

83.  El  nombramiento  de  martilieros  se 
hará  por  el  Presidente  de  la  República  en 
la  forma  que  determina  el  articulo  50  de 
este  Código. 

84.  Las  disposiciones  de  los  articules 
51  i  siguientes  hasta  el  55  inclusive  i  del 
63,  son  aplicables  a  los  martilieros. 

85.  Los  martilieros  deberán  llevar  tres 
libros,  a  saber: 

Diario  de  entradas; 

Diario  de  salidas; 

Libro  de  cuentas  corrientes. 

En  el  primero  asentarán  por  orden  ri- 
goroso de  fechas  las  mercaderías  u  otros 
objetos  que  recibieren,  con  expresión  de 
las  circunstancias  siguientes:  su  cantidad, 
peso  i  medida;  los  bultos  de  que  consten, 
sus  marcas  y  señales;  el  nombre  i  apellido 
de  la  persona  que  los  ha  entregado,  i  el 
de  aquélla  por  cuenta  de  la  cual  deban  ser 
vendidos;  su  precio;  i  si  la  venta  debe  ha- 
cerse con  garantía  o  sin  ella. 

En  el  segundo  anotarán  individualmen- 
te los  objetos  vendidos,  e  indicarán  por 
orden  i  cuenta  de  qui(Mi  se  ha  verificado  la 
venta;  el  nombre  y  apellido  del  comprador; 
el  precio  i  las  condiciones  del  pago. 

En  el  tercero  llevarán  la  cuenta  corrien- 
te con  cada  uno  de  sus  comitentes. 

86.  Los  tres  libros  de  que  se  habla  en 
el  articulo  precedente  estarán  sujetos  a  las 
disposiciones  consignadas  en  el  §  2,  titu- 
lo 11  del  presente  Libro  de  este  Código,  en 
cuanto  sean  aplicables  a  ellos. 

87.  Los  martilieros  deberán  publicar 
con  la  conveniente  anticipación  un  catálo- 
go impreso  o  manuscrito  de  las  especies 
que  tengan  á  venta,  i  en  el  mismo  de- 
signarán el  lugar  en  que  se  hallen  deposi- 
tada.s.  los  días  i  horas  en  que  pueden  ser 
inspeccionadas,  i  el  día  i  hora  en  que  de- 
berá principiar  i  concluir  el  remate. 

88.  Se  prohibe  a  los  martilieros: 


1.°  Pregonar  puja  alguna  sin  que  el 
postor  la  haya  espresado  en  voz  clara  e  in- 
telijible; 

2.°  Tomar  parte  en  la  licitación  por  si 
o  por  el  ministerio  de  terceros; 

3.°  Adquirir  alguno  de  los  objetos  de 
cuya  venta  se  halle  encargado  mediante 
contrato  celebrado  con  la  persona  que  lo 
hubiere  obtenido  en  el  remate. 

La  violación  de  estas  prohibiciones  deja 
al  martiliero  sujeto  al  pago  de  una  multa 
que  no  baje  de  cien  pesos  ni  exceda  de 
trescientos. 

89.  Las  ventas  en  martillo  no  podrán 
suspenderse,  i  las  especies  se  adjudicarán 
deñnitivaraente  al  mejor  postor,  cualquie- 
ra que  sea  el  monto  del  precio  ofrecido. 

Sin  embargo,  podrá  el  martiliero  sus- 
pender i  diferir  el  remate,  si  habiendo  fija- 
do un  mínimum  para  las  posturas,  no  hu- 
biere licitadores  por  ese  mínimum. 

90.  Toda  venta  al  martillo  es  al  con- 
tado. 

91.  Ocurriendo  alguna  duda  o  diferen- 
cia acerca  de  la  persona  del  adjudicatario 
o  de  la  conclusión  del  remate,  el  martilie- 
ro abrirá  la  licitación  sin  ulterior  reclamo 
por  parte  de  los  anteriores  postores. 

92.  Si  a  las  cuarenta  i  ocho  horas  de 
verificado  el  remate  el  adjudicatario  no 
pagare  el  precio  de  la  especie,  la  adjudi- 
cación quedará  sin  efecto  por  este  solo  he- 
cho, i  se  abrirá  de  nuevo  la  licitación. 

La  baja  de  precio  i  los  g.istos  que  se 
causaren  en  el  nuevo  remate  serán  de 
cuenta  del  anterior  adjudicatario. 

93.  Dentro  del  tercero  dia  de  verifica- 
do el  remate,  el  martiliero  presentará  a  su 
comitente  una  cuenta  firmada,  entregán- 
dole al  mismo  tiempo  el  saldo  que  resulte 
a  su  favor. 

El  martiliero  moroso  en  la  exhibición  de 
la  cuenta  o  entrega  del  saldo  perderá  su 
comisión  i  responderá  al  interesado  de  los 
daños  i  perjuicios  que  le  hubiere  causado. 

94.  En  los  casos  no  previstos  en  el 
presente  titulo,  los  martilieros  se  confor- 
marán con  las  reglas  del  mandato  mercan- 
til, i  especialmente  con  las  que  gobiernan 
la  comisió»  para  vender. 

95.  Un  reglamento  especial  prescribi- 
rá las  reglas  conducentes  a  la  conserva- 
ción del  orden  en  Lis  casas  de  martillo,  i 
determinará  la  comisión  que  deben  cobrar 
en  defecto  de  convenio. 
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LilBRO    SEGUNDO 
De  los  contratos  i  obligaciones   mercantiles  en  ienepal. 


TITILO  I 

Disposiciones  jeiierales 

5}  1.     De  la  constitución,  forma  i  efectos 
de  los  contratos  i  oblicjacio7ies 

96.  Las  prescripciones  del  Códii^o  ci- 
vil relativas  a  las  obligaciones  i  contratos 
en  jeneral  son  aniicabies  a  los  negocios 
mercantiles,  salvas  las  modificaciones  que 
establece  este  Código. 

97.  Para  que  la  propuesta  verbal  de 
un  negocio  imponga  al  proponente  la  res- 
pectiva obligación,  se  requiere  que  sea 
aceptado  en  el  acto  de  ser  conocida  por  la 
persona  a  quien  se  dirijiere;  i  no  median- 
do tal  aceptación,  queda  el  proponente  li- 
bre de  todo  compromiso. 

98.  La  propuesta  hecha  por  escrito  de- 
berá ser  aceptada  o  desechada  dentro  de 
veinticuatro  horas,  si  la  persona  a  quien  se 
ha  dirijido  residiere  en  el  mismo  lugar 
que  el  proponente,  o  a  vuelta  de  correo,  si 
estuviere  en  otro  diverso. 

Vencidos  los  plazos  indicados,  la  pro- 
puesta se  tendrá  por  no  hecha,  aun  cuan- 
do hubiere  sido  aceptada. 

En  caso  de  aceptación  estemporánea,  el 
proponente  será  obligado,  bajo  responsa- 
bilidad de  daños  i  perjuicios,  a  dar  pronto 
aviso  de  su  retractación. 

99.  El  proponente  puede  arrepentirse 
en  el  tiempo  medio  entre  el  envío  de  la 
propuesta  i  la  aceptación,  salvo  que  ai 
liacerla  se  hubiere  comprometido  a  espe- 
rar contestación  o  a  no  disponer  del  objeto 
del  contrato,  sino  después  de  desechado  o 
de  transcurrido  un  determinado  plazo. 

El  arrepentimiento  no  se  presume.  ■ 

100.  La  retractación  intempestiva  im- 
pone al  proponente  la  obligación  de  in- 
demnizar los  gastos  que  la  persona  a  quien 
fué  encaminada  la  propuesta  hubiere  he- 
cho, i  los  daños  i  perjuicios  que  hubiere 
sufrido. 

Sin  embargo^  el  proponente  podrá  exo- 
nerarse de  la  obligacioa  de  indemnizar, 
cumpliendo  el  contrato  propuesto. 

101.  Dada  la  contestación,  sien  ella  se 
aprobare  pura  i  simplemente  la  propuesta, 
el  contrato  queda  en  el  acto  perfeccionado 
i  produce  todos  sus  efectos  legales,   á  no 


ser  que  antes  de  darse  la  respuesta  ocurra 
la  retrartacion,  muerte  o  incapacidad  le- 
gal del  proponente. 

102.  La  aceptación  condicional  será 
considerada  como  una  propuesta. 

103.  La  aceptación  tácita  produce  los 
mismos  efectos  i  está  sujeta  a  las  mismas 
reglas  que  la  espresa. 

104.  Residiendo  les  interesados  en  dis- 
tintos lugares,  se  entenderá  celebrado  el 
coplrato,  para  todos  sus  efectos  legales,  en 
el  de  la  residencia  del  que  hubiere  acepta- 
do la  propuesta  primitiva  o  la  propuesta 
modificada. 

105.  Las  ofertas  indeterminadas  con- 
tenidas en  circulares,  catálogos,  notas  de 
precios  corrientes,  prospectos,  o  en  cual- 
quiera otra  especie  de  anuncios  impresos, 
no  .son  obligatorias  para  el  que  las  hace. 

Dirigidos  los  anuncios  a  personas  deter- 
minadas, llevan  siempre  la  condición  im- 
plícita de  que  a!  tiempo  de  la  demanda  no 
hayan  sido  enajenados  los  efectos  ofrecidos, 
de  que  no  hayan  sufrido  alteración  en  su 
precio,  i  de  que  e.xistan  en  el  domicilio  del 
oferente. 

106  El  contrato  propuesto  por  el  in- 
termedio de  corredor  se  tendrá  por  perfec- 
to desde  el  momento  en  que  los  intere.sa- 
dos  aceptaren  pura  i  simplemente  la  pro- 
puesta. 

107.  La  dación  de  arras  no  importa 
reserva  del  derecho  de  arrepentirse  del 
contrato  ya  perfecto,  a  menos  que  se  hu- 
biere estipulado  lo  contrario. 

108.  La  oferta  de  abandonar  las  arras 
o  de  devolverlas  dobladas  no  exonera  a  los 
contratantes  de  la  obligación  de  cumplir  el 
contrato  perfecto  o  de  pagar  daños  i  per- 
juicios. 

109.  Cumplido  el  contrato  o  pagada 
una  indemnización,  lasarras  serán  devuel- 
tas, sea  cual  fuere  la  parte  que  hubiere 
rehusado  el  cumplimiento  del  contrato. 

110.  En  la  computación  de  los  plazos 
de  días,  meses  i  años  se  observarán  las 
reglas  que  contienen  los  arts.  48  i  49  del 
Código  civil,  a  no  ser  que  la  lei  o  la  con- 
vención dispongan  otra  cosa. 

111.  La  obligación  que  vence  en  dia 
domingo  o  e,n  otro  dia  festivo,  es  pagadera 
al  siguiente. 
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112.  No  se  reconocen  términos  de  gra- 
cia o  uso  que  difieran  el  cumplimiento  de 
las  obligaciones  mas  allá  del  plazo  que  se- 
ñale la  convención  o  la  lei. 

113.  Todos  los  actos  concernientes  a  la 
e.iecucion  de  los  contratos  celebrados  en 
país  estranjero  i  cumplideros  en  Chile, 
.son  rejidos  por  la  lei  ciiiiena,  en  confor- 
midad a  lo  que  se  prescribe  en  el  inciso 
liiial  delart.  16  del  Código  civil. 

Asi  la  entrega  i  pago,  la  moneda  en  que 
(}ste  deba  hacerse,  las  medidas  de  toda  es- 
pecie, los  recibos  i  su  forma,  las  responsa- 
bilidades que  imponen  la  falta  de  cumpli- 
miento o  el  cumplimiento  imperfecto  o  tar- 
dío, i  cualquiera  otro  acto  relativo  a  la  me- 
ra ejecución  del  contrato,  deberán  arre- 
glarse a  las  disposiciones  de  las  leyes  de  la 
República,  a  menos  que  los  contratantes 
liu hieren  acordado  otra  cosa. 

114.  Siemprequeen  loscontratosenun- 
ciados  en  el  inciso  primero  del  anterior  ar- 
ticulo se  estipule  que  el  pago  deba  hacerse 
en  ks  monedas  o  me.iidas  legales  del  lu- 
gar donde  fueren  celebrados,  serán  éstas 
reducidas  por  convenio  de  las  partes,  o  a 
juicio  de  peritos,  a  las  monedas  o  medidas 
legales  de  Chile  al  tiempo  del  cumpli- 
miento. 

La  misma  regla  será  aplicada  cuando  en 
los  contratos  celebrados  en  Chile  se  esti- 
pulare que  la  entrega  o  pago  haya  de  ha- 
cerse en  medidas  o  monedas  estranjeras. 

115.  Cuando  las  partes  se  relieran  a 
medidas  desautorizadas  por  la  ley,  serán 
obligatorias  las  usadas  en  el  lugar  donde 
deba  cumplirse  el  contrato. 

116.  Si  antes  del  vencimiento  del  plazo 
fueren  escluidas  de  la  circulación  las  pie- 
zas de  moneda  a  que  se  refiera  la  obliga- 
ción, el  pago  se  hará  en  las  monedas  co- 
rrientes al  tiempo  del  cumplimiento  del 
contrato  según  el  valor  legal  que  éstas  tu- 
vieren. 

117.  El  acreedor  no  está  obligado  a 
aceptar  el  pago  antes  del  vencimiento  de 
la  obligación. 

118.  Tampoco  está  obligado  a  recibir 
en  pago  mas  de  un  cinco  por  ciento  en 
moneda  menuda  de  plata,  ni  mas  de  uno 
por  ciento  en  moneda  de  cobre. 

Se  entiende  por  moneda  menuda  de  pla- 
ta las  piezas  de  veinte  centavos  i  las  demás 
de  menor  valor. 

119.  El  deudor  que  paga  tiene  derecho 
deexijir  un  recibo,  i  no  está  obligado  a  con- 
tentarse con  la  devolucioa  o  entrega  del 
titulo  de  la  deuda. 

El  recibo  prueba  la  liberación  de  la 
deuda. 


120.  El  finiquito  de  una  cuenta  hará 
presumir  el  de  las  anteriores,  cuando  el 
comerciante  que  lo  ha  dado  arregla  sus 
cuentas  en  periodos  fijos. 

121.  El  acreedor  que  tiene  varios  cré- 
ditos vencidos  contra  un  deudor,  puede 
imputar  el  pago  a  cualquiera  de  las  deudas, 
cuando  el  deudor  no  hubiere  hecho  la  im- 
putación al  tiempo  de  hacer  el  pago. 

122.  El  comerciante  que  al  recibir  una 
cuenta  paga  o  da  finiquito,  no  pierde  el 
derecho  de  solicitar  la  rectificación  de  los 
errores,  omisiones,  partidas  duplicadas  u 
otros  vicios  que  aquélla  contenga. 

123.  No  hai  novación  cuando  el  acree- 
dor recibe  en  pago  documentos  negocia- 
blss,  en  cumplimiento  de  un  pacto  acceso- 
rio al  contrato  de  que  procede  la  deuda. 

124.  Tampoco  causa  novación  la  da- 
ción en  pago  de  documentos  negociables, 
verificada  en  conformidad  a  un  nuevo  con 
trato,  si  pueden  coexistir  la  obligación  pri- 
mitiva i  la  que  el  deudor  contrae  por  los 
documentos  negociables  entregados. 

125.  Mas  si  los  documentos  negocia- 
bles dados  en  pago  fueren  al  portador,  se 
causará  novación  si  el  acreedor  al  recibir- 
los no  hubiere  hecho  formal  reserva  de  sus 
derechos  para  el  caso  de  no  ser  pagados. 

126.  No  hai  rescisión  por  causa  de  le- 
sión enorme  en  los  contratos  mercantiles. 

§  2.  De  la  prueba  de  los  contratos  i  obli- 
(jactones. 

127.  Las  escrituras  privadas  que  guar- 
den uniformidad  con  los  libros  de  los  co- 
merciantes hacen  fe  de  su  fecha  respecto 
de  terceros,  aun  fuera  de  los  casos  que 
enumera  el  art.  1703  del  Código  civil. 

128.  La  prueba  de  testigos  es  admisi- 
ble en  negocios  mercantiles,,,  cualquiera 
que  sea  la  cantidad  que  importe  la  obliga- 
ción que  se  trate  de  probar,  salvo  los  casos 
en  que  la  lei  exija  escritura  pública. 

129.  Los  juzgados  de  comercio  podrán, 
atendidas  las  circunstancias  de  la  causa, 
admitir  prueba  testim^«nial  aun  cuando  al- 
tere o  adicione  el  contenido  de  las  escritu- 
ras públicas. 

TÍTULO  II 

De  la  coiupraventa. 

§  1.  De  la  cosa  cendtda. 

130.  En  la  venta  de  una  cosa  que  se 
tiene  a  la  vista  i  es  designada  al  tiempo  del 
contrato  solo  por  su  especie,  no  se  entien- 
de que  el  comprador  se  reserva  la  facultad 
de  probarla. 
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Esta  disposición  no  es  estensiva  a  las  co- 
sas que  se  acostumbra  comprar  «/ (/¿¿ísío. 

131.  Cuando  el  comprador  de  una  cosa 
ít  La  vista  se  reserva  espresamente  la  prue- 
ba sin  tijar  plazo  para  hacerla,  la  compra 
se  reputa  verificada  bajo  condición  sus- 
pensiva potestativa  durante  el  término  de 
tres  dias. 

Este  término  se  contará  desde  el  dia  en 
que  el  vendedor  requiera  al  comprador 
para  que  verifique  la  prueba,  i  si  el  com- 
prador no  la  hiciere  dentro  de  él,  se  ten- 
drá por  desistido  del  contrato. 

132.  Siempre  que  la  cosa  vendida  a  la 
fista  sea  de  las  que  se  acostumbra  com- 
prar al  gusto,  la  reserva  de  la  prueba  se 
presume,  i  esta  prueba  implica  la  condi- 
ción -uspensiva  de  si  la  cosa  fuere  sana  i 
de  rei^ular  calidad. 

133.  Si  el  contrato  determina  simul- 
tineamente  la  especie  i  la  calidad  de  la 
cosa  que  se  vende  a  la  vista,  se  entiende 
que  la  compra  ha  sido  hecha  bajo  la  con- 
dición suspensiva  casual  de  que  la  cosa  sea 
de  la  especie  i  calidad  convenidas. 

Si  al  tiempo  de  entregarse  la  cosa  que 
ha  sido  materia  del  contrato,  el  comprador 
pretendiere  que  su  especie  i  calidad  no  son 
conformes  con  la  especie  i  calidad  eitipu- 
ladas,  la  cosa  será  reconocida  por  peritos. 

134.  La  compra  por  orden  de  una  cosa 
designada  solo  por  su  especie,  i  que  el  ven- 
dedor debe  remitir  al  comprador,  implica 
de  parte  de  éste  la  facultad  de  resolver  el 
contrató,  si  la  cosa  no  fuere  sana  i  de  re- 
gular calidad. 

Siendo  la  cosa  designada  a  la  vez  por  su 
especie  i  calidad,  el  comprador  tendrá 
también  la  facultad  de  resolver  el  contrato 
si  la  cosa  no  tuere  de  la  calidad  estipulada. 

Habiendo  desacuerdo  entre  las  partes 
en  los  dos  casos  propuestos,  se  ordenará 
que  la  cosa  sea  reconocida  por  peritos. 

135.  Cuando  la  compra  fuere  ejecuta- 
da sobre  muestras,  lleva  implícita  la  con- 
dición de  i'esolverse  el  contrato  si  las  mer- 
caderías no  resultaren  conformes  con  las 
muestras. 

136.  Vendida  una  cosa  durante  su 
trasporte  por  mar,  tierra,  rios  o  canales 
navegables,  el  comprador  podrá  disolver 
el  contrato  toda  vez  que  la  cosa  no  fuere 
de  recibo  o  de  la  especie  i  calidad  conve- 
nidas. 

137.  Comprada  i  expedida  por  orden 
la  cosa  vendida  bajo  condición  de  entre- 
garla en  lugar  determinado,  se  ^itiende 
que  la  compra  ha  sido  verificada  bajo  la 
condición  suspensiva  casual  de  que  la  cosa 
llegue  a  su  destino. 


Cumplida  la  condición,  el  comprador 
no  podrá  disolver  el  contrato,  salvo  que  la 
cosa  no  fuere  de  recibo  o  de  la  especie  i 
calidad  estipuladas. 

138.  La  compra  de  un  buque  o  de 
cualquier  otro  objeto  qne  no  existe  i  se  su- 
pone existente,  no  vale. 

Pero  si  tal  compra  fuere  hecha  toman- 
do en  cuenta  los  riesgos  que  corre  el  obje- 
to vendido,  el  contrato  se  reputará  puro, 
si  al  celebrarlo  ignoraba  el  vendedor  la 
pérdida  de  este  objeto. 

§  2.  Del  precio. 

139.  No  hai  compraventa  si  los  con- 
tratantes no  convienen  en  el  precio  o  en  la 
manera  de  determinarlo;  pero  si  la  cosa 
vendida  fuere  entregada,  se  presumirá  que 
las  partes  han  aceptado  el  precio  corriente 
que  tenga  en  el  dia  i  lugar  en  que  se  hu- 
biere celebrado  el  contrato. 

Habiendo  diversidad  de  precios  en  el 
mismo  dia  i  lugar,  el  comprador  deberá, 
pagar  el  precio  medio. 

Esta  regla  es  también  aplicable  al  caso 
en  que  las  partes  se  refieran  al  precio  que 
tenga  la  cosa  en  un  tiempo  i  lugar  diver- 
sos del  tiempo  i  lugar  del  contrato. 

140.  Si  el  tercero  a  quien  se  ha  con- 
fiado el  señalamiento  del  precio  no  lo  se- 
ñalare, sea  por  el  motivo  que  fuere,  i  el 
objeto  vendido  hubiere  sido  entregado,  el 
contrato  se  llevará  a  efecto  por  el  que  tu- 
viere la  cosa  en  el  dia  de  su  celebración,  i 
en  caso  de  variedad  de  precios,  por  el  pre- 
cio medio. 

141.  En  el  caso  de  compra  de  merca- 
derías por  el  precio  que  otro  ofrezca,  el 
comprador,  en  el  acto  de  ser  requerido  por 
el  vendedor,  podrá  llevarla  a  efecto  o  de- 
sistir de  ella.  Pasados  tres  dias  sin  que  el 
vendedor  requiera  al  comprador,  el  con- 
trato quedará  sin  efecto. 

Pero  si  el  vendedor  hubiere  entregado 
las  mercaderías,  el  comprador  deberá  pa- 
gar el  precio  que  aquéllas  tuvieren  el  día 
de  la  entrega. 

§  8.  De  los  efectos  del  contrato  de  venta. 

142.  La  pérdida,  deterioro  o  mejora 
de  la  cosa,  después  de  perfeccionado  el 
contrato,  son  de  cuenta  del  comprador, 
salvo  el  caso  de  estipulación  en  contrario, 
o  de  que  la  pérdida  o  deterioro  hayan  ocu- 
rrido por  fraude  o  culpa  del  vendedor  o  por 
vicio  interno  de  la  cosa  vendida. 

143.  Aunque  la  pérdida  o  deterioro 
sobrevinientes  a  la  perfección  del  contrato 
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provengan  de  caso  fortuito,  serán  del  car- 
go del  vendedor: 

1.°  Cuando  el  objeto  vendido  no  sea  un 
cuerpo  cierto  i  determinado,  con  marcas, 
números  o  cualesquiera  oti-as  señales  que 
estalilezcan  su  identidad  i  lo  diferencien 
de  otro  de  la  misma  especie; 

2."  Si  teniendo  el  comprador,  por  la 
convención,  el  uso  o  la  lei,  la  facultad  de 
examinar  i  probar  la  cosa,  pereciere  ésta 
o  se  deteriorare  antes  que  el  comprador 
manifieste  quedar  contento  con  ella; 

3.°  Cuando  las  mercaderías,  debiendo 
ser  entrenzadas  por  peso,  número  o  medi- 
da, perecieren  o  se  deterioraren  antes  de 
pesarse,  contarse  o  medirse,  a  no  ser  que 
fueren  compradas  a  la  vista  i  por  un  pre- 
cio alzado,  o  que  el  comprador  hubiere  in- 
currido en  mora  de  concurrir  al  peso,  nu- 
meración o  medida. 

Esta  regla  se  aplicará  también  a  la  ven- 
ta alternativa  de  dos  o  mas  cosas  funji- 
bles  que  deban  ser  entregadas  por  núme- 
ro, peso  o  medida; 

4  "  Siempre  que  la  venta  se  hubiere  ve- 
rificado a  condición  de  no  entregarse  la 
cosa  hasta  vencido  un  plazo  determinado, 
o  hasta  que  se  encuentre  en  estado  de  ser 
entregada  con  arreglo  a  las  estipulaciones 
del  contrato; 

5.°  Si  estando  dispuesto  el  comprador 
a  recibir  la  cosa,  el  vendedor  incurriere 
en  mora  de  entregarla,  a  no  ser  que  hu- 
biera debido  perecer  igualmente  en  poder 
del  comprador  si  éste  la  hubiera  reci- 
bido; 

6.°  Si  en  las  obligaciones  alternativas 
pereciere  fortuitamente  una  de  las  cosas 
vendidas. 

Pereciendo  las  dos,  i  una  de  ellas  por 
hecho  del  vendedor,  éste  deberá  el  precio 
corriente  de  la  última  que  pereció,  siem- 
pre que  le  corresponda  la  elección. 

Si  la  elección  no  perteneciere  al  vende- 
dor, i  una  de  las  cosas  hubiere  perecido 
por  caso  fortuito,  el  comprador  deberá  con- 
tentarse con  la  que  exista;  mas  si  hubiere 
perecidt>  por  culpa  del  vendedor,  podrá 
exijir  la  entrega  de  la  existente  o  el  precio 
de  la  perdida. 

§  4.  De  las  obligaciones  del  ücndedor  i 
comprador. 

144.  Perfeccionado  el  contrato,  el  ven- 
dedor debe  entregar  las  cosas  vendidas  en 
el  plazo  i  lugar  convenidos. 

Ño  estando  señalado  el  plazo,  el  vende- 
dor deberá  tener  las  mercaderías  vendidas 
a  disposición  del  comprador  dentro  de  las 


veinticuatro  horas  siguientes  a  la  celebra- 
ción del  contrato. 

A  falta  de  designación  de  lugar  para  la 
entrega,  se  hará  en  el  lugar  donde  exis- 
tían las  mercaderías  al  tiempo  de  perfec- 
cionarse la  compraventa. 

145.  Si  las  mercaderías  vendidas  no 
hubieren  sido  individualizadas,  el  vendedor 
cumplirá  su  obligación  entregándolas  sa- 
nas i  de  regular  calidad. 

146.  En  el  acto  de  la  entrega  puede  el 
vendedor  exijir  del  comprador  el  recono- 
cimiento íntegro  de  la  calidad  de  las  mer- 
caderías. 

Si  el  comprador  no  hiciere  el  reconoci- 
miento, se  entenderá  que  renuncia  todo 
ulterior  reclamo  por  falta  de  cantidad  6 
delecto  de  calidad. 

147.  Si  en  el  tiempo  medio  entre  la 
fecha  del  contrato  i  el  momento  de  la  en- 
trega hubieren  decaído  las  facultades  del 
comprador,  el  vendedor  no  estará  obliga- 
do a  entregar  la  cosa  vendida,  aun  cuando 
haya  dado  plazo  para  el  pago  del  precio,  si 
no  se  rindiere  fianza  que  le  dé  una  seguri- 
dad satisfactoria. 

148.  El  envió  de  las  mercaderías  he- 
cho por  el  vendedor  al  domicilio  del  com- 
prador o  a  cualquiera  otro  lugar  conveni- 
do, importa  la  tradición  efectiva  de  ellas. 

El  envió  no  implicará  entrega  cuando 
fuere  efectuado  sin  ánimo  de  trasferir  la 
propiedad,  como  si  el  vendedor  hubiese 
remitido  las  mercaderías  a  un  consignata- 
rio con  orden  de  no  entregarlas  hasta  que 
el  comprador  pague  el  precio  o  dé  garan- 
tías suficientes. 

149.  La  entrega  de  la  cosa  vendida  se 
entiende  verificada: 

1.°  Por  la  trasmisión  del  conocimien- 
to, carta  de  porte  o  factura  en  los  casos  de 
venta  de  mercaderías  que  vienen  en  trán- 
sito por  mar  o  por  tierra; 

2.°  Por  el  hecho  de  fijar  su  marca  el 
comprador,  con  consentimiento  del  vende- 
dor, en  las  mercaderías  compradas; 

3.°  Por  cualquier  otro  medio  autorizan- 
do por  el  uso  constante  del  comercio. 

150.  Mientras  que  el  comprador  no  re- 
tire i  traslade  las  mercaderías,  el  vende- 
dor es  responsable  de  su  custodia  i  conser- 
vación hasta  el  dolo  i  culpa  lata. 

151.  Estando  las  mercaderías  en  po- 
der del  vendedor,  aunque  sea  por  via  de 
depósito,  éste  podrá  retenerlas  hasta  el  en- 
tero pa»o  del  precio  i  los  intereses  corres- 
pondientes. 

152.  Si  después  de  perfeccionada  la 
venta  el  vendedor  consume,  altera,  o  ena- 
jena i  entrega  a  otro  las  mercaderías  ven- 
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didas,  deberá  entregar  al  comprador  otras 
equivalentes  en  especie,  calidad  i  cantidad, 
o  en  su  defecto  abonarle  su  valor  ajuicio 
de  peritos,  con  indemnización  de  perjui- 
cios. 

153.  Rehusando  el  comprador,  sin  jus- 
ta causa,  la  recepción  de  las  mercaderías 
compradas,  el  vendedor  podrá  solicitar  la 
rescisión  de  la  venta  con  indemnización  de 
perjuicios,  o  el  pago  del  precio  con  los  in- 
tereses legales,  poniendo  las  mercaderías 
a  disposición  del  juzgado  de  comercio  para 
que  ordene  su  depósito  i  venta  en  martillo 
por  cuenta  del  comprador. 

El  vendedor  podrá  igualmente  solicitar 
el  depósito  siempre  que  el  comprador  re- 
tardare la  recepción  de  las  mercaderías;  i 
en  este  caso  serán  de  cargo  del  último  los 
gastos  de  traslación  de  las  mercaderias  al 
depósito  i  de  su  conservación  en  él. 

154.  El  vendedor  está  obligado  a  sa- 
near las  mercaderias  vendidas  i  a  respon- 
der de  los  vicios  ocultos  que  contengan, 
conforme  a  las  reglas  establecidas  en  el  tí- 
tulo De  La  compraccnta   del  Código  civil. 

Las  acciones  redibitorias  prescribirán 
por  el  lapso  de  seis  meses  contados  desde 
el  dia  de  la  entrega  real  de  la  cosa. 

155.  Puesta  la  cosa  a  disposición  del 
comprador,  i  dándose  éste  por  satisfecho 
de  ella,  deberá  pagar  el  precio  en  el  lugar 
i  tiempo  estipulados. 

No  habiendo  término  ni  lugar  señalados 
para  el  pago  del  pre>'io,  el  comprador  de- 
berá hacerlo  en  el  lugar  i  tiempo  de  la  en- 
trega, i  no  podrá  exíjir  que  ésta  se  efectúe, 
sino  pagando  el  precio  en  el  acto. 

156.  Nm  entregando  el  vendedor  den- 
tro del  plazo  estipulado  las  mercaderias 
vendidas,  el  comprador  podrá  solicitar  el 
cumpl. miento  o  la  re-cision  del  contrato,  i 
en  uno  u  otro  caso  la  reparación  de  los 
perjuicios  que  hubiere  sufrido. 

157.  El  comprador  que  contratare  eu 
conjunto  una  determinada  cantidad  de 
mercaderias,  no  está  obligado  a  recibir  una 
porción  de  ellas  bajo  promesa  de  que  se  le 
entregará  posteriormente  lo  restante. 

Pero  si  el  comprador  aceptare  las  entre- 
gas parciales,  la  venta  se  tendrá  por  con- 
sumada en  cuanto  a  las  porciones  recibi- 
das, aun  cuando  el  vendedor  no  le  entre- 
gue las  restantes. 

En  este  caso  el  comprador  podrá  com- 
peler al  vendedor  a  que  cumpla  íntegra- 
mente el  contrato  o  a  que  le  indemnice  los 
perjuicios  que  le  cause  el  cumplimiento 
imperfecto. 

158.  Entregadas  las  mercaderías  ven- 
didas, el  comprador  no  será  oído  sobre  de- 


fecto de  calidad  o  falta  de  cantidad,  siem- 
pre que  las  hubiere  examinado  al  tiempo 
de  la  entrega  i  recibídolas  sin  previa  pro- 
testa. 

159.  Cuando  las  mercaderías  fueren 
entregadas  en  fardos  o  bajo  cubierta  que 
impidan  su  reconocimieuto,  i  el  compra- 
dor hiciere  una  formal  i  espresa  reserva 
del  derecho  de  examinarlas,  podrá  recla- 
mar en  los  tres  dias  inmediatos  al  de  la  en- 
trega las  faltas  de  cantidad  o  defectos  de 
calidad,  acreditando  en  el  primer  caso  que 
los  cabos  de  las  piezas  se  encuentran  in- 
tactos, i  en  el  segundo  (¡ue  las  averías  a 
defectos  son  de  tal  especie  que  no  han  po- 
dido ocurrir  en  su  almacén  por  caso  for- 
tuito, i  que  no  habrían  podido  ser  causado.^ 
dolosamente  sin  que  aparecieran  vesti- 
jios  del  fraude. 

160.  El  comprador  tiene  derecho  a 
exijir  del  vendedor  que  forme  i  le  entre- 
gue una  factura  de  las  mercaderias  vendi- 
das, i  que  ponga  al  pie  de  ella  el  recibo  del 
precio  total  o  de  la  parte  que  se  le  hubiere 
entregado. 

No  reclamándose  contra  el  contenido 
de  la  factura  dentro  de  los  ocho  dias  si- 
guientes á  la  entrega  de  ella,  se  tendrá  por 
irrevocablemente  aceptada. 

TITILO  III 

De  la  |»ermutacioii. 

161.  La  permutación  mercantil  se  ca- 
lifica i  rije  por  las  mismas  reglas  que  go- 
biernan la  compraventa,  en  cuanto  no  se 
opongan  a  la  naturaleza  de  aquel  con- 
trato. 

TITULO  IT 

De  la  cesión  de  ciéditus  ntercautiles. 

162.  La  cesión  de  un  crédito  no  endo- 
sable  se  sujetará  á  ¡as  reglas  establecidas 
en  el  titulo  De  la  cesión  de  derechos  del 
Código  civil. 

La  notificación  de  la  cesión  se  hará  por 
un  ministro  de  fe,  con  exhibición  del  res- 
pectivo título. 

Para  que  se  haga  bastará  el  simple  re- 
querimiento del  cesionario. 

163.  El  deudor  a  quien  se  notiñque  la 
cesión  i  que  tenga  que  oponer  escepciones 
que  no  resulten  del  titulo  cedido,  deberá 
hacerlas  presentes  en  el  acto  de  la  notifí- 
cacion,  o  dentro  de  tercero  dia  a  mas  tar- 
dar, so  pena  de  que  mas  adelante  no  serán 
admitidas. 

Las  escepciones  que  aparezcan  a  la  vis- 
ta del  documento  o  que  nazcan  del  contra- 
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to,  podrán  oponerse  contra  el  cesionario 
en  la  misma  forma  que  habrian  podido 
oponerse  contra  el  cedente. 

164.  La  cesión  de  los  documentos  a  la 
orden  se  hará  por  medio  del  endoso,  i  la 
de  los  documentos  al  portador  por  la  mera 
tradición  manual. 

165.  La  cesión  de  efectos  públicos  ne- 
iíociables  se  liará  en  la  forma  que  deter- 
minen las  leyes  de  su  creación  o  ios  decre- 
tos que  autoricen  su  emisión. 

TITCJLO  ▼ 

nel  trasporte    por  tierra,  lasos,  canales  <> 
ríos  navegables. 

§  1.  Definiciones  i  reglas  Jcnerales. 

166.  El  trasporte  es  un  contrato  en 
virtud  del  cual  uno  se  obliga  por  cierto 
precio  a  conducir  de  un  li  gar  a  otro,  por 
tierra,  canales,  lagos  o  rios  navegables, 
pasajeros  o  mercaderías  ajenas,  i  a  entre- 
gar éstas  a  la  persona  a  quien  vayan  diri- 
gidas. 

Llámase  porteador  el  que  contrae  la 
obligación  de  conducir. 

El  que  hace  la  conducción  por  agua  to- 
ma el  nombre  de  patrón  o  barquero. 

Denominase  cargador,  remitente  o  con- 
>iitjnante  el  que  por  cuenta  propia  o  ajena 
encarga  la  conducción. 

Se  llama  consignatario  la  persona  a 
<\\\\en  se  envían  las  mercaderías.  Una  mis- 
ma persona  puede  ser  a  la  vez  cargador  i 
consignatario. 

La  cantidad  que  el  cargador  se  obliga  a 
pagar  por  la  conducción  se  llama /)orfe. 

El  que  ejerce  la  industria  de  hacer  tras- 
portar personas  o  mercaderías  por  sus  de- 
pendientes asalariados  i  en  vehículos  pro- 
pios o  que  se  hallen  a  su  servicio,  se  llama 
empresario  de  traspones,  aunque  algunas 
veces  ejecute  el  trasporte  por  sí  mismo. 

167.  El  trasporte  participa  a  la  vez  del 
arrendamiento  de  servicios  i  del  depósito. 

168.  Auní|ue  el  trasporte  imponga  la 
obligación  de  hacer,  el  que  se  obliga  a 
conducir  personas  o  mercaderías  puede, 
bajo  su  responsabilidad,  encargar  la  con- 
ducción a  un  tercero. 

En  este  caso  el  que  primitivamente  ha 
tomado  sobre  sí  la  obligación  de  conducir 
conserva  su  carácter  de  porteador  respecto 
del  cargador  con  quien  ha  tratado,  i  toma 
el  carácter  de  cargador  respecto  del  que 
efectivamente  haga  la  conducción  de  las 
personas  o  mercaderías. 

169.  El  trasporte  es  rescindible,  a  vo- 
luntad del  cargador,  antes  o  después  de 
comenzado  el  viaje. 


En  el  primer  caso  el  cargador  pagará  al 
porteador  la  mitad,  i  en  el  segundo  la  tota- 
lidad del  porte  estipulado. 

170.  Es  también  rescindible  de  parte 
de  ambos  contratantes  por  la  supervenien- 
cia de  un  suceso  que  impida  emprender  el 
viaje,  como  pérdida  de  los  efectos,  declara- 
ción de  guerra,  prohibición  de  comerciar, 
interceptación  de  caminos  por  tropas  ene- 
migas u  otros  acontecimientos  análogos. 

En  cualquiera  de  estos  casos  la  rescisión 
se  veriñca  sin  indemnización,  i  cada  una 
de  las  partes  sufre  las  pérdidas  de  sus 
aprestos  i  los  perjuicios  que  le  cause  la  res- 
cisión. 

171.  Las  disposiciones  del  presente  ti- 
tulo son  obligatorias  a  toda  clase  de  por- 
teadores, cualquiera  que  .sea  la  denomina- 
ción que  vulgarmente  se  les  aplique,  in- 
clusas las  personas  que  se  obligan  ocasio- 
nalmente a  conducir  pas  ijeros  o  mercade- 
rías. 

172.  Hai  empresarios  particulares  i 
empresarios /)ú¿)/ícos  de  conducciones. 

Son  empresarios  particulares  los  que, 
ejerciendo  la  industria  de  conductor,  no 
han  ofrecido  al  público  sus  servicios  i  se 
encargan  libremente  de  la  conducción  de 
personas  o  mercaderías  a  precios  conveni- 
dos. 

Son  empresarios  públicos  los  que  tienen 
anunciado  i  abierto  al  público  un  estable- 
cimiento de  conducciones  y  las  ejecutan  en 
los  periodos,  por  el  precio  i  las  condiciones 
que  prefijan  sus  anuncios. 

§  2.     De  la  carta  de  porte  o  carta  guia. 

173.  Llámase  carta  de  porte  el  docu- 
mento que  las  partes  otorgan  para  acredi- 
tar la  existencia  i  condiciones  del  contra- 
to, i  la  entrega  de  las  mercaderías  al  por- 
teador. 

174.  Convenidos  los  contratantes  en  el 
otorgamiento  de  la  carta  de  porte,  debe- 
rán estenderla  i  firmarla  por  duplicado. 

175.  La  carta  de  porte  debe  espresar; 
1."     El  nombre,  apellido  i  domicilio  del 

cargador,  porteador  i  consignatario; 

2.°  La  calidad  jenérica  de  las  mercade- 
rías, su  peso  i  las  marcas  i  número  de  los 
bultos  que  las  contengan; 

3."     El  lugar  de  la  entrega; 

4."     El  precio  de  la  conducción; 

5,"  El  plazo  en  que  debe  hacerse  la  en- 
trega de  la  carga; 

S."  El  lugar,  dia,  mes  i  año  del  otorga- 
miento; 

7.°  Cualesquiera  otros  pactos  o  condi- 
ciones que  acordaren  los  contratantes. 
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176.  La  carta  de  porte  puede  ser  no- 
Diinativ.a,  a  la  orden  o  al  portador. 

El  cesionario,  eiidosatorio  o  portador  de 
la  carta  de  porte  se  subroga  en  todas  las 
obligaciones  i  derechos  del  cargador. 

177.  La  omisión  de  alguna  de  las  enun- 
ciaciones que  prescribe  el  articulo  175  no 
destruye  el  mérito  probatorio  de  la  carta 
de  porte,  i  las  designaciones  omitidas  po- 
drán ser  supüdaíj  por  cualquiera  especie 
de  prueba  legal. 

178.  No  .se  admitirán  contra  el  tenor 
de  la  carta  de  porte  otras  escepciones  que 
las  de  falsedad,  omisión  i  error  involunta- 
rio. 

179.  En  defecto  de  carta  deporte,  la 
entrega  de  la  carga  hecha  por  el  cargador 
al  porteador  podrá  justificarse  por  cual- 
quier medio  probatorio. 

§  3.     De  las  obligaciones  i  derechos  del 
cargador. 

180.  El  cargador  está  obligado  a  en- 
tregar las  marcaderias  al  porteador  bien 
acondicionadas  i  en  el  tiempo  i  lugar  con- 
venidos, i  a  suministrarle  los  documentos 
necesarios  para  el  libre  tránsito  o  pasaje 
de  la  carga. 

181.  No  habiendo  carta  de  porte,  o  no 
enunciándose  en  ella  el  estado  de  las  mer- 
caderías, se  presume  que  han  sido  entre- 
gadas al  porteador  sanas  i  en  buena  con- 
dición. 

182.  No  verificándose  la  entrega  de  los 
efectos  en  el  tiempo  i  paraje  convenidos, 
podrá  el  porteador  solicitar  la  rescisión  del 
contrato  i  el  pago  de  la  mitad  del  porte  es- 
tipulado; pero  si  prefiriese  llevar  a  cabo  la 
conducción,  el  cargador  deberá  pagarle  el 
aumento  de  costos  que  le  ocasionare  el  re- 
tardo de  la  entrega. 

183.  Los  comisos,  multas,  i  en  jeneral 
todos  los  daños  i  perjuicios  que  sufriere  el 
porteador  por  estar  desprovisto  de  los  do- 
cumentos indispensables  para  el  espedito 
pasaje  de  las  mercaderías,  serán  de  la  es- 
clusiva  responsabilidad  del  cargador. 

184.  Las  mercaderías  se  trasportan  a 
riesgo  i  ventura  del  cargador,  del  consig- 
natario o  de  la  persona  que  invistiere  el 
carácter  de  propietario  de  ellas;  i  por  con- 
siguiente .serán  de  su  cuenta  las  pérdidas 
y  averías  que  sufran  durante  la  conduc- 
ción por  caso  fortuito  o  vicio  propio  de 
las  mismas  mercaderías,  salvo  en  estos  ca- 
víos: 

1.*  Si  un  hecho  o  culpa  del  porteador 
hubiere  contribuido  al  advenimiento  del 
caso  fortuito; 

2.'    Si  el  porteador  no  hubiere  emplea- 


do toda  la  dilijcncia  i  pericia  necesaria.s 
para  cortar  o  atenuar  los  efectos  del  acci- 
dente que  hubiere  causado  la  pérdida  o 
averia; 

3.°  Si  en  la  carga,  conducción  i  con- 
servación de  las  mercaderías  no  hubiere 
puesto  la  dilijencia  i  cuidado  que  acostum- 
bran los  porteadores  inteligentes  i  precavi- 
dos. 

185.  Aun  cuando  el  cargador  no  sea 
propietario  de  las  mercaderías,  sufrirá  las 
pérdidas  i  averías  de  ellas  siempre  que  en 
la  redacción  de  la  carta  de  porte  les  hu- 
biere atribuido  una  di>-tinta  calidad  jenéri- 
ca  de  la  que  realmente  tuvieren. 

En  ningún  caso  podrá  el  cargador  hacer 
responsable  al  porteador  de  las  pérdidas  o 
averías  que  sufrieren  los  efectos  que  no  se 
han  espresado  en  la  carta  de  porte,  ni  pre- 
tender que  los  efectos  espresados  en  la  car- 
ta tenían  una  calidad  superior  a  la  enun- 
ciada en  ella. 

186.  Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en  el 
precedente  artículo,  las  pérdidas,  faltas  o 
averías  serán  de  la  responsabilidad  del  por- 
teador si  hubieren  ocurrido  por  infidelidad 
o  dolo  de  su  parte,  sin  perjuicio  de  la  apli- 
cación de  las  penas  correspondientes  al 
delito. 

187.  El  cargador  puede  variar  el  des- 
tino i  consignación  de  las  mercaderías 
mientras  estuvieren  en  camino,  siempre 
que  no  las  hubiere  negociado  con  el  con- 
signatario u  otro  tercero;  í  el  porteador 
deberá  cumplir  la  orden  que  para  este  efec- 
to recibiere;  con  tal  que  al  impartírsela  se 
le  devuelva  el  duplicado  de  la  carta  de 
porte. 

Cumpliéndola  orden  sin  este  requisito, 
el  porteador  será  responsable  de  los  daños 
i  perjuicios  que  acredite  la  persona  damni- 
ficada por  el  cambio  de  destino  o  consig- 
nación. 

188.  Sí  la  variación  de  destino  exijíe- 
re  el  cambio  de  ruta  o  un  viaje  mas  largo 
i  dispendioso,  el  cargador  i  porteador 
acordarán  la  alteración  que  haya  de  ha- 
cerse en  el  porte  estipulado;  i  en  defecto 
de  acuerdo,  el  porteador  cumplirá  su  obli- 
gación entregando  las  mercaderías  en  el 
lugar  que  designe  el  contrato. 

189.  Si  el  valor  de  las  mercaderías 
fuere  insuficiente  para  cubrir  el  porte  i  los 
gastos  de  conservación,  i  por  este  motivo 
no  quiere  recibirlas  el  consignatario,  el 
cargador  deberá  pagarlos. 

190.  El  cargador  tiene  preferencia  so- 
bre todos  los  acreedores  del  porteador 
para  ser  pagado  del  importe  de  las  indem- 
nizaciones a  que  tenga  derecho  por  causa 
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de  retardo,  pérdidas,  faltas  o  averias,  con 
el  valor  de  las  bestias,  carruajes,  barcas, 
aparejos  i  demás  instrumentos  principales 
o  accesorios  del  trasporte. 

§  4.  De  las  obligaciones  i  derechos  del 
porteador. 

191.  El  porteador  está  obligado  a  re- 
cibir las  mercaderías  en  el  tiempo  i  lugar 
convenidos,  a  cargarlas  seguu  el  uso  de 
personas  intelijentes,  i  a  emprender  i  con- 
cluir el  viaje  en  el  plazo  i  por  el  camino 
que  señale  el  contrato. 

La  violación  de  cualquiera  de  estos  de- 
beres impone  al  porteador  la  responsabili- 
dad de  los  daños  i  perjuicios  causados  al 
cargador. 

192.  No  habiendo  plazo  prefijado  para 
cargar  las  mercaderías,  el  porteador  de- 
berá recibirlas  i  conducirlas  en  el  primer 
viaje  que  emprenda  al  lugar  a  que  fueren 
destinadas. 

193.  Si  la  ruta  no  estuviere  designada, 
el  porte:Hdor  podrá  elejir,  habiendo  dos  o 
mas,  la  que  mejor  le  acomode,  con  tal  que 
la  elejida  se  dirija  via  recta  al  puHto  en 
que  debe  entregar  las  mercaderías. 

J94.  La  variación  voluntaria  de  la  ruta 
convenida  hace  responsable  al  porteador, 
tanto  de  las  pérdidas,  faltas  o  averias,  sea 
cual  fuere  la  causa  de  que  provenga,  como 
de  la  multa  que  se  hubiere  estipulado. 

195  Si  después  de  comenzado  el  viaje 
sobreviniere  un  obstáculo  de  fuerza  ma- 
yor, el  porteador  podrá  rescindir  el  con- 
trato o  continuar  el  viaje,  tan  pronto  como 
se  haya  removido  el  obstáculo,  por  otra 
ruta  o  por  la  designada. 

Elejida  la  rescisión,  podrá  depositarla 
carga  en  el  lugar  mas  próximo  al  de  su 
destino  o  retornarla  al  de  su  procedencia, 
cobrándose  el  porte  a  prorrata  del  camino 
que  se  hul>iere  andado,  tanto  de  ida  como 
de  vuelta,  no  pudiendo  pasar  en  ningún 
caso  del  porté  íntegro. 

Si  la  ruta  que  tomare  fuere  mas  larga  i 
dispendio.<a  que  la  designada,  el  porteador 
tendrá  derecho  a  un  aumento  de  porte; 
pero  si  después  de  allanado  el  obstáculo 
continuare  el  viaje  por  la  ruta  convenida, 
no  podrá  exijir  indemnización  alguna  por 
el  retardo  sufrido. 

196.  El  porteador  es  responsable  de 
todas  las  infracciones  de  las  leyes,  orde- 
nanzas i  reglamentos  que  cometiere,  tanto 
en  el  curso  del  viaje,  como  en  su  entrada 
al  lugar  del  destino  de  las  mercaderías. 

197.  Si  la  infracción  hubiere  sido  for- 
malmente ordenada  por  el  cargador  o  con- 
signatario, el    porteador   tendrá  recurso 


contra  éstos  por  la  responsabilidad  civil  a 
que  hubiere  sido  condenado. 

198.  Contratado  un  vehículo  para  que 
vaya  de  vacío  con  el  exclusivo  objeto  de 
recibir  mercaderías  en  un  lugar  determi- 
nado i  conducirlas  al  domicilio  del  carga- 
dor, el  porteador  tiene  derecho  al  porte 
estipulado,  aunque  no  reahce  la  conduc- 
ción, previa  la  justificación  de  los  siguien- 
tes hechos: 

1.°  Que  el  cargador  o  su  comisionista 
no  le  ha  entregado  las  mercaderías  ofre- 
cidas; 

2."  Que  a  pesar  de  sus  dilijencias  no  ha 
conseguido  otra  carga  para  el  lugar  de  su 
procedencia. 

Habiendo  conducido  carga  en  el  viaje 
de  regreso,  el  porteador  solo  podrá  cobrar 
al  cargador  primitivo  la  cantidad  que  falte 
para  cubrir  el  porte  estipulado  con  él. 

199.  El  porteador  es  obligado  a  la  cus- 
todia i  conservación  de  las  mercaderías  en 
la  misma  form£<i||ue  el  depositario  asala- 
riado. 

200.  La  responsabilidad  del  porteador 
principia  desde  el  momento  eu  que  las 
mercaderías  quedan  a  su  di -posición  o  a  la 
de  sus  dependientes,  i  concluye  con  la  en- 
trega hecha  a  satisfacción  del  consigna- 
tario. 

201.  El  trasporte  obliga  directamente 
al  porteador  a  favor  del  consignatario  de- 
signado, debiendo  en  consecuencia  el  pri- 
mero entregar  al  segundo  las  mercade- 
rías, so  pena  de  daños  i  perjuicios,  tan 
luego  como  hubiere  llegado  con  ellas  a  su 
destino. 

El  porteador  carece  de  personería  para 
examinar  la  validez  del  título  que  tenga  el 
consignatario  para  recibir  los  efectos  con- 
signados. 

202.  Si  la  carta  de  porte  hubiere  sido 
cedida  o  negociada,  la  entrega  de  las  mer- 
caderías se  hará  al  cesionario,  endosatorio 
o  al  portador  en  su  caso. 

203.  Si  las  indicaciones  de  la  carta  de 
porte  fueren  insuficientes  para  descubrir 
al  consignatario,  o  si  éste  se  encontrare 
ausente  del  lugar,  o  estando  presente  rehu- 
sare recibir  las  mercaderías,  el  porteador 
las  depositará  en  el  lugar  que  determine 
el  juzgado  de  comercio  por  cuenta  dea 
quien  corresponda  recibirlas. 

Este  depósito  no  se  hará  sin  que  el  es- 
tado de  las  mercaderías  sea  previamente 
reconocido  i  certificado  por  uno  o  tres  pe- 
ritos que  elejirá  el  mismo  juzgado. 

204.  Recibiendo  mercaderías  encajo- 
nadas, enfardadas,  em barricadas  o  emba- 
ladas, el  porteador  cumple  con  entregar 
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los  cajones,  fardos,  barricas  o  balas  sin  le- 
sión alguna  esterior. 

En  estos  casos  el  porteador  podrá  exijir 
al  consignatario  la  apertura  i  reconoci- 
miento de  los  bultos  en  el  acto  de  la  re- 
cepción; i  si  éste  rehusare  u  omitiere  la 
dilijencia  requerida,  el  porteador  quedará 
exento,  por  este  solo  hecho,  de  toda  res- 
ponsabilidad que  no  provenga  de  fraude  o 
infidelidad. 

205.  No  está  obligado  el  porteador  a 
entregar  las  mercaderías  al  peso,  por 
cuenta  o  medida,  .salvo  que  en  la  carta  de 
porte  se  esprese  que  las  ha  recibido  en 
alguna  de  estas  formas. 

Cesa  aun  en  este  caso  la  obligación  del 
porteador,  si  el  remitente  hubiere  puesto 
un  sobrecargo  o  guarda  de  vista  que  vijile 
la  conservación  de  las  mercaderías. 

206.  Estipulada  una  multa  por  indem- 
nización del  retardo,  el  consignatario  po- 
drá hacerla  efectiva  por  el  mero  hecho  de 
la  demora  i  sin  necesidad  de  acreditar 
perjuicio,  deduciendo  su  importe  del  pre- 
cio cenvenido. 

El  pago  de  la  multa  no  exime  al  portea- 
dor de  la  obligación  de  indemnizar  los 
perjuicios  que  el  interesado  en  el  arribo 
de  las  mercaderías  hubiere  sufrido  por 
efecto  directo  o  inmediato  del  retardo. 

207.  El  porteador  responde  de  la  cul- 
pa leve  en  el  cumplimiento  de  las  obliga- 
ciones que  le  impone  el  trasporte. 

Se  presume  que  la  pérdida,  avería  o  re- 
tardo ocurren  por  culpa  del  porteador. 

208.  Ocurriendo  diferencias  entre  el 
porteador  i  el  consignatario  acerca  del  es- 
tado de  las  mercaderías,  nombrarán  judi- 
cial o  estrajudicialmente  uno  o  mas  peri- 
tos que  las  reconozcan  i  certifiqnen  el  re- 
sultado de  su  operación. 

Si  el  parecer  del  perito  o  peritos  no  pu- 
siere término.a  la  diferencia,  las  mercade- 
rías seráa  depositadas  en  el  lugar  que  de- 
signe el  juzgado  de  comercio,  i  los  intere- 
sados usarán  de  su  derecho  como  mejor 
les  convenga. 

209.  En  caso  de  pérdida  el  porteador 
pagará  las  mercaderías  al  precio  que  ten- 
gan a  juicio  de  peritos  en  el  dia  i  lugar  en 
que  él  debió  verificar  la  entrega. 

La  estimación  se  hará  con  sujeción  es- 
tricta a  las  indicaciones  de  la  carta  de 
porte. 

210.  Averiadas  las  mercaderías  hasta 
el  punto  de  quedar  inútiles  para  su  venta 
i  consumo,  el  consignatario  podrá  aban- 
donarlas por  cuenta  del  porteador  i  exijir 
su  valor  en  los  términos  del  precedente 
artículo. 


Si  la  avería  solo  hubiere  producido  di- 
minución en  el  valor  las  mercaderías,  el 
consignatario  deberá  recibirlas  i  cobrar  al 
porteador  el  importe  del  menoscabo. 

Hallándose  enti-e  las  mercaderías  ave- 
riadas algunas  piezas  enteramente  ilesas, 
el  consignatario  estará  obligado  a  recibir- 
las, salvo  que  fueren  de  las  que  componen 
un  juego. 

211.  Pasadas  veinticuatro  horas  desde 
la  entrega  de  las  mercaderías,  el  portea- 
dor puede  cobrar  el  porte  convenido  i  las 
espensas  que  hubiere  hecho  para  la  con- 
servación de  ellas. 

No  obteniendo  el  pago  podrá  solicitar  el 
depósito  i  venta  en  martillo  de  las  que 
considere  suficientes  para  cubrir.se  de  su 
crédito. 

212.  Sobre  los  efectos  que  el  porteador 
conduzca,  goza  de  privilejio  para  ser  pa- 
gado, con  preferencia  a  todos  los  demás 
acreedores  que  el  propietario  tenga,  del 
porte  i  gastos  que  hubiere  hecho. 

Este  privilejio  se  trasmite  de  un  portea- 
dor a  otro  hasta  el  último  que  verifique  la 
entrega, 

213.  Cesa  el  privilejio  dpi  porteador: 
1.°     Si  las  mercaderías  hubieren  pasa- 
do a  tercer  poseedor  por  título  legal  des- 
pués de  trascurridos  tres  dias  desde  la  en- 
trega; 

2."  Si  dentro  de  un  mes,  contado  des- 
de la  fecha  de  la  entrega,  el  porteador  no 
hubiere  usado  de  su  derecho. 

214.  La  responsabilidad  del  porteador 
por  pérdidas,  desfalcos  y  averías,  se  es- 
tingue.- 

I."*  Por  la  recepción  de  las  mercade- 
rías i  el  pago  del  porte  i  gastos,  salvo  que 
cualquiera  de  estos  actos  fuere  ejecutado 
bajo  la  competente  reserva. 

El  canje  del  orijinal  de  las  cartas  de 
porte  prueba  la  recepción  de  las  mercade- 
rías i  el  pago  del  porte  i  gastos; 

2.**  Si  el  consignatario  recibiere  los 
bultos  que  presenten  señales  esteriores  de 
faltas  o  averías,  i  no  protestare  en  el  acto 
u.sar  de  su  derecho; 

3.°  Si  notándose  sustracción  o  daño  al 
tiempo  de  abrir  los  bultos,  el  consignata- 
rio no  hiciere  reclamación  alguna  dentro 
de  las  veinticuatro  horas  siguientes  a  la 
recepción; 

4.°  Por  la  prescripción  de  seis  meses 
en  las  espediciones  realizadas  dentro  de  la 
República,  i  de  un  año  en  las  dirijidas  a 
territorio  estranjero. 

En  caso  de  pérdida  la  prescripción  prin- 
cipiará a  correr  desde  el  dia  en  que  debió 
ser  cumplida  la  conducción,  i  en  el  de 
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averia  desde  la  fecha  de  la  entrega  de  las 
mercaderías. 

215.  Las  disposiciones  del  articulo 
precedente  se  refieren  esclusivamente  a 
las  responsabilidades  provenientes  del  me- 
ro hecho  o  culpa  del  porteador. 

Las  que  nazcan  de  fraude,  infidelidad  o 
delito,  solo  se  estinguen  por  el  vencimien- 
to de  los  plazos  que  establece  el  Código 
Penal. 

§  5.     De  las  obligaciones  i  derechos 
del  consignatario 

216.  El  consignatario,  ademas  de  las 
obligaciones  que  son  correlativas  a  los  de- 
rechos del  porteador,  tiene  las  siguien- 
tes: 

1."  La  de  otorgar  al  porteador  recibo 
de  las  mercaderías  que  éste  le  entregare, 
siempre  que,  por  no  haberse  estendido 
carta  de  porte  o  por  haberse  estraviado, 
no  pueda  realizarse  el  canje  de  que  habla 
el  número  1.°  de!  articulo  214; 

2.*^  La  de  pagar  el  porte  i  gastos  inme- 
diatamente después  de  vencido  el  término 
que  señala  el  articulo  211. 

217.  El  consignatario  es  responsable 
al  cargador  del  cumplimiento  de  las  obli- 
gaciones que  le  impone  su  calidad  de  co- 
misionista, o  cualquiera  otra  que  le  auto- 
rice para  recibir  por  su  cuenta  o  la  de  car- 
gador las  mercaderías  porteadas. 

218.  Tiene  el  consignatario  los  dere- 
chos correlativos  a  las  obligaciones  del 
cargador  i  porteador;  pero  en  ningún  caso 
podrá  obligar  a  éste  a  que  reciba  las  mer- 
caderías conducidas  en  pago  del  porte  o 
gastos  que  se  le  deban. 

§  6.  Reglas  especiales  relatitas  al  tras- 
porte ajustado  con  empresarios  públi- 
cos. 

219.  Los  empresarios  públicos  de  tras- 
portes están  sujetos,  no  solo  a  las  disposi- 
ciones del  presente  título,  sino  también  a 
los  reglamentos  que  se  dicten  para  regula- 
rizar el  ejercicio  de  su  industria. 

220.  El  contrato  de  trasporte  de  pasa- 
jeros o  mercaderías  se  entiende  ajustado 
bajo  las  condiciones  que  contengan  los  re- 
glamentos i  anuncios  de  la  empresa,  sin 
perjuicio  del  derecho  de  las  partes  para 
agregar  otras  según  las  circunstancias. 

221.  Los  conductores  de  carruajes  o 
caballerías,  los  jefes  de  estación  i  patrones 
de  barcos  pueden  recibir  pasajeros  i  efec- 
tos durante  el  viaje,  i  recibiéndolos  impo- 
nen al  respectivo  emijresario  todas  las 
obligaciones  concernientes  al  porteador. 


Habiendo  en  el  tránsito  oficinas  encar- 
gadas de  la  recepción  e  inscripción,  solo 
ellas  podrán  admitir  pasajeros  i  recibir 
carga . 

222.  Los  empresarios  están  obligados: 
1.°     A  llevar  un  rejístro  en  que  se  asien- 
ten por  orden  progresivo  de  números   el 
dinero,  efectos,  cofres,  valijas   i   paquetes 
que  conduzcan; 

2.°  A  dar  a  los  pasajeros  billetes  de 
asiento,  i  otorgar  recibos  o  conocimientos 
de  tos  objetos  que  se  obligan  a  conducir. 

3."  A  emprender  i  concluir  sus  viajes 
en  los  días  i  horas  que  fijaren  sus  anun- 
cios, aun  cuando  no  estén  tomados  todos 
los  asientos,  ni  tengan  los  efectos  necesa- 
rios para  completar  la  carga. 

223.  Los  empresarios  deben  hacer  los 
asientos  en  sus  rejistros  sin  necesidad  de 
requerimiento  de  parte  del  viajero  o  car- 
gador, i  aun  cuando  éste  oponga  resisten- 
cia a  ello. 

224.  Respecto  del  contenido  de  los 
paquetes,  cofres  o  cajones,  cualquiera  que 
él  sea,  estará  el  pasajero  o  cargador  obli- 
gado a  declararlo  a  requerimiento  verbal 
del  empresario  o  sus  ajenies  o  factores. 

225.  Los  pasajeros  no  están  obligados 
a  hacer  rejistrar  los  sacos  de  noche,  vali- 
jas o  maletas  que  según  la  costumbre  no 
pagan  porte;  pero  si  se  entregaren  a  los 
conductores  en  los  momentos  de  la  parti- 
da, los  empresarios  quedan  obligados  a  su 
restitución. 

226.  En  caso  de  pérdida  de  los  objetos 
entregados  a  los  empresarios,  a  sus  ajen- 
tes  o  factores,  el  pasajero  o  cargador  de- 
berá acreditar  su  entrega  e  importe. 

227.  Si  la  prueba  fuere  imposible  o  in- 
suficiente para  fijar  el  valor  de  los  objetoi 
perdidos,  se  deferirá  el  juramento  al  pa- 
sajero o  cargador  acerca  de  este  solo 
punto. 

Después  de  prestado  el  juramento,  el 
juez  determinará  prudencialmente  la  can- 
tidad que  deban  pagar  los  empresarios  por 
vía  de  indemnización, 'atendida  la  clase  i 
moralidad  del  reclamante,  su  posibilidad 
pecuniaria  i  las  circunstancias  especiales 
del  caso. 

228.  Los  empresarios  no  serán  respon- 
sables del  dinero,  alhajas,  documentos  o 
efectos  de  gran  valor  que  contengan  los 
cofres,  paquetes  o  cajones  trasportados, 
si  al  tiempo  de  la  entrega  los  pasajeros  o 
cargadores  no  hubieren  declarado  su  con- 
tenido. 

229.  Los  billetes  impresos  que  entre- 
gan los  empresarios  con  cláusulas  limita- 
tivas de  su  responsabilidad  a  una  deter- 
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minada  cantidad,  no  los  eximen  de  indem- 
nizar a  los  pasajeros  i  cardadores,  con  arre- 
glo a  los  artículos  precedentes,  las  pérdidas 
quejustilicaren  liaber  sufrido. 

230.  Si  dentro  de  los  seis  meses  si- 
guientes a  la  terminación  del  viaje  los  pa- 
sajeros o  consignatarios  no  reclamaren  los 
objetos  porteados,  el  juzgado  de  comercio 
que  hubiere  ordenado  el  depósito  confor- 
me al  articulo  203,  dará  aviso  de  la  exis- 
tencia de  los  efectos  depositados  al  inten- 
dente de  la  provincia  para  que  lo>  mande 
vender  en  el  martillo  i  ponga  su  producto 
líquido  en  las  arcas  ñscales  por  cuenta  de 
a  quien  corresponda  reclamarlos. 

231.  No  presentándose  el  dueño  a  re- 
clamar el  precio  consignado  dentro  de  un 
año  contado  desde  la  fecha  de  la  venta,  se- 
rá aplicado  al  Fisco. 

232.  Las  disposiciones  de!  preseiite  pá- 
rrafo no  derogan  la  lei  de  policía  de  ferro- 
carriles. 

TITULO  YI 

Del  luandato^coniereiai. 

§  1.  Definiciones  i  clasijicaciones. 

233.  El  mandato  comercial  es  un  con- 
trato por  el  cual  una  persona  encarga  la 
ejecución  de  uno  o  mas  negocios  lícitos  de 
comercio  a  otra  que  se  obliga  a  adminis- 
trarlos gratuitamente  o  mediante  una  re- 
tribución i  a  dar  cuenta  de  su  desempeño. 

234.  Hai  tres  especies  de  mandato  co- 
mercial : 

La  comisión, 

El  mandato  de  los  factores  i  mancebos  o 
dependientes  de  comercio. 

La  correduría,  de  que  se  ha  tratado  ya 
en  el  titulo  III  del  Libro  I. 

235.  El  mandato  comercial  toma  el 
nombre  de  comisión  cuando  versa  sobre 
una  o  mas  operaciones  mercantiles  incli- 
mduainiente  determinadas. 

236.  La  persona  que  desempeña  una 
comisión  se  llama  comisionista. 

Hai  cuatro  clases  de  comisionistas: 

Comisionistas  para  comprar. 

Comisionistas  para  vender, 

Comisionistas  de  trasporte  por  tierra, 
lagos,  rios  o  canales  navegables. 

Comisionistas  para  ejecutar  operaciones 
de  banco. 

De  esta  última  clase  se  trata  en  el  título 
Del  contrato  i  de  las  letras  de  cambio. 

237.  Factor  es  el  jerente  de  un  nego- 
cio o  de  un  establecimiento  comercial  o 
fabril,  o  parte  de  él,  que  lo  dirije  o  ad- 
ministra según  su  prudencia  per  cuenta  de 
su  mandante. 

Segunda  Serie. — Tomo  II 


Denominanse  mancebos  o  dependientes 
los  empleados  subalternos  que  el  comer- 
ciante tiene  a  su  lado  para  que  le  ausilien 
en  las  diversas  operaciones  de  su  jiro, 
obrando  bajo  su  dirección  inmediata. 

El  mandante  toma  el  nombre  de  princi- 
pal con  relación  a  sus  factores  o  depen- 
dientes. 

§  2.  Reg  las  jeneralesrelatioas  a  la  comisión 

238.  La  comisión  puede  ser  conferida 
por  cuenta  ajena,  i  en  este  caso  los  efectos 
que  ella  produce  solo  afectan  al  tercero  in- 
teresado i  al  comisionista. 

239.  La  comisión  es  por  su  naturaleza 
asalariada. 

240.  La  comisión  no  se  acaba  por  la 
muerte  del  comitente:  sus  derechos  i  obli- 
gaciones pasan  a  sus  herederos. 

241.  El  comitente  no  puede  revocar  a 
su  arbitrio  la  comisión  aceptada,  cuando 
su  ejecución  interesa  al  comisionista  o  a 
terceros. 

242.  La  renuncia  no  pone  término  a  la 
comisión  toda  vez  que  cause  al  con, líente 
un  perjuicio  irreparable,  sea  porque  no 
pueda  proveer  por  sí  mismo  a  las  necesi- 
dades del  negocio  cometido,  sea  por  la  di- 
ficultad de  dar  un  sustituto  al  comisionista. 

§  3.  Disposiciones  comunes  a  toda  clase 
de  comisionistas. 

243.  El  comisionista  puede  o  no  acep- 
tara su  arbitrio  el  encargo  que  se  le  hace; 
pero  rehusándolo  quedará  obligado  bajo 
responsabilidad  de  daños  i  perjuicios  : 

1."  A  dar  aviso  al  comitente  de  su  re- 
pulsa en  priiliera  oportunidad ; 

2.'^  A  tomar,  mientras  no  llegue  el  avi- 
so al  comitente,  las  medidas  conservativas 
que  la  naturaleza  del  negocio  requiera, 
como  son  las  conducentes  a  impedir  la  pér- 
dida o  deterioro  de  las  mercaderías  con-' 
signadas,  la  caducidad  de  un  iítulo,  una 
prescripción  o  cualquier  otro  daño  inmi- 
nente. 

244.  Si  después  de  avisado  el  comiten- 
te de  la  repulsa  no  elijiere  dentro  de  un 
término  razonable,  atendida  la  distancia, 
persona  que  subrogue  al  comisionista,  po- 
drá éste  pedir  al  juzgado  de  comercio  el 
depósito  de  las  me  caderías  consignadas  i 
la  venta  de  las  que  considere  suficientes 
para  el  reembolso  de  las  cantidades  que 
hubiere  anticipado. 

245.  Aceptada  espresa  o  tácitamente  la 
comisión,  el  comisionista  deberá  ejecutar- 
la i  concluirla,  i  no  haciéndolo  sin   causa 
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legal  responderá  al  comitente  de  los  daños, 
i  pei'juicios  que  sobrevinieren. 

246.  El  comisionista  es  responsable  de 
la  custodia  i  conservación  de  los  efectos 
sobre  que  versa  la  comisión,  cualquiera 
que  sea  el  objeto  con  que  se  le  hayan  en- 
tregado. 

247.  En  ningún  caso  podrá  el  comisio- 
nista alterar  la  marca  de  los  efectos  sin 
espresa  autorización  de  su  comitente. 

248.  El  deterioro  o  pérdida  de  las  mer- 
caderías existentes  en  poder  del  comisio- 
nista no  es  de  su  responsabilidad,  si  ocu- 
rriere por  caso  fortuito  o  por  vicio  inheren- 
te a  las  mismas  mercaderías. 

Ocurriendo  el  deterioro  o  pérdida  por 
culpa  del  comisionista,  deberá  éste  indem- 
nizar cumplidamente  a  su  comitente  de  to- 
dos los  daños  i  perjuicios  que  le  sobreven- 
gan. 

A  esta  misma  responsabilidad  quedará 
.sometido  el  comisionista,  cuando  el  dete- 
rioro o  la  pérdida  causada  por  un  caso  for- 
tuito o  por  vicio  propio  de  la  cosa  fuere 
consecuencia  de  su  culpa. 

249.  Es  de  la  obligación  del  comisio- 
nista hacer  constar  en  forma  le?;al  el  dete- 
rioro ó  pérdida  de  las  mercaderías  consig- 
nadas i  dar  aviso  a  su  comitente  sin  demo- 
ra alguna. 

250.  El  comisionista  debe  comunicar 
oportunamente  al  interesado  todas  las  no- 
ticias relativas  a  la  negociación  de  que  es- 
tuviere encargado  que  puedan  inducir  a  su 
comitente  a  confirmar,  revocar  o  modifi- 
car sus  instrucciones. 

■  251.  El  comisionista  que  habiendo  re- 
cibido foi.dos  para  evacuar  un  encargo, 
los  distrajere  para  emplearlos  en  un  nego- 
cio propio,  abonará  al  comitente  el  interés 
legal  del  dinero  desde  el  dia  en  que  hubie- 
ren entrado  a  su  poder  dichos  fondos,  i  de- 
berá también  indemnizarle  los  perjuicios 
resultantes  de  la  falta  de  cumplimiento  del 
encargo. 

Incurrirá  ademas  en  las  penas  del  abuso 
de  confianza,  i  en  caso  de  quiebra  será  tra- 
tado como  fallido  fraudulento. 

252.  Se  prohibe  al  comisionista  dar  en 
prenda  de  sus  propias  obligaciones  las 
mercaderías  que  con  cualquier  objeto  tu- 
viere en  consignación. 

Si  contraviniendo  a  esta  prohibición  las 
entregare  a  su  acreedor,  el  coniitente  no 
podrá  reivindicarlas  sino  pagando  la  deu- 
da garantida  hasta  la  cantidad  concurrente 
ai  valor  délas  mercaderías,  salvo  si  proba- 
re que  el  acreedor,  al  recibirlas,  tuvo  co- 
nocimiento de  que  no  pertenecían  al  co- 
misionista. 


Por  el  mero  hecho  de  la  constitución  de 
la  prenda  el  c  imisionista  comete  un  abuso 
de  confianza,  i  será  castigado  con  arreglo 
al  Código  Penal. 

253.  Son  de  cargo  del  comisionista  los 
préstamos,  anticipaciones  i  ventas  al  fiado, 
siempre  que  procediere  sin  autorización  de 
su  comitente;  i  en  tal  caso  podrá  éste  exi- 
jir  que  se  le  entreguen  al  contado  las  can- 
tidades prestadas,  anticipadas  o  fiadas, 
dejando  de  cuenta  del  comisionista  los  con- 
tratos celelirados. 

254.  El  comisionista  puede  obrar  en 
nombre  propio  o  a  nombre  de  sus  comiten- 
tes. 

255.  El  comisionista  que  obra  a  su 
propio  nombre  se  obliga  personal  i  esclu- 
sivamente  a  favor  de  las  personas  que  con- 
traten con  él,  aun  cuando  el  comitente  se 
halle  presente  a  la  celebración  del  contra- 
to; se  haga  conocer  como  interesado  en  el 
negocio,  o  sea  notorio  que  este  ha  sido  eje- 
cutado por  su  cuenta. 

256.  Puede  el  comisionista  reservarse 
el  derecho  de  declarar  mas  tarde  por  cuen- 
ta de  qué  persona  celebra  el  contrato. 

Hecha  la  declaración,  el  comisionista 
quedará  desligado  de  todo  compromiso,  i 
la  persona  nombrada  le  sustituirá  retroac- 
tivamente en  todos  los  derechos  i  obliga- 
ciones resultantes  del  contrato. 

257.  El  comitente  carece  de  acción  di- 
recta contra  los  terceros  con  quienes  el  co- 
misionista hubiere  contratado  en  su  pro- 
pio nombre;  pero  podrá  compeler  a  éste  a 
que  ceda  las  acciones  que  hubiere  adqui- 
rido. 

258.  El  comitente  puede  declarar  a  los 
terceros  que  han  contratado  con  el  comi- 
sionista que  el  contrato  le  pertenece  i  que 
toma  sobre  sí  su  cumplimiento. 

La  declaración  en  tal  caso,  dejando  sub- 
sistentes las  relaciones  establecidas  entre 
el  comisionista  i  los  terceros,  constituirá  al 
comitente  fiador  de  los  contratos  que  aquél 
hubiere  celebrado  a  su  propio  nombre. 

259.  En  caso  de  duda  se  presume  que 
el  comisionista  ha  contratado  a  su  uombre. 

260.  Obrando  el  comisionista  a  nom- 
bre de  su  comitente,  solo  éste  quedará 
obligado  a  favor  de  los  terceros  que  trata- 
ren con  aquél. 

El  comisionista,  sin  embargo,  conserva- 
rá respecto  del  comitente  i  terceros  los  de- 
rechos i  obligaciones  de  mandatario  co- 
mercial. 

261.  El  comisionista  debe  desempeñar 
por  sí  mismo  la  comisión,  i  no  podrá  dele- 
garla sin  previa  autorización  esplícita  o  im- 
plícita de  su  comitente. 
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262.  La  precedente  prohibición  no 
comprende  la  ejecución  de  aquellos  actos 
subalternos  que  según  la  costumbre  del 
comercio  se  confian  a  los  dependientes. 

263.  Autorizado  espllcitamente  para 
delegar,  el  comisionista  deberá  hacerlo  en 
la  persona  que  le  hubiere  designado  el  co- 
mitente. 

Si  la  persona  designada  no  gozare  al 
tiempo  de  la  sustitución  del  concepto  de 
probidad  i  solvencia  que  tenia  en  la  época 
de  la  designación,  i  el  negocio  no  fuere  ur- 
jente,  deberá  dar  aviso  a  su  comitente  para 
que  provea  lo  que  mas  convinieie  a  sus  in- 
tereses. 

Si  el  negocio  fuere  urjente,  hará  la  sus- 
titución en  otra  persona  que  la  designada. 

264.  Se  entiende  que  el  comisionista 
tiene  autorización  implícita  para  delegar, 
cuando  estuviere  impedido  para  obrar  por 
sí  mismo  i  hubiere   peligro  en  la  demora. 

No  habiéndolo,  el  comisionista  impedido 
deberá  dar  pronto  aviso  del  impedimento 
i  esperar  las  órdenes  de  su  comitente. 

265.  El  que  delega  sus  funciones  en 
virtud  de  autorización  esplicita  o  implíci- 
ta, no  haliiéndose  designado  la  persona  por 
el  comitente,  es  responsable  de  los  daños 
i  perjuicios  que  sobrevinieren  á  éste,  si  el 
delegado  no  fuere  persona  notoriamente 
capaz  i  solvente,  o  si  al  verificar  la  sustitu- 
ción hubiere  alterado  de  algún  modo  la 
forma  de  la  comisión. 

266  La  delegación  ejecutada  a  nom- 
bri!  del  comitente  pone  término  a  la  comi- 
sión respecto  del  comisionista. 

Verificada  la  delegación  a  nombre  del 
comisionista,  subsiste  la  comisión  con  to- 
dos sus  efectos  legales,  i  se  constituye 
otra  nueva  entre  el  delegante  i  el  dele- 
gado. 

267.  En  todos  los  casos  en  que  el  co- 
misionista delegue  su  comisión,  deberá 
dar  aviso  a  su  (íomitente  de  la  delegación 
i  d(í  la  persona  delegada. 

268.  El  comisionista  deberá  sujetarse 
estrii'lamente  en  el  desempeño  de  la  comi- 
sión a  las  ordenes  o  instrucciones  que  hu- 
biere recibido  de  su  comitente. 

Pero  si  creyere  que  cumpliéndolas  a  la 
letra  debe  resultar  un  daño  grave  a  su  co- 
mitente, será  de  su  deber  suspender  la 
ejecución  i  darle  aviso  en  primera  oportu- 
nidad. 

En  ningún  caso  podrá  obrar  contra  las 
disposiciones  espresas  i  claras  de  su  comi- 
tente. 

269.  En  todos  los  casos  no  previstos 
por  el  comitente,  el  comisionista  deberá 
consultarle  i  suspender  la  ejecución  de  su 


encargo  mientras  reciba  nuevas  instruc- 
ciones. 

Si  la  urjencia  i  estado  del  negocio  no 
permitieren  demora  alguna,  o  si  estuviere 
autorizado  para  obrar  a  su  arbitrio,  el  co- 
misionista podrá  hacer  lo  que  le  dicte  su 
prudencia  i  sea  mas  conforme  a  los  usos  i 
procedimientos  de  los  comerciantes  enten- 
didos i  dilijentes. 

270.  Solo  el  comitente  puede  reclamar 
la  violación  de  las  órdenes  o  instrucciones 
que  hubiere  comunicado   al  comisionista. 

Ni  el  comisionista  ni  los  terceros  que  hu- 
biesen contratado  con  él,  podrán  en  nin- 
gún caso  prevaler.se  de  la  infracción  como 
de  un  medio  de  nulidad. 

271.  Se  prohibe  al  comisionista,  salvo 
el  caso  de  autorización  formal,  hacer  con- 
tratos por  cuenta  de  dos  comitentes  o  por 
cuenta  propia  i  ajena,  siempre  que  para 
celebrarlos  tenga  que  representar  intereses 
incompatibles. 

Asi,  no  podrá: 

1.°  Comprar  o  vender  por  cuenta  de  un 
comitente  mercaderías  que  tenga  para 
vender  o  que  esté  encargado  de  comprar 
por  cuenta  de  otro  comitente; 

2.°  Comprar  para  si  mercaderías  de 
sus  comitentes,  o  adquirir  para  ellos  efec- 
tos que  le  pertenezcan. 

272.  Cuando  la  comisión  requiera  pro- 
visión de  fondos,  i  el  comitente  no  la  hu- 
biere verificado  en  cantidad  suficiente,  el 
comisionista  podrá  renunciar  su  encargo 
en  cualquier  tiempo  o  suspender  su  ejecu- 
ción, a  no  ser  que  se  hubiere  obligado  a 
anticipar  las  cantidades  necesarias  al  des- 
empeño de  la  comisión  bajo  una  forma  de- 
terminada de  reintegro. 

273.  Podrá  asimismo  renunciar  la  co- 
misión toda  vez  que  el  valor  presunto  de 
las  mercaderías  no  alcanzare  a  cubrir  los 
gastos  del  trasporte  i  recibo. 

En  este  caso  deberá  el  comisionista  dar 
pronto  aviso  a  su  comitente  i  pedir  el  de- 
pósito judicial  de  las  mercaderías. 

274.  Puede  el  comisionista  exijir  se  le 
paguen  al  contado  sus  anticipaciones,  in- 
tereses corrientes  i  costos,  aun  cuando  no 
haya  evacuado  cumplidamente  el  negocio 
cometido. 

Para  usar  de  este  derecho  deberá  pre- 
sentar su  cuenta  con  los  documentos  que 
la  justifiquen. 

275.  El  comisionista  tiene  derecho  a 
que  se  le  retribuyan  competentemente  sus 
servicios. 

Si  las  partes  no  hubieren  determinado  la 
cuota  de  retrüjucion,  el  comisionista  podrá 
e.xijir  la  que  fuere  de  uso  jeneral  en  la  plaza 
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donde  hubiere  desempeñado  la  comisión,  i 
en  su  defecto,  la  acostumbrada  en  la  plaza 
mas  inmediata. 

No  resultando  bien  establecida  la  cuota 
usual,  el  juzgado  de  comercio  fijará  la 
suma  que  deba  abonarse  al  comisionista, 
calculándola  sobre  el  valor  de  la  opera- 
ción, inclusos  los  gastos. 

276.  Ejecutando  alguno  de  los  contra- 
tos de  que  habla  el  articulo  271  con  previa 
autorización  de  su  comitente,  solo  percibi- 
rá el  comisionista  la  mitad  de  la  comisión 
ordinaria  en  detecto  de  pacto  espreso. 

277.  Revocada  la  comisión  antes  de 
evacuar  el  encargo,  el  comitente  abonará 
al  comisionista  una  retribución  proporcio- 
nal a  la  parte  en  que  éste  hubiere  ejecuta- 
do el  encargo  recibido. 

La  retribución  solo  podrá  cobrarla  el 
comisionista  por  el  trabajo  desempeñado 
antes  de  haber  llegado  a  su  conocimiento 
la  revocación. 

278.  Fuera  de  su  salario  el  comisionis- 
ta no  puede  percibir  lucro  alguno  de  la  ne- 
gociación que  se  le  hubiere  encomendado. 

En  consecuencia,  deberá  abonar  a  su 
comitente  cualquier  provecho  directo  o  in- 
directo que  obtuviera  en  el  desempeño  de 
su  mandato. 

279.  Evacuada  la  negociación  enco- 
mendada, el  comisionista  está  obligado: 

1."  A  dar  inmediatamente  aviso  a  su 
comitente; 

2."  A  poner  en  manos  del  mismo,  a  la  •*■ 
mayor  brevedad  posible,  una  cuenta  deta- 
llada i  justificada  de  su  administración, 
devolviéndole  los  títulos  i  demás  piezas 
que  el  comitente  le  hubiere  entregado,  sal- 
vo las  cartas  misivas; 

3.°  A  reintegrar  al  comitente  el  saldo 
que  resulte  a  favor  de  él,  debiendo  valerse 
para  ello  de  los  medios  que  el  mismo  comi- 
tente hubiere  designado,  o  en  su  defecto, 
de  los  que  fueren  de  uso  jeneral  en  el  co- 
mercio. 

280.  Las  cuentas  que  rindiere  el  comi- 
sionista deberán  concordar  con  los  asien- 
tos de  sus  libros. 

Si  no  estuvieren  conformes  con  ellos,  el 
comisionista  será  castigado  como  reo  de 
hurto  con  falsedad. 

En  la  misma  pena  incurrirá  el  comisio- 
nista que  altere  en  sus  cuentas  los  precios 
o  las  condiciones  de  los  contratos,  suponga 
gastos  o  e.xajere  los  que  hubiere  hecho. 

281.  El  comisionista  abonará  a  su  co- 
mitente intereses  corrientes,  aunque  no 
proceda  interpelación,  si  fuere  moroso  en 
rendir  su  cuenta  o  remitir  el  saldo  en  la 
forma  especificada  en  el  articulo  279. 


282.  Los  riesgos  de  la  remisión  del 
saldo  son  de  «argo  del  comitente,  siempre 
que  el  comisionista  la  hubiere  verificado 
en  la  forma  que  indica  el  número  3."  del 
articulo  279. 

283.  Siendo  moroso  en  la  rendición 
de  su  cuenta,  el  comisionista  no  podrá  co- 
brar intereses  de  sus  anticipaciones  des- 
de el  día  en  que  hubiere  incurrido  en 
mora. 

284.  El  comisionista  tiene  derecho  pa- 
ra retener  las  mercaderías  consignadas 
hasta  el  preferente  i  efectivo  pago  de  sus 
anticipaciones,  intereses,  costosi  salario, 
concurriendo  estas  circunstancias: 

L*  Quetas  mercaderías  le  hayan  sido 
remitidas  de  una  plaza  a  otra; 

2.*  Que  hayan  sido  entregadas  real  o 
virtualmente  al  comisionista. 

285.  Para  determinar  si  hai  espcdicion 
de  una  plaza  a  otra,  no  se  tomará  en  cuen- 
ta el  domicilio  del  comitente,  ni  el  del  co- 
misionista. 

286.  Hai  entrega  real  cuando  las  mer- 
caderías están  a  disposición  del  comisio- 
nista en  sus  almacenes  o  en  ajenos,  en  los 
depósitos  de  aduana  o  en  cualquier  otro 
lugar  público  o  privado. 

Hai  entrega  virtual  si  antes  que  las  mer- 
caderías se  hallen  a  disposición  del  comi- 
sionista, éste  pudiere  acreiitar  que  le  han 
sido  espedidas  con  una  carta  ds  porte  o 
un  conocimiento,  nominativos  o  a  la  or- 
den. 

287.  Goza  asimismo  el  comisionista, 
para  ser  pagado  preferentemente  a  los  de- 
mas  acreedores  del  comitente,  del  derecho 
de  retener  el  producto  de  las  mercaderías 
consignadas,  .sea  cual  fuere  la  forma  en 
que  exista  al  tiempo  de  la  quiebra  del  co- 
naitente. 

288.  El  comisionista  que  recibiere 
mercaderías  espedidas  de  una  plaza  á  otra 
en  prenda  de  un  préstamo  o  anticipación, 
gozará  del  derecho  de  retención,  con  tal 
que  la  factura  contenga  la  declaración  de 
la  suma  prestada  o  anticipada,  i  la  especie 
i  naturaleza  de  los  efectos  remitidos. 

289.  No  habiendo  espedicion  de  una 
plaza  a  otra,  el  comisionista  solo  gozará 
del  derecho  de  prenda  .sobre  las  mercade- 
rías que  se  le  hubieren  entregado  real  o 
virtualmente. 

290.  La  comisión  colectivamente  con- 
ferida por  muchos  comitentes  produce  en 
ellos  obligaciones  solidarias  a  favor  del  co- 
misionista, del  mismo  modo  que  la  acep- 
tación colectiva  de.  varios  comisionistas 
produce  obligación  solidaria  a  favor  del 
comitente. 
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§  4.  De  los  comisionistas  para  comprar. 

291.  El  comisionista  encargado  de 
comprar  deberá  observar  estrictamente  las 
inslrucciones  que  tenga  en  cuanto  a  la  es- 
pecio, íralidad,  cantidad,  precio  i  demás 
circunstancias  délas  mercaderías  que  su 
comilcMite  le  pidiere. 

282.  Excediendo  el  comisionista  sus 
instrucciones  respecto  a  la  especie  i  cali- 
dad de  las  mercaderías,  el  comitente  no 
estará  obligado  a  recibirlas. 

Vero  si  el  exceso  fuere  en  la  cantidad, 
el  comitente  deberá  aceptar  las  mercade- 
rías pedidas,  dejando  las  demás  a  cargo 
del  comisionista. 

293.  El  comitente  podrá  usar  del  dere- 
cho que  le  confiere  el  primer  inciso  del 
precedente  artículo,  aun  cuando  haya  pa- 
gado el  preciO'del  trasporte  de  las  merca- 
derías, con  tal  que,  en  el  acto  de  abrir  los 
embalajes  que  las  contengan,  proteste  no 
recibirlas  por  no  ser  de  la  misma  especie 
o  calidad  indicadas  en  sus  instrucciones. 

294.  Compradaslas  mercaderías  a  pre- 
cios mas  subidos  que  los  señalados  en  las 
instrucciones,  el  (Comitente  podrá  aceptar- 
las o  dejarlas  por  cuenta  del  comisionista. 

Conviniendo  éste  en  percibir  solamente 
el  precio  señalado,  el  comitente  será  obli- 
gado a  recibir  las  mercaderías. 

295.  El  comisionista  encargado  de 
comprar  i  hacer  trasportar  mercaderías 
por  precios  fijos,  no  podrá  exijir  se  com- 
pense el  exceso  de  precio  de  una  de  estas 
operaciones  con  la  baja  que  hubiere  obte- 
nido en  la  otra. 

296.  No  podrá  comprar  efectos  por 
cuenta  de  su  comitente  a  mayor  precio 
del  que  tuvieren  en  la  plaza  los  que  se  le 
han  pedido,  aun  cuando  el  comitente  le 
hubiere  señalado  otro  precio  mas  alto. 

Contraviniendo  a  esta  prohibición,  el  co- 
misionista abonará  al  comitente  la  dife- 
rencia entre  el  precio  de  plaza  i  el  precio 
de  la  compra. 

297.  Comprando  a  condiciones  mas 
onerosas  que  las  que  rijan  en  la  plaza,  res- 
ponderá a  su  comitente  del  perjuicio  que 
le  causare,  sin  que  le  sirva  de  escepcion  el 
haber  hecho  compras  por  cuenta  propia  en 
iguales  términos. 

298.  El  dominio  de  las  mercaderías 
compradas  i  recibidas  por  el  comisionista 
pertenece  al  comitente,  sin  perjuicio  de  la 
obligación  impuesta  al  primero  en  el  artí- 
culo 246. 

299.  Espedidas  las  mercaderías,  cesa 
la  responsabilidad  del  comisionista,  i  ellas 
corren  de  cuenta  i  riesgo  del  comitente, 


salvo  que  hubiere  convención  en  contrario. 

300.  El  comisionista  goza  del  derecho 
de  retención  que  sanciona  el  articulo  284, 
aun  respecto  de  las  mercaderías  que  se 
encontraren  en  tránsito  al  tiempo  de  la 
quiebra  de  su  comitente. 

301.  Cesa  el  d-irecho  de  retención  des- 
de el  momento  en  que  las  mercaderías 
sean  entregadas  realmente  al  comitente. 

§   5.  De  los  comisionistas  para  vender. 

302.  El  comisionista  que  al  recibir  los 
efectos  notare  qué  se  iiallan  averiados  o 
en  distinto  estado  del  que  indicare  la  carta 
de  porte  o  el  conocimiento,  deberá  practi- 
car inmediatamente  las  diligencias  que 
prescribe  el  artículo  249. 

303.  No  haciendo  constar  las  averías 
en  los  términos  del  artículo  precitado,  se 
presume  que  el  comisionista  ha  recibido  las 
mercaderías  en  el  mismo  estado  que  enun- 
cia la  carta  de  porte  o  el  conocimiento,  i 
responderá  de  ellas  a  su  comitente,  a  me- 
nos que  justifique  que  han  sido  averiadas 
antes  de  su  recepción. 

304.  Cuando  la  alteración  de  las  mer- 
caderías hiciere  tan  urjente  su  venta  que 
no  haya  tiempo  para  dar  aviso  al  comiten- 
te, el  comisionista  acudirá  al  juzgado  de 
comercio  para  que  autorice  la  venta  en  los 
términos  que  juzgue  mas  convenientes  a 
los  intereses  del  propietario. 

305.  En  cuanto  al  precio,  lugar,  época, 
modo  i  demás  circunstancias  de  la  venta 
encomendada,  el  comisionista  se  confor- 
mará rigorosamente  a  sus  instrucciones. 

306.  Vendiendo  a  precios  mas  subidos 
que  los  designados  en  las  instrucciones, 
facturas  o  correspondencia,  el  comisionis- 
ta deberá  abonarlos  íntegramente  á  su  C9- 
mitente,  salvo  que  por  un  convenio  espe- 
cial se  hiciere  la  venta  a  provecho  común. 

Si  vendiere  a  precios  mas  bajos  que  los 
señalados,  el  comisionista  será  responsa- 
ble de  la  diferencia. 

307.  El  comisionista  podrá  vender  a 
ios  plazos  de  uso  jeneral  en  la  plaza,  a  no 
ser  que  se  lo  prohiban  sus  instrucciones. 

308.  Aun  cuando  el  comisionista  es- 
tuviere autorizado  tácita  o  espresamente 
para  vender  a  plazo,  solo  podrá  verificarlo 
a  personas  notoriamente  solventes. 

309.  Vendiendo  a  plazo,  deberá  espre- 
sar en  las  cuentas  que  rindiere  los  nom- 
bres de  los  compradores  ;  i  no  haciéndolo, 
se  entenderá  que  las  ventas  han  sido  veri- 
ficadas al  contado. 

Aun  en  las  que  hiciere  en  esta  forma, 
deberá   manifestar  los    nombres  de    los 
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tjompradores  si  el  comitente  se  lo  exijiere. 

310.  El  comisionista  que,  teniendo  or- 
den de  vender  al  contado  i  por  un  precio 
fijo,  vendiere  al  fiado  por  otro  mas  subido, 
hará  suya  la  diferencia,  toda  vez  que  el 
comitente  le  exija  el  p;igo  en  la  forma 
prescrita  en  sus  instrucciones. 

311.  No  pudiendo  vender  a  los  precios 
i  condiciones  que  se  le  liubieren  señalado, 
deberá  el  comisionista  dar  aviso  i  esperar 
Ja-?  órdenes  de  su  comitente. 

En  ningún  caso  podrá  devolver  las  mer- 
caderías sin  previa  orden  de  su  comitente. 

312.  El  comisionista  deberá  verittcar  la 
coljranza  de  los  créditos  de  su  comitente 
t-n  las  épocas  en  que  se  hicieren  exijibles, 
i  no  haciéndolo,  responderá  de  los  perjui- 
cios que  causare  su  omisión. 

313.  Cuímdo  el  comisionista  recibiere 
mercaderías  de  distintos  comitentes,  debe- 
rá distinguirlas  por  una  contramarca  que 
designe  la  respectiva  propiedad. 

314.  Comprendiendo  en  una  misma 
negociación  mercaderías  de  distintos  co- 
mitentes, o  de  sí  mismo  i  algunos  de  sus 
comitentes,  será  obligado  a  distinguirlas 
en  las  facturas  con  sus  respectivas  marcas 
i  contramarcas,  i  a  anotar  en  sus  libros 
las  que  correspondan  a  cada  propietario. 

315.  El  comisionista  que  tuviere  contra 
una  misma  per.sona  diversos  créditos  pro- 
cedentes de  operaciones  ejecutadas  por 
cuenta  de  distintos  comitentes,  o  bien  por 
cuenta  propia  i  ajena,  deberá  anotar  en  sus 
libros  i  en  los  recibos  que  otorgue  el  nom- 
bre del  interesado  por  cuya  cuenta  haga 
el  deudor  entregas  parciales. 

316.  Omitida  la  anotación  que  prescri- 
be el  precedente  artículo,  la  imputación  de 
los  pagos  se  hará  conforme  a  las  reglas  si- 
guientes: 

1.*  Si  el  crédito  procediere  de  una  sola 
operación  ejecutada  por  cuenta  de  distin- 
tas personas,  las  entregas  que  haga  el  deu- 
dor serán  distribuidas  por  el  comisionista 
entre  los  interesados  a  prorrata  de  sus  res- 
pectivos haberes; 

2.»  Si  los  créditos  provinieren  de  dis- 
tintas operaciones  practicadas  con  una  sola 
persona,  el  pago  se  imputará  al  créditoque 
designe  el  deudor,  con  tal  que  ninguno  de 
ellos  se  halle  vencido  o  que  lo  estén  todos 
a  la  vez ; 

3.*  Si  en  la  época  del  pago  alguno  o  al- 
gunos de  los  plazos  estuvieren  vencidos,  i 
hubiere  otros  por  vencer,  se  aplicará  pre- 
cisamente la  cantidad  que  entregare  el 
deudor  a  los  créditos  vencidos,  i  el  exceso, 
si  lo  hubiere,  se  distribuirá  sueldo  a  libra 
entre  los  créditos  no  vencidos. 


317.  El  comisionista  que  asegurando 
la  solvencia  de  los  deudores  no  corriere 
riesgo  alguno,  no  tendrá  derecho  sino  al 
pago  de  la  comisión  simple. 

Así,  no  podrá  llevar  comisión  de  garan- 
tía, aun  cuando  haya  sido  estipulada: 

1.**  Si  las  ventas  fueren  hechas  a  condi- 
ción de  entregar  el  precio  en  el  acto  de  re- 
cibir las  mercaderías; 

2.°  Si  al  tiempo  de  recibir  los  efectos 
vendidos  a  plazo,  el  comprador  pagare  e{ 
precio  con  descuento. 

§  6.  De  ios  comisionistas  de  trasportes 
por  tierra,  rios  o  canales  naoegablcs, 

318.  Comisionista  de  trasportes  ea 
aquél  que,  en  su  propio  nombre,  pero  por 
cuenta  ajena,  trata  con  un  porteador  la  con- 
ducción de  mercaderías  de  un  lugar  áotro. 

319.  No  es  comisionista  de  trasportes 
el  que,  habiendo  rendido  mercaderías  pop 
correspondencia,  se  encarga  de  remitirlas 
al  comprador. 

Pero  la  aceptación  de  este  encargo  impo- 
ne al  vendedor  las  obligaciones  de  manda- 
tario; i  en  consecuencia,  responderá  como 
tal  aun  de  la  culpa  que  cometiere  en  la 
elección  de  porteador. 

320.  Fuera  de  los  libros  cuya  tenedu- 
ría prescribe  el  art.  25,  el  comisionista  de- 
berá llevar  un  rejistro  especial  en  que  co- 
piará íntegramente  las  cartas  de  porte  que 
suscribiere. 

321.  Es  obligación  del  comisionista 
asegurar  las  mercaderías  que  remitiere 
por  cuenta  ajena,  teniendo  orden  i  provi- 
sión para  hacerlo,  o  dar  pronto  aviso  a  su 
comitente  si  no  pudiere  realizar  el  seguro 
por  el  precio  i  condiciones  que  designaren 
sus  instrucciones. 

Ocurriendo  la  quiebra  del  asegurador, 
pendiente  el  riesgo  de  las  mercaderías,  el 
comisionista  deberá  renovar  el  seguro,  aun 
cuando  no  tenga  encargo  especial'al  efecto. 

322.  El  comisionista  es  responsable  de 
los  hechos  del  comisionista  intermediario 
a  quien  hubiere  encomendado  la  dirección 
de  las  mercaderías,  a  no  ser  que  é^te  hu- 
biere sido  designado  por  el  comitente. 

323.  El  c«misionista  intermediario  to- 
ma sobre  sí  el  cumplimiento  de  las  obli- 
gaciones que  contrae  el  comisionista  prin- 
cipal respecto  de  su  comitente. 

Sin  embargo,  no  responderá  de  las  pér- 
didas o  daiios  que  se  causaren  por  haber 
cumplido  literalmente  las  instrucciones  del 
comisionista  principal,  aun  cuando  éstas 
fueren  contrarias  a  las  del  comitente. 

324.  Las  disposiciones  contenidas  en  el 
titulo  V  de  este  Libro  son  obligatorias  a 
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los  comisionistas  de  trasportes  i  a  los  asen- 
tistas en  una  operación  particular  i  deter- 
minada, aun  cuando  no  verifiquen  por  si 
mismos  la  conducción  de  las  mercaderías. 

§  7.  Disposiciones  comunes  a  los  factores 
i  dependientes  de  comercio. 

325.  Cuando  los  factores  i  dependien- 
tes contrataren  a  nombre  de  sus  comiten- 
tes, espresarán  en  la  antefirma  de  los  do- 
cumentos que  otorgaren  que  los  suscriben 
por  poder. 

326.  Obrando  en  la  forma  que  indica 
el  precedente  articulo,  los  factores  i  de- 
pendientes obligan  a  sus  comitentes  al 
cumplimiento  de  los  contratos  <|ue  cele- 
bren, sin  quedar  ellos  personalmente  obli- 
gados. 

327  .  La  violación  de  las  instrucciones, 
la  apropiación  del  resultado  de  una  nego- 
ciación, o  el  abuso  de  confianza  de  parte 
de  los  factores  o  dependientes,  no  exone- 
ran a  sus  comitentes  de  la  obligación  de 
llevar  a  efecto  los  contratos  que  aquéllos 
hagan  a  nombre  de  éstos. 

328.  Los  factores  o  dependientes  que 
obraren  en  su  propio  nombre  quedan  per- 
sonalmente obligados  a  cumplir  los  con- 
tratos que  ajustaren;  pero  se  entenderá 
que  los  han  ajustado  por  cuenta  de  sus  co- 
mitentes en  los  casos  siguientes: 

L"  Cuando  tal  contrato  corresponda  al 
jiro  ordinario  del  establecimiento  que  ad- 
ministran; 

2."  Si  hubiere  sido  celebrado  por  orden 
del  comitente,  aun  cuando  no  esté  com- 
prendido en  el  jiro  ordinario  del  estable- 
cimiento; 

3.°  Si  el  comitente  hubiere  ratificado 
espresa  o  tácitamente  el  contrato,  aun 
cuando  se  haya  celebrado  sin  su  orden; 

4.°  Si  el  resultado  de  la  negociación  se 
hubiere  convertido  en  provecho  del  comi- 
tente. 

329.  En  cualquiera  de  los  casos  enu- 
merados en  el  anterior  articulo  los  terce- 
ros que  contrataren  con  un  factor  o  de- 
pendiente pueden,  a  su  elección,  dirijir 
sus  acciones  contra  éstos  o  contra  sus  co- 
mitentes, pero  no  contra  ambos. 

S30.  En  ningún  caso  podrán  los  facto- 
res o  dependientes  delegar  las  funciones 
de  sus  cargo  sin  noticia  i  consentimiento 
de  su  comitente. 

331.  Se  prohibe  a  los  factores  i  de- 
pendientes traficar  por  su  cuenta  i  tomar 
ínteres  en  nombre  suyo  o  ajeno  en  nego- 
ciaciones d«l  mismo  jénero  que  las  que  ha- 
gan por  cuenta  de  sus  comitentes,  a  mé- 


TiOi  que  fueren  espresamente  autorizados 
para  ello. 

Por  el  hecho  de  contravenir  a  esta 
prohibición,  se  aplicarán  al  comitente  ios 
beneficios  que  produzcan  las  negociacio- 
nes del  factor  o  dependiente,  quedando  las 
pérdidas  de  cargo  esclusivo  de  ellos. 

332.  No  es  licito  a  los  factores  o  de- 
pendientes ni  a  sus  principales  rescindir 
sin  causa  legal  los  contratos  que  hubieren 
celebrado  entre  sí  con  término  lijo,  i  el 
que  lo  hiciere  o  diere  motivo  a  la  rescisión 
deberá  indemnizar  al  otro  los  perjuicios 
que  le  sobrevinieren. 

333.  Solo  son  causas  legales  de  resci- 
sión por  parte  del  principal: 

1."  Todo  acto  de  fraude  o  abuso  de 
confianza  que  cometa  el  factor  o  depen- 
diente; 

2.*  La  ejecución  de  algunas  negocia- 
ciones prohibidas  al  factor  o  dependiente; 

3.'  Las  injurias  o  actos  que,  a  juicio  del 
juzgado  de  comercio,  comprometan  la  se- 
guridad personal,  el  honor  o  los  intereses 
del  comitente. 

334.  Solo  son  causas  legales  de  resci- 
sión por  parte  de  los  factores  o  dependien- 
tes: 

1.*  Las  injurias  o  actos  de  que  habla  el 
núm,  3."  del  precedente  articulo; 

2.*  El  maltratamiento  inferido  por  el 
principal  i  calificado  de  bastante  por  el 
juzgado  de  comercio; 

3.*  La  retención  de  sus  salarios  en  dos 
plazos  continuos. 

335.  No  teniendo  plazo  determinado 
el  empeño  de  los  factores  o  dependientes 
con  sus  principales,  cualquiera  de  ellos 
podrá  darlo  por  concluido,  avisando  al 
otro  con  un  mes  de  anticipación. 

El  principal,  en  todo  caso,  podrá  ha- 
cer electiva,  antes  de  vencer  el  mes,  la 
despedida  del  factor  o  dependiente,  pagán- 
dole la  mesada  que  corresponda. 

336.  Los  factores  i  dependientes  tie- 
nen derecho: 

1.°  Al  salario  estipulado,  aun  cuando- 
por  algún  accidente  inculpable  no  presta- 
ren sus  servicios  durante  dos  meses  conti- 
nuos; salvo  el  caso  en  que,  según  conve- 
venio,  se  les  pagare  por  jornales; 

2.°  A  la  indemnización  de  las  pérdidas 
i  gastos  estraordinaríos  que  hicieren  por 
consecuencia  inmediata  del  servicio  que 
prestaren. 

337.  Fuera  de  los  modos  que  establece 
el  Código  civil,  el  mandato  délos  factores 
i  dependientes  se  extingue: 

1."  Por  su  absoluta  inhabilitación  para 
el  servicio  estipulado: 
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2."  Por  la  enajenación  del  estableci- 
miento en  que  sirvieren. 

§  8.    Reglas  especiales  relativas  a  los 
factores 

338.  Puede  ser  factor  toda  persona 
que  tenga  la  libre  administración  de  sus 
bienes. 

Sin  embargo,  pueden  serlo  el  hijo  de  fa- 
milia, el  menor  emancipado  i  la  mujer  ca- 
sada ([ue  hubieren  cumplido  diez  i  siete 
año»,  siendo  autorizados  espresamente  por 
3U  padre,  curador  o  marido  para  contratar 
con  el  comitente  y  desempeñar  la  factoría. 

339.  Los  factores  deben  ser  investidos 
de  un  poder  especial  otorgado  por  el  pro- 
pietario del  establecimiento  cuya  ad.Tiinis- 
tracion  se  les  encomiende. 

El  [loder  será  rejistrado  i  publicado  en 
la  forma  príscrita  en  el  §  1,  titulo  II,  Li- 
bro I. 

340.  Los  factores  se  entienden  autori- 
zados para  todos  los  actos  que  abrace  la 
administración  del  establecimiento  que  se 
les  confiare,  i  podrán  usar  de  todas  las  fa- 
cultades necesarias  al  buen  desempeño  de 
au  en("argo,aménos  que  el  comitente  se  las 
restrinja  espresamente  en  el  poder  que  les 
diere. 

341.  Los  factores  observarán,  respec- 
to del  establecimiento  que  administren, 
todas  las  reglas  de  contabilidad  prescritas 
a  los  comerciantes  en  jeneral. 

§  9.     Reglas  especiales  relatioas  a  los 
dependientes  de  comercio 

342.  Pueden  ser  dependientes  todos 
los  que  pueden  ser  factores  conforme  al 
artículo  338. 

343.  Los  dependientes  no  pueden  obli- 
gar a  sus  comitentes,  a  menos  que  éstos 
les  confieran  espresamente  la  facultad  de 
ejecutar  a  su  nombre,  ciertas  i  determina- 
das operíiciones  concernientes  a  su  jiro. 

344.  La  autorización  para  jirar,  acep- 
tar o  endosar  letras  de  cambio,  firmar  do- 
cumentos de  cargo  o  descargo,  recaudar  i 
recibir  dinero,  será  conferida  al  depen- 
diente por  escritura  pública,  con  especifi- 
cación de  los  actos  i  negociaciones  a  que 
se  estienda  el  encargo. 

El  poder  será  rejistrado  i  publicado  en 
la  forma  establecida  en  el  §  1,  título  II,  Li- 
bro I. 

345.  Los  contratos  que  celebre  el  de- 
pendiente con  las  personas  a  quienes  su 
comitente  le  haya  dado  a  conocer  por  cir- 
culares como  autorizado  para  ejecutar 
algunas  operaciones  de  su  tráfico,  obligan 


al  principal,  siempre  que  los  contratos  se 
circunscriban  a  las  negociav-iones  enco- 
mendadas al  dependiente. 

Serán  también  de  la  responsabilidad  del 
principal  las  obligaciones  que  el  depen- 
diente contraiga  por  cartas,  siempre  que 
haya  sido  autorizado  para  firmar  la  co- 
rrespondencia del  mismo  principal,  i  se 
haya  anunciado  la  autorización  por  circu- 
lares. 

346.  Los  dependientes  encargados  de 
vender  por  menor  se  reputan  autorizados 
para  cobrar  el  producto  de  las  ventas  que 
hicieren;  pero  deberán  espedir  a  nombre 
de  sus  comitentes  los  recibos  que  otorga- 
ren. 

Gozarán  de  igual  facultad  lo3  dependien- 
tes que  vendan  por  mayor,  siempre  que  las 
ventas  se  hagan  al  contado  i  que  el  pago  se 
verifique  en  el  mismo  almacén  que  admi- 
nistren. 

Si  las  ventas  se  hicieren  al  fiado  o  si 
debieren  verificarse  los  pagos  fuera  del  al- 
macén, los  recibos  serán  firmados  necesa- 
riamente por  el  comitente  o  por  persona 
autorizada  para  cobrar.  ^ 

347.  Los  asientos  que  los  dependien- 
tes encargados  de  la  contabilidad  hagan 
en  los  libros  de  sus  comitentes,  perjudican 
a  éstos  como  si  ellos  mismos  los  hubieran 
verificado. 

TITULO  TU 

De   la   sociedad 

348.  La  lei  reconoce  tres  especies  de 
sociedad: 

1.'    Sociedad  colectiva; 
2.*    Sociedad  anónima; 
3."     Sociedad  en  comandita. 
Reconoce  también  la  asociación  o  cuen- 
tas en  participación. 

§  1.    De  la  formación  i  prueba  de  la 
sociedad  colectioa 

34t.  Puede  celebrar  el  contrato  de  so- 
ciedad toda  persona  que  tenga  capacidad 
para  obligarse. 

El  menor  i  la  mujer  casada,  aunque  di- 
vorciada o  separada  dé  bienes,  necesitan 
autorización  especial  para  celebrar  una  so- 
ciedad colectiva,  aun  cuando  se  hallen  ha- 
bilitados para  comerciar. 

La  autorización  del  menor  será  conferi- 
da por  la  justicia  ordinaria,  i  la  de  la  mu- 
jer casada  por  su  marido. 

350.  La  sociedad  colectiva  se  forma  i 
prueba  por  escritura  pública  inscrita,  fija- 
da i  publicada  en  los  términos  del  ar- 
tículo 355. 
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La  disolución  de  la  sociedad  que  se  efec- 
tuare áiiles  de  vencer  el  término  estipula- 
do, la  prórroga  de  éste,  el  cambio,  retiro  o 
muerte  de  un  socio,  la  alteración  de  la  ra- 
zón social,  i  en  general,  toda  reforma,  am- 
pliación o  moditicacion  del  contrato,  serán 
reducido.-^  a  escritura  pública  con  las  solem- 
nidades indicadas  en  el  inciso  anterior. 

351.  El  contrato  consignado  en  un 
documento  privado  no  producirá  otro  efec- 
to entre  los  socios  que  el  de  obligarlos  a 
otorgar  la  escritura  pública  antes  que  la 
sociedad  dé  principio  a  sus  operaciones. 

352.  La  escritura  social  deberá  espre- 
sar: 

1."  Los  nombres,  apellidos  i  domicilios 
de  los  socios; 

2.°    La  razón  o  firma  social; 

3."  Los  .socios  encargados  de  la  admi- 
nistración i  del  uso  de  la  razón  social; 

4.*  El  capital  que  introduce  cada  ui¡o 
de  los  socios,  sea  que  consista  en  dinero, 
en  créditos  o  en  cualquiera  otra  clase  de 
bienes;  el  valor  que  se  asigno  a  los  aportes 
que  consistan  en  muebles  o  en  inmuebles; 
i  la  forma  en  que  deba  hacerse  el  justipre- 
cio de  los  mismos  aportes  en  caso  que  no 
se  les  baya  asignado  valor  alguno; 

5.°  Las  negociaciones  sobre  que  deba 
versar  el  jiro  de  la  sociedad; 

6.*  La  parte  de  beneñcios  o  pérdidas 
ciue  se  asigne  a  cada  socio  capitalista  o  in- 
dustrial; 

7*  La  época  en  que  la  sociedad  debe 
principiar  i  disolverse; 

8."  La  cantidad  que  puede  tomar  anual- 
mente cada  socio  para  sus  gastos  particu- 
lares; 

9.°  La  forma  en  que  ha  de  verificarse 
la  liquidación  i  división  del  haber  social; 

10.*  Si  las  diferencias  que  les  ocurran 
durante  la  sociedad  deberán  ser  o  no  so- 
metidas a  la  resolución  de  arbitradores,  i 
en  el  primer  caso  la  forma  en  que  deba 
hacer.se  el  nombramiento; 

IL"    El  domicilio  de  la  sociedad; 

12. '^  Los  demás  pactos  que  acordaren 
los  socios. 

363.  No  se  admitirá  prueba  de  ningu- 
na especie  contra  el  tenor  de  las  escrituras 
otorgadas  en  cumplimiento  del  articulo 
350,  ni  para  justificar  la  existencia  de  pac- 
tos no  espresados  en  ellas. 

354.  Dentro  de  los  quince  dias  siguien- 
tes a  la  fecha  de  las  escrituras  menciona- 
das, los  socios  entregarán  en  la  secretaría 
del  juzgado  de  comercio  del  departamento 
■en  que  se  establezca  el  domicilio  social,  un 
estrado  de  ellas,  certificado  por  el  escri- 
bano que  las  hubiere  autorizado. 


El  estracto  contendrá  las  indicaciones 
espresadas  en  los  números  l.°,  2.°,  3  *,  4.", 
S.**  i  T.^'del  articulo  352.1a  fecha  de  las 
respectivas  escrituras,  i  la  indicación  del 
nombre  i  domicilio  del  escribano  que  las 
hubiere  otorgado. 

355.  El  estracto  será  inscrito  en  el  re- 
jistro  de  comercio,  fijado  por  tres  meses  ea 
la  secretaria  del  juzgado  respectivo,  i  pu- 
blicado por  diez  veces  en  un  periódico  del 
departamento.  Si  en  el  departamento  no 
hubiei-e  periódico,  la  publicación  se  hará 
por  carteles  fijados  en  tres  de  los  parajes 
mas  públi'.-os  del  domicilio  social. 

Si  la  sociedad  estableciere  casas  de  co- 
mercio en  diversos  paraje-  de  la  Repúbli- 
ca, la  inscripción,  fijación  y  publicación  se 
harán  en  todos  ellos,  a  lo  menos  quince 
dias  antes  de  abrirse  la  nueva  casa. 

356.  Para  acreditar  la  inserción  en  un 
periódico,  los  socios  deberán  presentar  al 
juzgado  de  comercio  un  ejemplar  de  cada 
uno  de  los  diez  números  en  que  se  hubiere 
hechu  la  inserción. 

La  publicación  por  carteles  será  justifi-r 
cada  con  certificación  del  secretario  del 
juzgado,  puesta  al  pie  de  uno  de  los  ejena- 
plares  desfijados. 

357.  La  omisión  de  la  escritura  social 
i  la  de  cualquiera  de  las  solemnidades  pres- 
critas en  el  articulo  355  produce  nulidad 
absoluta  entre  los  socios. 

Estos,  sin  embargo,  responderán  solida- 
riamente a  los  terceros  con  quienes  hubie- 
ren contratado  a  nombre  i  en  interés  de  la 
sociedad  de  hecho. 

358.  El  cumplimiento  tardío  de  las  so- 
lemnidades prescritas,  la  ratificación  es- 
presa i  la  ejecución  voluntaria  del  contra- 
to no  lo  purgan  del  vicio  de  nulidad. 

359.  Si  la  nulidad  se  declarase  estando 
aun  pendiente  la  sociedad  de  hecho,  los 
socios  procederán  a  la  liquidación  de  las 
operaciones  anteriores,  sujetándose  a  las 
reglas  del  cuasicontrato  de  comunidad. 

360.  Los  socios  no  podrán  alegar  la 
nulidad  del  contrato,  ni  por  via  de  acción 
ni  por  via  de  cscepcion,  después  de  disuel- 
ta la  sociedad  de  hecho. 

361.  Tampoco  podrán  alegar  la  falta 
de  una  o  mas  de  las  solemnidades  mencio- 
nadas contra  los  terceros  interesados  en  la 
existencia  de  la  sociedad,  i  éstos  podrán 
acreditarla  por  cualquiera  de  los  medios 
probatorios  que  reconoce  este  Código. 

Ni  podrán  los  socios  alegar  contra  los 
terceros  el  conocimiento  privado  que  éstos 
hayan  tenido  de  las  condiciones  de  la  so- 
ciedad de  hecho. 

362.  Los  terceros  podrán  oponer  a  ter- 
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ceros  la  inobservancia  de  las  solemnidades 
estatuidas;  i  el  que  fundare  su  intención  en 
la  existencia  de  la  sociedad  deberá  probar 
que  lia  sido  constituida  en  conformidad 
con  las  prescripciones  de  este  titulo. 

363.  El  que  contratare  con  una  .'socie- 
dad que  no  ha  sido  legalmente  constitui- 
da, no  puede  sustraerse  por  esta  razón  al 
cumplimiento  de  sus  oblifraciones. 

364.  Los  fictos  enumerados  en  el  inci- 
so segundo  del  art.  350  no  producen  efec- 
to alguno  contra  terceros,  si  no  fueren  es- 
criturados, inscritos,  fijados  i  publicados 
en  la  forma  que  designa  el  art.  355. 

§  2.  De  la  razón  o  Jimia  social  en  la  so- 
ciedad colectiva. 

S65.  La  razón  social  es  la  fórmula 
enunciativa  de  los  nombres  de  todos  los 
socios  o  de  alguno  de  ellos,  con  la  agrega- 
ción de  estas  pa  abras:  i  compañía. 

366.  Solo  los  nombres  de  los  socios  co- 
lectivos pueden  entrar  en  la  composición 
de  la  razón  social. 

El  nombre  del  socio  que  ha  muerto  o  se 
ha  separado  de  la  sociedad  será  suprimido 
de  1 1  firma  social. 

367.  El  uso  que  se  haga  de  la  razor. 
social  después  de  disuelta  la  .-ociedad, 
constituye  un  delito  de  falsedad,  i  la  in- 
clusión en  aquélla  del  nombre  de  una  per- 
sona estraña  es  una  estafa. 

La  falsedad  i  la  estafa  serán  castigadas 
con  arreg'o  a!  Código  penal. 

368.  El  que  tolera  la  inserción  de  su 
Bombre  en  la  razón  de  comercio  de  una 
sociedad  e.-traña,  queda  responsable  a  fa- 
vor de  las  personas  que  hubieren  contra- 
tado con  ella. 

369.  La  razón  social  no  es  un  acceso- 
rio del  establecimiento  social  o  fabril  que 
constituye  el  objeto  de  las  ofieraciones  so- 
ciales, i  por  consiguiente  no  es  trasmisible 
con  él. 

370.  Los  socios  colectivos  indicados  en 
la  escritura  social  son  responsables  solida- 
riamente de  todas  las  obligaciones  legal- 
mente contraídas  bajo  la  razón  social. 

En  ningún  ca.so  podrán  los  socios  dero- 
gar por  pacto  la  solidaridad  en  las  socie- 
díides  colectivas. 

371.  Solo  pueden  usar  de  la  razón  so- 
cial el  socio  o  sofios  a  quienes  .se  haya  con- 
ferido tal  facultad  por  la  escritura  respec- 
tiva. 

En  defecto  de  una  delegación  espresa, 
todos  los  socios  podrán  usar  de  la  firma 
social. 

372  .    El  uso  de  la  razón  social  puede 


ser  conferido  a  una  persona  estraña  a  la 
sociedad. 

El  delegatario  deberá  indicar  en  los  do- 
cumentos públicos  o  privados  que  íirma 
por  poder,  so  pena  de  pagar  los  efectos  de 
comercio  que  hubiere  puesto  en  circula- 
ción, toda  vez  que  la  omisión  de  la  antefir- 
ma induzca  en  error  acerca  de  su  cualidad 
a  los  terceros  que  los   hubieren  aceptado. 

373.  Si  un  socio  no  autorizado  usare  la 
firma  social,  la  sociedad  no  será  responsa- 
ble del  cumplimiento  de  las  obligaciones 
que  aquél  hubiere  suscrito,  salvo  si  la  obli- 
gación se  hubiere  convertido  en  provecho 
de  la  sociedad. 

La  responsabilidad,  en  este  caso,  se  li- 
mitará a  la  cantidad  concurrente  con  el 
beneficio  que  hubiere  reportado  la  socie- 
dad. 

374.  La  sociedad  no  es  responsable  de 
los  documentos  suscritos  con  la  razón  so- 
cial, cuando  las  obligaciones  que  los  hu- 
bieren causado  no  le  conciernan  i  el  ter- 
cero los  aceptare  con  conocimiento  de  esta 
circunstancia. 

§  3 .  Del  fondo  social  i  de  la  dimsion  de 
las  f/anancius  i  pérdidas  en  la  sociedad 
colectiva. 

375.  El  fondo  social  se  compone  délos 
aportes  que  cada  uno  de  los  .socios  entrega 
o  promete  entregar  a  la  sociedad. 

376.  Pueden  ser  objeto  de  aporte  el  di- 
nero, los  créditos,  los  muebles  e  inmue- 
bles, las  mercedes,  los  privilejios  de  inven- 
ción, el  trab;ijo  manual,  la  mera  industria, 
i  en  jeneral,  toda  cosa  comerciable  capaz 
de  prestar  alguna  utilidad. 

377.  Los  oficios  públicos  de  corredor, 
ájente  de  cambio  i  cualquier  otro  que  sea 
servido  en  virtud  de  nombramiento  del 
Presidente  de  la  República,  no  pueden  ser 
materia  de  un  aporte. 

378.  Los  .socios  deberán  entregar  sus 
aportes  en  la  época  i  forma  estipuladas  en 
el  contrato. 

A  falta  de  estipulación,  la  entrega  se  ha- 
rá en  el  domicilio  social  luego  que  la  escri- 
tura de  sociedad  esté  firmada. 

379.  El  retardo  en  la  entrega  del  apor- 
te, sea  cual  fuere  la  causa  que  lo  produzca, 
autoriza  a  los  asociados  para  escluir  de  la 
sociedad  al  socio  moroso  o  proceder  ejecu- 
tivamente contra  su  persona  i  bienes  para 
compelerle  al  cumplimiento  de  su  obliga- 
ción. 

En  uno  i  otro  caso  el  socio  moroso  res- 
ponderá de  los  daños  i  perjuicios  que  la 
tardanza  ocasionare  a  la  sociedad. 
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880.  Los  acreedores  personales  de  un 
socio  no  podrán  emijargar  durante  la  so- 
ciedad el  aporte  que  éste  hubiere  introdu- 
cido; pero  les  será  permitido  solicitar  la 
retención  de  la  parte  de  interés  que  en  ella 
tuviere  para  percibirla  al  tiempo  de  la  di- 
visión social. 

Tampoco  podrán  concurrir  en  la  quie- 
bra de  la  sociedad  con  los  acreedores  so- 
ciales; pero  tendrán  derecho  (ara  perse- 
guir la  parte  que  corresponda  a  su  deuda 
en  el  residuo  de  la  ma.sa  concursada. 

381.  Los  socios  no  pueden  exijir  la 
restitución  de  sus  aportes  antes  de  con- 
cluirse la  liquidación  de  la  sociedad,  amé- 
nos  que  consistan  en  el  usufructo  de  los 
objetos  introducidos  al  fondo  común. 

382.  Los  socios  capitalistas  dividirán 
entre  si  las  ganancias  i  las  pérdidas  en  la 
forma  que  se  hubiere  estipulado.  A  falta 
de  estipulación,  la-,  dividirán  a  prorrata  de 
sus  respectivos  aportes. 

383.  En  cuanto  a  kls  ganancias  i  pér- 
didas correspondientes  al  socio  industrial, 
se  estará  a  lo  que  se  hubiere  estipulado  en 
el  contrato;  i  no  habiendo  e^tipulacion,  el 
socio  industrial  llevará  en  las  ganancias 
una  cuota  igual  a  la  que  corresponda  al 
aporte  mas  módico,  sin  soportar  parte  al- 
guna en  las  pérdidas. 

§  4.  De  la  administración  de  la  sociedad 

colcctica. 

384.  El  réjimen  de  la  sociedad  colec- 
tiva se  ajustará  a  los  pactos  que  contenga 
la  escritura  social,  i  en  lo  que  no  se  hubie- 
re previsto  en  ellos,  a  las  reglas  que  a  con- 
tinuación se  espresan. 

385.  Laadministracioncorrespondede 
derecho  a  todos  i  cada  uno  de  los  socios, 
i  éstos  pueden  desempeñarla  por  si  mismos 
o  por  sus  delegados,  sean  socios  o  estraños, 

386.  Cuando  el  contrato  social  no  de- 
signa la  persona  del  administrador,  se  en- 
tiende que  los  socios  se  confieren  recipro- 
camente la  faculta,d  de  administrar  i  la  de 
obligar  solidariamente  la  responsabilidad 
de  todos  sin  su  noticia  i  consentimiento. 

387.  En  virtud  del  mandato  legal,  cada 
uno  de  los  socios  puede  hacer  válidamen- 
te todos  los  actos  i  contratos  comprendidos 
en  el  jiro  ordinario  de  la  sociedad  o  que 
sean  necesario  o  conducentes  a  la  conse- 
cución de  los  ñnes  que  ésta  se  hubiere  pro- 
puesto. 

388.  Cada  uno  de  los  socios  tiene  de- 
recho de  oponerse  a  la  consumación  de  los 
actos  i  contratos  proyectados  por  otro,  a  no 
ser  que  se  refieran  a  la  mera  conservación 
de  las  cosas  comunes. 


_  389.  La  oposición  suspende  proviso- 
riamente la  ejecución  del  acto  o  contrato, 
proyectado  hasta  que  la  mayoría  numé- 
rica de  los  socios  califique  su  conveniencia 
o  inconveniencia. 

390.  El  acuerdo  de  la  mayoría  sola 
obliga  a  la  minoría  cuando  recae  sobre  ac- 
tos de  simple  administración  o  sobre  dis- 
posiciones comprendidas  en  el  círculo  de 
las  operaciones  designadas  en  el  contrato 
social. 

Resultando  en  las  deliberaciones  de  la 
sociedad  dos  ornas  pareceres  que  no  tengan 
la  mayoría  absoluta,  los  socios  deberán 
abstenerse  de  llevar  a  efecto  el  acto  o  con- 
trato proyectado. 

391.  Si  a  pesar  de  la  oposición  se  ve- 
rificare el  acto  o  contrato  con  terceros  de 
buena  fe,  los  socios  quedarán  obligados  .so- 
lidariamLMite  a  cumplirlo,  sin  perjuicio  de 
su  derecho  a  ser  indemnizados  por  el  socio 
que  lo  hubiere  ejecutado. 

392.  Delegada  la  facultad  de  adminis- 
trar en  uno  o  mas  de  los  socios,  los  demás 
quedan  por  este  solo  hecho  inhibidos  de 
toda  injerencia  en  la  administración  social. 

393.  La  facultad  de  administrar  trae 
consigo  el  derecho  de  usar  de  la  ñrma  so- 
cial. 

394.  El  delegado  tendrá  únicamente 
las  facultades  que  designe  su  título  ;  i  cual- 

3uiera  exceso  que  cometa  en  el  ejercicio 
e  ellas,  lo  hará  responsable  a  la  sociedad 
de  todos  los  daños  i  perjuicios  que  le  so- 
brevengan. 

395.  Los  administradores  delegados 
representan  a  la  sociedad  judicial  i  estra- 
judicialmente;  pero  si  no  estuvieren  inves- 
tidos de  un  poder  especial,  no  podrán  ven- 
der ni  hipotecar  los  bienes  inmuebles  por 
su  naturaleza  ó  su  destino,  ni  alterar  su 
forma,  ni  transijir,  ni  comprometer  los  ne- 
gocios sociales  de  cualquiera  naturaleza 
que  fueren. 

396.  Las  alteraciones  en  la  forma  de 
los  inmuebles  sociales  que  el  administra- 
dor hiciere  a  vista  o  paciencia  de  los  so- 
cios, se  entenderán  autorizadas  i  aproba- 
das por  éstos  para  todos  los  efectos  lega- 
les. 

397.  No  necesitan  poder  especial  los 
administradores  para  vender  los  inmuebles 
sociales,  siempre  que  tal  acto  se  halle  com- 
prendido en  el  número  de  las  operaciones 
que  constituyen  el  jiro  ordinario  de  la  so- 
ciedad, ni  para  tomar  en  mutuo  las  canti- 
dades estrictamente  necesarias  para  poner 
en  movimiento  los  negocios  de  su  cargo, 
hacer  las  reparaciones  indispensables  en 
los  inmuebles  sociales,  alzar  las  hipotecas 


396 


INSTITUCIONES   POLÍTICAS   T  JURÍDICAS 


que  los  graven  o  satisfacer  otras  necesida- 
des urjentes. 

398.  Los  administradores  tienen  la  re- 
presentación legal  de  la  sociedad  en  juicio, 
sea  que  ella  obre  como  demandante  u  como 
demandada, 

399.  Habiendo  dosadministradoresque 
según  su  título  hayan  de  obrar  de  consuno, 
la  oposición  de  uno  de  ellos  impedirá  la 
consumación  de  los  actos  o  contratos  pro- 
yectados por  el  otro. 

Si  los  administradores  conjuntos  fueren 
tres  o  mas,  deberán  obrar  de  acuerdo  con 
el  voto  de  la  mayoría  i  abstenerse  de  lle- 
var a  cabo  los  actos  o  contratos  que  no  lo 
hubieren  obtenido. 

Si  no  obstante  la  oposición  o  el  defecto 
de  mayoría  se  ejecutare  el  acto  o  contrato, 
éste  surtirá  todos  sus  efectos  respecto  de 
terceros  de  buena  fe;  i  el  administrador 
que  lo  hubiere  celebrado  responderá  a  la 
sociedad  de  los  perjuicios  que  a  ésta  se  si- 
guieren. 

400.  El  administrador  nombrado  por 
una  cláusula  especial  de  la  escritura  so- 
cial puede  ejecutar,  a  pesar  de  la  oposición 
de  sus  consocios  escluidos  de  la  adminis- 
tración, todos  los  actos  i  contratos  a  que 
se  estienda  su  mandato,  con  tal  que  lo  ve- 
rifique sin  fraude. 

Pero  si  sus  jestiones  produjeren  perjui- 
ciosmaniñestos  a  la  masa  común,  la  mayo- 
ría de  ios  socios  podrá  nombrarle  un  coad- 
ministrador o  solicitar  la  disolución  de  la 
sociedad. 

401.  La  facultad  de  administrar  es 
intrasmisible  a  los  herederos  del  jestor, 
■aun  cuando  se  haya  estipulado  que  la  so- 
ciedad haya  de  continuar  entre  los  socios 
sobrevivientes  i  los  herederos  del  difunto. 

402.  Si  al  hacer  el  nombramiento  de 
administrador  los  socios  no  hubieren  de- 
terminado la  estension  de  los  poderes  que 
ie  Cuntieren,  el  delegado  será  considerado 
como  simple  mandatario,  i  no  tendrá  otras 
facultades  que  las  necesarias  para  los  actos 
i  contratos  enunciados  en  el  articulo  387. 

403.  Los  administradores  están  obli- 
gados a  llevar  los  libros  que  debe  tener 
todo  comerciante  conforme  a  las  prescrip- 
ííiones  de  este  Código,  i  a  exhibirlos  a  cual- 
quiera de  los  socios  que  lo  requiera. 

§  5.  De  las  prokibiciones  a  que  están  suje- 
tos los  socios  en  la  sociedad  colectiva. 

404.  Se  prohibe  a  los  socios  en  parti- 
cular: 

1."  Estraer  del  fondo  común  mayor 
cantidad  que  la  asignada  para  sus  gasitos 
particulares. 


La  mera  eslraccion  autoriza  a  los  con- 
socios del  que  la  hubiere  verificado  para 
obligar  a  éste  al  reintegro  o  para  estraer 
una  cantidad  proporcional  al  interés  que 
cada  uno  de  ellos  tenga  en  la  masa  social. 

2.°  Aplicar  los  fondos  comunes  a  sus 
negocios  particulares  i  usar  en  éstos  de  la 
firma  social. 

El  socio  que  hubiere  violado  esta  prohi- 
bición Uevarái  laj masa  común  las  ganan- 
cias, i  cargará  él  solo  con  las  pérdidas  del 
negocio  en  que  inviértalos  fondos  distraí- 
dos, sin  perjuicio  de  restituirlos  a  la  socie- 
dad e  indemnizar  los  daños  que  ésta  hu- 
biere sufrido. 

Podrá  también  ser  escluido  de  la  .socie- 
dad por  sus  consocios. 

3."  Ceder  a  cualquier  título  su  interés 
en  la  sociedad  i  hacerse  sustituir  en  el  des- 
empeño de  las  funciones  que  le  correspon- 
dan en  la  administración. 

La  cesión  o  sustitución  sin  previa  auto- 
rización de  todos  los  socios  es  nula. 

4."  Esp'iotar  por  cuenta  propia  el  ramo 
de  industria  en  que  opere  la  sociedad,  i 
hacer  sin  consentimiento  de  todos  los  con- 
socios operaciones  particulares  de  cual- 
quiera especie  cuando  la  sociedad  no  tu- 
viere un  jénero  determinado  de  comercio. 

Los  socios  que  contravengan  a  estas 
prohibiciones  serán  obligados  a  llevar  al 
acervo  común  las  ganancias  i  a  soportar 
individualmente  las  pérdidas  que  les  resul- 
taren. 

405.  Los  socios  no  podrán  negar  la 
autorización  que  solicite  alguno  de  ellos 
para  realizar  una  operación  mercantil,  sin 
acreditar  que  las  operaciones  proyectadas 
les  preparan  un  perjuicio  cierto  i  mani- 
fiesto. 

406.  El  socio  industrial  no  podrá  em- 
prender negociación  alguna  que  le  distrai- 
ga de  sus  atenciones  sociales,  so  pena  de 
perder  las  ganancias  que  hubiere  adquiri- 
do hasta  el  momento  de  la  violación. 

§  6.  De  la  disolución  i  liquidación  de  la 
sociedad  colectioa. 

407.  La  sociedad  colectiva  se  disuelve 
por  los  modos  que  determina  el  Código 
civil. 

408.  Disuelta  la  sociedad,  se  procederá 
a  la  liquidación  por  la  persona  que  al  efec- 
to haya  sido  nombrada  en  la  escritura  so- 
cial o  en  la  de  disolución. 

409  Sí  en  la  escritura  social  o  en  la 
de  disolución  se  hubiere  acordado  nombrar 
liquidador  sin  determinar  la  forma  del 
nombramiento,  se  hará  éste  por  unanimi- 
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dad  de  los  socios,  i  en  caso  de  desacuerdo, 
por  el  juzgado  de  comercio. 

El  nombramiento  puede  recaer  en  uno 
de  los  socios  o  en  un  estraño. 

Solo  en  el  caso  de  hallarse  todos  confor- 
mes, podrán  encargarle  los  socios  de  ha- 
cer la  liquidación  colectivamente 

410.  El  liquidador  es  un  verdadero 
mandatario  de  la  sociedad,  i  como  tal,  de- 
berá conformarse  escrupulosamente  con 
las  reglas  que  le  trazare  su  titulo  i  respon- 
der a  los  socios  de  los  perjuicios  que  les  re- 
sulten de  sus  operaciones  dolosas  o  culpa- 
bles. 

411'.  No  estando  determinadas  las  fa- 
cultades del  liquidador,  no  podrá  ejecutar 
otros  actos  i  contratos  que  los  que  tiendan 
directamente  al  cumplimiento  de  su^  en- 
cargo. 

En  consecuencia,  el  liquidador  no  po- 
drá constituir  hipotecas,  prendas  o  anti- 
crésis,  ni  tomar  dinero  a  préstamo,  ni  com- 
prar niercaderias  para  revender,  ni  endo- 
sar efectos  de  comercio,  ni  celebrar  tran- 
sacciones sobre  los  derechos  sociales,  ni 
sujetarlos  a  compromiso. 

412.  Las  reglas  consignadas  en  los  dos 
primeros  incisos  del  art.  399  son  aplicables 
al  caso  en  que  haya  dos  o  mas  liquidado- 
res conjuntos. 

Las  discordias  que  ocurrieren  entre  ellos 
serán  sometidas  a  la  resolución  de  los  so- 
cios, i  por  ausencia  u  otro  impedimento  Je 
la  mayoría  de  éstos,  a  la  del  juzgado  de 
comercio. 

413.  Aparte  de  los  deberes  que  su  títu- 
lo imponga  al  liquidador,  estará  obli- 
gado; 

1."  A  formar  inventario,  al  tomar  po- 
sesión de  su  cargo  de  todas  las  existencias 
i  deudas  de  cualquiera  naturaleza  que 
sean,  de  los  libros,  correspondencia  i  pa- 
peles de  la  sociedad; 

2.**  A  continuar  i  concluir  las  opera- 
ciones pendientes  al  tiempo  de  la  disolu- 
ción; 

3.°  A  exijir  la  cuenta  de  su  administra- 
ción a  las  jerentes  o  a  cualquiera  otro  que 
haya  manejado  intereses  de  la  sociedad; 

4.°  A  liquidar  i  cancelar  las  cuentas  de 
la  sociedad  con  terceros  i  con  cada  uno  de 
los  socios; 

5."  A  cobrar  los  créditos  activos,  per- 
cibir su  importe  i  otorgar  los  correspon- 
dientes finiquitos; 

6."  A  vender  las  mercaderías  í  los  mue- 
bles e  inmuebles  de  la  sociedad,  aun  cuan- 
do baja  algún  menor  entre  los  socios,  con 
tal  que  no  sean  destinados  por  éstos  a  ser 
divididos  en  especie; 


7.°  A  presentar  estados  de  la  ¡¡(¡uida- 
cion  cuando  los  socios  lo  exijan; 

8."  A  rendir  al  ñn  de  la  liquidación 
una  cuenta  jeneral  de  su  administración. 

Si  el  liquidador  fuere  el  mismo  jerente 
de  la  sociedad  estinguida,  deberá  presen- 
tar en  es  i  época  la  cuenta  de  su  jcstion. 

414.  Las  cuestiones  a  que  diere  lugar 
la  presentación  de  la  cuenta  del  socio  je- 
rente o  del  liquidador  se  someterán  preci- 
samente a  compromiso. 

415.  Si  en  la  escritura  social  se  hu- 
biere omitido  hacer  la  designación  que  in- 
dica el  número  10.°  del  artículo  352,  se  en- 
tenderá que  las  cuestiones  que  se  susciten 
entre  los  socios,  ya  sea  durante  la  sociedad 
o  al  tiempo  de  la  disolución,  serán  some- 
tidas a  compromiso. 

416.  Los  liquidadores  representan  en 
juicio  activa  i  pasivamente  a  los  asociados. 

417.  Los  liquidadores  nombrados  en 
el  contrato  social  podrán  renunciar  o  ser 
removidos  por  las  causas  i  en  la  forma  que 
señala  el  artículo  2072  del  Código  Civil. 

El  que  fuere  nombrado  en  otra  forma 
podrá  renunciar  o  ser  removido  según  las 
reglas  jenerales  del  mandato. 

418.  Haciendo  por  sí  mismos  la  liqui- 
dación, los  socios  se  ajustarán  a  las  reglas 
precedentes,  i  en  sus  deliberaciones  obser- 
varán lo  dispuesto  en  los  artículos  387  i  si- 
guientes hasta  el  391  inclusive. 

§  7.  De  la  prescripción   de  las  acciones, 
procedentes  de  la  sociedad  colectwa. 

419.  Todas  las  acciones  contra  los  so- 
cios no  liquidadores,  sus  herederos  o  cau- 
sa-habientes prescriben  en  cinco  años  con- 
tados desde  el  día  en  que  se  disuelva  la  so- 
ciedad, siempre  que  la  escritura  social  ha- 
ya fijado  su  duración  o  la  escritura  de  di- 
solución haya  sido  inscrita,  ñjada  i  publi- 
cada conforme  a  los  artículos  350,  354 
i  355. 

Si  el  crédito  fuere  condicional,  la  pres- 
cripción correrá  desde  el  advenimiento  de 
la  condición. 

420.  La  prescripción  corre  contra  los 
menores  i  personas  jurídicas  que  gocen  de 
los  derechos  de  tales,  aunque  los  créditos 
sean  ilíquidos,  i  no  se  interrumpe  sino  por 
las  jestiones  judiciales  que  dentro  de  los 
cinco  años  hagan  los  acreedores  contra  los 
socios  no  liquidadores. 

421.  Pasados  los  cinco  años,  los  so- 
cios no  liquidadores  no  serán  obligados  a 
declarar  judicialmente  acerca  de  la  subsis- 
tencia de  las  deudas  sociales. 

422.  La  prescripción  no  tiene  lugar 
cuando  los  socios  verifican  por  sí  mismos 
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Ja  liquidación  o  la  sociedad  se  encuentra 
en  quiebra. 

423.  Las  acciones  de  los  acreedores 
contra  el  socio  o  socios  liquidadores,  con- 
siderados en  esta  última  cualidad,  i  las 
que  tienen  ios  socios  entre  si  prescriben 
por  el  trascurso  de  los  plazos  que  señala 
el  Código  civil. 

§  8.  De  las  sociedades  anónimas. 

424  La  sociedad  anónima  es  una  per- 
,sona  juridica  formada  por  la  reunión  de 
un  fondo  común,  suministrado  por  ac- 
cionistas responsables  solo  hasta  el  monto 
de  sus  respectivos  aportes,  administrada 
por  mandatarios  revocables  i  conocida  por 
4a  designación  del  objeto  de  la  empresa. 

425.  Las  disposiciones  de  los  artícu- 
los 350.  353,  356,  358,  359,  360,  361,  363, 
414  i  415,  son  aplicables  a  la  sociedad  anó- 
nima en  cuanto  sean  compatibles  con  la 
naturaleza  de  este  contrato. 

426.  La  escritura  de  sociedad  debe  ex- 
presar; 

1.°     El  nombre,  apellido,  profesión  i  do- 
micilio de  los  soL'ios  fundadores; 
'•  2"     El  domicilio  de  la  sociedad; 

3.°  La  empresa  o  negocio  que  la  socie- 
dad se  propone  i  el  objeto  de  que  toma  su 
denominación,  haciendo  de  ambos  una 
enunciación  clara  i  completa; 

4.°  El  capital  de  la  compañía,  el  nú- 
mero i  cuota  de  las  acciones  en  que  es  di- 
vidido, i  la  forma  i  plazos  en  que  los  socios 
<iel)en  consignar  su  importe  en  la  caja 
social; 

5.°  La  época  fija  en  que  deben  formar- 
se el  inventario  i  balance  i  acordarle  los 
dividendos; 

6.°    La  duración  de  la  compañía; 

l.*^  El  modo  de  la  administración,  las 
atril)uciones  de  los  administradores  i  las 
facultades  que  se  reserve  la  asamblea  je- 
neral  de  accionistas; 

8."  La  cuota  de  los  beneficioi  que  debe 
quedar  en  las  arcas  de  la  compañía  para 
formar  un  fondo  de  reserva; 

9."  El  délicit  del  capital  que  debe  cau- 
sar la  disolución  de  la  sociedad; 

10.°  La  forma  en  que  deben  hacerse  la 
liquidación  i  división  de  los  haberes  .socia- 
les, llegado  el  caso  de  la  disolución; 

11."  Las  enunciaciones  que  contienen 
los  números  10.°  i  12."  del  artículo  352. 

427.  Las  sociedades  anónimas  existen 
-en  virtud  de  un  decreto  del  Presidente  de 
■la  República  que  las  autorice. 

Esta  autorización  es  igualmente  necesa- 
ria para  moditicar  sus  estatutos,  para  pro- 
,  rrogar  la»  sociedades  que  se  constituyen 


por  tiempo  determinado,  i  para  disolver- 
las antes  del  término  estipulado  o  fuera  de 
los  casos  previstos  por  la  lei. 

428.  No  se  dará  curso  a  ninguna  soli- 
citud para  la  formación  de  una  compañía, 
si  no  fuere  ttrmada  por  un  número  de  sus- 
criptores  que  llene  la  tercera  parte  al  me- 
nos de  las  acciones  en  que  se  divida  el 
capital,  i  acompañada  de  un  testimonio  fe- 
haciente de  la  escritura  i  estatutos  sociales 
aprobados  en  junta  jeneral  de  suscripto- 
res. 

429.  Se  prohibe  autorizar  la  fundación 
de  .sociedades  anónimas  contrarias  al  or- 
den público,  a  las  leyci:  o  a  las  buenas  cos- 
tumbres. 

430.  Asimismo  se  prohibe  la  autoriza- 
ción cuando  del  examen  de  la  escritura  so- 
cial aparezca  que  el  capital  creado  no  es 
efectivo,  o  que  no  está  suttcientemente 
asegurada  su  realización,  o  que  no  es  pro- 
porcionado a  la  magnitud  de  la  empresa, 
o  que  el  réjimen  de  la  sociedad  no  ofrece 
a  los  accionistas  garantías  de  buena  ad- 
ministración, los  medios  de  vijilar  las  ope- 
raciones de  los  jerentes  i  el  derecho  de  co- 
nocer el  empleo  de  los  fondos  sociales. 

431.  No  será  autorizado  el  estableci- 
miento de  una  sociedad  anónima  por  tiem- 
po indefinido,  salvo  que  la  empresa  que  se 
proponga  tenga  por  su  naturaleza  límites 
fijos  i  conocidos. 

432.  En  las  compañías  de  seguros  de 
objetos  particulares  la  autorización  fijará 
el  máximum  del  valor  de  cada  póliza,  si  no 
estuviere  determinado  en  la  escritura,  te- 
niendo en  consideración  el  capital  social 
i  la  naturaleza  i  estension  de  los  riesgos. 

433.  La  autorización  contendrá  siem- 
pre la  condición  de  hacer  efertiva,  dentro 
del  plazo  que  ella  señale,  la  cuota  del  fon- 
do social  que  el  Presidente  de  la  República 
juzgue  necesaria  para  que  la  sociedad  co- 
mience sus  operaciones  i  pueda  colocar  las 
acciones  con  que  haya  de  completarse  el 
capital  social. 

Contendrá  también  la  fijación  de  la  cuo- 
ta de  los  beneficios  sociales  que  deba  des- 
tinarse para  la  formación  del  fondo  de  re- 
serva, toda  vez  que  no  haya  sido  hecha  en 
los  estatutos  o  que  la  cuota  designada  sea 
insuficiente  a  juicio  del  Presidente  de  la 
República. 

El  valor  de  las  acciones  de  industria  i 
privilejio  no  se  tomará  en  cuenta  para  de- 
terminar la  cuota  de  que  habla  el  inciso 
primero  de  este  artículo. 

434.  Justificado  que  existe  en  la  caja 
social  la  cuota  a  que  se  refiere  el  inciso 
primero  del  articulo  anterior,  el  Presiden- 
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te  de  la  República  espedirá  un  decreto  en 
que  declarará  que  la  compañía  se  halla  le- 
galmente  instalada  i  señalará  el  plazo  en 
que  deba  princif)iar  sus  funciones. 

435.  Vencidos  los  plazos  indicados  en 
los  dos  artículos  precedentes  sin  haberse 
realizado  la  cuota  mencionada,  o  sin  ha- 
berse completado  la  suscripción  del  capital 
social,  o  sin  liai)erse  principiado  las  opera- 
ciones de  la  sociedad,  la  autorización  cjue- 
dará  sin  efecto,  a  menos  que  en  el  primer 
caso  el  Presidentede  la  República  disminu- 
ya la  cuota,  o  que  en  el  segundo  permita  a 
la  sociedad  reducir  el  capital  ñjado,  o  que 
en  el  tercero  le  conceda  una  prórroga. 

436.  El  Presiden  te  de  la  República  po- 
drá nombrar  un  comisario  que  vijile  las 
operaciones  de  los  administradores  i  le  dé 
cuenta  de  la  inejecución  o  infracción  de 
los  estatutos. 

El  Presidente  de  la  República  designará 
la  remuneración  del  comisario,  la  cual  se- 
rá pagada  por  la  sociedad. 

437.  La  autorización  puede  ser  revo- 
cada por  inobservancia  o  violación  de  los 
estatutos. 

Los  accionistas  i  terceros,  en  tal  caso,  po- 
drán demandar  a  lo£  administradores  in- 
demnización de  los  perjuicios  que  les  hu- 
bieren causado. 

438.  El  decreto  revocatorio  será  fijado 
i  publicado  en  la  forma  prevenida  en  el 
artículo  355. 

Los  administradores  que  omitieren  la 
íijacion  i  publicación  pagarán  la  multa  de 
mil  pesos 

439.  El  decreto  en  que  se  niegue  la 
autorización  de  una  sociedad  anónima  se- 
rá motivado. 

440.  Dentro  de  los  treinta  dias  si- 
guientes a  la  fecha  en  que  se  espida  la  au- 
torización, el  decreto  que  la  concede  i  la 
escritura  i  estatutos  sociales  serán  inscri- 
tos en  el  rejistro  de  comercio  correspon- 
diente al  domicilio  de  la  sociedad,  i  tija- 
dos  i  publicados  integramente  en  los  luga- 
res, en  la  forma  i  por  el  tiempo  que  desig- 
na el  art.  355.  Los  espresados  decretos,  es- 
critura i  estatutos  serán  también  publica- 
dos en  el  periódico  oficial  i  Boletín  de  las 
Leyes. 

Las  escrituras  en  que  se  reformen  i  mo- 
difiquen el  contrato  i  estatutos,  o  se  acuer- 
de la  continuación  de  la  sociedad  después 
de  espirado  el  plazo  estipulado,  i  el  decreto 
que  las  apruebe,  serán  también  inscritos, 
publicados  i  fijados  en  los  térraidos  preve- 
nidos. 

Quedan  asimismo  sujetas  a  las  formali- 
dades déla  inscripción,  fijación  i  publica- 


ción las  escrituras  de  disolución  anticipa- 
da de  la  sociedad. 

441.  La  omisión  de  la  escritura  social 
o  la  de  cualquiera  de  las  solemnidades  es- 
tablecidas en  los  artículos  427  i  440,  pro- 
duce nulidad. 

Los  accionistas  que  directa  o  indirecta- 
mente tomaren  parte  en  la  administración 
de  la  sociedad  que  no  hubiere  cumplido 
esas  solemnidades,  serán  considerados  so- 
cios colectivos,  i  como  tales  responderán 
solidariamente  de  las  obligaciones  contrai- 
das a  favor  de  terceros. 

442.  El  capital  social  será  fijado  de 
una  manera  precisa  e  invariable,  i  no  po- 
drá ser  disminuido  durante  la  sociedad. 

443^.  En  defecto  de  estipulación,  todo 
aporte  que  no  consista  en  dinero  será  esti- 
mado por  peritos,  i  la  estimación  será 
aprobada  por  la  junta  jeneral  de  accionis- 
tas. 

444.  Cuando  un  accionista  no  pagare 
en  las  épocas  convenidas  su  cuota  o  algu- 
na fracción  de  ella,  la  sociedad  podrá  ven- 
der por  conducto  de  un  corredor  de  nú- 
mero, de  cuenta  i  riesgo  del  socio  moroso, 
las  acciones  que  le  correspondan;  o  apro- 
piarse las  cantidades  que  este  hubiere  en- 
tregado, rectificándole  el  título  que  tenga; 
o  emplear  cualquier  otro  arbitrio  de  in- 
demnización que  acordaren   los  estatutos, 

445.  El  fondo  social  se  dividirá  en  ac- 
ciones, i  cada  una  de  éstas  podrá  subdivi- 
dirse  en  cupones  de  un  valor  igual. 

446.  Dividido  el  fondo  social  en  accio- 
nes de  capital  i  acciones  de  industria,  se 
formarán  dos  series,  i  cada  acción  enun- 
ciará la  serie  a  que  pertenezca  i  el  número 
que  en  ella  le  corresponda. 

Las  acciones  de  industria  permaneceráa 
depositadas  en  la  caja  social  hasta  que  el 
socio  industrial  haya  cumplido  su  em- 
peño. 

447.  Las  acciones  de  industria  solo 
confieren  derecho  a  una  parte  proporcio- 
nal en  los  beneficios  de  la  sociedad. 

Se  presume  que  los  socios  industriales 
tienen  también  derecho  al  fondo  social  en 
todos  los  casos  en  que  no  se  haya  verifica- 
do la  clasificación  de  acciones  de  capital  i 
acciones  de  industria. 

448.  Los  que  quisieren  incorporarse  a 
una  sociedad  establecida  deberán  otorgar 
una  escritura  en  que  acepten  en  todas 
sus  partes  el  contrato  social. 

449.  Ínterin  no  sea  cubierto  el  valor 
de  las  acciones,  los  títulos  que  justifiquen 
el  interés  de  los  suscriptores  no  importa- 
rán sino  una  mer.i  promesa  de  acción. 

450.  Las  promesas  de  acción  son  tras- 
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feribles  aun  antes  de  obtenerse  la  autori- 
zación de  la  sociedad. 

El  otorgamiento  de  la  autorización  no 
es  una  condición  suspensiva  o  resolutoria 
de  la  cesión. 

451.  Las  acciones  definitivas  pueden 
ser  nominales  o  al  portador. 

Las  primeras  son  trasFeribles  por  ins- 
cripción o  por  endos  >  sin  garantía,  i  las  se- 
gundas por  la  mera  tradición  del  titulo. 

452.  La  trasferencia  de  una  acción  o 
de  una  promesa  de  acción,  hayanse  hecho 
o  nó  pagos  a  cuenta  de  ella,  no  estingue 
las  obligaciones  del  cedente  a  favor  de  la 
sociedad. 

453.  Las  acciones  o  promesas  de  ac- 
ción de  los  socios  son  embargables;  pero 
el  embargo  no  producirá  otro  efecto  que 
la  adjudicación  o  venta  de  las  acciones  o 
promesas  de  acción  embargadas. 

454.  En  ios  casos  de  estravío,  hurto  o 
robo  de  una  acción  al  portador,  se  espedi- 
rá al  propietario  de  ella  un  nuevo  título, 
previo  el  otorgamiento  de  una  fianza  a  sa- 
tisfacción de  los  administradores. 

455.  Los  accionistas  no  son  responsa- 
bles sino  hasta  el  monto  de  sus  acciones, 
ni  están  obligados  a  devolver  a  la  caja  so- 
cial las  cantidades  que  hubieren  percibido 
a  título  de  beneficios. 

456.  Los  accionistas  son  directa  i  es- 
elusivamente  responsables  a  la  sociedad  de 
la  entrega  del  valor  de  sus  acciones. 

Los  terceros  solo  podrán  reclamarla  en 
virtud  de  una  cesión  en  forma  i  a  cargo  de 
sufrir  el  efecto  de  todas  las  escepciones 
que  el  accionista  tenga  contra  la  sociedad. 

457.  La  sociedad  anónima  es  adminis- 
trada por  mandatarios  temporales  i  revo- 
cables, sean  o  nó  socios,  sean  asalariados 
©gratuitos,  elejidos  en  la  forma  que  pre- 
vengan los  estatutos  de  la  sociedad. 

Sonde  ningún  efecto  las  cláusulas  que 
tiendan  a  establecer  la  irrevocabilidad  de 
los  administradores,  aun  cuando  su  nom- 
bramiento sea  una  de  las  condiciones  del 
contrato  social, 

458.  Los  administradores  no  son  res- 
ponsables sino  de  la  ejecución  del  manda- 
to que  recibieren. 

Es  nula  toda  estipulación  que  tienda  a 
absolver  a  los  administradores  de  esta  res- 
ponsabilidad o  a  limitarla. 

459  Los  actos  administrativos  ejecu- 
tados antes  de  obtenerse  la  autorización 
del  Presidente  de  la  República,  no  com- 
prometen la  responsabilidad  de  la  compa- 
ñía, a  no  ser  que  hayan  tenido  por  objeto 
trabajos  preparatorios  u  otras  operaciones 
necesarias  al  planteamiento  de  la  sociedad. 


460.  Las  disposiciones  que  contienen 
los  artículos  395  i  siguientes  hasta  el  400 
inclusive  determinan  la  extensión  de  las 
facultades  de  los  administradores  en  todo 
aquello  que  no  hubiere  sido  previsto  por 
los  estatutos. 

461.  Los  administradores  presentará» 
a  la  asamblea  jeneral,  en  las  épocas  en 
que  se  reúna,  una  memoria  razonada  acer- 
ca de  la  situación  de  la  sociedad,  acompa- 
pañada  de  un  balance  de  haberes  i  deudas 
i  de  un  inventario  detallado  i  preciso  de 
las  existencias,  i  remitirán  una  copia  de 
ella  a  la  intendencia  respectiva  i  otra  al 
juzgado  de  comercio  del  domicilio  social. 

Las  sociedades  que  emitan  acciones  al 
portador  publicarán  estas  piezas  en  uno  de 
los  periódicos  del  enunciado  domicilio. 

El  balance,  inventario,  actas,  libros  i 
demás  piezas  justificativas  de  la  memoria 
serán  depositadas  en  la  oficina  de  la  ad- 
ministración ocho  dias  antes  del  señalado 
para  la  reunión  de  la  asamblea  jeneral. 

462.  Los  accionistas  no  podrán  exa- 
minar la  contabilidad  de  la  administra- 
ción sino  en  el  término  que  indica  el  inci- 
so final  del  artículo  precedente,  o  en  la 
época  i  forma  que  lo  permitan  los  esta- 
tutos. 

463.  Se  prohibe  la  repartición  de  di- 
videndos antes  de  completarse  el  fondo  de 
reserva. 

Si  el  fondo  de  reserva  fuere  insuficiente 
para  cubrir  el  déficit  del  capital,  se  apli- 
carán a  este  solo  objeto  todos  los  benefi- 
cios sociales. 

Los  dividendos  se  deducirán  esclusiva- 
mente  de  los  beneficios  líquidos  justifica- 
dos por  los  iüventarioá  i  balances  aproba- 
dos por  Ja  asamblea  jeneral  de  accionistas. 

464.  Perdido  un  cincuenta  por  ciento 
del  capital  social,  o  disminuido  éste  hasta 
el  minimun  que  los  estatutos  fijen  como 
causa  de  disolución,  los  jerentes  consig- 
narán este  hecho  en  una  declaración  fir- 
mada por  todos. 

Una  copia  de  la  declaración,  autorizada 
por  los  mismos  administradores,  será  ele- 
vada a  las  autoridades  que  designa  el  ar- 
tículo 461  i  publicada  en  la  forma  que  pre- 
viene el  inciso  segundo  del  mismo,  todo 
bajo  la  multa  que  señala  el  artículo  438  i  la 
responsabilidad  solidaria  de  daños  i  perjui- 
cios. 

En  cualquiera  de  los  dos  casos  propues- 
tos, los  administradores  procederán  inme- 
diatamente a  la  liquidación  de  la  sociedad, 
so  pena  de  quedar  personal  i  solidariamen- 
te responsables  de  las  resultas  de  los  con- 
tratos i  operaciones  ulteriores. 


CHILE.  — CÓDIGO   DE   COMERCIO 


401 


465.  En  todos  los  casos  de  disolución 
los  administradores  liarán  por  si  la  liqui- 
dación, salvo  que  los  estatutos  dispongan 
o  la  asamblea  jeneral  acuerde  otra  cosa. 

Los  administradores  se  ajustarán  en  el 
desempeño  de  este  encargo  a  las  reglas  es- 
tablecidas en  el  §  6  del  presente  titulo  en 
cuanto  dichas  regias  no  se  encuentren  en 
oposición  con  las  trazadas  en  este  párrafo. 

466.  La  asamblea  jeneral  de  accionis- 
tas se  reunirá  en  épocas  ñjas  para  exami- 
nar la  situación  de  la  sociedad,  revocar  o 
conñrmar  el  nombramiento  de  losjeren- 
tes,  modificar  el  réjimen  económico  de  la 
administración,  i  acordar  todas  las  provi- 
dencias que  el  cumplimiento  del  contrato 
social  i  el  interés  común  de  los  asociados 
reclamaren. 

Son  nulas  las  deliberaciones  de  la  asam- 
blea, aunque  sean  adoptadas  por  unanimi- 
dad, cuando  versen  sobre  objetos  ajenos  a 
la  ejecución  del  contrato,  o  cuando  exce- 
dan los  límites  que  prescriban  los  estatu- 
tos. 

467.  Los  administradores  podrán  con- 
vocar estraordinariamente  la  asamblea  je- 
neral siempre  que  lo  exijan  las  necesida- 
des imprevistas  de  la  administración. 

468.  Las  compañías  anónimas  estran- 
jeras  no  podrán  establecer  ajenies  en  Chi- 
le sin  autorización  del  Presidente  de  la  Re- 
pública. 

Los  ajenies  que  obraren  por  esas  com- 
pañías sin  haber  obtenido  la  autorización 
gubernativa  quedarán  personalmente  obli- 
gados al  cumplimiento  de  los  contratos  que 
celebraren  i  sometidos  a  todas  las  respon- 
sabilidades precedentemente  establecidas, 
sin  perjuicio  de  la  acción  a  que  hubiere  lu 
gar  contra  dichas  compañías. 

469.  Un  Reglamento  determinará  la 
manera  de  ejecutar  las  disposiciones  con- 
tenidas en  el  presente  párrafo. 

§  9.    Disposiciones  relativas  a  la  socie- 
dad en  comandita. 

470.  Sociedad  en  comandita  es  la  que 
se  celebra  entre  una  o  mas  personas  que 
prometen  llevar  a  la  caja  social  un  deter- 
minado aporte,  i  una  o  mas  personas  que 
se  obligan  a  administrar  esclusivamente  la 
sociedad  por  sí  o  su,s  delegados  i  en  su  nom- 
bre particular. 

Llámanse  los  primeros  socios  comandi- 
tarios, i  los  segundos  Jestor es . 

47i.  Hai  dos  especies  de  sociedad  en 
comandita:  simple  i  por  acciones. 

472.  La  comandita  simple  se  forma  por 
la  reunión  de  un  fondo  suministrado  en  su 
Segunda  Serie. — Tomo  II. 


totalidad  por  uno  o  mas  socios  comandita- 
rios, o  por  éstos  i  los  socios  jestores  a  la 
vez 

473.  La  comandita  por  acciones  se 
constituye  por  la  reunión  de  un  capital  di- 
vidido en  acciones  o  cupones  de  acción  i 
suministrado  por  socios  cuyo  nombre  no 
figura  en  la  escritura  social." 

§  10.     Be  la  comandita  simple. 

474.  La  comandita  simple  se  forma  i 
prueba  como  la  sociedad  colectiva,  i  está 
sometida  a  las  reglas  establecidas  en  los 
siete  primeros  párrafos  de  este  titulo,  en 
cuanto  dichas  reglas  no  se  encuentren  en 
oposición  con  la  naturaleza  jurídica  de  este 
contrato  i  las  siguientes  disposiciones. 

475.  El  nombre  de  los  socios  coman- 
ditarios no  íigurará  en  el  estrado  dü  que 
hablan  los  artículos  354  i  355. 

476.  La  sociedad  en  comandita  es  re- 
jida  bajo  una  razón  social,  que  debe  com- 
prender necesariamente  el  nombre  de  un 
socio  jestor  si  fuere  uno  solo  ,  o  el  noaibre 
de  uno  o  mas  de  los  jestores  si  fueren  ¡nu- 
ches. 

El  nombre  del  socio  comanditario  no 
puede  ser  incluido  en  la  razón  social. 

Las  palabras  i  compañía  agregadas  al 
nombre  de  un  socio  jestor,  no  implican  la 
inclusión  del  nombre  del  comanditario  en 
la  razón  social,  ni  imponen  á  éste  respon- 
sabilidades diversas  de  las  que  tiene  en  su 
carácter  de  tal. 

477.  El  comanditario  que  permite  o 
tolera  la  inserción  de  su  nombre  en  la  ra- 
zón social  se  constituye  responsable  de  to- 
das las  obligaciones  i  pérdidas  de  la  socie- 
dad en  los  mismos  términos  que  el  socio 
jestor. 

478.  El  comanditario  no  puede  llevar 
a  la  saciedad,  por  via  de  aporte,  su  capa- 
cidad, crédito  o  industria  personal. 

Con  todo  eso,  su  aporte  puede  consistir 
en  la  comunicación  de  un  secreto  de  arte 
o  ciencia,  con  tal  que  no  lo  aplique  por  si 
niismo  ni  coopere  diariamente  a  su  aplica- 
ción. 

479.  Si  el  aporte  consiste  en  el  mero 
goce  o  usufructo,  el  comanditario  no  so- 
portará otra  pérdida  que  la  de  los  produc- 
tos de  la  cosa  que  constituye  su  aporte. 

En  ningún  caso  estará  obligado  a  resti- 
tuir las  cantidades  que  a  título  de  benefi 
cios  haya  recibido  de  buena  fe. 

480.  Los  comanditarios  tienen  la  res- 
ponsabilidad que  impone  i  el  derecho  que 
otorga  a  los  accionistas  dé  las  sociedades 
anónimas  el  art.  456. 
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481.  El  comanditario  puede,  sin  perder 
el  carácter  de  tal,  asistir  a  las  asambleas, 
i  tendrá  en  ellas  voto  consultivo. 

482.  Puede  también  ceder  sus  dere- 
chos, mas  no  trasferir  la  facultad  de  exa- 
minar los  libros  i  papeles  de  la  sociedad 
mientras  ésta  no  haya  dado  punto  a  sus 
operaciones. 

483.  Los  socios  jestores  son  indefinida 
¡solidariamente  responsables  de  todas  las 
obligaciones  i  pérdidas  de  la  sociedad. 

Los  socios  comanditarios  solo  responden 
de  unas  i  otras  hasta  concurrencia  de  sus 
aportes  prometidos  o  entregados. 

484.  Se  prohibe  al  socio  comanditario 
ejecutar  acto  alguno  de  administración  so- 
cial, aun  en  calidad  de  apoderado  de  los 
socios  jestores. 

485.  El  comanditario  que  violare  la 
prohibición  del  articulo  precedente  queda- 
rá solidariamente  responsable  con  los  jes- 
tores de  todas  las  pérdidas  i  obligaciones 
de  la  sociedad,  sean  anteriores  o  posterio- 
res a  la  contravención. 

486.  El  comanditario  que  pagare  a  los 
acreedores  de  la  sociedad  por  alguno  de 
los  motivos  espresados  en  los  artículos  477 
i  484,  tendrá  derecho  a  exijir  de  los  socios 
jestores  la  restitución  de  la  cantidad  exce- 
dente a  la  de  su  aporte. 

En  ninguno  de  esos  casos  podrán  los  so- 
cios jestores  reclamar  del  comanditario  in- 
demnización alguna  por  el  mero  hecho  de 
la  contravención. 

487.  No  í-on  actos  administratorios  de 
parte  de  los  comanditarios: 

1.°  Los  contratos  que  por  cuenta  propia 
o  ajena  celebren  con  los  socios  jestores; 

2."  El  desempeño  de  una  comisión  en 
una  plaza  distinta  de  aquella  en  que  se  en- 
cuentre establecido  el  domicilio  de  la  so- 
ciedad; 

3."  El  consejo,  examen,  inspección,  vi- 
jilancia  i  demás  actos  interiores  que  pasan 
entre  los  socios,  siempre  que  no  traben  la 
libre  i  espontánea  acción  de  los  jestores; 

4  "  Los  actos  que  colectiva  o  individual- 
mente ejecuten  como  comuneros  después 
de  la  disolución  de  la  sociedad. 

488.  El  comanditario  que  forma  un  es- 
tablecimiento de  la  misma  naturaleza  que 
el  estalilccimiento  social,  o  toma  parte  co- 
mo socio  colectivo  o  comanditario  en  uno 
formado  por  otra  persona,  pierde  el  dere- 
cho de  examinar  los  libros  sociales,  salvo 
que  los  intereses  de  tal  establecimiento  no 
í^e  encuentren  en  oposición  con  los  de  la 
sociedad. 

489.  Habiendo  uno  o  mas  socios  co- 
manditarios i  mucho  colectivos,  .sea  que 


todos  éstos  administren  de  consuno,  aea 
que  uno  o  mas  administren  por  todos,  la 
sociedad  será  a  la  vez  comanditaria  res- 
pecto de  los  primeros  y  colectiva  relativa- 
mente de  los  segundos. 

490.  En  caso  de  duda,  la  sociedad  se 
reputará  colectiva. 

§  11. —  De  La  eoniandíta  por  acciones. 

491.  Las  reglas  establecidas  en  el  pá- 
rrafo anterior  son  aplicables  a  la  comandi- 
ta por  acciones  en  cuanto  no  estén  en  con- 
tradicción con  las  disposiciones  del  pre- 
sente. 

492.  Las  sociedades  en  comandita  no 
podrán  dividir  su  capital  en  acciones  o 
cupones  de  acción  que  bajen  de  cien  pe- 
sos, cuando  aquél  no  exceda  de  cincuenta 
mil. 

Si  el  capital  excediere  de  esta  suma,  las 
acciones  o  cupones  de  acción  no  podrán 
bajar  de  quinientos  pesos. 

493.  Las  sociedades  en  comandita  no 
quedarán  deñnitivamente  constituidas  sino 
después  de  suscrito  todo  el  capital  i  de  ha- 
ber entregado  cada  accionista  al  menos  la 
cuarta  parte  del  importe  de  sus  acciones. 

La  suscripción  i  entrega  serán  compro- 
badas por  la  declaración  del  jerente  en  una 
e.scritura  pública,  i  ésta  será  acompañada 
de  la  lista  de  suscriptores,  de  un  estado  de 
las  entregas  i  de  la  escritura  social. 

494.  Las  acciones  de  las  sociedades  en 
comandita  serán  nomtnatinas  hasta  el  mo- 
mento en  que  hayan  sido  enteramente  pa- 
gadas. 

495.  Los  suscriptores  de  acciones  son 
responsables,  a  pe.sar  de  cualquiera  esti- 
pulación en  contrario,  del  monto  total  de 
las  acciones  que  hubieren  tomado  en  la  so- 
ciedad. 

Las  acciones  o  cupones  de  acción  no  se- 
rán negociables  sino  después  de  entrega- 
das dos  quintas  partes  de  su  valor. 

496.  Siempre  que  alguno  de  los  socios 
llevare  un  aporte  que  no  consista  en  dine- 
ro, o  estipulare  a  su  favor  algunas  venta- 
jas particulares,  la  asamblea  jeneral  hará 
verificar  i  estimar  el  valor  de  uno  i  otras; 
i  mientras  no  haya  prestado  su  aprobación 
en  una  reunión  ulterior,  la  sociedad  no 
quedará  definitivamente  constituida. 

Las  deliberaciones  de  la  asamblea  serán 
adoptadas  a  mayoría  de  sufrajios  de  los 
accionistas  presentes  o  representados;  i 
esta  mayoría  será  compuesta  de  la  cuarta 
parte  de  los  accionistas,  que  represente  la 
cuarta  parte  del  capital  social. 

Los  socios  que  hicieren  el  aporte  o  hu- 
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V)ieren  estipulado  las  ventajas  sometidas  a 
la  apreciación  de  la  asamblea,  no  tendrán 
voto  deliberativo. 

497.  Es  nula  i  de  ningún  efecto,  res- 
pecto de  los  socios,  la  comandita  por  accio- 
nes constituida  en  contravención  a  cual- 
quiera de  las  prescripciones  que  contienen 
los  artículos  precedentes;  pero  los  asocia- 
dos no  podrán  oponer  a  terceros  esa  nu- 
lidad, 

498.  En  toda  comandita  por  acciones 
se  establecerá  una  junta  de  vijilancia, 
compuesta  al  menos  de  tres  accionistas. 

La  junta  será  nombrada  por  la  asamblea 
jeneral  inmediatamente  después  de  la  cons- 
titución definitiva  de  la  sociedad  i  antes  de 
toda  operación  social. 

La  primera  junta  será  nombrada  por  un 
año  i  las  demás  por  cinco. 

499.  Los  miembros  de  la  junta  debe- 
rán examinar  .si  la  sociedad  ha  sido  legal- 
mente  constituida,  inspeccionar  los  libros, 
comprobar  la  existencia  de  los  valores  so- 
ciales en  caja,  en  documentos  o  en  cual- 
quier otra  forma,  i  presentar  al  fin  de  ca- 
da año  a  la  asamblea  jeneral  una  memoria 
acerca  de  los  inventarios  i  de  las  proposi- 
ciones que  haga  el  jerente  para  la  distri- 
bución de  dividendos. 

500.  La  junta  de  vijilancia  tiene  dere- 
cho de  convocar  la  asamblea  jeneral  i  de 
provocar  la  disolución  de  la  sociedad. 

501.  Anulada  la  sociedad  por  infrac- 
ción de  las  regias  prescritas  para  su  cons- 
titución, los  miembros  de  la  junta  de  viji- 
lancia podrán  ser  declarados  solidaria- 
mente responsal)les  con  los  jerentes  de  to- 
das las  operaciones  ejecutadas  con  pos,te- 
rioridad  a  su  nombramiento  i  aceptación. 

La  misma  responsabilidad  podrá  ser  de- 
clarada contra  los  fundadores  de  la  socie- 
dad que  hayan  llevado  un  aporte  en  espe- 
cie o  estipulado  a  su  favor  ventajas  parti- 
culares. 

502.  Cada  uno  de  los  miembros  de  la 
junta  de  vijilancia  será  solidariamente  res- 
ponsable con  los  jerentes: 

l.^  Cuando  haya  permitido  a  sabiendas 
que  en  los  inventarios  se  cometan  inexac- 
titudes graves  que  perjudiquen  a  la  socie- 
dad o  a  terceros; 

2."  Siempre  que  con  conocimiento  de 
causa  haya  consentido  en  que  se  distribu- 
yan dividendos  no  justiñcaaos  por  inven- 
tarios regulares  i  sinceros. 

503.  La  emisión  de  acciones  o  de  cu- 
pones de  acción  en  una  sociedad  consti- 
tuida en  contravención  a  los  artículos  492, 
493  i  494  será  castigada  con  una  multa  de 
quinientos  a  mil  pesos. 


En  la  misma  multa  incurrirá  el  jerente 
que  principiare  las  operaciones  sociales 
antes  que  la  junta  de  vijilancia  haya  co- 
menzado a  funcionar. 

504.  La  negociación  de  acciones  o  cu- 
pones de  acción  de  un  valor  o  forma  con- 
trarios a  las  disposiciones  de  ios  artículos 
492  i  494,  o  de  acciones  o  cupones  de  ac- 
ción a  cuya  cuenta  no  se  hayan  entregado 
los  dos  quintos  de  su  valor  conforme  al  ar- 
tículo 495,  será  penada  con  una  multa  de 
quinientos  a  dos  mil  pesos. 

Con"  la  misma  multa  serán   castigados 
los  que  tomaren  parte  en   las  negoeiacio-    >, 
nes  enunciadas  i  los  que  hicieren  publ¡(;ap 
el  valor  de  las  espresadas  acciones  o  cupo- 
nes de  acción. 

505.  Serán  castigados  con  arreglo  a 
las  prescripciones  del  Código  Penal: 

1.°  Los  que  por  simulación  de  suscrip- 
ciones o  entregas,  por  publicación  mali- 
ciosa de  suscripciones  o  entregas  que  no 
existen,  o  mediante  otros  hechos  falsos, 
hayan  obtenido  o  procurado  obtener  sus- 
cripciones o  entregas; 

2.°  Los  que  para  provocar  su.scripcio- 
nes  o  entregas  publiquen  de  mala  fe  les 
nombres  de  personas  a  quienes  se  suponga 
relacionadas  con  la  sociedad,  a  cualquier 
título  que  sea. 

506.  Los  accionistas  que  tuvieren  qu« 
sostener  colectivamente,  como  demandan- 
tes o  demandados,  un  pleito  contra  los  je- 
rentes o  los  miembros  de  la  junta  de  viji- 
lancia, serán  representados  por  apodera- 
dos elegidos  por  la  asamblea  jeneral. 

No  pudiendo  verificarse  el  nombra- 
miento por  la  asamblea  jeneral,  por  ua 
obstáculo  cualquiera,  será  hecho  por  ei 
juzgado  de  comercio  a  petición  de  la  parto 
mas  dilijen  te. 

Si  el  pleito  versare  sobre  objetos  de  in- 
terés particular  de  algunos  accionistas,  los 
apoderados  serán  nombrados  en  reuniou 
de  los  interesados  en  la  causa. 

En  cualquiera  de  los  dos  casos  propues- 
tos, los  accionistas  podrán  intervenir  per- 
sonalmente en  la  cau.sa,  a  cargo  de  sopor- 
tar los  gastos  de  su  intervención. 

§  12.  De  La  asociación  o  cuentas  en  parti- 
cipación. 

507.  La  participación  es  un  contrato 
por  el  cual  dos  o  mas  comerciantes  toman 
interesen  una  o  muchas  operaciones  naer- 
cantiles,  instantáneas  o  sucesivas,  que  de- 
be ejecutar  uno  de  ellos  en  su  solo  nombre 
i  bajo  su  crédito  personal,  a  cargo  de  ren- 
dir cuenta  i  dividir  con  sus  asociados  las 
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ganancias  o  pérdidas  en  la  proporción  con- 
venida. 

508.  La  participación  no  está  sujeta 
en  su  formación  a  las  solemnidades  pre;s- 
critas  para  la  constitución  de  las  socieda- 
des. 

El  convenio  de  los  asociados  determina 
el  objeto,  la  forma,  el  interés  i  las  condi- 
ciones de  la  participación. 

509.  La  participación  es  esencialmen- 
te privada,  no  constituye  una  persona  ju- 
rídica, i  carece  de  razón  social,  patrimonio 
colectivo  i  domicilio. 

Su  formación,  modificación,  disolución 
i  liquidación  pueden  ser  establecidas  con 
los  libros,  correspondencia,  testigos  i  cual- 
quiera otra  prueba  legal. 

510.  Eljestores  reputado  único  due- 
ño del  negocio  en  las  relaciones  esternas 
que  produce  la  participación. 

Los  terceros  solo  tienen  acción  contra  el 
administrador,  del  mismo  modo  que  los 
participes  inactivos  carecen  de  ella  contra 
los  terceros. 

Unos  i  otros,  sin  embargo,  podrán  usar 
de  las  acciones  del  jerente  en  virtud  de 
una  cesión  en  forma. 

511.  Salvas  las  modificaciones  resul- 
tantes de  la  naturaleza  jurídica  de  la  par- 
ticipación, ella  produce  entre  los  partici- 
pes los  mismos  derechos  i  obligaciones  que 
confieren  e  imponen  a  los  socios  entre  sí 
las  sociedades  mercantiles. 

TITKIiO  YIII 

■>el  seguro  en  Jentral  i  «le  ios  seguros  te- 
rrestres en  particular. 

§  1.  Definiciones. 

512.  El  seguro  es  un  contrato  bilate- 
ral, condicional  i  aleatorio  por  el  cual  una 
persona  natural  o  jurídica  toma  sobre  sí 
por  un  determinado  tiempo  todos  o  alguno 
de  los  riesgos  de  pérdida  o  deterioro  que 
corren  ciertos  objetos  pertenecientes  a  otra 
persona,  obligándose,  mediante  una  retri- 
bución convenida,  a  indemnizarle  la  pér- 
dida o  cualquier  otro  daño  estimable  que 
sufran  los  objetos  asegurados. 

513.  Llámase  asci/urador  la  persona 
que  toma  de  su  cuenta  el  riesgo,  aser/nra- 
do  la  que  queda  libre  de  él,  i  prima  la  re- 
trilnicion  o  precio  del  seguro, 

Se  entiende  por  riesgo  la  eventualidad 
de  todo  caso  fortuito  que  puede  causar  la 
pérdida  o  deterioro  de  los  objetos  asegu- 
rados. 

Siniestro  es  la  pérdida  o  el  daño  de  las 
cosas  aseguradas. 


Denomínase  siniestro  manar  la  pérdida 
total  o  casi  total,  i  siniestro  menor  el  sim- 
ple daño  de  la  cosa  asegurada. 

La  pérdida  o  deterioro  de  las  tres  cuar- 
tas partes  del  valor  de  la  cosa  asegurada 
es  considerada  como  pérdida  total  solo  en 
los  casos  espresados  por  la  lei. 

Los  seguros  son  terrestres  o  marítimos. 

§.  2.  Disposiciones  comunes  a  los  seguros 
terrestres  i  marítimos. 

514.  El  seguro  se  perfecciona  í  prueba 
por  escritura  pública,  privada,  u  oficial, 
que  es  la  autorizada  por  un  corredero  por 
un  cónsul  chileno  en  su  caso. 

El  documento  justificativo  del  seguro  se 
llama  póU.::a. 

La  póliza  puede  ser  nominadamente  es- 
tendida a  favor  del  asegurado,  a  su  orden 
o  al  portador. 

Otorgándose  escritura  privada  u  oficial, 
se  estenderán  dos  ejemplares  para  res- 
guardo recíproco  de  las  ])artes. 

515.  El  seguro  ajustado  verbalmente 
vale  como  promesa,  con  tal  que  los  con- 
tratantes hayan  convenido  formalmente 
en  la  cosa,  riesgo  i  prima. 

La  promesa  puede  ser  justificada  por 
cualquiera  de  los  medios  probatorios  admi- 
tidos en  materia  mercantil,  i  autoriza  a 
cada  una  de  las  parte.=i  para  demandar  a  la 
otra  el  otorgamiento  de  la  póliza. 

516.  Toda  póliza  deberá  contener: 

1.'^  Los  nombres  i  apellidos  del  asegu- 
rador i  asegurado  i  el  domicilio  de  ambos; 
2.°  La  declaración  de  la  calidad  que 
toma  el  asegurado  al  contratar  el  seguro; 
3."  La  designación  clara  i  precisa  del 
valor  i  naturaleza  de  los  objetos  asegura- 
dos; 

4."    La  cantidad  asegurn da; 
5.°    Los  riesgos  que  el  asegurador  toma 
sobre  sí; 

6.°     La  época  en  que  principia  i  conclu- 
ye el  riesgo  para  el  asegurador; 

7.°  La  prima  del  seguro,  el  tiempo,  lu- 
gar i  forma  en  que  haya  de  ser  pagada; 
8.°  La  fecha,  con  espresion  de  la  hora; 
9."  La  enunciación  de  todas  las  circuns- 
tancias que  puedan  suministrar  al  asegu- 
rador un  conocimiento  exacto  i  completo 
de  los  riesgos,  i  la  de  todas  las  demás  es- 
tipulaciones que  hicieren  las  partes. 

517.  Respecto  del  asegurado,  el  segu- 
ro es'un  contrato  de  mera  indemnización, 
i  jamas  puede  ser  para  él  la  ocasión  de  una 
ganancia. 

518.  Pueden  celebrar  un  seguro  todas 
las  personas  hábiles  para  obligarse. 
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Pero  de  parte  del  asegurado  se  requiere, 
adeaias  de  la  capacidad  legal,  que  tenga  al 
tiempo  del  contrato  un  interés  real  en  evi- 
tar los  riesgos,  sea  en  calidad  de  propieta- 
rio, copartícipe,  fideicomisario,  Uaufruc- 
tuario,  arrendatario,  acreedor  o  adminis- 
trador de  bienes  ajenos,  sea  en  cualquiera 
otra  que  lo  constituya  interesado  en  la  con- 
servación del  objeto  asegurado. 

El  seguro  en  que  falte  este  interés  es 
nulo  i  de  ningún  valor. 

5í9.  El  seguro  puede  ser  contratado 
por  cuenta  propia,  o  por  la  de  un  tercero 
en  virtud  de  un  poder  especial  o  jeneral^  i 
aun  sin  su  conocimiento  i  autorización. 

Se  entiende  que  el  seguro  corresp-^nde 
al  que  lo  ha  contratado,  toda  vez  que  la 
póliza  no  esprese  que  es  por  cuenta  de  un 
tercero. 

520.  Por  el  hecho  de  tomar  por  su 
cuenta  el  seguro  del  objeto  mandado  ase- 
gurar, se  entiende  que  el  mandatario  ase- 
gura de  acuerdo  con  las  instrucciones  de 
su  mandante. 

En  defecto  de  instrucciones  se  tendrá 
por  realizado  el  seguro  conforme  a  las 
condiciones  usuales  en  el  lugar  donde  el 
mandatario  deba  ejecutar  el  mandato. 

521.  Es  de  ningún  valor  el  seguro  ajus- 
tado por  un  ájente  ofícioso,  si  el  interesa- 
do o  su  mandatario,  ignorando  la  existen- 
cia de  ese  contrato,  hubiere  hecho  asegu- 
rar el  mismo  objeto. 

522.  Pueden  ser  aseguradas  todas  las 
cosas  corporales  o  incorporales,  con  tal  que 
existan  al  tiempo  del  contrato  o  en  la  épo- 
ca en  que  principien  a  correr  los  riesgos 
por  la  cuenta  del  asegurador,  tengan  un 
valor  estimable  en  dinero,  puedan  ser  ob- 
jeto de  una  especulación  licita,  i  se  hallen 
espuestas  a  perderse  por  el  riesgo  que  to- 
me sobre  sí  el  asegurador. 

Por  consiguiente  no  pueden  ser  materia 
de  seguro : 

1.°  Las  ganancias  o  beneficios  espera- 
dos; 

2."     Los  objetos  de  ilícito  comercio; 

8."  Las  cosas  íntegramente  aseguradas 
a  no  ser  que  el  último  seguro  se  refiera  a 
un  tiempo  diverso  o  a  riesgos  de  distmta 
naturaleza  que  los  que  comprenda  el  an- 
terior; 

4.'  Las  cosas  que  han  corrido  ya  el 
riesgo,  hayanse  salvado  o  perecido  en  él. 

El  seguro  de  cosas  que  no  reúnan  todas 
las  condiciones  espresadas  en  el  inciso 
primero  de  este  articulo  es  nulo  de  pleno 
derecho. 

523.  El  asegurador  puede  hacer  rease- 
gurar,  a  condiciones  mas  o  menos  favo- 


rables que  las  estipuladas,  las  mismas  co- 
sas que  él  hubiere  asegurado. 

El  reseguro  no  extingue  las  obligacio- 
nes del  asegurador,  ni  confiere  al  asegu- 
rado acción  directa  contra  el  reasegura- 
dor. 

El  asegurador  i  el  asegurado  no  pueden 
celebrar  un  reseguro;  pero  el  segundo 
puede  hacer  asegurar  el  costo  del  seguro 
i  el  riesgo  de  insolvencia  del  primero. 

524.  Los  establecimientos  de  comer- 
cio, como  almacenes,  bazai'es,  tiendas,  fá- 
bricas i  otros,  i  los  cargamentos  terrestres 
o  marítimos  pueden  ser  asegurados  con 
o  sin  designación  especifica  de  las  merca- 
derías i  otros  objetos  que  cont-'ngan. 

Los  muebles  que  constituyen  el  menaje 
de  una  cosa  pueden  ser  también  asegura- 
dos en  esta  misma  forma,  salvo  los  que  ten- 
gan un  gran  precio,  como  las  alhajas,  cua- 
dros de  familia,  objetos  de  arte  u  otros 
análogos,  los  cuales  serán  asegurados  con 
designación. 

En  uno  i  otro  caso  el  asegurado  deberá 
individualizar  los  objetos  asegurados  i  jus- 
tificar su  existencia  i  valor  al  tiempo  del 
siniestro. 

525.  Habiendo  muchos  seguros  suce- 
sivos celebrados  de  buena  fe  en  diferentes 
fechas,  solo  valdrá  el  primero,  siempre  que 
cubra  el  valor  íntegro  del  objeto  asegu- 
rado. 

No  cubriéndolo,  los  aseguradores  poste- 
riores i'esponderán  del  valor  insoluto  se- 
gún el  orden  de  las  fechas  de  sus  respec- 
tivos contratos. 

Los  aseguradores  cuyos  contratos  que- 
daren anulados  por  falta  de  un  valor  ase- 
gurable,  restituirán  la  prima,  salvo  su  de- 
recho a  la  indemnización  a  que  hubiere 
lugar. 

526.  Cuando  varios  aseguradores  ase- 
guren conjunta  y  separadamente  en  una 
misma  fecha  una  cantidad  que  exceda  el 
verdadero  valor  del  oijjeto  asegurado,  no 
quedarán  responsables  sino  hasta  concu- 
rrencia de  ese  valor  i  en  proporción  de  la 
suma  que  cada  uno  de  ellos  hubiere  ase- 
gurado. 

El  seguro  no  datado  se  presume  cele- 
brado en  la  fecha  del  que  le  siga  inmedia- 
tamente. 

527.  En  los  casos  previstos  en  los  ar- 
tículos que  preceden,  el  asegurado  no  po- 
drá rescindir  un  seguro  anterior  para  ha- 
cer responsables  a  los  aseguradores  poste- 
riores. 

Exonerando  de  sus  ©bligaciones  a  los 
aseguradores  anteriores,  el  asegurado  que- 
dará colocado  en  su  lugar,  en  el  mismo 
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orden  i  por  la  misma  suma  que  aquellos 
hubieren  asegurado. 

En  este  caso,  si  el  asegurado  contratare 
un  nuevo  seguro,  los  aseguradores  ocupa- 
rán su  lugar  en  la  forma  que  espresa  el 
ínfiso  anterior. 

528.  Aunque  una  cosa  haya  sido  ase- 
gurada por  todo  su  valor,  es  permitido 
asegurarla  de  nuevo  bajo  la  condición  de 
que  el  segundo  asegurador  solo  será  res- 
ponsable siempre  que  el  asegurado  no  sea 
completamente  indemnizado  por  el  pri- 
mer asegurador. 

En  este  caso  el  contrato  o  contratos  an- 
teriores serán  claramente  descritos  en  la 
nueva  póliza,  so  pena  de  nulidad,  i  se  a  pli- 
'  carán  las  reglas  establecidas  en  los  artí- 
culos 525  i  526. 

529.  Desistiendo  en  forma  legal  de 
un  .seguro  contratado,  el  asegurado  podrá 
hacer  asegurar  nuevamente  la  cosa  ase- 
gurada por  el  mismo  tiempo  i  los  mismos 
riesgos. 

En  la  nueva  póliza  se  hará  mención,  so 
pena  de  nulidad,  tanto  del  seguro  anterior 
como  del  desistimiento. 

530  Trasmitida  por  título  universal  o 
singular  la  propiedad  de  la  cosa  asegurada, 
el  seguro  correrá  en  provecho  del  adqui- 
rente,  sin  necesidad  de  cesión,  desde  el 
momento  en  que  los  riesgos  le  correspon- 
dan, a  menos  que  conste  evidentemente 
que  el  seguro  fué  cons'íntido  por  el  ase- 
gurador en  consideración  a  la  persona  ase- 
gurada. 

531.  En  caso  de  trasmisión  pori  ti- 
tulo singular,  el  asegurador  podrá  exijir 
que  el  adquirente  declare  en  el  acto  del 
requerimiento  judicial  si  quiere  o  no  apro- 
vecharse del  seguro; 

Si  lo  rehusare  i  el  asegurado  conservare 
á,lgun  interés  en  la  cosa,  el  seguro  conti- 
nuará por  cuenta  de  éste  hasta  concurren- 
cia de  su  interés. 

Si  ningún  interés  conservare,  se  tendrá 
por  estinguido  el  seguro  desde  el  momen- 
to de  la  enajenación  ;  i  el  asegurador  podrá 
reclamar  del  asegurado  el  pago  de  toda  la 
prima  o  una  indemnización,  según  la  na- 
turaleza del  seguro. 

532.  No  es  eficaz  el  seguro  sino  hasta 
concurrencia  del  verdadero  valor  del  ob- 
jeto asegurado,  aun  cuando  el  asegurador 
se  haya  constituido  respon.sable  de  una 
suma  que  lo  exceda. 

No  hallándose  asegurado  el  integro  va- 
lor de  la  cosa,  el  asegurador  solo  estará 
obligado  a  indemnizar  el  siniestro  a  pro- 
rrata entre  la  cantidad  asegurada  i  la  que 
no  lo  esté. 


Sin  embargo,  los  interesados  podrán  es- 
tipular que  el  asegurado  no  soportará  par- 
te alguna  de  la  pérdida  o  deterioro,  sino 
en  el  caso  que  el  monto  del  siniestro  exce- 
da la  suma  asegurada. 

533.  Omitiéndose  en  la  póliza  la  de- 
terminación del  valor  de  las  cosas  asegu- 
radas, el  asegurado  podrá  establecerlo  por 
todos  los  medios  de  prueba  que  admite  este 
Código. 

534.  Aunque  el  valor  haya  sido  for- 
malmente enunciado  en  la  póliza,  el  asegu- 
rador o  asegurado  podrán  probar  que  la  es- 
timación ha  sidoexajerada  por  error  o  dolo. 

Declarándose  que  ha  habido  exceso  por 
error  en  la  estimación,  la  suma  asegurada 
i  la  prima  serán  reducidas  hasta  concu- 
rrencia del  verdadero  valor  de  los  objetos 
asegurados;  i  el  asegurador  podrá  exijir 
sobre  la  diferencia  entre  ese  valor  i  el 
enunciado  en  la  póliza  la  indemnización  a 
que  haya  lugar. 

Probando  el  asegurador  que  la  diferen- 
cia entre  el  valor  real  de  los  objetos  i  la 
cantidad  asegurada  proviene  de  dolo  del 
asegurado,  éste  no  podrá  exijir  el  pago  del 
seguro  en  caso  de  siniestro,  ni  escusarse 
de  abonar  al  asegurador  la  prima  íntegra, 
sin  perjuicio  de  la  acción  criminal. 

Pero  si  el  objeto  ^segurado  hubiere  sido 
justipreciado  por  peritos  elejidos  por  las 
partes,  el  aseguradorjio  podrá  impugnar, 
salvo  el  caso  de  dolo,  el  valor  que  aquéllos 
le  hubieren  asignado. 

535.  Si  la  póliza  no  contiene  la  desig- 
nación espresa  o  tacita  de  la  cantidad  ase- 
gurada, se  entiende  que  el  asegurador  se 
obliga  a  mdemnizar  la  pérdida  o  deteriora 
hasta  concurrencia  del  valor  de  la  cosa 
asegurada  al  tiempo  del  siniestro. 

Hai  designación  espresa,  no  solo  cuando 
espre.samente  se  designa  la  cantidad  ase- 
gurada, sino  cuando  el  asegurador  se  obli- 
ga a  pagar  el  todo  o  parte  del  valor  del  ob- 
jeto asegurado  según  la  estimación  quede 
él  se  haga  al  tiempo  del  siniestro,  o  cuan- 
do se  establece  en  la  póliza  el  medio  de  fi- 
jar la  suma  asegurada. 

Hai  designación  tácita,  siempre  que  la 
póliza  contenga  la  valuación  del  objeto  ase- 
gurado, la  hjacioH  de  la  prima,  o  alguo 
otro  dato  que  baste  pai*a  determinar  la 
suma  asegurada. 

536.  El  asegurador  puede  tomar  sobre 
sí  todos  o  algunos  de  los  riesgos  a  que  está, 
espuesta  la  cosa  asegurada. 

No  estando  espresamente  limitado  el  se- 
guro a  determinados  riesgos,  el  asegura- 
dor responde  de  todos,  salvas  las  escepcio- 
nes  legales. 
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537.  En  defecto  de  estipulación,  los 
riesgos  princ'piai'án  á  correr  por  cuenta 
del  asegurador  desde  que  las  partes  sus- 
criban la  póliza,  a  no  ser  que  la  lei  dispon- 
ga otra  cosa. 

Los  tribunales  determinarán  en  la  hipó- 
tesis propuesta  la  duración  de  los  riesgos, 
tomando  en  consideración  las  cláusulas  de 
Ja  póliza,  los  usos  locales  i  las  demás  cir- 
cunstancias del  caso. 

538.  El  asegurado  no  puede  variar  por 
sí  solo  el  lugar  del  riesgo  ni  cualquiera 
otra  de  las  circunstancias  que  se  hayan  te- 
nido en  vista  para  estimarlo. 

La  variación  ejecutada  sin  consentimien- 
to del  asegurador  autoriza  la  rescisión  del 
contrato  si,  a  juicio  del  juzgado  competen- 
te, eslendiere  o  agravare  los  riesgos. 

539.  El  siniestro  se  presume  ocurrido 
por  caso  fortuito;  pero  el  asegurador  pue- 
de acreditar  que  ha  sido  causado  por  un 
accidente  que  no  le  constituye  responsable 
de  sus  consecuencias,  según  la  convención 
o  la  lei. 

540.  La  cláusula  en  que  el  asegurador 
se  comprometa  a  pasar  por  la  estimación 
que  el  asegurado  haga  del  daño  sufrido,  no 
produce  otro  efecto  que  el  de  imponer  al 
primero  la  obligación  de  la  prueba. 

541.  -¿El  seguro  contratado  sin  estipula- 
ción de  prima  es  nulo  i  de  ningún  valor. 

542.  El  asegurador  gana  irrevocable- 
mente la  prima  desde  el  momento  en  que 
los  riesgos  comienzan  a  correr  porsu  cuenta. 

543.  La  prima  puede  consistir  en  una 
cantidad  de  dinero,  o  en  la  prestación  de 
una  cosa  o  de  un  hecho  estimables  también 
en  dmero,  i  pagarse  toda  a  la  vez,  o  par- 
cialmente por  meses  o  por  años. 

En  defecto  de  estipulación,  la  prima  es 
pagadera  en  dinero;  i  consistiendo  en  un 
tanto  por  ciento  o  en  una  cantidad  alzada, 
será  exijible  de<de  que  el  asegurador  em- 
piece a  correr  los  riesgos. 

La  prima  estipulada  en  entregas  perió- 
dicas será  pagada  al  principio  de  cada  pe- 
riodo. 

544.  El  no  pago  de  la  prima  al  venci- 
miento del  plazo  convencional  o  legal,  au- 
toriza al  asegurador  para  demandar  la  en- 
trega de  ella  o  la  rescisión  del  seguro  con 
indemnización  de  daños  i  perjuicios. 

La  demanda  de  la  prima  deja  subsisten- 
te el  seguro. 

Instaurada  la  acción  rescisoria,  los  ries- 
gos cesan  de  correr  por  cuenta  del  asegu- 
rador, i  el  asegurado  no  podrá  exijir  el  re- 
sarcimiento de  un  siniestro  ulterior,  ni  aun 
ofreciendo  el  pago  de  la  prima. 

545.  El  asegurador  deberá  poner  en 


ejercicio  los  derechos  que  le  confiere  el  an- 
terior articulo  dentro  del  término  de  tres 
dias,  contados  desde  el  vencimiento  del 
plazo;  i  no  haciéndolo,  el  seguro  se  reputa- 
rá vijente  para  todos  sus  efectos,  i  el  ase- 
gurador solo  podrá  perseguir  la  entrega  de 
la  prima. 

546.  Concedido  un  término  de  gracia 
para  el  pago  de  la  prima,  los  aseguradores 
quedan  obligados  a  la  reparación  del  si- 
niestro que  ocurra  antes  de  su  vencimien- 
to; pero  si  ocurriere  después,  no  estarán 
obligados  a  repararlo  sino  en  el  cu.so  en 
que  la  prima  hubiere  sido  pagada  dentro 
del  término  indicado. 

No  siendo  pagada,  los  aseguradores  po- 
drán usar  del  derecho  que  les  otorga  el  in- 
ciso primero  del  artículo  544. 

547.  Caducando  el  seguro  contratado 
por  meses  o  por  años,  el  asegurado  no  de- 
berá cantidad  alguna  por  los  meses  o  años 
que  no  hubieren  principiado  a  correr,  ni 
podi'á  repetir  porción  alguna  de  la  prima 
que  hubiere  pagado  por  la  parte  del  meso 
año  que  no  hubiere  corrido. 

548.  El  descuento  de  las  primas  co- 
rrespondientes a  meses  o  años  futuros  es- 
tinguen la  división  mensual  o  anual  del 
pago;  i  e»  tal  caso  se  presume  que  las 
partes  han  sustituido  al  .seguro  primitivo 
un  seguro  único  por  una  sola  prima  y  nú- 
mero determinado  de  años. 

549.  Ajustado  el  seguro  entre  el  ase- 
gurador i  asegurado  o  su  mandatarií^  el 
primero  deberá  entregar  al  segundo  la  pó- 
liza firmada  dentro  de  veinticuatro  horas, 
contadas  desde  la  fecha  del  ajuste. 

Si  el  seguro  fuese  celebrado  por  el  in- 
termedio d%  corredor,  la  póliza  deberá  .ser 
firmada  y  entregada  a  las  partes  en  el 
término  de  cuatro  dias,  contados  desde  la 
conclusión  del  contrato. 

La  inobservancia  de  lo  dispuesto  en  los 
dos  incisos  anteriores  conñere  al  asegura- 
do el  derecho  de  reclamar  daños  y  per- 
juicios al  asegurador  o  al  corredor  en  su 
caso. 

550.  El  asegurador  contrae  principal- 
mente la  obligación  de  pagar  al  asegurado 
la  suma  asegurada  o  parte  de  ella,  siem- 
pre que  el  objeto  asegurado  se  pierda  total 
o  parcialmente,  o  sufra  algún  daño  por 
efecto  del  caso  fortuito  que  hubiere  toma- 
do.a  su  cargo, 

La  responsabilidad  del  asegurador  en 
ningún  caso  podrá  exceder  de  la  cantidad 
asegurada. 

551.  Si  el  accidente  ocurrido  antes  i 
continuado  después  de  vencido  el  téi-mino 
del  seguro  consumare  la  pérdida  o  el  de- 
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terioro  do  la  cosa  asegurada,  los  asegura- 
dores responderán  del  íntegro  valor  del  si- 
niestro. 

P.'ro  si  ocurriere  antes  i  continuare  des- 
pués que  los  riesgos  hubieren  principiado 
a  correr  por  cuenta  de  los  aseguradores, 
ésto  ;  no  serán  responsables  del  siniestro. 

552.  El  asegurador  no  está  obligado  a 
indemnizar  la  pérdida  o  deterioro  proce- 
dentes de  vicio  propio  de  la  co.sa,  de  un 
hecho  jiersonal  del  asegurado  o  de  un  he- 
cho MJeno  que  afecte  civilmente  la  respon- 
sabilidad de  éste. 

Sin  embargo,  el  asegurador  puede  to- 
mar sobre  si,  en  virtud  de  una  estipula- 
ción espresa,  los  riesgos  provenientes  de 
vicio  propio  de  la  co.sa;  pero  le  es  prohibi- 
do constituirse  responsable  de  los  hechos 
personales  del  asegurado. 

Entiéndese  por  cicio propio  el  jérmen  de 
de  de  ,truccion  o  deterioro  que  llevan  en  sí 
las  cosas  por  su  propia  naturaleza  o  des- 
tino, .lunque  se  las  suponga  de  la  mas  per- 
fecta calidad  en  su  especie. 

553.  El  asegurador  que  pagare  la  can- 
tidad -isegurada  podrá  exijir  del  asegura- 
do cesión  de  los  dereclios  que  por  razón 
del  siniestro  tenga  contra  tei'ceros,  i  el 
asegurado  será  i^esponsable  de  todos  los 
actos  que  puedan  perjudicar  al  ejercicio 
de  las  acciones  cedidas. 

Aun  sin  necesidad  de  cesión,  el  asegu- 
rador, en  su  carácter  de  interesado  en  la 
conservación  de  la  cosa  asegurada,  puede 
demandar  daños  i  perjuicios  a  los  autores 
del  .siniestro. 

Pero  en  este  caso  el  asegurador  no  po- 
drá prevalerse  de  una  presunción  o  de 
cualquier  otro  beneñcio  legal  que  competa 
a  la  p.-rsona  asegurada. 

554.  Por  el  mero  hecho  de  pagar  el 
siniestro,  el  que  asegura  la  solvencia  del 
asegurador  de  la  cosa  .se  subroga  al  ase- 
gurado en  todos  los  derechos  que  a  éste 
conñerc  el  primer  seguro. 

555.  La  co.sa  que  es  materia  del  segu- 
ro es  .-lubrogada  por  la  cantidad  asegura- 
da para  el  efecto  de  ejercitar  .sobre  ésta 
los  privilojios  e  hipotecas  constituidos  so- 
bre aquélla. 

55G.     El  a.segurado  está  obligado: 

1."  A  declarar  sinceramente  todas  las 
circunstancias  nece.sarias  para  identificar 
la  coía  asegurada  i  apreciar  la  estension 
de  los  riesgos; 

2."  A  pagar  la  prima  en  la  forma  i 
época  convenidas; 

S.**  A  emplear  todo  el  cuidado  i  celo  de 
un  düijente  padre  de  familia  para  preve- 
nir el  siniestro; 


4."  A  tomar  todas  las  providencias  ne- 
cesarias para  salvar  o  recobrar  la  cosa 
a,segurada,  o  para  conservar  sus  restos; 

5.°  A  notificar  al  asegurador,  dentro 
de  los  tres  dias  siguientes  a  la  recepción 
de  la  noticia,  el  advenimiento  de  cualquier 
accidente  que  afecte  su  responsabilidad, 
haciendo  en  la  notificación  una  enuncia- 
ción clara  de  las  causas  i  circunstancias 
del  accidente  ocurrido; 

6.°  A  delarar  al  tiempo  de  exijir  el  pa- 
go de  uu  siniestro  los  seguros  que  haya  he- 
cho o  mandado  hacer  sobre  el  objeto  ase- 
gurado; 

7.°  A  probar  la  coexistencia  de  todas 
las  circunstancias  necesarias  para  estable- 
cer la  responsabilidad  del  asegurador. 

Este  es  responsable  de  todos  los  gastos 
que  haga  el  asegurado  para  cumplir  las 
obligaciones  espre.sadas  en  los  números 
3.0  i  4.0. 

557.  El  seguro  se  rescinde: 

1."  Por  las  declaraciones  falsas  o  erró- 
neas o  por  las  reticencias  del  asegurado 
acerca  de  aquellas  circunstancias  ciue,  co- 
nocidas por  el  asegurador,  pudieran  re- 
traerle de  la  celebración  del  contrato  o 
producir  alguna  modificación  sustancial 
en  sus  condiciones; 

2."  Por  inobservancia  de  las  obligacio- 
nes contraidas; 

3.0  Por  falta  absoluta  o  estincion  de  los 
riesgos. 

Si  la  falta  o  estincion  de  los  riesgos  fue- 
re parcial,  el  seguro  se  rescindirá  parcial- 
mente. 

558.  Pronunciada  la  nulidad  o  la  res- 
cisión del  seguro  por  dolo  o  fraude  del 
asegurado,  el  asegurador  podrá  demandar 
el  pago  de  la  prima  o  retenerla,  sin  per- 
juicio de  la  acción  criminal,  aunque  no  ha- 
ya corrido  riesgo  alguno. 

559.  Declarada  la  quiebra  del  asegura- 
dor pendientes  los  riesgos,  el  asegurado 
podrá  solicitar  la  rescisión  del  seguro  o 
exijir  que  el  concurso  afiance  el  cumpli- 
miento de  las  obligaciones  del  fallido. 

Goza  de  la  misma  opción  el  asegurador, 
si  ocurriere  la  quiebra  del  asegurado  an- 
tes de  pagarse  la  prima. 

Si  el  fallido  o  el  administrador  de  Ja 
quiebra  no  otorgare  fianza  dentro  de  los 
tres  dias  siguientes  al  de  la  notificación  de 
la  demanda,  el  seguro  quedará  rescindido. 

560.  Las  compañías  anónimas  de  se- 
guros mutuos  están  sujetas  a  las  reglas  que 
contiene  el  presente  párrafo  en  todo  lo  re- 
lativo a  la  fijación  de  los  derechos  i  obliga- 
ciones de  la  compañía  i  de  los  accionistas 
en  los  casos  de  siniestro. 
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§  3.  Disposiciones  especiales  relativas 
a  los  scgu7'os  terrestres. 

561.  Los  seguros  terrestres  .son  mutuos 
o  a  prima . 

Los  seguros  mutuos  participan  a  la  vez 
del  contrato  de  seguro  i  del  de  sociedad;  i 
aunque  por  su  naturaleza  sean  contratos 
civiles,  están  sujetos  a  la  lejislacion  mer- 
cantil conforme  a  lo  prescrito  en  el  articu- 
lo 2o()4  del  Código  civil. 

562.  Los  seguros  terrestres  a  prima 
tienen  ordinariamente  por  objeto  asegu- 
rar: 

1.°  La  duración  de  la  vida  de  una  o 
mas  personas; 

2."     Los  riesgos  de  incendi*; 

3.*  Los  riesgos  de  las  cosechas  pen- 
dientes o  realizadas;' 

4.°  Los  riesgos  de  trasporte  por  tierra, 
lagos,  rios  i  canales  navegables. 

563.  La  dejación  de  las  cosas  asegura- 
das no  es  admisible  en  ios  seguros  terres- 
tres, salvo  el  caso  de  convenio  de  las  par- 
tes. 

Tampoco  es  admisible  la  rescisión  por  la 
mera  voluntad  del  asegurado,  ni  aun  pa- 
gando una  indemnización. 

564.  Si  la  rescisión  fuere  causada  por 
un  caso  fortuito  o  de  fuerza  mayor,  el  ase- 
gurador no  tendrá  derecho  a  reclamar  in- 
demnización alguna,  salva  estipulación  en 
contrario. 

Pero  si  lo  fuere  por  un  hecho  inculpable 
del  asegurado,  el  asegurador  podra  .solici- 
tar indemnización  de  daños  i  perjuicios 
con  arreglo  a  los  principios  jenerales. 

Las  disposiciones  de  este  articulo  i  las 
del  precedente  no  son  aplicables  al  seguro 
de  trasportes  terrestres. 

565.  La  indemnización  a  que  se  obliga 
el  asegurador  se  regla,  dentro  de  los  limites 
de  la  convención,  sobre  la  base  del  valor 
•que  tenga  el  objeto  asegurado  al  tiempo 
del  siniestro. 

566.  En  el  caso  previsto  en  el  número 
4.°  del  artículo  522  el  seguro  se  tendrá  co- 
mo no  celebrado,  aunque  el  asegurador  y 
el  asegurado  hayan  procedido  con  igno- 
rancia de  la  pérdida  o  salvación  del  objeto 
asegurado. 

Pero  si  alguno  de  ellos  hubiere  obrado 
con  conocimiento  de  la  pérdida  o  .salvación 
de  la  cosa,  será  obligado  a  indemnizar 
competentemente  al  otro,  sin  perjuicio  de 
la  aplicación  de  la  pena  que  le  imponga  la 
lei. 

Con  ociendo  ambas  partes  el  suceso  que 
ha  puesto   fin  a  los  riesgos,  el  seguro  se 


tendrá  para  todos  sus  efectos  como  una 
mera  apuesta. 

567.  Lo  dispuesto  en  e!  inciso  final  del 
artículo  556  se  aplica  a  los  seguros  terres- 
tres, salvo  el  de  trasportes,  aun  cuando  los 
gastos  de  salvamento  excedan  al  velor  de 
los  objetos  salvados. 

568.  Las  acciones  resultantes  del  se- 
guro terrestre,  salvo  el  de  trasportes,  pres- 
criben por  el  trascurso  de  cinco  años. 

Si  la  prima  fuere  pagadera  por  cuotas 
en  épocas  Hjas  i  periódicas,  la  acción  para 
cobrar  cada  cuota  prescribe  en  cinco  años, 
contados  desde  el  momento  en  que  sea 
exijible. 

§  4.  Del  seguro  de  vida. 

569.  La  vida  de  una  persona  puede 
ser  asegurada  por  ella  misma  o  por  un  ter- 
cero que  tenga  interés  actual  i  efectivo  en 
su  conservación. 

En  el  segundo  caso  el  asegurado  es  el 
tercero  en  cuyo  beneficio  cede  el  seguro  i 
que  se  obliga  a  pagar  la  prima. 

570.  El  seguro  celebrado  por  un  ter- 
cero puede  realizarse  sin  noticia  i  consen- 
timiento de  la  persona  cuya  vida  es  ase- 
gurada. 

571.  El  seguro  puede  ser  temporal  o 
vitalicio. 

Omitida  la  designación  del  tiempo  que 
debe  durar,  el  seguro  se  reputará  vita- 
licio. 

572.  El  riesgo  que  el  asegurador  toma 
sobre  sí  puede  íier  el  de  muerte  del  asegu- 
rado dentro  de  un  determinado  tiempo  o 
en  ciertas  circunstancias  previstas  por  las 
partes,  o  el  de  la  prolongación  de  la  vida 
mas  allá  de  la  época  ñjada  por  la  conven- 
ción. 

573.  A  mas  de  las  enunciaciones  que 
contiene  el  articulo  516,  la  póliza  deberá 
espresar  la  edad,  profesión  i  estado  de  sa- 
lud de  la  persona  cuya  vida  se  asegura. 

574.  Es  nulo  el  seguro  si  al  tiempo  del 
contrato  no  existe  la  persona  cuya  vida  es 
asegurada,  aun  cuando  las  partes  ignorea 
su  fallecimiento. 

575      El  seguro  de  vida  se  rescinde: 

1.°  Si  el  que  ha  hecho  asegurar  su  vida 
la  perdiere  por  suicidio  o  por  condenación 
capital,  ó  si  la  perdiere  en  duelo  o  en  otra 
empresa  criminal,  o  si  fuere  muerto  pop 
sus  herederos. 

Esta  disposición  es  inaplicable  al  caso  de 
seguro  contratado  por  un  tercero, 

2.*  Si  el  que  reclama  la  cantidad  asegu- 
rada fuere  autor  o  cómplice  de  la  muerte 
de  la  persona  cuya  vida  ha  sido  asegurada. 
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576.  La  mera  ausencia  i  desaparición 
«[«  la  persona  cuya  vida  lia  sido  asegurada, 
no  hace  exijible  la  cantidad  asegurada,  a 
no  ser  que  los  interesados  estipulen  otra 
cosa. 

Pero  si  los  herederos  presuntivos  del 
desaparecido  obtuvieren  la  posesión  defi- 
nitiva, podriin  exijir  el  pago  de  la  canti- 
dad asegurada  bajo  caución  de  restituirla 
si  el  ausente  apareciere. 

577.  La  fijación  de  la  cantidad  asegu- 
rada 1  todas  las  condiciones  accidentales 
del  contrato  quedan  al  arbitrio  de  las 
partes 

578.  Las  disposiciones  precedentes  no 
son  aplicables  a  his  tontinas,  seguros  mu- 
tuos de  vida,  ni  a  los  demás  contratos  que 
requieran  la  contribución  de  una  cantidad 
fija. 

§  5.  Del  seguro  contra  Í7icendios. 

579.  Fuera  de  las  enunciaciones  que 
exije  el  art.  rl6,  la  póliza  deberá  expresar: 

1.°  La  situación  de  los  inmuebles  ase- 
gurados i  la  designación  especifica  de  sus 
deslindes; 

2.°  El  destino  i  uso  de  los  inmuebles 
asegurados; 

3."  El  destino  i  uso  de  los  edificios  co- 
lindantes, en  cuanto  estas  circunstancias 
puedan  influir  en  la  estimación  de  los  ries- 
gos; 

4."  Los  lugares  en  que  se  encuentren 
colocados  o  almacenados  los  muebles  obje- 
to del  seguro; 

5.°     La  fiuracion  del  seguro. 

580.  El  seguro  de  un  edificio  no  com- 
prende el  riesgo  que  corre  su  propietario 
de  indemnizar  los  daños  que  causéalos 
vecinos  el  incendio  del  edificio  asegurado. 

581.  El  asegurado  contra  el  riesgo  de 
vecino  o  contra  los  riesgos  locativos  no  po- 
drá reclamarla  indemnización  convenida, 
mientras  no  exhiba  una  sentencia  ejecuto- 
riada en  la  que  se  le  haya  declarado  res- 
ponsable de  la  comunicación  del  fuego  en 
el  primer  caso,  o  del  incendio  ocurrido  en 
el  edificio  asegurado  en  el  segundo. 

582.  Son  de  cargo  del  asegurador: 

1."  Todas  las  pérdidas  i  deterioros  cau- 
sados por  la  acción  directa  del  incendio, 
aunque  este  acciilente  proceda  de  culpa 
leve  o  levísima  del  asegurado,  o  de  hecho 
ajeno  del  cual  éste  seria  en  otro  caso  civil- 
mente responsable; 

2.''  Las  pérdidas  i  deterioros  que  sean 
una  con.-ecuencia  inmediata  del  incendio, 
como  los  causados  por  el  calor,  el  humo  o 
el  vapor,  los  medios  empleados  para  estin- 


guir  o  contener  el  fuego,  la  moción  de 
muebles  i  las  demoliciones  ejecutadas  en 
virtud  de  orden  de  autoridad  compe- 
tente. 

583.  Cesa  la  responsabilidad  del  ase- 
gurador, si  el  edificio  asegurado  fuere  des- 
tinado después  del  contrato  aun  uso  que 
agrave  los  riesgos  de  incendio,  de  tal  suer- 
te que  haya  lugar  a  presumir  que  el  ase- 
gurador no  lo  habria  asegurado,  o  lo  ha- 
bría asegurado  bajo  distintas  coadiciones. 

La  misma  regla  se  aplicará  al  seguro  de 
objetos  muebles  toda  vez  que  el  asegurado 
los  remueva  del  lugar  donde  se  encontra- 
ban al  tiempo  de  celebrarse  el  seguro  i  los 
coloque  en  otro. 

584.  Cesa  también  la  responsabilidad 
del  asegurador,  cuando  el  incendio  proce- 
de de  haberse  infrinjido  por  el  asegurado 
las  le_yes  o  los  reglamentos  de  policía  que 
tienen  por  objeto  prevenir  tal  accidente. 

585.  Si  la  cantidad  asegurada  consis- 
tiere en  una  cuota,  se  entiende  que  ésta 
se  refiere  al  valor  que  tenga  el  objeto  ase- 
gurado en  el  momento  del  siniestro. 

586.  Salva  convención  en  contrario, 
las  espresiones  bienes  muebles  o  muebles 
de  casa,  sin  otra  especificación,  serán  to- 
madas en  el  sentido  que  les  da  el  articulo 
574  del  Código  civil. 

§  6.  Del  seguro  contra  los  riesgos  a  que 
están  espuestos  los  producios  de  la  agri- 
cultura. 

587.  Independientemente  de  las  enun- 
ciaciones contenidas  en  el  artículo  516,  la 
póliza  deberá  espresar: 

1.°  La  situación,  cabida  i  deslindes  de 
los  terrenos,  viiTas,  prados  artificiales  o  ar- 
boledas cuyes  productos  sean  asegurados; 

2.°  La  clase  de  siembras  o  plantaciones 
a  que  estén  destinados  los  terrenos,  i  si 
están  hechas  o  por  hacerse; 

3."  El  lugar  del  depósito,  si  el  seguro 
es  de  frutos  ya  recojidos; 

4.°  El  valor  medio  de  los  frutos  asegu- 
rados. 

588.  El  seguro  puede  ser  contratado 
por  uno  o  mas  años. 

No  estando  determinado  el  tiempo  en  la 
póliza,  se  entenderá  que  el  seguro  debe 
durar  solo  el  año  rural  a  que  corresponda 
la  cosecha  asegurada. 

589.  El  asegurador  responde  de  la 
pérdida  o  daño  de  los  frutos,  mas  no  de 
que  las  viñas,  arboledas,  sementeras  o 
plantaciones  los  han  de  producir  en  tal  o 
cual  cantidad. 

590.  En  caso  de  siniestro  el  asegura- 
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dor  pagará  la  indemnización   estipulada, 
según  lo  prescrito  en  el  articulo  565. 

En  la  regulación  pericial  del  siniestro 
se  tomará  en  considerac-ion,  para  calcular 
i  determinar  la  indemnización,  si  atendida 
la  época  en  que  haya  ocurrido  el  desastre 
fcs  o  no  posible  liacer  una  segunda  siembra 
o  plantación,  o  si  por  el  estado  de  los  fru- 
tos se  puede  esperar  alguna  cosecha. 

§  7.  Del  seguro  de  trasportes  terrestres. 

591.  A  mas  de  las  enunciaciones  exi- 
jidas  en  el  art.  516,  la  póliza  del  seguro 
'deberá  contener: 

1.*'  El  nombre  i  domicilio  del  conduc- 
tor; 

2.°  La  indicación  del  punto  donde  de- 
ben ser  recibidos  los  efectos  para  la  carga, 
i  la  del  lugar  donde  ha  de  hacerse  la  en- 
trega ; 

3.°  El  viaje  por  el  que  se  aseguran,  i  la 
ruta  que  deben  seguir  los  porteadores; 

4.*  La  forma  en  que  deba  hacerse  el 
trasporte. 

592.  El  conductor  de  efectos  por  tie- 
rra, lagos,  rios  y  canales  navegables,  pue- 
de asegurarlos  por  su  propia  cuenta. 

La  póliza,  en  este  caso,  se  estenderá  con 
arreglo  a  las  prescripciones  del  preceden- 
te artículo. 

593.  Los  riesgos  principian  a  correr  i 
concluyen  para  el  asegurador  en  las  épocas 
que  designa  el  art.  200. 

594.  Si  los  efectos  debieren  ser  tras- 
portados alternativamente  por  tierra  o  por 
agua,  el  asegurador  no  será  responsable 
de  los  daños  que  sufran,  siempre  que  la 
conducción  se  verifique  sin  necesidad  por 
vias  inusitadas  o  de  una  manera  no  acos- 
tumbrada. 

595.  Determinada  en  la  carta  de  porte 
i  en  la  póliza  del  seguro  la  duración  de  la 
travesía,  el  asegurador  no  será  responsa- 
ble de  los  daños  que  acaezcan  después  del 
plazo  designado. 

596.  Si  en  el  curso  del  viaje  convenido 
los  efectos  fueren  descargados,  almacena- 
dos i  vueltos  a  cargar  a  lomo  de  otros  ani- 
males, o  en  otras  carretas,  en  otros  carros 
o  buques,  los  riesgos  continuarán  de  cuen- 
ta del  asegurador. 

Esceptúase  el  caso  en  que  se  haya  esti- 
pulado espresamente  que  el  trasporte  se 
realizará  en  un  determinado  buque;  pero 
aun  entonces  el  asegurado)- responderá  de 
Jos  riesgos  del  trasbordo  ejecutado  para 
hacer  flotar  el  buque. 

597 .  El  asegurador  responde  de  los 
daños  causados  por  culpa  o  dolo  de  los  en- 


cargados de  la  recepción,  trasporte  o  en- 
trega de  los  efectos  asegurados. 

598.  Ocurriendo  algunos  daños  escep- 
tuados  del  seguro,  será  de  cargo  del  ase- 
gurador justificarlos  debidamente. 

599.  Rescindido  el  seguro  total  o  par- 
cialmente sin  culpa  del  asegurador,  el  ase- 
gurado le  pagará  por  vin  de  indemnización 
medio  por  ciento  del  valor  asegurado. 

600.  El  asegurado  puede  hacer  deja- 
ción de  los  efectos  averiados  a  favor  del 
asegurador  dentro  de  un  mes,  contado  des- 
de el  dia  en  que  tuviere  noticia  del  si- 
niestro. 

No  verificándolo  dentro  del  plazo  indica- 
do, no  podrá  hacerlo  después. 

601.  En  los  casos  no  previstos  en  el 
presente  párrafo,  se  aplicarán  las  disposi- 
ciones consignadas  en  el  título  Del  seyuro 
marítíiño. 

TITILO   IV 

Del  contrato  «le  cueuta  corriente. 

602.  La  cuenta  corriente  es  un  contra- 
to bilateral  i  conmutativo  por  el  cual  una 
de  las  partes  remite  a  otra  o  recibe  de  ella 
en  propiedad  cantidades  de  dinero  u  otros 
valores,  sin  aplicación  a  un  empleo  deter- 
minado ni  obligación  de  tener  a  la  orden 
una  cantidad  o  un  valor  equivalente,  pero 
a  cargo  de  acreditar  al  remitente  por  sus 
remesas,  liquidarlas  en  las  épocas  conveni- 
das, compensarlas  de  una  sola  vez  hasta 
concurrencia  del  débito  i  crédito  i  pagar  el 
saldo. 

603.  Las  cuentas  que  no  reúnan  todas 
las  condiciones  enunciadas  en  el  articulo 
anterior,  son  cuentas  simples  o  ¡de  jestion, 
i  no  están  sujetas  a  las  prescripciones  de 
este  titulo. 

604.  Todas  las  negociaciones  entre  co- 
merciantes domiciliados  o  no  en  un  mismo 
lugar,  o  entre  un  comerciante  i  otro  que 
no  lo  es,  i  todos  los  valores  trasmisibles  en 
propiedad  pueden  ser  materia  de  la  cuenta 
corriente. 

605.  Antes  de  la  conclusión  de  la  cuen- 
ta corriente  ninguno  de  los  interesados  es 
considerado  como  acreedor  o  deudor. 

606.  Es  de  la  naturaleza  de  la  cuenta 
corriente : 

1."  Que  el  crédito  concedido  por  reme- 
sas en  efectos  de  comercio  lleve  la  condi- 
ción de  que  éstos  serán  pagados  a  su  ven- 
cimiento; 

2.'  Que  todos  los  valores  del  débito  i 
crédito  produzcan  intereses  legales  o  los 
que  las  partes  hubieren  estipulado; 

3.®    Que  a  mas  del  interés  de  la  cuenta 
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corriente,  los  contratantes  tengan  dereclio 
a  una  comisión  sobre  el  importe  de  todas 
las  remesas  cuya  realización  reclamare  la 
ejecución  de  actos  de  verdadera  jestion. 

La  tasa  de  lá  comisión  será  fijada  por 
convenio  de  las  partes  o  por  el  uso; 

1°  Que  el  saldo  deñnitivo  sea  exijible 
desde  el  momento  de  su  aceptación,  a  no 
ser  que  se  hayan  llevado  al  crédito  de  la 
parte  que  lo  hubiere  obtenido  sumas  even- 
tuales que  igualen  o  excedan  la  del  saldo, 
o  que  los  interesados  hayan  convenido  en 
pasarlo  a  nueva  cuenta. 

607.  La  admisión  en  cuenta  corriente 
de  valores  precedentemente  debidos  por 
uno  de  los  contratantes  al  otro,  a  cualquier 
titulo  ([ue  sea,  pro.Juce  novación,  a  menos 
que  el  acreedor  o  deudor,  al  prestar  su 
consentimiento,  haga  una  formal  reserva 
de  derechos. 

En  defecto  de  una  reserva  espi-esa,  la 
admisión  de  un  valor  en  cuenta  corriente 
se  i'Pcsume  hecha  pura  i  simplemente. 

608.  Los  valores  remitidos  i  recibidos 
en  cuenta  corriente  no  son  imputables  al 
pago  parcial  de  los  artículos  que  ésta  com- 
prende, ni  son  exijibles  durante  el  curso 
de  la  cuenta. 

609.  Las  sumas  o  valores  afectos  a  un 
empleo  determinado,  o  que  deban  tenerse 
a  la  orden  del  remitente,  son  estraños  a  la 
cuenta  corriente,  i  como  tales  no  son  sus- 
cefitibles  de  la  compensación  puramente 
mercantil  que  establecen  los  artículos  G02 
i  ñ\H. 

610.  Los  embargos  o  retenciones  de 
valores  llevados  a  la  cuenta  corriente  solo 
son  eficaces  respecto  del  saldo  que  resulte 
del  fenecimiento  de  la  cuenta  a  favor  del 
deudor  contra  quien  fueren  dirijidos. 

611.  La  cuenta  corriente  se  concluye 
por  ol  advenimiento  de  la  época  fijada  por 
la  convención  o  antes  de  él  por  consenti- 
miento de  las  partes. 

Se  concluye  también  por  la  muerte  na- 
tural o  civil,  la  interdicción,  la  demencia, 
la  quii;bra  o  cualquier  otro  suceso  legal 
que  prive  a  alguno  de  los  contratantes  de 
la  libre  disposición  de  sus  bienes. 

612.  La  conclusión  de  la  cuenta  co- 
rriente es  dc/initica  cuando  no  debe  ser 
seguida  de  ninguna  operación  de  negocios, 
i  pnrcial  en  el  caso  inverso. 

613.  La  conclusión  definitiva  de  la 
cuenta  corriente  fija  invariablemente  el 
estado  de  las  relaciones  jurídicas  de  las 
parles,  produce  de  pleno  derecho,  inde- 
pendientemente del  fenecimiento  de  la 
cuenta,  la  compensación  del  íntegro  mon- 
to del  débito  i  crédito  hasta  la  cantidad 


concurrente  i   determina  la  persona  del 
acreedor  i  deudor. 

614.  El  saldo  definitivo  o  parcial  serí 
considerado  como  un  capital  productivo  de 
intereses. 

615.  El  saldo  puede  ser  garantido  cou 
hipotecas  constituidas  en  el  acto  de  la  ce- 
lebración del  contrato. 

616.  Caso  que  el  deudor  retarde  el 
pago,  el  acreedor  podrá  jirar  contra  él  por 
el  importe  del  saldo  de  la  cuenta. 

617.  Las  partes  podrán  capitalizar  los 
intereses  en  períodos  que  no  bajen  de  seis 
meses,  determinar  la  época  de  los  balances 
parciales,  la  tasa  del  interés  i  la  comisión, 
i  acordar  todas  las  demás  cláusulas  acceso- 
rias que  no  sean  prohibidas  por  la  lei. 

618.  La  existencia  del  contrato  de 
cuenta  corriente  puede  ser  establecida  por 
cualquiera  de  las  pruebas  que  admite  este 
Código,  menos  por  la  de  testigos. 

619.  La  acción  para  solicitar  el  arreglo 
de  la  cuenta  corriente,  el  pago  del  saldo 
judicial  o  estrajudiciahnente  reconocido,  o 
la  rectificación  de  la  cuenta  por  errores  de 
cálculo,  omisiones,  artículos  estraños  o  in- 
debidamente llevados  al  débito  o  crédito,  o 
duplicación  de  partidas,  prescribe  en  el 
término  de  cinco  años. 

En  igual  tiempo  prescriben  los  intereses 
del  saldo,  sienio  pagaderos  por  año  o  en 
períodos  mas  cortos. 

TÍTIXO  X 

Del  contrato  i  de  la«  letras  de  cambio. 

§  1.     Del  contrato  de  cambio. 

620.  El  contrato  de  cambio  es  una 
convención  por  la  cual  una  de  las  partes 
se  obliga,  mediante  un  valor  prometido  o 
entregado,  a  pagar  o  a  hacer  pagar  a  la 
otra  parte  o  a  su  cesionario  legal  cierta  can- 
tidad de  dinero  en  un  lugar  distinto  de 
aquel  en  que  se  celebra  la  convención. 

621.  El  contratode  cambio  se  perfeccio- 
na por  el  solo  consentimiento  de  las  partes 
acerca  de  la  cantidad  que  debe  ser  pagada, 
el  precio  de  ella,  el  lugar  i  época  del  pago. 
Se  ejecuta  por  la  entrega  de  un  documento 
de  crédito  llamado  letra  de  cambio,  i  puede 
ser  probado  por  cualquiera  de  los  medios 
que  admite  este  Código. 

622.  Las  personas  que  pueden  obli- 
garse pueden  celebrar  el  conti-ato  de  cam- 
bio por  su  propia  cuenta  o  por  la  de  uq 
tercero  que  las  haya  autorizado  especial- 
mente al  efecto. 

Las  personas  a  quienes  está  prohibido 
comerciar  por  razón  de  la  edad,  la  natu- 
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raleza  de  su  profesión,  dignidad  o  estndo, 
pueden  celebrar  el  contrato  de  cambio,  i 
jirar,  endosar,  aceptar,  pagar  o  cobrar  una 
letra,  siempre  que  lo  hagan  accidental- 
mente, sin  ánimo  de  especular  i  violar  la 
proiiibicion. 

623.  LVámase  librador  el  que  contrae 
la  obligación  de  liacer  pagar  la  cantidad 
convenida  i  jira  la  letra. 

Librador  por  cuenta  el  que  espide  la 
letra  por  orden  i  cuenta  de  un  tercero. 

Ordenador  aquel  por  cuya  orden  y  cuen- 
ta libra  la  letra  un  tercero. 

Librado  aquel  a  quien  se  manda  que  pa- 
gue ia  letra. 

Aceptante  el  librado  que  admite  el  man- 
dato de  pagar  la  letra. 

Recomendatario  o  indicado  aquel  a 
quien  el  librador  o  endosante  ruega  que 
acepte  y  pague  la  letra,  a  falta  del  librado. 

Aceptante  por  intervención,  por  honor  o 
por  protesto  el  que,  a  falta  de  aceptación 
del  librad  )  o  recomendatario,  acepta  por 
honor  a  la  firma  del  librador  o  de  uno  de 
los  endosantes. 

Avalista  el  que,  estraño  a  la  realización 
de  la  letia,  afianza  su  pago  por  una  obli- 
gación particular  que  le  constituye  garan- 
te solidario  con  uno  o  mas  de  los  ya  obli- 
gados. 

loniador  o  beneficiario  el  que  adquiere 
la  letra  de  cambio,  mediante  un  valor  pro 
metido  o  entregado. 

Tomador  por  cuenta  el  que  negocia  i 
recibe  la  letra   por  orden  i  cuenta  de  otro. 
Endosante  el  que  trasmite  a  otro  la  pro- 
piedad de  la  letra  en  virtud  del  endoso. 

Portador  o  tenedor  el  actual  pi'opieta- 
rio  de  la  letra. 

624.  Ei  librador  puede  entregar  al  to- 
mador una  letra  de  cambio  jirada  por  él  o 
por  un  tercero  con  endoso  o  sin  él,  por  pri- 
mera, segunda  o  mas  vías,  salvo  el  caso  de 
convención  en  contrario. 

625.  El  librador  está  obligado,  a  elec- 
ción del  tomador,  a  jirar  la  letra  pagadera 
al  mismo  tomador  o  a  su  orden  o  a  la  per- 
sona que  él  indique  o  a  la  orden  de  ésta. 

626.  Los  que  libran,  aceptan  o  endo- 
san como  mandatarios  legales  ó  conven- 
cionales solo  obligan  a  las  personas  a  cuyo 
nombre  intervienen  en  la  letra  de  cambio, 
siempre  que  espresen  en  la  antefirma  la 
calidad  en  que  obraren. 

Negándose  al  librador,  aceptante  o  en- 
dosante la  represantacion  que  ellos  se  hu- 
bieren atribuido  en  la  letra,  se  les  conside- 
rará obligados  al  pago  de  ella  hasta  que 
justifiquen  en  forma  su  personería. 

Los  tomadores,   en  todo  caso,  podrán 


e.xijirles  la  e.xhibicion  del  título  justificati- 
vo de  su  representación. 

627.  Los  libradores  están  obligados  a 
estender  a  favor  de  los  tomadores  de  letras 
de  cambio  el  número  de  ejemplares  que 
les  exijan,  con  tal  que  los  pidan  ánles  del 
vencimiento. 

El  segundo  ejemplar  i  los  demás  que  es- 
pida el  librador  deberán  llevar  la  cláusula 
de  que  no  se  considerarán  valederos  sino 
en  el  caso  de  que  no  se  verifique  el  pago 
de  la  primera  letra  o  de  alguna  de  las  an- 
teriormente liljradas. 

628.  El  librador  que  no  esprese  de  una 
manera  clara  i  precisa,  en  los  diversos 
ejemplares  de  la  letra,  si  es  la  segunda, 
tercera  o  cuarta  vía,  el  tomador  que  los 
endose  i  el  librado  que  los  acepte,  serán 
responsables  al  portador  de  los  daños  i  per- 
juicios que  le  cause  la  omisión,  salvo  su 
derecho  contra  el  que  se  hubiere  aproví^- 
chado  de  ella. 

629.  En  defecto  de  ejemplares  espedi- 
dos por  el  librador,  el  tenedor  de  la  pri- 
mera letra  deberá  dar  copia  de  ella  a  su 
endo.satario,  si  se  la  exije,  con  inserción 
literal  de  todos  los  endosos  que  tuviere  i 
espresion  de  que  se  espide  a  falta  de  se- 
gunda letra. 

630.  Siempre  que  el  tomador  quebra- 
re o  sufriere  un  menoscabo  notorio  en  su 
crédito  antes  de  recibir  la  letra,  el  libra- 
dor no  estará  obligado  a  entregársela,  aun 
cuando  su  valor  haya  sido  cargado  en 
cuenta,  a  menos  que  el  tomador  se  lo  pa- 
gue o  le  rinda  fianza  a  su  satisfacción. 

631.  Constituido  el  librador  en  alguno 
de  los  casos  propuestos  en  el  anterior  ar- 
tículo antes  de  haber  recibido  el  valor  de 
la  letra,  el  tomador  podrá  depositarlo  ju- 
dicialmente. 

El  librador  no  podrá  solicitar  la  entrega 
de  la  cantidad  depositada,  sino  acreditan- 
do que  la  letra  ha  sido  pagada  o  rindiendo 
fianza  de  que  será  cubierta  á  su  venci- 
miento. 

§  2.  De  la  forma  de  las  letras  de  cambio. 

632.  Letrado  cambio  es  un  mandato 
escrito,  revestido  de  las  formas  prescritas 
por  la  lei,  por  el  cual  el  librador  ordena  al 
librado  pague  una  cantidad  de  dinero  a  la 
persona  designada  o  a  su  orden. 

633.  La  letra  de  cambio  debe  necesa- 
riamente enunciar: 

1."  El  lugar,  dia,  mes  i  año  en  que  es 
jirada; 

2."  La  época  en  que  debe  hacerse  el 
pago; 
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3."  El  nombre  i  apellido  de  la  persona 
a  cuya  orden  se  manda  hacer  el  pago; 

4.°  La  cantidad  que  el  librador  manda 
pagar; 

5.*  Si  el  precio  de  la  letra  ha  sido  en- 
tregado en  dinero  efectivo  o  en  mercade- 
rías, o  si  es  valor  encendido  o  en  cuenta 
con  el  tomador; 

6.°  El  nombre  i  apellido  de  la  persona 
de  quien  se  recibe  el  valor  o  de  la  persona 
a  cuya  cuenta  se  carga; 

7."  El  nombre,  apellido  i  domicilio  de 
la  persona  a  cuyo  cargo  se  libra  i  el  lugar 
donde  ha  de  verificarse  el  pago,  si  fuere 
distinto  de  aquel  en  que  el  librado  se  ha- 
llare domiciliado. 

La  letra  deberá  llevar  ademas  la  firma 
del  librador  o  de  la  persona  que  suscriba 
por  él  en  virtud  de  un  poder  especial. 

634.  Las  letras  de  cambio  deben  ser 
j iradas  a  la  orden:  pero  esta  cláusula  po- 
drá ser  reemplazada  por  las  de  al  porta- 
dor Icjitímo,  a  disposición  de  o  por  otras 
equivalentes. 

Las  letras  que  no  contengan  una  cláusu- 
la que  esprese  claramente  su  trasmisibili- 
dad,  solo  podrán  ser  trasferidas  en  la  for- 
ma prescrita  en  el  titulo  De  La  cesión  de 
los  créditos  mercantiles. 

635.  Las  cláusulas  por  oalor  entendi- 
do, calor  en  cuenta,  establecen  la  presun- 
ción de  que  el  tomador  no  ha  pagado  el 
precio  de  la  letra;  i  salvo  el  caso  de  prueba 
en  contrario,  el  librador  podrá  compen- 
sarlo, si  hubiere  lugar,  o  e.xijir  su  pago  en 
la  forma  i  época  convenidas. 

La  fórmula  valor  recibido  supone  que  el 
valor  ha  sido  entregado  en  dinero  efectivo. 

636.  Habiendo  diferencia  entre  el  va- 
lor enunciado  en  guarismos  i  el  espresado 
en  el  cuerpo  de  la  letra,  se  tendrá  éste  por 
el  verdadero  valor. 

637.  Las  letras  serán  jiradas  para  que 
se  paguen  en  distinto  lugar  de  aquél  en 
que  fueren  fechadas. 

Las  que  se  jiraren  para  que  se  paguen  en 
el  mismo  lugar  de  su  fecha  serán  reputa- 
das simples  pagarés  del  librador  á  favor 
del  tomador,  i  las  aceptaciones  que  en  ellas 
se  pongan  como  afianzamientos  ordinarios 
de  la  responsabilidad  del  librador. 

638.  El  librador  puede  jirar  a  cargo  de 
su  comisionista  o  mandatario  de  otra  casa 
de  comercio  suya  o  de  una  sociedad  en  que 
tenga  interés,  con  tal  que  existan  en  un 
lugar  distinto  de  aquel  en  que  fuere  expe- 
dida la  letra. 

639.  El  librador  puede  jirar  la  letra: 
A  su  propia  orden  con  la  cláusula  valor 

en  mi  mismo; 


A  cargo  de  una  persona  que  la  pague  en 
el  domicilio  de  un  tercero; 

A  nombre  propio  o  por  orden  i  cuen- 
ta de  un  tercero. 

En  el  primer  caso  el  contrato  de  cam- 
bio no  quedará  perfeccionado  hasta  que  el 
librador  trasmita  a  un  tercero  la  propie- 
dad de  la  letra. 

640.  El  librador  i  tomador  pueden 
acordar  las  cláusulas  devuelta  sin  gastos, 
sin  mas  aviso  i  otras  espresivas  de  pactos 
accesorios  que  no  alteren  la  esencia  del 
contrato. 

Después  de  entregada  la  letra,  solo  por 
convenio  del  librador  i  tomador  podrá  ha- 
cerse variación  en  la  cantidad  librada,  el 
lugar  del  pago,  la  designación  del  librado 
i  las  demás  circunstancias  que  aquélla 
contenga. 

641.  Lo  letra  de  cambio  en  que  falta- 
re alguna  de  las  formalidades  legales  será 
considerada  como  simple  pagaré  firmado 
por  el  librador  a  favor  del  tomador. 

§  3.  i)e  los  términos  de  la  letra  de  cambio 
i  de  su  vencimiento 

642.  Las  letras  de  cambio  pueden  ser 
jiradas: 

A  la  vista  o  presentación; 

A  uno  o  muchos  dias,  uno  o  muchos 
meses  vista; 

A  uno  o  muchos  dias,  uno  o  muchos 
meses  fecha; 

A  uno  o  muchos  usos; 

A  dia  fijo  i  determinado; 

A  una  feria. 

643.  Las  letras  a  la  vista  deben  ser 
pagadas  en  el  acto  de  su  presentación;  las 
libradas  a  dia  fijo  i  determinado,  en  el  día 
designado;  i  las  jiradas  a  una  feria,  el  úl- 
timo dia  de  ella. 

No  estando  designada  la  época  del  pago, 
se  entenderá  que  la  letra  es  pagadera  a  la 
vista. 

644.  El  término  de  las  letras  jiradas 
a  varios  dias  o  meses  vista  corre  desde  el 
dia  siguiente  al  de  su  aceptación,  o  en  ca- 
so de  no  haber  habido  aceptación,  desde  el 
dia  siguiente  al  del  protesto;  i  el  de  las  ji- 
radas a  dias  o  meses  de  la  fecha  o  a  uno  o 
muclios  usos,  desde  el  dia  siguiente  al  de 
su  jiro. 

645.  Para  determinar  el  vencimiento 
de  las  letras  jiradas  a  meses  o  usos,  los 
meses  se  contarán  de  fecha  a  fecha. 

No  habiendo  correspondencia  entre  la 
fecha  del  mes  en  que  se  libra  o  del  mes  en 
que  se  presenta  la  letra  i  la  fecha  del  mes 
en  que  es  pagadera,  se  tendrá  por  venci- 
da el  último  dia  de  este  mes. 
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646.  Las  letras  a  término  serán  cu- 
biertas el  dia  de  su  vencimiento  antes  de 
ponerse  el  sol. 

Pero  si  el  dia  del  vencimiento  fuere  fes- 
tivo, la  letra  deberá  ser  pagada  el  prece- 
dente o  protestada  al  siguiente. 

Lo  dispuesto  en  el  articulo  112  es  apli- 
cable al  cumplimiento  de  las  letras  de 
cambio. 

§  4.     De  la-i  obli/jactones  del  librador 

647.  Fuera  de  la  obligación  que  el  ar- 
ticulo 627  impone  al  librador,  éste  respon- 
de al  tomador  i  endosatarios,  hasta  el  úl- 
timo tenedor,  de  la  aceptación  i  pago  de 
las  letras  de  camliio.  aun  cuando  las  haya 
jirado  en  el  carácter  de  comisionista  por 
orden  i  cuenta  de  un  tercero. 

648.  El  librador  por  cuenta  propia  o 
por  orden  i  cuenta  de  un  tercero  está  obli- 
gado a  comunicar  oportunamente  al  li- 
brado el  encargo  que  se  le  hace  en  la  le- 
tra. 

Jirando  por  cuenta  propia,  está  ademas 
obligndo  a  poner  en  manos  del  librado  an- 
tes del  vencimiento  los  fondos  destinados 
al  pago  de  la  cantidad  librada,  i  a  cubrir- 
le tanto  los  desembolsos  que  hubiere  veri- 
llcüdo  para  llevara  cabo  el  mandato  cuan- 
to la  comisión  respectiva. 

649.  Se  entiende  hecha  la  provisión, 
si  al  vencimiento  de  la  letra  el  librado  o 
aceptante  fuere  deudor  del  librador  de  una 
cantidad  en  dinero  igual  al  menos  al  im- 
porte de  la  letra  i  exijible  al  vencimiento 
de  ella. 

Se  considera  también  realizada  la  pro- 
visión, cuando  el  librador  estuviere  espre- 
samente  autorizado  por  el  librado  o  acep- 
tante para  jirar  a  su  cargo,  o  cuando  éste 
hubiere  admitido  en  propiedad,  para  cu- 
brir su  aceptación,  mercaderías,  efectos 
de  comercio  u  otros  valores. 

650.  En  los  casos  previstos  en  el  ante- 
rior articulo  el  librador  podrá  exijir  del  li- 
brado o  aceptante  la  indemnización  de  los 
gastos  que  por  la  falta  de  aceptación  o  de 
pago  hubiere  cubierto  al  portador  de  la 
letra. 

Pero  si  el  librador  no  acreditare  que 
habia  hecho  la  provisión  en  alguna  de  las 
formas  que  espresa  el  citado  artículo,  se- 
rán de  su  esclusivo  cargo  todos  los  gastos 
que  la  falta  de  aceptación  o  pago  hubiere 
causado  al  tenedor  de  la  letra. 

651.  Cesa  la  responsabilidad  del  libra- 
dor que  ha  hecho  oportunamente  la  proyi- 
sion,  toda  vez  que  el  portador  no  presente 
o  proteste  la  letra  en  tiempo  i  forma  al  li- 


brado que  se  encuentre  en  posesión  de  su 
crédito. 

Faltando  la  provisión  o  hallándose  ea 
quiebra  el  librado,  el  librador  estará  obli- 
gado al  reembolso  del  importe  de  la  letra  i 
gastos  causados,  aun  cuando  el  portador 
haya  hecho  el  protesto  fuera  del  tiempo 
designado  por  la  leí. 

652.  Si  la  letra  fuere  jirada  por  órdea 
i  cuenta,  el  ordenador  será  obligado  a  ha- 
cer la  provisión  de  fondos  en  la  época  in- 
dicada en  el  inciso  segundo  del  art.  648, 
salva  siempre  la  responsabilidad  del  libra- 
dor hacia  el  tomador,  los  endosantes  i  te- 
nedor de  la  letra. 

El  ordenador,  sin  eml)argo,  no  contrae 
obligación  alguna  respecto  del  tomador  i 
cesionarios  de  la  letra;  pero  en  caso  de 
quiebra  del  aceptante  o  librador,  el  porta- 
dor podrá  ejercitar,  en  virtud  de  una  ce- 
sión en  forma,  las  acciones  que  a  aquéllos 
cori-espondan  contra  el  ordenador,  acredi- 
tando que  el  uno  o  el  otro  intervino  en  la 
negociación  de  la  letra  como  su  comisio- 
nista. 

653.  El  librador  por  orden  i  cuenta  es 
un  simple  intermediario,  i"  como  tal  no  es 
responsable  al  librado  o  a'ceptante  de  los 
fondos  de  provisión  ni  de  ninguna  otra, 
prestación. 

Con  todo,  sí  el  librador  cubriere  la  letra 
por  defecto  de  aceptación  o  pago,  tendrá. 
derecho  para  exijip,  no  solo  al  ordenador, 
sino  también  al  librado  o  aceptante,  el  re- 
emljolso  del  importe  de  la  letra  i  gastos. 

654.  Las  disposiciones  de  los  artículos 
649,  650  i  651  son  aplicables  al  ordenador 
por  cuya  cuenta  fuere  jirada  la  letra. 

§  5.  Del  endoso  i  sus  efectos. 

655.  El  endoso  es  un  escrito  redactad» 
con  arreglo  a  las  formas  legales  i  puesto  al 
dorso  de  la  letra  de  cambio  y  demás  docu- 
mentos a  la  orden,  por  el  que  el  dueño 
trasmite  la  propiedad  de  ellos  a  una  perso- 
na determinada  mediante  un  valor  prome- 
tido o  entregado. 

656.  La  letra  de  cambio  no  puede  ser 
cedida  como  tal,  sino  en  virtud  de  endoso 
puesto  en  la  misma. 

657.  Las  letras  adquiridas  por  cuenta 
i  riesgo  de  un  tercero  sin  garantía  del  to- 
mador, serán  endosadas  en  favor  del  comi- 
tente, valor  recibido  del  comisionista. 

658.  El  endoso  debe  espresar: 

1."  El  nombre  i  apellido  de  la  persona 
a  quien  se  trasmite  la  letra; 

2."  Si  el  valor  se  recibe  en  dinero  efec- 
tivo, mercaderías  o  en  cuenta; 
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3."  El  nombre  i  apellido  de  la  persona 
de  quien  se  recibe  el  valor  o  en  cuenta  de 
quien  se  carga,  si  no  fuere  la  misma  a 
quien  se  traspasa  la  letra; 

4.°     La  fecha  en  que  se  hace; 

5."  La  firma  del  endosante  o  de  la  per- 
sona Icjítimamente  autorizada  que  suscri- 
be por  él,  espresando  en  la  anteñrma  el 
nombre  de  aquél  i  la  calidad  en  que  éste  lo 
verifica. 

659.  La  falta  de  la  firma  del  endosan- 
te o  del  que  le  represente  lejitimaraente 
anula  el  endoso. 

T;imbieii  lo  anula  la  omisión  del  nombre 
i  apellido  de  la  persona  a  quien  se  cede  la 
letra,  salvo  el  caso  del  art.  661. 

660.  El  endoso  en  que  se  omita  la  es- 
presion  del  valor  recibido  no  trasfiere  la 
propiedad  de  la  letra,  i  solo  importa  una 
simple  comisión  de  cobranza. 

En  este  caso  los  terceros  podrán  objetar 
al  endosatario  todas  las  escepciones  que  les 
competan  contra  el  endosante. 

661.  El  endoso  en  blanco,  con  fecha  o 
sin  ella,  importa  la  confesión  de  haber  re- 
cibido el  valor  de  la  letra,  trasfiere  la  pro- 
piedad al  portador  lejítimo,  i  autoriza  a 
éste  para  llenarlo  solo  en  la  forma  que 
prescribe  el  art.  658. 

Las  cláusulas  adicionales  que  tiendan  a 
agravar  en  cualquier  sentido  los  efectos  del 
endoso  regular,  se  tendrán  por  no  puestas. 

662.  La  antedata  en  los  endosos  cons- 
tituye a  su  autor  responsable  de  los  daños 
i  perjuicios  que  de  ella  se  sigan  a  ter- 
cero, sin  perjuicio  de  la  pena  en  que  incu- 
rra por  la  falsedad,  si  hubiere  obrado  do- 
losamente. 

663.  El  endoso  regular  constituye  a 
todos  i  cada  uno  de  los  endosantes  solida- 
riamente responsables  con  el  librador  del 
valor  de  la  letra,  gastos  i  recambio  en  caso 
de  falta  de  aceptación  o  pago,  con  tal  que 
las  dilijencias  de  presentacioü  i  protesto  se 
hayan  evacuado  en  tiempo  i  forma. 

é64.  Los  endosos  de  letras  perjudica- 
das no  tienen  mas  valor  ni  producen  otro 
efecto  que  el  de  una  cesión  ordinaria  y, 
en  este  caso,  el  cedente  i  cesionario  podrán 
ajusfar,  sin  perjuicio  de  tercero,  los  pactos 
que  les  convengan. 

665.  El  endosante  y  endosatario  pue- 
den celebrar  convenios  que  modifiquen  los 
efectos  jurídicos  del  endoso. 

Aunque  tales  convenios  se  hallen  consig- 
nados en  el  endoso,  solo  serán  obligatorios 
para  las  partes  i  los  que  adquieran  poste- 
riormente la  propiedad  de  la  letra. 


§  6.   Del  librado  i  de  La  aceptación 
i  sus  efectos. 

666.  La  promesa  de  aceptar  una  letra 
de  cambio  no  vale  como  aceptación,  pero 
obliga  al  promitente  a  pagar  al  librador 
daños  i  perjuicios,  siempre  que  la  promesa 
contenga  todos  los  requisitos  que  exije  el 
art.  1554  del  Código  civil. 

Los  daños  i  |erjuicios  consisten  en  los 
gastos  del  protesto  i  recambio,  cuando  la 
letra  ha  sido  j irada  por  cuenta  del  li- 
brador. 

Jirada  por  orden  i  cuenta  de  un  tercero, 
los  daños  i  perjuicios  comprenderán,  a 
mas  de  los  costos  del  protesto  i  recambio, 
las  sumas  que  el  librador  por  cuenta  haya 
anticipado  al  ordenador  bajo  la  fe  de  la 
promesa  de  aceptar. 

667.  El  librado  está  obligado  a  prestar 
su  aceptación  o  a  negarla  en  el  mismo  día 
en  que  el  tenedor  le  presente  al  efecto  la 
letra  de  cambio. 

Si  al  requerir  la  aceptación,  dejare  el 
tenedor  la  letra  en  poder  del  librado,  éste 
deberá  devolvérsela  en  el  dia  de  su  pre- 
sentación. 

No  devolviendo  la  letra  en  el  término 
indicado,  el  librado  quedará  responsable  a 
su  pago,  aun  euando  no  la  acepte. 

668.  El  librado  deberá  firmar  la  acep- 
tación en  la  misma  letra,  usando  de  estas 
formulas  acepto,  aceptada  o  de  otras  que 
manifiesten  clara  i  precisamente  la  inten- 
ción de  obligarse  al  pago  de  la  letra. 

Sin  embargo,  la  sola  firma  del  librado 
puesta  en  una  letra  de  cambio,  importa  su 
aceptación. 

669.  Dada  la  aceptación  en  alguna  de 
laz  formas  enunciadas  en  el  precedente  ar- 
tículo, el  aceptante  no  puede  retractarla, 
aun  cuando  no  haya  devuelto  la  letra 

670.  La  aceptación  dada  en  una  copia 
de  la  letra,  en  cartas  misivas  o  en  cual- 
quiera otro  documento  privado  o  público, 
es  valedera;  pero  los  derechos  que  por  ella 
adquiere  el  tenedor  contra  el  aceptante  no 
son  trasferibles  por  la,  via  del  endoso. 

671.  La  aceptación  debe  ser  pura  i  ab- 
soluta; pero  el  portador  podrá  admitir  una 
aceptación  parcial  por  una  suma  que  no 
baje  de  la  mitad  del  valor  de  la  letra,  pro- 
testándola yjor  el  resto. 

672.  La  aceptación  con  la  calidad /)C(ra 
paíjarine  a  mi  mianio,  aunque  coitdicioual, 
es  legal  i  valedera,  cuando  al  tiempo  de 
prestarla  el  aceptante  fuere  acreedor  del 
portador  por  una  suma  líquida  i  exijible 
igual  a  la  que  espresa  la  letra  i  continuare 
siéndolo  hasta  el  vencimiento  de  ella. 
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Pero  si  el  portador  no  se  reconociere 
deudor  del  aceptante,  o  reconociéndose  tal 
faltaren  a  la  deuda  las  calidades  de  liquida 
i  exijible,  deberá  protestar  la  letra  i  usar 
de  sus  derechos  contra  el  librador  o  endo- 
santes. 

673.  Si  la  letra  fuere  jirada  a  un  pla- 
zo contadero  desde  la  vista,  el  librado  de- 
berá fechar  la  aceptación. 

Rehusando  hacerlo,  el  portador  deberá 
protestar  la  letra;  i  en  este  caso  el  término 
para  el  pago  se  contará  desde  la  fecha  del 
protesto. 

674.  Las  letras  que  lleven  un  dia  fijo  i 
determinado  para  su  pago  pueden  ser  pre- 
sentadas o  no  a  la  aceptación,  según  con- 
venga al  portador. 

675.  La  aceptación  de  la  letra  paga- 
dera en  un  lugar  distinto  de  la  residencia 
del  aceptante  deberá  contener  la  indica- 
ción del  domicilio  en  que  se  haya  de  eje- 
cutar el  pago. 

676.  La  aceptación  de  la  letra  consti- 
tuye al  aceptante,  tenga  o  no  provisión  de 
fondos,  en  la  obligación  de  pagarla  a  su 
vencimiento,  salvo  si  probare  que  la  letra 
es  falsa. 

677.  La  aceptación  no  supone  respec- 
to al  librador  u  ordenador  la  provisión  de 
fondos;  y  el  aceptante  podrá  exijirles  la 
entrega  de  ellos  aun  después  de  aceptada 
la  letra. 

678.  Publicada  la  quiebra  del  librador 
u  ordenador,  el  librado  no  podrá  aceptar 
ni  pagar  las  letras  jiradas  a  su  cargo,  i  los 
acreedores  tendrán  derecho  para  exijirle 
que  declare  si  las  ha  aceptado  o  no. 

Contraviniendo  a  esta  prohibición,  la 
aceptación  i  pago  serán  de  cuenta  i  riesgo 
del  aceptante,  i  los  fondos  de  provisión 
volverán  a  la  masa  del  concurso. 

679.  Aceptada,  la  letra  antes  de  publi- 
carse la  quiebra  del  librador  u  ordenador, 
los  fondos  de  provisión  quedarán  en  poder 
del  aceptante,  i  éste  será  obligado  a  pagar 
con  ellos  al  portador. 

§  7.  DeL  acal  i  sus  efectos 

680.  El  aval  es  un  acto  escrito  en  vir- 
tud del  que  un  tercero  estraño  ala  letrado 
cambio  afianza  solidariamente  el  pago  de 
ella  en  los  términos  i  bajo  las  condiciones 
estipuladas  o  en  los  mismos  en  que  se  ha- 
ya obligado  la  persona  afianzada. 

681.  El  aval  debe  ser  firmado  en  la 
misma  letra  o  en  documento  separado. 

La  simple  firma  puesta  en  la  letra  im- 
porta aval. 

682.  El  aval    puede   ser   limitado    a 
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tiempo,  caso,  cantidad  o  persona  determi- 
nada. 

Dado  en  estos  términos,  el  aval  no  pro- 
ducirá otra  respon.saljilidad  que  la  que  el 
avalista  se  hubiere  impuesto. 

683.  Concebido  el  aval  en  térmínosje- 
nerales  e  ilimitados,  el  avalista  responde- 
rá solidariamente  del  pago  de  la  letra  en 
los  mismos  términos  que  el  librador  i  en- 
dosantes. 

684.  Pueden  ser  avalistas  todas  las 
personas  hábiles  para  celebrar  el  contrato 
de  cambio. 

Sin  embargo,  el  librador,  endosante  i 
aceptante  de  la  letra  no  pueden  otorgar 
aval. 

§  8.     Del  tenedor  i  de  la  presentación  de 
las  Letras  i  sus  efectos 

685.  Las  letras  serán  presentadas  a  la 
aceptación  en  los  plazos  siguientes: 

Las  jiradas  a  la  vista  o  a  dias  o  meses 
vista  de  una  plaza  a  otra  de  la  República, 
dentro  de  tres  meses  de  su  fecha. 

Las  jiradas  en  la  República  a  la  viata  o 
a  dias  o  meses  vista  sobre  alguna  plaza  del 
continente  americano  i  sus  islas,  dentro  de 
seis  meses  de  su  fecha,  i  dentro  de  nueve 
las  jiradas  sobre  cualquiera  de  Europa. 

Las  jiradas  a  la  vista  o  a  dias  o  meses 
vista  sobre  alguna  otra  parte  del  globo, 
dentro  de  un  año  de  su  fecha. 

Las  jiradas  a  dias  o  meses  de  la  fecha  o 
a  un  plazo  fijo  i  determinado,  dentro  de 
los  plazos  que  ellas  designen. 

686.  Negada  la  aceptación,  el  porta- 
dor deberá  protestar  la  letra  en  el  tiempo 
i  forma  prescritos  en  el  §  10  De  los  proces- 
tos, i  dar  aviso  por  el  primer  correo,  o  a 
mas  fardarjjor  el  segundo,  a  su  cedente  o 
mandante  o  a  cuaUíuier  otro  de  los  obliga- 
dos al  pago  de  ella,  a  su  elección. 

Con  el  aviso  deberá  remitir  también  tes- 
timonio del  protesto. 

687.  Protestada  la  letra  por  falta  de 
aceptación,  ei  portador  tiene  derecho  a 
exijir  del  librador  o  cualquiera  de  los  en- 
dosantes que  afiance  a  su  satisfacción  el 
valor  de  ella,  deposite  su  importe  o  se  lo 
reembolse  con  los  gastos  de  protesto  i  re- 
cambio bajo  descuento  del  rédito  legal  por 
el  término  que  falte  para  el  vencimiento. 

El  portador  no  podrá  ejercitar  estos  de- 
rechos sino  en  el  orden  sucesivo  en  que 
aparecen  enumerados. 

688.  El   portador  que  no  requiera  la 
aceptación  i  haga  el  protesto  por  defecto* 
de  ella  dentro  de  los  términos  legales,  per- 
derá los  derechos  que  le  confiere  el  articu- 
lo precedente. 

28 
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689.  La  falta  de  la  presentación  de  la 
letra  en  los  términos  indicados  en  el  artí- 
culo 685  no  exonera  al  librado  de  la  obli- 
gación de  aceptarla,  teniendo  provisión. 

690.  El  ])ropietario  de  la  letra  puede 
presentarla  a  la  aceptación  por  si  o  por 
conducto  de  un  mandatario  especial,  aun 
cuando  no  la  baya  endosado  a  favor  de 
éste. 

La  mera  tenencia  de  la  letra  liace  pre- 
sumir el  mandato  para  presentarla,  i  con- 
fiere la  facultad  necesaria  para  requerir  la 
aceptación  i  en  su  defecto  sacar  el  pro- 
testo 

691.  Las  letras  deben  ser  presentadas 
al  librado  en  su  morada  o  escritorio  o  en 
el  ilomicilio  señalado. 

No  siendo  conocidos  la  morada,  escrito- 
rio o  domicilio,  se  hará  mención  de  esta 
circunstancia  en  el  protesto  i  se  procederá 
en  los  términos  del  artículo  729. 

692.  La  presentación  de  la  letra  de 
camliio  no  puede  hacerse  en  dia  festivo. 

693.  Habiendo  varios  librados  conjun- 
tamente nombrados  en  la  letra,  el  porta- 
dor deberá  exijír  de  todos  i  cada  uno  de 
ellos  la  aceptación,  i  no  podrá  protestar 
la  letra  sin  que  haya  requerido  el  pago  a 
todos  ellos. 

Pero  si  fueren  indicados  alternativa- 
mente, se  hará  el  requerimiento  al  primer 
nombrado,  i  en  defecto  de  aceptación  o 
pago  a  los  demás,  siguiendo  el  orden  de  su 
nombramiento. 

694.  Admitiendo  una  aceptación  con- 
dicional, el  portador  toma  sobre  si  todos 
los  riesgos  de  la  letra. 

Si  la  aceptfícion  admitida  fuere  pura, 
pero  limitaiia  lespecto  de  la  cantidad  li- 
brada, el  portador  retendrá  la  letra,  I  re- 
ciliiendo  la  suma  aceptada,  la  anotará  en 
ella  i  hará  el  protesto  que  previene  el  ar- 
tículo 671. 

695.  El  portador  de  una  letra  de  cam- 
bio protestada  por  falta  de  aceptación  o  de 
pago  en  ningún  caso  tiene  derecho  a  la 
provisión  íjecha  por  el  librador  u  ordena- 
dor. 

696.  El  perjuicio  resultante  de  la  re- 
misión de  la  letra  fuera  del  tiempo  oportu- 
no para  la  presentación  i  protesto  por  fal- 
ta de  acejjtacion,  recaerá  esclusivamente 
sobre  los  remitentes,  reputándose  los  en- 
dosos cómo  moras  comisiones  de  co- 
branza. 

697.  El  tomador  por  cuenta  propia  de 
una  letra  que  no  deja  tiempo  para  presen- 
tarla á  la  aceptación  o  requerir  el  pago  en 
los  plazos  que  señala  la  lei  o  la  conven- 
ción, deberá  exijir  del  cedente,  para  con- 


servar sus  derechos,  un  resguardo  en  que 
éste  se  obligue  a  responder  del  pago,  aun 
cuando  la  letra  se  presente  i  proteste  fue- 
ra del  término  legal. 

698.  El  portador  de  la  letra  de  cam- 
bio, aceptada  o  no  aceptada,  debe  exijir  su 
pago  al  librado  el  dia  de  su  vencimiento,  i 
si  éste  fuere  festivo,  en  el  precedente. 

No  oijteniendo  el  pago,  protestará  la  le- 
tra en  el  tiempo  i  forma  que  prescribe  la 
lei,  i  dará  aviso  a  su  cedente,  con  remisión 
del  protesto,  por  el  primer  correo,  o  a  mas 
tardar  por  el  segundo,  para  que  éste  a  su 
vez  lo  haga  saber  a  su  endosante,  i  así  su- 
cesivamente hasta  el  librador. 

699.  Protestada  la  letra  por  falta  de 
aceptación  o  pago,  el  portador  deberá  re- 
querir la  aceptación  o  pago  de  los  reco- 
mendatarios del  librador,  i  en  su  defecto 
de  los  indicados  por  los  endosantes,  según 
el  orden  de  los  endosos. 

Omitido  el  requerimiento,  el  portador 
quedará  responsable  de  todos  los  gastos  de 
protesto  i  recambio  e  inhabilitado,  hasta 
que  lo  haya  verificado,  para  repetirlos  del 
que  hubiere  hecho  la  indicación. 

700.  Las  letras  no  cobradas  el  dia  de 
su  vencimiento  ni  protestadas  en  la  opor- 
tunidad legal,  se  tendrán  \iOV perjudica- 
das; i  en  tal  evento  caducarán  los  dere- 
chos del  portador  contra  el  librador  i  en- 
dosantes, salvos  los  siguientes  casos: 

En  cuanto  al  librador,  si  hubiere  que- 
brado el  librado  o  aceptante  antes  del  ven- 
cimiento. 

Respecto  del  endosante  que  se  manten- 
ga en  su  sano  crédito,  cuando  el  librador, 
aceptante  i  demás  endosantes  hubieren 
quebrado  antes  de  vencerse  la  letra. 

Por  lo  que  hace  al  librador  o  endosan- 
te, si  alguno  de  ellos  se  hallare  en  el  caso 
previsto  en  el  art.  702. 

701.  Omitido  el  aviso  del  protesto  or- 
denado en  el  art.  698,  el  portador  respon- 
derá de  los  daños  i  perjuicios  que  irrogue 
la  omisión;  pero  no  quedará  privado  de  su 
derecho  contra  los  responsables  a  las  re- 
sultas de  la  letra. 

702.  La  caducidad  de  la  letra  perjudi- 
cada por  falta  de  presentación  al  pago  i 
de  protesto  no  tendrá  efecto  alguno  res- 
pecto del  librador  o  endosante  que,  des- 
pués de  trascurridos  los  términos  señala- 
dos para  la  ejecución  de  estos  actos,  se  ha- 
llare cubierto  del  importe  de  la  letra  en 
sus  cuentas  con  el  deudor,  sea  con  efectos 
de  comercio,  sea  con  otros  valores  de  la 
pertenencia  de  éste. 

703.  En  defecto  de  pago  de  una  letra 
presentada  i  protestada  en  tiempo  i  forma. 
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el  portador  tiene  derecho  a  exijir  el  reem- 
bolso de  su  importe  i  gastos  del  liljrador, 
aceptante  i  endosantes,  a  su  elección. 

Todos  i  cada  uno  de  éstos  son  responsa- 
bles solidariamente  del  valor  de  la  letra  i 
gastos  causados. 

704.  Pagada  la  letra  por  alguno  de  los 
endosantes,  el  pagador  podrá  exijir,  a  su 
elección,  de  eualnuiera  de  los  demás  co- 
deudores solidarios  el  reembolso  de  su  im- 
jjorte  i  gastos;  pero  si  el  que  hubiere  veri- 
ficado el  pago  fuere  el  librador,  solo  ten- 
drá acción  contra  el  aceptante  provisto  de 
fondos  o  el  ordenador  en  su  caso. 

705.  Si  el  portador  hubiere  dirijido  su 
acción  contra  alguno  de  los  codeudores  so- 
lidarios de  la  letra,  no  podrá  suspender  su 
curso  para  ejercerla  contra  los  demás,  sal- 
vo los  siguientes  casos: 

1."  Insolvencia  total  o  parcial  del  de- 
mandado, justihcada  en  forma  legal; 

2.*'     Quiebra  del  mismo  demandado; 

3.*'     Desistimiento  del  juicio  promovido. 

En  este  último  caso,  los  codeudores  soli- 
darios no  serán  obligados  a  pagar. las  cos- 
tas causadas,  ni  podrán  alegar  la  escep- 
€¡nn  de  litispendencia. 

706.  El  portador  de  una  letra  estra- 
viada  o  su  mandatario  está  obligado  a 
practicar  las  siguientes  dilijencias: 

1.*^  Poner  en  noticia  del  librado  o  acep- 
tante la  pérdida  de  la  letra  i  manifestarle 
su  oposición  a  la  aceptación  o  pago. 

2.*  Solicitar  del  tribunal  competente  se 
prohiba  al  librado  la  aceptación; 

Si  la  letra  hubiere  sido  aceptada  antes 
de  su  pérdida,  se  solicitará  que  se  prohiba 
el  pago  sin  el  previo  otorgamiento  de  una 
fianza; 

3.^  Dar  pronto  aviso  de  la  pérdida  a  su 
endosante  i  exijirle  la  espedicion  de  un 
nuevo  ejemplar. 

707.  El  lilirado  o  aceptante  deberá  sus- 
pender la  ace|itacion  o  pago  por  veinticua- 
tro horas;  i  si  dentro  de  este  término  no  se 
le  hiciere  saber  un  decreto  prohibitorio  de 
estos  actos,  podrá  verihcarlos  sin  respon- 
saljilidad. 

708  El  endosante  del  portador  está 
obligado  a  comunicar  a  su  ve/  a  su  propio 
endosante  el  aviso  de  la  pérdida  de  la  le- 
tra i  a  reclamarle  la  espedicion  de  otro 
ejemplar,  i  asi  sucesivamente  de  endosan- 
te en  endosante  hasta  el  librador. 

709.  Ninguno  de  los  responsables  al 
pago  de  la  letra  estraviada  ]^odrá  reliusar 
su  nombre  para  la  espedicion  de  nuevo 
ejemplar  bajo  responsabilidad  de  daños  i 
perjuicios. 

El  propietario  de   la  letra  cubrirá  los 


gastos  que  se  causen  para  obtener  el  nue- 
vo ejemplar. 

710.  El  propietario  de  la  letra  acepta- 
da i  estraviada  que  no  tenga  otro  ejemplar 
para  presentar  al  pago,  podrá  exijir  :il 
aceptante  el  depósito  de  la  cantidad  lil)ra- 
da,  i  si  éste  lo  resistiere,  hará  constar  su 
resistencia  por  medio  de  una  protesta  he- 
cha ante  un  notario  público. 

La  protesta  conservará  al  portador  los 
derechos  contra  las  personas  obligadas  al 
pago  de  la  letra. 

711.  En  el  caso  propuesto  en  el  arti- 
culo anterior,  el  portador  podrá  demand  ir 
al  aceptante  el  pago  de  la  letra  perdida, 
acreditando  su  propiedad  con  sus  libros, 
correspondencia,  certificación  del  corre- 
dor o  ájente  que  intervino  en  la  negocia- 
ción o  las  demás  pruebas  legales,  i  rin- 
diendo fianza  a  favor  del  pagador. 

La  fianza  subsistirá  hasta  que  el  port  i - 
dor  presente  un  nuevo  ejemplar  espedido 
por  el  librador. 

§  9.  Del  pago 

712  Las  letras  deben  ser  pagadas  en  la 
moneda  que  ellas  de.-ignen. 

Si  la  moneda  designada  estuviere  es- 
cluida  de  la  circulación,  se  reducirá  a  mo 
neda  corriente  al  cambio  que  tenga  el  diu 
del  vencimiento  en  el  lugar  del  pago. 

713.  En  ningún  caso  puede  ser  obli- 
gado el  portador  de  una  letra  a  recibir 
su  importe  antes  del  vencimiento  ni  a 
recibirlo  parcialmente;  pero  si  admitiere 
un  pago  parcial,  deberá  cumplir  la  obliga 
cion  que  le  impone  el  articulo  671. 

714.  El  que  paga  una  letra  antes  de  su 
vencimiento  queda  siempre  responsable 
de  su  importe  para  el  caso  que  i'esulte  no 
haber  pagado  a  persona  lejitima. 

715.  El  portador  de  una  letra  de  cam- 
bii)  está  obligado,  si  el  pagador  se  lo  exije, 
a  justificar  la  identidad  de  su  persona  por 
medio  de  documentos  o  de  individuos  que 
le  conozcan  o  salgan  garantes  de  ella. 

716.  Se  presume  válido  el  pago  de  la 
letra  vencida,  siempre  que  su  valor  no 
haya  sido  embargado  por  decreto  de  auto- 
ridad competente. 

Solo  podrá  decretarse  el  embargo  del 
importe  de  la  letra  por  pérdida,  sustrac- 
ción, robo,  quiebra  del  portador  o  por  cual- 
quier otro  suceso  <iue  le  prive  de  la  admi- 
nistración de  sus  bienes. 

717.  El  pago  de  la  letra  deberá  hacer- 
se sobre  el  ejemplar  en  que- se  haya  puesto 
la  aceptación  o  sobre  aquel  a  cuya  dispo- 
sición haya  sido  dada  ésta. 
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718.  El  aceptante  a  quien  se  exija  el 
pago  sobre  otro  ejemplar  que  el  de  su  acep- 
tación ]>odrá  verificarlo,  siempre  que  el 
portador  le  afianzo  a  satisfacción  el  valor 
de  la  letra. 

Si  el  aceptante  se  negare  a  hacer  el  pago 
a  pesar  de  ofrecérsele  ñanza  por  el  porta- 
dor, deberá  éste  protestar  la  letra. 

En  caso  de  haberse  aceptado  la  fianza, 
ésta  quedará  cancelada  de  derecho  en  el 
momento  en  que  prescriba  la  acción  pro- 
cedente de  la  aceptación,  sin  haberse  diri- 
jido  al  aceptante  reclamación  alguna. 

719.  El  que  paga  una  letra  sobre  un 
ejemplar  no  aceptado  sin  retirar  el  acep- 
tado, queda  siempre  responsable  de  su  va- 
lor al  ])ortador  lejitimo  del  ejemplar  en 
que  se  encuentre  la  aceptación. 

720.  Las  letras  no  aceptadas  pueden 
ser  cubiertas  después  de  su  vencimiento 
sobre  las  segundas,  terceras  o  demás  vias 
espedidas;  i  caso  que  se  presenten  varios 
ejemplares,  sobre  el  que  tuviere  alguna 
cláusula  que  le  atribuya  preferencia. 

No  podrá  hacerse  válidamente  el  pago 
sobre  las  copias  dadas  en  cumplimiento 
del  articulo  629  sin  que  el  portador  acom- 
pañe alguno  de  los  ejemplares  espedidos 
por  el  librador. 

721.  Pagada  la  letra  de  cambio,  el 
portador  otorgará  recibo  en  la  misma  i  en- 
tregará al  pagador  todos  los  ejemplares 
que  hubiere  recibido. 

§  10.     De  los  protestos. 

722.  Las  letras  de  cambio  se  protestan 
por  falta  de  aceptación  o  pago. 

723.  Los  protestos  por  falta  de  acepta- 
ción deben  ser  formalizados  en  el  dia  si- 
guiente a  la  presentación  de  la  letra,  i  si 
este  dia  fuere  festivo,  en  el  que  le  siga  in- 
mediatamente. 

El  protesto  de  una  letra  por  falta  de  acep- 
tación no  exonera  al  portador  del  deber  de 
protestarla  de  nuevo,  si  no  fuere  pagada. 

724.  El  protesto  do  una  letra  por  falta 
de  pago  deberá  hacerse  en  el  dia  siguiente 
al  de  su  vencimiento  i  cobro. 

725.  La  letra  de  cambio  puede  ser  pro- 
testada antes  de  su  vencimiento,  toda  vez 
que  el  aceptante  se  constituya  en  quiebra 
antes  de  esa  época. 

726.  El  portador  no  queda  dispensado 
de  la  obligación  de  protestar  la  letra  por 
Ja  quiebra,  interdicción  o  muerte  del  pa- 
gador. 

727.  Los  protestos,  de  cualquiera  clase 
que  .sean,  deberán  hacer.se  ante  un  notario 
público  i  dos  testigos  vecinos  del  domicilio 


del  aceptante,  i  en  su  defecto  ante  el  sub- 
delegado respectivo  e  igual  número  de  tes- 
tigos. 

728.  A  instancia  del  portador  i  en  su 
nombre,  o  en  el  de  la  persona  a  quien  per- 
tenezca la  letra,  si  aquél  fuere  un  mero 
detentador,  el  notario,  asistido  de  dos  tes- 
tigos, requerirá  al  librado  o  aceptante  para 
que  acepte  o  pague,  con  espresa  conmina- 
ción de  daños  i  perjuicios  i  reserva  de  los 
derechos  del  propietnrio  contra  los  garan- 
tes de  la  letra. 

729.  Caso  de  no  encontrar  al  librado 
o  aceptante  en  su  morada  o  establecimien- 
to, el  notario  liará  el  requerimiento  a  sus 
dependientes,  si  los  tuviere,  i  en  su  defec- 
to a  su  mujer,  hijos  mayores  o  criados  tam- 
bién mayores. 

No  teniendo  mujer,  hijos  o  criados  ma- 
yores, o  ignorándose  su  morada,  la  dilijen- 
cia  se  entenderá  con  el  procurador  de  la 
municipalidad,  i  en  defecto  de  éste  con  el 
subdelegado  del  distrito. 

730.  Terminada  la  diligencia  con  el 
librado  o  aceptante  directo,  el  notario  re- 
querirá a  los  recomendatarios  señalados 
en  la  letra  en  los  términos  que  prescribe 
el  articulo  728, 

El  requerimiento,  la  aceptación  o  pago  i 
en  su  defecto  la  contestación  que  dieren 
los  recomendatarios  se  hará  constar  en  el 
protesto. 

731.  Todas  las  diligencias  prevenidas 
en  los  anteriores  artículos  se  estenderán 
progresivamente  en  la  enunciada  acta,  i  de 
ella  se  dará-n  al  portador  los  testimonios 
que  pidiere. 

732.  El  acta  de  protesto  debe  conte- 
ner: 

1."  Copia  literal  de  la  letra,  aceptación, 
endosos,  aval  e  indicaciones  en  el  mismo 
orden  en  que  aparezcan  en  la  letra; 

2°  Relación  del  requerimiento  hecho 
al  librado,  aceptante  o  recomendatario 
para  que  aceptase  o  pagase  o  espusiese  la 
razón  porque  no  aceptaba  o  pagaba,  la 
respuesta  dada  o  la  atestación  de  que  nin- 
guna se  dio; 

3."  La  conminación  de  los  daños  i  per- 
juicios al  librado,  aceptante  o  recomenda- 
tario i  la  reserva  de  derechos  contra  las 
demás  personas  responsables  al  pago  de  la 
letra;      -; 

4.°  ■  La  firma  de  la  persona  a  quien  se 
liubiere  hecho  el  protesto,  o  la  constancia 
de  que  no  sabia,  no  pudo  o  no  quiso  fir- 
mar; 

5.°  La  fecha  del  acta  con  espresion  de 
la  hora; 

6.°     La  firma  del  notario  i  testigos. 
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El  acta  de  que  hablan  éste  i  los  anterio- 
res artículos  se  protocolizará  en  el  rejistro 
del  notario,  dejándose  copia  de  ella  a  la 
persona  con  quien  se  hubiere  entendido  la 
dilijcnc'ia.  so  pena  de  nulidad. 

733.  El  domicilio  legal  del  librado  o 
aci'ptante  |jara  la  ejecución  de  Jas  dilijcn- 
cias  del  ¡irotesto,  será: 

El  desi,^■llado  en  la  letra; 
•    En  del'cct)  de  designación,  el  lugar  de 
la  actual  residencia; 

A  falla  de  ambos,  el  último  que  se  le  hu- 
biere conocido. 

734.  Todo  protesto  que  no  esté  con- 
forme con  las  prescripciones  de  los  artícu- 
los precedentes,, será  ineficaz. 

735.  Ningún  acto  ni  documento  pue- 
de suplir  la  falta  del  protesto  para  la  con- 
servación de  los  derechos  del  portador 
contra  las  personas  responsables  al  pago 
de  la  letra. 

La  protesta,  sin  embargo,  suple  el  pro- 
testo por  falta  de  pago  de  la  letra  estra- 
viada. 

736.  Los  protestos  serán  hechos  antes 
de  las  tres  de  la  tarde,  i  los  notarios  re- 
tendrán las  letras  i  no  darán  testimonio 
de  aquéllos  sino  dt-spues  de  puesto  el  sol 
del  (áia  en  que  se  hubieren  verificado. 

Presentándose  el  pagador  en  el  tiempo 
medio  a  pagar  la  letra  i  los  gastos  del  pro- 
testo, el  notario  admitirá  el  pago,  entre- 
gará la  letra  i  cancelará  el  protesto. 

737.  Las  letras  protestadas  por  falta 
de  pago  devengan  intereses  corrientes  a 
favor  del  portador  desde  el  dia  del  pro- 
testo. 

!^.  11.  De  la  ¿ntercención  en  la  aceptación 
i  pago. 

738.  Protestada  una  letra  por  falta  de 
aceptación  o  pago,  se  admitirá  la  inter- 
vención de  un  tercero  que  se  ofrezca  es- 
pontáneamente a  aceptarla  o  pagarla  por 
cuenta  del  librador  o  de  cualquiera  de  los 
endosantes,  aun  cuando  no  haya  recibido 
mandato  para  hacerlo. 

739.  Toda  persona  estraña  a  la  nego- 
ciación de  la  letra  i  hábil  para  celebrar  el 
contrato  de  cambia  puede  aceptar  i  pagar 
por  intervención. 

El  librado  i  los  recomendatarios  que 
hubieren  rehusado  la  aceptación  o  pago  de 
la  letra  pueden  aceptarla  por  interven- 
ción. 

740.  Concurriendo  varias  personas  a 
aceptar  o  pagar  la  letra,  será  preterida  la 
que  intervenga  por  el  librador;  pero  si  solo 
quisieren  intervenir  por  los  endosantss,  se 


admitirá  la  intervención  por  el  mas  anti- 
guo de  éstos. 

En  todo  caso  deberá  preferirse  la  acep- 
tación o  pago  que  sea  mas  favorable  i  de 
efectos  mas  amplios. 

741.  La  intei'veiicion  no  supone  ,  ni 
aun  respecto  del  tenedor  de  la  leti-a,  la 
provisión  de  fondo.s,  ni  confiere  al  intervi- 
niente  derecho  a  reclamarla. 

742.  El  aceptante  por  intervención 
queda  responsabhi  de  la  letra  i  debe  dar 
aviso  por  el  segundo  correo,  a  mas  tardar, 
a  la  persona  por  quien  interviene,  so  pena 
de  daños  i  perjuicios. 

Pero  la  responsabilidad  del  intervinien- 
te  cesa  por  las  mismas  causas  que  las  ga- 
rantías de  los  endos  mtes. 

743.  Por  el  hecho  del  pago  el  intervi- 
niente  se  subroga  en  los  derechos  del  por- 
tador, cumpliendo  las  obligaciones  que  a 
éste  impone  la  lei;  pero  la  subrogación  se 
verifica  con  las  siguientes  restricciones. 

Pagando  por  cuenta  del  librador,  solo 
éste  quedará  responsable  de  la  cantidad 
desembolsada  i  costos. 

Si  pagare  por  cuenta  de  un  endosante, 
podrá,  sin  perjuicio  de  sus  derechos  contra 
el  librador,  exijir  a  quél  i  demás  que  le 
precedan  en  el  orden  de  los  endo.-,os  el 
reembolso  del  valor  de  la  letra-  i  gastos. 

Los  endonantes  posteriores  quedan  exo- 
nerados en  este  caso  de  toda  responsabi- 
lidad. 

744.  La  intervención  en  la  aceptación 
no  obsta  al  portador  para  exijir  del  libra- 
dor o  endosantes  el  afianzamiento,  depósi- 
to o  reembolso  conforme  al  articulo  687. 

745.  El  portador  de  una  letra  perjudi- 
cada no  tiene  dereclio  para  exijir  su  pago 
al  que  la  hubiere  aceptado  por  interven- 
ción. 

746.  El  pagader  de  una  letra  perjudi- 
cada no  tiene  mas  derecho  que  el  que  com* 
pete  al  portador  contra  el  librador  que  no 
haya  hecho  oportunamente  provisión  de» 
fondos. 

747.  Si  el  librado  que  rehusó  su  acep- 
tación se  presentare  a  cubrir  la  letra  a  su 
vencimiento,  le  será  admitido  el  pago  con 
preferencia  al  que  intervino  en  la  acepta- 
ción i  a  cualquier  otro  que  quisiere  pagap 
la  letra. 

El  librado  en  este  caso  deberá  reembol- 
sar los  gastos  ocasionados  por  no  haber 
aceptado  en  tiempo. 

748.  La  intervención  en  la  aceptación 
o  pago  i  el  nombre  de  la  persona  por  quien 
se  interviene,  se  harán  constar  a  conti- 
nuación del  protesto  bajo  la  ñrma  del  in- 
terviniente,  notario  i  testigos. 
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§.  12.  Del  cambio  i  resaca. 

749.  El  portador  de  una  letra  de  cam- 
1jio  protes^tada  por  talla  de  pago  puede  usar 
('el  derecho  que  le  confiere  el  articulo  703 
|.;ira  reembolsarse  de  su  importe  i  gastos 
ue  protesto,  o  jirar  una  nueva  letra  a  car- 
,í:o  del  librador  a  de  cualquiera  de  los  en- 
dosantes, a  su  elección. 

Esta  nueva  letra  se  llama  resaca  o  letra 
de  recambio,  i  está  sujeta  a  las  mismas  re- 
.:.lasquelas  letras  ordinarias,  respecto  a 
>u  presentación,  pago  y  protesto. 

750.  Puede  también  jirar  una  resaca 
cualquiera  de  los  endosantes  que  hubiere 
¡■••igado  la  letra  protestada  o  la  resaca  jira- 
<  .1  a  su  cargo. 

751.  Las  resacas  no  podrán  ser  diriji- 
d  is  sino  sobre  las  plazas  donde  la  letra  de 
camljio  fué  jirada  o  negociada. 

752.  ET  librador  de  la  resaca  no  cu- 
liierta  conserva  iategros  sus  derechos  con- 
tra todas  las  personas  obligadas  al  pago  de 
la  letra  protestada. 

753.,  El  que  jirarc  una  resaca  deberá 
acompañar  a  ésta  la  letra  protestada,  tes- 
t.mnnio  del  protesto  i  la  cuenta  de  retorno 
(I  resaca. 

754.  La  cuenta  de  retorno  deberá  es- 
presar la  persona  a  cuyo  cargo  se  jira  la 
re.saca  i  el  importe  de  ésta,  i  no  podrá 
comprender  otras  partidas  que  las  siguien- 
tes: 

El  capital  de  la  letra  protestada; 

Los  intereses  corrientes  que  hubiere  de- 
vengado; 

Los  gastos  de  protesto; 

El  derecho  de  sello  para  la  resaca; 

La  comisión  de  jiro  a  uso  de  plaza; 

El  corretaje  de  la  negociación  de  la  re- 
saca; 

Los  portes  de  cartas; 

El  recambio  o  precio  del  nuevo  cambio 
con  las  limitaciones  que  espresa  el  siguien- 
te artículo. 

755.  El  cambio  del  lugar  del  pago  de 
la  letra  protestada  sobre  el  de  su  jiro,  de- 
termina el  máximum  del  recambio  que  el 
librador  i  endosantes  están  obligados  á  pa- 
gar al  portador;  i  en  caso  alguno  podrá 
éste  exij irles  otro  que  exceda  esa  tasa. 

En  caso  de  exceso,  la  diferencia  será  de 
la  esclusiva  cuenta  del  librador  de  la  re- 
saca. 

756.  El  cambio  del  lugar  del  pago  de 
la  letra  protestada  sobre  el  de  su  jiro  se 
hará  constar  al  pié  de  la  cuenta  de  retor- 
no por  certificación  de  un  ájente  de  cam- 
bio o  corredor  de  número  o  de  dos  comer- 


ciantes, cuando  no  hubiere  ajentes  o  co- 
rredores. 

Si  el  librador  de  la  'resaca  la  jirare  a 
cargo  de  un  endosante,  la  cuenta  de  retor- 
no será  acompañada  ademas  de  una  cer- 
tificación del  cambio  del  lugar  del  pago  de;^ 
la  letra  protestada  sobre  el  del  destino  de 
la  resaca,  dada  por  las  personas  designa- 
das en  el  inciso  anterior. 

757.  Se  prohibe  la  acumulación  de 
muchos  recambios. 

El  librador  de  la  letra  f)rotestada  i  en- 
dosantes pagarán  un  solo  recambio  en  los- 
términos  del  art.  755. 

758.  Se  prohibe  también  hacer  mu- 
chas cuentas  de  retorno  sobre  una  misma 
letra. 

La  formada  por  el  librador  de  la  resaca 
.será  la  única  pagadera  por  los  endo.santes- 
sucesivamente  de  uno  en  otro  hasta  que 
sea  definitivamente  cancelada  por  el  libra- 
dor de  la  letra  protestada. 

759.  Los  costos  de  negociación  de  la 
resaca  jirada  por  un  endosante  recaerán 
esclusivamente  .sobre  él. 

760.  El  portador  de  una  resacaprotes- 
tada  por  falta  de  pf^go  tiene  derecho  al  in- 
terés corriente  desde  la  fecha  del  protesto. 

§  13.  De  la  prescripción  de  las  q-ccione& 
resallantes  de  las  letras  de  cambio. 

761. _  Las  acciones  procedentes  de  la 
letra  de  cambio  contra  los  deudores  prin- 
cipales o  contra  los  deudores  por  garan- 
tía, prescriben  en  cuatro  años,  contados 
desde  el  dia  de  su  vencimiento,  sin  per- 
juicio de  la  caducidad  de  tales  acciones  en 
los  casos  señalados  por  esta  ley. 

762.  La  demanda  judicial  contra  los 
principales  deudores  interrumpe  la  pres- 
cripción cuadrienal;  pero  principiará  a  co- 
rrer de  nueva  desde  el  dia  en  que  el  de- 
mandante suspenda  el  curso  de  sus  jes- 
tiunes. 

763.  Pagada  la  letra  por  alguno  de  los 
endosantes,  la  pres(;ripción  comenzará  a 
correr  contra  él  desde  el  dia  en  que  se  ha- 
ya verificado  el  pago. 

764.  Las  acciones  dal  aceptante  que 
pagare  sin  tener  provisión  de  fondos  del 
librador  por  cuenta  propia  o  del  ordena- 
dor, prescriben  por  el  trascurso  de  cinca 
años. 

Prescriben,  por  el  mismo  término  las  ac- 
ciones del  librador  contra  el  aceptante 
que  tuviere  provisión  de'  fondos  o  contra 
el  ordenador  que  no  la  hubiere  verificado, 
i  las  del  interviniente  contra  la  persona 
por  quien  hubiere  intervenido  en  el  paga 
de  la  letra. 
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TITri.0  X.I 

De  laiii  librneiKa.s  i  <le  I«>m  valcN  o  pagaréeM  a 
la  t'trtleii. 

§  1.  Definiciones. 

765.  Lihran.;a  es  un  mandato  escri- 
to con  arrei;Io  a  las  forinaá  de  la  lei  que 
una  persona  dirije  a  otra,  encargándole  el 
pago  de  cierta  cantidad  de  dinero  a  la  or- 
den (le  otra  persona  determinada. 

Llámase  librancista  el  que  manda  ha- 
cer el  pago,  librado  aquel  a  quien  se  dirije 
el  mandato,  i  tomador  el  que  debe  recibir 
la  cantidad  librada. 

766.  Vale  o  paitaré  es  un  escrito  por 
el  que  la  persona  que  lo  tirma  se  confiesa 
deudora  a  otra  de  cierta  cantidad  de  dinc- 

<  ro  i  se  obliga  a  pagarla  a  su  orden  dentn) 
de  un  determinado  plazo. 

Cuando  el  pago  debe  hacerse  en  distin- 
to lugar  de  la  residencia  del  deudor,  el  pa- 
garé toma  la  denominación  de  pcujarc  a, 
domicilio. 

§  2.  Disposiciones  comunes  a  las  Libran- 
.ícís  i  pagarées  a  La  orden. 

767.  Las  libranzas  o  pagarées,  sean  o 
no  a  la  orden,  que  no  procedan  de  opera- 
ciones mercantiles,  serán  considerados 
respecto  de  toda  clase  de  personas  como 
documentos  probatorios  de  obligaciones 
sujetas  a  las  prescripciones  del  Código 
civil. 

Las  libranzas  o  pagarées  de  comercian- 
te a  comerciante,  aunque  no  lleven  la 
cláusula  a. la  orden,  se  reputan  actos  de 
comercio. 

768.  La  trasmisión  de  las  libranzas  i 
pagarées  civiles  a  la  orden  se  hará  en  la 
misma  forma  que  se  verifica  la  de  los  efec- 
tos de  comercio  negociables  por  la  via  del 
endoso,  quedando  en  todo  lo  demás  suje- 
tos a  las  reglas  contenidas  en  el  titulo  De 
la  cesión  de  derechos  del  Código  civil. 

769.  Todas  las  disposiciones  relativas 
al  vencimiento,  endoso,  solidaridad,  aval, 
pago,  pago  por  intervención,  protesto,  de- 
rechos i  obligaciones  del  portador,  recam- 
bio, intereses  i  prescripción  de  las  letras  de 
cambio,  son  aplicables  a  las  libranzas  o 
pagarées  a  la  orden  causados  por  una  ope- 
ración de  comercio,  sin  perjuicio  de  las  re- 
glas especiales  de  este  titulo. 

770.  La  negociación  de  libranzas  o 
pagarées  a  la  orden  endosados  en  blanco 
por  alguno  de  los  propietarios  anteriores, 
no  constituye  re.-<poiisable  del  p-.igoal  por- 
tador que  los  negocia  sin  agregar  su  ñr- 


ma,  salvo  el  caso  de  convención  en  con- 
trario. 

771.  Las  libranzas  o  pagarées  a  la  or- 
den deberán  espresar: 

El  nombre  i  apellido  de  la  persona  a  cu- 
ya orden  debe  hacerse  el  pago; 

La  cantidad; 

La  época  del  pago; 

El  lugar  donde  éste  deba  hacerse,  cuan- 
do no  sean  pagaderos  en  el  lugar  de  su 
fecha; 

El  orijen  i  especie  del  valor  que  repre- 
sentan; 

La  fecha; 

La  tírma  del  librancista  o  deudordel  pa- 
garé. 

§  3.  Reglas  particulares  relativas  a  las 
libran.;as  a  la  órden.^ 

112,.  A  mas  de  las  enunciaciones  que 
requiere  el  articulo  anterior,  las  libranzas 
contendrán  la  espresion  de  ser  libranzas  i 
el  nombre  i  domicilio  de  la  persona  a  cuyo 
cargo  sean  espedidas. 

773.  No  teniendo  plazo  prefijado,  las 
libranzas  serán  pagaderas  a  su  presenta- 
ción. 

Si  lo  tuvieren  a  dia  ñjo,  a  dias  o  meses 
de  la  fecha,  el  tomador  no  está  obligado  a 
solicitar  la  aceptación  del  librado  ni  pue- 
de ejercer  por  su  falta  acción  alguna  con- 
tra el  librancista  ni  endosantes  hasta  que 
la  libranza  sea  protestada  por  defecto  de 
pago. 

Pero  si  el  plazo  fuere  a  dias  o  meses  vis- 
ta, el  portador  deberá  presentar  la  libran- 
za dentro  de  los  términos  que  señala  el  ar- 
ticulo 685  para  el  solo  efecto  de  que  el  li- 
brado ponga  fechada  la  nota  de  vista. 

114:.  El  portador  de  una  libranza  pro- 
testada por  taita  de  pago  deberá  e.xijir  su 
importe  i  gastos  al  librancista  o  endosan- 
tes, a  su  elección,  dentro  de  tres  meses 
contados  desde  la  techa  del  protesto,  siem- 
pre que  sea  pagadera  en  el  territorio  de 
la  República. 

Siendo  pagadera  en  una  plaza  estranje- 
ra,  la  reclamación  se  hará  dentro  del  tér- 
mino necesario,  sin  perder  correo  teri'es- 
tre  o  marítimo,  para  que  el  protesto  lle- 
gue al  domicilio  del  librancista  o  endosan- 
te a  quien  se  exija  el  reembolso. 

Pasados  los  plazos  espresadoi  cesará  la 
responsabilidad  de  los  endosantes  en  tod© 
caso,  i  la  del  librancista,  si  acreditare  que 
al  vencimiento  de  la  libranza  tenía  provi- 
sión de  fondos  en  poder  del  librado. 

775.  Las  libranzas  pagaderas  en  el  lu- 
gar de  su  fecha  que  no  tengan  plazo  serán 
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«obradas  en  el  mismo  dia  de  su  entrega  i 
deviiellaíj  al  .siguiente  si;  no  fueren  cu- 
biertas. 

Siendo  retenidas  por  mas  tiempo,  el  por- 
tador responderá  al  librancista  de  los  da- 
ño^  i  ])erjuieios  que  se  le  siguieren. 

776.  Si  las  libranzas  indicadas  tuvie- 
ren plazo,  el  portador  deberá  cobrarlas  el 
dia  de  su  vencimiento,  i  si  no  Fuei-en  pa- 
gadas, deberá  devolverlas  al  siguiente 
bajo  responsabilidad  de  daños  i  perjui- 
cios. 

777.  La  devolución  de  las  liljranzas  de 
que  tratan  los  dos  artículos  anteriores  po- 
drá hacerse  sin  previo  protesto. 

§  4.  Reglaft  particulares  reláficas  a  los 
cales  o  pay arces  a  la  orden. 

778.  Los  vales  o  pagarées  a  la  orden 
que  no  tienen  plazo  son  exijibles  diez  dias 
después  de  su  fecha, 

779.  Las  disposiciones  que  contienen 
los  inci-sos  primero  i  segundo  del  articulo 
774  son  aplicables  a  ios  pagarées  comer- 
ciales a  la  orden. 

Trascurrido  el  plazo  de  tres  meses  que 
señala  el  citado  articulo,  los  endosantes 
quedan  libres  de  toda  responsal)ih'dad;  pe- 
ro el  portador  conserva  su  derecho  integro 
para  exijir  al  deudor  directo  el  importe 
del  vale  i  gastos. 

780.  El  portador  de  un  pagaré  a  la  or- 
den podrá  recibir  una  parte  de  su  impor- 
te bajo  protesto  i  exijir  el  pago  de  la  parte 
insoluta  al  deudor  principal  o  a  cualquiera 
de  los  endosantes. 

781.  El  pagaré  á  domicilio  supone  i 
prueba  la  existencia  del  contrato  de  cam- 
bio. 

TÍTdLO  %.tt 

De  la«  carta»  órdene.s  de  crédito 

782.  Las  cartas  órdenes  de  crédito 
tienen  por  objeto  realizar  un  contrato  de 
cambio  condicional,  celebrado  entre  el 
dador  i  el  tomador,  cuya  perfección  pende 
de  que  éste  haga  uso  del  crédito  que  aquél 
le  abre. 

783.  Las  cartas  de  crédito  deben  ser 
dadas  a  persona  determinada  i  no  a  la  or- 
den. 

Espedidas  en  esta  última  forma,  el  to- 
mador podrá  cobrarlas  personalmente,  pe- 
ro no  endosarlas. 

El  endoso  de  una  carta  de  crédito  no 
trastiere  al  endosatario  el  derecho  de  co- 
brarla. 


784.  En  la  carta  de  crédito  se  desig- 
nará el  tiempo  dentro  del  cual  el  tomador 
deba  hacer  uso  de  ella  i  el  máximum  de  la 
cantidad  que  deberá  entregár.sele. 

Si  la  cai'ta  de  crédito  no  espresare  tiem- 
po alguno,  será  señalado  por  el  juzgado  de 
comercio  respectivo ,  atendidas  las  cir- 
cunstancias del  dador  y  tomador  i  la  na- 
turaleza de  la  operación  mercantil  que  tu- 
vo por  objeto  la  apertura  del  crédito. 

785.  El  tomador  de  una  cartn  de  cré- 
dito deberá  poner  su  lirma  en  la  misma  o 
entregar  al  dador  un  modelo  de  ella. 

786  El  dador  de  una  carta  de  crédito 
no  puede  revocarla,  salvo  que  sobrevenga 
algún  accidente  que  menoscabe  el  crédito 
del  tomador. 

Revocándola  intempestivamente  i  sin  un 
motivo  sei'io  i  bien  justilicado,  el  dador 
será  responsable  de  los  daños  i  ¡¡erjuicios 
que  se  orijinen  al  tomador. 

787.  El  d.idor  queda  obligado  a  pagar 
a  su  corres¡)onsal  la  cantidad  que  en  vir- 
tud de  la  carta  de  crédito  entregue  al  to- 
mador. 

788.  La  carta  de  crédito,  aunque  no 
sea  pagada,  no  confiere  al  tomador  dere- 
cho alguno  contra  el  dador  ni  contra  la 
persona  á  cuyo  cargo  fuere  espedida. 

Por  consiguiente,  las  cartas  de  créJito 
no  puede(i  ser  protestadas. 

789.  El  portador  de  una  carta  de  cré- 
dito está  obligado  a  probar  la  identidad  de 
su  pei-sona,  si  el  pagador  se  lo  exi.iere. 

790.  Siempre  que  el  tomador  no  haga 
uso  de  la  carta  de  crédito  en  el  término 
convenido,  deberá  devolverla  al  dador  tan 
luego  como  sea  requerido  al  efecto,  o  ren- 
dir fianza  por  su  importe  hasta  que  llegue 
la  revocación  a  conocimiento  del  pagador. 

791.  Pagada  la  carta  de  crédito,  el 
portador  deberá  reembolsar  sin  demora  al 
dador  la  cantidad  que  hubiere   iiercibido. 

No  haciéndolo,  el  dador  podrá  exijir  el 
pago  de  la  cantidad  entregada,  mas  el  inte- 
rés corriente  desde  el  dia  de  la  entrega  i  el 
cambio  corriente  de  la  plaza  en  que  fué 
verificada  sobre  el  lugar  donde  deba  ha- 
cerse el  reembolso, 

792.  La  persona  que  cumplimenta  una 
carta  de  crédito  no  tiene  acción  alguna 
contra  el  poi'tador  para  exijirle  el  reem- 
bolso de  la  cantidad  que  le  hubiere  entre- 
gado, a  no  ser  que  resulte  de  los  términos 
de  la  carta  que  el  dador  solo  quiso  consti- 
tuirse liador  de  la  cantidad  que  percibiesa 
el  portador. 

793.  Las  cartas  de  crédito  pueden  ser 
dirijidas  a  diversos  corresponsales  resi- 
dentes en  distintos  lugares   para  que  las 
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umplimenten  sucesivamente  liast  i  la  can- 
tidad designada  en  ellas. 

En  Cate  caso  el  corresiionsal  que  entre- 
gue una  suma  parcial  al  portador  deberá 
anotarla  en  la  cart  i  de  crédito,  Ijajo  res- 
ponsabilidad de  daños  i  p.-rjuioios. 

794.  La  carta  que  no  ten^a  la  desig- 
nación de  cantidad  será  considerada  como 
simple  carta  de  introdu«.'cion  i  recomen- 
dación; i  el  dador  de  ella  no  responderá  al 
corresponsal  a  quien  fuera  di rij ida  de  las 
resultas  de  cualquier  contrato  que  éste  ce- 
lebre con  el  tomador,  salvo  el  caso  de  do- 
lo justificado  en  forma  legal. 

Del    lii'éstanio 

795.  Los  préstamos  p  n-  tiempo  inde- 
terminado no  son  e.xijibles  sino  diez  dias 
después  de  reclamada  la  restitución. 

796.  No  resultando  bien  determinado 
el  plazo  del  préstamo,  el  juzgado  de  co- 
mercio lo  fijará  prudenciaimente.  toman- 
do en  consideración  los  términos  del  con- 
trato, la  naturaleza  de  la  operación  a  que 
fuere  destinado  el  préstamo  i  las  circuns- 
tancias personales  del  prestador  y  presta- 
mista. 

797.  Contraído  el  préstamo  en  mone- 
das éspecilicamente  determinadas,  el  pres- 
tamista cumple  su  obligación  restituyendo 
monedas  de  la  misma  especie  que  las  re- 
cibidas, cualquiera  que  sea  el  valor  que 
teñirán  al  tiempo  de  la  restitución. 

798.  La  grat  .idad  no  se  presume  en 
los  préstamos  mercantiles,  i  éstos  gana- 
rán intereses  legales,  salvo  cjue  las  partes 
acordaren  lo  contrario. 

799.  La  estipulación  de  intereses  o  la 
que  exonere  al  prestamista  de  su  pago, 
deberá  celebrarse  por  escrito,  i  sin  esta 
circunstancia  será  ineficaz  en  juicio. 

800.  Los  intereses  serán  estipulados 
en  cantidades  determinadas  de  dinero, 
aun  cuando  el  préstamo  consista  en  mer- 
caderías, de  cualquier  especie  que  sean. 

Para  hacer  el  rom  puto  de  los  intereses 
en  este  último  caso  se  estimarán  las  mer- 
caderías por  el  precio  corriente  que  ten- 
gan en  el  dia  i  lugar  en  que  deba  hacerse 
la  restitución. 

801.  El  prestamista  queretan.'ieh-um- 
plimiento  de  las  obligaciones  que  !>■  impone 
el  préstamo,  haya  o  nó  estipulación  de  in- 
tereses, queda  obligado  a  pagar  el  interés 
corriente  desde  el  dia  en  que  fuere  recla- 
mado el  pago  en  virtud  de  una  providencia 
judicial. 

802.  El  curso  de  los  intereses  conven- 


cionales no  cesa  por  el  advenimiento  del 
plazo  en  que  duba  hacerse  la  devolución 
del  capital. 

803.  El  recibo  de  los  intereses  corres- 
pondientes a  los  tres  últimos  periodos  de 
pago,  hi. re  presumir  que  los  anteriores 
lian  sido  cul)ierlos,  a  no  ser  que  el  recibo 
contenga  alguna  cláusula  preservaliva  del 
derecho  del  acreedor. 

804.  Los  intereses  de  un  capital  pres- 
tado pueden  producir  nuevos  intereses  o 
mediante  una  demanda  judicial  o  un  con- 
venio especial,  con  tal  que  la  demanda  o  el 
convenio  verse  sobre  intereses  debidos  a 
lo  menos  por  un  año  comi)leto. 

805.  El  prestamista  «jue  hubiere  flp- 
maoo  un  pagaré  o  recibo,  confesándose 
deudor  de  una  cantidad  de  dinero  o  mer- 
caderías, podrá  ser  admitido  a  probar,  se- 
gún las  circunstancias  del  caso,  que  el  di- 
nero o  las  mercaderías  no  le  fueron  entre- 
gadas. 

806.  Los  saldos  de  las  cuentas  de  jes- 
tion  o  anticipaciones  referentes  a  ope- 
raciones mercantiles  serán  considerados 
como  ver.Jaderos  préstamos  i  rejidos  por 
las  reglas  de  este  titulo. 

TBTUL.9    JLi^ 

Del  depújsito. 

807.  El  depósito  mercantil  se  consti- 
tuye en  la  misma  forma  que   la  comisión. 

803.  Los  derechos  i  oblig  iciones  del 
depositante  i  depositario  de  mercaderías 
son  los  mismos  que  otorga  e  impone  e^te 
Código  a  los  comitentes  i  comisionistas. 

809.  El  depositario  tiene  derechoa  exi- 
jir  una  retribución  por  sus  servicioi. 

La  cuota  dé  la  retribución  .verá  fijada 
por  las  partes  o  por  el  uso  de  cada  plaza 
en  defecto  de  estipulación. 

810.  El  depositario  que  hace  uso  de  la 
cosa  depositada,  aun  en  los  casos  que  se  lo 
permita  la  lei  o  la  convención,  pierde  el 
derecho  a  la  retribución  estipulada  o  usual. 

811.  Consistiendo  el  depósito  en  docu- 
mentos de  crédito  que  devenguen  intere- 
ses, el  depositario  está  obligado  a  colorarlos 
i  a  practicar  todas  las  dilijencias  necesa- 
rias para  conservar  los  derechos  del  depo- 
sitante. 

812.  Los  depósitos  en  los  bancis  pú- 
blicos debidamente  autorizados  serán  re- 
jidos  por  sus  estatutos. 

TITULO  TX. 

Del  contrato  ele  prenda. 

813.  El  contrato  de  prenda  se  celebra 
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i  prueba  en  cuanto  al  acreedor  i  deudor 
como  los  demás  contratos  comerciales. 

814.  Ei  conti-ato  de  prenda  confiere  al 
acreedor  el  derecho  de  hacerse  pagar  con 
el  valor  de  la  cosa  empeñada  con  preferen- 
cia a  loa  deinas  acreedores  del  deudor. 

815.  Parí  que  el  acreedor  prendario 
goce  del  privile.^'io  enunciado  en  concu- 
rrencia de  oíros  aítreedores,  .se  requiere: 

1."  Que  el  contrato  de  prenda  sea  otor- 
gado poi  escritura  ])úblicaoen  documen- 
to privado  protocolizado,  previa  cerliíica- 
cion  en  el  misnio  de  la  feclia  de  esa  dili- 
jencia,  puesta  por  el  notario  respei'tivo; 

2."  Que  la  eseritur  i.  o  documento  con- 
tenga la  declaración  de  la  suma  de  la  deu- 
da i  la  espe>.-ie  i  naturaleza  de  las  cosas 
empeñadas,  o  que  lleve  anexa  una  descri|j- 
ción  de  su  calidad,  peso  i  medida. 

816.  Lo  dispuesto  en  el  artículo  ante- 
rioi-  es  aplicable  a  la  prenda  consistente 
on  un  crédito,  sin  perjuicio  de  la  notifica- 
ción que  en  este  caso  prescribe  el  art.  2389 
del  C<')digo  civil. 

^17  Rl  privüejio  nace,  subsiste  i  se 
estin-ue  con  la  posesión  de  la  prenda, 
bien  la  tenga  el  acreedor  prendario  o  un 
tercero  elejido  por  las  partes. 

818.     La  obligación  que  el  art.  811   im- 


pone al  depositario  es  ostensiva  al  acree- 
dor que  recibe  un  crédito  en  prenda. 

819.  Si  el  crédito  dado  en  prenda  de- 
venga intereses,  el  acreedor  los  imputará 
al  pago  de  los  que  se  le  deban. 

Pero  si  la  deuda  garantida  por  la  prenda 
no  gana  intereses,  se  aplicarán  los  que 
produzca  el  crédito  empeñado  en  parte  de 
pago  del  capital  asegurado. 

De    la   tianxa. 

820.  La  tíanza  deberá  otorgarse  por 
escrito,  i  sm  esta  circunstancia  será  de 
ningún  valor  ni  efecto. 

821.  El  liador  puede  estipular  con  su 
afianzado  una  remuneración  por  la  respou- 
.sabilida  I  que  contrae  en  su  beneficio. 

De  ia  |irescrlpc3Ón. 

822.  Las  acciones  que  no  tengan  un 
plazo  determinado  por  este  Código  para  ser* 
deducidas  enjuicio,  prescribirán,  según  su 
naturaleza,  con  arreglo  á  las  disposiciones 
del  Código  civil. 
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TITULO  PEil.'eaSREtO 

De  las  nate.<4  iiiercatite.s  i  «te  >o»i  pritpieta- 
rioH  y  C4»|>r«>pietafi<>.«t  <Ie  ellas. 

5:5  1. — De  las  naces  mcrcanlcs. 

823.  La  palal)ra  naoe  comprende  el 
casco  i  quilla,  los  a|iarejos  y  accesorios  de 
toda  embarcación  principal,  sea  cual  fuere 
su  denominación  i  magnitud,  i  sea  de  vela, 
remo  ó  vapor. 

824.  El  nombre  colectivo  aparejos  de- 
-sigiia  los  palos,  botes,  anclas,  cables,  jar- 
cias, veláiñen,  mástiles,  vergas  i  todos  los 
demás  olijetos  fijos  ó  sueltos  que,  sin  for- 
mar parte  del  cuerpo  de  la  nave,  son  in- 
dispensables para  su  servicio,  maniobras  i 
navegación. 

No  designa  ni  comprende  el  armamento, 
vituallas,  flete  devengado  i  salarios  antici- 
pados a  la  tripulación. 

825.  Las  naves  son  muebles. 


Sin  embargo,  ellas  responden  de  las  deu- 
das comunes  i  privilegiadas  del  propietario 
i  pueden  ser  per.seguidas  en  poder  de  ter- 
ceros por  los  res|jectivos  acreedores. 

826.  La  nave  conserva  su  identidad 
aun  cuando  ios  materiales  que  la  forman 
.sean  sucesivamente  cambiados. 

Deshecha  i  reconstruida  la  nave,  aunque 
sea  con  los  mismos  materiales,  será  reputa- 
da como  una  embarcación  nueva  i  distinta. 

827.  Ninguna  nave  será  considerada 
como  chilena  si  no  estuviere  matriculada 
con  arreglo  a  las  disposiciones  que  contie- 
ne la  leí  de  navegación. 

823.  Para  adquirir  la  nave  por  pres- 
cripción se  requiere,  a  mas  de  titulo  i  bue- 
na fe,  el  trascurso  de  diez  años,  contados 
en  la  forma  que  establece  el  articulo  2.508 
del  Código  civil. 

Faltando  titulo  traslaticio  de  dominio, 
solo  podrá  adquirirse  la  propiedad  de  la 
nave  por  la  prescripción  estraordinaria  de 
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íreinta  años  que  señala  el  articulo  251 1  del 
Código  citado. 

El  capitán  no  puedo  adquirir  por  pres- 
cripción la  propiedaíi  de  la  nave  que  go- 
bierna a  nombre  de  oti'o. 

829.  Terminada  que  sea  la  construc- 
ción o  reconstrucción  de  una  nave,  el  pro- 
pietario de  ella  no  podrá  hacerla  navegar 
mientras  no  sea  visitada,  reconocida  i  de- 
clarada en  buen  estado  para  la  navegación 
por  peritos  que  nombrará  la  autoridad 
competente. 

830.  La  propiedad  de  las  naves  chile- 
nas vendidas  i'uei-a  del  territorio  de  la  Re- 
pública se  trasmite  según  las  leyes  o  usos 
vijentes  en  el  lugar  del  contrato. 

.831.  La  eiuijenacion  de  la  nave  impor- 
ta la  de  todos  los  aparejos  i  pertrechos  que 
le  pertenezcan,  a  no  ser  que  sean  esclui- 
dos  por  convenio  de  las  partes. 

832.  8i  la  nave  fuere  vendida  hallán- 
dose en  viaje,  corresponderán  integramen- 
te al  comprador  los  íletes  que  devengue  en 
el  viaje  desde  que  recibió  su  último  carga- 
mento. 

Pero  si  al  tiempo  de  la  venta  hubiere  lle- 
gado la  nave  a  su  destino,  los  fletes  perte- 
necei'án  al  vendedor. 

Las  partes,  sin  embargo,  podrán  estipu- 
lar en  ambos  casos  lo  que  más  les  con- 
venga. 

833.  El  dominio  de  la  nave  adquirida 
por  contrato  no  podrá  ser  justificado  con- 
tra terceros  sino  con  la  escritura  pública 
que  deberá  otorgarse  en  un  rejistro  espe- 
cialmente destinado  a  este  objeto. 

La  misma  disposición  se  aplica  al  domi- 
nio de  la  nave  que  una  persona  construye 
o  hace  construir  por.->u  cuenta. 

Adquirida  por  sucesión  testamentaria, 
sucesión  intestada  o  apresamiento,  la  pro- 
piedad no  podrá  sei"  probada,  según  el 
caso,  sino  con  testimonio  fehaciente  del 
testamento,  actas  de  adjudicación  o  sen- 
tencia de  tribunal  competente. 

Las  disposiciones  del  inciso  primero  no 
se  estienden  a  las  naves  que  midan  menos 
de  diez  toneladas. 

834.  La  enajenación  de  la  nave  hecha 
dentro  o  fuera  de  la  Repúljüca  se  entiende 
ejecutada  con  todas  las  responsabilidades 
que  la  afectan  i  salvos  los  privtlejios  que 
establece  la  lei. 

El  vendedor  dará  al  comprador  una  nota 
firmada  de  todas  las  djudas  privilejiadas 
que  reconozca  la  nave,  i  esa  nota  deberá 
insertarse  en  la  escritura  respectiva. 

Habiendo  deudas,  la  falta  de  la  nota  o 
la  omisión  de  alguna  deuda  establece  una 
presunción  de  mala  fe  contra  el  vendedor. 


835.  Son  créditos  privilejiados  sobre  la 
nave  o  su  precio : 

1.**  La  prima  de  aviso,  gratificación, 
costos  de  salvamento  i  salarios  de  los  pilo- 
tos alemanes; 

2."     Los  derechos  de  puerto; 

3."  El  salario  de  los  depo.:>itarios  i  guar- 
dianes ce  la  nave  i  los  gastos  i-ausados  en 
la  conservación  del  casco  i  a|)arejos  desde 
su  entrada  al  puerto  liasta  su  venta; 

4."  La  renta  del  almacén  donde  fueren 
custodiados  los  aparejos  i  pertrechos  de  la 
nave; 

5."  Los  sueldos,  gratificaciones  i  des- 
embolsos del  capitán  i  los  salarios  de  los 
oficiales  i  marineros  que  compongan  la 
tripulación  en  el  último  viaje,  sin  perjui- 
cio de  su  privilejio  sobre  el  Hete. 

Coi)t:-atados  pu-a  un  viajo  de  ida  i  vuel- 
ta, estos  dos  viajes  serán  considerados 
como  uno  .solo  pai-a  la  aplicación  de  este 
privilejio. 

El  capitán  i  la  tripulación  no  gozarán  de 
este  privilejio  si  se  hubieren  ajustado  a  la 
parte  o  aljletc; 

6.°  Todas  las  deudas  que  durante  el  úl- 
timo viaje  hubiere  contraído  el  capitán  en 
beneficio  de  la  nave  con  el  objeto  de  satis- 
facer cOrilquiera  necesidad  urjeiitc  e  in- 
evitab  e,  inclusas  las  causadas  ¡lor  la  toma 
de  víveres  a  los  pasajeros  i  las  provenien- 
tes de  la  venta  de  una  parte  del  cargamen- 
to hecha  con  e!  indicado  objeto; 

7.°  Las  cantidades  que  se  deban  al  úl- 
timo vendedor  de  la  nave  o  a  los  proveedo- 
res de  materiales,  artesanos  i  obreros  em- 
pleados en  su  construcción,  si  no  hubiere 
hecho  viaje  alguno  después  lie  la  venta  o 
construcción;  i  las  sumas  debidas  por  tra- 
bajos, mano  de  obra  t  suministro  emplea- 
dos en  la  reparación,  apresto  i  aprovisio- 
namiento de  la  nave  para  su  último  viaje, 
si  ya  hubiere  navegado. 

El  privilejio  de  los  proveedores,  artesa- 
nos i  obreros  de  que  habla  el  inciso  prece- 
dente, se  estiende  al  caso  en  ijue  la  cons- 
trucción o  reparación,  el  apresto  o  aprovi- 
sionamiento se  .hayan  verilica'do  por  un 
ajuste  alzado,  a  no  ser  que  el  propietario 
acredite  que  dio  conocimiento  del  ct.iu trato 
a  los  proveedoies,  artesanos  i  trabajadores 
por  avisos  en  los  periódicos  o  de  otra  ma- 
nera legal. 

Aun  en  este  caso  los  proveedores,  arte- 
sanos i  obreros  podrán  usar  de  la  acción 
subsidiaria  que  otorga  la  regla  5.*^  del  ar- 
ticulo 2003  del  Código  civil,  i  reclamar  del 
propietario  la  cantidad  que  deba  al  empre- 
sario. 

El  privürjio  otorgado  en  la  segunda  par^ 
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te  del  inciso  primero  estensivo  a  las  canti- 
dades debidas  por  re|iaracion  de  los  dete- 
rioros que  sufra  la  nave  de  reciente  cons- 
trucción antes  de  liaber  realizado  su  pri- 
mer viaje; 

8.°  Las  sumas  prestadas  a  la  gruesa  so- 
bre el  casco  i  quilla  de  la  nave  con  el  ob- 
jeto de  repararla,  aprestarla  i  aprovisio- 
narla para  su  último  viaje; 

ÍK°  Las  primas  de  los  seguros  contrata- 
dos para  el  último  vi  ge  sobre  los  objetos 
indicados  en  el  númei-o  precedente; 

10.  Las  indemnizaciones  de'tidas  por  el 
valor  de  las  mercaderías  cargadas  i  no  en- 
tregadas i  por  las  averias  sufridas  por  cul- 
pa del  capitán  o  de  U  tripulación,  i  las  que 
se  deban  al  pasajero  en  razón  de  los  obje- 
tos introducidos  a  la  nave  i  puestos  al  cui- 
dado del  capitán. 

836.  Los  privilejios  enunciad  ■>  en  el 
articulo  anterior  comprenden  lanío  el  ca- 
])ital  como  los  intereses  estipulados;  i  en 
los  préstamos  a  la  gruesa  se  estienden  al 
provecho  marítimo  i  a  los  intereses  de  tie- 
rra que  corran  desde  la  cesación  de  los 
riesiios  hasta  el  efectivo  reembolso  del  ca- 
pital. 

837.  Concursada  la  nave,  los  créditos 
enumerados  en  el  artículo  83.5  seeán  gra- 
duados entre  sí  según  el  orden  en  que  apa- 
recen enunci  idos. 

.  Los  créditos  designados  en  un  mismo 
número  serán  pagados  a  prorrata,  siempre 
(jue  el  precio  de  la  nave  fuere  insuficiente 
para  cubrirlos  integramente. 

Concurriendo  créditos  privilejiadoa  de 
idéntica  naturaleza  sucesivamente  causa- 
dos en  un  mismo  puerto,  serán  pagados 
también  a  ¡¡roi-rata;  pero  si  en  el  progreso 
de  la  navegación  fueren  contraidos  en  dis- 
tintos puertos,  se  observará  en  su  gradua- 
ción el  orden  inverso  de  sus  fechas. 

Si  los  créditos  concurrentes  procedieren 
de  préstamos  á  la  gruesa,  serán  graduados 
entre  sí  en  la  forma  que  dispone  el  articulo 
1204. 

Los  acreedores  comunes  serán  pagados 
sui'ldo  a  lil)ra. 

838.  En  caso  de  quiebra  del  propieta- 
rio, los  acreedores  privilejiados  de  la  nave 
serán  preferidos  en  la  distrüiucion  del  pre- 
cio de  ella  a  los  demás  acreedores  de  la 
masa;  esta  preferencia  se  estenderá  a  las 
cantidades  que  pagaren  los  a.^eguradores. 

839.  Para  gozar  de  los  privilejios  que 
concede  el  art.  835  los  acreedores  no  po- 
drán justificar  sus  créditos  sino  por  los  me- 
dios espresados  a  continuación: 

1."  La  prima  de  aviso,  gratificación  i 
costos  de  salvamento,  con  certificación  de 


la  autoridad  que  haya  presidido  esa  opera- 
ción; 

2."  El  pilotaje  ,  con  certificación  del 
servicio  prestado,  espedida  por  el  goberna- 
dor marítimo  o  el  empleado  que  haga  sus 
veces; 

3.°  Los  derechos  de  puerto,  con  certi- 
ficación del  hecho  que  los  causa,  dada  por 
el  gobernador  marítimo; 

4.°  Los  salarios  i  gastos  de  conserva- 
ción, con  testimonio  de  las  resoluciones 
del  juzgado  do  comercio  que  los  haya  au- 
torizado y  aprobado; 

5.'  La  renta  del  almacén  en  que  se  hu- 
Ijieren  depositado  i  custodiado  los  aparejos 
i  pertrechos  de  la  nave,  con  testimonio 
también  de  la  resolución  autoritativa  del 
depósito; 

6."  Los  sueldos  i  gratificaciones  del  ca- 
pitán i  los  salarios  de  la  tripulación,  con  la 
liquidación  practicada  a  vista  del  rol  i  libro 
de  cuenta  i  razón  de  la  nave  í  aprobada 
por  el  goljernador  marítimo; 

7°  L;s  deudas  contraidas  durante  el 
último  viaje,  con  las  escrituras  que  el  ca- 
pitán hubiere  otorgado. 

La  toma  de  víveres  i  venta  de  mercade- 
rías, con  los  recibos  que  el  capitán  hubie- 
re firmado  i  con  testimonio  del  acuerdo 
celebrado  por  los  oficiales  de  la  nave; 

8.°  Los  créditos  procedentes  de  la  ven- 
ta o  construcción  de  la  nave,  con  las  es- 
crituras de  fijue  trata  el  art.  833;  i  los  cau- 
sados por  suministros  de  provisiones  o  ma- 
teriales, con  una  cuanta  firmada  por  los 
proveedores,  reconocida  al  pié  por  el  capi- 
tán, i  visada  por  el  naviero;  con  tal  que  un 
duplicado  e.xacto  de  ella  ^e  hay  i  protocoli- 
zado en  la  secretaria  del  juzgado  de  comer- 
cio antes  de  la  salida  de  la  nave; 

9."  Los  préstamos  a  la  gruesa,  con  es- 
crituras públicas,  oficiales  o  privadas  i  con 
la  toma  de  razón  ejecutada  con  arreglo  a  lo 
dispuesto  en  el  art.  1173; 

10.  Las  primas  de  los  seguros,  con  las 
pólizas  respectivas; 

IL  Las  indemnizaciones  debidas  a  los 
fletadores  i  pasajeros,  con  la  sentencia  ju- 
dicial o  arbitral  que  las  declare. 

840.  Fuera  de  los  modos  jenerales  de 
estincion  de  las  oliligaciones,  los  privilejios 
enumerados  en  el  art.  835  i  el  derecho  que 
concede  a  los  acreedores  en  jeneral  el  ar- 
tículo 825,  se  esiinguen; 

1.°  Por  la  venta  judicial  de  la  nave, 
ejecutada  en  la  forma  que  prescribe  el  ar- 
ticulo 847; 

2.<^  Por  lafventa  extrajudicial  de  la  nave 
que  se  halle  en  el  puerto,  cuando  después 
ae  verificada  dicha  venta  fuere  despacha- 
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da  la  nave  a  nombre  i  por  cuenta  i  riesgo  ' 
del  comprador,  i  navegnre  por  el  espacio 
do  se^?enta  días  sin  oposición  o  protesta  de 
los  acreedores. 

Se  entiende  que  la  nave  viaja  a  nombre 
del  nuevo  propietario,  siempre  que  éste 
hubiere  hecho  anotar  la  transferencia  en 
la  matricula  i  certificado  de  que  trata  la 
lei  de  navegación. 

841.  Pendientes  las  responsabilidades 
de  la  nave,  los  acreedores  privilejiados  o 
comunes  podrán  solicitar  la  rescisión  de  la 
venta  privada  por  la  Falta  de  pago  del  pre- 
cio o  por  haber  sido  ejecutada  la  venta  en 
fraude  de  sus  derechos. 

842.  Todo  acreedor  puede  solicitar  el 
embargo  i  remate  de  la  nave,  en  cualquier 
puerto  de  la  República  que  ella  se  encuen- 
tre. 

843.  La  nave  que  se  hallare  despacha- 
da no  podrá  ser  embargada,  salvo  por  deu- 
das contraidas  con  el  objeto  de  ajjrestarla 
i  aprovisionarla  para  la  realización  del 
viaje. 

La  nave  .se  considera  despachada  para 
los  efectos  del  inciso  anterior  desde  el  mo- 
mento en  que  el  capitán  obtiene  del  go- 
bernador marítimo  el  decreto  Dése  a  la 
vela. 

844.  Las  naves  estranjeras  .curtas  en 
los  puertos  de  la  República  no  podrán  ser 
embargadas  por  deudas  que  no  hayan  sido 
contraidas  en  territorio  chileno  por  causa 
o  en  utilidad  de  las  mismas. 

845.  Los  capitanes,  maestres  o  patro- 
nes no  están  autorizados  por  razón  de  su 
oficio  para  enajenar  las  naves  de  su  mando. 

Pero,  si  la  nave  que  estuviere  en  viaje 
llegare  al  estado  de  innavegabilidad,  po- 
drán solicitar  su  venta  ante  el  Juzgado  de 
comercio  del  puerto  de  su  primera  escala 
o  arribada,  ofreciendo  justificación  del  da 
ño  que  hubiere  sufrido  i  de  que  no  puede 
ser  rehabilit  ida  para  continuar  el  viaje* 

Comprobados  estos  estremos,  el  juzgado 
de  comercio  autorizará  la  venta  Judicial,  i 
lésta  se  hará,  encontrándose  en  alguno  de 
os  puertos  de  la  República,  en  la  forma 
que  prescriben  el  art.  S47  i  las  leyes  a  que 
él  se  refiere. 

846.  Cuando  la  necesidad  de  vender  la 
nave  fuere  conocida  en  un  puerto  extran- 
jero, la  solicitud  e  información  se  harán 
ante  el  cónsul  chileno  o  en  su  defecto  ante 
el  juzgado  de  comercio,  i  no  habiéndolo, 
ante  la  justicia  ordinaria  del  lugar. 

847.  Las  naves  no  podrán  ser  judicial- 
mente vendidas  sin  que  previamente  se  ha- 
ya anunciado  la  venta  por  el  término  de 
diez  i  ocho  dias  por  medio  de  carteles  i 


avisos  en  los  periódicos,  si  los  hubiere  en 
el  lugar  del  juicio. 

Los  cfirteles  serán  fijados  en  los  sitios 
acostumbrados  del  lugar  del  juicio,  en  el 
puerto  donde  se  encuentre  la  nave,  si  éste 
fuere  distinto  de  aquél,  i  en  la  puerta  prin- 
cipal de  la  gobernación  marítima. 

La  fijación  de  carteles  i  publicación  de 
los  avisos  .se  harán  constar  en  el  espedien- 
te respectivo,  so  pena  de  nulidad  i  d«  da 
ños  i  perjuicios. 

El  remate  se  hará  en  la  forma  i  con  las 
solemnidades  que  prescriljen  las  leyes  pai-a 
las  ventas  judiciales. 

§  2.  De  los  propietarios  i  copropietarias 
ele  la  naoe. 

848.  Los  esti-anjeros  propietarios  de 
nave  cliilena  quedan  sometidos  a  las  pres- 
cripciones de  la  lei  de  navegación  i  a  todas 
las  providencias  de  seguridad  que  el  Pre- 
sidente de  la  Repúljlica  adopte  en  ca.so  de 
guerra  con  la  nación  a  que  pertenezcan. 

849.  La  copropiedad  de  la  nave  no 
constituye  una  sociedad,  sino  una  comuni- 
dad de  intereses. 

850.  El  dueño  de  una  nave,  o  los  co- 
partícipes en  caso  de  pertenecer  ésta  a  mu- 
chas personas,  podrán  administrarla  por  sí 
mismos,  teniendo  las  calidades  que  requie- 
re el  art.  863  para  ser  naviero. 

Careciendo  de  estas  calidades,  serán  obli- 
gados a  nombrar  una  persona  que  las  ten- 
ga, la  cual  administrará  la  nave  a  nombre 
i  por  cuenta  i  riesgo  de  ellos.  El  nombra- 
miento se  hará  por  escritura  pública,  que 
será  inscrita  en  el  registro  de  comercio  en 
los  términos  que  prescribe  el  art.  22. 

851 .  El  administrador  de  la  nave  tiene 
las  mismas  facultades  que  el  naviero,  sal- 
vas las  modificaciones  i  restricciones  que 
se  hagan  en  la  escritura  de  su  nombra- 
miento. 

852.  En  defecto  de  convenciones  es- 
presas i  formales  que  reglen  el  modo  de  la 
administración  de  los  copartícipes  de  la 
nave,  todas  las  resoluciones  de  interés  co- 
mún serán  adoptadas  a  mayoría  de  sufra- 
jios,  salvo  los  casos  en  que  la  lei  disponga 
otra  co.sa. 

La  mayoría  se  constituye  por  la  reunión 
de  un  número  de  partes  de  propiedad  de 
la  nave  que  formen  más  de  la  mitad  de  su 
valor,  con  tal  que  esta  reunión  no  se  veri- 
fique en  la  persona  de  un  solo  participe. 

En  caso  de  empate  .se  someterá  la  deci- 
sión al  juzgado  de  comercio;  pero  si  el  em- 
pate recayere  sobre  la  continuación  del  ar- 
mamento o  el  desarme  de  la  nave,  se  lie- 
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vara  a  efecto  la  opinión   favorable  al  pri- 
mero de  estos  est remos. 

853.  Son  de  interés  común  las  resolu- 
ciones relativas  al  armamento,  e(jUÍpo  i 
aprovisioi);iniiento  de  'a  nave,  el  nombra- 
miento de  administrador,  la  elección  deca- 
pitan i  tripulación  i  loo  contratos  celebra- 
dos con  ellos,  la  reparación,  ñetamento  e 
instrucciones  para  el  viaje,  i  en  jeneral, 
todo  lo  que  concierna  a  la  nave  i  su  uso. 

La  venta  voluntaria  de  la  nave  común, 
el  seguro  de  la  misma  i  la  expedición  de 
un  cargamento  por  cuenta  i  riesgo  de  to- 
dos los  corídueños,  no  son  actos  de  interés 
común. 

854.  Habiendo  disentimiento  acerca 
de  la  venta  voluntaria  de  ia  nave,  los  con- 
dueños podrán  salii-  de  la  comunidad  por 
licitación  entreellos,  siendo  todos  mayores; 
pero  sí  hubiere  menores,  la  nave  será  ven- 
dida en  pública  subasta,  a  requeriraientode 
cualquiera  de  los  mayores  o  del  represen- 
tante legal  de  los  menores. 

Cualquiera  de  los  participes  podrá  pedir 
la  admisión  de  licitadores  estraños. 

855.  Hallándose  la  nave  en  el  puerto 
de  su  matricula  o  armamento,  el  propieta- 
rio es  personalmente  responsable  de  los 
gastos  de  refacción  i  demás  que  en  ella  se 
llagan,  siempre  que  se  verifiquen  por  su 
orden. 

En  igual  forma  i  hasta  concurrencia  de 
su  interés,  los  copartícipes  responden  de 
todos  los  gastos  que  se  hagan  en  utilidad 
de  la  nave  por  acuerdo  de  la  mayoría. 

856.  Los  condueños  están  obligados  a 
contribuir  en  proporción  de  las  partes  que 
tengan  en  la  nave  a  su  armamento,  equipo, 
aprovisionamiento  i  reparaciones,  toda  vez 
que  la  mayoría  haya  acordado  cualquiera 
de  estas  operaciones. 

Pero  tratándose  de  refaccionar  la  nave, 
la  mayoría  no  tendrá  derecho  de  Hjar  a  su 
arbitrio  la  naturaleza  de  las  reparaciones 
i  su  costo;  i  disintiendo  acerca  de  estos 
puntos  la  minoría,  i)odrá  ésta  e.xijir  se  for- 
me un  presupuesto  por  peritos  i  que  la 
obra  se  contrate  en  igualdad  de  condii-io- 
nes  con  la  persona  que  ofrezca  realizar  la 
reparación  por  el  precio  más  equitativo. 

857.  Acordada  la  reparación  de  la  na- 
ve i  llenados  los  requisitos  que  exije  e!  ar- 
ticulo anterior,  la  minoría  será  obligada  a 
contribuir  con  la  cantidad  que  le  corres- 
ponda en  el  perentorio  término  de  ocho 
días,  contados  desde  la  notificación  que  se 
le  haga  al  efecto,  o  a  renunciar  en  el  mis- 
mo término  a  favor  de  sus  condueños  la 
parte  que  tenga  en  la  nave. 

No  elijiendo  en  el  plazo  indicado,  se  en- 


tiende que  la  minoría  renuncia  sus  partes 
en  la  nave;  i  en  este  caso  se  proceílerá  a 
adjudicarlas  privadamente  a  los  demás 
participes  por  el  valor  que  tengan  a  justa 
tasación,  a  no  ser  que  alguno  de  los  intere- 
sados sea  menor,  o  que,  sin  serlo,  solicite 
que  la  adjudicación  se  verifique  en  públi- 
ca subasta. 

Antes  de  principiar  la  reparación  se  ha- 
rá el  justiprecio  por  peritos  elejidos  por 
las  partes  o  por  el  juzgado  de  comercio, 
caso  que  alguna  de  ellas  se  niegue  a  hacer 
el  nombramiento. 

858.  Si  la  mayoría  no  aceptare  la  ad- 
judicación de  la  parte  o  partes  de  la  mino- 
ría, podrá  solicitar  del  juzgado  de  comer- 
cio la  autorización  necesaria  pasa  tomar 
sobre  ellas  dinero  a  la  gruesa  o  pedir  su 
embiirgo  i  venta  en  pública  subasta. 

859.  Siempre  que  la  minoría,  aunque 
la  constituya  un  solo  condueño,  entendie- 
re que  el  estado  de  la  nave  exije  una  pron- 
ta reparación,  resistida  por  la  mayoría, 
podrá  solicitar  un  reconocimiento  judicial 
por  peritos  nombrados  por  el  juzgado  de 
comercio;  i  si  estos  opinaren  que  la  repa- 
ración es  indispensable,  los  copartícipes 
disidentes  serán  obligados  a  contriijuir  con 
los  fondos  necesarios,  i  no  haciéndolo,  la 
minoría  podrá  usar  de  cualquiera  de  los 
arbitrios  enunciados  en  los  dos  artículos 
precedentes. 

Resultando  queja  reparación  es  innece- 
saria, los  copartícipes  que  hubieren  solici- 
tado el  reconocimiento  pagarán  los  costos 
de  esta  dilijencia. 

860.  Todo  copropietario  tiene  derecho 
para  vender  aun  tercero  su  parte  en  la 
nave;  i  sus  copartícipes  no  podrán  oponer- 
se a  la  venta  ni  ejercer  el  tanteo  o  el  re- 
tracto, salvo  el  caso  de  estipulación  en 
contrario. 

861.  Las  disposiciones  del  presente  li- 
bro no  son  aplicables  a  la  navegación  en 
las  aguas  interiores. 

TITULO  II 

De  las  personas  cjue  intervienen  en  el   co- 
nierciu   HiaritinK». 

§  1.  Del  namero  o  armador. 

862.  Llámase  naviero  o  armador  la 
persona  que,  sea  o  nó  propietaria  de  la  na- 
ve, la  apareja,  pertrecha  i  espide  a  su  pro- 
pio nombre  i  por  su  cuenta  i  riesgo,  per- 
cibe las  utilidades  que  produce,  i  soporta 
todas  las  responsabilidades  que  la  afectan. 

863.  Para  ser  naviero  se  requiere  ap- 
titud para  comerciar. 
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864.  Son  atribuciones  del  naviero: 

l."  Nomljrar  persona  que  gobierne  la 
nave  o  mandarla  por  si  mismo,  teniendo 
patente  de  capitán; 

2."  Elcjir  los  hombres  de  mar  que  de- 
ban componer  la  tripulación  entre  los  que 
le  proponga  el  capitán,  sin  que  pueda 
obligar  a  ésle  a  que  reciba  hombre  alguno 
que  no  sea  de  su  elección; 

3.°  Celebrar  los  respectivos  ajustes  con 
el  capitán  i  tripulación,  los  fletamentos,  i 
en  jeneral  todos  lo*  contratos  que  reclame 
la  administración  de  la  nave; 

4.°  Dar  al  capitán  las  instrucciones  ne- 
cesarias para  el  gobierno  <ie  la  nave  i  di- 
rección délos  negocios  que  le  encomiende; 

5.*  Despedir  al  capitán  i  a  los  demás 
hombres  de  mar  sin  espresion  de  causa, 
antes  de  la  salida  o  durante  el  viaje  de  la 
nave. 

Este  derecho  no  puede  ser  válidamente 
renunciado  por  el  naviero. 

865.  El  naviero  está  obligado; 

1.°  A  pagar  al  capitán  i  hombres  de 
mar  los  sueldos  i  retribuciones  estipula- 
dos i  las  indemnizaciones  que  les  corres- 
pondan por  la  lei  o  el  contrato,  caso  de  ser 
despedidos. 

La  liquidación  i  pago  de  los  salarios  se 
hará  dentro  del  término  de  ocho  dias, 
contados  desde  la  conclusión  del  viaje  o 
desde  la  despedida  del  capitán  u  hombre 
de  mar; 

2."  A  reintegrar  al  capitán  los  suple- 
mentos que  haga  en  beneficio  de  la  nave 
en  cumplimiento  de  sus  instrucciones  o  en 
uso  de  sus  facultades; 

3.**  A  pagar  las  deudas  que  el  capitán 
contraiga  para  habilitar  i  aprovisionar 
ia  nave,  aunque  proceda  sin  su  orden  i 
aprobación  en  los  casos  permitidos  por  la 
lei; 

4."  A  responder  civilmente  de  los  he- 
chos del  capitán  o  tripulación,  bien  cons- 
tituyan un  delito  o  cuasidelito,  bien  im- 
porten una  mera  culpa; 

5.'  A  cumplir  los  contratos  lícitos  que 
el  capitán  celebra  en  utilidad  de  la  nave  o 
de  la  espedicion; 

6.*  A  llevar  a  efecto  los  fletamentos 
que  celebre  por  si ,  su  consignatario  o  el 
capitán  de  la  nave; 

7."  A  indemnizar  a  los  cargadores  los 
perjuicios  que  sufran  por  haber  contratado 
mas  carga  de  la  que  corresponda  a  la  ca- 
pacidad de  la  nave. 

866.  Cuando  el  capitán  fuere  despedi- 
do antes  de  la  salida  de  la  nave,  el  navie- 
ro deberá  pagarle  los  sueldos  que  haya  de- 
vengado; i  el  capitán  no  podra  reclamar 


ninguna  otra  indemnización,  salvo  que  la 
hubiere  estipulado  por  escrito. 

Despedido  durante  el  viaje,  el  naviero 
abonará  al  capitán  los  sueldos  vencidos  i 
el  que  corresponda  al  tiempo  absoluta- 
mente necesario  para  que  regrese  al  lu- 
gar donde  fué  contratado,  a  no  ser  que 
hubiere  cometido  alguna  de  las  faltas  o 
delitos  que  espresa  el  art.  872. 

Estas  reglas  son  aplicables  al  capitán 
condueño  elejido  por  un  naviero  estraño. 

867.  L.-i  mayoría  de  los  copartícipes 
que  desempeñen  el  oficio  de  naviero  en  al- 
guna de  las  formas  que  espresa  el  art.  85<>, 
puede  tamijien  despedir,  antes  o  después 
de  emprendido  el  viaje,  al  capitán  con- 
dueño elejido  por  ellos;  pero  si  lo  despidie- 
re sin  causa  legal,  el  capitán  será  pagado 
de  los  sueldos  devengados,  i  tendrá  dere- 
cho para  exijir  a  los  copartícipes  que  for- 
maron la  mayoría  el  reintegro  del  valor  de 
su  parte  en  la  nave,  determinado  por  con- 
venio o  por  peritos. 

888.  Lo  dispuesto  en  el  articulo  prece- 
dente es  aplicable  al  capitán  condueño  que 
hubiere  obtenido  el  mando  de  la  nave  por 
pacto  con  sus  copartícipes. 

Pero  en  este  caso  el  capitán  despedida 
tendrá  ademas  derecho  a  solicitar  indem- 
nización de  los  daños  i  perjuicios  que  su- 
friere. 

869.  La  cesión  del  goce  de  la  nave  a 
favor  de  un  tercero  importa  de  derecho  la 
despedida  del  capitán  copartícipe;  i  en  tai 
caso  éste,  si  hubiere  sido  elejido  por  los 
condueños,  podrá  demandarles  el  reinte- 
gro de  su  parte  en  la  nave  en  la  forma  que 
prescribe  el  art.  867. 

Si  el  capitán  hubiere  obtenido  el  gobier- 
no de  la  nave  por  pacto,  podrá  también 
exijir  indemnización  de  daños  i  perjui- 
cios. 

870.  Ajustado  el  hombre  de  mar  por 
tiempo  o  viaje  indeterminado,  el  naviero 
que  le  despida  con  causa  o  sin  ella  antes 
que  la  nave  se  haga  a  la  vela,  deberá  pa- 
garle los  sueldos  devengados. 

En  caso  de  despedirle  sin  causa  deberá 
pagarle  también  una  indemnización,  si  se 
hubiere  estipulado  por  escrito. 

Despedido  sin  causa  durante  el  viaje,  el 
naviero  deberá  abonar  al  hombre  de  mar 
los  sueldos  vencidos  i  los  que  .se  venzan 
hasta  su  regreso  al  puerto  de  su  ajuste; 
pero  si  fuere  retirado  del  servicio  con  cau- 
sa, el  naviero  sólo  estará  obligado  a  pa- 
garle los  sueldos  que  hubiere  ganado  has- 
ta el  momento  de  la  separación. 

En  los  dos  casos  previstos  en  el  inciso 
anterior,  el  naviero  costeará  el  transporte 
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del  hombre  de  mar  hasta  el  puerto  donde 
hubiere  criebrado  su  ajuste. 

871.  Si  el  hombre  de  mar  estuviere 
contratado  por  tiempo  o  viaje  determina- 
do, el  naviero  podrá  despedirle  <á  su  arbi- 
trio antes  o  después  de  emprendido  el  via- 
je, abonándole  los  sueldos  corre'ípondien- 
tes  a  todo  el  tiempo  que  debiere  durar  su 
contrata;  pero  si  fuere  retirado  con  causa, 
sólo  deberá  pagarle  los  sueldos  devengados. 

Ocurriendo  la  despedida  del  hombre  de 
mar  durante  el  viaje  convenido,  con  causa 
o  sin  ella,  se  observará  lo  dispuesto  en  el 
inciso  cuarto  del  artículo  anterior. 

872.  Son  cau.sas  legales  para  la  despe- 
dida del  capitán  i  de  los  hombres  de  mar: 

I."  La  inhal)ilitacion  para  desempeñar 
las  funciones  i  cumplir  los  deberes  de  su 
respectivo  cargo; 

2.°  La  violación  de  las  instrucciones 
respecto  del  capitán; 

3."  La  de.sobediencia  en  materia  de  su 
respectiva  obligación; 

4.°  El  abandono  de  la  guardia  de  la 
nave; 

5.°     La  embriaguez  habitual; 

6."     La  perpetración  de  un  delito; 

7.°  El  daño  causado  a  la  nave  oal  car- 
gamento por  dolo  o  negligencia; 

8.**  Cualquier  otro  hecho  que  a  juicio 
del  juzgado  de  comercio  fuere  de  igual  o 
mayor  gravedad  que  los  indicados. 

873.  La  respons-ibilidad  establecida  en 
el  número  4."  del  articulo  S65  afecta  al  na- 
viero, aunque  no  sea  propietario  de  la 
nave. 

El  naviero  tiene  en  todo  caso  derecho 
para  reclamar  de  los  culpables  la  compe- 
tente indemnización. 

874.  El  naviero  responde  también  de 
los  hechos  del  sustituto  que  el  capitán  se 
nomlirare  durante  el  viaje,  aun  en  el  caso 
que  tal  nombramiento  le  e-tuviere  prohi- 
bido por  el  contrato  o  las  instrucciones. 

875.  Siendo  dos  o  más  los  navieros, 
cada  uno  de  ellos  será  responsable  hasta 
concurrencia  de  la  parte  que  tenga  en  la 
nave. 

876.  Cesa  la  responsabilidad  del  na- 
viero: 

I.**  Si  los  hechos  del  capitán  o  tripula- 
ción no  fueren  concernientes  a  la  nave  o  a 
la  espedicion; 

2.*  Si  el  que  persigue  esa  responsabili- 
dad fuere  cómplice  de  los  hechos  del  capi- 
tán o  tripulación; 

3."  Si  los  hechos  del  capitán  constitu- 
yen una  infracción  de  las  obligaciones  que 
por  razones  de  interés  público  le  impone  la 
leí  en  su  calidad  de  jefe  de  la  nave. 


877.  No  son  de  la  responsabilidad  del 
naviero  las  obligaciones  contraidas  por  el 
capitán  en  su  provecho  particular,  ni  las 
que  le  están  prohibidas,  ni  las  permitidas 
en  que  se  hubieren  omitido  las  condiciones 
habilitantes  o  las  formalidades  sustancia- 
les prescritas  por  la  lei. 

878.  Para  hacer  efectiva  la  responsa- 
bilidad civil  del  naviero  por  un  hecho  del 
capitán ,  el  acreedor  podrá  demandar  a 
cualquiera  de  ellos  separadamente,  o  a 
ambos  a  la  vez;  i  la  sentencia  que  se  pro- 
nunciare podrá  ser  indistintamente  ejecu- 
tada en  la  persona  i   bienes  de  uno  u  otro. 

El  acreedor  que  lo  sea  en  virtud  de  un 
contrato  ajustado  con  el  capitán  podrá 
ejercitar  su  acción  en  los  términos  del  in- 
ciso precedente;  pero  si  el  capitán  fuere 
condenado,  solo  o  en  unión  con  el  navie- 
ro, la  sentencia  se  ejecutará  esclusivamen- 
te  en  la  persona  i  bienes  de  éste. 

Podrá  >er  ejecutada  también  en  la  per- 
sona i  bienes  del  capitán,  siempre  que  éste 
se  hubiere  obligado  personalmente  al  cum- 
plimiento del  contrato. 

879.  El  naviero,  sea  o  no  propietario 
de  la  nave,  podrá  libertarse  de  responder 
de  los  hechos  del  capitán  i  tripulación  i  de 
las  obligaciones  contraidas  por  aquél, 
abandonando  la  nave  i  los  fletes  percibi- 
dos o  por  percibir  en  razón  del  viaje  a  que 
esos  hechos  i  obligaciones  se  refieran. 

El  naviero,  estraño  o  condueño,  queda- 
rá obligado  por  el  abandono  a  indemnizar 
cumplidamente  al  propietario  o  copartí- 
cipe de  la  nave. 

880.  Perteneciendo  el  cargamento  al 
naviero,  éste  no  será  obligado  a  abando- 
narlo; pero  deberá  pagar  a  los  acreedores 
el  flete  correspondiente,  estimado  por  pe- 
ritos. 

Tampoco  será  obligado  a  hacer  abando- 
no de  la  indemnización  que  obtenga  de  los 
aseguradores  de  la  nave. 

881.  El  naviero  que  hubiere  conferido 
al  capitán  poder  especial  para  administrar 
la  carga  de  su  pertenencia,  tomar  dinero 
a  la  gruesa  o  ejecutar  otros  actos  análo- 
gos, no  podrt'i  libertarse,  mediante  el  aban- 
dono, de  las  obligaciones  que  su  mandata- 
rio hubiere  contraído  dentro  de  los  límites 
del  mandato. 

882.  El  naviero,  propietario  o  copar- 
tícipe, que  sea  al  mismo  tiempo  capitán  de 
la  nave,  no  podrá  exonerarse  por  el  aban- 
dono de  la  responsabilidad  de  sus  propios 
hechos  ni  de  las  obligaciones  que  hubiere 
contraído. 

Pero  si  el  capitán  sólo  fuere  copartíci- 
pe, no  será  responsable  con  todos  sus  bie- 
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nes  de  las  obligaciones  contraídas  por  cau- 
sa i  en  utilidad  de  la  nave  o  de  la  expedi- 
ción, sino  en  proporción  del  interés  que  en 
aquélla  tenga. 

883.  En  los  casos  del  artículo  850  bas- 
tará el  voto  de  la  mayoría  para  hacer  aban- 
dono a  favor  de  los  acreedores;  pero  si  la 
mayoría  prefiriere  conservar  la  nave  i  pa- 
gar las  deudas,  la  minoría  no  estará  obli- 
gada a  someterse  a  esta  resolución,  i  po- 
drá abandonar  las  partes  que  le  correspon- 
dan. 

Esta  disposición  será  aplicable  al  caso  en 
que  la  mayoría  haya  autorizado  al  capitán 
contra  el  voto  de  la  minoría  para  obligar 
indeñnidamente  a  todos  los  condueños  de 
la  nave. 

884.  La  pérdida  de  la  nave  no  estingue 
la  facultad  de  abandonarla;  pero  en  tal  caso 
el  naviero  deberá  entregar  a  los  acreedo- 
res el  flete  que  hubiere  recibido. 

La  dejación  de  la  nave  i  flete  a  favor  de 
los  aseguradores  tampoco  estingue  esta  fa- 
cultad. 

885.  El  naviero  puede  abandonar  la 
nave  después  de  embargada  i  en  cualquier 
estado  de  la  causa,  con  tal  que  no  haya  re- 
nunciado formalmente  la  facultad  que  le 
otorga  la  lei  i  que  haga  el  abandono  antes 
que  haya  sido  judicialmente  vendida. 

886.  El  abandono  no  trasfiere  la  pro- 
piedad de  la  nave,  i  en  consecuencia  el 
precio  que  restare  después  de  pagados  los 
acreedores,  será  entregado  al  naviero. 

887 .  Por  el  abandono  hecho  a  favor  de 
los  acreedores  quedan  completamente  es- 
tinguidas  las  acciones  de  ios  demás  contra 
el  naviero. 

Pero  si  esas  acciones  trajeren  su  orijen 
de  un  delito  o  cuasidelito  del  capitán,  el 
abandono  no  privará  a  los  acreedores  del 
derecho  de  perseguirle  criminalmente. 

888.  El  abandono  se  hará  en  instru- 
mento público  i  será  notificado  a  los  acree- 
dores. 

§  2.  Del  capitán. 

889.  El  capitán  es  el  jefe  superior  de 
la  Have  mercante,  encargado  de  su  gobier- 
no i  dirección,  mediante  una  retribución 
convenida  con  el  naviero. 

La  tripulación  i  pasajeros  le  deben  res- 
peto i  obediencia  en  cuanto  se  refiera  al 
servicio  de  la  nave  i  seguridad  de  las  per- 
sonas i  carga  que  conduzca  . 

890.  El  capitán  es  delegado  de  la  au- 
toridad pública  para  la  conservación  del 
orden  en  la  nave  i  salvación  de  los  pasaje- 
ros, jente  de  mar  y  carga. 
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Es  al  mismo  tiempo  faotor  del  naviero  i 
representante  de  los  cargadores  en  todo  lo 
relativo  ai  interés  de  la  nave  i  su  carga  i 
al  resultado  de  la  expedición. 

891.  El  capitán  está  obligado  a  respe- 
tar i  cumplir  las  leyes  i  reglamentos  fisca- 
les, de  marina,  de  sanidad  i  policía  de  los 
puertos  de  salida,  escala,  arribada  i  destino 
de  la  nave,  i  a  fondear  en  todos  ellos  en  el 
lugar  más  conveniente  a  la  seguridad  de 
ésta  i  de  las  demás  existentes  en  el  mismo 
puerto. 

892.  No  puede  ser  capitán  el  menor  de" 
edad  ni  el  mayor  que  no  justifique  haber 
navegado  cinco  años  en  un  buque  de  gue- 
rra o  mercante,  rinda  un  examen  satisfac- 
torio de  la  teoría  i  práctica  de  la  navega- 
ción, i  obtenga  la  patente  de  tal. 

Un  reglamento  especial  denominará  las 
materias  del  examen,  la  comisión  ante 
quien  deba  rendirse,  i  los  documentos  con 
que  se  haya  de  justificar  el  ejercicio  de  la 
navegación  por  el  término  señalado  en  el 
incuso  precedente. 

893.  El  naviero  que  no  tenga  patente 
de  capitán  no  puede  mandar  su  nave;  pero 
podrá  tomar  a  su  cargo  la  administración 
económica  de  ella,  a  condición  de  abste- 
nerse de  todo  acto  que  se  refiera  a  la  na- 
vegación. 

894.  Contratado  para  un  viaje,  el  ca- 
pitán está  obligado  a  favor  del  naviero  i  de 
los  cargadores  a  emprenderlo  i  acabarlo 
personalmente,  hai^iéndose  a  ¡a  vela  en  la 
primera  ocasión  favorable  que  se  le  pre- 
sente después  de  aparejada,  pertrechada, 
aprovisionada,  cargada  y  despachada  la 
nave,  salvo  que  el  tiempo  no  sea  tavorable 
o  que  sobrevenga  peste,  guerra  u  otro  ac- 
ccidente  de  fuerza  mayor  que  se  lo  impida. 

895.  El  privilejio  que  el  artículo  835 
otorga  al  capitán  sobre  la  nave  para  el  pa- 
go de  sus  sueldos,  gratificaciones  y  desem- 
bolsos, afecta  también  los  fletes  de  la 
misma. 

896.  El  capitán  puede  exijirel  íntegro 
pago  de  sus  sueldos,  gratificaciones  i  des- 
embolsos en  el  momento  en  que  sus  cuen- 
tas hayan  sido  aprobadas  por  el  naviero. 

Si  éstas  ofrecieren  reparos  que  retarden 
su  ajuste  definitivo,  el  capitán  podrá  exijir 
el  pago  prestando  fianza  a  satisfacción  del 
naviero  de  restituir  la  cantidad  que  reciba, 
si  resultare  alcanzado. 

897.  Sin  perjuicio  de  las  facultades 
concedidas  i  de  las  obligaciones  i  prohibi- 
ciones impuestas  al  capitán  en  los  demás 
títulos  de  este  Libro,  él  tiene  por  razón  de 
su  oficio  las  que  espresan  los  artículos  si- 
guientes: 
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898.     Son  atribuciones  del  capitán: 

1.®  Dictar  las  órJenes  necesarias  para 
el  gobierno  i  dirección  de  la  nave; 

2.°  Imponer  a  bordo  las  penas  correc- 
cionales establecidas  por  la  lei  ó  los  regla- 
mentos a  las  personas  que  perturben  el  or- 
den de  la  nave,  cometan  faltas  de  discipli- 
na i  rehusen  u  omitan  prestar  el  servicio 
que  les  corresponda; 

3."  Arrestar  a  los  que  se  hicieren  cul- 
pables de  algún  delito,  levantar  informa- 
ción del  hecho  i  entregar  los  delincuentes 
a  la  autoridad  competente; 

4.®  Proponer  al  naviero  los  hombres  de 
mar  que  deben  componer  la  tripulación  i 
despedirlos  del  servicio  con  causa  ó  sin  ella. 

En  este  último  caso  la  indemnización  de- 
bida será  del  esclusivo  cargo  del  capitán; 

5."  Tomar  las  disposiciones  necesarias 
para  mantener  la  nave  bien  carenada,  apa- 
rejada, pertrechada  i  provista,  toda  vez 
que  las  circunstancias  no  le  permitan  soli- 
citar !a  autorización  e  instrucciones  del 
naviero  o  de  su  consignatario; 

6."  Contratar  fletamentos  i  celebrar 
ajustes  con  la  tripulación,  pero  sólo  en  au- 
sencia del  naviero  o  de  su  consignatario; 

7."  Disponer  por  sí  durante  la  navega- 
ción las  reparaciones  que  urjentemente 
reclamen  la  nave,  sus  aparejos  i  pertre- 
chos para  la  continuación  i  conclusión  del 
viaje;  pero  si  el  naviero  se  encontrare  en 
el  puerto  donde  hayan  de  hacerse  las  re- 
paraciones o  hubiere  en  él  persona  que  le 
represente,  el  capitán  no  podrá  proceder 
sin  previa  autorización  especial  del  uno  o 
del  otro; 

8°  Tomar  dinero  a  la  gruesa,  en  au- 
sencia del  naviero  o  de  su  consignatario, 
sobre  el  casco,  quilla  i  aparejos  de  la  nave 
para  costear  las  reparaciones  i  aprovisio- 
namiento que  sean  de  urjente  i  absoluta 
necesidad  ,  siempre  que ,  encontrándose 
agotados  los  fondos  del  naviero,  no  pueda 
obtenerlos  de  los  corresponsales  de  éste  o 
de  los  interesados  en  la  carga. 

Aun  en  este  caso  el  capitán  no  podrá 
contratar  un  préstamo  a  riesgo  marítimo 
sin  previa  información  de  la  necesidad  i 
autorización  del  juzgado  de  comercio  del 
puerto  donde  se  encuentre  si  éste  perte- 
neciere a  la  República,  del  cónsul  chileno 
si  el  puerto  fuere  estranjero,  o  en  su  de- 
fecto de  la  autoridad  local  que  conozca  de 
las  causas  mercantiles; 

9.°  Jirar  letras  de  cambio  contra  el  na- 
viero, hallándose  en  las  circunstancias 
previstas  en  el  inciso  primero  del  número 
anterior  i  no  pudieado  obtener  un  présta- 
mo a  la  gruesa. 


Firmándolas  como  mandatario  del  na- 
viero, el  capitán  no  será  personalmente 
responsable  de  la  aceptación  i  pago  de  las 
letras. 

Se  entiende  haberlas  j irado  en  calidad 
de  mandatario  ,  aunque  no  se  esprese, 
siempre  que  las  letras  contengan  la  cláu- 
sula valor  recibido  por  cuenta  de  la  nace 
u  otra  equivalente; 

10.  Vender  en  pública  subasta  con  pre- 
via autorización  judicial  la  parte  de  la  car- 
ga que  baste  para  cubrir  las  necesidades  ur- 
jentes  de  la  nave,  cuando  no  pueda  i  ropor- 
cionai'se  fondos  por  ninguno  de  los  medios 
indicados  en  los  dos  números  precedentes. 

En  este  caso  el  capitán  deberá  respon- 
der del  precio  corriente  que  las  mercade- 
rías vendidas  tengan  en  el  puerto  de  su 
destino  o  del  precio  de  venta,  a  eleccioa 
del  propietario. 

Si  el  cargador  fuere  uno  solo,  o  si  siend» 
varios  estuvieren  de  acuerdo,  podrán  opo- 
nerse a  la  venta  de  sus  mercaderías  i  des- 
cargarlas, pagando  el  flete  en  proporción 
del  camino  andado. 

Si  en  el  segundo  caso  los  fletadores  no 
estuvieren  de  acuerdo,  el  que  quiera  des- 
cargar sus  mercaderías  deberá  pagar  el 
flete  íntegro; 

11.  Obligar  a  los  que  tengan  víveres 
por  su  cuenta  particular  a  que  los  vendan 
para  el  consumo  común. 

El  capitán  no  podrá  usar  de  esta  facul- 
tad sino  en  el  estremo  de  hallarse  consu- 
midas las  provisiones  de  la  nave,  i  previo 
el  dictamen  de  los  oficiales  de  ella. 

El  pago  se  hará  al  contado;  i  si  el  dueño 
lo  pretiriere,  se  verificará  en  el  puerto  de 
la  primera  arribada  o  en  el  de  la  descarga 
al  precio  corriente  que  los  víveres  tengan 
en  aquél  o  en  éste; 

12.  Hacer  echazón  de  la  parte  de  la 
carga,  aparejos  o  pertrechos  de  que  fuei'e 
necesario  deshacerse  para  salvar  la  nave 
de  un  riesgo  conocido  i  efectivo. 

La  echazón  se  hará  en  la  forma  que  pres- 
criben los  artículos  1.101  i  1.102,  i  oyendo 
previamente  el  parecer  de  los  oficiales  a 
presencia  de  los  cargadores  o  del  sobre- 
cargo; 

13.  Obligar  al  piloto  a  que  varíe- de 
rumbo  cuando  lo  juzgue  indispensable, 
aunque  éste  se  oponga  i  proteste  contra  la 
determinación  del  capitán; 

14.  Recibir  i  autorizar  en  alta  mar  los 
testamentos  de  las  personas  que  conduce 
la  nave,  pertenezcan  o  nó  a  la  tripulación, 
observando  las  disposiciones  contenidas  en 
los  artículos  1.048,  1.049  i  1,050  del  Códi- 
go civil; 
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15.  Levantar  actas  de  nacimiento  i 
muerte  en  alta  mar  e  inscribirlas  a  conti- 
nuación del  rol  de  la  tripulación. 

899.  El  capitán,  antes  de  emprender 
el  viaje,  está  obligado: 

1."  A  proveerse  del  certificado  de  ma- 
trícula de  la  nave,  patente  de  navegación, 
rol  del  equipaje,  boleta  de  sanidad,  pólizas 
<Je  fletamento,  conocimientos  de  la  carga, 
un  ejemplar  de  este  Código  i  demás  docu- 
mentos que  exijan  las  leyes  o  reglamentos; 
2."  Abrir  tres  libros  encuadernados  i 
foliados,  rubricados  por  el  juzgado  de  co- 
mercio, titulados:  el  primero,  rftarto  cíe  na- 
'cogacion;  el  segundo,  tibro  de  cuenta  i 
ra-ron;  i  el  tercero  Libro  de  cargamentos; 
3."  A  ejecutar  por  si  mismo,  antes  de 
darse  a  la  vela,  un  prolijo  reconocimiento 
del  estado  de  la  nave,  asociado  con  los  ofi- 
ciales de  ella,  un  carpintero  de  ribera  i  un 
maestro  calafate,  elejidos  éstos  por  el  go- 
bernador marítimo. 

El  acta  de  reconocimiento  será  consig- 
nada en  el  diario  de  navegación  i  firmada 
por  las  personas  indicadas;  i  apareciendo 
que  la  nave  no  está  en  aptitud  de  hacerse 
a  la  mar,  se  suspenderá  el  viaje  hasta  que 
se  hayan  realizado  las  reparaciones  nece- 
sarias. 

Los  cargadores  podrán  impugnar  el  acta 
de  visita  i  rendir  contra  su  contenido  las 
pruebas  que  permite  este  Código; 

4/  A  poner  la  nave  franca  de  quilla  i 
costados  i  apta  para  recibir  la  carga  en  el 
térmiBO  pactado  con  el  fletador; 

5.°  A  mantenerse  a  bordo  con  toda  la 
tripulación  mientras  la  nave  reciba  la  car- 
ga, i  a  velar  por  el  buen  arrumaje  de  ésta; 
6.**  A  cuidar  que  no  se  cargue  en  la  na- 
ve más  de  lo  que  corresponda  a  su  arqueo, 
i  a  poner  en  tierra  a  disposición  del  dueño, 
siendo  conocido,  o  en  caso  contrario  a  la 
del  juzgado  de  comercio,  las  mercaderías 
que  clandestinamente  se  hubieren  intro- 
ducido demás; 

7.°  A  dar  recibos  parciales  de  las  mer- 
caderías que  sucesivamente  se  embarquen 
i  a  cambiarlos  oportunamente  por  los  co- 
nocimientos que  firme; 

8."  A  no  admitir  a  bordo  mercaderías 
visiblemente  averiadas,  mermadas  o  mal 
acondicionadas  sin  mencionar  en  los  reci- 
bos yjarciales  i  conocimientos  el  vicio  que 
en  ellas  notare; 

Omitida  esta  mención,  se  presume  que 
el  capitán  ha  cargado  las  mercaderías  sa- 
nas. íntegras  ien  buen  acondicionamiento; 
9."  A  entregar  o  remitir  cil  naviero  un 
estado  exacto  i  completo  de  las  mercade- 
rías cargadas  y  á  comunicarle  los  nombres 


i  domicilios  de  los  cargadores  i  los  fletes 
estipulados; 

10.°  A  inventariar  antes  de  salir  del 
puerto  las  provisiones,  anclas,  velas,  apa- 
rejos, jarcias  i  demás  pertrechos  de  la  nave, 
con  espresion  del  estado  en  que  se  encaen- 
tren. 

El  inventario  será  levantado  con  asisten- 
cia del  piloto  i  contramaestre  i  firmado  pór 
éstos  i  el  capitán. 

Podrá  omitirse  el  inventario,  si  se  hu- 
biere formado  al  tiempo  de  recibirse  el  ca- 
pitán del  mando  de  la  nave. 

Las  pérdidas  o  deterioros  que  ocurriereh 
durante  la  navegación  en  los  objetos  inven  - 
tariados,  serán  anotados  en  el  libro  de  cuen- 
ta i  razón,  firmando  el  asiento  los  oficiales 
referidos, 

900.  El  rol  de  la  tripulación  deberá  es- 
presar: 

1.*  El  nombre  de  la  nave  i  los  nombres 
i  apellidos  del  capitán,  oficiales  i  hombres 
de  mar  con  indicación  de  su  orijen,  edad, 
estado,  domicilio,  empleo  a  boi'do  i  salarios 
estipulados; 

2.°  El  puerto  de  salida  i  el  del  destmo 
de  la  nave; 

3."  El  nombre  i  apellido  de  los  pasaje- 
ros i  el  del  lugar  a  que  se  dirijen. 

El  rol  deberá  ser  firmado  por  el  capitán, 
los  oficiales  i  ios  hombres  de  la  tripulación 
que  supieren  hacerlo,  i  será  visado  por  el 
gobernador  marítimo,  en  cuyo  poder  se 
dejará  una  copia  fehaciente. 

901.  En  el  diario  de  navegación  el  ca- 
pitán anotará  diariamente  el  estado  del 
tiempo  i  de  los  vientos,  el  progreso  o  retar- 
dación diaria  de  la  nave,  el  grado  de  lon- 
jitud  i  latitud  en  que  ésta  se  encuentre  día 
por  dia,  los  daños  o  pérdidas  que  sufra,  la 
derrota  seguida,  los  motivos  de  las  desvia- 
ciones voluntarias  o  forzadas,  el  encuentro 
con  otras  embarcaciones,  i  todas  las  reso- 
luciones relativas  a  la  nave  i  cargamento 
que  requieran  el  dictamen  de  los  oficiales. 

En  el  libro  de  cuenta  i  razón  asentará  el 
capitán  todo  cuanto  perciba  por  cuenta  de 
la  nave,  los  gastos  que  haga  en  reparacio- 
nes, aprestos,  vituallas,  salarióse  en  cual- 
quier otro  objeto,  los  ajustes  de  la  tripula- 
ción, las  cantidades  que  reciba  por  sueldos 
cada  uno  de  los  hombres  de  mar,  i  las  asig- 
naciones que  dejare  a  su  familia. 

En  el  libro  de  cai-gamentos  llevará  el  ca- 
pitán la  entrada  i  salida  de  las  mercade- 
rías cargadas  en  la  nave,  con  espresion  de 
los  números  i  marcas  de  los  bultos,  nom- 
bre de  los  cargadores  i  consignatarios, 
puertos  de  carga  i  descarga  i  fletes  estipu- 
lados. 
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802.  Despachada  la  nave,  el  capitán 
no  podrá  ser  detenido  por  deuda  civil,  a  no 
ser  que  proceda  de  efectos  suministrados 
para  el  viaje. 

Aun  en  este  caso  el  capitán  podrá  evi- 
tar la  detención,  prestando  fianza! 

903.  La  exención  otorgada  a  la  perso- 
na del  capitán  se  estiende  a  su  equipaje  de 
camino,  mas  no  a  sus  sueldos,  gratificacio- 
nes, mercaderías  cargadas  por  su  cuenta 
i  demás  objetos  de  su  propiedad  que  tuvie- 
re a  bordo. 

Los  acreedores  podrán  hacer  embargar 
las  mercaderías  del  capitán,  pagando  el 
falso  flete  por  cuenta  de  éste,  siempre  que 
la  descarga  no  produzca  un  retardo  grave 
que  perjudique  los  intereses  de  la  nave  i  de 
los  cargadores. 

904  Lo  dispuesto  en  el  artículo  902  no 
es  aplicable  a  los  capitanes  de  buques  es- 
tranjeros;  pero  éstos  podrán  solicitar  el 
alzamiento  de  la  detención,  afianzándola 
deuda  a  satisfacción  del  acreedor. 

905.  Es  obligación  del  capitán  durante 
el  viaje: 

1."  Mantener  el  orden  en  la  nave,  cui- 
dar de  la  salud  de  la  tripulación  i  de  la  con- 
servación de  la  carga  i  dirijir  las  manio- 
bras; 

2.°  Permanecer  a  bordo  de  la  nave,  des- 
de el  momento  en  que  principie  el  viaje 
hasta  que  eche  el  ancla  en  puerto  seguro; 

3."  Llevar  los  libros  mencionados  en  el 
artículo  901,  i  firmar  diariamente  con  su 
segundo  las  anotaciones  que  haga  en  el 
diario  de  navegación; 

4."  Defender  la  nave  por  todos  los  rae- 
dios  que  sujiera  la  prudencia,  o  salvarla 
por  la  huida  si  fuere  atacada  por  enemigos 
o  piratas; 

5.»  Reclamar  contra  el  apresamiento, 
embargo  o  detención  de  la  nave  i  su  car- 
gamento, comunicar  al  naviero  i  cargado- 
res estas  ocurrencias  por  todos  los  medios 
posibles,  i  adoptar,  mientras  no  reciba  ins- 
trucciones, todas  las  providencias  necesa- 
rias para  la  conservación  de  la  nave  i  de 
las  mercaderías  cargadas; 

6.**  Ajustar  el  rescate  de  la  nave  apre- 
sada, asentar  en  el  libro  respectivo  las  can- 
tidades de  dinero  o  las  mercaderías  que 
entregare  en  cumplimiento  del  ajuste,  for- 
malizar la  correspondiente  protesta  en  el 
puerto  de  su  primera  escalao arribada  den- 
tro de  veinticuatro  horas  contadas  desde 
quesea  admitida  a  libre  plática,  i  justificar 
en  el  de  su  destino  los  hechos  referidos  en 
la  protesta; 

7.°  Presentarse  al  gobernador  maríti- 
mo dentro  del  término  designado  en  el  nú- 


mero anterior,  siempre  que  arribe  á  u» 
puerto  de  la  República,  darle  cuenta  de  las 
causas  de  la  arribada,  i  recojer  un  certifi- 
cado de  haber  cumplido  estas  prescripcio- 
nes i  de  la  época  de  su  arribo  i  salida  del 
puerto. 

Si  el  puerto  de  arribada  fuere  estranjero, 
practicará  las  dilijencias  enunciadas  ante 
las  autoridades  indicadas  en  el  inciso  se- 
gundo del  número  17.°; 

8."  Estraer  el  dinero,  libros  i  la  parte 
mas  preciosa  del  cargamento,  siempre  que, 
constituido  en  la  imposibilidad  de  salvarla 
nave,  resuelva  abandonarla; 

9."  Presentarse  a  la  autoridad  más  in- 
mediata al  lugar  en  que  naufrague  o  en- 
calle la  nave,  hacer  ante  ella  una  relación 
jurada  del  suceso,  comprobarla  con  las  de- 
claraciones de  la  tripulación  i  pasajeros,  i 
solicitar  la  entrega  de  las  actuaciones  ori- 
jinales  en  resguardo  de  sus  derechos. 

Los  interesados  en  la  nave  o  cargamen- 
to podrán  rendir  prueba  contra  las  declara- 
ciones del  capitán,  tripulación  o  pasajeros» 
aun  en  el  caso  de  hallarse  contestes; 

10.  Solicitar  la  venta  de  la  nave  en  el 
caso  previsto  en  el  art.  845; 

11.  Servirse  de  pilotos  lemanes  en  to- 
dos los  lugares  donde  la  lei,  la  costumbre 
o  la  prudencia  loe.xijan; 

12.  Mantener  a  bordo,  hallándose  la 
nave  anclada  en  un  puerto  cualquiera,  el 
suficienle  número  de  marineros  para  eje- 
cutar todas  las  maniobras  necesarias; 

13.  Formar  inventario  de  los  papeles 
i  bienes  del  pasajero  u  hombre  de  mar  que 
muera  en  la  nave,  i  ponerlos  en  buena 
custodia. 

El  inventario  será  levantado  con  asisten- 
cia de  dos  pasajeros  o,  en  su  defecto,  de  dos 
individuos  de  la  tripulación  que  deberán 
firmarlo  como  testigos; 

14.  Dar  noticia  al  naviero  en  todas  las 
oportunidades  que  se  le  presenten  del  esta- 
do de  la  nave  i  carga; 

1.5.  Arribar  a  puerto  neutral,  cuando 
después  de  su  salida  sobrevenga  guerra  en- 
tre la  República  i  la  nación  a  que  perte- 
nezca el  puerto  de  su  destino,  i  permane- 
cer en  aquél  hasta  el  restablecimiento  de 
la  paz  o  la  recepción  de  órdenes  del  navie- 
ro i  cargadores. 

Caso  de  hallarse  bloqueado  el  puerto  a 
que  se  dirija  la  nave,  el  capitán  arribará 
al  mas  inmediato  que  se  encuentre  libre,  i 
esperará  allí  el  alzamiento  del  bloqueo  o 
las  órdenes  del  naviero  i  cargadores; 

16.  Consultar  con  los  oficiales  de  la 
nave,  fuera  de  los  casos  especialmente 
previstos  en  este  Código,  siempre  que  fue- 
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re  necesario  tomar  durante  el  viaje  una 
resolución  importante,  como  hacerse  a  la 
vela,  abandonar  las  anclas  de  la  nave, 
picar  cables  o  mástiles,  ajustar  el  rescate 
de  la  nave  o  el  de  su  cargamento,  embicar 
o  ejecutar  otras  operaciones  de  igual  gra- 
vedad i  Irasi.'cndencia; 

17.  Protestaren  el  puerto  de  arribada 
o  escala,  dentro  del  término  señalado  en 
el  núm.  6.*  de  este  articulo,  las  pérdidas  o 
averias  de  la  nave  o  del  cargamento,  cau- 
sadas por  deliberación  propia  o  de  la  junta 
de  oficiales,  por  fuerza  mayor  ó  accidentes 
de  mar,  hacer  visar  el  diario  de  navegación 
por  la  autoridad  que  corresponda,  según 
lo  dispuesto  en  el  inciso  siguiente,  i  justiñ- 
car  en  el  puerto  de  su  destino  el  hecho  que 
las  haya  producido. 

La  justiñcacion  se  hará  ante  el  juzgado 
de  comercio,  si  el  puerto  de  escala  o  arri- 
bada perteneciere  a  la  República.  Si  fue- 
re estranjero,  s^rá  rendida  ante  el  cónsul 
chileno;  i  no  liabiéndolo,  será  dada  ante  la 
autoridad  local  que  conozca  de  las  causas 
mercantiles,  i  en  su  defecto  ante  la  justicia 
ordinaria. 

906.  Concluido  el  viaje,  el  capitán  está 
obligado: 

1.°  A  dar  al  naviero  pronto  aviso  de  su 
arribo,  caso  de  no  hallarse  en  el  puerto; 

2.°  A  protestar  dentro  del  término  se- 
ñalado en  el  núm.  6.*  del  artículo  anterior 
i  justificar  las  pérdidas  i  averías  conocidas 
o  presuntas  de  la  nave  o  su  carga,  ratifi- 
car dentro  del  mismo  término  las  protestas 
que  hubiere  hecho  en  el  curso  de  la  nave- 
gación, i  hacer  visar  el  diario,  si  antes  no 
hubiere  sido  visado; 

3."  A  entregar  la  carga  con  sus  aumen- 
tos a  los  consignatarios  que  designen  ios 
conocimientos. 

Al  tiempo  de  la  entrega,  las  mercaderías 
serán  contadas,  pesadas  o  medidas,  siem- 
pre que  el  capitán  se  hubiere  constituido 
responsable  de  su  número,  peso  o  medida; 
4,°  A  recojer  al  tiempo  de  entregar  la 
carga  los  conocimientos  que  hubiere  firma- 
do, sacar  recibo  de  la  entrega  en  uno  de 
ellos,  i  devolver  el  conocimiento  que  tu- 
viere del  cargador; 

5.°  A  poner  la  carga  a  disposición  del 
juzgado  de  comercio  para  que  ordene  su 
depósito,  cuando  los  consignatarios  no  so- 
liciten su  entrega  en  un  término  razona- 
ble, se  nieguen  a  recibirla  o  se  ignore  la 
persona  a  quien  deba  entregarse; 

6."  A  lievar  una  razón  individual  de 
las  mercaderías  que  entregue  parcialmen- 
te, i  copiarla  en  el  libro  de  cargamen- 
tos; 


7."  A  dar  cuenta  al  gobernador  maríti- 
mo de  los  hombres  que  falten  en  la  tripu- 
lación por  deserción,  muerte  o  cualquiera 
otra  causa,  i  hacerle  entrega  del  inventa- 
rio i  bienes  de  los  que  hubieren  fallecido 
en  la  nave  para  que  los  ponga  a  disposi- 
ción de  sus  herederos; 

8."  A  poner  en  mano  de  la  autoridad 
indicada  copias  autorizadas  de  las  actas  de 
nacimiento  o  muerte  para  que  las  pase  al 
funcionario  encargado  del  rejistro  respec- 
tivo. 

En  los  puertos  de  arribada  o  escala  en- 
tregará las  copias  indicadas  al  cónsul  chi- 
leno, á  fin  de  que  éste  las  remita  al  Minis- 
terio de  Marina  para  los  efectos  espresa- 
dos en  el  inciso  precedente; 

9."     A  dirijir  el  desarme  de  la  nave; 
10.     A  rendir  cuenta  al   naviero   de  la 
administración  de  la  nave  i  cargamento,  i 
entregarle  bajo  recibo  todos  los  papeles,  li- 
bros i  dinero  que  le  pertenezcan. 
907,     Se  prohibe  al  capitán: 
1.°     Faltar  sin  justa  causa  a  su  contrata 
con  el  naviero;  i  si  lo  hiciere,  amas  de  res- 
ponder de  los  daños  i  perjuicios,  quedará 
inhabilitado  por  cuatro  años  para  ejercer 
el  oficio  de  tal; 

2."  Proponer  al  naviero  i  ajustar  jente 
de  mar  a  sabiendas  de  hallarse  contratada 
con  otra  nave,  so  pena  de  nulidad  del  ajus- 
.te  i  una  multa  de  cien  pesos; 

3."  Sustituir  con  otra  nave  la  designa- 
da en  el  contrato,  salvo  los  casos  previstos 
por  la  lei  i  el  de  consentimiento  del  carga- 
dor; 

4.'  Recibir  en  la  nave  efectos  de  ilícito 
comercio; 

5.°  Contratar  más  carga  que  la  corres- 
pondiente a  la  cabida  de  la  nave; 

6.°  Diferir  el  viaje  por  inhabilitación  de 
alguno  délos  oficiales  u  hombres  de  mar, 
causada  por  enfermedad  o  por  cualquier 
otro  suceso  involuntario. 

En  este  caso  será  de  su  obligación  reem- 
plazar inmediatamente  el  individuo  inhabi- 
litado; 

7."  Colocar  sobre  cubierta  parte  alguna 
de  la  carga,  a  no  ser  que  unánimemente  lo 
consientan  por  escrito  el  naviero,  los  ofi- 
ciales i  cargadores. 

Esta  prohibición  no  se  estiende  a  los  bu- 
ques del  cabotaje  menor; 

8."  Recibir  otra  carga  que  la  pertene- 
ciente al  que  hubiere  fletado  la  nave  por 
entero,  salvo  que  éste  lo  consienta  por  es- 
crito; 

9.°  Cargar  mercaderías  por  su  cuenta 
particular,  sin  permiso  escrito  del  naviero 
o  del  que  hubiere  fletado  íntegramente  la 
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nave,  i  permitir  que  lo  haga  individuo  al- 
guno de  la  tripulación  o  un  pasajero; 

10.  Celebrar  con  los  cargadores  pactos 
públicos  o  privados  que  cedan  en  su  bene- 
ficio particular; 

11.  Hacer  negocio  por  su  esclusiva 
cuenta,  cuando  navegare  a  ganancia  co- 
mún sobre  el  cargamento,  so  pena  de  que 
las  utilidades  se  aplicarán  a  los  demás  in- 
teresados i  las  pérdidas  cederán  en  su 
perjuicio. 

Esta  prohibición  se  estiende  al  caso  de 
emprender  negocio  en  otro  buque  que  lle- 
ve el  mismo  destino  de  la  nave. 

Navegando  a  flete  común  o  al  tercio,  el 
capitán  podrá  cargar  de  su  cuenta,  pa- 
gando a  sus  asociados  el  correspondiente 
flete; 

12.  Poner  en  su  lugar  otro  capitán  sin 
<X)nsentimiento  del  naviero,  de  sus  apode- 
rados o  del  cónsul  chileno  en  su  caso. 

Si  lo  hiciere,  el  naviero  podrá  separarle 
de  su  empleo,  sin  perjuicio  de  que  el  capi- 
tán responda  en  todo  caso  de  los  hechos  de 
su  sustituto; 

13.  Desamparar  la  nave  en  la  entrada 
i  salida  de  los  puertos  i  rios,  i  pernoctar 
fuera  de  la  nave  estando  de  viaje,  a  no  ser 
que  asi  lo  exija  alguna  grave  ocupación  de 
su  otício; 

14.  Tomar  dinero  a  la  gruesa  sobre  la 
nave  para  sus  negocios  particulares  bajo 
la  pena  de  nulidad. 

Si  el  capitán  fuere  copropietario,  podrá 
contratar  un  préstamo  a  riesgo  marítimo 
sobre  la  parte  que  tenga,  siempre  que  an- 
tes no  .se  hubiere  tomado  a  la  gruesa  sobre 
ella  o  sobre  toda  la  nave. 

En  el  caso  propuesto  se  espresará  preci- 
samente cuál  es  la  porción  que  correspon- 
de al  tomador  en  la  nave; 

15.  Contratar  préstamos  a  la  gruesa  so- 
bre el  cargamento,  aun  cuando  los  ne- 
cesite para  reparar  la  nave  o  aprovisio- 
narla. 

Contraviniendo  a  esta  prohibición,  el 
préstamo  será  de  la  esclusiva  responsabili- 
dad del  capitán; 

16.  Tomar  derrota  contraria  a  la  que 
debía,  variar  de  rumbo  o  entrar  en  puerto 
distinto  del  de  su  destino,  sin  haber  toma- 
do antes  el  parecer  de  los  oflciales  en  pre- 
sencia de  los  cargadores  o  sobrecargo  que 
se  hallaren  a  bordo. 

Procediendo  en  otra  forma,  no  se  admi- 
tirá al  capitán  ninguna  escepcion  que  ale- 
gue en  descargo  de  su  responsabilidad; 

17.  Abandonar  la  nave,  por  más  gra- 
ve que  sea  el  peligro  que  corra,  mientras 
haya  esperanza  de  salvarla,  i  en  ningún 


caso  sin  haber  oído  el  parecer  de  los  ofi- 
ciales; 

18.  Abrir  las  escotillas  antes  de  haber 
protestado  las  pérdidas  o  averías  conocidas 
o  presuntas  i  justiflcado  los  hechos  de  que 
procedan; 

19.  Manifestar  a  los  interesados,  antes 
que  se  lo  ordene  el  juzgado  de  comercio, 
la  razón  de  las  mercaderías  arrojadas  al 
mar  o  entregadas  á  los  piratas  por  v-ia  de 
compoíiicion; 

20.  Dejar  ningún  hombre  de  mar  en 
puerto  estranjero; 

21.  Anticipar  a  los  hombres  de  la  tri- 
pulación, durante  el  viaje,  más  de  una  ter- 
cera parte  de  sus  salarios. 

908.  El  capitán  es  civilmente  respon- 
sable aun  de  la  culpa  leve  que  cometa  en  el 
ejercicio  de  sus  atribuciones,  de  la  inobser- 
vancia de  los  deberes  de  su  cargo  i  de  la 
violación  de  las  prohibiciones  que  le  impo- 
ne la  lei. 

En  consecuencia,  el  capitán  deberá  in- 
demnizar cumplidamente  a  los  interesados 
los  daños  i  perjuicios  que  directa  e  inme- 
diatamente les  sobrevengan  por  cualquiera 
de  las  causas  enunciadas. 

Si  los  daños  i  perjuicios  fueren  imputa- 
bles a  dolo  o  fraude  del  capitán,  será  casti- 
gado con  arreglo  a  las  leyes  penales,  sin 
quedar  por  esto  exonerado  de  las  indem- 
nizaciones que  deba  á  las  personas  damni- 
ficadas. 

909.  Es  también  responsable  de  los 
hurtos  cometidos  por  la  tripulación,  salva 
su  derecho  contra  los  culpados,  i  de  los 
daños  causados  por  las  riñas  de  la  jente 
de  mar  i  por  sus  faltas  en  el  servicio  de  la 
nave,  a  menos  de  justificar  que  puso  en 
ejercicio  su  autoridad  para  prevenirlas 
oportunamente. 

910.  Responde  igualmente  de  las  ríiul- 
tas,  comisos,  pérdidas,  daños  y  perjuicios 
que  produzca  su  contravención  a  las  leyes 
i  reglamentos  fiscales,  de  marina,  sanidad 
i  policía  de  los  puertos  de  salida,  escala» 
arribada  i  descarga. 

911.  La  responsabilidad  del  capitán 
para  con  el  naviero  principia  desde  que  se 
le  hace  reconocer  como  jefe  de  la  nave,  i 
termina  por  el  desarme  i  entrega  de  ella. 

Respecto  de  los  cargadores,  la  respon- 
sabilidad del  capitán  comienza  desde  que 
la  carga  entra  á  la  nave,  i  espira  en  el 
momento  de  ser  entregada  al  costado  de 
la  misma  nave  en  el  puerto  de  su  destino» 
a  no  ser  que  los  interesados  hubieren  pac- 
tado otra  cosa. 

912.  El  capitán  no  es  responsable  de 
los  daños  que  sufra  la  nave  o  el  carga- 
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m^nto  por  fuerza  mayor  o  caso  fortuito, 
Sítivo  que  estos  sucesos  hayan  sido  prepa- 
rados por  su  culpa,  ni  de  los  que  sobre- 
vengan a  las  mercaderías  por  vicio  propio 
de  las  mismas. 

913.  El  capitán  que  venda  la  nave,  to- 
me dinero  á  la  gruesa  sobre  el  casco  i  qui- 
lla, jire  letras  a  cargo  del  naviero,  venda 
mercaderías  o  vituallas,  o  tome  provisio- 
nes pertenecientes  a  los  pasajeros  fuera  de 
los  casos  i  sin  las  solemnidades  prevenidas 
por  la  lei,  suponga  gastos  o  exajere  los 
que  hubiere  hecho  o  cometa  cualquiera  otro 
fraude  en  sus  cuentas,  será  castigado  co- 
mo reo  de  hurto,  debiendo  ademas  indem- 
nizar a  los  interesados  todos  los  daños  i 
perjuicios. 

914.  Condenado  por  dolo  cometido  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones  o  en  el  cum- 
plimiento de  sus  obligaciones,  el  capitán 
quedará  inhabilitado  por  el  término  de 
seis  años  para  desempeñar  cargo  alguno 
en  las  naves  mercantes. 

§  3.    Del  piloto 

915 .  El  piloto  toma  el  gobierno  i  direc- 
ción de  la  nave  por  muerte,  ausencia  o  in- 
habilitación del  capitán,  a  no  ser  que  el 
el  naviero  hubiere  nombrado  persona  que 
le  reemplace. 

En  tal  caso  son  aplicables  al  piloto  to- 
das las  disposiciones  que  contiene  el  pá- 
rrafo precedente. 

916.  Para  ser  piloto  se  requieren  las 
mismas  condiciones  de  edad,  examen, 
práctica  de  la  navegación  i  patente  que 
exije  el  art.  892  para  desempeñar  el  em- 
pleo de  capitán. 

917.  Corresponde  al  piloto  dirijir  la 
derrota  del  viaje  i  llevar  el  rumbo  de  la 
nave. 

918.  Son  obligaciones  del  piloto: 

1°  Proveerse  de  las  cartas  de  navega- 
ción, libros  e  instrumentos  necesarios  para 
el  buen  desempeño  desús  funciones; 

2.*  Llevar  poy:  sí  el  cuaderno  de  bitáco- 
ra, anotar  en  él  diariamente  la  altura  del 
sol,  la  derrota,  la  distancia  i  la  longitud 
en  que  se  hulle  la  nave,  i  dar  cuenta  al  ca- 
pitán del  resultado  de  sus  observacio- 
nes. 

919.  Se  prohibe  al  piloto  mudar  de 
rumbo  sin  previo  acuerdo  del  capitán. 

Pero  si  éste  se  opusiere  a  que  tome  el 
rumbo  proyectado,  el  piloto  le  espondrá 
sus  observaciones  en  presencia  de  los  de- 
mas  oficiales  de  la  nave;  e  insistiendo  el 
capitán,  cumplirá  las  órdenes  que  le  co- 
munique, formalizando  en  el  diario  de  na- 


vegación  la  correspondiente  protesta  en 
descar-go  de  su  responsabilidad. 

920.  El  piloto  es  responsable  de   las 
pérdidas  i  averías  que  sufra  la  nave  o  car 
gamento  por  su  impericia,  descuido  o  im- 
prudencia. 

!Si  las  pérdidas  i  daños  procedieren  de 
dolo,  el  piloto  será  castigado  con  arreglo  a 
las  prescripciones  de  la  lei  penal,  i  aparte 
de  esto,  quedará  inhabilitado  por  el  térmi- 
no de  seis  años  para  desempeñar  empleo 
alguno  en  las  naves  mercantes. 

921.  La  responsabilidad  particular  del 
piloto  no  escluye  la  que  tiene  el  capitán  en 
los  mismos  casos. 

§  4.     Del  contramaestre 

922.  Por  imposibilidad  e  inhabilitación 
del  piloto  el  contramaestre  tomará  el  go- 
bierno i  dirección  de  la  nave,  quedando 
sometido  a  todas  las  prescripciones  lega- 
les relativas  al  capitán. 

923.'  No  puede  ser  contramaestre  el 
que  no  puede  ser  piloto. 

924.  El  contramaestre  es  el  jefe  in- 
mediato de  la  tripulación;  i  en  este  carác- 
ter le  corresponde  mandar  las  maniobras 
bajo  las  órdenes  del  capitán,  distribuir  a 
bordo  los  trabajos  mecánicos  entre  los 
hombres  de  mar,  i  vijilar  que  éstos  los  eje- 
cuten debidamente. 

925.  Son  obligaciones  del  contramaes- 
tre: 

1.°  Reconocer  el  aparejo  i  todos  los  de- 
mas  objetos  necesarios  al  servicio  de  la  na- 
ve, cuidar  de  su  conservación,  i  dar  cuen- 
ta al  capitán  de  las  faltas  i  deterioros  que 
notare; 

2."  Cuidar  del  buen  arrumaje  de  la  car- 
ga i  visitar  frecuentemente  la  bodega  para 
cerciorarse  de  que  aquélla  se  conserva  en 
buen  orden; 

3.°  Tener  espedita  la  nave  para  todas 
las  maniobras  que  exije  la  navegación; 

4."  Mantener  el  orden  i  la  disciplina  en 
la  tripulación,  cuidar  de  que  los  hombres 
que  la  componen  cumplan  sus  respectivas 
obligaciones,  i  dar  pronto  aviso  al  capitán 
de  todas  las  ocurrencias  que  requieran  el 
ejercicio  de  su  autoridad; 

5.°  Recojer,  inventariar  i  custodiar  el 
aparejo  i  pertrechos  de  la  nave,  llegado  el 
caso  del  desarme,  a  no  ser  que  el  naviero 
le  releve  de  esta  obligación. 

926.  Elpontramaestre  es  responsable 
de  los  daños  i  perjuicios  que  sobrevengan 
por  su  culpa;  i  si  éstos  fueren  causados  por 
dolo,  será  castigado  con  arreglo  a  la  lei 
penal. 
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§5.     Del  sobrecargo 

927.  El  sobrecargo  es  un  factor  nom- 
brado por  el  naviero  o  por  los  cargadores; 
i  en  consecuencia,  está  sujeto,  en  cuanto  a 
su  capacidad,  modo  de  contratar  i  respon- 
sabilidades, a  las  disposiciones  que  contie- 
nen los  párrafos  7  i  8  del  titulo  VI,  Li- 
bro II  de  este  Código. 

928.  El  naviero  o  cargadores  otorga- 
rán al  sobrecargo  un  poder  especial,  que 
será  rejistrado  y  publicado  en  la  forma 
que  prescribe  el  art.  22. 

El  poder  será  ademas  comunicado  al 
capitán. 

929.  Nombrado  por  el  naviero,  el  so- 
brecargo ejerce  la  administración  econó- 
mica de  la  nave  o  la  parte  de  administra- 
ción que  espresa  i  determinadamente  se  le 
hubiere  confiado  en  el  poder,  i  lleva  el  li- 
bro de  cuenta  i  razón  de  que  trata  el  inci- 
so segundo  del  art.  901. 

Elejido  por  los  cargadores,  el  sobrecar- 
go cuida  de  la  conservación  i  venta  de  la 
carga,  compra  las  mercaderías  de  retor- 
no ,  asiste  a  las  juntas  de  oficiales  en 
que  la  lei  exije  su  presencia,  i  lleva  un  li- 
bro de  cuenta  i  razón  de  todas  sus  opera- 
ciones, encuadernado  i  foliado,  i  rubricado 
por  el  juzgado  de  comercio. 

En  ningún  caso  podrá  injerirse  el  sobre- 
cargo en  el  ejercicio  de  las  atribuciones 
que  privativamente  competen  al  capitán 
para  la  dirección  facultativa  de  la  nave  i 
del  viaje. 

930.  Cesan  las  atribuciones  i  respon- 
sabilidades del  capitán  en  cuanto  a  la  par- 
te de  administración  que  el  naviero  o  car- 
gadores hubieren  confiado  al  sobrecargo; 
pero  subsistirán  siempre  las  que  tiene  en 
razón  de  su  empleo  i  autoridad. 

931.  Siempre  que  la  persona  a  quien 
fuere  consignada  la  carga  se  negare  a  re- 
cibirla, el  sobrecargo  que  carezca  de  ins- 
trucciones para  esta  eventualidad  forma- 
lizará la  protesta  de  estilo  í  dará  cuenta, 
según  si  caso,  al  juzgado  de  comercio  o  al 
cónsul  chileno,  o  en  defecto  de  éste  a  la 
autoridad  local,  para  que  nombre  consig- 
natario que  reciba  las  mercaderías  i  cumpla 
las  órdenes  del  propietario  de  ellas. 

932.  Se  prohibe  al  sobrecargo  hacer 
negocio  por  su  cue.ita  durante  el  viiije,  a 
menos  que  su  comitente  o  la  costumbre  del 
puerto  de  salida  le  permita  llevar  una  pa- 
cotilla. 

En  este  último  ca.so  el  sobrecargo  no  po- 
drá invertir  en  retornos,  sin  especia!  au- 
torización de  su  comitente,  una  cantidad 
que  exceda  al  producto  de  la  pacotilla. 


TITULO  III 

De  los  contratos  de  lo.**    hombres  de   wtmr. 

933.  Las  palabras /iom//res de  mar,  ycn- 
te  de  mar  en  su  acepción  legal  compren- 
den las  mismas  personas  que  las  palabras 
íripuíación  ó  equipaje. 

Estas  comprenden  los  marineros  i  gru- 
metes de  la  nave  i  los  oficiales  de  ella,  es- 
cepto  el  capitán. 

934.  La  edad  i  demás  cualidades  que 
debe  tener  el  simple  marinero  son  deter- 
minadas por  el  reglamento  de  marina. 

935.  El  contrato  que  celebran  los  hom- 
bres de  mar  con  el  naviero,  .sea  que  éste 
obre  personalmente  o  representado  por  el 
capitán,  consiste  respecto  de  los  primeros 
en  prestar  a  bordo  los  servicios  estipula- 
dos, i  de  parte  del  segundo  en  recibirlos 
en  la  nave,  alimentarlos  i  pagarles  el  suel- 
do o  retribución  convenida. 

936.  El  ajuste  de  los  hombres  de  mar 
en  una  cantidad  alzada  por  el  viaje  o  a  un 
tanto  por  ntes,  es  un  arrendamiento  de  ser- 
vicios. 

El  aj  usté  al  flete  o  a  la  parte  en  los  bene- 
ñcios  eventuales  de  la  espedicion,  es  una 
sociedad. 

937.  Los  contratos  entre  el  naviero  i 
los  hombres  de  mar  serán  estendidos  por 
escrito  en  el  libro  de  cuenta  i  razón,  i  fir- 
mados por  ellos  o  a  su  ruego  si  no  supieren 
hacerlo. 

En  todas  las  diferencias  que  ocurran  en- 
tre el  naviero  i  la  tripulación  en  razón  de 
sus  contratos  i  de  las  anticipaciones  que 
ésta  reciba  hará  fe  el  enunciado  libro, 
siempre  que  aparezca  llevado  en  conformi- 
dad a  las  prescripciones  legales  i  exento 
de  toda  sospecha  de  alteración  en  sus 
asientos. 

El  capitán  está  obligado  a  dar  a  los  in- 
teresados una  copia  autorizada  por  él  de 
sus  respectivas  contratas. 

938.  A  falta  de  un  convenio  escrito  í 
de  medios  probatorios  de  las  condiciones 
del  ajuste,  éstas  serán  determinadas  en 
conformidad  a  la  costumbre  local. 

939.  En  caso  de  duda  acerca  de  la  du- 
ración del  empeño  de  los  hombres  de  mar, 
se  entenderá  que  éstos  se  han  ajustado  por 
el  viaje  de  ida  i  vuelta  al  puerto  de  salida. 

940.  Si  el  hombre  de  mar  se  contrata- 
re para  servir  en  dos  naves,  el  segundo 
contrato  será  de  ningún  efecto;  y  el  navie- 
ro o  capitán  con  quien  aquél  se  hubiere 
ajustado  primero,  podrá  hacerle  apremiar 
al  cumplimiento  de  su  empeño  o  buscar  a 
espensas  del  mismo  persona  que  le  susti- 
tuya. 
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En  el  caso  propuesto  el  hombre  de  mar 
perderá  a  beneficio  de  la  nave  los  sueldos 
que  tiubiere  devengado,  restituyendo  al 
mismo  tiempo  las  cantidades  que  se  le  hu- 
bierea  anticipado;  i  el  naviero  o  capitán 
que  le  hubiere  concertado  a  sabiendas  de 
sufempeño  anterior,  incurrirá  en  la  multa 
señalada  en  el  núm.  2.*  del  art.  907. 

941.  Los  hombres  de  mar  que  al  tiem- 
po de  concertarse  con  el  naviero  o  capitán 
declaren  haberse  ejercitado  ya  en  la  nave- 
gación, serán  responsables  por  este  solo 
hecho  de  los  daños  i  perjuicios  causados 
por  su  impericia. 

942.  El  hombre  de  mar  puede  ser  des- 
pedido con  causa  o  sin  ella,  antes  o  des- 
pués de  principiado  el  viaje;  pero  si  lo  fue- 
re sin  motivo  legal,  será  indemnizado,  se- 
gún el  caso,  en  la  forma  que  prescriben 
los  arts.  870  i  871  por  la  persona  a  quien 
corresponda  hacerlo. 

943.  La  tripulación  tiene  derecho  a  ser 
alimentada  á  bordo  de  una  manera  conve- 
niente, sin  perjuicio  de  su  salario  i  de  las 
indemnizaciones  convencionales  o  legales 
en  su  caso. 

944.  El  hombre  de  mar  enfermo,  heri- 
do o  mutilado  durante  la  navegación,  ga- 
nará siempre  el  salario  convenido  hasta  su 
vuelta  al  puerto  de  salida,  i  caso  de  volver 
en  otra  nave,  percibirá  ademas  una  indem- 
nización para  los  gastos  del  viaje  de  regre- 
so, amenos  que  la  enfermedad,  herida  o 
mutilación  traiga  su  orijen  de  un  hecho 
culpable  de  su  parte. 

Pero  sea  cual  fuere  la  causa  de  estos  ac- 
cidentes, los  gastos  de  asistencia  i  cura- 
ción serán  costeados  con  los  fondos  de  la 
nave,  con  o  sin  cargo  de  reintegro. 

Si  la  enfermedad,  herida  o  mutilación 
emanare  de  un  hecho  culpable  del  hombre 
de  mar,  como  el  haber  salido  de  la  nave 
sin  permiso  del  capitán,  los  gastos  indica- 
dos serán  de  su  cuenta  particular,  i  debe- 
rá reintegrarlos  con  sus  salarios;  i  siendo 
éstos  insuficientes,  con  los  demás  bienes 
que  tenga. 

Si  proviniere  de  los  servicios  ordinarios 
de  la  nave,  los  gastos  serán  de  la  esclusiva 
cuenta  del  naviero;  pero  si  procediere  de 
servicios  estraordínarios  prestados  ;i  la  na- 
Te  i  cargamento,  los  gastos  ser 'ni  íüstri- 
buidos  como  averia  gruesa  entre  el  navie- 
ro i  los  cargadores. 

945.  El  oficial  o  marinero  muerto  en 
defensa  de  la  nave  será  considerado  como 
vivo  para  devengar  los  salarios  o  retribu- 
ciones estipuladas,  siempre  que  la  nave 
concluya  su  viaje. 

Esta  regla  será  también  aplicada  a!  ofi- 


cial o  marinero  apresado  con  ocasión  de  la 
de;en.sa  de  la  nave. 

946.  Los  herederos  del  hombre  de  mar 
contratado  por  meses  que  muera  durante 
el  viaje  por  causa  estraña  a  la  defensa  de 
la  nave,  tienen  derecho  a  los  sueldos  de- 
vengados hasta  el  día  del  fallecimiento. 

Si  el  ajuste  fuere  por  viaje,  los  lierede- 
ros  solo  tendrán  acción  á  la  mitad  de  la 
cantidad  estipulada,  ocurriendo  la  muerte 
en  el  viaje  de  ida;  pero  si  acaeciere  en  el 
de  regi-eso,  podrán  demandar  el  pago  de 
la  totalidad  de  aquélla. 

Si  el  contrato  fuere  a  la  parte  o  al  flete 
i  el  hombre  de  mar  falleciere  después  de 
principiado  el  viaje,  se  abonará  integra- 
mente a  sus  herederos  toda  la  cuota  con- 
venida; mas  si  muriese  antes  de  comenzar- 
se el  viaje,  éstos  no  tendrán  derecho  algu- 
no a  la  retribución  estipulada. 

947.  Contratada  la  tripulación  para 
muchos  viajes  sucesivos,  podrá  exijir  el 
pago  de  los  salarios  o  retribuciones  estipu- 
ladas a  la  terminación  de  cada  viaje. 

948.  En  caso  de  apresamiento  o  nau- 
frajio  con  pérdida  absoluta  de  la  nave  i 
cargamento,  los  hombres  de  mar  no  tienen 
derecho  alguno  a  los  sueldos  o  retril)ucio- 
nes  convenidas;  pero  tampoco  podrán  ser 
obligados  a  devolver  las  anticipaciones  que 
hubieren  recibido. 

El  producto  de  las  reliquias  de  la  nave  i 
el  flete  de  las  mercaderías  salvadas  están 
afectos  privilejiadamente  al  pago  de  los  sa- 
larios de  la  tripulación  ajustada  por  meses 
o  por  una  cantidad  alzada. 

El  capitán  sera  comprendido  en  la  distri- 
bución por  la  parte  proporcional  que  co- 
rresponda a  sus  sueldos. 

949.  Si  los  ajustes  de  los  hombres  de 
mar  fueren  al  flete,  ésto^  solo  tendrán  de- 
recho, en  el  caso  previsto  en  el  artículo 
anterior,  a  exijir  el  pago  de  sus  salarios,  a 
prorrata  de  los  demás  copartícipes,  sobre 
el  flete  de  las  mercaderías  salvadas. 

Caso  de  haber  trabajado  en  el  salvamen- 
to de  los  despojos  de  la  nave,  se  les  abona- 
rá una  gratificación  proporcionada  a  sus 
esfuerzos  i  a  los  riesgos  que  hubieren  corri- 
do para  salvarlos. 

950.  La  exención  que  el  art.  902  otor- 
ga al  capitán  se  estiende  también  a  los 
hombres  de  mar. 

951.  La  nave  i  fletes  son  responsables 
privilejiadamente  de  los  salarios  e  indem- 
nizaciones debidas  a  los  hombres  de  mar 
ajustados  por  meses  o  por  viajes. 

952.  El  hombre  de  mar  puede  rescin- 
dir su  empeño: 

1.°     Por  la  variación  del  destino  de  la 
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nave  antes  de  principiarse  el  viaje  para  el 
cual  se  hubiere  contratado; 

2,.°  Por  la  declaración  de  guerra  entre 
la  República  i  la  nación  a^  cuyo  territorio 
estuviere  destinada  la  nave; 

3.*  Por  la  adfjuÍ8ÍL-ion  de  noticias  segu- 
ras de  la  existencia  de  una  epidemia  en  el 
puerto  de  descarga,  antes  de  comenzarse 
el  viaje  o  durante  una  arribada: 

4°  Por  la  muerte  o  despedida  del  capi- 
tán antes  de  la  salida  de  la  nave; 

5.*  Por  la  falta  de  convoi,  euando  se  hu- 
biere ajustado  para  navegar  bajo  la  escol- 
ta de  un  buque  de  guerra; 

6.°  Por  cualquiera  enfermedad  que  le 
inhabilite  para  prestar  el  servicio  a  que  s« 
hubiere  comprometido; 

7."  Por  el  mal  trato  o  falta  de  alimen- 
tos convenientes. 

La  rescisión  en  este  caso  podrá  ser  soli- 
citada durante  el  viaje  ante  el  juzgado  de 
comercio  en  los  puertos  de  la  República,  i 
en  los  estranjeros  ante  el  cónsul  chileno,  i 
en  su  defecto  ante  la  autoridad  local. 

953.  Se  prohibe  a  los  hombriis  de  mar, 
so  pena  de  perder  sus  salarios,  demandar 
al  capitán  durante  el  viaje,  salvo  los  casos 
previstos  en  el  articulo  precedente. 

954.  La  tripulación  no  puede  cargar 
mercaderías  por  su  cuenta  sin  consenti- 
miento del  naviero  o  del  que  hubiere  fleta- 
do la  nave  por  entero,  a  no  ser  que  la  cos- 
tumbre local  se  lo  permita. 

955.  Los  hombres  de  mar  están  obli- 
gados: 

1.°  A  cumplir  su  empeño,  bajo  respon- 
sabilidad de  daños  i  perjuicios  i  so  las  pe- 
nas que  establecen  las  leyes  y  reglamentos 
de  marina,  a  menos  que  les  sobrevenga 
justa  causa  para  no  hacerlo. 

En  consecuencia,  para  pasar  al  servicio 
de  otra  nave  sin  incurrir  en  las  responsa- 
bilidades indicadas,  deberán  obtener  per- 
miso por  escrito  del  naviero  o  capitán  con 
quien  se  hubieren  ajustado; 

2.°  A  embarcarse  en  el  momento  en 
que  el  capitán  los  requiere  i  a  equipar  i 
cargar  la  nave; 

3."  A  obedecer  sin  contradicción  alca- 
pitan  i  a  los  oñciales  en  su  caso  en  todo  lo 
concerniente  al  servicio  de  la  nave; 

4.*  A  permanecer  a  bordo  i  no  salir  de 
la  nave  sin  licencia  del  capitán  o  del  que 
liaga  sus  veces; 

5.*  A  defender  la  nave  atacada  por  ene- 
migos o  piratas  i  ausiliar  activamente  al 
capitán  en  todos  los  casos  en  que  aquélla 
peligre; 

6.*    A  prestar  las  declaraciones  que  les 


exija  el  capitán  para  justificar  sus   pro- 
testas; 

7.'  A  descargar  la  nave  concluido  el 
viaje  i  a  desarmarla  i  amarrarla  en  lugar 
seguro. 

956.  Las  obligaciones  recíprocas  del 
naviero  i  jente  de  mar  principian  desde  el 
momento  de  firmarse  sus  contratas,  i  con- 
cluyen por  el  desarme  de  la  nave. 

957.  Las  obligaciones  del  hombre  -de 
mar  se  estinguen: 

L"  Por  la  espiración  del  tiempo  del 
ajuste  o  la  consumación  del  viaje  para  el 
que  fuere  contratado; 

2."     Por  su  muerte; 

3.*     Por  su  despedida  del  servicio; 

4.°  Por  la  venta,  apresamiento  o  nau- 
frajio  de  la  nave; 

5.°  Por  la  variación  del  destino  de  la 
nave; 

6.*  Por  la  revocación  voluntaria  o  for- 
zada del  viaje. 

958.  Aconteciendo  la  revocación  del 
viaje  por  un  hecho  voluntario  del  naviero 
antes  que  la  nave  haya  zarpado  del  puerto, 
los  hombres  del  mar  ajustados  por  meses 
percibirán  por  vía  de  indemnización  una 
mesada  de  su  respectivo  salario  i  las  dietas 
que  ya  hubieren  devengado. 

Ajustada  la  tripulación  por  un  precio 
alzado,  la  mesada  i  dietas  se-án  determi- 
nadas dividiendo  el  precio  por  el  número 
de  días  que  aproximadamente  se  calcule 
deberla  durar  el  viaje.  Este  cálculo  se  hará 
por  peritos. 

Calculándose  que  la  duración  del  viaje 
proyectado  no  debería  pasar  de  nn  mes, 
la  indemnización  se  reducirá  al  salario  de 
quince  días. 

Las  anticipaciones  hechas  á  la  tripula- 
ción serán  deducidas  del  importe  de  la  in- 
demnización i  dietas. 

959.  Siempre  que  la  revocación  ocu- 
rra después  de  principiado  el  viaje,  los 
hombres  de  mar  contratados  por  meses 
percibirán  el  salario  devengado  i  ademas 
el  correspondiente  al  tiempo  que  necesiten 
para  llegar  al  puerto  del  destino  de  la  nave; 
i  los  contratados  por  viaje  devengaran  la 
cantidad  alzada  que  hubieren  estipulado. 

A  unos  i  otros  se  les  proporcionará  tras- 
porte para  el  puerto  de  salida  o  de  des- 
carga a  su  elección. 

960.  Las  disposiciones  de  los  dos  artí- 
culos precedentes  serán  aplicadas  aun  a 
los  casos  en  que  la  revocación  del  viaje 
provenga  de  un  hecho  voluntario  de  los 
cargadores,  salvo  el  derecho  del  naviero 
para  reclamar  de  éstos  la  indemnización 
correspondiente. 
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961.  Revocado  el  viaje  antes  de  la  sa- 
lida de  la  nave  por  justa  causa  indepen- 
diente del  naviero  o  cargadores,  los  hom- 
bres de  mar  no  tienen  derecho  a  indemni- 
zación alguna,  i  solo  podrán  reclamar  el 
pago  de  los  salarios  devengados  hasta  el 
dia  de  la  revocación. 

962.  Son  causas  justas  para  la  revoca- 
ción del  viaje: 

1.°  La  declaración  de  guerra  entre  la 
República  i  la  nación  a  que  pertenezca  el 
puerto  de  la  descarga,  i  la  interdicción  de 
comercio  con  esa  misma  nación; 

2.°  El  bloqueo  uel  puerto  a  que  fuere 
destinada  la  nave,  o  la  peste  reinante  en  el 
mismo; 

3."  La  prohibición  de  importar  al  puer- 
to a  que  se  dirije  la  nave  mercaderías  de 
la  misma  especie  que  las  cargadas  en  ella; 

á.°  El  embargo  de  la  nave  por  orden 
del  Presidente  de  la  República  o  la  deten- 
ción por  causa  ajena  a  la  voluntad  del  na- 
TÍero; 

5.°  Cualquiera  averia  de  la  nave  que  la 
inhabilite  para  navegar. 

963.  Ocurriendo  después  de  comenza- 
do el  viaje  alguno  de  los  casos  propuestos 
en  los  tres  primeros  números  del  articulo 
anterior,  los  hombres  de  mar  concertados 
por  meses  percibirán  en  el  puerto  de  la 
primera  arribada  los  salarios  que  les  co- 
rrespondan según  el  tiempo  que  hubieren 
servido,  i  los  ajustes  quedarán  rescindidos. 

Si  los  ajustes  fueren  hechos  por  una 
cantidad  alzada,  el  monto  del  salario  será 
fijado  en  la  forma  que  prescribe  el  art.  958, 
inciso  segundo. 

Pero  SI  la  nave  bubiere  de  continuar  na- 
vegando, el  capitán  i  la  tripulación  podrán 
exijirse  mutuamente  el  cumplimiento  de 
sus  ajustes. 

964.  En  el  caso  previsto  en  el  núme- 
ro 4.°  del  art.  962  se  abonará  a  la  tripula- 
ción contratada  por  meses  la  mitad  de  sus 
salarios  durante  el  embargo  o  la  deten- 
ción; pero  si  aquél  o  ésta  durare  mas  de 
noventa  días,  el  ajuste  quedará  rescindido 
sin  indemnización, 

El  contrato  celebrado  por  una  cantidad 
alzada  será  también  rescindido  pasados  los 
noventa  días. 

965.  La  tripulación  no  podrá  exijir 
mas  que  el  pago  de  los  salarios  devenga- 
dos en  el  caso  que  enuncia  el  núra.  5."  del 
artículo  precitado. 

Si  la  inhabilitación  de  la  nave  fuere  cau- 
sada por  dolo  o  culpa  del  capitán  o  piloto, 
la  tripulación  podrá  demandar  a  éstos  la 
indemnización  que  corresponda. 

966.  Variado  el  destino   de  la   nave 


antes  de  su  salida  i  no  conformándose  los 
hombres  de  mar  con  la  variación,  el  na- 
viero les  abonará  los  salario»  correspon- 
dientes a  los  dias  trascurridos  desde  la 
fecha  del  respectivo  ajuste  i  una  mesada 
por  via  de  indemnización. 

Si  aceptaren  la  variación,  i  la  distancia 
i  otras  circunstancias  dieren  mérito  a  un 
salario  o  retribución  mayor,  el  aumento 
será  lijado  por  peritos  toda  vez  que  las 
partes  no  lo  acordaren  amigablemente. 

La  regla  establecida  en  el  inciso  prime- 
ro se  aplicará  también  al  caso  en  que  la 
variación  provenga  de  un  hecho  de  los 
cargadores,  sin  perjuicio  de  las  indemni- 
xacioncs  que  correspondan  al  naviero. 

967.  La  prolongación  del  viaje  a  puer- 
tos mas  distantes  de  los  designados,  cau- 
sada |>or  un  hecho  voluntn-io  uel  naviero 
o  de  los  cargadores,  da  dt-recho  a  los  hom- 
bres de  mar  contratados  por  una  cantidad 
alzada  a  un  aumento  de  salario  proporcio- 
nado al  convenido  en  sus  respectivos  ajus- 
tes. 

El  acortamiento  del  viaje  no  priva  a  los 
hombres  de  mar  de  su  derecho  al  íntegro 
pago  de  los  salaries  estipulados. 

968.  Los  hombres  de  mar  ajustados  a 
la  parte  no  tienen  derecho  a  reclamar  die- 
tas ni  indemnización  por  la  revocación, 
variación,  retraso  o  prolongación  del  via- 
je provenientes  de  un  caso  fortuito  o  fuer- 
za mayor. 

Pero  si  tales  sucesos  fueren  ocasionados 
por  un  hecho  del  naviero  o  del  capitán,  la 
jente  de  mar  tendrá  derecho  a  una  indem- 
nización a  juicio  de  peritos. 

Si  ocurrieren  por  un  hecho  de  los  car- 
gadores, los  hombres  de  mar  ne  tendrán 
acción  sino  a  la  cuota  proporcional  que 
les  corresponda,  según  sus  ajustes,  en  la 
indemnización  que  aquéllos  dieren  al  na- 
viero. 

969.  Las  reglas  de  este  titulo  son  apli- 
cables a  los  contratos  del  capitán,  en  cuan- 
to no  se  opongan  a  las  establecidas  en  el 
párrafo  2  del  título  anterior. 

TITULO  IV 

Del  Uetamento,  del  CHuociiuiento  i   ele   los 
pastajeruM. 

§  L  —  Definiciones  i   reglas  reLaticas  al 
flelamento. 

970.  El  fletamento  es  un  contrato  de 
trasporte  por  el  cual  el  naviero,  personal- 
mente o  representado,  arrienda  a  otro  la 
nave  equipada  i  armada,  i  se  obliga  a  con- 
ducir en  ella  a  un  lugar  determinad©  mer- 
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caderias  o  personas  mediante  un  precio 
convenido. 

Este  precio  se  llama  flete. 

Llámase _/?<?¡ían¿;e  la  persona  que  da  en 
arrendamiento  la  nave  i  promete  el  tras- 
porte, \  fletador  el  que  carga  la  nave  i  pa- 
ga el  precio  estipulado. 

971.  La  nave  puede  ser  fletada  total  o 
parcialmente. 

972.  El  ííetamento  de  toda  la  nave  se 
celebra: 

Por  un  viaje  redondo,  cualquiera  que  sea 
su  duración,  estipulándose  por  flete  una 
cantidad  alzada; 

Por  tiempo  i  cantidad  determinada; 

Por  meses,  lijándose  por  flete  una  canti- 
dad por  cada  uno  de  los  meses  que  dure  el 
viaje. 

El  viaje  comprende  la  ida  i  la  vuelta  de 
la  nave,  a  no  ser  que  las  partes  acuerden 
otra  cosa. 

El  fletamento  total  de  la  nave  no  com- 
prende la  cámara  del  capitán  ni  el  espacio 
necesario  para  el  aposentamiento  de  la  tri- 
pulación i  custodia  de  los  aparejos  i  vi- 
tufillas. 

973.  El  fletamento  parcial  se  celebra: 
Por  una  parte  determinada  de  la  nave; 
Por  una  cierta  cantidad  de  mercaderías 

consideradas  a  bulto,  i  por  un  precio  alzado; 
Por  peso  o  a  tanto  e!  quintal; 
Por  cabida  o  a  tanto  la  tonelada; 
A  cargi  jeneral. 

974.  El  fletamento  es  a  carga  Jeneral 
cuando  el  fletante  se  obliga  a  trasportar  las 
mercaderías  del  fletador  en  caso  que  den- 
tro de  un  determinado  plazo  complete  la 
carga  de  la  nave  mediante  el  ajuste  de 
otros  fletamentos. 

El  fletamento  a  carga  jeneral  lleva  im- 
plícita una  condición  resolutoria,  que  se 
considera  cumplida  cuando  el  fletante  no 
complete  en  el  término  estipulado  las  tres 
cuartas  partes  de  la  carga  que  pueda  por- 
tear la  nave. 

975.  Los  fletamentos  de  naves  estran- 
jeras  celebrados  en  los  puertos  de  la  Re- 
pública están  sujetos  a  las  disposiciones  de 
este  Código,  aunque  el  capitán  sea  también 
estranjero. 

Ajustados  fuera  de  la  República,  se  su- 
jetarán a  las  mismas  disposiciones  en  todo 
lo  concerniente  a  la  descarga  o  a  cualquie- 
ra otro  acto  que  deba  ser  realizado  en  el 
territorio  chileno. 

§  2. — De  la  capacidad  para  jleiar  la  nace 
i  de  la  póliza  de  Jletaincnto. 

976.  Solo  el  naviero  puede  celebrar  el 
contrato  de  fletamento. 


977.  El  capitán  podrá  asumir  el  carác~ 
ter  de  fletante  en  el  caso  previsto  ea  el  nú~ 
mero  6.°  del  artículo  898;  pero  si  fletare  la 
nave  en  el  lugar  de  la  residencia  del  na- 
viero o  de  su  consignatario,  el  fletamento 
será  válido,  siempre  que  el  fletador  haya 
procedido  de  buena  le. 

El  fletamento  ajustado  en  ausencia  d«I 
naviero  o  de  su  consignatario  será  válido 
aunque  el  capitán  haya  contravenido  sus 
instrucciones. 

En  uno  i  otro  caso  el  capitán  será  res»- 
ponsaole  de  los  daños  i  perjuicios  que  su- 
fra el  naviero. 

978.  Puede  ser  fletador  cualquiera  per- 
sona que  tenga  capacidad  para  obligarse. 

979.  El  fletamento  debe  ser  redactado 
por  escrito,  antes  o  después  de  recibida  la 
carga,  i  no  podrá  ser  jjrobado  por  testigos 
cuando  el  flete  exceda  de  doscientos  pe- 
sos. 

La  escritura  en  que  se  consignan  las 
condiciones  del  contrato  se  llama  póliza 
de  fletamento  i  puede  ser  pública,  oficial  o 
privada. 

Si  la  escritura  fuere  oficial  o  privada,  se 
estenderán  tantos  ejemplares  cuantos  fue- 
ren los  contratantes;  i  si  alguno  de  éstos 
no  supiere  firmar,  lo  hará  á  su  ruego  otra 
persona. 

980.  Las  pólizas  de  fletamento  esten- 
didas con  intervención  de  corredor  maríti- 
mo hacen  fe  en  juicio,  certificando  éste  la 
autenticidad  de  las  firmas  i  que  fueron 
puestas  a  su  presencia  por  las  mismas  par- 
tes o  por  otra  persona  a  su  ruego. 

Discordando  las  pólizas  presentadas  por 
los  contratantes,  se  dará  fe  a  la  que  apa- 
rezca conforme  con  la  que  el  corredor  ten- 
ga en  su  rejistro. 

981.  Hacen  también  fe  las  pólizas  pri- 
vadas, toda  vez  que  las  partes  reconozcan 
sus  firmas. 

Si  las  negaren,  la  existencia  i  condicio- 
nes del  fletamento  podrán  ser  justificadas 
por  los  medios  que  establece  este  Código. 

982.  La  escritura  de  fletamento  debe 
es  presar: 

\P  El  nombre,  apellido  i  domicilio  del 
naviero,  consignatario  o  capitán,  si  alguno 
de  éstos  fuere  el  que  celebra  el  fletamento; 

2."'  El  nombre,  apellido  i  domicilio  del 
fletador,  i  obrando  éste  por  comisión,  el  de 
la  persona  por  cuya  cuenta  se  ajuste  el  fle- 
tamento; 

3.°  La  clase,  nombre,  porte,  pabellón  i 
puerto  de  matrícula  de  la  nave; 

4."     El  puerto  de  carga  i  descarga; 

5.°  La  cabida,  el  número  de  toneladas, 
o  la  cantidad  de  peso  o  medida  que  las 
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partes  se  obliguen  respectivamente  a  car- 
gar i  portear; 

6."  El  flete  i  lugar  donde  deba  hacerse 
el  pago,  i  si  está  ajustado  por  una  canti- 
dad alzada  por  el  viaje,  por  un  tanto  al 
mes  o  por  las  cavidades  que  se  hubieren  de 
ocupar ,  o  por  el  peso  o  la  medida  de  las  mer- 
caderías  en  que  consista   el  cargamento; 

7."     Si  el  flétame nto  es  total  o  parcial; 

8."  El  número  de  dias  convenidos  para 
la  carga  i  descarga; 

9.°  Las  estadías  i  sobrestadías  acorda- 
das para  el  caso  que  la  carga  o  la  descarga 
no  concluya  dentro  de  los  dias  señalados 
al  efecto,  i  la  indemnización  que  deba  pa- 
garse por  cada  una  de  ellas; 

10.  El  tanto  que  se  haya  de  dar  al  ca- 
pitán por  capa; 

1 1 .  Todos  los  demás  pactos  en  que  con- 
vinieren las  partes. 

983.  Declarándose  en  la  póliza  mayor 
porte  del  que  efectivamente  tenga  la  nave, 
el  fletador  podrá  rescindir  el  fletamento  o 
exigir  reducción  del  flete. 

En  uno  u  otro  caso  el  fletante  deberá 
indemnizar  al  fletador  los  perjuicios  que 
sufra,  salvo  que  la  diferencia  entre  el  porte 
declarado  i  la  verdadera  cabida  de  la  nave 
no  exceda  de  una  cuadrajésima  parte,  o 
*que  la  designación  aparezca  conforme  con 
el  certiflcado  de  matrícula. 

Excediendo  la  diferencia  de  una  cuadra- 
jésima parte,  ésta  será  tomada  en  cuenta 
para  determinar  el  importe  de  la  indemni- 
zación debida  al  fletador. 

984.  Si  el  porte  declarado  fuere  me- 
nor que  la  cabida  efectiva  de  la  nave  fleta- 
da por  entero  en  una  cantidad  alzada,  el 
fletador  no  estará  obligado  a  suministrar 
carga  sino  hasta  concurrencia  del  porte 
declarado,  ni  el  fletante  podrá  exijir  au- 
mento alguno  de  flete. 

Pero  si  el  flete  fuere  ajustado  en  un  tan- 
to por  tonelada,  el  fletador  deberá  abonar 
el  precio  correspondiente  a  todas  las  tone- 
ladas que  ocupe. 

985.  Aunque  en  la  póli/a  de  un  fleta- 
mento a  carga  jeneral  se  haya  designado 
con  exactitud  el  porte  de  la  nave,  el  fletan- 
te, si  se  hubiere  comprometido  a  recibir 
mayor  cantidad  de  mercaderías  de  la  que 
aquella  pueda  conducir,  deberá  indemni- 
zar a  los  fletadores  que  no  carguen  por 
falta  de  espacio. 

986.  Ocultándo.-^e  en  la  póliza  el  verda- 
dero pabellón  de  la  nave,  el  fletador  podrá 
rescindir  el  fletamento,  i  el  fletante  deberá 
indemnizarle  de  la  contíscacion,  aumento 
de  derechos  i  de  cualquier  otro  perjuicio 
que  le  sobrevenga  por  la  ocultación. 


987.  No  designándose  en  la  póliza  el 
plazo  para  la  carga  i  la  descarga,  cada  una 
de  estas  operaciones  se  hará  en  los  puertos 
de  la  República  dentro  del  término  de 
quince  dias  útiles  i  consecutivos,  desde  que 
el  capitán  haya  prevenido  al  fletador  o  a  su 
consignatario  que  está  dispuesto  a  cargar 
o  a  descargar. 

En  el  mismo  caso  la  carga  de  las  naves 
del  cabotaje  menor  .se  hará  en  tres  dias 
útiles  i  consecutivos,  que  se  contarán  des- 
de la  fecha  del  contrato,  i  la  descarga  den- 
tro del  mismo  plazo  contado  desde  el  arri- 
bo de  la  nave. 

En  los  puertos  extranjeros  se  hará  la 
carga  i  la  descarga,  en  defecto  de  conve- 
nio, en»el  término  que  designen  los  usos 
locales. 

988.  Omitida  en  la  póliza  la  designa- 
ción de  las  estadías  o  sobrestadías,  la  du- 
ración de  unas  i  otras  se  arreglará  á  los 
usos  locales. 

§  3.  Z)e  los  derechos  i  obligaciones  del/le- 
tante. 

989.  El  fletante  está  principalmente 
obligado,  bajo  responsabilidad  de  daños  i 
perjuicios,  a  poner  la  nave  pertrechada  i 
aprovisionada  a  disposición  del  fletador,  a 
mantenerle  en  el  libre  goce  de  ella  en  el 
modo  i  durante  el  tiempo  convenido,  i  a 
firmarle  conocimientos  de  la  carga. 

990.  Salvo  los  casos  previstos  en  los 
artículos  998  i  1019,  el  fletante  no  podrá 
verificar  el  transporte  en  otra  nave  que  la 
designada  en  la  póliza  de  fletamento. 

991.  El  fletante  es  responsable  a  los 
fletadores  de  daños  i  perjuicios,  si  por  su 
culpa  sufre  retardo  la  nave  en  su  salida, 
durante  el  viaje  o  en  el  puerto  de  des- 
carga. 

Hai  retardo  en  la  salida  cuando  la  nave 
no  emprende  el  viaje  en  la  época  i  plazos 
que  determinan  los  artículos  996,  997  i  998. 

Sin  embargo,  el  fletador  no  podrá  recla- 
mar los  perjuicios  que  le  sobrevengan  por 
retraso  voluntario  de  la  salida  de  la  nave, 
si  no  hubiere  requerido  al  fletante  por  me- 
dio de  una  protesta  conminatoria  para  que 
emprenda  el  viaje. 

992 .  Aunque  el  fletador  por  entero  no 
ponga  a  bordo  toda  la  carga  correspon- 
diente a  la  cabida  de  la  nave,  el  fletante 
no  podrá  embarcar  sin  consentimiento  de 
aquél  otras  mercaderías  para  comple- 
tarla. 

Si  lo  consintiere,  el  flete  de  las  merca- 
derías complementarias,  sea  cual  fuere, 
pertenecerá  esclusivamente  al  fletador. 
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993.  Si  el  cargador  prohibiere  al  fle- 
tante completar  la  carga,  éste  podrá  obli- 

tarle  a  embarcar  una  cantidad  de  merca- 
erias  suficiente  para  responder  del   flete. 

994.  Autorizado  para  completar  la 
carga,  el  fletante  no  podrá  contratar  mer- 
caderías por  un  flete  mas  bajo  que  el  se- 
ñalado por  el  fletador;  i  si  lo  hiciere,  res- 
ponderá a  éste  de  la  diferencia. 

995.  Antes  de  hacerse  a  la  vela,  el  fle- 
tante podrá  desembarcar  las  mercaderías 
introducidas  a  la  nave  sin  su  consenti- 
miento o  trasportarlas  por  el  flete  mas 
alto  que  haya  obtenido  en  aquel  viaje. 

El  desembarque  se  hará  a  costa  del  pro- 
pietario i  dándosele  previo  aviso. 

Si  durante  el  viaje  el  fletante  conociere 
la  introducción  clandestina  de  tales  mer- 
caderías, será  obligado  a  conservarlas  en 
la  nave;  pero  entonces,  fuera  de  exijir  por 
días  el  mas  alto  flete,  podrá  depositarlas 
en  manos  de  una  persona  abonada  en  el 
primer  puerto  de  arribada,  dando  opor- 
tuno aviso  al  propietario. 

Aunque  las  mercaderías  clandestinamen- 
te introducidas  no  sobrecarguen  la  nave, 
el  fletante  deberá  verificar  el  depósito, 
siempre  que  el  fletamento  sea  por  entero  i 
que  el  trasporte  de  ellas  pueda  perjudicar 
los  intereses  del  fletador. 

996.  Fletada  la  nave  por  entero,  el  fle- 
tante deberá  hacerse  a  la  vela  en  la  época 
que  determina  el  art.  894. 

Aun  en  el  caso  de  no  estar  completa  la 
carga,  el  fletante  deberá  emprender  el  via- 
je a  requerimiento  del  fletador,  siempre 
que  éste  huya  embarcado  una  cantidad  de 
mercaderías  suficientes  para  asegurar  el 
flete. 

997.  En  los  fletamentos  parciales  el 
fletante  está  obligado  a  emprender  el  via- 
je ocho  días  después  de  que  tenga  a  bordo 
las  tres  cuartas  partes  de  la  carga  corres- 
pondiente a  la  cabida  de  la  nave. 

998.  Toda  vez  que  después  de  embar- 
cada parte  de  la  carga  el  fletante  no  com- 
plete las  tres  cuartas  partes  de  la  que  co- 
rresponda a  la  cabida  de  la  nave,  podrá 
subrogar  otra  que  haya  sido  visitada  i  de- 
clarada apta  para  el  viaje,  siendo  de  su 
cuenta  los  gastos  del  trasbordo  i  el  aumen- 
to del  flete,  si  lo  hubiere. 

No  haciendo  la  subrogación,  el  fletante 
emprenderá  el  viaje  con  la  carga  que  ten- 
ga a  bordo  dentro  de  treinta  dias  contados 
desde  el  en  que  hubiere  comenzado  á  car- 
gar. 

El  fletante  no  podrá  hacer  la  subroga- 
ción sin  el  consentimiento  de  todos  los 
cargadores  en   el  caso  de  un  fletamento 


por  entero,  ni  en  el  de  un  fletamento  par- 
cial, si  hubiere  reunido  las  dos  terceras 
partes  de  la  carga  correspondiente  al  por- 
te de  la  nave. 

999.  Recibida  una  parte  de  las  mer- 
caderías contratadas  a  carga  jeneral,  el 
fletante  no  podrá  negarse  a  embarcar  las 
demás  que  se  le  ofrezcan  a  precio  i  condi- 
ciones iguales  a  los  concertados  por  las  ya 
recibidas,  a  no  ser  que  encuentre  otras 
mercaderías  que  le  ofrezcan  mayores  ven- 
tajas. 

Negándose  a  aceptar  el  ofrecimiento  i  a 
continuar  la  carga,  el  fletante  no  podrá 
hacer  la  subrogación  que  le  permite  el  ar- 
ticulo anterior,  aunque  no  haya  completa- 
do las  tres  cuartas  partes,  i  será  obligado  a 
darse  a  la  vela  con  la  que  tenga  en  la  nave. 

1000.  Vencido  el  plazo  acordado  para 
cargar  o  descargar  la  nave  i  el  de  las  esta- 
días o  sobrestadías  sin  que  el  fletador  haya 
realizado  la  carga  o  la  descarga,  el  fletan- 
te podrá  reclamar  la  indemnización  esti- 
pulada por  la  demora,  i  en  su  defecto  la 
que  se  regule  por  peritos. 

Si  la  demora  resultare  de  que  el  fletador 
no  puso  la  carga  al  costado  de  la  nave,  el 
fletante  podrá  ademas  rescindir  el  fleta- 
mento, exijiendo  la  mitad  del  flete  conve- 
nido. 

Si  la  demora  consistiere  en  no  recibirse 
la  carga,  el  fletante  procederá  en  los  tér- 
minos que  prescribe  el  núm.  5  °  del  ar- 
tículo 9u6. 

1001.  Cuando  el  fletador  hubiere  em- 
barcado solo  una  parte  de  la  carga  duran- 
te el  plazo  estipulado  i  las  estadías  i  so- 
brestadías, el  fletante  tendrá  los  mismos 
derechos  que  se  le  conceden  en  los  dos 
primeros  incisos  del  artículo  precedente. 

1002.  El  fletante,  que  contratado  pa- 
ra tomar  carga  en  otro  puerto  que  el  del 
fletamento,  no  la  recibiere  del  consigna- 
tario dentro  del  tiempo  designado,  deberá 
dar  aviso  al  fletador  i  esperar  sus  instruc- 
ciones; i  entre  tanto  correrán  las  estadías 
o  sobrestadías  que  establezca  el  contrato  o 
el  uso  local. 

No  recibiendo  instrucciones  en  un  tér- 
mino prudencial,  el  fletante  dilijenciará  un 
nuevo  fletamento;  i  no  obteniéndolo,  u  ob- 
teniendo uno  parcial,  después  de  vencido 
el  término  do  las  estadías  i  sobrestadías, 
formalizará  su  protesta  i  regresará  al  puer- 
to de  salida. 

El  fletador  pagará  en  el  primer  ca^o  el 
flete  estipulado,  i  en  el  segundo  la  diferen- 
cia entre  aquél  y  el  que  hubiere  devenga- 
do la  nave. 

1003.  Luego  que    la  nave    llegue    al 
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puerto  de  su  destino,  el  capitán  hará  en- 
trega de  la  carga  en  los  términos  que  pre- 
vienen los  números  3°,  4.°,  5.°  i  6.°  del  ar- 
ttculo  9U6. 

1004.  Si  en  el  caso  previsto  en  el  nú- 
mero 3."  del  artículo  precitado  el  ñetante 
descargare  las  mercaderías  sin  contarlas, 
pesarlas  o  medirlas,  el  fletador  ó  su  con- 
signatario podrá  establecer  la  identidad,  el 
número,  peso,  y  medida  de  ellas,  aun  por 
declaración  de  las  personas  que  le  hubie- 
ren servido  en  la  descarga. 

1005.  Si  los  bultos  de  mercaderias 
ofrecieren  señales  esterioi-ea  de  faltas  o 
averias,  el  capitán,  consignatario  o  cual- 
quiera otro  interesado  podrá  solicitar  un 
reconocimiento  judicial  i  el  justiprecio  de 
las  faltas  o  averias  antes  de  verificar  la 
descarga. 

Esta  dilijencia  no  obstará  a  los  medios 
de  defensa  del  capitán,  aun  cuando  sea  so- 
licitada por  él. 

1006.  Si  las  mercaderías  fueren  en- 
tregadas sin  previo  examen  o  bajo  de  pro- 
testa, de  un  recibo  o  de  un  conocimiento 
cancelado  que  indique  la  falta  o  averia,  el 
consignatario  ■•  podrá  pedir  su  reconoci- 
miento judicial  dentro  de  cuarenta  i  ocho 
horas,  contadas  desde  la  entrega  total  o 
parcial. 

Vencido  el  plazo  indicado,  no  se  admiti- 
rá ninguna  reclamación  por  faltas  de  ave- 
rias. 

1007.  No  habiendo  en  los  bultos  seña- 
les esteriores  de  faltas  o  averias,  el  reco- 
nocimiento judicial  podrá  hacerse  válida- 
mente, aun  hallándose  las  mercaderias  en 
poder  del  consignatario,  con  tal  que  se  ve- 
rifique dentro  de  setenta  i  dos  horas,  con- 
tadas desde  la  entrega,  i  previa  justifica- 
ción de  su  identidad. 

§  4.     De  los  derechos  i  obligaciones 
del  fletador 

1008.  El  fletador  de  la  nave  puede 
subfletarla  total  o  parcialmente  sin  con- 
sentimiento del  fletante,  pero  a  cargo  de 
quedar  siempre  responsable  a  éste  del 
cumplimiento  del  contrato. 

Aunque  el  fletaraento  sea  hecho  por  una 
cantidad  tija,  corresponderá  al  subfletan- 
te  cualquiera  ventaja  que  obtenga  en  el 
subñetamento 

1009.  La  venta  de  la  nave  fletada  no 
estingue  el  derecho  adquirido  por  el  fleta- 
dor; i  el  nuevo  propietario  estará  obliga- 
do a  respetar  i  cumplir  el  fletamento  cele- 
brado por  su  autor,  saívo  su  derecho  para 
reclamar  de  éste  la  indemnización  de  los 
daños  i  perjuicios  que  se  le  siguieren. 


1010.  Las  principales  obligaciones  del 
fletador  consisten  en  cargar  i  descargarla 
nave  en  el  tiempo  convenido  i  pagar  el  fle- 
te estipulado. 

1011 .  La  carga  i  descarga  de  la  nare 
se  hará  en  el  plazo  principal  que  designe  la 
póliza,  o  en  el  suplementario  de  las  estadías 
o  sobrestadías  si  las  hubiere. 

1012.  No  limitándose  el  fletamento  a 
un  número  fijo  de  toneladas,  el  fletador  po- 
drá cargar  toda  la  nave,  estando  vacia,  o  la 
parte  que  estuviere  libre  al  tiempo  del  con- 
trato 

1013.  Siendo  insuficiente  el  porte  de 
la  nave  parcialmente  fletada  para  recibir 
toda  la  carga  contratada,  los  fletadores  se- 
rán preferidos  según  la  prioridad  de  sus 
contratos;  i  si  éstos  fueren  de  una  misma 
fecha,  cargarán  a  prorrata  de  las  cantida- 
des de  peso  o  cabida  que  cada  uno  hubie- 
re contratado. 

En  ambos  casos  el  fletante  indemnizará 
a  los  fletadores  los  perjuicios  que  les  cau- 
se la  falta  de  cumplimiento  o  el  cumpli- 
miento imperfecto  de  sus  respectivos  con- 
tratos. 

El  fletador  que  hubiere  cargado  primero 
la  nave  quedará  en  posesión  de  la  parte 
que  tuviere  ocupada,  sea  cual  fuere  la  fe- 
cha de  su  fletamento. 

1014.  El  fletador  que  no  embarque  la 
totalidad  de  la  carga  contratada  pagará  el 
flete  de  la  parte  que  deje  de  cargar. 

1015.  Si  el  fletador  cargare  mayor 
cantidad  de.'mercaderias  que  la  convenida, 
pagará  por  el  exceso  el  mismo  flete  que 
hubiere  estipulado  en  la  póliza  de  fleta- 
mento. 

1016  El  fletador  no  puede  cargar  mer- 
caderías de  ilícito  comercio  ni  otras  que 
las  designadas  ó  manifestadas  al  fletante; 
i  si  las  cargare,  serán  de  su  cuenta  todos 
los  daños  i  perjuicios  que  sobrevengan  á  la 
nave  i  a  los  cofletadores. 

Cargando  mercaderías  prohibidas  con 
conocimiento  del  fletante,  ambos  respon- 
derán deflnitiva  i  solidariamente  de  todos 
los  perjuicios  que  súfranla  nave  i  los  de- 
mas  cargadores,  aunque  entre  sí  hubieren 
pactado  lo  contrarío. 

1017.  Si  por  hecho  del  cargador  o  de 
su  consignatario  la  nave  fletada  para  un 
viaje  de  ida  í  vuelta  regresare  sin  carga, 
se  deberá  al  fletante  todo  el  flete  estipula- 
do i  una  indemnización  por  la  demora. 

1018.  Cuando  el  capitán  se  viere  pre- 
cisado a  arribar  para  hacer  reparaciones 
urjentes  en  el  casco,  aparejos  o  pertrechos 
de  la  nav«,  los  fletadores  deberán  esperar 
treinta  días  sin  indemnización,   a  menos 
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que  prefieran  descargar  sus  mercaderías. 

Si  las  descargaren  dentro  del  plazo  in- 
dicado, pagarán  integramente  el  flete  con- 
venido; pero  si  lo  hicieren  después  de  ven- 
cido, solo  alionarán  el  que  'Corresponda  en 
proporción  del  camino  andado. 

Estando  fletada  la  nave  por  meses,  el  fle- 
tador no  deberá  flete  alguno  durante  el 
tiempo  déla  reparación,  ni  un  aumento  de 
flete  si  estuviere  ajustada  por  viaje. 

1019.  Si  la  nave  no  pudiere  ser  útil- 
mente reparada,  el  capitán  deberá  fletar 
otra  por  su  cuenta  i  verificar  en  ella  el 
trasporte  sin  derecho  a  un  aumento  de 
flete. 

En  este  caso  será  de  su  obligación  acom- 
>pañar  la  carga  hasta  entregarla  en  el  lu- 
gar de  su  destino. 

No  encontrándose  otra  nave  en  los  puer- 
tos que  estén  a  ciento  treinta  quilómetros 
de  distancia,  el  capitán  depositará  la  carga 
por  cuenta  de  los  fletadores,  dándoles  el 
aviso  correspondiente  i  exijirá  el  flete,  sin 
otra  indemnización,  en  proporción  a  la  dis- 
tancia que  la  hubiere  porteado. 

1020.  Siempre  que  por  malicia  o  ne- 
glijencia  del  capitán  no  se  proporcionare 
nave  que  trasporte  el  cargamento,  los  fle- 
tadores podrán  buscarla  i  fletarla  por  cuen- 
ta i  bajo  la  responsabilidad  del  fletante, 
después  de  haber  hecho  al  capitán  dos  in- 
terpelaciones judiciales  dentro  de  los  últi- 
mos quince  dias  del  plazo  que  señala  el  ar- 
tículo 1018. 

El  fletamento  celebrado  por  los  cargado- 
res se  llevará  a  efecto  a  pesar  de  la  oposi- 
ción del  capitán. 

1021.  Justificando  los  cargadores  que 
la  nave  no  se  hallaba  en  estado  de  navegar 
cuando  recibió  la  carga,  no  estarán  obli- 
gados a  pagar  flete  alguno,  i  podrán  recla- 
mar del  fletante  los  daños  i  perjuicios  que 
hubieren  sufrido. 

La  prueba  es  admisible  no  obstante  el 
acta  de  visita  de  que  trata  el  núm.  3."  del 
articulo  899. 

1022;  Antes  o  después  de  haber  em- 
barcado toda  la  carga  o  parte  de  ella,  el  fle- 
tador podrá  desistir  del  fletamento,  sea  to- 
tal o  parcial,  pagando  la  mitad  del  flete 
convenido. 

En  el  segundo  caso  pagará  también  los 
gastos  de  descarga  i  los  perjuicios  que  cau- 
se esta  operación. 

Las  reglas  precedentes  son  aplicables  al 
desistimiento  del  fletamento  por  viaje  re- 
dondo. 

Si  el  fletamento  fuere  ajustado  por  me- 
ses, el  falso  flete  que  debe  pagar  el  fletador 
será  el  correspondiente  a  la  mitad  de  la  du- 


ración probable  del  viaje,  calculada  por  pe 
ritos. 

1023.  El  fletador  que  voluntariamente 
i  fuera  de  los  casos  de  fuerza  insuperable 
descargare  sus  mercaderías  antes  de  lle- 
gar al  puerto  del  destino  de  la  nave,  paga- 
rá íntegramente  el  flete  convenido  i  los 
gastos  de  la  arribada  hecha  con  tal  objeto. 

1024.  En  los  fletamentos  por  meses  o 
dias  el  flete  corre  desde  el  dia  que  comien- 
za la  carga  hasta  el  en  que  concluye  la  des- 
carga en  el  puerto  de  la  consignación. 

Para  el  efecto  de  fijar  el  importe  de  los 
fletes,  el  mes  principiado  se  tendrá  por  con- 
cluido. 

1025.  Fletada  la  nave  por  un  tiempo 
determinado,  el  flete  corre  desde  el  dia  del 
contrato. 

1026.  En  el  fletamento  por  peso  el  flete 
se  calculará  sobre  el  peso  en  bruto;  i  en 
defecto  de  un  convenio  especial,  se  enten- 
derá que  las  partes  se  han  referido  a  la  uni- 
dad de  peso  usada  en  el  lugar  de  la  carga. 

1027.  Se  deben  fletes: 

1.°  Por  las  mercaderías  que  el  capitán 
vende  durante  el  viaje  para  subvenir  á  las 
necesidades  urjentes  de  la  nave; 

2."  Por  las  mercaderías  deterioradas  o 
disminuidas  por  caso  fortuito,  vicio  propio 
de  las  mismas,  mala  calidad  o  condición  de 
los  envases; 

3.°  Por  las  que  fueren  deliberadamente 
arrojadas  a  la  mar  para  salvar  la  nave  i  el 
cargamento; 

4.°  Por  el  aumento  de  peso  o  volumen 
de  las  mercaderías  cargadas. 

1028.  No  se  debe  flete  por  las  merea- 
derias  perdidas  en  naufrajio  o  varamiento, 
robadas  por  piratas  o  violentamente  toma- 
das por  enemigos. 

En  todos  estos  casos  el  fletador  tiene  de- 
recho para  exijir  la  restitución  de  la  parte 
del  flete  que  hubiere  anticipado. 

1029.  Salvadas  o  rescatadas  las  merca- 
derías, el  fletador  pagará  el  flete  que  hu- 
bieren devengado  hasta  el  lugar  del  nau- 
frajio o  apresamiento. 

Si  reparada  la  nave  fueren  conducidas 
en  ella  hasta  el  puerto  de  su  destino  las 
mercaderías  salvadas,  el  fletador  abonará 
el  flete  íntegro,  sin  perjuicio  de  lo  que  se 
resue'va  sobre  la  averia. 

1030.  Tampoco  se  debe  flete  alguno 
por  las  mercaderías  que  fueren  salvadas  en 
la  mar  o  en  la  costa  sin  la  cooperación  del 
capitán  o  tripulación. 

1031.  El  flete  es  debido  i  exijible  desde 
el  momento  en  que  se  ponen  a  disposición 
del  consignatario  las  mercaderías  portea- 
das. 
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1032.  El  fletante  no  está  obligado  a  re- 
cibir en  pago  del  flete  mercaderías,  sanas 
o  averiadas;  pero  los  cargadores  podrán 
abandonarle  por  el  flete  los  líquidos  cuyas 
vasijas  hubieren  perdido  mas  de  la  mitad 
de  su  contenido. 

1033.  El  fletante  no  soporta  diminu- 
,cion  alguna  en  los  fletes  devengados  con 

arreglo  a  la  póliza,  fuera  de  los  casos  es- 
presados por  la  lei. 

1034.  El  capitán  no  puede  retener  a 
bordo  la  carga  para  asegurar  el  pago  del 
flete;  pero  podrá  solicitar  el  depósito  de 
ella  hasta  que  se  le  abone. 

1035.  La  capa  será  pagada  al  capitán 
en  la  misma  proporción  que  los  fletes  i  con 
las  modificaciones  a  que  éstos  se  hallen 
sujetos,  según  los  casos. 

1036.  El  cargamento  está  afecto  privi- 
lejiadamente  al  pago  de  los  fletes,  capa  e 
indemnizaciones  que  deban  los  cargadores 
en  razón  del  fletamento. 

El  privilejio  dura  treinta  dias  contades 
desde  la  conclusión  de  la  descarga;  i  el 
fletante  podrá  solicitar  dentro  de  ellos  la 
venta  judicial  de  las  mercaderías  que  bas- 
ten para  cubrir  los  créditos  enunciados, 
aun  cuando  el  consignatario  se  haya  cons- 
tituido en  quiebra. 

Las  mercaderías  que  pendiente  aquel 
plazo  pasaren  a  tercera  mano  por  un  titu- 
lo legal,  quedan  libres  de  toda  responsabi- 
lidad por  ei  mero  trascurso  de  los  ocho 
dias  siguientes  a  la  entrega  de  ellas. 

Vencidos  los  treinta  días,  los  créditos 
del  fletante  se  considerarán  como  créditos 
comunes. 

5?  5.  De  la  rescisión  del  fletamento. 

1037.  Fuera  de  los  casos  de  rescisión 
anteriormente  previstos,  el  fletamento.  sea 
total  o  parcial,  se  rescinde  sin  indemniza- 
ción, antes  de  principiarse  el  viaje,  por  las 
siguientes  causas: 

1.*  La  prohibición  de  esportar  del  lugar 
de  la  carga  o  de  importar  al  de  la  descar- 
go el  todo  o  parte  de  las  mercaderías  com- 
prendid  is  en  una  misma  póliza,  a  no  ser 
que  el  fletador  quiera  cargar  otras  merca- 
derías permitidas; 

2."  La  interdicción  de  comercio,  decla- 
ración de  guerra  entre  la  República  i  la 
nación  a  que  estuviere  destinada  la  nave,  i 
el  bloqueo  del  puerto  de  la  descarga; 

.3.*  Cualquier  otro  caso  fortuito  o  de 
fuerza  mayor  que  impida  el  viaje. 

Si  el  caso  fortuito  fuere  imputable  a  cul- 
pa de  alguna  de  las  partes,  habrá  lugar  a 
la  rescisión  con  indemnización  de  daños  i 
perjuicios. 
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1038.  Si  por  alguna  de  las  causas  es- 
presadas se  rescindiere  el  fletamento  des- 
pués de  hallarse  cargada  la  nave,  el  fleta- 
dor soportará  todos  los  costos  de  la  descar- 
ga, i  el  fletante  los  salarios  i  gastos  de  la 
tripulación,  sin  perjuicio  del  derecho  que 
éste  hubiere  adquirido  al  pago  de  estadías, 
sobrestadías  i  avería  coman  por  daño  ocu- 
rrido antes  de  la  rescisión. 

1039.  Suspendida  temporalmente lasa- 
lida  de  la  nave  por  cerramiento  del  puerto, 
por  embargo  emanado  de  orden  superior  o 
por  aualquier  otro  acontecimiento  de  fuer- 
za mayor,  subsistirá  el  fletamento  sin  de- 
recho a  indemnización,  i  ios  gastos  de  ma- 
nutención i  salario  de  la  tripulación  serán 
pagados  como  avería  común. 

En  el  caso  propuesto  el  fletador  podrá 
descargar  i  volver  a  cargar  sus  mercade- 
rías; i  si  después  de  haber  cesado  la  causa 
que  suspendió  la  salida  de  la  nave  no  re- 
cargare dentro  del  plazo  acordado  al  efec- 
to, será  obligado  a  pagar  estadías. 

1040.  Sobreviniendo  durante  elviajejal- 
gunos  de  los  sucesos  espresados  en  los  nú- 
meros l.°  i  2.°  del  artículo  1037,  el  capitán 
seguirá  las  instrucciones  que  para  tales  ca- 
sos hubiere  recibido  del  fletador;  i  si  obran- 
do en  conformidad  con  ellas  arribare  al 
puerto  que  se  le  hubiere  designado  o  regre- 
sare al  de  partida,  cobrará  solo  el  flete  de 
ida,  aun  cuando  la  nave  estuviere  fletada 
por  viaje  redondo. 

1041.  Careciendo  de  instrucciones  en 
los  casos  referidos,  el  capitán  procederá  en 
la  forma  que  determina  el  núm.  15  del  ar- 
tículo 905  e  inmediaraente  dará  cuenta  al 
fletador. 

No  recibiendo  instrucciones  dentro  de 
un  plazo  razonable  a  juicio  del  juzgado  de 
comercio  o  de  la  justicia  ordir.aria  del 
puerto  de  arribada,  el  capitán  pedirá  el 
depósito  de  la  carga,  el  pago  del  flete  solo 
de  ida  i  la  venta  de  las  mercaderías  que 
basten  para  cubrirlo. 

Los  gastos  hechos  i  los  salarios  devenga- 
dos durante  la  detención  de  la  nave,  serán 
reputados  avería  común  i  pagados  como 
tal:  pero  los  costos  de  la  descarga,  depósito 
i  venta  serán  de  la  esclusiva  cuenta  del  fle- 
tador. 

1042.  Si  la  nave  volviere  al  puerto  de 
salida  por  tiempo  contrario  o  por  temor  de 
piratas  o  de  enemigos,  i  los  cargadores 
convinieren  en  su  total  descarga,  el  fle- 
tante no  podrá  negarse  a  hacerla,  i  en  ta 
caso  tendrá  derecho  para  exijir  por  ente- 
ro el  flete  correspondiente  al  viaje  de  ida, 
aunque  la  nave  se  halle  fletada  por  viaje 
redondo. 
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Si  el  íletn mentó  estuviere  ajustado  por 
meses,  los  cargadores  pagarán  el  Hete  que 
corresponda  al  número  de  meses  que  hu- 
biera debido  durar  el  viaje  de  ida,  calcu- 
lado por  peritos. 

1043.  Los  fletadores  podrán  también 
descai-gar  totalmente  la  nave  i  concluir  el 
▼iaje,  si  ésta  arribare  a  un  puerto  distinto 
del  de  la  espedicion  por  alguna  de  las 
causas  indicadas  en  el  inciso  primero  del 
artículo  precedente. 

En  tal  caso  los  fletadores  deberán  pagar 
©1  flete  integro  por  el  viaje  de  ida,  &i  el 
puerto  de  arribada  estuviere  a  mas  de  la 
mitad  de  la  distancia  que  medie  entre  el 
de  la  es|)edicion  i  el  del  destino  de  la  nave, 
i  solo  la  mitad  si  la  distancia  fuere  menor. 

1044.  Arribando  la  nave  a  un  puerto 
distinto  del  de  su  destino  por  falta  de  vive- 
res,  proveniente  de  no  haber  sido  bien  apro- 
visionad.), o  por  averias  que  procedan  de 
la  imperii-ia  del  capitán,  los  cargadores 
tendrán  derecho  para  rescindir  el  contrato 
í  solicitar  indemnización  de  los  daños  que 
Jes  sobi-evengan. 

1045.  Si  la  nave  fuere  detenida  duran- 
te su  viíije  por  orden  de  alguna  potencia 
estranjera,  subsistirá  el  fletamento;  pero 
no  se  deberá  flete  alguno  por  el  tiempo  de 
la  detención  si  elfletamentoestuviereajus- 
tado  por  meses,  ni  aumento  de  flete  si  lo 
estuviere  por  viaje. 

La  cesación  del  flete  en  el  primero  de 
los  casos  indicados  se  entiende  sin  perjui- 
cio de  lo  dispuesto  en  el  art.  1039. 

§  6,  Del  conocimiento. 

1046.  Llámase  conocimiento  o  póliza 
de  car(/a  la  escritura  privada  en  que  el  ca- 
pitán i  cargador  reconocen  el  hecho  de! 
embarque  de  las  mercaderías  i  espresan 
las  condiciones  del  trasporte  convenido. 

1047.  El  conocimiento  debe  contener: 
1."     El  nombre,   matrícula  i  porte  de  la 

nave; 

2.°  El  nombre,  apellido  i  domicilio  del 
capitán; 

3.*  Los  nombres  i  apellidos  de!  carga- 
dor i  consignatario; 

4.°  La  calidad,  cantidad,  número  i  mar- 
ca de  los  bultos; 

5."  El  puerto  de  la  carga  i  el  de  la  des- 
carga; 

6.°    El  flete  i  capa  contratada; 

7."  La  fecha  i  las  firmas  del  capitán  i 
cargador. 

1048.  El  conocimiento  será  estendido 
al  menos  en  cuatro  orijinales  de  un  mismo 
tenor  i  fecha:  uno  para  el  cargador,  otro 


para  el  consignatario,  otro  para  el  capitán 
i  otro  para  el  naviero. 

Cada  conocimiento  llevará  la  indicacio» 
del  número  que  le  corresponda  en  el  orden 
de  los  ejemplares  que  se  hubieren  firmado. 

El  capitán  firmará  ademas  tantos  cuan- 
tos le  exija  el  cargador. 

1049.  El  cargador  presentará  al  capi- 
tán los  conocimientos  dentro  de  veinticua- 
tro horas  de  concluida  la  carga  de  sus  mer- 
caderia.s,  i  ambos  deberán  firmarlos  en  el 
mismo  término  bajo  responsabilidad  de  da- 
ños i  perjuicios,  aun  cuando  no  se  hubiere 
estendido  póliza  de  fletamento. 

El  ejemplar  destinado  al  cargador  será 
escrito  por  el  capitán,  o  llenado  por  él 
siendo  impreso. 

1050.  Si  el  capitán  o  alguno  de  sus  pa- 
rientes dentro  del  grado  prohibido  para  la 
testificación  fuere  cargador,  los  conoci- 
mientos serán  firmados  por  los  dos  princi- 
pales oficiales  de  la  nave. 

1051.  Los  conocimientos  pueden  ser 
estendidos  o  a  favor  de  una  persona  deter- 
minada con  la  cláusula  a  la  orden,  o  a  fa- 
vor de  una  persona  determinada  sin  dicha 
cláusula,  o  a  favor  del  portador. 

En  el  primer  caso,  los  derechos  del  fle- 
tador sobre  la  carga  se  trasmiten  por  en- 
doso, ejecutado  con  arreglo  a  las  prescrip- 
ciones que  contiene  el  párrafo  5  del  titulo 
X,  Libro  II  de  este  Código;  en  el  segun- 
do, por  cesión  notificada  al  capitán  en  la 
forma  que  espresa  el  art.  1903  del  Código 
Civil;  i  en  el  tercero,  por  la  mera  tradición 
del  conocimiento. 

El  fletante  puede  oponer  al  cesionario 
todas  las  escepciones  que  podría  hacer  va  - 
1er  contra  el  cedente,  siempre  que  se  deri- 
ven del  fletamento. 

1052.  El  capitán  que  recibe  carga  sin 
reconocerla  previamente  podrá  indicar  en 
los  conocimientos,  con  cualquiera  de  las 
frases  usuales  en  el  comercio  marítimo, 
que  la  especie,  peso,  número  o  medida  de 
las  mercaderías  le  son  desconocidos,  salvo 
que  los  cargadores  se  ofrezcan  a  verificar 
esas  calidades  a  presencia  del  capitán  i  a 
costa  de  ellos. 

A  pesar  de  tal  indicación,  el  capitán  es 
responsable  tanto  del  número  de  toneladas, 
cajas,  fardos,  balas  i  cualesquiera  otros 
bultos,  cuanto  de  la  calidad  interior  de  las 
mercaderías  que  éstos  contengan,  siempre 
que  durante  el  viaje  hubieren  sido  abiertos 
sin  necesidad. 

1053.  Los  cargadores  no  podrán  des- 
embarcar sus  mercaderías  ni  variar  la  con- 
signación, sin  restituir  al  capitán  todos  los 
conocimientos  que  les  hubiere  entregado. 
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Si  el  capitán  consintiere  el  desembarque 
o  el  cambio  de  la  consignación  sin  haber 
retirado  los  conocimientos,  será  responsa- 
ble de  la  carga  al  portador  lejitirao  de 
ellos. 

1054.  Siempre  que  los  cargadores  no 
puedan  devolver  los  conocimientos,  debe- 
rán otorgar  fianza  a  satistaccion  del  capi- 
tán por  el  integro  valor  de  la  carga;  i  no 
otorgándola,  aquél  no  podrá  ser  corapelido 
a  entregar  las  mercaderías  ni  a  firmar 
Huevos  conocimientos  para  distinta  consig- 
nación. 

1055.  Falleciendo  el  capitán  o  cesan- 
do en  su  oficio  antes  de  hacerse  a  la  vela, 
los  cargadores  exijirán  al  sucesor  la  reva- 
lidación de  los  conocimientos;  i  no  e.xijién- 
dola,  el  sucesor  responderá  solamente  de 
la  carga  existente  a  bordo  cuando  entró  a 
ejercer  su  empleo. 

El  capitán  que  revalide  los  conocimien- 
tos de  su  antecesor  sin  previo  examen  de 
su  conformidad  con  la  carga,  responderá 
de  las  faltas  que  ulteriormente  se  nota- 
ren. 

Si  para  la  revalidación  el  capitán  exijie- 
re  el  reconocimiento  de  la  carga,  los  cos- 
tos de  esta  dilijencia  serán  de  cuenta  del 
naviero,  sin  perjuicio  de  su  derecho  para 
cobrarlos  del  capitán  cesante,  si  éste  dejó 
de  serlo  por  haber  dado  motivo  para  su  re- 
moción. 

1056.  Antes  de  principiarse  la  descar- 
ga, el  portador  de  un  conocimiento  deberá 
presentarlo  al  capitán  para  que  se  le  en- 
treguen directamente  las  mercaderías;  í 
omitiendo  hacerlo,  serán  de  su  cuenta  los 
gastos  de  almacenaje  i  comisión  de  depósi- 
to, si  el  capitán  lo  hubiere  solicitado. 

1057.  El  portador  de  un  conocimiento 
no  responde  del  cumplimiento  de  la?  obli- 
gaciones contenidas  en  la  póliza  del  con- 
trato, a  menos  que  el  conocimiento  lleve 
la  cláusula  se;/un  la  póli.::a  de  Jletamento 
u  otra  equivalente. 

1058.  El  consignatario  devolverá  al 
capitán  los  conocimientos  al  tiempo  de  re- 
cibir la  carga,  i  en  uno  de  los  ejemplares 
pondrá  el  recibo  correspondiente. 

Siendo  moroso  en  la  entrega  del  conoci- 
miento con  recibo,  el  consignatario  res- 
ponderá al  capitán  de  los  daños  i  perjui- 
cios que  le  ocasione  la  dilación. 

No  incurre  en  mora  el  consignatario 
que  retarda  la  entrega  del  recibo  hasta 
el  resultado  del  reconocimiento  de  sus 
mercaderías. 

1059.  Se  prohibe  al  capitán  hacer  en- 
trega de  la  carga  toda  vez  que  concurran 
a  exijirla  varios  portadores  de    conoci- 


mientos relativos  a  unas  mismas  mercade- 
rías. 

1060.  Llegado  el  caso  previsto  en  el 
articulo  anterior,  el  capitán  pondrá  la 
carga  a  disposición  del  juzgado  de  comer- 
cio para  que  ordene  su  depósito  con  noti- 
cia de  los  interesado-;,  oiga  a  éstos  i  re- 
suelva acerca  de  la  propiedad  i  entrega  dt 
las  mercaderías. 

Los  interesados  i  el  depositario  deberá « 
solicitar  la  venta  de  las  mercaderías  que 
por  su  naturaleza  o  por  su  estado  se  haUea 
espuestas  a  sufrir  algún  deterioro. 

El  producto  de  la  "venta,  deducidos  los 
costos  i  comisiones  de  depósito,  será  judi- 
cialmente consignado. 
^  1061.  Los  conocimientos  redactados  i 
firmados  en  la  forma  indicada  en  el  artí- 
culo 1047,  hacen  fe  entre  las  partes  intere- 
sadas en  la  carga  i  entre  éstas  i  los  asegu- 
radores, salva  la  prueba  defraude  o  colu- 
sión. 

1062.  Hallándose  disconformes  los  co- 
nocimientos de  un  mismo  cargamento,  s« 
estará  al  contenido  del  presentado  por  el 
capitán,  si  estuviere  escrito  en  su  totalidad 
o  llenado  de  mano  del  mi.^mo  cargador  © 
del  dependiente  encargado  de  la  espedi- 
cion  de  su  tráfico,  o  al  contexto  del  exhi- 
bido por  el  cargador,  siendo  escrito  o  lle- 
nado por  el  capitán. 

Si  los  conocimientos  presentados  tuvie- 
ren respectivamente  la  enunciada  calidad 
prelativa,  se  estará  al  resultado  de  las  de- 
mas  pruebas  que  rindan  las  partes. 

1063.  En  defecto  de  póliza  de  fleta- 
mento,  se  entiende  que  éste  ha  sido  ajus- 
tado en  los  términos  i  con  las  condicione!? 
que  espresen  los  conocimientos. 

Las  dudas  que  ofrezca  la  póliza  de  fleta- 
mento  serán  resueltas  por  los  conoci- 
mientos. 

1064.  El  conocimiento  cancela  los  re- 
cibos provisionales  de  fecha  anterior  que 
el  capitán  i  sus  subalternos  hubieren  dado 
al  cargador. 

1065.  No  .se  admitirá  al  capitán  la  es- 
cepcion  de  que  firmó  los  conocimientos  en 
confianza  i  bajo  la  promesa  de  que  se  le 
entregaría  la  carga  designada  en  ellos. 

1066.  Las  demandas  entre  el  capitán  i 
cargador  que  se  refieran  á  la  carga  serán 
necesariamente  apoyadas  en  el  conoci- 
miento; i  sin  la  exhibición  de  éste,  no  se 
les  dará  curso. 

§  7.  De  los  pasajeros, 

1067.  En  defecto  de  convenio  entre 
el  capitán  i  el  pasajero,  el  precio  del  tras- 
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porte  será  fijado  por  el  juzgado  de  comer- 
cio, oyendo  previamente  el  dictamen  de 
peritos,  si  lo  creyere  necesario. 

1068.  El  pasajero  tiene  derecho  a  ser 
alimentado  por  el  capitán,  salvo  convenio 
en  contrario. 

Si  se  entablare  reclamación  sobre  la 
cantidad  o  calidad  de  los  alimentos,  serán 
éstas  determinadas  por  el  juzgado  de  co- 
mercio respectivo,  quien  tomará  para  este 
efecto  en  consideración  el  precio  pagado 
por  el  trasporte  i  la  cantidad  i  calidad  de 
los  alimentos  consumidos  por  el  capitán  i 
la  tripulación. 

1069.  Si  un  pasajero  se  embarcare 
clandestinamente,  el  capitán  podrá  usar 
del  derecho  que  le  confieren  los  incisos 
primero  i  tercero  del  articulo  995,  con  las 
moditicaciones  que  reclama  el  trasporte  de 
personas. 

1070.  Sea  en  el  puerto  de  salida,  sea 
en  el  de  escala  o  en  el  de  arribada,  el  pasa- 
jero deberá  embarcarse  el  dia  i  hora  que 
señale  el  capitán;  i  si  por  su  culpa  partie- 
re la  nave  sin  él,  deberá  pagar  integra- 
mente el  pasaje  convenido. 

1071.  Hallándose  la  nave  pronta  para 
darse  a  la  vela,  los  pasajeros  no  podrán 
bajar  atierra  sin  permiso  del  capitán,  ba- 
jo la  responsabilidad  que  impone  el  artí- 
culo precedente. 

1072.  El  pasajero  no  puede  ceder  a 
otro,  sin  consentimiento  del  capitán,  su  de- 
recho a  ser  trasportado. 

1073.  Si  el  pasajero  desistiere  volun- 
tariamente del  viaje  antes  que  la  nave  se 
haya  hecho  a  la  vela,  pagará  al  capitán  la 
mitad  del  pasaje  estipulado;  i  ocurriendo 
el  desistimiento  durante  la  navegación,  lo 
abonará  íntegramente. 

1074.  El  contrato  se  rescinde  sin  in- 
demnización por  la  suspensión  del  viaje 
antes  de  la  salida  de  la  nave,  siempre  que 
tal  suceso  fuere  causado  por  íuerza  mayor, 
o  un  caso  fortuito  que  no  traiga  su  orijen 
de  culpa  del  capitán. 

Suspendido  o  interrumpido  el  viaje  des- 
pués de  principiado,  el  capitán  cobrará 
solamente  el  pa.saje  que  corresponda  a  la 
distancia  andada,  si  esta  fuere  de  alguna 
utilidad  al  pasajero. 

1075.  Si  en  el  caso  propuesto  en  el  ar- 
tículo 1018  el  pasajero  resolviere  esperar 
la  reparación  de  la  nave,  no  estará  obliga- 
do a  aumentar  el  pasaje  estipulado. 

En  ese  mismo  caso  el  pasajer*  podrá 
continuar  su  viaje  en  otra  nave,  abonando 
el  pasaje  a  prorrata  de  la  parte*  del  viaje 
que  hubiere  realizado. 

1076.  Se  prohibe  al  capitán  arribar  o 


detenerse  en  parte  alguna  a  solicitud  o  ea 
el  interés  de  los  pasajeros. 

Con  todo,  si  un  pasajero  fuere  atacado 
de  una  enfermedad  contagiosa,  deberá 
desembarcarle  en  un  lugar  habitado,  auu 
contra  la  voluntad  del  mismo  pasajero. 

1077.  Consumidas  o  inutilizadas  las 
provisiones  de  los  pasajeros  en  el  caso  de 
la  escepcion  determinada  en  el  art.  1068, 
por  cualquier  motivo  que  sea,  el  capitán 
deberá  proporcionarles  los  víveres  necesa- 
rios a  un  precio  razonable. 

1078.  La  obligación  de  pagar  el  pasa- 
je está  subordinada  al  evento  del  arribo  do 
la  nave  al  puerto  de  su  destino. 

1079.  iVIuriendo  el  pasajero  antes  de 
principiarrfe  el  viaje,  sus  herederos  debe- 
rán pagar  la  mitad  del  pasaje  convenido, 
deducidos  los  costos  de  manutención  si  es- 
tuvieren comprendidos  en  el  precio  de 
trasporte. 

Pero  si  la  muerte  acaeciere  durante  el 
viaje,  serán  obligados  a  abonar  el  pasaje 
integramente, 

1080.  No  se  debe  aumento  alguno  de 
pasaje  por  las  personas  nacidas  durante  la 
navegación. 

1081.  El  pasajero  se  reputa  cargador 
de  los  objetos  que  lleva  en  la  nave,  i  goza- 
rá de  los  derechos  de  tal,  siempre  que 
ponga  dichos  objetos  al  cuidado  i  guarda 
del  capitán. 

Pero  si  el  pasajero  los  mantuviere  bajo 
su  propia  custodia,  el  capitán  no  será  res- 
ponsable de  la  pérdida  ó  daños  que  sufran 
sino  en  el  caso  de  que  procedan  de  su  pro- 
pio hecho  o  del  hecho  de  la  tripulación. 

1082.  Los  objetos  que  el  pasajero  in- 
troduce en  la  nave  están  afectos  privilejia- 
damente  al  pago  del  pasaje  i  de  los  gastos 
que  hubiere  causado  durante  el  viaje. 

1083.  Fuera  de  la  obligación  que  el 
art.  889  impone  a  los  pasajeros,  éstos  tie- 
nen la  de  prestar  asistencia  al  capitán  ea 
todos  los  casos  urjentes  que  la  reclamen 
para  la  salvación  de  la  nave. 

TITVL.O  W 

De  l4>s  riesgos  i  da&ns  del  trasporte  mari- 
tiiuo. 

§  1.  Deñnteiones  ¿  reglas  Jenerales. 

1084.  Son  averias  en  la  acepción  da 
esta  palabra: 

L°     Todos  los  daños  que  sufre  la  nave, 
cargada  o  en  lastre,  antes  de  darse  a  la 
vela,  durante  el  viaje  o  después  de  fon 
deada  en  el  puerto  de  su  destino,  i  los  que 
reciben  las  mercaderías  desde  su  embar- 
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que  en  lanchas  u  otros  buques  menores  en 
el  lugar  de  la  espedicion  hasta  su  desem- 
barque en  el  de  la  consignación; 

2.°  Todos  los  gastos  estraordinarios  e 
imprevistos  ejecutados  durante  el  viaje 
para  la  conservación  de  la  nave,  de  la  car- 
ga o  de  amuas  a  la  vez. 

1085.  No  son  averias  en  los  casos  or- 
dinarios: 

1."     Los  pilotajes  de  costas  y  puertos; 

2."     Los  gastos  de  lanchas  i  remolques; 

3.°     Los  derechos  llamados  de  puerto; 

4."  Los  gastos  de  alijo  de  la  nave  que 
por  falta  de  agua  no  pueda  hacerse  a  la 
vela  o  entrar  al  puerto  de  su  destino  con 
toda  su  carga; 

5."  En  jeneral,  todos  los  gastos  ordina- 
rios de  la  navegación. 
.  Todos  los  gastos  enunciados  son  de  la 
csclusiva  cuenta  del  naviero,  a  menos  que 
en  las  pólizas  de  ttetamentoo  conocimien- 
tos se  hubiere  estipulado  otra  cosa. 

1086.  A  falta  de  convenciones  especia- 
les, la  responsabilidad,  liquidación  i  pago 
de  las  averias  serán  determinados  en  con- 
formidad con  las  disposiciones  de  este  ti- 
tulo. 

1087 .  En  el  arreglo  de  averías  hecho 
fuera  del  territorio  de  la  Repúhlica,  se  ob- 
servarán las  leyes  i  usos  del  lugar  donde 
se  verifique. 

1088.  La  averia  es  gruesa  o  común, 
simple  o  particular. 

§  2.  De  la  acería  común,  de  la  resolución 
de  la  avería,  i  de  la  echaron. 

1089.  Son  averia  común,  no  solo  los 
daños  que  en  virtud  de  deliberaciones  mo- 
tivadas i  antes  o  después  de  emprendido  el 
viaje  se  causan  conjunta  o  separadamente 
a  la  nave  i  su  carga  para  salvarlas  de  un 
inminente  riesgo  de  mar,  sino  también  los 
éaños  sobrevinientes  por  consecuencia  di- 
recta e  inevitable  del  sacrificio,  i  los  gas- 
tos imprevistos  ejecutados  en  beneficio  co- 
mún eu  las  épocas  i  forma  indicadas. 

1090.  Corresponden  a  la  clase  de  ave- 
rías comunes: 

1."  La  entrega  de  cualquier  cosa  he- 
•ha^a  los  enemigos  o  piratas  por  composi- 
ción i  a  título  de  rescate  de  la  nave,  del 
•argamento  o  de  ambas  cosas  a  la  vez; 

i.°  Los  sueldos  i  gastos  de  los  rehenes 
durante  su  detención  hasta  su  regreso  a  la 
nave  o  a  su  domicilio; 

3.*  Los  gastos  hechos  para  reclamar 
•onjuntamente  la  libertad  de  la  nave  i 
•arga  capturadas,  i  los  costos  de  residen- 


cia del  capitán,  oHciales  i  tripulación  du- 
rante la  detencio  i,  inclusos  los  sueldos  i 
manutención; 

4."  Los  daños  que  recibe  la  nave  o  el 
cargamento  defendiéndose  contra  enemi- 
gos o  piratas,  la  pérdida  de  municiones  de 
guerra  consumidas  en  el  combate,  i  las  re- 
compen.sas  prometidas  o  dadas  a  los  hom- 
bres de  mar  para  estimular  su  valor; 

5."  Los  gastos  de  curación,  manuten- 
ción i  asistencia  de  los  hombres  de  mar  i 
pasajeros,  heridos,  mutilados  o  estropeados 
en  defensa  de  la  nave  o  en  el  servicio  de  la 
maniobra  durante  el  combate,  i  los  sueldos 
que  los  primeros  devenguen  hasta  su  com- 
pleto restablecimiento; 

6.°  Los  sa  ai  ios,  manutención  i  rescate 
del  hombre  de  mar  que  hubiere  sido  preso 
o  detenido  hallándo.se  ocupado  en  tierra 
o  en  mar  en  servicio  de  la  nave; 

7°  Los  salarios  i  manutención  de  los 
hombres  de  mar  correspondientes  al  tiem- 
po en  que  la  nave  espere  un  convoi  o  per- 
manezca en  un  puerto  neutral  por  temor 
fundada  de  enemigos  o  piratas  o  por  ha- 
llarse moqueado  el  puerto  de  su  destino; 

8°  La  pérdida  de  las  cosas  arrojadas  a 
la  mar  para  alijar  la  nave,  sea  que  perte- 
nezcan a  ésta,  al  cargamento  o  a  la  tripu- 
lación, i  el  daño  que  cause  la  echazón  a  las 
que  quedaren  a  bordo: 

9."  La  cortadura  o  inutilización  delibe- 
rada de  los  masteleros,  vergas,  cables, 
amarras,  velas  o  cualquier  otro  objeto  ac- 
cesorio de  la  nave; 

10."  El  abandono  voluntario  de  las  an- 
clas, botes,  lanchas  i  demás  aparejos  para 
salvar  la  nave  de  un  abordaje  o  de  cual- 
quier otro  riesgo  de  mar; 

n.°  Los  daños  causados  por  el  forza- 
miento de  velas  para  preservar  la  nave  o 
la  carga  de  un  peligro  inminente; 

12.**  El  daño  intencionalmente  causado 
a  la  nave  para  estinguir  un  incendio  o  fa- 
cilitar el  desagüe,  la  echazón,  el  alijo  o  la 
estraccion  de  la  carga,  i  el  ocasionado  por 
consecuencia  de  estas  operaciones; 

13."  Los  gastos  de  alijo  o  trasbordo  de 
una  parte  de  la  carga  con  el  designio  de 
tomar  un  puerto  que  no  sea  el  del  destino 
de  la  nave  i  salvarla  de  la  persecución  do 
enemigos  o  piratas,  de  una  tempestad  o  de 
cualquier  otro  riesgo  de  mar,  i  la  pérdida 
de  las  mercaderías  alijadas  o  trasbordadas 
o  el  deterioro  que  en  ellas  causare  el  alijo, 
trasbordo  o  reembarco; 

14.°  Los  salarios  i  manutención  de  ht 
tripulación  en  los  casos  de  arribada  forzo- 
sa en  beneficio  común,  pero  solo  los  corres- 
pondientes al  tiempo  estrictamente  indis- 
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pensable  para  satisfacer  la  necesidad  que 
la  hubiere  causado;  los  derechos  de  entra- 
da i  salida  del  puerto,  los  gastos  de  descar- 
ga i  recarga,  i  el  alquiler  de  los  almacenes 
.en  que  se  depositen  las  mercaderías  que  no 
pueden  permanecerá  bordo  durante  la  re- 
paración; 

15.°  El  quebranto  de  valor  de  las  mer- 
eaderias  vendidas  en  usa  arribada  forzosa 
paivi  reparar  la  nave  de  un  daño  sufrido 
por  un  accidente  que  constituya  averia  co- 
mún, el  provecho  marítimo,  la  comisioe  de 
los  pr(''-tiraos  a  la  gruesa  tomados  para 
cubrir  los  gastos  de  reparación,  i  el  premio 
del  seguro  de  osos  mismos  gastos; 

16.''  Los  daños  causados  conju«ta  o  se- 
paradamente a  la  nave  o  carga  por  el  va- 
ramie  to  voluntario  ejecutado  con  el  íin  de 
salvarlas  de  un  riesgo  de  mar,  i  los  gastos 
hechos  para  poner  a  flote  la  nave; 

17.°  Los  gastos  causados  en  el  recono- 
eimiento,  clasificación  i  distribución  de  una 
averia  común; 

18.°  En  jencral,  todas  las  pérdidas,  da- 
ños! gastos  que  reúnan  las  circunstancias 
que  enuncia  el  arlicuio  1089. 

1091  Para  determinar  la  responsabili- 
dad del  asegurador  de  la  nave  i  la  del  da- 
dor a  la  gruesa  sobre  el  casco  i  quilla,  se- 
rán también  considerados  como  averia  co- 
mún los  (¡años  que  la  nave  sufra  i  los  gas- 
tos que  ejecute  navegando  en  lastre,  con 
tal  que  sean  de  la  naturaleza  de  los  indica- 
dos en  el  articulo  1089. 

1092.  Las  averias  comunes  son  de  la 
responsabilidad  de  la  nave,  del  flete  i  de  las 
Mercaderías  que  existan  en  ella  al  tiempo 
de  correrle  el  riesgo,  i  .serán  pagadas  por 
contribución  de  los  propietarios  de  los  ob- 
jetos enunciados. 

En  consecuencia, contribuyen  al  pago  de 
la  averia- común: 

!.•  La  nave  por  el  valor  que  tenga  en 
•I  puerto  de  la  descarga; 

2.°  El  flete  integro  que  devengue  la 
■ave  por  los  pasajeros,  las  mercaderías 
ítalvadas  i  las  sacriflcadas  en  beneflfio  co- 
mún, previa  deducción  de  los  gastos  de  ma- 
■  utencion  i  sueldos  del  capitán  i  de  la  tri- 
pulación; 

3.°  Las  mercaderías  existentes  a  bordo, 
inclusas  las  que  fueren  trasportadas  en  el 
•ombes  o  bajo  de  la  cubierta  sin  los  debi- 
dos conocimientos. 

4.°  Las  mercaderías  vendidas  para  ocu- 
rrir a  las  necesidades  de  la  nave,  i  la  can- 
tidad en  que  se  estimen  las  mercaderías 
sacrificadas; 

ó.*  La  moneda  metálica  perteneciente 
a  la  nave,  cargadores  i  pasajeros,  según  el 


curso  del  cambio  en  el  lugar  donde  termi- 
ne el  viaje. 

Contribuyen  también  los  sueldos  del  ca- 
pitán i  tripulación  en  el  caso  de  rescate. 

1093.  La  regla  estableciua  en  el  incise 
primero  del  articulo  precedente  es  aplica- 
ble al  caso  en  que  la  .salvación  de  la  nave 
o  su  carga  no  sea  debida  a  los  medios  de- 
liberadamente empleados  para  su  preser- 
vación. 

Es  igualmente  aplicable  al  caso  en  que 
la  nave  i  carga,  salvadas  de  un  siniestro, 
perezcan  después  en  otro  ocurrido  en  el 
progreso  de  la  navegación,  siempre  que  se 
salven  algunos  de  los  objetos  existentes  a 
bordo  en  la  época  del  primero. 

1094.  No  gozan  del  beneficio  déla  coa- 
tribucion: 

1.°  La  averia  que  no  pase  de  la  centé- 
sima parte  del  valor  de  la  nave  o  de  la  car- 
ga a  que  pertenezcan  los  objetos  o  las  mer- 
caderías sacriHcadas; 

2.°  Las  mercaderías  que  fueren  embar- 
cadas sin  los  debidos  conocimientos; 

3.°  Las  mercaderías  cargadas  sobre  el 
combés  de  la  nave  sin  el  consentimiento 
unánime  de  todas  las  personas  designadas 
en  el  número  7."  del  articulo  907. 

En  este  último  caso  el  fletante  respon- 
derá de  la  pérdida  o  averia,  aun  cuando 
las  mercaderías  tiubieren  sido  colocadas 
sobre  el  combes  con  atinencia  del  carga- 
dor a  quien  pertenezcan. 

1095.  Las  mercaderías  arrojadas  al 
mar  i  recobradas  después  entrarán  ea  la 
regulación  de  la  averia  solo  por  el  valor 
del  menoscabo  que  hubieren  sufrido,  mas 
los  gastos  hechos  para  salvarlas. 

Si  el  importe  de  esas  mercaderías  hubie- 
re sido  incluido  en  la  avería  común  y  pa- 
gado á  los  propietarios  antes  de  verificad» 
el  recobro,  éstos  devolverán  la  cuota  reci- 
bida, reteniendo  únicamente  lo  que  les  co- 
rresponda en  razón  del  detcjrioro  i  gas- 
tos del  salvamento. 

1096.  No  contribuyen  a  la  indemniza- 
ción de  la  avería  común: 

1.°  Las  municiones  de  guerra  ni  las  de 
boca  destinadas  al  consumo  de  la  nave; 

2.°  La  ropa  i  vestidos  ya  usados  del 
capitán,  oüciales  i  tripulación; 

3.°  La  ropa  i  vestidos  también  usados 
de  cada  uno  de  los  cargadores,  sobrecar- 
gos i  pasajeros  hasta  concuneucia  del  valor 
que  se  asigne  a  los  que  el  capitán  escluya 
de  la  contribución; 

4.°  Las  mercaderías  perdidas  en  un 
siniestro  anterior. 

1097.  Corresponde  a  la  junta  de  ofi- 
ciales de  la  nave  resolver  la  ejecución  de 
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los  daños  i  gastos  que  constituyan  avería 

oomuii. 

Los  cargadores  o  sus  sobrecargos  serán 
citados  á  la  junta  i  oidos  por  é-ta  para  que, 
instruidos  del  acuerdo,  liagaii  la  protesta 
que  les  convenga;  pero  no  tendrán  voto 
deliberativo. 

Las  resoluciones  de  la  mayoría  de  la 
junta  serán  ejecutadas  a  pesar  de  la  opo- 
sición de  los  cargadores  o  sobrecargos  i 
bajo  la  responsabilidad  de  los  miembros 
que  la  hubieren  acordado. 

En  este  caso  quedará  a  salvo  el  derecho 
de  los  cai'gadores  que  se  reputen  perjudi- 
cados qara  reclamar  indemnizaciones  de 
los  vocales  de  la  junta  que  hubieren  vota- 
do la  avería  con  dolo,  neglijencia  o  igno- 
rancia. 

Haliiendo  empate,  el  capitán  tendrá  vo- 
to de  calidad. 

1098^  Si  la  inminencia  del  peligro  no 
permitiere  al  capitán  espiorar  la  opinión 
de  los  oficiales  de  la  nave  ni  oir  a  los  car- 
gadores o  sel^recargos,  podrá  resolver  por 
sí  solo  i  bajo  su  responsabilidad  la  ejecu- 
ción del  daño  o  gastos  que  juzgue  necesa- 
rios a  la  salvación  común. 

Podrá  asimismo  separarse  del  acuerdo 
de  la  junta,  siempre  que  lo  juzgue  opues- 
to al  interés  común;  pero  en  este  caso  wl 
solo  responderá  de  lus  daños  i  perjuicios 
«|ue  causen  sus  resoluciones. 

1099.  Permitiéndolo  la  urjencia  del 
caso,  el  capitán  estenderá  en  el  diario  de 
navegación  las  resoluciones  de  la  junta 
antes  de  llevarlas  a  efecto. 

'El  acta  espre.sará  la  citación  i  au- 
diencia de  los  cargadores  o  sobrecargos 
pre.sentes,  las  razones  que  hubieren  moti- 
vado la  resolución,  i  los  votos  contrarios 
con  los  fundamentos  alegados  por  lob  vo- 
cales disidentes,  i  será  firmada  personal- 
mente o  a  ruego  por  todas  las  personas  que 
hubieren  asistido  a  la  junta. 

El  capitán  pondrá  una  copia  autorizada 
del  acta  en  la  secretaría  del  juzgado  de 
comercio  del  primer  puerto  chileno  adon- 
de arribe  dentro  de  veinticuatro  horas, 
contadas  desde  el  momento  en  que  la  na- 
ve sea  admitida  a  libre  plática,  ratiñcando 
al  mismo  tiempo  con  juramento  todos  los 
keclios  que  aquélla  contenga. 

Si  el  puerto  de  la  primera  arribada  fue- 
re estranjero,  la  presentación  i  ratifica- 
ción del  acta  se  harán  ante  el  cónsul  chi- 
leno, i  en  su  defecto  ante  las  autoridades 
^ue  designa  el  inciso  segundo  del  número 
17."  del  articulo  905. 

1100.  Omitida  la  citación  i  audiencia 
de  los  cargadores  o  sobrecargos  presentes. 


éstos  quedaráa  exonerados  de  contribuir 
a  la  avería  común,  i  el  ciipitan  deberá  sa- 
tisfacer por  ellos  la  cuota  que  les  corres- 
ponda en  la  distribución,  salvo  en  el  caso 
previsto  en  el  inciso  primero  del  articu- 
lo 1098. 

1101.  Tan  pronto  como  cese  el  peli- 
gro que  hubiere  obligado  al  capitán  a  re- 
solver por  si  solo  una  averia  común,  debe- 
rá estender  i  firmar  en  el  diario  de  nave- 
gación una  relación  circunstanciada  del 
suceso,  espresando  en  ella  los  motivos  de 
su  determinación  i  los  que  hubiere  tenido 
para  omitir  la  reunión  de  la  junta  i  la  au- 
diencia de  los  cargadores  o  soln-ecargos. 

Los  oficiales  de  la  nave  i  los  dueños  re- 
presentante de  la  carga  podrán  abstenerse 
de  firmar  la  relación;  pero  si  la  firmaren, 
deberán  ratificar  oportunamente  su  conte- 
nido bajo  la  solemnidad  del  juramento. 

La  relación  será  presentada  i  ratificada 
por  el  capitán  en  la  forma  i  dentro  del  tér- 
mino que  prescribe  el  articulo  1099. 

1102.  Siempre  que  la  junta  de  oñcia- 
les  o  el  capitán  por  si  sólo  resolviere  arro- 
jar a  la  mar  parte  de  la  carga  o  algunos 
objetos  accesorios  de  la  nave,  la  echazo» 
se  hará  en  el  orden  siguiente: 

1.°  Las  mercaderías  colocadas  sobre 
el  combes  de  la  nave; 

2.*^  Los  objetos  menos  necesarios  al  ser- 
vicio de  la  tripulación  o  de  la  nave; 

3.°  Las  mercaderías  mas  pesadas  i  da 
menos  valor; 

4.°  Las  que  se  hallen  en  el  primer 
puente  i  después  las  del  segundo,  siendo 
unas  i  otras  de  una  misma  clase. 

Este  orden  podrá  ser  alterado  por  el  ca- 
pitán de  acuerdo  con  los  oficiales  de  la  na- 
ve, si  así  lo  "exijieren  las  condiciones  del 
arrumajede  la  carga  i  demás  circunstan- 
cias del  caso. 

1103.  Concluida  la  echazón,  el  capitán 
anotará  al  pie  de  la  relación  respectiva 
los  objetos  arrojados  i  los  daños  que  la  na- 
ve i  el  resto  de  la  carga  hubieren  sufrido 
por  consecuencia  inmediata  i  directa  de  la 
operación. 

La  anotación  será  firmada  por  el  capi- 
tán i  los  oficiales  de  la  nave,  i  podrá  ser 
rectificada  al  tiempo  de  la  descarga,  si  por 
la  precipitación  i  conflicto  déla  echazón  se 
hubiere  omitido  mencionar  alguno  de  los 
objetos  arrojados. 

§  3.     De  la  ¡ustificaeion,  regulación  i  r«- 
partfjnicnto  de  las  aoerias  comunes. 

1104.  La  justificación  ,  regulación  i 
repartimiento  de  la  averia  común  se  harán. 
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&  aolicilud  del  capitán  ante  el  tribunal 
competente  del  i  uerto  de  la  descarga,  sea 
cliileno  o  estraiijero,  con  citación  i  audien- 
viii  instructiva  de  todos  los  interesados  pre- 
sentes o  sus  consignatarios  en  la  forma 
que  determine  la  leí. 

No  hallándose  presentes  todos  los  inte- 
resados, bastará  la  citación  i  audiencia  de 
los  dos  principales  consignatarios. 

A  falta  de  personas  que  representen  le- 
galmente  a  los  interesados  ausentes,  se 
nombrará  un  curador  de  bienes  que  jes- 
tione  por  ellos. 

1105.  Si  el  capitán  no  cumpliere  opor- 
tunamente la  obligación  que  le  impone  el 
mciso  primero  del  articulo  anterior,  el  na- 
viero, los  cai'gadores  i  cualquiera  otra  per- 
sona interesada  podrán  provocar  el  Juicio 
s<ibre  arreglo  de  la  averia  común,  salvo  su 
dereclio  para  exijir  indemnización  de  los 
daños  i  perjuicios  que  les  cause  la  de- 
mora. 

1106.  Las  operaciones  enunciadas  en 
f;l  articulo  1104  podrán  ser  ejecutadas  en 
el  puerto  de  la  espedicion  en  los  siguientes 
«asos: 

1.*"  Cuando  a  juicio  del  juzgado  de  co- 
mercio hubiere  sido  imposible  realizar  la 
justificación,  regulación  i  distribución  de 
la  averia  en  el  puerto  de  la  descarga; 

2."  Siempre  que,  acaeciendo  la  echazón 
en  un  punto  cercano  al  puerto  de  la  pro- 
cedencia, la  nave  regresare  a  él  o  arriba- 
re a  otro  inmediato,  i  el  propietario  de  las 
mercaderías  arrojadas  las  reemplazare  con 
otras  de  igual  clase  i  calidad. 

1107.  Se  entiende  por  puerto  de  des- 
carga, no  solo  el  del  destino  de  la  espedi- 
•ion,  sino  también  el  puerto  en  que  se  des- 
embarque la  mayor  parte  del  cargamento, 
atendido  su  valor,  i  el  en  que  se  concluya 
el  viaje  por  innavegabilidad,  revocación  o 
acortamiento  forzado  del  mismo,  salvo  que 
en  el  primero  de  estos  tres  últimos  casos 
la  carga  sea  conducida  en  otra  nave. 

1108.  Las  averias  serán  justificadas 
con  el  acta  o  relación  de  que  tratan  los  ar- 
tículos 1099  i  1101,  siendo  ratiñcada  por 
las  personas  que  la  hubieren  suscrito. 

El  capitán  podrá  confirmar  el  contenido 
del  acta  con  la  declaración  de  los  pasaje- 
ros, i  en  su  defecto  con  la  de  los  hombres 
de  la  tripulación. 

El  acta  admite  prueba  en  contrario  i  su 
falta  puede  ser  suplida  por  cualquiera  de 
los  medios  probatorios  que  sanciona  este 
Código. 

1109.  Al  presentar  el  acta  el  capitán 
pedirá  el  nombramiento  de  peritos  que  ju- 
ramentados reconozcan   i    presencien   la 


apertura  de  las  escotillas,  i  acto  continu» 
informen  por  escrito  acerca  de  lo  que  hu- 
bieren observado  relativamente  al  estado 
de  la  nave  i  carga. 

1110.  En  vista  de  las  pruebas  que  rin- 
dan los  interesados,  el  juzgado  declarará 
la  lejitimidad  o  ilejitimidad  de  la  avería. 

En  el  primer  caso  hará  la  correspon- 
diente clasificación  de  las  averías  i  dispon- 
drá que  los  interesados  nombren  peritos, 
tanto  para  el  justiprecio  de  la  nave,  carga^ 
pérdidas  i  deterioros,  cuanto  para  la  li- 
quidación i  prorrateo  de  la  averia  común. 

En  el  segundo  condenará  al  capitán  al 
pago  de  los  daños  i  perjuicios  a  que  hubie- 
re lugar  por  derecho. 

1111.  Aceptado  i  jurado  el  cargo,  los  pe 
ritos  tasadores  estimarán  las  mercaderías 
perdidas,  i  el  menoscabo  que  liubieren  su- 
frido las  salvadas. 

Las  mercaderías  perdidas  se  estimarán» 
deducidos  el  flete,  derechos  de  importa- 
ción i  gastos  ordinarios,  por  el  precio  co- 
rriente que  tengan  otras  de  la  misma  cla- 
se en  el  puerto  de  la  descarga. 

La  especie  i  calidad  de  las  mercaderías 
perdidas  serán  justificadas  por  los  conoci- 
mientos, i  en  su  defecto  por  las  facturas  a 
cualquiera  otra  prueba  legal. 

Las  pérdidas  i  daños  causados  a  la  nave 
en  su  casco  i  accesorios  serán  estimados 
por  el  valor  que  tengan  al  tiempo  de  la 
avería  los  objetos  sacriñcados. 

1112.  Las  mercaderías  salvadas  será» 
estimadas,  previa  su  inspección  i  recono- 
cimiento, por  el  precio  corriente  del  puer- 
to de  la  descarga,  deducidos  los  fletes,  de- 
rechos de  importación,  gastos  ordinarios  i 
la  averia  particular  que  hubieren  sufrido 
durante  la  navegación. 

Haciéndose  la  liquidación  i  reparto  de  la 
averia  común  en  el  puerto  de  la  proceden- 
cia de  la  nave,  las  mercaderías  salvada* 
serán  estimadas  según  el  precio  corriente 
que  tengan  al  tiempo  de  la  carga,  agre- 
gando los  gastos  del  embarque,  i  esclu- 
yendo  la  prima  del  seguro  si  la  hubiere. 

En  los  casos  de  revocación  del  viaje  o  de 
venta  de  mercaderías  en  un  puerto  de 
arribada  forzosa  para  subvenir  a  las  nece- 
sidades urjentes  de  la  nave,  la  estimación 
de  las  mercaderías  salvadas  se  hará  por  el 
precio  corriente  del  lugar  donde  ocurra  la 
revocación  o  la  venta. 

La  nave  i  sus  accesorios  serán  aprecia- 
dos según  el  estado  de  servicio  en  que  se 
encuentren. 

1113.  Si  la  calidad  de  las  mercadería* 
salvadas  fuere  superior  a  la  que  espresen 
los  conocimientos,    contribuirán  al  pago 
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de  la  averia  por  la  estimación  que  de  ellas 
se  haga. 

Las  mercaderías  perdidas  serán  pagada», 
en  el  caso  propuesto,  por  el  precio  que  se 
les  asigne  según  la  calidad  declarada. 

Si  al  contrario  la  calidad  de  las  merca- 
derías salvadas  fuere  inferior  a  la  que 
enuncien  los  conocimientos,  contribuirán 
por  el  valor  que  se  les  fije  con  arreglo  á  la 
calidad  indicada. 

Las  mercaderías  perdidas  serán  pagadas 
al  precio  corriente. 

1114.  Verificado  el  justiprecio  de  que 
tratan  losarts.  lili  i  1112,  los  peritos  en- 
cargados de  la  liquidación  i  prorrateo  de  la 
avería  común  formarán  tres  estados  jene- 
rales:  el  primero  del  pasioo  repartible,  el 
segundo  del  acíieo  contribuijerde  i  el  terce- 
ro del  repartiiniento  de  la  averia  entre  lo.s 
interesados 

1115.  El  pasivo  repartible  compren- 
derá: 

1.°  Los  gastos  ejecutados  en  beneficio 
•omun; 

2."  El  monto  de  los  desembolsos  hechos 
durante  el  viaje  o  en  el  puerto  de  la  des- 
carga para  reponer  los  objetos  pertene- 
cientes a  la  nave,  sacrificados  en  provecho 
común; 

3."  El  precio  corriente  que  tengan  en 
el  puerto  de  la  descarga  las  mercaderías 
perdidas  i  el  importe  del  menoscabo  de  las 
averiadas; 

4."  El  flete  correspondiente  a  las  mer- 
caderías perdidas; 

5.°  Los  salarios  de  los  peritos  que  in- 
tervengan en  la  justificación,  regulación  i 
repartimiento  de  la  avería  eomun. 

Los  valores  indicados  en  el  núm.  3."  fi- 
gurarán en  este  estado  por  la  estimación 
^ue  hagan  los  peritos  tasadores. 

1116.  El  activo  contribuyente  se  com- 
pondrá: 

1.°  Del  precio  corriente  que  tengan  en 
el  lugar  de  la  descarga  las  mercaderías  sal- 
vadas, perdidas  i  averiadas; 

2.°  Del  vnlor  que  tengan  al  tiempo  del 
siniestro  los  objetos  pertenecientes  a  la  na- 
Te  que  hubieren  sido  sacrificados; 

3."  Del  valor  de  la  nave  i  sus  accesorios 
i  del  flete  íntegro,  hechas  las  deducciones 
enunciadas  en  el  núm.  2.°  del  art.  1092. 

En  este  estado  no  figurará  en  partida 
separada  el  flete  de  las  mercaderías  arro- 
jadas. 

1117.  En  el  tercero  se  distribuirá  suel- 
do a  libra  entre  los  contribuyentes  el  im- 
porte total  de  la  avería. 

1118.  Los  contribuyentes  que  no  hu- 
IÑeren  sufrido  avería  común,  pagarán  la 


cuota  que  les  corresponda  en  el  estado  del 
repartimiento. 

Los  que  la  hubieren  sufridocompensarán 
su  crédito  con  su  débito  hasta  la  cantidad 
concurrente,  i  cobrarán  o  pagarán  la  dife- 
rencia. 

1119.  Todas  las  operaciones  de  la  li- 
quidación serán  presentadas  al  tribunal 
que  conozca  de  ella  para  su  aprobación, 
previa  audiencia  instructiva  de  los  intere- 
sados presentes  o  de  sus  lejítimos  repre- 
sentantes. 

1120.  El  capitán  hará  efectivo  el  re- 
partimiento i  responderá  a  los  interesados 
en  él  de  los  daños  i  perjuicio.s  que  les  cau- 
se su  neglijencia  o  morosidad. 

1121.  Loscontribuyeiitessatisfaránsus 
respectivas  cuotas  den'tro  de  setenta  i  dos 
horas,  contadas  desde  la  que  designe  la  no- 
tittcacion  del  auto  aprobatorio  del  reparti- 
miento. 

No  pagando  dentro  de  este  término,  el 
capitán  pedirá  la  venta  de  las  mercaderías 
salvadas  hasta  la  cantidad  necesaria  para 
cubrir  las  cuotas  insolutas  i  los  gastos  de  la 
ejecuttion. 

1122.  El  capitán  no  será  obligado  a  en- 
tregar a  los  contribuyentes  sus  mercade- 
rías hasta  que  sea  cubierta  la  contri Ducion, 
salvo  que  el  interesado  en  recibii-las  le  otor- 
gue flanza  solidaria  por  el  importe  de  su 
cuota. 

1123.  El  dueño  de  las  mercaderías 
perdidas  o  deterioradas  puede  reclamar  di- 
rectamente de  su  asegurador  la  indemni- 
zación correspondiente,  salvo  el  derecho  de 
éste  para  repetir  lo  pagado  de  todos  los  que 
deban  contribuir  a  la  averia  común. 

§  4.  De  La  averia  particular. 

1124.  Avería  particular  es  todo  daño 
que  sufre  la  nave,  o  el  cargamento  de.sde 
su  embarque  hasta  su  descarga,  por  acci- 
dente de  mar  o  fuerza  mayor,  vicio  propio 
de  la  cosa  o  hecho  del  naviero,  capitán, 
tripulación,  cargadores,  pasajeros  o  cual- 
quiera otra  persona;  i  todo  gasto  ejecutado 
en  esclusivo  provecho  de  la  nave,  del  car- 
gamento o  de  una  parte  de  éste. 

1125.  Pertenecen  a  la  clase  de  averías 
particulares: 

1."  Las  cosas  que  toman  los  apresado- 
res  de  la  nave  sin  preceder  convenio,  i  las 
que  les  entrega  espontáneamente  cual- 
quiera de  los  cargadores  para  salvar  sus 
mercaderías; 

2."  Los  gastos  de  la  reclamación  enta- 
blada para  obtener  separadamente  la  liber- 
tad de  la  nave  o  la  del  cargamento,  i  loa 
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salarios  i  manutención  de  los  hombres  de 
mar  durante  el  juicio; 

3."  La  pérdida  de  la  nave  i  resto  de  la 
carga  después  del  alijo; 

4.'^    Los  gastos  de  salvamento; 

ó."  La  reparación  de  los  barriles,  pipas 
o  cualesquiera  otras  vasijas,  i  los  gastos 
lieclios  para  la  conservación  de  las  merca - 
deriüs  ¡iverindas,  salvo  que  el  daño  pro- 
venga inmediatamente  de  una  cau¿a  que  lo 
caracterice  de  avería  común; 

G.*^  La  diferencia  entre  el  precio  de  ven- 
ta i  el  que  tengan  en  el  puerto  de  su  desti- 
no las  mercaderías  vendid-s  para  subvenir 
a  las  necesidades  urjentes  de  la  nave  en  el 
caso  de  arribada  forzosa  por  fortuna  de 
mar; 

7.°  Los  ga-los  de  la  arribada  ejecutada 
con  el  fin  (ie  aiirovisionar  la  nave  o  .repa- 
rarla de  lO'  daños  causados  por  tempestad 
u  otro  accidente  de  mar; 

8  **  Los  salarios  i  manutención  de  los 
homlires  de  mar  durante  la  detención  por 
orden  lejítima  o  fuerza  mayor,  sea  que  la 
nave  haya  sido  fletada  por  viaje,  sea  que 
lo  haya  sido  por  meses; 

9.""  El  ;i omento  de  flete  i  los  gastos  de 
descarga  en  el  caso  de  innavegabilidad  de- 
clarada, siempre  que  las  mercaderías  sean 
conducidas  en  otra  nave  por  cuenta  de  los 
cargadores: 

1U.°  La  manutención  i  salario  de  la  tri- 
pulación, mientras  la  nave  permanezca  ezi 
cuarentena  ordinaria; 

l\.°  En  jeneral,  todos  los  daños  i  gas- 
tos que  n>  redunden  en  beneficio  común 
de  la  nave  i  su  carga,  i  que  no  merezcan 
el  concepto  de  avería  común  conforme  al 
art.  1089. 

1126.  El  propietario  de  la  cosa  que 
hubiere  sufrido  el  daño  o  causado  el  gasto 
soportará  la  avería  particular,  sin  perjuicio 
de  su  derecho  para  reclamar  la  competen- 
te indemnización,  si  hubiere  sido  ocasiona- 
da por  hecho  de  un  tercero. 

1127.  Se  esceptúan  déla  regla  ante- 
rior: 

1."  El  echamiento  a  pique  de  la  nave 
incendiada  o  de  la  mis  inmediata  a  ella, 
para  evitar  la  pro|)agación  del  incendio; 

2."  Los  salarios  i  alimentos  de  la  tripu- 
lación en  el  caso  de  detención  ae  la  nave 
fletaiia  por  meses; 

3.°  Los  gastos  de  una  cuarentena  im- 
prevista al  tiempo  de  celel>rarse  el  fleta- 
mento,  i  los  ¡salarios  i  manutención  de  los 
hombres  de  mar  durante  la  misma; 

4°  El  daño  de  las  mercaderías  confun- 
didas por  voluntad  de  los  cargadores  o  por 
oaso   fortuito,  siempre  que  no  sea  posible 


determinar  el  dueño  de  las  averiadas  ó 
perdidas; 

5.°  Los  daños  que  el  abordaje  de  dudo- 
.sa  imputación  produzca  a  las  naves  que 
chocan  o  se  amarran. 

En  todos  los  casos  anteriores  la  averia 
será  pagada  por  contribución  de  los  inte- 
resados. 

1128.  En  caso  de  seguro  total  o  par- 
cial de  la  nave  o  su  cargamento,  los  ase- 
guradores pagaran  la  avería  particular  se- 
gún las  reglas  establecidas  en  el  título  2>« 
los  seguros  maritinios. 

§.  5.  DeL  abordaje. 

1129.  El  daño  causado  por  el  aborda- 
je fortuito  será  soportado  sin  repetición 
por  la  nave  que  lo  hubiere  sufrido,  sin  per- 
juicio del  seguro  si  lo  hubiere. 

1130.  Si  el  abord  ije  fuere  ocasionado 
por  dolo,  neglijencia  o  impericia  del  capi- 
tán o  ti'ipulacion  de  una  de  las  naves  que 
choquen,  el  daño  será  indemnizado  por  el 
cu  Ipil  ble. 

Siendo  causado  por  hecho  de  los  dos  ca- 
pitanes o  de  las  dos  tripulaciones,  cada  na- 
ve soportará  el  daño  que  le  stjbrevenga. 

1131.  En  los  casos  de  abordaje  culpa- 
ble, el  capitán  es  responsable  al  naviero  de 
las  averías  de  la  nave  i  cargamento,  salvo 
su  derecho  contra  los  oficiales  i  tripula- 
ción, toda  vez  que  el  abordaje  les  fuere  im- 
putable. 

1132.  Si  el  abordaje  ocurriere  cuando 
la  nave  se  halla  dirijida  por  un  piloto  le- 
mán, el  capitán  condenado  al  pago  de  la 
avería  podrá  reclamar  de  éste  la  corres- 
pon  dieVi  te  indemnización. 

1133.  En  caso  de  duda  acerca  de  la 
causa  del  abordaje,  las  naves  que  hubie- 
ren chocado  se  repartirán  el  daño  por 
mitad. 

1134.  El  abordaje  se  presume  fortui- 
to; pero  se  reputará  culpable  de  parte  del 
capitán  de  la  nave  que  se  encuentre  en  al- 
guno de  los  casos  siguientes: 

1.°  Si  la  nave  estuviere  mal  fondeada 
por  inobservancia  de  los  reglamentos  i 
usos  del  puerto,  o  si  tuviere  sus  anclas  sin 
las  boyas  necesarias; 

2.°  Si  la  nave  zarpare  de  noche  si» 
haberse  puesto  previamente  §n  franquía, 
o  navegare  a  todas  velas  á  la  inmediación 
de  otra  que  estuviere  fondeada  o  a  la  capa; 

3."  Si  á  la  entrada  de  un  puerto  la  na- 
ve tratare  de  tomar  la  delantera  a  otra 
que  la  preceda,  o  si  a  la  salida  no  cediere 
el  paso  a  la  nave  que  entrare  al  puerto; 

4."     Si  navegando  con  viento  en  popa 
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en  una  dirección  íal  que  pueda  encontrar- 
se con  otra  en  un  punto  de  intersección, 
no  tomare  las  prucaucione»  necesarias  para 
iívitar  el  abordaje; 

5.°  Si  la  nave,  cualquiera  que  sea  el 
punto  donde  se  encuentre,  no  tuviere  fa- 
rol con  luz  encendida,  siendo  de  noclie. 

1135.  Si  después  del  abordaje  perece 
la  nave  al  dirijirse  a  un  puerto  de  arribada 
para  reparar  sus  averias,  se  presume  que 
la  pérdida  lia  sido  causada  por  aquel  acci- 
■denle. 

§.  6.  De  la  arribada  forzosa. 

1136.  Llámase  arribada  forzosa  la  en- 
trada necesaria  de  la  nave  a  un  puerto  o 
lugar  distinto  del  preñjado  para  el  viaje 
convenido. 

1137."  La  arribada  forzosa  es  lejítiraa 
o  iiejilima. 

Ks  lejitima  la  que  procede  de  caso  for- 
tuito inevitable,  e  ilejilima  laque  trae  su 
orijen  del  dolo,  neglijencia  o  impericia  del 
oapitan. 

1138.  Son  justas  causas  de  arribada; 
1."     La  falta  de  víveres; 

2°  El  temor  fundado  de*enemigos  o 
piratas; 

3.°  Cualquier  accidente  en  la  ti-ipula- 
cion  o  la  nave  que  la  inhabilite  para  con- 
tinuar el  viaje. 

1139.  La  justicia  de  la  causa  no  lejiti- 
ma la  arribada  en  los  casos  siguientes: 

1°  Si  la  falta  de  víveres  proviniere  de 
su  corrupción  o  pérdida  por  mala  coloca- 
ción o  descuido  en  su  custodia  i  conserva- 
ción, o  de  no  haberse  hedió  el  aprovisio- 
namiento necesario  según  el  uso  i  circuns- 
tancias de  la  navegación; 

2."  Si  el  riesgo  de  enemigos  o  piratas 
»o  fuere  manifiesto  i  fundado  en  hechos 
positivos  i  justificables; 

3.°  Si  la  peste  u  otras  enfermedades  de 
la  tripulación  procedieren  de  la  mala  cali- 
dad de  los  víveres  que  formen  el  aprovi- 
sionamiento de  la  nave; 

4.''  Si  la  inhabilitación  de  la  nave  pro- 
viniere de  no  haberla  reparado,  pertrecha- 
do i  equipado  convenientemente  para  el 
viaje,  de  alguna  disposicioü  desacertada 
del  capitán  o  de  no  haber  tomado  la  que 
eon venia  para  evitar  el  descalabro. 

1140.  La  resolución  de  la  arriljada 
forzosa  corresponde  a  la  junta  dt-  >  ai.  mies 
de  la  nave,  y  se  llevará  a  efectu  lo  que 
acuerde  la  mayoría  de  los  vocales,  com- 
putada en  los  términos  del  articulo   1097. 

Los  cargadores  presentes  o  sobrecargos 
serán  citados  a  la  junta  para  los  efectos 
9|ue  indica  el  artículo  precitado. 


El  acta  será  redactada,  firmada  i  pre- 
sentada en  la  forma  que  prescribe  el  arti- 
culo lüyj,  i  las  protestas  serán  literalmen- 
te insertadas  en  ella. 

1141.  Los  gastos  de  la  anbada  lejitima 
proveniente  de  un  hecho  que  constituya 
averia  común,  serán  de  la  responsabilidad 
de  la  nave  i  del  cargamento;  pero  si  la 
arribada  trajere  su  orijen  de  un  hecho 
constitutivoue  averia  pai'ticular,  los  gastos 
serán  de  la  esclusiva  cuenta  de  la  nave. 

Los  gastos  de  la  arribada  ilejítima  soa 
de  la  responsabilidad  del  naviero,  salvo  su 
derecho  para  reclamar  la  debida  indemni- 
zación de  la  per.sona  que  la  hubiere  cau- 
sado. 

1142.  El  naviero  i  capitán  no  son  res- 
ponsables a  los  cargadores  de  los  daños  i 
perjuicios  que  les  ocasione  la  arriljada  le- 
jitima. 

Pero  si  la  arribada  fuere  ilejitima,  am- 
bos serán  solidariamente  obligados  a  in- 
demnizara los  cargadores. 

Ii43.  El  capitán  no  podrá  descargar 
las  mercaderías  en  el  puerto  de  arribada 
forzosa  sino  en  los  siguientes  casos: 

1.°  Si  los  cargadores  lo  exijieren  para 
prevenir  el  daño  de  las  mercaderías; 

2."  ■  Si  la  descarga  lucre  indispensable 
para  hacerla  reparación  de  la  nave; 

3.°  Si  se  reconociere  que  el  cargamento 
ha  sufrido  averia. 

En  los  dos  últimos  casos  el  capitán  soli- 
citará la  competente  autorizaciun  del  juz- 
gado de  comercio;  i  sí  el  puerto  de  arriba- 
da luere  estraiijero,  del  cónsul  chileno,  o 
en  su  defecto  de  la  autoridad  local. 

Los  gastos  de  la  descarga  i  recarga  se- 
rán de  cuenta  de  los  cargadores. 

1144.  Notándose  que  la  carga  ha  su- 
frido averia,  el  capitán  liará  la  protesta 
que  prescribe  el  número  17."  del  articulo 
905  ante  la  autoridad  competente,  i  cum- 
plirá las  órdenes  que  el  cargador  presente 
o  su  consignatario  le  comunique  acerca  de 
las  mercaderías  averiadas. 

1145.  No  encontrándose  el  propieta- 
rio de  las  mercaderías  averiadas  o  persona 
que  le  represente,  el  capitán  pedirá  al  juz- 
gado de  i'omei'cio.  al  ájente  consular  o  a 
la  autoridad  local  en  sus  respectivos  casos 
el  nombramiento  de  peritos  para  que,  pre- 
vio reconocimiento  de  las  mercaderías 
averiadas,  informen  acerca  de  la  natura- 
leza i  estension  de  la  averia,  de  los  medios 
de  repararla  o  evitar  su  propagación,  i  si 
será  o  nó  conveniente  el  reembarque  i 
conducción  de  las  mercaderías  al  puerto 
de  la  consignación. 

En  vista  del  informe   de   los  peritos,  la 
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autoridad  que  conozca  del  caso  proveerá 
la  reparación  ¡reembarque  de  las  merca- 
derías, o  que  se  mantengan  en  depósito, 
según  viere  convenir  a  los  intereses  del 
propietario;  i  el  capitán  llevará  a  electo 
bajo  su  responsabilidad  lo  que  se  decretare. 

1146.  Ordenándose  la  reparación  i 
reembarque,  el  capitán  empleará  sucesi- 
vamente, para  cubrir  los  ^-astos  que  tales 
operaciones  demanden,  los  arbitrios  que 
se  espre.-an  a  continuación: 

1.*^  Tomar  de  la  caja  de  la  nave  la  can- 
tidad necesaria,  con  calidad  de  reintegro 
i  abono  del  interés  corriente; 

2."  Contratar  un  préstamo  a  la  gruesa 
sobre  las  mismas  mercaderías,  previa  la 
autorización  que  prescribe  el  número  8  ^ 
del  artículo  898; 

3."  Solicitar  de  la  autoridad  competente 
lávenla  en  martillo  de  las  mercaderías 
averiadas,  hasta  la  cantidad  indispensable 
para  cubrir  los  gastos. 

El  capitán,  o  el  dador  en  su  caso,  tiene 
privilejio  sobre  todos  los  acreedores  para 
ser  reintegrado  del  capital  e  iratereses  del 
préstamo  coa  el  producto  de  las  mercade- 
rías averiadas. 

1147.  Decretándose  el  depósito,  el  ca- 
pitán dará  cuenta  al  cargador  o  a  su  con- 
signatario para  que  resuelva  lo  que  mejor 
le  convenga. 

Pero  si  el  mal  estado  de  las  mercaderías 
ofreciere  un  inminente  peligro  de  pérdida  o 
aumento  de  deterioro,  el  capitán  pedirá  se 
proceda  inmediatamente  a  su  venta  en 
martillo;  pagará  con  su  productos  los  gastos 
causados  i  los  fletes  que  hubiere  devenga- 
do la  nave  en  proporción  del  camino  an- 
dado, i  depositará  el  resto  a  la  orden  del  in- 
teresado, dándole  desde  luego  el  corres- 
pondiente aviso. 

1148.  El  capitán  está  obligado,  bajo 
responsabilidad  de  daños  i  perjuicios,  a 
continuar  el  viaje  tan  luego  como  cese  la 
causa  de  la  arribada  forzosa. 

Pero  si  ésta  fuere  motivada  por  temor 
de  enemigos  o  piratas,  el  capitán  no  podrá 
hacerse  de  nuevo  ala  mar  sin  el  previo 
acuerdo  de  la  junta  de  oficiales  en  la  for- 
ma que  determina  el  articulo  1087. 

1149.  Corresponde  al  capitán  la  cus- 
todia de  las  mercaderías  descargadas  has- 
ta que  se  entreguen,  reembarquen,  depo- 
siten o  vendan;  i  salvo  los  casos  fortuitos  o 
de  fuerza  mayor,  será  personalmente  res- 
ponsable de  su  conservación. 

§  7.  Del  naufragio  y  car  amiento. 

1150.  Perdiendo  la  esperanza  de  salvar 
la  nave,  i  permitiéndolo  la  urjencia  del 


caso,  el  capitán  reunirá  la  junta  de  oficia- 
les en  la  forma  que  disponed  artículo  1097, 
i  someterá  á  su  deliberación  si  atendidas 
las  circunstancias  debe  o  no  abandonarse 
la  nave. 

Resolviéndose  el  abandono,  el  capita* 
cumplirá  las  obligaciones  que  le  imponen 
los  números  8.°  i  9.°  del  artículo  905;  i  si 
llegare  a  consumarse  el  naufrajio,  recoje- 
rá  ios  fragmentos  de  la  nave  i  los  restos  del 
cargamento. 

1151.  Naufragando  la  nave  que  va  e« 
convoi  o  en  conserva,  se  distribuirá  entre 
las  demás  que  la  acompañen,  en  propor- 
ción al  espacio  que  cada  una  tenga  des- 
embarazado, la  parte  de  la  carga  i  pertre- 
chos que  se  hubieren  salvado. 

Si  alguno  de  los  capitanes  rehusare  sia 
justa  causa  recibir  la  parte  de  la  carga 
que  le  corresponda,  el  capitán  náufrago 
protestará  contra  él  ante  dos  oñciales  de 
mar,  los  daños  i  perjuicios  que  cause  su  ne- 
gativa, i  ratificará  la  protesta  en  el  primer 
puerto  de  arribada  dentro  del  término  le- 
gal. 

Una  copia  de  la  protesta  será  agregada 
al  proceso  informativo  de  que  trata  el  nú- 
mero 9."  del  urtículo  9U5. 

1152.  El  capitán  que  reciba  mercade- 
rías náufragas  no  está  obligado  a  variar  da 
rumbo  para  trasportarlas  al  puerto  de  la 
consignación;  pero  deberá  conducirlas  al 
del  destino  de  su  nave  i  entregarlas  a  los 
propietarios  o  consignatarios. 

Por  falta  de  unos  i  otros,  pondrá  las  mer- 
caderías a  disposición  del  juzgado  de  co- 
mercio para  que  ordene  su  depósito  por 
cuenta  de  los  interesados. 

1153.  Caso  que,  sm  variar  de  rumbo  i 
continuando  el  mismo  viaje,  sea  posible 
descargai-  las  mercaderías  náufragas  en  el 
puerto  a  que  fueren  destinadas,  el  capitaa 
podrá  arribar  con  este  objeto^  siempre  que 
lo  consientan  los  cargadores  o  sobrecargos 
i  los  pasajeros  i  oficiales  de  la  nave,  con- 
sultados en  la  forma  que  prescribe  el  arti- 
culo 1097,  que  el  puerto  no  sea  de  peligro- 
so acceso,  i  que  no  haya  temor  fundado  de 
enemigos  o  piratas. 

Los  daños  i  perjuicios  que  cause  la  arri- 
bada ejecutada  sin  el  con.sentimiento  d« 
todas  las  personas  enunciadas,  serán  de  la 
responsabilidad  del  capitán. 

1154.  En  los  casos  previstos  en  los  dos 
artículos  anteriores,  las  mercaderías  por- 
teadas responden  privilejiadamente  del  pa- 
go del  flete  i  de  los  gastos  de  arribada,  des- 
carga i  cualquier  otro  que  se  haga  por  cau- 
sa i  en  beneflcio  de  ellas. 

El  capitán  de  la  nave  que  verifica  el  tras- 
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porte  de  las  mercaderifís  náufragas  gozará 
del  privilejio  que  establece  el  inciso  final 
del  artículo  1 1 46  por  las  cantidades  que  an- 
ticipe i  el  interés  corriente. 

El  flete,  si  no  hubiere  convenio,  será  re- 
gulado por  peritos  en  el  puerto  de  la  des- 
carga, habida  consideración  a  la  distancia 
andada,  la  dilación  que  sufra  la  nave,  las 
dificultades  vencidas  i  los  riesgos  corridos 
para  recqjer  i  poner  a  bordo  las  mercade- 
rías, 

1155.  El  capitán  que,  sin  hallarse  pre- 
sente en  los  momentos  del  naufrajio,  en- 
contrare mercaderías  náufragas,  estará 
obligado  a  recojerlas,  trasportarlas  y  en- 
tregarlas al  propietario  o  a  la  persona  que 
represente,  cobrando  los  gastos  i  fletes  que 
correspondan. 

1156.  Siempre  que  el  capitán  náufra- 
go o  algún  corresponsal  de  los  cargadores 
o  consignatarios  rehuse  anticipar  las  can- 
tidades necesarias  para  pagar  los  fletes  i 
gastos,  el  juzgado  de  comercio  mandará 
vender  en  martillo  la  parte  de  los  objetos 
salvados  que  considere  suficiente  para  cu- 
brir su  monto. 

1157.  Ninguna  persona  privada  podrá 
entrar  a  la  nave  so  protesto  de  socorrerla 
o  salvarla  del  naufrajio  o  varamiento,  em- 
prender el  salvamento  de  la  que  se  encuen- 
tre encallada  o  quebrantada,  ni  recojer  ob- 
jetos náufragos  que  floten  en  la  mar  o  sal- 
gan a  la  costa,  sin  el  espreso  consentimien- 
to del  capitán  presente  o  del  oficial  que  le 
reemplazo. 

1158  Las  personas  que  tenean  cono- 
cimiento de  un  naufrajio  o  varamiento  en 
las  costas  de  la  República,  o  de  la  salida  a 
ellas  de  los  fragmentos  de  una  nave  o  de 
los  restos  de  un  cargamento,  cumplirán  las 
obligaciones  que  impone  el  artículo  635  del 
Código  civil,  quedando  sujetas  á  la  acción 
i  pena  que  él  establece  siempre  que  se  apro- 
pien objetos  náufragos. 

En  el  caso  de,  pillaje  la  conducta  de  los 
individuos  que  no  denuncien  el  naufrajio 
o  varamiento  será  examinada  por  la  auto- 
ridad competente  para  investigar  su  com- 
plicidad en  aquel  delito. 

1159.  El  funcionario  público  a  quien 
se  denuncie  un  naufrajio  o  varamiento  ocu- 
rrido en  el  distrito  de  su  cargo,  se  trasla- 
dará inmediatamente  al  lugar  de  suceso, 
i  dictará  todas  las  providencias  conducen- 
tes a  la  salvación  de  los  hombres  de  mar, 
de  la  nave,  sus  papeles,  libros  i  carga- 
mento i  a  la  conservación  de  los  objetos 
<iue  se  puedan  salvar. 

Evacuadas  estas  dilijencias,  dará  cuenta 
al  juzgado  de  comercio  mas  inmediato  para 


que  proceda  al  cumplimiento  de  las  dispo- 
siciones que  contienen  los  artículos  636, 
637,  638  i  1639  del  Código  civil. 

1160.  Fuera  del  caso  propuesto  en  el 
articulo  1156,  los  objetos  salvados  serán 
vendidos  en  martillo,  previo  decreto,  si  no 
fuere  posible  conservarlos  por  estar  ave- 
riados o  hallarse  espuestos  a  perderse  o  de- 
teriorarse por  vicio  propio. 

El  producto  de  la  venta  .será  judicial- 
mente depositado  por  cuenta  de  a  quien 
corresponda. 

1161.  El  naviero  i  los  cargadores  po- 
drán reclamar  del  capitán  o  piloto  la  com- 
petente indemnización  eon  arreglo  al  ar- 
tículo 908,  toda  vez  que  el  naufragio  o  va- 
ramiento provenga  de  dolo,  culpa  o  impe- 
ricia de  alguno  de  ellos. 

Si  el  naufrajio  o  varamiento  procediere 
de  que  la  nave  no  fué  convenientemente 
reparada  i  pertrechada  prra  el  viaje,  el  na- 
viero responderá  esclusivamente  a  los  car- 
gadores de  los  perjuicios  causados  a  la  car- 
ga, salvo  su  derecho  contra  los  que  hubie- 
ren practicado  el  reconocimiento  ordenado 
en  el  número  3."  del  artículo  899. 

1162.  Los  objetos  salvados  del  nau- 
frajio o  varamiento  o  el  p  oducto  líquido 
de  su  venta  son  privilejiadamente  respon- 
sables de  los  gastos  hechos  i  de  los  sala- 
rios debidos  por  los  servicios  prestados 
para  salvarlos;  i  los  propietarios  deberán 
pagar  el  importe  de  unos  i  otros  antes  de 
la  entrega,  a  no  ser  que  rindan  fianza  a 
satisfacción  de  los  interesados. 

1163.  Son  casos  de  salvamento: 

1.°  Si  la  nave  o  su  carga  fuere  repues- 
ta en  alta  mar  o  conducida  a  buen  puerto, 
i  si  fueren  estraidos  del  fondo  de  la  mar 
algunos  objetos  pertenecientes  a  la  nave  o 
cargamento; 

2."  Si  la  nave  o  mercaderías  encontra- 
das sin  dirección  en  alta  mar  o  en  la  cos- 
ta fueren  salvadas; 

3.°  Si  se  salvare  la  carga  de  la  nave 
varada  en  la  costa  o  arrojada  contra  las 
rompientes,  encontrándose  en  un  peligro 
tal  que  no  ofrezca  seguridad  a  la  tripula- 
ción i  mercaderías; 

4."  Si  se  estrae  la  carga  de  una  nave 
destrozada; 

5  °  Si  la  nave  abandonada  por  la  tripu- 
lación fuere  ocupada  por  personas  re~uel- 
tas  a  salvarla,  i  conducida  a  puerto  segu- 
ro con  toda  la  carga  o  parte  de  ella. 

1164.  En  la  estimación  del  salario  de 
salvamento  se  tendrán  en  consideración 
la  prontitud  del  servicio,  el  tiempo  emplea- 
do en  él,  el  número  de  personas  necesario 
para   dispensar  una  asistencia  eficaz,  la 
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naturaleza  del  servicio,  el  peligro  cor-  ido 
para  prestarlo  i  el  que  corrían  los  objetos 
salvados,  la  fidelidad  con  que  éstos  hayan 
sido  entregados,  i  su  valor  determinado 
por  peritos. 

1165.  Los  salarios  seráng  fijados  por  la 
autoridad  que  preside  el  salvamento,  i  en 
caso  de  contestación  por  el  juzgado  de  co- 
mercio. 

1166.  El  primer  denunciante  del  nau- 
frajio  o  varamiento  tiene  derecho  a  una 
prima  de  aviso,  que  será  regulada  por  el 
funcionario  que  asista  al  salvamento,  aten- 
didas las  circunstancias  del  caso. 

Reuniéndose  en  una  misma  persona  la 
doble  calidnd  de  inventor  i  salvador,  la 
gratifií-acion  de  salvamento  que  otorgan 
los  artículos  636  i  638  del  Código  civil  po- 
drá estenderse  hasta  el  tercio  del  valor  de 
los  objetos  salvados,  previa  deducción  del 
importe  del  salario  de  asistencia  y  salva- 
mento. 

1167.  Los  individuos  que  ocupen  la 
nave  con  el  designio  de  salvarla,  la  pon- 
drán a  disposición  del  capitán  o  de  los  ofi- 
ciales al  primer  requerimiento  que  se  les 
dirija,  so  pena  de  perder  su  salario  i  de 
responder  de  los  daños  i  perjuicios. 

La  entrega  de  la  nave  dejará  a  fsalvo  los 
derechos  ya  adquiridos  por  el  salvamento. 

TITLXO  VI 

Del  préstamo  a  la  $;ruesa  o  a  riesgo 
luaritiiuo. 

§  1.  Definiciones. 

1168.  El  préstamo  a  la  gruesa  es  un 
contrato  real,  unilateral,  condicional,  one- 
roso i  aleatorio,  por  el  que  una  persona 
entrega  una  cantidad  de  dinero,  garanti- 
da con  objetos  espuestos  á  riesgos  maríti- 
mos que  toma  por  su  cuenta,  a  otra  que  la 
recibe  con  estas  condiciones: 

Que  si  los  objetos  gravados  arriban  fe- 
lizmente a  su  destino,  devolverá  la  canti- 
dad prestada  con  el  premio  convenido; 

Que  si  perecen  parcialmente  o  se  dete- 
rioran, hará  la  devolución  hasta  concu- 
rrencia del  valor  que  ellos  tengan;  i 

Que  pereciendo  todos  por  fortuna  de  mar, 
quedará  libre  de  toda  responsabilidad. 

El  que  entrega  la  cantidad  se  denomina 
prestador  o  dador;  el  que  la  recibe prcsta- 
mista  (1)  o  tomador;  i  el  premio  convenido, 
cambio,  procedió  o  interés  marítimo. 


(t  j  La  p.alabra  prestamista  no  se  emplea  en  cas- 
tellano en  el  sentido  que  lo  hace  el  Código  Chile- 
no; pero,  nosotros  respetamos  la  letra  de  la  ley  y 
la  reproducimos  como  se  consigna,  limitándonos  á 
Uanar  la  atención  en  esta  notn. 


§  2.  De  la  Jorma  i  rejistro  del  préstamo  i 
de  la  cesión  de  las  pólizas. 

1169.  El  préstamo  a  la  gruesa  puede 
ser  hecho  o  por  el  viaje  redondo,  o  solo 
por  la  ida,  o  solo  por  la  vuelta.  Puede  tam- 
bién ser  hecho  por  un  tiempo  limitado,  sea 
con  designación  de  viaje,  sea  por  todos  los 
viajes  que  emprenda  la  nave  en  el  tiempo 
que  se  prefija. 

En  caso  de  duda  acerca  del  viaje  conve- 
nido, se  entenderá  que  el  préstamo  ha  sido 
hecho  por  el  viaje  de  ida  i  vuelta. 

1170.  Los  contratos  a  la  gruesa  debe- 
rán ser  celebrados  por  escritura  pública, 
oficia!  o  privada. 

Las  pólizas  oficiales  o  privadas  harán  fe 
en  juicio,  siendo  certificadas  o  reconoci- 
das en  la  forma  que  espresan  los  incisos 
primeros  de  los  arts.  980  i  981. 

Los  préstamos  celebrados  de  palabra  son 
ineficaces  en  juicio;  i  no  se  admitirá  prue- 
ba sobre  ellos,  salvo  que  el  capital  presta- 
do no  llegue  a  doscientos  pesos. 

1171.  La  escritura  de  préstamo  a  ries- 
go marítimo  deberá  espresar: 

1°  Los  nombres,  apellidos  i  domicilios 
del  prestador  i  prestamista; 

2."  El  capital  prestado  i  el  premio  con- 
venido; 

3."  Los  objetos  afectos  al  pago  del  prés- 
tamo; 

4."  El  viaje  i  los  riesgos  marítimos  que 
el  dador  tome  sobre  si; 

5."  El  nombre,  apellido  i  domicilio  del 
capitán; 

6.*     La  época  del  reembolso; 

7.°  La  clase,  nombre  i  matrícula  de  la 
nave; 

8.°  El  lugar  i  fecha  de  la  celebración 
del  contrato. 

1172.  Omitiéndose  en  la  escritura  o 
póliza  las  dcí^ignaciones  exijidas  en  los  nú- 
meros 1.°,  2.°,  3."  i  4."  del  articulo  ante- 
rior, el  préstamo  a  que  se  refiera  será  con- 
siderado como  terrestre,  i  el  dador  solo 
tendrá  derecho  a  la  restitución  del  capital 
i  pago  del  interés  corriente  de  plaza,  sin 
privilejio. 

1173.  En  el  rejistro  de  comercio  se  to- 
mará razón  en  estrado  de  todos  los  prés- 
tamos a  la  gruesa  dentro  de  los  ocho  días 
siguientes  al  de  su  fecha,  siendo  celebra- 
dos en  la  República;  pero  si  lo  fueren  en 
territorio  éstranjero,  la  toma  de  razón  se 
hará,  dentro  del  término  indicado,  en  la 
cancillería  del  consulado  chileno. 

Omitida  la  toma  de  razón,  las  escrituras 
i  pólizas  de  contratos  a  la  gruesa  produci- 
rán todos  sus  efectos  entre  las  partes  que 
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las  hubieron  suscrito;  pero  el  dador  no  go- 
zará de  preferendia  alguna  en  perjuicio  de 
tercero. 

Los  préstamos  realizados  en  una  plaza 
estranjera  donde  no  haya  cónsul  chileno, 
no  están  í^u jetos  a  la  toma  de  razón;  i  sur- 
tirán todos  IOS  efectos  legales,  aun  contra 
terceros,  siendo  celebrados  en  el  caso  icón 
las  formalidades  que  prescribe  el  número 
8."  del  art  898. 

1174.  Los  préstamos  a  la  gruesa  he- 
chos antes  de  principiarse  el  viaje  serán 
anotados  en  los  conocimientos  de  la  carga, 
designándose  la  persona  a  quien  el  capitán 
deba  dar  aviso  de  su  feliz  arribo  al  puerto 
de  la  descarga. 

Omitidas  la  anotación  i  designación  in- 
dicadas, el  consignatario  que  hubiere  acep- 
tado letras  por  cuenta  de  la  carga  será 
preferido  al  portador  de  la  póliza  del  prés- 
tamo. 

Ignorando  la  persona  a  quien  deba  no- 
ticiar el  feüz  arribo  de  la  nave,  el  capitán 
podrá  descargar  i  entregar  las  mercade- 
rías que  conduzca,  sin  contraer  responsa- 
bilidad alguna,  a  favor  del  portador  de  la 
póliza  del  préstamo. 

1175.  Las  pólizas  de  préstamo  a  la 
gruesa  pueden  ser  otorgadas  i  cedidas  en 
la  misma  forma  que  los  conocimientos. 

La  cesión  trastiere  al  cesionario  todos 
los  derechos  i  obligaciones  del  cedente,  i 
produce  acción  a  favor  de  aquél  para  de- 
mandar a  éste,  en  caso  de  insolvencia  del 
tomador,  el  capital  prestado,  los  intereses 
corrientes  de  tierra  i  los  gastos. 

Esta  acción  no  se  estiende  al  provecho 
marítimo,  á  monos  que  las  partes  estipu- 
len exnresamente  lo  contrario. 

1176.  Teniendo  el  préstamo  a  la  grue- 
sa un  plazo  fijo,  el  cesionario  exijirá  el 
pago  el  dia  del  vencimiento;  i  no  obtenién- 
dolo, formalizará  el  correspondiente  pro- 
testo en  el  dia  siguiente,  so  pena  de  cadu- 
cidad de  la  acción. 

Si  el  plazo  fuere  indeterminado,  el  ce- 
sionario solicitará  el  reembolso  en  el  mis- 
mo dia  que  conozca  el  suceso  de  que  pen- 
da la  exijibilidad  del  contrato;  i  si  no  fue- 
re pagado,  levantará  al  siguiente  el  res- 
pectivo protesto. 

1177.  La  interpretación  de  las  cláusu- 
las oscuras  o  dudosas  del  contrato  se  hará 
a  favor  del  tomador. 

§  3.  De  las  personas  capaces  para  dar  o 
tomar  a  la  gruesa. 

1178.  Pueden  prestar  a  la  gruesa  to- 
dos los  que  tienen  la  libre  administración 
de  sus  bienes. 


1179.  Son  hábiles  para  tomar  un  prés- 
tamo a  la  gruesa  el  pi-opietario  de  la  nave, 
el  imviero  i  los  cargadores. 

El  propietirio  que  no  sea  naviero  solo 
podrá  conti'atar  un  préstamo  a  la  gruesa 
sobre  el  casco  i  quilla  de  la  nave;  i  siendo 
muchos  los  propietarios,  será  preciso  el 
acuerdo  de  la  mayoría. 

El  simple  naviero  no  puede  tomar  a  la 
gruesa  sino  sobre  el  armamento,  vituallas 
i  demás  objetos  que  le  pertenezcan. 

1180.  El  capitán  no  puede  en  caso  al- 
guno contratar  un  préstamo  a  la  gruesa 
en  el  lugar  donde  resida  el  naviero  o  su 
consignatario,  a  no  ser  que  alguno  de  és- 
tos intervenga  en  el  otorgamiento  de  la 
escritura  o  póliza,  o  le  autorice  especial- 
mente por  escrito  para  tomar  el  préstamo. 

1181.  Si  la  nave  fuere  armada  en  otro 
lugar  (|ue  el  de  la  residencia  del  naviero  o 
consignatario,  el  capitán  que  no  haya  sido 
provisto  de  fondos  puede  tomar  dinero  a 
la  gruesa  para  habilitarla  y  ponerla  en  es- 
tado de  navegar.  % 

1182.  Durante  la  navegación  no  po- 
drá el  capitán  celebrar  un  préstamo  sino 
en  el  caso  propuesto  i  con  las  solemnida- 
des establecidas  en  el  núm.  8."  del  articu- 
lo 898. 

Contraviniendo  las  disposiciones  del  nú- 
mero citado,  el  capitm  será  personalmen- 
te responsable  al  dador  de  buena  fe  del 
cumplimiento  del  contrato. 

Pagando  el  naviero  al  dador,  podrá  re- 
clamar del  capitán  el  reembolso  de  la  can- 
tidad prestada  i  el  premio,  previa  deduc- 
ción de  los  gastos  útilmente  hechos  en  la 
reparación  de  la  nave. 

El  dador  de  un  préstamo  contratado  por 
el  capitán  fuera  del  caso  previsto  i  sin  las 
formalidades  prescritas  en  el  núm.  8.°  do.[ 
articulo  precitado,  no  podrá  reclamar  el 
pago  privilejiado  en  perjuicio  de  terceros 
interesados. 

§  4.  Del  capital  i  premio  i  de  las  cosas 
afectas  al  préstamo. 

1183.  Puede  hacerse  el  préstamo  a  la 
gruesa,  no  solamente  en  dinero  efectivo, 
sino  también  en  cosas  funjil)les,  estimadas 
en  una  cantidad  fija,  con  tal  que  sean  ade- 
cuadas para  el  consumo  de  la  tripulación  o 
servicio  de  la  nave,  i  que  puedan  ser  obje- 
to de  una  especulación  licita. 

1184.  El  cambio  marítimo  no  está  su- 
jeto a  tasa  alguna;  i  las  partes  podrán  de- 
terminarlo libremente,  señalando  una  can- 
tidad alzada  por  el  viaje  o  una  suma  cier- 
ta por  mes  o  por  ida  o  vuelta,  í  convenir 
en  que  el  premio  se  aumente  o  disminuya. 
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según  el  aumento  o  diminución  de  los 
riesgos  o  de  la  duración  del  viaje. 

En  defecto  de  una  convención  espresa, 
la  superveniencia  de  un  aumento  o  dimi- 
nución de  riesgos  i  la  prolongación  o  acor- 
tamiento del  viaje  no  dan  derecho  a  un 
aumento  o  diminución  del  provecho  marí- 
timo. 

1185  Pueden  ser  obligadas  al  présta- 
mo a  la  gruesa  todas  las  cosas  venales  es- 
puestas  a  riesgos  marítimos. 

En  consecuencia,  el  préstamo  a  la  grue- 
sa solo  podrá  ser  contratado,  conjunta  o 
separadamente,  sobre  estos  objetos: 

1."     El  casco  i  quilla  de  la  nave; 

2."     Los  aparejos  de  la  misma; 

3."     El  armamento  i  vitualla; 

4.°     Las  mercaderías  cargadas. 

1186.  Constituido  el  préstamoalagrue- 
sa  sobre  el  casco  i  guilla  de  lo  nave,  que- 
dan afectos  privilejiadamente  al  pago  del 
capital  icambiomarítimodela  misma  nave, 
los  aparejos,  el  armamento,  i  en  jeneral  to- 
dos los  accesorios  de  aquélla. 

Contraído  sobre  la  carga  sin  otra  desig- 
nación, quedan  afectas  en  la  forma  enun- 
ciada todas  las  mercaderías  que  la  compo- 
nen, siempre  que  la  cantidad  prestada  sea 
equivalente  al  valor  convencional  o  esti- 
mativo que  ellas  tengan,  pero  en  el  caso 
contrario,  el  privilejio  afectará  taxativa- 
mente una  parte  indivisa,  determinada  por 
la  relación  de  la  suma  prestada  con  el  va- 
lor integro  de  la  carga. 

Recayendo  sobre  un  objeto  determinado 
de  la  nave  o  carga,  el  privilejio  solo  afec- 
tará ese  objeto  en  las  proporciones  que  es- 
tablece el  incis©  anterior. 

1187.  Se  prohibe,  so  pena  de  nulidad, 
todo  convenio  que  directa  o  indirectamen- 
te tienda  a  libertar  al  dador  de  la  pérdida 
del  capital  prestado  i  su  premio. 

1188.  No  podrtv  tomarse  a  la  gruesa 
sino  hasta  la  suma  concurrente  con  el  va- 
lor que  los  objetos  afectos  al  pago  tengan 
en  el  puerto  donde  principien  a  correr  los 
riesgos. 

1189.  Todo  préstamo  que  exceda  el  lí- 
mite que  designa  el  precedente  artículo  po- 
drá ser  declarado  nulo  a  solicitud  del  da- 
dor, acreditando  que  hubo  fraude  de  parte 
del  tomador;  i  en  tal  caso  éste  deberá  res- 
tituir el  capital  con  el  premio  estipulado, 
aun  cuando  el  prestador  no  haya  corrido 
riesgo  alguno. 

No  habiendo  fraude,  valdrá  el  préstamo 
hasta  concurrencia  del  valor  que,  a  juicio 
de  peritos,  tengan  al  tiempo  del  contrato 
los  objetos  alectos  al  pago;  i  la  cantidad  ex- 
cedente será  devuelta  al  dador  con  el  inte- 


rés corriente  de  plaza,  aunque  hayan  pere 
cido  las  cosas  arectas  al  préstamo. 

Las  reglas  de  los  dos  incisos  preceden- 
tes serán  trmbien  aplicadas  al  caso  en  que 
el  tinnador  no  invierta  en  la  carga  toda  la 
cantidad  prestada  con  ese  objeto  o  no  car- 
gue todas  las  mercaderías  recibidas  e» 
préstamo. 

J190.  No  puede  tomarse  un  prestara© 
a  la  gruesa  sobre  los  objetos  siguientes: 

La  vida  de  los  pasajeros  i  jente  de  la  tri- 
pulación; 

Los  salarios  de  la  jente  de  mar; 

Los  fletes  no  devengados; 

Las  ganancias  esperadas; 

Las  cosas  que  estén  corrriendo  los  ries- 
gos de  mar  al  tiempo  del  contrato; 

Los  objetos  asegurados  o  afectos  al  pago 
de  un  préstamo  anterior,  salvo  en  la  parte 
que  no  estuviere  protejida  o  gravada; 

Las  mercaderías  de  ilícito  comercio. 

1191.  El  préstamo  a  la  gruesa  sobre  el 
flete  no  devengado  o  las  ganancias  espe- 
radas, no  confiere  al  dador  mas  derecho 
que  el  reembolso  del  capital  sin  interet 
alguno. 

1192.  El  privilejio  del  dador  se  estien- 
de respectivamente  a  las  ganancias  reali- 
zadas por  el  cargador  i  a  los  fletes  deven- 
gados por  el  naviero,  aun  en  el  caso  de  ha- 
berlos recibido  con  anticipación. 

Pero  este  privilejio  no  podrá  ser  ejerci- 
tado sobre  los  fletes  estipulados  con  la  ca- 
lidad de  que,  en  todo  evento,  serán  adqui- 
ridos por  el  prestamista. 

1193.  Si  en  la  escritura  o  póliza  de  un 
préstamo  a  la  gruesa  sobre  el  cargamento 
se  concediere  la  facultad  de  hacer  escala, 
quedarán  obligadas,  no  solo  las  mercade- 
rías embarcadas  en  el  puerto  de  salida, 
sino  también  las  cargadas  por  el  tomador 
durante  el  viaje. 

Celebrado  el  préstamo  a  la  gruesa  por 
viaje  redondo,  se  entenderán  afectas  al 
préstamo  las  mercaderías  de  retorno  car- 
gadas en  la  nave  que  designe  la  póliza  del 
contrato. 

§  5.  Z)e   los   derechos  i   obligaciones   del 
prestamista  i  prestador. 

1194.  El  préstamo  a  la  gruesa  puede 
ser  afianzado;  i  el  íiador  se  entenderá  so- 
lidariamente obligado  con  el  tomador,  a 
menos  que  las  partes  acordaren  otra  cosa. 

1195.  El  prestador  a  la  gruesa  toma 
por  su  cuenta  todos  los  casos  fortuitos  de 
fuerza  mayor,  conocidos  bajo  la  denomi- 
nación de  fortuna  de  mar,  que  pueden 
causar  la  pérdida  total  de  los  objetos  gra- 
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vados  en  el  tiempo  i   en  los  lugares  con- 
venidos. 

Los  riesgos  podrán  ser  convencional- 
mente  estendidos;  pero  el  dador  a  la  grue- 
sa no  podrá  limitarlos  sino  en  los  términos 
permitidos  en  el  inciso  segundo  del  articu- 
lo 1200. 

1196.  Si  el  principio  i  conclusión  de 
los  riesgos  no  fueren  fijados  en  la  póliza 
del  contrato,  éstos  comenzarán  a  correr 
por  cuenta  del  dador,  respecto  de  la  nave, 
aparejos,  armamento  i  vituallas,  desde  el 
momento  en  que  aquélla  se  haga  a  la  vela 
hasta  que  quede  fondeada  en  el  puerto  de 
su  destino. 

En  cuanto  a  las  mercaderías,  los  ries- 
gos comenzarán  a  correr  desde  que  sean 
cargadas  en  lanchas  u  otros  buques  meno- 
res en  el  muelle  o  playa  del  puerto  de  la 
espedicion,  i  concluirán  en  el  momento  en 
«|ue  sean  puestas  en  tierra  en  el  puerto  a 
«|ue  fueren  destinadas. 

Esta  regla  no  es  aplicable,  a  menos  de 
eonvenio  en  contrario,  al  caso  en  que  la 
•arga  o  la  descarga  se  verifique  bajando  o 
stibiendo  un  rio. 

1197.  El  puerto  del  destino  es  aquel 
a  donde  se  dirije  la  nave,  cuando  el  dador 
toma  por  su  cuenta  los  riesgos  de  ida  o 
vuelta  solamente  ,  i  el  de  la  espedicion 
cuando  éstos  corren  a  su  cargo  acumula- 
tivamente por  la  ida,  estada  i  vuelta  de  la 
nave. 

1198.  Los  riesgos  de  merma,  deterioro 
o  pérdida  de  las  cosas  obligadas  al  présta- 
mo a  la  gruesa,  no  son  de  ia  responsabili- 
dad del  dador  cuando  tales  accidentes  pro- 
sedan  de  alguna  de  estas  causas: 

1.*     Vicio  propio  de  ia  cosa  obligada; 

2  ^  Dolo  o  culpa  del  capitán  o  de  la  tri- 
pulación; 

3."  Variación  voluntaria  de  ruta  o  de 
viaje  después  de  principiado  éste; 

4.^  Cambio  de  la  nave  designada  en  el 
contrato,  salvo  que  después  de  principia- 
dos los  riesgos  ocurra  un  caso  fortuito  o  de 
fuerza  mayor  que  haga  indispensable  el 
trasbordo  de  la  carga; 

5.*^     Dolo  o  culpa  del  tomador; 

6.a  Empleo  del  buque  en  un  comercio 
prohibido. 

En  todos  los  casos  indicados  el  dador 
tiene  derecho  al  reembolso  del  capital  pres- 
tado i  premio  convenido,  a  no  ser  que  las 
partes  ¡icuerden  lo  contrario. 

1199.  El  prestador  a  la  gruesa  puede 
tomar  por  su  cuenta  las  pérdidas  prove- 
nientes de  cualquiera  de  las  causas  espre- 
sadas en  los  cuatro  primeros  números  del 
articulo  anterior. 
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Pero  lo  es  prohibido  constituirse  respon- 
sable de  las  ocasionadas  portas  causas  que 
enuncian  los  dos  últimos  números  del  mis- 
mo artículo. 

1200.  El  dador  a  la  gruesa  contribui- 
rá en  proporción  de  su  interés  al  pago  de 
las  averias  comunes  i  particulares  que 
sufran  los  objetos  afectos  al  préstamo. 

No  podra  exonerarse  por  pacto  de  la 
obligación  de  soportar  las  averias  comu- 
nes; pero  le  es  permitido  libertarse  de  la 
contribución  al  pago  de  las  averias  parti- 
culares. 

El  importe  de  las  averías  no  será  impa- 
tado  al  capital  prestado,  sino  desde  el  dia 
en  íjue  el  dador  se  constituya  en  mora  de 
pagarlas. 

Í201.  El  dador  tiene  derecho  al  pago 
del  interés  marítimo  desde  el  momento  en 
que  comienza  a  correr  los  riesgos,  aun 
cuando  éstos  cesen  antes  del  tiempo  con- 
venido o  sobrevenga  el  rompimiento  del 
viaje,  con  tal  que  algún  accidente  de  mar 
no  haya  causado  la  pérdida  de  los  objetos 
gravados. 

1202.  El  pago  del  capital  i  premio  del 
préstamo  a  la  gruesa  sobre  el  casco  i  qui- 
lla de  la  nave  se  hará,  a  falta  de  conven- 
ción, en  el  lugar  en  que  aquélla  se  en- 
cuentre al  tiempo  de  la  cesación  de  los 
riesgos,  aun  cuando  ese  lugar  no  sea  el 
término  del  viaje. 

Recayendo  sobre  la  carga,  se  hará  el  pa- 
go en  el  puerto  a  que  ésta  fuere  destinada. 

1203.  No  estando  designada  en  la  pó- 
liza la  época  del  reembolso,  el  dador  podrá 
pedir  el  capital  i  premio,  si  el  préstamo  re- 
cayere sobre  la  carga,  luego  que  los  ries- 
gos hayan  cesado  de  correr  por  su  cuenta; 
i  en  caso  de  mora,  el  tomador  pagará  el 
interés  de  plaza  sobre  el  capital  prestado. 

Si  el  préstamo  fuere  hecho  sobre  la  na- 
ve, el  prestador  a  la  gruesa  no  podrá  exi- 
jir  el  pago  sino  un  mes  después  de  la  cesa- 
ción de  los  riesgos;  pero  durante  este  pla- 
zo el  tomador  deberá  abonar  el  intere.s 
corriente  de  tierra  sobre  la  cantidad  pres- 
tada. 

El  prestamista  abonará  también  al  da- 
dor el  interés  enunciado  sobre  la  cantidad 
a  que  ascienda  el  provecho  marítimo,  des- 
de la  fecha  de  la  demanda  judicial. 

1204.  Las  cantidades  tomadas  a  la 
gruesa  sobre  la  nave  para  su  último  viaje 
serán  reembolsadas  con  preferencia  a  las 
prestadas  páralos  anteriores,  aunque seaa 
dejadas  en  poder  del  tomador  por  via  de 
prórroga  o  de  renovación. 

Los  préstamos  a  la  gruesa  celebrados 
durante  el  viaje  serán  preteridos  a  los  he- 
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chos  antes  de  l!\  salida  de  la  nave;  i  con- 
curriendo muchos  contratados  en  diversas 
épocas  del  mismo  viaje,  serán  preferidos 
entre  sí  por  el  «irden  inverso  de  sus  res- 
pectivas feclias. 

Los  contraidos  en  un  mismo  lugar  i  para 
subvenir  a  las  mismas  necesidades  serán 
paorad  os  a  prorrata,  sin  consideración  a  su 
fecha. 

1205.  Los  préstamos  a  la  gruesa  he- 
chos sobre  el  cargamento  no  tienen  entre 
si  preferencia  alguna  ,  i  serán  pagados 
sueldo  a  libra,  sea  cual  fuere  la  época  de 
su  celebración,  i  aun  cuando  los  ejecuta- 
dos durante  el  viaje  tengan  por  objeto  au- 
mentar la  carga. 

1206.  Concurriendo  un  préstamo  a  la 
gruesa,  tomado  antes  del  viaje,  i  un  segu- 
ro sobre  la  nave  o  la  carga,  el  producto  de 
los  objetos  salvados  de  un  siniestro  mayor, 
deducidos  los  costos  del  salvamento  i  los 
salarios  del  capitán  i  tripulación,  será  di- 
vidido sueldo  a  libra  entre  el  prestador  por 
su  capital  i  el  asegurador  por  la  cantidad 
asegurada,  siempre  que  ésta  cupiere,  al 
tiempo  de  celebrarse  el  seguro,  en  el  valor 
libre  de  los  objetos  gravados. 

En  el  caso  contrario  el  asegurador  per- 
cibirá solamente  la  parte  proporcional  al 
resto  del  valor  de  la  cosa  asegurada,  pre- 
via la  espresada  deducción. 

1207.  Celebrándose  dos  préstamos  a 
la  gruesa,  uno  sobre  el  casco  i  quilla  i  otro 
sobre  uno  o  mas  objetos  accesorios  de  la 
nave,  ambos  prestadores  tendrán  derecho 
sobre  el  flete  de  las  mercaderías  salvadas, 
.en  proporción  al  valor  de  la  nave  i  de  los 
objetos  accesorios. 

1208.  Las  acciones  del  dador  quedan 
estinguidas  por  la  pérdida  total  de  los  ob- 
jetos afectos  al  préstamo  marítimo,  ocu»- 
rriendo  en  el  lugar  i  tiempo  convenidos 
para  correr  los  riesgos,  i  procediendo  de 
los  que  aquél  hubies'e  tomado  a  su  cargo 
por  pacto,  o  debiere  tomar  en  virtud  de  la 
ley. 

Entiéndese  por  lugar  convenido  la  nave, 
el  viaje  i  la  ruta  que  designe  la  póliza. 

1209.  En  el  primer  caso  del  inciso  se- 
gundo del  artículo  1186,  la  pérdida  parcial 
estingue  las  acciones  del  dador  hasta  la 
cantidad  concurrente  con  el  producto  de 
los  objetos  salvados,  previa  la  deducción 
indicada  en  el  artículo  1206: 

En  el  .segundo  caso  del  precitado  inci.so, 
las  acciones  del  dador  quedan  también  es- 
tinguidas  hasta  la  suma  que  sobre  el  pro- 
ducto de  los  objetos  salvados  le  correspon- 
da en  concurrencia  con  el  tomador,  repre- 
sentando el  primero  solo  su  capital,  i  el  se-  . 


gundo,  la  cantidad  que  complete  el  valor 
de  los  objetos  gravados. 

1210.  El  préstamo  a  la  gruesa  no  ten- 
drá efecto  alguno,  si  los  objetos  sobre  que 
recae  no  llegaren  a  ponerse  en  riesgo,  sea 
por  hecho  del  prestamista,  o  por  caso  for- 
tuito o  fuerza  mayor. 

En  el  primer  caso  el  prestador  podrá 
demandar  la  devolución  del  capital  con  el 
interés  corriente  de  tierra  desde  el  dia  de 
la  entrega. 

En  el  segundo  podrá  exijir  el  reembolso 
del  capital  con  el  interés  corriente  de  pla- 
za' desde  que  el  tomador  se  constituya  en 
mora. 

La  re.stitucion  áel  capital  e  intereses  se 
hará  con  la  preferencia  que  coi'responda. 

1211.  Descargando  el  tomador  duran- 
te la  travesía  parte  de  las  mercaderías 
afectas  al  préstamo  por  haberse  reservado 
espresamente  la  facultad  de  hacerlo,  el 
dador  no  podrá  perseguir  e.sas  mercade- 
rías, caso  que  de.spues  de  su  desembarque 
ocurriere  algún  siniestro  mayor ;  pero 
tendrá  derecho  para  e.\.ijir  del  tomador  la 
justificación  de  que  trata  el  articulo  1214. 

Si  las  mercaderías  restantes  fueren  de 
un  valor  inferior  a  la  cantidad  prestada, 
el  dador  podrá  demandar  la  rescisión  pro- 
porcional del  préstamo. 

1212.  Salvándose  total  o  parcialmente 
las  cosas  afectas  al  préstamo,  el  tomador 
pagará  al  dador  el  capital  con  el  premio 
estipulado  en  la  forma,  lugar  i  tiempo  que 
determinan  los  artículos  1168,  1202  y  1203. 

1213.  Si  la  nave  o  la  carga  afectas  al 
préstamo  a  la  gruesa  sufrieren  un  sinies- 
tro mayor,  el  tomador  será  obligado,  bajo 
responsabilidad  de  daños  i  perjuicios,  a 
com^u  nica  rio  al  dador  tan  luego  como  el 
su->eso  llegue  a  su  conocimiento. 

Deberá  ademas  practicar  todas  las  dili- 
jencias  conducentes  a  la  salvación  de  la 
nave  a  costa  de  los  objetos  gravados,  siem- 
pre que  se  encuentre  en  un  lugar  próximo 
al  del  desastre;  i  no  verificándolo,  será 
responsable  de  todos  los  daños  i  perjuicio.s 
que  su  negligencia  cause  al  prestador. 

1214.  La  prueba  de  la  pérdida  de  los 
objetos  gravados  incumbe  al  tomador;  i  si 
el  préstamo  fuere  hecho  sobre  el  carga- 
mento, le  corresponde  también  acreditar 
que  al  tiempo  del  siniestro  existían  en  la 
nave  por  su  cuenta  mercaderías  de  un  va- 
lor equivalente  a  la  suma  prestada,  i  que 
corrieron  los  riesgos. 

El  dador  no  está  obligado  a  justificar 
que  la  cantidad  prestada  ha  sido  inútil- 
mente empleada  por  el  tomador. 

1215.  El  tercero  que  en  el  caso  de  uu 
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siniestro  mayor  paga  deudas  proferidas  a 
las  procedentes  de  un  préstamo  a  la  grue- 
sa, queda  subrogado  de  pleno  derecho  al 
acreedor  pagado. 

TITtXO  TU 

Del  seguro  Hiarilimo. 

§  1.  De  la  forma  interna  del  seguro. 

1216.  Las  disposiciones  que  contienen 
los  artículos  514  i  siguientes  Hasta  el  560 
hiclusive,  son  aplicables  a  los  seguros  ma- 
rítimos, salvos  ios  casos  esceptuados  en  el 
presente  titulo. 
"   1217 .     Son   objeto  del  seguro  marítimo: 

1.°  El  casco  i  quilla  de  la  nave,  arma- 
da o  desarmada,  con  carga  o  sin  ella,  sea 
■que  esté  fondeada  en  el  puerto  de  su  ma- 
tricula o  en  el  de  su  armamento,  sea  que 
vaya  navegando  sola,  en  convoi  o  con- 
serva; 

2.**    Los  aparejos  de  la  nave; 

3.'     El  armamento; 

4.°     Las  vituallas; 

5.*     El  costo  del  seguro; 

6."     Las  cantidades  dadas  a  la  gruesa; 

7.°  La  vida  i  libertad  de  los  hombres 
de  mar  i  pasajeros; 

8."  Las  mercaderías  cargadas,  i  en  je- 
neral  todas  las  cosas  de  valor  estimable  en 
dinero,  espuestas  a  los  riesgos  de  pérdida 
o  deterioro  por  accidentes  de  la  navega- 
ción. 

1218.  Fuera  de  las  cosas  espresadas  en 
el  inciso  segundo  del  art.  522,  no  pueden 
ser  asegurados: 

L°  Los  sueldos  del  capitán  i  tripula- 
ción; 

2.°  El  flete  no  adquirido  del  cargamen- 
to existente  a  bordo; 

3."     Las  cantidades  tomadas  a  la  gruesa; 

4."  Los  premios  de  los  préstamos  ma- 
rítimos; 

5."  Las  cosas  pertenecientes  a  subditos 
de  nación  enemiga; 

6.**  La  nave  habitualmente  ocupada  en 
el  contrabando  ni  el  daño  que  le  sobreven- 
ga por  haberlo  hecho. 

1219.  El  seguro  jenérico  de  la  nave  o 
del  cargamento  no  comprende  sino  el  ob- 
jeto espresado  en  la  póliza,  aun  cuando 
ambas  cosas  pertenezcan  al  mismo  na- 
viero. 

El  seguro  sobre  el  casco  i  quilla  de  la 
nave  abraza  los  aparejos,  el  armamento, 
las  vituallas  i  todos  los  accesorios  de  aqué- 
lla, salva  estipulación  en  contrario. 

El  seguro  del  cargamento,  sin  otra  de- 
signaíiion,  comprende  todas  las  mercade- 
rías  embarcadas,   fuera   del   oro   o   plata 


amonedados,  las  barras  de  estos  mismos 
metales,  las  municiones  de  guerra,  los  dia- 
mantes, perlas  i  demás  objetos  preciosos. 

Los  objetos  esceptuados  en  el  inciso  an- 
terior serán  necesariamente  especificad(js 
en  la  póliza. 

Si  el  seguro  fuere  hecho  por  viaje  redon- 
do, comprende  también  las  mercaderías 
cargadas  en  el  puerto  del  destino  i  en  los 
de  escala  de  la  travesía  de  vuelta. 

1220.  La  nave  jjuede  ser  asegura  la 
por  todo  el  valor  del  casco  i  quilla,  apare- 
jos, armamento  i  vituallas,  deduciéndole 
previamente  las  cantidades  tomadas  u  la 
gruesa. 

El  cargamento  podrá  también  ser  ase- 
gurado, previa  la  deducción  espresala, 
por  el  íntegro  valor  que  las  mercader!  is 
tengan  en  el  puerto  de  la  espedicion  al 
tiempo  de  su  embarque,  inclusos  los  gastos 
causados  hasta  ponerlas  a  bordo,  i  la  priaj  i 
del  seguro. 

1221.  El  seguro  puede  versar  conjun 
ta  ó  separadamente  sobre  el  todo  o  parte 
de  los  objetos  enunciados  en  el  art.  1217,  i 
celebrarse: 

En  tiempo  de  paz  o  de  guerra; 

Antes  de  principiar.se  el  viaje,  o  hallán- 
dose éste  pendiente; 

Por  el  viaje  de  ida  i  vuelta,  o  por  un  i 
solo  de  ellos; 

Por  toda  la  duración  del  viaje,  o  por  un 
tiempo  limitado; 

Por  todos  los  riesgos  de  mar,  o  .solameu 
te  por  alguno  de  ellos: 

Sobre  buenas  o  malas  noticias. 

1222.  Por  el  hecho  de  la  suscripción 
de  la  póliza  se  presume  que  los  interesados 
han  reconocido  justa  la  valuación  hech.» 
en  ella  de  la  cosa  asegurada;  pero  tanto  el 
asegurado  como  el  asegurador  podrán  re- 
clamar contra  ella  envirtud  del  derecho 
que  les  otorga  el  art.  534. 

Ni  el  a.segurado  ni  el  asegurador  podrán 
ejercitar  ese  derecho  después  de  tener  co- 
nocimiento del  feliz  arribo  o  de  la  pérdida 
o  deterioro  de  los  objetos  aseguradas. 

1223.  En  el  caso  del  art.  533  el  valor 
de  las  mercaderías  aseguradas  se  fíjará 
por  peritos,  tomándose  por  l)ase  el  precio 
que  a  ellas  se  asigne  con  arreglo  a  lo  dis- 
puesto en  el  inciso  segundo  del  art.  1220. 

1224.  No  determinándose  en  la  póliza 
el  valor  de  las  cosas  aseguradas,  i  consís 
tiendo  éstas  en  los  retornos  de  un  pais 
donde  no  se  haga  el  comercio  sino  por 
trueques,  la  valuación  se  hará  por  el  pre 
ció  que  tengan  las  mercaderías  permuta- 
das en  el  puerto  de  su  carga,  incluyendo 
en  ella  todos  los  gastos  posteriores. 
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1225.  La  valuación  hedía  en  moneda 
í^stranjí^ra  se  reducirá  a  la  moneda  de  la 
República,  conforme  al  curso  del  cambio 
en  el  dia  en  que  se  hubiere  firmado  la  pó- 
liza. 

1226.  En  el  seguro  marítimo  las  cosas 
aseguradas  corren'^los  riesgos  de  tempes- 
tad, iiaufrajio,  varamiento  con  rotura  o 
sin  ella,  aljordaje  fortuito,  cambio  forzado 
de  ruta,  de  viaje  o  de  nave,  echazón,  fue- 
go, apresamiento,  saqueo,  declaraci-on  de 
guerra,  embargo  por  orden  del  Presidente 
de  la  República,  retención  por  orden  de 
potencia  estranjera,  represalias,  i  jeneral- 
niente  todos  los  casos  fortuitos  que  ocu- 
rran en  la  mar,  salvos  los  esceptuados  lite- 
ralmente en  la  póliza. 

1227.  No  fijándose  en  la  póliza  el  prin- 
cipio i  fin  de  los  riesgos,  se  entenderá  que 
éstos  principian  i  concluyen  para  los  ase- 
guradores en  las  épocas  que  determina 
elart.  1196. 

En  el  seguro  de  sumas  prestadas  a  la 
gruesa,  los  riesgos  comienzan  i  acaban 
para  los  aseguradores  desde  el  momento 
en  que  comienzan  i  acaban  para  el  dador, 
según  la  lei  o  la  convención  notificada  a 
los  asegur-adores. 

1228.  Revocado  o  variado  el  viaje  an- 
tes que  las  cosas  aseguradas  hayan  princi- 
piado a  correr  los  riesgos,  el  seguro  que- 
dará rescindido. 

1229.  Es  de  ningún  valor  el  seguro 
contratado  con  posterioridad  a  la  cesación 
de  los  riesgos,  si  al  tiempo  de  firmar  la  pó- 
liza el  asegurado  o  su  mandatario  tuviere 
conocimiento  de  la  pérdida  de  los  objetos 
ases-urados,  o  el  asegurador  de  su  feliz 
arril)o. 

Este  conocimiento  puede  acreditarse  por 
cualquiera  délos  medios  probatorios  que 
admite  este  Código. 

1230.  Se  presume  de  derecho  el  cono- 
cimiento del  asegurador  o  asegurado,  si 
computando  ocho  quilómetros  por  hora  re- 
sultare que  desde  el  sitio  del  arribo  o  pér- 
dida de  la  nave  o  desde  el  paraje  donde  se 
hava  tenido  la  primera  noticia,  pudo  ó.sta 
iiegir  al  lugar  del  contrato  antes  de  fir- 
mar.'-e  la  póliza. 

B>ta  presunción  no  tendrá  lugar  cuando 
la  póliza  esprese  que  el  seguróse  celebra 
sobre  buenas  o  muías  noticias. 

En  tal  caso  el  seguro  se  reputará  valede- 
ro, a  menos  que  se  |>ruebe  plenamente  por 
cualfjuiera  de  los  otros  medios  legales  que 
el  asegurado  conocía  la  pérdida,  o  el  ase- 
gurndor  el  feliz  arribo  antes  de  firmarse  la 
póliza. 

No  obstante  la  enunciada  cláusula,  el 


asegurador  podrá  solicitar  la  nulidad  del 
seguro,  si  al  tiempo  de  celebrarlo,  el  a.se- 
gurado  le  hubiere  ocultado  los  anteceden- 
tes que  le  hacian  temer  la  pérdida  de  lus 
objetos  asegurados. 

1231.  Probado  el  fraude  del  asegurado 
o  asegurador  en  ios  términos  que  espresa 
el  inciso  tercero  del  articu'lo  anterior,  el 
primero  pagará  una  doble  prima,  i  el  .se- 
gundo el  duplo  de  la  misma,  a  mas  de  res- 
tituir el  premio  si  lo  hubiere  recibido. 

El  asegurado  ó  asegurador  serán  ade- 
mas perseguidos  criminalmente  por  el  mi- 
nisterio público,  i  castigados  con  las  penas 
impuestas  a  la  tentativa  de  estafa. 

1232.  Declarada  la  nulidad  del  seguro 
celebrada   por   muchos  aseguradores,    el 

.  asegurado  queda  exonerado  de  la  obliga- 
ción de  pagar  la  prima  aun  a  los  asegura- 
dores que  no  hubieren  participado  del 
fraude. 

Pero  en  tal  caso  los  aseguradores  frau- 
dulentos responderán  a  los  de  buena  fe  de 
los  premios  que  les  correspondan  según  el 
contrato. 

1233.  La  regla  establecida  en  el  arti- 
culo 1229  es  aplicable  al  seguro  contratado 
por  comisión,  aunque  el  asegurado  ignore 
la  pérdida  de  la  cosa  asegurada. 

El  comisionista  tendrá  en  esta  hipótesis, 
la  misma  responsabilidad  que  si  hubiera 
hecho  el  seguro  por  cuenta  propia. 

1234.  Aunque  el  comisionista  ignore 
la  pérdida,  si  el  comitente  tuviere  conoci- 
miento de  ella  al  tiempo  de  dar  la  orden  de 
asegurar,  el  seguro  será  nulo;  i  en  este 
caso  el  comitente  quedará  sujeto  a  las 
responsabilidades  que  establece  el  articu- 
lo 1231. 

1235.  Si  el  comitente  i  comisionista  tu- 
vieren noticia  de  la  pérdida,  ambos  sopor- 
tarán por  entero  las  penas  que  establece 
el  artículo  precitado. 

1236.  Las  partes  podrán  estipular  que 
la  prima  será  aumentada  en  ca.'-o  de  gue- 
rra, o  disminuida  sobreviniendo  la  paz. 

Omitiéndose  la  fijación  de  la  cuota,  ésta 
será  determinada  por  peritos,  habida  con- 
sideración al  aumento  o  diminución  de  las 
riesgos. 

1237.  El  acortamiento  voluntario  del 
viaje  sin  variación  de  ruta,  no  autoriza  la, 
reducción  de  la  prima. 

§  2.    De  la  forma  esterna  del  segure 

1238.  Fuera  de  las  enunciaciones  que 
exije  el  artículo  5!6,  la  póliza  del  seguro 
de  la  nave  o  de  su  cargamento  deberá  m~ 
presar: 
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1.*  El  nombre,  apellido  i  domicilio  del 
capitán. 

2."  El  nombre  de  la  nave,  su  porte,  pa- 
bellón, matricula,  armamento  i  tripula- 
ción, ya  ver-e  el  seu,uro  sobre  la  misma 
naivo,  ya  sobre  las  mercaderías,  que  cons- 
tituyen su  car^^amento. 

En  el  pruner  caso  el  asegurado  indicará 
la  maderi  de  que  fuere  construida  la  nave 
i  si  lo  está  o  no  torrada  en  cobre,  o  decla- 
rará que  ignora  estas  circunstancias. 

3.**  El  lugar  de  la  carga  i  de  la  descar- 
ga, i  los  puertos  de  la  escala. 

4."  El  puerto  de  donde  ha  salido  o  de- 
bido salir  la  nave,  y  el  de  su  destino. 

5."  El  lugar  donde  ios  riesgos  princi- 
pien a  correr  por  cuenta  de!  asegurador 
con  deignacion  especitica  de  los  que  fue- 
ren escluidos  del  seguro. 

6."  El  viaje  asegurado,  con  espresion 
de  si  el  seguro  es  por  viaje  redondo  o  solo 
por  el  de  ida  o  vuelta. 

7."  La  época,  lugar  i  modo  en  que  deba 
hacerse  el  pago  de  la  pérdida,  de  los  daños 
i  de  la  prima. 

8.0  La  fecha  i  hora  del  contrato,  aun- 
que el  viaje  no  se  halle  principiado. 

9.°  Todos  los  demás'  pactos  i  condicio- 
nes que  acuerden  los  interesados. 

1239.  La  póliza  de  se'íui'O  de  las  can- 
tidade.s  dadas  a  la  gruesa  deberá  enun- 
ciar: 

1.°  El  nombre  del  tomador,  aun  cuan- 
do éste  sea  el  capi'an; 

2.°  El  nombre  i  destino  de  la  nave  que 
debe  hacer  el  viaje,  i  el  del  capitán  que  la 
mande; 

3.°  Los  riesgos  que  tome  sobre  si  el 
asegurador,  i  los  que  hayan  sido  esceptua- 
dos  por  el  dador; 

4.°  Si  las  cantidades  prestadas  han  sido 
eíiipleadas  en  la  reparación  de  la  nave,  o 
en  otros  gastos  necesarios  en  el  lugar  de  la 
descarga  o  en  el  puerto  de  arribada  forzosa. 

1240.  La  póliza  de  seguro  de  vida  se 
arreglará  a  lo  prescrito  en  el  articulo  573. 

1241.  Ademas  de  las  enunciaciones 
contenidas  en  los  númeroi  L°,  2."  i  4.* 
del  artículo  1238,  la  póliza  de  seguro  de  la 
íiliertad  de  los  navegantes  deberá  espre- 
sar: 

l.°  El  nombre,  apellido,  edad  i  señales 
que  identifiquen  la  persona  asegurada; 

2."  La  cantidad  convenida  para  el  res- 
cate i  los  gastos  de  regreso  a  la  República: 

3.^  El  nombre,  apellido  i  domicilio  de 
la  persona  encargada  del  rescate; 

4."  El  término  en  que  se  ha  de  verificar 
-el  rescate  i  la  indemnización  que  deba  dar- 
«e  al  asegurado,  caso  de  no  conseguirse. 


1242.  Los  cónsules  chilenos  podrán 
autorizar  las  pólizas  de  los  seguros  que  se 
celel)ren  en  las  plazas  de  comercio  de  su 
residencia,  si  alguno  do  ios  contratantes 
fuere  chileno. 

Las  pólizas  autorizadas  yior  un  cónsul 
chileno  tendrán  en  la  República  la  misma 
fuerza  probatoria  que  las  estendidas  con 
intervención  de  corredor. 

1243.  Siendo  muchos  los  aseguradores 
de  una  misma  cosa,  lirmarán  la  póliza  si- 
multánea o  sucesivamente,  espresando 
cada  uno,  en  el  último  caso,  la  fecha  i  hora 
antes  de  su  ñrma. 

1244.  Una  sola  póliza  puede  compren- 
der diferentes  seguros  en  una  misma  nave. 

Puede  también  comprender  el  de  la  nave 
i  su  cargamento;  pero  en  este  caso  se  es- 
presarán distintamente  las  cantidades  ase- 
guradas sobre  cada  uno  de  eitos  objetos, 
so  pena  de  nulidad  del  seguro. 

1245.  Las  disposiciones  que  contiene 
el  articulo  1170  son  aplicables  a  las  pólizas 
del  seguro  marítimo. 

1246.  Las  pólizas  de  seguros  son  cesi- 
bles en  la  misma  forma  i  con  los  mismos 
efectos  que  los  conocimientos  i  las  pólizas 
da  préstamos  a  la  gruesa. 

1247.  Ignorando  el  asegurado  la  espe- 
cie de  mercaderías  que  espera  o  la  nave 
que  deba  trasportarlas,  podrá  celebrar  el 
seguro,  en  el  primer  caso,  bajo  el  nombre 
genérico  de  mercaderías,  i  en  el  segundo 
con  la  cláusula  en  una  o  mas  naces,  con 
tal  que  declare  en  la  póliza  que  ignora  la 
circunstancia  res|  ectiva,  i  esprese  la  fecha 
i  ñrma  de  las  órdenes  o  cartas  de  aviso  que 
hubiere  recibido. 

Pero  en  el  caso  de  siniestro  el  asegurado 
deberá  probar  la  salida  de  la  nave  o  naves 
del  puerto  de  la  carga,  el  embarque  en  ellas 
de  las  mercaderías  perdidas,  el  verdadero 
valor  de  éstas  i  la  pérdida  de  la  nave. 

1248.  El  seguro  contratado  por  un 
tiempo  limitado  se  esíingue  por  el  mero 
trascurso  del  plazo  convenido,  aun  cuando 
al  vencimiento  de  éste  se  hallen  todavía 
pendientes  los  riesgos. 

1249.  La  demora  involuntaria  de  la 
nave  en  el  puerto  de  la  espedicion  importa 
prórroga  del  plazo  estipulado  por  todo  ei 
tiempo  que  aquélla  se  prolongue. 

1250.  La  determinación  de  la  hora 
omitida  en  la  póliza  se  hará  en  perjuicio  de 
la  parte  a  quien  favorezca  la  omisión. 

%  o.  De  las  obligaciones  i  derechos  del 
asegurador. 

1251.  El  asegurador  está  obligado  a 
indemnizar  al  asegurado  las  pérdidas  i  ave- 
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rias  de  los  objetos  asegurados,  causadas 
por  accidentes  de  mar,  i  los  i^astos  hechos 
para  evitarlas  o  disminuirlas,  siempre  que 
aquéllas  excedan  del  uno  por  ciento  del 
valor  del  objeto  perdido  o  averiado. 

1252.  No  espresándose  en  la  póliza  la 
época  del  pago  de  las  cosas  aseguradas, 
daños  i  gastos  de  la  responsabilidad  de  los 
aseguradores,  éstos  deberán  verificarlo 
dentro  de  los  diez  dias  siguientes  al  en  que 
el  asegurado  les  presente  su  cuenta  debi- 
damente documentada. 

1253.  Siempre  que  distintas  personas 
aseguren  el  cargamento  por  partidas  se- 
paradas o  por  cuotas,  sin  espresar  los  ob- 
jetos que  abrace  cada  seguro,  los  asegura- 
dores pagarán  a  prorrata  la  pérdida  total 
o  parcial  que  el  cargamento  sufra. 

1254.  La  variaciíín  de  rumbo  o  viaje, 
ocasionada  por  fuerza  mayor  para  salvar 
!a  nave  o  su  cargamento,  no  estingue  la 
responsabilidad  de  los  aseguradores. 

1255.  El  cambio  de  la  nave,  ejecutado 
por  causa  de  la  innavegabilidad  o  fuerza 
mayor  después  de  principiado  el  viaje,  no 
übeVta  a  los  aseguradores  de  la  responsabi- 
lidad que  les  impone  el  contrato,  aun  cuan- 
do la  segunda  nave  sea  de  distinto  porte  i 
pabellón,  salvo  si  éste  fuere  enemigo. 

Pero  si  la  innavegabilidad  ocurriere  an- 
tes que  la  nave  haya  salido  del  puerto  de 
la  espedicion,  los  aseguradores  podrán  con- 
linuar  el  seguro  o  desistir  de  él,  pagando 
las  averias  que  hubiere  sufrido  el  carga- 
mento. 

1256.  La  cláusula  libre  de  averia  exo- 
nera al  asegurador  del  pago  de  toda  averia 
común  o  particular,  a  escepcion  de  las  que 
dan  lugar  a  la  dejación  de  la  cosa  asegu- 
rada. 

1257.  Si  el  cargamento  asegurado  con 
designación  de  naves  i  fijación  de  la  can- 
tidad asegurada  sobre  cada  una  de  ellas 
fuere  embarcado  en  menor  número  de  na- 
ves que  el  señalado  en  la  póliza  o  en  una 
sola  de  ellas,  la  respon.sabilidad  de  los  ase- 
guradores será  reducida  a  las  sumas  ase- 
guradas sobre  la  nave  o  naves  que  hubie- 
ren recibido  el  cargamento. 

En  este  caso  el  seguro  de  las  cantidades 
aseguradas  sobre  las  demás  naves  será 
ineficaz,  i  se  abonará  a  los  aseguradores  la 
indemnización  legal. 

1258.  La  autorización  para  hacer  es- 
cala confiere  derecho  al  capitán  para  arri- 
bar, hacer  una  cuarentena,  descargar,  ven- 
der mercaderías  por  menor,  i  aun  para 
formar  un  nuevo  cargamento,  corriendo 
siempre  los  riegos  por  cuenta  de  los  asegu- 
radores. 


Las  mercaderías  cargadas  en  un  puerto 
de  escala  convenida  subrogan,  para  los 
efectos  del  seguro,  a  las  descargadas  en  el 
mismo. 

1259.  Celebrado  el  seguro  con  la  cláu- 
sula libre  de  hosltlidades,  el  asegurador  no 
responde  de  los  daños  i  pérdidas  causadas 
por  violencia,  apresamiento,  saqueo,  pira- 
tería, orden  de  potencia  estranjera,  decla- 
ración de  guerra  i  represalias,  aun  cuando 
tales  actos  precedan  al  manifiesto  de  gue- 
rra. 

El  retardo  o  cambio  de  viaje  de  los  obje- 
tes asegurados  por  causa  de  hostilidad  hace 
cesar  los  efectos  del  seguro,  sin  perjuicio 
de  la  responsabilidad  de  los  aseguradores 
por  los  daños  o  pérdidas  ocurridos  antes 
de  las  hostilidades. 

1260.  No  son  responsables  los  asegu- 
radores de  los  daños  o  pérdidas  provenien- 
tes de  alguna  de  las  causas  siguientes: 

1.°  Cambio  voluntario  de  ruta  de  viaje 
o  de  naves  sin  coní-entimiento  de  ¡os  ase- 
guradores; 

2."  Separación  espocatánea  de  un  con- 
voi,  habiendo  estipulación  para  navegar  ea 
conserva; 

3.°  Prolongación  del  viaje  asegurado  a 
un  puerto  mas  remoto  que  el  designado  en 
la  póliza; 

4.°  Mermas,  desperdicios  i  pérdidas 
procedentes  de  vicio  propio  de  los  objetos 
asegurados; 

5.°  Deterioro  del  velamen  i  demás  úti- 
les de  la  nave  causado  por  su  uso  ordi- 
nario; 

6."  Dolo  o  culpa  del  capitán  o  de  la  tri- 
pulación, a  menos  de  convención  en  con- 
trario. 

Esta  convención  es  prohibida  en  el  obso 
que  el  capitán  sea  también  naviero  o  co- 
partícipe; 

7."  Hecho  del  asegurado  o  de  cualquie- 
ra otra  persona  estraña  al  contrato; 

8."  Gastos  de  remolque  i  demás  que  no 
constituyen  avería  según  el  art.  1085; 

9.°  Derechos  impuestos  sobre  la  nave  o 
su  cargamento. 

1261.  La  liquidación  i  pago  de  la  ave- 
ría particular  que  sufran  los  objetos  asegu- 
rados, se  ajustarán  a  las  reglas  que  contie- 
nen los  artículos  siguientes. 

1262.  Las  cosas  perdidas  i  las  vendi- 
das durante  el  viaje  por  hallarse  averiadas 
serán  pagadas  por  el  asegurador  según  el 
valor  espresado  en  la  póliza  del  seguro,  o 
en  su  defecto  al  precio  de  factura,  aumen- 
tado con  los  costos  causados  hasta  poner- 
las a  bordo. 

Si  las  mercaderías  llegaren  averiadas  en 
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todo  o  en  parte  al  puerto  de  la  descarga, 
se  lijará  por  peritos  el  precio  en  bruto  que 
habrían  tenido  si  liubiesen  llegado  ilesas,  i 
el  precio  actual,  también  en  bruto;  i  el  ase- 
gurador pagará  al  asegurado  una  cuota 
que  guarde  con  la  suma  asegurada  la  pro- 
porción que  exista  entre  ios  precios  enun- 
ciados. 

El  asegurador  pagará  ademas  los  costos 
de  la  regulación. 

1263.  Para  avei'iguar  i  Hjar  el  valor 
de  los  objetos  asegurados  no  podrá  el  ase- 
gurador en  ningún  caso  obligar  al  asegu- 
rado a  venderlos. 

1264.  Si  las  mercaderías  llegaren  es- 
teriorniente  averiadas  o  mermadas,  el  re- 
conocnnicnto  i  estimación  del  daño  se  ha- 
rán por  peritos  antes  de  entre^ai-las  al  ase- 
gurado. 

Pero  si  la  averia  no  fuere  visible  al  tiem- 
po de  la  descarga,  el  reconocimiento  i  re- 
gulación se  liaran  después  que  las  merca- 
derías se  hallen  a  disposición  del  asegura- 
do, con  tal  que  ambas  dilijencias  sean 
practicadas  dentro  de  setenta  i  dos  horas, 
contadas  desde  la  descarga,  sin  perjuicio 
de  las  demás  pruebas  que  rindan  los  inte- 
resados. 

1265.  Siempre  que  la  nave  asegurada 
sufra  avería  por  fortuna  de  mar,  el  asegu- 
rador solo  pagará  dos  tercios  del  importe 
de  las  reparaciones,  hayanse  o  no  verifica- 
do, en  proporción  de  la  parte  asegurada 
con  la  que  se  encuentre  descubierta;  i  el 
otro  tercio  quedará  a  cargo  del  asegurado, 
por  el  mayor  valor  que  se  presume  adquie- 
re la  nave  mediante  la  reparación. 

1266.  Los  costos  de  reparación  serán 
justiticados  con  las  cuentas  respectivas,  i 
en  su  defecto  con  la  regulación  de  peritos 
o  cualquier  otro  medio  probatorio. 

Si  no  se  hubiere  veriñcado  la  repara- 
ción, el  monto  de  los  costos  que  ella  recla- 
me será  también  regulado  por  ¡jeritos  para 
los  efectos  del  articulo  precedente. 

1267.  Probándose  que  la^  reparacio- 
nes han  aumentado  el  valor  de  la  nave  en 
mas  de  un  tercio,  el  asegurador  pagará  los 
costos  de  aquéllas  con  arreglo  á  lo  dispues- 
to en  el  art.  126.T,  previa  deducción  del 
mayor  valor  adquirido  por  las  repara- 
ciones. 

La  deducción  del  tercio  no  tendrá  lugar 
si  el  asegurado  prueba  con  un  reconoci- 
miento de  peritos  que  las  reparaciones  no 
han  aumentado  el  valor  de  la  nave,  sea 
porque  ésta  fuese  nueva  i  el  daño  hubiese 
ocurrido  en  su  primer  viaje,  sea  porque  la 
avería  hubiese  recaído  en  velas,  anclas  o 
en  otros  accesorios  nuevos;  pero  aun  en 


este  caso,  los  aseguradores  tendrán  dere- 
cho a  que  se  les  rebaje  el  importe  del  de- 
mérito que  hubieren  sufrido  los  objetos  in- 
dicados por  su  uso  ordinario. 

1268.  Encontrando.se  los  asegurado- 
res en  la  obligación  de  pagar  el  daño  cau- 
sado por  la  hltracion  o  liquefacción  de  las 
mercaderías  aseguradas,  se  dedu(^irá  del 
importe  del  daño  el  tanto  por  ciento  que, 
ajuicio  de  peritos,  pierdan  ordinariamen- 
te mercaderías  de  la  misma  especie. 

1269.  La  restitución  gratuita  de  la 
nave  o  del  cargamento  apresado  cede  en 
beneHcio  de  los  respectivos  propietarios,  i 
en  tal  caso  los  aseguradores  no  tendrán 
obligación  de  p  igar  la  cantidad  asegurada. 

1270.  Los  aseguradores  devengan  la 
prima  estipulada  en  cualquiera  de  los  ca- 
sos enunciados  en  el  art  1260,  siempre 
que  los  objetos  asegurados  hubieren  prin- 
cipiado a  correr  los  riesgos. 

1271.  Si  estando  asegurada  la  carga 
de  ida  i  vuelta  la  nave  no  trajere  mercade- 
rías de  retorno,  o  las  traídas  no  llegaren  a 
las  dos  terceras  partes  de  las  que  aquélla 
podía  trasportar,  los  aseguradores  solo 
podrán  exijir  dos  terceras  parles  de  la  pri- 
ma correspondiente  al  viaje  de  regre.so,  a 
menos  que  en  la  póliza  se  hubiere  estipu- 
lado otra  cosa. 

1272.  Los  aseguradores  tienen  dere-* 
cho  para  exijir  al  comisionista,  llegado  el 
caso  de  un  siniestro,  la  manifestación  de 
la  persona  por  cuya  cuenta  hubiere  cele- 
brado el  seguro. 

Hecha  la  manifestación,  los  asegurado- 
res no  podrán  pagar  la  indemnización  es- 
tipulada sino  al  mismo  asegurado  o  al  por- 
tador legítimo  de  la  póliza. 

1273.  Tienen  asimismo  derecho  para 
rescindir  el  seguro  siempre  que  la  nave 
permanezca  un  año,  después  de  firmada 
la  póliza,  sin  emprender  el  viaje  asegu- 
rado. 

1274.  Los  aseguradores  tienen  derecho 
a  cobrar  o  retener  un  medio  por  ciento  so- 
bre la  cantidad  asegurada  en  los  casos  si- 
guientes; 

1.*  Si  la  nulidad  del  seguro  fuere  de- 
clarada por  alguna  circunstancia  inculpa- 
blemente ignorada  por  los  aseguradores; 

2."  Si  antes  que  la  nave  se  haga  a  la 
vela,  el  viaje  proyectado  fuere  revocado, 
aunque  sea  por  hecho  del  asegurado,  o 
emprendido  para  un  destino  diverso  del 
que  señale  la  póliza; 

3.°  Si  la  nave  fuere  retenida,  antes  de 
principiarse  el  viaje,  por  orden  del  Presi- 
dente de  la  República; 

4.°     Si  no  se  cariiaren   las  merca 
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designadas,  o  si  éstas  fueren  trasportadas 
en  distinta  nave  o  por  otro  capitán  que  el 
contratado; 

0.°  Si  el  seguro  recayere  sobre  un  ob- 
jeto íntegramente  afecto  a  un  préstamo  a 
la  gruesa,  ignorándolo  el  asegurador; 

6.*  En  el  caso  provisto  en  el  artículo 
1257; 

7."  En  todos  los  demás  de  rescisión  to- 
tal o  parcial  que  comprende  el  artículo 
557. 

1275.  l-os  aseguradores  pueden  con- 
tradet'U-  los  liechos  en  que  el  asegurado 
apo^íe  su  reclamación  i  rendir  la  prueba 
que  les  convenga. 

Pero  si  la  pi)iiza  aparejare  ejecución,  i 
el  ascgui-ado  [)restare  lianza  suíicienle,  a 
juicio  del  juzgado  de  comercio,  de  restituir 
en  su  CHso  la  cantidad  reclamada,  los  ase- 
guradores deljerán  pagarla  dentro  de  se- 
gundo día,  sin  perjuicio  de  llevar  adelante 
su  oposición  si  la  hubiere. 

La  fianza  queda  estiuguida  por  el  tras- 
curso de  un  año,  no  entablándose  deman- 
da que  lo  interrumpa. 

I  4.     De  las  obligaciones  i  derechos 
del  asegurado. 

1276.  El  asegurado  está  obligado  a 
ejecutar,  bajo  las  responsabilidades  lega- 
les, todos  los  hechos  enumerados  en  el  ar- 
tículo 556. 

1277.  Para  obtener  la  indemnización 
de  un  siniestro  mavor  o  menor,  el  asegu- 
rado deberá  justificar: 

El  viaje  de  la  nave; 

El  embarque  de  los  objetos  asegurados; 

El  contralo  de  seguro; 

La  pérdida  o  deterioro  de  las  cosas  ase- 
guradas. 

La  justificación  se  hará,  según  el  caso, 
con  e;  contralo  de  seguro,  el  conocimiento 
del  capitán,  ios  despachos  de  la  aduana, 
la  carta  de  aviso  del  cargador,  la  póliza 
del  seguro,  la  copia  del  diario  de  navega- 
ción, la  protesta  del  capitán  i  las  declara- 
ciones de  los  pasajeros  i  tripulación,  sin 
perjuicio  de  los  demás  medios  probatorios 
que  admite  este  Código. 

1278.  En  caso  de  pérdida  o  deterioro 
de  las  mercaderías  que  el  capitán  hubiere 
a.segurado  i  cargado  de  su  cuenta  o  por 
comisión  en  la  nave  que  gobierne,  será 
obligado  a  probar,  fuera  de  los  hechos 
enunciados  en  el  inciso  primero  del  articu- 
lo precedente,  la  compra  de  las  mercade- 
rías con  las  facturas  de  los  vendedores,  i 
su  embarque  i  trasporte  con  el  conoci- 
miento, que  deberá  ser  firmado  por  dos  de 


los  principales  oficiales  de  la  nave,  i  los 
documentos  de  espedicion  i  pago  de  los 
derechos  de  aduana. 

1279.  Navegando  el  asegurado  con  sus 
propias  mercaderías,  aseguradas  en  la  Re- 
pública i  embarcadas  en  un  puerto  extran- 
jero, será  obligado  a  justificar  la  compra 
de  ellas  con  las  facturas  respectivas,  i  su 
embarque  i  trasporte  con  certificación  del 
cónsul  chileno,  o  en  su  defecto  del  juzga- 
do de  comercio  o  d<e  la  autoridad  civil  del 
lugar  de  la  carga. 

1280.  El  asegurado  puede  rescindir 
el  seguro  sin  espresion  de  causa,  abonan- 
do al  asegurador  la  indemnización   legal. 

1281.  Svjñalándose  en  la  póliza  dife- 
rentes naves  para  embarcar  las  mercade- 
rías aseguradas,  el  asegurado  podrá  dis- 
tribuii"  éotas  a  su  arbití-io  entre  las  naves 
designadas,  o  cargarlas  en  una  sola  de 
«Has. 

^  El  ejercicio  de  ef^te  derecho  no  produce 
alteración  alguna  íín  las  responsabüidades 
de  I  US  aseguradores. 

1282.  El  asegurado  puede  hacer  deja- 
ción de  las  cosas  aseguradas  en  los  casos 
determinados  por  la  lei,  i  cobrara  los  ase- 
guradores las  cantidades  que  hubierea 
asegurado  sobre  ellas. 

El  comisionista  que  contrata  un  seguro 
está  autorizado  para  hace"  dejación,  sien- 
do portador  lejílimo  de  la  póliza. 

1283.  La  dejación  tiene  lugar,  salva 
estipulación  en  contra 'i*): 

1."  En  el  caso  de  apresamiento  de  la 
nave  asegurada; 

2  •     En  el  de  nMufrajio  de  la  misma; 

o."     En  el  de  vara  aliento  con   rotura; 

4.°  E[¡  e!  de  innav.-'gabilidad  absoluta 
por  fortuna  de  mar,  o  relativa  por  imposi- 
bilidad de  reparar  la  nave; 

5."  En  el  de  embargo  o  detención  por 
orden  del  Presidente  de  la  República  o  de 
una  potencia  esíranjera; 

G.°  En  el  de  pérdida  o  deterioro  mate- 
rial de  los  objetos  asegurados,  que  dismi- 
nuyan su  valor  un  las  tres  cuartas  partes 
a  lo  menos  de  su  totalidad; 

7."  En  el  de  pérdida  presunta  de  los 
mismos. 

Tudo.s  los  demás  daños  serán  conside- 
rados como  mera  averia  y  deberán  sopor- 
tarse por  la  persona  á  quien  corresponda, 
según  la  ley  o  la  convención. 

1284.  La  dejación  no  puede  ser  con- 
dicional ni  parcial. 

Caso  que  la  nave  o  su  carga  no  haya  sido 
asegurada  por  todo  su  valor,  la  dejación 
no  se  estenderá  sino  hasta  concurren- 
cia de  la  suma  asegurada,  en   proporción 
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con  el  importe  do  la  parte  descubierta. 
Si  la  nas'e  o  su  carga  fueren  aseguradas 
separadamente,  el  asegurado  podrá  hacer 
dejación  de  uno  de  los  seguros  i  no  del 
otro,  aun(|ueambo6  se  hallen  comprendi- 
«ios  en  una  misma  póliza. 

1285.  La  d'-jacion  de  la  nave  com- 
prende el  i)recío  del  trasporte  de  los  pasa- 
jeros i  el  Hete  de  las  mercadearías  salva- 
das, aun  cuando  luyan  sido  completamen- 
te pagados,  sin  perjuicio  de  los  derechos 
que  competan  al  prestador  a  la  gruesa,  a 
la  trii)ulacion  por  sus  salarios  i  a  los  acree- 
dores que  hubieren  hecho  anticijíaciones 
para  habilitar  la  nave,  o  para  los  gastos 
causados  din-ante  el  último  viaje. 

1286.  Por  causa  de  apresamiento  no 
p()dr¿i  hacerse  dejación,  sino  en  el  caso  en 
que  por  la  represa  pasen  los  objetos  ase- 
gurados al  dominio  de  un  tercero. 

Si  la  represa  de  la  nave  reintegrare  al 
asegundo  en  la  propiedad  de  las  cosas 
aseguradas,  los  perjuicios  i  gastos  causa- 
dos por  el  apresamiento  se  repntariíi!  ave- 
ria i  serán  pagados  por  los  aseguradores. 

1287.  El  asegurado,  o  el  capitán  en  su 
ausencia,  puede  proceder  por  sí  al  rescate 
de  las  cosas  apresadas;  pero  después  de 
ajustado  el  rescate,  deberá  hacer  notihcar 
el  convenio  a  los  aseguradores  en  la  pri- 
mera oportunidad  que  se  le  presente. 

1288.  Los  asegüi'adores  podrán  acep- 
tar o  renunciar  el  convenio,  intimando  su 
resolución  al  asegurado  o  al  capitán  den- 
tro de  las  veinticuatro  horas  siguientes  a 
su  notiticacion. 

Aceptando  el  convenio,  los  asegurado- 
res entregarán  en  el  acto  el  importe  del 
rescate,  i  los  rie.sgos  ulteriores  del  viaje 
continuarán  por  su  cuenta  conforme  a  las 
estipulaciones  de  la  póliza. 

Desechándolo,  pagarán  la  cantidad  ase- 
gurada, sin  conservar  derecho  alguno  so- 
bre los  objetos  rescatados. 

No  manifestando  su  resolución  en  el 
término  señalailo  en  el  inciso  primero,  se 
entenderá  que  los  aseguradores  han  repu- 
diado el  convenio. 

1289.  El  simple  varamiento  no  auto- 
riza la  dejación  de  la  nave,  sano  en  el  caso 
en  que  ésta  no  pueda  ser  puesta  a  flote. 

El  varamiento  con  rotura  parcial  auto- 
rizará la  dejación,  cuando  tal  ac -ivieiite 
afecte  las  partes  esenciales  de  ia  imv.-,  fa- 
cilite la  entrada  de  las  aguas  üel  mar  i 
Ocasione  graves  daños,  aunjue  é^tüs  no 
pasen  de  los  tres  cuart  s  del  valor  de  la 
nave. 

1290.  No  podrá  hacerse  dejación  por 
eausa  de  innavegabilidad  siempre  que  la 


nave  pueda  ser  rehabilitada  para  conti- 
nuar i  acabar  el  vi  ije. 

VcriMcada  la  rehabilitación,  lo-i  asegu- 
radores responderán  solamente  de  los  gas- 
tos i  averías  causadus. 

Se  entiende  ({ue  la  nave  no  puede  ser 
rehabilitada  toda  vez  que  los  costos  de  re- 
paración no  excedan  de  los  tres  cuartos 
de  la  siuna  asegui-ada. 

La  innavegabilidad  será  declarada  por 
el  Juzgado  de  conjercio. 

1291.  La  inexistencia  del  acta  de  vi- 
sita de  la  nave  no  priva  al  asegurado  del 
derecho  de  probar  que  la  innavegabilidad 
ha  sido  causada  por  fortuna  de  mar,  i  no 
por  vicio  de  construcción,  deterioro  o  ve- 
tustez de  la  nave. 

1292.  Declarándose  que  la  nave  ha 
quedado  innavegable,  el  propietario  de  la 
carga  asegurada  hará  notificar  la  resolu- 
ción a  los  aseguradores  dentro  de  tres 
dias,  contados  desde  el  momento  en  que 
dicha  resolución  llegue  a  su  conoi-imiento. 

1293.  Los  aseguradores  i  el  asegu- 
rado, o  en  ausencia  de  éste  el  capitán, 
practicarán  en  caso  de  innavegabilidad 
todas  las  dilijencias  posibles  para  fletar 
otra  nave  que  conduzca  las  mercaderías 
al  pui'rto  de  su  destino. 

1294.  Verificándose  el  trasporte  en 
otra  nave,  los  aseguradores  correrán  los 
riesgos  del  trasbordo  i  los  del  viaje  hasta 
el  lugar  que  designe  la  póliza,  i  responde- 
rán ademas  de  las  averías,  gastos  de  des- 
carga, almacenaje,  reeml)arque,  aumento 
de  flete  i  gastos  causados  para  salvar  i 
trasbordar  las  mercaderías. 

1295.  Recayendo  el  seguro  sobre  el 
casco  i  quilla  de  la  nave,  el  asegurado  po- 
drá hacer  dejación  de  ella  al  tiempo  de 
notificar  a  los  aseguradores  la  resolución 
que  la  declare  innavegable. 

Pero  si  el  seguro  versare  sobre  la  carga, 
no  podrá  ubandonai-la  hasta  que  liaan 
trascurrido  seis  meses  si  la  inhabilitación 
de  la  nave  ocurriere  en  las  costas  de  la 
América  meridional  o  setentrional,  ocho 
sucediendo  en  las  de  Europa,  i  doce  si 
acaeciere  en  cualquiera  otra  parte. 

Estos  plazos  correrán  desde  la  notifica- 
ción (jue  prescribe  el  art.  12ü2. 

1296.  Si  dentro  de  los  plazos  que  es- 
tablece el  articulo  precedente  noseencion- 
trare  nave  para  continuar  ei  viaje  i  con- 
sumar mas  el  trasporte  de  las  mercaderías 
aseguradas,  el  asegurado  podrá  hacer  deja-* 
cion  de  ellas. 

1297.  Embargada  la  nave,  el  asegu- 
rado hará  a  los  aseguradores  la  notifica- 
ción que  prescribe  el  núm.  5."  del  artícu» 
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lo  556,  i  mientras  no  liayan  trascurrido  los 
plazos  iirefijados  en  el  art.  1295,  no  po- 
drá hacer  dejación  de  los  objetos  asegu- 
rados. 

En  el  Ínterin  el  asegurado  practicará, 
por  si  o  en  unión  con  los  aseguradores, 
las  jestiones  que  ju/gue  conducentes  al 
alzamiento  del  emb  rgo. 

J298  No  es  admisible  la  dejación  por 
otras  pérdidas  o  deterioros  del  objeto  ase- 
gurado que  aquellos  que  ocurran  después 
que  los  riesgos,  conlorme  al  art.  1227,  ha- 
yan principiado  a  correr  por  cuenta  de  los 
aseguradores. 

1299.  Para  determinar  si  el  siniestro 
alcanza  o  no  a  las  ti'es  cuartas  partes  del 
valor  de  la  cosa  asegurada,  se  tomará  en 
consideración  la  ptn-dida  o  deterioro  ma- 
terial que  fuere  directamente  causado  por 
un  accidente  de  mar,  o  que  iuere  un  re- 
sultado lorzoso  del  mismo  accidente. 

La  venta  autorizada  de  mercaderías  que 
^:e  efectuare  durante  el  viaje  importa  pér- 
dida o  deterioro  material,  siendo  hecha 
para  Dcuri'ir  a  las  necesidades  de  la  espe- 
dicion,  o  para  evitar  que  el  deterioro  su- 
frido por  fortuna  de  mar  cause  la  pérdida 
total. 

1300.  En  los  casos  de  apre.samiento, 
nauíVajio  o  varamiento  con  rotura,  las  di- 
lijeiiciás  que  practique  el  asegurado  en 
cumpUmiento  de  las  obligaciones  que  le 
impone  el  número  4."  del  articulo  556,  no 
importaran  renuncia  del  derecho  que  tie- 
ne para  hacer  dejación  de  los  objetos  ase- 
gurados. 

El  asegurado  será  creído  sobre  su  jura- 
mento en  la  determinación  de  los  gastos  de 
salvamento  i  recobro,  sin  perjuicio  de  los 
derechos  del  asegurador  para  acreditar  su 
e.xaje  ración. 

1301.  El  asegurado  deberá  hacer  la 
dejación  dentro  de  los  siguientes  plazos: 

De  seis  meses,  acaeciendo  el  siniestro  en 
la  costa  occidental  de  América; 

De  ocho  me:?es,  ocurriendo  en  la  costa 
oriental  de  América,  en  la  occidental  de 
África  o  en  cualquiera  de  Europa; 

De  doce  meses,  si  sucediere  en  cualquier 
otro  puerto  del  mundo. 

La  dejación  se  hará  ante  el  juzgado  de 
comercio  a  fin  de  que  mande  notificarla  a 
los  aseguradores  para  los  efectos  de  de- 
recho. 

1302.  Los  plazos  señalados  en  el  arti- 
culo anterior  correrán,  en  los  casos  de 
apresamiento,  desde  que  el  asegurado  re- 
ciba la  noticia  de  que  la  nave  ha  sido  con- 
ducida a  cualquiera  de  los  puertos  de  algu- 
na de  las  costas  mencionadas. 


En  los  casos  de  naufrajio,  varamiento 
con  rotura,  pérdida  verdadera  o  deterioro, 
los  plazos  serán  contados  desde  la  recep- 
ción de  la  noticia  del  siniestro;  i  en  los  de 
innavegabijidad  o  embargo,  desde  el  ven- 
cimiento de  ios  plazos  señalados  en  el  ar- 
ticulo 1295. 

El  derecho  de  hacer  dejación  caduca 
por  el  vencimiento  de  los  re:^pectivos  pla- 
zos. 

1303.  La  noticia  se  tendrá  por  recibi- 
da si  se  probare  que  el  siniestro  ha  sido 
notorio  entre  los  comerciantes  de  la  resi- 
dencia del  asegurado,  o  que  éste  ha  sido 
avisado  de  él  por  el  capitán,  su  consigna- 
tario o  sus  corresponsales. 

1304.  El  asegurado  puede  renunciar 
los  plazos  espresados,  hacer  dejación  en  el 
acto  de  notificar  al  asegurador,  salvo  loa 
casos  de  innavegabilidad  i  eraliargo  de  que 
tratan  los  artículos  1295  i  1297,  i  cobrai'  I9, 
indemnizac.on  convenida  con  justificación 
de  la  pérdida  de  los  objetos  asegurados. 

1305.  Se  presume  perdida  la  nave,  si 
dentro  de  un  año  en  los  viajes  ordinarios, 
o  de  dos  en  los  estraordinarios  o  de  larga 
travesía,  no  se  hubieren  recibido  noliciaa 
de  ella;  i  en  tal  caso  el  asegurado  podrá 
hacer  dejación  i  exijir  a  los  aseguradores 
el  pago  de  la  indemnización  estipulada,  sin 
necesidad  de  probar  l:i  pérdida. 

El  año  o  los  dos  años  se  contarán  desde 
la  salida  de  la  nave  o  desde  el  dia  a  que  se 
reñeran  las  últimas  noticias. 

La  dejación  se  hará  dentro  de  los  plazos 
designados  en  el  articulo  1301. 

Estos  plazos  correrán  desde  el  venci- 
miento del  año  o  de  los  dos  años  espresa- 
do.-; i  para  determinar  el  que  corresponda 
en  un  caso  dado,  se  reputará  acaecida  la 
pérdida  en  la  costa  o  puerto  de  donde  se 
hubieren  recibido  las  últimas  noticias,  i 
según  la  situación  de  esos  lugares,  el  pla- 
zo será  de  seis,  ocho  o  doce  meses. 

1306.  Para  laa^jücai-ion  de  lo  dispues- 
to en  el  inciso  primero  del  artículo  ante- 
rior, se  consideitirán  viajes  ordinarios  los 

•  que  se  hagan  en  la  costa  de  la  República  o 
yjara  alguno  de  los  puertos  del  Pacilico,  i 
estraordinarios  o  de  larga  travesía  los  que 
se  dirijan  a  cualquiera  otra  parte  del 
mundo. 

1307.  La  presunción  de  pérdida  esta- 
blecida en  el  artículo  ia05  es  aplicable  al 
^eguro  por  tiempo  limitado,  sin  perjuicio 
del  derecho  de  los  a.teguradores  para  re- 
clamar la  devolución  de  lo  que  hubieren 
pagad®,  proband©  que  la  pérdida  ocurrió 
después  de  haber  espirado  el  término  es- 
tipulado. 
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1308.  A  más  de  la  declaración  orde- 
nada en  el  núin.  6."  del  art.  556,  el  ase- 
gurado liará  otra,  al  tiemijo  de  verificar  la 
dejación,  en  la  que  deberá  manifestar  los 
préstamos  a  la  gruesa  que  hubiere  toma- 
do sobre  los  objetos  abandonados. 

El  plazo  para  el  pago  de  la  indemniza- 
ción convenida  no  principiará  á  correr 
sino  cuando  el  asegurado  liaya  hecho  las 
declaraciones  indicadas. 

El  retardo  de  las  declaraciones  precep- 
tuadas no  prorroga  los  plazos  concedidos 
para  entablar  la  acción  de  dejación. 

1309.  Cometiendo  fraude  en  las  de- 
claraciones prescritas,  el  asegurado  per- 
derá todos  los  derechos  que  le  confiere  el 
seguro  i  pagará  además  los  préstamos  a  la 
gruesa  que  hubiere  tomado,  no  obstante 
la  pérdida  de  los  objetos  gravados. 

El  asegurado,  sin  embargo,  podrá  acre- 
ditar que  las  omisiones  o  inexactitudes  en 
que  hubiere  incui-rido  no  han  procedido 
de  un  de-ignio  fraudulento,  o  que  no  cau- 
san perjuicio  alguno  a  los  aseguradores. 

1310.  La  dejación  admitida  o  declara- 
da válida  en  juicio  contradictorio,  trastiere 
desde  su  fecha  a  los  a.sogura dores  el  do- 
minio irrevocable  de  las  cosas  aseguradas 
con  lodos  los  derechos  i  obligaciones  del 
asegurado. 

Si  la  nave  regresare  después  de  admiti- 
da la  dejación,  el  asegurador  no  quedará 
por  e.so  exento  del  pago  de  los  objetos  aban- 
donados; })ero  si  el  siniestro  en  que  .se  hu- 
biere fundado  la  dejación  no  fuere  efecti- 
vo, cualquiera  de  las  partes  podrá  deman- 
dar nulidad  de  ella. 

Mientras  la  dejación  no  sea  aceptada  por 
los  aseguradores,  o  establecida  por  .senten- 
cia, el  asegurado  podrá  retractarla. 

1311.  El  asegurado  puede  optar  entre 
la  acción  de  dejación  i  la  de  averia;  pero 
no  podrá  ejercitar  ambas  a  la  vez,  sino  sub- 
sidiariamente. 

La  sentencia  que  niega  lugar  a  la  deja- 
ción no  produce  cosa  juzgada  respecto  de 
la  acción  de  averia. 

1312.  Las  cosas  abandonadas  están 
privüejiadamente  afectas  al  pago  de  la 
cantidad  asegurada. 

TtTtJLO  VIII 

De  la  pi>e!>icr¡iicion  <le  las  obligaciones  pe- 
euliare»*  «leí  comercio  niaritinio  i  de  la 
eíicepcí4in(le  lainadniisibiliUad  de  algunas 
aecione»»  especiales. 

§  1.     De  La  prescripción. 

1313.  Prescriben  en  seis  meses  las  ac- 
ciones para  el  cobro  del  pasaje,  de  los  fle- 


tes de  la  nave  i  de  la  contribución   a  las 
averias  comunes. 

Los  seis  meses  principiarán  a  correr  en 
el  primer  caso  desde  el  arribo  de  la  nave,  i 
en  el  segundo  i  tercero  desde  la  efectiva 
entrega  de  las  mercaderías  (jue  adeuden 
los  fletes  i  la  contriliucion;  ¡jcro  si  el  capi- 
tán solicitare  judicialmente  el  arreglo  de 
la  averia,  el  plazo  indicado  correrá  desde 
la  terminación  del  juicio. 

1314.  Prescril^^Mi  en  un  año  las  accio- 
nes dirijidas  a  obtener  el  pago: 

1.°  De  los  suministros  de  maderas  i  de- 
mas  objetos  necesarios  para  construir, 
reparar  ,  pertrechar  i  aprovisionar  la 
nave; 

2.°  De  los  salarios  debidos  a  los  artesa- 
nos i  ol)reros  por  trabajos  ejecu  tallos  en  la 
construcción  o  reparciciun  de  la  nave,  o  del 
precio  de  las  obras  destinadas  al  servicio 
de  la  misma; 

3.°  De  los  alimentos  o  dinero  suminis- 
trado a  la  tripulación  por  orden  del  capi- 
tán; 

4.°  De  los  salarios  i  gratificaciones  de- 
bidas a  los  sobrecargos,  oficiales  i  tripula- 
ción de  la  nave. 

En  el  mismo  tiempo  presciHbe  la  ac- 
ción dirijida  a  obtener  la  entrega  de  la 
carga. 

1315.  En  los  casos  designados  en  los 
tres  primeros  números  del  articulo  ante- 
rior el  año  se  contará  respectivamente,  o 
desde  el  momento  en  que  se  hayan  entre- 
gado las  especies,  o  desde  aquel  en  que  se 
haya  efectuado  el  servicio;  para  lo  cual 
será  necesario  que  la  nave  haya  estado 
fondeada  por  el  espacio  de  quince  dias, 
dentro  del  mismo  año,  en  el  puerto  donde 
se  hubiere  contraído  la  deuda. 

En  el  caso  contrario  los  acreedores  con- 
servarán su  acción,  aun  después  de  venci- 
do el  año,  hasta  que  fondee  la  nave  i  quin- 
ce dias  mas. 

En  los  casos  enunciados  en  el  número 
4."  e  inciso  último  del  mismo  articulo  el 
año  correrá  desde  que  la  nave  sea  admiti- 
da a  libre  plática. 

1316-  Las  aociones  procedentes  de  un 
préstamo  mai-itimo  o  de  un  seguro  prescri- 
ben en  cinco  años,  contados  desde  la  fecha 
del  respectivo  contrato,  sin  perjuicio  de  las 
prescripciones  especiales  referentes  a  la 
acción  de  dejación. 

1317.  La  prescripción  de  la  acción  de 
dejación  no  estingue  la  acción  de  averia. 

1318.  Las  acciones  que  procedan  de 
las  obligaciones  de  que  trata  el  pre.sente 
Libro  i  que  no  tengan  plazo  señalado  para 
prescribir,  durarán  cinco  años. 
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§  2.     De  la  escepcion  de  inadini¿ibiU dad . 

1319.  Son  inadmisibles:' 

1 ."  La  acción  contra  el  capitán  i  asegu- 
radores por  la  averia  particular  o  coniua 
que  hubieren  sufrido  las  mercaderías,  siem- 
pre que  éstas  sean   recibidas  sin  protesta; 

2.**  La  acción  de  averia  contra  el  lleta- 
dor  toda  vez  que  el  capitán  entregue  las 
mercaderías  i  reciba  el  flete  sin  protestar; 

3.°  La  acción  dirijida  al  resarcimiento 
de  la  averia  causada  por  abordaje  si  el  ca- 
pitán no  hubiere  protestado  oportuna- 
mente. 

Esta  disposición  no  se  estiende  al  caso  en 
que  el  abordaje  cause  la  pérdida  total  de  la 
nave. 

1320.  Las  protestas  enunciadas  en  el 
articulo  precedente  no  producir;íii  efecto 
alguno: 

1."  Si  no  fueren  hechas  i  nolilicadas 
dentro  de  setenta  i  dos  horas  en  los  casos 
designados  en  los  dos  primeros  números,  i 
de  veinticuatro  en  el  que  designe  el  ter- 
cero; 

2.*  Si  hechas  i  notiticadasen  los  plazos 
indicados.jio  se  entab.are  deman-da  dentro 
de  dos  mefes  contados  desde  la  fecha  de  la 
respectiva  protesta. 

1321.  Haciéndose  por  partes  la  entre- 
ga de  mercaderías  visiblemente  averiadas, 
las  .setenta  i  dos  horas  serán  contadas  des- 
de que  la  recepción  quede  enteramente 
concluida. 


En  todo  caso,  si  la  avería  no  fuere  visi- 
ble, el  plazo  correrá  desde  el  momento  en 
que  las  mercaderías  ingresen  al  almacén 
de  los  asegurados. 

Si  la  apertura  de  los  bultos  en  la  aduana 
a  presencia  del  asegurado  o  un  accidente 
cualquiera  conocido  por  éste,  manifestare 
la  e.vistencia  de  la  averia  ántos  que  las 
mercaderías  hubiei'en  sido  introducidas  a 
sus  almacenes,  el  plazo  enunciado  correrá 
desde  el  descubrimiento  de  la  avería. 

1322.  Las  veinticuatro  horas  correrán 
en  el  caso  de  abordaje,  sea  cual  fuere  el 
lugar  donde  haya  ocurrido,  desde  el  pri- 
mer momento  en  que  el  capitán  pueda 
protestar. 

1323.  Los  aseguradores  no  podrán 
oponer  la  inadmisibilidad  i  caducidad  que 
pronuncian  los  artículos  1319  i  132  ),  si  an- 
tes de  la  entrega  las  mercaderías  fueren 
vendidas  a  solicitud  de  algún  acreedor  del 
asegurado. 

Pero  podrán  oponerlas,  habiendo  entre- 
ga i  recepción  de  mercaderías,  sea  cual 
fuere  la  acción  a  que  dé  lugar  el  daño  que 
éstas  hubieren  sufrido. 

J321.  Tampoco  podrá  alegar  el  fleta- 
dor las  excepciones  que  establecen  los  ar- 
tículos 1319  i  1320,  si  hallándose  en  la  na- 
ve al  tiempo  del  siniestro,  hubiere  Armado 
el  acta  de  echazón,  o  si  antes  de  recibir  las 
mercaderías  i  pagar  el  flete,  hubiere  con- 
venido por  escrito  con  el  capitán  en  el 
arreglo  de  la  averia. 


LilBRO   CUARTO 
De    las    quiebras 


TITULO  I 

De  la  quiebra  eii  jeueral 

§  1.   Regias  Jener ales 

1325.  Quiebra  es  el  estado  del  comer- 
ciante que  cesa  en  el  pago  de  sus  obliga- 
ciones mercantiles. 

1326.  La  mera  suspensión  de  pagos 
no  constituye  el  estado  de  quiebra  cuando 
todos  los  acreedores  unánimemente  otor- 
gan esperas  al  deudor  común. 

1327.  Para  constituir  el  estado  de 
quiebra  no  es  menester  que  la  cesación  de 
pagos  sea  jeneral. 

1328.  La  quiebra  es  un  estado  indivi- 
sible; i  por  consiguiente,  abraza  la  univer- 
.salidad  de  los  bienes  i  deudas  dei  fallido.  . 


1329.  La  quiebra  de  una  sociedad  co- 
lectiva o  en  comandita  importa  la  quiebra 
personal  de  los  socios  solidarios  que  la 
componen;  pero  la  quiebra  de  uno  de  éstas 
no  constituye  en  quiebra  a  la  sociedad. 

§  2.    Cíasi/icacion  de  ¿a  quiebra 

1330.  La  quiebra  es  fortuita,  culpabl» 
o  fraudulenta. 

1331.  Es  fortuita  la  quiebra  que  pro- 
viene esclusivamente  de  casos  fortuitos  o 
de  fuerza  mayor. 

1332.  Se  presume  de  derecho  que  la 
quiebra  es  culpable  en  los  casos  que  si- 
guen: 

I.'-'  Si  los  gastos  domésticos  i  persona- 
les del  fallido  hubieren  sido  excesivos,  ha- 
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bida  considera «Mori  a  su  capital  liquido,  a 
su  rango  social  i  al  número  de  personas  de 
su  familia; 

2.*"  Si  el  fallido  liubiere  perdido  fuertes 
srtimas  on  cualquier  especie  de  juego,  en 
apuestas  cunntiosas,  o  en  operaciones  fic- 
ticias de  bolsa; 

3."  Si  con  intención  de  retardar  la 
quiebra,  el  fallido  hubiere  comprado  mer- 
caderías para  venderlas  por  menor  precio 
que  el  corriente,  contraído  préstamos, 
puesto  en  circulación  valores  de  crédito,  o 
empleado  otros  arbitrios  ruinosos  para  ha- 
cerse de  fondos; 

4."  Si  después  de  la  cesación  de  pagos 
hubiere  pagado  a  un  acreedor  en  perjuicio 
de  los  demás. 

1333.  La  quiebra  se  reputa  culpable 
en  los  casos  siguientes; 

1."  Si  el  fallido  no  tuviere  libros  o  in- 
ventarios, o  si  teniéndolos,  no  hubieren 
sido  llevados  los  Iil)ros  con  la  regularidad 
exijida,  o  los  inventarios  no  fueren  exactos 
i  completos,  de  tal  suerte  que  unos  i  otros 
no  manifiesten  la  verdadera  situación  áel 
activo  i  pasivo; 

2.°  Si  no  conservare  las  cartas  que  se 
le  hubieren  dirijido  con  relación  a  sus  ne- 
gocios; 

3."  Si  hubiere  omitido  la  inscripción  de 
los  documentos  enumerados  en  el  artícu- 
lo 22; 

4.*  Si  hubiere  prestado  fianzas  o  con- 
traido  por  cuenta  ajena  obligaciones  des- 
proporcionadas con  la  situación  de  su  for- 
tuna, sin  tomar  valores  equivalentes  en 
garantia  de  su  responsnbilidad. 

5."  Si  hubiere  recibido  en  préstamo, 
con  o  sin  interés,  alguna  cantidad  en  mer- 
caderías por  un  precio  mayor  que  el  co- 
rriente de  plaza: 

6."  Si  inmediatamente  después  de  ha- 
ber comprado  mercaderi.as  al  fiado  las  ven- 
diere a  un  precio  menor  que  el  corriente; 

7."  Si  dentro  de  los  tres  dias  siguientes 
a  la  cesación  de  sus  pagos  no  hiciere  la 
manifestación  preceptuada  en  el  articulo 
134.5,  o  si  la  manifeslacion  hecha  no  con- 
tuviere los  nombres  de  todos  sus  socios  so- 
lidarios: 

8."  Si  habiéndose  ausentado  sntes  o  al 
tiempo  de  la  declaración  de  quiebra,  i  no 
estando  lejilimamente  impedido,  no  se  pre- 
sentare personalmente  al  juzgado  de  co- 
mercio o  a  los  síndicos  en  los  casos  en  que 
la  lei  le  impone  esta  obligación; 

9."  Si  fuere  declarado  en  quiebra  por 
segunda  vez  sin  haber  cumplido  las  obli- 
gaciones que  hubiere  contraído  por  un  con- 
venio precedente. 


1334.  Se  presume  de  derecho  (pie  la 
quielira  es  fraudulenta  en  los  casos  espre- 
sados a  continuación: 

1.*  Si  en  el  inventario  i  balance  anual 
o  en  el  que  adjuntare  a  la  manifestación 
do  quiel)ra,  el  fallido  hubiere  ocultado  di- 
nero, mercaderías,  créditos  ú  otros  bienes 
de  cualquiera  naturaleza  que  sean; 

2.**  Si  cantes  o  después  de  declarada  la 
quiebra  hubiere  comprado  parasi  i  en  nom- 
bre de  un  tercero  bienes  inmuel)les,  mer- 
caderías o  créditos,  o  cedido  efectos  de  co- 
mercio sin  haber  recibido  su  importe; 

3."  Si  hubiere  supuesto  enajenaciones, 
de  cualquiera  clase  que  sean; 

4.°  Si  de  los  libros  no  resultare  la  exí.s- 
tencia  o  salida  del  activo  de  su  último  in- 
ventario, o  la  del  dinero  i  valores  de  cual- 
quiera otra  especie  que  hubieren  entrado 
a  su  poder  posteriormente  a  la  facción  de 
inventario; 

5.'  Si  se  ausentare  o  fugare,  llevando  ú 
ocultando  los  libros  o  documentos  de  su 
jiro  o  alguna  parte  de  sus  haberes; 

6.°  Si  en  sus  libros,  balances  u  otros 
documentos  supusiere  deudas,  gastoso  pér- 
didas, o  exajerare  el  monto  de  las  verda- 
deras deudas,  gastos  o  pérdidas; 

7."  Si  hubiere  firmado  o  reconocido 
deudas  supuestas; 

8.°  Si  hal)icndo  llevado  libros,  los  ocul- 
tare o  inutilizare; 

9°  Si  hubiere  aplicado  a  sus  propios  ne- 
gocios mer.:aderías  o  fondos  que  le  estu- 
vieren encomendados  en  administración, 
depósito  o  comisión; 

\0.°  Si  careciendo  de  autorización  del 
propietario  hubiere  negociado  letras,  pa- 
garés o  libranzas  que  obraren  en  su  poder 
para  su  cobranza,  remisión  u  otro  destino 
distinto  de  la  negociación,  i  no  hubiere  he- 
cho remesa  del  producido; 

11  °  Si  comisionado  para  la  venta  de 
mercaderías  o  negociación  de  efectos  de 
comercio,  hubiere  ocultado  la  enajenación 
a  su  comitente,  por  cualquier  tiempo  que 
sea; 

12.°  Si  después  del  último  balance  hu- 
biere -negociado  letras  de  su  propio  jiro 
a  cargo  de  persona  en  cuy©  poder  no  tu- 
viere fondos,  o  que  no  le  hubiere  autori- 
zado para  librarlas; 

13."  Sien  perjuicio  desús  acreedores 
hubiere  anticipado,  en  cualquier  forma  que 
sea,  el  pago  de  una  deuda  no  exijible  hasta 
después  de  la  declaración  de  quiebra; 

14."  Si  posteriormente  a  la  declaración 
de  (¡uiebra  hubiere  percibido  i  aplicado  a 
sus  propios  «sos  dinero,  mercaderías  o  cré- 
ditos de  la  masa,  o  hubiere  distraído  una 
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parte  cualquiera  de  los  haberes  que  a  ella 
pertenezcan; 

15.°  En  jeneral,  siempre  que  el  fallido 
hubiere  ejecutado  una  operación  cualquie- 
ra que  disminuya  su  a(;tivo,  o  aumente 
fraudulentamente  su  pasivo. 

1335.  Se  presume  también  do  derecho 
fraudulenta  la  quiebra  del  ájente  de  cam- 
bio o  corredor  a  quien  se  justifique  haber 
hecho  por  su  cuenta,  en  nombre  propio  o 
ajeno,  alguna  operación  comercial,  o  ha- 
berse constituido  íiador  de  las  operaciones 
en  que  hubiere  intervenido,  aun  cuando  la 
quieljra  no  proceda  de  ellas. 

1336.  Se  presume  fraudulenta  la  quie- 
bra: 

1."  Si  el  fallido  hubiere  otorgado  escri- 
turas públicas  o  documentos  privados  en 
que  se  conñere  deudor  sin  espresar  causa 
de  deber  o  valor  determinado; 

2.°  Si  dentro  de  los  seis  meses  anterio- 
res a  la  declaración  de  quiebra  hubiere  to- 
mado mercaderías  fiadas  o  dinero  presta- 
do o  a  cambio; 

3.°  Si  quebrantando  el  arresto  o  gozan- 
do de  salvoconducto,  no  se  presentare  al 
juzgado  de  comercio,  siempre  que  éste  se 
lo  mandare. 

1337 .  Se  reputan  cómplices  de  la  quie- 
bi*a  fraudulenta: 

1.°  Los  que  de  acuerdo  con  el  fallido 
suponen  créditos  o  alteran  los  verdaderos 
en  cantidad  o  fecha; 

2  °  Los  que  auxilian  al  fallido  para  ocul- 
tar o  sustraer  bienes,  sea  cual  fuere  su  na- 
turaleza, antes  o  después  de  la  declaración 
de  quiebra; 

3.°  Los  que  con  noticia  de  la  declara- 
ción de  quiebra  ocultaren  los  muebles  o 
inmuel)les,  documentos  o  papeles  que  tu- 
vieren en  su  -poder  de  propiedad  del  falli- 
do, o  los  entregaren  a  éste  i  no  a  los  sín- 
dicos; 

4."  Los  que  después  de  la  declaración 
de  qu¡el>ra  admitan  cesiones  o  endosos  del 
fallido; 

.5."  Los  acreedores  lejítimos  que  cele- 
bren convenios  privados  con  el  fallido  en 
perjuicio  de  la  masa; 

6."  Los  agentes  de  cambio  i  corredores 
que,  después  de  declarada  la  quiebra,  in- 
tervengan en  cualquiera  operación  mer- 
cantil del  fallido. 

1338.  El  marido  o  la  mujer  i  los  as- 
cendientes o  descendientes  consanguíneos 
o  afines  del  fallido  que  sin  noticia  de  él  hu- 
bieren sustraído  u  ocultado  bienes  perte- 
necientes a  la  quiebra,  no  son  cómplices 
de  la  quiebra  fraudulenta;  pero  serán  cas- 
tigados como  reos  de  hurto. 


1339.  Los  acreedores  i  el  ministerio 
público  pueden  acusar  i  perseguir  ante  los 
Juzgados  competentes  la  quiebra  culpable 
o  fraudulenta  i  la  complicidad  en  ella. 

Los  síndicos  no  podrán  acusar  sin  pre- 
via autorización  de  la  mayoría  [tersonal  de 
los  acreedores. 

1340.  Los  fallidos  culpables  o  fraudu- 
lentos, i  sus  cómplices  serán  castigados  con 
arreglo  a  las  disposiciones  del  Código  Pe- 
nal. 

Sin  perjuicio  de  esto,  los  cómplices  se- 
rán condenados  civilmente: 

1.°''  A  la  pérdida  de  cualquier  derecho 
que  tengan  en  la  masa; 

2.°  A  reintegrar  a  la  misma  los  bienes, 
derechos  i  acciones  sobre  cuya  sustracción 
hubiere  recaído  su  complicidad; 

3.°  A.  pagar  a  la  masa,  por  vía  de  in- 
demnización de  daños  i  perjuicios,  una  su- 
ma igual  al  importe  de  lo  que  hubieren  in- 
tentado defraudar, 

1341.  Para  la  calificación  de  la  quie- 
bra se  formará  ante  el  juzgado  de  comer- 
cio un  espediente  separado,  que  será  ins- 
tructivamente tramitado  con  audiencia  del 
fallido,  de  los  síndicos  i  del  ministerio  pú- 
blico. 

No  resultando  mérito  para  calificar  la 
quiebrade  culpable  o  fraudulenta,  el  juzga- 
do de  comercio  la  declarará  fortuita;  pero 
en  el  caso  contrario  remitirá  el  espediente 
a  la  justicia  ordinaria  para  que  proceda 
con  arreglo  a  derecho. 

TITUrO    II 

De  ia  <leclai'aci4»n  <le  <|iiiei>i'a  i  «íiim  efeeto.«i; 
de  Uts  que  |>i'oiluee  (a  ce.<<stc'ton  <ie  pajiiOM  ■ 
«le  ioH  i-ecuraii>.««  contra  e(  uul4»  «leiiegato- 
riu  o  «lecIaratorJM. 

§  1.     De  la  declaración  de  quiebra 

1343.  Todo  comerciante,  sea  persona 
natural  ó  jurídica,  que  se  halle  en  el  caso 
del  art.  1325  será  declarado  en  quiebra, 
aunque  sea  de  las  personas  á  quienes  la  lei 
prohibe  comerciar  i  aunque  tenga  un  solo 
acreedor. 

Los  incapaces  no  pueden  ser  declarados 
en  quiebra,  aun  cuando  se  hayan  entrega- 
do hftbitualmente  al  ejercicio  del  comercio. 

1343.  La  sucesión  de  un  comerciante 
podrá  ser  declarada  en  quiebra,  siempre 
que  éste  haya  fallecido  en  estado  de  cesa- 
ción de  pagos,  i  que  la  declaración  sea  pe- 
dida por  los  acreedores  o  hecha  de  oficio 
dentro  de  un  año  contado  desde  el  falleci- 
miento del  deudor. 

Solicitada  dentro  del  plazo  enunciado, 
los  juzgados  de  comercio  podrán  hacer  vá- 
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lidameiite  la  declaración,   aun  después  de 
espirado  el  año. 

La  declaraciotí  de  quiebra  separa  de  de- 
recho el  patrimonio  del  difunto  del  patri- 
monio de  sus  herederos. 

1344.  F.l  auto  declaratorio  de  qi.iiel)ra 
puede  ser  librado  a  solicitud  del  fallido  o 
de  sus  herederos,  a  instancia  de  uno  o  inas 
de  sus  acreedores,  o  de  oñcio  a  requeri- 
miento del  ministerio  público. 

1345.  Todo  fallido  está  obligado  a  ma- 
nifestar por  escrito  .su  estado  dentro  de 
tres  dias,  contados  desde  la  cesación  de  pa- 
gos, e  incluso  en  ellos  el  di  i  en  que  ésta 
ocurriere. 

En  el  caso  previsto  en  el  art.  1343  los  he- 
rederos deberán  hacer  la  n)anifestac¡on 
dentro  del  término  que  en  él  está  señalado. 

La  manifestación  será  presentada  en  la 
secretaria  del  juzgado  de  comercio  del  do- 
micilio del  fallido,  aunque  este  domicilio 
haya  s'do  cambiado  después  de  la  cesación 
de  pagos. 

Haciéndose  a  nombre  de  una  sociedad 
colectiva  o  en  comandita,  contendrá  la  in- 
dicación del  nombre  i  domicilio  de  cada 
uno  de  los  socios  solidarios. 

El  lugar  donde  la  sociedad  fallida  tenga 
su  principal  establecimiento,  es  el  domici- 
lio social  para  los  efectos  del  presente  arti- 
culo. 

1346.  Junto  con  el  escrito  en  que  se 
manifieste  la  quiebra,  se  exhiljirán: 

1.°  El  balance  jeneral  de  los  negocios 
del  deudor;  i  no  siendo  posil)le  exhibirlo,  se 
espresarán  en  el  escrito  los  motivos  que  lo 
impidan. 

2.*  una  memoria  razonada  de  las  cau- 
sas directas  e  inmediatas  de  la  quiebra. 

El  escrito,  balance  i  memoria  serán  fe- 
chados i  firmados  por  el  deudor  o  sus  he- 
rederos, o  por  persona  autorizada  por  un 
poder  especial. 

Si  el  deudor  fuere  una  sociedad,  las  pie- 
zas indicadas  .serán  firmadas  por  todos  los 
socios  solidarios  que  invistan  esta  calidad 
por  el  contrato  social,  i  se  hallen  presentes 
en  el  domicilio  de  la  sociedad. 

1347.  El  balance  contendrá  la  enume- 
ración i  valuación  aproximativa  de  todos 
los  bienes  muebles  e  inmuebles  del  deu- 
dor, el  estado  de  sus  créditos  activos  i  pa- 
sivos, la  cuenta  de  ganancias  i  pérdidas  i 
la  razón  de  sus  gastos;  i  será  cerrado  con 
la  aseveración  jurada  de  que  es  exacto  i 
completo,  i  con  la  fecha  i  firma  del  deudor 
o  de  sus  herederos. 

1348.  El  secretario  que  reciba  la  ma- 
nifestación de  quiebra  pondrá  a  su  pie  cer- 
tiñcacion  del  dia  i   hora  de  su  presenta- 


ción; i  en  el  acto  dará   al   portador,    si   lo 

pidiere,  testimonio  de  esta  dilijenciá. 

1349.  En  la  audiencia  siguiente  al  dia 
en  que  se  hubiere  hecho  la  inanifestacion, 
el  juzgado  de  comercio  pronunciará  el  auto 
declaratorio  de  la  quiebra,  i  en  él  fijará 
provisionalmente  la  época  de  la  cesación 
de  uagos,  o  se  reservará  fijarla  ulterior- 
mente. 

El  secretario  (certificará  a  continuación 
del  auto  la  hora  de   su    pronunciamiento. 

Omitida  la  reserva,  se  entenderá  ^ue  la 
cesación  de  pago.?  ha  ocurrido  en  la  misma 
fecha  del  auto  declaratorio  de  la  quiebra,  o 
el  dia  de  la  muerte  del  deudor  en  el  caso 
del  articulo  I34.S. 

1350.  Además  de  la  fijación  del  dia  de 
la  cesación  de  pagos  o  reserva  enunciadas 
en  el  ai-ticulo  precedente,  el  auto  declara- 
torio de  quiebra  contendrá: 

1."  La  designación  provisional  de  un 
sindico  que  tome  a  su  cargo  la  administra- 
ción de  los  bienes  del  fallido; 

2.°  La  orden  de  arresto  del  fallido  en  la 
cárcel  pública,  o  en  su  propia  casa  bajo 
fianza  a  favor  de  la  masa  por  la  cantidad 
que  el  juzgado  señale  discrecionalmente 
según  las  circunstancias  de  la  quiebra; 

3."  La  orden  de  ocupar  judicialmente 
todos  los  bienes  del  fallido,  sus  libros,  co- 
rrespondencia i  documento-^; 

4.°  La  orden  para  que  el  administrador 
de  la  renta  de  correos  ponga  en  mano  de 
los  síndicos  las  cartas  del  fallido; 

5.°  La  prohibición  de  pagar  i  entregar 
mercaderías  al  fallido,  so  pena  de  nulidad 
de  los  pagos  i  entregas,  i  orden  a  las  per- 
sonas que  tengan  bienes  o  papeles  perte- 
necientes al  fallido  para  que  los  pongan 
dentro  de  tercero  dia  a  disposición  del  juz- 
gado de  comercio,  so  pena  de  ser  tenidos 
por  ocultadores  i  cómplices  de  la  quie- 
bra; 

6.^  La  orden  de  que  se  convoque  a  los 
acreedores  presuntos  que  residan  en  el  te- 
rritorio de  la  República  para  que  concu- 
rran con  los  documentos  justificativos  de 
sus  créditos  a  la  primera  junta  general, 
que  tendrá  lugar  el  dia  i  hora  que  el  juzga- 
do de  comercio  designe; 

7.*  La  orden  de  que  se  haga  saber  a  to- 
dos los  acreedores  residentes  en  el  territo- 
rio de  la  República  que  dentro  del  térmi- 
no de  emplazamiento  señalado  en  el  Códi- 
go de  Enjuiciamiento  civil  se  presenten  en 
el  lugar  del  juicio  por  si  o  por  apoderado, 
bajo  apercil)imiento  de  continuarse  los 
procedimientos  de  la  quiebra  sin  volverse 
a  citar  a  ningún  ausente; 

8.°    La  orden  de  que  se  despachen  los 
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correspondientes  exhortos  para  hacer  sa- 
ber la  declaración  de  !a  quiebra  a  los 
acreedores  que  se  hallen  fuera  de  Ja  Re- 
pública, mandándoles  que  en  el  mismo 
término  del  emplazamiento  comparezcan 
en  el  lugar  del  juicio  bajo  el  apercibimien- 
to dicho,  i  disponiendo  que  mientras  tanto 
sean  representados  por  el  ministerio  pú- 
blico; 

9.°  La  orden  de  que  se  publiquen,  en 
los  términos  que  prescribe  el  articulo 
1357,  la  declaración  de  quiebra,  i  la  pro- 
hibición i  orden  de  entrega  de  que  trata 
el  número  5.°  de  este  articulo. 

Si  la  quiebra  fuere  de  bancos  de  depósi- 
tos o  de  emisión,  la  convocación  i  notifica- 
ción prescritas  en  los  números  6.°  i  7." 
se  harán  por  medio  de  los  diarios  del  de- 
partamento en  que  la  quiebra  se  declare,  o 
por  un  solo  diario,  si  en  él  no  se  publica- 
ren mas.  Sin  perjuicio  de  esto,  el  sindico 
dirijirá  aviso  de  la  convocatoria  por  medio 
de  cartas  certificadas  a  aquellos  acreedo- 
res cuyo  domicilio  le  fuere  conocido.  Esta 
formn  de  citación  será  observada  en  los 
demás  trámites  del  jiuicio  que  la  requie- 
ran. 

Podrá  también  el  juzgado,  fuera  de  los 
casos  a  que  se  refiere  el  inciso  anterior,  ha- 
cer estensiva  esa  misma  forma  de  citación 
a  los  demás  juicios  de  quiebra,  siempre 
que  la  necesidad  de  evitar  gastos  conside- 
rables i  notable  pérdida  de  tiempo  o  el 
crecido  número  de  acreedores  asi  lo  exi- 
jieren. 

Si  iíi  quiebra  fuere  de  wna  sociedad  anó- 
nima, las  notificaciones  que  hubieren  de 
hacerse  al  fallido  se  harán  a  los  miembros 
del  último  consejo  dire.-tivo  que  hubiere 
tenido  la  sociedad,  salvo  que  los  accionis- 
tas, en  la  forma  prevenida  en  los  estatu- 
tos, hubieren  confiado  o  confiaren  su  re- 
presentación a  otra  u  otras  personas. 

1351.  Los  acreedores  podrán  provocar 
la  declaración  de  quiebra,  aun  cuando  sus 
créditos  no  sean  exijibles. 

Al  solicitarla,  indicarán  específicamente 
los  hechos  i  circunstancias  constitutivos  de 
lo  cesación  de  pagos,  i  acompañarán  do- 
cumentos que  la  acrediten  u  ofrecerán 
rendir  la  prueba  que  convenga. 

La  solii-itud  será  presentada  en  la  secre- 
taria del  juzgcido  de  comercio,  i  el  secreta- 
rio certificará  al  pie  de  ella  el  dia  i  hora 
de  la  presentación. 

El  juzgado  hará  la  declaración  en  la 
forma  que  establecen  los  dos  artículos  pre- 
cedí iilcíi,  o  le  negará  lugar  en  lo  mas 
pronto  posible,  oyendo  sumariamente  al 
deudor  si  lo  considerare  necesario. 


Desechada  la  solicitud,  el  deudor  podrá 
demandar  indemnización  de  daños  i  per- 
juicios al  acreedor  que  hubiere  provoca- 
do la  declaración  de  quiebra,  probando 
que  éste  ha  procedido  culpable  o  dolosa- 
mente. 

1352.  Los  acreedores  civiles  no  pue- 
den solicitar  la  declaración  de  quiebra,  si- 
no a  condición  de  justificar  la  cesación  de 
pagos  de  deudas  comerciales. 

1353.  El  socio  comanditario  no  puede 
demandar  la  declaración  de  quiebra  de  la 
sociedad  a  que  pertenezca;  pero  siendo 
acreedor  particular  de  la  misma,  podrá 
provocarla  en  este  carácter. 

1354.  La  renuncia  del  apremio  perso- 
nal en  favor  del  deudor,  no  importa  la  del 
derecho  de  solicitar  la  declaración  de  quie- 
bra. 

1355.  Ni  el  hijo  acreedor  de  su  padre, 
ni  el  padre  acreedor  de  su  hijo,  ni  la  mujer 
acreedora  de  su  marido  comerciante  pue- 
den solicitar  respectivamente  la  declara- 
ción de  quiebra. 

1356.  Los  juzgados  de  comercio  «ol« 
podrán  hacer  de  oficio  la  declaración  de 
quiebra  cuando  el  deudor  se  fugare  o  se 
ocultare  dejando  cerrados  sus  escritorios 
o  almacenes  i  sin  haber  nombrado  perso- 
na que  administre  sus  negocios  i  dé  cum- 
plimiento a  sus  obligaciones. 

En  este  caso  el  j  uzgado  podrá  ordenar  de 
oficio  o  a  instancia  del  ministerio  público 
o  de  alguno  de  los  acreedores  la  aposición 
de  sellos,  postergando  para  mas  adelante 
la  declaración  de  la  quiebra  si  así  lo  cre- 
yere conveniente. 

1357.  El  auto  declaratorio  de  quiebra 
será  ejecutado  sin  embargo  de  cualquiera 
oposición  o  recurso  que  se  entable. 

No  siendo  cumplido  dentro  de  seis  me- 
ses contados  desde  su  feclia,  quedará  sin 
valor  ni  efecto  alguno  legal. 

Será  fijado  en  estracto  en  el  atrio  de  la 
sala  de  audiencia  del  juzgado  de  comer- 
cio, i  publicado  en  igual  forma  en  uno  de 
los  periódicos  del  lugar  en  que  se  haga  la 
declaración,  i  en  todos  los  demás  donde 
el  fallido  tenga  establecimientos  de  co- 
mercio. 

Determinándose  la  cesación  de  pagos 
por  auto  separado,  éste  será  fijado  i  pu- 
blicado en  los  términos  espresados. 

La  fijación  e  inserción  serán  hechas  por 
el  término  de  treinta  dias. 

1358.  El  secretario  del  juzgado  pasa- 
rá al  ministerio  público  copia  certificada 
del  auto  declaratorio  de  quiebra  dentro  de 
las  cuatro  horas  siguientes  a  la  en  que  hu- 
biere sido  pronunciado. 
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§  2.     De  los  efectos  de  la  declaración 
de  quiebra. 

1359.  La  quiebra  no  produce  los  efec- 
tos que  le  atribuye  esta  lei  sino  en  virtud 
del  auto  que  declara  su  existencia,  ni  sus 
efectos  se  retrotraen  mas  allá  de  la  fecha 
«[ue  en  él  se  señale 

1360.  La  declaración  de  quiebra  no 
priva  al  fallido  del  ejercicio  de  los  dere- 
chos civiles,  salvo  en  los  casos  espresa- 
mente  determinados  por  la  lei. 

1361.  El  auto  declaratorio  de  quiebra 
fija  irrevocablemente  los  derechos  de  to- 
dos los  acreedores  en  el  estado  que  tengan 
el  dia  anterior  al  del  pronunciamiento. 

1362.  Desde  la  hora  en  que  se  pronun- 
cie la  declaración  de  quiebra,  el  fallido 
queda  inhibido  de  derecho  de  la  adminis- 
tración de  todos  sus  bienes. 

El  desasimiento  de  los  bienes  futuros  ad- 
quiridos a  titulo  gratuito  no  estingue  la 
responsabilidad  de  las  cargas  i  condicio- 
nes con  que  hayan  sido  trasmitidos  al  fa- 
llido, ni  perjudica  a  los  acreedores  heredi- 
tarios. 

La  administración  de  los  bienes  que  el 
fallido  adquiera  por  titulo  oneroso,  podrá 
ser  sometida  a  intervención;  pero  los  acree- 
dores solo  tendrán  derecho  a  los  benefi- 
cios líquidos,  dejando  al  fallido  lo  preciso 
para  sus  alimentos. 

1363.  Después  de  la  declaración  de 
quiebra,  el  fallido  conserva  el  dominio  de 
sus  bienes,  la  administración  de  los  no  em- 
bargables  i  la  de  los  personales  de  sus  hi- 
jos i  de  su  mujer,  a  no  ser  qu«  ésta  obten- 
ga separación  de  los  suyos. 

Los  frutos  de  los  bienes  de  los  hijos  i  de 
la  mujer  no  separada  corresponden  a  la 
masa  concursada,  después  de  deducidos 
los  costos  de  producción  i  el  monto  de  las 
cargas  legales  o  convencionales  que  los 
graven. 

1364.  La  administración  de  que  es 
privado  el  fallido  pasa  de  derecho  a  los  sín- 
dicos; i  en  consecuencia,  aquél  no  podrá 
comparecer  en  juicio  como  actor  ni  como 
reo,  sin  perjuicio  de  que  el  juzgado  pueda 
admitirle  en  el  carácter  de  tercero  coad- 
yuvante en  los  pleitos  pendientes,  i  en  los 
que  se  promuevan  de  nuevo  contra  la 
masa. 

Con  todo,  el  fallido  pued^  ejercitar  por 
si  mismo  todas  las  acciones  que  esclusiva- 
mente  se  refieran  a  su  persona,  o  que  ten- 
gan por  objeto  derechos  inherentes  a  ella, 
i  ejecutar  todos  los  actos  conservativos  de 
sus  bienes  en  caso  de  neglijencia  de  los 
üindicos. 

Segunda  Serie. — Tomo  U. 


1365.  Declarada  la  quiebra,  los  acree- 
dores comunes  no  podrán  promover  eje- 
cución contra  los  síndicos,  ni  continuar  la 
que  tuvieren  iniciada  contra  la  persona 
i  bienes  del  fallido;  pero  los  acreedores 
privdejiados,  hipotecarios  i  prendarios  de 
plazo  vencido  ,  podrán  iniciarla  o  llevar 
adelante  la  que  tuvieren  pendiente  contra 
los  bienes  afectos  a  la  seguridad  i  pago  de 
sus  respectivos  créditos. 
_  Sin  embargo,  durante  los  treinta  dia.s 
siguientes  a  la  declaración  de  quiebra,  el 
arrendador  no  podrá  ejecutar  por  los 
arriendos  vencidos  los  muebles  destinados 
a  la  esplotacion  de  los  negocios  del  fallido, 
sin  perjuicio  de  su  dei^echo  para  solicitar 
las  providencias  conservativas  que  le  con- 
vengan. 

Si  el  arrendamiento  hubiere  espirado 
por  alguna  causa  legal,  el  arrendador  po- 
drá ocupar  el  fundo  arrendado,  i  entablar 
las  ejecuciones  a  que  haya  lugar  por  de- 
recho. 

1366.  Todas  las  causas,  ordinarias  o 
ejecutivas,  civiles  o  comerciales,  que  al 
tiempo  de  la  declaración  de  quiebra  se  ha- 
llen pendientes  contra  el  fallido  i  puedan 
afectar  sus  bienes,  serán  acumuladas  al 
juicio  univer.sal  de  concurso. 

1367.  En  virtud  de  la  declaración  de 
quiebra  quedan  vencidas  i  exigibles  res- 
pecto del  fallido  todas  sus  deudas  pasivas, 
para  el  solo  efecto  de  que  los  acreedores 
puedan  intervenir  en  las  operaciones  de  la 
quiebra,  i  percibir  los  dividendos  corres- 
pondientes al  valor  actual  de  sus  respecti- 
vos créditos. 

Entiéndese  por  valor  actual  la  cantidad 
que,  colocada  a.l  interés  corriente  por  el 
tiempo  que  falte  para  el  vencimiento  del 
plazo ,  forme  el  capital  nominal  de  la 
deuda. 

El  valor  actual  se  refiere  a  la  época  de 
los  respectivos  dividendos. 

1368.  El  acreedor  que  sea  a  la  vez 
deudor  del  fallido,  bo  puede  alegar  la  exi- 
jibilidad  que  establece  el  artículo  prece- 
dente, ni  como  deudor  puede  renunciar  el 
beneficio  del  plazo  para  operar  la  compen- 
sación de  ambas  deudas. 

Pero  si  las  deudas  procedieren  de  un 
solo  contrato,  podrá  operarse  la  compen- 
sación aun  cuando  sean  exijibles  en  dife- 
rentes plazos. 

1369.  iNo  obstante  lo  dispuesto  en  el 
inciso  primero  del  artículo  1367,  que- 
brando el  aceptante  de  una  letra  de  cam- 
bio, el  librador  de  una  letra  no  aceptada  o 
el  suscriptor  de  un  pagaré  a  la  orden,  los 
demás  obligados  pagarán  inmediatamente, 
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O  rendirán  fianza  de  pagar  al  vencimiento. 

1370.  El  acreedor  condicional  puede 
exijir  la  consignación  de  los  dividendos 
que  le  corresponderían  cumplida  la  condi- 
ción, o  su  entrega  bajo  ttanza  de  restituir- 
los a  la  masa  con  el  interés  corriente, 
siempre  que  la  condición  no  se  verifique. 

1371.  El  curso  de  las  negociaciones  en 
cuenta  corriente  con  el  fallido  queda  sus- 
pendido por  la  declaración  de  quiebra;  i 
en  consecuencia,  se  procederá  al  ajuste 
final,  .según  el  estado  que  haya  causado  la 
última  operación  regular  ejecutada  por 
los  interesados. 

1372.  En  cuanto  al  pago  de  los  inte- 
reses debidos  por  el  fallido,  se  estará  a  lo 
dispuesto  en  el  art.  2491  del  Código  civil. 

§  3.  De  los  efectos  de  la  cesación  de  pagos. 

1373.  Son  nulos  i  de  ningún  valor  re- 
lativamente a  la  masa,  siendo  ejecutados 
después  del  dia  a  que  el  juzgado  i-efiera  la 
cesación  de  pagos,  o  dentro  de  los  diez  dias 
que  la  han  precedido: 

I.**  Todo  acto  traslaticio  de  propiedad 
raíz  o  mueble  a  titulo  gratuito. 

Si  el  acto  fuere  a  favor  de  un  descea- 
diente,  ascendiente  o  colateral  dentro  del 
cuarto  grado,  aunque  sea  ejecutado  por  la 
interposición  de  un  tercero,  los  diez  dias 
enunciados  en  el  inciso  primero  se  esten- 
derán hasta  los  ciento  veinte  anteriores  a 
la  cesación  de  pagos; 

2.°  Todo  pago  anticipado,  sea  de  deu- 
da civil  o  comercial,  i  sea  cual  fuere  la 
manera  en  que  se  verifique; 

Hai  anticipación  de  pago  en  el  descuen- 
to de  pagarées  o  facturas  a  cargo  del  fa- 
llido, i  en  el  que  se  verifique  mediante  re- 
nuncia del  plazo  estipulado  a  favor  del 
deudor. 

3.*  Todo  pago  de  deuda  vencida  que  no 
sea  ejecutado  en  dinero  o  efectos  de  co- 
mercio; 

4.°  Toda  hipoteca,  prenda  o  anticrésis 
que  se  constituya  sobre  los  bienes  del  fa- 
llido por  deudas  contraidas  con  anteriori- 
dad a  los  diez  dias  indicados. 

1374.  Los  pagos  en  dinero  o  valores 
de  crédito  de  deudas  vencidas,  i  los  actos  i 
contratos  a  titulo  oneroso,  verificados  en 
el  tiempo  medio  entre  la  cesación  de  pagos 
i  la  declaración  de  quiebra,  podrán  ser 
rescindidos,  caso  que  losfacreedores  paga- 
dos i  los  terceros  que  hubieren  contratado 
con  el  fallido  hubieren  procedido  con  co- 
nocimiento de  la  cesación  de  pagos. 

Esta  disposición  es  aplicable  a  las  reme- 
sas de  mercaderías  hechas  durante  el  cur- 


so de  una  cuenta  corriente  o  después  de 
cerrada  la  cuenta  con  el  reconocimiento 
de  un  saldo,  probándose  que  el  correspon- 
sal a  quien  fueren  dirijidas  conocía  al 
tiempo  de  la  recepción  la  cesación  de  pa- 
gos del  remitente. 

1375.  Si  el  fallido  hubiere  pagado  le- 
tras de  cambio  o  billetes  a  la  orden  des- 
peus  de  la  fecha  asignada  a  la  cesación  de 
pagos  i  antes  de  la  declaración  de  quiebra, 
no  podrá  exijirse  la  devolución  de  la  can- 
tidad pagada  sino  de  la  persona  por  cuya 
cuenta  se  hubiere  veriñcado  el  pago. 

En  los  dos  casos  propuestos  será  menes- 
ter probar  que  la  persona  a  quien  se  exija 
la  devolución  tenia  coiiocimiento  de  la  ce- 
sación de  pagos  a  la  fecha  en  que  fué  jira- 
da  la  letra  o  endosado  el  pagaré. 

1376.  Los  actos  i  contratos,  de  cual- 
quiera naturaleza  que  sean,  anteriores  a 
las  épocas  que  señala  el  inciso  primero  del 
art.  1373,  son  también  rescindibles  siem- 
pre que  se  justifique  la  coexistencia  de  to- 
das las  circunstancias  que  espresa  el  ar- 
tículo 2468  del  Código  civil. 

1377.  Los  derechos  de  hipoteca  váli- 
damente adquiridos  podrán  ser  inscritos 
hasta  el  dia  de  la  declaración  de  quiebra. 

Con  todo,  las  inscripciones  hechas  de.s- 
pues  de  la  cesación  o  en  los  diez  dias  ante- 
riores, podrán  ser  anuladas  si  hubieren 
trascurrido  mas  de  quince  dias  entre  la 
fecha  del  instrumento  constitutivo  de  la 
hipoteca  i  la  fecha  de  la  inscripción. 

Este  plazo  se  aumentará  a  razón  de  un 
dia  por  cada  cincuenta  quilómetros  de  dis- 
tancia entre  el  lugar  en  que  se  hubiere 
constituido  la  hipoteca  i  el  lugar  donde 
deba  hacerse  la  inscripción. 

1378.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en 
el  art.  1374  i  en  el  núm.  3."  del  art.  1373, 
la  compensación  de  deudas  vencidas  antes 
de  la  declaración  de  quiebra  tendrá  o  no 
lugar  conforme  a  las  reglas  establecidas 
en  el  título  XVII,  libro  IV  del  Código  civil. 

Pero  los  créditos  contra  el  fallido,  ad- 
quiridos por  cesión  o  endoso,  necesitarán 
además  para  ser  compensados  que  se  acre- 
dite legalmente  la  verdad  de  la  fecha  de  la 
eesi©n  o  el  endoso. 

§  4.  De  los  recursos  contra  el  auto  dene- 
gatorio o  declaratorio  de  quiebra. 

1379.  El  auto  que  niegue  lugar  a  la 
declaración  de  quiebra  es  apelable  dentro 
de  los  cinco  dias  de  su  notificación. 

1380.  El  fallido  podrá  solicitar  la  re- 
posición del  auto  que  declare  la  quiebra, 
fije  o  no  la  época  de  la  cesación  de  pagos. 
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dentro  de  ocho  dias  contados  desde  el  en 
que  se  liayan  efectuado  las  publicaciones 
que  prescribe  el  art.  1357. 

Si  la  declaraeion  de  quiebra  hubiere  sido 
provocada  por  el  fallido,  no  se  dará  curso 
a  su  solicitud  de  reposición,  a  no  ser  que 
«II  ella  alegue  error  en  la  apreciación  del 
estado  de  sus  negocios. 

Si' la  declaración  se  fundare  en  conve- 
nio con  los  acreedores,  la  solicitud  será 
desechada  de  plano. 

1381  Los  acreedores  i  terceros  intere- 
sados podrán  también  solicitar  la  reposi- 
ción dentro  de  treinta  dias,  contados  en  la 
forma  que  empresa  el  inciso  primero  del 
articulo  anterior. 

El  asentimiento  del  fallido  a  la  declara- 
eiondequiebra  no  impide  el  ejercicio  del  de- 
recho concedido  a  los  acreedores  i  terceros 
interesados. 

1382.  Siempre  que  el  juzgado  de  co- 
mercio altere  la  fecha  a  que  hubiere  refe- 
rido la  cesación  de  pagos  en  el  auto  decla- 
ratorio de  quiebra,  o  que  la  íije  ulterior- 
mente por  auto  separado,  los  términos  de 
ocho  i  treinta  dias  para  pedir  la  reposición 
correrán  desde  la  publicación  del  nuevo 
auto. 

1383.  El  término  concedido  a  los  acree- 
dores en  el  artículo  precedente  para  recla- 
mar del  auto  que  determine  la  época  de  la 
cesación  de  pagos,  será  ampliado  o  restrin- 
jido  hasta  el  vencimiento  de  los  plazos  se- 
ñalados para  el  reconocimiento  i  atírma- 
cion  de  los  créditos. 

Por  la  espiración  de  estos  plazos  queda 
irrevocablemente  fijada  la  época  de  la  ce- 
sación de  pagos  respecto  de  los  acreedores 
presentes  i  ausentes. 

1384.  En  los  casos  previstos  en  el  ar- 
ticulo 1382  los  terceros  interesados  goza- 
rán, [¡ara  formalizar  la  oposición,  de  todo 
el  término  que  el  dicho  articulo  concede. 

Los  acreedores  hipotecarios  que  se  ha- 
llen en  el  caso  del  inciso  segundo  del  ar- 
ticulo 1377  se  consideraran  como  terceros 
interesados  para  el  efecto  de  que  puedan 
impugnar  los  autos  de  que  trata  el  ar- 
ticulo 1382. 

1385.  Vencidos  los  términos  de  la  opo- 
sición, se  presume  de  derecho  que  el  falli- 
do i  demás  interesados  han  aceptado  la 
declaración  de  quiebra  i  la  fijación  de  la 
época  de  la  ce.sacion  de  pagaos. 

1386.  El  artií^ulo  de  reposición  instau- 
rado por  alguno  de  los  acreedores  o  por  un 
tercero,  será  sustanciado  con  audiencia  de 
los  síndicos  del  fallido;  pero  si  fuere  pro- 
movido por  éste,  solo  serán  oidos  los  síndi- 
cos. 


1387.  La  sustanciacion  del  articulo  no 
podrá  exceder  de  veinte  dias  contados  des- 
de el  de  su  introducción. 

1388.  El  auto  declaratorio  de  quiebra 
será  revocado,  probándose  que  el  fallido 
no  ha  cesado  en  sus  pagos. 

El  que  determine  la  fecha  de  la  cesación 
de  pagos  lo  será  también,  si  se  acreditare 
que  el  fallido  los  tenia  corrientes  en  el  dia 
señalado. 

Confirmado  por  la  corte  respectiva  el 
auto  revocatorio,  el  fallido  podrá  reclamar 
daños  i  perjuicios  del  acreedor  que  hubiere 
solicitado  la  declaración  de  quiebra. 

1389.  La  providencia  revocatoria  del 
auto  que  determine  la  época  de  la  cesación 
de  pagos,  es  apelable  en  ambos  efectos; 
pero  la  que  no  dé  lugar  a  la  retorma  del 
declaratorio  de  quiebra,  lo  será  solamente 
en  el  efecto  devolutivo. 

1390.  La  tramitación  del  articulo  ''e 
reposición  se  ajustará  a  las  reglas  que  pres 
criba  para  las  materias  mercantiles  el  Có- 
digo de  Enjuiciamiento  civiL 

TÍTKII.O  111 

De  las   (lilig;enciaí9    coiisiigaientes   a    la  de- 
claración de  quiebra. 

1391.  El  ministerio  público  i  los  síndi- 
cos son  especialmente  encargados  de  re- 
querir elcumplimientodela  orden  dearres- 
to del  fallido  i  de  cuidar  que  se  verifique  en 
el  mismo  dia  en  que  se  pronuncie  el  auto 
declaratorio  de  quiebra.     ■ 

1392.  El  arresto  del  fallido  es  una  pro- 
videncia preventiva,  i  no  un  medio  de  co- 
acción para  obligarle  al  pago  de  sus  deu« 
das. 

En  consecuencia,  las  personas  exentas 
de  la  prisión  por  deudas  no  lo  serán  d-.-i 
arresto  por  quiebra. 

Veriñcado  el  arresto,  queda  suspendid.i 
de  derecho  la  prisión  por  deudas  en  que  s^í 
encuentre  el  fallido  al  tiempo  de  la  decla- 
ración de  quiebra,  a  no  ser  que  el  acreedor 
que  la  hubiere  olUenido  forme  oposición 
regular  al  auto  declaratorio. 

No  será  admitida  ninguna  oposición  a  l.i 
soltura  del  fallido  en  lus  casos  en  que  I  ; 
permita  este  Código,  salvo  que  la  prisión  !<• 
hubiere  sido  impuesta  por  via  de  pena. 

1393.  Siempre  que  el  fallido  manifies- 
te espontáneamente  la  cesación  de  sus  pa 
gos  dentro  del  plazo  que  señala  el  articulo 
1345,  i  que  no  se  encuentre  preso  por  deu 
da  o  por  otra  causa,  el  juzgado  de  comer- 
cio podrá  exonerarle  del  arresto  por  el 
mismo  auto  declaratorio  de  quiebra. 

En  cualquier  estado  de  la  quiebra  la 
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exoneración  del  arresto  podrá  ser  revoca- 
da, según  las  circunstancias,  de  oñcio  o  a 
instancia  del  ministerio  público,  de  los  sin- 
dieos  o  de  cualquiera  de  los  acreedores. 

1394.  Si  del  exámeíi  del  balance,  li- 
bros i  papeles  del  íallido  no  resultare,  a 
juicio  del  juzgado  de  comercio,  mérito  bas- 
tante para  calificar  de  culpable  la  quiebra, 
decretará  el  desencarcelamiento  con  sal- 
voconducto provisional. 

En  ese  mismo  caso  el  fallido  podrá  de- 
mandar su  libertad  en  iguales  términos. 

La  demanda  del  fallido  será  puesta  en 
conocimiento  del  ministerio  público  i  de 
los  síndicos  para  que,  si  lo  creyeren  con- 
veniente, se  opongan  a  la  concesión  del 
salvoconducto. 

Accediendo  el  juzgado  a  la  .solicitud  del 
fallido,  im'pondrá  precisamente  a  éste  la 
obligación  de  presentarse  toda  vez  que  sea 
llamado  por  el  mismo  juzgado  o  por  los  sín- 
dicos. La  obligación  será  garantida  con 
fianza  por  una  determinada  cantidad  a  fa- 
vor de  la  masa. 

El  juzgado  podrá  revocar  en  cualquiera 
época  ersalvoconducto  según  las  circuns- 
tancias. 

1395.  Cesan  los  efectos  del  arresto 
cuando  el  fallido  tiene  salvoconducto,  ce- 
lebra convenio  con  sus  acreedores,  o  se 
concluye  la  realización  i  liquidación  de  la 
quiebra. 

1396.  En  el  mismo  dia  en  que  se  ha- 
ga la  declaración  de  quiebra,  el  juzgado 
de  comercio  procederá,  con  intervención 
de  los  síndicos  i  asistencia  del  secretario 
del  juzgado,  a  la  aposición  de  sellos  en  el 
domicilio,  almacenes,  tiendas,  escritorios, 
depósitos,  mercaderías  existentes  en  poder 
de  terceros  i  establecimientos  de  toda  cla- 
se pertenecientes  al  fallido. 

Quebrando  una  sociedad  colectiva,  los 
sellos  serán  puestos  también  en  todos  los  lu- 
gHres  i  objetos  enunciados  que  pertenezcan 
privativamente  a  cada  uno  de  los  socios. 

Si  la  sociedad  fuere  comanditaria,  se 
pondrán  los  sellos  solamente  en  los  luga- 
res i  ol)jotos  pertenecientes  a  los  socios  je- 
rentes,  aunque  los  comanditarios  sean  so- 
lidariamente responsables  por  haberee 
tnezclado  en  la  administración. 

En  caso  de  quiebra  de  una  sociedad  anó- 
nima, no  serán  puestos  los  sellos  sino  en 
el  domicilio  social  i  en  los  establecimientos 
sociales,  cualquiera  que  sea  el  lugar  en 
que  existan. 

La  aiiosicion  de  sellos  podrá  ser  de.s- 
empefiada  por  el  secretario  del  juzgado  de 
comercio,  si  el  mismo  juzgado  delegare  en 
61  esta  función. 


El  secretario  procederá  en  tal  caso 
acompañado  de  dos  personas  de  recono-' 
cida  probidad,  nombradas  por  el  juz- 
gado. 

1397.  A  solicitud  de  los  síndicos  el 
juzgado  de  comercio  podrá  eximir  de  la 
aposición  de  sellos: 

1°  Los  objetos  espresados  en  los  nú- 
meros 2.°  i  siguientes  del  art.  1618  del  Có- 
digo civil,  i  los  muebles  absolutamente 
necesarios  al  uso  del  fallido  i  de  .su  fa- 
milia; 

Los  muebles  i  objetos  indicados  serán 
entregados  al  fallido,  describiéndolos  pre- 
viamente en  una  lista  que  será  ñrmada 
por  él. 

2.°  Los  objetos  espuestos  a  un  próx«jmo 
deterioro  o  a  una  desestimación  inminente, 
i  los  que  exijan  una  conservación  dispen- 
diosa; 

3.°  Los  objetos  actualmente  destinados 
al  trabajo  de  los  establecimientos  comer- 
cíales  del  fallido,  de  cualquiera  naturaleza 
que  sean,  siempre  que  la  interrupción  de 
sus  operaciones  pueda  causar  perjuicio  a 
los  acreedores; 

Los  objetos  comprendidos  en  los  dos 
números  precedentes  serán  inmediata- 
mente inventariados  por  los  síndicos  y  ta- 
sados por  ellos,  o  por  un  perito. 

4."  Los  libros  del  fallido  i  los  efectos 
de  comercio  vencidos  o  por  vencer  próxi- 
mamente, los  pagaderos  en  otro  lugar  dis- 
tinto del  de  la  quiebra,  y  losque  requierart 
aceptación  o  protesto; 

Los  libros  i  electos  referidos  serán  en- 
tregados a  los  síndicos  bajo  inventario  ñr- 
mado  por  ellos. 

Antes  de  entregar  los  libros,  el  juez  ru- 
bricará los  últimos  asientos  i  los  blancos 
que  aquéllos  tuvieren,  i  a  continuación  de 
la  última  foja  escrita  de  cada  uno  de  ellos 
pondrá  una  certificación  detallada  del  nú- 
mero de  pajinas  escritas  i  del  estado  ma- 
terial en  que  se  encuentren. 

1398.  Los  oljjetos  enunciados  en  el 
núra.  2."  del  articulo  precedente  serán  in- 
mediatamente vendidos  por  los  síndicos, 
previa  autorización  del  juzgado  de  co- 
mercio. 

Este  determinará,  al  otorgarla,  la  forma 
en  que  deba  hacerse  la  venta. 

El  fallido  podrá  presentar  al  juzgado  de 
comercio  sus  observaciones  acerca  de  la 
desconveniencia  de  la  venta,  o  del  modo 
de  verificarla;  pero  no  le  será  permitido 
intervenir  en  la  realización  de  la  venta 
ordenada. 

1399.  Si  el  juzgado  estimare  que  los 
bienes  del  fallido  pueden   ser  inventaría- 
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dos  en  un  solo  dia,  se  omitirá  la  aposición 
de  sellos,  i  se  procederá  desde  luego  a  for- 
mar el  correspondiente  inventario. 

1400.  Puestos  los  sellos  antes  que  los 
síndicos  hayan  principiado  u  funcionar, 
éstos  deberán  solicitar  del  juzgado  de  co- 
mercio dentro  de  tres  dias  contados  desde 
la  aceptación  del  cargo,  que  desde  luego 
se  proceda  a  romperlos. 

Los  sellos  scráiy  gradualmente  removi- 
d©s  yjor  el  juzgado  de  comercio  a  presen- 
cia de  los  síndicos,  del  fallido  i  del  secre- 
tario. 

La  función  de  remover  los  sellos  esde- 
legable  en  la  forma  determinada  por  el  ar- 
ticulo 1396. 

1401.  El  inventario  se  formará  con 
asistencia  de  las  personas  indicadas  en  el 
articulo  anterior,  i  a  medida  que  los  sellos 
sean  quitados. 

Si  liubiei-e  necesidad  de  suspender  ladi- 
lijencia,  la  parte  ya  redactada  del  inventa- 
rio .será  firmada  por  el  juez,  los  síndicos  i 
el  fallido,  i  autorizada  por  el  secretario. 

Quedando  algunos  objetos  por  inventa- 
riarse en  el  lugar  de  donde  se  hubieren 
quitado  los  sellos,  el  juez  pondrá  de  nuevo 
dichos  sellos  hasta  la  siguiente  sesión. 

1402.  Ei  inventario  se  escribirá  por 
duplicado,  i  contendrá  la  descripción  in- 
dividual de  todos  los  bienes  muebles  e  in- 
muebles, documentos,  correspondencia, 
papeles  de  interés  i  las  especies  que  se 
hubieren  eximido  de  la  aposición  de  se- 
llos, i  ademas  el  justiprecio  de  los  muebles 
e  inmuebles  ejecutado  por  los  síndicos  o 
por  peritos. 

Concluido  el  inventario,  el  juez  entrega- 
rá a  los  síndicos  todos  los  bienes  inventa- 
riados, i  éstos  pondrán  su  recibo  al  pié  de 
cada  uno  de  los  ejemplares. 

Los  síndicos  conservarán  uno  de  ellos,  i 
depositarán  el  otro  en  la  secretaría  del 
juzgado  de  comercio  para  conocimiento 
de  los  acreedores. 

1403.  La  inasistencia  del  fallido,  debi- 
damente citado  para  la  remoción  de  sellos 
i  facción  del  inventario,  no  impedirá  la  eje- 
cución de  estas  dilijencias. 

1404.  Declarada  la  quiebra  de  un  co- 
merciante difunto,  no  se  hará  inventario 
de  los  bienes  de  la  herencia  si  los  herede- 
ros lo  hubieren  formado  con  arreglo  a  las 
prescripciones  del  Código  de  Enjuicia- 
miento civil. 

Pero  ocurriendo  el  fallecimiento  después 
de  la  declaración  de  quiebra  i  antes  de  la 
formación  del  inventario,  se  procederá  a 
levantarlo  con  citación  de  la  v^uda  i  here- 
deros. 


1405.  Concluido  el  inventario,  el  juz- 
gado de  comercio,  a  solicitud  del  fallido, 
podrá  señalarle  provisionalmente  una  pen- 
sión alimenticia  proporcionada  a  sus  nece- 
sidades personales  i  las  de  su  familia,  coa 
tal  que  el  fallido  haya  manifestado  espon- 
táneamente la  cesación  de  .-.us  pagos,  i  que 
no  obre  contra  él  alguna  presunción  de 
culpa  o  fraude  en  la  quiebra. 

1406.  Despueí  de  terminado  el  inven- 
tario, el  juzgado  de  comercio  podrá  auto- 
rizar a  los  síndicos  para  proceder  a  ven- 
der los  muebles  i  mercaderías,  determinan- 
do al  mismo  tiempo  la  forma  de  la  venta. 

El  fallido  podrá  usar  del  derecho  que  le 
confiere  el  inciso  tercero  del  artículo  1398. 

1407.  Ei  juzgado  de  comercio  podi*á 
autorizar  a  los  síndicos  para  continuar  pro- 
visionalmente el  jiro  de  los  establecimien- 
tos comerciales  del  fallido,  previa  audien- 
cia de"  éste . 

Esta  autorización  solo  faculta  a  los  sín- 
dicos para  ejecutar  los  actos  que  tiendan  a 
facilitar  la  realización  i  preparar  una  li- 
quidación progresiva;  i  en  ningún  caso  po- 
drán emprender  especulaciones,  ni  verifi- 
car operaciones  que  importen  la  continua- 
ción efectiva  del  comercio  que  hacia  el  fa- 
llido. 

Los  acreedores  i  el  fallido  podrán  opo- 
nerse a  la  autorización  concedida  a  ios  sín- 
dicos 

1408.  Los  acreedores  serán  responsa- 
bles de  las  obligaciones  que  contraigan  los 
síndicos  en  el  ejercicio  de  la  autorización 
enunciada,  hasta  concurrencia  del  importe 
de  sus  haberes  en  la  quiebra. 

1409.  El  último  dia  de  cada  semana 
los  síndicos  depositarán  en  un  Banco,  o  en 
las  tesorerías  nacionales  donde  no  lo  hu- 
biere, todas  las  cantidades  provenientes  de 
las  cobranzas  i  ventas  que  hagan,  previa 
deducción  de  la  suma  que  el  juzgado  de 
comercio  considere  necesaria  para  ocurrir 
a  los  gastos  de  la  administración;  i  no  ha- 
ciéndolo asi,  podrán  ser  destituidos,  que- 
dando responsables  on  todo  caso  del  inte- 
rés corriente  desde  la  fecha  de  los  respec- 
tivos ingresos. 

El  depósito  será  justificado  ante  el  juz- 
gado de  comercio,  el  mismo  dia  en  que  se 
verifique,  con  la  exhibición  del  recibo  o 
certificado  competente. 

Los  fondos  depositados  no  podrán  ser  es- 
traidos  sino  en  virtud  de  orden  escrita  del 
juzgado  de  comercio,  i  allanando  preria- 
mente  los  síndicos  las  retenciones  decre- 
tadas. 

1410.  Los  empleados  que  desempeñen 
las  funciones  del  ministerio  público  podrán 
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asistir  a  la  facción  del  inventario,  i  exijir, 
on  cualquiera  época,  la  comunicación  de 
ios  libros  i  papeles  de  la  quiebra. 

TITULO  IT 

De  los  MÍndicos. 

1411.  Reunidos  los  acreedores  en  la 
primera  junta  jeneral  de  que  se  habla  en 
el  número  6."  del  articulo  1350,  el  juzgado 
de  comercio  hará  que  cada  cual  exhiba  los 
documentos  justiticativos  de  su  crédito;  i 
en  seguida  les  consultará  sobre  los  puntos 
siguientes; 

1.°  Sobre  el  número  de  síndicos  que 
convenga  nombrar  i  sobre  las  personas 
que  los  acreedores  conceptúen  idóneas 
para  este  cargo; 

2."  Sobre  la  dirección  que  mas  conven- 
ga dar  a  la  administración  de  los  bienes 
concursados; 

3."  Sobre  si  se  autoriza  o  no  a  los  sín- 
dicos para  continuar  el  jiro  del  fallido; 

4."  Sobre  si  se  conceden  o  no  alimentos 
al  mismo  fallido. 

1412.  El  juez  se  conformará  a  lo  que 
acordare  la  mayoría  de  los  acreedores  pre- 
sentes, tanto  acerca  del  número  de  sindi  - 
eos  que  haya  de  nombrarse,  como  de  la 
persona  o  personas  que  deben  desempeñar 
este  cargo;  salvo  que  fueren  de  las  inhabi- 
litadas para  ejercerlo,  según  el  artículo  si- 
guiente. 

La  mayoría  necesaria  para  decidir  sobre 
ambos  puntos  será  constituida  por  un  voto 
mas  sobre  la  mitad  de  los  acreedores  pre- 
sentes, siempre  que  además  reúnan  la  re- 
presentación de  las  tres  quintas  partes  del 
total  de  los  créditos  de  los  votantes. 

No  concurriendo  dicha  mayoría,  el  juez 
decidirá  cuál  haya  de  ser  el  número  de 
síndicos  i  la  persona  o  personas  que  hubie- 
ren de  desempeñar  este  cargo.  El  nombra- 
miento del  juez  deberá  recaer  en  persona 
de  notorias  aptitudes,  probidad  i  solvencia. 

En  ningún  caso  excederá  de  tres  el  nú- 
mero de  los  síndicos  que  se  nombraren. 

1413.  No  pueden  ser  síndicos: 

1.°  Los  menores  de  veinticinco  años, 
aunque  .^^ean  emancipados  i  hayan  obteni- 
do habilitación  de  edad; 

2.**  Las  mujeres,  aun  cuando  sean  co- 
merciantes; 

3.°  Los  fallidos  mientras  no  obtengan 
su  rehabilitación; 

4.^  El  cónyuje  i  los  parientes  del  falli- 
do que  se  hallen  dentro  del  cuarto  grado 
de  consanguinidad  o  de  afinidad. 

1414.  Los  síndicos  son  mandatarios 
jenerales  de  los  acreedores,  i  como  tales 


los  representan  activa  i  pasivamente  eu 
juicio  i  fuera  de  él,  administran  los  bienes 
concursados  i  liquidan  la  quiebra,  confor- 
me a  las  reglas  que  establece  este  Código. 

1415.  Los  síndicos  definitivamente 
nombrados,  si  fueren  diferentes  de  los  que 
han  desempeñado  este  cargo  provisional- 
mente, exijirán  a  la  mayor  brevedad  que 
estos  últimos  les  rindan  cuenta  de  su  ad- 
ministración en  la  forma  determinada  por 
el  artículo  1436. 

1416.  Los  síndicos  no  podrán  celebrar 
compromiso  sin  autorización  especial  de 
los  acreedores;  pero  podrán  transijir,  con 
la  del  juzgado  de  comercio  i  el  conoci- 
miento del  fallido, ítodas  las  cuestiones  que 
interesen  a  la  masa,  aun  cuando  sean  re- 
lativas a  bienes  i  acciones  inmuebles. 

Si  la  transacción  versare  sobre  bienes  ©• 
acciones  cuyo  valor  exceda  de  mil  pesos, 
deberá  ser  sometida  a  la  aprobación  del 
juzgado  de  comercio  con  audiencia  del 
fallido. 

1417.  Si  el  fallido  estuviere  en  liber- 
tad, con  fianza  o  sin  ella,  los  síndicos  po- 
drán emplearle  en  la  administración  de  la 
quiebra,  a  cargo  de  compensar  su  trabajo 
con  la  suma  que  designe  el  juzgado  de  co- 
mercio. 

1418.  Si  en  la  primera  junta  la  ma- 
yoría absoluta  de  los  acreedores  presentes 
hubiere  acordado  la  concesión  de  alimen- 
tos  al  fallido,  los  síndicos  propondrán  al 
juzgado  de  comercio  lá  cantidad  que  pue- 
da ser  asignada,  atendidas  las  fuerzas  del 
activo  i  la  intención  de  los  acreedores. 

El  juzgado  aprobará  o  reducirá  la  can-« 
tidad  propuesta,  según  su  prudencia. 

1419.  Son  obligados  los  síndicos  a 
ejecutar  todos  los  actos  conservativos  de 
los  derechos  del  fallido,  como  protestar, 
en  su  caso,  los  efectos  de  comercio,  inte- 
rrumpir las  prescripciones  incoadas,  i  so- 
licitar la  inscripción  de  las  hipotecas  esti- 
puladas a  favor  del  fallido. 

1420.  Los  síndicos  deberán  cerrar  los 
libros  con  asistencia  del  fallido. 

Si  el  fallido  no  compareciere  al  llama- 
miento de  los  síndicos,  el  juzgado  de  co- 
mercio le  hará  citar  para  que  se  presente 
en  el  término  de  cuarenta  i  ocho  hora» 
improrrogables. 

La  comparecencia  del  fallido  será  per- 
sonal; pero  justificando  algún  impedimen- 
to lejítimo,  a  juicio  del  juzgado  de  comer- 
cio, podrá  hacerse  representar  por  apo- 
derado. 

Hallándose  el  fallido  en  libertad,  con 
fianza  o  sin  ella,  su  no  comparecencia  da- 
rá lugar  a  revocar  el  auto  por  el  cual  se  le 
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puso  en  libertad  o  hará  exijible  la  fian/a; 
pero  si  estuviere  arrestado  u  oculto,  podrá 
ser  declarado  culpable  por  el  hecho  de  no 
comparecer. 

1421.  No  podrán  proceder  los  síndi- 
cos a  la  apertura  de  la  correspondencia 
del  fallido  sin  su  previa  citación,  si  estu- 
viere presente. 

Instruidos  de  ella,  entregarán  al  fallido 
las  cartas  que  no  tfingan  relación  con  los 
negocios  de  la  quiebra. 

1422.  Si  el  fallido  no  hubiere  presen- 
tado su  balance,  los  síndicos  deberán  for- 
marlo dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  a 
la  aceptación  del  cargo,  i  depositarlo  en  la 
secretaria  del  juzgado  de  comercio  para 
que  los  acreedores  puedan  consultarlo. 

En  el  caso  contrario,  los  sind.cos  exa- 
minarán si  el  balance  presentado  es  exac- 
to i  completo;  i  no  siéndolo,  formarán  otro 
nuevo. 

1423.  La  viuda  i  herederos  del  comer- 
ciante declarado  en  quiebra  después  de  su 
muerte,  o  que  fallezca  después  de  pronun- 
ciado el  auto  que  la  declare,  podrán  asis- 
tir personalmente  o  por  apoderado  a  la 
formación  del  balance,  i  a  todas  las  demás 
operaciones  de  la  quiebra. 

1424.  Los  síndicos  dilijenciarán  ,  el 
mismo  dia  en  que  acepten  el  cargo,  las 
publicaciones  de  que  trata  el  número  9.° 
del  articule  13.50. 

La  omisión  de  las  publicaciones  referi- 
das o  su  retardo  podrá  reputarse  como 
causa  lejítima  de  destitución. 

1425.  Deberán  asimismo  examinar  es- 
crupulosamente la  verdad  de  los  créditos 
que  se  presenten  en  la  quiebra,  i  hacer 
respecto  de  ellos  al  juzgado  de  comercio 
las  observaciones  que  el  examen  les  su- 
jiera. 

1426.  Dentro  de  quince  dias  contados 
desde  la  fecha  en  que  principien  a  ejercer 
el  cargo,  los  síndicos  presentarán  al  juz- 
gado de  comercio  una  memoria  ace  ca  del 
estado  aparente  de  la  quiebra,  sus  princi- 
pales causas  i  circunstancias  i  el  carácter 
que  ella  ofrez('a. 

No  presentando  la  memoria  en  el  plazo 
indicado,  darán  cuenta  inmediatamente  al 
juzgado  de  comercio  de  los  motivos  del 
retardo. 

El  juzgado  de  comercio  decretará  la 
destitución  de  los  síndicos  si  el  retardo 
proviniere,  a  su  parecer,  de  neglijencia  o 
connivencia  con  el  fallido. 

1427.  Los  síndicos  podrán  exijir  del 
fallido  que  les  suministre  los  conocimien- 
tos que  ellos  conceptúen  necesarios  para 
el  mejor  desempeño  de  su  cargo 


Negándose  directa  o  indirectamente  a 
cumplir  esta  obligación ,  el  fallido  podrá  ser 
acusado  de  quiebra  culpable. 

1428.  Los  síndicos  presentarán  al  juz- 
gado de  comercio  cada  quince  dias,  o 
cuando  él  lo  exija,  una  cuenta  demostrati- 
va del  movimiento  que  hayan  tenido  los 
fondos  del  concurso. 

La  omisión  en  el  cumplimiento  de  esta 
obligación  podrá  ser  considerada  eomo 
causa  de  destitución. 

1429.  Si  en  la  primera  junta  de  los 
acreedores  se  autorizare  a  los  síndicos  para 
continuar  e!  jiro  del  fallido,  se  determina- 
rá en  el  mismo  acuerdo  los  objetos  a  que 
se  estienda  la  autorización,  su  duración  i 
la  suma  que  aquéllos  deban  conservar  en 
su  poder  para  atender  a  las  necesidades 
del  jiro. 

Tal  autorización  no  podrá  ser  conferida 
sino  por  el  voto  unánime  de  los  acreedo- 
res presentes. 

Para  obtener  la  unanimidad  los  acreedo- 
res que  opinaren  por  la  continuación  po- 
drán escluir  a  los  disidentes,  pagándoles 
la  cuota  que  les  corresponda,  atendido  el 
importe  del  activo  de  la  quiebra. 

1430.  Los  resultados  de  la  continua- 
ción del  jiro  del  fallido  serán  en  todo  caso 
de  cuenta  i  riesgo  de  los  acreedores,  i  el 
fallido  quedai'á  exonerado  de  su  deuda 
hasta  concurrencia  del  activo  inventa- 
riado. 

1431.  Caso  que  haja  dos  o  mas  síndi- 
cos, éstos  obrarán  de  consuno,  i  respon- 
derán solidariamente  hasta  de  la  culpa 
leve  que  cometan  en  el  desempeño  de  su 
cargo. 

Olirando  individualmente  alguno  de  loe 
síndicos,  el  acto  podrá  ser  anulado  a  ins- 
tancia de  los  demás,  o  de  cualquiera  otra 
persona  interesada. 

El  juzgado  de  comercio,  sin  embargo, 
podrá  conferir  autorizaciones  especiales, 
en  casos  urjentes,  a  uno  o  mas  de  los  sín- 
dicos, para  ejecutar  separadamente  ciertos 
actos  de  administración;  i  en  tal  evento, 
solo  el  síndico  autorizado  será  responsable 
de  sus  actos  i  contratos  a  la  masa  i  a  los 
que  hubieren  contratado  con  él. 

1432.  Hallándose  disconformes  lossía- 
dicos,  se  llevará  a  efecto  lo  que  acuerde  la 
mayoría. 

En  caso  de  empate  el  juzgado  de  comer- 
cio resolverá  la  discordia. 

1433.  Las  reclamaciones  contra  cual- 
quiera operación  de  los  síndicos  serán  re- 
sueltas por  el  juzgado  de  comercio  a  la 
mayor  brevedad  posible. 

1434.  En  cualquier  estado  de  la  quie- 
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bra  el  juzí^ado  podrá  reducir  el  número  de 
los  síndicos  nombrados,  o  aumentarlo  has- 
la  tres  si  asi  lo  exijieren  las  necesidades  de 
la  administración. 

1435.  Los  síndicos  pueden  ser  remo- 
vidos de  oficio  siempre  que  el  juzgado  de 
comercio  notare  o  presumiere  Fundada- 
mente que  la  administración  se  resiente  de 
impericia  ó  neglijencia,  o  que  se  ha  come- 
tido fraude  en  ella,  o  que  los  síndicos  se 
hallan  en  colusión  con  el  fallido,  o  que  exis- 
te cualquitjra  otra  causa  por  la  cual  la  re- 
moción pueda  ser  conveniente  a  los  intere- 
ses de  la  masa. 

La  remoción  podrá  también  ser  solicita- 
da p'U'  cualquiera  de  los  acreedores  o  el 
fallido. 

Decretada  la  remoción,  el  juzgado  de 
comercio  nombrará  los  síndicos  que  hajan 
de  reemplazar  a  los  removidos. 

1436.  Los  nuevos  síndicos  harán  que 
los  removidos  ¡es  rindan  inmediatamente 
cuenta  de  su  administración. 

En  el  examen  de  esta  cuenta  podrán  in- 
tervenir los  acreedores  i  el  fallido. 

Las  cuestiones  que  sobre  ella  se  susciten 
serán  resueltas  por  el  juzgado  de  comer- 
cio. 

1437.  La  responsabilidad  de  los  síndi- 
cos prescribe  en  dos  años  contados  desde 
la  ñnalizacion  del  concurso  que  hayan  te- 
nido a  su  cargo. 

En  caso  de  separación  causada  por  un 
nuevo  nombramiento,  renuncia  aceptada 
o  destitución,  la  prescripción  principiará  a 
correr  desde  la  ¡"echa  de  cada  uno  de  los 
actos  enuHciados. 

1438.  Los  síndicos,  provisionales  o  de- 
finitivos, tienen  derecho  a  una  retribución, 

3ue  será  fijada  por  el  juzgado  de  comercio 
espues  de   rendida  i  aprobada   la  cuenta 
administratoria. 

TITlfLU  V 

Del  examen  i  reeonociinsentitii  de  U»» 
crédito.**  contra  la  quiebra. 

1439.  Al  siguiente  dia  de  constituida 
la  sindicatura  definitiva,  el  juzgado  de  co- 
mercio ordenará  que  los  acreedores  sean 
convocados  para  que  en  el  término  que  el 
mismo  juzgado  .señale  comparezcan  perso- 
nalmente o  por  apoderado,  i  entreguen  a 
los  síndicos  o  al  secretario  del  juzgado  los 
documentos  justificativos  de  sus  créditos 
a  efecto  de  que  sean  examinados  i  rci-ono- 
cidos  en  j  .nta  jeneral. 

El  fallido  será  también  citado  para  que 
asista  a  la  junta. 

1440.  La  junta  jeneral  se  compondrá 


de  los  acreedores  asistentes,  sea  cual  fuer* 

su  número. 

Los  acreedores  inasistentes  perderá» 
por  este  solo  hecho  la  facultad  que  conce- 
de el  inciso  segundo  d.r'l  art.  1443. 

1441.  Reunidos  los  acreedores  el  dia 
señalado  parala  celebración  de  la  junta, 
exhibirán  sus  documentos  en  la  forma  pre- 
venida por  el  art.  14.39,  acompañando  una 
minuta  espresiva  de  las  cantidades  que  se 
deban  por  principal,  intereses  i  costos,  i 
de  los  abonos  que  haya  hecho  el  fallido. 

Los  síndicos  o  el  secretario  darán  á  los 
acreedores  el  correspondiente  )  ecibo. 

El  acreedor  que  carezca  de  documento 
presentará  simplemente  la  minuta,  enun- 
ciando en  ella  los  medio;  probatorios  de 
su  crédito. 

Refiriéndose  a  los  libros  del  fallido,  el 
acreedor  podrá  exijir  a  los  síndicos  un  es- 
tricto de  ios  asientos  respectivos. 

1442.  Exhibidos  los  documentos,  se 
dará  principio  a  la  verificación  de  los  cré- 
ditoSj  la  cual  se  continuará  sin  interrup- 
ción hasta  que  quede  enteramente  eva- 
cuada. 

Si  la  veriñcacion  no  se  terminare  en  el 
dia  señalado,  el  juzgado  de  comercio  man- 
dará proseguirla  precisamente  en  los  si- 
guientes. 

En  el  acto  de  la  veriñcacion  el  acreedor 
será  obligado  a  aseverar  bajo  jurameate 
que  su  crédito  es  verdadero. 

1443.  Los  fallidos  i  los  acreedores  ins- 
critos en  el  balance  podrán  impugnar  los 
créditos  que  se  presenten  a  la  verificación. 

Podrán  también  impugnar  los  créditos 
ya  admitidos,  con  tal  que  lo  verifiquen  an- 
tes de  hacerse  la  declaración  que  prescri- 
be el  artículo  1450. 

1444.  Un  apoderado  no  podrá  repre- 
sentar a  la  vez  a  dos  acreedores,  ni  ua 
acreedor  a  otro  acreedor. 

•Se  prohibe  a  los  síndicos,  so  pena  de  des- 
titución, admitir  poder  alguno  para  la  ve- 
riñcacion. 

1445.  Los  apoderados  que  concurra» 
a  la  veriñcacion  deberáB  justiñcar  su  man- 
dato en  debida  !'orma. 

Un  instrumento  privado  no  lo  justifica, 
a  menos  que  aparezca  debidamente  legali- 
zado. 

1446.  El  cesionario  puede  exijir  a  su 
ceden  te  que  comparezca  a  la  verificación 
del  crédito  cedido,  i  haga  la  aseveración 
preceptuada  en  el  último  incLso  del  ar- 
tículo 1442. 

Asistiendo  el  cesionario  a  la  verificación, 
hará  la  aseveración  como  apoderado  en 
causa  propia. 
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1447.  El  juzgado  de  comercio  levan- 
tará acta  de  la  veriíicacion,  que  deberá 
cotiteiier: 

1.°  El  nombre,  apellido  i  domicilio  de 
cada  acreedor  o  de  su  apoderado; 

2.°  La  descripción  sumaria  del  docu- 
mento exhibido  i  la  enunciación  de  las 
enmendaturas,  raspaduras,  borrones  e  in- 
tercalaciones que  en  el  se  noten ; 

3."  La  indicación  de  si  el  crédito  ha  sido 
admitido  llanamente  o  con  alguna  reserva, 
hecha  por  los  acreedores,  por  el  fallido  o 
por  el  mismo  interesado. 

Si  el  crédito  i'uere  recliazado,  se  espre- 
sarán sumariamente  los  fundamentos  de  la 
repulsa; 

4.'  La  constancia  del  juramento  pres- 
tado por  los  at;reedores  a  cons,ecuencia  de 
lo  dispuesto  en  el  inciso  final  del  artículo 
1442; 

5."  La  fecha  de  la  verificación  i  la  ñr- 
ma  del  juez,  acreedores,  fallido  i  secreta- 
rio. 

Una  sola  acta  bastará  para  comprobar 
las  verificaciones  hechas  en  cada  sesión. 

1448.  Caso  que  un  crédito  sea  impug- 
nado, o  que  se  dude  de  su  lejitiniidad,  im- 
porte o  privilejio,  el  juzgado  de  comercio 
podrá  ordenar  de  olicio  o  a  solicitud  de 
parte  lejítima  la  exhibición  i  compulsa  de 
los  libros  del  acreedor  en  la  forma  que 
prescribe  el  articulo  43. 

El  decreto  del  juzgado  de  comercio  en 
que  se  ordene  o  deniegue  la  exhibición,  no 
admite  recurso  alguno. 

1449.  Si  el  acreedor  rehusare  presen- 
tar sus  libros  o  alegare  que  no  los  ha  lle- 
vado, el  juzgado  de  comercio  mencionará 
«I  hecho  en  el  acta  de  veriticacion,  i  a  su 
tiempo  resolverá  la  cuestión  de  admisibili- 
dad del  crédito  en  la  forma  que  prescribe 
el  artículo  1451. 

1450.  Vencidos  ocho  dias,  contados 
desde  la  veriticacion  respectiva,  el  juzgado 
de  comercio  declarará  concluido  el  proce- 
dimiento de  verificación. 

Esta  declaración  fija  irrevocablemente 
los  derechos  de  los  acreedores  reconocidos 
i  jurados  respecto  de  la  masa,  salvo  lo=  ca- 
sos de  fraude  o  dolo  legalmente  probado,  i 
el  de  reserva  de  parte  lejítima. 

1451.  Si  el  crédito  fuere  objetado,  el 
juzgado  de  comercio,  oidas  las  partes,  re- 
solverá la  controversia  en  la  u¡isaia  au- 
diencia o  recibirá  la  causa  a  prueba,  según 
los  casos. 

1452.  Los  acreedores,  conocidos  o  des- 
conocidos, que  ne  hubieren  asistido  a  la  ve- 
riticacion, o  que  no  hubieren  aseverado  la 
verdad  de  sus  créditos   en  los  plazos  res- 


pectivos, no  serán  considerados  en  la  dis- 
tribución de  los  dividendos  que  se  acuer- 
den. 

Con  todo,  mientras  quede  por  distribuir- 
se alguna  parte  de  los  haberes  del  fallido, 
ellos  podrán  demandar  ante  el  juzgado  la 
verificación  de  sus  créditos  con  audiencia 
de  los  síndicos,  o  que  se  lesadmitaa  jurar 
la  verdad  de  cdlos,  obligándose  a  pagar  las 
costas  que  se  c  lusen. 

1453.  La  demanda  de  los  acreedores 
morosos  no  suspenderá  la  realización  de 
los  repartos  decretados;  pero  si  pendiente 
la  veriñcacion  o  aseveración  se  ordenare 
otro  nuevo,  serán  comprendidos  en  él  por 
la  suma  corr-espondieute,  con  calidad  de 
que  sea  mantenida  en  depósito  hasta  la 
terminación  del  juicio. 

Si  la  resolución  de  éste  fuere  fcivorablea 
los  acreedores  reclamantes,  tendrán  dere- 
cho para  exigir  que  los  dividendos  corres- 
pondientes a  sus  créditos  en  las  distribu- 
ciones precedentes  sean  preferentemente 
cubiertos  con  los  fondos  no  repartidos;  pero 
no  podrán  demandar  a  los  acreedores  pa- 
gados en  los  repartos  anteriores  la  devolu- 
ción de  cantidad  alguna,  aun  cuando  los 
bienes  del  fallido  no  alcancen  a  cubrir  in- 
tegramente sus  dividendos  insolutos. 

Del  convenio. 

§  1.  Det  convenio  enjeneral  i  de  la  con- 
vocación de  los  acreedores  e  inslalacion 
de  la  junta. 

1454.  Comduida  la  verificación  de  los 
créditos  en  la  forma  prevenida  por  el  ar- 
tículo 1450,  el  fallido  podrá  hacer  a  sus 
acreedores  las  proposiciones  de  convenio 
que  tenga  a  bien. 

Los  acreedores  podrán  también  hacerlas 
al  fallido. 

1455.  El  convenio  podi-á  versar  sobre 
esperas,  remisión  de  una  parte  de  los  cré- 
ditos o  abandono  total  o  parcial  del  activo 
de  la  quiebra. 

1456.  Las  proposiciones  de  convenio 
debei'án  ser  hechas  i  discutidas  en  junta 
jeneral  du  acreedores,  i  las  que  fueren 
aceptadas  de  otro  modo  no  tendrán  valor 
alguno. 

1457.  Presentadas  las  proposiciones, 
el  juzgado  de  comercio  señalará  dia  i  hora 
para  que  los  acreedores  i  el  fallido  se  re- 
unan  en  junta  jeneral  a  deliberar  sobre  el 
convenio . 

La  junta  será  presidida  por  el  juez. 
El  juez  podrá  ordenar,  con   previa  au- 
diencia del  sindico,  que  entretanto  se  sus- 
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pendan  los  trámites  de  la  quiebra,  si  de 
ello  no  Pe  siguiere  grave  perjuicio  a  la 
masa  fallida.  Será  causa  bastante  para  or- 
denar dicha  suspensión^  la  de  estar  funda- 
do el  convenio  en  la  conservación  de  las 
especies,  que.  por  su  aprobación,  deban 
devolverse  al  fallido;  a  menos  que  dichas 
especies  corran  peligro  inminente  de  pei-- 
derse  o  deteriorarse,  o  de  un  menoscabo 
notable  en  su  valor,  si  la  venta  o  realiza- 
ción de  ellas  hubiere  de  retardarse  hasta 
la  fecha  señalada  para  la  reunión  de  los 
acreedores. 

1458.  Los  síndicos  presentarán  a  la 
junta  un  informe  detallado  acerca  de  las 
cau.sas,  carácter  i  estado  de  la  quiebra,  de 
las  formalidades  cum|>lidas  i  de  las  opera- 
ciones realizadai,  del  resultado  de  su  admi- 
nistración, i  de  la  relación  en  que  aparez- 
can el  activo  i  pasivo  de  la  quiebra. 

Los  acreedores  i  el  fallido  podrán  hacer 
sobre  el  contenido  del  informe  las  obser- 
vaciones que  juzguen  oportunas. 

1459.  Lo;  acreedores  reunidos  en  la 
primera  junta  jcneral  de  que  trata  el  ar- 
ticulo 1411,  podrán  proceder  a  la  veriñca- 
cion  de  sus  créditos,  i  a  la  discusión  i  acep- 
tación de  un  convenio  con  el  fallido. 

§  2.  De  la  formación  del  convenio. 

1460.  Tendrán  voto  en  las  delibera- 
ciones relativas  al  convenio,  todos  los 
acreedores  cuyos  títulos  hayan  sido  verifi- 
cados conforme  a  la  lei;  pero  si  el  conve- 
nio Se  presentare  antes  de  la  veriñcacion 
de  créditos,  tendrán  voto  en  dichas  deli- 
beraciones los  acreedores  que  pre-^entaren 
el  respectivo  título  de  su  acreencia  i  jura- 
ren la  sinceridad  de  ella,  si  se  les  exijiere 
por  alguno  de  los  otros  acreedores;  a  me- 
nos que  se  deduz'-a  impugnación  motivada 
i  circunstanciada  contra  el  crédito. 

Los  acreedores  privilejiados,  hipoteca- 
rios, prendario^,  anticréticos,  i  los  que 
gocen  del  derecho  de  retención,  podrán 
asistir  a  la  junta  i  discutir  las  proposicio- 
nes de  convenio. 

Podrán  también  volar,  renunciando  las 
garantías  de  sus  respectivos  créditos. 

El  mero  hecho  de  votar  importa  de  de- 
recho «sta  renuncia. 

Si  los  acreedores  de  que  habla  el  inciso 
segundo  renuncian  sus  garantías  hasta 
una  determinada  cantidad,  podrán  votar 
como  acreedores  comunes,  conservando 
su  garantía  por  la  suma  restante  para  el 
complemento  de  sus  créditos. 

No  tendrán  voto  en  las  deliberaciones 
del  convenio,  el  cónyuje  ni  los  parientes 


del  fallido  hasta  el  cuarto  grado  de  con- 
sanguinidad o  segundo  de  afinidad  inclu- 
sive, ni  el  acreedor  que  fuere  actualmente 
sindico  de  la  quiebra. 

1461.  Si  en  la  junta  en  que  se  delibere 
acerca  de  la  aprobación  del  convenio,  se 
impugnare  algún  crédito,  o  la  impugna- 
ción deducida  de  antemano  estuviere  aun 
sin  tallarse,  el  juez  podra  ordenar:  o  que 
continúe  la  deliberación  hasta  obtener  vo- 
tación, si  la  cuantía  del  ci-édito  impugnado 
no  influye  en  el  resultado  de  ella  o  los  mo- 
tivos en  que  se  apoya  la  impugnación  n© 
implican  fraude  contra  el  fallido;  o  bien 
que  se  postergue  la  deliberación  para  cuan- 
ao  esas  impugiiaciones  sean  falladas  defi- 
nitivamente; o  bien  admitir  provisional- 
mente a  los  dueños  de  los  créditos  impug- 
nados, fijando  la  cantidad  por  la  cual  ha- 
yan de  ñgurar  en  !a  deliberación.  La  im- 
pugnación qu®  se  dedujere  contra  algún 
crédito  aun  no  veriHcauo,  será  sustancia- 
da i  fallada  en  la  forma  prescrita  por  los 
artículos  1448  a  14r)l  inclusive. 

No  podrá  ser  provisionalmente  admitido 
el  acreedor  contra  quien  se  hubiere  for- 
mado un  proceso  criminal  a  consecuencia 
de  la  impugnación  de  su  crédito.  El  juez 
en  tal  caso  podrá  postergar  la  deliberación 
o  llevarla  adelante  sin  la  concurrencia  del 
acreedor  procesado. 

Se  postergará  precisamente  la  delibera- 
ción, cuando  supuesta  la  prueba  de  los  he- 
chos en  que  se  funda  la  impugnación,  el 
fallido  haya  de  aparecer  en  estado  de  quie- 
bra fraudulenta. 

1462.  Ningún  acreedor  tendrá  mas  de 
un  voto  en  la  junta,  aunque  lo  sea  por  di- 
versos títulos  directos  o  cedidos  antes  o 
después  de  declarada  la  quiebra. 

Los  cesionarios  parciales  de  un  mismo 
crédito  serán  considerados  como  un  solo 
acreedor  para  votar  en  la  junta 

El  acreedor  que,  teniendo  diversos  cré- 
ditos, endosare  alguno  de  ellos  para  au- 
mentar el  número  de  los  sufragantes,  per- 
derá a  favor  de  la  masa  el  crédito  endo- 
sado. 

1463.  El  convenio  se  tendrá  por  acep- 
tado, si  reuniere  a  su  favor  la  mitad  i  uno 
mas  de  los  votos  de  los  acreedores  presen- 
tes, siempre  aue  la  cuantía  de  sus  créditos 
ascienda  por  lo  menos  a  las  tres  quintas 
partes  del  total  de  los  que  fueren  suscepti- 
Ijles  de  ser  afectados  por  la  aprobación  del 
convenio. 

Para  computar  la  mayoría  absoluta  de 
los  acreedores  presentes,  se  contarán  los 
renunciantes  de  que  trata  el  inciso  tercero 
del  art.  1480;  i  la  cantidad  hasta  la  que  es- 
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tendieren  su  renuncia  se  tomará  en  cuen- 
ta para  forinar  la  niayoi-ia  do  las  tres  quin- 
tas partes  del  total  de  créditos. 

En  el  cálculo  de  estas  tres  quintas  par- 
tes íigurarán  también  los  créditos  provi- 
sio".almente  admiti(tos,  por  la  suma  que 
hubiere  designado  el  Juez. 

El  convenio  será  firmado,  so  pena  de 
nulidad,  acto  continuo  de  realizado  el 
acuerdo. 

Si  no  resultare  aprobado  el  convenio,  no 
podrá  reiterarse  ni  proponerse  otro  nuevo 
por  el  fallido,  a  menos  que  sea  apoyado 
por  la  mavoria  absoluta  de  los  acreedores 
hábiles  para  votar  en  él. 

Si  presentadas  las  propuestas  de  un  con- 
venio, el  proponente  no  hiciere  practicar 
oportunamente  las  citaciones  i  demás  trá- 
mites requeridos  por  la  ley  para  la  convo- 
cación de  los  acreedores,  de  manera  que 
éstos  puedan  concurrir  el  dia  señalado  por 
el  juez  para  su  reunión,  se  ten(irá  al  pro- 
ponente por  de.'^i-.tido  del  convenio;  i  este 
no  podrá  presentarse  nuevamente  por  el 
mismo  proponente,  aunque  tenga  modiíi- 
caciones,  sino  en  la  forma  prescrita  por  el 
inciso  anterior. 

1464  El  fallido  quedará  sujeto  a  in- 
tervención, a  menos  que  el  convenio  con- 
tenga estipulación  en  contrario. 

La  junta  hará  el  nombramiento  de  in- 
terventor, i  señalará  el  premio  que  deba 
dársele  por  cuenta  del  falliilo. 

El  juzgado  de  comercio,  haya  o  no  in- 
tervención, Hjará  la  cantidad  mensual  de 
que  pueda  disponer  el  fallido  para  sus  gas- 
tos personales  i  los  de  su  familia. 

1465.  El  interventor  llevará  cuenta  de 
los  ingresos  i  salidas  de  la  c;ija  teniendo  al 
efecto  una  sobrellave;  i  cuidará  ademas  de 
que  el  fallido  no  disijonga  de  mayor  canti- 
dad que  la  asignada  por  el  juzgado,  ni  des- 
tine sus  bienes  a  objetos  ajenos  de  su  jiro, 
i  de  que  cubra  oporlunamente  los  dividen- 
dos estipulados. 

El  interventor  no  podrá  mezclarse  en 
la  administración  de  los  bienes  del  fa- 
llido. 

1466 .  No  concurriendo  la  doble  ma- 
yoría requerida  para  la  celebración  del 
convenio,  la  deliberación  será  postergada 
por  ocho  dias  improrrogables. 

La  postergación  deja  sin  efecto  las  acep- 
taciones manifestadas  en  la  primera  junta, 
i  restablece  a  los  acreedores  renuncian- 
tesen  el  goce  de  sus  garantías. 

1467.  En  el  último  dia  del  plazo  indi- 
cado se  reunirán  los  acreedores  sin  nece- 
sidad de  nueva  convocación;  i  si  en  esta 
segunda  junta  el  convenio   no   obtuviere 


aceptación  de  las   dos   mayorías,  quedará 
irrevocablemente  desechado. 

1468.  Se  presume  de  derecho  quo  el 
fallido  rechaza  todo  convenio  por  el  hecho 
de  no  asistir,  por  sí  o  apoderado,  a  las  jun- 
tas en  que  se  trate  de  su  toi-macion. 

1469.  El  fallido  conden;ido  por  quie- 
bra fraudulenta  no  puede  celebrar  conve- 
nio alguno  con  sus  acreedore.'j. 

Iniciado  un  proceso  por  quitíl)ra  fr-audu- 
lenta,  se  suspenderá  toda  deliberación  re- 
lativa al  convenio:  i  el  juzgado  de  comer- 
cio convocará  a  los  acreedores  pnra  que 
acuerden  la  continuación  de  los  procedi- 
mientos de  la  quiebra,  o  se  reserven  deli- 
berar sobre  la  admisión  de  un  convenio, 
caso  que  sea  absudto  el  fallido. 

Para  ([ue  haya  acuerdo  .s^  requiere  la 
mayoría  que  iietermma  el  articulo  14fi3;  i 
no  habiéndola,  se  procederá  en  !a  forma 
prevenida  en  los  artículos  I4ñú  i  1467. 

1470.  El  fallido  condenado  por  quie- 
bra culpable  es  hábil  para  ccleb:-ar  conve- 
nio con  sus  acreedores. 

Con  todo,  iniciado  un''pro(;o.so  por  quie- 
bra culpable,  la  mayoría  de  los  acreedo- 
res, calculada  en  la  forma  indicada,  podrá 
suspender  la  delilieracion  sobre  el  conve- 
nio hasta  conocer  el  resultado  final  del 
juicio. 

1471.  Los  acreedores  de  una  sociedad 
colectiva  o  en  comandita  que  se  encuentre 
en  quií'bra,  pueden  celebrar  convenio  con 
uno  o  mas  de  los  socios,  uniéndose  al  efec? 
to  con  los  acreedores  dii-ectos  de  éstos. 

E-.te  convenio  desliga  de  la  solidaridad 
al  socio  que  lo  obtiene,  i  esLingue  la  deuda 
social  respecto  de  los  demás  socios  hasta 
concurrencia  de  la  cuota  que  dicho  socio 
debiere  pagar. 

El  activo  social  quedará  sujeto  al  réji- 
men  de  la  comunidad,  i  los  f)ienes  privati- 
vos del  socio  con  quien  se  hubiere  celebra- 
do el  convenio  serán  aplicados  el  cumpli- 
miento de  éste. 

1472.  El  convenio  acordado  por  la 
mayoría  legal  se  considerará  como  un  me- 
ro proyecto,  ínterin  no  sea  ajjrobado  por 
el  juzgado. 

Por  consiguiente,  podrán  oponerse  a  la 
aprobación  del  convenio  todos  los  acree- 
dores que  pueden  concurrir  con  voto  a  su 
formación  i  los  que  sean  reconocidos  den- 
tro del  plazo  que  señala  el  inciso  primera 
del  artículo  siguiente. 

El  obligado  como  fíador  respecto  de  un 
acreedor  admitido  a  votar,  puede  hacer 
oposición  al  convenio,  ejercitando  los  de- 
rechos del  acreedor. 

La  aceptación   del   convenio   no  priva 
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del  derecho  de  oponerse  a  su  aprobación. 

1473.  La  oposición  será  motivada  i 
deducida  dentro  de  los  oclio  dias  siguien- 
tes al  de  la  suscripción  del  convenio. 

El  juzgado  desechará  de  oficio  toda  opo- 
sición fundada  en  vicios,  vaga  ú  oscura- 
ramente  especificados,  i  las  deducidas  fue- 
ra del  plazo  espresado. 

La  oposición  será  notificada  a  los  síndi- 
cos i  al  fallido;  i  éstos  comparecerán  a 
contestar  en  la  audiencia  siguiente  a!  dia 
en  que  venza  el  plazo  indicado. 

Si  el  opositor  al  convenio  fuere  el  único 
sindico  nombrado,  solicitará  en  el  escrito 
de  oposición  el  nombramiento  de  otro  con 
quien  se  entienda  lo  dispuesto  en  el  inciso 
anterior. 

1474.  Cualquiera  de  los  interesados 
puede  pedir  la  aprobación  del  convenio; 
pero  el  juzgado  no  podrá  pronunciarse 
acerca  de  esta  solicitud  antes  de  vencer  los 
ocho  dias  fijados  en  el  inciso  primero  del 
articulo  precedente. 

Si  dentro  (!e  este  plazo  se  formalizaren 
algunas  oposiciones,  el  juzgado  se  pronun- 
ciará en  una  sola  sentencia  acerca  de  todas 
ellas  i  de  la  aprobación  del  convenio. 

La  repulsa  de  la  oposición  no  produce 
de  derecho  la  aprobación  del  convenio. 

Desechado  éste,  aunque  sea  a  instancia 
de  un  solo  acreedor,  quedará  sin  efecto 
raspéelo  de  todos  los  demás. 

1475.  El  juzgado  de  comercio  negará 
au  aprobación  al  convenio  si  ,se  hubiere 
omitido  la  declaración  de  quiebra,  la  for- 
mación del  balance  o  inventario,  la  verifi- 
cación i  afirmación  de  los  créditos,  o  el 
cumplimiento  de  alguna  de  las  reglas  es- 
tablecidas en  este  párrafo  i  el  anterior  para 
la  citicion  de  los  acreedore-i,  deliberación 
de  te  junta,  cómputo  de  la  mayoría  o  sus- 
cripción del  convenio. 

Si  a  juicio  del  juzgado  hubiere  otros  mo- 
tivos deducidos  del  interés  público  o  del  in- 
terés de  los  acreedores,  podrá  negar  su 
aprobación . 

1476.  La  aprobación  del  convenio  no 
impide  que  el  fallido  sea  criminalmente 
per.seguido  por  quiebra  fraudulenta  o  cul- 
pable. 

1477.  El  deudor  comerciante  no  goza 
del  beneficio  de  la  cesión  de  bienes  que 
otorga  al  deudor  insolvente  el  art.  1614 
del  Código  civil. 

^  Z.  De  los  efectos  del  convenio. 

1478.  El  convenio  aprobado  por  el 
juzgado  obliga  a  todos  los  acreedores  entre 
vsí  a  favor  del  fallido,  escepto   los    enume- 


rados en  el  inciso   segundo   del   art.    1460 
que  se  hubieren  abstenido  de  votar. 

En  consecuencia,  los  acreedores  no  po- 
drán demandaren  adelante  al  fallido  la 
cuota  que  le  hubieren  remitido;  pero  éste 
quedará  sujeto  a  todas  las  incapacidades 
que  produce  la  quiebra,  mientras  no  ob- 
tenga rehabilitación  con  arreglo  a  las  pres- 
cripciones de  este  Código. 

1479.  Son  de  ningún  valor  ios  conve- 
nios particulares  que  obliguen  al  fallido  a 
pagar  a  un  acreedor  mayor  cantidad  que 
la  estipulada,  así  como  los  pagos  que  aquél 
verifique  desnivelando  la  condición  de  los 
acreedores  a  quienes  obligue  el  con- 
venio. 

1480.  La  sentencia  aprobatoria  del 
convenio  produce  hipoteca  a  favor  de  los 
acreedores  a  quienes  él  obliga. 

Los  síndicos  requerirán  la  inscripción, 
a  menos  que  los  inmuebles  del  fallido  ha- 
yan quedaio  exonerados  de  la  hipoteca 
por  el  convenio. 

El  beneficio  de  la  hipoteca  no  se  estien- 
de a  los  acreedores  que  no  se  hayan  pre- 
sentado a  la  verificación  de  sus  créditos 
antes  del  dia  en  que  se  haga  la  inscrip- 
ción 

1481.  La  remisión  hecha  al  fallido  en 
el  convenio  aprobado  aprovecha  también 
a  sus  codeudores  o  fiadores,  sean  solida- 
rios o  subsidiarios,  cuando  el  acreedora 
cuyo  favor  está  otorgada  la  fianza  o  la  obli- 
gación lia  accedido  espresamente  al  con- 
venio. 

1482.  Ni  el  fallido  ni  los  acreedores 
podrán  impugnar  los  créditos  que  hayan 
figurado  en  el  convenio,  aun  cuando  la 
existencia  o  importe  de  alguno  de  ellos 
haya  dado  materia  a  una  protesta  en  el 
acto  de  la  verificación,  siempre  que  dicha 
protesta  haya  quedado  sin  efecto. 

1483.  El  convenio  aprobado  no  priva 
a  los  acreedores  del  derecho  de  exijir  las 
sumas  correspondientes  a  los  créditos  no 
verificados  en  tiempo. 

1484.  Pasada  en  autoridad  de  cosa 
juzgada  la  resolución  aprobatoria  del  con- 
venio, el  falliíio  q'ieda  restituido  al  goce 
de  sus  derechos  i  acciones,  sin  perjuicio  de 
las  restricciones  acordadas  en  él;  i  los  sín- 
dicos cesan  desde  luego  en  el  ejercicio  de 
su  cargo. 

Los  síndicos  presentarán  inmediatamen- 
te su  cuenta  al  fallido,  i  procederán  a  en- 
tregarle todos  sus  bienes,  libros  i  docu- 
mentos. 

Las  cuestiones  que  ocurran  en  el  exa- 
men de  la  cuenta  serán  resueltas  por  el 
juzgado  de  comercio. 
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§  4.  De  la  anulación  i  rescisión  del  con- 
venio 

1485.  No  se  admitirán  otras  acciones 
de  nulidad  del  convenio  que  las  fundadas 
en  la  condenación  superveniente  del  falli- 
do por  quieljra  Fraudulenta,  o  en  la  oculta- 
ción del  activo  o  exajeracion  del  p.isivo, 
descubiertas  después  de  la  resolución  apro- 
batoria. 

La  anulación  del  convenio  inhabilita  al 
fallido  para  celebrar  otro  nuevo,  i  estingue 
de  derecho  las  fianzas  que  lo  garanti- 
zan. 

1486.  El  convenio  puede  ser  rescindi- 
do a  instancia  de  un  solo  acreedor  por  in- 
observancia de  las  estipulaciones  acorda- 
das. 

Los  fíadores  serán  oidos  en  el  juicio  res- 
cisorio;  i  podrán  impedir  la  continuación 
de  éste,  pagando  los  dividendos  prometi- 
dos dentro  de  tres  dias,  contados  desde  la 
citación. 

La  rescisión  del  convenio  constituye  al 
deudor  en  estado  de  quiebra;  pero  no 
exonera  a  los  fiadores  que  han  asegurado 
su  ejecución  total  o  parcial. 

Las  cantidades  pagadas  por  el  fallido 
antes  de  la  rescisión  i  las  que  produzca  la 
realización  dt  1  activo  de  lá>  quiebra,  serán 
de  abono  a  los  fiadores  caso  que  la  fíanza 
se  estienda  a  toda  la  suma  estipulada; 
pero  no  comprendiendo  sino  una  parte  de 
ella,  solo  les  servirá  de  descargo  el  res- 
to después  de  cubierta  la  cuota  no  afian- 
zada. 

1487.  Las  acciones  de  nulidad  i  res- 
cisión del  convenio  prescriben  en  dos 
años- 

Fundada  la  nulidad  en  la  condenación 
del  fallido  por  quiebra  fraudulenta,  los  dos 
años  principiarán  a  correr  desde  la  fecha 
de  la  sentencia  de  término,  pero  si  se  apo- 
yare en  dolo  resultante  de  la  ocultación 
del  activo  o  exajeracion  del  pasivo,  corre- 
rán desde  la  aprobación  del  convenio. 

En  el  caso  de  la  acción  rescisoria  los  dos 
años  correrán  desde  que  haya  podido  inten- 
tarse la  acción. 

1488.  Si  después  de  aprobado  el  con- 
venio el  deudor  fuere  acusado  de  quiebra 
fraudulenta,  el  juzgado  podrá  dictar,  de 
oficio  o  a  instancia  de  cualquiera  de  los 
acreedores,  las  providencias  cpnservativas 
que  considere  necesarias  para  impedir  la 
ocultación  o  dilajiidacion  del  activo. 

Los  efectos  de  estas  providencias  dura- 
rán hasta  el  día  en  que  se  pronuncie  sen- 
tencia absolutoria  de  la  acusación,  o  auto 
de  sobreseimiento  de  la  causa. 


1489.  En  la  misma  sentencia  en  que 
se  pronuncie  la  nulidad  o  rescisión  de 
convenio,  o  en  vista  de  la  que  condene  al 
fallido  por  quiebra  fraudulenta,  el  juzgado 
nombrará  un  síndico  provisional  i  ordena- 
rá que  se  cite  a  los  acreedores  a  junta  je- 
neral  para  el  nombramiento  de  síndico» 
síndico-s  definitivos. 

1490.  Los  actos  i  contratos  del  fallido, 
ejecutados  o  celebrados  en  el  tiempo  medio 
entre  la  aprobación  i  la  anulación  o  resci- 
sión del  convenio,  solo  podrán  ser  rescin- 
didos por  fraude  justificado  en  los  térmi- 
nos que  prescribe  el  artículo  1376. 

En  caso  de  segunda  quiebra  los  actos  i 
contratos  enunciados  podrán  aer  anulados 
o  rescindidos  según  las  reglas  que  contie- 
nen loi  artículos  1373,  1374  i  1375. 

1491.  Lareposicion  del  estadode  quie- 
bra reintegra  a  los  acreedores  anteriores 
en  todos  sus  derechos,  respecto  del  fallido 
.solamente. 

Los  acreedores  antiguos  concurrirán  con 
los  nuevos  en  las  distribuciones  del  activo 
de  la  quiebra  por  el  monto  integro  de  sus 
créditos,  siempre  que  no  hubieren  recibido 
parte  alguna  de  la  estipulada  en  el  conve- 
nio; pero  en  el  caso  contrario  solo  podrán 
concurrir  con  los  nuevos  acreedores  por 
la  parte  del  capital  de  sus  primitivos  cré- 
ditos que  coresponda  á  la  porción  no  pa- 
gada de  la  suma  convenida. 

Las  disposiciones  del  presente  artíeulo 
serán  aplicables  al  caso  en  que  ocurra  se- 
gunda quiebra  antes  de  haber  sido  anulado 
o  rescindido  el  convenio. 

1492.  Pasada  en  autoridad  de  cosa 
juzgada  la  sentencia  de  que  habla  el  artí- 
culo 1489,  el  juzgado  de  comercio  procede- 
rá como  en  el  caso  de  una  declaración  de 
quiebra,  i  tendrán  lugar  todas  las  disposi- 
ciones concernientes  a  ella  ¡  a  los  proce- 
dimientos ulteriores. 

1493.  Los  acreedores  anteriormente 
admitidos  i  jurados  no  serán  sometidos  a 
nueva  verificación. 

1494.  Los  síndicos  nombrados  en  la 
sentencia  de  que  habla  el  art.  1489  procede- 
rán en  el  dia  de  su  aceptación  a  comprobar 
la  existencia  de  todos  los  objetos  descritos 
en  el  inventario  de  la  quiebra,  con  asis- 
tencia del  juez  de  comercio,  del  secretario 
i  del  fallido,  i  a  la  formación  de  un  balan- 
ce adicional  si  hubiere  lugar. 

Los  síndicos  podrán  pedir  al  juez  la  apo- 
sición de  sellos  ¡  la  formación  de  un  i-nven- 
torio  supletorio,  si  las  circunstancias  exi- 
jieren  la  realización  de  ambas  dilijen- 
cias. 
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TITULO  Til 

Bel  subreficiniiento    «n  Ion  procediniientoa 
<le  la  quiebra. 

1495.  Sise  encontrare  paralizado  el 
curso  de  las  operaciones  de  la  quiebra  por 
insuHciencia  del  activo  para  cubrir  los  gas- 
tos que  ellas  demanden,  el  juzgado  de  co- 
mercio podrá  decretar  de  oñcio,  o  a  ins- 
tancia ri«  los  síndicos  o  de  cualquier  acree- 
dor, el  sobreseimiento  de  los  procedimien- 
tos de  la  quiebra. 

1496.  La  resolución  que  ©rdena  el  so- 
breseimiento deja  subsistente  el  estado  de 
quiebra;  pero  restituye  a  los  acreedores  el 
derecho  de  ejecutar  individualmente  la 
persona  i  bienes  del  fallido. 

El  juzgado,  sin  embargo,  no  podrá  des- 
pachar mandamiento  de  ejecución  perso- 
nal, sino  en  los  casos  de  quiebra  fraudu- 
lenta o  culpable. 

1497.  El  fallido  o  cualquier  otro  inte- 
resado podrá  obtener  en  todo  tiempo  revo- 
cación del  decreto  de  sobreseimiento,acre- 
ditando  la  existencia  de  valores  suñcientes 
en  especie  o  cantidad  para  atender  a  los 
gastos  que  exijan  los  procedimientos  de  la 
quiebra,  o  consignando  a  disposición  del 
juzgado  una  suma  de  dinero  que  baste 
para  cubrirlos. 

La  revocación  repone  las  co.sas  en  el  es- 
tado que  tenían  antes  de  pronunciada  la 
resolución  de  sobreseimiento. 

TITlil.»     VIII 

De  la  lÉíjiiidacioa  dei  activo  i  pasivo  de  la 
quiebra. 

1498.  Si  dentro  de  los  diez  diassiguien- 
tes  a  la  conclusión  de  la  veriticacion  de  los 
créditos  no  se  presentare  por  el  fallido  o 
por  los  acreedores  proposiciones  de  conve- 
nio, o  si  habiéndose  presentado  dentro  de 
dicho  término  hubieren  sido  mas  tarde  re- 
chazadiis  por  los  aceedores  o  reprobadas 
por  el  juez,  los  síndicos,  como  representan- 
tes de  la  masa  de  acreedor^es,  procederán  a 
liquidar  el  activo  i  pasivo  de  la  quiebra 
conforme  a  las  reglas  siguientes. 

1499.  Noestandoautorizados  para  con- 
tinuar el  jiro  del  fallido,  los  síndicos  proce- 
derán inmediatamente  a  venderlos  bienes 
muebles  e  inmuebles,  gravados  o  libres, 
que  compongan  el  activo  de  la  quiebra,  a 
realizar  los  créditos  ¡  a  liquidar  las  deudas. 

Los  raices  serán  vendidos  en  pública  su- 
basta, i  los  muebles  en  el  martillo  que  el 
síndico  designe. 

1500.  Los  síndicos  podrán  enajenar 
por  uii  'recio  alzado  los  créditos  activo*  de 
morosa  o  difícil  realización,  i  transijir  to- 
das las  diferencias  relativas  a  los  derechos 


litijiosos  que  correspondan  a  la  quiebra, 
sujetándose  a  lo  prevenido  en  el  articu- 
lo 1416. 

1501.  En  cualquiera  época  de  la  quie- 
bra los  síndicos  podrán  exijir  la  devolucioa 
de  las  prendas  constituidas  por  el  fallido, 
pagando  la  deuda  en  capital,  intereses,  cos- 
tas i  perjuicios. 

Vendida  o  adjudicada  la  prenda  a  solici- 
tud del  acreedor  por  un  precio  que  exceda 
el  moíito  del  principal  i  accesorios  de  la 
deuda,  el  exceso  será  incorporado  al  acti- 
vo de  la  quiebra;  pero  si  el  precio  no  al- 
canzare a  cubrir  integralmente  la  deuda, 
el  déficit  será  pagado  como  crédito  común. 

1502.  Los  síndicos  podrán  hacer  pago 
en  cualquier  estado  de  la  quiebra,  con  au- 
torización previa  del  juzgado  de  comercio, 
a  los  acreedores  privilejiados,  i  aun  sin  ella 
a  los  hipotecarios  que  híigan  la  consigna- 
ción o  presten  la  fianza  que  prescribe  el 
articulo  2479  del  Código  civil,  si  hubiere 
lugar. 

1503.  Si  después  de  pagados  los  acree- 
dores privilejiados  o  hipotecarios,  i  cubier- 
tos los  gastos  de  administración  i  alimen- 
tos del  fallido,  quedareen  depósito  una  can- 
tidad que  alcance  aun  dividendode  un  tres 
por  ciento,  el  juzgado  de  comercio  podrá 
mandar  se  reparta  entre  los  acreedores  co- 
munes reconocidos  i  jurados,  en  vista  del 
estado  de  distribución  que  presentarán  los 
síndicos. 

1504.  No  se  hará  reparto  alguno  entre 
los  acreedores  domiciliados  en  Chile  sin 
que  previamente  se  deje  en  depósito  la  cuo- 
ta que,  según  la  importancia  que  tenga  la 
deuda  en  el  balance,  correspondiente  a  los 
acreedores  residentes  fuera  del  territorio 
chileno,  i  a  los  que  no  hayan  obtenido  el 
reconocimiento  ue  sus  créditos  en  la  época 
del  reparto. 

Sin  embargo,  el  juzgado  de  comercio  po- 
drá ordenar  la  resTirva  de  una  suma  que 
exceda  a  la  del  dividendo  repartible  entre 
los  acreedores  domiciliados  en  territorio 
estranjero,  siempre  que  a  su  juicio  la  deu- 
da de  éstos  haya  sido  puesta  en  el  balance 
de  una  manera  inexacta. 

1505.  La  cantidad  reservada  para  los 
acreedores  residentes  fuera  de  la  Repúbli- 
ca permanecerá  en  depósito  hasta  el  ven- 
cimiento del  término  del  emplazamiento 
que  designe  elí'ódigo  de  ICnjuiciamiento 
civil;  i  si  los  dichos  acreedores  no  se  pre- 
sentaren i  solicitaren  deutro  del  término 
indicado  el  reconocimiento  de  sus  créditos, 
la  cantidad  reservada  será  repartida  entre 
los  acreedores  reconocidos  i  jurados. 

1506.  Los  síndicos  no  podrán  hacea 
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pago  alguno  sino  en  vista  del  documento 
justificativo  del  crédito. 

Caso  que  la  exhibición  no  sea  posible,  el 
juzgado  de  comercio  podrá  autorizar  el 
pago,  teniendo  presente  el  mérito  que  arro- 
je el  acta  de  verificación. 

El  acreedor  en  todo  caso  otorgará  recibo 
al  márjen  del  estado  de  distribución,  i  tam- 
bién al  dorso  del  documento  si  éste  se  hu- 
biere exhibido. 

1507.  Durante  la  realización  i  liquida- 
ción el  juzgado  de  comercio  hará  convo- 
car a  los  acreedores  cada  tres  meses,  i  en 
estas  juntas  los  síndicos  darán  razón  de  su 
administración. 

1508.  Concluidas  la  realización  i  liqui- 
dación de  la  quiebra,  los  acreedores  serán 
convocados  a  Junta,  i  los  síndicos  rendirán 
en  ella  su  última  cuenta,  cesando  desde 
entonces  en  el  ejercicio  de  sus  funciones. 

El  fallido  será  oportunamente  citado  para 
que  asista  al  examen  de  las  cuentas. 

TITULO  IX 

Se  la  reivindicación,  rescisión  i  retención 
en  caso  «le  quiebra. 

1509.  Podrán  ser  reivindicados  los 
efectos  de  comercio  i  cualesquiera  otros 
documentos  de  crédito  no  pagados,  i  exis- 
tentes al  tiempo  de  la  declaración  de  quie- 
bra en  poder  del  fallido  o  de  un  tercero 
que  los  conserve  a  nombre  de  aquél,  siem- 
pre que  el  propietario  los  haya  entregado 
o  remitido  al  fallido  por  un  título  no  tras- 
laticio de  dominio. 

1510.  Podrán  ser  también  reivindica- 
das en  todo  o  en  parte,  mientras  puedan 
ser  identificadas,  las  mercaderías  consig- 
nadas al  fallido  a  título  de  depósito,  pren- 
da, comisión  de  venta  o  a  cualquier  otro 
que  no  trasfiera  dominio. 

Vendidas  las  mercaderías,  el  propieta- 
rio de  ellas  podrá  reivindicar  el  precio  o  la 
parte  de  precio  que  al  tiempo  de  la  decla- 
ración de  quiebra  no  hubiere  sido  pagado 
o  compensado  en  cuenta  corriente  entre  el 
fallido  i  el  comprador. 

No  se  entiende  pagado  el  precio  por  la 
.simple  dación  de  documentos  de  crédito, 
firmados  o  endosados  por  el  comprador  a 
la  orden  del  fallido,  i  existiendo  tales  do- 
cumentos en  poder  de  éste,  el  propietario 
podrá  reivindicarlos,  acreditando  su  oríjen 
e  identidad. 

1511.  La  reivindicación  no  tiene  lugar 
sino  en  los  casos  propuestos  en  los  dos  ar- 
tículos precedentes. 

1512.  Los  síndicos  podrán  admitir, 
con  aprobación  del  juzgado  de  comercio, 
las  demandas  reiviudicatorias. 


1513.  Mientras  estén  en  camino  las 
mercaderías  vendidas  i  remitidas  al  falli- 
do, el  vendedor  no  pagado  podrá  rescindir 
la  tradición,  recuperar  la  posesión  de  ellas 
i  retenerlas  hasta  el  completo  pago  de  su 
crédito. 

Las  mercaderías  están  en  camino  desde 
el  momento  en  que  las  reciben  los  ajentes 
encargados  de  su  conducción  hasta  que 
llegan  a  su  destino  i  quedan  a  disposición 
del  comprador  fallido  o  de  persona  que  le 
represente. 

1514.  En  caso  que  las  mercaderías  du- 
rante su  tránsito  sean  vendidas  a  un  teree- 
cero  de  buena  fe  por  la  factura  i  conoci- 
miento o  carta  de  porte  ñrmados  por  el 
remitente,  el  vendedor  no  podrá  usar  de 
la  acción  rescisoria. 

Pero  si  el  nuevo  comprador  no  hubiere 
pagado  el  precio  antes  de  la  declaración  de 
quiebra,  el  vendedor  primitivo  podrá  de- 
mandar su  entrega  hasta  concurrencia  de 
la  cantidad  que  se  le  deba. 

1515.  El  vendedor  que  recupere  las 
mercaderías  vendidas  i  remitidas,  o  que 
reciba  el  precio  del  segundo  comprador, 
será  obligado  a  reembolsar  a  la  masa  los 
abonos  a  cuenta  que  hubiere  recibido,  i 
todas  las  anticipaciones  hechas  por  fletes, 
portes,  comisiones,  seguros  i  costas,  asi 
como  a  pagar  las  sumas  que  se  adeudan 
por  esas  mismas  causas. 

1516.  El  comisionista  que  ha  pagado 
o  se  ha  obligado  a  pagar  con  sus  propios 
fondos  las  mercaderías  compradas  i  remi- 
tidas por  orden  i  cuenta  del  fallido,  puede 
ejercitar  la  acción  rescisoria  en  los  mis- 
mos términos  i  con  las  mismas  condicio- 
nes que  el  vendedor  a  crédito. 

1517.  Fuera  de  los  casos  espresados 
en  los  artículos  anteriores,  no  se  admitirá 
la  acción  rescisoria,  fundada  en  el  hecho 
de  que  el  fallido  no  ha  cumplido  lo  pac- 
tado. 

1518.  Aparte  de  los  casos  espresa- 
mente  designados  por  el  presente  Código  i 
el  civil,  la  retención  tendrá  lugar  siempre 
que  la  persona  que  ha  pagado  o  se  ha  obli- 
gado a  pagar  por  el  fallido  tenga  en  su  po- 
der mercaderías  o  valores  de  crédito  que 
pertenezcan  a  aquél,  con  tal  que  la  tenen- 
cia nazca  de  uu  hecho  voluntario  del  falli- 
do, i  que  esos  objetos  luyan  sido  remitidos 
con  un  destino  determinado. 

1519.  En  los  casos  previstos  en  los  ar- 
tículos 1514,  1.^16  i  1518  los  síndicos  po- 
drán usar  de  la  facultad  que  les  otorga  el 
artículo  1501,  pagando  el  precio  estipula- 
do, intereses,  costas  i  perjuicios,  o  dando 
caución  que  asegure  el  pago. 
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T1TVI.O    X 

De  la  graduación  de  los  acreedores. 

1520.  Luego  que  los  síndicos  se  hallen 
en  estado  de  proceder  a  la  realkacion  i 
liquidación  de  la  quiebra  según  lo  preve- 
nido por  el  art.  1498,  el  juzgado  de  comer- 
cio procederá  por  su  parte  a  dar  sentencia 
de  grados,  aplicando  las  disposiciones  del 
título  XLl,  libro  IV  del  Código  civil  i  las 
especiales  del  presente  Código 

1521.  Se  considerarán  como  pertene- 
cientes a  la  segunda  clase  de  créditos  es- 
tablecida por  el  art.  2474  del  Código  civil, 
a  mas  de  los  que  allí  se  enumeran,  los  de 
las  personas  siguientes: 

1."  Los  de  los  acreedores  iíidicados  en 
el  art.  835  del  presente  Código,  sobre  el 
precio  de  la  nave  comprendida  en  el  acti- 
vo de  la  quiebra  del  propietario; 

2."  Los  de  los  acreedores  por  prima  de 
aviso,  gratificación  i  costos  de  salvamento, 
sobre  las  mercaderías  i  demás  objetos  sal- 
vados; 

S.**  El  del  cargador  sobre  las  bestias, 
carruajes,  barcas,  aparejos  i  demás  ins- 
trumentos principales  i  accesorios  del 
trasporto  terrestre,  por  las  indemnizacio- 
nes a  que  haya  lugar  en  razón  del  mismo 
trasporte; 

4.**  El  del  naviero  sobre  el  cargamento 
de  la  nave,  por  los  fletes,  capa  e  indemni- 
zaciones que  deba  el  fletador;  i  sobre  los 
objetos  qué  el  pasajero  introduzca  en  la 
nave,  por  el  pasaje  i  gastos  que  causare  en 
el  viaje; 

5."  El  del  prestador  a  riesgo  marítimo, 
sobre  la  carga  que  garantice  el  préstamo; 

6.°  El  del  asegurador  por  la  prima,  so- 
bre los  objetos  asegurados; 

Concurriendo,  en  caso  de  salvamento, 
un  prestador  a  la  gruesa  por  su  capital  i 
un  asegurador  por  la  cantidad  asegurada, 
serán  graduados  en  la  forma  que  prescri- 
be el  art.  1206. 

7."  Los  de  los  acreedores  por  costos  de 
construcción,  reparación  o  conservación, 
mientras  la  cosa  en  que  han  sido  inver- 
tidos exista  en  poder  de  la  persona  por 
cuya  cuenta  se  hubieren  hecho  ¡os  cos- 
tos; 

Esta  disposición  no  comprende  los  cos- 
tos de  construcción  o  reparación  de  la  na- 
ve, graduados  en  el  número  1."  de  este 
articulo. 

1522.  El  acreedor  por  obligaciones 
suscritas,  endosadas  o  garantidas  solida- 
riamente por  personas  fallidas,  podrá  pre- 
sentarse en  todas  las  quiebras  por  el  valor 
nominal  de  sus  títulos  hasta  su  completo 


pago,  i  participar  de  los  dividendos  que  dé 
cada  una  de  ellas. 

1523.  Las  masas  de  los  codeudores  n© 
tienen  derecho  para  demandarse  entre  sí 
el  reembolso  de  los  dividendos  que  cada 
una  de  ellas  hubiere  dado,  a  no  ser  que  los 
dividendos  pagados  excedan  la  cantidad  a 
que  mente  el  crédito  por  principal,  inte- 
reses i  costas. 

En  este  último  caso  la  suma  excedente 
se  aplicará,  según  el  orden  i  naturaleza  de 
las  obligaciones,  a  las  masas  de  los  codeu- 
dores garantidos  por  otros. 

1524.  El  acreedor  por  obligaciones  so- 
lidarias que  recibe  antes  de  la  declara- 
ción de  quiebra  alguna  cantidad  a  cuenta, 
solo  figurar.á  en  las  respectivas  masas  por 
la  suma  que  se  le  quede  debiendo. 

El  codeudor  o  fiador  que  haya  verifica- 
do el  pago  parcial,  entrará  al  concurso  por 
al  suma  a  que  asciende  ese  pago. 

1525.  No  podrá  hacerse  pago  alguno 
sino  en  la  forma  que  prescribe  el  articu- 
lo 1506. 

TITtlLO   JLl 

De  la  rehabilitación 

1526.  Puede  ser  rehabilitado  todo  fa- 
llido, escepto  aquellos  a  quienes  la  lei  nie- 
ga este  beneficio. 

1527.  No  pueden  ser  reabilitados:  el 
fallido  fraudulento;  las  personas  condena- 
das por  hurto,  estelionato,  estafa  o  abuso 
de  confianza;  i  los  tutores  curadores  o  ad- 
ministradores de  bienes  ajenos  que  no  rin- 
dieren sus  cuentas  con  pago  de  saldo. 

Sin  embargo,  las  person;is  escluidas  de 
la  rehabilitación  por  delito  podrán  ser  re- 
habilitadas cinco  años  después  de  haber 
cumplido  su  condena,  con  tal  que  acredi- 
ten que  en  ese  tiempo  han  observado  una 
conducta  irreprensible,  i  que  han  pagado 
sus  créditos  en  la  forma  que  espresa  el  Si- 
guiente artículo. 

1528 .  El  fallido  culpable  deberá  justi- 
ficar ademas  del  pago  íntegro  de  sus  deu- 
das, que  ha  cumplido  la  pena  a  que  hubie- 
re sido  condenado. 

1529.  La  demanda  de  rehabilitación 
será  instaurada  ante  el  juzgado  de  comer- 
cio, e  instruida  con  los  recibos,  las  cartas 
de  pago  i  demás  piezas  justificativas  que 
convengan. 

La  demanda  será  publicada  en  estracto 
por  el  término  de  dos  meses  en  dos  perió- 
dicos designados  por  el  juzgado  de  comer- 
cio; i  donde  no  hubiere  periódicos,  será 
publicada  en  carteles  fijados  en  tres  délos 
parajes  mas  públicos. 
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1530.  La  solicitud  de  rehabilitación 
será  tramitada  con  audiencia  del  ministe- 
rio público  i  en  la  forma  que  prescriba  pa- 
ra las  materia'*  mercantiles  el  Código  de 
Enjuiciamiento  civil. 

Í531.  Los  acreedores  que  no  hayan 
sido  integramente  pagados  i  cualesquiera 
otros  interesados  podi-án  oponerse  por  es- 
crito a  la  demanda  de  rehabilitación,  den- 
tro de  los  dos  meses  que  señala  el  art.  1529. 

RI  opositor  presentará  con  su  escrito 
todos  los  documentos  que  justifiquen  su 
oposición;  pero  en  ningún  caso  será  con- 
siderado como  parte  en  el  juicio  de  reha- 
bilitación. 

1532.  Si  la  demanda  de  rehabilitación 
fuere  desechada,  no  podrá  ser  reproduci- 
da sino  después  de  pasado  un  año. 

La  sentencia  que  conceda  la  rehabilita- 
ción será  publicada  en  los  diarios  que  el 
fallido  designe,  i  donde  no  hubiere  diarios, 
Jo  será  en  carteles  ttjados  en  tres  de  los 
parajes  mas  públicos. 

Í533.  La  rehabilitación  del  fallido  po- 
ne término  a  todas  las  interdicciones  que 
prodúcela  declaración  de  quiebra. 


Las  disposiciones  de  este  titulo  no  com- 
prenden al  comerciante  fallido  cuya  quie- 
bra no  hubiere  sido  declarada  fraúdulcntM 
o  culpable,  o  que  no  se  hubiere  hecho  reo  de 
los  simples  delitos  a  que  se  refiere  el  inci- 
so primero  del  ai-ticulo  1527.  Su  reliabili- 
tacion  se  producirá  de  derecho  por  el  fallo 
ejecutoriado  que  declare  fortuita  la  quie- 
bra, i  gozará  del  beneficio  de  competenciíi- 
que  el  número  6."  del  artículo  1626  del  Có- 
digo civil  acuerda  al  deudor  insolvente,  ni> 
obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo  1477  de 
este  Código. 

TITULO  FIMAL 
De  la  observancia  de  osie  Código 

Artículo  final.  El  presente  Códig» 
comenzará  a  rej ir  desde  1.°  de  enero  de 
1867,  i  en  esa  fecha  quedarán  derogada-, 
aun  eH  la  parte  que  no  fueren  contrarias  -.x 
él,  las  leyes  preexistentes  sobre  todas  las 
materias  que  en  él  se  tratan,  en  cuanta 
puedan  afectar  los  asuntos  mercantiles. 


V 


Leyes  Complementarias  del  Código  de  Comercio 

I^eglamento    papa  el    pe¡istPO   de    Comepcio  appobado 
en  1.''  de  agosto  de  1866  ^^' 


Art.  1.  En  la  cabecera  de  cada  depar- 
tamento, en  lugar  seguro  i  cómodo  para  el 
servicio  público,  se  abrirá  un  Rejistro  en 
que  se  anotarán  todos  los  documentos  que 
deben  sujetarse  a  inscripción  según  el  Có- 
digo de  Comercio,  i  se  titulará  Rejtstro  de 
Comercio. 

VA  encargado  de  llevar  dicho  Rejistro 
será  nombrado  por  el  Presidente  de  la  Re- 
pública i  tendrá  el  titulo  de  Consercador 
de  Comercio. 

(1)    V.  art.  21  Código  de  Comercio. 

Segunda  Serie. — Tomo  11 


2.  Todo  lo  referente  a  la  ofícina  en  que 
debe  llevarse  el  Rejistro,  a  su  réjiraen  in- 
terior, al  juramento  que  debe  prestar  el 
encargado  de  llevarlo  i  a  las  subrogaciones^ 
por  imposibilidad  accidental,  será  rejidu 
por  lo  dispuesto  en  el  Reglamento  del  Re- 
jistro Conseivatorio  de  bienes  raices. 

3.  TodoCon-servador  de  Comercio,  ánte>: 
de  entrar  a  ejercer  su  oficio,  dará  fíanzíi. 
constituirá  hipoteca  o  depositará  en  arcas 
fiscales  letras  de  la  caja  hipotecaria  papa 
responder  de  toda  omisión,  retardo,  error,  i 
enjeneral,  de  toda  falta  o  defecto  que  en  eJL 
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ejercicio  de  su  cargo  pueda  serle  imputable. 

La  ciiantia  de  la  Manza,  hipoteca  o  de- 
pósito que  deben  dar  o  constituir  los  Con- 
servadores de  Comercio,  a  satiisfaccion  del 
Rejente  de  la  Corte  de  Apelaciones  respec- 
tiva, será  de  dos  n)il  pesos  en  lo^s  departa- 
mentos de  SaTtia^i;o,  Valparaíso  i  Copiapó, 
de  mil  quinientos  pesos  en  los  d(  parlamen- 
tos en  que  liai  juzgados  de  letras,  i  de  mil 
pesos  en  los  demás  departamentos. 

Siempre  que  se  encargue  el  Rejistro  de 
Comercio  s.  algún  escribano  o  notario  pú- 
blico, o  a  algún  conservador  de  bienes  raí- 
ces, quedará  exento  de  rendir  nueva  lian- 
za, si  liace  estensiva  al  nuevo  oñcio  la  ga- 
rantía que  tenia  constituida  para  el  oíicio 
que  desempeñaba. 

4.  Cuando  se  establezca  en  alguna  ca- 
becera de  departamento  una  otieina  de  Re- 
jistro de  Comercio  independíente,  el  Con- 
servador de  Comercio  podrá  otorgar  como 
ministro  de  fe,  lo  mismo  que  los  demás  no- 
tarios o  escribanos  públicos,  todas  aquellas 
escrituras  que  deben  ser  inscritas  en  el 
Rejistro  de  su  cargo. 

5.  En  ningún  caso  podrá  el  Conserva- 
dor de  Comercio  separarse  definitivamente 
del  oñcio.  sin  haber  hecho  entrega  formal 
de  él  al  sucesor.  La  entrega  se  hará  por 
inventario  formal,  del  cual  se  remitirá  co- 
pia autorizada  a  la  Corte  de  Apelaciones 
respectiva. 

6.  La  oficina  del  Conservador  de  Co- 
mercio será  visitada  en  la  misma  forma 
que  las  escribanías  públicas,  i  los  magistra- 
dos encargados  de  dicha  visita  exijirán  el 
exacto  cumplimiento  de  todas  las  disposi- 
ciones contenidas  en  este  Reglamento. 

7.  En  el  Rejistro  de  Comercio  deberán 
inscribirse: 

1.*  Las  capitulaciones  matrimoniales, 
inventarios  solemnes,  testamentos,  actos 
de  partición,  sentencias  de  adjudicación, 
escrituras  públicas  de  donación,  venta,  per- 
muta u  otrus  de  igual  autenticidad  que  im- 
pongan al  marido  alguna  responsabilidad 
a  favor  de  la  mujer; 

2."  Las  sentencias  de  divorcio  o  sepa- 
racioH  de  bienes,  i  las  liquidaciones  prac- 
ticadas para  determinar  las  especies  o  can- 
tidades que  el  marido  debe  entregar  a  su 
mujer  divorciada  o  separada  de  bienes; 

3.°  Los  documentos  justificativos  de 
los  haberes  del  hijo  o  pupilo  que  está  bajo 
la  potestad  del  padre  o  guardador; 

4."  Las  escrituras  de  sociedad,  sea  ésta 
colectiva,  en  comandita  o  anónima;  las  en 
que  los  socios  nombraren  jerente  de  la  so- 
ciedad en  liquidación;  i  las  de  disolución 
de  la  sociedad  que  se  efectuare  antes  de 


vencer  el  término  estipulado;  la  prórroga 
de  éste,  el  cambio,  retiro  o  muerte  de  un 
socio;  la  alteración  de  la  razón  social;  i  en 
jeneral,  toda  reforma,  ampliación  o  modi- 
ficación del  contrató; 

S."  Los  poderes  que  los  comerciantes 
otorgaren  a  sus  factores  o  dependientes 
para  la  administración  de  sus  negocios,  los 
conferidos  por  el  dueño  o  dueños  de  la 
nave  al  naviero  que  debe  administrarla,  i 
los  que  facultan  al  sobrecargo  por  autori- 
zación del  naviero  o  cargadores; 

6.°  El  decreto  aproliatorio  de  la  autori- 
zación concedida  por  el  marido  menor  de 
veinte  i  un  años  para  que  pueda  comerciar 
su  mujer  mayor  de  veinte  i  un  años  i  me- 
nor de  veinte  i  cinco,  i  la  revocación  de 
esta  autorización; 

7.°     Lo.s  préstamos  a  la  gruesa. 

8.  El  Conservador  inscribirá  en  el  Re- 
jistro los  documentos  que  se  le  presenten, 
i  en  caso  de  resistencia,  que  no  puede  di- 
manar de  otras  causas  que  de  no  corres- 
ponder el  documento  a  la  nomenclatura 
que  precede,  de  no  estar  estendido  en  el 
papel  competente  o  de  no  haberse  cumpli- 
do con  lo  ordenado  por  el  art.  18,  el  inte- 
resado puede  ocurrir  al  juez  de  comercio, 
quien  resolverá,  con  audiencia  del  Conser- 
vador, si  debe  o  no  practicarse  la  inscrip- 
ción. En  el  caso  afirmativo  la  inscripción 
contendrá  el  decreto  que  la  ha  ordenado. 
El  decreto  denegativo  es  apelable  en  la  for- 
ma ordinaria. 

9.  El  Conservador  llevará  un  solo  li- 
bro, en  que  se  inscribirán  en  un  orden 
progresivo  de  números  i  fechas  i  en  es- 
tracto  los  documentos  sujetos  a  inscrip- 
ción. 

10.  El  Rejistro  será  abierto  al  princi- 
pio de  cada  año  con  un  certificado  en  que 
se  haga  constar  la  primera  inscripción  que 
va  a  practicarse  en  él,  i  se  cerrará  al  fin 
de  cada  año  con  otro  certificado  en  que  se 
esprese  el  número  de  fojas  e  inscripciones, 
el  de  las  que  han  quedado  sin  efecto,  mi- 
nuciosamente especificadas,  las  enmenda- 
turas  de  la  foliación,  i  cuanta  particulari- 
dad pueda  inñuír  en  lo  sustancial  de  las 
inscripciones  i  conduzca  a  evitar  suplanta- 
ciones u  otros  fraudes.  Ambos  certificados 
serán  escritos  en  su  totalidad  por  el  mis- 
mo Conservador. 

11.  El  Rejistro  será  llevado  en  papel 
de  segunda  clase,  i  organizado  del  mismo 
modo  que  los  protocolos  de  los  notarios; 
debiendo  ser  foliado  a  medida  qne  se  ade- 
lante, i  necesariamente  principiado  i  con- 
cluido con  el  año. 

12.  El  Conservador  formará  cuader- 
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nos  de  veinte  fojas,  las  cuales  deben  ser 
todas  rubricadas  por  el  juez  de  comercio 
antes  de  principiarse  las  inscripciones. 

13.  A  la  conclusión  del  año  el  Rujistro 
será  encuadernado  prolijamente  i  cubier- 
te  con  tapa  íirme,  en  la  cual,  o  en  el  lomo, 
se  pondrá  un  rótulo  con  el  nombre  del  Re- 
jistro  i  el  año  a  que  pertenece. 

14.  Cada  libro  tendrá  un  índice  por 
orden  alfabético,  en  el  que  se  designará  la 
naturaleza  del  documento  inscrito,  i  el 
nombre  i  apellido  de  la  persona  a  que  iia- 
ce  referencia. 

Se  llevará  también  un  libro  de  índice  ja- 
neral  en  la  misma  forma  que  los  especiales 
de  los  rejistros  de  cada  año  i  con  la  agre- 
gación de  hacer  referencia  al  año  respec- 
tivo. 

15.  Las  piezas  justificativas  que  el 
Conservador  debe  retener  según  el  artícu- 
lo 38  se  agregarán  numeradas  al  ñn  de  los 
rejistros,  observándose  el  mismo  orden  de 
las  in.scripciones  a  que  se  refieren,  i  con 
anotación  en  número  del  folio  de  aquella 
a  que  corresponden. 

16.  El  índice  contendrá  un  apéndice 
para  estas  piezas. 

17.  La  inscripción  de  los  documentos 
espresados  en  los  incisos  1°,  2.°,  3.°,  i  4." 
del  articulo  7  se  hará  en  el  Rejistro  del 
departamento  o  departamentos  en  que  el 
comerciante  tenga  su  jiro. 

La  de  los  poderes  conferidos  a  los  facto- 
res o  dependientes,  en  el  Rejistro  del  lu- 
gar donde  éstos  deben  prestar  sus  servi- 
cios; la  de  los  otorgados  por  el  dueño  o 
dueños  de  la  nave  al  naviero,  i  por  éste  o 
cargadores  al  sobrecargo,  en  el  lugar  de 
la  respectiva  residencia  de  los  otorgantes. 

El  decreto  aprobatorio  de  la  autorización 
concedida  por  el  marido  menor  de  edad  a 
su  mujer,  i  la  revocación  de  esta  autoriza- 
ción, deberán  ser  inscritos  en  el  Rejistro 
de  la  plaza  comercial  donde  la  mujer  esta- 
blezca su  jiro. 

Los  préstamos  a  la  gruesa,  en  el  Rejis- 
tro del  lugar  de  la  celebración  del  con- 
trato. 

18.  Para  proceder  a  la  inscripción  de- 
berá exijir  el  Conservador  que  el  interesa- 
do, o  quien  tenga  su  poder,  le  presente 
copia  autorizada  de  las  capitulaciones  ma- 
trimoniales, inventarios  solemnes,  cláusu- 
las especiales  del  testamento,  actos  de  par- 
tición, escrituras  públicas  de  donación, 
venta,  permuta  u  otras  de  igual  naturaleza 
que  impongan  al  marido,  padre  o  guarda- 
dor un  gravamen  a  favor  de  la  mujer,  hijo 
o  pupilo. 

.   Las  senteneias  de  adjudicación  i  decre- 


tos aprobatorios  de  autorización  para  po- 
der comerciar  serán  presentados  en  su 
parte  resolutiva  i  con  el  estracto  de  las  pie- 
zas o  antecedentes  a  que  é.íta  haga  refe- 
rencia i  que  sean  necesarios  para  su  com- 
prensión, cun  certificación  del  secretario 
respectivo  de  causar  ejecutoria. 

La  inscripción  de  las  sociedades  requie- 
re la  presentación  de  un  estracto  de  sus 
principales  cláusulas,  autorizado  por  el 
notario  ante  quien  se  hubiere  estendido 
el  contrato;  igual  estracto  es  necesario 
en  el  caso  de  disolución  o  modificación. 

Los  poderes  serán  presentados  en  copia 
certificada  i  los  contratos  a  la  gruesa  en 
estracto  certificado,  cuando  hubieren  sido 
reducidos  á  escritura  pública,  i  el  orijinal 
si  la  escritura  fuere  oñcial  o  privada. 

19.  Los  documentos  otorgados  en  país 
estranjero  quedarán  sujetos  a  le  prescrito 
por  los  artículos  63  i  64  del  Reglamento 
del  Rejistro  Conservatorio  de  bienes  rai- 
ces. 

20.  Llenados  los  requisitos  que  deter- 
mina el  articulo  18,  el  Conservador  pro- 
cederá a  verificar  acto  continuo  la  ins- 
cripción. 

21.  Las  inscripciones  se  inscribirán 
entre  dos  márjenes,  i  en  tal  orden  de  sh- 
cesion  que  entre  una  i  otra  no  quede  mas 
que  un  renglón  en  blanco  i  el  espacio  in- 
dispensable para  la  firma  del  Conservador. 
Si  el  último  renglón  no  llegare  hasta  el 
márjen,  se  tirará  una  línea  gruesa  en  el 
espacio  que  reste.  Si  llegare  hasta  el  már- 
jen, la  línea  será  tirada  en  el  renglón  en 
blanco  que  siga. 

22.  Cada  inscripción  empezará  preci- 
samente con  la  fecha  en  que  se  verifica  i 
concluirá  con  la  firma  del  Conservador. 
Contendrá  ademas  en  el  márjen  de  la  iz- 
quierda una  anotación  con  el  número  que 
le  corresponde  i  la  naturaleza  de  la  ins- 
cripción. Aquel  número  se  pondrá  engua- 
rismos  i  lo  demás  en  letras,  prohibiéndose 
absolutamente  toda  abreviatura. 

23.  Las  inscripciones  de  capitulaciones 
matrimoniales  contendrán: 

1.*  El  nombre,  apellido  i  domicilio  del 
marido  i  mujer; 

2.°  El  gravamen  que  se  imponga  al 
primero  con  especificación  de  la  cantidad 
i  naturaleza  de  dicho  gravamen; 

3."  El  protocolo  del  notario  en  que  fue- 
ron estendidas  i  la  fecha  de  su  otorga- 
miento. 

24.  Las  de  inventarios  solemnes: 

1.°     La  fecha  i  suma  que  representan; 
2.°     El  archivo  en  que  existen  ; 

25.  Las  de  testamentos: 
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1."  La  fecha  de  su  otorgamiento  i  el 
notario  ante  quien  se  otorgó; 

2.°  El  nombre,  apellido  i  domicilio  del 
testador; 

3."  El  nombre,  apellido  i  domicilio  de 
la  mujer,  hijo  o  pupilo,  herederos  o  lega- 
tarios, con  especificación  de  la  cuota  o  le- 
gado. 

26.  Las  de  las  sentencias  o  decre- 
tos: 

1.°     La  fecha  en  que  fueron  dictados; 

2.°  La  designación  del  tribunal  o  juz- 
gado i  de  la  secretaria  respectiva; 

3.°  La  copia  literal  de  la  parte  disposi- 
tiva con  las  referencias  indispensables  pa- 
ra su  completa  claridad. 

27.  Las  de  actos  de  partición: 
1."    La  fecha  del  acto; 

2."  El  nombre  i  apellido  del  juez  parti- 
dor i  el  arcliivo  del  notario  o  secretario 
donde  se  encuentre; 

3.®  La  designación  de  las  partes  o  hi- 
juelas correspondientes  a  la  mujer,  hijo  o 
pupilo. 

28.  Las  de  escrituras  públicas  de  do- 
nación, venta,  etc.: 

!.•    La  fecha  de  la  escritura; 

2."  El  nombre  i  apellido  del  notario 
ante  quien  fué  otorgada; 

3,"  Ei  importe  de  la  donación,  permu- 
ta o  venta. 

29.  Las  de  liquidaciones: 

1.°     La  fecha  de  la  liquidación; 

2°  El  nombre  i  apellido  del  liquidador, 
i  el  archivo  donde  se  encuentre; 

3."  El  saldo  de  la  liquidación,  con  de- 
signación especifica  de  la  cantidad  o  de  las 
especies,  e  importe  de  éstas. 

30.  Las  de  escritura  de  sociedad  co- 
lectiva: 

1.°  Los  nombres,  apellidos  i  domicilios 
de  los  socios; 

2.»     La  razón  o  firma  .social; 

3."  Los  socios  encargados  de  la  admi- 
nistración i  del  uso  de  la  razón  social; 

4."  El  oapital  que  introduce  cada  socio, 
ya  consista  en  dinero,  créditos  o  en  cual- 
quiera otra  clase  de  bienes;  el  valor  que 
se  asigne  a  los  aportes  que  consisten  en 
muebles  o  en  inmuebles,  i  la  forma  en  que 
debe  hacer.se  el  justiprecio  de  los  mismos 
aportes  en  caso  en  que  no  se  les  haya 
asignado  valor  alguno; 

5."  Las  negociaciones  sobre  que  debe 
versar  el  jiro  de  la  sociedad; 

6."  La  época  en  que  la  sociedad  debe 
principiar  i  disolverse,  la  fecha  de  la  e.s- 
critura  social  i  la  designación  i  domicilio 
del  notario  ante  quien  se  estendió. 

31.  Las  de  sociedad  anónima: 


1.°  El  nombre,  apellido,  domicilio  i 
profesión  de  los  socios  fundadores; 

2.°     El  domicilio  de  la  sociedad; 

3."  La  empresa  o  negocio  que  la  socie- 
dad se  propone,  i  el  objeto  de  que  toma  su 
denominación,  haciendo  de  ambos  una 
enunciaciou  clara  i  completa; 

4°  El  capital  de  la  compañía,  el  núme- 
ro i  cuota  de  las  acciones  en  que  es  dividi- 
do, i  la  forma  i  plazo  en  que  los  socios  de- 
ben consignar  su  importe  en  la  caja  so- 
cial; 

5.*     La  duración  de  la  compañía; 

6."  El  déficit  del  capital  que  debe  cau- 
sar la  di.solucion  de  la  sociedad; 

7.°  La  fecha  del  decreto  supremo  que 
la  autorice,  con  designación  de  la  condi- 
ción que  él  imponga  para  dar  principio  a 
las  operaciones; 

8.°  La  fecha  de  la  escritura  social,  i  la 
designación  i  domicilio  del  notario  ante 
quien  se  estendió. 

32.  La  inscripción  de  la  escritura  de 
comandita  simple  se  efectuará  del  mismo 
modo  que  la  de  la  sociedad  colectiva,  con 
la  sola  diferencia  de  que  no  se  hará  men- 
ción de  los  nombres  de  los  socios  comandi- 
tarios. 

33.  La  inscripción  de  la  escritura  de 
comandita  por  acciones  contendrá: 

1.*    El  domicilio  de  la  sociedad; 

2."  El  nombre  i  apellido  de  los  admi- 
nistradores; 

3.°    El  objeto  de  la  sociedad; 

4.°  El  capital,  o  las  acciones  o  cupo- 
nes de  acción  en  que  se  subdivida; 

5."    La  duración  de  la  compañía; 

6°  La  fecha  de  la  escritura  social  i  la 
designación  i  domicilio  del  notario  ante 
quien  se  estendió. 

34.  Cuando  haya  que  inscribir  la  di- 
solución antes  del  plazo  convenido,  o  de 
modificaciones  en  parte  sustancial,  se  es- 
presará la  fecha  en  que  la  disolución  o 
modificaciones  deban  efectuars  e,  desig- 
nando espresamente  aquello  en  que  con- 
sistan las  segundas,  i  haciendo  referencia 
a  la  sociedad,  su  naturaleza,  fecha  de  su 
fundación  i  de  la  escritura  que  establece 
las  modificaciones  con  la  designación  i  do- 
micilio del  notario  ante  quien  se  estendió. 

35.  Las  inscripciones  de  poderes  con- 
tendrán: 

1."  La  fecha  en  que  han  sido  conferi- 
dos; 

2."  Las  autorizaciones  que  contienen,  i 
el  nombre,  apellido  i  domicilio  del  man- 
dante i  mandatario,  i  el  nombre  i  apellido 
del  escribano. 

36.  Las  de  préstamos  a  la  gruesa: 
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1°     El  nombre,  apellido  i  domicilio  del 
prestador  i  prestamista; 

2.*'     El  capital  prestado  i  premio  conve- 


nido; 

4.° 

nave. 

37. 


Los  objetos  afectos  al  pago; 

La  clase,  nombre  i  matricula  de  la 


Verificada  la  inscripción,  el  Con- 
servador devolverá  ios  documentos  que  se- 
gún el  articulo  18  han  debido  serle  presen- 
tados, anotando  previamente  en  ellos  la 
circunstancia  de  haberse  efectuado  la  ins- 
cripción, con  desi.íínacion  de  su  fecha  i  nú- 
mero, foja  del  re.jistro,  feclia  de  la  misma 
nota  i  firma  del  Conservador. 

38.  No  existiendo  eso^  douimentos  *n 
el  rejistro,  archivo  o  protocolo  de  una  ofi- 
cina pública,  no  serán  devueltos,  sino  que 
el  Conservador  los  guardará  bajo  su  custo- 
dia i  responsibilidad,  sometiéndose  a  lo 
que  dispone  el  articulo  15. 

39.  El  Rejistro  de  Comercio  es  esen- 
cialmente público;  i  en  consecuencia  podrá 
ser  examinado  por  toda  persona  que  quie- 


ra hacerlo,  i  el  Conservador  deberá  dar 
todas  las  copias  o  certificados  ([ue  estraju- 
dicialmente  se  le  pidan  acerca  de  lo  que 
conste  o  no  conste  en  el  Rejistro. 

40.  Todo  lo  dispuesto  por  los  títu- 
los VIH  y  X  del  Reglamento  Conservato- 
rio de  bienes  raices  i  referente  a  las  sub- 
inscripciones,  cancelaciones  i  penas  a  que 
está  sujeto  el  Conservador,  es  aplicable  al 
Rejistro  de  comercio  i  al  funcionario  en- 
cargado de  él. 

41.  Los  Conservadores  de  Comercio 
cobrarán  los  mismos  derechos  asignados  a 
los  de  bienes  raices  por  la  lei  de  aranceles 
de  21  de  diciembre  de  1865. 

42.  En  la  oficina  del  Conservador,  en 
lugar  visible,  habrá  tres  cuadros  impresos 
conteniendo  el  uno  este  Reglamento,  el 
otro  el  del  Conservatorio  de  bienes  raices 
i  el  tercero  el  de  los  Aranceles  judiciales. 

43.  El  presente  Reglamento  principia- 
rá a  rejir,  juntamente  con  el  Código  de 
Comercio,  desde  el  1.*'  de  enero  de  1867. 


Aprobado  en  !.•  de  setiembre  de  1866  (1) 


TITULO  PRIMERO 

Bel  nÚBsero  fie  correil^treü  i  lianza  que 
deben  rendir. 

Art.  1.  Las  plazas  de  comercio  de  la 
República  se  dividirán  en  cuatro  órdenes 
para  el  efecto  de  fijar  el  número  de  oficia- 
les públicos  que  deben  desempeñar  el  ofi- 
cio de  corretaje  en  conformidad  a  las  dis- 
posiciones del  titulo  in.  Libro  I  i  demás 
del  Código  de  Comercio  que  les  fueren  re- 
lativas. 

2  Pertenecerán  al  primer  orden  las 
plazas  comerciales  de  Santiago  i  Valpa- 
raíso; al  segundo  las  de  Copiapó,  Serena, 
Talca  i  Concepción;  al  tercero  las  de  todas 
las  demás  capitales  de  provincias  i  las  de 
los  puertos  de  Caldera,  Huasco,  Coquimbo, 
Constitución,  Tomé  i  Talcahuano;  i  al 
cuarto  las  de  los  dos  puertos  de  San  Anto- 
nio reunidos  i  las  de  los  demás  departa- 
mentos de  la  Repúlilica. 

3.  En  cada  plaza  de  primer  orden  ha- 
brá ocho  corredores,  tres  en  las  de  segun- 
do, dos  en  las  de  tercero,  i  uno  en  las  de 
cuarto. 


(1)    V.  arta.  49,  53  y  66  del  Código  de  Comercio. 


Cuando  el  desarrollo  comercial  o  las  ne- 
cesidades del  servicio  exijieren  en  una  pla- 
za de  comercio  mayor  número  de  corre- 
dores que  el  que  le  corresponde  por  la  ca- 
tegoría de  su  clasificación,  un  decreto  su- 
premo aumentará  dicho  número,  o  elevará 
la  plaza  a  otra  categoría  superior. 

4.  La  fianza  que  deben  rendir  los  co- 
rredores, a  satisfacción  del  respectivo  juz- 
gado de  comercio,  para  responder  del 
exacto  cumplimiento  de  sus  funciones,  se- 
gún lo  dispuesto  en  los  artículos  52  i  53  dx)l 
Código  de  Comercio,  será  por  las  cantida- 
des siguientes. 

Los  de  las  plazas  comerciales  de  primer 
orden,  cinco  mil  pesos; 

Los  de  las  de  segundo,  tres  mil  pesos; 
Los  de  las  de  tercero,  dos  mil  pesos; 
Los  de  las  de  cuarto,  mil  pesos. 

TITULO   II 

Cualidades  que  deberán  reunir 
l«»8  corredores. 

5.  Para  optar  al  oficio  de  corredor  se 
necesita: 

1."  No  tener  ninguna  de  las  incapaci- 
dades que  espresa  el  art.  55  del  Código  de 
Comercio; 
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2.°  Llenar  los  requisitos  que  exije  el 
art.  51  del  mismo  Código. 

3."  Hablar  i  escribir  clara  i  correcta- 
mente el  idioma  castellano; 

4.°  Conocer  las  principales  operaciones 
de  la  aritmética; 

5.°  Saber  llevar  los  libros  necesarios  a 
su  oficio; 

6.°  Haberse  ocupado  un  año  en  el  co- 
mercio o  en  ajencia  de  negocios; 

7.°  Estar  instruido  en  las  disposiciones 
de  los  Cúdi-os  Civil  i  de  Comercio  que  ri- 
jen  los  cuniratos  en  que  deben  intervenir 
'i  en  aquellas  que  tijan  las  obligaciones  i 
derechos  de  su  oficio. 

En  los  puertos  de  mar  merecerá  prefe- 
rencia el  que  ademas  posea  alguno  de  los 
idiomas  vivos  du  Europa. 

TáxajLO  III 

Derecbo.<4  <le  los  eorretlores. 

6.  Los  corredores  cobrarán  por  los  di- 
versos actos  de  su  oficio  los  siguientes  de- 
rechos: 

1.°  En  toda  clase  de  préstamos  de  di- 
nero; en  los  descuentos  de  letras  i  docu- 
mentos; en  las  transacciones  sobre  efectos 
públicos,  acciones  de  sociedades  anóni- 
mas, letras  hipotecarias  i  otros  valores 
análogos:  cinco  pesos  desde  quinientos 
para  abajo— uno  por  ciento  desde  quinien- 
tos a  mil  — medio  por  ciento  sobre  toda 
cantidad  que  exceda  de  mil  pesos. 

2.*  En  las  compraventas  u  otros  con- 
tratos sobre  frutos  del  país  o  de  cualquiera 
clase  de  mercaderías,  nacionales  o  estran- 
jeras,  incluso  el  carbón  de  piedra,  dos  por 
ciento. 

3.°  En  las  compraventas  de  metales  en 
crudo,  uno  por  ciento. 

Convertidos  en  ejes  o  barras,  medio  por 
ciento. 

4.°  En  las  compraventas  u  otros  con- 
tratos sobre  animales  de  cualquiera  espe- 
cie, dos  por  ciento. 

5."  En  las  comiiraventas  de  fundos  rús- 
ticos o  urbanos  i  en  la  de  buques  i  sus  ma- 
teriales, dos  por  ciento. 

6.°  En  los  contratos  de  ñetamento,  so- 
bre el  monto  total  del  flete,  dos  i  medio 
por  ciento. 

7.°  Por  el  raaniñesto,  descarga  i  des- 
pacho de  todo  buque,  cien  pesos. 

Por  el  despacho  de  todo  buque  en  lastre, 
cincuenta  pesos. 

8.°  Por  el  embarque  o  desembarque  de 
mercaderías,  sobre  el  monto  de  factura, 
uno  por  ciento. 

Siendo  tesoro,  medio  por  ciento. 


9."  En  los  contratos  de  seguros,  sobre 
el  valor  de  la  prima,  uno  por  ciento. 

10.°  En  el  arrendamiento  de  fundos 
rústicos  o  urbanos  cuya  renta  anual  no 
pase  de  mil  pesos,  se  cobrará  sobre  el  ca- 
non de  todo  el  plazo  fijado  en  el  coRtrato, 
uno  por  ciento. 

Excediendo  de  mil  pesos  el  canon  anual, 
se  cobrará  sobre  la  mayor  suma,  medio 
por  ciento. 

11.°     Por  cada  certificado,  un  peso. 

También  se  pagará  la  escritura,  cuando 
exceda  de  una  pajina,  a  razón  de  veinte  i 
cinco  centavos  por  pajina. 

7.  Cuando  el  corredor  no  interviniere 
en  la  entrega  o  recibo  de  los  objetos  com- 
prendidos en  los  incisos  2°,  S°,  i."  i  5.**  del 
art.  6,  se  reducirán  sus  dereclios  a  la  mi- 
tad. 

8.  En  los  contratos  de  permuta  podrá 
el  corredor  cobrar  derechos  duplicados  en 
razou  déla  doble  transacción  que  encie- 
rran; pero  podrá  convenirse  reducirlos  fi 
la  mitad. 

9.  Si  el  valor  de  la  transacción  excedie- 
re de  veinte  mil  pesus,  podrá  el  corredor 
remitir  o  rebajar  sus  derechos  en  todo  el 
exceso. 

10.  Para  computar  los  derechos  no  se 
deducirán  los  costos  del  negocio,  a  menos 
de  pacto  espreso  en  contrario;  pero  aqué- 
llos siempre  recaerán  subre  el  valor  efec- 
tivo de  la  transacción. 

11.  Los  costos  del  negocio  correrán  de 
cuenta  del  mandante;  pero  podrá  el  corre- 
dor convenir  en  comprenderlos  en  sus  de- 
rechos. 

12.  El  negocio  iniciado  por  medio  de 
corredor  i  concluido  después  por  las  partes 
adeudará  derechos  íntegros. 

Pero  si  después  de  revelada  por  el  corre- 
dor la  persona  con  a|uien  va  a  contratar 
revocase  el  mandante  la  comisión  i  el  con- 
trato se  celebrase  con  la  misma  persona 
directao  indirectamente,  podrá  el  corredor 
cobrar  a  dicho  mandante  comisión  dupli- 
cada. 

13.  El  pago  de  los  derechos  de  corre- 
taje incumbe  al  mandante,  siempre  que 
no  proceda  pacto  espreso  en  contrario. 

Realizándose  el  contrato  por  encargo  de 
ambas  partes,  deberá  el  corredor  dividir 
entre  ellas  sus  derechos,  a  menos  que  una 
quiera  o  haya  pactado  pagarlos  íntegra- 
mente. 

14.  Los  que  desempeñen  el  oficio  de 
corredor,  sin  serlo'de  número,  cobrarán 
la  mitad  de  los  derechos  fijados  en  este 
arancel  cuando  no  hicieren  constar  un 
convenio  diverso. 
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15.  En  los  casos  no  comprendidos  es- 
presamente  en  este  arancel,  se  cobrarán 
ios  dereclios  por  analojía;  pero  si  la  tran- 
sacción realizada  no  se  asimilase  a  ninga- 
na  de  las  previstas  en  él,  deberán  ser  fija- 
dos por  el  juez  de  comercio  cuando  no 
iiul)ierc  precedido  pacto. 

líu  estos  casos  procederá  el  juez  verbal 
i  sumariamente. 

TITULO    IW 

Oblígaeionej)  de  los  corredores. 

16.  El  cor'  edor,  después  de  perfeccio- 
nado el  contrato,  deberá  entregar  en  de- 
bida forma  al  interesado  todos  los  docu- 
mentos en  que  haya  debido  hacerse  cons- 
tar, según  su  calidad  i  naturaleza. 

17.  En  el  estrado  del  asiento  de  cada 
negocio  que  el  corredor  debe  entregar  al 
interesado  conforme  al  inciso  6."  del  arti- 
culo 56  del  Código  de  Comercio  anptará 
los  derechos  que  cobrare. 

La  omisión  de  este  deber  será  penada 
con  una  multa  del  duplo  del  importe  de  ios 
derechos. 

18.  El  corredor  conservará  en  su  po- 
der las  órdenes  e  instrucciones  por  escrito 
que  haya  recibido  de  alguno  de  los  intere- 
sados hasta  que  el  contrato  celebrado  haya 
sido  cumplido  en  todas  sus  partes. 

19.  Los  corredores  formarán  por  tur- 


no semanal  una  lista  de  precios  corrientes 
que  entregarán  al  secretario  del  respecti- 
vo juzgado  de  comercio  a  la  una  de  la  tar- 
de de  cada  sábado  para  que  -en  el  mismo 
dia  o  siguiente  sea  publicada  en  los  diarios, 
a  los  que  se  permitirá  sacar  eopia  gratis. 
Dicha  copia  también  podrá  ser  sacada  por 
cualquie-a  otra  persona. 

Lo-i  corredores  (|ue  no  estén  de  turno  se 
reunirán  en  ei  escritorio  del  que  lo  esté  a 
las  doce  del  dia  sáljado  o  antes,  si  convi- 
nieren, para  acordar  por  mayoría  la  fija- 
ción de  los  precios  corrientes  en  la  se- 
mana. 

Cada  corredor  conservará  a  lo  menos 
por  el  espacio  de  dos  arios.esta3  notas  se- 
manales de  precios  corrientes. 

20.  Todo  corredor  deberá  tener  en  un 
lugar  accesible  de  su  oficina  un  cuadro  del 
presente  reglamento  para  que  pueda  ser 
visto  i  consultado  por  todos  los  concurren- 
tes. 

DISPOSICIONES   TRANSITORIAS. 

L*  Este  reglamento  empezará  á  rejir 
desde  el  l.°  de  enero  próximo. 

2.*  Los  jueces  de  comercio  convocarán 
a  concurso,  para  proveer  los  oficios  de  co- 
rredor, el  dia  í.°  de  octubre  próximo,  pro 
cediendo  en  todo  en  conformidad  a  los  ar 
tículos  50,  51  i  52  del  Código  de  Comercio 


Reglamento  de  easas  de  mantillo 
aprobado  en  3  de  setiembre  de  1866  (1) 


TITULO    I 

Oel  número  de  caisias  de  ntartillo,  cnalida- 
deti  que  deben  reunir  los  niartilleroi<«  i 
lianza!^  que  deben  rendir. 

Art.  1.  Habrá  cuatro  casas  de  martillo 
en  Santiago,  seis  en  Valparaíso  i  una  en 
las  demás  capitales  de  provincia  i  en  cada 
puerto  mayor. 

2.  Para  optar  al  oficio  de  martiliero  se 
necesita; 

1.°  No  tener  ninguna  de  las  incapaci- 
dades que  espresa  el  art.  5i  del  Código  de 
Comercio; 

2."  Llenar  los  requisitos  que  exije  el 
-art.  51  del  mismo  Código; 

3.°  Hablar  clara  i  correctamente  el 
idioma  castellano; 

4."  Saber  llevar  los  libros  necesarios  a 
su  oficio; 


(1)    Véanse  arts.  82  y  95 del  Código  de  Comercio. 


5."  Conocer  las  principales  operaciones 
de  la  aritmética. 

3.  Antes  de  entrar  al  ejercicio  de  su 
empleo,  rendirán  los  martilieros  una  fian- 
za de  cinco  mil  pesos  en  Santiago,  Valpa- 
raíso, Copiapó  i  Caldera,  de  dos  mil  pesos 
en  los  puertos  mayores  i  de  rail  pesos  en 
los  demás  pueblos. 

TITULO  11 

JModo  de  proceder  en  los  remates. 

4.  Los  martillos  deberán  verificarse 
de  dia,  salvo  permiso  escrito  de  la  autori- 
dad local. 

5.  Los  martilieros  deberán  publicar  un 
dia  antes  del  remate,  porlo  menos,  un  ca- 
tálogo impreso  de  las  especies  que  tengan 
á  venta,  i  en  el  mismo  designarán  el  lugar 
en  que  se  hallan  depositadas,  los  dias  i  ho- 
ras en  que  pueden  ser  inspeccionadas,  i  el 
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dia  i  hora  en  que  deberá  principiar  i  con- 
riiiir  el  remate. 

En  los  pueblos  donde  noliubiere  impren- 
ta >je  cumplirá  dando  ai  mismo  catálogo 
manuscrito  toda  la  posible  publicidad. 

No  podrá  rematarse  ninguna  especie 
/]ue  no  haya  sido  anunciada  en  los  carte- 
Ii,s,  a  menos  que  su  dueño  consienta  espre- 
i^  wnente. 

6.  Seis  horas  antes  de  empezarse  el 
martillo  se  pondrán  a  la  vista  del  público 
t>do9  los  objetos  que  deben  rematarse,  bien 
acondicionados,  organizados  por  lotes,  i 
cada  uuo  de  éstos  con  su  respectivo  nú- 
mero. 

7.  El  martiliero,  al  pregonar  cada  lote, 
espresará  su  número,  i  se  abstendrá  de  ha- 
cer recomendaciones  del  objeto  que  con- 
tenga, limitándose  a  pedir  i  repetir  la  ofer- 
ta (;on  la  claridad  necesaria  para  ser  oido 
de  los  concurrentes. 

E\  postor,  por  su  parte,  no  proferirá  mas 
palabras  que  las  necesarias  a  la  espresion 
tle  su  oferta. 

Si  después  de  amonestado  por  el  marti- 
liero no  se  sometiere  a  esta  prescripción, 
podrá  desatenderse  su  oferta  i  ademas  ha- 
cerle salir  de  la  casa. 

Esta  misma  medida  podrá  tomarse  con- 
tra toda  persona  que  altere  el  orden  o  em- 
barace la  marcha  del  remate. 

La  policia  deberá  prestar  al  martiliero, 
bajo  la  responsabilidad  de  éste,  el  auxilio 
que  con  dichos  ñnes  reclamare. 

8.  El  licitador  recibirá  en  el  acto  del 
remate  un  boleto  que  esprese  su  nombre, 
el  precio,  número  i  contenido  del  lote.  La 
entrega  de  la  especíese  verificará  en  vista 
i  de  conformidad  con  este  boleto. 

9.  Las  ventas  en  martillo  no  podrán 
suspenderse  por  ningún  reclamo  o  cues- 
tión que  se  suscite  durante  el  remate,  i  las 
especies  se  adjudicarán  definitivamente  al 
mejor  postor,  cualquiera  que  sea  el  precio 
ofrecido.  Pero  si  al  verificarse  el  remate 
hubiere;  habido  algún  reclamo,  el  marti- 
Jloro  no  entregará  la  especie  o  especies  en 
<;uestion,  sino  después  de  haber  pasado 
cuarenta  i  ocho  horas  sin  recibir  orden  de 
retención  espedida  por  autoridad  compe- 
tente. 

10.  Ocurriendo  alguna  duda  o  diferen- 
cia acerca  de  la  persona  del  adjudicatario 
o  de  la  conclusión  del  remate,  el  martilie- 
ro abrirá  la  licitación  sin  ulterior  reclamo 
por  parte  de  los  anteriores  postores. 

11.  Precediendo  convenio  entre  el  ven- 
dedor i  martiliero,  podrá  éste  garantir  la 
conformidad  de  la  naarca  esíerior  con  el 
contenido  del  objet*  qa«  se  va  a  rematar. 


En  este  caso  se  escribirá  en  el  lote  la  pala- 
bra garantido,  i  el  martiliero  quedará  per- 
sonalmente obligado  en  favor  del  compra- 
dor. 

12.  Si  a  las  cuarenta  i  ocho  horas  de 
verificado  el  remate  el  adjudicatario  no 
pagare  el  precio  de  la  especie,  la  adjudica- 
ción quedará  sin  efecto  por  este  solo  he- 
cho, i  se  abrirá  de  nuevo  la  licitación. 

La  baja  de  precio  i  los  gastos  que  se  cau- 
saren en  el  nuevo  remate  serán  de  cuenta 
del  anterior  adjudicatario. 

13.  El  vendedor  tendrá  derecho  para 
impedir  la  repetición  del  remate  i  para 
recuperar  la  especie  por  no  haberla  lleva- 
do el  comprador.  En  tal  c  iso  quedará  solo 
éste  obligado  a  pagar  íntegramente  la  co- 
misión. 

14.  El  martiliero  podrá  exijir  al  licita- 
dor, para  admitir  sus  posturas,  o  que  las 
afiance,  o  que  pague  en  el  acto  de  adjudi- 
cársele la  especie.  Pero  admitiéndole  la 
primera  postura  sin  estas  condiciones,  no 
deberá  exijirle  ninguna  de  ellas  durante 
el  remate  de  la  misma  esperie. 

15.  Dentro  del  tercero  dia  de  verifica- 
do el  remate  el  martiliero  presentará  a  su 
comitente  una  cuenta  firmada,  entregán- 
dole al  mismo  tiempo  el  saldo  que  resulte 
a  su  favor. 

El  martiliero  moroso  en  la  exhibición  de 
la  cuenta  o  entrega  del  saldo  perderá  su 
comisión  i  responderá  al  interesado  de  los 
daños  i  perjuicios  que  le  hubiare  causado. 

TITULO     III 

BerechoM  que  deben  cobrar  Iom  martilleroH 

16.  Cuando  no  proceda  convenio,  de- 
berá el  martiliero  cobrar  los  derechas  si- 
guientes: 

Un  seis  por  ciento  sobre  el  producto  de 
lo  rematado,  dividiéndose  esta  comisión 
por  mitad  entre  el  vendedor  i  comprador. 

Podrá  cobrar  cincuenta  centavos  al 
comprador,  en  vez  del  tres  por  ciento,  so- 
bre todo  lote  cuyo  producto  sea  de  cinco  a 
diez  i  siete  pesos.  Bajando  de  cinco  pesos  o 
subiendo  de  diez  i  siete,  quedará  sometido 
solo  al  tres  por  ciento. 

El  vendedor  que  fijare  mínimum  para 
las  posturas,  pagará  al  martiliero  un  tres 
por  ciento  sobre  ese  mínimum,  cada  vez 
que  le  haga  poner  en  remate  los  mismos 
objetos. 

17.  En  toda  casa  de  martillo  deberá 
encontrarse  fijado  el  presente  reglamento 
para  que  pueda  ser  visto  i  consultado  por 
todos  los  «oncurrentes. 
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DISPOSICIONES  TRANSITORIAS 

1.*     Este  reglamento  empezará  a  rejir 
desde  el  dia  l.°  de  enero  próximo. 
2.*    Los  jueces  de  comercio  convocarán 


a  concurso,  para  proveer  ios  oficios  de 
martiliero,  el  dia  I.'*  de  octubre  próximo, 
{)rocediendo  en  lodo  en  conformidad  a  los 
artículos  50,  51  i  52  del  Código  de  Comer- 
cio. 


Lei  de  23  de  junio  de  18G8 


Artículo  único.  La  prisión  por  deudas 
solo  tendrá  lugar  en  los  casos  siguientes: 

1.°  En  los  de  quiebra  culpable  o  frau- 
dulenta; 

2."  En  los  de  penas  que  consisten  en 
multas  pecuniarias  que  estén  sustituidas 
por  prisión,  según  las  leyes; 

3."  Contra  los  administradores  de  ren- 
tas fiscales,   municipales  o   de   estableci- 


mientos de  educación  o  beneficencia  crea- 
dos o  sostenidos  por  el  Estado,  o  sujetos  a 
la  inmediata  inspección  del  Gobierno;  i 

4.°  Contra  los  tutores,  curadores  i  eje- 
cutores testamentarios,  por  lo  que  hace  a 
la  administración  de  los  bienes  que  les  está 
confiada  en  virtud  de  dichos  cargos. 

QueJan  derogadas  todas  las  disposicio- 
nes contrarias  a  la  presente  lei. 


TrasfeFeneia  de  aeciones  o  promesas  de  aeeion 

de  Sociedades  anónimas 

Lei  de  6  de  setiembre  de  1878 


Art.  1.  La  responsabilidad  a  que  que- 
da ligado,  según  el  articulo  452  del  Código 
de  Comercio,  el  cedente  de  una  acción  o 
de  promesa  de  acción  de  sociedad  anóni- 
ma, comprenderá  la  obligación  de  contri- 
buir al  pago  de  las  deudas  sociales  a  favor 
de  terceros,  hasta  concurrencia  de  lo  que 
estuviere  debiendo  a  la  sociedad  por  e!  va- 
lor de  las  acciones  trasferidas,  siempre  que 
dichas  deudas  hubiesen  sido  contraidas  por 
la  sociedad  antes  de  la  publicación  que  de- 
berá hacerse  de  la  trasferencia. 

Toda  estipulación  en  contrario  entre  el 
cedente  i  el  cesionario  no  surtirá  efecto 
alguno  contra  la  sociedad  ó  terceros. 

2.  La  responsabilidad  del  cedente  a  fa- 
vor de  la  sociedad  o  terceros  por  el  valor 
insoluto  de  las  acciones  o  de  las  promesas 
de  acción  que  haya  trasferido,  será  subsi- 
diaria a  la  del  cesionario. 

Pero  si  el  cedente  fuere  requerido  para 
contribuir  al  pago  de  las  deudas  sociales, 
de  fecha  anterior  a  la  publicación  de  la  ce- 
sión, tendrá  acción  solidaria  contra  el  ce- 
sionario inmediato  i  los  cesionarios  poste- 
riores, para  obtener  el  reembolso  de  lo  que 
hubiese  pagado  a  la  sociedad  o  a  terceros, 
a  menos  que  se  haya  estipulado  lo  contra- 
rio. 

S.    Para  llevar  a  efecto  la  publicación  a 


que  se  refieren  los  artículos  precedentes^ 
toda  sociedad  anónima  estará  obligada: 

1.°  A  llevar  un  rejistro  especial  de  las 
acciones  nominales  o  promesas  de  acciou 
que  haya  emitido  en  conformidad  a  sus 
estatutos:  la  forma  de  este  rejistro  será 
fijada  por  el  Reglamento  a  que  se  refie- 
re el  articulo  469  del  Código  de  Comer- 
cio; 

2."  A  mantener  el  orijinal  da  ese  rejis- 
tro en  la  oficina  principal  del  lugar  donde 
tenga  su  domicilio  la  sociedad;  i  copias  de 
él,  autorizadas  por  el  jerente  i  el  conseje- 
ro de  turno,  en  cada  una  de  las  oficinas 
sucursales  que  tenga  en  otros  lugares; 

3."  A  permitir  que  los  accionistas  con- 
sulten cuando  quieran  dichos  rejistros  den- 
tro de  la  oficina; 

4.^  A  publicar,  junto  con  el  balance  de 
las  operaciones  sociales  i  en  las  fechas  que 
para  la  presentación  de  este  balance  estu- 
vieren fijadas  por  los  estatutos,  la  nómina 
de  los  accionistas  que  aun  no  hubieren  pa- 
gado el  valor  integro  de  sus  acciones  o  pro- 
mesas de  acción.  Esta  publicación  se  hará 
por  ocho  dias  dentro  de  un  mes,  a  lo  me- 
nos, en  uno  de  los  diarios  del  lugar  donde 
tenga  su  domicilio  la  sociedad,  i  en  su  de- 
fecto en  el  Diario  Oficial. 

Una  copia  de  dicha  nómina  se  remitirá 
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también  a  las  autoridades  que  designa  el 
articulo  461  del  Cód'go  de  Comerrio. 

4.  El  jefe  de  cada  olicina  principal  o 
subalterna  de  la  sociedad  deberá  mante- 
ner en  el  lugar  destinado  a  la  retíepcion 
del  público  una  lista  nominal  de  lodos  ios 
accionistas,  hayan  pagado  o  no  el  integro 
valor  de  sus  acciones.  Las  modiñcaciones 
que  acontecieren  en  el  personal  de  los  ac- 
cionistas, ya  por  muerte,  cesión,  adjudi- 
cación u  otro  motivo,  se  anotarán  en  dicha 
lista,  en  las  épocas  que  tija  el  número  4.' 
del  artículo  precedente  para  la  publicación 
de  la  nómina  de  los  socios  que  estuvieren 
debiendo  el  todo  o  parte  del  valor  de  sus 
acciones,  siempre  que  los  interesados  ha- 
yan dado  el  respectivo  aviso  i  anotádose  la 
variación  en  el  rejistro  de  accionistas. 

Los  jefes  de  las  oficinas  principales  de 
la  sociedad  que  no  hicieren  esta  anctacion 
o  que  no  la  comunicaren  oportunaaiente  a 
las  encinas  subalternas,  i  los  jefes  de  éstas 
que  no  la  hicieren,  una  vez  que  les  fuere 
comunicada,  serán  responsables  a  terce- 
ros de  los  perjuicios  que  su  omisión  les 
causarQ. 

5.  Toda  acción  judicial  de  la  sociedad 
o  de  terceros,  que  se  dirija  a  hacer  efecti- 


va la  responsabilidad  de  que  trata  el  ar- 
tículo t  de  la  presente  lei,  prescribirá  en 
tres  años,  que  se  contarán  de^de  quince 
dias  después  de  la  fech  i  de  la  primera  pu- 
blicación de  la  nómina  de  accionistas. 
Para  este  efecto,  se  atenderá  solo  a  la  pu- 
blicación que  deberá  hacerse  de  dieha  lista 
en  el  lugar  donde  tenga  la  sociedad  su  do- 
micilio. 

Esta  prescripción  correrá  en  la  forma  i 
contra  las  personas  que  espresan  los  ar- 
ticules 419  i  420  d^l  Código  de  Comercio. 

DISPOSICIONES    TRAN-SITORIAS 

Artículo  tínico.  Lis  trasterencias  de 
acciones  o  de  promesas  de  acción  a  que  se 
refiere  la  presente  lei  i  que  se  hubieren 
efectuado  antes  de  su  promulgación,  se 
publicarán  a  mas  tardar  dent''o  del  mes 
siguiente  a  la  fecha  en  que  comenzare  a 
rejir.  Esta  publicación  se  hará  en  la  forma 
establecida  en  el  número  4.°  del  art.  3. 

Los  cedentes  podrán  invocar  a  su  favor 
el  beneficio  de  la  prescripción  establecida 
en  el  art.  5,  pero  sin  efecto  retroactivo  a 
la  fecha  desde  la  cual  debe  principiar  a 
contarse  el  plazo  de  la  prescripción,  según 
el  precitado  articulo  5. 


^nombramiento  de  eomisapios  de  Soeiedades  anónimas 

Lei  de  12  de  setiembre  de  1887 


Artículo  único.  Sustituyese  el  inciso 
segundo  del  art.  436  del  Código  de  Comer- 
cio, por  el  siguiente: 

«Este  nombramiento  se  hará  en  cada 
caso  que  se  considere  necesario  i  recaerá 


en  algún  inspector  de  oficinas  físcales,  los 
cuales  no  tendrán  por  este  motivo  derecho 
a  sobresueldo». 

La  disposición  contenida  en  el  inciso 
precedente  rejirá  desde  el  1."  de  julio  de 
1888. 
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VI 


Código  Penal 


de  29  octubre  de  1873,  vigente  desde  1.'^  de  junio  de  1874 


I.  Mensaje  del  Gobierno  acompañando  el  presente  Código  Penal  al  Congreso. 

Conciudadanos  del  Senado  i  de  la  Cámara  de  Diputados: 


La  necesidad  de  una  reforma  en  nuestra 
lejislacion  penal  se  hacia  sentir  de  rauciio 
tiempo  atrás,  para  poner  en  liarmonía  el 
estado  presente  de  nuestra  sociedad,  el 
desarrollo  que  ha  alcanzado  en  todas  las 
esferas  de  su  actividad,  con  los  preceptos 
que  deben  marcar  sus  límites  i  su  campo 
de  acción  propia,  fijando  las  reglas  supre- 
mas de  lo  licito  i  lo  ilícito. 

La  lejislacion  española,  apenas  modiñ- 
cada  por  leyes  patrias  especiales,  adolecía 
de  gravísimos  defectos  que  hacían  inacep- 
tables por  mas  tiempo  su  subsistencia.  La 
naturaleza  de  algunas  de  sus  penas  i  la 
apreciación  de  diversos  delitos,  se  resien- 
ten de  las  ideas  dominantes  en  los  tiempos 
remotos  a  que  gran  parte  de  esa  lejisla- 
cion corresponde.  A  mas  de  esto,  las  nue- 
vas instituciones  sociales  i  el  ensanche  que 
día  a  día  reciben,  han  creado  i  crean  sin 
cesar  derechos  nuevos  que  la  lei  debe  lo- 
mar bajo  su  amparo  para  que  prosperen  i 
den  los  frutos  de  progreso  i  de  riqueza, 
que  sirven  de  base  sólida  a  las  sociedades 
modernas.  De  aquí  nacen  vacíos  en  nues- 
tra lejislacion  actual,  que  ella  no  ha  podi- 
do prever,  como  formada  en  una  cpo  a  en 
que  tales  derechos  no  habian  alcauz:ido  su 
perfecto  desarrollo,  o  que  tal  vez  se  des- 
conocían por  completo. 

Deseoso  de  poner  un  término  a  este  es- 
tado anómalo  de  cosas,  he  procurado  acti- 
var la  conclusión  del  proyecto  de  Código 


penal  estimulando  el  celo  de  la  comisión 
encargada  de  redactarlo;  i  me  es  grato  so- 
meter ahora  ese  trabajo  a  vuestra  aproba- 
ción, confiando  en  que  le  prestareis  la 
atención  mas  decidida  para  que  llegue 
pronto  a  convertirse  en  lei  de  la  República 
1  a  llenar  las  necesidades  importantísimas 
que  debe  satisfacer. 

Al  organizar  el  plan  de  este  provecto,  se 
ha  creído  conveniente,  siguiendo  el  ejem- 
plo de  todos  los  códigos  modernos,  esta- 
blecer primero  los  principios  jenerales  que 
constituven  la  base  del  sistema  penal,  ana- 
lizando en  seguida  los  diversos  actos  par- 
ticulares sometidos  a  la  acción  de  la  lei. 
De  esta  manera  se  obtiene  una  distribu- 
ción mas  lójícai  ordenada,  comenzando  por 
lo  que  pudiera  llamarse  la  teoría  del  Códi- 
go penal,  para  venir  después  a  su  aplicación 
práctica  en  las  varias  clases  de  delitos. 

Para  poner  en  planta  este  sistema,  ha- 
bría bastado  la  formación  de  dos  porciones 
independientes  o  dos  libros.  En  el  proyec- 
to se  ha  dividido,  sin  embargo,  en  tres, 
destinando  el  primero  a  la  clasificación 
jeneral  de  los  delitos,  de  las  penas  i  de  los 
casos  i  circunstancias  en  que  se  agrava,  se 
atenúa  i  desaparece  o  estingue  la  respon- 
sabilidad criminal;  el  segundo,  a  la  deter- 
minación i  castigo  de  los  crímenes  i  sim- 
ples delitos:  i  el  tercero,  por  ñn,  a  la  enu- 
meración de  las  faltas  i  fijación  de  sus 
penas. 


508 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS   Y   JURÍDICAS 


Este  último,  que  en  rigor  debiera  for- 
mar parte  del  segundo,  su  ha  considerado, 
no  obstante,  como  libro  separado,  toman- 
do en  cuenta  que  la  materia  de  que  se  ocu- 
pa puede  ser  la  base  para  determinar  los 
iimites  de  distintas  jurisdiccioues  entre  los 
jueces  letrados  o  de  mayor  cuantía  i  los 
funcionarios  superiores. 

áeria  largo  enumerar  las  reformas  que 
contiene  el  libro  primero  con  respecto  a 
los  principios  que  dominan  en  la  lejisla- 
cion  vijente.  Bastará  mencionar  entre  las 
principiles,  la  adopción  de  circunstancias 
atenuantes  i  agravantes  sometidas  a  reglas 
íijas,  para  apreciar  el  grado  de  responsa- 
bilidad resultante  de  los  delitos,  la  deter- 
minación precisa  de  las  únicas  penas  que 
la  lei  permite  aplicar,  i  la  fijación  de  los 
preceptos  a  que  debe  someterse  la  pres- 
cripción tanto  de  la  pena  como  del  delito; 
materias  todas  que  si  no  pueden  conside- 
rarse olvidadas  por  completo  en  nuestras 
leyes  penales,  se  ofrecen  en  ellas  a  lo  me- 
nos rodeadas  de  dudas  i  ambigüedades  que 
mal  se  avienen  con  la  claridad  que  debe 
distinguirlas. 

En  cuanto  a  lo  primero,  se  ha  procura- 
do dar  reglas  comprensivas,  pero  precisas 
al  mismo  tiempo,  para  que  puedan  fácil- 
mente ser  aplicadas  por  el  tribunal  en 
cualquier  caso  sometido  a  su  decisión.  En 
esta  materia,  como  en  todo  lo  que  concier- 
ne al  Derecho  penal,  es  indispensable  con- 
fiar a  la  rectitud  i  al  sano  criterio  del  ma- 
jistrado  gran  parte  de  lo  que  debiera  en 
rigor  hallarse  consignado  en  la  lei;  pues 
no  hai  precepto  alguno  jeneral,  por  claro  i 
perfecto  que  se  suponga,  que  pueda  suplir 
a  la  apreciación  juiciosa  de  los  hechos,  pro- 
pia solo  del  tribunal  que  los  ve  i  los  pesa. 

La  enumeración  de  las  penas  hace  des- 
aparecer para  siempre  de  la  lei  esos  casti- 
gos bárbaros  e  indignos  de  figurar  en  la 
lejislacion  de  un  país  civilizado,  que  for- 
maban, no  obstante,  parte  de  la  nuestra, 
aun  cuando  su  mismo  excesivo  rigor  las 
hieiei-a  inaplacables. 

Ha  creído  la  Comisión  redactora,  que 
debia  conservar  la  pena  de  muerte,  limi- 
tándola solo  a  aquellos  delitos  que,  como 
la  traición,  el  parricidio,  convierten  al  de- 
lincuente en  un  enemigo  declarado  i  en  un 
peligro  cierto  para  el  orden  social.  La 
agravación  de  otros  delitos  a  los  cuales  de- 
be corresponder  en  casos  ordinarios  la 
mayor  pena  fuera  de  la  muerte,  hace  in- 
dispensable también  la  aplicación  de  esta 
última,  para  que  la  lei  tenga  alguna  san- 
ción en  esos  casos  escepcionales  de  depra- 
vación. 


Entre  la  pena  de  muerte  i  las  penas 
temporales  se  han  introducido  los  castigos 
perpetuos  como  un  grado  intermedio  ne- 
cesario para  mantener  la  progresión  de  la 
escala  jeneral.  Preferible  a  la  muerte  es, 
sin  duda,  la  pi-ision  perpetua,  tanto  porque 
ella  conserva  nuestro  mas  precioso  bien, 
aunque  sea  limitado  i  sujeto  a  privaciones, 
cuanto  porque  deja  esperanza  de  obtener 
por  indulto  la  termi.'^acion  o  la  atenuación 
del  castigo. 

Los  otros  grados  de  la  escala  penal  se 
refieren  a  castigos  conocidos  en  la  lejisla- 
cion vijente,  i  solo  se  introduce  en  ellos 
alteraciones  para  determinar  con  fijeza  su 
significado,  estension  i  efectos. 

Respecto  de  la  prescripción,  contiene  el 
proyecto  disposiciones  especiales  para  el 
castigo  de  los  delitos  no  juzgados,  para  la 
aplicación  de  las  penas  ya  impuestas  por 
sentencias  i  para  la  determinación  del  va- 
lor que  debe  atribuirse  a  ciertas  circuns- 
tancias, deducidas  de  la  repetición  de  de- 
litos anteriores.  En  todos  estos  casos  se  ha 
tomado  en  cuenta,  para  establecer  la  ma- 
yor o  menor  duración  del  tiempo  de  pres- 
cripción, la  gravedad  del  hecho  a  que  ella 
se  refiere;  aceptando  prescripciones  espe- 
ciales de  corto  tiempo  para  determinados 
delitos,  como  la  injuria,  el  adulterio. 

En  la  clasificación  de  los  delitos  de  que 
se  ocupa  el  lil)i'o  segundo,  se  ha  tomado 
como  punto  de  partida  la  organización 
misma  de  la  sociedad  a  cuya  estable  con- 
servación debe  proveer  ante  todo  la  lei. 

Consecuente  con  esta  idea ,  examina 
primero  el  proyecto  todos  los  hechos  que 
pueden  importar  un  ataque  a  la  soberanía 
o  seguridad  esterior  de  la  Nación;  pasa 
después  en  revista  los  delitos  contra  su 
seguridad  interior,  aquellos  que  impiden 
el  libre  ejercicio  de  los  poderes  públicos  i 
que  destruyen  la  marcha  regular  del  Es- 
tado. 

Como  una  consecuencia  del  manteni- 
miento del  orden  interior,  se  hace  nece- 
sario dictar  preceptos  para  asegurar  el 
completo  i  perfecto  ejercicio  de  libertades 
individuales  i  todos  los  derechos  que  espe- 
cialmente garantiza  a  cada  ciudadano  la 
Carta  Fundamental;  pues  sin  el  ejercicio 
de  estos  derechos,  el  orden  vendría  a  ser 
tiranía  i  despotismo. 

Sin  embargo,  no  se  ha  creído  que  el  Có- 
digo penal  permanente  debiera  contener- 
las leyes  especiales  de  imprenta  i  de  elec- 
ciones, porque  sujetas  a  mudanzas  conti- 
nuas i  dependientes  mas  bien  de  los  mo- 
vimientos políticos  que  de  la  organización 
estable  de    la  sociedad,    necesitan    ellas 
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marchar  separadas  e  indep<?ndientes  a  la 
par  de  esos  movimientos,  sin  las  trabas 
que  su  sola  colocación  en  un  Código  jene- 
ral  les  opondría. 

Después  de  consignar  las  disposiciones 
relativas  a  los  derechos  constitucionales, 
desarrollando  la  misma  idea,  se  ocupa  el 
Proyecto  de  dar  sólidas  garantías  para  el 
ejercicio  de  los  demás  derechos  que  depen- 
den directamente  de  la  organización  del 
Estado,  i  dicta  reglas  para  robustecer  la 
fe  púbíica  i  la  conti.mza  de  que  debe  tam- 
bién revestirse  el  testimonio  individual 
cuando  ha  de  emplearse  como  medio  de 
prueba. 

Aíianzados  de  esta  manera  la  seguridad 
esterior,  el  orden  i  la  tranquilidad  inte- 
rior, junto  con  el  libre  ejercicio  de  los  de- 
rechos que  de  la  organización  propia  del 
Estado  tienen  su  orijen,  se  hace  preciso  re- 
primir todo  acto  que  ponga  en  peligro  esos 
benéñcos  resultados;  lo  ajue  se  obtiene  me- 
diante el  castigo  de  los  funcionarios  públi- 
cos que  desconocen  los  deberes  de  su  car- 
go; i  de  los  particulares  que  por  cualquier 
medio,  sin  atentar  directamente  contra  el 
orden  establecido,  embarazan  su  marcha 
regular. 

Después  de  haber  considerado  bajo  to- 
dos sus  aspectos  a  la  sociedad  en  su  conj  un- 
to, desciende  el  proyecto  a  los  detalles,  i 
principia,  como  es  natural,  por  la  familia, 
su  constitución,  los  ataques  que  pueden  di- 
rijirsele,  sea  por  personas  estrañas  o  por 
los  que  de  ella  forman  parte. 

En  pos  de  la  familia  viene  el  individuo 
aislado,  al  cual  puede  ofendérsele  en  su 
persona,  en  su  honor,  en  sus  bienes;  i  de 
aquí  nacen  otras  tantas  series  diversas  de 
disposiciones  penales  para  prevenir  o  cas- 
tigar tales  ofensas. 

Por  último,  el  libro  tercero  enumera,  sin 
otra  distinción  que  la  de  su  gravedad,  las 
diversas  faltas  que  caen  bajo  la  acción  de 
la  lei  penal,  i  pone  fin  a  las  varias  materias 
'de  que  el  Proyecto  se  ocupa. 

Tal  es  el  plan  adoptado  en  este  trabajo, 
i  los  puntos  principales  que  ponen  de  re- 


lieve los  propósitos  que  se  han  abrigado  al 
redactarlo.  Los  fundamentos  de  sus  dispo- 
siciones se  hallan  en  las  propias  ideas  de  la 
Comisión  redactadora,  en  varias  leyes  pa- 
trias dictadas  para  reformar  la  antigua  le- 
jislacion  española,  que  hasta  hoi  nos  rije, 
en  esta  misma  lejislacion,  en  los  códigos 
modernos  de  las  principales  naciones  eu- 
ropeas i  sobre  todo,  en  el  Código  Español, 
cuyos  preceptos,  al  mismo  tiempo  que  se 
armonizan  con  las  teorías  penales  univer- 
salmente  aceptadas  en  el  dia,  ofrecen  para 
nosotros  la  ventaja  de  referirse  a  un  esta- 
do de  cosas  que  bajo  muchos  respectos,  se 
asemeja  al  nuestro,  retratando  creencias, 
costumbres,  hasta  preocupaciones  nacidas 
en  la  misma  fuente. 

No  dudo  que  vosotros,  convencidos  de 
cuanto  importa  la  promulgación  como 
lei  de  la  República  del  Proyecto  de  Códi- 
go Penal,  que  someto  a  vuestra  aproba- 
ción, se  la  prestareis  adoptando  al  efecto 
un  procedimiento  análogo  al  que  se  obser- 
vó con  los  Códigos  civil  i  de  Comercio. 

En  consecuencia  i  de  acuerdo  con  el 
Consejo  de  Estado,  someto  a  vuestra  apro- 
bación el  siguiente 

PROYECTO   DE   LEY: 

Artículo  único.  Se  aprueba  el  presen- 
te Código  Penal  que  comenzará  a  rejir 
desde  el  1.°  de  junio  de  1874. 

Dos  ejemplares  de  una  edición  correcta 
i  esmerada  que  deberá  hacerse  inmediata- 
mente, autorizados  por  el  Presidente  de  la 
República  i  signados  con  el  sello  del  Mi- 
nisterio de  Justicia,  se  depositarán  en  las 
secretarías  de  ambas  Cámaras,  dos  en  el 
archivo  del  Ministerio  de  Justicia  i  otros 
dos  en  la  Biblioteca  Nacional. 

El  testo  de  estos  dos  ejemplares  se  ten- 
drá por  el  testo  auténtico  del  Código  Pe- 
nal i  a  él  deberán  conformarse  las  edicio- 
nes o  publicaciones  que  del  espresado  Có- 
digo se  hicieren. 

Santiago,  octubre  veintinueve  de  mil 
ochocientos  setenta  i  tres.-- Federico  Errá- 
zuris. — José  María  Beireeló. 
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II     TESTO  DELi  CÓDIGO  PEfífíli 


LilBHO   PÍ^ICDEKO 


TITILO  I 

•e  Uts  deiitoíi  i  de  Ihm  cireun.stancia.s  que 
^  exinieu    de    re.spouíiabitidad   criutiual,  la 
atenúan  o  la  agravan. 

§  1.  De  los  delitos. 

Art.  1.  Es  delito  toda  acción  u  omisión 
voluntaria  penada  por  la  lei. 

Las  acciones  u  omisiones  penadas  por 
la  lei  se  reputan  siempre  voluntarias,  a  no 
ser  que  conste  lo  contrario 

El  que  cometiere  delito  será  responsable 
de  él  e  incurrirá  en  la  pena  que  la  lei  se- 
ñale, auncjue  el  mal  recaiga  sobre  persona 
distinta  de  aquella  a  quien  se  proponía 
ofender.  En  tal  caso,  no  se  tomarán  en 
consideración  las  circunstancias,  no  cono- 
cidas por  el  delincuente,  que  agravarían 
su  responsabilidad;  pero  sí  aquéllas  que  la 
atenúen. 

2.  Las  acciones  u  omisiones  que  come- 
tidas con  dolo  o  malicia  importarían  un 
delito,  constituyen  cuasidelito  si  solo  hai 
culpa  en  el  que  las  comete. 

3.  Los  delitos,  atendida  su  gravedad, 
se  dividen  en  crímenes,  simples  delitos  i 
faltas  i  se  califican  de  tales  según  la  pena 

aue  les  está  asignada  en  la  escala  jeneral 
el  art.  21. 

4.  La  división  de  los  delitos  es  aplica- 
ble a  los  cuasidelitos,  quesecalifícan  i  pe- 
nan en  los  casos  especiales  que  determina 
este  Código. 

5.  La  lei  penal  chilena  es  obligatoria 
para  todos  los  habitantes  de  la  República, 
inclusos  los  estranjeros.  Los  delitos  come- 
tidos dentro  del  mar  territorial  o  adyacen- 
te quedan  sometidos  a  las  prescripciones 
de  este  Código. 

6.  Los  crímenes  o  simples  delitos  per- 
petrados fuera  del  territorio  de  la  Repúbli- 
ca por  chilenos  o  por  estranjeros,  no  serán 


castigados  en  Chile  sino  en  los  casos  de- 
terminados por  la  lei. 

7.  Son  punibles,  no  solo  el  crimen  o 
simple  delito  consumado,  sino  el  frustrado 
i  la  tentativa. 

Hai  crimen  o  simple  delito  frustrado, 
cuando  el  delincuente  pone  de  su  parte  to- 
do lo  necesario  para  que  el  crimen  o  sim- 
ple delito  se  consume,  i  esto  no  se  veri- 
fica por  causas  independientes  dé  su  'vo- 
luntad. 

Hai  tentativa  cuando  el  culpable  da 
principio  a  la  ejecución  del  crimen  o  sim- 
ple delito  por  hechos  directos,  pero  faltan 
uno  o  mas  para  su  complemento. 

8.  La  conspiración  i  proposición  para 
cometer  un  crimen  o  un  simple  delito,  solo 
son  punibles  en  los  casos  en  que  la  lei  las 
pena  especialmente. 

La  conspiración  existe  cuando  dos  o 
mas  personas  se  conciertan  para  la  ejecu- 
ción del  crimen  o  simple  delito. 

La  proposición  se  verifica  cuando  el  que 
ha  resuelto  cometer  un  crimen  o  un  sim- 
ple delito,  propone  su  ejecución  a  otra  u 
otras  personas. 

E.xime  de  toda  pena  por  la  conspiraci':>n 
o  proposición  para  cometer  un  crimen  o 
un  simple  delito,  el  desistimiento  de  la  eje- 
cución de  éstos  antes  de  principiar  a  po- 
nerlos por  obra  i  de  iniciarse  procedimien- 
to judicial  contra  el  culpable,  con  tal  que 
denuncia  a  la  autoridad  pública  el  plan  i 
sus  circunstancias. 

9.  Las  faltas  solo  se  castigan  cuando 
han  sido  consumadas, 

§  2.  De  las  circtmstancias  que  eximen  de 
responsabilidad  criminal. 

10.  Están  exentos  de  responsabilidad 
criminal: 
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1.°  El  loco  o  demenle,  a  no  ser  que  ha- 
ya obrado  en  un  intervalo  lúcido,  y  el  que, 
por  cualquier  causa  independiente  de  su 
voluntad,  se  halla  privado  totalmente  de 
razón. 

Cuando  un  loco  o  demento  hubiere  eje- 
cutado un  hecho  que  la  lei  calitica  de  cri- 
men o  incurriere  en  reiteración  de  otros 
que  importen  simples  delitos,  el  tribunal 
decretará  su  reclusión  en  uno  de  los  esta- 
blecimientos destinados  a  los  enfermos  de 
aquella  clase,  del  cual  no  podrá  salir  sin 
previa  autorización  del  mismo  tribunal. 

En  otro  caso  será  entregado  a  su  fami- 
lia bajo  fianza  de  custodia,  i  mientras  no 
se  preste  dirha  fianza  se  observará  lo  dis- 
puesto en  el  acápite  anterior. 
2.**  El  menor  de  diez  años. 
3."  El  mayor  de  diez  años  i  menor  de 
diez  i  seis,  a  no  ser  que  conste  que  ha  obra- 
do con  discernimiento. 

Ei  tribunal  hará  declaración  espresa  so- 
bre este  punto,  para  imponerle  pena  o  de- 
clararle irresponsable. 

4°    El  que  obra  en  defensa  de  su  perso- 
na o  derechos,  siempre  que  concurran  las 
circunstancias  siguientes: 
Primera. — Agresión  ilejitima. 
Scrjunda. — Necesidad  racional  del  me- 
dio empleado  para  impedirla  o  repelerla. 

Tercera. — Falta  de  provocación  suñcien- 
te  por  parte  del  que  se  defiende. 

Se  entenderá  que  concurren  estas  tres 
circunstancias  respecto  de  aquél  que  du- 
rante la  noche  rechaza  el  escalamiento  o 
fractura  de  los  cercados,  paredes  o  entra- 
das de  una  casa  o  de  un  departamento  ha- 
bitado o  de  sus  dependencias,  cualquiera 
que  sea  el  daño  que  ocasione  al  agresor. 
5."  El  que  obra  en  defensa  de  la  perso- 
na o  derechos  de  su  cónyuje,  de  sus  pa- 
rientes consanguíneos  lejitimos  en  toda  la 
linea  recta  i  en  la  colateral  hasta  el  cuarto 
grado  inclusive,  de  sus  afines  legítimos  en 
toda  la  linea  recta  i  en  la  colateral  hasta  el 
segundo  grado  inclusive,  de  sus  padres  o  hi- 
jos naturales  o  ilejitimos  reconocidos,  siem- 
pre que  cencurran  la  primera  i  segunda  cir- 
cunstancias prescritas  en  el  número  ante- 
rior, i  la  de  que,  en  caso  de  haber  precedi- 
do provocaeion  de  parte  del  acometido,  no 
tuviere  participación  en  ella  el  defensor. 
6."  El  que  obra  en  defensa  áe  la  perso- 
na i  derechos  de  un  extraño,  siempi-e  que 
concurran  las  -circunstancias  espresadas 
en  el  número  anterior  i  la  de  que  el  defen- 
sor no  sea  impulsado  por  venganza,  resen- 
timiento u  otro  motivo  ilejitimo. 

7."     El  que  para  evitar  un  mal  ejecuta 
un  hecho  que  produzca  daño  en  la  propie- 


dad ajena,  siempre  que  concurran  las  cir- 
cunstancias siguientes: 

P/v/íícrd.  — Realidad  o  peligro  inminente 
del  mal  que  se  ti-ata  de  evitar. 

^fgííMciía.— Quesea  mayor  que  el  causa- 
do para  evitarlo. 

Tercera.— QwQ  no  haya  otro  medio  prac- 
ticable i  menos  perjudicial  para  impedirlo. 

8.°  El  que  con  ocasión  de  ejecutar  un 
acto  lícito,  con  la  debida  dilijencia,  causa 
un  mal  por  mero  accidente. 

9."  El  que  obra  violentado  por  una  fuer- 
za irresiiítible  o  impulsado  por  un  miedo 
insuperable. 

10."  El  que  obra  en  cumplimiento  de 
un  deber  o  en  el  ejercicio  lejítimo  de  un 
derecho,  autoridad,  oficio  o  cargo. 

11.°  El  marido  que  en  el  acto  de  sor- 
prender a  su  mujer  infraganti  en  delito  de 
adulterio,  da  muerte,  hiere  o  maltrata  a 
ella  i  a  su  cómplice;  con  tal  que  lámala 
conducta  de  aquél  no  haga  escusable  la 
falta  de  ésta. 

Si  solo  diere  muerte,  hiriere  o  maltrata- 
re a  uno  de  ellos,  sin  causar  daño  al  otro 
u  ocasionándole  uno  menor,  subsistirá  no 
obstante  la  exención  de  responsabilidad 
criminal  respecto  del  marido,  á  menos  de 
constar  que  intencionalmente  obró  así  o 
que  las  circunstamcias  del  hecho  lo  re- 
velen. 

12.°  El  que  incurre  en  alguna  omisión, 
hallándose  impedido  por  causa  lejitima  o 
insuperable. 

13.°  El  que  cometiere  un  cuasidelito, 
salvo  en  los  casos  espresamente  penados 
por  la  lei. 

§.  3.  De  las  circunstancias  gue  mtenúan  la 
responsabilidad  criminal. 

11.     Son  circunstancias  atenuantes: 

1.*  Las  espresadas  en  el  artículo  ante- 
rior, cuando  no  concurren  todos  los  requi- 
sitos necesarios  para  eximir  de  responsa- 
bilidad en  sus  respectivos  casos. 

2.*  La  de  ser  el  culpable  menor  de  diez 
i  ocho  años. 

3.*  La  de  haber  precedido  inmediata- 
mente de  parte  del  ofendido,  provocación 
o  amenaza  proporcionada  al  delito. 

4.'  La  de  haberse  ejecutado  el  hecho 
en  vindicación  próxima  de  una  ofensa 
grave  causada  al  autor,  a  su  cónyuje,  a 
sus  parientes  lejitimos  por  consaguinidad  o 
afinidad  en  toda  la  línea  recta  i  en  la  cola- 
teral hasta  el  segundo  grado  inclusive,  a 
sus  padres  o  hijos  naturales  o  ilejitimos  re- 
conocidos. 

5.*    La  de  obrar  p«r  estímulos  tan  pode- 


512 


INSTITUCIONES   POLÍTICAS   Y   JURÍDICAS 


rosos  que  naturalmente  hayan  producido 
arrebato  i  obcecación. 

6.*  Si  la  conducta  anterior  del  delin- 
cuento  ha  sido  irreprochable. 

7.*  Si  ha  procurado  con  celo  reparar  el 
mal  causado  o  impedir  sus  ulteriores  per- 
niciosas consecuencias. 

8.*  Si  pudiendo  eludir  la  acción  de  la 
iusticia  por  medio  de  la  fuga  u  ocultándo- 
se, se  ha  denunciado  i  confesado  el  delito. 

9.*  Si  del  proceso  no  resulta  contra  el 
reo  otro  antecedente  que  su  espontánea 
confesión. 

10."  El  haber  obrado  por  celo  de  la  jus- 
ticia. 

§.  4.   De  las  circunstancias  que.  agravan 
la  responsabilidad  criminal. 

12.     Son  circunstancias  agravantes: 
1.*    Cometer  el  delito  contra  las  perso- 
nas con  alevosía,  entendiéndose  que  la  iiai 
cuando  se  obra  a  traición  o  sobre  seguro. 
2.*     Cometerlo  mediante  precio,  recom- 
pensa o  promesa. 

3.*  Kjecutar  el  delito  por  medio  de 
inundación,  incendio,  veneno  u  otro  arti- 
ficio que  pueda  ocasionar  grandes  estragos 
o  dañar  a  otras  personas. 

4.»  Aumentar  deliberadamente  el  mal 
del  delito  causando  otros  males  innecesa- 
rios para  su  ejecución. 

5.'  En  los  delitfts  contra  las  personas, 
obrar  con  premeditación  conocida  o  em- 
plear astucia,  fraude  o  disfraz. 

6.*  Abusar  el  delincuente  de  la  supe- 
rioridad de  su  se.xo,  de  sus  fuerzas  o  do  las 
armas,  en  términos  que  el  ofendido  no  pu- 
diera defenderse  con  probabilidades  de  re- 
peler la  ofensa. 

7.'  Cometer  el  delito  con  abuso  de  con- 
fianza. 

8.*  Prevalerse  del  carácter  público  que 
tenga  el  culpable. 

9^  Emplear  medios  o  hacer  que  concu- 
rran circunstancias  que  añadan  la  ignomi- 
nia a  los  efectos  propios  del  hecho. 

10.*  Cometer  el  delito  con  ocasión  de 
incendio,  naufrajio,  sedición,  tumulto  o 
conmoción  popular  u  otra  calamidad  o  des- 
gracia. 

,  11.'  Ejecutarlo  con  ausilio  de  jente  ar- 
mada o  de  personas  que  aseguren  o  pro- 
porcionen la  impunidad. 

12.'  Ejecutarlo  de  noche  o  en  despo- 
blado. 

El  tribunal  tomará  o  no  en  considera- 
ción esta  circunstancia,  según  la  natura- 
leza i  accidentes  del  delito. 

13."     Ejecutarlo  en  desprecio  o  con  ofen- 


sa de  la  autoridad  pública  o  en  el  lugar  en 
que  se  halle  ejerciendo  sus  funciones. 

14.'  Cometer  el  delito  mientras  cumple 
una  condena  o  después  de  haberla  que- 
brantado i  dentro  del  plazo  en  que  puede 
ser  castigado  por  el  quebrantamiento. 

15."  Haber  sido  castigado  el  culpable 
anteriormente  por  delitos  a  que  la  lei  se- 
ñale igual  o  mayor  pena. 

16.^  Ser  reincidente  en  delito  de  la  mis- 
ma especie. 

17.*  Cometer  el  delito  en  lugar  desti- 
nado al  ejercicio  de  un  culto  permitido  en 
la  República. 

18. '^  Ejecutar  el  hecho  con  ofensa  o  des- 
precio del  respeto  que  por  la  dignidad,  au- 
toridad, edad  o  sexo  mereciere  el  ofendi- 
do, o  en  su  morada,  cuando  él  no  haya  pro- 
vocado el  suceso. 

19.*  Ejecutarlo  por  medio  de  fractura 
o  escalamiento  de  lugar  cerrado. 

§  5.  De  las  circunstancias  que  atenúan  o 
agraoan  la  responsabilidad  criminal, 
según  la  naturaleza  i  accidentes  del  de- 
lito . 

13.  Es  circunstancia  atenuante  o  agra- 
vante según  la  naturaleza  i  accidentes  del 
delito: 

Ser  el  agraviado  cónyuje,  pariente  lejí- 
timo  por  consanguinidad  o  afinidad  en 
toda  la  linea  recta  i  en  la  colateral  hasta  el 
segundo  grado  inclusive,  padre  o  hijo  na- 
tural o  ilejitimo  reconocido  del  ofensor. 

TITIJL,0  II 

De  las  personáis  re»«pon.««aI>les  de  ios  de- 
litw.<«. 

14.  Son  responsables  criminalmente 
de  los  delitos: 

1."  Los  autores. 

2.°  Los  cómplices. 

3.'  Los  encubridores. 

15.  Se  consideran  autores: 

1."  Los  que  toman  parteen  la  ejecu- 
ción del  hecho,  sea  de  una  manera  inme- 
diata i  directa,  sea  impidiendo  o  procuran- 
do impedir  que  .se  evite. 

2.°  Los  que  fuerzan  o  inducen  directa- 
mente a  otro  a  ejecutarlo. 

3.°  Los  que,  concertados  para  su  eje- 
cución, facilitan  los  medios  conque  se  lle- 
va a  efecto  el  hecho  o  lo  presencian  sin  to- 
mar parte  inmediata  en  él. 

16.  Son  cómplices  los  que,  no  hallán- 
dose comprendidos  en  el  artículo  anterior, 
eooperan  a  la  ejecución  del  hecho  por  ac- 
tos anteriores  o  simultáneos. 

17.  Son  encubridores  los  que  con  conO' 
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cimiento  de  la  perpetración  de  un  crimen 
o  de  un  simple  delito  o  de  los  actos  ejecu- 
tados para  llevarlos  a  cabo,  sin  haber  teni- 
do participación  en  él  como  autores  ni  co- 
mo cómplices,  intervienen,  con  posterio- 
ridad a  su  ejecución,  de  alguno  de  los  mo- 
dos siguientes: 

1°  Aprovechándose  por  si  mismos  o 
facilitando  a  los  delincuentes  medios  para 
que  se  aprovechen  de  los  electos  del  cri- 
men o  simple  delito. 

2.°  Ocultando  o  inutilizando  el  cuerpo, 
los  efectos  o  instrumentos  del  crimen  osim- 
ple  delito  para  impedir  su  descubrimiento. 

3."  Albergando,  ocultando  o  proporcio- 
nando la  fuga  al  culpable,  siempre  quecon- 
curra  alguna  de  las  circunstancias  siguien- 
tes: 

Primera. — La  de  intervenir  abuso  de 
funciones  públicas  de  parte  del  encubri- 
dor. 

Segunda. — La  de  ser  el  delincuente  reo 
de  traición,  parricidio  u  homicidio  come- 
tido con  alguna  de  las  circunstancias  agra- 
vantes fl|ue  espresan  los  números  1.°,  2.°, 
3,°,  4.°,  5  ",  6.°,  9.0  i  11.°  del  articulo  12,  si 
estuvieren  en  noticia  del  encubridor,  o 
cuando  el  delincuente  fuere  conocido  como 
reo  habitual  de  otros  crímenes  o  simples 
delitos. 

4."  Acojiendo,  receptando  o  protejien- 
do  habitualmente  a  los  malhechores,  sa- 
biendo que  lo  son,  aun  sin  conocimiento  de 
los  crímenes  o  simples  delitos  determina- 
dos que  hayan  cometido,  o  facilitándoles 
los  medios  de  reunirse  u  ocultar  sus  armas 
o  efectoi,  o  suministrándoles  ausilios  o  no- 
ticias para  que  se  guarden,  precavan  o 
salven. 

Están  exentos  de  las  penas  impuestas  a 
los  encubridores  los  que  lo  sean  de  su  cón- 
yuje  o  de  sus  parientes  lejítimos  por  con- 
sanguinidad o  afinidad  en  toda  la  línea  rec- 
ta i  en  la  colateral  hasta  el  segundo  grado 
inclusive,  de  sus  padres  o  hijos  naturales  o 
ilejítimts  reconocidos,  con  solo  la  escep- 
cion  de  los  que  se  hallaren  comprendidos 
en  el  número  1.°  de  este  articulo. 

TITri.0  III 

De  las  penas. 

§.  1.  £)e  las  penas  en  j  ene  ral. 

18.  Ningún  delito  se  castigará  con  otra 
pena  que  la  que  le  señale  una  lei  promul- 
gada con  anterioridad  a  su   perpetración. 

Si  después  de  cometido  el  delito  i  antes 
de  que  se  pronuncie  sentencia  de  término, 
se  promulgare  otra  lei  que  exima  tal  hecho 
Sbgukda  Serie. — Tomo  U, 


de  toda  pena  o  le  aplique  una  menos  rigo- 
rosa, deberá  arreglarse  a  ella  su  juzga- 
miento. 

19.  El  perdón  de  la  parte  ofendida  no 
estingue  la  acción  penal,  salvo  respecto  de 
los  delitos  que  no  pueden  ser  perseguidos 
sin  previa  denuncia  o  consentimiento  del 
agraviado. 

20.  No  se  reputan  penas,  la  restricción 
de  la  libertad  de  los  procesados,  la  separa- 
ción de  los  empleos  públicos  acordada  por 
las  autoridades  en  uso  de  sus  atribuciones 
o  por  el  tribunal  durante  el  proceso  o  para 
instruirlo,  ni  las  multas  i  demás  correccio- 
nes que  los  superiores  impongan  a  sus  su- 
bordinados i  administrados  en  uso  de  su 
jurisdicción  disciplinal  o  atribuciones  gu- 
bernativas. 

§.  2.  De  la  elasificacion  de  las  penas. 

21.  Las  penas  que  pueden  imponerse 
con  arreglo  a  este  Código  i  sus  diferentes 
clases,  son  las  que  comprende  la  siguiente: 

ESCALA  JENERAL 

PENAS  DE  CRÍMENES. 

Muerte. 

Presidio  perpetuo. 

Reclusión  perpetua. 

Presidio  mayor. 

Reclusión  mayor. 

Relegación  perpetua. 

Confinamiento  mayor. 

Estrañamiento  mayor. 

Relegación  mayor. 

Inhabilitacioa  absoluta  perpetua  para 
cargos  i  oficios  públicos,  derechos  políticos 
i  profesionales  titulares. 

Inhabilitación  especial  perpetua  para  al- 
gún cargo  u  oficio  público  o  profesión  ti- 
tular. 

Inhabilitación  absoluta  temporal  para 
cargos  i  oficios  públicos  i  profesiones  titu- 
lares. 

Inhabilitación  especial  temporal  para  al- 
gún cargo  u  oficio  público  o  profesión  ti- 
tular. 

PENAS  DE  SIMPLES  DELITOS. 

Presidio  menor. 
Reclusión  menor. 
Confinamiento  menor. 
Estrañamiento  menor. 
Relegación  menor. 
Destierro. 

Suspensión  de  cargo  u  oficio  público  • 
profesión  titular. 

34 
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PENAS  DE    LAS  FALTAS. 

Prisión. 

PENAS   COMUNES  A  LAS  TRES  CLASES 
ANTERIORES. 

Multa. 

Pérdida  o  comiso  de  los  instrumentos  o 
efectos  del  delito. 

PENAS  ACCESORIAS  DE  LOS  CRÍMENES  I 
SIMPLES  DELITOS. 

Cadena  o  grillete. 
Celda  solitaria. 

Incomunicación  con  personas  estrañas 
al  establecimiento  penal. 

22.  Son  también  penas  accesorias  las 
de  suspensión  e  inhabilitación  para  cargos 
i  oñcios  públicos,  derechos  políticos,  i  pro- 
fesiones titulares  en  los  casos  en  que,  no 
imponiéndohis  especialmente  la  lei,  ordena 
que  otras  penas  las'lleven  consigo. 

23.  La  caución  i  la  sujeción  a  la  viji- 
lancia  de  la  autoridad  podrán  imponerse 
como  penas  accesorias  o  como  medidas 
preventivas  en  los  casos  especiales  que  de- 
terminen este  Código  i  el  de  Procedimien- 
tos. 

24.  Toda  sentencia  condenatoria  eo 
materia  criminal  lleva  envuelta  la  obliga- 
ción de  pagar  las  costas,  daños  i  perjuicios 
por  parte  de  los  autores,  cómplices,  encu- 
bridores i  demás  personas  legalmente  res- 
ponsables. 

§  'ó.  De  los  limites,  naturaleza  i  efectos  de 
las  penas. 

25.  Las  penas  temporales  mayores  du- 
ran de  cinco  años  i  un  dia  a  veinte  años,  i 
las  temporales  menores  de  sesenta  i  un 
días  a  cinco  años. 

Las  de  inhabilitación  absoluta  i  especial 
temporales  para  cargos  i  oficios  públicos  i 
profesiones  titulares  duran  de  tres  años  i 
un  dia  a  diez  años. 

La  suspensión  de  cargo  u  oficio  público 
«  profesión  titular,  dura  de  sesenta  i  un 
dias  a  tres  años. 

Las  penas  de  destierro  i  de  sujeción  a  la 
vijilancia  de  la  autoridad,  de  sesenta  i  un 
dias  a  cinco  años. 

La  prisión  dura  de  uno  a  sesenta  dias. 

La  cuantía  de  la  multa,  tratándose  de 
crímenes,  no  podrá  exceder  de  cinco  mil 
pesos;  en  los  simples  delitos,  de  mil  pesos, 
i  en  las  faltas,  de  cien  pesos. 

Cuando  la  lei  impone  multas  cuyo  cóm- 
puto debe  hacerse  con  relación  a  cantida- 
des indeterminadas,  nunca  podrán  aqué- 
llas exceder  de  cinco  mil  pesos. 


En  cuanto  a  la  cuantía  de  la  caución,  se 
observarán  las  reglas  establecidas  para  la 
multa,  doblando  las  cantidades  respectiva- 
mente, y  su  duración  no  podrá  exceder 
del  tiempo  de  la  pena  u  obligación  cuyo 
cumplimiento  asegura,  o  de  cinco  años  en. 
los  demás  casos. 

La  duración  de  las  penas  accesorias  de 
cadena  o  grillete,  encierro  en  celda  solita- 
ria e  incomunicación  con  personas  estrañsis 
al  estaljlecimiento  penal,  es  de  sesenta  i 
un  dias  a  cinco  años;  no  pudiendo,  dentro 
de  esos  limites,  imponerse  por  mas  de 
la  mitad  del  tiempo  señalado  a  la  pena 
principal. 

26.  La  duración  de  las  penas  tempo- 
rales empezará  a  contarse  desde  el  dia  de 
la  aprehensión  del  reo. 

PENAS   QUE    LLEVAN    CONSIGO  OTRAS  ACCESO- 
RIAS. 

27.  La  pena  de  muerte,  siempre  que 
no  se  ejecute  al  reo,  i  las  de  presidio,  re- 
clusión i  relegación  perpetuos,  llevan  con- 
sigo la  de  inhabilitación  absoluta  perpetua 
para  cargos  i  oficios  públicos  i  derechos 
políticos  por  el  tiempo  de  la  vida  de  los  pe- 
nados i  la  de  sujeción  a  la  vijilancia  de  la 
autoridad  por  el  máximum  que  establece 
este  Código. 

28.  L  is  penas  de  presidio,  reclusión, 
confinamiento,  estrañamienio  i  relegación 
mayores,  llevan  consigo  la  de  inhabilita- 
ción absoluta  perpetua  para  cargos  i  ofi- 
cios públicos  i  derechos  políticos  i  la  de  in- 
habilitación absoluta  para  profesiones  titu- 
lares mientras  dure  la  condena. 

29.  Las  pen&s  de  presidio,  reclusión, 
confinamiento,  estrañamiento  y  relegación 
menores  en  sus  grados  máximos,  llevan 
consigo  la  de  inhabilitación  absoluta  per- 
petua para  derechos  políticos  i  la  de  inha- 
bilitación absoluta  para  cargos  i  oficios  pú- 
blicos durante  el  tiempo  de  la  condena. 

30.  Las  penas  de  presidio,  reclusión, 
confinamiento,  estrañamiento  i  relegación 
menores  en  sus  grados  medios  i  mínimos, 
i  las  de  destierro  í  prisión,  llevan  consigo 
la  de  suspensión  de  cargo  u  oficio  público 
durante  el  tiempo  de  la  condena. 

31.  Toda  pena  que  se  imponga  por  un 
crimen  o  un  simple  delito,  lleva  consigo  la 
pérdida  de  los  efectos  que  de  él  provengan 
i  de  los  instrumentos  conque  se  ejecutó,  a 
menos  que  pertenezcan  a  un  tercero  no 
responsable  del  crimen  o  simple  delito. 

NATURALEZA  I  EFECTOS  DE  ALGUNAS  PENAS 

32.  La  pena  de  presidio  sujeta  al  reo  a 
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los  trabajos  prescritos  por  los  reglamentos 
del  respectivo  establecimiento  penal.  Las 
de  reclusión  i  prisión  no  le  imponen  tra- 
bajo alyuuo. 

33.  Confinamiento  es  la  espulsion  del 
roo  del  territorio  de  la  República  con  re- 
sidencia forzosa  ea  un  lugar  determinado. 

34.  Estrañamienlo  es  la  espulsion  del 
reo  del  territorio  de  la  República  al  lugar 
de  su  elección. 

35.  Relegación  es  la  traslación  del  reo 
a  un  punto  liabitado  del  territorio  de  la 
República  con  prohibición  de  salir  de  él; 
pero  permaneciendo  en  libertad. 

36.  Destierro  es  la  espulsion  del  reo  de 
algún  punto  de  a  República. 

37.  Para  los  efectos  legales  se  reputan 
aflictivas  todas  las  penas  de  crímenes  i, 
respecto  de  las  de  simples  delitos,  las  de 
presidio,  reclusión,  confinamiento,  estra- 
ñamienlo i  relegación  menores  en  sus  gra- 
dos máximos. 

38.  La  pena  de  inhabilitación  absoluta 
perpetua  para  cargos  i  oficios  públicos,  de- 
rechos políticos  i  profesiones  titulares,  i  la 
de  inhabilitación  absoluta  temporal  para 
cargos  i  oñcios  públicos  i  profesiones  titu- 
lares, producen: 

1.*  La  privación  de  todos  los  honores, 
cargos,  empleos  i  oficios  públicos  i  profe- 
siones titulares  de  que  estuviere  en  pose- 
sión el  penado,  aun  cuando  sean  de  elec- 
ción popular. 

2.°  I.a  privación  de  todos  los  derechos 
políticos  activos  i  pasivos  i  la  incapacidad 
perpetua  para  obtenerlos. 

3."  La  incapacidad  para  obtener  los  ho- 
nores, cargos,  empleos,  oficios  i  profesio- 
nes mencionados,  perpetuamente  si  la  in- 
habilitación es  perpetua  i  durante  el  tiem- 
po de  la  condena  si  es  temporal. 

4.°  La  pérdida  de  todo  derecho  para 
obtener  jubilación  u  otra  pensión  por  los 
empleos  servidos  con  anterioridad. 

39.  Las  penas  de  inhabilitación  espe- 
cial perpetua  i  temporal  para  algún  cargo 
u  oficio  público  o  profesión  titular,  pro- 
ducen: 

\.°  La  privación  del  cargo,  empleo,  ofi- 
cio o  profesión  sobre  que  recaen,  i  la  de  los 
honores  anexos  a  él,  perpetuamente  si  la- 
inhabilitacion  es  perpetua,  i  por  el  tiempo 
de  la  condena  si  es  temporal. 

2°  La  incapacidad  para  obtener  dicho 
cargo,  empleo,  oficio  o  profesión  u  otros 
en  la  misma  carrera,  perpetuamente  cuan- 
do la  inhabilitación  es  perpetua,  i  por  el 
tiempo  de  la  condena  cuando  es  temporal. 

40.  La  suspensión  de  cargo  i  oficio  pú- 
blico i  profesión  titular,  inhabi<lita  para  su 


ejercicio  durante  el  tiempo  de  la  condena. 

La  suspensión  decretada  durante  el  jui- 
cio, trae  como  consecuencia  inmediata  la 
privación  de  la  mitad  del  sueldo  al  presun- 
to reo,  la  cual  solo  se  le  devolverá  en  ei 
caso  de  pronunciarse  sentencia  absoluto- 
ria. 

La  suspensión  decretada  por  via  de  pena, 
priva  de  todo  sueldo  al  suspenso  mientras 
ella  dure. 

41.  Cuando  las  penas  de  ¡nhabilitacioa 
i  suspensión  recaigan  en  persona  eclesiás- 
tica, sus  efectos  no  se  estenderán  a  los  car- 
gos, derechos  i  honores  que  tenga  por  la 
Iglesia.  A  los  eclesiásticos  incursos  en  tales 
penas  i  por  todo  el  tiempo  de  su  du- 
ración, no  se  les  reconocerá  en  la  Repúbli- 
ca la  jurisdicción  eclesiástica  i  la  cura  de 
almas,  ni  podrán  percibir  rentas  del  tesoro 
nacional,  salvo  la  congrua  que  fijará  el  tri- 
bunal. 

Esta  disposición  no  comprende  a  losob¡.s- 
pos  en  lo  concerniente  al  ejercicio  de  la  ju- 
risdicción ordinaria  que  les  corresponde. 

42.  Los  derechos  políticos  activos  i  pa- 
sivos a  que  se  refieren  los  artículos  ante- 
riores, son:  la  capacidad  para  ser  ciudada- 
no elector,  la  capacidad  para  oblenercargos 
de  elección  popular  i  la  capacidad  uara  ser- 
jurado.  El  que  ha  sido  privado  de  ellos  solo 
puede  ser  rehabilitado  en  su  ejercicio  en  la 
forma  prescrita  por  la  Constitución. 

43.  Cuando  la  inhabilitación  para  car- 
gos i  oficios  públicos  i  profesiones  titulares 
es  pena  accesoria,  no  la  comprende  el  in- 
dulto de  la  pena  principal,  a  menos  quj 
espresamente  se  haga  estensivo  a  ella. 

44.  El  indulto  de  la  pena  de  inhabilita- 
ción perpetua  o  temporal  para  cargos  i  ofi- 
cios públicos  i  profesiones  titulare-',  repone 
al  penado  en  el  ejercicio  de  estas  últimas, 
pero  no  en  los  honores,  cargos,  empleos  u 
oficios  de  que  se  le  hubiere  pi  iv  ido.  El  mis- 
mo efecto  produce  el  cump'm  ento  de  la 
condena  a  inhabilitación  temporal. 

45.  La  sujeción  a  la  vigilan  ;ia  de  la 
autoridad  da  al  juez  de  la  cau.-a  el  derecho 
de  determinar  ciertos  lugares  en  los  cua- 
les le  será  prohibido  al  penado  presentar- 
se después  de  haber  cumplido  su  condcoa 
i  de  imponer  a  éste  todas  o  algunas  de  las 
siguientes  obligaciones: 

1.*  La  de  declarar  antes  de  ser  puesto 
en  libertad,  el  lugar  en  que  se  propone  fi- 
jar su  residencia. 

2.*  La  de  recibir  una  boleta  de  viaje  en 
que  se  le  determine  el  itinerario  que  debo 
seguir,  del  cual  no  podrá  apartar.se,  i  la 
duración  de  su  permanencia  en  cada  lu- 
gar del  tránsito. 
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3."  La  depresentarse  dentro  délas  vein- 
ticuatro horas  siguientes  a  su  llegada,  an- 
te el  funcionario  designado  en  la  boleta  de 
viaje. 

4.*  La  de  no  poder  cambiar  de  residen- 
cia sin  haber  dado  aviso  de  ello,  con  tres 
dias  de  anticipación,  al  mismo  funcionario, 
quien  le  entregará  la  boleta  de  viaje  pri- 
mitiva visada  para  que  se  traslade  a  su 
nueva  residencia. 

5.*  La  de  adoptar  oficio,  arte,  industria 
o  profesión,  si  no  tuviere  medios  propios  i 
conocidos  de  subsistencia. 

46.  La  pena  de  caución  produce  en  el 
penado  la  obligación  de  presentar  un  fia- 
dor abonado  que  responda,  o  bien  de  que 
aquél  no  ejecutará  el  mal  que  se  trata  de 
precaver,  o  de  que  cumplirá  su  condena; 
obligándose  a  sali.:)facer,  si  causare  el  mal 
o  quebrantare  la  condena,  la  cantidad  que 
haya  fijado  el  tribunal. 

Si  el  penado  no  presentare  fiador,  sufri- 
rá una  reclusión  equivalente  a  la  cuantía 
de  la  fianza,  computándose  un  día  por  cada 
dos  pesos;  pero  sin  poder  en  ningún  caso 
exceder  de  dos  años. 

47.  En  todos  los  casos  en  que  se  im- 
ponga el  pago  de  costas,  se  entenderá  com- 
prender tanto  las  procesales  como  las  per- 
sonales i  ademas  los  gastos  ocasionados 
por  el  juicio  y  que  no  se  incluyen  en  las 
costas.  Estos  gastos  se  fijarán  por  el  tribu- 
nal, previa  audiencia  de  las  partes. 

48.  Si  los  bienes  del  culpable  no  fueren 
bastantes  para  cubrir  las  responsabilidades 
pecuniarias,  se  satisfarán  éstas  en  el  orden 
siguiente. 

1.**    Las  costas  procesalesj  i  personales. 

2."  El  resarcimiento  de  los  gastos  oca- 
sionados por  el  juicio. 

3.»  La  reparación  del  daño  causado© 
indemnización  de  perjuicios. 

4."     La  multa. 

En  caso  de  concurso  o  quiebra,  estos 
créditos  se  graduarán  considerándose  co- 
mo uno  solo,  entre  los  que  no  gozan  de 
preferencia. 

49.  Si  el  sentenciado  no  tuviere  bienes 
para  satisfacer  la  multa,  sufrirá  por  vía  de 
sustitución  i  apremio,  la  pena  de  reclusión, 
regulándose  un  dia  por  cada  peso;  pero  sin 
que  ella  pueda  exceder  nunca  de  dos  años. 

Queda  exento  de  este  apremio  el  conde- 
nado a  reclusión  menor  en  su  grado  máxi- 
mo o  a  otra  pena  mas  grave. 


§  4.  De  la  aplicanioii  de  las  penas. 

50.  A  los  autores  dedelito  se  impondrá 
la  pena  que  para  éste  se  hallare  señalada 
por  la  lei. 

Siempre  que  la  lei  designe  la  pena  de  un 
delito,  se  entiende  que  la  impone  al  delito 
consumado. 

51.  A  los  autores  de  crimen  o  simple 
delito  frustrado  i  a  los  cómplices  de  cri- 
men o  simple  delito  consumado,  se  impon- 
drá la  pena  inmediatamente  inferior  en 
grado  a  la  señalada  por  la  lei  para  el  cri- 
men o  simple  delito. 

52.  A  los  aurores  de  tentativa  de  cri- 
men o  simple  delito,  a  los  cómplices  de 
crimen  o  simple  delito  frustrado  i  a  los  en- 
cubridores de  crimen  o  simple  delito  con- 
sumado, se  im]iondrá  la  pena  inferior  en 
dos  grados  a  la  que  señala  la  lei  para  el 
crimen  o  simple  delito. 

Esceptúan.stí  de  esta  regla  losencubrido- 
res  comprendidos  en  el  número  3.°  del  ar- 
ticulo 17,  en  (piienes  concurra  la  circuns- 
tancia primera  del  mismo  número,  a  los 
cuales  se  impoiulrá  la  pena  de  inhabilita- 
ción especial  perpetua,  si  el  delincuente 
encubierto  fuere  reo  de  crimen,  i  la  de  in- 
habilitación es,  ecial  tem|ioral  en  cualquie- 
ra de  sus  grado-;,  si  lo  fuere  de  simple  de- 
lito. 

También  so  esceptúan  los  encubridores 
comprendidos  en  el  número  4.°  del  mismo 
articulo  17,  a  (juienes  se  aplicará  la  pena 
de  presidio  menor  en  cualquiera  de  sus 
grados. 

53.  A  lo-  cómplices  de  tentativa  de 
crimen  o  simple  d»  lito  i  a  los  encubridores 
de  crimen  o  &iiii[ile  delito  frustrado,  se  im- 
pondrá la  pena  inferior  en  tres  grados  a  la 
que  señala  la  lei  para  el  crimen  o  simple 
delito. 

54.  A  los  encLibi  idores  de  tentativa  de 
crimen  o  simrle  delito,  se  impondrá  la  pe- 
na inferior  en  cuatro  grados  a  la  señalada 
para  el  crimen  o  simple  delito. 

55.  Las  di-posiciones  jenerales  conte- 
nidas en  los  cuatro  artículos  precedentes 
no  tienen  lugar  i  n  los  casos  en  que  el  de- 
lito frustrado  la  tent  itiva,  la  complicidad  o 
el  encubriniieiilo  se  hallan  especialmente 
penados  por  !a  lei. 

56.  Las  p(  ñas  divisibles  constan  de 
tres  grados,  mínimo,  medio  i  máximo,  cu- 
ya esten&ion  te  determina  en  la  siguiente 
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TABLA.    1DEJVEOSXRA.TIV-A. 


PENAS 


Presidio,  reclusión, 
confinamiento,  es- 
trañamiento  i  re- 
legación mayores 


Inhalñlitacion    ab 
soluta  i   especial 
temporales. 


Presidio,  reclusión, 
confinamiento,  ex- 
trañamiento 1  re- 
legación menores 
i  destierro. 


Suspensión  de  car- 
goi  oficio  público 
iprofesion  titular 

Prisión. 


TIKMT'O  QUECOM- 

I'KKNUI-   T01>A 

LA   P    NA 

Pe  cinco  .años  i  un 
dia  a  veinte  años. 


Lo   tres  años  i  un 
dia  a  diez  años. 


De    sesenta  i    un 
dias  a  cinco  años. 


De    s>seiita    i  un 
dias  a  t  e^í  años. 


De  uno  a  sesenta 
fiia.s. 


TIEMPO  DE  SU  6RA- 
DO   MÍNIMO. 


De  cinco  años  i  un 
dia  a  diez  años. 


De  tres  años  i  un 
dia  a  cinco  años. 


De  sesenta  i  uno  a 

quinientos  cuarenta 

dias. 


De    sesenta    i     un 
dias  a  vm  año. 


De 


uno   a   veinte 
dias. 


TIEMPO  DE  su  GRA-   TIEMPO  DE  SU  GRA- 
DO MEDIO.  DO   MÁXIMO. 


De  diez  años  i  un 
dia  a  quince  años. 


De  quince  años  i 

un  dia  a  veinte 

años. 


De  cinco  años  i  un 
dia  a  siete  años.    I 


De  siete  años  i  un 
dia  a  diez  años. 


De  quinientos  cua-    De  tres  años  i  un 
renta  i  un  dias  a  tres  ^  dia  a  cinco  años, 
años. 


De  un  año  i  un  dia 
a  dos  años.         I 


De  dos  unos  i  un 
dia  a  tres  años. 


De  veinte  i  uno  a 
cuarenta  dias. 


De  cuarenta  i  uno 
a  sesenta  dias. 


57.  Cada  grado  de  una  pena  divisible 
constituye  pena  distinta. 

58.  Eh  los  casos  en  que  la  lei  señala 
una  pena  compuesta  de  dos  o  mas  distin- 
tas, cada  una  de  éstas  forma  un  grado  de 
penalidad:  la  mas  leve  de  ellas  el  mínimo, 
i  la  mas  grave  el  máximo. 

59.  Para  determinar  las  penas  que  de- 
ben imponerse  según  ios  artículos  51,  52, 
63  i  54:  1."  a  los  autores  d  >  crimen  o  sim- 
ple delito  frustrado:  2.*  a  los  autores  de 
tentativa  de  crimen  o  simple  delito,  cóm- 
plices de  crimen  o  simple  delito  frustrado 
i  encubridores  de  crimen  o  simple  delito 
consumado;  3."  a  los  cómplices  de  tentati- 
va de  crimen  o  simple  delito  i  encubrido- 
res de  crimen  o  simple  delito  frustrado,  i 
4.*  a  los  encubridores  de  tentativa  de  cri- 
men o  simple  delito,  el  tribunal  tomará 
por  base  las  siguientes  escalas  graduales: 


ESCALA   NÚM   2 


ESCALA   NÚM.    1 


Grados. 


2.° 
3.° 

4.» 

5.° 

<." 

7." 


10.» 


Muerte. 

Presidio  o  reclusión  perpetuos. 

Presidio  o  recl  i.sion  mayores  en 

dos  máximos 
Presidio  o  reclusión  mayores  en 

dos  medios. 
Presidio  o  reclusión  mayores  en 

dos  mínimos. 
Presidio  o  reclusión  menores  en 

dos  máximos. 
Presidio  o  reclusión  menores  en 

dos  medios. 
Presidio  o  r«?cliis¡on  menores  en 

dos  mínimos 
Prisión  en  su  grado 

Prisión  o  reclusión  id. 

Id.  id.  id. 


sus  gra- 
sas gra- 
sas gra- 
sas gra- 
sas gra- 
sas gra- 

máximo. 
medio, 
mínimo . 


Grados. 


1."  Relegación  perpetua. 

2.<»  Relegación  mayor  en  su  grado  máximo 

S.o            Id.            id.  id. 

4."            Id.            id.  id. 

S."  Relegación  menor  id. 

6."            Id.            id.  id. 

7.»            Id.            id.  id. 

8."  Destierro  id. 

9.»            Id.  id. 

10.»            Id.  id. 


medio. 

mínimo. 

máximo. 

medio. 

mínimo. 

máximo. 

medio. 

mínimo. 


ESCALA    NÚM.    3 


Grados. 

1.» 

2.» 

3.° 

4.0 

5.» 

«.• 

7.» 
8.» 

9." 


Confinamiento  o  estrañamiento  mayores  en 

sus  grados  máximos. 
Confinamiento  o  extrañamiento  mayores  en 

sus  grados  medios. 
Confinamiento  o  estrañamiento  mayores  en 

sus  grados  mínimos. 
Confinamiento  o  estrañamiento  menores  en 

sus  grados  máximos. 
Confinamiento  o  estrañamiento  menores  en 

sus  grados  medios. 
Confinamiento  o  estrañamiento  menores  en 

sus  grados  mínimos. 
Destierro  en  su  grado  máximo. 

Id.  id.  medio. 

Id.  id.  mínimo. 


ESCALA  NÚM.  4 


Grados. 


3.» 


5.» 

6.» 
7.» 


Inhabilitación  absoluta  perpetua. 

Inhabilitación  absoluta  temporal  en  su  gra- 
do máximo 

Inhabiliíacioii  absoluta  temporal  en  su  gnr*- 
do  mi:dio. 

Inhabilitación  absoluta  temporal  en  su  gra- 
do mínimo. 

Suspeuoion  en  su  grado  máximo. 
Id.  id.  medio. 

Id.  id.  miaimo. 


518 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS   Y  JURÍDICAS 


ESCALA    NÚM.    5 

tíradot. 

1  »    Inhabilitación  especial  perpetua. 

2."  Inhabilitación  especial  temporal  en  su  gra- 
do máximo. 

3."  Inhabilitación  especial  temporal  en  su  gra- 
do medio. 

4°  Inhabilitación  especial  temporal  en  su  gra- 
do mínimo. 

».°    Suspensión  en  su  grado  máximo. 

6.0  jd.  id.  medio. 

•¡o  jd  id.  mínimo. 

60.  La  multa  se  considera  como  la  pe- 
na inmediatamenie  inferior  a  la  última  en 
ludas  las  escalas  graduales. 

Para  tijar  su  cuantía  respectiva  se  adop- 
tará la  base  establecida  en  el  art.  25,  i  en 
cuanto  a  su  aplicación  a  cada  caso  espe- 
cial, se  ol)servará  lo  que  prescribe  el  artí- 
culo 70. 

El  producto  de  las  multas  se  aplicará  a 
fondos  municipales  del  departamento  o  te- 
rritorio municipal  donde  se  cometió  el  de- 
lito que  se  castiga.  Si  un  reo  es  condena- 
do por  dos  o  mas  delitos  cometidos  en  di- 
versos territorios  municipales,  la  multa  se 
dividirá  por  iguales  partes  entre  las  muni- 
cipalidades respectivas. 

61.  La  designación  de  las  penas  que 
corresponde  aplicar  en  los  diversos  casos 
a  que  se  reñere  el  art.  59,  se  hará  con  su- 
jeción a  las  siguientes  reglas: 

1.*  Si  la  pena  señalada  al  delito  es  una 
indivisible  o  un  solo  grado  de  otra  divisi- 
ble, corresponde  a  los  autores  de  crimen  o 
simple  delito  frustrado  i  a  los  cómplices  de 
crimen  o  simple  delito  consumado,  la  in- 
mediamente  inferior  en  grado. 

Para  determinar  las  que  deben  aplicar- 
se a  los  demás  responsables  relacionados 


en  el  art.  59,  se  bajará  sucesivamente  un 
grado  en  la  escala  correspondiente  respec- 
to de  los  comprendidos  en  cada  uno  de  sus 
números,  siguiendo  el  orden  que  en  ese 
articulo  se  establece. 

2.*  Cuando  la  pena  que  se  señala  al  de- 
lito consta  de  dos  o  mas  grados,  sea  que 
los  compongan  dos  penas  indivisibles,  di- 
versos grados  de  penas  divisibles  o  bien 
una  o  dos  indivisibles,  i  uno  o  mas  grados 
de  otra  divisible,  a  los  autores  de  crimen  o 
simple  delito  frustrado  i  a  los  cómplices  de 
crimen  o  simple  delito  consumado  corres- 
ponde la  inmediatamente  inferior  en  gra- 
do al  mínimo  de  los  designados  por  la  lei. 

Para  determinar  las  que  deben  aplicarse 
á  los  demás  responsables,  se  observará  lo 
prescrito  en  la  regia  anterior. 

3.*  Si  se  designan  para  un  delito  penas 
alternativas,  sea  que  se  hallen  comprendi- 
das en  la  misma  escala  o  en  dos  o  mas  dis- 
tintas, no  estará  obligado  el  tribunal  a  im- 
poner a  todos  los  responsables  las  de  la 
misma  naturaleza. 

4.*  Cuando  se  señalan  al  delito  copula- 
tivamente penas  comprendidas  en  distin- 
tas escalas  o  se  agrega  la  multa  a  las  de  la 
misma  escala,  se  aplicarán  unas  i  otras, 
con  sujeción  a  las  reglas  I.*  i  2.*,  a  todos 
los  responsables;  pero  cuando  una  de  di- 
chas penas  se  impone  al  autor  de  crimen  o 
simple  delito  por  circunstancias  peculiares 
a  él  que  no  concurren  en  los  demás,  no  se 
hará  estensiva  a  éstos. 

5.*  Sí  al  poner  en  práctica  las  reglas 
precedentes  no  resultare  pena  que  imponer 
por  falta  de  grados  interiores  o  por  no  ser 
aplicables  las  de  inhabilitación  o  suspen- 
sión, se  impondrá  siempre  la  multa. 
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REGLAS 

Pena  señalada  al  cri- 
men 0  simple  delito. 

Pena  de   los 
autores     dt 

crimen  o 
simple  deli- 
to  frustra- 
do i  cómpli- 
ces   de  C1-Í- 
men  o  sim- 
ple  delito 
consumado. 

Pena  de  los  autores 
de  tentativa  de  cri- 
men 0  simple  delito, 
cómplices  de  crimen 
0  simple  delito  frus- 
trado i  encubridores 
de  crimen  ó  simple 
delito  consumado. 

Pena  de    los 
cómplices  de 
tentativa  de 

crimen    o 
simple  deli- 

j    to  i  encubri- 
dores de  cri- 
men 0  sim- 
ple   delito 
frustrado. 

Pena  de  los  encubri- 
dores de  tentativa  de 
crimen  o  simple  de- 
lito. 

1.» 

Eelegacion   per- 
petua. 

Relegac  ion 
ma\  oren  su 
grado   má- 
ximo. 

Relegación     mayor 
en  su  grado  medio. 

Relegación 
mayor  en  su 
grado     mí- 
nimo. 

Relegación     menor 
en    su  grado    má- 
ximo. 

2.'^— En     el 
caso  de  pe- 
na com- 
puestii  de  S 
grados. 

Presidio  mayor    en 
su  grado  máximo  a 
presidio  perpetuo. 

Presidio  ma- 
yor   en    su 
grado    me- 
dio. 

Presidio  mayor    en 
su  grado  mínimo. 

Presidio  me- 
nor   en    su 
grado    má- 
ximo. 

Presidio  menor  en  su 
grado  medio. 

'S.^—En     el 
caso  de  pe- 
na com- 
puesta    de 
3  grados. 

Inhabilitación  abso- 
luta temporal  en  su 
grado  medio   a  in- 
habilitación  abso- 
luta perpetua. 

Inhabili  t  a  - 
cion    abso- 
luta tempo- 
ral    en    su 
grado    mí- 
nimo. 

Suspensión    en     su 
grado  máximo. 

Suspensi  o  n 
en  su  grado 
medio. 

Suspensión     en     su 
grado  mínimo. 

i.^—En     el 
caso  de  pe- 
na com- 
puesta de  4 
0  7nas  gra  - 
dos. 

Reclusión  menor  en 
su  grado  máximo  a 
recluaiou  mayor  en 
au  grado  máximo. 

Reclusión 
menor  en  su 
grado    me- 
dio. 

Reclusión  menor  en 
su  grado  mínimo. 

Prisión  en  su 
grado    má- 
ximo. 

PrisioB  en  su  grado 
medio. 

S.a 

Presidio  mayor   eu 
su   grado   medio  o 
confinamiento  ma- 
yor en  su  grado  má- 
ximo. 

Presidio  ma- 
yor   en    su 
grado    mí- 
nimo. 

Presidio   menor    en 
su  grado  máximo. 

Confina- 
miento  me- 
nor   en    su 
grado    má- 
ximo. 

Presidio  menor    en 
su  grado  mínimo. 

4.» 

Reclusión  mayor  en 
su  grado   mínimo, 
inhabilitación    ab- 
soluta   perpetua    i 
multa. 

Reclusión 
menor  en  su 
grado    má- 
ximo i  mul- 
ta de  40U  pe- 
sos. 

Reclusión  menor  en 
su  grado  medio,  in- 
habilitaeion    abso- 
luta temporal  en  su 
grado  medio  i  mul- 
ta de  200  pesos. 

Reclusión 

menor  en  su 
grado     mí- 
nimo i  mul- 
ta de  100  pe- 
sos. 

Prisión  en  su  grado 
máximo  ,    suspen- 
sión en  su  grado  má- 
ximo i  multa  de  50i 
pesos. 

5.» 

L — , — 

Suspensión    en    sus 
grados  mediu  a  má- 
ximo. 

Suspensión 
en  su  grado 
mínimo. 

Multa  de  80  pesos. 

Multa  de  40 
pesos. 

Multa  de  20  pesos. 

62.  Las  circunstancias  atenuantes  o 
agravantes  se  tomarán  en  consideración 
para  disminuir  o  aumentar  la  pena  en  los 
casos  i  conforme  a  las  reglas  que  se  pres- 
criben en  los  artículos  siguientes. 

63.  No  producen  el  etecto  de  aumen- 
ar  la  pena  las  circunstancias  agravantes 


que  por  si  mismas  constituyen  un  delito 
especialmente  penado  por  la  lei,  o  que  ésta 
haya  espresado  al  descrÜDÍrlo  i  penarlo. 

Tampoco  lo  producen  aquellas  circuns- 
tancias agravantes  de  tal  manera  inheren- 
tes al  delito  que  sin  la  concuiTencia  de 
ellas  no  puede  cometerse. 


520 


INSTITUCIONES   POLÍTICAS   Y  JURÍDICAS 


64.  Las  circunstancias  atenuantes  o 
agravantes  que  consistan  en  la  disposición 
moral  del  delincuente,  en  sus  relaciones 
particulares  con  el  ofendido  o  en  otra  cau- 
sa personal,  servirán  para  atenuar  o  agra- 
var la  responsabilidad  de  solo  aquellos  au- 
tores, cómplices  o  encubridores  en  quie- 
nes concurran. 

Las  que  consistan  en  la  ejecución  mate- 
rial del  hecho  o  en  los  medios  empleados 
para  realizarlo,  servirán  para  atenuar  o 
agravar  la  responsabilidad  únicamente  de 
los  que  tuvieren  conocí nciiento  de  ellas  an- 
tes o  en  el  momento  de  la  acción  o  de  su 
cooperafion  para  el  delito. 

65.  Cuando  la  lei  señala  una  sola  pena 
indivisil)le,  la  aplicará  el  tribunal  sin  consi- 
deración a  las  circun.stancias  agravantes 
que  concurran  en  el  hecho.  Pero  si  liai  dos 
o  mas  circun.stancias  atenuantes  o  una 
mui  caliticada  i  no  concurre  ninguna  agra- 
vante, podrá  aplicar  la  pena  inmediata- 
mente inferior  en  grado. 

66  Si  la  lei  .señala  una  pena  compues- 
ta de  dos  indivisibles  i  no  acompañan  al 
hecho  circunstancias  atenuantes  ni  agra- 
vantes, puede  el  tribunal  imponerla  en 
cualquiera  de  sus  grados. 

Cuando  solo  concurre  alguna  circuns- 
tancia atenuante,  debe  aplicarla  en  su 
grado  mínimo,  i  si  habiendo  una  circuns- 
tancia agravante,  no  concurre  ninguna 
atenuante,  la  impondrá  en  su  grado  má- 
ximo. 

Siendo  dos  o  mas  las  circunstancias  ate- 
nuantes sin  que  concurra  ninguna  agra- 
vante, podrá  imponer  la  jjena  inferior  en 
uno  o  dos  grados  al  mínimo  de  los  señala- 
dos por  la  lei,  según  sea  el  número  i  enti- 
dad de  dichas  circunstancia?. 

Si  concurrieren  circunstancias  atenuan- 
tes i  agravantes,  las  compensará  racional- 
mente el  tribunal  para  la  aplicación  de  la 
pena,  graduando  el  valor  de  unas  i  otras. 

67.  Cuando  la  pena  señalada  al  delito 
es  un  grado  de  una  divisible  i  no  concu- 
rren circunstancias  atenuantes  ni  agra- 
vantes en  el  hecho,  el  tribunal  puede  re- 
correr toda  su  estension  al  aplicarla. 

Si  concurre  solo  una  circunstancia  ate- 
nuante o  solo  una  agravante,  la  aplicará 
en  el  primer  caso  en  su  mínimum  i  en  el 
segundo  en  su  máximum. 

Para  determinar  en  tales  casos  el  míni- 
mum i  el  má.ximum  de  la  pena,  se  divide 
por  mitad  el  periodo  de  su  duración:  la 
mas  alta  de  estas  partes  formará  el  máxi- 
mum i  la  mas  baja  el  mínimum. 

Siendo  dos  o  mas  las  circunstancias  ate- 
nuantes i  no  habiendo  ninguna  agravante. 


podrá  el  tribunal  imponer  la  inferior  en 
uno  o  dos  grados,  según  sea  el  número  i 
entidad  de  dichas  circunstancias. 

Si  hai  dos  o  mas  circunstancias  agra- 
vantes i  ninguna  atenuante,  puede  aplicar 
la  pena  superior  en  un  grado. 

En  el  caso  de  concurrir  circunstancias 
atenuantes  i  agravantes,  se  hará  su  com- 
pensación racional  para  la  aplicación  déla 
pena,  graduando  el  valor  de  unas  i  otras. 

68.  Cuando  la  pena  señalada  por  la  lei 
consta  de  dos  o  mas  grados,  bien  sea  que 
los  formen  una  o  dos  penas  indivisibles  i 
uno  o  mas  grados  de  otra  divisible,  o  di- 
versos grados  de  penas  divisibles,  el  tribu- 
na! al  aplicarla  podrá  recorrer  toda  su  es- 
tension, si  no  concurren  en  el  hecho  cir- 
cunstancias atenuantes  ni  agravantes. 

Habiendo  una  sola  circunstancia  ate- 
nuante o  una  sola  circunstancia  agravan- 
te, no  aplicará  en  el  primer  caso  el  grado 
máximo  ni  en  el  segundo  el  mínimo. 

Si  son  dos  o  mas  las  circunstancias  ate- 
nuantes i  no  hai  ninguna  agravante,  el 
tribunal  podrá  imponer  la  pena  inferior  en 
uno,  dos  o  tres  grados  al  mínimo  de  los  se- 
ñalados por  la  lei,  según  sea  el  número  i 
entidad  de  dichas  circunstancias. 

Cuando,  no  concurriendo  circunstancias 
atenuantes,  hai  dos  o  mas  agravantes,  po- 
drá imponer  la  inmediatamente  superior 
en  grado  al  máximo  de  los  designados  por 
la  lei.  Si  el  grado  máximo  de  los  desig- 
nados lo  formare  en  tal  caso  la  pena  de 
muerte,  se  aplicará  ésta  precisamente. 

Concurriendo  circunstancias  atenuantes 
i  agravantes,  se  observará  lo  prescrito  en 
los  artículos  anteriores  para  casos  aná- 
logos. 

69.  Dentro  de  los  límites  de  cada  gra- 
do el  tribunal  determinará  la  cuantía  de 
la  pena  en  atención  al  número  i  entidad 
de  las  circunstancias  atenuantes  i  agra- 
vantes i  a  la  mayor  o  menor  estension  del 
mal  producido  por  el  delito. 

70.  En  la  aplicación  de  las  multas  el 
tribunal  podrá  recorrer  toda  la  estension 
en  que  la  lei  le  permite  imponerlas,  con- 
sultando para  determinar  en  cada  caso  su 
cuantía,  no  solo  las  circunstancias  ate- 
nuantes i  agravantes  del  hecho,  tino  prin- 
cipalmente el  caudal  o  facultades  del  cul- 
pable. 

71.  Cuando  no  concurran  todos  los  re- 
quisitos quese  exijen  en  el  caso  del  número 
8.*  del  art.  10  para  eximir  de  responsabili- 
dad, se  observará  lo  dispuesto  en  el  artícu- 
lo 490. 

72.  Al  menor  de  diez  i  seis  años  i  ma- 
yor de  diez,  que  no- esté  exento  de  respon- 
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sabilidad  por  liaber  declarado  el  tribunal 
que  obró  con  diícerniíniento,  se  le  impon- 
drá una  pena  discrecional;  pero  siempre 
interior  en  dos  grados,  por  lo  menos,  al 
mínimo  de  los  señalados  por  la  iei  para  el 
delito  de  que  fuere  responsable. 

Al  mayor  de  diez  i  seis  años  i  menor  de 
diez  i  ocíio  se  aplicará  siempre  una  pena 
interior  en  uno,  dos  o  tres  grados  al  mí- 
nimo de  los  designados  por  la  Iei  para  el 
delito. 

73.  Se  aplicará  asimismo  la  pena  infe- 
rior en  uno,  dos  o  tres  grados  al  mínimo 
de  los  señalados  por  la  Iei,  cuando  el  hecho 
no  fuere  del  todo  escusable  por  falta  de  al- 
guno de  los  requisitos  que  se  exijea  para 
eximir  de  responsabilidad  criminal  en  los 
respectivos  casos  de  que  trata  el  artícu- 
lo 10;  siempre  que  concurra  el  mayor  nú- 
mero de  ellos,  imponiéndola  en  el  grado 
que  el  tribunal  estime  correspondiente, 
atendido  el  númei-o  i  entidad  de  los  requi- 
sitos que  falten  o  concurran. 

Esta  disposición  se  entiende  sin  perjuicio 
de  la  contenida  en  el  artículo  71. 

74.  Al  culpable  de  dos  o  mas  delitos  se 
le  impondrán  todas  las  penas  correspon- 
dientes a  las  diversas  infracciones. 

El  sentenciado  cumplirá  todas  sus  con- 
denas simultáneamente,  siendo  posible. 
Cuando  no  lo  fuere,  o  si  de  ello  hubiere  de 
resultar  ilusoria  alguna  de  las  penas,  las 
sufrirá  en  orden  sucesivo,  principiando  por 
las  más  graves  o  sea  las  más  altas  en  la  es- 
cala respectiva,  escepto  las  de  contina- 
miento,  estrañamiento,  relegación  i  des- 
tierro, las  cuales  se  ejecutarán  después  de 
haber  cumplido  cualquiera  otra  pena  de 
las  comprendidas  en  la  escala  gradual  nú- 
mero 1. 

75.  La  disposición  del  articulo  anterior 
no  es  aplicable  en  el  caso  de  que  un  solo 
hecho  constituya  dos  o  mas  delitos,  o  cuan- 
do uno  de  ellos  sea  el  medio  necesario  para 
cometer  el  otro. 

En  estos  casos  solo  se  impondrá  la  pena 
mayor  asignada  al  delito  mas  grave. 

76.  Siempre  que  el  tribunal  imponga 
una  pena  que  lleve  consigo  otras  por  dis- 
posición de  la  Iei,  según  lo  prescrito  en  el 
§  3  de  este  título,  condenará  también  al  reo 
espresamente  en  estas  últimas. 

77.  En  los  casos  en  que  la  Iei  señala 
una  pena  inferior  o  superior  en  u:io  ó  mas 
grados  a  otra  determinada,  la  pena  infe- 
rior o  superior  se  tomará  de  la  escala  gra- 
dual en  que  se  halle  comprendida  la  pena 
determinada. 

Si  no  hubiere  pena  superior  en  la  escala 
jjradual  respectiva  o  la  pena  superior  fue- 


re la  de  muerte,  se  impondrá  el  presidio 
perpetuo. 

Faltando  pena  inferior  se  aplicará  siem- 
pre la  multa. 

Cuando  sea  preciso  elevar  las  inhabili- 
taciones absolutas  o  especiales  perpetuas 
a  grados  superiores,  se  agravarán  con  la 
reclusión  menor  en  su  grado  medio. 

78.  Siempre  que  sea  necesario  deter- 
minar la  correspondencia  entre  las  penas 
de  este  Código  i  las  impuestas  con  anterio- 
ridad a  su  vigencia,  se  hará  tomando  en 
cuenta  la  naturaleza  de  éstas  i  el  periodo 
de  su  duración.  Así,  por  ejemplo,  cuatro 
años  de  presidio  o  de  penitenciaria  equi- 
valen a  presidio  menor  en  su  grado  má- 
ximo. 

§  5.  De  la  ejecución  de  las  penas  i  de  su 
cumplimeinLo. 

79.  No  podrá  ejecutarse  pena  alguna 
sino  en  virtud  de  sentencia  ejecutoriada. 

80.  Tampoco  puede  ser  ejecutada  pe- 
na alguna  en  otra  forma  que  la  prescrita 
por  la  Iei,  ni  con  otras  circunstancias  o  ac- 
cidentes que  los  espresados  en  su  texto. 

Se  observará  también  ademas  de  lo  que 
dispone  la  Iei,  lo  que  se  determine  en  los 
reglamentos  especiales  para  el  gobierno  de 
los  establecimientos  en  que  deben  cumplir- 
se las  penas,  acerca  de  los  castigos  disci- 
plinarios, de  la  naturaleza,  tiempo  i  demás 
circunstancias  de  los  trabajos,  de  las  rela- 
ciones de  los  penados  con  otras  personas, 
de  los  socorros  que  pueden  recibir  i  del  ré- 
jimen  alimenticio. 

En  los  reglamentos  solo  podrán  impo- 
nerse como  castigos  disciplinarios  los  de 
cadena  o  grillete,  encierro  en  celda  soli- 
taria e  incomunicación  con  personas  es- 
trañasal  establecimiento  penal  por  un  tiem- 
po que  no  exceda  de  un  mes,  u  otros  de 
menor  gravedad. 

81.  Si  después  de  cometido  el  delito 
cayere  el  delincuente  en  estado  de  locura 
o  demencia,  se  observarán  las  reglas  si- 
guientes: 

1.*  Cuando  la  locura  o  demenc'a  sobre- 
venga antes  de  pronunciarse  la  sentencia 
de  término,  se  suspenderán  los  efectos  de 
ésta  sin  aplicarse  al  reo  pena  alguna  cor- 
poral hasta  qu«  recobre  la  razón,  obser- 
vándose lo  que  para  tales  casos  se  determi- 
ne en  el  Código  de  Procedimientos. 

2."  Cuando  tenga  lugar  después  de  pro- 
nunciarse dicha  sentencia,  si  ella  le  impo- 
ne pena  de  crimen,  el  tribunal  dispondrá 
su  traslación  a  uno  de  los  hospitales  desti- 
nados a  los  enfermos  de  aquella  clase,  i  si 
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la  pena  fuere  menor  podrá  acordar,  según 
las  circunstancias,  o  bien  que  sea  entrega- 
do a  su  famiüa  bajo  fianza  de  custodia  i  de 
tenerle  a  disposición  del  mismo  tribunal  o 
que  se  le  recluya  en  un  hospital  de  insanos. 
En  cualquier  tiempo  que  el  loco  o  de- 
mente recobre  el  juicio  se  hará  efectiva  la 
sentencia;  pero  si  ella  le  impusiere  priva- 
ción o  restricción  temporal  de  libertad,  se 
imputará  a  su  duración  el  tiempo  de  la  lo- 
cura o  demencia. 

82.  Todo  condenado  a  muerte  será  fu- 
silado. 

La  ejecución  se  verificará  de  dia  i  con 
publicidad  en  el  lugar  jeneralmente  desig- 
nado para  este  efecto  o  en  el  que  en  el  tri- 
bunal determine  cuando  haya  causa  espe- 
cial par»  ello. 

Esti  pena  se  ejecutará  tres  dias  deí'pues 
de  notificado  al  reo  el  cúmplase  de  la  sen- 
tencia ejecutoria;  pero  si  el  vencimiento  de 
este  plazo  correspondiere  a  uno  o  mas  dias 
de  (¡esta  religiosa  o  nacional,  se  posterga- 
rá para  el  siguiente. 

83.  El  reo  acompañado  del  sacerdote 
o  ministro  del  culto  cuyo  ausilio  hubiere 
pedido  o  aceptado,  será  conducido  al  lugar 
del  suplicio  en  un  carruaje  celular.  Llega- 
do allí  será  sacado  del  carruaje  e  inmedia- 
mente  ejecutado. 

84.  Él  cadáver  del  ajusticiado  será  en- 
tregado a  su  familia,  si  ésta  lo  pidiere, que- 
dando obligada  a  hacerlo  enterrar  sin  apa- 
rato alguno. 

85.  No  se  ejecutará  la  pena  de  muerte 
en  Ja  mujer  que  se  haye  encinta,  ni  se  le 
notificará  la  sentencia  en  que  se  le  impon- 
ga hasta  que  hayan  pasado  cuarenta  dias 
después  del  alumbramiento. 

86.  Los  condenados  a  presidio  perpe- 
tuo, reclusión  perpetua,  presidio  mayor  i 
reclusión  mayor,  cumplirán  sus  condenas 
en  las  cárceles  penitenciarias.  De  esta  re- 
gla se  esceptúa  a  las  mujeres,  quienes, 
mientras  no  .se  construyan  en  dichas  cár- 
celes departamentos  especiales  para  ellas, 
las  cumplirán  en  las  casas  de  corrección, 
lo  mismo  que  las  de  presidio  menor,  re- 
clusión menor  i  prisión. 

87.  Los  condenados  a  presidio  menor  i 
reclusión  menor  cumplirán  sus  condenas 
en  los  presidios;  los  condenados  a  prisión 
las  cumplirán  en  las  cárceles.  En  unos  i 
otros  establecimientos  deberá  mantenerse 
con  la  correspondiente  separación  a  los 
reos  menores  de  diez  i  seis  años,  mientras 
no  se  construyan  otros  especiales  para 
ellos. 

88.  El  producto  del  trabajo  de  los  con- 
denados a  presidio  será  destinado: 


1.°  A  indemnizar  al  establecimiento  de 
los  gastos  que  ocasionen. 

2."  A  proporcionarles  alguna  ventaja  o 
alivio  durante  su  detención,  si  lo  mere- 
cieren. 

3  °  A  hacer  efectiva  la  responsabilidad 
civil  de  aquéllos  proviniente  del  delito. 

4.°  A  formarles  un  fondo  de  reserva 
que  se  les  entregará  a  su  salida  del  esta- 
blecimiento penal. 

89.  Los  condenados  a  reclusión  i  pri- 
sión son  libres  para  ocuparse,  en  beneficio 
propio,  en  trabajos  de  su  elección,  siem- 
pre que  sean  compatibles  con  la  disciplina 
reglamentaria  del  establecimiento  penal; 
pero  si  afectándoles  las  responsabilidades 
de  las  reglas  1.^  i  3  *  del  articulo  anterior, 
carecieren  de  los  medios  necesarios  para 
llenar  los  compromisos  que  ellas  les  impo- 
nen o  no  tuvieren  oficio  o  modo  de  vivir 
conocido  i  honesto,  estarán  sujetos  forzo- 
samente a  los  trabajos  del  establecimiento 
hasta  hacer  efectivas  con  su  producto 
aquellas  responsabilidades  i  procurarse  la 
subsistencia. 

TÍTIJII.O  IV 

He  las  penas  en  que  incurren  los  que  que- 
brantan las  .•ienteucia.x  i  l«»s  que  durante 
una  c<»nclena  <lelin<|uen  de  nuevo. 

§  1.  De  las  penas  en  que  incurren  los  que 
quebrantan  las  sentencias. 

90.  Los  sentenciados  que  quebranta- 
ren su  condena  serán  castigados  con  las 
penas  que  respectivamente  se  designan  en 
ios  números  siguientes: 

1.®  Los  condenados  a  presidio,  reclu- 
sión o  prisión  sufrirán  la  pena  de  incomu- 
nicación con  personas  estrañas  al  estable- 
cimiento penal  por  un  tiempo  que,  atendi- 
das las  circunstancias,  podrá  estenderse 
hasta  un  año,  quedando  durante  el  mismo 
tiempo  sujetos  al  réjimen  mas  estricto  del 
establecimiento. 

2  "  En  caso  de  reincidencia  en  el  que- 
brantamiento d«  dichas  condenas  sufrirán, 
a  mas  de  las  penas  de  la  regla  anterior,  la 
de  cadena  o  grillete  por  un  tiempo  que, 
atendidas  las  circunstancias,  podrá  estea- 
derse  hasta  un  año. 

3.°  Los  consuetudinarios  en  el  que- 
brantamiento de  tales  condenas,  enten- 
diéndose por  tales  los  que  lo  hubieren  ve- 
rificado mas  de  dos  veces,  serán  encerra- 
dos en  celda  solitaria  por  un  término 
prudencial,  atendidas  las  circunstancias, 
que  no  podrá  exceder  de  la  mitad  del  que 
les  falte  por  cumplir  de  la  pena  principal, 
conforme  a  lo  prescrito  en  el  art.  25. 
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4.*'  Los  condenados  a  confinamiento, 
€strañamiento,  relegación  o  destierro,  su- 
frirán las  fienas  de  presidio,  reclusión  o 
prisión,  según  las  reglas  siguientes: 

Primera.  —  El  condenado  a  relegación 
perpetua  sufrirá  la  de  presidio  mayor  en 
su  grado  medio. 

Segunda. — El  condenado  a  confinamien- 
to o  estrañamiento  sufrirá  la  de  presidio 
por  la  mitad  del  tiempo  que  le  falte  por 
cumplir  de  la  pena  primitiva. 

lerccra. — El  condenado  a  relegación 
temporal  o  a  destierro  sufrirá  la  de  reclu- 
sión o  prisión  por  la  mitad  del  tiempo  que 
le  falte  por  cumplir  de  la  pena  primitiva. 

5.°  El  inhabilitado  pira  cargos  i  oficios 
públicos,  derechos  políticos  i  profesiones 
titulares  que  los  ejerciere,  cuando  el  he- 
cho no  constituya  un  delito  especial,  su- 
frirá la  pena  de  reclusión  menor  en  su 
grado  mínimo  o  multa  de  ciento  a  mil 
pesos. 

En  caso  de  reincidencia  se  doblará  esta 
pena. 

6.°  El  suspen«;o  de  cargo  u  oftcio  pú- 
blico o  profesión  titular  que  los  ejerciere, 
sufrirá  un  recargo  por  igual  tiempo  al  de 
su  primitiva  condena. 

En  caso  de  reincidencia  sufrirá  la  pena 
de  reclusión  menor  en  su  grado  mínimo  o 
multa  de  ciento  a  rail  pesos. 

7.°  El  sometido  a  la  vigilancia  de  la  au- 
toridad, que  faltare  a  las  reglas  que  debe 
observar,  sufrirá  la  pena  de  reclusión  me- 
nor en  sus  grados  mínimo  a  medio. 

§  2.  De  las  penas  enque  incurren  los  que 
durante  una  condena  delinquen  de  nueeo. 

91.  Los  que  después  de  haber  sido  con- 
denados por  sentencia  ejecutoria  cometie- 
ren algún  crimen  o  simple  delito  durante 
el  tiempo  de  su  condena,  bien  sea  mientras 
la  cumplen  o  después  de  haberla  quebran- 
tado, sufrirán  la  pena  que  la  lei  señala  al 
nuevo  crimen  o  simple  delito  que  cometie- 
ren, debiendo  cumplir  esta  condena  i  la 
primitiva  por  el  orden  que  el  tribunal  pre- 
fijeen  la  sentencia,  de  conformidad  con  las 
reglas  prescritas  en  el  articulo  74  para  el 
caso  de  imponerse  varias  penas  al  mismo 
delincuente. 

Cuando  en  el  caso  de  este  articulo  el  nue- 
vo crimen  debiere  penarse  con  presidio  o 
reclusión  perpetuos  i  el  delincuente  se  ha- 
llare cumpliendo  alguna  de  estas  penas, 
sufrirá  la  de  muerte. 

Si  el  nuevo  crimen  o  simple  delito  tu- 
viere señalada  otra  pena  menor,  se  agra- 
vará la  de  presidio  perpetuo  o  de  reclusión 
perpetua  con  las  de  cadena  o  grillete,  en- 


cierro en  celda  solitaria  e  incomunicación 
con  personas  estrañas  al  establecimiento 
penal,  que  podrán  aplicarse,  a  arl)itrio  del 
tribunal,  separada  o  conjuntamente  i  hasta 
por  el  máximum  del  tiempo  que  permite  el 
articulo  25. 

En  el  caso  de  que  el  nuevo  crimen  deba 
penarse  con  relegación  perpetua  i  el  de- 
lincuente se  halle  cumpliendo  la  misma 
pena,  se  le  impondrá  la  de  presidio  mayor 
en  su  grado  medio,  dándose  por  termina- 
da la  de  relegación. 

Cuando  la  pena  que  mereciere  el  nuevo 
crimen  o  simple  delito  fuere  otra  menor, 
se  observará  lo  prescrito  en  el  acápite  pri- 
mero del  presente  articulo. 

92.  Si  el  nuevo  delito  se  cometiere  des- 
pués de  haber  cumplido  uní  condena,  ha- 
brá que  distinguir  tres  caso^;: 

1.°  Cuando  es  de  la  misma  especie  que 
el  anterior. 

2.°  Cuando  es  do  distinta  especie  i  el 
culpable  ha  sido  castigado  ya  por  dos  o  mas 
delitos  a  que  la  lei  señala  igual  o  mayor 
pena. 

3.*     Cuando  siendo  de  distinta  especie, 

el  delincuente  solo  ha  sido  castigado  una 

,  vez  por  delito  a  que  la  lei  señala  ij;ual  o 

mayor  pena,  o  mas  de  una  vez  por  delito 

cuya  pena  sea  menor. 

En  los  dos  primeros  casos  el  hecho  se 
considera  revestido  de  circunstancia  agra- 
vante, atendido  a  lo  que  disponen  los  nú- 
meros 14  i  15  del  articulo  12,  i  en  el  último 
no  se  tomarán  en  cuenta  para  aumentar  la 
pena  los  delitos  anteriores. 

TITl^l.O    V 

De  la  extinción  cíe  la  reisponítabilidad 
penal. 

93.  La  responsabilidad  penal  se  estin- 
gue: 

1.°  Por  la  muerte  del  reo,  siempre  en 
cuanto  a  las  penas  personales,  i  respecto 
de  las  pecuniarias  solo  cuando  a  su  falle- 
cimiento no  hubiere  recaído  sentencia  eje- 
cutoria 

2.*     Por  el  cumplimiento  de  la  condena. 

3.°  Por  amnistía,  la  cual  estingue  por 
completo  la  pena  i  todos  sus  efectos. 

4°     Por  indulto. 

La  gracia  de  indulto  solo  remite  o  con- 
muta la  pena,  pero  no  quita  al  favorecido 
el  carácter  de  condenado  para  los  efectos 
de  la  reincidencia  o  nuevo  delinquimiento 
i  demás  que  determinan  las  leyes. 

5.°  Por  el  perdón  del  ofo'idido  cuando 
la  pena  se  haya  impuesto  por  delitos  res- 
pecto de  los  cuales  la  lei  solo  concede  ac- 
ción privada. 
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6.°  Por  la  prescripción  de  la  acción  pe- 
nal. 

7."    Por  la  prescripción  de  la  pena. 

94.     La  acción  penal  prescribe: 

Respecto  de  los  crímenes  a  que  la  lei  im- 
pone pena  de  muerte  o  de  presidio,  reclu- 
sión o  relegación  perpetuos,  en  veinte  años. 

Respecto  de  los  demás  crímenes,  en  quin- 
ce años. 

Respecto  de  los  simples  delitos,  en  diez 
años. 

Respecto  de  las  faltas,  en  seis  meses. 

Cuando  la  pena  señalada  al  delito  sea 
compuesta,  se  estará  á  la  mayor  para  la 
aplicación  de  las  reglas  comprendidas  en 
los  tres  primeros  acápites  de  este  articulo. 

Las  reglas  precedentes  se  entienden  sin 
perjuicio  de  las  prescripciones  de  corto 
tiempo  que  establece  este  Código  para  de- 
litos determinados. 

95  El  término  de  la  prescripción  em- 
pieza a  correr  desde  el  día  en  que  se  hu- 
biere cometido  el  delito. 

96.  Esta  prescripción  se  interrumpe, 
perdiéndose  el  tiempo  trascurrido,  siem- 
pre que  el  delincuente  comete  nuevamen- 
te crimen  o  simple  delito,  i  se  suspende 
desde  que  el  procedimiento  se  dirijecontra 
él;  pero  si  se  paraliza  su  prosecución  por 
tres  años  o  se  termina  sin  condenarle,  con- 
tinúa la  prescripción  como  si  no  se  hubiere 
interrumpido. 

97.  Las  penas  impuestas  por  sentencia 
ejecutoria  prescriben: 

La  de  muerte  i  la  de  presidio,  reclusión 
i  relegación  perpetuos,  en  veinte  años. 

Las  demás  penas  de  crímenes,  en  quin- 
ce años. 

Las  penas  de  simples  delitos,  en  diez 
años. 

Las  de  faltas,  en  seis  meses. 

98.  El  tiempo  de  la  prescripción  co- 
menzará a  correr  desde  la  fecha  de  la  sen- 
tencia de  término  o  desde  el  quebranta- 
miento de  la  condena,  si  hubiere  ésta  prin- 
cipiado a  cumplirse. 

99.  Esta  prescripción  se  interrumpe 
quedando  .sin  electo  el  tiempo  trascurrido. 


cuando  el  reo,  durante  ella,  cometiere 
nuevamente  crimen  o  simple  delito,  sin 
perjuicio  de  que  comience  a  correr  otra 
vez. 

100.  Cuando  el  reo  se  ausentare  del 
territorio  de  la  República  solo  podrá  pres- 
cribir la  acción  penal  o  la  pena  contando 
por  uno  cada  dos  dias  de  ausencia,  para  el 
cómputo  de  los  años. 

101.  Tanto  la  prescripción  de  la  acción 
penal  como  la  de  la  pena  corren  a  favor  i 
en  contra  de  toda  clase  de  personas. 

102.  La  prescripción  será  declarada  de 
oñcio  por  el  tribunal  aun  cuando  el  reo  no 
la  aleg;ue,  con  tal  que  se  halle  presente  en 
el  juicio. 

103.  Si  el  reo  se  presentare  o  fuere  ha- 
bido antes  de  completar  el  tiempo  de  la 
prescripción  de  la  acción  penal  o  de  la  pe- 
na, pero  habiendo  ya  trascurrido  la  mitad 
del  que  se  exije,  en  sus  respectivos  casos, 
para  tales  prescripciones,  deberá  el  tribu- 
nal considerar  el  hecho  como  revestido 
de  dos  o  mas  circunstancias  atenuantes 
mui  calificadas  i  de  ninguna  agravante  i 
aplicar  las  reglas  de  los  artículos  65,  66, 
67  i  68,  sea  en  la  imposición  de  la  pena, 
sea  para  disminuir  la  ya  impuesta. 

Esta  regla  no  se  aplica  a  las  prescrip- 
ciones de  las  faltas  i  especiales  de  corto 
tiempo. 

104.  Las  circunstancias  agravantes 
comprendidas  en  los  números  15  i  16  del 
art  12,  no  se  tomarán  en  cuenta  tratán- 
dose de  crímenes,  después  de  diez  años,  a 
contar  desde  la  fecha  en  que  tuvo  lugar  el 
hecho,  ni  después  de  cinco,  en  los  casos  de 
simples  delitos. 

105.  Las  inhabilidades  legales  prove- 
nientes de  crimen  o  simple  delito  solo  du- 
rarán el  tiempo  requerido  para  prescribir 
la  pena,  computado  de  la  manera  que  se 
dispone  en  los  artículos  98,  99  i  luO.  Esta 
regla  no  es  aplicable  a  las  inhabilidades 
para  el  ejercicio  de  los  derechos  políticos. 

La  prescripción  de  la  responsabilidad 
civil  proveniente  de  delit*,  se  rije  por  el 
Código  civil. 


LilBHO  SEGÜflDO 
Crímenes  i  simples  delitos  i  süs  penas 


TITULO  ■ 

Crímenes  i  «tituple»*  clelitoa  contra  la  segu- 
ridad estertor  i  soberanía  del  Estado. 

106.    Todo  el  que  dentro  del  territorio 


de  la  República  conspirare  contra  su  se- 
guridad esterior,  induciendo  a  una  poten- 
cia estranjera  a  declarar  la  guerra  a  Chile, 
será  castigado  con  presidio  mayor  en  su 
grado  máximo  a  muerte.  Si  se  han  segui- 
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do  hostilidades  sufrirá  la  pena  de  muerte. 
Las  prescripciones  de  este  articulo  se 
aplican  a  los  chilenos,  aun  cuando  las  ma- 
quinaciones p;ira  inducir  a  declarar  la  gue- 
rra a  la  República  hayan  tenido  lugar  fue- 
ra de  su  territorio. 

107.  El  clhleno  que  militare  contra  su 
patria  bajo  banderas  enemigas,  será  casti- 
gado con  presidio  mayor  en  su  grado  má- 
ximo a  muerte. 

108.  Todo  individuo  que,  sin  proceder 
a  nombre  i  con  autorización  de  una  poten- 
cia estranjera,  hiciere  armas  contra  Chile 
amenazando  la  independencia  o  integridad 
de  su  territorio,  sufrirá  la  pena  de  presidio 
perpetuo  a  muerte. 

109.  Será  castigado  con  la  pena  de 
presid  o  mayor  en  su  grado  máximo  a 
muerte: 

El  que  facilitare  al  enemigo  la  entrada 
en  el  territorio  de  la  República. 

El  que  le  entregare  ciudades,  puertos, 
plazas,  fortalezas,  puestos,  almacenes,  bu- 
ques, dineros  u  otros  objetos  pertenecien- 
tes al  Estado,  de  reconocida  utilidad  para 
el  progreso  de  la  guerra. 

El  que  le  suministrare  ausilio  de  hom- 
bres, dinero,  víveres,  armas,  municiones, 
vestuarios,  carros,  caballerías,  embarca- 
ciones u  otros  objetos  conocidamente  úti- 
les al  enemigo. 

El  que  favoreciere  el  progreso  de  las  ar- 
mas enemigas  en  el  territorio  de  la  Repú- 
blica o  contra  las  fuerzas  chilenas  de  mar 
i  tierra,  corrompiendo  la  fidelidad  de  los 
oficiales,  soldados,  marineros  u  otros  ciu- 
dadanos hacia  el  Estado. 

El  que  suministrare  al  enemigo  planos 
de  fortificaciones,  arsenales,  puertos  o 
radas. 

El  que  le  revelare  el  secreto  de  una  ne- 
gociación o  de  una  espedicion. 

El  que  ocultare  o  hiciere  ocultar  a  los 
espías  ó  soldados  del  enemigo  enviados  a  la 
descubierta. 

El  que  como  práctico  dirijiere  el  ejérci- 
to o  armada  enemigos. 

El  que  diere  maliciosamente  falso  rumbo 
o  falsas  noticias  al  ejército  o  armada  de  la 
República. 

El  proveedor  que  maliciosamente  faltare 
a  su  deber  con  grave  daño  del  ejército  o 
armada. 

El  que  impidiere  que  las  tropas  de  la 
República,  en  tiempo  de  guerra  estranje- 
ra, reciban  ausilios  de  caudales,  armas, 
municiones  de  boca  o  de  guerra,  equipos  o 
embarcaciones,  o  los  planos,  instrucciones 
o  noticias  convenientes  para  el  mejor  pro- 
greso de  la  guerra. 


El  que  por  cualquier  medio  hubiere  in- 
cendiado algunos  objetos  con  inteucion  de 
favorecer  al  enemigo. 

En  los  casos  de  este  articulo  si  el  delin- 
cuente fuere  funcionario  público,  agente  o 
comisionado  del  Gobierno  de  la  República, 
que  hubiere  abusado  de  la  autoridad,  docu- 
mentos o  noticias  que  tuviere  por  razón  de 
su  cargo,  sufrirá  la  pena  de  muerte. 

lio.  Con  la  pena  de  presidio  mayor  en 
su  grado  medio  a  presidio  perpetuo,  se  cas- 
tigarán los  crímenes  enumerados  en  el  ar- 
tículo anterior  cuando  ellos  se  cometieren 
respecto  de  los  aliados  de  la  República  que 
obran  contra  el  enemigo  común. 

111.  En  los  casos  de  los  cinco  artículos 
precedentes  el  delito  frustrado  se  castiga 
como  si  fuera  consumado;  la  tentativa  con 
la  pena  inferior  en  un  grado  a  la  señalada 
para  el  delito;  la  conspiración  con  la  infe- 
rior en  dos  grados;  i  la  propo-icion  con  la 
de  presidio  menor  en  cualquiera  de  sus  gra- 
dos. 

112.  Todo  individuo  que  hubiere  man- 
tenido con  los  ciudadanos  o  subditos  de  una 
potencia  enemiga  correspondencia  que,  sin 
tener  en  mira  alguno  de  los  crímenes  enu- 
merados en  el  artículo  109,  ha  dado  por 
resultado  suministrar  al  enemigo  noticias 
perjudiciales  a  la  situación  militar  de  Chi- 
le o  de  sus  aliados,  que  obran  contra  el 
enemigo  común,  sufrirá  la  pena  de  presi- 
dio menor  en  cualquiera  de  sus  grados. 

La  misma  pena  se  aplicará  cuando  la 
correspondencia  fuere  en  cifras  que  no 
permitan  apreciar  su  contenido. 

Si  las  noticias  son  comuni'-adas  por  un 
empleado  público,  que  tiene  conocimiento 
de  ellas  en  razón  de  su  empleo,  la  pena 
será  presidio  maj'or  en  su  grado  medio. 

113.  El  que  violare  tregua  o  armisticio 
acordado  entre  la  República  i  otra  nación 
enemiga  o  entre  sus  fuerzas  beligerantes 
de  mar  o  tierra,  sufrirá  la  pena  de  presidio 
menor  en  su  grado  medio. 

114.  El  que  sin  autoi-izacion  lejitima 
levantare  tropas  en  el  territorio  de  la  Re- 
pública o  destinare  buques  al  corso,  cual- 
quiera que  sea  el  objeto  que  se  proponga  o 
la  nación  a  que  intente  hostilizar,  será  cas- 
tigado con  presidio  mayor  en  eu  grado  mí- 
nimo i  multa  de  mil  á  cinco  mil  pesos. 

115.  El  que  violare  la  neutralidad  de 
la  República,  comerciando  con  los  belije- 
rantes  en  artículos  declarados  de  contra- 
bando de  guerra  en  los  respectivos  decre- 
tos o  proclamas  de  neutralidad,  será  pena- 
do con  presidio  menor  en  su  grado  me- 
dio. 

Si  un  empleado  público   fuere  autor  o 
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cómplice  en  este  delito,  se  le  castigará  con 
presidio  menor  en  su  grado  máximo. 

116.  El  ciudadano  o  subdito  de  una  na- 
ción con  quien  Chile  está  en  guerra,  que 
violare  ios  decretos  de  internación  o  es- 
pulsion  del  territorio  de  la  República,  es- 
}»edidos  por  el  Gobierno  respecto  de  los  ciu- 
dadanos o  subditos  de  dicha  nación,  sufri- 
rá la  pena  de  reclusión  menor  en  su  grado 
medio;  no  pudiendo  ésta,  en  ningún  caso, 
estenderse  mas  allá  de  la  duración  de  la 
guerra  que  motivó  aquellas  medidas. 

117.  K\  chileno  culpable  de  tentativa 
para  pasar  a  país  enemigo  cuando  lo  hu- 
biere prohibido  el  Gobierno,  ser.i.  castigado 
con  la  pena  de  reclusión  menor  en  su  gra- 
do mínimo. 

118.  El  que  ejecutare  en  la  República 
cualesquiera  órdenes  o  disposiciones  de  un 
Gobierno  estranjero,  que  ofendan  la  inde- 
pendencia o  seguridad  del  Estado,  incurri- 
rá en  la  pena  de  estrañamiento  menor  en 
sus  arados  mínimo  a  medio. 

119.  Si  un  empleado  público,  abusando 
de  su  oficio,  cometiere  cualquiera  de  los 
simples  delitos  de  que  se  trata  en  el  ar- 
ticulo anterior,  se  le  impondrá  ademas  de  la 
pena  señalada  en  él,  la  de  inhabilitación 
absoluta  temporal  para  cargos  i  oñcios  pú- 
blicos en  su  grado  mínimo. 

120.  El  que  violare  la  inmunidad  per- 
sonal o  el  domicilio  del  representante  de 
una  potencia  estranjera,  será  castigado 
con  reclusión  menor  en  su  grado  mínimo, 
a  menos  que  tal  violación  importe  un  deli- 
to que  tenga  señalada  pena  mayor,  debien- 
do en  tal  caso  ser  considerada  aquélla  como 
circunstancia  agravante. 

TITtü.O  II 

Crímeneíi  i  simples  delitos  contra  la  sesu- 
ridad  interior  del  Kstado. 

121.  Los  que  se  alzaren  a  mano  arma- 
da contra  el  Gobierno  legalmente  consti- 
tuido con  el  objeto  de  promover  la  guerra 
civil,  de  cambiar  la  Constitución  del  Estado 
o  su  forma  de  gobierno,  de  privar  de  sus 
funciones  o  impedir  que  entren  en  el  ejer- 
cicio de  ellas  al  Presidente  de  la  República 
o  al  que  haga  sus  veces,  a  los  miembros  del 
Congreso  Nacional  o  de  los  Tribunales  Su- 
periores de  Justicia,  sufrirá  la  pena  de  re- 
clusión mayor,  o  bien  la  de  confinamiento 
mayor  o  la  de  estrañamiento  mayor,  en 
cuale-quiera  de  sus  grados. 

122.  Los  que  induciendo  a  los  alzados, 
liubieren  promovido  o  sostuvieren  la  su- 
blevación i  los  caudillos  principales  de  ésta, 
serán  castigados  con  las  mismas  penas  del 


artículo  anterior,  aplicadas  en  sus  grados 
máximos. 

123.  Los  que  tocaren  o  mandaren  to- 
car campanas  u  otro  instrumento  cual- 
quiera para  excitar  al  pueblo  al  alzamien- 
to i  los  que,  con  igual  fin,  dirijieren  discur- 
sos a  la  muchedumbre  o  le  repartieren 
impresos,  si  la  sublevación  llega  a  consu- 
marse, serán  castigados  con  la  pena  de 
reclusión  menor  o  de  estrañamiento  me- 
nor en  sus  grados  medios,  a  no  ser  que 
merezcan  la  calificación  de  promovedores. 

124.  Los  que  sin  cometer  los  crímenes 
enumerados  en  el  art.  121,  pero  con  el 
propósito  de  ejecutarlos,  sedujeren  tropas, 
usurparen  el  mando  de  ellas,  de  un  buque 
de  guerra,  de  una  plaza  fuerte,  de  un 
puesto  de  guardia,  de  un  puerto  o  de  una 
ciudad,  o  retuvieren  contra  la  orden  del 
Gobierno  un  mando  político  o  militar  cual- 
quiera, sufrirán  la  pena  de  reclusión  ma- 
yor o  de  confinamiento  mayor  en  sus  gra- 
dos medios. 

125.  En  los  crímenes  de  que  tratan  los 
artículos  121,  122  i  124,  la  conspiración  se 
pena  con  estrañamiento  mayor  en  su  gra- 
do medio  i  la  proposición  con  estraña- 
miento menor  en  su  grado  medio. 

126.  Los  que  se  alzaren  públicamente 
con  el  propósito  de  impedir  la  promulga- 
ción o  la  ejecución  de  las  leyes,  la  libre 
celebración  de  una  elección  popular,  de 
coartar  el  ejercicio  de  sus  atribuciones  o  la 
ejecución  de  sus  providencias  a  cualquie- 
ra de  los  poderes  constitucionales,  de 
arrancarles  resoluciones  por  medio  de  la 
fuerza  o  de  ejercer  actos  de  odio  o  de  ven- 
ganza en  la  persona  o  bienes  de  alguna 
autoridad  o  de  sus  ajenies  o  en  las  perte- 
nencias del  Estado  o  de  alguna  corpora- 
ción pública,  sufrirán  la  pena  de  reclusión 
menor  o  bien  la  de  conñnamiento  menor 
o  de  estrañamiento  menor  en  cualesquiera 
de  sus  grados. 

127.  Las  prescripciones  de  los  artícu- 
los 122,  123,  124  i  125  tienen  aplicación 
respecto  de  los  simples  delitos  de  que  tra- 
ta el  artículo  precedente,  siendo  las  penas 
respectivamente  inferiores  en  un  grado  a 
las  que  en  dichos  artículos  se  establecen. 

128.  Luego  que  se  maniñeste  la  suble- 
Tacion,  la  autoridad  intimará  hasta  dos 
veces  a  los  sublevados  que  inmediata- 
mente se  disuelvan  i  retiren,  dejando  pa- 
.sar  entre  una  i  otra  intimación  el  tiempo 
necesario  para  ello. 

Si  los  sublevados  no  se  retiraren  inme- 
diatamente después  de  la  segunda  intima- 
ción, la  autoridad  hará  uso  de  la  fuerza 
pública  para  disolverlos. 
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No  serán  necesarias  respectivamente, 
la  primera  o  la  segunda  intimación,  desde 
el  momento  en  que  ios  sublevados  ejecu- 
ten a(;tos  de  violencia. 

129.  Cuando  los  sublevados  se  disol- 
vieren  o  sometieren  a  la  autoridad  lej ¡ti- 
ma antes  de  las  intimaciones  o  a  conse- 
cuencia de  ellas  sin  haber  ejecutado  actos 
de  violencia,  quedarán  exentos  de  toda 
pena. 

Los  instigadores,  promovedores  i  soste- 
nedores de  la  sut)levacion,  en  el  caso  del 
presente  articulo ,  serán  castigados  con 
una  pena  inferior  en  uno  o  dos  grados  a  la 
que  les  hubiera  correspondido  consumado 
el  delito. 

130.  En  el  caso  de  que  la  sublevación 
no  llegare  a  agravarse  hasta  el  punto  de 
embarazar  de  una  manera  sensible  el  ejer- 
cicio de  la  autf-ridad  pública,  serán  juzga- 
dos los  sublevados  con  ai-reglo  a  lo  que  se 
previene  en  el  inciso  final  del  articulo  an- 
terior. 

131.  Los  delitos  particulares  cometidos 
en  una  sublevación  o  con  motivo  de  ella, 
serán  castigados  respectivamente,  con  las 
penas  designadas  para  ellos,  no  obstante 
lo  dispuesto  en  el  art.  129. 

Si  no  pueden  descubrirse  los  autores, 
serán  considerados  i  penados  como  cóm- 
plices de  tales  delitos  los  jefes  principales 
o  subalternos  de  los  sublevados,  que  ha- 
llándose en  la  posibilidad  de  impedirlos, 
no  lo  hubieren  liecho. 

132.  Cuando  en  las  sublevaciones  de 
que  trata  este  título  se  supone  uso  de  ar- 
mas, se  comprenderá  bajo  esta  palabra 
toda  máquina,  instrumento,  utensilio  u  ob- 
jeto cortante,  punzante  o  contundente  que 
.se  haya  tomado  para  matar,  herir  o  gol- 
pear, aun  cuando  no  se  haya  hecho  uso 
de  él. 

133.  Los  que  por  astucia  o  por  cual- 
quier otro  medio,  pero  sin  alzarse  contra 
el  Gobierno,  cometieren  alguno  de  los  crí- 
menes o  simples  delitos  de  que  tratan  los 
artículos  121  i  126,  serán  penados  con  re- 
clusión o  relegación  menores  en  cuales- 
quiera de  sus  grados,  salvo  lo  dispuesto  en 
el  art.  137  respecto  de  los  delitos  que  con- 
ciernen al  ejercicio  de  los  derechos  polí- 
ticos. 

134.  Los  empleados  públicos  que  de- 
biendo resistir  la  sublevación  por  razón  de 
.su  oficio,  no  lo  hubieren  hecho  por  todos 
ios  medios  que  estuvieren  a  sus  alcances, 
sufrirán  la  pena  de  inhabilitación  absoluta 
temporal  para  cargos  i  oficios  públicos  en 
cualquiera  de  sus  grados. 

135.  Los  empleados  que  continuaren 


funcionando  bajo  las  órdenes  de  los  suble- 
vados o  que  sin  haberles  admitido  la  re- 
nuncia de  su  empleo,  lo  abandonaren 
cuando  haya  peligro  de  alzamiento,  incu 
rrirán  en  la  pena  de  inhabilitación  abso- 
luta temporal  para  cargos  i  oficios  públi- 
cos en  sus  grados  medio  a  máximo. 

136.  Los  que  aceptaren  cargos  o  em- 
pleos de  los  sublevados,  serán  castigados 
con  inhabilitación  absoluta  temporal  para 
cargos  i  oficios  públicos  en  su  grado  mí- 
nimo i  multa  de  ciento  a  mil  pesos. 

TITOJI^O  III 

De  los  erinieneíi  i  .«iaiipSeü  delitos  que  afec- 
taii  l»s  (BerechoN  ^arant icios  por  la  €onü- 
titucickn. 

§  1 .  De  los  deíilQS  relativos  al  ejercicio 
de  /oí)  derechos  poLilicos  i  a  La  Libertad 
de  imprenta. 

137.  Lo«í  delitos  relativos  al  libre  ejer- 
cicio del  sufrajio  i  a  la  libertad  de  emitir 
opiniones  por  la  prensa,  se  clasifican  i  pe- 
nan respectivamente  por  las  leyts  de  elec- 
ciones i  de  imprenta. 

§  2,  De  los  crímenes  i  simples  delitos  rfl~ 
latióos  al  ejercicio  de  los  cultos  permi- 
tidos en  la  República. 

138.  Todo  el  que  por  medio  de  violen- 
cia o  amenazas  hubiere  impedido  auno  o 
mas  individuos  el  ejercicio  de  un  culto 
permitido  en  la  República,  será  castigado 
con  reclusión  menor  en  su  grado  mínimo. 

139.  Sufrirán  la  pena  de  reclusión  me- 
nor en  su  grado  minimo  i  multa  de  ciento 
a  trescientos  pesos: 

1."  Los  que  con  tumulto  o  desorden 
hubieran  impedido,  retardado  o  interrum- 
pido el  ejercicio  de  un  culto,  que  se  prac- 
ticaba en  lugar  destinado  a  él  o  que  sir- 
ve habitualmente  para  celebrarlo,  o  en  las 
ceremonias  públicas  de  ese  mismo  culto. 

2.°  Los  que  con  acciones,  palabras  o 
amenazas  ultrajaren  los  objetos  de  un  cul- 
to, sea  en  los  lugares  destinados  a  él  o  que 
sirven  habitualmente  para  su  ejercicio, 
sea  en  las  ceremonias  públicas  de  ese  mis- 
mo culto. 

3.°  Los  que  con  acciones,  palabras  o 
amenazas  ultrajaren  al  ministro  de  un 
culto  en  el  ejercicio  de  su  ministerio. 

140.  Cuando  en  el  caso  del  núm.  3." 
del  artículo  precedente  la  injuria  fuere  de 
hecho,  poniendo  manos  violentas  sobre  la 
persona  del  ministro,  el  delincuente  sufri- 
rá las  penas  de  reclusión  menor  en  sus 
grados  mínimo  a  medio  i  multa  de  ciento 
a  quinientos  pesos. 
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INSTITUCIONES   POLITICAS    Y   JURÍDICAS 


Si  los  golpes  causaren  al  ofendido  algu- 
nas de  las  lesiones  a  que  se  refiere  el  artí- 
culo 399,  la  pena  será  presidio  menor  en 
su  Jurado  medio;  cuando  las  lesiones  fueren 
de  l.is  comprendidas  en  el  núm.  2."  del  ar- 
tículo 397,  se  castigarán  con  presidio  me- 
nor en  su  grado  máximo;  si  fueren  de  las 
que  relaciona  el  núm.  1.°  de  dicho  articu- 
lo, con  presidio  mayor  en  su  grado  medio; 
i  cuando  de  las  lesiones  resultare  la  muer- 
te del  paciente,  se  impondrá  al  ofensor  la 
pena  de  presidio  mayor  en  su  grado  má- 
ximo a  muerte. 

§  3.  Crímenes  i  simples  delitos  contra  La 
libertad  y  seguridad,  cometidos  por 
particulares. 

141.  El  que  sin  derecho  encerrare  o 
detuviere  o  otro  privándole  de  su  libertad, 
será  castigado  con  la  pena  de  presidio  o 
reclusión  menores  en  cualesquiera  de  sus 
grados. 

En  la  misma  pena  incurrirá  el  que  pro- 
porcionare lugar  para  la  ejecución  del  de- 
lito. 

Si  el  encierro  o  la  detención  se  prolon- 
gare por  mas  de  noventa  dias,  o  j.i  de  ellos 
resultare  un  daño  grave  en  la  persona  o 
intereses  del  encerrado  o  detenido,  la  pe- 
na será  presidio  mayor  ea  cualquiera  de 
sus  grados. 

142.  La  sustracción  de  un  menor  de 
diez  años  será  castigada  con  presidio  ma- 
yor en  cualquiera  de  sus  grados. 

Si  el  sustraído  fuere  mayor  de  diez  i 
menor  de  veinte  años,  la  pena  será  pre- 
sidio menor  en  cualquiera  de  sus  grados. 

143.  tíl  que  fuera  de  los  casos  permiti- 
dos por  la  leí,  aprehendiere  a  una  persona 
para  presentarla  a  la  autoridad,  sufrirá  la 
pena  de  reclusión  menor  en  su  grado  mí- 
nimo o  multa  de  ciento  a  trescientos  pesos. 

144.  El  que  entrare  en  morada  ajena 
contra  la  voluntad  de  su  morador,  será 
castigado  con  reclusión  menor  en  su  gra- 
do mínimo  o  multa  de  ciento  a  trescientos 
pesos. 

Si  el  hecho  se  ejecutare  con  violencia  o 
intimidación,  el  tribunal  podrá  aplicar  la 
reclusión  menor  hasta  en  su  grado  medio 
i  elevar  la  multa  hasta  quinientos  pesos. 

145.  La  disposición  del  artículo  ante- 
rior no  es  aplicable  al  que  entra  en  la  mo- 
rada ajena  para  evitar  un  mal  grave  a  sí 
mismo,  a  los  moradores  o  á  un  tercero,  ni 
al  que  lo  hace  para  prestar  algún  ausilio  a 
la  humanidad  o  a  la  justicia. 

Tampoco  tiene  aplicación  respecto  de 
los  cafées,  tabernas,  posadas  i  demás  ca- 


sas públicas,  mientras  estuvieren  abiertos 
i  no  se  usare  de  violencia  inmotivada. 

146.  El  que  abriere  o  rejistrare  la  co- 
rrespondencia o  los  papeles  de  otros  sin 
su  voluntad,  sufrirá  la  pena  de  reclusión 
menor  en  su  grado  medio  si  divulgare  o 
se  aprovechare  de  los  secretos  que  ellos 
contienen,  i  en  el  caso  contrario  la  de  re- 
clusión menor  en  su  grado  mínimo. 

Esta  disposición  no  es  aplicable  a  los 
maridos,  padres,  guardadores  o  quienes 
hagan  sus  veces,  en  cuanto  a  los  papeles  o 
cartas  de  sus  mujeres,  hijos  o  menores 
que  se  hallen  bajo  su  dependencia. 

Tampoco  es  aplicable  a  aquellas  perso- 
nas a  quienes  por  leyes  o  reglamentos  es- 
peciales, les  es  lícito  instruirse  de  corres- 
pondencia ajena. 

147.  El  que  bajo  cualquier  pretesto, 
impusiere  a  otros  contribuciones  o  les 
exijiere,  sin  titulo  para  ello,  servicios  per- 
sonales, incurrirá  en  las  penas  de  reclu- 
sión menor  en  sus  grados  mínimo  a  medio 
i  multa  de  ciento  a  mil  pesos. 

§  4. — De  los  agramas  inferidos  por  fun- 
cionarios públicos  a  los  derec/ios  garan- 
tidos por  la  Constitución. 

148.  Todo  empleado  público  que  ilegal 
i  arbitrariamente  desterrare,  arrestare  o 
detuviere  a  una  persona,  sufrirá  la  pena 
de  reclusión  menor  i  suspensión  del  em- 
pleo en  sus  grados  mínimos  a  medios. 

Si  el  arresto  o  detención  excediere  de 
treinta  dias,  las  penas  serán  reclusión  me- 
nor i  suspensión  en  su^  grados  máximos. 

149.  Serán  castigados  con  las  penas  de 
reclusión  menor  i  suspensión  en  sus  gra- 
dos mínimos  a  medios: 

1.°  Los  que  encargados  de  un  estable- 
cimiento penal,  recibieren  en  él  a  un  in- 
dividuo en  calidad  de  preso  o  detenido  sin 
haberse  llenado  los  i-equisitos  prevenidos 
por  la  lei. 

2  *  Los  que  habiendo  recibido  a  una 
persona  en  clase  de  detenida,  no  dieren 
parte  al  tribunal  competente  dentro  de  las 
veinte  i  cuatro  horas  siguientes. 

3."  Los  que  impidieren  comunicarse  a 
los  detenidos  con  el  juez  que  conoce  de  su 
causa  i  a  los  rematados  con  los  majistra- 
dos  encargados  de  visitar  los  respectivos 
establecimientos  penales. 

4."  Los  encargados  de  los  lugares  de 
detención  que  se  negaren  a  trasmitir  al 
tribunal,  a  requisición  del  preso,  copia  del 
decreto  de  prisión,  o  a  reclamar  para  que 
se  dé  dicha  copia,  o  a  dar  ellos  mismos  un 
certificado  de  hallarse  preso  aquel  indi- 
viduo. 


CHILE. — CÓDIGO   PENAL 


529 


5.*  Los  que  teniendo  a  su  cargo  la  po- 
licía administrativa  o  judicial  i  sabedores 
de  cualquiera  detención  arbitraria,  no  la 
hicieren  cesar ,  teniendo  facultad  para 
ello,  o  en  caso  contrario  dejaren  de  dar 
parte  a  la  autoridad  superior  competente. 

6.*  Los  que  habiendo  hecho  arrestar  a 
un  individuo  no  dieren  parte  al  tribunal 
competente  dentro  de  las  cuarenta  i  ocho 
horas,  poniendo  al  arrestado  a  su  disposi- 
ción. 

En  los  casos  a  que  se  refieren  los  núme- 
ros 2.",  5."  i  6.°  de  este  articulo,  los  culpa- 
bles incurrirán  respectivamente  en  las  pe- 
nas del  articulo  anterior,  si  pasaren  mas 
de  tres  dias  sin  cumplir  con  las  obligacio- 
nes cuya  ejecución  se  castiga  en  tales  nú- 
meros. 

150.  Sufrirán  las  penas  de  presidio  o 
reclusión  menores  i  suspensión  en  cuales- 
quiera de  sus  grados: 

1.°  Los  que  decretaren  o  prolongaren 
indebidamente  la  incomunicación  de  un 
reo,  le  aplicaren  tormentos  o  usaren  con 
él  de  un  rigor  innecesario. 

Si  de  la  aplicación  de  los  tormentos  o 
del  rigor  innecesariamente  empleado  re- 
sultaren lesiones  o  la  muerte  del  paciente, 
se  aplicarán  al  responsable  las  penas  se- 
ñaladas a  estos  delitos  en  sus  grados  má- 
ximos. 

2.°  Los  que  arbitrariamente  hicieren 
arrestar  o  detener  en  otros  lugares  que  los 
designados  por  la  lei. 

151.  El  empleado  público  que  en  el 
arresto  o  formación  de  caus  i  contra  un 
senador,  un  diputado  u  otro  funcionario, 
violare  las  prerrogativas  que  la  lei  les 
acuerda,  incurrirá  en  la  pena  de  reclusión 
menor  o  suspensión  en  cualesquiera  de  sus 
grados. 

152.  Los  empleados  públicos  que  arro- 
gándose facultades  judiciales,  impusieren 
algún  castigo  equivalente  a  pena  corporal, 
incurrirán: 

1.°  En  inhabilitación  absoluta  tempo- 
ral para  cargos  i  oficios  públicos  en  cual- 
quiera de  sus  grados,  si  el  castigo  impues- 
to fuere  equivalente  a  pena  de  crimen. 

2."  En  la  misma  inhabilitación  en  sus 
grados  mínimo  a  medio ,  cuando  fuere 
equivalente  a  pena  de  simple  delito. 

3."  En  suspensión  de  cargo  u  oficio  en 
cualquiera  de  sus  grados,  si  fuere  equiva- 
lente a  pena  de  falta. 

153.  tói  el  castigo  arbitrariamente  im- 
puesto se  hubiere  ejecutado  en  todo  o  en 
parte,  ademas  de  las  penas  del  articulo  an- 
terior se  aplicará  al  empleado  culpable  la 
de  presidio  o  reclusión  menores  o  mayores 
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en  cualesquiera  de  sus  grados,  atendidas 
las  circunstancias  i  naturaleza  del  castigo 
ejecutado. 

Cuando  no  hubiere  tenido  efecto  por  re- 
vocación espontánea  del  mismo  empleado 
antes  de  ser  intimado  al  penado,  no  incu- 
rrirá aquél  en  responsabilidad. 

154.  Si  la  pena  arbitrariamente  im- 
puesta fuere  pecuniaria,  el  empleado  cul- 
pable será  castigado: 

1."  Con  inhabilitación  absoluta  tempo- 
ral para  cargos  i  oficios  públicos  en  sus 
grados  mínimo  a  medio  i  multa  del  tanto  al 
triple  de  la  pena  impuesta,  cuando  ésta  se 
hubiere  ejecutado. 

2.°  Con  suspensión  de  cargo  u  oficio 
en  su  grado  mínimo  i  multa  de  la  mitad 
al  tanto,  si  la  pena  no  se  hubiere  ejecu- 
tado. 

Cuando  no  hubiere  tenido  efecto  por  re- 
vocación voluntaria  del  empleado  antes  de 
intimarse  al  penado,  no  incurrirá  aquél 
en  responsabilidad. 

155.  El  empleado  público  que  abusan- 
do de  su  oficio,  allanare  un  templo  o  la 
casa  de  cualquiera  persona  o  hiciere  re- 
jistro  en  sus  papeles,  a  no  ser  en  los  casos 
i  forma  que  prescriben  las  leyes,  será  cas- 
tigado con  la  pena  de  reclusión  menor  en 
sus  grados  mínimo  a  medio  o  ¡con  la  de 
suspensión  en  cualquiera  de  sus  grados. 

156.  Los  empleados  en  el  servicio  de 
correos  i  telégrafos  u  otros  que  prevalién- 
dose de  su  autoridad  interceptaren  o  abrie- 
ren la  correspondencia  o  facilitaren  a  ter- 
cero su  apertura  o  supresión,  sufrirán  la 
pena  de  reclusión  menor  en  su  grado  mí- 
nimo i,  si  se  aprovecharen  de  los  secretos 
que  contiene  o  los  divulgaren,  las  penas 
serán  reclusión  menor  en  cualquiera  de 
sus  grados  i  multa  de  ciento  a  mil  pesos. 

En  los  casos  de  retardo  doloso  en  el  en- 
vió o  entrega  de  la  correspondencia  epis- 
tolar o  de  partes  telegráficos,  la  pena  será 
reclusión  menor  en  su  grado  mínimo. 

157.  Todo  empleado  público  que  sin  un 
decreto  de  autoridad  competente,  deducido 
de  la  lei  que  autoriza  la  exacción  de  una 
contribución  o  de  un  servicio  personal,  los 
exijiere  bajo  cualquier  pretesto,  será  pe- 
nado con  inhabilitación  especial  temporal 
para  el  empleo  en  cualquiera  de  sus  grados 
i  multa  de  ciento  a  mil  pesos. 

Si  la  exacción  de  la  contribución  se  hi- 
ciere con  ánimo  de  lucrarse,  el  empleado 
culpable  será  considerado  i  penado  como 
reo  de  estafa. 

158.  Sufrirá  la  pena  de  suspensión  en 
sus  grados  mínimo  a  medio,  si  gozare  de 
renta,  i  la  de  reclusión  menor  en  su  grado 
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minimo  o  multa  de  ciento  a  mil  pesos, 
cuando  prestare  servicios  gratuitos,  el  em- 
pleado público  que  arbitrariamente: 

1.°  Impidiere  la  libre  publicación  de 
opiniones  por  la  imprenta  en  la  forma  pres- 
crita por  la  lei. 

2.°  Prohibiere  un  trabajo  o  industria 
que  no  se  oponga  a  la  lei,  a  las  buenas  cos- 
tumbres, seguridad  o  salubridad  públicas. 

3."  Prohibiere  o  impidiere  una  reunión 
o  manifestación  paciíica  i  legal  o  la  man- 
dare disolver  o  suspender. 

4."  Impidiere  a  un  habitante  de  la  Re- 
pública permanecer  en  cualquier  punto  de 
ella,  trasladarse  de  uno  a  otro  o  sahr  de  su 
territorio,  en  los  casos  que  la  lei  no  lo  pro- 
iiiba;  concurrir  a  una  reunión  o  manifesta- 
ción pacífica  i  legal;  formar  parte  de  cual- 
quier asociación  licita,  o  hacer  uso  del  de- 
recho de  peti.'ion  que  le  garantiza  la  lei. 

5.°  Privare  a  otr©  de  !a  propiedad  es- 
clusiva  de  su  descubrimiento  o  producción, 
o  divulgare  los  secretos  del  invento,  que 
hubiere  conocido  por  razón  de  su  empleo. 

6.*  Espi  ©piare  á  otro  de  sus  bienes  o  le 
perturbare  en  su  posesión,  a  no  ser  en  los 
casos  que  permite  la  lei. 

159-  Si  en  los  casos  de  los  artículos 
anteriores  de  este  párrafo,  el  inculpado 
justificare  que  ha  obrado  por  orden  de  sus 
superiores  a  quienes  debe  obediencia  disci- 
plinaria, las  penas  señaladas  en  dichos  ar- 
tículos se  aplicarán  solo  a  los  superiores 
«jue  hayan  dado  la  orden. 

160.  Si  un  empleado  público  acusado 
de  hal)er  ordenado,  autorizado  o  facilitado 
alguno  de  los  actos  de  que  se  trata  en  el 
presente  párrafo,  pretende  que  la  orden  le 
ha  sido  arrancada  por  .sorpresa,  será  obli- 
gado, revocando  desde  luego  tal  orden  para 
hacer  cesar  el  acto,  a  denunciar  al  culpa- 
ble; en  caso  de  no  denunciarlo,  responderá 
personalmente. 

161.  Cuando  para  llevar  a  efecto  algu- 
no de  los  delitos  enunciados,  se  hubiere 
falsiricado  o  supuesto  la  ñrma  de  un  fun- 
ciosario  público,  los  autores  i  los  que  ma- 
liciosa o  fraudulentamente  hubieren  u.sado 
de  la  falsificación  o  suposición,  serán  cas- 
tigados con  presidio  menor  en  su  grado 
máximo. 

TITtiXO  IT 

Me  lo.<«  criinene.<«  i  simple*  delitos  contra  la 
fe  pública,  de  las  fal.*iilicucione»),  del  t'al- 
H*>  te«tÍDioiiio  i  del  perjurio. 

§  1.  De  la  moneda  falsa. 

162.  El  que  sin  autorización  fabricare 
moneda  que  tenga  curso  legal  en  la  Repú- 


blica, aunque  sea  de  la  misma  materia,  pe- 
so i  lei  que  la  lejitima,  sufrirá  las  penas  de 
reclusión  menoren  su  grado  mínimo  i  mul- 
ta de  ciento  a  trescientos  pesos. 

Cuando  el  peso  o  la  lei  fueron  inferio- 
res a  los  legales,  las  penas  serán  presidio 
menor  en  su  grado  medio  i  multa  de  cien- 
to a  quinientos  pesos. 

163.  El  que  falsificare  moneda  de  oro 
o  plata  que  tenga  curso  legal,  empleando 
otras  sustancias  diversas,  será  castigado 
con  presidio  menor  en  sus  grados  medio  a 
máximo  i  multa  de  quinientos  a  mil  pesos. 

Si  la  moneda  falsificada  fuere  de  vellón, 
las  penas  serán  presidio  menor  en  sus  gra- 
dos mínimo  a  medio  i  multa  de  ciento  a 
quinientos  pesos. 

164.  El  que  cercenare  moneda  de  oro 
o  plata  de  curso  legal,  sufrirá  las  penas  de 
presidio  menor  en  sus  grados  minimo  a 
medio  i  multa  de  ciento  a  quinieütos  pesos. 

165.  El  que  falsificare  moneda  que  no 
tenga  curso  legal  en  la  República,  será  cas- 
tigado con  presidio  menor  en  su  grado  me- 
dio i  multa  de  ciento  a  quinientos  pesos,  si 
la  moneda  falsificada  fuere  de  oro  o  plata, 
i  con  presidio  menor  en  su  grado  minimo 
i  multa  de  ciento  a  trescientos  pesos,  cuan- 
do fuere  de  vellón. 

166.  El  que  cercenare  moneda  de  oro 
o  plata  que  no  tenga  curso  legal  en  la  Re- 
pública, sufrirá  las  penas  de  presiuio  me- 
nor en  su  grado  mínimo  i  multa  de  ciento 
a  trescientos  pesos. 

167.  El  que  de  concierto  con  los  falsi- 
ficadores o  cercenadores  tomare  parte  en 
la  emisión  o  introducción  a  la  República 
de  la  moneda  falsificada  o  cercenada,  será 
castigado  con  las  mismas  penas  que  por  la 
falsificación  o  cercenamiento  correspon- 
derían a  aquéllos  según  los  artículos  ante- 
riores. 

168.  El  que,  sin  ser  culpable  de  la  par- 
ticipación a  que  se  refiere  el  artículo  pre- 
cedente, se  hubiere  procurado  a  sabiendas 
moneda  falsificada  o  cercenada  i  la  pusie- 
re en  circulación,  sufrirá  las  penas  de  pre- 
sidio menor  en  sus  grados  mínimo  a  medio 
i  multa  de  ciento  a  mil  pesos. 

169.  La  tentativa  respecto  de  cualquie- 
ra de  los  delitos  de  que  tratan  los  artículos 
precedentes,  será  castigada  con  el  míni- 
mun  de  las  penas  establecidas  en  ellos  para 
el  delito  consumado. 

170.  El  que  habiendo  recibido  de  bue- 
na fe  moneda  falsa  o  cercenada,  la  circu- 
lare después  de  constarle  su  falsedad  o 
cercenamiento,  sufrirá  la  pena  de  reclu- 
sión menor  en  su  grado  mínimo  o  multa 
de  ciento  a  trescientos  pesos,  si  el  valor  de 
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la  moneda  circulada  subiere  de  diez  pesos. 
Cuando  no  exceda  de  esta  suma,  esti- 
mándose el  hecho  mera  falta,  se  penará 
como  tal. 

171.  Si  1:1  falsificación  o  cercenamiento 
fueren  tan  ostensibles  que  cualquiera  pue- 
da notarlos  i  conocerlos  a  la  simple  vista, 
los  que  fabricaren,  cercenaren,  espendie- 
ren, introdujeren  o  circularen  la  moneda 
así  falsificada  o  cercenada,  se  reputarán 
reos  de  engaño  i  serán  castigados  por  este 
delito  con  las  penas  que  se  establecen  en 
el  titulo  respectivo. 

I  2.'  De  la  falsíñcacton  de  documentos  de 
crédito  del  Estado,  de  las  municipalida- 
des, de  los  establecimientos  públicos,  so- 
ciedades anónimas  o  bancos  de  emisión 
leyalmente  autorizados. 

172.  El  que  falsificare  bonos  emitidos 
por  e!  Estado,  cupones  de  intereses  co- 
rrespondientes a  estos  bonos,  billetes  de 
Banco  al  portador,  cuya  emisión  estuviere 
autorizada  por  una  lei  de  la  República,  se- 
rá castigado  con  las  penas  de  presidio  me- 
nor en  su  grado  má.ximo  a  presidio  mayor 
en  su  grado  mínimo  i  multa  de  mil  a  tres 
mil  pesos. 

173.  El  que  falsificare  obligaciones  al 
portador  de  la  deuda  pública  de  un  país 
estranjero,  cupones  de  intereses  corres- 
pon  líenles  a  estos  títulos  o  billetes  de  Ban- 
co al  portador,  cuya  emisión  estuviere  au- 
torizada por  una  lei  de  ese  país  estranjer«, 
sufrirá  las  penas  de  presidio  menor  en  su 
grado  medio  i  multa  de  ciento  a  quinien- 
tos pesos. 

174.  El  que  falsificare  acciones  o  pro- 
mesas de  acciones  de  sociedades  anónimas, 
obligaciones  u  otros  títulos  legalmente 
emitidos  por  las  municipalidades  o  estable- 
cimientos públicos  de  cualquiera  denomi- 
nación, o  cupones  de  intereses  o  de  divi- 
dendos correspondientes  a  estos  diversos 
títulos,  será  castigado  con  presidio  menor 
en  sus  grados  medio  a  máximo  i  multa  de 
quinientos  a  mil  pesos,  si  la  emisión  hubie- 
re tenido  lugar  en  Chile,  i  con  presidio 
menor  en  su  grado  medio  i  multa  de  cien- 
to a  quinientos  pesos,  cuando  hubiere  te- 
nido lugar  en  el  estranjero. 

175.  La  misma  pena  que  corresponde- 
ría al  falsificador  se  impondrá  al  que  de 
concierto  con  él  tomare  parte  en  la  emi- 
sión o  introducción  a  la  República  de  los 
bonos,  acciones,  obligaciones,  billetes  o 
cupones  falsificados. 

176.  El  que  sin  ser  culpable  de  la  par- 
ticipación a  que  se  refiere  el  artículo  ante- 


rior, se  hubiere  procurado  a  sabiendas  í 
emitido  esos  bonos,  acciones,  obligacioneí^, 
billetes  o  cupones  falsificados,  sufrirá  l;is 
penas  de  presidio  menor  en  sus  grados 
mínimo  a  medio  i  multa  de  ciento  a  mil 
pesos. 

177.  La  tentativa  para  la  falsificación, 
emisión  o  introducción  de  tales  títulos,  se 
castigará  con  el  mínimum  de  las  penas  se- 
ñaladas al  delito  consumado. 

178.  El  que  habiendo  adquirido  de  bue 
na  fe  los  títulos  falsos  de  que  trata  este  pá- 
rrafo, los  circulare  después,  constándolo 
su  falsedad,  sufrirá  la  pena  de  reclusión 
menor  en  su  grado  mínimo  o  multa  de 
ciento  a  trescientos  pesos,  si  subiere  de 
diez  pesos  el  valor  del  título  circulado. 

Cuando  no  exceda  de  esta  suma,  esti- 
mándose el  acto  mera  falta,  se  penará  co- 
mo tal. 

170.  Si  la  falsificación  fuere  tan  grose- 
ra i  ostensible  que  cualquiera  pueda  notar- 
la i  conocerla  a  la  simple  vista,  los  que  fal- 
sificaren, espeudieren,  introdujeren  o  cir- 
cularen los  títulos  así  falsificados,  se  repu  • 
taran  reos  de  engaño  i  serán  castigados 
por  este  delito  con  las  penas  que  se  esta- 
blecen en  el  titulo  respectivo. 

§.  3.  De  la  falsificación  de  sellos,  punso- 
nes,  matrices,  marcas,  papel  sellado, 
timbres,  estampillas,  etc. 

180.  El  que  falsificare  el  sello  del  Es- 
tado o  hiciere  uso  del  sello  falso,  sufrirá  a 
pena  de  presidio  mayor  en  su  grado  medio. 

181.  El  que  falsificare  punzones,  cu- 
ños o  cuadrados  destinados  a  la  fabricación 
de  moneda;  punzones,  matrices,  clisé-s, 
planchas  o  cualesquiera  otros  objetos  q  :e 
sirvan  para  la  fabricación  de  bonos,  accio- 
nes, obligaciones,  cupones  de  intereses  o 
de  dividendos,  o  billetes  de  Banco  cuya 
emisión  haya  sido  autorizada  por  la  lei; 
timbres,  planchas  o  cualesquiera  otros  ob- 
jetos destinados  a  la  fabricación  de  papel 
sellado  o  estampillas,  o  el  que  hi.^iere  uso 
de  estos  sellos  o  p'anchas  falsos,  será  cas- 
tigado con  presidio  mayor  en  sus  grados 
mínimo  a  medio  i  multa  de  mil  a  cuatro 
mil  pesos. 

182.  El  que  de  concierto  con  los  falsi- 
ficadores tomare  parte  en  la  emisión  del 
Tiapel  sellado  o  estampillas  falsificados,  su- 
frirá las  penas  de  presidio  mayor  en  su 
grado  mínimo  i  multa  de  mil  a  tres  nai  1 
pesos. 

183.  El  que  sin  ser  culpable  de  la  par- 
ticipación a  que  se  refiere  el  artículo  ante- 
rior,  .se  hubiere    procurado  a  sabiendas 
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papel  sellado  o  estampillas  falsos  i  los  emi- 
tiere o  introdujere  en  la  República,  será 
castigado  con  presidio  menor  en  sus  gra- 
dos niinimo  a  medio  i  multa  de  ciento  a 
mil  pesos. 

Las  penas  serán  presidio  menor  en  su 
grado  mínimo  i  multa  de  ciento  a  trescien- 
tos pesos,  si  habiéndose  procurado  a  sa- 
biendas papel  sellado  o  estampillas  falsos, 
se  hubiere  liecho  uso  de  ellos. 

184.  Cuando  la  fabiticacion  fuere  tan 
mal  ejecutada  que'cualquiera  pueda  notar- 
la i  conocerla  a  la  simple  vista,  los  que  la 
hubieren  efectuado  i  los  que  espendieren  o 
introdujeren  el  papel  sellado  o  las  estam- 
pillas asi  falsificados,  se  reputarán  reos  de 
engaño  i  serán  castigados  por  este  delito 
con  las  penas  que  se  establecen  en  el  título 
respectivo. 

185.  El  que  falsificare  boletas  para  el 
trasporte  de  personas  o  cosas,  o  para  re- 
uniones o  espectáculos  públicos,  con  el 
propósito  de  usarlas  o  de  circularlas  frau- 
dulentamente, 1  el  que  a  sabiendas  de  que 
son  falsificadas  las  usare  o  circulare;  el 
que  falsificare  el  sello,  timbre  o  marca  de 
una  autoridad  cualquiera,  de  un  estableci- 
miento privado  de  Banco,  de  industria  o  de 
comercio,  o  de  un  particular,  o  hiciere  uso 
de  los  sellos,  timbres  o  marcas  falsos,  su- 
frirá las  penas  de  presidio  menor  en  cual- 
quiera de  sus  grados  i  mulla  de  ciento  a 
mil  pesos. 

186.  El  que  habiéndose  procurado  m- 
debidamente  los  verdaderos  sellos,  timbres, 
punzones,  matrices  o  marcas  que  tengan 
alguno  de  los  destinos  espresados  en  los 
artículos  180  i  181,  hiciere  de  ellos  una 
aplicación  o  uso  perjudicial  a  los  derechos 
e  intereses  del  Estado,  de  una  autoridad 
cualquiera  o  de  un  jiarticular,  será  casti- 
gado con  presidio  menor  en  cualquiera  de 
sus  grados  i  multa  de  ciento  a  mil  pesos. 

187.  El  que  falsificare  los  sellos,  tim- 
bres, punzones,  matrices  o  marcas,  que 
tengan  alguno  de  los  destinos  espre.sados 
en  los  artículos  180  i  181  i  que  pertenezcan 
a  países  estranjeros,  o  el  que  hiciere  uso 
de  dichos  sellos,  timbres,  punzones,  matri- 
ces o  marcas  falsos,  sufrirá  las  penas  de 
presidio  menor  en  sus  grados  mínimo  a 
medio  i  multa  de  ciento  a  quinientos  pe- 
sos. 

188.  Las  penas  serán  presidio  menor 
en  sus  grados  mínimo  a  medio  i  multa  de 
ciento  a  mil  pesos,  cuando  habiéndose  pro- 
curado indebidamente  los  verdaderos  se- 
llos, timbres,  punzones,  matrices  o  mar- 
cas, se  hubiere  hecho  de  ellos  en  Chile  una 
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e  intereses  de  esos  países,  de  una  autoridad 
cualquiera  o  de  un  particular. 

189.  El  que  hiciere  desaparecer  de  es- 
tampillas de  correos  u  otras  adhesivas,  o 
de  boletas  para  el  trasporte  de  personas  o 
cosas  la  marca  que  indica  que  ya  han  ser- 
vido, con  el  fin  de  utilizarlas,  i  el  que  a  sa- 
biendas espendiere  o  usare  estampillas  o 
boletas  de  las  cuales  se  ha  hecho  desapare- 
cer dicha  marca,  siempre  que  en  uno  i  otro 
caso  el  valor  de  tales  estamj)illds  o  boletas 
exceda  de  di«z  pesos,  será  castigado  con 
reclusión  menor  en  su  grado  mínimo  o 
multa  de  ciento  a  trescientos  pesos. 

190.  El  que  hiciere  p  mer  sobre  obje- 
tos fabricados  el  nombre  de  un  fabricante 
que  no  sea  autor  de  tales  objetos,  o  la  ra- 
zón comercial  de  una  fábrica  que  no  sea  la 
de  la  verdadera  fabricación,  sufrirá  las  pe- 
nas de  presidio  menor  en  sus  grados  míni- 
mo a  medio  i  multa  de  ciento  a  quinientos 
pesos. 

Las  mismas  penas  se  aplicarán  a  todo 
mercader,  comisionista  o  vendedor  que  a 
sabiendas  hubiere  puesto  en  venta  o  circu- 
lación objetos  marcados  con  nombres  su- 
puestos o  alterados. 

191.  La  tentativa  para  cualquiera  de 
los  delitos  enumerados  en  los  artículos  pre- 
cedentes de  este  párrafo,  será  castigada 
con  el  mínimum  de  las  penas  señaladas 
para  el  delito  consumado. 

192.  Quedan  exentos  de  pena  los  cul- 
pables de  los  delitos  castigados  por  los  ar- 
tículos 162,  163,  165,  167,  172,  173,  174. 
175,  180,  181  i  182  siempre  que,  antes  de 
haberse  hecho  uso  de  los  objetos  falsifica- 
dos, sin  ser  descubiertos  i  no  habiéndose 
iniciado  procedimiento  alguno  en  su  con- 
tra, se  delataren  a  la  autoridad,  revelándo- 
la las  circunstancias  del  delito. 

§  4.     De  la  falsificación  de  documentos 
públicos  o  auténticos. 

193.  Será  castigado  con  presidio  me- 
nor en  su  grado  máximo  a  presidio  mayor 
en  su  grado  mínimo  el  empleado  público 
que,  abusando  de  su  oficio,  cometiere  fal- 
sednd: 

1."  Contrahaciendo  o  finjiendo  letra, 
firma  o  rúbrica. 

2."  Suponiendo  en  un  acto  la  interven- 
ción de  personas  que  no  la  han  tenido. 

3.*  Atribuyendo  a  los  que  han  interve- 
nido en  él  declaraciones  o  manifestacionest 
diferentes  de  las  que  hubieren  hecho. 

4.*  Fallando  a  la  verdad  en  la  narra- 
ción de  hechos  sustanciales. 

5.'    Alterando  las  fechas  verdaderas. 
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S.*'  Haciendo  en  documento  verdadero 
cualquiera  alteración  o  intercalación  que 
varíe  su  sentido. 

7.**  D.indo  copia  en  forma  fehaciente  de 
tin  documento  supuesto,  o  manifestando 
en  ella  cosa  contraria  o  diferente  de  la  que 
contenga  el  verdadero  orijinal. 

8  •  Ocultando  en  perjuicio  del  Estado  o 
de  un  particular  cualquier  documento  ofi- 
cial. 

194.  El  particular  que  cometiere  en 
documento  público  o  auténtico  alguna  de 
las  falsedades  designadas  en  el  articulo  an- 
terior, sufrirá  la  pena  de  presidio  menor 
en  sus  grados  medio  a  máximo. 

195  El  encargado  o  empleado  de  una 
oficina  telegráfica  que  cometiere  falsedad 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  forjando  o 
falsificando  partes  telegráficos,  será  casti- 
gado con  presidio  menor  en  su  grado  me- 
dio. 

196.  El  que  maliciosamente  hiciere  uso 
del  instrumento  o  parte  falso,  será  castiga- 
do como  si  fuere  autor  de  la  falsedad. 

§  5.  De   /«  falsificación  de  instrumentos 
prioados. 

197.  El  que,  con  perjuicio  de  tercero, 
cometiere  en  instrumento  privado  algunas 
de  las  falsedades  designadas  en  el  art.  193, 
sufrirá  las  penas  de  presidio  menor  en 
cualquiera  de  sus  grados  i  multa  de  ciento 
a  mil  pesos,  o  solo  la  primera  de  ellas  se- 
gún las  circunstancias. 

Si  tales  falsedades  se  hubieren  cometido 
en  letras  de  cambio  u  otra  clase  de  docu- 
mentos mercantiles,  se  cnstigaráa  los  cul- 
pables con  presidio  menor  en  su  grado 
máximo-Lmulta  de  quinientos  a  mil  pesos, 
o  solo  con  la  primera  de  esas  penas  aten- 
didas las  circunstancias. 

198  El  que  maliciosamente  hiciere  uso 
de  los  instrumentos  falsos  a  que  se  refiere 
el  articulo  anterior,  será  castigado  como 
si  fuere  autor  de  la  falsedad. 

§6.  Déla  falsijicacion  de  pasaportes,  por- 
tes de  armas  i  certificados. 

199.  El  empleado  público  que  espidie- 
re un  pasaporte  o  porte  de  armas  bajo  nom- 
bre supuesto  o  lo  diere  en  blanco,  sufrirá 
las  penas  de  reclusión  menor  en  sus  gra- 
dos mínimo  a  medio  e  inhabilitación  abso- 
luta temporal  para  cargos  i  oficios  públicos 
en  los  mismos  grados. 

200.  El  que  hiciere  un  pasaporte  o  por- 
te de  armas  fal^o  será  castigado  con  reclu- 
sión menor  en  su  grado  medio  i  multa  de 
ciento  a  quinientos  pesos. 


Las  mismas  penas  se  impondrán  al  Que 
en  un  pasaporte  o  porte  de  armas  verdade- 
ro mudare  el  nombre  de  la  persona  a  cuyo 
favor  se  halle  espedido,  o  el  de  la  autori- 
dad que  lo  espidió,  o  que  altere  en  él  algu- 
na otra  circunstancia  esencial. 

201.  El  que  hiciere  uso  del  pasaporte  o 
porte  de  armas  falso  a  que  se  refiere  el  ar- 
ticulo anterior,  incurrirá  en  una  multa  de 
ciento  a  trescientos  pesos, 

La  misma  pena  se  impondrá  al  que  hi- 
ciere uso  de  un  pasaporte  o  porte  de  ar- 
mas verdadero  espedido  a  favor  de  otra 
persona. 

202.  El  facultativo  que  librare  certi- 
ficación falsa  de  enfermedad  o  lesión  con 
el  fin  de  eximir  a  una  persona  de  algún 
servicio  público,  será  castigado  con  reclu- 
sión menor  en  sus  grados  mínimo  a  medio 
i  multa  de  ciento  a  quinientos  pesos. 

203.  El  empleado  público  que  librare 
certificación  falsa  de  méritos  o  servicios, 
de  buena  conducta,  de  pobreza,  o  de  otras 
circunstancias  semejantes  de  recomenda- 
ción, incurrirá  en  una  multa  de  ciento  a 
quinientos  pesos. 

204.  El  que  falsificare  un  documento 
de  la  clase  designada  en  los  dos  artículos 
anteriores,  será  castigado  con  reclusión 
menor  en  su  grado  mínimo  i  multa  de 
ciento  a  trescientos  pesos. 

Esta  disposición  es  aplicable  al  que  ma- 
liciosamente usare,  con  el  mismo  fin,  de 
los  documentos  falsos. 

205.  El  que  falsificare  certificados  de 
funcionarios  públicos  que  pued m  compro- 
meter intereses  públicos  o  privados,  sufrirá 
la  pena  de  reclusión  menor  en  su  grado 
medio. 

Si  el  certificado  ha  sido  falsificado  bajo 
el  nombre  de  un  particular,  la  pena  será 
reclusión  menor  en  su  grado  mínimo. 

§  7.  Del  falso  testimonio  i  del  perjurio. 

206.  El  que  en  causa  criminal  diere 
falso  testimonio  a  favor  del  reo,  será  casti- 
gado con  las  penas  de  presidio  menor  en 
su  grado  máximo  i  multa  de  quinientos  a 
mil  pesos,  si  la  causa  fuere  por  crimen; 
con  presidio  medio  en  su  grado  medio  i 
multa  de  ciento  a  quinientos  pesos,  si  fue- 
re por  simple  delito,  i  con  presidio  menor 
en  su  grado  mínimo  i  multa  de  ciento  a 
trescientos  pesos,  cuando  fuere  por  falta. 

207.  Elque  diere  falso  testimonio  en 
contra  del  reo,  sufrirá  las  penas  de  presi- 
dio mayor  en  su  grado  mínimo  i  multa  de 
mil  a  tres  mil  pesos,  si  la  causa  fuere  por 
crimen;  de  presidio  menor  en  su  grado 


534 


INSTITUCIONES   POLÍTICAS   Y   JURÍDICAS 


máximo  i  multa  de  quinientos  a  mil  pesos, 
si  fuere  por  simple  delito,  i  de  presidio  me- 
nor eii  su  grado  medio  i  multa  de  ciento  a 
quinientos  pesos  e  inliabilitacion  absoluta 
perpetua  para  dereclies  politicos  i  por  el 
tiempo  de  la  condena  para  cargos  i  oficios 
púl)licos,  cuando  fuere  por  falta. 

208.  Si  en  virtud  del  falso  testimonio 
se  hubiere  impuesto  al  acusado  una  pena 
respectivamente  mayor  que  las  determina- 
das en  el  articulo  precedente,  se  aplicará 
la  misma  al  testigo  falso,  salvo  el  caso  de 
ser  la  de  muerte,  que  se  reemplazará  per 
el  presidio  perpetuo. 

209.  El  falso  testimonio  en  causa  civil, 
será  castigado  con  presidio  menor  en  su 
gr«dü  medio  i  multa  de  ciento  a  mil  pesos. 

Si  el  valor  de  la  demanda  no  excediere 
de  ciento  cincuenta  pesos,  las  penas  serán 
presidio  menor  en  su  grado  mínimo  i  mul- 
la de  ciento  a  trescientos  pesos. 

210.  El  que  ante  la  autoridad  o  sus 
ajenies  perjurare  o  diere  falso  testimonio 
t  n  materia  que  no  sea  contenciosa,  sufrirá 
las  penas  de  presidio  menor  en  sus  grados 
raiiiimo  a  medio  i  multa  de  ciento  a  qui- 
nientos pesos. 

211.  La  acu.eacion  o  denuncia  que  hu- 
biere sido  declarada  calumniosa  por  sen- 
tencia ejecutoriada,  será  castigada  con 
presidio  menor  en  su  grado  máximo  i  mul- 
ta de  quinientos  a  mil  pesos,  cuando  versa- 
re sobre  un  crimen;  con  presidio  menor  en 
su  grado  medio  i  multa  de  ciento  a  quinien- 
tos pesos,  si  fuere  sobre  simple  delito,  i  con 
pi'esidio  menor  en  su  grado  mínimo  i  mul- 
ta de  ciento  a  trescientos  pesos,  si  se  tra- 
tare de  una  falta. 

212.  El  que  a  sabiendas  presentare  en 
juicio  criminal  o  civil  testigos  o  documen- 
tos falsos,  será  castigado  como  reo  de  falso 
tistimonio. 

§  8.  De  La  usurpación  de  funciones  o  nom- 
bres. 

213.  El  que  se  fínjiere  autoridad,  em- 
pleado público  o  profesor  de  una  facultad 
que  requiera  título  i  ejerciere  actos  propios 
de  dichos  cargos  o  profesiones,  sufrirá  las 
penas  de  reclusión  menor  en  cualquiera  de 
sus  grados  i  multa  de  ciento  a  mil  pesos. 

214.  En  las  mismas  penas  del  artículo 
anterior  incurrirá  el  lego  que  sin  derecho 
ejerciere  funciones  sacerdotales,  como  tam- 
bién el  eclesiástico  que  la¿  ejerciere,  ha- 
llándose suspenso  por  autoridad  compe- 
tente, sin  perjuicio  de  las  penas  espiritua- 
les aue  ésta  pueda  imponer. 

215.  El  que  usurpare  el  nombre  de 


otro  será  castigado  con  reclusión  menor  ea 
su  grado  mínimo,  sin  perjuicio  de  la  pena 
que  pudiera  corresponderle  a  consecuen- 
cia del  daño  que  en  su  fama  o  intereses 
ocasionare  a  la  persona  cuyo  nombre  ha 
usurpado. 

TITULO  T 

De  \oH  crímenes  i  i^inipieH  delitoíi  cometi- 
do»* por  emplea(l<»ít  públicos  en  el  desem- 
peño de  sus  cargos. 

§  1.  Anticipación  i  prolonyacion  indebida 
de  /unciones  públicas. 

216.  El  que  hubiere  entrado  a  desem- 
peñar un  empleo  o  cargo  público  sin  haber- 
prestado  en  debida  forma  el  juramento  o 
fianza,  o  llenado  las  demás  formalidades 
exijidas  por  la  lei,  quedará  en  suspenso  del 
empleo  o  cargo  hasta  que  cumpla  con  aque- 
llos requisitos,  incurriendo  ademas  en  una 
multa  de  ciento  a  quinientos  pesos. 

217.  El  empleado  público  que  conti- 
nuare desempeñando  su  empleo,  cargo  o 
comisión  después  de  que  debiere  cesar  con- 
forme a  las  leyes,  reglamentos  o  disposi- 
ciones especiales  de  su  ramo  respectivo, 
será  castigado  con  las  penas  de  inhabilita- 
ción especial  temporal  para  el  cargo  u  ofi- 
cio en  su  grado  mínimo  i  multa  de  ciento 
a  trescientos  pesos. 

218.  El  empleado  culpable  de  cual- 
quiera de  los  delitos  penados  en  los  dos  ar- 
tículos anteriores,  que  hubiere  percibido 
emolumentos  por  razón  de  su  cargo  o  co- 
misión, será  ademas  obligado  a  restituir- 
los con  la  multa  del  diez  al  quince  por  cien- 
to de  su  importe. 

219.  El  empleado  público  que  legal- 
mente  requerido  de  inhibición,  continuare- 
procediendo  antes  que  se  decida  la  con- 
tienda, será  castigado  con  multa  de  cienta 
a  quinientos  pesos. 

§  2.  Nombramientos  ilegales. 

220.  El  empleado  público  que  a  sa- 
biendas nombrare  o  propusiere  para  cargo- 
público  a  persona  en  quien  no  concurran 
los  requisitos  legales,  sufrirá  las  penas  de 
suspensión  del  empleo  en  su  grado  mínima 
i  multa  de  ciento  a  quinientos  pesos. 

§  3.  Usurpación  de  atribuciones. 

221.  El  empleado  público  que  dictare 
reglamentos  o  disposiciones  jenerales  ex- 
cediendo maliciosamente  sus  atribuciones, 
será  castigado  con  suspensión  del  empleo 
en  su  grado  medio. 

222.  El  empleado  del  orden  judicial 
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fljue  se  arrogare  atribuciones  propias  de  las 
autoridades  administrativas  o  impidiere  a 
éstas  el  ejercicio  lejitimo  de  las  suyas,  su- 
frirá la  pena  de  suspensión  del  empleo  en 
su  grado  medio. 

En  la  miáma  pena  incurrirá  todo  em- 
pleado del  órJen  administrativo  que  se 
arrogare  atribucioneá  judiciales  o  impidie- 
re la  ejecución  de  una  providencia  dictada 
por  tribunal  competente. 

Las  disposiciones  de  este  artículo  solo  se 
harán  efectivas  cuando  entabl.ida  la  com- 
petencia i  resuelta  por  la  autoridad  corres- 
pondiente, los  empleados  administrativos  o 
judiciales  continuaren  procediendo  indebi- 
damente. 

§  4.  Prevaricación. 

223.  Los  miembros  de  los  tribunales 
de  justicia  colejiados  o  unipersonales  i  los 
funcionarios  que  desempeñan  el  ministerio 
público,  sufrirán  las  penas  de  inhabilita- 
ción absoluta  perpetua  para  cargos  i  oñcios 
públicos,  derechos  políticos  i  profesiones 
titulares  i  la  de  presidio  o  reclusión  meno- 
res en  cualesquiera  de  sus  grados: 

1."  Cuando  a  sabiendas  fallaren  contra 
lei  espresa  i  vigente  en  causa  criminal  o 
civil. 

2.°  Cuando  por  si  o  por  interpuesta  per- 
sona admitan  o  convengan  en  admitir  dá- 
diva o  regalo  por  hacer  o  dejar  de  hacer 
algún  acto  de  su  cargo. 

3.'  Cuando  ejerciendo  las  funciones  de 
su  empleo  o  valiéndose  del  poder  que  éste 
les  da,  seduzcan  o  soliciten  a  mujer  pro- 
cesaia  o  que  litigue  ante  ellos. 

224.  Sufrirán  las  penas  de  inhabilita- 
ción absoluta  temporal  para  cargos  i  ofi- 
cios públicos  en  cualquiera  de  sus  grados 
i  la  de  presidio  o  reclusión  menores  en  sus 
grados  mínimos  a  medios: 

1."  Cuando  por  neglijencia  o  ignoran- 
cia inexcusables  dictaren  sentencia  mani- 
fiestamente injusta  en  causa  criminal. 

2.°  Cuando  a  sabiendas  contravinieren 
a  las  leyes  que  reglan  la  sustanciacion  de 
los  juicios,  en  términos  de  producir  nuli- 
dad en  todo  o  en  parte  sustancial. 

3."  Cuando  maliciosamente  nieguen  o 
retarden  la  administración  de  justicia  i  el 
ausilio  o  protección  que  legalmente  se  les 
pida. 

4,°  Cuando  maliciosamente  omita»  de- 
cretar la  prisión  de  alguna  persona,  ha- 
biendo motivo  legal  para  ello,  o  no  lleven 
a  efecto  la  decretada,  pudiendo  hacerlo. 

5.°  Cuando  maliciosamente  retuvieren 
en  calidad  de  preso  a  un  individuo  que  de- 


biera ser  puesto  en  libertad  con  arreglo  a 
la  lei. 

6.°  Cuando  revelen  los  secretos  del 
juicio  o  den  ausilio  o  consejo  a  cualquiera 
de  las  partes  interesadas  en  él,  en  perjui- 
cio de  l:i  contraria. 

7.°  Cuando  con  manifiesta  implican- 
cia, que  les  sea  conocida  i  sin  haberla  he- 
cho saber  previamente  a  las  partes,  falta- 
ren en  causa  criminal  o  civil. 

225.  Incurrirán  en  las  penas  de  sus- 
pensión de  cargo  o  empleo  en  cualquiera 
de  sus  grados  i  multa  de  ciento  a  mil  pe- 
sos o  solo  en  esta  última,  cuando  por  ne- 
glijencia o  ignorancia  inescusables: 

1."  Dictaren  sentencia  manifiestamen- 
te injusta  en  causa  civil. 

2.°  Contravinieren  a  las  leyes-  que  re- 
glan la  sustanciacion  de  los  juicios  ea  tér- 
mino de  producir  nulidad  en  todo  o  en 
parte  sustancial. 

3."  Negaren  o  retardaren  la  adminis- 
tración de  justicia  i  el  ausilio  o  protección 
que  legalmente  se  les  pida. 

4."  Omitieren  decretar  la  prisión  de  al- 
guna persona,  habiendo  motivo  leíral  pa- 
ra ello,  o  no  llevaren  a  efecto  la  decreta- 
da, pudiendo  hacerlo. 

5."  Retuvieren  preso  por  más  de  cua- 
renta i  ocho  horas  a  un  individuo  que  de- 
biera ser  puesto  en  libertad  con  arreglo  a 
la  lei. 

226.  En  las  mismas  penas  incurrirán 
cuando  no  cumplan  las  órdenes  que  legal- 
mente se  les  comuniquen  por  las  autori- 
dades superiores  competentes,  a  menos 
de  ser  evidentemente  contrarias  a  las  le- 
yes, o  que  hay-i  motivo  fundado  para  du- 
dar de  su  autenticidad,  o  que  aparezca  que 
se  han  obtenido  por  engaño  o  se  tema  con 
razón  que  de  su  ejecución  resulten  graves 
males  que  el  superior  no  pudo  prever. 

En  estos  casos  el  tribunal,  suspendiendo 
el  cumplimiento  de  la  orden,  representará 
inmediatamente  a  la  autoridad  superior 
las  razones  de  la  suspensión,  i  si  ésta  in- 
sistiere, le  dará  cumplimiento,  libertándo- 
se así  de  responsabilidad,  que  recaerá  so- 
bre el  que  la  mandó  cumplir. 

227.  Se  aplicarán  respectivamente  las 
penas  determinadas  en  los  artículos  pre- 
cedentes: 

I."  A  las  personas  que,  desempeñando 
por  ministerio  de  la  lei  los  cargos  de 
miembros  de  los  tribunales  de  justicia  co- 
lejiados o  unipersonales,  se  hicieron  reos 
de  algunos  de  los  crímenes  o  simples  deli- 
tos enumerados  en  dichos  artículos. 

2."  A  los  subdelegados  e  inspectores 
que  incurieren  en  iguales  infracciones. 
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3."  A  los  compromisarios,  peritos  i 
otras  personas  que.  ejerciendo  atribucio- 
nes análogas,  derivadas  de  la  lei,  del  tri- 
bunal i  del  nombramiento  de  las  partes, 
se  hallaren  en  idénticos  casos. 

228.  El  que,  desempeñando  un  em- 
pleo público  no  perteneciente  al  orden  ju- 
dicial, dictare  a  sabiendas  providencia  o 
resolución  manitiestamente  injusta  en  ne- 
gocio contencioso-administrativo  o  mera- 
mente administrativo,  incurrirá,  en  las  pe- 
nas de  suspensión  del  empleo  en  su  grado 
medio  i  mulla  de  ciento  a  quinientos  pe- 
sos. 

Si  la  resolución  o  providencia  manifies- 
tamente injusta  la  diere  por  neglijencia  o 
ignorancia  inescusables,  las  penas  serán 
suspensión  en  su  grado  mínimo  i  multa  de 
eiento  a  trescientos  pesos. 

229.  Sufrirán  las  penas  de  suspensión 
de  empleo  en  su  grado  medio  i  multa  de 
ciento  a  quinientos  pesos  los  funcionarios 
a  que  se  refiere  el  artículo  anterior,  que, 
por  malicia  o  neglijencia  inescusables  i 
faltando  a  las  obligaciones  de  su  oficio,  no 
procedieren  a  la  persecución  o  aprehen- 
sión de  los  delincuentes  después  de  reque- 
rimiento o  denuncia  formal  hecha  por  es- 
crito. 

230.  Si  no  tuviere  renta  el  funciona- 
rio que  debe  ser  penado  con  suspensión  o 
inhabilitación  para  cargos  o  empleos  públi- 
cos, se  le  aplicará  ademas  do-  estas  pe- 
nas la  de  la  reclusión  menor  en  cualquie- 
ra de  sus  grados  o  multa  de  ciento  a  mil 
pesos,  según  los  casos 

231.  El  abogado  o  procurador  que  eon 
abuso  malicioso  de  su  oficio,  perjudicare 
a  su  cliente  o  descubriere  sus  secretos,  se- 
rá castigado  según  la  gravedad  del  perjui- 
cio que  causare,  con  las  penas  de  suspen- 
sión en  su  grado  mínimo  a  inhabilitación 
especial  perpetua  para  el  cargo  o  profesión 
i  multa  de  ciento  a  mil  pesos. 

232.  El  abogado  que,  teniendo  la  de- 
fensa actual  de  un  pleito,  -patrocinare  a  la 
vez  a  la  parte  contraria  en  el  mismo  ne- 
gocio, sufrirá  las  penas  de  inhabilitación  es- 
pecial perpetua  para  el  ejercicio  de  la  pro- 
fesión i  multa  de  ciento  a  mil  pesos. 

§  5.     Maloersacion  de  caudales  públicos 

233.  El  empleado  público  que  teniendo 
a  su  cargo  caudales  o  efectos  públicos  o  de 
particulares  en  depósito,  consignación  o 
secuestro,  los  sustrajare  o  consintiere  que 
otro  los  sustraiga,  .será  castigado: 

1."  Con  la  pena  de  presidio  menor  en 
su  grado  medio,  si  la  sustracción  no  exce- 
diere de  cincuenta  pesos. 


2.°  Con  la  de  presidio  menor  en  su  gra- 
do máximo,  si  excediere  de  cincuenta  i  no 
pasare  de  quinientos  pesos. 

3.'  Con  la  de  presidio  mayor  en  sus 
grados  mínimo  a  medio,  si  excediere  de 
quinientos  pesos. 

En  todos  los  casos  con  la  pena  de  inha- 
bilitación absoluta  temporal  en  su  grado 
mínimo  a  inhabilitación  absoluta  perpetua 
para  cargos  i  oficios  públicos. 

234.  El  empleado  público  que,  por 
abandono  o  neglijencia  inescusables,  die- 
re ocasión  a  que  se  efectúe  por  otra  perso- 
na la  sustracción  de  caudales  o  efectos  pú- 
blicos o  de  particulares  de  que  se  trata  en 
los  tres  números  del  artículo  anterior,  in- 
currirá en  la  pena  de  suspensión  en  cuai- 
Quiera  de  sus  grados,  quedando  ademas 
obligado  a  la  devolución  de  la  cantidad  o 
electos  sustraídos. 

235.  El  empleado  que,  con  daño  o  en- 
torpecimiento del  servicio  público,  aplica- 
re a  usos  propios  o  ajenos  los  caudales  o 
electos  puestos  a  su  cargo,  sufrirá  las  pe- 
nas de  inhabilitación  especial  temporal 
para  el  cargo  u  oficio  en  su  grado  medio  i 
multa  del  diez  al  cincuenta  por  ciento  de 
la  cantidad  que  hubiere  sustraído. 

No  verificado  el  reintegro,  se  le  aplica- 
rán los  penas  señaladas  en  el  art.  233. 

Si  el  uso  indebido  de  los  fondos  fuere 
sin  daño  ni  entorpecimiento  del  servicio 
público,  las  penas  serán  suspensión  del 
empleo  en  su  grado  medio  i  multa  del  cin- 
co al  veinte  i  cinco  por  ciento  de  la  can- 
tidad sustraída,  sin  perjuicio  del  rein- 
tegro. 

236.  El  empleado  público  que  arbitra- 
riamente diere  a  los  caudales  o  efectos  que 
administre  una  apUcacion  pública  diferen- 
te de  aquíHla  a  que  estuvieren  destinados, 
será  castigado  con  la  pena  de  suspensión 
del  empleo  en  su  grado  medio,  si  de  ello 
resultare  daño  o  entorpecimie  ito  para  el 
servicio  u  objeto  en  que  debían  emplear-^ 
se,  i  con  la  misma  en  su  grado  mínimo,  si 
no  resultare  daño  o  entorpecimifnto. 

237 .  El  empleado  público  que,  debien- 
do hacer  un  pago  como  tenedor  de  fondos 
del  Estado,  rehusare  hacerlo  sin  causa 
bastante,  sufrirá  la  pena  de  suspensión  del 
empleo  en  sus  grados  mínimo  a  medio. 

Esta  disposición  es  aplicable  al  emplea- 
do público  que,  requerido  por  orden  de 
autoridad  competente,  rehusare  hacer  en- 
trega de  una  cosa  puesta  bajo  su  custodia 
o  administración. 

238.  Las  disposiciones  de  este  párrafo 
son  ostensivas  al  que  se  halle  encargado 
por  cualquier  concepto  de  fondos,  rentas  o 
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efectos  municipales  o  pertenecientes  a  un 
establecimiento  público  de  instrucción  o 
beneficencia. 

§  6.  Fraudes  i  exacciones  ilegales. 

239.  El  empleado  público  que  en  las 
operaciones  en  que  interviniere  por  razón 
de  su  cargo,  defraudare  o  consintiere  que 
se  defraude  al  Estado,  a  las  municipalida- 
des o  a  los  establecimientos  públicos  de 
instrucción  o  de  beneficencia,  sea  oriji- 
nándoles  pérdida  o  privándoles  de  un  lu- 
cro lejítimo,  incurrirá  en  las  penas  de  pre- 
sidio menor  en  sus  grados  medio  a  máxi- 
mo, inhabilitación  especial  perpetua  para 
el  cargo  u  oficio  i  multa  del  diez  al  cin- 
cuenta por  ciento  del  perjuicio  causado. 

240.  El  empleado  público  que  directa 
o  indirectamente  se  interesare  en  cual- 
quiera clase  de  contrato  u  operación  en 
que  deba  intervenir  por  razón  de  su  car- 
go, será  castigado  con  las  penas  de  reclu- 
sión menor  en  su  grado  medio,  inhabilita- 
ción especial  perpetua  para  el  cargo  u  ofi- 
cio i  multa  del  diez  al  cincuenta  por  ciento 
del  valor  del  interés  que  hubiere  tomado 
en  el  negocio. 

Esta  disposición  es  aplicable  a  los  peri- 
tos, arbitros  i  liquidadores  comerciales 
respecto  de  los  bienes  o  cosas  en  cuya  ta- 
sación, adjudicación,  partición  o  adminis- 
tración intervinieren,  i  a  los  guardadores 
i  albaceas  tenedores  de  bienes  respecto  de 
los  pertenecientes  a  sus  pupilos  i  testa- 
mentarias. 

Las  mismas  penas  se  impondrán  a  las 
personas  relacionadas  en  este  articulo,  si 
en  el  negocio  u  operación  confiados  a  su 
cargo  dieren  interés  a  su  cónyuje,  a  algu- 
no de  sus  ascendientes  o  descendientes  le- 
jitimos  por  consanguinidad  o  afinidad,  a 
sus  colaterales  legittimos,  por  consaguini- 
dad  hasta  el  tercer  grado  inclusive  i  por 
afinidad  hasta  el  segundo  también  inclusi- 
ve, i  a  sus  padres  o  hijos  naturales  o  ilejí- 
timos  reconocidos. 

241.  El  empleado  público  que  exijiere 
directa  o  indirectamente  mayores  dere- 
chos de  los  que  le  estén  señalados  por  ra- 
zón de  su  cargo,  será  castigado  con  una 
multa  del  duplo  al  cuadruplo  de  la  canti- 
dad exijida. 

El  culpable  habitual  de  este  delito  incu- 
rrirá ademas  en  la  pena  de  inhaiiüilacion 
especial  temporal  para  el  cargo  u  ufioio  en 
su  grado  medio. 

§  7.   Infidelidad  en  la  custodia  de  docu- 
mentos. 

242.  El  eclesiástico  o  empleado  públi- 


co que  sustraiga  o  destruya  documentos  o 
papeles  que  le  estuvieren  confiados  por  ra- 
zón de  su  cargo,  será  castigado: 

1.®  Con  las  penas  de  reclusión  menor 
en  su  grado  máximo  i  multa  de  mil  a  tres 
mil  pesos,  siempre  que  del  hecho  resulte 
grave  daño  de  la  causa  pública  o  de  tercero. 

2.°  Con  re«lusion  menor  en  sus  grados 
mínimo  a  medio  i  multa  de  ciento  a  mil 
pesos,  cuando  no  concurrieren  las  circuns- 
tancias espresadas  en  el  número  anterior. 

243.  El  empleado  público  que,  tenien- 
do a  su  cargo  la  custodia  de  papeles  o  efec- 
tos sellados  por  la  autoridad,  quebrantare 
los  seHos  o  consintiere  en  su  quebranta- 
miento, sufrirá  las  penas  de  reclusión  me- 
nor en  sus  grados  mínimo  a  medio  i  mul- 
ta de  ciento  a  quinientos  pesos. 

El  guardián  que  por  su  neglijencia  diere 
lugar  al  delito,  será  castigado  con  reclu- 
sión menor  en  su  grado  mínimo  o  multa 
de  ciento  a  trescientos  pesos. 

244.  El  empleado  público  que  abriere 
o  consintiere  que  se  abran,  sin  la  autori- 
zación competente,  papeles  o  documentos 
cerrados  cuya  custodia  le  estuviere  confia- 
da, incurrirá  en  las  penas  de  reclusión 
menor  en  su  grado  mínimo  i  multa  de 
ciento  a  trescientos  pesos. 

245.  Las  prnas  designadas  en  los  tres 
artículos  anteriores  son  aplicables  a  los 
particulares  encargados  accidentalmente 
del  despacho  o  custodia  de  documentos  o 
papeles,  por  comisión  del  Gobierno  o  de 
ios  funcionarios  a  quienes  hubieren  sido 
confiados  aquéllos  en  razón  de  su  oficio,  i 
que  dieren  el  encargo  ejerciendo  sus  atri- 
buciones. 

§.  8.   Violación  de  secretos. 

246.  El  empleado  público  que  revelare 
los  secretos  de  que  tenga  conocimiento  por 
razón  de  su  oficio  o  entregare  indebida- 
mente papeles  o  copia  de  papeles  que  ten- 
ga a  su  cargo  i  no  deban  ser  publicados, 
incurrirá  en  las  penas  de  suspensión  del 
empleo  en  sus  grados  mínimo  a  medio  o 
multa  de  ciento  á  quinientos  pesos,  o  bien 
en  ambas  conjuntamente. 

Si  de  la  revelación  o  entrega  resultare 
grave  daño  para  la  causa  pública,  las  pe- 
nas serán  reclusión  mayor  en  cualquiera 
de  sus  grados  i  multa  de  mil  a  cinco  mil 
pesos. 

247.  El  empleado  público  que,  sabien- 
do por  razón  de  su  cargo  los  secretos  de 
un  particular,  los  descubriere  con  perjuicio 
de  éste,  incurrirá  en  las  penas  de  reclu- 
sión menor  en  sus  grados  mínimo  a  medio 
i  multa  de  ciento  a  quinientos  pesos. 
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Las  mismas  ppnas  se  aplicarán  a  los 
que,  ejerciendo  alguna  de  las  profesiones 
que  requieren  titulo,  revelen  los  secretos 
que  por  razón  de  ella  se  les  hubieren  con- 
liado. 

§  9.lCohecho. 

248.  El  empleado  público  que  por  dá- 
diva o  promesa  cometiere  alguno  de  los 
crímenes  o  simples  delitos  espresados  en 
este  titulo,  ademas  de  las  penas  señaladas 
para  ellos,  incurrirá  en  las  de  irthabilita- 
cion  especial  perpetua  para  el  cargo  u  oñ- 
cio  i  multa  de  la  mitad  al  tanto  de  la  dádi- 
va o  promesa  aceptada. 

249.  El  empleado  público  que  por  dá- 
diva o  promesa  ejecutare  un  acto  obliga- 
torio propio  de  su  cargo,  no  sujeto  a  re- 
munera "ion,  será  penado  con  una  multa 
de  la  mitad  al  tanto  de  la  dádiva  o  prome- 
sa aceptada. 

En  la  misma  multa  sola  o  acompañada 
de  la  inhabilitación  especial  perpetua  para 
el  cargo  o  oficio,  incurrirá  el  empleado 
que  omitiere  por  dádiva  o  promesa  un  ac- 
to debido  propio  de  su  cargo. 

250.  El  sobornante  será  castigado  con 
las  penas  correspondientes  a  los  cómplices 
en  los  casos  respectivos,  escepto  las  de  in- 
habilitación i  suspensión. 

Cuando  el  soborno  mediare  en  causa  cri- 
minal a  favor  del  reo  por  parte  de  su  cóii- 
yuje,  de  algún  ascendiente  o  descendiente 
lejitimo  por  consanguinidad  o  añnidad,  de 
un  colateral  lejítinio  consanguíneo  o  afin 
hasta  el  segundo  grado  inclusive  o  de  un 
padre  o  hijo  natural  o  ilejitimo  reconocido, 
solo  se  impondrá  al  sobornante  una  multa 
igual  a  la  dádiva  o  promesa. 

251.  En  todo  caso  caerán  las  dádivas 
en  comiso. 

§  10.  Resistencia  i  desobediencia. 

252.  El  empleado  público  que  se  ne- 
gare abiertamente  a  obedecer  las  órdenes 
desús  superiores  en  asuntos  del  servicio, 
será  penado  con  inhabilitación  especial 
perpetua  para  el  cargo  u  oHcio. 

En  la  misma  pena  incurrirá  cuando  ha- 
biendo suspendido  con  cualquier  motivo  la 
ejecución  de  órdenes  de  sus  superiores, 
las  desobedeciere  después  que  éstos  hubie- 
ren desaprobado  ia  suspensión. 

En  uno  i  otro  caso,  si  el  empleado  no 
fuere  retribuido  ,  la  pena  .será  reclusión 
menor  en  cualquiera  de  sus  grados  o  mul- 
ta de  ciento  a  mil  pesos. 


§  11.  Denegación  de  ausilio  i  abandono 
de  destino. 

253.  El  empleado  público  del  orden 
civil  o  militar  que  requerido  por  autoridad 
competente,  no  prestare,  en  el  ejercicio 
de  su  ministerio,  la  debida  cooperación 
para  la  administración  de  justicia  u  otro 
servicio  público,  será  penado  con  suspen- 
sión del  empleo  en  sus  grados  mínimo  a 
medio  i  multa  de  ciento  a  quinientos  pesos. 

Si  de  su  omisión  resultare  grave  daño  a 
la  causa  pública  o  a  un  tercero,  las  penas 
serán  inhabilitación  especial  perpetua  para 
el  cargo  u  ottcio  i  multa  de  ciento  a  mil 
pesos. 

254.  El  empleado  que  sin  renunciar 
su  destino  lo  abandonare,  sufrirá  las  penas 
de  suspensión  en  su  grado  minimo  a  inha- 
bilitación especial  temporal  para  el  cargo 
u  oficio  en  su  grado  medio  i  multa  de  cien- 
to a  quinientos  pesos. 

Si  renunciado  el  destino  i  antes  de  tras- 
currir un  plazo  prudencial  en  que  haya 
podido  ser  reemplazado  por  el  superior 
respectivo,  lo  abandonare  con  daño  de 
la  causa  pública,  las  penas  serán  multi  de 
ciento  a  quinientos  pesos  e  inhabilitación 
especial  temporal  para  el  cargo  u  oficio  en 
su  grado  medio. 

Las  penas  establecidas  en  los  dos  incisos 
anteriores  se  aplicarán  respectivamente  at 
que  abandonare  un  cargo  concejil  sin  ale- 
gar escusa  lejitima,  i  al  que  después  de 
haber  alegado  tal  escusa,  pero  antes  de 
trascurrir  un  plazo  prudencial  en  que  haya 
podido  ser  reemplazado,  hace  el  abandono 
ocasionando  daño  a  la  causa  pública. 

Las  disposiciones  de  este  articulo  han  de 
entenderse  sin  perjuicio  de  lo  establecida 
en  el  135. 

§  12.  Abusos  contra  particulares. 

255.  El  empleado  público  que,  desem- 
peñando un  acto  del  servicio,  cometiere 
cualquier  vejación  injusta  contra  las  per- 
sonas o  usare  de  apremios  ilejítimos  o  in- 
necesarios para  el  desempeño  del  servicio 
respectivo,  será  castigado  con  las  penas  de 
suspensión  del  empleo  en  cualquiera  de 
sus  grados  i  multa  de  ciento  a   mil  pesos. 

256.  En  iguales  penas  incurrirá  todo 
empleado  público  del  orden  administrativo 
que  mal icio.sa mente  retardare  o  negare  a 
los  particulares  la  protección  o_  servicio 
que  deba  dispensarles  en  conformidad  a  la» 
leyes  i  reglamentos. 

257.  El  empleado  público  que  arbitra- 
riamente rehusare  dar  certificación  o  tes- 
timonio, o  impidiere  la  presentación  o  el 
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curso  de  una  solicitud,  será  penado  con 
multa  de  ciento  a  quinientos  pesos. 

Si  el  testimonio,  certificación  o  solicitud 
versaren  sobre  un  abuso  cometido  por  el 
mismo  empleado,  la  multa  será  deciento 
a  mil  pesos. 

268.  El  empleado  público  que  policita- 
re  a  mujer  que  tenga  pretensiones  pen- 
dientes de  su  i'esolucior,  será  castigado 
con  la  pena  de  inhabilitación  especial  tem- 
poral para  el  cargo  u  oficio  en  su  grado 
medio. 

259.  El  empleado  que  solicitare  a  mu- 
jer sujeta  a  su  guarda  por  razón  de  su  car- 
go, sufrirá  las  penas  de  reclusión  menor 
en  cualquiera  de  sus  grados  e  inhabilita- 
ción especial  temporal  para  el  cargo  u  ofi- 
cio en  su  grado  medio. 

Si  la  solicitada  fuere  mujer,  hija,  madre, 
hermana,  o  afin  k-jiüma  en  los  mismos 
grados  de  persona  a  quien  tuviere  bajo  su 
guarda  el  solicitante,  las  penas  serán  re- 
clusión menor  en  sus  grados  medio  á  má- 
ximo e  inhabih'tacion  especial  perpetua 
para  el  cargo  u  oficio. 

§  13.  Disposición  jener al. \ 

260.  Para  los  efectos  de  este  titulo  i 
del  párrafo  4  del  titulo  111,  se  reputa  em- 
pleado todo  el  que  desempeña  un  cargo 
público,  aunque  no  sea  de  nombramiento 
del  jefe  de  la  República,  ni  reciba  sueldo 
del  Estado. 

TÍTULO  Yl 

Be  los  crínieües!  i  simple.*»  delito.*  contra  el 
orden  i  la  «iiegiiridad  púbiieos  «(tuietidoM 
por  particulare.*!i. 

§  1.  Atentados  i  desacatos  contra  la  auto- 
ridad. 

261.  Cometen  atentado  contra  la  auto- 
ridad: 

1."  Los  que  sin  alzarse  públicamente 
emplean  fuerza  o  intimidación  para  algu- 
no de  los  objetos  señalados  en  los  artículos 
121  i  126. 

2.°  Los  que  acometen  o  resisten  con 
violencia,  emplean  fuerza  o  intimidación 
contra  la  autoridad  pública  o  sus  ajent«s, 
cuando  aquélla  o  éstos  ejercieren  funcio- 
nes de  su  cargo. 

262.  Los  atentados  a  que  sa  refiere  el 
articulo  anterior  serán  castigados  con  la 
pena  de  reclusión  menor  en  su  grado  me- 
dio o  multa  de  ciento  a  quinientos  pesos, 
siempre  que  concurra  alguna  de  las  cir- 
cunstancias siguientes: 


1.*  Si  la  agresión  se  verifica  a  mano 
armada . 

2.*  Si  los  delincuentes  pusieren  manos, 
en  la  autoridad  o  en  las  personas  que  acu- 
dieren a  su  ausilio. 

3.**  Si  por  consecuencia  de  la  coacción 
la  autoridad  hubiere  accedido  a  las  exijen- 
cias  de  los  delincuentes. 

Sin  estas  circunstancias  la  pena  será  re- 
clusión menor  en  su  grado  mínimo  o  mul- 
ta de  ciento  a  trescientos  pesos 

Para  determinar  si  la  agresión  se  veri- 
fica a  mano  armada  se  estará  a  lo  dispues- 
to en  el  art.  132. 

263.  El  que  de  hecho  o  de  palabra  in- 
juriare gravemente  al  Presidente  de  la 
República,  o  a  alguno  de  los  cuerpos  co- 
lejisladores  o  a  las  comiiiiones  de  éstos,  sea 
en  los  actos  públicos  en  que  los  represen- 
tan, sea  en  el  desempeño  de  suíí  atribucio- 
nes particulares,  o  a  los  tribunales  supe- 
riores de  justicia,  será  castigado  con  re- 
clusión menor  en  sus  grados  medio  a  má- 
ximo i  multa  do  ciento  a  mil  pesos. 

Cuando  las  injurias  fuerun  leves,  las  pe- 
nas serán  reclusión  menor  en  su  grado 
miniíuo  i  multa  de  ciento  a  quinientos  pe- 
sos, o  simplemente  esta  última. 

264.  Cometen  desacato  contra  la  au- 
toridad: 

1."  Los  que  perturban  gravemente  el 
orden  de  las  sesiones  de  los  cuerpos  cole- 
jisladores  i  los  que  injurian  o  amenazan  en 
ios  mismos  actos  a  algún  diputado  o  se- 
nador. 

2."  Los  que  perturban  gravemente  el 
orden  en  las  audiencias  de  los  tril)unales 
de  justicia  i  los  que  injurian  o  amenazan 
en  los  mismos  actos  a  un  miembro  de  di- 
chos tribunales: 

3.°     Los  que  injurian  o  amenazan. 

Primero. — A  un  senador  o  diputado  por 
las  opiniones  manifestadas  en  el  Congreso. 

Segundo. — A  un  miembro  de  uh  tribu- 
nal de  justicia  por  los  fallos  que  hubiere 
dado. 

Tercero. — A  los  ministros  de  Estado  u 
otra  autoridad  en  el  ejercicio  de  sus  car- 
gos. 

Cuarto. — A  un  superior  suyo  con  oca- 
sión de  sus  funciones. 

En  todos  estos  casos  la  provocación  a 
duelo,  aunque  sea  privada  o  embozada,  se 
reputará  amenaza  grave  para  los  efectos 
del  presente  articulo. 

265.  Si  el  desacato  consiste  en  pertur- 
bar el  orden,  o  la  injuria  o  amenaza,  de 
que  habla  el  articulo  precedente,  fuere 
grave,  el  delincuente  sufrirá  las  penas  d» 
reclusión  menor  en  cualquiera  de  sus  gra- 
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dos  i  multa  de  ciento  a  mil  pesos.  Cuando 
fuere  leve,  las  penas  serán  reclusión  me- 
nor en  su  grado  mínimo  i  multa  de  ciento 
a  Urescientos  pesos,  o  simplemente  esta 
última. 

266.  Para  todos  los  efectos  de  las  dis- 
posiciones penales  respecto  de  los  que  co- 
meten atentado  o  desacato  contra  la  auto- 
ridad o  funcionarios  públicos,  se  entiende 
que  ejercen  aquélla  constantemente  los 
ministros  de  Estado  i  las  autoridades  de 
funciones  permanentes  o  llamadas  a  ejer- 
cei^ias  en  todo  caso  i  circunstancias. 

Bmtiéndese  también  ofendida  la  autori- 
dad en  ejercicio  de  sus  funciones  cuando 
tuviere  lugar  el  atentado  o  desacato  con 
ocasión  de  ellas  o  por  razón  de  su  carg». 

267.  El  que  con  violencia  o  fraude  im- 
pidiere ejercer  sus  funciones  a  un  miem- 
bro del  Congreso,  de  lo^  tribunale>  supe- 
riores de  justicia  o  del  Consejo  de  Estado, 
sufrirá  las  penas  de  reclusión  menor  en  su 
grado  mínimo  i  multa  de  ciento  a  mil  pe- 
sos. 

268.  El  que  ocasionare  tumulto  o  ex- 
citare al  desorden  en  el  despaclio  de  una 
autoridad  o  corporación  pública  hasta  el 
punto  de  impedir  o  interrumpir  sus  actos, 

•.será  castigado  con  reclusión  menor  en 
cualquiera  de  sus  grados  i  multa  de  ciento 
a  mil  pesos. 

§  2.  Desórdenes  públicos. 

269.  Los  que  turbaren  gravemente  la 
tranquilidad  pública  para  causar  injuria  u 
otro  mal  a  alguna  persona  particular  o  con 
cualquier  otro  ñn  reprobado,  incurrirán 
en  la  pena  de  reclusión  menor  en  su  gra- 
do mínimo  sin  perjuicio  de  las  que  les 
correspondan  por  el  daño  u  ofensa  causa- 
dos. 

§  3.  De  la  rotura  de  sellos. 

270.  Los  que  hubieren  roto  intencio- 
nalmente  los  sellos  puestos  por  orden  de  la 
autoridad  pública,  serán  castigados  con  re- 
clusión menor  en  su  grado  mínimo  i  multa 
de  cien  te  a  trescientos  pesos. 

Las  penas  serán  reclusión  menor  en  su 
grado  medio  i  multa  de  ciento  a  quinien- 
tos pesos  cuando  los  sellos  rotos  estaban 
colocados  sobre  papeles  o  efectos  de  un  in- 
dividuo acusado  o  condenado  por  crimen. 

271.  Si  la  rotura  de  los  sellos  ha  sido 
ejecutada  con  violencia  contra  las  perso- 
nas, el  culjjable  sufrirá  las  penas  de  reclu- 
sión menor  en  su  grado  máximo  i  multa 
(le  quinientos  a  mil  pesos. 


§  4.  De  los  embarazos  puestos  a  la  eje- 
cución de  los  trabajos  públicos. 

272.  El  que  por  vías  de  hecho  se  hu- 
biere opuesto,  sin  motivo  justificado,  ala 
ejecución  de  trabajos  públicos  ordenados  o 
permitidos  por  autoridad  competente,  se- 
rá castigaito  con  reclusión  menor  en  su 
grado  mínimo  o  multa  de  ciento  a  mil  pe- 
sos. 

§  5.  Crímenes  i  simples   delitos  de  los 
proveedores. 

273.  Las  personas  encargadas  de  pro- 
visiones, empresas  o  administraciones  por 
cuenta  del  Ejército  o  de  la  Armada,  o  sus 
ajentes  que  voluntariamente  hubieren  fal- 
tado a  sus  compromisos  embarazando  el 
servicio  que  tuvieren  a  su  cargo  con  daño 
grave  e  inevitable  de  la  causa  pública,  su- 
frirán las  penas  de  reclusión  mayor  en 
su  grado  mínimo  i  multa  de  mil  a  cinco 
mil  pesos. 

274.  Si  ha  habido  fraude  en  la  natura- 
leza, calidad  o  cantidad  de  los  objetos  o 
mano  de  obra,  o  de  las  co-as  suministra- 
das, con  daño  grave  e  inevitable  de  la  cau- 
sa pública,  los  culpables  sufrirán  las  penas 
de  presidio  mayor  en  cualquiera  de  sus 
grados  i  multa  de  mil  a  cinco  mil  pesos. 

§  6.  De  las  infracciones  de  las  leyes  i 
reglamentos  referentes  a  loterías,  casas 
de  ¡uego  i  de  préstamo  sobre  prendas. 

275.  Es  lotería  toda  operación  ofreci- 
da al  público  i  destinada  a  procurar  ga- 
nancia por  medio  de  la  suerte. 

276.  Los  autores,  empresarios,  admi- 
nistradores, comisionados  o  ajentes  de  lo- 
terías no  autorizadas  legalmente,  incurri- 
rán en  la  multa  de  ciento  a  mil  pesos  i 
perderán  los  objetos  muebles  puestos  en 
lotería. 

Si  los  objetos  puestos  en  lotería  fueren 
inmuebles,  la  pena  será  multa  de  mil  a 
cinco  mil  pesos. 

En  caso  de  reincidencia  se  les  aph"cará 
ademas  la  reclusión  menor  en  su  grado 
mínimo. 

277.  Los  banqueros,  dueños,  adminis- 
tradores o  ajentes  de  casas  de  juego  de 
suerte,  envite  o  azar,  serán  castigados  con 
reclusión  menor  en  cualquiera  de  sus  gra- 
dos i  multa  de  ciento  a  mil  pesos. 

278.  Los  que  concurrieren  a  jugara 
las  casas  referidas,  sufrirán  la  pena  de  re- 
clusión menor  en  su  grado  mínimo  o  mul- 
ta de  ciento  a  mil  pesos. 

279.  El  dinero  o  efectos  puestos  en  jue- 
go i  los  instrumentos,  objetos  i  útiles  des- 
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tinados  a  él  caerán  siempre  en  comiso. 
280  El  que  sin  autorización  legal  es- 
tableciere casas  de  próstamos  sobre  pren- 
das, sueldos  o  salarios,  sufrirá  las  penas  de 
reclusión  menor  en  su  grado  mínimo,  mul- 
ta de  ciento  a  mil  pesos,  i  comiso  de  las 
cantidades  prestadas,  hasta  la  suma  áe  cin- 
co mil  pesos. 

281.  Los  que  habiendo  obtenido  auto- 
rización no  llevaren  los  libros  con  la  debida 
formalidad,  asentando  en  ellos,  sin  claros 
ni  entre  renglones,  las  cantidades  presta- 
das, los  plazos e  intereses,  los  nombres  i  do- 
micilio de  las  que  las  reciban,  la  naturale- 
za, calidad  i  valor  de  los  objetos  dados  en 
prenda  i  las  demás  circunstancias  que  exi- 
jan los  reglamentos  que  deberá  dictar  el 
Presidente  de  la  República,  incurrirán  en 
las  penas  de  multa  de  ciento  a  quinientos 
pesos  i  comiso  de  las  cantidades  prestadas, 
hasta  quinientos  pesos. 

Las  mismas  penas  se  impondrán  a  los 
que  no  hagan  la  enajenación  de  las  pren- 
das con  arreglo  a  las  leyes  i  reglamentos. 

282.  El  prestamista  que  no  diere  res- 
guardo de  la  prenda  o  seguridad  recibida, 
será  castigado  con  una  multa  del  duplo  al 
quintuplo  de  su  valor  i  la  cantidad  que  hu- 
biere prestado  caerá  en  comiso. 

283.  El  prestamista  que  hiciere  prés- 
tamos de  la  clase  indicada  en  los  artículos 
precedentes  a  una  persona  manifiestamen- 
te incapaz  para  contratar  por  su  edad  o 
falta  de  discernimiento,  será  castigado  con 
las  mismas  penas  del  articulo  anterior. 

§  7.  Crímenes  i  simples  delitos  relaticoB  a 
la  industria,  al  comercio  i  a  las  subas- 
tas públicas. 

''  284.  El  que  fraudulentamente  hubiere 
comunicado  secretos  de  la  fábrica  en  que 
ha  estado  o  está  empleado,  sufrirá  la  pena 
de  reclusión  menor  en  sus  grados  mínimo 
a  medio  o  multa  de  ciento  a  mil  pesos. 

285.  Los  que  por  medios  fraudulentos 
consiguieren  alterar  el  precio  natural  del 
trabajo,  de  los  jóneros  o  mercaderías,  ac- 
ciones, rentas  públicas  o  privadas  o  de  cua- 
lesquiera otras  cosas  que  fueren  objetos  de 
contratación,  sufrirán  las  penas  de  reclu- 
sión menor,  en  sus  grados  mínimo  a  me- 
dio i  multa  de  ciento  a  quinientos  pesos. 

286.  Cuando  el  fraude  espresado  en  el 
artículo  anterior  recayere  sobre  manteni- 
mientos u  otros  objetos  de  primera  necesi- 
dad, ademas  de  las  penas  que  en  él  se  se- 
ñalan, se  impondrá  la  de  comiso  de  los  jé- 
neros  que  fueren  objeto  del  fraude. 

287.  Los  que  emplearen  amenaza   o 


cualquier  otro  medio  fraudulento  para  ale- 
jar a  los  postores  en  una  sul)asta  pública 
con  el  fin  de  alterar  el  precio  del  remate, 
serán  castigados  con  una  multa  del  diez  al 
cincuenta  por  ciento  del  valor  de  la  cosa 
subastada;  a  no  merecer  mayor  pena  por 
la  amenaza  u  otro  medio  ilícito  que  em- 
plearen. 

§  8.  De  las  infracciones  de  las  leyes  i  re- 
glamentos relativos  a  las  armas  prohi- 
bidas. 

288.  El  que  fabricare,  vendiere  o  dis- 
tribuyere armas  absolutamente  prohibidas 
por  la  lei  o  por  los  reglamentos  jenerales 
que  dicte  el  Presidente  de  la  República, 
sufrirá  la  pena  de  reclusión  menor  en  su 
grado  mínimo  o  multa  de  ciento  a  quinien- 
tos pesos. 

§  9.  Simples  delitos  relaiioos  a  las  epuoo- 
tías. 

-  289.  Todo  tenedor  o  guardián  de  ani- 
males afectados  de  enfermedades  conta- 
giosas determinadas  por  la  autoridad  local, 
que  no  hubiere  dado  aviso  inmediatamen- 
te a  dicha  autoridad  o  a  sus  ajentes,  o  que 
antes  de  que  se  haya  respondido  a  su  aviso 
no  los  tuviere  encerrados,  será  castigado 
con  reclusión  menor  en  su  grado  mínimo 
o  multa  de  ciento  a  trescientos  pesos. 

290.  A  los  que,  con  desprecio  de  las 
prohibiciones  de  la  autoridad  administra- 
tiva competente,  hubieren  dejado  los  ani- 
males infestados  en  comunicación  con  otros 
o  no  hubieren  cumplido  las  prescripciones 
de  dicha  autoridad  para  impedir  la  propa- 
gación del  contajio,  se  impondrá  la  pena 
de  reclusión  menor  en  su  grado  minimo  o 
multa  de  ciento  a  quinientos  pesos. 

291.  Si  con  motivo  de  la  infracción  de 
lo  dispuesto  en  el  precedente  articulo  ha 
resultado  la  propagación  del  contajio,  se 
impondrá  a  los  culpables  la  pena  de  reclu- 
sión menor  en  su  grado  mínimo  o  multa 
de  quinientos  a  mil  pesos. 

§  10.  De  las  asociaciones  ilícitas. 

292.  Toda  asociación  formada  con  el 
objeto  de  atentar  contra  el  orden  social, 
contra  las  buenas  costumbres,  contra  las 
personas  o  las  propiedades,  importa  un  de- 
lito que  existe  por  el  solo  hecho  de  orga- 
nizarse. 

293.  Si  la  asociación  ha  tenido  por  ob- 
jeto la  perpetración  de  crímenes,  los  jefes, 
los  que  hubieren  ejercido  mando  en  ella  i 
sus  provocadores,  sufrirán  la  pena  de  pre- 
sidio mayor  en  cualquiera  de  sus  grados. 
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Cuando  la  asociación  ha  tenido  por  ob- 
jeto la  perpetración  de  simples  delitos,  la 
pena  se^'á  presidio  menor  en  cualquiera  de 
sus  grados  para  los  individuos  comprendi- 
dos en  el  acápite  anterior. 

294.  (  ualesquiera  otros  individuos  que 
hubieren  tomado  parte  en  la  asociación  i 
los  que  a  sabiendas  i  voluntariamente  le 
hubieren  suministrado  caballerías,  armas, 
municiones,  instrument">3  para  c>ometer  los 
crímenes  o  simples  delitos,  alojamiento, 
escondite  o  lugar  de  reunión,  serán  casti- 
gados, en  el  primer  caso  previsto  por  el  ar- 
ticulo precedente,  con  presidio  menor  en 
su  grado  medio,  i  en  el  segundo,  con  pre- 
sidio menor  en  su  grado  mínimo. 

295.  Quedarán  exentos  de  las  penas 
señaladas  en  el  presente  párrafo  aquellos 
de  los  culpables  que,  antes  de  ejecut  irse 
alguno  de  los  crímenes  o  siiftiples  delitos 
que  constituyen  el  objeto  de  la  asociación 
i  antes  de  ser  perseguidos,  hubieren  reve- 
lado a  la  autoridad  la  existencia  de  dichas 
asociaciones,  sus  planes  i  propósitos. 

Podrán  sin  embargo  ser  puestos  bajo  la 
vijilancia  de  la  autoridad. 

§  11.     De  las  amenazas  de  atcnlado  con' 
tra  las  personas  i  propiedades. 

296.  El  que  amenazare  seriamente  a 
otro  con  causar  a  él  mismo  o  a  su  familia, 
en  su  persona,  {honra  o  propiedad,  un  mal 
que  constituya  delito,  siempre  que  jjor  los 
antecedentes  aparezca  verosímil  la  consu- 
mación del  hecho,  será  castigado: 

1.'  Con  presidio  menor  en  sus  grados 
medio  a  máximo,  si  hubiere  hecho  la  ame- 
naza exijiendo  una  cantidad  o  imponiendo 
cualquiera  otra  condición  ilícita  i  el  culpa- 
ble hubiere  conseguido  su  propósito,  a  n» 
ser  que  merezca  mayor  pena  el  hecho  con- 
sumado, en  el  cual  caso  se  impondrá  ésta. 

2.*  Con  presidio  menor  en  sus  grados 
mínimo  a  medio,  si  hecha  la  amenaza  liajo 
condición  el  culpable  no  hubiere  consegui- 
do su  propósito. 

3."  Con  presidio  menor  en  su  grado 
mínimo,  si  la  amenaza  no  fuere  condicio- 
nal. 

Cuando  las  amenazas  se  hicieren  por  es- 
crito o  por  medio  de  emisario,  éstas  se  es- 
timarán  como   circunstancias  agravantes. 

Para  los  efectos  de  este  articulo  se  en- 
tiende por  familia  el  cónyuje,  los  parientes 
en  la  linea  recta  de  consanguinidad  o  afi- 
nidad lejítima,  los  padres  e  hijos  naturales 
i  la  descendencia  lejítima  de  éstos,  los  hi- 
jos ilejítimos  reconocidos  i  los  colaterales 
nasta  el  tercer  grado  de  consanguinidad  o 
afinidad  lejitimas. 


297.  Las  amenazas  de  un  mal  que  no 
constituya  delito  hechas  en  la  forma  es- 
presada en  el  número  1."  de!  articulo  an- 
terior, serán  castigadas  con  la  pena  de  re- 
clusión menor  en  cualquiera  de  sus  gra- 
dos. 

298.  En  los  casos  de  los  dos  artículos 
precedentes  se  podrá  condenar  ademas  al 
amenazador  a  dar  caución  de  no  ofender 
al  amenazado,  i  en  su  defecto  a  la  pena  de 
sujeción  a  la  vijilancia  de  la  autoridad. 

§  12.     De  la  eoaswn  de  los  detenidos. 

299.  El  empleado  público  culpable  de 
connivencia  en  la  evasión  de  un  preso  o 
detenido  cuya  conducción  o  custodia  le  es- 
tuviere confiada,  será  castigado: 

1.°  En  el  caso  de  que  el  fujitivo  se  ha- 
lle condenado  por  ejecutoria  a  alguna  pena, 
con  la  inferior  en  dos  grados  i  la  de  in- 
habilitación especial  perpetua  p«ra  el  car- 
go u  oficio. 

2."  Con  la  pena  inferior  en  tres  grados 
a  la  señalada  por  la  lei  al  delito  por  que  se 
halle  procesado  el  fujitivo,  si  no  se  le  hu- 
biere condenado  por  ejecutoria,  i  con  la  de 
inhabilitación  especial  temporal  para  el 
cargo  u  oñcio  en  su  grado  medio. 

300.  El  particular  que,  encargado  de 
la  conducción  o  custodia  de  un  preso  o  de- 
tenido, se  hallare  en  alguno  de  los  casos 
del  artículo  precedente,  será  castigado  con 
las  penas  inmediatamente  inferiores  en 
grado  a  las  señaladas  para  el  empleado  pú- 
blico. 

301.  Los  que  e-itrajeren  de  las  cárceles 
o  de  establecimientos  penales  a  alguna 
persona  presa  o  detenida  en  elloi  o  le  pro- 
porcionaren la  evasión,  serán  castigados 
con  las  penas  señaladas  en  ^'l  artículo  299, 
según. el  caso  respectivo,  si  emplearen  la 
violencia  o  el  soborno,  i  con  las  inferiores 
en  un  grado  cuando  se  valieren  de  otros 
medios. 

Si  fuera  de  dichos  establecimientos  se 
verificare  la  sustracción  o  se  facilitare  la 
fuga  de  los  presos  o  detenidos  violentando 
o  sorprendiendo  a  los  encargados  de  con- 
ducirlos o  custodiarlos,  se  aplicarán  res- 
pectivamente las  penas  inferiores  en  un 
grado  a  las  señaladas  en  e!  inciso  prece- 
dente. 

302.  Cuando  la  evasión  o  fuga  de  los 
presos  o  detenidos  se  efectuare  por  descui- 
do culpable  de  los  guardianes,  se  aplicará 
a  éstos  una  pena  inferior  en  un  grado  a  la 
que  les  correspondería  en  caso  de  conni- 
vencia según  los  artículos  anteriores. 

303.  Si  los  fugados  fueren  dos  o  mas, 
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se  tomará  como  base  para  fijar  la  pena  de 
ios  reos  a  quienes  se  retieie  este  párrafo, 
la  mayor  de  las  ijiie  estuvier  n  sufriendo  o 
merecieren  aquéllos. 

304.  Cuando  empleando  las  reglas  an  ■ 
teriores  para  aplicar  la  pena,  no  pudiera 
ésta  determinarse  por  falta  de  grados  infe- 
riores o  por  no  ser  aplicables  las  de  inhabi- 
litación i  suspensión,  se  impondrá  la  últi- 
ma que  contenga  la  respectiva  escala  gra- 
dual. 


bajo  un  motivo  falso  obtuviere  licencia  pa- 
ra pedir  limosna,  o  continuare  pidiéndola 
después  de  liaber  cesado  la  causa  por  que 
la  ol)tuvo. 

311.  El  mendigo  en  quien  concurra 
cualquiera  de  las  cii'cunstancias  espresa- 
das en  el  art.  307,  será  castigado  con  las 
penas  señaladas  en  él. 

312.  Lo  dispuesto  en  el  art.  308  es 
aplicable  a  los  mendigos  comprendidos  ea 
los  artículos  3*9  i  31U. 


§  13.     De  La  cagancia  i  mendicidad.  §  14> 

305.  Son  vagos  los  que  no  tienen  ho- 
gar tijo  ni  medios  de  sul)sistencia,  ni  ejer- 
cen habitualmente  alguna  profesión,  oficio 
u  ocupación  licita,  teniendo  aptitudes  para 
el  trabajo 

306.  El  vago  será  castigado  con  las  pe- 
nas de  reclusión  menor  en  su  grado  míni- 
mo i  sujeción  a  la  vijilancia  de  la  auto- 
ridad 

307.  El  vago  a  quien  se  aprehendiere 
disfrazado  o  en  traje  que  no  le  fuere  habi- 
tual o  provisto  de  ganzúas  u  otros  instru- 
mentos o  armas  que  inspiren  fundada  sos- 
pecha, sufrirá  las  penas  de  presidio  menor 
en  sus  grados  mínimo  a  medio  i  de  suje- 
ción a  la  vijilancia  de  la  autoridad. 

Iguales  penas  se  impondrán  al  vago  que 
intentare  penetrar  en  casa,  habitación  o 
lugar  cerrado,  sin  motivo  que  le  escuse. 

308.  En  cualquier  tiempo  que  el  vago 
a  quien  se  hubieren  impuesto  las  penas  de 
reclusión  menor  en  su  grado  mínimo  i  de 
sujeción  a  la  vijilancia  de  la  autoridad, 
diere  fianza  de  buena  conducta  i  aplica- 
ción al  trabajo,  será  relevado  del  cumpli- 
miento de  su  condena. 

La  cuantía  de  la  fianza  la  ñjará  el  tribu- 
nal en  la  sentencia,  no  pudiendo  bajar  de 
cien  pesos  ni  exceder  de  quinientos. 

Esta  fianza  durará  dos  años.  El  fiador 
tendrá  derecho  a  pedir  en  cualquier  tiem- 
po su  liberación,  con  tal  que  presente  la 
persona  del  v;igo  para  que  cumpla  o  es- 
tinga su  condena. 

309  El  que  sin  la  debida  licencia  pi- 
diere habitualmente  limosna  en  lugares 
públicos,  será  castigado  con  reclusión  me- 
nor en  su  grado  mínimo  i  sujeción  a  la 
vijilancia  de  la  autoridad. 

Cuando  el  mendigo  no  pudiere  propor- 
cionarse el  sustento  con  su  trabajo  o  fuere 
menor  de  catorce  años,  la  autoridad  adop- 
tará las  medidas  que  prescriban  los  regla- 
mentos. 

310.  La  disposición  del  inci-so  primero 
del  artículo  anterior  es  aplicable  al  que 


Crímenes  i  simples  delitos  contra 
la  salud  pública 


313.  El  que.  sin  hallarse  competente- 
mente autorizado,  elaborase  sustancias  o 
productos  nocivos  a  la  salud  o  traficare  en 
ellos,  estando  prohibidos  su  fabricación  o 
tráfico,  será  castigado  con  reclusión  me- 
nor en  su  grado  medio  i  multa  de  ciento  a 
quinientos  pesos. 

314  El  que  hallándose  autorizado  pa- 
ra la  fabricación  o  tráfico  de  las  sustan- 
cias o  productos  espresados  en  el  articulo 
anterior,  los  fabricare  o  espendiere  sin 
cumplir  con  las  formalidades  prescritas  en 
los  reglamentos  respectivos,  sufrirá  las 
penas  de  reclusión  menor  en  su  grado  mí- 
nimo i  multa  de  ciento  a  trescientos  pe- 
sos, .^ 

315.  Los  droguistas  que  despacharen 
medicamentos  deteriorados  o  sustituyeren 
unos  por  otr"s,  haciéndolo  de  una  manera 
nociva  a  la  salud,  serán  castigados  con  re- 
clusión menor  en  su  grado  medio  y  multa 
de  ciento  a  quinientos  pesos,  a  mas  de  la 
destrucción  de  los  objetos  deteriorados. 

Las  disposiciones  de  este  articulo  i  del 
anterior  son  aplicables  a  los  que  trafiquen 
con  las  sustaniiis  o  productos  espresados 
en  ellos,  i  a  los  dependientes  de  los  dro- 
guistas, cuando  fueren  los  culpables. 

316.  El  que  con  cualquiera  mezcla  no- 
civa a  la  salud  alterare  las  bebidas  o  co- 
mestibles destinados  al  consumo  público, 
sufrirá  las  penas  de  reclusión  menor  en  su 
grado  medio  i  multa  de  ciento  a  quinien- 
tos pesos,  a  mas  de  la  destrucción  de  los 
objetos  adulterados. 

317.  Se  impondrán  también  las  penas 
señaladas  en  el  articulo  anterior: 

1."  Al  que  eicondiere  o  sustrajere  para 
vender  o  comprar,  objetos  destinados  a  ser 
inutilizados  o  desinfeccionados. 

2.°  Al  que  arrojare  en  fuente,  cisterna 
o  curso  de  agua  destinada  a  la  bebida,  al- 
gún objeto  que  la  haga  nociva  para  la  sa- 
lud. 

318.  El  que  infrinjiere  las  reglas  hijié- 
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nicas  o  de  salubridad  acordadas  por  la  au- 
toridad en  tiempo  de  epidemia  ocontajio, 
será  castigado  con  reclusión  menor  en  sus 
grados  mínimo  a  medio  o  multa  de  ciento 
a  mil  pesos. 

319.  Las  penas  designadas  en  este  pá- 
rrafo se  entenderán  sin  perjuicio  de  las 
que  correspondan  al  hecho  o  hechos  que 
sean  consecuencias  de  tales  delitos. 

§  15.  De  la  infracción  de  las  leyes  o  re- 
glamentos sobre  inhumaciones  i  exhu- 
maciones. 

320.  El  que  practicare  o  hiciere  prac- 
ticar una  inhumación  contraviniendo  a  lo 
dispuesto  por  las  leyes  ó  reglamentos  res- 
pecto al  tiempo,  sitio  i  demás  formalidades 
prescritas  para  las  inhumaciones,  incu- 
rrirá en  las  penas  de  reclusión  menor  en 
sugrado  mínimo,  i  multa  de  ciento  a  tres- 
cientos pesos. 

321.  El  que  violare  los  sepulcros  o  se- 
pulturas practicando  cualquier  acto  que 
tienda  directamente  a  faltar  al  respeto 
debido  a  la  memoria  de  los  muertos,  será 
condenado  a  reclusión  menor  en  su  grado 
medio  i  multa  de  ciento  a  quinientos  pe- 
sos. 

322.  El  que  exhumare  o  trasladare  los 
restos  humanos  con  infracción  de  los  re- 
glamentos i  demás  disposiciones  de  sani- 
dad, sufrirá  las  penas  de  reclusión  menor 
en  su  grado  mínimo  i  multa  de  ciento  a 
trescientos  pesos. 

§  16.  Crímenes  i  simples  delitos  relativos 
a  ¿os  ferrocarriles,  telégrafos  i  conduc- 
tores de  correspondencia. 

323.  El  que  destruyere  o  descompu- 
siere una  via  férrea  o  colocare  en  ella  obs- 
táculos que  puedan  producir  el  descarri- 
lamiento, o  tratare  de  producirlo  de  cual- 
quiera otra  manera,  será  castigado  con 
presidio  menor  en  sus  grados  mínimo  a 
medio. 

324.  Si  a  virtud  de  la  destrucción, 
descompostura  u  obstáculos  puestos  o  por 
cualquier  otro  acto  ejecutado  se  verificare 
el  descarrilamiento,  la  pena  será  presidio 
menor  en  sus  grados  medio  a  máximo. 

325.  Cuando  a  consecuencia  del  acci- 
dente producido  por  los  actos  relacionados 
en  el  articulo  anterior,  se  causaren  lesio- 
nes u  otros  daños  a  las  personas,  se  apli- 
cará al  culpable  la  pena  correspondiente 
al  daño  causado,  siempre  que  íuere  mayor 
que  la  señalada  en  el  artículo  anterior;  en 
el  caso  contrario  se  le  impondrá  el  grado 
máximo  de  ésta. 


326.  Si  el  accidente  ocasionare  la  muer- 
te de  alguna  persona,  el  cul|iable  sufrirá  la 
pena  señalada  al  homicidio  voluntario  eje- 
cutado con  alevosía,  en  su  grado  máximo. 

327.  El  autor  de  los  hechos  que  hubie- 
ren producido  el  accidente  no  solo  es  obli- 
gado a  reparar  los  daños  que  la  empresa 
del  ferrocarril  esperimentare,'sino  también 
los  que  sufran  los  particulares  que  se  en- 
contraban en  el  tren  o  que  trasportaban 
pop  él  objetos  muebles  o  semovientes. 

828.  La  amenaza  hecha  de  palabra  o 
por  escrito,  de  cometer  alguno  de  los  de- 
litos previstos  en  el  art.  323,  será  castiga- 
da con  reclusión  menor  en  su  grado  míni- 
mo o  con  multa  de  ciento  a  mil  pesos. 

329.  El  que  por  ignorancia  culpable, 
imprudencia  o  descuido,  o  por  inobservan- 
cia de  los  reglamentos  del  camino,  que  de- 
ba conocer,  causare  involuntariamente  ac- 
cidente que  ocasionen  lesión  o  daño  a  al- 
guna persona,  sufrirá  las  penas  de  reclu- 
sión menor  en  su  grado  mínimo  i  multa  de 
ciento  a  trescientos  pesos. 

Cuando  el  accidente  ocasionare  la  muer- 
te a  una  persona,  la  pena  será  reclusión 
menor  en  cualquiera  de  sus  gradoi. 

Las  disposiciones  de  este  artículo  son 
también  aplicables  a  los  empresarios,  di- 
rectores o  empleados  de  la  linea. 

330.  El  maquinista,  conductor  o  guar- 
da-freno que  abandonare  su  puesto  o  se 
embriagare  durante  su  servicio,  será  cas- 
tigado con  presidio  menor  en  su  grado  mí- 
nimo i  multado  ciento  a  trescientos  pesos. 

Si  a  consecuencia  del  abandono  del  pues- 
to o  de  la  embriaguez  ocurrieren  acciden- 
tes que  causaren  lesiones  a  alguna  perso- 
na, las  penas  serán  presidio  menor  en  su 
grado  medio  i  multa  de  ciento  a  quinientos 
pesos. 

Cuando  de  tales  accidentes  resultare  la 
muerte  de  algún  individuo,  se  impondrán 
al  culpable  las  penas  de  presidio  menor  en 
su  grado  máximo  i  multa  de  quinientos  a 
mil  pesos. 

331.  En  el  caso  de  abandono  intencio- 
nal por  causar  daño  a  alguna  de  las  per- 
sonas que  iban  en  los  trenes,  se  aplicarán 
al  maquinista,  conductor  o  guarda-frenos, 
según  los  casos  i  aumentadas  en  un  grado, 
las  penas  que  señalan  los  arts.  323,  324, 
325  i  326. 

332.  Las  penas  que  establecen  los  tn-s 
artículos  precedentes  se  aplicarán  respec- 
tivamente a  cualquier  otro  empleado  en  el 
servicio  del  camino  que  teniendo  un  cargo 
que  desempeñar,  lo  abandonare  o  ejercie- 
re mal  con  peligro  de  la  seguridad  del  trá- 
fico. 
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33^.  El  que  por  imprudencia  rompie- 
re los  postes  o  alambres  de  una  linea  tele- 
grática  establecida  o  en  construcción,  o 
ejecutare  actos  qne  interrumpan  el  servi- 
cio de  los  telégrafos,  será  penado  con  mul- 
ta de  ciento  a  trescientos  pesos. 

334.  Elqueintencionalmente  interrum- 
piere la  comunicación  telegráfíca  o  causa- 
re daño  a  una  linea  en  construcción  rom- 
piendo los  alambres  o  postes,  inutilizando 
los  aparatos  de  trasmisión  o  por  cualquier 
otro  medio,  sufrirá  las  penas  de  presidio 
menor  en  su  grado  mínimo  i  multade  cien- 
to a  quinientos  pesos. 

335.  Los  que  en  casos  de  motin,  insu- 
rrección, guerra  esterior  u  otra  calamidad 
pública,  rompieren  los  alambres  o  postes, 
destruyeren  las  máquinas  o  aparatos  tele- 
gráficos, se  apoderaren  con  violencia  o 
amenazas  de  las  oficinas,  o  empleando  los 
mismos  medios  impidieren  de  cualquier 
modo  la  correspondencia  telegráñca  entre 
los  depo.sitarios  de  la  autoridad  pública,  o 
se  opusieren  con  fuerza  o  violencia  al  resta- 
blecimiento de  una  linea  telegráfica,  serán 
castigados  con  presidio  menor  en  cualquie- 
ra de  sus  grados  i  multa  de  ciento  a  mil 
pesos. 

336.  Los  autoresdel  daño  estarán  siem- 
pre obligados  a  indemnizar  los  costos  que 
demanden  las  reparaciones  o  el  restableci- 
miento de  las  líneas  deterioradas  o  destrui- 
das. 

337.  El  empleado  de  una  oficina  tele- 
gráfica que  divulgare  el  contenido  de  un 
mensaje  sin  autorización  espresa  de  la  per- 
sonaique  lo  dirije  o  a  quien  es  dirijido,  in- 
currirá en  una  multa  de  ciento  a  trescien- 
tos pesos  i  deberá  indemnizar  los  perjui- 
cios provenientes  de  la  divulgación. 

Las  mismas  penas  se  impondrán  al  em- 
pleado que,  por  descuido  culpable,  no  tras- 
mitiere fielmente  un  mensaje  telegráfico  i, 
sien  la  trasmisión  infiel  hubiere  mala  fe, 
se  estará  a  lo  dispuesto  en  el  art.  195. 

338.  El  empleado  que  habiendo  tras- 
mitido órdenes  encaminadas  a  la  persecu- 
ción o  aprehensión  de  delincuentes  o  para 
quese  practiquen  diiijenciasdirijidasa  una 
averiguación  judicial  o  gubernativa,  tras- 
mitiere avisos  o  prevenciones  que  hagan 
ilusorias  dichas  órdenes,  incurrirá  en  la 
pena  de  reclusión  menor  en  su  grado  medio. 

Igual  pena  se  aplicará  cuando  maliciosa- 
raenle  frustrare  las  medidas  de  la  autoridad 
en  tales  casos,  con  una  trasmisión  o  tra- 
ducción infiel. 

339.  En  el  momento  de  motin  o  aso- 
nada es  prohibido  a  toda  oficina  telegrá- 
fíca: 
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L^  Trasmitir  o  tolerar  que  se  tras- 
mitan mensajes  dirijidos  a  fomentar  o  fa- 
vorecer el  desorden . 

2."  Dar  aviso  de  la  marcha  que  siguen 
los  sucesos  i  tumultos,  si  no  es  a  la  autori- 
dad o  con  asentimiento  de  ésta. 

3."  Listruir  del  movimiento  de  tropas  o 
de  las  medidas  tomadas  para  combatir  la 
insurrección  o  desorden. 

4.°  Comunicar  toda  noticia  cuyo  objeto 
sea  frustrar  las  providencias  tomadas  para 
restablecer  la  tranquilidad  interior. 

La  infracción  de  cualquiera  de  esta.s 
prohibiciones  sujeta  al  infractor  a  las  pe- 
nas de  reclusión  menor  en  su  grado  medio 
i  multa  de  ciento  a  quinientos  pesos;  sin 
perjuicio  de  ser  castigado  como  instigador 
o  como  cómplice  del  motin  o  asonada, 
siempre  que  los  hechos  dieren  mérito  para 
considerarlo  tal. 

340.  Cuando  en  una  oficina  telegráfi- 
ca se  reincidiere  en  las  infracciones  de  que 
habla  el  artículo  precedente,  podrá  la  au- 
toridad superior  inmediata  prohibir  el  uso 
del  telégrafo  o  someterlo  a  su  dirección  o 
inspección  mientras  duren  las  circunstan- 
cias estraordinarias  de  motin,  sedición, 
etcétera. 

341.  El  que  acometiere  a  un  conduc- 
tor de  correspondencia  pública  para  in- 
terceptarla o  detenerla  o  para  apoderarse 
de  ella  o  de  cualquier  modo  inutilizarla, 
será  castigado  con  presidio  menor  en  sus 
grados  medio  a  máximo,  si  interviniere 
violencia.  Si  no  interviniere  violencia,  con 
presidio  menor  en  sus  grados  mínimo  a 
medio. 

Lo  cual  no  obsta  para  que  se  aplique  la 
pena  correspondiente  al  delito  cometido 
en  la  persona  del  conductor  o  en  la  sus- 
tracción de  la  correspondencia,  siempre 
que  fuere  mayor. 

TITULO  Yll 

Crímenes  i  simples  delitos  contra  el  orden 
de  las  familias  i  contra  la  moralidad  pá- 
bllca. 

§  1.  Aborto. 

342.  El  que  maliciosamente  causare 
un  aborto  será  castigado: 

L°  Con  la  pena  de  presidio  mayor  en 
su  grado  mínimo,  si  ejerciere  violencia  en 
la  persona  de  la  mujer  embarazada. 

2.°  Con  la  de  presidio  menor  en  su  gra- 
do máximo,  si,  aunque  no  la  ejerza,  obra- 
re sin  consentimiento  de  la  mujer. 

3.°  Con  la  de  presidio  menor  en  su  gra- 
do medio,  si  la  mujer  consintiere. 

343.     Será  castigado  con  presidio  me- 
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ñor  en  sus  grados  mínimo  a  medio,  el  que 
con  violencias  ocasionare  un  aborto,  aun 
cuando  no  haya  tenido  propósito  de  cau- 
sarlo, coa  talque  el  estado  de  embarazo 
de  la  mujer  sea  notorio  o  le  constare  al 
lieclior. 

344.  La  mujer  que  causare  su  aborto 
o  consintiere  que  otra  persona  se  lo  cause, 
será  castigada  con  presidio  menor  en  su 
grado  máximo. 

Si  lo  hiciere  por  ocultar  su  deshonra, 
incurrirá  en  la  pena  de  presidio  menor  en 
su  grado  medio. 

345.  El  facultativo  que,  abusando  de 
su  oHcio,  causare  el  aborto  o  cooperare  a 
él,  incurrirá  respectivamente  en  las  penas 
señaladas  en  el  articulo  342,  aumentadas 
en  un  grado. 

§  2.  Abandono  de  niños  i  personas 
desvalidas. 

346.  El  que  abandonare  en  un  lugar 
no  solitai-io  a  un  niño  menor  de  siete  años, 
será  castigado  con  presidio  menor  en  su 
grado  mínimo. 

347.  Si  el  abandono  se  hiciere  por  los 
padres  lejítimos  o  ilejítimos  o  por  perso- 
nas que  tuvieren  al  niño  bajo  su  cuidado, 
la  pena  será  presidio  menor  en  su  grado 
máximo,  cuando  el  que  lo  abandona  resi- 
de a  menos  de  cinco  quilómetros  de  un 
pueblo  o  lugar  en  que  hubiere  casa  de  es- 
pósitos,  i  presidio  menor  en  su  grado  me- 
dio en  los  demás  casos. 

348.  Si  a  consecuencia  del  abandono 
resultaren  lesiones  graves  o  la  muerte  del 
niño,  se  impondrá  al  que  lo  efectuare  la 
pena  de  presidio  mayor  en  su  grado  míni- 
mo, cuando  fuere  alguna  de  las  personas 
comprendidas  en  el  artículo  anterior,  i  la 
de  presidio  menor  en  su  grado  máximo  en 
el  caso  contrario. 

Lo  dispuesto  en  este  articulo  i  en  los  dos 
precedentes  no  se  aplica  al  abandono  he- 
cho en  casas  de  espósitos. 

349.  El  que  abandonare  en  un  lugar 
.solitario  a  un  niño  menor  de  diez  años,  se- 
rá castigado  con  presidio  menor  en  su 
grado  medio. 

350.  La  pena  será  presidio  mayor  en 
su  grado  mínimo  cuando  el  que  abandona 
es  alguno  de  los  relacionados  en  el  artícu- 
lo 347. 

351.  Si  del  abandono  en  un  lugar  so- 
litario resultaren  lesionesgraves  o  la  muer- 
to del  niño,  .se  impondrá  al  que  lo  ejecuta 
la  pena  de  presidio  mayor  en  su  grado 
medio,  cuando  fuere  alguna  de  las  perso- 
nas a  que  se  refiere  el  artículo  precedente. 


i  la  de  presidio  mayor  en  su  grado  mínima 
en  el  caso  contrario. 

352.  El  que  abandonare  a  su  cónyuje 
o  a  un  ascendiente  o  descendiente,  lejít'i- 
mo  o  ilejitimo,  enfermo  o  imposibilitado, 
si  el  abandonado  sufriere  lesiones  graves  o 
muriere  a  consecuencia  del  abandono,  se- 
rá castigado  con  presidio  mayor  en  su  gra- 
do mínimo. 

§  3.  Crímenes  i  simples  delitos  contra  el 
oseado  civil  de  las  personas. 

353.  La  suposición  de  parto  i  la  susti- 
tución de  un  niño  por  otro,  serán  castiga- 
das con  las  ponas  de  presidio  mayor  en  su 
grado  mínimo  i  multa  de  mil  a  dos  mil 
pesos. 

354.  El  que  usurpare  el  estado  civil  de 
otro,  sufrirá  las  penas  de  presidio  menor 
en  sus  grados  medio  a  máximo  i  multa  de 
ciento  a  mil  pesos. 

Las  mismas  penas  se  impondrán  al  que 
sustrajere,  ocultare  o  espusiere  a  un  hijo 
lejítimo  o  ilejitimo  con  ánimo  verdadero  o 
presunto  de  hacerle  perder  su  estado  civil. 

355.  El  que  hallándose  encargado  de 
la  persona  de  un  menor  no  lo  presentare, 
reclamándolo  sus  padres,  guardadores  o 
la  autoridad,  a  petición  de  sus  demás  pa- 
rientes o  de  oficio,  ni  diere  esplicaciones 
satisfactorias  acerca  de  su  desaparición, 
sufrirá  la  pena  de  presidio  menor  en  su 
grado  medio. 

356.  El  que  teniendo  a  su  cargo  la 
crianza  o  educación  de  un  menor  de  diez 
años,  lo  entregare  a  un  establecimiento 
público  o  a  otra  persona,  sin  la  anuencia 
de  la  que  se  lo  hubiere  conñado  o  de  la 
autoridad  en  su  defecto,  i  de  ello  resultare 
perjuicio  grave,  será  castigado  con  reclu- 
sión menor  en  su  grado  medio  i  multa  de 
ciento  a  quinientos  pesos. 

357.  El  que  indujere  a  un  menor  de 
edad,  pero  mayor  de  diez  años,  a  que 
abandone  la  casa  de  sus  padres,  guarda- 
dores o  encargados  de  su  persona,  sufrirá 
las  penas  de  reclusión  menor  en  cualquie- 
ra de  sus  grados  i  multa  de  ciento  a  mil 
peso». 

§  4.  Del  rapto. 

358.  El  rapto  de  una  mujer  de  buena 
fama  ejecutado  contra  la  voluntad  i  con 
miras  deshonestas,  será  penado  con  presi- 
dio menor  en  su  grado  máximo  a  mayor 
en  su  grado  mínimo.  Cuando  no  gozare  de 
buena  fama,  la  pena  será  presidio  menor 
en  cualquiera  de  sus  grados. 

En   todo  caso  se  impondrá  la  pena  d» 
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presidio  mayor  on  sus  grados  mínimo  a 
medio  si  la  robada  fuere  menor  de  doce 
años. 

359.  El  rapto  de  una  doncella  menor 
de  veinte  i  mayor  de  doce  años,  ejecutado 
con  su  anuencia,  será  castigado  con  pre- 
sidio menor  en  cualquiera  de  sus  grados. 

360.  Los  reos  de  delito  de  rapto  que 
no  dieren  razón  del  paradero  de  la  perso- 
na robada,  o  esplicaciones  satisfactorias 
sobre  su  muerte  o  de-aparicion,  incurrirán 
en  la  pona  de  presidio  mayor  en  cualquie- 
ra de  sus  grados. 

§  5.  De  la  oioLacton. 

361.  La  violación  de  una  mujer  será 
castigada  con  la  pena  de  presidio  menor 
en  su  grado  máximo  a  presidio  mayor  en 
su  grado  medio. 

Se  comete  violación  yaciendo  con  la 
mujer  en  alguno  de  los  casos  siguientes: 

1."  Cuando  se  usa  de  fuerza  o  intimi- 
dación. 

2."  Cuando  la  mujer  se  halla  privada 
de  razón  o  de  sentido  por  cualquier  causa. 

3.°  Cuaado  sea  menor  de  doce  años 
cumplidos,  aun  cuando  no  concurra  nin- 
guna de  las  circunstancias  espresadas  en 
los  números  anteriores. 

362.  Los  delitos  de  que  trata  este  pá- 
rrafo se  consideran  consumados  desde  que 
liai  principio  de  ejecución. 

§  6.  Del  estupro,  incesto,  corrupción  de 
menores  i  otros  actos  deshonestos. 

363.  El  estupro  de  una  doncella,  ma- 
yor de  doce  años  i  menor  de  veinte,  inter- 
viniendo engaño,  será  castigado  con  pre- 
sidio menor  en  cualquiera  de  sus  grados. 

364.  En  igual  pena  incurrirá  el  que, 
conociendo  las  relaciones  que  lo  ligan,  co- 
metiere incesto  coa  un  ascendiente  o  des- 
cendiente por  consanguinidad  lejítima  o 
ilejitima  o  afinidad  lejitima  o  con  un  her- 
mano consanguíneo  lejítimo  o  ilejítimo, 
aunque  sea  mayor  de  veinte  años. 

365.  El  que  se  hiciere  reo  del  delito  de 
sodomía  sulVirá  !a  pena  de  presidio  menor 
en  su  grado  medio. 

3C6.  El  que  abusare  deshonestamente 
de  persona  de  uno  u  otro  se.xo  mayor  de 
doee  años  i  menor  de  veinte,  será  castiga- 
do con  presidio  menor  en  cualquiera  de 
.sus  grados.  Si  concurriere  alguna  de  las 
circunstancias  espresadas  en  el  art.  361, 
so  estimará  como  agravante  del  delito,  aun 
cuando  sea  mayor  de  veiute  años  la  per- 
sona de  quien  se  abusa. 

367.     El  que,  habitualmente  o  con  abu- 


so de  autoridad  o  confianza,  promoviere  o 
facilitare  la  prostitución  o  corrupción  de 
menores  de  edad  para  satisfacer  los  deseos 
de  otro,  sufrifá  las  penas  de  presidio  ma- 
yor en  cuabiuiera  de  sus  grados  i  mult.x 
de  ciento  a  cinco  mil  pesos. 

§  7.  Disposiciones  comunes  a  los  tres  pá- 
rrafos anteriores. 

368.  Si  el  rapto,  la  violación,  el  estu- 
pro, la  sodomía,  los  abusos  deshunestos  o 
la  corrupción  de  menores  han  sido  come- 
tidos por  autoridad  pública,  sac-rdote. 
guardador,  maestro,  criado  o  encargado 
por  cualquier  titulo  de  la  educación,  guar- 
da o  curación  de  la  ¡ersona  ofendida  o 
prostituida,  se  impotidráal  reo  la  pena  se- 
ñalada al  delito  en  su  grado  máximo. 

369.  No  puede  procederse  por  causa 
de  estupro  sino  a  instancia  de  la  agraviada 
o  de  sus  padres,  abuelos  o  guardadores. 

Para  proceder  en  las  causas  de  violación 
i  de  rapto  se  necesita,  a  lo  menos,  la  de- 
nuncia hecha  a  la  justicia  por  la  persona 
interesada,  por  sus  padres,  abuelos  o  guar- 
dadores, aunque  no  formalicen  instancia. 

Si  la  persona  agraviada,  a  causa  de  su 
edad  o  estado  moral,  no  pudiere  hacer  por 
sí  misma  la  a  cusacion  o  denuncia,  ni  tu- 
viere, padres,  abuelos  o  guardadores,  o  te- 
niéndolos se  hallaren  imposibilitados  o 
complicados  en  el  delito,  podrá  el  minis- 
terio público  entablar  la  acusación. 

En  todo  caso  se  suspende  el  procedi- 
miento o  se  remite  la  pena  casándose  el 
ofensor  con  la  ofendida. 

No  produce  estos  efectos  la  proposición 
de  matrimonio  desechada  por  la  otendida, 
por  la  persona  que  debe  prestar  su  con- 
sentimiento para  el  acto  o  por  el  juez  ea  su 
caso,  o  cuando  no  pueda  verificarse  el  ma- 
trimonio por  impedimento  legal. 

370.  Los  reos  de  violación,  estupro  o 
rapto  serán  también  condenados  por  via 
de  indemnización: 

L°  A  dotar  a  la  ofendida  si  fuere  solte- 
ra o  viuda. 

2.°  A  dar  alimentos  congruos  a  la  pro- 
le que,  según  las  reglas  legales,  fuere  suya. 

371.  Los  ascendientes,  guardadores, 
maestros  i  cualesquiera  personas  que  con 
abuso  de  autoridad  o  encargo,  cooperaren 
como  cómplices  a  la  perpetración  de  los 
delitos  comprendidos  en  los  tres  párrafos 
precedentes,  serán  penados  como  auto- 
res. 

Los  maestros  o  encargados  en  cualquier 
manera  de  la  educación  o  dirección  de  la 
juventud,  serán  ademas  condenados  a  in- 
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habiliíacion  especial  perpetua  para  el  car- 
go u  oticio. 

372.  Los  comprendidos  en  el  articulo 
precedente  i  cualesquiera  otros  reos  de  co- 
rrupción de  menores  en  interés  de  terce- 
ros, serán  también  condenados  a  las  penas 
de  interdicción  del  derecho  de  ejercer  la 
guarda  i  ser  oidos  como  parientes  en  los 
casos  que  la  lei  designa,  i  de  sujeción  a  la 
vijilancia  de  la  autoridad  por  el  tiempo  que 
el  tribunal  determine. 

§  8.  De  los  ulirajes  públicos  a  las  buenas 
costumbres. 

373.  Los  que  de  cualquier  modo  ofen- 
dieren el  pudor  o  las  buenas  costumbres 
con  hechos  de  grave  escándalo  o  trascen- 
dencia, no  comprendidos  expresamente  en 
otros  artículos  de  este  Código,  sufrirán  la 
pena  de  reclusión  menor  en  sus  grados  mí- 
nimo a  medio. 

374.  El  que  vendiere,  distribuyere  o 
exhibiere  canciones,  folletos  u  otros  escri- 
tos, impresos  o  no,  figuras  o  estampas  con- 
trarios a  las  buenas  costumbres,  será  con- 
denado a  las  penas  de  reclusión  menor  en 
su  grado  mínimo  i  multa  de  ciento  a  tres- 
cientos pesos. 

En  las  mismas  penas  incurrirá  el  autor 
del  manuscrito,  de  la  figura  o  de  la  estam- 
pa o  el  que  los  hubiere  reproducido  por  un 
procedimiento  cualquiera  que  no  sea  la  im- 
prenta, 

§  9.  Del  adulterio. 

375.  El  adulterio  será  castigado  con  la 
pena  de  reclusión  menor  en  cualquiera  de 
sus  grados. 

Cometen  adulterio  la  mujer  casada  que 
yace  con  varón  que  no  sea  su  marido  i  el 
que  yace  con  ella  sabiendo  que  es  casada, 
aunque  después  se  declare  nulo  el  matri- 
monio. 

376.  No  se  impondrá  pena  por  delito 
de  adulterio  sino  en  virtud  de  querella  del 
marido. 

La  querella  deberá  precisamente  iniciar- 
se contra  ambos  culpables,  si  uno  i  otro 
vivieren;  pero  en  el  caso  de  haber  fallecido 
alguno  de  ellos  o  de  fallecer  después  de 
iniciado  el  juicio,  podrá  el  ofendido  enta- 
blarla o  continuarla  contra  el  sobrevi- 
viente. 

377.  La  acción  de  adulterio  prescribe 
en  un  año,  que  principiará  a  correr  desde 
,el  dia  en  que  el  ofendido  tuvo  noticia  del 
delito;  pero  en  caso  de  muerte  de  uno  de 
los  culpables,  deoerá  iniciarse  en  los  cua- 
tro meses  siguientes  a  ésta,  siempre  que 


este  placóse  halle  comprendido  dentro  del 
año  en  que,  por  regla  jeneral,  prescribe  la 
acción. 

En  ningún  caso  podrá  entablarse  acción 
de  adulterio  después  de  cinco  años,  conta- 
dos desde  que  se  cometió  el  delito. 

378.  Tampoco  podrá  entablarse  acción 
de  adulterio  en  caso  de  divorcio  perpetuo, 
por  los  actos  ejecutados  mientras  éste  sub- 
sista. 

379.  El  marido  podrá  en  cualquier 
tiempo  suspender  el  procedimiento  o  remi- 
tir la  pena  impuesta  a  su  consorte  volvien- 
do a  unirse  con  ella,  estendiéndose  al  cóm- 
plice los  efectos  de  la  suspensión  o  remi- 
sión. 

380.  La  ejecutoria  en  causa  de  divor- 
cio por  adulterio  surtirá  sus  efectos  plena- 
mente en  lo  penal,  cuando  fuere  absoluto- 
ria. Si  fuere  condenatoria,  será  necesario 
nuevo  juicio  para  la  imposición  de  las  pe- 
nas. 

381.  El  marido  que  tuviere  manceba 
dentro  de  la  casa  conyugal,  o  fuera  de  ella 
con  escándalo,  será  castigado  con  reclu- 
sión menor  en  su  grado  mínimo,  i  perderá 
el  derecho  de  acusar  a  su  mujer  por  los 
adulterios  cometidos  durante  su  amance- 
bamiento. 

La  manceba  sufrirá  la  pena  de  destierro 
en  cualquiera  de  sus  grados. 

Lo  dispuesto  «n  los  artículos  376,  377, 
378  i  379  es  aplicable  al  presente. 

§  10.  Celebración  de  matrimonios  ilegales. 

382.  El  que  contrajere  matrimonio  es- 
tando casado  válidamente,  será  castigado 
con  reclusión  menor  en  su  grado  máxima.- 

En  igual  pena  incurrirá  el  que  contraje-. 
re  matrimonio  estando  ordenado  in  sacris 
o  ligado  con  voto  solemne  de  castidad. 

383.  El  que  engañare  a  una  persona 
simulando  la  celebración  de  matrimonio 
con  ella  i  el  que  lo  contrajere  a  sabiendas 
de  que  tiene  un  impedimento  dirimente  no 
dispensable  según  la  lei,  sufrirá  la  pena  de 
reclusión  menor  en  sus  grados  medio  a 
máximo. 

Si  el  impedimento  fuere  dispensable,  in- 
currirá en  una  multa  de  ciento  a  roil  pe-> 
sos. 

Cuando  por  culpa  suya  no  se  revalidare 
el  matrimonio,  previa  dispensa,  en  el  tér- 
mino que  el  tribunal  designe,  será  casti- 
gado con  reclusión  menor  en  su  grado  me- 
dio, de  la  cual  quedará  relevado  cuando  se 
revalide  el  matrimonio. 

384.  El  que  por  sorpresa  o  engaño  hi- 
ciere intervenir  al  funcionario  que  debe 
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autorizar  su  matrimonio  sin  haber  obser- 
vado las  prescripciones  que  la  lei  exije 
jiara  su  celebrauion,  aun  cuando  el  matri- 
monio sea  válido,  sufrirá  la  pena  de  reclu- 
sión menor  en  su  grado  mínimo. 

Si  lo  hi'jiere  intervenir  con  violencia  o 
intimidación,  la  pena  será  reclusión  menor 
en  sus  grados  medio  a  máximo. 

385.-  El  menor  que  de  acuerdo  con  el 
funcionario  llamado  a  legalizar  su  matri- 
monio, lo  contrajere  sin  el  consentimiento 
de  sus  padres  o  de  las  personas  que  para  el 
efecto  hagan  sus  veces,  será  castigado  con 
reclusión  menor  en  su  grado  minimo. 

Esta  pena  solo  pcdrá  imponerse  a  re- 
quisición de  las  personas  llamadas  a  pres- 
tar el  consentimiento,  quienes  pedrán  re- 
mitirla en  todo  caso.  Deberá  entenderse 
esto  último  si  no  entablaren  la  acusación 
dentro  de  elos  meses,  después  de  haber  te- 
nido conocimiento  del  matrimonio. 

386.  La  viuda  que  se  cise  antes  de  los 
doscientos  setenta  días  desde  la  muerte  de 
su  marido,  o  ántcs  de  su  alumbramiento, 
si  hubiere  quedado  en  cinta,  incurrirá  en 
las  penas  de  reclusión  menor  en  su  grado 
mínimo  i  multa  de  ciento  a  mil  pesos. 

En  las  mismas  penas  incurrirá  la  mujer 
cuyo  matrimonio  se  hubiere  declarado 
nulo,  si  se  casare  antes  de  su  alumbra- 
miento habiendo  quedado  en  cinta,  o  antes 
de  los  doscientos  setenta  dias,  contados 
desde  la  fecha  de  su  separación  legal. 

En  los  casos  de  este  articulo  deberá  apli- 
carse lo  que  dispone  el  128  del  Código  ci- 
vil en  su  inciso  2.°. 

387.  El  guardador  que,  en  contraven- 
ción a  lo  que  dispone  el  Código  civil,  antes 
de  la  aprobación  legal  de  sus  cuentas,  con- 
trajere matrimonio  o  prestare  su  consenti- 
miento para  (jue  lo  contraigan  sus  hijos  o 
descendientes  con  la  persona  que  tuviere  o 
hubiere  tenido  en  guarda,  será  castigado 
con  reclusión  menor  en  su  grado  medio  i 
multa  de  ciento  a  mil  pesos. 

388.  El  funcionario  eclesiástico  o  civil 
que  autorice  matrimonio  prohibido  por  la 
lei  o  en  que  no  se  hayan  llenado  las  for- 
malidades que  ella  exige  para  su  celebra- 
ción, sufrirá  las  penas  de  relegación  menor 
■en  su  grado  medio  i  multa  de  ciento  a  qui- 
nientos pesos. 

389.  En  los  casos  de  este  párrafo  será 
obligado  el  contrayente  doloso  a  dotar,  se- 
gún su  posibilidad,  a  la  mujer  que  hubiere 
procedido  de  buena  fe,  si  el  matrimonio  no 
llegare  a  celebrarse  válidamente. 


TITULO    TIII 
Criiuenet*  i  sínipIeM  «lelitos  contra  las  per- 

§  1 .     Dei  homicidio. 

390.  F,l  que,  conociendo  las  relaciones 
que  los  ligan,  mate  a  su  ])adre,  madre  o 
hijo,  sean  lejitimoso  ilejitimos,  a  cualquier 
otro  de  sus  ascendientes  o  descendientes  le- 
jitimoso a  su  cónyuje,  será  castigado,  como 
parricida,  con  la  pena  de  muerte. 

391.  El  que  mate  a  otro  i  no  esté  com- 
prendido en  el  artículo  anterior  será  pe- 
nado: 

1°  Con  presidio  mayor  en  su  grado  me- 
dio a  muerte,  si  ejecutare  el  homicidio  con 
alguna  de  las  circunstancias  siguientes: 

Primera. — Con  alevosía. 

Segunda.  —  Por  premio  o  promesa  remu- 
neratoria. 

Tercera. — Por  medio  de  veneno. 

Cuarta. — Con  ensañamiento,  aumentan- 
do deliberada  é  inhumanamente  el  dolor  al 
ofendido. 

Quinta. — Con  premeditación  conocida. 

2."  Con  presidio  mayor  en  sus  grados 
mínimo  a  medio  en  cualquier  otro  caso. 

392.  Cometiéndose  un  homicidio  en 
riña  o  pelea  i  no  constando  el  autor  de  la 
muerte,  pero  sí  los  que  causaron  lesiones 
graves  al  occiso,  se  impondrá  a  todos  éstos 
la  pena  de  presidio  menor  en  su  grado  má- 
ximo. 

Si  no  constare  tampoco  quienes  causa- 
ron lesiones  graves  al  ofendido,  se  impon- 
drá a  todos  los  que  hubieren  ejercido  vio- 
lencia en  su  persona  la  de  presidio  menor 
en  su  grado  medio. 

393.  El  que  con  conocimiento  de  causa 
prestare  ausilio  a  otro  para  que  se  suicide, 
sufrirá  la  pena  de  presidio  menor  en  sus 
grados  medio  a  máximo,  si  se  efectúa  la 
muerte. 

§  2.    Del  infanticidio. 

394.  Cometen  infanticidio  el  padre,  la 
madre  o  los  demás  ascendientes  iejítimos 
o  ilejitimos  que  dentro  de  las  cuarenta  i 
ocho  horas  después  del  partoT  matan  al 
hijo  o  descendiente,  i  serán  penados  con 
presidio  mayor  en  sus  grados  mínimo  a 
medio. 

§  3.     Lesiones  corporales. 

395.  El  que  maliciosamente  castrare  a 
otro  será  castigado  con  presidio  mayor  en 
sus  grados  mínimo  a  medio. 

396.  Cualquiera  otra  mutilación  de  un 
miembro  importante  que  deje  al  paciente 
en  la  imposibilidad  de  valerse  por  si  mismo 
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O  de  ojecular  las  funciones  naturales  que 
antes  ejeculaba,  lieclia  también  con  mali- 
cia,-era  penada  con  presidio  menor  en 
su  grado  máximo  a  presidio  mayor  en  su 
^rado  mínimo. 

En  los  casos  de  mutilaciones  de  miem- 
liros  monos  importantes,  como  un  dedo  o 
una  oreja,  la  pena  será  presidio  menor  en 
sus  grados  mínimo  a  medio. 

397.  El  que  liirit-re,  golpeare  o  mal- 
tratare de  obra  a  otro,  será  castigado  como 
reo  de  legiones  gra  de 

1."  Con  la  pena  de  presidio  mayor  en 
su  grado  mínimo,  si  de  resultas  de  las  le- 
!>iones  queda  el  ofendido  demente,  inútil 
para  el  trabajo,  imjiotente,  impedido  de 
algún  miembro  importante  o  notablemen- 
te deforme. 

2."  Con  la  de  presiio  menor  en  su 
grado  medio,  si  las  lesiones  produjeren  al 
ofendido  enfermedad  o  incapacidad  para 
el  trabajo  por  mas  de  treinta  dias. 

3S8:  Las  penas  del  articulo  anterior 
son  aplicaliles  respectivamente  al  que  cau- 
sare a  otro  alguna  lesión  grave,  ya  sea  ad- 
ministrándole a  sabiendas  sustancias  o  be- 
bidas nocivas  o  abusando  de  su  credulidad 
o  llaqueza  de  espíritu. 

399.  Las  lesiones  no  comprendidas  en 
los  artículos  precedentes  se  reputan  me- 
nos graves,  i  serán  penadas  con  relegación 
o  presidio  menores  en  sus  grados  mínimos 
o  con  multa  de  ciento  a  mil  pesos. 

400.  Si  los  hechos  a  que  se  refieren 
los  anteriores  artículos  de  este  párrafo  se 
ejecutaren  contra  alguna  de  las  personas 
que  menciona  el  390,  o  con  cualquiera  de 
las  circunstancias  segunda,  tercera  i  cuar- 
ta del  núm.  1°  del  391  las  penas  se  au- 
mentarán en  un  grado. 

401.  Las  lesiones  menos  graves  infe- 
ridas a  guardadores,  sacerdotes,  maestros 
o  persona»  constituidas  en  dignidad  o  au- 
toridad pública,  serán  castigadas  siempre 
con  presidio  o  relegación  menores  en  sus 
grados  mínimos  a  medios. 

402.  Si  resultaren  lesiones  graves  de 
una  1  iñá  o  pelea  i  no  constare  su  autor, 
pero  si  los  que  causaron  lesiones  menos 
graves,  Se  impondrán  a  todos  é^tos  las  pe- 
nas inmediatamente  inferiores  en  grado  a 
las  que  les  hubieran  correspondido  por 
aquellas  lesiones. 

No  constando  tampoco  los  que  causaron 
lesiones  menos  gi-ave-.,  .se  impondrán  las 
penas  inferiores  en  dos  grados  a  los  que 
aparezca  que  liicieron  uso  en  la  riña  o  pe- 
lea de  armas  que  pudieron  causar  esas  le- 
siones graves. 

403.  Cuando  solo  hubieren  resultado 


lesiones  menos  graves  sin  conocerse  a  los 
autores  de  ellas,  pero  si  a  los  que  hicieron 
uso  de  armas  capaces  de  producirlas,  se 
impondrán  a  todos  éstos  las  penas  inme- 
diatamente inferiores  en  grado  a  las  que 
les  hubieren  correspondido  por  tales  le- 
siones. 

En  los  casos  de  este  artículo  i  del  ante- 
rior, ¡se  estará  a  lo  disi^uesto  en  el  304  para 
la  aplicación  déla  pena. 

§  4.  Del  duelo. 

404.  La  provocaeion  a  duelo  será  cas-, 
tigada  con  reclusión  menor  en  su  grado 
mínimo. 

40ñ  En  igual  pena  incurrirá  el  que 
denostare  o  públicamente  desacreditare  a 
otro  por  haber  rehusado  un  duelo. 

406.  El  que  matare  en  duelo  a  su  ad- 
versario sufrirá  la  pena  de  reclusión  ma- 
yor en  su  grado  mínimo. 

Si  le  causare  las  lesiones  señaladas  en 
el  núm.  1  "  del  art.  397,  será  castigado 
con  reclusión  menor  en  su  grado  má- 
ximo. 

Cuando  las  lesiones  fueren  de  las  rela- 
cionadas en  el  núm.  2."  de  dicho  art.  397, 
la  pena  será  reclusión  menor  en  sus  gra- 
dos mínimo  a  medio. 

En  los  demás  casos  se  impondrá  a  los 
combatientes  reclusión  menor  en  su  grado 
mínimo  o  multa  de  quÍHientos  a  mil  pesos. 

407  El  que  incitare  a  otro  a  provocar 
o  aceptar  un  duelo,  será  castiirado  respec- 
tivamente con  las  penas  .señaladas  en  el 
artículo  anterior,  si  el  duelo  se  lleva  a 
•fecto. 

408.  Los  padrinos  de  un  duelo  que  se 
lleve  a  efecto  incurrirán  en  la  pena  de  re- 
clusión menor  en  su  grado  mínimo;  pero 
si  ellos  lo  hubieren  concertado  a  muerte  o 
con  ventaja  conocida  de  alguno  de  los 
combatientes,  la  pena  será  reclusión  me- 
nor en  su  grado  máximo. 

409.  Se  impondrán  las  penas  jenera- 
les  de  este  Código  para  los  casos  de  homi- 
cidio i  lesiones: 

1.°  Si  el  duelo  se  hubiere  verificado  sin 
la  asistencia  de  padrinos. 

2."  Cuando  se  provocare  o  diere  >causa 
a  un  desafio  proponiéndose  un  interés 
pecuniario  o  objeto  inmoral. 

3."  Al  combatiente  que  faltare  a  las 
condiciones  esenciales  concertadas  por  los 
padrinos. 

§  5.  Disposiciones  eom  unes  a  los  párrafos 
1,3  y  4  de  este  título. 

410.  En  los  casos  de  homicidio  o  le- 
siones a  que  se  refieren  los  párrafo»  1 ,  3  i 
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4  del  presente  titulo,  el  ofensor,  a  mas  de 
las  penas  que  en  ellos  se  establecen,  que- 
dará obligado: 

1.0  A  suministrar  alimentos  a  la  fami- 
lia del  occiso. 

2."  A  pagar  la  curación  del  demente  o 
imposibililado  panV  el  trabajo  i  a  dar  ali- 
mentos a  él  i  a  su  familia. 

3."  A  pagar  la  curación  del  ofendido  en 
los  demás  casos  de  lesiones  i  a  dar  alimen- 
tos a  él  i  a  su  familia  mientras  dure  la  im- 
posibilidad para  el  trabajo  ocasionada  por 
tales  lesiones. 

Los  alimentos  serán  siempre  congruos 
tratándose  del  ofendido;  i  la  obligación  de 
darlos  cesa  si  éste  tiene  bienes  suficientes 
conque  atender  a  su  cómoda  subsistencia 
i  para  suministrarlos  a  su  familia  en  los 
casos  i  en  la  forma  que  determina  el  Có- 
digo civil. 

411.  Para  los  efectos  del  artículo  ante- 
rior se  entiende  por  familia  todas  las  per- 
sonas que  tienen  derecho  a  pedir  alimen- 
tos al  ofendido. 

§  &.  De  la  calumnia. 

412.  Es  calumnia  la  imputación  de  un 
delito  determinado,  poro  falso  i  que  pueda 
actualmente  persfguir.se  de  oficio. 

413.  La  calumnia  propagada  por  escri- 
to i  con  puljlicidad  .será  castigada: 

1.°  Con  las  penas  de  reclusión  menor 
en  su  grado  medio  i  multa  de  quinientos  a 
mil  pesos,  cuando  se  imputare  un  crimen. 

2.°  Con  las  de  reclusión  menor  en  su 
grado  mínimo  i  multa  de  ciento  a  quinien- 
tos pesos,  si  se  imputare  un  simple   delito. 

414.  No  propagándose  la  calumnia  con 
publicidad  i  por  escrito,  será  castigada: 

1.*  Con  las  penas  de  reclusión  menor 
en  su  grado  mínimo  i  multa  de  ciento  a 
quinientos  pesos,  cuando  se  imputare  un 
crimen. 

2.°  Con  las  de  reclusión  menor  en  su 
grado  mínimo  i  multa  de  ciento  a  trescien- 
tos pesos,  sise  imputare  un  simple  delito. 

415.  El  acusado  de  calumnia  quedará 
exento  de  toda  pena  probando  el  hecho  cri- 
minal que  hubiere  imputado. 

La  sentencia  en  que  se  declare  la  calum- 
nia, si  el  ofendido  lo  pidiere,  se  publicará 
por  una  vez  a  costa  del  calumniante  en  los 
periódicos  que  aquél  designare,  no  exce- 
diendo de  tres. 

§  7.   De  las  injurias. 

416.  Es  injuria  toda  espresion  proferi- 
da o  acción  ejecutada  en  deshonra,  descré- 
dito o  menosprecio  de  otra  persona. 


417.  Son  injurias  graves. 

1.*  La  imputación  de  un  crimen  o  sim- 
ple delito  de  los  que  no  dan  lugar  a  proce- 
dimiento de  oficio. 

2.*  La  imputación  de  un  crimen  o  sim- 
ple delito  penado  o  prescrito. 

3."  La  de  un  vicio  o  falta  de  moralidad 
cuyas  consecuencias  puedan  perjudicar 
considerablemente  la  fama,  crédito  o  inte- 
reses del  agraviado. 

4.*  Las  injurias  que  por  su  naturaleza, 
ocasión  o  circunstancias  fueren  tenidas  en 
el  concepto  público  pon  afrentosas. 

5."  Las  que  racionalmente  merezcan  la 
calificación  de  graves  atendido  el  estado, 
dignidad  i  circu^tancias  del  ofendido  i  del 
ofensor. 

418.  Las  injurias  graves  hechas  por. 
escrito  i  con  publicidad,  serán  castigadas 
con  las  penas  de  reclusión  menor  en  sus 
grados  mínimo  a  meitio  i  multa  de  quinien- 
tos a  mil  pesos. 

No  concurriendo  aquellascircunstancias, 
las  penns  serán  reclusión  menor  en  su 
grado  mínimo  i  multa  de  ciento  a  quinien- 
tos pesos. 

419.  Las  injurias  leves  .se  castigarán 
con  las  penas  de  reclusión  menor  en  su 
grado  mínimo  i  multa  de  ciento  a  trescien- 
tos pesos  cuando  fueren  hechas  por  escrito 
i  con  publicidad.  No  concurriendo  estas 
c  i  re  u  n  á  ta  n  f  ias  se  pe  n  a  rá  n  como  fa  I  tas .     - 

420.  Al  acusado  de  injuria  no  se  admi- 
tirá prueba  sobre  la  verdad  de  las  imputa- 
ciones, sino  cuando  éstas  fueren  dirijidas 
contra  empleados  públicos  sobre  hechos 
concernientes  al  ejercicio  de  su  cargo. 

En  este  caso  será  absuelto  el  acusado  si 
probare  la  verdad  de  las  imputaciones. 

§  8.  Disposiciones  comunes  a  los  dos  pá- 
r rajos  anteriores. 

421.  Se  comete  el  delito  de  calumnia 
o  injuria  no'solo  maniñestamente,  sino  por 
medio  de  alegorías,  caricaturas,  emblemas 
o  alusiones. 

422.  La  calumnia  i  la  injuria  se  repu- 
tan hechas  por  escrito  i  con  publicidad 
cuando  se  propagaren  por  medio  de  carte- 
les o  pasquines  fijados  en  los  sitios  públi- 
cos; por  papeles  impresos,  no  sujetos  a  la 
lei  de  imprenta,  litografía,  grabados  o  ma- 
nusci'itos  comunicados  a  mas  de  cinco  per- 
sonas, o  por  alegorías,  caricaturas,  emble- 
mas o  alusiones  reproducidos  por  medio  de 
litografía,  el  grabado,  la  fotografía  u  otro 
procedimiento  cualípiiera. 

423.  El  acusado  de  calumnia  o  injuria 
encubierta  o  equívoca  que  rehusare  dar  en 
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juicio  esplicaciones  satisfactorias  acerca  de 
ella,  será  castigado  como  reo  de  calumnia 
o  injuria  maniliesta. 

424.  Podrán  ejercitar  la  acción  de  ca- 
lumnia o  injuria  el  cónyuge,  los  hijos,  nie- 
tos, padres,  abuelos  i  hermanos  lejitimos, 
los  hijos  i  padres  naturales  i  el  heredero 
del  difunto  agraviiido. 

425.  Respecto  de  las  calumnias  o  in- 
jurias publicadas  por  medio  de  ])eriódicos 
estranjeros,  podrán  ser  procesados  los  que, 
desde  el  territorio  de  la  República,  hubie- 
ren enviado  ios  artículos  o  dado  orden 
para  su  inserción,  o  contribuido  a  la  intro- 
ducción o«esptóndicion  de  esos  periódicos 
en  Chi'e  con  ánimo  manifiesto  de  propa- 
gar la  calumnia  o  injuria. 

426.  La  calumnia  o  injuria  causada  en 
juicio  se  juzgará  disciplinariamente,  con- 
forme al  Código  de  Procedimientos,  por  el 
tribunal  que  conoce  de  la  causa;  salvo  el 
caso  en  que  su  gravedad,  en  concepto  el 
mismo  tribunal,  diere  mérito  para  proce- 
der criminalmente. 

En  este  último  caso,  no  podrá  enablar- 
se  la  acción  sino  después  de  terminado  el 
litijioen  que  se  causó  la  calumnia  o  injuria. 

427.  Las  espresiones  que  puedan  esti- 
marse calumniosas  o  injuriosas,  consigna- 
das en  un  documento  oficial,  no  destinado 
a  la  publicidad,  sobre  asuntos  del  servicio 
público,  no  dan  derecho  para  acusar  cri- 
minalmente al  que  las  consignó. 

428.  Nadie  será  perseguido  por  calum- 
nia o  injuria  sino  a  instancia  de  la  parte 
agraviada  o  de  las  personas  enumeradas 
en  el  articulo  424,  si  el  ofendido  hubiere 
muerto  o  estuviere  fisica  ó  moralmente  im- 
posibilitado. El  culpable  puede  ser  releva- 
do de  la  pena  impuesta  mediante  perdón 
del  acusador;  pero  la  remisión  no  produci- 
rá efecto  respecto  de  la  multa  una  vez  que 
ésta  haya  sido  satisfecha. 

La  calumnia  o  injuria  se  entenderá  táci- 
tamente remitida  cuando  hubieren  media- 
do actos  positivos  que,  en  concepto  del  tri- 
bunal, importen  reconciliación  o  abandono 
de  la  acción. 

429.  Si  la  calumnia  o  injuria  fuere  di- 
rijida  contra  las  autoridades  en  su  carác- 
ter de  tales,  podrán  éstas  requerir  al  mi- 
nisterio público  para  que  entable  a  su  nom- 
bre la  correspondiente  acción. 

Igual  derecho  corresponde  al  Presidente 
de  la  República,  a  los  ministros  de  las  na- 
ciones estranjeras  acreditados  en  Chile  u 
otros  funcionarios  que  gocen  de  inmunida- 
des diplomáticas,  aun  respecto  de  las  ca- 
lumnias o  injurias  hechas  en  su  carácter 
privado. 


430.  En  el  caso  de  calumnias  o  inju- 
rias recíprocas,  se  observarán  las  reglas 
siguientes: 

1.*  Si  las  mas  graves  de  las  calumnias 
o  injurias  recíprocamente  inferidas  mere- 
cieren igual  pena,  el  tribunal  las  dará  to- 
das por  compensadas. 

2.*  Cuando  la  mas  grave  de  las  calum- 
nias o  injurias  imputadas  por  una  délas 
partes,  tuviere  señalado  mayor  castigo  que 
la  mas  grave  de  las  imputadas  por  la  otra, 
al  imponer  la  pena  correspondiente  a  aqué- 
lla se  rebajará  la  asignada  para  ésta. 

431.  La  acción  de  calumnia  o  injuria 
prescribe  en  un  año.  contado  desde  que  el 
ofendido  tuvo  o  pudo  racionalmente  tener 
conocimiento  de  la  ofensa. 

La  misma  regla  se  obsei-vará  en  el  caso 
del  artículo  423;  pero  el  tiempo  tra-currido 
desde  que  el  ofendido  tuvo  o  pudo  tener 
conocimiento  de  la  ofen.sa  hasta  su  muerte, 
se  tomará  en  cuenta  al  computarse  el  año 
durante  el  cual  pueden  ejercitar  esta  ac- 
ción las  personas  comprendidas  en  dicho 
artículo. 

En  ningún  caso  podrá  entablarse  acción 
de  calumnia  o  injuria  después  de  cinco 
años,  contando  desde  que  se  cometió  el 
delito. 

título  IX 

Crímenes  i  .•«iniple.s  cielitos  contra  la 
|tro|>ietla(I. 

%  \.  De  la  apropiarion  de  las  cosas  mue- 
bles ajenas  contra  la  voluntad  de  su 
dueño. 

432.  El  que  sin  la  voluntad  de  su  due- 
ño i  con  ánimo  de  lucrarse  se  apropia  cosa 
mueble  ajena  usando  de  violencia  o  inti- 
midación en  las  personas  o  de  fuerza  en 
las  cosas,  comete  robo;  si  faltan  la  violen- 
cia, la  intimidación  i  la  fuerza,  el  delito  se 
caliñca  de  hurto. 

§.  2.  Del  robo  con  molencia  o  intimidación 
en  las  personas. 

433.  El  culpable  de  robo  con  violencia 
o  intimidación  en  las  personas,  sea  que  la 
violencia  o  la  intimidación  tenga  lugar  an- 
tes del  robo  para  facilitar  su  ejecución,  en 
el  acto  de  cometerlo  o  después  de  cometi- 
do para  favorecer  su  impunidad,  será  cas- 
tigado cnn  presidio  mayor  en  su  grado 
mínimo  a  muerte: 

1."  Cuando  con  motivo  u  ocasión  del 
robo  resultare  homicidio. 

2.®     Cuando  fuare  acompañado  de  viola- 


CHILE. — CÓDIGO  PENAL 


553 


cion  o  mutilación  de  un  miembro  impor- 
tant;. 

3."  Cuando  se  cometiere  en  despoblado 
i  en  cuadrilla,  si  con  motivo  u  ocasión  de 
este  delito  se  causare  alguna  de  las  lesio- 
nes penadas  en  el  número  1.°  del  articulo 
397,  o  el  robado  fuere  retenido  bajo  resca- 
te o  por  mas  de  un  día. 

4."  En  todo  caso  el  jefe  de  la  cuadrilla 
armada  tota!  o  parcialmente. 

Hai  cuadrilla  cuando  concurren  a  un 
robo  mas  de  tres  malhechores. 

434.  La  pena  del  articulo  anterior  se 
aplicará  en  lodo  caso  a  los  piratas. 

435.  Cuando  en  el  i'obo  concurriere 
alguna  de  las  circunstancias  señaladas  en 
efnúmero  3.'  del  articulo  433  i  nose  hubie- 
re cometido  en  despoblado  i  en  cuadrilla, 
el  culpable  sufrirá  la  pena  de  presidio  ma- 
yor en  su  grado  mínimo  a  medio. 

Causándose  las  lesiones  de  que  trata  el 
número  2,"  del  articulo  397,  la  pena  será 
presidio  menor  en  su  grado  máximo  a  pre- 
sidio mayor  en  su  grado  mínimo. 

436.  Fuera  délos  casos  previstos  en 
los  artículos  |u"ecedentes,  los  robos  ejecuta- 
dos con  violencia  o  intimidación  en  las  per- 
sonas serán  penados: 

1."  Con  presidio  menor  en  su  grado 
máximo  a  presidio  mayor  en  su  grado  mí- 
nimo, si  el  importe  de  las  cosas  robadas 
excediere  de  quinientos  pesos. 

2.°  C«:i  presidio  menor  en  sus  grados 
medio  a  máximo,  cuando  excediere  de 
cincuenta  y  no  pasare  de  quinientos  pesos. 

3.°  Con  presidio  menor  en  su  grado 
mínimo  a  medio,  si  no  excediere  de  cin- 
cuenta pesos. 

Para  la  aplicación  de  estas  penas  se  es- 
timará como  circunstancia  agravante  ha- 
berse cometido  el  delito  arrebatando  por 
sorpresa  ropa,  alhajas  u  otros  objetos  a  la 
persona  que  los  lleva  consigo,  o  apa- 
rentando riñas  en  lugar  de  concurrencia 
o  haciendo  otras  maniobras  dirijidas  a  cau- 
sar agnlpamiento  i  confusión,  a  ñn  de  r«- 
bar  por  este  medio  o  proporcionar  ocasión 
para  que  roben  los  compañeros. 

437.  La  tentativa  de  robo  acompaña- 
da de  alguno  de  los  delitos  espresados  en 
el  art.  433,  será  penada  como  el  robo  con- 
sumado. 

438.  El  que  para  defraudar  a  otro  le 
obligare  con  violencia  o  intimidación  a 
suscribir,  otorgar  o  entregar  un  instru- 
mento público  o  privado  (\ue  importe  una 
obligación  estimable  en  dinero,  será  casti- 
gado, como  culpable  de  robo,  con  las  pe- 
nas respectivamente  señaladas  en  este  pá- 
rrafo. 


439.  Para  los  efectos  del  presente  pá- 
rrafo se  estimarán  por  violencia  o  intimi- 
dación ea  las  personas  los  malos  trata- 
mientos de  obra,  las  amenazas  ya  para  lia- 
cer  que  se  entreguen  o  manifiesten  las 
cosas,  ya  para  impedir  la  resistencia  u  opo- 
sición a  que  se  quiten,  o  cualquier  otro  acto 
que  pueda  intimidar  o  forzar  a  la  mani- 
festaciüii  o  entrega. 

Hará  también  violencia  el  que  para  ob- 
tener la  entrega  o  manifestación  alegare 
orden  falsa  de  alguna  autoridad,  o  la  diere 
por  si  ñnjiéndose  ministro  de  justicia  o 
funcionario  público. 

§  3.     Del  robo  con  fuerza  en  las  cosas 

440.'  El  culpable  de  robo  con  fuerza  en 
las  cosas  efectuado  en  lugar  habitado  o 
destinado  a  la  habitación  o  en  sus  depen- 
dencias i  llevando  armas,  sufrirá  la  pena 
de  presidio  menor  en  su  grado  máximo  a 
presidio  mayor  en  su  grado  mínimo  si  co- 
metiere el  delito: 

1."  Con  escalamiento,  entendiéndose 
que  lo  hai  cuando  se  entra  por  via  no  des- 
tinada al  efecto,  por  forado  o  con  rompi- 
miento de  pared  o  techos,  o  fractura  de 
puertas  o  ventanas. 

2°  Haciendo  uso  de  llaves  falsas,  o 
verdadera  que  hubiere  sido  sustraída,  de 
ganzúas  u  otros  instrumentos  semejantes 
para  entrar  en  el  lugar  del  robo. 

3.*  Introduciéndose  en  el  lugar  del  ro- 
bo mediante  la  seducción  de  algún  domés- 
tico, o  a  favor  de  nombres  supuestos  o  si- 
mulación de  autoridad. 

4.*     En  despol)lado  i  en  cuadrilla. 

441.  Si  el  robo  se  cometiere  en  lugar 
habitado  o  destinado  a  la  habitación  o  en 
sus  dependencias  con  algjna  de  las  cir- 
cunstancias del  artículo  anterior,  pero  sin 
llevar  armas,  la  pena  será  presidio  menor 
en  sus  grados  medio  a  máximo. 

442.  El  robo  cometido  con  armas  o  sin 
ellas  en  lugar  no  habitado,  se  castigará 
con  presidio  menor  en  sus  grados  medio  a 
máximo,  siempre  que  concurra  alguna  de 
las  circunstancias  siguientes: 

1.*     Escalamiento. 

2.*  Fractura  de  puertas  interiores,  ar- 
marios, arcas  u  otra  clase  de  muebles  u 
objetos  cerrados  o  sellados. 

3."  Haber  hecho  uso  de  llaves  falsas,  o 
verdadera  que  se  hubiere  sustraído,  de 
ganzúas  u  otros  instrumentos  semejantes 
para  entrar  en  el  lugar  del  robo  o  abrir  los 
muebles  cerrados. 

443.  En  los  casos  de  los  tres  artículos 
precedentes,  la  pena  será  presidio  menor 
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en  su  grado  medio,  si  el  importe  del  robo 
no  excediere  de  cincuenta  pesoá. 

444  Se  presume  autor  de  tentativa  de 
robo  al  que  se  introdujere  con  forado,  IVac- 
tura,  escalamiento,  uso  de  llave  falsa  o  de 
verdadera  sustraida  o  de  ganzúa  en  algún 
aposento,  casa,  edificio  habitado  o  destina- 
do a  !a  liabitauion  o  en  *us  dependencias. 

445.  El  que  fal)ricare,  espendiere  o 
tuviere  en  su  poiler  llaves  falsas,  ganzúas 
u  otros  instrumentos  destinados  conocida- 
mente para  efectuar  el  delito  de  robo  i  no 
diere  descargo  suficiente  sobre  su  fabricá- 
is jn,  espendicion,  adijuisicion  o  conserva- 
ción, será  castigado  con  presidio  menor  en 
su  grado  mínimo. 

§4.     DeL  hurto 

446.  Los  reos  de  hurto  serán  castiga- 
dos: 

1."  Con  presidio  menor  en  sus  grados 
medio  á  máximo,  si  el  valor  de  la  cosa 
hurtada  excediere  de  quinientos  pesos. 

2."  Con  presidio  menor  en  su  grado 
medio,  cuando  su  valor  excediere  de  cin- 
cuenta i  no  pasare  de  quinientos  pesos. 

3.*  Con  presidio  menor  en  su  grado 
mínimo,  si  el  importe  de  la  cosa  hurtada 
no  subiere  de  cincuenta  pesos  ni  bajare  de 
diez. 

447.  En  los  casos  del  artículo  ante- 
rior podrá  aplicarse  la  pena  inmediata- 
mente superior  en  grado: 

1.*  Cuando  el  autor  del  hurto  fuere  ar- 
mado. 

2.°  Si  el  hurto  se  cometiere  por  depen- 
diente, criado  o  sirviente  asalariado,  l)ien 
sea  en  la  casa  en  que  sirve  o  bien  en  aque- 
lla a  que  lo  hubiere  llevado  su  amo  o  pa- 
trón . 

3."  Cuando  se  cometiere  por  obrero, 
oficia!  o  aprendiz  en  la  casa,  taller  o  alma- 
cén de  su  maestro  o  de  la  persona  para 
quien  trabaja,  o  por  individuo  que  trabaja 
liabitualmente  ea  la  casa  donde  hubiere 
hurtado. 

4.°  Si  se  cometiere  por  el  posadero, 
fondista  u  otra  persona  que  hospede  jen  tes, 
en  cosas  que  hubieren  llevado  a  la  posada 
o  fonda. 

5."  Cuando  se  cometiere  por  patrón  o 
comandante  de  buque,  lanchero,  conduc- 
tor o  bodeguero  de  tren,  guarda-almace- 
nes, cari-uajero,  carretero  o  arriero  en  co- 
sas que  se  hayan  puesto  en  su  buque,  ca- 
rro, bodega,  etc. 

448.  El  que  hallándose  una  especie 
mueble,  al  parecer  perdida,  cuyo  valor  ex- 
ceda de  diez  pesos,  no  la  entregare  a  la 
autoridad  o   a  su   dueño,  siempre  que  le 


conste  quien  sea  éste  por  hechos  coexis- 
tentes  o  posteriores  al  hallazgo,  será  con- 
siderado reo  de  hurto  i  castigado  con  pre- 
sidio menor  en  su  grado  mínimo. 

También  será  considerado  reo  de  hurto 
i  castigado  con  presidio  menor  en  su  gra- 
do mínimo  el  que  se  hallare  especies,  al 
parecer  perdidas  o  abandonadas  a  conse- 
cuencia de  naufrajio,  inundación,  incen- 
dio, terremoto,  accidente  en  ferrocarril  u 
otra  causa  análoga,  i  no  las  entregare  a 
los  dueños  o  a  la  autoridad  en  su  defecto. 

§  5.  Disposiciones  comunes  a  los  ¿res  pá- 
rrafos anteriores. 

449.  Si  el  robo  o  el  hurto  fuere  come- 
tido en  lugar  destinado  al  ejercicio  de  un 
culto  permitido  en  la  República  i  los  obje- 
tos sustraídos  estuvieren  también  desti- 
nados a  dicho  culto,  se  aplicarán  respecti- 
vamente a  los  malhechores  las  penas  su- 
periores en  un  grado  a  las  que  les  hubie- 
ran correspondido  sin  estas  circunstan- 
cias. 

La  misma  regla  se  observará,  en  cuanto 
a  la  imposición  de  las  penas,  en  ios  casos 
de  robos  o  hurtos  de  caballos  o  bestias  de 
silla  o  carga,  de  ganado  mayor  o  menor. 

450.  Para  determinar  cuando  el  robo 
o  hurto  se  comete  con  armas,  se  estará  a 
lo  dispuesto  en  el  articulo  132. 

451.  En  los  casos  de  reiteración  de 
hurtos  a  una  misma  persona  o  en  una  mis- 
ma casa  a  distintas  per.sonas.  el  trilmnal 
hará  la  regulación  de  la  pena  tomando  por 
base  el  importe  total  de  los  objetos  sustraí- 
dos, i  la  impondrá  al  delincuente  en  su 
grado  superior. 

Esta  regla  es  sin  perjuicio  de  lo  dispues- 
to en  el  articulo  447. 

452.  El  que  después  de  haber  sido  con- 
denado por  robo  o  hurto  cometiere  cual- 
quiera de  estos  delitos,  ademas  de  las  pe- 
nas que  le  correspondan  por  el  hecho  o  he- 
chos en  que  hubiere  reincidido,  el  tribunal 
podrá  imponerle  la  de  sujeción  a  la  vijilan- 
cia  de  la  autoridad  dentro  de  los  límites  fi- 
jados en  el  articulo  25. 

453.  Cuandose  reunieren  en  un  hecho 
varias  de  las  circunstancias  a  que  se  seña- 
la pena  diversa  según  los  párrafos  prece- 
dentes, se  aplicará  la  de  las  circunstancias 
que  en  aquel  caso  particular  la  merezcan 
mas  grave,  pudiendo  el  tribunal  aumentar- 
la en  un  grado. 

454.  Se  presumirá  autor  del  robo  o 
hurto  de  una  cosa  aquél  en  cuyo  poder  se 
encuentre,  salvo  que  justifique  su  lejitima 
adquisición  ó  que  la  pruei^a  de  su  buena 
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conducta  anterior  establezca  una  presun- 
ción en  contrario. 

Se  casti^uará  como  encubridor  del  robo  o 
hurte  de  una  cosa  al  que  la  compre  o  reci- 
ba a  cualquier  titulo,  sabiendo  su  orijen  o 
no  pudiendo  menos  de  conocerlo. 

455.  Cuando  del  proceso  no  resulte 
probado  el  valor  de  la  cosa  sustraída  ni 
pudiere  estimarse  por  peritos  u  otro  arbi- 
trio legal,  el  tribunal  liará  su  regulación 
prudenciaimente. 

456.  Si  antes  de  perseguir  al  reo  o  an- 
tes de  decretar  su  prisión  devolviere  vo- 
luntariamente la  cosa  robada  o  hurtada, 
no  hallándose  comprendido  en  los  casos  de' 
los  artículos  433,  434  i  435,  se  le  aplicará 
la  pena  inmediatamente  inferior  en  grado 
a  la  señalada  para  el  delito. 

§.  6.  Di'  La  usurpación. 

457.  Al  que  con  violencia  en  las  per- 
sonas ocupare  una  cosa  inmueble  o  usur- 
pare un  derecho  real  que  otra  poseyere  o 
tuviere  lejitimamente,  i  al  que,  hecha  la 
ocupación  en  ausencia  del  lejítimo  posee- 
dor o  tenedor,  vuelto  éste  le  repeliere, 
ademas  de  las  penas  en  que  incurra  por  la 
violencia  que  causare,  se  le  aplicará  una 
multa  de  ciento  a  mil  pesos. 

Si  tales  Hctos  se  ejecutaren  por  el  dueño 
o  poseedor  regular  contra  el  que  posee  o 
tiene  ilejitimamenle  la  co.sa,  aunque  con 
derecho  aparente,  la  pena  será  multa  de 
ciento  a  quinientos  pesos,  sin  perjuicio  de 
las  que  correspondieren  por  la  violencia 
causada. 

458.  Cuando,  en  los  casos  del  inciso 
primero  del  articulo  anterior,  el  hecho  se 
llevare  a  efecto  sin  violencia  en  las  perso- 
nas, la  pena  .será  multa  de  ciento  a  qui- 
nientos pesos. 

459.  Sufrirán  las  penas  de  presidio 
menor  en  su  grado  mínimo  i  multa  de  cien- 
to a  mil  pesos,  los  que  sin  título  lejítimo  e 
invadiendo  derechos  ajenos: 

1."  Sacaren  aguas  de  represas,  estan- 
ques u  otros  depósitos;  de  ríos,  arroyos  o 
fuentes;  de  canales  o  acueductos,  i  se.  la 
apropiaren  para  hacer  de  ellas  un  uso  cual- 
quiera. 

2."  Rompieren  o  alteraren  con  igual 
íin  diques,  esclusas,  compuertas,  marcos  u 
otras  obras  semejantes  e.x.istentes  en  los 
ríos,  arroyos,  fuentes,  depósitos,  canales  o 
acueductos. 

3.°  Pusieren  embarazo  al  ejercicio  de 
los  derechos  que  un  tercero  tuviere  sobre 
dichas  aguas. 

4.°     Usurparen   un   derecho  cualquiera 


referente  al  curso  de   ellas  o  turbaren  a 
alguno  en  su  lejítima  posesión. 

460.  Cuando  los  simples  delitos  a  que 
se  refiere  el  artículo  anterior  se  ejecuta- 
ren con  violencia  en  las  personas,  si  el  cul- 
pable no  mereciere  mayor  pena  por  la  vio- 
lencia que  causare,  sufrirá  la  de  presidio 
menor  en  sus  grados  mínimo  a  medio  i 
multa  de  ciento  a  mil  pesos. 

461.  Serán  ca--tigados  como  reos  de 
usurpación  de  aguas  con  las  penas  del  ar- 
ticulo 459,  los  que  teniendo  derecho  para 
sacarlas  o  usarlas  se  liubieren  servido  frau- 
dulentamente, con  tal  tin,  de  orificios, 
conductos,  marcos,  compuertas  o  esclu.sas 
de  una  forma  diversa  a  la  establ-^cida  o  de 
una  capacidad  superior  a  la  medida  a  que 
tienen  derecho. 

462.  El  que  destruyere  o  alterare  tér- 
minos o  límites  de  propiedades  públicas  o 
particulares  con  ánimo  de  lucrarse,  será 
penado  con  presidio  menor  en  su  grado 
mínimo  i  multa  de  ciento  a  mil  pesos 

§  7.   De  las  dpjraudacioiies. 

463.  El  quebrado  que  fuere  declarado 
en  el  caso  de  insolvencia  fraudulenta,  con 
arreglo  al  Código  de  Comercio,  sufrirá  la 
pena  de  presidio  o  estrañamiento  menores 
en  cualquiera  de  sus  gi-ados. 

464  El  quebrado  que  fuere  declarado 
en  el  caso  de  insolvencia  eulpable,  según 
el  mismo  Código,  gerá  castigado  con  pre- 
sidio o  estrañamiento  menores  en  sus  gra- 
dos mínimos  a  medios. 

465.  En  tos  casos  de  los  dos  artículos 
precedentes,  si  la  pérdida  ocasionada  a  los 
acreedores  no  llegare  al  veinte  por  ciento 
de  sus  respectivos  créditos,  se  impondrán 
las  penas  en  su  grado  inferior. 

Cuando  la  pérdida  excede  del  cincuenta 
por  ciento,  las  penas  se  aplicarán  en  su 
grado  superior. 

Si  antes  de  pronunciarse  la  sentencia  no 
se  hubiere  liquidado  el  concurso,  el  tribu- 
nal regulará  prudenciaimente  la  pérdida 
tomando  por  base  los  antecedentes  del 
caso. 

466.  El  deudor  no  dedicado  al  comer- 
cio que  se  alzare  con  sus  bienes  en  perjui- 
cio de  sus  acreedores  o  que  se  constituya 
en  insolvencia  por  ocultación,  dilapidación 
o  enajenación  maliciosa  de  esos  bienes, 
será  castigado  con  presidio  menor  en  cual- 
quiera de  sus  grados. 

En  la  misma  pena  incurrirá  si  otorgare, 
en  perjuicio  de  dichos  acreedores,  contra- 
tos simulados. 
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§  8.  Estafas  i  otros  engaños. 

467.  El  que  defraudare  a  otro  en  la 
sustancia,  cantidad  o  calidad  de  las  cosas 
que  le  entregare  en  virtud  de  un  titulo 
obligatorio,  será  penado: 

1.'°  Con  presidio  o  relegación  menores 
en  sus  grados  medios  a  máximos,  si  la 
defraudación  excediere  de  quinientos  pe- 
sos. 

2."  Con  presidio  o  relegación  menores 
en  sus  grados  medios,  cuando  excediere 
de  cincuenta  i  no  pasare  de  quinientos 
pesos. 

3.°  Con  presidio  o  relegación  menores 
en  sus  grados  mínimos,  si  el  valor  de  la 
defraudación  no  excediere  de  cincuenta 
pesos  ni  brijare  de  diez. 

468.  Incurrirá  en  las  penas  del  articu- 
lo anterior  el  que  defraudare  a  otro  usan- 
do de  nombre  finjido,  atribuyéndose  po- 
der, influencia  o  créditos  supuestos,  apa- 
rentando bienes,  crédito,  comisión,  em- 
presa o  i)egO''iac¡on  imajinarios,  o  valién- 
dose de  cualquier  otro  engaño  semejante. 

469.  Se  impondrá  respectivamente  el 
máximum  de  las  penas  señaladas  en  el  ar- 
ticulo 467: 

].•  A  los  plateros  i  joyeros  que  come- 
tieren defraudaciones  alterando  en  su  ca- 
lidad, lei  o  peso  los  objetos  relativos  a  su 
arte  o  comercio. 

2.**  A  los  traficantes  que  defraudaren 
usando  de  pesos  o  medidas  falsos  en  el  des- 
pacho de  los  objetos  de  su  tranco. 

3."  A  los  comisionistas  que  cometieren 
defraudación  alterando  en  sus  cuentas  los 
precios  o  las  condiciones  de  los  contratos, 
suponiendo  gastos  o  exajerando  los  que 
hubieren  liecíio. 

4."  A  los  cai>itanes  de  buques  que  de- 
frauden suponiendo  gastos  o  exajerando 
los  que  hubieren  liecho,  o  cometiendo  cual- 
quiera otro  fraude  en  sus  cuentas. 

5."  A  los  que  cometieren  defraudación 
con  pretesto  de  supuestas  remuneraciones 
a  etni  loados  públicos,  sin  perjuicio  de  la 
acción  de  calumnia  que  a  éstos  corres- 
ponda. 

6."  Al  dueño  de  la  cosa  embargada,  o 
a  cualquier  otro  que,  teniendo  noticia  del 
embargo,  hubiere,  destruido  fraudulenta- 
mente los  objeto»  en  que  se  ha  hecho  la 
trabi. 

470.  L;is  penas  del  art.  467  se  aplica- 
rán también: 

1.**  A  los  que  en  perjuicio  de  otro  se 
apropiaren  o  distrajeren  dinero,  efectos  o 
cualquiera  otra  co.sa  mueble  que  hubieren 
recibido  en   depósito,  comisión  o  adminis- 


tración, o  por  otro  título  que  produzca 
obligación  de  entregarla  o  devolverla. 

En  cuanto  a  la  prueba  del  depósito  en 
el  caso  a  que  se  refiere  el  art.  2217  del  Có- 
digo civil,  se  observai'á  lo  que  en  dicho  ar- 
tículo se  dispone. 

2.°  A  los  capitanes  de  buques  que  fue- 
ra de  los  casos  i  sin  las  solemnidades  pre- 
venidas por  la  lei,  vendieren  dichos  bu- 
ques, tomaren  dinero  a  la  gruesa  sobre  su 
casco  i  quilla,  jiraren  leti'cis  a  cargo  del 
naviero,  enajenaren  mercade.ías  o  vitua- 
llas o  tomaren  provisiones  pertenecientes 
a  los  pasajeros. 

3."  A  los  que  cometieren  alguna  de- 
fraudación abusando  de  ñrma  de  otro  en 
blanco  i  estendiendo  con  ella  algún  docu- 
mento en  perjuicio  del  mismo  o  de  un  ter- 
cero. 

4."  A  los  que  defraudaren  haciendo 
suscrioir  a  otro  con  engaño  algún  docu- 
mento. 

5."  A  los  que  cometieren  defraudacio- 
nes sustrayendo,  ocultando,  destruyendo 
o  inutilizando  en  todo  o  en  parte  algún 
proceso,  espediente,  documento  u  otro  pa- 
pel de  cualquiera  clase. 

6."  A  los  que  con  datos  falsos  u  ocul- 
tando antecedentes  que  les  son  <:onocidos, 
celebraren  dolasamente  contratos  aleato- 
rios basados  en  dicho ^  datos  o  anteceden- 
tes. 

7."  A  los  que  en  el  juego  se  valieren  de 
fraude  para  asegurar  la  suerte. 

471.  Será  castigado  con  presidio  o  re- 
legación menores  en  sus  grados  mínimos  o 
multa  de  ciento  a  mil  pesos: 

1."  El  dueño  de  una  cosa  mueble  que  la 
sustrajere  de  quien  la  tenga  lejitimamenle 
en  su  poder,  con  perjuicio  de  éste  o  de  un 
tercero. 

2.°  El  que  otogare  en  perjuicio  de  otro 
un  contrato  simulado. 

3.**  El  que  cometiere  alguna  defrauda- 
ción en  la  propiedad  literaria  ó  industrial. 

Los  ejemplares,  máquinas  u  olijetos  con- 
trahechos, introducidos  o  espendidos  frau- 
dulentamente, se  aplicarán  al  perjudicado 
i  también  las  láminas  o  utensilios  emplea- 
dos en  la  ejecución  del  fraude,  cuando  solo 
pudieren  usarse  para  cometerlo. 

472.  El  que  ha!)itualinente  hubiere  su- 
ministrado valores,  de  cualquier  manera 
que  sea,  a  un  interés  que  exceda  del  má- 
ximum que  la  lei  permita  estipular,  abu- 
sando de  la  debilidad  o  pasiones  del  que  lo 
toma,  será  castigado  con  relegación  me- 
nor en  sus  grados  mínimo  a  medio  i  multa 
de  ciento  a  mil  pesos. 

473.  El  que  defraudare  o  perjudicare 
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a  otro  usando  de  cualquier  engaño  que  no 
se  lialle  expresado  en  los  artículos  anterio- 
res de  este  párrafo,  será  castigado  con  pre- 
sidio o  relegación  menores  en  sus  grados 
mínimos  i  multa  de  ciento  a  mil  pesos. 

§  9.  Del  incendio  i  otros  estragos. 

474.  El  que  incendiare  edificio,  tren 
de  ferrocarril,  buque  u  otro  lugar  cual- 
quiera, causando  la  muerte  de  una  o  mas 
personas  cuya  presencia  allí  pudo  prever, 
será  castigado  con  presidio  mayor  en  su 
grado  máximo  a  muerte. 

La  pena  será  de  presidio  mayor  en  su 
grado  máximo  a  presidio  perpetuo,  cuando 
del  incendio  no  resultare  muerte  sino  mu- 
tilación de  mieml)ro  importante  o  lesión 
grave  de  lascomprendidasenelnúmero  1.* 
del  artículo  397. 

Las  penas  de  este  articulo  se  aplicarán 
respectiví. mente  en  el  grado  inferior  de 
ellas  si,  a  consecuencia  de  esplosiones  oca- 
sionadas por  incendios,  resultare  la  muer- 
te o  lesiones  graves  de  personas  que  se  ha- 
llaren a  cualquier  distancia  del  lugar  del 
siniestro 

475.  Se  castigará  al  incendiario  con 
presidio  mayor  en  su  grado  medio  a  presi- 
dio perpetuo. 

1."  (Jiiando  ejecutare  el  incendio  en 
edificios,  tren  de  ferrocarril,  buque  olugar 
habitados  o  en  que  actualmente  hubiere 
una  o  mas  personas,  siempre  que  el  culpa- 
ble haya  podido  prever  tal  circunstancia. 

2."  Si  lo  ej'.'cut  ,re  en  buques  mercan- 
tos  cargados  con  objetos  esplosivos  o  infla- 
raables,  en  buques  de  guerra,  arsenales, 
astilleros,  almacenes,  fábricas  ó  depósitos 
de  pólvora  o  de  otras  sustancias  esplosivas 
o  inflamables,  parques  de  artillería,  maes- 
tranzas, museos,  bibliotecas,  archivos,  ofi- 
cinas o  monumentos  públicos  u  otros  luga- 
res análogos  a  los  enumerados. 

476.  Se  castigará  con  presidio  mayor 
en  cualquiera  de  sus  grados: 

1."  Al  que  incendiare  un  edificio  des- 
tinado a  servir  de  morada,  que  no  estuvie- 
re actualmente  habitado. 

2.°  Al  que  dentro  de  poblado  incendia- 
re cualquier  edificio  o  lugnr,  aun  cuando 
no  estuviere  de.stinado  ordinariamente  a 
la  habitación. 

3.*  Al  que  incendiare  mieses,  pastos, 
montes,  cierros  o  plantíos. 

477.  El  incendiario  de  objetos  no  com- 
prendidos en  los  artículos  anteriores  será 
penado: 

1."  Con  ¡iresidio  menor  en  su  grado  má- 
ximo a  presidio  mayor  en  su  grado  míni- 


mo, siempre  que  el  dafio  causado  a  tercera 
excediere  de  quinientos  pesos. 

2."  Con  presidio  menor  en  sus  grados 
medio  a  máximo,  cuando  el  daño  causado 
excediere  de  cincuenta  i  no  pasare  de  qui- 
nientos pesos. 

3.°  Con  presidio  menor  en  sus  grados 
mínimo  a  medio,  si  el  daño  no  excediere 
de  cincuenta  pesos. 

478.  En  caso  de  aplicarse  el  incendia 
a  chozas,  p;ijar  o  cobertizo  deshabitado  o  a 
cualquier  otro  objeto  cuyo  valor  no  exce- 
diere de  cincuenta  pesos,  en  tiempo  i  con 
cireunstancias  que  manifiestamente  exclu- 
yan todo  peligro  de  propagación,  el  culpa- 
ble'no  incurrirá  ea  las  penas  señaladas  en 
este  párrafo;  pero  sí  en  las  que  mereciere 
por  el  daño  que  causare,  con  arreglo  a  las 
disposiciones  del  párrafo  siguiente. 

479.  Cuando  el  fuego  se  comunicare 
del  objeto  que  el  culpable  se  propuso  que- 
mar, a  otro  u  otros  cuya  destrucción,  por 
su  naturaleza  o  consecuencias,  debe  penar- 
se con  mayor  severidad,  se  aplicará  la  pe-' 
na  mas  grave,  siempre  que  los  objetos  in- 
cendiados estuvieren  colocados  de  tal  modo 
que  el  fuego  haya  debido  comunicarse  de 
uno  a  otros,  atendidas  las  circunstancias 
del  caso. 

480.  Incurrirán  respectivamente  en  las 
penas  de  este  párrafo  los  que  causen  estra- 
gos por  medio  de  sumersión  o  varamiento 
de  nave,  inundación,  destrucción  de  puen- 
tes, explosión  de  minas  o  máquinas  de  va- 
por, i  en  jeneral  por  la  aplicación  de  cual- 
quier otro  ájente  o  medio  de  destrucción 
tan  podefoso  como  los  espresados. 

481.  El  que  fuere  aprehendido  con 
bombas  esplosivas  o  preparativos  conoci- 
damente dispuestos  para  incendiar  o  cau- 
sar alguno  de  los  estragos  espresados  en 
este  párrafo,  será  castigado  con  presidio 
menor  en  sus  grados  mínimo  a  medio;  sal- 
vo que  pndiendo  considerarse  el  hecho  co- 
mo tentativa  de  un  delito  determinado  de- 
biera castigarse  con  mayor  pena. 

482.  Él  culpable  de  incendio  o  estra- 
gos no  se  eximirá  de  las  penas  de  los  ar- 
tículos anteriores,  aunque  para  cometer  el 
delito  hubiere  incendiado  o  destruido  bie- 
nes de  su  pertenencia. 

Pero  no  incurrirá  en  tales  penas  el  que 
rozare  a  fuego,  incendiare  rastrojos  u  otros 
objetos  en  tiempos  i  con  circunstancias  que 
manifiestamente  escluyan  todo  propósito  de 
propagación,  i  observ;indo  los  Reglamen- 
tos que  se  dicten  sobre  esta  materia. 

483.  Se  presume  responsable  de  un  in- 
cendio al  comerciante  en  cuya  casa  o  esta- 
blecimiento tiene  orijen  aquél,  si  no  justi- 
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íicare  con  sus  libros,  documentos  u  otra 
clase  de  prueba,  que  no  reportaba  prove- 
i'ho  alguno  del  siniestro. 

§  10.     De  ios  daños. 

484.  Son  reos  de  daño  i  están  sujetos  a 
las  penas  de  este  párrafo,  los  que  en  la 
propiedad  ajena  causaren  alguno  que  no 
se  halle  comprendido  en  el  párrafo  ante- 
rior. 

485.  Serán  castigados  con  la  pena  de 
reclusión  menor  en  sus  grados  medio  a 
máximo  los  que  causaren  daño  cuyo  im- 
porte exceda  de  quinientos  pesos: 

1.'  Con  la  mira  de  impedir  el  libre  ejer- 
cicio de  la  autoridad  o  en  venganza  de  sus 
determinaciones,  bien  se  cometiere  el  de- 
lito contra  empleados  públicos,  bien  contra 
particulares  que  como  testigos  o  de  cual- 
quiera otra  manera  hayan  contribuiíio  o 
puedan  contribuir  a  la  ejecución  o  aplica- 
ción de  las  leyes. 

2.*  Produciendo  por  cualquier  medio 
infección  o  contajio  en  animales  o  aves  do- 
mésticos 

3.*  Empleando  sustancias  venenosas  o 
■corrosivas. 

4.°    En  cuadrilla  i  en  despoblado. 

5.°  En  archivos,  rejistros,  biljliotecas  o 
museos  públicos. 

6  °  En  puentes,  caminos,  paseos u  otros 
bienes  de  uso  público. 

7."  En  tumbas,  signos  conmemorati- 
vos, monumentos,  estatuas,  cuadros  u 
otros  objetos  de  artes  colocados  en  edifi- 
cios o  lugares  públicos. 

8.*    Arruinando  al  perjudicado. 

486.  El  que  con  alguna  de  las  circuns- 
tancias espresadas  en  el  articulo  anterior 
causare  daño  (;uyo  importe  exceda  de  cin- 
cuenta i  no  pase  de  quinientos  pesos,  su- 
frirá la  pena  de  reclusión  menor  en  sus 
.grados  mínimo  a  medio. 

Cuando  dicho  importe  no  excediere  de 
•cincuenta  pesos  ni  bajare  de  diez,  la  pena 
será  reclusión  menor  en  su  grado  mínimo. 

487.  Los  daños  no  comprendidos  en  los 
artículos  anteriores  serán  penados  con  re- 
clusión menor  en  su  grado  mínimo  o  mul- 
ta fie  ciento  a  mil  pesos. 

Esta  disposición  no  es  aplicable  a  los  da- 
ños causados  por  el  ganado  i  a  los  demás 
que  deben  calificarse  de  faltas,  con  arreglo 
a  lo  que  se  establece  en  el  Libro  tercero. 

488.  Las  disposiciones  del  presente  pá- 


rrafo solo  tendrán  lugar  cuando  el  hecho 
no  pueda  considerarse  como  otro  delito  que 
merezca  mayor  pena. 

§  11.     Disposiciones  jenerales. 

489.  Están  exentos  de  responsabilidad 
criminal  i  sujetos  únicamente  a  la  civil  por 
los  hurtos,  defraudaciones  o  daños  que  re- 
ciprocamente se  causaren: 

1.°  Los  parientes  consanguíneos  lejíti- 
mos  en  toda  la  linea  recta. 

2.°  Los  parientes  consanguíneos  lejiti- 
mos  hasta  el  segundo  grado  inclusive  de  la 
linea  colateral. 

3.°  Losparientesafineslejítimos  en  toda 
la  línea  recta. 

4."     Los  padres  i  los  hijos  naturales. 

5  °     Los  cónyujes. 

La  escepciou  de  este  artículo  no  es  apli- 
cable a  los  estraños  que  participaren  del 
delito. 

TITULO  X 

De  los  cuasidelito»*. 

490.  El  que  por  imprudencia  temera- 
ria ejecutare  un  hecho  que,  si  mediara  ma- 
licia, constituirla  un  crimen  o  un  simple 
delito  contra  las  personas,  .será  penado: 

1.°  Con  reclusión  o  relegación  menores 
en  sus  grados  mínimos  a  medios,  cuando 
el  hecho  importare  crimen. 

2."  Con  reclusión  o  relegación  menores 
en  sus  grados  mínimos  o  multa  de  ciento  a 
mil  pesos,  cuando  importare  si-nple  de- 
lito. 

491.  El  médico,  cirujano,  farmacéuti- 
co, flebotomiano  o  matrona  que  causare 
mal  a  las  personas  por  neglijencia  culpa- 
ble en  el  desempeño  de  su  profesión,  incu- 
rrirá respectivamente  en  las  penas  del  ar- 
tículo anterior. 

Iguales  penas  se  aplicarán  al  dueño  de 
animales  feroces  que,  por  descuido  culpa- 
ble de  su  parte,  causaren  daño  a  las  perso- 
nas. 

492.  Las  penas  del  artículo  490  se  im- 
pondrán también  respectivamente  al  que, 
con  infracción  de  los  Reglamentos  i  por 
mera  imprudencia  o  neglijeccia,  ejecutare 
un  hecbo  o  incurriere  en  una  omisión  que, 
a  mediar  malicia,  constituirla  un  crimen 
o  un  simple  delito  contra  las  personas. 

493.  Las  disposiciones  del  presente  pá- 
rrafo no  se  aplicarán  a  los  cuasidelitos  es- 
pecialmente penados  en  este  Código. 
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TIT1JI.«  I 

De  las  l'aitaa. 

494.  Sufrirán  la  pena  de  prisión  en 
sus  grados  medio  a  máximo  o  multa  de 
diez  a  cien  peso.-;: 

1.°  El  (|Urt  asistiendo  a  un  espectáculo 
público  provocare  algún  desorden  o  toma- 
re parte  en  él. 

2."  El  que  excitare  o  dirijiere  cence- 
rradas u  otras  reuniones  tumultuosas  en 
ofensa  de  alguna  persona  o  del  sosiego  de 
las  poblaciones. 

3.°  El  que  sin  licencia  de  la  autoridad 
competente  cargare  armas  prohibidas  por 
la  lei  o  por  los  reglamentos  jenerales. 

4.°  El  que  amenazare  a  otro  í.-on  armas 
blancas  o  de  fuego  i  el  que  riñcialo  con 
otro  las  sacare,  como  no  sea  con  motivo 
justo. 

5."  El  que  causare  lesiones  leves,  en- 
tendiéndose por  tales  las  que,  en  concepto 
del  tribunal,  no  se  hallaren  comprendidas 
en  el  art.  399,  atendidas  la  calidad  de  las 
personas  i  circunstancias  del  hecho. 

8*  El  que  corriere  carruajes  o  caba- 
llerías con  peligro  de  lar.  personas,  haeién- 
dolo'en  poblado,  ya  sea  de  noche  o  de  dia 
cuando  haya  aglomeración  déjente. 

7.°  El  farmacéutico  que  despachare  me- 
dicamentos en  virtud  de  receta  que  no  se 
halle  debidamente  autorizada. 

8.°  El  que  liabitualmente  i  después  de 
apercibimiento  ejerciere,  sin  titulo  legal 
ni  permiso  de  autoridad  competente,  las 
profesiones  de  médico,  cirujano,  farma- 
céutico o  flebotoraiano. 

9.°  El  facultativo  que,  notando  en  una 
persona  o  en  un  cadáver  señales  de  enve- 
nenamiento o  de  otro  delito  grave,  no  die- 
re parte  a  la  autoridad  oportunamente. 

10.°  El  médico,  cirujano,  farmacéuti- 
co, flebotoman io  o  matrona  que  incurriere 
en  descuido  culpable  en  el  desempeño  de 
su  profesión,  sin  causar  daño  á  las  per- 
sonas. 

11."  Los  mismos  individuos  espresados 
en  el  número  anterior,  que  no  prestaren 
los  servicios  de  su  profesión  durante  el 
turno  que  les  señale  la  autoridad  adminis- 
trativa. 

12°  El  médico,  cirujano,  farmacéuti- 
co, matrona  o  cualquiera  otro  que,  llama- 
do en  clase  de  perito  o  testigo,  se  negare  a 
practicar  una  operación  propia  de  su  pro- 
fesión u  oficio  o  a  prestar  una  declaración 


requerida  por  la  autoridad  judicial,  en  los 
casos  i  en  la  forma  que  deti^rmine  el  Códi- 
go de  Procedimientos  i  sin  perjuicio  de  los 
apremios  legales. 

13.'  El  que  encontrando  perdido  o 
abandonado  a  un  menor  de  siete  años  no 
lo  entregare  a  su  familia  o  no  lo  recojiere 
o  depositare  en  lugar  seguro,  dando  cuen- 
ta a  la  autoridad  en  los  do.-í  últimos  ca- 
sos. 

14.°  El  que  no  socorriere  oausiliare  a 
una  per-sona  que  encontrare  en  despoblado 
herida,  maltratada  o  en  peligro  de  perecer, 
cuando  pudiere  hacerlo  sin  detrimento 
propio. 

15.°  Les  padres  de  familia  o  los  que  le— 
galmente  hagan  sus  veces  que  abandonen 
a  sus  hijos,  no  procurándoles  la  educación 
que  permiten  i  requieren  su  clase  i  facul- 
tades. 

16."  El  que  sin  estar  lejitimamente  au- 
torizado impidiere  a  otro  con  violencia  ha- 
cer lo  que  la  lei  no  prohibe,  o  le  competie- 
re a  ejecutarlo  que  no  quiera. 

17.°  El  que  quebrantare  los  reglamen- 
tos o  disposiciones  de  la  autoridad  sobre  la 
custodia,  conservación  i  tras|)orte  de  ma- 
terias inflamables  o  corrosivas  o  productos 
químicos  que  puedan  causar  estragos. 

18.°  El  dueño  de  animales  feroces  que 
en  lugar  accesible  al  público  los  dejare 
sueltos  o  en  disposición  de  causar  mal. 

19.°  El  que  ejecutare  alguno  de  los  he- 
chos penados  en  los  articules  189,  446,  in- 
ciso 1.°  del  448,  467,  469  i  470,  siempre  que 
el  delito  se  refiera  a  valores  que  no  exce- 
dan de  diez  pesos. 

20.°  El  que  con  violencia  se  apoderare 
de  una  cosa  perteneciente  a  su  deudor  para 
hacerse  pago  con  ella. 

21.*  El  que  con  violencia  en  las  co.sas 
entrare  a  cazar  o  pescar  en  lugar  cerrado, 
o  en  lugar  abierto  contra  espresa  prohibi- 
ción intimada  personalmente. 

495.  Serán  castigados  con  prisión  en 
sus  grados  mínimo  a  medio  conmutable  en 
multa  de  uno  a  sesenta  pesos: 

1."  El  que  contraviniere  a  las  reglas 
que  la  autoridad  dictare  para  conservar  el 
orden  público  o  evitar  que  .se  altere,  salvo 
que  el  hecho  constituya  crimen  o  simple 
delito. 

2.°  El  que  por  quebrantar  los  regla- 
mentos sobre  espectáculos  públicos  oca- 
sionare algún  desorden. 

3."     El  subordinado  del  orden  civil  que 
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faltare  al  respeto  i  sumisión   debidos  a  sus 
jefes  o  superiores. 

4."  El  particular  que  cometiere  igual 
falta  respecto  de  cualquier  funcionario  re- 
vestido de  autoridad  pública,  mientras 
ejerce  sus  funciones,  i  respecto  de  toda 
persona  constituida  en  dignidad  ,  aun 
cuando  no  sea  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones, siempre  que  fuere  conocida  o  se 
anunciare  como  tal;  sin  perjuicio  de  impo- 
ner, tanto  en  este  caso  como  en  el  ante- 
rior, la  pena  correspondiente  al  crimen 
o  simple  delito,  si  lo  hubiere. 

5.°  El  que  públicamente  ofendiere  el 
pudor  con  acciones  o  dichos  deshonestos. 

6.°  El  cónyuje  que  escandalizare  con 
sus  diseusiones  domésticas  después  de  ha- 
ber sido  amonestado  por  la  autoridad. 

1°  El  que  infrinjiere  los  reglamentos 
de  policía  en  lo  concernieníe  a  mujeres 
públicas. 

8."  El  que  diere  espectáculos  públicos 
sin  licencia  de  la  autoridad,  o  traspasando 
la  que  se  le  hubiere  concedido. 

9.*  El  que  abriere  establecimientos  sin 
licencia  de  la  autoridad,  cuando  sea  nece- 
saria. 

10.°  El  que  en  la  esposicion  de  niños 
quebrantare  los  reglamentos. 

11.'  El  que  infrinjiere  las  reglas  esta- 
blecidas para  la  quema  de  bosques,  rastro- 
jos u  otros  productos  de  la  tierra,  o  para 
evitar  la  propagación  de  fuego  en  máqui- 
nas de  vapor,  caleras,  hornos  u  otros  lu- 
gares semejantes. 

12."  El  que  infrinjiere  los  reglamentos 
sobre  corta  de  bosques  o  arbolados. 

13.®  El  que  infrinjiere  las  leyes  o  re- 
glamentos sobre  apertura,  conservación  i 
reparación  de  vias  públicas. 

14."  El  que  en  caminos  públicos,  ca- 
lles, plazas,  ferias  u  otros  sitios  semejan- 
tes de  reunión  estableciere  rifas  u  otros 
juegos  de  envite  o  azar. 

15. °  El  que  defraudare  al  público  en  la 
venta  de  mantenimientos,  ya  sea  en  cali- 
dad, ya  en  cantidad,  por  valor  que  no  ex- 
ceda de  diez  pesos,  i  el  que  vendiere  bebi- 
das o  mantenimientos  deteriorados  o  no- 
civos. 

16."  El  traficante  que  tuviere  medidas 
o  pesos  falsos,  aunque  con  ellos  no  hubie- 
re defraudado. 

17.®  El  que  usare  en  su  tráfico  medi- 
das o  pesos  no  contrastados. 

18.°  El  dueño  o  encargado  de  fondas, 
cafés,  confiterías  u  otros  establecimientos 
destinados  al  despacho  de  comestibles  o 
bebidas  que  faltare  a  los  reglamentos  de 
policía  relativos  a  la  conservación  o  uso 


de  vasijas  o  útiles  destinados  para  el  sor- 
vicio. 

19.*  El  que  faltando  a  las  órdenes  de  la 
autoridad,  descuidare  reparar  o  demoler 
edificios  ruinosos. 

20.°  El  que  infrinjiere  las  reglas  de  se- 
guridad concernientes  a  la  apertura  de 
pozos  o  escavaciones  i  al  depósito  de  ma- 
teriales o  escombros,  o  a  la  colocación  de 
cualesquiera  otros  objetos  en  las  calles, 
plazas,  paseos  públicos  o  en  la  parte  este- 
rior  de  los  edificios  que  embaracen  el  trá- 
fico o  puedan  causar  daño  a  los  transeún- 
tes. 

21."  El  que  intencionalmeiite  o  con  ne- 
glijencia  culpable  causare  daño,  que  no 
exceda  de  diez  pesos,  en  bienes  públicos  o 
de  propiedad  particular. 

22.'  El  que  aprovechando  aguas  de 
otro  o  distrayéndolas  de  su  curso,  causare 
daño  que  no  exceda  de  diez  pesos. 

496.  Sufrirán  la  pena  de  prisión  en  su 
grado  mínimo  conmutable  en  multa  de 
uno  a  treinta  pesos: 

1.°  El  que  faltare  a  la  obediencia  debi- 
da a  la  autoridad,  dejando  de  cumplir  las 
órdenes  particulares  que  ésta  le  diere,  en 
todos  aquellos  casos  en  que  la  desobedien- 
cia no  tenga  señalada  mayor  pena  por 
este  Código  o  por  leyes  especiales. 

2."  El  que  pudiendo,  sin  grave  detri- 
mento propio,  prestara  la  autoridad  el  au- 
siüo  que  reclamare  en  casos  de  incendio, 
inundación,  naufrajio  u  otra  calamidad, 
se  negare  a  ello. 

3.°  El  que  teniendo  obligación  de  pre- 
sentar un  recien  nacido  al  funcionario  en- 
cargado del  rejistro  civil,  no  lo  hiciere 
dentro  del  término  legal. 

4."  El  que  no  diere  los  partes  de  de- 
función, contraviniendo  a  la  lei  o  regla- 
mentos. 

5."  El  que  ocultare  su  verdadero  nom- 
bre i  apellido  a  la  autoridad  o  a  persona 
que  tenga  derecho  para  exijir  que  los  ma- 
nifieste. 

6.°  El  que  infrinjiere  las  reglas  do  po- 
licía dirijidas  a  asegurar  el  abastecimiento 
de  los  pueblos. 

7."  El  que  con  rondas  u  otros  esparci- 
mientos nocturnos  altere  el  sosiego  pú- 
blico, desobedeciendo  a  la  autoridad. 

8."  El  que  tomare  parte  en  cencerra- 
das u  otras  reuniones  ofensivas  a  alguna 
persona,  no  estando  comprendida  en  el 
número  2.°  del  articulo  494. 

9."  El  í[ue  se  bañare  quebrantando  las 
reglas  de  decencia  o  seguridad  estableci- 
das por  la  autoridad. 

10."    El  que  riñere  en  público  sin  ar 
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mas,  salvo  el  caso  de  justa  defensa  propia 
o  de  un  tercero. 

11."  El  que  injuriare  a  otro  liviana- 
mente de  obra  o  de  palabra,  no  siendo  por 
escrito  i  con  publicidad. 

12.°  El  que  dentro  de  las  poblaciones  i 
en  contravención  a  los  reglamentos  dis- 
parare armas  de  fuego,  cohetes,  petardos 
u  otros  proyectiles. 

13.°  El  que  corriere  carruajes  o  caba- 
llerías dentro  de  una  población,  no  siendo 
en  los  casos  previstos  por  el  núm.  6.°  del 
articulo  494. 

14.*  El  que  infrinjiere  los  reglamentos 
relativos  a  carruajes  públicos  o  de  parti- 
culares. 

15.°  El  que  infrinjiere  las  reglas  de  po- 
licia  relativas  a  posadas,  fondas,  tabernas 
i  otros  establecimientos  públicos. 

16.°  El  encargado  de  la  guarda  de  un 
loco  o  demente  que  le  dejare  vagar  por  si- 
tios públicos  sin  la  debida  seguridad. 

17.*  El  dueño  de  animales  dañinos  que 
los  dejare  sueltos  o  en  disposición  de  cau- 
sar mal  en  las  poblaciones. 

18.°  El  que  con  su  embriaguez  molesta- 
re a  tercero  en  público. 

19.°  El  que  arrojare  animales  muertos 
en  sitios  vedados  o  quebrantando  las  reglas 
de  policía. 

20.°  El  que  infrinjiere  las  reglas  de  po- 
licía en  la  elaboración  de  objetos  fétidos  o 
insalubres,  o  los  arrojare  a  las  calles,  pla- 
zas o  paseos  públicos. 

21  °  El  que  arrojare  escombros  u  obje- 
tos punzantes  o  cortantes  en  lugares  públi- 
cos, contraviniendo  a  las  reglas  de  policía. 
22.°  El  que  no  entregare  a  la  policía  de 
aseo  las  basuras  o  desperdicios  que  hubie- 
re en  el  interior  de  su  habitación. 

23.°  El  que  echare  en  las  acequias  de 
las  poblaciones  objetos  que,  impidiendo  el 
libre  i  fácil  curso  de  las  aguas,  puedan  oca- 
sionar anegación. 

24."  El  que  tuviere  en  balcones,  venta- 
nas, azoteas  u  otros  puntos  esteriores  de 
sus  casas  tiestos  u  otros  objetos,  con  infrac- 
ción de  las  reglas  de  policía. 

25.*  El  que  arrojare  a  la  calle  por  bal- 
cones, ventanas  o  por  cualquiera  otra  par- 
te agua  u  otros  objetos  que  puedan  causar 
daño. 

26.° ,  El  que  tirare  piedras  u  otros  obje- 
tos arrojadizos  en  parajes  públicos,  con 
riesgos  de  los  transeúntes,  o  lo  hiciere  a 
las  casas  o  edificios,  en  perjuicio  de  los 
mismos  o  con  peligro  de  las  personas. 

27  °  El  que  infrinjiere  los  reglamentos 
en  materia  de  juegos  o  diversiones  dentro 
de  las  poblaciones. 
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28.°  El  que  entrare  con  carruajes,  ca- 
ballerías o  animales  dañinos  en  heredades 
plantadas  o  sembradas. 

29.°  El  que  en  contravención  a  los  re- 
glamentos construyere  chimeneas,  estufas 
u  hornos,  o  dejare  de  limpiarlos  o  cuidar- 
los. 

30. •  El  que,  empleando  el  fuego,  eleva- 
re globos  sin  permiso  de  la  autoridad. 

31.°  El  que,  habiendo  recibido  de  bue- 
na fe  moneda  falsa  o  cercenada  o  títulos 
de  crédito  falsos,  los  circulare  después  de 
constarle  su  falsedad  o  cercenamiento,  siem- 
pre que  su  valor  no  exceda  de  diez  pesos. 
32.°  El  que  con  objeto  de  lucro  inter- 
pretare sueños,  hiciere  pronósticos  o  adi- 
vinaciones, o  abusare  de  la  credulidad  de 
otra  manera  semejante. 

33."  El  que  entrare  en  heredad  ajena 
para  cojer  frutas  i  comerlas  en  el  acto. 

34.''  El  que  entrare  sin  violencia  a  ca- 
zar o  pescar  en  sitio  vedado  o  cerrado. 

35.°  El  que  se  hiciere  culpable  de  actos 
de  crueldad  o  mal  trato  excesivo  para  con 
los  animales. 

36.°  El  que  infrinjiere  los  reglamentos 
de  caza  o  pesca  en  el  modo  i  tiempo  de  eje- 
cutar una  u  otra  o  de  vender  sus  productos. 
37.°  Los  empresarios  del  alumbrado  pú- 
blico que  faltaren  a  las  reglas  establecidas 
para  su  servicio,  i  los  particulares  que  in- 
frinjieren  dichas  reglas. 

38.°  El  que  indebidamente  apagare  el 
alumbrado  público  o  del  esterior  de  los  edi- 
ficios, o  de  los  portales,  teatros,  u  otros 
lugares  de  espectáculo  o  reunión,  o  el  de 
las  escaleras  de  los  mismos. 

497.  El  dueño  de  ganados  que  entra- 
ren en  heredad  ajena  cerrada  i  causaren 
daño,  será  castigado  con  multa,  por  cada 
cabeza  de  ganado: 

1.°  De  veinte  i  cinco  centavos  a  un  pe- 
so, si  fuere  vacuno. 

2.°  De  diez  a  cincuenta  centavos,  si 
fuere  caballar,  mular  o  asnal. 

3.°  De  cinco  a  veinte  i  cinco  centavos, 
si  fuere  lanar  o  cabrío  i  la  heredad  tuvie- 
re arbolado. 

4.°  Del  tanto  del  daño  causado  a  un  ter- 
cio mas,  si  fuere  de  otra  especie  no  com- 
prendida an  los  números  anteriores. 

Esto  mismo  se  observará  si  el  ganado 
fuere  lanar  o  cabrio  í  la  heredad  no  tuvie- 
re arbolado. 

TITUI.O  II. 

Disposiciones  cowiunes  a  las  faltas. 

498.  Los  cómplices  en  las  faltas  serán 
castigados  con  una  pena  que  no  exceda 
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de  la  mitad  de  la  que  corresponda  a  los  au- 
tores. 

499.  Caerán  en  comiso: 

1."  Las  armas  que  llevare  el  ofensor  al 
hacer  un  daño  o  inferir  injuria,  si- las  hu- 
biere mostrado. 

2."  Las  bebidas  i  comestibles  deterio- 
rados i  nocivos. 

3."  Los  efectos  falsiñcados,  adulterados 
o  averiados  que  se  espendieren  como  leji- 
timos  o  buenos. 

4°  Los  comestibles  en  que  se  defrau- 
dare al  público  en  cantidad  o  calidad. 

5."     Las  medidas  o  pesos  falsos. 

6."  Los  enseres  que  sirvan  para  juegos 
o  rifas. 

7."  Los  efectos  que  se  empleen  para 
adivinaciones  u  otros  engaños  semejan- 

t6S. 

500.  El  comiso  de  los  instrumentos  i 
efectos  de  las  faltas,  espresados  en  el  artí- 
culo anterior,  lo  decretará  el  tribunal  a  su 
prudente  arbitrio  según  los  casos  i  circuns- 
tancias. 


501.  En  las  ordenanzas  municipales  i 
en  los  reglamentos  jenerales  o  particulares 
que  dictare  en  lo  sucesivo  la  autoridad  ad- 
ministrativa no  se  establecerán  mayores 
penas  que  las  señaladas  en  este  libro,  aun 
cuando  hayan  de  imponerse  en  virtud  de 
atribuciones  gubernativas,  a  no  ser  que  se 
determine  otra  cosa  por  leyes  especiales. 

TlTtíLO  FIMAI.. 
S«  la  observancia  de  este  Código. 

Artículo  FINAL.  El  presente  Código  co- 
menzará a  rejir  el  primero  de  marzo  de 
mil  ochocientos  setenta  i  cinco,  i  en  esa 
fecha  quedarán  derogadas  las  leyes  i  de- 
más disposiciones  preexistentes  sobre  todas 
las  materias  que  en  él  se  tratan. 

I  por  cuanto,  oido  el  Consejo  de  Estado, 
he  tenido  a  bien  aprobarlo  i  sancionarlo; 
por  tanto,  promulgúese  i  llévese  a  efecto  en 
tpdas  sus  partes  como  lei  de  la  República. 
— Federico  ErrAzuriz. — José  María  Bar- 
celó. 


VII 


Leyes  Complementarias  del  Código  penal 

Abusos  de  la  libertad  de   imprenta 

Lei  de  17  de  setiembre  de  1872 


TITUIiO  PRIMERO 

De  los  abusos  de  la  preu»«a  i  de  »u  respon- 
sabilidad. 

Art.  1.  Es  responsable  de  todo  abuso 
de  la  libertad  de  imprenta  el  impresor  que 
hubiere  hecho  la  publicación,  quien  podrá 
escusarse  ¿e  esta  responsabilidad  presen- 
tando a  la  persona  que  le  hubiere  garanti- 
zado el  escrito,  siempre  que  ésta  pueda  ser 
habida  i  sea  justiciable  sin  trámite  previo. 

2.  Para  asegurar  la  responsabilidad, 
toda  persona  que  tenga  a  su  cargo  o  direc- 


ción una  imprenta,  deberá  poner  el  nom- 
bre de  ésta,  el  del  lugar  i  la  fecha,  en  cada 
uno  de  los  ejemplares  de  toda  publicación 
que  hiciere. 

Cada  falta  de  este  deber,  que  sea  debida- 
mente comprobada,  será  penada  coa  cin- 
cuenta pesos  de  multa. 

Si  se  comprobare  en  la  forma  legal  que 
el  impresor  ha  alterado  en  un  impreso  el 
nombre  de  la  imprenta,  el  lugar  ó  la  fe- 
cha, se  le  castigará  con  una  multa  de  dos- 
cientos pesos. 

El  gobernador  departamental  hará  cum- 
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plir  la  disposición  de  este  artículo  i  hará 
efectivas  las  mullas  que  establece. 

3.  La  leí  solo  califica  de  abusos  de  la 
libertad  de  imprenta  los  siguientes: 

1.°  Los  ultrajes  hechos  a  la  moral  pú- 
blica o  a  la  religión  del  Estado; 

2.*  Los  escritos  en  que  de  cualquier 
modo  se  tienda  a  menoscabar  el  crédito  o 
buen  concepto  de  un  empleado  público,  o 
la  confianza  que  en  él  tiene  la  sociedad; 

3."  Aquéllos  en  que  se  tienda  al  mismo 
fin  respecto  de  las  personas  particulares. 

4.  El  abuso  será  caliticado  por  jurados, 
los  cuales  apreciarán  las  circunstancias 
del  caso  i  las  alegaciones  de  las  partes,  i 
resolverán  si  ha  habido  en  el  autor  del  im- 
preso acusado  el  propósito  que  se  le  impu- 
ta; i  según  su  conciencia,  determinarán  la 
r,ulpabilidad,  clasificándola  en  alguno  de 
los  tres  grados  que  a  continuación  se  es- 
presan: 

En  primer  grado,  si  el  abuso  es  digno, 
según  el  concepto  de  los  jurados,  de  una 
multa  de  cincuenta  pesos; 

En  segundo  grado,  el  abuso  que  merez- 
ca una  multa  de  cien  pesos; 

I  en  tercer  grado,  el  que  deba  ser  casti- 
gado con  una  multa  de  trescientos  pesos. 

5.  Si  se  acusare  un  impreso  por  infrac- 
ción del  inciso  2.*  del  art.  3,  la  parte  será 
admitida  a  probar  los  cargos  que  hubiere 
hecho  al  empleado  público  en  su  carácter 
de  tal;  i  si  los  probare  será  absuelto  de  la 
acusación. 

Pero  si  ios  cargos  se  hubieren  hecho  al 
empleado,  no  como  a  tal,  sino  como  a  per- 
sona privada,  no  se  admitirá  prueba  algu- 
na sobre  ellos. 

Tampoco  se  admitirá  prueba  en  las  acu- 
saciones que  se  entablaren  por  infracción 
del  inciso  3."  del  mismo  articulo. 

6.  No  son  abusivos  de  la  libertad  de 
imprenta  los  escritos  científicos  o  litera- 
rios, cuando  no  tienen  mas  ñn  que  la  in- 
vestigación de  la  verdad  científica,  litera- 
ria o  judicial,  aunque  sean  discutibles  las 
apreciaciones  o  los  hechos  sobre  que  versa 
la  investigación.  ~^ 

TITUI^O  ■■ 

Del  derecho  de  acusar. 

7.  Los  impresos  en  que  se  infrinja  el 
inciso  1.°  del  art.  3  serán  acusados  de  ott- 
cio  por  el  ministerio  público,  i  también  dan 
acción  popular. 

Aquéllos  en  que  se  ofendiere  a  un  em- 
pleado público  en  su  carácter  de  tal,  serán 
también  acusados  por  el  ministerio  públi- 
co, previa  requisición  de  la  parte  ofendida. 


cuyo  derecho  queda  a  salvo  para  cooperar 
a  la  acusación. 

Aquéllos  en  que  se  ofenda  a  un  emplea- 
do en  su  carácter  privado,  o  a  una  persona 
particular,  solo  podrán  ser  acusados  por  el 
ofendido  mismo  o  por  un  representante 
suyo,  o  eh  caso  de  ausencia  de  la  Repú- 
blica, por  cualquiera  de  sus  parientes  con- 
sanguíneos o  añnes  dentro  del  cuarto 
grado. 

8.  El  derecho  de  acusar  un  impreso 
como  abusivo  de  la  libertad  de  imprenta, 
espira  en  el  término  de  sesenta  días  con- 
tados desde  la  publicación. 

9.  El  injuriado  por  la  prensa  puede 
cortar  el  juicio  por  una  transacción  cual- 
quiera; pero  una  vez  terminado  el  juicio, 
no  puede  remitir  la  pena ,  ni  parte  de 
ella. 

TÍTULO  III 

Del  jurado  i  de  su  modo  de  proceder. 

10.  Toda  acusación  sobre  abusos  de  la 
libertad  de  imprenta  será  previamente  so- 
metida a  la  deliberación  de  un  jurado  com- 
puesto de  siete  miembros,  el  cual  declara- 
rá si  hai  o  no  lugar  a  formación  de  causa 
contra  el  impreso  acusado. 

11.  El  acusador  se  presentará  por  escri- 
to ante  el  juez  de  letras  en  lo  criminal  del 
departamento  respectivo, acompañando  un 
ejemplar  del  impreso  acusado,  designando 
el  pasaje  o  pasajes  que  acusa  i  citando  el 
inciso  del  art.  3.'  de  esta  lei  que  a  su  jui- 
cio se  hubiere  infrinjido. 

12.  Presentada  la  acusación,  el  juez, 
dentro  de  las  veinticuatro  horas  siguien- 
tes, hará  comparecer  al  acusador  i  al  im- 
presor, o  a  la  persona  que  éste  señalare 
como  responsable,  i  a  presencia  de  ellos  i 
del  secretario  del  j  uzgado  procederá  a  sor 
tear  siete  jurados  propietarios  i  tres  su- 
plentes, sacándolos  del  rejistro  alfabético 
de  ciudadanos  electores  del  departamento, 
en  la  forma  siguiente: 

El  acusador  i  el  acusadoelejirán  de  cada 
letra  del  rejistro  hasta  dos  nombres  cada 
uno,  i  si  los  nombres  comprendidos  bajo 
una  letra  no  bastaren,  se  completará  aquel 
número  con  los  de  la  letra  siguiente.  Si  en 
el  rejistro  se  hubiere  suprimido  alguna  le- 
tra alfabética  por  no  haber  bajo  de  ella 
ciudadanos  inscritos,  las  partes  no  tendrán 
derecho  de  poner  para  el  sorteo  nombre 
ninguno  cuja  inicial  sea  aquella  letra. 

Las  partes  tampoco  podrán  elejir  del  re- 
jistro: 

A  sus  parientes  respectivos  en  linea  rec- 
ta o  en  la  colateral  hasta  el  cuarto  grado 
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de  consanguinidad  o  segundo  de  afinidad 
inclusive; 

Ni  a  los  ciudadanos  que  residan  fuera 
del  recinto  de  la  población  i  no  puedan  ser 
citado?  prontamente; 

Ni  a  los  que  sean  eclesiásticos  o  emplea- 
dos públicos  con  sueldo  del  Estado. 

Hedía  la  lista  de  los  elejidos,  con  tal 
que  éstos  no  bajen  de  treinta,  sea  que  las 
partes  hayan  escojido  dos  nombres  o  uno 
solo  de  cada  letra  del  rejistro,  el  acusador 
i  el  acusado  podrán  recusar  respectiva- 
mente hasta  la  quinta  parte  cada  uno  del 
número  total.  Los  nombres  que  quedaren 
en  la  lista,  se  pondrán  en  cédulas  separa- 
das en  una  urna,  i  de  allí  se  sacarán  á  la 
suerte  los  jurados  propietarios  i  suplentes. 
Si  alguna  de  las  partes  no  compareciere, 
el  secretario  del  juzgado  hará  por  ella  úni- 
camente la  elección  de  los  ciudadanos  del 
rijistro  para  verificar  el  sorteo,  todo  lo  cual 
deberá  espresarse  en  una  dilijencia,  i  des- 
pués no  habrá  derecho  de  recusar. 

13.  Hecho  el  sorteo,  el  juez  citará  para 
el  mismo  dia,  o  a  mas  tardar  para  el  si- 
guiente, a  los  siete  jurados  propietarios  i  a 
los  tres  suplentes,  designándoles  la  hora 
de  la  reunión. 

El  que  no  compareciere  a  la  hora  desig- 
nada, o  el  que  se  negare  a  desempeñar  su 
cargo,  pagará  una  multa  de  cien  pesos, 
salvo  el  caso  de  enfermedad,  ausencia  u 
otra  imposibilidad  absoluta  legalmente 
acreditada. 

Al  juez  de  letras  corresponde  declarar 
íncurso  en  la  multa  al  jurado  que  la  me- 
rezca. 

14.  Reunidos  los  siete  jurados  que  de- 
ben constituir  el  tribunal,  el  juez  les  hará 
presente  que  sus  funciones  están  reduci- 
das tan  solo  a  declarar  si  el  impreso  acu- 
sado, atendidas  sus  palabras  i  espíritu,  me- 
rece o  no  ser  sometido  a  juicio. 

Acto  continuo,  les  exijirá  el  siguiente 
juramento:  «¿Juráis  por  Dios  i  por  vuestro 
honor  desempeñar  lealmente  vuestro  car- 
go, declarando  conforme  a  vuestra  con- 
ciencia si  ha  o  no  lugar  a  formación  de 
causa  contra  el  impreso  que  se  os  va  a  pre- 
sentar?» Los  jurados  responderán:  «Si, 
juramos;»  i  el  juez  añadirá:  «Si  así  lo  hi- 
ciereis. Dios  os  ayude,  i  si  no,  os  lo  de- 
mande.» En  seguida  el  juez  entregará  a 
los  jurados  la  acusación  con  sus  anexos  i 
.se  retirará  de  la  sala. 

15.  Los  jurados  nombrarán  de  entre 
ellos  un  pre.sidente,  leerán  las  piezas  de  la 
acusación,  i  deliberarán  sin  poder  separar- 
se hasta  estar  de  acuerdo  en  la  declara- 
ción, la  cual  resultará  de  la  mayoría  abso- 


luta devotos,  i  será  precisamente  concebida 
en  estos  términos:  «Ha  lugar  a  formación 
de  causa,))  o  «No  ha  lugar  a  formación  de 
causa;»  lo  cual  será  suscrito  por  todos  los 
jurados  i  entregado  por  su  presidente  al 
juez  de  letras. 

16.  Si  la  declaración  fuere:  «No  ha  lu- 
gar a  formación  de  causa,»  el  juez  manda- 
rá archivar  el  proceso,  previa  la  notifica- 
ción a  las  partes,  cesando  por  este  auto 
todo  procedimiento  ulterior. 

17.  Si  la  declaración  hubiere  sido:  «Ha 
lugar  a  formación  de  causa»,  el  juez  hará 
comparecer  dentro  de  las  veinticuatro  ho- 
ras siguientes  al  acusador  i  al  acusado  para 
notificarles  la  declaración  del  jurado  i  ci- 
tarlos para  el  dia  siguiente  a  fin  de  proce- 
der al  sorteo  de  los  jurados  que  deben  fa- 
llar definitivamente,  haciendo  dar  al  acu- 
sado una  copia  de  la  acusación. 

Al  mismo  tiempo  comunicnrá  el  juez  la 
resolución  del  jurado  al  gobernador  de- 
partamental, quien  la  hará  publicar  en  los 
periódicos. 

18.  La  organización  del  jurado  que 
debe  fallar  definitivamente,  se  hará  en  la 
forma  prescrita  para  el  primero  por  el  ar- 
tículo 12,  sorteando  nueve  jurados  propie- 
tarios i  cuatro  suplentes,  i  escluyendo 
ademas  del  sorteo  a  los  ciudadanos  que 
hubieren  formado  parte  de  dicho  primer 
jurado. 

El  resultado  de  este  sorteo  se  consignará 
en  el  proceso,  i  el  juez  lo  mandará  hacer 
saber  a  cada  uno  de  los  jurados  propieta- 
rios i  suplentes,  citándolos  para  que  se 
reúnan  dentro  de  las  cuarenta  i  ocho  ho- 
ras siguientes. 

La  inasistencia  o  la  resistencia  de  los 
jurados  se  castigarán  conforme  al  articu- 
lo 13. 

19.  Reunidos  los  nueve  jurados,  a  la 
hora  designada,  llenándose  la  falta  de  los 
propietarios  por  los  suplentes,  el  juez  de- 
clarará instalado  el  tribunal,  cuya  presi- 
dencia tendrá  él  mismo:  i  antes  de  proce- 
der, les  exijirá  el  juramento  siguiente: 
«jJurais  por  Dios  i  vuestro  honor  des- 
empeñar fielmente  vuestro  cargo,  decla- 
rando conforme  a  vuestra  conciencia  si  es 
o  no  culpable  el  impreso  que  se  os  va  a 
presentar?»  Los  jurados  responderán:  «Sí 
juramos;»  i  el  juez  añadirá:  «Si  así  1©  hi- 
ciereis. Dios  os  ayude,  i  si  no,  os  lo  de- 
mande». 

20.  Después  se  procederá  al  juicio  pú- 
blico del  modo  siguiente: 

El  secretario  leerá  la  acusación  i  los  lu- 
gares del  impreso  acusado  a  que  ella  se 
refiere. 
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El  acusador,  por  sí  o  por  otra  persona, 
fundará  su  acusación,  sin  que  pueda  es- 
tenderse fuera  de  los  puntos  a  que  ésta  se 
refiere. 

En  seguida  tomará  la  palabra  el  acusa- 
do, alegando  todo  lo  que  haga  a  su  defen- 
sa, i  pudieiido  leer  otros  lugares  del  im- 
preso que  sirvan  de  esplicacion  a  los  que 
motivan  la  acusación. 

21.  Si  en  el  juicio  hubiere  lugar  a 
prueba,  las  partes  presentarán  al  tribunal 
todas  las  que  hicieren  a  su  derecho;  trae- 
rán a  su  costa  delante  de  él  á  sus  testigos, 
ya  sea  voluntariamente,  o  por  mandato 
del  juez  si  éstos  se  resistieren;  i  no  podrán 
presentar  por  escrito  otras  declaraciones 
que  las  de  los  testigos  que  estuvieren  im- 
posibilitados o  escusados  por  la  lei  para 
presentarse  personalmente. 

22.  Si  hubiere  cuestión  sobre  la  con- 
ducencia de  las  articulaciones,  la  resolve- 
rá en  el  acto  el  jurado  a  pluralidad  de  vo- 
tos; i  tanto  el  juez,  como  los  jurados  i  las 
partes,  podrán  interrogar  al  testigo  para 
esclarecer  sus  dichos. 

Cada  una  de  las  partes  podrá  impugnar 
las  declaraciones  de  los  testigos  presenta- 
dos por  la  contraria,  i  manifestar  i  probar 
en  el  mismo  acto  las  circunstancias  que 
puedan  hacer  dichas  declaraciones  indig- 
nas de  crédito. 

23.  El  juez  determinará  el  orden  del 
debate,  concediendo  hasta  dos  veces  la 
palabra  a  cada  una  de  las  partes;  i  una 
vez  cerrado  por  él  el  debate,  hará  un  re- 
sumen de  todas  las  alegaciones  i  pruebas  i 
fijará  la  cuestión  sometida  al  fallo  del  tri- 
bunal, retirándose  de  la  sala. 

24.  Los  jurados  deliberarán  privada- 
mente sobre  si  el  impreso  acusado  es  o  no 
culpable,  rijiendo  para  este  caso  lo  dis- 
puesto en  el  art.  1.5. 

25.  El  acuerdo  del  jurado  se  escribirá 
en  el  proceso,  i  si  fuere  condenatorio,  de- 
berá ser  precisamente  concebido  en  estos 
términos:  «Es  culpable  en  tal  grado  por 
infracción  del  inciso  tal  del  art.  3  de  .la  lei 
«obre  abusos  de  la  libertad  de  imprenta». 
Si  ol  acuerdo  fuere  favorable  al  acusado, 
se  espresará  en  estos  términos:  «No  es 
culpable». 

Si  el  acuerdo  fuere  en  parte  favorable  i 
en  parte  adverso  al  acusado,  se  espresará 
en  esta  forma:  «Es  culpable  en  tal  grado 
por  infracción  del  inciso  tal  del  artículo  3, 
e  inculpable  de  infracción  del  inciso  tal 
del  mismo  articulo  de  la  lei  sobre  abusos 
áe  la  libertad  de  imprenta.» 

26.  Firmado  el  acuerdo  por  todos  los 
urados,   su  presidente    lo   entregará   al 


juez  de  letras,  quien  lo  leerá  ea  alta  voz. 

27.  Si  el  acuerdo  fuere  favorable  al 
acusado,  el  juez  pondrá  á  continuación: 
«Absuelto  i  archívese  el  proceso,  después 
de  notificadas  las  partes». 

Si  el  acuerdo  fuere  adverso  al  acusado, 
el  juez  lo  condenará  en  la  multa  corres- 
pondiente, según  el  fallo  del  tribunal  i  lo 
dispuesto  en  esta  lei. 

28.  El  acuerdo  del  jurado  i  la  senten- 
cia del  juez  se  trascribirán  en  el  mismo 
dia  al  gobernador  departamental,  quien 
ordenará  su  publicación  en  los  periódicos. 

29.  La  multa  se  pagará  en  el  acto  de 
la  notificación  de  la  sentencia;  i  si  el  acu- 
sado fuere  insolvente,  sufrirá  una  prisión 
en  la  proporción  de  un  dia  por  cada  cinco 
pesos. 

30.  Cuando  el  impresor  i  el  autor  del 
escrito  acusado  no  pudieren  ser  habidos 
después  de  una  citación  legal,  o  no  fueren 
justiciables  sin  trámite  previo,  el  juicio  se 
seguirá  como  contra  reos  ausentes;  i  en 
caso  de  condenación,  el  pago  de  las  multas 
i  costas  se  hará  efectivo  en  la  imprenta. 

31.  Si  el  autor  del  impreso  acusado  se 
negare  a  presentarse  como  responsable  en 
el  juicio,  quedará  su  derecho  a  salvo  al 
impresor  para  probar  en  la  forma  ordina- 
ria la  responsabilidad  del  autor  i  para  re- 
clamar la  indemnización  de  las  multas  i 
costas  en  que  hubiere  sido  condenado,  o 
de  los  perjuicios  que  hubiere  sufrido  a 
consecuencia  de  la  acusación. 

32.  En  los  casos  en  que  los  testigos  de 
quienes  haya  de  valerse  alguna  de  las 
partes  estuvieren  fuera  del  lugar  del  jui- 
cio, el  juez,  a  petición  del  interesado  i  an- 
tes de  procederse  al  sorteo  del  segundo 
jurado,  concederá  un  término  improrro- 
gable i  proporcionado  a  la  distancia  en 
que  se  encontraren  los  testigos,  para  que 
se  recojan  sus  declaraciones  en  la  forma 
ordinaria,  dejando  entre  tanto  suspenso  el 
procedimiento. 

Vencido  el  término  de  prueba,  se  conti- 
nuará el  procedimiento  con  arreglo  a  los 
artículos  20  i  siguientes  de  esta  lei. 

33.  Si  el  testigo  estuviere  presente  en 
el  lugar  del  juicio  pero  imposibilitado  para 
comparecer,  el  juez  en  el  acto  mismo  man- 
dará  que  se  evacué  su  testimonio  en  la  for- 
ma ordinaria. 

34.  Ni  contra  el  fallo  del  primero  i  se- 
gundo jurado,  ni  contra  el  del  juez  se  con- 
cederá recurso  alguno,  salvo  el  de  nulidad, 
que  se  entablará  i  proseguirá  en  la  forma 
ordinaria  i  solamente  por  estas  causas:  1.* 
por  falta  de  citación  de  alguna  de  las  par- 
tes; i  2/  por  «o  haberie  reunido  el  tribu- 
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nal  con  el  número  competente  de  jurados. 

Ño  hai  recurso  de  nulidad,  si  la  parte 
agraviada  no  hubiere  hecho  el  reclamo  que 
previene  el  articulo  15  de  la  leí  de  1.°  de 
marzo  de  1837. 

Declarada  la  nulidad  i  repuesto  el  pro- 
ceso a  su  estado  anterior,  entrará  a  cono- 
cer un  nuevo  jurado  en  la  forma  prescrita 
i  el  JUL'Z  que  debe  subrogar  por  la  leí. 

35.  Todos  los  actos  del  procedimiento 
í^ei-án  autorizados  gratis  por  el  secretario 
cel  juzgado,  salvo  el  caso  de  entablarse 
acuííacion  por  injurias  privadas,  en  el  cual 
cobrará  derechos  con  arreglo  al  arancel. 

36.  Si  ocurriere  o  se  temiere  fundada- 
mente tumulto  durante  la  sesión  del  tribu- 
nal, éste,  a  indicación  del  juez  o  de  cual- 
<|uiera  de  sus  miembros,  resolverá  si  la  se- 
sión continúa  o  no  siendo  pública,  debien- 
do despejarse  la  barra  para  acordarse  esta 
resolución. 

Si  se  resolviere  que  la  sesión  no  sea  pú- 
blica, los  jurados  deberán  permitir  la  en- 
trada a  veinte  personas  del  pueblo  por  lo 
méuos. 


87.  Los  impresores  que  publicaren  pe- 
riódicos en  el  lugar  del  juicio,  serán  obli- 
gados, bajo  la  multa  de  veinte  i  cinco  pe- 
sos, a  insertar  en  ellos  todos  los  actos  que 
esta  lei  manda  publicar. 

38.  Todo  impresor  entregará  al  acusa- 
dor público  del  punto  en  que  la  imprenta 
esté  establecida  un  ejemplar  de  los  impre- 
sos que  publique,  al  mismo  tiempo  de  su 
publicación.  Deberán  igualmente  los  im- 
presores depositar  dos  ejemplares  en  la  Bi- 
blioteca Nacional,  uno  en  la  secretaria  de 
la  intendencia  o  gobierno  departamental,  i 
remitir  un  cuarto  al  Ministerio  del  Inte- 
rior. 

La  infracción  de  este  artículo  será  pena- 
da con  veinte  i  cinco  pesos  de  multa 

39.  Todas  las  multas  impuestas  por 
esta  lei  se  aplicarán  a  fondos  municipales» 
i  el  tesorero  respectivo  será  parte  para  re- 
clamar su  pago. 

40.  Se  deroga  la  lei  de  diez  i  seis  de 
setiembre  de  mil  ochocientos  cuarenta  i 
seis. 


flpreeiaeion  de  la  prueba  en  los  procesos  que  se  siguie- 
ren por  hon^ieidio,  harto,  robo,  incendios  i  aeeidcntes 
de  ferrocarriles,  i  penas  que  deben  aplicarse  a  los  reos 
de  dichos  delitos. 

Leí  de  3  de  agosto  de  1876  (1) 


Art.  1.  En  todos  los  procesos  crimina- 
lea  que  se  siguieren  por  homicidio,  hurto, 
robo,  incendios  i  accidentes  de  ferrocarri- 
les, tanto  los  jueces  de  primera  instancia 
como  los  tribunales  superiores  apreciarán 
la  prueba  con  entera  libertad,  i  absolverán 
o  condenarán  al  reo,  según  creyeren  en  su 
conciencia  que  es  inocente  o  culpable. 

2.  Quedan  sin  aplicación  a  los  procesos 
de  esta  clase  todas  las  leyes  relativas  a  la 
apreciación  que  los  jueces  deben  hacer  de 
la  prueba  en  causas  criminales. 

3.  El  culpable  de  robo  o  de  tentativa  de 
este  crimen  será  castigado  con  la  pena  de 
muerte,  siempre  que  al  mismo  tiempo  se 
hiciere  reo  de  homicidio,  violación  u  otra 
iryuria  grave  de  obra  contra  las  personas 


4.  Los  condenados  por  hurto  o  robo  se- 
rán castigados,  ademas  de  las  penas  que  a 
dichos  delitos  impone  el  Código  penal,  con 
veinte  i  cinco  azotes  por  cada  seis  meses  de 
presidio. 

En  ningún  caso  se  podrá  imponer  ma.*^ 
de  cien  azotes  en  virtud  de  una  misma  sen- 
tencia. 

5.  El  Presidente  de  la  República,  de 
acuerdo  con  el  Consejo  de  Estado,  dictará 
los  Reglamentos  que  deben  rejir  en  la  apli- 
cación de  las  penas  establecidas  por  la  pre- 
sente lei  (1). 

6.  La  presente  lei  principiará  a  rejir  en 
toda  la  República  veinte  i  cinco  dias  des- 
pués de  su  promulgación  en  el  periódico 
oficial. 


(1)    V^Mo  U  ley  de  3  tkgotto  18,16. 


(1)    Véiise  el  inMrto  ft  coatinaibcion. 
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Tiegísimento  que  debe  Fe¡ip  en  la  aplieacion  de  las  penas 
establecidas  poP  la  lei  antepiof 

dictado  en  11  de  agosto  de  1876 


Art.  1.  En  ningún  caso  se  aplicará  la 
pena  de  muerte  impuesta  por  sentencia  de 
los  tribunales  ordinarios,  sin  que  sea  pre- 
viamente consultado  el  Consejo  de  Estado. 

2.  El  tribunal  de  término,  inmediata- 
mente que  pronuncie  la  sentencia  conde- 
natoria, remitirá  al  Consejo  una  copia  de 
ella  i  de  la  de  primera  instancia,  por  el  ór- 
gano del  Ministerio  de  Justicia,  informan- 
do alúmismo  tiempo  sobre  cada  una  de  las 
circunstancias  atenuantes  o  agravantes  del 
crimen  o  delito,  i  esponiendo  todo  lo  que 
a  su  juicio  pudiere  influir  en  el  ánimo  del 
Consejo  para  indultar  o  conmutar  la  pena, 
o  para  proceder  a  su  ejecución. 

3.  Si  el  tribunal  opinare  por  el  indulto 
©  conmutación,  emitirá  su  di-^támen  sobre 
la  naturaleza  i  estension  de  la  pena  que 
deba  sustituir  a  la  de  muerte. 

4.  Si  hubiere  entre  los  miembros  del 
tribunal  diversas  opiniones  sobre  la  con- 
veniencia del  indulto  o  conmutación,  o  so- 
bre la  pena  que  deba  sustituir  a  la  de 
muerte,  se  espresará  en  el  informe  el  nú- 
mero de  miembros  que  apoyan  cada  opi- 
nión. 

5.  La  resolución  que  se  diere  acerca 
dal  indulto  o  conmutación  de  que  hablan 
los  artículos  anteriores,  se  ejecutará  des- 
pués de  comunicada  por  el  Ministerio  de 
Justicia  al  tribunal  correspondiente. 

6  Lo  dispuesto  en  los  artículos  prece- 
dentes rije  también  respecto  a  la  aplica- 
ción de  la  pena  de  azotes,  salvo  cuando  el 
reo  hubiere  sido  condenado  otra  vez  a  la 


misma  pena,  sea  que  ésta  hubiere  sido  eje- 
cutada, conmutada  o  indultada. 

En  el  caso  de  excepción  del  inciso  pre- 
cedente, se  procederá  a  la  ejecución  de  la 
pena  de  azotes  sin  la  suspensión  ordenada 
en  el  art.  1. 

7.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  inci- 
so final  del  articul»  anterior,  si  el  reo  fue- 
re mujer,  o  varón  menor  de  diez  i  seis  o 
mayor  de  sesenta,  se  suspenderá  en  todo 
caso  la  aplicación  de  la  pena  de  azotes  i  se 
procederá  en  conformidad  a  lo  dispuesto 
en  los  cinco  primeros  artículos  de  este  de- 
creto. 

8.  Cuando  el  número  de  azotes  impues- 
to al  reo  por  una  sentencia  excediere  de 
veinte  i  cinco,  tendrá  derecho  de  pedir 
que  la  aplicación  de  la  pena  se  divida  en 
fracciones  que  no  bajen  de  ese  número,  i 
que  medie  entre  una  i  otra  aplicación  un 
término  que  no  exceda  de  un  mes. 

9.  Se  designan  jeneralmente  para  la 
ejecución  de  la  pena  de  muerte  las  Peni- 
tenciarias, donde  las  haya. 

En  los  departamentos  donde  no  hubiere 
Penitenciaria,  se  hará  la  ejecución  en  las 
cárceles  o  presidios,  siempre  que  lo  per- 
mitan las  condiciones  de  estos  estableci- 
mientos. 

En  uno  i  otro  caso  la  ejecución  será  pre- 
senciada por  los  presos  o  detenidos. 

10  La  pena  de  azotes  se  aplicará  siem- 
pre en  las  cárceles  o  presidios  i  no  podrá 
ser  presenciada  sino  por  los  presos  o  de- 
tenidos del  sexo  del  castigado. 


I=»E1>T.A.    IDE   ^^ZOTES 
Lei  modificativa  de  la  3  de  agosto  de  187C,  sancionada  en  7  setiembre  de  1883 


Articulo  único.  No  podrá  imponerse  la 
peüa  de  azotes,  sino  en  los  casos  de  rein- 
cidencia de  hurto  o  robo,  o  de  robo  con 
Tiolencia  o  intimidación  en  las  personas  i 


solo  a  los  varones  de  diez  i  ocho  a  cin- 
cuenta años. 

Se  deroga  en  lo  que  fuere  contrario  a  és- 
ta, la  lei  de  3  de  agosto  de  1876. 
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Leí  de  25  de  setiembre  de  1884 


TITULO  I 

Oe  las   re«tríoei«»nes   a  la   libertad  indivi- 
dual en  jcneral 

Art.  1.  La  libertad  Individual  de  los 
habitantes  de  la  República  solo  podrá  su- 
jetarse a  restricciones  o  limitaciones,  en 
los  casos  previstos  por  la  lei  i  en  la  forma 
por  ella  establecida. 

2.  El  arresto  o  prisión  solo  podrá  apli- 
carse como  pena  de  un  delito  o  como  me- 
dio de  asegurar  la  acción  de  la  justicia 
respecto  de  un  delincuente  declarado  o 
presuHto. 

3.  Las  restricciones  a  la  libertad  indi- 
vidual que  obligan  a  permanecer  en  un 
punto  determinado  o  a  trasladarse  a  él,  o 
que  prohiben  la  libre  residencia  o  trasla- 
ción a  cualquiera  parte  del  territorio  de  la 
República,  o  que  impiden  entrar  en  dicho 
territorio  o  salir  de  él,  solo  podrán  emplear- 
se para  los  fínes  que  espresa  el  artículo 
anterior,  i  se  sujetarán  a  lo  dispuesto  en 
esta  lei  respecto  de  la  prisión. 

4.  Ninguna  autoridad  podrá  ordenar  o 
emplear  medidas  compulsivas  para  hacer 
«[ue  un  habitante  de  la  República  compa- 
rezca ante  ella  o  ante  otra  autoridad,  ni 
para  hacerlo  trasladarse  de  un  punto  a 
otro  sino  en  los  casos  siguientes: 

1.*  Para  el  cumplimiento  de  una  sen- 
tencia ejecutoriada  en  materia  criminal,  si 
la  pena  impuesta  fuere  de  muerte,  presidio, 
reclusión  o  prisión;  o  si,  siendo  de  estraña- 
miento,  confinamiento  o  rele^-acion,  no 
diere  el  reo  garantías  para  trasladarse  al 
lugar  en  que  debe  cumplirla,  a  .satisfac- 
ción de  la  autoridad  de  quien  dicha  orden 
emana. 

2.°  Para  conducir  ante  el  juez  compe- 
tente para  conocer  del  delito,  o  a  un  lugar 
público  de  detención,  al  delincuente  infra- 
ganti  que,  según  esta  lei,  puede  ser  arres- 
tado. 

3."  Para  llevar  a  efecto  una  orden  legal 
de  arresto  o  prisión,  cuando  intimada,  re- 
husare obedecerla  el  individuo  a  quien  se 
trata  de  aprehender. 

4."  Para  hacer  comparecer  ante  el  juez 
que  conoce  en  un  juicio  criminal,  al  indi- 
viduo contra  el  cual  resultan  del  proceso 
indicios  que  autoricen  para  proceder  a  in- 
vestigaciones, si  se  negare  a  obedecer  al 
llamamiento  de  dicho  juez. 

5."  Para  hacer  comparecer  ante  el  juez 
a  prestar  su  declaración,  al  individuo  que, 


citado  como  testigo  en  juicio,  rehusare 
obedecer. 

Las  medidas  compulsivas  espresadas  en 
los  números  2.°,  3.°  i  5.°,  solo  durarán  el 
tiempo  necesario  para  que  se  llene  el  fin 
con  que  so  hubieren  dictado. 

Respecto  de  la  del  número  i.*,  se  estará 
a  lo  dispuesto  en  el  articulo  12. 

5.  Las  disposiciones  contenidas  en  los 
tres  artículos  precedentes  no  se  aplican: 
L*"  A  las  restricciones  de  la  libertad  in- 
dividual que,  dentro  de  los  límites  señala- 
dos por  la  lei,  se  dictaren  por  el  padre  o 
jefe  de  familia  o  por  las  personas  que  ocu- 
pen su  lugar  o  hagan  sus  veces,  en  ejerci- 
cio de  la  autoridad  que,  en  el  carácter  in- 
dicado, les  corresponde  respecto  de  las  per- 
sonas que  a  dicha  autoridad  están  sujetas. 
2.*  A  las  que  se  dictaren  en  conformi- 
dad a  tratados  celebrados  con  naciones  ex- 
tranjeras, o  a  los  principios  jenerales  de 
derecho  internacional,  como,  por  ejemplo, 
en  el  caso  de  estradicion  de  criminales  i 
de  aprehensión  de  marineros  desertores. 
3."  A  las  que,  en  conformidad  a  la  res- 
pectiva lei,  se  dictaren  respecto  de  perso- 
nas que  hubieren  perdido  la  razón,  sea 
para  impedir  que  causen  daño  u  ofendan 
a  terceros,  sea  para  colocarlas  en  asilos 
destinados  a  su  cuidado  o  curación. 

4.°  A  lasque,  en  los  casos espresamen- 
te  determinados  por  las  leyes,  dictaren  los 
capitanes  de  naves  mercantes  o  los  con- 
ductores de  trenes  de  ferrocarriles,  respec- 
to de  los  que  .se  hicieren  culpables  de  deli- 
to a  bordo  de  las  naves  o  en  los  trenes. 

5."  A  la  prisión  por  deudas,  ni  a  las 
restricciones  a  la  libertad  individual,  pro- 
cedentes de  contratos  o  que  incidan  en  jui- 
cios civiles. 

6.°  A  las  que  requiera  el  enjuiciamien- 
to criminal. 

7°  A  las  que  se  dictaren  por  autoridad 
competente  en  casos  de  epidemias  o  para 
la  ejecución  de  reglamentos  relativos  a 
cuarentena  en  los  puertos  de  la  República. 
En  todos  estos  casos  se  estará  a  lo  dis- 
puesto en  las  respectivas  leyes  o  regla- 
mentos. 

TITVLO  II 

Bel  arresto  o  prisión. 

6.  Ninguna  orden  de  arresto  o  prisión 
podrá  llevarse  a  efecto  si  no  reúne  los 
requisitos  siguientes: 
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!.•  Que  emane  de  autoridad  o  funcio- 
nario que  tenga  facultad  de  arrestar,  es- 
presamente  conferida  por  la  leí. 

2."  Que  se  halle  estendida  por  escrito 
i  que  esté  tirmada  por  la  autoridad  o  fun- 
cionario que  la  hubiere  espedido. 

3.*  Que  designe  la  persona  a  quien  de- 
be aprehenderse  por  su  nombre  i  apellido, 
o  por  circunstancias  que  la  individualicen 
o  determinen. 

4.°  Que  esprese  el  motivo  de  la  prisión, 
siempre  que  alguna  causa  grave  no  acon- 
sejare omitirlo. 

Si  la  orden  de  arre.sto~o  prisión  se  dicta- 
re para  la  aprehensión  de  malhechores 
que  anduvieren  en  cuadrilla,  bastará  que 
designe  determinadamente  a  uno  o  varios 
para  que  se  pueda  aprehender  a  los  demás 
que  se  encontraren  en  su  compañía. 

7.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el 
artículo  5,  tienen  facultad  de  arrestar: 

1.°  Los  jueces  letrados  en  lo  criminal, 
por  los  delitos  cometidos  en  el  territorio 
sujeto  a  su  jurisdicción  i  por  los  ^[ue  se 
hubieren  cometido  fuera  de  dicho  territo- 
rio cuando,  según  la  leí,  debieren  conocer 
de  ellos. 

i.°  Los  demás  jueces  que  ejerzan  juris- 
dicción criminal,  respecto  de  los  delitos  de 
que,  en  conformidad  a  la  lei,  les  corres- 
ponde conocer. 

3."  Los  jueces  que  no  ejercen  jurisdic- 
ción criminal  i  las  demás  autoridades  cons- 
tituidas podrán  decretar  el  arresto  i  pri- 
sión i  hacer  conducir  ante  el  juez  compe- 
tente a  los  que  se  hubieren  hecho  culpa- 
bles de  delitos  en  la  sala  o  recinto  en  que 
dichos  jueces  o  autoridades  desempeñan 
sus  funciones  i  en  los  momentos  en  que 
las  ejercen,  aun  cuando  no  concurran  las 
circunstancias  de  delito  infraganti. 

8.  Los  intendentes  i  gobernadores,  co- 
mo ajentes  ausiliares  de  la  administración 
de  justicia  i  encargados  de  velar  por  la  se- 
guridad pública,  podrán  dictar  órdenes  de 
arresto  o  prisión  siempr»  que  hubiere  ver- 
dadero peligro  de  que  la  justicia  represiva 
quede  burlada  por  cualquiera  demora  en 
recabar  orden  del  juez  competente: 

1.°  Para  aprehender  a  culpables  de 
crimen  o  delito  contra  la  seguridad  del  Es- 
tado, de  falsiñcacion  de  moneda  o  de  do- 
cumentos del  Estado,  de  corporai'ioiies  o 
establecimientos  públicos  o  de  provocar  in- 
tencionalmente  accidentes  en  ferrocarri- 
les, de  homicidio  voluntario  o  lesión  gra- 
ve, de  incendios  o  robos  con  violencia  o 
intimidación  en  las  personas,  siempre  que 
la  pena  señalada  por  la  lei  al  delito  no  baje 
de  tres  años  de  presidio  o  reclusión. 


2.*  Para  aprehender  a  los  culpables  de 
delitos  que  se  cometan  causando  tumulto 
o  perturbando  seriamente  la  tranquilidad 
pública,  o  que  por  sus  circunstancias  in- 
troduzcan grave  alarma  entre  los  ciuda- 
danos. 

Los  subdelegados  podrán  ejercer  esta 
misma  facultad  en  los  casos  de  asesinato, 
de  accidentes  provocados  intencionalmen- 
te  en  ferrocarriles,  de  robo  con  violencia 
o  intimidación  en  las  personas  o  de  in- 
cendio. 

En  los  demás  casos  en  que  para  la  re- 
presión de  delitos  fuere  necesario  el  arres- 
to, el  intendente,  gobernador  o  subdelega- 
do deberá  comunicar  al  juez  competente 
los  antecedentes  que  hubiere  recojido  o 
recibido,  para  que,  en  su  vista,  el  juez  pro- 
ceda a  ordenar  la  aprehensión,  si  hubiere 
lugar  a  ella.  Podrá  también  trasmitirlo  ai 
ministerio  público,  requiriéndole  para  qiie 
proceda  al  enjuiciamiento  de  los  culpables 
cuando  el  delito  fuere  de  aquellos  en  que 
corresponde  proceder  de  oficio. 

9.  El  arresto  o  prisión  por  via  de  pena 
solo  podrá  decretarse  i  llevarse  a  efecto  a 
virtud  de  sentencia  ejecutoriada  que  la 
imponga,  i  por  el  juez  a  quien  según  la  lei 
corresponde  la  ejecución  de  aquélla. 

10.  Para  decretar  el  arresto  o  prisión, 
en  caso  de  persecución  de  delito,  se  re- 
quiere: 

1."  Que  esté  establecida  o  probada  la 
existencia  del  delito  o  de  un  hecho  que 
presente  los  caracteres  de  delito  o  que 
haya  antecedentes  i  circunstancias  que 
den  grave  fundamento  para  creer  que  se 
ha  cometido  una  infracción  de  la  lei  penaL 

2°  Que  haya  indicios  vehementes  para 
reputar  autor,  cómplice  o  encubridor  al 
individuo  cuya  prisión  se  ordena. 

11.  El  arresto  o  prisión  de  que  se  trata 
en  el  artículo  anterior,  no  podrá  decre- 
tarse: 

1."  Por  contravención  a  ordenanzas 
municipales,  de  policía  local,  por  simples 
faltas  que  no  fueren  hurto  o  estafa,  salvo 
que  se  impute  a  individuos  sin  hogar  fij» 
o  sin  jiro  u  ocupación  conocida. 

2."  Por  delitos  que  la  lei  solo  pena  con 
inhabilitación  para  cargos  u  oficios  públi- 
cos o  profesiones  titulares  o  con  suspen- 
sión de  los  mismos  cargos,  oficios  o  profe- 
siones o  con  multa. 

3."  Por  simples  delitos  que  la  lei  pena 
a  lo  mas  con  reclusión  en  su  grado  míni- 
mo, cuando  del  sumario  o  de  los  antece- 
dentes del  enjuiciamiento  aparezca  que  se 
imputa  a  individuos  veeinos  del  lugar  con 
casa  abierta  o  que  ejercen  una  industria  o 
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profesión  por  la  cual  pagan  contribución 
de  patente. 

Lo  dicho  en  los  números  2.°  i  3.°  del  in- 
ciso precedente  no  se  aplica  a  los  casos  en 
<{üe  la  prisión  o  arresto,  en  vista  de  lo  que 
aparece  en  el  sumario,  se  considere  indisS 
periíahle  para  la  seguridad  personal  del 
oíendido  o  para  que  no  se  frustren  las  in- 
vestid at-iones  que  deben  practicarse;  mas, 
llenados  esos  íines,  el  procesado  será  pues- 
to en  libertad 

El  procesado  que,  conforme  a  lo  dis- 
puesto en  este  articulo,  debe  permanecer 
en  libertad,  queda  obligado  a  presentarse 
a  todos  los  actos  del  juicio  i  a  la  ejecución 
de  la  sentencia. 

12  En  los  casos  espresados  en  el  arti- 
culo que  precede,  el  juez  se  limitará  a  ci- 
tar al  individuo  a  quien  se  acusa  o  a  quien 
se  imputa  el  delito  para  que  comparezca 
en  el  dia  i  hora  que  le  señale.  Si  la  cita- 
ción no  fuere  obedecida,  podrá  ordenar  el 
arresto  del  procesado  o  exijirle  fianza  para 
ponerlo  en  libertad. 

13.  El  arresto  o  prisión  preventiva  de- 
cretada por  otra  autoridad  que  la  del  juez 
a  quien  corresponde  conocer  de  la  causa, 
solo  durará  el  tiempo  necesario  para  que 
el  arrestado  sea  puesto  a  disposición  de 
dicho  juez.  Sin  nuevo  decreto  de  éste,  el 
arrestado  no  ¡podrá  continuar  en  prisión. 

La  autoridad  que  hubiere  decretado  el 
arresto  o  prisión  deberá  comunicarlo  al 
juez  competente,  acompañando  los  docu- 
mentos o  antecedentes  que  ha  tenido  pre- 
sente al  dictar  esa  medida,  en  el  mismo 
dia,  o  a  mas  tardar  dentro  de  las  veinti- 
cuatro horas  siguientes. 

Desde  el  momento  en  que  el  juez  com- 
petente reciba  la  comunicación  de  la  auto- 
ridad administrativa,  queda  a  su  disposi- 
ción el  preso,  si  la  orden  se  hubiere  ejecu- 
tado, i  bajo  su  responsabilidad  la  ejecu- 
ción de  esa  orden  si  aun  no  se  le  hubiere 
dado  cumplimiento.  Deberá ,  en  conse- 
cuencia, apreciar  las  piezas  o  anteceden- 
tes que  se  le  hubieren  trasmitido  i  mante- 
ner el  decreto  de  prisión  o  suspenderlo, 
convirtiéndolo  en  simple  citación  para  que 
el  reo  comparezca  el  dia  i  hora  que  le  se- 
ñale. 

14  Toda  orden  de  prisión  o  arresto 
debe  intimarse  al  tiempo  de  ejecutarla  al 
individuo  o  individuos  en  quienes  debe 
cumplirse. 

El  individuo  a  quien  se  hubiere  hecho  la 
intimación  tiene  derecho  a  que  se  le  mani- 
fieste o  notifique  la  orden  escrita  que  ha  de- 
bido espedirse  i  a  que  se  le  dé  copia  de  ella 
por  el  encargado  de  cumplirla,  i,   bajo  su 


firma,  a  mas  tardar  al  tiempo  de  entraren 
la  prisión,  i,  si  esto  no  fuera  posible,  al  dia 
siguiente. 

El  alcaide  de  la  cárcel  o  la  persona  en- 
cargada del  lugar  de  detención  en  que  se 
recibiere  el  preso,  al  copiar  la  orden  de 
arresto  en  f  I  rejistro  «[ue  debe  llevar,  hará 
mención  de  la  persona  que  lo  ha  conduci- 
do o  aprehendido,  i  será  obligado  a  dar  co- 
pia de  la  partida  que  sentare  al  arrestado 
que  la  pidiere. 

El  que  decretare  arresto,  salvo  el  caso 
de  delito  int'raganti,  sin  sujetarse  a  lo  dis- 
puesto en  el  articulo  6  de  esta  lei  i  lo  man- 
dare cumplir,  incurre  en  responsabilidad 
criminal  en  conformidad  a  lo  dispuesto  en 
el  articulo  148  del  Código  penal. 

TITKJLO  III 

Wel  arresto  o  prÍMÍou  en  caso  de  delito  im- 
frasanti. 

15.  El  sorprendido  en  flagrante  delito 
podrá  ser  arrestado  por  cualquiera  persona 
para  ser  conducido  ante  el  juez  com  petante. 
Todo  funcionario  a  quien  corresponda  cui- 
dar del  orden  público  deberá,  para  el  mis- 
mo fin,  ordenar  el  arresto.  Serán  obligados 
a  arrestar  al  delincuente  infraganti  los 
ajentes  de  policía  de  seguridad,  sea  obran- 
do por  si  o^a  requisición  de  cualquiera  per- 
sona. 

Para  los  efectos  de  este  artículo  se  con- 
siderará delincuente  infraganti: 

1.°  Al  que  actualmente  está  cometien- 
do el  delito. 

2.°     Al  que  acaba  de  cometerlo. 

3."  Al  que  en  los  momentos  de  come- 
terse éste,  huye  del  lugar  en  que  se  come- 
tió i,  designado  por  el  ofendido  u  otras  per- 
sonas como  autor  o  cómplice,  es  aprehen- 
dido durante  la  fuga. 

4.°  Al  que  se  encuentre  con  objetos  pro- 
cedentes del  delito,  o  con  las  armas  o  ins- 
trumentos que  se  emplearon  para  cometer- 
lo, en  un  tiempo  inmediato  a  su  perpetra- 
ción. 

5.*  Al  que  personas  asaltadas,  heridas  o 
robadas  i  que  reclaman  ausilio,  señalaren 
como  autor  o  cómplice  del  delito  que  aca- 
ba de  cometerse. 

16.  No  podrá  emplearse  medios  com- 
pulsivos para  conducir  ante  el  juez  compe- 
tente al  delincuente  infraganti  que  «spre- 
sase  estar  dispuesto  a  obedecer  la  intima- 
ción que  el  aprehensor  le  hiciere  de  com- 
parecer ante  dicho  juez  en  el  dia  i  hora  que 
se  le  señale: 

1.*  Si  solo  fuere  culpable  de  contrayen- 
cion  a  ordenanzas  municipales,  de  policía 
local  o  de  simple  falta  que  no  sea  hurto  o 
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estafa,  salvo  que  para  el  aprehensor  el 
culpable  aparezca  como  persona  sin  hogar 
fijo  ni  jiro  u  ocupación  conocida,  o  que  la 
contravención  o  falta  se  connetiere  causan- 
do desórdenes  o  perturbando  la  tranquili- 
dad pública, 

2."  6i  fuere  culpable  de  delito  que  la 
lei  pena  con  inhabilitación  o  suspensión  de 
cargos,  oficios  o  profesión  titular  o  con 
multa. 

En  los  casos  a  que  se  refiere  este  artículo 
bastará,  para  que  se  deje  en  libertad  al 
delincuente  infraganti  ,  que  persona  de 
responsabilidad  se  comprometa  por  escrito 
a  que  el  delincuente  comparecerá  dentro 
de  veinticuatro  horas  ante  el  juez  compe- 
tente, i  a  responder  de  la  multa  que  se  le 
aplicare. 

17.  El  delincuente  infraganti  de  cual- 
quiera de  las  contravenciones  o  infraccio- 
nes espresadas  en  el  articulo  anterior,  que 
fuere  aprehendido  por  ajentes  de  policía 
de  seguridad  en  desempeño  de  su  cargo, 
será  conducido  ante  el  jefe  de  dichos  ajen- 
tes,  siempre  que  para  ellos  sea  persona  des- 
conocida i  no  se  presentare  persona  cono- 
cida que  contraiga  el  compromiso  previsto 
en  la  última  parte  del  citado  articulo. 

El  jefe  mantendrá  el  arresto  o  pondrá  al 
arrestado  en  libertad ,  intimándole  que 
comparezca  dentro  de  veinte  i  (;uatro  ho- 
ras ante  el  juez  competente,  según  lo  con- 
sidere o  no  necesario,  para  que  la  intima- 
ción sea  obedecida  en  vista  de  laAílase  de 
contravención  cometida  i  de  las  circuns- 
tancias personales  del  culpable. 

Si  fuere  persona  conocida,  o  si  persona 
que  reúna  esta  circunstancia  se  hiciere 
responsable  en  la  forma  prevista  en  el  ar- 
tículo anterior,  lo  dejará  en  libertad,  limi- 
tándose a  hacerle  la  intimación  de  compa- 
recer. 

Cuando  el  aprehendido  como  delincuen- 
te infraganti  señalare  casa  de  persona  es- 
tablecida en  el  lugar,  a  cuya  familia  perte- 
nezca o  a  cuyo  servicio  estuviere,  el  ájente 
de  policía  o  el  jefe,  en  su  caso,  dejarán  al 
arrestado  en  libertad,  si  tuvieren  conoci- 
miento de  esa  circunstancia  o  si  se  persua- 
dieren de  que  es  efectiva.  Tampoco  se  po- 
drá llevar  a  efecto  el  arresto  ni  mantener- 
lo sin  facilitar  al  arrestado  los  medios  que 
propusiere  de  comprobar  su  aserción. 

18.  Los  ajentes  de  policía  de  seguridad 
podrán  arrestar  como  delincuentes  infra- 
ganti, para  eonducir  ante  sus  respectivos 
jefes,  a  los  individuos  que  anduvieren  dis- 
frazados i  rehusaren  darse  a  conocer  i  a 
los  que  se  hallaren  a  deshoras  de  la  noche 
o  en  lugares  o  en  circunstancias  que  pres- 


taren motivos  fundados  para  atribuirles 
malos  designios,  si  las  esplicaciones  que 
dieren  de  su  conducta  no  desvanecieren 
las  sospechas. 

El  jef",  ante  quien  fueren  conducidos 
mantendrá  el  arresto  o  pondrá  a  los  dete- 
nidos en  libertad,  según  las  esplicaciones 
que  de  su  conducta  dieren  i  el  mérito  que 
arrojen  las  circunstancias  que  han  moti- 
vado su  prisión. 

Serán  tainbien  considerados  delincuen- 
tes infraganti  i  para  el  mismo  fin  los  que 
en  caso  de  contravención  infraganti  a  re- 
glas de  policía,  de  orden  o  de  seguridad, 
cometidas  causando  tumulto  o  perturban- 
do la  tranquilidad  pública,  se  hallaren  en 
compañía  de  los  autores  de  dicha  contra- 
vención 

19.  El. arrestado  como  delincuente  in- 
fraganti de  simple  delito  o  de  crimen  de- 
berá ser  conducido  inmediatamente  ante 
el  juez  que  debe  conocer  del  delito. 

Si  por  no  estar  funcionando  el  juez  no 
pudiere  cumplirse  con  lo  dispuesto  en  el 
inciso  anterior,  el  arrestado  será  deposita- 
do en  una  cárcel  o  lugar  público  de  deten- 
ción para  ser  presentado  ante  el  juez  den- 
tro de  las  veinticuatro  horas  siguientes. 

20.  El  juez  ante  quien  se  presentare  el 
reo  infraganti  procederá  inmediatamente 
a  tomar  declaración  al  aprehensor,  a  los 
testigos  presenciales  que  ocurran  i  a  inte- 
rrogar al  preso,  i  en  vista  de  estas  inves- 
tigaciones lo  dejará  en  libertad  o  decreta- 
rá su  arresto. 

21.  El  alcaide  o  jefe  del  establecimien- 
to de  detención,  al  recibir  provisionalmen- 
te al  sorprendido  infraganti,  deberá  exijir 
que  la  perdona  que  lo  conduce  le  deje  por 
escrito  i  bajo  su  firma,  una  esposición  so- 
bre el  hecho  que  motivó  el  arresto. 

Si  esa  persona  no  supiere  firmar,  firma- 
rán la  esposición  dos  testigos  llamados  al 
efecto. 

El  alcaide  o  jefe  del  establecimiento  de 
detención  deberá  dar  parte  del  depósito  del 
preso  al  juez  ordinario  en  lo  criminal,  en 
la  audiencia  mas  inmediata,  o  a  mas  tar- 
dar, dentro  de  las  veinticuatro  horas  si- 
guientes a  la  prisión. 

Si  trascurridas  veinticuatro  horas  des- 
pués de  dado  el  parte  de  que  habla  el  inci- 
so precedente  no  se  hubiere  espedido  la 
orden  de  arresto  o  notificádose  al  alcaide, 
éste  deberá,  sin  demora,  dar  nuevo  parte 
al  juez  por  escrito.  En  estos  ca.sos  el  alcai- 
de, al  pie  de  la  esposición  del  aprehensor, 
anotará  la  hora  en  que  dio  los  avisos  al 
juez.  La  omisión  de  estos  avisos  hará  al  al- 
caide resp  )nsable  de  detención  arbitraria. 
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De  la  libertad  provisoria  del  procesado. 

22.  El  procesado  que  estuviere  preso 
será  puesto  en  libertad  en  cualquier  estado 
del  juicio  en  que  aparezca  su  inocencia. 

Será  también  puesto  en  libertad,  de  ofi- 
cio o  a  petición  de  parte,  cuando  el  delito 
imputado,  atendidas  las  circunstancias  del 
procesado,  no  autorizare  la  prisión  preven- 
tiva según  el  articulo  de  esta  lei. 

23.  Se  concederá  la  libertad  provisoria, 
bajo  de  ñanza,  previa  audiencia  del  minis- 
terio público,  al  procesado  por  delito  a  que 
la  lei  no  señala  pena  de  muerte,  presidio 
perpetuo,  reclusión  perpetua,  presidio  tem- 
poral en  cualquiera  de  sus  grados  o  reclu- 
sión mayor  si,  apreciado  el  caso  i  todas  sus 
circunstancias,  no  se  estimare  necesaria  la 
prisión  para  la  comparecencia  del  proce- 
sado a  todos  los  actos  del  juicio  i  el  cumpli- 
miento de  la  sentencia  que  se  pronunciare. 

Se  aplicará  esta  disposición  aun  en  los 
casos  en  que  la  lei  señala  pena  de  presidio 
menor,  cuando  esta  pena,  según  la  misma 
lei,  es  alternativa  de  la  de  reclusión  o  de  la 
de  relegación. 

24.  Concluido  el  sumario  i  cuando  no 
se  considere  la  prisión  necesaria  para  ase- 
gurar la  acción  de  la  justicia,  podrá  con- 
cederse la  libertad  provisoria  sin  exijirle 
fianza  al  procesado  por  delito  a  que  la  lei 
señala  pena  menos  grave  que  reclusión 
me))or,  contrayendo  el  procesado  el  com- 
promiso de  permanecer  en  el  lugar  del  jui- 
cio hasta  que  éste  se  termine  i  de  presen- 
tarse á  todos  los  actos  del  procedimiento  i 
para  la  ejecución  de  la  sentencia,  ta»  pron- 
to como  fuere  citado  o  requerido.  En  estos 
casos  para  otorgar  la  libertad  provisoria,  se 
requiere  el  dictamen  favorable  del  minis- 
terio público. 

25.  La  solicitud  sobre  libertad  proviso- 
ria bajo  de  fianza  deberá  resolverse  por  el 
juez  a  mas  tardar  a  las  cuarenta  i  ocho  ho- 
ras de  haberse  presentado. 

La  fianza  tendrá  por  objeto  asegurar  la 
comparecencia  del  reo  a  todos  los  actos  del 
juicio  para  que  fuere  citado,  i  el  cumpli- 
miento de  la  sentencia  que  se  pronunciare. 

El  juez  fijará  su  cuantía  teniendo  en  con- 
sideración la  clase  del  delito  imputado,  la 
pena  que  la  lei  señala  i  las  circunstancias 
personales  del  procesado. 

Para  su  otorgamiento,  bastará  que  se 
estienda  ante  el  juez  una  acta  firmada  por 
el  procesado  i  el  fiador. 

A  la  fianza  puede  sustituirse  prenda  o 
hipoteca  suficiente. 

El  procesado  que  obtuviere  la  libertad 


provisionalmente   bajo  de  fianza,  deberá 
constituir  domicilio  en  el  lugar  del  juicio. 

26.  Si  el  procesado  puesto  en  libertad 
no  compareciere  a  los  actos  del  juicio  para 
que  fuere  citado  sin  justificar  imposibili- 
dad, pero  sin  ausentarse  del  lugar,  se  apli- 
cará al  Fisco  hasta  la  cuarta  parte  de  la 
fianza,  i  el  procesado  podrá  ser  nuevamen- 
te puesto  en  prisión  si,  atendidas  las  cir- 
cunstancias del  caso,  el  juez  lo  creyere  ne- 
cesario. 

Si  se  fugare  o  se  sustrajere  al  cumpli- 
miento de  la  sentencia,  todo  el  monto  de  la 
fianza  quedará  aplicado  al  Fisco. 

Al  procesado  que  se  hubiere  fugado  i  que 
fuere  nuevamente  aprehendido  no  podrá 
otorgarse  después  la  libertad  provisoria 
bajo  de  fianza. 

27.  La  libertad  provisoria  puede  recla- 
marla el  procesado  i  otorgársele  en  cual- 
quier estado  del  juicio,  aun  antes  de  ser 
puesto  en  prisión  i  aunque  le  haya  sido  ya 
denegada. 

La  seguridad  de  la  persona  ofendida  o  el 
peligro  de  que  se  frustren  las  investigacio- 
nes autorizan  para  negar  la  libertad  pro- 
visoria mientras  que  la  prisión  se  conside- 
re necesaria  para  los  fines  indicados. 

El  juez  podrá  poner  término  a  la  liber- 
tad provisoria,  cuando  hubiere  motivos 
para  temer  que  el  procesado  puesto  en  li- 
bertad se  fugue  o  si  las  investigaciones 
practicadas  o  nuevas  circunstancias  mani- 
festaren la  necesidad  de  poner  al  procesa- 
do en  prisión. 

28.  El  que  fuere  absuelto  en  primera 
instancia  será  puesto  provisoriamente  en 
libertad,  aun  cuando  se  interponga  apela- 
ción del  fallo  o  se  eleve  en  consulta,  salvo 
que  el  delito  imputado  sea  de  aquellos  que 
la  lei  pena  con  muerte,  presidio  o  reclu- 
sión perpetua  o  presidio  temporal  en  cual- 
quiera de  sus  grados. 

En  estos  casos  solo  podrá  otorgarse  la 
libertad  bajo  de  fianza,  previa  audiencia 
del  ministerio  público  i  con  su  acuerdo. 

Si  el  reo  continuare  en  prisión  pronun- 
ciada la  sentencia  de  primera  instancia  i 
fuere  absuelto  en  la  segunda  instancia, 
será  puesto  en  libertad  luego  que  el  juez 
tenga  conocimiento  oficial  de  esa  senten- 
cia, aunque  no  haya  sido  devuelto  el  pro- 
ceso. Para  los  efectos  de  esta  disposición, 
todo  tribunal  de  segunda  instancia  comu- 
nicará sin  demora  el  fallo  absolutorio  que 
hubiere  pronunciado  i  de  que  no  haya  re- 
curso legal  que  interponer.  Lo  mismo  se 
observará  para  los  demás  fallos  de  segun- 
da instancia  que  pongan  término  a  la  pri- 
sión de  un  individuo. 
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Lei  de  30  de  agosto  de  1890 


Artículo  1.°  Se  declara  que  el  art.  276 
del  Código  penal,  se  refiere  a  toda  lotería 
que  LO  haya  sido  legalmente  autorizada  em 
Chile. 

Art.  2."  Se  declara  igualmente  que  solo 
por  medio  de  leyes  especiales  s«  puede  au- 


torizar el  espendio  de  boletos  de  loterías 
nacionales  i  estranjeras. 

Art.  3.'  La  disposición  contenida  en  el 
art.  2."  de  esta  lei,  rejirá  sesenta  dias  des- 
pués de  su  publicación  en  el  Diario  Ofi- 
cial (1). 


Decreto  de  11  de  octubre  de  1878  (2) 


Articulo  1."  Toda  sentencia  en  que  se 
imponga  multa  a  beneficio  municipal  se 
pondrá  en  noticia  del  tesorero  de  la  Mu»i- 
cipalidad  respectiva  a  fin  de  que  éste  per- 
ciba dicha  multa. 

2.*  Los  jueces  pasarán,  dentro  de  los 
primeros  ocho  dias  de  cada  mes,  al  Inten- 
dente o  Gobernador  del  departamento  una 
lista  detallada  de  las  multas  que  impongan 
a  favor  de  la  Municipalidad  durante  el 
mes  anterior. 

Art.  5.°  La  disposición  del  art.  1.*  com- 
prende las  sentencias  de  los  jueces  de  sub- 
delegacion. 


Art.  4.*  La  lista  de  las  multas  impues- 
tas por  estos  jueces  se  pasará,  visada  por 
ellos,  dentro  del  plazo  que  señala  el  ar- 
tículo 2.".  por  el  receptor  de  menor  cuan- 
tía respectivo,  al  juez  especial  deapelacio- 
nesoaljuez  de  letras  correspondiente,  a 
fin  de  que  éste  la  trasmita  al  Intendente  o 
Gobernador. 

Art.  5.*  Las  Municipalidades  podrán 
nombrar  encargados  especiales  para  la 
percepción  délas  multas  en  las  subdele- 
gaciones  distantes  de  la  residencia  del  res- 
pectivo tesorero. 


Heglamcntaeion  de  las  easas  de  préstamos  sobre  prendas 

Lei  de  23  de  noviembre  de  1898 


L — Ve  la  organización  de  las  casas  de 
préstamos. 

Art.  1.  Los  que  deseen  establecer  una 
casa  de  préstamos  sobre  prendas  i  sala- 
rios, deberán  previamente  obtener  de  la 
primera  autoridad  administrativa  del  de- 
partamento el  permiso  necesario.  En  el 
decreto  de  autorización  deberá  fijarse  el 
dia  en  que  el  establecimiento  podrá  dar 
comienzo  a  sus  operaciones  i  se  indicarán 
la  calle  i  el  número  en  que  funcionará. . 

2.  En  todo  establecimiento  de  présta- 
mos sobre  prendas  se  llevarán  los  siguien- 
tes libros,  en  lengua  castellana  i  conforme 
a  lo  prevenido  en  los  artículos  31  i  32  del 


(1)  Salió  publicada  en  el  núm.  3977,  correspon- 
diente al  1.°  da  setiembr». 

(2)  V.  »rt.  60  Código  penal. 


Código  de  comorcio  y  en  el  281  del  Códi- 
go penal: 

1."    Un  libro  de  caja; 

2."  Un  libro  mayor  o  de  cuentas  co- 
rrientes; 

3.*     Un  libro  de  balances; 

4."    Un  libro  de  tasaciones; 

5.^     Un  libro  de  ventas,  i 

6.°     Un  talonario  de  boletas. 

3.  El  libro  de  boletas  se  compondrá  de 
hojas  impresas  i  encuadernadas,  doble- 
mente foliadas,  en  las  que  se  anotarán  en 
dos  columnas  por  separado: 

1.°  El  número  de  orden  correspondien- 
te a  la  prenda; 

2."     El  dia  del  empeño; 

3."  Naturaleza  i  calidad  de  la  prenda  i 
todos  los  detalles  que  puedan  identificarla 
en  caso  de  estravio; 

4.°  Su  valor  real  o  calculado  por  acuer- 
do de  las  partes; 
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5."  Nombre,  apellido,  domicilio  i  pro- 
fesión u  cHcio  de  la  persona  que  hace  el 
empeño;  . 

6.°  Tiempo  del  empeño  y  sus  condicio- 
nes, cantidad  prestada,  intereses  conveni- 
dos i  forma  en  que  se  hará  su  pago,  i 

7.»  L:i  fecha  tija  en  que  la  prenda  debe 
ser  incluida  en  la"  lista  de  prendas  no  res- 
catadas i  que  deben  venderse  en  remate, 
con  arreglo  a  lo  dispuesto  en  el  art.  14  de 
la  presente  lei. 

Esta  indicación  se  tendrá  por  suficiente 
notiticacion  para  proceder  al  remate  de  la 
prenda  a  que  se  retiere  la  boleta. 

Una  de  las  columnas  de  esta  hoja  se  en- 
tregará como  boleta  al  dueño  de  la  prenda 
i  la  otra  quedará  en  poder  del  prestamista. 
4.     En  el  libro  de  tasación  se  hará  men- 
ción: 

1 ."  De  cada  prenda  que,  por  haber  ven- 
cido el  plazo  del  empeño,  sea  ne<;esario 
vender  para  pagar  con  su  importe  el  mon- 
to de  la  deuda,  sus  intereses  i  gastos,  espe- 
cificando su  número  i  todas  sus  señales; 

2  <*  Su  valor  real  o  calculado  por  acuer- 
do de  las  partes; 

3."  Del  precio  que  le  haya  correspon- 
dido en  el  remate  que  se  ordena  en  el  ar- 
tículo 15. 

4.»  Del  monto  a  que  asciende  la  canti- 
dad prestada  i  sus  intereses  insolutos  has- 
ta el  dia  en  que  la  prenda  debe  incluirse 
en  la  lista  ya  mencionada,  i 

5."  De  "las  cantidades  que  el  dueño  de 
la  prenda  haya  abonado  por  intereses,  con 
indicación  de  la  fecha  en  que  se  hubiesen 
pagado. 

5.  En  el  libro  de  venta  se  anotarán 
por  los  inspectores  o  martilieros: 

1.°     El  dia  de  la  venta,  i 

2.°  La  calidad  de  la  prenda  enajenada, 
su  número,  el  precio  de  su  venta  o  adju- 
dicación en  remate,  i  todas  sus  demás  se- 
ñales con  referencia  al  libro  de  boletas. 

6.  El  prestamista,  antes  de  recibir  una 
prenda  en  garantía,  deberá  cerciorarse 
por  todos  los  medios  que  estén  a  su  alcan- 
ce, de  que  la  persona  que  la  empeña  es  su 
verdadero  dueño,  o  que  procede  por  man- 
dato efectivo  de  éste,  quedando  nulo  todo 
contrato  celebrado  con  personas  incapaces 
para  obligarse  en  conformidad  al  art.  1447 
del  Código  civil,  i  quedando  también  su- 
jeto el  prestamista  a  la  responsabilidad 
legal. 

7.  Si  de  sus  indagaciones  el  presta- 
mista deduce  que  la  prenda  es  hurtada, 
pediráen  el  acto  ausílio  a  la  policía  para 
que  se  hagan  las  indagaciones  del  caso, 
i  quedará  sujeto  a  las  responsabilidades 


que  la  lei  le  impone,  si  después  se  com- 
probase en  juicio  que  aceptó  la  prenda  a 
pesar  de  ser  sospechosa  i  que  omitió  dar  el 
aviso  a  la  policía. 

8.  El  prestamista  que  recibe  en  empe  - 
ño  una  prenda  hurtada  o  robada,  la  devol- 
verá a  su  dueño,  comprobado  el  hurto  o 
robo,  i  perderá  la  suma  que  por  ella  haya 
prestado,  salvo  los  casos  de  escepcion  es- 
tablecidos en  el  artículo  890  del  Código 
civil. 

9.  En  caso  de  pérdida,  robo  o  des- 
trucción de  una  boleta,  la  casa  queda  obli- 
gada a  dar  un  duplicado,  previa  la  identi- 
dad de  la  persona,  comprobada  con  las 
anotaciones  del  Rejistro  respectivo. 

Esta  circunstancia  será  anotada  en  la 
columna  del  libro  de  boletos  que  queda  en 
poder  del  prestamista. 

10.  El  prestamista  está  obligado  a 
guardar  i  conservar  en  buen  estado  las 
prendas  que  se  le  empeñen,  i  es  responsa- 
ble, en  la  forma  establecida  por  los  artícu- 
los 2394  i  2395  del  Código  civil,  de  los  de- 
terioros que  las  prendas  sufran  por  su 
culpa.  v^ 

11.  El  interés  i  los  demás  derechos, 
como  conservación,  seguro,  etc.,  que  co- 
bren las  casas  de  préstamos  por  los  capi- 
tales prestados,  no  podrán  esceder,  en 
ningún  caso,  del  cuatro  por  ciento  men- 
sual. 

El  prestamista  que  hiciere  préstamos 
estampando  en  el  contrato  mayor  suma 
que  la  efectivamente  recibida  por  el  deu- 
dor, será  castigado  como  reo  de  estafa  en 
conformidad  al  art.  473  del  Código  pe- 
nal. 

12.  Cuando  se  pagaren  el  capital  e  in- 
tereses que  adeuda  una  prenda,  el  presta- 
mista dejará  en  su  poder  la  l)oleta  corres- 
pondiente, anotando  en  ella  la  cancelación 
respectiva. 

13.  Todo  prestamista  estará  obligado  a 
requisacion  del  portador  del  boleto,  a  exhi- 
bir la  prenda  empeñada,  sin  gravamen  al- 
guno para  éste,  hasta  por  dos  veces  en 
cada  mes;  i  a  devolverla  en  cualquier  tiem- 
po, previo  el  capital  prestado  e  intereses 
vencidos,  bajo  pena  de  multa  de  cincuen- 
ta a  cien  pesos  por  cada  infracción. 

II. — Be  la  enajenación  de  Las  prendas  no 

rescatadas. 

14.  El  dia  lunes  siguiente  al  venci- 
miento del  plazo  de  las  prendas  empeña- 
das, todo  prestamista  presentará  al  juzga- 
do especial  de  apelaciones  del  lugar,  o  al 
juez  de  letras  en  lo  civil  mas  antiguo,  si  no 
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existieren  jueces  especiales  de  apelaciones, 
una  lista  o  nómina  detallada  de  las  pren- 
das que  no  hubieren  sido  rescatadas  por 
sus  dueños,  con  espresion  de  su  naturale- 
leza  i  calidad,  de  su  número  de  orden, 
cantidad  prestada,  intereses  insolutos  i 
plazo  de  préstamo. 

En  escrito  separado  solicitará  el  presta- 
mista que  las  prendas  en  la  nómina  a  que 
se  refiere  el  inciso  anterior  se  enajenen 
en  pública  subasta,  con  arreglo  a  lo  dis- 
puesto en  la  presente  lei. 

15.  El  juez  ordenará  el  mismo  dia  de 
la  presentación  de  la  lista,  que  las  prendas 
comprendidas  en  ella  sean  i-emitidas  den- 
tro de  tercero  dia,  a  los  inspectores  de  ca- 
sas de  préstamo,  o  a  los  martilieros  que 
hagan  sus  veces,  en  los  departamentos  en 
que  no  existieren  lo-s  primeros. 

El  inspector  calificará  los  casos  en  que 
pueda  hacerse  el  remate  en  el  mismo  local 
de  la  ajencia. 

En  el  mismo  decreto  el  juez  or  leñará  a 
los  funcionarios  indicados  que  procedan  a 
la  nomenclatura  i  numeración  de  las  pren- 
das incluidas  en  dichas  listas  i  a  la  venta 
€n  remate  público  de  las  prendas  anota- 
das, cualquiera  que  sea  su  valor,  y  comen- 
zando las  posturas  por  la  cantidad  a  que 
ascienda  el  préstamo  en  capital  e  interés 
insolutos. 

El  Presidente  de  la  República  fijará  los 
dias  i  horas  en  que  deban  verificarse  los 
remates  que  ordena  este  articulo. 

16.  Si  no  se  presentaren  interesados 
por  el  mínimum  fijado,  los  martilieros  ad- 
judicarán las  prendas  empeñadas  a  los 
prestamistas  por  el  valor  total  del  crédito  e 
intereses  a  que  estuvieren  afectas. 

17.  Si  las  prendas  fuesen  vendidas  por 
lina  cantidad  superior  al  crédito  e  intere- 
ses a  que  estuvieren  afectas,  los  iospecto- 
res  o  martilieros,  en  su  caso,  entregarán  a 
los  prestamistas  de  ellas  el  valor  del  prés- 
tamo e  intereses;  i  el  saldo  con  deducción 
del  honorario  del  martiliero,  lo  entregarán 
al  dueño  de  la  prenda  que  lo  reclame  den- 
tro de  los  diez  dias  siguientes  a;l  remate. 
Espirado  este  plazo,  los  saldos  que  no  hu- 
bieren sido  retirados  se  depositarán  en  un 
Banco  del  lugar  o  en  la  Tesorería  fiscal, 
si  no  lo  hubiere,  a  la  orden  del  juzgado 
que  hubiere  decretado  el  remate. 

18.  El  juez  entregará  dicho  saldo  al 
portador  del  boleto  de  empeño  a  que  co- 
rresponda, dejando  constancia  del  pago 
en  el  libro  de  saldos  consignados  por  los 
inspectores  o  martilieros  que  debe  llevar  el 
secretario,  i  archivando  dichos  boletos. 

Con  este  objeto  el  juzgado  podrá  jirar 


sobre  las  cantidades  depositadas  a  su  orden 
con  arreglo  al  inciso  precedente. 

El  cobro  de  los  saldos  a  que  se  refiere  el 
articulo  anterior  i  las  reclamaciones  o  pe- 
ticiones relativas  a  las  casas  de  préstamos, 
se  harán  verbalmente;  i  en  caso  de  hacer- 
se por  escrito  se  harán  en  papel  común  i 
su  tramitación  no  estará  sujeta  al  pago  de 
derechos  judiciales. 

19.  El  dia  1."  de  cada  mes,  el  juzgado 
examinará  la  fecha  de  los  depósitos  a  que 
se  refiere  el  inciso  1."  del  artículo  ante- 
rior, i  jirará  libramiento  por  los  saldos  que 
no  se  hubiesen  reclamado  durante  un  año, 
a  favor  de  la  Tesorería  fiscal  del  respecti- 
vo departamento,  sin  que  se  acepte  peti- 
ción alguna  posterior  que  tienda  al  pago 
de  dichos  saldos,  los  cuales  quedan  pres- 
critos en  favor  del  Fisco. 

III. — De  Los  inspectores  i  martilieros. 

20.  Créanse  inspecciones  de  casas  de 
préstamos  sobre  prendas  en  las  ciudades 
de  Santiago,  Valparaíso,  Concepción,  Chi- 
llan, Talca  e  Iquique. 

Estas  oficinas  se  compondrán: 

En  Santiago: 

De  un  inspector,  con  4.000  pesos. — De 
cuatro  subinspectores,  a  2.400  pesos  anua- 
les cada  uno,  9.600  — De  un  contador  ca- 
jero, con  2.400. — De  cuatro  ausiliares,  a 
6i)0  cada  uno,  2.400.  — De  un  portero,  con 
480. 

En  Valparaíso: 

De  un  inspector,  con  4.000  pesos.  —  De 
dos  subinspectores,  a  2.400  pesos  anuales 
cada  uno,  4.800.  — De  un  contador  cajero, 
con  2.400.— Dedos  ausiliares,  a  600,  1.200. 
—  De  un  portero,  con  480. 

En  Concepción,  Chillan,  Talca  e  Iqui- 
que: 

De  un  ins|jector,  con  3  000  pesos. — De 
un  contador  cajero,  con  1.500. — De  un  au- 
siliar,  con  600. 

21.  Los  inspectores  serán  nombrados 
por  el  Presidente  de  la  República  a  pro- 
puesta en  terna  del  Consejo  de  Estado  i 
removidos  con  acuerdo  de  la  misma  cor- 
poración. 

Los  demás  empleados  serán  nombrados 
por  el  Presidente  de  la  República  a  pro- 
puesta del  inspector  respectivo. 

22.  Los  inspectores,  subinspectores-  i 
cajeros  deberán  rendir  una  fianza  equÍTa- 
lente  al  sueldo  de  dos  años. 

23.  Son  atribuciones  de  los  inspectores: 
1.*     Visitar  una  vez  al  mes,  a  lo  menos, 

las  casas  de  préstamos  de  su   departa- 
mento. 
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2.*  Esaminar  los  libros  de  dichos  esta- 
blecimientos i  velar  por  el  cumplimiento 
de  la  presente  lei. 

3."  Estampar  en  los  libros  las  observa- 
ciones que  ellos  les  sujieran,  i  sellar  i  ru- 
bricar sus  hojas  a  fin  de  evitar  su  altera- 
ción. 

4.*  Dirijir  oficio  a  los  juzgados  de  ape- 
lación o  al  juez  en  lo  civil  mas  antiguo,  en 
su  caso,  haciéndoles  presentes  las  omisio- 
nes i  abusos  que  observen  en  las  casas  de 
préstamos. 

5.*  Vender  en  pública  subasta,  i  por 
medio  de  martilieros  públicos,  las  prendas 
que  se  le  remitan,  con  arreglo  a  lo  dispues- 
to en  el  titulo  II  de  la  presente  lei. 

6.'  Llevar  un  libro  de  tasación  i  otro 
de  ventas  en  la  misma  forma  ordenada 
para  los  prestamistas  en  los  artículos  4."  i 
5.'  de  la  presente  lei. 

24.  Los  subinspectores  procederán  co- 
mo delegados  del  inspector  i  tendrán,  res- 
pecto de  la  fiscalización  de  las  casas  de 
préstamos,  las  mismas  atribuciones  que 
éste  en  las  secciones  que  les  correspondan. 

25.  En  las  ciudades  en  que  no  hubiere 
inspectores  de  casas  de  préstamos  tendrán 
las  mismas  atribuciones  i  obligaciones  que 
éstos  el  martiliero  público  mas  antiguo  del 
lugar,  i  a  falta  de  éste  el  martiliero  priva- 
do que  designe  el  juez  de  letras  en  io  civil 
mas  antiguo  del  departamento. 

En  este  caso,  el  mismo  martiliero  proce- 
derá al  remate  de  las  prendas. 

26.  En  los  casos  previstos  en  el  artícu- 
lo precedente  los  remates  se  harán  por  el 
mismo  martiliero  público,  el  cual  podrá 
cobrar  por  ese  trabajo  los  derechos  que  se- 
ñala el  Decreto  supremo  de  3  de  setiem- 
bre de  1866,  que  serán  pagados  por  el  due- 
ño de  la  prenda  o  por  el  prestamista  en  el 
caso  en  que  ella  se  le  adjudícase  por  el 
valor  del  préstamo  e  intereses. 

Los  mismos  derechos  deberán  pagar  los 


inspectores  a  los  martilieros  a  quienes  en- 
comienden los  remates  con  arreglo  al  nú- 
mero 5."  del  art.  23. 

En  las  ciudades  en  que  hubiere  inspec- 
ciones de  casas  de  préstamos  i  mas  de  un 
martiliero  público,  el  inspector  los  turna- 
rá semanalmente  para  hacer  los  remates, 
siguiendo  el  orden  de  antigüedad  del  nom- 
bramiento. 

27.  El  prestamista  que  omitiere  una  o 
mas  prendas  en  la  lista  que  debe  presen- 
tar al  Juzgado  con  arreglo  al  art.  14  y  si- 
guientes, será  castigado  como  reo  de  esta- 
fa, en  conformidad  al  Código  penal. 

28.  Las  omisiones  a  que  se  reñere  el 
articulo  anterior,  así  como  las  alteraciones 
o  falsiñcaciones  cometidas  en  los  libros 
que  deban  llevar  los  prestamistas  i  los 
inspectores  q  martilieros  i  cualquier  abuso 
cometido  por  dichos  prestamistas  o  fun- 
cionarios, deberán  perseguirse  de  ofici® 
por  los  Juzgados  de  apelaciones  o  por  los 
Juzgados  civiles  de  turno  en  su  caso,  los 
cuales  tendrán  esclusivamente  i  en  única 
instancia  toda  la  jurisdicción  sobre  los 
abusos  i  faltas  que  se  relacionen  con  las 
casas  de  préstamos  i  con  los  inspectores 
i  martilieros  encargados  de  su  vigilancia. 

En  caso  de  delito,  estos  mismos  funcio- 
narios pasarán  los  antecedentes,  previa 
vista  del  promotor  fiscal,  a  los  jueces  de 
tui'no  en  lo  criminal. 

29.  Quedan  sometidas  a  las  prescrip- 
ciones de  la  presente  lei,  ademas  de  las. 
casas  de  préstamos  sobre  prendas,  ya  se 
denominen  agencias  o  montepíos,  las  ca- 
sas comerciales  que  subordinen  sus  jiros  a 
un  contrato  de  venta  condicional  o  a  un 
pacto  de  retroventa  de  especies. 

30.  Esta  lei  comenzará  a  regir  un  mes 
después  de  su  publicación  en  el  Diario  Ofi- 
cial i  dentro  de  este  plazo  el  Presidente 
de  la  República  dictará  los  Reglamentos 
complementarios. 


í^eglamesto  para  el  régimen  intefiof  de  las  inspeceiones 
de  casas  de  préstamos 

aprobado    en   21  de  mayo  de   1899 


TiTtJLO  PRIMERO. 

De  las  oficinas. 

"  Art.  1.  En  las  ciudades  de  Santiago, 
Valparaíso,  Concepción,  Iquique,  Chillan 
i  Talca  i  en  las  demás  ciudades  donde  se 
instalaren  inspecciones  de  casas  de  prés- 
tamos en  conformidad  a  la  lei  núm.  1.123 


de  23  de  diciembre  de  1898,  dichas  oficinas 
tendrán  los  siguientes  departamentos: 

Sala  de  despacho  para  el  inspector. 

Tesorería  con  su  respectivo  mostrador 
para  el  pago  i  caja  de  fondos. 

Sala  para  los  oficiales  ausiliares,  donde 
los  haya. 

Sala  para  los  martilieros;  i 
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Sala  d«  espera. 

2.  La  Inspección  se  abrirá  al  público 
diariamente,  escepto  los  dias  feriados,  des- 
de las  diez  de  la  mauaua  hasta  las  cuatro 
de  la  tarde. 

3.  Los  empleados  no  deberán  retirar- 
se de  la  oficina  mientras  no  se  termine  el 
trabajo  del  dia  i  se  practique  el  arqueo  de 
la  caja,  que  visará  el  inspector 

4.  El  inspector  llevará  un  libro  con  el 
rubro  «Empleados  de  la  Inspección»,  en  el 
cual  dejarán  éstos  su  firma  diariamente, 
en  renglón  separado  i  sucesivo,  consig- 
nando la  hora  de  llegada.  Este  libro  será 
guardado  por  el  inspector  á  las  once  A.  M. 
i  no  volverá  f  exhibirse  hasta  el  dia  «i- 
guientte  a  las  diez  de  la  mañana. 

TITUIiO  II 

De  !••  reclamo». 

5.  Los  reclames  serán  atendidos  perso- 
nalmente por  el  inspector,  de  diez  a  once 
del  dia,  i  en  caso  urjente,  en  las  horas  res- 
tantes de  oñcina. 

6.  Los  reclamantes  serán  oidos  en  «1 
orden  sucesivo  de  llegada. 

7.  Las  reclamaciones  serán  verbales,  i 
cuando  el  interesado  se  presente  por  escri- 
to puede  exijir  copia  de  la  resolución  que 
en  él  recaiga. 

En  uno  i  otro  caso,  la  resolución  debe 
expedirse  dentro  de  cuarenta  i  ocho  horas 
a  lo  más,  i  dejarse  constancia  en  el  archi- 
vo de  la  Inspección. 

TITUI.O  III 

Be  los  anuneioH    <te  remate. 

8.  El  martiliero  publicará  por  dos  ve- 
ces a  lo  menos  en  un  diario  de  la  localidad 
un  aviso  que  contenga: 

El  nombre  de  la  ajénela  i  su  ubicación. 

El  dia  i  hora  del  remate. 

Los  números  dentro  de  los  cuales  estu- 
vieren comprendidas  las  prendas  de  plazo 
vencido  que  hubieren  de  enajenarse. 

El  detalle  de  los  principales  objetos,  i 

Los  demás  datos  ilustrativos  que  pres- 
cribe el  Reglamento  de  martillo. 

Podrá  el  martiliero  publicar  un  compen- 
dio de  este  aviso  en  cualquier  otro  diario. 

9.  En  la  parte  exterior  del  edificio  de 
la  Inspección,  se  fijará  una  pizarra  de  un 
metro  de  largo  por  setenta  i  cinco  cénti- 
mos de  ancho,  en  la  cual  se  escribirá,  en 
caracteres  visibles  a  distancia  de  diez  me- 
tros, los  datos  sobre  la  casa  de  prendas 
que  ha  de  rematarse,  la  calle  i  el  número 
de  su  ubicación  i  el  dia  de  la  subasta. 

SicuNDA  Sbrib. — Tomo  II. 


Un  recorte  del  diario  en  que  se  publique 
el  aviso  detallado  del  martiliero,  se  fijará 
también  en  dicha  pizarra. 

Estos  anuncios  deberán  estar  fijados  ne- 
cesariamente a  las  nuevjp  de  la  mañana. 

TITULO  IV 

Be   la    a.scaiizacion  de  las   casas   de  prés- 
tamos. 

10.  Para  la  mejor  fiscalización  de  los 
montepíos,  se  divide  el  departamento  de 
Santiago  en  cuatro  cuarteles,  i  en  dos  el 
de  Valparaíso,  correspondiendo  uno  á  cada 
sub-inspector. 

11.  Los  sub-inspectores  ejercerán  par- 
ticularmente sus  funciones  en  el  radio  que 
comprenda  su  sección  i  no  podrán  ser  cam- 
biados de  ella  sin  acuerdo  del  Ministerio. 

12.  Los  sub-inspectores,  en  las  horas 
que  les  deje  libre  la  asistencia  |a  los  rema- 
tes, se  constituirán  en  visita  en  las  ajencias 
para  vijilar  que  se  cumplan  las  disposicio- 
nes reglamentarias  i  se  timbren  las  boletas 
de  empeño. 

De  doce  a  una  del  dia  deberán  estos  em- 
pleados asistir  diariamente  a  la  Inspección 
a  dar  cuenta  de  su  cometido  i  recibir  ins- 
trucciones, salvo  que  se  encuentren  a,  esa 
hora  ocupados  en  los  rematei. 

13.  En  caso  de  ausencia  del  inspector, 
«era  reemplazado  en  sus  funciones  por  el 
sub-inspector  que  el  Ministerio  designe. 

14.  Podrá  un  sub-inspector,  autoriza- 
do por  el  Ministerio,  desempeñar  comisio- 
nes esptciales  en  la  oficina  de  la  Inspec- 
ción. 

título  V 

De  los  tiirHos  de  martilUr, 

15.  Mientras  no  haya  locales  especia- 
les destinados  a  los  remates  de  prendas, 
el  martiliero  deberá  desempeñar  sus  fun- 
ciones en  las  casas  de  ajencia,  salvo  acuer- 
do entre  la  Inspección  i  el  prestamista 
para  que  se  verifiqu*  en  otro  sitio,  sin  per- 
juicio de  lo  dispuesto  en  el  art.  2.°  del  De- 
creto de  4  de  febrero  de  1899. 

16.  Decretado  el  remate,  el  inspector 
entregará  a  los  martilieros  de  turno,  den- 
tro de  ocho  dias  a  lo  mas,  todas  las  listas 
pertenecientes  a  cada  una  de  las  ajencias 
que  hubieran  de  rematarse  en  los  siete  dias 
de  la  semana. 

17.  Un  martiliero  no  podrá  volver  a 
rematar  las  prendas  de  una  misma  ajencia 
rnientras  todos  los  demás  no  hayan  prac- 
ticado en  ella  la  igual  operación. 

18.  Los  sábados  por  la  noche  i  los  do- 
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mingos  por  la  mañana  habrá  remates  de 
nrendas  a  lo  menos  en  dos  puntos  de  la 
ciudad  en  Santiago,  uno  en  Valparaíso  i 
uno  en  los  demás  departamentos  que  el 
respectivo  inspector  designe. 

19.  Cuando  el  rnonto  del  crédito  adeu- 
dado por  las  prendas  de  plazo  vencido  ^ue 
hubieren  de  rematarse,  no  alcance  a  dos- 
cientos pesos,  el  martiliero  puede  verificar 
dos  remates  en  un  solo  dia,  haciendo  las 
publicaciones  en  un  mismo  aviso. 

20.  Cuando  hayan  de  verificarse  dos  o 
más  remates  en  un  mismo  dia,  éstos  debe- 
rán tener  lugar  en  diversos  cuarteles. 

TITtJLO  VI. 

D*  los  pasos. 

21.  Al  tercer  dia  de  verificado  el  rema- 
te, el  cajero  de  la  Inspección  deberá  tener 
liquidadas  las  cuentas  del  tenedor  del  bole- 
to i  del  prestami.sta  i  pagar  al  primero  el 
saldo  que  resulte  a  su  favor  i  al  segundo 
el  monto  de  su  crédito. 

Si  trascurrido  este  plazo  no  estuviere 
conoluida  la  liquidación,  el  inspector  de- 
berá representar  este  hecho  inmediata- 
mente al  Ministeri»,  sin  perjuicio  de  que  el 


cajero  practique  en  el  acto  de  ser  rei[ueri- 
do  por  el  empeñante,  la  liquidación  parcial 
de  sus  boletas  i  le  pague  el  saldo  que  le  «o- 
rresponda. 

22.  Verificado  el  remate,  el  sub-ins- 
pector  podrá  admitir  del  prestamista  un 
vale  a  favor  de  la  Inspección  por  el  total 
de  las  prendas  adjudicadas  a  la  casa  i  las 
que  hubieren  rematado  por  sí  o  por  inter- 
medio de  tercero. 

Este  vale  se  considerará  como  dinero 
producido  en  el  acto  del  remate  i  servirá 
de  abono  en  la  liquidación  respectiva. 

23.  De  la  suma  total  que  resulte  del 
dinero  percibido  en  la  subasta  i  del  vale  re- 
ferido, podrá  el  martiliero  pagarse  de  su 
comisión  de  seis  por  ciento,  previo  recibo 
que  le  entregará  al  sub-inspector  para  los 
efectos  de  la  liquidación  definitiva. 

24.  El  martiliero  podrá  rematar  en 
cualquier  momento  el  lote  que  crea  conve- 
niente. 

25.  Principiado  el  remate,  no  podrá 
en  ningún  caso  suspenderse  sino  por  orden 
judicial  competente. 

26.  El  martiliero  exhibirá  en  todo  ca- 
so la  especie  que  ofrece  en  venta. 


Caafteles  que  sípven  de  Caréeles 

Decreto  de  22  de  febrero  de  1876 


Por  él  se  declara  que  los  cuarteles  de  los 
cuerpos  del  ejército  i  de  la  guardia  nacio- 
nal deben  reputarse  cárceles  para  el  efec- 
to de  que  los  individuos  pertenecientes  a 


dichos  cuerpos  que  fueren  condenados  a 
prisión,  cumplan  la  pena  que  se  les  im- 
ponga en  sus  respectivos  cuarteles. 


VIII 


CÓDIGO  DE  miHEÍ^ÍA 

sancionado  en  20  de   dieiembre  de  1888 


T1TVI,0  PRIiMEnO. 

»e  las  minas  i  de  la  propiedad  minera. 

Art.  1.  El  Estado  es  dueño  de  todas  las 
minas  de  oro,  plata,  cobre,  azogue,  estaño, 
piedras  preciosas  i  demás  sustancias  fósi- 


les, no  obstante  el  dominio  de  las  corpora- 
ciones o  de  los  particulares  sobre  la  super- 
ficie de  la  tierra  en  cujas  entrañas  estuvie- 
ren situadas. 

Pero  se  concede  a  los  particulares  la  fa- 
cultad de  catar  i  cavar  en  tierras  de  cual- 
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quier  dominio  para  buscar  las  minas  a  que 
se  refiere  el  precedente  inciso,  la  de  labrar 
i  beneficiar  dichas  minas,  i  la  de  disponer 
de  ellas  como  dueños,  con  los  requisitos  i 
bajo  las  reglas  que  prescribe  el  presente 
Código. 

2.  Son  de  libre  adquisición  por  los  par- 
ticulares las  minas  de  orO;,  plata,  cobre, 
platino,  mercurio,  plomo,  zinc,  bismuto, 
cobalto,  níquel,  estaño,  antimonio,  arséni- 
co, hierro,  cromo,  manganeso,  molíbdeno, 
vanadio,  rodio.   iridio,  tugsteno,  i  piedras 

Í)reciosas,  cualquiera  que  sea  su  origen  i 
a  forma  de  su  yacimiento. 

La  esplotacion  del  carbón  i  demás  fósi- 
les no  comprendidos  en  el  inciso  anterior 
cede  al  dueño  del  suelo,  quien  estará  obli- 
gado, en  caso  de  trabajar,  a  constituir  pro- 
piedad minera  practicando  las  dilijencias 
que  prescribe  esta  lei. 

Las  sustancias  minerales  de  cualquiera 
especie  que  se  encuentren  en  terrenos  eria- 
les del  Estado  o  de  las  municipalidades,  se- 
rán también  de  libre  adquisición  por  los 
particulares. 

El  derecho  para  esplotar  salinas  en  las 
playas  marítimas  i  en  lagunas  o  lagos,  co- 
rresponde al  pi-opietario  colindante  dentro 
de  sus  respectivas  líneas  de  demarcación 
prolongadas  hacia  el  mar,  laguna  o  lago. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  los  incisos 
anteriores,  0I  Estado  se  reserva  la  esplota- 
cion de  las  guaneras  en  terrenos  de  cual- 
quier dominio  i  la  de  los  depósitos  de  nitra- 
tos i  sales  amoniacales  análogas  que  se  en- 
cuentren en  terrenos  del  Estado  o  de  las 
municipalidades,  sobre  los  que  por  leyes 
anteriores  no  se  hubiere  constituido  pro- 
piedad minera  de  particulares. 

3.  Las  piedras  i  metales  preciosos  que 
se  encuentren  aislados  en  la  superficie  del 
suelo,  pertenecen  al  primer  ocupante. 

4.  Son  de  libre  aprovechamiento  las 
arenas  auríferas  i  las  estañíferas  i  cuales- 
quiera otras  producciones  minerales  de  los 
ríos  i  placeres,  siempre  que  se  encuentren 
en  terrenos  eriales  de  cualquier  dominio. 

Sin  embargo,  cuando  la  esplotacion  se 
hiciere  en  establecimientos  fijos,  se  forma- 
rán pertenencias  mineras. 

5.  Los  desmontes,  escoriales  i  relaves 
de  minas  abandonadas  son  parte  integran- 
te de  la  mina  a  que  pertenecen;  pero  mien- 
tras ésta  no  haya  pasado  al  dominio  parti- 
cular, se  considerarán  aquéllos  de  aprove- 
chamiento común. 

Serán  también  de  aprovechamiento  co- 
mún los  escoriales  i  relaves  de  estableci- 
mientos antiguos  de  beneficio  abandona- 
dos por  el  dueño,  mientras  se  encontraren 


en  terrenos  no  cerrados  o  no  amuralla- 
dos. 

8.  Reconocida  la  existencia  de  la  mina, 
los  fundos  superficiales  quedan  sujetos  a  la 
servidumbre  de  ser  ocupados  en  toda  la 
estension  necesaria  para  la  cómoda  esplo- 
tacion de  ella  a  medida  que  el  desarrollo 
de  los  trabajos  lo  fuere  requiriendo;  para 
el  establecimiento  de  canchas,  terreros, 
hornos  i  máquinas  de  estraccion  i  benefi- 
cio de  sus  metales,  solos  o  mezclados  con 
otros;  para  habitaciones  de  operarios  i  vías 
de  trasporte  hasta  los  caminos  comunes, 
no  solo  de  los  productos,  sino  de  las  mate- 
rias que  se  necesiten  para  la  esplotacion  i 
beneficio.  A  estas  mismas  servidumbres 
quedan  sujetas  las  concesiones  de  minas 
no  metálicas. 

Los  fundos  superficiales  no  cultivados  o 
cerrados  quedan  ademas  sujetos  al  uso  de 
las  leñas  que  se  emplearen  para  los  traba- 
jadores de  la  mina,  pero  el  derecho  de  cor- 
tarlas cesa  si  el  propietai-io  del  fundo  las 
entrega  cortadas. 

La  servidumbre  se  constituirá  previa  in- 
demnización no  solo  del  valor  del  terreno 
ocupado,  sino  de  todo  perjuicio,  ya  se  cau- 
se éste  a  los  dueños  de  los  fundos  superfi- 
ciales, ya  a  cualquiera  otro. 

7.  Los  caminos  abiertos  para  una  mina 
aprovecharán  a  las  demás  que  se  encuen- 
tren en  el  mismo  asiento;  i  en  tal  caso,  los 
costos  de  conservación  se  repartirán  entre 
ellas  a  prorrata  del  uso  que  de  él  hicieren. 

8.  Tanto  el  fundo  superficial  como  íoá 
inmediatos  quedan  sujetos  a  la  servidum- 
bre de  pastaje  de  los  animales  necesarios- 
para  la  esplotacion,  mientras  dichos  fun- 
dos no  estén  cultivados  o  cerrados,  i  al  uso 
de  las  aguas  naturales  para  la  bebida  de 
operarios  i  animales.  Pueden  ejecutarse 
también  en  ellos  obras  para  proveerse  de 
las  aguas  necesarias  a  ese  fin,  i  para  el 
movinniento  de  máquinas  de  beneficio  i  es- 
plotacion siempre  que  no  se  las  haga  in- 
adecuadas para  el  uso  a  que  se  las  tenga 
destinadas. 

Todo  lo  cual  se  entiende  previa  la  co- 
rrespondiente indemnización. 

9.  Las  aguas  procedentes  de  los  traba- 
jos subterráneos  de  las  minas  pertenecen 
a  éstas. 

10.  Las  minas  forman  un  inmueble  dis- 
tinto i  separado  del  terreno  o  fundo  super- 
ficial, aunque  aquéllas  i  éste  pertenezcan 
a  un  mismo  dueño;  i  la  propiedad,  pose- 
sión, uso  i  goce  de  ellas  es  trasferible  como 
en  los  demás  fundos,  con  sujeiñon  a  las 
disposiciones  especiales  de  este  Código. 

11.  Se  reputan  inmuebles  accesorios  de 
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la  mina,  las  cosas  u  objetos  destinados  per- 
manentemente a  su  esplotacion  por  el 
dueño,  como  las  construcciones,  niáqui- 
nas,  bombas,  instrumentos,  utensilios  i 
animales.  Pero  no  se  considerarán  inmue 
bles  los  animales  i  objetos  empleados  en  el 
servicio  de  la  persona  o  en  el  trasporte  o 
comercio  de  minerales  o  de  productos  i  úti- 
les, ni  las  provisiones  de  esplotacion,  ni  los 
otros  objetos  personales  de  los  propietarios 
o  esplotantes. 

12.  Las  minas  no  son  susceptibles  de 
división  material. 

Tampoco  es  permitido  a  los  socios  de 
una  mina  el  apropiarse  esclusivamente  una 
o  muchas  labores  determinadas. 

Sin  embargo,  puede  dividirse  en  cuotas 
o  acciones  el  ínteres  de  dos  o  mas  socios. 

13.  La  lei  concede  la  propiedad  perpe- 
tua de  las  minas  a  los  particulares  bajo  la 
condición  de  pagar  anualmente  una  paten- 
te por  cada  hectárea  de  estension  superfi- 
cial que  comprendan,  i  solo  se  entiende 
perdida  esa  propiedad  i  devuelta  al  Estado, 
por  la  falta  de  cumplimiento  de  aquella 
condición  i  previos  los  trámites  espresa- 
mente  prevenidos  en  este  Código. 

TITULO  » 

De  la  inTestigacion  i  cateo. 

14.  La  facultad  de  catar  i  cavar  en  tie- 
rras de  cualquier  dominio  para  buscar  las 
minas,  puede  ejercerse  libremente  en  te- 
rrenos no  cerrados  o  que  no  estén  dedica- 
dos al  cultivo, 

15.  Para  poder  ejecutar  trabajos  de 
investigación  en  terrenos  cultivados  de  se- 
cano, será  necesaria  la  licencia  del  dueño 
o  del  administrador  del  fundo. 

En  el  caso  de  negativa  del  dueño  o  del 
administrador,  podrá  el  juez  de  letras  del 
lugar  conceder  o  denegar  la  licencia,  sin 
ulterior  recurso,  previa  audiencia  verbal 
de  los  interesados,  i,  si  lo  creyere  oportu- 
no o  lo  solicitare  alguna  de  las  partes,  de 
un  iiijeniero  de  minas. 

16.  El  permiso  concedido  por  el  juez 
conforme  a  lo  dispuesto  en  el  articulo  pre-z 
ceden  te,  fijará  el  número  de  personas  gue 
pueden  emplearse  en  la  investigación,  i  se 
entenderá  siempre  con  las  condiciones  si- 
guientes: 

1.'  Que  la  inrestigacion  se  practique 
necesariamente  cuando  no  hubiere  frutos 
pendientes  en  el  terreno; 

2."  Que  el  tiempo  de  la  investigación  no 
exceda  de  un  mes,  contado  desde  la  fecha 
en  que  se  otorgue  el  permiso; 

3.'    Que  el  solicitante  rinda  previamen- 


te fianza,  si  lo  exijiere  el  dueño  del  terre- 
no, para  responder  por  la  indemnización 
de  todo  daño  que,  con  la  investigación,  o 
con  ocasión  de  ella,  se  cause  al  propieta- 
rio. 

17.  El  que  hubiere  obtenido  permiso 
del  juez  para  practicar  investigación  en 
un  terreno,  no  podrá  por  cau.sa  alguna  so- 
licitar nuevo  permiso  con  referencia  a  ese 
mismo  terreno. 

18.  Si,  por  causa  justificada,  no  pudie- 
re practicarse  la  investigación  en  el  tiempo 
señalado,  podrá  trasterirse  el  permiso  a 
otra  época  oportuna,  a  virtud  de  nuevo  de- 
creto de  la  autoridad  competente. 

19.  No  puede  el  juez  conceder  permiso 
para  calicatas  en  casas,  jardines,  huertas, 
ni  en  ninguna  otra  cbise  de  fincas  de  rega- 
dío, ni  en  terrenos  de  secano  que  conten- 
gan arboleda  o  viñedo. 

20.  No  podrá  abrirse  calicatas  ni  otras 
labores  mineras  a  menor  distancia  de  cua- 
renta metros  de  un  edificio  o  de  un  camino 
de  hierro,  ni  sobre  un  terreno  en  declire 
superior  o  inferior  a  un  camino  o  canal 
cualquiera,  sin  permiso  especial  de  la  au- 
toridad administrativa,  la  cual  lo  conce- 
derá si  no  hubiere  inconveniente  ajuicio 
del  injeniero  respectivo,  i  prescribirá  las 
medidas  de  segundad  que  el  caso  exija. 

Lo  mismo  se  observará  cuando  hubieren 
de  emprenderse  los  trabajos  a  una  distan- 
cia de  menos  de  cien  metros  de  los  cana- 
les, acueductos,  abrevaderos  o  cualquiera 
clase  de  vertientes. 

En  los  puertos  habilitados  no  podrán 
emprender-e  trabajos  submarinos  sin  per- 
miso de  la  autoridad  administrativa  i  pre- 
vio informe  pericial. 

Asimismo,  i  sin  perjuicio  de  lo  dispuesto 
por  el  inciso  precedente  en  su  caso,  se  ne- 
cesita permi.so  de  la  autoridad  militar  res- 
pectiva para  ejecutar  esas  labores  a  menor 
distancia  de  mil  cuatrocientos  metros  de  los 
puntos  fortificados. 

La  contravención  a  este  articulo  se  pe- 
nará con  una  multa  de  ciento  a  mil  pesos, 
sin  perjuicio  de  las  indemnizaciones  debi- 
das por  los  daños  que  se  causaren. 

TITUL,0  III 

De  las  persona.'^  que  pueden  a<lt|airir 
muñas. 

21.  Toda  persona  capaz  de  poseer  en 
Chile  bienes  raices  puede  adquirir  minas 
por  todos  los  medios  legales,  salvo  las  es- 
ceptuadas  en  el  articulo  siguiente. 

22.  Se  prohibe  adquirir  minas  •  algu- 
na cuota  o  interés  en  ellas: 
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1."  A  los  intendentes,  dentro  de  la  pro- 
vincia de  su  mando,  i  a  los  go  be  madores 
departamentales  dentro  de  sus  departa- 
mentos; 

2."  A  los  magistrados  de  los  tribunales 
superiores  i  jueces  letrados  a  quienes  está 
cometida  la  administración  de  justicia  en 
íisuntos  de  minería,  dentro  de  su  territo- 
rio jurisdiccional; 

3.*  A  los  notarios  de  minas  i  a  sus  ofi- 
ciales, a  los  secretarios  de  los  juzgados  de 
minas  i  a  sus  oficiales,  igualmente  dentro 
del  territorio  de  sus  oficios; 

4."  A  las  mujeres  no  divorciadas  i  a  los 
hijos  bajo  patria  potestad  de  los  funciona- 
rios antedichos. 

Esta  prohibición  nocomprende  las  minas 
adquiridas  por  las  mujeres  casadas  antes 
de  su  matrimonio. 

23.  La  mi))a  o  parte  de  mina  adquiri- 
das en  contravención  a  lo  dispuesto  en  el 
artículo  anterior  se  adjudicarán  a  la  mu- 
nicipalidad del  departamento  en  que  se  en- 
cuentre ubicada  la  mina. 

24.  Nadie  podrá  adquirir  a  título  de 
descubridor,  rejistrador  o  concesionario 
mas  de  tres  pertenencias  mineras  en  un 
mismo  criadero  mineral;  pero  cualquiera 
persona  hábil  puede  adquirir  por  otros  tí- 
tulos las  que  quisiere  sin  limitación  alguna. 

25.  El  menor  de  edad  i  ei  hijo  de  fa- 
milia adultos  pueden,  sin  el  consentimien- 
to o  autoridad  de  sus  padres  o  guardado- 
res, adquirir  las  minas  que  descubrieren  o 
registraren,  las  cuales  quedarán  incorpo- 
radas a  su  peculio  industrial. 

TIT1JI.O  IT 

••  loa  deacubrÍHaientus  ds  minas  i  de  los 
■iodos  d*  constituir  la  propiedad  de  és- 
tas. 

26.  El  descubridor  de  minas  donde  no 
se  haya  rejistrado  otra  dentro  del  radio  de 
cinco  kilómetros,  se  llama  descubridor  en 
cerro  virjen. 

El  descubridor  de  mina  dentro  del  radio 
do  cinco  kilómetros  de  mina  registrada,  se 
llama  descubridor  en  cerro  conocido. 

27.  Se  tendrá  por  descubridor  al  que 
primero  ^e  hubiere  presentado  a  rejistrar; 
salvo  el  caso  en  que  se  pruebe  que  hubo 
dolo  para  anticiparse  a  hacer  la  manifes- 
tación, o  para  retardar  la  del  que  real- 
mente descubrió  primero. 

28.  No  se  tendrá  por  descubridor  al 
c|ue  descubriere  mina  ejecutando  trabajos 
de  minería  por  orden  o  encargo  de  otro, 
sino  a  aquel  en  cuyo  nombre  se  ejecuten 
ios  trabajos. 


29.  El  descubridor  de  mina  debe  hacer 
la  manifestación  de  su  hallazgo  ante  el  juez 
letrado  del  departamento,  o  ante  el  alcaide 
que  ejerciere  las  funciones  de  tal. 

Al  hacerlo,  deberá  espresar  su  nombre  í 
el  de  sus  compañeros,  si  los  tuviere;  las  se- 
ñales mas  individuales  i  características  del 
sitio  donde  se  encuenti-a  la  cata,  pozo  o  la- 
bor en  que  halló  el  mineral;  la  designación 
de  su  especie;  el  nombre  qüt>  quiere  dar  a 
cada  una  de  las  tres  pertenencias  a  que 
tiene  derecho,  i  la  estension,  espresada  en 
hectáreas,  que  desea  comprenda  cada  per- 
tenencia. Deberá  espresar  también  si  es 
descubridor  en  cerro  virjen  o  en  cerro  co- 
nocido. 

Estas  pertenencias  deberán  rejistrarse  i 
demarcarse  separadamente. 

30.  El  descubridor  en  cerro  virjen  será 
el  único  que  tenga  derecho  á  pedir  perte- 
nencias dentro  del  radio  de  cinco  kilóme- 
tros, partiendo  del  pozo  de  la  pertenencia 
descubridora,  durante  los  cincuenta  dias 
siguientes  a  su  rejistro. 

31.  El  secretario  del  juzgado  ante  quien 
se  haga  la  manifestación,  pondrá  en  ella 
cargo,  con  determinación  de  hora;  tomará 
nota  en  un  registro  numerado  que  deberá 
llevar  al  efecto,  i  dará  recibo  al  interesado 
si  lo  pidiere. 

32.  El  juez  respectivo  ordenará  rejis- 
trar la  manifestación  i  publicar  el  rejistro 
en  conformidad  a  los  artículos  29  i  30. 

33.  El  rejistro  es  la  trascripción  inte- 
gra de  la  manifestación  o  pedimento  i  de 
«u  proveído,  con  el  cargo  i  certificado  del 
dia  i  hora  de  su  presentación,  hecha  en  el 
rejistro  de  descubrimientos  que  llevará 
todo  escribano  de  minas. 

De  esta  dilijencia  se  dará  copia  al  inte- 
resado si  la  pidiere,  i  se  archivará  el  ori- 
jinal. 

34-  La  publicación  del  rejistro  se  hará 
insertándolo  en  un  periódico  del  departa- 
mento, si  lo  hubiere,  por  tres  veces,  una 
cada  diez  dias. 

Si  no  hubiere  periódico  en  el  departa- 
mento, la  publicación  del  rejistro  se  hará 
por  medio  de  carteles,  que  se  fijarán,  por 
el  término  de  treinta  dias,  en  la  puerta  de 
la  oficina  del  escribano  i  en  dos  de  los  pa- 
rajes mas  frecuentados. 

35.  El  rejistrador  está  obligado  a  la- 
brar, dentro  del  plazo  de  noventa  dias,  un 
pozo  o  boca-mina  de  cinco  metros  a  lo  mó- 
n»s  de  profundidad  vertical  que  sirva  de 
punto  de  partida  para  fijar  la  ubicación  de 
la  pertenencia  i  para  hacer  constar  la  exis- 
tencia del  mineral  que  se  va  a  esplotar. 

36.  Se  llama  pertenencia  laestensioi^ 
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tíoncedida   al    minero    para  esplotar    su 
mina. 

37.  La  pertenencia  para  las  minas  a 
que  se  refiere  el  inciso  1.°  del  art.  2,  es 
un  sólido  de  base  rectangular  i  de  pro- 
fundidad indefinida  dentro  de  los  planos 
verticales  que  lo  limitan,  i  comprenderá  la 
tistendion  de  cinco  hectáreas  superficiales 
como  máximo  i  de  una  hectárea  como  mi- 
Mimo,  a  voluntad  del  rejistrador. 

Para  las  sustancias  minerales  a  que  se 
refieren  el  inciso  2.°  i  demás  del  art.  2,  la 
pertenencia  comprenderá  hasta  cincuenta 
nectareas 

38.  Labrado  el  pozo  o  boca-mina  de 
que  trata  el  art.  3.5,  el  rejistrador  deberá 
alinderar  provisoriamente  su  pertenencia 
<  on  mojones  visibles  colocados  en  cada 
uno  de  sus  estremos.  En  seguida  deberá 
ratificar  su  rejistro  por  medio  de  un  pedi- 
mento dirijido  al  juez  letrado,  o  alcalde 
que  ejerciere  las  funciones  de  tal,  en  el 
que  espresará  las  circunstancias  que  ca- 
racterizan su  mina,  i  los  rumbos  hacia  los 
cuales  ha  medido  i  alinderado  provisoria- 
mente su  pertenencia,  i  la  estension  es- 
presada en  hectáreas  que  ella  comprende. 

Este  pedimento  se  rejislrará  también 
como  la  manifestación. 

Estas  obligaciones  deberá  cumplirlas  el 
rejistrador  dentro  del  plazo  concedido  pa- 
ra labrar  el  pozo. 

39.  Las  referidas  dilijencias  servirán 
de  título  provisorio  de  la  propiedad  de  la 
mina,  hasta  que  se  consliluya,  a  petición 
del  rejistrador  o  de  parte  interesada,  el  ti- 
tulo definitivo  por  la  mensura  de  la  perte- 
nencia que  se  hiciere  de  orden  judicial. 

Pero  el  contenido  de  ese  titulo  proviso- 
rio no  podrá  servir  en  ningún  caso  de 
prueba  legal. 

40.  Si  el  rejistrador  no  quisiere  obte- 
ner titulo  p^ovi^^orio  i  prefiriese  constituir 
dasde  luego  el  definitivo,  lo  espresará  así 
en  la  solicitud  de  ratificación  del  rejistro. 

41.  Si  el  rejistrador  no  labrare  el  pozo 
i  no  ratificare  su  rejistro,  se  le  tendrá  por 
desiátido  de  sus  derechos. 

42.  El  error  respecto  de  cualquiera  de 
ias  circunstancias  designadasen  la  ratifica- 
ción del  rejistro,  puede  subsanarse  en  to- 
do tiempo;  i  la  ratificación  se  mandará  ins- 
cribir en  el  rejistro. 

Todo  lo  cual  se  entiende  sin  perjuicio  de 
tercero. 

43.  Los  que  pnetendieren  mejor  dere- 
cho aun  descubrimiento,  deberán  entablar 
su  demanda  dentro  del  plazo  concedido  al 
rejistrador  para  la  ratificación  del  rejis- 
tro; i  no  serán  oidos  si  ocurriere  después. 


T2TUL.O  Y 

Be  las  pertenencias  para  esplorar  en  cerr» 
cunweido 

44.  Ciento  ochenta  dias  después  que 
se  ratifica  el  rejistro  o  se  demarca  la  per- 
tenencia de  una  descubierta,  cualquiera 
persona  hábil  puede  solicitar  una  perte- 
nencia para  esplorar  el  terreno  por  el 
rumbo  que  indique  a  continuación  de  la 
que  demarcare  el  descubridor. 

Estas  solicitudes  se  inscribirán  en  el  re- 
jistro de  la  misma  manera  que  las  de  ma- 
nifestación de  descubrimiento. 

45.  Si  concurrieren  do-s  o  mas  solici- 
tando pertenencias  de  esta  clase  á  un  mis- 
mo rumbo,  será  publicado  para  ubicarse,  el 
primero  que  se  hubiere  presentado,  i  su- 
cesivamente los  demás  por  orden  de  anti" 
güedad. 

46.  El  concesionario  de  esta  clase  de 
pertenencias  queda  obligado  a  labrar  el 
pozo  i  ratificar  su  rejistro,  aunque  no  hu- 
biere encontrado  criadero  mineral,  i  so- 
metido a  todas  las  obligaciones  impuestas  a 
los  descubridores. 

TiTI^LO  VI 

De  la  demareaeion  o  mansara  de  ias  per- 
tenencias i  constitución  del  titulo  definiti- 
vo de  la  propiedad. 

47.  Para  proceder  a  la  demarcación 
i  mensura  de  una  pertenencia,  deberá  ci- 
tarse previamente  a  los  colit)dantes,  per- 
sonalmente, si  fueren  conocidos  o  vivieren 
en  el  mineral  o  departamento,  o  al  admi- 
nistrador de  la  mina  cuyo  dueño  viviere 
en  otra  parte;  i  no  encontrándose  en  el 
lugar  el  dueño  ni  el  administrador,  llamará 
a  aquél  por  medio  de  un  edicto  que  se  fija- 
rá por  quince  dias  en  la  puerta  del  juzga- 
do i  se  insertará  por  tres  veces  en  un  pe- 
riódico, si  lo  hubiere  en  el  departamento. 

Los  citados  tendrán  el  término  de  diez 
dias  para  reclamar  la  mensura  preferente 
de  su  mina  o  minas. 

48.  La  prioridad  de  la  manifestación 
de  una  mina,  da  derecho  preferente  para 
la  demarcación  i  mensura  de  ella  respecta 
de  las  minas  menos  antiguas. 

49.  No  habiendo  recaído  contradicción 
en  la  solicitud  de  mensura,  o  resueltos  por 
sentencia  definitiva  los  litijios  a  que  ella 
hubiere  dado  lugar,  el  juez  ordenará  que 
se  proceda  a  ejecutar  la  operación,  seña- 
lando previamente  a  las  partes  el  dia  en 
que  deberá  tener  lugar. 

50.  La  mensura  de  las  pertenencias  la 
hará  el  interesado  por  medio  de  cualquier 
injeniero  de  minas  con  título  a  presencia 
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de  dos  testigos,  i  a  falta  de  aquél,  por  un 
perito  nombrado  por  el  juez. 

51.  Cada  unp  de  los  interesados  tendrá 
también  derecho  para  nombrar  ante  el  juez 
un  perito  que  asista  a  la  mensura  i  demar- 
cación, el  cual  vijile  las  operaciones  del 
«|ue  va  a  ejecutarlas  i  haga  en  el  terreno 
las  observaciones  i  reclamos  referentes  a 
los  procedimientos,  datos  i  apreciaciones 
periciales. 

52  El  injeniero  o  perito  deberá  reco- 
nocer previamente  la  mina,  i  resultando 
haber  mineral  o  criadero  i  que  se  halla  en 
regla  de  labor  legal,  procederá  a  demar- 
car la  pertenencia,  en  las  formas  que  hu- 
biere señalado  o  pedido  el  minero  en  la 
ratificación  de  su  rejistro,  o  como  enton- 
ces lo  pidiere,  si  no  hubiere  colindantes  o 
si  habiéndolos  no  lo  contradijeren;  pero 
deberá  quedar  siempre  comprendido  dicho 
pozo  dentro  de  la  pertenencia. 

Recojerá  asimismo  muestra  del  mineral 
i  marcará  los  puntos  donde  hayan  de  co- 
locarse los  hitos  o  mojones,  que  serán  fir- 
mes, duraderos  i  bien  perceptibles. 

53.  Las  pertenencias  solicitadas  para 
esplorar  el  terreno  a  continuación  de  otra 
mina  conocida,  deberán  demarcarse  de 
manera  que  no  quede  espacio  franco  entre 
una  i  otra.    • 

54.  La  pertenencia  deberá  ser  siempre 
continua.  Si  resultare  no  haber  terreno 
bastante  para  la  medida  que  le  correspon- 
de por  la  interposición  de  otra  pertenencia, 
quedará  aquélla  restrinjida  al  terreno  que 
hubiere  libre  hasta  la  interposición,  i  no 
podrá  completarse  dicha  medida  saltando 
la  mina  interpuesta. 

La  estension  de  terreno  menor  de  una 
hectárea  que  resulte  de  la  mensura  entre 
yarias  pertenencias,  accederá  a  aquel  de 
los  colindantes  que  rejistro  primero. 

55.  Los  injenieros  o  peritos  se  valdrán 
del  norte  magnético  para  fijar  los  rumbos, 
i  siempre  que  sea  posible,  determinarán  la 
posición  de  la  labor  legal  que  les  hubiere 
servido  de  base  para  la  operación,  con  res- 
pecto a  objetos  fijos  i  perceptibles  del  te- 
rreno, anotando  sus  distancias.  En  los  lu- 
gares donde  estuviere  fijado  el  meridiano 
astronómico,  el  injeniero  cuidará  de  ano- 
tar el  ángulo  de  declinación  magnética. 

56.  Terminada  la  operación,  el  inje- 
■  iero  o  perito  levantará  un  acta  que  con- 
tenga la  narración  precisa,  clara  i  circuns- 
tanciada del  modo  como  se  ejecutó  i  de  su 
resultado,  i  también  las  observaciones  o  re- 
clamos hechos  por  los  peritos  asistentes 
■ombrados  por  las  partes. 

Esta  acta,  suscrita  por  el  mismo  inje- 


niero, peritos,  asistentes,  interesados  i  dos 
testigos,  se  elevará  al  juez,  quien  hallándo- 
la completa  i  legal,  mandará  inscribirla  en 
el  rejistro,  archivar  el  orijinal  i  dar  copia 
al  interesado,  o  bien  subsanar  las  faltas  o 
ilegalidades  que  notara. 

57.  Si  se  suscitare  diverjencia  entre  el 
injeniero  i  los  peritos  asistentes  sobre  pun- 
tos periciales,  el  juez  nombrará  otro  inje- 
niero o  perito  para  que  proceda  en  común 
con  los  diverjentes;  i  resultando  de  la  nue- 
va operación  mayoría  de  opiniones  confor- 
mes, se  ordenará  la  inscripción  con  arre- 
glo al  acuerdo  de  la  mayoría  i  en  la  forma 
determinada  por  el  artículo  anterior. 

58.  La  operación  practicada  en  confor- 
midad a  lo  dispuesto  por  los  artículos  an- 
teriores, será  inmutable  i  constituirá  defi- 
nitivamente el  título  de  propiedad  de  la 
mina,  sin  que  pueda  ser  impugnada  sin» 
por  error  pericial  constante  de  la  misma 
acta  en  que  se  consignó,  o  por  razón  de 
fraude  o  dolo. 

59.  Deberán  también  rectificarse  a  pe- 
tición i  a  espensas  del  minero  que  viniere 
a  situarse  en  los  límites  o  vecindad  de  la 
pertenencia  demarcada  i  alegare  que  ella 
tiene  mayor  estension  de  la  que  se  asign© 
en  su  título. 

60.  En  la  rectificación  se  procederá  de 
la  misma  manera  que  se  ha  determinado 
respecto  de  la  primitiva  demarcación  i 
mensura. 

61.  El  minero  es  obligado  a  mantener  i 
conservar  en  pié  los  mojones  de  su  perte- 
nencia, i  no  podrá  alterarlos  o  mudarlos, 
todo  bajo  pena  de  pagar  una  multa  que  no 
baje  de  cincuenta  pesos  ni  exceda  de  qui- 
nientos, sin  perjuicio  de  la  responsabilidad 
criminal  si  hubiere  procedido  maliciosa- 
mente. 

62.  Cuando  por  accidente  o  caso  for- 
tuito se  derribare  o  destruyere  algún  linde- 
ro, el  minero  deberá  hacerlo  presente  al 
juez  para  que  lo  mande  reponer  en  su  lu- 
gar debido,  con  citación  de  los  colindantes. 

titijxo  tu. 

Ve  los  derechos  del  minero  sobre  so  perte- 
nencia i  de  Ja*  internaciones  de  las  mina«. 

63.  El  concesionario  de  mina  metalífe- 
ra es  dueño  exclusivo,  dentro  de  los  limi- 
tes de  su  pertenencia  i  en  toda  la  profun- 
didad, de  todas  las  sustancias  minerales 
que  existieren  o  se  encontraren  en  ella. 

El  concesionario  de  las  sustancias  mine- 
rales a  que  se  refiere  el  inciso  2/  i  demás 
del  art  2,  solamente  es  dueño  de  las  sus- 
tancias que  manifestó  i  rejistro. 
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64.  Los  mineros  colindantes  o  vecinos 
tienen  derecho  para  visitar  personalmen- 
te o  por  medio  de  un  injeniero  o  perito 
nombrado  por  ellos  mismos  o  por  el  juez, 
las  minas  vecinas. 

Cuando  la  visita  se  haya  solicitado  por 
motivos  de  internación  que  se  sospecha, 
o  por  temor  de  inundación,  el  injeniero  o 
perito  podrá  mensurar  las  labores  inme- 
diatas ala  mina  del  solicitante. 

65.  La  negativa  i  cualquiera  dificultad 
u  obstácu'o  puesto  para  la  inspección  o 
examen  de  los  vecinos,  hará  presumir  ma- 
la fe. 

66.  Si  de  la  mensura  practicada  por  el 
injeniero  o  perito  nombrado  por  el  juez, 
resultare  comprobado  el  hecho  de  una  in- 
ternación, el  juez  ordenará  suspender  pro- 
visoriamente los  trabajos  en  las  labores 
internadas  i  tijar  sellos  en  los  puntos  divi- 
.sorios,  mientras  los  interesados  ventilan 
sus  derechos  en  el  juicio  respectivo. 

67.  Toda  internación  sujeta  al  que  la 
efectúe  a  la  restitución  del  valor  que  hu- 
biere sacado  de  ella,  a  tasación  de  peritos, 
sin  perjuicio  de  estimársele  responsable  de 
hurto  si  se  le  probare  mala  fe. 

Se  presume  mala  fe  cuando  la  interna- 
ción excede  de  diez  metros. 

TITULO    Tin 

De  la  esplotacion  <le  la*  atina*  i  de  los 
servicios  que  se  deben. 

68.  Los  mineros  esplotarán  libremen- 
te sus  minas,  sin  sujeción  a  prescripcio- 
nes técnicas  de  ningún  jénero,  salvo  la 
observancia  de  los  reglamentos  de  policia 
i  seguridad  que  se  dictaren. 

69.  Para  los  efectos  del  precedente  ar- 
tículo, las  minas  están  sometidas  a  la  viji- 
lancia  de  la  autoridad  administrativa,  la 
cual  determinará  su  inspección  del  modo 
i  en  ios  periodos  que  le  parezcan  conve- 
aientes, 

70.  El  minero  puede  esplotar  su  mina 
por  medio  de  socavones  iniciados  fuera  de 
su  pertenencia  en  terreno  no  ocupado  por 
otras  minas. 

71.  Si  para  ejecutar  estos  trabajos  tu- 
viere que  iniciarlos  en  pertenencia  ajena, 
o  atravesarla  coa  ellos  en  toda  su  esten- 
3Íon,  o  solo  en  parte,  i  no  pudiere  llegar  a 
avenimiento  con  su  dueño,  deberá  solici- 
tar permiso  del  juez  respectivo. 

El  juez  concederá  este  permiso,  previo 
informe  del  injeniero,  si  resultaren  acredi- 
tadas las  circunstancias  siguientes: 

1  '    Que  la  obra  es  posible  i  útil; 

2.*    Que  no  se  puede  dirijir  la  labor  por 


otros  puntos  sin  incurrir  en  gastos  excesi- 
vamente mayores; 

3.*  Que  no  se  inhabilita  o  dificulta  con- 
siderablemente la  esplotacion  de  la  mina 
por  donae  atraviese  el  socavón. 

72.  Cada  una  de  las  partes  podrá  tam- 
bién nombrar  un  perito  que  proceda  en 
común  con  el  nombrado  por  el  juez;  para 
lo  cual  éste  deberá  señalarles  con  antici- 
pación el  dia  en  que  haya  de  precederse  al 
examen  del  terreno. 

73.  Si  se  suscitare  diverjencia  entre 
los  injenieros  o  peritos,  se  procederá  como 
en  el  caso  del  art.  34. 

74.  El  juez,  al  conceder  la  licencia, 
señalará  el  rumbo  que  deberá  seguir  el 
socavón  o  labor  i  el  máximum  de  la  am- 
plitud que  podrá  dársele  en  la  pertenen- 
cia ajena,  conforme  al  dictamen  de  inje- 
niero o  peritos;  i  el  socavonero  no  podrá 
variar  dicho  rumbo  o  amplitud  en  el  cur- 
so de  la  obra,  sin  que  preceda  nueva  li- 
cencia, la  cual  no  podrá  concedérsele  sin 
dictamen  de  injeniero. 

No  se  necesita  de  nueva  licencia  cuan- 
do la  variación  sea  accidental,  para  evitar 
las  dificultades  que  se  presentaren  en  el 
trabajo. 

75.  Antes  de  dar  principio  a  la  obra 
del  socavón  o  labor,  el  que  la  emprenda 
deberá  rendir  fianza  para  responder  a  la 
indemnización  de  los  perjuicios  que  se 
causaren  en  la  mina  por  donde  intenta 
pasar. 

76.  El  dueño  de  la  mina  atravesada 
debe  respetar  el  pozo  o  galería  que  la  atra- 
viesa, no  tocar  sus  fortificaciones  i  abste- 
nerse de  arrancar  minerales  en  términos 
de  que  queden  sus  paredes  con  menos  de 
dos  metros  de  espesor,  a  no  ser  que  las 
fortifique  en  toda  regla.  Pero  el  socavone- 
ro abonará  los  perjuicios  que  el  cumpli- 
miento de  esta  obligación  irrogue  al  mi- 
nero. 

77.  Encontrando  el  socavonero  algún 
depóssito  metalífero  en  pertenencia  ajena, 
no  podrá  esplotarlo  ni  laborearlo,  sino  que 
se  limitará  a  seguir  su  socavón  i  entregará 
al  dueño  de  los  metales,  deduciendo  los 
gastos  hechos  para  estraerlos. 

78.  Los  dueños  de  las  minas  que  desa- 
guaren por  el  socavón  o  cuya  esplotacion 
se  facilitare,  deberán  abonar  al  empresa- 
rio de  dicho  socaven,  a  tasación  de  peri- 
tos, o  el  valor  del  beneficio  que  reciben,  o 
el  costo  que  les  demandaría  obtener  esos 
beneficios  por  otros  medios. 

Es  estensiva  esta  disposición  al  caso  de 
desagüe  por  medio  de  pozos. 

79.  Las  minas  están  sujetas  a  facilitar 
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la  ventilación  de  las  que  lo  necesiten  i  a 
permitir  el  paso  subterráneo  de  las  otras 
con  dirección  al  desagüe  jeneral.  En  la 
superñcie  sufrirán  también  el  tránsito  ne- 
cesario para  la  labor,  i,  tanto  en  la  super- 
ficie como  en  el  interior,  todos  aquellos 
servicios  o  usos  que,  sin  liabilitar  o  difi- 
cultar su  esplotacion,  cedan  en  provecho 
d«  las  otras. 

Todo  lo  cual  se  entiende  previo  el  pago 
de  perjuicios,  que  se  avaluarán  por  pe- 
ritos. 

TITILO   IX 

De  la    enajenación,  de   la   |)re«cripci«>n  de 
las  aainaü  i  de  la  venta  de  ■■■nei-ales. 

80.  Las  minas  pueden  enajenarse  en- 
tre vivos  i  trasmitirse  por  causa  de  muer- 
te de  la  misma  manera  que  los  demás  bie- 
nes raíces. 

81-  La  posesión  orijinaria  de  las  minas 
se  adquiere  por  el  rejistro  legalmente  ve- 
rificado, i  desde  que  éste  tiene  ¡ugar,  la 
mina  rejistrada  queda  sujeta  a  las  pres- 
cripciones que  rijen  la  propiedad  ins- 
crita. 

82.  Para  la  tradición  de  las  minas  d.í- 
marcadas  i  constitución  de  derechos  rea- 
les en  ellas,  habrá  en  cada  departamento 
un  rejistro  conservatorio  especial,  a  cargo 
de  un  solo  escribano,  el  cual  será  el  que 
lleva  los  otros  rejistros  de  mina,  siempre 
que  fuere  posible.  Se  rejirá  este  rejistro 
por  las  mismas  disposiciones  que  reglan 
el  rejistro  del  conservador  de  bienes  raí- 
ces. 

83.  La  tradición  de  las  minas  cuyo  re- 
jistro no  se  haya  ratificado,  o  respecto  de 
las  cuales  no  se  haya  constituido  título  de- 
finitivo de  propiedad,  se  verificará  por 
la  inscripción  en  el  rejistro  de  descubri- 
mientos. 

84.  Los  contratos  en  que  se  trasfiera 
la  propiedad  de  las  minas,  no  podrán  res- 
cindirse en  ningún  caso  por  lesión 
enorme. 

85.  La  venta  de  las  minas  no  se  repu- 
tará perfecta  mientras  no  se  haya  otorga- 
do escritura  pública. 

No  obstante,  la  escritura  privada  de 
esos  contratos  valdrá  como  promesa  de  ce- 
lebrarlos. 

86.  El  tiempo  de  posesión  necesaria 
para  adquirir  las  minas  por  prescripción 
será  solo  de  dos  años  en  la  prescripción  or- 
dinaria i  de  diez  en  la  estraordinaria,  sin 
distinción  en  ningún  caso  entre  presentes 
i  ausentes. 

87.  No  podrán   ser  reivindicados   de 


ninguna  manera  los  minerales  comprados 
en  las  canchas  de  las  minas,  o  a  minero 
conocido,  o  a  presencia  de  juez  o  de  testi- 
gos que  no  sean  empleados  del  comprador, 
o  mediante  un  certificado  de  la  autoridad 
del  asiento  del  mineral,  en  el  cual  conste 
que  el  vendedor  esplota  actualmente  mina 
del  metal  vendido,  o  que  ha  adquirido  di- 
chos minerales  por  título  lejítimo. 

88.  La  compra  de  minerales  hurtados, 
verilicada  sin  los  requisitos  establecidos 
en  el  artículo  precedente,  sujeta  al  com- 
prador a  la  presunción  de  ocultador  de 
hurto. 

89.  En  el  caso  del  artículo  precedente, 
le  bastará  al  reivindicador  acreditar  qu« 
le  han  hurtado  minerales  i  que  los  que 
reclama  son  iguales  a  los  que  se  producen 
en  su  mina. 

TITULO    X 

Del  arrendaniienti»  por  tiempo  de  servieíoK 
de  operarios. 

90.  Deberá  constar  por  escrito  el  con- 
trato de  arrendamiento  de  servicios  de 
operarios  por  tiempo  determinado  que  ex- 
ceda de  un  año;  pero  el  operario  no  será 
obligado  a  permanecer  en  dicha  servicio 
por  mas  de  cinco  años,  contados  desde  la 
fecha  de  la  escritura. 

91.  Si  no  hubiere  determinado  tiem- 
po, podrá  cesar  el  servicio  a  voluntad  de 
cualquiera  de  las  partes. 

Con  todo,  tratándose  de  mayordomos, 
artesanos  u  otros  operarios  de  igual  clase, 
cualquiera  de  las  dos  partes  deberá  dar  no- 
ticia a  la  otra  de  su  intención  de  poner  tín 
al  contrato  aunque  en  éste  no  se  haya  es- 
tipulado desahucio,  i  la  anticipación  será 
de  quince  días  a  lo  menos. 

92.  Si  el  operario  contratado  por  tiem- 
po determinado  con  estipulación  de  des- 
ahucio, se  retirase  intemp«stivamente  sin 
causa  grave,  pagará  al  patrón  una  canti- 
dad equivalente  al  salario  de  un  mes,  o 
del  tiempo  del  desahucio  o  de  los  dias  que 
falten  para  cumplirlo,  respectivamente. 

93.  El  patrón  que  en  un  caso  análoga 
despidiere  al  operario,  será  obligado  a  pa- 
garle igual  suma,  i  ademas  los  gastos  de 
ida  i  vuelta,  si  para  prestar  el  servicio  le 
hizo  mudar  de  residencia. 

94.  Será  causa  grave  respecto  del  pa- 
trón para  poner  fin  al  servicio,  la  inepti- 
tud, mala  conducta  o  insubordinación  del 
operario,  o  el  que  éste  se  inhabilitare  por 
cualquier  causa  i  por  mas  de  un  mes  para 
el  trabajo. 

El  patrón,  no  obstante,  deberá  atender 
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a  la  curación  del  obrero  que  se  hubi«re 
maltratado  o  enfermado  por  causa  del  ser- 
▼icio  de  la  mina  o  por  accidente  ocurrido 
«n  ella. 

95.  Será  causa  grave  respecto  del  ope- 
rario, el  mal  tratamiento  de  parte  del  em- 
{)resario  o  la  falta  de  pago  del  salario  en 
as  épocas  convenidas  o  usuales. 

06.  El  operario  que  se  fugaré  habien- 
do recibido  adelantos  por  cuenta  de  su  sa- 
lario sin  devengarlos,  será  responsable  de 
engaño  por  la  suma  defraudada. 

97.  Se  dará  cédito  a  los  libros  de  la 
mina^  cuando  son  llevados  regularmente  i 
por  un  empleado  de  ella,  i  no  por  el  mis- 
mo empresario: 

1."    En  orden  a  la  cuantía  del  salario; 

2.°  En  orden  al  pago  del  salario  del  pe- 
riodo vencido; 

3.*  En  orden  a  lo  entregado  al  opera- 
rio a  cuenta  por  el  mes  corriente. 

08.  No  están  sujetos  a  las  disposicio- 
nes anteriores  los  contratos  celebrados  pa- 
ra la  ejecución  de  un  trabajo  u  obra  de- 
terminada, ni  los  referentes  a  los  servicios 
de  los  administradores,  tenedores  de  libros 
!  demás  empleados  de  esta  categoría,  aun- 
que éstos  hayan  sido  contratados  por  tiem- 
po determinado. 

00.  Los  salarios  i  sueldos  devengados 
en  el  mes  corriente  por  los  trabajadores  i 
demás  empleados  de  la  mina,  incluso  el 
interventor,  deberán  ser  pagados  prefe- 
rentemente con  el  producto  de  las  minas. 
Pueden  venderse  para  este  objeto  aun  las 
herramientas  útiles. 

Respeito  de  los  demás  bienes  del  mine- 
ro concursado,  los  sueldos  i  salarios  de  los 
trabajadores  i  empleados  gozarán  del  pri- 
▼ilejio  concedido  por  el  derecho  común  a 
los  dependientes  i  criados. 

TITULO   XI 

De  las  compañías  mineras. 

100.  Hai  compañía  cuando  dos  o  mas 
personas  trabajan  en  común  una  o  mas 
minas,  con  arreglo  a  las  prescripciones  de 
este  Código. 

Las  compañías  se  constituyen: 

1."  Por  el  hecho  de  rejistrarse  una  mi- 
na en  compañía; 

2,°  Por  el  hecho  de  adquirirse  parte  en 
minas  rejistradas; 

3.*  Por  un  contrato  especial  de  com- 
pañía. 

Este  contrato  deberá  hacerse  eonstar 
por  escrito,  en  instrumento  público  o  pri- 
▼ado. 

101.  Todo  negocio  concerniente  a  una 


compañía  se  tratará  i  resolverá  en  juntas, 
por  mayoría  de  votos. 

Para  formar  junta  bastará  la  asistencia 
de  la  mitad  de  los  socios  presentes  con  de- 
recho a  votar,  previa  la  citación  de  todos, 
aun  de  los  que  no  tengan  voto. 

En  la  citación  se  espresará  el  objeto  de 
la  reunión  i  el  dia  i  hora  en  que  debe  cele- 
brarse. 

102.  La  citación  se  hará  por  medio  de 
avisos  i  edictos. 

Los  avisos  se  publicarán  en  un  diario 
del  departamento  por  tres  veces  en  el  es- 
pacio de  quince  dias. 

Los  edictos  se  fijarán  durante  los  quince 
dias  en  las  puertas  del  oficio  del  escribano 
de  minas. 

Faltando  periódicos,  bastarán  los  edic- 
tos. 

103.  Los  socios  con  derecho  a  votar,  o 
sus  representantes  si  fueren  conocidos, 
serán  personalmente  citados,  si  residieren 
en  el  departamento  a  que  corresponda  la 
mina. 

De  otro  modo  servirán  de  suficiente  ci- 
tación los  avisos  o  los  edictos. 

104.  Cuando  en  las  actas  de  las  sesio- 
nes celebradas  se  haya  hecho  constar  el 
objeto  i  se  haya  fijado  dia  i  hora  para  una 
nueva  o  sucesivas  reuniones,  los  socios 
presentes  se  suponen  personalmente  cita- 
dos. 

105.  Las  convocatorias  u  órdenes  no- 
minales de  citación  se  espedirán  por  el 
presidente  de  la  sociedad,  cuando  lo  juz- 
gue conveniente,  o  cuando  cualquiera  de 
los  socios  lo  solicite. 

A  falta  del  presidente,  por  dos  ornas 
socios,  o  por  el  administrador  si  se  le  hu- 
biere conferido  esta  facultad. 

Solo  en  caso  de  negativa  del  presidente 
los  socios  podrán  verificar  la  citación. 

106.  I.a  sociedad  o  su  directorio  deben 
constituir  un  representante  suficientemen- 
te autorizado  para  todo  cuanto  de  cual- 
quier manera  se  relacione  con  la  auto- 
ridad. 

107.  En  las  deliberaciones  de  los  so- 
cios tendrán  derecho  de  votar,  salvo  esti- 
pulación, los  que  poseyeren  una  cuota  o 
parte  que  represente,  a  lo  menos,  un  cua- 
tre  por  ciento  de  interés  o  propiedad  en  la 
mina.  Los  que  poseyeren  cuotas  menores, 
estando  uniformes,  podrán  reunirías  para 
formar  tantos  votos  como  cuotas  bastantes 
compongan. 

108.  Para  constituir  mayoría  no  se 
necesita  atender  al  número  de  votantes, 
sino  al  número  de  votos. 

Los  correspondientes  a  un   solo  dueño 
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no  podrán  formar  por  si  solos  mayoría. 
Cuando  alcancen  o  pasen  de  la  mitad  de 
las  acciones,  se  considerará  empatada  la 
votación. 

109.  El  juez  decidirá  los  empates,  cual- 
quiera que  sea  su  causa,  teniendo  en  con- 
sideración lo  mas  conforme  a  la  lei  i  al  in- 
terés de  la  compañía. 

110.  Los  socios  pueden  disponer  libre 
i  eticazmente  del  derecho  que  tienen  en  la 
compañía. 

Pero  sustituirán  los  gravámenes  i  obli- 
gaciones que  lo  afecten. 

111.  La  administración  de  la  compa- 
ñía corresponde  a  todos  los  socios;  pero 
pueden  nombrarse  una  o  mas  personas 
elejidas  por  los  mismos,  por  dos  tercios  de 
votos  de  los  presentes. 

La  duración,  atribuciones,  deberes  i  re- 
compensas de  los  administradores  se  de- 
terminarán en  junta,  si  no  se  hubiese  esti- 
pulado en  el  contrato  de  compañía. 

Los  administradore.s  no  pueden  contraer 
créditos,  gravar  las  minas  en  todo  o  en 
parte,  vender  los  minerales  o  pastas,  nom- 
brar o  destituir  los  administradores  de  la 
faena,  sin  especial  autorización. 

En  todo  caso,  los  socios  pueden  impedir 
la  venta  de  los  minerales  i  pastas,  pagan- 
do los  gastos  i  cuotas  <;orrespondientes. 

112.  Los  gastos  i  productos  se  distri- 
buirán en  proporción  a  las  partes  o  accio- 
nes que  cada  socio  tenga  en  la  mina,  si 
otra  cosa  no  se  hubiese  estipulado. 

Es  nula  la  estipulación  que  prive  a  algún 
socio  de  toda  participación  en  los  benefí- 
cios  o  productor. 

113.  La  distribución  de  los  beneficios 
o  productos  se  hará  cuando  la  mayoría  de 
los  socios  io  determine,  i  caso  de  no  haber 
acuerdo  entre  ellos,  cuando  el  administra- 
dor de  la  compañía  i  el  de  la  mina  lo  crean 
conveniente. 

114.  La  distribución  se  hará  en  mine- 
rales, en  pasta,  o  en  dinero  según  el  acuer- 
do de  los  socios. 

Cuando  no  hubiere  acuerdo,  la  distri- 
bución se  hará  en  dinero. 
A  petición  de  uno  o  mas  socios  que  re- 

{)resenten  la  cuarta  parte  de  las  acciones, 
a  distribución  se  hará  en  minerales  o  en 
]^astas. 

115.  La  cuantía  i  estension  de  las 
obras  que  hayan  de  ejecutarse  en  la  mina 
con  los  productos  que  rindiere,  se  deter- 
minarán por  mayoría  de  votos  siempre 
que  el  valor  de  ellas  no  exceda  de  la  mitad 
de  los  productos. 

116  Si  no  diere  la  mina  productos  bas- 
tantes, los  socios  fijarán  la  cuota  conque 


deben  concurrir  a  los  gastos.  En  este  caso, 
para  que  el  acuerdo  sea  obligatorio,  deberá 
contar  con  los  votos  de  los  que  represen- 
ten las  dos  terceras  partes  de  la  totalidad 
de  derechos  o  acciones  en  la  mina. 

117.  Hai  inconcurrencia: 

1.°  No  pagándose  en  el  plazo  prefijado 
las  cuotas  correspondientes; 

2."  Cuando  a  falta  de  estipulación  o 
acuerdo  no  se  han  entregado  estas  cuotas 
treinta  dias  después  de  haberse  pedido; 

3.*  Si  habiéndose  hecho  los  gastos  sin 
pedir  cuota,  o  habiendo  éstos  excedido  el 
valor  de  las  entregadas,  no  se  paga  la  par- 
le correspondiente  en  el  término  de  quin- 
ce dias; 

4.*  Cuando  no  se  contribuye  a  los  gas- 
tos necesarios  para  la  seguridad  i  conser- 
vación d(í  la  mina. 

118.  En  cualquiera  de  los  casos  espre- 
sados en  el  artículo  precedente,  el  admi- 
nistrador de  la  sociedad  podrá  disponer  de 
la  parte  de  minerales,  pasta  o  dinero  co- 
rrespondiente al  inconcurrente,  que  baste 
para  cubrir  los  gastos  i  las  cuotas  que  han 
debido  anticiparse. 

119.  No  rindiendo  productos  la  mina  o 
no  siendo  éstos  suficientes  para  cubrir  los 
gastos  i  las  anticipaciones  en  todo  o  en 
parte,  cualquiera  de  los  socios  contribu- 
yentes puede  pedir  al  juez  que  el  socio  in- 
concurrente sea  requerido  de  pago,  con 
apercibimiento  de  tenérsele  por  desistido 
de  sus  derechos. 

Ne  verificándose  el  pago  dentro  de  los 
treinta  dias  siguientes  al  requerimiento, 
la  parte  de  mina  queda  desierta  i  será  ven- 
dida en  remate  público  por  el  mínimum  de 
la  cuota  que  adeuda  a  los  socios.  El  so- 
brante, si  lo  hubiere,  se  entregará  al  in- 
concurrente, deducidos  los  gastos  del  re- 
mate. 

120.  Si  el  socio  inconcurrente  no  se 
encuentra  en  el  territorio  de  la  República, 
el  requerimiento  se  hará  por  avisos  i  edic- 
tos, según  lo  establecido  en  el  articulo  102. 

Pero  en  el  caso  presente  las  publicacio- 
nes se  harán  cinco  veces  en  el  espacio  de 
treinta  dias,  i  durante  igual  término  se  fi- 
jarán los  carteles. 

121.  El  socio  requerido  puede  oponer- 
se dentro  del  plazo  de  los  treinta  dias  a 
la  pretensión  de  los  socios  concurrentes. 

Al  escrito  de  oposición  se  acompañarán 
los  documentos  i  la  esposicion  clara  i  pre- 
cisa de  los  hechos  que  la  justifiquen. 

No  presentándose  la  oposición  en  el  tér- 
mino fijado,  el  juez  ordenará  la  venta  en 
remate  público  de  la  parte  de  mina  del  so- 
cio moroso. 
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122.  Son  causales  de  oposición: 

1.°  El  pago  de  las  cantidades  por  las 
que  se  lia  hecho  el  requerimiento; 

2."  Que  esas  cantidades  procedan  de 
trabajos  ejecutados  sin  consentimiento  del 
oponente  en  los  casos  en  «[ue  este  consen- 
timiento es  necesario; 

3.<>  Que  la  cuota  o  cantidad  que  se  soli- 
cita esté  destinada  a  esa  misma  clase  de 
trabajos; 

4.**  La  existencia  de  minerales  suficien- 
tes para  cubrir  la  deuda. 

123.  El  socio  reclamante  presentará, 
junio  con  el  escrito  de  oposición,  ñanza 
por  los  gastos  que  se  causen  o  por  las  cuo- 
tas que  deban  entregarse  después  del  re- 
querimiento hasta  la  re^^olucion  defini- 
tiva. 

El  pago  se  hará  efectivo  si  no  se  diere 
lugar  al  remate  por  resolución  doijuezo 
por  desistimiento  de  los  reclamantes. 

124.  Las  compañías  de  minas  se  di- 
suelven: 

1.'  Por  el  hecho  de  haberse  reunido  en 
una  sola  persona  todas  las  partes  de  la 
mina; 

2.°    Por  abandono  declarado  de  la  mma; 

3.°  Cuando,  habiéndose  formado  la 
compañía  bajo  estipulaciones  especiales, 
se  verifica  alguno  de  los  hechos  que,  con 
arreglo  a  esas  estipulaciones,  produxca  la 
disolución. 

125.  La  compañía  disuelta  por  la  úl- 
tima de  las  causales  espresadas  en  el  artí- 
culo precedente,  subsiste  legalmente  entre 
las  personas  que  han  conservado  parte  de 
mina. 

126.  La  compañía  no  se  disuelve  por 
el  fallecimiento  de  uno  de  sus  socios. 
Reemplazante  sus  herederos,  cada  uno  en 
la  parte  que  le  hubiere  cabido. 

127.  Los  compañías  de  esploracion  se 
constituyen  por  el  hecho  de  ponerse  de 
acuerdo  dos  o  mas  personas  para  realizar 
una  espedicion  con  el  objeto  de  descubrir 
criaderos  minerales. 

El  acuerdo  podrá  ser  de  palabra  o  ha- 
cerse constar  en  escritura  pública  o  pri- 
vada. 

128.  Cuando  los  cateadores  o  perso- 
nas encargadas  de  hacer  las  esploraciones 
no  reciben  sueldo  ni  otra  remuneración, 
se  suponen  socios  en  lo  que  ellos  descu- 
bran. 

129.  Todas  las  personas  de  la  comiti- 
va que  ganen  salario,  cualquiera  que  sea 
la  ocupación,  descubren  para  el  empresa- 
rio que  les  paga. 

Si  hubiere  precedido  promesa  o  con- 
venio, deberá  hacerse  constar  por  escrito. 


TITULO  ^n 

D*  la  patente  í  de  la  caducidad   del   domí- 
nia  de  Imm  niiuas  (1). 

130.  Las  minas  comprendidas  en  el  in- 
ciso 1."  del  articulo  2  del  presente  Código 
pagarán  una  patente  de  diez  pesos  anuales 
por  hectárea.  Las  pertenencias  formadas 
con  depósitos  de  las  sustancias  minerales 
comprendidas  en  el  inciso  3.'  del  mismo 
articulo,  pagarán  cinco  pesos  anuales  por 
hectárea. 

131.  Las  minas  cuya  esplotacion  cede 
al  dueño  del  suelo  no  pagarán  patente 
mientras  no  sean  trasf«ridas  a  otra  perso- 
na como  un  inmueble  separado  del  suelo. 
En  este  último  caso,  pagarán  cinco  pesos 
anuales  por  hectárea. 

132.  Los  actuales  propietarios  de  mi- 
nas pagarán  la  patente  sin  tomarse  en  con- 
sideración las  fracciones  de  hectárea,  pero 
pagarán  a  razón  de  una  hectárea  los  que 
tuvieren  menos  de  una. 

Los  actuales  propietarios  de  minas  de 
cobre  que  han  fijado  sus  pertenencias  por 
planos  paralelos  a  la  inclinación  determi- 
nada de  la  veta,  .solo  pagarán  por  la  super- 
ficie esterior  que  ocupen,  sin  tomar  tam- 
poco en  consideración  las  fracciones  de 
hectárea. 

Los  propietarios  de  minas  que  en  la  ac- 
tualidad gozaren  de  los  privilejios  concedi- 
dos al  socavonero  de  amparar  varias  per- 
tenencias con  una  sola  labor,  no  pagarán 
patente  por  mas  de  treinta  hectáreas,  cual- 
quiera que  sea  la  estetision  que  ocupen. 

Los  actuales  concesionarios  de  depósitos 
de  boratos  pagarán  como  máximo  la  can- 
tidad de  cien  pesos  por  todas  las  pertenen- 
cias de  un  mismo  yacimiento  que  poseye- 
ren. 

133.  La  patente  anual  se  pagará  anti- 
cipada en  las  tesorerías  fiscales,  desde  el 
L'  hasta  el  31  de  marzo  inclusive  de  cada 
año. 

El  importe  de  la  patente  que  previamen- 
te deberán  pagar  los  concesionarios  al  ra- 
tificar el  rejistro  o  practicar  la  mensura, 
será  proporcional  al  tiempo  que  falte  para 
completar  el  periodo  anual  que  vence  el  1.® 
de  marzo  inclusive  de  cada  año. 

Podrá  pagarse  la  patente  en  cualquiera 
tesorería  departamental.  Si  el  pago  so  hi- 
ciere en  otro  departamento  que  el  de  la 
ubicación  de  la  mina,  el  jefe  de  la  oficina 
recibidora  remitirá,  dentro  de  tercero  dia, 
al  tesorero  de  ese  departamento  una  copia 
autorizada  de  la  partida  de  ingreso. 


(1)    T.  «1  Decreto  inserto  al  final. 
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134.  La  concesión  minera  o  mina  solo 
caducará  por  falta  de  pago  de  la  patente 
en  los  plazos  que  fija  esta  lei,  caso  en  el 
cual  la  mina  se  sacará  a  remate  público 
para  el  efecto  de  adjudicarla  al  mejor  pos- 
tor, con  la  condición  de  seguir  pagando  la 
patente  respectiva.  Del  importe  del  remate 
se  retendrá  para  el  ftsco  la  cantidad  adeu- 
dada, i  el  resto,  con  deducción  de  las  cos- 
tas, se  devolverá  al  concesionario  anterior. 
Este  podrá  ¿u.-^pender  el  remate  de  su  pro- 
piedad pagando  una  cantidad  doble  del  va- 
lor de  la  patente  adeudada,  pero  no  se  le 
admitirá  a  hacer  posturas  u  ofertas  en  el 
dia  del  remate  si  no  pagare  una  multa 
igual  al  monto  de  lo  adeudado,  mas  las 
costas  de  la  licitación. 

No  habiendo  postores,  el  juez  declarará 
el  terreno  franco. 

135.  En  los  quince  primeros  dias  de 
abril  las  oficinas  encargadas  de  recaudar 
las  patentes  pasarán  al  juzgado  respectivo 
del  departamento  una  nómina  de  las  pro- 
piedades mineras  que  no  hayan  pagado  la 
que  les  corre.sponde. 

El  juez  ordenará  publicar  avisos  por  cin- 
co veces  en  un  periódico  del  departamen- 
to, si  lo  huljíere,  i  en  su  defecto  por  carte- 
les, en  los  que  fijará  el  dia  del  remate,  el 
cual  deberá  tener  lugar  entre  los  cuarenta 
i  cincuenta  ¡lias  contados  desde  la  fecha  de 
la  primera  publicación  del  aviso. 

Las  omisiones  en  que  incurrieren  los  en- 
cargados de  remitir  las  listas  a  que  se  re- 
fiere el  inciso  l.°  de  este  articulo,  podrán 
ser  subsanadas  a  solicitud  de  cualquiera 
persona. 

136.  Los  encargados  de  llevar  los  re- 
jistros  conservadores  de  minas  remitirán 
cada  trimestre  a  la  Contaduría  Mayor  una 
nómina  de  las  concesiones  mensuradas  o 
que  han  ratiñcado  su  rejistro  inscritas  en 
igual  período  (1). 

TiTLXO  XIII 
De  los  «vio«  de  minas. 

137.  Para  el  pacto  de  avíos,  se  obliga 
una  persona  a  satisfacer  los  costos  que  de- 
mande el  laboreo  de  una  mina  para  pagar- 
se solo  con  los  productos  de  ella. 

138.  Los  contrates  de  avíos  deberán 
constar  por  escrito;  i  no  surtirán  efectos 
respecto  de  terceros  o  de  otros  acreedores 
si  no  son  estendidos  en  escritura  pública  e 
inscritos  en  el  rejistro  de  constitución  de 
derechos  reales  sobre  minas. 


(1)    V.  el  Decreto  inserto  »1  final. 


139.  Los  avíos  pueden  pactarse  por 
cantidad  o  por  tiempo  determinado,  o  para 
ejecutar  una  o  mas  obras  en  la  mina. 

140.  No  apareciendo  en  el  contrato  el 
término  o  cantidad  de  los  avios;  cualquie- 
ra de  los  contratantes  podrá  ponerle  fin 
cuando  lo  crea  conveniente,  previo  el  pago 
de  lo  debido. 

141  Podrá  el  minero  poner  fin  a  los 
avíos  en  cualquier  tiempo,  desprendiéndo- 
se de  la  propiedad  de  la  mina  en  favor  del 
aviador,  i  éste  renunciando  a  su  crédito  de 
avíos. 

142.  Puede  estipularse  que  el  pago  de 
lo  debido  al  aviador  se  verifique  en  meta- 
les al  precio  que  designen  los  interesados 
o  un  tercero,  como  en  el  caso  de  venta,  o 
en  dinero  con  los  premios  que  se  estipulen , 
sin  límite  alguno. 

143.  Puede  estipularse  asimismo  que 
el  aviador  se  haga  dueño  de  al.'una  cuota 
de  la  mina  en  compensación  o  pago  de  los 
avios,  i  el  contrato  se  rejirá  en  este  caso 
por  las  disposiciones  que  reglan  la  socie- 
dad en  las  minas. 

Pero  si,  en  uso  del  derecho  concedido 
por  el  art.  141,  el  aviador  pusiere  tin  a  los 
avíos,  la  cuota  de  mina  de  que  se  hizo  due- 
ño en  virtud  del  contrato  volverá  a  la  pro- 
piedad del  minero,  sin  gravamen  ni  obli- 
gación alguna  de  parte  de  éste. 

144.  Los  avíos  deben  suministrarse  por 
el  aviador  en  los  términ<-S  estipulados,  o  a 
medida  que  lo  vaya  exijiendo  el  laboreo;  i 
si  requerido  se  negare  a  pagarlos  o  dilata- 
re el  pago  en  perjuicio  de  los  trabajos,  po- 
drá el  minero  elejir  entre  demandar  el 
pago  por  la  vía  correspondiente,  tomar 
dinero  de  otro  por  cuenta  del  aviador  o 
tratar  con  un  nuevo  aviador  cuyo  crédito 
sea  pagado  preferentemente. 

145.  Si  el  minero  inviríi(.re  en  otro 
destino  el  dinero  o  efectos  de  los  avíos  sin 
consentimiento  del  aviador,  sará  respon- 
sable de  abuso  de  confianza,  i  el  aviador 
tendrá  derecho  para  tomar  la  mina  bajo 
su  administración. 

Tendrá  el  mismo  derecho  el  aviador,  si, 
estando  en  descubierto  la  mina,  se  con- 
venciere al  minero  de  llevar  una  adminis- 
tración descuidada  i  dispendiosa,  no  obs- 
tante habérsele  representado  i  reclamado 
este  abuso. 

146.  Si,  terminados  los  avíos,  hubiere 
quedado  la  mina  al  descubierto,  el  aviador 
tendrá  derecho  de  retenerla  i  seguirla 
aviando  bajo  su  administi-acion  hasta  pa- 
garse preferentemente  a  todo  otro  acree- 
dor, escepto  los  hipotecarios  anteriores,  no 
solo  de  lo  debido,  sino  de  los  nuevos  avios. 
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con  los  premios  ¡  en  la  forma  estipulada 
en  el  contrato. 

147.  Si  en  el  caso  del  articulo  ante- 
rior, el  aviador  no  quisiere  continuar 
aviando  la  mina,  el  minero  podrá  estipu- 
lar con  otro  nuevos  avíos  que  g«cen  de  pre- 
ferencia a  los  anteriores. 

148.  Las  acciones  concedidas  al  avia- 
dor por  los  artículos  precedentes  no  impi- 
den el  examen  e  intervención  del  dueño 
de  la  mina;  i  la  oposición  del  aviador  al 
ejercicio  de  esta  facultad  en  cualquier  acto 
de  la  administración,  le  privará  de  ella. 

Cesará  también  en  la  administración  por 
«.buso  de  confianza,  sin  perjuicio  de  su  res- 
ponsabilidad criminal. 

TITULO  XIV 

De  lo«  jaicios  en  materia  de  minas. 

149.  No  liai  fuero  privilejiado  en  los 
juicios  sobre  descubrimientos,  denuncios, 
pertenencias,  mensuras,  i,  en  jeneral,  en 
todos  aquéllos  en  que  se  reclamare  un  de- 
recho concedido  por  el  presente  Código. 

150.  En  los  juicios  a  que  se  refiere  el 
artículo  anterior,  no  se  admitirán  mas  es- 
critos que  los  de  demanda  i  contestación, 
i  una  vez  presentados,  se  citará  a  una  au- 
diencia verbal. 

En  esa  misma  audiencia  el  juez  citará  a 
las  partes  para  oir  sentencia: 

1.°  Si  la  cuestión  o  cuestiones  materias 
del  pleito  fueren  de  puro  derecho; 

2.°  Si  las  partes  estuvieren  conformes 
en  los  hechos,  o  resultare  su  conformidad 
de  las  interrogaciones  que  el  juez  ha  debi- 
do hacerles  en  la  sesión; 

3.®  Si  los  hechos  estuvieren  probados 
por  los  documentos  presentados,  que  hu- 
bieren sido  reconocidos  o  aceptados  como 
válidos  por  la  parte  contra  quien  se  pre- 
sentan; 

4."  Si  las  partes  convinieren  en  que  el 
juez  pronuncie  sentencia  en  vista  de  los 
antecedentes  que  hasta  entonces  obren  en 
el  juicio. 

La  prueba  testimonial  será  rendida  ante 
el  juez  en  la  audiencia  pública;  i  la  parte 
contra  quien  se  presentare  el  testigo,  ten- 
drá derecho  de  representarlo,  aun  en  la 
misma  audiencia. 

Las  partes  pueden  convenir,  sin  embar- 
go, en  que  la  prueba  se  rinda  con  arreglo 
a  la  lei  común. 

Por  recargo  de  ocupaciones  del  juzgado, 
podrá  delegarse  la  recepción  de  la  prueba 
al  juez  especial  de  alzada  de  que  habla  el 
art.  38  de  la  lei  de  Organización  i  Atribu- 
ciones de  los  Tribunales. 


No  se  admitirán  mas  de  diez  testigos 
por  cada  parte. 

Espirado  el  término  probatorio  i  hecha 
publicación  de  probanzas,  el  juez  citará  a 
comparendo,  i,  con  lo  espuesto  en  él  por 
los  interesados,  verbalmente  o  por  escrito, 
quedarán  citados  para  oir  sentencia. 

Los  comparendos  se  verificarán  con  la 
asistencia  de  cualquiera  de  las  partes. 

J6l.  Toda  indemnización  de  perjui- 
cios, si  no  hubiere  convenio  entre  los  inte- 
resados, se  hará  a  justa  tasación  de  dos 
peritos,  nombrados  uno  por  cada  parte,  o 
de  un  tercero  que  nombrará  el  juez  encaso 
de  discordia. 

Presentados  los  informes  de  los  peritos, 
el  juez  pronunciará  sentencia  sin  mas  trá- 
mite. 

152.  En  los  casos  q«e  se  decrete  el  se- 
cuestro de  una  mina  o  de  sus  productos, 
deberá  siempre  dejarle  lo  bastante  para 
atender  a  los  gastos  del  laboreo. 

El  poseedor  o  tenedor  podrá  hacer  cesar 
el  secuestro  ofreciendo  fianza  o  hipoteca 
para  responder  por  la  restitución  de  la 
mina  o  de  sus  productos;  pero  en  tal  caso 
el  que  reclama  el  secuestro  podrá  solicitar 
el  nombramiento  de  un  interventor  que 
vijile  los  trabajos  i  lleve  cuenta  de  los  gas- 
tos i  productos  de  la  mina. 

153.  No  dando  productos  la  mina  se- 
cue->trada  para  atender  a  su  laboreo  ni  fa- 
cilitando para  ello  el  que  reclama  el  se- 
cuestro los  fondos  necesarios,  deberá  res- 
tituirse la  mina  al  poseedor,  hasta  qus  re- 
caiga sentencia  definitiva  en  el  juicio  que 
hubiere  motivado  el  secuestro. 

154.  No  podrá  decretarse  secuestro  de 
los  productos  de  una  mina  en  juicio  ordi- 
nario, sino  con  audiencia  de  parte  i  en  vir- 
tud de  titulo  que  haga  presumir  dominio  o 
derecho  del  que  lo  reclama  hasta  prueba 
contraria. 

TITULO  XV 

De  la  ejecnciun  subi*e  minas. 

155.  En  los  juicios  ejecutivos  no  se  po- 
drá embargar  ni  enajenar  la  mina  del  deu- 
dor, ni  los  utensilios  i  provisiones  introdu- 
cidos en  ella  para  su  laboreo,  a  no  ser  con 
la  voluntad  del  minero  espresada  en  el 
mismo  juicio;  pero  podrá  llevarse  adelante 
la  ejecución  sobre  los  minerales  existentes 
estraídos  de  la  mina,  sin  perjuicio  del  dere- 
cho preíerente  establecido  en  el  artículo  99. 

156.  Si  el  producto  de  esos  minerales 
i  el  de  los  demás  bienes  embargados  no  al- 
canzare a  cubrir  la  deuda,  tendrá  derecho 
el  acreedor  para  tomar  la  mina  bajo  su  ad- 
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ministracion  en  prenda  pretoria  hasta  ha- 
cerse pago  de  su  crédito  con  ios  productos 
que  rindiere. 

157.  El  acreedor  a  quien  se  entrega  la 
mina  en  prenda  pretoria  deberá  adminis- 
trarla con  el  cuidado  i  bajo  las  mismas 
obligaciones  que  la  lei  impone  a  los  socio» 
administradores. 

No  produciendo  la  mina  lo  bastante  para 
atender  a  su  legal  i  prudente  laboreo,  podrá 
hacerse  autorizar  por  el  juez  para  aviarla  i 
gozar  del  derecho  de  retención  concedido 
a  los  aviadores,  no  solo  respecto  de  las  can- 
tidades invertidas  en  los  avíos  i  de  los  in- 
tereses corrientes  a  estilo  de  comercio,  sino 
también  de  su  crédito  primitivo. 

158.  Mientras  la  mina  permanezca  en 
poder  del  acreedor,  el  minero  tendrá  de- 
recho para  visitarla,  inspeccionar  los  tra- 
bajos, revisar  los  libros  de  contabilidad  i 
los  documentos  justificativos,  ya  sea  por  sí 
o  por  representante,  i  para  hacer  las  ob- 
servaciones i  reparos  que  la  contabilidad  i 
el  sistema  de  trabajos  le  sujieran. 

Podrá  también  solicitar  el  nembramien- 
to  de  un  interventor  con  las  facultades  con- 
feridas en  el  articulo  152. 

159.  Si  el  acreedor  no  laboreare  la 
mina  cuidando  de  mantenerla  hábil,  o  si  se 
le  convenciere  de  fraude  en  la  administra- 
ción, o  de  que  ésta  es  descuidada  i  dispen- 
diosa, no  obstante  habérsele  representado 
i  reclamado  este  abuso,  perderá  el  derecho 
de  administrarla  i  solo  podrá  solicitar  el 
nombramiento  de  un  interventor  que  per- 
ciba por  cuenta  del  acreedor  los  productos 
líquidos  de  la  mina. 

160.  En  los  concursos  o  quiebras  de  los 
mineros  se  requerirá  a  los  acreedores  para 
que  tomen  de  su  cuenta,  si  quisieren,  el 
laboreo  i  administración  de  la  mina;  i  los 
que  consintieren  en  tomarla,  tendrán  los 
mismos  derechos  i  obligaciones  estableci- 
dos respecto  de  los  ejecutantes. 


Lo  dicho  so  entiende  sin  perjuicio  délos 
derechos  concedidos  a  los  hipotecarios  i  a 
los  aviadores. 

Los  acreedores  hipotecarios  o  privile- 
jiados  sobre  la  mina  «gozará»  de  derecho 
proferente  para  tomarla  en  administra- 
ción. 

ARTÍCULOS   TRANSITORIOS 

161.  Los  poseedores  actuales  de  minas 
podrán  constituir  sus  pertenencias  en  la 
forma  determinada  por  el  presente  Código, 
sin  perjuicio  de  las  derechos  adquiridos  por 
terceros. 

162.  Respecto  de  los  depósitos  de  car- 
bón de  piedra  de  las  playas  marítimas  i  eí 
mar  adyacente,  se  preferirá  en  las  conce- 
siones a  los  actuales  esplotadores  que  lo 
soliciten  dentro  del  término  de  un  año,  i 
para  estender  sus  labores  actuales. 

163.  El  Presidente  de  la  República 
reglamentará  la  manera  de  esplotar  la» 
materias  de  aprovechamiento  común  a  que 
se  refiere  el  articulo  4.°  i  los  casos  en  que 
hubieren  de  formarse  las  pertenencias  mi- 
neras, conforme  á  la  segunda  parte  del 
mismo  articulo. 

164.  El  Presidente  de  la  República 
queda  autorizado  para  dictar  los  reglamen- 
tos que  sean  necesarios  para  facilitar  el 
pago  de  la  patente,  remate  de  las  minas  i 
organizar  su  empadronamiento  i  el  cuerpo 
de  injenieros  del  ramo  (1). 

165.  El  presente  Código  comenzará  a 
rejir  el  1°  de  enero  de  1889,  i  en  esa  fecha 
«|uedarán  derogadas,  aun  en  la  ^arte  que 
no  fueren  contrarias  a  él,  las  leyes  i  orde- 
nanzas especiales  preexistentes  sobre  mi- 
nería. 

166.  Los  actuales  dueños  de  minas  no 
estarán  obligados  al  pago  de  la  patente 
hasta  la  fecha  que  .señala  el  artículo  133. 


t^ol  ¡cnepal  de  GQínas 
Decreto  de  15  de  enero  de  1889 


Art.  1.  Para  los  efectos  de  la  forma- 
ción del  rol  jeneral  de  las  minas  de  cada 
departamento,  los  notarios  encargados  de 
llevar  los  rejistros  conservadores  de  minas 
remitirán  antes  del  1."  de  marzo  próximo, 
a  la  respectiva  tesorería  físcal,  una  nómi- 
na de  las  propiedades  mineras  existentes  i 
elevarán  un  duplicado  de  ellas  al  Tribunal 
de  Cuentas. 

2.     Los  mismos  funcionarios  pasarán  al 


tesorero  fiscal  del  departamento  una  copia 
de  I^  nómina  «jue,  conforme  a  lo  dispuesto 
en  el  artículo  136  de  Código  de  Minas,  de- 
ben remitir  cada  tres  meses  a  la  Contadu- 
ría Mayor,  en  orden  a  las  concesiones 
mensuradas  o  que  han  ratificado  su  rejis- 
tro  inscritas  en  igual  período. 


(1)    V.  el  Decreto  siguiente. 
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IX 


NoYisimo  Código  de  procedimiento  Civil 

aprobado  por  leí  de  28  de  agosto  de  1902   i  vidente 
desde  1.°  de  marzo  de  1903 


I.     Mensaje  del  Ejecutivo  (Exposición  de  motivos) 

Conciudadanos  del  Senado  i  de  la  Cámara  de  Diputados: 


Tengo  la  honra  de  someter  a  vuestra 
aprobación,  oido  el  Consejo  de  Estado,  el 
Provecto  del  Código  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil. ' 


Hasta  el  presente,  el  trabajo  de  codifica- 
ción se  ha  dirijido  principalmente  a  las  le- 
yes sustantivas.  Falta,  sin  embargo,  dar  a 
estas  leyes  un  campo  de  acción  expedito  i 
obtener  de  ellas  todo  el  fruto  que  deben 
rendir,  dotándolas  de  procedimientos  ade- 
cuados para  el  ejercicio  i  salvaguardia  de 
los  derechos  que  con  mayor  interés  pro- 
curan amparar.  Esta  es  la  necesidad  que 
se  trata  de  llenar  por  medio  del  presente 
Código,  uniformando  las  reglas  de  trami- 
tación diseminadas  hoi  en  leyes  numerosas 
i  no  pocas  veces  contradictorias,  i  estable- 
ciendo procedimientos  nuevos  en  armonía 
con  las  necesidades  creadas  por  los  otros 
Códigos  ya  en  vijencia. 

En  las  leyes  de  procedimiento,  se  hace 
preciso  conciliar  el  interés  de  los  litigantes, 
que  exije  una  pronta  solución  de  los  plei- 
tos, i  el  interés  de  la  justicia,  que  requiere 
una  concienzuda  i  aoertada  apreciación 
del  derecho  sobre  que  debe  recaer  el  fallo. 
En  obedecimiento  a  este  doble  propósito, 
se  ha  creído  necesario,  por  una  parte,  sim- 
plificar en  lo  posible  la  tramitación  i  adop- 
tar al  mismo  tiempo  una  serie  de  medidas 
encaminadas  a  hacer  ineficaces  los  espe- 
dientes dilatorii»-a  que  apela  la  mala  fe 
para  retardar  la  solución  de  los  pleitos;  i 
por  otra  pa-te,  dar  a  los  majistrados  ma- 
yor latitud  en  sus  atribuciones  a  fin  de  que 
Euedan  hacer  sentir  en  mayor  grado  que 
asta  ahora  su  acción  en  la  formación  i 
marcha  de  los  procesos.  Confiados  éstos  a 


la  sola  iniciativa  de  las  partes,  se  desvian 
a  menudo  de  su  verdadera  marcha,  resul- 
tando de  allí  que  la  acción  de  la  justicia  se 
hace  mas  fatigosa  i  menos  eficaz. 

Según  el  plan  adoptado,  este  Código 
comprende  cuatro  libros,  destinándose  el 
primerea  fijar  las  reglas  comunes  a  toda 
procedimiento;  el  segundo  a  la  tramitación 
ael  juicio  ordinario,  que  es  regla  jeneral 
para  los  casos  no  previstos;  el  tercero  a  los 
juicios  e3i>eciales,  que  por  su  naturaleza, 
requieren  una  tramitación  sencilla  i  breve 
o  que  no  se  ajustarían  bien  a  las  reglas  del 
procedimiento  ordinario,  i  el  cuarto,  final- 
mente, a  los  actos  de  jurisdicción  no  con- 
tenciosa. 

En  la  constitución  de  los  poderes  judi- 
ciales, la  aplicación  práctica  del  art.  395  de 
la  lei  de  15  de  octubre  de  1875,  ha  revela- 
do inconvenientes  que  se  ha  creido  opor- 
tuno subsanar,  agregando  nuevos  medios 
para  constituir  esta  clase  de  mandato,  apli- 
cables en  especial  a  las  personas  que  resi- 
den fuera  de  las  cabeceras  de  los  departa- 
mentos o  que  representan  intereses  comu- 
nes. Se  ha  determinado  también  el  alcan- 
ce que  debe  tener  el  mandato  judicial  i  la 
manera  de  ponerle  término  durante  el  jui- 
cio sin  que  perturbe  la  marcha  de  éste. 

La  acumulación  de  acciones  en  un  mis- 
mo juicio  puede  orijinar  dificultades  que 
se  ha  tratado  de  allanar.  Se  ha  procurado 
igualmente  regularizar  la  comparecencia 
de  diversas  personas  en  una  misma  lit'V, 
sea  como  partes  directas,  sea  como  terce- 
ros coadyuvantes  u  opositores.  El  Proyec- 
to establece  reglas  para  fijar  las  atribucio- 
nes dp  cada  cual  en  estos  casos,  evitando 
que  se  entorpezca  la  tramitación. 
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Se  ha  estimado  necesario  limitar  los  ca- 
sos en  que  pueden  sacarse  de  la  secretaria 
los  procesos,  tanto  para  la  seguridad  de  és- 
tos, cuanto  para  evitar  en  lo  posible  un  trá- 
mitt  que,  a  mas  de  retardar  la  marcha  de 
los  juicios,  causa  a  las  partes  gastos  inúti- 
les. Con  análogos  propósitos  se  ha  hecho 
mas  eficaz  el  apercibimiento  en  los  casos 
de  apremio,  haciéndolo  recaer  sabré  los 
verdaderos  responsables. 

Uno  de  los  puntos  más  delicados  del  pro- 
cedimiento es  el  relativo  a  la  práctica  de 
las  notificaciones.  Menester  es  que  se  im- 
pidan las  escusas  i  evasivas  maliciosas;  pero 
al  mismo  tiempo  deben  adoptarse  precau- 
ciones para  que  las  resoluciones  judiciales 
lleguen  con  seguridad  a  conocimiento  de 
las  partes.  El  sistema  adoptado  en  el  Pro- 
yecto consiste  en  practicar  una  primera 
notificación  personal  al  demandado,  ro- 
deándola de  todas  las  seguridades  necesa- 
rias para  su  regularidad,  e  imponer  en  se- 
guida á  las  partes  la  obligación  de  mante- 
ner vijilancia  activa  sobre  la  marcha  del 
proceso,  autorizando  para  ello  las  notifica- 
ciones por  cédula  i  aun  por  la  simple  ins- 
cripción en  los  estados  de  las  secretarías. 

Ha  parecido  conveniente  mantener  i  aun 
extender  i  simplificar  las  notificaciones 
por  medio  de  avisos,  cuando  el  crecido  nú- 
mero de  los  interesados  o  la  circunstan- 
cia de  no  ser  ellos  conocidos,  hagan  exce- 
sivamente dispendiosa  o  dilatoria  la  prác- 
tica de  la  notificación  personal. 

La  promoción  de  incidentes,  con  el  solo 
fin  de  retardar  la  entrada  en  la  litis  o  de 
paralizar  su  prosecución,  es  arbitrio  de 
que  con  frecuencia  usan  los  litigantes  de 
mala  fe.  Para  correjireste  mal  se  adoptan 
diversas  precauciones,  facultando  a  los 
jueces  para  rechazar  de  oficio  los  inciden- 
tesque  aparecieren  inconexos  con  el  pleito, 
determinando  el  tiempo  en  que  es  licito 
promoverlos,  estableciendo  que  su  trami- 
tación se  haga  en  ramo  separado  i  no  de- 
tenga la  de  la  acción  principal,  salvo  que 
sea  ello  absolutamente  indispensable,  i 
ijando  penas  para  los  litigantes  que  pro- 
movieren i  perdieren  mas  de  tres  inciden- 
tes dilatorios,  pues  hai  en  tal  caso  presun- 
ción vehemente  de  mala  fe. 

La  recusación  de  secretarios  i  peritos  es 
también  motivo  de  entorpecimientos  en 
los  pleitos,  i  para  atenuar  sus  efectos  se 
ha  establecido  la  necesidad  de  espresar 
causa  que  la  autorice. 

La  lei  de  Organización  de  Tribunales  ha 
dado  a  las  implicancias  el  carácter  de  ver- 
daderas prohibiciones  i  ha  parecido  opor- 
tuno ampliar  esta  medida  a  diversos  casos 
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que  aquella  lei  no  contempla  sino  como 
causales  de  recusación,  no  obstante  que 
suponen  en  el  juez  un  interés  que  haria 
delicada  i  sospechosa  su  intervención  en  el 
juicio. 

Para  facilitar  a  las  partes  su  tarea  i  tam- 
bién a  los  majistrados  los  medios  de  escu- 
sar  su  responsabilidad  se  dispone  que  de- 
berán éstos  dar  conocimiento  de  las  cau- 
sales tanto  de  implicancia  como  de  recu- 
sación que  les  afectan;  que  podrán  las 
últimas  reclamarse  ante  los  mismos  jueces 
recusados;  que  una  sola  reclamación  bas- 
tará para  diversos  juicios  entre  las  mis- 
mas partes.  Se  establecen,  por  fin,  reglas 
para  la  marcha  del  proceso  mientras  dura 
el  incidente. 

Para  que  la  condenación  de  costas  sea 
un  correctivo  eficaz,  habrá  de  imponerse 
en  lodo  caso  de  pérdida,  salvo  que  cir- 
cunstancias muy  calificadas  hagan  nece- 
saria una  declaración  espresa  del  tribunal 
en  sentido  contrario.  Pero  en  ningún  ca- 
so podrán  los  tribunales  eximir  del  pago 
de  las  que  se  causen  en  los  incidentes  di- 
latorios a  la  parte  que  los  pierde.  Para  la 
estimación  de  las  costas  se  tomará  como 
base  la  avaluación  de  la  parte  que  las  co- 
bra, sujeta  naturalmente  a  la  apreciación 
del  juez. 

EÍ  desistimiento  de  la  demanda  i  el 
abandono  de  la  instancia  han  sido  objeto  de 
especial  reglamentación.  Este  último,  so- 
bre todo,  que  importa  una  reforma  sus- 
tancial, tiende  a  correjirla  situado»  anó- 
mala que  crea  éntrelos  litigantes  la  sub- 
sistencia de  un  juicio  largo  tiempo  para- 
lizado. 

Los  propósitos  antes  insinuados  de  dar 
mayor  latitud  a  la  iniciativa  e  interven- 
ción del  juez  en  la  marcha  del  proceso, 
justifican  la  concesien  de  mas  amplias  fa- 
cultades para  decretar  de  oficio  medidas 
tendentes  al  esclarecimiento  de  los  hechos 
cuestionados.  El  tribunal  que  debe  dar 
sentencia  dispondrá  así  de  todos  los  me- 
dios necesarios  para  ilustrar  su  criterio  i 
formar  una  apreciación  completa  y  exacta 
de  los  puntos  litigados. 

Las  dispersiones  de  votos  que  con  fre- 
cuencia ocurren  en  los  acuerdos  de  los  tri- 
bunales colejiados  son  causa  de  retardos 
perjudiciales.  Se  han  adoptado  medidas 
tendentes  a  impedirlas  i  a  simplificar  la  so- 
lución de  estas  dificultades. 

De  acuerdo  con  lo  establecido  en  otros 
Códigos  estranjeros,  se  faculta  a  los  tribu- 
nales para  fallar  separadamente  i  a  medi- 
da que  se  encuentren  en  estado  las  diver- 
sas «uestiones  que  en  un   mismo  juicio  se 
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▼entilen.  Se  han  adoptado  reglas  encami- 
nadas a  impedir  que  la  avaluación  de  los 
fruios  o  perjuicios  se  haga  por  un  nuevo 
juicio  diverso  de  aquel  en  que  se  debate  el 
derecho  a  cobrarlos,  evitándose  la  promo- 
ción de  nuevos  pleitos. 

Estudiado  el  efecto  de  las  sentencias, 
ha  sido  preciso  aclarar  diversos  puntos  re- 
lativos al  valor  de  la  cosa  juzgada,  espe- 
cialmente en  cuanto  los  juicios  civiles  se 
relacionan  con  los  criminales  o  suponen 
reclamaciones  que  a  estos  corresponde  ha- 
cer. 

Las  facultades  de  los  jueces  para  en- 
mendar o  rectificar  sus  propias  sentencias 
han  dado  lugar  a  dudas  que  conviene  se 
eviten  en  lo  sucesivo,  estableciéndose  re- 
glas precisas  sobre  lo  que  es  licito  hacer 
en  esta  materia. 

En  los  trámites  de  la  apelación  se  ha 
creido  conveniente  suprimir  el  señala- 
miento de  estrados,  que  no  corresponde  a 
ninguna  necesidad  de  la  tramitación.  Pa- 
ra que  ésta  continúe  bastará  el  certiñcado 
del  respectivo  secretario  que  acredita  la 
no  comparecencia  de  las  partes. 

Sin  motivo  suñciente  se  abstienen  los 
tribunales  de  alzada  de  pronunciarse  sobre 
las  cuestiones  subsidiarias  debatidas  en 
primera  instancia,  cuando  no  ha  recaído 
sobre  ellas  un  pronunciamiento  especial, 
que  el  juez  a  quo  escusa  como  incompati- 
ble con  el  fallo  de  la  cuestión  principal.  El 
Proyecto  faculta  a  aquéllos  para  resolver 
dichas  cuestiones  por  sí  solos,  evitando  las 
dilaciones  i  aun  el  peligro  de  un  prejuzga- 
miento,  que  seorijinan  del  procedimiento 
ectual.  Por  análogas  razones  corresponde- 
rá al  tribunal  de  segunda  instancia  fallar 
sin  nuevos  recursos  los  incidentes  que  an- 
te él  promuevan. 

La  ejecución  d«  las  sentencias  da  lugar 
a  dificultades  que  se  ha  tratado  de  subsa- 
nar, especialmente  en  !o  relativo  a  las  que 
emanan  de  tribunales  estranjeros.  Los  tra- 
tados, la  reciprocidad,  i,  en  último  térmi- 
no, los  principiosgde  natural  equidad,  son 
las  bases  sobre  que  descansan  estas  dispo- 
siciones. 


Los  procedimientos  del  juicio  ordinario 
han  recibido  modificaciones  de  trascen- 
dental importancia,  fijándose  ademas  en 
muchos  las  reglas  variables  o  de  incierta 
aplicación  aceptadas  por  la  jurisprudencia 
de  nuestros  tribunales. 

Convenia  precisar  los  casos  en  que  es  ad- 
misible la  ampliación  o  rectificación  de  la 
demanda;  como  asimismo  dar  reglas  para 


•1  procedimiento  de  jactancia,  sobre  el  cual 
nada  determinado  existe. 

Enumera  i  reglamenta  el  proyecto  las 
medidas  prajudiciales  que  es  licito  solicitar 
{Dará  que  .sea  posible  la  entrada  en  el  juicio; 
i  aun  acepta  que  puedan  reclamarse  con 
este  carácter  las  medidas  precautorias  que 
la  lei  autoriza,  pero  estableciendo  al  mismo 
tiempo  restricciones  que  impidan  todo 
abuso  del  demandante  i  respondan  de  cual- 
quier injusto  perjuicio  que  pudiera  ocasio- 
narse. 

Por  una  equitativa  compensación  se  ha 
creido  necesario  otorgar  derechos  análo- 
gos a  los  que  fundadamente  temen  ser 
demandados,  i  se  les  autoriza  para  recla- 
mar como  medidas  prejudiciales  aquellas 
que  sean  indispensables  para  preparar  su 
defensa. 

La  reglamentación  de  las  medidas  pre- 
cautorias, sobre  lo  cual  nada  fijo  existe  en 
nuestro  actual  procedimiento,  es  punto  de- 
licado; pues  se  hace  preciso  conciliar  la  se- 
guridad del  derecho  del  actor  i  el  respeto  a 
la  propiedad  del  demandado.  Menester  es 
limitar  dichas  medidas  a  lo  estrictamente 
indispensable  para  que  no  se  burle  la  ac- 
ción del  demandante  i  evitar  al  mismo 
tiempo  que  con  ellas  sufra  menoscabo  el 
derecho  de  terceros.  Se  ha  procurado  al- 
canzar estos  resultados  en  el  Proyecto,  es- 
cusando  molestias  innecesarias  i  exijiendo 
la  inscripción  en  el  Conservador  de  las  pro- 
hibiciones que  se  decreten  sobre  bienes  raí- 
ces para  que  puedan  afectar  a  personas  es- 
trañas  al  juicio. 

Nuestro  Código  civil  reconoce  el  derecho 
del  comprador  evicto  para  reclamar  la  in- 
tervención del  vendedor;  pero  para  hacer 
eficaz  este  derecho  ha  sido  necesario  esta- 
blecer reglas  que  fijen  la  manera  de  recla- 
marlo, reduciendo  en  lo  posible  las  trabas 
que  con  ello  se  orijinan  para  la  espedita 
marcha  del  juicio. 

La  disposición  de  la  lei  de  Organización 
i  Atribuciones  de  los  Tribunales,  que  de- 
termina cómo  debe  establecerse  la  compe- 
tencia de  los  jueces  en  el  caso  de  reconven- 
ción, ofrece  inconvenientes  en  la  práctica, 
que  se  ha  tratado  de  salvar  adoptando  una 
regla  diversa  de  la  que  aquella  lei  for- 
mula. 

Los  procedimientos  de  la  prueba  sufren 
un  cambio  radical  en  este  proyecto.  Segu» 
él,  corresponde  en  todo  caso  al  juez  deter- 
minar los  puntos  sobre  que  deba  recaer,  en 
vista  de  las  minutas  de  las  partes;  con  lo  cua 
se  evitan  preguntas  innecesarias  o  imper' 
tinentes  que  oscurecen  en  vez  de  aclara- 
las  cuestiones,  i  se  reduce  el  debate  a  aquer 
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lio  que  sea  realmente  útil  para  el  pronun- 
ciamiento de  la  sentencia. 

La  duración  incierta  del  término  proba- 
torio; la  facilidad  de  dilatarlo  por  medio  de 
prórrogas  sucesivas;  tas  cuestiones  que  na- 
cen de  las  suspensiones  de  dicho  término  i 
sobre  la  validez  de  las  declaraciones  reci- 
bidas durante  ellas,  son  causas  de  entorpe- 
cimientos graves  para  la  pronta  conclusión 
de  los  juicios  Se  procura  remediarlas,  es- 
tableciendo un  término  que  habrá  de  con- 
cederse integro  desde  luego  i  que  no  obs- 
tante las  partes  podrán  reducir;  se  prohi- 
ben las  suspensiones,  i  se  da  lugar  a  térmi- 
nos especiales  complementarios  que  re- 
emplacen los  dias  en  que  haja  habido  im- 
pedimento real  para  rendir  prueba. 

Las  declaraciones  de  los  testigos  serán 
públicas,  i  se  concederá  a  las  partes  el  de- 
recho de  interrogarlos  para  precisar  el  al- 
cance de  lo  que  se  asevere.  Las  tachas  de- 
berán oponerse  antes  del  examen  de  cada 
testigo.  Estos  procedimientos,  que  algunas 
leyes  especiales  tienen  establecidos,  no  han 
dado  el  fruto  que  debieran,  por  haberse  au- 
torizado su  renuncia,  de  lo  cual  aprove- 
chan los  litigantes  o  las  personas  que  en  su 
representación  jestionan  por  motivos  de 
conveniencia  personal,  pero  con  perjuicio 
de  la  regularidad  del  procedimiento.  Ha 
habido,  pues,  necesidad  de  prohibir  tales 
renuncias. 

Aun  cuando  aparezca  excesiva  la  tarea 
de  los  jueces  en  la  tramitación  que  el  Pro- 
yecto acoje,  debe  tenerse  prer.ente  que  ella 
se  simplifica  considerablemente  con  la  re- 
ducción del  número  de  testigos  a  solo  seis 
por  cada  hecho  i  del  número  de  preguntas, 
que  el  mismo  juez  está  encargado  de  for- 
mular, limitándolas  a  lo  necesario  para  el 
esclarecimiento  de   la  cuestión.  El  estudio 
de  ésta  que  el  juez  se  ve  obligado  a  hacer 
para  el  desempeño  de  su  tarea  en  la  ren- 
dición de  la  prueba,  habrá  de  facilitar,  por 
otra  parte,  el  despacho  de  los  juicios,  per- 
mitiendo al  majistrado  apreciar  desde  lue- 
go el  alcance  e  importancia  de  cada  solici- 
tud; lo  cual  no  es  siempre  fácil  que  suceda 
cuando  se  reserva  el  estudio  completo  de 
los  autos  para  el   momento  en  que  debe 
pronunciarse  la  sentencia. 

Con  respecto  a  los  otros  medios  particu- 
lares de  prueba,  se  determina  la  manera 
de  establecer  la  autoridad  de  los  documen- 
tos públicos  otorgados  dentro  o  fuera  de  la 
República.  En  la  confesión,  no  se  impone 
ai  que  la  solicita  la  obligación  injustitieada 
de  hacer  solo  preguntas  asertivas,  recono- 
ciendo forzosamente  la  existencia  de  los 
hechos  sobre  los  cuales  necesita  indagar 


la  opinión  del  contendor.  La  parte  que  exi- 
je  la  confesión  podrá  estar  presente  en  el 
acto  de  tomarla,  i  aun  hacer  preguntas 
para  fíjar  su  alcance;  pero  en  cambio  se 
limita  el  número  de  veces  que  puede  repe- 
tirse la  confesión,  para  escu.sar  exijencias 
caprichosas  o  maliciosas,  i  se  permite  al 
confesante  alegar  i  justificar  que  ha  obra- 
do por  error,  aun  cuando  no  se  trate  de 
hechos  personales.  Ha  parecido  necesario 
establecer  el  alcance  de  la  confesión  caliti  - 
cada,  sobre  lo  cual  se  han  suscitado  fre- 
cuentes dudas. 

La  apreciación  de  las  varias  pruebas  i 
de  su  %alor  relativo  es  materia  de  regla- 
mentación especial,  para  que  se  facilite  la 
tarea  de  los  jueces  en  la  elección  del  fallo. 

Reconocido  el  derecho  de  adherirse  a  la 
apelación  deducida  por  una  de  las  partes, 
ha  sido  preciso  determinar  con  claridad  la 
manera  de  ejercerlo,  para  evitar  toda  sor- 
presa al  adversario. 

Con  este  objeto,  queda  prohibida  la  ad- 
hesión Yerbal  en  estrados  ,  aceptada  en 
nuestro  actual  procedimiento. 


La  materia  de  los  juicios  especiales  es  la 
que  ha  recibido  mayores  modificaciones, 
porque  corresponde  en  gran  parte  a  las 
nuevas  situaciones  creadas  por  los  otros 
Códigos  ya  aprobados. 

En  el  juicio  ejecutivo  se  ha  creído  con- 
veniente dar  cabida  a  una  reforma  recla- 
mada tiempo  ha,  que  exije  la  inscripción 
e»  el  Conservador  del  embargo  de  bienes 
raíces  para  que  pueda  afectar  a  terceros. 
Con  ellos  se  llenan  los  propósitos  que  se 
tuvieron  en  vista  al  establecer  el  Rejistr* 
de  Conservadores,  reuniendo  allí  i  hacien- 
do públicos  todos  los  gravámenes  que  pe- 
sen sobre  la  propiedad  raiz. 

Ha  sido  materia  de  duda  el  valor  de  cosa, 
juzgada  que  corresponda  a  las  sentencias 
de  los  juicios  ejecutivo»  con  relación  a  la 
acción  ordinaria  en  que  se  ventilen  los 
mismos  derechos,  i  ha  parecido  oportuno 
consignar  reglas  precisas  que  resuelvan 
aquella  duda. 

Se  da  lugar  en  este  Proyecto  a  la  terce- 
ría del  que  pretende  concurrir  con  el  pri- 
mer ejecutante  en  el  pago  do  una  obliga- 
ción igualmente  ejecutiva,  siempre  que  no 
haya  bienes  suficientes  parí  satisfacer  a 
ambos  acreedores.  De  esta  manera  se  evi- 
tarán las  dificultades  que  ¡a  menudo  se 
ofrecen,  adoptándose  una  regla  equitativa 
que  ampare  los  derechos  del  tercerista. 

Para  llenar  un  vacío  del  procedimiento 
actual,  se  establecen  reglas  para  el  caso  de 
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cesión  de  bienes  a  un  solo  acreedor,  caso 
que  el  Código  civil  contempla  en  su  ar- 
ticulo 1614. 

La  acción  ejecutiva  puede  recaer,  no 
solo  sobre  obligaciones  de  dar,  sino  tam- 
bién sobre  la  de  hacer,  cuando  el  título  en 
que  funda  reúne  las  condiciones  necesa- 
rias para  que  aparezca  claro  i  espedito  el 
derecho  del  acreedor.  No  hai  razón  para 
que  el  crédito  en  dinero  merezca  el  ampa- 
ro de  la  lei,  i  no  se  haga  estensivo  este 
amparo  al  que  reclama  la  ejecución  de  un 
hecho  cuya  obligación  conste  de  instru- 
mento público  vencido;  ni  seria  equitativo 
imponerle  la  carga  de  seguir  un  juicio  or- 
dinario para  obtener  el  pago  de  lo  que  se 
le  adeuda  en  tales  condiciones.  En  confor- 
midad a  lo  que  otros  Códigos  establecen, 
se  ha  ampliado  el  procedimiento  ejecutivo 
a  estos  casos,  dándose  las  reglas  mas  apro- 
piadas para  facilitarlo. 

Se  ha  procurado  uniformar  en  lo  posi- 
ble la  tramitación  del  concurso  civil  i  de  la 
quiebra  mercantil,  con  lo  cual  gana  en  sen- 
cillez el  procedimiente.  Se  reservan  para 
la  quiebra  solo  aquellas  disposiciones  que, 
basadas  en  el  Código  de  Comercio,  i  de  ín- 
dole peculiar  a  las  operaciones  mercanti- 
les, no  tengan  cabida  en  el  concurso  civil. 
Entre  las  reglas  comunes  a  ambos  pro- 
cedimientos, conviene  recordar  las  que  se 
refieren  a  la  acumulación  de  espelientes, 
a  la  subsistencia  de  embargos  i  medidas 
precautorias  decretadas  con  anterioridad 
a  la  falencia,  a  la  designación  del  síndico 
definitivo  por  los  acreedores  en  la  primera 
junta  i  a  la  determinación  de  su  honorario. 
En  cuanto  a  la  duración  de  las  funciones 
del  sindico,  ha  parecido  conveniente  limi- 
tarla solo  a  dieciocho  meses  como  un  estí- 
mulo para  la  pronta  terminación  de  estos 
juicios,  sin  que  sea  permitido  ampliar  este 
plazo,  i  sí  solo  renovar  el  nombramiento  a 
su  espiración. 

Son  bien  conocidas  la  frecuencia  i  faci- 
lidad conque  se  abusa  de  los  convenios  en 
los  concursos,  i  la  dificultad  que  hai  para 
establecer  en  muchos  casos  la  falsedad  de 
los  créditos  conque  llegan  a  formarse 
fraudulentamente  las  mayorías.  No  esjus- 
to tampoco  que  la  conveniencia  de  los  mas 
prive  a  los  que  rechazan  el  convenio  del 
derecho  de  recibir  desde  luego  la  cuota 
grande  o  pequeña,  que  habria  de  corres- 
ponilerles  en  la  liquidación.  Un  convenio 
impuesto  por  la  fiiersa  es  un  verdadero 
contrasentido,  i  una  injusticia  que  la  lei  no 
debe  amparar.  Para  poner  en  práctica 
estas  ideas  adopta  el  Proyecto  diversas 
Hiedidas  que  modifican  radicalmente  las 


disposiciones  actuales  sobre  esta  materia. 
Se  requiere,  en  primer  lugar,  unanimidad 
de  los  acreedores  concurrentes  para  toda 
rebaja  de  créditos  que  llegue  al  cincuenta 
por  ciento  i  para  toda  concesión  de  plazo 
que  exceda  de  cuatro  años.  Ademas,  el 
convenia  no  impedirá  a  los  acreedores  que 
se  hubieren  opuesto  a  él,  exijir  el  pago  de 
lo  que  les  habria  correspondido  en  la  li- 
quidación i  reparto  de  los  haberes  del  con- 
curso. 

La  cuestión  muchas  veces  debatida  so- 
bre si  en  las  acciones  posesorias  debe  dar- 
se conocimiento  de  la  demanda  al  quere- 
llado, se  resuelve  en  sentido  afirmativo, 
pues  lo  contrario  da  lugar  a  vejaciones 
injustas.  Para  que  el  amparo  del  derecho 
del  poseedor  sea  eñcaz,  basta  adoptar  un 
Procedimiento  que  impida  todo  retardo  in- 
necesario en  el  juicio. 

Del  contrato  de  arrendamiento  nacen 
acciofies  que  exijen  una  tramitación  bre- 
vísima, i  que  hoi  se  someten  al  procedi- 
miento moroso  de  un  juicio  ordinario.  El 
proyecto  contiene  un  título' especial  desti- 
nado a  subsanar  esta  falta. 

Para  llenar  análogas  necesidades,  ha 
sido  preciso  reglamentar  los  procedimien- 
tos sobre  permiso  para  contraer  matrimo- 
nio i  sobre  autorización  a  la  mujer  casada 
para  contratar. 

A  las  disposiciones  del  juicio  arbitral,  se 
agrega  un  nuevo  titulo  sobre  partición  de 
bienes,  adoptando  en  gran  parte  i  regula- 
rizando lo  que  la  práctica  tiene  ya  estable- 
cido. Se  ha  procurado  ademas  aclarar  al- 
gunas dudas  que  ocasionan  los  precepto.s 
del  Código  civil  sobre  particiones. 

La  distribución  de  aguas  comunes  da 
lugar  a  frecuentes  i  molestas  dificultades, 
por  falta  de  un  procedimiento  sen-^illo  í 
breve  que  reglamente  la  manera  de  hacer 
el  reparto.  Establecido  este  procedimiento 
para  solo  efectos  pasajeros,  se  reserva  al 
juicio  ordinario  la  determinación  definiti- 
va del  derecho  de  los  comuneros. 

A  una  necesidad  análoga  se  atiende  con 
el  procedimiento  sumario  en  aquellos  casos 
en  que  la  lei  o  la  naturaleza  del  derecho 
discutido  requieren  un  pronto  fallo. 

La  rendición  de  cuentas  da  lugar  a  cues- 
tiones en  caso  de  neglijencia  de  los  obliga- 
dos a  presentarlas.  Ha  parecido  convenien- 
te estableeer  la  responsabilidad  que  esta 
neglijencia  impone  i  la  manera  de  subsa- 
narla. 

Para  facilitar  la  unificación  de  la  justicia 
de  menor  i  de  mínima  cuantía  que  habrá 
de  encomendarse  a  unos  mismos  funciona- 
rios, se  adopta  un  solo  procedimiento  para 


CHILE. — CÓDIGO  DE  PROCEDIMIENTO  CITIL 


597 


los  juicios  de  que  conocen  los  jueces  de 
subdelegacion  i  los  de  distrito. 

Se  ha  ampliado  este  procedimiento,  dan- 
do reglas  para  tramitarlas  acciones  ejecu- 
tivas que  ante  dichos  jueces  se  promuevan, 
i  se  ha  tratado  de  hacerlo  estrictamente 
verbal,  impidiéndose  el  abuso  frecuente  de 
formar  espedientes  voluminosos  en  litijios 
de  mui  reducido  interés. 

Las  disposiciones  especiales  del  Código 
de  Comercio  sobre  averia  común  han  he- 
cho necesario  un  procedimiento  apropiado 
para  resolver  las  cuestiones  que  en  esta 
materia  pueden  suscitarse. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  el  Código  de 
Minería,  se  ha  juzgado  preferible  equipa- 
rar los  juicios  de  minas  a  los  de  comercio. 
El  procedimiento  adoptado  por  aquel  Códi- 
go no  se  armoniza  con  los  que  quedan  es- 
tablecidos para  los  juicios  comunes,  ni 
prevé  los  varios  casos  que  pueden  ocurrir 
en  materia  de  incidentes,  tachas,  etc.  Sus 
resultados  no  serian  tampoco  mas  rápidos 
que  los  que  en  materia  comercial  se  obtie- 
nen. Para  aquellos  casos  que  requieren 
una  tramitación  mas  breve,  se  ha  adopta- 
do el  procedimiento  sumario  que  este  mis- 
mo Código  establece. 

Las  disposiciones  que  hoi  rijen  sobre 
matrimonio  reclaman  una  forma  especial 
para  los  juicios  en  que  se  ventilen  cuestio- 
nes de  nulidad  i  de  divorcio,  perpetuo  o 
temporal,  en  armonía  con  la  nueva  situa- 
ción creada  por  dichas  disposiciones. 

Faltaba  asimismo  un  procedimiento 
apropiado  para  hacer  electivo  el  derecho 
de  desposeimiento  que  el  Código  civil  con- 
cede al  acreedor  sobre  el  tercer  poseedor 
de  la  finca  hipotecada  ó  acensuada.  Ha 
sido  necesario  consignarlo. 

Terminan  los  procedimientos  especiales 
con  el  que  debe  servir  para  el  recurso  de 
casación  en  la  forma  i  en  el  fondo.  No  di- 
fiere el  primero  esencialmente  del  actual 
recurso  de  nulidad;  pero  se  ha  procurado 
llenar  los  vacíos  i  aclarar  las  dudas  que  en 
él  se  notan.  Se  determinan  con  tal  objeto 
los  trámites  cuya  omisión  da  lugar  al  re- 
curso, i  se  desconoce  de  un  modo  espreso 
la  acción  ordinaria  de  nulidad  para  invali- 
dar sentencias,  no  admitiéndose  otro  ca- 
mino que  el  de  la  casación  para  lograr  este 
resultado,  en  obsequio  a  la  brevedad  de 
los  procedimientos  i  al  tranquilo  goce  de 
los  derechos  declarados  en  juicio. 

La  casación  en  el  fondo  introduce  en 


nuestra  lejislacion  una  novedad  reclamada 
por  las  necesidades  de  dar  uniforme  aplica- 
ción alas  leyes.  Se  ha  limitadosolo  a  las  sen- 
tencias de  las  Cortes  de  Alzada,  como  en- 
cargadas de  dar  la  norma  para  el  correcto 
fun jionamiento  de  los  tribunales  infe- 
riores. 

Aun  cuando,  para  conservar  a  la  casa- 
ción su  verdadero  i  elevado  carácter,  acon- 
sejan muchos  jurisconsultos  limitar  las 
funciones  del  tribunal  a  solo  la  declara- 
ción que  invalidad  fallo  reclamado,  se  ha 
creido  preferible  encomendarle  también  la 
resolución  del  asunto  en  que  la  casación 
recae,  con  el  fin  de  evitar  dilaciones  i  gas- 
tos a  los  litigantes,  i  una  organización  mas 
vasta  del  tribunal  a  quien  se  encarga  esta 
misión. 


La  última  parte  del  Proyecto  está  con- 
sagrada a  los  actos  de  jurisdicción  volun- 
taria, determinándose  allí  las  facultades  de 
los  jueces  para  proceder  i  para  dejar  sin 
efecto  sus  resoluciones,  una  vez  dictadas. 

Los  preceptos  del  Código  civil  sobre  le- 
jitimacion,  emancipación,  reconocimiento 
de  hijos  naturales,  habilitación  de  edad, 
nombramiento  de  tutores  i  curadores,  han 
hecho  necesario  establecer  reglas  aplica- 
bles a  cada  uno  de  estos  casos,  consultando 
el  espíritu  de  aquel  Código. 

Las  medidas  que  reclama  la  apertura  d« 
una  sucesión  i  los  trámites  que  le  son  con- 
siguientes exijen  un  títuloespecial,  que  sal- 
ve las  frecuentes  dudas  que  en  la  prácti- 
ca se  ofrecen.  Especialmente  ocurre  esto 
al  tratarse  de  la  posesión  de  las  herencias 
i  de  la  manera  cómo  puede  hacerse  valer 
el  titulo  de  heredero.  Se  ha  estimado  con- 
veniente dar  cierta  publicidad  a  estos  ac- 
tos, para  que  los  terceros  interesados  pue- 
dan hacer  valer  oportunamente  sus  de- 
rechos. 

Reglamentada  la  manera  de  rendir  in- 
formaciones para  perpetua  memoria,  se 
determina  el  valor  que  debe  atribuírseles. 

Los  trámites  a  que  debe  someterse  la  es- 
propiacion  por  causa  de  utilidad  pública, 
eu  los  casos  en  que  una  lei  la  autorice,  son 
materia  de  un  nuevo  título  que  resume  las 
disposiciones  hoi  en  vijencia. 

Santiago,  1."  de  febrero  de  1893. 


JORJE  MoNTT . 


Máximo  del  Campo. 
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II.  Informe  de  la  Comisión  mista  encargada  de  su  estudio. 


Honorable  Senado: 

La  Comisión  mista  de  senadores  i  dipu- 
tados que  las  Támaras  tuvieron  a  bien 
nombrar  para  el  examen  de  los  Códigos 
de  Procedimiento  civil  i  penal,  ha  termi- 
nado el  estudio  del  primero,  que  comenzó 
el  10  de  noviembre  de  1900.  Durante  e^e 
espacio  de  tiempo  la  Comisión  ha  ceisbra- 
do  treinta  i  nueve  sesiones  i  examinado 
detenidamente  cada  uno  de  los  artículos 
del  Proyecto,  consignando  en  el  cuaderno 
de  actas  que  se  acompaña,  el  resultado  de 
su  estudio  i  las  moditícaciones  que  éste  le 
ha  sujerido. 

El  Excmo.  Presidente  de  la  República, 
que  en  el  carácter  de  Senador  había  sido 
uesignado  presidente  de  la  Comisión,  se  ha 
asociado  a  las  tareas  de  ésta  después  de  su 
elevación  al  mando  supremo  i  continuado 
presidiéndola  i  cooperando  poderosamente 
al  éxito  de  sus  trabajos. 

Seria  obra  demasiado  considerahle  es- 
poner  detalladamente  i  en  estenso  las  mo- 
dificaciones que  la  Comisión  ha  creído 
conveniente  introducir  en  el  Proyecto,  to- 
das las  cuales  constan  de  las  actas  respec- 
tivas, así  como  los  motivos  que  se  tuvieron 
presentes  para  adoptarlas.  A  ellas  se  re- 
fiere la  Comisión  con  el  propósito  de  limi- 
tar este  informe  a  los  punios  que  especial- 
mente han  llamado  su  atención. 

Se  ha  procurado  facilitar  en  lo  posible 
la  apertura  de  los  juicios,  determinando  la 
manera  de  constituir  la  personería  de 
aquellos  en  que  las  partes  sean  numerosas 
personas  i  de  hacer  que  las  notificaciones 
»e  verifiquen  en  breve  plazo  i  por  proce» 
dimientos  que  garanticen  completamente 
los  derechos  de  demandantes  i  demanda- 
dos. 

Se  ha  limitado  a  tres  el  número  de  jue- 
•  ees  que  se  requiere  en  los  tribunales  cole- 
jjiados  de  segunda  instancia  para  fallar  las 
causas,  cualquiera  que  sea  la  cuantía  de 
éstas.  En  la  Corte  Suprema  ese  número 
será  de  cuatro  para  los  diversos  asuntos 
de  que  corresponde  conocer  a  ese  tribunal; 
i  de  siete  cuando  se  trate  de  un  recurso  de 
casación  en  el  fondo.  De  esta  manera  se 
facilitará  considerablemente  el  despacho 
de  los  negocios  judiciales  i  se  podrán  crear 
nuevas  Cortes  de  Apelaciones  en  lugares 
«que  las  reclaman  consolido  fundamento, 
poniéndose  asi  la  justicia  de  segunda  ins- 
tancia mas  al  alcance  de  todos  i  ejercién- 


dose mas  de  cerca  la  supervijilancia  sobre 
los  funcionarios  judiciales  que  de  ellas  de- 
penden. 

Para  evitar  inútiles  dilaciones  se  ha  au- 
torizado a  los  mismo?  tribunales  de  alzada 
para  fallar  por  sí  solos  las  escepciones  de 
prescripción,  cosa  juzgada  i  transacción 
cuando  fueren  opuestas   por  primera  vez 
en  la  segunda  instancia  del  juicio,  omi- 
tiéndose el  trámite  dilatorio  i   ordinaria-    \ 
mente   inútil  que  se  ha  acostumbrado  en     ^ 
los  tribunales  chilenos  de  devolver  la  cau- 
sa al  juez  a  quo  para  que  se  pronuncie  so- 
bre escepciones  que  no  se  han  propuesto- 
ante  él  ni  ventilado  en  el  juicio. 

En  el  titulo  que  se  refiere  al  juicio  eje- 
cutivo se  han  ampliado  los  casos  de  bienes 
no  embargables,  i  se  ha  tomado  como  base 
principal  la  necesidad  de  no  interrumpir 
los  servicie^  públicos  i  de  evitar  causas  de 
perturbaciones  en  las  operaciones  de  la& 
oficinas.  Con  este  propósito  se  han  refun- 
dido algunas  disposiciones  que  tenían  ya 
tuerza  legal  i  otras  que  se  tramitaban  en  el 
Congreso  para  convertirlas  en  leí. 

El  recurso  de  casación  establecido  en  el 
Proyecto  ha  sido  ya  ampliamente  discuti- 
do i  aprobado  por  la  honorable  Cámara  de 
Senadores.  La  Comisión  se  ha  limitado  a 
hacer  lijeras  alteraciones  al  Proyecto  apro- 
bado con  el  fin  de  coordinar  sus  disposi- 
ciones con  las  reglas  jenerales  de  proce- 
dimiento que  establece  este  Código. 

Ha  creído  asimismo  indispensable  esta- 
blecer las  reglas  necesarias  para  hacer* 
efectivo  i  eficaz  el  derecho  de  retención 
que  confieren  en  diversos  casos  el  Código 
civil  i  demás  leyes  sustantivas.  Con  esto- 
ha  llenado  un  vacío  que  se  hacia  sentir  en 
la  lejislacion  vijente. 

Tales  son  los  puntos  mas  salientes  de  las 
numerosas  modificaciones  que  la  Comisión 
creyó  'conveniente  introducir  en  el  Pro- 
yecto sometido  a  su  examen.  Las  demas^ 
son  de  un  orden  secundario  i  tienden  a 
dar  al  nuevo  Código  la  unidad  i  armonía 
de  que  ha  menester  i  a  precisar  i  correjir- 
el  lenguaje  de  la  leí  conforme  a  las  reglas-- 
estéticas  de  que  no  es  dable  prescindir  en. 
trabajos  de  ésta  naturaleza. 

La  esposicion  completa  de  este  Provec- 
to considerado  en  sus  bases  capitales  i  en 
los  múltiples  detalles  de  que  consta,  seria 
una  obra  que  la  Comisión  estima  inútil 
acometer.  Basta  para  el  efecto  referirse  a 
la  reseña  sucinta  pero  completa  que  con- 
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tiene  el  mensaje  conque  el  Ejecutivo  lo 
presentó  al  Senado. 

Su  H probación  por  el  Congreso  se  impo- 
ne como  la  satisfacción  de  una  necesidad 
nacional  que  el  país  reclama  desde  muchos 
años  atrás.  Sometido  todavía  ai  viejo  sis- 
tema de  enjuiciamiento  que  todas  las  na- 
ciones de  oríjen  español  han  abandonado, 
Chile  es  el  único  que  se  rije  todavía  por  las 
leyes  dictadas  en  la  Península  durante  la 
Edad  Media,  muchas  de  las  cuales  se  re- 
montan a  los  siglos  Vil  i  VIII  de  nuestra 
Era  i  que  constituyen  un  conjunto  incohe- 
rente e  imposible  de  adaptar  en  gran  par- 
te de  los  casos  al  réjimen,  a  las  costum- 
bres i  a  los  adelantos  de  esta  época. 

Este  Proyecto,  iniciado  hace  mas  de 
cuarenta  años,  fue  en  su  orijen  la  obra  de 
distinguidos  jurisconsultos  i  ha  estado  so- 
metido al  estudio  de  diversas  comisiones 
compuestas  de  las  personas  mas  eminen- 
tes i  conocederas  del  derecho.  Se  puede 
decir  que  casi  no  ha  habido  en  Chile  maes- 
tro de  esta  ciencia  que  no  haya  colabora- 
do, durante  la  última  parle  del  siglo  que 
acaba  de  terminar,  en  este  proyecto  de 
Código  de  Procedimiento  civil. 

La  primera  revisión  del  trabajo  duró 
diez  años,  desde  1874  a  1884,  i  en  ella  to- 
maron parte  los  Presidentes  de  la  Repú- 
blica don  Federico  Errázuriz  Zañartu  i 
don  Domingo  Santa  Maria. 

Concluida  esta  primera  revisión,  se  pro- 
cedió a  una  segunda,  que  llevó  a  efecto 
una  nueva  Comisión  compuesta  de  los  se- 
ñores Manuel  E.  Ballesteros,  Francisco  E. 
Noguera,  Osvaldo  Renjifo,  Raimundo  Sil- 
va Cruz  i  Leopoldo  Urrutia,  la  cual  no  se 
limitó  a  dar  forma  legal  al  sistema  de  en- 
juiciamiento ya  existente,  sino  que  pro- 
curó adaptar  a  las  necesidades  de  nuestro 
país  los  adelantos  que  en  otras  naciones 
habia  hecho  la  ciencia  procesal. 

Esta  Comisión  trabajó  continuada  i  asi- 
duamente cuatro  años  consecutivos,  du- 
rante los  cualtts  revisó  tres  veces  sus  pro- 
pios trabajos. 

Fruto  de  esta  labor  fué  el  Proyecto  que 
e)  Ejecutivo  sometió  a  la  aprobación  del 
Congreso.  Desde  hace  nueve  años  dicho 
Proyecto  ha  sido  materia  de  estudio  para 
diversas  comisiones  parlamentarias,  hasta 
que  en  noviembre  de  1900  fue  designada  la 
Comisión  mista  que  suscribe  este  informe  i 
que  se  propuso  llevara  término  el  examen 
del  Proyecto,  venciendo  todo  jénero  de  difi- 
cultades, con  el  propósito  firme  i  patriótico 
de  dar  cuanto  antes  satisfacción  ala  necesi- 
dad tan  urjentemente  sentida  de  la  reforma 
radical  de  nuestras  leyes  de  procedimiento. 


La  Comisión,  al  dar  la  última  mano  al 
Proyecto,  ha  querido  hacer  de  él  un  estu- 
dio detenido  i  concienzudo.  Para  proceder 
con  ma\or  caudal  de  luz  solicitó  la  cola- 
boración de  tres  distinguidos  majistrados, 
loa  señores  don  Leopoldo  Urrutia,  don 
Agustín  Rodríguez  i  don  Miguel  Luis  Val- 
des,  Ministros  los  dos  primeros  y  fiscal  el 
último  de  la  Excma.  Corte  Suprema,  todos 
los  cuales  se  prestaron  gustosos  a  coadyu- 
var a  los  trabajos  de  la  Comisión  i  no  .son 
pocos  los  datos  e  informaciones  científi- 
cas que  han  traído  a  nuestros  debates  i 
que  han  orijinado  reformas  de  importan- 
cia. 

Por  la  particular  naturaleza  de  este  tra- 
bajo, la  Comisión  creyó  también  indispen- 
sable el  nombramiento  de  un  secretario 
especial  i  designó  para  este  objeto  a  don 
Luis  Barriga,  relator  de  la  Corte  de  Ape- 
laciones de  Santiago,  quien  con  gran  con- 
tracción, laboriosidad  e  intelijencia,  ha 
contribuido  eficazmente  a  que  la  Comisión 
pudiera  llevar  su  obra  a  feliz  término.  Es- 
tima la  Comisión  que  es  justo  remunerar 
estos  servicios  en  la  forma  que  espresa  en 
la  última  disposición  transitoria  del  pro- 
yecto que  os  somete. 

En  estas  condiciones  se  propone  a  vues- 
tra deliberación  el  presente  Proyecto  de 
Código  de  Procedimiento  civil.  Cree  la 
Comisión  que  ya  no  es  posible  retardar 
por  mas  tiempo  la  promulgación  de  una 
lei  tan  imperiosamente  reclamada  i  tan 
detenidamente  estudiada,  i  os  encarece 
que  la  aprobéis  sin  someterla  al  trámite  de 
una  discusión  detallada.  La  Comisión 
piensa  que  es  oportuno  reproducir  aquí 
las  palabras  del  mensaje  con  que  se  acom- 
pañó al  Congreso  el  Proyecto  de  Código 
civil  i  que  se  adaptan  perfectamente  al 
caso  actual. 

«La  discusión  de  una  obra  de  esta  espe- 
cie en  la-  Cámaras  Lejislativas,  retardaría 
por  siglos  su  promulgación,  que  es  ya  una 
necesidad  imperiosa^  i  no  podría  después 
de  todo,  dar  a  ella  la  unidad,  el  concierto, 
la  armonía  que  son  sus  indispensables  ca- 
racteres». 

La  Comisión  agrega  a  esa  justa  refle- 
sion  que  cualesquiera  que  sean  los  defec- 
tos de  que  adolezca  este  Proyecto,  es  fue- 
ra de  toda  duda  que  mejorará  considera- 
blemente la  situación  actual,  sustituyendo 
una  lejislacion  clara  i  metódica  a  un  con- 
junto de  leyes  en  gran  parte  contradicto- 
rias, inaplicables  i  sin  ilación  alguna.  La 
esperiencia  manifestará  en  breve  las  omi- 
siones i  defectos  que  sea  necesario  subsa- 
nar; pero  entretanto  cree  la  Comisión  que    ^ 
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es  menester  poner  término  de  usa  vez  al      ya  dado  por  la  totalidad  de  Jas  naciones 
réjimen  actual,  i  dar  este  paso  que  ha  sido      cultas. 


I.    Testo  de  la  Lei  Aprobatoria. 


Art.  1.  Apruébase  el  adjunto  Código 
de  Procedimiento  civil  que  comenzará  á 
rejir  desde  e¡  1.°  de  marzo  de  1903. 

Dos  ejemplares  de  una  edición  correcta 
i  esmerada,  que' deberá  hacerse  inmedia- 
tamente, autorizados  por  el  Presidente  de 
la  República  i  signados  con  el  sello  del  Mi- 
nisterio de  Justicia,  se  depositarán  en  la 
Secrelai'ia  de  ambas  Cámaras,  do»  en  el 
archivo  de  dicho  Ministerio  i  otros  dos  en 
la  Biblioteca  Nacional. 

El  testo  de  esos  ejemplares  se  tendrá  por 
el  testo  auténtico  del  Código  de  Procedi- 
miento Civil,  i  a  él  deberán  contormarse 
las  demás  ediciones  y  publicaciones  que  del 
espresado  Código  se  hicieren. 

2.  La  Corte  Suprema  se  compondrá  de 
diez  miembros  i  tendrá  un  solo  (iscal. 

3.  Para  conocer  en  los  recursos  de  ca- 
sación en  el  fondo  i  de  revisión,  la  Corte 
Suprema  funcionará  en  un  solo  cuerpo  con 
la  concurrencia  de  siete  jueces  por  lo  me- 
nos. 

Para  el  despacho  de  los  demás  negocios 
judiciales,  dicha  Corte  se  dividirá  en  dos 
salas,  ninguna  de  las  cuales  podrá  funcio- 
nar con  menos  de  cuatro  jueces. 

4.  La  distribución  de  los  miembros  de 
la  Corte  Suprema  entre  las  dos  salas  se  ve- 
rificará anualmente  por  sorteo,  el  cual  se 
llevará  a  efecto  en  audiencia  pública  el  pri- 
mer dia  hábil  del  año. 

5.  El  conocimiento  de  las  causas  de  ha- 
cienda, de  que  conoce  actualmente  la  Cor- 
te Suprema,  corresponderá  á  la  Corte  de 
Apelaciones  de  Santiago. 

La  representación  del  Fisco  en  juicio 
corresponderá  a  las  personas  que  lioi  la 
ejercen  i  el  Director  del  Tesoro  podrá  asu- 
mir esta  representación,  por  sí  o  por  me- 
dio de  mandatario,  cuando  lo  estimare  por 
conveniente,  cesando  en  tales  casos  la  re- 
presentación de  cualquier  otro  funcionario. 

6.  Corresponderá  a  las  Cortes  de  Ape- 
laciones conocer  en  todos  los  asuntos  que 
según  la  lei  de  Organización  i  Atribuciones 
de  las  Municipalidades,  son  actualmente 
de  la  competencia  de  la  Corte  Suprema. 

7.  Las  funciones  del  fiscal  ie  la  Corte 
Suprema  i  de  los  fiscales  de  la  Corte  de 
Apelaciones  se  limitarán  a  los  negocios  ju- 
diciales i  a  los  de  carácter  administrativo 


en  que  una  lei  requiera  especialmente  su 
intervención. 

8.  Los  miembros  de  la  Corte  Suprema 
i  el  fiscal  de  este  Tribunal  gozarán  del 
sueldo  anual  de  quince  mil  peses.  El  Pre- 
sidente tendrá  una  gratificación  también 
anual  de  mil  pesos. 

Los  relatores  i  el  secretario  de  la  misma 
Corte  percibirán  un  sueldo  igual  al  asigna- 
do a  los  jueces  de  letras  de  Santiago. 

El  oficial  primero  de  la  secretaria  de  la 
Corte  de  casación  tendrá  un  sueldo  anual 
de  tres  mil  qui«ientos  pesos. 

9.  Para  los  efectos  de  la  jubilación  de 
los  empleados  a  que  se  refiere  el  articulo 
anterior,  solo  se  tomará  en  cuenta  el  se- 
tenta i  cinco  por  eiento  de  los  sueldos  que 
respectivamente  se  les  asigna,  sin  perjui- 
cio de  lo  dispuesto  en  la  lei  núm.  1.146, 
de  28  de  diciembre  de  1898. 

10.  Los  que  hubieren  desempeñado  los 
cargos  de  Presidente  de  la  República,  mi- 
nistros de  Estado,  intendentes  de  prorin- 
cia,  gobernadores  de  departamento  o  se- 
cretarios de  Intendencia,  no  podrán  ser 
miembros  de  los  Tribunales  Superiores  de 
Justicia,  jueces  letrados,  fiscales,  promo- 
tores fiscales,  ni  relatores,  ya  sea  en  pro- 
piedad, ya  interinamente  o  como  suplen- 
tes, sino  un  año  después  de  haber  cesado 
en  el  desempeño  de  sus  funciones  admi- 
nistrativas. 

ARTÍCULOS  TRANSITORIOS 

Art.  1.  Las  disposiciones  contenidas 
en  los  arts.  2  i  siguientes  de  esta  lei  prin- 
cipiarán a  rejir  en  la  fecha  espresada  ea 
el  art.  1. 

La  Corte  Suprema  continuará  conocien- 
do de  las  causas  de  Hacienda,  de  las  recla- 
maciones municipales  que  estuvieren  pen- 
dientes ante  dicho  Tribunal  en  la  fecha 
indicada,  no  obstante  lo  dispuesto  en  los 
arts.  5  i  6. 

2.  La  reducción  de  las  plazas  de  fis- 
cales de  la  Corte  Suprema  a  una  sola,  S3 
verificará  cuando  ocurra  la  primera  va- 
cante. 

3.  Los  actuales  miembros  de  la  Corte 
Suprema  tendrán  derecho  a  jubilarse  den- 
tro de  seis  meses  con  una  pensión  equiva- 
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lente  a  las  cuarentavas  partes  que  les  co- 
rrespondan por  el  número  de  años  de  ser- 
vicios sobre  la  base  del  sueldo  íntegro  que 
esta  lei  les  asigna,  no  pudiendo  exceder 
dicha  pensión  del  75  por  100  del  referido 
sueldo. 


4.  Concédese  a  d«n  Luis  Barriga  la 
suma  de  seis  mil  pesos  en  remuneración 
de  los  servicios  que  lia  prestado  como  se- 
cretario de  la  Comisión  mista  de  ambas 
Cámaras,  encargada  del  estudio  del  Pro- 
yecto  de  Procedimiento  civil. 


IV.    Testo  del  Código  de  Procedimiento  civil 


MBHO  Pí^imERO 
Disposiciones  eomanes  a  todo  ppoeedinniento 


TITrLO    PRIMERO 

Reglas   jenerales. 

Art.  1.  Las  disposiciones  de  este  Códi- 
go rijen  el  procedimiento  de  las  contien- 
das civiles  entre  partes  i  de  los  actos  de  ju- 
risdicción no  contenciosa  cuyoconocimiea- 
to  corresponda  a  los  tribunales  de  justicia. 

2.  El  procedimiento  es  ordinario  o  es- 
traordinario.  Es  ordinario  el  que  se  some- 
te a  la  tramitación  común  ordenada  por  la 
lei,  i  estraordinario  el  que  se  rije  por  las 
disposiciones  especiales  que  para  determi- 
nados casos  ella  establece. 

3.  Se  aplicará  el  procedimiento  ordi- 
nario en  todas  las  jestiones,  trámites  i  ac- 
tuaciones que  no  estén  sometidos  a  una  re- 
gla especial  diversa,  cualquiera  que  sea  su 
naturaleza. 

4.  De  las  causas  que  corresponda  juz- 
gar a  las  Cortes  de  Apelaciones  en  confor- 
midad al  número  tercero  del  art.  67  de  la 
lei  de  15  de  octubre  de  1875,  conocerá  en 
primera  instancia  uno  de  los  miembros  del 
tribunal,  según  el  turno  que  éste  fije;  i  en 
segunda,  la  Sala  que  corresponda  en  con- 
formidad a  la  lei,  con  esclusion  del.  miem- 
bro que  hubiere  conocido  en  primera. 

TITULO    II 

Ve  la  comparecencia  en  juicio  {i). 

5.  Toda  persona  que  haya  de  compa- 
recer enjuicio  a  su  propio  nombre  o  como 


representante  legal  de  otra,  podrá  hacerlo 
por  si  o  por  apoderado. 

6.  Si  durante  el  juicio  falleciere  alguna 
de  las  partes  que  obre  por  si  misma,  que- 
dará suspenso  por  este  hecho  el  procedi- 
miento, i  se  pondrá  su  estado  en  noticia  de 
los  herederos  para  que  comparezcan  a  ha- 
cer uso  de  su  derecho  en  un  plazo  igual 
al  de  emplazamiento  para  contestar  de- 
mandas, que  conceden  los  arts.  255  i 
256  (1). 

7.  El  que  comparezca  en  juicio  a  nom- 
bre de  otro,  en  desempeño  de  un  mandato 
o  en  ejercicio  de  un  cargo  que  requiera  es 
pecial  nombramiento,  deberá  exhibir  el  tí- 
tulo que  acredite  su  representación. 

Para  obrar  como  mandatario  se  consi- 
derará poder  suficiente:  1.°  el  constituido 


(1)  La  paUbra  compareeenciasigaiñca,,  en  1  o  ju 
rídico,  el  acto  de  comparecer  o  presentarse  alguna 
persona  ante  el  jaez,  ya  sea  espontáneamente  para 


deducir  cualquiera  pretensión  o  mostrarse  parte  en 
un  negocio,  ya  en  virtud  de  llamamiento  o  intima- 
ción de  la  misma  autoridad,  que  le  obligue  a  ve- 
rificarlo parala  práctica  de  alguna  dilijencia  judi- 
cial. La  lei  usa  dicha  palabra  en  varios  lugares,  no 
solo  con  referencia  a  los  litigantes,  sino  tambiea  a 
los  testigos  i  demás  personas  que  deben  compare- 
cer a  la  presencia  judicial  para  cualquier  acto  o  di- 
lijencia. 

En  el  presente  se  trata  de  la  comparecencia  ea 
juicio  con  relación  solamente  a  los  que  tienen  de- 
recho a  ser  parte  en  cualquier  asunto  judicial,  to- 
mándose la  palabra  juicio  en  sentido  lato,  pues  se 
refiere  no  solo  a  los  asuntos  de  jurisdicción  conten- 
ciosa, sino  también  a  los  de  la  voluntaria  en  lo  qu« 
leí  sea  aplicable.  Todo  el  que  tenga  que  compare- 
cer en  juicio,  ya  como  dematidante  en  reclamación 
de  derechos,  o  para  promover  dilijencias  en  que  in- 
tervenga la  autoridad  judicial,  ya  como  demanda- 
do i  aun  sin  serlo,  como  interesado  en  el  asunto, 
para  oponerse  o  hacer  uso  de  su  derecho,  está  com- 
prendido en  las  disposiciones  de  aste  titulo 

(!>*  Véanse  los  artículos  397  de  la  lei  orgánica 
de  tribunales  y  1232  del  Código  civil. 
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por  escritura  pública  otorgada  ante  nota- 
rio o  ante  oficial  del  Rejislro  civil  a  quien 
lalei  contiera  e.'^ta  facultad;  2.'  el  que  coiiá- 
te  de  un  acta  estendida  ante  un  juez  de  le- 
tras o  ante  un  juez  arbitro,  i  suscrita  por 
todos  los  otorgantes;  i  3.°  el  que  conste  de 
una  declaración  escrita  del  mandante  au 
torizada  por  el  secretario  del  tribunal  que 
esté  .  onociendo  de  la  causa. 

Podrá,  sin  embargo,  admitirse  la  com- 
parecencia al  juicio  de  una  persona  que 
obre  sin  poder  en  beneficio  de  otra,  con 
tal  que  ofrezca  garantía  de  que  el  interesa- 
do aprobará  lo  que  se  hubiere  obrado  en  su 
nombre.  El  tribunal,  para  aceptar  la  re- 
presentación, calificará  las  circunstancias 
del  caso  i  la  garantía  ofrecida,  i  ñjará  un 
plazo  para  la  ratificación  del  interesado. 

8.  El  poder  para  litigar  se  entenderá 
conferido  para  todo  juicio  en  que  se  pre- 
sente, í  aun  cuando  no  se  esprese  las  fa- 
cultades que  se  conceden,  autorizará  al 
procurador  para  tomar  parte,  del  mismo 
modo  que  podría  hacerlo  el  poderdante,  en 
todos  los  trámites  e  incidentes  del  juicio  i 
en  todas  la»  cuestiones  que  por  vía  de  recon- 
vención se  promuevan,  hasta  la  ejecución 
completa  de  la  sentencia  definitiva,  salvo 
que  la  leí  exija  intervención  personal  de  la 
parte  misma.  Las  cláusulas  en  que  se  nie- 
guen o  en  que  se  limiten  las  facultades  es- 
presadas, son  nulas.  Podrá  asimismo,  el 
procurador  delegar  el  poder  obligando  al 
mandante,  a  menos  que  se  le  haya  nega- 
do esta  facultad. 

Sin  embargo,  no  se  entenderán  conce- 
didas al  procurador,  sin  espresa  mención, 
las  facultades  de  desístirse  en  p.-imera  ins- 
tancia de  la  acción  deducida,  aceptar  la 
demanda  contraria,  deferir  el  juramento 
decisorio,  aceptar  su  delación,  absolver 
posiciones,  renunciar  los  recursos  o  los 
términos  legales,  transijir,  comprometer, 
otorgar  a  los  arbitros  facultades  de  arbi- 
tradores,  aprobar  conTenios  i  percibir.  (1) 

9.  Eljerente  o  administrador  de  so- 
ciedades civiles  o  comerciales,  o  el  presi- 
dente de  las  corporaciones  o  fundaciones 
con  personería  jurídica,  se  entenderán 
autorizados  para  litigar  a  nombre  de  ellas 
con  las  facultades  que  espresa  el  inciso 
primero  del  articulo  anterior,  no  obstante 
cualquiera  limitación  establecida  en  los  es- 
tatutos o  actos  constitutivos  de  la  sociedad 
o  corporación.  (2) 

10.  Si  durante  el  curso  del  juicio  ter- 


minare por  cualquiera  causa  el  carácter 
con  que  una  persona  representa  por  mi- 
nisterio de  la  leí  derechos  ajenos,  conti- 
nuará no  obstante  la  representación  i  se- 
rán válidos  los  actos  que  ejecute,  hasta  la 
comparecencia  de  la  parte  representada,  o 
hasta  que  haya  testimonio  en  el  proceso  de 
haberse  notificado  a  ésta  la  cesación  de  la 
representación  i  el  estado  del  juicio.  El  re- 
presentante deberá  jestionar  para  que  se 
practique  esta  dilijencia  dentro  del  plazo 
que  el  tribunal  designe,  bajo  pena  de  pa- 
gar una  multa  de  diez  a  doscientos  pesos  i 
de  abonar  los  perjuicios  que  resultaren.  (1) 

11.  Todo  procurador  legalmente  cons- 
tituido conservará  su  carácter  de  tal  mién  - 
tras  en  el  proceso  no  haya  testimonio  de 
la  espiración  de  su  mandato. 

Si  la  causa  de  la  espiración  del  mandato 
fuere  la  renuncia  del  procurador,  estará 
éste  obligado  a  ponerla  en  conocimiento 
de  su  mandante,  junto  con  el  estado  del 
juicio,  i  se  entenderá  vijente  el  poder  has- 
ta que  haya  trascurrido  el  término  de 
emplazamiento  desde  la  notificación  de  la 
renuncia  al  mandante.  (2) 

12.  Cuando  se  ausentare  de  la  Repú- 
blica alguna  persona  dejando  procurador 
autorizado  para  obrar  en  juicio  o  encarga- 
do con  poder  jeneral  de  administración, 
todo  el  que  tenga  ínteres  en  ello  podrá 
exijir  que  tome  la  representación  del  au- 
sente dicho  procurador,  justificando  que- 
ha  aceptado  el  mandato  espresamente  o 
ha  ejecutado  una  jestion  cualquiera  que 
importe  aceptación. 

Este  derecho  comprende  aun  la  facultad 
de  hacer  notificar  las  nuevas  demandas 
que  se  entablen  contra  el  ausente,  enten- 
diéndose autorizado  el  procurador  para 
aceptar  la  notificación,  a  menos  que  se  es- 
tablezca lo  contrario  de  un  modo  espreso 
en  el  poder. 

Si  el  poder  para  obrar  en  juicio  se  re- 
fiere a  uno  o  mas  negocios  determinados, 
solo  podrá  hacerse  valer  el  derecho  que 
menciona  el  inciso  precedente  respecto 
del  negocio  o  negocios  para  los  cuales  se 
ha  conferido  el  mandato. 

13.  En  los  casos  de  que  trata  el  arti- 
culo 20,  el  procurador  común  será  nom- 
brado por  acuerdo  de  las  partes  a  quienes 
haya  de  representar. 

El  nombramiento  deberá  hacerse  dentro 


(1)  V.  los  artículos  LIS,")  y  1,141  del  Código  civil. 

(2)  V.  los  artículos  r>5i,  á.oei  y  2.071  del  Códieo 
«ÍTil;  7  385, 386  y  426,  uúm.  7.°  del  de  Comercio. 


(i;  El  objeto  de  la  disposición  es  amparar  la - 
buena  fe  i  eritar  demoras  t*  la  tramitación,  con- 
forme con  lo  dispuesto  en  el  art.  2.173  del  Códi 
go  civil. 

(2)    V.  los  artículos  2.165  i  2.173  del  Código  tiviL 
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del  término  razonable  que  señale  el  tribu- 
nal. 

14.  Si  por  omisión  de  todas  las  partes 
o  por  falta  de  avenimiento  entre  ellas  no 
se  hiciere  el  nombramiento  dentro  del  tér- 
mino indicado  en  el  articulo  anterior,  lo 
hará  el  tribunal  que  conozca  de  la  causa, 
debiendo  en  este  caso  recaer  el  nombra- 
miento en  un  procurador  del  número  o  en 
una  de  las  partes  que  hubiere  concurrido. 

Si  la  omisión  fuere  de  alguna  o  algunas 
de  las  I  artes,  el  nombramiento  hecho  por 
la  otra  u  otras  valdrá  respecto  de  todas. 

15.  Una  vez  hecho  por  las  partes  o  por 
el  tribunal  el  nombramiento  de  procurador 
común,  podrá  revocarse  por  acuerdo  uná- 
nime de  las  mismas  partes,  o  por  el  tribu  - 
nal  a  petición  de  alguna  de  ellas,  si  en  este 
caso  hubiere  motivos  que  justifiquen  la  re- 
vocación. 

Los  procedimientos  a  que  dé  lugar  esta 
medida  se  seguirán  en  cuaderuo  separado 
i  no  suspenderán  el  curso  del  juicio. 

Sea  que  se  acuerde  por  las  partes  o  ^ue 
se  decrete  por  el  tribunal,  la  revocación  no 
comenzará  a  producir  sus  efectos  mientras 
no  quede  constituido  el  nuevo  procurador. 

16.  El  procurador  común  deberá  ajus- 
far, en  lo  posible,  su  procedimiento  a  las 
instrucciones  i  a  la  voluntad  de  las  partes 
que  representa;  i,  en  los  casos  en  que  éstas 
no  estuvieren  de  acuerdo,  podrá  proceder 
por  si  solo  i  como  se  lo  aconseje  la  pruden- 
cia, teniendo  siempre  en  mira  la  mas  fiel  i 
espedita  ejecución  del  mandato  (1). 

17.  Cualquiera  de  las  partes  represen- 
tadas por  el  procurador  común  que  no  se 
conforme  con  el  procedimiento  adoptado 
por  él,  podrá  separadamente  hacer  las  ale- 
gaciones i  rendir  l.is  pruebas  que  estime 
conducentes,  pero  sin  entorpecer  la  mar- 
cha regular  del  juicio  i  usando  de  los  mis- 
mos plazos  concedidos  al  procurador  co- 
mún. Podrá,  asimismo,  solicitar  dichos  pla- 
zos o  su  ampliación,  o  interponerlos  re- 
cursos a  que  hubiere  lugar,  tanto  sobre  las 
resoluciones  que  recaigan  en  esta»  solici- 
tudes, como  sobre  cualquiera  sentencia  in- 
terlocutcria  o  deñnitiva. 

TITUL»  III 

De  la  pluralidad  de  acciones  •  de  parte*. 

18.  En  un  mismo  juicio  podrán  enta- 
blarse dos  o  mas  acciones  con  tal  que  no 
sean  incompatibles. 

Sin  embargo,  podrán  proponerse  en  una 
misma  demanda  dos  o  mas  acciones  in- 


compatibles para  que  sean  resueltas  una 
como  subsidiaria  de  otra  (1). 

19.  En  un  mismo  juicio  podrán  inter- 
venir como  demandantes  o  demandados 
varias  personas,  siempre  que  se  deduzca 
la  misma  acción,  o  acciones  que  emanen 
directa  e  inmediatamente  de  un  mismo  he- 
cho, o  que  se  proceda  conjuntamente  por 
muchos  o  contra  muchos  en  los  casos  que 
autoriz  i  la  lei  (2). 

20.  Si  fueren  dos  o  mas  las  partes  que 
efltablan  una  demanda  o  jestion  judicial  i 
dedujeren  las  mismas  acciones,  deberán 
obrar  todas  conjuntamente,  constituyendo 
un  solo  mandatario. 

La  misma  regla  se  aplicará  a  los  deman- 
dados cuando  fueren  dos  o  mas  i  opu-ieren 
idénticas  escepciones  o  defensas. 

21.  Siendo  distintas  entre  si  las  accio- 
nes de  los  demandantes  o  las  defensas  de 
los  demandados,  cada  uno  de  ellos  podrá 
obrar  separadamente  en  el  juicio,  salvo  las 
escepciones  legales. 

Se  concederá  la  facultad  de  jestíonar  por 
separado  en  los  casos  del  articulo  anterior 
desde  que  apareciere  liaber  incompatibili- 
dad de  intereses  entre  las  partes  que  liti- 
gan conjuntamente  (3). 

22.  Si  la  acción  ejercida  por  alguna 
persona  correspondiere  también  a  otra  u 
otras  personas  determinadas,  podran  los 
demandados  pedir  que  se  ponga  la  deman- 
da en  conocimiento  de  las  que  no  hubie- 
ren ocurrido  a  entablarla,  quienes  debe- 
rán espresar  en  el  término  del  emplaza- 
miento si  se  adhieren  a  ella. 

Si  las  dichas  personas  se  adhirieren  a  la 
demanda,  se  aplicará  lo  dispuesto  en  los 
artículos  13  i  14;  si  declararen  su  resolu- 
ción de  no  adherirse,  caducará  su  derecho; 
i  si  nada  dijeren  dentro  del  término  legal, 
les  afectará  el  resultado  del  proceso,  sin 
nueva  citación.  En  este  último  caso  po- 
dran comparecer  en  cualquier  estado  del 
juicio,  pero  respetando  todo  lo  obrado  con 
anterioridad. 

23.  Si  durante  la  secuela  del  juicio  se 
presentare  alguien  reclamando  sobre  la 
cosa  litigada  derechos  incompatibles  con 
los  de  las  otras  partes,  admitirá  el  tribu- 
nal sus  jestiones  en  la  forma  establecida 
por  el  art.  17  i  se  entenderá  que  acepta 
todo  lo  obrado  antes  de  su  presentación, 
continuando  el  juicio  en  el  estado  en  que 
se  encuentre. 

24.  Los  que,  sin  ser  partes  directas  en 


(1)    y.  ti  Código  civil  u-t.  2132  a  3162. 


(1)  V.  «]  art.  158  del  presente  Códigro. 

(2)  V.  los  arta.  1490,  láíi  y  1689  del  Código  cítíU 

(3)  V.  el  art.  1526  del  Código  ciril. 
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el  juicio,  tuvieren  interés  actual  en  sus 
resultados,  podran  en  cualquier  estado  de 
él  intervenir  como  coadyuvantes,  i  ten- 
drán en  tai  caso  los  mismos  dereclios  que 
concede  el  art.  17  a  cada  una  de  las  partes 
representadas  por  un  pi'ocurador  común, 
continuando  el  juicio  en  el  estado  en  que 
se  encuentre. 

Se  entenderá  que  bai  interés  actual 
siempre  que  exista  comprometido  un  de- 
recho i  no  una  mera  espectativa,  salvo  que 
la  lei  autorice  especialmente  la  interven- 
ción iuera  de  estos  casos. 

25.  Las  resoluciones  que  se  dictaren 
en  los  casos  de  los  dos  artículos  anteriores 
producirán  respecto  de  las  personas  a  quie- 
nes dichos  artículos  se  refieren  los  mismos 
efectos  que  respecto  de  las  partes  princi- 
pales. 

TITULO  IV 

De  las  cargas  pecuniarias  a  que  estáa  su- 
jetos tus  litigantes. 

26.  Todo  litigante  está  obligado  a  pa- 
gar a  los  ottciales  de  la  administración  de 
ju-ticia  los  derechos  que  los  aranceles  ju- 
diciales señalen  para  los  servicios  presta- 
dos en  el  proceso. 

Cada  parte  pagará  los  derechos  corres- 
pondientes a  las  dilijencias  que  hubiere 
solicitado,  i  todas  por  cuotas  iguales  los  de 
las  dilijencias  comunes,  sin  perjuicio  del 
reembolso  a  que  haya  lugar  cuando  por  la 
lei  o  por  resolución  de  los  tribunales  co- 
rresponda a  otras  personas  hacer  el  pago. 

27.  Los  derechos  de  cada  dilijencia  se 
pagarán  tan  pronto  como  ésta  se  evacua- 
re; pero  la  falta  de  pago  no  podrá  entorpe- 
cer en  ningún  caso  la  marcha  del  juicio. 

28.  Cuando  litigaren  varias  personas 
conjuntamente,  cada  una  de  ellas  respon- 
derá solidariamente  del  pago  de  los  dere- 
chos que  a  todas  afecten  en  conformidad  a 
los  artículos  anteriores,  sin  perjuicio  de 
que  las  demás  reembolsen  a  la  que  hubie- 
re pagado  la  cuota  que  les  corresponda,  a 
prorrata  de  su  interés  en  el  juicio. 

29.  Los  procuradores  judiciales  res- 
ponderán personalmente  del  pago  de  las 
costas  que  sean  de  cargo  a  sus  mandantes, 
sin  perjuicio  de  la  responsabilidad  de  és- 
tos (1).' 


(1)  Esta  diaposicion  modifica  el  Código  civil: 
el  procurador,  como  verdadero  mandatario,  no  rea- 
pondia  personalmente  de  ninguna  de  las  obliga- 
ciones contraidas  a  nombre  de  »u  poderdante;  él 
solo  obligaba  a  su  comitente:  art.  2160. 


TITUI.»  V 

De  la  formación  del  proceso,  de  su  custo- 
tiia  i  de  su  ewniunicacion  a  las  partes. 

30.  Se  formará  el  proceso  con  los  es- 
critos, documentos  i  actuaciones  de  toda 
especie  que  se  presenten  o  verifiquen  en  el 
juicio. 

Ninguna  pieza  del  proceso  podrá  reti- 
rarse sin  que  previamente  lo  decrete  el 
tribunal  que  conoce  de  la  causa. 

31.  Todo  escrito  deberá  presentarse  al 
tribunal  de  la  causa  por  conducto  del  se- 
cretario respectivo  i  se  encabezará  con 
una  suma  que  indique  su  coutenid©  o  el 
trámite  de  que  se  trata. 

32.  Junto  con  cada  escrito  deberán 
acompañarse  en  pap«l  simple  tantas  co- 
pias cuantas  sean  las  partes  a  quienes  de- 
be notificarse  la  providencia  que  en  él  re- 
caiga, i,  confrontadas  dichas  copias  por  el 
secretario,  se  entregarán  a  la  otra  u  otras 
partes,  ose  dejarán  en  la  secretaria  a  dis- 
posición de  ellas  cuando  la  notittcacion  no 
se  hiciere  personalmente  o  por  cédula. 

Se  esceptúan  de  esta  disposición  los  es- 
critos que  tengan  por  objeto  personarse  en 
el  juicio,  acusar  rebeldías,  pedir  apremios, 
prórroga  de  términos,  publicación  de  pro- 
banzas, señalamiento  de  vistas,  su  sus- 
pensión i  cualesquiera  otras  dilijencias  de 
mera  tramitación. 

Si  resultare  disconformidad  sustancial 
entre  las  copias  i  el  escrito  orijinal,  podrá 
el  tribunal  imponer  una  multa  de  diez  a 
doscientos  pesos,  sin  perjuicio  de  las  de- 
mas  acciones  que  competan. 

33.  Enti-egado  un  escrito  al  secretario, 
deberá  éste  en  el  mismo  dia  estampar  en 
cada  foja  la  fecha  i  su  media  firma,  o  un 
sello  autorizado  por  la  respectiva  Corte  de 
Apelaciones  i  que  designe  la  oficina  i  la  fe- 
cha de  la  presentación.  Deberá,  ademas, 
dar  recibo  de  los  documentos  que  selle 
entreguen,  siempre  que  lo  exija  la  parte 
que  los  presenta,  sin  que  pueda  cobrar  de- 
recho alguno  por  lo^  servicios  a  que  este 
artículo  se  refiere. 

34.  Tocio  escrito  será  presentado'por 
el  secretario  al  Tribunal  para  su  despacho 
el  mismo  dia  en  que  se  le  entregue,  o  al 
dia  siguiente  hábil  si  la  entrega  se  hiciere 
después  de  la  hora  designada  al  efecto. 
En  casos  urjentes  podrá  el  interesado>e- 
cabar  el  despacho  inmediato  aun  después 
de  la  hora  designada. 

35.  Todas  las  piezas  que  deben  formar 
el  proceso,  en  conformidad  al  art.  30,  ¿se 
irán  agregando  sucesivamente  según  el 
orden  de  su  presentación.   A.1   tiempo   de 
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agregarlas,  el  secretario  numerará  cada 
foja  en  cifras  i  en  letras.  Se  esceptúan  las 
piezas  que,  por  su  naturaleza,  no  puedan 
agregarse  o  (jue  por  motivos  fundados  se 
mandaren  reservar  fuera  del  proceso. 

36.  Siempre  que  se  desglosen  una  o 
mas  fojas  del  proceso,  deberá  colocarse 
en  su  lugar  una  nueva  foja  con  la  indica- 
ción del  decreto  que  ordenó  el  desglose  i 
del  número  i  naturaleza  de  las  piezas  des- 
glosadas. No  se  alterará,  sin  embargo,  la 
numeración  de  las  piezas  que  queden  en  el 
proceso,  i  se  conservará  también  la  de  las 
4|ue  se  hubieren  separado,  en  el  nuevo  es- 
pediente de  que  pasen  a  formar  parte, 
agregándose  la  que  en  este  les  corres- 
ponda. 

37.  El  proceso  se  mantendrá  en  la  ofi- 
cina del  secretario  bajo  su  custodia  i  res- 
ponsabilidad. 

Ninguna  de  las  partes  podrá  sacarlo  sino 
para  el  único  efecto  de  preparar  el  alega- 
to de  bien  probado,  la  espresion  de  agra- 
vios, la  solicitud  en  que  se  funde  el  recur- 
so de  casación  en  el  fondo,  i  las  respuestas 
a  los  escritos  mencionados,  cuando  hubie- 
re lugar  a  estos  trámites  con  arreglo  a  la 
leí  (1). 

38.  En  los  casos  del  inciso  segundo 
del  articulo  anterior,  el  proceso  se  entre- 
gará a  un  procurador  del  número,  el  cual 
otorgará  recibo  espresando  el  abogado 
para  «[uien  lo  pide. 

39.  Vencido  el  término  por  el  cual  se 
hubiere  sacado  el  proceso,  deberá  ser  de- 
vuelto a  la  oficina  del  secretario 

Si  notificada  la  orden  de  devolución  al 
procurador  que  firmó  el  recibo,  no  la  efec- 
tuare dentro  de  las  veinticuatro  horas  si- 
guientes, pagará  por  cada  dia  de  demora 
una  multa  de  cuatro  pesos,  i  podrá  ade- 
mas ser  apremiado  con  arresto  hasta  la 
devolución,  si  esta  se  retardare  o  hubiere 
motivos  que  autoricen  desde  luego  esta 
medida. 

El  procurador  quedará  exento  de  res- 
ponsabilidad si  presenta  recibo  del  aboga- 
do a  quien  entregó  el  proceso,  al  cual 
afectarán,  en  tal  caso,  las  penas  que  este 
articulo  establece. 

40.  Siempre  que  los  tribunales  pidie- 
ren o  hubieren  de  oir  dictamen  por  escri- 
to del  respectivo  oficial  del  ministerio  pú- 
blico o  de  los  defensores  públicos,  el  se- 
cretario entregará  el  proceso  a  aquellos 
funcionarios,  exijiendo  el  correspondiente 
recibo.  Lo  mismo  se  observará  cuando  hu- 
biere de  remitirse  el  proceso  a  una  oficina 


distinta  de  aquella  en  que  se  ha  formado. 
Si  los  funcionarios  a  quienes  se  pidiere 
dictamen  retardaren  la  devolución  del 
proceso,  podrá  el  tribunal  señalarles  un 
plazo  razonable  para  que  la  efectúen,  i  or- 
denar a  su  vencimiento  que  se  recojan 
por  el  secretario  los  autos  (1). 

TITVL.O  VI 
De  IskH  notiflcaciones. 

41.  Las  resoluciones  judiciales  sola 
producen  efecto  en  virtud  de  notificación 
hecha  con  arreglo  a  la  lei,  salvo  los  casos 
espresamente  esceptuados  por  ella. 

42.  Para  la  validez  de  la  notificación 
no  se  requiere  el  consentimiento  del  noti- 
ficado. 

43.  En  toda  jestion  judicial,  la  primera 
notificación  a  las  partes  o  personas  a  quie- 
nes hayan  de  afectar  sus  resultados,  debe- 
rá hacérseles  personalmente,  entregándo- 
seles copia  íntegra  de  la  resolución  i  de  la 
solicitud  en  que  hubiere  recaído,  cuando 
fuere  escrita. 

Esta  notificación  se  hará  al  actor  en  la 
forma  establecida  en  el  articulo  53. 

44.  La  notificación  podrá  hacerse  en 
el  oficio  del  secretario,  en  la  casa  que  sir- 
va para  despacho  del  tribunal,  en  la  habi- 
tación del  notificado,  o  en  el  lugar  donde 
ordinariamente  ejerce  su  industria,  profe- 
sión o  empleo.  Los  jueces  no  podrán,  sin 
embargo,  ser  notificados  en  el  local  en  que 
desempeñan  sus  funciones. 

45.  Podrá  el  tribunal  ordenar  que  se 
haga  la  notificación  en  otros  lugares  que 
los  espresadosen  el  articulo  anterior,  cuan- 
do la  persona  a  quien  se  trate  de  notificar 
no  tuviere  habitación  conocida  en  el  lugar 
en  que  ha  de  ser  notificada.  Esta  circuns- 
tancia se  acreditará  por  certificado  de  un 
ministro  de  fe  que  afirme  haber  hecho  las. 
indagaciones  posibles,  de  las  cuales  dejará 
testimonio  detallado  en  la  respectiva  dili- 
jencia  (2). 

46.  La  notificación  se  hará  constar  en 
el  proceso  por  dilijencia  que  suscribirán  el 
notificado  i  el  ministro  de  fe,  i  si  el  prime- 
ro no  pudiere  o  no  quisiere  firmar,  se  de- 


(1)    Yéacse  loa  uticalos  435,  439  i  440. 


(1)  Con  esta  disposición  se  evita  el  abuso,  mu- 
chas veces  cometido  por  los  interesados,  de  rete- 
ner un  dictamen  que  les  sea  desfavorable,  par* 
presentar  nueva  solicitud. 

(2)  V.  art.  63,  que  trata  de  la  habilitación  de 
días  i  horas. 

Creemos  que,  acreditadas  las  circunstancias  es- 
presadas en  la  segunda  parte  de  este  artículo,  el 
tribunal  está  obligado  a  autoriiar  1&  notifiCACioB 
•n  lugares  «scepcionales. 
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jará  testimonio  de  este  hecho  en  la  misma 
dilijencia. 

Se  espresará,  ademas,  el  lugar  en  que 
«e  verifique  el  acto  i  la  fecha,  con  indica- 
ción d(^  la  hora,  a  lo  menos,  aproximada. 

47.  Si  buscada  en  dos  días  distintos  en 
su  habitación  o  en  el  lugar  donde  habitual- 
mente  ejerce  su  industria,  profesión  o  em- 
pleo, no  fuere  habida  la  persona  a  quien 
debe  notificarse,  se  acreditará  por  medio 
de  una  información  sumaria  que  ella  se 
encuentra  en  el  lugar  del  juicio  i  cual  es 
su  morada,  bastando  para  comprobar  la 
primera  circunstancia  la  declaración  de 
testigos  singulares. 

Establecidos  ambos  hechos,  ordenará  el 
tribunal  que  la  notificación  se  haga  entre- 
gando las  copias  a  que  se  refiere  el  artícu- 
lo 43  a  cualquiera  persona  adulta  que  s« 
encuentre  en  la  morada  del  que  se  va  a 
notificar;  i  si  nadie  hubiere  allí,  o  si  por 
cualquiera  otra  causa  no  fuere  posible  en- 
tregar dichas  copias  a  las  personas  que  en 
ella  se  encuentren,  se  fijará  en  la  puerta 
un  aviso  que  dé  noticia  de  la  demanda, 
con  especificación  exacta  de  las  partes, 
materia  de  la  causa,  juez  que  conoce  en 
ella  i  de  las  resoluciones  que  se  notirt- 
can  (1). 

48.  La  dilijencia  de  notificación,  en  el 
caso  del  articulo  precedente,  se  estenderá 
en  la  forma  que  determina  el  artículo  46, 
siendo  obligada  a  suscribirla  la  persona 
que  reciba  las  copias,  si  pudiere  hacerlo, 
dejándose  testimonio  de  su  nombre,  edad, 
profesión  i  domicilio. 

49.  Cuando  la  notificación  se  efectuare 
■en  conformidad  al  articulo  47,  el  ministro 
de  fe  deberá  dar  aviso  de  ella  el  mismo  día 
al  notificado,  dirijiéndole  con  tal  objeto 
carta  certificada  por  la  oficina  respectiva 
de  correo.  Del  envió  se  dejará  testimonio 
en  los  autos;  pero  su  omisión  no  invalida- 
rá la  notificación  i  solo  hará  responsable 
al  infractor  de  los  perjuicios  que  se  oriji- 
nen,  pudiendo,  ademas,  el  tribunal  que  en- 
tendiere en  el  juicio  imponerle  una  multa 
de  diez  a  cien  pesos. 

El  mismo  aviso  se  dará  en  los  casos  de 
los  artículos  ñí  i  53. 

50.  La  forma  de  notificación  de  que 
tratan  los  artículos  precedentes  se  emplea- 
rá siempre  que  la  lei  disponga  que  se  no- 
tifique a  alguna  persona  para  la  validez  de 
ciertos  actos,  o  cuando  los  tribunales  lo 
ordenaren  espresamente. 

(1)  En  vez  de  tres  buscas  bastarán  ahora  solo 
dos  en  la  habitación  del  que  se  va  a  notificar  o  en 
el  lufíar  donde  habitualmente  ejerce  su  industria, 
profetion  o  empleo;  no  en  otra  parte. 


Podrá,  además,  usarse  en  todo  caso. 

51.  Las  sentencias  definitivas,  las  re- 
soluciones en  que  se  dé  curso  a  una  recon- 
vención, se  reciba  a  prueba  la  causa,  se 
cite  para  sentencia  definitiva  o  se  ordene 
la  comparecencia  personal  de  las  partes, 
se  notificarán  por  medio  de  cédulas  que 
contengan  la  copia  íntegra  de  la  resolu- 
ción i  los  datos  necesarios  para  su  acerta- 
da intelijencia. 

Estas  cédulas  se  entregarán  por  un  mi- 
nistro de  fe  en  el  domicilio  del  notificado, 
en  la  forma  establecida  en  el  inciso  segun- 
do del  artículo  47. 

Se  pondrá  en  los  autos  testimonio  de  la 
notificación  con  espresion  del  dia  i  lugar, 
del  nombre,  edad,  profesión  i  domicilio  de 
la  persona  a  quien  se  hiciere  la  entrega  i 
de  la  circunstancia  de  haberse  dado  el 
aviso  ordenado  en  el  artículo  49. 

El  procedimiento  que  establece  este  ar- 
tículo podrá  emplearse  en  otros  casos  que 
los  que  indica  el  inciso  primero,  cuando  el 
tribunal  espresamente  lo  ordene. 

52.  Para  los  efectos  del  articulo  ante- 
rior, todo  litigante  deberá,  en  su  primera 
jestion  judicial,  designar  un  domicilio  co- 
nocido dentro  de  los  limites  urbanos  del 
lugar  en  que  funcione  el  t>'ibunal  respec- 
tivo, i  esta  designación  se  considerará  sub- 
sistente mientras  no  haga  otra  la  parte  in- 
teresada, aun  cuando  de  hecho  cambie  su 
morada. 

En  los  juicios  seguidos  ante  los  tribuna- 
les inferiores  el  domicilio  deberá  fijar.^e  en 
un  lugar  conocido  dentro  de  la  juri-diccion 
del  tribunal  correspondiente,  pero  si  el  lu- 
gar designado  se  hallare  a  considerable 
distancia  de  aquel  en  que  funciona  el  juz- 
gado, podrá  esle  ordenar,  sin  mas  trámi- 
tes i  sin  ulterior  recurso,  que  se  designe 
otro  dentro  de  límites  mas  próximos  (1). 

53.  Las  resoluciones  no  comprendidas 
en  los  artículos  precedentes  se  entenderán 
notificadas  a  las  partes  desde  que  se  inclu- 
yan en  un  estado  que  deberá  formarse  i  fi- 
jarse diariamente  en  la  secretaría  de  cada 
tribunal  con  las  indicaciones  que  el  inciso 
siguiente  espresa. 

Se  encabezará  el  estado  con  la  fecha  del 
dia  en  que  se  forme,  i  se  mencionarán  por 
el  número  de  orden  que  les  corresponda 
en  el  rol  jeneral,  espresado  en  cifras  i  en 
letras,  i  ademas  por  los  apellidos  del  de- 
mandante i  del  demandado  o  de  los  prime 


(1)  El  art.  51 ,  dice  un  comentador,  no  hace  sino 
disponer  que  ciertas  notificaciones  se  hagan  por 
cédula.  Esto  no  es  efecto.  De  consiguiente, ha  habi- 
do inexactitud  en  el  art.  52  al  decir  para  los  efectos 
del  artículo  anterior  designará  domicilio,  etc. 
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ros  que  figuren  con  dicho  carácter  si  fue- 
ren varios,  todas  las  causas  en  que  se  hu- 
biere dictado  resolución  en  aquel  dia,  i  el 
número  de  resoluciones  dictadas  en  cada 
una  de  ellas.  Se  agregará  el  sello  i  firma 
del  secretario. 

Estos  estados  se  mantendrán  durante 
tres  días  en  un  lugar  accesible  al  público, 
cubiertos  con  vidrios  o  en  otra  forma  que 
impida  hacer  alteraciones  en  ellos,  i,  en- 
cuadernados por  orden  riguroso  de  fechas, 
se  archivarán  mensualmente. 

De  las  notificaciones  hechas  en  confor- 
midad a  este  articulo,  se  pondrá  testimonio 
€n  los  autos 

Las  cartas  indicadas  en  el  inciso  segun- 
do del  artículo  49  serán  dirigidas  por  el  se- 
cretario,  para  los  efectos  del  presente  ar- 
ticulo, i  de  su  envió  se  dejará  también  tes- 
timonio en  el  proceso  (1). 

54.  Para  los  efectos  del  articulo  prece- 
dente, a  todo  proceso  que  se  inicie  se  asig- 
nará un  número  de  orden  en  la  primera 
resolución  que  se  dictare  i  con  él  figurará 
en  el  rol  del  tribunal,  hasta  su  termina- 
ción. 

65.  Si  trascurrieren  seis  meses  sin  que 
se  dicte  resolución  alguna  en  el  proceso, 
no  se  considerarán  como  notiñcaciones  vá- 
lidas las  anotaciones  en  el  estado  diario 
mientras  no  se  haga  una  nueva  notifica- 
ción personalmente  o  por  cédula. 

56.  La  forma  de  notificación  de  que 
trata  el  articulo  53  se  hará  estensiva  a  las 
resoluciones  comprendidas  en  el  art.  51, 
respecto  de  las  partes  que  nb  hubieren  he- 
cho la  designación  a  que  se  refiere  el  ar- 
ticulo 52  (2). 

57.  Cuando  hubiere  de  notificarse  per- 
sonalmente o  por  cédula  a  personas  cuya 
individualidad  o  residencia  sea  difícil  de- 
terminar, oque  por  su  número  dificultaren 
considerablemente  la  práctica  de  la  dili- 
jencia,  podrá  hacerse  la  notificación  por 
medio  de  avisos  publicados  en  los  diarios  o 
periódicos  del  lugar  donde  se  sigue  la  cau- 
sa, o  de  la  cabecera  de  la  provincia,  si  allí 
no  los  hubiere.  Dichos  avisos  contendrán 
los  mismos  datos  que  se  exijen  para  la  no- 
tificación personal;  pero  si  la  publicación 
en  esta  forma  fuere  mui  dispendiosa,  aten- 
dida la  cuantía  del  negocio,  podrá  disponer 
el  tribunal  que  se  haga  en  estracto  redac- 
tado por  el  secretaria. 


Para  autorizar  esta  forma  de  notifica- 
ción, i  para  determinar  los  diarios  o  perió- 
dicos en  que  haya  de  hacerse  la  publica- 
ción i  el  número  de  veces  que  deba  repe- 
tirse, el  cual  no  podrá  bajar  de  tres,  pro- 
cederá el  tribunal  con  conocimiento  de 
fausa  i  con  audiencia  del  ministerio  pú- 
blico. 

Cuando  la  notificación  hecha  por  este 
medio  fuere  la  primera  de  una  jestion  ju- 
dicial, será  necesario,  ademas,  para  su  va- 
lidez, que  se  inserte  el  aviso  en  los  núme- 
ros del  Diario  OficiaL  correspondientes  a 
losdi  is  primeroo  quincede  cualquier  meso» 
al  dia  siguiente,  si  no  se  hubiere  publicad© 
en  las  fechas  indicadas  (1). 

58.  Aunque  no  se  hubiere  verificado 
notificación  alguna  o  se  hubiere  efectuada 
en  otra  forma  que  la  legal,  se  tendrá  por 
notificada  una  resolución  desde  que  la  par- 
te a  quien  afecte  haga  en  el  juicio  cual- 
quiera jestion  que  suponga  conocimiento 
de  dicha  resolución,  sin  haber  antes  recla- 
mado la  falla  o  nulidad  de  la  notificación. 

59.  Las  notificaciones  que  se  hagan  a 
terceros  que  no  sean  parte  en  el  juicio,  o  a 
quienes  no  afecten  sus  resultados,  se  harán 
personalmente,  o  por  cédula. 

60.  Las  dilijencias  de  notificación  que 
se  estampen  en  los  procesos,  no  conten- 
drán declaración  alguna  del  notificado, 
salvo  que  la  resolución  ordene  o,  por  su 
naturaleza,  requiera  esa  declaración,  o  que 
se  apele  en  dicho  acto  del  fallo  que  se  no- 
tifica (2). 

61.  Las  funciones  que  en  este  título  se 
encomiendan  a  los  secretarios  de  tribuna- 
les, podrán  ser  desempeñadas  bajo  la  res- 
ponsabilidad de  éstos,  por  el  oficial  prime- 
ro de  la  secretaria,  el  cual  será  nombrado 
por  el  tribunal  de  quien  i-Jimediatamente 
dependa,  a  propuesta  del  secretario,  i 
prestará  juramento  para  el  buen  desempe- 
ño de  su  cargo  ante  el  mismo  tribunal,  o 
ante  el  presidente  de  él  si  fuere  colejiado. 

TITLLO  ▼■■ 

De  las  actuaciones  judiciales  (3). 

62.  Las  actuaciones  judiciales  deben 
practicarse  en  días  i  horas  hábiles. 


(1)  El  término  resoluciones  abarca  en  este  Códi- 
go a  las  sentencias  definitivas,  a  las  intei-locutoriaSi 
a  los  autos,  decretos  i  providencias. 

(2)  Según  este  Código,  son  partes  en  el  juicio 
el  actor  o  demandante,  el  reo  o  demandado  i  los 
condyuvantes.  Véase  el  art.  52  y  el  59  y  el  785. 


(1)  V.  el  art.  586,  núm.  5.». 

Este  artículo  se  refiere  a  la  tercera  clase  de  noti- 
ficación: la  por  avisos.  Para  que  pueda  autorizarse 
esta  notificación,  es  preciso  que  se  trate  de  notifi- 
car á  varias  personas,  como  por  ejemplo,  en  la 
quiebra  de  un  banco,  i  que  su  individualidad  o  re- 
sidencia sea  difícil  de  determinar. 

No  podría  autorizarse  por  este  medio  1»  notifica- 
ción de  una  so. a  persona. 

(2)  V.  el  inciso  .3.°  del  art.  11». 

(3)  Por  acíMacton  se  entienda  toda  providencia. 
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Son  días  hábiles  los  no  feriados.  Son  ho- 
ras iiábiles  las  que  median  entre  la  salida 
i  la  puesta  del  sol. 

63.  Pueden  los  tribunales,  a  solicitud 
de  parte,  habilitar  para  la  práctica  de  ac- 
tuaciones judiciales  diasu  lloras  inhábiles, 
cuando  haya  causa  urjente  que  lo  exija. 

Se  estimarán  urjentes  para  este  caso  las 
actuaciones  cuya  dilación  pueda  causar 
grave  perjuicio  a  los  interesados,  o  a  la 
buena  administración  de  justicia,  o  hacer 
ilusoria  una  providenciajudicial. 

El  tribunal  apreciará  la  urjencia  déla 
causa  i  resolverá  sin  ulterior  recurso. 

64.  De  toda  actuación  deberá  dejarse 
testimonio  escrito  en  el  proceso,  con  es- 
presion  del  lugar,  dia,  mes  i  año  en  que  se 
verifique,  de  las  formalidades  conque  se 
haya  procedido,  i  de  las  demás  indica- 
ciones que  la  lei  o  el  tribunal  dispongan. 

A  continuación  i  previa  lectura,  firma- 
rán todas  las  personas  que  hubieren  inter- 
venido; i  si  alguna  no  supiere  o  se  negare 
a  hacerlo,  se  espresará  esta  circunstancia. 

La  autorización  del  funcionario  a  quien 
corresponda  dar  fe  o  certiñcado  del  acto  es 
esencial  para  la  validez  de  la  actuación.  . 

65.  Siempre  que  en  una  actuación  hu- 
biere de  tomars»  juramento  a  alguno  de  los 
concurrrentes,  se  le  interrogará  por  el  fun- 
cionario autorizante  al  tenor  de  la  siguien- 
te fórmula:  «¿Juráis  por  Dios  decir  verdad 
acerca  de  lo  que  se  os  va  a  preguntar?»,  o 
bien,  «¿Juráis  por  Dios  desempeñar  ñel- 
mente  el  cargo  que  se  os  confia?»,  según 
fuere  la  naturaleza  de  la  actuación.  El  in- 
terrogado deberá  responder:  «Sí  juro». 

66.  Cuando  sea  necesaria  la  interven- 
ción de  intérprete  en  una  actuación  judi- 
cial, se  recurrirá  al  intérprete  oficial,  si  lo 
hubiere;  i  en  caso  contrario,  al  que  desig- 
ne el  tribunal. 

Los  intérpretes  deberán  tener  las  condi- 
ciones requeridas  para  ser  peritos,  i  se  les 
atribuirá  el  carácter  de  ministros  de  fe  (2). 

Antes  de  practicarse  la  dilijencia,  deberá 
el  intérprete  prestar  juramento  para  el  fiel 
desempeño  de  su  cargo. 

67.  Los  derechos  para  cuyo  ejercicio 
se  concediere  un  término /*a¿a/ o  que  su- 
pongan un  acto  que  deba  ejecutarse  en  o 
dentro  de  ciert»  término,  se  entenderán 
irrevocablemente  estinguidos  por  el  minis- 
terio solo  de  la  lei,  si  no  se  hubieren  ejer- 


notificacion,  dilijencia  oacto  de  cualquiera  especie 
que  se  consigna  en  un  procedimiento  judicial  con 
autorización  del  funcionsirio  a  quien  la  lei  crnfie- 
re  esta  facultad,  inclusos  los  escritos  después  de 
presentados  i  unidos  a,  los  autos. 
(2)    Véase  el  »rt.  415. 


cido  antes  del  vencimiento  de  dichos  tér- 
minos. 

68.  Los  términos  comenzarán  a  correr 
para  cada  parte  desde  el  dia  de  la  notifica- 
ción. 

Los  términos  comunes  se  contarán  des- 
de la  última  netificacion.  (1) 

69.  Los  términos  de  que  trata  el  pre- 
sente Código  se  entenderán  suspendidos 
durante  los  dias  feriados,  salvo  que  el  tri- 
buna!, por  motivos  graves,  hubiere  dis- 
puesto espresamente  lo  contrario. 

70.  Son  prorrogables  los  términos  se- 
ñalados por  el  tribunal. 

Para  que  pueda  concederse  la  prórroga 
es  necesario: 

1."  Que  se  pida  antes  del  vencimiento 
del  término;  i 

2."  Que  se  alegue  justa  causa,  la  cual 
será  apreciada  por  el  tribunal  prudencial- 
mente. 

71.  En  ningún  caso  podrá  la  prórroga 
ampliar  el  término  mas  allá  de  los  dias 
asignados  por  la  lei. 

72.  Siempre  que  se  ordene  o  autorice 
una  dilijencia  con  citación,  se  entenderá 
que  no  puede  llevarse  a  efecto  sino  pasa- 
dos tres  dias  después  de  la  notificación  de 
la  parte  contraria,  la  cual  tendrá  el  dere- 
cho de  oponerse  o  deducir  observaciones 
dentro  de  dicho  plazo,  suspendiéndose  en 
tal  caso  la  dilijencia  hasta  que  se  resuelva 
el  incidente. 

Cuando  se  mandare  proceder  con  cono- 
cimiento o  vaWéndose  de  otras  espresiones 
análogas,  se  podrá  llevar  a  efecto  la  dili- 
jencia desde  que  se  ponga  en  noticia  del 
contendor  lo  resuelto. 

73.  Todas  las  actuaciones  necesarias 
para  la  formación  del  proceso  se  practica- 
rán por  el  tribunal  que  conozca  de  la  cau- 
sa, salvo  los  casos  en  que  se  encomienden 
espresamente  por  la  lei  a  los  secretarios  u 
otros  ministros  de  fe,  o  en  que  se  permita 
al  tribunal  delegar  sus  funciones,  o  en  que 
las  actuaciones  hayan  de  practicarse  fuera 
del  lugar  en  que  se  siga  el  juicio. 

74.  Todo  tribunal  es  obligado  a  practi- 
car o  a  dar  orden  para  que  se  practiquen 
en  su  territorio,  las  actuaciones  que  en  él 
deban  ejecutarse  i  que  otro  trii)unal  le  en- 
comiende. 

El  tribunal  que  conozca  de  la  causa  di- 
rijirá  al  del  lugar  donde  haya  de  practi- 
carse la  dilijencia  la  correspondiente  co- 
municación, insertando  los  escritos,  de- 
cretos i  esplicaciones  necesarias. 

El  tribunal  a  quien  se  dirija  la  comuni- 


(1)    V.  loB  artículos  49  y  1.377  del  Código  civil. 
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cacion  ordenará  su  cumplimiento  en  la 
forma  que  ella  indique,  i  no  podrá  decre- 
tar otras  jestiones  que  las  necesarias  a  ttn 
de  darle  curso  i  habilitar  al  juez  de  la  cau- 
sa para  que  resuelva  lo  conveniente. 

75.  Las  comunicaciones  serán  firma- 
das por  el  juez,  en  todo  caso;  i  si  el  tribu- 
nal fuere  colejiado,  por  su  presidente.  A 
las  mismas  personas  se  dirij irán  las  comu- 
nicaciones que  emanen  de  otros  tribunales 
o  funcionarios. 

76.  En  las  jestiones  que  fuere  necesa- 
rio hacer  ante  el  tribunal  exhortado,  po- 
drá intervenir  el  encargado  de  la  parte 
que  solicitó  el  exhorto,  siempre  que  en  es- 
te ie  esprese  el  nombre  de  dicho  encar- 
gado o  se  indique  que  puede  dilijenciarlo 
el  que  lo  presente  o  cualquiera  otra  per- 
sona. (1) 

77.  Podrá  una  misma  comunicación 
dirijirse  a  diversos  tribunales  para  que  se 
practiquen  actuaciones  en  distintos  puntos 
sucesivamente.  Las  primeras  dilijencias 
practicadas,  junto  con  la  comunicación 
que  las  motivare,  se  remitirán  por  el  tri- 
bunal que  hubiere  intervenido  en  ellas  al 
que  deba  continuarlas  en  otro  territorio. 

78.  Toda  comunicación  para  practi- 
car actuaciones  fuera  del  lugar  del  juicio 
será  dirijida,  sin  intermedio  alguno,  al 
tribunal  o  funcionario  a  quien  correspon- 
da ejecutarla,  aunque  no  dependa  del  que 
reclama  su  intervención. 

79.  Cuando  hayan  de  practicarse  ac- 
tuaciones en  pais  estranjero,  se  dirijirá  la 
comunicación  respectiva  al  funcionario  que 
deba  interyenir,  por  conducto  de  la  Corte 
Suprema,  la  cual  la  enviará  al  Ministerio 
de  Relaciones  Esteriores  para  que  éste  a 
su  vez  le  dé  curso  en  la  forma  que  estuvie- 
re determinada  por  los  tratados  vijentes  o 
por  las  reglas  jenerales  adoptadas  por  el 
Gobierno.  En  la  comunicación  se  espresa- 
rá el  nombre  de  la  persona  o  personas  a 
quienes  la  parte  interesada  apodere  para 
practicar  las  dilijencias  solicitadas,  o  se 
indicará  que  puede  hacerlo  la  persona  que 
lo  presente  o  cualquiera  otra. 

Por  este  mismo  conducto  i  en  la  misma 
forma  se  recibirán  las  comunicaciones  de 
los  tribunales  estranjeros  para  practicar 
dilijencias  en  Chile. 

80.  Toda  comunicación  dirijida  por  un 
tribunal  a  otro  deberá  ser  conducida  a  su 
destino  por  los  correos  del  Estado,  pudien- 
do,  en  casos  especiales  calificados  por  el 
tribunal,  entregarse  a  la  parte  que  la  hu- 


biere solicitado,  para  que  jeslione  su  cum- 
plimiento. 


TITULO  VIII 

De  las  rebeldías. 

81.  Si  venciere  el  plazo  concedido  para 
un  trárnite  sin  que  se  practique  por  la  par- 
te a  quien  corresponde,  se  declarará  eva- 
cuado dicho  trámite  en  su  rebeldía  a  peti- 
ción de  parte,  o  de  oficio  en  los  casos  es- 
presamente  establecidos  en  la  lei,  i  el  tri- 
bunal proveerá  lo  que  convenga  para  la 
prosecución  del  juicio. 

82.  Podrá  un  litigante  pedir  la  resci- 
sión de  lo  que  se  hubiere  obrado  en  el 
juicio  en  rebeldía  suya,  ofreciendo  probar 
que  ha  estado  impedido  por  fuerza  ma- 
yor. 

Este  derecho  solo  podrá  reclamarse  den- 
tro de  tres  dias,  contados  desde  que  cesó 
el  impedimento  i  pudo  hacerse  valer  ante 
el  tribunal  que  conoce  del  negocio  (1). 

83.  Si  al  litigante  rebelde  no  se  le  hu- 
biere hecho  saber  en  persona  ninguna  de 
las  providencias  libradas  en  el  juicio,  po- 
drá pedir  la  rescisión  de  lo  obrado,  ofre- 
ciendo acreditar  que,  por  un  hecho  que  no 
le  sea  imputable,  han  dejado  de  llegar  a 
sus  manos  las  copias  a  que  se  refieren  los 
artículos  43  i  47,  o  que  ellas  no  son  exac- 
tas en  su  parte  su-stancial. 

Este  derecho  no  podrá  reclamarse  sino 
dentro  de  cinco  dias,  contados  desde  ^ue 
apareciere  o  se  acreditare  que  el  litigante 
tuvo  conocimiento  personal  del  juicio. 

84.  Los  incidentes  a  que  dieren  lugar 
las  disposiciones  contenidas  en  los  dos  ar- 
ticules anteriores,  no  suspenderán  el  cur- 
so de  la  causa  principal  i  se  sustanciarán 
en  cuaderno  separado. 

TITULO  IX 

Be  ios  incidentes. 

8ñ.  Toda  cuestión  accesoria  de  un  jui- 
cio que  requiera  pronunciamiento  especial 
con  audiencia  de  las  partes,  se  tramitará 
como  incidente  i  se  sujetará  a  las  reglas  de 
este  Titulo,  si  no  tuviere  señalada  por  la 
lei  una  tramitación  especial. 

86.  Podrá  ser  rechazado  de  plano  todo 
incidente  que  no  tenga  conexión  alguna 
con  el  asunto  que  es  materia  del  juicio. 

87.  Si  el  incidente  naciere  de  un  he- 
cho anterior  al  juicio  o  coexisten  te  con  sh 
principio,  como  el  defecto  legal  en  el  modo 


(1)    V.  el  art.  360. 

Sb«umda  Sbrie. — Tomo  II 


(l)    Véase  el  art.  ib  del  Código  civil. 
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de  proponer  la  demanda,  deberá  promo- 
verlo la  parte  antes  de  hacer  cualquiera 
jeslion  principal  en  el  pleito. 

Si  lo  promoviere  después,  será  rechaza- 
do de  oficio  por  el  tribunal,  salvo  que  se 
tratare  de  un  vicio  que  anule  el  proceso,  o 
de  una  circunstancia  esencial  para  la  ri- 
tualidad o  la  marcha  del  juicio.  En  estos 
casos  el  tribunal  ordenará  que  se  practi- 
quen las  dilijencias  necesarias  para  que  el 
proceso  siga  su  curso  legal  (1). 

88.  Todo  incidente  orijinado  de  un  he- 
cho que  acontezca  durante  el  juicio,  debe- 
rá promover.se  tan  pronto  como  el  hecho 
llegue  a  conocimiento  de  la  parte  respec- 
tiva. 

Si  en  el  proceso  constare  que  el  hecho 
ha  llegado  al  conocimiento  de  la  parte,  i  si 
ésta  hubiere  [¡racticado  una  jestion  poste- 
rior a  dicho  conocimiento,  el  incidente 
promovido  después  será  rechazado  de  pla- 
no, salvo  que  se  trate  de  alguno  de  los  vi- 
cios o  circun.ítancias  a  que  se  refiere  el  in- 
ciso segundo  del  articulo  anterior. 

89.  Todos  los  incidentes  cuyas  causas 
existan  simultáneamente  deberán  promo- 
verse a  la  vez.  En  caso  contrario,  se  ob- 
servará, respecto  de  los  que  se  promovie- 
ren después,  lo  dispuesto  en  el  inciso  se- 
gundo del  artículo  87. 

90.  Si  el  incidente  fuere  de  aquellos 
sin  cuya  previa  resolución  no  se  puede  se- 
guir sustanciando  la  causa  principal,  se 
suspenderá  el  curso  de  ésta,  i  el  incidente 
se  tramitará  en  la  misma  pieza  de  autos. 

En  el  caso  contrario,  no  se  suspenderá 
el  curso  de  la  causa  principal,  i  el  inciden- 
te se  sustanciará  en  ramo  separado. 

91.  La  parte  que  hubiere  promovido  i 
perdido  tres  o  mas  incidentes  dilatorios  en 
un  mismo  pleito,  no  podrá  promover  nin- 
gún otro  sin  que  previamente  consigne  la 
cantidad  que  el  tribunal  fije  desde  diez 
hasta  cien  pesos,  la  cual  se  aplicará  preci- 
samente al  Fisco  por  via  de  multa  si  per- 
diere también  el  nuevo  incidente. 

Estos  nuevos  incidentes  se  tramitarán 
siempre  en  ramo  separado,  cualquiera  que 
sea  su  naturaleza,  salvo  que  el  contendor 
acepte  la  suspensión  de  la  acción  prin- 
cipal. 

92.  Promovido  un  incidente,  se  con- 
cederán tres  dias  para  responder,  i  prac- 
ticado este  trámite,  resolverá  el  tribunal 
la  cuestión  si  a  su  juicio  no  hubiere  nece- 
sidad de  prueba. 

93.  Si  fuere  necesaria  la  prueba,  se 
abrirá  un  término  de  ocho  dias  para  que 


(1)     Véase  el  inciso  primero  del  art.  295. 


dentro  de  él  se  rinda  i  se  justifiquen  tam- 
bién las  tachas  de  los  testigos,  si  hubiere 
lugar  a  ellas. 

Dentro  de  los  dos  primeros  dias  deberá 
acompañar  cada  parte  una  nómina  de  los 
testigos  de  que  piensa  valerse,  con  espre- 
sion  del  nombre  i  apellido,  domicilio  i  pro- 
fesión u  oficio.  Solo  se  examinarán  testi- 
gos que  figuren  en  dicha  nómina. 

Cuando  hayan  de  practicarse  dilijencias 
probatorias  fuera  del  lugar  en  que  se  sigue 
el  juicio,  podrá  el  tribunal,  por  motivos 
fundados,  ampliar  una  sola  vez  el  término 
por  el  número  de  días  que  estime  necesa- 
rios, no  excediendo  en  ningún  caso  del 
plazo  total  de  treinta  dias,  contados  desde 
que  se  recibió  el  incidente  a  prueba. 

Las  resoluciones  que  se  pronuncien  en 
los  casos  de  este   artículo  son  inapelables. 

94.  Vencido  el  término  de  prueba,  há- 
yanla  o  no  rendido  las  partes,  i  aun  cuan- 
do éstas  no  lo  pidan,  fallará  el  tribunal 
inmediatamente  o,  a  mas  tardar,  dentro 
de  tercero  dia  la  cuestión  que  hubiere  dado 
oríjen  al  incidente. 

TITULO  JL 

De  la  acumulación  de  autos. 

95.  La  acumulación  de  autos  tendrá 
lugar  siempre  que  se  tramiten  separada- 
mente dos  o  mas  procesos  que  deban  cons- 
tituir un  solo  juicio  i  terminar  por  una  so- 
la sentencia,  para  mantener  la  continen- 
cia, o  unidad  de  la  causa.  Habrá,  por  tan- 
to, lugar  a  ella: 

1."  Cuando  la  acción  o  acciones  enta- 
bladas en  un  juicio  sean  iguales  a  las  que 
se  hubieren  deducido  en  otro,  o  cuando 
unas  i  otras  emanen  directa  e  inmediata- 
mente de  unos  mismos  hechos; 

2."  Cuando  las  personas  i  el  objeto  o 
materia  de  los  juicios  sean  idénticos,  aun- 
que las  acciones  sean  distintas;  i 

3."  En  jeneral,  siempre  que  la  senten- 
cia que  haya  de  pronunciarse  en  un  juicio 
deba  producir  la  escepcion  de  cosa  juzga- 
da en  otro  (1). 

96.  Habrá  también  lugar  a  la  acumu- 
lación de  autos  en  los  casos  de  quiebra  i 
cuando  ios  bienes  contra  los  cuales  se  ha- 
ya deducido  o  se  deduzca  una  acción  estu- 
vieren sometidos  a  concurso. 


(i)  Además  de  este  requisito  referente  al  fondo 
de  las  cuestiones,  se  requieren  otros  de  forma  enu- 
merados en  los  arts.  98  y  101,  esto  es,  que  los  dos 
pleitos  se  encuentren  sometidos  á  una  misma  cla- 
.se  de  proeedimie.ntos,  que  estén  en  instancias  aná- 
logas y  que  se  pida  antes  del  fallo. 
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De  esta  acumulación  se  tratará  en  el 
titulo  Del  concurso  de  acreedores  (1). 
•  97.  La  acumulación  tie  autos  se  decre- 
tará a  petición  de  parte;  pero  si  los  proce- 
sos se  encontraren  en  un  mismo  tribunal, 
podrá  éste  ordenarla  de  oficio. 

Se  considerará  parte  lejitima  para  soli- 
citarla todo  el  que  hubiere  sido  admitido 
como  parte  litigante  en  cualquiera  de  los 
juicios  cuya  acumulación  se  pretende. 

98.  Para  que  pueda  tener  lugar  la  acu- 
mulación, se  requiere  que  los  juicios  se  en- 
cuentren sometidos  a  una  misma  clase  de 
procedimiento  i  que  la  sustanciacion  de  to- 
dos ellos  se  encuentre  en  instancias  aná- 
logas (2). 

99.  Si  los  juicios  estuvieren  pendien- 
tes ante  tribunales  de  igual  jerarquía,  el 
mas  moderno  se  acumulará  al  mas  anti- 
guo; pero  en  el  caso  contrario,  la  acumu- 
lación se  hará  sobre  aquel  que  estuviere 
sometido  al  tribunal  superior. 

100.  Siempre  que  tenga  lugar  la  acu- 
mulación, el  curso  de  los  juicios  que  es- 
tuvieren mas  avanzados,  se  suspenderá 
liasta  que  todos  lleguen  a  un  mi¿mo  es- 
tado. 

101.  La  acumulación  se  podrá  pedir  en 
cualquier  estado  del  juicio  antes  de  la  sen- 
tencia de  término;  i  si  se  tratare  de  juicios 
ejecutivos,  antes  del  pago  de  la  obligación. 
Deberá  solicitarse  ante  el  tribunal  a  quien 
corresponda  continuar  conociendo  en  con- 
formidad al  art.  99. 

102.  Pedida  la  acumulación,  se  con- 
cederá un  plazo  de  tres  dias  a  la  otra  par- 
te para  que  esponga  lo  conveniente  sobre 
ella.  Pasado  este  término,  haya  o  no  res- 
puesta, el  tribunal  resolverá,  haciendo 
traer  previamente  a  la  vista  todos  ios  pro- 
cesos cuya  acumulación  se  solicite,  si  to- 
dos estuvieren  pendientes  ante  él.  En  ca- 
so contrario,  podrá  pedir  que  se  le  remi- 
tan los  que  se  .siguieren  ante  otros  tribu- 
nales. 

103.  De  las  resoluciones  que  nieguen 
la  acumulación  o  den  lugar  a  ella  solo  se 
cü  ncederá  apelación  en  el  efecto  devolu- 
tivo. 

TITULO  XI 

De  las  euefitiunes  de  competencia. 

104.  Podrán  las  partes  promover  cues- 
tiones de  competencia  por  inhibitoria  o  por 
declinatoria. 


Las  que  hubieren  optado  por  uno  de  es- 
tos medios,  no  podrán  después  abandonar- 
lo para  recurrir  al  otro.  Tampoco  podrán 
emplearse  los  dos  simultánea  ni  sucesiva- 
mente. 

105.  La  inhibitoria  se  intentará  ante  el 
tribunal  a  quien  se  crea  competente,  pi- 
diéndole que  se  dirija  al  que  esté  cono- 
ciendo del  negocio  para  que  se  inhiba  i  le 
remita  lo-'  autos. 

Si  el  recurrente  pretendiere  acreditar 
con  documentos  su  derecho,  deberá  acom- 
pañarlos a  la  solicitud  de  inhibitoria,  o  pedir 
en  ella  los  testimonios  correspondientes. 

106.  Con  solo  el  mérito  de  lo  que  es- 
pusiere la  parte  i  de  los  documentos  que 
presentare  o  que  el  tribunal  de  oñcio  man- 
dare agregar,  si  lo  juzga  necesario,  se  ac- 
cederá a  la  solicitud  o  se  negará  lugar  a 
ella  (I). 

107.  Si  el  tribunal  accediere,  diríjirá 
al  que  estuviere  conociendo  del  negocio  la 
correspondiente  comunicación,  con  inser- 
ción de  la  solicitud  de  la  parte  i  de  los  de- 
mas  )iocumento3  que  estime  necesariot» 
para  fundar  su  competencia. 

108.  Recibida  la  comunicación,  el  tri- 
bunal requerido  oirá  a  la  parte  que  ante  él 
litigue,  i  con  lo  que  ella  espusiere  i  el  mé- 
rito que  arrojen  los  documentos  que  pre- 
sentare o  que  el  tribunal  mandare  agregar 
de  oficio,  accederá  a  la  inhibición  o  nega- 
rá lugar  á  ella. 

109.  Si  el  tribunal  requerido  accediere 
a  la  inhibición  i  esta  sentencia  quedare 
ejecutoriada,  remitirá  los  autos  al  requi- 
rente. 

Si  la  denegare,  se  pondrá  lo  resuelto  en 
conocimieHto  del  otro  tribunal  para  que 
provea  lo  que  estime  de  justicia,  acompa- 
ñándole testimonio  de  la  sentencia,  de  lo 
que  hubiere  espuesto  la  parte  i  de  lo  demás 
que  se  considere  necesario  en  apoyo  de  la 
competencia. 

110.  Si  el  requirente  se  conformare 
con  lo  resuelto,  en  el  caso  del  inciso  se- 
gundo del  articulo  anterior,  i  no  se  dedu- 
jere recurso  contra  la  sentencia  que  asi  lo 
establece,  se  comunicará  ésta  al  requerido 
para  que  continúe  en  el  conocimiento  del 
negocio. 

111.  Si  el  requirente  insistiere  en  la 
inhibición,  lo  hará  saber  al  requerido,  i 

•ambos,  con  citación  de  la  parte  que  jes- 
tione  en  cada  tribunal,  remitirán  los  au- 
tos al  que  sea  superior  común  de  los  que 


(l)     Véanse  los  arts.  574  y  897. 
■2)    E.sceptúanse   de    la  pre.-ícripción  contenida 
en  este  artículo  los  casos  de  concurso  o  quiebra. 


>i)    Véase  el  párrafo  d  del  titulo  XII  de  la  1er 
Orgánica. 
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forman  la  competencia,  para  lá  resolución 
de  ésta. 

Si  \hs  tribunales  fueren  de  distinta  je- 
rarquia,  la  remisión  se  hará  al  superior  de 
aquel  que  tenga  jerarquía  mas  alta. 

Si  dependieren  de  diversos  superiores, 
¡guales  en  jerarquía,  resolverá  la  compe- 
tencia el  que  sea  superior  del  tribunal  re- 
querido. 

Los  jueces  arbitros  de  única,  de  prime- 
ra o  de  segunda  instancia  tendrán  por  su- 
f»erior,  para  los  efectos  de  este  artículo,  a 
a  respectiva  Corte  de  Apelaciones. 

112.  Son  apelables  solamente,  la  re- 
solución que  niegue  lugar  a  la  solicitud  de 
inhibición  a  que  se  refiere  el  art.  105,  la 
que  pronuncie  el  tribunal  requerido  acce- 
diendo a  la  inhibición,  i  aquella  en  que  el 
requirente  declare  no  insistir  en  la  inhibi- 
ción rechazada  por  el  requerido. 

113.  Las  apelaciones  de  que  trata  el 
artículo  anterior  se  llevarán  ante  el  tribu- 
nal a  quien  correspondería  conocer  déla 
competencia  en  conformidad  al  art.  111. 
Pero  en  el  caso  del  inciso  tercero  de  di- 
cho artículo,  entenderá  en  la  apelación  el 
superior  del  tribunal  que  hubiere  dictado 
la  sentencia  apelada. 

114.  El  superior  que  conozca  de  la 
apelación  o  que  resuelva  la  contienda  de 
competencia,  declarará  cuál  de  los  tribu- 
nales inferiores  es  competente  o  que  nin- 
guno de  ellos  lo  es. 

Para  pronunciar  resolución,  citará  a  uno 
i  otro  litigante,  pudiendo  pedir  los  infor- 
mes que  estime  necesarios,  i  aun  recibir  a 
prueba  el  incidente  fl). 

Si  los  tribunales  de  cuya  competencia 
se  trata  ejercieren  jurisdicción  de  diferen- 
te clase,  se  oirá  también  al  ministerio  pú- 
blico. 

115.  Espedida  la  resolución,  el  mismo 
tribunal  que  la  dictó  remitirá  los  autos 
que  ante  él  obraren  al  tribunal  declarado 
competente,  para  que  éste  comience  o  siga 
conociendo  del  negocio,  i  comunicará  lo 
resuelto  al  otro  tribunal. 

116.  La  declinatoria  se  propondrá  an- 
te el  tribunal  a  quien  se  cree  incompeten- 
te para  conocer  de  un  negocio  que  le  es- 
tuviere sometido,  indicándole  cual  es  el 
que  se  estima  competente  i  pidiéndole  se 
abstenga  de  di'ho  conocimiento.  Su  tra- 
mitación se  sujetará  a  las  reglas  estableci- 
das para  los  incidentes. 

117.  Mientras  se  halle  pendiente  el  in- 
cidente de  competencia,  se  suspenderá  el 
curso  de  la  causa  principal;  pero  el  tribu- 


( 1 J  Bespecto  &  Iob  informes,  véaae  el  art.  I6fi  y  230 


nal  que  estuviere  conociendo  de  ella  podrá 
librar  aquellas  providencias  que  tengan  el 
carácter  de  urjentes. 

TITULO  X.ÍI 
De  las  implicancia»)  i  recusaciones. 

118.  Solo  podrá  inhabilitar.se  a  los  jue- 
ces, oficiales  del  ministerio  público,  defen- 
sores públicos  i  relatores  para  intervenir 
en  un  negO(;io  determinado,  en  los  casos  i 
por  las  causas  de  implicancia  o  de  recusa- 
ción que  señala  la  Leí  de  Organización  i 
Atribuciones  de  los  Tribunales. 

Para  inhabilitara  los  peritos,  la  parte  a 
quien  pueda  perjudicar  su  intervención, 
deberá  espresar  i  probar  alguna  de  las  cau- 
sas de  implicancia  o  recusación  determina- 
das para  los  jueces,  en  cuanto  sean  aplica- 
bles a  aquellos. 

Los  secretarios  i  receptores,  i  los  funcio- 
narios llamados  a  subrogarlos,  podrán  ser 
inhabilitados  sin  espresion  de  causa  hasta 
el  número  de  dos,  por  cada  parta,  en  un 
mismo  juicio.  Pasado  este  número,  se  pro- 
cederá en  conformidad  al  inciso  anterior. 

119.  La  declaración  de  implicancia  o 
de  recusación  cuando  haya  de  fundarse  en 
causa  legal,  deberá  pedirle  antes  de  toda 
jestion  que  ataña  al  fondo  del  negocio,  o 
antes  de  que  comience  a  funcionar  la  per- 
sona contra  quien  oe  dirijo,  siempre  que  la 
causa  alegada  exista  ya  i  sea  conocida  de 
la  parte. 

Si  la  causa  fuere  posterior  o  no  hubiere 
llegado  a  conocimien  to  de  la  parte,  deberá 
proponerla  tan  ]jrontocomo  tenga  noticia 
de  ella.  No  justificándose  esta  última  cir- 
cunstancia, será  desechada  la  solicitud,  a 
menos  que  la  causal  alegada  sea  de  aque- 
llas que  no  pueden  renunciar  las  partes  en 
conformidad  al  art.  130.  En  este  caso,  po- 
drá el  tribunal  imponer  a  la  parte  que  ma- 
liciosamente hubie  e  retardado  el  reclamo 
de  la  implicancia  una  multa  que  no  exceda 
de  do.^cientos  pesos. 

120.  La  implicancia  de  un  juez  que 
de.sempeñe  tr.bunal  unipersonal  se  hará 
valer  ante  él  mismo,  espresando  la  causa 
legal  en  que  se  apoya  i  los  hechos  en  que 
se  funda,  acompañando  u  ofreciendo  pre- 
sentar las  pruebas  necesarias  i  pidiéndole 
se  inhiba  del  conocimiento  del  negocio. 

121.  La  recusación  de  los  jueces  a  que 
se  refiere  el  artículo  anterior  i  la  impli- 
cancia i  recusación  de  los  miembros  de 
tribunales  colejiados  se  harán  valer,  en  los 
términos  que  indii'a  dicho  artículo,  ante  el 
tribunal  que,  según  la  lei,  debe  conocer  de 
estos  incidentes. 
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123.  La  implicancia  i  la  recusación  de 
los  funcionarios  subalternos  se  reclamarán 
ante  el  tribunal  que  conozca  del  negocio 
en  (\ne  aquelloá  deban  intervenir,  i  se  ad- 
mitirán sin  mas  trámite  cuando  no  nece- 
siten fundarse  en  causa  legal. 

123.  Cuando  deba  espreí^arse  causa, 
no  se  dará  curso  a  la  solicitud  de  impli- 
cancia o  de  recusación  de  los  funcionarios 
que  a  continuación  se  enumeran,  a  menos 
que  el  ocurrente  estuviere  declarado  po- 
bre, si  no  se  acompaña  boleta  de  consig- 
nación en  alguna  tesorería  físcal,  de  las 
cantidades  que  en  seguida  se  espresan, 
para  responder  a  la  multa  de  que  habla  el 
articulo  127. 

En  la  implicancia  o  recusación  del  pre- 
sidente, ministros  o  fiscales  de  la  Corte 
Suprema,  ciento  cincuenta  pesos.  En  la 
del  presidente,  ministros  o  fiscales  de  una 
Corte  de  Apelaciones,  cien  pesos.  En  la  de 
un  juez  letrado  o  de  su  subrogante  legal, 
arbitro  de  única,  de  primera  o  de  segunda 
instancia,  defensor  público  o  promotor 
fiscal,  cincuenta  pesos  En  la  de  un  rela- 
tor, perito  o  secretario,  treinta  pesos.  En 
la  de  un  receptor  de  mayor  cuantía,  vein- 
te pesos.  En  la  de  un  juez  de  menor  cuan- 
tía, cinco  pesos. 

La  consignación  ordenada  en  este  artí- 
culo se  elevará  al  doble  cuando  se  trate  de 
la  .segunda  solicitud  de  inhabilitación  de- 
ducida por  la  misma  parte,  al  triple  en  la 
tercera  i  así  sucesivamente.  (I) 

124.  Si  la  causa  alegada  no  fuere  le- 
gal, o  no  la  constituyen  los  hechos  en  que 
se  funda,  o  si  éstos  no  se  especificaren  de- 
bidamente ,  el  tribunal  desechará  desde 
luego  la  solicitud. 

En  el  caso  contrario,  declarará  bastan- 
te la  causal,  i  si  los  hechos  en  que  se  fun- 
da constaren  al  tribunal  o  resultaren  de 
los  antecedentes  acompañados  o  que  el 
mismo  tribunal  de  oficio  mandare  agre- 
gar, se  declarará,  sin  mas  trámites,  la  im- 
plicancia o  recusación. 

Cuando  no  constare  al  tribunal  o  no 
apareciere  de  manifiesto  la  causa  alegada, 
se  procederá  en  conformidad  a  las  reglas 
jenerales  de  los  incidentes,  formándose 
pieza  separada. 

125.  Una  vez  aceptada  como  bastante 
la  causal  de  inhabilitación,  o  declarada 
ésta  con  arreglo  al  inciso  segundo  del  ar- 
tículo anterior,  se  pondrá  dicha  declara- 
ción en  conocimiento  del  funcionario  cuya 
implicancia  o  recusación  se  hubiere  pedi- 


(1)    V.  art.  11». 


do,  para  que  se  abstenga  de  intervenir  en 
el  asunto  de  que  se  ti\ita  mientras  no  se 
resuelva  el  incidente. 

126.  Si  la  inhabilitación  se  refiere  a 
un  juez  de  triijunal  unipersonal,  el  que 
deba  subrogarlo  conforme  a  la  lei  conti- 
nuará conociendo  en  todos  los  trámites 
anteriores  a  la  citación  para  sentencia,  i 
en  este  estado  se  suspenderá  el  curso  del 
juicio  hasta  que  se  declare  si  ha  o  no  lugar 
a  la  inhabilitación. 

Si  ésta  se  pidiere  para  un  juez  de  tribu- 
nal colejiado,  continuará  funcionando  el 
mismo  tribunal  ,  constituido  legalmente, 
con  esclusion  del  miembro  o  miembros 
que  se  intente  inhibir,  i  se  suspenderá  el 
juicio  como  en  el  caso  anterior. 

Cuando  se  trate  de  otros  funcionarios, 
serán  reemplazados,  mientras  dure  el  in- 
cidente, por  los  que  deban  subrogarlos  se- 
gún la  lei;  i  si  se  rechazare  la  inhibición, 
el  que  la  hubiere  solicitado  pagará  al  fun- 
cionario subrogado  los  derechos  corres- 
pondientes a  las  actuaciones  practicadas 
por  el  subrogante,  sin  perjuicio  de  que 
éste  también  los  perciba. 

127.  Si  la  implicancia  o  la  recusación 
fuere  desechada,  se  condenará  en  las  cos- 
tas al  que  la  hubi 're  reclamado,  i  se  le 
impondrá  una  multa  que  no  baje  de  la  mi- 
tad ni  exceda  del  doble  de  la  suma  con- 
signada en  conformidad  al  art.  123. 

Esta  multa  se  elevará  al  doble  cuando 
se  trate  de  la  segunda  solicitud  de  inhabi- 
litación deducida  por  la  misma  parte,  al 
triple  en  la  tercera  i  así  sucesivamente. 
El  tribunal  fijará  la  cuantía  de  la  multa, 
tomando  en  cuenti  la  categoría  del  fun- 
cionario contra  quien  se  hubiere  reclama- 
do, la  importancia  del  juicio,  la  fortuna 
del  litigante  i  la  circunstancia  de  haberse 
procedido  o  no  con  malicia. 

Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  los  inci- 
sos precedentes,  podrán  los  tribunales,  a 
petición  de  parte  o  de  oficio,  después  de 
haberse  rechazado  en  la  causa  dos  o  mas 
recusaciones  interpuestas  por  un  mismo 
litigante,  fijar  a  éste  i  compartes  un  plazo 
razonable  para  que  dentro  de  él  deduzcan 
todas  las  que  conceptúen  procedentes  a  su 
derecho,  bajo  apercibimiento  de  no  ser 
oidos  después  respecto  de  aquellas  causa- 
les que  se  funden  en  hechos  o  circunstan- 
cias que  hubieren  acaecido  con  anteriori- 
dad al  decreto  que  fija  dicho  plazo. 

Las  recusaciones  que  se  interpusieren 
por  causas  sobrevinientes  a  la  fecha  de 
este  decreto  serán  admitidas  previa  con- 
signación de  la  multa,  i,  en  caso  de  ser 
desestimadas,  pueden  también  las  Cortes 
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imponer  al  recurrente,  a  mas  de  la  multa 
e-^labltícida,  otra  que  no  deberá  exceder 
de  dos  mil  pesos  por  cada  instancia  de  re- 
cusación. 

128.  Paralizado  el  incidente  de  impli- 
cancia o  de  recusación  por  mas  de  diez 
dias,  sin  que  la  parte  que  lo  hubiere  pro- 
movido haga  jestiones  conducentes  para 
ponerlo  en  estado  de  que  sea  resuelto,  el 
tribunal  lo  declarará  de  oficio  abandona- 
do, con  citación  del  recusante. 

129.  Antesde  pedir  la  recusación  de  un 
juez  al  tribunal  que  deba  conocer  del  inci- 
dente, podrá  el  recu'^ante  ocurrir  al  mis- 
mo recusado,  si  funcionare  solo,  o  al  tri- 
bunal de  que  forme  parte,  esponiéndole  la 
causa  en  que  la  recusación  se  funda  i  pi- 
diéndole la  declare  sin  mas  trámite. 

Rechazada  esta  solicitud,  podrá  deducir- 
se la  recusación  ante  el  tribunal  corres- 
pondiente. 

130.  Los  jueces  o  funcionarios  subal- 
ternos que  se  consideren  comprendidos  en 
alguna  de  las  causas  legales  de  implicancia 
o  de  recusación,  deberán,  tan  pronto  como 
tengan  noticia  de  ello,  hacerlo  constar  en 
el  proceso,  declarándose  inhabilitados  pa- 
ra continuar  funcionando,  o  pidiendo  se 
haga  eita  declaración  por  el  tribunal  de  que 
formen  parte  o  que  conozca  del  asunto  en 
que  deban  intervenir. 

Las  partes  podrán,  sin  embargo,  conve- 
nir en  que  continúe  el  funcionario  inhabi- 
litado, salvo  que  la  inhabilitación  se  fun- 
dare en  alguna  de  las  causas  siguientes: 

1.*  Ser  el  juez  parte  en  el  pleito  o  tener 
en  él  interés  personal; 

2.*  Ser  el  juez  consorte,  o  pariente  con- 
sanguíneo lejitimo  en  cualquiera  de  los 
grados  de  la  linea  recta  i  en  la  colateral 
hasta  el  segundo  grado  inclusive,  o  ser  pa- 
dre o  hijo  natural  de  alguna  de  las  partes 
o  de  sus  representantes  legales; 

3.*  Ser  el  juez  tutor  o  curador  de  algu- 
na de  las  partes,  o  ser  ahiacea  de  alguna 
sucesión,  o  sindico  de  alguna  quiebra  o 
concurso,  o  administrador  de  algún  esta- 
blecimiento o  representante  de  alguna  per- 
.sona  jurídica  que  figure  como  parte  en  el 
juicio; 

4.*  Ser  el  juez  ascendiente  o  descen- 
diente lejitimo,  padre  o  hijo  natural  del 
abogado  de  alguna  de  las  partes; 

5.'  Haber  sido  el  juez  abogado  o  apo- 
derado de  alguna  de  las  partes  en  la  cau- 
.sa  actualmente  sometida  a  su  conoci- 
miento; 

6.^  Tener  el  juez,  su  consorte,  ascen- 
dientes o  descendientes  lejitimos,  padres  o 
nHíJos  naturales,   causa  pendiente  en  que 


deba  fallar  como  juez  alguna  de  las  par- 
tes; 

7.*  Tener  el  juez,  su  consorte,  ascen- 
dientes o  descendientes  lejitimos,  padres  o 
hijos  naturales,  causa  pendiente  en  que  se 
ventile  la  misma  cuestión  que  el  juez  debe 
fallar; 

8.*  Haber  el  juez  manifestado  su  dic- 
tamen sobre  la  cuestión  pendiente, con  co- 
nocimiento de  los  antecedentes  necesario.s. 
para  pronunciar  sentencia;  i 

9.*  Ser  el  juez,  su  consorte,  o  alguno  de 
sus  ascendientes  o  descendientes  lejitimos, 
padres  o  hijo.s  naturales,  heredero  insti- 
tuido en  testamento  por  alguna  de  las 
partes. 

J31.  Las  sentencias  que  se  dictaren  en 
los  incidentes  sobre  implicancia  o  recusa- 
ción serán  inapelables,  salvo  la  que  pro- 
nuncie el  juez  de  tribunal  unipersonal 
desechando  la  implicancia  deducida  ante 
él,  aceptando  la  recusación  en  el  caso  del 
art.  129,  o  declarándose  de  oficio  inhabili- 
tado en  conformidad  al  artículo  preceden- 
te, por  alguna  causa  que  no  sea  de  las  que 
el  mismo  artículo  prohibe  a  las  partes  re- 
nunciar. 

Toda  sentencia  sobre  implicancia  o  re- 
cusación será  trascrita  de  oficio  al  juez  o 
tribunal  a  quien  afecte. 

132.  La  recusación  i  la  implicancia 
que  deban  surtir  efecto  en  diversos  juicios 
de  las  mismas  partes,  podrán  hacerse  va- 
ler en  una  sola  jestión. 

133.  Cuando  fueren  varios  los  deman- 
dantes o  los  demandados,  la  implicancia  o 
recusación  deducida  por  alguno  de  ellos, 
no  podrá  renovarse  por  los  otros,  a  menos 
de  fundarse  en  alguna  causa  personal  del 
recusante. 

TITULO  ILIII 

Del  privilegi«»  de  pobreza 

134.  El  privilejio  de  pobreza  será  de- 
clarado por  sentencia  judicial.  Los  que 
lo  obtuvieren  u.-^arán  en  sus  solicitudes  i 
actuaciones  el  papel  sellado  de  menos  va- 
lor, i  tendrán  derecho  para  ser  gratuita- 
mente servidos  por  los  funcionarios  del  or- 
den judicial,  i  por  los  abogados,  procura- 
dores i  oficiales  subalternos  designados 
para  prestar  servicios  a  los  litigantes  po- 
bres. Salvo  que  la  lei  espresamente  ordene 
otra  cosa,  quedarán  también  exentos  del 
pago  de  las  multas  establecidas  para  los 
litigantes;  pero  si  procedieren  con  notoria 
malicia,  podrá  el  tribunal  imponerla  mul- 
ta correspondiente,  conmutable  en  arresta 
de  un  dia  por  cada  dos  pesos. 


CHILE. — CÓDIGO    DE   PROCEDIMIENTO   CIVIL 


615 


135.  Si  el  litigante  pobre  obtuviere  en 
el  juicio  será  obligado  a  destinar  una  déci- 
ma parte  del  valor  liquido  que  resultare  a 
su  favor  para  el  pago  de  los  honorarios  i  de- 
rechos causados,  distribuyéndose  esta  su- 
ma a  prorrata  entre  lodos  los  interesados,  si 
no  alcanzaren  a  ser  íntegramente  cubier- 
tos de  lo  que  se  les  adeudare. 

13C.  Cuando  el  litigante  declarado  po- 
bre no  jestionare  personalmente  ni  tuvie- 
re en  el  proceso  mandatario  conrstituido 
en  forma  legal,  entrará  a  representarlo  el 
procurador  de  pobres,  sin  que  sea  necesa- 
rio mandato  espreso. 

137.  En  las  jestioiies  para  obtener  pri- 
vilejio  de  pobreza  se  usará  el  papel  sellado 
que  corresponda,  seL'-un  las  reglas  jenera- 
les;  pero  los  derechos  que  se  causaren  solo 
podrán  reclamarse  en  caso  de  que  no  se 
dé  lugar  a  la  solicitud. 

138.  El  privilejio  de  pobreza  podrá  so- 
licitarse en  cualquier  estado  del  juicio  i  aun 
antes  de  su  iniciación,  i  deberá  siempre 
pedirse  al  tribunal  a  ^uien  corresponda  co- 
nocer en  primera  instancia  del  asunto  en 
que  haya  de  tener  efecto. 

Podrá  tramitarse  en  una  sola  jestion 
para  varias  causas  determinadas  i  entre  las 
mismas  ptirtes,  si  el  conocimiento  de  todas 
correspondiere  al  mismo  tribunal  en  pri- 
mera instancia  (1). 

139.  El  privilejio  de  pobreza  se  trami- 
tará en  cu'íderno  separado  i  se  espresarán 
al  solicitarlo  los  motivos  en  que  se  funde. 
El  tribunal  ordenará  que  se  rinda  in- 
formación para  acreditarlos,  con  solo  la 
citación  de  la  parte  contra  quien  litigare  o 
hubiere  de  litigar  el  que  solicita  el  privi- 
lejio. 

140.  Si  la  parte  citada  no  se  opusiere 
dentro  de  tercero  dia  a  la  concesión  del 
privilejio,  se  rendirá  la  información  i  se 
resolverá  con  el  mérito  de  ella  i  de  los  de- 


(1)  Los  señoi'es  Toro  y  Echevarría,  penen  á  este 
artículo  la  siguiente  nota: 

«En  adelante,  la  ampliación  de  un  privilegio  para 
otros  juicios  no  será  correcta,  pues  debe  pedirse, 
tramitarse  y  dictarse  espresamente  para  el  pleito  ó 
pleitos  en  gue  se  necesite. 

Según  este  precepto,  el  privilegio  puede  solicitar- 
se antes  de  la  iniciación  de  la  causa,  y  precisamen- 
te ante  el  tribunal  al  que  corresponda  conocer  del 
asunto  en  primera  instancia.  De  aquí  resulta  una 
dificultad  en  las  demandas  que  se  formulen  en  San- 
tiago y  Valparaíso,  en  donde  están  sujetas  al  trá- 
mite previo  de  la  presentación  ante  el  Presidente 
de  la  Corte,  para  la  desienacióu  del  juzgado,  con 
arreglo  á  las  leyes  de  13  de  enero  de  1897  y  15  de 
setiembre  de  1898.  Sin  esta  designación  previa,  no 
será  posible  sa>ier  el  juez  que  va  á  conocer. 

Esta  dificultad  no  tiene  solución:  en  las  ciudades 
nombradas  habrá  de  pedirse  el  privilegio  después 
de  estar  entablada  la  demanda  y  designado  el  juz- 
gado.» 


mas  antecedentes  acompañados  o  que  el 
tribunal  mandare  agregar. 

Si  hubiere  oposición,  se  tramitará  el  in- 
cidente en  conformidad  a  las  reglas  jene- 
rales. 

141.  En  la  jestion  de  privilejio  de  po- 
breza serán  oídos  los  funcionarios  judicia- 
les a  quienes  pueda  afeclar  su  concesión, 
si  se  presentaren  oponiéndose  antes  de 
que  el  incidente  se  resuelva.  Cuando  fut- 
ren varios  los  que  dedujeren  ¡a  oposición, 
litigarán  por  una  cuerda  en  los  trámites 
posteriores  a  la  presentación. 

142.  Serán  materia  de  la  información, 
o  de  la  prueba  en  su  caso,  las  circunstan- 
cias invocadas  por  el  que  pide  el  privilejio, 
i  ademas  la  fortuna  del  solicitante,  su  pro- 
fesión o  industria,  sus  rentas,  sus  deudas, 
las  cargas  personales  o  de  familia  que  le 
gravaren,  sus  aptitudes  intelectuales  i  fí- 
sicas para  ganar  la  subsistencia,  sus  gastos 
necesarios  o  de  lujo,  las  comodidades  de 
que  goce,  i  cualesquiera  otras  que  el  tribu- 
nal juzgue  conveniente  averiguar  para  for- 
mar juicio  sobre  los  fundamentos  del  pri- 
vilejio. 

143.  Se  estimará  como  presunción  le- 
gal de  pobreza  la  circunstancia  de  encon- 
trarse preso  el  que  solicita  el  privilejio,  sea 
por  sentencia  condenatoria,  sea  durante  la 
sustanciacion  del  juicio  criminal. 

■  144.  Podrá  dejarse  sin  efecto  el  privi- 
lejio después  de  otorgado,  siempre  que  se 
justifiquen  circunstancias  que  habrían  bas- 
tado para  denegarlo. 

Podrá  también  otorgarse  el  privilejio 
después  de  rechazado,  si  se  prueba  un  cam- 
bio de  fortuna  o  de  circunstancias  que  au- 
toricen esta  concesión  (1). 

TITtJLO   K^IT 

De  Ia«»  costas. 

145.  Cuando  una  de  las  partes  fuere 
condenada  a  pagar  las  costas  de  la  causa, 
o  de  algún  incidente  o  jestion  particular, 
se  procederá  a  tasarlas  en  conformidad  a 
las  reglas  siguientes. 

146.  Las  costas  se  dividen  en  procesa- 
tes  i  personales. 

Son  procesales  las  causadas  en  la  forma- 
ción del  proceso  i  que  correspondan  a  ser- 
vicios estimados  en  los  aranceles  judicia- 
les. 

Son  personales  las  provenientes  de  los 
honorarios  de  los  abogados  i  demás  perso- 
nas que  hayan  intervenido  en  el  negocio,  i 
de  los  defensores  públicos  en  el  caso  del 


(1)    Véase  el  art.  SC. 
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art.  296  de  la  Lei  de  Organización  i  Atri- 
buciones de  Los  Tribunales.  (1) 

147.  Solo  se  tasarán  las  costas  proce- 
sales útiles,  eliminándose  las  que  corres- 
pondan a  dilijencias  o  actuaciones  innece- 
sarias o  no  autorizadas  por  la  lei,  i  las  de 
actuaciones  o  incidentes  en  que  hubiere 
sido  condenada  la  otra  parte. 

El  tribunal  de  la  causa,  en  cada  instan- 
cia, regulará  el  valor  de  las  personales,  i 
avaluará  también  las  procesales  con  arre- 
glo a  la  !ei  de  aranceles.  Esta  función  po- 
drá delegarla  en  uno  de  sus  miembros,  si 
fuere  colejiado,  i  en  su  secretario  respecto 
de  las  costHs  procesales. 

148.  Hedía  la  tasación  de  costas,  en  la 
forma  prevenida  por  los  artículos  anterio- 
res, i  puesta  en  conocimiento  de  las  partes, 
se  tendrá  por  aprobada  si  ellas  nada  espu- 
sieren dentro  de  tercero  dia. 

149.  Si  alguna  de  las  partes  formula- 
re objeciones,  podrá  el  tribunal  resolver 
de  plano  sobre  ellas,  o  darles  la  tramita- 
ción de  un  incidente. 

150.  La  tasación  de  costas,  hecha  se- 
gún las  reglas  precedentes,  se  entenderá 
sin  perjuicio  del  derecho  de  las  personas 
cuyos  honorarios  se  hubieren  tasado,  para 
exijir  de  quien  corresponda  el  pago  desús 
servicios  en  conformidad  a  la  lei. 

151.  La  parte  que  fuere  vencida  total- 
mente en  un  juicio  e  en  un  incidente,  será 
condenada  al  pago  de  las  costas.  Podrá  con 
todo  el  tribunal  eximirla  de  ellas,  cuando 
apareciere  que  ha  tenido  motivos  plausi- 
bles para  litigar,  sobre  lo  cual  hará  decla- 
ración espre.^a  en  la  resolución. 

Lo  dispuesto  en  este  articulo  se  entiende 
sin  perjuicio  de  lo  establecido  en  otras  dis- 
posiciones de  este  Código  (2). 

152.  Podrá  el  tribunal  de  segunda  ins- 
tancia eximir  de  las  costas  causadas  en  ella 
a  la  parte  contra  quien  sp  dictare  la  sen- 
tencia, sea  que  mantenga  o  no  las  que  en 
primera  instancia  se  hubieren  impuesto, 
expresándose  en  este  caso  los  niotivos  es- 
peciales que   autoricen  la  exención. 

153.  No  podrá  condenarse  al  pago  de 
costas  cuando  se  hubieren  emitido,  por 
los  jueces  que  concurran  al  fallo  en  un  tri- 
bunal colejiado,  uno  o  mas  votos  favorables 
a  la  parte  que  pierde  la  cuestión  resuelta. 

154.  Cuando  la  parte  que  promueve 
un  incidente  dilatorio  no  obtuviere  resolu- 


(1)  Según  el  art.  1°  de  la  ley  de  26  de  setiembre 
de  1877,  los  honorarios  de  dichos  defensores  deben 
áéterminarse  con  arreglo  al  art.  2117  del  Código 
civil. 

(2)  Véase  el  art.  153. 


cion  favorable,  será  precisamente  conde- 
nada en  las  costas. 

TITULO  X.V 
nel  desistimiento  de  la  demanda. 

155.  Antes  de  notificada  una  demanda 
al  reo,  podrá  el  actor  retirarla  sin  trámite 
alguno,  i  se  considerará  como  no  presen- 
tada Después  de  notificada,  podrá  en  cual- 
quierestadodeljuicio  desistirse  de  ella  ante 
el  tribunal  que  conozca  del  asunto,  i  esta 
petición  se  someterá  a  los  trámites  esta- 
blecidos para  los  incidentes. 

156.  Si  se  hiciere  oposición  al  desisti- 
miento o  solo  se  aceptare  condicionalmen- 
te,  resolverá  el  tribunal  si  continúa  o  no 
el  juicio,  ola  forma  en  que  debe  tenerse 
por  desistido  al  actor. 

157.  La  sentencia  que  acepte  el  desis- 
timiento, haya  o  no  habido  oposición,  es- 
tinguirá  las  acciones  a  que  él  se  refiera, 
con  relación  a  las  partes  litigantes  i  a  todas 
las  personas  a  quienes  habria  afectado  la 
sentencia  del  juicio  a  que  se  pone  fin. 

158.  El  desistimiento  de  las  peticiones 
que  se  formularen  por  via  de  reconvención 
se  entenderá  aceptado  sin  declaración  es- 
presa, por  el  hecho  de  preponerse,  salvo 
que  la  parte  contraria  deduzca  oposición 
dentro  de  tercero  dia  después  de  notifica- 
da. En  este  caso  se  tramitará  la  oposición 
como  incidente  i  podrá  su  resolución  re- 
servarse para  la  sentencia  definitiva. 

TITIJI.O  X.VI 

Del  abandono  de  la  in.«tancia. 

159.  La  instancia  se  entiende  abando- 
nada cuando  todas  las  partes  que  figuran 
en  el  juicio  han  cesado  en  su  prosecución 
durante  tres  años  consecutivos,  contados 
desde  la  última  providencia. 

160.  El  abandono  podrá  hacerse  valer 
solo  por  el  demandado,  así  en  primera  co- 
mo en  segunda  insiancia;  pero  no  habrá 
lugar  a  alegarlo  cuando  se  hubiere  dictado 
sentencia  de  término  en  la  causa  (I). 

161.  Podrá  alegarse  el  abandono  por 
via  de  acción  o  de  escepcion,  i  se  tramitará 
como  incidente. 

162.  Si,  renovado  el  procedimiento» 
hiciere  el  demandado  cualquiera  jestion 
que  no  tenga  por  objeto  alegar  el  abando- 
na de  la  instancia,  se  considerará  renun- 
ciado este  derecho. 

163.  No  se  entenderán  estinguidas  por 
el  abandono  las  acciones  o  escepciones  de 


(1)    V.  el  art.  165  y  el  304  de  este  Código. 
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las  partes;  pero  éstas  perderán  el  derecho 
de  continuar  el  procedimiento  abandonado 
i  de  hacerlo  valer  en  un  nuevo  juicio. 

Subsistirán,  sin  embargo,  con  todo  su 
valor  los  actos  i  contratos  de  que  resulten 
derechos  detinitivamente  constituidos. 

164.  No  podrá  alegarse  el  abandono  de 
la  instancia  en  los  juicios  de  quiebra,  o  con- 
cursos de  acreedores,  ni  en  los  de  división 
o  liquidación  de  herencias,  sociedades  o 
comunidades. 

TITULO  XYII 
De  las  resulueiones  judicialea. 

165.  Las  resoluciones  judiciales  se  de- 
nominan sentencias  definiticas,  sentencias 
intcrlocutorias,  autos  i  decretos. 

Es  sentencia  definitiva  la  que  pone  ñn  a 
la  instancia,  resolviendo  la  cuestión  o  asun- 
to que  ha  sido  objeto  del  juicio. 

Es  sentencia  ínter  locutor  ia  la  que  falla 
un  incidente  del  juicio,  estableciendo  dere- 
chos permanentes  a  favor  de  las  partes,  o 
resuelve  sobre  algún  trámite  que  debe  ser- 
vir de  base  en  el  pronunciamiento  de  una 
sentencia  definitiva  o  interlocutoria. 

Se  llama  auto  la  resolución  que  recae  en 
un  incidente  no  comprendido  en  el  inciso 
anterior. 

Se  llama  decreto ,  procidencia  o  proaeido 
el  que,  sin  fallar  sobre  incidentes  o  sobre 
trámites  que  sirvan  de  base  para  el  pro- 
nunciamiento de  una  sentencia,  tienen  solo 
por  objeto  determinar  o  arreglar  la  sustan- 
ciacion  del  proceso. 

166.  Puesto  el  proceso  en  estado  de 
sentencia,  podrán  los  tribu'  ales,  para  me- 
jor reso  ver,  ordenar  de  oHcio,  pero  dando 
da  ello  conocimiento  a  las  partes,  alguna  o 
algunas  de  las  siguientes  medidas: 

1.'  La  agregación  de  cualquier  docu- 
mento que  estimen  necesario  para  escla- 
recer el  derecho  de  los  litigantes," 

2.'  La  confesión  judicial  de  cualquiera 
de  las  partes  sobre  hechos  que  consideren 
de  influencia  en  la  cuestión  i  que  no  resul- 
ten probados; 

3.'  La  inspección  personal  del  objeto  de 
la  cuestión; 

4.'     El  informe  de  peritos; 

)>.'  La  comparecencia  de  testigos  que 
hubieren  declarado  en  el  juicio,  para  qu« 
aclaren  o  espliquen  sus  dichos  oscurus  o 
contradictorios;  i 

6.*  La  presentación  de  cualesquiera 
otros  autos  que  tengan  relación  con  el 
pleito. 

En  este  último  caso,  no  quedarán  los  au- 
tos presentados  en  poder  del  tribunal  que 


decrete  esta  medida  sino  el  tiempo  estric- 
tamente necesario  para  su  examen,  no  pu- 
diendo  esceder  de  oclio  dias  este  término 
si  se  tratare  de  autos  pendientes. 

Si  en  la  práctica  de  alguna  de  estas  me- 
didas apareciere  de  manifiesto  la  necesidad 
de  esclarecer  nuevos  hechos  indispensa- 
bles para  dictar  sentencia,  podrá  el  tribu- 
nal abrir  un  término  de  prueba  breve  e 
improrrogable,  limitado  a  los  puntos  que 
el  mismo  tribunal  determine. 

Las  providencias  que  se  espidan  en  con- 
formidad al  presente  articulo  serán  inape- 
lables, salvo  las  que  se  dictaren  en  los  casos 
del  número  cuarto  i  del  inciso  precedente 
por  un  tribunal  de  primera  instancia. 

167.  Las  sentencias  se  pronunciarán 
conforme  al  mérito  del  proce.so,  i  no  po- 
drán estenderse  a  puntos  que  no  hayan 
sido  espresamente  sometidos  a  juicio  por 
las  partes,  salvo  en  cuanto  las  leyes  man- 
den o  permitan  a  los  tribunales  proceder 
de  oficio.  (I) 

168.  En  los  tribunales  unipersonales 
el  juez  examinará  por  sí  mismo  los  autos 
para  dictar  resolución. 

Los  tribunales  colejiados  tomarán  cono- 
cimiento del  proceso  por  medio  del  relator 
o  del  secretai  io,  sin  perjuicio  del  examen 
que  los  miembros  del  tribunal  crean  nece- 
sario hacer  por  si  mismos. 

169.  Las  causas  se  fallarán  en  los  tri- 
bunales unipersonales  tan  pronto  como  es- 
tuvieren en  estado  i  por  el  orden  de  su 
conclusión.  El  mismo  orden  se  observará 
para  designar  las  causas  en  los  tribunales 
colejiaJos  para  su  vista  i  decisión. 

Esceptúanse  las  cuestiones  sobre  deser- 
ción de  recursos,  depósito  de  personas, 
alimentos  provisionales,  competencia,  acu- 
mulaciones, recusaciones,  deshaucio,  jui- 
cios sumarios  i  ejecutivos,  denegación  de 
justicia  o  de  prueba  y  demás  negocios  que 
por  la  lei  o  por  acuerdo  del  tribunal,  fun- 
dado en  circunstancias  calificadas,  deban 
tener  preferencia,  las  cuales  se  antepon- 
drán a  los  otros  asuntos  desde  que  estu- 
vieren en  estado. 

La  sentencia  definitiva  en  el  juicio  ordi- 
nario deberá  pronunciarse  detjtro  del  tér- 
mino de  sesenta  dias,  contados  desde  que 
la  causa  quede  en  estado  de  sentencia. 

Si  el  juez  no  dictare  sentencia  dentro  de 
este  plazo,  será  amonestado  por  la  Corte  de 
Apelaciones  respectiva,  i  si  a  pesar  de  esta 
amonestación  no  espidiere  el   fallo  dentro 


(1)    Eata.  disposición  j  la  del  art.  1A3  establecon 
los  requisitos  que  dsben  contener  l»s  sentencias. 
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del  nuevo  [ilazo  que  ella  le  designe,  incu- 
rrirá en  la  yiena  de  suspensión  de  su  em- 
pleo por  el  término  de  treinta  dias,  que  se- 
rá decretada  por  la  misma  Corte. 

170.  En  los  tribunales  colejiados  se  for- 
mará el  dia  último  hábil  de  cada  semana 
una  tabla  de  los  asuntos  que  verá  el  tribu- 
nal en  la  semana  siguiente,  con  espresion 
del  nombre  de  las  partes,  del  dia  en  que 
cada  uno  deba  tratarse  i  del  número  de  or- 
den que  le  corresponda. 

Esta  tabla  se  fijará  en  lugar  visible,  i  an- 
tes de  que  comience  a  tratar  cada  negocio, 
lo  anunciará  el  tribunal,  haciendo  colocar 
'al  efecto  en  lugar  conveniente  el  respecti- 
vo número  de  orden,  el  cual  se  manten- 
drá fijo  hasta  que  se  pase  a  otro  asunto. 

17 i.  Las  causas  se  verán  en  el  dia  se- 
ñalado. Si,  concluida  la  hora  de  audien- 
cia, quedare  pendiente  alguna  i  no  se  acor- 
dare prorrogar  el  acto,  se  continuará  en 
los  dias  hábiles  inmediatos  hasta  su  termi- 
nación. 

172.  Solo  podrá  suspenderse  en  el  dia 
designado  al  efecto  la  vista  de  una  causa, 
o  retardarse  dentro  del  mismo  dia: 

1.°  Por  impedirlo  el  examen  de  las 
causas  colocadas  en  lugar  preferente,  o  la 
continuación  de  la  vista  de  otro  pleito  pen- 
diente del  dia  anterior; 

?..o  Por  falta  de  miembros  del  tribunal 
en  número  suficiente  para  pronunciar  sen- 
tencia; 

3.*>  Por  muerte  del  procurador  o  del  li- 
tigante que  jestione  por  sí  en  el  pleito; 

4."  Por  solicitarlo  de  común  acuerdo 
los  procuradores  o  los  abogados  de  las  par- 
tes; 

5."  Por  enfermedad  del  abogado  de  al- 
guna de  las  partes  que  le  imposibilite  para 
asistir  a  la  vista,  debiendo  esta  circuns- 
tancia justificarse  suficientemente  ajuicio 
del  tribunal; 

6.*  Por  muerte  del  cónyuje  o  de  algu- 
no de  los  descendientes  o  ascendientes  le- 
jitimos  del  abogado  defensor,  ocurrida 
dentro  de  los  ocho  dias  anteriores  al  de- 
signado para  la  vista;  i 

7.°  Por  tener  alguno  de  los  abogados 
otra  vista  o  comparecencia  a  que  asistir 
en  el  mismo  dia  i  ante  otro  tribunal  de 
primera  o  de  segunda  instancia.  El  acto 
que  deba  verificarse  ante  el  tribunal  de 
mayor  jerarquía  hará  suspender  los  que  co- 
rrespondan a  los  tribunales  inferiores:  i  si 
no  hubiere  diferencia  de  jerarquía,  el  acto 
que  primero  comenzare  impedirá  que  se 
efectiJen  los  restantes. 

173.  Cuando  haya  de  integrarse  una 
sala  con  miembros  que   no  pertenezcan  a 


su  personal  ordinario,  antes  de  comenzar 
la  vista,  se  pondrá  por  conducto  del  rela- 
tor o  secretario  en  conocimiento  de  las 
partes  o  de  sus  abogados  el  nombre  de  los 
integrantes,  i  se  procederá  a  ver  la  causa 
inmediatamente,  a  menos  que  en  el  acto  se 
reclame  de  palabra  o  por  escrito  implican- 
cia o  recusación  contra  alguno  de  ellos. 

Formulada  la  reclamación,  se  suspen- 
derá la  vista  i  deberá  formalizarse  por 
aquélla  escrito  dentro  de  tercero  dia,  impo- 
niéndose en  caso  contrario  a  la  parte  re- 
clamante, por  este  solo  hecho,  una  multa 
que  no  baje  de  cincuenta  pesos  ni  exceda 
de  ciento.  (1) 

174.  Cuando  la  existencia  de  un  delito 
hubiere  de  ser  fundamento  preciso  de  una 
sentencia  civil  o  tuviere  en  ella  influencia 
notoria,  podrán  los  tribunales  suspender 
el  pronunciamiento  de  éste  bástala  termi- 
nación del  proce.so  criminal,  si  en  éste  se 
hubiere  dado  lugar  al  procedimiento  ple- 
nario. 

Esta  suspensión  podrá  decretarse  en 
cualquier  estado  del  juicio,  una  vez  que  se 
haga  constar  la  circunstancia  mencionada 
en  el  inciso  precedente. 

Si  en  el  caso  de  los  dos  incisos  anterio- 
res se  formare  incidente,  se  tramitará  en 
pieza  separada  sin  paralizar  la  marcha  del 
juicio. 

Con  todo,  si  en  el  mismo  juicio  se  venti- 
laren otras  cuestiones  que  puedan  trami- 
tarse i  resolverse  sin  aguardar  el  fallo  del 
proceso  criminal,  continuará  respecto  de 
ellas  el  procedimiento  sin  interrupción. 

175.  Los  tribunales  colejiados  deberán 
funcionar,  para  la  vista  i  decisión  de  los 
asuntos  civiles,  con  un  número  de  miem- 
bros que  no  sea  interior  al  mínimum  de- 
terminado en  cada  caso  por  la  lei,  i  sus  re- 
soluciones se  adoptarán  por  mayoría  abso- 
luta de  votos  (2). 

176.  En  los  tribunales  colejiados  los 
decretos  podrán  dictarse  por  uno  solo  de 
sus  miembros.  Los  autos,  las  sentencias 
interlocutorias  i  las  definitivas,  exijirán  la 
concurrencia  de  tres  de  sus  miembros,  a 
lo  menos. 

177.  No  podrán  tomar  parte  en  el 
acuerdo  los  que  no  hubieren  concurrido  a 
la  vista  de  la  causa. 

178.  Ningún  acuerdo  podrá  efectuarse 
sin  que  tomen  parte  todos  los  que  como 
jueces  hubieren  concurrido  a  la  vista,  sal- 
vo los  casos  de  los  artículos  siguientes. 


(1)  V.  el  art.  134  de  Uley  Orgánica. 

(2)  Véate  la  ley  Orgánica  de  tribunales,  artícu- 
los 84  y  87. 


CHILE. — CÓDIGO    DE    PROCEDIMIENTO   CIVIL 


619 


179.  Si  antes  del  acuerdo  íalleciere,  o 
fuere  destituido  de  su  empleo,  o  suspendi- 
do en  el  ejercicio  de  sus  funciones  alguno 
de  los  jueces  que  concurrieron  a  la  vista, 
se  procederá  a  ver  de  nuevo  el  negocio. 

180.  Si  antes  del  acuerdo  se  imposibi- 
litare por  enfermedad  alguno  de  los  jueces 
que  concurrieron  a  la  vista,  se  esperará 
hasta  por  treinta  dias  su  comparecencia  al 
tribunal;  i  si,  trascurrido  este  término,  no 
pudiere  comparecer,  se  hará  nueva  vista. 

Podrá  también,  en  este  caso,  verse  de 
nuevo  el  asunto  antes  de  la  espiración  de 
los  treinta  dias,  si  todas  las  partes  convi- 
nieren en  ello  (1). 

181.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en 
los  artículos  179  i  180,  todos  los  jueces  que 
hubieren  asistido  á  la  vista  de  una  causa 
quedan  obligados  a  concurrir  al  fallo  de  la 
misma,  aunque  liayun  cesado  en  sus  fun- 
ciones, salvo  que,  ajuicio  del  tribunal,  se 
encuentren  imposibilitados  para  intervenir 
en  ella. 

182.  En  los  casos  a  que  se  refieren  los 
tres  artículos  anteriores,  no  se  verá  de  nue- 
vo la  causa,  aunque  deje  de  tomar  parte  en 
el  acuerdo  alguno  o  algunos  de  los  que  con- 
currieron a  la  vista,  siempre  que  el  tribu- 
nal quede   compuesto   de    un    número   de 

miembros  hábiles  que  no  sea  inferior  a 
mínimum  fijado  por  la  lei. 

183.  Los  tribunales  colejiados  celebra- 
rán sus  acuerdos  privadamente;  pero  po- 
drán llamar  a  ellos  a  los  relatores  u  otros 
empleados  cuando  lo  estimen  necesario  (2). 

184.  Cuando  alguno  de  los  miembros 
del  tribunal  necesite  estudiar  con  más  de- 
tenimiento el  asunto  que  va  a  fallarse,  se 
suspenderá  el  debate  i  se  señalará,  para 
volver  a  la  discusión  i  al  acuerdo,  un  plazo 
que  no  esceda  de  treinta  dias,  si  varios 
miembros  hicieren  la  petición,  i  de  quince 
dias  cuando  la  hiciere  uno  solo  (3). 

185.  Si  la  causa  no  fuere  fallada  den- 
tro de  los  treinta  dias  siguientes  a  la  fecha 
en  que  se  dejó  en  acuerdo,  el  tribunal  dará 
cuenta  semanalmente  a  la  Corte  Suprema 
de  las  razones  que  hubieren  motivado  el 
retardo. 

186.  En  los  acuerdos  de  los  tribunales 
colejiados,  después  de  debatida  suficiente- 
mente la  cuestión  o  cuestiones  promovi- 
das, 'se  observarán  las  reglas  siguieates 
paraiformular  la  resolución: 

1.*     Se  establecerán  primeramente  con 


(1)  Véase  el  art  91  de  la  ley  Orgánica  de  tribu, 
nales. 

(2)  V.  el  art.  94  de  la  ley  Orgánica  de  tribunales. 

(3)  V.  el  art.  97  de  la  ley  de  tribunales. 


precisión  los  hechos  sobre  que  versa  la 
cuestión  que  debe  fallarse,  sin  entrar  en 
apreciaciones  ni  observaciones  que  no  ten- 
gan por  esclusivo  objeto  el  esclarecimiento 
de  los  hechos; 

2.*  Si  en  el  debate  se  hubiere  susidtado 
cuestión  sobre  la  exactitud  o  falsedad  de 
uno  o  mas  de  los  hechos  controvertidos  en- 
tre las  partes,  cada  una  de  las  cuestiones 
suscitadas  será  resuelta  por  separado; 

3.*  La  cuestior".  que  ya  hubiere  sido  re- 
suelta servirá  de  bape,  en  cuanto  la  rela- 
ción o  encadenamiento  de  los  hech»s  lo 
exijiere,  para  la  decisión  de  las  demás  cues- 
tiones que  en  el  debate  se  hubieren  susci- 
tado; 

4.*  i'.stablecidos  los  hechos  en  la  forma 
prevenida  por  las  reglas  anteriores,  se  pro- 
cederá a  aplicar  las  leyes  que  fueren  del 
caso,  si  el  tribunal  e.stuviere  de  acuerdo  en 
este  punto; 

5.*  Si  en  el  debate  se  hubieren  suscita- 
do cuestiones  de  derecho,  cada  una  de  ellas 
será  resuelta  por  separado,  i  las  cuestio- 
nes resueltas  servirán  de  base  para  la  re- 
solución de  las  demás;  i 

6.*  Resueltas  todas  las  cuestiones  de 
hecho  i  de  derecho  que  se  hubieren  susci- 
tado, las  resoluciones  parciales  del  tribu- 
nal se  tomarán  por  base  para  dictar  la  re- 
solución final  del  asunto. 

187.  En  los  acuerdos  de  los  tribunales 
colejiados  dará  primero  su  voto  el  ministro 
menos  antiguo,  i  continuarán  los  demás  en 
orden  inverso  al  de  su  antigüedad.  El  últi- 
mo voto  será  el  del  presidente  (1). 

188.  iáe  entenderá  terminado  el  acuer- 
do cuando  se  obtenga  mayoría  legal  sobre 
la  parte  resolutiva  del  fallo  i  sobre  un  fun- 
damento, a  lo  menos,  en  apoyo  de  cada  uno 
de  los  puntos  que  dicho  fallo  comprenda. 

Obtenido  este  resultado,  se  redactará  la 
resolución  por  el  ministro  que  el  tribunal 
señalare,  el  cual  se  ceñirá  estrictamente  a 
lo  aceptado  por  la  mayoría.  Si  se  suscitare 
dificultad  acerca  de  la  redacción,  será  de- 
cidida por  el  tribunal. 

Aprobada  la  redacción,  se  firmará  la  sen- 
tencia por  todos  los  miembros  del  tribunal 
que  hayan  concurrido  al  acuerdo,  a  mas 
tardar  en  el  término  de  tercero  día;  i  en 
ella  se  espresará,  al  final,  el  nombre  del 
ministro  que  la  hubiere  redactado. 

189.  En  los  autos  i  sentencias  definiti- 
vas o  interlocutorías  de  los  tribunales  co- 
lejiados, se  espresará  el  nombre  de  los 
miembros  que  hayan  sostenido  una  opi- 
nión distinta  de  la   resolución  acordada. 


(1)    V.  el  art.  96  de  la  ley  Orgánica  de  tribunales., 
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Los  miembro»  que  no  opinaren  como  la 
mayoría  consignarán  su  opinión  particular 
i  los  fundamentos  en  que  la  apoyan  en  un 
libro  que  con  este  objeto  debe  existir  en  la 
secretaria  del  tribunal. 

Podrán  también  consignarse  en  el  mis- 
mo libro  las  razones  especiales  que  algu- 
nos de  los  miembros  de  la  mayoría  hayan 
tenido  para  formar  sentencia  i  que  no  se 
hubieren  esgresado  en  esta. 

190.  Cuando  en  los  acuerdos  para  for- 
mar resolución  resultare  discordia  de  vo- 
tos, cada  opinión  particular  será  sometida 
separadamente  a  votación,  i  si  ninguna  de 
ellas  obtuviere  mayoría  absoluta,  se  esclui" 
rá  la  opinión  que  reúna  menor  número  de 
sufrajios  en  su  favor,  repitiéndose  la  vota- 
ción entre  las  restantes. 

Si  la  esolusion  pudiera  corresponder  a 
mas  de  una  opinión  por  tener  igual  núme- 
ro de  votos,  decidirá  el  tribunal  cuál  de 
ellas  debe  ser  escluida;  i  si  tampoco  resul- 
tare mayoría  para  decidir  la  esclusion,  se 
llamarán  tantos  jueces  cuantos  sean  nece- 
sario» para  que  cualquiera  de  las  opiniones 
pueda  formar  sentencia,  debiendo  en  todo 
caso  quedar  constituido  el  tribunal  con  un 
número  impar  de  miembros. 

Los  jueces  que  hubieren  sostenido  una 
opinión  escluida,  deberán  optar  por  algu- 
nas de  las  otras  sometidas  a  votación. 

El  procedimieato  de  este  artículo  se  re- 
petirá cada  vez  que  ocurran  las  circuns- 
tancias mencionadas  en  él. 

191.  Cuando  en  el  caso  del  inciso  se- 
gundo del  artículo  anterior  se  llamaren 
otros  jueces  para  dirimir  una  discordia,  se 
verá  la  causa  por  los  mismos  mieínbros 
que  hubieren  asistido  a  la  primera  vista  i 
los  nuevamente  llamados. 

Antes  de  comenzar  el  acto  podrán  los 
jueces  discordantes  aceptar  por  sí  solos 
una  opinión  que  reúna  la  mayoría  necesa- 
ria para  formar  sentencia,  quedando  sin 
lugar  la  nueva  vista,  la  cual  se  efectuará 
únicamente  en  el  caso  de  mantenei'se  la 
discordia. 

Si,  vista  de  nuevo  la  causa,  ninguna  opi- 
nión obtuviere  mayoría  legal,  se  limitará 
la  votación  a  las  que  hubieren  quedado 
pendientes  al  tiempo  de  llamarse  a  los  nue- 
vos jueces. 

192.  Toda  resolución  de  cualquiera  cla- 
se que  sea,  deberá  espresar  en  letras  la  fe- 
cha i  lugar  en  que  se  espida,  i  llevará  al 
pie  la  firma  del  juez  o  jueces  que  la  dicta- 
ren o  intervinieren  el  acuerdo. 

Cuando  después  de  acordada  una  reso- 
lución i  siendo  varios  los  jueces  se  imposi- 
bilitare alguno  de  ellos  para  firmarla,  bas- 


tará que  se  esprese  esta  circunstancia  en 
el  mismo  fallo. 

193.  Las  sentencias  defínitivas  de  pri- 
mera instancia  i  las  de  segunda  instancia 
que  modifiquen  o  revoquen  las  de  otros 
tribunales,  coatendran: 

1.°  La  designación  precisa  de  las  par- 
tes litigantes,  su  domicilio  i  profesión  u 
oficio; 

2.°  La  enunciación  breve  de  las  peti- 
ciones o  acciones  deducidas  por  el  deman- 
dante i  de  sus  fundamentos; 

3.°  Igual  enunciación  de  las  escepcio- 
nes  o  defensas  alegadas  por  el  reo; 

4.'  Las  consideraciones  de  hecho  o  de 
derecho  que  sirven  de  fundamento  a  la 
sentencia; 

5.*  La  enunciación  de  las  leyes,  i  en  su 
detecto,  de  los  principios  de  equidad  con 
arreglo  a  los  cuales  se  pronuncia  el  fa- 
llo; i 

6.**  La  decisión  del  asunto  controverti- 
do. Esta  decisión  deberá  comprender  to- 
das las  acciones  i  escepciones  que  se  hu- 
bieren hecho  valer  en  el  juicio;  pero  podrá 
omitirse  la  resolución  de  aquellas  que  fue- 
ren incompatibles  con  las  aceptadas. 

En  la  sentencia  deñnitiva  de  segunda 
instancia  que  modifique  o  revoque  la  de 
primera,  no  es  necesario  reproducir  la  es- 
posicion  que  ésta  contenga  sobre  las  tres 
primeras  circunstancias  mencionadas  en 
el  presente  artículo,  pues  bastará  referirse 
a  ella. 

194.  En  las  sentencias  interlocutorias 
i  en  los  autos  se  espresarán,  en  cuanto  la 
naturaleza  del  negocio  lo  permita,  a  mas 
de  la  decisión  del  asunto  controvertido,  las 
circunstancias  mencionadas  en  los  núme- 
ros cuarto  i  quinto  del  artículo  prece- 
dente. 

195.  Cuando  en  un  mismo  juicio  se 
ventilen  dos  o  mas  cuestiones  que  puedan 
ser  resueltas  separada  o  parcialmente,  sin 
que  ello  ofrezca  dificultad  pira  la  marcha 
del  proceso,  i  alguna  o  algunas  de  dichas 
cuestiones  o  parte  de  ellas,  llegaren  al  es- 
tado de  sentencia  antes  que  termine  el 
procedimiento  en  las  restantes,  podrá  el 
tribunal  fallar  de-de  luego  las  primeras. 

En  este  caso  se  formará  cuaderno  sepa- 
rado con  compulsa  de  todas  las  piezas  ne- 
cesarias para  dictar  el  fallo  i  ejecutarlo,  a 
costa  del  que  solicite  la  separación. 

196.  Cuando  una  de  las  partes  hubie- 
re de  ser  condenada  a  la  devolución  de 
frutos  o  a  la  indemnización  de  perjuicios, 
i  se  hubiere  litigado  sobre  su  especie  i 
monto,  la  sentencia  determinará  la  canti- 
dad liquida  que  por  estas  causas  deba  abo- 
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narse,  o  declarará  sin  lugar  el  pago,  si  no 
resultaren  probadas  la  especie  i  el  monto 
de  lo  que  se  cobra  o.  por  lo  menos,  las  ba- 
ses que  dtíban  servir  para  su  liquidación 
al  ejecutarse  la  sentencia. 

En  el  caso  de  que  no  se  hubiere  litigado 
sobre  la  especie  i  el  monto  de  los  frutos  o 
perjuicios,  el  tribunal  reservará  a  las  par- 
tes el  derecho  de  discutir  esta  cnestion  en 
la  ejecución  del  fallo  o  en  otro  juicio  di- 
Terso. 

197.  Se  entenderá  ürme  o  ejecutoria- 
da una  resolución  desde  que  se  hubiere 
notificado  a  las  partes,  si  no  procede  re- 
curso a'guno  en  contra  de  ella;  i,  en  caso 
contrario,  desde  que  se  notifique  el  decre- 
to que  la  mande  cumplir,  una  vez  que  ter- 
minen ios  recursos  deducidos,  o  desde  que 
trascurran  todos  los  plazos  que  la  lei  con- 
cede para  la  inter[)Osicion  de  dichos  re- 
cursos, sin  que  se  hubieren  hecho  valer 
por  las  partes.  En  este  último  caso,  tra- 
tándose de  sentencias  definitivas,  certifi- 
cará el  hecho  el  secretario  del  tribunal  a 
continuación  del  fallo,  el  cual  se  conside- 
rará firme  desde  este  momento,  sin  mas 
trámites. 

198.  Las  sentencias  definitivas  o  in- 
terlocutorias  firmes  producen  la  acción  o 
la  excepción  de  cosa  juzgada. 

199.  Corresponde  la  acción  de  cosa 
juzgada  a  aquel  a  cuyo  favor  se  ha  decla- 
rado un  derecho  en  el  juicio,  para  el  cum- 
plimiento de  lo  resuelto  o  para  la  ejecu- 
ción del  fallo  en  la  forma  prevenida  por  el 
título  XIX  de  este  libro. 

200.  La  escepcion  de  cosa  juzgada 
puede  alegarse  por  el  litigante  que  hubiere 
obtenido  en  el  juicio  i  por  todos  aquellos  a 
quienes  según  la  lei  aprovecha  el  fallo, 
siempre  que  entre  la  nueva  demanda  i  la 
anteriormente  resuelta,  hubiere: 

1.°    Identidad  legal  de  personas; 

2.°     Identidad  de  la  cosa  pedida;  i 

8."     Identidad  de  la  causa  de  pedir. 

Sé  entiende  por  causa  de  pedir  el  fun- 
damento inmediato  del  derecho  deducido 
en  juicio. 

201.  En  los  juicios  civiles  podran  ha- 
cerse valer  las  sentencias  dictadas  en  un 
proceso  criminal  siempre  que  condenen  al 
reo. 

202.  Las  sentencias  que  absuelvan  de 
la  acusación  o  que  ordenen  el  sobresei- 
miento definitivo,  solo  producirán  cosa 
juzgada  en  materia  civil,  cuando  se  fun- 
den en  alguna  de  las  circunstancias  si- 
guientes: 

1.*  Laño  existencia  del  delito  o  cuasi- 
delito que  ha  sido  materia  del  proceso.  No 


se  entenderán  comprendidos  en  este  nú- 
mero los  casos  en  que  la  absolución  o  so- 
breseimiento provengan  de  la  existencia 
de  circunstancias  que  eximan  de  respon- 
sabilidad criminal; 

2.*  No  existir  relación  alguna  entre  el 
hecho  que  se  persigue  i  la  persona  acusa- 
da, sin  perjuicio  de  la  respon.sabilidad  ci- 
vil que  pueda  afectarle  por  actos  de  terce- 
ros, o  por  daños  que  resultaren  de  acci- 
dentes, en  conformidad  a  lo  establecido  en 
el  titulo  XXXV,  libro  IV.del  Código  ci- 
vil; i  ' 

3.^  No  existir  en  autos  indicio  alguno 
en  contra  del  acusado,  no  pudiendo  en  tal 
caso  alegarse  la  cosa  juzgada  sino  respec- 
to de  las  personas  que  hubieren  interveni- 
do en  el  proceso  criminal  como  partes  di- 
rectas o  coadyuvantes. 

Las  sentencias  absolutorias  o  de  sobre- 
seimiento ¡en  materia  criminal  relativas  a 
los  tutores,  curadores,  albaceas,  síndicos, 
depositarios,  tesoreros  i  demás  personas 
que  hayan  recibido  valores  u  objetos  mue- 
bles por  un  titulo  de  que  nazca  obligación 
de  devolverlos,  no  producirán  en  ningún 
caso  cosa  juzgada  en  materia  civil. 

203.  Siempre  que  la  sentencia  crimi- 
nal produzca  cosa  juzgada  en  juicio  civil, 
no  será  lícito  en  éste  tomar  en  considera- 
ción pruebas  o  alegaciones  incompatibles 
con  lo  resuelto  en  dicha  sentencia  o  con 
los  hechos  que  le  sirvan  de  necesario  fun- 
damento. 

204.  Los  autos  i  decretos  firmes  se  eje- 
cutarán i  mantendrán  desde  que  adquie- 
ran este  carácter,  sin  perjuicio  de  la  fa- 
cultad del  tribunal  que  los  hubiere  pro- 
nunciado para  modificarlos  o  dejarlos  sin 
efecto,  si  se  hicieren  valer  nuevos  antece- 
dentes que  así  lo  exijan. 

Aun  sin  estos  antecedentes,  podrá  pe- 
dirse, ante  el  tribunal  que  dictó  el  auto  o 
decreto,  su  reposición,  dentro  de  cinco 
dias  fatales  después  de  notificado.  La  re- 
solución que  niegue  lugar  a  esta  solicitud 
será  inapelable;  sin  perjuicio  de  la  apela- 
ción del  fallo  reclamado,  si  fuere  proce- 
dente el  recurso. 

205.  Notificada  una  sentencia  defini- 
tiva o  interlocutoria  a  alguna  de  las  par- 
tes, no  podrá  el  tribunal  que  la  dictó  alte- 
rarla o  modificarla  en  manera  alguna 
Podrá,  sin  embargo,  a  solicitud  de  parte, 
aclarar  los  puntos  oscuros  o  dudosos,  sal- 
var las  omisiones  i  rectificar  los  errores  de 
copia,  de  referencia  o  de  cálculos  numéri- 
cos que  aparecieren  de  manifiesto  en  la 
misma  sentencia. 

206.  Hecha  la  reclamación,  podrá  el 
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tribunal  pronunciarse  sobre  ella  sin  mas 
trámite  o  después  de  oir  a  la  otra  parte;  i 
miént-^as  tanto  suspenderá  o  no  los  trámi- 
tes del  juicio  o  la  ejecución  de  la  senten- 
cia, según  la  naturaleza  de  la  reclama- 
ción. 

207.  Los  tribunales,  en  el  caso  del  ar- 
ticulo 205,  podrán  también  de  oficio  recti- 
ficar, dentro  de  los  cinco  dias  siguientes  a 
la  primera  notificación  de  la  sentencia,  l»s 
errores  indicados  en  dicho  artículo. 

208.  Las  aclaraciones,  agregaciones  o 
rectificaciones  mencionadas  en  los  tres  ar- 
tículos precedentes,  podrán  hacerse  no 
obstante  la  interposición  de  recursos  sobre 
)a  sentencia  a  que  aquellas  se  refieren. 

T1TIII.O  XVIII 
Ve    la    apelaci«>n. 

209.  El  recurso  de  apelación  tiene  por 
«bjeto  obtener  del  tribunal  superior  res- 
pectivo que  enmiende,  con  arreglo  a  dere- 
cho, la  resolución  del  inferior. 

210.  Son  apelables  todas  las  «enten- 
<;ias  definitivas  i  las  interlocutorias  de  pri- 
mera instancia,  salvo  en  los  casos  en  que 
la  lei  deniegue  espresamente  este  recurso. 

211.  Los  autos  i  decretos  no  son  ape- 
lables cuando  ordenan  trámites  necesarios 
para  la  sustanciacion  regular  del  juicio; 
pero  son  apelables  cuando  alteran  dicha 
sustanciacion  o  recaen  sobre  trámites  que 
no  están  espresamente  ordenados  por  la 
lei. 

212.  La  apelación  deberá  interponerse 
en  el  término  l'atal  de  cinco  dias,  contados 
desde  la  notificación  de  la  parte  que  enta- 
bla el  recurso. 

213.  El  término  para  apelar  no  se  sus- 
pende por  la  solicitud  de  reposición  a  que 
se  refiere  el  art.  ¿04. 

Tampoco  se  suspende  por  la  solicitud 
de  aclaración,  agregación  o  rectificaóion 
de  la  sentencia  definitiva  o  interlocutoria. 
El  fallo  que  resuelva  acerca  de  dicha  soli- 
citud o  en  que  de  oficio  se  hagan  rectifica- 
ciones conforme  r.l  art.  207,  será  apelable 
en  todos  los  casos  en  que  lo  sería  la  sen- 
tencia a  que  se  refiera,  con  tal  que  la'Cuan- 
tia  de  la  cosa  declarada,  agregada  o  recti- 
ficada admita  el  recurso. 

214.  Cuando  la  apelación  comprenda 
los  electos  suspensivo  i  deoolutcco  a  la  ve^., 
se  suspenderá  la  jurisdicción  del  tribu- 
nal inferior  para  seguir  conociendo  de  la 
causa. 

Podrá,  sin  embargo,  entender  en  todos 
los  asuntos  en  que  por  disposición  espresa 
de  la  lei  conserve  jurisdicción,  especial- 


mente en  las  jestiones  a  que  dé  oríjen  la 
interposición  del  recurso  hasta  que  se  ele- 
ven los  autos  al  superior,  i  en  las  que  se 
hicieren  para  declarar  desierta  o  prescrita 
la  apelación  antes  de  la  remisión  del  es- 
pediente. 

215  Cuando  la  apelación  proceda  so- 
lo en  el  efecto  deooLutico,  seguirá  el  tri- 
bunal inferior  conociendo  de  la  causa  has- 
ta su  terminación,  inclusa  la  ejecución  de 
la  sentencia  definitiva. 

216.  Cuando  se  otorga  simplemente 
apelación,  sin  limitar  sus  efectos,  se  en- 
tenderá que  comprende  el  devolutivo  i  el 
suspensivo. 

217.  Sin  perjuicio  de  las  escepcioses 
espresamente  establecidas  en  la  lei,  se  con- 
cederá apelación  solo  en  el  efecto  devolu- 
tivo: 

1.*  De  las  resoluciones  dictadas  contra 
el  demanJado  en  los  juicios  ejaculivos  i  su- 
marios; 

2.*"  De  los  autos  i  decretos  cuyos  resul- 
tados serian  eludidos,  admitiéndose  la  ape- 
lación en  ambos  electos; 

3."  De  las  resoluciones  pronunciadas 
en  el  incidente  sobre  ejecución  de  una 
sentencia  firme,  definitiva  o  interlocuto- 
ria; i 

4."  De  todas  las  demás  resoluciones  que 
por  disposición  de  la  lei  solo  admitan  ape- 
lación en  el  efecto  devolutivo.  (1). 

218.  Fuera  de  los  casos  determinados 
en  el  artículo  precedente,  la  apelación  de- 
berá otorgarse  en  ambos  efectos. 

219.  Si  el  tribunal  inferior  otorgare 
apelación  en  el  efecto  devolutivo,  debien- 
do concederla  también  en  el  suspensivo,  la 
parte  agraviada  podrá  pedir  al  superior 
que  desde  luego  declare  admitida  la  apela 
cion  en  ambos  efectos;  sin  perjuicio  de  que 
pueda  solicitarse  igual  declaración ,  por 
via  de  reposición,  del  tribunal  que  conce- 
dió el  recurso. 

Lo  mismo  se  observar!  cuando  se  conce- 
da apelación  en  ambos  efectos,  debiendo 
otorgarse  únicamente  en  el  devolutivo,  i 
cuando  la  apelación  concedida  fuere  im- 
procedente .  En  este  último  caso  podrá 
también  Je  oficio  el  tribunal  superior  de- 
clarar sin  lugar  el  recurso. 

Las  declaraciones  que  haga  el  superior 
en  conformidad  a  los  dos  incisosanteriores, 
se  comunicarán  al  inferior  para  que  .se  abs- 
tenga, o  siga  conociendo  del  negocio,  se- 
gún los  casos  (2). 


(1)  Véante  los arls.  i.'iSSdel  Código  de  Comercio, 
906,  911  y  1062  del  presente. 

(2)  Véanae  lo.s  arts.  2¿6,  227,  228  y  229. 
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220.  Cuando  se  conceda  apelación  solo 
■en  el  efecto  devolutivo,  el  tribunal  inferior 
hará  dejar,  a  costa  del  apelante,  copia  del 
fallo  apelado  i  de  las  demás  piezas  que  es- 
tiníie  necesarias  para  la  marcha  del  juicio, 
remitiendo  los  autos  orijinales.  Podrá,  sin 
embargo,  conservar  éstos  i  remitir  copia 
de  las  piezas  necesarias  para  la  resolución 
de  la  apelación,  si,  observándose  el  proce- 
dimiento contrario,  fuere  mucho  mayor  el 
gasto  ocasionado  al  apelante. 

221.  La  remisión  del  proceso  se  hará 
por  el  tribunal  inferior  en  el  dia  siguiente 
al  de  la  última  notificación. 

En  el  caso  del  articulo  anterior,  podrá 
ampliarse  este  plaz  >  por  todos  los  dias  que, 
atendida  la  estension  de  las  copias  que  hu- 
bieren de  sacarse,  estime  necesario  dicho 
tribunal. 

222.  Si  el  apelante,  requerido  para  que 
haga  sacar  las  copias  a  que  se  refieren  los 
artículos  220  i  221,  no  lo  hiciere  dentro  del 
plazo  que  se  le  señale  al  efecto,  |  odrá  el 
tribunal  que  concedió  la  apelación  decla- 
rarla desierta,  sin  mas  trámite. 

223.  Las  parles  tendrán  el  plazo  de  tres 
dias  para  comparecer  ante  el  tribunal  su- 
perior a  seguir  el  recurso  interputísto,  con- 
tado este  plazo  desde  que  se  reciban  los 
autos  en  la  secretaría  del  tribunal  de  se- 
gunda instancia. 

Cuando  los  autos  se  remitan  de  un  tri- 
bunal de  primera  instancia  que  funcione 
fuera  de  la  cabecera  del  departamento  en 
<\ue  resida  el  de  alzada,  o  en  otro  departa- 
mento diverso,  se  aumentará  este  plazo  en 
la  misma  forma  que  el  de  emplazamiento 
para  contestar  demandas,  según  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  25.í  i  256. 

224.  Si  no  compareciere  el  apelante  o 
no  espresare  agravios  oportunamente,  el 
apelado  pedirá  que  se  declare  desierta  la 
apelación. 

El  tribunal,  en  el  primer  caso,  resolverá 
con  solo  el  mérito  del  certificado  del  secre- 
tario; pudiendo  pedirse  siempre  dentro  de 
tercero  dia,  reposición  del  fallo  que  se  dic- 
tare, si  se  hubiere  fundado  en  un  error  de 
hecho. 

225.  Si  no  compareciere  el  apelado, 
se  seguirá  el  juicio  en  su  rebeldía. 

226.  Si  el  tribunal  inferior  denegare 
un  recurso  de  apelación  que  ha  debido 
concederse,  la  parte  agraviada  podrá  ocu- 
rrir al  superior  respectivo,  dentro  del  pla- 
zo que  concede  el  articulo  223,  contado 
desde  la  notificación  de  la  negativa,  para 
que  declare  admisible  dicho  recusso. 

227.  El  tribunal  superior  pedirá  al  in- 
ferior informe  sobre  el  asunto  en  que  hu- 


biere recaído  la  negativa,  i  con  el  mérito 
de  lo  informado  resolverá  si  es  o  no  admi- 
sible el  recurso. 

Podrá  el  tribunal  superior  ordenar  al  in- 
ferior la  remisión  del  proceso,  siempre  que 
a  su  juicio  fuere  necesario  examinarlo 
para  dictar  una  resolución  acertada. 

Podrá,  asimismo,  ordenar  que  no  se  in- 
nove cuando  hubiere  antecedentes  que 
justifiquen  esta  medida. 

228.  Si  el  tribunal  superior  declarase 
inadmisible  el  recurso,  lo  comunicará  al 
inferior  devolviéndole  el  proceso  si  se  hu- 
biere elevado. 

Si  el  recurso  fuere  declarado  admisible, 
el  tribunal  superior  ordenará  al  inferior  la 
remisión  del  proceso,  o  lo  retendrá  si  se 
hallare  en  su  poder,  i  le  dará  la  tramita- 
ción que  corresponda. 

229.  En  el  caso  del  segundo  inciso  del 
artículo  precedente,  quedarán  sin  efecto 
las  jestiones  posteriores  a  la  negativa  del 
recurso  i  que  sean  una  consecuencia  in- 
mediata i  directa  del  fallo  apelado. 

230.  Sin  perjuicio  de  las  facultades 
concedidas  por  el  articulo  166,  pueden  los 
tribunales  de  alzada  admitir  a  las  partes 
las  pruebas  que  no  hubieren  producido  en 
primera  instancia;  pero  la  testimonial  solo 
cuando  no  se  hubiere  podido  rendir  en 
dicha  instancia  i  acerca  de  hechos  que  no 
figuren  en  la  prueba  rendida  i  que  sean 
estrictamente  necesarios  en  concepto  del 
tribunal  para  la  acertada  resolución  del 
juicio. 

231.  Podrá  el  tribunal  de  alzada  fallar 
las  cuestiones  ventiladas  en  primera  ins- 
tancia i  sobre  las  cuales  no  se  hubiere  pro- 
nunciado la  sentencia  apelada  por  ser  in- 
compatibles con  lo  resuelto  en  ella,  sin  que 
se  requiera  nuevo  proriunciamiento  del 
tribunal  inferior. 

232.  Del  mismo  modo  podrá  el  tribu- 
nal de  segunda  instancia,  previa  audiencia 
del  ministerio  público,  hacer  de  oficio  en 
su  sentencia  las  declaraciones  que  por  la 
lei  son  obligatorias  a  los  jueces,  aun  cuan- 
do el  fallo  apelado  no  las  contenga. 

Si  en  virtud  de  estas  declaraciones  se 
estableciere  la  incompetencia  del  tribunal 
para  entender  en  la  cuestión  sometida  a  su 
conocimiento,  podrá  apelarse  de  la  resolu- 
ción para  ante  el  tribunal  superior  que  co- 
rresponda, .salvo  que  la  declaración  fuere 
hecha  por  la  Corte  Suprema. 

233.  Las  resoluciones  que  recaigan  en 
los  incidentes  que  se  promuevan  en  segun- 
da instancia,  se  dictarán  solo  por  el  tribu- 
nal de  alzada  i  no  serán  apelables. 

234.  Si,  concedida  una  apelación,  de- 


624 


INSTITUCIONES    POLÍTICAS  Y  JURÍDICAS 


jaren  las  partes  trascurrir  mas  de  un  año 
sin  que  se  haga  jestion  alguna  para  que  el 
recurso  se  lleve  a  efecto  i  quede  en  estado 
de  fallarse  por  el  superior,  podrá  cual- 
quiera de  ellas  pedir  al  tribunal  en  cuyo 
poder  exista  el  espediente  que  declare  fir- 
me la  resolución  apelada.  El  plazo  será  de 
seis  meses  cuando  la  apelación  versare  so- 
bre autos  o  decretos. 

Interrúmpese  esta  prescripción  por  cual- 
quiera jestion  que  se  haga  en  el  juicio  an- 
tes de  alegarla. 

235.  Del  fallo  que  declare  admitida  la 
prescripción  en  el  caso  del  articulo  prece- 
dente, podrá  pedirse  reposición  dentro  de 
tercero  dia,  si  apareciere  fundado  en  un 
error  de  hecho. 

TITLXO  XIX 

De  la  ejecuciun  de  Ion  resoluciones. 

§  1.     De  las    resoluciones  pronunciadas 
por  tribunales  chilenos. 

236.  La  ejecución  de  las  resoluciones 
corresponde  a  los  tribunales  que  las  hu- 
bieren pronunciado  en  primera  o  en  única 
instancia.  Se  procederá  a  ella  una  vez  que 
las  resoluciones  queden  ejecutoriadas  en 
conformidad  al  artículo  197,  i  se  devuelvan 
los  autos  ptir  el  superior  que  hubiere  cono- 
cido de  los  recursos  interpuestos. 

No  obstante,  los  tribunales  que  conozcan 
de  los  recursos  de  apelación,  casación  o 
revisión  ejecutarán  los  fallos  que  dictaren 
para  la  sustanciacion  de  dichos  recursos. 
Podrán  también  decretar  el  pago  de  las 
costas  adeudadas  a  los  funcionarios  que 
hubieren  intervenido  en  ellos,  reservando 
el  de  las  demás  costas  para  que  sea  decre- 
tado por  el  tribunal  de  primera  instan- 
cia (1). 

237.  La  ejecución  de  las  resoluciones 
que  ordenen  el  cumplimiento  de  una  obli- 
gación de  dar,  de  hacer  o  de  no  hacer,  se 
sujetará  a  los  trámites  establecidos  en  los 
Títulos  I  i  II  del  Libro  III  de  este  Código, 
para  los  juicios  ejecutivos  que  tratan  del 
cumplimiento  de  esta  clase  de  obligacio- 
nes (2). 

238.  Siempre  que  la  ejecución  de  una 
sentencia  definitiva  hiciere  necesaria  la 
iniciación  de  un  nuevo  juicio,  podrá  éste 
deducirse  ante  el  tribunal  que  menciona  el 
inciso  primero  del  artículo  236,  o  ante  el 
que  sea  competente  en  conformidad  a  los 
principios  jenerales  establecidos  por  la  lei. 


a  elección  de  la  parte  que  hubiere  obteni- 
do en  el  pleito. 

§.  2.    De  las  resoluciones  pronunciadas 
por  tribunales  estranjeros.  (1) 

239.  Las  resoluciones  pronunciadas 
en  pais  estranjero  tendrán  en  Chile  la 
fuerza  que  les  concedan  los  tratados  res- 
pectivos; i  para  su  ejecución  se  seguirán 
los  procedimientos  que  establezca  la  Isi 
chilena,  en  cuanto  no  aparezcan  modifi- 
cados por  dichos  tratados. 

240.  Si  no  existieren  tratados  relati- 
vos a  esta  materia  con  la  nación  de  que 
procedan  las  resoluciones,  se  les  dará  la 
misma  fuerza  que  en  ella  se  diere  á  los  fa- 
llos pronunciados  en  Chile. 

241.  Si  la  resolución  procede  de  un 
pais  en  que  no  se  da  cumplimiento  a  los 
fallos  de  los  tribunales  chilenos,  no  tendrá 
fuerza  en  Chile- 

242.  En  los  casos  en  que  no  pudiere 
aplicarse  ninguno  de  los  tres  artículos  pre- 
cedentes ,  las  resoluciones  de  tribuna- 
les estranjeros  tendrán  en  Chile  la  misma 
fuerza  que  si  se  hubieren  dictado  por  tri- 
bunales chilenos,  con  tal  que  reúnan  las 
circunstancias  siguientes: 

1.'  Que  no  contengan  nada  contrario 
a  las  leyes  de  la  República.  Pero  no  se  to- 
marán en  consideración  las  leyes  de  pro- 
cedimiento a  que  hubiera  debido  sujetarse 
en  Chile  la  sustanciacion  del  juicio; 

2.*  Que  tampoco  se  opongan  a  la  ju- 
risdicción nacional; 

3.*  Que  no  hayan  sido  dictadas  en  re- 
beldía; i 

4.*  Que  estén  ejecutoriadas  en  confor- 
midad a  las  leyes  del  pais  en  que  hubieren 
sido  pronunciadas. 

243.  Las  reglas  de  los  artículos  pre- 
cedentes son  aplicables  a  las  resoluciones 
espedidas  por  jueces  arbitros.  En  este  caso 
se  hará  constar  su  autenticidad  i  eficacia 
por  el  visto  bueno  u  otro  signo  de  aproba- 
ción emanado  de  un  tribunal  superior  or- 
dinario del  pais  donde  se  hubiere  dictado 
el  fallo. 

244.  En  todos  los  casos  a  que  se  refie- 
ren los  artículos  precedentes,  la  resolu- 
ción que  se  trate  de  ejecutar  se  presenta- 
rá a  la  Corte  Suprema  en  copia  legali- 
zada. 

245.  Endos  casos  de  jurisdicción  coti- 


(1)    Véaae  el  art.  197. 

(8)    Véanse  artículos  455,  456  y  791. 


(1)  En  general,  tienen  los  fallos  estranjeros  loR 
mismos  efectos  en  Chile  que  Jos  fallos  chilenos 
tienen  en  el  pais  de  donde  emanan  aquéllos,  con 
tal  que  reúnan  los  cuatro  requisitos  del  art.  248. 
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tenciosa,  se  dará  conocimiento  de  la  soli- 
citud a  la  parte  contra  quien  se  pidiere  la 
ejecución,  la  cual  tendrá  para  esponer  lo 
que  estime  conveniente  un  término  igual 
al  de  emplazamiento  para  contestar  de- 
mandas. 

Con  la  contestación  de  la  parte  o  en  su 
rebeldía,  i  con  previa  audiencia  del  minis- 
terio público,  el  tribunal  declarai-á  si  debe 
o  no  darse  cumplimiento  a  la  resolución. 

246.  En  los  asuntos  de  jurisdicción  no 
contenciosa,  el  tribunal  resolverá  con  solo 
!a  audiencia  del  ministerio  público. 

247.  Si  el  tribunal  lo  estima  necesa- 
rio, podrá  abrir  un  término  de  prueba  an- 
tes de  resolver,  en  la  forma  i  por  el  tiem- 
po que  este  Código  establece  para  los  inci- 
dentes. 

248.  Mandada  cumplir  una  resolución 
pronunciada  en  pais  estranjero,  se  pedirá 
su  ejecución  al   tribunal  a  quien  habría 


correspondido  conocer  del  negocio  en  pri- 
mera o  e.i  única  instancia,  si  el  juicio  se 
hubiera  oromovido  en  Chile. 


TITtJLO  XX 

De    las    niultatit. 

249.  Todas  las  multas  que  este  Código 
establece  o  autoriza  se  impondrán  a  bene- 
ficio físcal,  salvo  que  espresamente  se  dis- 
ponga otra  cosa.  Las  que  deban  ingresar 
en  arcas  ñscales  se  destinarán  anualmen- 
te al  fomento  de  las  instituciones  de  aho- 
rro i  de  beneficencia  que  designe  el  Pre- 
sidente de  la  República. 

Siempre  que  se  impusiere  una  multa  a 
beneficio  íiscal,  el  tribunal  lo  comunicará 
al  Tribunal  de  Cuentas  i  al  tesorero  del 
departamento  para  que  éste  haga  efectivo 
su  pago. 


lilBHO  SEGÜfíDO 
Del    iaieio    ordinapío 


TITULO  PRIi-Sf  KRO 

De  la  deniauda. 

250.  Todo  juicio  ordinario  comenzará 
por  demanda  del  actor,  sin  perjuicio  de  lo 
dispuesto  en  el  Título  111  de  este  Libi*o. 

251.  La  demanda  debe  contener; 

1."  La  designación  del  tribunal  ante 
quien  se  entabla. 

2.°  El  nombre,  domicilio  i  prefesion  u 
oficio  del  demandante  i  de  las  personas 
que  lo  representen,  i  la  naturaleza  de  la  re- 
presentación. 

3."  El  nombre,  domicilio  i  profesión  u 
oficio  del  demandado; 

4.°  La  esposicion  clara  de  los  hechos  i 
fundamentos  de  derecho  en  que  se  apoya;  i 

5.°  La  enunciación  precisa  i  clara,  con- 
signada en  la  conclusión  de  las  peticiones 
que  se  sometan  al  fallo  del  tribunal. 

252.  El  actor  deberá  presentar  con  su 
demanda  los  instrumentos  en  que  la  funde. 

Si  no  se  diere  cumplimiento  a  esta  dis- 
posición, exijiéndolo  el  demandado,  los  ins- 
trumentos que  se  presentaren  después  solo 
se  tomarán  en  consideración  si  el  deman- 
dado los  hiciere  también  valer  en  apoyo 
de  su  defensa  o  si  se  justifica  o  aparece  de 
manifiesto  que  no  pudieron  ser  presenta- 
dos antes,  o  si  se  refieren  a  hechos  nuevos 
alegados  en  el  juicio  con  posterioridad  a  la 
demanda. 

Sesunda  Serie. — Tomo  IL 


En  estos  casos,  si  la  presentación  se  hi- 
ciere después  de  espirado  el  término  pro- 
batorio o  no  hubiere  habido  lugar  a  este 
trámite,  podrá  el  tribunal,  a  petición  deL 
demandado,  abrir  un  término  especial  con 
relaciónalos  nuevos  instrumentos  acom- 
pañados; i  se  tramitará  esta  jestion  en  pie- 
za separada,  según  las  reglas  establecidas 
para  los  incidentes,  suspendiéndose  el  jui- 
cio principal  solo  en  el  momento  de  dictar 
sentencia  definitiva,  si  el  incidente  no  hu- 
biere terminado  (1). 

253.  Puede  el  juez  de  oficio  no  dar  cur- 
so a  la  demanda  que  no  contenga  las  indi- 
caciones ordenadas  en  los  tres  primeros 
números  del  artículo  251,  espresando  el 
defecto  de  que  adolece. 

254.  Admitida  la  demanda,  se  confe- 
rirá traslado  de  ella  al  demandado  para 
que  la  conteste. 

255.  Eltérminodeemplazamientopara 
contestar  la  demanda  será  de  quince  dias, 
si  el  demandado  fuere  notificado  en  el  lu- 
gar donde  funciona  el  tribunal. 

Se  aumentará  este  término  con  tres  dias 
mas  si  el  demandado  se  encontrare  en  el 
mismo  departamento,  pero  fuera  de  los  lí- 
mites urbanos  de  la  población  que  sirva  de 
asiento  al  tribunal  (2). 


(1)  V.  el  art.  .3,37. 

(2)  V.  el  art.  2428  del  Código  civil. 
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256.  Si  el  demandado  se  encuentra  en 
un  departamento  diverso  o  fuera  del  terri- 
torio de  la  Repál)lica,  el  término  para  con- 
testar la  demanda  será  de  dieciocho  dias, 
i  a  mas  el  aumento  que  corresponda  al  lu- 
gar en  que  se  encontrare.  Este  aumento 
será  determinado  en  conformidad  a  una 
tabla  que  cada  cinco  años  formará  la  Cor- 
te Suprema  con  tal  objeto,  tomando  en 
consideración  las  distancias  i  las  tacilida- 
des  o  diñcultades  qne  existan  para  las  co- 
municaciones. 

Esta  tabla  se  formará  en  el  mes  de  no- 
viembre del  año  que  preceda  al  del  venci- 
miento de  los  cinco  años  indicados,  para 
que  se  ponga  en  vigor  en  toda  la  Repúbli- 
ca desde  elprimero  de  marzo  siguiente;  .se 
publicará  en  el  Diario  Oficial,  i  se  fijará, 
a  lo  menos,  dos  meses  antes  de  su  vijen- 
cia,  en  los  oficios  de  todos  los  secretarios 
de  cortes  i  ¡  u/gados  de  letras. 

257.  Si  los  demandados  fueren  varios, 
sea  que  obren  separada  o  conjuntamente, 
el  término  para  contestar  la  demanda  co- 
rrerá para  todos  a  la  vez,  i  se  contará  has- 
ta que  espire  el  último  término  parcial  que 
corresponda  a  los  notificados. 

258.  Notificada  la  demanda  a  cualquie- 
ra de  los  demandados  i  antes  de  la  contes- 
tación, podrá  el  demandante  hacer  en  elia 
las  ampliaciones  o  rectificaciones  que  esti- 
me convenientes. 

Estas  modificaciones  .se  considerarán  co- 
mo una  demanda  nueva  para  los  efectos  de 
su  notificación,  i  solo  desde  la  fecha  en 
que  esta  dilijencia  se  practique  correrá  el 
término  para  contestarla  primitiva  deman- 
da (1). 

TITl.'I.O  II 

Be  la  jactancia. 

259  Cuando  alguna  persona  manifes- 
tare corresponderle  un  derecho  de  que  no 
estuviere  gozando,  todo  aquel  a  quien  su 
jactancia  pudiera  afectar  podrá  pedir  que 
se  la  obligue  a  deducir  demanda  dentro 
del  plazo  de  diez  dias,  litijo  apercibimiento, 
si  no  lo  hiciere,  de  no  ser  oida  después  so- 
bre aquel  derecho.  Este  plazo  podrá  am- 
pliarse por  el  tribunal  hasta  treinta  dias, 
habiendo  motivo  fundado. 

260.  Sc  entenderá  haber  jactancia 
.siempre  que  la  manifestación  del  jactan- 
<;ioso  constare  por  escrito,  o  se  haya  hecho 
de  viva  voz,  a  lo  menos,  delante  de  dos  per- 
sonas hábiles  para  dar  testimonio  en  juicio 
civil. 


(1)     V.  los  artícuUs  .302  y  304. 


Habrá  también  lugar  a  deducir  demanda 
de  jactancia  contra  el  que  hubiere  jestio- 
nado  como  parte  en  un  proceso  criminal 
de  que  puedan  emanar  acciones  civiles 
contra  el  acusado,  para  el  ejercicio  de  estas 
acciones. 

261.  La  demanda  de  jactancia  se  so- 
meterá a  los  trámites  establecidos  para  el 

Juicio  sumario. 

Si  se  diere  lugar  a  ella,  i  venciere  el  pla- 
zo concedido  al  jactaiicioso  para  deducir 
su  acción  sin  que  cumpla  lo  ordenado,  de- 
bei'á  la  parte  interesada  solicitar  que  se  de- 
clare por  el  tribunal  el  apercibimiento  a 
que  se  riñere  el  artículo  259.  Esta  solici- 
tud se  tramitará  como  incidente. 

262.  La  acción  de  jactancia  prescribe 
en  seis  meses,  contados  desde  que  tuvieron 
lugar  los  hechos  en  que  pudiera  fundarse. 

TiTri.O  III 

De  las  medidas  prejudiciales. 

263.  El  juicio  ordinario  podrá  prepa- 
rarse, exijiendo  el  que  pretende  demandar 
de  aquel  contra  quien  se  propone  dirijir  la 
demanda: 

1.°  Declaración  jurada  acerca  de  algún 
hecho  relativo  a  su  capacidad  paraparecer 
en  juicio,  o  a  su  personalidad  o  al  nombre 
i  domicilio  de  «us  representantes; 

2.*  Lae.^hibicion  de  la  cosa  que  haya 
de  ser  objeto  de  la  acción  que  se  trata  de 
entablar; 

3.*  La  exhibición  de  sentencias,  testa- 
mentos, inventarios,  tasaciones,  títulos  de 
propiedad  u  otros  instrumentos  públicos  o 
privados  que  por  su  naturaleza  puedan  in- 
teresar a  diversas  personas. 

4.°  Exhibición  de  los  libros  de  conta- 
bilidad relativos  a  negocios  en  que  tenga 
parte  el  solicitante,  sin  perjuicio  de  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  42  i  43  del  Código 
de  Comercio;  i 

5.°  El  reconocimiento  jurado  de  fírma, 
puesta  en  instrumento  privado. 

La  dilijencia  espresada  en  el  número 
quinto  se  decretará  en  todo  caso;  las  de  los 
otros  cuatro  solo  cuando,  a  juicio  del  tri- 
bunal, sean  necesarias  para  que  el  deman- 
dante pueda  entrar  en  el  juicio. 

264.  Si,  decretada  la  dilijencia  a  que 
se  refiere  el  número  primero  del  articulo 
anterior,  se  rehusare  prestar  la  declara- 
ción ordenada  o  ésta  no  fuere  categórica, 
en  conformidad  a  lo  mandado,  podrán  im- 
ponerle al  desobediente  multas  que  no  ex- 
cedan de  quinientos  pesos,  o  arrestos  has- 
ta de  dos  meses,  determinados  prudencial- 
mente  por  el  tribunal,  sin  perjuicio  de  re- 
petir la  orden  i  el  apercibimiento. 
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265.  La  exhibición,  en  el  caso  del  nú- 
mero segundo  del  art.  263,  se  hará  mos- 
trando el  objeto  que  deba  exhibirse,  o  au- 
torizando al  interesado  para  que  lo  reco- 
nozca i  dándole  lacilidades  para  ello,  siem- 
]ire  que  el  objeto  se  encuentre  en  poder 
(le  la  persona  a  quien  se  ordene  la  exhi- 
bición. 

Si  el  objeto  se  hallare  en  poder  de  ter- 
ceros, cumplirá  la  persona  a  quien  se  or- 
dene la  exhibición,  espres'kndo  el  nombre 
i  residencia  de  dichos  terceros,  o  el  lugar 
donde  el  objeto  se  encuentre  (1). 

266.  Si  se  rehusare  hncer  la  exhibi- 
ción en  los  términos  que  indica  el  artículo 
precedente,  podrá  apremiarse  al  desobe- 
diente con  multa  o  arresto  en  la  forma  es- 
tablecida por  el  art.  264,  i  aun  decretarse 
allanamiento  del  local  donde  se  hallare  el 
objeto  cuya  exhibición  se  pide. 

iguales  apremios  podrán  decretarse  con- 
tra los  terceros  que,  siendo  meros  tenedo- 
res del  objeto,  se  nieguen  a  exhibirlo, 

267.  Siempre  que  se  diere  lugar  a  las 
medidas  mencionadas  en  los  números  ter- 
cero i  cuarto  del  art.  263,  i  la  persona  a 
quien  incumba  su  cumplimiento  desobede- 
ciere, existiendo  en  su  poder  los  instru- 
mentos o  libros  a  que  las  medidas  se  refie- 
ran, perderá  el  derecho  de  hacerlos  valer 
des|)ues,  salvo  en  la  forma  que  establece 
el  art.  252. 

Lo  cual  se  entiende  sin  perjuicio  de  lo 
dispuesto  en  el  articulo  precedente  i  en  el 
párrafo  2.»,  Titulo  H.  Libro  I  del  Código  de 
Comercio. 

268.  Si  se  rehusare  el  reconocimiento 
de  firma  decretado  en  el  caso  del  número 
quinto  del  articulo  263,  se  procederá  en 
conformidad  a  las  reglas  establecidas  para 
el  reconocimiento  judicial  de  documentos 
en  el  juicio  ejecut.íro. 

269.  Podrán  solicitarse  como  medidas 
prejudiciales  las  precautorias  de  que  trata 
el  Titulo  IV  de  este  Libro,  existiendo  para 
ello  motivos  graves  i  calificados,  i  concu- 
rriendo las  circunstancias  siguientes; 

1.a  Que  se  determine  el  monto  de  los 
bienes  sobre  que  deben  recaer  las  medidas 
precautorias;  i 

2.'^  Que  se  rinda  fianza  u  otra  garantía 
suHciente  a  juicio  del  tribunal,  para  res- 
ponder por  los  perjuicios  que  se  orijinaren 
i  multas  que  se  impusieren. 

270.  Aceptada  la  s  licitud  a  que  se  re- 
fiere el  articulo  anterior,  deberá  el  solici- 


(1)  Este  articulo  y  el  siguiente  fijan  el  proce- 
dimiento que  debe  seguir  la  acción  ad  exhiben- 
dum. 


tanfe  presentar  su  demanda  en  el  termina 
de  diez  dias  i  iiacer  en  ella  formal  peticioif 
para  que  se  manli'ngan  las  medidas  de- 
(^retadas.  Este  plü/.o  |)odrá  ampliarse  hasta 
sesenta  dias  por  niotivos  fundados. 

Sino  se  dedujere  demanda  oportuna- 
mente, o  no  se  pidiere  en  ella  que  conti- 
núen en  vigor  las  medidas  precautoria.s 
decretadas,  o  al  resolver  sobre  esta  peti- 
ción el  tribunal  no  mantuviere  dichas  me- 
didas, por  este  solo  hecho  quedará  respon- 
sable el  que  las  hubiere  solicitado  de  ios 
perjuicios  causados,  considerándose  doloso 
su  procedimiento. 

271.  Puede  pedirse  prejudicialmcnte  la 
inspección  personal  del  tribunal,  informe 
de  peritos  nomijrados  por  el  mi-:mo  tribu  - 
nal,  o  certificado  del  ministro  de  fe,  cuand.t 
exista  peligro  inminente  de  un  daño  o  per- 
juicio, o  se  trate  de  hechos  que  puedan 
fácilmente  desaparecer. 

Para  la  ejecución  de  estas  medidas  tu 
dará  previamente  conocimiento  a  la  per- 
sona a  quien  se  trata  de  demandar,  si  se 
encontrare  en  el  lugar  del  asiento  del  tri- 
bunal que  las  decreta,  o  donde  deban  eje  - 
cutarse.  En  los  demás  casos  se  procederá 
con  intervención  del  defensor  de  ausentes. 

272.  Si  aquel  a  quien  .se  intenta  de- 
mandar espusiere  ser  simple  tenedor  de  la. 
cosa  de  que  procede  la  acción  o  qiie  es  ob- 
jeto de  ella,  podru  también  ser  obligado: 

L°  A  declarar  bajo  juramento  el  nom- 
bre i  residencia  de  la  persona  en  cuyo  nom- 
bre la  tiene;  i 

2."  A  exhibir  el  título  de  su  tenencia;  i 
si  espre.sare  no  tener  título  escrito,  a  de- 
clarar bajo  juramento  que  carece  de  él. 

En  caso  de  ni'_  itiva  para  practicar  cual- 
quiei'a  de  las  dilij  'ncias  mencionadas  en 
este  artículo,  se  le  podrá  apremiar  con 
multa  o  arresto  en  la  forma  dispuesta  por 
el  artículo  264. 

273.  Siempre  que  el  actor  lo  exijiere, 
se  dejará  en  el  proceso  copia  de  las  piezas 
que  se  presentaren,  o  de  su  parte  condu- 
cente, i  una  razón  de  la  clase  i  estado  ac- 
tual de  los  objetos  exhibidos. 

274.  Si  iiubiere  motivo  fundado  para 
temer  que  una  persona  se  au.sente  en  bre- 
ve tiempo  del  país,  podrá  exijírsele  como 
medida  prejudicial  que  absuelva  posicio- 
nes sobre  hechos  calificados  previamente 
de  conducentes  por  el  tribunal,  el  que,  sin 
ulterior  recurso,  señalará  dia  i  hora  para 
la  práctica  de  la  dilijencia. 

Si  se  ausentare  dicha  persona  dentro  de 
los  treinta  dias  subsiguientes  al  de  la  noti- 
licacion  sin  ab.-olver  las  posiciones,  o  :ún 
dejar  apoderado  con  autorización  e  ins- 
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trucciones  bastantes  para  hacerlo  durante 
la  secuela  del  juicio,  se  le  dará  por  confe- 
sa en  el  curso  de  éste,  salvo  que  aparecie- 
re suHcienteinente  justiticada  ia  ausencia 
sin  haber  cumplido  la  orden   del  tribunal. 

275.  En  el  caso  del  inciso  primero  del 
articulo  anterior,  podrá  también  pedirse 
que  aquel  cuva  ausencia  se  teme  constitu- 
ya en  el  lugiu-  donde  va  a  entablarse  el 
juicio  apoderado  que  le  represente  i  que 
responda  por  las  costas  i  multas  en  que 
fuere  condenado,  bajo  apercibimiento  de 
nombrársele  un  curador  de  bienes  (1). 
"  276.  Se  podrá,  asimismo,  solicitarán- 
tes  de  la  demanda  el  examen  de  aquellos 
testigos  cuyas  declaraciones  ]  or  razón  de 
impedimentos  graves,  hubiere  fundado  te- 
mor de  que  nopuedan  recibirse  oportuna- 
mente. Las  declaraciones  versarán  sobre 
los  puntos  que  indique  el  actor,  caliñcados 
de  conducentes  por  el  tribunal. 

Para  practicar  esta  dilijencia,  se  dará 
previamente  conocimiento  a  la  persona  a 
quien  se  trata  de  demandar,  solo  cuando 
se  hallare  en  el  lugar  donde  se  espidió  la 
orden  o  donde  deba  tomarse  la  declara- 
ción; i  en  los  demás  casos  se  procederá  con 
inte'-vencion  del  defensor  de  ausentes. 

277.  Para  decretar  las  medidas  de  que 
trata  este  Titulo,  deberá  el  que  las  solicite 
espresar  la  acción  que  se  propone  deducir 
¡  someramente  sus  fundamentos. 

278.  Toda  persona  que  fundadamente 
tema  ser  demandada  podrá  solicitar  las 
medidas  que  mencionan  el  número  quinto 
del  articulo  263  i  los  artículos  271,  274  i 
276.  para  preparar  su  defensa. 

279.  Las  dilijencias  espresadas  en 
este  Título  pueden  decretarse  sin  audien- 
cia de  a  persona  contra  quien  se  piden, 
salvo  los  casos  en  que  espresamente  se  exi- 
ja su  intervención. 

TITt  1.0  IV 

De  las  nieUiíIa.»*  precautoria**. 

280.  Para  asegurar  el  resultado  de  la 
acción,  puede  el  demandante  en  cualquier 
estado  del  juicio,  aun  cuando  no  estuviere 
contestada' la  demanda,  pedir  una  o  mas 
de  las  siauientes  med  das: 

1*  El  secuestro  de  la  cosa  que  es  obje- 
to de  la  demanda; 

2.*  El  nombramiento  de  uno  o  mas  in- 
terventores; 

S.*^  La  retención  de  bienes  determina- 
dos; i 


4.'  La  prohibición  de  celebrar  actos  o 
contratos  sobre   bienes  determinados  (1). 

281.  Habrá  lugar  al  secuestro  judicial 
en  el  caso  del  art  901  del  Código  civil,  o 
cuando  se  entablaren  otras  acciones  con 
relación  a  cosa  mueble  determinada  i  hu- 
biere motivo  de  temer  que  se  pierda  o  de- 
teriore en  manos  de  la  persona  que,  sin 
ser  poseedora  de  dicha  cosa,  la  tuviere  en 
su  poder. 

282.  Son  aplicables  al  secuestro  las; 
disposiciones  que  el  párrafo  2."  del  Titulo  1 
del  Libro  111  establece  respecto  del  deposi- 
tario de  los  bienes  embargados. 

283.  Hai  lugar  al  nombramiento  de 
interventor: 

1.°  En  el  caso  del  inciso  segundo  del 
art   902  del  Código  civil; 

2°  En  el  del  que  reclama  una  herencia 
ocupada  por  otro,  si  hubiere  el  justo  moti- 
vo de  temor  que  el  citado  inciso  espresa; 

3.°  En  el  del  comunero  o  socio  que  de- 
manda la  co.sa  común,  o  que  pide  cuentas 
al  comunero  o  socio  que  administra; 

4.°  Siempre  que  hubiere  justo  motivo 
de  temer  que  se  destruya  o  deteriore  la 
cosa  sobVe  que  versa  el  juicio,  o  que  los 
derechos  del  demandante  puedan  quedar 
burlados;  i 

5.°  En  los  demás  casos  espresamente 
señalados  por  las  leyes. 

284.  Las  facultades  del  interventoi" 
judif-ial  se  limitarán  a  llevar  cuenta  de  las 
entradas  i  gastos  de  los  bienes  sujetos  a 
intervención,  pudiendo  para  el  desempeño 
de  este  cargo  imponerse  de  lus  libros,  pa- 
peles i  operaciones  del  demandado. 

Estará,  además,  el  interventor  obligado 
a  dar  al  interesado  o  al  tribunal  noticia  de 
toda  malversación  o  abuso  que  notare  en 
la  administración  de  dichos  bienes;  i  podrá 
en  este  caso  decretarse  el  depósito  i  reten- , 
cion  de  los  productos  líquidos  en  un  esta- 
blecimiento de  crédito  o  en  poder  de  la 
persona  que  el  tribunal  designe,  sin  per- 
juicio de  las  otras  medidas  mas  rigurosas 
que  el  tribunal  estimare  necesario  adoptar. 

285.  La  retención  de  dineros  o  de  cosas 
muebles  podrá  hacerse  en  poder  del  mis- 
mo demandante,  del  demandado,  o  de  un 
tercero,  cuando  las  facultades  del  deman- 
dado no  ofrecieren  suficiente  garantía,  o- 
hubi.-re  motivo  racional  para  creer  que 
procurará  ocultar  sus  bienes,  i  en  los  de- 
mas  casos  determinados  por  la  lei. 

Podrá  el  tribunal  ordenar  que  los  valo- 
res retenidos  se  trasladen  a  un  estableci- 
miento de  crédito  o  de  la  persona   que  c! 


(1)    Véase  el  art.  1.022,  que  dispone  también  el 
nombramiento  d«  curador  para  este  cas». 


(1)     V.  el  art.  «7. 
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tribunal  designe  cuando  lo  estime  conve- 
niente para  la  seguridad  de  dichos  valo- 
res. 

286.  La  proliibicioii  de  celebrar  actos 
1)  contratos  podrá  decretarse  con  relación 
íi  los  bienes  que  son  materia  del  juicio,  i 
también  respecto  de  otres  iMeiies  determi- 
nados del  demandado,  cuando  sus  faculta- 
des no  ofrecieren  suñcienle  garantia  para 
asegurar  el  resultado  del  juicio. 

Para  que  los  objetos  que  son  materia  del 
juicio  se  consideren  comprendidos  en  el 
número  4."  del  art.  1464  del  Código  civil, 
será  necesario  que  el  tribunal  decrete  pro- 
liibicion  respecto  de  ellos. 

287.  Cuando  la  prohibición  recayere 
sobre  bienes  raices,  se  inscribirá  en  el  re- 
jistro  del  Conservador  respectivo,  i  sin 
este  requisito  no  producirá  efecto  respecto 
de  te r ce. f os. 

Cuando  versare  sobre  cosas  muebles, 
solo  producirá  efecto  respecto  de  los  ter- 
ceros que  tuvieren  conocimiento  de  ella  al 
tiempo  del  contrato;  pero  el  demandado 
será  en  todo  caso  responsable  de  fraude, 
si  hubiere  procedido  a  sabiendas  (1). 

288.  Las  medidas  de  que  trata  este  ti- 
tulo se  limitarán  a  los  bienes  necesarios 
para  responder  a  los  resultados  del  juicio; 
i  para  decretarlas  deberá  el  demandante 
acompañar  comprobantes  que  constituyan 
a  lo  menos  presunción  grave  del  derecho 
que  se  reclama.  Podrá  también  el  tribunal, 
cuando  lo  estime  necesario  i  no  tratándose 
de  medidas  espresamente  autorizadas  por 
la  lei,  exijir  caución  al  actor  para  respon- 
der de  los  perjuicios  que  se  orijinen. 

289.  En  casos  graves  i  urjentes  podrán 
los  tribunales  concederlas  medidas  pre- 
cautorias de  que  trata  este  Titulo,  aun 
cu  indo  falten  los  comprobantes  requeri- 
dos, por  un  término  e|ue  no  exceda  de  diez 
dias,  mientras  se  presentan  dichos  com- 
probantes, exijiendo  caución  para  respon- 
der por  los  perjuicios  que  resultaren.  Las 
medidas  así  decretadas  quedarán  de  hecho 
<;anceladas  si  no  se  renovaren  en  confor- 
midad al  articulo  270. 

290.  Estas  providencias  no  escluyen 
las  demás  que  autorizan  las  leyes. 

291.  Todas  estas  medidas  son  esencial- 
mente provisionales.  En  consecuencia, 
deberán  hacerse  cesar  siempre  que  des- 
aparezca el  peligro  que  se  ha  procurado 
evitar  ose  otorguen  cauciones  suficientes. 

292.  El  incidente  a  que  dieren  lugar 
las  medidas  de  que  trata  este  titulo  se  tra- 


(1)    Véase   el   art.  54   del   Reglamento    Conser- 
vador de  bienes  raíces,  y  el  46t  del  Código  civil. 


mitará  en  conformidad  a  las  reglas  jene-» 
rales  i  por  cuerda  separada. 

Podr¿u),  sin  embargo,  llevarse  a  efecto 
dichas  medidas  antes  de  notiíicarse  a  la 
persona  contra  quien  se  dictan,  siempre 
que  existan  razones  graves  para  ello  i  el 
tribunal  asi  lo  ordenare.  Trascurridos  cin- 
co dias  sin  que  la  notiticacion  se  efectúe, 
quedarán  sin  valor  íasdiiijencias  practica- 
das. El  tribunal  podrá  ampliar  este  plazo 
por  motivos  fundados. 

La  notificación  a  que  se  refiere  este  ar- 
ticulo podrá  hacerse  por  cédula,  si  el  tri- 
bunal así  lo  ordena. 

TITIJL,0  V 
De  las  escepciones  <lilat»ri««. 

293.  Solo  son  admisibles  como  escep- 
ciones dilatorias: 

1.'  La  incompetencia  del  tribunal  ante 
quien  se  hubiere  presentado  la  demanda; 

2.*  La  falta  de  capacidad  del  deman- 
dante, o  de  personería  o  representación 
legal  del  que  com|)arece  en  su  nombre; 

8.*    La  litis  pendencia; 

4.*  La  meptitud  del  libelo  por  razón 
de  falta  de  algún  requisito  legal  en  el  mo- 
do da  proponer  la  demanda; 

6.*     El  beneficio  de  escusion;  i 

6.*  En  jeneral,  las  que  se  refieran  a  la 
corrección  del  procedimiento  sin  afectar 
al  fondo  de  la  acción  deducida. 

294.  Podrán  también  oponerse  i  tra- 
mitarse del  mismo  modo  que  las  dilatorias 
la  escepcion  de  cosa  juzgada,  la  de  tran- 
sacción i  la  deinadmisibilidad  de  que  trata 
el  párrafo  2.»  del  Titulo  VIH,  Libro  III  del 
Código  de  Comercio;  pero,  si  fueren  de 
lato  conocimiento,  se  mandará  contestar 
la  demanda,  i  se  reservarán  para  fallarlas 
en  la  sentencia  definifiva. 

295.  Las  escepciones  dilatorias  deben 
oponerse  todas  en  un  mismo  escrito  i  den- 
tro del  término  de  emplazamiento  fijado 
por  los  arts.  255  a  257. 

Si  así  no  .se  hiciere,  se  podrán  oponer 
en  el  progreso  del  juicio  solo  por  vía  de 
alegación  o  defen-a,  i  se  estnrá  a  lo  dis- 
puesto en  los  artículos  88  i   89. 

Las  escepciones  primera  i  tercera  del 
artículo  293  podrán  oponerse  en  segunda 
instancia  en  forma  de  incidente. 

296.  Todas  las  escepciones  propuestas 
conjuntamente  se  fallarán  a  la  vez;  pero 
si  entre  ellas  ñgura  la  de  incompetencia  i 
el  tribunal  la  acepta,  se  abstendrá  de  pro- 
nunciarse sobre  ias  demás.  Lo  cual  se  en- 
tiende sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  por  el 
artículo  231. 
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297.  Las  eseepciones  dilatorias  se  tra- 
mitarán como  iiicidenteí?. 

298.  Desocluuias  las  eseepciones  dila- 
torias o  subsanados  por  el  demandante  los 
tlefectos  de  que  adolezca  la  demanda,  ten- 
drá diez  dias  el  demandólo  para  contes- 
tarla, cualquiera  que  sea  el  lugar  en  donde 
le  hubiera  sido  notiticada. 

TITUL.O  Vt 

l»c  la  conteMtaci«'Hi   i  <leii>áM  IrámiteR  hasta 
el  estado  «le  prueba  ú  «le  »>en(eiicia. 

299.  La  contestación  a  la  demanda  de- 
ÍHí  contener: 

1.°  La  designación  d.;l  tribunal  ante 
ijuien  se  presente; 

2."  El  nombre,  domicilio  i  profesión  u 
oficio  del  demandado; 

3.**  Las  eseepciones  que  se  oponen  a  la 
demanda  i  la  esposicion  clara  de  los  he- 
chos i  fundamentos  de  derecho  en  que  se 
apoyan;  i 

4."  La  enunciación  precisa  i  clara,  con- 
signaJa  en  la  conclusión,  de  las  peticiones 
que  se  sometan  al  fallo  del  tribunal. 

Son  también  aplicables  a  la  contestación 
de  la  demanda  i  al  demandado  las  dispo- 
siciones del  art.  252. 

300.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo anterior,  las  eseepciones  de  pres- 
cripción, cosa  juzgada,  transacción  i  pago 
efectivo  de  la  deuda,  cuando  ésta  se  funde 
en  un  antecedente  escrito,  podrán  opo- 
nerse en  cualquier  estado  de  la  causa;  pe- 
ro no  se  admitirán  si  no  se  alegan  por  es- 
crito antes  de  la  citación  para  sentencia  en 
primera  instancia,  o  de  la  vista  de  la  cau- 
sa en  segunda. 

Si  se  formulan  en  primera  instancia, 
después  de  recibida  la  cau.sa  a  prueba,  se 
tramitarán  como  incidentes,  que  pueden 
Recibirse  a  prueba,  si  el  tribunal  lo  estima 
necesario,  i  se  reservará  su  resolución  para 
definitiva. 

Si  se  deducen  en  segunda,  se  seguirá 
igual  procedimiento,  perú  en  tal  caso  el 
tribunal  de  alzada  se  pronunciará  sobre 
ellas  en  única  instancia  (1). 

301.  De  la  contestación  se  comunicará 
traslado  al  actor  por  el  término  de  seis  dias, 
i  de  la  réplica  al  den^andado  por  igual 
término  (2). 

302.  En  los  escritos  de  réplica  i  dupli- 
ca podrán  las  partes  ampliar,  adicionar  o 
modificar  las  acciones  i  .scepciones  que 
hayan  formulado  en  la  demanda  i  contes- 


(l  y  2)     Véanse  los  artículos  que  siguen;  inciso 
9.\  dol  vt.  645,  inciso  2."  del  648;  887  y  922. 


tacion,  pero  sin  que  puedan  alterar  las  que 
sean  objeto  principal  del  pleito. 

303.  Si  el  demandado  acepta  llana- 
mente las  peticiones  del  demandante,  o  si 
en  sus  escritos  no  contradice  en  materia 
sustancial  i  pertinente  los  hechos  sobre 
que  versa  el  juicio,  el  tribunal  mandará  ci- 
tar a  las  partes  para  oir  sentencia  dehni- 
tiva,  una  vez  evacuado  el  traslado  de  la  ré- 
plica. 

Igual  citación  se  dispondrá  cuando  las 
partes  pidan  que  se  falle  el  pleito  sin  mas 
trámite. 

TITC'LO  ¥11 

De  la  ree4»nveiici«>n. 

304.  Si  el  demandado  reconviene  al 
actor,  deberá  hacerlo  en  el  escrito  de  con- 
testación, sujetándose  a  las  disposiciones 
de  los  arts.  251,  252  i  258;  i  se  considera- 
rá, para  este  efecto,  como  demandada  la 
parte  contra  quien  se  deduzca  la  recon- 
vención. 

305.  No  podrá  deducirse  reconven- 
ción sino  cuando  el  tribunal  tenga  compe- 
tencia para  conocer  de  ella,  estunada  co- 
mo demanda,  o  cuando  sea  admisible  la 
prórroga  de  jurisdicción.  Podrá  también 
deducirse  aun  cuando  por  su  cuantía  la  re- 
convención debiera  ventilarse  ante  un  juez 
inferior. 

Para  estimar  la  competencia,  se  consi- 
derará el  monto  de  los  valores  reclamados 
por  via  de  reconvención  separadamente  de 
los  que  son  materia  de  la  demanda. 

306.  La  reconvención  se  sustanciará  i 
fallará  conjuntamente  con  la  demanda 
principal,  sin  perjuicio  de  lo  establecida 
en  el  art.  195. 

No  se  concederá,  sin  embargo,  en  la  re- 
convención aumento  estraordinario  de  tér- 
mino para  rendir  prueba  fuera  de  la  Repú- 
blica cuando  no  deba  concederse  en  la 
cuestión  principal. 

307.  Contra  la  reconvención  hai  lugar 
a  las  eseepciones  dilatorias  enumeradas  en 
el  art.  293,  las  cuales  se  propondrán  den- 
tro del  término  de  seis  dias  i  en  la  forma 
espresada  en  el  art.  295. 

TITtII.O    Ylll 
Be  la  prueba  ea  jeneral. 

308.  Concluidos  los  trámites  que  debet> 
preceder  a  la  prueba,  ya  se  proceda  con  la 
contestación  espresa  del  demandado  o  en 
su  rebeldía,  el  tribunal  e.xaminará  por  si 
mismo  los  autos,  i  si  estimare  que  hai  o 
puede  haber  controversia  sobre  algún  he- 
cho sustancial  i  pertinente  en  el  juicio,  or- 
denará que  cada  parte  presente  dentro  de 
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cinco  dias  una  minuta  de  los  puntos  sobre 
que  piense  rendir  prueba  de  testigos,  nu- 
merados i  especificados  con  claridad  i  pre- 
cisión. Lo  cual  se  entiende  sin  perjuicio 
de  lo  dispuesto  en  el  inciso  segundo  del  ar- 
ticulo 303. 

Igual  resolución  dictará  el  tribunal  cuan- 
do todas  las  partes  lo  solicitaren. 

309.  Espirado  el  plazo  de  cini'O  dias 
que  menciona  el  artículo  anterior,  sea  que 
las  partes  hayan  o  no  presentado  sus  mi- 
nutas, el  triounal  recibirá  la  causa  a  prue- 
ba i  ñjará  en  la  misma  resolución  los  pun- 
tos sobre  que  debe  recaer  la  prueba  de  tes- 
tigos. 

Solo  podrán  ñjarse  como  puntos  de 
prueba  los  hechos  sustanciales  controver- 
tidos en  los  escritos  anteriores  a  la  resolu- 
ción que  ordena  recibirla. 

810.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo anterior,  es  admisible  la  ampliación 
de  la  prueba  cuando  dentro  del  término 
probatorio  ocurre  algún  hecho  sustancial- 
mente  relacionado  con  el  asunto  que  se 
ventila. 

Será  taml)ien  admisible  la  ampliación  a 
hechos  veriíicados  i  no  alegados  antes  de 
recibirse  "a  prueba  la  causa,  coa  tal  que 
jure  el  que  los  aduce  que  solo  entonces 
han  llegado  a  su  conocimiento. 

311.  Al  responder  la  otra  parte  el  tras- 
lado de  la  solicitud  de  ampliación,  podrá 
también  alegar  hechos  nuevos  que  reúnan 
las  condiciones  mencionadas  en  el  articulo 
anterior,  o  que  tengan  relación  con  los 
que  en  dicha  solicitud  se  mencionan. 

El  incidente  de  ampliación  se  tramitará 
en  conformidad  a  las  reglas  jenerales,  en 
ramo  separado,  i  no  suspenderá  el  término 
probatorio. 

Lo  dispuesto  en  este  articulo  se  entiende 
sin  perjuicio  de  lo  que  el  articulo  89  esta- 
blece. 

312.  Cuando  hubiere  de  rendirse  prue- 
ba en  un  incidente,  la  resolución  que  lo 
ordene  determinará  los  puntos  sobre  que 
debe  recaer,  i  su  recepción  se  hará  en  con- 
formidad a  las  reglas  establecidas  para  la 
prueba  principal. 

313.  Toda  dilijencia  probatoria  debe 
practicarse  previo  decreto  del  tributial  que 
conoce  en  la  causa,  notificado  a  las  partes. 

314.  En  los  tribunales  colejiados  po- 
drán practicarse  las  dilijencias  probato- 
rias ante  uno  solo  de  sus  miembros  comi- 
.sionado  al  efecto  por  el  tribunal. 

315.  Es  apelable  la  resolución  en  que 
esplícita  o  implícitamente  se  niegue  el  trá- 
mite de  recepción  de  la  causa  a  prueba, 
salvo  el  caso  del  inciso  segundo  del  artícu- 


lo 303.  Es,  asimismo,  apelable  la  que  ad- 
mite dicho  trámite  i  fija  los  puntos  sobre 
que  debe  rendirse  la  prueba. 

Son  inapelables  la  resolución  que  dispo- 
ne la  práctica  de  alguna  dilijencia  proba- 
toria, la  que  da  lugar  a  la  ampliación  de 
la  prueba  sobre  hechos  nuevos  alegados 
durante  el  término  proijatorio  i  la  que  se 
dicte  en  conformidad  al  artículo  308. 

TiTt  I.O   IX 

Del  término  probatorio. 

316.  Todo  término  probatorio  es  co- 
mún para  las  partes. 

317.  Para  rendir  prueba  dentro  del  de- 
partamento en  que  se  sigue  el  juicio,  ten- 
drán las  partes  el  término  de  treinta  dias. 

Podrá,  sm  embargo,  reducirse  este  tér- 
mino por  acuerdo  unánime  de  las  partes. 

318.  Cuando  haya  de  rendirse  prueba 
en  otro  departamento  o  fuera  de  la  Repú- 
blica, .se  aumentará  el  término  ordinario  a 
que  se  refiere  el  articulo  anterior  con  un 
número  de  dias  igual  al  que  concede  el  ar- 
tículo 256  para  aumentar  el  de  emplaza- 
miento. 

319.  El  aumento  estraordinario  para 
rendir  prueba  dentro  de  la  República  se 
concederá  siempre  que  se  solicite,  salvo 
que  huljiere  justo  motivo  para  creer  que  se 
pide  maliciosamente  con  el  solo  propósito 
de  demorar  el  curso  del  juicio. 

320.  No  se  decretará  el  aumento  es- 
traordinario para  rendir  prueba  fuera  de 
la  República  sino  cuando  concurran  las 
circunstancias  siguientes: 

L^  Que  del  tenor  de  la  demanda,  de  la 
contestación  o  de  otra  pieza  del  espediente 
aparezca  que  los  hechos  a  que  se  refieren 
las  dilijencias  probatorias  solicitadas  han 
acaecido  en  el  pais  en  que  deben  practi- 
carse dichas  dilijencias,  o  que  allí  existen 
los  medios  probatorios  que  se  pretende  ob- 
tener; \ 

2.*  Que  se  determine  la  clase  i  condi- 
ción de  los  instrumentos  de  que  el  solici- 
tante piensa  valerse  i  el  lugar  en  que  se 
encuentran;  i 

3.*  Que,  tratándose  de  prueba  de  tes- 
tigos, se  esprese  su  nombre  i  residencia  o 
se  justifique  algún  antecedente  que  haga 
presumible  la  conveniencia  de  obtener  sus 
declaraciones. 

321.  El  aumento  estraordinario  para 
rendir  prueba  deberá  solicitarse  antes  de 
vencido  el  término  ordinario,  determinan- 
do el  lugar  en  que  dicha  prueba  debe  ren- 
dirse. 

322.  Todo  aumento  del  término  ordi- 
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nario  continuará  corriendo  después  de  éste 
sin  interrupción,  i  solo  durará  para  cada 
localidad  el  número  de  dias  lijado  en  la 
tabla  respectiva. 

323.  Se  puede,  durante  el  término  or- 
dinario, rendir  prueba  en  cualquier  parte 
de  la  República  i  fuera  de  ella. 

324.  Vencido  el  término  ordinario,  solo 
podrá  rendirse  prueba  en  aquellos  lugares 
para  los  cuales  se  hubiere  otorgado  aumen- 
to estraordinario  del  término. 

325.  El  aumento  estraordinario  para 
rendir  pi-ueba  dentro  de  la  República  se 
otorgará  con  previa  citación;  el  que  deba 
producir  efecto  fuera  del  pais  se  decretará 
con  audiencia  de  la  parte  contraria. 

Los  incidentes  a  que  diere  lugar  la  con- 
cesión de  aumento  estraordinario  se  tra- 
mitarán en  pieza  separada  i  no  suspende- 
rán el  término  probatorio. 

Con  todo,  no  se  contarán  en  el  aumento 
estraordinario  los  dias  trascurridos  mien- 
tras dure  el  incidente  sobre  concesión  del 
mismo. 

326.  La  parte  que  hubiere  obtenido  au- 
mento estraordinai  ¡o  del  término  para  ren- 
dir prueba  dentro  o  fuera  de  la  República, 
i  no  la  rindiere,  o  solo  rindiere  una  imper- 
tinente, será  obligada  a  pagar  a  la  otra  par- 
te los  gastos  que  ésta  hubiere  hecho  para 
presenciar  las  dilijencias  pedidas,  sea  per- 
sonalmente, sea  por  medio  de  mandatarios. 

Esta  condenación  se  impondrá  en  lasen- 
tencia  definitiva  i  podrá  el  tribunal  exone- 
rar de  ella  a  la  parte  que  acredite  no  ha- 
berla rendido  por  motivos  justificados. 

327.  Siempre  que  se  solicitare  aumen- 
to estraordinario  para  rendir  prueba  fuera 
de  la  República,  exijirá  el  tribunal,  para 
dar  curso  á  la  solicitud,  que  se  consigne 
una  cantidad  que  no  baje  de  ciento  ni  suba 
de  mil  pesos. 

Sin  perjuicio  de  lo  que  dispone  el  artícu- 
lo anterior,  se  mandará  aplicar  al  Fisco  la 
cantidad  consignada  si  resultare  estableci- 
da en  el  proceso  alguna  de  las  circunstan- 
cias siguientes: 

1.'  Que  no  se  ha  hecho  dilijencia  algu- 
na para  rendir  la  prueba  pedida; 

2.*  Que  los  testigos  señalados,  en  el  ca- 
so del  artículo  320,  no  tenían  conocimien- 
to de  los  hechos,  ni  se  han  hallado  en  si- 
tuación de  conocerlos;  i 

3.'  Que  los  testigos  o  documentos  no 
han  existido  nunca  en  el  pais  en  que  se  ha 
pedido  que  se  practiquen  las  dilijencias 
probatorias. 

328.  El  término  de  prueba  no  se  sus- 
penderá en  caso  alguno,  salvo  que  todas 
las  pai  tes  lo  pidan. 


Si  durante  él  ocurrieren  entorpecimien- 
tos que  imposibiliten  la  recepción  de  la 
prueba,  sea  absolutamente,  sea  respecto  de 
algún  lugar  determinado,  podrá  otorgarse 
por  el  tribunal  un  nuevo  término  especial 
por  ei  número  de  dias  que  haya  durado  el 
entorpecimiento  i  para  rendir  prueba  solo 
en  el  lugar  a  que  dicho  entorpecimiento  se 
retíera. 

No  podrá  usarse  de  este  derecho  si  no 
se  reclamare  del  obstáculo  que  impide  la 
prueba  en  el  momento  de  presentarse  o 
dentro  de  los  tres  dias  siguientes. 

329.  Las  dilijencias  de  prueba  de  tes- 
tigos solo  podrán  practicarse  dentro  del 
término  probatorio. 

Sin  embargo,  las  dilijencias  iniciadas  en 
tiempo  hábil  i  no  concluidas  en  él  por  im- 
pedimento cuya  remoción  no  haya  depen- 
dido de  la  parte  interesada,  podrán  practi- 
carse dentro  de  un  breve  término  que  el 
tribunal  señalará,  por  una  sola  vez,  para 
este  objeto.  Este  derecho  no  podrá  recla- 
marse sino  dentro  del  término  probatorio  o 
de  los  tres  dias  siguientes  a  su  vencimiento. 

TiTi  ro  X 

ne  los  iiie<li«».«i  fie  prueba  en  particular. 

§  1."     Disposición  jennraL. 

330.  Los  medios  de  prueba  de  que  pue- 
de hacerse  uso  en  juicio  son: 

Intrumentos; 

Testigos; 

Confesión  de  parte; 

Juramento  deferido; 

Lispeccion  personal  del  tribunal; 

Informes  de  peritos,  i 

Presunciones  (1). 

§  2.°    De  los  instrumentos  (2). 

331.  Serán  considerados  como  instru- 


(1 )  «No  se  hace  aquí  la  clasificación  jeneral  usa- 
da hasta  hoy,  de  medios  de  prueba  plena  i  semi-ple- 
na,  por  cuya  razón  no  se  enumeran  estos  últimos, 
que  han  sido  los  siguientes:  declaración  de  testigo 
singular,  confesión  estrajudicial,  cotejo  de  Iptras, 
fama  pública  por  si  sola,  sin  el  apoyo  de  testigos 
idóneos,  juramento  supletorio  i  presunciones  judi- 
ciales que  no  tengan  todos  los  requisitos  necesa- 
rios para  hacer  prueba  plena. 

Habría  sido  preferible  que  este  Código  hubiera 
enumerado  los  medios  de  prueba  en  el  orden  que 
corresponde  á  su  importancia  probatoria,  por  ejem- 
plo: presunciones  de  derecho,  ó  legales  cuando  no 
haya  prueba  contraria,  juramento  deferido,  confe- 
sión judicial,  inspección  personal  del  juez,  prueba 
instrumental,  jurament  >  estimatorio,  informes  de 
peritos,  pruet)a  testimonial  i  presunciones  judicia- 
les, ó  legales  cuando  exista  prueba  contraria.»  (De 
los  señores  Toro  y  Echevarría  ) 

(2)  Véanse  los  artículos  18  y  33.5  de  este  Código; 
los  48,  58,  60,  8J  y  85  del  de  Comercio,  y  1.700  del 
Civil. 
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mentos  públicos  en  juicio,  siempre  que  en 
su  otorgamiento  se  iiubieren  cumplido  las 
disposiciones  legales  que  dan  este  carácter: 

!.•     Los  documentos  orijiíiales; 

2.*  Las  copias  dadas  con  los  requisitos 
que  las  leyes  prescriban  p  ira  que  hagan  fe 
respecto  de  toda  persona,  o,  a  lo  menos, 
respecto  de  aquella  contra  quien  se  hacen 
valer; 

3."  Las  copias  que,  obtenidas  sin  estos 
requisitos,  no  fueren  olijetadas  como  in- 
exactas por  la  parte  contraria  dentro  de  los 
tres  dias  siguientes  a  aquel  en  que  se  le 
dio  conocimiento  de  ellas; 

4.*  Las  copias  que,  objetadas  en  el  caso 
del  número  anterior,  fueren  cotejadas  i 
halladas  con  formes  con  sus  orijinales  o  con 
otras  copias  que  hagan  fe  respecto  de  la 
parte  contraria;  i 

5."  Los  testimonios  que  el  tribunal  man- 
dare agregar  durante  el  juicio,  autorizados 
por  su  secretario  u  otro  funcionario  com- 
petente i  sacados  de  los  orijinales  o  de  co- 
pias que  reúnan  las  condiciones  indicadas 
en  el  número  anterior. 

332.  Cuando  las  copias  agregadas  solo 
contuvitren  una  parte  del  instrumento 
orijinal,  cualquiera  de  los  interesados  en 
el  pleito  podrá  exijir  que  se  agregue  el 
todo  o  parte  de  lo  omitido,  a  sus  espensas, 
sin  perjuicio  de  lo  que  se  resuelva  sobre 
pago  de  costas. 

333  El  cotejo  de  instrumentos  se  hará 
por  el  funcionario  que  hubiere  autorizado 
la  copia  presentada  en  el  juicio,  por  el  se- 
cretario del  tribunal  o  por  otro  ministro 
de  fe  que  dicho  tribunal  designa. 

334.  Los  instrumentos  públicos  otor- 
gados fuera  de  Cliile  deberán  presentarse 
debidamente  legalizados,  i  se  entenderá 
que  lo  están  cuando  en  ellos  conste  el  ca- 
rácter público  i  la  verdad  de  las  firmas  de 
las  personas  que  los  han  autorizado,  ates- 
tiguadas ambas  circunstancias  por  los  fun- 
cionarios que,  según  las  leyes  o  la  práctica 
de  cada  pais,  deban  acreditarlas. 

La  autenticidad  de  las  firmas  i  el  carác- 
ter de  estos  funcionarios  se  comprobará 
en  Chile  por  alguno  de  los  medios  siguien- 
tes: 

1.*  El  atestado  de  un  ájente  diplomáti- 
co o  consular  chileno,  acreditado  en  el 
pais  de  donde  el  instrumento  procede,  i 
cuya  ñrma  se  compruebe  co.i  el  respecti- 
vo certificado  del  Ministerio  de  Relaciones 
Este  rio  res; 

2."  El  atestado  de  un  ájente  diplomáti- 
co o  consular  de  una  nación  amiga  acre- 
ditado en  el  mismo  pais,  a  falta  de  funcio- 
nario chileno,  certificándose  en  este  caso 


la  fírma  por  conducto  del  Ministerio  de 
Relaciones  Esteriores  del  pais  a  que  per- 
tenezca el  ájente  o  del  Ministro  diplomáti- 
co de  dicho  pais  en  Chile,  i  ademas  por  el 
Ministerio  de  Relaciones  Esteriores  de  la 
República  en  ambos  casos;  i 

3.°  El  atestado  del  ájente  diplomático 
acreditado  en  Chile  por  el  Gobierno  del 
pais  en  donde  se  otorgó  el  instrumento, 
certihcándose  su  firma  por  el  Ministerio 
de  Relaciones  Esteriores  de  la  Repúbli- 
ca (1). 

335.  Los  instrumentos  privados  se  ten- 
drán por  reconocidos: 

1."  Cuando  así  lo  ha  declarado  en  el 
juicio  la  persona  a  cuyo  nombre  aparece 
otorgado  el  instrumento  o  la  parte  contra 
quien  se  hace  valer; 

2."  Cuando  igual  declaración  se  ha  he- 
cho en  un  instrumento  público  o  en  otro 
juicio  diverso; 

3.°  Cuando,  puestos  en  conocimiento 
de  la  parte  contraria,  no  se  alegn  su  false- 
dad o  falta  de  integridad  dentro  de  los  seis 
dias  siguientes  a  su  presentación,  debien- 
do el  tribunal,  para  este  efecto,  apercibir 
a  aquella  parte  con  el  reconocimiento  tá- 
cito del  instrumento  si  nada  espusiese  den- 
tro de  dicho  plazo;  i 

4.°  Cuando  se  declare  la  autenticidad 
del  instrumento  por  resolución  judicial  (2). 

336.  Los  instrumentos  estendidos  en 
lengua  estranjera  se  mandarán  traducir 
por  el  perito  que  el  tribunal  designe,  a 
costa  del  que  los  presentare,  sin  perjuicio 
de  lo  que  se  resuelva  sobre  costas  en  la 
sentencia. 

Si  al  tiempo  de  acompañarse  se  agre- 
gare su  traducción,  valdrá  ésta;  salvo  que 
la  parte  contraria  exija,  dentro  de  seis 
dias,  que  sea  revisada  por  un  perito,  pro- 
cediéndose  en  tal  caso  como  lo  dispone  el 
inciso  anterior. 

337.  Los  instrumentos  podrán  presen- 
tarse en  cualquier  estado  del  pleito,  sin 
perjuicio  de  lo  que  ordenan  los  artícu- 
los 252  i  299,  cuyas  disposiciones  serán 
aplicables  aun  cuando  la  presentación  se 
haga  en  segunda  instancia  (3). 

338.  Podrá  decretarse,  a  solicitud  de 
parte,  la  exhibición  de  instrumentos  que 
existieren  en  poder  de  la  otra  parte  o  de  un 
tercero,  con  tal  que  tengan  relación  direc- 
ta con  la  cuestión  debatida  i  que  no  revis- 
tan el  carácter  de  secretos  o  confidencia- 
les. 


(1)     V.  el  art.  17  del  Código  civil. 

(21     V.  los  arts.  1704, 1708  y  1709  del  Código  civil. 

(3)    Véanse  los  artículos  de  referencia. 
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Los  gastos  que  la  exhibición  hiciere  ne- 
cesarioá  serán  de  cuenta  del  que  la  solici- 
te, sin  perjuicio  de  lo  que  se  resuelva  sobre 
paj^o  de  costas. 

Sise  rehusare  la  exhibición  sin  justa  cau- 
sa, podrá  aprrmiarse  al  desobediente  en 
la  forma  establecida  por  el  art.  264;  i  si 
fuere  la  parte  misma,  incurrirá  ademasen 
el  apercibimiento  establecido  por  el  artí- 
culo 267. 

Cuando  la  exhibición  hubiere  de  hacerse 
por  un  tercero,  podrá  éste  exijir  que  en  su 
propia  casa  u  oficina  se  satjue  testimonio 
de  los  instrumentos  por  un  ministro  de  fe. 

339.  Podrá  pedirse  el  cotejo  de  letras 
siempre  que  se  niegue  por  la  parte  a  quien 
perjudique  o  se  ponga  en  duda  la  autenti- 
cidad de  un  documento  privado  o  la  de 
cualquier  documento  público  que  carez- 
ca de  matriz. 

En  este  cotejo  procederán  los  peritos  con 
sujeción  a  lo  dispuesto  por  los  arts.  419 
liasta  425  inclusive. 

340.  La  persona  que  pida  el  cotejo  de- 
signará el  inatrumenlo  o  instrumentos  in- 
dubitados con  que  debe  hacerse. 

341.  Se  considerarán  indubitados  para 
el  cotejo: 

1."  Los  instrumentos  que  las  partes 
acepten  como  tales,  de  común  acuerdo; 

2.°  Los  instrumentos  públicos  no  ta- 
chados de  apócrifos  o  suplantados;  i 

3.®  Los  instrumentos  privados  cuya  le- 
tra o  firma  liaya  sido  reconocida  en  con- 
formidad a  los  números  primero  i  segundo 
del  art.  H35. 

342.  El  tribunal  hará  por  si  mismo  la 
•comprobación  después  de  oir  a  los  peritos 
revisores,  i  no  tendrá  que  sujetarse  al  dic- 
tamen de  éstos. 

343.  El  cotejo  de  letras  no  constituye 
por  si  solo  prueba  suficiente,  pero  podrá 
servir  de  base  para  una  presunción  judi- 
cial. 

344.  En  el  incidente  sobre  autentici- 
dad de  un  instrumento  o  sobre  suplanta- 
ciones hechas  en  él,  se  admitirán  como 
medios  probatorios,  tanto  el  cotejo  de  que 
tratan  los  cinco  artículos  precedentes,  co- 
mo los  que  las  leyes  autoricen  para  la  prue- 
ba del  fraude. 

En  la  apreciación  de  los  diversos  medios 
de  prueba  opuestos  al  mérito  de  un  instru- 
mento, el  tribunal  se  sujetará  á  las  reglas 
jenerales  establecidas  en  el  presente  Titu- 
lo, i  con  especialidad  a  las  consignadas  en 
el  párrafo  9.°. 

§  3.  De  los  testigos  i  de  las  tachas. 

345.  Es  hábil  para  testificar  en  juicio 


toda  persona  a  quien  la  lei  no  declare  in- 
iiábil  (1). 

346.  No  son  hábiles  para  declarar  co- 
mo testigos: 

I."  Los  menores  de  catorce  años.  Po- 
drán, sin  embargo,  aceptarse  sus  declara- 
ciones sin  previo  juramento  i  estimarse 
como  base  para  una  presunción  judicial, 
cuando  tengan  discernimiento  suficiente; 

2.°  Los  que  se  hallen  en  interdicción 
por  causa  de  demencia; 

3."  Los  que  al  tiempo  de  declarar,  o  al 
de  verificarse  los  hechos  sobre  que  decla- 
ran, se  hallen  privados  de  la  razón,  por 
ebriedad  u  otra  causa. 

4.°  Los  que  carecieren  del  sentido  ne- 
cesario para  percibir  los  hechos  declara- 
dos, al  tiempo  de  verificarse  éstos; 

0.°  Los  sordomudos  que  no  puedan 
darse  a  entender  por  escrito; 

6.°  Los  que  en  el  mismo  juicio  hubie- 
ren sido  cohechados,  o  hubieren  cohecha- 
do o  intentado  cohechara  otros,  aun  cuan- 
do nose  les  haya  pi-ocesado  ci'iminalmente; 

7."  Los  vagos  sin  ocupación  u  oficio  co- 
nocido; 

8."  l^os  que  en  concepto  del  tribunal 
sean  indignos  de  Fe  por  haber  sido  conde- 
nados por  delito;  i 

9."  Los  que  hagan  profesión  de  testifi- 
ear  en  juicio. 

347.  Son  también  inhábiles  para  de- 
clarar: 

1.*  El  cónyuje  i  los  parientes  lejitimos 
hasta  el  cuarto  grado  de  consanguinidad  i 
segundo  de  afinidad  de  la  parte  que  los  pre- 
senta como  testigos; 

2.°  Los  ascendientes,  descendientes  i 
hermanos  ilejitimos,  cuando  haya  recono- 
cimiento del  parentesco  que  produzca  efec- 
tos civiles  respecto  de  la  parte  que  solicite 
su  declaración; 

3."  Los  pupilos  por  sus  guardadores,  i 
viceversa: 

4.*^  Los  criados  domésticos  o  dependien- 
tes de  la  parte  que  los  presente. 

Se  entenderá  por  dependiente,  para  los 
efectos  de  este  articulo,  el  que  preste  habi- 
tualmente  servicios  retribuidos  al  que  lo 
hubiere  presentado  por  testigo,  aunque  no 
viva  en  su  casa;  (1) 

5.°  Los  trabajadores  i  labradores  de- 
pendientes de  la  persona  que  exije  su  tes- 
timonio; 


(1)  La  inhabilidad  la  dividía  la  jurisprudencia 
en  inhabilidad  proveniente  de  falta  de  imparciali- 
dad, inhabilidad  nacida  de  incapacidad  para  for- 
marse juicio,  y  falta  de  conocimiento. 

(2)  V.  los  arts.  73,  2.'i22  y  2472  del  Código  civil, 
y  el  780  de  eat»  Código. 
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6."  Los  que  ajuicio  del  tribunal  carez- 
can de  la  imparcialidad  necesaria  jpara 
declarar  por  tener  en  el  pleito  interés  di- 
recto o  indirecto;  i 

7.®  Los  que  tengan  intima  amistad  con 
la  persona  que  los  presenta  o  enemistad 
respecto  de  la  pci'sona  contra  quien  de- 
claren. 

La  amistad  o  enemistad  deberán  ser  ma- 
nifestadas por  hechos  graves  que  el  tribu- 
nal caliti(>ará  según  la.s  circunstancias. 

Las  inhabilidades  que  menciona  e^te  ar- 
ticulo no  podran  hacerse  valer  cuando  la 
parte  a  cuyo  favor  se  hallan  establecidas 
presentare  como  testigos  a  las  mismas  per- 
sonas a  quienes  podi'ian  aplicarse  dichas 
tachas. 

348.  Toda  persona,  cualquiera  que  sea 
su  estado  o  profesión,  está  obligada  a  de- 
clarar i  a  concuirn-  a  la  audiencia  ejue  el 
tribunal  señale  con  este  objeto. 

Cuando  se  exija  la  comparecencia  de  un 
testigo  a  sabiendas  de  que  es  inútil  su  de- 
claración, podrá  imponer  el  tribunal  á  la 
parte  que  la  liul)iere  exijido  una  multa  de 
diez  a  cien  pesos. 

349.  No  serán  obligados  a  declarar: 
1."  Los  eclesiásticos,  abogados,  escri- 
banos, procuradores,  médicos  i  matronas, 
sobre  hechos  que  se  les  hayan  comunicado 
confidencialmente  con  ocasión  de  su  esta- 
do, profesión  u  oficio; 

2."  Las  personas  espresadas  en  los  nú- 
meros primero,  segundo  i  tercero  del  ar- 
ticulo 347;  i 

3."  Los  que  son  interrogados  acerca  de 
hechos  que  afecten  el  honor  del  testigo  o 
de  las  personas  mencionadas  en  el  número 
anterior,  o  que  importen  un  delito  de  que 
pudiera  ser  criminalmente  responsable  el 
declarante  o  cualquiera  de  las  personas 
referidas. 

350.  No  están  obligados  a  concurrir  a 
la  audiencia  espresada  en  el  articulo  348: 

1.°  El  Presidente  de  la  República,  los 
ministros  de  Estado,  los  senadores  i  dipu- 
tados, los  intendentes  i  los  gobernadores 
de  departamento,  dentro  del  territorio  de 
su  jurisdicción;  los  miembros  de  la  Corte 
Suprema  ©  de  alguna  Corte  de  Apelacio- 
nes, los  ñscales  de  estos  Tribunales,  los 
jueces  letrados,  los  jenerales,  el  Arzobis- 
po i  los  obispos,  los  vicarios  jenerales,  los 
provisores,  los  vicarios  i  provicarios  capi- 
tulares, i  los  párrocos,  dentro  de  la  parro- 
quia de  su  cargo; 

2.°  Las  personas  que  gozan  en  el  pais 
de  inmunidades  diplomáticas; 

3.°     Los  relijio.sos,  incluso  los  novicios; 

4.**     Las  mujeres,  siempre  que  por  su 


estado  o  posición  no  puedan  concurrir  sin 
grave  molestia;  i 

5."  Los  que  por  enfermedad  u  otro  im- 
pedimento, calificado  por  el  ti-ibunal,  se 
liallaren  en  la  imposibilidad  de  hacerlo. 

351 .  Las  personas  comprendidas  en  el 
número  primero  del  articulo  precedente 
prestarán  su  declaración  por  medio  de  in- 
formes i  espresarán  que  lo  hacen  en  vir- 
tud del  juramento  que  la  lei  exijo  a  los 
testigos.  Pero  los  miembros  i  fiscales  de 
las  cortes  i  los  jueces  letrados  que  ejerzan 
sus  funciones  en  el  asiento  de  éstas  no  de- 
clararán sin  previo  permiso  de  la  Corte 
Suprema,  tratándose  de  algún  miembro  o 
fiscal  de  este  tribunal,  o  de  la  respectiva 
Coi  te  (ití  Apelaciones  en  los  demás  casos. 
Este  permiso  se  concederá  siempre  que  no 
pareciere  al  tribunal  que  .-olo  su  trata  de 
estaljiecer,  respecto  del  juez  o  fiscal  pre- 
sentado como  testigo,  una  causa  de  recu- 
sación. 

Las  comprendidas  en  el  número  segun- 
do declararán  también  por  medio  de  in- 
forme icón  el  juramento  espresado,  si  se 
prestan  voluntariamente  a  declarar.  Pero 
no  se  podrán  escusar  los  chilenos  que  ejer- 
zan en  el  pais  funciones  diplomáticas  por 
encargo  de  un  gobierno  estranjero. 

Las  comprendidas  en  los  tres  últimos 
números  serán  examinadas  en  su  morada 
i  en  la  l'orma  establecida  en  los  artículos 
354  a  357. 

352.  Antes  de  examinar  a  cada  testi- 
go, se  le  hará  prestar  juramento  al  tenor 
de  la  fórmula  siguiente:  «¿Juráis  por  Dios 
decir  verdad  acerca  de  lo  que  se  os  va  a 
preguntar? —  El  interrogado  responderá: 
«Si  juro»,  conforme  a  lo  dispuesto  en  el 
articulo  65. 

353.  Los  testigos  de  cada  parte  serán 
examinados  separada  i  sucesivamente, 
principiando  por  los  del  demandante,  sin 
que  puedan  unos  presenciar  las  declara- 
ciones de  los  otros. 

El  tribunal  ado|)tará  las  medidas  con- 
ducentes a  evitar  que  los  testigos  que  va- 
yan declarando  puedan  comunicarse  con 
los  que  no  hubieren  prestado  declara- 
ción. 

354.  Los  testigos  serán  interrogados 
por  el  mismo  tribunal,  i  cuando  éste  fuere 
colejiado,  por  uno  de  sus  ministros,  a  pre- 
sencia de  las  partes  i  sus  abogados,  si  con- 
currieren al  acto.  Las  preguntas  versarán 
sobre  los  datos  necesarios  para  establecer 
si  existen  causas  que  inhabiliten  al  testigo 
para  declarar  i  sobre  los  puntos  de  prueba 
que  se  hubieren  fijado.  Podrá  también  el 
tribunal  uxijir  que  los  testigos  rectifiquen. 
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cíclarezcan  o  precisen  la?  aseveraciones 
hechas. 

355.  Cada  parte  tendrá  derecho  para 
dirijir,  por  conducto  del  juez,  las  interro- 
gaciones que  estime  conducentes  a  lia  de 
establecer  i;is  causales  de  inhabilidad  ie- 
^al  que  puedan  oponerse  a  los  testigos  i  a 
ti»  de  que  éstos  re 'titiquen,  esclarezcan  o 
precisen  los  hechos  sobre  los  cuales  se  in- 
voca su  testimonio. 

En  caso  de  desacuerdo  entre  las  partes 
sobre  la  conduceni-ia  de  las  preguntas, 
resolverá  el  tribunal,  i  su  fallo  será  apela- 
b'e  solo  en  lo  devolutivo. 

356.  Los  te-tigos  deben  responder  de 
una  manera  clai'a  i  precisa  a  las  pregun- 
tas que  se  les  hicieren,  espresando  la  cau- 
sa por  que  afirman  los  heclios  asevera- 
dlos. No  se  les  permitirá  llevar  escrita  su 
declaración. 

357.  La  declaración  constituye  un  solo 
acto,  que  no  puede  interrumpiese  sino  por 
cau.sas  graves  i  urjentes. 

358.  El  trilninal,  atendido  el  número 
de  testigos  i  el  de  los  puntos  de  prueba, 
señalará  una  o  mas  audiencias  para  el 
examen  de  los  que  se  encuentren  en  el 
departamento. 

Procurará  también,  en  cuanto  sea  po- 
sible, que  todos  los  testigos  de  cada  parte 
áean  examinados  en  la  misma  audiencia. 

359.  Las  declaraciones  se  consignarán 
por  escrito,  conservándose  en  cuanto  sea 
posible  las  espresiones  de  que  se  haya  va- 
lido el  te-tigo,  reducidas  al  menor  núme- 
ro de  palabras.  Después  de  leidas  por  el 
receptor  en  alta  voz  i  ratiñcadas  por  el  tes- 
tigo, serán  Hrmadas  por  el  juez,  el  decla- 
rante, si  supiere,  i  las  partes,  si  también 
supieren  i  se  hallaren  presentes,  autori- 
zándolas un  receptor,  que  servirá  tam- 
bién como  actuario  en  las  incidencias  que 
ocurran  durante  la  audiencia  de  prueba. 

360.  Si  hubieren  de  declarar  testigos 
que  residan  fuera  del  departamento  en  que 
se  sigue  el  juicio,  .se  practicará  su  examen 
por  el  tribunal  que  corresponda,  á  quien  se 
remitirá  copia  de  los  puntos  de  prueba 
fijados. 

El  examen  se  practicará  en  la  forma 
que  establecen  los  artículos  anteriores,  pu- 
diendo  las  partes  hacerse  representar 
por  encargados,  en  conformidad  al  articu- 
lo 7tj. 

361.  Serán  admitidos  a  declarar  sola- 
mente hasta  seis  testigos  por  cada  parte, 
sobre  cada  uno  de  los  heclios  que  deban 
acredilarse. 

Dentro  de  los  cinco  dias  que  concede  el 
artículo  308,  debela  también  acompañar 


cada  parte  una  nómina  de  los  testigos  de 
que  piensa  valerse,  con  espresion  del  nom- 
bre i  apellido,  domicilio  i  profesión  u  ofi- 
cio. Solo  se  examinaran  testigos  que  figu- 
ren en  dicha  nómina. 

Podrá,  con  todo,  el  tribunal  admitir 
otros  testigos  en  casos  mui  calificados,  i 
jurando  la  parte  que  no  tuvo  conocimien- 
to de  ellos  al  tiempo  de  formar  la  nómina 
de  que  trata  el  inciso  anterior. 

362.  Solamente  podrán  oponerse  ta- 
chas a  los  testigos  antes  de  que  presten  su 
declaración.  En  el  caso  del  inciso  ñnal  del 
artículo  anterior,  podrán  también  oponer- 
se dentro  de  los  tres  dias  subsiguientes  al 
examen  de  los  testigos. 

Sólo  se  admitirán  las  tachas  que  se  fun- 
den en  alguna  de  las  inhabilidades  men- 
cionadas en  los  artículos  346  i  347,  i  con 
tal  que  se  espresen  con  la  claridad  i  espe- 
cificación necesarias  para  que  puedan  ser 
fácilmente  comprendidas. 

363.  Opuesta  la  tacha  i  antes  de  de- 
clarar el  testigo,  podrá  la  parte  que  lo  pre- 
sentare pedir  que  se  omita  su  declaración 
i  que  se  reemplace  por  la  de  otro  testigo 
hábil  de  los  que  ñguran  en  la  nómina  res- 
pectiva. 

364.  Las  tachas  opuestas  por  las  par- 
tes no  obstan  al  examen  de  los  testigos  ta- 
chados; pero  podrán  los  tribunales  repeler 
de  oficio  a  los  que  notoriamente  aparecie- 
ren comprendidos  en  alguna  de  las  que 
señala  el  artículo  346. 

La  apelación  que  se  interpusiere  en  este 
caso  se  concederá  solo  en  el  efecto  devo- 
lutivo 

365.  Cuando  el  tribunal  lo  estime  ne- 
cesario para  resolver  el  juicio,  recibirá  las 
tachas  a  prueba,  la  cual  se  rendirá  dentro 
del  término  concedido  para  la  cuestión 
priucipai .  Pero  si  estuviere  éste  vencido  o 
lo  que  de  él  restare  no  fuere  suficiente,  se 
ampliará  para  el  solo  efecto  de  rendir  la 
prueba  de  tachas  hasta  completar  diez 
dias,  pudiendo  ademas  solicitarse  el  au- 
mento estraordinario  que  concede  el  ar- 
ticulo 318  en  los  casos  a  que  él  se  re- 
ñere. 

36G  .  Son  aplicables  a  la  prueba  de  ta- 
chas las  disposiciones  que  reglamentan  la 
prueba  de  la  cuestión  principal;  pero  los 
puntos  sobre  que  debe  recaer  se  determi- 
narán por  el  tribunal  sin  previa  presenta- 
ción de  minutas  por  las  partes. 

367.  No  se  admitirá  prueba  de  testi- 
gos para  inhabilitar  a  los  que  hubieren 
declarado  sobre  las  tachas  deducidas. 

Lo  cual  no  obsta  para  que  el  tribunal 
acepte  otros  medios  probatorios,  sin  abrir 
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término  especial,  i  tome  en  cuenta  las  in- 
capacidades que  contra  los  miamos  testi- 
gos aparecieren  en  el  proceso. 

368.  Las  resoluciones  que  ordenan  re- 
cibir prueba  sobre  las  lachas  opuestas  son 
inapelables. 

No  obstante  lo  dispuesto  en  el  inciso  an- 
terior, la  legalidad  de  las  tachas  i  su  com- 
probación serán  apreciadas  i  resueltas  en 
la  sentencia  detiniliva. 

369.  Siempre  que  lo  pidiere  alguna  de 
las  partes,  mandará  el  tribunal  que  se  cite 
a  las  personas  designadas  como  testigos 
en  la  forma  establecida  por  el  art.  59,  in- 
dicándose en  la  citación  el  juicio  en  que 
debe  prestarse  la  declaración  i  el  dia  i  ho- 
ra de  la  comparecencia 

El  testigo  que  legalmente  citado  no  com- 
pareciere podrá  ser  compelido  por  medio 
de  la  fuerza  a  presentarse  ante  el  tribunal 
que  hubiere  espedido  la  citación,  a  menos 
que  compruebe  que  ha  estado  en  imposi- 
bilidad de  concurrir. 

Si  compareciendo  se  negare  sin  justa 
causa  a  declarar,  podrá  ser  mantenido  en 
arresto  hasta  que  preste  su  declaración. 

Todo  lo  cual  se  entiende  sin  perjuicio  de 
la  responsabilidad  penal  que  pudiere  afec- 
taral  testigo  rebelde  (1). 

370.  Tiene  el  testigo  derecho  para  re- 
clamar de  la  persona  que  lo  presenta,  el 
abono  de  los  gastos  que  le  impusiere  la 
comparecencia. 

Se  entenderá  renunciado  este  derecho 
si  no  se  ejerciere  en  el  plazo  de  veinte  dias 
contados  desde  la  ¡echa  en  que  se  presta 
la  declaración. 

En  caso  de  desacuerdo,  estos  gastos  se- 
rán regulados  por  el  tribunal  sin  forma  de 
juicio  i  sin  ulterioi-  recurso. 

371.  Los  incidentes  a  que  diere  lugar 
la  agregación  de  nuevos  testigos  en  el  caso 
del  mciso  ñnal  del  art.  361,  la  admisión  i 
prueba  de  tachas,  la  citación  de  los  testi- 
gos o  cualquiera  otra  petición  de  las  par- 
tes, se  tramitarán  en  cuaderno  separado  i 
no  suspenderán  el  término  probatorio  de 
la  causa. 

372.  Si  algún  testigo  no  entendiere  o 
no  hablare  castellano  será  examinado  por 
medio  de  intérprete. 

373.  Los  testimonios  de  oidas,  esto  es, 
de  testigos  que  relatan  hechos  «[ue  no  han 
percibido  por  sus  propios  sentidos  i  que 
solo  conocen  por  el  dicho  de  otras  perso- 
nas, únicamente  podrán  eslimarse  como 
base  de  una  presunción  judicial. 

Sin  embargo,  es  válido  el  testimonio  de 


(1)    V.  el  núm.  12  del  art.  494  del  Código  penal. 


oidas  cuando  el  testigo  se  refiere  a  lo  que 
oyó  decir  a  alguna  de  las  partes,  en  cuan- 
to de  este  modo  se  esplija  o  esclarece  el 
hecho  de  que  se  trata. 

374.  Los  tribunales  apreciarán  la  fuer^ 
za  probatoria  de  las  declaraciones  de  los 
testigos  contbrme  a   las  reglas  siguientes: 

L'  La  d3claracion  de  un  testigo  impar- 
cial i  verídico  constituye  una  presunción 
judicial  cuyo  mérito  probatorio  será  apre- 
ciado en  conformidad  al  art.  42.S; 

2.*  La  de  dos  o  ma-:  testigos  contestes 
en  el  hecho  i  en  sus  circunstancias  esen- 
ciales, sin  tacha,  legalmente  examinados 
i  que  den  razón  de  sus  dichos,  podrá  cons- 
tituir prueba  plena  cuando  no  haya  sido 
desvirtuada  por  otra  prueba  en  contrario; 

3.*  Cuando  las  declaraciones  de  los  tes- 
tigos de  una  parte  sean  contradictorias 
con  las  de  los  testigos  de  la  otra,  tendrán 
por  cierto  lo  (¡ue  declaren  aquellos  que, 
aun  siendo  en  menor  número,  parezca  que 
dicen  la  verdad  por  estar  mejor  instruidos 
de  los  hechos,  o  por  ser  de  mejor  fama, 
raa.s  imparciales  i  verídicos,  o  por  hallarse 
mas  conformes  en  sus  declaraciones  con 
otras  pruebas  del  proceso; 

4.*  Cuando  los  testigos  de  una  i  otra 
parte  reúnan  iguales  condiciones  de  cien- 
cia, de  imparcialidad  i  de  veracidad,  ten- 
drán por  cierto  lo  que  declare  el  mayor 
número; 

5.*  Cuando  los  testigos  de  una  i  otra 
parte  sean  iguales  en  circunstancias  i  en 
número,  de  tal  modo  que  la  sana  razón  no 
pueda  inclinarse  a  dar  mas  crédito  a  los 
unos  que  a  los  otros,  tendrán  igualmente 
por  no  probado  el  hecho;  i 

6.*  Cuando  fueren  contradictorias  las 
declaraciones  de  los  testigos  de  una  mis- 
ma parte,  las  que  favorezcan  a  la  parte 
contraria  se  considerarán  presentadas  por 
ésta,  apreciándose  el  mérito  probatorio  de 
todas  ellas  en  conformidad  a  las  reglas  pre- 
cedentes. 

§  4.  De  la  confesión  en  Juicio. 

375.  Fuera  de  los  casos  espresamente 
previstos  por  la  lei,  to  lo  litigante  está  obli- 
gado a  declarar  bajo  juramento,  contesta- 
da que  sea  la  demanda,  sobre  hechos  per- 
tenecientes al  mismo  juicio,  cuando  lo  exi- 
ja el  contendor  o  lo  decrete  el  tribunal  en 
conformidad  »\  art.  166. 

Se  practicará  esta  dilijencia  en  cualquier 
estado  del  juicio  i  sin  suspender  por  ella  el 
procedimiento. 

Las  partes  solo  podrán  exijir  la  confe- 
sión hasta  dos  veces  en  primera  instancia 
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i  una  vez  en  segunda;  pero,  si  s«  alegaren 
lu'clios  iiuevoá  durante  el  juicio,  podrá 
exi.jir.se  una  vez  mas  (1). 

376.  Loá  liedlos  acerca  de  los  cuales  se 
exija  la  confesión  podrán  espresar.se  en 
tortna  asertiva  o  en  Forma  interrogativa, 
pero  siempre  en  términos  claros  i  precisos, 
de  manera  que  puedan  ser  entendidos  sin 
ditii'ultad. 

377.  Mientras  la  confesión  no  sea 
prestada,  se  mantendrán  en  reserva  las 
interrogaciones  sobre  que  debe  recaer. 

378.  Si  el  tribunal  no  cometiere  al  se- 
cretario o  a  otro  mini>tro  de  fe  la  dilijen- 
cia,  maridará  citar  para  dia  i  hora  deter- 
minados al  litigante  que  ha  de  prestar  la 
declaraiMon. 

Siempre  que  alguna  de  las  partes  lo  |  i- 
da,  debe  el  tribunal  reciljir  por  si  mismo  la 
declaración  del  litigante. 

Si  el  litigante  se  encontrare  fuera  del 
territorio  del  tribunal  que  conoce  de  la 
causa,  será  tomada  su  declaración  por  el 
tribunal  competente,  quien  procederá  en 
conformidad  a  los  dos  incisos  anteriores. 

379.  Ettán  exentos  de  comparecer 
ante  el  tribunal  a  prestar  la  declaración 
de  que  tratan  los  artículos  precedentes: 

1."  El  Presidente  de  la  República,  los 
ministros  de  estado,  los  .senadores  y  dipu- 
tados, los  intendentes,  dentro  de  la  pro- 
vincia en  que  ejercen  sus  funciones;  los 
miembros  de  la  Corte  Suprema  o  de  algu- 
na Corte  de  Apelaciones,  los  ttscales  dees- 
tos  triljunales,  el  Arzoljispo,  los  obispos, 
los  vicarios  jenerales.  los  provisores,  i  los 
vicarios  i  provicarios  capitulares  (2); 

2."  Los  que  por  enfermedad  o  por  cual- 
quier otro  impedimento  calificado  i)0i'  el 
tribunal  se  hallare  ■  en  imposibilidad  de 
comparecer  a  !a  audiencia  en  que  liubie- 
ren  de  i)restar  la  declaración;  i 

.3.°  Las  mujeres,  en  caso  que  el  tri- 
bunal estime  prudente  eximirlas  de  esta 
asistencia. 

Cuando  hubiere  de  prestar  esta  decla- 
ración alguna  de  las  personas  esceptuadas 
en  los  números  precedentes,  el  juez  se 
trasladará  a  casa  de  ella  con  el  objeto  de 
recibirle  la  declaración  o  comisionará  para 
este  fin  al  secretario. 

En  los  tribunal.es  colejiados  se  comisio- 
nará para  esta  dilijencia  a  alguno  de  los 
ministros  del  mismo  o  al  secretario. 

Si  la  persona  que  hubiere  de  prestar  de- 
claración en  la  forma  prevenida  en  este 
articulo,  se  encontrare  fuera  del  territorio 


(1)  V.  el  art.  349  de  e.ite  Código. 

(2)  V.  el  art.  350. 


del  tribunal  que  conoce  de  la  causa,  en- 
cargará éste  la  dilijencia  al  juez  compe- 
tente de  la  residencia  actual  del  litigante. 
El  juez  exhortado  practicará  por  sí  mismo 
la  dilijencia  o  la  cometerá  a  su  secretario. 
No  se  podrá  comisionar  al  secretario 
para  tomar  la  confesión  cuando  la  parte 
hubiere  solicitado  que  se  preste  ante  el  tri- 
bunal. 

380.  Antes  de  interrogar  al  litigante, 
se  le  tomará  juramento  de  decir  verdad  en 
conformidad  al  art.  .3,5^. 

381.  La  declaración  deberá  prestarse 
inmediatamente,  de  palabra  i  en  términos 
claros  i  precisos.  Si  el  confesante  fuere 
sordo-mudo,  po  irá  escribir  su  confesión 
delante  (iel  tribunal  o  ministro  de  fe  en- 
cargado de  recibirla. 

Si  se  tratare  de  heclios  personales,  de- 
berá prestat'se  añrmándoloso  negándolos. 
Podrá,  sin  embargo,  el  trüjunal  admitirla 
escusa  de  olvido  de  los  hechos,  en  casos 
calificados,  cuando  ella  se  fundare  en  cir- 
cunstancias verosímiles  i  notoriamente 
aceptables. 

En  todo  caso  podi-á  el  confesante  añadir 
las  circunstancias  necesarias  para  la  rec- 
ta i  cabal  inteligencia  de  lo  declarado. 

382.  Puede  todo  litigante  presenciar 
la  declaración  del  contendor  i  hacer  al  tri- 
bunal las  observaciones  que  estime  condu- 
centes para  aclarar,  esplicar  o  ampliar  las 
preguntas  que  han  de  dirij írsele. 

Puede  también,  antes  que  termine  la 
dilijencia  i  después  de  prestada  la  declara- 
ción, pedir  que  se  repita  si  hubiere  en  las 
respuestas  dadas  algún  punto  oscuro  o  du- 
do.so  que  aclarar. 

383.  Si  el  litigante  citado  ante  el  tri- 
bunal para  prestar  declaración  no  compa- 
reciere, se  le  volverá  a  citar  bajo  los  aper- 
cibimientos que  espre.san  los  artículos  si- 
guientes. 

384.  Si  el  litigante  no  compareciere  al 
segundo  llamamiento,  o  si,  comparecien- 
do, se  negare  a  declarare  diere  respuestas 
evasivas,  se  le  dará  por  confeso,  a  petición 
de  parte,  en  todos  aquellos  hechos  que  es- 
tén categóricamente  afirmados  en  el  escri- 
to en  que  se  pidió  la  declaración. 

Si  no  estuvieren  categóricamente  afir- 
mados lo.-:  hechos,  podrán  los  tribunales 
imponer  al  litigante  rebelde  una  multa 
que  no  baje  de  cincuenta  pesos  ni  esceda 
de  ciento,  o  arrestos  hasta  por  treinta 
dias,  sin  perjuicio  de  exijirle  la  declara- 
ción. Si  la  otra  parte  lo  solicita,  podrá  tara- 
bien  suspenderse  el  piouunciamiento  de  la 
sentencia  hasta  que  la  confesión  se.  preste. 

Cuando  el  interrogado  solicitare  un  pía- 
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zo  razonal)le  para  consultar  sus  documen- 
tos antes  de  responder,  podrá  otorgár-ele, 
siempre  que  hubiere  fundamento  plausible 
para  pedirlo  i  el  trütunal  lo  estime  indis- 
pensable, o  consienta  en  ello  el  contendor. 
La  resolución  del  tribunal  que  conceda 
plazo  será  inapelable. 

385.  Lo  dicho  en  el  artículo  359  es 
aplicable  a  la  dedo  ración  de  los  litigantes. 

386.  Podrá  exijirse  confesión  al  pro- 
curador de  la  parte  sobre  hechos  persona- 
les de  él  mismo  en  el  Juicio,  aun  cuando 
no  tenga  poder  para  absolver  posiciones. 

387.  El  procurador  es  obligado  a  hacer 
comparecer  a  su  mandante  para  absolver 
posiciones  en  el  término  razonable  que  el 
tribunal  designe  i  bajo  el  apercibimiento 
indicado  en  el  articulo  384. 

La  comparecencia  se  verificará  ante  el 
tribunal  de  la  causa  si  la  parte  se  encuen- 
tra en  el  lugar  del  juicio;  en  el  caso  con- 
trario, ante  el  juez  competente  del  depar- 
tamento en  que  resida  o  ante  el  rc-pectivo 
ájente  diplomático  o  consular  chiieno,  si 
hubiei-e  salido  del  territorio  de  la  Repú- 
blica. 

388.  La  confesión  extri-judicial  es  so- 
lo base  de  presunción  judicial,  i  no  se  to- 
mará en  cuenta,  si  fuere  puramente  ver- 
bal, sino  en  los  casos  en  que  seria  admisi- 
ble la  prueba  de  testigos. 

La  confesión  extra-judicial  que  se  hubie- 
re prestado  a  presencia  de  la  parte  que  la 
invoca,  o  ante  juez  incomp''tente  pero  que 
«jerza  jurisdicción,  s-"  estimará  siempre 
como  presunción  grave  para  acreditar  los 
hechos  confe.sados.  La  misma  regla  se 
aplicará  ala  confesión  prestada  en  otro 
juicio  diverso;  pero  si  éstese  huljiere  se- 
guido entre  las  mismas  partes  que  actual- 
mente litigan,  podrá  dársele  el  mérito  de 
prueba  completa,  habiendo  motivos  pode- 
rosos para  estimarlo  asi. 

389.  Los  tribunales  apreciarán  la  fuer- 
za probatoria  de  la  confesión  judicial  en 
conformidad  a  lo  que  establece  el  articulo 
1713  del  Código  civil  i  demás  disposiciones 
legales. 

Si  los  hechos  confesados  no  fueren  per- 
sonales del  confesante  o  de  la  persona  a 
quien  representa,  producirá  también  prue 
ba  la  confesión. 

390.  La  confesión  tácita  o  presunta 
^ue  establece  el  artículo  384  producirá  los 
mismos  efectos  que  la  confesión  espre- 
sa (1). 

391.  En  jeneral,  el  mérito  de  la  confe- 


sión  no  puede   dividirse  en    perjuicio  del 
confesante. 

Podrá,  sin  embargo,  dividirse: 
1  °  Siempre  que  comprenda  hechos  di- 
versos enteramente  desligados  entre  sí;  i 
S."  Cuando,  comprendiendo  Tarios  he- 
chos li¿;ados  entre  si  o  que  se  modifiquen 
los  unos  a  los  otros,  el  contendor  justifique 
con  algún  medio  legal  de  prueba  la  false- 
dad de  las  circunstancias  que,  según  el 
confesante,  modifican  o  alteran  el  hecho 
confesado. 

392.  No  se  recibirá  prueba  alguna 
contra  los  hechos  personales  claramente 
confesados  por  los  litigantes  en  el  juicio. 

Podrá,  sin  emiiargo.  admitirse  prueba 
en  este  caso  i  aun  abrirse  un  término  es- 
pecial para  ella,  si  el  tribunal  lo  estima 
necesario  i  hubiera  espirado  el  probatorio 
de  la  causa,  cuando  el  confesante  alegare, 
para  revocar  su  confesión,  que  ha  padeci- 
do error  de  hecho  i  ofrezca  justihcar  esta 
circunstancia. 

Lo  dis|)uesto  en  el  inciso  precedente  se 
aplicará  también  al  caso  en  que  los  hechos 
confesados  no  sean  personales  del  confe- 
sante. 

§.  5.°  Del  juramento  deferido. 

393.  Puede  deferirse  al  juramento  de 
una  de  las  partes: 

1.*'  La  decisión  del  juicio  o  de  un  inci- 
dente de  él;  i 

2.**  La  v.iloracion  de  la  cosa  que  se  li- 
tiga o  del  daño  reclamado. 

En  el  primer  caso,  el  juramento  se  llama 
decisorio:  en  el  segundo,   estiniatorio  (1). 

394.  Puede  deferirse  el  juramento  en 
todas  las  causas  que  pueden  resolverse  sin 
mas  prueba  que  la  confesión  judicial. 

395.  Sol)  puede  deferir  el  juramento 
el  interesado  en  el  juicio,  que  tenga  la  libre 
administración  de  sus  bienes,  o  su  procu- 
rador especialmente  autorizado  al  efecto. 
El  procurador,  sin  emljargo,  solo  podrá 
deferir  el  jiíramento  a  falta  de  toda  otra 
prueba,  salvo  autorización  espresa  que  am- 
plié sus  facultades;  i  bastará  p:ira  la  vali- 
dez de  la  delación  que  el  mismo  procura- 
dor afirme  no  tener  pruebas,  sin  perjuicio 
de  su  respon.sabiIidad  para  con  el  mandan- 
te Í2). 

396  Solo  puede  deferirse  el  juramen- 
to al  interesado  en  el  juicio  que  tenga  la 
libre  administración  de  sus  bienes,  o  a  su 
procurador  especialmente  autorizado  para. 
deferirlo  o  para  aceptar  su  delación. 


(1)    Véase  el  artículo  de  refereuci*. 


(1)  Vé»se  el  art.  1714  del  Código  civil. 

(2)  Véase  el  art.  2141  del  Código  civil. 
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397.  Si  la  parte  a  quien  se  defiere  el 
juramento  está  ol)ligada  a  prestarlo,  solo 
podrá  escusarse  de  ello  refiriéndolo  al  coq- 
tendor,  siempre  que  teaga  el  que  lo  refiere 
facultad  para  deferir. 

Se  rellere  el  Jiiramonio  cuando  se  exije 
su  prestación  a  la  parte  que  lo  defirió  (1). 

398.  La  parto  a  quien  se  refiere  el  ju- 
ramento no  puede  escusarse  de  prestarlo; 
i,  si  se  negare  a  jurar,  se  entenderá  que 
reconoce  ul  derecho  alegado  por  el  conten- 
dor. 

La  misma  regla  se  aplicará  al  caso  en 
que  la  parte  a  quien  se  defiere  el  juramen- 
to i  que  no  pueda  o  no  quiera  referirlo,  se 
negare  £i  jurar. 

399.  El  tribunal  que  conoce  de  la  cau- 
sa puede  deferir  el  juramento  estimaíorio 
en  los  casos  espresameale  señalados  por  la 
lei. 

400.  Puede  deferirse  el  juramento  en 
cualquier  estado  del  juicio. 

401.  La  resolución  en  que  se  apruebe 
la  delación  del  juramento  o  en  que  el  tri- 
bunal defiera  el  estimatorio  espresará  los 
hechos  sobre  los  cuales  ha  de  recaer. 

402.  El  juramento  debe  prestarse  ante 
e¡  tribunal  de  la  causa,  o,  por  comisión 
suya,  ante  el  de  la  residencia  del  litigante 
que  lo  presta. 

403.  Puede  el  contendor  presenciar  el 
juramento  i  hacer  las  observaciones  que 
estime  conducentes  para  aclarar  los  he- 
chos. 

404.  Prestado  el  juramento  decisorio, 
el  tribunal  dai'á  .sentencia  con  arreglo  a  él, 
sin  mas  trámite. 

En  el  juramento  estimatorio  podrá  el 
tribunal  moderar  la  cuantía  jurada,  si  la 
juzga  escesiva. 

§  6.  De  la  inspección  personal   del  tri- 
bunal (2). 

405.  Fuera  de  los  casos  espresaraente 
.señalados  por  la  lei,  la  inspección   perso- 


(i)  Referir  el  juramento  es  devolverlo  á  la  par- 
te que  lo  defirió  pava  que  esta  lo  jjreste. 

(2 1  Aunque  el  reconocimiento  judicial  no  tiene 
el  di.stintivo  lójico  Aeprueha,  porque  consiste  en  la 
observación  directa  que  hace  el  juez  de  la  cota  li- 
ttjiosa ,  y  ésta  no  tiene  tal  carácter,  como  es  un 
medio  de  conocer  la  verdad  de  un  hecho  con- 
cernipnte  al  juicio,  figura  entre  los  procedimientos 
probatorios,  y  su  naturaleza  es  análoga  A  la  de  la 
prueba  testimonial  simple.  Solo  será  eficaz  en 
cuanto  permita  al  tribunal  considerar,  por  las  ex- 
terioridades, el  hecho  (lue  trate  de  averiguar. 

El  resultado  de  la  inspección  ocular  de  un  juez 
podrá  ser  apreciado  en  la  sentencia  que  otro  dicte, 
ai  el  i)rimero  hubiera  consignado  con  entera  clari- 
dad todos  los  accidentes  y  circunstancias  de  lo 
inspeccionado. 


nal  del  tribunal  solo  se  decretará  cuando 
éste  la  estime  necesaria;  i  se  designará  dia 
i  hora  para  practicarla  con  la  debida  anti- 
cipación, a  fin  de  que  puedan  concurrir  las 
partes  con  sus  abogados. 

La  inspección  podrá  verificarse  aun  fue- 
ra del  territorio  señalado  a  la  jurisdicción 
del  tribunal. 

406.  Pueden  las  partes  pedir  que  en 
el  acto  del  reconocimiento  se  oigan  infor- 
mes de  peritos,  i  lo  decretará  el  tribunal  si, 
a  su  juicio,  esta  medida  fuere  necesiria 
para  el  é.xito  de  la  inspección  i  se  hubiere 
solicitado  con  la  anticipación  conveniente. 
La  designación  de  los  peritos  se  hará  en 
conformidad  a  las  reglas  del  párrafo  si- 
guiente. 

407.  Se  llevará  a  efecto  la  inspeccio» 
con  la  concurrencia  de  las  partes  i  peritos 
que  asistieren,  o  solo  por  el  tribunal  en 
ausencia  de  aquellas. 

Si  el  tribunal  fuere  colejiado,  podrá  co- 
misionar pai-a  que  practique  la  inspección 
a  uno  o  mas  de  sus  miembros. 

408.  La  parte  que  hubiere  solicitado  la 
inspección  depositará,  antes  de  proceder  a 
ella,  en  manos  del  secretario  del  tribunal, 
la  suma  que  éste  estime  necesaria  para 
costear  los  gastos  que  se  causaren.  Cuan- 
do la  inspección  fuere  decretada  de  oficio 
u  ordenada  por  la  lei,  el  depósito  se  hará 
por  mitad  entre  demandantes  i  demanda- 
dos. 

409.  De  la  dihjencia  de  inspección  se 
levantará  acta,  en  la  cual  se  espresarán 
la-'  circunstancias  o  hechos  materiales  que 
el  tribunal  observe,  sin  que  puedan  dichas 
observaciones  reputarse  como  una  opinión 
anticipada  sobre  los  puntos  que  se  debaten. 

Podrán  también  las  partes  pedir,  duran- 
te la  dilijencia,  que  se  consignen  en  el 
acta  las  circunstancias  o  hechos  materia- 
les que  consideren  pertinentes. 

410.  La  inspección  personal  constitu- 
ye prueba  plena  en  cuanto  a  las  circuns- 
tancias o  hechos  materiales  que  el  tribunal 
establezca  en  el  acta  como  resultado  de  su 
propia  observación. 

§  7.  Del  informe  de  peritos. 

411.  Se  oirá  informe  de  peritos  en  to- 
dos aquellos  casos  en  que  la  lei  así  lo  dis- 
ponga, ya  sea  que  se  valga  de  estas  espre- 
siones o  de  otras  que  indiquen  la  necesi- 
dad de  consultar  opiniones  periciales  (1). 

412.  Cuando  la  lei  ordene  que  se  re- 
suelva en  juicio  práctico  o  previo  informe 


(1)     V.  los  arts.  1.135  y  1997  del  Códijo  civil,   y 
131, 135,  JOS  y  20S)  del  de  Comercio. 
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de  peritos,  se  entenderán  cumplidas  estas 
disposiciones  agregando  el  reconocimiento 
i  dictamen  pericial  en  conformidad  a  las 
reglas  de  este  párrafo,  al  procedimiento 
que  corresponda  usar,  según  la  naturaleza 
de  la  acción  deducida. 

413.  Podrá  también  oirse  el  informe  de 
peritos: 

1."  Sobre  puntos  de  hecho  para  cuya 
apreciación  se  necesiten  conocimientos  es- 
peciales de  alguna  ciencia  o  arte;  i 

2.*  Sobre  puntos  de  derecho  referentes 
a  alguna  lejislacion  estranjera. 

Los  gastos  que  en  estos  casos  se  orijinen 
por  la  dilijencia  misma  o  por  la  compare- 
cencia de  la  otra  parte  al  lugar  donde  debe 
practicarse,  serán  de  cargo  al  que  la  hu- 
biere solicitado;  salvo  que  el  tribunal  esti- 
me necesaria  la  medida  para  el  esclareci- 
miento de  la  cuestión,  i  sin  perjuicio  de  lo 
que  en  definitiva  se  resuelva  sobre  pago  de 
costas. 

414.  El  reconocimiento  de  peritos  po- 
drá decretarse  en  cualquier  estado  del  jui- 
cio, ya  sea  de  ofi'-io  o  a  solicitud  de  parte. 

415.  Salvo  acuerdo  espreso  de  las  par- 
tes, no  podrán  ser  peritos: 

1."  Los  que  fueren  inhábiles  para  de- 
clarar como  testigos  en  el  juicio;  i  (1) 

2."  Los  que  no  tuvieren  titulo  profesio- 
nal espedido  por  autoridad  competente,  si 
la  ciencia  o  arte  cuyo  conocimiento  se  re- 
quiera está  reglamentada  por  la  lei  i  hai 
en  el  departamento  dos  o  mas  personas  ti- 
tuladas que  puedan  desempeñar  el  cargo. 

416  Para  proceder  al  nombramiento 
de  peritos,  el  tribunal  citará  a  las  partes  a 
una  audiencia,  que  tendrá  lugar  con  solo 
las  que  asistan  i  en  la  cual  se  fijará  pri- 
meramente por  acuerdo  de  las  partes,  o  «n 
su  defecto  por  el  tribunal,  el  número  de 
peritos  que  deban  nombrarse,  la  calidad, 
aptitudes  o  titulo  que  deban  tener  i  el  pun- 
to o  puntos  materia  del  informe. 

Si  las  partes  no  se  pusieren  de  acuerdo 
sobre  la  designación  de  las  personas,  hará 
el  nombramiento  el  tribunal,  no  pudiendo 
recaer  en  tal  caso  en  ninguna  de  las  dos 
primeras  personas  que  hubieren  sido  pro- 
puestas por  cada  parte. 

La  apelación  que  se  deduzca  en  los  casos 
del  inciso  primero  de  este  artículo  no  im- 
pedirá que  se  proceda  a  la  designación  de 
los  peritos  en  conformidad  al  inciso  se- 
gundo. Solo  después  de  hecha  esta  desig- 
nación, se  llevará  adelante  el  recurso  (2). 

417.    Se  presume  que  no  están  de  acuer- 


(1)  V.  los  iirts.  346  y  347  de  este  Código. 

(2)  V.  loi  ftrts.  S3V,  507,  759,  890,  934  y  1070. 
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do  las  partes  cuando  no  concurren  todas  a 
la  audiencia  de  que  trata  [el  articulo  ante- 
rior; i  en  tal  caso  habrá  lugar  a  lo  dispues- 
to en  el  segundo  inciso  del  mismo  articulo. 

418.  Cuando  el  nombramiento  se  hi- 
ciere por  el  tribunal,  se  pondrá  en  conoci- 
miento de  las  partes  para  que  dentro  de 
tercero  dia  deduzcan  su  oposición,  si  tu- 
vieren alguna  incapacidad  legal  que  recla- 
mar contra  el  nombrado.  Vencido  este  pla- 
zo sin  que  se  formule  oposición,  se  enten- 
derá aceptado  el  nombramiento. 

419.  El  perito  que  acepta  el  cargo  de- 
berá declararlo  asi,  jurando  desempeñarla 
con  fidelidad. 

De  esta  declaración,  que  habrá  de  ha- 
cerse verbalmente  o  por  escrito  en  el  acto 
de  la  notificación  o  dentro  de  los  tres  dias 
inmediatos,  se  dejará  testimonio  en  los 
autos. 

El  perito  encargado  de  practicar  un  re- 
conocimiento deberá  citar  previamente  a 
las  partes  para  que  concurran  si  quisieren. 

420.  Cuando  fueren  varios  los  peritos 
procederán  unidos  a  practicar  el  reconoci- 
miento, salvo  que  el  tribunal  los  autorice 
para  obrar  de  otra  manera,^ 

421.  Las  partes  podrán  hacer  en  el 
acto  del  reconocimiento  las  observaciones 
que  estimen  oportunas.  Podrán  también 
pedir  que  se  hagan  constar  los  hechos  i 
circunstancias  que  juzguen  pertinentes; 
pero  no  tomarán  parte  en  las  deliberacio- 
nes de  los  peritos,  ni  estarán  en  ellas  pre- 
sentes. 

De  todo  lo  obrado  se  levantará  acta,  en 
la  cual  se  consignarán  los  acuerdos  cele- 
brados por  los  peritos. 

422  Los  tribunales  señalarán  en  cada 
caso  el  término  dentro  del  cual  deben  los 
peritos  evacuar  su  encargo;  i  podrán,  en 
caso  de  desobediencia,  apremiarlos  con 
multas,  prescindir  del  informe  o  decretar 
el  nombramiento  de  nuevos  peritos,  según 
los  casos. 

423.  Cuando  los  peritos  discordaren  en 
sus  dictámenes,  podrá  ellribunal  disponer 
que  se  nombre  un  nuevo  perito,  si  lo  esti- 
ma necesario  para  la  mejor  ilustración  de 
las  cuestiones  que  debe  resolver. 

El  nuevo  perito  será  nombrado  i  desera- 
peñará  su  cargo  en  conformidad  a  las  re- 
glas precedentes. 

424.  Si  no  resultare  acuerdo  del  nue- 
vo perito  con  los  anteriores,  el  tribunal 
apreciará  libremente  las  opiniones  de  to- 
dos ellos,  tomando  en  cuenta  los  demás 
antecedentes  del  juicio. 

425.  Los  peritos  podrán  emitir  sus  in- 
formes conjunta  o  separadamente. 

42 
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426.  Los  inciflentes  a  que  diere  lugar 
el  nombramiento  de  los  peritos  i  el  desem- 
peño de  sus  l"a liciones  r.e  tramitarán  en 
ramo  separado. 

427.  Los  tribunales  apreciarán  la  fuer- 
za probatoria  del  dictamen  de  peritos  en 
conformidad  a  las  reglas  de  la  .sana  critica. 

§  8.  De  las  presunciones  (1). 

428.  Las  presunciones,  como  medios 
probatorios,  se  re.jirán  por  las  disposicio- 
nes del  articulo  1712  del  Código  civil. 

Una  sola  presunción  puede  constituir 
plena  prueba  cuando,  ajuicio  del  tribunal, 
tenga  caracteres  de  gravedad  i  preci- 
.sion  suficientes  para  formar  su  conven- 
cimiento. 

429.  Sin  perjuicio  de  las  demás  cir- 
cunstancias que,  en  concepto  del  tribunal 
o  por  disposición  de  la  lei,  deban  estimar- 
se como  base  de  una  presuncioii.se  repu- 
tarán verdaderos  los  hechos  certificados  en 
el  proceso  por  un  ministro  de  fe  a  virtud 
de  orden  de  tribunal  competente,  salvo 
prueba  on  contrario. 

Igual  presunción  existirá  a  favor  de  los 
hechos  declarados  verdaderos  en  otro  jui- 
cio entre  las  mismas  partes. 

§.  9.  De  la  apreciación  comparativa  de  los 
medios  de  prueba. 

430.  Salvo  las  presunciones  de  dere- 
cho, el  juramento  deferido  prevalece  sobre 
todas  las  demás  prutbas. 

431.  Entre  dos  o  mas  pruebas  contra- 
dictorias, i  a  falta  de  lei  que  resuelva  el 
conflicto,  los  tribunales  preferirán  la  que 
crean  más  conforme  con  la  verdad. 

432.-  Para  que  pueda  invalidarse  con 
prueba  testimonial  una  escritura  pública, 
se  requiere  la  concurrencia  de  cinco  tes- 
tigos, que  reúnan  las  condiciones  espresa- 
dás  en  la  regla  segunda  del  articulo  .374, 
que  acrediten  que  la  parte  que  se  dice  ha- 
ber asistido  personalmente  al  otorgamien- 


(V  Como  ya  hemos  indicado,  las  p^-esunciones 
no  guardan  relación  directa  con  el  hecho  contro- 
vertido. Tienden  aprobar  otro,  del  que,  por  medio 
de  ulterior  inducción,  se  llega  mas  tarde  a  la  com- 
prohacion  de  lo  que  se  quiere  demostrar;  por  eso 
se  denominan  pruebas  c/rcwíwíojícmyeí,  por  la  re- 
lación indirecta,  mediata  y  conjetural  que  exi-ste 
entre  un  hecho  conocido  y  el  que  se  quiere  conocer, 
para  deducir  éste.  ^  ,  ,    ,      ^.  . 

Se  fundan  siempre  en  un  hecho  del  orden  fiísico 
o  moral,  y  son  simples  ó  leijales,  aquéllas,  denomi- 
nadas también  «de  los  hombres>,  se  dejan  al  pru- 
dente arbitrio  del  jue«  las  otras  proceden  de  la  ley 
misma,  y  se  subdivideu  en  de  juris  tantum  y  de 
juria  et  de  jure,  según  que  admitan  ó  no  prueba  en 
contrario. 


to,  o  el  escribano,  o  alguno  de  los  testigos, 
instrumentales,  ha  fallecido  con  anteriori- 
dad o  ha  permanecido  fuera  del  lugar  en 
el  dia  del  otorgamiento  i  en  los  setenta 
dias  subsiguientes. 

Esta  prueba,  sin  embargo,  queda  sujeta 
a  la  calificación  del  tril)unal,  quien  la  apre- 
ciará según  las  reglas  de  la  sana  crítica. 

La  disposición  de  este  artículo  .solo  se 
aplicará  cuando  se  trate  de  impugnar  la 
autenticidad  de  ia  escritura  misma,  pero 
no  las  declaraciones  consignadas  en  una 
escritura  pública  auténtica. 

TITI'LO  XI 

De  los  procetliiuientos  positeriores 
a  la  prueha. 

433.  Concluido  el  término  de  prueba, 
ordenará  el  tribunal,  a  petición  verbal  o 
escrita  de  cualquiera  de  las  partes,  que  se 
entreguen  los  autos  al  demandante  por  el 
término  de  diez  dias  para  alegar  de  biea 
probado,  si  no  ¡se  hiciere  oposición  dentro 
de  segundo  dia. 

434.  No  será  motivo  para  suspender 
el  curso  del  juicio  la  circunstancia  de  no 
haberse  devuelto  la  prueba  rendida  fuera 
del  tribunal,  la  cual  se  agregará  al  espe- 
diente cuando  se  obtenga. 

Solo  .se  admitirán  como  causa  para  fun- 
dar la  oposición  a  la  entrega  de  los  autos, 
el  convenio  de  las  partes  o  la  circunstan- 
cia de  no  est  ir  vencido  el  término  proba- 
torio. El  tribunal  resolverá  desde  luego 
dicha  oposición  o  la  tramitará  como  inci- 
dente. 

435.  Del  alegato  de  bien  probado  del 
demandante  se  dará  traslado  por  diez  dias 
al  demandado,  entregándole  los  autos. 

436.  Presentados  todos  los  alegatos,  o 
dándose  por  evacuado  en  rebeldía  ese  "trá- 
mite, el  tribunal  citará  a  las  partes  para 
oir  sentencia. 

437.  Citadas  las  partes  para  oir  sen- 
tencia, no  se  admitirán  escritos  ni  pruebas 
de  ningún  jénero. 

Lo  cual  se  entiende  sin  perjuicio  de  la 
dispuesto  por  los  artículos  87,  166  i  280. 

TETIJI.O  XII 

De  los  trámites  de  la  apelación. 

438.  Elevado  un  proceso  en  apelación, 
el  tribunal  superiorexaminará  previamen- 
te si  el  recurso  es  admisible  i  si  ha  sido  in- 
terpuesto dentro  del  término  legal. 

Si  encontrare  mérito  el  tribunal  para 
considerar  inadmisible  o  estemporáneo  el 
recurso,  lo  declarará  sin  lugar  desde  luego 
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o  mandará  traer  los  autos  en  relación  so- 
lare este  punto  (1). 

439.  Si  el  triijunal  superior  declarare 
no  haber  lugar  al  recurso,  devolverá  el 
proceso  al  inferior  para  el  cumplioiiento 
del  fallo. 

En  el  caso  contrario,  mandará  el  tribu- 
nal que  se  entreguen  los  autos  al  apelante 
por  el  término  de  diez  dias  para  que  es- 
prese  agravios,  si  se  tratare  de  sentencia 
definitiva,  o  dispondrá  que  se  traigan  en 
relación,  si  versare  el  recurso  sobre  otra 
cíase  de  resoluciones. 

La  espresion  de  agravios  deberá  conte- 
ner las  peticiones  concretas  que  formule 
el  apelante  respecto  de  la  sentencia  ape- 
lada. 

440.  De  la  espresion  de  agravios  del 
apelante  se  dará  traslado  al  apelado,  en- 
tregándole los  autos,  i  tendrá  diez  dias 
para  responder. 

Presentada  la  respuesta  del  apelado, 
el  tribunal  ordenará  traer  los  autos  en  re- 
lación. 

Si  fueren  varios  los  apelantes,  cada  es- 
presion de  agravios  se  tramitará  con  au- 
diencia de  todas  las  partes  que  figuran  en 
la  causa  i  en  el  orden  en  que  se  hubieren 
interpuesto  los  respectivos  recursos. 

441.  Puede  el  apelado  adherirse  a  la 
apelación  en  la  forma  i  dentro  de  los  pia- 
ros que  espresan  los  artículos  siguien- 
tes. 

Adherirse  a  La  apelación  es  pedir  la 
reforma  de  la  sentencia  apelada  en  la  par- 
te en  que  la  estime  gravosa  el  apelado. 

442.  La  adhesión  podrá  efectuarse  en 
primera  instancia,  antes  de  elevarse  los 
autos  al  superior,  en  solicitud  escrita. 

No  será,  sin  embargo,  admisible  desde 
el  momento  en  que  el  apelante  hubiese 
presentado  escrito  para  desistirse  de  la 
apelación. 

Eh  las  solicitudes  de  adhesión  i  desisti- 
miento se  anotará  |)or  el  secretario  del 
tribunal  la  hora  en  que  se  entreguen. 

443.  En  segunda  instancia,  la  adhe- 
sión podrá  solo  efectuarse  cuando  se  trate 
de  sentencia  definitiva,  en  el  escrito  de 
respuesta  a  la  espresion  de  agravios,  i,  en 
los  demás  casos,  dentro  de  los  tres  dias  si- 
guientes a  la  notiticacion  d-jl  decreto  que 
manda  traer  los  autos  en  relación,  presen- 
tando solicitud  escrita  con  este  objeto,  i 
sin  que  por  ello  se  suspenda  el  decreto  de 
autos. 

444.  Del  escrito  en  que  el  apelado  se 
adhiera  a  la  apelación  de  sentencia  defini- 


(1)    V,  el  «rt.  226. 


tiva  se  dará  traslado  al  contendor  por  el 
término  de  seis  dias,  pero  sin  que  se  saque 
el  espediente  de  la  secretaria. 

Presentada  la  respuesta  del  apelante,  se 
mandarán  traer  los  autos  en  relación. 

445.  Las  cuestiones  accesorias  que  se 
susciten  en  el  curso  de  la  apelación  se 
fallarán  por  el  trüiunal  de  plano,  o  se  tra- 
mitarán como  incidentes,  trayéndose  en 
relación  los  autos  para  resolver. 

446.  La  notificación  üe  las  resolucio- 
nes que  se  dictaren  por  el  tribunal  de  al- 
zada se  practicará  en  la  forma  que  esta- 
blece el  art.  53,  con  escepcion  de  la  pri- 
mera, que  debe  ser  personal. 

Podrá,  sin  embargo,  el  tribunal  ordenar 
que  se  haga  por  otro  de  los  medios  esta- 
blecidos en  la  lei,  cuando  lo  estime  conve- 
niente. 

447.  La  vista  de  la  causa  se  verificará 
hablando  primero  el  abogado  defensor  del 
apelante  i  en  seguida  el  del  apelado.  A  am- 
bos será  permitido  rectificar  errores  de 
hecho,  pero  sin  replicar  en  lo  concernien- 
te a  puntos  de  derecho. 

Se  aplicará  esta  disposición  aun  en  el 
caso  de  haber  apelado  las  dos  partes. 

Si  fueren  varios  los  apelantes,  hablarán 
los  abogados  en  el  orden  en  que  se  hubie- 
ren interpuesto  las  apelaciones. 

448.  Si  la  apelación  comprendiere  dos 
o  mas  puntos  independientes  entre  si  i  sus- 
ceptibles de  resolución  aislada,  podrá  el 
tribunal  alterar  la  regla  del  artículo  pre- 
cedente haciendo  que  Ioí  abogados  ale- 
guen separada  i  sucesivamente  sobre  cada 
punto. 

449.  En  la  vista  do  la  causa  solo  podrá 
alegar  un  abogado  por  cada  parte,  i  no 
podrán  hacerlo  la  parte  i  su  abogado. 

450.  Se  prohibe  presentar  en  la  vista 
de  la  causa  defensas  e  critas. 

Se  prohibe  igualmente  leer  en  dicho 
acto  tales  defensas. 

4.'il.  Vista  la  causa,  queda  cerrado  el 
debate  i  el  juicio  en  estado  de  dictarse  re- 
solución. 

Si,  vista  la  causa,  se  decretare  para  me- 
jor resolver,  alguna  de  las  dilijencias  men- 
cionadas en  el  art.  166,  no  por  esto  deja- 
rán de  intervenir  en  la  deíMsion  del  asun- 
to los  mismos  miembros  del  tribunal  que 
asistieron  a  la  vista  en  que  se  ordenó  la 
dilijencia. 

452.  Los  tribunales  podrán  mandar,  a 
petición  de  parte,  informar  en  derecho. 

453.  El  término  para  informar  en  de- 
recho será  el  que  señale  el  tribunal  i  no 
podrá  esceder  de  sesenta  dias,  salvo  acuer- 
do de  las  partes. 
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454.  Un  ejemplar  impreso  de  cada  in- 
forme en  derecho,  con  las  firmas  del  abo- 
gado i  de  la  parte  o  de  su  procurador,  i  e! 
certificado  a  que  se  refiere  el  número  cuar- 


to del  artículo  325  de  la  Lei  de  Organi::a^ 
clon  i  Atribuciones  de  los  Tribunales,  se 
entregará  a  cada  uno  de  los  ministros  i  otro 
se  agregará  a  los  autos. 


Üe  los  guíelos  especiales 


TITLI^O  PRIMERO 

Bel  juicio  ejecutivo  en  las  obligaciones 
de  dar. 


§  1.  Del  procedimiento  ejecutivo. 

455.  El  juicio  ejecutivo  tiene  lugar  en 
las  obligaciones  de  dar  cuando  para  re- 
clamar en  cumplimiento  se  hace  valer  al- 
guno de  los  siguientes  títulos. 

1.'  Sentencia  firme,  bien  sea  definitiva 
o  interlocutoria; 

2."  Escritura  pública,  con  tal  que  sea 
primera  copia,  u  otea  posterior  dada  con 
decreto  judicial  i  citación  de  la  persona  a 
quien  deba  perjudicar  o  de  su  causante; 

Z.^  Acta  de  avenimiento  pasada  ante 
tribunal  competente  i  autorizada  por  un 
ministro  de  fe  o  por  dos  testigos  de  actua- 
ción; 

4."  Instrumento  privado,  reconocido  ju- 
dicialmente o  mandado  tener  porreconoci- 
do.  Sin  embargo,  no  será  nece.sario  este 
reconocimiento  respecto  del  aceptante  de 
una  letra  de  cambio  que  no  hubiere  puesto 
tacha  de  tai-edad  a  su  aceptación  al  tiempo 
de  protestar  la  letra  por  falta  de  pago; 
5."  Confesión  judicial; 
6.®  Cualesquiera  títulos  al  portador,  o 
nominativos,  lejitimamente  emitidos,  que 
representen  obligaciones  vencidas,  i  los 
cupones  también  vencidos  de  dichos  títu- 
los, .siempre  que  los  cupones  confronten 
con  los  títulos,  i  éstos,  en  todo  caso,  con 
los  libros  talonarios. 

Resultando  conforme  la  confrontación, 
no  será  obstáculo  a  que  se  despache  la  eje- 
cución la  protesta  de  falsedad  del  título  que 
en  el  acto  hiciere  el  director  o  la  persona 
que  tenga  la  representación  del  deudor, 
quien  podrá  alegar  en  forma  la  falsedad 
como  una  de  las  escepciones  del  juicio;  i 
7.°  Cualquiera  otro  título  a  que  las  le- 
yes den  fuerza  ejecutiva. 

456.  Si,  en  caso  de  no  tener  el  acree- 
dor título  ejecutivo,  quisiere  preparar  la 
ejecución  por  el  reconocimiento  de  firma  o 
por  la  confesión  de  la  deuda,  podrá  pedir 
que  se  cite  al  deudor  a  la  presencia  judi- 


cial, a  fin  de  que  practique  la  que  corres- 
ponda de  estas  dilijencias. 

I,  si  el  citado  no  compareciere  o  solo  die- 
re respuestas  evasivas,  se  dará  por  reco- 
nocida la  firma  o  por  confesada  la  deuda. 

457.  Reconocida  la  firma,  quedará  pre- 
parada la  ejecución,  aunque  se  niegue  la 
deuda. 

458.  Para  que  proceda  la  ejecución,  se 
require  ademas  que  la  obligación  sea  ac- 
tualmente exigible. 

459.  La  ejecución  puede  recaer: 

1 ."  Sobre  la  especie  o  cuerpo  cierto  que 
se  deba  i  que  exista  en  poder  del  deudor. 

2.°  Sobre  el  valor  de  la  especie  debi- 
da i  que  no  exista  en  poder  del  deudor; 
haciéndose  su  avaluación  por  un  perito 
que  nombrará  el  tribunal;  i 

3.°  Sobre  cantidad  liquida  de  dinero  o 
de  un  jénero  determinado  cuya  avalua- 
ción pueda  hacerse  en  la  forma  que  esta- 
blece el  número  anterior. 

Se  entenderá  cantidad  líquida,  no  solo 
la  que  actualmente  tenga'  esta  calidad,  si- 
no también  la  que  pueda  liquidarse  me- 
diante simples  operaciones  aritméticas  con 
solo  los  datos  que  el  mismo  título  ejecuti- 
vo suministre. 

El  acreedor  espresará  en  la  demanda 
ejecutiva  la  especie  o  la  cantidad  líquida 
por  la  cual  pide  el  mandamiento  de  ejecu- 
ción. 

460.  Si  del  título  apareciere  una  obli- 
gación en  parte  líquida  e  ilíquida  en  otra, 
podrá  precederse  ejecutivamente  por  la 
primera,  reservándose  al  acreedor  su  de- 
recho para  reclamar  el  resto  en  via  ordi- 
naria. (1) 

461.  La  avaluación  que,  en  conformi- 
dad al  art.  459,  se  haga  para  determinar 
el  monto  de  la  ejecución,  s-í  entenderá  sin 
perjuicio  del  derecho  da  las  parte  para  pe- 
dir que  se  aumente  o  disminuya. 

462.  El  tribunal  examinará  el  titulo  i 
despachará  o  denegará  la  ejecución,  sin 
audiencia  ni  notificación  del   demandado, 


(1)    V.  el  art.  1592  del  Código  civil. 
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aun  cuando  se  liubíere  éste  apersonado  en 
el  juicio. 

Las  jestiones  que  en  tal  caso  haga  el  de- 
mandado no  embarazarán  en  manera  al- 
guna el  procedimiento  ejecutivo,  i  solo  po- 
drán ser  estimadas  por  el  tribunal  como 
datos  ilustrativos  para  apreciar  la  proce- 
dencia o  improcedencia  de  la  acción. 

Si  denegado  el  mandamiento  de  ejecu- 
ción ,  se  interpusiere  apelación  de  este 
fallo  i  hubiere  lugar  a  ella,  el  tribunal  ele- 
vará el  proceso  al  superior,  también  sin 
notificación  del  demandado. 

463.  El  tribunal  denegará  la  ejecución 
si  el  titulo  presentado  tuviere  mas  de  diez 
añes,  contados  desde  que  la  obligación  se 
hubiere  hecho  exijible;  salvo  que  se  com- 
probare la  subsistencia  de  la  acción  ejecu- 
tiva por  alguno  de  los  medios  que  sirven 
para  deducir  esta  acción  en  conformidad 
al  art.  455. 

464.  El  mandamiento  de  ejecución 
contendrá: 

1.*  La  orden  de  requerir  de  pago  al 
deudor.  Este  requerimiento  debe  hacérse- 
le personalmente;  pero  si  no  fuere  habido, 
se  procederá  en  conformidad  al  art.  47,  es- 
presándose eu  la  copia  a  que  dicho  articu- 
lo se  reíiere,  a  mas  del  mandamiento,  la 
designación  del  dia,  hora  i  lugar  que  fije 
el  ministro  de  fe  para  practicar  el  reque- 
rimiento. No  concurriendo  a  esta  citación 
el  deudor,  se  hará  inmediatamente  i  sin 
mas  trámite  el  embargo. 

Cuando  el  deudor  hubiere  sido  notifica- 
co  personalmente  o  con  arreglo  al  art.  47 
para  otra  jestion  anterioral  requerimiento, 
se  procederá  a  este  i  a  los  demás  trámites 
del  juicio,  en  conformidad  a  lo  estableci- 
do en  los  artículos  51  a  56.  La  designación 
del  domicilio,  exijida  por  el  art.  52,  debe- 
rá hacerse  en  tal  caso  por  el  deudor  dentro 
de  los  dos  dias  subsiguientes  a  la  notifi- 
cación, o  en  su  primera  jestion  si  alguna 
hiciere  antes  de  vencido  este  plazo. 

2.°  La  de  embargarle  bienes  en  canti- 
dad suficiente  para  cubrir  la  deuda  con  sus 
intereses  i  las  costas,  si  no  pagare  en  el 
acto;  i 

3.°  La  designación  de  un  depositario 
provisional,  que  deberá  recaer  en  persona 
de  reconocida  honorabilidad  i  solvencia. 

Si  la  ejecución  recayere  sobre  cuerpo 
«ierto,  o  si  el  acreedor  en  la  demanda  hu- 
biere señalado,  para  que  se  haga  el  em- 
bargo, bienes  que  la  lei  permita  embar- 
gar, el  mandamiento  contendrá  también 
la  designación  de  ellos. 

Siempre  que  en  concepto  del  tribunal 
hubiere  fundado  temor  de  que  el  manda- 


miento sea  desobedecido,  podrá  solicitar, 
a  petición  de  parte,  el  auxilio  de  la  fuerza 
pública  para  proceder  a  su  ejecución. 

465.  Si  la  ejecución  recayere  sobre 
una  empresa  o  establecimiento  mercantil 
o  industrial,  o  sobre  cosa  o  conjunto  de 
cosas  que  sean  complemento  indis|iensa- 
ble  para  su  esplotacion,  podrá  el  juez,  aten- 
didas las  circunstancias  i  la  cuantía  del 
crédito,  ordenar  que  el  embargo  se  haga 
efectivo,  o  en  los  bienes  designados  por  el 
acreedor,  o  en  otros  bienes  del  deudor,  o 
en  la  totalidad  de  la  industria  misma,  o  en 
las  utilidades  que  ésta  produjere,  o  en  par- 
te de  cualquiera  de  ellas. 

Embargada  la  industria  o  las  utilidades, 
el  depositario  que  se  nombre  tendrá  las  fa- 
cultades i  deberes  de  interventor  judicial: 
i  para  ejercer  las  que  correspondan  al  car- 
go de  depositario,  procederá  en  todo  caso 
con  autorización  del  juez  de  la  causa. 
466.  No  son  embarga  bles: 
1."  Los  sueldos,  las  gratificaciones  i  las 
pensiones  de  gracia,  jubilación,  retiro  i 
montepío  que  pagan  el  Estado  i  las  Muni- 
cipalidades. 

Sin  embargo,  tratándose  de  deudas  que 
provengan  de  pensiones  alimenticias  de- 
cretadas judicialmente,  podrá  embargar- 
se la  tercera  parte  del  sueldo,  gratifica- 
ción, pensión  de  gracia,  jubilación,  retiro 
o  montepío,  siempre  que  no  escedan  de 
novecientos  pesos,  i  la  mitad  del  esce.so; 

2.'  Los  jornales  i  salarios  de  los  jorna- 
leros i  criados; 

3.°  Las  pensiones  alimenticias  forzo- 
sas; 

4."  Las  rentas  periódicas  que  el  deudor 
cobre  de  una  fundación  o  que  deba  a  la  li- 
beralidad de  un  tercero,  en  la  parte  que 
estas  rentas  sean  absolutamente  necesa- 
rias para  sustentar  la  vida  del  deudor,  de 
su  cónyuje  i  de  los  hijos  que  viven  con  él  i 
a  sus  espensas; 

5,°  Las  sumas  que  se  depositen  en  las 
Cajas  Nacionales  de  Ahorro  o  anexas  a  la 
Caja  de  Crédito  Hipotecario  i  sus  intere- 
■  ses,  hasta  la  cantidad  de  dos  mil  pesos; 
6."  Las  pólizas  de  seguro  .sobre  la  vida 
i  las  sumas  que,  en  cumplimiento  de  lo 
convenido  en  ellas,  pague  el  asegurador. 
Pero,  en  este  último  caso,  será  embarga- 
ble  el  valor  de  las  primas  pagadas  por  el 
que  tomó  la  póliza; 

7.°  Las  sumas  que  se  paguen  a  los  em- 
presarios de  obras  públicas  durante  la  eje- 
cución de  los  trabajos.  Esta  disposición  no 
tendrá  efecto  respecto  de  lo  que  .se  adeude 
a  los  artífices  u  obreros  por  sus  salarios 
insolutos  i  de  los  créditos  de  los  proveedo-. 


646 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS  T  JURÍDICAS 


ros  en  razón  de  los  materiales  u  otros  ar- 
tículos suministrados  para  la  ejecución  de 
dic.lias  obras; 

8."  El  lecho  del  deudor,  el  de  su  mujer, 
ios  de  los  hijos  que  viven  con  él  i  a  sus  es- 
)>ensas,  i  la  ropa  nece.'^aria  para  el  abrigo 
de  todas  estas  personas. 

9.°  Los  libros  relativos  a  la  profesión 
del  deudor  hasta  el  vsdor  de  seiscientos  pe- 
sos i  a  elección  del  mismo  deudor; 

10.  Las  máquinas  e  instrumentos  de 
que  se  sirve  el  deudor  para  la  enseñanza 
i¡e  alguna  ciencia  o  arte,  hasta  dicho  va- 
lor i  sujetos  a  la  misma  elección; 

11.  Los  uniformes  i  equipos  de  los  mi- 
litares, según  su  arma  i  grado; 

12.  Los  objetos  indispensables  al  ejer- 
cicio personal  del  arte  u  olicio  de  los  ar- 
tistas, artesanos  i  obreros  de  fábrica;  i 
los  aperos,  animales  de  labor  i  material  de 
cultivo  necesarios  al  labrador  o  trabajador 
de  campo  para  la  esplotacion  agrícola, 
hasta  la  suma  de  cuatrocientos  pesos  i  a 
elección  del  mismo  deudor; 

13.  Los  utensilios  caseros  i  de  cocina, 
i  los  artículos  de  alimento  i  combustible 
que  existan  en  poder  del  deudor,  hasta 
concurrencia  de  lo  necesario  para  el  con- 
sumo de  la  familia  durante  un  mes; 

14.  La  propiedad  de  los  objetos  que  el 
deudor  posee  tiduciai-iamente; 

15.  Los  dereclios  cuyo  ejercicio  es  en- 
teramente personal,  como  los  de  uso  i  ha- 
bitación; 

16.  Los  bienes  i-aices  donados  o  lega- 
dos con  la  espresion  de  no  embargables, 
siempre  que  se  lia\a  hecho  constar  su  va- 
lor al  tiempo  de  la  entrega  por  tasación 
aprobada  judicialmente;  pero  podrán  em- 
bargarse por  el  valor  adicional  que  des- 
pués adquieren; 

17.  Los  bienes  destinados  a  un  servi- 
cio que  no  pueda  paralizarse  sin  perjuicio 
del  tráfico  o  de  la  Ihjiene  públicos,  como 
los  ferrocarriles,  empresas  de  agua  pota- 
ble o  desagüe  de  las  ciudades,  etc.;  pero 
podrá  embargarse  la  renta  líquida  que 
produzcan,  observándose  en  este  caso  lo 
dispuesto  en  el  articulo  anterior;  i 

18.  Los  demás  bienes  que  leyes  espe- 
ciales proliiban  embargar. 

Son  nuli;s  i  de  ningún  valor  los  contra- 
tos que  tengan  por  objeto  la  cesión,  dona- 
ción o  transfereiieia  en  cualquier  forma, 
ya  sea  a  titulo  gratuito  u  oneroso,  de  las 
rentas  espresad. is  en  el  número  primero  de 
este  artículo  o  dq  alguna  parte  de  ellas  (1). 


(1)    Amplia  las  disposiciones  del   art.  1618  del 
Código  civil. 


467.  Aunque  pague  el  deudor  antes 
del  requerimiento,  serán  de  su  cargo  las 
costas  causadas  en  el  juicio. 

468.  Puede  el  acreedor  concurrir  al 
embargo  i  designar,  si  el  mandamiento  no 
lo  hiciere,  los  bienes  del  deudor  que  hayan 
de  embargarse,  con  tal  que  no  escedan  de 
los  necesarios  para  responder  a  la  deman- 
da, haciéndose  esta  apreciación  por  el  mi- 
nistro de  fe  encargado  de  la  dilijencia,  sia 
perjuicio  de  lo  que  resuelva  el  tribunal  a 
solicitud  de  parle  interesada. 

469.  No  designando  el  acreedor  bie- 
nes para  el  embargo,  se  verificará  éste  en 
los  que  el  deudor  presente,  si,  en  concep- 
to del  ministro  de  fe  encargado  de  la  dili- 
jencia,  fueren  suficientes  o  si,  no  siéndolo» 
tampoco  hubiere  otros  conocidos. 

470.  Si  no  designaren  bienes  el  acree- 
dor ni  el  deudor,  el  ministro  de  fe  guarda-^ 
rá  en  el  embargo  el  orden  siguiente: 

1.°     Dinero; 

2.®     Otros  bienes  muebles; 

3.°     Bienes  raices;  i 

4."     Salarios  i  pensiones. 

471.  El  embargo  se  entenderá  hecho- 
por  la  entrega  real  o  simbólica  de  los  b:e« 
nes  al  depositario  que  se  designe,  aunque 
éste  deje  la  especie  en  poder  del  mismo 
deudor. 

La  dilijencia  que  deberá  estenderse  con- 
tendrá la  espresion  individual  i  detallada 
de  los  bienes  embargados,  su  calidad  i  es- 
tado, i  será  firmada  por  el  ministro  de  te 
que  la  practicare,  por  el  depositario,  i  poi"- 
el  acreedor  i  el  deudor  si  concurren. 

Si  el  depositario  no  supiere  escribir  o  si 
alguna  de  las  partes  se  negare  a  ñrmar,  se 
espresarán  estas  circunstancias. 

472.  Los  bienes  embargados  se  pon- 
drán a  disposición  del  depositario  provi- 
sional i  éste,  a  su  vez,  los  entregará  al  de- 
positario definitivo  que  nombrarán  las  par- 
tes en  audiencia  verbal  o  el  tribunal  en, 
caso  de  desacuerdo. 

Si  los  bienes  embargados  se  encontra- 
ren en  diversos  departamentos  o  consis- 
tieren en  especies  de  distinta  naturaleza,, 
podrá  nombrarse  mas  de  un  depositario. 

Cualquiera  de  las  partes  que  ofrezca  pro- 
bar que  el  depositario  no  tiene  responsa- 
bilidad bastante,  será  oida. 

Si  el  embargo  recayere  sobre  dinero,  al- 
hajas, especies  preciosas  o  efectos  públi- 
cos, el  depósito  podrá  hacerse  en  un  banco. 

473.  Si  el  deudor  no  concurre  a  la  di- 
lijencia de  embargo  o  si  se  niega  a  hacer  la 
entrega  al  depo-itario,  procederá  a  efec- 
tuarla el  ministro  de  fe. 

474.  Si  el  embargo  recayere  sobre  bie-- 
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iloo  raices  o  dereclioá  reales  constituidos 
en  ellos,  no  producirá  efecto  alguno  legal 
respecto  de  torceros  sino  desde  la  lecha  en 
que  se  inscriba  en  el  respectivo  rejistro 
conservatorio  del  de|iartaniento  en  donde 
estuvieren  situados  los  inmuebles. 

El  ministro  de  fe  que  practicare  el  em- 
bargo, a  solicitud  verbal  del  acreedor,  re- 
querirá la  inscripción  i  firmará  con  el  con- 
servador respectivo.  Esta  tirma  ^evá  bas- 
tante para  los  efectos  del  art.  83  del  Re- 
glamento del  rejistro  de  dichos  conserva- 
acres 

475.  Cuando  la  cosa  embargada  se  ha- 
llare en  poder  de  un  tercero  que  se  opu- 
siere a  la  entrega  alegando  el  derecho  de 
gozarla  a  otro  titulo  que  el  dueño,  no  .se  ha- 
rá alteración  en  este  goce  hasta  el  momeii- 
to  de  la  enajenación,  ejerciendo  mientras 
tanto  el  depositario  sobre  la  cosa  los  mismos 
derechos  que  ejercía  el  deudor. 

Lo  cual  se  entiende  sin  perjuicio  del  de- 
recho que  corresponda  al  teiiedor  de  la  co- 
sa embargada  para  seguir  gozándola  aun 
después  de  su  enajenación. 

476.  Veriticado  el  embargo,  el  minis- 
tro ejecutor  entregará  inmediatamente  la 
dilijencia  en  la  secretaria,  i  el  secretario 
pondrá  testimonio  del  dia  en  que  la  recibe. 

En  el  caso  del  art.  474,  esta  entrega  se 
veriticará  inmediatamente  después  de  prac- 
ticada la  inscripción  de  que  dicho  articulo 
trata. 

477.  Puede  el  acreedor  pedir  amplia- 
ción del  embargo  en  cualquier  estado  del 
juicio,  siempre  que  haya  justo  motivo  para 
temer  que  los  bienes  embargados  no  basten 
para  cubrir  la  deuda  i  las  costas. 

El  haber  recaído  el  embargo  sebre  bie- 
nes difíciles  de  realizar  será  siempre  justo 
motivo  para  la  ampliación.  Lo  será  tam- 
bién la  introducción  de  cualquiera  tercería 
sobre  los  bienes  embargados. 

Pedida  la  ampliación  después  de  la  sen- 
tencia definitiva,  no  será  necesario  el  pro- 
nunciamiento de  nueva  senttncia  para 
comprender  en  la  realización  los  bienes 
agregados  al  embargo. 

478.  Puede  el  deudor  en  cualquier  es- 
tado del  juicio  hacer  cesar  el  embargo, 
consignando  una  cantidad  suficiente  para 
el  pago  de  la  deuda  i  las  costas. 

479.  Se  formará  ramo  separado  con 
las  dilijencias  relativas  al  embargo,  a  su 
ampliicion  i  al  procedimiento  de  apremio, 
que  tiene  por  objeto  realizar  los  bienes  em- 
bargados i  hacer  pago  al  acreedor. 

Se  pondrá  testimonio  en  el  ramo  princi- 
cipal,  de  la  fecha  en  que  se  practiquen  el 
embargo  i  la  ampliación. 


Este_  cuaderno  se  tramitará  indepen- 
dientemente del  cuaderno  ejecutivo,  sin 
que  la  marcha  del  uno  se  retarde  por  los 
recursos  que  en  el  otro  se  dedajeren. 

480.  Si  el  deudor  es  requerido  de  pago 
en  el  lugar  del  asiento  del  tribunal,  tendrá 
el  término  de  cuatro  dias  útiles  para  opo- 
nerse a  Ja  ejecución. 

Este  término  .se  ampliará  con  cuatro 
dias,  si  el  requerimiento  se  hace  dentro  del 
departamento  en  «¡ue  se  ha  promovKJx)  el 
juicio,  pero  fuera  del  asiento  del  tribu- 
nal. 

481.  Si  el  requerimiento  se  hace  en 
otro  departamento  de  la  República,  la  opo- 
sición podrá  presentarse  ante  el  tribunal 
que  hubiere  ordenado  cumplir  el  exhorto 
ael  que  entiende  en  el  juicio,  i  los  plazos 
para  esta  presentaron  serán  los  mismos 
que  establece  el  articulo  anterior.  FA  tri- 
bunal exhortado  se  limitará  a  remitir  la 
solicitud  ue  oposición  al  exhortante,  para 
que  éste  provea  sobre  ello  lo  que  fuere  de 
justicia. 

El  demandado  gozará,  sin  embargo,  en 
este  caso,  para  comparecer  al  juicio,  de  un 
plazo  igual  al  que  corresponderia  como  au- 
mento del  de  emplazamiento  en  conformi- 
dad a  la  tabla  de  que  trata  el  artículo  256. 

482.  Si  se  verifica  el  requerimiento 
fuera  del  territorio  de  la  República,  el 
término  para  deducir  oposición  será  el  que 
corresponda  según  la  tabla  a  que  se  refiere 
el  artículo  266,  como  aumento  estraordi- 
nario  del  plazo  para  contestar  una  de- 
manda. 

483.  El  término  para  deducir  la  oposi- 
ción comienza  a  correr  desde  el  dia  del  re- 
querimiento de  pago. 

Si  el  requerimiento  se  verificare  dentro 
de  la  República,  el  ministro  de  fe  hará  sa- 
ber al  deudor,  en  el  mismo  acto,  el  término 
que  la  lei  conceJe  para  deducir  la  oposi- 
ción, i  dejará  testimonio  de  este  aviso  en  la 
dilijencia.  La  omisión  del  ministro  de  fe  le 
hará  responsable  de  los  perjuicios  que  pu- 
dieran resultar,  pero  no  invalidará  el  re- 
querimiento. 

484.  Los  términos  que  se  espresan  en. 
los  cuatro  artículos  anteriores  son  fata- 
les. 

485.  La  oposición  del  ejecutado  solo 
será  admisible  cuando  se  funde  en  alguna 
de  las  escepciones  siguientes: 

1."  La  incompetencia  del  tribunal  ante 
quien  se  hubiere  presentado  la  demanda; 

2/  La  falta  de  capacidad  del  demandan- 
te o  de  personería  o  representación  legal 
del  que  comparezca  en  su  nombre; 

3.*     La   litis- pendencia   ante    tribiinal 
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competente,  siempre  que  el  juicio  que  le  da 
orijen  hubiere  sido  promovido  por  el  acree- 
dor, sea  por  via  de  demanda  o  de  recon- 
vención; 

4."  La  ineptitud  del  libelo  por  falta  de 
algún  requisito  legal  en  el  modo  de  formu- 
lar la  demanda,  en  conformidad  a  !o  dis- 
puesto en  el  articulo  251; 

5.*  El  beneficio  de  escusion  o  la  cadu- 
cidad de  la  ñanza; 

6.*^  La  falsedad  del  titulo; 

7.*  La  falta  de  alguno  de  los  requisitos 
o  condiciones  establecidos  por  las  leyes 
para  que  dicho  titulo  tenga  fuerza  ejecuti- 
va, sea  absolutamente,  sea  con  relación  al 
demandado; 

8.'  El  esceso  de  avalúo  en  los  casos  de 
los  incisos  segundo  i  tercero  del  ar- 
ticulo 459; 

9.*     El  pago  de  la  deuda; 

10.  La  remisión  de  la  misma; 

11.  La  concesión  de  esperas  o  la  pró- 
rroga del  plazo; 

12.  La  novación; 

13.  La  compensación; 

14.  La  nulidad  de  la  obligación; 

15.  La  pérdida  de  la  cosa  debida,  en 
conformidad  a  lo  dispuesto  en  el  Titu- 
lo XIX,  Libro  IV  del  Código  civil; 

16.  La  transacción; 

17.  La  prescripción  de  la  deuda  o  solo 
de  la  acción  ejecutiva;  i 

18.  La  cosa  juzgada. 

Estas  escepciones  pueden  referirse  a 
toda  la  deuda  o  a  una  parte  de  ella  sola- 
mente. 

486.  Todas  las  escepciones  deberán 
oponerse  en  un  mismo  escrito,  espresán- 
dose con  claridad  i  precisión  los  hechos  i 
los  medios  de  prueba  de  que  el  deudor  in- 
tenta valerse  para  acreditarlas. 

No  obstará  para  que  se  deduzca  la  es- 
cepcion  de  incompetencia,  el  hecho  de  ha- 
ber intervenido  el  demandado  en  lasjes- 
tiones  del  demandante  para  preparar  la 
acción  ejecutiva.  Deducida  esta  escepcion, 
podrá  el  tribunal  pronunciarse  sobre  ella 
desde  luego,  o  reservarla  para  la  sentencia 
definitiva. 

487.  Del  escrito  de  oposición  se  comu- 
nicará traslado  al  ejecutante,  dándosele 
copia  de  él,  para  que  dentro  de  cuatro  dias 
esponga  lo  que  juzgue  oportuno. 

Vencido  este  plazo,  haya  o  no  hecho  ob- 
servaciones el  demandante,  se  pronuncia- 
rá el  tribunal  sobre  la  admisibilidad  o  in- 
admisibilidad  de  las  escepciones  alegadas. 

Si  las  estimare  inadmisibles,  o  si  no  con- 
siderare necesario  que  se  rinda  prueba 
para  resolver,  dictará  desde  luego  senten- 


cia definitiva.  E»  caso  contrario,  recibirá 
a  prueba  la  causa. 

488.  El  ejecutante  podrá,  solo  dentro 
del  plazo  de  cuatro  dias  que  concede  el  in- 
ciso primero  del  artículo  anterior,  desis- 
tirse  de  la  demanda  ejecutiva,  con  reserva 
de  su  derecho  para  entablar  acción  ordi- 
naria sobre  los  mismos  puntos  que  han  sido 
materia  de  aquella. 

Por  el  desistimiento  perderá  el  derecho 
para  deducir  nueva  acción  ejecutiva  i  que- 
darán ipso  fado  sin  valor  el  embargo  i  de- 
mas  resoluciones  dictadas.  Responderá  el 
ejecutante  de  los  perjuicios  que  se  hubie- 
ren causado  con  la  demanda  ejecutiva, 
salvo  lo  que  se  resuelva  en  el  juicio  ordi- 
nario. 

489.  Cuando  hubiere  de  recibirse  a 
prueba  la  causa,  el  término  para  rendirla 
será  de  diez  dias. 

Podrá  ampliarse  este  término  hasta  diáfe 
dias  mas,  a  petición  del  acreedor.  La  pró- 
rroga deberá  solicitarse  antes  de  vencido 
el  término  legal,  i  correrá  sin  interrupción 
después  de  éste. 

Por  acuerdo  de  ambas  partes,  podrán 
concederse  los  términos  estraordinarios 
que  ellas  designen. 

490.  La  prueba  se  rendirá  del  mismo 
modo  que  en  el  juicio  ordinario,  i  el  fallo 
que  dé  lugar  a  ella  espresará  los  puntos 
sobre  que  deba  recaer.  Vencido  el  térmi- 
no probatorio,  quedarán  los  autos  en  la 
secretaria  por  espacio  de  seis  dias  a  dis- 
posición de  las  partes,  antes  de  pronunciar 
sentencia.  Durante  este  plazo  podrán  ha- 
cerse por  escrito  las  observaciones  que  el 
examen  de  la  prueba  sujiera,  i  una  vez 
vencido,  hayanse  o  no  presentado  escritos, 
i  sin  nuevo  trámite,  se  llevarán  los  autos  al 
tribunal  para  dictar  sentencia  definitiva. 

491.  La  sentencia  definitiva  deberá 
pronunciarse  dentro  del  término  de  diez 
dias  contados  desde  que  el  pleito  quede 
concluso. 

492.  Si  en  la  sentencia  definitiva  se 
mandare  seguir  adelante  en  la  ejecución, 
se  impondrán  las  costas  al  ejecutado. 

I,  por  el  contrario,  si  se  absolviere  al 
ejecutado,  se  condenará  en  las  costas  al 
ejecutante. 

Si  se  admitieren  solo  en  parte  una  o  mas 
escepciones,  se  distribuirán  las  costas  pro-, 
porcionalmente;  pero  podrán  imponerse 
todas  ellas  al  ejecutado  cuando  en  concep- 
to del  tribunal  hubiere  motivo  fundado. 

493.  Si  el  ejecutado  no  dedujere  opo- 
sición legal,  se  pronunciará  también,  a  pe- 
tición de  parte,  sentencia  de  pago  o  de  re- 
mate. 
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494.  Si,  deduciendo  el  ejecutado  opo- 
sición legal,  espusiere  en  el  mismo  acto 
([ue  no  tiene  medios  de  justificarla  en  el 
término  de  prueba,  i  pidiere  que  se  le  re- 
serve su  derecho  para  el  juicio  ordinario  i 
que  no  se  haga  pago  al  acreedor  sin  que 
caucione  previamente  las  resultas  de  este 
juicio,  el  tribunal  dictará  sentencia  de  pa- 
go o  remate  i  accederá  a  la  reserva  i  cau- 
ción pediiias. 

495.  Si,  en  el  caso  del  artículo  prece- 
dente, no  entablare  el  deudor  su  demanda 
ordinaria  en  el  término  de  quince  dias, 
contados  desde  que  se  le  notittque  la  sen- 
tencia definitiva,  se  procederá  a  ejecutar 
dicha  sentencia  sin  previa  caución,  o  que- 
dará ésta  ípso  /acto  cancelada,  si  se  hu- 
biere otorgado.    • 

496.  Si  se  interpusiere  apelación  déla 
sentencia  de  pago,  no  podrá  precederse  a 
lá  ejecución  de  esta  sentencia,  pendiente  el 
recurso,  sino  en  el  caso  de  que  el  ejecu- 
tante caucione  las  resultas  del  mismo. 

497.  En  la  apelación  del  juicio  ejecu- 
tivo no  hai  lugar  al  trámite  de  la  espre- 
sion  de  agravios. 

498.  La  acción  ejecutiva  rechazada 
por  incompetencia  del  tribunal,  incapaci- 
dad, ineptitud  del  libelo  o  falta  de  oportu- 
nidad en  la  ejecución,  podrá  renovarse  con 
arreglo  a  los  preceptos  de  este  Titulo. 

499.  La  sentencia  recaída  en  el  juicio 
ejecutivo  produce  cosa  juzgada  en  el  juicio 
ordinario,  tanto  respecto  del  ejecutante 
como  del  ejecutado. 

Con  todo,  si  antes  de  dictarse  sentencia 
en  el  juicio  ejecutivo,  el  actor  o  el  reo  pi- 
dieren que  se  les  reserven  para  el  ordina- 
rio sus  acciones  o  esccpciones,  podrá  el 
tribunal  declararlo  asi,  existiendo  motivos 
calificados.  Siempre  se  concederá  la  re- 
serva respecto  de  las  acciones  i  escepcio- 
nes  que  no  se  refieran  a  la  existencia  de 
la  obligación  misma  que  ha  sido  objeto  de 
la  ejecución. 

En  los  casos  del  inciso  precedente,  la  de- 
manda ordinaria  deberá  interponerse  den- 
tro del  plazo  que  señala  el  «rticulo  495, 
bajo  pena  de  no  ser  admitida  después. 

5  2.  De  la  administración  de  /os  bienes 
embargados  i  del  procedimiento  de 
apremio. 

500.  La  administración  de  los  bienes 
embargados  correrá  a  cargo  del  deposi- 
tario. 

Si  fueren  muebles,  podrá  el  depositario 
trasladarlos  al  lugar  que  creyere  mas  con- 
veniente, salvo  que  el  ejecutado  caucione 


la  conservación  de  dichos  bienes  donde  se 
encuentren. 

Lo  cual  se  entiende  sin  perjuicio  de  lo 
dispuesto  en  el  inciso  primero  del  art.  471 
i  cuarto  del  art.  472. 

501.  Toda  cuestión  relativa  a  la  admi- 
nistración de  los  bienes  embargados  o  a  la 
venta  de  los  que  se  espresan  en  el  articulo 
504,  que  se  suscite  entre  el  ejecutante  o  el 
ejecutado  i  el  depositario,  se  sustanciará 
en  audiencias  verbales  que  tendrán  lugar 
con  solo  el  que  asista. 

502.  Notificada  que  sea  la  sentencia 
de  remate,  se  procederá  a  la  venta  de  los 
bienes  embargados,  en  conformidad  a  los 
artículos  siguientes. 

503.  Los  bienes  muebles  embargados 
se  venderán  en  martillo,  siempre  quesea 
posible,  sin  necesidad  de  tasación. 

504.  Venderá  el  depositario  en  la  for- 
ma mas  conveniente,  sin  previa  tasación, 
pero  con  autorización  judicial,  los  bienes 
muebles  sujetos  a  corrupción,  o  suscepti- 
bles de  próximo  deterioro,  o  cuya  conser- 
vación sea  dificil  o  mui  dispendiosa. 

505.  Los  efectos  de  comercio  realiza- 
bles en  el  acto,  se  venderán  sin  previa  ta- 
sación, por  un  corredor  nombrado  en  la 
forma  que  establece  el  art.  416. 

506.  Los  demás  bienes  no  compren- 
didos en  los  tres  artículos  anteriores,  se 
tasarán  i  venderán  en  remate  público  ante 
el  tribunal  que  conoce  de  la  ejecución,  o 
ante  el  tribunal  dentro  de  cuya  jurisdic- 
ción estuvieren  situados  los  bienes,  cuando 
asi  se  resuelva  a  solicitud  de  parte  i  por 
motivos  fundados. 

507.  La  tasación  se  practicará  por  pe- 
ritos nombrados  en  la  forma  que  dispone 
el  art.  416,  haciéndose  el  nombramiento 
en  la  audiencia  del  segundo  dia  hábil  des- 
pués de  notificada  la  sentencia,  sin  necesi- 
dad de  nueva  notificación. 

Puesta  en  conocimiento  de  las  partes  la 
tasación,  tendrán  el  término  de  tres  dias 
para  impugnarla. 

De  la  impugnación  de  cada  parte  se  dará 
traslado  a  la  otra  por  igual  término. 

508.  Trascurridos  los  plazos  que  es- 
presa el  artículo  anterior,  i  aun  cuando  no 
hubieren  evacuado  las  partes  el  traslado  de 
las  impugnaciones,  resolverá  sobre  ellas  el 
tribunal,  sea  aprobando  la  tasación,  sea 
mandando  que  se  rectifique  por  el  mismo 
o  por  otro  perito,  sea  fijando  el  tribunal 
por  sí  mismo  el  justiprecio  de  los  bienes. 
Estas  resoluciones  son  inapelables. 

Si  el  tribunal  mandare  rectificar  la  tasa- 
ción, espre»ará  los  puntos  sobre  que  deba 
recaer  la  rectificación;  i  practicada  ésta,  se 
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tendrá  por  aprobada,  sin  aceptarse  nuevos 
reclamoá. 

509.  Aprobada  la  tasación,  se  señala- 
rá dia  i  liora  para  la  subasta,  si  estuviere 
ejecutoriada  la  sentencia  de  remate. 

510.  El  remate,  con  el  señalamiento 
del  dia  i  hora  en  que  debe  tener  lui^ar,  so 
anunciará  por  medio  de  avisos  repetidos, 
a  lo  racno.s,  cuatro  veces  en  uno  o  mas  pe- 
riódicos del  departamento,  si  los  hubiere,  i 
ademas,  en  todo. caso,  por  carteles  que  se 
fijarán  en  el  oticio  del  secretario  durante 
ocho  dias,  si  los  bienes  embargados  fueren 
muel)les,  i  durante  veinte,  si  fueren  raices. 

Si  los  bienes  estuvieren  en  otro  departa- 
mento, el  remate  se  anunciará  también  en 
él,  por  el  mismo  tiempo  i  en  la  misma 
forma. 

Los  avisos  serán  redactados  por  el  secre- 
torio i  contendrán  los  datos  necesarios  para 
identiticar  los  bienes  que  van  a  rematiirse. 

511.  Antes  de  verificarse  el  remate, 
puede  el  deudor  libertar  sus  bienes  pagan- 
do la  deuda  i  las  costas. 

512.  El  precio  de  los  bienes  que  se  re- 
maten deberá  pagarse  de  contado,  salvo 

aue  las  partes  en  audiencia  verbal  acuer- 
en  o  que  el  tribunal,  por  motivos  funda- 
dos, reouelva  otra  cosa. 

Las  demás  condiciones  para  la  subasta 
se  fijarán  tamijien  de  común  acuerdo  por 
las  partes,  i,  en  caso  de  desacuerdo,  por  el 
tribunal,  consultando  la  mayor  facilidad  i 
el  mejor  resultado  en  la  enajenación  (1). 

513.  Si  por  un  acreedor  hipotecario  de 
grado  posterior  se  persiguiere  una  tinca 
hipotecada  contra  el  deudor  personal  que 
la  posevere,  el  acreedor  o  los  acreedores 
de  grado  preferente,  citados  conforme  al 
artículo  2428  del  Código  civil,  podrán,  o 
exijir  el  pago  de  sus  créditos  sobre  el  pre- 
cio del  remate  según  sus  grados,  o  conser- 
var sus  hipotecas  sobre  la  ñnca  subastada, 
siempre  ([ue  sus  créditos  no  estuvieren  de- 
vengados. 

No  diciendo  nada,  en  el  término  del  em- 
plazamiento, se  entenderá  que  optan  por 
pagados  sobre  el  precio  de  la  subasta. 

Si  se  hubiere  abierto  concurso  a  los  bie- 
nes del  poseedor  de  la  finca  perseguida,  o 
se  le  hubiere  declarado  en  quiebra,  se  es- 
tará a  lo  prescrito  en  el  articulo  2477  de 
dicho  Código. 

Los  procedimientos  a  que  dieren^  lugar 
las  disposiciones  anteriores,  se  verificarán 
en  audiencias  verbales  con  el  interesado  o 
los  interesados  que  concurran  (2). 


514.  Salvo  el  caso  de  convenio  espresO' 
de  las  partes,  no  se  admitirá  postura  que 
baje  de  los  dos  t  rcios  de  la  tasación. 

515.  Todo  postor,  para  tomar  parte  en 
el  remate,  deberá  rendir  caución  suficien- 
te, calificada  por  el  tribunal,  sin  ulterior 
recurso,  para  responder  de  que  se  llevará 
a  efecto  la  compra  de  los  bienes  remata- 
dos. La  caución  será  equivalente  al  diez 
por  ciento  de  la  valoración  de  dichos  bie- 
nes, i  subsistirá  hasta  que  .se  otorgue  la  es- 
critura definitiva  de  compraventa,  ose  de- 
posite a  la  orden  del  tribunal  el  precio  o 
parte  de  él  que  deba  pagarse  de  contado  (1). 

516.  El  acta  de  remate  de  la  clase  de 
bienes  a  que  se  refiere  el  inciso  segundo 
del  articulo  ISüI  del  Código  civil,  se  esten- 
derá en  el  rejistro  del  secretario  que  inter- 
viniere en  la  subasta,  i  será  firmada  por 
el  juez,  el  rematante  i  el  secretario. 

Esta  acta  valdrá  como  escritura  pública, 
para  el  efecto  del  citado  articulo  del  Códi- 
go civil;  pero  se  eslenderá  sin  |  erjuicio  de 
otorgarse  dentro  de  tercero  dia  la  escritura 
dehnitiva  con  inserción  de  los  anteceden- 
tes necesarios  i  con  los  demás  requisitos 
legales. 

Los  secretarios  que  no  fueren  también 
notarios  llevarán  un  rejistro  de  remates, 
en  el  cual  asentarán  las  actas  de  que  este 
articulo  trata. 

517.  En  el  acta  de  remate  podrá  el  re- 
matante indicar  la  persona  para  quien  ad- 
quiere, pero  mientras  ésta  no  se  presentare 
aceptando  lo  obrado,  subsistirá  la  respon- 
sabilidad del  que  ha  hecho  las  yjosturas. 

Subsistirá  también  la  garantía  consti- 
tuida para  tomar  parte  en  la  subasta,  en 
conformidad  al  articulo  515  (2). 

518.  Para  los  efectos  de  la  inscripción, 
no  admitirá  el  conservador  sino  la  escritu- 
ra definitiva  de  compraventa.  Dicha  escri- 
tura será  suscrita  por  el  rematante  i  por 
el  juez,  como  representante  legal  del  ven- 
dedor, i  se  entenderá  autorizado  el  prime- 
ro para  requerir  i  firmar  por  si  solo  la  ins- 
cripción en  el  Conservador,  aun  sin  men- 
ción espresa  de  esta  facultad  (3). 

5J9.  En  todo  caso,  se  dejará  en  el  pro- 
ceso un  estracto  del  acta  de  remate. 

520.  Si  no  se  presentaren  postores  en 
el  dia  señalado,  podrá  el  acreedor  solicitar 
cualquiera  de  estas  dos  cosas,  a  su  elec- 
ción: 

1."     Que   se   le  adjudiquen  por  los  dos 


<1)    V.  los  arts.  514  y  520  de  este  Código. 
(2)    V.  los  arta,  citiidos  en  el  texto. 


(1)    La  caución  s«rá  equivalente  al  10  por  100  de 
la  valoración  de  dichos  biene». 
Í2)    V.  los  artículos  1449  y  1450  del  Código  «ivil. 
(j)    V.  art.  617  del  Código  cítíI. 
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tercios  de  la  tasación  los  bienes  embarga- 
dos; i 

2.°  Que  se  reduzca  prudencialmente 
por  el  tribunal  el  avalúo  aprobado.  La  re- 
ducción no  podrá  esceder  de  una  tercera 
parte  de  eóte  avalúo. 

521.  Si  puestos  a  remate  los  bienes 
embargados  por  los  dos  tercios  del  nuevo 
avalúo"  hecho  en  conformidad  al  número 
segundo  del  artículo  anterior,  tampoco  se 
presentaren  postores,  podrá  el  acreedor 
pedir  cualquiera  de  estas  tres  cosas,  a  su 
elección: 

1.'  Que  se  le  adjudiquen  los  bienes  por 
los  dichos  dos  tercios; 

2.°  Que  se  pongan  por  ten-era  vez  a 
remate,  por  el  precio  que  el  tribunal  de- 
signe; i 

3."  Que  se  le  entreguen  en  prenda'pre- 
toria  (1). 

522.  Cuando  el  acreedor  pidiere,  con- 
forme a  lo  dispuesto  en  el  articulo  ante- 
rior, que  se  le  entreguen  en  prenda  preto- 
ria los  bienes  embargados,  podrá  el  deudor 
solicitar  que  se  pongan  por  última  vez  a 
remate.  En  este  caso  no  liabrá  mínimum 
para  las  posturas. 

523.  Cuando  haya  de  procederse  a 
nuevo  remate  en  los  oaso^  determinados 
por  loí-:  tres  artículos  precedentes,  se  ob- 
servará 1.1  dispuesto  en  el  artículo  510,  re- 
duciéndose a  la  mitad  los  plazos  ñjados 
para  los  avisos  i  carteles.  No  se  hará,  sin 
embargo,  reducción  alguna  en  estos  pla- 
zos, si  hubieren  trascurrido  mas  de  tres 
meses  desde  el  dia  designado  para  el  ante- 
rior remate  liasta  aquel  en  que  se  solicite 
la  nueva  subasta. 

524.  La  entrega  de  los  bienes  en  pren- 
da pretoria  se  hará  bajo  inventario  so- 
lemne. 

525.  El  acreedor  a  quien  se  entreguen 
bienes  muebles  o  inmuebles  en  prenda  pre- 
toria, deberá  llevar  cuenta  exacta,  i  en 
cuantofuere  dable  documentada,  de  los  pro- 
ductos de  dichos  bienes.  Las  utilidades  lí- 
quidas que  de  ellos  obtenga  se  aplicarán  al 
pago  del  crédito,  a  medida  que  se  perciban. 

Para  calcular  las  utilidades  se  tomarán 
en  cuenta,  a  mas  de  los  otros  gastos  de  le- 
jitimo  abono,  el  interés  corriente  de  los 
capitales  propios  que  el  acreedor  invierta  i 
la  cantidad  que  el  tribunal  fije  como  re- 
muneración de  los  servicios  que  preste 
como  administrador.  No  tendrá,  sin  em- 
bargo, derecho  a  esta  remuneración  el 
acreedor  que  no  rindiere  cuenta  ñel  de  su 


administración,  o  que  se  hiciere  responsa- 
ble de  dolo  o  culpa  grave. 

526.  Salvo  estipulación  en  contrario, 
podrá  el  deudor,  en  cualquier  tiempo,  pe- 
dir los  bienes  dados  en  prenda  pretoria  pa- 
gando la  deuda  i  las  costas,  incluso  todo  lo 
que  el  acreedor  tuviere  derecho  a  percibir 
en  conformidad  a  lo  dispuesto  en  el  último 
inciso  del  artículo  precedente. 

Podrá  también  el  acreedor,  en  cual- 
quier tiempo,  poner  fin  a  la  prenda  preto- 
ria i  solicitar  su  enajenación  o  el  embarga 
de  otros  bienes  del  deudor,  en  conformidad 
a  las  reglas  de  este  Título. 

527.  El  acreedor  que  tuviere  bienes 
en  prenda  pretoria,  deberá  rendir  cuenta 
de  su  administración,  cada  año  si  fueren 
bienes  inmuebles)  i  cada  seis  iñeses  si  se 
trata  de  muebles,  bajo  la  pena,  si  no  lo  hi- 
ciere, de  perder  la  remuneración  que  le 
habría  correspondido,  en  conformidad  al 
inciso  fínal  del  artículo  525,  por  los  servi- 
cios prestados  durante  el  año. 

528.  Salvo  lo  dispuesto  en  los  cuatro 
artículos  precedentes,  la  prenda  pretoi'ia 
queda  sujeta  a  las  reglas  del  Títu- 
lo XXXVill,  Libro  IV  del  Código  civil. 

Cuando  se  constituyere  en  bienes,  ten- 
drá aiiemas  sobre  ellos,  el  que  los  recibie- 
re, los  derechos  i  privilejios  de  un  acree- 
dor prendario  (1). 

529.  Si  los  bienes  embargados  consis- 
tieren en  el  derecho  de  gozar  una  cosa  o 
percibir  sus  frutos,  podrá  pedir  el  acreedor 
que  se  dé  en  arrendamiento  o  que  se  en- 
tregue en  prenda  pretoria  este  derecho. 

El  arrendamiento  se  hará  en  remate  pú- 
blico, ñj  idas  previamente  por  el  tribunal, 
con  audiencia  verbal  de  las  partes,  las  con- 
diciones que  hayan  de  tenerse  como  míni- 
mum por  las  posturas. 

Se  anunciará  al  público  el  remate  con 
anticipación  de  veinte  dias,  en  la  forma  i 
en  los  lugares  espresados  por  el  articu- 
lo 510. 

530.  Los  fondos  que  resultaren  de  la 
realización  de  los  bienes  embargados  se 
consignarán  directamente  por  los  compra- 
dores, o  por  los  arrendatarios  en  el  caso 
del  articulo  anterior,  a  la  orden  del  tribu- 
nal que  conozca  de  la  ejecución,  en  poder 
de  la  persona  o  institución  de  crédito  que 
el  mismo  tribunal  designe  (2). 

531.  Ejecutoriada  la  sentencia  defini- 
tiva i  realizados  los  bienes  embargados,  se 


(1)    La  prenda  pretoria  la  define  el  art.  2445  del 
Código  civil. 


(1)  El  Código  civil  autoriza  la  constitución  d« 
la  anticrésis  solo  sobre  bieues  raices,  de  modo  que 
el  presente  artícul»  amplia  esa  garantía  a  los  bie- 
nes muebles. 

(2)  V.  los  artículos  512  y  536. 
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hará  !a  liquidación  del  crédito  i  se  deter- 
minarán, en  conformidad  al  artículo  492, 
las  co>?tas  que  deben  ser  de  cargo  al  deu- 
dor, incluyéndose  las  causadas  después  de 
la  senleniMa  (1). 

532.  Practicada  la  liquidación  a  que 
se  refiere  el  artículo  precedente,  se  orde- 
nará hacer  pago  al  acreedor  con  el  dinero 
embargado  o  con  el  que  resulte  de  la  rea- 
lización de  los  bienes  de  otra  clase  com- 
prendidos en  la  ejecución. 

533.  Si  el  embargo  se  hubiere  trabado 
sobre  la  especie  misma  que  se  demanda, 
una  vez  ejecutoriada  la  sentencia  del  pa- 
go, se  ordenará  su  entrega  al  ejecutante. 

534.  Sin  estar  completamente  reinte- 
grado el  ejecutante,  no  podrán  aplicarse  las 
sumas  producidas  por  los  bienes  embarga- 
dos a  ningún  otro  objeto  que  no  haya  sido 
declarado  preferente  por  sentencia  ejecu- 
toriada. 

Las  costas  procedentes  de  la  ejecución 
gozarán  de  preferencia  aun  sobre  el  crédi- 
to mismo  (2). 

535.  Luego  que  espire  por  cualquiera 
causa  el  cargo  del  depo.sitario,  éste  rendirá 
cuenta  de  ■  i  administración  en  la  forma 
que  la  lei  establece  para  los  tutores  i  cu- 
radores. Podrá,  sin  embargo,  el  tribunal,  a 
■solicitud  de  parte,  ordenarle  que  rinda 
cuentas  parciales  antes  de  la  terminación 
del  depósito. 

Presentada  la  cuenta,  jeneral  o  parcial, 
por  el  depositario,  tendrán  las  partes  el 
término  de  seis  dias  para  examinarla;  i  si 
se  hicieren  reparos,  se  tramitarán  como 
un  incidente. 

536.  El  depositario  deberá  consignar 
a  la  orden  del  tribunal,  en  la  forma  espre- 
sada en  el  articulo  530,  los  fondos  líquidos 
que  obtenga  correspondientes  al  depósito, 
tan  pronto  como  lleguen  a  su  poder;  i 
abonará  intereses  corrientes  por  los  que 
no  hubiere  consignado  oportunamente. 

537.  Al  pronunciarse  sobre  la  aproba- 
ción de  la  cuenta,  ñjará  el  tribunal  la  re- 
muneración del  depositario,  si  hubiere  lu- 
ga.r  a  ella,  teniendo  en  consideración  la 
responsabilidad  i  trabajo  que  el  cargo  le 
hubiere  impuesto. 

La  pi-eferencia  establecida  por  el  inciso 
segundo  del  artículo  534  se  estiende  a  la 
remuneración  del  depositario. 

538.  No  tiene  derecho  a  remunera- 
ción: 

1.°    El  depositario  que,  encargado  de 


pagar  el  salario  o  pensión  embargados,  hu" 
biere  retenido  a  disposición  del  tribunal  la 
parte  embargable  de  dichos  salarios  o  pen- 
sión; i 

2.*  El  que  se  hiciere  responsable  de  do- 
lo o  culpa  grave. 

§  3.  De  las  tercerías  (1). 

639.  En  el  juicio  ejecutivo  solo  son  ad- 
misibles las  tercerías  cuando  el  reclamante 
pretende: 

1.°    Dominio  de  los  bienes  embargados; 

2.°  Derecho  para  ser  pagado  preferen- 
temente; o 

3.°  Derecho  para  concui-rir  en  el  pago 
a  falta  de  otros  bienes. 

En  el  primer  caso  la  tercería  se  llama 
de  dominio,  en  el  segundo  de  prclacion  i 
en  el  tercero  de  pago. 

540.  Se  sustanciará  en  la  forma  esta- 
blecida para  las  tercerías  de  dominio  la 
oposición  que  se  fundare  en  el  derecho  del 
comunero  sobre  la  cosa  embargada  (2). 

En  la  misma  forma  se  tramitará  la  re- 
clamación del  ejecutado  paraque  se  esclu- 
ya  del  embargo  alguno  de  los  bienes  a  que 
se  reñere  el  art.  466. 

541.  Podrán  también  ventilarse  con- 
forme al  procedimiento  de  las  tercerías  los 
derechos  que  hiciere  valer  el  ejecutado  in- 
vocando una  calidad  diversa  de  aquella  en 
que  se  le  ejecuta.  Tales  serían,  por  ejem- 
plo, los  casos  siguientes: 

1."  El  del  heredero  a  quien  se  ejecuta- 
re en  este  carácter  para  el  pago  de  las  deu- 
das hereditarias  o  testamentarias  de  otra 
personacuya  herencia  nohubiere  aceptado; 

2.°  El  de  aquel  que,  sucediendo  por  de- 
recho de  representación,  ha  repudiado  la 
herencia  de  la  persona  a  quien  representa 
i  es  perseguido  por  el  acreedor  de  esta; 

3.°  El  del  heredero  que  reclamare  del 
embargo  de  sus  bienes  propios  efectuado 
por  acción  de  deudores  hereditarios  o  tes- 
tamentarios que  hubieren  hecho  valer  el 
beneñcio  de  separación  de  que  trata  el  Tí- 
tulo XII  del  Libro  i  11  del  Código  civil,  i  no 
trataren  de  pagarse  del  saldo  a  que  se  re- 
ñere el  art.  1383  del  mismo  Código.  AI 
mismo  procedimiento  se  sujetará  la  oposi- 
ción cuando  se  dedujere  por  los  acreedo- 
res personales  del  heredero  (3); 


(!)    V.  el  art.  492,  párrafo  final. 
(2)    V.  el  último  inciso  del  art.  477. 


(1)    Véanse  los  arts.  41  y  2469  del  Código  cítíI. 

(»)    Véase  el  art.  545  de  este  Código. 

(8)  El  precepto  consignado  en  este  número  re- 
sulta bastante  confuso  y  obscuro.  Acaso  sea  por 
haber  empleado  la  palabra  deudores  en  vez  de 
acreedores,  según  opinan  los  ilustres  comentaristas 
Doctores  Toro  y  Echevarría.  .Véanse  los  título  y 
artículo  citados  en  el  texto. 
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A.°  El  del  heredero  benefíciario  cuyos 
bienes  personales  sean  embargados  por 
deudas  de  la  herencia,  cuando  estuviere 
ejerciendo  judicialmente  alguno  de  los  de- 
rechos que  conceden  los  arts.  1261  a  1263 
inclusive  del  Código  civil. 

El  ejecutado  podrá,  sin  embargo,  hacer 
valer  su  derecho  en  estos  casos  por  medio 
de  la  escepcion  que  corresponda  contra 
la  acción  ejecutiva,  si  a  ello  hubiere  lugar. 

542.  Las  tercerías  de  dominio  i  de  pre- 
lacion  se  seguirán  en  ramo  separado  con 
el  ejecutante  i  el  ejecutado,  i  por  los  trá- 
mites del  juicio  ordinario,  pero  sin  escri- 
tos de  réplica  i  duplica.  La  tercería  de  pa- 
go se  tramitará  como  incidente 

543  En  ningún  caso  suspenderá  la 
tercería  los  trámites  del  procedimiento 
ejecutivo.  , 

644.  La  tercería  de  dominio  suspende- 
rá el  procedimiento  de  apremio,  si  estu- 
viere apoyada  en  instrumento  público. 

Si  no  lo  estuviere,  seguirá  el  procedi- 
miento de  apremio  hasta  que  quede  en  es- 
tado de  señalarse  dia  para  el  remate;  i, 
salvo  lo  dispuesto  en  el  artículo  504,  en 
ningún  caso  podrán  enajenarse  ni  darse  en 
prenda  pretoria  los  bienes  embargados,  a 
menos  que,  satisfechas  las  demás  condi- 
ciones legales,  consienta  también  el  tercer 
opositor. 

545.  En  el  caso  del  inciso  primero  del 
art.  540,  podrá  el  acreedor  dirijir  su  acción 
sobre  la  parte  o  cuota  que  en  la  comuni- 
dad corresponda  al  deudor  para  que  se 
enajene  sin  previa  liquidación,  oexijirque 
con  intervención  suya  se  liquide  la  comu- 
nidad. En  este  segundo  caso,  podrán  los 
demás  comuneros  oponerse  a  la  liquida- 
ción, si  existiere  algún  motivo  legal  que  la 
impida,  o  si,  de  procederse  a  ella,  hubiere 
de  resultar  grave  perjuicio. 

546.  Si  la  tercería  fuere  de  prelacion, 
seguirá  el  procedimiento  de  apremio  hasta 
que  quede  terminada  la  realización  de  los 
bienes  embargados. 

Verilicado  el  remate,  el  tribunal  man- 
dará consignar  su  producto  hasta  que  re- 
caiga sentencia  firme  en  la  tercería. 

547.  Si  se  hubieren  embargado  o  se 
embargaren  bienes  no  comprendidos  en  la 
tercería,  seguirá  sin  restricción  alguna 
respecto  de  ellos  el  procedimiento  de  apre- 
mio (1). 

548.  Si  no  teniendo  el  deudor  otros 
bienes  que  los  embargados,  no  alcanzaren 
a  cubrirse  con  ellos  los  créditos  del  ejecu- 


tante i  del  tercerista,  ni  se  justificare  de- 
recho preferente  para  el  pago,  se  distri- 
buirá el  producto  de  los  bienes  entre  am- 
bosacreedores,  proporcionalmente  al  mon- 
to de  los  créditos  ejecutivos  que  hicieren 
valer. 

549.  Cuando  la  acción  del  segundo 
acreedor  se  dedujere  ante  diverso  tribu- 
nal, podrá  pedir  se  dirija  oficio  al  que  es- 
tuviere conociendo  de  la  primera  ejecución 
para  que  retenga  de  los  bienes  realizados 
la  cuota  que  proporcionalmente  correspon- 
da a  dicho  acreedor. 

550.  El  tercerista  de  pago  podrá  soli- 
citar la  remoción  del  depositario  aleganda 
motivo  fundado;  i  decretada  la  remoción, 
se  designará  otro  de  común  acuerdo  por 
ambos  acreedores,  o  por  el  tribunal,  si  no 
se  avinieren. 

Podrá  también  el  tercerista  intervenir 
en  la  realización  de  los  bienes,  con  las  fa- 
cultades de  coadyuvante.  Con  las  mismas 
facultades  podrá  obrar  el  primer  acreedor 
en  la  ejecución  que  ante  otro  tribunal  de- 
duzca el  segundo. 

§  4.    De   la  cesión  de   bienes   a   un  solo 
acreedor  (1). 

551.  El  deudor  que,  encontrándo.se  en 
el  caso  del  art.  1614  del  Código  civil,  hicie- 
re cesión  de  bienes  a  su  único  acreedor, 
deberá  presentarse  por  escrito  ante  el  tri- 
bunal correspondiente,  haciendo  una  es- 
posicion  circunstanciada  de  las  causas  di- 
rectas p  inmediatas  de  que  procede  el  mal 
estado  de-sus  negocios.  Acompañaráademas 
una  relación  detailaiJa  de  los  juicios  que 
tuviere  pendientes,  i  de  todos  sus  bienes, 
con  esprasion  del  lugar  en  que  se  encuen- 
tran, de  su  valor  estimativo  i  de  los  gravá- 
menes a  que  estuvieren  afectos,  indicando, 
al  mismo  tiempo,  aquellos  que,  con  arre- 
glo a  la  lei,  puedan  eliminarse  de  la  ce- 
sión (2). 

552.  Puesta  la  solicitud  en  conocimien- 
to del  acreedor,  tendrá  éste  el  plazo  de  seis 
dias  para  oponerse  a  la  cesión. 

Si  se  hiciere  oposición,  se  tramitará  co- 
mo incidente. 

553.  Si  se  hubiere  deducido  acción  eje- 
cutiva contra  el  deudor,  solo  podrá  éste  ha- 
cer cesión  de  bienes  a  su  acreedor  dentro 
del  plazo  concedido  para  oponer  escepcio- 
nes,  sin  suspender  la  ejecución-  i  formán- 
dose ramo  separado. 


(í)    Véase  el  inciso  2.°  del  art. '47 7  de  e«te  Có- 
digo 


(1)  Véase  Código  civil,  en  el  artículo  1614. 

(2)  Tanto  el  presente  artículo  como  los  que  si- 
guen, son  meramente  reglamentarios.  Véase  el  ar- 
tículo asa. 
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En  este  caso  tendrá,  para  acompañar  la 
esposicion  de  cau-as  i  relación  de  bienes  a 
que  .se  refiere  el  art.  551,  el  plazo  de  seis 
dias  contados  desde  que  se  hubiere  pre- 
sentado haciendo  la  cesión;  i  se  procederá 
como  lo  dispone  el  articulo  precedente. 

554.  Aceptada  la  i^esion  por  anuencia 
del  acreedor  o  por  resolución  del  tribunal, 
se  procederá  a  la  realización  de  los  bienes 
cedidos,  en  conformidad  a  Has  reglas  del 
párrafo  2."  del  presente  Titulo. 

El  acreedor  desempeñará  las  funciones 
de  depositario  i  tendrá  ademas  la  repre- 
sentación judicial  o  estra  judicial  de  los  de- 
rechos del  deudor  en  todos  los  asuntos  que 
afecten  a  los  bienes  cedidos;  pero  no  podrá 
celebrar  transacciones  o  compromisos  vo- 
luntarios sin  la  anuencia  del  deudor. 

Los  fondos  que  se  obtengan  de  la  reali- 
zación se  aplicarán  al  pago  del  crédito  a 
medida  que  se  perciban,  sin  previa  orden 
judicial. 

555.  Si  el  deudor  tuviere  la  libre  ad- 
ministración de  sus  bienes,  podrá  entregar 
desde  luego  al  acreedor,  en  pago  de  su 
obligación,  los  que  se  comprendan  en  la 
cesión,  apreciados  de  común  acuerdo. 

Sientrelosbienes  cedidos  inubiere  alguno 
de  la  clase  que  se  menciona  en  el  inciso 
segundo  del  art.  1801  del  Código  civil,  no 
valdrá  el  acuerdo  mientras  no  se  otorgue 
escritura  pública. 

TiTt>I.O    II 

Del  proeftliiniento  «ejecutivo  en  las  obliga- 
cione.**  (Se  hacer  i  <le  iio  hacer  (1). 

556.  Hai  acción  ejecutiva  en  las  obli- 
gaciones de  hacer,  cuando,  siendo  deter- 
minadas i  actualmente  exijibles,  se  hace 
valer  para  acreditarlas  algún  titulo  que 
traiga  aparejada  ejecución  en  conformi- 
dad al  art.  455. 

557.  Las  reglas  del  párrafo  1."  del  ti- 
tulo anterior  tendrán  cabida  en  el  proce- 
dimiento de  que  trata  el  presente  título,  en 
cuanto  sean  aplicables  i  no  aparezcan  mo- 
dificadas por  los  artículos  siguientes. 

558.  Si  el  hecho  debido  consiste  en  la 
suscripción  de  un  instrumento  o  en  la 
constitución  de  una  obligación  por  parte 
del  deudor,  podrá  proceder  a  su  nombre 
el  juez  que  conozca  del  litijio,  si,  requeri- 
do aquél,  no  lo  hiciere  dentro  del  plazo 
que  le  señale  el  tribunal. 

559.  Cuando  la  obligación  consista  en 


la  ejecución  de  una  obra  material,  e!  man 
damiento  ejecutivo  contendrá: 

1."  La  orden  de  requerir  al  deudor 
para  que  cumpla  la  obligación;  i 

2°  El  señalamiento  de  un  plazo  pru- 
dente para  que  dé  principio  al  trabajo. 

560.  A  mas  de  las  escepciones  espre- 
sadas en  el  articulo  485,  qu«  .sean  aplica- 
bles al  procedimiento  de  que  trata  este  ti- 
tulo, podrá  oponer  el  deudor  la  de  imposi- 
bilidad absoluta  pai-a  la  ejecución  actual 
de  la  obra  debida. 

561.  Si  no  se  opusieren  escepciones, 
.se  omitirá  la  sentencia  de  pago,  i  bastará 
el  mandamiento  ejecutivo  parí  que  el 
acreedor  haga  uso  de  su  derecho  en  con- 
formidad a  las  disposiciones  de  los  artícu- 
los siguientes  (1). 

562.  El  acreedor  podrá  solicitar  que 
se  le  autorice  para  llevar  á  cabo  por  me- 
dio de  un  tercero,  i  a  espen.sas  del  deudor, 
el  hecho  debido,  si  a  juicio  de  aquél  fuere 
esto  posible,  siempre  que  no  oponiendo  es- 
cepciones el  deudor  se  negare  a  cumplir 
el  mandamiento  ejecutivo;  i  cuando  des- 
obedeciere la  sentencia  que  deseche  las 
escepciones  opuestas  o  dejare  trascurrir 
el  plazo  a  que  se  refiere  el  número  dos  del 
artículo  559,  sin  dar  principio  a  los  tra- 
bajos. 

Igual  solicitud  podrá  hacerse  cuando, 
comenzada  la  obra,  se  abandonare  por  el 
deudor  sin  causa  justificada. 

563.  Siempre  que  hubiere  de  prece- 
derse en  conformidad  al  artículo  anterior, 
presentará  el  demandante,  junto  con  su 
solicitud,  un  presupuesto  de  lo  que  impor- 
te la  ejecución  de  las  obligaciones  que  re- 
clama. 

Puesto  en  noticia  del  demandado  el  pre- 
supuesto, tendrá  el  plazo  de  tres  dias  para 
examinarlo,  i  si  nada  observare  dentro  de 
dicho  plazo,  se  considerará  aceptado. 

Si  se  dedujeren  objeciones,  se  hará  el 
presupuesto  por  medio  de  peritos,  prece- 
diéndose en  la  forma  que  establecen  los 
artículos  507  i  508  para  la  estimación  de  los 
bienes  en  el  caso  de  remate. 

564.  Determinado  el  valor  del  presu- 
puesto del  modo  que  se  establece  en  el  ar- 
ticulo anterior,  será  obligado  el  deudor  a 
consignarlo  dentro  del  tercero  dia  á  la  or- 
den del  tribunal,  para  que  se  entreguen  al 
ejecutante  los  fondos  necesarios,  a  medida 
que  el  trabajo  lo  requiera. 

565.  Agotados  los  fondos  consignados, 
podrá  el  acreedor  solicitar  aumento    de 


(1)    V.   ,los  artículos    í5Sl   y  lóáS  del    Código 
civil. 


(1)    V.  los  articnloa  siguientes  y  el  1553  del  Có- 
digo civil. ; 
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ellos,  justificando  que  lia  Iiabido  error  en 
el  presupuesto  o  que  han  sobrevenido  cir  • 
cunstancias  imprevistas  ({ue  aumentan  el 
costo  de  la  obra. 

566.  Una  vez  concluida  la  olira,  debe- 
rá el  acreedor  rendir  cuenta  de  la  inver- 
sión de  los  fondos  suministrados  poi"  el 
deudor. 

567.  Si  el  deudor  no  consignare  a  la 
orden  del  tribunal  los  fondos  decretados.se 
procederá  a  embargarle  ¡  enajenar  bienes 
suñcientes  para  hacer  la  consignación, 
con  arreglo  a  lo  establecido  en  el  titulo 
precedente,  pero  sin  admitir  escepciones 
para  oponerse  a  la  ejecución. 

568.  Si  el  acreedor  no  pudiere  o  no 
quisiert»  hacerse  cargo  de  la  ejecución  de 
Ja  obra  debida,  en  contorm  dad  a  las  dis- 
posiciones que  preceden,  podrá  u^ar  de 
ios  demás  recursos  que  la  lei  concede  para 
el  cumplimiento  de  las  obligaciones  de  ha- 
cer, con  tal  que  no  haya  el  deudor  consig- 
nado los  fondos  exijidos  para  la  e  <-cucion 
de  la  obra,  ni  se  liayan  rematado  bienes 
para  hacer  la  consignación  en  el  caso  del 
artículo  567. 

569.  Cuando  se  pidiere  apremio  con- 
tra el  deudor,  podrá  el  tribunal  imponerle 
arresto  hasta  por  quince  dias  o  multa  pro- 
porcional, i  repetir  estas  medidas  para  ob- 
tener el  cumplimiento  de  la  obligación. 

Cesará  el  apremio  si  el  deudor  paga  las 
multas  impuestas  i  rinde  ademas  cau- 
ción suficiente,  ajuicio  del  tribunal,  para 
asegurar  la  indemnización  completa  de 
todo  perjuicio  al  acreedor. 

570.  Las  disposiciones  que  preceden  se 
aplicarán  también  a  la  obligación  de  no 
hacer,  cuando  se  convierta  en  la  de  des- 
truir la  obra  hecha,  con  tal  que  el  título  en 
que  se  apoye  consigna  de  un  modo  espreso 
todas  las  circunstancias  requeridas  por  el 
inciso  segundo  del  articulo  1555  del  Có- 
digo civil,  i  no  pueda  tener  aplicación  el 
inciso  tercero  del  mismo  articulo. 

V.n  el  caso  en  que  tenga  aplicación  este 
último  inciso,  se  procederá  en  forma  de 
incidente. 

TITIJI.O  lli 

Del  concurso  de  acreedores. 

§.    1.    Disposiciones  jenerales. 

571.  El  concurso  de  acreedores  es  to- 
luntario  o  necesario. 

Es  voluntario  el  promovido  por  el  deu- 
dor, fuera  del  caso  espresado  en  el  núme- 
ro primero  del  art.  690. 

Es  necesario  el  promovido  por  los  acree- 


dores o  declarado  de  oficio  en  los  casos  de 
los  números  segundo  i  tercero  del  precita- 
do art.  C90. 

572.  Aun  cuando  entre  los  acreedores 
haya  personas  que  gocen  de  fuero  especial 
según  la  lei,  conocerá,  no  obstante,  del  jui- 
cio de  concurso  el  tribunal  que  seria  com- 
petente sin  esta  cii-cunstancia. 

Pero  si  el  fallido  gozare  de  fuero  espe- 
cial, entenderá  en  su  concurso  el  tribunal 
que  corresponda  en  razón  del  fuero  (1). 

573.  El  concurso  produce  para  el  fa- 
llido i  sus  acreedores  un  estado  indivisiljle. 
Comprenderá  todos  los  bienes  de  aquél  i 
todas  sus  obligaciones,  aun  cuando  no 
sean  de  plazo  verjcido,  salvo  aquellos  bie- 
nes i  obligaciones  que  la  lei  espresamente 
esceptúe  (2). 

574.  Declarado  el  concurso,  se  trae- 
rán ante  el  tribunal  que  de  él  conoce  to- 
das las  causas  ordinarias  i  ejecutivas  que 
se  hallaren  pendientes  contra  el  fallido  en 
otros  tribunales  de  cualquiera  jurisdicción 
i  que  puedan  afectar  sus  bienes.  La  misma 
resolución  que  admita  o  decrete  el  con- 
curso dispondrá  esta  agregación. 

Sin  embargo,  los  juicios  posesorios,  los 
de  desahucio,  los  de  que  actualmente  es- 
tuvieren conociendo  jueces  arbitros  i  los 
que,  según  la  lei,  deban  someterse  a  com- 
promiso, seguirán  sustanciándose  o  se  pro- 
moverán ante  el  tribunal  que  conoce  o  de- 
be conocer  de  ellos  (3). 

575.  Los  juicios  ordinarios  agregados 
al  concurso  seguirán  tramitándose  con 
arreglo  al  procedimiento  que  corresponda 
.según  su  naturaleza,  hasta  que  quede  eje- 
cutoriada la  sentencia  definitiva.  Conde- 
nado el  fallido,  se  dará  cumplimiento  a  lo 
resuelto  en  la  forma  ordinaria  o  en  la  que 
determine  la  sentencia  de  grados.  Eh  ella 
hará  el  tribunal  declaración  espresa  sobre 
este  punto. 

Los  juicios  ejecutivos  se  paralizarán  en 
el  estado  en  que  se  encuentren  i  los  acree- 
dores usarán  de  su  derecho  en  la  forma 
que  establece  este  Titulo. 

Lo  cual  se  entiende  sin  perjuicio  de  lo 
dispuesto  en  los  tres  artículos  siguientes. 

576.  Los  acreedores  prendarios  o  hi- 
potecarios podrán  hacer  efectivos  sus  de- 
rechos en  los  bienes  que  estuvieren  res- 
pectivamente afectos   a  sus   créditos,  ini- 


(l)  Véanse  los  wtícnlos  210  y  Í26  de  la  ley  Or- 
gánica. 

(ü)  Véase  el  artículo  1328  del  Código  de  Co- 
mercio. 

(3)  Véase  el  artículo  1366  del  Código  de  Co- 
mercio. 
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ciando  con  tal  objeto  los  procedimientos 
que  correspondan  o  continuando  los  ya 
iniciados. 

Sea  que  dichos  acreedores  hagan  uso 
del  derecho  que  este  articulo  les  confiere, 
sea  que  dejen  en  mano--  del  sindico  la  rea- 
lización de  los  bienes  gravados,  podrán 
exijir  el  pago  e«  la  forma  iiue  establece  el 
artículo  653  (1). 

577.  Formándose  concurso  particular 
a  una  finca  gravada  con  hipotecas,  no  se 
podrán  iniciar  ni  seguir  contra  ella  ejecu- 
ciones parciales  (2). 

578.  Cuando  al  tiempo  de  la  declara- 
ción del  concurso  hubiere  pendiente  algún 
juicio  ejecutivo  por  obligación  de  hacer  i0 
existieren  depositados  ja  los  fondos  a  que 
se  rehere  el  art.  564,  continuará  la  trami- 
tación establecida  para  esta  clase  de  jui- 
cios hasta  la  total  inversión  de  dichos  fon- 
dos o  liasta  la  conclusión  de  la  obra  que 
con  ellas  debe  pagaise. 

En  los  demás  casos,  solo  podrá  el  acree- 
dor continuar  o  iniciar  sus  jestiones  para 
que  se  considere  su  crédito  por  el  valor 
de  los  perjuicios  declarados  o  que  se  de- 
clararen. 

579.  Cuando  a  algún  acreedor  corres- 
ponda «1  derecho  de  retención  en  los  casos 
señalados  por  las  leves,  no  podrá  privár- 
sele de  la  cosa  retenida  sin  que  previa- 
mente se  le  pague  o  se  le  asegure  el  pago 
de  su  crédito. 

Podrá,  sin  embargo,  el  sindico,  autori- 
zado judicialmente,  exijir  la  entrega  de  la 
cosa  retenida,  depositando  a  la  orden  del 
tribunal  un  valor  equivalente  a  ella  en  di- 
nero, sobre  el  cual  se  hará  «tectiva  la  re- 
tención. 

580.  Los  embargos  i  medidas  precau- 
torias que  existieren  decretados  en  los  jui- 
cios que  se  agreguen  al  concurso,  queda- 
rán sin  valor  desde  la  declaración  de  éste, 
solo  cuando  se  refieran  a  bienes  que,  sin 
aguardar  el  resultado  de  dichos  juicios, 
deban  realizarse  en  el  concurso  o  ingresar 
a  él. 

581.  Los  juicios  ordinarios  agregados 
al  concurso  i  ios  ejecutivos  de  que  tratan 
los  artículos  576  i  578  se  sustanciarán  con 
el  sindico,  sea  provisional  o  definitivo. 

Con  el  sindico  se  tramitarán  también 
las  nuevas  causas  que  se  iniciaren  contra 
la  masa  del  concurso,  sea  sobre  reivindi- 
cación, sea  por  otro  motivo. 

582.  Siempre  que  hubieren  de  notifi- 


carse las  resoluciones  que  recaigan  en  el 
concurso  por  medio  de  avisos  en  los  perió- 
dicos, se  fijarán  también  carteles  con  el 
mismo  objeto  en  la  secretaria  del  tribu- 
nal (1). 

§  2.  Del  concurso  vliintarto. 

583.  El  deudor  que  se  presentare  en 
concurso  voluntario  deberá  acompañar 
con  su  solicitud: 

1  .•  Una  relación  detallada  e  individual 
de  todos  sus  bients,  con  espresion  del  lu- 
gar en  que  se  encuentran,  de  su  valor  es- 
timativo i  de  los  gravámenes  a  que  estu- 
vieren afectos; 

2.°  Una  relación  de  los  bienes  que,  en 
conformidad  a  la  lei,  se  esceptúen  de  la 
cesión; 

3.°  Una  relación  de  los  juicios  que  tu- 
viere pendientes,  ya  figure  en  ellos  como 
demandante  o  demandado; 

4.*  Un  estado  de  las  deudas,  con  espre- 
sion de  los  nombres  i  domicilios  de  los 
acreedores  i  de  la  naturaleza  de  los  títulos 
en  que  consten;  i 

5.°  Una  memoria  de  las  causas  direc- 
tas e  inmediatas  del  mal  estado  de  sus  ne- 
gocios, del)iendo  en  ella  dar  cuenta  de  la 
inversión  del  producto  de  las  deudas  con- 
traidas i  de  los  demás  bienes  recibidos  en 
el  último  año. 

Se  entenderá  que  no  hace  una  esposi- 
cion  circunstanciada  i  verídica  del  estado 
de  sus  negocios,  el  deudor  que  presentán- 
dose en  concurso  voluntario,  omitiere 
cualquiera  de  las  enunciaciones  que  este 
artículo  esppe.sa  i  no  diere  razón  satisfac- 
toria de  la  omisión  (2). 

584.  Puede  el  deudor  presentarse  en 
concurso  voluntario  para  hacer  a  sus 
acreedores  cesión  de  bienes  o  proposicio- 
nes de  convenio. 

I    DE  LA  CESIÓN  DE  BIENES 

585.  Puede  hacer  cesión  de  bienss  to- 
do deudor  que  no  se  encuentre  en  alguno 
de  los  casos  espresados  en  el  art.  690,  sal- 
vo lo  dispuesto  en  el  art.  1477  del  Código 
de  Comercio. 

Lo  cual  se  entiende  sin   perjuicio  de  lo 


(1)     Véanse  los  ai  ticulos  2J97,  Í477  y  2479  del 
Código  civil. 
(S)    Eg  una  escepcion  al  5/5. 


(1^  El  Código  de  Comercio  autoriza  al  jwíz'pa- 
ra  decretar  e«a  forma  de  notificación,  «n  el  caso 
del  inciso  3."  niím.  9,  del  art.  1350.  En  el  presente 
Código  no  encontramos  otorgada  esa  atribución, 
y  el  hecho  de  haber  numerado  la  ley  espresamen- 
te  los  casos  en  qua  debe  hacerse  así.  nos  inclina  a 
creer  que  carees  de  ella;  que  es  derecho  prirativo 
de  los  acreedores,  inciso  final  del  art.  639. 

\i)    Véase  el  artículo  1618  d«l  Código  ciril. 
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establecido  en  el  art.  1617  del  Código  ci- 
vil (1). 

586.  La  resolución  conque  se  dé  cur- 
so a  la  solicitud  de  cesión  contendrá: 

1."  El  nombramiento  de  un  sindico 
provisional  que,  por  sí  o  por  apoderado, 
tome  la  administración  de  los  bienes  ce- 
didos; 

2.°  La  orden  de  convocar  a  los  acree- 
dores que  residan  en  el  territorio  de  la  Re- 
pública, para  ^ue  concurran  con  los  docu- 
mentos justificativos  de  sus  créditos  a  una 
junta  que  tendrá  lugar  el  dia  i  hora  que  el 
mismo  tribunal  designe; 

3.°  La  orden  de  que  se  haga  saber  a 
todos  los  acreedores  residentes  en  el  terri- 
torio de  la  República  que  dentro  del  tér- 
mino de  emplazamiento,  deben  presentar- 
se en  el  lugar  del  juicio,  por  si  o  por  pro- 
curador, bajo  apercibimiento  de  continuar- 
se los  procedimientos  dei  concurso  i  ha- 
cerse el  pago  de  los  créditos  sin  volver  a 
citar  a  ningún  ausente; 

4.**  La  orden  de  que  se  despaclien  los 
correspondientes  exhortos  para  hacer  sa- 
ber la  cesión  de  bienes  a  los  acreedores 
que  se  hallen  fuera  de  la  República,  man- 
dándoles que  en  el  término  de  emplaza- 
miento (el  cual  término  se  espresará  en 
cada  exhorto)  comparezcan  en  el  lugar  del 
juicio,  l>ajo  el  apercibimiento  dicho,  i  dis- 
poniendo que,  mientras  tanto,  sean  repre- 
sentados por  el  defensor  de  ausentes;  i 

5.*  La  orden  de  que  se  anuncie  la  ce- 
sión de  bienes,  el  nombramiento  de  síndi- 
co provisional  i  el  dia  señalado  para  la  jun- 
ta de  acreedores,  publicándose  en  estrado 
por  cinco  veces  en  uno  o  dos  periódicos 
del  departamento,  si  los  hubiere,  o  en  uno 
o  dos  de  la  cabecera  de  la  provincia,  en  el 
caso  contrario. 

587.  No  pueden  ser  síndicos  provisio- 
nales: 

1.*    Los  menores  de  veinticinco  años; 

2.*  Los  fallidos  que  no  estuvieren  reha- 
bilitados; i 

3.°  El  deudor  que  hace  la  cesión,  ni 
sus  parientes  dentro  del  cuarto  grado  de 
consanguinad  o  segundo  de  afinidad  (2). 

588.  Incumbe  al  síndico  provisional: 

1  "  Exijir  la  entrega  de  los  bienes  ce- 
didos i  de  los  ibros  i  papeles  de  negocios 
del  deudor; 

2  "  Cuidar  de  que  se  hagan  las  notifi- 
caciones i  la  publicación  que  se  previenen 
en  el  art.  586; 


(1)  Véanse  los  artículos  de  referencia  y  el  1342 
del  Código  de  Comercio. 

(2)  Véase  el  articulo  1413  del  Código  de   Co- 
mercio. 
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3."  Cobrar  los  créditos  vencidos  del  ac- 
tivo del  concursado; 

4.°  Adoptar  las  providencias  urjentes 
de  administración,  reparación  i  conserva- 
ción que  requieran  los  bienes  cedidos; 

5."  Enajenar  en  martillo  o  en  venta 
privada,  previa  autorización  del  tribunal, 
las  especies  que  no  puedan  conservarse 
guardándose,  i  las  que  estén  sujetas  a 
pronto  deterioro  o  a  una  inminente  i  con- 
siderable depreciación. 

La  enajenación  no  podrá  llevarse  a  efec- 
to sino  después  de  trascurridas  veinticua- 
tro horas  desde  la  notificación  del  fallido, 
si  estuviere  presente,  a  menos  que  con- 
venga espresamente  en  ella.  Si  durante 
este  plazo  hiciere  observaciones,  resolverá 
el  tribunal,  sin  ulterior  recurso,  lo  que  es- 
time prudente,  consultando  los  intereses 
del  concurso.  En  caso  de  no  encontrarse 
el  fallido  en  el  lugar  del  juicio,  se  llevará  a 
efecto  desde  luego  la  enajenación; 

6."  Reclamar  la  entrega  de  los  bienes 
que  el  deudor  hubiere  omitido  en  su  lista;  i 

7.°  Representar  los  derechos  de  los 
acreedores,  judicial  i  estrajudicialmente. 

589.  El  síndico  |  r  )visional  depositará 
en  un  banco,  o  en  poder  de  la  persona  que 
designe  el  tribunal  i  a  la  orden  de  éste,  las 
alhajas,  especies  preciosas,  efectos  públi- 
cos i  dinero  que  perciba,  con  deducción  de 
la  cantidad  que  el  mismo  tribunal  consi- 
dere necesaria  para  los  gastos  de  adminis- 
tración. 

590.  Si  el  síndico  provisional  no  tu- 
viere fondos  con  que  atender  a  los  gastos 
que  el  ejercicio  de  su  cargo  le  demande, 
pedirá  al  tribunal  autorización  para  ena- 
jenar en  la  forma  prevenida  por  el  núrae 
ro  quinto  del  art.  588,  bienes  en  cantidad 
suficiente;  o  para  lomar  dinero  a  interés, 
obligando  los  bienes  cedidos,  en  caso  de 
no  ser  éstos  de  fácil  realización. 

591.  La  junta  de  acreedores  de  que 
trata  el  número  segundo  del  art.  586  ten- 
drá lugar  con  los  que  concurran  ,  aun 
cuando  no  hayan  sido  individualmente  ci- 
tados todos  los  que  residan  fuera  del  asien- 
to del  tribunal. 

A  ella  deberán  también  concurrir  el 
deudor  i  el  síndico  provisional. 

592.  Esta  primera  junta  tiene  por  ob- 
jeto: 

I.'  Deliberar  acerca  de  la  admisión  de 
la  cesión  de  bienes; 

2."     Nombrar  síndico  definitivo;  i 

3.*  Determinar  la  remuneración  de  los 
síndicos  provisional  i  definitivo. 

Pueden  también  los  acreedores  celebrar 
en  esta  junta  los  acuerdos  que  estimen 
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convenientes,  sea  respecto  a  la  adminis- 
tración i  enajenación  de  los  bienes  cedi- 
dos, sea  en  lo  (•oncerniente  a  la  sustancia- 
cion  del  juicio  del  concur-o. 

593.  Cuando  en  un  solo  dia  no  alcan- 
zaren a  terminarse  los  asuntos  que  deben 
tiatarse  en  la  primera  junta,  continuará 
ésta  en  los  días  liábiles  inmediatos,  hasta 
que  todos  concluyan. 

594  Cinco  dias  antes  del  señalado 
para  la  junta,  presentarán  los  acreedores 
los  documentos  justificativos  de  sus  crédi- 
tos en  la  secretaria  del  tribunal,  i  allí  que- 
darán a  la  disposición  de  los  demás  acree- 
dores para  su  examen.  Se  acompañará  a 
los  documentos  una  minuta  de  las  canti- 
dades que  se  deban  por  capital,  intereses  i 
costas,  espresándose  ademas  los  abonos 
hechos  por  el  deudor. 

El  actuario  dará  recibo  de  los  títulos  de 
crédito  i  minutas  que  se  presenten,  aun- 
que las  partes  no  lo  pidan. 

Los  acreedores  que  no  tengan  documen- 
tos, presentarán  solo  la  minuta  e  indica-^ 
ráu  en  ella  los  medios  probatorios  de  sus 
créditos. 

695.  Si  cualquiera  de  los  acreedores  o 
el  lallido  ¡jidiere  que  alguno  o  todos  los 
concurrentes  juren  la  efectividad  de  sus 
créditos,  el  tribunal  lo  ordenará  inmedia- 
tamente. 

596.  Si  se  redargüyere  de  falso  alguno 
de  los  créditos,  o  se  objetare  la  capacidad 
o  personería  de  alguno  de  los  parecientes, 
o  se  suscitare  cuestión  sobre  la  cantidad 
por  la  cual  debe  considerarse  su  voto,  el 
tribunal  resolverá  lo  que  corresponda  en 
la  misma  audiencia  i  sin  ulterior  recur.so, 
para  el  solo  efecto  de  determinar  los  dere- 
chos de  los  acreedores  en  el  acto  de  la  vo- 
tación. 

597 .  El  acreedor  o  procurador  que  ten- 
ga mas  de  una  representación,  solo  tendrá 
un  voto  personal;  pero  los  créditos  que  re- 
presente, se  tomarán  en  cuenta  para  for- 
mar la  mayoría  de  cantidad  (1). 

598.  Se  prohibe  fraccionar  los  crédi- 
tos después  de  la  presentación  del  deudor 
en  concurso.  Si  se  contraviniere  a  esta 
disposición,  ni  el  contraventor,  ni  ninguno 
de  los  que  representen  las  porciones  del 
crédito  fraccionado  tendrán  voto  en  las 
juntas  de  acreedores. 

Si  el  fraccionamiento  tuviere  lugar  den- 
tro de  los  treinta  dias  anteriores  a  la  pre- 
sentación del  deudor,  todos  los  que  hagan 
valer  las  porciones  del  crédito  fraccionado 
se  contarán  como  una  sola  persona  i  emi- 


tirán un  solo  voto,  procediéndose  en  la 
forma  establecida  en  el  inciso  final  de  este 
articulo. 

No  es  ai)licable  esta  disposición  al  crédi- 
to dividido  para  verificar  la  partición  de 
una  herencia,  de  una  sociedad  o  de  «na 
comunidad  que  no  esté  esclusivamente 
formada  por  diche  crédito. 

El  crédito  perteneciente  a  una  comuni- 
dad será  representado  por  uno  solo  de  los 
comuneros.  Si  no  se  avinieren  en  la  desig- 
nación del  representante,  ninguno  de  ellos 
tendrá  voto. 

599.  Pueden  en  esta  junta  los  acree- 
dores: 

1.°  Pedir  al  deudor  esplicaciones  sobre 
las  causas  de  su  atraso; 

2."  Exijirle  que  justifique  la  inculpabi- 
lidad de  su  insolvencia;  i 

3.°  Oponerse  a  la  cesión  de  bienes  en 
virtud  de  alguna  de  las  causas  señaladas 
por  el  artículo  1617  del  Código  civil.  (1) 

600  Si  alguno  de  los  acreedores  hu- 
biere hecho  uso  del  derecho  que  les  confie- 
re el  artículo  precedente,  el  tribunal,  oido 
el  deudor,  resolverá  en  la  misma  audien- 
cia, si  le  parecieren  satisfactorias  las  espli- 
caciones dadas  por  éste. 

En  el  caso  contrario,  mandará  formar 
el  tercer  ramo  del  proceso. 

601  Los  acreedores  residentes  dentro 
del  territorio  de  la  República  que  no  hu- 
bieren sido  citados  ni  hubieren  compareci- 
do a  la  primera  junta,  i  los  que,  habiendo 
sido  citados,  no  liu hieren  tenido  para  con- 
currir el  término  de  em|)la/'.amiento,  po- 
drán oponerse  a  la  admisión  de  la  cesión 
de  bienes  i  a  los  demás  acuerdos  que  se  to- 
maren conforme  al  inci-so  final  del  art.  592, 
siempre  qua  dedujeren  la  oposición  dentro 
del  término  de  emplazamiento  que  corres- 
ponda para  el  acreedor  que  la  formula. 

602.  En  la  primera  junta  se  hará  pre- 
cisamente el  nombramiento  de  síndico  de- 
finitivo. 

603.  El  nombramiento  de  síndico  se 
hará  por  mayoría  de  votos. 

Para  que  haya  mayoría  se  requiere: 

1."  Que  se  reúnan  las  dos  terceras  par- 
tes de  los  votos  de  los  acreedores  concu- 
rrentes a  la  junta;  i 

2.*^  Que  los  créditos  ds  los  que  formen 
la  mayoría  importen,  por  lo  menos,  las 
tres  cuartas  partes  del  total  de  los  créditos 
de  los  concurrentes. 

Si  no  se  reuniere  esta  doble  mayoría, 
hará  el  nombramiento  el  tribunal,  i  su  re- 


(1)    V.  el  art.  1462  del  Código  de  Comercio. 


(1 )     V.  los  avts.  leifi  y  Ifil?  del  Código  civil. 
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solución  solo  será  apelable  en  el  efecto  de- 
volutivo. 

Las  disposiciones  del  presente  artículo 
se  aplicarán  en  todos  ios  casos  en  que  deba 
obtenerse  la  mayoría  de  los  acreedores, 
salvo  que  la  lei  establezca  una  regla  diver- 
sa. (1) 

604.  Si  entre  los  bienes  cedidos  hubie- 
re tincas  gravadas  con  dos  ó  más  hipote- 
cas, podrán  ios  acreedores  hipotecarios 
nombrar  un  sindico  particular  que  las  ad- 
ministre i  realice. 

En  cuanto  á  la-  tincas  gfravadas  con  una 
sola  hipoteca,  no  tendrá  lugar  el  nombra- 
miento de  siiuiico  particular,  i  bastará  que 
el  que  sea  nombrado  para  el  concurso  lleve 
cuenta  separada  de  todo  lo  concerniente  á 
ellas. 

605.  Los  síndicos  particulares  a  que  se 
refiere  el  articulo  anterior  serán  nombra- 
dos en  la  misma  fo.-'ma  que  los  jenerales, 
pero  solo  por  los  acreedores  hipotecarios 
que  tengan  derecho  a  tomar  parte  en  el 
concurso  especial,  i  estarán  sometidos  a 
las  mismas  reglas  que  los  síndicos  jene- 
rales. 

Los  síndicos  jenerales  podrán  intervenir 
en  los  procedin)ientos  del  concurso  espe- 
cial, con  las  facultades  de  coadyuvantes, 
en  i'iterés  de  la  masa. 

606.  No  pueden  ser  síndicos  definiti- 
vos los  que  no  pueden  serlo  provisionales. 

Podrá  desempeñar  aquel  cargo  el  fallido 
mismo,  si  la  unanimidad  de  los  acreedores 
coníturrentes  lo  nombra. 

607.  Los  síndicos  definitivos  son  man- 
datarios jenerales  de  los  acreedores  en  lo 
concerniente  al  concurso  i  representan 
también  los  derechos  del  fallido  en  cuanto 
puedan  intere>^ar  a  la  masa. 

En  consecuencia,  les  corresponde: 

1."  Representara  los  acreedores  en  jui- 
cio i  fuera  de  él; 

2."  Administrar  los  bienes  del  concurso 
i  realizarlos  con  arreglo  a  la  lei; 

3.°  Dar  cuenta  del  estado  del  concurso 
conforme  al  artículo  618;  i 

4."  Liquidar  i  pagar  los  créditos  en  con- 
formidad a  lo  que  el  tribunal  ordenare  (2). 

608.  El  cargo  de  sindico  solo  dura  die- 
ciocho meses,  contados  desde  su  acepta- 
ción. E-te  plazo  no  podrá  ampliarse;  pero 
el  sindico  que  cese  en  sus  funciones,  es- 
tando aun  pendiente  el  concurso,  podrá  ser 
reeltíjido  en  la  misma  forma  dispuesta  para 
la  primera  elección. 

609.  La  remuneración  dersindico  pro- 


visional o  definitivo  será  la  que  determine 
la  unanimidad  de  los  acreedores  concu- 
rrentes a  la  junta. 

Si  no  hubiere  unanimidad,  se  determi- 
nará por  el  tribunal  la  remuneración,  to- 
mando en  cuenta  el  trabajo  del  síndico  i  la 
cuantía  de  los  bienes  concursados,  una  ve/. 
terminado  el  cargo  i  aprobada  la  cuenta 
administratoria. 

610.  Los  síndicos  pueden  ser  removi- 
dos: 

1.°  Por  acuerdo  unánime  de  los  acree- 
dores; 

2°  A  solicitud  fundada  i  justificada  de 
cualquiera  de  éstos;  i 

3."  De  oficio,  siempre  que  el  tribunal  lo 
estime  necesario  o  conveniente  para  los  in- 
tereses de  la  masa,  sea  por  fraude,  colu- 
sión con  el  fallido  o  con  alguno  de  los  aeree- 
dores,  impericia  o  neglijencia  en  la  admi- 
nistración, que  aparecieren  de  manifiesto 
o  que  puedan  fundadamente  presumirse. 

La  solicitud  de  remoción  se  tramitará 
como  incidente,  i  el  fallo  en  que  se  diere 
lugar  a  ella,  sea  de  oficio  o  a  petición  de 
parte,  solo  será  apelable  en  el  efecto  devo- 
lutivo. 

Cuando  la  remoción  se  decretare  de  oH  - 
cío,  hará  el  tribunal  por  si  solo  el  nombra- 
miento del  nuevo  sindico. 

611.  Para  hacer  efectiva  la  responsa- 
bilidad civil  (le  los  síndicos  por  abuso  o 
descuido  en  el  ejercicio  de  su  cargo,  se  en- 
tablará demanda  ordinaria  i  en  este  juicio 
no  tendrá  el  valor  de  cosa  juzgada  el  fallo 
dicta  'O  en  el  incidente  de  remoción. 

612.  Losacreedores  i  el  deudor  podrán 
tomar  parte  en  los  procedimientos  del  con- 
curso, con  las  facultades  de  coadyuvantes, 
fuera  de  los  casos  en  que  según  la  lei  pue- 
den o  deben  intervenir, como  partes  airee - 
tas(i).  ^      ' 

613.  Desde  el  nombramiento  del  sin- 
dico definitivo,  el  juicio  de  concurso  volun- 
tario Seguirá  en  dos  ramos. 

El  primero,  que  será  el  que  contenga  las 
actuaciones  anteriores,  se  denominará  de 
Administración  del  concurso 

El  segundo  se  destinará  al  reconoci- 
miento i  graduación  de  c.-édilos  i  se  deno- 
minará de  Prelacion. 

614.  Se  formará  un  tercer  ramo  que  se 
denominará  de  Calificación,  de  La  insoLcen- 
cia: 

\.°  Cuando,  ejercitándose  por  los  acree- 
dores alguno  de  los  derechos  a  que  se  re- 
fiere el  artículo  599,  no  se  pronunciare  so- 


(1) 

(3) 


V.  el  art.  1412  del  Código  de  Comercio. 
V.  el  art.  1414  del  Código  de  Comercio. 


(1)    V.  el  urt.  1;h64  del  Código  de  Comercio. 
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bfe  el  incidente  el  tribunal  en  la  misma 
audiencia;  i 

2.»  Cuando,  habiéndose  pronunciado  el 
tribunal  en  la  misma  audiencia,  se  dedu- 
jere apelación  sobre  el  fallo. 

Primer  ramo. 

615.  Al  síndico  definitivo  se  le  entre- 
garán bajo  inventario  los  bienes,  libros  i 
papeles  del  deudor,  que  éste  o  el  síndico 
provisional  tuvieren  en  su  poder. 

Si  el  nombramiento  de  síndico  definitivo 
no  rei-ayere  en  el  provisional,  rendirá  éste 
inmediatamente  cuenta  de  su  administ)a- 
oion. 

Esta  cuenta  se  actuará  en  el  ramo  de  ad- 
ministración i  será  examinada  por  el  sín- 
dico definitivo  en  el  término  de  seis  dias. 
Si  no  la  ol)jetare  dentro  de  este  término, 
será  aprobada,  i  si  dedujere  alguna  recla- 
mación contra  ella,  será  ésta  sustanciada 
como  incidente. 

Lo  dispuesto  en  este  artículo  se  aplicará 
también  al  caso  lu  que,  cesando  por  cual- 
quiera causa  el  sindico  definitivo  durante 
el  concurso,  deba  serreemplazado por  otro. 

616.  En  la  administración  de  los  bie- 
nes del  concurso,  el  sindico  se  conformará 
a  las  reiílas  siguientes: 

1.'  No  podrá  por  si  solo  celebrar  com- 
promisos sino  en  los  casos  a  que  se  refiere 
el  articulo  176  de  la  Le¿  de  Organización  i 
Atribarionea  de  los  Tribunales.  Fuera  de 
ellos,  necesitará  autorización  judicial,  si  el 
valor  de  la  cosa  sobre  que  versa  el  compro- 
miso no  escede  de  dos  mil  pesos;  escedien- 
do de  esta  suma,  se  requerirá  ademas  ila 
aceptación  de  la  mayoría  de  los  acreedores. 

El  nombramiento  del  arbitro  será  en 
todo  caso  aprobado  por  el  tribunal,  a  me- 
nos que  haya  obtenido  o  deba  obtenerla 
aprolmcion  de  otro  tribunal  de  igual  o  su- 
perior jerarquía; 

2  *  Podrá  transijir  las  cuestiones  que 
interesen  al  concur-so  i  cuyo  valor  no  esce- 
da de  dos  mil  pesos,  con  aprobación  judi- 
cial, previa  -ludiencia  del  fallido.  Si  escede 
su  valor  de  la  suma  indicada,  se  requerirá 
ademas  aceptación  de  la  mayoría  de  los 
acrffdores 

3."  "^odrá  aceptar  las  demandas  pen- 
dientes o  í|ue  se  promovieren  contra  el  con- 
curso, en  la  misma  forma  establecida  para 
ceh'l)rar  transacciones. 

Si.  abordada  o  decretada  la  aceptación, 
alguno  o  al.uunos  de  los  acreedores  quisie-- 
ren  seguir  él  juicio  de  su  cuenta  i  riesgo,  i 
fuere  esto  posil)le  sin  comjtrometer  los  in- 
tereses del  concurso,  podrán  hacerlo  en  su 
propio  nombre.  Las  pérdidas  i  gastos  que 


resultaren  del  pleito  afectarán  en  este  cslso 
únicamente  al  acreedor  o  acreedores  que 
hubieren  litigado,  i  los  beneficios  líquidos 
que  se  obtuvieren  corresponderán  también 
solo  a  ellos,  pero  limitando  su  cobranza 
hasta  el  valor  de  sus  respectivos  créditos,  o 
del  saldo  que  no  alcanzare  a  cubrirse  con 
los  demás  bienes  del  concurso; 

4.*  Podrá  sustituirle  por  cuenta  del 
concur.so  en  los  derechos  i  obligaciones  del 
deudor  en  los  casos  en  que  la  lei  permite 
esta  sustitución,  si  obtuviere  el  acuerdo  de 
la  unanimidad  de  los  acreedores. 

Faltando  este  acuerdo,  los  acreedores- 
que  deseen  la  sustitución  podrán  reclamar- 
la en  su  propio  nombre,  siempre  que  sus 
créditos,  representen,  a  lo  menos,  una 
cuarta  parte  del  pasivo  total  del  concurso; 

5.*  Observará  lo  que  se,  establece  res- 
pecto del  sindico  provisional  en  los  artícu- 
los 588,  589  i  590;  i 

6.*  En  lo  demás,  se  estará  a  lo  dispues- 
to por  la  lei  respecto  de  los  mandatarios,  o 
a  los  acuerdos  unánimes  de  los  acreedo- 
res, en  lo  que  no  estuviere  especialmente 
determinado  por  la  lei  o  por  el  tribunal  (1). 

617.  Siempre  que  sea  necesario  obte- 
ner el  acuerdo  de  los  acreedores,  se  les 
citará  a  comparendo  por  medio  de  avisos 
publicados  en  un  pericdi  o  del  departa- 
mento, si  lo  hubiere,  o  de  la  cabecera  de  la 
provincia,  en  caso  contrario. 

Podrá  también  obtenerse  este  acuerdo 
notificándose  personalmente  a  los  acree- 
dores para  que  espongan  su  opinión  den- 
tro del  plazo  que  al  efecto  se  designe. 

En  este  último  caso,  la  unanimidad  o 
mayoría  de  que  se  trata  en  el  articulo  an- 
terior se  referirá  a  los  acreedores  que  es- 
pongan su  opinión  dentro  de  dicho  plazo. 

618.  El  primer  dia  útil  de  cada  mes 
presentará  el  síndico  una  razón  de  las  ope- 
raciones efectuadas  i  un  estado  de  los  fon- 
dos realizados  en  el  mes  anterior,  para  que 
se  agreguen  a  los  autos. 

La  infracción  de  esta  disposición  será 
causal  bastante  para  remover  al  sindico, 
salvo  que  alegue  justa  escusa  calificada 
por  el  tribunal. 

El  silencio  de  los  acreedores  sobre  los 
datos  que,  según  este  articulo,  debe  su- 
ministrar el  síndico,  no  se  estimará  co- 
mo aprobación,  ni  impedirá  que  se  obje- 
te la  cuenta  jeneral  administratoria  aun 
en  lo  que  aparezca  conforme  a  dichos  da- 
tos. (2) 


"  (l>     V.  los  arts.  1416  del  Crtdipo  de  Comercio  y 
1M8,  1394,  19(55  y  1968  del  Código  civil. 
(2)    V.  el  *rt.  1488  del  Código  de  Comercí©. 
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619.  En  este  mismo  ramo  se  actuará 
todo  lo  relativo  a  la  enajenación  de  los 
bienes  del  concurso,  a  la  cual  se  procede- 
rá inmediatamente,  si  la  unanimidad  de 
los  acreedores  no  acordare  lo  contrario. 

620.  Son  aplicaljles  a  la  tasación  i  ena- 
jenación de  los  bienes  del  concurso  las  re- 
glas dadas  en  el  párrafo  2.*  del  Titulo  I  de 
este  Libro  para  la  tasación  i  realización  de 
los  bienes  embargados,  salvo  las  modifica- 
ciones siguientes: 

1.'  Se  admitirán  posturas  inferiores  a 
las  dos  terceras  partes  de  la  tasación, 
siempre  que  convengan  en  ello  el  síndico, 
autorizado  por  todos  los  acreedores,  i  el 
deudor; 

2  *  Si  no  hubiere  postura  admisible  se 
reducirá  priidencialmente  el  avalúo  en  la 
forma  establecida  por  el  número  segundo 
delart.  62U. 

3.*  Si  tampoco  hul)iere  posturas  por  los 
dos  tercios  del  nuevo  avalúo,  i  los  acreedo- 
res no  acordaren  por  mayoría  legal  pedir 
su  adjudicación  por  dicho í  dos  tercios,  se 
pondrán  por  tercera  vez  a  remate  sin  fija- 
ción de  mínimum  para  la  oferta;  i 

4.*  No  ocurriendo  postor  alguno,  el 
tribunal  adjudicará  los  bienes  a  los  acree- 
dores por  el  precio  que  estime  prudente, 
oyendo  a  los  mismos  acreedores  i  al  deu- 
dor. 

621.  En  este  primer  ramo,  se  actuará 
también  la  demanda  del  deudor  que  se 
arrepintiere  de  la  co-ion  i  pretendiere  ha- 
cer uso  del  derecho  que  le  confiere  el  ar- 
ticulo 1620  del  Código  civil. 

622.  Hecho  el  pago  de  todos  los  crédi- 
tos o  de  la  parte  de  ellos  que  los  bienes  del 
concurso  alcanzaren  a  cubrir,  el  síndico 
rendirá  al  tribunal  la  cuenta  jeneral  de  su 
administración,  la  cual  permanecerá  en  el 
oficio  del  secretario  durante  quince  dias  a 
disposición  del  deudor  i  de  todos  los  acree- 
dores. 

La  presentación  de  la  cuenta  se  anun- 
ciará a  los  acreedores  en  la  forma  esta- 
blecida por  el  inciso  primero  del  artícu- 
lo 617. 

En  el  caso  del  art.  1620  del  Código  ci- 
vil, solo  el  deudor  es  parte  para  objetar  la 
cuenta. 

623.  Si  no  se  hiciere  oposición  dentro 
del  plazo  fijado  en  el  artículo  anterior,  se 
dará  por  aprobada  la  cuenta,  sin  perjuicio 
■de  loque  dispone  el  art.  1465  del  Código 
civil. 

El  plazo  se  contará  desde  la  fecha  de  la 
publicación,  o  desde  la  primera  que  se  ha- 
ga,cuando  el  tribunal  ordene  hacer  mas 
de  una. 


624.  Si  se  formularen  objeciones  con- 
tra la  cuenta,  se  sustanciarán  todas  conoo 
un  solo  incidente,  con  intervención  del 
sindico  i  de  los  que  hubieren  formulado 
las  objeciones,  no  dándo.se  curso  a  éstas 
sino  una  vez  espirado  el  plazo  que  concede 
el  art.  622. 

625.  Aprobada  la  cuenta  del  síndico© 
rectificada  en  su  caso,  i  pagadas  la^  deu- 
das, se  hará  entrega  al  deudor  de  los  bie- 
nes que  hubieren  quedado  sobrantes  i  de 
sus  libros  i  papeles. 

626.  Si  no  hubieren  sido  íntegramen- 
te pagadas  las  deudas,  se  conservarán  uni- 
dos a  los  autos  los  libros  i  papeles  del  fa- 
llido. 

627.  En  el  caso  a  que  se  refiere  al  ar- 
ticulo 621,  no  será  menester  esperar  la 
aprobación  déla  cuenta  jeneral  del  sindi- 
co para  hacer  al  deudor  la  entrega  de  sus 
bienes. 

628.  Se  sustanciará  también  en  el 
primer  ramo  el  incidente  relativo  al  sobre- 
seimiento del  concurso,  sea  temporal  o  de- 
finitivo. 

629.  Tiene  lugar  el  sobreseimiento 
temporal,  cuando  el  activo  no  alcanza  a 
cubrir  los  gastos  necesarios  para  la  prose- 
cución del  concurso. 

630.  Tiene  lugar  el  sobreseimiento  de- 
finitivo: 

1.*  Cuando  todos  los  acreedores  con- 
vienen en  desistirse  del  concurso  o  renai- 
ten  sus  créditos;  i 

2."  (  uando  el  deudor,  o  un  tercero  por 
él,  consigna  el  importe  de  las  costas  i  de 
los  créditos  vencidos  i  cauciona  los  demás 
a  satisfacción  de  los  acreedores. 

631.  En  el  caso  del  art.  629,  puede  el 
síndico  o  cualquier  acreedor  solicitar  el  so- 
breseimiento temporal,  i  el  tribunal  or- 
denará que  esta  solicitud  se  publique  du- 
rante diez  dias  en  un  periódico  del  depar- 
tamento, si  lo  hubiere,  o  de  la  cabecera  de 
la  provincia,  en  el  caso  contrario. 

Si  alguno  de  los  aeree  lores  se  opusiere 
durante  este  término,  se  tramitará  conlo 
un  incidente  la  oposición. 

No  se  dará  lugar  al  sobreseimiento  si  se 
justificare  la  existencia  de  bienes  suficien- 
tes o  si  alguno  de  los  acreedores  o  un  tep' 
cero  anticipare  los  fondos  necesarios  para 
la  prosecución  del  concurso.  Los  anticipos 
hechos  con  tal  objeto  gozarán  del  privile- 
jio  concedido  por  la  lei  a  las  costas  judicia- 
les i  se  pagarán  con  los  primeros  fondos 
realizados. 

632.  El  sobreseimiento  temporal  deja 
subsistente  el  estado  de  concurso,  pero  fa- 
culta a  los  acreedores  para  que  puedan 
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perseguir  individualmente  los  bienes  con- 
curs  >dos  para  el  pago  de  sus  créditos. 

633.  La  declaración  de  sobreseimiento 
teniporal  no  obsta  para  que  pueda  dedu- 
cirse acción  criminal  contra  el  fallido. 

634.  En  los  casos  del  art.  630,  presen- 
tada la  solicitud,  se  mandará  publicar  du- 
rante diez  días  en  la  forma  espresada  por 
el  art.  631. 

Si 'turante  este  término  no  se  dedujere 
oposición,  se  accederá  a  la  solicitud. 

Si  se  dedujere  oposición,  se  tramitará 
como  un  incidente  entre  el  deudor  i  el 
opositor. 

635.  Decretado  el  sobreseimiento  de- 
finitivo, cesa  el  estado  de  concurso.  En 
consecuencia  .se  entregarán  al  deudor  sus 
bienes  i  se  observará  lo  dispuesto  en  los 
arti'-ulos622  i  625. 

636.  El  tribunal,  de  oficio  o  a  instan- 
cia de  los  acreedores  o  del  deudor,  corre- 
jirá  cualquier  abuso  que  note  en  la  admi- 
nistración de  los  bienes  concursados,  adop- 
tando cuantas  medidas  estime  necesarias 
al  efecto. 

Esta  facultad  se  entiende  con  relación  al 
sindico  provisional  i  al  definitivo 

SEGU.NDO  RAMO 

637.  El  segundo  ramo  se  encabezará 
con  testimonio  literal  del  estado  de  las  deu- 
das presentado  por  el  concursado,  i  a  él  se 
agregarán  ios  documentos  justificativos  de 
sus  créditos  que  presenten  los  acreedores. 

638.  Constituida  la  sindicatura  defini- 
tiva, mandará  el  tribunal,  de  oficio  o  a  pe- 
tición de  parte,  convocar  a  ios  acreedores, 
inclusos  los  hipotecarios,  hayan  o  no  nom- 
brado sindico  particular,  al  deudor  i  a  los 
síndicos,  a  una  segunda  junta,  con  el  ob- 
jeto de  proceder  a  la  verificación  de  los 
créditos. 

Esta  junta  no  podrá  tener  lugar  antes  de 
vencido  el  término  mas  amplio  de  empla- 
zamiento para  los  acreedorfs  residentes 
dentro  del  territorio  de  la  República,  a 
menos  que  dichos  acreedores  se  hayan 
personado  en  el  juicio.  (1) 

C3d.  El  de(;reto  que  convoque  á  la  se- 
gún.ia  junta  será  publicado  en  la  forma 
que  determina  el  inciso  primero  del  arti- 
culo 617,  con  anticipación  de  quince  dias, 
a  lo  menos. 

Esta  publicación  se  estimará  como  noti- 
ficación suficiente  i  se  celebrará  la  junta 
con  solo  lo-í  que  concurran. 

Lo  cual  se  entiende  sin  perjuicio  de  lo 

(1)    y.  el  art.  1439  del  Código  da  Comercio. 


que    hubieren  unáninr.emente  acordado  los 
acreedores. 

640.  El  sindico  podrá  en  esta  junta 
hacer  valer  sus  propios  créJitos,  si  los  tu- 
viere, pero  no  representar  a  otro  acree- 
dor. (1) 

641.  Reunida  la  junta,  se  procederá  a 
la  verificación  de  loi  créditos  que  se  pre- 
sentaren por  los  respectivos  acreedores, 
principiando  por  los  hipotecarios  i  siguien- 
do respecto  de  los  demás  el  orden  que  tu- 
vieren en  el  estado  del  deudor. 

Los  acreedores  que  no  hubieren  jurado 
la  vei'dad  de  sus  crédit  is  lo  harán  al  tra- 
tarse de  ellos  en  e-^t  i  junta,  si  alguno  de 
los  oíros  acreedores  o  el  deudor  lo  pidiere. 

Si  no  alcanzare  a  terminarse  la  verifi- 
cación en  una  audiencia,  se  continuará  en 
los  días  inmediatos  hibiles  (2). 

642.  El  acta  de  esta  junta  espresará 
los  créditos  que  se  hayan  verificado,  las 
impugnaciones  hechas  i  las  preferencias 
reclamadas. 

El  acreedor  que  no  reclame  preferencia 
en  la  junt  i  de  verificación  po  Irá  hacerlo 
antes  de  que  se  dicte  en  primei-a  instancia 
la  sentencia  de  grados.  La  deman  Ja  de 
preferencia  se  notificará  en  este  caso  a 
todos  loi  acreedores,  a  costa  del  deman- 
dante, por  me  lio  de  avisos  publicados  en 
la  forma  que  establece  el  inciso  primero 
del  art.  617. 

El  no  haberse  reclamado  formalmente 
preferencia  no  obsta  para  que  el  tribunal 
declare,  en  la  sentencia  de  grados,  las  que 
consten  de  los  títulos  presentados  (3). 

643.  Tienen  derecho  de  impugnar  los 
créditos: 

1."     El  deudor; 

2."  Los  acreedores  cujos  créditos  estén 
ya  reconocidos;  i 

3.°  Los  que  aparezcan  en  el  estado  pre- 
sentado por  el  deudor. 

Puede  hacerse  esta  impugnación  no  solo 
en  la  junt  i  misma,  sino  dentro  de  loí  ocho 
dias  subsiguientes  al  e.xámen  de  cada  cré- 
dito. 

Los  síndicos  no  podrán  impugnar,  pero 
si  hacer  observaciones  respecto  de  los  cré- 
ditos que  se  presentaren,  i  deberán  sumi- 
nistrar los  datos  que  se  les  pidieren  de  ofi- 
cio por  el  tribunal,  por  los  acreedores  o 
por  el  fallido  (4). 


(1)  V.  el  art.  1444  del  Cód'go  de  Comercio. 

(2)  Véanse  los  artículos  1441  al  1446  del  Código 
de  Comercio. 

(3)  Véase  el  *rtícal3  1417  del  Código  de    Co- 
mercio. 

(4)  Véanse  los  artículos  1425  y  1443  del  Código- 
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644.  Los  créditos  veriKcados  que  no 
se  iinpuL^naron  oportunamente  se  tendrán 
por  reconocidos  (1). 

645.  Sobre  cada  uno  de  los  créditos 
impugnados  se  formará  pieza  separada, 
hasta  que  estén  en  estado  de  sentencia  de- 
finitiva. 

Las  impugnaciones  se  sustanciarán  en 
vía  ordinaria,  pero  sin  escritos  de  réplica 
i  duplica,  siendo  partes  los  impugnadores 
i  el  acreedor  cuyo  crédito  fuere  impug- 
nado (2). 

646.  Los  acreedores  que  no  concurrie- 
ren a  esta  junta,  pueden  pe'iir  la  veritica- 
cion  de  sus  créditos  con  citación  del  deu- 
dor, del  sindico  i  de  los  acreedores  cuyos 
derechos  estuvieren  ya  reconocidos,  ha- 
ciéndose las  notiñcriciones  personalmente, 
salvo  que  el  tribunal  por  motivos  fundados 
dispusiere  se  hagan  |ior  avisos  en  la  forma 
que  establece  el  inciso  primero  del  articu- 
lo 617. 

Al  pedir  esta  verificación  presentarán 
los  títulos  de  sus  créditos  i  la  minuta  de 
que  trata  el  articulo  594.  Jurai-án  ademas 
la  efectividad  de  dichos  créditos,  Vi  alguno 
de  los  otros  acreedores  o  el  deudor  lo  exi- 
jieren. 

Puede  pedirse  la  verificación  en  cual- 
quier estado  del  concurso  mientras  haya 
fondos  por  distribuir;  pero  los  acreedores 
que  comparecieren  después  de  vencido  el 
término  de  emplazamiento  pagarán  las 
costas  que  se  causen  por  el  reconocimien- 
to de  sus  eré. Utos  (3).  ^ 

647.  En  los  casos  del  articulo  prece- 
dente, el  término  para  impugnar  será  de 
ocho  dias  contados  para  cada  acreedor  i 
para  el  deudor  desde  la  reípectiva  notifi- 
cación personal,  o  desde  la  publicación  de 
los  avisos,  cuando  asi  se  hubiere  dis- 
puesto. 

648.  Solo  los  acreedores  tienen  dere- 
cho de  impugnar  las  preferencias  reclama- 
das, i  podrán  hacerlo  aun  cuando  sus  pro- 
pios créditos  estuvieren  impugnados 

Las  cuestiones  que  acerca  de  ellas  se 
susciten  se  tramitarán  en  via  ordinaria, 
pero  sin  es-ritos  de  réplica  i  duplica. 

649.  Los  acreedores  que  sostengan 
impugnaciones  en  beneficio  de  la  masa 
tendrán  derecho,  si  obtuvieren  en  el  jui- 
cio, para  que  se  les  indemnice  con  los  bie- 
nes del  concurso  de  todo  gasto  i  se  lesabo- 


(1)  Véase  el  artícalo  1450  del  Código  de  Co- 
mereio. 

(2)  Veas»  el  articulo  1451  del   citado  Código. 

(3)  Véase    el  articulo  I4f>2   del   Código    mer- 
cantil. 


no  el  honorario  correspondiente  a  sus  ser- 
vicias. 

En  caso  de  pérdida,  soportarán  ellos 
solos  los  gastos  i  no  tendrán  derecho  a  re- 
muneración (2). 

650.  Podrán  también  impugnarte  los 
acuerdos  que  se  adopten,  tanto  en  la  pri- 
mera junta  de  acreedores  como  en  las  pos- 
teriores, por  defectos  en  las  formas  esta- 
blecidas para  la  convocación  i  celebración 
de  la  junta  o  error  en  el  cómputo  de  las 
mayorías  requeridas  por  la  lei. 

S'do  podrán  hacer  esta  impugnación  el 
deudor  o  los  acreedores  que,  liabiendo 
presentado  oportunamente  los  títulos  de 
sus  créditos  o  la  minuta  en  su  caso,  no  hu- 
bieren concurrido  a  la  junta  de  que  se  tra- 
te, o  los  (jue,  concurriendo,  hayan  protes- 
tado contra  la  validez  del  acto  í  se  hubie- 
ren abstenido  de  volar.  El  término  para 
deducirla  será  de  tres  dias  contados  desde 
la  celebración  de  lajunti,  pasados  los  cua- 
les no  será  admitid  i. 

Se  sustanciará  por  los  trámites  estable- 
cidos para  los  incidentes.  Se  formará  pie- 
za separada  i  no  se  suspenderá  el  curso  de 
lo  principal,  salvo  que  el  tribunal  por  moti- 
vos fundados  resolviere  lo  contrario. 

La  sen'encia  que  recaiga  sei-á  apelable 
en  ambos  ele  tos. 

651.  Trascurrido  el  término  de  empla- 
zamiento para  los  acreedores  que  no  ha- 
yan comparecido  i  puestas  en  estado  de 
sentencia  las  cuestiones  seguidas  sobre  ve- 
rificación o  preferencia  de  créditos,  dicta- 
rá el  tribunal  la  sentencia  de  grados,  que 
contendrá: 

L"  La  enunciación  de  todos  los  crédi- 
tos presentados,  con  espresion  de  su  im- 
porte por  (Capital,  del  titulo  que  lo  acredi- 
ta i  del  nombre  del  tenedor; 

2."  La  relación  breve  de  todas  las  cues- 
tiones sobre  impugnación  de  créditos  o  so- 
bre preferencia  que  se  hayan  promoví  Jo;  i 

3  "  La  resolución  de  dichas  cuestiones 
i,  en  fonsecueneia,  el  orden  en  que  deben 
cubrirse  los  créditos,  con  designación,  én 
caso  neeesHrio,  de  los  valores  especial- 
mente destinados  a  su  pago. 

652.  A  ningún  acreedor  puede  pagár- 
sele el  todo  o  parte  de  su  crédito  antes  que 
esté  ejecutoriada  la  sentencia  de  grados. 

Llegado  este  caso,  el  sindico  presentará 
un  estado  de  la  distribución  de  los  fondos 
con  arreglo  a  lo  filiado,  el  cual  se  pondrá 
en  conocimiento  de  los  acreedores  por  me- 
dio de  avi-os  publicados  en  la  forma  dis- 
puesta por  el  inciso  primero  del  art.  617,  i 

(>)    Véase  el  articulo  2293  del  Código  civil. 
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se  le  dará  curso,  si  no  fuere  objetado  en  el 
término  de  cinco  dias  (I). 
•  653.  Sin  embargo  de  lo  dispuesto  en 
el  articulo  precedente,  los  créditos  privi- 
lejiados  o  hipotecarios  podrán  se-  pagados 
por  el  sindico  aun  antes  de  la  sentencia  de 
grados,  previa  autorización  del  tribunal, 
aiempre  que  resulte  asegurado  el  p;igo  de 
los  otros  créditos  que  gocen  derecliu  pre- 
ferente, o  se  consigne  la  cantidad  necesa- 
ria I-ara  este  ol)jeto  o  se  caucione  su  pago. 
En  cuanto  a  los  acreedores  que  gocen 
del  dereclio  ''e  retención,  se  observará  lo 
dispuesto  en  el  art.  579  (2). 

654.  Si  pagados  los  acreedores  hipo- 
tecarios i  priviíejiad  )s  i  los  ga.stos  de  ad- 
min  slracion  o  reservada  la  cantidad  ne- 
ce>aria  pan  atender  a  estos  objetos,  que- 
daren en  depiisito  tondos  del  concurso,  el 
tribunal,  con  acuerdo  déla  mayoría  de  los 
acreedores,  ordenará  que  se  repartan  di- 
chos fondos  entre  los  acreedores  comunes 
reconocidos,  a  prorrata  de  sus  créditos. 

El  estado  de  distribución,  que  formará 
el  sindico,  designará  las  cuotas  que  corres- 
pondan a  los  acreedores  ausentes  i  a  los 
.que,  habiendo  comparecido  al  concurso, 
no  hubieren  obtenido  el  reconocimiento  de 
sus  créditos  antes  de  hacerse  el  reparto. 
Estas  cuotas  se  mantendrán  en  depósito 
hasta  que,  verihcados  i  reconocidos  sus 
créditos,  las  reclamen  los  respectivos 
acreedores  o  disponga  de  ellas  el  tribunal 
conforme  a  lo  establecido  en  el  art.  G56. 

Será  aplicable  en  este  caso  lo  ordenado 
por  el  inciso  segundo  del  art.  652  (3). 

655.  La  demanda  de  los  acreedores 
morosos  no  suspenderá  la  realización  de 
los  repartos  decretados;  pero  si,  pendiente 
el  reconocimiento  de  estos  nuevos  crédi- 
tos, se  ordenare  otro  reparto,  serán  dichos 
acreedores  comprendidos  en  él  por  la  su- 
ma correspondiente,  con  calidad  de  que 
sea  mantenida  ea  depósito  hasta  la  termi- 
nación del  juicio 

Si  la  resolución  de  éste  fuere  favorable 
a  los  acreedores  reclamantes,  tendrán  de- 
recho para  exijir  que  los  dividendos  de  sus 
créditos  en  las  distribuciones  precedentes 
sean  de  preferencia  cubiertos  con  los  fon- 
dos no  repartidos;  pero  no  podrán  deman- 
dar a  los  acreedores  pagados  en  los  repar- 
tos anteriores  la  devolución  de  cantidad 
alguna,  aun  cuando  los  bienes  del  concur- 


so no  alcancen  a  cubrir  íntegramente  sus 

dividendos  insolutos  (1). 

656.  La  cantidad  reservada  para  los 
acreedores  residentes  fuera  del  territorio 
de  la  República  permanecerá  en  depósito 
hasta  el  vencimiento  del  duplo  del  térmi- 
no de  emplazamiento  señalado  para  el  país 
de  la  residencia  de  dichos  acreedores,  en 
la  tabla  que  espresa  el  art  256;  i,  si  no  se 
presentaren  i  solicitaren  dentro  de  este 
plazo  el  reconocimiento  de  sus  créditos, 
se  aplicará  al  pago  de  los  créditos  recono- 
cidos (2). 

657.  Si  algún  acreedor  comprendido 
en  la  sentencia  de  grados  no  ocurriere  a 
recibir  lo  juzgado  a  su  favor  tres  meses 
después  de  aprobada  la  cuenta  jeneral  del 
síndico,  dispondrá  el  tribunal  (|uese  depo- 
site en  arcas  fiscales  la  cantidad  que  co- 
rresponda a  dicho  acreedor,  a  la  orden  de 
éste,  tomándose  razón  del  depósito  en  la 
oficina  respectiva  i  dejando  testimonio  en 
el  proceso  de  todo  lo  obrado. 

TERCER    RAMO 

658.  El  tercer  ramo  se  iniciará  con 
testimonio  literal  del  decreto  en  que  el 
tribunal  haya  ordenado  su    formación  (3). 

659.  La  contienda  sobre  admisión  de 
la  cesión  de  bienes  se  sustanciará,  en  el 
caso  del  número  primero  del  art.  614,  co- 
mo un  incidente,  entre  el  deudor  i  el  acree- 
dor o  acreedores  que  la  hubieren  promo- 
vido. 

Si  la  oposición  fuere  sostenida  por  la 
mayoría  legal  de  los  acreeiores,  podrán 
encomendar  al  sindico  su  representa- 
ción. 

660.  La  sentencia  de  término  que  ad- 
mite la  cesión  no  impide  que  los  acreedo- 
res que  no  lian  tomado  parte  en  el  inci- 
dente, puedan  hacer  uso  del  derecho  que 
confiere  el  art.  590,  antes  de  la  distribu- 
ción délos  bienes  realizados.  La  sentencia 
que  no  admite  la  cesión  afecta  a  todos  los 
acreedores. 

661.  Cuando  de  lo  obrado  en  este  ra- 
mo resultare  mérito  para  proceder  crimi- 
nalmente contra  el  deudor  o  contra  terce- 
ros, el  tribunal  de  oficio  lo  pondrá  en  co- 
nocimiento del  juez  competente  en  lo  cri- 
minal (4). 


(1)  V.  el  art.  1503  del  Oódipo  de  Comercio. 

(2)  V.  el  art.  lóOí  del  Código  de  Comercio. 

(3)  V.  loi  arts.  603  de  este  Código  y  1504  del  de 
Comercio. 


(1)  V.  el  art.  1453  del  Código  de  Comercio. 

(2)  V,  el  art.  1505  del  Código  de  Comercio. 

(3)  V.  el  art.  1341  del  Código  de   Comercio, 

(4)  V.  el  art.  1341  del  Código  de  Comercio. 
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n    DEL    CONVENIO 

662.  Las  proposiciones  de  convenio 
pueden  hacerse  por  el  fallido  o  por  cual- 
ijuiera  de  los  acreedores,  tanto  en  el  con- 
<;urso  voluntario  como  en  el  necesario,  i 
en  cualquier  estado  de  estos  juicios.  Po- 
drán también  presentarse  por  el  deudor 
antes  de  iniciado  el  concurso,  acompaña- 
das con  todos  los  antecedentes  que  deter- 
mina el  art.  583  (1). 

663.  Las  proposiciones  del  convenio 
pueden  versar: 

1°    Sobre  remi>ion  de  parte  de  la  deuda; 
2.°     Sobre  ampliación  del  plazo; 
3."     Sobre  lo  uno  i  lo  otro  a  la  vez;  i 
4."     Sobre  cualquier   otro  objeto  licito 
relativo  al  pago  de  las  deudas  (2). 

664.  El  convenio  liebe  ser  uno  mismo 
para  todos  los  acreedores,  salvo  unánime 
acuerdo  de  éitos. 

Sin  embargo,  la  ampliación  del  plazo  se 
contará  respecto  de  todos  desde  el  dia  en 
que,  conforme  a  lo  dispuesto  por  el  art.  &7b, 
sea  obligatorio  el  convenio. 

Los  acreedores  privilejiados  o  hipoteca- 
rios i  los  que  gocen  del  derecho  de  reten- 
ción no  serán  perjudicados  por  el  acuerdo 
da  la  mayoría,  si  se  hubieren  abstenido  de 
votar.  Podrán,  sin  embargo,  limitar  la  ga- 
rantía a  una  parte  de  sus  créditos  i  votar 
como  acreedores  comunes  por  el  resto, 
obligándoles  en  esta  parte  los  acuerdos 
que  se  celebraren. 

El  convenio  no  aprovecha  a  los  Madores 
del  fallido  cuando  los  respectivo-;  acreedo- 
res se  hubieren  abstenido  de  votar  (3). 

665.  No  pueden  hacer  proposiciones 
de  convenio: . 

1.°  Los  deudores  que  estuvieren  pro- 
cesidos  por  alguno  de  ios  delitos  a  que  se 
refiere  el  art.  466  del  Código  penal;  i 

2.*  Los  que  hubieren  sido  condenados 
por  alguno  de  estos  mismos  delitos,  a  no 
ser  que  hayan  cumplido  la  pena  (4). 

666.  Las  proposiciones  de  convenio, 
antes  que  sean  aceptadas,  no  embarazan 
el  ejercicio  de  las  acciones  ejecutivas  con- 
tra el  deudor,  sea  que  dichas  acciones  se 
hayan  deducido  o  no  en  juicio. 

667.  Tampoco  se  suspenderá  por  las 
proposiciones  de  convenio  ninguno  de  los 


1 11    Este  artículo  es  análogo  al  1451  del  Código 
de  Comercio. 

(t)    V.  el  art.  1  t.íS  del  Có  li?o  de  Comercio. 
'{^)    La  disposición  del  inciso  1."  es  análoga  al 
airtículo  H79del  Código  de  Comercio. 

(4)    V.  el  art.  1169  del  Código  de  Comercio. 


ramos  de  la  cesión  de  bienes  ni  del  con- 
curso necesario,  a  menos  que  lo  pida  o 
consienta  en  el;o  la  mayoría  legal  de  los 
acreedores. 

Con  todo,  pendientes  las  proposiciones 
de  convenio,  no  podrá  el  síndico  proceder 
a  la  realización  de  otros  bienes  del  con- 
curso que  los  espresados  en  el  art.  504,  sin 
perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  art.  680. 

668.  Presentadas  las  proposiciones  de 
convenio,  el  tribunal  mandará  convocar 
a  los  acreedores  que  se  hallaren  en  el  te- 
rritorio de  la  República,  a  una  junta  que 
no  podrá  tener  lugar  antes  de  vencer  los 
quince  dias  siguientes,  o  en  el  plazo  fijado 
en  el  articulo  638,  si  el  convenio  se  pro- 
pone antes  de  iniciado  el  concurso. 

Los  acreedores  que  se  en(;ontraren  fue- 
ra del  pais  i  que  no  tuvieren  procurador, 
serán  representados  por  el  defensor  de 
ausentes  i  considerados  en  todo  caso  como 
opuestos  al  convenio  (1). 

669.  Reunidos  los  acreedores,  se  ve- 
rificarán i  jurarán  previamente  los  crédi- 
tos de  todos  los  concurrentes  que  no  hu- 
bieren cumplido  antes  con  estos  requisi- 
tos, procediéndose  en  la  forma  di -puesta 
por  los  artículos  594,  595  i  641,  en  su  caso. 
El  tribunal  someterá  en  seguida  a  delibe- 
ración las  proposiciones  de  convenio;  i  el 
síndico,  si  lo  hubiere,  hará  verbalmcMite  o 
por  escrito  una  esposicion  de  los  antece- 
dentes, del  estado  actual  i  de  los  resulta- 
dos probables  del  concurso. 

Tendrán  voto  en  esta  junta  todos  los 
acreedores  concurrentes  que  hubieren  ve- 
rificado sus  créditos,  con  escepcion  del 
cónyuje,  ascendientes  i  descend. entes  ie- 
jitimos  i  naturales,  i  hermanos  lejitimos 
del  deudor,  cuyos  créditos  no  se  tomarán 
tampoco  en  cuenta  en  la  determinación 
del  pasivo.  Podrán,  sin  embargo,  estas 
personas  tener  voto  en  el  convenio  cuando 
hubieren  de  negarle  su  aprobación. 

No  se  suspenderá  la  deliberación  sobre  el 
convenio,  ni  por  lasimpug-nnciones  que  en 
esta  junta  se  formulen  contra  uno  o  mas 
de  los  créditos  presentados,  ni  por  las  que, 
deducidas  con  anterioridad,  se  encontra- 
ren aun  sin  resolverse.  Tampoco  se  sus- 
pen  lera  la  deliberación  por  la  alegación 
de  incapacidad  legal  del  deudor  para  pro- 
poner el  convenio.  Los  impugnadores,  en 
estos  casos,  usarán  de  su  derecho  en  la 
forma  que  establecen  los  artículos  672  i  si- 
guientes; i  el  tribunal  resolverá  lo  que  co- 
rresponda en  la  misma  audiencia  i  sin  ul- 
terior recurso,  para  el  solo  efecto  de  deter- 


(1)    V.  el  art.  1457  del  Código  de  Comercio. 
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minar  los  derechos  de  los  acreedores  en  el 
acto  de  la  votación  (1) 

670.  Para  la  aceptación  de  las  propo- 
sici'inus  se  requiere  mayoría  de  dos  tercios 
de  loá  acreedores  concunvnles  a  quienes 
afecte  ul  convenio,  i  mayoría  de  créditos 
que  equi\ali;a,  a  lo  menos,  a  las  tres  cuar- 
tas parles  del  total  pasivo  del  concurso, 
es^'lu  d'islosqiie  correspondan  a  los  acree- 
dores privi!  jiados  o  hipotecarios  que  no 
h-iyaii  tomado  parte  en  el  convenio  i  a  los 
que  no  tienen  derecho  de  votar  en  él.  Se 
contidurarán  concuri-enles  para  este  obje- 
to los  ausentes  a  que  se  reñere  el  inciso  se- 
gundo del  articulo  6ti8. 

Se  requiere  unanimidad  de  votos  de  los 
acreedores  concurrentes  par.i  acordar  la 
remisión  de  la  mitad  o  mas  de  los  créditos 
o  para  conceder  un  plazo  que  esceda  de 
cuatro  años. 

Para  computar  los  votos  de  los  acreedo- 
res CUNOS  créditos  hubieren  sido  impugna- 
dos, se  observará  lo  dispuesto  en  el  articu- 
lo 596. 

Ene!  acta  que  de  lo  obrado  deberá  levan- 
tarse se  mencionarán  detalladamente  los 
ai;reedore.s  que  hubieren  votado  a  favor  i 
en  contra  del  convenio,  con  espresion  de 
los  créditos  que  representaren. 

671.  Acordado  el  convenio,  se  pondrá 
en  conocimiento  de  los  acreedorrs  que  no 
hul)itren  concurrido  a  la  junta,  para  los 
efectos  (le  los  artículos  672  i  675. 

672.  El  convenio  puede  ser  impugna- 
do por  cualquier  acreedor  que  no  haya 
concurrido  a  la  junta  o  que  haya  disentido 
del  voto  de  la  mayoría,  si  alegare  alguna 
de  las  causas  siguientes: 

1.*  Incapacidad  legal  del  deudor  para 
proponerlo; 

2.'  Defectos  en  las  formas  establecidas 
para  la  convocación  i  celebración  de  la 
junta  o  error  en  el  cómputo  de  las  mayo- 
rías requeridas  por  la  leí; 

3.*  Falsedad  o  exajeracion  del  crédito 
o  incapacidad  para  votar  en  alguno  de  los 
que  hayan  concurrido  con  su  voto  a  formar 
la  mayoría,  si,  escluido  este  acreedor,  hu- 
biera de  desaparecer  tal  mayoría; 

4.»  Intelijencia  fraudulenta  entre  uno 
o  mas  acreedores  i  el  deudor  para  votar  a 
favor  del  convenio,  o  para  abstenerse  de 
concurrir;  i 

5.*  Error  u  omisión  sustancial  en  las 
listas  de  bienes  o  de  acreedores. 

Podrán   también  oponerse  al  convenio 


los  ñadores  del  fallido,  cuando  los  respec- 
tivos acreedores  se  hubieren  abstenido  de 
votar  (1). 

673.  El  término  para  impugnar  el  con- 
venio es  de  ocho  días,  contados  desde  la 
celebración  de  la  junta  respecto  <ie  los 
acreedores  que  hubieren  concurrido  a  ella,  ^ 
i  desde  la  notiticacion  que  se  les  hiciere  en 
conformidad  a  lo  dispuesto  en  el  artículo 
671,  respecto  de  los  demás. 

674.  La  oposición  al  convenio  se  se- 
guirá como  incidente  entre  el  deudor  i  el 
acreedor  o  acreedores  que  la  hayan  formu- 
lado o  lil  fiador  en  el  caso  del  inciso  último 
del  artículo  672. 

675.  Si  no  se  dedujere  oposición  al 
convtnio  dentro  del  plazo  sefialado  por  el 
art.  67.3,  se  entenderá  aprobado  por  los 
acreedores;  i  el  tribunal  lo  declarará  así  de 
oticio  o  a  petición  de  cualquier  interesado. 

El  convenio  comenzará  a  rejir  desde  que 
cause  ejecutoria  esta  declaración.  Si  se  de- 
dujere oposición  i  fuere  Jesech  ida,  rejirá 
desde  que  cause  ejecutoria  la  sentencia  que 
ponga  término  al  incidente  de  oposición. 

676.  Kn  la  misma  junta  en  que  se 
acuerde  el  convenio  re^^olverán  los  acree- 
dores si  el  deudor  debe  o  no  quedur  sujeto 
a  intervención  en  el  manejo  de  sus  nego- 
cios, hasta  q.ie  cum|)lacoii  las  obligaciones 
que  en  diclioconvenio  se  hubiere  impuesto. 

Señalarán  tam!)ieii  las  funciones  del  in- 
terventor i  la  remuneración  que  por  ellas- 
habrá  de  gozar,  la  cual  será  determinada 
en  conformidad  a  lo  que  establece  respec- 
to de  lo-  síndicos  el  artículo  609. 

Para  dispensar  al  deudor  de  la  interven- 
ción i  para  acordar  las  funciones  del  in- 
terventor, se  i-equiere  mayoría  legaU 

Si  no  se  reuniere  la  mayoría  necesaria 
para  determinar  las  funciones  del  inter- 
ventor, se  limitará  este  a  ejercer  las  que 
espresa  el  articulo  284,  i  en  tal  caso  los 
acreedores  por  mavoría  legal  o,  en  des- 
acuerdo de  ellos,  el  tribunal,  designarán 
una  o  dos  personas  a  quienes  deba  darse  el 
aviso  a  que  dicho  artículo  se  refiere. 

677.  Aprobado  el  convenio,  se  devol- 
verán al  tribunal  de  su  orijen,  para  que 
continúe  conociendo  de  ellos,  los  procesos 
ordinaricfs  o  ejecutivos  agregados  al  juicio 
de  concurso  i  que  no  hubieren  terminado 
con  el  convenio,  siempre  que  lo  exija,  an- 
tes de  cualquiera  otra  jestion,  alguna  de 
las  personas  que  fueren  parte  en  dichos 
procesos. 

En  caso  contrario,  continuará  conocien 


(1)  El  inciso  1.®  es  análogo  a  los  arts.  1459  y 
1458  del  Código  de  Uomercio.  El  inciso  2.°  es  aná- 
logo al  M«0  y  el  3.'  al  1461. 


(1) 
U75. 


V.  el  Código  de  Comercio  arts.  1472, 1473  y 
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do  de  ellos  el  tribunal  que  hubiere  enten- 
dido en  el  concur.iO. 

678.  La  no  compare^  encia  del  deudor 
a  la  junta  en  que  debe  deliberarse  sobre 
las  pro[Joáiciones  de  convenio  i  su  omisión 
en  la  pcáctica  de  las  citaciones  i  demás  di- 
lijenciaa  necesarias  para  que  tenga  lugar 
dicha  Junta,  harán  presumir  el  abandono 
del  convenio,  salvo  escusa  justificada  (1). 

679.  Rechazadas  las  proposiciones  de 
convenio  por  no  haber  obtenido  la  mayo- 
ría necesaria  para  su  aprobación,  puede  el 
deudor  reiterarlas  por  una  sola  vez,  si  se 
presentaren  apoyadas  por  la  mayoría  abso- 
luta de  los-  acreedores  hábiles  para  votar 
sobre  ellas  (2). 

Desechado  el  convenio  pordefectoen  las 
formas  establecidas  pai-a  la  convocación  i 
celebración  de  la  junta,  por  error  en  el 
cómputo  de  las  mayuí-iai,  por  incapacidad 
para  votar  en  él,  de  algunos  de  ios  acree- 
dores que  hubieren  concurrido  a  celebrar- 
lo, o  por  error  u  omisión  su>tancial  en  las 
listas  de  bienes  o  de  acreedores,  puede  el 
deudor  ¡iroponerlo  de  nuevo,  subsanándo- 
se la  falta. 

Desechado  por  cualquiera  de  las  otras 
causas,  no  podrá  proponerse  de  nuevo  ni 
en  la  misma  ni  en  diversa  forma. 

680.  Propuesto  nuevamente  el  conve- 
nio en  el  caso  del  inciso  primero  del  arti- 
culo anterior,  continuará,  sin  embargo,  la 
marclia  del  concurso  i  la  realización  de  los 
bienes  del  deudor,  salvo  que  se  acuerde  lo 
contrario  por  mayoría  legal  de  los  acree- 
dores. Si  la  renovación  del  convenio  se  hi- 
ciere en  los  casos  del  inciso  segundo  del 
artículo  precedente,  se  estará  a  lo  dispues- 
to en  el  art.  667. 

681  El  convenio  aprobado  no  impide 
las  acciones  que  contra  el  fallido  puedan 
hacer  valer  los  acreedores  que  se  hubie- 
ren opuesto  espresamente  a  su  aceptación 
i  los  que  no  hubieren  tomado  parte  en  las 
deliberaciones  por  encontrarse  fuera  del 
país.  Podrá,  sin  embargo,  el  deudor  opo- 
nerse a  dichas  acciones  pagando  a  los  res- 
pectivos acreedores,  dentro  de  un  breve 
plazo,  que  el  tribunal  designará,  la  cuota 
que  les  habria  correspondido  percibir  en 
el  concurso.  La  estimación  de  esta  cuota  i 
la  fijación  del  plazo  se  hará  prudencial- 
mente  por  el  tribunal,  oyendo  al  deudor, 
a  ios  acreedores  interesacos  i  al  síndico,  si 
lo  hubiere. 


682.  Aprobado  el  convenio,  cesará  el 
estado  de  concurso  i  se  devolverán  a!  deu- 
dor sus  bienes,  libros  i  documentos,  sin 
perjuicio  de  las  restricciones  establecidas 
en  el  convenio  mismo. 

Los  síndicos  presentarán  sus  cuentas  ad- 
ministrativas como  en  el  caso  del  artículo 
62¿.(1) 

683.  Los  acreedores  que  no  hubieren 
comparecido  a  verificar  oportunamente 
sus  créditos  podrán  e.xigir  que  se  cun)p!a 
el  convenio  a  su  favor  en  cualquier  tiem- 
po, mientras  no  hubieren  prescrito  las  ac- 
ciones que  del  convenio  resulten.  Las  cues- 
tiones que  sobre  la  efectividad  ocuantia  de 
los  créditos  se  promuevan  se  tramitarán 
solo  con  el  deudor. 

684.  La  aprobación  del  convenio  no 
impide  las  acciones  criminales  que  puedan 
deducirse  contra  el  deudor  cun  relación  a 
su  falencia.  (2) 

685.  No  se  admitirán  otras  acciones  de 
nulidad  contra  el  convenio  aprobado  que 
lasque  se  funden  en  la  condenación  super- 
viniente  del  fallido  por  alguno  de  los  deli- 
tos a  que  se  refiere  el  art.  466  del  Código 
penal,  perpetrado  con  anterioridad  al  con- 
venio. 

Anulado  e!  convenio,  se  estinguen  de 
derecho  las  cauciones  constituidas  para 
asegurar  su  cumplimiento.  (3) 

686.  El  convenio  podrá  resolverse  por 
inobservancia  de  sus  estipulaciones,  a  so- 
licitud de  cualquier  interesado. 

687.  Las  acciones  para  reclamar  la 
nulidad  i  la  resolución  del  convenio  pres- 
criben en  seis  meses,  contados,  en  el  casa 
de  nulidad,  desde  la  fecha  de  la  sentencia 
condenatoria,  i  en  el  de  resolución,  desdo 
que  pueda  intentarse  dicha  acción.  (4) 

688.  Declarada  la  nulidad  o  la  resolu- 
ción, se  considerará  por  este  solo  hecho 
concursado  el  deudor,  i  el  tribunal  dictará 
de  oficio  las  medidas  necesarias  para  la 
seguridad  de  los  bienes  i  para  la  notifica- 
ción de  los  acreedores,  en  conformidad  a 
las  reglas  establoidas  para  el  concurso 
necesario.  (5) 

689.  Los  actos  i  contratos  de!  deudor, 
ejecutados  o  celebrados  en  el  tiempo  que 
medie  éntrela  aprobación  i  la  anulación  o 
resolución  del  convenio,  podrán  rescindir- 
se en  conformidad  al  art.  2468  del  Código 


(1)  El  art.  1468  del  Código  de  Comercio  estable- 
ce como  presunción  de  derecho,  que  el  quebrado 
rechaza  el  oiivenio  por  no  «.^istir  por  sí  o  por 
apoderado  a  las  juntas  en  que  se  trate  del  mismo. 

'a)    V.  el  art.  1466  del  Código  de  Comercio. 


(1)  Tomado  de  los  incisos  1."  y  3.°  del  art.  1484 
del  Código  de  Comercio. 

(2)  Análogo  al  art.  1476  del  Código  de  Comer- 
cio. 

(S)    V.  el  art.  1485  del  Código  de  Comercio. 
(4)    V.  el  art  i4S7  del  Código  de  Comercio. 
(51    Implícitamente  el  art.   1489  del  Código  de 
Comercio  dispone  lo  que  el  presente. 
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civil.  El  año  que  dicho  articulo  fija  para  la 
prescripción  se  contará  desde  la  fecha  de 
la  sentencia  que  declare  la  nulidad  o  la 
resolución. 

Toca  a  los  síndicos,  como  mandatarios 
de  los  acreedores,  deducir  las  acciones  co- 
rrespondientes para  solicitar  la  rescisión, 
sin  perjuicio  del  derecho  de  los  acreedores 
para  deducirlas  por  su  parte  o  coadyuvar 
a  las  que  hubieren  interpuesto  los  síndi- 
cos. Su  tramitación  se  ajustará  a  las  re- 
glas del  juicio  ordinario. 

§  3.     Del  concurso  necesario , 

690.  Tiene  lugar  el  concurso  necesa- 
rio; 

1.°  Cuando,  habiendo  hecho  el  deudor 
cesión  de"  biene^*,  se  declara  por  sentencia 
ejecutoriada  que  los  acreedores  no  están 
obüuados  a  admitirla; 

2  •  Cuando,  existiendo  tres  o  mas  títu- 
los ejecutivos  i  vencidos  contra  el  deudor 
e  iniciadas  dos  ejecuciones,  a  lo  menos,  no 
se  consignare  al  dia  siguiente  del  requeri- 
miento cantidad  bastante  para  el  pago,  o 
no  se  presentaren  bienes  suficientes  para 
responderá  él.  Cualquiera  de  los  acreedo- 
res con  título  ejecutivo  i  vencido  podrá,  en 
tal  caso,  solicitar  la  formación  del  concur- 
so. Podrán  solicitarla  también  los  demás 
acreedores,  siempre  que  justifiquen  breve 
i  sumariamente  las  circunstancias  necesa- 
rias para  impetrar  el  benettcio  que  conce- 
de el  art.  1496  del  Código  civil;  i 

3."  Cuando,  siendo  notorio  el  desapare- 
cimiento o  fuga  del  deudor,  lo  soliciten 
dos  o  mas  acreedores,  aunque  no  sean  del 
plazo  vencido. 

En  el  primero  de  los  casos  espresados  en 
este  artículo,  podrá  el  tribunal  decretar  de 
oficio  el  concurso  necesario.  (1) 

691.  La  resolución  que  disponga  la  for- 
mación del  concurso  necesario  consignará 
ademas  todos  los  puntos  que  espresa  el  ar- 
tículo 58ti;  pero  omitirá  lo  relativo  al  nom- 
bramiento de  síndico  provisiotial  si  se  hu- 
l)iere  ya  designado  alguno  en  la  cesión  de 
bienes.  (2) 

692  Todos  los  procedimientos  del  con- 
curso voluntario  serán  aplicables  al  nece- 
sario, en  cuanto  la  naturaleza  de  este  úl- 
timo lo  permita. 

Se  omitirá  la  formación  del  tercer  ramo. 
Pero  el  tribunal,  de  oficio,  comunicará  al 
respectivo  juez  en  lo  criminal  la  fuga  del 
deudor,  en  el  caso  del  número  tercero  del 


art.  690,  i  todo  hecho  que  resultare  del 
proceso  i  que  pudiere  ser  perseguido  cri- 
minalmente de  oficio. 

693.  Tiene  el  deudor  el  término  de 
cinco  dias  para  oponerse  a  la  formación 
del  concurso. 

La  oposición  se  seguirá  con  el  sindico  i 
se  tramitará  como  incidente  (1). 

694.  Cuando  el  concurso  se  decretare 
por  el  desaparecimiento  o  fuga  del  deudor, 
se  le  nombrará,  con  intervención  del  de- 
tensor de  ausentes,  un  curador  de  bienes 
que  lo  représenle  (2). 

695.  Ejecutoriada  la  declaración  del 
concurso,  present  irá  el  concursado,  den- 
tro de  cinco  dias,  los  estados  d'^  bienes  i 
deudas  i  la  memoria  de  que  trata  el  artícu- 
lo 583,  si  no  se  hubieren  acompaña  -o  con 
la  cesión  de  bienes.    . 

Si  no  lo  hiciere  podrá  el  tribunal  noner- 
lo  en  arresto  hasta  por  treinta  dias;  i  si, 
trascurrido  este  téi'mino.  tampoco  cum- 
pliere con  la  obligación  que  este  articulóle 
impone,  se  le  perseguirá  como  culpable  de 
ocultación,  salvo  impedimento  justificado. 

En  caso  de  fuga  o  desapa."ecimiento  del 
deudor,  las  disposiciones  de  este  artículo 
serán  cumplidas  por  el  curador  que  se  le 
nombre,  bajo  pena  de  remoción  (3). 

TÍTUI.O  IV 

De  los  erectos  del  ilcrecho  legal  de    reten- 
ci<»u  (4;. 

696.  Para  que  sea  eficaz  el  derecho  de 
retención  que  en  ciertos  casos  conceden 
las  leyes,  es  necesario  que  su  procedencia 
se  declare  judicialmente  a  petición  del  que 
pueda  hacerlo  valer. 

Podrá  solicitarse  la  retención  como  me- 
dida precautoria  del  derecho  que  garanti- 
za, i,  en  tal  caso,  se  procederá  conforme  a 
lo  dispuesto  en  los  arts.  289,  290  i  292. 

697.  Los  bienes  retenidos  por  resolu- 
ción ejecutoriada  serán  considerados,  se- 
gún su  naturaleza,  como  hipotecados  o 
constituidos  en  prenda  para  los  electos  de 
su  realización  i  de  la  preferencia  a  favor 
de  los  créditos  que  garantizan.  El  decreto 
judicial  que  declare  pro(;edente  la  reten- 
ción de  inmuel)les  deberá  inscribirse  en  el 
Rejistro  de  Hipotecas  (5). 


(1)    V.  el  art.  135C  del  CArligo  de  Comercio. 
:»)    V.  el  »rt.  i350  del  Código  da  Comercio. 


(1)  Véanse  los  arta.  1.S79  á  1330  del  Código  de 
Comercio  y  el  90:l  del  que  anotamos. 

(2)  Véase  el  art.  ilT,  dp.l  Códi}<  •  civil. 

(3)  Véase  el  art.  138S  del  Có  üsro  de  Comercio. 

(4)  Respecto  de  los  que  tienen  este  derecho, 
véanse  los  artí.  6tiÓ.  ni>  S9),  9 14  v  siguientes,  I9y¡, 
2162,  2l9l  á219.í,  2234,  2t5!,  2t0t,  21 W  y  2171  del  06- 
¿igo  civil,  y  751  de',  que  anotamos. 

(5)  Para  proceder  á  1&  venta  de  loe  bienes  r*íct8. 
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698.  De  la  rnisma  preferencia  estable- 
cida eii  el  articulo  anterior  gozarán  las 
cauciones  legales  que  se  presten  en  susti- 
tución de  la  retención. 

699.  Podrá  el  juez,  atendidas  las  cir- 
cunstancias i  la  cuantía  del  crédito,  res- 
trinjir  la  retención  a  una  parte  de  los  bie- 
nes muebles  que  se  pretenda  retener,  que 
basten  para  garantizar  el  crédito  mismo  i 
sus  accesorios. 

TiTi;i>o  V 

De  ,los  interdictos. 

§.  1.  Definiciones  i  regias  jencrales. 

700.  Los  interdictos  o  juicios  poseso- 
rios sumarios  pueden  intentarse: 

1.**  Para  conservar  la  posesión  de  bie- 
nes raices  o  de  derechos  reales  constitui- 
dos en  ellos; 

2.°  Para  recuperar  esta  misma  pose- 
sión (1): 

3.°  Para  obtener  el  restablecimiento 
en  la  posesión  o  mera  tenencia  de  los  mis- 
mos bienes,  cuando  dichas  posesión  o  me- 
ra tenenria  hubieren  sido  violentamente 
arrebatadas; 

4.*     Para  impedir  una  obra  nueva; 

5."  Para  impedir  que  una  obra  ruinosa 
o  peligrosa  cause  daño;  i  (2) 

6."  Para  hacer  efectivas  las  demás  ac- 
ciones posesorias  especiales  que  enumera 
el  Titulo  XIV,  Libro  II  del  Código  civil. 

En  el  primer  caso,  el  interdicto  se  llama 
quereila  de  amparo;  en  el  segundo,  que- 
rella de  restitución;  en  el  tercero,  quere- 
lla de  restahlccinuento;  en  el  cuart  >,  de- 
nuncia de  obra  nueoa;  en  el  quinto,  de- 
vuncia  de  obra  ruinosa;  i  en  el  último, 
interdicto  especial. 

701.  Los  interdictos  se  reputan  de 
mayor  cuantía,  cualquiera  que  sea  el  va- 
lor de  ios  bienes  a  que  se  refieran,  i  solo 
es  competente  para  conocer  de  ellos  el 
Juez  letrado  del  departamento  en  que  es- 
tuvieren situados  dichos  bienes.  Si  los 
bienes  por  su  situación  pertenecieren  a 
varios  departamentos,  será  competente  el 
juez  de  cualíjuiera  de  éstos. 

702.  Las  apelaciones  en  los  juicios  po- 
sesorios se  concederán  solo  en  el  efecto 
devolutivo,  salvo  que  la  lei  espresamente 
las  mande  otorgar  en  ambos  efectos  o  que 


tendrán  que  observarse  los  artí.  931  y  siguientes; 
y  respec-to  de  la  prenda,  se  seguirán  los  arts.  2.337 
y  240i)  del  Códifro  civil. 

(1)  Véanse  los  artículos  916,  92i  y  SJ6  del  Códig» 
civiL 

(2)  Losnvimeros  3.0,  4."  y  5."  concuerd*n  con 
los  artículos  928,  930  y  932  del  Código  civil. 


el  fallo  apelado  no  dé  lugar  al  interdicto; 
i  en  todo  caso  su  tramitación  se  ajustará 
a  las  reglas  establecidas  para  los  inci- 
dentes 

§.  2.  De  la  querella  de  amparo. 

703.  El  que  intente  querella  de  ampa- 
ro espresará  en  su  demanda  a  mas  de  las 
circunstancias  enumeradas  en  el  artículo 
25 i,  las  siguientes: 

1."  Que  personalmente  o  agregando  la 
de  sus  antecesores,  ha  estado  en  posesión 
tranquila  i  no  interrumpida  durante  un 
año  completo  del  dereclioen  que  pretende 
ser  amparado;  i 

2.*  Que  se  le  ha  tratado  de  turbar  & 
molestar  su  posesión  o  que  en  el  hecho  se 
le  ha  turbado  o  molestado  por  medio  de 
actos  que  espresará  circunstainMadamente. 

Si  pidiere  seguridades  contra  el  daño 
que  fundadamente  teme,  especificará  las 
medidas  o  garantías  que  solicite  contra  el 
perturbador. 

Deberán  también  espresarse  en  la  quee 
relia  los  medios  probatorios  de  que  intent- 
valerse  el  querellante;  i,  si  fueren  declara- 
ciones de  testigos,  el  nombre,  profesión  u 
oficio  i  residencia  de  éstos. 

704.  Presentada  la  querella,  señalará 
el  tribunal  el  quinto  dia  hábil  después  de 
la  notificación  al  querellado,  para  una  au- 
diencia, a  la  cual  deberán  concurrir  las 
partes  con  sus  testigos  i  demás  medios  pro- 
batorios. 

Esta  audiencia  tendrá  lugar  con  solo  la 
parte  que  asista. 

705.  La  notificación  de  la  querella  se 
practicará  en  conformidad  a  lo  que  dispo- 
ne el  título  VI  del  libro  1;  pero  en  el  «aso 
del  art.  47  se  hará  la  notificación  en  la  for- 
ma indicada  en  el  inciso  segundo  de  dicho 
articulo,  aunque  el  querellado  no  se  en- 
cuentre en  el  lugar  del  juicio. 

En  estos  casos,  si  el  querellado  no  se 
hubiere  hecho  parte  en  primera  instancia 
antes  del  pronunciamiento  de  la  sentencia 
definitiva,  se  pondrá  ésta  en  conocimiento 
del  defensor  de  ausentes,  quien  podrá  de- 
ducir i  seguir  los  recursos  a  que  hubiere 
lugar. 

706.  Cuando  el  querellado  quisiere 
rendir  prueba  testimonial,  deberá  indicar 
el  nombre,  pr^ofesíon  u  oficio  i  residencia 
de  los  testigos,  en  una  lista  que  entregará 
en  la  secretaría  i  se  agregará  al  proceso^ 
por  lo  menos  antes  de  las  doce  del  dia  que 
preceda  al  designado  para  la  audiencia. 

No  se  examinarán  testigos  que  no  estu-  ' 
vieren  mencionados  en  dichas  listas,  .salv» 
acuerdo  espreso  de  las  partes. 
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707.  Cada  parte  solo  puede  preáentar 
liaála  (íuati'o  testigos  sobre  cada  uno  de  los 
berilos  que  deben  snr  acreditados. 

708.  Se  interrogará  a  los  testigos  acer- 
ca de  los  lieclios  mencionados  en  la  de- 
manda, i  de  los  que  indiquen  las  partes  en 
la  audiencia,  si  el  tribunal  los  estima  per- 
tinentes. 

709.  Las  taclias  deberán  oponerse  a 
los  testigos ánti;s  de  su  examen;  i  si  no  pu- 
diere rendirse  en  la  misma  audiencia  la 
prueba  para  justiHcarlas  i  el  tribunal  lo  es- 
timare necesario  para  resolver  el  juicio, 
señalará  una  nueva  audiencia  con  tal  ob- 
jeto, la  cual  deberá  verificarse  dentro  de 
los  tres  dias  subsiguientes  a  la  termina- 
ción del  examen  de  los  testigos  de  la  que- 
rella. 

710.  Cuando  no  alcanzare  a  rendirse 
toda  la  prueba  en  una  sola  audiencia, 
continuará  el  tribunal  recibiéndola  en  los 
diMS  hábiles  inmediatos  hasta  concluir. 

711.  Las  reglas  establecidas  para  el 
examen  de  los  testigos  i  para  sus  tachas  en 
el  párrafo  3.°,  Título  X  del  Libro  II  de  es- 
te Código,  son  aplicables  a  la  querella  de 
amparo,  en  cuanto  no  aparezcan  modifica- 
das por  los  artículos  precedentes.  No  se 
po  Irá  en  ningún  caso  hacer  el  e.xámen  de 
los  testigos  por  otro  tribunal  que  el  que 
conozca  de  la  querella. 

712.  De  todo  lo  obrado  en  la  audiencia 
se  levantará  acti,  espresándose  con  cl.iri- 
dad  y  precisión  lo  espuesto  por  las  partes 
i  las  pruebas  presentadas. 

713.  La  sentencia  definitiva  se  pro- 
nunciará tan  pronto  como  estuviere  con- 
cluida la  prueba,  o,  a  lo  mas,  dentro  de  los 
tres  dias  subsiguientes. 

714.  Si  se  diere  lug.ir  a  la  querella,  se 
condenará  en  costas  al  demandado. 

En  el  caso  contrario,  al  actor. 

715.  Cualquiera  que_ sea  la  sentencia, 
queda  siempre  a  salvo  a  los  que  resulten 
condenados  el  ejercicio  de  la  acción  ordi- 
naria que  corresponda  con  arreglo  a  dere- 
cho, pudiendo  comprenderse  en  dicha  ac- 
ción el  resarcimiento  de  las  costas  i  per- 
juicios que  hubieren  pagado  o  que  se  les 
hubÍL'ren  causado  con  la  querella. 

No  será  admisible  ninguna  otra  deman- 
da que  tienda  aenervar  lo  resuelto  en  el 
interdicto. 

í^  3.     Da  la  querella  de  restitución, 

716.  El  que  intentare  la  querella  de 
restitución  espre.sará  en  su  demanda,  a 
mas  de  las  circunstancias  enumeradas  en 
el  arl.  251,  las  siguientes: 


1.*  Que  personalmente  o  agregando  la 
de  sus  antecesores,  ha  estado  en  posesión 
tranquila  i  no  interrumpida  durante  un 
Mño  completo,  del  derecho  en  que  preten- 
de ser  amparado;  i 

2.*  Que  ha  sido  despojado  de  la  pose- 
sión por  medio  de  actos  que  indicará  con 
la  posible  claridad  i  especificación.  (1) 

717.  Son  aplicables  a  la  querella  de 
restitución  las  disposiciones  del  párrafo  2.* 
del  presente  Titulo. 

§  4.     De  la  querella  de  restableciíaiento 

718.  El  que  intentare  la  querella  de 
restablecimiento  espondrá  clara  i  deter- 
minadamente en  su  demanda,  a  mas  de 
las  circunstancias  indicadas  en  el  art.  251, 
la  violencia  conque  ha  sido  despojado  de 
la  posesión  o  tenencia  en  que  pretende  ser 
restablecido. 

719.  Es  aplicable  a  la  querella  de  re.s- 
tablecimiento  lo  dispuesto  en  el  inciso  final 
del  art.  703  y  en  los  arls.  704  a  714  inclu- 
sive para  la  querella  de  amparo. 

720  La  sentencia  pronunciada  en  eíte 
juicio  deja  a  salvo  a  las  partes,  no  solo  el 
ejercicio  de  la  acción  ordinaria  en  confor- 
midad al  art.  715,  sino  también  el  de  las  ac- 
ciones posesorias  que  les  correspondan  (2). 

§.  5.  De  la  denuncia  de  obra  nueca. 

721.  Presentada  la  demanda  para  la 
suspensión  de  una  obra  nueva  denuncia- 
ble,  el  juez  decretará  provisionalmente  di- 
cha suspensión  i  mandará  que  se  tome  ra- 
zón del  establo  i  circunstancias  de  la  obra 
i  que  se  aperciba  al  que  la  estuviere  eje- 
cutando con  la  demolición  o  destrucción, 
a  su  costa,  de  lo  que  en  adelante  se  hicie- 
re. En  la  misma  resolución  mandará  el 
tribunal  citar  al  denunciante  i  al  denun- 
ciado para  que  concurran  a  la  audiencia 
del  quinto  dia  hábil  después  de  la  notifica- 
ción dei  demandado,  debietido  en  ella  pre- 
sentarse los  documentos  i  demás  medios 
probatorios  en  que  las  partes  funden  sus 
pretensiones  (3). 

722.  No  es  necesaria  la  notificación 
del  denunciado  para  llevar  a  efecto  la  sus- 
pensión decretada.  Bastará  para  esta  sus- 
pensión la  notificación  del  que  estuviere 
dirijiendo  o  ejecutando  la  obra. 

723.  Suspendida  la  obra,  i  mientras 
esté  pendiente  el  interdicto,  solo  podrá  ha-^ 


(1)  V.  el  art.  J2G  del  Código  civil. 

(2)  Vé«,ae  el  art.  9¿8  derC(!digo  civ'tL 

(',)  No  debe  admitirse  esta  tramitación  sino  para 
las  obras  que  se  enumeran  en  los  arts.  930  i  9;u  del 
Código  civil. 
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cense  en  ella  lo  que  sea  absolutamente  in- 
dispensable para  que  no  se  destruya  loedi- 
íicado. 

Es  necesaria  la  autorización  del  tribunal 
para  ejecutar  las  obr  is  u  que  se  refiere  el 
inciso  precedente.  El  tribunal  s*í  pronun- 
ciará sobre  esta  autorización  con  la  urjen- 
cia  que  el  caso  requiera,  i  procederá  de 
plano,  o,  en  caso  de  duda  i  para  mejor 
proveer,  oyendo  el  dictamen  de  un  perito 
nombrado  por  él,  el  cual  no  podrá  ser  re- 
cusado. 

724.  Si  las  partes  quisieren  rendir 
prueba  testimonial,  se  sujetarán  a  lo  pre- 
venida a  este  respecto  en  el  párrafo  2.*  de 
este  Titulo. 

Si  alij;uiia  de  las  parles  lo  pidiere,  i  en 
concepto  del  tribunal  fueren  necesarios 
conocimientos  periciales,  se  oirá  el  dicta- 
men de  un  perito,  quo  se  espedirá  dentro 
•de  un  breve  plazo  que  aquél  señalará. 

725.  El  tribunal  pronunciará  senten- 
cia definitiva  dentro  de  tercero  di  i  des- 
pués de  la  audiencia,  o  de  la  presentación 
del  dictamen  del  perito,  en  su  caso. 

En  la  sentenci  1  se  ratificará  la  suspen- 
sión provisional  decretada  o  se  mandará 
alzarla,  dejando  a  salvo,  en  todo  caso,  al 
vencido  el  ejercicio  de  las  acciones  ordi- 
narias que  le  competan,  para  que  se  decla- 
re el  derecho  de  continuar  la  obra  o  de 
hacerla  demoler. 

Podrá,  sin  embargo,  el  tribunal,  a  peti- 
ción de  parte,  ordenar  en  la  misma  sen- 
tencia la  demolición,  cuando  estimare  que 
el  mantenimiento  aun  temporal  de  la  obra 
ocasiona  grave  perjuicio  al  denunciante  i 
■diere  éste  suficiente  caución  para  respon- 
der por  los  resultados  del  juicio  ordinario. 

La  sentencia  que  ordene  la  dejiiolicion 
será  apelable   en  ambos  efectos. 

En  todo  caso,  la  sentencia  llevará  conde- 
nación d-í  costas. 

726.  Si  se  ratificare  la  suspensión  de 
la  obra,  podrá  el  vencido  pedir  autoriza- 
ción para  continuarla,  llenando  las  condi- 
ciones siguientes: 

1.'  Acreditar  que  de  la  suspensión  de 
la  obra  se  le  siguen  graves  perjuicios; 

2.*^  Dar  caución  suficiente  para  res- 
ponder de  la  demolición  de  la  obra  i  de  la 
indemnización  de  los  perjuicios  que  de 
continuarla  puedan  seguirse  al  contendor, 
en  caso  que  a  ello  fuere  condenado  por 
sentencia  firme;  i 

3.*  Deducir,  al  mismo  tiempo  de  pedir 
dicha  autorización,  demanda  ordinaria 
para  que  se  declare  su  derecho  de  conti- 
nuar la  obra. 

La  primera  de  las  condiciones  espresa- 


das i  la  «alificacion  de  la  caución,  serán 
materia  de  un  incidente. 

§.  6.  De  La  denuncia  de  obra  ruinosa. 

727.  Si  se  pidiere  la  demolición  o  en- 
mienda de  una  obra  ruinosa  o  peligrosa,  o 
el  afianzamiento  o  estraccion  de  árbole.« 
mal  arraigados  o  espuestos  a  ser  derriba- 
dos por  casos  de  ordinaria  ocurrencia,  el 
tribunal  practicará,  a  la  mayor  brevedad, 
asociado  de  un  perito  nombrado  por  él 
mismo  i  con  notificación  de  las  partes  i 
asistencia  de  la  que  concurra,  una  inspec- 
ción personal  (fe  la  couslruccion  o  árboles 
denunci;idos.  Podrá  también  cada  parte, 
si  lo  estima  conveniente,  asociarse  para 
este  acto  de  un  perito;  i  en  el  acta  que  de 
lo  obrado  se  levante  se  harán  constar  las 
opiniones  o  informes  periciales,  la-  obser- 
vaciones conducentes  que  hicieren  los  in- 
teresados i  lo  que  acerca  de  ello  notare  el 
juez  que  practica  la  dilijencia. 

Cuando  el  reconocimiento  hubiere  de 
practicarse  a  mas  de  cinco  kilómetros  de 
distancia  de  los  limites  urbanos  de  la  po- 
blación en  que  funciona  el  tribunal,  podrá 
éste  cometer  la  dilijencia  al  juez  inferior 
que  corresponda  o  a  otro  ministro  de  fe, 
quienes  procederán  asociados  del  [lerito 
que  el  tril)unal  designe  i  en  la  forma  que 
dispone  el  incido  anterior  (1). 

728.  Con  el  mérito  de  la  dilijencia  or- 
denada por  el  articulo  precedente  fallará 
el  tribunal  dentro  de  tercero  dia,  sea  de- 
negando lo  pedido  por  el  querellante,  sea 
decretando  la  demolición,  enmienda,  añan- 
zamiento  o  estraccion  a  que  hubiere  lu- 
gar. 

Cuando  la  dilijencia  de  reconocimiento 
no  hubiere  sido  praclii;ada  por  el  tribunal, 
podrá  éste,  antes  de  dictar  sentencia,  dis- 
poner que  se  rect'fique  o  amplié  en  los 
puntos  que  estime  necesarios. 

729.  Es  aplicable  a  la  denuncia  de 
obra  ruinosa  lo  dispuesto  en  el  art.  705. 

730.  En  la  misma  sentencia  que  orde- 
na la  demolición,  enmienda,  afianzamien- 
to o  estraccion,  puede  el  tribunal  decretar 
desde  luego  las  medidas  urjentes  de  pre- 
caución que  considere  necesarias,  i  ade- 
mas que  se  ejecuten  dichas  medidas,  sin 
que  de  ello  pueda  apelarse. 

731.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en 
el  articulo  precedente,  la  apela  ion  de  la 
sentencia  definitiva  en  este  interdicto  se 
concederá  en  arabos  efectos. 

732.  Cuando  se  diere  lugar  al  inter- 


(1)    Véa,se  el  art.  40,5  de  este  Código. 
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dicto,  no  se  entenderá  reservado  el  dere- 
cho de  ejercer  en  via  ordinaria  ninguna 
acción  que  tienda  a  dejar  sin  efecto  lo  re- 
suelto. 

§.  7.   De  los  interdictos  especiales. 

733.  Si  se  pidiere  la  destrucción  o  mo- 
dificación de  las  obras  a  que  se  refieren 
los  artículos  936  i  937  del  Código  civil,  se 
procederá  en  la  forma  dispuesta  por  los 
artículos  727,  728,  729  i  730  del  presente 
Código. 

734.  Si  por  parte  del  querellado  se 
alegare  que  el  interdicto  no  es  admisible 
por  haber  trascurrido  tiempo  bastante 
para  constituir  un  derecho  de  servidum- 
bre, se  dará  a  esta  oposición  la  tramita- 
ción de  un  incidente  i  se  recibirá  a  prue- 
ba, sin  perjuicio  de  practicarse  la  inspec- 
ción por  ei  tribunal. 

Para  recibir  esta  prueba,  el  tribunal  se- 
ñalará la  audiencia  correspondiente  al 
quinto  día  hábil  después  de  la  úllima  noti- 
íicacion,  i  a  ella  deberán  concurrir  las 
partes  con  sus  testigos  i  demás  medios 
probatorios.  Dicha  audiencia  tendrá  lugar 
con  solo  el  interesado  que  asista. 

La  parte  que  quisiere  rendir  prueba 
testimonial  deberá  entregaren  secretaria, 
para  que  se  agregue  al  proceso  antes  de 
las  doce  del  dia  que  preceda  al  de  la  au- 
diencia, una  lista  de  los  testigos  de  que 
piense  valerse,  con  espresion  de  su  nom- 
bre, profesión  u  oficio  i  residencia. 

Son  aplicables  en  este  caso  las  dispo- 
siciones de  lo-;  artículos  707  a  712  inclu- 
sive. 

735.  Las  acciones  que  se  conceden 
por  los  arts.  939,  941  i  942  del  Código  ci- 
vil, se  sujetarán  al  procedimiento  estable- 
cido en  los  arts.  727,  728,  729  i  730  del  pre- 
sente Código 

Si  se  alegare  la  escepcion  a  que  se  refie- 
re el  inciso'  final  del  art.  941  del  Código 
civil,  se  procederá  como  lo  dispone  el  ar- 
tículo precedente. 

736.  Si  se  pidiere  la  suspensión  de  las 
obras  de  que  tratan  los  artícuhrs  874,  875, 
878  i  944  del  Código  civ  1,  el  tr¡l)unal  pro- 
cederá como  en  el  caso  de  la  denuncia  de 
obra  nueva. 

737.  El  derecho  que  para  hacer  regar 
un  pozo  concede  el  art.  945  del  Código  ci- 
vil es  materia  de  un  juicio  ordinario. 

738.  Las  sentencias  que  se  dictaren 
en  los  interdictos  de  que  trata  e.^te  párrafo 
dejan  a  s  ilvo  su  derecho  a  las  partes  para 
deducir  en  via  ordinaria  las  acciones  que 
por  la  lei  les  correspondan. 


§  8.  Disposiciones  comunes  á  los  dos  pá-^ 
rrajoa  precedentes. 

739.  Si  la  denuncia,  en  los  casos  a 
que  se  refieren  los  dos  párrafos  preceden- 
tes, se  dedujere  por  acción  popular  i  se  re- 
clamare la  recompensa  que  establece  el 
art.  948  del  Código  civil,  se  pronunciará- 
sobre  ella  el  tribunal  en  la  misma  senten- 
cia que  dé  lugar  al  interdicto;  pero  la 
cuantía  de  esta  recompen.sa  la  fijará  pru- 
dencialmente  dentro  de  los  limites  que  se- 
ñala dicho  artículo,  ovendo  en  audiencia 
verbal  a  los  interesados,  después  de  la  eje- 
cución de  la  sentencia. 

740.  Lo  dispuesto  en  los  párrafos  6.*  i 
7.°  de  este  Titulo  se  entiende  sin  perjuicio 
de  las  medidas  administrativas  o  de  poli- 
cía a  que  haya  lugar  según  las  leyes. 

TITtJI.O   YI 

Ve  la  citación  ele  eviccion. 

741.  La  citación  de  eviccion  deberá 
hacerse  antes  de  recibirse  la  causa  a  prue- 
ba; o,  si  no  fuere  procedente  la  prueba, 
antes  de  citarse  a  las  partes  para  oir  sen- 
tencia definitiva. 

Para  que  se  ordene  la  citación  de  evic- 
cion deberán  acompañarse  antecedentes 
que  hagan  aceptable  la  solicitud  (1). 

742.  Decretada  la  citación,  se  suspen- 
derán los  trámites  del  juicio  por  el  térmi- 
no de  diez  dias  si  la  persona  a  quien  debe 
citarse  reside  en  el  departamento  en  que 
se  sigue  el  pleito  Si  se  encuentra  en  otro 
departamento  o  fuera  del  territorio  de  la 
República,  se  aumentará  diciio  término  en 
la  forma  establecida  en  ei  art.  256. 

Vencidos  estos  plazos  sin  que  el  deman- 
dado haya  h^cho  practii-ar  la  citación,  po- 
drá el  demandante  pedir  que  se  declare 
caducado  el  derecho  de  aquél  para  exijir- 
la  i  que  continúen  los  trámites  del  juicio, 
o  qu3  se  le  autorice  para  llevarla  a  efecto 
a  costa  del  demandado  (2). 

743.  Las  personas  citadas  de  eviccion 
tendrán  para  comparecer  al  juicio  el  tér- 
mino de  emplazimiento  que  corresponda 
en  conformidad  a  los  artículos  255  i  si- 
guientes, suspendiéndose  mientras  tanto 
el  procedimiento  Si  a  petición  de  ellas  se 
hiciere  igual  citación  a  otras  personas,  go- 
zarán también  éstas  del  mismo  derecho. 

744.  Si  comparecieren  al  juicio  las 
personas  citadas,  se  observará  lo  dispues- 
to en  el  art.  1844  del  Código  civil,  conli- 


(1)     V.  el  art.  30.3  d-.  este  Código. 
1 2)    V.  los    artículos    1840    y   1843   del   CódiRo 
civil. 
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nuando  los  trámites  de  aquél  según  el  es- 
tado que  a  la  sazón  tuvieren.  En  caso  con- 
trario, vencido  el  término  de  emplaza- 
miento, continuará  sin  más  trámite  el 
procedimiento. 

TITCI.O  Yll 

Be   los  juiciu.s  eMpeciule»)   <Iel  contrato  de 
arreiitlaiuieuto. 

§  1.  Del  desahucio ,  del  lanzamiento  i  de 
La  retención. 

745.  El  desahucio  déla  cosa  arrenda- 
da puede  efectuarse  judicial  o  estrajudi- 
cialmente. 

La  prueba  del  desahucio  ostrajudicia!  se 
sujetará  a  las  realas  je  aérales  del  Titu- 
lo XXI.  Libro  IV'del  Código  civil  i  a  1.  s 
procedimientos  que  establece  el  presente 
Código. 

El  desahucio  judicial  se  efectuará  noti- 
ficando al  arrendador  o  arrendatario,  en 
conformidad  al  art.  7Ü5,  el  decreto  en  que» 
el  juez  manda  puni'r  en  conocimiento  de 
uno  u  otro  la  noticia  anticipada  a  que  se 
refiere  el  art.  1951  del  Código  civil. 

746.  Cuando  el  arrendador  o  el  arren- 
datar, o  des;diuciado  reclamare  contra  este 
desahucio,  citará  el  tribunal  a  las  partes 
para  la  audiencia  del  quinto  día  hábil  des- 
pués de  la  últuTia  notificación,  a  fin  de 
que  concurran  con  sus  medios  de  prueba  i 
esponi^an  lo  conveniente  a  su  derecho. 

747.  Esta  reclamación  solo  podrá  en- 
tablarse dentro  de  los  diez  dias  subsiguien- 
tes a  la  noticia  del  desahucio. 

748.  La  reclamación  se  notificará  al 
que  hace  el  desahucio  en  la  forma  que  dis- 
pone el  art.  705,  debiendo  intervenir  el 
defensor  de  ausentes  en  los  casos  i  para 
los  efectos  que  allí  se  espresan. 

749.  La  audiencia  señalada  tendrá  lu- 
gar con  solo  la  parte  que  concurra. 

Si  hubiere  de  rendirse  prueba  testimo- 
nial, se  procederá  en  conformidad  con  lo 
dispuesto  en  los  artículos  706  a  712  inclu- 
sive. 

750.  En  el  acta  que  se  levante,  a  mas 
de  las  pruebas  acompañadas,  se  mencio- 
narán con  brevedad  las  alegaciones  de  las 
partes.  Sin  otro  trámite,  pronunciará  el 
tribunal  sentencia  inmediatamente,  o,  a 
mas  lardar,  dentro  de  tercero  dia. 

751.  Si  la  reclamación  apareciere  in- 
terpuesta fuera  del  plazo  que  concede  el 

.art.   747  ó  si   los  fundamentos  en  que  se 
apoya  no  fueren  legales,  o  no  resultaren 
comprobados,  ,-?erá  desechada  por  el  tri- 
bunal, manti  niéndose  el  desahucio   i  de- 
Si  euNDA  Serie. — Tomo  II. 


signándose  en  la  misma  sentencia  el  dia 
en  que  deba  hacerse  la  restitución  de  la 
cosa  arrendada. 

En  caso  contrario,  se  declarará  sin  lu- 
gar el  desahucio. 

752.  Si.  ratificado  el  desahucia,  llega- 
re el  dia  señalado  para  la  restitución  sin 
que  el  arrendatario  haya  desalojado  la  fin- 
ca arrendada,  éste  será  lanzado  de  ella  a 
su  costa,  previa  orden  del  tribunal  notifi- 
cada en  la  forma  establecida  por  el  arti- 
culo 51. 

753.  Si  el  arrendatario  desahuciado 
retardare  la  restitución  de  la  cosa  mueble 
arrendada,  o  si  se  tratare  de  un  desahucio 
de  arrendamiento  de  servicios,  se  i)roce- 
derá  a  la  ejecución  de  la  sentencia  en  con- 
formidad a  las  reglas  jenerales. 

754.  Cuamlo  el  arrendatario  desahu- 
ciado reclamare  indemnizaciones,  hacien- 
do valer  el  derecho  de  retención  que  otor- 
ga el  articulo  1937  dul  Código  civil,  deberá 
interponer  su  reclamo  dentro  del  plazo  de 
diez  dias  que  concede  el  artículo  747  del 
presente  Código,  i  se  tramitará  i  fallará 
en  la  misma  forma  que  la  oposición  al 
desahucio.  El  tribunal,  sin  perjuicio  de  lo 
que  se  estableciere  sobre  el  desahucio,  re- 
solverá si  hai  o  no  lugar  a  la  retención  so- 
licitada. 

755.  Si  el  arrendatario  pretendiera 
burlar  el  derecho  de  retención  que  conce- 
de al  arrendador  el  artículo  1942  del  Có- 
digo civil,  estr.ayendo  los  objetos  á  que 
dicho  artículo  se  refiere,  podrá  el  arren- 
dador solicitar  el  auxilio  de  cua'quier  fun- 
cionario de  policía  para  impedir  que  se 
saquen  esos  objetos  de  la  propiedad  arren- 
dada. 

El  funcionario  de  policía  prestará  este 
auxilio  solo  por  el  término  de  dos  dias,  sal- 
vo que  trascurrido  este  plazo,  le  ex!iil)iere 
el  arrendador  copia  autorizada  de  la  orden 
de  retención  espedida  por  el  tribunal  com- 
petente. 

756.  Los  gastos  hechos  por  el  arren- 
datario en  la  cosa  arrendada  con  posterio- 
ridad al  desahucio  no  le  autorizarán  para 
pedir  su  retención. 

757.  Si,  raHficado  el  desahucio  i  lle- 
gadj  el  momento  de  la  restitución,  existie- 
re retención  decretada  a  favor  del  arren- 
datario, i  no  hubiere  el  arrendador  caucio- 
nado el  pago  de  las  indemnizaciones  debi- 
das, no  podrá  éste  pedir  lanzamiento  sin 
que  previamente  pague  dichas  indemniza- 
ciones o  asegure  su  pago  a  satisfacción  del 
tribunal. 

758.  Si  hubiere  labores  o  plantíos  que 
el  arrendatario  reclamare  como  de  su  pro- 
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piedad,  o  mejoras  útiles  cuyos  materiales 
pudiere  separar  i  llevarse  sin  detrimento 
de  la  cosa  arrendada,  se  estenderá  dilijeii- 
cia  espresiva  de  la  clase,  estensión  i  estado 
de  las  cosas  reclamadas. 

Esta  reclamación  no  será  un  obstáculo 
para  el  lanzamiento. 

759.  En  los  casos  a  que  se  refiere  el 
articulo  precedente,  se  procederá  al  avalúo 
d«  las  labores,  plantíos  ó  materiales  recla- 
mados, por  peritos  nombrados  en  la  forma 
que  espresa  el  articulo  416. 

760.  Practicada  esta  dilijencia,  podra 
el  arrendatario  reclamar  el  abono  de  la 
cantidad  en  que  haya  sido  apreciado  lo 
que  ci-eyere  corresponderle,  o  que  se  le 
permita  separar  i  llevarse  los  materiales. 

Esta  reclamación  se  tramitará  como  m- 

cidente.  ,.    .     ,         i  1 1     -j 

761.  El  procedimiento  establecido  en 
este  párrafo  se  observará  también  cuando 
se  exija  la  restitución  de  la  cosa  arrendada 
por  la  espiración  del  tiempo  estipulado 
para  la  duración  del  arrendamiento,  o 
por  la  estincion  del  derecho  del  arrenda- 
dor. ,  ...     . 

El  plazo  para  oponerse  a  la  restitución  o 
para  hacer  valer  el  derecho  de  retención 
por  indemnizaciones  debidas,  correrá  des- 
de que  el  que  pide  la  terminación  del 
arrendamiento  haga  saber  á  la  otra  parte 
su  intención  de  exijirla.  . 

Cuando  se  tratare  de  bienes  inmuebles, 
la  misma  sentencia  que  deseche  la  recla- 
mación ordenará  además  el  lanzamiento, 
si  estuviere  vencido  el  plazo  del  contrato; 
salvo  que  existieren  retenciones  decreta- 
das á  favor  del  arrendatario  por  no  haber- 
se otorgado  las  cauciones  a  que  se  refiere 
el  articulo  757  (1)  .       j  i 

762  Cuando  la  terminación  del  arren- 
damiento resultare  de  sentencia  judicial, 
en  los  casos  previstos  por  la  leí,  podrá 
adoptarse  el  procedimiento  del  articulo 
anterior  o  el  que  corresponda  para  la  eje- 
cución de  dicha  sentencia,  a  elección  de  la 
parte  a  qui«n  ella  favorezca  (2). 

763.  Las  sentencias  en  que  se  ratifi- 
que el  desahucio  o  se  ordene  el  lanzamien- 
to, las  que  den  lugar  a  la  retención,  i  las 
que  dispongan  la  restitución  de  la  cosa 
arrendada,  en  los  casos  de  los  dos  articu-- 
los  anteriores,  solo  serán  apelables  en  el 
efecto  devolutivo,  i  la  apelación  se  trami- 
tará como  en  los  incidentes. 


§  2.  Dtf  /a  Icrminacion  inmediata 
del  arrendamiento. 

164^.  Cuando  la  lei  autorice  al  arren- 
dador para  pedir  la  terminación  inmediata 
del  arrendamiento,  como  en  los  casos  pre- 
vistos por  lo^  artículos  1972  i  1973  del  Có- 
digo civil,  señalará  el  tribunal  la  audien- 
cia del  quinto  día  hábil  después  de  la  nuti- 
,íicac¡on  del  demandado,  a  fin  de  que  con- 
curran las  partes  con  sus  medios  de  prueba 
i  espongan  lo  conveniente  a  su  derecho. 
Tendrá  lugar  la  audiencia  con  solo  el  in- 
teresado que  asista. 

Si  hubiere  de  rendirse  prueba  testimo- 
nial, se  procederá  con  arreglo  a  lo  esta- 
blecido en  los  dos  últimos  incisos  del  arti- 
culo 734. 

765.  Es  aplicable  á  la  notificación  de 
la  demanda  en  este  caso  lo  dispuesto  por  el 
art.  705. 

766.  Cuando  el  tribunal  lo  estime  ne- 
cesario, podrá,  antes  de  dictar  sentencia, 
nombrar  un  perito  que  informe  sóbrelos 
hechos  alegados  o  practicar  una  inspección 

personal. 

767 .  Terminada  la  audiencia  o  practi- 
cadas las  dilijencias  a  que  se  refiere  el  ar- 
ticulo anterior,  el  tribunal  pronunciará  su 
resolución  inmediatamente  o,  a  mas  tar- 
dar, dentro  de  tercero  dia. 

768.  Cuando  la  terminación  del  arren- 
damiento se  pidiere  por  falta  de  pago  de  la 
renta,  en  conformidad  a  lo  dispuesto  por 
el  artículo  1977  del  Código  civil,  la  segun- 
da de  las  reconvenciones  a  que  dicho  arti- 
culo se  refiere  se  practicará  ocurriendo  al 
tribunal  respectivo,  quien  citará  a  las  par- 
tes a  una  audiencia  inmediata  i  procederá 
en  lo  demás  con  arreglo  a  lo  establecido  en 
los  artículos  precedentes  (1). 

769.  El  arrendador  \ne  pretenda  ha- 
cer uso  de  los  derechos  concedidos  por  el 
art.  1979  del  Código  civil,  se  ajustará  a  lo 
establecido  en  el  Titulo  XII  de  este  Libro 
sobre  el  procedimiento  sumario. 

770  En  los  casos  de  los  arts.  1989  i 
2009  del  Código  civil,  la  terminación  del 
arrendamiento  se  someterá  a  las  disposi- 
ciones del  art.  761.  ,-  -    ■, 

771  Cuando  las  sentencias  dictadas  en 
los  casos  de  que  trata  el  presente  párrafo 
dieren  lugar  a  la  terminación  del  arrenda- 
miento, solo  serán  apelables  en  el  efecto 
devolutivo,  i  el  recurso  se  tramitara  como 
en  los  incidentes. 


(1)  V.  los  de  referencia  y  el  &rt.  1954  del  Código 

civil.  „„.  ,-oK 

(2)  V.  103  arti.  1H9,  1567,  1838,  1958,   1Í7«  7   1»»5 
del  Código  civil. 


f  1^  Pura  que  el  arrendatario  quede  comstituido 
en  mora,  es  necesario  el  requerimiento  de  que  ha- 
Kl  art.  1949  del  Código  civil,  conforme  al  nú- 
mero 3.»  del  1551. 


CHILB. — CÓDIGO   DE   PROCEDIMIENTO   CIVIL 


«75 


§  3.  Disposición  común  á  los  dos  párrafos 
precedentes. 

772.  Las  sentencias  que  se  pronuncien 
en  conformi  iad  a  los  dos  párrafos  prece- 
dentes no  privarán  a  las  partes  del  ejerci- 
cio de  las  acciones  ordinarias  a  que  ten- 
gan derecho,  sobre  las  mismas  cuestiones 
resueltas  por  aquellas. 

TITULO  Tlll 

»•  !••  juicios  sobre  e»n«en«iiniento  para  el 
nialriniuaio  (i). 

113.  Cuando  el  menor  a  quien  se  nie- 
gue el  conaentuniento  para  contraer  ma- 
trimonio, en  los  casos  en  que  debe  espre- 
sarse la  causa  del  disenso,  quisiere  recla- 
mar de  esta  negativa,  ocurrirá,  sin  nece- 
sidad de  un  curador  especial,  al  tribunal 
respectivo,  i  éste  designará  dia  i  hora  para 
una  audiencia  a  la  cual  asistirán  personal- 
mentejlos  interesados. 

En  caso  de  impedimento  grare  i  perma- 
nente o  de  larga  duración,  podrá  hacerse 
representirel  impedido  por  medio  de  pro- 
curador. Si  el  impedimento  fuere  acciden- 
tal o  pasajero,  i  se  hiciere  valer  antes  del 
momento  déla  audiencia,  podrá  ésta  sus- 
penderse hasta  por  segunda  vez.  seiialán- 
dose  nnevo  día  para  su  celebración 

Fuera  del  caso  previsto  en  el  final  del  in- 
ciso precedente,  la  audiencia  tendrá  luchar 
con  solo  el  que  concurra;  i.  si  la  persona 
que  debe  prestar  el  consentimiento  no 
comparece,  se  entenderá  que  retira  el  di- 
senso. 

774.  En  esta  audiencia  procurará  el 
tribunal  en  todo  caso  un  avenimiento  ami- 
gable. 

775.  Si  no  se  alegare  causa  legal  para 
el  disenso,  el  tribunal  lo  declarará  fnefícaz 
1  autorizará  al  menor  para  contraer  ma-^ 
trimonio, 

776  Si,  espresando  el  demandado  cau- 
«a  legal,  no  reconociere  el  menor  la  exis- 
tencia de  los  hechos  en  que  se  funda,  se- 
ñalara el  tribunal  otra  audiencia  para  que 
las  partes  concurran  con  sus  medios  de 
prueba  i  aleguen  lo  conveniente  a  su  dere- 
cho. 

Esta  audiencia  tendrá  lugar  con  solo  el 
que  asista,  pudiendo  en  ella  i  en  los  trámi- 
tes posteriores  del  juicio  hacerse  represen- 
tar las  partes  por  procuradores. 

777.  Tres  días  a  lo  menos  antes  de  la 
audiencia  presentará  cada  parte  una  lista 
ae  sus  testigos,  con  espresion  del  nombre, 

ciVirií""'  ^°'  "■*••  ^"^  *^  ^^*  y  ^  ^«10  del  Códi- 


profesión  u  oficio  i  residencia  de  cada  uno 
de  ellos. 

No  se  examinarán  testigos  que  no  estu- 
vieren mencionados  en  dichas  listas  salvo 
acuerdo  espreso  de  las  partes. 

778.  Cada  parte  solo  puede  presentar 
hasta  cuatro  testigos  sobre  lo  principal  o 
sobre  tachas  en  este  juicio. 

779.  El  examen  de  los  testigos  se  ha- 
rá en  la  forma  ordinaria,  i  se  les  interro- 
gara sobre  los  hechos  consignados  en  el 
acta  de  la  primera  audiencia  para  fundar 

0  para  impugnar  el  disenso,  siempre  que 
tales  hechos  sean  pertinentes,  a  juicio  del 
tribunal  (I).  "^ 

780.  Si  se  dedujeren  tachas,  se  pro- 
cederá en  la  forma  prevista  en  el  art.  709 

La  t.icha  que  se  funde  en  parentesco  deí 
testigo  con  la  parte  que  lo  presenta,  será 
apreciada  prudenciairaente  por  el  tribunal 

1  podrá  admitirla  o  desecharla,  con  tal  que 
en  este  segundo  caso  el  testigo  sea  tam- 
bién pariente  de  la  parte  que  dedúcela 
tacha. 

781.  Cuando  una  audiencia  no  basta- 
re, continuará  el  tribunal  ocupándose  en 
el  mismo  asunto  en  los  dias  hábiles  inme- 
diatos hasta  concluir. 

El  acta  contendrá,  a  mas  de  las  pruebas 
presentadas,  la  enunciación  breve  de  las 
alegaciones  de  las  partes. 

Terminada  la  audiencia  o  audiencias  que 
hubieren  sido  necesarias,  el  tribunal  pro- 
nunciará sentencia  sin  mas  trámite. 

782.  Podrá  el  tribunal,  si  lo  estima 
conveniente,  designar  una  casa  particular 
pira  que  en  ella  se  verifiquen  las  audien- 
cias que  tengan  lugar  en  estos  juicios 

783.  La  apelación  en  este  juicio  «e 
tramitará  como  en  los  incidentes. 

TITtJLO  IX 

*ei  jaíelo    arbitral. 

§  1.  Del  juicio  seguido  ante  arbitros  de 
derecho. 

784.  Los  arbitros  de  derecho  se  some- 
terán, tanto  en  la  tramitación  como  en  el 
pronunciamiento  de  la  sentencia  definiti- 
Ya,  a  la»  reglas  que  la  lei  establece  para 
losjueces  ordinarios,  según  la  naturaleza 
de  la  acción  deducida. 

Sin  embargo,  en  los  casos  en  que  la  lei 
lo  permita,  podrán  concederse  alárbitro  de 
derecho  las  facultades  de  arbitrador  en 
cuanto  al  procedimiento,  i  limitarse  al  pro 
nunciamiento  de  la  sentencia  definitiva  la 

(1)    Véanie  loi  artt.  3.5t  al  S60  de  eate  Código. 
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aplicación  estricta  de  la  lei.  La  tramitación 
se  ajustará  cu  tal  caso  a  las  reglas  del  pá- 
rrafo siguiente. 

Por  motivos  de  manifiesta  conveniencia 
podrán  los  triliunales  autorizar  la  conce- 
sión al  arbitro  de  derecho  de  las  faculta- 
des de  que  trata  el  ¡nci:>o  anterior,  aun 
cuando  uno  o  mas  de  los  interesados  en  el 
juicio  sean  incapaces. 

785.  En  los  juicios  arbitrales  se  harán 
las  notificaciones  personalmente  o  por  cé- 
dula, salvo  que  las  partes  unánimement» 
acordaren  otra  forma  de  notificación. 

786.  Si  los  árijitros  fueren  dos  o  mas, 
todos  ellos  deberán  concurrir  al  pronun- 
ciamiento de  la  sentencia  i  a  cualquier 
acto  de  sustanciacion  del  juicio,  a  menos 
que  las  partís  acordaren  otra  cosa. 

No  poniéndose  de  acuerdo  los  arbitros, 
se  reunirá  con  ellos  el  tercero,  si  lo  hu- 
biere, i  la  mayoría  pronunciará  resolu- 
ción. 

787.  En  caso  de  no  resultar  mayoría 
en  el  pronunci.imiento  de  la  sentencia  de- 
finitiva o  de  ot'-a  clase  de  resoluciones, 
siempre  que  elhis  no  fueren  apelables,  que- 
dará sin  efecto  el  compromiso,  si  éste  fue- 
re voluntario.  'Si  fuere  forzoso,  se  proce- 
derá a  nombrar  nuevos  arbitros. 

Cuando  pueda  deducirse  el  recurso,  ca- 
da opinión  se  estimará  como  resolución 
distinta,  i  se  elevarán  los  antecedentes  al 
tribunal  de  alzadn,  para  que  resuelva  co- 
mo fuere  de  deret-ho  sobre  el  punto  que 
hubiere  motivado  el  desacuerdo  de  los  ar- 
bitros. 

788.  Toda  la  sustanciacion  de  un  jui- 
cio arbitral  se  liará  ante  un  ministro  de  fe 
designado  pnr  el  arbitro,  sin  perjuicio  de 
las  implicancias  o  recusaciones  que  pudie- 
ren las  partes  reclamar;  i  si  estuviere  in- 
habilitado o  no  hubiere  ministro  de  te  en 
el  lugar  del  juicio,  ante  una  persona  que, 
en  calidad  de  actuario,  designe  el  arbi- 
tro. 

Cuando  el  arbitro  deba  practicar  dili- 
jencias  fuera  del  lugar  en  que  se  siga  el 
compromiso,  ]>odrá  intervenir  otro  minis- 
tro de  fe  o  un  actuario  designado  en  la 
forma  que  espresa  el  inciso  anterior  i  que 
resida  en  el  lugíir  donde  dichas  dilijencias 
han  de  practicarse. 

789.  No  podrá  el  arbitro  compelerá 
ningún  testigo  a  que  concurra  a  declarar 
ante  él.  Solo  podrá  tomar  las  declaracio- 
nes de  los  que  voluntariamente  se  presten 
a  darlas  en  esta  forma. 

Cuando  alguno  se  negare  a  declarar,  se 
pedirá  por  conducto  del  arbitro  al  tribunal 
ordinario   correspondiente  que  practique 


la  dilijencia,  acompañándole   Jos  antece 
dentes  necesarios  para  este  objeío. 

Los  tribunales  de  derecho  podran  come- 
ter esta  dilijencia  al  arbitro  mismo  asisti- 
do por  un  ministro  de  fe. 

790.  Para  el  examen  de  testigos  i  para 
cualquiera  otra  dilijencia  fuera  del  lugar 
del  juicio,  se  procederá  en  la  forma  dis- 
puesta por  el  inciso  segundo  del  artículo 
precedente,  dirijiéndose  por  el  arbitro  la 
comunicación  que  corresponda  al  tribunal 
que  deba  entender  en  dichas  dilijencias. 

791.  Para  la  ejecución  de  la  sentencia 
definitiva  se  podrá  ocurrir  al  arbitro  que  la 
dictó,  si  no  estuviere  vencido  el  plazo  por 
que  fué  nombrado,  o  al  tribunal  ordinario 
correspondiente,  a  elección  del  que  pida 
su  cumplimiento. 

Tratándose  de  otra  clase  de  resoluciones 
corresponde  al  arbitro  ordenar  su  ejecu- 
ción. 

Sin  embargo,  cuando  el  cumplimiento 
de  la  resolución  arbitral  exigiere  [irocedi- 
mientos  de  apremio  o  el  empleo  de  otras 
medidas  compulsivas,  o  cuando  hubiere  de 
afectar  a  terceros  que  no  sean  parte  en  el 
compromiso,  deberá  ocurrirse  a  la  justicia 
ordinaria  para  la  ejecución  de  lo  resuelto. 

§  2.  Del  juicio  seguido  ante  arbitradores. 

792.  El  arbitrador  no  está  obligado  a 
guardar  en  sus  procedimientos  i  en  su  fa- 
llo otras  reglas  que  las  que  las  partes  ha- 
yan espresado  en  el  acto  con>-titutÍYO  del 
compromiso. 

Si  las  partes  nada  hubieren  dicho  a  este 
respecto,  se  observarán  las  reglas  estable- 
cidas en  los  artículos  que  siguen. 

793.  El  arbitrador  oirá  a  los  interesa- 
dos, recibirá  i  agregará  al  proce-<o  los  ins- 
trumentos que  le  pre.senten;  practicará  las 
dilijencias  que  estime  necesarias  para  el 
conocimiento  de  los  hechos,  i  dará  su  fallo 
en  el  sentido  que  la  prudencia  i  la  equidad 
le  dictaren. 

Podrá  oir  a  los  interesadocA,  por  separa- 
do, si  no  le  fuere  posible  reunirlos  (1). 

794.  Si  el  arbitrador  creyere  necesario 
recibir  la  causa  a  prueba,  decretará  este 
trámite. 

í',s  aplicable  a  este  caso,  lo  dispuesto  en 
los  artículos  789  i  790. 

795.  El  arbitrador  practicará  solo  o 
con  asistencia  de  nn  ministro  de  fe,  según 
lo  estimare  conveniente,  los  actos  de  sus- 
tanciacion que  decretare  en  el  juicio,  i  con- 
signará por  escrito  los  hechos  que  pasaren 

(2)    Vésiíe  el  artículo  9S7  de  este  Código. 
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ante  él  i  cuyo  testimonio  le  exigieren  los 
interesados,  si  fueren  necesarios  para  el 
fallo. 

Las  dilijencias  probatorias  concernien- 
tes al  juicio  de  couiprouiiso  (jue  se  practi- 
caren ante  los  tribunales  or  iinarios  se  so- 
meterán a  las  reglas  establecidas  para  és- 
tos. 

796.  La  sentencia  del  arbitrador  con- 
tendrá: 

1.°  La  designación  de  las  partes  litigan- 
tes; 

2.°  La  enunciación  breve  de  las  peticio- 
nes deducidas  por  el  demandante. 

3."  La  misma  enunciación  de  la  defen- 
sa aleg  ida  por  el  demandado; 

4.'  Las  razones  de  prudencia  o  de  equi- 
dad que  sirven  de  fundamento  a  la  sen- 
tencia; i 

5."  La  decisión  del  asunto  controver- 
tido. 

La  sentencia  espresará,  además,  la  fe- 
cha i  el  lugar  en  que  se  pide;  llevará  al  pié 
la  ñrma  del  arbitrador,  i  será  autorizada 
por  un  ministro  de  fe  o  por  dos  testigos  en 
su  delecto. 

797.  Si  fueren  dos  o  mas  los  arbitrado- 
res,  dfberáii  todos  ellos  concurrir  al  pro- 
nunciamiento de  la  sentencia  i  a  cualquier 
otro  acto  de  sustanciación,  salvo  que  las 
partes  acordaren  otra  cosa. 

Cuando  no  Iiubiere  acuerdo  entre  losar- 
bitradores,  se  llamará  al  tercero,  si  lo  hu- 
liiere;  i  la  mayoría  formará  resolución. 

No  pudiendo  obtenerse  mayoría  en  el 
pronunciamiento  de  la  senteucia  definitiva 
o  de  otra  clase  de  resoluciones,  quedará  sin 
efecto  el  i-om premiso  si  no  pudiere  dedu- 
cirse apelación.  Habiendo  lugar  a  este  re- 
curso, .se  elevarán  los  antecedentes  a  los 
arbitradores  de  segunda  instancia,  para  que 
resuelvan  c^mo  estimen  conveniente  sobre 
la  cuestión  que  motiva  el  desacuerdo  (1). 

798.  Solo  habrá  lugar  a  la  apelación  de 
la  sentencia  del  arbitrador  cuando  las  par- 
tes, en  el  instrumento  en  que  constituyen 
el  compromiso,  espresaren  que  se  reservan 
dicho  recurso  para  ante  otros  arbitros  del 
mismo  carácter  i  designaren  las  personas 
que  han  de  desempeñar  este  cargo  (2). 

799.  La  ejecución  de  la  sentencia  de 
los  arbitradores  se  sujetará  a  lo  dispuesto 
en  el  articulo  79L 

°  3.  Disposición  comvn  a  los  dos  párra- 
fos precedentes. 

800.  Los  espedientes  fallados  por  árbi- 

(1)    Véanse  los  artículos  786  i  787. 

(3)    Yéaie  «1  Artículo  187  de  U  Uy  OrgánicR. 


tros  o  arbitradores  se  archivarán  en  el  de- 
partamento donde  se  hubiure  constituido  el 
compromiso,  en  el  oHcio  del  funcionario  a 
quien  correspondería  su  custodia  si  se  hu- 
biera seguido  el  juicio  ante  los  tribunales 
ordinarios. 

TITt'LO  IL 

Me  loa  juiei4»a  sobre  pjirtieíoMi  4e  bieaea. 

801.  Fuera  de  los  casos  en  que  la  lei 
autoriza  a  los  comuneros  para  hacer  por 
si  solos  la  división  de  las  co^as  comunes, 
podrán  proceder  de  esta  manera,  aunque 
entre  ellos  hubiere  personas  que  no  ten- 
gan la  libre  disposición  de  sus  bienes,  siem- 
pre que  no  se  presentaren  cuestiones  que 
resolver  i  todos  estuvieren  de  acuerdo  so- 
bre la  manera  de  hacer  la  división. 

Serán,  sin  embargo,  necesarias  en  este 
caso  la  tasación  de  los  bieneá  por  peritos  i 
la  aprobación  de  la  partición  por  la  justi- 
cia ordinaria,  del  mismo  modo  que  lo  se- 
rian si  se  procediera  ante  un  partidor.  (1) 

802.  Cuando  hubiei'e  de  nombrarse 
partidor,  cualquiera  de  los  comuneros  ocu- 
rrirá al  tribunal  que  correspunda,  pidién- 
dole que  cite  a  todos  los  interesados  a  tin 
de  hacer  la  designación,  i  se  procederá  a 
ella  en  la  forma  establecida  para  el  nom- 
bramiento de  peritos. 

Si  hubiere  partidor  nombrado  por  los  in- 
teresados, o  por  el  difunto  en  el  caso  del 
art.  1324  del  Código  civil,  i  fuere  ne -esa- 
ria  la  aprobación  judicial  del  nombra- 
miento en  conformidad  a  la  lei,  bastará  el 
fallo  que  la  conceda  para  que  el  partidor 
pueda  ejercer  sus  funciones,  previa  su 
acei  tacion  i  el  juramento  legal.  (2) 

803.  El  término  que  la  lei,  el  testador 
o  las  partes  concedan  al  partidor  para  el 
desempeño  de  su  cargo  se  contará  desde 
que  éste  sea  aceptado,  deduciendo  el  tiem- 
po durante  el  cual,  por  la  interposición  de 
recursos  o  por  otra  causa,  hubiere  estado 
totalmente  interrumpida  la  jurisdicción  del 
partidor. 

804.  Se  estenderán  a  los  partidores 
las  reglas  establecidas  respecto  de  los  ar- 
bitros en  el  Titulo  precedente,  en  cuanto 
no  aparezcan  modificadas  por  las  del  pre- 
sente Titulo  i  sean  apIioHbles  a  las  cuestio- 
nes que  aquéllos  deben  resolver  Sin  em- 
bargo, las  partes  mayores  de  edad  i  libres 
administradores  de  sus  bienes,  podrán  dar- 
les el  carácter  de  arbitradores. 


(1)  V.  los  artíeuloi  176  de  1*  ley  Orgránic»;  1518, 
1528,  ISÍ.S,  1SI6  y  I3i2del  Código  cÍTÍl. 

(a)  V.  los  artículos  172  y  SSi  de  la  ley  Orgánica, 
7  955  d«l  Código  civil. 
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Los  actos  de  los  partidores  serán  en  to- 
do caso  autorizados  por  un  notario  o  se- 
cretario de  un  juzgado  de  letras. 

805.  Las  materias  sometidas  al  cono- 
cimiento del  partidor  se  ventilarán  en  au- 
diencias verbales,  consignándose  en  las 
respectivas  actas  sus  resultado.s:  o  por  me- 
dí)  i-.e  .solicitudes  escritas,  cuando  la  natu- 
raleza e  importancia  de  las  cuestiones  de- 
batidas asi  lo  e.\ijan.  Las  resoluciones  que 
se  dii-ten  con  tal  objeto  serán  inapela- 
bles. (1) 

806.  Cuando  se  designaren  dias  deter- 
minados para  las  audiencias  ordinaria»,  se 
enti'nderá  que  en  ellas  pueden  celebrarse 
válidamente  acuerdos  sobre  cualquiera  de 
los  asuntos  comprendidos  en  el  juicio,  aun 
cuando  no  estén  presentes  todot  los  inte- 
resados, a  menos  que  se  trate  de  revocar 
acuerdos  ya  celebrados,  o  que  sea  necesa- 
rio el  consentimiento  unánime  en  confor- 
midad a  la  lei  o  a  los  acuerdos  anteriores 
de  las  partes. 

Modificada  la  designación  de  dia  para 
las  audiencias  ordinarias,  no  producirá 
efecto  mientras  no  se  notifique  a  todos  los 
que  tengan  derecho  de  concurrir. 

807.  Entenderá  el  partidor  en  todas 
las  cuestiones  relativas  a  la  formación  e 
impugnación  de  inventarios  i  tasaciones,  a 
las  cuentas  de  los  albaceas,  comuneros  i 
administradores  de  los  bienes  comunes,  i 
en  todas  las  demás  que  la  lei  especialmen- 
te le  encomiende,  o  que,  debiendo  servir 
de  base  para  la  repartición,  no  sometiere 
la  lei  de  un  modo  espreso  al  conocimiento 
de  la  justicia  ordinaria. 

Lo  cual  se  entiende  sin  perjuicio  de  la 
intervención  de  la  justicia  ordinaria  en  la 
formación  de  los  inventarios,  i  del  derecho 
de  los  albaceas,  comuneros,  administrado- 
res i  tasadores  para  ocurrir  también  a  ella 
en  cuestiones  relativas  a  sus  cuentas  i  ho- 
norarios, siemjjre  que  no  hubieren  ace|)ta- 
do  el  roiiipromiso,  o  que  éste  hubiere  ca- 
ducado o  no  estuviere  constituido  aun. 

808.  Podrá  el  partidor  fijar  plazo  a  las 
partes  para  que  formulen  sus  peticiones  so- 
bre las  cuestiones  que  deban  servir  de  ba- 
se a  la  partición. 

Cada  cuestión  que  se  promueva  será 
tramitada  separadamente,  con  audiencia 
de  todos  los  que  en  ella  tengan  intereses, 
sin  entorpecer  el  curso  de  las  demás  i  sin 
que  se  paralice  en  unas  la  jurisdicción  del 
partidor  por  los  recursos  que  en  otras  se 
deduzcan.  Podrán,  sin  embargo,  acumu- 
larse líos  o  mas  de  dichas  cuestiones  cuan- 


do fuere  procedente  la  acumulación   en 
conformidad  a  las  reglas  jenerales. 

Las  cuestiones  parciales  podrán  fallarse 
durante  el  juicio  divisorio  o  reservarse  pa- 
ra la  sentencia  ñnal. 

809.  Mientras  no  se  hava  constituido 
el  juicio  divisorio  o  cuando  falte  el  arbitro 
que  debe  entender  en  él,  corresponderá  a 
la  justicia  ordinaria  decretar  la  forma  en 
que  han  de  administrarse  pro-indiviso  lo» 
bienes  comunes  i  nombrar  a  los  adminis- 
tradores, si  no  se  pusieren  de  acuerdo  en 
ello  los  interesados. 

Organizado  el  compromiso  i  mientras 
subsista  la  jurisdicción  del  partidor,  a  él 
corresponderá  entender  en  estas  cuestio- 
nes, i  continuar  conociendo  en  las  que  se 
hubieren  y  i  promovido  o  se  promovieren 
con  ocasión  de  las  medidas  dictadas  por 
la  justicia  ordinaria  para  la  administración 
de  los  bienes  comunes. 

810.  Para  acordar  o  resolver  lo  con- 
veniente sobre  la  administración  pro-indi- 
viso, se  citará  a  todos  los  interesados  a  com- 
parendo, el  cual  se  celebrará  con  solo  los 
que  concurran.  No  estando  todos  presen- 
tes, solo  podrán  acordarse,  por  ma\orid 
absoluta  de  los  concurrentes,  que  repre- 
sente a  lo  menos  la  mitad  de  los  derechos 
de  la  comunidad,  o  por  resolución  del  tri- 
bunal a  falta  de  mayoría,  todas  o  algunas 
de  las  medidas  siguientes: 

1.*  Nombramiento  de  uno  o  mas  admi- 
nistradores, sea  de  entre  los  mismos  inte- 
resados o  estraños. 

2.'  Fijación  de  los  salarios  de  los  admi- 
nistradores i  de  sus  atribuciones  i  deberes; 

3.*  Determinación  del  jiro  que  deba 
darse  a  los  bienes  comunes  durante  la  ad- 
ministración joro-inrfíot;;»  i  del  máximum 
de  gastos  que  puedan  en  ella  hacerse;  i 

4.*  Fijación  de  las  époeas  en  que  deba 
darse  cuenta  a  los  interesados,  sin  perjui- 
cio de  que  ellos  puedan  exijirlas  estraordi- 
nariamente,  si  huljiere  motivo  justifi'';ido, 
i  vijilar  la  administración  sin  emljarazar 
los  procedimientos  de  los  administradores. 

811.  Para  poner  término  al  goce  gra- 
tuito de  aliiuno  o  algunos  de  los  comune- 
ros sobre  la  cosa  común,  bastará  la  recla- 
mación de  cualquiera  de  los  interesados; 
salvo  que  este  goce  se  funde  en  algún  ti- 
tulo especial. 

812  Los  terceros  acreedores  que  ten- 
gan derechos  que  hacer  valer  sobre  los  bie- 
nes comprendidos  en  la  partición,  podrán 
ocurrir  al  partidor  o  a  la  justicia  ordina- 
ria, a  su  elección  (1). 


(1)    T.  los  ftrticalos  808  y  811  d«  est«  Códiro. 


(1)    V.  Código  civil,  arts.  1288,  1336  y  1ST4. 
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813.  Para  adjudicar  o  licitar  los  biene» 
conninrs,  se  apreciarán   por  peritos  nuiu 
brados  en  la  forma  ordinaria. 

Poárá,  sin  embari;o,  ouiitiráe  la  tasa- 
cio  .  si  el  valor  de  los  Ijienes  se  tija  re  por 
acu  rdo  unánime  de  las  partes,  o  de  sus 
representantes,  aun  cuando  hubiere  «iilre 
aquéllas  incapaces  o  personas  jurídicas, 
con  tal  que  existan  en  los  autos  antecaden- 
tes que  justifiquen  la  apreciación  hecha 
por  las  partes,  o  que  se  trate  de  bienes 
muebles,  o  de  fijar  un  mínimum  para  lici- 
tar bienes  raíces  con  admisión  de  postores 
estr.iños  (1). 

814.  Para  proceder  a  1»  licitación  pú- 
blica de  los  bienes  comunes  bastará  su 
anuncio  por  medio  de  avisos  en  un  perió- 
dico del  departamento,  o  de  la  cabecera  de 
la  provincia,  si  en  aquél  no  lo  hubiere. 

Cuando  entre  los  interesados  haya  inca- 
paces o  personas  jurídicas,  la  publicación 
de  avisos  se  hará  por  cuatro  veces  a  lo  me- 
nos, mediando  entre  la  primera  publica- 
ción i  el  remate  un  espacio  de  tiempo  «jue 
no  baje  de  veinte  días,  i  fijándose  ademas 
por  todo  este  tiempo  carteles  en  la  oficina 
del  actuario.  Si.  por  no  efectuarse  el  rema- 
te, fuere  necesario  hacer  nuevas  publica- 
ciones, se  procederá,  en  conformidad  a  lo 
establecido  en  el  artículo  523  (2). 

815.  En  las  enajenaciones  que  se  efec- 
tuaren por  conducto  del  partidor  se  consi- 
derará a  éste  representante  legal  de  los 
vendedores,  i  en  tal  carácter  suscribirá  ios 
instrumentosque,  con  motivo  le  dichas  ena- 
jenaciones, hubiere  necesidad  de  otorgar. 
Podrá  también  autorizar  al  compra. lor  o 
adjudicatario  o  a  un  tercero  para  que  por 
sí  solo  suscriba  la  inscripción  de  la  trans- 
ferencia en  el  conservador  ri'spectivo 

Todo  acuerdo  de  las  partes  o  resolución 
del  partidor  que  contenga  adjudicación  de 
bienes  raices  se  reducirá  a  escritui-a  públi- 
ca, i  sin  esta  solemnidad  no  podrá  efec- 
tuarse su  inscripción  en  el  Conserva- 
dor (3). 

8  6.  Salvo  acuerdo  unánime  de  las 
partes,  los  comuneros  que  durante  el  jui- 
cio divisorio  reciban  bienes  en  adjudica- 
ción, por  un  valor  que  esceda  del  ochenta 
por  ciento  de  lo  que  les  corresponda  perci- 
bir, pagarán  de  contado  dii-ho  esceso.  La 
fijación  provisional  de  éste  se  hará  pruden- 
cialmente  por  el  partidor. 


817.  Los  valores  que  i*eciban  los  comu- 
neros durante  la  partición  a  cuenta  de  sus 
derechos  devengarán  el  interés  que  las 
partes  fijen,  o  el  legal  cuando  tal  fijación 
no  se  hubiere  hecho,  sin  perjuicio  de  lo 
que  en  casos  especiales  dispongan  las  le- 
yes ^1). 

818.  En  las  adjudicaciones  de  propie- 
dades raices  que  se  hagan  a  los  comuneros 
durante  el  juicio  divisorio  o  en  la  senten- 
cia final,  se  entenderá  constituida  hipoteca 
sobre  las  propiedades  adjudicadas,  para 
asegurar  el  pago  de  los  alcances  que  resul- 
taren en  contra  de  los  adjudicatario."?,  siem- 
pre que  no  se  pague  de  contado  el  esceso  a 
que  se  refiere  el  artículo  816.  Al  insi-ribir 
el  conservador  el  título  de  adjudicación 
inscribirá  a  la  vez  la  hipoteca  por  el  valor 
de  los  alcances 

Podrá  reemplazarse  esta  hipoteca  por 
otra  caución  suficiente  calificada  por  el 
parti.ior. 

819.  Los  resultados  de  la  partición  se 
consignarán  en  un  Laacío o  senten('ia  final, 
que  resuelva  o  estaljlezca  todos  los  puntos 
de  hecho  i  de  derecho  que  ueben  servir  de 
base  para  la  distribución  de  los  bienes  co- 
munes, i  en  una  Ordenata  o  liquidación, 
en  que  se  hagan  los  cálculo.?  numéricos  ne- 
cesarios para  dicha  distribución. 

820.  Se  entenderá  practicada  la  noti- 
ficación del  Laudo  i  Ordenata  desde  que 
se  notifique  a  las  partes  el  hecho  de  su  pro- 
nunciamiento, saiv  )  e!  caso  previsto  en  el 
articulo  822.  Los  interesados  podrán  im- 
ponerse de  sus  resoluciones  en  la  oficina 
del  actuario  i  deducir  los  recursos  a  que 
hubiere  lugar  dentro  del  plazo  de  quince 
dias 

821.  En  el  Laudo  podra  hacer  el  par- 
tidor la  fijación  de  su  honorario,  i  cual- 
quiera que  sea  ^u  cuanti  i,  habrá  derecho 
para  reclamar  de  ella  La  reclamación  se 
interpondrá  en  la  misma  forma  i  en  el 
mismo  plazo  que  la  apelación,  i  será  re- 
suelta por  el  tribunal  de  alzada  en  única 
instancia. 

822.  Cuando  la  partición  deba  serapro- 
bada  por  la  justicia  ordinaria,  el  término 
para  apelar  será  también  de  quince  dias,  i 
se  contará  desde  que  se  notifique  la  reso- 
lución del  juez  que  apruebe  o  modifique 
el  fallo  del  partidor  (2). 


'1;     V.  los  arta.  1.185  y  l.<í37  del  Código  civil. 
(2)     V.  la  nota  anterior. 

(.1)    Modifica  el  inciso  3.°  del  art.  691  del  Códiso 
«ivil.  • 


(1)  En  cuanto  á  la  distribución  definitiva  da  lo* 
frutos,  V.  los  arta.  1338,  133»  y  1341  del  Código 
civil. 

(•)    V.  el  art.  iM2  del  Código  civil. 
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Título  xi 

[Be  los  juicioü  Mobre    dÍMiribucion 

deasuas  (1). 

823.  Para  proceder  a  la  distribución  de 
aguaa  pertenecientes  a  varios  dueños  i  con- 
ducidas porun  mismo  cauce,  natural  o  ar- 
titiciai,  citará  el  juez  letrado  re.spect¡vo  a 
t  )dos  los  interesados,  a  solicitud  de  cual- 
quiera dtí  ellos,  a  una  reunión  que  deberá 
celebrarse  con  solo  los  que  asistan. 

La  citación  se  liará  con  quince  dias  por 
lómenos  de  anticipación,  por  medio  de 
carteles  fijados  en  la  puerta  dul  juzjjado,  i 
de  tres  avisos  que  se  publirarán  en  un  pe- 
riódico del  departamento  o  de  la  cabecera 
de  la  provincia,  si  en  aquél  no  lo  hubiere. 

824.  Si  el  cauce,  natural  o  artirtcial, 
sepurare  o  atravesare  diversos  departa- 
mentos de  una  misma  provincia,  será  juez 
competente  para  conocer  de  los  juicios  a 
que  este  Titulo  se  refiere,  el  de  la  cabece- 
ra de  la  provincia,  i  si  separare  o  atrave- 
sare dos  provincia?,  será  competente  para 
cono,  er  en  diclios  juicios,  el  juez  de  la  ca- 
becera de  la  provincia  de  más  antigua  cre- 
cion. 

825.  En  esta  reunión  harán  valer  los 
interesados  los  títulos  o  antecedentes  que 
sirvan  para  e-tab!ecer  su  derecho  en  el 
agua  común  Si  no  hubiere  acuerdo  sobre 
este  particular,  el  juez  resolverá  sin  mas 
a»leccdentes  que  los  acompañados. 

826.  Los  comuneros  que  no  hubieren 
asi^^tido  a  la  reunión  i  a  quienes  no  se  haya 
asignado  la  parte  que  les  corresponda  en 
la  distribución,  podrán  presentarse  recla- 
mándola en  cualquier  tiempo,  i  a  solicitud 
de  ellos  se  citará  a  todos  los  interesados, 
procediéndose  como  se  indica  en  los  ar- 
tículos 823  i  825,  ¡jero  sin  que  mientras 
tanto  se  altere  lo  que  existiere  acordado  o 
resuelto. 

Las  costas  que  se  orijinen  de  las  nuevas 
jestiorips  serán  de  cuenta  esclusiva  de  los 
í[ue  las  solicitaren. 

S'éil  Ln  la  i-eunion  a  que  se  refiere  el 
artii-ulo  823  podrán  adoptarse  todas  o  al- 
gunas de  las  siguientes  medidas: 

1.*  Nombramiento  de  uno  o  mas  repar- 
tid' res  que  distribuyan  las  aguas  comu- 
nes, i  determinación  de  sus  honorarios; 

2.'  Fijación  de  los  gastos  ordinarios 
comunes  para  las  obras  estraordinarias 
«ue  fuere  necesario  hacei*  i  de  las  canti- 
dades conque  deban  contribuir  los  comu- 
neros; 


3.'  Privación  del  uso  del  agua  a  los 
que  retarden  el  pago  de  sus  cuotas,  o  fija- 
ción de  un  interés  penal  en  caso  de  mora; 

4.*  Imposición  de  multas  o  de  privación 
d«  agua  para  los  que  alteren  la  distribu- 
ción hecha  por  el  repartidor; 

5.»  Obligación  de  designar,  para  cada 
uno  de  los  ramales  que  se  deriven  del  cau- 
ce común,  un  representante  nombrado 
por  los  que  en  él  tengan  parte,  i  suspen- 
sión del  agua  hasta  que  e»ta  designación 
se  h:iga;  i 

6.*  Nombramiento  de  una  junta  de  vi- 
jilancia  o  de  un  delegado  de  la  comuni- 
dad, para  que  haga  efectivos  los  acuerdos 
o  resoluciones  adoptados. 

Para  la  adopción  de  otras  medidas  será 
necesaria  la  concurrencia  de  todos  los  in- 
teresados o  la  aquiescencia  de  los  no  con- 
currentes (1). 

828.  Cuando  se  trate  de  aguas  que  co- 
rren por  cauces  naturales,  podrán  agre- 
garse a  las  medidas  que  menciona  el  ar- 
ticulo precedente  la  fijación  de  la  época 
en  que  deba  someterse  a  rateo  proporcio- 
nal o  a  turno  la  distribución,  i  podrá  tam- 
bién concederse  al  repartidor  o  repartido- 
res que  se  nombren,  las  facultades  que  ce- 
rresponderian  a  la  junta  de  vijilancia  o  al 
delegado  de  que  trata  el  número  seis  del 
citado  articulo. 

829.  Cuando  no  hubiere  acuerdo  para 
la  adopción  de  las  medidas  a  que  se  refie- 
ren los  artículos  827  i  828,  se  establecerán 
como  reglas  para  la  administración  i  goce 
de  las  aguas  comunes  las  que  obtengan 
mayoría  absoluta  de  votos,  que  represen- 
ten a  lo  menos  la  mitad  de  los  derechos  de 
la  comunidad. 

Si  no  resultare  esta  mayoría,  elejirá  el 
tribunal  entre  las  medidas  que  hubieren 
obtenido  mayorías  mas  altas. 

830.  Los  acuerdos  i  resoluciones  que 
se  adopten  podrán  ser  modificados,  al  cabo 
de  un  año  de  vijencia,  en  la  forma  espre- 
sada en  los  artículos  anteriores. 

Las  agregaciones  que  se  hagan  después 
de  la  primera  reunión,  en  el  caso  del  arti- 
cnlo  126,  i  las  modificaciones  que  se  intro- 
duzcan en  conformided  al  artículo  si- 
guiente, cualquiera  que  sea  la  época  en 
que  se  adoptaren,  solo  durarán  hasta  lá 
espiración  del  plazo  a  que  se  refiere  el  in- 
ciso anterior. 

831.  Si  antes  de  la  espiración  de  dicho 
plazo  se  propusieren,  en  interés  de  la  co- 
munidad i  por  un  número  de  interesados 
que  represeiite  una  tercera  parte  de  los 


íl     V.  los  «.rts.  595,  t98,  603,  8;il,  835,  837  y  914  del 
Código  civil. 


(1)    V.  el  «.rt.  83X  de  este  Código. 
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dereclios  de  ella,  nuevas  medidas  que  al- 
teren las  reglas  establecidas  pura  la  distri- 
bución, se  procederá  «  n  conformidad  a  lo 
dispuesto  por  los  articules  8¿3,  827,  828  i 
829.  Solo  se  dará  lugar  a  las  modificacio- 
nes que  reúnan  dos  tercios  de  los  votos  de 
los'  concurrentes,  que  representen  a  lo 
menos  dos  tercios  del  total  de  los  derechos 
de  la  comunidad. 

832.  Cualquiera  de  los  intcre.sados  po- 
drá reclamar  de  los  procedimientos  de  los 
repartidores,  del  delegado  o  de  la  junta  de 
vijilancia,  ante  el  juez  letrado  respectivo, 
quien  resolverá  oyendo  en  audiencia  ver- 
bal a  las  partes  a  quienes  directamente 
afecte  la  re.solucion. 

833.  Las  resoluciones  que  se  espidan 
en  conformidad  ai  presente  Titulo  solo  se- 
rán apelables  en  el  efecto  devolutivo,  i  la 
apelación  se  tramitará  como  en  los  inci- 
dentes. 

834.  Los  acuerdos  o  resoluciones  se 
not. Mearán  a  las  partes  por  medio  de  car- 
teles fijados  en  la  puerta  del  juzgado  i  por 
avi.sos  publicados  en  un  periódico  del  de- 
partamento, o  de  la  cabecera  de  la  pro- 
vincia, cuando  allí  no  lo  hubiere. 

835.  Las  sentencias  ejecutorias  dicta- 
das enjuicio  ordinario  que  modifiquen  los 
acuerdos  o  resoluciones  adoptados  en  con- 
formidad al  presente  Titulo,  se  aplicarán 
con  preferencia  a  éstos,  desde  que  se  re- 
clame su  cumplimiento.  No  podrán,  sin 
embargo,  en  los  juicios  que  se  promuevan 
durante  eí  vigor  de  dichos  acuerdos  o  re- 
soluciones, decretarse  medidas  precauto- 
rias que  impidan  o  embaracen  su  ejecución. 

836.  Lo  dispuesto  en  ente  Título  se 
entenderá  sin  perjuicio  de  las  facultades 
que  corresponde»  a  la  autoridad  adminis- 
trativa en  materia  de  policía  i  de  conce- 
sión de  mercedes  de  agua. 

A  la  misma  autoridad  incumbirá  facili- 
tar los  auxilios  nece.sarios  para  que  los  re- 
partidores de  aguas  puedan  hacerse  res- 
petar en  el  desempeño  de  sus  funciones, 
bastindo  para  ello  que  exhiban  el  título  de 
su  nombramiento. 

Los  dueños  de  fundos  en  que  se  haga  la 
distribución  de  aguas  no  podrán  impedir 
que  el  repartidor  entre  al  fundo  cuando  sea 
menester  para  el  desempeño  de  sus  funcio- 
nes, bajo  multa  que  podrá  el  juez  señalar. 

TIT1JI.O  XII 

Mal  procedí  miento  suiuario. 

837.  El  procedimiento  de  que  trata 
este  Titulo  se  aplicará  en  defecto  de  otra 
tramitación  especial: 


1."  A  los  casos  en  que  la  lei  ordene 
proceder  sumariamente,  o  breve  i  suma- 
riamente, o  en  otra  forma  análoga; 

2.*  A  las  cuestiones  que  se  susciten  so- 
bi-e  el  ejercicio  de  servidumbres  naturales 
o  legales,  o  sobre  las  prestaciones  a  que 
ellas  dieren  lugar;  i 

3."  En  jenural,  a  los  casos  en  que  la 
acción  deducida  requiera,  por  su  naturale- 
za, tramitación  rápida  para  que  sea  eHcaz, 
siempre  que  no  estén  sometidos  pur  la  leí 
a  otra  clase  de  procedimiento. 

838.  Iniciado  el  p''ocedim;ent©  suma- 
rio, podrá  decretarse  su  contmuacion  con- 
forme a  las  reglas  del  juicio  ordinario,  si 
existieren  motivos  fundados  para  ello. 

Por  la  inversa,  iniciado  un  juicio  como 
ordinario,  podrá  continuar  con  arreglo  al 
prucedimienio  sumario,  si  apareciere  la 
necesidad  de  aplicarlo. 

La  solicitud  en  que  se  pida  la  sustitu- 
ción de  un  procedimiento  a  otro  se  trami- 
tará como  incidente. 

839.  El  procedimiento  sumario  será 
verbal;  pero  las  partes  podrán,  si  quisieren, 
presentar  minutas  escritas  en  que  se  esta- 
blezcan los  hechos  invocados  i  las  peticio- 
nes que  se  formulen. 

840.  Deducida  la  demanda,  citará  el 
tribunal  a  la  audiencia  del  quinto  dia  há- 
bil después  de  la  última  notificación,  am- 
pliándose  este  plazo,  si  el  demandado  no 
estuviere  en  el  lugar  del  juicio,  con  todo  o 
parte  del  aumento  que  concede  el  art.  256. 

A  esta  audiencia  concurrirá  el  respecti- 
vo oficial  del  ministerio  púbüco  o  dyfensor 
público,  cuando  deban  intervenir  confor- 
me a  la  lei,  o  cuando  el  tribunal  lo  juzgue 
necesario.  Con  el  mérito  de  lo  que  en  ella 
se  esponga  ^^ei resolverá  la  contienda  o  se 
recibirá  a  prueba  la  causa. 

841.  En  rebeldía  del  demandado,  se 
recibirá  a  prueba  la  causa  o,  si  el  actor  lo 
solicitare  con  fundamento  plausible,  se  ac- 
cederá provisionalmente  a  lo  pedido  en  la 
demanda. 

En  este  segundo  caso,  podrá  el  deman- 
dado formar  oposición  dentro  del  término 
de  cinco  dias,  contados  desde  su  notifica- 
ción; i  una  vez  formulada,  se  citará  a  nue- 
va audiencia,  procediéndo.se  como  se  dis- 
pone en  el  articulo  anterior,  pero  sin  que 
se  suspenda  el  cumplimiento  provisional 
de  lo  decretado  con  esta  calidad,  ni  se  al- 
tere la  condición  jurídica  de  las  partes. 

842.  No  deduciéndose  opo~,icion,  el 
tribunal  recibirá  la  causa  a  prueba,  o  pro- 
nunciará sentencia  definitiva,  según  lo  es- 
time de  derecho. 

843.  La  prueba,  cuando  hubiere  lugar 
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a  ella,  se  rendirá  en  el  plazo  i  en  la  forma 
estal)ltícitlos  para  los  incidentes. 

844.  Vencido  el  término  probatorio, 
fallara  el  tribunal  sin  nueva  audiem.'ia  de 
las  parles. 

84.5.  Toda  resolución  en  el  procedi- 
miento sumario  deberá  dictarse  tan  pron- 
to como  se  encuentre  en  estado  el  proceso, 
o,  a  II. as  tardar,  dentro  de  se¿i,uiido  día. 

846.  Cuando  hubiere  de  oir^e  a  los 
parientes,  se  citará  en  términos  jenera- 
les  a  los  que  desi^^na  el  art.  42  del  Códi- 
go civil,  para  que  asistan  a  la  primera  au- 
diencia o  a  otra  posterior,  notificándose 
personalmente  a  los  que  pudieren  ser  ha- 
bidos. Los  demás  podrán  concurrir  aun 
cuando  solo  tuvieren  conocimie..to  priva- 
do del  acto. 

Compareciendo  los  parientes  el  tribunal 
les  pedirá  informe  verbal  sobre  los  hechos 
que  considere  conducentes. 

Si  el  tribunal  notare  que  no  han  concu- 
rrido algunos  parientes  cuyo  diclamen  es- 
time de  influencia  i  que  residan  en  el  lugar 
del  juicio,  podrá  suspender  la  audiencia  i 
ordenar  que  se  les  cite  determinadamente, 

847.  Los  incidentes  deberán,  promo- 
ver.-u  i  tramitarse  en  la  misma  audiencia, 
conjuntamente  con  la  cuestión  principal, 
sin  paral, zar  el  curso  de  ésta.  La  .senten- 
cia detinitiva  se  pronunciará  sobre  la  ac- 
ción deducida  i  sobre  los  incidentes,  o  solo 
sobre  é.->tos,  cuando  sean  previos  o  incom- 
patibles con  aquélla 

848.  La  sentencia  definitiva  i  la  reso- 
lución que  dé  lugar  al  procedimiento  su- 
mario en  el  caso  del  inciso  .segundo  del  ar- 
ticulo 838,  serán  apelables  en  ambos  efec- 
tos, salvo  que,  concedida  la  apelación  en 
esta  forma,  hubieran  de  eludirse  sus  resul- 
tados. 

Las  demás  resoluciones,  inclusa  la  que 
acceda  provisionalmente  la  demanda,  solo 
serán  apelables  en  el  efecto  devolu'ivo. 

La  tramitación  4el  recurso  se  ajustará 
en  todo  caso  a  las  re¿jías  establecidas  para 
los  iiici  lentes. 

849  En  segunda  instancia,  podrá  el 
tril)iinal  de  alz.i<la,  a  solicitud  de  parte, 
pr.  nunciarse  por  via  de  apelación  sobre 
todas  las  cuestiones  que  se  liubieren  deba- 
tido en  primera  para  ser  falladas  en  deti- 
nitiva, aun  cuando  no  hubieren  sido  re- 
sueilaicn  el  tallo  apelado. 

TITVI.O  XIII 

Juicio  (i4tbre  cuentas. 

850.  El  que  deba  rendir  una  cuenta  la 
presentará  en  el  plazo  que  la  lei  designe  o 


que  se  establezca  por  convenio  de  las  par- 
tes o  por  resolución  judicii'. 

851.  Presentada  la  cuenta,  se  pondrá 
en  coni /Cimiento  de  la  otra  parte,  conce- 
diéndole el  tribunal  un  plazo  prudente 
para  su  ex'ámen  Si  vencido  el  plazo  no 
se  hubiere  formulado  observación  alguna, 
se  dará  la  cuenta  por  aprobada. 

En  caso  de  haber  observaciones,  conti- 
nuará el  juicio  sobre  los  puntos  observa- 
dos con  arreglo  al  procedimiento  que  co- 
rresponda según  las  reglas  jenerales,  con- 
siderándose la  cuenta  como  demanda  i  co- 
mo contestación  las  observaciones. 

852.  Si  el  obligado  a  rendir  cuenta  no 
la  presentare  en  los  plazos  a  que  se  refiere 
el  art.  850,  podrá  formularla  la  otra  parte 
interesada.  Puesta  en  noticia  de'  primero, 
se  tendrá  por  aprobada  si  no  la  objetare 
dentro  del  plazo  que  el  tribunal  le  conce- 
da para  su  >  xámen. 

Si  se  formularen  observaciones,  conti- 
nuará el  juicio  como  en  el  caso  del  inciso 
segundo  del  articulo  anterior. 

En  la  apreciación  de  la  prueba,  el  tri- 
bunal estimará  siempre  la  omisión  del  que 
debe  presentar  la  cuenta  como  una  pre- 
sunción grave  para  establecer  la  verdad 
de  las  partidas  objetadas. 

853.  Lo  establecido  en  el  inciso  pri- 
mero del  artículo  anterior  se  entenderá 
sin  perjuicio  del  derecho  que  corresponda 
para  exijir  por  acción  ejecutiva  el  cumpli- 
miento de  la  obligación  de  presentar  la 
cuenta,  cuando  dicha  acción  fuere  proce- 
dente. 

TITULO  JLtW 

Ve  los  juicios  sobre  pago  de  ciertos  hono- 
rarios. 

854.  En  los  juicios  que  tengan  por  ob- 
jeto el  pago  de  honorarios  por  los  servi- 
cios a  que  se  refiere  el  art.  2118  del  Código 
civil  i  cuya  cuantía  esceda  de  trescientos 
pe.sos,  el  tribunal,  después  de  contestada 
la  demanda,  citará  a  las  partes  a  compa- 
rendo para  alguno  de  los  diez  dias  si- 
guientes. 

En  este  comparendo,  que  se  verificará 
con  solo  la  parte  que  asista,  se  fijarán  las 
cuestiones  del)atidas,  atendiéndose  para 
ello  a  lo  que  resulte  de  los  escritos  de  de- 
manda i  contestación  i  de  la  esposicion  ver- 
bal de  las  parles. 

Si  no  exstiere  desacuerdo  en  cuanto  a 
los  hechos  que  deben  servir  de  fundamento 
al  fallo,  el  tribunal  citará  para  oir  senten- 
cia, sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 16*. 
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Si  fuero  necesario  el  esclarecimiento  de 
alg  n  1k  clio,  se  recibirá  a  causa  a  prueba, 
es|  I  e  aiiuo>e  en  el  decreto  respectivo  los 
punt  >s  sobre  que  ella  debe  recaer. 

8ñ5.  I  a  prueba  se  rendirá  conforme  al 
proc  .limiento  ordinario. 

856.  Vencido  el  término  probatorio, 
podran  las  partes  disponer  del  plazo  de  seis 
diag  para  alegar  por  escrito  lo  que  estima- 
ren conveniente  a  su  derecho,  pudiendo 
examinar  los  autos  en  secretaria,  i  espira- 
do e  te  |ilazo,  se  entenderán  citadas  para 
oír  s  ntenCia. 

857.  La  sentencia  definitiva  deberá 
pronanciarse  dentro  de  los  diez  dias  si- 
guientes. 

En  ella  se  hará  la  estimación  del  hono- 
rario reclainado,  si  hubiere  lugar  al  pago. 

858.  Cuando  el  honorario  procediere 
do  I  rvicio<  p-ofesonales  prestados  enjui- 
cio, i'\  a  ri  eJor  podrá,  a  su  arbitrio,  per- 
seguir su  estimación  i  pago  con  arreglo  al 
pr'  cedimiento  establecido  en  el  presente 
Titulo,  o  bitu  interponiendo  su  reclama- 
ción ;  nte  el  tril)unal  que  hubiere  conocido 
en  I  '  primera  instancia  del  juicio. 

l'^n  L'ste  último  caso  la  petición  será  sus- 
tanciada i  resuelta  en  la  forma  prescrita 
para  los  incidentes. 

TITKE.*  X.Y 

Be  los  juici4>«i  de  menor  cuantía. 

859.  Se  aplicará  el  procedimiento  de 
que  ti-ata  este  Titulo  a  los  juicios  cuya 
cuantía  no  esceda  de  trescientos  pesos. 

860.  La  demanda  se  interpondrá  ver- 
ba Imente  i  el  tribunal  espedirá  por  e-crito 
una  orden  en  que  esprese  las  peticiones  del 
demandante  i  cite  a  las  partes  para  que 
comparezi-an  a  hacer  uso  de  su  derecho  en 
el  dia  i  hora  que  se  designe. 

861.  Esta  orden  se  not  fícaráal  deman- 
dado por  medio  de  un  receptor,  si  lo  hubie- 
re, i  no  habiéndolo  o  estando  inhabilitado, 
por  medio  de  un  vecino  de  la  confianza  del 
tribunal,  que  sea  mayor  de  veinte  años  i 
sepa  leer  i  escribir. 

Si  la  notificación  no  pudiere  hacerse  per- 
sonalmente al  demandado,  se  hará  por  me- 
dio de  cé  ula  con  copia  integra  de  la  orden, 
tn  la  forma  estal)lecida  en  el  inciso  segun- 
do del  articu'o  47. 

862.  El  demandante  al  tiempo  de  9U 
presentación  i  el  demandado  en  su  primera 
00  parecinoia,  deberán  designar,  en  la 
forma  indicada  en  el  inciso  segundo  del  ar- 
ticulo 52,  el  domicilio  en  donde  ha  de  bus- 
cárseles para  las  notificaciones  posteriores, 
las  cuales  se  harán  por  medio  de  cédulas. 


A  falta  de  esta  designación,  se  entenderán 
notificados  desde  que  se  estiendan  en  el 
proceso  las  respectivas  resoluciones. 

El  actuario  hará  saber  al  demandante 
cuando  presente  su  demanda  i  al  deman- 
dado al  tiempo  de  notificarlo  la  disposición 
precedente,  poniendo  testimonio  de  esta 
dilijencia. 

La  misma  regla  se  observará  con  res- 
pecto a  los  mandatarios  que  constituyan 
las  partes  con  arreglo  al  articulo  siguiente. 

863.  No  se  admitirán  escritos  a  las 
partes  en  estos  juicios. 

Al  tiempo  de  presentarse  o  constituirse 
el  poder,  deberá  designarse  el  domicilio  del 
mandatario  para  los  efectos  determinados 
en  el  articulo  anterior. 

No  podrá  ser  maridatario  sino  persona 
que  sepa  leer  i  escribir  i  tenga  domicilio 
conocido.  Si  el  mandatario  no  procediere 
correctamente  en  el  juicio,  o  fuere  persona 
de  notiria  mala  condu(;ta,  podrá  el  juez  de- 
clarar cancelado  el  poder  o  nwgarse  a  acep- 
tarlo como  parte. 

El  auto  que  asi  lo  resuelva  deberá  ser 
fundado,  i  se  pondrá  en  conocimiento  del 
man.iant'e,  notificándole  en  la  forma  es- 
presada  en  el  articulo  861. 

864.  Concurriendo  las  partes  a  la  pri^ 
mera  audiencia,  espondrán  por  su  orden 
lo  que  crean  conducente;  i  si  el  tribunal  es- 
timare innecesario  recibirá  prueba  la  cau- 
sa, dictará  sentencia  inmediatamente,  o  ci- 
tará a  las  parles  para  oiría,  i  la  pronuncia- 
rá dentro  de  los  tres  dias  siguientes. 

En  esta  audiencia  se  presentarán  los  do- 
cumentos i  se  pedirán  las  copias  ue  los  que 
e.xistan  en  algún  archivo  público. 

865.  Si  alguna  de  las  partes  ofreciere 
rendir  prueba  te^timoiial,  i  el  tribunal  la 
estimare  necesaria,  se  designará  una  au- 
diencia próxima  para  reci'jirla;  debiendo 
desde  luego,  o  a  mas  tardar  en  el  siguiente 
dia  hábil,  espresarse  i  anotar  en  el  proceso 
el  nombre,  profesión  u  oficio  i  domicilio 
de  los  testigos  que  cada  parte  ofrezca  pre- 
sentar. Sin  este  re.uisito  no  será  admitida 
la  prueba. 

La  confesión  judicial  podrá  solicitarse 
hasta  por  dos  veces  en  primera  instn/icia,  i 
por  una  sola  vez  en  segunda  i  en  cualquier 
estado  del  juicio,  citándose  a  la  |iarte  para 
íjue  comparezca  al  tribunal  con  tal  objeto. 

El  reconocimiento  de  peiitos  i  la  inspec- 
ción personal  del  juez  se  decretarán  de  ofi- 
cio o  a  petición  de  parte  cuando  el  tribunal 
lo  estimare  útil,  sea  en  primera  o  en  se- 
gunda instancia. 

Podrá  deferirse  el  juramento  en  cual- 
quier estado  del  juicio. 
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868.  En  esta  segunda  audiencia,  que 
tendrá  lugar  con  solo  el  que  concurra,  se 
«xaminarán  los  medios  probutori  >»  q  le  se 
hicieren  valer,  i  se  iiileriv>gara  a  los  testi- 
gos, cuyo  número  no  podrá  esceder  de  cin- 
co por  cada  parte  sobre  cada  uno  de  los  lie- 
dlos cuestionados. 

Las  declaraciones  se  prestarán  bajo  de 
juramento  a  presencia  de  los  interesados 
que  asistan,  quienes  podrán  dirijir  pregun- 
tas a  los  testigos  contrarios  por  conducto 
del  juez. 

Antes  de  la  declaración  de  cada  testigo, 
podrá  la  otra  parle  deducir  contra  él  algu- 
nas de  las  taclias  e.^presadas  en  los  artícu- 
los 346  i  347;  i  la  prueba  para  justificarlas 
se  rendirá  en  la  misma  audiencia  a  conti- 
nuación de  la  |)rueba  ¡nincipal. 

Si  una  .sola  audiencia  no  fuere  bastante, 
continuará  el  examen  de  los  medios  pro- 
batorios en  los  dias  hábiles  inmediatos 
hasta  concluir. 

Lo  mismo  se  hará  cuando  lo  reclamare 
la  parte  a  quien  se  ha  tachado  uno  o  mas 
testigos,  cuya  habilidad  no  pueda  probar 
en  U  misma  audiencia. 

Terminada  la  prueba,  el  tribunal  dictará, 
sentencia  inmediatamente,  o  a  mas  lardar 
dentro  de  tercero  dia. 

867.  De  todo  lo  obrado  en  la  primera 
audiencia  i  en  las  demás  que  se  celebren, 
se  levantará  acta  a  continuación  de  la  or- 
den de  citación,  fírmándola  el  juez,  las 
partes,  los  testigos  que  hubieren  declara- 
QO  i  un  ministro  de  fe,  o  en  defecto  de  és- 
te, una  persona  que,  en  calidad  de  actua- 
rio, nombre  t\  tribunal. 

Las  resoluciones  se  estenderán  en  el 
mismo  espediente. 

Se  dejará  también  copia  íntegra  de  ellas 
i  de  todo  avenimiento  o  transacción  que 
ponga  término  al  juicio,  en  el  libro  de  sen- 
tencias que  llevará  el  tribunal,  con  la  ñr- 
ma  del  juez  de  la  causa  i  del  actuario. 

Las  sentencias  detinitivas  deberán  es- 
presar con  claridad  el  nombre,  profesión  u 
oficio  i  domicilio  de  las  partes,  la  cuestión 
debatida,  las  razones  que  les  sirvan  de 
fundamentos  i  la  resolución  que  sobre  ella 
se  dicte. 

La  apreciación  de  la  prueba  se  sujetará 
a  las  reglas  del  art.  374. 

868.  Solo  podrá  pedirse  postergación 
de  la  audiencia  señalada  para  la  prueba, 
alegando  motivo  fundado  e  independiente 
de  la  voluntad  del  que  la  pide. 

869.  Contra  los  testigos  que  debida- 
mente citados  se  negaren  sin  justa  escusa 
a  comparecer,  o  compareciendo  se  nega- 


ren a  declarar,  se  orocederá  en  la  forma 
prescrita  por  el  art.  369. 

Si  el  testigo  tuviere  escusa  legal  para 
concurrir  a  la  sala  del  tribunal,  se  trasla- 
dará éste  al  doin. cilio  de  aquél  para  tomar 
allí  la  declaración. 

870.  Cuan  o  hubieren  de  practicarse 
dihjencias  probator  as  fuera  de  la  sala  de 
despaclio,  podrá  el  tribunal  |iroceder  por 
sí  solo  o  con  notificación  de  las  partes,  se- 
gún lo  estime  conveniente. 

La  prueba  que  haya  de  rendirse  en  otro 
distrito  jurisdicCHKial  se  recibirá  por  el 
juez  de  igual  o  superior  jerarq  ía  que  co- 
rresponda, a  quien  se  dirijirá  oficio  con  tal 
objeto,  indicándole  los  pu  tos  sobre  que 
debe  recaer  dicha  prueba.  En  tal  caso  no 
se  pronunciará  sentencia  mientras  no  se 
devuelva  dilijenciado  el  oficio,  o  no  espire 
el  plazo  que  el  tribunal  fije  para  que  el  in- 
teresado ol)tenga  su  devolución. 

871.  Si  el  demandado  no  comparecie- 
re, debidamente  citado,  ni  manifestare  mo- 
tivo justo  para  e-cusar  su  inasistencia,  de- 
cretará el  tribunal,  a  .solicitud  del  deman- 
dante, que  se  le  cité  segunda  vez  a  su  cos- 
ta, bíijo  aperciljimiento  de  que  se  procede- 
rá en  su  rebeldía. 

872.  Si  no  compareciere  el  deman- 
dante a  la  au  iencia  .señalada  i  no  hiciere 
yaler  justo  motivo  de  escusa,  fijará  pru- 
dencialmente  el  tribunal,  a  solicitud delde- 
mandado,  el  valor  de  los  gastos  i  perjuicios 
que  se  hubieren  orijinado  a  éste  con  la 
comparecencia;  i  mientras  no  le  pague  el 
demandante  dicho  valor  no  podrá  obligar- 
le a  que  concurra  nuevamente  a  contestar 
la  demanda. 

873.  No  se  admitirán  otras  escepcio- 
nes  dilatorias  que  las  de  incompetencia  del 
tribunal  i  falta  de  personería. 

Las  demás  escepciones  serán  alegadas 
juntamente  con  la  contestación  de  la  de- 
manda i  resueltas  en  la  sentencia  definiti- 
va. Si  en  ésta  se  diere  lugar  a  al;;una  es- 
cepcion  dilatoria,  .se  abstendrá  el  tribunal 
de  pronunciarse  sobre  la  cuestión  princi- 
pal. 

874.  Si  la  acción  deducida  <'uere  eje- 
cutiva i  el  tril)unal  la  estimare  proceden- 
te, en  vez  de  la  urden  íle  comparecencia  a 
que  se  refiere  el  art.  860  espedirá  manda- 
miento de  embargo  contra  el  deudor,  es- 
presando en  él  la  cantidad  que  se  deman- 
da, el  titulo  en  que  se  funda  la  cobranza  i 
la  orden  de  embargar  bienes  suficientes 
para  responder  al  pago.  El  mandamiento 
determinará,  si  fuere  posible,  los  bienes  o 
la  pa>  le  de  ellos  sobre  que  debe  recaer  el 
embargo. 
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La  notificación  del  mandamiento  i  el 
embargo  se  harán  fx>r  un  ministro  de  fe, 
si  lo  hubiere,  i  en  caso  contrario  por  dos 
vecinos  designados  por  el  tribunal,  mayo- 
res di  veinte  años,  que  sepan  leer  i  es- 
cribir. 

875.  Si  en  el  embargo  se  comprendie- 
ren bienes  raices  o  derechos  reales  consti- 
tuidos en  ellos,  sus  efectos  respecto  de  ter- 
ceros se  rejiran  por  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo 474. 

Podrá  el  tribunal,  si  lo  estima  oportuno, 
dispo  er  que  los  bienes  embargados  que- 
den depositados  en  poder  del  deudor. 

El  depositario  nombrado  se  entenderá 
con  el  carácter  de  definitivo  i  permanece- 
rá en  sus  funciones  a  menos  que  fuere  re- 
movido. 

876.  Si  el  deudor  no  fuere  habido  para 
notiticirle  per.sonalinente  el  mandamiento, 
so  le  notiíicará  por  medio  de  cédula,  en  la 
forma  dispuesta  por  el  inciso  segundo  del 
art.  861;  espresándose  en  ella,  por  el  en- 
cargado de  la  dilijencia,  el  dia  i  hora  que 
éste  designe  para  el  embirgo,  al  cual  se 
procederá  sin  otro  trámite. 

877.  Si.  practicado  el  embargo,  ne  se 
formulare  oposición  por  parte d^l  demanda- 
do dentro  de  segundo  día,  el  tribunal  nom- 
brará un  tasador  para  los  bienes  embar- 
gados, i  hecha  la  tasación,  ordenará  que  se 
rematen  Jichos  bienes,  previa  citación  de 
las  partes,  pubiicundose  avisos  coa  quin- 
ce días  'le  aütici[iacion  en  un  diario  del  de- 
partam»^nto,  si  lo  hubiere,  i  tijándose  ade- 
mas carteles  en  la  puerta  del  tribunal  por 
igual  tiempo. 

Las  partas  podrán  hacer  observaciones 
sobre  la  tasación  dentro  de  tres  dias,  con- 
tados desde  que  se  ponga  en  su  conoci- 
miento, i  serán  resueltas  sin  otro  trámite 
por  el  tribunal,  fijando  prudencialmente  el 
valor  de  los  l)ienes  embargado^. 

Si  manifiestamente  va'ieren  menos  de 
cien  pesos  las  especies  embargadas,  solóse 
anunciará  la  subasta  por  medio  de  carte- 
les fijados  en  la  puerta  del  tribunal. 

Las  posturas  empezarán  por  los  dos  ter- 
cios de  la  ta.sacion  aprobada. 

878.  Si  el  demandado  se  opusiere  a  la 
demanda  dentro  del  plazo  que  señala  el 
inciso  primero  del  artii^ulo  precedente,  el 
tribunal  citará  a  las  partes  a.  una  audien- 
cia, i  se  procederá  como  se  dispone  en  los 
arts.  860  i  siguientes,  hasta  dictar  senten- 
cia, mandando  llevar  adelante  la  ejecución 
o  absolviendo  al  demandado. 

879.  Cuando  hubieren  de  enajenarse 
propiedades  raices,  la  escritura  provisio- 
nal de  remate  se  estenderá  en  el  libro  co- 


piador de  sentencias  di.-l  tribunal,  i  será. 
auto:i/.ada  por  el  juez,  un  ministro  de  fe, 
si  lo  hubiere,  i  dos  testigos  de  ai;tuacion,  o 
solo  por  el  juez  i  los  testigos,  a  falta  de  mi- 
nistro de  fe, 

La  escritura  definitiva  se  otorgará  en  el 
rejistro  de  un  notario,  i  será  suscrita  por 
el  juez  ante  quien  se  hul)iere  hecho  el  re- 
mate, o  si  residiere  fuera  de  la  capital  del 
departamento,  por  la  persona  a  quien  él 
comisione  con  tal  objeto  en  la  escritura 
provisional. 

880.  En  los  casos  no  previstos  por  los 
artiiuilos  precedentes,  serán  aplicables  las 
reglas  del  juicio  ejecutivo  de  mayor  cuan- 
ti  I,  si  la  cuestión  deducida  fuere  también 
«jecutira. 

88i  Interpuesta  i  concedida  la  apela- 
ción en  los  juicios  de  menor  cuantía,  se 
hará  saber  a  las  partes  que  deben  compa- 
recer sin  nueva  notificación  ante  el  tribu- 
nal de  segunda  instancia,  dentro  de  cinco 
dias  contados  desde  que  se  recib.i  por  di- 
cho tribunal  el  espediente,  o  su  copia  si  el 
recurso  solo  se  concede  en  el  efecto  devo- 
lutivo. 

882.  Recibidos  los  autos  o  la  copia  por 
el  tribunal  de  alzada,  citará  él  a  las  partes 
a  com pareado  para  uno  de  los  diez  dias  si- 
guientes; i  con  lo  que  espusieren  verbal- 
mente  resolverá  según  el  mérito  del  |iro- 
ceso,  i  aun  cuando  ninguna  hubiere  com- 
parecido, confirmando,  revocando  o  en- 
mendando el  filio  de  primera  instancia. 

Lo  cual  se  entiende  sin  perjuicio  de  lo 
dispuesto  por  el  art.  166  del  presente  Có- 
digo. 

883.  La  resolución  que  se  pronuncie 
sobre  fijación  de  la  cuantía  del  juicio  es 
siempre  ajielable. 

884.  En  los  juicios  de  menor  cuantía 
el  plazo  para  que  se  entienda  aljandonada 
la  instancia  será  de  seis  meses.  (1) 

TITULO   líWl 

De  los  juicios  <le  comercio 

§  1.     De  los  Juicios  de  comercio 
en  j'eneral. 

885.  Lo=?  juicios  de  comercio  cuya 
cuantía  no  esceda  de  trescientos  pesos,  se 
tramitarán  verbalniente,  conforme  a  las 
reglas  establecidas  para  los  juicios  de  me- 
nor cuantía  en  el  Título  precedente. 

Las  resoluciones  que  se  dicten  serán  au- 
torizadas por  el  respectivo  secretario,  i  de 
ellas  se  dejará  testimonio  bajo  la  firma  del 


U)    V.  el  »rt.  159  de  este  Código. 
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mismo  funcionario  en  un  libro  especial  que 
al  electo  se  llevará  en  cada  tribunal. 

Las  funciones  que  en  el  procedinniento 
de  menor  cuantía  se  encomiendan  a  un 
ministro  de  fe  podrán  ser  desempeñadas 
por  ti  portero  del  tribunal. 

886.  Para  oir  i  fallar  demandas  ver- 
bales señalará  el  tribunal  a  lo  menos  tres 
dias  en  cada  semana,  anunciándose  las 
horas  de  audiencia  por  medio  de  carteles 
fijados  en  la  puerta  del  tribunal. 

887.  El  procedimiento  en  los  juicios  de 
comercio  cuya  cuantía  esceda  de  trescien- 
tos pes^o^  será  el  establecido  para  los  jui- 
cios civiles  de  mayor  cuantía;  pero  no  ha- 
brá en  ellos  e.-^critos  de  réplica  i  duplica  ni 
alegatos  de  bien  probado,  sino  cuando  el 
tribunal  lo  ordene.  La  resolución  que  so- 
bre este  particular  dicte  será  inapelable. 

§  2.     Del  juicio  sobre  arreglo 
de  la  acería  común. 

888.  Para  justificar  i  liquidar  la  ave- 
ria común  se  presentará  el  capitán,  i  si  él 
no  lo  hiciere,  el  naviero,  cargador,  con- 
signatario o  cualquier  otro  interesado,  an- 
te el  tribunal  designado  por  el  Código  de 
Comercio,  pidiendo  el  nombramiento  de  pe- 
ritos que  juramentados  reconozcan  i  pre- 
sencien la  apertura  de  las  escotillas,  i  acto 
continuo  informen  por  escrito  acerca  del 
estado  de  la  nave  i  carga. 

Si  el  capitán  no  presentare  el  acta  o  re- 
lación de  que  tratan  los  artículos  1099  i 
1101  del  Código  de  Comercio,  podrá  cual- 
quiera de  los  interesados  pedir  que  se  le 
obligue  a  exhibirla,  i  el  tribunal  lo  decre- 
tará inmediatamente.  (1) 

889.  Si  el  capitán  o  cualquiera  de  los 
interesados  pidiere  que  las  personas  que 
hubieren  firmado  el  acta  o  relación  espre- 
sadas se  ratifiquen  en  su  contenido,  tam- 
bién lo  decretará  así  de  plano  ei  tribu- 
nal. (2) 

890.  Los  peritos  serán  nombrados  en 
conformidad  a  las  reglas  establecidas  en 
•I  párrafo  7.°,  Título  X  del  Libro  II,  i  pro- 
cederán a  desempeñar  su  cometido  con  no- 
tificación de  las  personas  a  que  se  refiere 
el  art.  1104  del  Código  de  Comercio,  i  de 
las  demás  que  se  hubieren  personado  en 
el  juicio.  (3) 

891.  Si  al  dia  siguiente  de  hecha  saber 
a  las  partes  la  presentación  del  informe  de 


los  peritos  no  se  dedujere  demanda  so- 
bre ilejitimidad  de  la  avería,  pedirá  el  ca- 
pitán que  se  declare  su  lejitimidad  i  se  ha- 
ga la  clasificación  ordenada  por  el  art.  11 10 
del  Código  de  Comercio. 

El  tribunal  dará  traslado  de  esta  peti- 
ción por  el  término  de  tres  dias  a  los  inte- 
resados. Este  término  será  común  para 
todos  ellos,  en  el  caso  de  haber  mas  de 
uno. 

892.  Contestada  la  demanda  del  capi- 
tán, o  en  rebeldía  de  ios  demandados,  el 
tribunal  fallará  sin  otro  trámite,  o  recibirá 
a  prueba  la  causa  por  un  término  que  no 
esceda  de  diez  dias.  En  este  segundo  caso 
se  dictará  sentencia,  una  vez  espirado  el 
término  probatorio,  sin  nueva  notificación 
de  las  partes.  (1) 

893.  Si  alguno  de  los  interesados  pre- 
sentare demanda  sobre  ilejitimidad  de  la 
avería  antes  que  se  pida  la  declaración  de 
lejitimidad,  se  dará  traslado  de  aquélla  por 
tres  dias  al  capitán  i  se  procederá,  en  lo 
demás,  conforme  a  lo  dispuesto  en  el  artí- 
culo precedente. 

Si  comparecieren  otros  interesados,  se 
les  admitirá  como  coadyuvantes. 

894.  Declarada  la  lejitimidad  de  la 
averia,  se  procederá  en  la  forma  ordinaria 
al  nombramiento  de  los  peritos  que  es- 
presa el  inciso  segundo  del  art.  1110  del 
Código  de  Comercio. 

895.  Presentadas  las  operaciones  de  la 
liquidación,  se  pondrán  en  conocimiento 
de  los  interesados  presentes,  quienes  ten- 
drán el  término  de  tres  dias  para  exami- 
narlas en  el  oficio  del  secretario. 

Si  no  se  dedujeren  oportunamente  re- 
paros, el  tribunal  aprobará  la  cuenta. 

Sise  dedujeren,  se  tramitarán  como  un 
incidente.  (2) 

890.  Si  la  avería  fuere  declarada  ile- 
jítima,  la  determinación  de  los  daños  i  per- 
juicios que  corresponde  pagar  al  capitán 
será  materia  de  un  juicio  ordinarie  de  Co- 
mercio. 

{  3.  De  los  procedimientos  de  la  quiebra. 

897.  Son  aplicables  a  la  quiebra  las 
reglas  establecidas  en  el  Título  III  de  este 
Libro  para  el  concurso  de  acreedores,  en 
cuanto  no  aparezcan  modificadas  por  los 
artículos  siguientes. 

898.  La  manifestación  de  quiebra  del 
fallido  deberá  hacerse  en  el  plazo  i  en  la 


(1)  V.  los  artículos  de  referencia  y  1104,  1107  y 
1109  d«l  miimo  Código. 

(2)  V.  el  art.  1108  del  Código  de  Comerci». 

(S)    V.  el  art.  de  referencia  y  los  1111  y  Hit  del 
mismo  Código. 


(1)  V.  el  art.  1110  del  Código  de  Comercio. 

(2)  V.  los  artículoi  1110  y  lili  del  Código  de  Co 
mercio. 
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forma   que   disponen   los   artículos   1345, 
1346  i  1347  del  Código  de  Comercio  (1). 

899-  El  acreedor  que,  teniendo  capa- 
cidad legal  para  ello,  solicite  la  declara- 
ción de  quiebra  de  su  deudor,  deberá  cum- 
plir con  lo  prevenido  en  los  artículos  1351 
i  1352  del  Código  de  Comercio. 

900.  Para  que  el  tribunal  pueda  hacer 
de  oficio  la  declaración  de  quiebra,  en  el 
caso  del  art.  1356  del  Código  de  Comercio, 
es  menester  que  se  hagan  constar  previa- 
mente, a  lo  menos  con  la  declaración  ju- 
rada de  dos  testigos,  las  circunstancias  po- 
sitivas que  dicho  articulo  espresa,  i  que  no 
se  presente  quien  administre  lo-  negocios  i 
dé  cumplimiento  a  las  obligaciones  del 
deudor  ausente  u  oculto. 

901.  Incumbe  a  los  síndicos  provisio- 
nales requerir  la  ejecución  üel  auto  decla- 
ratorio de  quiebra  i  su  fijación,  así  como 
hacer  las  publicaciones  que  ordena  el  ar- 
tículo 1357  del  Código  de  Comercio. 

Requerirán  la  hjacion  del  auto  declara- 
torio de  quiebra  al  dia  siguiente  hábil  de 
aquel  en  que  acepten  su  nombramiento,  i 
harán  las  publicaciones  en  el  mas  breve 
plazo. 

Si  omitieren  estus  publicaciones,  las  ha- 
rán los  síndicos  definitivos  en  el  mismo  dia 
en  que  acepten  el  cargo  (2). 

902.  El  auto  denegatorio  de  la  decla- 
ración de  quiebra  no  es  susceptible  del  re- 
curso especial  de  reposición  a  que  se  re- 
fieren los  artículos  1380  i  siguientes  del 
Código  de  Comercio. 

903.  Del  auto  declaratorio  de  quiebra 
i  del  que  determina  la  fecha  de  la  cesación 
de  pagos  podrá  pedirse  reposición  por  las 
personas  i  dentro  de  ios  plazos  determina- 
dos en  los  artículos  1380,  1381,  1382,  1388 
i  1384  del  Código  de  Comercio. 

Interpuesto  el  recurso,  el  tribunal  lo  re- 
cibirá a  prueba  por  un  término  que  no  es- 
ceda de  diez  días,  con  notificacioa  de  las 
personas  que  díben  ser  oidas,  conforme  a 
lo  dispuesto  en  el  art.  1386  del  citado  Có- 
digo. 

Concluido  el  término  concedido,  el  se- 
cretario agregará  de  oficio  las  pruebas 
rendidas;  el  proceso  quedará  a  disposioion 
de  las  partes  en  el  oficio  del  secretario  por 
el  término  de  dos  días,  contados  desde  el 
de  dicha  agregación,  i  con  lo  que  ellas  es- 
pusieren en  dicho  plazo  o,  si  nada  espusie- 
ren, con  solo  el  mérito  de  la  prueba,  resol- 


verá el  tribunal  lo  que  fuere  de  derecho, 
en  los  términos  del  art.  1388  del  precitado' 
Código  (1). 

904.  Es  siempre  apelable  la  sentencia 
que  recaiga  en  el  artículo  de  reposición, 
cualquiera  que  sea  la  cuantía  de  la  quie- 
bra. 

La  apelación  se  concederá  en  ambos 
efectos  o  solo  en  el  devolutivo,  conforme  a 
lo  dispuesto  en  el  art.  1389  del  Código  de 
Comercio. 

905.  Las  apelaciones  incidentales  a 
que  hubiere  lugar  en  el  artículo  de  reposi- 
ción del  auto  declaratorio  de  quiebra  se 
otori^arán  solo  en  el  efecto  devolutivo. 

906.  La  acción  de  ^.aiios  i  pei-juicios 
que  compete  al  deudor  en  el  caso  del  incuso 
tercero  del  art.  ]388  del  Código  de  Comer- 
cio se  tramitará  como  un  juicio  ordinario 
de  comercio,  en  el  ramo  de  administra- 
ción (2). 

907.  Si  los  síndicos  solicitaren  del  juz- 
gado de  comercio  autorización  para  con- 
tinuar provisionalmente  el  jiro  de  los  es- 
tablecimientos comerciales  del  fallido,  se 
dará  a  éste  traslado  de  la  solicitud  i,  con 
lo  que  él  espusiere,  o  en  su  rebeldía,  el 
tribunal  concederá  o  denegará  la  autori- 
zación (3). 

908.  Si,  para  obtener  la  unanimidad 
exijida  por  el  art.  1429  del  Código  de  Co- 
mercio, se  hiciere  valer  el  derecho  que 
otorga  el  inciso  tercero  de  dicho  articulo, 
el  tribunal  accederá  a  esta  petición,  con 
tal  que  los  acreedores  que  la  formulen  se 
allanen  a  pagar  inmediatamente  la  cuota 
que  corresponda  a  los  disidentes. 

909.  Las  apelaciones  a  que  hubiere 
lugar  contra  la  autorización  concedida  a 
los  síndicos  para  continuar  el  jiro  del  fa- 
llido se  otorgarán  solo  en  el  efecto  devolu- 
tivo. 

910.  El  tercer  ramo  en  el  procedimien- 
to de  la  quiebra  se  encabezará  con  el  testi- 
monio de  la  memoria  que  deben  presentar 
los  síndicos  i  del  balance  i  memoria  del 
fallido. 

La  formación  de  este  ramo  queda  a  car- 
go délos  síndicos,  quienes  deberán  solici- 
tarla dentro  de  tercero  dia  después  de  pre- 
sentada la  memoria,  estimándose  la  omi- 
sión de  este  deber  como  causa  bastante  de 
remoción. 

911.  El  tribunal  dará  al  fallido  trasla- 
do de  la  memoria  de  los  síndicos,  por  el  tér- 
mino de  tres  dias. 


(1)  Véanse  los  artículos  de  referencia,  y  ademái 
el  núm.  7.°  del  art.  15S3  del  mismo  Código. 

(2)  Véase  el  Título  lll  del  Libro  4.«  j  «1  articulo 
1357  del  Código  de  Comarcio. 


(1 )    Véanse  «1  art.  13P0  del  Código  de  Comercio. 
;s)    Véase  el  art.  1351  del  Código  de  Comercio. 
(S)    Yease  los  artículo*  U7,  1411  t  1480  del  Códi- 
f  ie  Comercio. 


688 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS  Y   JURÍDICAS 


Evacuado  epte  traslado,  se  pasará  el 
proceso  en  vitta,  por  el  ténnino  de  seis 
dias,  al  respectivo  oHcial  del  ministerio  pú- 
blico. (I) 

912.  Si  fuere  menester,  el  tribunal 
abrirá  un  término  de  prueba  en  el  proce- 
dimiento de  caliücacion. 

El  término  ordinario  para  rendir  esta 
priii'l'U  no  podrá  esceder  dtf  quince  dias. 

913.  Si  no  resultare  mérito  para  cali- 
ficaí-  la  quiebra  de  culpable  o  fraudulenta, 
el  tril)unal  la  declarar;!  fortuita. 

En  el  caso  contrario,  sin  pronunciarse 
sobre  el  carácter  da  la  quiebra,  mandará 
pasar  este  ramo  al  tribunal  que  ejerza  ju- 
risdicción en  lo  crimin.il,  o  procederá  a 
formar  el  correspondiente  proceso,  si  ejer- 
ciere taml)ien  esta  jurisdicción. 

914.  Podrá  pedirse  la  nulidad  del  con- 
venio ajirobado,  no  solo  por  los  motivos  a 
que  se  refiere  el  articulo  685  del  presente 
Código,  sino  también  por  los  que  espresa 
el  articulo  1485  del  de  Comen  io  (2). 

915.  Las  demandas  de  nulidad  o  de  res- 
cisión del  convenio  se  sustanciarán  por  los 
trámites  del  juiíMo  ordinario  de  comercio. 

Esceplúase  la  demanda  de  nulidad  por 
quielira  friudulenta  del  fallido,  la  cual  se 
resolverá  con  la  simple  exhibición  de  la 
respectiva  sentencia  ejecutoriada  i  citación 
del  fallido  o  de  su  repi-ese.itante  (3). 

916.  Lo  dispuesto  en  el  articulo  689  del 
presente  Código  es  aplicable  al  caso  en  que 
se  solicite  la  nulidad  o  rescisión  de  los  ac- 
tos i  coiitratos  del  falliiio  con  arreglo  a  lo 
que  establece  el  articulo  1490  del  Código  de 
Comercio  (4). 

917.  La  demanda  de  rehabilitación  del 
fallido  será  sustanciada  por  los  trámites 
del  juicio  ordinario  de  comercio  i  conforme 
a  las  disposiciones  del  Título  XI  del  li- 
bro IV  del  Código  de  Comercio  (5). 

TITULO  JL\ll 

ne  lOH  luicios  de  minas. 

918.  Los  juicios  de  minas,  entendién- 
dose [lor  tales  aquellos  en  que  so  ventilen 
derecho.s  rejidos  especialmente  por  el  Có- 
digo de  Mineria,  se  sustanciarán  conforme 
a  los  trámites  establecidos  para  los  de  co- 
mercio en  el  párrafo  1."  del  Título  XVI  de 
este  libro  (6). 


(1)  V.  art  1.341  Código  de  Comercio  y  .17,  inci- 
so 2.*,  del  presente. 

12)  V.  además  el  art.  1469  del  Código  de  Comer- 
cio. 

(;i)  V.  art.  887  de  este  Código. 

(4)  V.  el  art.  2468  del  Código  civil. 

(.>>)  V.  el  <irt.  i.5.'?0  del  Código  de  Comercio. 

,    (6)  V.  arts.  885  y  siguientes  de  este  Código. 


919.  Se  someterán  al  procedimienlo 
sumario  establecido  en  el  Titulo  XII: 

1  °  Las  cuestiones  ri dativas  a  la  consti- 
tución i  ejercicio  de  las  servidumbres  que 
reconociere  la  lei  en  favor  de  las  minas  i 
establecimientos  de  beneficio,  i  a  las  in- 
demnizaciones consiguientes; 

2.°  Las  que  se  susciten  con  motivo  del 
ejercicio  del  derech  >  que  los  mineros  co- 
lindantes tienen  para  visitar  las  minas  ve- 
cinas i  para  obtener  la  suspensión  provi- 
sional de  los  trabajos  i  fijación  de  sellos  en 
las  labores  internadas; 

3.°  Las  que  se  refieran  al  ejercicio  de 
la  administración  de  la  mina  por  el  a'iree- 
dor  ejecutante  a  quien  se  hubiere  entrega- 
do (  n  prenda  pretoria. 

9iáO.  El  requerimiento  délos  acreedo- 
res del  minero  fallido,  de  que  trata  el  ar- 
tículo 160  del  Código  de  Mineria,  se  hará 
en  la  primera  junta  a  que  fueren  convo- 
cados. 

Cualquiera  cuestión  que  se  su  cite  acer- 
ca del  derecho  que  dicho  articulo  les  con- 
fiere, se  sustanciará  como  un  incidente. 

TITULO  X.VIII 

De  Uta  juicios  du  hacienda. 

921.  Los  juicios  en  que  tenga  ínteres 
el  Fisco  i  cuyo  conocimiento  corresponda 
a  los  tribunales  ordinarios,  se  sustanciarán 
siempre  por  escrito,  con  arreglo  a  los  trá- 
mites establecidos  para  los  juicios  ordina- 
rios de  mayor  cuantía,  salvas  las  molifica- 
ciones que  en  los  siguientes  artículos  se 
espre-an. 

922.  Se  omitirán  en  el  juicio  ordinario 
los  escritos  de  réplica  y  duplica,  siempre 
que  la  cuantía  del  .legocio  no  pase  de  qui- 
nientos pesos. 

923.  En  los  negocios  en  que  el  minis- 
terio público  n©  figure  como  parte  princi- 
pal, debe  ser  oido  antes  de  la  prueba  i  an- 
tes de  la  sentencia  definitiva  en  una  i  otra 
instancia  .El  tribunal  le  pasará  al  efecto  en 
vista  el  proceso  (1). 

924.  Toda  sentencia  definitiva  pronun- 
ciada por  los  jueces  de  letras  en  juicios  de 
hacienda  i  de  que  no  se  apelare,  se  eleva- 
rá en  consulta,  á  la  Corte  de  Apelaciones 
respectiva,  previa  notificación  de  las  par- 
tes. 

Recibidos  los  ñutos,  el  tribunal  mandará 
traerlos  en  relación. 

Si,  ajuicio  del  tribunal,  la  sentencia  no 


ll)    V.  el  art.  .5.°  de  la  ley  Aprobatoria  de  este 
Cjfidigo. 
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perjudica  los  derechos  fiscales,  la  apro- 
bará. 

En  caso  de  duda  retendrá  el  conocimien- 
to del  negocio,  i  procederá  como  si  efecti- 
vamente se  hubiera  interpuesto  en  tiempo 
apelación  por  parte  del  Fisco. 

925.  Ejecutoriada  que  sea  la  sentencia, 
el  tribunal  remitirá  en  copi  i  autorizada  al 
Ministerio  que  corresponda  las  sentencias 
de  primera  i  segunda  instancia. 

Se  dejará  testimonio  en  el  proceso  del 
hecho  de  haberse  remitido  dichas  copias  i 
se  agregará  al  mismo  el  oficio  en  que  el 
Ministerio  acuse  recibo  de  ellas. 

La  ejecución  de  toda  sentencia  que  con- 
dene al  Fisco  a  cualquiera  prestación  se 
llevará  a  efecto  espidiendo  el  Presidente  de 
la  República  el  respectivo  decreto. 

TITULO  XIK 

Ve  loa  juicios  de  nulidad  de  luatriniouio 
i  de  divorcio. 

926.  Las  contiendas  sobre  nulidad  de 
matrimonio  i  sobre  divorcio  perpetuo  se 
sustanciarán  ci)nforme  a  las  regias  del  jui- 
cio ordinario.  Cuando  la  sentancia  que  die- 
re lugar  a  la  nulidad  o  al  divorcio  perpetuo 
no  fuera  apelada,  deberá  elevarse  en  con- 
sulta al  tribunal  superior,  i  si  él  estimare 
dudosa  la  legalidad  del  fallo  consultado, 
retendrá  el  conocimiento  del  negocio  i  pro- 
cederá como  si  en  realidad  se  hubiera  in- 
terpuesto oportunamente  apelación,  oven- 
do  al  ministerio  público.  En  caso  contra- 
rio, aprobará  la  sentencia  (1). 

927.  El  juicio  sobre  divorcio  temporal 
se  someterá  a  los  trámites  del  procedimien- 
to sumario. 

928.  La  ñjacion  de  la  residencia  de  la 
mujer  durante  el  juicio,  de  la  cuantía  i  for- 
ma de  los  alimentes  i  de  las  espensas  para 
la  litis;  la  designación  del  cónyuje  u  otra 
persona  a  quien  deba  confiarse  el  cuidado 
personal  de  los  hijes,  y  la  determinación 
de  la  manera  cómo  pueden  éstos  visitar  al 
otro  cóyuje  o  ser  visitados  por  él,  serán 
materia  de  incidentes  del  juicio  d«  nub'dad 
o  de  divorcio,  i  se  tramitarán  como  tales  en 
ramos  separados,  sin  paralizar  el  curso  de 
la  acción  principal  (2). 

929.  En  estos  juicios  podrá  disponerse 


(1)  V.  los  párrufos  5.°  y  6."  de  la  ley  d«  lO  de 
enero  de  1884,  que  es  lo  vigente  de  cuestiones  de 
dÍTorcio  y  nulidad  del  matrimonio. 

(2)  Sobre  las  materias  de  que  tmta  este  artículo, 
véanse  los  siguientes  del  Código  civil:  residencia 
de  la  mujer,  133  y  168;  «.limento»,  iTi  y  323;  litis  es- 
pensas, 1S8:  cuidado  personal  de  los  hijos,  223  y 
225,  y  visitas  á  la  familia  común,  227. 

Skgqnoa.  sbkik.— Touo  IL 


que  el  proceso  se  mantenga  reservado, 
siempre  que  el  tribunal  lo  estime  conve- 
niente. 

930.  Lo  dispuesto  e»  el  presente  Titu- 
lo se  aplicará  también  o  los  casos  en  que 
fuere  necesario  confiar  accidentaimtnte  el 
cuidado  personnl  de  los  menores  o  demen- 
tes a  otra  persona  que  aquella  que  los  tie- 
ne actualmente  a  su  caigo  (1). 

TITULO  X3L 

De  la  acción  de  desposeimiento  contra  ter- 
ceros poseedoreit  de  la  linca  hipotecada  o 
acensuada. 

931.  Para  hacer  efectivo  el  pago  de  la 
hipoteca,  cuando  la  finca  gravada  se  posea 
por  otro  que  el  deudor  personal,  se  notifi- 
cará previamente  al  poseedor,  señalándole 
un  plazo  de  diez  dias  para  que  pague  la 
deuda  o  abandone  ante  el  juzgado  la  pro- 
piedad hipotecada  (2). 

932.  Si  el  poseedor  no  efectuare  el  pa- 
go o  el  abandono  en  el  plazo  espresado  en 
el  articulo  anterior,  podrá  desposeérsele 
de  la  propiedad  hipotecada  para  hacer  con 
ella  pago  al  acreedor. 

Esta  acción  se  someterá  a  las  reglas  del 
juicio  ordinario  o  a  las  del  ejecutivo,  según 
fuere  la  calidad  del  titulo  en  que  se  funde, 
procediéndose  contra  el  poseedor  en  los 
mismos  términos  en  que  podría  hacerse 
contra  el  deudor  personal. 

933.  Efectuado  el  abandono  o  el  des- 
poseimiento de  la  finca  perseguida,  se  pro- 
cederá conforme  a  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 2397  i  2424  del  Código  civil,  sin  ne- 
cesidad de  citar  al  deudor  personal.  Pero 
si  éste  compareciere  a  la  incidencia,  será 
oido  en  los  trámites  de  tasación  i  de  su- 
basta. 

934.  Si  el  deudor  personal  no  fuere 
oido  en  el  trámite  de  tasación,  estadilijen- 
cia  deberá  hacerse,  con  intervención  del 
ministerio  público,  por  peritos  que  nom- 
brará el  juez  de  la  causa  en  la  forma  pres- 
crita por  este  Código.  La  tasación,  en  este 
caso,  no  impide  que  el  deudor  personal 
pueda  objetar  la  determinación  del  saldo 
de  la  obligación  principal  por  el  cual  se  le 
demandare,  si  comprueba  en  el  juicio  co- 
rrespondiente que  se  ha  procedido  en 
fraude  de  sus  derechos. 

935.  Lo  dispuesto  en  el  artículo  513  se 
aplicará  también  al  caso  en  que  se  persiga 


(1)  ÍV.  loa  arts.  4S0,  464  inciso  J."  y  470  del  Código 
civil. 
(»)     V.  los  arts.  2397  y  2424  k  2429  del  Códig» 

CÍTÍl. 
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la  ñnca  hipotecada  contra  terceros  posee- 
dores. 

936.  La  acción  del  censualista  sobre  la 
finca  acensuada  se  rige  por  las  disposicio- 
nes del  presente  Titulo. 

TITULO  XXI 

Del  recurso  de  casaeion. 

§  1."     Disposiciones  generales.    .- 

937.  El  recurso  de  casación  se  conce- 
de para  invalidar  una  sentencia  en  los  ca- 
sos espresamente  señalados  por  la  lei. 

938.  El  recurso  de  casación  es  de  dos 
especies:  de  casación  en  eljondo  i  de  casa- 
ción en  la  forma. 

Es  de  casación  en  el  fondo  en  el  caso  del 
articulo  940. 

Es  de  casación  en  la  forma  en  los  casos 
del  artículo  941. 

939.  En  jeneral,  solo  se  concede  el  re- 
curso de  casación  contra  las  sentencias  de- 
finitivas. 

Se  concede  contra  las  interlocutorias, 
cuando  ponen  término  al  juicio  o  hacen 
imposible  su  continuación. 

940.  El  recurso  de  casación  en  el  fon- 
do tiene  lugar  contra  sentencia  pronuncia- 
da con  infracción  de  lei,  siempre  que  esta 
infracción  haya  influido  sustancialmente 
en  lo  dispositivo  de  la  sentencia. 

Solo  se  concederá  este  recurso  contra 
las  sentencias  inapelables  de  las  Cortes  de 
Apelaciones  o  d©  un  tribunal  arbitral  de 
segunda  instancia  constituido  por  arbitros 
de  derecho  en  los  casos  en  «[ue  estos  arbi- 
tros hubieran  conocido  de  negocios  de  la 
competencia  de  dichas  Cortes  (1). 

941.  El  recurso  de  casación  en  la  for- 
ma ha  de  fundarse  precisamente  en  algu- 
na de  las  causas  siguientes: 

1.*  En  haber  sido  la  sentencia  pronun- 
ciada por  un  tribunal  incompetente  o  inte- 
grado en  contravención  a  lo  dispuesto  por 
la  lei; 

2.*  En  haber  sido  pronunciada  por  un 
juez,  o  con  la  concurrencia  de  un  juez,  le- 
galmente  implicado,  o  cuya  recusación  es- 
tuviere pendiente  o  hubiere  sido  declarada 
por  tribunal  competente; 

3.*  En  haber  sido  acordada  en  los  tri- 
bunales colejiados  por  menor  número  de 
votos  o  pronunciada  por  menor  número  de 
jueces  que  el  requerido  por  la  lei  o  con  la 
concurrencia  de  jueces  que  no  asistieron  a 
la  vista  de  la  causa,  i  viceversa; 


4.*  En  haber  sido  dada  ultra  peiita,  esto 
es,  otorgando  mas  de  lo  pedido  por  las  par- 
tes, o  estendiéndola  a  puntos  no  sometidos 
a  la  decisión  del  tribunal,  sin  perjuicio  de 
la  facultad  que  éste  tenga  para  tallar  de 
oficio  en  los  casos  determinados  por  la 
lei; 

5.*  En  haber  sido  pronunciada  con  omi- 
sión de  cualquiera  de  los  requisitos  enume- 
rados en  el  articulo  193; 

6.*  En  haber  sido  dada  contra  otra,  pa- 
sada en  autoridad  de  cosa  juzgada,  siem- 
pre que  ésta  se  hubiere  alegado  oportuna- 
mente en  el  juicio; 

7.'  En  contener  decisiones  contradicto- 
rias; 

8.*  En  haber  sido  dada  en  apelación 
legalmente  declarada  desierta,  prescrita  o 
desistida;  i 

9.*  En  habersa  faltado  a  algún  trámite 
o  dilijencia  declarados  esenciales  por  la  lei- 
o  a  cualquier  otro  requisito  por  cuyo  defec- 
to las  leyes  prevengan  espresamente  que 
hai  nulidad. 

942.  El  recurso  de  casacioa  en  la  for- 
ma se  concede,  por  escepcion,  contra  las 
sentencias  interlocutorias  cuando  en  la  se- 
gunda instancia  se  dictasen  sin  previo  em- 
plazamiento de  la  parte  agraviada,  o  sin 
señalar  dia  para  la  vista  de  la  causa. 

943.  El  que  intente  interponer  el  re- 
curso deberá  anunciarlo  al  tribunal  que  ha 
pronunciado  la  sentencia,  en  el  término  de 
cinco  dias. 

Hecho  este  anuncio,  tendrá  el  recurren- 
te el  plazo  de  otros  cinco  dias  para  forma- 
lizar el  recurso  de  casación  en  la  furma  i 
de  otros  diez  para  formalizar  el  recurso  de 
casación  en  el  fondo. 

Si  no  se  anunciare  o  no  se  formalizare  el 
recurso  en  los  plazos  indicados,  la  senten- 
cia quedará  firme. 

La  cuarta  parte  de  la  suma  i[ue  debe 
consignarse,  según  el  artículo  971,  se  apli- 
cará a  beneficio  fiscal  si  la  parte  que  hu- 
biera anunciado  el  recurso  no  lo  formali- 
zare en  el  término  legal  (1). 

944.  El  recurse  debe  interponerse  por 
la  parte  agraviada  ante  el  tribunal  que  hu- 
biere pronunciado  la  sentencia  que  se  tra- 
ta de  invalidar  i  para  ante  aquel  a  quien 
corresponde  conocer  de  él  conforme  a  la 
lei. 

945.  En  el  escrito  en  que  se  interpon- 
ga el  recurso  se  hará  mención  espresa  i  de- 
terminada del  vicio  o  defecto  en  que  se 
funda,  de  la  lei  o  leyes   infrinjidas  i   de  la 


(1) 

civil. 


V.  loa  arts.  2»2  á  S84  y  1700  á  1702  del  Código 


(1)    V.  lo»  *rt8.  21S3  y  2134  dal  Códiff*  civil. 
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que  concede  el  r«curso  por  la  causal  que 
se  invoca. 

946.  Para  que  pueda  ser  admitido  el 
recurso  de  casación  en  la  forma  es  indis- 
pensable que  el  que  lo  entabla  haya  recla- 
mado de  la  falla,  ejerciendo  oportunamen- 
te i  en  todos  sus  grados  los  recursos  esta- 
blecidos por  la  lei. 

No  es  necesaria  esta  reclamación  cuan- 
do la  lei  no  admite  recurso  alguno  contra 
la  resolución  en  que  se  haya  cometido  la 
falta,  ni  cuando  ésta  haya  tenido  lugar  en 
el  pronunciamiento  mismo  de  la  sentencia 
que  se  trata  de  casar,  ni  cuando  dicha  fal- 
ta hubiere  llegado  al  conocimiento  de  la 
parte  después  de  pronunciada  la  senten- 
cia. 

La  reclamación  a  que  se  refiere  el  inciso 
primero  de  este  articulo  deberá  hacerse 
por  la  parte  o  su  abogado  antes  de  Terse  la 
causa,  en  el  caso  del  número  primero  del 
articulo  941. 

947.  El  recurso  de  casación  suspende 
la  ejecución  de  la  sentencia,  escepto  en  los 
casos  siguientes: 

1.*  Cuando  se  interpusiere  por  el  de- 
mandado contra  la  sentencia  definitiva 
pronunciada  en  el  juicio  ejecutivo,  en  los 
juicios  poseserios,  en  los  de  desahucio  i  en 
los  de  alimentos;  i 

2."  Cuando  la  parte  favorecida  por  el 
fallo  diere  fianza  de  resultas  a  satisfacción 
del  tribunal  que  haya  dictado  la  sentencia 
recurrida,  siempre  que  de  otorgarse  libre- 
mente el  recurso  quedara  dicha  sentencia 
de  hecho  eludida  o  retardada  con  grave 
daño  on  su  ejecución  i  en  sus  efectos. 

948.  Interpuesto  el  recurso,  no  puede 
hacerse  en  él  variación  de  ningún  j enero. 

Por  consiguiente,  aun  cuando  en  el  pro- 
greso del  recurso  se  descubra  alguna  nue- 
va causa  en  que  hubiera  podido  fundarse, 
la  sentencia  recaerá  únicamente  sobre  las 
alegadas  en  tiempo  i  forma. 

949.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo anterior,  pueden  los  tribunales,  co- 
nociendo por  via  de  apelación  o  casación, 
invalidar  de  oficio  las  sentencias  cuando 
aparece  de  manifiesto  en  ellas  alguna  de 
las  causas  que  dan  lugar  a  la  casación  en 
la  forma. 

950.  Deducido  el  recurso,  el  tribunal 
a  quo  examinará  si  concurren  en  él  las 
circunstancias  siguientes: 

1.*  Si  la  sentencia  objeto  del  recurso  es 
de  aquellas  contra  las  cuales  lo  concede  la 
leí; 

2.*    Si  se  ha  interpuesto  en  tiempo; 

3.*  Si  se  hace  mención  espresa  i  deter- 
minada de  la  causa  en  que  se  funda; 


4.*  Si  la  causa  espresada  es  de  las  se- 
ñaladas por  la  lei;  i 

5.*  Si  se  ha  hecho  debidamente  la  re- 
clamación de  que  trata  el  art.  946,  en  su 
caso. 

951.  Concurriendo  las  circunstancias 
indicadas  en  el  articulo  anterior,  el  tribu- 
nal concederá  el  recurso  i  remitirá  el  pro- 
ceso orijinal  al  tribunal  que  corresponda, 
al  dia  siguiente  hábil  después  de  la  última 
notificación. 

En  el  caso  en  que  deba  procederse  a  la 
ejecución  de  la  sentencia  c»n  arreglo  a 
lo  que  establece  el  art.  947  se  observará  lo 
dispuesto  en  el  art.  220. 

952.  Si  el  recurrente  no  franqueare  la 
remisión  del  proceso,  podrá  pedirse  al  tri- 
bunal que  se  le  requiera  para  ello,  bajo 
apercibimiento  de  declararse  no  inter- 
puesto el  recurso. 

953.  Cuando  el  tribunal  a  qxio  estima- 
re que  no  concurren  en  el  recurso  las  cir- 
cunstancias enumeradas  en  el  art.  950,  lo 
declarará  inadmisible. 

Esta  resolución,  que  debe  ser  fundada, 
es  siempre  apelable. 

954.  Si,  elevado  el  proceso  en  apela- 
ción, encontrare  mérito  el  tribunal  para 
considerar  inadmisible  el  recurso,  manda- 
rá traer  los  autos  en  relación  sobre  este 
punto,  i  si  lo  estimare  también  improce- 
dente lo  declarará  así  i  devolverá  el  proce- 
so al  tribunal  inferior  para  el  eumpÜmien- 
to  de  la  sentencia. 

955.  Es  aplicable  al  recurso  de  casa- 
ción lo  dispuesto  en  el  artículo  223;  i  tras- 
currido el  término  del  emplazamiento  el 
tribunal  superior  tramitará  i  fallará  dicho 
recurso  sin  esperar  la  comparecencia  de 
las  partes. 

956.  En  la  vista  de  la  causa  se  obser- 
varán las  reglas  establecidas  para  las  ape- 
laciones. 

957.  El  recurso  de  casación  se  sujeta- 
rá ademas  a  las  disposicioaes  especiales  de 
los  párrafos  2.°,  3."  i  4.®  de  este  Título,  se- 
gún sea  la  naturaleza  del  juicio  en  que  se 
haya  pronunciado  la  sentencia  recurrida. 

958.  Cuando  la  Corte  Suprema  invali- 
dare una  sentencia  por  casación  en  el  fon- 
do, dictará  acto  continuo  i  sin  nueva  vista, 
pero  separadamente,  sobre  la  cuestión  ma- 
teria del  juicio,  la  sentencia  que  crea  con- 
forme a  la  lei  i  al  mérito  de  los  hechos  ta- 
les como  se  han  dado  por  establecidos  en 
el  fallo  recurrido. 

959.  En  los  casos  de  casación  en  la 
forma,  la  misma  sentencia  que  declare  la 
casación  determinará  el  estado  en  que  que- 
da el  proceso,  el  cual  se  remitirá  para  su 
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conocimiento  al  tribunal  correspondiente. 
Este  tribunal  es  aquel  a  quien  tocarla  co- 
nocer del  negocio  en  caso  de  recusación 
del  juez  o  jueces  que  pronunciaron  la  sen- 
tencia casada. 

960.  Siempre  que  se  declare  inadmisi- 
ble o  sin  lugar  el  recurso  de  casación  se 
condenará  en  costas  al  litigante  que  lo  hu- 
biere interpuesto. 

§  2.  Disposiciones  especiales  del  recurso 
»^  de  casación  contra  sentencia  pronuncia- 
■'  da  enjuicias  de  menor  cuaniím. 

961.  En  los  juicios  de  menor  cuantía 
solo  hai  lugar  al  recurso  de  casación  en  la 
forma,  en  los  casos  de  los  números  I.*,  2.*, 
4.',  6  "j  7.°,  i  9.»  del  articulo  941. 

962.  En  estos  juicios  solo  se  conside- 
rarán dilijencias  o  trámites  esenciales,  el 
emplazamiento  del  demandado  en  la  forma 
prescrita  por  la  lei  para  que  conteste  la 
demanda,  el  acta  en  que  deben  consignar- 
se las  peticiones  de  las  partes  i  el  empla- 
zamiento de  las  mismas  para  que  ocurran 
ante  el  tribunal  de  segunda  instancia  a  se- 
guir el  recurso  de  apelación,  cuando  se  hu- 
biere interpuesto  i  procediere. 

963.  El  recurso  se  interpondrá  verbal- 
mente  o  por  escrito  i  solo  se  hará  mención 
espresa  de  la  causa  en  que  se  funde.  Si  se 
interpusiere  verbalmente,  se  dejará  de  ella 
testimonio  en  una  acta  que  ñrmarán  el 
juez  i  el  recurrente. 

964.  El  término  de  emplazamiento  se- 
rá, en  estos  juicios,  de  diez  dias  i  el  tribu- 
nal a  quo  remitirá  el  proceso  al  superior 
jin  calificar  la  admisibilidad  del  recurso. 

965.  La  casación  se  sustanciará  en  la 
misma  forma  que  la  apelación  en  estos 
juicios. 

Si  la  causal  alegada  necesitare  probarse, 
se  abrirá  un  términ*  con  tal  objeto  i  se 
rendirá  la  prutba  según  las  reglas  estable- 
cidas para  los  incidentes,  precediéndose 
con  intervención  solo  de  la  parte  o  partes 
que  comparezcan.  El  auto  de  prueba  se 
publicará  por  medio  de  carteles  fijados  en 
la  puerta  del  tribunal  durante  cinco  dias  a 
lo  menos. 

§  3.  Disposiciones  especiales  de  los  recur- 
sos de  casación  contra  sentencias  pro- 
nunciadas en  primera  o  en  única  ins- 
tancia en  juicios  de  mayor  cuantía. 

966.  En  jeneral,  son  trámtes  o  dilijen- 
cias esenciales  en  l;i  primera  o  en  la  única 
inftancia  en  los  juicios  de  mayor  cuantía: 

1.°  El  emplazamiento  délas  partes  en 
Ja  forma  prescrita  por  la  lei; 


2."  El  recibimiento  de  la  causa  a  prue- 
ba cuando  procediere  con  arreglo  a  la  lei; 

3."  La  práctica  de  dilijencias  probato- 
rias cuj'a  omisión  podría  producir  indefen- 
■ion; 

4.°  La  agregación  de  los  instrumentos 
presentados  por  las  partes  i  la  citación  de 
aquella  contra  quien  se  presenten; 

5.*  La  citación  para  alguna  dilijencia 
de  prueba;  i 

6.°  La  citación  para  oir  sentencia  defi- 
nitiva, salvo  que  la  lei  n©  establezca  este 
trámite. 

967.  En  los  juicios  de  mayor  cuantía 
seguidos  ante  arbitradores  son  trámites 
esenciales  los  que  las  partes  espresen  en  el 
acto  constitutivo  del  compromiso,  i,  si  na- 
da hubieren  ellas  espresado  acerca  de  esto, 
solo  los  comprendidos  en  los  números  1."  i 
4.'  del  artículo  precedente. 

968.  Elevado  el  proceso  o  encontrando 
el  tribunal  admisible  el  recurso,  en  el  caso 
del  artículo  954,  mandará  que  se  traigan 
sobre  él  los  autos  en  relación. 

969.  Cuando  la  causa  alegada  necesi- 
tare de  prueba,  el  tribunal  abrirá  para  ren- 
dirla un  término  prudencial  que  no  esceda 
de  treinta  dias. 

§  4.  Disposiciones  especiales  de  los  recur- 
sos de  casación  contra  sentencias  pro- 
nunciadas en  segunda  instancia  en  Jui- 
cios de  mayor  cuantía. 

970.  En  jeneral,  son  trámites  o  dilijen- 
cias esenciales  en  la  segunda  instancia  de 
los  juicios  de  mayor  cuantía: 

1.**  El  emplazamiento  de  las  partes, 
hecho  áates  de  que  el  superior  conozca  del 
recurso; 

2.*  La  espresion  de  agravios  i  su  con- 
testación, cuando,  según  la  lei,  deba  tener 
lugar  este  trámite; 

3.°  La  agregación  de  los  instrumentos 
presentados  por  las  partes  en  tiempo  hábil 
i  la  citación  de  la  parte  contra  la  cual  se 
presentaren; 

4."  La  coutestacion  al  escrito  de  adhe- 
sión a  la  apelación  deducida  en  tiempo  i 
forma; 

5.°  La  citacian  para  oir  sentencia  den- 
nitiva; 

6.°  La  fijación  de  la  causa  en  tabla  para 
su  vista  en  los  tribunales  colejiados,  en  la 
forma  establecida  en  el  artículo  170;  i 

7.°  Los  indicados  en  los  números  2.°, 
3.»  i  5.*"  del  artículo  966,  cuando  en  la  se- 
gunda instancia  proceda  el  trámite  de  re- 
cibir la  causa  a  prueba. 

971.  Al  anunciar  que  se  va  a  interpo- 
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nerel  recurso  de  casación  contra  senten- 
cia de  segunda  instancia,  es  menester  que 
se  acompañe  certificación  de  haberse  con- 
signadado  en  arcas  fiscales: 

Si  la  casación  fuere  en  el  fondo,  ciento 
cincuenta  pesos,  no  escediendo  de  diez  mil 
pesos  la  cuantía  del  juicio,  i  trescientos 
pesos  cuando  esceda  de  dicha  suma. 

Si  la  casación  fuere  en  la  forma,  cien 
pesos  cuando  la  cuantía  del  juicio  no  pase 
de  diez  mil  pesos,  i  doscientos  pesos,  si  es- 
cede de  ellos. 

Si  se  interpusieren  conjuntamente  los 
recursos  de  casación  en  el  fondo  i  en  la 
forma,  se  consignará  la  cantidad  exijida 
para  el  primero,  mas  la  tercera  parte  de 
la  del  segundo. 

972.  Si  la  cuantía  del  pleito  no  fuere 
de  fácil  o  pronta  apreciación,  conforme  a 
las  reglas  dadas  en  la  Ld  de  Organización 
i  Atribuciones  de  los  Tribunales  para  fijar 
la  competencia,  o  si  no  versare  sobre  ma- 
teria apreciable  en  dinero,  se  considerará 
dicha  cuantía,  para  los  efectos  del  artículo 
precedente,  como  de  menos  de  diez  mil 
pesos. 

973.  Ni  los  oficiales  del  Ministerio  pú- 
blico, ni  los  representantes  delfFisco,  ni  los 
defensores  públicos,  ni  los  que  gozan  del 
beneficio  de  pobreza  estarán  obligados  a 
hacer  consignación  alguna  para  interpo- 
ner recurso  de  casación. 

974.  En  estos  juicios,  el  tribunal  a  quo 
examinará  si  concurre  en  el  recurso,  a 
mas  de  las  circunstancias  indicadas  en  el 
artículo  960,  la  de  haberse  hecho  la  con- 
signación a  que  se  refieren  los  artículos 
precedentes. 

975.  Elevado  el  proceso  o  encontran- 
do el  tribunal  superior  admisible  el  recur- 
so en  el  caso  del  art.  954  i  siendo  éste  de 
casación  en  el  fondo,  se  entregará  por  diez 
dias  el  proceso  a  la  parte  o  partes  que  hu- 
bieren interpuesto  dicho  recurso,  a  fin 
de  que,  por  su  orden,  lo  funden  por  es- 
crito. 

De  este  escrito  se  comunicará  traslado 
también  por  el  término  de  diez  dias  al  con- 
tendor a  contendores. 

Oidas  las  partes,  o  en  su  rebeldía,  se 
pasará  el  proceso  en  estudio  a  uno  de  los 
ministros  del  tribunal,  según  el  turno  que 
éste  acordare,  a  fin  de  que  en  el  término 
de  quince  dias  dictamine  por  escrito.  Este 
ministro  no  concurrirá  a  la  vista  ni  al 
acuerdo  de  la  sentencia. 

Evacuado  este  trámite,  mandará  el  tri- 
bunal que  se  traigan  los  autos  a  la  vista 
para  resolver. 

976.  Cuando  el  recurso  fuere  de  casa- 


ción en  la  forma,  dispondrá  el  tribunal 
que  se  traigan  los  aut®s  en  relación. 

977.  En  el  recurso  de  casación  en  el 
fond»,  no  se  podrán  admitir  ni  decretar  de 
oficio  para  mejor  proveer  pruebas  de  nin- 
guna clase  que  tiendan  a  establecer  o  es- 
clarecer los  hechos  controvertidos  en  el 
juicio  en  que  hubiere  recaído  la  sentencia 
recurrida. 

Si  la  casación  fuere  en  la  forma,  tendrá 
lugar  lo  dispuesto  en  el  art.  969. 

978.  Si  se  interpusieren  conjuntamen- 
te recursos  de  casación  en  el  fondo  i  en  la 
forma,  se  resolverá  previamente  el  segun- 
do; i  si  se  diere  lugar  a  él,  se  tendrá  como 
no  interpuesto  el  primero. 

979.  La  cantidad  consignada  se  de- 
volverá a  la  parte  siempre  que  el  tribunal 
case  la  sentencia.  Si  devolviere  el  proceso 
sin  pronunciarse  acerca  de  la  casación, 
sea  por  convenio  de  las  partes  o  por  desis- 
timiento del  recurrente,  tendrá  lugar  lo 
dispuesto  en  el  inciso  cuarto  del  art.  943. 
En  los  demás  casos  se  aplicará  a  beneficio 
fiscal. 

En  el  caso  del  inciso  final  del  art.  971, 
se  entenderá  que  se  han  hecho  dos  con- 
signaciones, una  íntegra  para  el  recurso 
de  casación  en  el  fondo,  la  otra  parcial 
para  el  de  casación  en  la  forma;  i  se  do- 
volverán  a  la  parte  o  se  aplicarán  a  bene- 
ficio ñscal  las  cantidades  consignadas  en 
conformidad  a  lo  dispuesto  en  el  inciso 
precedente. 

Bel  i*eeur«o  de  reviaioa. 

980.  La  Corte  Suprema  de  Justicia 
podrá  rever  una  sentencia  firme  en  los  ca- 
sos siguientes: 

1.°  Si  se  hubiere  fundado  en  documen- 
tos declarados  falsos  por  sentencia  ejecu- 
teria,  dictada  con  posterioridad  a  la  sen- 
tencia que  se  trata  de  rever; 

2.°  Si  pronunciada  en  virtud  de  prue- 
ba de  testigos,  hubieren  sido  éstos  conde- 
nados por  falso  testimonio,  dado  especial- 
mente en  las  declaraciones  que  sirvieron 
de  único  fundamento  a  la  sentencia; 

3.°  Si  la  sentencia  firme  se  hubiere  ga- 
nado injustamente  en  virtud  de  cohecho, 
violencia  u  otra  maquinación  fraudulenta, 
cuya  existencia  hubiere  sido  declarada 
por  sentencia  de  término;  i 

4."  Si  se  hubiera  pronunciado  oontra 
otra  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada 
i  que  no  se  alegó  en  el  juicio  en  que  la 
sentencia  firme  recayó. 

El  recurso  de  revisión  no  procede  res- 
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Í)ecto  de  las  sentencias  pronunciadas  por 
a  Corte  Suprema,  conociendo  en  los  re- 
cursos de  casación  o  de  revisión. 

981.  El  recurso  de  revisión  solo  podrá 
interponerse  dentro  de  un  año  contado 
desde  la  fecha  de  la  última  notificación  de 
la  sentencia  objeto  del  recurso. 

Si  se  presentare  pasado  este  plazo,  se 
rechazará  de  plano. 

Sin  embargo,  si  al  terminar  el  año  no  se 
hubiere  aun  fallado  el  juicio  dirijido  a 
comprobar  la  falsedad  de  los  documentos, 
el  perjurio  de  los  testigos  o  el  cohecho, 
violencia  u  otra  maquinación  fraudulenta 
a  que  se  refiere  el  articulo  anterior,  bas- 
tará que  el  recurso  se  interponga  dentro 
de  aquel  plazo,  haciéndose  presente  en  él 
esta  circunstancia,  i  debiendo  proseguirse 
inmediatamente  después  de  obtenerse  sen- 
tencia firme  en  dicho  juicio. 

982.  El  recurrente  acompañará,  junto 
con  el  ©ácrito  en  que  dedujere  el  recurso, 
un  documento  justificativo  de  haber  con- 
signado en  arcas  fiscales  una  suma  igual 
a  la  que  se  exije  para  «ntablar  el  recurso 
de  casación  en  el  fondo,  a  menos  de  en- 
contrarse en  alguno  de  los  casos  indicados 
en  el  art.  973. 

Esta  suma  se  devolverá  al  recurrente  o 
se  aplicará  a  beneficio  fiscal,  en  confor- 
midad a  lo  dispuesto  en  el  art.  979. 

983.  Presentado  el  recurso,  el  tribu- 
nal ordenará  que  se  traigan  a  la  vista  to- 
dos los  antecedentes  del  juicio  en  que  re- 
cayó la  sentencia  impugnada  i  citará  alas 
personas  a  quienes  aíecte  dicha  sentencia 
para  que  comparezcan  en  el  término  de 
emplazamiento  a  hacer  valer  su  derecho. 

Los  trámites  posteriores  al  vencimiento 
de  este  término  se  seguirán  conforme  á  lo 
establecido  para  la  sustanciación  de  los 
incidentes,  oyéndose  al  ministerio  público 
antes  de  la  vista  de  la  causa 

984.  Por  la  interposición  de  este  re- 


curso no  se  suspenderá  la  ejecución  de  la 
sentencia  impugnada. 

Podrá,  sin  embargo,  el  tribunal,  en  vis- 
ta de  las  circunstancias,  a  petición  del  re- 
currente, i  oido  el  ministerio  público,  or- 
denar que  se  suspenda  la  ejecución  de  la 
sentencia,  siempre  que  aquél  diere  fianza 
bastant»  para  satisfacer  el  valor  de  lo  liti- 
gado i  los  perjuicios  que  se  causen  con  la 
inejecución  de  la  sentencia,  para  el  caso 
de  que  el  recurso  fuere  desestimado. 

985.  Si  el  tribunal  estimare  proceden- 
te la  revisión  por  haberse  comprobado,  aon 
arreglo  a  la  lei,  los  hechos  en  que  se  fun- 
da, lo  declarará  asi,  i  anulará  en  todo  o  en 
parte  la  sentencia  impugnada. 

En  la  misma  sentencia  que  acepte  el 
recurso  de  revisión  declarará  el  tribunal 
si  debe  o  no  seguirse  nuevo  juicio.  En  el 
primer  caso  determinará  ademas  el  estado 
•n  que  queda  el  proceso,  el  cual  se  remiti- 
rá para  su  conocimiento  al  tribunal  de  que 
proceda. 

Servirán  de  base  al  nuevo  juicio  las  de- 
claraciones que  se  hubieren  hecho  en  el 
recurso  de  revisión,  las  cuales  no  podrán 
ser  ya  discutidas. 

986.  Cuando  el  recurso  de  revisión  se 
declare  improcedente,  se  condenará  en  las 
costas  del  juicio  al  que  lo  hubiere  promo- 
vido i  se  ordenará  que  sean  devueltos  al 
tribunal  que  corresponda  los  autos  manda- 
dos traer  a  la  vista. 

TIT1II.O  XXIII 

Supresiun  d*  fuero  personal  en  al^unoi* 
juicios. 

987.  En  los  juicios  de  minas,  poseso- 
rios, .«obre  distribución  de  aguas,  particio- 
nes, i  en  aquellos  que  se  tramiten  breve  i 
sumariamente,  no  se  tomará  en  conside- 
ración el  fuero  que  gocen  las  partes  para 
fijar  la  competencia  del  tribunal  que  debe 
conocer  de  ellos  (1). 


IllBf^O    CÜAIRTO 
De  los  aetos  ¡adíeiales  no  eontenciosos 


TITULO  PRIMERO 

Disposiciones  generales. 

988.  Son  actos  judiciales  no  conten- 
ciosos aquellos  que  según  la  lei  requieren 
la  intervencion|del  juez  i  en  que  no  se  pro- 
mueve contienda  alguna  entre  part«s. 

989.  Aunque  los  tribunales  hayan  de 


proceder  en  algunos  de  estos  actos  con  c&- 
nocimiento  de  causa,  no  es  necesario  que 
se  les  suministre  este  conocimiento  con  las 
solemnidades  ordinarias  de  las  pruebas  ju- 
diciales. 


(1)     Modifica  los  arta, 
ley  Oif inic*. 


3r,  «7,   117,  281  y  S88  de   U 
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Así,  pueden  acreditarse  los  hechos  per- 
tinentes por  medio  de  ¿nformactones  suma- 
rias . 

Se  entiende  por  información  sumaria  la 
prueba  de  cualquiera  especie,  rendida  sin 
notificación  ni  interven«ion  de  contradic- 
tor i  sin  previo  señalamiento  de  término 
probatorio. 

990.  Los  tribunales  en  estos  negocios 
apreciarán  prudencialraente  el  mérito  de 
las  justiñcaciones  i  pruebas  de  cualquiera 
clase  que  se  produzcan. 

991.  Asimismo  decretarán  de  oficio 
las  dilijencias  informativas  que  estimen 
convenientes. 

992.  Pueden  los  tribunales,  variando 
las  circunstancias,  i  a  solicitud  del  intere- 
sado, revocar  o  modificar  las  resoluciones 
negativas  que  hubieren  dictado,  sin  suje- 
ción a  los  términos  i  formas  egtablecidos 
para  los  asuntos  contenciosos. 

Podrán  también  en  igual  caso  revocar  o 
modificar  las  resoluciones  afirmativas,  con 
tal  que  esté  aun  pendiente  su  ejecución. 

993.  Contra  las  resoluciones  dictadas 
podrán  entablarse  los  recursos  de  apela- 
ción i  de  casación,  según  las  reglas  jene- 
rales.  Los  trámites  de  la  apelación  serán 
los  establecidos  para  los  incidentes. 

994.  Si  a  la  solicitud  presentada  se  hi- 
ciere oposición  por  lejítim©  contradictor, 
se  hará  contencioso  el  negocio  i  se  sujeta- 
rá a  los  trámites  del  juicio  que  corres- 
ponda. 

Si  la  oposición  se  hiciere  por  quien  no 
tiene  de:"echo,  el  tribunal,  desestimándola 
de  plano,  dictará  resolución  sobre  el  ne- 
gocio principal. 

995.  En  los  negocios  no  contenciosos 
que  no  tuvieren  señalada  una  tramitación 
especial  en  el  presente  Código,  procederá 
el  tribunal  de  plano,  si  la  lei  no  le  ordena- 
re obrar  con  conocimiento  de  causa. 

Si  la  lei  exija  este  conocimiento,  i  los  an- 
tecedentes acompañados  no  lo  suminis- 
tran, mandará  rendir  previamente  infor- 
mación sumaria  acerca  de  los  hechos  que 
lejitimen  la  peticioe,  i  oirá  después  al  mi- 
nisterio público  o  al  respectivo  defensor 
público,  según  corresponda. 

996.  En  todos  los  casos  en  que  hubie- 
re de  obtenerse  el  dictamen  por  escrito  de 
los  oficiales  del  ministerio  público  o  de  los 
defensores  públicos,  se  les  pasará  al  efecto 
el  proceso  en  la  forma  establecida  en  el 
art  40. 

997.  Las  sentencias  definitivas  en  los 
negocios  no  contenciosos  espresarán  el 
nombre,  profesión  u  oficio  i  domicilio  de 
los  solicitantes,  las  peticiones  deducidas  i 


la  re.'<olucion  del  tribunal.  Cuando  éste  de- 
ba proceder  con  conocimiento  de  causa,  se 
establecerán  ademas  las  razones  que  mo- 
tiven la  resolución. 

Estas  sentencias,  como  las  que  se  espi- 
den en  las  causas  entre  partes,  se  copiarán 
en  el  libro  respectivo  que  llevará  el  secre- 
tario del  tribunal. 

998.  En  los  asuntos  no  contencioso.s  no 
se  tomará  en  consideración  el  fuero  per- 
sonal de  los  interesados  para  «stablecer  la 
competencia  del  tribunal. 

999.  Los  procesos  que  se  formen  sobre 
actos  no  contenciosos  quedarán  en  tod»  ca- 
so archivados,  como  los  de  negocios  con- 
tenciosos. 

Si  se  diere  copia  de  todo  o  parte  del  pro- 
ceso, s«  dejará  en  él  testimonio  de  est«  he- 
cho con  espresion  del  contenido  de  las  co- 
pias que  se  hubieren  dado. 

Tirixo  li 

De  la  habilitaciúu  para  comparecer  en  jui- 
cio. 

1000.  En  los  casos  en  que  la  lei  auto- 
rice al  juez  para  .-^uplir  la  autorización  del 
marido  a  fin  de  que  la  mujer  casada  pueda 
parecer  en  juicio,  ocurrirá  ésta  ante  el 
tribunal  correspondiente  manifestándole, 
por  escrito,  el  juicio  o  juicios  en  que  nece- 
site actuar  como  demandante  o  demanda- 
da, los  motivos  que  aconsejan  su  compare- 
cencia i  el  hecho  de  que  el  marido  le  nie- 
gue la  autorización  o  el  impedimento  que 
lo  imposibilita  para  prestarla. 

El  tribunal  concederá  o  negará  la  habi- 
litación, con  conocimiento  de  causa,  si  la 
estimare  necesaria,  i  oyendo  en  todo  caso 
al  defensor  de  menores.  Citará  ademas  al 
marido  cuando  esté  presente  i  no  estuvie- 
re inhabilitado. 

1001.  Lo  dispuesto  en  el  artículo  ante- 
rior se  aplicará  al  caso  en  que  el  hijo  de 
familia  tenga  que  litigar  como  actor  con- 
tra su  padre  o  éste  le  negare  o  no  pudie- 
re prestarle  su  consentimiento  o  represen- 
tación para  parecer  en  juicio  contra  un 
tercero,  ya  sea  como  demandante  o  deman- 
dado. 

En  el  auto  en  que  se  conceda  la  habili- 
tación se  dará  al  hijo  de  familia  un  cura- 
dor para  la  liti-s,  con  arreglo  a  lo  dispuesto 
en  el  art.  1080  (1). 

1002.  El  juicio  que  tenga  por  objet* 
la  habilitación,  por  negarse  el  padre  o  ma- 
rido a  representar  o  a  autorizar  al  hijo  o  a 


(1)    Véanse  los  arts.  257  á  159  y  494  del  Código  ci- 
rii. 
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la  mujer  para  parecer  en  juicio,  se  sustan- 
ciará en  conformidad  a  los  trámites  esta- 
blecidos para  los  incidentes. 

Lo  mismo  sucederá  cuando,  antes  de 
otorgarse  la  que  «e  haya  pedido  por  ausen- 
cia o  ignorado  paradero  del  padre  o  mari- 
do, compareciere  alguno  de  éstos  oponién- 
dose. 

1003.  Si  la  prtsentacion  del  padreo 
miirido  tuviere  lugar  después  de  concedi- 
da la  habilitación,  su  oposición  se  tramita- 
rá también  como  un  incidente,  i  mientras 
no  recaiga  sentencia  tirme,  surtirá  todos 
suá  efectos  la  habilitado». 

TITUI>OTI!l 

De  la  lejitiniaeíón  de  liíjo«  incapace*  por  el 
■matrimonio  posterior  de  los  padre*. 

1004.  Cuando  fuere  necesaria  la  apro- 
bación judicial  para  aceptar  o  repudiar  la 
lejitimacion,  se  pedirá  que  la  escritura  pú- 
blica, testamento  o  acta  de  matrimonio  en 
que  se  haya  hecho  dicha  lejitimacion,  se 
notifique  al  tutor  o  curador  jeneral  del  hi- 
jo, si  lo  tiene,  o  que,  en  caso  de  no  tener- 
lo, se  le  nombre  un  curador  especial  a  fin 
de  que  acepte  o  repudia  la  lejitimacion  o 
preste  su  consentimiento  al  menor  adulto. 

El  tutor  o  curador  manifestará  al  tribu- 
nal si  a  su  juicio  es  •  no  conveniente  acep- 
tar la  lejitimaci«n,  i  el  tribunal,  previo  co- 
nocimiento de  causa  en  la  forma  que  esta- 
blece el  inciso  segunde  delart.  995,  conce- 
derá o  denegará  la  autorización  solicitada, 
según  fuere  de  justicia. 

1005.  Cuando  en  el  caso  del  inciso  se- 
gundo del  art.  211  del  Código  civil  hubiere 
de  solicitarse  autorización  judicial  por  fal- 
tar el  consentimiento  del  marido,  se  pro- 
cederá como  se  dispone  en  el  artículo  pre- 
cedente, en  cuanto  fuere  aplicable. 

1006.  En  todo  caso  mandará  el  tribu- 
nal  que  se  estienda  la  escritura  pública  de 
aceptación  o  repudiación,  en  conformidad 
al  are.  212  del  Código  civil. 

En  dicha  escritura  se  insertará,  a  mas 
del  discernimiento  de  la  tutela  o  curaduría 
en  su  caso,  la  re.-^olucion  que  autoriza  la 
lejitimacion  o  «|ue  niega  lugar  a  ella. 

TITIJLO    (▼ 

Be  la  emaaeipaaion  voluntaria. 

1007.  Para  obtener  la  aprobación  judi- 
emancipacion  voluntaria  se  presentarán 
cial  de  la  por  e.scrito  al  tribunal  el  padre  i 
el  hijo,  declarando  el  primero  que  quiere 
emancipar  al  hijo  i  el  segundo  que  con- 
siente en  ello. 


El  tribunal,  previo  conocimiento  de  cau- 
sa en  la  forma  espresada  en  el  inciso  se- 
gundo del  art.  995,  autorizará  la  emanci- 
pación i  mandará  reducirla  a  escritura  pú- 
blica, si  la  encontrare  ventajosa  para  el 
hijo,  o  denegará  la  autorización  en  caso 
contrario  (1). 

TITULO   ▼ 

Bel  recoBoeimiento  de    hijo  natural  en  fa- 
vor de  un  incapaz. 

1008.  La  autorización  judicial  del  re- 
conocimiento de  hijo  natural,  cuando  sea 
necesaria  según  la  lei,  se  solicitará  por 
conducto  del  representante  legal  del  inca- 
paz. 

El  tribunal  procederá,  para  concederla 
o  negarla,  conforme  a  lo  establecido  en  el 
inciso  segundo  del  art.  1007  i,  en  caso  de 
otorgarla,  ordenará  que  se  reduzcan  a  es- 
critura pública  el  reconocimiento  i  la  acep- 
tación. 

TITULO    Yl 

We  la  habilitación  de  edad. 

1009.  El  menor  que,  teniéndolas  cua- 
lidades que  la  lei  exije,  quisiere  obtener  ha- 
bilitación de  edad  en  los  casos  a  que  se  re- 
fiere el  inciso  segundo  del  articulo  298  del 
Código  civil,  se  presentará  ante  el  tribu- 
nal competente  justificando  poseer  aque- 
llas cualidades,  i  pedirá  se  cite  a  sus  pa- 
rientes, a  su  curador  i  al  detensor  de  me- 
nores. 

El  tribunal  señalará  dia  para  la  audien- 
cia i  mandará  citar  a  eiia  a  las  personas 
designadas,  mediando  a  lo  menos  treinta 
dias  entre  la  resolución  i  el  dia  señalados. 

La  citación  i  comparecencia  de  los  pa- 
rientes se  hará  en  la  forma  prevenida  en 
el  articulo  846. 

Se  anunciará,  ademas,  la  audiencia  por 
tres  veces  en  un  periódico  del  lugar,  si  lo 
hubiere,  o  de  la  cabecera  de  la  provincia 
en  caso  contrario,  colocándose  en  todo  caso 
carteles  eu  la  puerta  del  tribunal  por  el 
término  de  quince  dias. 

1010.  Concurriendo  los  parientes  per- 
sonalmente o  por  medio  de  apoderados 
constituidos  en  forma  legal,  elejirá  el  tri- 
bunal cinco  de  ellos  para  que  informen  en 
la  misma  audiencia  sobre  la  habilitación. 
E«  esta  elección  preferirá  a  los  ascendien- 
tes i  a  los  colaterales  mas  cercanos. 

Se  procederá  a  la  audiencia  aun  cuando 


(1)    VéM«  el  art.  195  de  U  ley  Orffánic». 
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eoncurran  solo  dos  parientes,  el  curador  i 
el  defensor  de  menores. 

Si  no  se  reuniere  este  número,  se  repe- 
tirá la  citación  con  un  intervalo  de  tiempo 
que  no  baje  de  ocho  dias  entre  ella  i  el  se- 
ñalado para  la  audiencia.  Se  repetirá  tam- 
bién, por  una  vez,  el  aviso  en  un  periódico. 

Repetida  así  la  citación,  se  procederá  a 
la  audiencia,  aunque  solo  concurran  el  «u- 
rador  o  el  defenser  de  menores. 

1011.  Los  parientes  i  el  curador  infor- 
marán sobre  la  aptitid  del  menor  para  la 
administración  de  sus  bienes,  tomando  en 
cuenta  su  moralidad  i  conocimiento;  i  el 
defensor  de  menores,  si  se  encontrare  pre- 
sente, hará  sobre  la  .solicitud  misma  i  sobre 
el  mérito  de  los  informes  la»  observaciones 
que  estime  convenientes. 

Las  personas  que  asistan  al  comparendo 
informarán  también  sobre  la  existencia  de 
otros  parientes  dentro  del  departamento.  1 
si  resultare  que  uno  o  mas  de  dichos  pa- 
rientes no  han  sido  citadog  en  la  forma  pre- 
venida por  la  lei,  podrá  el  tribunal  desig- 
nar otro  dia  para  la  reunión;  u  ordenar 
que  el  acta  se  ponga  en  conocimiento  de 
los  no  citados  para  que  en  el  término  de 
tercero  dia  expresen  por  escrito  su  opinión 
sobre  la  solicitud.  Si  nada  dijeren,  se  en- 
tenderá que  la  aprueban,  consiierándose 
esta  opinión  como  expuesta  en  el  compa- 
rendo. 

1012.  Se  levantará  acta  en  la  forma 
legal. 

1013.  Si  no  hubiere  en  la  audiencia 
persona  alguna  que  informe  en  sentido 
contrario  la  solicitud,  i  si  tampoco  apare- 
ciere que  el  menor  se  encuentra  en  alguno 
de  los  casos  del  articulo  219  del  Código  ci- 
vil, para  lo  cual  se  hará  estensiva  la  infor- 
mación también  a  este  punto,  el  tribunal 
concederá  la  habilitación. 

1014.  Si  ninguno  de  los  informantes 
apoya  la  solicitud,  el  tribunal  denegará  !a 
habilitaeion. 

1015.  Discordando  los  informes,  resol- 
verá el  tribunal  lo  que  estime  conveniente. 

TITULO  TU 

Bel  noBibrainiento  de  tutores  i  curadores 
i  del  disceruiniiento  de  estos  cargos. 

§  1.  Del  nombramiento  de  tutores  i  cura- 
dores. 

1016.  Cuando  haya  de  procederse  al 
nombramiento  de  tutor  o  curador  lejitimo 
para,  ua  menor,  en  los  casos  previstos  por 
el  Código  civil,  se  acreditará  que  há  lugar 
a  la  guarda  lejítima,  que  la  persona  desig- 
nada es  la  que  debe  desempeñarla  en  con- 


formidad a  la  lei,  i  que  ella  tiene  las  con- 
diciones exijidas  para  ejercer  el  cargo. 

1017.  Para  conferir  la  tutela  o  cura- 
duría lejítima  del  menor  a  su  padre  o  ma- 
dre lejítimos  o  a  lasdemas  ascendientes  de 
uno  u  otro  sexo,  procederá  el  tribunal 
oyendo  solo  al  defensor  de  menores. 

En  los  demás  casos  de  tutela  o  curaduría 
lejitima,  para  la  elección  del  tutor  o  eura- 
dor  oirá  el  tribunal  al  defensor  de  menores 
i  a  los  parientes  del  pupilo  (1). 

Al  defensor  de  menores  se  le  pedirá  dic- 
tamen por  escrito;  pero  si  hubiere  de  con- 
sultarse a  los  parientes  del  pupilo,  bastará 
que  se  les  cite  pai'a  la  misma  audiencia  a 
que  deben  éstos  concurrir,  en  la  cual  será 
también  oido  el  defensor. 

Si  el  defensor  no  concurriere  a  la  re- 
unión, se  le  pasarán  los  antecedentes  en 
vista. 

La  notiñcacion  i  audiencia  de  les  parien- 
tes tendrán  lugar  en  la  forma  que  estable- 
ce el  artículo  846. 

1018  Cuando  haya  de  nombrarse  tu- 
tor o  curador  dativo,  se  acreditará  la  pro- 
cedencia legal  del  nombramiento,  desig- 
nando el  menor  la  persona  del  curador  si 
le  corresponde  hacer  esta  designaeion,  i  se 
observarán  en  lo  demás  las  disposiciones 
de  los  cuatro  últimos  incisos  del  artículo 
anterior. 

1019.  Pueden  en  todo  caso  provocar  el 
nombramiento  de  tutor  el  defensor  de  me- 
nores i  cualquiera  persona  del  pueblo,  por 
intermedio  de  este  funeionario. 

Si  el  nombramiento  de  curador  dativo 
no  fuere  pedido  por  el  menor  sino  por  otra 
de  las  personas  que  según  la  lei  tienen  de- 
recho a  hacerlo,  se  notificará  a  aquel  para 
que  designe  al  que  haya  de  servir  el  cargo, 
cuando  le  corresponda  hacer  tal  designa- 
ción, bajo  apercibimiento  de  que  ésta  se 
hará  por  el  tribunal  si  el  menor  no  la  hi- 
ciere en  el  plazo  quo  al  efecto  se  le  fije  (2), 

1020.  En  los  casos  del  artículo  371  del 
Código  Civil  pueden  los  tribunales  nom- 
brar de  oficie  tutor  o  curador  interino  para 
el  menor. 

No  es  necesaria  para  este  «ombramien- 
to  la  audiencia  del  defensor  de  menores  ni 
la  de  los  parientes  del  pupilo  (3). 

1021.  Declarada  por  sentencia  firme  la 
interdicción  del  disipador,  del  demente  o 
del  sordo-mudo,  se  procederá  al  nombra- 


(l)  Eite  iacito  hA  modificado  el  »rt.  371  del  Có- 
digo ciril. 

(1)    V.  «I  »rt.  970  d«l  Cidiffo  civil. 

(3)  Este  «.rtículo  h*.  modificado  el  S7t  del  Códi- 
go civil. 
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miento  de  curador,  en  la  forma  prescrita 
por  el  articulo  1017. 

Pueden  pedir  este  nombramiento  el  de- 
fensor de  menores  i  la»  mismas  personas 
que,  conforme  a  los  artículos  443,  444  i  4í9 
del  Código  Civil,  pueden  provocar  el  res- 
pectivo juicio  de  interdicción. 

Declarada  la  interdicción  provisional, 
habrá  lugar  al  nombramiento  de  curador, 
conforme  a  las  reglas  establecidas  «n  el 
Código  Civil  (1). 

1022.  Habrá  lugar  al  nombramiento 
de  curador  de  bianes  del  ausente,  fuera  de 
los  casos  espresamente  previstos  por  la  lei, 
en  el  que  menciona  el  articulo  275  del  pre- 
sente Código. 

1023.  La  primera  de  las  circunstan- 
cias espresadas  en  el  articulo  473  del  Códi- 
go civil  pí^ra  el  nombí  amiento  de  curador 
de  bienes  del  ausente,  se  justificará  a  lo 
menos  con  declaración  de  dos  testigos 
contestes  o  de  tres  singulares,  que  den  ra- 
zón satisfactoria  de  sus  dichos.  Podrá 
también  exijir  el  tribunal,  para  acreditar 
esta  circunstancia,  que  se  compruebe  por 
medio  de  información  sumaria  cuál  fué  el 
último  domicilio  del  ausente,  i  que  no  ha 
dejado  allí  poder  a  ninguno  de  los  procu- 
radores del  número,  ni  lo  ha  otorgado  ante 
los  notarios  de  ese  domicilio  durante  los 
dos  años  que  precedieron  a  la  ausencia,  o 
que  dichos  poderes  no  están  vijentes. 

Las  dilijencias  espresadas  se  practica- 
rán con  citación  del  defensor  de  ausentes; 
i  si  este  funcionario  pidiere  que  se  practi- 
quen también  algunas  otras  para  la  justi- 
ficación de  las  circunstancias  requeridas 
por  la  lei,  el  tribunal  accederá  a  ello,  si  las 
estimare  necesarias  para  la  comprobación 
de  los  hechos. 

1024.  Siempre  que  el  mandatario  de 
un  ausente  cuyo  paradero  se  ignora,  care- 
ciere de  facultades  para  contestar  nuevas 
demandas,  asumirá  la  representacio»  del 
ausente  el  defensor  respectivo,  mientras  el 
mandatario  nombrado  obtiene  la  habilita- 
ción de  su  propia  personería  o  el  nombra- 
miento de  otro  apoderado  especial  para 
este  efecto  conforme  a  lo  previsto  en  el  ar- 
ticulo 12. 

1025.  La  ocultación  a  que  se  refiere 
el  inciso  final  del  art.  474  del  Código  civil, 
se  hará  constar,  con  citación  del  defensor 
de  ausentes,  a  lo  menos  en  la  forma  que 
espresa  el  inciso  1.*  del  art.  1023. 

1026  Se  sacarán  de  los  bienes  del  au- 
sente las  espensas  de  la  litis,  así  como  los 


fondos  necesarios  para  dar  cumplimiento 
a  los  fallos  ijue  se  espidieren  en  su  contra 
i  para  cubrir  los  gastos  que  ocasione  la  cu- 
raduría. 

1027.  Declarada  yacente  la  herencia 
en  conformidad  a  lo  prevenido  en  el  pá- 
rrafo respeclivo  de  este  Libro,  se  procede- 
rá inmediatamente  al  nombramiento  de 
curador  de  la  misma,  con  audiencia  del 
ministerio  público,  cumplidas  en  su  caso 
las  disposiciones  de  los  artículos  482  i  483 
del  Código  civil  (1). 

1028.  Para  proceder  al  nombramien- 
to de  curador  de  los  derechos  eventuales 
del  que  está  por  nacer,  bastará  la  denun- 
ciación o  declaración  de  la  madre  que  se 
creyere  embarazada,  i  en  el  caso  de  ha- 
berse nombrado  ese  curador  por  el  padre, 
bastará  el  hech»  del  testamento  i  la  com- 
probación de  la  muerte  de  éste. 

1029.  El  nombramiento  de  curador 
adjunto  se  hará  como  el  de  curador  da- 
tivo. 

El  nombramiento  recaerá  en  la  persona 
designada  por  el  donante  o  testador,  con 
tal  que  sea  idónea,  siempre  que  hubiere 
de  nombrarse  curador  para  la  administra- 
ción particular  de  bienes  donados  o  asig- 
nados por  testamento  eon  la  condición  de 
que  no  los  administre  el  padre,  marido  o 
guardador  jéneral  del  donatario  o  asigna- 
tario. 

1030.  Los  curadores  especiales  serán 
nombrados  por  el  tribunal,  con  audiencia 
del  defensor  respectivo,  sin  perjuicio  de  la 
designación  que  corresponda  al  menor  en 
conformidad  a  la  lei. 

§  2.  Del  discernimiento  de  la  tutela  o  cu- 
raduría. 

1031.  El  tutor  o  curador  testamen- 
tario que  pidiere  el  disternimiento  de 
la  tutela  o  curaduría,  presentará  el  nom- 
bramiento que  se  le  hubiere  h«cho  i  hará 
constar  que  se  han  verificado  las  condicio- 
nes legales  necesarias  para  que  el  nom- 
bramiento tenga  lugar. 

Encontrando  justificada  la  petición,  el 
tribunal  aprobará  «1  nombramiento  i  man- 
dará discernir  el  cargo,  previa  audie«cia 
d«l  defensor  de  menores. 

1032.  El  decreto  judicial  que  autoriza 
al  tutor  o  curador  para  ejercer  su  cargo, 
se  reducirá  a  escritura  pública,  la  cual 
será  firmada  por  el  juez  que  apruebe  o 
haga  el  nombramiento. 

No  es  necesaria  esta  solemnidad  respee- 


(I)    V.  loB    artículos  44í,  461  y  460  del  Oódlífo 


(1)    y.  los  »ts.  1062  i  1063  d*  «Bt*  Código. 
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to  de  los  curadores  para  pleito  o  adlitem, 
ni  de  los  demás  tutores  o  curadores,  cuan- 
do la  fortuna  del  pupil»  fuera  escasa  ajui- 
cio del  tribunal.  En  tales  casos  servirá 
de  titulo  la  resolución  en  que  se  nombre 
el  guardador  o  se  apruebe  su  designa- 
ción. 

Salvo  las  escepciones  estableciilas  en  el 
inciso  precedente,  solo  se  entenderá  dis- 
cernida la  tutela  o  curaduría  desde  que  se 
otorgue  la  escritura  prescrita  en  el  inciso 
primero  de  este  articulo. 

1033.  Para  que  el  tribunal  mande  otor- 
gar la  escritura  de  discernimiento  o  dar 
copia  del  titulo,  en  el  caso  del  segundo  in- 
ciso del  articulo  anterior,  es  necesario  que 
proceda  el  otorgamiento  por  escritura  pú- 
blica de  la  ñanza  a  que  el  tutor  o  curador 
esté  obligado. 

Esta  tíanza  deWe  ser  aprobada  por  el 
tribunal,  con  audiencia  del  defensor  res- 
pectivo. 

1034.  No  están  dispensados  de  la  fian- 
za los  curadores  interinos  que  hayan  de 
durar  o  hayan  durado  tres  meses  o  mas  en 
el  ejercicio  de  su  cargo. 

1035.  En  el  escrito  en  que  se  solicita 
el  discernimiento  de  una  tutela  o  curadu- 
ría se  podrá  ofrecer  la  fianza  necesaria;  i 
el  tribunal  se  pronunciará  en  una  misma 
resolución  sobre  lo  uno  i  lo  otro. 

Podrán  también  ser  una  misma  la  escri- 
tura de  fianza  i  la  de  discernimiento. 

TITIJL,0  TIll 

Bel  imeMtario  soleniH*. 

1036.  Es  inventario  solemne  el  que  s» 
hace,  previo  decreto  judicial,  por  el  fun- 
cionario competente  i  con  los  requisitos 
que  en  el  articulo  siguiente  se  espresan. 

Pueden  decretar  su  formación  los  jue- 
ces arbitros  en  los  asuntos  de  que  cono- 
cen. 

1037.  El  inventario  solemne  se  esten- 
derá con  los  requisitos  que  siguen: 

1.*  Se  hará  ante  un  notario  i  dos  testi- 
gos varones,  mayores  de  dieciocho  años, 
que  stípan  leer  i  escribir  i  sean  conocidos 
del  notario.  Con  autorización  del  tribunal 
podrá  hacer  las  veces  de  notario  otro  mi- 
nistro d«  fe  o  un  juez  de  menor  cuan- 
tía; 

2.*  El  notario  o  el  funcionario  que  lo 
reemplace,  si  no  conociere  a  la  persona 
que  hace  la  manifestación,  la  cual  deberá 
ser,  siempre  que  esté  presente,  el  tenedor 
de  los  bienes  se  cerciorará  ante  t«do  de  su 
identidad  i  la  hará  constar  en  la  dilijen- 
cia; 


3  *  Se  espresará  en  letras  el  lugar,  dia, 
mes  i  año  en  que  comienza  i  concluye  cada 
parte  del  inventario; 

4.°  Antes  de  cerrado,  el  tenedor  de  los 
bienes  o  el  que  hace  la  maniíostacion  de 
ellos,  declarará  bajo  de  juramento  que  no 
tiene  otros  que  manifestar  i  que  deban 
figurar  en  el  i»rentario;  i 

5.*  feerá  firmado  por  dicho  tenedor  o 
manifestante,  por  los  interesados  que  hu- 
bieren asistido,  por  el  ministro  de  fe  i  por 
los  testigos. 

1038.  Se  citará  a  todos  los  interesados 
conocidos  i  que  según  la  lei  tengan  dere- 
cho de  asistir  al  inventario. 

Esta  citación  se  hará  personalmente  a 
los  que  sean  condueños  de  los  bienes  que 
deban  inventariarse,  si  residen  en  el  ae- 
partamento.  A  los  otros  condueños  i  a  los 
demás  interesados,  se  les  citará  por  medio 
de  avisos  publicados  durante  diez  dias  en 
un  periódico  del  departamento,  o  de  la  ca- 
becera de  la  provincia,  cuando  allí  no  lo 
hubiero. 

En  representación  de  los  que  residan  en 
pais  estranjero  se  citará  al  defensor  de 
ausentes,  a  menos  que  por  ellos  se  presen- 
te procurador  con  poder  bastante 

1C39.  Todo  inventario  comprenderá 
la  descripción  o  noticia  de  los  bienes  in- 
ventariados en  la  forma  prevenida  por  los 
artículos  3S2  i  384  del  Código  civil.  (1) 

1040.  Si  hubiere  bienes  que  inventa- 
riar en  otro  departamento,  se  expedirán 
exhortes  a  los  jueces  respectivos,  a  fin  de 
que  los  hagan  inventariar  i  remitan  oriji- 
nales  las  dilijencias  obradas  para  unirlas 
a  las  principales.  (2) 

1041.  Concluido  el  inventario,  se  pro- 
tocolizará en  el  rejistro  del  notario  que  lo 
hubiere  formado,  o  en  caso  de  haber  in- 
tervenido otro  ministro  de  fe,  en  el  proto- 
colo que  designe  el  tribunal. 

1042.  Es  estensiva  a  todo  inventario  la 
disposición  del  art.  38S  del  Código  civil. 

1043.  Cuando  la  lei  ordene  que  al  in- 
ventario se  agregue  la  tasación  de  los 
bienes,  podrá  el  tribunal,  al  tiempo  de 
disponer  que  se  inventaríen,  designar 
también  peritos  para  que  hagan  la  tasa- 
ción, o  reservar  para  mas  tarde  esta  ope- 
ración . 

Si  se  tratare  de  objetos  muebles  podrá 
designarse  al  mismo  notario  o  funciona- 
rio que  haga  sus  veces  para  que  practique 
la  tasación. 


(1)    V.  el  art.  1258  del  Código  ciril. 
(1)    V.  el  art.  12«8  del  Código  ciril. 
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••los  prncedimientoM  a  que  da  lagar  la  «u- 
eeai*n  por  causa  de  muerte 

§  1.    De  los  procedimientos  especiales 
de  la  sucesión  testamentaria. 

1044.  El  testamento  abierto,  otorgado 
ante  funcionario  competente  i  qu«  no  se 
hubiere  protoeolizado  en  vida  del  testador, 
será  presentado  después  de  su  fallecimien- 
to i  en  el  menor  tiempo  posible  al  tribunal, 
para  que  ordene  su  protocolización.  Sin 
este  requisito  no  podrá  procederse  a  su 
ejecución.  (1) 

1045.  La  publicación  i  protocolización 
de  los  testamentos  otorgados  solo  ante  tes- 
tigos, se  hará  en  la  forma  prevenida  por 
el  art.  1020  del  Código  civil. 

1046.  La  apertura  del  testamento  ce- 
rrado se  hará  en  la  forma  establecida  por 
el  art.  1025  del  Código  «ivil.  Si  el  testa- 
mento se   hubiera  otorgado  ante  notario 

3ue  no  sea  del  último  domicilio  del  testa- 
or,  podrá  ser  abierto  ante  el  juez  del  de- 
partamento a  que  petenezca  dicho  notario, 
por  delegación  del  juez  del  domicilio  que 
se  expresa.  En  tal  caso,  el  orijinal  se  re- 
mitirá con  las  dilijencias  de  apertura  a  es- 
je  juez,  i  se  dejará  archivada  ademas  una 
copia  autorizada  en  el  protocolo  del  nota- 
rio que  autoriza  el  testamentó. 

1047.  Puede  pedir  la  apertura,  publi- 
cación i  protocolización  de  un  testamento 
cualquiera  persona  capaz  de  parecer  por' 
ai  misma  en  juicio. 

1048.  Los  testamentos  privilejiados  se 
someterán  en  su  apertura,  publicación  i 
protocolización  a  las  reglas  establecidas 
por  el  Código  civil  respecto  de  ellos.  (2) 

§  2.     De  la  guarda  de  los  muebles 
i  papeles  de  la  sucesión. 

1049.  Si  el  albacea  o  cualquier  inte- 
resado pidiere  que  .se  guarden  bajo  llave  i 
sello  ios  papeles  de  la  sucesión,  el  tribunal 
así  lo  decretará,  i  procederá  por  si  mismo 
a  practicar  estas  dilijencias,  o  comisiona- 
rá al  efecto  a  .su  secretario  o  algún  nota- 
rio del  departamento,  quienes  se  asociarán 
con  dos  testigos  varones,  mayores  de  die- 
ciocho años,  que  sepan  leer  i  escribir  i 
sean  conocidos  del  seoretarie  o  notario. 

Nombrará  también  una  persona  de  no- 
toria probidad  i  solvencia  ^ue  se  encargue 


(1)  V.  los  artículos  1009  y  1010  del  Código  ci- 
vil. 

(2)  V.  los  artículo*  103(,  10i6  j  1053  d«l  Código 

CiTll. 


de  la  custodia  de  las  llaves,  o  las  hará  de- 
positar en  el  oficio  del  secretario. 

Puede  el  tribunal  decretar  de  oficio  es- 
tas dilijencias. 

Si  hubiere  de  procederse  a  ellas  en  di- 
versos departamentos,  cada  tribunal,  al 
mandar  practicarlas,  designará  la  per- 
sona que,  dentro  de  su  territorio,  haya  de 
encargarse  de  la  custodia.  (1) 

1050.  Se  procederá  á  la  guarda  i  apo- 
sicien  de  sellos  respecto  de  todos  los  mue- 
bles i  papeles  que  se  encuentren  entre  los 
bienes  de  la  sucesión,  no  obstante  cual- 
quiera oposición. 

El  funcionario  que  practique  la  dilijen- 
cia  podrá  pesquisar  el  testamento  entre  los 
papeles  de  la  sucesión. 

Si  se  interpusiere  el  recurso  de  alzada, 
se  concederá  solo  en  el  efecto  devolutivo. 

Se  esceptúan  de  lo  dispuesto  en  el  inciso 
primero  del  presente  artículo  los  muebles 
domésticos  de  uso  cuotidiano,  respecto  de 
los  cuales  bastará  que  se  forme  lista. 

1061  Puede  el  tribunal,  siempre  que 
lo  estime  conveniente,  eximir  también  el 
dinero  i  las  alhajas  de  la  formalidad  de  la 
guarda  i  aposición  de  sellos.  En  tal  caso 
mandará  depositar  estas  especies  en  un 
banco  e  en  las  arcas  del  Estado,  o  las  hará 
entregar  al  administrador  o  tenedor  lejíti- 
mo  de  los  bienes  de  la  sucesión. 

1052.  Decretada  la  guarda  i  aposicioa 
de  sellos,  se  pueden  practicar  estas  dilijen- 
cias aun  cuando  no  esté  presente  ninguno 
de  los  interesados. 

1053.  La  ruptura  de  los  sellos  deberá 
hacerse  en  todo  caso  judicialmente,  con 
citación  de  las  personas  que  pueden  tomar 
parte  en  la  facción  del  inventario,  citadas 
en  la  forma  que  dispone  el  artículo  1038; 
salvo  que  por  la  urjencia  del  caso  e!  tribu- 
nal ordene  prescindir  de  este  trámite,  de- 
biendo en  este  caso  proceder  con  citación 
del  ministerio  público. 

§  3.  De  la  dación  de  la  posesión  efectiva 
de  la  herencia. 

1054.  Se  dará  la  posesión  efectiva  de 
la  herencia  al  que  la  pida,  exhibiendo  un 
testamento  aparentemente  válido  en  que 
se  le  instituya  heredero. 

1055.  Se  dará  igualmente  al  heredero 
abintestato  que  acredite  el  estado  civil  que 
le  da  derecho  a  la  herencia,  siempre  que 
no  conste  la  existencia  de  heredero  testa- 
mentario, ni  se  presenten  otros  abintesta- 
tos  de  mejor  derecho. 


(1)    V.  los  artículos  iSSt,  2S1S  y  2S2i  del  Código 
civil. 
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1056.  La  posesión  efectiva  se  entende- 
rá dada,  a  toda  la  sucesión,  aun  cuando 
uno  solo  de  los  herederos  la  pida. 

En  el  decreto  judicial  se  espresarán  no- 
minativamente las  personas  que  forman  la 
sucesión,  se^un  el  mérito  de  lo  obrado. 

1057.  Para  dar  la  posesión  efectiva  de 
la  herencia,  se  oirá  al  ministerio  público 
si  hubiere  m«tivo  para  creer  que  el  Fisco 
tiene  interés  en  ella. 

1058.  En  la  misma  resolución  en  que 
se  dé  la  posesión  efectiva  de  la  herencia 
se  mandarán  hacer  las  inscripciones  pre- 
venidas por  el  artículo  688  del  Código 
civil. 

Para  las  inscripciones  especiales  que  de- 
ben hacerse  en  el  lugar  d«  los  inmuebles, 
en  conformidad  a  la  regla  segunda  de  di- 
cho articulo,  será  título  suficiente  una  co- 
pia autorizada  de  la  resolución  que  conce- 
de la  posesión  efectiva  de  la  herencia. 

Cuando  entre  los  bienes  hereditarios  no 
hnbiere  inmuebles,  la  inscripción  de  la 
posesión  efectiva  solo  se  hará  en  el  Con- 
servador del  departamento  en  donde  se 
hubiere  concedido. 

1059.  La  resolución  que  coscede  la  po- 
sesión efectiva  de  una  herencia,  se  publica- 
rá por  cinco  dias  a  lo  menos  en  un  perió- 
dico del  departamento,  si  lo  hubiere,  o  en 
uno  de  la  cabecera  de  la  provincia,  no  ha- 
biéndolo allí,  i  se  anunciará  ademas  por 
carteles  fijados  durante  quince  dias  en  las 
oficinas  de  los  Conservadores  respectivos. 
Sin  este  requisito  no  se  procederá  a  su  ins- 
cripción. 

§  4.  De  la  declaración  de  herencia  yacen- 
te t  de  los  procedimientos  subsiguientes 
a  esta  declaración. 

1060.  La  declaración  de  herencia  ya- 
cente se  hará  en  conformidad  a  lo  estable- 
cido en  el  articulo  1240  del  Código  civil. 

Toca  al  curador  que  se  nombrare  cui- 
dar de  que  se  hagan  la  inserción  i  fijación 
ordenadas  en  dicho  artículo. 

1061.  En  el  caso  del  artículo  482  del 
Código  civil  se  hará  saber  por  oficio  diriji- 
do  al  efecto  al  cónsul  respectivo  la  resolu- 
ción que  declara  yacente  la  herencia,  a  fin 
de  que  en  el  término  de  cineo  dias  propon- 
ga, si  lo  tiene  a  bien,  la  persona  o  perso- 
nas a  quienes  pueda  nombrarse  curadores. 

Si  el  cónsul  propusiere  curador,  se  pro- 
cederá conforme  a  lo  dispuesto  en  el  arti- 
culo 483  del  Código  citado. 

En  el  caso  contrario,  el  tribunal  hará  el 
nombramiento  de  oficio  o  a  propuesta  del 
ministerio  público. 


§  5.  Disposiciones  comunes  a  los  párrafos 
precedentes. 

1062.  Para  provocar  las  dilijencias) 
para  pedir  las  declaraciones  espresadas  en 
los  párrafos  precede» tes,  es  necesaria 
acreditar  la  muerte,  real  o  presunta,  del 
testador  o  de  la  persona  de  cuja  sucesión 
se  trata. 

106.3.  Se  levantará  acta  circunstan- 
ciada de  todas  las  dilijencias  prescritas  en 
este  Título. 

TITULO  X 

De  la  inainuación  de  donaciones 

10G4.  El  que  pidiere  autorización  ju- 
dicial para  una  donación  que  deba  insi- 
nuarse, espresará: 

1.*  El  nombre  del  donante  i  del  dona- 
tario, i  si  alguno  de  ellos  se  encuentra  su- 
jeto a  tutela,  curaduría  o  bajo  potestad  de 
padre  o  marido; 

2.*  La  cesa  o  cantidad  que  se  trata  de 
donar;    ■ 

3."  La  causa  de  la  donación,  esto  es,  si 
la  donación  es  remuneratoria  o  si  se  hace 
a  título  de  lejítima,  de  mejora,  de  dote  o 
solo  por  la  liberalidad;  i 

4."  El  monto  líquido  del  haber  del  do- 
nante i  sus  cargas  de  familia. 

1065.  El  tribunal,  según  la  aprecia- 
ción que  hiciere  de  los  particulares  com- 
prendidos en  el  artículo  precedente,  con- 
cederá o  denegará  la  autorización,  con- 
forme a  lo  dispuesto  en  el  art.  1401  del  Có- 
digo civil. 

TITtJLO    XI 

Ve  la  autorización  judieial  para  enajenar, 
gravar  o  dar  en  arrendamiento  por  largo 
tiempo  biene*  de  incapaces,  o  para  obli- 
Sar  a  é.<«tos  como  Uadores. 

1066.  Cuando  deba  obtenerse  autori- 
zación judicial  para  obligar  como  fiador  a 
un  incapaz,  o  para  enajenar,  gravar  con 
hipoteca,  censo  o  servidumbre,  o  para  dar 
en  arrendamiento  sus  bieaes,  se  espresa- 
rán las  causas  o  razones  que  exijan  o  lejí- 
tiraen  estas  medidas,  acompañando  los  do- 
cumentos necesarios  u  ofreeiendo  infor- 
mación sumaria  para  acreditarlas. 

En  todo  caso  se  oirá  el  dictamen  del  res- 
pectivo defensor  antes  de  resolverse  en 
definitiva. 

Si  se  concediere  la  autorización,  fijará 
el  tribunal  un  plazo  para  que  se  haga  uso 
de  ella. 

En  caso  de  no  fijar  plazo  alguno,  se  en- 
tenderá eaducada  la  autorización  en  ei 
término  de  seis  meses. 
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TITULO  XII 

Ve  la  Tanta  en  pAblica  subasta 

1067.  La  Tenta  voluntaria  en  pública 
subasta,  en  los  casos  en  «|ue  la  lei  ordene 
esta  forma  de  enajenación,  se  someterá  a 
las  reglas  establecidas  en  el  Título  X  del 
Libro  III  para  la  venta  de  bienes  comu- 
nes, procedicndose  ante  el  tribunal  ordi- 
nario que  corresponda. 

1068.  Si  no  se  hicieren  posturas  admi- 
sibles, podrán  los  interesados  pedir  que  se 
señale  otro  dia  para  la  subasta,  mante- 
niendo el  valor  asignado  a  los  bienes, 
o  reduciéndolo,  o  modificando  como  se  es- 
lime conveniente  la  forma  o  condiciones 
del  pago. 

Si  para  autorizar  la  venta  hubiere  debi- 
do oirse  a  alguno  de  los  defensores  públi- 
cos, se  le  oirá  también  para  aprobar  la  re- 
ducción o  modificación  indicadas. 

1069.  Se  observarán  también  en  la 
venta  voluntaria  en  pública  subasta  las 
disposiciones  de  los  artículos  515,  516,  517 
i  518;  pero  la  escritura  definitiva  de  com- 
praventa será  suscrita  por  el  rematante  i 
por  el  propietario  de  los  bienes,  o  su  re- 
presentante legal  si  fuere  incapaz. 

TITIJI.O  Xill 
Be  las  tasacionea 

1070.  Las  tasaciones  que  ocurrieren 
en  los  negocios  no  contenciosos,  y  las  que 
se  decretaren  en  los  contenciosos,  se  ha 
rán  por  el  tribunal  que  corresponda,  oyen- 
do a  peritos  nombrados  en  la  forma  esta- 
blecida por  el  art.  416. 

1071.  Practicada  la  tasación,  se  depo- 
sitará en  la  oficina  a  disposición  de  los  in- 
teresados, los  cuales  serán  notificados  de 
ella  por  el  secretario  o  por  otro  ministro 
de  fe,  sin  necesidad  de  previo  decreto  del 
tribunal. 

1072.  Los  interesados  tendrán  el  tér- 
mino de  tres  dias  para  impugnar  la  tasa- 
ción. 

1073.  De  la  impugnación  de  una  de 
las  partes  se  dará  traslado  a  la  otra,  por  el 
término  de  tres  dias. 

1074  Oida  la  contestación,  el  tribunal 
resolverá  sobre  la  impugnación,  sea  apro- 
bando la  operación,  sea  mandando  recti- 
ficarla por  el  mismo  u  otro  perito,  sea 
fijando  por  si  misma  el  justiprecio  de  los 
bienes. 

Si  el  tribunal  mandare  rectificar  la  ope- 
ración, espresará  los  puntos  sobre  los  cua- 
les debe  recaer  la  rectiticacion. 

Presentada  la  operación  por  el  perito. 


hará  el  tribunal  el  justiprecio  sin  mas  trá- 
mite. 

1075.  En  el  caso  del  número  16  del 
art.  466  de  este  Código,  podrá  el  tribunal, 
aunque  el  interesado  no  reclame,  negar  su 
aprobación  a  la  tasación  i  nombrar  otro 
perito  que  la  rectifiíjue. 

Se  observará  también  en  este  caso  lo 
dispuesto  en  el  artículo  precedente. 

TITULO   JLir 

De  la  declaración  del  «lerech*  al   g;oce  de 
eemmom 

1076.  El  que  pretendiere  entrar  eu  el 
goce  de  un  censo  de  trasmisión  forzosa  pe- 
dirá al  tribunal  competente  que  le  declare 
su  derecho,  previa  la  comprobación  de  los 
requisitos  legales  i  de  las  formalidades  ne- 
cesarias. 

Será  el  tribunal  competente  el  del  de- 
partamento donde  se  hubiere  inscrito  el 
censo.  Si  el  censóse  hubiere  redimido,  el 
departamento  donde  se  hubiere  inscrito  la 
redención.  Si  el  censo  no  estuviere  inscri- 
to ni  se  hubiere  redimido,  el  del  departa- 
mento donde  se  hubiere  declarado  el  de- 
recho del  último  censualista. 

1077.  Son  requisitos  legales  para  la 
declaración  de  este  dereeho; 

1.*  El  fallecimiento  del  último  censua- 
lista; i 

2.*  El  llamamiento  establecido  a  favor 
del  compareciente  por  el  acto  constitutivo 
del  censo  o  de  la  antigua  vinculación  que 
se  haya  convertido  en  él,  o  por  la  lei. 

1078.  Reclamado  este  derecho,  el  tri- 
bunal llamará  por  medio  de  un  edicto  que 
se  fijará  por  treinta  dias  en  el  oficio  del 
secretario  i  se  insertará  por  tres  veces,  de 
ocho  en  ocho  dias,  en  un  periódico  del  de- 
partamento si  lo  hubiere,  o  de  la  cabecera 
de  la  provincia,  en  el  caso  contrario,  a  los 
que  se  crean  llamados  al  goce  del  censo,  a 
fin  de  que  hagan  uso  de  su  derecho. 

1079.  Trascurridos  los  treinta  dias  de 
la  fijacio»  del  edicto,  el  tribunal  abrirá  un 
término  de  prueba  para  que  el  compare- 
ciente acredite  su  derecho. 

Se  rendirá  esta  prueba  con  citación  del 
ministerio  público,  o  del  defensor  de  obras 
pias ,  cuando  a  éste  corresponda  inter- 
venir. 

1080.  Comprobada  la  constitución  del 
censo  i  no  presentándose  contradictor  (lo 
que  certificará  antes  del  último  decreto 
el  secretario),  el  tribunal  decretará  el  de- 
recho del  compareciente,  si  acreditare  los 
requisitos  establecidos  en  el  art.  1079. 

1081.  Compareciendo  uno  o  mas  con- 
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tradictores,  se  seguirá  con  ellos  el  juicio 
sobre  mejor  derecho  ai  censo,  sirviendo  de 
demanda  la  solicitud  de  denuncia,  i  coa 
las  especialidades  siguientes: 

1.'  Serán  admitidos  en  cualquier  esta- 
do del  juicio;  i,  salvo  lo  dispuesto  en  el  nú- 
mero 5."  del  presente  articulo,  cada  con- 
tradictor lo  tomará  en  el  estado  en  que  lo 
encuentre; 

2.*  En  la  solicitud  de  oposición  funda- 
rá su  derecho  el  que  la  presente; 

3.*  Trascurrido  el  plazo  a  que  se  refie- 
re el  inciso  primero  del  art.  1079  se  reci- 
birá la  causa  a  prufeba  sin  previa  discusión 
sobre  el  derecho  de  los  comparecientes; 

4.'  Las  pruebas  legales  reedidas  por 
cualquiera  de  los  interesados,  aun  cuando 
lo  hayan  sido  antes  de  formulada  alguna 
oposición,  afectarán  a  todos,  como  si  efec- 
tivamente se  hubiera»  producido  con  su 
citación; 

5.*  A  los  ejue  se  presentaren  después 
del  término  de  prueba,  se  les  concederá 
uno  nuevo,  que  no  escederá  de  la  mitad 
del  primero.  Durante  este  término  podrán 
también  los  otros  interesados  rendir  prue- 
ba dirijida  a  destruir  el  derecho  para  cuya 
justificación  se  hubiere  concedido  aquél; 

6.*  La  prueba  se  rendirá  en  la  forma 
establecida  para  l«s  juicios  ordinarios  de 
mayor  cuantía,  lijándose  por  el  tribunal 
los  puntos  sobre  que  debe  recaer,  al  tiem- 
po de  decretarla;  i 

7.*  Terminada  la  prueba,  cada  parte 
tendrá  el  plazo  de  seis  dias  para  presentar 
su  alegato,  lo  que  harán  en  el  orden  «n 
que  hayan  comparecido  al  juicio. 

1082.  Todo  lo  dicho  en  este  Título  se 
aplica  a  las  capellanías  laicales  a  que  es- 
tuviere afecto  algún  censo. 

1083.  Queda  rijente  el  procedimiento 
establecido  por  las  leyes  de  la  materia  so- 
bre exvinculaciones. 

TITULO  XT 

tte  las  inforina«ioneí«  para  perpetua 
■uemoria. 

1084.  Los  tribunales  admitirán  las  in- 
formaciones de  testigos  que  ante  ellos  se 
promovieren,  con  tal  que  no  se  refieran  a 
hechos  de  que  pueda  resultar  perjuicio  a 
persona  conocida  i  determinada. 

1085.  En  el  mismo  escrito  en  que  se 
pida  que  se  admita  la  información,  se  ar- 
ticularán lo's  hechos  sobre  los  cuales  hayan 
de  declarar  los  testigos. 

1086.  Para  admitir  estas  informacio- 
nes los  tribunales  oirán  previamente  al 
ministerio  público. 


1087.  Admitida  ia  información,  serán 
examinados  con  citación  del  ministerio 
público  los  testigos  que  el  interesado  pre- 
sente. 

Si  los  testigos  fueren  conocidos  del  juez 
o  del  ministro  de  fe  que  autoriza  la  dilijen- 
cia,  se  dejará  en  ella  testimonio  de  esta 
circunstancia. 

Si  no  lo  fueren,  se  les  exijirá  que  com- 
prueben su  identidad  con  dos  testigos  co- 
nocidos. 

1088.  Concluida  la  información  ,  se 
pasará  al  ministerio  público  para  que  exa- 
mine las  cualidades  de  los  testigos  i  si  se 
ha  acreditado  su  identidad  per  alguno  de 
los  medios  espresados. 

1089.  Los  tribunales  aprobarán  las  in- 
formaciones rendidas  con  arreglo  a  lo  dis- 
puesto en  este  Título,  siempre  que  los  he- 
chos aparezcan  justificados  con  la  prueba 
que  espresa  el  número  segundo  del  articu- 
lo 374,  i  mandarán  archivar  los  antece- 
dentes, dándose  copia  a  los  interesados. 

Estas  informaciones  tendrán  el  valor  de 
una  presunción  legal. 

TITULO  XYI 

De   la  eapropiacion    por  «ausa   de  utilidad 
pública. 

1090.  Autorizada  la  espropiacion  en  la 
forma  que  dispone  el  número  5.°  del  ar- 
tículo 10  de  la  Constitución,  el  juez  letrado 
dentro  de  cuya  jurisdicción  se  encontra- 
ren los  bienes  que  han  de  espropiarse,  a 
solicitud  escrita  del  que  pida  la  espropia- 
cion, citará  a  éste  i  al  propietario  de  los 
bienes  a  un  comparendo,  con  el  fin  de  nom- 
brar peritos  que  hagan  el  justiprecio  orde- 
nado por  dicho  artículo. 

1091.  El  comparendo  tendrá  lugar  aun 
cuando  solo  concurra  el  que  pide  la  espro- 
piacion. Cada  parte  nombrará  un  perito,  í 
de  común  acuerdo  al  que  deba  hacer  las 
veces  de  tercero  en  discordia.  No  habien- 
do acuerdo  para  este  nombramiento,  lo 
hará  el  juez,  al  cual  corresponderá  tam- 
bién designar  perito  a  nombre  del  propie- 
tario de  los  bienes,  si  éste  no  concurriere 
al  comparendo. 

1092.  Reunidos  los  peritos  i  el  tercero 
en  el  dia  i  hora  que  designe  el  tribunal, 
bajo  una  multa  de  doscientos  pesos  en  caso 
de  inasistencia,  harán  un  avalúo  circuns- 
tanciado de  los  bienes  que  se  trata  de  es- 
propiar  i  de  los  daños  i  perjuicios  que  con 
la  espropiacion  se  causaren  al  propietario. 
No  se  tomará  en  cuenta  para  este  avalúo 
el  mayor  valor  que  pudieran  obtener  los 
bienes  espropiados  a  consecuencia  de  las 
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obras  a  que  estuviere  destinada  Ja  espro- 
piacion. 

1093.  Si  la  estimación  de  los  dos  peri- 
tos fuere  idéntica,  o  si  lo  fuere  la  de  uno 
de  los  peritos  i  la  del  tercero,  se  aceptará 
como  valor  de  los  bienes  el  que  establecie- 
ren las  dos  avaluaciones  conformes. 

No  existiendo  esta  conformidad,  se  ten- 
drá como  valor  de  los  bienes  el  tercio  de 
la  suma  de  las  tres  operaciones;  pero  si 
entre  ellas  hubiere  notable  diferencia,  po- 
drá el  tribunal  modiñcar  pruden«ialmente 
ese  valor. 

1094.  Declarado  por  el  tribunal  el  va- 
lor de  los  bienes  i  perjuicios  con  arreglo  al 
articulo  anterior,  se  mandará  publicar  esa 
declaración  por  medio  de  avisos  que  se  in- 
sertarán a  lo  menos  cinco  veces  en  un  pe- 
riódico del  departamento,  si  lo  hubiere,  o 
de  la  cabecera  de  la  provincia,  en  caso 
contrario,  i  por  medio  de  cartelss  fijados 
durante  quince  dias  an  la  puerta  del  tribu- 
nal, a  fin  de  que  los  terceros  a  que  se  refie- 
ren los  artículos  1098  i  1099  puedan  solici- 
tar las  medidas  precautorias  que  en  dichos 
artículos  se  mencionan.  Vencido  este  pla- 
zo, i  no  habiendo  oposición  de  terceros,  el 
tribunal  ordenará  que  el  precio  de  la  es- 
propiacion  se  entregue  al  propietario,  o  si 
estuviere  él  ausente  del  departamento  o 
se  negare  a  recibir,  que  se  consigne  dicho 
valor  en  un  esfablecimiento  de  crédito. 

Verificado  el  pago  o  la  consignación,  se 
mandará  poner  inmediatamente  al  intere- 
sado en  posesión  de  los  bienes  espropiados, 
si  fueren  muebles,  i  si  fueren  raices,  se  or- 
denará el  otorgamiento  dentro,  del  segundo 
dia  de  la  respectiva  escritura,  la  cual  será 
firmada,  por  el  juez  a  nombre  del  vende- 
dor, si  éste  se  negare  a  hacerlo  o  estuviere 
ausente  del  departamento  (I). 

1095.  Las  notificaciones  en  esta  jestion 
se  harán  en  la  forma  que  establece  el  ar- 
tículo 51. 

1096.  Las  apelaciones  que  se  interpu- 
sieren se  concederán  solo  en  el  efecto  de- 
volutivo. 

1097.  En  segunda  instancia  podrá  ha- 
cerse nueva  estimation  pericial  en  la  for- 
ma dispuesta  por  los  artículos   1090  a  1093 


inclusive,  si  el  tribunal  lo  juzga  necesario. 

1098.  Los  juicios  pendientes  sobre  la 
cosa  espropiada  no  impedirán  el  procedi- 
miento que  este  Titulo  establece. 

En  este  caso,  el  valor  de  la  espropiacion 
se  consignará  a  la  orden  del  tribunal,  para 
que  sobre  él  se  hagan  valer  los  derechos  de 
los  litigantes. 

Aun  cuando  el  actual  poseedor  de  los 
bienes  eapropiados  resultare  vencido  en  el 
juicio  de  propiedad,  se  considerará  firme 
la  enajenación  a  favor  del  expropiante,  pu- 
diendo  el  que  fuere  declarado  dueño  ejer- 
cer los  derechos  a  que  se  refiere  el  inciso 
anterior  i  las  demás  acciones  que  le  co- 
rrespondan. 

1099.  Tampoco  será  obstáculo  para  la 
espropiacion  la  existencia  de  hipotecas  u 
otros  gravámenes  que  afecten  a  la  cosa  es- 
propiaJa,  sin  perjuicio  de  los  derechos  que 
sobre  el  precio  puedan  hacer  valer  los  in- 
teresado-. Lasjestiones  a  que  dé  lugar  el 
ejercicio  de  estos  derechos  se  tramitarán 
como  incidentes  en  ramo  separado  i  no  en- 
torpecerán el  cumplimiento  de  la  espro- 
piacion (1). 

1100.  Las  jestiones  para  reclamar  la 
espropiacion  deberán  iniciarse  dentre  de 
los  seis  meses  subsiguientes  a  la  lei  que  la 
autorice,  salvo  que  la  misma  lei  fijare  un 
plazo  diverso. 

TITtlLO  FIMAIi 

De  la  derogación    de  la«  leyes  de  procedi- 
mieiito. 

Artículo  final.— Desde  la  vijencia  de 
este  Código  quedarán  derogadas  todas  las 
leyes  preexistentes  sobre  las  materias  que 
en  él  se  tratata,  aun  en  la  parte  que  no  le 
fueren  contrarias,  salvo  que  ellas  se  refie- 
ran a  los  tribunales  especiales  no  rejidos 
por  la  lei  d-i  15  de  octubre  de  1875. 

Sin  embargo,  los  Códigos  civil,  de  Co- 
mercio i  de  Minería,  la  Lei  de  Organiza- 
ción i  Atribuciones  de  ios  Tribunales  i  las 
leyes  que  los  hayan  complementado  o  mo- 
dificado, solo  se  entenderán  derogados  ea 
lo  que  sean  contrarios  a  las  disposiciones 
de  este  Código. 


(1)    Véanse  los  arts.  1806  y  1825  del  Código  civil. 


(1) 
ciril 


Véans»  los  arts.  l  930,  1960  y  14J4  del  Código 


PARTE  TERCERA 


LEYES  ESPECIALES 


I. —  cnarina  mepcante. — Iiei  de  24  de  ianio  de  1878 


TITULO  PRIMERO 

Se  la  uacionalidaii  de  las  naves  chilenas. 

Art.  1.  Es  buque  chileno,  el  que,  ma- 
triculado en  la  mariaa  mercante  nacional, 
navegue  sujetándose  a  las  presciñpciones 
de  la  presente  lei. 

2,  Para  ser  dueño  de  buque  chileno,  se 
requiere  ser  ciudadano  natural  o  legal  de 
la  República. 

3.  Podrá  serlo  también  todo  estranjero 
domiciliado  en  Chile,  que  tenga  gasa  de 
comercio  establecida  en  el  pais,  o  que  ejer- 
za en  él  alguna  profesión  o  industria. 

4  Ningún  chileno  avecindado  fuera  del 
territorio  de  la  República,  podrá  ser  dueño 
del  todo  o  parte  de  un  buque  chileno  sino 
en  los  casos  siguientes: 

1.°  Si  es  dueño  o  socio  colectivo  o  co- 
manditario de  alguna  casa  de  comercio  es- 
tablecida en  Chile,  con  tal  que  tenga  un 
capital  o  un  interés  equivalente  a  la  mitad 
del  valor  de  la  nave; 

2.°  Si  presta  caución  por  la  mitad  del 
valor  de  la  nave  a  satisfacción  de  la  Co- 
mandancia jeneral  de  Marina; 

3.°  Si  es  Cónsul  o  vice-Cónsul  de  la  Re- 
pública. 

5.  El  chileno  que  hubiere  perdido  el  de- 
recho de  ciudadanía  por  las  causas  espre- 
sadas en  la  Constitución,  no  podrá  ser  due- 
ño del  todo  o  parte  de  un  buque  chileno  si 
no  obtiene  su  rehabilitación. 

6.  La  tripulación  de  todo  buque  nacio- 
nal deberá  componerse,  por  lo  menos,  de 
una  tercera  parte  de  ciudadanos  chilenos. 

Ningún  individuo  perteneciente  a  una 
nación  que  se  halle  en  guerra  con  la  Re- 
pública, podrá  formar  parte  de  la  tripula- 
íacion  de  un  buque  cliileno,  bajo  la  pena 
Segunda  Serie. — Tomo  II. 


de  una  multa  de  ciento  a  mil  pesos,  que 
pagará  el  naviero. 

7.  El  Presidente  de  la  República,  con 
acuerdo  del  Consejo  de  Estado,  puede  de- 
clarar en  el  caso  de  un  armamento  estraor- 
dina  rio  de  buques  de  guerra  u  otros  análo- 
gos, que  la  proporción  de  tripulantes  chi- 
lenos en  los  buques  nacionales,  sea  menor 
que  la  establecida  por  esta  lei;  i  mientras 
esté  en  vigor  esta  declaración  que  se  dará 
por  tiempo  limitado,  se  considerarán  de- 
bidamente tripulados  los  buques  que  na- 
veguen con  arreglo  á  ella. 

8.  Los  documentos  que  acreditan  la  na- 
cionalidad de  los  buques  chilenos  son:  el 
certificado  de  matricula,  la  patente  de  na- 
vegación, el  rol  de  equipaje  i  el  pasavante; 
pero  este  último  solo  en  los  casos  espresa- 
mente  determinados  en  esta  lei. 

TITILO  II 

De  los  docuntenlos  que  comprueban  la 
nacionalidad  de  la  nave. 

§  1.  De  ia  matricula  patente  de  navega- 
ción ¡I  pasavante. 

9.  Para  matricular  un  buque  en  la  ma- 
rina mercante  nacional  doberá  presentarse 
a  la  Comandancia  jeneral  de  Marina,  por 
el  dueño  o  dueños  o  sus  apoderados  legal- 
mente  constituidos,  una  copia  autorizada 
del  contrato,  sentencia  u  otro  justo  titulo 
de  propiedad,  en  conformidad  con  el  arti- 
culo 833  del  Código  de  Comercio. 

10.  La  Comandancia  jeneral  de  Mari- 
na llevará  un  rejistro  o  matrícula  de  los 
buquas  mercantes  chilenos,  i  allí  se  anota- 
rá el  nombre  de  sus  propietarios,  su  profe- 
sión o  industria  i  domicilio;  su  eslora,  man- 
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ga,  puntal  y  tonelaje;  número  de  palos,  i 
clase  de  aparejo;  número  de  cubiertas;  fi- 
gura de  proa  si  es  de  vela  o  de  vapor,  i  en 
este  caso  su  fuerza  nominal  i  si  es  de  rue- 
das o  de  hélice;  lugar,  época  i  sistema  de 
su  construcción  y  nombre  del  constractor; 
su  anterior  nacionalidad,  si  la  tuvo,  i  su 
nombre;  titulo  de  propiedad  de  su  actual 
dueño;  i  finalmente,  el  número  que  le  co- 
rresponde a  cada  buque  en  el  rejistro  i  en 
el  CÓLJigo  internacional  de  señales,  según 
el  orden  i  fechas  de  los  asientos. 

Cada  asiento  hecho  en  la  matricula  será 
firmado  por  el  Comandante  jeneral  de  Ma- 
rina i  por  el  dueño  del  buque,  o  por  su 
apoderado  legalmeute  constituido. 

11.  Al  solicitarse  la  inscripción  de  un 
buque  en  la  matricula,  el  interesado  pre- 
sentará al  Comandante  jeneral  de  Marina 
los  documentos  que  acreditan  la  propie- 
dad, la  minuta  de  arqueo  i  demás  datos  re- 
lativos a  las  condiciones  del  buque,  que 
exije  el  articulo  anterior;  i  aquel  funcio- 
nario hará  comprobar  esos  datos  por  !a 
autoridad  marítima  respectiva. 

12.  El  arqueo  de  los  buques  chilenos 
es  obligatorio,  i  se  determinará  por  un  re- 
glamento especial,  que  tomando  por  base 
la  tonelada  de  arqueo  internacional,  seña- 
lará la  manera  de  proceder  para  fijar  su 
medida,  los  peritos  que  han  de  practicarla 
i  la  remuneración  que  deben  percibir  por 
su  trabajo. 

13.  El  Comandante  jeneral  de  Marina 
espedirá  un  certificado  de  la  matrícula  fir- 
mado por  él,  i  sellado  con  el  sello  de  la  Co- 
mandancia jeneral  de  Marina. 

Este  certificado  se  elevará  al  Gobierno 
para  que,  visado  por  el  Ministro  de  Marina 
¡  conforme  a  c\,  se  espida  por  el  Presiden- 
le  de  la  República  la  patente  de  navega- 
ción, i  pueda  así  el  buque  navegar  con 
bandera  chilena  i  gozar  de  los  derechos 
anexos  a  su  nacionalidad. 

Devueltos  a  la  Comandancia  jeneral  de 
Marina  el  certificado  de  matrícula  i  paten- 
te de  navegación,  serán  entregados  estos 
documentos  a  los  interesados. 

14.  Para  matricular  un  buque  cons- 
truido en  astilleros  del  país  o  del  e.stranje- 
ro,  cuyo  dueño  primitivo  sea  el  que  se  pre- 
sente a  matricularlo,  podrá  exhibirse  como 
titulo  de  propiedad  i  se  tendrá  como  váli- 
do i  legal,  a  falta  de  etro  mejor,  un  certi- 
ficado del  constructor,  visado  i  sellado  este 
documento,  en  el  primer  caso  por  la  auto- 
ridad marítima  respectiva,  i  en  el  segundo 
por  un  ájente  consular  de  la  República,  o 
en  su  defecto,  por  el  de  una  nación 
amiga. 


15.  Los  documentos  que  se  presenten 
como  titulo  de  propiedad,  quedarán  archi- 
vados en  la  Comandancia  jeneral  de  ma- 
rina. 

16.  El  buque  chileno  que  navegue  sin 
el  certificado  de  matrícula  o  patente  de 
navegación,  o  el  rol  del  equipaje,  o  pa- 
savante en  los  casos  señalados,  caepá  en, 
comiso,  salvo  lo  prevenido  en  los  artículos 
24  i  25. 

Si  alguno  de  estos  documentos  estuviere 
falsificado,  el  naviero  i  capitán  sufrirán 
ademas  la  pena  que  señala  el  art.  194  del 
Código  penal. 

17.  Los  dueños  de  buques  chilenos  de- 
berán hacer  pintar  con  letras  blancas  o 
amarillas  de  diez  centímetros  de  altura,  a 
lo  menos,  sobre  fondo  negro  i  en  una  parte 
visible  déla  popa,  el  nombre  de  matrícula 
del  buque  i  el  del  puerto  donde  haya  sido 
matriculado;  i  gravar  en  el  bao  maestro  el 
tonelaje  de  rejistro,  todo  lo  cual  debe  con- 
servar siempre  de  un  modo  lejible. 

La  infracción  de  este  artículo  será  pe- 
nada con  la  multa  de  cíen  pesos. 

18  Los  buques  que  se  construyan  o 
adquieran  en  cualquiera  otro  puerto  de  la 
República,  que  no  sea  la  capital  del  Depar- 
tamento de  Marina,  podrán  cumplir  ante 
la  autoridad  departamental  respectiva  con 
las  obligaciones  prescritas  en  los  artículos 
9,  10  i  11  de  este  título  para  ser  matricula- 
dos como  buques  chilenos. 

Llenadas  las  condiciones  i  tramitaciones 
que  se  ordenan  per  esos  artículos,  la  auto- 
ridad departamental  respectiva  remitirá 
al  comandante  jeneral  de  marina  el  espe- 
diente de  todo  lo  obrado,  quien  a  su  vista  i 
hecha  la  inscripción  respectiva,  espedirá  el 
certificado  de  matrícula  i  recabará  del 
presidente  de  la  República,  en  la  forma 
que  queda  prevenido,  la  patente  de  nave- 
gación correspondiente. 

La  autoridad  marítima  del  puerto  donde 
se  halla  el  buque,  podrá,  si  las  necesida- 
des del  buque  lo  exijieren,  dar  un  pasa- 
vante para  que  la  nave  pueda  trasladarse 
a  la  capital  del  Departamento  de  Marina  i 
recibir  allí  su  patente  de  navegación. 

19.  Cnando  un  buque  se  construya  o 
adquiera  en  el  estranjero  para  ser  matri- 
culado en  la  marina  mercante  nacional,  el 
dueño  deberá  presentar  al  Cónsul  de  Chi- 
le respectivo,  los  documentos  que  acredi- 
ten su  propiedad,  i  aquel  funcionario  cer- 
tificará estos  documentos  para  que  tengan 
su  efecto  en  la  Comandancia  jeneral  de 
Marina. 

20.  Los  buques  a  que  se  refiere  el 
artículo  anterior,  podrán  dirijirse.del  puer- 
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lo  de  construcción  o  de  adquisición  a  un 
puerto  de  Cliile  con  un  pasavante  espedi- 
do por  el  Ministro  o  Cónsul, de  la  Repú- 
blica que  autorice  al  buque  a  navegar  con 
bandera  chilena,  i  en  este  caso  la  tripula- 
ción podrá  componerse  en  su  totalidad  de 
marineros  extranjeros. 

21.  Las  embarcaciones  construidas  en 
astilleros  de  la  República  i  destinadas  a  ser 
vendidas  en  puertos  nacionales  o  estranje- 
ros,  podrán  navegar  del  puerto  de  cons- 
trucción al  puerto  destinado  para  la  venta, 
sin  otros  papeles  de  navegación  que  un  pa- 
savante otorgado  por  el  intendente  de  la 
provincia  vespe-ítiva,  i  el  decreto  de  «zar- 
pe» espedido  por  la  autoridad  marítima,  i 
en  que  irá  inscrito  el  rol  de  la  tripula- 
ción. 

Las  embarcaciones  a  que  se  reñere  este 
articulo  i  el  anterior,  podrán  rendir  su  via- 
je en  lastre  o  cargadas. 

22.  Los  documentos  que  se  mencionan 
en  el  articulo  anterior,  serán  entregados  a 
la  autoridad  marítima  del  puerto  del  des- 
tino de  la  embarcación,  si  el  puerto  fuere 
chileno,  o  al  ájente  consular  de  la  Repú- 
blica, si  fuere  estranjero;  i  en  los  dos  ca- 
sos, estos  funcionarios  enviarán  dichos  do- 
cumentos a  la  Comandancia  jeneral  de 
Marina  para  ser  archivados. 

En  caso  de  no  haber  ájente  consular  en 
el  puerto,  la  entrega  se  hará  al  del  lugar 
mas  próximo. 

23.  Los  capitanes  i  propietarios  de  na- 
ves chilenas  no  podrán  vender,  prestar, 
transferir,  ni  hacer  uso  sino  para  el  servi- 
cio del  buque,  i  del  modo  prevenido  por 
esta  lei,  de  los  documentos  que  acreditan 
la  nacionalidad  de  la  nave,  bajo  la  multa 
de  diez  pesos  por  cada  una  de  las  toneladas 
que  consten  en  el  certificado. 

Si  se  probara  dolo,  el  dueño  i  el  capitán 
serán  castigados  con  presidio  o  relegación 
menores  en  sus  grados  medios. 

24.  Encaso  de  que  algún  buque  na- 
cional se  inutilizare,  destruyere,  fuere  apre- 
sado por  el  enemigo,  dejare  de  pertenecer 
a  nuestra  marina  por  tomar  otra  bandera, 
od'  cualquier  modo  perdiere  el  carácter 
de  buque  chileno,  el  dueño  o  capitán  dará 
cuenta  del  suceso  al  Comandante  jeneral 
de  Marina,  devolviendo  en  el  término  de 
veinte  dias,  salvo  fuerza  mayor,  su  certifi- 
cado de  matrícula,  la  patente  de  navega- 
ción i  el  rol  del  equipaje  bajo  la  multa  de 
cinco  pesos  por  tonelada  de  rejistro,  de  la 
cual  quedará  exento,  si  justificare  plena- 
mente ante  el  mismo  funcionario  la  pér- 
dida de  estos  documentos. 

Si  los  casos  previstos  en  el  inciso  anterior 


acaecieren  fuera  de  la  capital  del  Departa- 
mento de  Marina,  el  dueño  o  capitán  hará 
una  relación  exacta  de  lo  sucedido,  i  en- 
tregará los  documentos  precitados  en  el 
niismo  plazo  i  bajo  igual  multa,  a  la  auto- 
ridad marítima  nacional  mas  cercana  o  al 
ájente  consular.  Estos  funcionarios  remiti- 
rán dichos  documentos  a  la  Comandancia 
jeneral  de  Marina. 

Si  se  rindiere  prueba  para  justificar  la 
pérdida  de  los  documentos  espresados,  se- 
rá competente  para  recibirla  el  Comandan- 
te jeneral  de  Marina,  i  el  término  proba- 
torio durará  cuatro  meses,  si  la  pérdida  ha 
tenido  lugar  en  Chile,  i  nueve  meses  si  ha 
sido  fuera  del  territorio  de  la  República. 

25.  Cuando  se  perdiere  el  certificado 
de  matricula  o  la  patente  de  navegación, 
se  renovarán  estos  documentos  a  solicitud 
de  los  interesados,  haciendo  en  el  nuevo 
certificado  todas  las  anotaciones  que  se 
hubieren  asentado  en  la  partida  de  rejistro 
correspondiente  al  buque.  La  renovación 
solo  tendrá  lugar  después  de  haberse  pro- 
bado suficientemente  la  pérdida  de  estos 
documentos,  a  satisfacción  del  Comandante 
jeneral  de  Marina.  Si  resultare  ser  falso  el 
hecho,  los  dueños  del  buque,  según  la  par- 
tida de  matricula,  pagarán  diez  pesos  de 
multa  por  cada  tonelada  de  rejistro. 

26.  En  caso  de  inutilizarse  por  el  uso 
el  certificado  de  matricula  o  la  patente  de 
navegación,  podrán  asimismo  renovarse 
estos  documentos,  previa  presentación  del 
inutilizado. 

27.  Solo  se  rejistrarán  en  la  matrícula 
de  la  marina  mercante  nacional,  las  em- 
barcaciones cuya  capacidad  exceda  de  23 
toneladas,  esceptuándose  las  destinadas  al 
tráfico  interior  de  los  puertos,  ríos,  cana- 
les i  lagos  de  la  República. 

28.  Para  las  embarcaciones  que  no 
lleguen  a  veinticinco  toneladas  i  para  las 
esceptuadas  al  fin  del  articulo  anterior,  se 
establecerá  un  rejistro  en  cada  una  de  las 
capitales  de  gobernación  i  subdelegaciones 
marítimas,  i  en  él  se  inscribirá  la  clase  i 
nombre  de  la  embarcación,  número  que  I« 
corresponde  en  el  rejistro,  su  porte,  nom- 
bre i  domicilio  del  dueño  o  del  patrón  que 
la  navegue^  lugar  de  su  construcción  i  trá- 
fico en  que  se  emplea. 

29.  Estas  embarcaciones  llevarán  es- 
crito en  las  amuras,  en  cifras  de  veinti- 
cinco centímetros,  el  número  que  les  co- 
rresponde en  el  rejistro,  i  a  popa  el  nom- 
bre del  puerto  de  su  matrícula.  Los  go- 
bernadores marítimos  estenderán  el  certi- 
ficado de  navegación  de  estas  embarcacio- 
nes, i  sin  estos  requisitos  no  podrán  nave- 
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gar  en  los  puertos,  ríos,  lagos,  canales  i 
costas  de  la  República. 

§  2.  De  los  caeos  en  que  caduca  la  ma- 
tricula. 

30.  La  matricula  de  los  buques  de  mar 
caduca: 

1."  Por  falta  de  los  requisitos  que  exi- 
jen  los  arts.  2.",  3."  i  4.°  de  esta  lei,  para 
ser  propietario  de  una  nave; 

2.*  Por  el  cambio  de  nombre  de  la 
nave; 

3.°  Por  destrucción  voluntaria  de  la 
nave,  aunque  se  reconstruya  con  los  mis- 
mos materiales; 

4."  Por  la  pérdida  total  de  la  nave  i  por 
la  declaración  de  no  ser  navegable,  pro- 
nunciada en  conformidad  a  esta  lei; 

5.°  Por  desaparecimiento  de  la  nave 
durante  dos  años,  sin  que  en  todo  este 
tiempo  haya  habido  noticias  de  su  exis- 
tencia; 

6."  Por  el  cambio  de  bandera  o  matri- 
cula; 

7."     Por  apresamiento; 

8.°  Por  el  hecho  de  pasar  la  nave  a  ser 
corsario,  pirata  o  traficante  en  escla- 
vos; i 

9.°  Por  la  alteración  en  su  casco  que 
aumente  o  disminuya  su  tonelaje  i  por  el 
cambio  en  la  clase  de  aparejo. 

31.  En  cualquiera  de  los  casos  espre- 
sados en  el  articulo  anterior,  la  nave  será 
borrada  de  la  matricula  i  dejará  de  per- 
tenecer a  la  marina  mercante  nacional. 

§  3.  Del  rol  del  equipaje. 

32.  El  rol  de  la  tripulación  deberá  es- 
presar: 

1."  El  hombre  de  la  nave,  su  clase  i 
porte,  i  los  nombres  i  apellidos  del  capitán, 
oficiales  i  hombres  de  mar,  con  indicación 
de  su  orijen,  edad,  estado,  domicilio,  em- 
pleo a  bordo  i  salarios  estipulados; 

2.°  Sil  puerto  de  salida  i  el  del  destino 
de  la  nave; 

3."  El  nombre  i  apellido  de  los  pasaje- 
ros i  el  lugar  a  que  se  dirijen. 

El  rol  deberá  ser  fírmado  por  el  capi- 
tán, los  oficiales  i  los  hombres  de  la  tripu- 
lación que  supieren  hacerlo,  i  será  espedi- 
do por  la  autoridad  marítima,  en  cuyo  po- 
der se  dejará  una  copia. 

Este  documento  se  renovará  cada  vez 
que  el  buque  tenga  que  emprender  un  nue- 
vo viaje. 

En  los  puertos  de  arribada  o  escala,  el 
capitán  presentará  su  rol  de  equipaje  a  la 


autoridad  marítima  o  consular,  según  Jos 
ca^os,  para  que,  hallándole  conforme,  le 
ponga  su  visto  bueno  o  anote  las  observa- 
ciones que  estime  oportunas. 

33.  En  el  rol  deberán  anotarse  las  al- 
tas i  bajas  que  ocurran  en  los  individuos 
que  la  compongan. 

TITOLO  III 

De  las  trastrereacias. 

34.  Cuando  se  enajene  el  todo  o  parte 
de  un  buque  chileno  i  deba  conservar  la 
bandera  nacional,  la  persona  a  quien  se 
trasfiere  el  dominio,  cumplirá  por  si  o  por 
apoderado,  con  lo  prescrito  en  el  art  9.*^ 
de  esta  lei,  en  el  término  de  quince  días, 
si  la  trasferencia  ha  tenido  lugar  en  Chile, 
i  de  seis  meses,  en  el  estranjero. 

La  contravención  a  esta  disposición  será 
penada  con  una  multa  de  cinco  pesos  por 
cada  tonelada  de  rejistro,  exijible  solida- 
riamente del  antiguo  i  dei  nuevo  dueño. 

35.  Las  trasferencias  se  anotarán  en 
el  rejistro  bajo  las  firmas  del  Comandante 
jeneral  de  Marina  i  de  los  nuevos  dueños 
o  apoderados.  También  se  anotarán  en  el 
certificado  de  matricula,  con  la  firma  del 
mismo  funcionario,  si  el  buque  estuviere 
en  Chile  o  en  el  estranjero.  Estos  funcio- 
narios requerirán  del  dueño  o  capitán  el 
título  de  propiedad  o  documento  de  tras- 
ferencia, i  en  vista  de  ellos  harán  la  ano- 
tación en  el  certificado,  remitiendo  en  .se- 
guida al  Comandante  jeneral  de  Marina 
todos  los  antecedentes. 

36.  Siempre  que  los  dueños  de  un  bu- 
que se  trasfieran  entre  sí  la  propiedad  de 
sus  respectivas  cuotas,  deberán  hacerlo 
por  instrumento  público,  que  elevarán  en 
testimonio  a  la  Comandancia  jeneral  de 
Marina,  para  que  la  haga  anotar  en  el  re- 
jistro i  en  el  certificado. 

37.  Cuando  se  enajena  un  buque  chi- 
leno en  el  e-stranjero  i  pasa  a  tomar  otra 
bandera,  o  se  declare  en  estado  de  no  po- 
der navegar,  o  por  cualijuier  otra  cau.sa 
deje  do  pertenecer  a  la  mnrina  mercante 
nacional,  su  capitán,  el  dueño  o  sus  apo- 
derados, procederán  con  arreglo  a  lo  pre- 
venido en  el  Código  de  Comercio  y  en  el 
Reglamento  Consular  de  la  República 

38.  La  Comandancia  jeneral  de  Ma- 
rina deberá  exhibir  los  fibrosa  cualquiera 
persona  que  desee  verlos  para  examinar 
los  asientos  que  en  ellos  se  contengan,  i 
permitirá  asimismo  que  se  den  copias  de 
ellos,  las  cuales  harán  fé  en  juicio,  de  la 
misma  manera  que  podrían  hacerlo  los 
orijiuales,  siempre  que  vayan  firmadas  por 
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el  secreUii'io  del  Comandante  jeneral  de 
Marina. 

39.  No  se  cobrará  derecho  alguno  por 
la  matricula,  certificado  de  ella  o  de  otros 
documentos,  ni  por  las  anotaciones  que  se 
hicieren  en  el  rejistro,  ni  por  las  copias  de 
que  habla  el  articulo  anterior. 

TiTtJEiO    IT 

0el  reconociuiíento  de  la  nave  i  licencia  de 
í^alida. 

40.  Todo  buque  destinado  a  la  nave- 
gación deberá  encontrarse  en  buen  estado 
de  navegar  i  satisfacer  las  condiciones  de 
seguridad  i  buena  construcción.  Estará 
provisto,  ademas,  de  las  embarcaciones 
menores,  aparatos  de  salvamentos,  per- 
trechos, víveres,  aparejos  e  instrumentos, 
que  serán  determinados  por  un  reglamen- 
to especial. 

41.  Ninguna  nave  nacional  podrá  em- 
prender viaje  a  puerto  estranjero,  sin  que 
previamente  se  reconozcan  sus  condicio- 
nes de  navegabilidad. 

Igual  disposición  se  aplicará  a  ¡as  naves 
estranjeras  sobre  cuyas  aptitudes  de  na- 
vegabilidad se  abriguen  dudas,  previa 
anuencia  del  cónsul  respectivo,  si  lo  hu- 
biere; a  quien  se  dará  aviso  oportuna- 
mente. 

42.  Las  naves  que  se  dediquen  a  la 
navegación  del  cabotaje,  tanto  nacionales 
como  estranjeras,  serán  reconocidas  cada 
año,  si  son  de  vela,  i  cada  seis  meses  si 
son  de  vapor. 

Esceptúanse  de  esta  regla  las  embarca- 
ciones a  que  se  reíiere  el  art.  27  de  esta 
iei. 

43.  Las  disposiciones  de  los  preceden- 
tes artículos  son  aplicables  a  las  naves  na- 
cionales que  tranquen  entre  puertos  es- 
tranjeros.  En  este  caso,  los  ajentes  consu- 
lares de  la  República  dispondrán  lo  conve- 
niente para  la  cumplida  ejecución  de  esta 
Iei. 

44.  El  reconocimiento  de  la  nave  será 
practicado  por  una  comisión  compuesta  de 
la  autoridad  marítima  del  puerto  i  dos  pe- 
ritos, uno  nombrado  cada  año  por  la  Co- 
mandancia jeneral  de  Marina,  i  en  su  de- 
fecto, por  la  autoridad  administrativa  del 
puerto;  i  el  otro  por  el  dueño  de  la  nave  o 
•su  representante,  l.os  servicios  de  estos 
peritos  serán  remunerados  por  el  dueño 
del  buque,  i  la  cuantía  de  la  remunera- 
ción será  fijada  por  reglamento. 

45  Ninguna  nave  podrá  salir  de  un 
puerto  de  la  República,  sin  que  se  haya 
presentado  a  la  autoridad  marítima  la  li- 


cencia de  salida,  íirmada  por  la  autoridad 
administrativa  del  puerto,  el  rol  de  equi- 
paje, la  contrata  de  enganche  estendida 
por  la  oñcina  respectiva,  i  una  constancia 
de  haberse  practicado  el  reconocimiento 
de  la  nave ,  si  el  reconocimiento  fuere 
obligatorio. 

La  contravención  a  lo  dispuesto  en  este 
artículo  será  penada  con  una  multa  de  dos- 
cientos a  quinientos  pesos. 

46.  Los  ajentes  de  sanidad  marítima 
no  despacharán  las  boletas  de  sanidad,  si 
los  capitanes  de  naves  nacionales  o  estran- 
jeras no  presentaren  el  rol  del  equipaje, 
visado  por  la  autoridad  marítima  nacional 
o  por  el  ájente  consular  respectivo. 

47.  Aun  cumplidos  estos  requisitos,  la 
autoridad  marítima,  con  previo  conoci- 
miento i  acuerdo  de  la  autoridad  adminis- 
trativa, suspenderá  la  salida  de  toda  nave 
que  .se  encontrare  mal  estivada  o  temiere 
fundadamente  ua  siniestro.  En  caso  de  dis- 
cordia, resolverá  en  última  instancia  la  co- 
misión de  reconociento.  Esceptúanse  de  la 
regla  anterior  las  naves  estranjeras  que 
hagan  el  comercio  de  escala  o  que  empren- 
dan viaje  directo  al  estranjero. 

Si  por  causa  de  manifiesta  mala  estiva  o 
sobrecarga,  la  nave  naufragare  o  sufriere 
siniestro  mayor,  la  autoridad  marítima  que 
permitió  su  salida  será  responsable  de  su 
omisión. 

El  capitán  que  se  hiciere  a  la  mar  coh- 
trariando  la  orden  de  la  autoridad  maríti- 
ma, será  castigado  con  presidio  mayor  ea 
su  grado  mínimo,  i  en  adelante  no  podrá 
desempeñar  cargo  alguno  en  la  marina  na- 
cional. 

48.  La  autoridad  marítima  espedirá,  a 
favor  de  las  naves  que  cumplan  con  las 
prescripciones  del  presente  Título,  el  de- 
creto de  zarpe,  consignándolo  en  la  licen- 
cia de  salida. 


TITULO  Y 

Oe  la  declaración  de  innavegabilidad. 

49.  Si  la  comisión  que  debe  practicar 
el  reconocimiento  de  la  nave,  conforme  a 
lo  preceptuado  en  el  Título  anterior,  en- 
contrare que  el  buque  no  se  halla  en  esta- 
do de  navegar,  impedirá  su  salida,  decla- 
rará su  innavegabilidad  absoluta,  relativa 
o  reparable,  i  dará  cuenta  ^n  el  acto  a  la 
Comandancia  jeneral  de  IVÍarina  para  que 
se  cancele  el  asiento  de  matricula  de  la 
nave  i  quede  borrada  de  la  marina  mercan- 
te en  el  primero  i  segundo  caso,  i  a  la  auto- 
ridad administrativa  del  puerto  para  que 
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se  proceda  a  las  reparaciones  necesarias, 
en  el  tercor  caso. 

50.  El  dueño  del  buque  o  su  represen- 
tante pueden  apelar  del  fallo  de  las  comi- 
siones dentro  de  las  cuarenta  i  ocho  lioias, 
para  ante  el  juez  de  comercio  del  puerto 
en  que  se  encuentre  la  nave,  i  en  su  defec- 
to, para  ante  el  del  lugar  mas  próximo,  i 
este  funcionario  nombrará  una  nueva  co- 
misión compuesta  de  tres  peritos  navales, 
quienes  pronunciarán  sentencia  veinticua- 
tro lloras  después  de  examinado  el  buque. 
Su  fallo  se  tendrá  como  sentencia  de  últi- 
ma instancia. 

El  honorario  de  estos  peritos,  a  falta  de 
avenimiento,  será  ñjado  por  el  juez  de  co- 
mercio. 

TITULO  TI 

Del  capitán  i  equipaje. 

51.  Para  mandar  un  buque  mercante 
nacional  se  necesita  estar  provisto  de  la 
patente  de  capitán,  espedida  por  la  Co- 
mandancia jeneral  de  Marina. 

52.  Para  obtener  la  patente  de  capi- 
tán, se  requieren  las  siguientes  condicio- 
nes: 

1 .°     Ser  mayor  de  edad; 

2."     Hablar'castellano; 

3.°  Haber  navegado  cinco  años,  ya  sea 
a  bordo  de  buques  mercantes  o  de  guerra; 

A.°  No  haber  sido  condenado  por  delito 
que  merezca  pena  aflictiva  o  intamante;  i 

5.°  Haber  sido  aprobado  en  un  examen 
teórico  práctico  en  la  forma  i  según  los 
programas  de  reglamento. 

53.  Los  oflciales  o  pilotos  de  la  Arma- 
da de  la  República,  retirados  o  licenciados 
temporalmente,  podrán  obtener  la  patente 
de  capitán  de  nave  mercante,  siempre  que 
reúnan  las  condiciones  que  exije  el  artieu- 
lo  anterior,  escepto  la  última. 

54.  Ademas  de  los  documentos  que 
prescribe  el  art.  899  del  Código  de  Comer- 
cio, todo  capitán  está  obligado  a  tener  a 
bordo  lo  siguiente: 

1.°     Un  ejemplar  de  la  presente  lei; 

2."  El  Reglamento  para  evitar  choques 
i  abordajes  en  la  mar; 

3.°  Los  Reglamentos  de  aduanas,  de 
correos  i  de  policía  marítima  de  los  puer- 
tos de  la  República; 

4."  El  Reglamento  de  policía  sani- 
taria; 

5.°  Un  ejemplar  del  código  internacio- 
nal de  señales; 

6."  Un  libro  o  rejistro  de  disciplina,  en 
que  se  consignen  todos  los  castigos  que  se 
impongan  a  bordo;  i 


7.°  Un  ejemplar  del  Reglamento  con- 
sular de  la  República. 

55.  En  la  composición  del  equipaje  de 
las  naves  mercantes,  son  considerados  ofi- 
ciales bajo  la  dependencia  del  capitán  i  sus 
reemplazantes,  los  que  siguen,  según  el  or- 
den de  su  colocación: 

1.°     El  piloto; 

2."     El  segundo  piloto; 

3.*  El  piloto  lemán,  quien  reemplazará 
al  capitán  durante  el  tiempo  que  dirijiere 
la  nave; 

4.°     El  cirujano; 

5."    El  contador  o  sobrecargo; 

6."     El  primer  maquinista. 

7."     El  contramaestre. 

56.  Todo  buque  cuyo  porte  exceda  de 
ciento  cincuenta  toneladas,  deberá  llevar, 
además  del  capitán,  un  piloto  i  un  contra- 
maestre. 

57.  Para  ser  piloto  de  un  buque  chile- 
no se  necesita  haber  obtenido  el  visto-bue- 
no de  la  autoridad  marítima,  puesto  en  un 
certiñcado  suscrito  por  tres  capitanes  que 
aseguren  la  competencia  del  interesado. 
Bastará  el  buen  informe  de  un  solo  capi- 
tán, si  el  aspirante  ha  navegado  solamente 
con  él;  pero  en  este  caso,  deberá  probar  el 
interesado  que  ha  navegado  cinco  años. 

No  se  exijirá  ningún  requisito  a  los  que 
acrediten  haber  navegado  durante  tres 
años  continuos  o  interrumpidos  en  clase  de 
oficiales,  pilotos  o  guardiamarinas  en  los 
buques  de  la  Armada  de  la  República. 

58.  Los  maquinistas  deberán  presen- 
tar certificado  que  acredite  su  competen- 
cia i  que  la  autoridad  marítima  podrá  exi- 
jir  cuando  quiera.  Si  no  tuvieren  certifica- 
do, la  autoridad  marítima,  si  lo  creyere 
conveniente,  podrá  someterlos  a  examen 
ante  una  comisión  de  tres  injenieros,  pre- 
tiriendo siempre  a  los  de  la  Armada, 

59.  Para  ser  contramaestre  se  necesita 
haber  navegado  cinco  años. 

60.  El  mínimo  del  equipaje  para  cada 
clase  de  naves  nacionales,  será  determina- 
do por  Reglamento. 

61.  Todo  capitán,  antes  de  embarcar 
a  un  hombre  de  mar,  deberá  asegurarse  de 
que  ha  obtenido  su  legal  licénciamiento  del 
último  buque  en  que  ha  servido. 

El  hecho  de  haber  embarcado  a  sabien- 
das i  voluntariamente  un  hombre  de  mar 
perteneciente  al  equipaje  de  otro  buque, 
constituye  el  delito  de  complicidad  de  de- 
serción. 

62.  Los  armadores  o  capitanes  tienen 
entera  libertad  para  la  organización  desús 
equipajes;  pero  deberán  contratarlos  por 
medio  de  las  oficinas  de  enganche  estable- 
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cidas  legalmente,  i  no  podrán  embarcar 
mas  marineros  estranjeros  que  los  que  per- 
mite ebta  lei. 

63.  Las  oficinas  de  enganche  no  po- 
drán reglar  las  condiciones  de  los  contra- 
tos, ni  ejercer  autoridad  alguna  ;i  e.ste  res- 
pecto; deben  dejar  entera  libertad  a  los  ar- 
madores, capitanes  i  jente  de  mar  para  que 
estipulen  entre  ellos  las  convenciones  que 
quieran,  observándose,  sin  embargo,  las 
prescripciones  del  Código  de  comercio  que 
tratan  sobre  la  materia.  Su  inlervencion 
consiste  en  ilustrar  a  las  partes  sobre  el 
sentido  i  alcance  de  las  convenciones  que 
deben  suscribir  i  darles  lectura. 

Las  oficinas  de  enganche  representarán 
a  los  menores  de  edad  que  no  tuvieren  cu- 
rador especial  o  no  fueren  hijos  de  familia 
bajo  patria  potestad. 

Sin  embargo,  estas  oficinas  no  permiti- 
rán el  enganche  de  un  marinero  chileno 
en  un  buque  que  deba  salir  del  pais,  si 
no  se  estipula  espresamente  su  repatria- 
ción. 

64.  Siempre  que  un  capitán,  después 
de  haber  formalizado  el  contrato  de  engan- 
che del  equipaje,  tuviere  que  embarcar  al- 
gunos hombres  en  reemplazo  de  los  que 
hubieren  abandonado  el  buque  ,  de  los 
muertos  o  de  los  que  quedaren  en  tierra 
por  enfermos,  o  por  cualquier  otra  causa, 
deberá  hacerlos  inscribir  en  el  rol  del  equi- 
paje i  presentarlos  en  la  oficina  de  engan- 
che, o  en  el  Consulado,  si  el  caso  tuviere 
lugar  en  puerto  estranjero,  para  que  se 
proceda  a  su  enganche. 

65.  En  puertos  chilenos,  el  capitán  no 
podrá  desembarcar  ni  despedir  a  ningún 
hombre  de  mar,  sin  intervención  de  la  au- 
teridad  marítima.  En  puertos  estranjeros 
todo  desembarco  o  licencianiiento  se  hará 
con  el  consentimiento  del  Cónsul  de  Chile; 
i  en  uno  i  en  otro  caso,  se  espedirá  por  es- 
crito por  el  capitán,  el  boleto  correspon- 
diente en  que  se  espresará  la  cau.sa  del 
desembarco,  i  si  el  marino  ha  sido  o  no 
ajustado  de  sus  haberes.' 

66.  Si  el  desembarco  no  ha  sido  moti- 
vado por  delito^  todo  hombre  de  tripulación 
debe  ser  repatriado,  i  su  subsistencia  i  re- 
patriación serán  de  cuenta  de  la  nave, 
cuyo  capitán  entregará  el  valor  de  una  i 
otra  al  Cónsul  de  Chile  respectivo. 

Los  gastos  de  alimentación  i  repatriación 
serán  de  cargo  del  armador,  si  el  buque  ha 
naufragado  o  sufrido  siniestro  mayor;  i  en 
tal  caso,  el  Cónsul  efectuará  la  repatria- 
ción con  el  valor  de  los  restos  del  naufra- 
jio,  con  los  fletes  de  las  mercaderías  salva- 
das, con  las  ganancias  del  viaje  si  las  hu- 


biere, o  con  cualquier  otro  valor  proceden- 
te del  buque  o  de  la  carga. 

Si  el  desembarco  ha  tenido  lugar  en  un 
puerto  de  Chile  que  no  sea  el  de  enganche, 
o  el  naufragio  ha  sucediilo  en  nuestras  cos- 
tas, la  autoridad  marítima  procederá  d<¿  la 
misma  manerii  que  el  Cónsul. 

Los  hombres  de  mar  repatriados,  i  los 
que  se  hallen  en  el  casodel  inciso  anterior, 
serán  conducidos  al  puerto  en  donde  fue- 
ron enganchados. 

67.  El  capitán  que  desembarcare  algún 
hombre  del  equipaje  sin  cumplir  con  lo  de- 
terminado en  esta  lei,  o  lo  abandonare  en 
puerto  estranjero,  será  castigado  con  pre- 
sidio menor  en  su  grado  mínimo,  i  quedará 
inhabilitado  durante  .seis  años  para  desem- 
peñar cargo  alguno  en  las  naves  mercan- 
tes. 

68.  Si  durante  la  estadía  de  un  buque 
de  comercio  en  un  puerto  chileno  acaecie- 
re una  detuncion,a  bordo,  el  capitán  debe- 
rá en  el  acto  dar  cuenta  por  escrito  a  la 
autoridad  marítima,  acompañando  el  acta 
de  defunción  para  que  se  pase  al  funciona- 
rio encargado  del  rejistro  respectivo.  Si  la 
muerte  tuviere  lugar  a  consecuencia  de  al- 
gún accidente  o  de  un  crimen,  el  capitán 
presentará  un  escrito  relativo  al  suceso,  a 
la  autoridad  marítima,  para  que  ésta  lo 
pase  al  juez  competente. 

69.  Si  la  muerte  tuviere  lugar  en  puer- 
to estranjero,  el  capitán  dará  inmediata- 
mente aviso  al  Cónsul  chileno,  quien  es- 
tenderá el  acta  de  defunción  en  vista  de  las 
declaraciones  que  tomará,  remitiendo  todo 
lo  obrado  al  Ministerio  de  Marina,  para  los 
fines  prevenidos  en  el  inciso  primero  del 
articulo  anterior. 

70.  Si  la  muerte  acaeciere  en  alta  mar, 
el  capitán  levantará  un  acta  en  la  que  se 
detalle  la  clase  de  muerte  i  su  orijen;  esta 
acta  será  firmada  por  todos  los  hombres  de 
la  tripulación  que  supieren  escribir,  i  el 
capitán  la  entregará  al  arribo  de  la  nave  a 
la  autoridad  marítima  o  al  CóhsuI  de  Chi- 
le, según  sea  que  la  nave  arribe  a  puerto 
chileno  o  estranjero. 

El  cadáver  será  arrojado  al  mar  con  las 
precauciones  suficientes  para  que  no  pue- 
da permanecer  a  flote,  veinticuatro  horas 
después  del  fallecimiento,  salvo  que  antes 
de  este  término  aparecieren  señales  in- 
equívocas de  descomposición  o  que  la  enfer- 
medad hubiere  sido  contajiosa. 

71.  Los  efectos  i  bienes  existentes  a 
bordo  i  pertenecientes  a  los  marinos  i  pa- 
sajeros muertos  en  buque  chileno,  serán 
entregados  bajo  inventario,  a  la  autoridad 
marítima  o  censular  según  corresponda. 
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quienes  los  pondrán  a  dispoáicioB  de  los 
herederos,  depositándolos  mientras  tanto,, 
en  puerto  estranjero,  en  poder  de  un  co- 
merciante o  de  otra  persona  segura  a  sa- 
tisfacción del  Cónsul  i  en  puerto  chileno  en 
las  tesorerías  fiscales. 

72.  En  caso  que  los  efectos  i  bienes  no 
sean  reclamados  en  el  plazo  de  seis  meses, 
o  antes  si  fueren  susceptibles  de  deterioro, 
las  autoridades  espresadas  dispondrán  su 
venta  en  pública  subasta. 

El  Ministerio  de  Marina  hará  publicar, 
luego  (jue  llegue  a  su  noticia,  un  aviso  en 
el  periódico  oficial,  i  seis  meses  después  de 
la  fecha  de  este  aviso,  dispondrá  que  el  pro- 
ducto de  la  venta  sea  aplicado  en  puerto 
chileno  al  hospital  del  puerto  o  del  depar- 
tamento i  en  puerto  estranjero  al  fondo  de 
socorro  de  chilenos  desvalidos. 

73.  En  caso  de  muert'í  por  enferme- 
dad ¡lestilencial,  todos  los  efectos  suscep- 
tibles de  trasmitir  contajio  que  hayan  ser- 
vido al  enfermo  durante  el  curso  de  su 
enfermedad,  serán,  si  la  nave  está  en  fon- 
deadero, quemados  i  destruidos;  i  si  en 
viaje,  arrojados  a  la  mar  i  echados  a  pique. 

Los  demás  efectos  de  que  el  muerto  no 
haya  hecho  uso,  pero  que  hayan  silo  de 
su  pertenencia,  serán  sometidos  inmedia- 
tamente a  la  ventilación,  fumigación  o 
puestos  a  remolque.  Lo  mismo  se  practi- 
cará con  los  efectos  de  cualquier  otro  in- 
dividuo que  hubiere  sido  atacado  de  la 
misma  enfermedad,  aunque  no  haya  fa- 
llecido. 

De  las  medidas  indicadas  se  dejará  cons- 
tancia en  el  diario  de  navegación. 

74.  En  caso  de  muertes  ocurridas  a 
bordo  de  embarcaciones  de  m>';nos  de  vein- 
ticinco toneladas,  que  hacen  corta  trave- 
sía de  las  costas  de  la  República,  los  pa- 
tronos se  sujetarán  a  las  disposiciones  si- 
guientes: 

1."  Si  los  individuos  muriesen  en  la 
mar  naturalmente  o  por  algún  accidente, 
durante  estas  cortas  travesías,  sus  cadá- 
veres serán  conducidos  a  tierra  lo  mas 
pronto  posible  para  que,  comprobada  su 
identidad,  se  estienda  el  acta  de  defunción 
por  el  juez  del  lugar,  i  se  remita  este  do- 
cumento al  funcionario  encargado  del  re- 
jistro  respei'tivo; 

2.*  Cuando  los  individuos  hayan  falle- 
cido de  muerte  violenta  o  a  consecuencia 
de  un  crimen,  los  pati-onos  deberán  dar 
cuenta  del  suceso  a  la  autoridad  marítima 
del  primer  puerto  dondr  arriben; 

3."  Cuando  un  individuo  caiga  al  mar, 
i  no  sea  posible  salvarlo,  ios  patronos  están 
obligados  inmediatamente  después  de  su 


arribo  a!  primer  puerto,  a  presentarse  a  la 
autoridad  marítima  con  todos  los  hombres 
de  su  tripulación  para  darle  cuenta  del  he- 
cho i  de  sus  circunstancias; 

4.*^  La  autoridad  marítima,  en  uno  i 
otro  caso,  recibirá  las  declaraciones  que  se 
le  hagan,  trasmitiendo  todo  lo  obrado  al 
juez  competente  para  los  ttnes  a  que  haya 
lugar. 

75.  En  caso  de  hacerse  testamento  a 
bordo  de  una  nave  nacional  en  alta  mar, 
i  en  caso  de  nacimiento  a  bordo,  el  capi- 
tán se  ajustará  a  lo  dispuesto  en  los  núme- 
ros 14  i  15  del  art.  898  del  Código  de  Co- 
mercio. 

TITULO  Vli 

Del  orden  i  di.«ic:|»lina  a  hordn  i  de   la  na- 
vegación. 

76.  El  capitán  es  el  jefe  superior  de  la 
nave  mercante,  encargado  de  su  gobierno 
i  dirección. 

La  tripulación  i  pasajeros  le  deben  res- 
peto i  obediencia  en  cuanto  se  refiera  al 
servicio  de  la  nave  i  seguridad  de  las  per- 
sonas i  carga  que  coaduzca. 

77.  El  capitán  es  delegado  de  la  auto- 
ridad pública  para  la  conservación  del  or- 
den en  la  nave  i  salvación  de  los  pasaje- 
ros, jente  de  mar  i  carga. 

78.  Las  faltas  de  disciplina  cometidas 
a  bordo  de  los  buques  mercantes  chilenos, 
serán  reprimidas  con  penas  correcciona- 
les, como  multas,  arrestos  o  prisión  en 
alta  mar  por  los  capitanes,  en  puertos  es- 
tranjeros  por  los  cónsules,  i  en  puertos 
chilenos  por  las  autoridades  marítimas. 

79.  La  rtivuelta,  la  resistencia  violen- 
ta, el  desobedecimiento,  la  amenaza  a  los 
superiores  o  a  los  encargados  temporal- 
mente de  alguna  autoridad,  i  aun  el  rehu- 
sar ausiliar  al  capitán  en  caso  de  tumulto 
o  revuelta,  podrán  castigarse  disciplina- 
riamente por  el  capitán  encerrando  a  los 
culpables,  poniéndoles  grillos  o  espo.sas 
durante  ocho  dias  i  condenándolos  a  la 
pérdida  de  sesenta  dias  de  salario. 

La  embriaguez,  las  riñas  i  una  inmora- 
lidad escandalosa  podrán  también  casti- 
garse por  el  capitán  con  prisión,  multa  i 
con  la  disminución  de  raciones  por  espacio 
de  dos  meses. 

80.  Los  castigos  impuestos  los  anotará 
el  capitán  en  el  libro  de  castigos  o  rejistro 
de  disciplina,  teniendo  cuidado  de  no  de- 
jar espacios  sino  los  necesarios  para  las 
ñrmas,  i  debiendo  estar  firmado  cada 
asiento  por  dos  liombres  de  la  tripulación. 

81.  Los  capitanes  que  no  lleven  un  li- 
bro especial  para  anotar  los  castigos,  o  no 
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lo  usen  legalmente,  o  no  lo  exhiban  a  , 
Jas  autoridades  designadas  mas  adelante, 
cuando  sea  necesario,  pagarán  por  la  pri- 
mera vez  una  multa  de  cincuenta  a  tres- 
cientos pesos,  i  en  caso  de  reincidencia, 
ademas  del  pago  del  máximo  de  Ja  multa, 
sufrirán  una  prisión  de  tres  dias  a  un  mes. 

82.  La  pena  de  pérdida  de  salarios  o 
de  multas  no  espresadas  en  el  rejistro  de 
disciplina  se  tendrá  por  aplicada  ilegal- 
menle. 

83.  Cualquier  hombre  de  la  tripula- 
ción podrá  reclamar  contra  el  capitán,  la 
multa,  reducción  o  pérdida  de  salario  a 
que  haya  sido  condenado.  Si  la  reclama- 
ción se  hace  en  Chile,  será  competente  el 
juez  de  comercio  del  lugar  en  que  se  ha 
ajustado  a  la  tripulación  de  sus  haberes;  i 
si  en  el  estranjero.  el  Cónsul  del  puerto  en 
que  se  ha  hecho  el  ajuste.  A  taita  del  Cón- 
sul será  competente  el  comandante  de  un 
buque  de  guerra  de  la  República,  si  hubie- 
re alguno.  Estas  autoridades  podrán  man- 
tener o  auular  sin  apelaciou  el  fallo  del 
capitán,  pero  con  previa  audiencia  de  las 
partes. 

Si  en  el  estranjero  no  hai  ájente  consu- 
lar ni  nave  del  Estado,  el  marino  tendrá 
acción  durante  tres  años  para  demandar 
al  capitán  ante  el  juez  del  puerto  de  salida 
del  último  viaje. 

Si  el  marino  ha  sido  castigado  ilegal- 
meute,  podrá  demandar  criminalmente  al 
capitán  ante  la  primera  autoridad  judicial 
que  encuentre  en  su  viaje. 

84.  El  capitán  no  podrá  impedir  en 
ningún  caso  que  la  jente  de  su  buque  se 
presente  a  las  autoridades  marítimas  o  a 
los  ajentes  consulares  para  interponer  re- 
clamos contra  su  conducta. 

El  capitán  que  rehuse  obedecer  Jas  ór- 
denes relativas  a  la  navegación,  emanadas 
de  las  autoridades  marítimas  o  consulares, 
o  qu"e  ultrajare  a  estos  mismos  funciona- 
rios con  palabras  o  amenazas,  en  el  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  será  penado  con 
una  multa  de  cincuenta  a  cien  pesos. 

85..  El  capitán  i  los  demás  individuos 
de  la  tripulación  que  después  de  estar  ins- 
critos en  el  rol  del  equipaje,  no  se  hallen 
a  bordo  en  el  tiempo  determiuado,  o  se  au- 
senten voluntariamente  para  no  emprender 
el  viaje,  son  reputados  desertores. 

Durante  el  viaje,  se  presume  que  el  ca- 
pitán es  desertor  cuando  abandona  su  bu- 
que setenta  i  dos  horas  después  que  se  ha- 
ya espedido  el  decreto  de  «zarpe»,  i  no  da 
aviso  de  su  ausencia.  Los  homl>res  de  mar 
que  en  el  puerto  chileno  se  ausenten  sin 
permiso  durante  noventa  i  seis  horas  de 


su  buque  o  del  puesto  que  se  les  hubiere 
conñado,  y  que  en  puerto  extranjero  se 
ausenten  sin  permiso  durante  cuarenta  y 
ocho  horas  de  su  buque,  o  del  puerto  que 
se  le  hubiera  confiado,  son  igualmente  re- 
putados desertores. 

86.  La  deserción  antes  del  viaje  será 
castigrtda  con  prisión  en  su  grado  máxi- 
mo, si  .se  trata  del  capitán;  i  con  prisión  en 
su  grado  medio,  si  se  trata  del  piloto.  Los 
hombres  de  mar  serán  destinados  a  servir 
en  Jas  naves  de  la  Armada  de  la  República 
por  el  término  de  un  año  i  con  las  tres 
cuartas  partea  del  sueldo  correspondiente 
a  la  clase  que  pasen  a  desempeñar. 

Si  el  desertor  hubiere  recibido  arras  o 
anticipos  en  señal  de  contrato,  sufrirá  ale- 
mas la  pena  que  establece  el  artículo  467 
del  Código  penal. 

La  deserción  de  a  bordo  durante  el  via- 
je será  castigada  con  presidio  menor  en  su 
grado  medio,  si  se  trata  del  capitán;  i  con 
presidio  menor  en  su  grado  mínimo,  si  se 
trata  del  piloto.  Los  liombres  de  mar  esta- 
rán obligados  a  servir  dos  años  en  los  bu- 
ques de  ¡a  Armada  de  la  República  con  la 
mitad  del  sueldo  correspondiente  a  la  clase 
que  pasen  a  desempeñar. 

La  deserción  después  del  fin  del  viaje, 
pero  antes  de  espirar  el  contrato  del  capi- 
tán i  piloto,  o  al  término  del  enganche, 
será  castigada  con  Ja  pena  que  señala  el 
inciso  1°  de  este  articulo. 

Para  la  intelijencia  de  este  articulo  i  del 
anterior  se  entenderá  que  el  viaje  comien- 
za cuando  el  buque  ha  salido  del  lugar  en 
que  se  hizo  la  inscripción  del  rol  del  equi- 
paje i  concluye  cuando  ha  llegado  al  puer- 
to de  descarga  o  de  su  destino. 

87.  Los  cómplices  en  el  delito  de  deser- 
ción sufrirán  las  mismas  penas  que  los 
autores  de  su  misma  categoría. 

88.  La  deserción  de  todo  individuo 
perteneciente  al  equipaje  de  un  buque  de 
comercio,  debe  ser  denunciada  por  el  ca- 
pitán dentro  del  término  de  tres  dias. 

Si  la  deserción  ha  tenido  lugar  en  un 
puerto  chileno,  el  capitán  dirijirá  su  repre- 
sentación a  la  autoridad  marítima;  si  el 
hec!)0  se  ha  consumado  en  puerto  estran- 
jero, al  Cónsul  de  Chile. 

89.  Los  capitanes  que  no  hubieren  he- 
cho la  declaración  prescrita  en  ei  artículo 
precedente,  i  presentado  la  filiación  de  los 
desertores  de  su  buque,  no  podrán  hacer 
contra  ellos  ninguna  demanda,  ni  rehusar- 
les el  todo  o  parte  de  su  salario,  bajo  pre- 
testo  de  deserción. 

90.  La  aprehensión  o  captura  de  los 
marinos  de  comercio,  desertores  o  ausen- 
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tes,  se  gratificará  de  la  misma  manera  que 
está  establecido  en  la  marina  de  guerra. 

Se  reputan  en  estado  de  ausencia  los 
hombres  de  mar  que,  habiendo  abandona- 
do su  buque  o  la  comisión  que  se  les  hubie- 
re coníiado,  fueren  aprehendidos  i  remiti- 
dos a  bordo  antes  de  haber  espirado  el  tér- 
mino señalado  en  el  art.  85,  debiendo,  en 
tal  caso,  pagarse  solo  los  gastos  de  apre- 
hensión. 

91.  Los  gastos  de  arresto  o  de  captura 
serán  abonados  por  el  armador  o  capitán, 
siempre  que  el  marino  haya  sido  aprehen- 
dido antes  de  la  salida  del  buque  en  que 
esté  embarcado,  i  por  el  Estado  cuando  la 
captura  ha  tenido  lugar  después  de  la  sa- 
lida de  la  nave.  En  uno  i  otro  caso  se  car- 
garán estos  gastos  a  los  haberes  devenga- 
dos o  por  devengar  del  marino  desertor. 

92.  El  treinta  por  ciento  de  los  sueldos 
venci  losdel  desertor  pertenecen  a  la  nave. 
El  saldo  junto  con  los  efectos  de  los  hom- 
bres de  mar  desertores  en  puerto  chileno, 
se  entregarán  por  el  capitán,  bajo  inven- 
tario, a  la  autoridad  marítima  del  puerto 
donde  haya  tenido  lugar  la  deserción  a  íin 
de  que,  depositados  en  la  tesorería  fiscal 
del  departamento,  proceda  a  su  venta  en 
pública  subasta,  si  a  los  dos  meses  no  se 
hubiere  presentado  el  desertor.  El  produc- 
to junto  con  el  saldo  se  aplicará  al  hospital 
de  caridad  del  departamento  o  al  mas  in- 
mediato. 

En  puerto  estranjero  se  procederá  con 
las  sumas  especificadas  en  el  inciso  ante- 
rior, en  conformidad  al  Reglamento  Con- 
sular. 

93.  Si  el  buque  que  navegare  a  puer- 
tos esíranjeros  volviere  a  los  de  la  Repú- 
blica con  alguno  o  algunos  marineros  chi- 
lenos menos  de  los  que  llevó,  el  capitán 
tendrá  que  probar  ante  la  autoridad  marí- 
tima la  muerte,  deserción,  o  cualquier  otro 
motivo  que  hubiere  dado  lugar  a  ello.  Si 
así  no  lo  hiciere,  quedará  suspendido  del 
ejercicio  de  su  empleo  por  el  término  de  un 
año,  sin  perjuicio  de  la  acción  que  puedan 
ejercitar  contra  él  los  interesados  o  deu- 
dos o  el  ministerio  público. 

94.  Si  en  el  curso  del  viaje  faltare  o 
escaseare  la  provisión  de  agua  o  víveres, 
el  capitán  arribará  al  puerto  mas  cercano, 
aunque  para  esto  sea  necesario  variar  el 
derrotero  de  la  nave. 

95.  Todo  capitán  que,  fuera  de  los  ca- 
sos de  fuerza  mayor,  prive  al  equipaje  de 
la  integridad  de  la  ración  estipulada  antes 
de  em prendar  el  viaje,  o  en  defecto  de 
convenio,  de  la  ración  equivalente  a  la  que 
se  suministra  en  la  escuadra  de  la  Repú- 


blica, es  obligado  a  pagara  cada  individuo 
del  equipaje,  a  título  de  indemnización,  a 
juicio  de  la  autoridad  marítima,  uno  o  dos 
pesos  por  cada  uno  de  los  días  que  dure  la 
privación,  i  será  además  penado  con  una 
multa  de  cien  a  trescientos  pesos,  según 
los  casos. 

Los  casos  de  fuerza  mayor  serán  com- 
probados por  un  acta  firmada  por  el  capi- 
ta  i  los  oficiales  del  buque,  i  aun  entonces 
tendrá  derecho  cada  individuo  del  equipa- 
je a  una  indemizacion  correspondiente  a 
la  parte  de  ración  de  que  haya  sido  pri- 
vado. 

96.  El  capitán  no  podrá  vender  los  vi- 
veres  del  buque,  pero  le  será  lícito,  con 
consulta  de  los  oficiales,  ceder  una  parte 
a  los  buques  que  encuentre  en  alta  mar  en 
absoluta  necesidad,  siempre  que  le  queden 
los  suficientes  a  bordo  para  su  viaje,  i  con 
la  condición  de  rendir  cuenta  a  les  propie- 
tarios. 

97.  En  todo  buque  se  embarcará  un 
botiquín  provisto  de  los  medicamentos  ne- 
cesarios para  el  viaje  determinados  por  el 
Reglamento. 

98.  Son  obligados  a  embarcar  ciruja- 
nos los  buques  nacionales  que  salgan  de 
puertos  de  Chile  llevando  a  bordo  mas  de 
ciento  cincuenta  personas. 

Esceptúanse  los  buques  de  vela  o  de  va- 
por que  se  ocupan  en  la  navegación  del 
cabotaje. 

99.  Ningún  buque  mercante  chileno 
podrá  embarcar  armas  de  guerra  ni  muni- 
ciones para  su  servicio,  sin  una  autoriza- 
ción de  la  autoridad  administrativa  del 
puerto,  quien  solo  podrá  darla  en  la  canti- 
dad que  se  juzgue  necesario,  a  juicio  de  la 
autoridad  marítima,  i  según  el  porte  del 
buque,  número  de  tripulantes  i  la  natura- 
leza i  duración  del  viaje. 

La  contravención  alas  disposiciones  de 
este  articulo  será  castigada  con  la  pena 
que  señala  el  art.  288  del  Código  penal. 

100.  Los  capitanes  de  los  buques  na- 
cionales deberán  asilar  a  bordo  a  los  ma- 
rineros chilenos  que  encuentren  abando- 
nados en  pais  estranjero,  cuando  no  resi- 
da en  el  puerto  ajenie  consular  de  la  Re- 
pública, 

101.  Están  también  obligados  a  recibir 
a  bordo  a  los  chilenos  que  los  cónsules  se 
vean  en  la  necesidad  de  repatriar,  siem- 
pre que  su  número  corresponda  a  cuatro 
por  cada  cien  toneladas  de  rejistro,  i  que 
el  número  total  no  sea  mayor  que  el  de  la 
mitad  del  equipaje. 

Los  gastos  de  transporte  serán  regulados 
i  reembolsados  en  la  forma  establecida  en 
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el  Reglamento  Consular  de  la  República. 

102.  Los  capitanea  que  en  alta  mar  en- 
contraren alguna  nave  de  la  escuadra  de 
la  República,  deberán  suministrarle  los 
avisos,  informes  i  noticias  que  les  pidiere. 

103.  Los  buques  chilenos  no  deberán 
sometersea  ninguna  visita  o  reconocimien- 
to por  parte  de  naves  estranjeras  de  gue- 
rra, salvo  que  la  República  tenga  celebra- 
dos tratados  especiales  sobre  estas  mate- 
rias. 

Los  capitanes  que  se  vieren  vejados  de 
cualquier  manera  por  naves  de  guerra  es- 
tranjeras, darán  cuenta  a  la  primera  au- 
toridad marítima  que  encuentren.  Si  asi 
no  lo  hicieren,  serán  suspendidos  por  dos 
años  del  ejercicio  de  su  profesión,  i  paga- 
rán ademas  una  multa  de  doscientos  pe- 
sos. 

104.  Los  capitanes  deberán  confor- 
marse i  cumplir  con  lo  determinado  en  los 
Reglamentos  especiales  de  iluminación 
para  la  navegación  nocturna  de  señales  en 
tiempo  de  niebla  i  de  maniobras  para  evi- 
tar choques  i  abordajes. 

A  la  entrada  i  salida  de  puerto,  al  pasar 
canales  i  en  toda  circunstancia  peligrosa, 
deberán  estar  sobre  cubierta,  asistidos  de 
los  ofíciales  del  buque. 

105.  Será  penado  con  la  suspensión  de 
un  año  en  el  ejercicio  de  su  profesión,  el 
capitán  que  deje  de  apuntar  en  el  libro 
diario  un  siniestro  ocurrido  a  bordo  de  su 
buque,  de  cualquier  clase  que  sea. 

^  TITULO  Tlll 

0e  la  bandera  nacional  ¡señales. 

106.  La  bandera  nacional  deberá  lle- 
varse a  popa  en  una  asta,  o  en  su  defecto 
en  el  pico  de  mesana,  i  será  de  la  forma  es- 
tablecida por  declaración  de  7  de  julio  de 
1854  (1). 


(1)    Dice  así: 

«El  pabellón  de  Chile  lo  componen  los  tres  colo- 
res: blanco,  azul  i  rojo,  combinado  del  modo  si- 
guiente; 

Dos  fajas  horizontales  dividen  por  mitad  el  an- 
cho de  la  bandera,  la  faja  inferior  roja,  la  superior 
blanca  en  los  dos  tercios  de  su  vuelo;  i  azul  en  su 
tercera  parte  inmediata  a  la  vaina,  con  una  estre- 
lla blanca  de  cinco  picos  en  medio  del  cuadro  azul. 
Las  dimensiones  de  la  bandera  son,  en  la  vaina, 
d«s  tercios  de  su  vuelo. 

El  pabellón  de  Chile  es  uno  i  el  mismo  para  las 
plazas,  castillos,  buques  de  guerra  i  mercantes. 

El  estandarte  del  Estado  lleva  la  única  adición 
del  Escudo  de  Armas  de  la  República  colocado  en 
la  conjunción  de  los  dos  colores,  blanco  i  rojo,  ha- 
cia la  medianía  de  la  bandera. 

Las  insignias  de  mando,  cuadros  i  cornetas,  se 
forman  del  cuartel  azul  de  la  bandera,  con  la  es- 


Todo  buque  tendrá  ademas  las  banderas 
que  le  corresponda  según  Reglamento  i 
Código  internacional  de  señales.  Tanto 
estas  banderas,  como  la  nacional,  se  izarán 
a  la  entrada  i  salida  de  puerto,  i  cada  vez 
que  el  buque  se  encuentre  con  una  nave 
de  guerra  o  mercante  en  alta  mar. 

TITULO  IX 

Del  trasporte  de  c<»rresiM»ndeucia. 

107.  Los  buques  mercantes  que  partan 
de  los  puertos  de  la  República,  conducirán 
para  aquellos  en  que  deban  tocar,  la  co- 
rrespondencia que  les  entregue  la  autori- 
dad marítima.  De  ella  dará  recibo  el  capi- 
tán o  contador  que  la  tome  a  su  cargo. 

No  admitirán  para  conducir  a  su  bordo 
cartas  o  pliegos  que  no  estén  sellados  o 
franqueados  por  las  administraciones  de 
correos,  salvo  los  casos  espresamente  es- 
ceptuados  por  la  lei. 

108.  Los  capitanes  de  buques  naciona- 
les i  estranjeros  estarán  obligados  a  entre- 
gar a  la  autoridad  ímaritima,  bajo  recibo,  i 
en  el  acto  de  la  primera  visita,  toda  co- 
rrespondencia epistolar  e  impresa  que  tra- 
jeren a  bordo  proceucnte  del  cabotaje  o 
del  estranjero,  para  puntos  de  la  Repúbli- 
ca, esceptuándose  solamente  la  que  fuere 
dirijida  al  consignatario  del  mismo  buque, 
con  tal  que  su  peso  no  exceda  de  ciento 
quince  gramos. 

La  misma  obligación  tendrán  los  demás 
empleados  del  buque  i  los  pasajeros 

Los  contraventores  incurren  en  una 
multa  igual  al  cuadruplo  del  porte  de  la 
correspondencia,  o  en  el  pago  de  veinti- 
cinco pesos,  si  el  cuadruplo  fuere  menor. 

Los  funcionarios  marítimos  no  franquea- 
rán el  puerto  a  los  buques,  sino  después 
de  hecha  la  entrega  de  la  corresponden- 
cia traida  a  su  bordo. 

109.  El  capitán  de  un  buque  que  ha- 
biendo salido  de  un  puerto  se  hallare  for- 
zado a  arribar  al  mismo  puerto  o  a  otro, 
antes  de  haber  terminado  su  viaje,  entre- 
gará a  la  autoridad  marítima,  al  ser  pues- 
to en  comunicación  con  el  puerto,  i  bajo 
recibo,  el  .saco  de  correspondencia  que  hu- 
biere recibido  a  su  salida. 

Las  infracciones  de  estos  artículos  serán 
penadas  con  una  multa  de  cincuenta  a  cien 


trella  déla  República  en  el  centro: sus  dimensio- 
nes, dos  terceras  paites  del  vuelo  en  la  vaina. 

El  gallardete  lleva  los  colores  de  la  bandera  dis- 
tribuidos en  la  misma  forma,  con  la  diferencia  de 
que  el  azul,  con  la  estreHa  en  el  centro,  ocupa,  en 
la  esteusion  proporcionada,  todo  la  parte  inmedia- 
ta a  la  v»ina.> 


716 


INSTITUCIONES  POLÍTICAS    Y   JURÍDICAS 


pesos,  sin  perjuicio  de  la  responsabilidad 
a  que  se  haya  acreedor  el  capitán  o  conta- 
dor por  el  estravío  de  la  correspondencia. 

'iiTi:».o  X 

•el  trasporte  de  |>a.«iajer<»9«. 

110.  Los  buques  de  vela  o  de  vapor, 
nacionales  o  estranjeros,  destinados  a  con- 
ducir pasajeros,  entre  puertos  de  Chile,  no 
podrán  admitir  mas  pasajeros  que  los  que 
cómodamente  permitan  los  departamentos 
que  hayan  de  servir  a  bordo  para  los  mis- 
mos pasajeros;  i  las  autoridades  marítimas, 
con  previo  conocimiento  i  acuerdo  dé  la 
autoridad  administrativa  del  puerto,  po- 
drán impedir  la  salida  de  estos  buques, 
siempre  que  hubiere  embarcado  mayor 
número  de  pasajeros  de  los  que  puedan 
admitirse,  atendida  la  estensii.n,  seguri- 
dad, navegabilidad,  comodidad  i  demás 
condiciones  que  exijan  los  reglamentos 
dictados  al  efecto. 

111.  Ninguna  nave  mercante,  nacio- 
nal o  estianjera,  podrá  conducir  pasajeros 
en  cubierta,  sea  a  puertos  de  Chile  o  del 
estranjero,  si  no  tiene  sobre  ella,  a  una  al- 
tura conveniente,  una  toldilla  de  madera 

0  de  tela  impermeable  que  cubra  o  res- 
guarde a  aquellos  de  la  intemperie. 

Estos  pasajeros  serán  alimentados,  a  fal- 
ta de  un  convenio  especial,  con  igual  ra- 
ción que  la  que  tienen  los  marineros  en 
los   buques  de  la  escuadra  de  la   Repú- 

1  lica. 

112.  Toda  enibarcacion  nacional  que 
conduzca  pasajeros  deberá  embarcar,  a 
mas  de  la  provisión  destinada  al  equipaje, 
el  agua  i  víveres  que  se  juzgue  necesario 
para  el  viaje,  i  en  concepto  al  número  i 
categoría  de  los  pa.sajeros. 

La  misma  disposición  rejirá  a  las  naves 
estranjeras  que  trasporten  pasajeros  entre 
puertos  de  Chile. 

113.  Si  por  falta  de  víveres  tuvieren 
que  pi'ivarse  los  pasajeros  durante  la  na- 
vegación de  una  parte  de  la  ración  esta- 
blecida, el  dueño  o  consignatario  pagará  a 
cada  ])a,sajero  cinco  pe.sos  diarios,  mien- 
tras haya  e.ílado  privado  d^  la  integridad 
de  la  ración,  salvo  fuerza  mayor. 

114.  Todo  buque  nacional  o  estranjero 
destinado  a  trasportar  pasajeros  entre 
puertos  de  Chile,  deberá  llevar  a  su  bordo 
en  Ijuen  e.stado  un  número  de  embarca- 
ciones menores  que  guarde  la  proporción 
de  un  bote  por  cada  cuarenta  personas  que 
el  buf[ue  pueda  conducir  cómodamente, 
contando  los  pasajeros  i  la  tripulación. 

El   número   de   botes   en    ningún    caso 


bajará  de  dos ,  i  en  ningún  caso  se  exi- 
jirán  al  buque  mas  de  diez.  Siempre  que 
haya  a  bordo  mas  de  cinco  botes,  uno 
de  ellos  será  de  la  forma  i  condiciones  de 
un  salvavidas. 

Estos  mismos  buques  deberán  llevar  ade- 
mas una  bomba  para  apagar  incendios,  i 
los  aparatos  necesarios  de  saivameuto. 

115.  En  conformidad  a  lo  que  señalen 
los  Reglamentos  que  se  dicten,  los  capita- 
nes o  consignatarios  de  los  buques  a  vapor 
o  de  vela,  darán  conocimiento  a  las  auto- 
ridades marítimas  de  la  superñcie  que  ten- 
gan disponible  a  bor  lo  para  los  pasajeros 
de  cubierta  i  entrepuentes,  a  tin  de  que 
aquellos  funcionarios  sepan  ,  eu  todo  caso, 
el  máximo  de  pasajeros  que  pueda  traspor- 
tar cada  buque. 

1L6.  Siempre  que  la  autoridad  maríti- 
ma lo  creyere  conveniente,  podrá  inspec- 
cionar todo  buque  que  conduzca  pasajeros 
entre  puertos  de  Chile,  i  su  capitán  deberá 
prestarle  todas  las  facilidades  necesarias 
para  ello,  suministrándole  cuanta  noticia 
le  exija  relativa  a  los  víveres,  aguada,  es- 
tado de  los  botes,  comodidad  de  los  pasaje- 
ros, etc.,  etc. 

117.  Cualquiera  que  sea  la  naturaleza 
del  viaje  i  el  número  de  per.sonas  embar- 
cadas, la  autoridad  sanitaria  exijirá  de  la 
autoridad  marítima  que  impida  se  haga  a 
la  mar  el  buque  con  individuos  atacados 
de  contajio. 

118.  No  será  permitido  el  trasporte  de 
insanos,  idiotas,  ciegos  i  niños  menores  de 
doce  años,  a  menos  que  se  presenten  a  bor- 
do acompañados  desús  parientes,  tutores 
o  curadores,  o  de  otras  personas  que  ofrez- 
can garantías  de  que  los  atenderán  debi- 
damente durante  el  viaje  i  en  el  puerto  de 
su  destino. 

119.  Si  un  pasajero  u  hombre  de  mar 
fuere  atacado  de  un;i  enfermedad  contajio- 
sa,  deberá  el  capitán  desembarcarle  en  un 
lugar  habitado,  aun  contra  la  voluntad  del 
mismo  pasajero. 

120.  Los  pasajeros  están  obligados  a 
prestar  asistencia  al  capitán  en  todos  los 
casos  urjentes  que  la  reclame  para  la  sal- 
vación de  los  tripulantes,  de  la  nave  i  de  la 
carga  o  para  la  realización  del  viaje.  "Si 
reliusaren  obedecer,  el  capitán  podrá  obli- 
garlos. 

Se  presume  que  el  capitán  ha  obrado  en 
estos  casos  en  favor  de  la  salvación  común, 
i  de  la  lejítima  defensa  personal,  salvo 
prueba  en  contrario. 

121.  Ningún  buque  destinado  a  condu- 
cir pasajeros  podrá  trasportar  entre  su 
carga  sustancia  o  productos  esplosivos,  in- 


CHILli. — MARINA    MEKCANTK 


717 


flama  bles  o   corrosivos  determinados  por 
Reglamentos. 

Si  eátas  sustancias  so  hubieren  embar- 
cado sin  conocimiento  del  capitán,  una  vex 
descubierto  el  lieclio,  el  capitán  las  arroja- 
rá al  mar,  i  levantará  un  acta  del  suceso 
fírmada  por  él.  sus  oliciales  i  testigos,  to- 
mados de  entre  los  pasajeros,  para  hacer 
efectiva  la  responsabilidad  contra  quien 
corresponda. 

122.  La  infracción  de  cualquiera  de 
las  disposiciones  de  este  Titulo,  será  pena- 
da con  una  multa  que  no  exceda  de  mil 
pesos.  El  delincuente  que  se  halle  en  el 
caso  del  articulo  anterior,  será  castigado 
en  conformidad  a  lo  previsto  por  los  ar- 
tículos 474  i  siguientes  del  Código  penal. 

TITULO  XI 

Del  arribo  de  la  nave. 

123.  A  la  llegada  de  las  naves  naciona- 
les a  los  puertos  de  la  República,  las  auto- 
ridades sanitarias  i  marítimas,  en  los  ca- 
sos previstos  por  Reglamento,  se  harán 
presentar  el  diario  de  navegación  i  le  pon- 
drán su  visto-bueno. 

124.  El  capitán  es  obligado  al  llegar  a 
un  puerto,  dentro  de  las  veinticuatro  ho- 
ras, salvo  caso  de  fuerza  mayor,  a  entre- 
gar a  la  autoridad  marítima  en  puerto  chi- 
leno i  al  Cónsul  en  puerto  estranjero,  la 
patente  de  navegación,  certificado  de  ma- 
trícula, rol  de  equipaje  i  demás  documen- 
tos que  se  previenen  en  el  artículo  68  del 
Reglamento  Consular,  sin  perjuicio  de  los 
demás  cuya  presentación  puede  exijir  el 
Cónsul,  en  virtud  de  lo  preceptuado  en  el 
mismo  Reglamento. 

125.  Dentro  de  las  mismas  veinticua- 
tro horas,  los  capitanes  exhibirán  a  la  au- 
toridad marítima  ei  libro  en  que  se  anotan 
los  castigos,  dando  cuenta  ademas  de  los 
delitos  cometidos  durante  el  viaje,  de  las 
medidas  de  represión  o  prevención  em- 
pleadas i  de  las  dilijencias  practicadas  para 
comprobar  los  delitos. 

Llegando  la  nave  a  puerto  estranjero, 
todas  estas  comunicaciones  se  harán  al 
ájente  consular  de  Chile,  o  en  su  defecto, 
ai  comandante  de  un  buque  de  guerra  de 
la  República,  si  hubiere  alguno  en  el  puer- 
to. A  falta  de  uno  i  otro,  las  hará  el  capi- 
tán a  la  autoridad  local  i  se  consultará  con 
ella  para  tomar  las  medidas  convenientes, 
a  fin  de  que  el  culpable  pueda  ser  remi- 
tido en  breve  plazo  al  juez  competente  de 
Chile. 

Las  disposiciones  precedentes  se  aplica- 
rán igualmente  cuando  cualquier  indivi- 


duo de  a  bordo  ha  sido  atacado  de  enaje- 
nación mental. 

Los  patrones  de  embarcaciones  que  no 
están  obligados  a  llevar  rejistro  de  disci- 
plina, deben  en  igual  tcrm'ino,  denunciar 
los  delitos  cometidos  a  su  bordo. 

126.  Los  capitanes  están  obligados  a 
dar  los  informes  referentes  a  su  viaje,  que 
lo  pidan  tanto  \hs  autoridades  marítimas 
como  las  consulares. 

127.  Los  capitanes  de  buques  mercan- 
tes i  los  patrones  de  embarcaciones,  deben 
presentar  a  la  autoridad  marítima  en  Chi- 
le, i  a  los  agentes  consulares  en  el  estran- 
jero, los  individuos  de  la  tripulación  i  aun 
los  pasajeros,  cuando  sean  requeridos  para 
ello  por  dichos  funcionarios. 

titi;e,o  X.II 

Marina  militar.— (Dereelu».«  i  deberes'. 

128.  Fuera  de  los  puertos  de  la  Repú- 
blica el  comandante  de  un  buque  de  gue- 
rra chileno  tiene  derecho  de  visita  de'po- 
lioía  sobre  todo  buque  mercante  nacional. 

En  los  puertos  estranjeros,  exijirá  que 
los  capitanes  de  buques  chilenos'  le  den 
parte  de  su  arribo  i  de  su  salida  del  puer- 
to, 1  le  comuniquen  las  noticias  que  pue- 
dan interesar  al  servicio. 

Tendrá  el  derecho  de  castigar  con  uno  a 
ocho  dias  de  arresto  a  su  bordo  a  los  capi- 
tanes mercantes  que  rehusen  cumplir  con 
estos  deberes. 

Sin  embargo,  si  los  intereses  del  buque 
no  permitieran  la  aplicación  inmediata  de 
esta  pena,  su  resolución  sera  inscrita  en  el 
rol  del  equipaje,  i  recibirá  su  ejecución 
después  de  la  vuelta  a  Chile  de  los  delin- 
cuentes. 

Dará  cuenta  de  la  conducta  de  estos  ca- 
pitanes al  Comandante  jeneral  de  Marina, 
tvio]-  ''^s  someterá  al  juez  competente. 

Tomará  conocimiento  de  las  quejas  de 
los  capitanes  i  tripulantes  i  las  pondrá  en 
conocimiento  de  los  ajenies  consulares  res- 
pectivos. 

Hará  aprehender  i  arrestar  a  los  deser- 
tores de  los  buques  del  Estado  que  se  en- 
cuentren en  los  buques  mercantes  chile- 
nos. Podrá  igualmente  hacer  aprehender  i 
detener  a  cualquier  hombre  de  mar,  cuyo 
embarque  no  haya  sido  legalmente  autori- 
zado. 

Si  descubriere  individuos  acu-sados  de 
algún  crimen,  los  arrestará  a  su  bordo 
hasta  que  pueda  desembarcarlos  en  un 
puerto  de  Chile  i  entregarlos  a  las  autori- 
dades competentes. 

129.     Los  buques  de  guerra  de  la  Re- 
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pública  deben  protección  i  ausilio  a  las  na- 
ves mercantes.  En  los  puertos  cstranjeros, 
i  a  falta  de  ájente  consular  chileno,  los  co- 
mandantes de  buques  de  guerra  harán  lo 
posible  para  proporcionar  recursos  mari- 
neros o  profesionales  a  las  naves  mercan- 
tes. 

Tim-o  XIII 

Del  naiirrajio  i  salvamento. 

130.  El  capitán  de  un  buque  mercante 
nacional  que  encuentre  a  una  nave  chile- 
na, estran.jera  o  enemiga,  en  peligro  de 
naufrajio,  deberá  acudir  en  su  ausilio  i 
prestarle  la  posible  asistencia.  La  falta  de 
cumplimiento  de  este  articulo  será  penado 
conforme  a  lo  dispuesto  en  el  art.  492  del 
Código  pena!. 

131.  Para  los  casos  de  naufrajio  i  sal- 
vamento, se  atenderá  a  lo  dispuesto  en  los 
artículos  635  a  639  del  Código  civil  i  a  lo 
prescrito  en  los  artículos  1150  i  siguientes 
del  Código  de  Comercio. 

Los  casos  de  ausilio  a  personas  i  los  que 
no  están  comprendidos  en  el  art.  1 163  del 
Código  de  Comercio  que  se  presten  por 
particulares  en  aguas  jurisdiccionales  de 
la  República  o  a  una  nave  chilena  en  alta 
mar,  serán  remunerados  en  el  primer  ca- 
so por  tasación  que  haga  el  juez  de  comer- 
cio del  puerto  en  que  se  prestó  el  ausilio; 
i  en  el  segundo,  por  el  del  puerto  de  lle- 
gada de  ia  nave  que  prestó  el  ausilio. 

No  habiendo  juez  de  comercio  en  el 
puerto  será  competente  el  del  lugar  mas 
próximo. 

132.  Las  autoridades  marítimas  son 
las  llamadas  preferentemente  a  prestar  los 
ausilios  necesarios  en  caso  de  naufrajio  i 
varamiento  i  serán  responsables  de  cual- 
quier descuido  o  neglijencia. 

A  falta  del  capitán,  de  los  ajenies  de  se- 
guros, o  del  sobrecargo,  incumbe  a  la  au- 
teridad  marítima  dirijir  las  operaciones 
del  salvamento,  i  en  todo  caso  diciar  las 
medidas  necesarias  para  la  seguridad  de 
las  personas  i  objetos  salvados. 

133.  Si  la  nave  náufraga  o  varada  fue- 
re estranjera,  la  autoridad  marítima  in- 
formará inmediatamente  al  ájente  consu- 
lar respectivo  mas  cercano,  i  aunque  éste 
no  lo  exija,  dejará  a  su  cargo  el  cuidado 
de  lo  salvado. 

134.  Las  especies  náufragas  que  se  sal- 
varen i  que  no  fueren  reclamadas,  serán 
puestas  en  pública  subasta  observando  las 
reglas  dadas  por  los  artículos  629  i  si- 
guientes del  Código  civil. 

El  remanente  que  resulte  en  este  caso, 


se  dividirá  por  partes  iguales  entre  la  per- 
sona que  salvó  la  especie  i  el  hospital  del 
departamento. 

135.  Cuando  una  nave  nacional  o  es- 
tranjera se  fuere  a  pique  en  cualquier  par- 
te del  litoral  de  la  República,  la  autoridad 
marítima  respectiva  requerirá  a  los  pro- 
pietarios i  a  los  interesados  en  la  carga 
para  que  comparezcan  a  declarar  si  pro- 
ceden o  no  a  su  estraccion.  Si  no  compa- 
recieren en  el  término  de  un  mes,  o  ha- 
biendo comparecido  dejaren  trascur-rir  dos 
meses  sin  poner  trabajo,  o  comenzados  los 
trabajos  los  abandonaren  por  dos  meses, 
la  nave,  su  aparejo  i  carga  se  tendrán  por 
abandonados  i  por  el  :i;ismo  hecho  perte- 
necerán al  hospital  del  departamento. 

Si  el  hospital  no  emprende  trabajo  en  el 
término  de  tres  meses,  o  lo  abandona  por 
el  mismo  tiempo  después  de  emprendido, 
cualquier  habitante  de  Chile  podrá  traba- 
jar i  hará  suyo  lo  que  estrajere. 

DISPOSICIONES   VARIAS 

136  Desde  la  promulgación  de  la  pre- 
sente lei  queda  abolido  en  las  transferen- 
cias de  dominio  de  los  buques  chilenos,  el 
derecho  de  alcabala  que  establece  la  lei  de 
17  de  marzo  de  1835. 

139.  Desde  la  promulgación  de  esta  lei 
q'ieda  restablecido  el  derecho  de  rol.  Este 
derecho  consistirá  en  dos  pesos  que  paga- 
rá todo  buque  mercante  a  .su  salida  de  un 
puerto  de  la  República. 

Esceptúause  los  paquetes  a  vapor,  sean 
nacionales  o  eslranjeros,  de  lineas  estable- 
cidas con  itinerarios  ñjos  en  el  litoral  de 
la  República,  los  cuales  solo  pagarán  la 
mitad  de  este  valor. 

El  derecho  de  rol  se  distribuirá  por  mi- 
tad entre  el  capitán  de  puerto  i  sus  ayu- 
dantes o  escribientes  a  falta  de  éstos.  Los 
escribientes  solo  tendrán  derecho  a  la  ter- 
cera parte. 

138.  Los  dueños  de  los  buques  son 
responsables  civilmente  de  las  trafgresio- 
nes  de  la  presente  lei  cometidas  por  los 
capitanes. 

139.'  Todo  buque  chileno  tiene  obliga- 
ción de  llevar  a  su  bordo  i  asistir  K^on  una 
decente  manutención,  cuando  el  Coman- 
dante jeneral  de  xMarina  lo  determine,  a 
un  alumno  de  las  escuelas  navales  de  la 
República,  i  será  de  la  obligación  del  ca- 
pitán instruirle  en  la  maniobra  i  en  la 
práctica  de  la  navegación.  El  buque  chile- 
no que  resistiere  el  cumplimiento  de  este 
artículo,  será  penado  con  una  multa  de 
doscientos  a  quinientos  pesos.  La  manu- 
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tención  será  costeada  por  el  Estado,  pre- 
via regulación  convenida  con  el  coman- 
dante jeHcral  de  marina,  i  en  su  detecto, 
heclia  por  el  juez  de  comercio. 

140.  El  Presidente  de  la  República 
dictará  los  reglamentos  que  se  ordenan  por 
esta  lei. 

Artículo  final.  La  presente  lei  comen- 
zará a  rejir  tres  me.ses  después  de  su  pro- 
mulgación, i  en  esta  fecha  quedarán  dero- 
gadas, aun  en  la  parte  que  no  fueren  con- 
trarias a  ellas,  las  leyes  preexistentes  so- 
bre todas  las  materias  que  en  ella  se  tra- 
tan. 

Si  embargo,  las  disposiciones  del  Código 
de  Comercio  i  Reglamento  Consular  solo 
se  entenderán  derogadas  en  lo  que  sean 
contrarias  a  las  prescripciones  de  esta  lei. 

I  por  cuanto,  oido  el  Consejo  de  Estado 
he  tenido  a  bien  aprobarlo  i  sancionarlo; 
por  tanto,  promulgúese  i  llévese  a  efecto 
en  todas  sus  partes,  como  lei  de  la  Repú- 
blica. 

Aníbal  Pinto 

M.  Garda  de  la  Huerta. 


flPÉfíDlCE 
a  la  lei  antefior 

I.— Reglamento  de  matirícula  de  la 
jeüte  de  mar,  aprobado  por  Decreto  de 
25  de  noviembre  de  1898. 

Art.  1.  Se  establece  la  matrícula  jene- 
ral  de  la  jente  de  mar  en  el  litoral  de  la 
República. 

2.  La  matrícula  se  formará  con  todo 
el  que  se  ocupe  en  el  trabajo  de  mar,  como 
ser  pilotos  de  embarcaciones  menores,  ma- 
quinistas, mecánicos,  herreros,  contra- 
maestres, guardianes,  timoneles,  caldere- 
ros, fogoneros,  marineros,  carboneros, 
wincheros,  lancheros,  fleteros,  jornaleros 
de  playa  i  de  a  bordo,  estivadores,  pesca- 
dores, cocineros  i  demás  servidumbre  de 
nares  de  vapor  o  de  vela. 

3.  Las  autoridades  marítimas  llevarán 
un  libro  destinado  a  la  matrícula  de  la 
jente  de  mar,  en  el  que  se  anotará  el 
nombre  i  apellido  paterno  i  materno,  edad, 
estado,  oficio  é  industria  a  que  se  dedica, 
subdelegacion  en  que  se  halla  inscrito  en 
la  Guardia  nacional,  tiempo  i  empleo  que 
ha  servido  en  el  Ejército  i  Armada  o  ma- 
rina "mercante,  la  filiación  i  firma  del  ma- 
triculado. 

4.  A  todo  individuo  matriculado  se  le 


dará  una  libreta  foliada  en  que  conste  su 
filiación  i  el  certificado  impreso  de  haber 
cumplido  con  lo  dispuesto  en  el  art.  2."  Es- 
ta libreta  contendrá  además,  las  disposi- 
ciones legales  que  afectan  a  los  matricula- 
dos, quienes  serán  obligados  a  presentarla 
a  requerimiento  de  la  autoridad  marítima. 
La  pérdida  de  la  libreta  no  justificada 
seriamente  implicará  la  suspensión  de  los 
beneficios  que  concede  la  matrícula. 

5.  Para  ser  maquinista  o  patrón  de 
embarcaciones,  se  necesita  estar  en  pose- 
sión de  un  certificado  de  la  autoridad  ma- 
rítima en  que  conste  la  competencia  para 
desempeñar  estos  cargos. 

6.  Cuando  más  de  una  embarcación 
pertenezca  a  un  mismo  dueño,  los  patro- 
nes al  cargo  de  ellas  llevarán  en  la  gorra 
o  sombrero  el  número  de  orden  que  les  co- 
rresponda en  la  matrícula  i  la  letra  qué 
como  distintivo  se  le  señale  a  su  clase  en 
las  instrucciones  generales. 

7.  Los  patrones  de  embarcaciones  des- 
tinadas al  tráfico  de  pasajeros  o  acarreos 
de  mercaderías  deberán  comprob  ir,  ante 
la  autoridad  marítima,  su  honorabilidad  i 
buena  conducta  con  certificados  de  veci- 
nos conocidos  de  la  localidad. 

8.  Los  estivadores  de  carga  no  serán 
reconocidos  como  tales  si  no  presentan  a 
lo  menos  tres  certificados  de  capitanes  de 
naves  mercantes  en  que  hayan  hecho  sa- 
tisfactoriamente su  trabajo  "^profesional,  o 
si  tienen  notas  de  mal  comportamiento  en 
el  puerto. 

9.  Los  patronos  de  embarcaciones  que- 
dan obligados  a  reprimir  los  desórdenes  a 
faltas  que  se  cometan  en  su  embarcación 
contra  las  personas  o  las  cosas  confiadas  a 
su  guarda,  debiendo,  además,  dar  cuenta 
a  las  autoridad  marítima. 

10.  El  cambio  de  residencia,  oficio  o 
profesión  sin  conocimiento  de  la  autoridad 
marítima,  hará  caducar  la  matrícula  i  el 
interesado  no  podrá  renovarla  en  la  nue- 
va residencia  si  no  lleva  la  anotación  res- 
pectiva en  su  libreta. 

11.  En  la  primera  quincena  de  enero 
de  cada  año  se  rectificarán  las  matriculas. 
A  este  respecto,  se  les  revi.sará  por  seccio- 
nes i  profesiones,  a  fin  de  dar  de  baja  a 
los  que  hayan  cambiado  de  residencia  sin 
dar  parte  a  la  autoridad  marítima. 

Dentro  de  los  treinta  dias  siguientes  los 
Subdelegados  marítimos  pasarán  a  los  go- 
bernadores marítimos  i  éstos  a  la  Direc- 
ción del  territorio  marítimo  una  relación 
por  orden  alfabético  de  todos  los  matricu- 
lados en  su  jurisdicción. 

12.  La  Dirección  general  de  la  Arma- 
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da  dictará  las  instrucciones  necesarias 
para  la  pronta  ejecución  de  esle  Regla- 
mento i  ordenará  la  impresión  de  los  for- 
mukifios,  libros,  libretas  i  demás  docu- 
mentos a  que  se  refieren  los  arts.  3,°,  4.", 
5.",  6.' y  7.° 

II.  — Enganche  déjente  de  mar  para 
la  Marina  mercinte  nacional. — Regla- 
mento de  25  enero  de  1901. 

Art.  1.  Todo  chileno,  marinero  o  em- 
pleado a  bordo,  ya  sea  para  el  servicio  de 
butjues  o  va|)ores  nacionales  i  extranjeros 
que  hacen  la  navegación  de  alta  mar  o  de 
cabotaje,  o  para  la  guarda  i  conservación 
de  los  que  estén  fonueados  en  los  puertos  i 
bahías,  debe  contratarse  por  intermedio 
de  las  oticinas  de  enganche  de  la  Repúbli- 
ca legalmente  establecidas  (art.  62  de  la  leí 
ae  Navegación)  (formulario  A). 

2.  Los  estranjeros  residentes  en  el  pais 
que  deseen  contratarse  para  servir  en 
cualquier  nave  de  otra  nación  podrán  ha- 
cerlo por  intermedio  de  las  mismas  otici- 
nas de  enganche  después  de  haberse  ma- 
triculado en  la  Gobernación  marítima  res- 
pectiva. 

3.  Las  oficinas  de  enganche  tendrán 
su  asiento  en  las  cabeceras  de  las  gober- 
naciones marítimas  i  en  las  subdelegacio- 
nes  marítimas  que  se  designen  por  la  Di- 
rección general  i  serán  regidos  por  los 
respectivos  gobernadores. 

4.  Si  uno  o  más  hombres  fueren  em- 
barcados en  puertos  de  cabeceras  de  las 
gobernaciones  marítimas,  el  contrato  se 
perfeccionará  ante  el  gobernador  maríti- 
mo del  primer  puerto  en  que  toque  el  va- 
por o  el  buque,  a  quien  el  interesado  pre- 
sentará la  papeleta  o  libreta  del  subdele- 
gado marítimo  del  puerto  de  su  residencia, 
en  la  cual  se  expresará  el  número  de  ma- 
tricula, nombre  i  ocupación  (formulario  B). 

5.  Los  capitanes  de  naves  que  tomaren 
gente  en  alguna  subdelegacion  marítima, 
exigirán  esta  papeleta  o  la  libreta  respec^ 
tiva,  i  harán  ante  el  gobernador  marítimo 
más  inmediato  la  presentación  de  dicha 
gente.  Los  que  faltaren  a  esta  disposición 
incurrirán  en  la  multa  de  que  habla  el  ar- 
ticulo 62  del  Reglamento  general  de  poli- 
cía marítima  de  5  de  octubre  de  1887. 

6  No  podrá  contratarse  individuo  al- 
guno que  no  esté  matriculado  i  legalmen- 
te desembarcado  (art.  66  de  la  lei  de  Na- 
vegación). 

7.  Las  oficinas  de  enganche  extende- 
rán los  contratos  en  vista  de  la  papeleta 
otorgada   por  el  capitán  que   exprese  el 


nombre,  plaza,  sueldo  i  tiempo  convenido 
con  el  interesado,  procediendo  con  arreglo 
a  las  prescripciones  del  art.  63  de  la  lei  de 
Navgacion,  especialmente  en  lo  relativo  a 
la  obligación  del  armador  de  repatriar  a 
todo  marinero  chileno  que  se  enganche  en 
un  buque  que  deba  salir  fuera  del  pais 
(formulario  C). 

8.  Las  oficinas  de  enganche  asentarán 
en  el  libro  rejistro  de  enganchados  for- 
mulario D)  i  en  el  rol  de  contratados  (for- 
mulario E)  a  todo  individuo  que  haya  sen- 
tado plaza  a  bordo  de  algunas  de  las  naves 
mercantes,  en  conformidad  a  las  prescrip- 
ciones anteriores. 

9.  El  rol  de  contratados  (E)  se  devolverá 
a  su  vencimiento  en  la  gobernación  ma- 
rítima de  su  orijen,  i  enviado  a  la  direc- 
ción del  territorio  marítimo  para  su  tras- 
paso al  libro  de  rejistro  jeneral  de  mari- 
neros i  empleados  de  la  marina  mercante 
(formulario  F). 

10.  Cuando  algún  empleado  en  la  ma- 
rina mercante  nacional  o  extranjera  ter- 
mine su  contrato,  otorgado  en  conlormi- 
dad  a  este  reglamento,  recibirá  del  capi- 
tán una  papeleta  de  desembarque  (formu- 
lario G)  que  servirá  para  un  nuevo  con- 
trato. Esta  papeleta  se  dará  en  caso  de  que 
el  licen'íiado  no  tenga  libreta.  En  vista  de 
esta  papeleta  o  libreta,  los  gobernadores 
marítimos  harán  los  asientos  respectivos 
en  el  libro  de  rejistro  de  enganchados  i  en 
el  rol  de  contratos. 

11.  Si  durante  el  viaje  o  antes  de  par- 
tir el  buque  desertaren  algunos  hombres, 
el  capitán  dará  cuenta  en  duplicado,  (for- 
mulario H  e  1)  a  la  primera  gobernación 
marítimaque toque,  déla  deserción,  acom- 
pañando el  balance  i  haberes  del  desertor 
(formulario  J)  El  gobernador  marítimo 
hará  los  asientos  en  el  libro  de  rejistro  de 
enganchados  i  en  el  rol  de  contratos  (E)  i 
pasará  junto  con  la  filiación  del  desertor, 
tomada  del  libro  de  matrícula,  uno  de  los 
partes  al  Juzgado  respectivo.  Si  el  deser- 
tor pertenece  a  la  matrícula  de  otra  gober- 
nación marítima,  enviará  a  ella  uno  de  los 
partes  de  deserción  solicitando  al  mismo 
tiempo  la  filiación,  que  junto  con  el  otro 
parte,  entregará  alJuez  del  lugar  o  puer- 
to en  que  ocurrió  la  deserción. 

12.  En  caso  de  fallecimiesto  de  algún 
marinero,  los  capitanes  darán  cuenta  a  la 
autoridad  marítima  o  consular  (formula- 
rio K)  acompañando  el  acta  de  falleci- 
miento, balance  de  los  haberes  (formulario 
L)  e  inventario  de  los  objetos  pertenecien- 
tes al  fallecido.  Estas  autoridades  harán 
los  asientos  respectivos  en  el  rol  de  con- 
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tratados  i  libro  rejistro  de  los  engancha- 
dos. 

Si  el  fallecido  no  perteneciera  a  la  ma- 
tricula del  puerto  en  que  se  da  parte,  el 
gobernador  marítimo  o  autoridad  consu- 
lar hará  que  estos  documentos  i  los  habe- 
res del  tallecido  sean  remitidos  al  gober- 
nador marítimo  del  puerto  de  matricula 
del  difunto  para  que  alli  sean  puestos  a 
disposición  de  los  herederos  i,  a  falta  de 
éstos,  corran  los  trámites  de  la  lei  (lei  de 
Navegación),  artículos  70  y  71. 

13.  Los  oficiales  e  ingenieros,  enten- 
diéndose por  tales  los  pilotos  1.",  2.°,  3."  i 
4.°,  los  contadores,  sobrecargos  i  los  inge- 
nieros 1.°,  2.°,  3.°  i  4.**,  harán  sus  contratos 
por  seis  meses,  pudiendo  ser  trasbordados 
de  un  buque  a  otro  en  las  naves  de  una 
misma  compañía,  dentro  del  periodo  del 
contrato,  sin  gravamen  alguno. 

14.  Los  contratos  de  oficiales  se  anota- 
rán en  el  rol  de  contratos  de  ofíciales  i  en 
el  Registro  de  oficiales  (formularios  M 
i  N). 

15.  Los  buques  estranjeros  pueden  to- 
mar nacionales  para  su  servicio,  siempre 
que  los  contraten  por  intermedio  de  las 
oficinas  de  enganche,  quedando  sus  capi- 
tanes obligados  a  dar  la  papeleta,  si  no  hu- 


biere lil)reta  de  desembarque,  i  el  parte 
de  deserción  i  fallecimiento  de  que  ha- 
blan los  arts.  11  i  12. 

16.  Desde  la  vijencia  del  presente  Re- 
glamento, los  Gobernadores  marítimos  ha- 
rán pasar  lista  nominal  a  la  tripulación  de 
toda  nave  antes  de  su  partida  i  antes  de 
ser  puesta  en  lil)re  plática.  Pasada  la  lista 
de  partida  queda  prohibida  la  comunica- 
ción con  el  puerto. 

17.  Si  aparecieren  individuos  embar- 
cados que  no  figuren  en  los  documentos 
de  nave,  serán  puestos  á  disposición  del 
juzgado  competente  y  el  capitán  penado 
en  conformidad  al  art.  62  del  Reglamento 
de  policía  marítima. 

18.  No  podrá  embarcarse  o  contratar- 
se individuo  alguno  para  la  marina  de 
guerra  que  no  esté  matriculado  en  la  go- 
bernación marítima  de  su  residencia,  jus- 
tificada por  el  certificado  o  libreta  respec- 
tiva. 

19.  No  podrá  embarcar.se  individuo  al- 
guno para  la  marina  mercante  que  sea 
desertor  de  la  marina  de  guerra.  Las  au- 
toridades marítimas,  siempre  que  descu- 
bran un  desertor,  lo  pondrán  á  disposi- 
ción de  quien  corresponda. 


II. — Iie¿islaeion    Consalaf 


1.* — Ley  orgánica  del  Cuerpo  consu- 
lar, de  14  de  marzo  de  1897. 

Art.  1.  Los  Cónsules  de  Chile  son  de 
dos  clases:  de  profesión  i  de  elección. 

Formarán  la  primera  clase  los  que  hu- 
bieren obtenido  nombramiento  del  Presi- 
dente de  la  República  después  de  haber 
cumplido  con  los  requisitos  i  formalidades 
que  establece  el  artículo  siguiente. 

Formarán  la  segunda  los  que  tuvieren 
nombramiento  del  Presidente  de  la  Repú- 
blica sin  haberse  sometido  a  las  formalida- 
des ni  llenado  los  requisitos  que  señala  di- 
cho artículo. 

2.  Para  ser  nombrado  Cónsul  de  pro- 
fesión se  requiere:  1.°  Tener  no  menos  de 
veintiún  años  de  edad,  ni  mas  de  cincuen- 
ta i  cinco  i  acreditar  antecedentes  hono- 
rables; 2°  Conocer  el  idioma  castellano,  i 
hablar  i  escribir  el  del  paisa  que  haya  de 
ser  destinado;  3."  Nociones  jenerales  de  le- 
jfslacion  civil,  comercial  i  marítima  de  la 
República;  4.°  Nociones  jenerales  de  His- 
toria jeneral  i  Geografía  i  un  conocimiento 
completo  de  la  Constitución  e  Historia  de 
Segunda  serie. — Tomo  IL 


Chile  i  de  su  Geografía  física  i  política;  5." 
Nociones  jenerales  de  economía  política  i 
conocimiento  de  las  leyes  i  sistema  adua- 
nero de  la  República,  de  la  estadística  co- 
mercial, de  las  producciones  naturales  del 
país  i  del  estado  de  sus  industrias;  6.°  Co- 
nocimiento del  Derecho  internacional  pú- 
blico i  privado,  de  los  Tratados  existentes 
entre  Chile  i  los  países  extranjeros  i  del 
Reglamento  consular  de  la  República;  7.° 
Conocimiento  teórico  i  práctico  de  las  fun- 
ciones notariales;  8.°  Versación  en  conta- 
bilidad. 

El  candidato  podrá  ser  eximido  de  nue- 
vas pruebas  en  todas  aquellas  materias 
acerca  de  las  cuales  hubiere  ya  obtenido 
aprobación  en  establecimientos  de  ense- 
ñanza cuyos  exámenes  fueren  aceptados 
por  la  Universidad  de  Chile. 

3.  Para  ser  nombrado  Cónsul  de  elec- 
ción debe  la  persona  acreditar,  por  medio 
de  una  información,  que  cuenta  con  recur- 
sos que  le  permiten  vivir  con  independen- 
cia i  decoro  o  que  ejerce  una  profesión  o 
industria  honrosa  i  que  goza  de  considera- 
ción social  en  la  localidad. 
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Serán  motivos  de  preferencia,  respecto 
de  ios  estr-anjeros,  el  conocimiento  del 
idioma  español,  lia'oer  residido  algún  tiem- 
po en  Chile  o  tener  intereses  comerciales 
enla  Repúlilica. 

4.  Los  Cónsules  de  profesión  gozaran 
de  sueldo  tijo  i  una  asignación  local,  pero 
no  podrán  ejercer  el  comercio  ni  desempe- 
ñar otra  ocupación  estraña,  ni  servir  en 
propiedad  consulado  ni  agencia  consular 
de  otro  país. 

Los  emolumentos  o  dereclios  que  perci- 
bieren en  el  ejercicio  de  sus  funciones  per- 
tenecerán al  Estado,  exceptuando  el  mon- 
to de  lo  producido  por  los  derechos  de  cer- 
tificación de  facturas,  qae  se  distribuirá  en 
esta  forma:  85  por  100  para  el  Estado  i  15 
por  100  para  los  Cónsules  de  profesión  que 
hubiesen  visado  la  factura. 

Los  Cónsules  de  elección  no  gozarán  de 
sueldo;  pero  podrán  retener  para  si  los  de- 
rechos que  percibieren  hasta  una  suma 
que  no  esceda  de  2.000  pesos  al  año,  com- 
putados en  la  moneda  establecida  en  lata- 
rifa,  según  el  art.  19  de  esta  lei. 

El  esceso,  si  lo  hubiere,  corresponderá 
al  Estado,  esceptuando  el  monto  de  la  pro- 
ducción por  los  derechos  de  certificación 
de  facturas,  que  se  distribuirá  en  esta  for- 
ma: íntegramente  a  los  Cónsules  de  elec- 
ción que  hayan  visado  las  facturas,  hasta 
completar  con  el  producto  de  éste  i  de  los 
demás  derechos  consulares  los  2.000  pesos 
anuales  mencionados.  Escedida  dicha  su- 
ma de  2.000  pesos,  se  distribuirá  lo  que  res- 
te del  monto  de  lo  producido  por  los  dere- 
chos de  certificación  de  facturas  en  esta 
proporción;  80  por  100  para  el  Estado  i  20 
por  100  para  los  Cónsules  de  elección  que 
navan  certificado  la  factura. 

5.  Todos  los  Cónsules  de  Chile,  sean  de 
profesión  ó  de  elección,  remitirán  al  Minis- 
terio de  Relaciones  esteriores,  el  primer 
dia  de  cada  trimestre  vencido,  a  contar 
del  1.°  de  enero  de  cada  año,  por  conducto 
de  la  Legación,  si  la  hubiere,  o  del  Cónsul 
de  profesión  de  más  alta  jerarquía,  o  a  fal- 
ta de  éste,  directamente,  un  cuadro  que 
represente  los  emolumentos  percibidos  en 
el  trimestre  anterior,  i  el  Presidente  dicta- 
rá las  providencias  necesarias  para  que  los 
fondos  que  correspondan  al  Estado  ingre- 
sen al  Erario  nacional. 

6.  Los  Cónsules  jenerales  de  profesión 
tendrán  el  sueldo  de  2.500  pesos  i  los  Cón- 
sules particulares  el  de  2.000  pesos.  _ 

El  Presidente  de  la  República  podra 
acordarles  también  una  asignación  local 
que  no  esceda  de  2.500  pesos  a  los  prime- 
ros i  de  2.000  a  los  segundos,  tomando  en 


cuenta  las  condiciones  de  vida  del  pais  en 
que  van  a  residir. 

Kl  sueldo  i  asignación  a  que  se  refiere 
este  articulo  serán  pagados  en  la  moneda 
i  forma  establecidas  para  los  Ajenies  di- 
plomáticos en  la  lei  de  12  de  septiembre 
de  1883. 

Los  gastos  de  oficina  i  correspondencia, 
como  asimismo  la  remuneración  de  un 
Canciller,  si  lo  hubiere,  serán  de  cuenta 
del  Cónsul. 

7.  Cuando  por  primera  vez  se  estable- 
ciere un  Consulado  de  profesión,  el  Presi- 
dente de  la  República  podrá  asignar  para 
la  compra  de  muebles  i  útiles  de  la  oficina 
consular  una  cantidad  que  no  exceda  de 
1.500  pesos,  estimados  en  la  moneda  del 
pais  en  que  aquél  haya  de  funcionar. 

8.  En  los  casos  en  que  por  enfermedad 
o  ausencia  de  un  Cónsul  de  profesión  fue- 
ra reemplazado  en  sus  funciones  por  un 
Cónsul  de  elección,  éste  percibirá  la  terce- 
ra parte  del  sueldo  de  aquél  i  los  derechos 
consulares  que  cobrare  durante  la  sustitu- 
ción, hasta  completar  una  suma  que  pro- 
porcionalmente  no  exceda  del  máximum 
de  retribución  anual  que  le  fija  el  inciso  2.* 
del  art.  4.°. 

9.  Los  Cónsules  de  profesión  prestarán 
antes  de  entrar  en  el  ejercicio  de  sus  fun- 
ciones una  fianza,  a  satisfacción  del  Direc- 
tor del  Tesoro,  por  una  suma  equivalente 
a  dos  años  de  sueldo  i  asignación  que  le  co- 
rrespondiere, para  responder  a  los  cargos 
que  pudieran  resultar  contra  su  conducta 
funcionarla. 

10.  El  Estado  abonará  integramente  al 
Cónsul  de  profesión  los  gastos  personales 
de  trasporte  marítimo  y  terrestre  hasta 
el  lugar  de  su  destino.  Podrá  abonarle  asi- 
mismo, la  tercera  parte  de  los  gastos  de 
trasporte  de  su  mujer  e  hijos  menores  de 
edad.  En  ambos  casos,  el  Cónsul  presenta- 
rá una  cuenta,  en  cuanto  fuese  posible,  do- 
cumentada de  tales  desembolsos. 

11.  Si  por  motivos  justificados  el  Cón- 
sul hiciera  renuncia  del  cargo  o  fuera  re- 
movido por  causas  no  imputables  a  mal 
desempeño  de  sus  funciones  i  quisiera  re- 
gresar a  Chile,  el  Estado  le  abonará  a  él 
i  a  su  familia  los  gastos  de  traslación  en  la 
forma  prevista  en  el  artículo  precedente. 

12.  Los  Cónsules  de  profesión  no  po- 
drán ausentarse  del  lugar  de  sus  funciones 
sino  por  breves  dias  i  por  razones  justifica- 
das; debiendo  obtener  para  ello  previa- 
mente autorización  de  la  Legación  de  Chi- 
le, si  la  hubiere. 

A  los  que  hubieren  permanecido  mas  de 
cinco  años  consecutivos  en  el  desempeño 
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del  cargo  i  quisieren  venir  a  Chile,  se  les 
podrá  otorgar  una  licencia  con  sueldo  que 
no  esceda  de  seis  meses. 

En  este  caso  tendrá  derecho  a  que  le 
sean  abonados  la  mitad  de  los  gastos  de  su 
trasporte  i  la  cuarta  parte  del  de  su  fami- 
lia. El  mismo  auxilio  les  será  acordado  pa- 
ra volver  a  su  puesto. 

13.  Queda  autorizado  el  Presidente  de 
la  República  para  nombrar  hasta  doce 
Cónsules  jenerales  de  profesión,  de  los 
cuales  uno  será  constituido  en  Inglaterra 
con  residencia  en  Liverpool;  otro  en  Ale- 
mania, con  residencia  en  Hamburgo;  otro 
en  Francia,  con  residencia  en  Burdeos; 
otro  en  los  Estados  Unidos  de  América, 
con  residencia  en  Nueva  York;  otro  en  el 
Perú,  con  residencia  en  el  Callao;  otro  en 
Bolivia;  otro  en  la  República  Arjentina, 
con  residencia  en  Mendoza  ó  Buenos  Ai- 
res, i  otro  en  el  Brasil,  con  residencia  en 
Río  Janeiro. 

Podrá  nombrar  asimismo  hasta  quince 
Cónsules  particulares  de  profesión  en  las 
ciudades  que  estimare  conveniente. 

14.  Los  Cónsules  de  profesión  son  em- 
pleados públicos;  i  para  los  efectos  de  su 
jubilación  se  considerará  el  sueldo  fijo  que 
percibieren  como  si  fuere  pagado  en  mo- 
neda chilena. 

15.  Los  Cónsules  de  Chile  son  Minis- 
tros de  fe  pública,  i  en  tal  carácter  pueden 
estender  los  instrumentos  i  desempeñar 
las  funciones  que  la  lei  señala  a  los  úl- 
timos. 

16.  Los  Cónsules  harán  las  veces  de 
oficiales  del  Rejistro  civil  para  acreditar 
los  nacimientos,  matrimoniosodefunciones 
de  chilenos  que  ocurran  en  sus  distritos, 
siempre  que  los  interesados  lo  solicitaren, 
conformándose  para  estos  actos  a  lo  que 
dispone  la  lei  sobre  la  materia. 

17.  Los  Cónsules  cobrarán  por  los  res- 
pectiros  actos  consulares  los  dex'echos  que 
a  continuación  se  espresan: 

1.®  Por  la  legalización  del  manifiesto 
de  la  carga  de  un  buque,  calculado  el  to- 
nelaje según  la  lejislacion  de  los  respecti- 
vos paises,  por  cada  tonelada  hasta  el  má- 
ximum de  dos  mil,  sobre  el  tonelaje  neto, 
dos  centavos. 

Por  el  esceso  sobre  las  2.000  toneladas 
no  se  hará  cobro  alguno; 

2."  Por  legalización  del  manifiesto  de 
carga  de  un  buque  con  destino  a  varios 
puertos,  por  cada  puerto  que  esceda  de 
uno  i  con  relación  al  tonelaje  hasta  el  má- 
ximum de  2.000  toneladas,  medio  cen- 
tavo; 

3."    Por  legalización  del  manifiesto  de 


carga  de  un  buque  que  toque  en  un  puerto 
de  escala,  siempre  que  descargare  en  él 
una  parte  de  las  mercaderías  manifesta- 
das para  puertos  de  la  República  o  tomare 
allí  nueva  carga  para  este  destino,  por  ca- 
da tonelada  hasta  el  máximum  de  2.000, 
medio  centavo; 

4.^  Por  certificación  de  los  cuatro  ejem- 
plares de  cada  factura,  medio  por  lOí» 
siempre  que  el  valor  de  la  factura  no  es- 
ceda de  200  pesos.  Si  escediere  de  esa  su- 
ma, se  cobrará  el  1  por  100  sobre  el  es- 
ceso; 

5.°  Por  certificado  de  salida  de  un  bu- 
que en  lastre,  cuatro  pesos; 

8."  Por  legalización  de  un  conocimien- 
to de  embarque  en  uno  o  varios  ejempla- 
res, un  peso; 

7.°  Por  espedir  carta-salida  de  un  bu- 
que cuando  le  correspondiere,  dos  pesos; 

8."  Por  espedir  carta  de  sanidad  cuan- 
do no  hubiere  autoridad  local  encargada 
de  darla,  cuatro  pesos; 

9.0  Por  visar  la  carta  de  sanidad  cuan- 
do fuere  espedida  por  la  autoridad  local, 
dos  pesos; 

10.  Por  formar  el  rol  de  la  tripulación, 
cuatro  pesos; 

11.  Por  anotar  variaciones  en  el  rol, 
dos  pesos; 

12.  Por  recibo  y  entrega  de  depósito 
que  debe  hacerse  en  el  Consulado  de  los 
papeles  de  un  buque  chileno  que  mida  más 
de  150  toneladas,  tres  pesos; 

Si  el  buque  midiese  menos  de  150  tone- 
ladas, dos  pesos; 

13.  Por  espedir  certificado  de  visita  de 
buques  para  reconocer  sus  escotillas,  car- 
gas, etc.,  tres  pesos; 

14.  Por  intervenir  en  el  arreglo  de  sa- 
larios de  la  tripulación  i  autorizarlo,  dos 
pesos; 

15.  Por  la  resolución  que  pronunciare 
en  caso  de  cuestión  sobre  pasaje,  dos  pe- 
sos; 

16.  Por  un  pasavante  o  patente  provi- 
sional para  que  un  buque  tome  el  pabellón 
chileno  i  navegue  por  algún  puerto  de  la 
República  a  fin  de  matricularse  allí,  cinco 
pesos; 

17.  Por  intervenir  en  la  enajenación 
de  un  buque  de  mas  de  150  toneladas,  20 
pesos; 

Por  intervenir  en  la  enajenación  de  un 
buque  de  150  toneladas  órnenos,  10  pesos; 

18.  Por  protesta  marítima  o  la  declara- 
ción o  esposicion  que  los  capitanes  de  bu- 
ques hicieren  ante  el  Cónsul  a  su  llegada  a 
un  puerto  estranjero  sobre  lo  ocurrido  en 
el  viaje,  tres  pesos. 
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Si  hubiere  de  tomar  declaraciones  a  in- 
dividuos de  la  tripulación  o  que  liayan  ido 
en  el  buque,  cobrará  50  centavos  por  de- 
claración. 

Y  si  lo  escrito  escediere  de  un  pliego, 
cobrará  además  un  peso  por  cada  pliego 
mas  del  orijinal; 

19.  Por  el  auto  que  el  Cónsul  espida 
prestando  su  aprobación  a  la  distribución 
de  averias,  o  la  resolución  que  espidiere 
en  vista  de  informes  de  peritos  declarando 
que  debe  tomarse  préstamo  á  la  gruesa, 
desembarcarse  o  embarcarse  la  carga  o 
abandonarse  el  buque,  cinco  pesos; 

20.  Por  intervenir,  cuando  fuere  re- 
querido, en  el  acto  de  levantar  un  emprés- 
tito a  la  gruesa,  medio  por  100  sobre  la 
cantidad  que  aquél  importe; 

21.  Por  su  intervención  en  la  venta  de 
mercaderías  averiadas  o  que  no  pueden 
conservarse  hasta  la  reparación  del  buque, 
medio  por  100  sobre  el  valor; 

22.  Por  la  asistencia  en  caso  de  nau- 
frajio  de  algún  buque  nacional,  los  gastos 
del  viaje  i  cinco  pesos  diarios  por  espen- 
sas; 

23.  Por  sentar  en  su  rejistro  partidas 
de  nacimiento,  matrimonio  o  muerte,  un 
peso; 

24.  Por  cualquiera  otra  anotación  o 
asiento  relativo  al  estado  civil  de  la  perso- 
na, dos  pesos; 

25.  Por  la  copia,  cuando  se  pidiere,  de 
estas  partidas,  dos  pesos; 

26.  Por  certiñcados  de  supervivencia, 
un  peso; 

27.  Por  estender  dilijencias  en  que  el 
Cónsul  obre  con  el  carácter  de  funcionario 
judicial,  sea  para  notiñcar  un  fallo  o  reso- 
lución, practicar  una  citación  o  un  reco- 
nocimiento de  fírma  o  documento,  notifi- 
car una  consignación  o  la  renuncia  o 
aceptación  de  un  derecho,  la  oposición  a 
algún  acto  o  convenio,  la  aceptación  o  re- 
pulsa de  la  operación  de  peritos,  de  arbi- 
tros o  de  intérpretes,  o  del  nombramiento 
de  los  mismos  o  por  otros  actos  de  la  mis- 
ma clase,  dos  pesos; 

28.  Por  asistir  fuera  de  su  despacho  a 
un  reconocimiento  o  a  practicar  una  ins- 
pección personal,  o  a  la  posición  de  sellos, 
o  a  reconocer  o  a  quitar  los  que  se  hubie- 
sen oolocado,  tres  pesos,  si  las  dilijencias 
no  exijieren  mas  de  tres  horas,  i  un  peso 
mas  por  cada  hora  que  escediese; 

id.  Por  concurrir  a  la  formación  de  in- 
ventario, entrega  de  bienes  u  otra  dilijen- 
cia  de  la  misma  clase,  cuatro  pesos,  si  el 
tiempo  no  escediere  de  tres  horas,  i  un 
peso  mas  por  cada  hora  de  esceso. 


Cuando  llamado  a  intervenir  en  la  for- 
macioH  de  inventario  fuere  i'equerido  para 
intervenir  en  la  tasación  de  los  bienes,  co- 
brará, ademas,  el  1  por  100  sobre  el  valor 
de  la  tasación; 

30.  Por  estender  en  su  rejistro  escri- 
turas relativas  a  cualquiera  cíase  de  con- 
tratos, protestas  o  cualquiera  otro  instru- 
mento que  le  corresponda  otorgar  en  su 
carácter  de  ministro  de  fe  pública,  tres 
pesos; 

Si  el  instrumento  escediere  de  dos  plie- 
gos, se  cobrará  un  peso  mas  por  cada  uno 
de  esceso; 

31.  Por  estender  testamentos  abiertos, 
cuatro  pesos; 

Si  el  testamento  escediere  de  un  pliego 
cobrará  un  peso  mas  por  cada  uno  de  es- 
ceso; 

32.  Por  autorizar  un  testamento  ce- 
rrado, dos  pesos; 

Si  debiere  salir  de  su  despacho  para  el 
otorgamiento  de  estos  instrumentos,  co- 
brará tres  pesos  mas  con  tal  que  el  tiempo 
empleado  no  esceda  de  tres  horas  i  un  peso 
mas  por  cada  hora  de  esceso; 

33.  Por  intervenir  en  la  venta  pública 
de  bienes,  cuando  su  intervención  fuere 
requerida,  uno  i  medio  por  100  hasta  la 
cantidad  de  5.000  pesos,  i  medio  por  100 
sobre  lo  que  escediere  de  esta  suma; 

34.  Por  la  intei'vencioa  que  le  corres- 
pondiere en  la  administración  de  bienes 
de  ausentes  o  intestados,  o  en  la  realiza- 
ción o  venta  de  los  mismos,  cuando  según" 
la  lei  debiera  tenerla,  el  2  por  100  .sobre  lo 
que  produjeren  los  bienes  que  se  enajena- 
ren, i  el  1  por  100  sobre  el  resto  de  los  bie- 
nes que  simplemente  administrare; 

35.  Por  el  depósito  que  se  hiciere  en  el 
Consulado  de  mercaderías  o  áinero,  uno 
por  100  sobre  el  valor  de  las  primeras  o 
sobre  la  cantidad  del  segundo; 

36.  Por  representar  ¡defender  derechos 
de  chilenos  ausentes  ante  los  Tribunales 
del  pais,  cobrará  los  mismos  emolumentos 
que  se  acostumbra  pagar  al  Procurador 
judicial  de  dicho  pais; 

37.  Por  espedir  un  pasaporte,  tres  pe- 
sos; 

38.  Por  visar  un  pa.saporte,  dos  pesos. 

39.  Por  legalización  i  reconocimiento 
de  firma  de  documentos,  dos  pesos; 

40.  Por  un  certificado  de  matricula,  de 
nacionalidad,  de  desembarque  o  de  cual- 
quier otra  clase,  dos  pesos; 

41.  Por  depósito  de  documentos  en  el 
Archivo  del  Consulado,  un  peso; 

42.  Por  asistencia  fuera  del  Jugar  de 
su  residencia  a  cualquier  acto  para  queso 


CHILE. — LEGISLA.CION   CONSULAR 


725 


requiera  su  intervención,  cinco  pesos  por 
dia  i  las  costas  del  viaje; 

43.  Por  copia  de  documentos  otorgados 
ante  él  o  papeles  depositados  en  el  Consu- 
lado o  cualquier  otro  documento  de  que  se 
quiera  copia  autorizada  por  el  Cónsul,  50 
centavos  por  cada  medio  pliego. 

La  pajina  debe  contener  25  lineas  i  ocho 
palabras  cada  linea. 

Todo  documento,  aunque  no  llene  una 
pajina,  i  toda  página,  aunque  sólo  esté  em- 
pezada, se  reputan  íntegros. 

Todas  las  dilijencias  practicadas  por  el 
Cónsul  en  causa  criminal  i  los  espedientes 
i  sumarios  a  que  ésta  diera  lugar,  se  harán 
i  despacharán  gratis. 

Constando  lapobreza  del  chileno  que  ocu- 
rra al  Consulado,  el  Cónsul  le  eximirá  del 
pago  de  derechos. 

18.  Los  Cónsules  estarán  obligados  a 
prolongar  sus  horas  de  oficina  siempre  que 
no  alcanzaren  á  despachar  durante  el  tiem- 
po de  ellas  los  papeles  de  un  buque  que 
esté  listo  para  partir. 

19.  Para  calcular  en  moneda  estranje- 
ra  los  derecho-  establecidos  por  esta  tari  ■ 
fa,  se  reputa  el  peso,  unidad  de  moneda 
en  que  se  íijan  los  derechos,  equivalentes 
a  cuatro  chelines  de  la  Gran  Bretaña. 

20.  Las  Autoridades  de  puerto  i  de 
Aduana  a  quienes  concierna,  cobrarán  i 
i'emitirán  al  Ministerio  de  Relaciones  ex- 
teriores, para  ser  abonados  a  los  Cónsules, 
los  derechos  que  les  hubiera  correspondido 
percibir  por  la  espedicion  o  visación  de  do- 
cumentos relacionados  con  el  buque  o  su 
carga  i  que  fueren  presentados  sin  haber 
cumplido  esta  formalidad. 

Al  mismo  tiempo  cobrarán  por  via  de 
pena  i  a  favor  del  Fisco  una  suma  igual  al 
¿  erecho  que  debió  pagarse  en  el  Consu- 
lado. 

ARTÍCULOS   TRANSITORIOS 

1.*  Los  nombramientos  de  Cónsules  de 
profesión,  a  que  se  refiere  el  art.  13,  se  ha- 
rán a  medida  que  el  Presidente  de  la  Re- 
pública lo  estimare  conveniente,  tomando 
en  cuenta  las  consideraciones  debidas  a 
las  personas,  chilenas  o  estranjeras,  que 
estuvieren  desempeñando  funciones  con- 
sulares a  satisfacción  del  Gobierno. 

2."  Los  Cónsules  que  en  la  actualidad 
gozaren  de  sueldos  o  asignaciones  conti- 
nuarán disfrutándolos  mientras  no  se  dis- 
pusiere otra  cosa. 

Articulo  final.  Queda  autorizado  el 
Presidente  de  la  República  para  dictar, 
dentro  del  término  de  seis  meses,  un  Re- 
glamento consular  de  conformidad  con  la 


presente  lei,  i  desde  la  fecha  en  que  dicho 
Reglamento  se  declare  en  vigor  quedará 
derogada  la  lei  de  28  de  Noviembre  de 
1860  (I). 

2.*— Reglamento  consular,  aprobado 
en  9  de  abril  de  1897  (2). 

CAPITULO  PRIMERO 

CREACIÓN,  OBJETO  I  CLASIFICACIÓN  DE  LOS 
ESTABLECIMIENTOS  CONSULARES 

Art.  1.  Habrá  establecimientos  consu- 
lares de  Chile  en  los  países  estranjeros  en 
que  el  Presidente  de  la  República  lo  juz- 
gare conveniente,  de  acuerdo  con  los  Tra- 
tados, Convenciones  o  prácticas  interna- 
cionales. 

2.  Los  Consulados  tienen  por  principal 
objeto  promover  i  fomentar  la  navegación 
i  comercio  entre  Chile  i  las  naciones  es- 
tranjeras i  prestar,  en  conformidad  a  las 
leyes,  la  protección  que  el  Estado  dispen- 
sa en  el  estranjero  a  las  personas  e  intere- 
ses de  sus  nacionales. 

3.  Los  establecimientos  consulares  se- 
rán: Consuladosjenerales,  Consulados  par- 
ticulares o  Viceconsulados. 

4.  Sólo  podrá  establecerse  un  Consu- 
lado jeneral  para  cada  nación. 

El  Presidente  de  la  República  podrá, 
sin  embargo,  establecer  mas  de  un  Consu- 
lado jeneral  para  los  dominios  de  una  na- 
ción cuando  éstos  fuesen  demasiado  esten- 
sos o  distantes  unos  de  otros  o  la  conve- 
niencia del  comercio  entre  las  dos  nacio- 
nes u  otras  circunstancias  especiales  lo 
exijieren. 

Pero  en  este  caso  deberá  proceder  con 
acuerdo  del  Consejo  de  Estado. 

5.  Los  Consulados  particulares  se  es- 
tablecerán para  un  distrito  consular  deter- 
minado, el  cual  podrá  comprender  varios 
puertos  o  plazas  comerciales,  o  para  un 
solo  puerto  o  plaza  de  importancia. 

6.  Podrán  crearse  Viceconsulados  para 
un  puerto  o  plaza  comercial  de  menor  im- 
portancia. 

CAPITULO  II 

NOMBRAMIENTO  I  CLASIFICACIÓN  DE  LOS 
CÓNSULES  I  TOMA    DE  POSESIÓN    DEL  CARGO 

7.  Los  Cónsules,  cualquiera  que  sea  su 
clase  o   categoría,  serán  nombrados  i  re- 


(1)  VéJise  el  de  9  de  abril  de  1897,  inserto  más 
ftdeljinte. 

(2)  Dictado  para  la  ejecución  de  la  ley  de  14  de 
marzo  de  1897,  inserta  anteriormente. 
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movidos  a  voluntad  del  Presidente  de  la 
República. 

8.  Los  Cónsules  de  Chile  serán  de  dos 
clases:  de  profesión  i  de  elección. 

Formarán  la  primera  clase  los  que  hubie- 
ren obtenido  el  nombramiento  del  Presi- 
dente de  la  República  después  de  haber 
cumplido  con  los  requisitos  y  formalidades 
que  establece  el  artículo  siguiente. 

Formarán  la  segunda,  los  que  tuvieren 
nombramiento  del  Presidente  de  la  Repú- 
blica sin  haberse  sometido  a  las  formalida- 
des ni  llenado  los  requisitos  que  señala  di- 
cho articulo. 

9.  Para  ser  nombrado  Cónsul  de  pro- 
fesión se  requiere:  1."  Tener  no  menos  de 
21  años  de  edad  ni  mas  de  55,  i  acreditar 
antecedentes  honorables;  2."  Que  ademas 
de  conocer  bien  su  propia  lengua,  pueda 
hablar  i  escribir  correctamente  la  del  país 
a  que  haya  de  ser  destinado;  3."  Nociones 
jeneraies  de  la  lejislacion  civil,  comercial  i 
marítima  de  la  República;  4."  Nociones  je- 
neraies de  Historia  universal  i  Geografía, 
i  conocimiento  completo  de  la  Constitución 
e  Historia  de  Chile  i  de  su  Geografía  física 
i  política;  5.*  Nociones  jeneraies  de  Econo- 
mía política  i  conocimiento  de  las  leyes  i 
sistema  aduanero  de  la  República,  de  la  es- 
tadística comercial,  de  las  producciones 
naturales  del  pais  i  del  estado  de  sus  indus- 
trias; 6."  Conocimiento  del  Derecho  inter- 
nacional, público  i  privado,  de  los  Tratados 
esistentes  entre  Chile  i  los  países  estranje- 
ros  i  del  Reglamento  consular  de  la  Repú- 
blica; 7°  Conocimiento  teórico  i  práctico 
de  las  funciones  notariales;  S.**  Versación 
en  contabilidad. 

El  candidato  podrá  ser  eximido  de  nue- 
vas pruebas  en  todas  aquellas  materias 
acerca  de  las  cuales  hubiere  ya  obtenido 
aprobación  en  establecimientos  de  ense- 
ñanza cuyos  exámenes  fueren  aceptados 
por  la  Universidad  de  Chile. 

El  Presidente  de  la  República  dictará 
un  Reglamento  prescribiendo  la  forma  en 
que  los  interesados  habrán  de  justificar  la 
posesión  de  los  requisitos  anteriores 

10.  Para  ser  nombrado  Cónsul  de  elec- 
ción se  requiere  que  el  candidato  acredite, 
por  medio  de  una  información,  que  ejerce 
una  profesión  o  industria  honrosa,  o  que 
cuenta  con  recursos  que  le  permiten  vivir 
con  independencia  i  decoro,  i  que  goza  de 
consideración  social  en  la  localidad. 

Serán  motivos  de  preferencia  respecto 
de  los  estranjeros  el  conocimiento  del  idio- 
ma español,  haber  residido  algún  tiempo 
en  Chile,  o  tener  intereses  comerciales  en 
la  República. 


11-  Se  prohibe  a  los  Cónsules  de  Chile 
aceptar  un  cargo  consular  de  otro  Gobier- 
no sin  autorización  del  Presidente  de  la 
República. 

12.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el 
art,  6.°,  podrá  nombrarse  Vicecónsules 
para  subrogar  interinamente  en  sus  fun- 
ciones a  los  Cónsule»  jeneraies  o  particu- 
lares. 

13.  Los  Cónsules  jeneraies  tendrán  la 
facultad  de  designar  Vicecónsules  provi- 
sorios para  Consulados  o  Viceconsulados 
ya  establecidos,  que  estuvieren  vacantes. 
Pero  deberán  someter  a  la  aprobación  del 
Presidente  de  la  República  la  designación 
que  hicieren  i  avisarla  al  respectivo  Minis- 
tro diplomático. 

14.  Tanto  los  Cónsules  jeneraies  como 
los  particulares  tendrán  la  facultad  de 
nombrar  Ajen  tes  consulares  para  plazas 
mercantiles  o  puertos  comprendidos  en  su 
distrito  especial,  cuando  la  protección  a 
chilenos  o  a  intereses  chilenos  lo  exijiere; 
pero  el  Ájente  consular  obrará  por  comi- 
sión y  encargo,  i  bajo  la  responsabilidad 
del  Cónsul  jeneral  o  particular  que  lo  hu- 
biese nombrado. 

15.  Las  funciones  de  los  Ajen  tes  con- 
sulares no  podrán  ser  otras  que  las  desig- 
nadas en  la  comisión  que  los  nombra,  i 
bajo  ningún  respecto  saldrán  de  los  limi- 
tes de  las  funciones  ordinarias  de  los  Cón- 
sules particulares. 

16.  Los  Ajenies  consulares  no  tienen 
carácter  para  dirijirse  a  la  Autoridad  del 
país  en  que  funcionan.  Sus  certificados, 
autorizaciones  de  firmas  y  demás  docu- 
mentos que  otorgaren,  no  surtirán  efectos 
legales  sin  el  visto  bueno  del  Cónsul  que  le 
hubiere  nombrado.  Tampoco  tendrán  de- 
recho a  las  prerrogativas  i  privilejios  de 
los  Cónsules  sino  en  cuanto  lo  autoricen 
las  prácticas  o  usos  del  país  en  que  fun- 
cionaren. 

17.  Los  Cónsules  de  profesión  presta- 
rán, antes  de  entrar  en  ejercicio  de  sus 
funciones,  una  fianza  a  satisfacción  del 
Director  del  Tesoro,  por  una  suma  equi- 
valente a  dos  años  del  sueldo  i  asignación 
que  les  correspondiere,  para  responder  a 
los  cargos  que  pudieran  resultar  contra  su 
conducta  funcionarla. 

Los  Cónsules  de  profesión  que,  por  en- 
contrarse ausentes  del  país,  no  pudieran 
prestar  dicha  fianza  ante  el  Director  del 
Tesoro,  la  rendirán  ante  el  Ministro  Ple- 
nipotenciario de  Chile  acreditado  en  el 
país  en  donde  el  Cónsul  deberá  residir,  i 
si  no  lo  hubiere,  ante  el  funcionario  de 
igual  carácter  o  Cónsul  jeneral  que  el  Mi- 
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nisterio  de  Relaciones  esteriores  designe 
al  efecto. 

Las  letras  patentes  del  Cónsul  de  profe- 
sión, que  al  ser  nombrado  no  se  encuentre 
en  Chile,  serán  remitidas  al  Ministro  Ple- 
nipotenciario o  Cónsul jeneral  encargado 
de  calificar  la  ñanza  rendida,  i  dicho  iMi- 
nistro  o  Cónsul  jeneral,  no  dará  curso  a 
ese  documento  mientras  el  nuevo  Cónsul 
no  haya  prestado  la  ttanza  a  su  satisfac- 
ción. 

18.  Los  Cónsules  jenerales,  Cónsules 
i  Vicecónsules,  ya  sean  de  profesión  o  de 
elección,  prestarán  juramento  de  obser- 
vancia de  la  Constitución  i  de  las  leyes  de 
la  República  i  de  desempeñar  Helmente  el 
puesto.  Si  estuvieren  en  Cliile  al  ser  nom- 
brados, prestarán  el  juramento  ante  el  Mi- 
nistro de  Relaciones  esteriores  o  ant«  el 
funcionario  que  el  mismo  Ministro  desig- 
ne. Si  estuvieren  fuera  de  Chile,  pondrán 
por  escrito  el  juramento,  lo  firmarán  y  lo 
remitirán  al  Ministro  de  Relaciones  este- 
riores. 

19.  Los  Cónsules,  para  entrar  en  ejer- 
cicio de  sus  funciones,  necesitan  que  se 
otorgue  a  su  nombramiento  o  letras  paten- 
tes el  exequátur  de  la  autoridad  suprema 
del  pais. 

20.  El  exequátur  será  solicitado  por  la 
Legación  de  la  República,  si  la  hubiere,  o 
por  el  Cónsul  jeneral,  o  a  falta  de  éste  por 
el  interesado  directamente. 

21.  Los  actos  que  ejecutare  un  Cónsul 
antes  de  haber  obtenido  el  exequátur  res- 
pectivo, serán  nulos  i  el  Cónsul  será  por 
ellos  responsable.  Podrá,  sin  embargo,  eje- 
cutar aquellos  actos  que  las  leyes  de  la  Re- 
pública o  este  Reglamento  les  encomien- 
dan, siempre  que  sean  de  carácter  urjente 
i  estén  destinados  a  producir  efectos  sólo 
en  Chile. 

22.  Después  de  obtenido  el  exequátur, 
cuidarán  los  Cónsules  de  tomar  posesión 
del  Archivo  consular,  si  lo  hubiere,  i  de  los 
efectos  que  estuvieren  bajo  la  custodia  del 
Cónsul  cesante.  Se  recibirán  de  todo  bajo 
inventario,  levantando  al  efecto  un  acta 
que  será  ñrmada  por  el  funcionario  consu- 
lar entrante  i  por  la  persona  que  hiciere  la 
entrega.  Una  copia  del  acta  con  las  obser- 
vaciones a  que  hubiere  dado  lugar  la  en- 
trega, será  remitida  al  Ministro  de  Rela- 
ciones esteriores. 

Participarán  el  hecho  de  haber  tomado 
posesión  del  cargo  al  Ministro  de  Relacio- 
nes esteriores,  a  la  legación  de  la  Repúbli- 
ca i  a  los  Cónsules  estranjeros  que  hubiere 
en  su  distrito. 

23.  Los  funcionarios  consulares  procu- 


rarán situar  el  Consulado  en  una  par 
central  i  será  obligatorio  para  ellos,  i  espe- 
cialmente para  los  Cónsules  de  profesión, 
tener  abierta  su  oficina  durante  cuatro  ho- 
ras, a  lo  menos,  todos  los  dias,  con  escep- 
cion  de  los  festivos,  i  cuidarán  de  que  en 
la  puerta  de  su  oficina  estén  enunciadas 
las  horas  de  desj  acho.  Esas  horas  serán  fi- 
jadas por  el  Cónsul,  teniendo  en  cuenta  las 
prácticas  comerciales  de  la  localidad. 

24.  La  palabra  «Cónsul»  comprende  a 
los  Cónsules  jenerales.  Cónsules  particu- 
lares i  Vicecónsules,  a  menos  que  aparez- 
ca referirse  claramente  a  una  categoría 
determinada. 

CAPÍTULO  III 

DE  LA  DEPENDENCIA,    SUBROGACIÓN  I  LICENCIA 
DE   LOS  FUNCIONARIOS  CONSULARES. 

25.  Los  Cónsules  dependerán  del  Mi 
nisterio  de  Relaciones  esteriores  de  la  Re- 
pública o  de  la  Legación  chilena,  si  la  hu- 
biere, acreditada  en  la  nación  en  que  ellos 
residan. 

26.  El  Cónsul  jeneral  será  el  Jefe  su- 
perior de  los  Cónsules  i  Vicecónsules  que 
funcionen  en  la  nación  para  que  ha  sido 
nombrado,  o  en  el  distrito  que  se  le  hu- 
biere asignado. 

Los  Cónsules  particulares  serán  los  Je- 
fes inmediatos  de  los  Vicecónsules  que 
funcionen  en  los  distritos  señalados  a  los 
primeros. 

27.  El  Cónsul  jeneral,  como  Jefe  supe- 
rior, tiene  el  derecho  de  vijilar  e  inspec- 
cionar el  desempeño  de  los  Cónsules  i  Vi- 
cecónsules que  le  estuvieren  subordinados, 
i  de  prescribirles  la  observancia  de  las  le- 
yes, reglamentos  e  instrucciones  relativos 
al  servicio  consular.  Debe  también  dar  in- 
formes anuales  al  Ministerio  de  Relaciones 
esteriores  sobre  el  modo  cómo  llenan  sus 
deberes  los  Cónsules  i  Vicecónsules  de  su 
dependencia. 

Si  hubiere  un  Cónsul  jeneral  de  profe- 
sión, los  demás  Cónsules  constituidos  en  el 
mismo  pais,  quedarán  inmediatamente  su- 
bordinados a  él.  Le  consultarán  las  dudas 
que  les  ocurran,  se  conformarán  a  sus  ins- 
trucciones i  le  informarán  de  todo  aquello 
que  pueda  ser  de  interés  a  la  República. 

28.  La  dependencia  establecida  en  los 
articules  anteriores  no  obstará  a  la  comu- 
nicación directa  que  deben  mantener  con 
el  Ministerio  de  Relaciones  esteriores. 
Tampoco  perjudicará  a  la  independencia 
que  les  corresponde  en  los  actos  propios 
del  servicio  consular. 

29.  Si  faltare  un  Cónsul  jeneral  o  par- 
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ticular,  o  si  se  imposibilitare  temporal- 
mente para  el  desempeño  de  sus  funcio- 
nes, será  subrogado  por  el  Vicecónsul  que 
para  el  efecto  hubiere  sido  nombrado.  Si 
no  liubiere  Vicecónául,  la  Legación  de  la 
República  o  el  Cónsul  jeneral  designará 
con  el  carácter  de  interino  la  persona  ^ue 
deba  hacerse  cargo  del  Consulado. 

30.  Corresponde  también  a  la  Lega- 
ción de  la  República  o  al  Cónsul  jeneral 
la  designación  de  la  persona  que  deba  ser- 
vir interinamente  un  Viceconsulado  en 
los  casos  en  que  el  titular  se  imposibilitare 
por  cualquiera  causa. 

SI.  Los  Cónsules  de  profesión  no  po- 
drán ausentarse  del  lugar  de  sus  funciones 
sino  por  breves  dias  i  por  razones  Justift- 
cadas,  debiendo  obtener  para  ello  previa- 
mente autorización  de  la  Legación  de  Chi- 
le, si  la  hubiere. 

A  los  que  liubieren  permanecido  mas  de 
cinco  años  consecutivos  en  el  desempeño 
del  cargo  i  quisieren  venir  a  Chile,  se  les 
podrá  otorgar  una  licencia  con  sueldo  que 
no  esceda  de  seis  meses. 

32.  Si  los  Cónsules  de  elección  necesi- 
taren au,sentarse  por  tiempo  limitado  del 
lugar  de  su  residencia,  darán  aviso  al  Cón- 
sul jeneral  de  profesión,  si  lo  hubiere,  o  a 
la  Legación  chilena,  proponiendo,  si  no 
estuviere  de  antemano  designada,  la  per- 
sona que  debe  reemplazarles. 

CAPITULO  IV 

PRERROGATIVAS   I    OBLIGACIONES   JENERALES 
DE    LOS   CÓNSULES 

33.  Los  funcionarios  consulares  recla- 
marán a  su  favor,  si  fuere  necesario,  las 
prerrogativas  i  exenciones  que  les  corres- 
pondan por  Tratados  o  Convenciones  en- 
tre la  República  i  la  nación  en  que  funcio- 
naren. Si  no  hubiere  Tratado,  las  que  se 
conceden  janeralmente  en  el  país  de  su  re- 
sidencia a  funcionarios  consulares  de  la 
misma  clase  de  otras  naciones. 

34.  Si  al  goce  de  tus  privilejios  o  al 
ejercicio  de  sus  funciones  se  opusieren  obs- 
táculos por  las  autoridades  locales,  some- 
teránel  asunto  con  una  relación  minuciosa 
de  los  hechos  i  copia  de  la  correspondencia 
que  haya  tenido  lugar,  a  la  Legación  de  la 
República  acreditada  en  el  mismo  pais,  i 
esperarán  instrucciones.  A  falta  de  Lega- 
ción, ocurrirán  directamente  al  Ministerio 
de  Relaciones  esteriores.  En  ambos  casos 
continuarán  en  su  puesto,  i  no  podrán 
abandonarlo  sin  autorización  espresa  del 
Gobierno. 

35.  Los  Cónsules  no  pueden  pretender 


privilejio,  exenciones  o  inmunidades  di- 
plomáticas. 

36.  Tanto  en  lo  civil  como  en  lo  cri- 
minal, los  Cónsules  están  sujetos  a  las  le- 
yes del  lugar  de  su  residencia,  a  no  ser 
que  gozaren  de  alguna  exención  a  este 
respecto,  a  virtud  de  Tratados  o  Conven- 
ciones de  la-  República  con  la  nación  en 
que  ejerciere  sus  funciones. 

37.  Los  Cónsules  jenerales  tendrán  el 
tratamiento  i  gozarán  de  los  honores  de 
Capitán  de  navio;  los  Cónsules  particulares, 
los  de  Capitán  de  fragata,  i  los  Vicecónsu- 
les, los  de  Capitán  de  corbeta. 

38.  Siempre  que  los  Tratados  o  las  le- 
ves o  usos  del  pais  lo  permitan,  colocarán 
sobre  la  puerta  de  la  oñcina  consular  el 
escudo  de  armas  de  la  República  con  la 
inscripción  «Consulado  jeneral»,  «Consu- 
lado» o  «Viceconsulado  de  Chile».  Izarán 
asimismo  el  pabellón  nacional  en  los  ani- 
versarios de  tiestas  nacionales  o  del  pais,  i 
lo  pondrán  a  media  asta  en  los  dias  de 
duelo  público,  debiendo  ser  siempre  escru- 
pulosos en  observar  los  usos  establecidos  a 
este  respecto. 

39.  El  escudo  de  ariTias  i  el  pabellón 
nacional  sólo  tienen  por  objeto  indicar  la 
residencia  de  los  empleados  consulares; 
pero  nunca  se  entiende  que  la  casa  u  ofí- 
cina  consular  pueda  dar  asilo  a  cualesquie- 
ra crimínales,  aunque  sean  ciudadanos  de 
Chile,  ni  obsta  a  las  dilijencias  de  citación 
o  ejecución  de  la  justicia  del  pais. 

40.  El  escudo  i  el  pabellón  nacional  se 
ajustarán  a  la  descripción  i  modelo  t[ue  se 
rejistra  entre  las  piezas  anexas. 

41.  En  las  asisteHcias  a  ceremonias  pú- 
blicas se  presentarán  los  Cónsules,  de  pre- 
ferencia i  siempre  que  sea  posible,  en  traje 
civil  de  etiqueta;  pero  en  los  paises  donde 
el  uniforme  sea  de  rigor,  usarán  el  que  a 
continuación  se  indica: 

Casaca  de  paño  azul  oscuro  i  pantalón 
del  mismo  color  blanco.  La  casaca  de  los 
Cónsules  jenerales  tendrá  dos  órdenes  de 
bordados  de  oro  en  todo  el  ancho  del  cuello 
i  bocamangas,  llevando  la  botonadura  una 
ancla  sobremontada  de  uaa  estrella;  el 
pantalón  tendrá  un  galón  de  oro  i  llevarán 
además  espada  i  sombrero  armado  llano. 
Igual  casaca  usarán  los  Cónsules  particu- 
lares i  Vicecónsules,  con  la  diferencia  que 
los  primeros  llevarán  un  solo  bordado  en 
el  cuello  i  bocamangas,  i  que  los  segundos' 
usarán  solo  el  bordado  del  cuello  i  un  fíle- 
te, también  bordado  en  las  boeamangas.  El 
pantalón,  sombrero  armado  i  espada  de  los 
Cónsules  y  Vicecónsules  serán  llanos.  El 
bordado  de  los  uniformes  consistirá  en  una 


CHILE. — LEGISLACIÓN   CONSULAR 


729 


rama  de  laurel  i  otra  de  oliva  entrelazadas 
dando  lugar  a  una  estrella  de  distancia  en 
distancia.  En  sombrero  armado  llevarán  la 
cucarda  nacional. 

42.  Los  funcionarios  consulares  vigi- 
larían el  cumplimiento  de  los  Tratados  de 
comercio  celebrados  por  la  República  i  da- 
rán inmediatamente  aviso  al  Ministerio  de 
Relaciones  esteriores  de  cualquier  infrac- 
ción que  notaren. 

43.  Los  Cónsules  comunicarán  al  Mi- 
nisterio de  Relaciones  esteriores,  tan  pron- 
to como  llegue  a  su  conocimiento,  toda  mo- 
dificación que  se  introduzca  en  la  tarifa  de 
Aduana,  derechos  de  puerto,  tonelaje,  al- 
macenaje u  otros. 

44.  Comunicarán,  asimismo,  el  esta- 
blecimiento o  supresión  de  faros  i  boyas  i 
todos  los  cambios  más  notables  que  ocu- 
rran en  los  bancos  o  corrientes  de  los  ma- 
res o  rios  de  su  distrito,  remitiendo,  si  fue- 
re posible,  los  mapas,  planos,  avisos  u  otros 
documentos  hidrográficos  que  se  publiquen 
a  este  respecto. 

45.  Prestarán  la  mas  seria  atención  a 
las  leyes  i  reglamentos  concernientes  a  la 
inmigración  i  a  los  medios  que  mas  conven- 
ga emplear  de  parte  del  Gobierno  para 
favorecerla  hacia  Chile. 

46.  Procurarán  tener  siempre  al  co- 
rriente al  Ministerio  de  Relaciones  este- 
riores de  todas  las  leyes,  decretos,  regla- 
mentos ú  ordenanzas  que  se  dicten  en  el 
país  en  que  residen,  i  que  de  cualquier 
modo  interesen  al  comercio  entre  Chile  i 
dicho  país,  o  contribuyan  a  la  subsistencia 
o  incremento  de  la  producción  de  la  Re- 
pública. 

47.  Cuidaran  de  transmitir,  por  los 
medios  más  rápidos,  las  noticias  relativas 
al  estado  sanitario  de  su  distrito  i  condi- 
ción de  las  naves  que  zarpen,  cuando  de 
algún  modo  puedan  afectar  la  salubridad 
pública. 

48.  Los  Cónsules  remitirán  cada  año 
al  Ministerio  de  relaciones  esteriores,  en 
el  mes  de  enero,  un  informe  o  memoria, 
en  que  darán  a  conocer:  1.*  El  número  to- 
tal de  chilenos  establecidos  en  el  distrito, 
con  especiñcacion  de  sexo,  edad,  estado 
civil  i  tiempo  de  permanencia  fuera  del  te- 
rritorio chileno;  2.®  El  número  de  los  ma- 
triculados en  el  Registro  del  Consulado  i 
de  los  no  matriculados  y  de  las  causas  por 
que  estos  no  se  matriculan;  3.°  El  aumen- 
to o  disminución  progresivos  de  la  colonia 
chilena  durante  los  últimos  cuatro  años  i 
las  causas  probables  de  ese  movimiento; 
4."  Aliciente  para  los  emigrados,  trabajos 
a  que  se  dedican,  facilidades  que  encuen- 


tran; 5.*  Intereses  chilenos  radicados  en  el 
distrito  consular:  i  6."  Reclamaciones  in- 
terpuestas por  el  Consulado  en  protección 
de  los  intereses  i  derechos  de  los  chilenos. 

49.  Presentarán  también  en  este  in- 
forme un  cuadro  que  abrace:  1.*  La  esta- 
dística general  del  comercio  del  pais  i  en 
particular  del  puerto  o  puertos  del  distrito 
consular;  2."  La  producción  agrícola  i  mi- 
nera del  país  i  el  consumo  que  él  haga  del 
cobre,  plata,  salitre,  yodo,  trigo,  harina, 
lana  i  otros  productos  dé  la  agricultura  i 
minería  de  Chile;  3.°  La  cantidad  de  artí- 
culos similares  introducidos  de  otras  na- 
ciones; 4°  Los  derechos  de  aduanas  i  otros 
impuestos  con  que  estén  gravados  los  efec- 
tos de  importación  de  Chile;  5.°  Las  causas 
o  motivos  que  obstan  por  ahora  al  mayor 
incremento  i  desarrollo  del  comercio  de 
Chile,  detallando  con  precisión  los  medios 
que  en  su  concepto  serian  más  propios  i 
conducentes  á  removerlos;  6."  El  máxi- 
mum i  mínimum,  durante  el  año,  de  los 
fletes  entre  los  puertos  del  distrito  consu- 
lar i  los  de  la  República:  i  7."  Las  subven- 
ciones de  que  gozan  las  líneas  de  vapores 
entre  Chile  y  los  puertos  del  distrito. 

50.  Todas  las  informaciones  deberán 
estar  fundadas  en  datos  tomados  de  docu- 
mentos oñciales  o  de  cualquiera  otra  fuen- 
te fidedigna,  espresándose  siempre  el  orí- 
jen  de  e.sos  datos  i  el  grado  de  exactitud 
que  pueden  ofrecer. 

51.  Siempre  que  existieren  Cónsules 
jenerales  de  prole  don,  deberán  éstos,  si 
el  Ministerio  de  Relaciones  esteriores  lo 
estimare  conveniente,  redactar  la  Memo- 
ria anual  de  que  tratan  los  artículos  ante- 
riores, para  lo  cual  demandarán  de  los 
Cónsules  de  su  dependencia  los  datos  e 
informaciones  concernientes  a  su  respec- 
tivo distrito. 

52.  Se  prohibe  a  los  Cónsules  dar  pu- 
blicidad a  la  correspondencia  que  mantu- 
vieren con  el  Gobierno,  o  a  los  informes  i 
datos  que  recojieren  en  el  ejercicio  de  su 
cargo  sin  autoiizacion  del  Ministerio  de 
Relaciones  esteriores,  o  de  la  Legación 
respectiva,  si  la  hubiere. 

53.  Los  Cónsules,  en  sus  relaciones 
con  las  autoridades  del  país  en  que  funcio- 
naren, cuidarán  de  mantener  buena  ar- 
monía e  intelijencia  con  ellas,  sin  perder 
de  vista  la  dignidad  e  intereses  de  la  Re- 
pública; i  observarán  en  todo  una  conduc- 
ta prudente  i  circunspecta,  mui  especial- 
mente en  lo  que  toque  a  la  política  inte- 
rior o  esterior  del  país. 

En  sus  jestiones  ante  las  autoridades  se 
abstendrán  de  prestar  el  apoyo    de  su   ca 
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racter  consular  a  demandas  o  representa- 
ciones que  no  fueren  fundadas  en  justicia 
o  en  principios  de  equidad. 

54.  En  caso  de  guerra  cítíI  o  interna- 
cional, deberán  los  Cónsules  observar  la 
mas  estricta  neutralidad. 

CAPITULO  V 

DEBERES  DE  LOS  CÓNSULES  RESPECTO  DB   LAS 
PERSONAS  I  PROPIEDADES  CHILENAS 

55.  En  virtud  de  la  protección  que  les 
incumbe  dispensar  a  los  chilenos,  cuida- 
darán  los  Cónsules  de  que  éstos  en  sus 
personas  i  en  sus  propiedades  gocen  de  los 
derechos  que  les  estuvieren  asegurados  por 
Tratados,  o  a  falta  de  éstos,  los  que  por  las 
leyes  o  prácticas  del  pais  se  otorgare  a  los 
estranjei-os,  sea  con  referencia  a  la  liber- 
tad de  morar,  de  trasladarse  de  un  punto 
a  otro,  de  disponer  de  sus  projaiedades  o  de 
ejercer  el  comercio,  o  cualquiera  otra  pro- 
fesión o  industria. 

56.  Si  tales  derechos  no  se  otorgaren 
a  los  chilenos  o  se  pusiere  embarazo  a  su 
libre  ejercicio  o  se  les  privare  de  ellos,  de- 
berán los  Cónsules  hacer  ante  las  autori- 
dadns  locales  respectivas  las  reclamacio- 
nes convenientes;  i  si  éstas  no  fueren  de- 
bidamente atendidas,  estenderán  protes- 
tas respetuosas  por  los  daños  i  perjuicios 
causados  e  informarán  inmediatamente  a 
la  Legación  de  |a  República  o  al  Ministe- 
rio de  Relaciones  esteriores,  si  no  hubiese 
Legación. 

57.  No  sólo  deberán  prestar  su  apoyo 
a  las  jestiones  legales  que  los  chilenos  hi- 
cieren ante  las  Autoridades  locales,  sino 
que  también  le  prestarán  siempre  que  su 
interposición  o  el  auxilio  de  sus  conoci- 
mientos del  país  i  de  las  leyes  o  prácticas 
locales  condujeren  al  mas  espedito  ejerci- 
cio de  tales  derechos. 

58.  Los  Cónsules  prestarán  su  asisten- 
cia a  los  chilenos  desvalidos  o  enfermos 
i  sin  medios  de  ganar  su  subsistencia,  pa- 
ra que  sean  admitidos  en  los  estableci- 
mientos públicos  de  beneñcencia.  i  excita- 
rán en  favor  de  ellos  la  caridad  privada  en- 
tre los  nacionales  de  su  distrito. 

59.  Los  Cónsules  cuidarán  de  que  en 
sus  respectivos  distritos  se  establezca  una 
Caja  de  auxilios  para  los  chilenos  desvali- 
dos, cuyo  fondo  lo  formarán  las  erogacio- 
nes voluntarias  i  los  sueldos  debidos  a  de- 
sertores i  el  producto  de  la  venta  de  sus 
efectos  en  el  caso  del  art.  119;  estos  fondos 
serán  administrados  por  el  Cónsul,  quien 
deberá  informar  anualmente  al  Miuisterio 


de  relaciones  esteriores  del  movimiento  que 
en  ellos  haya  habido. 

60.  Es  deber  de  los  Cónsules,  en  cuan- 
to dependa  de  su  intervención  o  apoyo,  la 
repatriación  de  los  chilenos  que  existiere» 
en  su  distrito  i  la  concesión  de  recursos 
moderados  cuando  tuvieren  fondos  para 
ese  objeto  o  estuvieren  autorizados  para 
gravar  con  ellos  al  Estado. 

61.  Tanto  para  la  concesión  de  soco- 
rros como  para  la  repatriación,  es  condi- 
ción indispensable  que  el  favorecido  se  ha- 
lle inscrito  en  el  rejistro  de  chilenos  del 
Consulado,  o  que  por  lo  menos,  acredite 
fehacientemente  su  nacionalidad.  Para  la 
repatriación  en  buques  nacionales  ten- 
drán los  Cónsules  las  facultades  que  se  de- 
tallan en  el  art.  121  i  siguientes. 

62.  En  las  controversias  entre  chile- 
nos podrán  los  funcionarios  consulares  in- 
tervenirdeuna  manera  conciliatoria  i  arre- 
glarlas por  medios  amigables,  sin  perjui- 
cio de  la  jurisdicción  que  les  puedan  con- 
ferir Tratados  especiales.  Cuando  fueren 
constituidos  arbitros  por  convenio  de  las 
partes,  en  virtud  de  documentos  otorga- 
dos ante  ellos  mismos,  las  resoluciones  que 
dictaren  surtirán  pleno  efecto  en  Chile.  Si 
el  fallo  hubiere  de  ej.ecutarse  en  el  mismo 
país  de  su  residencia  se  sujetarán  para  re- 
clamar el  apoyo  de  la  Autoridad  local  a 
los  Tratados  o  Convenciones  entre  los  dos 
países  o  a  las  leyes  o  prácticas  vijentes. 

63.  Los  Cónsules,  respecto  de  las  pro- 
piedades o  intereses  de  chilenos  ausentes, 
que  no  tuvieren  representantes  lejítimos, 
deberán  asumir  la  representación  de  di- 
chos ausentes  para  todos  los  actos  enca- 
minados a  conservar  sus  bienes  i  a  evitar- 
les perjuicios.  Deberán,  en  consecuencia, 
hacer  valer  los  derechos  de  los  ausentes 
ante  las  Autoridades  que  corresponda  i  su- 
ministrar a  los  funcionarios  que  hubie- 
ren de  intervenir,  los  datos  i  anteceden- 
tes que  les  fuere  posible.  Podrán  también 
nombrar  apoderados  o  defensores  enjui- 
cio i  obrar  como  lejítimos  representantes. 
Al  hacer  efectiva  esta  protección  cuidarán 
los  Cónsules  de  conformarse  a  los  Trata- 
dos vijentes  i  a  las  leyes  i  prácticas  del 
país  en  que  residan. 

64.  Dado  en  un  distrito  consular  el 
caso  de  derechos  hereditarios  de  un  chile- 
no ausente,  si  estuvieren  también  ausen- 
tes lod  ejecutores  testamentarios,  el  Cón- 
sul de  la  República  representará  al  here- 
dero i  procurará  por  todos  los  medios  que 
estén  a  su  alcance  la  seguridad  de  los  bie- 
nes hereditarios.  Cuidará  con  ese  objeto, 
de  que  se  confíe  su  manejo   i  administra- 
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cion  a  persona  de  toda  confianza .  La  ad- 
ministración i  liquidación  de  la  herencia, 
a  la  venta  de  los  bienes  hereditarios,  si  hu- 
biere lugar  a  ella,  se  hará  con  la  interven- 
ción del  Cónsul.  La  presentación  del  he- 
redero o  de  su  representante  hará  cesar  la 
intervención  consular  de  que  trata  este 
artículo. 

65.  En  el  caso  de  que  un  chileno  falle- 
ciere habiendo  hecho  testamento  i  no  exis- 
tieren en  el  lugar  albaceas  ni  represen- 
tantes de  ellos,  el  Cónsul  velará  por  la  se- 
guridad del  testamento  i  cuidará  de  su 
pronta  transmisión  al  Ministerio  de  Rela- 
ciones esteriores  para  que  llegue  á  poder 
de  los  interesados.  Si  los  bienes  heredita- 
rios, o  parte  de  ellos,  existieren  en  el  dis- 
trito consular,  procederá  exactamente  co- 
mo en  el  caso  de  sucesión  intestada  i  prac- 
ticará las  dilijencias  que  prescriben  los  ar- 
tículos siguientes. 

66.  En  el  caso  de  fallecer  intestado  al- 
gún chileno,  sin  herederos  conocidos,  es 
obligación  del  Cónsul  practicar  sin  demo- 
ra todos  los  actos  que  exija  la  conservación 
i  seguridad  de  los  bienes,  tales  como  la  for- 
mación de  inventarios,  depósito  o  venta  de 
ellos,  haciendo  uso  de  las  facultades  que  le 
corresponda  por  Tratados  o  Convenciones, 
por  las  leyes  o  prácticas  locales  i  por  las 
leyes  chilenas.  Del  fallecimiento  deberá 
dar  aviso  al  Ministerio  de  Relaciones  es- 
teriores i  anunciarlo  por  los  diarios  del  lu- 
gar, especificando  el  nombre,  profesión  i 
estado  del  muerto,  el  lugar  de  su  naci- 
miento, domicilio  en  Chile  o  en  el  estran- 
jero,  tiempo  de  su  residencia  en  el  distrito 
consular  i  demás  circunstancias  que  pue- 
dan servir  a  los  interesados  para  hacer  va- 
ler sus  derechos  i  practicar  las  jestiones 
que  les  convenga. 

67.  El  Cónsul  procederá  en  seguida, 
respecto  de  la  tenencia  i  administración  de 
los  bienes  del  intestado,  a  dar  cumplimien- 
to a  lo  que  se  determina  en  los  artículos  si- 
guientes, siempre  que  ello  fuere  permitido 
por  las  leyes  o  usos  del  país. 

68.  El  Cónsul  entrará  en  posesión  de 
los  bienes  del  intestado  después  de  hacer 
un  inventario  de  ellos  por  duplicado,  en 
presencia  de  dos  chilenos  que  reúnan  las 
condiciones  necesarias  para  ser  testigos,  i 
a  falta  de  chilenos,  en  presencia  de  dos  co- 
merciantes respetables  del  lugar.  En  el  in- 
ventario, que  será  firmado  por  el  Cónsul  i 
los  testigos,  se  relacionarán  todos  los  bie- 
nes i  su  valor  aproximado,  así  como  los  pa- 
peles, libros  de  comercio  i  cualquir  docu- 
mento de  crédito  activo  o  pasivo  del  difun- 
to. Los  libros  serán  cerrados  con  un  certi- 


ficado que  firmará  el  Cónsul,  i  en  el  cual 
se  espresará  el  número  de  pajinas  escri- 
tas i  todo  lo  que  acerca  de  ello  merezca 
mencionarse. 

69.  El  Cónsul  podrá  confiar  la  admi- 
nistración provisional  de  la  herencia  a  per- 
sona honrada  i  de  responsabilidad,  asig- 
nándole una  retribución  moderada  i  ha- 
ciéndole la  entrega  con  intervención  de 
dos  testigos  chilenos;  o  en  su  defecto,  de 
dos  personas  abonadas. 

70.  El  administrador  podrá  enajenar 
en  pública  sul)asta  los  bienes  que  a  juicio 
del  Cónsul  i  de  dos  comerciantes  de  hon- 
radez reconocida,  estén  espuestos  a  deterio- 
rarse o  perderse  con  el  tiempo,  i  también 
aquéllos  que  fuere  preciso  para  cubrir  los 
gastos  del  funeral  i  las  deudas  contraidas 
por  el  difunto  en  su   última  enfermedad. 

71.  El  administrador  procederá  a  ha- 
cer efectivos  los  créditos  probables  en  el 
país,  i  a  pagar,  hasta  donde  el  producida 
de  esos  créditos  alcance,  las  deudas  del 
difunto  que  estuvieren  legalmente  com- 
probadas. 

72.  El  administrador  llevará  cuenta 
documentada  de  su  administración.  Un  do- 
plicado  de  la  cuenta,  otro  del  inventario  i 
el  informe  que  el  Cónsul  crea  conveniente 
agregar,  se  remitirán  al  Ministerio  de  Re- 
laciones esteriores  a  más  tardar  un  mes 
después  de  realizada  o  recaudada  la  suce- 
sión i  se  pondrán  los  efectos  a  su  disposi- 
ción. 

73.  Si  compareciere  el  heredero  per- 
sonalmente o  su  representante,  antes  de 
haberse  puesto  los  bienes  a  disposición  del 
Ministerio  de  Relaciones  esteriores,  a  él  se 
le  entregarán  i  se  le  rendirá  cuenta,  sin 
perjuicio  de  que  se  envíe  al  ^Ministerio  de 
Relaciones  esteriores  un  duplicado  de 
ésta. 

74.  Si  fueren  muchos  los  herederos, 
constituirán  un  apoderado  común  á  quien 
se  entreguen  los  efectos  i  se  rinda  la 
cuenta,  i  si  no  pudieren  o  no  quisieren  ha- 
cerlo, harán  valer  sus  i'espectivos  derechos 
ante  la  autoridad  local  competente;  i  con 
arreglo  a  lo  que  ésta  juzgare  se  hará  la 
distribución  de  los  efectos  o  de  su  valor 
recaudado.  A  cada  uno  de  ellos  que  lo  exi- 
jiere,  se  dará  un  traslado  de  la  cuenta  cer- 
tificado por  el  Cónsul,  que  la  remitirá  ade- 
mas al  Ministerio  de  Relaciones  esteriores. 

75.  Hallándose  esparcidos  los  efectos 
de  la  sucesión  en  diferentes  distritos  con- 
sulares, el  Cónsul  en  cuyo  distrito  se  hu- 
biere abierto  la  sucesión  se  dirijirá  a  los 
otros  para  que  por  su  parte  contribuyan  a 
recojerlos,  i  si  pareciere  conveniente,  for- 
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men  inventarios  i  establezcan  administra- 
ciones parciales  con  arreglo  a  lo  preveni- 
do en  los  artículos  precedentes,  dando 
cuenta  del  resultado  de  sus  jestiones  al 
primero,  de  quien  se  considerarán  como 
delegados  i  sin  cuyo  acuerdo  no  se  liará 
inversión  alguna. 

70.  Si  transcurridos  cuatro  años  des- 
pués de  haberse  comunicado  al  Ministerio 
de  Relaciones  esteriores  el  fallecimiento 
del  intestado  no  compareciere  heredero 
alguno,  el  Cónsul  ordenará  la  venta  en  pú- 
bHca  subasta  i  con  las  formalidades  reque- 
ridas para  este  objeto  por  las  leyes  locales, 
de  los  bienes  de  todas  clases  que  forman 
la  herencia  existente  en  su  poder.  Con  el 
producido  de  esa  venta  pagará  las  deudas 
del  difunto  i  remitirá  el  remanente  al  Mi- 
nisterio de  Relaciones  esteriores.  Las  cuen- 
tas, recibos  i  todos  los  documentos  relati- 
vos a  la  administración  de  dichos  bienes 
serán  también  enviados  al  mismo  Minis- 
terio, conservando  el  Cónsul  un  duplicado 
de  ellos  para  su  resguardo. 

77.  Ni  el  Cónsul,  ni  las  personas  que 
se  hallen  bajo  su  dependencia,  podrán  ad- 
quirir para  sí  o  para  otro  los  objetos  o  efec- 
tos que  por  resolución  de  aquel  o  con  su 
aprobación  se  vendieren  en  pública  su- 
basta. 

78.  El  Cónsul,  en  todas  las  suce.'t iones 
testamentarias  o  intestadas  de  chilenos  en 
que  no  hubiere  herederos,  representará 
sus  derechos  ante  los  tribunales  o  Autori- 
dades del  país. 

79.  Permitiéndolo  las  leyes  del  país,  el 
Cónsul  tesdrá  las  facultades  i  ejercerá  las 
funciones  de  guardador  de  los  menores  que 
por  muerte  de  un  chileno  o  por  cualquiera 
otra  causa  quedaren  abandonados  o  sin 
amparo  en  su  distrito,  hasta  que  el  guar- 
dador testamentario,  lejítimo  o  dativo  se- 
gún los  casos,  se  presenten  o  encomiende 
su  cuidado  a  otra  persona. 

CAPITULO  VI 

DEBERES   DE    LOS   CÓNSULES    RESPECTO  DE  LA 
MARINA    DE    GUERRA 

80.  Los  Cónsules  prestarán  al  Jefe  o 
Comandante  de  las  escuadras  o  buques  de 
guerra  nacionales  que  llegaren  al  puerto 
de  su  residencia,  todos  los  auxilios  que  es- 
tén a  su  alcance  para  procurarles  víveres, 
agua  i  demás  artículos  que  éstos  solicita- 
ren. Les  informarán  de  las  ordenanzas  de 
puerto  i  de  las  reglas  de  etiqueta  oficial 
que  estuvieren  allí  en  uso  i  les  proporcio- 
narán igualmente  todas  las  noticias  que 


pudieren  conducir  al  mejor  desempeño  de 
las  comisiones  que  llevaren. 

81.  A  requisición  de  los  Comandan- 
tes de  los  buques  de  guerra,  los  Cónsu- 
les reclamarán  de  las  autoridades  locales 
la  aprehensión  i  entrega  de  los  marineros 
desertores,  conformándose  á  los  pactos  i 
leyes  vigentes. 

82.  Los  Cónsules  harán  la  primera  vi- 
sita a  los  Oficiales  jenerales.  Jefes  de  divi- 
sión i  Capitanes  de  navio  cuando  llegaren 
al  puerto  de  su  residencia. 

Los  Cónsules  jenerales  aguardarán  la 
primera  visita  de  los  Capitanes  de  fragata 
u  Oficiales  inferiores  i  los  Cónsules  y  Vi- 
cecónsules la  de  los  Capitanes  de  corbeta 
u  Oficiales  degrado  interior. 

Los  Vicecónsules  deben  la  primera  visi- 
ta a  todo  Oficial  Comandante  hasta  el 
grado  de  Teniente. 

Las  visitas  anteriores  sólo  tendrán  lu- 
gar a  la  primera  llegada  de  la  nave,  i  se 
llevarán  a  efecto  por  una  i  otra  parte  den- 
tro de  las  veinticuatro  horas,  siempre  que 
el  tiempo  lo  permita.  Estas  visitas  se  re- 
petirán si  la  nave  regresare  después  de 
una  ausencia  de  seis  meses. 

Los  Cónsules,  dando  aviso  de  que  se  pro- 
ponen hacer  estas  visitas  i  señalando  al 
efecto  la  hora,  podrán  aguardar  que  se  les 
pongan  a  su  disposición  una  embarcación 
adecuada  con  ese  objeto. 

Los  Cónsules  jenerales  serán  recibidos  á 
bordo  con  la  tropa  formada  sin  armas  i  el 
tambor  con  su  caja  a  la  espalda.  Al  reti- 
rarse se  les  saludará  con  nueve  cañonazos. 
Los  Cónsules  particulares  serán  recibidos 
con  la  tropa  formada  sin  armas  i  al  reti- 
rarse se  les  saludará  con  siete  cañonazos. 
Los  Vicecónsules  serán  recibidos  sin  for- 
mación de  tropa  i  al  retirarse  se  les  salu- 
dará con  cinco  cañonazos. 

CAPITULO  VII 

ATRIBUCIONES   I    DEBERES    DE    LOS    CÓNSULES 
CON     RELACIÓN    A    LA     MARINA    MERCANTE 

NACIONAL 

83.  Los  Cónsules  deben  prestar  a  la 
marina  mercaule  nacional  la  protección  i 
el  apoyo  de  su  carácter  consular  en  los 
puertos  comprendidos  en  su  distrito.  Vela- 
rán, en  consecuencia,  porque  se  les  otor- 
guen los  derechos,  franquicias  i  exencio- 
nes que  les  correspondan  por  Tratados, 
leyes  o  prácticas  vijentes. 

84.  Deben  igualmente  velar  porque 
los  buques  nacionales  naveguen  según  las 
leyes  chilenas  i  se  conformen  a  las  dispo- 
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siciones  locales  en  los  puertos  estranjeros 
a  que  arribaren. 

85.  Los  Cónsules  proporcionarán  a  los 
Capitanes  de  buques  nacionales,  que  por 
primera  vez  lleguen  a  los  puertos  a  donde 
aquéllos  residan,  las  informaciones  nece- 
sarias para  que  puedan  obrar  de  confor- 
midad a  las  leyes  o  reglamentos  del  país. 

86.  Los  Cónsules  cuidarán,  asimismo, 
de  que  las  naves  nacionales  que  naveguen 
entre  puertos  estranjeros  o  entre  éstos  i 
puertos  chilenos  reúnan  las  condiciones  de 
navegabilidad  i  que  estén  provistas  de  em- 
barcaciones menores,  aparatos  de  salva- 
mento, pertrechos  ,  víveres  ,  aparejos  e 
instrumentos  necesarios.  Para  acreditar  el 
buen  estado  de  la  nave  se  le  hará  recono- 
cer cada  año  si  es  de  vela  i  cada  seis  me- 
ses si  es  de  vapor.  Los  Cónsules  de  Chile, 
para  practicar  este  reconocimiento,  nom- 
ijrarán  dos  o  más  peritos  elejidos  éntrelos 
Capitanes  o  constructores  marítimos  que 
se  encuentren  en  el  puerto,  i  en  vista  del 
informe  de  los  peritos,  espedirá  el  certi- 
ficado respectivo.  Los  gastos  que  ocasione 
este  examen  o  reconocimiento  serán  de 
cuenta  de  la  nave. 

87.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el 
articulo  anterior,  cuando  un  buque  nacio- 
nal surto  en  un  puerto  esíranjero  deba 
emprender  largo  viaje,  el  Cónsul  esijirá 
del  Capitán,  antes  de  devolverle  los  pape- 
les, la  certiticacion  por  dos  peritos  acordes 
del  buen  estado  de  navegabilidad  de  la  na- 
ve i  de  la  estiva  de  la  carga.  Por  lo  menos, 
uno  de  estos  peritos  será  nombrado  por  el 
Cónsul.  Los  gastos  que  esta  dilijencia  oca- 
sione serán  también  de  cuenta  de  la  nave* 

88.  Dentro  de  las  veinticuatro  horas 
siguientes  al  acto  de  fondear  un  buque  na- 
cional, o  de  haber  sido  admitido  a  libre 
plática,  su  Capitán,  o  en  defecto  de  él  la 
persona  que  lo  mande,  hará  ante  el  Cón- 
sul residente  en  eí  lugar  una  declaración 
verbal  en  que  se  especifique  el  puerto  i  dia 
de  salida,  las  escalas  o  arribadas  que  ha- 
ya hecho,  el  rumbo  que  haya  seguido,  la 
calidad  i  pertenencia  del  cargamento. 
Pondrá,  asimismo,  en  su  conocimiento  los 
peligros  ocurridos  durante  la  navegación, 
averías,  encuentros,  desórdenes  i  cual- 
quier otro  acontecimiento  de  interés  que 
haya  ocurrido  a  bordo,  ya  sea  en  alta  mar 
o  en  los  puertos  de  escala  o  arribada.  Les 
exhibirá  el  libro  en  que  se  anotan  los  cas- 
tigos i  le  dará  cuenta  de  los  delitos  come- 
tidos durante  el  viaje,  de  las  medidas  de 
represión  o  prevención  empleadas  i  de  las 
diligencias  practicadas  para  comprobar  los 
delitos. 


89.  Cuando  el  Cónsul  lo  crea  conve- 
niente podrá  exijir  por  escfrito  aquella  de- 
claración, firmada  por  el  Capitán  i  dos  tes- 
tigo.? elejidos  a  su  arbitrio  entre  los  indivi- 
duos que  se  encuentren  a  bordo.  Podrá 
también  esijir  que  se  le  exliiba  el  diario  de 
navegación,  libro  de  cargamentos,  contra- 
to de  fletamentos,  contratos  de  enganche  i 
en  jeneral  cualquier  otro  documento  rela- 
tivo a  la  nave  o  a  la  carga. 

90.  Al  hacer  las  declaraciones  a  que  se 
refiere  el  art.  88,  se  depositarán  en  el  Con- 
sulado, entregándose  por  el  Cónsul,  el  re- 
cibo correspondiente.  L°  la  patente,  el  rol 
de  tripulación  i  la  matrícula  de  la  nave; 
2.°  dos  copias  autorizadas  de  las  partidas 
de  nacimientos  o  muertes  acaecidas  a  bor- 
do en  conformidad  con  el  art.  1055  del  Có- 
digo civil. 

91.  Al  recibir  en  depósito  las  copias  de 
las  partidas  de  nacimiento  o  muerte,  o  de 
los  testamentos  hechos  durante  el  viaje,  el 
Cónsul  estenderá  en  el  Rejistro  respectivo 
el  acta  correspondiente,  haciendo  constar 
en  ella  las  irregularidades  que  hubiere  no- 
tado. 

92.  Si  el  Cónsul  descubre,  sea  por  la 
declaración  del  Capitán  o  tripulación,  o 
por  cualquier  otro  medio,  que  aquel  omi- 
tió levantar  acta  de  los  nacimientos  o  de- 
funciones ocurridos  en  el  viaje,  o  que  ha 
ocultado  algún  testamento  otorgado  a  bor- 
do, procederá  a  formar  el  proceso  respec- 
tivo i  dará  cuenta  de  esos  hechos  a  la  bre- 
vedad posible  al  Ministerio  de  Marina. 

93.  Por  los  libros  y  papeles  de  la  nave 
examinarán  los  Cónsules  si  hai  alguna 
parte  de  la  carga  que  no  haya  pagado  los 
derechos  de  esportacion  a  que  estaba  su- 
jeta; i  en  caso  afirmativo,  lo  comunica- 
rán al  Ministerio  de  Hacienda,  indicándo- 
le el  nombre  del  buque  i  su  Capitán,  la  fe- 
cha i  el  puerto  de  Chile  de  donde  salió  i  la 
carga  que  conduce. 

94.  En  los  puertos  en  que  las  autorida- 
des locales  no  exijan  carta  de  sanidad,  la 
presentará  el  Capitán  al  Cónsul,  declaran- 
do si  ha  tenido  enfermos  durante  la  tra- 
vesía, el  tratamiento  que  se  les  ha  dado, 
los  medios  de  curación  que  se  han  emplea- 
do i  los  demás  hechos  que  tengan  relación 
con  la  salubridad  de  la  nave. 

95.  En  el  caso  de  que  el  puerto  se  halla- 
re infestado  de  enfermedad  contajiosa,  el 
Cónsul  informará  al  Capitán  con  la  breve- 
dad posible  del  estado  de  salubridad  pú- 
blica i  de  los  Reglamentos  destinados  a 
prevenir  el  contajio  o  a  evitar  su  propa- 
gación. 

96.  Se  entregará  al  Cónsul  el  acta  de 
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defunción  i  un  ejemplar  del  inventario  que 
se  hubiere  formado  de  los  bienes  del  que 
hubiere  fallecido  en  un  buque  nacional  en 
alta  mar.  Los  papeles  i  efectos  pertenecien- 
tes al  difunto  se  depositarán  también  por 
el  Capitán  en  poder  del  Cónsul,  quien  pro- 
cederá a  ordenar  la  venta  de  los  objetos 
que  no  puedan  conservarse  sin  deterioro. 
Si  la  muerte  ocurriere  en  un  puerto  ex- 
tranjero, el  Cónsul  en  cuya  jurisdicción 
hubiere  ocurrido  el  suceso  estenderá  el 
acta  de  defunción  en  vista  de  las  declara- 
ciones que  tomará,  i  remitirá  lo  obrado  al 
Ministerio  de  Marina.  Si  en  seis  meses  no 
fueren  reclamados  aquellos  objetos,  el 
Cónsul  ordenará  la  venta  de  ellos  i  dará 
cuenta  al  Ministerio  de  Marina. 

97.  En  los  puertos  de  escala  o  arriba- 
da forzo.sa  se  presentarán  al  Cónsul  los  pa- 
peles de  la  nave  para  que  sean  examina- 
dos i  visados  por  él.  El  Cónsul  agregará  a 
la  carta  de  sanidad  las  anotaciones  del  ca- 
so sobre  el  estado  sanitario  del  puerto. 

98.  El  Cónsul,  cuando  la  nave  estuvie- 
re lista  para  zarpar,  entregará  los  papeles 
del  buque  que  se  hubieren  depositado  en 
el  Consulado  i  visará  la  lista  de  pasajeros 
el  manifiesto  de  las  mercaderías  que  com- 
ponen el  cargamento  del  buque  i  en  que 
aparezca  el  valor  aproximativo  de  ellas  i 
su  nacionalidad,  los  distintos  conocimien- 
tos o  pólizas  de  embarque,  la  licencia  de 
las  autoridades  para  partir  i  la  carta  de  sa- 
nidad que  hubiere  espedido  la  autoridad  lo- 
cal. 

En  caso  que  la  autoridad  local  no  espi- 
diere esa  carta,  la  dará  el  Cónsul. 

99.  Al  Cónsul  del  puerto  de  descarga, 
de  escala  o  de  arribada  de  mas  de  veinti- 
cuatro horas,  se  presentará  una  razón  no- 
minal de  los  individuos  de  la  tripulación 
que  se  hayan  enganchado,  o  de  los  pasaje- 
ros que  se  hayan  recibido  en  puerto  es- 
tranjero  donde  no  hubiere  Cónsul  chileno, 
a  fín  de  que  sean  inscritos  en  el  rol  o  en  el 
documento  que  corresponda. 

100.  El  Cónsul  anotará  del  mismo  mo- 
do la  deserción,  falta  motivada  o  falleci- 
miento de  cualquiera  persona  de  la  tripu- 
lación i  los  nombres  délos  pasajeros  muer- 
tos o  desembarcados. 

101.  El  Cónsul  cuidará  de  que  todo  tri- 
pulante que  sea  desembarcado  con  arre- 
glo a  su  contrata,  obtenga  del  Capitán  el 
ajuste  de  su  salario  i  la  correspondiente  pa- 
peleta de  desembarque. 

102.  Si  el  desembarco  no  ha  sido  moti- 
vado por  delito,  todo  hombre  de  la  tripula- 
c  on  debe  ser  repatriado  i  su  subsistencia  i 
repatriación  serán  de  cuenta  de  la  nave, 


cuyo  Capttan  entregará  al  Cónsul  el  valor 
de  una  i  otra. 

103.  Los  Cónsules  prestarán  a  los  Ca- 
pitanes de  los  buques  nacionales  la  ayuda 
necesaria  para  que  enganchen  las  plazas 
de  la  tripulación  que  faltaren. 

104.  Corresponde  al  Cónsul  autorizar 
el  desembarque  del  marinero  enfermo,  cu- 
yo estado  de  gravedad  así  lo  exija,  para 
ser  asistido  en  el  hospital  o  donde  con- 
venga. 

105.  Si  el  buque  debe  zarpar  antes  de 
hallarse  los  enfermos  en  estado  de  volver 
a  bordo,  el  Cónsul  tendrá  derecho  de  exi- 
jir  que  el  Capitán  deposite  en  su  poder  la 
suma  precisa  para  cubrir  los  gastos  proba- 
bles de  asistencia,  los  de  repatriación  i  los 
sueldos  devengados. 

106.  Si  no  fuere  posible  estimar  lo  que 
los  gastos  de  asistencia  cuesten,  el  Capitán 
afianzará  el  pago  a  satisfacción  del  Cón- 
sul. 

107.  Lo  dispuesto  en  los  artículos  ante- 
riores no  es  aplicable  a  los  que  enfermen 
o  se  incapaciten  para  el  trabajo  a  conse- 
cuencia de  vicios,  riñas  u  otras  causas  se- 
mejantes. Los  gastos  de  asistencia  i  cura- 
ción serán  en  estos  casos  de  cuenta  exclu- 
siva del  enfermo. 

108.  El  Cónsul  nombrará  al  que  ha  de 
reemplazar  al  Capitán  en  caso  de  muerte 
cuando  faltare  el  piloto  o  contramaestre  i 
no  estuviere  en  el  lugar  del  dueño  del  bu- 
que o  su  representante. 

109.  Podrá  también  el  Cónsul  autori- 
zar el  desembarque  i  reemplazo  del  Capi- 
tán por  enfermedad  grave  de  éste  i  proce- 
derá de  oñcio  o  a  instancias  de  la  tripula- 
ción o  del  consignatario  a  removerlo,  cuan- 
do hubiere  cometido  crímenes  o  delitos  a 
bordo  del  buque  o  resultaren  contra  él  car- 
gos graves  que  hagan  de  absoluta  necesi- 
dad su  separación  del  mando.  El  Cónsul  en 
este  caso  dará  cuenta  i  remitirá  las  piezas 
justifícativasal  Ministerio  de  Marina. 

110.  Cuando  se  tratare  de  cambiar  el 
Capitán  de  un  buque  nacional  en  un  puer- 
to estranjero,  el  Cónsul  averiguará  si  la 
persona  que  el  dueño  del  buque  ó  su  repre- 
sentante propone  es  apta  por  su  honradez 
i  conocimientos  para  desempeñar  el  pues- 
to, i,  en  tal  caso,  le  estenderá  su  nombra- 
miento i  anotará  el  cambio  en  la  patente 
de  navegación. 

111.  L9s  Cónsules  comunicarán  a  la 
Comandancia  jeneral  de  Marina  los  nom- 
bres de  los  Capitanes  que  por  mala  con- 
ducta, imprevisión  o  impericia  hubieren 
comprometido  notoriamente  la  seguridad 
del  equipaje  o  los  intereses  de  los  arma- 
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dores,  aseguradores  u  otros  interesados  en 
el  buque. 

112.  Los  Cónsules  tienen  autoridad 
bastante  para  los  actos  que  exije  el  man- 
tenimiento del  orden  i  policía  interior  de 
los  buques  mercantes  nacionales  surtos  en 
puertos  estranjeros. 

113.  Para  el  ejercicio  de  sus  actos  de 
protección  o  autoridad,  los  Cónsules  ten- 
drán por  chilenos  a  los  estranjeros  que 
sirvan  en  buques  nacionales.  Por  el  con- 
trario, no  considerarán  como  chilenos  a 
los  marineros  que  siéndolo  estuvieren  em- 
barcados en  un  buque  estranjero,  sino  en 
el  caso  de  reclamar  su  protección  para  que 
se  le  cumplan  las  condiciones  de  su  con- 
trato de  enganche. 

114.  Si  algún  marinero  u  otra  persona 
embarcada  a  bordo  de  un  buque  mercan- 
te nacional  hubiere  cometido  algún  delito 
en  alta  mar,  el  Cónsul  levantará  una  in- 
formación sumaria  acerca  del  hecho,  re- 
cibiendo las  declaraciones  de  la  jente  de 
mar  i  pasajeros  i  tomará  las  medidas  ne- 
cesarias para  que  los  delincuentes  sean 
puestos  a  disposición  de  los  Juzgados  chi- 
lenos competentes.  El  Cónsul  deberá  re- 
clamar si  la  autoridad  local  intentare  co- 
nocer los  delitos  cometidos  en  alta  mar. 

115.  Si  los  delitos  a  que  se  refiere  el 
artículo  anterior  fueren  cometidos  a  bordo 
después  de  la  entrada  del  buque  a  un  puer- 
to estranjero,  el  Cónsul  dejará  obrar  li- 
bremente a  los  Tribunales  del  país,  limi- 
tándose a  exijir  que  se  cumplan  respecto 
de  los  procesados  las  disposiciones  legales. 

116.  Los  Cónsules  conocerán  de  las 
faltas  de  policía  cometidas  a  bordo  de  los 
buques  mercantes  nacionales  surtos  en 
puertos  estranjeros,  i  podrán  decretar  pe 
ñas  correccionales  como  multa  o  arresto 
en  el  mismo  buque. 

117.  Corresponde  a  los  Cónsules  deci- 
dir las  diferencias  sustentadas  entre  el  Ca- 
pitán ,  Oficiales  i  otros  individuos  de  la 
tripulación  acerca  de  salarios  o  alimentos. 
Decidirán  también  si  hai  o  no  lugar  a  la 
resolución  de  los  contratos  de  la  gente  de 
mar  i  las  cuestiones  que  se  presenten  en- 
tre el  Capitán  i  los  pasajeros  relativas  al 
pasaje,  salvo  que  éstos,  desembarcando, 
preíierafn  someterse  a  los  Juzgados  del 
pais. 

118.  Los  Cónsules,  a  solicitud  del  Ca- 
pitán de  un  buque  nacional,  reclamarán 
de  las  auteridades  locales  la  aprehensión  i 
entrega  de  los  marineros  desertores,  con- 
formándose a  los  pactos  i  leyes  vijentes,  i 
darán  al  Capitán  un  certificado  de  los  ma- 
rineros que  no  hayan  podido  ser  aprehen- 


didos o  entregados.  Los  gastos  de  la  apre- 
hensión, encarcelamiento  i  manutención 
en  tierra  de  los  desertores  serán  de  cuen- 
ta de  éstos,  deduciéndose  de  los  sueldos 
devengados  o  de  los  que  en  adelante  de- 
vengaren. 

119.  Los  sueldos  del  marinero  deser- 
tor que  no  fuere  aprehendido  antes  de  par- 
tir el  buque,  con  escepcion  del  30  por  100 
que  corresponde  a  la  nave,  i  los  efectos  que 
a  dicho  marinero  pertenezcan,  se  deposi- 
tarán bajo  inventario  a  la  orden  del  Cón- 
sul. A  los  dos  meses,  contados  desde  el  dia 
de  la  deserción,  serán  vendidos  los  efectos 
en  pública  subasta,  i  el  producto  de  ellos  i 
el  60  por  loo  de  los  sueldos,  pasará  a  la 
caja  de  chilenos  desvalidos. 

120.  Si  por  orden  de  las  autoridades 
del  país  fuere  detenido  un  buque  chileno, 
el  Cónsul  procurará  su  franquicia  i  prote- 
jerá  por  todos  los  medios  legales  que  estén 
a  su  alcance  los  intereses  chilenos  que  se 
hallen  comprometidos.  Si  la  detención  fue- 
re ilegal  i  no  obtuviere  la  franquicia  del 
buque  i  la  justa  indemnización  a  que  hu- 
biere lugar,  someterá  el  asunto  á  la  Lega- 
ción de  la  República,  si  la  hubiere,  o  a 
falta  de  ésta,  al  Ministerio  de  Relaciones 
esteriores. 

121.  Para  la  repatriación  de  los  mari- 
neros i  nacionales  desvalidos  i  los  deserto- 
res i  delincuentes,  podrá  el  Cónsul  obligar 
a  todo  Capitán  de  buque  mercante  nacio- 
nal a  que  los  reciba  a  bordo  i  los  conduzca 
al  puerto  chileno  de  su  destino,  con  tal  que 
no  pasen  de  cuatro  individuos  por  cada 
cien  toneladas  de  rejistro  i  que  el  número 
total  no  sea  mayor  que  el  de  la  mitad  del 
equipaje. 

122.  Si  los  individuos  que  hayan  de 
transportarse  pudieran  emplearse  en  utili- 
dad de  la  nave,  exijirá  el  Cónsul  que  con 
la  obligación  de  prestar  sus  servicios  a  bor- 
do se  les  transporte  gratuitamente.  Los 
que  no  se  encontraren  en  ese  caso,  i  los  de- 
sertores de  la  marina  de  guerra  o  del  ejér- 
cito o  delincuentes  de  otra  clase,  serán 
transportados  a  costa  del  Erario,  fijándose 
el  precio  de  su  pasaje  por  mutuo  acuerdo 
del  Cónsul  i  del  Capitán.  Los  marineros 
de  los  buques  declarados  innavegables  o 
vendidos  en  puerto  estranjero  i  que  no 
pudieren  regresar  a  Chile,  en  el  mismo 
buque,  serán  transportados  por  cuenta  de 
los  propietarios  de  la  nave. 

123.  El  Capitán  de  una  nave  mercante 
nacional  en  un  puerto  estranjero  podrá 
tomar  dinero  á  la  gruesa,  en  ausencia  del 
naviero  o  de  su  consignatario,  sobre  el  cas- 
co, quilla  i  aparejos  de  la  nave  para  costear 


736 


INSTITUCIONES   POLÍTICAS   T  JURÍDICAS 


las  reparaciones  que  sean  de  urjente  i  abso- 
luta neresidad,  en  caso  que  se  encontraren 
agotados  los  fondos  del  naviero  i  no  pudiere 
aquél  obtenerlos  de  los  corresponsales  de 
éste  ó  de  los  interesados  en  la  carga.  Para 
contratar  el  préstamo,  deberá  justiñcarse 
la  urjeneia  i  necesidad  por  medio  de  una 
información  rendida  ante  el  Cónsul  res- 
pectivo, i  éste,  en  vista  de  ella,  autorizará 
al  Capitán  para  que  lo  lleve  a  efecto. 

124.  Si  la  persona  a  quien  fuere  con- 
signada una  carga  se  negare  a  recibirla, 
el  sobrecargo  que  carezca  de  instruccio- 
nes para  esta  eventualidad,  formalizará  la 
correspondiente  protesta  i  dará  cuenta  al 
Cónsul  respectivo,  a  ñn  de  que  éste  nom- 

'  bre  consignatario  i  cumpla  las  órdenes  del 
propietario  de  las  mercaderías. 

125.  El  Cónsul  es  la  autoridad  compe- 
tente ante  quien  todo  Capitán  de  buque 
mercante  que  arribe  por  causa  de  averias 
debe  hacer  declaración  o  protesta  de  ella, 
dentro  de  veinticuatro  horas,  a  contar  des- 
de que  la  nave  sea  admitida  a  libre  pláti- 
ca. En  esta  protesta,  el  Capitán  cuidará 
de  especiftcar  las  causas  de  la  arribada, 
las  pérdidas  o  averías  de  la  nave  o  del  car- 
gamento, causadas  por  deliberación  pro- 
pia o  de  la  Junta  de  oficiales,  por  fuerza 
mayor  o  accidentes  de  mar.  Entregará 
también  al  Cónsul  copia  del  acta  en  que 
conste  la  resolución  de  la  Junta  de  oficia,- 
les  que  autorizó  la  avería  común  i  ratifi- 
cará bajo  juramento  todos  los  hechos  que 
aquella  acta  contenga. 

126.  El  Cónsul  dará  al  Capitán  un  cer- 
tificado de  haber  cumplido  las  prescripcio- 
nes del  artículo  anterior,  de  la  época  de  la 
salida  i  arribo  al  puerto  i  visará  el  diario 
de  navegación. 

127.  En  el  caso  de  arribada  forzosa, 
podrá  el  Cónsul  autorizar  al  Capitán  para 
que  haga  descargar  las  mercaderías,  siem- 
pre que  concurra  alguna  de  estas  circuns- 
tancias: 1.°  Que  la  descarga  fuere  indis- 
penr.able  para  hacer  las  reparaciones  de  la 
nave;  i  2."  Que  se  reconociese  que  el  car- 
gamento ha  sufrido  avería. 

Los  gastos  de  la  descarga  i  recarga  se- 
rán de  cuenta  délos  propietarios. 

128.  Si  la  carga  hubiere  sido  averiada 
i  no  estuviere  en  el  puerto  el  propietario 
de  ella  o  quien  le  represente,  el  Cónsul,  a 
petición  del  Capitán  ,  nombrará  peritos 
para  que  informen  acerca  de  la  naturaleza 
i  estension  de  la  avería,  de  los  medios  de 
repararla  o  evitar  su  propagación,  i  si  .será 
o  no  conveniente  el  reembarque  i  conduc- 
ción de  la.^  mercaderías  al  puerto  a  que 
estaban  consignadas.  En  vista  del  informe 


de  los  peritos,  el  Cónsul  proveerá  la  ropa 
ración  i  embarque  de  aquéllas,  o  bien  que 
se  mantengan  en  depósito,  o  que  se  ven- 
dan en  pública  subasta,  según  conviniere 
a  los  intereses  del  propietario. 

129.  Si  la  nave  fuere  la  averiada, 
nombrará  el  Có':ísu1  tres  o  más  peritos  en- 
tre los  Capitanas  de  buques  chilenos  que 
se  encuentren  en  el  puerto,  o  a  falta  de 
éstos  entre  los  Capitanes  de  buques  es- 
tranjeros  o  constructores  marítimos.  En 
vista  del  informe  pericial,  autorizará  el 
Cónsul  las  reparaciones  de  la  nave  o  la 
declarará  innavegable.  En  este  último  caso 
autorizará  la  venta  de  ella  en  pública  su- 
basta, recojera  los  documentos  i  procurará 
la  repatriación  de  la  tripulación.  El  Cón- 
sul deberá  comunicar  a  la  Comandancia 
general  de  Marina  la  innavegabilidad  dé 
la  nave,  a  fin  de  que  sea  borrada  de  la 
matricula  mercante  chilena. 

130.  Por  regla  general,  el  Cónsul  hará 
las  veces  de  Tribunal  de  comercio  en  to- 
dos los  casos  en  que,  según  las  leyes  mer- 
cantiles, se  requiere  autorización  judicial 
para  proceder  a  los  reparos  necesarios,  o 
a  la  venta  de  la  nave;  para  la  descarga  i 
venta  de  los  efectos,  la  justificación,  liqui- 
dación i  repartimiento  de  averías  o  para 
procurar  en  puertos  estranjeros  los  fondos 
conque  se  hayan  de  cubrir  los  gastos  ur- 
jentes  de  lá  nave.  La  intervención  del 
Cónsul  en  estos  actos  no  tendrá  lugar 
cuando  por  las  leyes  o  prácticas  vij entes 
sea  aquella  autorización  de  la  competencia 
de  las  autoridades  locales,  o  cuando  las 
partes  ocurrieren  a  estas. 

131.  El  Cónsul  entregará  al  Capitán 
copia  autorizada  del  espediente  formado 
con  motivo  de  las  averías,  i  las  demás  pie- 
zas justificativas  que  el  Capitán  pidiere  en 
resguardo  de  sus  derechos. 

132.  Ocurriendo  o  temiéndose  el  nau- 
frajio  de  un  buque  mercante  chileno,  el 
Cónsul  se  pondrá  inmediatamente  de 
acuerdo  con  las  autoridades  locales  i  to- 
mará las  medidas  que  le  sean  permitidas  i 
fueren  necesarias  para  salvar  la  tripula- 
ción, el  cargamento,  la  nave  i  cuanto  a 
ésta  pertenezca. 

133.  Los  Cónsules  dirijirán,  en  cuan- 
to lo  autoricen  los  Tratados  o  Convenios 
de  la  República,  o  en  cuanto  las  leyes  o 
prácticas  del  país  lo  permitan,  todas  las 
operaciones  relativas  al  salvamento  de  los 
buques  chilenos  naufragados  o  encallados 
en  las  costas  de  su  distrito. 

134.  Siempre  que  naufragare  o  enca- 
llare una  nave  cliilena,  la  persona  que  la 
mande  entregará  al  Cónsul  una  relación 
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jurada  de  las  circunstancias  que  motivaron 
el  accidente.  El  Cónsul   recojerá  todos  los 

f)apeles  i  documentos* que  se  salvaren,  re- 
ativos  a  la  nacionalidad  i  propiedad  de  la 
nave  i  cargamento;  i  cuando  no  le  fuere 
posible  trasladarse  en  persona  al  paraje  de 
la  costa  en  que  se  encuentre  la  nave,  co- 
misionará á  una  persona  de  con  lianza  para 
que  haga  sus  veces. 

135.  Tomadas  las  providencias  más 
urjentes,  procederá  el  Cónsul  a  recibir  de- 
claración circunstanciada  al  Capitán,  jente 
de  mar  i  pasajeros  que  crea  conveniente 
interrogar  acerca  de  los  heclio>  que  tien- 
dan a  establecer  la  neglijencia  o  dolo  del 
Capitán,  ó  su  inculpabilidad,  i  remitirá 
copia  autorizada  de  esta  investigación  al 
Ministerio  de  Marina. 

136.  El  Cónsul  intervendrá  en  la  for- 
mación del  inventario  de  los  efectos  salva- 
dos i  autorizará  la  repartición  del  premio 
del  salvamento;  autorizará,  asimismo,  en 
caso  necesario,  la  venta  en  pública  subasta 
de  las  mercaderías  averiadas  i  de  los  restos 
del  buque;  aprobará  la  liquidación  i  decre- 
tará las  adjudicaciones  que  por  derecho 
correspondan. 

137.  Si  se  presentaren  los  propietarios 
de  la  nave,  o  del  cargamento,  o  sus  repre- 
sentantes, cesará  la  intervención  del  Cón- 
sul. Las  operaciones  de  -alvamento  se  con- 
tinuarán por  ellos,  quedando  obligados  á 
pagar  los  gastos  hechos  i  los  que  puedan 
sobrevenir. 

138  En  caso  de  que  los  efectos  salva- 
dos no  basten  para  cubrir  los  gastos  de  sal- 
vamento i  demás  que  con-espondan  a  la 
nave,  se  costeará  por  cuenta  del  Estado  la 
subsistencia,  alojamiento,  curación  i  repa- 
triación de  los  náufragos  chilenos. 

139.  Si  los  restos  de  un  buque  náufra- 
go o  las  mercaderías  i  efectos  salvados  per- 
tenecieren a  chilenos,  el  Cónsul  tomará  po- 
sesión de  dichos  restos  o  mercaderías  i  pro- 
cederá respecto  de  ellos  en  el  modo  i  forma 
que  prescribe  este  Reglamento  para  el  caso 
de  bienes  dejados  en  sus  respectivos  distri- 
tos por  chilenos  muertos  sin  testamento. 

140.  Si  conforme  a  las  leyes  del  país 
los  efectos  salvados  fuesen  puestos  bajo  la 
custodia  i  responsabilidad  de  las  Auíorida- 
des  locales,  el  Cónsul  solicitará,  como  re- 
presentante de  los  dueños,  si  éstos  no  es- 
tuvieren presentes,  que  se  le  permita  inter- 
venir en  la  facción  de  inventarios  i  en  la 
venta  de  los  efectos  salvados,  si  hubiere 
lugar  a  ella.  En  caso  de  negativa,  compro- 
bará suñcientemente  los  hechos  i  dará 
cuenta  á  la  Legación  o  al  Ministerio  de 
Relaciones  Estoriores. 

Se«unda  Serie.— Tomo  II. 


141.  Si  el  buque  náufi-ago  llevare  car- 
ga para  otro  puerto,  el  Cónsul  remitirá 
copia  del  inventario  al  Cónsul  chileno  res- 
pectivo para  que  éste  !o  haga  llegar  á  co- 
nocimiento de  los  interesados. 

142.  Corresponde  al  (Jónsul  autorizar 
la  vent  i  voluntaria  del  l)uque  chileno  que 
hubiere  de  hacer.se  en  su  distrito,  a  solici- 
tud del  dueño  o  de  su  apoderado  especial, 
i  también  la  venta  que  se  hiciere  en  caso 
de  que,  previos  los  justificativos  legales 
necesarios,  se  declarase  el  buque  en  esta- 
do de  no  poder  navegar. 

143.  La  innavegal)ilidad  solo  se  tendrá 
por  justifícada  cuando  se  pruebe  alguno 
de  los  siguientes  casos:  Haber  sufrido  nau- 
fragio; necesitar  el  buque  reparaciones 
cuyo  costo  esceda  a  las  tres  cuartas  partes 
de  su  valor;  carencia  de  fondos  i  de  crédi- 
to para  hacer  las  reparaciones  necesarias, 
aunque  el  importe  de  éstas  sea  inferiora 
las  tres  cuartas  partes  del  valor  del  buque. 

144.  Para  autorizar  la  trisferencia 
de  un  buque  chileno  en  un  puerto  estran- 
jero,  debiendo  conservar  aquél  su  carác- 
ter nacional,  exigirá  el  Cónsul  al  dueño  o 
Capitán  el  titulo  de  propiedad,  i  en  vis- 
ta de  él  hará  la  anotación  en  el  certificado 
de  matrícula. 

145.  En  caso  de  venta,  cuidará  el  Cón- 
sul de  que  se  le  entregue  el  rol  i  demás  pa- 
peles de  la  nave  i  de  que  se  abone  a  la  tri- 
pulación que  no  estuviere  contr^-tada  por 
tiempo  o  viaje  determinado,  su  pasaje 
hasta  el  puerto  donde  hubiere  celebrado  su 
contrato  i  los  sueldos  devengados  i  los  que 
se  venzan  hasta  su  regreso  al  puerto  de  su 
ajuste. 

146.  Si  la  tripulación  hubiere  sido 
contratada  por  tiempo  o  por  viaje  deter- 
minado, el  Cónsul  cuidará  de  que  se  le 
abone,  además  de  su  pasaje,  los  sueldos 
correspondientes  a  todo  el  tiempo  que  de- 
biere durar  la  contrata. 

147.  Cuando  un  buque  se  construya  o 
adquiera  en  el  estranjero  para  ser  matri- 
culado en  la  marina  mercante  nacional,  el 
dueño  deberá  presentar  al  Cónsul  chileno 
respectivo  los  documentos  que  acrediten 
su  propiedad,  i  aquel  funcionario  los  cer 
tificará,  a  fin  de  que  puedan  surtir  efecto 
en  la  Comandancia  jeneral  de  Marina. 

148.  El  Cónsul  podrá  espedir  pasa- 
vante o  patente  provisional  a  los  buques  a 
que  se  refiere  el  artículo  anterior.  Este 
pasavante  autorizará  al  buque  a  navegar 
con  bandera  chilena  desde  el  puerto  de  su 
construcción  o  adquisición  a  algún  puerto 
de  la  República,  para  ser  allí  matriculado. 
En  este  caso,  la  tripulación  podrá  compo- 
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nerseeii  su  totalidad  de  marineros  estrau- 
jeros. 

149.  Para  matricular  u«  buque  cons- 
truido en  astilleros  estranjeros,  cu_yo  due- 
ño primitivo  sea  el  que  se  presenta  a  ma- 
tricularlo, i>odrá  exhibirse  como  titulo  de 
propiedad  un  curtiticado  del  constructor, 
con  tal  que  esté  sellado  i  visado  por  el  Cón- 
sul de  la  República  residente  en  el  lugar 
en  que  el  l)uque  fué  construido. 

150.  Respecto  a  las  naves  construidas 
en  astilleros  de  la  República  i  destinadas 
a  ser  vendidas  en  el  estranjero,  el  Cónsul 
recibirá  del  Capitán  y  remitirá  al  Ministe- 
rio de  Marina  el  pasavante  que  le  hubiere 
concedido  el  intendente  de  la  provincia  i 
el  decreto  de  zarpe  que  hubiere  espedido 
la  autoridad  marítima  de  Chile. 

151.  Encaso  de  que  algún  buque  na- 
cional en  un  puerto  estranjero  se  inutili- 
zare, destruyere,  fuere  apresado  por  el 
enemigo,  dejare  de  pertenecer  a  la  mari- 
na de  la  República,  o  de  cualquier  modo 
perdiere  el  carácter  de  buque  chileno,  el 
dueño  o  Capitán  hará  una  relación  exacta 
de  lo  sucedido  i  la  entregará  al  Cónsul  den- 
tro de  veinte  días,  salva  fuerza  mayor.  Le 
entregará  también  el  certificado  de  matrí- 
cula, la  patente  de  navegación  i  el  rol  de 
equipaje,  bajo  la  multa  de  cinco  pesos  por 
cada  tonelada  de  rejistro.  El  Cónsul  remi- 
tirá copia  de  la  esposicion  i  los  documentos 
orijinales  ala  Comandancia  jeneral  de  Ma- 
rina. 

152-  Si  requerido  legalmente  por  el 
Cónsul,  el  Capitán  o  individuo  que  mande 
un  buque  mercante  chileno  resistiere  sin 
motivo  lejítimo,  o  le  faltare  al  respeto  de- 
bido, el  Cónsul  informará  de  ello,  remi- 
tiendo los  antecedentes  al  Comandante  je- 
neral de  Marina,  quien  podrá  imponerle 
una  multa  de  10  a  200  pesos  i  también  pe- 
narle con  una  prisión  que  no  esceda  de  un 
mes  o  con  una  privación  del  oficio  por  cua- 
tro meses  si  la  gravedad  de  la  falta  diere 
motivo  para  ello. 

igual  informe  trasmitirá  al  Ministerio 
de  Marina. 

CAPITULO  VIII 

MATRÍCULA,  REJISTRO  CIVIL  I  ATRIBUCIONES 
DE  LOS  CÓNSULES  COMO  MINISTROS  DE  FE 
PÚBLICA. 

153.  Los  Cónsules  matricularán  en  un 
rejibtro  especial  a  los  chilenos  residentes 
en  su  distrito,  espresando  el  nombre,  ape- 
llido, edad,  lugar  de  su  nacimiento,  estado, 
profesión  i  último  i  actual  domicilio,  así 
como  también  los  nombres  de  sus  padres  e 


hijos  si  vivieren.  En  esta  matricula  se  hará 
mención  de  los  documentos  justificativos 
de  la  nacionalidad  de  la  persona  que  se  ins- 
cribe. 

154.  El  acta  de  matrícula,  que  llevará 
el  número  de  orden  correspondiente,  .será 
fírmada  por  do.s  testigos  i  por  el  matricu- 
lado si  supiere,  á  quien  se  dará  un  cer- 
tificado de  su  inscripción  en  el  Registro. 

155.  Son  documento.s  justificativos  de 
la  nacionalidad:  los  certificados  de  naci- 
miento o  matrimonio;  los  nombramientos 
para  cargos  públicos  e|ue  puedan  desempe- 
ñarse únicamente  por  ciudadanos  chilenos; 
los  certificados  de  matricula  en  otro  Con- 
sulado, o  cualquier  documento  auténtico 
espedido  por  las  autoridades  de  la  Repú- 
blica, siempre  que  conste  en  él  ser  natu- 
ral o  naturalizado  en  Chile  el  que  pretende 
matricularse 

156.  A  falta  de  los  documentos  ante- 
riores, la  nacionalidad  podrá  justificarse 
por  medio  de  testigos  fídediguos.  Para  esta 
justificación  no  se  admitirá  (^omo  testigos, 
sino  a  las  per.sonas  que  se  hallaren  debi- 
damente matriculadas, salvo  que  no  las  hu- 
biere en  esas  condiciones. 

157.  No  podrán  ser  inscritos,  o  .serán 
borrados  del  rejistro,  los  individuos  que 
por  los  Tribunales  hayan  sido  condenados 
a  penas  que  comprendan  la  pérdida  o  sus- 
pensión de  la  ciudadanía;  i  se  anotará  esta 
circun.stancia  siempre  que  el  Cónsul  tenga 
constancia  oficial  de  ella. 

158.  Los  Cónsules  prestarán  su  px'otec- 
cion  a  los  chilenos  que  no  estuvieren  aun 
matriculados,  sobre  cuya  nacionalidad  no 
exista  duda  alguna,  pero  deberán  matri- 
cularlos inmediatamente. 

159.  Los  Cónsules  invisten  el  carácter 
de  ministros  de  fe  pública  en  los  actos  en 
que  intervengan  i  que  deban  surtir  sus 
efectos  en  Chile,  i  en  los  demás  que,  de- 
biendo surtir  sus  efectos  en  el  estranjero 
sean  aceptados  por  Tratados,  Convencio- 
nes, prácticas  internacionales,  leyes  o  usos 
del  pais. 

160.  Los  Cónsules  jenerales  i  particu- 
lares están  facultados  para  autorizar  el  tes- 
tamento de  un  chileno  en  pais  estranjero. 
Los  testigos  deberán  ser  chilenos  o  estran- 
jeros domiciliados  en  la  ciudad  donde  el 
testamento  se  otorgue,  i  se  observarán  en 
lo  demás  las  reglas  del  testamento  solemne 
otorgado  en  Chile.  Siempre  que  un  Cónsul 
autorizare  un  testamento  deberá  remitirá 
la  Legación  de  la  República,  si  la  hubiere, 
o  en  su  defecto  al  Ministerio  de  Relaciones 
Esteriores,  una  copia  del  testamento  abier- 
to o  de  la  carátula,  del  cerrado. 
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161.  Los  Cónsules  deberán  tomar  ra- 
zón en  un  rejistro  especial  de  todos  los 
préstamos  a  la  gruesa  que  se  contraten  en 
su  distrito  sobre  los  buques  chilenos  o  su 
cargamento. 

162.  Deberán  también  autorizar,  si  se 
les  pidiere,  las  pólizas  de  seguro  en  las  pla- 
zas de  comercio  de  su  residencia,  ai  algu- 
no de  los  contratantes  fuere  chileno,  i  to- 
marán razón  de  ellas  en  aquel  rejistro. 

163.  En  virtud  de  la  autoi-idad  que  in- 
visten los  Cónsules,  se  puede  estender  an- 
te ellos  protestas,  prestar  declaraciones  i 
otorgar  documentos  públicos  por  comer- 
ciantes, capitanes  de  buque  o  cualesquiera 
otros  chilenos,  asi  como  estranjeros,  en 
asuntos  en  que  se  comprometan  intereses 
chilenos.  Estos  documentos,  que  deberán 
inscribirse  en  los  rejistros  respectivos,  sur- 
tirán ante  las  autoridades  de  la  República 
los  efectos  de  documentos  otorgados  ante 
un  Ministro  de  fe  pública  competente. 

164.  Con  el  mismo  carácter  podrán 
los  Cónsules  dar  certiñcados  i  legalizar  tos 
documentos  c  firmas  de  las  autoridades 
del  pais  en  que  funcionan,  cuando  tales 
certificados  p  documentos  hayan  de  surtir 
efecto  en  Chile 

165.  Los  Cónsules  harán  las  veces  de 
oficiales  del  Rejistro  civil  yjara  acreditar 
los  nacimientos,  matrimonios  o  defuncio- 
nes de  cliilenos  que  ocurran  en  su  distrito, 
e  inscribirán  en  un  libro  especial  c;ida  uno 
de  estos  actos,  siempre  que  los  interesados 
lo  soliciten.  Las  inscripciones  se  harán  por 
orden  numérico,  unas  en  pos  de  otras,  sin 
dejar  blancos  o  claros,  ¡omitiéndose  siem- 
pre las  abreviaturas. 

166.  Eu  estas  inscripciones  se  espre- 
sará: 1 .'  El  día  i  el  año  que  .se  hace:  2."  El 
nombre,  apellido,  edad,  profesión  i  domi- 
cilio de  los  comparecientes;  3."  La  circuns- 
tancia de  que  los  comparecientes  sean  co- 
nocidos del  Cónsul  o  la  manera  como  se 
haya  acreditado  la  identidad  personal;  4.° 
La  firma  de  los  comparecientes,  espresán- 
dose en  caso  de  que  no  puedan  hacerlo,  el 
motivo  por  qué  no  firman;  5. o  La  firma  i 
sello  del  Cónsul. 

167.  En  el  Rejistro  de  matrimonios  se 
anotarán  aquéllos  en  que  los  dos  cónyu- 
jes,  o  uno  de  ellos  por  lo  menos,  sea  de 
nacionalidad  chilena  i  que  hayan  sido  con- 
traidos en  conformidad  a  las  leyes  del  pais 
en  que  residen. 

168.  Aunque  el  matrimonio  hubiere 
sido  contraído  en  conformidad  a  las  leyes 
del  pais  en  que  residen,  los  Cónsules  se 
abstendrán  de  inscribir  el  de  las  personas 
siguientes:  L"  Los  que  se  hallaren  ligados 


por  vinculo  matrimonial  no  disuelto;  2." 
Los  impúberes;  'd°  Los  que  sufrieren  im- 
potencia perpetua  e  incurable;  4  °  Los  que 
de  palabra  o  por  escrito  no  pudieren  es- 
presar su  voluntad  claramente;  5."  Los 
dementes. 

169.  Tampoco  inscriliirán,  aunque  se- 
gún las  leyes  del  pais  fueren  válidos,  los 
matrimonios  siguientes:  1.°  Entre  ascen- 
dientes i  descendientes  por  consanguini- 
dad o  afinidad;  2.°  Entre  colaterales  por 
consanguinidad  liasta  segundo  grado  in- 
clusive; 3."  El  de  cónyuje  sobi-eviviente 
con  el  asesino  o  cómplice  en  el  asesinato 
de  su  marido  o  mujer;  4.°  El  de  la  mujer 
con  su  co-reo  en  el  delit®  de  adulterio. 

170.  Los  pasaportes  que  los  Cónsules 
espidieren  o  visaren,  surtirán  los  mismos 
efectos  que  los  espedidos  por  la  autoridad 
respectiva  de  la  República. 

171.  Para  la  espedicion  de  un  pasa- 
porte el  interesado  deberá  comprobar  ante 
el  Cónsul  su  nacionalidad  i  su  identidad 
personal.  Los  Cónsules  se  abstendrán  de 
visar  los  pasaportes  respecto  de  cuya  au- 
toridad exista  duda. 

172.  Los  Cónsules  espedirán  pasa- 
portes solo  a  los  chilenos.  No  pueden  con- 
cederlos a  ciudadanos  estranjeros. 

173.  En  un  solo  pasaporte  puede  com- 
prenderse a  varias  personas  cuando  estu- 
vieren ligadas  por  parentesco,  pero  en  es- 
te caso  cada  una  de  ellas  deberá  ser  de- 
signada en  él  nominalmente. 

174.  Todo  pasaporte  que  se  espida  o  se 
vise  será  rejistrado  en  un  libro  especial, 
espresando  el  número  conque  se  espide  o 
visa,  la  fecha  del  acto,  i  el  nombre,  edad, 
lugar  del  nacimiento,  procedencia  i  desti- 
no de  la  persona  a  quien  se  concede.  Cada 
seis  meses  se  remitirá  al  Ministerio  de  Re- 
laciones Esteriores  una  razón  de  los  pasa- 
portes que  se  hubieren  espedido  o  visado 
durante  el  semestre. 

CAPITULO  IX 

SUELDOS,  EMOLUMENTOS,  TARIFA  I  OTRAS 
DISPOSICIONES  CONCERNIENTES  A  ESTAS 
MATERIAS. 

175.  Los  Cónsules  de  profesión  goza- 
rán desueldo  fijo  i  de  una  asignación  lo- 
cal; pero  no  podrán  ejercer  el  comercio  ni 
desempeñar  otra  ocupación  estraña.  Los 
emolumentos  o  derechos  que  percibieren 
en  el  ejercicio  de  sus  funciones  pertenece- 
rán al  Estado,  esceptuado  el  monto  de  lo 
producido  por  los  derechos  de  certificación 
de  facturas,  que  se  distribuirá  en  esta  for- 
ma: 85  por  100  para  el  Estado  i  15  por  100 
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para  los  Cónsules  de  profesión  que  liubie- 
ren  visado  las  facturas. 

Los  Cónsules  de  elección  no  gozan  de 
sueldo,  pero  podrán  retener  para  si  los  de- 
rechos que  percibieren  hasta  una  suma 
que  no  esceda  de  2.000  pesos  al  año,  cona- 
putado.-^  en  la  moneda  del  pais  en  que  fun- 
cionaren. El  esceso,  si  lo  hubiere,  perte- 
necerá al  Estado,  esceptuando  el  monto 
de  la  producción  por  los  derechos  de  cer- 
tificación de  facturas,  que  se  distribuirá 
en  esta  forma:  integramente  a  los  Cónsu- 
les de  elección  que  hayan  visado  las  fac- 
turas hasta  completar  con  el  producto  de 
éste  i  de  los  demás  derechos  consulares, 
los  2.000  pesos  anuales  mencionados.  Es- 
cedida dicha  suma  de  2.000  pesos,  se  dis- 
tribuirá lo  que  reste  del  monto  de  lo  pro- 
ducido por  los  derechos  de  certificación  ^e 
facturas  en  esta  proporción:  80  por  100 
para  el  Estado  i  20  por  100  para  los  Cón- 
sules de  elección  que  hayan  certificado  las 
facturas. 

Podrá,  sin  embargo,  el  Presidente  de  la 
República  acordarles  anualmente,  en  ca- 
sos estraordinarios,  un  ausilio  que  no  es- 
ceda de  500  pesos  para  gastos  de  oficina  u 
otros  desembolsos  que  hicieren  necesarios 
el  desempeño  de  sus  funciones. 

176.  Los  Cónsules  de  Chile,  sean  de 
profesión  o  de  elección,  remitirán  al  Mi- 
nisterio de  Relaciones  Esteriores  el  primer 
dia  de  cada  trimestre  vencido,  a  contar 
del  l.°  de  Enero  de  cada  año,  por  conduc- 
to de  la  Legación,  si  la  hubiere,  o  del  con- 
sulado de  profesión  de  más  alta  jerarquía, 
o  a  falta  de  éste,  directamente,  un  cuadro 
que  represente  los  emolumentos  percibi- 
dos en  el  trimestre  anterior  i  el  Presidente 
dictará  las  providencias  necesarias  para 
que  los  fondos  que  correspondan  al  Estado 
ingresen  al  Erario  nacional. 

177.  Los  Cónsules  jenerales  de  profe- 
sión tendrán  el  sueldo  de  2. (00  pesos.  El 
Presidente  de  la  República  podrá  acordar- 
les también  una  asignación  local  que  no 
esceda  de  2. 50:j  pesos  a  los  primeros  i  de 
2.000  a  los  segundos,  tomando  en  cuenta 
las  condiciones  de  vida  del  pais  en  que  van 
a  residir. 

.El  sueldo  i  asignación  a  que  se  rehere 
este  artículo  serán  pagados  en  la  moneda 
V  forma  establecida  para  los  Ajen  tes  di- 
plomáticos en  la  lei  de  12  de  Setiembre  de 
1883. 

Los  gastos  de  oficina  i  correspondencia, 
como  asimismo  la  remuneración  de  un 
Canciller,  si  lo  hubiere,  serán  de  cuenta 
del  Cónsul. 

178.  En   los  casos  en  que,  por  enfer- 


medad o  ausencia  de  un  Cónsul  de  profe- 
sión, fuera  reemplazado  en  sus  funciones 
por  un  Cónsul  de  elección,  éste  percibirá 
la  tercera  parte  del  sueldo  de  aquél  i  los 
derechos  consulares  que  cobre  durante  la 
sustitución  hasta  completar  una  suma  que 
proporcionalmente  no  esceda  del  máxi- 
mum de  retribución  anual  que  le  fija  el  in- 
ciso 2."  del  art.  175. 

179.  El  Estado  abonará  íntegramente 
al  Cónsul  de  profesión  los  gastos  persona- 
les de  trasporte  marítimo  i  terrestre  hasta 
el  lugar  de  su  destino.  Podrá  abosarle  asi- 
mismo la  tercera  parte  de  los  gastos  de 
trasporte  de  su  mujer  e  hijos  menores  de 
edad.  En  ambos  casos  el  Cónsul  presenta- 
rá una  cuenta,  en  cuanto  fuere  posible  do- 
cumentada, de  tales  desembolsos. 

180.  Si  por  motivos  justificados  el  Cón- 
sul hiciere  renuncia  del  cargo,  o  fuere  re- 
movido por  causas  no  imputables  a  mal 
desempeño  de  sus  funciones  i  quisiere  re- 
gresar a  Chile,  el  Estado  le  aoonará  a  él  i 
a  su  familia  los  gastos  de  traslación  en 
la  forma  prescrita  en  el  artículo  prece- 
dente. 

181.  El  Cónsul  de  profesión  que  hubie- 
re obtenido  licencia  en  conformidad  a  lo 
dispuesto  en  el  art.  31 ,  tendrá  derecho  a 
que  le  sean  abonados  la  mitad  de  los  gas- 
tos de  su  trasporte  i  la  cuarta  parte  de  los 
de  su  familia.  El  mismo  ausilio  será  acor- 
dado para  volver  a  su  puesto. 

182.  Los  Cónsules  de  profesión  son 
empleados  públicos,  i  para  los  efectos  de 
su  jubilación  se  considerará  el  sueldo  fijo 
que  perciben  como  si  fuera  pagado  en  mo- 
neda chilena. 

183.  Los  Cónsules  cobrarán  por  los 
respertivos  actos  consulares,  ios  derechos 
que  a  continuación  se  espresan: 

1."  Por  la  legalización  del  manifiesto 
de  la  carga  de  un  buque,  calculado  el  to- 
nelaje, según  la  lejislacion  de  los  respec- 
tivos paises,  por  cada  tonelada  hasta  et 
máximum  de  2.000  sobre  el  tonelaje  neto, 
0,02  centavos. 

Por  el  esceso  sobre  las  2.000  toneladas 
no  se  hará  cobro  alguno. 

2.°  Por  legalización  del  manifiesto  de 
carga  de  un  buque  con  destino  a  varios 
puertos,  por  cada  puerto  queesceda  de  uno 
i  con  relación  al  tonelaje  hasta  el  máxi- 
mum de  2.000  toneladas,  medio  centavo. 

3."  Por  legalización  del  manifiesto  de 
carga  de  un  buque  que  toque  en  un  puerto 
de  escala,  siempre  que  descargare  en  él 
una  parte  de  las  mercaderías  manifestadas 
para  puertos  de  la  República  o  tomare  allí 
nueva  carga   para  este  destino,  por  cada 
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tonelada  hasta  el  máximum  de  2.000,  me- 
dio centavo. 

4."  Poi-  eei'tiñcacion  de  los  cuatro  ejem- 
plares de  cada  factura,  '/a  po''  1^^  siempre 
<iue  el  valor  de  la  factura  no  esceda  de  200 
pesos.  Si  escediere  de  esta  suma,  se  co- 
brará el  1  por  1. 000  sobre  el  esceso. 

5.**  Por  certiHcado  de  salida  de  un  bu- 
ijue  en  lastre,  4  pesos. 

6.°  Por  legalización  de  un  conocimien- 
to de  embarque  en  uno  o  varios  ejempla- 
res, 1  ídem. 

7."  Por  espedir  carta-salida  de  un  bu- 
que, cuando  le  correspondiere,  2  ídem. 

8."  Por  espedir  carta  de  sanidad  cuan- 
do no  hubiere  autoridad  local  encargada 
de  darla,  4  idem. 

9.°  Por  visar  la  carta  de  sanidad  cuan- 
do fuere  espedida  por  autoridad  local,  2 
idem. 

10.  Por  formar  el  rol  de  la  tripulación, 

4  ídem 

11.  Por  anotar  variaciones  en  el  rol,  2 
ídem. 

12.  Por  recibo  i  entrega  del  depósito 
que  debe  hacerse  en  el  consulado  de  los 
papeles  de  un  buque  chileno  que  mida  más 
de  150  toneladas,  3  idem. 

Si  el  buijue  midiese  menos  de  150  tone- 
ladas, 2  pesos. 

13.  Por  espedir  certiñcado  de  visita  de 
buque  para  reconocer  sus  escotillas,  car- 
ga, etc.,  3  id. 

14.  Por  intervenir  en  el  arreglo  de  sa- 
larios de  la  tripulación  i  autorizarla,  2 
idem. 

15.  Por  la  resolución  que  pronunciare 
en  caso  de  cuestión  sobre  pasaje,  2  id. 

16.  Por  un  pasavante  o  patente  provi- 
sional para  que  un  buque  tome  el  pabe- 
llón chileno  i  navegue  para  algún  puerto 
de  la  República,  a  ñn  de  matricularse  allí, 

5  id. 

17.  Por  intervención  de  la  enajenación 
de  un  buque  de  más  de  150  toneladas,  20 
idem. 

Por  intervención  de  la  enajenación  de 
un  buque  de  150  toneladas  o  menos,  10  id. 

18.  Por  protesta  marítima  o  la  decla- 
ración o  esposicion  que  los  Capitanes  de 
buque  hicieren  ante  el  Cónsul  a  su  llega- 
da a  un  puerto  estranjero  sobre  lo  ocurri- 
do en  el  viaje,  3  id. 

Si  hubiere  de  tomar  declaraciones  a  in- 
dividuos de  la  tripulación  o  que  hayan  ido 
en  el  buque,  cobrará  50  centavos  por  de- 
claración. 

1  si  lo  escrito  escediese  de  un  pliego,  co- 
brará además  un  peso  por  cada  pliego  más 
de  orijinal. 


19.  Por  el  auto  que  el  Cónsul  espida 
prestando  su  aprobación  a  la  distribu- 
ción de  avenas,  o  la  resolución  que  espi- 
diere en  vista  del  informe  de  peritos  de- 
clarando que  debe  tomarse  préstamo  a  la 
gruesa,  desembarcarse  o  embarcarse  la 
carga  o  abamionarse  el  buque,  5  id. 

20.  Por  intervenir,  cuando  fuere  re- 
querido, en  el  acto  de  levantar  un  em- 
préstito a  la  gruesa,  li2  por  100  sóbrela 
cantidad  que  aquél  importare. 

21.  Por  su  intervención  en  la  venta  de 
mercaderías  averiadas  o  que  no  puedan 
conservarse  liasta  la  reparación  del  bu- 
que, 1[2  ]jor  100  sobre  el  valor. 

22.  Por  la  asistencia  en  caso  de  nau- 
frajio  de  algún  buque  nacional,  los  gastos 
de  viaje  i  cinco  pesos  diarios  por  expen- 
sas. 

23.  Por  sentar  en  su  Rejistro  partidas 
de  nacimiento,  matrimonio  o  muerte,  1 
ídem. 

24.  Por  cualquiera  otra  anotación  o 
asiento  relativo  al  estado  civil  de  la  per- 
sona, 2  id. 

25.  Por  la  copia  cuando  se  pidiere  de 
estas  partidas,  2  id. 

26.  Por  certificados  de  supervivencia, 
1  id. 

27.  Por  estender  dilijencias  en  que  el 
Cónsul  obre  en  el  carácter  de  funcionario 
judicial,  sea  para  notihcar  un  fallo  o  reso- 
lución, practicar  una  citación  o  un  reco- 
nocimiento de  hrma  o  documento,  notifi- 
car una  consignación  o  la  renuncia  o 
aceptación  de  un  derecho,  la  oposición  a 
algún  acto  o  convenio,  la  aceptación  o  re- 
pulsa de  la  operación  de  peritos,  de  arbi- 
tros o  de  intérpretes,  o  del  nombramiento 
de  los  mismos  o  por  otros  actos  de  la  mis- 
ma clase,  2  id. 

28.  Por  asistir  fuera  de  su  despacho  a 
un  reconocimiento,  o  a  practicar  una  ins- 
pección personal,  o  a  la  posición  de  sellos, 
o  a  reconocer  o  quitar  los  que  se  hubiesen 
colocado,  tres  pesos,  si  las  dilijencias  no  esi- 
jieren  más  de  tres  horas  de  tiempo  i  un  pe- 
so más  por  cada  hora  que  escediere. 

29  Por  ocurrir  a  la  formación  de  in- 
ventario, entrega  de  bienes  u  otra  dilijen- 
cia  de  la  misma  clase,  cuatro  pesos,  si  el 
tiempo  no  escediere  de  tres  horas,  i  un  pe- 
so mas  por  cada  hora  de  esceso. 

Cuando  llamado  a  intervenir  en  la  for- 
mación de  inventario  fuere  requerido  para 
intervenir  en  la  tasación  de  los  bienes,  co- 
brará ademas  el  1  por  100  sobre  el  valor  de 
la  tasación. 

30.  Por  estender  en  su  rejistro  escritu- 
ras relativas  a  cualquiera  clase  de  contra- 
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tos,  protesta  o  cualquiera  otro  instrumento 
que  le  corresponda  otorgar  en  su  carácter 
de  Ministro  de  fe  pública,  tres  pesos. 

Si  el  instrumento  escediere  de  dos  plie- 
gos, se  cobrará  un  peso  más  por  cada  plie- 
go de  esceso. 

31.  Por  estender  testamentos  abiertos, 
cuatro  pesos. 

Si  el  testamento  escediere  de  un  pliego, 
cobrará  un  peso  más  por  cada  uno  de  es- 
ceso. 

32.  Por  autorizar  un  testamento  cerra- 
do, dos  pesos. 

Si  debiere  salir  de  su  despacho  para  el 
otorgamiento  de  estos  instrumentos,  co- 
brará tres  pesos  mas  con  tal  que  el  tiempo 
empleado  no  esceda  de  tres  horas,  i  un  pe- 
so más  por  cada  hora  de  esceso. 

83.  Por  intervenir  en  la  venta  pública 
de  bienes,  cuando  su  intervención  fuere  re- 
querida, 1  '/2  PO''  ^^'^  hasta  la  cantidad  de 
5.000  pesos,  i  medio  por  lüO  sobre  lo  que 
escediere  de  esta  suma. 

3á.  Por  la  intervención  que  le  corres- 
pondiere en  la  administración  de  bienes  de 
ausentes  intestados,  o  en  la  realización 
o  venta  de  los  mismos,  cuando  según  lalei 
debiere  tenerla,  el  2  por  100  sobre  lo  que 
produjeren  los  bienes  que  se  enajenaren,  i 
el  1  por  100  sobre  el  resto  de  los  bienes  que 
simplemente  administrare. 

35.  Por  depósito  que  se  hiciere  en  el 
Consulado  de  mercaderías  o  dinero,  1  por 
100  sobre  el  valor  de  las  primeras  o  sobre 
la  cantidad  del  segundo. 

36.  Por  representar  i  defender  dere- 
chos de  chilenos  ausentes  ante  los  Tribu- 
nales del  pais,  colorará  los  mismos  emolu- 
mentos que  se  acostumbra  pagar  al  procu- 
rador judicial  en  dicho  pais. 

37.  Por  espedir  un  pasaporte,  tres  pesos. 

38.  Por  visar  un  pasaporte,  dos  pesos. 

39.  Por  legalización  i  reconocimiento 
de  firma  de  documentos,  dos  pesos. 

40.  Por  un  certiñcado  de  matrícula  de 
nacionalidad,  de  desembarque  o  de  cual- 
quiera otra  clase,  dos  pesos. 

41.  Por  depósito  de  documentos  en  el 
archivo  del  Consulado,  un  peso. 

42.  Por  asistencia  fuera  del  lugar  de  su 
residencia  a  cualípiier  acto  para  que  se  re- 
quiera su  intervención,  cinco  pesos  por  dia 
i  los  costos  del  viaje. 

43.  Por  copia  de  documentos  otorgados 
ante  él  o  papeles  depositados  en  el  Consu- 
lado o  cualquiera  otro  documento  de  que 
se  quiera  copia  autorizada  por  el  Cónsul, 
50  centavos  por  cada  medio  pliego. 

La  pajina  debe  contener  25  líneas  i 
ocho  palabras  cada  línea. 


Todo  documento  aunque  no  llene  una 
pajina,  i  toda  pajina  aunque  sólo  esté  em- 
pezada, se  reputan  íntegros. 

Todas  las  dilijencias  practicadas  por  el 
Cónsul  en  causa  criminal  i  los  espedientes 
i  sumarios  a  que  ésta  diere  lugar'se  harán 
i  despacharán  gratis. 

Constando  la  pobreza  del  chileno  que 
ocurra  al  Consulado,  el  Cónsul  le  eximirá 
del  pago  de  derechos. 

184.  Los  Cónsules  estarán  obligados  9, 
prolongar  sus  horas  de  oficina  siempre  que 
no  alcanzaren  a  despachar,  durante  el 
tiempo  de  ellas,  los  papeles  de  un  buque 
que  esté  listo  para  partir, 

185.  En  cada  Consulado  existirá  de 
manifiesto  un  ejemplar  de  esta  tarifa. 

186.  Para  calcular  los  dereclios  esta- 
blecidos por  esta  tarifa  en  moneda  estran- 
jera,  el  peso  chileno  se  reputa  de  igual  va- 
lor a  los  pesos  fuertes  de  las  otras  Repúbli- 
cas hispano-americanas,  al  dollar  délos 
Estados  Unidos,  a  cuatro  chelines  de  la 
Gran  Bretaña,  a  cuatro  marcos  de  Alema- 
nia i  a  cinco  francos  de  Francia.  El  valor 
de  esta  última  moneda  -servirá  para  calcu- 
lar el  importe  de  los  derechos  en  los  paí- 
ses que  no  están  aquí  enumerados. 

187.  Mientras  el  Presidente  de  la  Re- 
pública no  prescriba  el  uso  obligatorio  de 
estampillas  en  las  actuaciones  consulares, 
los  Cónsules  anotarán  bajo  su  firma  al 
marjen  de  los  documentos  que  espidieren 
o  legalizaren,  la  cantidad  que  por  ello  hu- 
bieren percibido. 

188.  Las  autoridades  de  pu  rto  y  de 
Aduana  a  quienes  concierna,  cobrarán  i 
renditirán  al  Ministerio  de  Relaciones  Este- 
riores  para  ser  abonados  a  los  Cónsules  de 
elección  o  a  la  cuenta  de  los  de  profesión, 
los  derechos  que  les  hubiere  correspondido 
percibir  por  la  espedicion  o  visación  de  do- 
cumentos relacionados  con  el  buque  o  su 
carga  i  que  fueren  presentados  sin  haber 
cumplido  esta  formalidad. 

Al  mismo  tiempo  cobrarán  por  via  de 
pena  i  a  favor  del  Fisco  una  suma  igual  al 
derecho  que  debió  pagarse  en  el  Consu- 
lado. 

CAPITULO  X 

ARCHIVOS,     LIBROS,     CONTABILIDAD     I    OTRAS 
DISPOSICIONES  DE  CARÁCTER   JENERAL. 

189.  Los  archivos  consulares  son  pro- 
piedad inviolable  de  la  nación,  así  como 
también  los  sellos,  escudos  de  armas,  ban- 
deras i  todos  los  muebles  que  consten  del 
inventario  que  cada  Cónsul  debe  hacer  al 
tomar  posesión  de  su  cargo  i  al  trasmitirlo 
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a  su  sucesor,  i  no  pueden  enajenarse  ni 
constituirse  o  considerarse  como  prenda  o 
garantía  de  responsublidad. 

190.  Serán  de  cuenta  del  Estado  cuan- 
do se  tratare  de  Consulados  de  nueva  crea- 
ción, ios>  gastos  que  hiciere  el  Cónsul  en  la 
adquisición  de  bandera,  escudo,  sellos  i  li- 
bros de  rejistro. 

Si  se  tratare  de  Consulados  de  profesión, 
será  también  de  cuenta  del  Estado  la  com- 
pra de  muebles  para  oficina  consular  has- 
ta la  suma  que  fijare  el  Presidente  de  la  Re- 
pública, siempre  que  ella  no  escediere  de 
1.500  pesos,  computados  en  la  moneda  del 
pais  en  que  se  estableciere  el  Consulado. 

191.  Los  Cónsules  deben  conservar  en 
sus  archivos  las  siguientes  publicaciones 
oficiales: 

Dos  ejemplares  de  este  Reglamento. 

Un  ejemplar  de  la  colección  de  Tratados 
de  Chile. 

Un  ejemplar  de  la  Ordenanza  de  Adua- 
nas. 

Uii  id.  de  la  Tarifa  de  Avalúos. 

Un  id.  de  la  última  Estadística  comer- 
cial. 

Un  id.  de  los  Códigos  de  la  República  i 
las  demás  publicaciones  oficiales  (jue  le 
fueren  enviadas. 

192.  Los  Cónsules  llevarán  loi?  siguien- 
tes libros: 

a)  Copiador  de  inventarios  del  archivo 
consular. 

b)  Copiador  de  la  correspondencia  que 
dirijan  al  Ministerio  de  Relaciones  Este- 
riores. 

c)  Copiador  de  la  correspondencia  que 
dirijan  a  otras  autoridades  o  particulares. 

d)  Rejistro  de  actas  i  matriculas. 

«)  Rejistro  de  declaraciones,  contratos 
i  protestas,  testamentos  abiertos  i  toma  de 
razón  de  testamentos  cerrados. 

/)  Rejistro  de  actas  orijinales  del  esta- 
do civil  de  chilenos  residentes  en  el  distri- 
to Consular. 

g)  Rejistro  de  toma  de  razón  de  los  pa- 
saportes que  se  espidan  o  se  visen. 

«)  De  toma  de  razón  de  los  derechos 
que  perciban. 

193.  Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el 
art.  176,  los  Cónsules  remitirán  al  Minis- 
terio de  Relaciones  Esteriores,  en  la  pri- 
mera quincena  de  Enero,  una  cuenta  jene- 
ral  de  las  entradas  i  gastos  que  hubiere  ha- 
bido en  el  Consulado  durante  el  año  último. 

194.  El  papel  que  usarán  los  Cónsules 
en  sus  cemucicaciones  al  Ministerio  de  Re- 
laciones Esteriores  i  en  los  anexos  a  ellas, 
será  blanco,  con  o  sin  timbre,  sellado  o  con 
sello  del  Consulado,  i  consistente.  El  papel 


tendrá  la  forma  de  un  rectángulo  de  0'216 
metros  de  base  i  0'32l  metros  de  altura. 

Las  comunicaciones  que  te  ligan  uno  o  niás 
documentos  ane.xos  deberán  tener  una  in- 
dicación en  el  márjen,  i  los  anex.o.s  igual- 
mente deberán  tener  una  referencia  a  la 
nota  a  que  pertenecen. 

195.  Las  faltas  o  escesos  que  los  Cón- 
sules cometan  en  el  desempeño  de  sus  fun- 
ciones, sea  que  no  ejecuten  los  actos  a  que 
estén  obligados,  o  que  se  escedan  en  el  uso 
de  sus  facultades,  oque  exijan  derechos  o 
emolumentos  superiores  a  los  que  este  Re- 
glamento les  señala,  serán  reprimidos  por 
el  Gobierno  con  amonestación,  suspensión 
o  remoción,  según  los  casos.  Si  las  faltas  o 
escesos  merecieren  penas  más  graves,  se- 
rá deferido  su  conocimiento  a  la  Autoridad 
judicial  competente. 

Nota.  Este  Reglamento  lleva  anexos  57 
formularios  i  varias  disposiciones  de  la 
Constitución,  Códigos  i  Tratados. 

3  « — Reglamento  para  la  admisión  a 
los  cargos  del  servicio  consular  profe- 
sional, aprobado  en  10  abnl  de  1897  (1). 

Art.  1.  Los  aspirantes  al  titulo  de  Cón- 
sul de  profesión,  antes  de  ser  admitidos  a 
rendir  examen  de  las  materias  que  enume- 
ra el  art.  2.°  de  la  lei,  harán  una  presen- 
tación escrita  al  Ministerio  de  Relaciones 
Esteriore-,  indicando  cuál  es  el  Consulado 
a  que  aspiran  i  comprobando  que  reúnen 
los  requisitos  que  el  mismo  articulo  exije; 
no  tener  menos  de  veintiún  años  ni  más 
de  cincuenta  i  cinco  de  edad  i  acreditar 
antecedentes  honorables. 

La  comprobación  de  estos  requisitos  no 
constituye  derecho  absoluto  para  ser  ad- 
mitido a  examen. 

2.  El  examen  consistirá  en  dos  prue- 
bas: una  escrita  i  otra  oral,  i  será  rendido 
ante  una  Comisión  compuesta  de  cinco 
miembros,  nombrados  por  decreto  supre- 
mo en  esta  forma: 

Un  Ministro  o  ex-Ministro  Plenipoten- 
ciario de  Chile,  que  presidirá  la  Comisión; 
un  profesor  de  Derecho  de  la  Universidad; 
un  profesor  de  idiomas  del  Instituto  Peda- 
gógico; un  empleado  de  Oficina  de  Ha- 
cienda i  el  Jefe  de  la  Sección  Diplomática 
o  Consular  del  Ministerio  de  Relaciones 
Esteriores,  que  actuará  además  como  se- 
cretario. 

3.  La  prueba  escrita  precederá  dos 
dias  a  la  prueba  oral  i  consistirá  en  dos 


(1)    Véase  la-  lei  de  4  d«  marzo  de  1897.   inserta 
»nt»ri«rmente,  i  el  Reglamento  para  bu  ejecución. 
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composiciones  O  ensayos:  uno  en  castella- 
no sobre  alguno  de  los  temas  comprendi- 
dos LMi  el  art.  2.°  de  la  lei  Consular,  i  otro 
en  el  idioma  del  país  en  que  se  halla  el 
Consulado  que  se  trata  de  proveer. 

Los  temas  serán  ek'jidos  a  la  suerte  por 
la  Comisión  en  presencia  de  los  candidatos 
i  en  el  acti^  de  proeederse  a  la  prueba. 

Cada  miembro  de  la  Comisión  dispondrá 
de  cuatri)  puntos  correspondientes  a  los 
temas  de  las  composiciones  i  a  los  idiomas 
en  que  deben  reuactar.se.  El  candidato  que 
no  obtenga  la  mayoría  absoluta  de  los 
veinte  puntos  de  que  dispone  la  Comisión, 
no  será  admitido  a  la  prueba  oral. 

4.  La  prueba  escrita  tendrá  lugar  en 
una  sala  cerrada.  Los  candidatos  no  po- 
drán ausiliarse  entre  sí  en  sus  trabajos  ni 
servirse  de  libros  ni  manuscritos  ,  i  el 
tiempo  acordado  para  ambas  composicio- 
nes será  de  cuatro  horas,  durante  las  cua- 
les los  aspirantes  trabajarán  bajo  la  viji- 
lancia  del  profesor  de  idiomas  del  Institu- 
to pedagógico. 

5.  Vencido  el  término  de  cuatro  horas, 
los  candidatos  encabezarán  sus  composi- 
ciones con  su  nombre  i  apellido  i  las  en- 
tregarán al  indicado  profesor,  quien  cor- 
tará ese  encabezamiento  i  pondrá  al  lado 
de  cada  nombre  i  apellido  un  número  de 
orden  que  repetirá  en  el  manuscrito.  Re- 
unirá enseguida  los  recortes  en  un  sobre  la- 
crado, que  será  abierto  después  que  la  Co- 
misión haya  emitido  su  dictamen  sobre 
cada  una  de  las  composii  iones  presenta- 
das. El  resultado  de  los  exámenes  será 
comunicado  por  la  Comisión  al  xMinisterio 
de  Relacii-nes  esteriores,  i  por  éste  a  los 
interesados  dentro  del  plazo  de  dos  dias. 

6.  La  prueba  oral  podrá  comprender 
todas  las  materias  indicadas  en  el  art.  2,* 
de  la  lei  Consular.  El  examen  de  idiomas 
consistirá  en  la  lectura  i  traducción  de  un 
testo  impreso  i  en  veinte  minutos  de  con- 
versación. 

El  valor  relativo  de  las  materias  sobre 
que  versa  el  examen  oral,  será  ñjado  de  la 
manera  siguiente: 

Idioma  castellano,  1. 

Idioma  del  país  en  que  se  va  a  ejercer 
el  cargo,  1. 

Por  cada  idioma  vivo  adicional,   medio. 

Derecho  internacional  público  i  priva- 
do, 1. 

Economía  política  Estadística  comer- 
cial, agrícola  e  indu.strial  de  Chile  i  del 
pais  de  las  funciones,  1 . 

Lejislacion  política,  civil  i  comercial  i 
aduanera  de  id.  id.  id.,  I. 

Geografía  de  id.  id.,  1. 


Historia  de  id.  id.,  1. 
Contabilidad,  1. 

7.  Terminados  los  exámenes,  procede- 
rá la  Comisión  a  deliberaren  sesión  secre- 
ta. El  voto  tendrá  lugar  en  la  mi.-ma  se- 
sión, i  la  lista,  de  los  examinandos  se  forma- 
rá por  orden  de  mérito,  como  sigue: 

0  equivalente  a  nulo. 

1  «a  pésimo. 

2  »  a  mui  malo. 

3  »  a  malo. 

4  »  a  mediocre. 

5  ))  a  suficiente. 

6  »  a  bien. 

7  »  a  mui  bien. 

8  »  a  sobresaliente.  * 

El  acta  de  la  sesión,  con  inclusión  de  la 
lista  ñrmada  por  todos  los  miembros  de  la 
Comisión,  será  inmediatamente  trasmi- 
tida al  Ministerio  de  Relaciones  Este- 
riores. 

8.  El  aspirante  que  hubiere  obtenido 
cinco  puntoso  masen  su  examen  oral, será 
considerado  como  que  está  en  posesión 
de  los  requisitos  que  exije  el  art.  2."  de  la 
lei  para  el  efecto  de  su  admisión  al  deter- 
minado cargo  consular  que  ha  pretendido. 

9  El  aspirante  que  fuere  reprobado  en 
la  prueba  oral  no  podrá  presentar.-'e  a  ren- 
dir nueva  prueba  antes  de  trascurrido 
un  año;  i  si  en  esta  segunda  prueba  obtu- 
viere igual  resultado,  quedará  dehnitiva- 
mente  inhabilitado  para  pretender  cargos 
consulares. 

10.  Están  obligados  únicamente  a  ren- 
dir la  pruel)a  oral  sobre  el  idioma  del  pais 
en  que  van  a  residir: 

a)  Los  que  acrediten  tener  rendidas  las 
demás  pruebas  ante  Comisiones  examina- 
doras de!  Estado. 

b)  Los  que  desempeñen  o  hayan  des- 
empeñado a  satisfacción  del  Gobierno  car- 
gos diplomáticos  superiores  hasta  el  de  Se- 
cretario de  Legación  inclusive,  o  de  Cón- 
sules en  propiedad. 

c)  En  general,  las  personas  que  por  sus 
títulos  de  competencia,  idoneidad  i  situa- 
ción personal  sean,  a  juicio  del  Gobierno, 
reconocidamente  adecuadas  para  el  eñcaz 
i  honroso  desempeño  de  las  funciones  con- 
sulares. 

11.  Para  mejor  inteligencia  del  come- 
tido que  se  confiere  a  la  Comisión  exami- 
nadora que  estiiblece  el  art.  2  °  de  este  Re- 
glamento, el  Ministerio  de  Relaciones  Es- 
teriores cuidará  de  impartirle  oportuna- 
mente instrucciones  detalladas  sobre  los 
diversos  puntos  que  deberán  ser  materia 
de  sus  trabajos. 
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III. — Inmigpaeion   i  colonizacioo 


I. — Reglamento  de  la  iaspección  je- 
neral  de  tierras  i  colonización,  apro- 
l)ado  por  Decreto  de  20  de  Mayo  de  1896. 

Art.  1.  La  oñcina  indicada  dirijirá 
todos  los  servicios  que  se  relacionan  con 
los  terrenos  ñscaies,  según  las  leyes  de  18 
de  Noviembre  de  1845,9  de  Enero  de  1851, 
2  de  Julio  de  1852,  4  Diciembre  de  186fi,  4 
de  Agosto  de  1874,  20  de  Enero  de  1883  i 
11  de  Enero  de  1893. 

2.  La  Inspección  jeneral  de  tierras  i  co- 
lonización queda  bajo  la  inmediata  depen- 
dencia del  Departamento  de  Colonización, 
i  le  incumben  las  obligaciones  siguien- 
tes: 

I.  Formar  el  padrón  de  la  propiedad 
particular  en  las  provincias  a  que  se  es- 
tienda  su  acción,  a  fín  de  demarcar  por  él 
la  propiedad  del  Estado  o  inscribirla  en  el 
conservador  de  bienes  raices; 

II.  Velar  por  la  conservación  de  los  de- 
rechos del  Estado  en  el  dominio  o  la  pose- 
sión de  Itis  terrenos  fiscales  a  que  las  leyes 
enunciadas  se  refieren; 

III.  Poner  en  conocimiento  de  los  res- 
pectivos Promotores  fiscales  todos  los  actos 
por  los  cuales  puedan  menoscabarse  esos 
derechos; 

IV.  Proporcionar  a  los  Promotores  los 
medios  necesarios  para  la  prosecución  de 
los  juicios  sobre  dominio  o  posesión  de  los 
terrenos  ñscaies; 

V.  Ordenar  la  mensura  i  división  de 
estos  terrenos  i  preparar  su  venta  o  arren- 
damiento en  remate  público,  según  las  ór- 
denes del  Departamento  i  en  conformidad 
con  las  leyes  enunciadas; 

VI.  Atender  la  constitución  de  la  pro- 
piedad indíjena  i  la  instalación  de  los  co- 
lonos dentro  de  los  territorios  a  que  se  es- 
tiende su  acción; 

Vil.  Establecer  nuevos  centros  de  po- 
blación en  los  terrenos  ñscaies,  en  confor- 
midad con  los  Decretos  supremos  de  12  de 
Marzo  de  1894  i  21  de  Marzo  de  1896,  i  sin 
perjuicio  de  las  disposiciones  del  de  24  de 
Abril  de  1885; 

VIII.  Vijilar  el  cumplimiento  de  las 
obligaciones  que  los  particulares  tengan 
contraidas  en  los  terrenos  de  colonización 
H  titulo  de  mercedes  a  indíjenas,  conce- 
.siones  a  colonos,  ventas  o  arrendamientos 
i  cesiones  de  usufructo,  dando  cuenta  al 
Departamento  de  las  infracciones  que  no- 


tare i  poniéndolas  en  noticia  de  los  Pro- 
motores ñscaies,  i 

IX.  Reunir  i  conservar  los  documentos, 
planos,  tasaciones  i  demás  antecedentes 
relacionados  con  los  terrenos  de  coloniza- 
ción, para  formar  el  archivo  del  servicio. 

3.  La  Inspección  jeneral  de  tierras  i 
colonización  comprenderá,  por  ahora,  bajo 
su  acción  inmediata,  los  teri'itorios  que  se 
encuentren  ubicados  hasta  el  limite  Sur  de 
la  provincia  de  Valdivia,  teniendo,  sin  em- 
bargo, obligación  de  espedir  los  informes 
que  se  le  exijan  sobre  los  territorios  más 
australes. 

A. — Inspección  jeneral. 

4.  La  Oñcina  de  la  Inspección  jeneral 
constará  de  los  siguientes  empleados  con 
los  sueldos  mensuales  que  se  espresan: 

Petos. 

Un  Inspector  jeneral,  con   550 

Un  Secretario,  con 250 

Un  Contador  intérprete,  con 150 

Un  Oñcial  primero,  con 100 

Un  Oñcial  segundo,  con 60 

Un  Subinspector,  con 250 

5.  Esta  oñcina  tendrá  su  asiento  en 
Santiago,  pero  el  Subinspector  residirá  en 
Temuco. 

6.  El  Inspector  jeneral  conserva  la  di- 
rección especial  de  la  oñcina  de  tierras  i 
colonización  i  es  el  Jefe  de  los  demás  ser- 
vicios sobre  que  versa  este  decreto. 

7.  En  consecuencia,  al  Inspector  jene- 
ral incumbe: 

I.  Indicar  al  Departamento  las  canti- 
dades que  mensualmente  deben  pagarse 
por  su  oñcina,  con  imputación  a  los  artí- 
culos variables  del  presupuesto; 

II  Hacer  por  medio  de  órdenes — diri- 
jidas  a  las  Tesorerías  ñ  cales  — i  eon  arre- 
glo al  supremo  Decreto  de  13  de  Julio  de 
1887,  los  gastos  a  que  se  refiere  el  párrafo 
precedente; 

III.  Proponer  al  Departamento  el  nom- 
bramiento o  la  remoción  de  los  empleados; 

IV.  Hacer  que  las  diversas  secciones 
cumplan  las  obligaciones  de  su  cargo  i  las 
resoluciones  que  acordare  el  Departa- 
mento; 

V.  Cuidar  especialmente  de  que  haya 
concordancia  en  los  trabajos  de  todas  ellas. 
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a  fin  de  evitar  las  dobles  adjudicaciones  de 
terrenos: 

VI.  Dar  amplia  publicidad  a  los  decre- 
tos que  ordenen  ventas  o  arrendamientos 
de  terrenos  fiscales,  insertando  los  avisos 
respectivos  en  los  periódicos  locales  i  en  los 
de  Santiago,  desde  treinta  dias  antes  de 
aquel  en  que  deben  principiar  las  licitacio- 
nes; 

Vil.  Velar  por  que  se  constituya  co- 
rrectamente i  en  corto  plazo  la  propiedad 
indijena; 

VIH.  Contratar  los  empleados  que  fue- 
ren menester  para  el  servicio  i  cuyo  sala- 
rio mensual  no  alcance  a  50  pesos. 

IX.  Elevar  al  Departamento  en  el  mes 
de  Enero  de  cada  año  una  Memoria  de  la 
marcha  seguida  por  la  Inspección  jeneral 
i  sus  secciones. 

8.  El  Secretario  de  la  Inspección  jene- 
ral deberá  poseer  el  titulo  de  Abogado,  des- 
empeñará los  deberes  que  ei  Inspector  je- 
neral le  señale,  tendrá  á  su  cargo  directa- 
mente la  e^tadistica  del  servicio,  firmará 
por  el  Inspector  jeneral  las  providencias 
de  tramitación  de  los  asuntos  sometidos  al 
conocimiento  de  la  Oficina,  i  en  ausencia 
del  Inspector  jeneral  despachará  los  nego- 
cios urjentes  de  colonización. 

9.  El  Contador  intérprete  deberá  po- 
seer perfectamente  la  contabilidad  i  dos 
idiomas  extranjeros. 

10.  Son  obligaciones  de  él: 

I.  Poner  con  la  anticipación  necesaria, 
en  conocimiento  del  Inspector  jeneral  el 
monto  aproximativo  de  las  cantidades  que 
mensualmente  haya  que  cobrar  a  las  Te- 
sorerías; 

11.  Llevar  bajo  inventario  una  cuenta 
de  todos  los  objetos  que  se  hallen  a  cargo 
de  la  Inspección  jeneral; 

III.  Hacer  las  cuentas  jenerales  i  par- 
ciales de  todo  el  servicio,  formando  balan- 
ces semestrales  i  estraordinarios,  siempre 
que  el  Departamento  los  pidiere; 

IV.  Cooperar  a  la  recepción  de  colonos 
en  su  calidad  de  intérprete;  i 

V.  Tener  a  su  cargo  el  archivo  de  la 
Inspección  jeneral. 

II.  Al  oficial  primero  i  al  segundo  co- 
rresponden las  obligaciones  que  el  mismo 
Inspector  jeneral  del  ramo  les  señale. 

12.  El  Subinspector  de  tierras  i  colo- 
nización representa  directamente  en  el 
Sur  al  Inspector  jeneral  del  ramo,  i  le  in- 
cumben las  siguientes  obligaciones: 

1.  Atender  la  recepción  de  colonos  has- 
ta que  sean  éstos  enviados  a  los  terrenos 
respectivos,  i  reunir  los  elementos  que  a 
ellos  deban  proporcionarse; 


II.  Intervenir  en  la  instalación  que  los 
Injenieros  hagan  de  los  colonos  en  sus  lo- 
tes respectivos; 

III.  Pagar  a  los  colonos  sus  mensuali- 
dades respectivas  i  darles  los  correspon- 
dientes elementos  de  trabajo; 

IV.  Mantener  un  libro  a  disposición  de 
los  colonos  para  que  espresen  en  él  los  re- 
clamos que  necesitaren  formular; 

V.  Formar  la  estadística  de  las  enaje- 
naciones de  terrenos  i  de  las  colonias;  i 

VI.  Cumplir  todas  las  órdenes  que  con 
relación  al  servicio  le  fueran  impartidas 
por  la  Inspección  jeneral. 

B. — Sección  Topográfica. 

13.  La  Sección  Topográfica  tiene  su 
asiento  en  Temuco,  i  constará  de  los  si- 
guientes empleados,  según  lo  establecido 
en  la  partida  2.^  del  presupuesto  vijente  de 
colonización:  Un  Injeniero  en  jefe;  dos  In- 
jenieros primeros;  cinco  Injenieros  se- 
gundos; cinco  injenieros  terceros;  i  tres 
ayudantes. 

14.  La  Sección  Topográfica  tiene  a  su 
cargo,  la  demarcación  de  la  propiedad  fis- 
cal; se  ocupa  en  la  mensura  i  subdivisión 
de  los  terrenos  fiscales  que  deben  ena- 
jenarse o  darse  a  colonos,  entrega  estos 
terrenos  a  los  interesados,  levanta  las  pla- 
nos de  los  nuevos  centros  de  población  e» 
territorio  indijena,  i  conserva  los  planos 
i  demás  antecedentes  relativos  a  sus  tra- 
bajos. 

15.  Es  obligación  del  jefe  de  esta  Sec- 
ción: 

I.  Determinar,  de  acuerdo  con  el  Ins- 
pector jeneral,  los  terrenos  que  deben  me- 
dirse i  subdividirse,  i  la  forma  en  que  estas 
operaciones  hayan  de  ejecutarse; 

II.  Distribuir  las  tareas  entre  los  Inje- 
nieros, señalándoles  el  plazo  dentro  del 
cual  deben  despacharlas; 

Ili .  Comprobar  la  exactitud  de  los  pla- 
nos i  datos  que  los  Injenieros  pongan  en  su 
poder; 

IV.  Velar  por  que  la  entrega  de  los  lo- 
tes subastados  se  haga  con  toda  prolijidad 
para  evitar  reclamos  i  dilijencias  posterio- 
res; 

V.  Conservar  los  planos  orijinalas  i  to- 
dos los  trabajos  ejecutados  por  la  Sección; 

VI.  Evacuar  los  informes  que  le  indi- 
que la  Inspección  jeneral,  i 

VII.  Pasar  en  el  mes  de  Enero  de  cada 
año  una  Memoria  al  Inspector  jeneral  so- 
bre los  trabajos  de  la  Sección.  \ 

16.  Son  obligaciones  de  los  Injenieros, 
tanto  primeros  como  segundos  i  terceros: 

1.    Efectuar  en  el  tiempo  señalado  por 
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el  jefe  de  la  Sección  la  mensura  e  hijuela- 
cion  de  los  terrenos  i  levantar  planos  de  los 
mismos; 

II.  Preparar  los  lotes  de  terreno  desti- 
nados a  los  colonos,  a  la  venta  o  al  arren- 
damiento, cuidando  de  mantener  en  estos 
l«tes  las  señales  de  sus  lineas; 

III.  Entregar  personalmente  a  los  su- 
bastadores los  lotes  que  el  jefe  de  la  Sec- 
ción les  indicare,  con  ¡as  formalidades  que 
determine  la  Inspección  jeneral; 

IV.  Colocar  en  sus  lotes  respectivos  a 
los  colones,  de  acuerdo  con  el  Subinspector 
de  tierras  i  colonización; 

V.  Recorrer  periódicamente  las  insta- 
laciones de  los  colonos  i  dar  cuenta  de  los 
que  no  cumplieren  las  condiciones  de  sus 
contratos,  i 

Vi.  Hacerlos  trabajos  estraordinarios 
que  se  les  encarguen 

17.  Para  ser  Injeniero  en  jefe,  Injenie- 
ro  primero  o  segundo  se  necesita  poseer  el 
titulo  profesioüal  correspondiente,  i  tanto 
a  ellos  como  a  los  te"ceros  i  ayudan- 
tes se  prohibe  el  libre  ejercicio  de  la  profe- 
sión. 

Continuarán,  sin  embargo,  en  sus  pues- 
tos, hasta  el  31  de  Diciembre  del  presente 
año,  los  actuales  Injeuieros  que  carezcan 
del  título  respectivo. 

18.  Toda  vacante  que  se  produzca  en 
el  personal  de  ayudantes  se  proveerá  en 
concurso,  con  arreglo  a  las  condiciones 
que  determine  el  Inspector  jeneral. 

19.  Todos  los  Injeiiieros  tienen  el  de- 
ber de  remitir  copia  de  sus  trabajos  a  su 
superior  inmediato,  el  Jefe  de  la  Secciou 
Topográfica,  i  de  relacionarlos  con  los  pla- 
nos jenerales  de  la  oficina. 

20.  Los  Injenieros  que  tengan  a  su  car- 
go inmediato  alguna  rejion  determinada 
de  terrenos  fiscales,  ejercen  en  ella  los  de- 
beres que  sobre  las  tierras  del  Estado  se 
señalan  a  la  Inspección  jeneral  en  los  pá- 
rrafos I,  II,  III,  IV  i  VIII  del  art.  2.°  del 
presente  Reglamento. 

21.  A  los  Injenieros  a  que  se  refiere  el 
artículo  anterior  corresponde  de  una  ma- 
nera especial  velar,  dentro  de  sn  respecti- 
va rejion,  por  que  las  tierras  de  la  nación 
no  sufran  menoscabo  i  porque  las  propie- 
dades particulares  mantengan  en  buen  es- 
tado ios  cierros  que  han  ordenado  las  leyes 
i  decretos  vijentes  sobre  este  servicio,  dan- 
do cuenta  a  la  Sección,  de  todos  los  que 
contravengan  a  dichas  disposiciones  o  me 
noscaben  los  derechos  territoriales  del  Es- 
tado. 

22.  Los  Injenieros  de  esta  Sección  que 
residan   o  se  encuentren  en   Temuco  tie- 


nen el  deber  de  asistir  diariamente  a  la 
oficina  de  la  Sección,  siempre  que  no  ten- 
gan que  ejecutar  sus  trabajos  fuera  de  ella. 

23.  Dos  de  los  Injenieros  segundos  o 
terceros  de  esta  Sección,  de3Ígn¿ido$  ai 
efecto  por  el  Gobierno,  desempeñarán  sus 
funciones  en  la  Comisión  radicadora  de  in- 
dijenas. 

24.  A  los  ayudantes  corresponden  las 
obligaciones  que  les  determine  el  jefe  de  la 
Sección  Topográfica. 

Sin  embargo,  uno  de  ellos  desempeñará 
a  firme  las  funciones  de  dibujante  i  archi- 
vero de  la  Sección  i  de  escribiente  del  jefe 
de  ella. 

C.  —  Comisión  radicadora  de  indijenas 

25.  Esobliiracionde  la  Comisión  crea- 
da por  el  art.  2.°  de  la  lei  de  20  de  Enero 
de  1883: 

I.  Evitar  que  las  donaciones  de  terre- 
n'i  se  repitan  a  favor  de  un  mismo  indivi- 
duo, i 

Ii.  Dar  cuenta  de  sus  operaciones:  1 ."  a 
la  Inspección  jeneral,  para  que  ésta  res- 
guarde los  derechos  fiscales  en  los  casos  en 
que  considere  que  ellos  no  han  sido  debi- 
damente cautelados;  i  2.°  al  protector  de 
indijenas,  para  que  por  él  sean  amparadas 
las  correspondientes  adjudicaciones. 
26.  La  Comisión  tendrá  su  residencia 
i  su  oficina  en  Temuco,  i  se  compondrá  de 
los  siguientes  empleados,  según  lo  estable- 
cido en  la  partida  2.*^  del  presupuesto  vi- 
jente  de  colonización:  Un  presidente;  un 
secretario,  un  oficial  de  pluma,  i  los  dos 
Injenieros,  miembros  de  la  Comisión,  a 
que  hace  referencia  el  art.  23. 

27.  Al  presidente  de  esta  Comisión  co- 
rresponde: 

I.  Determinar  los  procedimientos  que 
sean  menester  para  activar  los  trabajos  de 
su  oficina  i  las   radicaciones  de  indijenas; 

II.  Arbitrar  las  medidas  necesarias 
para  evitar  los  fraudes  que  procedan  de 
falsas  declaraciones; 

III.  Fijar,  deacuerdocon  la  Inspección 
jeneral,  las  localidades  en  que  debe  tener- 
lugar  la  radicación  de  los  indijenas;  i 

IV.  Pasar  a  la  Inspección  jeneral  en 
Enero  una  Memoria  anual  de  los  trabajos 
ejecutados  por  la  Comisión  que  preside. 

28.  Incumbe  a  los  Injenieros  que  for- 
man parte  de  esta  Comisión: 

I.  Poner  a  los  indijenas,  con  las  forma- 
lidades que  la  Inspección  jeneral  establez- 
ca, en  posesión  de  sus  mercedes,  demarca- 
das en  el  terreno; 

II.  Levantar  el  plano  de  cada  merced 
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remitirlo  al  jefe  de  la  Sección  Topográfica, 
para  que  éste  la  anote  en  los  planos  poste- 
riores, si  ella  tuviera  lugar  en  terrenos 
que  todavía  no  estuvieren  mensurados;  i 
III.  Asistir  diariamente  a  la  oficina  de 
la  Comisión  para  la  elaboración  de  sus  tra 
bajos,  eu  lis  épocas  en  que  no  tenga  que 
ejecutarlo  fuera  de  ella. 

29.  Al  secretario  de  la  Comisión  radi- 
cadora  de  indijenas,  además  de  los  debe- 
res que  la  lei  le  atribuye,  corresponde  el 
cuidado  inmediato  del  archivo  de  la  Comi- 
sión i  las  demás  obligaciones  que  el  presi- 
dente de  ella  le  señale. 

30.  El  oficial  de  pluma  efectuará  los 
trabajos  que  el  presidente  de  la  Comisión 
le  imponga. 

D. — Protectorado  de  indijenas. 

31.  El  protector  de  indijenas  tendrá  su 
residencia  en  Temueo  i  su  oficina  será  in- 
mediata a  la  de  la  Comisión  de  títulos  de 
merced  a  indijenas. 

32.  Deberá  presentar  al  Inspector  je- 
neral,  en  Enero  de  cada  año,  una  Memoria 
de  los  trabajos  que  haya  ejecutado. 

33.  El  intérprete  tendrá  las  obligacio- 
nes que  le  señale  el  protector  de  indijenas 
i  prestará  también  sus  servicios  ante  la  Co- 
misión radicadora. 

E. — Disposiciones  Jenerales. 

34.  Las  diversas  oficinas  a  que  se  re- 
fiere el  presente  decreto  permanecerán 
abiertas  al  público  seis  horas  diariamente. 

35.  Ninguno  de  los  distintos  emplea- 
dos de  este  servicio  podrá  celebrar  contra- 
to alguno  que  verse  sobre  los  terrenos  so- 
metidos a  la  acción  de  la  Inspección  je- 
neral,  bajo  las  penas  legales  i  sin  perjuicio 
de  las  medidas  de  suspensión  o  destitución 
que  el  Gobierno  tuviere  a  l)ien  espedir. 

36.  A  los  empleados  de  este  servicio 
q  ue  fueren  abogados  se  les  prohibe  el  libre 
ejercicio  de  su  profesión. 

37.  Por  cada  dia  que  en  comisión  del 
servicio  permanezcan  los  empleados  si- 
guientes fuera  del  lugar  de  su  residencia, 
recibirán  el  viático  que  se  espresa  a  conti- 
nuación: 

El  Inspector  jeneral,  ocho  pesos; 

El  Jefe  de  la  Sección  Topográfica  i  el 
Presidente  de  la  Comisión  radicadora  de 
indijenas,  siete  pesos; 

El  Secretario  de  la  Inspección  jeneral, 
.seis  pesos; 

Los  Iiijenicros  primeros,  segundos,  ter- 
ceros, el   protector  de  indijenas  i  el   Sub- 


inspector de    tierras   i  colonización,  cua- 
tro pesos; 

El  Contador,  el  Secretario  de  la  Comi- 
sión radicadora  de  indijenas  i  los  Ayu- 
dantes, tres  pesos. 

38.  Los  sueldos  señalados  en  el  art.  4.'' 
del  presente  Decreto,  se  pagarán  por  el 
resto  del  año  con  cargo  al  ítem  1."  de  la 
partida  2.*  del  presupuesto  de  Coloniza- 
ción. 

39.  Deróga.se  el  Decreto  supremo  de  28 
de  Diciembre  de  1889. 

II. — Concesión  de  terrenos  á  inmi- 
granies  libres.— Decreto  de  1."  de  Se- 
tiembre de  1899. 

Art.  1.  Los  inmigrantes  libres  que  so- 
licitaren concesión  de  terrenos  para  esta- 
blecerse como  colonos  serán  radicados  en 
los  terrenos  fiscales  situados  al  Sur  del 
Bio-Bio 

2.  Los  interesados  elevarán  al  Minis- 
terio de  Colonización  una  solicitud  acom- 
pañada de  loá  documentos  justificativos  de 
su  nacionalidad  i  de  su  estado  civil  de  ca- 
sado, i  de  certificados  que  acrediten  su 
buena  condicta  i  competencia  en  los  tra- 
bajos agrícolas. 

3.  El  Ministerio  de  Colonización,  con 
el  informe  de  la  Inspección  jeneral  de  tie- 
rras i  colonización  concederá  a  los  recu- 
rrentes, que  cumplan  los  requisitos  enu- 
merados anteriormente,  la  calidad  de  co- 
lonos. 

4.  La  trascripción  del  decreto  supre- 
mo que  concede  la  calidad  de  colono,  ser- 
virá a  la  Inspección  de  tierras  i  coloni- 
zación de  título  suficiente  para  radicar  al 
colono  i  para  entregarle,  provisionalmen- 
te, la  hijuela  a  que  tenga  derecho. 

5.  Al  colono  se  concede: 

a)  Una  hijuela  de  cuarenta  hectáreas 
por  cada  padre  dcfamilia  i  de  veinte  hec- 
táreas mas  por  cada  hijo  varón  mayor  de 
doce  años; 

b)  Pasaje  gratuito  para  él,  su  familia  i 
equipajes  de-de  el  puerto  de  desembarque 
hasta  la  colonia. 

6.  El  colono  se  obliga: 

a)  A  establecerse  con  su  familia  en  la 
hijuela  i  a  trabajarla  personalmente  du- 
rante cinco  años.  Durante  este  tiempo  no 
podrá  ausentarse  de  la  colonia  sin  permiso 
del  Director  de  ella  o  de  quien  haga  sus 
veces.  Eite  permi:jO  no  podrá  esceder  de 
cuatro  meses  en  cada  año; 

b)  A  cerrar  completamente  el  predio 
en  el  plazo  de  tres  años; 

c)  A  no  enajenar  su  terreno  ni  hacer 
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sobre  él  promesa  de  venta  o  contrato  al- 
guno que  le  prive  de  su  libre  tenencia  i 
cultivo,  mientras  no  reciba  del  Supremo 
Gobierno  el  titulo  detinitivo  de  propiedad 
que  le  trastiere  en  absoluto  su  dominio; 

d)  A  invertir  en  el  iri^ímo  plazo  de  tres 
años,  a  lo  menos  la  cantidad  de  quinien- 
tos pesos  en  mejoras  o  editicios  en  su  hi- 
juela; 

e)  A  respetar  el  Reglamento  de  la  Co- 
lonia i  las  medidas  que  se  dicten  para  su 
mejor  gobierno. 

7.  El  Ministerio  de  Colonización  espe- 
dirá el  titulo  detinitivo  de  propiedad  a  fa- 
vor del  colono,  una  vez  que  éste  haya 
acreditado  con  los  informes  del  caso  que 
ha  residido  cinco  años  en  la  hijuela  i  cum- 
plido con  las  demás  obligaciones  que  le 
impone  este  decreto. 

8.  La  falta  de  cumplimiento  de  las 
obligaciones  impuestas  al  colono  en  el  ar- 
tículo 6."  habilita  a  la  I  speccion  jeneral 
de  tierras  i  colonización  para  ocupar  la 
hijuela  en  nombre  del  Estado,  sin  que  ha- 
ya derecho  por  parte  del  colono  a  reclamar 
indemnización  por  las  mejoras  introduci- 
das en  la  hijuela. 

9.  El  cdIouo  queda  obligado  a  ceder, 
sin  indemnización  de  ningún  jénero,  el  te- 
rreno necesario  para  los  caminos  públicos 
o  vecinales  que  la  autoridad  competente 
determine  abrir. 

Cada  hijuela  quedará  asimismo  someti- 
da a  la  oliligacion  de  pro|jorcionar  el  espa- 
cio que  ocupen  los  ferrocarriles  que  se 
construyan  por  cuenta  del  Estado  sin  de- 
recho a  indemnización,  siempre  que  los 
terrenos  ocupados  no  pasen  de  quince  me- 
tros de  ancho. 

El  Gobierno  se  reserva  en  todo  caso  la 
facultad  de  íijar  i  revisar,  cuando  lo  esti- 
me necesario,  los  deslindes  de  las  hijuelas 
concedidas. 

10.  El  Inspector  general  de  tierras  i 
colonización  suscribirá  con  el  colono  el 
respectivo  contrato,  por  duplicado,  con 
arreglo  a  las  bases  anteriores. 

III.  —  Requisitos  para  obtener  la 
condición  de  colonos  nacionales.  — De- 
creto de  16  de  Octubre  1902. 

Art.  1.  A  los  chilenos  que  comproba- 
ren ser  casados  i  tener  hijos,  saber  leer  i 
escribir  i  no  haber  sido  condenados  por 
crimen  o  simple  delito,  se  les  concederá, 
si  asi  lo  solicitaren,  la  calidad  de  colonos 
nacionales  para  tener  opción  a  una  hijuela 
de  terrenos  cuya  estension  no  podrá  esce- 
der en  ningún  caso  de   cincuenta  hectá- 


reas por  cada  padre  de  familia  i  veinte 
hectáreas  por  cada  hijo  varón  mayor  de 
doce  años. 

Esta  concesión  no  produce  otra  obliga- 
ción para  el  Estado  que  la  entrega  del  lote 
de  terreno  indicado. 

a)  El  interesado  comprobará  su  estado 
civil  i  el  de  sus  hijos  acompañando  a  su 
solicitud  los  coi-respondientes  certiticados. 

b)  Manifestará  .saber  leer  i  escribir, 
llenando  ante  el  Gobernador  del  departa- 
mento ea  Sonde  reside  los  formularios  im- 
presos que  se  les  suministrarán  i  firmán- 
dolos a  presencia  de  éste. 

e)  Para  comprobar  que  no  ha  sido  con- 
denado por  ci'imen  o  simple  delito,  deberá 
presentar  certihcado  de  los  juzgados  de  la 
provincia  en  que  haya  residido,  i  su  nom- 
bre no  debe  aparecer  en  las  listas  de  c  in- 
denaciones  que  se  publican  anualmente 
por  el  Ministerio  de  Justicia. 

2.  Los  que  hubieren  ocupado  terrenos 
con  anterioridad  al  15  de  Enero  de  1901  en 
las  provincias  de  Malleco,  Cautin,  Valdi- 
via, Llanquihue  i  Chiloé  tendrán  opción  a 
una  hijuela  en  conformidad  al  art.  1.°,  en 
el  terreno  que  ocupan,  siempre  que  el  te- 
rreno ocupado  no  hubiera  sido  destinado 
por  el  Supremo  Gobierno  a  otros  ñnes  i 
haya  sido  trabajado  personalmente  por  el 
interesado  i  se  hubieran  hecho  mejorasen 
dicho  terreno  que  representen  doscientos 
pesos  a  lo  menos. 

3.  A  los  que  ocupen  tierras  ñscales 
con  posterioridad  al  15  de  Enero  de  1901 
sólo  se  les  reconocerá  el  derecho  de  esijir 
el  pago  de  las  mejoras  cuando  el  Supremo 
Gobierno  acuerde  venderlas  en  subasta 
pública. 

4.  La  trascripción  del  decreto  supre- 
mo que  concede  la  calidad  de  colono  na- 
cional servirá  a  la  Inspección  jeneral  de 
tierras  de  orden  suficiente  para  entregar 
al  interesado  la  hijuela  que  corresponda 
en  los  puntos  que  solicite  e  indicados  en 
el  articulo  siguiente. 

5.  (Se  refiere  a  los  terrenos  de  tres 
provincias). 

6.  No  tendrán  derecho  a  los  beneficios 
de  este  decreto  los  que  anteriormente  hu- 
bieren sido  favorecidos  con  alguna  conce- 
sión de  terreno  en  calidad  de  colonos  o 
hijos  de  colonos. 

7.  El  concesionario  queda  obligado: 

A  respetar  el  Reglamento  de  la  colo- 
nia; 

A  cerrar  completamente  su  hijuela  den- 
tro de  dos  años  contados  desde  la  techa 
del  titulo  provisional; 

A  cultivar  per.sonalraente  el  terreno  en 
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una  estension  que  no  sea  inferior  ú  la  mi- 
tad del  que  se  iiaya  concedido. 

A  mantener  en  buen  estado  i  a  su  pro- 
pio coste  los  caminos  que  atraviesen  su 
propiedad  i  a  la  mitad  de  los  que  le  sirvan 
de  deslinde; 

A  ceder  en  cualquier  tiempo  i  sin  in- 
demnización alguna  el  terreno  necesario 
para  los  ferrocarriles  o  caminos  públicos  o 
vecinales  que  la  autoridad  competente  de- 
termine abrir; 

A  no  enajenar  su  predio  ni  hacer  sobre 
él  promesa  de  venta  o  contrato  alguno  que 
le  prive  de  su  libre  tenencia  o  cultivo 
mientras  no  reciba  del  Supremo  Gobierno 
el  titulo  dettnitivo  de  propiedad  que  le 
trasñera  en  absoluto  su  dominio. 

8.  Cuando  e!  concesionario  haya  com- 
probado ante  la  Inspección  jeneral  de  tie- 
rras i  colonización  que  ha  dado  cumpli- 
miento a  las  dos  primeras  obligaciones  im- 
puestas en  el  número  anterior  i  que  ha 
residido  además  durante  seis  años  en  el 
terreno,  el  Supremo  Gobierno  le  otorgará 
titulo  definitivo  de  propiedad. 

9.  Si  transcuri-idos  seis  años,  conta- 
dos desde  la  fecha  del  titulo  provisional,  el 
colono  no  se  hallare  en  situación  de  soli- 
citar titulo  definitivo,  caducará  la  conce- 
sión, sin  que  éste  tenga  derecho  a  recla- 
mar indemnización  alguna  por  las  mejo- 
ras que  hubiere  introducido. 

10.  (Derogatorio). 

IV. — Esplotacion  de  arenas  aurífe- 
ras i  estanníferas. — Decreto  5  de  Julio 
de  1895. 

Art.  1.  Para  la  esplotacion  i  aprove- 
chamiento de  las  sustancias  a  que  se  refie- 
re el  art  l.°  del  Código  de  minería,  no  se 
requiere  concesión  ni  aviso  previo,  siendo 
además  libre  la  elección  de  los  medios  que 
cada  cual  emplee  en  este  trabajo. 

2.  Con  todo,  podrá  hacerse  por  el  Juz- 
gado de  letras  respectivo  la  designación  de 
sitios  determinados  para  el  aprovechamien- 
to especial  de  los  concurrentes  que  lo  soli- 
citen. 

Podrá,  asimismo,  hacerse  esta  designa- 
ción por  el  Juzgado,  de  oficio  o  a  requeri- 
miento de  la  autoridad  administrativa, 
cuando  asi  lo  exija  la  conservación  del  or- 
den i  la  mas  arreglada  i  conveniente  es- 
plotacion. 

3.  En  estas  designaciones  se  dará  pre- 
ferencia para  la  elección  de  los  sitios  a  los 
que  primeramente  hubieren  iniciado  tra- 
bajos de  esplotacion  en  ellos. 

4.  Los  sitios  que  se  designen  en  con- 


formidad al  art.  2.°  podrán  comprender 
una  estension  hasta  de  diez  mil  metros  cua- 
drados, la  cual  se  determinará  prudencial- 
mente  en  cada  caso  por  el  Juez,  tomando 
en  cuenta  el  número  de  solicitantes  i  la 
estension  i  naturaleza  de  los  placeres  o  de- 
pósitos. 

5.  Estos  sitios  se  marcarán  en  forma 
de  rectángulos  i  serán  alinderados  de  un 
modo  visible  con  intervención  del  Juez  o 
del  perito  que  éste  nombre;  pudiendo  en 
cualquiera  tiempo  i'ectificarse,  a  solicitud 
de  parte  interesada,  dichos  linderos. 

6.  Para  gozar  del  derecho  de  formar 
pertenencias  mineras  en  el  caso  del  inciso 
2."  del  art.  4.°  del  Código  de  minería,  será 
necesaria  la  instalación  de  maquinarias  u 
otros  medios  de  esplotacion  que  permitan 
beneficiar  por  lo  menos  veinticinco  quin- 
tales métricos  de  arena  diariamente  por 
cada  pertenencia. 

7.  La  estension  de  dichas  pertenencias 
será  la  que  determina  el  inciso  1.°  del  ar- 
tículo 37  del  Código  citado,  debiendo  mar- 
carse en  uno  o  mas  rectángulos  contiguos 
cuyos  lados  no  bajen  de  veinte  metros  li- 
neales de  estension. 

8.  Los  descubridores  de  depósitos  de 
sustancias  comprendidas  en  el  art.  4.°  del 
Código  de  minería  podrán  solicitar  hasta 
tres  pertenencias  eontinuas  o  separadas. 

9.  Los  que  deseen  constituir  pertenen- 
cias mineras  en  conformidad  a  las  dispo- 
siciones de  los  tres  ¡artículos  precedentes, 
deberán  solicitarlo  por  escrito  del  respec- 
tivo Juez  de  letras,  espresando  el  número 
i  estension  de  las  pertenencias,  su  ubica- 
ción con  todo  el  detalle  posible,  sus  deslin- 
des provisionales  i  el  nombre  que  den  a 
cada  una  de  ellas.  Espresarán  además  si 
existen  concesiones  especiales  de  sitios  en 
el  lugar  que  se  proponen  esplotar. 

10.  Presentada  la  solicitud,  se  ordenará 
su  rejistro  i  publicación  en  la  misma  for- 
ma que  para  las  manifestaciones  ordina- 
rias de  minas;  i  desde  la  fecha  del  decreto 
que  así  lo  disponga  tendrá  el  solicitante  el 
plazo  de  trescientos  dias  para  instalar  las 
obras  i  aparatos  necesarios  para  el  benefi- 
cio, sin  que  entre  tanto  puedan  aprove- 
charse ni  aun  por  el  mismo  solicitante  las 
sustancias  existentes  en  las  pertenencias 
solicitadas. 

11.  Podrá  el  Juez,  con  conocimiento 
de  causa,  ampliar  hasta  cien  dias  mas  el 
plazo  que  fija  el  artículo  anterior,  cuando 
circunstancias  estraordinarias  dificulten  la 
instalación  de  los  trabajos. 

12.  En  cualquier  tiempo,  dentro  délos 
plazos  que  mencionan  los  dos  artículos  an- 
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teriores,  podrán  los  solicitantes  recabar  la 
autorización  para  esplotar  las  pertenencias 
solicitadas,  haciendo  presente  al  Juez  que 
están  ya  instaladas,  i  aptas  para  comenzar 
el  beneticio,  las  obras  correspondientes.  El 
Juez  otorgará  la  autorización,  previo  infor- 
me de  uno  o  dos  peritos  designados  por  él, 
que  reconozcan  los  trabajos  i  confirmen 
la  declaración  del  interesado. 

El  fallo  que  conceda  la  autorización  se 
rejistrará  i  publicará  en  la  forma  que  es- 
presa el  art.  10,  i  servirá  de  titulo  provi- 
sional al  solicitante. 

13.  El  título  definitivo  de  la  pertenen- 
cia se  constituirá  por  medio  de  mensuia 
legal,  precediéndose  en  conformidad  a  las 
reglas  del  titulo  VI  del  Código  de  mine- 
ría. 

14.  Si  los  terrenos  comprendidos  en  la 
pertenencia  estuvieren  esplotudos  por  ter- 
ceros en  la  forma  que  establece  el  art.  2.° 
de  este. Reglamento,  deberá  notificárseles 
para  que  lo  desocupen  en  el  término  de  un 
mes.  En  caso  de  no  ser  habidas  las  perso- 
nas que  esploten  con  permiso  especial 
aquel  terreno,  bastará  que  la  notificación 
se  haga  a  cualquiera  de  los  trabajadores 
que  se  encontraren  en  él. 

15.  Los  concesionarios  de  pertenencias 
constituidas  en  conformidad  a  este  Regla- 
mento estarán  sometidos,  en  cuanto  al 
goce  i  conservación  de  su  derecho,  a  las 
mismas  obligaciones  i  responsabilidades 
c|ue  el  Código  de  minería  establece  para 
los  dueños  de  minas.  Perderán  además 
todo  derecho  si  no  hicieren  en  los  plazos 
respectivos  la  instalación  de  las  obras  a 
que  se  refiere  el  art.  6." 

16.  Tan  pronto  como  se  haga  un  des- 
cubrimiento de  arenas  auríferas  u  otras  de 
las  sustancias  compi'^ndidas  en  el  art.  4.° 
del  Código  de  minería,  el  gobernador  del 
departamento  lo  pondrá  en  noticia  del  Mi- 
nisterio de  Industria  a  fin  de  que  nombre 
uno  o  más  Injenieros  de  minas  que  prac- 
tiquen los  reconocimientos  necesarios  e 
intervengan  como  peritos  en  las  dilijen- 
cias  que  decreten  los  jueces  respectivos.  A 
falta  de  Injenieros  podrán,  sin  embargo, 
nombrarse  otras  personas  con  tal  carác- 
ter. 

17.  Las  concesiones  de  pertenencias 
hechas  por  la  justicia  ordinaria  antes  de  la 
publicación  del  presente  Reglamento  se 
entenderán  válidamente  otorgadas;  pero 
los  concesionarios  deberán  ajustarse  a  las 
disposiciones  que  preceden  en  cuanto  a  la 
determinación  i  goce  de  sus  derechos.  Los 
plazos  que  ellas  establecen  correrán  desde 
la  fecha  de  esta  publicación. 


V.— Compañías  estranjeras  de  se- 
guros.—Lei  de  17  Noviembre  de  19Ü4. 

Art.  1,  Las  Compañías  estranjeras  de 
seguros,  cualquiera  que  sea  su  naturale- 
za, no  podrán  funcionar  ni  establecer 
ajénelas  en  Chile  sin  autorización  del  Pre- 
sidente de  la  República. 

Se  aplicará  el  núm.  1 ."  del  art.  467  del 
Código  penal  a  los  que  se  titulen  ajenies 
de  Compañías  de  seguros  no  autorizadas 
por  el  Presidente  déla  República  o  ejer- 
zan funciones  de  tales. 

El  decreto  que  autoriza  la  existencia  o 
funcionamiento  de  una  Compañía  de  Se- 
guros, podrá  ser  revocado  por  infracción 
de  cualquiera  de  las  obligaciones  que  im- 
pone esta  lei. 

2.  Para  conceder  la  autorización  será 
necesario: 

1.°  Justificar  que  la  Compañía  se  ha 
organizado  con  arreglo  a  las  leyes  del  país 
en  que  se  ha  fundado; 

2.*  invertir  en  bienes  raíces,  libres  de 
gravamen,  situados  en  Chile,  o  en  valores 
nacionales,  o  depositar  en  la  Casa  de  Mo- 
neda o  en  la  ofií'ina  que  designe  el  Presi- 
dente de  la  República  la  cantidad  que  le 
corresponda  según  la  categoría  o  clase 
que  se  le  haya  asignado  i  la  especie  de  se- 
guros de  que  la  Compañía  se  ocupe. 

3.  Para  los  efectos  del  depósito  exijido 
en  el  artículo  anterior,  se  establecen  dos 
clases  o  categorías  de  Compañías  de  segu- 
ros contra  incendios. 

Las  Compañías  de  seguros  cuyo  capital 
pagado  ascienda  a  quinientos  mil  pesos  o 
mas,  se  reputarán  como  de  primera  clase; 
i  como  de  segunda  clase  aquellas  cuyo  ca- 
pital sea  inferior  a  dicha  suma. 

Para  computar  el  monto  del  capital  se 
tomarán  en  cuenta  los  fondos  de  reserva  i 
acumulados. 

Las  Compañías  de  seguros  contra  incen- 
dios u  otros  i  iesgos,  clasificadas  como  de 
primera  clase,  depositarán  trescientos  mil 
pesos,  i  las  de  segunda  clase,  doscientos 
mil  pesos. 

Las  Compañías  de  seguros  contra  ries- 
gos marítimos  i  riesgos  agrícolas,  esclusi- 
vamente,  depositarán  cincuenta  mil  pe- 
sos. 

El  depósito  podrá  constituirse  en  mone- 
da corriente  o  en  moneda  esterlina;  en  bo- 
nos de  la  deuda  pública  interna  o  esterna 
o  en  letras  de  la  Caja  de  Crédito  Hipote- 
cario u  otros  establecimientos  análogos, 
calificados  por  el  Presidente  de  la  Repú- 
blica. 

Dichos  bonos  o  letras  serán  estimados 
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anualmente  al  precio  corriente  de  plaza 
por  el  Presidente  de  la  República. 

Este  depósito  se  reputará  garantía  pren- 
daria de  las  ol)l¡yacione3  que  las  Compa- 
ñías coiitriíjesen  en  Chile  a  favor  de  los 
asegurados,  i  los  bienes  raices  a  que  se  re- 
fiere el  núm.  2  "  del  art.  2."  no  podrán 
gravarse  ni  esceder  de  la  mitad  de  ios  fon- 
dos acumulados  en  Chile  por  las  Compa- 
ñ  ías . 

4.  Las  Compañías  de  seguros  sobre  la 
vida  serán  también  de  primera  o  de  se- 
gunda clase. 

El  Presidente  de  la  República  fijará  la 
cati-goria  de  estas  Compañías,  previo  es- 
tudio del  balance  de  las  operaciones  que 
ejecuten  en  el  país. 

5.  Las  Compañías  de  segu  ros  sobre  la 
vida  constituirán  su  garantía  optando  al- 
ternativamente por  alguno  de  los  medios 
siguientes: 

1."  Acreditáronte  el  Ministerio  de  Ha- 
cienda la  adquisición  de  propiedades  rai- 
ces o  la  inversión  de  cuatrocientos  mil 
pesos  si  fueren  de  primera  clase  o  de  tres- 
cientos mil  pesos  si  fueren  de  segunda  cla- 
se en  los  valores  i  en  la  forma  que  deter- 
mina el  inciso  2."  del  artículo  2.°  de  esta 
lei; 

2."  Depositar  en  la  Tesorería  Fiscal  o 
invertir  en  los  valores  a  que  se  refiere  el 
citado  inciso  i  en  la  forma  allí  establecida, 
el  cincuenta  por  ciento  del  valor  de  las 
primas  que  percibieren  por  el  servicio  de 
los  seguros  contratados  cada  año. 

6.  No  podrán  retirarse  los  depósitos 
que  establece  como  garantía  la  presente 
lei  sin  que  previamente  se  justifique,  con 
un  aviso  de  seis  meses,  que  han  termina- 
do los  riesgos  u  operaciones  que  motiva- 
ren üichas  garantías. 

Los  referidos  depósitos  solo  podrán  ser 
embargados  o  retenidos  para  hacer  efecti- 
vo el  pago  de  los  seguros  contratados. 

Sin  embargo,  el  Presidente  de  la  Re- 
púljüca  podrá  autorizar  la  sustitución  de 
algunos  de  los  valores  depositados  por 
otros  equivalentes.     " 

7.  Las  Compañías  de  seguros  contra 
incendios  u  otros  riesgos  que  fueren  cla- 
sificadas como  de  primera  clase,  pagarán 
una  patente  de  tres  mil  pesos  al  año;  las 
Compañías  que  fueren  clasificadas  como 
de  segunda  clase  pagarán  patente  de  dos 
mil  pesos. 

Las  Compañías  de  seguros  sobre  riesgos 
mai-itimos  i  riesgos  agrícolas,  esclusiva- 
mente,  pagarán  patente  de  quinientos  pe- 
sos. 

Las  Compañías  de  seguros  sobre  la  vida 


pagarán  una  patente  de  cuatro  mil  pesos, 
si  fueren  de  primera  clase,  i  de  tres  mil 
pesos  si  fueren  de  .segunda  clase. 

Cuando  las  Compañías  de  seguros  estén 
establecidas  en  el  estranjero,  la  patente 
gravará  tan  solo  a  la  ajencia  principal  que 
tuvieren  en  Chile. 

Las  patentes  que  establece  esta  lei  serán 
fiscales,  se  aplicarán  a  las  Compañías  de 
seguros  nacionales  i  estranjeras  i  se  paga- 
rán por  mitad  en  los  meses  de  Enero  i  Ju- 
lio de  cada  año. 

8.  Las  Compañías  estranjeras  de  segu- 
ros a  que  se  refiere  esta  lei  se  considera- 
rán domiciliadas  en  Chile  i  estarán  some- 
tidas a  las  autoridades  judiciales  i  admi- 
nistrativas, i  en  jeneral  a  la  lejislacion  del 
pais  para  todas  las  obligaciones  que  con- 
trajesen. 

Su  representación  judicial,  sin  restric- 
ción de  facultades,  corresponderá  al  ajen- 
te  principal  que  tuvieren  en  Chile,  cuales- 
quiera que  sean  los  términos  de  las  pólizas 
o  de  los  poderes  del  ájente. 

La  responsabilidad  de  las  Compañías  de 
seguros  sobre  la  vida,  domiciliadas  en  el 
estranjero,  principiará  en  el  momento 
mismo  en  que  su  representante  en  Chile 
perciba  la  prima  i  espida  la  póliza. 

9.  No  podrán  organizarse  Compañías 
de  seguros  con  un  capital  pagado  inferior 
a  cien  mil  pesos  i  sin  que  se  destine  a  fon- 
dos de  reserva  a  lo  menos  la  cuarta  parte 
de  las  utilidades  hasta  completar  doscien- 
tos mil  pesos. 

10.  Las  Compañías  de  seguros  pasarán 
cada  seis  meses  al  Ministerio  de  Hacien- 
da para  su  publicación  en  el  Diario  Ofi- 
cial, un  resumen  de  las  operaciones  prac- 
ticadas en  el  .semestre  anterior,  que  com- 
prenderá las  primas  recibidas,  siniestros, 
seguros  pagados  i  riesgos  pendientes  en 
Chile. 

La  cuenta  i  balance  anual  de  las  Compa- 
ñías nacionales  i  de  las  ajénelas  de  lasCom- 
pañías  estranjeras  se  publicarán  en  un 
diario  de  la  localidad  en  que  cada  Compa- 
ñía tenga  su  ajencia  principal. 

Las  ajénelas  de  Compañías  estranjeras 
formarán  una  cuenta  anual  del  estado  de 
los  fondos  de  la  Compañía  en  Chile,  con 
especificación  de  las  sumas  percibidas  por 
primas,  los  gastos  de  administración,  pago 
de  pólizas,  jiros  de  valores  que  se  envien 
al  estranjero  o  que  se  reciban,  forma  de 
inversión  de  valores  existentes  en  el  pais, 
reservas  especiales,  pérdidas  i  ganancias  i 
demás  detalles  que  manifiesten  la  marcha 
i  operaciones  de  la  Compañía  en  Chile. 

Las  ajénelas  de  Compañías  estranjeras 
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a  que  se  refiere  el  inciso  anterior  deberán, 
asimismo,  publicar  en  Cliile  un  resumen 
del  balance  jeneral  de  sus  oj)eraciones. 

La  cuenta  a  que  se  refiere  el  inciso  3."  se 
publicará  pn  la  forma  establecida  en  el  in- 
ciso 2.° 

11.  El  Presidente  de  la  República  de- 
signara inspectores  de  oficinas  ñscah's  pa- 
ra que  vijilen  la  operaciones,  libros  i  cuen- 
tas de  las  Compañías  nacionales  o  ajénelas 
de  Compañías  estranjeras. 

Diclias  Compañías  o  ajencias  deberán 
manifestaren  el  acto  a  los  inspectores  sus 
libros  i  archivos,  bajo  multa  de  mil  pe- 
sos. 

La  adulteración  o  falsificación  de  los  ba- 
lances i  cuentas  a  que  se  refiere  esta  lei, 
será  castigada  con  las  penas  que  estable- 
cen los  arts.  192  i  194  del  Código  penal. 

12.  Se  establece,  a  beneficio  fiscal,  una 
contribución  de  dos  por  ciento  sobre  la 
primera  prima  i  sobre  los  recibos  de  reno- 
vación de  toda  póliza  de  seguros  contra 
incendios. 

Esta  contribución  no  afectará  a  los  re- 
seguros. 

Las  inversiones  o  depósitos  que  hagan 
las  Compañías  estranjeras  i  los  capitales  de 
las  Compañías  chilenas,  quedarán  eximi- 
das del  impuesto  de  haberes. 

13.  El  valor  de  las  pólizas  de  seguros 
sobre  la  vida  cede  esclusivamente  en  fa- 
vor del  beneficiario. 

14.  El  pago  de  los  valores  asegurados 
en  las  pólizas  emitidas  por  las  Compañías 
de  que  trata  esta  lei,  se  hará,  acaecido  i 
comprobado  que  sea  el  siniestro,  sin  con- 
sulta previa  a  las  oficinas  matrices. 

15.  Quedan  suprimidas  las  patentesque 
en  la  actualidad  pagan  a  las  Municipali- 
dades las  Compañías  de  Seguros,  con  arre- 
glo a  la  lei  de  22  de  Diciembre  de  1866. 

16.  Esta  lei  rejirá  seis  meses  después 
que  sea  publicada  en  el  Diario  O/idial. 

17.  El  Presidente  de  la  República  dic- 
tará, dentro  del  plazo  de  tres  meses,  el  Re- 
glamento necesario  para  la  ejecución  de 
la  presente  lei. 

VI. — Lei  de  reclutas  i  reemplazos 
del  Ejército  i  Armada,  de  5  de  Setiem- 
bre 1900. 

Disposiciones  jenerales. 

Art.  1.  Todos  los  chilenos  de  veinte  a 
cuarenta  i  cinco  años  de  edad,  en  estado 
de  cargar  armas,  están  obligados  a  servir 
en  el  Ejército  de  la  República  en  la  forma 
establecida  en  esta  lei. 

2.     Estos  servicios  se  prestarán: 
Segunda  Sbrik. — Tomo  11. 


1."  Por  un  año  en  el  Ejército  activo 
desde  los  veinte  a  los  veintiún  años  de 
edad,  del)iendo  servir  en  cuerpo  nueve 
meses  a  lo  menos; 

2.*  En  la  primera  reserva  durante  nue- 
ve años,  contados  desde  el  licénciamiento 
en  el  Ejército  activo;  i 

3."  En  la  segunda  reserva,  desde  el  li- 
cénciamiento en  la  primera  reserva  hasta 
los  cuarenta  i  cinco  años  de  edad. 

Los  ciudadanos  que  no  fueren  llamados 
a  servir  en  el  Ejército  activo  por  no  estar 
comprendidos  en  el  continjente  anual  en 
el  caso  a  que  se  refiere  el  art.  17,  pasarán 
a  las  reservas  conjuntamente  con  los  que 
hayan  hecho  sus  servicios. 

El  tiempo  a  que  .se  refiere  este  artículo 
se  contará  desde  el  1."  de  Enero  del  año  en 
que  se  cumple  la  edad  respectiva. 

3.  Quedan  exentos  del  servicio  militar: 
1.°     Los  miembros  del  Congreso  Nacio- 
nal i  los  Ministros  i  Consejeros  de  Estado; 

2.®    Los  Municipales; 

3.°     Los  funcionarios  del  orden  judicial; 

4.°  Los  miembros  del  clero  regular  i 
secular,  esto  es,  los  que  han  recibido  i  con- 
servan la  tonsura  clerical  o  el  hábito  de  al- 
guna orden  o  congregación  relijiosa; 

.5."  Los  empleados  de  las  policías,  sin 
perjuicio  de  que  el  Presidente  de  la- Repú- 
blica pueda  llamar  al  servicio  militar  a  los 
individuos  que  formen  la  policía  de  segu- 
ridad; 

6.°  Los  directores  i  maestros  de  los  es- 
tablecimientos de  instrucción  pública. 

4.  A  los  miembros  del  Congreso  Na- 
cional i  de  las  municipalidades  que  se  pre- 
sentaren voluntariamente  a  hacer  el  ser- 
vicio militar  establecido  en  esta  lei,  no  se 
les  podrá  prohibir  la  asistencia  a  las  fun- 
ciones de  su  puesto. 

5.  Podrán  eximirse  del  servicio  mili- 
tar: 

1."    Los  oficiales  del  Rejistro  civil; 

2.°  Los  tesoreros  fiscales  i  municipa- 
les; 

3.°  Los  empleados  en  aduanas,  i-es- 
guardos,  cárceles,  presidios,  faros,  co- 
rreos, i  empresas  de  telégrafos  i  ferrocarri- 
les del  Estado; 

4.°  Los  médicos  de  ciudad  i  farmacéu- 
ticos que  rejenten  boticas;  i 

5."  El  único  varón  adulto  de  una  fami- 
lia que  viva  a  sus  espensas. 

Los  que  tuvieren  dos  o  mas  hijos  varo- 
nes en  estado  de  cargar  armas,  podrán  es- 
ceptuar  uno  de  ellos.  Se  contarán  entre 
los  hijos  vivos  los  que  hubieren  muerto  en 
acción  de  guerra  bajo  la$  banderas  de  la 
República. 
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6.  Para  que  los  empleados  a  que  se  re- 
fieren los  artículos  que  preceden  puedan 
eximirse  del  servicio  militar,  es  menester 
que  desempeñen  en  propiedad  su  empleo 
desde  .-eis  meses  antes  de  la  fecha  en  que 
fueron  llamados  al  servicio. 

7.  Todo  empleado  público  que  fuere 
llamado  al  servicio  militar,  retendrá  la 
propiedad  de  su  empleo  mientras  perma- 
nezca en  el  servicio,  pero  no  tendrá  otra 
remuneración  que  la  señalada  en  esta  lei. 

8.  Los  individuos  que  en  conformidad 
a  esta  lei  sean  llamados  al  servicio  militar 
gozarán,  mientras  desempeñen  dicho  ser- 
vicio, de  un  sueldo  de  diez  pesos  mensua- 
les, lihre  de  todo  gravamen.  Este  sueldo 
no  será  embar^able. 

9.  El  Presidente  de  la  República  pres- 
cribirá las  medidas  necesarias  para  el  man- 
tenimiento de  la  hijiene  i  preservación  de 
las  enfermedades  infecciosas  dentro  de  los 
cuarteles,  como  asimismo  para  que  los  in- 
dividuos llamados  al  servicio  adquieran 
los  conocimientos  primarios  de  instruc- 
ción. 

Del  Rejistro. 

10.  El  Rejistro  de  inscripción  se  for- 
mará con  arreglo  a  las  circunscripciones 
del  Rejistro  civil. 

11.  Las  juntas  de  inscripción  se  com- 
pondrán del  oñcial  del  Rejistro  civil  déla 
circunscripción  respectiva  i  de  dos  miem- 
bros del  Ejército  o  dos  personas  designa- 
das por  el  jefe  de  la  zona. 

En  las  secciones  de  las  circunscripcio- 
nes en  que  no  pueda  funcionar  el  oficial 
del  Rejistro  civil,  se  nombrará  un  reem- 
plazante por  la  Municipalidad  respectiva. 
Estas  juntas  podrán  funcionar  con  solo 
dos  de  sus  miembros  i  sus  servicios  serán 
gratuitos. 

12.  No  obstante  lo  dispuesto  en  los  dos 
artículos  que  preceden,  la  inscripción  del 
continjente  naval  a  que  se  reñere  el  artí- 
culo 24  se  hará  en  la  subdelegacion  marí- 
tima respectiva,  quedando  el  Rejistro  Na- 
val a  cargo  de  la  autoridad  marítima. 

Estarán  en  todo  caso  obligados  a  inscri- 
birse en  este  Rejistro  la  jente  de  mar,  ma- 
rinos, lancheros,  fleteros,  estivadores,  fo- 
goneros, calafates,  veleros,  carpinteros  de 
ribera,  pescadores  mecánicos  e  injenieros 
de  máquinas,  marinos  a  flote,  electricistas 
al  servicio  de  buques,  caldereros  i  jente 
empleada  en  el  servicio  de  maestranza  de 
las  bahías,  mozos,  mayordomos,  cocineros 
de  buques,  contadores  i  sobrecargos. 
\  13.  El  Presidente  de  la  República  re- 
glamentará la  época  en  que  deben  abrirse 


los  rcjistros,  el  tiempo  en  que  deben  ha- 
cerse las  inscripciones  i  los  días  i  horas  en 
que  deban  funcionar  las  juntas  respecti- 
vas. 

14.  En  la  época  en  que  se  designe,  se- 
gún el  articulo  anterior,  deberán  concu- 
rrir a  inscribirse  en  el  rejistro  de  la  cir- 
cunscripción en  que  tengan  su  domicilio  o 
residencia,  todos  los  ciudadanos  que  no  es- 
tén e.xentos  del  servicio  militar. 

15.  Cuando  hubiere  duda  respecto  de 
la  edad  del  ocurrente,  ia  junta  juzgará  por 
su  aspecto  físico  i  lo  inscribirá  en  caso  de 
disconformidad  de  opiniones. 

16.  Cuando  un  ciudadano  inscrito  cam- 
bie de  domicilio,  deberá  comunicarlo  al 
subdelegado  respectivo,  i  hacerse  inscribir 
en  su  nuevo  domicilio  en  el  mas  próximo 
periodo  de  inscripciones.  Con  la  constancia 
de  esta  última  inscripción,  que  se  comuni- 
cará de  oficio,  se  cancelará  la  anterior. 

Del  sorteo 

17.  La  convocatoria  al  servicio  será 
decretada  por  el  Presidente  de  la  Repúbli- 
ca en  conformidad  con  la  lei  anual  que  flja 
las  fuerzas  de  mar  i  tierra;  i  si  el  número 
fijado  fuese  inferior  al  número  de  in.scri- 
tos.  se  procederá  a  sorteo  en  la  forma  que 
prescribe  esta  lei. 

18.  El  sorteo  se  practicará  por  las  mu- 
nicipalidades que  funcionen  en  las  capita- 
les de  departamento,  con  asistencia  del  co- 
mandante de  armas. 

La  Municipalidad  funcionará  con  los 
miembros  que  concurran  i  podrá  delegar 
esta  facultad  en  una  comisión  compuesta 
de  tres  de  sus  miembros,  nombrada  por 
ella  misma,  i  del  comandante  de  armas, 
que  la  presidirá. 

19.  La  sesión  en  que  se  practique  el 
sorteo  será  pública  i  todo  ciudadano  ten- 
drá derecho  de  asistir  a  ella. 

20.  Los  ciudadanos  inscritos  que  se 
presentaren  con  el  objeto  de  cumplir  su 
servicio  serán  aceptados,  i  el  sorteo  se  ve- 
rificará entre  los  demás  inscritos  hasta 
completar  el  número  fijado  por  el  Presi- 
dente déla  República. 

21.  Sorteado  el  número  determinado 
porel  Presidente  de  la  República,  se  sortea- 
rá una  quinta  parte  mas  para  reemplazar 
a  los  sorteados  que  no  se  presenten  en 
tiempo  oportuno,  sin  perjuicio  de  la  res- 
ponsabilidad que  les  corresponda.  Los  nom- 
bres que  salgan  en  este  segundo  sorteo  se- 
rán numerados  a  fin  de  que  el  reemplazo 
se  sujete  al  orden  numérico. 
22.     La  lista  de  los  ciudadanos  sortea- 
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dos  para  el  servicio  se  publicará  o  ñjará  en 
los  lugares  mas  públicos  de  las  subdelega- 
ciones  respectivas  durante  el  tiempo  que 
se  designe  para  la  presentación  a  los  cuar- 
teles. 

Del  servició  militar 

23.  Los  ciudadanos  a  quienes  corres- 
ponda hacer  el  servicio  militar,  deberán 
presentarse  a  los  respectivos  cuarteles 
dentro  del  término  que  designe  el  Presi- 
dente de  la  República. 

24.  El  Presidente  de  la  República  des- 
tinará a  los  institutos  navales  la  parte  del 
contin.iente  anual  que  éstos  requieran,  la 
cual  quedará  afecta  al  servicio  de  la  Ar- 
mada. 

25.  El  Presidente  de  la  República,  con 
acuerdo  del  Consejo  de  Estado,  podrá  re- 
tener en  servicio  hasta  por  tres  meses  el 
continjente  que  hace  su  primer  servicio  en 
el  Ejército,  sin  perjuicio  del  regular 
acuartelamiento  de  la  clase  siguiente. 

26.  El  Presidente  de  la  República  po- 
drá convocar  anualmente  a  los  continjen- 
tes  de  la  primera  reserva  que  hayan  recibi- 
do instrucción  militar,  por  periodos  hasta 
de  treinta  dias,  para  que  practiquen  ejer- 
cicios militares  en  la  forma  que  establez- 
can los  reglamentos,  i  por  noventa  dias  a 
los  que  no  hubieren  recibido  esa  instruc- 
ción. 

Para  prolongar  por  mas  tiempo  esos 
ejercicios  dentro  del  año  o  para  convocar 
a  los  de  la  segunda  reserva,  será  necesario 
el  acuerdo  del  Consejo  de  Estado. 

27.  Desde  treinta  dias  antes  del  seña- 
lado para  una  elección  i  quince  dias  des- 
pués, no  podrán  ser  llamados  al  servicio 
ios  individuos  de  la  reserva  inscritos  en  los 
rejistros  electorales  de  las  localidades  en 
que  debe  practicarse  la  elección. 

De  la  responsabilidad. 

'  28.  El  Presidente  de  la  República  podrá 
organizar  cursos  gratuitos  de  aspirantes  a 
oñciales  de  la  reserva,  a  los  que  solo  ingre- 
sarán los  que,  siendo  mayores  de  diecio- 
cho años,  justifiquen  haber  cursado  los 
cinco  primeros  años  de  humanidades  o  te- 
ner los  conocimientos  o  estudios  que  fije  el 
reglamento  que  dictará  el  Presidente  de  la 
República.  El  uniforme  deberá  ser  costea- 
do por  el  aspirante. 

29.  Los  aspirantes  a  oficiales  que  hu- 
bieren hecho  satisfactoriamente  su  curso, 
podrán  ser  ascendidos  cumpliendo  con  las 
condiciones  impuestas  en  los  reglamentos 
respectivos. 


30.  Los  individuos  que  hubiesen  hecho 
su  primer  servicio  en  el  Ejército,  recibirán 
un  certificado  en  que  conste: 

1.°  El  nombre  del  cuerpo  en  que  ha  re- 
cibido su  instrucción; 

2."  La  fecha  de  su  incorporación  al  ser- 
vicio i  de  su  licénciamiento:  i 

3."  Los  ascensos  concedido»  i  nota  de 
conducta. 

31.  Los  individuos  que  hubiesen  cum- 
plido su  servicio  i  fueren  recomendados 
por  el  comandante  del  cuerpo  en  que  hu- 
bieren recibido  instrucción  militar,  serán 
licenciados  con  un  grado  inmediatamente 
superior  al  que  hubieren  desempeñado. 

Podrán  ascender  sucesivamente  hasta 
sarjento  primero,  siempre  que  se  presten 
a  hacer  un  nuevo  periodo  de  instrucción 
de  tres  meses. 

32.  Las  clases  del  Ejército  retiradas 
con  buena  licencia  i  los  conscriptos  licen- 
ciados como  clases,  ingresarán  en  sus  res- 
pectivos empleos  a  los  continjentes  de  re- 
serva. 

33.  Los  sub-oficiales  o  clases  que  ha- 
yan servido  sin  interrupción  durante  doce 
años  i  obtengan  nota  de  buena  conducta, 
tendrán  derecho  preferente  a  ser  nombra- 
dos para  empleos  fiscales,  con  sueldo  que 
no  esceda  de  mil  doscientos  pesos  auuales. 
en  las  policías,  ferrocarriles,  aduanas  o 
correos,  previo  un  examen  de  competen- 
cia después  de  tres  meses  de  prueba. 

Para  los  efectos  de  la  jubilación  de  estos 
empleados,  se  contará  el  tiemp:)  servido 
en  el  Ejército. 

34.  Los  ciudadanos  que  en  conformi- 
dad a  esta  lei  sean  llamados  al  servicio, 
quedan  sometidos  desde  el  momento  de  su 
incorporación  en  el  cuerpo  que  les  corres- 
ponda, a  lo  dispuesto  en  el  art.  148  de  la 
Constitución  del  Estado  i  a  las  leyes  que 
rijen  al  Ejército. 

35.  Los  funcionarios  que  sin  causa  jus- 
ta no  cumplan  las  obliga-iones  que  les  im- 
pone esta  lei,  incurrirán  en  una  multa  de 
cincuenta  a  trescientos  pesos,  sin  perjui- 
cio de  la  responsabilidad  que  por  otras  le- 
yes les  correspondan. 

Si  el  contraventor  no  paga  la  multa,  su- 
frirá una  prisión  de  veinte  a  cien  dias. 

36.  Los  que  no  se  inscribieren  en  los 
rejistros  militares,  debiendo  hacerlo,  o  no 
se  presentaren  a  cumplir  sus  servicios  en 
los  plazos  i  formas  que  determinará  el 
Presidente  de  la  República,  o  no  dieren  el 
aviso  de  cambiar  de  domicilio,  en  confor- 
midad al  art.  16,  quedarán  inhabilitados 
para  cargos  i  oficios  públicos  mientras  no 
hagan  su  servicio  i  sufrirán  la   pena  de 
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prisión  en  su  grado  medio  a  máximo  o 
multa  de  veinte  a  cien  pesos. 

Los  cómplices  o  encubridores  de  las  fal- 
tas anteriores  serán  castigados  con  la  mis- 
ma pena. 

37.  Los  que  se  encuentren  en  los  ca- 
sos del  inciso  1."  del  articulo  anterior,  es- 
tarán, ademas,  obligados  a  hacer  sus  ser- 
vicios  en    el  Ejército   durante  un  año. 

38.  Toda  infracción  de  los  deberes  que 
impone  esta  lei  será  denunciada  por  el 
ministerio  público  i  juzgada  de  oficio. 

Podrá  también  ser  denunciada  por  cual- 
quiera persona  del  pueblo. 

39.  De  los  juicios  de  infracción  o  exen- 
ción a  que  se  refieren  los  artículos  que  pre- 
ceden, i  en  jeneral  de  las  contravenciones 
de  los  deberes  que  impone  esta  lei,  cono- 
cerá en  primera  instancia  el  juez  de  letras 
del  departamento,  cualquiera  que  sea  el 
fuero  del  contraventor,  i  en  segunda  la  res- 
pectiva Corte  de  Apelaciones. 

El  procedimiento  será  sumario,  sin  mas 
requisito  que  la  comprobación,  por  cual- 
quier medio  fehaciente,  del  hecho  denun- 
ciado i  la  audiencia  del  interesado,  que 
deberá  ser  citado  personalmente  o  por  avi- 
sos en  un  periódico  del  departamento  i  por 
carteles  fijados  en  la  puerta  del  juzgado  i 
en  la  secretaría  de  la  Alcaldía  Municipal. 

El  juez  de  letras  deberá  dictar  resolución 
dentro  del  término  de  quince  dias  i  la  Cor- 
te dentro  de  diez  dias,  contados  desde  la 
fecha  en  que  respectivamente  entraren  a 
conocer  del  negocio. 

Disposiciones  especiales  en  caso  de  (/uerra 

40.  En  tiempo  de  guerra  la  moviliza- 
ción i  acuartelamiento  del  continjente  lla- 


mado al  servicio  durará  todo  el  periodo 
que  las  necesidades  militares  lo  exijan;  i 
sus  sueldos  i  gratificaciones  serán  lo.s  que 
fija  la  lei  de  1."  de  Febrero  de  1893. 

41.  Podrán  ser  llamados  a  formar 
parte  del  Ejército  activo  auH  los  mayores 
de  diez  i  ocho  años  i  menores  de  veinte,  i 
de  las  reservas  los  mayores  de  cuarenta  i 
cinco  años  i  menores  de  cincuenta,  siem- 
pre que  fueren  aptos  para  el  servicio  del 
Ejército. 

Podrán  asimismo  llamarse  a  los  que  en 
conformidad  al  artículo  5."  de  esta  lei  tie- 
nen derecho  de  eximirse  del  servicio  mili- 
tar. 

42.  El  acuartelamiento  i  movilización 
de  las  reservas,  se  hará  por  el  Presidente 
de  la  República  con  solo  el  acuerdo  del 
Consejo  de  Estado. 

Disposiciones   transitorias 

43.  Los  individuos  que  antes  de  la  pro- 
mulgación de  esta  lei  hubieren  perteneci- 
do al  Ejército  o  a  la  Guardia  Nacional  mo- 
vilizada, entrarán  a  la  reserva  que  les  co- 
rresponda según  su  edad  i  no  podrán  ser 
obligados  a  servir  en  un  puesto  inferior  al 
que  hubieren  desempeñado. 

44.  El  Presidente  de  la  República  dic- 
tai'á  dentro  del  plazo  de  dos  meses  los  re- 
glamentos necesarios  para  la  ejecución  de 
esta  lei. 

45.  Autorizase  al  Presidente  de  la  Re- 
pública para  invertir  hasta  dos  millones  de 
pesos  en  dar  cumplimiento  a  la  presente 
lei. 

46.  Derógase  la  lei  número  352,  de  12 
de  Febrero  de  1896,  sobre  servicio  de  la 
Guardia  Nacional. 
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ó  acensuada,  689. —  V.  Sociedades. 

Aceptación. — Disposiciones  referentes  á 
la  de  las  sucesiones,  230. — Efectos  de 
la  de  una  letra  de  cambio,  416. 

Aceptante.— Significado  legal  de  esta  pa- 
labra, 443. 

Acervo. — Modo  de  liquidar  el  heredita- 
rio, 208. 

Acreedores.— Efectos  de  la  fianza  entre 
ellos  y  los  fiadores,  317, — Su  gradua- 


ción, 496. — Cesión  de  bienes  á  los  mis- 
mos, 653. — Concursos  de,  655. — V.  Ac" 
dones  y  Convenio. 

Acta. — De  la  independencia  de  la  Re- 
pública de  Chile,  6. 

Activo.— V.  Liquidación. 

Actos. — Cuáles  se  reputan  nulos  y  de  nin- 
gún valor,  135.— Cuáles  se  reputan  mer- 
cantiles, 368. — Declarativos  de  volun- 
tad, 246.— Deshonestos,  su  penalidad, 
546. — Judiciales  no  contenciosos,  694. 

Actuaciones. — Preceptos  relativo»  á  las 
judiciales  en  el  procedimiento  civil,  607. 

Acueducto.— Reglas  especiales  á  esta 
servidumbre,  198  y  201. 

Acuerdos. — De  las  Cortes  de  apelacio- 
nes, 75. 

Acumulación. — Reglas  de  la  de  autos  eu 
el  procedimiento  civil,  610. 

Adjunción. — Reglasde  esta  especie  de  ac- 
cesión, 184. 

Administración. — De  justicia,  20  y  66. — 
Interior,  21. — De  los  intereses  locales, 
52. — De  los  bienes  y  rentas  municipa- 
les, 59. — De  los  de  la  sociedad  conyu- 
gal, 273.  —Extraordinaria,  274.— De  la 
colectiva,  298  y  395.  — Del  mandato, 
303. — De  bienes  embargadas,  649. — Re- 
glas de  la  de  los  bienes  por  parte  de  tu- 
tores y  curadores,  163. 

.adulterino. — Significado  legal  de  este 
adjetivo  aplicado  á  los  hijos,  137. 

Adulterio. — Su  penalidad,  548. 

Adulto.— Definición  legal  de  esta  pala- 
bra, 136. 

Afinidad.- Concepto  legal  de  la  ley  le- 
gitima y  de  la  ilegitima,  136. 

Agencias. — Reglas  de  las  oficiosas,  313. 

Agentes.— Arancel  de  los  de  menor  cuan- 
tía, 106. 
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Agricultura. — Seguro  contra  los  riesgos 
a  «(ue  están  expuestos  los  productos  de 
ella,   410. 

Aguas. — Servidumbres  referentes  á  ellas, 
198. — Juicios  sobre  su  distribucióu,680. 

Albaceas.— Quiénes  lo  son  y  sus  dere- 
chos j  obligaciones,  233. —Fiduciarios, 
23(>. 

Alcaldes. — Nombramiento  y  atribucio- 
nes de  los  municipales,  62. 

Alimentos. — De  los  que  por  ley  se  deben 
á  ciertas  personas,  159.— Disposiciones 
relativas  á  su  asignación  forzosa,  225. 

Almacenes. — Reglas  particulares  relati- 
vas á  su  arrendamiento,  290. 

Aluvión. — Concepto  de  e&ta  accesión, 
183. 

Amenazas.— Penalidad  de  las  de  atenta- 
dos contra  personas  y  propiedades,  542. 

Amparo.— V.  Querellas. 

Animales  —Cuáles  ¡-e  reputan  bravios  ó 
salvaje.-s,  180.— ídem  domésticos,  180, 
— Ídem  domesticados,  180. 

Anticresis.— Reglas  de  este  contrato, 
323. 

Anulación. — Del  convenio  entre  acree- 
dores y^  quebrado,  493. 

Apelación. — V.  Recursos. 

Apelaciones  V.  Cortes. 

Apercibimientos.— Ley  especial  sóbrela 
materia,  103. 

Apertura.— Reglas  de  la  de  las  sucesio- 
nes, 230. 

Apremio.— Reglas  de  este  procedimien- 
to, 649. 

Apropiación.— Penalidad  de  la  de  las  co- 
sas muebles  ajenas  contra  la  voluntad 
de  su  dueño,  552. 

Apuesta.— Reglas  de  este  contrato,  311. 

Aranceles.  —  Derechos  de  los  notarios, 
103.— De  los  conservadores,  103.— De 
los  secretarios  de  los  juzgados,  104.— De 
los  receptores,  105 — De  los  secretarios 
de  las  Cortes,  105. —De  los  relatores, 
105  —De  los  procuradores,  106.  — De  los 
defensores  de  menores  y  ausentes  y  de 
t)bras  pías,  106  —De  los  depositarios, 
107.— De  los  contadores,  106.— De  los 
porteros,  106.— De  los  tasadores  de  cos- 
tas, 106. — De  los  agentes  de  menor 
cuantía,  106.— Consulares,  739. 

Arbitros. —  Juicio  arbitral,  675.— Jue- 
ces que  tienen  este  carácter,  83. 

Archiveros. — Carácter  y  obligaciones  de 
estos  funcionarios,  900. 

Archivos.- Consulares,  752. 

Armada.— Reclutas  y  reemplazos,  753. 

Armadores. — Sus  obligaciones  j  dere- 
chos, 430. 

Armas. — Infracción  de  lasley«s  y  regla- 


mentos relativos  á  las  prohibidas,  541. 

Arrendamiento.— Rfglas  de  este  con- 
trato, 285. — Juicios  especiales  de  este 
contrato,  673. — Por  tiempo  de  servicios 
de  operarios  de  minas,  585. 

Arribadas. — Preceptos  del  Código  de  Co- 
mercio relativos  á  las  forzosas,  459. 

Arribo  de  la  nave,  717. 

Asambleas. — De  electores  de  departa- 
mento, 63. 

Asignaciones.— Preceptos  relativos  á  las 
hechas  por  causa  de  muerte,  208. — For- 
zosas, 225.— Testamentarias,  2l7. 

Asociaciones.— Reglas  de  la  cuenta  en 
participación,  403.— Penalidad  de  las 
ilícitas,  541. 

Atentados. — Penalidad  de  los  cometi- 
dos contra  la  autoridad,  539.— V.  Ame- 
nazas. 

Atribuciones. — De  los  jueces,  81. 

Autoridad.- Penalidad  de  los  atentadas 
y  dBbacatos  contra  ella,  539. 

Ausentes  V.  Defensores. 

Autores. — Su  responsabilidad  crimlual, 
512. 

Autos. — Definición  legal,  617. — Acumu- 
lación, 610. 

Auxilio. — Penalidad  de  su  denegación, 
538. 

Aval.— Sus  efectos,  417. 

Avalista. — Significado  legal  de  esta  pa- 
labra, 413. 

Averías. — Daños  y  gastos  que  reciban 
este  nombre,  452. — Preceptos  relativos 
á  ellas,  453.— Juicios  sobre  el  arreglo 
de  las  comunes,  686. 

Avíos. — Reglas  de  este  pacto  peculiar  á 
la  minería. 

Azotes. — Cuándo  precede  la  imposición 
de  esta  p«na,  567. 


Bandera. — Disposiciones  relativas  á  la 
nacional,  pág.  715. 

Barquero. — Significado  legal  de  esta  pa- 
labra, 380. 

Beneficencia. — Contratos  de  esta  clase, 
246. 

Beneficiario. — Significado  legal  de  e.sta 
palabra,  413. 

Beneficio. — En  qué  consiste  y  efectos  del 
de  inventario,  232. 

Beneficios.- De  separación,  242. 

Bienes. — Administración  de  los  munici- 
pales, 59.  —  Ídem  por  los  tutores  y  cu- 
radores, 163. — Curaduría  de  bienes, 
169. — Autorización  judicial  para  ena- 
jenar, gravar  ó  dar  en  arrendamiento 
por  largo  tiempo  los  de  incapaces,  701. 
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—Su  inventario,  232.— Partición  de  los 
hereditarios,  237.— Juicios  relativos  a 
la  misma,  S77.— Partición  de  los  ga- 
nanciales, 274.— Pago  por  cesión  de 
ellos,  260.— Clases  de  bienes,  177.— Su 
dominio,  posesión,  uso  y  goce,  177.— 
Concepto  de  los  nacionales,  179.— ídem 
de  los  de  uso  público,  179.  -Cuáles  for- 
man el  peculio  profesional,  industrial, 
adventicio  ordinario  é  idem  extraordi- 
nario del  hijo,  153.— Registro  conser- 
vatorio de  bienes  raíces,  330.  — Sepa- 
ración de  ellos  entre  los  cónyuges, 
146. 


Caducidad. — Del  dominio  de  las  minas, 
pág.  588. — De  matrículas  de  naves,  708. 

Calumnia  —Su  penalidad,  551. 

Cámara  de  diputados.  —  V  .  Congreso 
nacional. 

Cambio.  Reglas  de  «ste  contrato  en  lo 
civil,  284.  -Contrato  y  Letras,  412. 

Capitanes. —  Disposiciones  del  Código 
de  Comercio  relativas  á  los  de  las  na- 
ve» mercantes,  433. 

Capitulaciones. — Reglas  generales  re- 
lativas a  las  matrimoniales,  268. 

Cargadores. — Sus  obligaciones  y  dere- 
chos, 381. 

Cartas. — Disposiciones  relativas  á  las  de 
porte,  ó  cartas-guías,  380. — Cartas-ór- 
denes de  crédito,  424. 

Casación .  —  V.  Recursos. 

Casas. — Reglas  relativas  á  su  arrenda- 
mientu,  290. — De  juego,  540. — Infrac- 
ción de  las  leyes  referentes  á  ellas,  540. 
— DeuiartiUo:  su  reglamentación,  503. 
—  De  préstamo:  penalidad  de  las  infrac- 
ciones de  las  leyes  referentes  á  ellas, 
540. — Reglamentación  de  las  de  présta- 
mos sobre  prendas,  573. 

Caso  fortuito. — Qué  se  entiende  por  él, 
138. 

Cáteos. — Preceptos  del  Código  de  mine- 
ría acerca  de  ellos,  580. 

Caución.— Su  significado  legal,  138. 

Causas. — De  la  licitud  de  ellas  como  re- 
quisito para  la  validez  de  los  contra- 
tos, 247. 

Caza.— De  esta  especie  de  ocupación, 
180. 

Censo. — Su  constitucióu,  294. — Consti- 
tución de  los  vitalicios,  312.  -Acción  de 
desposeimiento  contra  terceros  posee- 
dores de  la  finca  acensuada,  689.— De- 
claración de  derechos  al  goce  de  ellos, 
702. 


Cerramiento. — Reglas  especiales  á  esta 
servidumbre,  198. 

Certificados.— P.nalidad  de  su  falsifica- 
ción, 533. 

Cesión.— De  bienes,  653.  — Efectos  de  esta 
forma  de  abandono,  260. — De  dere- 
chos, 284.  —  De  créditos  mercantiles, 
379. — De  pólizas  de  fletamento,  462. 

Chilenos.  -  Quiénes  se  reputan  tales  por 
la  Constitución  política,  6.- 

Circunstancias.-  Disposiciones  relativas 
á  las  eximente.^,  atenuante.^  ó  agravan- 
tes de  la  responsabilidad  crimiaa!,510. 

Citación.— Preceptos  relativos  á  la  de 
evicciói),  672. 

Ciudadanos  activos. — A  quiénes  se  re- 
puta tales  sog^ún  la  Constitución  polí- 
tica. 7. 

Clasificación — Reglas  de  la  de  las  quie- 
bras, 476. 

Codificación. — Proceso  evolutivo  de  la 
misniH,  113. 

Cofiadores. — Efectos  de  la  fianza  entre 
ellos,  319. 

Códigos  —Civil,  126  — De  Comercio,  353. 
— De  minería,  578.— Penal,  507. —De 
Piocedimientu  civil,  592. 

Cohecho.— Su  penalidad,  538. 

Colateral.— Significado  legal  de  esta  pa- 
labra, 136. 

Colonización  .  —  Disposiciones  vigentes 
acerca  de  la  materia,  745. 

Colonos. — Sus  obligaciones,  291. 

Comandita.  —  Simple,  401. — Por  accio- 
nes, 402. 

Comerciantes. —  Calificación  de  ellos, 
368. 

Comercio.— (Jrímenes  y  delitos  relativos 
á  él,  541.  — Juicios,  685.— V.  Códigos. 

Comisiones. — Conservadoras  de  las  Cá- 
maras, 13. 

Comisionistas. — Sus  obligaciones  y  de- 
beres, 385. 

Comodato. — Reglas  de  este  contrato,  906. 

Compañía. — Dis¡)OSÍciones  del  Código  ci- 
vil reff^rentesá  este  contrato,  297. --Ídem 
del  Código  de  Comercio,  392. 

Compañías. — Mineras,  586. — V.  Socieda- 
des. 

Comparecencia.  —  Habilitación  para 
comparecer  en  juicio,  695. 

Compensación.  — Reglas  de  este  modo 
de  extinción  de  las  obligaciones,  264. 

Competencia.— Reglas  generales,  84. — 
Determinación  de  la  cuantía  de  las  ma- 
terias judiciales,  85. — Competencia  en- 
tre tribunales  de  igual  gerarquía  en  lo 
civil,  86. — ídem  en  lo  criminal,  87. — 
Para  fallar  en  una  sola  instancia,  88. — 
Cuestiones  de  competencia,  611. 
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Cómplices.— Su  responsabilidad  crimi- 
nal, 512. 

Compraventa.  — Disposiciones  del  Códi- 
go civil  acerca  de  este  contrato,  276. — 
ídem  del  Código  de  Comercio.  376.— 
Por  medio  de  comisionista,  389. 

Comunidad.— Reglas  de  este  cuasicon- 
trato, 314. 

Concesión. — V.  Terrenos. 

Concurso.  —  Reglas  generales  del  de 
acreedores,  65.5.— Voluntario,  65t>.— Ne- 
CCf^ario,  668. 

Condición.- Efectos  de  la  de  las  perso- 
nas en  cuanto  al  domicilio,  140. 

Condiciones  —  Obligaciones  condicio- 
nales, 24.-). — Condiciones  positiva?^,  249. 
— ídem  negativas,  249. — ídem  posibles, 
249.-  impasibles,  249.  — Potestativas, 
249  —  Casuales,  249.  —  Mistas,  249.— 
Suspensivas,    249 — Resolutorias,   249. 

Condonfición.— Reglas  de  este  modo  de 
extinción  de  las  oblig'aciones,  264. 

Confección.  —  Contrato  para  la  de  una 
obra  material,  292. 

Confesión. — Como  medio  de  prueba  de 
las  obligaciones,  267  y  637. 

Confusión.— Reglas  de  este  modo  de  ex- 
tinción de  las  obligaciones,  265. 

Congreso  nacional.  — Cámara  de  Diputa- 
dos, 8. — ídem  de  Senadores,  9.— Atri- 
buciones respectivas,  9. 

Conocimiento. — Requisitos  de  este  do- 
cumento, llamado  también  póliza  de 
carga,  450. 

Consanguinidad  — Concepto  le;.- al  de  la 
legítima  y  de  la  ilegitima,  136. 

Consejos.— De  Estado,  18. 

Consentimiento.— De  este  requisito  para 
la  validez  de  loscontratos,  247.— V.  Ma- 
trimonio. 

Conservadores. — Car;ícter  y  atribucio- 
nes de  estos  funcionarios,  100  y  111. — 
Arancel  de  sus  derechos,  103. — Nombra- 
miento y  funciones  de  los  de  bienes 
raíces,  331. 

Consignación.— Significación  de  estede- 
pósito,  259. 

Consignatarios.  -  Sus  obligaciones  y  de- 
rechos, 384. 

Cónsules. — Prerrogativas  y  obligaciones, 
728. 

Constitución  política. — Textoanotado  de 
la  vigente,  con  las  reformas  introduci- 
das hasta  1904,  pág.  t».  — De  las  munici 
paliíJades,  .50. — Crímenes  y  simples  de- 
litos C'  ntra  los  derechos  garantidos  por 
ella,  527. — V.  Contrafos. 

Contabilidad.  — Disposiciones  relativas 
á  la  mercantil,  370.— De  las  oficinas 
consulares,  742. 


Contadores. — Arancel  de  sus  derechos, 
106. 

Contestación. — V.  Juicio. 

Contramaestres. — Obligaciones  y  atri- 
buciones de  los  de  las  naves  mercantes, 
439. 

Contratos.— Definición  legal,  246. — Su 
interpretación,  256. — Constitución,  for- 
ma y  efectos  de  los  mercantiles,  2nb. — 
De  los  hombres  de  mar,  440. 

Convenciones. — Definición  legal,  246. 

Convenio.— De  éste  en  general  y  de  la 
convocación  de  los  acreedores  é  insta- 
lación de  la  Junta,  489. 

Convocatoria  para  el  servicio  militar 
754. 

Cónyuges. — Sus  obligaciones  y  dere- 
chos, 145. 

Copias. — Reglas  para  su  expedición,  108. 

Copropietarios,— Derecho  y  obligacio- 
nes de  los  de  naves,  429. 

Cortes. — De  apelaciones,  72. — Suprema, 
77. — División  de  cada  una,  108. 

Corredores. — Derechos  y  deberes  de  es- 
tos oficiales  públicos,  371.— Reglamen- 
mento  de  los  de  comercio,  50. 

Correspondencia. — Conservación  de  la 
de  los  comerciantes,  371. — Disposicio- 
nes; relativas  á  su  trasporte  marítimo, 
715. 

Cosas. — Su  división  en  corporales  é  in- 
corporales, 177. — Cuándo  pueden  ser 
objeto  de  contrato,  248. 

Costas. — Cuáles  deben  deducirse  del  ha- 
ber hereditario,  208. —Preceptos  rela- 
tivos á  ellas  en  el  procedimiento  civil, 
615.  —  V.  Tasadores. 

Costumbres  — Cuándo  constituyen  dere- 
cho, 134. 

Crédito. — V.  Cartas. 

Créditos. — Cesión  délos  personales,  284. 
— Reglas  aplicables  á  su  prelación,  325. 
— Cesión  de  los  mercantiles,  379. — Exa- 
men y  reconocimiento  de  los  existentes 
contra  la  quiebra,  488. 

Criados. — Arrendamiento  de  sus  servi- 
cios.^ 291. 

Cuantía. — Determinación  de  la  de  las 
materias  judiciales,  85. 

Cuasicontratos. — Preceptos  del  Código 
civil  relativos  á  ellos,  313. 

Cuasidelitos. — Obligaciones  civiles  na- 
cidas de  ellos,  314.— Su  penalidad,  5.58. 

Cuentas.— Contrato  de  cuenta  corriente, 
411. — Formación  y  aprobación  de  las 
municipales,  61.— Reglas  del  contrato 
de  cuentas  en  participación,  403. — De 
resaca,  422. — Juicio  sobre  ellas,  582. 

Culpa. — Significado  de  la  leve,  grave, 
lata,  etc.,  137. 


CHILE. — índice    alfabético    DE   MATERIAS 


761 


Curadores.— Adjuntos,  171. — ídem  espe- 
ciales, 171.— Nombramiento  y  discerni- 
miento del  carg'O,  697. 

Curaduría. — Disposiciones  generales  del 
Código  civil,  1<30.— Testamentaria,  161. 
— Legítima,  162.— Diligencias  y  forma- 
lidades que  deben  preceder  al  ejercicio 
de  elU,  162. 


Daños. — Del  transporte  marítimo,  pági- 
na 452.— Penalidad  de  este  delito,  558. 

Deberes. — De  los  jueces,  81. 

Declaraciones. — Preceptos  relativos  alas 
de  voluntad,  246. — De  innavegabilidad, 
709. 

Decretos.  — Definición  de  los  judiciales, 
617. 

Defensores. — Funciones  de  los  públicos, 
93. — Organización,  94. — Aplicación  á 
los  de  menores  y  ausentes  y  de  obras 
pías  de  vanas  disposiciones  relativas  á 
los  jueces,  94.— Arancel  de  sus  dere- 
chos, 106. 

Defraudaciones. — Penalidad  de  este  de- 
lito, 555. 

Defunciones. — Reglas  para  su  inscrip- 
ción en  el  Registro,  352. 

Delación. -=-Reglas  de  la  de  asignaciones, 
208. 

Delitos. — Cuáles  pueden  ser  causa  de 
desheredación,  229. — Obligaciones  civi- 
les nacidas  de  ellos,  314. — Disposicio- 
nes generales  relativas  á  ellos,  510. 

Demarcación. — Reglas  especíale-;  á  esta 
servidumbre,  198. — Modo  de  efectuar 
la  de  pei-tenenc¡»s  mineras,  582. 

Demanda. — V.  Juicio 

Demandas. — Presentación  y  distríbación 
de  ellas,  111. — Desistimiento  de  ellas, 
616. 

Dementes. — Reglas  especiales  relativas 
á  su  curaduría,  168. 

Dependientes. — Significado  legal  de  esta 
palabra,  385. 

Depositarios.— Arancel  de  sus  derechos, 
107. 

Depósito. — Reglas  de  este  contrato  en  lo 
civil,  309.— Mercantil,  425. 

Derecho  público. — Preceptos  de  este  or- 
den san,cionados  por  la  Constitución 
política,  7. 

Derechos.— Efectos  de  su  cesión  gratui- 
ta, 164. — De  acrecer,  224.  — De  usufruc- 
to, 193. — Cuáles  no  pueden  ser  objeto 
de  contrato,  248.— Cesión,  284.— Crí- 
menes y  simples  delitos  contra  los  ga- 
rantidos  por   la   Constitución,   527.  — 

V.  Cónyujes  y  Paternidad. 


Derogación.— Concepto  de  la  expresa  y 
de  la  tácita  de  las  leyes,  138. 

Desacatos.— Penalidad  de  los  cometidos 
contra  la  autoridad,  539. 

Desahucio.— Procedimiento  de  este  jui- 
cio, 673. 

Desaparición.  —  Presunción  de  muerte 
en  estos  casos,  140. 

Descuido. — Sus  clases,  137. 

Desheredamiento. — Su  definición  y  efec- 
tos, 229. 

Desobediencia. — Penalidad  de  este  deli- 
to, 538. 

Desórdenes. — Su  penalidad,  340. 

Desposorios. — Preceptos  del  Código  ci- 
vil sobre  ellos,  142. 

Deudas.  — Pago  de  las  hereditarias  y  tes- 
tamentarias, 240. — Cuáles  deben  dedu- 
cirse del  acervo  de  bienes  heredita- 
rios, 208.— Cuándo  procede  la  prisión 
por  ellas,  505. 

Deudores.  —  Efectos  de  la  fianza  entre 
ellos  y  los  fiadores,  318. 

Diputados. — Época  de  su  elección,  34. — 
Número  de  ellos  en  el  Congreso,  47. 

Disenso.— Razones  que  puedan  justificar 
el  de  un  matrimonio,  143. 

Disipadores. — Reglas  especiales  relati- 
vas á  la  curaduría  de  ellos,  167. 

Disolución. —Del  matrimonio,  144. — De 
la  sociedad  conyugal,  274, — De  las  so- 
ciedades, 301. — Del  matrimonio,  343. — 
De  las  sociedades  colectivas,  396. 

Divorcio. — Excepciones  relativas  al  per- 
petuo, 147.— Reglas  especiales,  149. — 
Preceptos  del  Código  civil  sobre  la  ma- 
teria, 342. — Juicios  especíales,  689. 

Documentos. — Falsificación  de  los  de 
crédito  del  Estado,  de  las  municipali- 
dades, de  los  establecimientos  públi- 
cos, sociedades  anónimas,  ó  Bancos  de 
emisión  legalmente  autorizados,  531. — 
ídem  públicos  ó  auténticos,  532. — ídem 
instrumentos  privados,  533. — Infideli- 
dad en  su  custodia,  537. 

Dolo. — En  qué  consiste,  138.  —  Cuándo 
vicia  el  consentimiento  en  los  contra- 
tos, 248. 

Domésticos.  -Arrendamiento  de  sus  ser- 
vicios, 291. 

Domicilio  — Kn  qué  consiste,  139. — Pre- 
ceptos del  Código  civil  sobre  el,  139. 

Dominio.  —  Preceptos  del  Código  civil 
acerca  de  este  derecho,  178. — V.  Terce- 
rías.— Limitaciones,  190. 

Donación. — Prohibición  absoluta  de  la 
de  los  bienes  del  pupilo,  164. 

Donaciones.— Concepto  y  efecto  de  las 
revocables,  223. — Por  causa  de  muerte, 
224. — Preceptos  relativos  á  las  entrevi- 
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VOS,  243.— Por  causa   de  matrimonio, 

276. — Insinuación  de    las   donaciones, 

701. 
Dotes.— Disposiciones  del  Código  civil 

acerca  de  ellas,  276. 
Duelo. — Su  penalidad,  550. 


Echazón.— Reglas  de  la  misma  conteni- 
das en  el  Código  de  comercio,  pág.  453. 

Edad.— Reglas  y  efectos  de  la  habilita- 
ción, 157  y  340.— De  ésta  como  incapa- 
cidad para  el  desempeño  de  la  tutela  y 
de  la  curaduría,  772. 

Edificación.— Rfglas  de  esta  especie  de 
acesión,  185. 

Edificios.  —  Reglas  especiales  de  su 
arrendamiento,  290. 

Efectos  .— Inmediatos  del    contrato   de 

■  compraventa,  278. 

Ejecución. — De  resoluciones  pronuncia- 
das por  tribunales  chilenos,  624.— ídem 
por  extranjeros,  624.— V.  Juicio  ejecu- 
tivo. 

Ejecutores  testamentarios.  —  Quiénes 
lo  son,  y  sus  obligaciones  y  derechos, 
233. 

Ejército.— Reclutamiento  y  reemplazos, 
753. 

Elecciones. — Ley  general,  26. 

Emancipación.  —  Sus  efectos  y  regla», 
155.— Procedimiento  judicial  para  ob- 
tener la  Toluntaria,  696. 

Emolumentos. — Cuáles  componen  el  ha- 
ber de  la  sociedad  conyugal,  269. 

Empleados.— Sueldos  de  los  del  Orden 
judicial,  109. 

Endosante.  —  Significado  legal  de  esta 
palabra,  413. 

Endoso.— Sus  efectos.  415. 

Encubridores. — Su  responsabilidad  cri- 
minal, 512. 

Epizootias. — Simples  delitos  relativos  á 
ellas,  541. 

Error. — Cuál  es  susceptible  de  viciar  el 
coHsenUmiento  en   los  contratos,  247. 

Especificación. — Reglas  de  esta  especie 

['  de  accesión,  184. 

Esponsales. —  Disposiciones  del  Código 
civil  sobre  ellos,  142. 

Estado.  —  Crímenes  y  simples  delitos 
contiasii  boberania,  524. 

Estado  civil. —Efectos  del  de  las  personas 
en  cuanto  al  domicilio,  140.  — Pruebas, 
158. 

Estafas.- Su  penalidad,  556. 

Estampillas. — Penalidad  de  su  falsifica- 
ción, 531. 

Estragos.- Penalidad  de  este  delito,  557. 


Estupro.— Penalidad  de  este  delito,  547, 

Evicción. — Saneamiento  en  caso  de  ella, 
280.— V.  Citación. 

Exacciones, — Penalidad  de  las  ilegules, 
137. 

Excepciones.  —  Cuáles  son  admisibles 
como  dilatorias,  629. 

Excusas. — Cuáles  pueden  alegarse  para 
no  servir  la  tutela  ó  la  curaduría,   171 

Exhumaciones.  — Infracción  de  leyes  y 
reglamentos  sobre  elb.s,  544. 

Existencia. — Principio  y  fin  de  las  per- 
sonas, 140. 

Expiración. —  Cuándo  se  entiende  que 
expira  el  contrato  de  arrendamiento, 
288. 

Expropiación.  -  Procedimiento  para  ella 
por  causa  de  utilidad  pública,  703. 

Extinción. — Causas  de  la  del  usufructo, 
196.— De  servidumbres,  202. — Modo  de 
extinguirse  las  obligaciones,  256. —  Del 
mandato,  305 — Déla  fianza,  319. — De 
la  responsabilidad  penal,  523. 


Factor. — Significado  legal  de  esta  pala- 
bra, pág.  385. 

Falsificaciones. — Diversos  actos  de  esta 
clase  comprendidos  en  el  Código  penal, 
530. 

Faltas. — Definición  y  castigo  de  ellas, 
559. 

Ferrocarriles. — Crímenes  y  delitos  rela- 
tivos á  ellos,  544. 

Fianza.— Preceptos  del  Código  civil  re- 
ferentes á  este  contrato,  216. — ídem 
mercantil,  426. — De  los  corredores  de 
comercio,  501.— De  los  secretarios,  110. 
— de  los  notarios  y  conservadores,  111. 
—  De  los  receptores,  111. 

Fideicomisos.  — Su  concepto,  190. 

Fiduciarios.-  V.  Albaceas. 

Filiación. — Preceptos  del  Código  civil 
referentes  á  la  natural,  155. 

Firma. — Disposiciones  relativas  á  las  de 
las  sociedades  colectivas,  394. 

Fletador. — Sus  derechos  y  obligaciones, 
447. 

Fletamento. -Disposiciones  del  Código  de 
comercio  relativas  á  este  contrato,  443. 

Fletante. — Sus  derechos  y  obligaciones, 
445. 

Forma.— De  las  letras  de  cambio,  413  — 
V.  Contratos. 

Fraudes. — Su  penalidad,  537. 

Frutos. — Accesión  de  ellos,  183.-  -Natu- 
rales, 183.  — Pendientes,  183.— Percibi- 
dos, 183.— Consumidos,  183.— Civiles, 
183.-  División  de  los  percibidos  des- 
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pues  de  la  muerte  del  testador,  239.— 
Cuáles  componen  el  haber  de  la  socie- 
dad conyugal,  269. 

Fuerza  mayor.  — En  qué  consiste,  138. 
Cuándo  vicia  el  consentimiento  de  los 
contratos,  247. 

Funciones. — Expiración  y  suspensión  de 
la  de  los  jueces,  82.— Del  ministerio  pú- 
blico, 90. — Penalidad  de  su  usurpación, 
534.  — ídem  de  su  anticipación  y  pro- 
longación, 534. 

Fundos.— Significado  legal  de  esta  pala- 
bra, 177. 


Gananciales.— Reglas  para  la  partición 
de  estos  bienes,  pág.  274. 

Ganancias. — División  de  ellas  en  la  so- 
ciedad col  -ctiva,  394, 

Garantías. —  Cuáles  establece  la  Cons- 
titución para  la  seguridad  y  la  propie- 
dad, 22. — Indiriduales  (lev  general), 
568.^ 

Gestión  de  negocios  ajenos. — Reglas 
de  este  cuasicontrato,  313. 

Gobernadores. — Atribuciones  de  los  de- 
partamentos, 20. — Incompatibilidades, 
65. 

Gobierno.  —  Preceptos  constitucionales 
acerca  de  su  forma,  6. 

H 

Haber.— Composición  del  déla  sociedad 
conyugal  y  cargas  del  mismo,  pag.  269. 

Habilitación. — Preceptos  relativos  á  la 
de  edad,  157  y  3l0. — Para  comparecer  en 
juicio,  695. 

Habitación. — Preceptos  relativos  á  este 
derecho  real,  196. 

Hacienda. — Juicios  especiales,  688. 

Herencia.— Petición  de  ella  y  otras  ac- 
ciones del  heredero,  233.  — Concesión 
de  este  derecho,  284. 

Herencias.- Significado  legal  de  esta 
palabra,  208. 

Hermanos. — Quiénes  lo  son  carnales,  pa- 
ternos, uterinos  y  naturales,  137. 

Hijos. — Quiénes  se  reputan  legitiiuos,  ile- 
gítimos, naturales  de  dañado  ayunta- 
miento, adulterinos  y  sacrilegos,  137. 
— Legítimos  concebidos  en  matrimo- 
nio, 148. 

Hipotecas. — Preceptos  del  Código  civil 
referentes   á  ellas.— Acción  de  despo 
seimiento  contra  terceros  poseedores  de 
la  finca  hipotecada,  689. 

Hombre. — Definición  legal  de  esta  pala- 
bra, 136, 


Hombres  de  mar.— V.  Contratos, 
Homicidio.— Su  penalidad,  549. 
Honores  — Cuáles    corresponden    á    los 

jueces,  82. 
Hurto. — Penalidad  de  este  delito,  554. 


Ignorancia.— Efectos  de  la  de  las  leyes 
pág.  135. 

Impedimentos. ^-Cuáles  lo  son  para  la 
celebración  del  matrimonio,  341. 

Implicancias. — Sustanciación  de  ellas  en 
el  procedimiento  civil,  612. — V.  Jueces. 

Imprenta. — Ley  general  sobre  abusos  de 
la  libertad  relativa  á  ella,  562. 

Imprudencia. — Po-nalidad  de  la  simple  y 
de  la  temeraria,  558. 

Impúber. —Definición  legal  de  esta  pa- 
labra, 136. 

Impuestos.— Enumeración  de  los  muni- 
cipales, 57.  Deducción  de  los  que  gra- 
ven la  masa  hereditaria,  208. 

Imputación.  -  Reglas  de  la  del  pago, 
259. 

Incapaces. — Quiénes  lo  son  para  contra- 
tar, 247. 

Incapacidades. — Causas  que  lo  son  para 
el  desempeño  de  la  tutela  ó  de  la  cura- 
duría, 171. 

Incendio. — Penalidad  de  este  delito,  557. 

Incendios. — Seguro  contra  ellos,  410. 

Incesto. — Penalidad  de  este  delito,  546. 

Incestuosos.- Hijos  que  se  consideran 
tales. 

Incidentes.— Tramitación  de  ellos  en  el 
procedimiento  civil,  609. 

Incompatibilidades. — Ley  sobre  las  de 
los  funcionarios  judiciales,  111. 

Independencia. — Acta  suscrita  en  Con- 
cepción el  1.°  Enero  1818,  5. 

Industria. — Crímenes  y  delitos  relativos 
á  ella,  541. 

Infante. — Significado  legal  de  esta  pa- 
labra, 136. 

Infanticidio.— Su  penalidad,  549. 

Informaciones. — Modo  de  practicar  las 
de  perpetua  memoria,  703. 

Inliumaciones. — Infracción  de  leyes  y 
reglamentos  sobre  ellas,  544. 

Injurias  — Cuále.'?  pueden  ser  causa  de 
desheredación,  229. — Penalidad  de  este 
delito,  551. 

Inmigración.  —  Disposiciones  vigenles 
acerca  de  ella,  745. 

Inmuebles. — Definición  de  estos  bienes, 
177. 

Inscripciones. — En  el  Registro  electo- 
ral. 28.  — Extraordinarias,  30. — Perma 
Lentes,  30.— Modo  d«  practicar  las  del 
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Registro  conservatorio  de  bienes  raí- 
ces, 334. — Forma  y  solemnidades,  335. 

Insinuación. — V.  Donaciones. 

Inspección.  —  De  la  personal  del  juez 
como  medio  de  prueba  de  las  obliga- 
ciones, 267  y  640. — De  tierras  y  coloni- 
zación, 745. 

Inspectores.  —  Atribuciones  de  los  de 
los  distritos,  21. 

lústalación. —  De  las  municipalidades, 
50. — De  jutces,  78, 

Instancias. — Competencia  para  fallar  en 
una  sola,  88. 

Instrumentos. — De  los  públicos  y  priva- 
dos comu  medios  de  prueba  de  las  obli- 
gaciones, 267  y  632. 

Intendentes. —  Atribuciones  de  los  de 
provincias,  20.  —  Incompatibilidades, 
85. 

Interdictos. —  Preceptos  del  Código  de 
procedimiento  civil,  669. 

Intereses  —Cuáles  componen  el  haber 
de  \i\  sociedad  del  cónyuge,  269. 

Interpretación. — A  quién  correspondela 
de  las  leve»,  134. — Reglas  para  efectuar 
la  de  las  leyes,  136.  — Reglas  de  la  de  los 
contratos,  256. 

Intervención. — Reglas  de  lo  que  puede 
pre.starse  en  la  aceptación  y  en  el  pago 
de  letras  de  cambio,  421. 

Inventario. -Reglas  del  délas  sucesiones. 
230. —  Beneficio,  232.  —  Disposiciones 
relativas  al  solemne,  699. 

Investigación.-  Reglas  de  la  de  minis. 
530. 


Jactancia. —  Disposiciones  del  Código 
de  procedimiento  civil  acerca  de  ella, 
pág.  627. 

Jueces. — De  distrito,  67. — De  subdelega- 
ción,  69. — De  letras, 69. — Nombramien- 
to, subrogación  é  instalación  de  ellos, 
78. — Deberes  y  atribuciones,  81. — Ho- 
nores y  prerrogativas,  82  -  Responsa- 
bilidad, 82.— Espiración  y  suspensión 
de  sus  funciones,  82. — Jueces  arbitros, 
83. — Implicancia,  88. — Recusación,  88. 

Juicio.—  Reglas  generales  sobre  la  com- 
parecencia, 601.— Demanda,  625  — Ex- 
repciones,  629. — Contestación,  630. — 
RecoL vención, 630. — Prueba,  631. — Pro- 
cedimientos posteriores,  643. 

Juego.  — Reglas  de  este  contrato,  311. 

Juntas. —  Electorales,  26. — De  acreedo- 
res, 489. 

Jurado. — Modo  de  proceder  en  las  causas 
por  abusos  de  la  libertad  de  imprenta, 
563. 


Juramento. — Del  presidente  de  la  Repú- 
blica, 15. — De  este  medio  de  prueba  de 
las  obligaciones,  267  y  639. 

Jurisdicción.— Prórroga  de  ella,  88. 

Justicia. — Preceptos  constitucionales  so- 
bre su  administración,  20, 

Justificación.— Requisitos  de  la  de  las 
averías  comunes,  453. 


Lanzamiento.— Reglas  especiales  de  es- 
te procedimiento,  pág.  673. 

Legados.— Su  definición  legal,  208- 

Legitimación. —  Hijos  legitimados  por 
matrimonio  posterior  á  la  concepción, 
150. — Procedimiento  judicial  para  efec- 
tuarla, 697. 

Legitimas. — Definición  y  disposiciones 
del  Código  cítíI  referentes  á  ellas,  226. 

Lesiones.— Penalidad  de  las  corporales, 
549. 

Letras. — V.  Cambia. 

Leyes.— Preceptos  constitucionales  sobre 
su  formación,  14.— Disposiciones  del 
Código  civil  sobre  ellas,  134. — Efecto 
retroactivo  de  ellas,  S38. 

Libertad. — Crímenes  y  simples  delitos 
contra  ella,  cometidos  por  particulares, 
528.     Abusos  de  la  de  imprenta,  562. 

Librador. — Obligaciones  del  de  una  le- 
tra de  cambio,  415. 

Libranzas. — Reglas  del  Código  de  Co- 
mercio acerca  de  las  extendidas  á  la 
orden,  423. 

Libros. — Cuáles  están  obligados  los  co- 
merciantes á  llevar,  370. — Cuáles  son 
necesarios  para  el  Registro  civil  y  mo- 
do de  llevarlos,  347. — Consulares,  742. 

Limitaciones. — V.  Dominio. 

Liquidación. — De  las  sociedades  colecti- 
vas, 396.— Del  activo  y  pasivo  de  la 
quiebra,  494. 

Litigantes. — Cargas  pecuniarias  á  que 
están  sujetos,  601. 

Loterías. — Infracción  de  las  leyes  refe- 
rentes á  ellas,  540.— Ley  prohibitiva, 
573.  . 

Luces.— Reglas  especiales  á  esta  clase  de        y 
servidumbres,  198. 

Lugar. — En  cuál  debe  hacerse  el  pago  de 
las  obligaciones,  258. 

Lucros.- Cuáles  componen  el  hater  de 
la  sociedad'conyugal,  269. 

M 

Malversación.— Penalidad  de  la  de  cau- 
dales piíblicos,  pág.  537. 
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Mancebo. — Significado  legal  de  esta  pa- 
labra, 385. 

Mandato.  — Definición  y  reglas  de  este 
contrato,  302.— ídem  del  Código  de  Co- 
mercio, 385. 

Marcas. — Penalidad  de  su  falsificación, 
531. 

Marina. — Ley  general  de  la  mercante, 
708.— Deberes  de  los  Cónsules  respecto 
de  la  de  Guerra,  732. —  Atribuciones  y 
deberes  de  aquellos  respecto  de  la  mer- 
cante, 732. 

Martilieros  —Obligaciones  y  deberes  de 
estos  oficiales  públicos,  374. — Derechos 
que  pueden  pfrcibir,  504. 

Maternidad. -Preceptos  relativos  á  la 
disputada,  157. 

Matrices.— Penalidad  de  su  falsificación, 
531. 

Matrícula. — Disposiciones  referentes  á 
la  de  na\es,  708.— Reglamento  de  la  de 
la  gente  de  mar,  719.— Consular,  738. 

Matrimonio. — Su  definición  legal.  142. 
— Ley  de  matrimonio  civil,  340. — Pena- 
lidad de  la  celebración  de  matrimonios 
ilegales,  548. — Juicios  sobre  consenti- 
miento para  él,  675.  — Juicios  de  nuli- 
dad de  matrimonio  y  de  divorcio,  689. 

Masa.  — Modo  de  liquidar  la  de  bienes 
hereditarios,  208. 

Mayor  de  edad. —  Significado  legal  de 
esta  palabra,  136. 

Medianería. — Reglas  de  esta  servidum- 
bre, 198. 

Mejoras. — Definición  y  reglas  referentes 
á  ellas,  22o. 

Mendicidad. — Su  penalidad,  543. 

Menor  de  edad. — Significación  legal  de 
esta  frase,  136. 

Menores. — Reglas  especiales  relativas  á 
la  curaduría  de  ellos,  167. — V.  Defen- 
sores. 

Mezcla.— Reglas  de  esta  especie  de  acce- 
sión, 185. 

Militares. — Preceptos  relativos  á  sus  tes- 
tamentos, 217. 

Minas. — Juicios  especiales,  688. — Explo- 
tación de  arenas  auríferas  y  estannífe- 
ras, 750. — V.  Código  de  Minería. 

Ministerio  público.  —  Funciones,  90. — 
Organización.  91. 

Ministros.  —  Número,  atribuciones,  de- 
beres, etc,  de  los  de  Despacho,  17. 

Moneda. — Penalidad  de  su  falsificación, 
530. 

Mora.— Efecto  ^^e  la  del  deudor,  255. 

Movilización. — En  tiempo  de  guerra,  756. 

Muebles.  —  Definición  de  estos  bienes, 
177. 

Muerte. — Presunción  de  ella  por  desapa- 


recimiento, 140  — Muerte  civi!,  142. — 
V.  Donaciones. 

Mujer. — Definición  legal  de  esta  pala- 
bra, 13».— Excepcioues  relativas  á  su 
profesión  ú  oficio,  14ó. 

Multas.  — Destino  (le  las  impuestas  á  be- 
neficio municipal,  573. 

Municipales. — Época  de  »u  elección,  34. 

Municipalidades. —  Preceptos  constitu- 
cionales relativos  aellas,  21.— Organi- 
zación y  atribufiones,  49. 

Mutuo. — Reglas  de  este  contrato,  308. 

N 

Nacimientos. — Reglas  para  su  inscrip- 
ción en  el  Registro,  pág.  350. 

Nacionalidad. ^De  las  naves  mercantes, 
705. 

Naturales. — Hijos  que  se  reputan  tales, 
137. 

Naturalización. — A  quién  corresponde 
concederla,  6. 

Naufragios. — Disposiciones  del  Código 
de  Comercio  acerca  de  ellos,  460  y  718. 

Naves. — Preceptos  del  Código  de  Comer- 
cio acerca  de  las  mercantes,  426. 

Navieros.  —  Sus  obligaciones  y  dere- 
chos, 430. 

Niño. — Definición  legal  de  esta  palabra, 
136. 

Nombramiento. — De  jueces,  78. 

Nombramientos.— Penalidad  de  los  ile- 
gales, 534. 

Nombres. — Penalidad  de  su  usurpación, 
534. 

Notarios.— Carácter  y  atribucione=i  de 
estos  funcionarios,  99. — Arancel  de  sus 
derechos,  103. — Fianzas,  111. — Atribu- 
ciones notariales  de  los  Cónsules  como 
ministros  de  la  fe  pública,  738. 

Notificaciones. — Requisitos  de  ellas  en 
el  procedimiento  civil,  605. 

Novación. — Naturaleza  y  efectos  de  esta 
sustitución,  262. 

Negligencia. — Sus  clases,  137. 

Nulidad.— De  eleccioaes,  43.  — De  dispo- 
siciones captatorias,  218. — De  donacio- 
nes, 224. — Reglas  de  la  de  las  obliga- 
ciones, 266. — Del  matrimonio,  342. — 
Juicios  de  nulidad  de  matrimonio,  689. 

Nupcias. — Preceptos  del  Código  civil  so- 
bre las  segundas,  144. — Reglas  relati- 
vas al  caso  de  pasar  la  mujer  á  otras 
nupcias,  150.  * 

O 

Obligaciones. — Definición  y  preceptos 
generales,  pág.  246.— Del  vendedor,  279. 
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— De  saneamiento,  280.— Del  compra- 
dor, 282.— Del  arreiiilador,  285. --Del 
arren.latario,  287.— De  los  socios,  299. 
— Del  mandante  y  del  mandatario,  305. 
— C.'nstitución,  forma  y  efectos  de  las 
mercautile-',  375. — Prescripción  de  las 
))eciilÍHres  del  comercio  marítimo,  475. 
—V.  Cónyuges,  Paternidad,  Hijos  y 
Jueces. 

Obras  Pías. — V.  Defensores. 

Ocupación. — Concepto  de  este  medio  de 
a  iquirir,  180. 

Oficialfs.— Aplicación  á  los  del  ministe- 
rio pviblico,  de  varias  disposiciones  re- 
lativas á  los  jueces,  92. 

P 

Pactos.— C'jraisorio,  pág.  282.— D^  retro- 
venta,  283. — Otros  accesorios  al  contra- 
to de  venta,  283. 

Pagarés. — Disposiciones  del  Código  de 
Comercio,  acerca  de  los  extendidos  ala 
orden,  423. 

Pago. — De  las  deudas  hereditarias  y  tes- 
tamentarias, 240.— De  este  modo  de  ex- 
tinción i!e  las  obligacione*,  25íj. — Re- 
glas del  de  lo  no  debido,  313.— De  las 
letras  de  cambio,  419.— Intervención  en 
él,  421. — Efectos  de  la  cesación  de  pa- 
gos, 418. — Juicios  sobre  el  de  ciertos 
honorarios,  683.  — V.  Letras  de  cambio  y 
Tercería . 

Parentesco. — Computación  de  sus  gra- 
dos. 137. 

Partes— Pluralidad  de  ellas  en  el  proce- 
dimiento civil,  003. 

Partición. — Reglas  de  la  de  los  bienes 
hereditarios,  237.— Reglas  de  la  de  bie- 
nes gananciales,  274.— Reglas  de  este 
contrato,  403. — Juicios  sobre  la  de  bie- 
nes, 677. 

Pasajeros. — Reglas  del  Código  de  comer- 
cio relativas  á  los  de  la  nave,  451. 

Pasaportes. — Penalidad  de  su  falsifica- 
ción, 533. 

Pasavantes. — Disposiciones  relativas  á 
ellos,  708. 

Pasivo. — V.  Liquidación,  494. 

Patentes. — De  minas,  588. — De  navega- 
ción, 708. 

Paternidad.  —  Derechos  y  obligaciones 
entre  padres  é  hijos  legítimos,  152. 

Patria  potestad, — Disposiciones  del  Có- 
digo civil  acerca  de  ella,  753. 

Patrón.— Significado  legal  de  esta  pala- 
bra, 380. 

Peculios  — Bienes  que  forman  los  dife- 
rentes que  la  ley  admite,  153. 

Penalidad. — En  materia  de  elecciones, 


45.— Obligaciones  con  cláusula  penal, 
2-54. — Penas  pecuniarias  correccionales 
que  pueden  imponerse  á  los  conserva- 
dores de  bienes  raíces,  337. 

Penas.— Su  clasificación,  513. — Su  apli- 
cación, 516. — Su  ejecución  y  cumpli- 
miento, 521. 

Pensiones. —  Ley  sobre  las  del  Estado, 
10,  nota.  Cuáles  componf'n  el  haber 
de  la  sociedad  conyugal,  269. 

Pérdida. — De  la  ciudadanía,  7. —  Reglas 
de  este  caso  de  extinción  de  las  obli- 
gaciones, 265. 

Pérdidas.- División  de  ellas  en  la  socie- 
dad colectiva,  394. 

Peritos,  640. 

Perjurio. — Su  penalidad,  533. 

Permutación. — Reglf^s  de  este  contrato, 
284.—  ídem  del  Código  de  Comercio, 
37». 

Persona. — Definición  legal  de  esta  pala- 
bra, 136. 

Personas. — Sus  clases  segiin  la  ley  ci- 
vil, 139. — Jurídicas,  175.  -Crímenes  y 
delitos  cou'ra  su  estado  civil,  546. 

Pertenencias.—  Reglas  relativas  á  las 
que  se  soliciten  para  explorar  en  cerro 
conocido,  582. 

Pesca. — De  esta  especie  de  ocupación, 
180. 

Pilotos.— Sus  atribuciones  y  derechos, 
439. 

Plazo. — Obligaciones  á  plazo,  250. — Pro- 
mesas, 255. 

Plazos. — Su  computación  en  lo  civil,  138. 
— Limitaciones  de  esta  clase  que  pue- 
den imponerse  á  las  asignaciones  tes- 
tamentarias, 219. 

Pobreza. — Concesión  de  este  privilegio 
en  el  procedimiento  civil,  614. 

Poder  judicial. — Organización  y  atribu- 
ciones, 66. 

Pólizas. — Requisitos  de  las  de  fletamen- 
to,  445.— Requisitos  de  las  de  seguros, 
404. — Cesión  de  las  de  fletamento,  462. 

Porción  conyugal.— Disposiciones  refe- 
rentes á  ella,  226. 

Portador.— Significado  legal  de  esta  pa- 
labra, 413. 

Porteadores. — Sus  obligaciones  y  dere- 
chos, 382. 

Porteros. — Derechos  de  los  de  Cortes  y 
Juzgados,  106. 

Portes  de  armas.— Penalidad  de  su  fal- 
sificación, 533. 

Posesión.  —  Sus  diferentes  calidades,  188. 
— Modos  de  adquirirla  y  perderla,  190. 
— Dación  de  la  efectiva  de  la  herencia, 
700. 

Postumos.— Reglas  especiales  del  Código 
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civil  referentes  á  esta  clnse  4e  hijos, 
150. 

Precio.— Disposiciones  del  Código  oivil 
acerca  de  éáte  en  la  compraventa,  277. 
— ídem  en  la  mercantil,  377. 

Predios — Significado  de  e-ta  clase  de 
bienes,  117. — Sirviente,  197.  —  Domi- 
nante, lf*7. — Reglas  relativas  al  arren- 
damiento de  los  rústicos,  291. 

Prelación. —Reglas  de  la  de  créditos, 
325.— V.^  Tercerías. 

Presunción  de  muerte  por  desapareci- 
miento, 140. 

Presunciones.— Concepto  legal  de  ellas 
y  sus  clases,  138.  — De  este  medio  de 
prueba  de  las  oblig'aciones,   267  y  632. 

Prenda. — Reglas  de  este  contrato,  320. — 
ídem  mercantil,  425. 

Prerrogativas. — Cuáles  son  inherentes 
al  cargo  de  Juez,  82. 

Prescripción. — De  ésta  como  causa  de 
extinción  del  usufructo,  197. — Servi- 
dumbres imprescriptibles,  198.— Pre- 
ceptos del  Código  civil  sobre  la  mate- 
ria, 327. — De  las  acciones  procedentes 
de  la  sociedad  colectiva,  397. — Disposi- 
ciones del  Código  de  Comercio,  426. — 
De  his  obligaciones  peculiares  del  co- 
mercio marítimo,  47o.  — De  minas,  585. 

Presentación. — Efectos  de  la  de  las  le- 
tras de  cambio,  417. 

Presidente  de  la  República.— Preceptos 
constitucionales  á  él  aplicables,  14.— 
Reglas  para  su  elección ,  40. — De  las  Cor- 
tes de  apelaciones,   76. 

Préstamo. — Reglas  del  de  uso  ó  como- 
dato, 306. — ídem  del  de  consumo  ó  mu- 
tuo, 308  —ídem  mercantil,  425. — A  la 
gruesa  ó  á  riesgo  marítimo,  462. 

Presupuestos.  — Discusión  y  aprobación 
de  los  municipales,  61. 

Prevaricación. — Penalidad  de  este  de- 
lito, 535 

Prima. — Concepto  de  ellas  en  los  segu- 
ros, 404. 

Prisión.— Cuándo  procede  por  razón  de 
deudas,  505 

Privilegios.— Cuáles  no  pueden  ser  ob- 
jeto de  contrato,  248. 

Procedimiento. — V  .Códigos. 

Procedimientos  judiciales  en  materia 
electoral,  46. 

Procuradores.— Disposiciones  de  la  ley 
orgánica  de  Tribunales  aplicables  á 
ellos,  101. — Arancel  de  sus  derechos, 
106. 

Promesas. — Cuáles  no  surten  efecto  al- 
guno, 255. 

Promulgación.— Preceptos  del  Código 
civil  sobre  la  de  las  leyes,  135. 


Propiedad.  -  Sus  garantías,  22.— Con- 
cepto de  este  derecho,  178.— ídem  de  la 
mera  ó  nuda,  178. 

Propietarios. — Derechos  y  obligaciones 
de  los  de  naves,  429. 

Prórroga. — V,  Jurisdicción. 

Protesto.— Preceptos  del  Código  de  Co- 
mercio acerca  del  de  las  letras  de  cam- 
bio, 420. 

Proveídos.- Definición  legal,  617. 

Providencias. — Definición  de  las  judi- 
ciales, 617. 

Prueba.— Preceptos  del  Código  civil  rela- 
tivos á  la  de  las  obligaciones,  267.— De 
los  contratos  y  obligaciones  mercanti- 
les. 376, 

Pruebas.  — Del  estado  civil  de  las  perso- 
nas, 158.— Apreciación  de  ellas  en  los 
procesos  que  se  siguieren  por  homici- 
dio, hurto,  robo,  incendios  y  acciden- 
tes de  ferrocarriles,  566.- Término  pro- 
batorio en  el  procedimiento  civil,  631. 
Medios  de  prueba,  632. 

Q 

Querellas, — Reglas  de  la  de  amparo,  pá- 
gina, 669.— De  restitución,  670. — De 
restablecimiento,  270. 

Quiebra.— Procedimientos,  687. 

Quiebras.— Preceptos  del  Código  de  Co- 
mercio sobre  ellas,  476. 

R 

Rapto. — Penalidad  de  este  delito,  pági- 
na 546. 

Bazón. — Disposiciones  relativas  á  la  de 
las  sociedades  colectivas,  394. 

Rebeldías  —Cuándo  procede  su  declara- 
ción en  el  procedimiento  civil,  609. 

Recambio.— Reglas  del  Código  de  Co- 
mercio acerca  de  él,  422. 

Receptores. — Carácter,  nombramiento  y 
atribuciones  de  estos  funcionarios  ju- 
diciales, 98. — Arancel  de  sus  derechos, 
105. — Sus  fianzas,  Ikl. 

Reclutas.— Del  Ejército  y  Armada,  753. 

Recomendatario.— Significado  legal  de 
esta  palabra,  413. 

Reconocimiento. — De  nave,  709. 

Reconvención.— V.  Juicio. 

Recursos.- Contra  el  auto  denegatorio  ó 
declaratorio  de  quiebra,  483. — De  apela- 
ción, 622.— De  caución,  fi90.— De  revi- 
sión, 693. 

Recusación. — V.  Jueces. 

Recusaciones.- Susttnciación  de  ellas 
en  el  procedimiento  civil,  612. 
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Réditos. — Cuáles  componen  el  haber  de 
1h  sociedad  conyugHl,  269. 

Reforma. — V.  Testamenlos. 

Registro.— Civil,  343.— Del  préstamo  á 
la  gruesa.  462. — Reglamento  del  de  Co- 
mercio, 497. — De  inscripción  de  reclu- 
tas para  el  Ejército  y  la  Armada,  754. — 
De  los  consulados,  738. 

Registros  — Electorales,  28.  — De  comer- 
cio, 369.— Conservatorio  de  bienes  rai- 
ces, 330.  — De  rf'clutas  para  el  Ejército 
y  la  Armada,  753. 

R¿habilití<ción.— Cuándo  procede  déla 
del  fallido,  496. 

Reivindicación. — Reglas  especiales  ala 
acción  de  dominio,  202. — C-.iando  pro- 
cede en  caso  de  quiebia,  495. 

Relatores.— Quiénes  pueden  serlo,  su 
nombrümiento  y  funciones,  95. 

Religión.  —  Preceptos  constitucionales 
referentes  á  la  de  la  Repiiblica,  6. — Re- 
glas relativas  á  la  diferencia  de  ella 
entre  guardador  y  pupilo,  172. 

Remates.— Modo  de  proceder  en  los  que 
se  celebren  en  las  casas  de  martillo, 
503. 

Remisión. — Reglas  de  este  modo  de  ex- 
tinción de  las  obligaciones,  264. 

Remoción.  Preceptos  del  Código  civil 
sobre  la  de  los  tutores  y  curadores,  175. 

Remuneración. — Cuantía  de  la  de  los 
tutores  y  curadores,  174. 

Renta  vitalicia.— Reglas  de  este  contra- 
to, 311. 

Rentas  municipales. — Su  composición, 
57. 

Renuncia.— De  la  del  usufructuario  co- 
mo causa  de  extinción  del  usufructo, 
197.  —  Efectos  de  la  de  los  gananciales 
hecha  por  parte  de  la  mujer  después  de 
la  disolución  de  la  sociedad,  275. 

Repartimiento. — Reglas  del  de  las  ave- 
rias comunes,  453. 

Representantes  legales.  —  Significado 
legal  de  esta  palabra,  137. 

Repudiación. — Reglas  de  la  de  las  suce- 
siones, 230. 

Resaca  — Requisitos  de  esta  cuenta,  422. 

Rescisión.—  Reglas  de  la  de  las  obliga- 
ciones, 266. — De  la  de  la  venta  por  le- 
sión enorme,  283. — Del  seguro,  408.— 
Del  fletamento,  449. — Del  convenio  en- 
tre los  acreedores  y  el  quebrado,  493. — 
Cuándo  procede  en  caso  de  quiebra, 
495. 

Residencia. — Efectos  de  ella  en  cuanto 
al  domicilio  de  las  personas,  139. 

Resistencia. — Penalidad  de  este  delito, 
538. 

Resolución. — De  averías,  452. 


Responsabilidad.— Modo  de  hacer  efec- 
tiva la  de  las  municipalidades,  64.— De 
los  jueces,  82.— Circunstancias  eximen- 
tes, atenuantes  y  agravantes  de  la  cri- 
minal, 510.— Su  extinción,  523.  —  En 
que  incurren  los  que  no  cumplen  lag 
obligaciones  del  servicio  militar,  755. 
—  En  materia  de  reclutamientos  y  reem- 
plazos para  el  Ejército  y  la  Armada,  755. 

Restablecimiento. — V.  Querellas. 

Restitución.— Su  concepto  y  efectos,  190. 
— V.  Querellas. 

Retención.— Cuándo  procede  en  caso  de 
quiebra,  495.— Disposiciones  del  Códi- 
go de  Procedimiento  civil  relativas  á 
ella,  673.— Efectos  de  este  derecho  le- 
gal, 688. 

Retro  venta.— V   Pactos. 

Revisión.— V.  Recursos. 

Revocación. — V.  Testamentos. 

Riesgo.— Concepto  de  él  en  los  seguros, 
404.— Del  transporte  marítimo,  452. — 
V.  Préstamos. 

Robo. — Penalidad  de  este  delito,  552. 

Rol.— Decreto  sobre  el  general  de  minas, 
591. 


Sacrilegos.— Hijos  que  tienen  esta  con- 
sideración, 137. 

Salarios. — Cuáles  componen  el  haber  de 
la  sociedad  conyugal,  269. 

Salud  pública.— Crímenes  y  delitos  con- 
tra ella,  543. 

Salvamento. — De  naves,  718. 

Saneamiento. — En  caso  deevicción,  280. 
— Por  vicios  redhibitorios,  381. 

Secretarios. — Nombramiento  y  atribu- 
.ciones  de  los  municipales,  64. — Carác- 
ter de  los  de  las  Cortes  y  juzgados,  97. 
Su  nombramiento  y  obligaciones,  97. — 
Arancel  de  los  de  los  juzgados,  104. — 
Ídem  de  los  de  las  Cortes,  105. — Fian- 
zas, 110, 

Secretos. — Penalidad  de  su  violación, 
537. 

Secuestro. — Reglas  de  esta  especie  de 
depósito,  311. 

Seguridad.- Sus  garantías,  22. — Críme- 
nes y  simples  delitos  contra  la  exterior, 
524. — ídem  contra  la  interior,  526. — 
Crímenes  y  delitos  contra  la  individual 
cometidos  por  particulares,  528. 

Seguro.— Disposiciones  del  Código  de 
(  omercio  sobre  este  contrato,  404. — 
Marítimo,  466. 

Seguros.— Compañías   extranjera»,  751. 

Sellos.— Penalidad  de  su  falsificación, 
531.— ídem  de  su  rotura,  540. 
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Semovientes.— Definición  de  estos  bie- 
nes, 177. 

Senado. — V.  Congreso  Nacional. 

Senadores. — Época  de  su  elección,  34. — 
Número  de  ellos  en  el  Congreso  Nacio- 
nal, 47. 

Sentencias. — Fuerza  ejecutoria  de  las 
judiciales,  134.— Penas  en  que  incurren 
los  que  las  quebrantan,  522. — Defini- 
ción legal,  617. 

Separación. — Reglas  de  este  beneficio, 
242. 

Servicio  nailitar. — Deberes  de  los  ciuda- 
danos a  quienes  corresponda  prestarlo, 
755. 

Servicios. — Arrendamiento  de  inmate- 
riales, 293. 

Servidumbres.— Definición  y  clases,  197. 

Sesiones. — Apertura  y  clausura  de  las 
del  Congreso  Nacional,  13. — De  las  Mu- 
nicipali  ¡ades,  52. 

Sexo. — De  éste  como  causa  de  incapaci- 
dad para  el  desempeño  de  la  tutela  y 
de  la  curaduría,  n2. 

Síndicos.  —  Atribuciones  de  los  de  la 
quiebra, 483. 

Siniestro.— Significado  legal  de  esta  pa- 
labra, 404. 

Solidaridad.  —  Obligaciones  solidarias, 
251. 

Solución. — De  este  modo  de  extinción  de 
las  obligaciones,  256. 

Sordo-mudos. — Reglas  especiales  relati- 
vas á  la  curaduría  de  ellos,  169. 

.Soberanía. — Crímenes  y  simples  delitos 
contra  la  del  Estado,  524. 

Sobrecargos. —  Atribuciones  y  deberes 
de  los  de  las  naves  mercantes,  440. 

Sobreseimiento. ^Cuándo  procede  el  de 
los  procedimientos  de  quiebra,  494. 

Sociedad.  — Reglas  generales  de  la  con- 
yugal, 268.— Administración  ordinaria 
de  los  bienes  de  la  conyugil,  273. — 
ídem  extraordinaria,  274. — Disolución, 
274. —  Disposiciones  del  Código  civil 
refíTentes  á  este  contrato,  297. — ídem 
del  Código  de  comercio,  393, — V.  Com- 
pamas. 

Sociedades. — Transferencia  de  acciones 
ó  promesas  de  acción  de  sociedades 
anónimas,  505. 

Sorteo. — V.  Convocatoria. 

Subastas. — Delitos  relativos  á  las  públi- 
cas, 541. — V.  VentM. 

Subdelegados.—  Atribuciones  de  estos 
funcionarios,  20. 

Subrogación.— De  jueces,  78.— Natura- 
leza y  efectos  de  esta  transmisión,  260. 
Sucesión.— Reglas  de  la  intestada,  211. 
Sucesiones.  —  Preceptos  del  Código  ci- 

Skgunda  Serie. — Tomo  II. 


vil,  208.— Procedimientos  judiciales  á 
que  dan  lugar,  700. 

Sueldos. — Aumento  del  los  de  los  em- 
pleados judiciales,  109. 

Suelo. — Accesiones  de  él,  183. 

Suspensión. — De  la  calidad  de  ciudada- 
no activo  con  derecho  de  sufragio,  7. — 
De  las  funciones  de  los  jueces,  82. 

Sustituciones.— Sus  clases  y  efectos,'225. 


Tarifas.- V.  Aranceles. 

Tasaciones. —  Modo  de  practicarlas  en 
lus  negocios  no  contenciosos,  702. 

Tasadores.— Arancel  de  derechos  de  los 
de  costas,  106. 

Telégrafos.— Crímenes  y  delitos  relati- 
vos á  ellos,  544. 

Temor. —Cuándo  vicia  el  consentimiento 
en  los  contratos,  247. 

Tenedor. — Significado  legal  de  esta  pa- 
labra,^ 413. 

Tercerías.— Cuándo  proceden  y  tramita- 
ción de  las  de  dominio,  prelación  v  pa- 
go, 652. 

Tesox'eros.— Nombramiento  y  atribucio- 
nes de  los  municipales,  64. 

Terrenos. — Su  concesión  á  emigrantes 
libres,  748. 

Testamentos.- Su  ordenación,  212;  So- 
lemnes, 213;  otorgados  en  país  extran- 
jero, 215;  privilegiados,  215.— Su  revo- 
cación y  reforma,  229. 

Testigos. — De  éste  medio  de  prueba  de 
las  obligaciones,  267. 

Testimonio.— Penalidad  del  falso,  533. 

Timbres.— Pecalidad  de  su  falsificación, 
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